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§ 1

Presentación y normativa internacional, de la Unión Europea, 
autonómica y local no consolidada

 Última modificación: 4 de mayo de 2022

 

 
El estigma de la corrupción ha acompañado históricamente a todos los regímenes 

políticos, sin que la apelación a los sistemas democráticos gobernados por los ciudadanos y 
dirigidos al interés general haya servido de antídoto suficiente. En la originaria democracia 
ateniense la fuerza del abuso de poder desmontó los mitos del bienhechor filósofo 
gobernante, como pudo experimentar personalmente Platón en Siracusa, y la tendencia del 
gobierno del pueblo hacia el bien común, como denunció Aristóteles al describir las formas 
de gobierno. Las modernas democracias liberales inspiradas en la separación de poderes de 
Montesquieu tampoco han demostrado, en la etapa contemporánea, ser instrumentos 
suficientes para acabar con el uso despótico del poder.

Desde finales del siglo pasado se ha iniciado una nueva vía, que no apela tanto a 
soluciones diseñadas en el entorno de la filosofía política como a fórmulas auspiciadas por 
las organizaciones internacionales que comprueban diariamente como la corrupción merma 
todos los esfuerzos por mejorar las condiciones sociales de quienes viven en condiciones 
más precarias. Con el nuevo siglo, este conjunto de prácticas y herramientas se han 
catalogado bajo el paradigma de la gobernanza, entendida como una forma de gobierno que, 
al tradicional respeto de la legalidad, trata de sumar la eficiencia y calidad de los servicios 
públicos, la transparencia y la participación ciudadana, y la probidad de los gobernantes y 
funcionarios públicos.

Con la Resolución de las Naciones Unidas 3514, de 15 de diciembre de 1975, 
condenando el soborno en las transacciones comerciales internacionales y exhortando a 
todos los gobiernos a que cooperaran para impedir las prácticas corruptas, se inició esta 
nueva etapa en la búsqueda de instrumentos para mitigar la tendencia de los gobernantes al 
abuso de poder. En las décadas de los 80 y 90 los organismos internacionales, y 
singularmente el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional a partir del Informe 
Helping Countries Combat Corruption: The Role of the World Bank, Poverty Reduction an 
Economic Management Network de 1997, desarrollaron políticas y herramientas dirigidas a 
los países en vías de desarrollo. Con el final y comienzo secular, la preocupación por el 
fraude en las políticas públicas llegó a las áreas más desarrolladas, como, por ejemplo, la 
Unión Europa, que fue compelida a establecer toda una novedosa estrategia legislativa para 
la protección de sus intereses financieros, singularizada en el Convenio relativo a la 
protección de los intereses financieros de las Comunidades Europeas (Convenio PIF) de 
1995 o la creación de la Oficina Europea de Lucha Antifraude (OLAF) en 1999.

En estas cuatro décadas se han sucedido las contribuciones políticas y científicas contra 
la lacra de la corrupción, lo que ha generado una innumerable cantidad de documentación 
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legislativa y técnica, junto con una abundante literatura especializada. Todas estas 
propuestas se han insertado dentro del nuevo modelo de la gobernanza bajo el principio de 
tolerancia cero, frente al fraude y la corrupción.

Como resultado, en la actualidad está en trance de consolidación un acervo jurídico 
especializado en el que se ha colocado en el vértice de la pirámide legislativa la Convención 
de las Naciones Unidas contra la Corrupción de 2003. Este auténtico código internacional de 
lucha antifraude compila y sistematiza las mejoras prácticas reconocidas por el conjunto de 
la doctrina y la política especializada, y ha servido de acicate para el desarrollo de nuevos 
instrumentos legislativos como las agencias anticorrupción (ACAs) o las normas de 
protección del denunciante.

De la misma forma, la Unión Europea ha consolidado una legislación antifraude de 
segunda generación, tras el primer paso dado a mediados de los años 90. Como hitos 
legislativos de la nueva etapa cabe hacer referencia a la Directiva sobre la lucha contra el 
fraude que afecta a los intereses financieros de la Unión (Directiva PIF) de 2017 y el 
Reglamento para la creación de la Fiscalía Europea (EPPO) de 2017." por "De la misma 
forma, la Unión Europea ha consolidado una legislación antifraude de segunda generación, 
tras el primer paso dado a mediados de los años 90. Como hitos legislativos de la nueva 
etapa cabe hacer referencia a la Directiva sobre la lucha contra el fraude que afecta a los 
intereses financieros de la Unión (Directiva PIF) de 2017, el Reglamento para la creación de 
la Fiscalía Europea (EPPO) de 2017 y la Directiva de protección del informante de 2019

A la par que las instituciones comunitarias, España se ha sumado en la última década 
del pasado siglo a la política anticorrupción con un conjunto de medidas entre las que 
destaca la creación, temprana en el contexto internacional, de la Fiscalía Anticorrupción en 
1995. En la actualidad, y también en paralelo con la evolución armonizada en la Unión 
Europea y a nivel internacional, se encuentra en plena efervescencia legislativa con la 
creación por los diferentes niveles de gobierno territorial de ACAs y normas dirigidas a la 
protección del denunciante.

Con este Código de lucha contra el fraude y la corrupción se trata de atender a la 
demanda tanto de los profesionales e investigadores como de toda aquella autoridad, 
funcionario o simple ciudadano que deban hacer uso de la profusa y dispersa legislación en 
la materia. Los primeros encontrarán sistematizada y puesta al día el conjunto de normativa 
vigente en materia de prevención y represión de lucha contra la corrupción. Los segundos 
podrán localizar la norma aplicable a los problemas de gestión vinculados con la aplicación 
de medidas antifraude, la reclamación de responsabilidades o la interposición de denuncias.

Para la catalogación y estructura de las normas se ha seguido la distinción realizada por 
la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción entre medidas preventivas y 
represivas, que ha sido comúnmente aceptada desde el punto de vista normativo y 
profesional. En la perspectiva preventiva se incluirían los apartados de Agencias y Servicios 
de Prevención, Organismos Colaboradores de la Prevención y Procedimientos Auxiliares de 
la Prevención,. Por su parte, la faceta represiva corresponde a las Responsabilidades 
Administrativas, Responsabilidades Contables, Responsabilidades Penales y la 
Recuperación de Activos e Inteligencia.

Desde el punto de vista objetivo se ha tenido en cuenta una concepción restringida del 
fraude y la corrupción, centrada en el ámbito público y evitando en lo posible la extensión a 
la normativa propia de los diferentes sectores administrativos, lo que hubiera dado lugar a un 
texto estéril y de difícil consulta. Por ello, no se aborda la legislación del fraude característica 
del ámbito fiscal, laboral y seguridad social o de competencia, salvo cuando la importancia a 
efectos de aplicación práctica o investigadora ha aconsejado su incorporación, con carácter 
al menos parcial.

Desde la parcela institucional, esta recopilación se limita a recoger las disposiciones 
legales consolidadas en el Boletín Oficial del Estado, por lo que han quedado excluidas la 
regulación de la Unión Europea, la normativa de desarrollo de las Comunidades Autónomas 
y las disposiciones dictadas por las Entidades Locales. A este respecto, en este apartado de 
Nota de autor se incluyen las disposiciones, referentes a normativa especializada en lucha 
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contra el fraude aprobadas a nivel internacional, comunitario y nacional, publicadas en el 
Diario Oficial de la Unión Europea y en el Boletín Oficial del Estado, y que no deben incluirse 
en el conjunto del Código al tratarse de disposiciones no consolidadas. También se incluye la 
referencia a otra normativa relevante publicada en Diarios y Boletines Oficiales de ámbito 
autonómico y local.

 

2. Normativa de organismos internacionales sobre lucha contra el fraude y la 
corrupción (no consolidada).

 
2.1. Instrumento de ratificación de la Convención de las Naciones Unidas contra la 

corrupción, hecha en Nueva York el 31 de octubre de 2003. (enlace).
2.2. Instrumento de Ratificación de la Convención de las Naciones Unidas contra la 

Delincuencia Organizada Transnacional, hecho en Nueva York el 15 de noviembre de 
2000. (enlace)

2.3. Instrumento de Adhesión del Acuerdo para la constitución de la Academia 
Internacional contra la Corrupción como organización internacional, hecho en Viena el 2 de 
septiembre de 2010. (enlace).

2.4. Instrumento de Ratificación del Protocolo Adicional al Convenio penal sobre la 
corrupción, hecho en Estrasburgo el 15 de mayo de 2003. (enlace).

2.5. Instrumento de Ratificación del Convenio penal sobre la corrupción (Convenio 
número 173 del Consejo de Europa) hecho en Estrasburgo el 27 de enero de 1999. (enlace).

2.6. Renovación de la reserva formulada por España al Convenio penal sobre la 
corrupción, número 173 del Consejo de Europa, hecho en Estrasburgo el 27 de enero de 
1999. (enlace).

2.7. Instrumento de Ratificación del Convenio Civil sobre la Corrupción (número 174 del 
Consejo de Europa) hecho en Estrasburgo el cuatro de noviembre de mil novecientos 
noventa y nueve. (enlace).

2.8. Instrumento de Ratificación del Convenio de lucha contra la corrupción de Agentes 
Públicos extranjeros en las transacciones comerciales internacionales, hecho en París el 17 
de diciembre de 1997(enlace)

 
3. Normativa de la Unión Europea sobre lucha contra el fraude y la corrupción 

(no consolidada).

 
3.1 Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (enlace).

– TÍTULO IV. CAPÍTULO 4. COOPERACIÓN JUDICIAL EN MATERIA PENAL 
(artículos 82 a 86).

– TÍTULO II. DISPOSICIONES FINANCIERAS (artículo 310).
– TÍTULO II. DISPOSICIONES FINANCIERAS. CAPÍTULO 6. LUCHA CONTRA 

EL FRAUDE. (Artículo 325).
3.2 Decisión 94/140/CE relativa a la creación de un Comité consultivo para la 

coordinación de la lucha contra el fraude en la UE (enlace)
3.3 Acuerdo Interinstitucional, de 25 de mayo de 1999, el Parlamento Europeo, el 

Consejo de la Unión Europea y la Comisión de las Comunidades Europeas relativo a las 
investigaciones internas efectuadas por la Oficina Europea de Lucha contra el Fraude 
(OLAF).(enlace)
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https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2006-13012
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2003-18040
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2011-17391
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2011-4192
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2010-12135
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2014-1214
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2010-5259
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2002-3593
https://eur-lex.europa.eu/eli/treaty/tfeu_2012/oj?uri=CELEX:12012E/TXT
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=celex:31994D0140
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/ALL/?uri=CELEX:31999Q0531


3.4 Decisión 1999/396/CE, CECA, Euratom de la Comisión, de 2 de junio de 1999, 
relativa a las condiciones y las modalidades de las investigaciones internas en materia de 
lucha contra el fraude, la corrupción y toda actividad ilegal que vaya en detrimento de los 
intereses de las Comunidades.(enlace)

3.5 Acto del Consejo, de 26 de julio de 1995, por el que se establece el Convenio relativo 
a la protección de los intereses financieros de las Comunidades Europeas.(enlace)

3.6 Convenio establecido sobre la base de la letra c) del apartado 2 del artículo K.3 del 
Tratado de la Unión Europea relativo a la lucha contra los actos de corrupción en los que 
estén implicados funcionarios de las Comunidades Europeas o de los Estados miembros de 
la Unión Europea, hecho en Bruselas el 26 de mayo de 1997(enlace).

3.7 Decisión 1999/352/CE, CECA, Euratom de la Comisión, de 28 de abril de 1999, por 
la que se crea la Oficina Europea de Lucha contra el Fraude (enlace).

3.8 Reglamento (CE, Euratom) no 2988/95 del Consejo, de18 de diciembre de 1995, 
relativo a la protección de los intereses financieros de las Comunidades Europeas (enlace).

3.9 Reglamento (Euratom, CE) n.o 2185/96 del Consejo relativa a los controles y 
verificaciones in situ que realiza la Comisión para la protección de los intereses financieros 
de la UE contra los fraudes e irregularidades.(enlace)

3.10 Decisión 2008/852/JAI del Consejo, de 24 de octubre de 2008, relativa a una red de 
puntos de contacto en contra de la corrupción (enlace).

3.11 Reglamento (UE, Euratom) no 883/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
11 de septiembre de 2013, relativo a las investigaciones efectuadas por la Oficina Europea 
de Lucha contra el Fraude (OLAF) y por el que se deroga el Reglamento (CE) no 1073/1999 
del Parlamento Europeo y del Consejo y el Reglamento (Euratom) no 1074/1999 del 
Consejo (enlace).

3.12. Directiva (UE) 2015/849 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de mayo de 
2015, relativa a la prevención de la utilización del sistema financiero para el blanqueo de 
capitales o la financiación del terrorismo, y por la que se modifica el Reglamento (UE) nº 
648/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, y se derogan la Directiva 2005/60/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo y la Directiva 2006/70/CE de la Comisión. (enlace)

3.13 Directiva (UE) 2017/1371 del Parlamento Europeo y del Consejo de 5 de julio de 
2017 sobre la lucha contra el fraude que afecta a los intereses financieros de la Unión a 
través del Derecho penal (enlace).

3.14 Reglamento (UE) 2017/1939 del Consejo de 12 de octubre de 2017 por el que se 
establece una cooperación reforzada para la creación de la Fiscalía Europea (enlace).

3.15 Directiva (UE) 2019/1153 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 
2019, por la que se establecen normas destinadas a facilitar el uso de información financiera 
y de otro tipo para la prevención, detección, investigación o enjuiciamiento de infracciones 
penales y por la que se deroga la Decisión.(enlace)

3.16. Directiva (UE) 2019/713 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de abril de 
2019, sobre la lucha contra el fraude y la falsificación de medios de pago distintos del 
efectivo y por la que se sustituye la Decisión Marco 2001/413/JAI del Consejo. (enlace)

3.17. Directiva (UE) 2019/1937 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre 
de 2019, relativa a la protección de las personas que informen sobre infracciones del 
Derecho de la Unión. (enlace)

 
 

4. Normativa nacional de responsabilidades penales contra el fraude y la 
corrupción (no consolidada) 
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https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX:31999D0396
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX:31999D0396
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX:41997A0625(01)
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX:31999D0396
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=celex:31995R2988
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX:31996R2185
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/ALL/?uri=CELEX:32008D0852
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=celex:32013R0883
https://eur-lex.europa.eu/eli/dir/2015/849/oj
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX:32017L1371
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/es/TXT/?uri=CELEX:32017R1939
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=CELEX:32019L1153
https://eur-lex.europa.eu/eli/dir/2019/713/oj
https://eur-lex.europa.eu/eli/dir/2019/1937/oj


 
4.1 Circular 1/2016, de 22 de enero, sobre la responsabilidad penal de las personas 

jurídicas conforme a la reforma del Código Penal efectuada por Ley Orgánica 
1/2015 (enlace).

4.2 Circular 1/2011, de 1 de junio, relativa a la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas conforme a la reforma del Código Penal efectuada por Ley Orgánica número 
5/2010 (enlace).

 
5. Normativa autonómica (no consolidada)

5.1. COMUNIDAD AUTÓNOMA DE CATALUÑA. Normas de actuación y de régimen 
interior de la Oficina Antifraude de Cataluña, aprobadas por la Comisión de Asuntos 
Institucionales del Parlamento de Cataluña en su sesión del día 25 de noviembre de 2009 
(enlace).

5.2. COMUNITAT VALENCIANA. Resolución de 25 de abril de 2018, del director de la 
Agencia de Prevención y Lucha contra el Fraude y la Corrupción de la Comunitat Valenciana, 
por la que se crea el Buzón de Denuncias de la Agencia y se regula su funcionamiento. 
(enlace).

5.3. COMUNITAT VALENCIANA. Resolución de 27 de junio de 2019, del director de la 
Agencia de Prevención y Lucha contra el Fraude y la Corrupción de la Comunitat Valenciana, 
por la que se aprueba el Reglamento de funcionamiento y régimen interior de esta, en 
desarrollo de la Ley 11/2016, de 28 de noviembre, de la Generalitat (enlace -consolidado-).

5.4. COMUNITAT VALENCIANA. Resolución de 15 de octubre de 2019, del director de la 
Agencia de Prevención y Lucha contra el Fraude y la Corrupción de la Comunitat Valenciana, 
por la que se determina la composición del Consejo de Participación. (enlace).

5.5. COMUNITAT VALENCIANA. Resolución 82/2022, de 10 de febrero, del director de la 
Agencia de Prevención y Lucha contra el Fraude y la Corrupción de la Comunitat Valenciana, 
por la que se aprueba el Código ético y de conducta de esta. (enlace).

5.6. COMUNITAT VALENCIANA Resolución 193/2022, de 16 de marzo, del director de la 
Agencia de Prevención y Lucha contra el Fraude y la Corrupción de la Comunitat Valenciana, 
por la que se regulan las condiciones de funcionamiento de su Buzón interno de denuncias. 
(enlace).

5.7. ILLES BALEARS. Acuerdo de la Comisión de Asuntos Institucionales y Generales 
del Parlamento de las Illes Balears, en sesión ordinaria de día 21 de noviembre de 2018, que 
aprueba el Reglamento de funcionamiento y régimen interior de la Oficina de Prevención y 
Lucha contra la Corrupción en las Illes Balears (enlace).

5.8. ILLES BALEARS. Resolución de 14 de diciembre de 2018 por la por la que se crea 
el Buzón de Denuncias de la Oficina de Prevención y Lucha contra la Corrupción en las Illes 
Balears y se regula su funcionamiento. (enlace).

 
6. Normativa local (no consolidada)

6.1. MUNICIPIO DE BARCELONA. Acuerdo del Pleno del Consejo Municipal del 
Ayuntamiento de Barcelona, de 29 de diciembre de 2015, de Creación de la Oficina de 
Transparencia y Buenas Prácticas. (enlace)

6.2. MUNICIPIO DE BARCELONA. Acuerdo del Pleno del Consejo Municipal del 
Ayuntamiento de Barcelona, de 30 de junio de 2017, de Aprobación definitiva de Código 
ético y de conducta (enlace).

6.3. MUNICIPIO DE BARCELONA Acuerdo de la Comisión de Presidencia, Derechos de 
Ciudadanía, Participación y Seguridad y Prevención del Ayuntamiento de Barcelona, de 13 
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https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=FIS-C-2016-00001
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=FIS-C-2011-00001
https://seuelectronica.antifrau.cat/downloads/informacion_juridica/normativa_aplicable/20091209_normas-actuacion-regimen-interior-oficina-antifraude-catalua.pdf
https://www.dogv.gva.es/datos/2018/05/23/pdf/2018_4529.pdf
http://www.dogv.gva.es/portal/ficha_disposicion.jsp?L=1&sig=006175%2F2019
http://www.antifraucv.es/wp-content/uploads/2021/03/Resolucio-de-composicio-del-CdP_15_10_2019.pdf
https://dogv.gva.es/datos/2022/02/18/pdf/2022_1132.pdf
https://dogv.gva.es/datos/2022/04/20/pdf/2022_3180.pdf
http://www.caib.es/eboibfront/es/2018/10914/616710/reglamento-de-funcionamiento-y-regimen-interior-de
https://bcnroc.ajuntament.barcelona.cat/jspui/bitstream/11703/104943/1/Creaci%c3%b3_Oficina_Transpar%c3%a8ncia_Bones_Pr%c3%a0ctiques.pdf
https://bop.diba.cat/scripts/ftpisa.aspx?fnew?bop2017&09/022017017337.pdf&1


de febrero de 2019, de Aprobación del Reglamento Interno de Funcionamiento del Comité de 
Ética del Ayuntamiento de Barcelona. (enlace)

6.4. MUNICIPIO DE BARCELONA. Acuerdo de la Comisión de Gobierno del 
Ayuntamiento de Barcelona, de 6 de octubre de 2019, de Aprobación definitiva de las 
Normas reguladoras del Buzón ético y de buen gobierno (enlace).

6.5. MUNICIPIO DE MADRID. Acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de Madrid, de 23 de 
diciembre de 2016, por el que se aprueba el Reglamento Orgánico de la Oficina Municipal 
contra el Fraude y la Corrupción (enlace).

6.6. MUNICIPIO DE MADRID. Acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de Madrid, de 28 de 
febrero de 2017, por el que se aprueba la modificación de su Reglamento Orgánico [para la 
creación de la Oficina Municipal contra el Fraude y la Corrupción] (enlace).
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https://bcnroc.ajuntament.barcelona.cat/jspui/bitstream/11703/112539/1/2019_BOPB_reglament_intern_codi_etic.pdf
https://bop.diba.cat/scripts/ftpisa.aspx?fnew?bop2017&01/022016023694.pdf&1
https://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2017/01/13/BOCM-20170113-18.PDF
http://www.bocm.es/boletin/CM_Orden_BOCM/2017/03/13/BOCM-20170313-25.PDF


§ 2

Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones. 
[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 276, de 18 de noviembre de 2003

Última modificación: 29 de junio de 2023
Referencia: BOE-A-2003-20977

[ . . . ]
Disposición adicional vigésima quinta.  Servicio Nacional de Coordinación Antifraude para 
la protección de los intereses financieros de la Unión Europea.

1. El Servicio Nacional de Coordinación Antifraude, integrado en la Intervención General 
de la Administración del Estado, coordinará las acciones encaminadas a proteger los 
intereses financieros de la Unión Europea contra el fraude y dar cumplimiento al artículo 325 
del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea y al artículo 3.4 del Reglamento (UE, 
Euratom) n.° 883/2013, del Parlamento Europeo y del Consejo relativo a las investigaciones 
efectuadas por la Oficina Europea de Lucha contra el Fraude (OLAF).

2. Corresponde al Servicio Nacional de Coordinación Antifraude:
a) Dirigir la creación y puesta en marcha de las estrategias nacionales y promover los 

cambios legislativos y administrativos necesarios para proteger los intereses financieros de 
la Unión Europea.

b) Identificar las posibles deficiencias de los sistemas nacionales para la gestión de 
fondos de la Unión Europea.

c) Establecer los cauces de coordinación e información sobre irregularidades y 
sospechas de fraude entre las diferentes instituciones nacionales y la OLAF.

d) Promover la formación para la prevención y lucha contra el fraude.
3. El Servicio Nacional de Coordinación Antifraude ejercerá sus competencias con plena 

independencia y deberá ser dotado con los medios adecuados para atender los contenidos y 
requerimientos establecidos por la OLAF.

4. El Servicio Nacional de Coordinación Antifraude estará asistido por un Consejo Asesor 
presidido por el Interventor General de la Administración del Estado e integrado por 
representantes de los ministerios, organismos y demás instituciones nacionales que tengan 
competencias en la gestión, control, prevención y lucha contra el fraude en relación con los 
intereses financieros de la Unión Europea. Su composición y funcionamiento se 
determinarán por Real Decreto.

5. Las autoridades, los titulares de los órganos del Estado, de las Comunidades 
Autónomas y de las Entidades Locales, así como los jefes o directores de oficinas públicas, 
organismos y otros entes públicos y quienes, en general, ejerzan funciones públicas o 
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desarrollen su trabajo en dichas entidades deberán prestar la debida colaboración y apoyo al 
Servicio. El Servicio tendrá las mismas facultades que la OLAF para acceder a la 
información pertinente en relación con los hechos que se estén investigando.

6. El Servicio podrá concertar convenios con la OLAF para la transmisión de la 
información y para la realización de investigaciones.

[ . . . ]
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§ 3

Real Decreto 91/2019, de 1 de marzo, por el que se regula la 
composición y funcionamiento del Consejo Asesor de Prevención y 
Lucha contra el Fraude a los intereses financieros de la Unión 

Europea

Ministerio de Hacienda
«BOE» núm. 67, de 19 de marzo de 2019

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2019-3908

El Reglamento (UE, Euratom) 883/2013, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 
de septiembre de 2013, relativo a las investigaciones efectuadas por la Oficina Europea de 
Lucha contra el Fraude (OLAF) y por el que se deroga el Reglamento (CE) n.º 1073/1999 del 
Parlamento Europeo y del Consejo y el Reglamento (Euratom) n.º 1074/1999 del Consejo, 
establece, en el apartado 4 de su artículo 3, que «a efectos del presente Reglamento, los 
Estados miembros designarán un servicio (en lo sucesivo denominado «el servicio de 
coordinación antifraude») que facilite la coordinación efectiva y el intercambio de información 
con la Oficina, incluyendo información de carácter operativo. Cuando corresponda, de 
conformidad con el Derecho nacional, el servicio de coordinación antifraude podrá 
considerarse la autoridad competente a efectos del presente Reglamento».

En septiembre de 2014 fue objeto de aprobación por el Consejo de Ministros el Real 
Decreto 802/2014, de 19 de septiembre, por el que se modifican el Real Decreto 390/1998, 
de 13 de marzo, por el que se regulan las funciones y estructura orgánica básica de las 
Delegaciones de Economía y Hacienda; el Real Decreto 1887/2011, de 30 de diciembre, por 
el que se establece la estructura orgánica básica del Ministerio de la Presidencia; el Real 
Decreto 256/2012, de 27 de enero, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas; y el Real Decreto 696/2013, de 
modificación del anterior.

Entre otras cuestiones y a efectos de dar cumplimiento en un plazo adecuado a lo 
dispuesto en el artículo 3.4 del Reglamento (UE, Euratom) 883/2013, dicho real decreto 
procedió a la creación del Servicio Nacional de Coordinación Antifraude, como órgano 
integrado en la Intervención General de la Administración del Estado y con las funciones 
establecidas en el artículo 11.5 d) del citado Real Decreto 256/2012, sustituido actualmente 
por el artículo 13.5 h) del Real Decreto 1113/2018, de 7 de septiembre, por el que se 
desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Hacienda.

Con posterioridad, el apartado cuatro de la disposición final séptima de la Ley 40/2015, 
de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, introdujo una nueva disposición 
adicional –vigésima quinta– en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones (LGS), con la finalidad, por un lado, de que el establecimiento del Servicio 
Nacional de Coordinación Antifraude y la regulación de sus funciones básicas se 
encontrasen contenidos en un instrumento normativo adecuado que dotara al mismo de 
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vocación de permanencia, y, por otro lado, de completar su regulación con determinados 
aspectos necesarios para que el mismo pudiera desempeñar adecuadamente sus funciones.

Uno de esos aspectos se encuentra contemplado en el apartado 4 de la citada 
disposición adicional vigésima quinta de la LGS, que establece que «el Servicio Nacional de 
Coordinación Antifraude estará asistido por un Consejo Asesor presidido por el Interventor 
General de la Administración del Estado e integrado por representantes de los ministerios, 
organismos y demás instituciones nacionales que tengan competencias en la gestión, 
control, prevención y lucha contra el fraude en relación con los intereses financieros de la 
Unión Europea. Su composición y funcionamiento se determinarán por Real Decreto».

El objeto del presente real decreto es precisamente regular la composición y 
funcionamiento del citado Consejo Asesor, al que se atribuye la denominación de Consejo 
asesor de prevención y lucha contra el fraude a los intereses financieros de la Unión 
Europea y que se configura como un órgano colegiado de carácter consultivo de 
asesoramiento y de apoyo del Servicio Nacional de Coordinación Antifraude, que tiene por 
finalidad asistir al citado Servicio en el ejercicio de las funciones.

Por lo que hace a su composición, y dado que la misión principal del Servicio Nacional 
de Coordinación Antifraude es la coordinación de todas las medidas y actuaciones dirigidas 
a la protección de los intereses financieros de la Unión Europea contra el fraude, el presente 
real decreto establece una composición amplia del Consejo Asesor en la que están 
representados todos los órganos, entidades e instituciones nacionales que tienen 
competencias en materia de gestión, control, prevención y lucha contra el fraude en dicho 
ámbito, y que, por tanto, participan de una u otra manera en la adopción y ejecución de 
dichas medidas y actuaciones.

Con esta finalidad, en el Consejo Asesor de prevención y lucha contra el fraude a los 
intereses financieros de la Unión Europea no solo están representados los diferentes 
órganos y entidades de la Administración General del Estado con competencia en las 
materias antes mencionadas, sino que se prevé que también formen parte del mismo 
representantes de las comunidades autónomas y la Administración Local, así como 
representantes de órganos del Estado no integrados en la Administración General del 
Estado, ni dependientes de la misma, pero que tienen competencias en materia de lucha 
contra el fraude, como es el caso de la Fiscalía General del Estado.

De esta forma, el Consejo Asesor de prevención y lucha contra el fraude a los intereses 
financieros de la Unión Europea se configura como un instrumento esencial para garantizar 
la cooperación efectiva entre todos los agentes implicados en las diferentes fases del ciclo 
antifraude (prevención, detección, investigación y recuperación/sanción) y para que el 
Servicio Nacional de Coordinación Antifraude pueda desempeñar adecuadamente su función 
de coordinación en el ámbito de la prevención y lucha contra el fraude, contribuyendo así a 
proporcionar una respuesta más integrada y eficaz de las instituciones nacionales al 
fenómeno del fraude a los intereses financieros de la Unión Europea.

En cuanto a la regulación de su funcionamiento, el presente real decreto sigue los 
principios generales en materia de órganos colegiados contemplados en la sección 3.ª del 
capítulo II del título preliminar de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, previéndose la posibilidad de constituir comisiones y grupos de trabajo 
formados por un número reducido de miembros en función de las materias o cuestiones a 
tratar en cada caso, a efectos de garantizar la operatividad del Consejo Asesor en el 
ejercicio de sus funciones.

El presente real decreto se estructura en 7 artículos, 3 disposiciones adicionales y 2 
disposiciones finales.

El artículo 1 recoge el objeto del real decreto. En el artículo 2 se describe la naturaleza, 
fines e integración del Consejo Asesor de prevención y lucha contra el fraude, regulándose 
sus funciones en el artículo 3. Los artículos 4, y 5 regulan, respectivamente, la composición 
del Consejo Asesor, y las normas relativas a la suplencia de sus miembros. El artículo 6 
contiene las normas relativas a la organización y funcionamiento del Consejo Asesor. El 
artículo 7 se refiere a la aprobación del Reglamento de régimen interior.

Las disposiciones adicionales se refieren a las retribuciones de los miembros del 
Consejo Asesor, a la inexistencia de aumento del gasto público y al régimen aplicable con 
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carácter supletorio en lo no previsto en el real decreto o en su Reglamento de régimen 
interior.

Por último, la disposición final primera habilita a la Ministra de Hacienda a dictar las 
disposiciones y adoptar las medidas necesarias para el desarrollo del real decreto, y la 
disposición final segunda establece la entrada en vigor de este real decreto al día siguiente 
de su publicación en el «BOE».

En su virtud, a propuesta de la Ministra de Hacienda, de acuerdo con el Consejo de 
Estado, y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 1 de marzo de 
2019,

DISPONGO:

Artículo 1.  Objeto.
El presente real decreto tiene por objeto regular la composición y funcionamiento del 

Consejo Asesor de prevención y lucha contra el fraude a los intereses financieros de la 
Unión Europea, contemplado en el apartado 4 de la disposición adicional vigésima quinta de 
la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

Artículo 2.  Naturaleza, fines y adscripción.
El Consejo Asesor de prevención y lucha contra el fraude a los intereses financieros de 

la Unión Europea es un órgano colegiado de carácter consultivo, de asesoramiento y de 
apoyo del Servicio Nacional de Coordinación Antifraude, que tiene por finalidad asistir al 
citado Servicio en el ejercicio de las funciones que tiene atribuidas en el ámbito de la 
prevención y lucha contra el fraude a los intereses financieros de la Unión Europea.

El Consejo Asesor de prevención y lucha contra el fraude a los intereses financieros de 
la Unión Europea está integrado en la Intervención General de la Administración del Estado.

Artículo 3.  Funciones.
Son funciones del Consejo Asesor de prevención y lucha contra el fraude a los intereses 

financieros de la Unión Europea, sin perjuicio de las competencias de la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria, las siguientes:

a) Conocer y, en su caso, informar los proyectos normativos y las propuestas de 
cualquier tipo que sean sometidos a su consideración por el Servicio Nacional de 
Coordinación Antifraude.

b) El estudio, deliberación y propuesta al Servicio Nacional de Coordinación Antifraude 
de cuantas medidas considere oportunas en el ámbito de la prevención y lucha contra el 
fraude a los intereses financieros de la Unión Europea.

c) Colaborar con el Servicio Nacional de Coordinación Antifraude en el establecimiento 
de mecanismos que permitan un intercambio ágil de información entre las instituciones 
nacionales que tengan competencias en la gestión, control, prevención y lucha contra el 
fraude a los intereses financieros de la Unión Europea, y entre estas y la Oficina Europea de 
Lucha contra el Fraude, con plena observancia de la normativa vigente en materia de 
confidencialidad de la información.

d) Colaborar con el Servicio Nacional de Coordinación Antifraude en el ejercicio de su 
función de coordinación de las medidas antifraude que deben adoptar las autoridades 
nacionales competentes.

e) Apoyar al Servicio Nacional de Coordinación Antifraude en el establecimiento de 
criterios sobre el tratamiento de las sospechas de fraude.

f) Informar y asesorar al Servicio Nacional de Coordinación Antifraude en relación con las 
cuestiones que este le pueda plantear en relación con la prevención y lucha contra el fraude 
a los intereses financieros de la Unión Europea.

g) Servir de cauce de comunicación de las propuestas, decisiones y recomendaciones 
formuladas por las autoridades comunitarias en el ámbito de la prevención y lucha contra el 
fraude.
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h) Colaborar en la elaboración e impulso de la estrategia nacional de prevención y lucha 
contra el fraude a los intereses financieros de la Unión Europea.

i) Difundir buenas prácticas, medidas o acciones ya contrastadas en las diferentes 
Administraciones, con la finalidad de que puedan servir para mejorar las capacidades 
administrativas de todo el conjunto de participantes.

j) Cualquier otra función que, en el marco de sus competencias, se le atribuya por 
disposición legal o reglamentaria.

Artículo 4.  Composición.
1. El Consejo Asesor de prevención y lucha contra el fraude a los intereses financieros 

de la Unión Europea estará integrado por los siguientes miembros:
a) Presidente, que será el Interventor General de la Administración del Estado.
b) Vicepresidente, que será el titular del Servicio Nacional de Coordinación Antifraude.
c) El Director General de Fondos Europeos.
d) El Presidente del Fondo Español de Garantía Agraria O.A.
e) El Director General de Ordenación Pesquera y Acuicultura.
f) El Director General de Desarrollo Rural, Innovación y Política Forestal.
g) El Director General de Integración y Atención Humanitaria.
h) El Director General de Integración y Coordinación de Asuntos Generales de la Unión 

Europea.
i) La Directora General de Modernización de la Justicia, Desarrollo Tecnológico y 

Recuperación y Gestión de Activos.
j) El Subdirector General de la Unidad Administradora del Fondo Social Europeo.
k) El Subdirector General de Planificación y Gestión de Infraestructuras y Medios para la 

Seguridad del Ministerio del Interior.
l) Un representante de los Organismos Intermedios del Fondo Europeo de Desarrollo 

Regional, designado con carácter rotatorio cada dos años por el Director General de Fondos 
Europeos entre los dependientes del Ministerio de Transición Ecológica, el Ministerio de 
Fomento y el Ministerio de Ciencia, Innovación y Universidades.

m) El Subdirector General de Planificación de Infraestructuras y Transporte del Ministerio 
de Fomento.

n) El Director de la Oficina Nacional de Auditoría.
o) El Presidente de la Oficina Independiente de Regulación y Supervisión de la 

Contratación.
p) El General Jefe de Policía Judicial de la Dirección General de la Guardia Civil.
q) La Directora General del Tesoro y Política Financiera.
r) El Comisario General de Policía Judicial de la Dirección General de la Policía.
s) Dos vocales en representación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, uno 

en representación del Departamento de Aduanas e Impuestos Especiales y otro del 
Departamento de Inspección Financiera y Tributaria.

t) Dos vocales en representación de las comunidades autónomas y ciudades con 
Estatuto de Autonomía, cuando estas lo acepten voluntariamente previa invitación cursada 
por el Presidente del Consejo Asesor, salvo la existencia de un convenio o de una norma 
que lo establezca, elegidos rotativamente, por orden alfabético, por un periodo mínimo de 
tres años, sin perjuicio de la articulación de los mecanismos de coordinación entre ellas que 
sean precisos.

u) Un vocal en representación de las entidades que integran la Administración Local, 
designado por la Federación Española de Municipios y Provincias, cuando estas lo acepten 
voluntariamente previa invitación cursada por el Presidente del Consejo Asesor, salvo la 
existencia de un convenio o de una norma que lo establezca.

2. Los vocales podrán asistir a las reuniones acompañados de un asesor, con voz pero 
sin voto.

3. También formará parte del Consejo Asesor de prevención y lucha contra el fraude a 
los intereses financieros de la Unión Europea un miembro del Ministerio Fiscal, designado 
por el Fiscal General del Estado.
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4. El Consejo Asesor estará asistido por un Secretario, que será un funcionario de 
carrera del Servicio Nacional de Coordinación Antifraude designado a tales efectos por el 
Presidente del Pleno, a propuesta del titular del citado Servicio.

5. El presidente del Pleno podrá invitar a asistir a las reuniones del Consejo Asesor, con 
voz pero sin voto, a aquellos expertos que considere conveniente en función de los asuntos 
a tratar en cada caso, lo que incluye, en particular, a representantes de la Oficina Europea 
de Lucha contra el Fraude.

Artículo 5.  Suplencia.
En los supuestos de vacante, ausencia, enfermedad o cualquier otra causa legal:
a) El Presidente será sustituido por el Vicepresidente.
b) El Vicepresidente será sustituido por la persona que en cada caso designe el 

Presidente.
c) Los vocales serán sustituidos por los miembros de la Comisión permanente que 

dependan de ellos.
No obstante, los vocales que sean asimismo miembros de la Comisión permanente o de 

los que no dependa ningún miembro de dicha Comisión serán sustituidos por las personas 
que aquellos designen como suplentes. En estos casos, la designación de suplencia deberá 
ser comunicada por escrito al Secretario.

d) El Secretario será sustituido por la persona que en cada caso designe el Presidente, 
de entre los funcionarios destinados en el Servicio Nacional de Coordinación Antifraude, a 
propuesta del titular del mismo.

Artículo 6.  Organización y funcionamiento.
1. El Consejo Asesor de prevención y lucha contra el fraude a los intereses financieros 

de la Unión Europea podrá funcionar en Pleno, Comisión permanente o a través de las 
demás Comisiones que, en su caso, sean constituidas en su seno de acuerdo con lo 
establecido en el apartado 3 del presente artículo.

2. El Pleno estará integrado por el Presidente, el Vicepresidente y todos los vocales del 
Consejo Asesor. El Secretario del Consejo Asesor lo será también del Pleno.

El Pleno se reunirá al menos una vez al año con carácter ordinario y con carácter 
extraordinario cuando sea necesario para el cumplimiento de sus funciones.

A efectos de la adopción de acuerdos, el Presidente podrá dirimir con su voto los 
empates que se pudieran producir.

Corresponderá al Pleno el conocimiento de todos los asuntos de competencia del 
Consejo Asesor que no estén expresamente atribuidos a otro órgano de este.

3. La Comisión Permanente estará integrada por los siguientes miembros:
a) El Presidente, que será el titular del Servicio Nacional de Coordinación Antifraude.
b) El Subdirector General de Inspección y Control de la Dirección General de Fondos 

Europeos.
c) El Subdirector General de Fondos Agrícolas del Fondo Español de Garantía Agraria 

O.A.
d) El Subdirector General de Competitividad y Asuntos Sociales de la Dirección General 

de Ordenación Pesquera y Acuicultura.
e) El Subdirector General de la Subdirección General de Dinamización del Medio Rural 

de la Dirección General de Desarrollo Rural, Innovación y Política Forestal.
f) El Subdirector General de Integración y Relaciones Institucionales de la Dirección 

General de Integración y Atención Humanitaria.
g) El Subdirector General de Asuntos Económicos y Financieros de la Dirección General 

de Integración y Coordinación de Asuntos Generales de la Unión Europea.
h) El Subdirector General de Localización y Recuperación de Bienes de la Oficina de 

Recuperación y Gestión de Activos.
i) El Subdirector Adjunto de Control y Pagos de la Unidad Administradora del Fondo 

Social Europeo.
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j) Un representante de los Organismos Intermedios del Fondo Europeo de Desarrollo 
Regional, designado con carácter rotatorio cada dos años por el titular de la Dirección 
General de Fondos Europeos entre los dependientes de los distintos Ministerios.

k) La Subdirectora General de Inspección y Control de Movimientos de Capitales de la 
Dirección General del Tesoro y Política Financiera.

l) Un Jefe de División de la Oficina Nacional de Auditoría, designado por el Director de 
esta última.

m) Un Jefe de División de la Oficina Independiente de Regulación y Supervisión de la 
Contratación, designado por el Presidente de esta última.

n) Jefe de la Unidad Técnica de Policía Judicial de la Guardia Civil.
o) Jefe de la Unidad Central de Delincuencia Económica y Fiscal de la Policía Nacional.
p) Los vocales del Consejo Asesor mencionados en la letra s) del apartado 1 del artículo 

4.
q) Los vocales a los que se hace referencia en las letras k), m), t) y u) del apartado 1 del 

artículo 4 y el representante del Ministerio Fiscal a que se hace referencia en el apartado 3 
de dicho artículo.

El secretario del Pleno lo será también de la Comisión Permanente.
En caso de vacante, ausencia o enfermedad o cualquier otra causa legal, los miembros 

de la Comisión Permanente serán sustituidos por las personas que estos designen, con 
excepción de su Presidente y del Secretario, a los que se aplicará el régimen de suplencia 
establecido en el artículo 5. La designación de suplencia deberá ser comunicada por escrito 
al Secretario.

Las normas de funcionamiento del Pleno serán aplicables a la Comisión Permanente en 
lo que sea compatible con la naturaleza de esta.

4. La Comisión Permanente tendrá como función la preparación de los asuntos de que 
deba conocer el Pleno, salvo cuando ello se hubiera atribuido a otra Comisión.

El Pleno podrá delegar en la Comisión Permanente la adopción de cualesquiera 
acuerdos que sean de su competencia.

5. Las demás comisiones se crearán mediante acuerdo del Pleno y estarán presididas 
por el titular del Servicio Nacional de Coordinación Antifraude, o persona en quien delegue, 
actuando como Secretario el funcionario del citado Servicio designado a tal efecto por el 
titular del mismo.

En el acto en el que se acuerde la constitución de una Comisión se fijará su 
composición, funciones, objetivos, así como, en su caso, su régimen de funcionamiento.

6. El Pleno del Consejo Asesor o su Comisión Permanente podrán constituir grupos de 
trabajo a los que se encomendará temporalmente la realización de estudios, trabajos o 
informes sobre asuntos relativos a la prevención y lucha contra el fraude a los intereses 
financieros de la Unión Europea.

En el acto en el que se acuerde la constitución del grupo de trabajo se fijará su 
composición, objetivos, y, en su caso, el plazo de ejecución de la actividad encomendada y 
su régimen de funcionamiento.

Los grupos de trabajo estarán presididos por uno de los miembros del Pleno del Consejo 
Asesor o de su Comisión Permanente, y podrán participar en los mismos expertos en la 
prevención y lucha contra el fraude o en las materias objeto de estudio por el grupo de 
trabajo, que serán designados por el titular del Servicio Nacional de Coordinación Antifraude 
a propuesta del presidente del grupo de trabajo.

Los grupos de trabajo quedarán automáticamente disueltos una vez cumplan la función 
específica para la que hubieran sido constituidos.

Artículo 7.  Reglamento de régimen interior.
El Pleno del Consejo Asesor podrá aprobar un reglamento de régimen interior en el que 

se contengan las normas de funcionamiento de los órganos del Consejo, que en todo caso 
deberán respetar lo dispuesto en el presente real decreto.
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Disposición adicional primera.  Retribuciones de los miembros del Consejo Asesor.
Los miembros del Consejo Asesor no percibirán remuneración ni compensación alguna 

por el ejercicio de las funciones que se les atribuyen en virtud del presente real decreto.

Disposición adicional segunda.  No aumento del gasto público.
El funcionamiento del Consejo Asesor de prevención y lucha contra el fraude a los 

intereses financieros de la Unión Europea no supondrá aumento del gasto público, y será 
atendido con los medios personales y materiales asignados a la Intervención General de la 
Administración del Estado u otros medios que puedan ponerse a disposición del Servicio 
Nacional de Coordinación Antifraude en el marco de actuaciones financiadas con cargo a 
fondos procedentes de la Unión Europea.

Disposición adicional tercera.  Régimen aplicable con carácter supletorio.
En todo lo no previsto en este real decreto y en el reglamento de régimen interior que 

pueda aprobar el Pleno, el Consejo Asesor se regirá en cuanto a su organización y 
funcionamiento por lo dispuesto en la sección 3.ª del capítulo II del título preliminar de la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

Disposición final primera.  Facultades de desarrollo.
Se habilita a la Ministra de Hacienda, en el ámbito de sus competencias, para dictar las 

disposiciones y adoptar las medidas que sean necesarias para el desarrollo y ejecución de lo 
establecido en este real decreto.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
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§ 4

Ley 2/2023, de 20 de febrero, reguladora de la protección de las 
personas que informen sobre infracciones normativas y de lucha 

contra la corrupción

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 44, de 21 de febrero de 2023

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2023-4513

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley:

PREÁMBULO

I
La colaboración ciudadana resulta indispensable para la eficacia del Derecho. Tal 

colaboración no sólo se manifiesta en el correcto cumplimiento personal de las obligaciones 
que a cada uno corresponden, manifestación de la sujeción de todos los poderes públicos y 
de la ciudadanía a la Constitución Española y al resto del ordenamiento jurídico (artículo 9.1 
de la Constitución Española), sino que también se extiende al compromiso colectivo con el 
buen funcionamiento de las instituciones públicas y privadas.

Dicha colaboración ciudadana es un elemento clave en nuestro Estado de Derecho y, 
además, se contempla en nuestro ordenamiento como un deber de todo ciudadano cuando 
presencie la comisión de un delito, tal y como como recoge la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal. Dicho deber, al servicio de la protección del interés público cuando éste resulta 
amenazado, debe ser tomado en consideración en los casos de colisión con otros deberes 
previstos en el ordenamiento jurídico.

Asimismo, nuestro ordenamiento jurídico contempla la participación ciudadana en 
acciones públicas con el fin de impulsar la investigación sobre actuaciones contrarias a la 
normativa urbanística, sobre actividades que puedan perjudicar el medioambiente o para 
evitar daños en el patrimonio histórico-artístico. Estos son otros ejemplos que cuentan con 
una larga tradición en la legislación española.

En el mismo sentido y coincidiendo con el impulso del Derecho de la Unión Europea, 
algunas regulaciones sectoriales, de manera especial en el ámbito financiero o de defensa 
de la competencia, han incorporado instrumentos específicos para que, quienes conocen de 
actuaciones irregulares o ilegales, puedan facilitar a los organismos supervisores datos e 
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información útiles. Además, la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de 
Datos Personales y garantía de los derechos digitales, contempla la creación y 
mantenimiento de sistemas de información a través de los cuales pueda ponerse en 
conocimiento de una entidad de Derecho privado, incluso anónimamente, la comisión, en el 
seno de la misma o en la actuación de terceros que contratasen con ella, de actos o 
conductas que pudieran resultar contrarios a la normativa general o sectorial que le fuera 
aplicable.

Por otra parte, son muchos los ejemplos de actuaciones cívicas que advirtieron de la 
existencia de prácticas irregulares y de corrupción que han permitido impulsar 
investigaciones que, previa la tramitación del procedimiento judicial legalmente establecido, 
han concluido con la imposición de la correspondiente condena penal por tales 
comportamientos.

No obstante, también ha de advertirse que, en ocasiones, esos loables comportamientos 
cívicos han generado consecuencias penosas para quienes han comunicado tales prácticas 
corruptas y otras infracciones, como son las presiones por parte de los denunciados, por lo 
que resulta indispensable que el ordenamiento jurídico proteja a la ciudadanía cuando 
muestra una conducta valiente de clara utilidad pública. Además, resulta importante asentar 
en la sociedad la conciencia de que debe perseguirse a quienes quebrantan la ley y que no 
deben consentirse ni silenciarse los incumplimientos. Esta es la principal finalidad de esta 
ley: proteger a los ciudadanos que informan sobre vulneraciones del ordenamiento jurídico 
en el marco de una relación profesional.

También es preciso recordar que, en línea con la corriente existente en el mundo 
anglosajón, que regula desde hace años la protección de los denominados «whistleblowers» 
–quien usa el silbato para dar alerta– algunas comunidades autónomas ya han regulado 
instituciones que se ocupan de recibir comunicaciones de ciudadanos informando de 
irregularidades. A título de ejemplo y sin perjuicio de las autoridades creadas por algunas 
entidades locales, cabe recordar que las comunidades autónomas de Cataluña, Valenciana, 
Illes Balears, Navarra, Principado de Asturias o Andalucía han abordado la cuestión de la 
protección de los denunciantes, si bien la regulación ha sido parcial y centrada 
fundamentalmente en la creación de oficinas o agencias con la específica función de 
prevenir e investigar casos de uso o destino fraudulentos de fondos públicos, 
aprovechamientos ilícitos derivados de actuaciones que comporten conflictos de intereses o 
uso de información privilegiada, o en general conductas contrarias a la integridad; es decir, 
han circunscrito esta legislación al ámbito público, con carácter previo en algunos casos a la 
Directiva 2019/1937.

La expresión «alertadores» ha sido acogida en algunos ordenamientos como el francés. 
En la Directiva 2019/1937 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2019, 
relativa a la protección de las personas que informen sobre infracciones del Derecho de la 
Unión, se emplea el término «denunciantes», y en esta ley se ha optado por la denominación 
«informante».

Asimismo, se ha optado por emplear los términos «informaciones» y «comunicaciones» 
indistintamente para, de acuerdo con una redacción gramatical y sintáctica adecuada, evitar 
repeticiones.

II
Con la aprobación de esta ley se incorpora al Derecho español la Directiva (UE) 

2019/1937 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2019. Las diferencias 
de tratamiento entre los distintos regímenes jurídicos existentes en los Estados miembros 
han generado dificultades a la hora de asegurar una aplicación coherente del Derecho 
europeo y perseguir sus infracciones. Para ello, la citada Directiva regula aspectos mínimos 
que han de satisfacer los distintos cauces de información a través de los cuales una persona 
física que sea conocedora en un contexto laboral de una infracción del Derecho de la Unión 
Europea, pueda dar a conocer la existencia de la misma. En concreto, obliga a contar con 
canales internos de información a muchas empresas y entidades públicas porque se 
considera, y así también se ha recogido en informes y estadísticas recabados durante la 
elaboración del texto europeo, que es preferible que la información sobre prácticas 
irregulares se conozca por la propia organización para corregirlas o reparar lo antes posible 

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 4  Ley de protección personas que informen sobre infracciones y lucha contra corrupción

– 17 –



los daños. Además de tales canales internos, exige la Directiva la determinación de otros 
canales de información, denominados «externos», con el fin de ofrecer a los ciudadanos una 
comunicación con una autoridad pública especializada, lo que les puede generar más 
confianza al disipar su temor a sufrir alguna represalia en su entorno.

Estos dos claros objetivos de la Directiva, proteger a los informantes y establecer las 
normas mínimas de los canales de información, se incorporan en el contenido de esta ley.

La ley se estructura en 68 artículos, seis disposiciones adicionales, tres disposiciones 
transitorias y doce disposiciones finales.

III
El título I precisa la finalidad y el ámbito de aplicación de la ley.
La finalidad de la norma es la de proteger a las personas que en un contexto laboral o 

profesional detecten infracciones penales o administrativas graves o muy graves y las 
comuniquen mediante los mecanismos regulados en la misma.

Por lo que se refiere a su ámbito de aplicación, además de proteger a quienes informen 
sobre las infracciones del Derecho de la Unión previstas en la Directiva del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2019, esta ley abarca también las infracciones 
penales y administrativas graves y muy graves de nuestro ordenamiento jurídico.

Se ha considerado necesario, por tanto, ampliar el ámbito material de la Directiva a las 
infracciones del ordenamiento nacional, pero limitado a las penales y a las administrativas 
graves o muy graves para permitir que tanto los canales internos de información como los 
externos puedan concentrar su actividad investigadora en las vulneraciones que se 
considera que afectan con mayor impacto al conjunto de la sociedad.

Asimismo, se excluyen del ámbito de aplicación material los supuestos que se rigen por 
su normativa específica, esto es, aquella que regula los mecanismos para informar sobre 
infracciones y proteger a los informantes previstas por leyes sectoriales o por los 
instrumentos de la Unión Europea enumerados en la parte II del anexo de la Directiva (UE) 
2019/1937.

La buena fe, la conciencia honesta de que se han producido o pueden producirse hechos 
graves perjudiciales constituye un requisito indispensable para la protección del informante. 
Esa buena fe es la expresión de su comportamiento cívico y se contrapone a otras 
actuaciones que, por el contrario, resulta indispensable excluir de la protección, tales como 
la remisión de informaciones falsas o tergiversadas, así como aquellas que se han obtenido 
de manera ilícita.

Junto a la descripción del ámbito objetivo de aplicación, precisa la ley el ámbito subjetivo, 
esto es, las personas que están protegidas frente a posibles represalias. Así, se extiende la 
protección a todas aquellas personas que tienen vínculos profesionales o laborales con 
entidades tanto del sector público como del sector privado, aquellas que ya han finalizado su 
relación profesional, voluntarios, trabajadores en prácticas o en período de formación, 
personas que participan en procesos de selección. También se extiende el amparo de la ley 
a las personas que prestan asistencia a los informantes, a las personas de su entorno que 
puedan sufrir represalias, así como a las personas jurídicas propiedad del informante, entre 
otras.

El título II de la ley contiene el régimen jurídico del Sistema interno de información que 
abarca tanto el canal, entendido como buzón o cauce para recepción de la información, 
como el Responsable del Sistema y el procedimiento. El Sistema interno de información 
debería utilizarse de manera preferente para canalizar la información, pues una actuación 
diligente y eficaz en el seno de la propia organización podría paralizar las consecuencias 
perjudiciales de las actuaciones investigadas. No obstante, declarada esta preferencia, el 
informante puede elegir el cauce a seguir, interno o externo, según las circunstancias y los 
riesgos de represalias que considere.

En este título se dedica un primer capítulo a las disposiciones aplicables tanto en el 
sector público como en el privado.

La configuración del Sistema interno de información debe reunir determinados requisitos, 
entre otros, su uso asequible, las garantías de confidencialidad, las prácticas correctas de 
seguimiento, investigación y protección del informante. Asimismo, resulta indispensable para 
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la eficacia del Sistema interno de información la designación del responsable de su correcto 
funcionamiento.

Se ha de destacar que se permite la comunicación anónima. Cuando se traslade una 
comunicación en el marco del Sistema interno de información, que entre dentro del ámbito 
de aplicación de la ley, se aplicará la regla específica contenida en esta ley en cuanto a la 
posibilidad de presentación y tramitación de comunicaciones anónimas. La Directiva 
establece como principio el deber general de mantener al informante en el anonimato. Ahora 
bien, este pilar esencial de la norma europea se exceptúa cuando, bien una norma nacional 
prevé revelarlo, o bien se solicita en el marco de un proceso judicial, lo que ocurre en 
muchas ocasiones, argumentando el juzgador la necesidad de conocer la identidad de quien 
denunció, para garantizar el derecho de defensa del denunciado. Así, en su considerando 34 
se señala: «Sin perjuicio de las obligaciones vigentes de disponer la denuncia anónima en 
virtud del Derecho de la Unión, debe ser posible para los Estados miembros decidir si se 
requiere a las entidades jurídicas de los sectores privado y público y a las autoridades 
competentes que acepten y sigan denuncias anónimas de infracciones que entren en el 
ámbito de aplicación de la presente Directiva».

Y en el artículo 6.2 se establece: «Sin perjuicio de la obligación vigente de disponer de 
mecanismos de denuncia anónima en virtud del Derecho de la Unión, la presente Directiva 
no afectará a la facultad de los Estados miembros de decidir si se exige o no a las entidades 
jurídicas de los sectores privado o público y a las autoridades competentes aceptar y seguir 
las denuncias anónimas de infracciones».

Conforme al artículo 9.1.e) también se prevé «el seguimiento diligente cuando así lo 
establezca el Derecho nacional en lo que respecta a las denuncias anónimas».

En este sentido, una opción de política legislativa, fruto de los modelos comparados a 
nivel internacional y europeo, ha sido, al igual que en la normativa de protección de datos 
personales, regular las informaciones anónimas y proteger a la persona que las comunica.

Un hito esencial en la admisión de la denuncia anónima lo constituye la Convención de 
las Naciones Unidas contra la corrupción, hecha en Nueva York el 31 de octubre de 2003, 
que establece en su artículo 13.2: «Cada Estado Parte adoptará medidas apropiadas para 
garantizar que el público tenga conocimiento de los órganos pertinentes de lucha contra la 
corrupción mencionados en la presente Convención y facilitará el acceso a dichos órganos, 
cuando proceda, para la denuncia, incluso anónima, de cualesquiera incidentes que puedan 
considerarse constitutivos de un delito tipificado con arreglo a la presente Convención».

El Consejo de la Unión Europea, en su Decisión de 25 de septiembre de 2008, en 
nombre de la entonces Comunidad Europea, aprobó la Convención de las Naciones Unidas 
contra la Corrupción.

Asimismo, en ámbitos sectoriales de la Unión Europea hay que destacar el artículo 5.1 
del Reglamento (UE, EURATOM) n.º 883/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 
de septiembre de 2013 relativo a las investigaciones efectuadas por la Oficina Europea de 
Lucha contra el Fraude (OLAF) y por el que se deroga el Reglamento (CE) n.º 1073/1999, 
que dispone que «el director general podrá iniciar una investigación cuando haya sospecha 
suficiente, que puede también basarse en información proporcionada por una tercera parte o 
por información anónima, de que se ha incurrido en fraude, corrupción u otra actividad ilegal 
en detrimento de los intereses financieros de la Unión».

Cabe destacar que el antiguo órgano asesor de la Comisión Europea en materia de 
protección de datos, el Grupo de trabajo del artículo 29 (GT29), en su Dictamen 1/2006 
relativo a la «aplicación de las normas sobre protección de datos de la UE a los sistemas 
internos de denuncia de irregularidades en los ámbitos de la contabilidad, controles y 
cuestiones de auditoría, lucha contra la corrupción y delitos financieros y bancarios», 
establecía como regla general que el denunciante debía identificarse, pero también existía la 
posibilidad de recibir y tramitar denuncias anónimas en determinadas circunstancias.

Como se puede observar, desde las instituciones de la Unión Europea se ha apostado 
sin ambages por la posibilidad de la aceptación y seguimiento de las denuncias anónimas. A 
tales efectos, se puede acceder a una herramienta de «denuncia anónima» de 
irregularidades para ayudar a la Comisión Europea a descubrir cárteles y otras infracciones 
antimonopolio y sobre tales prácticas anticompetitivas prohibidas por la normativa de 
competencia de la Unión Europea, que causan daños considerables a la economía europea.
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En lo que se refiere a la normativa vigente en el ámbito nacional son diversos los 
ámbitos en los que ya se ha regulado la posibilidad de denuncias anónimas. En septiembre 
de 2018, a través del Real Decreto-ley 11/2018, de 31 de agosto, se introdujo en la Ley 
10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del 
terrorismo, el actual artículo 26 bis en el que se regulan los procedimientos internos de 
comunicación de potenciales incumplimientos (canales de denuncias internas) para que sus 
empleados, directivos o agentes puedan comunicar, incluso anónimamente, información 
relevante sobre posibles incumplimientos de esta ley, su normativa de desarrollo o las 
políticas y procedimientos implantados para darles cumplimiento, cometidos en el seno del 
sujeto obligado.

En otro ámbito, la mencionada Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección 
de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, establece en su artículo 24.1: 
«Será lícita la creación y mantenimiento de sistemas de información a través de los cuales 
pueda ponerse en conocimiento de una entidad de Derecho privado, incluso anónimamente, 
la comisión en el seno de la misma o en la actuación de terceros que contratasen con ella, 
de actos o conductas que pudieran resultar contrarios a la normativa general o sectorial que 
le fuera aplicable».

Con anterioridad y en ámbitos diversos se había reconocido la posibilidad de presentar 
anónimamente denuncias: en la Ley Orgánica 12/2007, de 22 de octubre, del régimen 
disciplinario de la Guardia Civil se contempla la posibilidad de que la denuncia anónima 
pueda dar lugar al menos al inicio de una «información reservada». De otro lado, la Fiscalía 
General del Estado en su Circular de 4/2013, de 30 de diciembre, sobre las diligencias de 
investigación, actualiza la consideración sobre las denuncias anónimas. Señala que, aunque 
las denuncias deben en principio cumplimentar los requisitos previstos en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal para ser tenidas como tales, el incumplimiento de alguno de ellos no 
ha de llevar a su inadmisión si se están poniendo de manifiesto hechos constitutivos de 
delito perseguibles de oficio con visos de verosimilitud. La iniciación por puesta en 
conocimiento de otras autoridades u organismos públicos es cada vez más frecuente.

El afianzamiento esencial, no obstante, se contiene en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de 
diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, tal como 
se ha indicado con anterioridad, en concreto en su artículo 24.1.

Estos canales de denuncias, mediante el anonimato, han colaborado a instituir un 
instrumento esencial para la «compliance» de una empresa y ha sido fundamental para 
poder recibir denuncias graves que de otra manera las personas trabajadoras y los 
colaboradores no se atreverían a señalar por temor a represalias en caso de ser 
identificados.

Algunas comunidades autónomas igualmente han extendido su protección a las 
denuncias anónimas y han establecido canales para su recepción.

La ley diferencia la extensión de la obligación de configurar estos canales internos en el 
ámbito de las organizaciones privadas de las que pertenecen al sector público.

En el ámbito privado, siguiendo la previsión de la Directiva, estarán obligadas a 
configurar un Sistema interno de información todas aquellas empresas que tengan más de 
cincuenta trabajadores. En los grupos de empresas será la sociedad dominante la que 
pueda implantar los principios y políticas que inspiren la organización del Sistema para la 
adecuada organización y coordinación de los canales en cada una de las entidades que 
forman parte de aquel.

Siendo conscientes del coste que esta nueva carga pueda generar en las empresas, la 
ley admite que aquellas que, superando la cifra de cincuenta trabajadores cuenten con 
menos de doscientos cincuenta, puedan compartir medios y recursos para la gestión de las 
informaciones que reciban, quedando siempre clara la existencia de canales propios en cada 
empresa.

No obstante, con independencia del número de empleados, se obliga a contar con un 
Sistema interno de información a todos los partidos políticos, sindicatos, organizaciones 
empresariales, así como a las fundaciones que de los mismos dependan, siempre que 
reciban fondos públicos para su financiación. La razón de esta exigencia se ampara en el 
singular papel constitucional que tienen estas organizaciones tal y como proclaman los 
artículos 6 y 7 de la Constitución Española, como manifestación del pluralismo político y 
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vehículo de defensa y protección de los intereses económicos y sociales que les son 
propios, respectivamente. La existencia de casos de corrupción que han afectado a algunas 
de estas organizaciones incrementa la preocupación entre la ciudadanía por el recto 
funcionamiento de las instituciones, por lo que resulta indispensable exigir a estas 
organizaciones una actitud ejemplar que asiente la confianza en ellos de la sociedad pues de 
ello depende en buena medida el adecuado funcionamiento del sistema democrático. De ahí 
la obligación de que se configure, con independencia del número de trabajadores, un 
Sistema interno de información para atajar con rapidez cualquier indicio de infracción penal o 
administrativa grave o muy grave contra el interés general. La generalización de un Sistema 
interno de información facilitará la erradicación de cualquier sospecha de nepotismo, 
clientelismo, derroche de fondos públicos, financiación irregular u otras prácticas corruptas.

Con relación al sector público, la ley ha extendido en toda su amplitud la obligación de 
contar con un Sistema interno de información. En consecuencia, han de configurar tal 
Sistema las Administraciones públicas, ya sean territoriales o institucionales, las autoridades 
independientes u otros organismos que gestionan los servicios de la Seguridad Social, las 
universidades, las sociedades y fundaciones pertenecientes al sector público, así como las 
corporaciones de Derecho Público. En el mismo sentido, se impone también contar con un 
Sistema interno de información a todos los órganos constitucionales y de relevancia 
constitucional, así como aquellos mencionados en los Estatutos de Autonomía.

Como se advierte, preocupa que todas las instituciones, organismos y otras 
personificaciones que ejercen funciones públicas tengan un sistema eficaz para detectar las 
prácticas irregulares descritas en esta norma, sin que a estos efectos parezca relevante el 
tamaño de la entidad o el ámbito territorial en el que ejerza sus competencias.

Así, si bien es cierto que la Directiva atribuye a los Estados miembros la decisión de 
dispensar de algunas obligaciones a los municipios de menos de diez mil habitantes, esta ley 
no contempla esta excepción. En consecuencia, atendiendo a la necesidad de ofrecer un 
marco común y general de protección de los informantes, de no facilitar resquicios que 
puedan dañar gravemente el interés general, se extiende a todos los municipios la obligación 
de contar con un Sistema interno de información. Ahora bien, tal obligación se acompaña de 
ciertas precisiones con el fin de facilitar su cumplimiento a aquellos municipios cuya 
población no supere los diez mil habitantes. La ley permite que estos municipios puedan 
compartir medios para la recepción de informaciones con otras Administraciones que ejerzan 
sus competencias en la misma comunidad autónoma. Esta posibilidad no exime de que cada 
administración local tenga un responsable de su sistema interno de informaciones.

En todo caso, hay que insistir en que se considera adecuado que cada municipio cuente 
con su propio sistema interno de información y de ahí que se destaque la asistencia que 
pueden prestar otras Administraciones territoriales.

Por otra parte, se prevé que la gestión material del Sistema interno de información se 
realice mediante modalidades de gestión indirecta, si bien la atribución por parte de las 
Administraciones territoriales a un tercero de la gestión del Sistema interno de información 
requerirá que acrediten la insuficiencia de medios propios para poder realizar la función.

Conviene destacar que la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas (LPAC), aplicable con carácter 
básico a todos los procedimientos administrativos, establece que toda comunicación de 
hechos que puedan constituir una infracción ha de ser considerada como una denuncia 
(artículo 62.1 LPAC).

El título III de la ley regula el canal externo de información. Reconoce acertadamente la 
Directiva 2019/1937 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2019, que 
uno de los principales factores que desalienta a los potenciales informantes es la falta de 
confianza en la eficacia de las comunicaciones. Por ello, la norma europea impone a los 
Estados miembros la obligación de establecer canales de comunicación externa adecuados, 
de modo que su actuación esté presidida por los principios de independencia y autonomía en 
la recepción y tratamiento de la información sobre las infracciones.

Dotar de independencia y autonomía al canal o canales de comunicación externa pasa 
por garantizar la exhaustividad, integridad y confidencialidad de la información, impedir el 
acceso a ella por el personal no autorizado y permitir un almacenamiento duradero de la 
misma.
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Con el fin de dar cumplimiento a los objetivos perseguidos por la Unión Europea y 
ahondar en la protección del informante, esta ley procede a la implementación de un canal 
externo cuya llevanza corresponde a la Autoridad Independiente de Protección del 
Informante, A.A.I. prevista en el título VIII.

Se considera beneficioso que la habilitación de dicho canal, como medio complementario 
al canal interno, se encauce a través de la Autoridad Independiente de Protección del 
Informante, A.A.I., dotándolo, así, de las garantías de independencia y autonomía exigidas 
por la norma europea.

El título III aborda de manera sistemática la regulación específica del canal externo ante 
el que podrán informar las personas físicas a las que se refiere el artículo 3 de la ley, ya sea 
directamente, ya con posterioridad a la previa formulación de información ante el canal 
interno. Tras detallar el procedimiento de recepción de las comunicaciones, que pueden 
llevarse a cabo de forma anónima o con reserva de la identidad del informante, y de su 
forma, escrita o verbal, el articulado de la norma aborda el trámite de admisión, en el que 
después de un análisis preliminar, se decide sobre su admisión a trámite, inadmisión 
motivada si concurre alguna de las causas tasadas que a tal efecto se prevén, comunicación 
inmediata al Ministerio Fiscal si la conducta pudiera ser constitutiva de delito o remisión a 
otra Autoridad u Organismo que pudiera resultar competente para la tramitación de la 
comunicación.

Admitida a trámite la comunicación, comienza la fase instructora, que culminará 
mediante la emisión de un informe por la Autoridad Independiente de Protección del 
Informante. Emitido el informe, la Autoridad Independiente de Protección del Informante 
podrá acordar el archivo del expediente; el inicio del procedimiento sancionador, sin perjuicio 
de poner los hechos en conocimiento del Ministerio Fiscal si, pese a no apreciar inicialmente 
indicios de que los hechos pudieran revestir el carácter de delito, así resultase del curso de 
la instrucción, o de la Fiscalía Europea cuando resulten afectados los intereses financieros 
de la Unión Europea, en su caso; o la remisión de la información a otra autoridad u 
organismo competente, si así procede. En línea con la Directiva 2019/1937, se ha 
considerado adecuado que el plazo para la realización de las investigaciones y para dar 
respuesta al informante no se dilate más de lo estrictamente necesario, razón por la que el 
plazo para finalizar esta fase de instrucción no puede ser superior a tres meses.

Finalmente, cabe destacar que la resolución que adopte la Autoridad Independiente de 
Protección del Informante, A.A.I. no podrá ser objeto de recurso alguno, ni administrativo ni 
jurisdiccional, sin perjuicio de la posible impugnación de la resolución que ponga fin al 
procedimiento sancionador que se pudiera incoar a raíz de las investigaciones realizadas.

Debe tenerse en cuenta que el informante por el hecho de comunicar la existencia de 
una infracción penal o administrativa no tiene la condición de interesado, sino de colaborador 
con la Administración. De manera que las investigaciones que lleve a cabo tanto en el marco 
del Sistema interno de información del sector público como en el marco del procedimiento 
que desarrolla la Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I. se inician 
siempre de oficio y de conformidad con el procedimiento establecido en la LPAC.

Asimismo, prevé el título III el conjunto de derechos y garantías que ostenta el 
informante en el procedimiento de comunicación externa ante la Autoridad Independiente de 
Protección del Informante, A.A.I. y la exigencia de revisión de los procedimientos de 
recepción y seguimiento de informaciones, dando así cumplimiento al mandato de la 
Directiva.

Por último, conviene destacar la posible implantación de canales externos de información 
por parte de las comunidades autónomas. La llevanza de dichos canales externos será 
asumida por autoridades independientes autonómicas análogas a la Autoridad 
Independiente de Protección del Informante, A.A.I. cuya competencia podrá extenderse tanto 
a las informaciones sobre infracciones que, comprendidas en el ámbito de aplicación de esta 
ley, sean cometidas en el ámbito de las entidades del sector público autonómico y local del 
territorio de la correspondiente comunidad autónoma, como a las relativas a incumplimientos 
imputables a entidades del sector privado que produzcan efectos únicamente en el territorio 
de dicha comunidad autónoma.

El título IV contiene disposiciones comunes a las comunicaciones internas y externas, en 
línea con el capítulo V de la Directiva 2019/1937 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
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23 de octubre de 2019. Se regula la obligación de proporcionar información adecuada de 
forma clara y fácilmente accesible sobre los canales de comunicación interna y externa, 
como medio y garantía para un mejor conocimiento de los canales que establece esta ley.

El título V se ocupa de la revelación pública. Los informantes que utilizan los cauces 
internos y externos cuentan con un régimen específico de protección frente a las represalias. 
La protección a quien realiza una revelación pública, con condiciones, se asienta, entre otras 
causas, en las garantías y protección que ofrece la opinión pública en su conjunto 
amparando a quien muestra una actitud cívica a la hora de advertir ante posibles 
infracciones penales o administrativas graves o vulneraciones del ordenamiento jurídico que 
dañan el interés general, así como en la protección de las fuentes que mantienen los 
periodistas.

Existen situaciones en que resulta conveniente proteger también a estas personas y la 
ley, siguiendo las directrices europeas, precisa las condiciones que deben concurrir para 
extender el régimen de protección; así, por ejemplo, dicha protección se contempla cuando 
los cauces internos y externos no han funcionado o cuando se advierte una amenaza 
inminente para el interés general, tales como un vertido muy tóxico u otros riesgos 
contaminantes.

En este sentido, se destaca que la propia Directiva, en sus considerandos 45 y 46 otorga 
especial reconocimiento a los supuestos de protección relacionados con los derechos a la 
libertad de información y al periodismo de investigación, que en nuestro ordenamiento se 
reconocen constitucionalmente. Así, el Considerando 45 declara que «La protección frente a 
represalias como medio de salvaguardar la libertad de expresión y la libertad y el pluralismo 
de los medios de comunicación debe otorgarse tanto a las personas que comunican 
información sobre actos u omisiones en una organización (“denuncia interna”) o a una 
autoridad externa (“denuncia externa”) como a las personas que ponen dicha información a 
disposición del público, por ejemplo, directamente a través de plataformas web o de redes 
sociales, o a medios de comunicación, cargos electos, organizaciones de la sociedad civil, 
sindicatos u organizaciones profesionales y empresariales». Por su parte, el Considerando 
46 alude a la importancia de los denunciantes como fuentes importantes para los periodistas 
de investigación y crucial para salvaguardar la función de guardián que el periodismo de 
investigación desempeña en las sociedades democráticas.

El título VI regula el régimen del tratamiento de datos personales que deriven de la 
aplicación de esta ley.

El artículo 17 de la Directiva impone que todo tratamiento de datos personales realizado 
en aplicación de la misma se realizará de conformidad con el Reglamento (UE) 2016/679 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las 
personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación 
de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de 
protección de datos) y con la Directiva (UE) 2016/680. En este mismo sentido esta ley 
dispone que los tratamientos de datos personales deberán regirse por lo dispuesto en dicho 
Reglamento y en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 
Personales y garantía de los derechos digitales.

Hasta ahora el artículo 24 de la citada ley orgánica regulaba la creación y mantenimiento 
de sistemas de información internos. El contenido de dicho precepto se ha incorporado a 
esta ley, pero era necesario completar las previsiones hasta ahora incluidas en la ley 
orgánica al objeto de extenderlas también a los tratamientos de datos que se lleven a cabo 
en los canales de comunicación externos y en los supuestos de revelación pública. 
Asimismo, y de acuerdo con lo que establece el artículo 6 del Reglamento general de 
protección de datos, procede indicar los títulos que hacen lícito el tratamiento de datos 
personales. Los tratamientos se entenderán necesarios para el cumplimiento de una 
obligación legal cuando deban llevarse a cabo en los supuestos en que sea obligatorio 
disponer de un Sistema interno de información y en los casos de canales de comunicación 
externos, mientras que se presumirán válidos al amparo de lo que establece el artículo 6.1.e) 
del Reglamento general de protección de datos cuando aquel sistema no sea obligatorio o el 
tratamiento se lleve a cabo en el ámbito de la revelación pública que regula el título V. Se 
indica asimismo que en caso de que la persona investigada ejerza el derecho de oposición al 
tratamiento de sus datos personales se entiende que existen motivos legítimos imperiosos 
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que legitiman continuar con dicho tratamiento, tal como permite el artículo 21.1 del 
Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016.

La ley también regula determinadas condiciones especiales en relación con los 
tratamientos de datos al objeto de garantizar plenamente el derecho a la protección de datos 
y en particular la identidad de los informantes y de las personas investigadas por la 
información suministrada. La preservación de la identidad del informante es una de las 
premisas esenciales para garantizar la efectividad de la protección que persigue esta ley. De 
ahí que se exija que en todo momento deba ser garantizada. En esta línea se dispone que el 
dato de la identidad del informante nunca será objeto del derecho de acceso a datos 
personales y se limita la posibilidad de comunicación de dicha identidad sólo a la autoridad 
judicial, el Ministerio Fiscal o la autoridad administrativa competente exigiendo que en todo 
caso se impida el acceso por terceros a la misma. Por otra parte, se exige que las entidades 
obligadas a disponer de un Sistema interno de información, los terceros externos que en su 
caso lo gestionen y la Autoridad Independiente de Protección de Datos, A.A.I. así como las 
que en su caso se constituyan, cuenten con un delegado de protección de datos.

El título VII constituye, como ya se ha anticipado, el eje de la ley, las medidas de 
protección para amparar a aquellas personas que mantienen una actitud cívica y de respeto 
democrático al alertar sobre infracciones graves que dañan el interés general. Ha de 
conseguirse que nadie esté amedrentado ante futuros perjuicios. De ahí que la primera 
medida sea la contundente declaración de prohibir y declarar nulas aquellas conductas que 
puedan calificarse de represalias y se adopten dentro de los dos años siguientes a ultimar 
las investigaciones. En este sentido, la ley ofrece varios supuestos, sin ningún ánimo 
exhaustivo, que muestran conductas intolerables hacia los informantes: resolución de 
contratos, intimidaciones, trato desfavorable, daños reputacionales, etc.

La necesidad de garantizar la buena aplicación del ordenamiento hace que queden sin 
efecto cualesquiera cláusulas o disposiciones contractuales que impidan o pretendan limitar 
el derecho o la capacidad de informar, tales como cláusulas de confidencialidad o 
disposiciones que reflejan renuncias expresas; así como que se exima de responsabilidad 
ante la obtención de información relevante o que se invierta la carga de la prueba en 
aquellos procesos que inicie para exigir la reparación de daños. En fin, los informantes 
contarán con el apoyo necesario de la Autoridad Independiente de Protección del 
Informante, A.A.I. para que las medidas de protección establecidas en esta ley resulten 
eficaces.

Pero las medidas de protección no se dirigen sólo a favor de los informantes. También 
aquellas personas a las que se refieran los hechos relatados en la comunicación han de 
contar con una singular protección ante el riesgo de que la información, aun con aparentes 
visos de veracidad, haya sido manipulada, sea falsa o responda a motivaciones que el 
Derecho no puede amparar. Estas personas mantienen todos sus derechos de tutela judicial 
y defensa, de acceso al expediente, de confidencialidad y reserva de identidad y la 
presunción de inocencia; en fin, de los mismos derechos que goza el informante.

Las ventajas y eficacia que han demostrado los programas de clemencia en ciertos 
ámbitos sectoriales han llevado a incluir una regulación en la que se precisan las concretas 
condiciones para su correcta aplicación.

El título VIII regula la Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I.
Una sociedad democráticamente avanzada ha de proteger adecuadamente a aquellas 

personas que, comunicando las irregularidades de las que, en su entorno laboral o 
profesional, tenga conocimiento, las publicite, permitiendo, de ese modo, a los poderes 
públicos actuar, pudiendo poner fin a la actividad ilícita advertida cuando ésta afecte al 
interés general. Y es una cuestión de liderazgo avanzar en esa línea, como hace la Directiva 
2019/1937 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2019, que es objeto 
de trasposición mediante esta ley.

Solo habrá una adecuada protección del denominado «whistleblower» si, en primer lugar, 
existe no solo el deber de comunicar conductas ilícitas de las que tenga conocimiento, sino 
además un sistema que permita canalizar las informaciones, lo que implica la 
implementación, por parte de las entidades públicas y privadas, de canales que permitan al 
que entra en contacto con la organización revelar la información de que dispone y que pueda 
constituir un ilícito susceptible de afectar al interés general. Ese canal interno de información 
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al que hemos hecho referencia en párrafos anteriores debe garantizar, si queremos que 
salgan a la luz los comportamientos reprobables, la confidencialidad del informante, en todo 
caso, siendo aconsejable prever, además, el anonimato del mismo. No hay mejor forma de 
proteger al que informa que garantizando su anonimato.

Dicho canal interno de información debe ser complementado con un canal externo, es 
decir, con la posibilidad de que quien conozca el hecho susceptible de ser comunicado con 
arreglo a esta norma pueda acudir a una autoridad pública que, con todas las garantías, 
tenga constancia del hecho informado y proceda a investigarlo y, en su caso, pueda 
colaborar con el Ministerio Fiscal cuando aprecie que el hecho objeto de la comunicación es 
constitutivo de delito.

Garantizar una adecuada protección del informante exige, en cumplimiento de la 
Directiva 2019/1937 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2019, que 
España disponga de un completo marco normativo-institucional con el que dar respuesta 
eficaz a la necesidad de protección de quienes informan sobre infracciones del ordenamiento 
jurídico que afectan o menoscaban el interés general.

Una adecuada y eficaz respuesta normativa aconseja articular de manera conjunta y, por 
tanto, mediante la utilización del mismo instrumento normativo, el nuevo régimen jurídico 
aplicable a la protección del informante y el cauce institucional idóneo que garantice su plena 
operatividad.

El considerando 64 de la Directiva 2019/1937 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
23 de octubre de 2019 deja al prudente criterio de los Estados miembros determinar qué 
autoridades son competentes para recibir la información sobre infracciones que entren en el 
ámbito de aplicación de la misma y seguir adecuadamente las denuncias.

Entre las diferentes alternativas que ofrece nuestro ordenamiento interno se considera 
idóneo acudir a la figura de la Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I. 
como pilar básico del sistema institucional en materia de protección del informante. Su 
particular naturaleza y encaje institucional en el sector público permitirá canalizar 
satisfactoriamente el conjunto de funciones que la Directiva atribuye a las autoridades 
competentes de cada Estado miembro. Entre las diversas posibilidades abiertas en el reto de 
afrontar eficazmente la trasposición de la Directiva, el carácter independiente y la autonomía 
de que gozan este tipo de entes del sector público se considera la mejor forma de 
instrumentar el engranaje institucional de la protección del informante, excluyendo otras 
alternativas con menor independencia del poder ejecutivo y permitiendo, en definitiva, que 
sea una entidad de nueva creación la que garantice la funcionalidad del sistema, una entidad 
independiente de quien la nombra y de la Administración Pública, que atienda, en el ejercicio 
de sus funciones, a criterios de naturaleza técnica.

De otro lado, el carácter específico de la materia hace igualmente aconsejable que las 
funciones que la Directiva atribuye a las autoridades competentes sean ejercidas por una 
autoridad de nueva creación sin posibilidad de acudir a otras ya existentes dentro del sector 
público. Además, resulta determinante a efectos de la creación de una nueva autoridad, la 
articulación, en cumplimiento de la Directiva, de un canal externo de información que 
complementa los canales internos (tanto en el sector privado como público). Resulta de 
especial interés que sea una entidad que bajo un especial régimen de autonomía y con un 
marcado carácter técnico y especializado en la materia sea la encargada de la llevanza y 
gestión del citado canal externo.

Lo hasta ahora expuesto, unido al conjunto de funciones que la Directiva obliga a asumir 
a las autoridades competentes en materia de protección al informante y junto a otras que van 
más allá del contenido de la norma europea y cuya inclusión radica en una mayor garantía y 
extensión de la protección del informante, aconsejan que sea una autoridad independiente 
específica la que asuma este conjunto de competencias, y sirva, en definitiva, de pilar 
institucional esencial en la lucha contra la corrupción.

Para ello el título VIII de la norma aborda, como se ha señalado, la autorización para la 
creación de la Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I. como ente de 
derecho público con personalidad jurídica propia dotado de autonomía e independencia 
orgánica y funcional respecto del Ejecutivo y del sector público, así como de toda entidad 
cuya actividad pueda ser sometida a su supervisión. Estructurado en tres capítulos, el 
primero de ellos recoge la naturaleza y funciones de la Autoridad Independiente de 
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Protección del Informante, A.A.I.: llevanza del canal externo de comunicaciones, asunción de 
la condición de órgano consultivo y de asesoramiento del Gobierno en materia de protección 
del informante, elaboración de modelos de prevención de delito en el ámbito público, 
asunción de la competencia sancionadora en la materia, entre otros.

El capítulo II del título VIII desarrolla el régimen jurídico a que se somete la nueva 
Autoridad, distinguiendo el régimen jurídico general a que somete su actividad y las 
singularidades que presenta en materia de personal, de contratación, patrimonial, de 
asistencia jurídica, presupuestario, de contabilidad y de control económico-financiero. Dentro 
de estas particularidades, se ha considerado necesario dotar al ente de dos potestades 
menos frecuentes, pero totalmente necesarias, en orden a la consecución de los objetivos a 
que obedece la trasposición de la Directiva. De un lado, la posibilidad de que la propia 
Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I. pueda elaborar circulares y 
recomendaciones que establezcan los criterios y prácticas adecuadas para el cumplimiento 
de las disposiciones contenidas en esta ley y las normas que la desarrollen. De otro lado, la 
ley atribuye el ejercicio de la potestad sancionadora (prevista en el título IX de la norma), a la 
Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I., dando así cumplimiento a la 
exigencia de atribución de potestad por norma legal (o reglamentaria) contenida en la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, del Régimen Jurídico del Sector Público.

Finalmente, el capítulo III del título VIII recoge el régimen de organización interna de la 
entidad. Se prevé la existencia de una Presidencia, órgano de gobierno de la Autoridad, que 
tendrá como órgano de asesoramiento una Comisión Consultiva, de marcado carácter 
técnico por su composición, muchos de cuyos vocales son natos, por razón del cargo, 
procedentes bien de la Administración Pública, bien de organismos reguladores o 
supervisores.

La protección integral del informante exige no dejar espacios de impunidad. Este 
principio de actuación, que conecta directamente con el liderazgo que ha de operar como eje 
mediador de idoneidad del sistema que se propone, unido a la concepción de nuestro Estado 
como espacio público compartido, obliga a permitir que se acuda al canal externo de 
informaciones a través de la Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I. en 
aquellos territorios que no hayan previsto la creación de Autoridades o la atribución a 
órganos propios de su comunidad autónoma y dentro de sus competencias. De ese modo la 
Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I. podrá tramitar las 
comunicaciones que se reciban a través de su canal externo que afecten al ámbito 
competencial de aquellas comunidades autónomas que así lo decidan y suscriban el 
correspondiente convenio, y aquellas otras que no prevean órganos propios que canalicen, 
en su ámbito competencial, las comunicaciones externas. Posibilidad ésta que cumple con la 
doctrina del Tribunal Constitucional, expuesta en la sentencia 130/2013, al indicar que «en 
casos como los que contemplamos, las disposiciones del Estado que establezcan reglas 
destinadas a permitir la ejecución de los Reglamentos comunitarios en España y que no 
puedan considerarse normas básicas o de coordinación, tienen un carácter supletorio de las 
que pueden dictar las comunidades autónomas para los mismos fines de sus competencias. 
Sin olvidar que la cláusula de supletoriedad del artículo 149.3 de la Constitución Española no 
constituye una cláusula universal atributiva de competencias, en tales casos, la posibilidad 
de que el Estado dicte normas innovadoras de carácter supletorio está plenamente 
justificada».

El texto articulado se cierra con un título IX que establece el régimen sancionador, 
necesario para combatir con eficacia aquellas actuaciones que impliquen represalias contra 
los informantes, así como los incumplimientos en el establecimiento de las reglas de los 
canales de comunicación.

Concluye la ley con seis disposiciones adicionales relativas a la revisión periódica de los 
procedimientos de recepción y seguimiento de las comunicaciones por las autoridades 
responsables, a los convenios que puedan suscribir Estado y comunidades autónomas para 
atribuir a la Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I. competencias de 
gestión del canal externo de comunicaciones en el ámbito autonómico correspondiente, la 
elaboración de una memoria anual y de información estadística agregada, a la 
administración de los Territorios Históricos del País Vasco, a la Estrategia contra la 
corrupción y a la extensión de las medidas de protección; tres disposiciones transitorias para 
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regular los canales internos de información ya habilitados y la adaptación de los Sistemas 
internos de información ya existentes y la implantación de dichos sistemas, con carácter 
general, por los sujetos obligados en el plazo de tres meses, así como la previsión 
presupuestaria de la Autoridad Independiente y, por último, doce disposiciones finales por las 
que se modifican, entre otras, la Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita; 
la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa para 
incluir a la nueva Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I.; la Ley 
15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia; la Ley 10/2010, de 28 de abril, de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo; la Ley 10/2014, de 
26 de junio, de ordenación, supervisión y solvencia de entidades de crédito; la Ley 9/2017, 
de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al 
ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 
2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014; la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de 
diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de derechos digitales, a los efectos 
del tratamiento de datos para la protección de las personas que informen sobre infracciones 
normativas, los títulos competenciales en los que se ampara la ley, la incorporación de la 
Directiva (EU) 2019/1937, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2019, 
al ordenamiento jurídico interno; una cláusula de habilitación normativa y su entrada en vigor.

TÍTULO I
Finalidad de la ley y ámbito de aplicación

Artículo 1.  Finalidad de la ley.
1. La presente ley tiene por finalidad otorgar una protección adecuada frente a las 

represalias que puedan sufrir las personas físicas que informen sobre alguna de las acciones 
u omisiones a que se refiere el artículo 2, a través de los procedimientos previstos en la 
misma.

2. También tiene como finalidad el fortalecimiento de la cultura de la información, de las 
infraestructuras de integridad de las organizaciones y el fomento de la cultura de la 
información o comunicación como mecanismo para prevenir y detectar amenazas al interés 
público.

Artículo 2.  Ámbito material de aplicación.
1. La presente ley protege a las personas físicas que informen, a través de alguno de los 

procedimientos previstos en ella de:
a) Cualesquiera acciones u omisiones que puedan constituir infracciones del Derecho de 

la Unión Europea siempre que:
1.º Entren dentro del ámbito de aplicación de los actos de la Unión Europea enumerados 

en el anexo de la Directiva (UE) 2019/1937 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de 
octubre de 2019, relativa a la protección de las personas que informen sobre infracciones del 
Derecho de la Unión, con independencia de la calificación que de las mismas realice el 
ordenamiento jurídico interno;

2.º Afecten a los intereses financieros de la Unión Europea tal y como se contemplan en 
el artículo 325 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE); o

3.º Incidan en el mercado interior, tal y como se contempla en el artículo 26, apartado 2 
del TFUE, incluidas las infracciones de las normas de la Unión Europea en materia de 
competencia y ayudas otorgadas por los Estados, así como las infracciones relativas al 
mercado interior en relación con los actos que infrinjan las normas del impuesto sobre 
sociedades o con prácticas cuya finalidad sea obtener una ventaja fiscal que desvirtúe el 
objeto o la finalidad de la legislación aplicable al impuesto sobre sociedades.

b) Acciones u omisiones que puedan ser constitutivas de infracción penal o 
administrativa grave o muy grave. En todo caso, se entenderán comprendidas todas aquellas 
infracciones penales o administrativas graves o muy graves que impliquen quebranto 
económico para la Hacienda Pública y para la Seguridad Social.
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2. Esta protección no excluirá la aplicación de las normas relativas al proceso penal, 
incluyendo las diligencias de investigación.

3. La protección prevista en esta ley para las personas trabajadoras que informen sobre 
infracciones del Derecho laboral en materia de seguridad y salud en el trabajo, se entiende 
sin perjuicio de la establecida en su normativa específica.

4. La protección prevista en esta ley no será de aplicación a las informaciones que 
afecten a la información clasificada. Tampoco afectará a las obligaciones que resultan de la 
protección del secreto profesional de los profesionales de la medicina y de la abogacía, del 
deber de confidencialidad de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en el ámbito de sus 
actuaciones, así como del secreto de las deliberaciones judiciales.

5. No se aplicarán las previsiones de esta ley a las informaciones relativas a infracciones 
en la tramitación de procedimientos de contratación que contengan información clasificada o 
que hayan sido declarados secretos o reservados, o aquellos cuya ejecución deba ir 
acompañada de medidas de seguridad especiales conforme a la legislación vigente, o en los 
que lo exija la protección de intereses esenciales para la seguridad del Estado.

6. En el supuesto de información o revelación pública de alguna de las infracciones a las 
que se refiere la parte II del anexo de la Directiva (UE) 2019/1937 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 23 de octubre de 2019, resultará de aplicación la normativa específica sobre 
comunicación de infracciones en dichas materias.

Artículo 3.  Ámbito personal de aplicación.
1. La presente ley se aplicará a los informantes que trabajen en el sector privado o 

público y que hayan obtenido información sobre infracciones en un contexto laboral o 
profesional, comprendiendo en todo caso:

a) las personas que tengan la condición de empleados públicos o trabajadores por 
cuenta ajena;

b) los autónomos;
c) los accionistas, partícipes y personas pertenecientes al órgano de administración, 

dirección o supervisión de una empresa, incluidos los miembros no ejecutivos;
d) cualquier persona que trabaje para o bajo la supervisión y la dirección de contratistas, 

subcontratistas y proveedores.
2. La presente ley también se aplicará a los informantes que comuniquen o revelen 

públicamente información sobre infracciones obtenida en el marco de una relación laboral o 
estatutaria ya finalizada, voluntarios, becarios, trabajadores en periodos de formación con 
independencia de que perciban o no una remuneración, así como a aquellos cuya relación 
laboral todavía no haya comenzado, en los casos en que la información sobre infracciones 
haya sido obtenida durante el proceso de selección o de negociación precontractual.

3. Las medidas de protección del informante previstas en el título VII también se 
aplicarán, en su caso, específicamente a los representantes legales de las personas 
trabajadoras en el ejercicio de sus funciones de asesoramiento y apoyo al informante.

4. Las medidas de protección del informante previstas en el título VII también se 
aplicarán, en su caso, a:

a) personas físicas que, en el marco de la organización en la que preste servicios el 
informante, asistan al mismo en el proceso,

b) personas físicas que estén relacionadas con el informante y que puedan sufrir 
represalias, como compañeros de trabajo o familiares del informante, y

c) personas jurídicas, para las que trabaje o con las que mantenga cualquier otro tipo de 
relación en un contexto laboral o en las que ostente una participación significativa. A estos 
efectos, se entiende que la participación en el capital o en los derechos de voto 
correspondientes a acciones o participaciones es significativa cuando, por su proporción, 
permite a la persona que la posea tener capacidad de influencia en la persona jurídica 
participada.
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TÍTULO II
Sistema interno de información

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 4.  Comunicación de infracciones a través del Sistema interno de información.
1. El Sistema interno de información es el cauce preferente para informar sobre las 

acciones u omisiones previstas en el artículo 2, siempre que se pueda tratar de manera 
efectiva la infracción y si el denunciante considera que no hay riesgo de represalia.

2. Las personas jurídicas obligadas por las disposiciones del presente título dispondrán 
de un Sistema interno de información en los términos establecidos en esta ley.

Artículo 5.  Sistema interno de información.
1. El órgano de administración u órgano de gobierno de cada entidad u organismo 

obligado por esta ley será el responsable de la implantación del Sistema interno de 
información, previa consulta con la representación legal de las personas trabajadoras, y 
tendrá la condición de responsable del tratamiento de los datos personales de conformidad 
con lo dispuesto en la normativa sobre protección de datos personales.

2. El Sistema interno de información, en cualquiera de sus fórmulas de gestión, deberá:
a) Permitir a todas las personas referidas en el artículo 3 comunicar información sobre 

las infracciones previstas en el artículo 2.
b) Estar diseñado, establecido y gestionado de una forma segura, de modo que se 

garantice la confidencialidad de la identidad del informante y de cualquier tercero 
mencionado en la comunicación, y de las actuaciones que se desarrollen en la gestión y 
tramitación de la misma, así como la protección de datos, impidiendo el acceso de personal 
no autorizado.

c) Permitir la presentación de comunicaciones por escrito o verbalmente, o de ambos 
modos.

d) Integrar los distintos canales internos de información que pudieran establecerse 
dentro de la entidad.

e) Garantizar que las comunicaciones presentadas puedan tratarse de manera efectiva 
dentro de la correspondiente entidad u organismo con el objetivo de que el primero en 
conocer la posible irregularidad sea la propia entidad u organismo.

f) Ser independientes y aparecer diferenciados respecto de los sistemas internos de 
información de otras entidades u organismos, sin perjuicio de lo establecido en los artículos 
12 y 14.

g) Contar con un responsable del sistema en los términos previstos en el artículo 8.
h) Contar con una política o estrategia que enuncie los principios generales en materia 

de Sistemas interno de información y defensa del informante y que sea debidamente 
publicitada en el seno de la entidad u organismo.

i) Contar con un procedimiento de gestión de las informaciones recibidas.
j) Establecer las garantías para la protección de los informantes en el ámbito de la propia 

entidad u organismo, respetando, en todo caso, lo dispuesto en el artículo 9.

Artículo 6.  Gestión del Sistema interno de información por tercero externo.
1. La gestión del Sistema interno de información se podrá llevar a cabo dentro de la 

propia entidad u organismo o acudiendo a un tercero externo, en los términos previstos en 
esta ley. A estos efectos, se considera gestión del Sistema la recepción de informaciones.

2. La gestión del sistema por un tercero externo exigirá en todo caso que este ofrezca 
garantías adecuadas de respeto de la independencia, la confidencialidad, la protección de 
datos y el secreto de las comunicaciones.

La existencia de corresponsables del tratamiento de datos personales requiere la previa 
suscripción del acuerdo regulado en el artículo 26 del Reglamento (UE) 2016/679 del 
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Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las 
personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación 
de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento General de 
Protección de Datos), y en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de 
Datos Personales y garantía de los derechos digitales.

3. La gestión del Sistema interno de información por un tercero no podrá suponer un 
menoscabo de las garantías y requisitos que para dicho sistema establece esta ley ni una 
atribución de la responsabilidad sobre el mismo en persona distinta del Responsable del 
Sistema previsto en el artículo 8.

4. El tercero externo que gestione el Sistema tendrá la consideración de encargado del 
tratamiento a efectos de la legislación sobre protección de datos personales. El tratamiento 
se regirá por el acto o contrato al que se refiere el artículo 28.3 del Reglamento (UE) 
2016/679, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016.

Artículo 7.  Canal interno de información.
1. Todo canal interno de información de que disponga una entidad para posibilitar la 

presentación de información respecto de las infracciones previstas en el artículo 2 estará 
integrado dentro del Sistema interno de información a que se refiere el artículo 5.

2. El canal interno deberá permitir realizar comunicaciones por escrito o verbalmente, o 
de las dos formas. La información se podrá realizar bien por escrito, a través de correo 
postal o a través de cualquier medio electrónico habilitado al efecto, o verbalmente, por vía 
telefónica o a través de sistema de mensajería de voz. A solicitud del informante, también 
podrá presentarse mediante una reunión presencial dentro del plazo máximo de siete días.

En su caso, se advertirá al informante de que la comunicación será grabada y se le 
informará del tratamiento de sus datos de acuerdo a lo que establece el Reglamento (UE) 
2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016.

Además, a quienes realicen la comunicación a través de canales internos se les 
informará, de forma clara y accesible, sobre los canales externos de información ante las 
autoridades competentes y, en su caso, ante las instituciones, órganos u organismos de la 
Unión Europea.

Al hacer la comunicación, el informante podrá indicar un domicilio, correo electrónico o 
lugar seguro a efectos de recibir las notificaciones.

Las comunicaciones verbales, incluidas las realizadas a través de reunión presencial, 
telefónicamente o mediante sistema de mensajería de voz, deberán documentarse de alguna 
de las maneras siguientes, previo consentimiento del informante:

a) mediante una grabación de la conversación en un formato seguro, duradero y 
accesible, o

b) a través de una transcripción completa y exacta de la conversación realizada por el 
personal responsable de tratarla.

Sin perjuicio de los derechos que le corresponden de acuerdo a la normativa sobre 
protección de datos, se ofrecerá al informante la oportunidad de comprobar, rectificar y 
aceptar mediante su firma la transcripción de la conversación.

3. Los canales internos de información permitirán incluso la presentación y posterior 
tramitación de comunicaciones anónimas.

4. Los canales internos de información podrán estar habilitados por la entidad que los 
gestione para la recepción de cualesquiera otras comunicaciones o informaciones fuera del 
ámbito establecido en el artículo 2, si bien dichas comunicaciones y sus remitentes quedarán 
fuera del ámbito de protección dispensado por la misma.

Artículo 8.  Responsable del Sistema interno de información.
1. El órgano de administración u órgano de gobierno de cada entidad u organismo 

obligado por esta ley será el competente para la designación de la persona física 
responsable de la gestión de dicho sistema o «Responsable del Sistema», y de su 
destitución o cese.
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2. Si se optase por que el Responsable del Sistema fuese un órgano colegiado, este 
deberá delegar en uno de sus miembros las facultades de gestión del Sistema interno de 
información y de tramitación de expedientes de investigación.

3. Tanto el nombramiento como el cese de la persona física individualmente designada, 
así como de las integrantes del órgano colegiado deberán ser notificados a la Autoridad 
Independiente de Protección del Informante, A.A.I., o, en su caso, a las autoridades u 
órganos competentes de las comunidades autónomas, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, en el plazo de los diez días hábiles siguientes, especificando, en el caso de 
su cese, las razones que han justificado el mismo.

4. El Responsable del Sistema deberá desarrollar sus funciones de forma independiente 
y autónoma respecto del resto de los órganos de la entidad u organismo, no podrá recibir 
instrucciones de ningún tipo en su ejercicio, y deberá disponer de todos los medios 
personales y materiales necesarios para llevarlas a cabo.

5. En el caso del sector privado, el Responsable del Sistema persona física o la entidad 
en quien el órgano colegiado responsable haya delegado sus funciones, será un directivo de 
la entidad, que ejercerá su cargo con independencia del órgano de administración o de 
gobierno de la misma. Cuando la naturaleza o la dimensión de las actividades de la entidad 
no justifiquen o permitan la existencia de un directivo Responsable del Sistema, será posible 
el desempeño ordinario de las funciones del puesto o cargo con las de Responsable del 
Sistema, tratando en todo caso de evitar posibles situaciones de conflicto de interés.

6. En las entidades u organismos en que ya existiera una persona responsable de la 
función de cumplimiento normativo o de políticas de integridad, cualquiera que fuese su 
denominación, podrá ser esta la persona designada como Responsable del Sistema, 
siempre que cumpla los requisitos establecidos en esta ley.

Artículo 9.  Procedimiento de gestión de informaciones.
1. El órgano de administración u órgano de gobierno de cada entidad u organismo 

obligado por esta ley aprobará el procedimiento de gestión de informaciones. El 
Responsable del Sistema responderá de su tramitación diligente.

2. El procedimiento establecerá las previsiones necesarias para que el Sistema interno 
de información y los canales internos de información existentes cumplan con los requisitos 
establecidos en esta ley. En particular, el procedimiento responderá al contenido mínimo y 
principios siguientes:

a) Identificación del canal o canales internos de información a los que se asocian.
b) Inclusión de información clara y accesible sobre los canales externos de información 

ante las autoridades competentes y, en su caso, ante las instituciones, órganos u 
organismos de la Unión Europea.

c) Envío de acuse de recibo de la comunicación al informante, en el plazo de siete días 
naturales siguientes a su recepción, salvo que ello pueda poner en peligro la 
confidencialidad de la comunicación.

d) Determinación del plazo máximo para dar respuesta a las actuaciones de 
investigación, que no podrá ser superior a tres meses a contar desde la recepción de la 
comunicación o, si no se remitió un acuse de recibo al informante, a tres meses a partir del 
vencimiento del plazo de siete días después de efectuarse la comunicación, salvo casos de 
especial complejidad que requieran una ampliación del plazo, en cuyo caso, este podrá 
extenderse hasta un máximo de otros tres meses adicionales.

e) Previsión de la posibilidad de mantener la comunicación con el informante y, si se 
considera necesario, de solicitar a la persona informante información adicional.

f) Establecimiento del derecho de la persona afectada a que se le informe de las 
acciones u omisiones que se le atribuyen, y a ser oída en cualquier momento. Dicha 
comunicación tendrá lugar en el tiempo y forma que se considere adecuado para garantizar 
el buen fin de la investigación.

g) Garantía de la confidencialidad cuando la comunicación sea remitida por canales de 
denuncia que no sean los establecidos o a miembros del personal no responsable de su 
tratamiento, al que se habrá formado en esta materia y advertido de la tipificación como 
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infracción muy grave de su quebranto y, asimismo, el establecimiento de la obligación del 
receptor de la comunicación de remitirla inmediatamente al Responsable del Sistema.

h) Exigencia del respeto a la presunción de inocencia y al honor de las personas 
afectadas.

i) Respeto de las disposiciones sobre protección de datos personales de acuerdo a lo 
previsto en el título VI.

j) Remisión de la información al Ministerio Fiscal con carácter inmediato cuando los 
hechos pudieran ser indiciariamente constitutivos de delito. En el caso de que los hechos 
afecten a los intereses financieros de la Unión Europea, se remitirá a la Fiscalía Europea.

CAPÍTULO II
Sistema interno de información en el sector privado

Artículo 10.  Entidades obligadas del sector privado.
1. Estarán obligadas a disponer un Sistema interno de información en los términos 

previstos en esta ley:
a) Las personas físicas o jurídicas del sector privado que tengan contratados cincuenta o 

más trabajadores.
b) Las personas jurídicas del sector privado que entren en el ámbito de aplicación de los 

actos de la Unión Europea en materia de servicios, productos y mercados financieros, 
prevención del blanqueo de capitales o de la financiación del terrorismo, seguridad del 
transporte y protección del medio ambiente a que se refieren las partes I.B y II del anexo de 
la Directiva (UE) 2019/1937, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 
2019, deberán disponer de un Sistema interno de información que se regulará por su 
normativa específica con independencia del número de trabajadores con que cuenten. En 
estos casos, esta ley será de aplicación en lo no regulado por su normativa específica.

Se considerarán incluidas en el párrafo anterior las personas jurídicas que, pese a no 
tener su domicilio en territorio nacional, desarrollen en España actividades a través de 
sucursales o agentes o mediante prestación de servicios sin establecimiento permanente.

c) Los partidos políticos, los sindicatos, las organizaciones empresariales y las 
fundaciones creadas por unos y otros, siempre que reciban o gestionen fondos públicos.

2. Las personas jurídicas del sector privado que no estén vinculadas por la obligación 
impuesta en el apartado 1 podrán establecer su propio Sistema interno de información, que 
deberá cumplir, en todo caso, los requisitos previstos en esta ley.

Artículo 11.  Grupos de sociedades.
1. En el caso de un grupo de empresas conforme al artículo 42 del Código de Comercio, 

la sociedad dominante aprobará una política general relativa al Sistema interno de 
información a que se refiere el artículo 5 y a la defensa del informante, y asegurará la 
aplicación de sus principios en todas las entidades que lo integran, sin perjuicio de la 
autonomía e independencia de cada sociedad, subgrupo o conjunto de sociedades 
integrantes que, en su caso, pueda establecer el respectivo sistema de gobierno corporativo 
o de gobernanza del grupo, y de las modificaciones o adaptaciones que resulten necesarias 
para el cumplimiento de la normativa aplicable en cada caso.

2. El Responsable del Sistema podrá ser uno para todo el grupo, o bien uno para cada 
sociedad integrante del mismo, subgrupo o conjunto de sociedades, en los términos que se 
establezcan por la citada política. Por su parte, el Sistema interno de información podrá ser 
uno para todo el grupo.

3. Será admisible el intercambio de información entre los diferentes Responsables del 
Sistema del grupo, si los hubiera, para la adecuada coordinación y el mejor desempeño de 
sus funciones.

Artículo 12.  Medios compartidos en el sector privado.
Las personas jurídicas en el sector privado que tengan entre cincuenta y doscientos 

cuarenta y nueve trabajadores y que así lo decidan, podrán compartir entre sí el Sistema 

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 4  Ley de protección personas que informen sobre infracciones y lucha contra corrupción

– 32 –



interno de información y los recursos destinados a la gestión y tramitación de las 
comunicaciones, tanto si la gestión se lleva a cabo por cualquiera de ellas como si se ha 
externalizado, respetándose en todo caso las garantías previstas en esta ley.

CAPÍTULO III
Sistema interno de información en el sector público

Artículo 13.  Entidades obligadas en el sector público.
1. Todas las entidades que integran el sector público estarán obligadas a disponer de un 

Sistema interno de información en los términos previstos en esta ley.
A los efectos de esta ley se entienden comprendidos en el sector público:
a) La Administración General del Estado, las Administraciones de las comunidades 

autónomas, ciudades con Estatuto de Autonomía y las entidades que integran la 
Administración Local.

b) Los organismos y entidades públicas vinculadas o dependientes de alguna 
Administración pública, así como aquellas otras asociaciones y corporaciones en las que 
participen Administraciones y organismos públicos.

c) Las autoridades administrativas independientes, el Banco de España y las entidades 
gestoras y servicios comunes de la Seguridad Social.

d) Las universidades públicas.
e) Las corporaciones de Derecho público.
f) Las fundaciones del sector público. A efectos de esta ley, se entenderá por 

fundaciones del sector público aquellas que reúnan alguno de los siguientes requisitos:
1.º Que se constituyan de forma inicial, con una aportación mayoritaria, directa o 

indirecta, de una o varias entidades integradas en el sector público, o bien reciban dicha 
aportación con posterioridad a su constitución.

2.º Que el patrimonio de la fundación esté integrado en más de un cincuenta por ciento 
por bienes o derechos aportados o cedidos por sujetos integrantes del sector público con 
carácter permanente.

3.º Que la mayoría de derechos de voto en su patronato corresponda a representantes 
del sector público.

g) Las sociedades mercantiles en cuyo capital social la participación, directa o indirecta, 
de entidades de las mencionadas en las letras a), b), c), d) y g) del presente apartado sea 
superior al cincuenta por ciento, o en los casos en que, sin superar ese porcentaje, se 
encuentre respecto de las referidas entidades en el supuesto previsto en el artículo 5 del 
texto refundido de la Ley del Mercado de Valores, aprobado por Real Decreto Legislativo 
4/2015, de 23 de octubre.

2. También deberán dotarse de un Sistema interno de información, en los mismos 
términos requeridos para las entidades del sector público enunciados en el apartado anterior, 
los órganos constitucionales, los de relevancia constitucional e instituciones autonómicas 
análogas a los anteriores.

3. En caso de organismos públicos con funciones de comprobación o investigación de 
incumplimientos sujetos a esta norma, se distinguirá, al menos, entre un canal interno 
referente a los propios incumplimientos del organismo o su personal, y el canal externo 
referente a las comunicaciones que reciba de los incumplimientos de terceros cuya 
investigación corresponda a sus competencias.

4. En caso de que un organismo público con competencias en materia de investigación 
reciba informaciones referentes a los incumplimientos de terceros en el plazo de duración 
establecido en la letra d) del artículo 9.2, se resolverá si procede o no iniciar una 
comprobación o investigación del sujeto afectado dando traslado de ello al informante.

Una vez ultimado el procedimiento de comprobación o investigación, se comunicará al 
informante el resultado de la comprobación. Si los datos e informes que figuran en el 
expediente tienen carácter reservado o confidencial de acuerdo con alguna disposición con 
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rango de ley, el contenido del resultado que se traslade al informante tendrá carácter 
genérico.

5. Las decisiones adoptadas por los organismos públicos con funciones de 
comprobación o investigación en relación con las informaciones no serán recurribles en vía 
administrativa ni en vía contencioso-administrativa.

Artículo 14.  Medios compartidos en el sector público.
1. Los municipios de menos de 10.000 habitantes, entre sí o con cualesquiera otras 

Administraciones públicas que se ubiquen dentro del territorio de la comunidad autónoma, 
podrán compartir el Sistema interno de información y los recursos destinados a las 
investigaciones y las tramitaciones.

2. Asimismo, las entidades pertenecientes al sector público con personalidad jurídica 
propia vinculadas o dependientes de órganos de las Administraciones territoriales, y que 
cuenten con menos de cincuenta trabajadores, podrán compartir con la Administración de 
adscripción el Sistema interno de información y los recursos destinados a las investigaciones 
y las tramitaciones.

3. En todo caso, deberá garantizarse que los sistemas resulten independientes entre sí y 
los canales aparezcan diferenciados respecto del resto de entidades u organismos, de modo 
que no se genere confusión a los ciudadanos.

Artículo 15.  Gestión del Sistema interno de información por tercero externo.
La gestión del Sistema interno de información por un tercero externo en el ámbito de la 

Administración General del Estado, las Administraciones autonómicas y ciudades con 
Estatuto de Autonomía y las Entidades que integran la Administración Local solo podrá 
acordarse en aquellos casos en que se acredite insuficiencia de medios propios, conforme a 
lo dispuesto en el artículo 116 apartado 4 letra f) de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las 
Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de 
febrero de 2014. Esta gestión comprenderá únicamente el procedimiento para la recepción 
de las informaciones sobre infracciones y, en todo caso, tendrá carácter exclusivamente 
instrumental.

TÍTULO III
Canal externo de información de la Autoridad Independiente de Protección del 

Informante, A.A.I.

Artículo 16.  Comunicación a través del canal externo de información de la Autoridad 
Independiente de Protección del Informante, A.A.I. o a través de las autoridades u órganos 
autonómicos.

1. Toda persona física podrá informar ante la Autoridad Independiente de Protección del 
Informante, A.A.I., o ante las autoridades u órganos autonómicos correspondientes, de la 
comisión de cualesquiera acciones u omisiones incluidas en el ámbito de aplicación de esta 
ley, ya sea directamente o previa comunicación a través del correspondiente canal interno.

2. Las referencias realizadas en este título III a la Autoridad Independiente de Protección 
del Informante, A.A.I., se entenderán hechas, en su caso, a las autoridades autonómicas 
competentes.

Artículo 17.  Recepción de informaciones.
1. La información puede llevarse a cabo de forma anónima. En otro caso, se reservará la 

identidad del informante en los términos del artículo 33, debiendo adoptarse las medidas en 
él previstas.

2. La información se podrá realizar por escrito, a través de correo postal o a través de 
cualquier medio electrónico habilitado al efecto dirigido al canal externo de informaciones de 
la Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I., o verbalmente, por vía 
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telefónica o a través de sistema de mensajería de voz. A solicitud del informante, también 
podrá presentarse mediante una reunión presencial, dentro del plazo máximo de siete días. 
En los casos de comunicación verbal se advertirá al informante de que la comunicación será 
grabada y se le informará del tratamiento de sus datos de acuerdo con lo que establecen el 
Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, y 
la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre.

Al presentar la información, el informante podrá indicar un domicilio, correo electrónico o 
lugar seguro a efectos de recibir las notificaciones, pudiendo asimismo renunciar 
expresamente a la recepción de cualquier comunicación de actuaciones llevadas a cabo por 
la Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I. como consecuencia de la 
información.

En caso de comunicación verbal, incluidas las realizadas a través de reunión presencial, 
telefónicamente o mediante sistema de mensajería de voz, la Autoridad Independiente de 
Protección del Informante, A.A.I. deberá documentarla de alguna de las maneras siguientes:

a) mediante una grabación de la conversación en un formato seguro, duradero y 
accesible, o

b) a través de una transcripción completa y exacta de la conversación realizada por el 
personal responsable de tratarla.

Sin perjuicio de los derechos que le corresponden de acuerdo a la normativa sobre 
protección de datos, se ofrecerá al informante la oportunidad de comprobar, rectificar y 
aceptar mediante su firma la transcripción del mensaje.

3. Presentada la información, se procederá a su registro en el Sistema de Gestión de 
Información, siéndole asignado un código de identificación. El Sistema de Gestión de 
Información estará contenido en una base de datos segura y de acceso restringido 
exclusivamente al personal de la Autoridad Independiente de Protección del Informante, 
A.A.I. convenientemente autorizado, en la que se registrarán todas las comunicaciones 
recibidas, cumplimentando los siguientes datos:

a) Fecha de recepción.
b) Código de identificación.
c) Actuaciones desarrolladas.
d) Medidas adoptadas.
e) Fecha de cierre.
4. Recibida la información, en un plazo no superior a cinco días hábiles desde dicha 

recepción se procederá a acusar recibo de la misma, a menos que el informante 
expresamente haya renunciado a recibir comunicaciones relativas a la investigación o que la 
Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I. considere razonablemente que 
el acuse de recibo de la información comprometería la protección de la identidad del 
informante.

Artículo 18.  Trámite de admisión.
1. Registrada la información, la Autoridad Independiente de Protección del Informante, 

A.A.I., deberá comprobar si aquella expone hechos o conductas que se encuentran dentro 
del ámbito de aplicación recogido en el artículo 2.

2. Realizado este análisis preliminar, la Autoridad Independiente de Protección del 
Informante, A.A.I., decidirá, en un plazo que no podrá ser superior a diez días hábiles desde 
la fecha de entrada en el registro de la información:

a) Inadmitir la comunicación, en alguno de los siguientes casos:
1.º Cuando los hechos relatados carezcan de toda verosimilitud.
2.º Cuando los hechos relatados no sean constitutivos de infracción del ordenamiento 

jurídico incluida en el ámbito de aplicación de esta ley.
3.º Cuando la comunicación carezca manifiestamente de fundamento o existan, a juicio 

de la Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I., indicios racionales de 
haberse obtenido mediante la comisión de un delito. En este último caso, además de la 
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inadmisión, se remitirá al Ministerio Fiscal relación circunstanciada de los hechos que se 
estimen constitutivos de delito.

4.º Cuando la comunicación no contenga información nueva y significativa sobre 
infracciones en comparación con una comunicación anterior respecto de la cual han 
concluido los correspondientes procedimientos, a menos que se den nuevas circunstancias 
de hecho o de Derecho que justifiquen un seguimiento distinto. En estos casos, la Autoridad 
Independiente de Protección del Informante, A.A.I., notificará la resolución de manera 
motivada.

La inadmisión se comunicará al informante dentro de los cinco días hábiles siguientes, 
salvo que la comunicación fuera anónima o el informante hubiera renunciado a recibir 
comunicaciones de la Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I.

b) Admitir a trámite la comunicación.
La admisión a trámite se comunicará al informante dentro de los cinco días hábiles 

siguientes, salvo que la comunicación fuera anónima o el informante hubiera renunciado a 
recibir comunicaciones de la Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I.

c) Remitir con carácter inmediato la información al Ministerio Fiscal cuando los hechos 
pudieran ser indiciariamente constitutivos de delito o a la Fiscalía Europea en el caso de que 
los hechos afecten a los intereses financieros de la Unión Europea.

d) Remitir la comunicación a la autoridad, entidad u organismo que se considere 
competente para su tramitación.

Artículo 19.  Instrucción.
1. La instrucción comprenderá todas aquellas actuaciones encaminadas a comprobar la 

verosimilitud de los hechos relatados.
2. Se garantizará que la persona afectada por la información tenga noticia de la misma, 

así como de los hechos relatados de manera sucinta. Adicionalmente se le informará del 
derecho que tiene a presentar alegaciones por escrito y del tratamiento de sus datos 
personales. No obstante, esta información podrá efectuarse en el trámite de audiencia si se 
considerara que su aportación con anterioridad pudiera facilitar la ocultación, destrucción o 
alteración de las pruebas.

En ningún caso se comunicará a los sujetos afectados la identidad del informante ni se 
dará acceso a la comunicación. Durante la instrucción se dará noticia de la comunicación 
con sucinta relación de hechos al investigado. Esta información podrá efectuarse en el 
trámite de audiencia si se considera que su aportación con anterioridad pudiera facilitar la 
ocultación, destrucción o alteración de las pruebas.

3. Sin perjuicio del derecho a formular alegaciones por escrito, la instrucción 
comprenderá, siempre que sea posible, una entrevista con la persona afectada en la que, 
siempre con absoluto respeto a la presunción de inocencia, se le invitará a exponer su 
versión de los hechos y a aportar aquellos medios de prueba que considere adecuados y 
pertinentes.

A fin de garantizar el derecho de defensa de la persona afectada, la misma tendrá 
acceso al expediente sin revelar información que pudiera identificar a la persona informante, 
pudiendo ser oída en cualquier momento, y se le advertirá de la posibilidad de comparecer 
asistida de abogado.

4. Los funcionarios de la Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I. 
que desarrollen actividades de investigación tendrán la consideración de agentes de la 
autoridad en el ejercicio de sus funciones y estarán obligados a guardar secreto sobre las 
informaciones que conozcan con ocasión de dicho ejercicio.

5. Todas las personas naturales o jurídicas, privadas o públicas, deberán colaborar con 
las autoridades competentes y estarán obligadas a atender los requerimientos que se les 
dirijan para aportar documentación, datos o cualquier información relacionada con los 
procedimientos que se estén tramitando, incluso los datos personales que le fueran 
requeridos.
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Artículo 20.  Terminación de las actuaciones.
1. Concluidas todas las actuaciones, la Autoridad Independiente de Protección del 

Informante, A.A.I. emitirá un informe que contendrá al menos:
a) Una exposición de los hechos relatados junto con el código de identificación de la 

comunicación y la fecha de registro.
b) La clasificación de la comunicación a efectos de conocer su prioridad o no en su 

tramitación.
c) Las actuaciones realizadas con el fin de comprobar la verosimilitud de los hechos.
d) Las conclusiones alcanzadas en la instrucción y la valoración de las diligencias y de 

los indicios que las sustentan.
2. Emitido el informe, la Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I., 

adoptará alguna de las siguientes decisiones:
a) Archivo del expediente, que será notificado al informante y, en su caso, a la persona 

afectada. En estos supuestos, el informante tendrá derecho a la protección prevista en esta 
ley, salvo que, como consecuencia de las actuaciones llevadas a cabo en fase de 
instrucción, se concluyera que la información a la vista de la información recabada, debía 
haber sido inadmitida por concurrir alguna de las causas previstas en el artículo 18.2.a).

b) Remisión al Ministerio Fiscal si, pese a no apreciar inicialmente indicios de que los 
hechos pudieran revestir el carácter de delito, así resultase del curso de la instrucción. Si el 
delito afectase a los intereses financieros de la Unión Europea, se remitirá a la Fiscalía 
Europea.

c) Traslado de todo lo actuado a la autoridad competente, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 18.2.d).

d) Adopción de acuerdo de inicio de un procedimiento sancionador en los términos 
previstos en el título IX.

3. El plazo para finalizar las actuaciones y dar respuesta al informante, en su caso, no 
podrá ser superior a tres meses desde la entrada en registro de la información. Cualquiera 
que sea la decisión, se comunicará al informante, salvo que haya renunciado a ello o que la 
comunicación sea anónima.

4. Las decisiones adoptadas por la Autoridad Independiente de Protección del 
Informante, A.A.I., en las presentes actuaciones no serán recurribles en vía administrativa ni 
en vía contencioso administrativa, sin perjuicio del recurso administrativo o contencioso 
administrativo que pudiera interponerse frente a la eventual resolución que ponga fin al 
procedimiento sancionador que pudiera incoarse con ocasión de los hechos relatados.

5. La presentación de una comunicación por el informante no le confiere, por si sola, la 
condición de interesado.

Artículo 21.  Derechos y garantías del informante ante la Autoridad Independiente de 
Protección del Informante, A.A.I.

El informante tendrá las siguientes garantías en sus actuaciones ante la Autoridad 
Independiente de Protección del Informante, A.A.I.:

1.º Decidir si desea formular la comunicación de forma anónima o no anónima; en este 
segundo caso se garantizará la reserva de identidad del informante, de modo que esta no 
sea revelada a terceras personas.

2.º Formular la comunicación verbalmente o por escrito.
3.º Indicar un domicilio, correo electrónico o lugar seguro donde recibir las 

comunicaciones que realice la Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I. 
a propósito de la investigación.

4.º Renunciar, en su caso, a recibir comunicaciones de la Autoridad Independiente de 
Protección del Informante, A.A.I.

5.º Comparecer ante la Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I., por 
propia iniciativa o cuando sea requerido por esta, siendo asistido, en su caso y si lo 
considera oportuno, por abogado.
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6.º Solicitar a la Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I. que la 
comparecencia ante la misma sea realizada por videoconferencia u otros medios telemáticos 
seguros que garanticen la identidad del informante, y la seguridad y fidelidad de la 
comunicación.

7.º Ejercer los derechos que le confiere la legislación de protección de datos de carácter 
personal.

8.º Conocer el estado de la tramitación de su denuncia y los resultados de la 
investigación.

Artículo 22.  Publicación y revisión del procedimiento de gestión de informaciones.
La Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I. deberá publicar su 

procedimiento de gestión de informaciones.
Cada tres años revisará y, en su caso, modificará dicho procedimiento teniendo en 

cuenta su experiencia y la de otras autoridades competentes. La modificación será asimismo 
objeto de publicación.

Artículo 23.  Traslado de la comunicación por otras autoridades a la Autoridad 
Independiente de Protección del Informante, A.A.I.

Cualquier autoridad que reciba una comunicación y no tenga competencias para 
investigar los hechos relatados por tratarse de alguna de las infracciones previstas en el 
título IX, deberá remitirla a la Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I. 
dentro de los diez días siguientes a aquel en el que la hubiera recibido. La remisión se 
comunicará al informante dentro de dicho plazo.

Artículo 24.  Informaciones sujetas a la competencia de las autoridades independientes de 
protección a informantes.

1. La Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I. es la autoridad 
competente para la tramitación, a través del canal externo, de las informaciones que afecten 
a los siguientes sujetos:

a) La Administración General del Estado y entidades que integran el sector público 
estatal.

b) Resto de entidades del sector público, los órganos constitucionales y los órganos de 
relevancia constitucional a que se refiere el artículo 13.

c) Entidades que integran el sector privado, cuando la infracción o el incumplimiento 
sobre el que se informe afecte o produzca sus efectos en el ámbito territorial de más de una 
comunidad autónoma.

d) Cuando se suscriba el oportuno convenio, las Administraciones de las comunidades 
autónomas, las entidades que integran la Administración y el sector público institucional 
autonómico o local.

2. La autoridad independiente o entidad que pueda señalarse en cada comunidad 
autónoma, lo será respecto de las informaciones que afecten:

a) al sector público autonómico y local de su respectivo territorio,
b) a las instituciones autonómicas a que se refiere el artículo 13.2, y
c) a las entidades que formen parte del sector privado, cuando el incumplimiento 

comunicado se circunscriba al ámbito territorial de la correspondiente comunidad autónoma.
3. Cuando se reciba una comunicación por un canal que no sea el competente o por los 

miembros del personal que no sean los responsables de su tratamiento, las autoridades 
competentes garantizarán, mediante el procedimiento de gestión del Sistema establecido, 
que el personal que la haya recibido no pueda revelar cualquier información que pudiera 
permitir identificar al informante o a la persona afectada y que remitan con prontitud la 
comunicación, sin modificarla, al Responsable del Sistema de información.
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TÍTULO IV
Publicidad de la información y Registro de informaciones

Artículo 25.  Información sobre los canales interno y externo de información.
Los sujetos comprendidos dentro del ámbito de aplicación de esta ley proporcionarán la 

información adecuada de forma clara y fácilmente accesible, sobre el uso de todo canal 
interno de información que hayan implantado, así como sobre los principios esenciales del 
procedimiento de gestión. En caso de contar con una página web, dicha información deberá 
constar en la página de inicio, en una sección separada y fácilmente identificable.

De igual modo, las autoridades competentes a las que se refiere el artículo 24 
publicarán, en una sección separada, fácilmente identificable y accesible de su sede 
electrónica, como mínimo, la información siguiente:

a) las condiciones para poder acogerse a la protección en virtud de esta ley;
b) los datos de contacto para los canales externos de información previstos en el título 

III, en particular, las direcciones electrónica y postal y los números de teléfono asociados a 
dichos canales, indicando si se graban las conversaciones telefónicas;

c) los procedimientos de gestión, incluida la manera en que la autoridad competente 
puede solicitar al informante aclaraciones sobre la información comunicada o que 
proporcione información adicional, el plazo para dar respuesta al informante, en su caso, y el 
tipo y contenido de dicha respuesta;

d) el régimen de confidencialidad aplicable a las comunicaciones y, en particular, la 
información sobre el tratamiento de los datos personales de conformidad con lo dispuesto en 
el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 
2016, en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, y en el título VII de esta ley.

e) las vías de recurso y los procedimientos para la protección frente a represalias, y la 
disponibilidad de asesoramiento confidencial. En particular, se contemplarán las condiciones 
de exención de responsabilidad y de atenuación de la sanción a las que se refiere el artículo 
40.

f) los datos de contacto de la Autoridad Independiente de Protección del Informante, 
A.A.I. o de la autoridad u organismo competente de que se trate.

Artículo 26.  Registro de informaciones.
1. Todos los sujetos obligados, de acuerdo con lo dispuesto en esta ley, a disponer de un 

canal interno de informaciones, con independencia de que formen parte del sector público o 
del sector privado, deberán contar con un libro-registro de las informaciones recibidas y de 
las investigaciones internas a que hayan dado lugar, garantizando, en todo caso, los 
requisitos de confidencialidad previstos en esta ley.

Este registro no será público y únicamente a petición razonada de la Autoridad judicial 
competente, mediante auto, y en el marco de un procedimiento judicial y bajo la tutela de 
aquella, podrá accederse total o parcialmente al contenido del referido registro.

2. Los datos personales relativos a las informaciones recibidas y a las investigaciones 
internas a que se refiere el apartado anterior solo se conservarán durante el período que sea 
necesario y proporcionado a efectos de cumplir con esta ley. En particular, se tendrá en 
cuenta lo previsto en los apartados 3 y 4 del artículo 32. En ningún caso podrán conservarse 
los datos por un período superior a diez años.

TÍTULO V
Revelación pública

Artículo 27.  Concepto.
1. Se entenderá por revelación pública la puesta a disposición del público de información 

sobre acciones u omisiones en los términos previstos en esta ley.
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2. A las personas que hagan una revelación pública de las acciones u omisiones 
previstas en el artículo 2 les será aplicable el régimen de protección establecido en el título 
VII cuando se cumpla alguna de las condiciones establecidas en el artículo siguiente.

Artículo 28.  Condiciones de protección.
1. La persona que haga una revelación pública podrá acogerse a protección en virtud de 

esta ley si se cumplen las condiciones de protección reguladas en el título VII y alguna de las 
condiciones siguientes:

a) Que haya realizado la comunicación primero por canales internos y externos, o 
directamente por canales externos, de conformidad con los títulos II y III, sin que se hayan 
tomado medidas apropiadas al respecto en el plazo establecido.

b) Que tenga motivos razonables para pensar que, o bien la infracción puede constituir 
un peligro inminente o manifiesto para el interés público, en particular cuando se da una 
situación de emergencia, o existe un riesgo de daños irreversibles, incluido un peligro para la 
integridad física de una persona; o bien, en caso de comunicación a través de canal externo 
de información, exista riesgo de represalias o haya pocas probabilidades de que se dé un 
tratamiento efectivo a la información debido a las circunstancias particulares del caso, tales 
como la ocultación o destrucción de pruebas, la connivencia de una autoridad con el autor de 
la infracción, o que esta esté implicada en la infracción.

2. Las condiciones para acogerse a protección previstas en el apartado anterior no serán 
exigibles cuando la persona haya revelado información directamente a la prensa con arreglo 
al ejercicio de la libertad de expresión y de información veraz previstas constitucionalmente y 
en su legislación de desarrollo.

TÍTULO VI
Protección de datos personales

Artículo 29.  Régimen jurídico del tratamiento de datos personales.
Los tratamientos de datos personales que deriven de la aplicación de esta ley se regirán 

por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
27 de abril de 2016, en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 
Personales y garantía de los derechos digitales, en la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, 
de protección de datos personales tratados para fines de prevención, detección, 
investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución de sanciones penales, 
y en el presente título.

No se recopilarán datos personales cuya pertinencia no resulte manifiesta para tratar una 
información específica o, si se recopilan por accidente, se eliminarán sin dilación indebida.

Artículo 30.  Licitud de los tratamientos de datos personales.
1. Se considerarán lícitos los tratamientos de datos personales necesarios para la 

aplicación de esta ley.
2. El tratamiento de datos personales, en los supuestos de comunicación internos, se 

entenderá lícito en virtud de lo que disponen los artículos 6.1.c) del Reglamento (UE) 
2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, 8 de la Ley 
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, y 11 de la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, 
cuando, de acuerdo a lo establecido en los artículos 10 y 13 de la presente ley, sea 
obligatorio disponer de un sistema interno de información.

Si no fuese obligatorio, el tratamiento se presumirá amparado en el artículo 6.1.e) del 
citado reglamento.

3. El tratamiento de datos personales en los supuestos de canales de comunicación 
externos se entenderá lícito en virtud de lo que disponen los artículos 6.1.c) del Reglamento 
(UE) 2016/679, 8 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, y 11 de la Ley Orgánica 
7/2021, de 26 de mayo.
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4. El tratamiento de datos personales derivado de una revelación pública se presumirá 
amparado en lo dispuesto en los artículos 6.1.e) del Reglamento (UE) 2016/679 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, y 11 de la Ley Orgánica 7/2021, 
de 26 de mayo.

5. El tratamiento de las categorías especiales de datos personales por razones de un 
interés público esencial se podrá realizar conforme a lo previsto en el artículo 9.2.g) del 
Reglamento (UE) 2016/679.

Artículo 31.  Información sobre protección de datos personales y ejercicio de derechos.
1. Cuando se obtengan directamente de los interesados sus datos personales se les 

facilitará la información a que se refieren los artículos 13 del Reglamento (UE) 2016/679 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, y 11 de la Ley Orgánica 3/2018, 
de 5 de diciembre.

A los informantes y a quienes lleven a cabo una revelación pública se les informará, 
además, de forma expresa, de que su identidad será en todo caso reservada, que no se 
comunicará a las personas a las que se refieren los hechos relatados ni a terceros.

2. La persona a la que se refieran los hechos relatados no será en ningún caso 
informada de la identidad del informante o de quien haya llevado a cabo la revelación 
pública.

3. Los interesados podrán ejercer los derechos a que se refieren los artículos 15 a 22 del 
Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016.

4. En caso de que la persona a la que se refieran los hechos relatados en la 
comunicación o a la que se refiera la revelación pública ejerciese el derecho de oposición, se 
presumirá que, salvo prueba en contrario, existen motivos legítimos imperiosos que legitiman 
el tratamiento de sus datos personales.

Artículo 32.  Tratamiento de datos personales en el Sistema interno de información.
1. El acceso a los datos personales contenidos en el Sistema interno de información 

quedará limitado, dentro del ámbito de sus competencias y funciones, exclusivamente a:
a) El Responsable del Sistema y a quien lo gestione directamente.
b) El responsable de recursos humanos o el órgano competente debidamente 

designado, solo cuando pudiera proceder la adopción de medidas disciplinarias contra un 
trabajador. En el caso de los empleados públicos, el órgano competente para la tramitación 
del mismo.

c) El responsable de los servicios jurídicos de la entidad u organismo, si procediera la 
adopción de medidas legales en relación con los hechos relatados en la comunicación.

d) Los encargados del tratamiento que eventualmente se designen.
e) El delegado de protección de datos.
2. Será lícito el tratamiento de los datos por otras personas, o incluso su comunicación a 

terceros, cuando resulte necesario para la adopción de medidas correctoras en la entidad o 
la tramitación de los procedimientos sancionadores o penales que, en su caso, procedan.

En ningún caso serán objeto de tratamiento los datos personales que no sean 
necesarios para el conocimiento e investigación de las acciones u omisiones a las que se 
refiere el artículo 2, procediéndose, en su caso, a su inmediata supresión. Asimismo, se 
suprimirán todos aquellos datos personales que se puedan haber comunicado y que se 
refieran a conductas que no estén incluidas en el ámbito de aplicación de la ley.

Si la información recibida contuviera datos personales incluidos dentro de las categorías 
especiales de datos, se procederá a su inmediata supresión, sin que se proceda al registro y 
tratamiento de los mismos.

3. Los datos que sean objeto de tratamiento podrán conservarse en el sistema de 
informaciones únicamente durante el tiempo imprescindible para decidir sobre la 
procedencia de iniciar una investigación sobre los hechos informados.

Si se acreditara que la información facilitada o parte de ella no es veraz, deberá 
procederse a su inmediata supresión desde el momento en que se tenga constancia de 
dicha circunstancia, salvo que dicha falta de veracidad pueda constituir un ilícito penal, en 

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 4  Ley de protección personas que informen sobre infracciones y lucha contra corrupción

– 41 –



cuyo caso se guardará la información por el tiempo necesario durante el que se tramite el 
procedimiento judicial.

4. En todo caso, transcurridos tres meses desde la recepción de la comunicación sin que 
se hubiesen iniciado actuaciones de investigación, deberá procederse a su supresión, salvo 
que la finalidad de la conservación sea dejar evidencia del funcionamiento del sistema. Las 
comunicaciones a las que no se haya dado curso solamente podrán constar de forma 
anonimizada, sin que sea de aplicación la obligación de bloqueo prevista en el artículo 32 de 
la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre.

5. Los empleados y terceros deberán ser informados acerca del tratamiento de datos 
personales en el marco de los Sistemas de información a que se refiere el presente artículo.

Artículo 33.  Preservación de la identidad del informante y de las personas afectadas.
1. Quien presente una comunicación o lleve a cabo una revelación pública tiene derecho 

a que su identidad no sea revelada a terceras personas.
2. Los sistemas internos de información, los canales externos y quienes reciban 

revelaciones públicas no obtendrán datos que permitan la identificación del informante y 
deberán contar con medidas técnicas y organizativas adecuadas para preservar la identidad 
y garantizar la confidencialidad de los datos correspondientes a las personas afectadas y a 
cualquier tercero que se mencione en la información suministrada, especialmente la 
identidad del informante en caso de que se hubiera identificado.

3. La identidad del informante solo podrá ser comunicada a la Autoridad judicial, al 
Ministerio Fiscal o a la autoridad administrativa competente en el marco de una investigación 
penal, disciplinaria o sancionadora.

Las revelaciones hechas en virtud de este apartado estarán sujetas a salvaguardas 
establecidas en la normativa aplicable. En particular, se trasladará al informante antes de 
revelar su identidad, salvo que dicha información pudiera comprometer la investigación o el 
procedimiento judicial. Cuando la autoridad competente lo comunique al informante, le 
remitirá un escrito explicando los motivos de la revelación de los datos confidenciales en 
cuestión.

Artículo 34.  Delegado de protección de datos.
De acuerdo con lo que dispone el artículo 37.1.a) del Reglamento (UE) 2016/679 del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, la Autoridad Independiente de 
Protección del Informante, A.A.I., y las autoridades independientes que en su caso se 
constituyan, deberán nombrar un delegado de protección de datos.

TÍTULO VII
Medidas de protección

Artículo 35.  Condiciones de protección.
1. Las personas que comuniquen o revelen infracciones previstas en el artículo 2 tendrán 

derecho a protección siempre que concurran las circunstancias siguientes:
a) tengan motivos razonables para pensar que la información referida es veraz en el 

momento de la comunicación o revelación, aun cuando no aporten pruebas concluyentes, y 
que la citada información entra dentro del ámbito de aplicación de esta ley,

b) la comunicación o revelación se haya realizado conforme a los requerimientos 
previstos en esta ley.

2. Quedan expresamente excluidos de la protección prevista en esta ley aquellas 
personas que comuniquen o revelen:

a) Informaciones contenidas en comunicaciones que hayan sido inadmitidas por algún 
canal interno de información o por alguna de las causas previstas en el artículo 18.2.a).
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b) Informaciones vinculadas a reclamaciones sobre conflictos interpersonales o que 
afecten únicamente al informante y a las personas a las que se refiera la comunicación o 
revelación.

c) Informaciones que ya estén completamente disponibles para el público o que 
constituyan meros rumores.

d) Informaciones que se refieran a acciones u omisiones no comprendidas en el artículo 
2.

3. Las personas que hayan comunicado o revelado públicamente información sobre 
acciones u omisiones a que se refiere el artículo 2 de forma anónima pero que 
posteriormente hayan sido identificadas y cumplan las condiciones previstas en esta ley, 
tendrán derecho a la protección que la misma contiene.

4. Las personas que informen ante las instituciones, órganos u organismos pertinentes 
de la Unión Europea infracciones que entren en el ámbito de aplicación de la Directiva (UE) 
2019/1937 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2019, tendrán 
derecho a protección con arreglo a lo dispuesto en esta ley en las mismas condiciones que 
una persona que haya informado por canales externos.

Artículo 36.  Prohibición de represalias.
1. Se prohíben expresamente los actos constitutivos de represalia, incluidas las 

amenazas de represalia y las tentativas de represalia contra las personas que presenten una 
comunicación conforme a lo previsto en esta ley.

2. Se entiende por represalia cualesquiera actos u omisiones que estén prohibidos por la 
ley, o que, de forma directa o indirecta, supongan un trato desfavorable que sitúe a las 
personas que las sufren en desventaja particular con respecto a otra en el contexto laboral o 
profesional, solo por su condición de informantes, o por haber realizado una revelación 
pública.

3. A los efectos de lo previsto en esta ley, y a título enunciativo, se consideran 
represalias las que se adopten en forma de:

a) Suspensión del contrato de trabajo, despido o extinción de la relación laboral o 
estatutaria, incluyendo la no renovación o la terminación anticipada de un contrato de trabajo 
temporal una vez superado el período de prueba, o terminación anticipada o anulación de 
contratos de bienes o servicios, imposición de cualquier medida disciplinaria, degradación o 
denegación de ascensos y cualquier otra modificación sustancial de las condiciones de 
trabajo y la no conversión de un contrato de trabajo temporal en uno indefinido, en caso de 
que el trabajador tuviera expectativas legítimas de que se le ofrecería un trabajo indefinido; 
salvo que estas medidas se llevaran a cabo dentro del ejercicio regular del poder de 
dirección al amparo de la legislación laboral o reguladora del estatuto del empleado público 
correspondiente, por circunstancias, hechos o infracciones acreditadas, y ajenas a la 
presentación de la comunicación.

b) Daños, incluidos los de carácter reputacional, o pérdidas económicas, coacciones, 
intimidaciones, acoso u ostracismo.

c) Evaluación o referencias negativas respecto al desempeño laboral o profesional.
d) Inclusión en listas negras o difusión de información en un determinado ámbito 

sectorial, que dificulten o impidan el acceso al empleo o la contratación de obras o servicios.
e) Denegación o anulación de una licencia o permiso.
f) Denegación de formación.
g) Discriminación, o trato desfavorable o injusto.
4. La persona que viera lesionados sus derechos por causa de su comunicación o 

revelación una vez transcurrido el plazo de dos años, podrá solicitar la protección de la 
autoridad competente que, excepcionalmente y de forma justificada, podrá extender el 
período de protección, previa audiencia de las personas u órganos que pudieran verse 
afectados. La denegación de la extensión del período de protección deberá estar motivada.

5. Los actos administrativos que tengan por objeto impedir o dificultar la presentación de 
comunicaciones y revelaciones, así como los que constituyan represalia o causen 
discriminación tras la presentación de aquellas al amparo de esta ley, serán nulos de pleno 
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derecho y darán lugar, en su caso, a medidas correctoras disciplinarias o de responsabilidad, 
pudiendo incluir la correspondiente indemnización de daños y perjuicios al perjudicado.

6. La Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I. podrá, en el marco de 
los procedimientos sancionadores que instruya, adoptar medidas provisionales en los 
términos establecidos en el artículo 56 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

Artículo 37.  Medidas de apoyo.
1. Las personas que comuniquen o revelen infracciones previstas en el artículo 2 a 

través de los procedimientos previstos en esta ley accederán a las medidas de apoyo 
siguientes:

a) Información y asesoramiento completos e independientes, que sean fácilmente 
accesibles para el público y gratuitos, sobre los procedimientos y recursos disponibles, 
protección frente a represalias y derechos de la persona afectada.

b) Asistencia efectiva por parte de las autoridades competentes ante cualquier autoridad 
pertinente implicada en su protección frente a represalias, incluida la certificación de que 
pueden acogerse a protección al amparo de la presente ley.

c) Asistencia jurídica en los procesos penales y en los procesos civiles transfronterizos 
de conformidad con la normativa comunitaria.

d) Apoyo financiero y psicológico, de forma excepcional, si así lo decidiese la Autoridad 
Independiente de Protección del Informante, A.A.I. tras la valoración de las circunstancias 
derivadas de la presentación de la comunicación.

2. Todo ello, con independencia de la asistencia que pudiera corresponder al amparo de 
la Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita, para la representación y 
defensa en procedimientos judiciales derivados de la presentación de la comunicación o 
revelación pública.

Artículo 38.  Medidas de protección frente a represalias.
1. No se considerará que las personas que comuniquen información sobre las acciones u 

omisiones recogidas en esta ley o que hagan una revelación pública de conformidad con 
esta ley hayan infringido ninguna restricción de revelación de información, y aquellas no 
incurrirán en responsabilidad de ningún tipo en relación con dicha comunicación o revelación 
pública, siempre que tuvieran motivos razonables para pensar que la comunicación o 
revelación pública de dicha información era necesaria para revelar una acción u omisión en 
virtud de esta ley, todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2.3. Esta medida no 
afectará a las responsabilidades de carácter penal.

Lo previsto en el párrafo anterior se extiende a la comunicación de informaciones 
realizadas por los representantes de las personas trabajadoras, aunque se encuentren 
sometidas a obligaciones legales de sigilo o de no revelar información reservada. Todo ello 
sin perjuicio de las normas específicas de protección aplicables conforme a la normativa 
laboral.

2. Los informantes no incurrirán en responsabilidad respecto de la adquisición o el 
acceso a la información que es comunicada o revelada públicamente, siempre que dicha 
adquisición o acceso no constituya un delito.

3. Cualquier otra posible responsabilidad de los informantes derivada de actos u 
omisiones que no estén relacionados con la comunicación o la revelación pública o que no 
sean necesarios para revelar una infracción en virtud de esta ley será exigible conforme a la 
normativa aplicable.

4. En los procedimientos ante un órgano jurisdiccional u otra autoridad relativos a los 
perjuicios sufridos por los informantes, una vez que el informante haya demostrado 
razonablemente que ha comunicado o ha hecho una revelación pública de conformidad con 
esta ley y que ha sufrido un perjuicio, se presumirá que el perjuicio se produjo como 
represalia por informar o por hacer una revelación pública. En tales casos, corresponderá a 
la persona que haya tomado la medida perjudicial probar que esa medida se basó en 
motivos debidamente justificados no vinculados a la comunicación o revelación pública.
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5. En los procesos judiciales, incluidos los relativos a difamación, violación de derechos 
de autor, vulneración de secreto, infracción de las normas de protección de datos, revelación 
de secretos empresariales, o a solicitudes de indemnización basadas en el derecho laboral o 
estatutario, las personas a que se refiere el artículo 3 de esta ley no incurrirán en 
responsabilidad de ningún tipo como consecuencia de comunicaciones o de revelaciones 
públicas protegidas por la misma. Dichas personas tendrán derecho a alegar en su descargo 
y en el marco de los referidos procesos judiciales, el haber comunicado o haber hecho una 
revelación pública, siempre que tuvieran motivos razonables para pensar que la 
comunicación o revelación pública era necesaria para poner de manifiesto una infracción en 
virtud de esta ley.

Artículo 39.  Medidas para la protección de las personas afectadas.
Durante la tramitación del expediente las personas afectadas por la comunicación 

tendrán derecho a la presunción de inocencia, al derecho de defensa y al derecho de acceso 
al expediente en los términos regulados en esta ley, así como a la misma protección 
establecida para los informantes, preservándose su identidad y garantizándose la 
confidencialidad de los hechos y datos del procedimiento.

Artículo 40.  Supuestos de exención y atenuación de la sanción.
1. Cuando una persona que hubiera participado en la comisión de la infracción 

administrativa objeto de la información sea la que informe de su existencia mediante la 
presentación de la información y siempre que la misma hubiera sido presentada con 
anterioridad a que hubiera sido notificada la incoación del procedimiento de investigación o 
sancionador, el órgano competente para resolver el procedimiento, mediante resolución 
motivada, podrá eximirle del cumplimiento de la sanción administrativa que le correspondiera 
siempre que resulten acreditados en el expediente los siguientes extremos:

a) Haber cesado en la comisión de la infracción en el momento de presentación de la 
comunicación o revelación e identificado, en su caso, al resto de las personas que hayan 
participado o favorecido aquella.

b) Haber cooperado plena, continua y diligentemente a lo largo de todo el procedimiento 
de investigación.

c) Haber facilitado información veraz y relevante, medios de prueba o datos significativos 
para la acreditación de los hechos investigados, sin que haya procedido a la destrucción de 
estos o a su ocultación, ni haya revelado a terceros, directa o indirectamente su contenido.

d) Haber procedido a la reparación del daño causado que le sea imputable.
2. Cuando estos requisitos no se cumplan en su totalidad, incluida la reparación parcial 

del daño, quedará a criterio de la autoridad competente, previa valoración del grado de 
contribución a la resolución del expediente, la posibilidad de atenuar la sanción que habría 
correspondido a la infracción cometida, siempre que el informante o autor de la revelación no 
haya sido sancionado anteriormente por hechos de la misma naturaleza que dieron origen al 
inicio del procedimiento.

3. La atenuación de la sanción podrá extenderse al resto de los participantes en la 
comisión de la infracción, en función del grado de colaboración activa en el esclarecimiento 
de los hechos, identificación de otros participantes y reparación o minoración del daño 
causado, apreciado por el órgano encargado de la resolución.

4. Lo dispuesto en este artículo no será de aplicación a las infracciones establecidas en 
la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia.

Artículo 41.  Autoridades competentes.
Las medidas de apoyo previstas en el presente título serán prestadas por la Autoridad 

Independiente de Protección del Informante, A.A.I., cuando se trate de infracciones 
cometidas en el ámbito del sector privado y en el sector público estatal, y, en su caso, por los 
órganos competentes de las comunidades autónomas, respecto de las infracciones en el 
ámbito del sector público autonómico y local del territorio de la respectiva comunidad 
autónoma, así como las infracciones en el ámbito del sector privado, cuando el 
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incumplimiento comunicado se circunscriba al ámbito territorial de la correspondiente 
comunidad autónoma.

Lo anterior debe entenderse sin perjuicio de las medidas de apoyo y asistencia 
específicas que puedan articularse por las entidades del sector público y privado.

TÍTULO VIII
Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 42.  Naturaleza.
1. Se autoriza la creación de la Autoridad Independiente de Protección del Informante, 

autoridad administrativa independiente, como ente de derecho público de ámbito estatal, de 
las previstas en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, 
con personalidad jurídica propia y plena capacidad pública y privada, que actuará en el 
desarrollo de su actividad y para el cumplimiento de sus fines con plena autonomía e 
independencia orgánica y funcional respecto del Gobierno, de las entidades integrantes del 
sector público y de los poderes públicos en el ejercicio de sus funciones.

Su denominación oficial, de conformidad con lo establecido en el artículo 109.3 de la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, será «Autoridad Independiente de Protección del Informante, 
A.A.I.».

2. La Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I., se relaciona con el 
Gobierno a través del Ministerio de Justicia, al que está vinculada.

3. La presidencia de la Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I. 
convocará, por iniciativa propia o cuando lo solicite otra autoridad, a las autoridades 
autonómicas de protección del informante para contribuir a la aplicación coherente de la 
normativa en materia de protección del informante. En todo caso, se celebrarán reuniones 
semestrales de cooperación.

La presidencia de la Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I. y las 
autoridades autonómicas de protección del informante podrán solicitar y facilitarán el 
intercambio muto de la información necesaria para el cumplimiento de sus funciones. 
Asimismo, podrán constituir grupos de trabajo para tratar asuntos específicos de interés 
común y establecer pautas comunes de actuación.

4. En el desempeño de las funciones que le asigna la legislación, y sin perjuicio de la 
colaboración con otros órganos y de las facultades de dirección de la política general del 
Gobierno ejercidas a través de su capacidad normativa, ni el personal ni los miembros de los 
órganos de la Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I. podrán solicitar o 
aceptar instrucciones de ninguna entidad pública o privada.

Artículo 43.  Funciones.
Para el cumplimiento de sus fines, la Autoridad Independiente de Protección del 

Informante, A.A.I. tendrá las siguientes funciones:
1. Gestión del canal externo de comunicaciones regulado en el título III.
2. Adopción de las medidas de protección al informante previstas en su ámbito de 

competencias, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 41.
3. Informar preceptivamente los anteproyectos y proyectos de disposiciones generales 

que afecten a su ámbito de competencias y a las funciones que desarrolla.
4. Tramitación de los procedimientos sancionadores e imposición de sanciones por las 

infracciones previstas en el título IX, en su ámbito de competencias, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 61.

5. Fomento y promoción de la cultura de la información.
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CAPÍTULO II
Régimen jurídico

Artículo 44.  Régimen jurídico.
1. La Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I. se rige por lo 

dispuesto en esta ley y en su estatuto.
Supletoriamente, en cuanto sea compatible con su plena independencia se regirá por las 

normas citadas en el artículo 110.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre.
2. El Consejo de Ministros aprobará, mediante real decreto, el Estatuto de la Autoridad 

Independiente de Protección del Informante, A.A.I., por el que se desarrollará su estructura, 
organización y funcionamiento interno.

Artículo 45.  Régimen de personal.
1. El personal al servicio de la Autoridad Independiente de Protección del Informante, 

A.A.I. será funcionario o laboral y se regirá por lo previsto en el texto refundido de la Ley del 
Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 
30 de octubre, y demás normativa reguladora de los funcionarios públicos y, en su caso, por 
la normativa laboral.

2. La selección del personal directivo se ajustará a los principios de competencia y 
aptitud profesional, mérito y capacidad y a criterios de idoneidad, y se llevará a cabo 
mediante procedimientos que garanticen la publicidad y concurrencia.

3. El personal al servicio de la Autoridad Independiente de Protección del Informante, 
A.A.I., recibirá formación específica a los efectos de tratar las comunicaciones.

Artículo 46.  Régimen de contratación.
1. Los contratos que celebre la Autoridad Independiente de Protección del Informante, 

A.A.I. se ajustarán a lo dispuesto en la legislación sobre contratación del sector público.
2. La persona titular de la presidencia de la Autoridad Independiente de Protección del 

Informante, A.A.I., tendrá la consideración de órgano de contratación sin perjuicio de la 
posibilidad de delegar sus funciones en la forma prevista en el estatuto.

Artículo 47.  Régimen patrimonial.
1. La Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I. tendrá patrimonio 

propio e independiente del patrimonio de la Administración General del Estado.
2. La Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I. contará, para el 

cumplimiento de sus fines, con los siguientes bienes y medios económicos:
a) Las asignaciones que se establezcan anualmente con cargo a los Presupuestos 

Generales del Estado.
b) Los bienes y derechos que constituyan su patrimonio, así como los productos y rentas 

del mismo.
c) El porcentaje que se determine en la Ley de Presupuestos Generales del Estado 

sobre las cantidades correspondientes a sanciones pecuniarias impuestas por la propia 
Autoridad en el ejercicio de su potestad sancionadora.

d) Cualesquiera otros que legal o reglamentariamente puedan serle atribuidos.

Artículo 48.  Régimen de asistencia jurídica.
La asistencia jurídica, consistente en el asesoramiento, representación y defensa en 

juicio de la Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I., corresponderá a la 
Abogacía General del Estado-Dirección del Servicio Jurídico del Estado, mediante la 
formalización del oportuno convenio en los términos previstos en la Ley 52/1997, de 27 de 
noviembre, de Asistencia Jurídica al Estado e Instituciones Públicas y su normativa de 
desarrollo.
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Artículo 49.  Régimen presupuestario, de contabilidad y control económico y financiero.
1. La Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I., elaborará y aprobará 

anualmente un anteproyecto de presupuesto, cuyos créditos tendrán carácter limitativo, y lo 
remitirá al Ministerio de Hacienda y Función Pública para su posterior integración en los 
Presupuestos Generales del Estado, de acuerdo con lo previsto en la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria.

2. El régimen de modificaciones y de especificación de los créditos de dicho presupuesto 
será el establecido en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, para los 
presupuestos de los organismos autónomos.

3. Corresponde a la persona titular de la presidencia de la Autoridad Independiente de 
Protección del Informante, A.A.I. aprobar los gastos y ordenar los pagos, salvo los casos 
reservados a la competencia del Gobierno, y efectuar la rendición de cuentas del organismo.

4. Sin perjuicio de las competencias atribuidas al Tribunal de Cuentas por su Ley 
Orgánica, la gestión económico financiera de la Autoridad Independiente de Protección del 
Informante, A.A.I. estará sometida al control de la Intervención General de la Administración 
del Estado en los términos que establece la Ley 47/2003, de 26 de noviembre.

5. De conformidad con lo previsto en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, la Autoridad 
Independiente de Protección del Informante, A.A.I., estará sometida al control de eficacia y 
supervisión continua.

Artículo 50.  Régimen de recursos.
1. Los actos y resoluciones de la persona titular de la presidencia de la Autoridad 

Independiente de Protección del Informante, A.A.I., pondrán fin a la vía administrativa, 
siendo únicamente recurribles ante la jurisdicción contencioso-administrativa, sin perjuicio 
del recurso potestativo de reposición y de lo establecido en el artículo 20.

2. Los actos y decisiones de los órganos de la Autoridad Independiente de Protección del 
Informante, A.A.I., distintos de la persona titular de la Presidencia no agotan la vía 
administrativa, pudiendo ser objeto de recurso administrativo conforme a lo dispuesto en la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas.

Artículo 51.  Circulares y recomendaciones.
1. La persona titular de la presidencia de la Autoridad Independiente de Protección del 

Informante, A.A.I., podrá elaborar circulares y recomendaciones que establezcan los criterios 
y prácticas adecuados para el correcto funcionamiento de la Autoridad.

2. Las circulares serán aprobadas de acuerdo con el procedimiento establecido para la 
elaboración de disposiciones de carácter general y serán obligatorias una vez que estén 
publicadas en el «Boletín Oficial del Estado».

Artículo 52.  Potestad sancionadora.
La Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I., ejercerá la potestad 

sancionadora por la comisión de infracciones recogidas en el título IX conforme al 
procedimiento establecido en el mismo.

CAPÍTULO III
Organización

Artículo 53.  De la Presidencia.
1. La persona titular de la presidencia de la Autoridad Independiente de Protección del 

Informante, A.A.I., es el máximo órgano de representación y gobierno de esta.
2. La persona titular de la Presidencia, que tendrá rango de subsecretario, será 

nombrada por real decreto a propuesta del titular del Ministerio de Justicia, por un período de 
cinco años no renovable, entre personas de reconocido prestigio y competencia profesional 
en el ámbito de las materias competencia de la Autoridad, previa comparecencia ante la 
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Comisión correspondiente del Congreso de los Diputados. El Congreso, a través de la 
Comisión correspondiente y por acuerdo adoptado por mayoría absoluta, deberá ratificar el 
nombramiento en el plazo de un mes desde la recepción de la correspondiente 
comunicación. En ningún caso podrá ser objeto de prórroga su mandato.

Artículo 54.  De la Comisión Consultiva de Protección del Informante.
1. La persona titular de la presidencia de la Autoridad Independiente de Protección del 

Informante, A.A.I. estará asesorada por una Comisión Consultiva, que presidirá.
2. La Comisión Consultiva se integrará por los siguientes miembros, con rango al menos 

de Director general o asimilado:
a) Un representante del Tribunal de Cuentas.
b) Un representante del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno.
c) Un representante de la Oficina Independiente de Regulación y Supervisión de la 

Contratación.
d) Un representante de la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal.
e) Un representante del Banco de España.
f) Un representante de la Comisión Nacional del Mercado de Valores.
g) Un representante de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia.
h) Un representante de la Abogacía General del Estado-Dirección del Servicio Jurídico 

del Estado.
i) Un representante de la Oficina Nacional de Auditoría de la Intervención General de la 

Administración del Estado.
j) Un representante del Ministerio de Hacienda y Función Pública perteneciente a la 

Agencia Estatal de Administración Tributaria.
k) Dos representantes designados por el Ministerio de Justicia por un período de cinco 

años entre juristas de reconocida competencia con más de diez años de ejercicio 
profesional.

l) Un representante de las personas informantes a nivel nacional de la asociación o 
asociaciones más representativas.

2. Los miembros de la Comisión Consultiva de Protección del Informante serán 
nombrados por orden del titular del Ministerio de Justicia, publicada en el «Boletín Oficial del 
Estado».

3. La Comisión Consultiva de Protección del Informante se reunirá cuando así lo 
disponga la presidencia de la Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I. y, 
en todo caso, una vez al semestre.

4. Las decisiones tomadas por la Comisión Consultiva de Protección del Informante no 
tendrán en ningún caso carácter vinculante.

5. En todo lo no previsto por esta ley, el régimen, competencias y funcionamiento de la 
Comisión Consultiva de Protección del Informante serán los establecidos en el Estatuto de la 
Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I.

Artículo 55.  Funciones de la Presidencia.
Corresponde a la persona titular de la presidencia de la Autoridad Independiente de 

Protección del Informante, A.A.I. el ejercicio de las siguientes funciones:
a) Ostentar la representación legal de la Autoridad Independiente.
b) Acordar la convocatoria de las sesiones ordinarias y extraordinarias de la Comisión 

Consultiva de Protección del Informante.
c) Dirigir y coordinar las actividades de todos los órganos directivos de la Autoridad 

Independiente de Protección del Informante, A.A.I.
d) Disponer los gastos y ordenar los pagos de la Autoridad Independiente de Protección 

del Informante, A.A.I.
e) Celebrar los contratos y convenios.
f) Desempeñar la jefatura superior de todo el personal de la Autoridad Independiente de 

Protección del Informante, A.A.I.
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g) Nombrar a las personas titulares de los órganos directivos de la Autoridad 
Independiente de Protección del Informante, A.A.I.

h) Dictar resolución en los procedimientos en materia sancionadora en los términos 
previstos en el título IX.

i) Ejercer las demás funciones que le atribuyen esta ley, su Estatuto y el resto del 
ordenamiento jurídico vigente.

Artículo 56.  Funciones de la Comisión Consultiva de Protección del Informante.
1. La Comisión Consultiva de Protección del Informante es un órgano colegiado de 

asesoramiento de la persona titular de la presidencia de la Autoridad Independiente de 
Protección del Informante, A.A.I.

2. La Comisión Consultiva de Protección del Informante emitirá informe en todas las 
cuestiones que le someta la persona titular de la presidencia de la Autoridad Independiente 
de Protección del Informante, A.A.I. y podrá formular propuestas en temas relacionados con 
las materias de competencia de esta.

Artículo 57.  Organización interna.
El régimen de organización y funcionamiento interno de la Autoridad Independiente de 

Protección del Informante, A.A.I., se regirá por lo dispuesto en su Estatuto y en el 
Reglamento de funcionamiento interno.

Artículo 58.  Causas de cese de la Presidencia.
La persona titular de la Presidencia cesará por expiración de su mandato, a petición 

propia o por separación acordada por el Consejo de Ministros, mediante real decreto, en los 
siguientes casos:

a) Incumplimiento grave de sus obligaciones.
b) Incapacidad sobrevenida para el ejercicio de su función.
c) Incompatibilidad.
d) Condena firme por delito doloso.
En los supuestos previstos en las letras a), b) y c) será necesaria la ratificación de la 

separación por la mayoría absoluta de la Comisión competente del Congreso de los 
Diputados.

Artículo 59.  Control parlamentario.
La persona titular de la presidencia de la Autoridad Independiente de Protección del 

Informante, A.A.I., comparecerá anualmente ante las comisiones competentes del Congreso 
de los Diputados y el Senado.

TÍTULO IX
Régimen sancionador

Artículo 60.  Régimen jurídico aplicable.
El ejercicio de la potestad sancionadora en el ámbito de esta ley se llevará a cabo 

conforme a los principios y con sujeción a las reglas de procedimiento previstas en la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, y la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

Artículo 61.  Autoridad sancionadora.
1. El ejercicio de la potestad sancionadora prevista en esta ley corresponde a la 

Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I., y a los órganos competentes 
de las comunidades autónomas, sin perjuicio de las facultades disciplinarias que en el 
ámbito interno de cada organización pudieran tener los órganos competentes.

2. La Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I. será competente 
respecto de las infracciones cometidas en el ámbito del sector público estatal. También será 
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competente respecto a las infracciones cometidas en el ámbito del sector privado en todo el 
territorio, siempre que la normativa autonómica correspondiente no haya atribuido esta 
competencia a los organismos competentes de las respectivas comunidades autónomas. La 
competencia para la imposición de sanciones derivadas de los procedimientos competencia 
de la Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I. corresponderá a la 
persona titular de su presidencia.

3. Los órganos competentes de las comunidades autónomas lo serán exclusivamente 
respecto de las infracciones cometidas en el ámbito del sector público autonómico y local del 
territorio de la correspondiente comunidad autónoma. La normativa autonómica podrá prever 
que dichos órganos sean competentes respecto de las infracciones cometidas en el ámbito 
del sector privado cuando afecten solamente a su ámbito territorial.

Artículo 62.  Sujetos responsables.
1. Estarán sujetos al régimen sancionador establecido en esta ley las personas físicas y 

jurídicas que realicen cualquiera de las actuaciones descritas como infracciones en el 
artículo 63.

2. Cuando la comisión de la infracción se atribuya a un órgano colegiado la 
responsabilidad será exigible en los términos que señale la resolución sancionadora. 
Quedarán exentos de responsabilidad aquellos miembros que no hayan asistido por causa 
justificada a la reunión en que se adoptó el acuerdo o que hayan votado en contra del 
mismo.

3. La exigencia de responsabilidades derivada de las infracciones tipificadas en esta ley 
se extenderá a los responsables incluso aunque haya desaparecido su relación o cesado en 
su actividad en o con la entidad respectiva.

Artículo 63.  Infracciones.
1. Tendrán la consideración de infracciones muy graves las siguientes acciones u 

omisiones dolosas:
a) Cualquier actuación que suponga una efectiva limitación de los derechos y garantías 

previstos en esta ley introducida a través de contratos o acuerdos a nivel individual o 
colectivo y en general cualquier intento o acción efectiva de obstaculizar la presentación de 
comunicaciones o de impedir, frustrar o ralentizar su seguimiento, incluida la aportación de 
información o documentación falsa por parte de los requeridos para ello.

b) La adopción de cualquier represalia derivada de la comunicación frente a los 
informantes o las demás personas incluidas en el ámbito de protección establecido en el 
artículo 3 de esta ley.

c) Vulnerar las garantías de confidencialidad y anonimato previstas en esta ley, y de 
forma particular cualquier acción u omisión tendente a revelar la identidad del informante 
cuando este haya optado por el anonimato, aunque no se llegue a producir la efectiva 
revelación de la misma.

d) Vulnerar el deber de mantener secreto sobre cualquier aspecto relacionado con la 
información.

e) La comisión de una infracción grave cuando el autor hubiera sido sancionado 
mediante resolución firme por dos infracciones graves o muy graves en los dos años 
anteriores a la comisión de la infracción, contados desde la firmeza de las sanciones.

f) Comunicar o revelar públicamente información a sabiendas de su falsedad.
g) Incumplimiento de la obligación de disponer de un Sistema interno de información en 

los términos exigidos en esta ley.
2. Tendrán la consideración de infracciones graves las siguientes acciones u omisiones:
a) Cualquier actuación que suponga limitación de los derechos y garantías previstos en 

esta ley o cualquier intento o acción efectiva de obstaculizar la presentación de 
informaciones o de impedir, frustrar o ralentizar su seguimiento que no tenga la 
consideración de infracción muy grave conforme al apartado 1.

b) Vulnerar las garantías de confidencialidad y anonimato previstas en esta ley cuando 
no tenga la consideración de infracción muy grave.
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c) Vulnerar el deber de secreto en los supuestos en que no tenga la consideración de 
infracción muy grave.

d) Incumplimiento de la obligación de adoptar las medidas para garantizar la 
confidencialidad y secreto de las informaciones.

e) La comisión de una infracción leve cuando el autor hubiera sido sancionado por dos 
infracciones leves, graves o muy graves en los dos años anteriores a la comisión de la 
infracción, contados desde la firmeza de las sanciones.

3. Tendrán la consideración de infracciones leves las siguientes acciones u omisiones:
a) Remisión de información de forma incompleta, de manera deliberada por parte del 

Responsable del Sistema a la Autoridad, o fuera del plazo concedido para ello.
b) Incumplimiento de la obligación de colaboración con la investigación de informaciones.
c) Cualquier incumplimiento de las obligaciones previstas en esta ley que no esté 

tipificado como infracción muy grave o grave.

Artículo 64.  Prescripción de las infracciones.
1. Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y 

las leves a los seis meses.
2. El plazo de prescripción de las infracciones comenzará a contarse desde el día en que 

la infracción hubiera sido cometida. En las infracciones derivadas de una actividad 
continuada, la fecha inicial del cómputo será la de finalización de la actividad o la del último 
acto con el que la infracción se consume.

3. La prescripción se interrumpirá por la iniciación, con conocimiento del interesado, del 
procedimiento sancionador, reanudándose el plazo de prescripción si el expediente 
sancionador permaneciera paralizado durante tres meses por causa no imputable a aquellos 
contra quienes se dirija.

Artículo 65.  Sanciones.
1. La comisión de infracciones previstas en esta ley llevará aparejada la imposición de 

las siguientes multas:
a) Si son personas físicas las responsables de las infracciones, serán multadas con una 

cuantía de 1.001 hasta 10.000 euros por la comisión de infracciones leves; de 10.001 hasta 
30.000 euros por la comisión de infracciones graves y de 30.001 hasta 300.000 euros por la 
comisión de infracciones muy graves.

b) Si son personas jurídicas serán multadas con una cuantía hasta 100.000 euros en 
caso de infracciones leves, entre 100.001 y 600.000 euros en caso de infracciones graves y 
entre 600.001 y 1.000.000 de euros en caso de infracciones muy graves.

2. Adicionalmente, en el caso de infracciones muy graves, la Autoridad Independiente de 
Protección del Informante, A.A.I., podrá acordar:

a) La amonestación pública.
b) La prohibición de obtener subvenciones u otros beneficios fiscales durante un plazo 

máximo de cuatro años.
c) La prohibición de contratar con el sector público durante un plazo máximo de tres años 

de conformidad con lo previsto en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del 
Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.

3. Las sanciones por infracciones muy graves de cuantía igual o superior a 600.001 
euros impuestas a entidades jurídicas podrán ser publicadas en el «Boletín Oficial del 
Estado», tras la firmeza de la resolución en vía administrativa. La publicación deberá 
contener, al menos, información sobre el tipo y naturaleza de la infracción y, en su caso, la 
identidad de las personas responsables de las mismas de acuerdo con la normativa en 
materia de protección de datos.

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 4  Ley de protección personas que informen sobre infracciones y lucha contra corrupción

– 52 –



Artículo 66.  Graduación.
1. Para la graduación de las infracciones se podrán tener en cuenta los criterios 

siguientes:
a) La reincidencia, siempre que no hubiera sido tenido en cuenta en los supuestos del 

artículo 63.1.e) y 2.e).
b) La entidad y persistencia temporal del daño o perjuicio causado.
c) La intencionalidad y culpabilidad del autor.
d) El resultado económico del ejercicio anterior del infractor.
e) La circunstancia de haber procedido a la subsanación del incumplimiento que dio 

lugar a la infracción por propia iniciativa.
f) La reparación de los daños o perjuicios causados.
g) La colaboración con la Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I., u 

otras autoridades administrativas.
2. Las sanciones a imponer como consecuencia de la comisión de infracciones 

tipificadas en esta ley se graduarán teniendo en cuenta la naturaleza de la infracción y las 
circunstancias concurrentes en cada caso. De modo especial, y siempre que no se hubieran 
tenido en cuenta para la graduación de la infracción, la ponderación de las sanciones 
atenderá a los criterios del apartado anterior.

Artículo 67.  Concurrencia.
El ejercicio de la potestad sancionadora previsto en este título es autónomo y podrá 

concurrir con el régimen disciplinario del personal funcionario, estatutario o laboral que 
resulte de aplicación en cada caso.

Artículo 68.  Prescripción de las sanciones.
Las sanciones impuestas por infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las 

impuestas por infracciones graves a los dos años y las impuestas por infracciones leves al 
año.

El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el día siguiente a 
aquel en que sea ejecutable la resolución por la que se impone la sanción.

Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del 
procedimiento de ejecución, volviendo a transcurrir el plazo si aquel está paralizado durante 
más de un mes por causa no imputable al infractor.

Disposición adicional primera.  Revisión de los procedimientos de recepción y 
seguimiento.

Las autoridades responsables de los canales externos de información revisarán sus 
procedimientos de recepción y seguimiento de informaciones al menos una vez cada tres 
años, incorporando actuaciones y buenas prácticas con la finalidad de que sirvan con la 
mayor eficacia a los fines para los que fueron creados.

Disposición adicional segunda.  Convenios.
La Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I., podrá actuar como 

canal externo de informaciones y como una autoridad independiente de protección de 
informantes para aquellas comunidades autónomas que así lo decidan y previa suscripción 
del correspondiente convenio en el que se estipulen las condiciones en las que la comunidad 
autónoma sufragará los gastos derivados de esta asunción de competencias.

Las ciudades con Estatuto de Autonomía podrán designar sus propios órganos 
independientes o bien atribuir la competencia a la Autoridad Independiente de Protección del 
Informante, A.A.I., celebrando al efecto un convenio en los términos previstos en el párrafo 
anterior.
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Disposición adicional tercera.  Memoria anual y estadísticas.
1. La Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I. elaborará en los tres 

primeros meses del año una Memoria anual en la que dará cuenta de las actuaciones 
desarrolladas durante el año anterior en el ámbito de sus funciones.

Esta memoria incluirá el número y naturaleza de las comunicaciones presentadas y 
también las que fueron objeto de investigación y su resultado, especificándose las 
sugerencias o recomendaciones formuladas a la Autoridad Independiente de Protección del 
Informante, A.A.I. y el número de procedimientos abiertos.

2. En la memoria no constarán datos y referencias personales que permitan la 
identificación de las personas informantes ni de las afectadas, excepto cuando ya sean 
públicas como consecuencia de una sentencia penal o contencioso-administrativa firme.

3. De la Memoria anual, que será pública, se dará traslado a las Cortes Generales de 
modo previo a la comparecencia a que alude el artículo 59.

4. La Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I., de acuerdo con la 
obligación impuesta por el artículo 27 de la Directiva (UE) 2019/1937 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2019, sobre presentación anual a la Comisión 
Europea de estadísticas sobre las informaciones mencionadas en el capítulo III, 
preferiblemente de forma agregada, deberá disponer de los siguientes datos estadísticos:

a) número de comunicaciones recibidas por las autoridades competentes;
b) número de investigaciones y actuaciones judiciales iniciadas a raíz de dichas 

comunicaciones, y su resultado, y
c) estimación del perjuicio económico y los importes recuperados tras las investigaciones 

y actuaciones judiciales relacionadas con las infracciones, si se hubieran podido obtener.

Disposición adicional cuarta.  Administración de los Territorios Históricos del País Vasco.
A los efectos de lo dispuesto en el artículo 24, la tramitación a través del canal externo 

podrá ser ejercida en el País Vasco por las instituciones competentes en los términos que 
disponga la normativa autonómica.

Disposición adicional quinta.  Estrategia contra la corrupción.
El Gobierno, en el plazo máximo de dieciocho meses a contar desde la entrada en vigor 

de la presente ley, y en colaboración con las Comunidades Autónomas, deberá aprobar una 
Estrategia contra la corrupción que al menos deberá incluir una evaluación del cumplimiento 
de los objetivos establecidos en la presente ley así como las medidas que se consideren 
necesarias para paliar las deficiencias que se hayan encontrado en ese periodo de tiempo.

Disposición adicional sexta.  Extensión de las medidas de protección.
Las medidas de protección recogidas en esta ley se extenderán a las comunicaciones 

sobre las acciones u omisiones recogidas en el artículo 2 que hubieran tenido lugar desde la 
entrada en vigor de la Directiva (UE) 2019/1937 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
23 de octubre de 2019, relativa a la protección de las personas que informen sobre 
infracciones del Derecho de la Unión.

Disposición transitoria primera.  Adaptación de los Sistemas y canales internos de 
información existentes.

Los sistemas internos de comunicación y sus correspondientes canales que, a la entrada 
en vigor de esta ley, tengan habilitados las entidades u organismos obligados podrán servir 
para dar cumplimiento a las previsiones de esta ley siempre y cuando se ajusten a los 
requisitos establecidos en la misma.
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Disposición transitoria segunda.  Plazo máximo para el establecimiento de Sistemas 
internos de información y adaptación de los ya existentes.

1. Las Administraciones, organismos, empresas y demás entidades obligadas a contar 
con un Sistema interno de información deberán implantarlo en el plazo máximo de tres 
meses a partir de la entrada en vigor de esta ley.

2. Como excepción, en el caso de las entidades jurídicas del sector privado con 
doscientos cuarenta y nueve trabajadores o menos, así como de los municipios de menos de 
diez mil habitantes, el plazo previsto en el párrafo anterior se extenderá hasta el 1 de 
diciembre de 2023.

3. Los canales y procedimientos de información externa se regirán por su normativa 
específica resultando de aplicación las disposiciones de esta ley en aquellos aspectos en los 
que no se adecúen a la Directiva (UE) 2019/1937 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
23 de octubre de 2019. Dicha adaptación deberá producirse en el plazo de seis meses 
desde la entrada en vigor de esta ley.

En estos supuestos, el informante gozará de la protección establecida en esta ley 
siempre que la relación laboral o profesional en cuyo contexto se produzca la infracción, se 
rija por la ley española y, en su caso, adicionalmente de la protección establecida en la 
normativa específica.

Disposición transitoria tercera.  Previsión presupuestaria de la Autoridad Independiente de 
Protección del Informante, A.A.I.

Hasta que la Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I., cuente con 
un presupuesto propio, su actividad se financiará con cargo a los créditos presupuestarios 
del Ministerio de Justicia.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia 
jurídica gratuita.

Se añade una nueva letra k) al artículo 2 de la Ley 1/996, de 10 de enero, de asistencia 
jurídica gratuita, con la siguiente redacción:

«k) Las personas que comuniquen infracciones en los términos de la Ley 
reguladora de la protección de las personas que informen sobre infracciones 
normativas y de lucha contra la corrupción, a la Autoridad Independiente de Protección 
del Informante, A.A.I., o a las autoridades autonómicas respectivas, siempre que 
cumplan las condiciones de protección recogidas en la citada Ley, siempre que 
cuenten con unos recursos e ingresos económicos brutos, computados anualmente 
por todos los conceptos y por unidad familiar, inferiores a cuatro veces el indicador 
público de renta de efectos múltiples vigente en el momento de comunicar la 
información, y exclusivamente para los procedimientos seguidos en cualquier orden 
jurisdiccional que sean consecuencia directa de la infracción comunicada.»

Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-administrativa.

La Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, 
queda modificada en los siguientes términos:

Uno. Se modifica la letra m) y se añade una nueva letra n) en el apartado 1 del artículo 
10, con la siguiente redacción:

«m) Los actos y disposiciones dictados por las autoridades independientes 
autonómicas u órganos competentes de las comunidades autónomas referidos en la 
Ley reguladora de la protección de las personas que informen sobre infracciones 
normativas y de lucha contra la corrupción.

n) Cualesquiera otras actuaciones administrativas no atribuidas expresamente a la 
competencia de otros órganos de este orden jurisdiccional.»
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Dos. Se modifica el apartado 5 de la disposición adicional cuarta, que queda redactado 
como sigue:

«5. Los actos y disposiciones dictados por la Agencia Española de Protección de 
Datos, Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno, Consejo Económico y Social, Instituto Cervantes, 
Consejo de Seguridad Nuclear, Consejo de Universidades, Autoridad Independiente 
de Protección del Informante, A.A.I. y Sección Segunda de la Comisión de Propiedad 
Intelectual, directamente, ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la 
Audiencia Nacional.»

Disposición final tercera.  Modificación de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la 
Competencia.

Se introduce una nueva disposición adicional duodécima en la Ley 15/2007, de 3 de julio, 
de Defensa de la Competencia, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional duodécima.  Comunicación de posibles infracciones a través 
del canal externo de comunicaciones de la Dirección de Competencia de la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia.

1. Cualquier persona física podrá informar a través del canal externo de 
comunicaciones de la Dirección de Competencia de la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia sobre cualesquiera acciones u omisiones que puedan 
constituir infracciones de esta ley.

2. La comunicación de infracciones realizada por los informantes no tendrá la 
consideración de denuncia, a los efectos previstos en el artículo 49 de esta ley, ni de 
solicitud de exención ni de reducción del pago de la multa, a los efectos de los 
artículos 65 y 66 de esta ley.

3. La comunicación puede llevarse a cabo de forma anónima. En otro caso, se 
preservará la identidad del informante, que sólo podrá ser comunicada a la Autoridad 
judicial, al Ministerio Fiscal o a la autoridad administrativa competente en el marco de 
una investigación penal, disciplinaria o sancionadora.

4. Las personas que comuniquen posibles infracciones de esta ley a través del 
canal externo de comunicaciones de la Dirección de Competencia tendrán derecho a 
las medidas de apoyo y protección previstas en la Ley reguladora de la protección de 
las personas que informen sobre infracciones normativas y de lucha contra la 
corrupción.

5. Recibida la comunicación a través del canal externo de comunicaciones, la 
Dirección de Competencia procederá a su registro, siéndole asignado un código de 
identificación. El registro de las comunicaciones externas estará contenido en una 
base de datos segura y de acceso restringido exclusivamente al personal de la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia convenientemente autorizado 
por el titular de la Dirección de Competencia, en la que se registrarán todas las 
comunicaciones recibidas, cumplimentando los siguientes datos:

a) Fecha de recepción.
b) Código de identificación.
c) Actuaciones desarrolladas.
d) Medidas adoptadas.
e) Fecha de cierre.
6. En un plazo no superior a diez días hábiles desde su recepción, la Dirección de 

Competencia procederá a acusar recibo de la comunicación, a menos que la 
comunicación sea anónima o el informante expresamente hubiera renunciado a recibir 
comunicaciones relativas a la investigación.

7. La Dirección de Competencia comprobará si la comunicación expone hechos o 
conductas que puedan constituir indicios de infracciones de esta ley. En el caso de 
que los hechos expuestos recayeran en el ámbito de competencias propio de otros 
órganos, dará traslado de los mismos a las autoridades y organismos competentes, 
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comunicándoselo al informante, salvo que la comunicación fuera anónima o el 
informante hubiera renunciado a recibir comunicaciones de la Comisión Nacional de 
los Mercados y la Competencia. Dicho traslado se realizará de forma que se 
mantengan las garantías señaladas para preservar la confidencialidad de la identidad 
del informante.

8. La Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I. prestará a los 
informantes a que se refiere la presente disposición las medidas de apoyo y aplicará el 
régimen sancionador en lo relativo a las medidas de protección, previstas en la Ley 
reguladora de la protección de las personas que informen sobre infracciones 
normativas y de lucha contra la corrupción.

9. Los apartados anteriores serán de aplicación igualmente a los canales de 
información de las autoridades autonómicas de competencia.»

Disposición final cuarta.  Modificación de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del 
blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.

Se da nueva redacción al apartado 5 del artículo 65 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, que queda 
redactado como sigue:

«5. Las personas expuestas a amenazas, acciones hostiles o medidas laborales 
adversas por comunicar por vía interna o al Servicio Ejecutivo de la Comisión 
comunicaciones sobre actividades relacionadas con el blanqueo de capitales o la 
financiación del terrorismo podrán presentar una reclamación ante la Autoridad 
Independiente de Protección del Informante, A.A.I. en los términos previstos en la Ley 
reguladora de la protección de las personas que informen sobre infracciones 
normativas y de lucha contra la corrupción.

En los casos en los que el sujeto obligado no haya adoptado las medidas 
adecuadas para mantener la confidencialidad sobre la identidad de los empleados, 
directivos o agentes que hayan realizado una comunicación a los órganos de control 
interno, en los términos del artículo 30.1, será de aplicación el artículo 52.1.s).»

Disposición final quinta.  Modificación de la Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordenación, 
supervisión y solvencia de entidades de crédito.

Se añade un nuevo apartado 3 en el artículo 122 de la Ley 10/2014, de 26 de junio, de 
ordenación, supervisión y solvencia de entidades de crédito, con la siguiente redacción:

«3. Cuando la persona comunicante quede sujeta al ámbito de aplicación personal 
de la Ley reguladora de la protección de las personas que informen sobre infracciones 
normativas y de lucha contra la corrupción, será la Autoridad Independiente de 
Protección del Informante, A.A.I. quien adoptará las medidas de protección al 
informante previstas en la referida ley.»

Disposición final sexta.  Modificación de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos 
del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas 
del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.

Se modifica la letra b) del apartado 1 del artículo 71 de la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento 
jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 
2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, que queda redactada como sigue:

«b) Haber sido sancionadas con carácter firme por infracción grave en materia 
profesional que ponga en entredicho su integridad, de disciplina de mercado, de 
falseamiento de la competencia, de integración laboral y de igualdad de oportunidades 
y no discriminación de las personas con discapacidad, o de extranjería, de 
conformidad con lo establecido en la normativa vigente; o por infracción muy grave en 
materia medioambiental de conformidad con lo establecido en la normativa vigente, o 
por infracción muy grave en materia laboral o social, de acuerdo con lo dispuesto en el 
texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado 
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por el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, así como por la infracción 
grave prevista en el artículo 22.2 del citado texto; o por las infracciones muy graves 
previstas en la Ley reguladora de la protección de las personas que informen sobre 
infracciones normativas y de lucha contra la corrupción.»

Disposición final séptima.  Modificación de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de 
Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales.

Se modifica el artículo 24 de Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de 
Datos Personales y garantía de los derechos digitales, que queda redactado como sigue:

«Artículo 24.  Tratamiento de datos para la protección de las personas que informen 
sobre infracciones normativas.

Serán lícitos los tratamientos de datos personales necesarios para garantizar la 
protección de las personas que informen sobre infracciones normativas.

Dichos tratamientos se regirán por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679, 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, en esta ley orgánica y 
en la Ley reguladora de la protección de las personas que informen sobre infracciones 
normativas y de lucha contra la corrupción.»

Disposición final octava.  Títulos competenciales.
Esta ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1 apartados 1.ª, 6.ª, 7.ª, 

11.ª, 13.ª, 18.ª y 23.ª de la Constitución Española que atribuye al Estado las competencias 
exclusivas sobre la regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de 
todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes 
constitucionales; la legislación mercantil; la legislación procesal, sin perjuicio de las 
necesarias especialidades que en este orden se deriven de las particularidades del derecho 
sustantivo de las comunidades autónomas; la legislación laboral; las bases y coordinación de 
la planificación general de la actividad económica; las bases del régimen jurídico de las 
Administraciones públicas y del régimen estatutario de sus funcionarios; el procedimiento 
administrativo común; la legislación básica sobre contratos y concesiones administrativas y 
el sistema de responsabilidad de todas las Administraciones Públicas; y la legislación básica 
sobre protección del medio ambiente.

El ámbito de aplicación del título VIII de esta ley se limita a la Administración General del 
Estado y resto de entidades del sector público estatal.

Disposición final novena.  Incorporación de la Directiva (UE) 2019/1937 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2019, relativa a la protección de las personas 
que informen sobre infracciones del Derecho de la Unión.

La presente ley incorpora al ordenamiento jurídico interno la Directiva (UE) 2019/1937 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2019, relativa a la protección de 
las personas que informen sobre infracciones del Derecho de la Unión.

Disposición final décima.  Habilitación de desarrollo.
Se habilita al Gobierno para dictar cuantas disposiciones reglamentarias sean precisas 

para el desarrollo y ejecución de esta ley.

Disposición final undécima.  Estatuto de la Autoridad Independiente de Protección del 
Informante, A.A.I.

En el plazo de un año desde la entrada en vigor de esta ley, el Consejo de Ministros 
aprobará mediante real decreto, a propuesta conjunta de los Ministerios de Justicia y de 
Hacienda y Función Pública, el Estatuto de la Autoridad Independiente de Protección del 
Informante, A.A.I., en el que se establecerán las disposiciones oportunas sobre organización, 
estructura, funcionamiento, así como todos los aspectos que sean necesarios para el 
cumplimiento de las funciones asignadas mediante esta ley.
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Disposición final duodécima.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado».
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§ 5

Real Decreto 206/2024, de 27 de febrero, por el que se desarrolla la 
estructura orgánica básica del Ministerio de Hacienda. [Inclusión 

parcial]

Ministerio para la Transformación Digital y de la Función Pública
«BOE» núm. 52, de 28 de febrero de 2024
Última modificación: 27 de marzo de 2024

Referencia: BOE-A-2024-3792

[ . . . ]
Artículo 11.  Intervención General de la Administración del Estado.

1. La Intervención General de la Administración del Estado (IGAE) tendrá a su cargo el 
ejercicio de las funciones y competencias que le atribuye la normativa vigente relativas a:

a) El control interno mediante el ejercicio de la función interventora, del control financiero 
permanente y de la auditoría pública de acuerdo con lo establecido en la Ley 47/2003, de 26 
de noviembre, sin perjuicio de los sistemas de los órganos y entidades que integran el sector 
público estatal que permitan asegurar el cumplimiento de la legalidad, así como de los 
principios de eficacia, eficiencia y economía en la gestión financiera, y la corrección de la 
información económica financiera.

b) El seguimiento y control de subvenciones y ayudas públicas y la administración y 
custodia de la Base de Datos Nacional de Subvenciones de acuerdo con lo establecido en la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

c) La dirección y la gestión de la contabilidad pública en los términos establecidos en la 
Ley 47/2003, de 26 de noviembre.

d) La formación de las cuentas económicas del sector público.
e) La clasificación de las unidades públicas y la realización de informes sobre el 

tratamiento de las operaciones realizadas por el sector público, de acuerdo con la normativa 
reguladora de la contabilidad nacional.

f) La gestión de la información económico-financiera derivada del ejercicio de sus 
funciones contables y de control.

g) La relación con las haciendas territoriales a los efectos de la información contable que 
deben remitir para la formación de las cuentas económicas del sector público.

h) La planificación, diseño y ejecución de la política informática de la Secretaría de 
Estado de Presupuestos y Gastos, de la Secretaría General de Fondos Europeos y de la 
Intervención General de la Administración del Estado, el soporte informático de sus 
respectivas actividades y el asesoramiento, coordinación e instrumentación de los proyectos 
informáticos de sus órganos.
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i) Las actuaciones derivadas del ejercicio del control de los fondos europeos, en lo que 
se refiere al ejercicio de las funciones de autoridad de auditoría y Servicio Específico en 
aquellos fondos en los que la Intervención General de la Administración del Estado tenga tal 
condición y de Autoridad de Control del Plan y Mecanismo para la Recuperación y 
Resiliencia, de acuerdo con su normativa reguladora.

j) El auxilio y colaboración con la Administración de Justicia, dentro de los límites de las 
funciones y competencias que el ordenamiento jurídico atribuye a la Intervención General de 
la Administración del Estado, en relación con aquellos procedimientos penales en los que 
exista conexión con dichas funciones y competencias.

k) Integración, gestión y publicación del Inventario de entidades del Sector Público 
Estatal, Autonómico y Local, en los términos previstos en la Ley 40/2015, de 1 de octubre.

l) La coordinación de las acciones encaminadas a proteger los intereses financieros de la 
Unión Europea contra el fraude de conformidad con lo previsto en la disposición adicional 
vigésimo quinta de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

m) La supervisión continua de las entidades y organismos del sector público institucional 
estatal en los términos previstos en el artículo 85 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, y en 
las disposiciones que lo desarrollen.

n) Asesoramiento en materia de conflicto de intereses en los términos previstos en el 
artículo 8 de la Orden HFP/55/2023, de 24 de enero, relativa al análisis sistemático del 
riesgo de conflicto de interés en los procedimientos que ejecutan el Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia.

o) La gestión funcional y técnica del Registro Estatal de las entidades interesadas en los 
Proyectos Estratégicos para la Recuperación y Transformación Económica (REPERTE), 
previsto en el artículo 9 del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre.

p) La coordinación necesaria para el ejercicio de sus actuaciones y dictar, en su caso, las 
instrucciones organizativas y funcionales que permitan la mayor eficiencia dentro del 
conjunto de la Intervención General en el empleo de los recursos para el cumplimiento de las 
funciones contempladas en las letras anteriores.

En particular, la coordinación a la que se refiere el apartado 4 del este artículo, en los 
epígrafes 4.º de la letra a) y 5.º de la letra c), podrá alcanzar a:

1.º La aplicación de criterios comunes para el ejercicio de sus funciones y competencias.
2.º La planificación y programación global de actuaciones y su asignación a las unidades 

que deban desempeñarlas.
3.º La organización y distribución de los recursos humanos y materiales asignados por la 

Intervención General de la Administración del Estado.
2. La Intervención General de la Administración del Estado desempeñará sus funciones y 

competencias a través de su estructura central señalada en el apartado 5 de este artículo y 
de los siguientes órganos y dependencias:

a) La Intervención General de la Defensa y la Subdirección General de Contabilidad del 
Ministerio de Defensa.

b) La Intervención General de la Seguridad Social.
c) Las Intervenciones Delegadas en los departamentos ministeriales y en determinados 

órganos directivos.
d) Las Intervenciones Delegadas en los organismos públicos y otras entidades del sector 

público estatal.
e) Las Intervenciones Delegadas regionales y territoriales.
f) La Intervención Delegada en la Secretaría General del Tesoro y Financiación 

Internacional.
g) La Intervención Delegada en materia de Clases Pasivas.
3. La Intervención General de la Defensa, la Subdirección General de Contabilidad del 

Ministerio de Defensa y la Intervención General de la Seguridad Social dependerán 
funcionalmente de la Intervención General de la Administración del Estado, sin perjuicio de 
su dependencia orgánica del Ministerio de Defensa en el caso de las dos primeras y de su 
adscripción al Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones en el caso de la 
Intervención General de la Seguridad Social.
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4. Las Intervenciones Delegadas en los departamentos ministeriales, centros directivos, 
organismos públicos y otras entidades del sector público estatal dependerán orgánica y 
funcionalmente de la Intervención General de la Administración del Estado.

a) A las Intervenciones Delegadas de la Intervención General de la Administración del 
Estado en los departamentos ministeriales y centros directivos les corresponde:

1.º Ejercer, sin perjuicio de las competencias atribuidas a la persona titular de la 
Intervención General de la Administración del Estado y de las competencias que de acuerdo 
con los apartados siguientes correspondan a las Intervenciones Delegadas regionales y 
territoriales, la función interventora sobre los actos de contenido económico cuya 
competencia corresponda a los órganos en que las Intervenciones estén integradas.

2.º Ejercer el control financiero permanente, la auditoría pública, el control de 
subvenciones y ayudas públicas y el control de fondos europeos de acuerdo con la 
normativa que en cada caso resulte aplicable y en los términos, condiciones y alcance que 
se determine en cada caso por la Intervención General de la Administración del Estado.

3.º Ejercer las funciones contables que se regulen en la normativa vigente.
4.º Coordinar, en su caso, las actuaciones de las Intervenciones Delegadas en los 

organismos autónomos adscritos al departamento, así como la de las Intervenciones 
Delegadas regionales o territoriales, en cuanto realicen controles sobre órganos periféricos 
dentro de la esfera del departamento.

b) A las Intervenciones Delegadas de la Intervención General de la Administración del 
Estado en los organismos públicos y otras entidades del sector público estatal les 
corresponde:

1.º Ejercer, sin perjuicio de las competencias de la persona titular de la Intervención 
General de la Administración del Estado y de las competencias que de acuerdo con los 
apartados siguientes correspondan a las Intervenciones Delegadas regionales y territoriales, 
la función interventora sobre los actos de contenido económico cuya competencia 
corresponda a los organismos públicos ante los que se hallen destacados.

2.º Ejercer el control financiero permanente, la auditoría pública, el control de 
subvenciones y ayudas públicas y el control de fondos europeos de acuerdo con la 
normativa que en cada caso resulte aplicable y en los términos, condiciones y alcance que 
se determine en cada caso por la Intervención General de la Administración del Estado.

3.º Coordinar, en su caso, las actuaciones de las Intervenciones Delegadas regionales o 
territoriales, en cuanto realicen controles sobre órganos periféricos dentro de la esfera del 
organismo o entidad.

c) A las Intervenciones Delegadas regionales de la Intervención General de la 
Administración del Estado, orgánicamente integradas en las Delegaciones Especiales de 
Economía y Hacienda y funcionalmente dependientes de la Intervención General de la 
Administración del Estado, les corresponde:

1.º Ejercer, sin perjuicio de las competencias atribuidas a la persona titular de la 
Intervención General de la Administración del Estado, la función interventora sobre los actos 
de contenido económico dictados por los servicios periféricos de la Administración General 
del Estado en virtud de una competencia que tengan atribuida como propia, o que se 
adopten por aquellos por delegación, así como, previa designación de la persona titular de la 
Intervención General, por los servicios periféricos de los organismos autónomos, siempre 
que unos y otros tengan su sede en el territorio de la Comunidad Autónoma en la que actúan 
y su competencia exceda del territorio de una provincia de esta.

2.º Promover e interponer en nombre de la Hacienda pública, en su ámbito territorial, de 
acuerdo con las leyes, en vía administrativa, los recursos y reclamaciones procedentes 
contra los actos y resoluciones que se consideren contrarios a la ley o que se estimen 
perjudiciales para los intereses del Tesoro.

3.º Ejercer el control financiero permanente, la auditoría pública, el control de 
subvenciones y ayudas públicas y el control de fondos europeos de acuerdo con la 
normativa que en cada caso resulte aplicable y en los términos, condiciones y alcance que 
se determine en cada caso por la Intervención General de la Administración del Estado.
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4.º Controlar las operaciones financieras derivadas de las relaciones entre el Estado y 
las comunidades autónomas, sin perjuicio de las competencias de otros órganos directivos 
del departamento.

5.º Coordinar las actuaciones de las Intervenciones Delegadas territoriales radicadas en 
el respectivo territorio, sin perjuicio de las competencias que estén específicamente 
atribuidas a otros órganos.

d) A las Intervenciones Delegadas territoriales de la Intervención General de la 
Administración del Estado, orgánicamente integradas en las Delegaciones de Economía y 
Hacienda y funcionalmente dependientes de la Intervención General de la Administración del 
Estado, les corresponde:

1.º Ejercer, sin perjuicio de las competencias atribuidas a la persona titular de la 
Intervención General de la Administración del Estado, la función interventora sobre los actos 
de contenido económico dictados por los servicios periféricos de la Administración General 
del Estado en virtud de una competencia que tengan atribuida como propia, o que se 
adopten por aquellos por delegación, así como, previa designación de la persona titular de la 
Intervención General, por los servicios periféricos de los organismos autónomos, en el 
ámbito territorial de su competencia.

2.º Ejercer el control financiero permanente, la auditoría pública, el control de 
subvenciones y ayudas públicas y el control de fondos europeos de acuerdo con la 
normativa que en cada caso resulte aplicable y en los términos, condiciones y alcance que 
se determine en cada caso por la Intervención General de la Administración del Estado.

3.º Promover e interponer en nombre de la Hacienda pública, en su ámbito territorial, de 
acuerdo con las leyes, en vía administrativa, los recursos y reclamaciones procedentes 
contra los actos y resoluciones que se consideren contrarios a la ley o que se estimen 
perjudiciales para los intereses del Tesoro.

4.º Ejercer las funciones contables que se regulen en la normativa vigente.
5. La Intervención General de la Administración del Estado estará integrada por los 

siguientes órganos, con nivel orgánico de Subdirección General:
a) La Oficina Nacional de Auditoría, a la que le corresponde:
1.º La planificación, programación, coordinación y seguimiento de las actuaciones de 

Control Financiero Permanente realizadas por las Intervenciones Delegadas de la 
Intervención General de la Administración del Estado.

2.º La planificación, programación, coordinación, ejecución, en su caso, y seguimiento de 
las actuaciones de Auditoría Pública realizadas por los órganos de control.

3.º La planificación, coordinación, ejecución, en su caso, seguimiento y evaluación de las 
actuaciones de supervisión continua realizadas por los órganos de control sobre las 
entidades y organismos del sector público institucional estatal.

4.º La planificación, programación, coordinación, ejecución, en su caso, y seguimiento de 
las actuaciones de control financiero de subvenciones y ayudas públicas realizadas por los 
órganos de control, así como la gestión de la Base de Datos Nacional de Subvenciones.

5.º La planificación, programación, coordinación, ejecución, en su caso, y seguimiento de 
las actuaciones de control de fondos europeos que corresponde a la Intervención General de 
la Administración del Estado, en particular las actuaciones derivadas del ejercicio de las 
funciones de Autoridad de Auditoría y Servicio Específico en aquellos fondos en los que la 
Intervención General de la Administración del Estado tenga tal condición. Adicionalmente, 
ejercerá las actuaciones que correspondan como Autoridad de Control del Plan y Mecanismo 
para la Recuperación y Resiliencia, de acuerdo con su normativa reguladora.

6.º La gestión de la calidad de las actuaciones de control llevadas a cabo por las distintas 
unidades de la Intervención General de la Administración del Estado.

7.º La elaboración y propuesta de modificación de las normas de auditoría del sector 
público y de las normas técnicas, métodos y procedimientos aplicables al ejercicio de control; 
sin perjuicio de las funciones de coordinación de la Subdirección General de Estudios y 
Coordinación.

8.º La coordinación de la Unidades de Enlace con la Intervención General de la Defensa 
y de la Seguridad Social en el ejercicio de las competencias previstas en los números 
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anteriores que, en sus respectivos ámbitos, correspondan a la persona titular de la 
Intervención General.

La Oficina Nacional de Auditoría se estructura en seis divisiones a las que compete la 
realización de los controles y las funciones de coordinación que le sean asignadas.

b) La Oficina Nacional de Contabilidad, a la que corresponde ejercer las funciones que 
se atribuyan a la Intervención General de la Administración del Estado como centro directivo 
y como centro gestor de la contabilidad pública, así como la elaboración y difusión de las 
cuentas económicas del sector público como autoridad nacional estadística con arreglo a la 
normativa estadística europea, sin perjuicio de las funciones de la Central de Información 
económico-financiera de conformidad con el Real Decreto 636/2014, de 25 de julio, por el 
que se crea la Central de Información, y a la metodología propia de la contabilidad nacional. 
En concreto, le corresponden las siguientes funciones:

1.º La elaboración del Plan General de Contabilidad Pública, la normativa contable 
aplicable a las entidades del sector público estatal y local sujetas a los principios contables 
públicos, los planes parciales o especiales de las entidades del sector público empresarial 
estatal, así como los de las entidades públicas empresariales y de las sociedades 
mercantiles con participación total o mayoritaria de las entidades locales que se elaboren 
conforme al Plan General de Contabilidad de las empresas, los principios básicos de 
contabilidad analítica aplicables a las entidades sujetas a los principios contables públicos, 
así como elaborar los requerimientos funcionales del sistema de información contable, del 
sistema de contabilidad analítica y de otros sistemas de gestión económico-financiera 
diseñados por la Intervención General de la Administración del Estado para las entidades del 
sector público estatal sujetas a los principios contables públicos.

2.º El seguimiento y análisis de la ejecución de los Presupuestos Generales del Estado; 
la elaboración de la Cuenta de la Administración General del Estado; recabar y preparar las 
cuentas que hayan de rendirse al Tribunal de Cuentas; formar la Cuenta General del Estado, 
así como realizar su seguimiento hasta su aprobación final.

3.º La elaboración y difusión de las cuentas económicas del sector público con arreglo a 
la metodología propia de la contabilidad nacional, en el marco de las obligaciones impuestas 
a los Estados miembros de la Unión Europea por los reglamentos europeos y la legislación 
nacional vigente. El seguimiento de ingresos, gastos y del déficit o superávit públicos en 
términos de contabilidad nacional del conjunto de las administraciones públicas y de sus 
subsectores; la evaluación y seguimiento del cumplimiento de los objetivos de estabilidad 
presupuestaria, deuda pública y de regla de gasto del conjunto de las Administraciones 
públicas y de sus subsectores y la elaboración de estadísticas sobre finanzas públicas para 
otros organismos internacionales.

4.º Elaborar el informe sobre el período medio de pago a proveedores de la 
Administración Central, así como el informe sobre el cumplimiento de los plazos legales de 
pago a la Administración General del Estado.

5.º Elaboración de análisis e informes sobre la actuación económico-financiera realizada 
por las Administraciones públicas y de cada uno de sus subsectores y la realización de 
informes sobre el tratamiento en contabilidad nacional de las operaciones realizadas por el 
sector público. Tratamiento y definición del contenido de la publicación de la información 
presupuestaria y económico-financiera de las Administraciones públicas elaborada por la 
Oficina Nacional de Contabilidad.

6.º Formar parte del Comité Técnico de Cuentas Nacionales regulado en la disposición 
adicional primera de la Ley Orgánica 6/2013, de 14 de noviembre, de creación de la 
Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal, en representación de la Intervención 
General de la Administración del Estado, como órgano competente en la elaboración de las 
cuentas nacionales no financieras de las unidades que componen el sector de las 
administraciones públicas y de las sociedades financieras y no financieras públicas.

7.º Participar, en el seno del Comité Técnico de Cuentas nacionales, en el ejercicio de 
las competencias que a éste corresponden relativas a la clasificación de las unidades 
públicas de acuerdo con la normativa reguladora de contabilidad nacional.
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8.º Informar los proyectos de inversión que le sean consultados por cualquier 
Administración a efectos de valorar sus repercusiones en el cumplimiento de los principios 
de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera.

La Oficina Nacional de Contabilidad se estructura en tres divisiones a las que compete la 
realización de las funciones contables y de coordinación que le sean asignadas.

c) La Subdirección General de Intervención y Fiscalización, a la que le corresponde:
1.º Formular las propuestas de fiscalización previa de los actos de contenido económico 

de la Administración del Estado y de sus organismos autónomos, en los casos en los que la 
normativa atribuye esta competencia a la persona titular de la Intervención General.

2.º Estudiar y proponer la resolución de las discrepancias que se susciten como 
consecuencia de la función interventora.

3.º El análisis jurídico y la propuesta de resolución de consultas, informes y criterios 
uniformes respecto al ejercicio del control previo de legalidad.

4.º Proponer las designaciones que procedan relativas a la intervención de las 
inversiones y coordinar el seguimiento de las mismas.

5.º La elaboración y propuesta de aprobación de las normas e instrucciones precisas 
para el ejercicio de la función interventora, sin perjuicio de las funciones de coordinación de 
la Subdirección General de Estudios y Coordinación.

6.º La coordinación de las actuaciones de la Unidad de la Intervención General de la 
Defensa destacada en la Intervención General de la Administración del Estado en el ejercicio 
de las competencias previstas en los números anteriores que, en dicho ámbito, 
correspondan a la persona titular de la Intervención General.

d) La Subdirección General de Estudios y Coordinación, a la que le corresponde:
1.º La elaboración de estudios, la gestión de publicaciones y la definición de las 

características de la formación específica del personal de la Intervención General de la 
Administración del Estado.

2.º La coordinación de las relaciones entre los distintos órganos y unidades de la 
Intervención General de la Administración del Estado en el desarrollo de las funciones de 
control y de contabilidad que tienen atribuidas, con el objeto de conseguir la unificación de 
criterios en el ejercicio de las mismas; incluyendo la tramitación y seguimiento de las 
consultas realizadas por las unidades de control y, en su caso, la propuesta de adopción de 
instrucciones, en coordinación con las subdirecciones generales competentes, salvo 
aquellas materias que hayan sido atribuidas específicamente a otro órgano o unidad 
mediante resolución de la Intervención General de la Administración del Estado.

3.º Promover las relaciones de coordinación con las Intervenciones Generales de la 
Defensa y de la Seguridad Social a través de la Unidad de Enlace con la Defensa y de la 
Unidad de Enlace con la Seguridad Social, así como con los órganos de control de las 
comunidades autónomas y entidades locales.

Gestionar, mantener y explotar las bases de datos y los sistemas de información 
desarrollados como consecuencia de tal función.

4.º La coordinación de la función de auxilio y colaboración con la Administración de 
Justicia establecida en el párrafo j) del apartado 1 del presente artículo mediante el ejercicio 
de las funciones de centralización, apoyo y asignación de las peticiones de auxilio judicial al 
personal de los servicios centrales, las intervenciones delegadas, regionales o territoriales, 
así como su seguimiento.

5.º La función prevista en el párrafo k) del apartado 1 del presente artículo.
6.º La tramitación de los expedientes derivados del Portal de Transparencia.
7.º La función de responsable del REPERTE a que se refiere el párrafo o) del apartado 1 

del presente artículo.
e) La Subdirección General de Organización, Planificación y Gestión de Recursos, a la 

que corresponde la planificación logística de las necesidades de la Intervención General de 
la Administración del Estado, así como la gestión de sus recursos humanos y materiales. 
Asimismo, le corresponde la gestión del presupuesto de la Intervención General de la 
Administración del Estado y, en particular, la tramitación de las propuestas de adquisición de 
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bienes y servicios del órgano, excepto las que se atribuyen a la Oficina de Informática 
Presupuestaria.

f) La Oficina de Informática Presupuestaria, a la que corresponde ejercer las funciones 
que se atribuyen a la Intervención General de la Administración del Estado en el apartado 
1.h) de este artículo.

En concreto, le corresponden las siguientes funciones:
1.º La seguridad de la información; el establecimiento de metodologías y estándares 

comunes para el desarrollo y puesta en producción de las aplicaciones; el diseño y gestión 
de los sitios web y sedes electrónicas para el empleado y el ciudadano del correspondiente 
ámbito de actuación, de acuerdo con las especificaciones de los centros directivos; y el 
diseño, desarrollo y actualización de los sistemas de información y aplicaciones generales de 
carácter corporativo, comunes al ámbito de la Secretaría de Estado de Presupuestos y 
Gastos, de la Secretaría General de Fondos Europeos y de la Intervención General de la 
Administración del Estado.

2.º El diseño, desarrollo y actualización de los sistemas de información en materia de 
contabilidad del sector público, formación de las cuentas económicas del sector público, y la 
gestión de la información económico financiera, y la asistencia y apoyo informático a la 
Intervención General de la Administración del Estado y a sus unidades, en los sistemas de 
información desarrollados bajo sus especificaciones.

3.º El diseño, desarrollo y actualización de los sistemas de información en materia de 
control y gestión económico-presupuestaria del sector público, y la asistencia y apoyo 
informático a la Intervención General de la Administración del Estado y a sus unidades, en 
los sistemas de información desarrollados bajo sus especificaciones.

4.º La colaboración con la Oficina Nacional de Auditoría en la realización de auditorías y 
de asesoramientos de naturaleza informática que, en relación con los controles financieros, 
le sean asignados por el Director de la Oficina, y el control interno de calidad de los sistemas 
desarrollados por la Oficina de Informática Presupuestaria.

5.º El diseño, desarrollo y actualización de los sistemas de información en materia de 
planificación, programación y presupuestación del sector público estatal, así como la 
asistencia y apoyo informático a la Dirección General de Presupuestos en los sistemas de 
información desarrollados bajo sus especificaciones.

6.º El diseño, desarrollo y actualización de los sistemas de información en materia de 
planificación y gestión de los fondos europeos, Plan y Mecanismo de Recuperación y 
Resiliencia, incentivos regionales, así como la asistencia y apoyo informático a la Secretaría 
General de Fondos Europeos y sus centros directivos en los sistemas de información 
desarrollados bajo sus especificaciones.

7.º El diseño, desarrollo y actualización de los sistemas de información en materia de 
costes de personal y de gestión interna de recursos humanos, así como la asistencia y 
apoyo informático a la Dirección General de Costes de Personal en los sistemas de 
información desarrollados bajo sus especificaciones.

8.º La implantación y gestión de la infraestructura y de los sistemas informáticos y de 
comunicaciones de la Secretaría de Estado de Presupuestos y Gastos, de la Secretaría 
General de Fondos Europeos y de la Intervención General de la Administración del Estado, 
así como la tramitación de las propuestas de adquisición de bienes y servicios de carácter 
informático y de comunicaciones y sus instalaciones auxiliares, necesarios para el desarrollo 
de la política informática en el ámbito citado.

9.º El establecimiento y suministro de los procedimientos técnicos y, en su caso, los 
servicios corporativos y soluciones informáticas comunes en el ámbito de la Administración 
General del Estado y de sus Organismos públicos, específicos de la presupuestación, 
gestión, contabilidad y control económico-presupuestario, con objeto de facilitar y mantener 
un sistema de información integrado, relativo a la elaboración, gestión, ejecución y 
contabilidad de los Presupuestos Generales del Estado, determinando igualmente los 
momentos en que la información deba generarse y transmitirse o ponerse a disposición para 
su integración.

10.º La participación en comisiones y grupos de trabajo ministeriales e interministeriales 
en materia de Administración digital, en representación de la Secretaría de Estado de 
Presupuestos y Gastos, de la Secretaría General de Fondos Europeos y de la Intervención 

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 5  Estructura orgánica básica del Ministerio de Hacienda [parcial]

– 66 –



General de la Administración del Estado, la coordinación de la propuesta de plan director de 
sistemas de información y comunicaciones, la elaboración de la propuesta de presupuestos, 
y la gestión de la formación y de los recursos humanos y materiales asignados.

La Oficina de Informática Presupuestaria se estructura en cinco divisiones a las que 
compete el ejercicio de las funciones informáticas y de coordinación que le sean asignadas.

g) El Gabinete Técnico, órgano de apoyo y asistencia inmediata a la persona titular de la 
Intervención General de la Administración del Estado.

h) El Servicio Nacional de Coordinación Antifraude, al que corresponde, sin perjuicio de 
las competencias de la Agencia Estatal de Administración Tributaria:

1.º Dirigir la creación y puesta en marcha de las estrategias nacionales y promover los 
cambios legislativos y administrativos necesarios para proteger los intereses financieros de 
la Unión Europea.

2.º Identificar las posibles deficiencias de los sistemas nacionales para la gestión de 
fondos de la Unión Europea.

3.º Establecer los cauces de coordinación e información sobre irregularidades y 
sospechas de fraude entre las diferentes instituciones nacionales y la Oficina Europea de 
Lucha contra el Fraude.

4.º Promover la formación para la prevención y lucha contra el fraude.
El Consejo Asesor de Prevención y Lucha contra el Fraude a los intereses financieros de 

la Unión Europea es un órgano consultivo integrado en la Intervención General de la 
Administración del Estado de asesoramiento y apoyo del Sistema Nacional de Coordinación 
Antifraude.

[ . . . ]
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§ 6

Ley 15/2017, de 25 de julio, de la Agencia de Ciberseguridad de 
Cataluña. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 7423, de 31 de julio de 2017
«BOE» núm. 196, de 17 de agosto de 2017

Última modificación: 31 de diciembre de 2021
Referencia: BOE-A-2017-9800

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Régimen económico y financiero, de contratación, de personal y de control

[ . . . ]
Artículo 10.  Régimen de control.

1. El control financiero de la Agencia de Ciberseguridad de Cataluña, que tiene por 
objeto comprobar su funcionamiento económico-financiero, se efectúa por el procedimiento 
de auditoría, de acuerdo con lo establecido por el artículo 71 del texto refundido de la Ley de 
finanzas públicas de Cataluña.

2. La Agencia de Ciberseguridad de Cataluña aprueba anualmente una memoria de 
actividades, que debe entregar al Gobierno y al Parlamento y que el director de la Agencia 
debe presentar ante la comisión del Parlamento competente en materia de ciberseguridad o, 
si procede, ante la Comisión de Materias Secretas y Reservadas.

3. La Sindicatura de Cuentas, el Síndic de Greuges, la Agencia de Protección de Datos 
de Cataluña y la Oficina Antifraude de Cataluña, cada una dentro del ámbito de sus 
competencias, deben elaborar anualmente una memoria sobre la actividad de la Agencia de 
Ciberseguridad de Cataluña, que deben entregar al Gobierno y al Parlamento como máximo 
un mes después de la entrega de la memoria anual elaborada por la propia Agencia.

[ . . . ]
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§ 7

Ley 14/2008, de 5 de noviembre, de la Oficina Antifraude de Cataluña

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 5256, de 12 de noviembre de 2008

«BOE» núm. 292, de 4 de diciembre de 2008
Última modificación: 7 de abril de 2022

Referencia: BOE-A-2008-19527

EL PRESIDENTE DE LA GENERALIDAD DE CATALUÑA
Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento de Cataluña ha aprobado y yo, en 

nombre del Rey y de acuerdo con lo que establece el artículo 65 del Estatuto de autonomía 
de Cataluña, promulgo la siguiente Ley 14/2008, de 5 de noviembre, de la Oficina Antifraude 
de Cataluña.

PREÁMBULO
La iniciativa de crear una institución específicamente dirigida a preservar la transparencia 

y la integridad de las administraciones y del personal al servicio del sector público en 
Cataluña, con el nombre de Oficina Antifraude de Cataluña, nace con la intención de ser uno 
de los instrumentos para reforzar las buenas prácticas de la Administración pública y del 
sector público que se relaciona con la misma.

Así, la presente ley crea la Oficina Antifraude con el objetivo de prevenir e investigar 
posibles casos de uso o destino fraudulentos de fondos públicos o cualquier 
aprovechamiento ilícito derivado de conductas que comporten conflicto de intereses o el uso 
particular de informaciones derivadas de las funciones propias del personal al servicio del 
sector público.

Es preciso señalar que los organismos de control que existen en Cataluña se han 
evidenciado necesarios pero exiguos en cuanto a la lucha contra la corrupción. Por lo tanto, 
queda patente que es preciso crear un organismo nuevo y específico, adecuadamente 
coordinado con los entes de control existentes dentro de la propia Administración y los del 
ámbito parlamentario, para evitar disfunciones en la aplicación de los criterios de 
complementariedad y subsidiariedad, y para establecer patrones de actuación conjunta, 
intercambiar información y compartir experiencias, lo cual necesariamente debe conducir a 
mejorar los resultados de las políticas públicas y alcanzar el máximo grado de transparencia. 
La creación de la Oficina Antifraude cumple, por primera vez en el ámbito estatal, lo que 
propugna el artículo 6 de la Convención de las Naciones Unidas contra la corrupción, 
aprobada en Nueva York el 31 de octubre de 2003, al garantizar la existencia de un órgano 
especializado e independiente encargado de prevenir la corrupción.

La Oficina Antifraude se adscribe al Parlamento, lo cual la legitima y garantiza su 
independencia, para cumplir con ecuanimidad y eficacia las funciones encomendadas. Así 
pues, corresponde al Parlamento el control de la actuación de la Oficina Antifraude y el 
nombramiento y cese del director o directora de la Oficina, de acuerdo con lo establecido por 
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la presente ley. En este sentido, teniendo en cuenta los referentes institucionales europeos, 
se ha optado por un modelo más avanzado en lo que concierne a la autonomía en la 
actuación de la Oficina Antifraude, al dotarla, a la vez, de funciones preventivas en el ámbito 
de la prospección y la evaluación de áreas de riesgo, así como en la formación específica 
del personal al servicio del sector público. Estas funciones son complementarias pero no 
menos importantes en lo que concierne a su esencia, en tanto que órgano que puede instar 
a un procedimiento administrativo o un proceso judicial sancionador, y actuar como 
institución dirigida a constatar eventuales irregularidades y desviaciones del poder o bien 
como denunciante calificado, de acuerdo con sus funciones y potestades.

Desde la vertiente preventiva, se potencia el papel de la sociedad civil al otorgar a la 
Oficina la función de impulso de iniciativas destinadas a fomentar la conciencia y 
participación ciudadanas en favor de la transparencia y la ética en la actuación pública.

El ámbito de actuación de la Oficina Antifraude comprende el sector público de Cataluña, 
incluidos los entes locales, en el marco de las competencias que establece el Estatuto de 
autonomía de Cataluña y con pleno respeto por el principio de autonomía local, lo cual 
justifica la diferenciación entre administraciones en las atribuciones que la presente ley 
otorga a la Oficina Antifraude. El artículo 2.3 del Estatuto dispone que los entes locales 
integren también el sistema institucional de la Generalidad, junto con el Parlamento, la 
Presidencia de la Generalidad y el Gobierno. De este modo se establece una relación 
preferente entre la Generalidad y los entes locales que es coherente con el principio de 
subsidiariedad y con las propias directrices del Consejo de Europa, especialmente la 
Recomendación 121/2002 y la Carta europea de la autonomía local. En el mismo orden de 
cosas, es preciso recordar que en el nuevo marco competencial que establece el Estatuto la 
Generalidad tiene la competencia exclusiva en materia de régimen local (artículo 160.1.a), la 
cual refuerza extraordinariamente el vínculo de la Generalidad con los entes locales, sin 
sujeción a los condicionantes que establecía el régimen competencial preexistente.

El cumplimiento de las funciones de la Oficina Antifraude se entiende sin perjuicio de las 
encomendadas a otros órganos, a los cuales complementa actuando en diferentes estadios 
operativos, como la Intervención General e instituciones como el Síndic de Greuges o la 
Sindicatura de Cuentas y los equivalentes municipales, y con exención de las que 
corresponden, de forma exclusiva, a la autoridad judicial y al Ministerio Fiscal. Finalmente, se 
han establecido los principios que informan el procedimiento de actuación de la Oficina en 
materia de investigación e inspección, que deben ser objeto del desarrollo normativo y que 
deben llevarse a cabo siempre con pleno respeto por los derechos de los ciudadanos y de 
acuerdo con el principio de proporcionalidad.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Creación, naturaleza y finalidad.
1. Se crea la Oficina Antifraude de Cataluña (OAC), entidad de derecho público con 

personalidad jurídica propia y plena capacidad de obrar, que se adscribe al Parlamento de 
Cataluña. La Oficina actúa con independencia de las administraciones públicas en el 
ejercicio de sus funciones y se relaciona con el Gobierno y con los entes locales de acuerdo 
con lo establecido por la presente ley.

2. La finalidad de la Oficina Antifraude de Cataluña es prevenir e investigar posibles 
casos concretos de uso o destino ilegales de fondos públicos o cualquier otro 
aprovechamiento irregular derivado de conductas que conlleven conflicto de intereses o el 
uso en beneficio privado de informaciones derivadas de las funciones propias del personal al 
servicio del sector público. Son también finalidades de la OAC asesorar y hacer 
recomendaciones para adoptar medidas contra la corrupción, las prácticas fraudulentas y las 
conductas que atenten contra la integridad y la transparencia en el ejercicio de las funciones 
públicas, cooperando con las autoridades competentes y colaborando en la formación en 
este ámbito del personal al servicio del sector público, así como impulsar todas las medidas 
que sean pertinentes para lograr la transparencia en la gestión del sector público.
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Artículo 2.  Ámbito de actuación.
1. El ámbito de actuación de la Oficina Antifraude de Cataluña es el sector público de 

Cataluña, integrado por la Administración de la Generalidad, los entes locales y las 
universidades públicas, incluyendo en todos los casos sus organismos, entidades vinculadas 
y empresas públicas que dependen de los mismos. La OAC, en relación a los entes locales y 
las universidades públicas, actúa respetando los principios de autonomía local y universitaria 
garantizados por la Constitución y el Estatuto de autonomía de Cataluña.

2. Se entiende por empresas públicas, a efectos de lo establecido por la presente ley, las 
empresas en que la Generalidad, los entes locales y las universidades públicas, directa o 
indirectamente, tienen la mayoría del capital suscrito de la empresa o disponen de la 
mayoría de los votos inherentes a las participaciones emitidas por la empresa o pueden 
designar a más de la mitad de los miembros del órgano de administración o de dirección de 
la empresa.

3. El ámbito de actuación de la Oficina Antifraude comprende, además de lo establecido 
en el apartado 1, las fundaciones y los consorcios en que las administraciones y entidades 
que forman el sector público de Cataluña nombran a la mayoría de miembros de los órganos 
de decisión o aportan más de un cincuenta por ciento de los ingresos. En el caso de que 
dicha aportación sea inferior al cincuenta por ciento, el ámbito de actuación de la OAC debe 
extenderse únicamente al control de las actividades de gestión de servicios públicos, de 
ejecución de obras públicas o de funciones de recaudación que lleven a cabo a cuenta del 
sector público de Cataluña, a que se refiere el apartado 1.

4. La actuación de la Oficina Antifraude, adicionalmente, en la medida en que sea 
preciso para cumplir sus funciones, puede incluir las actividades de personas físicas y 
entidades y empresas privadas que, independientemente de su forma jurídica, sean 
concesionarias de servicios o perceptoras de subvenciones públicas, al efecto de comprobar 
el destino y uso de dichas subvenciones, así como las actividades de contratistas que 
ejecuten obras de las administraciones y entidades que forman el sector público de 
Cataluña, o que tengan atribuida la gestión de servicios públicos o la ejecución de obras 
públicas por cualquier otro título, en relación con la gestión contable, económica y financiera 
del servicio o la obra y demás obligaciones que deriven del contrato o la ley.

Artículo 3.  Funciones generales.
La Oficina Antifraude de Cataluña tiene, con carácter general, las siguientes funciones:
a) Estudiar, promover e impulsar la aplicación de buenas prácticas en relación a la 

transparencia en la gestión pública y a la prevención y lucha contra el fraude en la 
Administración pública que coadyuven en la mejora de la calidad en la prestación del servicio 
público.

b) Colaborar, a solicitud del órgano o institución competentes, en la formación del 
personal en materia de lucha contra la corrupción y cualquier actividad ilegal o contraria a los 
intereses generales o a la debida gestión de los fondos públicos.

c) Asesorar y formular propuestas y recomendaciones al Parlamento, al Gobierno de la 
Generalidad y a los órganos de la Administración, en el ámbito de la prevención y lucha 
contra la corrupción y cualquier actividad relacionada, así como proponer las medidas 
necesarias para lograr más transparencia en la gestión del sector público.

d) Cumplir las demás que le sean atribuidas por ley.

Artículo 4.  Funciones en el ámbito del sector público de la Generalidad.
1. La Oficina Antifraude de Cataluña, en el ámbito del sector público de la Generalidad, 

tiene específicamente las siguientes funciones:
a) Investigar o inspeccionar posibles casos de uso o destino irregulares de fondos 

públicos, así como conductas opuestas a la probidad o contrarias a los principios de 
objetividad, eficacia y sumisión plena a la ley y al derecho.

b) Prevenir y alertar con relación a conductas del personal y altos cargos que tengan o 
puedan tener como resultado el destino o uso irregulares de fondos públicos o cualquier otro 
aprovechamiento contrario al ordenamiento jurídico, que comporten conflicto de intereses o 
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que consistan en el uso en beneficio privado de informaciones que tengan por razón de sus 
funciones y el abuso en el ejercicio de estas funciones.

2. La Oficina Antifraude de Cataluña puede extender sus funciones sobre la actividad 
administrativa y de gestión patrimonial del Parlamento y de las instituciones que establece el 
capítulo V del título II del Estatuto de autonomía si la Mesa del Parlamento o el presidente o 
presidenta del Parlamento o los órganos correspondientes de dichas instituciones lo 
solicitan.

3. La Oficina Antifraude de Cataluña, a petición de las comisiones parlamentarias de 
investigación y la Comisión del Estatuto de los Diputados, puede cooperar con dichas 
comisiones en la elaboración de dictámenes sobre asuntos con relación a los cuales existan 
indicios de uso o destino irregulares de fondos públicos o de uso ilegítimo y en beneficio 
privado de la condición pública de un cargo. A efectos de lo establecido en esta disposición, 
el director o directora de la Oficina puede informar de oficio a los órganos competentes para 
que ejerzan las iniciativas que les correspondan.

Artículo 5.  Funciones en el ámbito del sector público de las universidades públicas.
La Oficina Antifraude de Cataluña, en el ámbito del sector público de las universidades 

públicas, debe ejercer las funciones establecidas por el artículo 4.1. El ejercicio de estas 
funciones no puede afectar a la libertad académica de las universidades públicas.

Artículo 6.  Funciones en el ámbito del sector público de la Administración local.
La Oficina Antifraude de Cataluña, en el ámbito del sector público de la Administración 

local, tiene específicamente las siguientes funciones:
a) Examinar la actuación de la Administración local en el ámbito de sus competencias y, 

si procede, instar a la correspondiente Administración local para que, en el ejercicio de sus 
funciones de control y fiscalización interna de la gestión económico-financiera y 
presupuestaria, investigue e inspeccione, mediante los correspondientes órganos, los 
posibles casos de uso o destino irregulares de fondos públicos, así como las conductas 
opuestas a la probidad o contrarias a los principios de objetividad, eficacia y sumisión plena 
a la ley y al derecho, e informe a la OAC de los resultados de la inspección y la 
investigación.

b) Asesorar en la prevención de conductas contrarias a la probidad o contrarias a los 
principios de objetividad, eficacia y sumisión plena a la ley y al derecho en la actuación de 
los entes locales y en el ámbito de las relaciones entre estos entes y los particulares.

Artículo 7.  Delimitación de las funciones.
1. Las funciones de la Oficina Antifraude se entiende, en todos los casos, que son sin 

perjuicio de las que cumplen la Intervención General de la Generalidad de Cataluña, el 
Síndic de Greuges, la Sindicatura de Cuentas, el Tribunal de Cuentas o instituciones 
equivalentes de control, supervisión y protectorado de las personas jurídicas públicas y 
privadas instrumentales, ni las que corresponden a los órganos, necesarios o 
complementarios, de control de los entes locales.

2. La Oficina Antifraude no puede cumplir funciones correspondientes a la autoridad 
judicial, el Ministerio Fiscal y la policía judicial, ni puede investigar los mismos hechos que 
sean objeto de sus investigaciones. En el supuesto de que la autoridad judicial o el Ministerio 
Fiscal inicien un procedimiento para determinar la relevancia penal de unos hechos que 
constituyan a la vez el objeto de actuaciones de investigación de la Oficina Antifraude, esta 
debe interrumpir acto seguido dichas actuaciones y aportar inmediatamente toda la 
información de que disponga, además de proporcionar el apoyo necesario a la autoridad 
competente.
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CAPÍTULO II
Dirección

Artículo 8.  El director o directora.
1. Al frente de la Oficina Antifraude de Cataluña está el director o directora, nombrado 

según lo establecido por la presente ley, que debe ejercer el cargo con plena independencia 
y objetividad.

2. El director o directora de la Oficina Antifraude no puede estar afiliado a ningún partido 
político, sindicato ni asociación empresarial.

3. El director o directora de la Oficina Antifraude no recibe instrucciones de ninguna 
autoridad en el ejercicio de sus funciones y actúa con sometimiento, en todos los casos, a la 
ley y el derecho.

4. El mandato del director o directora de la Oficina Antifraude es de seis años desde la 
fecha en que es elegido por el Parlamento, y no puede ser reelegido.

Artículo 8 bis.  Potestad reglamentaria de la dirección de la Oficina Antifraude de Cataluña 
en materia de autoorganización y de régimen interior.

1. En el marco de las disponibilidades presupuestarias, corresponde al director o 
directora de la Oficina Antifraude de Cataluña dictar sus normas organizativas y de régimen 
interior con el fin de adaptar la estructura de la Oficina a los requerimientos de la normativa 
de nueva aplicación.

2. El director o directora de la Oficina Antifraude de Cataluña debe poner estas normas 
en conocimiento de la Comisión de Asuntos Institucionales del Parlamento de Cataluña y 
debe ordenar su publicación en el “Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya”.

3. El procedimiento de elaboración de estas normas debe tramitarse en el marco de los 
principios que inspiran la actuación administrativa de acuerdo con las normas reguladoras 
del procedimiento administrativo.

4. Mientras no se dicten las normas a que se refiere el presente artículo, son de 
aplicación las Normas de actuación y de régimen interior de la Oficina Antifraude de 
Cataluña relativas a la organización y el régimen interior.

Artículo 9.  Elección y nombramiento.
1. El director o directora de la Oficina Antifraude de Cataluña es elegido por el 

Parlamento a propuesta del Gobierno entre los ciudadanos mayores de edad que gozan del 
pleno uso de sus derechos civiles y políticos y cumplen las condiciones de idoneidad, 
probidad y profesionalidad necesarias para ejercer el cargo. Los elegidos deben tener la 
vecindad administrativa en Cataluña.

2. Para nombrar al director o directora de la Oficina Antifraude, el presidente o presidenta 
de la Generalidad, en nombre del Gobierno, debe proponer al Parlamento el candidato o 
candidata, el cual debe comparecer ante la correspondiente comisión parlamentaria para ser 
evaluado en relación a las condiciones requeridas para el cargo.

3. El candidato o candidata, después de la comparecencia a que se refiere el apartado 2, 
es elegido director o directora de la Oficina Antifraude por el Pleno del Parlamento por 
mayoría de tres quintas partes. Si no obtiene la mayoría requerida, debe someterse a una 
segunda votación, en la misma sesión del Pleno, en la que requiere el voto favorable de la 
mayoría absoluta de los miembros de la cámara para ser elegido.

4. El director o directora de la Oficina Antifraude es nombrado por el presidente o 
presidenta del Parlamento y debe tomar posesión del cargo en el plazo de un mes desde la 
fecha de la publicación del nombramiento en el «Diari Oficial de la Generalitat de 
Catalunya».

Artículo 10.  Incompatibilidades.
1. La condición de director o directora de la Oficina Antifraude es incompatible con:
a) Cualquier mandato representativo.
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b) La condición de miembro del Consejo de Garantías Estatutarias, del Tribunal 
Constitucional, del Síndic de Greuges y de la Sindicatura de Cuentas o cualquier cargo 
designado por el Parlamento de Cataluña o por las Cortes Generales.

c) Cualquier cargo político o función administrativa del Estado, de las comunidades 
autónomas, de los entes locales y de los entes que están vinculados o dependen de los 
mismos, así como los organismos o instituciones comunitarias o internacionales.

d) El ejercicio de cualquier actividad profesional, mercantil o laboral.
e) El ejercicio en activo de las carreras judicial y fiscal.
f) Cualquier cargo directivo o de asesoramiento en asociaciones, fundaciones y demás 

entidades sin ánimo de lucro.
2. Al director o directora de la Oficina Antifraude le es aplicable el régimen de 

incompatibilidades establecido por la Ley 13/2005, de 17 de diciembre, del régimen de 
incompatibilidades de los altos cargos al servicio de la Generalidad.

3. El director o directora de la Oficina Antifraude, en una situación de incompatibilidad 
que le afecte, debe cesar en la actividad incompatible dentro del mes siguiente al 
nombramiento y antes de tomar posesión. Si no lo hace, se entiende que no acepta el 
nombramiento.

4. El director o directora de la Oficina Antifraude, en el caso de incompatibilidad 
sobrevenida, se entiende que opta por la actividad incompatible desde la fecha en que se 
haya producido.

Artículo 11.  Cese.
1. El director o directora de la Oficina Antifraude de Cataluña cesa por alguna de las 

siguientes causas:
a) Renuncia.
b) Extinción del mandato al expirar el plazo.
c) Incompatibilidad sobrevenida.
d) Incapacidad declarada por decisión judicial firme.
e) Inhabilitación para el ejercicio de los derechos políticos declarada por decisión judicial 

firme.
f) Condena mediante sentencia firme a causa de delito.
g) Negligencia notoria y grave en el cumplimiento de las obligaciones y deberes del 

cargo.
2. En el caso de que la causa sea la determinada por la letra g del apartado 1, el cese 

del director o directora de la Oficina Antifraude debe ser propuesto por la correspondiente 
comisión parlamentaria, a la que el director o directora tiene derecho a asistir y hacer uso de 
la palabra, y debe acordarlo el Pleno del Parlamento por mayoría de tres quintas partes. Si 
no se consigue la mayoría requerida, debe hacerse una segunda votación, en la misma 
sesión del Pleno, en la que el cese requiere el voto favorable de la mayoría absoluta de los 
miembros de la cámara. En todos los demás casos, el cese es resuelto por el presidente o 
presidenta del Parlamento.

3. Producido el cese del director o directora de la Oficina Antifraude, se inicia el 
procedimiento para la elección del nuevo director o directora. En el caso de darse la causa 
determinada por la letra b del apartado 1, el director o directora debe continuar ejerciendo en 
funciones su cargo hasta que no se efectúe el nuevo nombramiento. En los demás 
supuestos, mientras no se proceda a la nueva designación, el director adjunto o directora 
adjunta pasa a ejercer interinamente las funciones de dirección.

4. El director adjunto o directora adjunta de la Oficina Antifraude cesa automáticamente 
en el momento de la toma de posesión del cargo del nuevo director o directora.
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CAPÍTULO III
Relaciones con el Parlamento, el Gobierno y los entes locales

Artículo 12.  Relaciones con el Parlamento.
1. La Oficina Antifraude de Cataluña se relaciona con el Parlamento mediante la 

comisión parlamentaria que se establezca de acuerdo con el Reglamento del Parlamento.
2. Corresponde a la comisión parlamentaria correspondiente ejercer el control de la 

actuación de la Oficina Antifraude y valorar los requisitos exigidos al candidato o candidata a 
director o directora antes de ser elegido por el Pleno del Parlamento, y también las otras 
funciones establecidas por la presente ley.

Artículo 13.  Relaciones con el Gobierno y los entes locales.
1. La Oficina Antifraude de Cataluña, además de las comunicaciones y las solicitudes 

que en el ejercicio de sus funciones dirige directamente a los departamentos, órganos e 
instituciones de la Generalidad y a los entes locales y sus responsables, se relaciona con el 
Gobierno mediante el presidente o presidenta de la Generalidad o del consejero o consejera 
que se determine, y con los entes locales, mediante el órgano unipersonal que los 
represente.

2. En caso de que haya implicados recursos presupuestarios de la Generalidad, se 
informará al consejero o consejera del Departamento de Economía y Finanzas, que debe 
designar las personas de este departamento que deben colaborar en el equipo de 
investigación.

CAPÍTULO IV
Colaboración con la Oficina Antifraude y cooperación institucional

Artículo 14.  Deber de colaboración.
1. Las administraciones públicas incluidas en el ámbito de actuación determinado por el 

artículo 2 deben auxiliar con celeridad y diligencia a la Oficina Antifraude de Cataluña en el 
ejercicio de las funciones que le corresponden y deben comunicarle, de forma inmediata, 
cualquier información de que dispongan relativa a hechos cuyo conocimiento sea 
competencia de la Oficina, sin perjuicio de los demás deberes de notificación establecidos 
por las leyes.

2. El deber de colaboración con la Oficina Antifraude afecta también a las personas 
físicas o jurídicas privadas, incluidas en el ámbito de actuación establecido por el artículo 2, 
con pleno respeto por los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.

3. La Oficina Antifraude debe cooperar con la Administración general del Estado, a la 
que puede solicitar, en los términos y condiciones establecidos por el ordenamiento jurídico, 
los datos y antecedentes cuando los precise para cumplir las funciones y potestades que la 
presente ley le otorga en el ámbito de Cataluña y dentro del marco de las competencias 
establecidas por el Estatuto de autonomía y el resto del ordenamiento jurídico.

4. El personal de la Administración, los altos cargos y los particulares que impidan o 
dificulten el ejercicio de las funciones de la Oficina Antifraude o se nieguen a facilitarle los 
informes, documentos o expedientes que les sean requeridos incurren en las 
responsabilidades que la legislación vigente establece.

5. El dejar formalmente patente, ante la autoridad competente, una eventual 
contravención del deber de colaboración que establece el presente artículo no impide que se 
haga constancia expresa del incumplimiento injustificado o la disfunción producida en la 
memoria anual de la Oficina Antifraude o en el informe extraordinario, según proceda, que se 
dirija a la correspondiente comisión parlamentaria. En todo caso, antes de dejar constancia 
expresa del incumplimiento, la Oficina Antifraude debe comunicarlo, con la propuesta de 
memoria anual o informe extraordinario que le afecte, a la persona u órgano afectados a fin 
de que aleguen lo que crean conveniente.
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Artículo 15.  Cooperación institucional y sociedad civil.
1. La Oficina Antifraude de Cataluña debe cooperar con la autoridad judicial, el Ministerio 

Fiscal, el Síndic de Greuges, la Sindicatura de Cuentas, la Intervención General de la 
Generalidad, los órganos de intervención municipal, la Comisión Especial de Cuentas, los 
defensores locales de derechos y libertades, así como con los órganos que tienen 
competencias de control, supervisión y protectorado de las personas jurídicas públicas y 
privadas instrumentales. A tales efectos y dentro de los supuestos legales, la OAC debe 
aportar toda la información de que disponga y proporcionar el apoyo necesario a la 
institución u órgano que lleve a cabo la correspondiente investigación o fiscalización.

2. La Oficina Antifraude, para cumplir las tareas que tiene encomendadas y dentro del 
ámbito que le es propio, puede proporcionar la colaboración y asistencia mutuas e 
intercambiar información con otros órganos e instituciones de carácter público, mediante 
planes y programas conjuntos, convenios y protocolos que fijen los términos de la 
colaboración, siempre y cuando así lo permitan las respectivas normas aplicables a las 
instituciones intervinientes.

3. La Oficina Antifraude se relaciona con las instituciones autonómicas, estatales, 
comunitarias e internacionales que tienen competencias o que cumplen funciones análogas.

4. La Oficina Antifraude puede adoptar iniciativas destinadas a fomentar la conciencia y 
la participación ciudadanas en favor de la transparencia y la ética del sector público e 
impulsar dentro del sector privado el establecimiento de mecanismos de autorregulación con 
el fin de evitar prácticas irregulares, con una incidencia especial en las empresas licitadoras 
y adjudicatarias de contratos o beneficiarias de subvenciones y ayudas públicas.

Artículo 16.  Inicio de actuaciones.
1. El director o directora de la Oficina Antifraude acuerda de oficio el inicio de 

actuaciones, previa determinación de la verosimilitud de los hechos o conductas de los que 
tenga conocimiento, en la forma y términos establecidos por las normas de actuación y de 
régimen interior de la Oficina.

2. La duración de las actuaciones de investigación de la Oficina Antifraude no puede 
exceder de los seis meses a partir del acuerdo de iniciación, salvo que las circunstancias o la 
complejidad del caso hagan indispensable un segundo y último plazo de tres meses, que en 
todo caso el director o directora de la Oficina Antifraude debe justificar ante la 
correspondiente comisión parlamentaria.

3. Cualquier persona puede dirigirse a la Oficina Antifraude para comunicar presuntos 
actos de corrupción, prácticas fraudulentas o conductas ilegales que afecten a los intereses 
generales o a la gestión de los fondos públicos. En este caso, se debe acusar recibo del 
escrito o comunicación recibidos. La persona informante puede solicitar que se guarde la 
confidencialidad sobre su identidad, y el personal de la Oficina Antifraude está obligado a 
mantenerla, excepto en el caso de recibir un requerimiento judicial.

4. Las autoridades y los directores o responsables de oficinas públicas, organismos 
públicos y, en general, todos los que cumplen funciones públicas o llevan a cabo su trabajo 
en entidades u organismos públicos deben comunicar inmediatamente a la Oficina 
Antifraude los hechos que detecten y puedan ser considerados constitutivos de corrupción o 
conductas fraudulentas o ilegales contrarios a los intereses generales, sin perjuicio de las 
demás obligaciones de notificación que establece la legislación procesal penal.

Artículo 17.  Potestades de investigación e inspección.
1. En el ejercicio de las funciones de investigación e inspección a que se refiere el 

artículo 4.1, y con pleno respeto por los derechos de los ciudadanos, la Oficina Antifraude de 
Cataluña puede acceder a cualquier información que se halle en poder de los órganos, 
organismos públicos o personas físicas o jurídicas, públicas o privadas afectos a su ámbito 
de actuación. En el caso de los particulares, las potestades de inspección deben limitarse a 
las actividades relacionadas con los contratos o ayudas públicas otorgadas en el ámbito de 
actuación a que se refiere el artículo 2.
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2. El director o directora de la Oficina Antifraude o, por delegación expresa, el director 
adjunto o directora adjunta o un funcionario o funcionaria de la Oficina que tenga atribuidas 
funciones de investigación e inspección pueden:

a) Personarse, acreditando la condición de autoridad o agente de la Oficina Antifraude, 
en cualquier oficina o dependencia de la Administración o centro afecto a un servicio público 
para solicitar información, efectuar comprobaciones in situ y examinar los documentos, 
expedientes, libros, registros, contabilidad y bases de datos, cualquiera que sea el soporte 
en que estén grabados, así como los equipos físicos y lógicos utilizados.

b) Efectuar las entrevistas personales que se estimen convenientes, tanto en la 
correspondiente dependencia administrativa como en la sede de la Oficina Antifraude. Los 
entrevistados tienen derecho a ser asistidos por la persona que ellos mismos designen.

c) Acceder, si así lo permite la legislación vigente, a la información de cuentas corrientes 
en entidades bancarias en que se hayan podido efectuar pagos o disposiciones de fondos 
relacionados con procedimientos de adjudicación de contratos públicos u otorgamiento de 
subvenciones públicas, mediante el requerimiento oportuno.

d) Acordar, al efecto de garantizar la indemnidad de los datos que puedan recogerse, la 
realización de fotocopias adveradas de los documentos obtenidos, cualquiera que sea el 
soporte en que estén almacenados.

Artículo 18.  Confidencialidad de las investigaciones y acceso al procedimiento.
1. Las actuaciones de la Oficina Antifraude de Cataluña deben llevarse a cabo y ser 

tramitadas asegurando en todo caso la reserva máxima para evitar perjuicios a la persona o 
entidad investigadas y como salvaguardia de la eficacia del procedimiento jurisdiccional o 
administrativo que pueda iniciarse a consecuencia de dichas actuaciones.

2. Los miembros de la Oficina Antifraude, para garantizar la confidencialidad de las 
investigaciones, están sujetos al deber de secreto, que perdura también después de cesar 
en el cargo. El incumplimiento de este deber da lugar a la apertura de una investigación 
interna y a la incoación, si procede, del correspondiente expediente disciplinario, del que el 
director o directora de la Oficina debe dar cuenta en la comisión parlamentaria 
correspondiente en el plazo de un mes. Las normas de actuación y de régimen interior de la 
Oficina Antifraude deben establecer las medidas preventivas y correctoras que aseguren 
debidamente su reserva y discreción máximas.

3. Si la Oficina Antifraude determina la posibilidad de la implicación individual en un 
hecho que es objeto de investigación de una persona que ocupa un alto cargo o es 
funcionaria, directiva, miembro o empleada de una institución, órgano o entidad de las 
referidas en el artículo 2, esta persona debe ser informada inmediatamente, salvo en los 
casos que, de forma motivada y de acuerdo con el principio de proporcionalidad, exigen el 
mantenimiento de un secreto absoluto en beneficio de la propia inspección, en los que esta 
notificación debe ser diferida. En ningún caso la OAC puede formular o emitir conclusiones 
personalizadas ni efectuar referencias nominales en sus informes y exposiciones razonadas 
si la persona afectada ha carecido previamente de la posibilidad real de conocer los hechos, 
de modo que pueda a su vez dejar constancia de su parecer sobre los que directa o 
indirectamente le afecten.

4. Si las investigaciones de la Oficina Antifraude afectan personalmente a altos cargos, 
funcionarios, directivos o empleados, debe informarse al responsable de la institución, 
órgano o entidad del que dependan o en el que presten servicios, salvo en los casos que 
exigen el mantenimiento de un secreto absoluto en beneficio de la propia investigación, en 
los que esta notificación debe ser diferida.

Artículo 19.  Protección de datos.
1. Los datos obtenidos por la Oficina Antifraude de Cataluña como consecuencia de las 

potestades de investigación e inspección que esta ley le atribuye, especialmente los de 
carácter personal, tienen la protección de confidencialidad establecida por la legislación 
vigente.

2. La Oficina Antifraude no puede divulgar los datos a que se refiere el apartado 1 ni 
ponerlos en conocimiento de otras personas o instituciones que no sean las que, de acuerdo 
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con las disposiciones vigentes, puedan conocerlos por razón de sus funciones, y tampoco 
puede utilizar estos datos con finalidades distintas a las de la lucha contra la corrupción y 
contra cualquier otra actividad ilegal conexa.

3. Los antecedentes recogidos por la Oficina Antifraude dentro del ámbito de actuación 
que le es propio y en el ejercicio de las funciones que le corresponden deben ser entregados 
a la autoridad competente para iniciar, si procede, los procedimientos administrativos de 
carácter sancionador o las correspondientes actuaciones penales.

Artículo 20.  Solicitud de adopción de medidas cautelares.
El director o directora de la Oficina Antifraude, si la eficacia de las investigaciones en 

curso o el interés público lo exigen fundamentadamente, puede solicitar razonadamente al 
órgano competente que adopte las oportunas medidas cautelares, según la normativa de 
aplicación. El órgano competente, si lo cree conveniente, puede acordar y mantener estas 
medidas hasta que el director o directora de la Oficina Antifraude comunique el resultado de 
sus actuaciones.

Artículo 21.  Resultado de las actuaciones.
1. El director o directora de la Oficina Antifraude, en el ejercicio de sus atribuciones y 

como consecuencia de las actuaciones llevadas a cabo, emite un informe razonado que 
debe enviar a la autoridad competente, la cual, posteriormente y en un plazo de treinta días, 
debe informar al director o directora de la Oficina Antifraude sobre las medidas adoptadas o 
bien, si procede, los motivos que le impiden actuar de acuerdo con las recomendaciones y 
los recordatorios formulados.

2. Si en el curso de las actuaciones emprendidas por la Oficina Antifraude se observan 
indicios que se han cometido infracciones disciplinarias o han tenido lugar conductas o 
hechos presumiblemente delictivos, el director o directora de la Oficina Antifraude debe 
comunicarlo al órgano competente y también, de forma inmediata, al Ministerio Fiscal o a la 
autoridad judicial.

3. La Oficina Antifraude puede dirigir recomendaciones razonadas a la Administración de 
la Generalidad sugiriendo la modificación, anulación o incorporación de criterios con la 
finalidad de evitar las disfunciones o prácticas administrativas susceptibles de mejora, dentro 
de los supuestos y las áreas de riesgo de conductas irregulares detectadas.

4. Si la relevancia social o la importancia de los hechos que han motivado la actuación 
de la Oficina Antifraude lo requieren, el director o directora de la Oficina puede presentar en 
la correspondiente comisión parlamentaria, a iniciativa propia o por resolución del 
Parlamento, el informe o informes extraordinarios que correspondan.

CAPÍTULO V
Memoria anual

Artículo 22.  Presentación.
El director o directora de la Oficina Antifraude de Cataluña debe rendir cuenta 

anualmente de la gestión de la Oficina ante el Parlamento de Cataluña con una memoria que 
es pública. El director o directora de la Oficina debe presentar la memoria de cada año 
dentro del primer trimestre del año siguiente.

Artículo 23.  Contenido.
1. La memoria anual de la Oficina Antifraude de Cataluña debe contener información 

detallada con relación a las actividades de la Oficina. No deben incluirse los datos 
personales que permitan la identificación de las personas afectadas hasta que no recaiga 
una sanción penal o administrativa firme. En todo caso, deben constar el número y el tipo de 
actuaciones emprendidas, con indicación expresa de los expedientes iniciados, los 
resultados de las investigaciones practicadas y la especificación de las recomendaciones y 
requerimientos cursados a las administraciones públicas, así como sus respuestas.
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2. La memoria anual debe hacer mención de los expedientes tramitados por la Oficina 
Antifraude que hayan sido enviados a la autoridad judicial o al Ministerio Fiscal.

3. La liquidación del presupuesto de la Oficina Antifraude en el ejercicio anterior y la 
situación de la plantilla, con la relación de puestos de trabajo, deben figurar también en la 
memoria anual.

CAPÍTULO VI
Organización de la Oficina Antifraude

Artículo 24.  Recursos.
1. La Oficina Antifraude de Cataluña debe disponer de los recursos humanos y los 

medios materiales necesarios y adecuados para el cumplimiento eficaz de las funciones que 
tiene asignadas.

2. Corresponde al director o directora de la Oficina Antifraude elaborar el anteproyecto 
de presupuesto de funcionamiento, el cual debe ser remitido al Gobierno para su 
incorporación en una sección específica de los presupuestos de la Generalidad.

Artículo 24 bis.  Actividad subvencional.
1. La Ley de presupuestos de la Generalidad de cada ejercicio puede establecer una 

partida específica para que la Oficina Antifraude de Cataluña otorgue subvenciones en las 
materias de su competencia.

2. Corresponde al director o directora de la Oficina Antifraude aprobar un plan 
estratégico de subvenciones, el establecimiento de las bases reguladoras de la concesión, la 
iniciación de los procedimientos mediante convocatoria pública y la resolución de los 
procedimientos, en el marco de los principios que inspiran la actuación administrativa de 
acuerdo con la legislación en materia de subvenciones.

Artículo 25.  El director adjunto o directora adjunta.
1. El director o directora de la Oficina Antifraude de Cataluña, previa conformidad de la 

correspondiente comisión parlamentaria, puede designar a una persona de capacidad y 
competencia técnicas probadas para ocupar el cargo de director adjunto o directora adjunta, 
a quien son aplicables las condiciones de elegibilidad y las incompatibilidades 
correspondientes al director o directora.

2. Corresponde al director adjunto o directora adjunta colaborar con el director o 
directora de la Oficina Antifraude en las tareas que este le encomiende, sustituirlo en caso 
de ausencia o incapacidad temporal y asumir las funciones que de acuerdo con la ley le 
delegue.

3. El director adjunto o directora adjunta asume interinamente las funciones del director o 
directora de la Oficina Antifraude en los casos establecidos por el artículo 11.

Artículo 26.  Personal al servicio de la Oficina Antifraude.
1. El personal al servicio de la Oficina Antifraude de Cataluña, que esta selecciona de 

acuerdo con los principios de igualdad, publicidad, mérito y capacidad, puede ser 
funcionario, eventual o laboral, con la titulación, experiencia y preparación adecuadas a la 
función encomendada, y está sujeto a los Estatutos del régimen y el gobierno interiores del 
Parlamento de Cataluña o a la legislación laboral, según proceda, sin perjuicio de las normas 
especiales que sea preciso aplicarle.

2. El director o directora de la Oficina Antifraude debe aprobar la relación de puestos de 
trabajo, en la que constarán todos los puestos, tanto los que corresponden a funcionarios 
como los que corresponden a personal eventual y laboral. Dicha relación debe publicarse en 
el «Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya».

3. La Oficina Antifraude, al objeto de asegurar la solvencia y capacitación técnicas y la 
formación continuada de su personal, puede suscribir convenios, acuerdos o protocolos 
docentes con la Escuela de Administración Pública de Cataluña, las universidades y demás 

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 7  Ley de la Oficina Antifraude de Cataluña

– 79 –



entidades de educación superior y oficinas con naturaleza, fines o funciones similares de 
carácter autonómico, estatal, comunitario o internacional.

Disposición adicional primera.  Normas de actuación y de régimen interior de la Oficina 
Antifraude.

El director o directora de la Oficina Antifraude de Cataluña, en el plazo de tres meses 
desde su nombramiento, debe remitir al Parlamento el proyecto de normas de actuación y de 
régimen interior de la Oficina Antifraude, para que la correspondiente comisión parlamentaria 
las debata y, si procede, apruebe.

Disposición adicional segunda.  Acceso al Registro de Bienes Patrimoniales y de 
Intereses.

Se modifica el artículo 14.5.d de la Ley 13/2005, que queda redactado del siguiente 
modo:

«d) El Defensor del Pueblo, el Síndic de Greuges y el director o directora de la 
Oficina Antifraude de Cataluña, de acuerdo con lo establecido por su normativa 
específica.»

Disposición final.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Diari Oficial de 

la Generalitat de Catalunya».

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 7  Ley de la Oficina Antifraude de Cataluña

– 80 –



§ 8

Ley 16/2014, de 4 de diciembre, de acción exterior y de relaciones 
con la Unión Europea. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 6768, de 11 de diciembre de 2014

«BOE» núm. 309, de 23 de diciembre de 2014
Última modificación: 20 de junio de 2017

Referencia: BOE-A-2014-13367

[ . . . ]
TÍTULO I

Actores, ámbitos e instrumentos de la acción exterior y de las relaciones con la 
Unión Europea

CAPÍTULO I
Actores

[ . . . ]
Artículo 9.  Otras instituciones de la Generalidad.

El Consejo de Garantías Estatutarias, el Síndic de Greuges, la Sindicatura de Cuentas y 
la Oficina Antifraude de Cataluña mantienen relaciones de colaboración y mecanismos de 
información mutua con el Gobierno en materia de acción exterior y de relaciones con la 
Unión Europea, y pueden establecer relaciones de colaboración y de intercambio de buenas 
prácticas con sus homólogos europeos e internacionales.

[ . . . ]
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§ 9

Ley 18/2010, de 7 de junio, de la Sindicatura de Cuentas. [Inclusión 
parcial]

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 5648, de 11 de junio de 2010

«BOE» núm. 165, de 8 de julio de 2010
Última modificación: 17 de marzo de 2023

Referencia: BOE-A-2010-10828

TÍTULO I
De la naturaleza, las funciones y el ámbito de actuación de la Sindicatura

[ . . . ]
Artículo 5.  Relaciones de terceros con la Sindicatura.

1. La Sindicatura de Cuentas puede solicitar a cualquier persona física o jurídica que 
haya recibido fondos públicos del sector público, al que se refiere el artículo 3, la información 
referida exclusivamente al destino de estos caudales públicos, a efectos de verificación y con 
la finalidad de emitir opinión sobre el cumplimiento del destino de los fondos, de acuerdo con 
los criterios de concesión.

2. La Sindicatura de Cuentas, para cumplir las tareas que tiene encomendadas y en el 
ámbito que le es propio, puede solicitar colaboración, asistencia e intercambio de 
información a la Oficina Antifraude de Cataluña. Los términos de esta colaboración deben 
establecerse mediante un protocolo o un convenio.

TÍTULO II
De la organización, las competencias y la estructura de la Sindicatura

[ . . . ]
CAPÍTULO IV
Los síndicos

[ . . . ]
Artículo 20.  Régimen de incompatibilidades.

1. Los síndicos deben ejercer sus funciones con dedicación plena y absoluta. Su 
actividad no es compatible con el ejercicio de ningún otro puesto, cargo, representación, 
profesión o actividad mercantil, profesional o industrial, de carácter público o privado, por 
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cuenta propia o ajena, salvo en el caso de las excepciones establecidas por la presente ley y 
en los casos en que, de acuerdo con lo dispuesto por el apartado 5, la Mesa del Parlamento 
lo autorice, sin que puedan percibir, en ningún caso, más de una retribución de carácter fijo y 
periódico.

2. La condición de síndico o síndica es incompatible con cualquiera de las siguientes:
a) La de miembro de cualquier cámara legislativa, de ámbito autonómico, estatal o 

europeo.
b) La de miembro de cualquier otro órgano de control externo, de ámbito autonómico, 

estatal o europeo.
c) La de síndic o síndica de greuges.
d) La de defensor o defensora del pueblo.
e) La de director o directora de la Oficina Antifraude.
f) La de cualquier cargo político o función administrativa de la Unión Europea, del 

Estado, de las comunidades autónomas, de las entidades locales, o de los correspondientes 
organismos autónomos, empresas públicas, empresas vinculadas, y similares, sea cual sea 
su forma jurídica.

g) El cumplimiento de funciones directivas o ejecutivas en los partidos políticos, en las 
centrales sindicales o en las asociaciones empresariales.

h) La de miembro de cualquiera de los organismos asesores del Gobierno.
i) El ejercicio de cualquier otra actividad remunerada.
3. La condición de síndico o síndica es compatible, siempre y cuando no interfiera en la 

dedicación debida a la Sindicatura y no se vea comprometida la imparcialidad o la 
independencia en el ejercicio del cargo, con las siguientes actividades:

a) Las derivadas de la administración del patrimonio personal o familiar, salvo en el caso 
de que se tenga una participación superior al 10%, individualmente o conjuntamente con 
cónyuges, convivientes o hijos, en empresas o entidades que suscriban contratos con 
cualquier administración o entidad del sector público.

b) La participación ocasional en seminarios, cursos, conferencias, coloquios o programas 
de cualquier medio de comunicación social, siempre que no sea consecuencia de una 
relación de trabajo o de prestación de servicios.

c) La participación en seminarios, jornadas o conferencias organizados por centros 
oficiales destinados a la formación del personal de las administraciones públicas catalanas, 
siempre que no tenga carácter permanente o habitual y que el síndico o síndica participe en 
los mismos por razón del cargo que ocupa o de su especialidad profesional.

d) La pertenencia a tribunales de tesis.
e) La participación en entidades sin ánimo de lucro.
4. Son compatibles, en los términos mencionados por el apartado 3, y previa autorización 

del Pleno de la Sindicatura, que solamente puede denegarlas motivadamente, la producción 
y creación literaria, artística, científica y técnica, así como la colaboración en las 
publicaciones que se derivan de las mismas, siempre y cuando no se originen como 
consecuencia de una relación de trabajo o de prestación de servicios. La denegación 
motivada puede ser objeto de recurso ante la Mesa del Parlamento.

5. Es compatible, en los términos mencionados por el apartado 3, previa autorización de 
la Mesa del Parlamento y previo informe favorable del Pleno de la Sindicatura, el ejercicio de 
funciones docentes universitarias en régimen de dedicación a tiempo parcial y con una 
duración máxima de un semestre en un mismo curso lectivo y siempre que no vaya en 
detrimento de la dedicación al ejercicio del cargo.

[ . . . ]
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§ 10

Ley 2/2021, de 18 de junio, de lucha contra el fraude y la corrupción 
en Andalucía y protección de la persona denunciante

Comunidad Autónoma de Andalucía
«BOJA» núm. 125, de 1 de julio de 2021
«BOE» núm. 163, de 9 de julio de 2021

Última modificación: 30 de diciembre de 2022
Referencia: BOE-A-2021-11380

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA
A todos los que la presente vieren, sabed: Que el Parlamento de Andalucía ha aprobado 

y yo, en nombre del Rey y por la autoridad que me confieren la Constitución y el Estatuto de 
Autonomía, promulgo y ordeno la publicación de la siguiente Ley de lucha contra el fraude y 
la corrupción en Andalucía y protección de la persona denunciante.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I
El fraude y la corrupción constituyen una de las mayores preocupaciones de la 

ciudadanía, y es que se trata de un problema de especial gravedad, pues no tiene 
consecuencias únicamente sobre la eficiencia de las administraciones públicas ni supone, 
simplemente, un perjuicio económico a las arcas públicas. Es un problema sistémico que 
afecta al corazón de la democracia y que exige la adopción de medidas efectivas de 
regeneración pública.

En los últimos años, los sucesos de fraude y corrupción empresarial, institucional y 
política en la Comunidad Autónoma de Andalucía han generado no sólo el rechazo de parte 
de la ciudadanía, sino que también han contribuido al desprestigio de nuestras instituciones.

El uso clientelar que, en ocasiones, se ha hecho de los fondos públicos ha producido la 
percepción de que la corrupción goza de cierta impunidad o no se persigue con el ahínco 
que debiera. Del mismo modo, una parte importante de la ciudadanía tiene la impresión de 
que el principio de igualdad ante la ley que establece la Constitución española no es 
respetado en la práctica.

Una democracia fuerte y sana exige instituciones limpias y políticos fuera de toda 
sospecha. La actividad pública no es una actividad cualquiera, debe llevar aparejada una 
exigencia de integridad y proceder ético singular.

Uno de los pilares fundamentales para la lucha contra el fraude y la corrupción es la 
implementación de políticas efectivas que promuevan la participación de la sociedad y 
afiancen el principio de legalidad del Estado de derecho, así como el principio de 
responsabilidad, tanto política como administrativa. En este sentido ha de destacarse la 
importancia de que todas aquellas personas que, por razón del puesto de trabajo que 
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desempeñen, tengan conocimiento de conductas susceptibles de ser consideradas como 
fraudulentas, puedan denunciar las mismas conforme al procedimiento previsto en la 
presente Ley.

Desde 1996, la preocupación por la creciente corrupción, también en el ámbito 
internacional, dio lugar al inicio de acuerdos de acción conjunta. En el preámbulo del 
Convenio Civil sobre la Corrupción (número 174 del Consejo de Europa), hecho en 
Estrasburgo el 4 de noviembre de 1999 y ratificado por España mediante instrumento de 1 
de diciembre de 2009, se reconoce que la corrupción «constituye una grave amenaza para la 
primacía del Derecho, la democracia y los derechos humanos, la equidad y la justicia social, 
que obstaculiza el desarrollo económico y pone en peligro el funcionamiento correcto y leal 
de las economías de mercado». En similares términos se expresan los preámbulos del 
Convenio Penal sobre la Corrupción (número 173 del Consejo de Europa), hecho en 
Estrasburgo el 27 de enero de 1999 y ratificado por España por instrumento de 26 de enero 
de 2010, y de la Convención de las Naciones Unidas contra la corrupción, hecha en Nueva 
York el 31 de octubre de 2003 y ratificada por España mediante instrumento de 9 de junio de 
2006. Asimismo, debe mencionarse que en los Objetivos de Desarrollo Sostenible 
2015-2030, impulsados por la Organización de las Naciones Unidas, en el marco de la 
Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, aprobada por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas con fecha 25 de septiembre de 2015, figura como una de las metas del 
objetivo 16 la reducción sustancial de la corrupción y el soborno.

Sin perjuicio de las funciones atribuidas a otras instituciones y órganos de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía en materia de fraude y corrupción, como la Cámara de Cuentas de 
Andalucía, la Intervención General de la Junta de Andalucía o la Inspección General de 
Servicios, mediante la presente Ley se procede a la creación de la Oficina Andaluza contra 
el Fraude y la Corrupción, como un instrumento específico de prevención, investigación y 
combate del fraude y la corrupción, y también para proteger a las personas denunciantes. Su 
finalidad primordial es fortalecer la actuación de las instituciones públicas para evitar que se 
produzca un deterioro moral y un empobrecimiento económico que redunde en perjuicio de 
la ciudadanía. La propia Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, en su 
artículo 6, dispone que «cada Estado parte, de conformidad con los principios fundamentales 
de su ordenamiento jurídico, garantizará la existencia de un órgano u órganos, según 
proceda, encargados de prevenir la corrupción», otorgándoles «la independencia necesaria, 
de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, para que 
puedan desempeñar sus funciones de manera eficaz y sin ninguna influencia debida» y 
proporcionándoles «los recursos materiales y el personal especializado que sean 
necesarios, así como la capacitación que dicho personal pueda requerir para el desempeño 
de sus funciones».

Asimismo, con su creación se profundiza en los parámetros establecidos por la Unión 
Europea en la lucha contra el fraude, recogidos en el artículo 325 del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea, que impone a la Unión y a los Estados miembros la 
obligación de combatir el fraude y cualesquiera actividades ilegales que perjudiquen los 
intereses financieros de la Unión Europea, mediante medidas que deberán tener un efecto 
disuasorio y ser capaces de ofrecer una protección eficaz en los Estados miembros y en las 
instituciones, órganos y organismos de la Unión.

La creación de la Oficina Andaluza contra el Fraude y la Corrupción va a reforzar, 
igualmente, la profesionalidad e independencia de las personas que presten sus servicios en 
las administraciones públicas, entidades, organismos, etc., sometidas al ámbito de aplicación 
de la Ley. A tal fin, resulta fundamental proteger a las personas denunciantes a través de 
medidas que generen confianza en la tramitación de las denuncias ante la Oficina Andaluza 
contra el Fraude y la Corrupción, en especial cuando esas personas presten servicios en el 
sector público andaluz, tal y como se define en la presente Ley; en las instituciones y 
órganos previstos en el título IV del Estatuto de Autonomía para Andalucía; en aquellas otras 
entidades públicas que tengan la consideración de Administración institucional de la Junta de 
Andalucía, conforme a lo previsto en la disposición adicional segunda de la Ley 9/2007, de 
22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía; en las entidades integrantes 
de la Administración local de la Comunidad Autónoma de Andalucía; así como en las 
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universidades públicas andaluzas, ya que estas personas pudieran mostrarse reticentes a 
denunciar este tipo de prácticas por miedo a represalias.

El régimen de protección de las personas denunciantes ya se ha previsto en diferentes 
instrumentos normativos de la Unión Europea, pudiendo referenciarse la Directiva (UE) 
2019/1937, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2019, relativa a la 
protección de las personas que informen sobre infracciones del Derecho de la Unión.

Atajar el fraude y la corrupción es posible, sólo se requiere voluntad y responsabilidad 
política a efectos de que el conjunto del modelo institucional y social asuma como elemento 
estructural la integridad y la ética pública, contribuyendo de este modo a una mejor 
gobernanza y a un mejor servicio a los intereses generales y a las demandas sociales. Y 
para ello no resultan tampoco suficientes las medidas únicamente represoras, que se limitan 
a combatir las prácticas de corrupción mediante la previsión del castigo al delito o a la 
infracción administrativa, sino que es necesaria la construcción de una nueva cultura de la 
gestión pública y de relación con el sector público basada en la integridad.

A tenor de lo expuesto, mediante la presente Ley se establecen medios de prevención y 
control del fraude y de la corrupción, todo lo cual contribuirá a disuadir la realización de 
prácticas corruptas. Asimismo, se fomenta el cumplimiento de los deberes legales de los 
empleados públicos y se impulsa la aplicación de buenas prácticas en la gestión pública, con 
la finalidad última de desterrar, en la medida de lo posible, la corrupción.

II
La presente Ley cumple con el deber de la Administración de la Junta de Andalucía de 

servir con objetividad al interés general, establecido en el artículo 133.1 del Estatuto de 
Autonomía para Andalucía. Asimismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 189.3 
del citado Estatuto, en la ejecución del gasto público se observarán los principios de 
coordinación, transparencia, contabilización y un adecuado control económico-financiero y 
de eficacia, tanto interno como externo, así como la revisión e inspección de prestaciones y 
la lucha contra el fraude en su percepción y empleo.

La regulación de la presente Ley se ampara en las competencias atribuidas a la 
Comunidad Autónoma por el artículo 47.1.1.º y 3.º del Estatuto de Autonomía para 
Andalucía, en los que se contemplan, respectivamente, la competencia exclusiva respecto 
del procedimiento administrativo derivado de las especialidades de la organización propia de 
la Comunidad Autónoma y la estructura y regulación de los órganos administrativos públicos 
de Andalucía, y sobre las potestades de control, inspección y sanción en los ámbitos 
materiales de competencia de la Comunidad Autónoma, en lo no afectado por el artículo 
149.1.18.ª de la Constitución española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva 
sobre las bases del régimen jurídico del procedimiento administrativo común.

También debe citarse la competencia compartida que el artículo 47.2.1.ª del Estatuto de 
Autonomía para Andalucía atribuye a la Comunidad Autónoma respecto al régimen jurídico 
de la Administración de la Comunidad Autónoma de Andalucía y régimen estatutario de su 
personal funcionario y estatutario, así como de su personal laboral; ello sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo 76 del citado Estatuto de Autonomía para Andalucía en materia de 
Función Pública.

La presente Ley se estructura en cuarenta y ocho artículos, divididos en cuatro títulos.
En el título preliminar, «Disposiciones generales», se regula la finalidad de la Ley, su 

objeto, el ámbito objetivo y subjetivo de aplicación de la Ley, los principios rectores de las 
actuaciones previstas en la misma, y se establecen las definiciones de términos tan 
importantes como los de fraude, corrupción y conflicto de intereses.

En el título I, «Oficina Andaluza contra el Fraude y la Corrupción», se crea, en su 
capítulo I, la Oficina Andaluza contra el Fraude y la Corrupción (la Oficina), como entidad de 
derecho público con personalidad jurídica propia y plena capacidad de obrar para el 
cumplimiento de sus fines. La Oficina se adscribe al Parlamento de Andalucía, a fin de 
dotarla de una mayor autonomía e independencia respecto del poder Ejecutivo, siguiendo 
asimismo el modelo ya recogido por otras comunidades autónomas.

En el capítulo I se regula, asimismo, la finalidad de la Oficina, creada para prevenir y 
erradicar el fraude, la corrupción y los conflictos de intereses del sector público andaluz, de 
las instituciones y órganos previstos en el título IV del Estatuto de Autonomía para 
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Andalucía, de aquellas otras entidades públicas que tengan la consideración de 
Administración institucional de la Junta de Andalucía, de las entidades integrantes de la 
Administración local de la Comunidad Autónoma de Andalucía, así como de las 
universidades públicas andaluzas. Se incluye el catálogo de las funciones a desarrollar por la 
Oficina, especificándose las que corresponden respecto a las entidades integrantes de la 
Administración local de la Comunidad Autónoma de Andalucía y las universidades públicas 
andaluzas. Estas funciones estarán delimitadas por las que ya corresponden a otros órganos 
e instituciones existentes, y asimismo se resalta la importancia del deber de colaboración 
con la Oficina y se garantiza la confidencialidad de sus actuaciones.

En el capítulo II se establecen las potestades de investigación e inspección de la Oficina, 
la previsión de que el personal funcionario de carrera al servicio de la Oficina que tuviera 
atribuidas potestades de investigación e inspección tendrán la condición de autoridad, así 
como el procedimiento de investigación e inspección, con indicación expresa del traslado de 
las actuaciones, una vez concluidas por la Oficina, al órgano que resultara competente, 
cuando se apreciaran indicios de comisión de posibles infracciones administrativas, 
disciplinarias, contables o incluso de posibles delitos.

En el capítulo III se establecen los medios personales y materiales de la Oficina, 
previéndose que constará, necesariamente, de un órgano de carácter unipersonal 
denominado Dirección, al frente de la cual será nombrada una persona titular de la misma, 
elegida por el Parlamento de Andalucía por un periodo de cinco años no renovable, que 
ejercerá el cargo con plena independencia, inamovilidad y objetividad en el desarrollo de las 
funciones y en el ámbito de las competencias propias de la Oficina.

Por último, el capítulo IV se refiere a los resultados de la actividad de la Oficina. La 
persona titular de la Dirección de la Oficina deberá elaborar y aprobar una memoria anual 
descriptiva del conjunto de actuaciones desarrolladas durante el año anterior.

El título II, «De la protección de la persona denunciante», comienza definiendo la figura 
del denunciante. Establece la previsión de que la presentación de denuncias ante la Oficina 
se realice a través de procedimientos y canales que aseguren la confidencialidad de la 
identidad de las personas denunciantes, quienes tendrán derecho a conocer el estado de 
tramitación del procedimiento de investigación e inspección derivado de sus denuncias y a 
que se les notifiquen los actos y resoluciones dictadas respecto de las mismas, siempre que, 
en este último supuesto, así se prevea de forma expresa en esta Ley; a que las actuaciones 
derivadas de las denuncias presentadas finalicen mediante resolución motivada; a no sufrir 
represalias por causa de las denuncias formuladas, y a la reparación de los perjuicios 
injustificados sufridos por causa de las denuncias. Estos procedimientos y canales deberán 
cumplir con la Directiva (UE) 2019/1937, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de 
octubre de 2019.

Asimismo, se regula un marco de protección específico para los denunciantes que 
presten sus servicios en el sector público andaluz, en las instituciones y órganos previstos en 
el título IV del Estatuto de Autonomía para Andalucía, en aquellas otras entidades que 
tengan la consideración de Administración institucional de la Junta de Andalucía, en las 
entidades integrantes de la Administración local de la Comunidad Autónoma de Andalucía, 
así como en las universidades públicas andaluzas, debido, entre otros motivos, a la 
obligación de denunciar que pesa sobre estas personas.

Así, los denunciantes que presten sus servicios en el sector público andaluz, en las 
instituciones y órganos previstos en el título IV del Estatuto de Autonomía para Andalucía, 
así como en aquellas otras entidades que tengan la consideración de Administración 
institucional de la Junta de Andalucía, ya tengan la condición de funcionarios o laborales, 
podrán dirigirse a la Oficina, solicitando que ésta inste del órgano competente en materia de 
Función Pública de la Administración de la Junta de Andalucía o, en su caso, de la persona 
titular de la Viceconsejería a la que esté adscrita la entidad la concesión de un traslado 
provisional a otro puesto de trabajo.

Para los denunciantes que presten sus servicios en las entidades integrantes de la 
Administración local de la Comunidad Autónoma de Andalucía, así como en la universidades 
públicas andaluzas, ya tengan la condición de funcionarios o laborales, se prevé que puedan 
dirigirse asimismo a la Oficina, solicitando que esta recomiende al correspondiente órgano 
competente en materia de personal la concesión de un traslado provisional a otro puesto de 
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trabajo, bajo la premisa del respeto a la autonomía local y universitaria reconocida en la 
Constitución española y en el Estatuto de Autonomía de Andalucía.

Se incorpora este régimen especial de protección para que estas personas, las cuales 
pueden tener un mayor conocimiento de las prácticas fraudulentas en las entidades, 
instituciones y órganos en los que presten servicio, no se abstengan de formular denuncias 
por temor a posibles represalias y se conviertan en colaboradoras de la Administración para 
garantizar el cumplimiento de la integridad, objetividad, neutralidad, responsabilidad, 
imparcialidad, confidencialidad y demás deberes legales de los empleados públicos.

Finalmente, el título III, «Régimen sancionador», establece la clasificación de 
infracciones y sanciones y la competencia sancionadora.

Por último, la presente Ley incluye dos disposiciones adicionales, dos disposiciones 
transitorias, una disposición derogatoria y ocho disposiciones finales, mereciendo destacarse 
el contenido de la disposición derogatoria única y la disposición final segunda.

En la disposición adicional vigesimocuarta de la Ley 5/2017, de 5 de diciembre, del 
Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para el año 2018, se establecen 
determinadas normas relativas al órgano con funciones específicas de supervisión del 
funcionamiento y el cumplimiento del modelo de prevención de la corrupción en la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, en aras de reforzar la lucha y la prevención contra la 
corrupción. Dado que la presente Ley define el modelo de prevención y lucha contra el 
fraude y la corrupción en el sector público andaluz y demás instituciones, órganos y 
entidades previstos en el ámbito objetivo de aplicación de la Ley, creándose para ello la 
Oficina Andaluza contra el Fraude y la Corrupción, es necesario derogar la mencionada 
disposición adicional, lo que se lleva a cabo mediante la disposición derogatoria única.

Con el fin de reforzar los medios de disuasión, prevención y actuación frente a la 
corrupción, la disposición final segunda modifica diversos preceptos de la Ley 3/2005, de 8 
de abril, de Incompatibilidades de Altos Cargos de la Administración de la Junta de 
Andalucía y de Declaración de Actividades, Bienes, Intereses y Retribuciones de Altos 
Cargos y otros Cargos Públicos. Para ello se parte del principio de que los altos cargos de la 
Administración de la Junta de Andalucía deben estar libres de cargos judiciales, 
estableciéndose la previsión de que no puedan ser nombradas para desempeñar un alto 
cargo las personas que se encuentren encausadas judicialmente o condenadas por su 
implicación en delitos relacionados con la corrupción, así como en otros delitos dolosos 
castigados con penas graves, o que conlleven la inhabilitación especial para empleo o cargo 
público o suspensión de empleo o cargo público, determinándose, en el supuesto de 
incompatibilidad sobrevenida, que la consecuencia será el cese en el nombramiento de alto 
cargo, lo que implica, a su vez, la necesidad de modificar la Ley 6/2006, de 24 de octubre, 
del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía, lo cual se realiza en la disposición 
final tercera.

Por otra parte, manteniéndose el régimen de dedicación exclusiva de los altos cargos, 
que no les permite realizar ninguna otra actividad de carácter público o privado –retribuida o 
no–, se establece, no obstante, la posibilidad de desarrollar determinadas actividades, 
siempre que no suponga detrimento de su dedicación, en el ámbito de la docencia 
universitaria, la investigación y la formación del personal de las administraciones públicas. 
Se modifican, asimismo, algunos aspectos referidos a la compatibilidad con la administración 
del patrimonio personal y familiar, y se contempla la posibilidad de que los altos cargos 
participen en entidades sin ánimo de lucro o en actividades no retribuidas que resulten de 
interés social o cultural.

Al mismo tiempo, con el fin de reforzar la integridad pública, se establece en la citada 
disposición final segunda que los altos cargos no podrán ser titulares o autorizados de 
cuentas bancarias u otros activos financieros en países o territorios calificados como 
«paraísos fiscales», y se otorga a la persona titular de la Dirección de la Oficina la 
competencia sancionadora del régimen sancionador de la Ley 3/2005, de 8 de abril.

Finalmente, dado que la presente Ley establece que la Oficina se adscribe al Parlamento 
de Andalucía, se hace preciso igualmente proceder a la modificación del Decreto del 
Presidente 2/2019, de 21 de enero, de la Vicepresidencia y sobre reestructuración de 
consejerías, y del Decreto 98/2019, de 12 de febrero, por el que se establece la estructura 
orgánica de la Consejería de Turismo, Regeneración, Justicia y Administración Local, que 
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prevén la adscripción de la Oficina a la citada Consejería; en concreto, a uno de sus órganos 
directivos, la Secretaría General de Regeneración, Racionalización y Transparencia, lo que 
se realiza en las disposiciones finales cuarta y quinta, respectivamente.

III
En virtud de lo dispuesto en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 

Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la presente Ley se 
dicta de acuerdo con los principios de buena regulación.

En cumplimiento de los principios de necesidad y eficacia, esta Ley se justifica por 
razones de interés general: establecer un régimen de protección y lucha contra el fraude y la 
corrupción en la actuación del sector público andaluz, de las instituciones y órganos 
previstos en el título IV del Estatuto de Autonomía para Andalucía, de aquellas otras 
entidades públicas que tengan la consideración de Administración institucional de la Junta de 
Andalucía, de las entidades integrantes de la Administración local de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, y de las universidades públicas andaluzas, así como regular 
determinadas garantías y derechos para las personas que formulen denuncias ante la 
Oficina sobre supuestos de fraude, corrupción o conflicto de intereses, en especial para 
aquellas personas que presten servicios en el sector público andaluz y en las instituciones, 
órganos y entidades públicas anteriormente indicadas.

Por otro lado, esta Ley cumple con el principio de proporcionalidad, ya que contiene la 
regulación imprescindible para atender la necesidad a cubrir por la misma.

Con el fin de garantizar el principio de seguridad jurídica, se dicta en coherencia con el 
resto del ordenamiento jurídico nacional y de la Unión Europea, generando un marco 
normativo estable y claro que facilite su conocimiento y comprensión.

En cumplimiento del principio de transparencia, la persona titular de la Dirección de la 
Oficina aprobará anualmente una memoria, de la que se dará traslado al Parlamento de 
Andalucía. De acuerdo asimismo con el principio de transparencia, el anteproyecto de ley se 
ha sometido a los trámites de consulta pública previa, audiencia e información pública, 
haciendo posible la participación de la ciudadanía y de sus organizaciones representativas 
en su elaboración.

En aplicación del principio de eficiencia, las cargas administrativas establecidas en esta 
Ley se consideran imprescindibles y proporcionadas a la finalidad de la norma y, por tanto, 
adecuadas para la consecución de los intereses públicos que motivan la necesidad de la 
Ley.

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1.  Finalidad y objeto.
1. La presente Ley tiene como finalidad la prevención y lucha contra el fraude y la 

corrupción.
2. El objeto lo constituye:
a) La creación de una Oficina Andaluza contra el Fraude y la Corrupción y la regulación 

del procedimiento a seguir por la misma para la investigación e inspección de los hechos que 
pudieran ser constitutivos de fraude, corrupción, conflicto de intereses o cualquier otra 
actividad ilegal que vaya en detrimento de intereses públicos o financieros, en los términos 
descritos en el título I.

b) El establecimiento de un régimen de protección de las personas que formulen 
denuncias ante la Oficina Andaluza contra el Fraude y la Corrupción, respecto de hechos 
que pudieran ser constitutivos de fraude, corrupción, conflicto de intereses o cualquier otra 
actividad ilegal que vaya en detrimento de intereses públicos o financieros, en los términos 
descritos en el título II.

c) La regulación del régimen sancionador respecto de las acciones u omisiones 
tipificadas en la Ley, en los términos descritos en el título III.
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Artículo 2.  Definiciones.
A los efectos de esta Ley se entiende por:
a) Fraude: aquella actuación intencionada de engaño para obtener ganancias o 

beneficios ilegítimos, para sí o para terceras personas, mediante el uso o destino ilegal o 
irregular de fondos o patrimonios públicos.

b) Corrupción: abuso de poder para obtener ganancias o beneficios ilegítimos, para sí o 
para terceras personas, mediante el uso o destino ilegal o irregular de fondos o patrimonios 
públicos; la conculcación de los principios de igualdad, mérito, publicidad, capacidad e 
idoneidad en la provisión de los puestos de trabajo en el sector público andaluz, incluidas las 
entidades instrumentales de la Administración de la Junta de Andalucía; cualquier otro 
aprovechamiento irregular, para sí o para terceras personas, derivado de conductas que 
conlleven conflicto de intereses o el uso, en beneficio privado, de informaciones derivadas de 
las funciones atribuidas a las personas incluidas en el ámbito subjetivo de aplicación definido 
en el artículo 4, apartado 1, párrafos a), b), c) y d).

c) Conflicto de intereses: situación en la que el ejercicio imparcial y objetivo de las 
funciones atribuidas a las personas incluidas en el ámbito subjetivo de aplicación definido en 
el artículo 4, apartado 1, párrafos a), b), c) y d), pueda verse influido por razones familiares, 
afectivas, de afinidad política, de interés económico o por cualquier otro motivo de 
comunidad de intereses, tanto propios como de terceras personas.

El conflicto de intereses comprenderá cualquier participación en un procedimiento en el 
que se tenga, directa o indirectamente, un interés financiero, político, económico o personal 
que pudiera comprometer la imparcialidad o independencia.

d) Sector público andaluz: estará integrado por la Administración de la Junta de 
Andalucía y sus agencias, ya sean agencias administrativas, agencias públicas 
empresariales o agencias de régimen especial; por las sociedades mercantiles del sector 
público andaluz; las fundaciones del sector público andaluz; los consorcios y sociedades 
mercantiles previstos en el artículo 12 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la 
Administración de la Junta de Andalucía, así como por los fondos carentes de personalidad 
jurídica cuya dotación se efectúe mayoritariamente desde el presupuesto de la Junta de 
Andalucía.

Artículo 3.  Ámbito objetivo de aplicación.
Esta Ley será de aplicación:
a) Al sector público andaluz.
b) A las instituciones y órganos previstos en el título IV del Estatuto de Autonomía para 

Andalucía, así como en aquellas otras entidades públicas que tengan la consideración de 
Administración institucional de la Junta de Andalucía, conforme a lo previsto en la 
disposición adicional segunda de la Ley 9/2007, de 22 de octubre.

c) A las entidades integrantes de la Administración local de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía y organismos públicos y entidades de derecho público o privado vinculados o 
dependientes de las mismas, en los términos previstos en esta Ley.

d) A las universidades públicas andaluzas y organismos públicos y entidades de derecho 
público o privado vinculados o dependientes de éstas, en los términos previstos en esta Ley.

e) A las personas físicas y jurídicas privadas, entidades sin personalidad jurídica, 
administraciones públicas, instituciones, órganos y entidades distintos de los previstos en los 
párrafos a), b), c) y d), que sean o hayan sido licitadores o adjudicatarios de contratos en el 
ámbito de la contratación del sector público, o beneficiarios de subvenciones, o se les hayan 
otorgado créditos, avales o cualquier otro tipo de ayuda, beneficio o prestación, o hayan 
obtenido permisos, licencias o autorizaciones, del sector público andaluz y de las 
instituciones, órganos y entidades previstos en los párrafos a), b), c) y d), o que hayan tenido 
otro tipo de relaciones económicas, profesionales o financieras con los mismos, sometidas al 
derecho público o privado, en lo concerniente a dichas relaciones.

Artículo 4.  Ámbito subjetivo de aplicación.
1. Esta Ley será de aplicación:

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 10  Ley de lucha contra el fraude y la corrupción en Andalucía 

– 90 –



a) A las personas que presten servicios en el sector público andaluz.
b) A las personas que presten servicios en las instituciones y órganos previstos en el 

título IV del Estatuto de Autonomía para Andalucía, así como en aquellas otras entidades 
públicas que tengan la consideración de Administración institucional de la Junta de 
Andalucía, conforme a lo previsto en la disposición adicional segunda de la Ley 9/2007, de 
22 de octubre.

c) A las personas que presten servicios en las entidades integrantes de la Administración 
local de la Comunidad Autónoma de Andalucía y organismos públicos y entidades de 
derecho público o privado vinculados o dependientes de las mismas, en los términos 
previstos en esta Ley.

d) A las personas que presten servicios en las universidades públicas andaluzas y 
organismos públicos y entidades de derecho público o privado vinculados o dependientes de 
éstas, en los términos previstos en esta Ley.

e) A las personas que presten servicios para las personas físicas y jurídicas privadas, 
entidades sin personalidad jurídica, administraciones públicas, instituciones, órganos y 
entidades previstos en el artículo 3.e), en los mismos términos indicados en el citado 
artículo.

f) A las personas denunciantes, considerándose como tales a los efectos de esta Ley a 
las personas físicas o jurídicas y entidades sin personalidad jurídica que formulen una 
denuncia ante la Oficina, sobre hechos que pudieran ser constitutivos de fraude, corrupción, 
conflicto de interés o cualquier otra actividad ilegal que vaya en detrimento de intereses 
públicos o financieros, de conformidad con lo establecido en el artículo 35.

2. Esta Ley será de aplicación a las personas a las que se refiere el apartado 1, párrafos 
a), b), c), d) y e), con independencia de la naturaleza de la relación jurídica en virtud de la 
cual presten sus servicios.

Artículo 5.  Principios rectores.
Las actuaciones previstas en la presente Ley se rigen por los siguientes principios:
a) Principios de independencia, integridad, objetividad, neutralidad, imparcialidad, 

confidencialidad y dedicación al servicio público.
b) Principios de legalidad, reserva de jurisdicción, presunción de inocencia, coordinación, 

cooperación, eficacia, eficiencia y economía en el cumplimiento de los objetivos y finalidades 
públicos.

c) Principios de responsabilidad, buena fe del denunciante, transparencia y rendición de 
cuentas.

d) Principio non bis in idem.

TÍTULO I
Oficina Andaluza contra el Fraude y la Corrupción

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 6.  Creación.
1. Se crea la Oficina Andaluza contra el Fraude y la Corrupción (en adelante, la Oficina) 

como entidad de derecho público, con personalidad jurídica propia y plena capacidad de 
obrar para el cumplimiento de sus fines.

La Oficina se adscribe al Parlamento de Andalucía.
2. La Oficina actuará con plena autonomía e independencia funcional en el desarrollo de 

su actividad y para el cumplimiento de sus fines, respecto de las administraciones públicas, 
instituciones, órganos y entidades incluidas en el artículo 3.
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Artículo 7.  Finalidad.
La Oficina se crea para prevenir y erradicar el fraude, la corrupción, los conflictos de 

intereses o cualquier otra actividad ilegal que vaya en detrimento de intereses públicos o 
financieros del sector público andaluz y demás instituciones, órganos y entidades públicas 
incluidos en el artículo 3, párrafos a), b), c) y d), para el impulso de la integridad y la ética 
pública, así como para la protección de los denunciantes. Asimismo, la Oficina promoverá 
una cultura de buenas prácticas y de rechazo del fraude y la corrupción en el diseño, 
ejecución y evaluación de las políticas públicas, así como en la gestión de los recursos 
públicos, a través de la creación de un código ético o de buenas conductas.

Artículo 8.  Régimen jurídico.
1. La Oficina se regirá por lo dispuesto en la presente Ley y en su normativa 

reglamentaria de desarrollo aprobada por el Consejo de Gobierno, en los términos indicados 
en la disposición final séptima, así como por lo establecido en el reglamento de régimen 
interior y funcionamiento previsto en el apartado 2, sin perjuicio de lo dispuesto en la 
normativa vigente en materia de régimen jurídico del sector público y procedimiento 
administrativo común.

2. En los términos previstos en esta Ley, el reglamento de régimen interior y 
funcionamiento regulará el gobierno, la organización, el funcionamiento y la estructura de la 
Oficina, las competencias que se atribuyan a los órganos y unidades administrativas de la 
misma, el procedimiento de investigación e inspección, el procedimiento de elección y cese 
de la persona titular de la Dirección de la Oficina, el régimen del personal al servicio de la 
Oficina, así como los procedimientos y canales para la presentación de denuncias ante la 
Oficina.

La propuesta de reglamento de régimen interior y funcionamiento se elaborará por la 
persona titular de la Dirección de la Oficina y se remitirá al Parlamento de Andalucía para su 
aprobación.

El reglamento de régimen interior y funcionamiento y las modificaciones del mismo 
vincularán su vigencia a la publicación en el «Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía», 
debiendo publicarse, además, en el «Boletín Oficial de la Junta de Andalucía», a efectos de 
general conocimiento.

Artículo 9.  Funciones.
1. Son funciones de la Oficina:
a) Fomentar y velar por el cumplimiento de la integridad, objetividad, neutralidad, 

responsabilidad, imparcialidad, confidencialidad y demás deberes regulados en los artículos 
52 y siguientes del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, respecto de los 
empleados públicos que presten servicios en el sector público andaluz y demás instituciones, 
órganos y entidades públicas incluidos en el artículo 3, párrafos a), b), c) y d), con la finalidad 
de garantizar el destino y el uso de los fondos públicos, y en general, la correcta gestión en 
la prestación de los servicios públicos.

b) Realizar las actuaciones de investigación e inspección previstas en esta Ley respecto 
de los actos u omisiones que pudieran ser constitutivos de fraude, corrupción, conflicto de 
intereses o cualquier otra actividad ilegal que vaya en detrimento de intereses públicos o 
financieros.

c) Informar preceptivamente también al Parlamento de Andalucía sobre los proyectos 
normativos que desarrollen esta Ley u otros proyectos normativos que estén directamente 
relacionados con la finalidad y funciones de la Oficina.

d) Estudiar, promover e impulsar la aplicación de buenas prácticas en la gestión pública 
mediante la redacción de un código ético o de buenas prácticas, con la finalidad de prevenir 
el fraude, corrupción, conflicto de intereses o cualquier otra actividad ilegal que vaya en 
detrimento de intereses públicos o financieros.

e) Colaborar en la formación de las personas incluidas en el ámbito subjetivo de 
aplicación definido en el artículo 4, apartado 1, párrafos a), b), c) y d), en materia de 
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prevención y actuación respecto del fraude, la corrupción y los conflictos de intereses, así 
como en lo relativo a la debida gestión de los fondos públicos.

f) Formular propuestas y recomendaciones dirigidas al sector público andaluz y demás 
instituciones, órganos y entidades públicas incluidos en el artículo 3, párrafos a), b), c) y d), 
en materia de prevención del fraude, la corrupción, conflictos de intereses o cualquier otra 
actividad ilegal que vaya en detrimento de intereses públicos o financieros.

Los destinatarios de estas propuestas y recomendaciones deberán informar a la Oficina, 
en un plazo de treinta días desde la recepción de las mismas, sobre las acciones adoptadas 
o, en su caso, sobre los motivos que les hubieran impedido actuar de acuerdo con las 
propuestas y recomendaciones formuladas.

g) Formular propuestas y recomendaciones dirigidas a los altos cargos de la 
Administración de la Junta de Andalucía, respecto del cumplimiento de los principios de buen 
gobierno previstos en el título II de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, 
acceso a la información pública y buen gobierno.

Las personas destinatarias de estas propuestas y recomendaciones deberán informar a 
la Oficina, en un plazo de treinta días desde la recepción de las mismas, sobre las acciones 
adoptadas o, en su caso, sobre los motivos que les hubieran impedido actuar de acuerdo 
con las propuestas y recomendaciones formuladas.

h) Colaborar con los órganos competentes en materia de incompatibilidades de altos 
cargos de la Administración de la Junta de Andalucía, para prevenir y corregir actuaciones 
que pudieran infringir el régimen aplicable en cada caso.

i) Colaborar con los órganos y los organismos de control interno y externo de la gestión 
de los fondos públicos de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

j) Establecer relaciones de colaboración y de elaboración de propuestas de actuación 
con organismos que tengan funciones semejantes en el Estado, en las restantes 
comunidades autónomas o en la Unión Europea. Asimismo, establecerá un canal voluntario 
de comunicación bidireccional, con la autoridad judicial o el Ministerio Fiscal, que favorezca, 
sin intromisión en las actuaciones judiciales, la transferencia de información sobre 
actuaciones de inspección o de investigación y, en su caso, sobre resultados, cuando así se 
requiera al objeto de complementar la labor investigadora.

k) Tramitar las denuncias que le sean presentadas respecto de los actos o las omisiones 
que pudieran ser constitutivos de fraude, corrupción, conflicto de intereses o cualquier otra 
actividad ilegal que vaya en detrimento de intereses públicos o financieros, ajustándose al 
procedimiento previsto para ello en el título I, capítulo II y en el posterior desarrollo 
reglamentario del mismo.

l) Tutelar los derechos de los denunciantes, conforme a lo dispuesto en el título II de la 
presente Ley.

m) El inicio, instrucción y resolución de los procedimientos sancionadores tramitados 
como consecuencia de las infracciones tipificadas en la presente Ley.

n) El inicio, instrucción y resolución de los procedimientos sancionadores tramitados 
como consecuencia de las infracciones tipificadas en la Ley 3/2005, de 8 de abril, de 
Incompatibilidades de Altos Cargos de la Administración de la Junta de Andalucía y de 
Declaración de Actividades, Bienes, Intereses y Retribuciones de Altos Cargos y otros 
Cargos Públicos, y de las tipificadas en el artículo 28 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, 
de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno.

ñ) Aquellas otras actuaciones cuyo contenido y finalidad puedan ser considerados 
acciones preventivas contra el fraude, corrupción, conflicto de intereses o cualquier otra 
actividad ilegal que vaya en detrimento de intereses públicos o financieros.

o) Cualesquiera otras que legalmente puedan serle atribuidas.
2. Respecto de las personas físicas y jurídicas privadas, entidades sin personalidad 

jurídica, administraciones públicas, instituciones, órganos y entidades previstos en el artículo 
3.e), así como respecto de las personas que presten servicios en los mismos previstas en el 
artículo 4.1.e), la Oficina ejercerá las funciones previstas en el apartado 1, párrafos b), k), l), 
y m), en los términos indicados en los citados artículos 3.e) y 4.1.e).
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Artículo 10.  Funciones en el ámbito de la Administración local de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía.

1. Respecto de las entidades integrantes de la Administración local de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía y organismos públicos y entidades de derecho público o privado 
vinculados o dependientes de las mismas, la Oficina ejercerá las funciones previstas en el 
artículo 9, apartado 1, párrafos a), d), e), f), l), m) y ñ).

2. Cuando la Oficina tuviera conocimiento, por alguno de los medios previstos en el 
artículo 20, de la existencia de actos u omisiones que pudieran ser constitutivos de fraude, 
corrupción, conflicto de intereses o de cualquier otra actividad ilegal que vaya en detrimento 
de intereses públicos o financieros en el ámbito de las entidades integrantes de la 
Administración local de la Comunidad Autónoma de Andalucía y organismos públicos y 
entidades de derecho público o privado vinculados o dependientes de las mismas, la 
persona titular de la Dirección de la Oficina deberá dictar resolución motivada, en el plazo 
máximo de quince días desde el conocimiento de la existencia de los actos u omisiones 
descritos, acordando el traslado de las actuaciones al órgano competente de la 
Administración local para que éste, en el ejercicio de sus funciones de control y fiscalización 
interna de la gestión económico-financiera y presupuestaria, investigue e inspeccione los 
actos u omisiones que pudieran ser constitutivos de fraude, corrupción o conflicto de 
intereses e informe a la Oficina de los resultados de las actuaciones de investigación e 
inspección realizadas, en un plazo máximo de seis meses desde el traslado de las 
actuaciones y resolución motivada.

No obstante, este periodo máximo de resolución podrá ser ampliado en tres meses más, 
siempre y cuando exista una resolución motivada para aquellos casos de especial 
complejidad. El plazo máximo para resolver no podrá exceder de nueve meses.

3. Las funciones de la Oficina previstas en los apartados 1 y 2 se desarrollarán 
respetando el principio de autonomía local previsto en la Constitución española y en el 
Estatuto de Autonomía para Andalucía.

4. El Director de la Oficina Antifraude puede establecer convenios, protocolos, planes y 
programas conjuntos de actuación en materia de prevención y lucha contra la corrupción con 
los poderes, instituciones y organismos públicos de carácter local.

Artículo 11.  Funciones en el ámbito de las universidades públicas andaluzas.
1. Respecto de las universidades públicas andaluzas, la Oficina ejercerá las funciones 

previstas en el artículo 9, apartado 1, párrafos a), b), d), e), f), k), l), m) y ñ).
2. Las funciones de la Oficina previstas en el apartado 1 se desarrollarán respetando el 

principio de autonomía universitaria previsto en la Constitución española y en el Estatuto de 
Autonomía para Andalucía.

3. El Director de la Oficina Antifraude puede establecer convenios, protocolos, planes y 
programas conjuntos de actuación en materia de prevención y lucha contra la corrupción con 
las universidades públicas andaluzas.

Artículo 12.  Delimitación de funciones.
1. Las funciones de la Oficina se entenderán, en todo caso, sin perjuicio de las que son 

propias de las siguientes instituciones y órganos de la Comunidad Autónoma de Andalucía: 
la Cámara de Cuentas de Andalucía, el Defensor del Pueblo Andaluz, el Consejo de 
Transparencia y Protección de Datos de Andalucía, la Intervención General de la Junta de 
Andalucía, el Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de la Junta de Andalucía, la 
Inspección General de Servicios y la Agencia Tributaria de Andalucía, así como las demás 
instituciones y órganos de inspección, control, supervisión y protectorado de las entidades 
incluidas en el ámbito objetivo de aplicación de la presente Ley.

2. La Oficina no podrá realizar funciones correspondientes a la autoridad judicial, 
Ministerio Fiscal y policía judicial, ni podrá investigar los mismos hechos que sean objeto de 
sus investigaciones.

En el supuesto de que la autoridad judicial o el Ministerio Fiscal iniciaran un 
procedimiento al considerar que existen indicios de responsabilidad penal de unos hechos 
que constituyeran, a la vez, el objeto de actuaciones de investigación de la Oficina, ésta 
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deberá suspender dichas actuaciones y aportar toda la información de que disponga, 
además de proporcionar el apoyo necesario a la autoridad competente.

Asimismo, de acuerdo con el artículo 262 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, cuando 
la Oficina, en el curso de sus actuaciones de investigación, considerara que existen indicios 
de responsabilidad penal, deberá comunicarlo inmediatamente a la autoridad judicial o al 
Ministerio Fiscal, procediéndose conforme a lo dispuesto en el párrafo anterior.

Artículo 13.  Deber de colaboración.
1. Todas las administraciones públicas, instituciones, órganos, entidades y personas 

físicas y jurídicas privadas, incluidos en el artículo 3, y todas las personas incluidas en el 
ámbito subjetivo de aplicación de la Ley definido en el artículo 4, deberán facilitar la práctica 
de las actuaciones de investigación e inspección de la Oficina, en los términos previstos en 
los artículos 16, 17 y 18.

2. A los efectos de esta Ley, se entenderá que existe un incumplimiento del deber de 
colaboración con la Oficina en los siguientes supuestos:

a) La negativa injustificada al envío de información o documentación, en el plazo 
establecido al efecto por la Oficina en el correspondiente requerimiento, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 17.b).

b) El retraso injustificado del envío de información o documentación, en el plazo 
establecido al efecto por la Oficina en el correspondiente requerimiento, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 17.b).

c) La remisión injustificada de información o documentación de forma incompleta o 
inexacta.

d) La obstrucción del acceso a los expedientes o documentación necesarios para la 
investigación e inspección.

e) La falta de asistencia injustificada a la comparecencia, previamente comunicada por la 
Oficina, a los efectos de realizar las entrevistas personales, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 17.a).

f) El incumplimiento de lo previsto en el artículo 14.4.

Artículo 14.  Confidencialidad.
1. Las actuaciones de la Oficina se llevarán a cabo asegurando, en todo caso, el 

cumplimiento del deber de confidencialidad o sigilo respecto de las informaciones obtenidas, 
para evitar perjuicios a las personas investigadas, a las personas objeto de actuaciones de 
investigación e inspección aun cuando no tuvieran la condición de investigadas, a los 
denunciantes, y también para la salvaguardia de la eficacia del procedimiento jurisdiccional o 
administrativo que se pudiera iniciar en consecuencia.

2. Las personas al servicio de la Oficina, para garantizar la confidencialidad de las 
investigaciones, estarán sujetas al deber de sigilo que perdurará, sin límite temporal, también 
después de cesar en el cargo o de ocupar los puestos de trabajo adscritos a la Oficina. El 
incumplimiento de este deber dará lugar a la apertura de una información reservada y a la 
incoación, si procediera, del pertinente expediente disciplinario.

3. El incumplimiento del deber de mantener la confidencialidad sobre la identidad de la 
persona denunciante se someterá a lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679, del 
Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las 
personas físicas en lo que respecta al tratamiento de los datos de carácter personal y a la 
libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/UE (Reglamento 
General de Protección de Datos), y en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de 
Protección de Datos Personales y Garantía de los Derechos Digitales.

4. Al cumplir con lo dispuesto en el artículo 13.1, todas las personas, administraciones, 
instituciones, órganos y entidades incluidas en el artículo 3 y todas las personas incluidas en 
el ámbito subjetivo de aplicación de la Ley, definido en el artículo 4, estarán obligados al 
deber de sigilo y de confidencialidad sobre los hechos que son objeto de investigación e 
inspección, así como las personas y entes sobre los que se producen dichas actuaciones, 
siempre y cuando la oficina advierta de su modalidad reservada.
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Artículo 15.  Protección de datos de carácter personal.
1. El tratamiento y la comunicación de los datos de carácter personal obtenidos por la 

Oficina en el ejercicio de sus funciones se someterán a la normativa vigente en materia de 
protección de datos de carácter personal; en concreto, al Reglamento (UE) 2016/679, del 
Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de abril de 2016, y a la Ley Orgánica 3/2018, de 5 
de diciembre.

2. Los datos que podrán ser objeto de tratamiento serán aquellos que resulten 
adecuados, pertinentes y limitados al cumplimiento de los fines y al desarrollo de las 
funciones encomendados a la Oficina.

3. La Oficina no podrá divulgar los datos ni informar a otras personas físicas o jurídicas, 
públicas y privadas que no sean las que, de acuerdo con la normativa vigente, puedan 
conocerlos por razón de sus funciones, y tampoco podrán utilizarse ni comunicarse estos 
datos con fines diferentes de los establecidos en esta ley.

4. Los datos recabados por la Oficina en el ejercicio de sus competencias se 
comunicarán a los órganos competentes para iniciar los procedimientos disciplinarios, 
sancionadores o penales a que pudieran dar lugar.

5. La Oficina garantizará que el tratamiento de datos personales en los procedimientos y 
canales descritos en el artículo 36.1 se ajuste a lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre.

CAPÍTULO II
Del procedimiento de investigación e inspección

Artículo 16.  Disposiciones generales aplicables a las potestades de investigación e 
inspección.

1. Las potestades de investigación y de inspección de la Oficina sobre hechos que 
pudieran ser constitutivos de fraude, corrupción, conflicto de intereses o cualquier actividad 
ilegal que vaya en detrimento de intereses públicos o financieros se regirán por los principios 
de necesidad y proporcionalidad, de cuyo cumplimiento se dejará constancia en el 
correspondiente expediente. En el supuesto de personas físicas o jurídicas privadas, 
administraciones públicas, entidades, instituciones y órganos incluidos en el artículo 3.e), así 
como respecto de las personas que presten servicios en los mismos previstas en el artículo 
4.1.e), las potestades de investigación e inspección se limitarán estrictamente a las 
relaciones que unan a los mismos con el sector público andaluz y demás instituciones, 
órganos y entidades públicas incluidos en el artículo 3, párrafos a), b), c) y d).

2. Las personas funcionarias de carrera al servicio de la Oficina que tuvieran atribuidas 
funciones de investigación e inspección, conforme a lo previsto en el apartado 3, tendrán la 
condición de autoridad. Los documentos que formalicen, cuyo contenido relate, de manera 
precisa y clara, los elementos fácticos que permitan adquirir la convicción, por el órgano 
competente, respecto a la conducta reprochada, y a elementos de imputabilidad y de 
culpabilidad, siempre que hayan sido comprobados directamente por quien los suscribe, 
harán prueba de éstos, salvo que se acredite lo contrario.

3. El ejercicio de las potestades de investigación e inspección requerirá de un previo 
acuerdo expreso y motivado de la persona titular de la Dirección de la Oficina que indique el 
objeto y la finalidad de dicho ejercicio, con expresa especificación de los datos, documentos, 
operaciones, informaciones y otros elementos que hubieran de ser objeto de las potestades 
de investigación e inspección, de las personas sobre las que se ejercerán estas potestades, 
del periodo de tiempo a que se refieran, en su caso, y del personal funcionario de carrera 
autorizado a realizar funciones de investigación e inspección. El citado acuerdo incluirá, 
asimismo, la mención del deber de colaboración y las sanciones que pudieran imponerse por 
incumplimiento del mismo.

4. Si el ejercicio de las potestades de investigación e inspección de la Oficina afectara a 
las personas incluidas en el ámbito subjetivo de aplicación definido en el artículo 4, apartado 
1, párrafos a), b), c) y d), se informará a la persona titular de estos órganos, instituciones y 
entidades, salvo los supuestos en los que se considerara que pudiera perjudicar al resultado 
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de las actuaciones de investigación e inspección, en los que esta comunicación se diferirá 
hasta la finalización del correspondiente procedimiento.

Artículo 17.  Potestad de investigación.
La potestad de investigación permitirá al personal funcionario de carrera al servicio de la 

Oficina que tuviera atribuido el ejercicio de funciones de investigación la realización de las 
siguientes actuaciones para el esclarecimiento de los hechos que pudieran ser constitutivos 
de fraude, corrupción o conflicto de intereses:

a) Realizar entrevistas personales a las personas incluidas en el ámbito subjetivo de 
aplicación de la Ley definido en el artículo 4. Las personas que no tuvieran la condición de 
investigadas, al no atribuírseles la comisión de hechos constitutivos de fraude, corrupción o 
conflicto de intereses, pero pudieran contribuir al esclarecimiento de los mismos, podrán ser 
objeto de entrevistas personales, en cuyo supuesto tendrán derecho a la asistencia letrada, 
que podrá ser designada por dichas personas.

b) Realizar los requerimientos de información o documentación a las administraciones 
públicas, instituciones, órganos, entidades y personas físicas y jurídicas privadas, incluidos 
en el artículo 3, y a las personas incluidas en el ámbito subjetivo de aplicación de la Ley 
definido en el artículo 4, aun cuando las personas descritas no tuvieran la condición de 
personas investigadas, al no atribuírseles la comisión de hechos constitutivos de fraude, 
corrupción o conflicto de intereses, pero pudieran contribuir al esclarecimiento de los 
mismos. Los citados requerimientos deberán ser atendidos en el plazo máximo de quince 
días, a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar su notificación, salvo que la 
Oficina, de oficio o a solicitud debidamente justificada de la persona o entidad requerida, 
acuerde motivadamente un plazo mayor debido a la complejidad de la información o 
documentación solicitada.

c) Requerir a las entidades que se dediquen al tráfico bancario o crediticio para que 
suministren información o documentación relativa a los movimientos de cuentas y demás 
operaciones financieras activas y pasivas, incluidas las que se materialicen en cheques u 
otras órdenes de cargo o abono, realizadas por las administraciones públicas, instituciones, 
órganos, entidades y personas físicas y jurídicas privadas, incluidos en el artículo 3, y por las 
personas incluidas en el ámbito subjetivo de aplicación de la Ley definido en el artículo 4, 
aun cuando las personas descritas no tuvieran la condición de personas investigadas, al no 
atribuírseles la comisión de hechos constitutivos de fraude, corrupción o conflicto de 
intereses, pero pudieran contribuir al esclarecimiento de los mismos.

En el requerimiento se podrá solicitar información relativa al origen y destino de los 
movimientos o de los cheques u otras órdenes de cargo o abono, si bien en estos casos la 
información suministrada no podrá exceder de la identificación de las personas y de las 
cuentas en las que se encontrara dicho origen y destino.

El requerimiento deberá ser atendido en el plazo máximo de quince días, a partir del día 
siguiente a aquel en que tenga lugar su notificación, salvo que la Oficina, de oficio o a 
solicitud debidamente justificada de la persona o entidad requerida, acuerde motivadamente 
un plazo mayor debido a la complejidad de la información o documentación solicitada.

Esta actuación se llevará a cabo de forma excepcional, cuando no existiera una 
alternativa menos gravosa e igualmente eficaz, siendo necesario, en cualquier caso, que se 
hubiera formulado un previo requerimiento, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo b), 
y el mismo no hubiera sido atendido.

En el supuesto de que se efectúe el requerimiento a personas que no tuvieran la 
condición de personas investigadas, en éste se deberá dejar constancia expresa de los 
motivos por los que se considera que tal medida es estrictamente necesaria para contribuir 
al esclarecimiento de los hechos constitutivos de fraude, corrupción o conflicto de intereses.

d) Realizar copias, en cualquier formato, de la información o documentación obtenida.

Artículo 18.  Potestad de inspección.
1. La potestad de inspección permitirá al personal funcionario de carrera al servicio de la 

Oficina que tuviera atribuido el ejercicio de funciones de inspección, para el esclarecimiento 
de los hechos que pudieran ser constitutivos de fraude, corrupción o conflicto de intereses, 
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acceder debidamente, acreditando la condición de autoridad, a cualquier dependencia de las 
administraciones públicas, instituciones, órganos, entidades y personas físicas y jurídicas 
privadas, incluidos en el artículo 3, aun cuando éstas no tuvieran la condición de personas 
investigadas, al no atribuírseles la comisión de hechos constitutivos de fraude, corrupción o 
conflicto de intereses, pero pudieran contribuir al esclarecimiento de los mismos.

2. Este acceso o entrada tendrá como finalidad requerir la puesta a disposición de 
información o documentación, sea cual fuere el soporte en que estuvieran registradas, así 
como los equipos físicos y logísticos utilizados, para su examen y comprobación en ese 
momento, pudiendo retenerse dicha documentación o equipos, a causa de su volumen o 
complejidad, por un plazo máximo de diez días, para su posterior examen y comprobación. 
Asimismo, las personas funcionarias de carrera al servicio de la Oficina que tuvieran 
atribuido el ejercicio de funciones de inspección y que accedan a las dependencias descritas 
dispondrán de las facultades previstas en el artículo 17, párrafos a) y d).

3. En el supuesto de personas físicas o jurídicas privadas que no formen parte del sector 
público andaluz, será preciso el consentimiento de las mismas para el acceso a las 
dependencias o, en su caso, la oportuna autorización judicial.

4. De todas las entradas e inspecciones realizadas se levantará un acta firmada por la 
persona funcionaria de carrera autorizada y por la persona ante la cual se haya realizado la 
inspección. Al acta se adjuntará la relación de los documentos de los que se haya obtenido 
copia y, en su caso, la relación de aquellos documentos o equipos que hayan sido retenidos 
y trasladados temporalmente a la Oficina, para su posterior examen y comprobación. 
Asimismo, se expedirá una copia del acta y, en su caso, de los documentos anexos a la 
misma, a la persona ante la cual se haya realizado la inspección.

5. Esta actuación se llevará a cabo de forma excepcional, cuando no existiera una 
alternativa menos gravosa e igualmente eficaz.

Artículo 19.  Derechos de las personas investigadas.
1. Tendrán la consideración de personas investigadas las administraciones públicas, 

instituciones, órganos, entidades y personas físicas y jurídicas privadas incluidos en el 
artículo 3, las personas incluidas en el ámbito subjetivo de aplicación de la Ley definida en el 
artículo 4, a las que se les atribuya la comisión de hechos constitutivos de fraude, 
corrupción, conflicto de intereses o cualquier otra actividad ilegal que vaya en detrimento de 
intereses públicos o financieros y que, por ello, fueran objeto de un procedimiento de 
investigación e inspección tramitado por la Oficina.

2. Las personas investigadas ostentarán la condición de interesadas en el 
correspondiente procedimiento de investigación e inspección y, por tanto, gozarán de los 
derechos previstos en el artículo 53 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, sin perjuicio de los que les 
reconozca la presente Ley.

3. Las actuaciones de investigación e inspección se llevarán a cabo de manera que se 
garantice el derecho a la presunción de inocencia de la persona investigada, así como los 
demás derechos reconocidos en el artículo 24 de la Constitución española, entre los que se 
encuentra el derecho de asistencia letrada. Este derecho no supondrá que los gastos que 
pudieran derivarse de su ejercicio deban abonarse por la Administración de la Junta de 
Andalucía, ni tampoco implicará la intervención de los letrados del Gabinete Jurídico de la 
Junta de Andalucía.

4. Las personas investigadas tendrán derecho a solicitar, conforme a la normativa que 
resulte aplicable, la reparación de los perjuicios que hubieran soportado como consecuencia 
de las actuaciones de investigación e inspección practicadas.

Esta reparación también podrá ser solicitada, en su caso, por las personas que no 
tuvieran la condición de personas investigadas, pero pudieran contribuir al esclarecimiento 
de los hechos constitutivos de fraude, corrupción o conflicto de intereses.

Artículo 20.  Inicio del procedimiento de investigación e inspección.
El procedimiento de investigación e inspección de la Oficina se iniciará de oficio por 

acuerdo de la persona titular de la Dirección de la Oficina, en los siguientes supuestos:
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a) A iniciativa propia, cuando, a la vista de los informes de la Cámara de Cuentas de 
Andalucía, del Tribunal de Cuentas, de la Inspección General de Servicios, de la Intervención 
General de la Junta de Andalucía o por cualquier otro medio válido en derecho, la Oficina 
tuviera conocimiento de hechos que pudieran ser constitutivos de fraude, corrupción o 
conflicto de intereses.

b) En virtud de petición razonada de las instituciones, órganos y entidades previstos en 
el artículo 3, cuando éstos hubieran tenido conocimiento de hechos que pudieran ser 
constitutivos de fraude, corrupción o conflicto de intereses.

c) Por denuncia sobre hechos que pudieran ser constitutivos de fraude, corrupción o 
conflictos de intereses, en los siguientes términos:

1.º Las denuncias, exceptuándose las anónimas, deberán expresar la identidad de la 
persona o personas que las formulan y el relato de los hechos que se ponen en 
conocimiento de la Oficina. Cuando dichos hechos pudieran ser constitutivos de una 
infracción administrativa o de un delito indicarán, cuando sea posible, la fecha de su 
comisión y la identificación de las personas presuntas responsables.

2.º La formulación de una denuncia ante la Oficina no impide que la persona denunciante 
pueda interponer otra denuncia ante cualquier otro organismo que resultara competente, si 
bien deberá comunicar tal circunstancia a la Oficina.

3.º El denunciante podrá solicitar de la Oficina que se guarde la confidencialidad sobre 
su identidad, así como respecto de cualquier otra información de la que se pueda deducir, 
directa o indirectamente, su identidad, estando el personal de la Oficina obligado a 
mantenerla, aun cuando la persona denunciada solicite conocer la identidad de la 
denunciante.

Cuando el denunciante instara de la Oficina la realización de las actuaciones previstas 
en los artículos 37.3 y 38, se considerará que renuncia a la confidencialidad sobre su 
identidad.

En los supuestos en los que la persona denunciada solicite conocer la identidad de la 
denunciante y ésta no hubiera solicitado la confidencialidad sobre su identidad, la Oficina le 
dará audiencia, por un plazo de diez días, a fin de que comunique si desea que su identidad 
sea o no revelada. Si, tras la audiencia, la persona denunciante decide que su identidad no 
sea revelada, el personal de la Oficina estará obligado, de igual forma, a mantener la 
confidencialidad.

No obstante lo dispuesto en los párrafos precedentes, aun cuando no mediara el 
consentimiento expreso de la persona denunciante, la Oficina deberá revelar su identidad en 
el supuesto de recibir, en el marco de un procedimiento seguido de conformidad con la 
normativa vigente, el correspondiente requerimiento de un órgano judicial o de otra 
naturaleza, o cuando, previa petición fundada de la persona denunciada, se considerara, 
mediante resolución motivada, necesario para salvaguardar su derecho de defensa.

4.º En el supuesto de que hubiera un elevado número de denuncias, podrá seguirse 
prioritariamente las denuncias de infracciones muy graves.

Artículo 21.  Periodo de información o actuaciones previas.
1. En los supuestos de formulación de denuncia o petición razonada, la Oficina podrá 

acordar, dentro de los quince días siguientes a la recepción de la misma, la apertura de un 
periodo de información o actuaciones previas, al objeto de realizar las actuaciones de 
investigación previstas en el artículo 17, párrafos a), b) y d), que resulten indispensables 
para conocer las circunstancias del caso concreto y, en consecuencia, la conveniencia o no 
de iniciar el procedimiento de investigación e inspección.

2. No obstante, la Oficina podrá resolver motivadamente la inadmisión a trámite de las 
denuncias o peticiones razonadas que carezcan manifiestamente de fundamento, sin 
necesidad de apertura de período de información o de actuaciones previas.

3. En el plazo máximo de treinta días desde la apertura del periodo de información o 
actuaciones previas, la persona titular de la Dirección de la Oficina deberá acordar la 
iniciación del procedimiento de investigación e inspección o, por el contrario, dictar 
resolución motivada de archivo de las denuncias y peticiones razonadas. La resolución por la 
que se acuerde el archivo se notificará a la persona denunciante o a la institución, órgano o 
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entidad que hubiera realizado la petición, así como a las personas sobre las que se hubiera 
acordado la apertura del periodo de información o actuaciones previas.

4. En el supuesto de actos u omisiones que pudieran ser constitutivos de fraude, 
corrupción, conflicto de intereses o de cualquier otra actividad ilegal que vaya en detrimento 
de intereses públicos o financieros en el ámbito de las entidades integrantes de la 
Administración local de la Comunidad Autónoma de Andalucía y organismos públicos y 
entidades de derecho público o privado vinculados o dependientes de las mismas, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 10.2, la persona titular de la Dirección de la 
Oficina, en el plazo máximo de treinta días desde la apertura del periodo de información o 
actuaciones previas, deberá dictar resolución motivada de archivo o, por el contrario, 
resolución motivada acordando el traslado de las actuaciones al órgano competente de la 
Administración local para que, en el ejercicio de sus funciones de control y fiscalización 
interna de la gestión económico-financiera y presupuestaria, investigue e inspeccione los 
actos u omisiones que pudieran ser constitutivos de fraude, corrupción, conflicto de intereses 
o de cualquier otra actividad ilegal que vaya en detrimento de intereses públicos o 
financieros e informe a la Oficina de los resultados de las actuaciones de investigación e 
inspección realizadas, en un plazo máximo de seis meses desde el traslado de las 
actuaciones y resolución motivada. No obstante, este periodo máximo de resolución podrá 
ser ampliado en tres meses más, siempre y cuando exista una resolución motivada para 
aquellos casos de especial complejidad. El plazo máximo para resolver no podrá exceder de 
nueve meses.

La resolución por la que se acuerde el archivo o el traslado de las actuaciones se 
notificará a la persona denunciante o a la institución, órgano o entidad que hubiera realizado 
la petición, así como a las personas sobre las que se hubiera acordado la apertura del 
periodo de información o actuaciones previas. Asimismo, la Oficina notificará a la persona 
denunciante el acto por el que se efectúe el traslado efectivo de dichas actuaciones.

Artículo 22.  Acuerdo de inicio e instrucción.
1. El acuerdo de inicio del procedimiento de investigación e inspección se notificará a las 

personas interesadas en el correspondiente procedimiento y a las personas denunciantes y 
deberá contener, al menos:

a) El nombramiento de la persona instructora del procedimiento, de entre el personal 
funcionario de carrera al servicio de la Oficina que tenga atribuidas funciones de 
investigación e inspección.

b) Los hechos que motiven su incoación.
c) El órgano competente para la resolución del procedimiento.
d) La indicación, en su caso, del derecho a formular alegaciones y a la audiencia en el 

procedimiento, y de los plazos para su ejercicio.
2. La instrucción del procedimiento se realizará por la Subdirección de la Oficina 

competente en materia de actuaciones de investigación, inspección y régimen sancionador.

Artículo 23.  Suspensión y finalización del procedimiento de investigación e inspección.
1. Instruido el procedimiento de investigación e inspección, la persona titular de la 

Dirección de la Oficina dictará resolución motivada que ponga fin al procedimiento de 
investigación e inspección, en los términos indicados en los apartados 2, 3 y 4.

La citada resolución se dictará y notificará a las personas interesadas en el 
correspondiente procedimiento y a las personas denunciantes, en un plazo máximo de seis 
meses desde el acuerdo de inicio del procedimiento de investigación e inspección. No 
obstante, este período máximo de resolución podrá ser ampliado en tres meses más, 
siempre y cuando exista una resolución motivada de la Oficina para aquellos casos de 
especial complejidad o cuando las circunstancias así lo aconsejen. El plazo máximo para 
resolver no podrá exceder de nueve meses.

2. Si de las actuaciones de investigación e inspección realizadas por la Oficina se 
apreciasen indicios de la comisión de posibles infracciones administrativas, disciplinarias, 
contables o la concurrencia de causas que justificaran la iniciación de un procedimiento de 
reintegro de subvenciones o cualquier tipo de ayudas, revisión de oficio u otras actuaciones 
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para la restitución de la legalidad o reparación del daño causado, la resolución que ponga fin 
al procedimiento de investigación e inspección indicará tal circunstancia y acordará el 
traslado de las actuaciones practicadas al órgano competente, a fin de que por éste, previa 
valoración de las actuaciones practicadas, se acuerde, en su caso, el inicio del 
correspondiente procedimiento. La Oficina notificará a la persona denunciante el acto por el 
que se efectúe el traslado efectivo de dichas actuaciones.

Cuando se apreciase que estuviera próxima a producirse la prescripción de infracciones, 
existiendo indicios de responsabilidad administrativa o disciplinaria o la prescripción del 
derecho de la Administración a reconocer o liquidar el reintegro de subvenciones o cualquier 
tipo de ayudas, se hará constar expresamente esta circunstancia, a efectos de que se inicie 
el correspondiente procedimiento a la mayor brevedad.

De la finalización del procedimiento sancionador, disciplinario, de reintegro, de revisión 
de oficio o de cualquier otro tramitado para la restitución de la legalidad o reparación del 
daño causado se dará conocimiento a la Oficina, que notificará la resolución finalizadora de 
estos procedimientos a la persona denunciante y solicitará información sobre el 
cumplimiento de la misma a los correspondientes órganos.

3. Si de las actuaciones de investigación e inspección realizadas por la Oficina se 
apreciasen indicios de la comisión de posibles infracciones administrativas tipificadas en el 
título III de la presente Ley, en el capítulo IV de la Ley 3/2005, de 8 de abril, o en el artículo 
28 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y 
buen gobierno, la resolución que ponga fin al procedimiento de investigación e inspección 
indicará tal circunstancia y dará lugar a que por la persona titular de la Dirección de la 
Oficina se acuerde el inicio del correspondiente procedimiento sancionador. La resolución 
que ponga fin a este procedimiento será notificada por la Oficina a la persona denunciante.

4. Si no concurrieran los supuestos indicados en los apartados 2 y 3, la resolución que 
ponga fin al procedimiento de investigación e inspección indicará tal circunstancia.

5. Si de las actuaciones de investigación e inspección realizadas por la Oficina se 
apreciasen indicios de la comisión de posibles delitos, la persona titular de la Dirección de la 
Oficina dictará resolución indicando tal circunstancia y acordando el traslado de las 
actuaciones al Ministerio Fiscal u órgano judicial, ordenando, asimismo, la suspensión del 
procedimiento de investigación e inspección y su posible reanudación, en el supuesto de que 
no se constatase la comisión de un delito. La Oficina notificará a la persona denunciante el 
acto por el que se efectúe el traslado efectivo de dichas actuaciones al Ministerio Fiscal u 
órgano judicial.

Asimismo, cuando la Oficina tuviera conocimiento de que el Ministerio Fiscal o un órgano 
judicial hubiera iniciado un procedimiento para determinar la relevancia jurídica de unos 
hechos que fueran, a la vez, objeto de actuaciones de investigación e inspección, la persona 
titular de la Dirección de la Oficina dictará resolución indicando tal circunstancia y acordando 
el traslado de las actuaciones al Ministerio Fiscal u órgano judicial, ordenando, asimismo, la 
suspensión del procedimiento de investigación e inspección y su posible reanudación, en el 
supuesto de que no se constatase la comisión de un delito. La Oficina notificará a la persona 
denunciante el acto por el que se efectúe el traslado efectivo de dichas actuaciones al 
Ministerio Fiscal u órgano judicial.

De la finalización del procedimiento penal en sus sucesivas instancias se dará 
conocimiento a la Oficina, que notificará la resolución finalizadora de este procedimiento a la 
persona denunciante y solicitará información sobre la firmeza y el cumplimiento de la misma 
a los correspondientes órganos.

Artículo 24.  Régimen jurídico del procedimiento de investigación e inspección.
1. El procedimiento de investigación e inspección se desarrollará por el reglamento de 

régimen interior y funcionamiento, ajustándose a lo dispuesto al respecto en este capítulo.
2. En lo no previsto en esta Ley y en el reglamento de régimen interior y funcionamiento, 

el procedimiento de investigación e inspección se ajustará a lo establecido en la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, y en la Ley 40/2015, de 1 de octubre.
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CAPÍTULO III
De los medios personales y materiales

Artículo 25.  La Dirección.
1. La persona titular de la Dirección de la Oficina será elegida por el Pleno del 

Parlamento de Andalucía mediante votación por mayoría de tres quintas partes de las 
personas que lo compongan, entre personas de reconocida competencia que cumplan las 
condiciones de idoneidad, honorabilidad, independencia y profesionalidad necesarias para 
ejercer el cargo y que estén en posesión de una titulación universitaria idónea para las 
funciones atribuidas. En cualquier caso, deberán poseer más de diez años de experiencia 
profesional acreditada relacionada con la prevención y lucha contra el fraude, la corrupción y 
el conflicto de intereses.

Si no se obtuviera la mayoría requerida, se someterá a una segunda votación en un 
plazo no inferior a quince días, requiriéndose la mayoría absoluta de las personas que 
compongan el Parlamento de Andalucía.

2. Las personas candidatas a ocupar el cargo serán propuestas por los grupos 
parlamentarios a la Mesa del Parlamento. Las personas candidatas deberán comparecer 
ante la comisión parlamentaria correspondiente, con el fin de que se examine si su 
experiencia, formación y capacidad son las adecuadas para el cargo. Una vez evaluadas, la 
Presidencia del Parlamento someterá al Pleno la elección de las candidaturas.

3. La persona titular de la Dirección de la Oficina será nombrada por la Presidencia del 
Parlamento de Andalucía y deberá tomar posesión en el plazo máximo de un mes desde su 
nombramiento, el cual deberá publicarse en el «Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía» 
y en el «Boletín Oficial de la Junta de Andalucía».

4. El mandato de la persona titular de la Dirección de la Oficina será de cinco años desde 
la fecha de su elección por el Parlamento de Andalucía y no será renovable.

5. La persona titular de la Dirección de la Oficina ejercerá el cargo con plena 
independencia, inamovilidad y objetividad en el desarrollo de las funciones y en el ámbito de 
las competencias propias de la Oficina y actuará siempre con sometimiento pleno a la ley y 
al derecho.

6. Las previsiones relativas a la elección de la persona titular de la Dirección de la 
Oficina se entienden sin perjuicio del desarrollo del procedimiento que se determine en el 
reglamento de régimen interior y funcionamiento.

Artículo 26.  Funciones de la Dirección.
Son funciones de la persona titular de la Dirección de la Oficina las siguientes:
a) Ostentar la representación legal de la Oficina.
b) Dirigir y coordinar las actividades de todos sus órganos y unidades administrativas.
c) Desempeñar la jefatura superior de todo su personal.
d) Autorizar los gastos y ordenar los pagos en ejecución de su presupuesto.
e) Celebrar los contratos y convenios.
f) La iniciación y resolución del procedimiento de investigación e inspección de la Oficina 

previsto en el título I, capítulo II.
g) La iniciación y resolución del procedimiento sancionador respecto de la tramitación de 

las infracciones cuya competencia corresponde a la Oficina.
h) Aprobar la memoria anual de la Oficina prevista en el artículo 33, así como los 

informes especiales y recomendaciones previstos en el artículo 34.
i) Cualesquiera otras que se deriven de la presente Ley.

Artículo 27.  Incompatibilidades de la Dirección.
1. El ejercicio de la Dirección de la Oficina es incompatible con:
a) El desempeño de cualquier cargo representativo como consecuencia de la celebración 

de elecciones, de conformidad con lo establecido en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, 
del Régimen Electoral General, y las normas dictadas en desarrollo de la misma.
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b) El desempeño de cualquier cargo designado por el Parlamento de Andalucía, por el 
Congreso de los Diputados o por el Senado.

c) El desempeño de cualquier cargo de elección o designación política o que implique el 
desempeño de funciones administrativas, perteneciente a la Administración General del 
Estado, las administraciones de las comunidades autónomas, las entidades que integran la 
Administración local, los organismos públicos y entidades de derecho público o privado 
vinculados o dependientes de las administraciones públicas, las universidades públicas y los 
organismos o instituciones de la Unión Europea o internacionales.

d) El ejercicio de cualquier actividad profesional, mercantil o laboral.
e) El ejercicio en activo de la carrera judicial y fiscal.
f) El desempeño de cualquier cargo directivo o de asesoramiento en asociaciones, 

fundaciones y otras entidades sin ánimo de lucro.
g) La afiliación a cualquier partido político, sindicato o asociación profesional o 

empresarial.
2. A la persona titular de la Dirección de la Oficina le es aplicable, asimismo, el régimen 

de incompatibilidades establecido en la Ley 3/2005, de 8 de abril.
3. La persona titular de la Dirección de la Oficina incursa en causa de incompatibilidad 

deberá cesar en el ejercicio de la actividad o cargo incompatible en el plazo máximo de un 
mes desde su nombramiento y, en cualquier caso, antes de tomar posesión en el cargo. Si 
no lo hiciera, se considerará que no acepta el nombramiento.

4. En el curso de dos años tras la finalización del mandato correspondiente, la persona 
que hubiera sido titular de la Dirección de la Oficina no podrá desempeñar cargo de dirección 
o formar parte de consejos de administración en ninguna empresa directa o indirectamente 
ligada a cualquier caso que haya sido objeto de un procedimiento sancionador o de 
investigación e inspección por parte de la Oficina y que hubiera concluido mediante 
resolución o derivado en un procedimiento penal con sentencia condenatoria. Dicha 
prohibición será aplicable, asimismo, a la ocupación de puestos o cargos públicos en las 
administraciones públicas, instituciones, órganos y entidades incluidos en el artículo 3, con 
excepción de los que se ejercieran por la persona titular de la Dirección de la Oficina con 
anterioridad a su nombramiento, y en los que hubieran cesado por razón de dicho 
nombramiento.

Artículo 28.  Cese de la Dirección.
1. La persona titular de la Dirección de la Oficina cesará por alguna de las siguientes 

causas:
a) Por renuncia.
b) Por la extinción del mandato al expirar el plazo del mismo, sin perjuicio de lo dispuesto 

en el apartado 5.
c) Por estar incursa en alguna de las causas de incompatibilidad previstas en el artículo 

27 con posterioridad a la toma de posesión del cargo.
d) Por fallecimiento o incapacidad declarada por decisión judicial firme.
e) Por la inhabilitación para el ejercicio de los derechos políticos declarada por decisión 

judicial firme.
f) Por tener la condición de investigada en un procedimiento penal por delito en el que se 

hayan adoptado medidas cautelares contra la persona titular de la Dirección de la Oficina, de 
encausada en un procedimiento penal por delito o de condenada mediante sentencia firme a 
causa de delito.

g) Por negligencia notoria y grave en el cumplimiento de las obligaciones y los deberes 
del cargo.

2. En el supuesto de que las causas fueran las establecidas en el apartado 1, párrafos 
a), d), e) y f), el cese se acordará a la fecha en que se tenga conocimiento fehaciente de la 
causa de cese, y con efectos desde esa misma fecha.

3. En el supuesto de que la causa fuera la establecida en el apartado 1, párrafo c), el 
cese se acordará a la fecha en que se constate la existencia de la causa que lo motive por la 
comisión parlamentaria correspondiente y con efectos desde la fecha en que se determine 
que concurra la causa de cese.
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4. En el supuesto de que la causa fuera la establecida en el apartado 1, párrafo g), el 
cese será acordado por el Parlamento de Andalucía por mayoría de dos terceras partes de 
las personas que lo compongan. La causa de cese deberá ser previamente analizada por la 
correspondiente comisión parlamentaria, a la que la persona titular de la Dirección de la 
Oficina tendrá derecho a asistir y hacer uso de la palabra.

Si no se obtuviera la mayoría requerida, se someterá a una segunda votación en un 
plazo no inferior a quince días, requiriéndose la mayoría absoluta de las personas que 
compongan el Parlamento de Andalucía.

5. En el supuesto de que la causa fuera la establecida en el apartado 1, párrafo b), se 
producirá el cese automático de la persona titular de la Dirección de la Oficina, pero ésta 
seguirá ejerciendo en funciones su cargo hasta la toma de posesión de la nueva Dirección, 
que deberá tener lugar dentro de los tres meses siguientes al momento en que se produzca 
la expiración del mandato anterior.

En los otros supuestos de cese ejercerá las funciones atribuidas a la persona titular de la 
Dirección de la Oficina la persona funcionaria a la que, conforme a lo previsto en el 
reglamento de régimen interior y funcionamiento, le corresponda la sustitución de aquélla.

6. El cese de la persona titular de la Dirección de la Oficina será acordado por la 
Presidencia del Parlamento de Andalucía y deberá publicarse en el «Boletín Oficial del 
Parlamento de Andalucía» y en el «Boletín Oficial de la Junta de Andalucía».

7. Las previsiones relativas al cese de la persona titular de la Dirección de la Oficina se 
entienden sin perjuicio del desarrollo del procedimiento que se determine en el reglamento 
de régimen interior y funcionamiento.

8. Una vez acordado el cese de la persona titular de la Dirección de la Oficina, se iniciará 
el procedimiento para elegir a la nueva Dirección, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 25.2.

Artículo 29.  Estructura de la Oficina.
El Reglamento de Régimen Interior y Funcionamiento de la Oficina regulará su 

organización y estructura, debiendo preverse la existencia, al menos, de los siguientes 
órganos:

a) Una subdirección competente en materia de actuaciones de investigación, inspección 
y régimen sancionador.

b) Una subdirección competente en materia de medidas de protección de la persona 
denunciante, propuestas de prevención y recomendaciones de actuación, y gestión del canal 
de denuncias.

Artículo 30.  Recursos en vía administrativa.
1. Los actos dictados por órganos de la Oficina distintos de la Dirección podrán ser 

objeto de recurso de alzada ante la misma, conforme a lo dispuesto en los artículos 121 y 
122 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, y en el artículo 115 de la Ley 9/2007, de 22 de 
octubre.

2. Los actos dictados por la Dirección de la Oficina pondrán fin a la vía administrativa, 
pudiendo ser objeto del recurso potestativo de reposición establecido en los artículos 123 y 
124 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, y en el artículo 115 de la Ley 9/2007, de 22 de 
octubre.

3. En ningún caso podrán ser objeto de recurso alguno en vía administrativa la memoria 
anual y los informes especiales y recomendaciones, a los que se refieren, respectivamente, 
los artículos 33 y 34.

4. Los actos dictados por los órganos de la Oficina se considerarán actuación sujeta al 
derecho administrativo, a los efectos previstos en el artículo 1 de la Ley 29/1998, de 13 de 
julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.

Artículo 31.  Personas al servicio de la Oficina.
1. Los puestos de trabajo de la Oficina serán provistos de acuerdo con los principios de 

igualdad, mérito, capacidad y publicidad, por personas funcionarias de carrera.
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Las personas al servicio de la Oficina se regirán por la normativa reguladora en materia 
de personal al servicio del Parlamento de Andalucía, sin perjuicio del desarrollo que pueda 
establecerse específicamente en el reglamento de régimen interior y funcionamiento de la 
Oficina.

2. Corresponde a la persona titular de la Dirección de la Oficina elaborar la propuesta de 
relación de puestos de trabajo y remitirla a la Mesa del Parlamento de Andalucía para su 
aprobación.

La relación de puestos de trabajo y las modificaciones de la misma se publicarán en el 
«Boletín Oficial del Parlamento de Andalucía», así como en el «Boletín Oficial de la Junta de 
Andalucía».

3. A los efectos de que las personas al servicio de la Oficina cuenten con la capacitación 
técnica y la formación continuada debida, se podrán suscribir convenios y protocolos 
generales de colaboración con las administraciones públicas, organismos públicos, 
entidades de derecho público o privado vinculados o dependientes de las administraciones 
públicas, así como con las universidades públicas.

4. Los funcionarios que estén al servicio de la Oficina no participarán en sus funciones 
siempre que medie una de las siguientes causas:

a) Vínculo matrimonial o situación de hecho análoga y el parentesco por consanguinidad 
o afinidad hasta el cuarto grado con cualquiera de las partes objeto de la causa.

b) Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con cualquiera de las partes.
c) Tener algún tipo de interés directo o indirecto que pudiera afectar al procedimiento.

Artículo 32.  Recursos económicos, presupuesto, régimen patrimonial, de contabilidad, 
intervención y contratación.

1. La Oficina deberá disponer de los recursos económicos necesarios y adecuados para 
el cumplimiento eficaz de las funciones asignadas.

2. La persona titular de la Dirección de la Oficina elaborará y aprobará, acomodándose a 
la estructura y normativa aplicable al presupuesto del Parlamento de Andalucía, el proyecto 
de presupuesto de la Oficina, sin más limitación que la determinación de la relación de 
puestos de trabajo del personal a su servicio, la determinación de sus retribuciones y el 
incremento del gasto público anual para sus distintos capítulos presupuestarios, que 
corresponderá a la Mesa del Parlamento.

La persona titular de la Dirección de la Oficina remitirá el proyecto de presupuesto a la 
Mesa del Parlamento de Andalucía.

El presupuesto de la Oficina se integrará en la sección presupuestaria del Parlamento de 
Andalucía, como programa específico.

La memoria anual de la Oficina contendrá la liquidación del presupuesto.
3. El régimen patrimonial, de contabilidad e intervención y el régimen de contratación 

será el del Parlamento de Andalucía.

CAPÍTULO IV
De los resultados de su actividad

Artículo 33.  Memoria anual.
1. En los tres primeros meses de cada año natural, la persona titular de la Dirección de la 

Oficina aprobará una memoria anual descriptiva del conjunto de actuaciones desarrolladas 
durante el año anterior. La memoria anual será objeto de publicación en el «Boletín Oficial 
del Parlamento de Andalucía» y se encontrará disponible para consulta en la sede 
electrónica del mismo. Asimismo, deberá publicarse en el «Boletín Oficial de la Junta de 
Andalucía».

2. La memoria contendrá las actuaciones llevadas a cabo por la Oficina en el ejercicio de 
las funciones previstas en los artículos 9, 10 y 11, y, en especial, los siguientes extremos:

a) El número y tipo de actuaciones realizadas, con una estimación de la dedicación, 
tiempo y recursos utilizados.

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 10  Ley de lucha contra el fraude y la corrupción en Andalucía 

– 105 –



b) La mención del número de denuncias presentadas, con indicación de las que hubieran 
supuesto el inicio de procedimientos de investigación e inspección o, por el contrario, 
hubieran sido archivadas o inadmitidas a trámite, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 21.

c) La concreción de las actuaciones trasladadas a los órganos competentes de las 
entidades integrantes de la Administración local de la Comunidad Autónoma de Andalucía, 
de conformidad con lo establecido en el artículo 10.2.

d) La concreción de los procedimientos de investigación e inspección tramitados cuyas 
actuaciones hubieran sido trasladadas a la autoridad judicial o al Ministerio Fiscal, al haberse 
apreciado indicios de la comisión de posibles delitos, con la indicación, en su caso, de los 
procedimientos iniciados por la autoridad judicial o el Ministerio Fiscal y el resultado de los 
mismos, sin perjuicio de las normas de reserva y secreto previstas en los artículos 301 y 302 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

e) La concreción de los procedimientos de investigación e inspección tramitados cuyas 
actuaciones hubieran sido trasladadas a otros órganos, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 23, al haberse apreciado indicios de la comisión de posibles infracciones 
administrativas, disciplinarias, contables o la concurrencia de causas que justificaran la 
iniciación de un procedimiento de reintegro de subvenciones o cualquier tipo de ayudas, 
revisión de oficio u otras actuaciones para la restitución de la legalidad o reparación del daño 
causado, con la indicación, en su caso, de los procedimientos iniciados por los órganos que 
fueran competentes y el resultado de los mismos.

f) La concreción de los procedimientos de investigación e inspección tramitados que 
hubieran supuesto el inicio de procedimientos sancionadores por la posible comisión de las 
infracciones tipificadas en la presente Ley y el resultado de los mismos.

g) La concreción de los procedimientos de investigación e inspección tramitados que 
hubieran supuesto el inicio de procedimientos sancionadores por la posible comisión de las 
infracciones tipificadas en la Ley 3/2005, de 8 de abril, y el resultado de los mismos.

h) La concreción de los procedimientos de investigación e inspección tramitados que 
hubieran finalizado mediante una resolución dictada de conformidad con lo establecido en el 
artículo 23.4.

i) La concreción de las propuestas y recomendaciones formuladas, en los términos 
previstos en el artículo 9, apartado 1, párrafos f) y g), y las respuestas a las mismas.

j) La concreción de las comunicaciones practicadas con la finalidad de reparar las 
represalias y perjuicios sufridos por las personas denunciantes, en los términos previstos en 
el artículo 37.3 y las respuestas a las mismas.

k) La concreción de las comunicaciones practicadas en los términos previstos en el 
artículo 38.

l) La estimación de las cantidades económicas reclamadas en vía judicial o 
administrativa.

m) La concreción de los incumplimientos del deber de colaboración, sin perjuicio de que 
los mismos hubieran motivado el inicio de procedimientos sancionadores por la posible 
comisión de las infracciones tipificadas en la presente Ley.

3. La persona titular de la Dirección de la Oficina remitirá la memoria anual al Parlamento 
de Andalucía, por mediación de la comisión parlamentaria correspondiente, para su 
conocimiento, y comparecerá ante el Parlamento para su presentación.

Artículo 34.  Informes especiales y recomendaciones.
1. Cuando la urgencia o gravedad de los hechos lo aconsejaren, la persona titular de la 

Dirección de la Oficina, a iniciativa propia o a petición del Parlamento de Andalucía, aprobará 
informes especiales y recomendaciones sobre asuntos relacionados con el fraude, la 
corrupción y los conflictos de intereses.

2. La persona titular de la Dirección de la Oficina remitirá los informes especiales y 
recomendaciones al Parlamento de Andalucía, por mediación de la comisión parlamentaria 
correspondiente, para su conocimiento, y comparecerá ante el Parlamento para su 
presentación.
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3. Los informes especiales y recomendaciones serán objeto de publicación en el «Boletín 
Oficial del Parlamento de Andalucía» y en el «Boletín Oficial de la Junta de Andalucía».

TÍTULO II
De la protección de la persona denunciante

Artículo 35.  Persona denunciante.
1. Tendrán la consideración de denunciantes, a los efectos de esta Ley, las personas 

físicas o jurídicas y entidades sin personalidad jurídica que formulen una denuncia ante la 
Oficina en los términos previstos en el artículo 20 c), sobre hechos que pudieran ser 
constitutivos de fraude, corrupción, conflicto de intereses o cualquier otra actividad ilegal que 
vaya en detrimento de intereses públicos o financieros.

2. Las personas incluidas en el ámbito subjetivo de aplicación definido en el artículo 4, 
apartado 1, párrafos a), b), c) y d), deberán comunicar a la Oficina, mediante la formulación 
de la correspondiente denuncia, de manera anónima, en nombre propio o en representación 
de los órganos, entidades e instituciones para las que presten servicios, los hechos que 
conozcan y que pudieran ser constitutivos de fraude, corrupción, conflicto de intereses o de 
cualquier otra actividad ilegal que vaya en detrimento de intereses públicos o financieros, sin 
perjuicio de las demás obligaciones de comunicación que se establecen en la normativa 
vigente, en particular en el artículo 262 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

3. Las personas incluidas en el ámbito subjetivo de aplicación definido en el artículo 4.1 
e) podrán comunicar a la Oficina, mediante la formulación de la correspondiente denuncia, 
de manera anónima, en nombre propio o en representación de los órganos, entidades e 
instituciones para las que presten servicio, los hechos que conozcan y que pudieran ser 
constitutivos de fraude, corrupción, conflicto de intereses o de cualquier otra actividad ilegal 
que vaya en detrimento de intereses públicos o financieros, en lo que respecta a las 
relaciones que las unan con el sector público andaluz y demás instituciones, órganos y 
entidades públicas incluidos en el artículo 3, párrafos a), b), c), y d), sin perjuicio de las 
demás obligaciones de comunicación que se establecen en la normativa vigente, en 
particular en el artículo 262 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

4. A los efectos de la presente Ley, se considerará que los denunciantes no infringen 
ninguna restricción de revelación de información, así como que tampoco incurren en 
responsabilidad de ningún otro tipo en relación con la información suministrada en la 
denuncia, siempre que las personas denunciantes tuvieran motivos razonables para creer 
que la revelación de la información era necesaria para poner de manifiesto la comisión de 
hechos que pudieran ser constitutivos de fraude, corrupción o conflicto de intereses.

5. Los denunciantes no incurrirán en responsabilidad respecto de la adquisición o el 
acceso a la información que es comunicada, siempre que dicha adquisición o acceso no 
constituyera en sí mismo un delito.

Artículo 36.  Denuncia con plenas garantías.
1. La presentación de denuncias ante la Oficina por las personas indicadas en el artículo 

35 se realizará por medio de procedimientos y canales diseñados, establecidos y 
gestionados de una forma segura, de modo que se garantice que la confidencialidad de la 
identidad de las personas denunciantes y de cualesquiera terceras personas mencionadas 
en la denuncia esté protegida, impidiéndose también el acceso de las personas no 
autorizadas a la información contenida en la denuncia.

Asimismo, los procedimientos y canales descritos deberán prever la remisión a las 
personas denunciantes de un acuse de recibo de la denuncia en un plazo máximo de siete 
días desde su recepción.

2. Mediante el reglamento de régimen interior y funcionamiento se establecerán los 
procedimientos y canales referidos en el apartado 1, que deberán cumplir con los requisitos 
previstos en la Directiva (UE) 2019/1937, del Parlamento Europeo y del Consejo de 23 de 
octubre de 2019.
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3. Estos procedimientos y canales podrán también utilizarse por las personas 
denunciantes para solicitar, en su caso, la concesión de los derechos previstos en el artículo 
37 y las medidas de protección establecidas en el artículo 38.

Artículo 37.  Derechos de las personas denunciantes.
1. Todas las personas denunciantes indicadas en el artículo 35 que formulen una 

denuncia tendrán derecho, desde el momento de la presentación de la misma ante la 
Oficina:

a) A conocer el estado de la tramitación del procedimiento de investigación e inspección 
derivado de sus denuncias y a que se les notifiquen los actos y resoluciones dictados 
respecto de las mismas, siempre que, en este último supuesto, así se prevea de forma 
expresa en esta Ley.

b) A que las denuncias presentadas finalicen mediante resolución expresa y motivada, 
en los términos y plazos previstos en el artículo 23, sin perjuicio de la posibilidad de dictar 
resolución motivada de inadmisión a trámite cuando concurra la circunstancia descrita en el 
artículo 21.2.

c) A no sufrir represalias por causa de las denuncias formuladas, incluidas las amenazas 
de represalias y las tentativas de represalias.

Se considerarán represalias toda acción u omisión, directa o indirecta, que tenga lugar 
en el contexto de los servicios prestados por las personas denunciantes en o para las 
administraciones públicas, instituciones, órganos, entidades y personas físicas y jurídicas 
privadas incluidos en el artículo 3, que esté motivada por una denuncia formulada ante la 
Oficina y que cause o pudiera causar perjuicios injustificados a las personas denunciantes, 
en particular aquellas que les inflijan un perjuicio en sus relaciones de servicio o condiciones 
de trabajo.

d) A solicitar, conforme a la normativa que resulte de aplicación, la reparación de los 
perjuicios injustificados sufridos por causa de las denuncias formuladas. A tales efectos, se 
presumirá que los perjuicios puestos de manifiesto por las personas denunciantes se 
produjeron como represalia por denunciar, correspondiendo a la persona que haya adoptado 
la medida perjudicial probar que esa medida se basó en motivos debidamente justificados.

Tendrán la consideración de perjuicios injustificados, en cualquier caso, los gastos en los 
que pudieran incurrir los denunciantes derivados del asesoramiento legal, asistencia letrada 
y defensa y representación en los eventuales procedimientos judiciales o administrativos 
interpuestos por las personas denunciantes o contra las mismas, y que se hubieran 
ocasionado directamente con motivo de sus denuncias, y los derivados de la asistencia 
psicológica que pudieran necesitar a causa de trastornos derivados directamente de sus 
denuncias. Estos gastos se limitarán con arreglo a los baremos orientadores de honorarios 
profesionales o disposiciones arancelarias que resulten aplicables.

e) La Oficina vigilará que las personas que denuncien posibles casos de corrupción no 
sufran un empeoramiento de las condiciones de su entorno laboral o sean sujeto de 
cualquier forma de perjuicio o discriminación. La Dirección de la Oficina promoverá ante las 
autoridades competentes las acciones correctoras o de restablecimiento que resulten 
pertinentes, de las que dejará constancia en la memoria anual.

2. Los derechos previstos en el apartado 1, párrafos c) y d), se aplicarán asimismo a 
terceras personas relacionadas con la persona denunciante y que puedan sufrir represalias 
en un contexto laboral, como compañeros de trabajo o familiares de esta.

3. Cuando la Oficina tuviera conocimiento de que la persona denunciante hubiera sufrido 
represalias o perjuicios injustificados, a causa de las denuncias formuladas, se dirigirá, a 
petición de la persona denunciante, a las administraciones públicas, instituciones, órganos, 
entidades y personas físicas y jurídicas privadas incluidos en el artículo 3, instándoles a 
adoptar las acciones que se consideren oportunas para reparar las citadas represalias o 
perjuicios.

En un plazo de treinta días, se deberá informar a la Oficina sobre las acciones adoptadas 
o, en su caso, sobre los motivos que le hubieran impedido actuar de acuerdo con lo indicado 
por la misma.
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4. Cuando la denuncia proporcionara información falsa, tergiversada u obtenida de 
manera ilícita, las personas denunciantes indicadas en el artículo 35 sólo gozarán de los 
derechos previstos en el apartado 1, párrafos a) y b), y asimismo no podrán solicitar las 
medidas de protección establecidas en el artículo 38 que pudieran corresponderles.

No obstante, las personas denunciantes indicadas en el artículo 35 gozarán de todos los 
derechos previstos en el apartado 1 y podrán solicitar las medidas de protección 
establecidas en el artículo 38 que pudieran corresponderles, siempre que actuaran con la 
debida diligencia y tuvieran motivos razonables para inferir que la información comunicada 
mediante la denuncia era veraz en el momento de la formulación de la misma, aun cuando 
hubieran cometido un error en la apreciación de los hechos constitutivos de fraude, 
corrupción y conflicto de intereses.

Artículo 38.  Medidas de protección.
1. Las personas incluidas en el ámbito subjetivo de aplicación definido en el artículo 4, 

apartado 1, párrafos a) y b), que tengan la condición de funcionarias y que formulen una 
denuncia ante la Oficina, podrán dirigirse a ésta, desde el momento en que se acuerde el 
inicio del procedimiento de investigación e inspección, solicitando que la citada Oficina inste 
del órgano competente en materia de Función Pública de la Administración de la Junta de 
Andalucía la concesión de un traslado provisional a otro puesto de trabajo del mismo nivel 
que el que ocupaban anteriormente, situado en la misma localidad o en otra limítrofe, y 
siempre que reúnan los requisitos exigidos para su desempeño. En el supuesto de que se 
concediera, se reservará a los denunciantes el puesto de trabajo de origen, cuyo nivel 
seguirá computándose a efectos de la consolidación del grado.

2. Las personas incluidas en el ámbito subjetivo de aplicación definido en el artículo 4, 
apartado 1, párrafos a) y b), sometidas al derecho laboral con relación de carácter indefinida, 
y que formulen una denuncia ante la Oficina, podrán dirigirse a ésta, desde el momento en 
que se acuerde el inicio del procedimiento de investigación e inspección, solicitando que la 
citada Oficina inste del órgano competente en materia de Función Pública de la 
Administración de la Junta de Andalucía o, en su caso, de la persona titular de la 
Viceconsejería a la que esté adscrita la entidad, o de la que dependa, donde preste servicios 
la persona que denuncia, la concesión de un traslado provisional a otro puesto de trabajo, 
del mismo grupo profesional o categoría equivalente, y siempre que reúna los requisitos 
exigidos para su desempeño, dentro del ámbito de adscripción de la propia consejería. En el 
supuesto de que se concediera, la relación laboral mantendrá los mismos términos 
contractuales que tuviera pactados con la entidad de origen.

3. Las personas incluidas en el ámbito subjetivo de aplicación definido en el artículo 4, 
apartado 1, párrafos c) y d), vinculadas mediante relación funcionarial o laboral indefinida, y 
que formulen una denuncia ante la Oficina, podrán dirigirse a ésta, desde el momento en que 
se acuerde el inicio del procedimiento de investigación e inspección, solicitando que la citada 
Oficina recomiende al órgano competente en materia de personal de la entidad pública 
donde preste servicios la persona que denuncia la concesión de un traslado provisional a 
otro puesto de trabajo, dentro del ámbito de la propia entidad, siempre que no implique 
perjuicio a su estatuto personal y carrera profesional, y siempre que reúna los requisitos 
exigidos para su desempeño. En el supuesto de que se concediera, quedará reservado el 
puesto de trabajo de origen.

4. Las medidas de protección establecidas en los apartados anteriores se extenderán, en 
el supuesto de que se concedieran, durante el período que se proponga por la Oficina, 
pudiendo prorrogarse si subsistieran las causas que motivaran el traslado, o bien perder su 
efecto si dichas causas hubieran desaparecido.

Artículo 39.  Publicidad de la información relativa a la tramitación de denuncias ante la 
Oficina.

1. En el Portal de Transparencia de la Junta de Andalucía se publicará, en una sección 
separada, fácilmente identificable y accesible, la información siguiente:

a) El régimen de protección previsto en la presente Ley para las personas denunciantes, 
especificándose, en cualquier caso, los siguientes extremos: la condición de la persona 
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denunciante, los datos de contacto de la Oficina, la identificación de los procedimientos y 
canales para la presentación de denuncias ante la misma, contemplándose, de igual modo, 
el canal específico de denuncia anónima, los derechos de las personas denunciantes y las 
medidas de protección que pueden ser instadas por la Oficina.

b) El procedimiento de investigación e inspección previsto en la presente Ley para la 
tramitación de las denuncias presentadas ante la Oficina, especificándose, en cualquier 
caso, las potestades de investigación e inspección atribuidas a la Oficina y los derechos de 
las personas investigadas.

c) El tratamiento de los datos de carácter personal, de conformidad con lo dispuesto en 
el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 
2016, y en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre.

2. La información descrita en el apartado anterior tendrá el carácter de información 
pública objeto de publicidad activa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9.2 de la 
Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía.

TÍTULO III
Régimen sancionador

CAPÍTULO I
Potestad sancionadora

Artículo 40.  Competencia sancionadora y procedimiento.
1. El procedimiento sancionador se iniciará de oficio por acuerdo de la persona titular de 

la Dirección de la Oficina, cuando la resolución que ponga fin al procedimiento de 
investigación e inspección apreciara la posible comisión de una infracción administrativa 
tipificada en este título.

2. La instrucción de los correspondientes procedimientos se realizará por la Subdirección 
de la Oficina competente en materia de actuaciones de investigación, inspección y régimen 
sancionador.

3. El órgano competente para la imposición de las sanciones consecuencia de la 
comisión de las infracciones previstas en esta Ley será la persona titular de la Dirección de 
la Oficina.

4. El procedimiento sancionador se desarrollará reglamentariamente por decreto del 
Consejo de Gobierno. Asimismo, le será de aplicación lo dispuesto en el título IV de la Ley 
9/2007, de 22 de octubre; en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, y se desarrollará con sujeción 
a los principios de la potestad sancionadora previstos en el título preliminar, capítulo III, de la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre.

5. El plazo máximo en el que deberá notificarse la correspondiente resolución expresa no 
podrá exceder de seis meses desde la fecha del acuerdo de inicio.

Artículo 41.  Responsabilidad.
Podrán ser sancionadas por la comisión de hechos constitutivos de las infracciones 

administrativas previstas en este título las administraciones públicas, instituciones, órganos, 
entidades y personas físicas y jurídicas privadas incluidos en el artículo 3, y las personas, 
incluidas en el ámbito subjetivo de aplicación de la Ley definido en el artículo 4, que resulten 
responsables de los mismos a título de dolo o culpa.

CAPÍTULO II
Infracciones y sanciones

Artículo 42.  Concepto y clases de infracciones.
1. Son infracciones sancionables las acciones u omisiones que estén tipificadas como 

tales en esta Ley.
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2. Las infracciones se califican en muy graves, graves y leves.

Artículo 43.  Infracciones muy graves.
Se consideran infracciones muy graves:
a) El incumplimiento del deber de colaboración con la Oficina definido en el artículo 13.2, 

cuando se aprecie dolo o derive en un perjuicio muy grave para la investigación.
Se considera que el incumplimiento del deber de colaboración con la Oficina deriva en 

un perjuicio muy grave para la investigación cuando se produzca la paralización del 
procedimiento de investigación e inspección por un plazo superior a dos meses.

b) Cualquier tipo de coacción a las personas que presten servicios en la Oficina.
c) La vulneración del derecho establecido en el artículo 37.1.c), cuando cause un 

perjuicio muy grave a la persona denunciante.
Se considera que la vulneración del citado derecho causa un perjuicio muy grave a la 

persona denunciante cuando la misma haya sufrido un perjuicio en sus relaciones de 
servicio o condiciones de trabajo.

d) La formulación de denuncias ante la Oficina que contengan información falsa, 
tergiversada u obtenida de manera ilícita cuando se aprecie dolo, o bien cuando derive en un 
perjuicio muy grave para la persona investigada.

Se considera que la formulación de denuncias ante la Oficina con el contenido indicado 
deriva en un perjuicio muy grave para la persona investigada cuando se vulneren sus 
derechos fundamentales al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen.

e) La falta de respuesta a las comunicaciones practicadas por la Oficina con la finalidad 
de reparar las represalias y perjuicios sufridos por los denunciantes, en los términos 
previstos en el artículo 37.3.

f) La reiteración en infracciones graves. Se entenderá que existe reiteración por comisión 
en el término de dos años de una nueva infracción grave. El referido plazo se computará 
desde el momento en que adquiera firmeza en vía administrativa la resolución sancionadora 
de la infracción grave.

g) La filtración de información en la investigación que cause graves perjuicios a la propia 
investigación o al denunciante.

Artículo 44.  Infracciones graves.
Se consideran infracciones graves:
a) El incumplimiento del deber de colaboración con la Oficina definido en el artículo 13.2, 

cuando no sea constitutivo de infracción muy grave.
b) La formulación de denuncias ante la Oficina que contengan información falsa, 

tergiversada u obtenida de manera ilícita, cuando no sea constitutiva de infracción muy 
grave.

c) Impedir o intentar impedir la formulación de denuncias ante la Oficina.
d) La vulneración del derecho establecido en el artículo 37.1.c), cuando no sea 

constitutiva de infracción muy grave.
e) La falta de respuesta en plazo a las comunicaciones practicadas por la Oficina 

previstas en el artículo 37.3.
f) La reiteración en infracciones leves. Se entenderá que existe reiteración por comisión 

en el término de un año de una nueva infracción leve. El referido plazo se computará desde 
el momento en que adquiera firmeza en vía administrativa la resolución sancionadora de la 
infracción leve.

Artículo 45.  Infracciones leves.
Se consideran infracciones leves:
a) La falta de diligencia en la custodia de los documentos objeto de investigación.
b) La falta de respuesta y la respuesta fuera de plazo a las propuestas y 

recomendaciones formuladas por la Oficina, previstas en el artículo 9, apartado 1, párrafos f) 
y g).
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c) El incumplimiento del deber de formular denuncia ante la Oficina, en los términos 
previstos en el artículo 35 2.

Artículo 46.  Sanciones.
1. A las infracciones muy graves se impondrá la sanción de multa de 30.001 a 100.000 

euros.
Distinguiéndose:
1.º tramo: de 30.001 a 65.000 euros.
2.º tramo: 65.001 a 100.000 euros.
2. A las infracciones graves se impondrá la sanción de multa de 3.001 a 30.000 euros.
Distinguiéndose:
1.º tramo: de 3.001 a 16.500 euros.
2.º tramo: 16.501 a 30.000 euros.
3. A las infracciones leves se impondrá la sanción de apercibimiento o multa de 300 a 

3.000 euros.
Distinguiéndose:
1.º tramo: de 300 a 1.650 euros.
2.º tramo: 1.651 a 3.000 euros.

Artículo 47.  Graduación de las sanciones.
1. Las sanciones que se impongan por la comisión de las infracciones tipificadas se 

graduarán teniendo en cuenta las circunstancias concurrentes, atendiendo especialmente a 
los criterios siguientes, siempre que no hayan sido tenidos en cuenta para tipificar la 
infracción:

a) La reincidencia, entendiéndose por tal la comisión en el término de un año de más de 
una infracción de la misma naturaleza cuando así haya sido declarada por resolución firme 
en vía administrativa, de conformidad con lo previsto en el artículo 29.3.d) de la Ley 40/2015, 
de 1 de octubre.

b) La trascendencia del daño o el perjuicio causado a los intereses públicos.
c) El grado de culpabilidad o existencia de intencionalidad en la conducta infractora.
d) La reparación de daños o perjuicios producidos, a iniciativa de la persona que los 

hubiera causado.
e) La subsanación, a iniciativa de la persona investigada, durante la tramitación del 

procedimiento, de las irregularidades que dieron origen a su incoación.
f) La continuidad o persistencia en la conducta infractora.
2. La imposición de la sanción será proporcionada a la gravedad de la conducta 

infractora y asegurará que la comisión de infracciones no resulte más beneficiosa para la 
persona infractora que el cumplimiento de las normas infringidas.

3. En los casos en que concurran más de dos circunstancias agravantes de las previstas 
en el apartado 1, se impondrá una sanción, graduada conforme al segundo tramo previsto 
para cada de una de ellas.

Artículo 48.  Prescripción.
1. El plazo de prescripción de las infracciones será de cinco años para las infracciones 

muy graves, tres años para las graves y un año para las leves.
2. Las sanciones impuestas por la comisión de infracciones muy graves prescribirán a 

los cinco años; las impuestas por la comisión de infracciones graves, a los tres años, y las 
impuestas por la comisión de infracciones leves, al año.
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Disposición adicional primera.  Elección de la persona titular de la Dirección y puesta en 
funcionamiento de la Oficina.

La elección de la persona titular de la Oficina y la puesta en funcionamiento de la misma 
tendrá lugar en un plazo máximo de tres meses tras la entrada en vigor de la presente ley.

Disposición adicional segunda.  Denuncias anónimas.
1. La Oficina estará obligada a admitir a trámite, así como a iniciar el procedimiento de 

investigación e inspección de las denuncias anónimas, siempre y cuando las mismas 
cumplan los requisitos establecidos en el artículo 20.1, previo análisis de la verosimilitud de 
los hechos denunciados o comunicados.

2. La Oficina está obligada a implementar una vía que garantice el derecho a la denuncia 
anónima, a través de la creación de un buzón o canal de denuncias anónimas.

Disposición transitoria primera.  Procedimientos sancionadores por comisión de 
infracciones tipificadas en la Ley 3/2005, de 8 de abril, de Incompatibilidades de Altos 
Cargos de la Administración de la Junta de Andalucía y de Declaración de Actividades, 
Bienes, Intereses y Retribuciones de Altos Cargos y otros Cargos Públicos.

A los procedimientos sancionadores iniciados por la posible comisión de infracciones 
tipificadas en la Ley 3/2005, de 8 de abril, no resueltos a la entrada en vigor de la presente 
Ley, no les será de aplicación lo dispuesto en la disposición final tercera de esta ley, 
rigiéndose por lo dispuesto en la Ley 3/2005, de 8 de abril, en la redacción anterior a la 
presente Ley.

Disposición transitoria segunda.  Comisión permanente encargada de las relaciones del 
Parlamento de Andalucía con la Oficina.

En tanto en cuanto se proceda a una reforma del Reglamento del Parlamento de 
Andalucía, al objeto de crear una nueva comisión permanente encargada de las relaciones 
del Parlamento de Andalucía con la Oficina, corresponderá esta función a la Comisión 
Consultiva de Nombramientos, Relaciones con el Defensor del Pueblo Andaluz y Peticiones.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
1. Quedan derogadas, a la entrada en vigor de la presente Ley, cuantas disposiciones de 

igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto en la misma.
2. Queda derogada expresamente la disposición adicional vigesimocuarta de la Ley 

5/2017, de 5 de diciembre, del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Andalucía para 
el año 2018.

Disposición final primera.  Aprobación del reglamento de régimen interior y 
funcionamiento.

La persona titular de la Dirección de la Oficina, en el plazo de seis meses desde su 
nombramiento, elaborará y remitirá a la Mesa del Parlamento de Andalucía, por mediación 
de la correspondiente comisión parlamentaria, el proyecto de reglamento de régimen interior 
y funcionamiento para su aprobación.

Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 3/2005, de 8 de abril, de 
Incompatibilidades de Altos Cargos de la Administración de la Junta de Andalucía y de 
Declaración de Actividades, Bienes, Intereses y Retribuciones de Altos Cargos y otros 
Cargos Públicos.

La Ley 3/2005, de 8 de abril, de Incompatibilidades de Altos Cargos de la Administración 
de la Junta de Andalucía y de Declaración de Actividades, Bienes, Intereses y Retribuciones 
de Altos Cargos y otros Cargos Públicos, queda modificada como sigue:

Uno. Se añade un párrafo d) al apartado 2 del artículo 2, que queda redactado del 
siguiente modo:
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«d) La persona titular de la Dirección de la Oficina Andaluza contra el Fraude y la 
Corrupción.»

Dos. El artículo 3 queda redactado del siguiente modo:

«Artículo 3.  Dedicación exclusiva.
1. Las personas que ocupan puestos de alto cargo incluidos en el ámbito de 

aplicación de la presente Ley ejercerán sus funciones con dedicación exclusiva y no 
podrán compatibilizar su actividad con el desempeño por sí o mediante sustitución o 
apoderamiento de cualquier otro puesto, cargo, representación, profesión o actividad 
mercantil, profesional o industrial, ya sea de carácter público o privado, por cuenta 
propia o ajena, retribuidos o no.

2. No obstante, los altos cargos podrán compatibilizar el ejercicio de su cargo con 
la condición de parlamentarios en el Parlamento de Andalucía, en los supuestos 
establecidos en la legislación electoral; sin embargo, en ningún caso podrán percibir 
retribución o percepción de cantidad alguna que por cualquier concepto pudiera 
corresponderles por su condición de diputados.

3. Asimismo, podrán compatibilizar sus funciones con el ejercicio retribuido o no 
de la docencia en la enseñanza universitaria, siempre que no suponga detrimento de 
su dedicación y, en todo caso, con un límite no superior a las setenta y cinco horas 
anuales o su equivalencia con el régimen de dedicación del profesorado expresado en 
créditos ECTS. Igualmente, de manera retribuida o no y con el límite de setenta y 
cinco horas, podrán participar en seminarios, jornadas o conferencias organizadas por 
centros oficiales destinados a formación del personal de las administraciones públicas, 
siempre y cuando no tenga carácter permanente y participen en los mismos por razón 
del cargo, de su especialidad profesional o de la posición que ocupen en la 
organización administrativa del sector público.

4. Lo dispuesto en el apartado 1 se entiende sin perjuicio de otras excepciones 
establecidas por la presente Ley y en los casos en que el Gobierno, por razones de 
especial interés público, autorice a ocupar un segundo cargo en el sector público, sin 
que quepa percibir, en tal caso, más de una retribución.»

Tres. El artículo 5 queda redactado del siguiente modo:

«Artículo 5.  Compatibilidad con la administración del patrimonio personal o familiar.
1. Las actividades derivadas de la mera administración del patrimonio personal o 

familiar no están sujetas a lo dispuesto en el artículo 3, salvo el supuesto de 
participación directa o por persona interpuesta, superior al diez por ciento en el capital 
de sociedades que tengan conciertos, contratos o concesiones de cualquier 
naturaleza con el sector público estatal, autonómico o local o que reciban 
subvenciones provenientes de cualquier Administración Pública.

A los efectos previstos en este artículo, se considera persona interpuesta la 
persona física o jurídica que actúa por cuenta del alto cargo.

En el supuesto de las sociedades anónimas cuyo capital social suscrito supere los 
600.000 euros, dicha prohibición afectará a las participaciones patrimoniales que, sin 
llegar al diez por ciento, supongan una posición en el capital social de la empresa que 
pueda condicionar de forma relevante su actuación.

2. Los altos cargos no podrán ser titulares o autorizados de cuentas bancarias o 
de otros activos financieros en países o territorios calificados reglamentariamente 
como paraísos fiscales, ya sea directamente o a través de sociedades en las que 
posean una participación superior al cinco por ciento. Esta participación podrá ser 
directa o indirecta, a través de cónyuges o parejas de hecho inscritas en el 
correspondiente registro, y parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o de 
afinidad.»

Cuatro. El artículo 6 queda redactado del siguiente modo:

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 10  Ley de lucha contra el fraude y la corrupción en Andalucía 

– 114 –



«Artículo 6.  Incompatibilidades.
Conforme a lo previsto en el artículo 3, los altos cargos son incompatibles entre sí 

y en particular:
a) Con todo otro cargo que figure al servicio o en los presupuestos de las 

administraciones, organismos o empresas públicas, o con cualquier actividad por 
cuenta directa o indirecta de las mismas, así como las funciones públicas retribuidas 
mediante arancel, participación o cualquier otra forma especial, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo 3.3.

b) Con el desempeño por sí o por persona interpuesta de cargos de todo orden, 
funciones de dirección o de representación, así como de asesoramiento y mediación 
de empresas o sociedades concesionarias, empresas inmobiliarias, contratistas de 
obras, servicios o suministros, o con participación o ayudas del sector público 
cualquiera que sea la configuración jurídica de aquéllas, con la excepción prevista en 
el artículo 5.1.

c) Con el ejercicio de cargos, por sí o por persona interpuesta, que lleven anejas 
funciones de dirección, representación o asesoramiento de toda clase de compañías, 
sociedades mercantiles y civiles, y consorcios de fin lucrativo, aunque unas y otros no 
realicen fines o servicios públicos ni tengan relaciones contractuales con las 
administraciones, organismos o empresas públicas.

d) Con el ejercicio por sí o por persona interpuesta o mediante sustitución de la 
profesión a la que por razón de sus títulos o aptitudes pudiera dedicarse, salvo que se 
trate de actividades científicas no retribuidas y sin dedicación horaria obligatoria, y 
siempre que no suponga detrimento de su dedicación.

e) Con la percepción de pensiones de derechos pasivos o de cualquier régimen de 
Seguridad Social público y obligatorio.

f) Con el ejercicio de toda clase de actividades en entidades de cualquier tipo, 
salvo que sean anejas al cargo o se trate de la participación no retribuida en 
fundaciones, asociaciones y demás entidades sin ánimo de lucro o en actividades, 
igualmente no retribuidas, que resulten de interés social o cultural y siempre que no 
suponga detrimento de su dedicación.

g) Con la gestión, defensa, dirección o asesoramiento de asuntos particulares 
ajenos, cuando por la índole de las operaciones de los asuntos competa a las 
administraciones públicas resolverlos o quede implicado en ellos la realización de 
algún fin o servicio público.

h) Con figurar en cualquier forma de promoción de empresas o actividades 
profesionales privadas.

i) Con el ejercicio de funciones de dirección en cámaras, colegios profesionales, 
sindicatos y organizaciones empresariales.

j) Con ser encausados judicialmente por delitos de falsedades, contra la libertad, 
contra el patrimonio y el orden socioeconómico, contra la Constitución, contra la 
Administración de Justicia, contra la Administración Pública, contra la Comunidad 
Internacional, de traición y contra la paz o la independencia del Estado y relativos a la 
defensa nacional, contra el orden público, de financiación ilegal de los partidos 
políticos, contra la Hacienda Pública y contra la Seguridad Social, relativos a la 
ordenación del territorio y el urbanismo, la protección del patrimonio histórico y el 
medio ambiente, o por cualesquiera otros delitos dolosos castigados con penas graves 
o que conlleven inhabilitación especial para empleo o cargo público o suspensión de 
empleo o cargo público, desde que sea firme la resolución que acuerde la apertura del 
juicio oral o el procesamiento y hasta que finalice la causa por todos sus trámites, 
incidentes y recursos, o bien hasta que se acuerde el sobreseimiento provisional o 
definitivo de la causa.

k) Con ser condenados por sentencia firme por la comisión de delitos de 
falsedades, contra la libertad, contra el patrimonio y el orden socioeconómico, contra 
la Constitución, contra la Administración de Justicia, contra la Administración Pública, 
contra la Comunidad Internacional; de traición y contra la paz o la independencia del 
Estado y relativos a la defensa nacional; contra el orden público, de financiación ilegal 
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de los partidos políticos, contra la Hacienda Pública y contra la Seguridad Social, 
relativos a la ordenación del territorio y el urbanismo, la protección del patrimonio 
histórico y el medio ambiente, o por cualesquiera otros delitos dolosos castigados con 
penas graves o que conlleven inhabilitación especial para empleo o cargo público o 
suspensión de empleo o cargo público, hasta que los antecedentes penales hayan 
sido cancelados.

l) Con ser condenados por sentencia firme a pena privativa de libertad, por delitos 
distintos a los indicados en el párrafo k), hasta que se haya cumplido la condena.

m) Con ser inhabilitados para empleo o cargo público o suspendidos de empleo o 
cargo público, por sentencia o resolución administrativa firme, por el tiempo que dure 
la condena o sanción, en los términos previstos en la legislación penal o 
administrativa.

n) Con ser inhabilitados conforme a la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, 
mientras no haya concluido el período de inhabilitación fijado en la sentencia firme de 
calificación del concurso.

ñ) Con ser titulares o autorizados de cuentas bancarias o de otros activos 
financieros en países o territorios calificados reglamentariamente como paraísos 
fiscales, en los términos previstos en el artículo 5.2, hasta que se demuestre de modo 
fehaciente la cancelación de la cuenta o del correspondiente activo financiero, o bien 
dejen de ser titulares o autorizados de esas cuentas bancarias u otros activos 
financieros.

o) Con ser sancionados mediante resolución administrativa firme, por la comisión 
de infracciones administrativas tipificadas en la ley de lucha contra el fraude y la 
corrupción y protección de la persona denunciante, hasta la finalización del plazo de 
prescripción de la sanción y con independencia de que la misma haya sido ejecutada 
y cumplida.»

Cinco. El artículo 8 queda redactado como sigue:

«Artículo 8.  Consecuencias de las situaciones de incompatibilidad.
1. La incompatibilidad a que se refiere el apartado a) del artículo 6 determinará el 

pase a la situación administrativa que en cada caso corresponda.
2. La incompatibilidad a que alude el apartado b) del artículo 6 implica:
a) la suspensión en el ejercicio de los cargos previstos en el mismo, y
b) la prohibición de obtenerlos mientras ejerzan los que son causa de 

incompatibilidad, salvo cuando fueren designados para los mismos en representación 
de las administraciones públicas. Esta prohibición se extiende a los dos años 
posteriores al cese, siempre que los asuntos y las entidades a que se refiere el 
apartado b) del artículo 6 guarden relación directa con las funciones que el alto cargo 
ejercía. Se exceptúan de la prohibición los cargos que se estuvieran ejerciendo con 
anterioridad al nombramiento de alto cargo, en los que hubieran cesado por razón del 
nombramiento.

3. Los afectados por el apartado c) del artículo indicado suspenderán también toda 
actuación o actividad propia de los cargos comprendidos en el mismo, por todo el 
tiempo que sirvan los que dan causa a la incompatibilidad, durante cuyo término de 
servicio tampoco podrán obtener nuevos cargos de los comprendidos en el expresado 
apartado c); si bien al cesar en aquéllos podrán reintegrarse al ejercicio de éstos, sin 
restricción alguna de plazo.

4. Los que lo fueran en el apartado d) deberán cesar igualmente en el ejercicio 
profesional activo mediante sustitución, mientras sirvan el cargo.

5. La aceptación del cargo en el supuesto del apartado e) del mismo artículo 6 
supondrá que las pensiones a que se refiere dicho artículo, que se perciban, se 
ingresarán en la Tesorería de la Comunidad Autónoma.

6. La incompatibilidad señalada en el apartado g) del artículo 6 conlleva la 
prohibición de las actividades referidas durante el ejercicio del cargo y, con el alcance 
y en los términos previstos en el apartado 2 del artículo 7 de esta Ley, hasta dos años 
después de su cese.
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7. La incompatibilidad a que aluden los apartados j), k), l), m), n), ñ) y o) del 
artículo 6 implicará el cese en el nombramiento de alto cargo.»

Seis. El artículo 21 queda redactado del siguiente modo:

«Artículo 21.  Órgano competente.
1. El órgano competente para ordenar la incoación de los procedimientos 

sancionadores, así como para la imposición de las sanciones, cualquiera que sea su 
gravedad, será la persona titular de la Dirección de la Oficina Andaluza contra el 
Fraude y la Corrupción.

2. La instrucción de los correspondientes procedimientos se realizará por quien 
designe la persona titular de la Dirección de la Oficina Andaluza contra el Fraude y la 
Corrupción.

3. El procedimiento se ajustará a lo previsto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y su 
normativa de desarrollo en relación con el procedimiento administrativo sancionador, 
así como en el título preliminar, capítulo III, de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público.»

Disposición final tercera.  Modificación de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

La Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía, queda modificada como sigue:

Uno. Se añade un párrafo j) al apartado 1 del artículo 12, que queda redactado del 
siguiente modo:

«j) Por incurrir en las causas de incompatibilidad previstas en los párrafos j), k), l), 
m), n), ñ) y o) del artículo 6 de la Ley 3/2005, de 8 de abril, de Incompatibilidades de 
Altos Cargos de la Administración de la Junta de Andalucía y de Declaración de 
Actividades, Bienes, Intereses y Retribuciones de Altos Cargos y otros Cargos 
Públicos.»

Dos. El apartado 2 del artículo 13 queda redactado del siguiente modo:
«2. En los supuestos previstos en las letras e), f), g), h), i) y j) del apartado 1 del 

artículo anterior, y en el caso de su letra d) si el presidente dimisionario o la presidenta 
dimisionaria accediera a un cargo público incompatible con el desempeño de la 
Presidencia de la Junta de Andalucía, su sustitución se realizará por las personas 
titulares de las Vicepresidencias, si las hubiere, por su orden, y, de no existir, por las 
de las consejerías, según su orden.»

Tres. Se añade un párrafo g) al artículo 24, que queda redactado del siguiente modo:
«g) Por incurrir en las causas de incompatibilidad previstas en los párrafos j), k), l), 

m), n), ñ) y o) del artículo 6 de la Ley 3/2005, de 8 de abril, de Incompatibilidades de 
Altos Cargos de la Administración de la Junta de Andalucía y de Declaración de 
Actividades, Bienes, Intereses y Retribuciones de Altos Cargos y otros Cargos 
Públicos.»

Disposición final cuarta.  Modificación del Decreto del Presidente 2/2019, de 21 de enero, 
de la Vicepresidencia y sobre reestructuración de consejerías.

Se suprime el apartado 3 del artículo 3 del Decreto del Presidente 2/2019, de 21 de 
enero, de la Vicepresidencia y sobre reestructuración de consejerías.
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Disposición final quinta.  Modificación del Decreto 98/2019, de 12 de febrero, por el que se 
establece la estructura orgánica de la Consejería de Turismo, Regeneración, Justicia y 
Administración Local.

Se suprime el apartado 2 del artículo 7 del Decreto 98/2019, de 12 de febrero, por el que 
se establece la estructura orgánica de la Consejería de Turismo, Regeneración, Justicia y 
Administración Local.

Disposición final sexta.  Modificación de normas reglamentarias.
Las determinaciones incluidas en las normas reglamentarias que son objeto de 

modificación en la presente Ley podrán ser modificadas por normas del rango reglamentario 
correspondiente a la norma en que figuran.

Disposición final séptima.  Desarrollo reglamentario.
En las materias cuya regulación no se atribuye al reglamento de régimen interior y 

funcionamiento, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 8.2, el desarrollo 
reglamentario de esta Ley se llevará a efecto por Decreto de Consejo de Gobierno, de 
acuerdo con lo dispuesto en los artículos 112 y 119.3 del Estatuto de Autonomía para 
Andalucía y en el artículo 44 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre.

Disposición final octava.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial de la Junta de Andalucía».
No obstante, las previsiones contenidas en el título III, relativas al Régimen Sancionador, 

producirán efectos transcurridos tres meses desde el día siguiente al de su publicación en el 
«Boletín Oficial de la Junta de Andalucía».

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 10  Ley de lucha contra el fraude y la corrupción en Andalucía 

– 118 –



§ 11

Ley 11/2016, de 28 de noviembre, de la Agencia de Prevención y 
Lucha contra el Fraude y la Corrupción de la Comunitat Valenciana

Comunitat Valenciana
«DOGV» núm. 7928, de 30 de noviembre de 2016

«BOE» núm. 306, de 20 de diciembre de 2016
Última modificación: 28 de diciembre de 2018

Referencia: BOE-A-2016-12048

Sea notorio y manifiesto a todos los ciudadanos que Les Corts han aprobado y yo, de 
acuerdo con lo establecido por la Constitución y el Estatuto de Autonomía, en nombre del 
rey, promulgo la siguiente Ley

PREÁMBULO
I. Muchas de las causas de la corrupción se encuentran en la falta de desarrollo del 

sistema democrático, por no haber creado mecanismos reales de participación ciudadana en 
el control eficaz de sus instituciones, así como en la ausencia de rendición de cuentas de los 
responsables políticos ante la ciudadanía y de sus órganos de representación.

II. La corrupción deteriora el Estado de derecho e impide su funcionamiento normal. Los 
principios que lo inspiran son amenazados por la corrupción. La corrupción se ampara en la 
opacidad y el secreto para perpetuarse, desvirtúa la esencia de la democracia y pervierte el 
sistema democrático al servirse de las reglas de juego de la democracia para disponer de las 
instituciones públicas y de cuanto es público en beneficio particular o personal.

III. La creación de la Agencia de Prevención y Lucha contra el Fraude y la Corrupción se 
realiza al amparo del artículo 49.1.1.ª del Estatuto de autonomía, que otorga competencia 
exclusiva a la Generalitat valenciana en la organización de sus instituciones de 
autogobierno. Con su creación la Generalitat cumple la Resolución 58/4 de la Asamblea 
General de Naciones Unidas, de 31 de octubre de 2003, por la que se aprueba la 
Convención de las Naciones Unidas contra la corrupción, en el artículo 6 de la que establece 
la necesidad de crear órganos encargados de prevenir la corrupción en los distintos Estados 
partes.

Asimismo, constituyen referentes para esta propuesta el artículo 36 de la 
Resolución 58/4 que hace mención, específicamente, de la creación de agencias 
especializadas y la incorporación de otros acuerdos de importancia en materia anticorrupción 
en el marco de la Unión Europea y del Consejo de Europa como el Convenio civil del 
Consejo de Europa sobre la corrupción, de 4 de noviembre de 1999; el artículo 325 del 
Tratado de funcionamiento de la Unión Europea, que impone a la Comisión y a los Estados 
miembros la obligación de combatir el fraude y cualesquiera actividades ilegales que 
perjudiquen los intereses financieros de la Unión Europea. Igualmente la Resolución 24/97 
del Consejo de Europa sobre los veinte principios rectores de la lucha contra la corrupción; la 
recomendación número R (2000) 10, sobre los código de conducta de los funcionarios 
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públicos, y número R (2003) 4, sobre las normas comunes contra la corrupción en la 
financiación de partidos políticos y las campañas electorales.

Hay que mencionar igualmente como antecedentes los órganos similares de lucha 
antifraude y contra la corrupción institucional (independientes y no vinculados con el poder 
judicial o policía) creados en el ámbito europeo, nacional o autonómico, lo cual sirve al efecto 
de subrayar la importancia del organismo y justificar su necesidad y oportunidad. En este 
sentido, hay que mencionar la oficina antifraude europea (OLAF) creada por decisión de la 
Comisión de 28 de abril de 1999, la Autorità Nazionale Anticorruzione en Italia (ANAC), 
creada por La ley italiana 190/2012, de la Agencia Antifraude de Cataluña (OAC), creada por 
la Ley catalana 14/2008, de 5 de noviembre. A nivel municipal, destacan la recientemente 
creada Oficina Antifraude del Ayuntamiento de Madrid y la Oficina para la Transparencia y 
las Buenas Prácticas del Ayuntamiento de Barcelona.

IV. La agencia se crea como instrumento de prevención, investigación y combate del 
fraude y la corrupción, y también para proteger a las personas denunciantes. Su finalidad 
primordial es fortalecer la actuación de las instituciones públicas valencianas para evitar que 
se produzca un deterioro moral y un empobrecimiento económico que redunde en perjuicio 
de la ciudadanía valenciana.

V. Esta ley se estructura en cinco capítulos, una disposición adicional única, tres 
transitorias, una disposición derogatoria y una disposición final.

El capítulo I, «Disposiciones generales», regula la creación, naturaleza jurídica, el objeto, 
el régimen jurídico, el ámbito y las funciones.

El capítulo II, «Del procedimiento», regula el inicio del procedimiento e investigación, la 
tramitación, las garantías procedimentales y el estatuto de la persona denunciante.

El capítulo III, «Régimen sancionador», establece la clasificación de infracciones y 
sanciones y la competencia sancionadora.

El capítulo IV, «Resultados», alude a los informes, memorias a realizar, contenido y 
rendición de cuentas a la ciudadanía.

El capítulo V, «Medios personales y materiales y de financiación», con los que poder 
acometer debidamente la función que le recae.

Finalmente, esta ley incluye un conjunto de disposiciones, adicional, transitorias, 
derogatoria y final, que afectan a otras normas de nuestro ordenamiento jurídico y que 
facilitan la puesta en marcha del cumplimiento de los objetivos de la agencia.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y naturaleza jurídica.
1. El objeto de esta ley es la creación de la Agencia de Prevención y Lucha contra el 

Fraude y la Corrupción en la Comunitat Valenciana, que queda adscrita a Les Corts. Se 
configura como una entidad con personalidad jurídica propia y plena capacidad de obrar 
para el cumplimiento de sus fines.

Esta ley regula el régimen jurídico, funcionamiento y procedimiento sancionador de la 
agencia. Asimismo, establece los criterios de provisión de la dirección y del personal de la 
agencia.

2. La agencia actúa con independencia de las administraciones públicas en el ejercicio 
de sus funciones y se relaciona con el Consell, los gobiernos locales y el resto de 
instituciones valencianas conforme establece esta ley.

3. La agencia se crea para prevenir y erradicar el fraude y la corrupción de las 
instituciones públicas valencianas y para el impulso de la integridad y la ética pública. 
Además del fomento de una cultura de buenas prácticas y de rechazo del fraude y la 
corrupción en el diseño, ejecución y evaluación de políticas públicas, así como en la gestión 
de recursos públicos.
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Artículo 2.  Régimen jurídico.
La agencia se regirá por el que dispone esta ley. Con respecto a todo lo que no esté 

previsto en esta ley y en su normativa de desarrollo, será de aplicación la normativa vigente 
en materia de procedimiento administrativo común.

Para la imposición de las sanciones establecidas en el capítulo III, se seguirán las 
disposiciones previstas en esta ley así como en la del procedimiento administrativo común 
de las administraciones públicas o, en el caso de infracciones imputables al personal al 
servicio de entidades, el régimen disciplinario funcionarial, estatutario o laboral que en cada 
caso resulte aplicable.

Artículo 3.  Ámbito de actuación de la agencia.
El ámbito de actuación de la agencia es el siguiente:
a) La administración de la Generalitat.
b) El sector público instrumental de la Generalitat, en los términos definidos en el artículo 

2.3 de la Ley 1/2015, de la Generalitat, de hacienda pública, del sector público instrumental y 
de subvenciones.

c) Las Corts Valencianes, el Síndic de Greuges, la Sindicatura de Comptes, el Consell 
Valencià de Cultura, la Acadèmia Valenciana de la Llengua, el Comitè Econòmic i Social, el 
Consell Jurídic Consultiu y cualquier otra institución estatutaria análoga que se pueda crear 
en el futuro, con relación a su actividad administrativa y presupuestaria.

d) Las entidades integrantes de la administración local de la Comunitat Valenciana y las 
entidades del sector público vinculadas o dependientes.

e) Las universidades públicas valencianas y las entidades del sector público vinculadas o 
dependientes.

f) Las corporaciones de derecho público, en cuanto a las actividades sujetos a derecho 
administrativo.

g) Las asociaciones constituidas por las administraciones públicas, los organismos y las 
entidades públicas.

h) Las actividades de personas físicas o jurídicas que sean concesionarias de servicios o 
perceptoras de ayudas o subvenciones públicas, a los efectos de comprobar el destino y el 
uso de las ayudas o las subvenciones.

i) Las actividades de contratistas y subcontratistas que ejecuten obras de las 
administraciones públicas y de las entidades del sector público instrumental de la 
Generalitat, o que tengan atribuida la gestión de servicios públicos o la ejecución de obras 
públicas por cualquier otro título, con relación a la gestión contable, económica y financiera 
del servicio o la obra, y con las otras obligaciones que se derivan del contrato o de la ley.

j) Los partidos políticos, las organizaciones sindicales y las organizaciones 
empresariales.

k) Cualquier entidad, independientemente de la tipología o la forma jurídica, que esté 
financiada mayoritariamente por las administraciones públicas o esté sujeta al dominio 
efectivo de estas.

Artículo 4.  Fines y funciones.
Son fines y funciones de la agencia:
a) La prevención y la investigación de posibles casos de uso o destino irregular de 

fondos públicos y de conductas opuestas a la integridad o contrarias a los principios de 
objetividad, eficacia y sumisión plena a la ley y al derecho.

b) La prevención y la alerta con relación a conductas del personal al servicio de las 
entidades públicas que comporten el uso o abuso en beneficio privado de informaciones que 
tengan por razón de sus funciones o que tengan o puedan tener como resultado el uso o el 
destino irregular de fondos públicos o de cualquier otro aprovechamiento contrario al 
ordenamiento jurídico.

c) Investigar los actos o las omisiones que pudieran ser constitutivos de infracción 
administrativa, disciplinaria o penal y, en función de los resultados de la investigación, instar 
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la incoación de los procedimientos que corresponda para depurar las responsabilidades que 
pudieran corresponder.

d) La evaluación, en colaboración con los órganos de control existentes, de la eficacia de 
los instrumentos jurídicos y las medidas existentes en materia de prevención y lucha contra 
el fraude y la corrupción, con el fin de garantizar los máximos niveles de integridad, eficiencia 
y transparencia, especialmente en materia de contratación pública, procedimientos de toma 
de decisiones, prestación de servicios públicos y gestión de los recursos públicos, y el 
acceso y la provisión en el empleo público para garantizar el respeto a los principios de 
publicidad, igualdad, mérito y capacidad.

e) Hacer estudios y análisis de riesgos previos en actividades relacionadas con la 
contratación administrativa, la prestación de servicios públicos, las ayudas o las 
subvenciones públicas y los procedimientos de toma de decisiones, en colaboración con los 
servicios de auditoría o intervención. En particular, estudiará los informes a que se refiere el 
artículo 218 del Real decreto legislativo 2/2004, por el que se aprueba el texto refundido de 
la Ley reguladora de haciendas locales, de los cuales la intervención enviará una copia anual 
a la agencia y la evaluación de su traslado a la fiscalía anticorrupción.

f) Hacer funciones de asesoramiento y formular propuestas y recomendaciones a Les 
Corts, al Consell de la Generalitat y a las entidades incluidas en el ámbito de actuación en 
materia de integridad, ética pública y prevención y lucha contra la corrupción.

g) Asistir, cuando así se le solicite, a las comisiones parlamentarias de investigación 
mediante la emisión de dictámenes no vinculantes sobre asuntos con respecto a los cuales 
haya indicios de uso o destino irregulares de fondos públicos o de uso ilegítimo de la 
condición pública de un cargo.

h) Colaborar con los órganos y los organismos de control interno y externo de la 
actuación administrativa en el establecimiento de criterios previos, claros y estables de 
control de la acción pública.

i) Colaborar con los órganos competentes en la formación del personal en materia de 
integridad y ética pública mediante la elaboración de guías formativas y de asesoramiento 
especializado en materia de lucha contra el fraude y la corrupción.

j) Colaborar con los órganos competentes en materia de conflictos de intereses e 
incompatibilidades para prevenir y corregir actuaciones que pudieran infringir el régimen 
aplicable en cada caso.

k) Establecer relaciones de colaboración y de elaboración de propuestas de actuación 
con organismos que tengan funciones semejantes en el Estado, en las comunidades 
autónomas o en la Unión Europea.

l) La contribución que desde la agencia pueda hacerse en la creación de una cultura 
social de rechazo de la corrupción, bien con programas específicos de sensibilización a la 
ciudadanía o bien en coordinación con las administraciones públicas u otras organizaciones 
públicas o privadas.

m) Aquellas otras actuaciones cuyo contenido y finalidad puedan ser considerados 
acciones preventivas contra el fraude y la corrupción.

n) Promover espacios de encuentro e intercambio con la sociedad civil periódicamente 
donde se recogerán sus aportaciones.

o) Todas las demás atribuciones que le asigne la ley.

Artículo 5.  Delimitación de funciones y colaboración.
1. Se entiende en todo caso que las funciones de la agencia lo son, sin perjuicio de las 

que ejercen, de acuerdo con la normativa reguladora específica, la Sindicatura de Comptes, 
el Síndic de Greuges, el Consejo de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen 
Gobierno, la Intervención General de la Generalitat, la Inspección General de Servicios, los 
órganos competentes en materia de incompatibilidades y conflictos de intereses y los 
órganos de control, supervisión y protectorado de las entidades incluidas en el ámbito de 
actuación correspondiente, y que actúa en todo caso en colaboración con estas instituciones 
y órganos. La agencia aportará toda la información de que disponga y proporcionará el 
apoyo necesario a la institución u órgano que lleve a cabo la investigación o fiscalización 
correspondiente.
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En cumplimiento de sus tareas la agencia podrá proporcionar la colaboración, la 
asistencia y el intercambio de información con otras instituciones, órganos o entidades 
públicas mediante planes y programas conjuntos, convenios y protocolos de colaboración 
funcional, en el marco de la normativa aplicable.

2. La agencia no tiene competencias en las funciones y materias que corresponden a la 
autoridad judicial, el ministerio fiscal y la policía judicial ni puede investigar los mismos 
hechos que han sido objeto de sus investigaciones. En caso de que la autoridad judicial o el 
ministerio fiscal inicien un procedimiento para determinar el relieve penal de unos hechos 
que constituyen al mismo tiempo el objeto de actuaciones de investigación de la agencia, 
esta deberá interrumpir sus actuaciones y aportar inmediatamente toda la información de la 
que dispone, además de proporcionar el apoyo necesario, siendo un órgano de apoyo y 
colaboración con la autoridad judicial y el ministerio fiscal cuando sea requerida. La agencia 
solicitará a la fiscalía información periódica respecto del trámite en que se encuentran las 
actuaciones iniciadas a instancia suya.

3. Cuando las investigaciones de la agencia afecten a Les Corts, las instituciones de 
relieve estatutario, la administración local, las universidades públicas valencianas y, en 
general, cualquiera que goce de autonomía reconocida constitucional o estatutariamente, se 
llevarán a cabo garantizando el debido respeto a su autonomía.

4. La agencia se relaciona con Les Corts mediante la comisión parlamentaria que se 
establezca. A esta comisión le corresponde el control de actuación de la agencia y la 
comprobación de los requisitos exigidos al candidato o candidata a director o directora antes 
de la elección por el Pleno de Les Corts. La agencia, siempre que sea requerida, cooperará 
con las comisiones parlamentarias de investigación en la elaboración de dictámenes sobre 
asuntos de su ámbito de actuación. Asimismo, el director o directora de la agencia acudirá a 
las comisiones parlamentarias a las que sea convocado para informar del estado de sus 
actuaciones y podrá solicitar, cuando lo crea conveniente, comparecer.

5. La agencia se relaciona con el Consell de la Generalitat mediante la persona titular de 
la conselleria competente en materia de transparencia y con el resto de entes públicos 
mediante el órgano unipersonal que los represente. Todo ello sin perjuicio de que, en el 
ejercicio de sus funciones, la agencia pueda dirigir comunicaciones y solicitudes 
directamente a los órganos superiores y directivos de este ente.

6. En el ámbito local, velará por el ejercicio independiente y eficaz de las funciones de 
control y legalidad y fiscalización en el ámbito de la administración local, incluidos los entes 
dependientes y nos instrumentales, mediante el acceso a la información que emite el órgano 
interventor en función del artículo 218 del texto refundido del régimen de haciendas locales.

7. La agencia cooperará con la administración general del Estado, a la que puede 
solicitar, en los términos y condiciones establecidos por el ordenamiento jurídico, los datos y 
los antecedentes que resulten necesarios para cumplir las funciones y las potestades que 
esta ley le atribuye en su ámbito de actuación y dentro de las competencias establecidas por 
el Estatuto de autonomía de la Comunidad valenciana y el resto de ordenamiento jurídico.

8. La agencia se relaciona con las instituciones autonómicas, estatales, comunitarias e 
internacionales que tengan competencias o que cumplan funciones análogas. Asimismo, con 
cualquier persona, colectivo o entidad que quiera hacer sugerencias, propuestas o solicitar 
su actuación en materia de prevención y control del fraude y la corrupción.

CAPÍTULO II
Del procedimiento de investigación

Sección 1. Potestades de investigación e inspección

Artículo 6.  Potestades de investigación e inspección.
1. En el ejercicio de las funciones de investigación e inspección, la agencia puede 

acceder a cualquier información que se encuentre en poder de las personas jurídicas, 
públicas o privadas, sujetas a su ámbito de actuación. En el caso de particulares, la potestad 
de inspección se limitará estrictamente a las actividades relacionadas con las entidades 
públicas. En todo caso, el acceso a la información se regirá por los principios de necesidad y 
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proporcionalidad, se deberá motivar la relación con la actividad investigada y se dejará 
constancia de ello en el expediente.

2. El director o la directora de la agencia o, por delegación expresa, cualquier funcionario 
o funcionaria de la agencia que tenga atribuidas funciones de investigación o inspección, 
pueden:

a) Personarse, acreditando la condición de autoridad o agente de la agencia, en 
cualquier oficina o dependencia de la administración o centro destinado a un servicio público 
para solicitar información, hacer comprobaciones in situ y examinar los documentos, los 
expedientes, los libros, los registros, la contabilidad y las bases de datos, sea cual sea el 
soporte en que estén registrados, así como los equipos físicos y logísticos utilizados.

b) Realizar las entrevistas personales que se consideran oportunas, tanto en las 
dependencias administrativas correspondientes como en la sede de la agencia. Las 
personas entrevistadas podrán asistir acompañadas y ser asistidas por la personas que ellas 
mismas designen. Asimismo, tendrán los derechos y las garantías que establece la 
legislación vigente, incluidos el derecho a guardar silencio y la asistencia letrada.

c) Acceder, si así lo permite la legislación vigente, a la información de cuentas corrientes 
en entidades bancarias en que se hayan podido efectuar pagos o disposiciones de fondos 
relacionados con procedimientos de adjudicación de contratos del sector público o de 
otorgamiento de ayudas o subvenciones públicas, mediante requerimiento oportuno.

d) Acordar, a los efectos de garantizar la indemnidad de los datos que puedan recogerse, 
la realización de copias o fotocopias adveradas de los documentos obtenidos, sea cual sea 
el soporte en que se encuentren almacenados.

3. Los funcionarios y las funcionarias al servicio de la agencia que tengan atribuidas 
competencias inspectoras tendrán la condición de agentes de la autoridad. Los documentos 
que formalicen en los que, de acuerdo con los requisitos legales correspondientes, se 
recojan los hechos constatados por aquellos, servirán de prueba, salvo que se acredite lo 
contrario.

Artículo 7.  Deber de colaboración.
1. Las entidades públicas y las personas físicas o jurídicas privadas incluidas en el 

ámbito de actuación de la agencia deberán auxiliarla con celeridad y diligencia en el ejercicio 
de las funciones que le corresponden, y le comunicarán, de forma inmediata, cualquier 
información de que dispongan relativa a hechos cuyo conocimiento sea o pueda ser 
competencia de aquella.

2. El personal al servicio de las entidades públicas, los cargos públicos y los particulares 
incluidos en el ámbito de actuación de la agencia que impidan o dificulten el ejercicio de sus 
funciones o que se nieguen a facilitarle los informes, documentos o expedientes que les 
hayan sido requeridos, incurrirán en las responsabilidades que la legislación vigente 
establece.

3. La agencia dejará constancia expresa del incumplimiento injustificado o de la 
contravención del deber de colaboración y lo comunicará a la persona, la autoridad o el 
órgano afectado, para que pueda alegar lo que considere conveniente. Asimismo, se podrá 
hacer constar esta circunstancia en la memoria anual de la agencia o en el informe 
extraordinario que se eleve a la comisión parlamentaria correspondiente, en su caso.

Artículo 8.  Confidencialidad.
1. Las actuaciones de la agencia deben asegurar, en todo caso, la reserva máxima para 

evitar perjuicios a la persona o a la entidad investigada y como salvaguardia de la eficacia 
del procedimiento jurisdiccional o administrativo que se pueda iniciar como consecuencia de 
estas actuaciones.

2. El personal de la agencia, para garantizar la confidencialidad de las actuaciones, está 
sujeto al deber de secreto sobre todo lo que conozca por razón de sus funciones, deber que 
perdura después de cesar en el ejercicio del cargo. El incumplimiento de este deber dará 
lugar a la apertura de una investigación interna y a la incoación, en su caso, del expediente 
disciplinario pertinente, del cual el director o la directora de la agencia dará cuenta a la 
comisión parlamentaria correspondiente en el plazo de un mes.
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3. Las obligaciones de secreto y de reserva máxima son especialmente exigibles en los 
casos de datos protegidos por secreto comercial, industrial y empresarial y en los supuestos 
de licitaciones y otros procedimientos contractuales en que la confidencialidad es susceptible 
de proporcionar al titular ventajas competitivas. En estos supuestos, la información que 
solicite la agencia deberá ser la necesaria para llevar a cabo la función investigadora e 
inspectora y el tratamiento de la información deberá garantizar que no se causa ningún 
perjuicio que limite la competitividad ni comprometa la protección eficaz contra la 
competencia desleal.

Artículo 9.  Protección y cesión de datos.
1. El tratamiento y la cesión de los datos obtenidos por la agencia como resultado de sus 

actuaciones, especialmente los de carácter personal, están sometidos a la normativa vigente 
en materia de protección de datos. La agencia no puede divulgar los datos ni informar a 
otras personas o instituciones que no sean las que, de acuerdo con la normativa vigente, 
puedan conocerlos por razón de sus funciones, y tampoco podrá utilizarse ni cederse estos 
datos con fines diferentes de los establecidos en esta ley.

2. La agencia y los órganos y las instituciones con funciones de control, supervisión y 
protectorado de las entidades incluidas en el ámbito de su actuación, podrán establecer 
acuerdos de colaboración para la comunicación de datos e información relevante en el 
ámbito de sus competencias.

3. Los datos y la información pedidos por la agencia en el ejercicio de sus competencias 
serán enviados a la autoridad competente para iniciar los procedimientos disciplinarios, 
sancionadores o penales a que pudieran dar lugar.

Artículo 10.  Garantías procedimentales.
1. El reglamento de funcionamiento y régimen interior de la agencia regulará el 

procedimiento para llevar a cabo las funciones inspectoras e investigadoras de manera que 
se garanticen el derecho a la defensa y el derecho a la presunción de inocencia de las 
personas investigadas, respetando en todo caso lo que dispone este artículo.

2. Cuando la agencia determine la posibilidad de la implicación individual en un hecho 
que es objeto de investigación, informará inmediatamente a la persona afectada y le dará 
trámite de audiencia.

3. En los casos en que se exija el mantenimiento de un secreto absoluto en beneficio de 
la inspección, la comunicación y el trámite de audiencia podrán ser diferidos. En ningún caso 
la agencia podrá formular o emitir conclusiones personalizadas ni hacer referencias 
nominales en los informes y las exposiciones razonadas, si la persona afectada no ha tenido 
previamente la posibilidad real de conocer los hechos, de manera que pueda formular 
alegaciones y aportar los documentos que considere oportunos, los cuales se incorporarán 
al expediente.

4. Si las investigaciones de la agencia afectan personalmente a altos cargos, 
funcionarios, directivos o empleados públicos o privados, se informará a la persona 
responsable de la institución, órgano o ente de que dependan o en el que presten servicios, 
salvo los casos que exijan el mantenimiento de un secreto absoluto en beneficio de la 
investigación, en los que esta comunicación se deberá diferir.

Sección 2. Procedimiento

Artículo 11.  
1. Las actuaciones de la agencia se iniciarán de oficio, por acuerdo del director o la 

directora, previa determinación de la verosimilitud, cuando sea sabedora de hechos o 
conductas que requieran ser investigados, inspeccionados o que aconsejen realizar un 
seguimiento y también cuando, después de realizar un análisis de riesgo, los indicadores de 
riesgo aconsejen la inspección o el seguimiento de determinados hechos o actividades.

El inicio de las actuaciones de oficio se producirá bien por iniciativa propia, como 
consecuencia de una solicitud de Les Corts o de otros órganos o instituciones públicas, o por 
denuncia.
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2. Cualquier persona puede dirigirse a la agencia para comunicar conductas que puedan 
ser susceptibles de ser investigadas o inspeccionadas por esta. En este caso, se acusará 
recepción del escrito recibido. La persona informadora puede solicitar que se garantice la 
confidencialidad sobre su identidad, y el personal de la agencia está obligado a mantenerla, 
excepto en el caso en que se reciba un requerimiento judicial.

3. Las autoridades, los empleados públicos y todos los que cumplan funciones públicas o 
desarrollen el trabajo en entidades y organismos públicos deben comunicar inmediatamente 
a la agencia, desde el momento en que los conozcan, los hechos que puedan ser 
susceptibles de ser objeto de investigación o inspección por parte de la agencia, sin perjuicio 
de las obligaciones de notificación propias de la legislación procesal penal. También en este 
caso, la persona informadora puede solicitar que se garantice la confidencialidad sobre su 
identidad y el personal de la agencia está obligado a mantenerla, excepto en el caso en que 
se reciba un requerimiento judicial.

Artículo 12.  Determinación de verosimilitud y plazo para el inicio de actuaciones.
1. El inicio de actuaciones por parte de la agencia solo se producirá cuando se haya 

comprobado la existencia de indicios razonables de veracidad de los hechos o las conductas 
que hayan sido objeto de la denuncia o la petición

2. La resolución del director o la directora sobre el inicio del procedimiento o el archivo 
como resultado de una denuncia o solicitud no podrá exceder el plazo de 30 días hábiles 
desde la presentación a la agencia.

A este efecto, la rectificación o la ampliación de los datos aportados inicialmente abrirá 
un plazo nuevo.

Artículo 13.  Duración de las actuaciones y tramitación.
La duración de las actuaciones de investigación de la agencia no podrá exceder seis 

meses desde que se adoptó el acuerdo de iniciación, salvo que las circunstancias o la 
complejidad del caso aconsejen una ampliación del plazo que, en todo caso, deberá estar 
motivada y no podrá superar seis meses más.

En la tramitación del procedimiento será aplicable el procedimiento administrativo 
común.

Artículo 14.  Estatuto de la persona denunciante.
1. Estatuto de la persona denunciante.
a) La actuación de la agencia prestará especial atención a la protección de las personas 

denunciantes. Se considera persona denunciante, a los efectos de esta ley, cualquier 
persona física o jurídica que comunique hechos que pueden dar lugar a la exigencia de 
responsabilidades legales.

b) No será aplicable el estatuto de la persona denunciante establecido en esta ley 
cuando la denuncia se formule y proporcione información falsa, tergiversada u obtenida de 
manera ilícita. En tales supuestos, la agencia podrá, previa audiencia reservada a la persona 
denunciante, archivar sin más trámite la denuncia, manteniendo la confidencialidad, y le 
advertirá que, si la hace pública, no se aplicará el estatuto del denunciante establecido en 
esta ley y que podrían derivarse responsabilidades disciplinarias o penales contra el falso 
denunciante.

c) La agencia deberá establecer procedimientos y canales confidenciales para la 
formulación de denuncias que garanticen la estricta confidencialidad cuando el denunciante 
invoque la aplicación del estatuto regulado en este artículo. Estos procedimientos y canales 
podrán ser también utilizados por los que ya hayan actuado como denunciantes para 
comunicar represalias u otras actuaciones lesivas derivadas de la presentación de la 
denuncia.

d) Sin necesidad de previa declaración o reconocimiento, las personas denunciantes de 
buena fe recibirán inmediatamente asesoría legal para los hechos relacionados con la 
denuncia y tendrán garantizada la confidencialidad de la identidad.

La agencia velará para que estas personas no sufran, durante la investigación ni 
después de ella, ningún tipo de aislamiento, persecución o empeoramiento de las 
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condiciones laborales o profesionales, ni ningún tipo de medida que implique cualquier forma 
de perjuicio o discriminación.

Si la agencia es sabedora de que la persona denunciante ha sido objeto, directamente o 
indirectamente, de actos de intimidación o de represalias por haber presentado la denuncia, 
podrá ejercer las acciones correctoras o de restablecimiento que considere, de las cuales 
dejará constancia en la memoria anual. En particular, a instancia de la persona denunciante, 
la agencia podrá instar al órgano competente a trasladarla a otro puesto, siempre que no 
implique perjuicio a su estatuto personal y carrera profesional y, excepcionalmente, podrá 
también instar al órgano competente a conceder permiso por un tiempo determinado con 
mantenimiento de la retribución. Asimismo, el denunciante podrá solicitar de la agencia 
asesoramiento en los procedimientos que se interponen contra él con motivo de la denuncia.

e) La protección podrá mantenerse, mediante una resolución de la agencia, incluso más 
allá de la culminación de los procesos de investigación que esta desarrolle, sin perjuicio de lo 
que establece el apartado sexto de este artículo. En ningún caso la protección derivada de la 
aplicación del estatuto de la persona denunciante le eximirá de las responsabilidades en que 
haya podido incurrir por hechos diferentes de los que constituyan el objeto de la denuncia.

f) El estatuto de la persona denunciante regulado en este artículo se entenderá sin 
perjuicio del que establezca la normativa estatal. En todo caso, cuando la agencia denuncie 
ante la autoridad competente hechos que puedan ser constitutivos de delito que hayan sido 
denunciados por personas que se hayan acogido al estatuto del denunciante de acuerdo con 
esta ley, deberá indicarlo expresamente y ponerlo de manifiesto cuando pueda concurrir, a 
su juicio, la existencia de peligro grave para la persona, la libertad o los bienes del 
denunciante o el testigo, el cónyuge o la persona a quien se encuentre ligado por análoga 
relación de afectividad o los ascendentes, los descendientes o los hermanos.

2. Se creará la oficina virtual del empleado público, que permitirá a este personal señalar 
de forma confidencial los expedientes administrativos que juzguen irregulares.

3. La falta de resolución expresa en los procedimientos relacionados con la protección a 
la persona denunciante a la que se refiere el presente artículo tendrá efectos 
desestimatorios.

Artículo 15.  Medidas cautelares.
Durante la tramitación de los procedimientos sancionadores y disciplinarios, el director o 

la directora de la agencia puede solicitar motivadamente al órgano competente que adopte 
las medidas cautelares oportunas, si la eficacia y el resultado de las investigaciones en curso 
o el interés público así lo exigen. El órgano competente, si lo cree conveniente, podrá 
acordar y mantener estas medidas hasta que el director o la directora de la agencia 
comunique el resultado de las actuaciones.

Artículo 16.  Conclusión de las actuaciones.
Una vez finalizada la tramitación, el director o directora de la agencia:
1. Deberá emitir un informe motivado sobre las conclusiones de las investigaciones, que 

deberá tramitar el órgano que corresponda en cada caso, el cual, posteriormente y en el 
plazo que se haya establecido en el informe, deberá informar al director o la directora de la 
agencia sobre las medidas adoptadas o, en su caso, los motivos que le impiden actuar de 
acuerdo con las recomendaciones formuladas.

2. Finalizará el procedimiento, en su caso, con archivo de las actuaciones. El archivo 
será comunicado al denunciante o solicitante en escrito motivado.

3. Iniciará un procedimiento sancionador de conformidad con lo dispuesto en esta ley.
4. Si en el curso de las actuaciones emprendidas por la agencia se observan indicios de 

que se hayan cometido infracciones disciplinarias, el director o la directora de la agencia lo 
deberá comunicar al órgano que en cada caso corresponda. Si hay indicios de que hayan 
tenido lugar conductas o hechos presumiblemente constitutivos de delito, se trasladará de 
forma inmediata al ministerio fiscal o a la autoridad judicial y, en caso de que se pueda 
derivar una posible responsabilidad contable, se trasladará a la jurisdicción del Tribunal de 
Cuentas.
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5. La agencia puede dirigir recomendaciones motivadas a las administraciones y a las 
entidades públicas en que se sugiera la modificación, la anulación o la incorporación de 
criterios con la finalidad de evitar las disfunciones o las prácticas administrativas susceptibles 
de mejora, en los supuestos y las áreas de riesgo de conductas irregulares detectadas.

6. Si la relevancia social o la importancia de los hechos que hayan motivado la actuación 
de la agencia lo requieren, el director o la directora puede presentar a la comisión 
parlamentaria correspondiente, a iniciativa propia o por resolución de Les Corts, el informe o 
los informes extraordinarios que correspondan.

CAPÍTULO III
Del régimen sancionador

Artículo 17.  Responsabilidad.
Son responsables de las infracciones, incluso a título de simple inobservancia, las 

personas físicas o jurídicas, cualquiera que sea su naturaleza, las autoridades, directivos y el 
personal al servicio de las entidades previstas en el artículo 3, que realicen acciones o que 
incurran en las omisiones tipificadas en esta ley, con dolo, culpa o negligencia.

Artículo 18.  De las infracciones.
I. Son infracciones sancionables a los efectos de esta ley las acciones u omisiones 

dolosas o culposas con cualquier grado de negligencia que estén tipificadas y sancionadas 
como tales en esta ley. En particular, lo son:

1. Obstaculizar el procedimiento de investigación:
a) Negarse injustificadamente al envío de información en el plazo establecido al efecto 

en la solicitud del acuerdo de inicio del expediente de investigación.
b) Retrasar injustificadamente el envío de la información en el plazo establecido al efecto 

en el acuerdo de inicio del expediente.
c) Remitir la información de forma incompleta.
d) Dificultar el acceso a los expedientes o documentación administrativa necesaria para 

la investigación.
e) No asistir injustificadamente a la comparecencia comunicada por la agencia.
2. Incumplimiento de las medidas de protección del denunciante cuando la falta de 

colaboración haya causado un perjuicio al denunciante o a la investigación.
3. No comunicar los hechos que sean susceptibles de ser considerados constitutivos de 

corrupción o conductas fraudulentas o ilegales contrarias al interés general.
4. Filtrar información en el curso de la investigación y/o faltar a la diligencia en la 

custodia del expediente.
5. Las denuncias manifiestamente falsas.
II. Clases de infracciones.
Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves.
1. Son infracciones muy graves:
a) Incumplimiento de las medidas de protección del denunciante cuando la falta de 

colaboración haya causado un grave perjuicio al denunciante o a la investigación.
b) La filtración de información en el curso de la investigación cuando cause graves 

perjuicios a la investigación o al denunciante.
c) No comunicar los hechos que sean susceptibles de ser considerados constitutivos de 

conductas fraudulentas o de corrupción o contrarias al interés general, cuando no haya 
investigación judicial abierta ante el juez o el fiscal.

d) Denuncias manifiestamente falsas que causen graves perjuicios a la persona 
denunciada.

2. Son infracciones graves:
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a) El incumplimiento de las obligaciones de colaboración activa previstas o de suministro 
de información cuando se haya desatendido el requerimiento expreso de la agencia tras un 
primer retraso.

b) Negarse injustificadamente al envío de información que retrase la investigación.
c) Retrasar injustificadamente el envío de la información causando un perjuicio al 

proceso de investigación.
d) Dificultar el acceso a los expedientes o documentación administrativa necesaria para 

la investigación.
e) No asistir injustificadamente a la comparecencia que reciba de la agencia.
3. Son infracciones leves:
a) La remisión incompleta de información a sabiendas.
b) La falta de diligencia en la custodia de los documentos objeto de investigación.

Artículo 19.  Sanciones.
1. A las infracciones del artículo anterior les son aplicables las siguientes sanciones:
1. Sanciones leves:
a) Amonestación.
b) Multa de 200 hasta 5.000 euros.
2. Sanciones graves:
a) Declaración del incumplimiento del deber.
b) Multa de 5.001 hasta 30.000 euros.
3. Sanciones muy graves:
a) Declaración de incumplimiento del deber.
b) Multa de 30.001 hasta 400.000 euros.
2. Serán nulos de pleno derecho cualquier acto o resolución adoptada como base de 

conductas corruptas o fraudulentas tipificadas como graves y muy graves.
3. Para la graduación de las sanciones el órgano competente se ajustará a los principios 

de proporcionalidad y valorará el grado de culpabilidad y, en su caso, el daño ocasionado o 
el riesgo producido o derivado de las infracciones y de su trascendencia.

4. Las sanciones por infracciones graves o muy graves establecidas por la agencia, se 
publicarán en el «Diari Oficial de la Generalitat Valenciana» para conocimiento general.

Artículo 20.  Régimen disciplinario.
1. Al personal incluido dentro del ámbito de aplicación del Real Decreto 

Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del 
Estatuto básico del empleado público, se le aplicarán las sanciones que correspondan de 
acuerdo con el régimen disciplinario que en cada caso resulte.

2. La agencia, cuando constate incumplimientos susceptibles de ser calificados como 
alguna de las infracciones previstas en este capítulo y que pueda derivar en responsabilidad 
disciplinaría, propondrá al superior jerárquico competente la incoación del procedimiento 
disciplinario. En este último caso, el órgano competente estará obligado a comunicar en la 
agencia el resultado del procedimiento.

3. La competencia para la imposición de sanciones disciplinarias corresponderá al 
órgano que determine la normativa aplicable en la administración u organización en que 
preste servicios la persona infractora.

Artículo 21.  Competencia sancionadora y procedimiento.
1. El órgano competente para imponer sanciones consecuencia de la comisión de las 

infracciones previstas en el artículo 18 de esta ley es la dirección de la agencia.
2. El procedimiento sancionador se regirá por lo que establece esta ley, el procedimiento 

administrativo común y el procedimiento administrativo sancionador.
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3. La duración de las actuaciones sancionadoras de la agencia no podrá exceder seis 
meses desde que se adoptó el acuerdo de inicio del procedimiento sancionador, salvo que la 
complejidad del caso aconseje una ampliación del tiempo que, en todo caso, no podrá 
superar seis meses más. La resolución deberá estar motivada.

CAPÍTULO IV
De los resultados de su actividad

Artículo 22.  Memoria anual.
1. Anualmente, dentro de los tres primeros meses, la agencia dará cuenta de la actividad 

realizada mediante la elaboración de una memoria que incluirá las actuaciones desarrolladas 
durante el año anterior en el ámbito de sus funciones.

Esta memoria incluirá, por lo menos, el número y naturaleza de las denuncias 
presentadas y también las que fueron objeto de investigación y el resultado de estas, con 
especificación de los sugerencias o recomendaciones formuladas a la administración y del 
número de procedimientos abiertos a instancia de la agencia, tanto de carácter 
administrativo como de carácter judicial, contra funcionarios y cargos públicos.

2. En la memoria no constarán datos y referencias personales que permitan la 
identificación de las personas afectadas, excepto cuando ya sean públicas como 
consecuencia de una sentencia penal o administrativa firme.

3. De la memoria anual se dará traslado a Les Corts previa comparecencia del director o 
directora ante la comisión correspondiente. La memoria anual será pública y será enviada 
también al Consell de la Generalitat, a la Sindicatura de Comptes, al Síndic de Greuges y al 
Consejo de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno. Asimismo una 
copia de esta memoria se enviará al ministerio fiscal, a las audiencias provinciales de 
Castellón, Valencia y Alicante y al Tribunal Superior de Justicia de la Comunitat Valenciana.

Artículo 23.  Informes especiales y extraordinarios.
1. Cuando concurran circunstancias especiales, la agencia, de oficio o a petición de Les 

Corts o del Consell de la Generalitat, podrá elaborar y presentar ante la comisión 
parlamentaria correspondiente de las Corts Valencianes o, en su caso, ante su Diputación 
Permanente, informes especiales o extraordinarios.

2. Tanto la memoria anual como los informes especiales o extraordinarios, serán 
publicados en el 2Butlletí Oficial de les Corts» y en el portal de transparencia de la web de la 
agencia.

Artículo 24.  Recomendaciones y dictámenes.
La agencia, a petición de las comisiones parlamentarias, podrá elaborar 

recomendaciones y dictámenes no vinculantes sobre asuntos relacionados con el fraude y la 
corrupción.

Artículo 25.  Rendición de cuentas a la ciudadanía.
La agencia rendirá a la ciudadanía cuentas de su gestión en el ámbito de la prevención, 

investigación y evaluación de políticas y prácticas relativas al fraude y la corrupción existente 
en las administraciones públicas valencianas y su sector público instrumental. A tal efecto, 
se servirá de cuantos medios puedan ser suficientes para que la ciudadanía pueda estar 
informada debidamente. Proporcionará los resultados de su acción a los medios de 
comunicación, y también organizará encuentros con la sociedad civil para participarles 
directamente los resultados de su actividad y las actuaciones llevadas a término, señalando 
las dificultades o reticencias encontradas.
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CAPÍTULO V
De los medios personales y materiales

Sección 1. Medios personales

Artículo 26.  Estatuto personal de la dirección de la agencia.
1. La agencia estará dirigida por un director o directora, que ejercerá el cargo con plena 

independencia, inamovilidad y objetividad en el desarrollo de las funciones y en el ámbito de 
las competencias propias de la agencia, y actuará siempre con sometimiento pleno a la ley y 
al derecho. El director o directora tendrá la condición de autoridad pública y estará asimilado 
a un alto cargo con rango de director general.

2. El mandato del director o directora es de siete años desde la fecha de su elección por 
Les Corts y no será renovable.

3. El director o directora es elegido por las Corts Valencianes entre los ciudadanos y 
ciudadanas mayores de edad que gocen del pleno uso de sus derechos civiles y políticos y 
que cumplan las condiciones de idoneidad, probidad y profesionalidad necesarias para 
ejercer el cargo. Deberán estar en posesión de título universitario superior que resulte idóneo 
para las funciones atribuidas y deberá contar con más de diez años de actividad laboral o 
profesional relacionada con el ámbito funcional de la agencia. Asimismo, deberán tener la 
vecindad administrativa de la Comunitat Valenciana.

4. Las personas candidatas a ocupar el cargo serán propuestas a Les Corts por 
organizaciones sociales que trabajen en la actualidad contra el fraude y la corrupción en la 
Comunitat Valenciana y por los grupos parlamentarios. Las personas candidatas deberán 
comparecer ante la comisión parlamentaria correspondiente en el marco de una 
convocatoria pública al efecto para ser evaluadas con relación a las condiciones requeridas 
para el cargo. El acuerdo alcanzado en esta comisión será trasladado al Pleno de las Corts 
Valencianes.

5. El director o directora será elegido por el Pleno de Les Corts por mayoría de tres 
quintas partes. Si no obtiene la mayoría requerida, se harán nuevas propuestas por el mismo 
procedimiento en el plazo máximo de un mes.

6. El director o directora de la agencia, después de ser elegido por Les Corts, es 
nombrado por la persona que ostente la Presidencia de Les Corts y debe tomar posesión del 
cargo en el plazo de un mes desde la fecha de la publicación del nombramiento en el «Diari 
Oficial de la Generalitat Valenciana».

Artículo 27.  Incompatibilidades.
1. La condición de director o directora de la agencia es incompatible con:
a) Cualquier cargo representativo.
b) La condición de miembro del Tribunal Constitucional, Síndic de Greuges, Sindicatura 

de Comptes, Consell Valencià de Cultura, Acadèmia Valenciana de la Llengua, Comitè 
Econòmic i Social, Consell Jurídic Consultiu o de cualquier cargo designado por Les Corts, 
por el Congreso de los Diputados o por el Senado.

c) Cualquier cargo político o función administrativa del Estado, de las comunidades 
autónomas, de los entes locales y de los entes que están vinculados con estos o que 
dependan de estos, y también de los organismos o instituciones comunitarias 
internacionales.

d) El ejercicio de cualquier actividad profesional, mercantil o laboral.
e) El ejercicio en activo de la carrera judicial y fiscal.
f) Cualquier cargo directivo o de asesoramiento en asociaciones, fundaciones y otras 

entidades sin ánimo de lucro.
g) La afiliación a cualquier partido político, sindicatos o asociaciones profesionales o 

empresariales.
2. Al director o directora de la agencia le es aplicable el régimen de incompatibilidades 

establecido por la legislación aplicable a los altos cargos y las previsiones de esta ley.
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3. El director o directora de la agencia en una situación de incompatibilidad que le afecte, 
debe cesar en la actividad incompatible dentro del mes siguiente al nombramiento y antes de 
tomar posesión. Si no lo hace, se entiende que no acepta el nombramiento. En el caso de 
incompatibilidad sobrevenida deberá regularizar su situación en el plazo máximo de un mes.

Artículo 28.  Cese.
1. El director o directora de la agencia cesará por alguna de las siguientes causas:
a) Renuncia.
b) Extinción del mandato por finalización de este.
c) Incompatibilidad sobrevenida. En este caso, se le dará audiencia previamente.
d) Incapacidad declarada por decisión judicial firme.
e) Inhabilitación para el ejercicio de los derechos políticos declarada por decisión judicial 

firme.
f) Imputación con adopción de medidas cautelares, apertura de juicio oral o condena por 

sentencia firme por comisión de un delito.
g) Negligencia notoria y grave en el cumplimiento de las obligaciones y los deberes del 

cargo.
h) Pérdida de la vecindad administrativa de la Comunitat Valenciana.
2. En caso de que la causa sea la determinada por la letra g del apartado 1, el cese del 

director o directora debe ser propuesto y aprobado por la comisión parlamentaria 
correspondiente. Con anterioridad a la votación en comisión se dará audiencia al director o 
directora, y después se procederá a la votación por la mayoría absoluta de sus miembros. La 
propuesta de cese deberá ser elevada al Pleno de Les Corts y aprobada por mayoría de tres 
quintas partes. En los otros casos, corresponderá el cese a la Presidencia de Les Corts.

3. Una vez producido el cese del director o directora, se inicia el procedimiento para un 
nuevo nombramiento. En caso de que se produzca el cese por la causa determinada en la 
letra b del apartado 1, el director o directora debe continuar ejerciendo en funciones su cargo 
hasta que se haga el nuevo nombramiento. En el resto de los supuestos, mientras no se 
proceda a la nueva designación y toma de posesión del nuevo director o directora, la 
Presidencia de Les Corts nombrará una dirección en funciones entre el personal de la 
agencia.

4. Para garantizar la debida publicidad y transparencia en el proceso de designación de 
un nuevo director o directora, Les Corts publicarán una convocatoria de candidaturas en el 
«Diari Oficial de la Generalitat Valenciana» como mínimo seis meses antes de que finalice el 
mandato del director o directora en activo.

Sección 2. Del personal al servicio a la agencia

Artículo 29.  Del nombramiento, principios, incompatibilidades y cese.
1. Los puestos de trabajo de la agencia serán ejercidos por funcionarios y funcionarias 

de carrera de las administraciones públicas.
Este personal está obligado a guardar el secreto de los datos, las informaciones y los 

documentos que conozca en el desarrollo de sus funciones.
2. El personal al servicio de la Agencia será provisto, de acuerdo con los principios de 

igualdad, publicidad, mérito y capacidad adecuados a la función encomendada, entre los 
funcionarios de las diferentes administraciones públicas; y está sujeto a la normativa 
reguladora del personal de Les Corts, sin perjuicio de lo que pueda establecerse 
específicamente en el reglamento de régimen interior y funcionamiento de la Agencia.

Los puestos de trabajo se clasificarán y proveerán de acuerdo con las normas de la Ley 
de función pública valenciana.

3. La relación de puestos de trabajo será elaborada y aprobada por la agencia.
4. Al personal al servicio de la agencia le serán aplicables las mismas causas de 

incompatibilidad establecidas para los funcionarios y funcionarias públicos.
5. El personal al servicio de la agencia cesará por las causas determinadas por la 

normativa que respectivamente le sea aplicable.
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6. A los efectos de que el personal adscrito a la agencia cuente con la capacitación 
técnica y la formación continuada debida, se podrán suscribir convenios, acuerdos o 
protocolos docentes con el Instituto Valenciano de Administración Pública (IVAP), las 
universidades públicas valencianas o cualquier otra entidad de educación superior y oficinas 
de naturaleza semejante de carácter autonómico, estatal, comunitario o internacional.

Sección 3. Medios materiales y financiación

Artículo 30.  Presupuesto y contabilidad.
1. La dotación económica necesaria para el funcionamiento de la agencia constituirá una 

partida independiente en los presupuestos generales de las Corts Valencianes.
2. La dirección de la agencia elaborará y aprobará el proyecto de presupuesto de 

funcionamiento a que se refiere el apartado anterior y lo remitirá a la Mesa de Les Corts a los 
efectos oportunos, para que sea integrado con la debida independencia en el proyecto de 
presupuestos de la Generalitat, de acuerdo con la normativa reguladora en materia 
presupuestaría.

3. La agencia debe disponer de los recursos económicos necesarios y adecuados para 
el cumplimiento eficaz de las funciones asignadas.

4. La gestión, la administración y disposición de los bienes y derechos de los cuales la 
agencia sea titular, así como la del patrimonio de la Generalitat que le sea adscrito para el 
cumplimiento de sus fines, se ajustará a la Ley de patrimonio de la Generalitat.

5. El presupuesto de la Agencia se acomodará a los presupuestos de las Corts 
Valencianes.

6. La contabilidad de la Agencia está sujeta a los principios de contabilidad pública y al 
sistema de autorización, disposición, obligación y pago para asegurar el control 
presupuestario.

La Agencia está sujeta a la Intervención de Les Corts, en la forma que se determine, y 
justificará su gestión, anualmente, a la Sindicatura de Comptes.

7. La memoria anual de la agencia contendrá la liquidación del presupuesto.

Disposición adicional única.  
La contratación de la agencia se ajustará a los preceptos de la legislación sobre 

contratos del sector público que sean aplicables en cada caso.

Disposición transitoria primera.  
Uno. Durante el año 2016, los recursos económicos de la agencia estarán integrados 

por:
1. Las asignaciones presupuestarias correspondientes con cargo a los presupuestos de 

la Generalitat valenciana.
2. Los rendimientos procedentes de los bienes y derechos que le sean adscritos.
3. Cualquier otro ingreso que le corresponda en virtud de ley, contrato y convenio.
Dos. El director o directora de la agencia, en el plazo de seis meses desde su 

nombramiento, elaborará y presentará a les Corts Valencianes el proyecto de reglamento de 
funcionamiento y régimen interior de la agencia para su posterior aprobación por parte de la 
agencia. Este reglamento se publicará en el Butlletí Oficial de les Corts y en el Diari Oficial 
de la Generalitat Valenciana.

Disposición transitoria segunda.  
La estructura orgánica provisional para 2016 será elaborada y aprobada en el plazo de 

un mes, desde su nombramiento, por la dirección de la agencia.
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Disposición transitoria tercera.  
Para la puesta en marcha de la agencia se ofrecerá entre los funcionarios de los niveles 

asignados en los puestos de trabajo aprobados la adscripción en comisión de servicios en 
las plazas mencionadas.

Disposición derogatoria.  
Quedan derogadas todas las disposiciones del mismo rango o de un rango inferior que 

se opongan a lo dispuesto la presente ley.

Disposición final.  
Esta ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Diari Oficial de la 

Generalitat Valenciana».
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§ 12

Ley 6/1985, de 11 de mayo, de Sindicatura de Cuentas. [Inclusión 
parcial]

Comunidad Valenciana
«DOGV» núm. 253, de 20 de mayo de 1985
«BOE» núm. 202, de 23 de agosto de 1985

Última modificación: 14 de noviembre de 2017
Referencia: BOE-A-1985-18239

TÍTULO I
Competencias, ámbito de aplicación y funciones

[ . . . ]
Artículo 4.  Relaciones de la sindicatura con terceros.

Uno. La Sindicatura de Comptes puede solicitar a cualquier persona física o jurídica que 
haya recibido fondos públicos del sector público recogidos en esta ley la información referida 
exclusivamente al destino de estos caudales públicos, a efectos de comprobar y emitir 
opinión sobre el cumplimiento de los criterios de concesión.

Dos. La Sindicatura de Comptes, para cumplir las tareas que tiene encomendadas y en 
el ámbito que le es propio, puede solicitar colaboración, asistencia e intercambio de 
información de la Agencia de Prevención y Lucha contra el Fraude y la Corrupción de la 
Comunitat Valenciana. Los términos de esta colaboración deben establecerse mediante 
planes y programas conjuntos, convenios y protocolos de colaboración funcional, en el 
marco de la normativa aplicable.

Tres. El órgano que recibe una petición de colaboración de la Sindicatura de Comptes 
está obligado a justificar su recepción y a atenderla en el plazo señalado, salvo que haya 
imposibilidad de hacerlo. En este último caso, debe razonarlo debidamente cuando justifica 
la recepción de la petición y debe indicar el plazo que necesita para poder atenderla.

[ . . . ]
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§ 13

Ley 22/2018, de 6 de noviembre, de Inspección General de Servicios 
y del sistema de alertas para la prevención de malas prácticas en la 

Administración de la Generalitat y su sector público instrumental

Comunitat Valenciana
«DOGV» núm. 8419, de 8 de noviembre de 2018
«BOE» núm. 289, de 30 de noviembre de 2018

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2018-16342

Sea notorio y manifiesto a todos los ciudadanos y todas las ciudadanas que Les Corts 
han aprobado y yo, de acuerdo con lo establecido por la Constitución y el Estatuto de 
Autonomía, en nombre del rey, promulgo la siguiente Ley:

PREÁMBULO

I
Las malas prácticas, entendidas como aquellas actuaciones de la administración que 

puedan propiciar el incumplimiento de los principios de legalidad, objetividad, imparcialidad, 
eficacia y eficiencia, así como las posibles irregularidades administrativas, afectan no solo al 
prestigio y la legitimidad de cualquier organización, sino que también merman de manera 
sustancial la eficacia y eficiencia de sus actuaciones. Por eso, cada vez más instituciones, 
administraciones públicas y empresas desarrollan acciones, programas y estrategias con la 
finalidad de disponer de un marco instrumental sólido que permita la gestión del riesgo de 
esas prácticas y que mejore sus niveles de integridad. Y dentro de estas estrategias, tanto 
en el sector privado como sobre todo en el ámbito de las administraciones públicas, tienen 
un papel fundamental los órganos de control interno, puesto que, más que perseguir 
irregularidades, se trata de evitar que se produzcan mediante su detección y corrección 
temprana.

En la administración de la Generalitat y su sector público instrumental el máximo órgano 
de control interno es la Inspección General de Servicios, que se encarga de la vigilancia del 
estricto cumplimiento de la legalidad y de la observancia de los principios generales que 
deben respetar en su actuación las administraciones públicas. La Inspección General de 
Servicios, fundamentalmente, se rige por el Decreto 68/2014, de 9 de mayo, por el que se 
regula el ejercicio de la competencia y las funciones de inspección general de los servicios 
de la administración de la Generalitat. Sin embargo, para avanzar en el fortalecimiento de los 
mecanismos de control de la integridad en las actuaciones de la administración de la 
Generalitat, resulta conveniente reforzar por ley la estructura, potestades y funciones del 
servicio de inspección, respondiendo así a las sugerencias e indicaciones que desde 
diversos ámbitos profesionales se vienen realizando en los últimos años, entre ellos, el 
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informe para la modificación de la Ley 10/2010, de 9 de julio, de la Generalitat, de 
ordenación y gestión de la función pública valenciana, elaborado por la Comisión creada por 
resolución de la Conselleria de Justicia, Administración Pública, Reformas Democráticas y 
Libertades Públicas de la Generalitat de 3 de marzo de 2016.

Entre las principales novedades de esta ley, cabe destacar las siguientes: se dota al 
personal inspector de la condición de autoridad pública; se incluye la obligación de todos los 
órganos administrativos y del personal de la administración de la Generalitat y de su sector 
público instrumental de colaborar con la inspección; se refuerzan sus atribuciones y se 
establecen mecanismos para garantizar la eficacia de sus investigaciones y favorecer el 
cumplimiento de sus recomendaciones. Se trata así de incidir en el cumplimiento de los 
valores éticos en el ámbito de la administración, impulsando las funciones de prevención e 
investigación de irregularidades del máximo órgano de control interno, la Inspección General 
de Servicios, a la que se le confiere al mismo tiempo autonomía funcional.

Por otra parte, en esta ley también se incluyen instrumentos avanzados para la gestión 
del riesgo de irregularidades y malas prácticas, desde un enfoque preventivo y transversal, 
basado en la colaboración entre órganos y el aprovechamiento de los datos y prácticas que 
genera la misma administración. La sofisticación cada vez mayor de los procesos de 
obtención, almacenamiento y análisis de datos representa una importante oportunidad para 
la prevención de irregularidades y malas prácticas. Teniendo en cuenta la protección de los 
derechos que las leyes garantizan, resulta factible aprovechar las posibilidades que ofrece el 
análisis de datos para enriquecer de forma significativa el proceso de evaluación del riesgo. 
Así, mediante la utilización e interconexión de los datos con los que cuenta la administración 
pública resulta posible detectar probables situaciones de riesgo, incluso antes de que se 
acaben produciendo irregularidades. Con esta nueva herramienta, la inspección de servicios 
puede asumir un rol similar al de compliance officer, o impulsor de cumplimiento normativo, 
cuya función será velar para que la actuación de la administración pública de la Generalitat, 
y su sector público dependiente, se ajuste a la legislación que le sea de aplicación, en 
función de los correspondientes reglamentos orgánicos y funcionales, siendo cada 
departamento, y en especial los entes del sector público instrumental, quienes ha de asumir 
las responsabilidades en su ámbito de actuación.

De acuerdo con esta voluntad de prevención, esta ley garantiza el correcto manejo de 
una herramienta de prospección de datos, el sistema de alertas rápidas, para identificar los 
procesos administrativos que pueden ser susceptibles de presentar riesgo de irregularidades 
o malas prácticas. Este sistema es un instrumento de clasificación e identificación del riesgo 
que va dirigido a reforzar la identificación, prevención y detección temprana de estas 
prácticas en los procesos administrativos de gestión. Dicha herramienta preventiva no puede 
convertirse en un instrumento de control policial, sino que, precisamente por su propio 
carácter, debe ser un mecanismo de identificación de aquellas prácticas que son 
susceptibles de debilitar los procedimientos de revisión, control, corrección y mejora que 
tienen las administraciones.

Este sistema de alertas, junto con la elaboración de un mapa de evaluación de riesgos, 
los planes individuales de autoevaluación y la publicación de un código de buenas prácticas 
para la prevención y detección de irregularidades, constituirán los instrumentos básicos de 
carácter preventivo que permitirán reducir los riesgos de irregularidades o malas prácticas 
administrativas.

Por otra parte, si bien es necesario reforzar los medios y herramientas de control interno, 
es evidente que para una mayor eficacia en la prevención de irregularidades, y en el 
desarrollo de una administración íntegra, es necesaria la coordinación entre todos los 
órganos e instituciones de control internos y externos. Por ello, además de establecerse 
órganos transversales para la planificación de gestión de riesgos en el ámbito de la 
administración de la Generalitat y de su sector público instrumental, en esta ley se establece 
la necesaria colaboración y coordinación con las instituciones y órganos de control, con 
especial énfasis en la inhibición de asuntos por razón de la materia en favor de dichas 
instituciones y órganos.
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II
Algunos instrumentos jurídicos de carácter internacional ratificados por España, como la 

Convención de las Naciones Unidas contra la corrupción, aprobada en Nueva York el 31 de 
octubre de 2003, manifiestan la conveniencia de reforzar los mecanismos preventivos de 
control con los que cuentan las administraciones públicas. Igualmente, otras organizaciones 
e instituciones internacionales, como el Banco Mundial o la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos, han incidido mediante diferentes recomendaciones 
en la importancia del análisis de riesgos dentro de las estrategias de prevención del fraude 
tanto en el sector público como en el privado. En este mismo sentido, la Unión Europea 
dispone de documentos sobre gestión del riesgo e indicadores elaborados por la Comisión 
Europea a través de la Oficina Europea de Lucha contra el Fraude, que en el ámbito de los 
fondos europeos se han plasmado en el desarrollo de diferentes programas y herramientas 
automatizadas de identificación de riesgos y detección de irregularidades mediante el uso de 
la tecnología y las bases de datos.

Por otra parte, el Estatuto de autonomía de la Comunitat Valenciana, que recoge el 
derecho a una buena administración y a gozar de unos servicios públicos de calidad, da 
cobertura al Decreto 41/2016, de 15 de abril, por el que se establece el sistema para la 
mejora de la calidad de los servicios públicos y la evaluación de los planes y programas en la 
administración de la Generalitat y su sector público instrumental, que regula algunos 
elementos fundamentales de la buena administración como son la calidad de los servicios y 
la evaluación, a partir del objetivo de la mejora continua para la excelencia en la gestión 
pública. Sin embargo, es la Ley 2/2015, de 2 de abril, de transparencia, buen gobierno y 
participación ciudadana de la Comunitat Valenciana, la que ha supuesto el mayor avance 
hacia el desarrollo de un marco de integridad, que se desplegó en lo que respecta a esta 
materia, con el Decreto 56/2016, de 6 de mayo, por el que aprueba el Código de buen 
gobierno de la Generalitat.

En el ámbito de la Generalitat, diversas instituciones de control ya adoptan un enfoque 
de gestión de riesgos en el ámbito de sus funciones. Así, la Sindicatura de Comptes incluye 
en sus informes y documentos análisis de riesgos significativos derivados de la fiscalización 
que lleva a cabo. Por su parte, la Ley 11/2016, de 28 de noviembre, de la Agencia de 
Prevención y Lucha contra el Fraude y la Corrupción de la Comunitat Valenciana, establece 
como una de las funciones de este ente la realización de estudios y análisis de riesgos en 
determinados ámbitos de la actividad administrativa, así como la evaluación de la eficacia de 
los instrumentos de prevención existentes. Sin embargo, en estos casos se trata de 
instituciones externas a la administración y, aunque resulta beneficioso que se desarrollen 
mecanismos de control y garantía externos e independientes, ello no puede sustituir los 
mecanismos de autocontrol de los que debe dotarse la misma administración. Asimismo, el 
control interno basado en la gestión de riesgos permite poder avanzar la detección de 
conductas que pueden derivar en irregularidades y corregirlas antes de que lleguen a 
producirse posibles casos de fraude.

III
La puesta en marcha del sistema de alertas para la prevención de malas prácticas e 

irregularidades regulado por esta ley comporta el tratamiento de datos personales de 
personas físicas que resulten relevantes para el cumplimiento de sus fines, siempre 
respetando sus derechos, especialmente los fundamentales, y evitando que pueda 
producirse indefensión. Los datos a tratar se circunscriben a las personas que mantengan, o 
hayan mantenido, cualquier relación jurídica con la administración de la Generalitat, como 
consecuencia de la cual hayan participado en aquellos procedimientos administrativos que 
sean objeto o estén íntimamente relacionados con la actuación investigadora que se 
desarrolle.

Los datos pueden proceder de tres fuentes: bases de datos internas creadas y 
mantenidas por la administración de la Generalitat y su sector público instrumental con los 
datos que los interesados han proporcionado voluntariamente para la tramitación del 
procedimiento a través del cual se han relacionado con la administración; bases de datos de 
organismos o entidades externas con los que se establezca una colaboración, por ejemplo 
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registros públicos; y, finalmente, datos de carácter personal que sus titulares hayan hecho 
manifiestamente públicos, particularmente en internet.

Con respecto al último grupo de datos, debe clarificarse que su tratamiento se limita 
exclusivamente a aquellos datos que resulten relevantes para el desarrollo de una 
investigación en la medida en que puedan permitir detectar signos externos de un nivel 
adquisitivo desproporcionado, relaciones entre los interesados o entre estos y el personal al 
servicio de la administración pública o su sector público instrumental, por ejemplo.

En todo caso debe destacarse que el funcionamiento del sistema incorpora dos 
garantías básicas. Por una parte, el sistema de alertas garantizará el control de acceso a la 
información, mediante mecanismos que permitan la identificación, autenticación y 
autorización de las personas usuarias, permitirá acceder a la información en función de los 
derechos asociados al perfil del mismo y mantendrá un registro de los accesos realizados 
con la finalidad de gestionar la trazabilidad de los datos. Por otra parte, se prevé que la 
información que genere el sistema lógico e informático de procesamiento de datos tendrá 
carácter reservado y únicamente podrá ser accesible para el personal adscrito a la 
Inspección General de Servicios. El incumplimiento de estas obligaciones se tipifica como 
infracciones administrativas y llevan asociadas medidas sancionadoras.

Tal como ha reconocido la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, el derecho 
fundamental a la protección de datos de carácter personal del artículo 18.4 de la 
Constitución española puede limitarse y, en este sentido, resulta relevante el tratamiento de 
la cuestión en el marco del derecho europeo, en concreto en el Convenio 108 del Consejo de 
Europa, de 28 de enero de 1981, para la protección de datos de las personas con respecto 
al tratamiento automatizado de datos de carácter personal, y en la Carta de los derechos 
fundamentales de la Unión Europea 2012/C 326/02.

La interpretación integrada de dichos textos realizada por el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos ha permitido concluir que el establecimiento de limitaciones al derecho a 
la protección de datos por parte de los Estados miembros será lícito si se cumplen estas tres 
premisas: el tratamiento debe realizarse conforme a la ley que lo prevea, debe servir a un fin 
legítimo y debe resultar necesario en una sociedad democrática para la consecución de 
dicho fin.

La presente ley desplegará sus efectos tras la entrada en vigor del Reglamento (UE) 
2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la 
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a 
la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento 
general de protección de datos). Todas las excepciones a los derechos de los particulares 
cuyos datos puedan ser tratados por el sistema de alertas regulado en esta ley, se amparan 
en lo previsto en el citado reglamento, en consonancia con los principios inspiradores del 
convenio y de la carta expuestos.

La licitud del tratamiento de datos personales que se realizará mediante el sistema 
regulado en la presente ley se ampara en lo previsto en los apartados c y e del artículo 6 de 
dicho reglamento, habida cuenta que el tratamiento se realiza para el cumplimiento de una 
finalidad prevista por la propia ley y está destinado al cumplimiento de una misión realizada 
en interés público. El tratamiento de los datos resulta relevante en la medida en que el 
objetivo de la ley no podría cumplirse por otras vías.

El uso y cruce de las bases de datos con que cuenta la administración son 
imprescindibles para prevenir de manera eficaz y eficiente la comisión de delitos en su seno, 
ya que permiten articular un modelo de gestión y prevención que garantice la vigilancia y 
detección temprana de posibles indicios de delito, así como de irregularidades y malas 
prácticas que incrementan el riesgo de que se cometan actividades delictivas. De esta 
manera, las bases de datos de la administración incluyen una gran cantidad de referencias, 
principalmente provenientes de contratos del sector público y de subvenciones que, 
gestionadas y vinculadas entre ellas, pueden servir para detectar prácticas tales como el 
fraccionamiento reiterado de contratos suscritos con una misma empresa o para identificar 
los contratos que con mayor frecuencia llevan asociadas modificaciones, por ejemplo.

Esta importancia de la gestión de los datos de la administración para la prevención de 
delitos e irregularidades justifica la idoneidad, necesidad y proporcionalidad del tratamiento 
de datos de carácter personal que ampara esta ley. De esta manera, las limitaciones para el 
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derecho de protección de datos personales que implican las medidas que incluye la ley son 
las necesarias e imprescindibles para alcanzar los objetivos que se pretenden, sin que sea 
posible hacerlo con medidas menos limitativas de otros derechos o bienes jurídicos. 
Asimismo, las medidas que se proponen en la ley se vinculan a la prevención de delitos 
mediante la detección en las primeras fases y la vigilancia de las áreas de riesgo y, al mismo 
tiempo, contribuyen a garantizar el derecho a una buena administración. Unos objetivos de 
interés general que, con las garantías de seguridad, protección y trazabilidad que prevé esta 
ley en el tratamiento por parte de los poderes públicos, justifican las limitaciones que 
implican para otros derechos y bienes jurídicos afectados.

Por otro lado, teniendo en cuenta que el ejercicio de malas prácticas e irregularidades 
muchas veces solo puede detectarse si se analizan los datos acumulados en un período de 
tiempo, resulta imprescindible para el cumplimiento de los fines del sistema que la ley, de 
acuerdo con las posibilidades que ofrece el reglamento europeo, regule dos aspectos 
fundamentales que tienen incidencia directa sobre esta capacidad de análisis: un plazo 
amplio de conservación de los datos, que se sitúa en ocho años, y la limitación de los 
derechos regulados en los artículos 12 a 22 del reglamento.

A lo largo de la parte dispositiva de la ley se tratan los diversos aspectos que exige el 
artículo 23.2 del Reglamento (UE) 2016/679, con el fin de establecer las limitaciones 
necesarias que permitan el normal funcionamiento del sistema.

IV
La Generalitat aprueba esta ley en el ejercicio de sus competencias y potestad de 

autoorganización, en los términos previstos en el artículo 49.1.1 del Estatuto de autonomía 
de la Comunitat Valenciana.

Este texto legal se compone de cuarenta y dos artículos estructurados en un título 
preliminar y tres títulos, que se completan con cuatro disposiciones adicionales, una 
disposición transitoria, una derogatoria y dos finales.

En el título preliminar se recogen el objeto y el ámbito subjetivo de aplicación de la ley.
En el título I, se regula la Inspección General de Servicios, que como máximo órgano de 

control interno de la administración de la Generalitat se encarga, entre otras, de la gestión 
del sistema de alertas y de la tramitación de las alertas que se generen. En su capítulo I se 
regulan sus competencias, los principios que rigen sus actuaciones y su estructura, así como 
las atribuciones y deberes de su personal, incluyendo la obligación de dar cuenta 
anualmente al Consell de la gestión realizada, mediante la remisión del informe anual de 
evaluación de su plan de actuación. En su capítulo II se hace referencia a la coordinación y 
colaboración con otras instituciones y órganos de control, entre cuyos mecanismos se 
contempla una comisión interdepartamental para la prevención de las irregularidades, y la 
inhibición de la inspección en favor de otros órganos de control en asuntos que por razón de 
la materia les pueda corresponder.

En el título II, se regulan las actuaciones de prevención e investigación a desarrollar por 
parte de la Inspección General de Servicios. Este título se estructura en dos capítulos. En el 
primero de ellos, dividido a su vez en dos secciones, se recoge la regulación de los distintos 
elementos integrantes del sistema de alertas y la adscripción del sistema mismo, 
conteniendo la regulación de los distintos instrumentos de gestión del riesgo que se 
introducen con la presente norma como, por ejemplo, el mapa de riesgos o los planes 
individuales de autoevaluación del riesgo. En la sección segunda del capítulo I están 
previstas determinadas disposiciones en relación a las características técnicas y funcionales 
del sistema, como son su compatibilidad con otros sistemas similares, sus garantías de 
seguridad y las normas básicas que garanticen la estructuración de la información obtenida 
por el propio sistema. Por su parte, el capítulo II de este título II se dedica a los aspectos 
generales de carácter procedimental de las investigaciones desarrolladas por la Inspección 
General de Servicios, que como máximo órgano de control interno de la administración 
queda encargado de la gestión del sistema de alertas, regulando la tramitación de las 
mismas así como los efectos y las consecuencias de los informes de resultados derivados 
de las actuaciones llevadas a cabo.

Por último, el título III incluye el régimen sancionador, en el que se hace referencia a la 
responsabilidad, la competencia sancionadora, las infracciones y las sanciones. Este 

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 13  Ley de Inspección General de Servicios y sistema de alertas prevención malas prácticas

– 140 –



régimen sancionador va dirigido a garantizar la eficacia de las actuaciones de la Inspección 
General de Servicios e impedir que se obstaculicen sus investigaciones.

El conjunto de disposiciones comunes que complementan el texto sustantivo regulan los 
aspectos complementarios y transitorios y las derogaciones previstas. Las disposiciones 
adicionales recogen diversas situaciones relacionadas con el objeto, pero que no tienen un 
encaje concreto en el articulado de la ley y que son necesarias o complementarias para su 
eficaz desarrollo, una disposición transitoria que regula una situación iniciada con 
anterioridad a la entrada en vigor de la ley, una derogatoria única y dos finales en las que se 
incluye un mandato al Consell para aprobar el desarrollo reglamentario de los diferentes 
aspectos que regula esta ley y su régimen de entrada en vigor.

La presente ley se adecua a los principios de buena regulación previstos en el 
artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de 
las administraciones públicas.

En primer lugar, esta norma se justifica, entre otras razones, en el interés general, puesto 
que con ella se crea un sistema de alertas que permitirá detectar con carácter preventivo las 
malas prácticas y las irregularidades administrativas. Por ello, se considera necesario dotar a 
la administración de la Generalitat, y su sector público dependiente, de una norma con rango 
de ley que, además, obligue a todos los centros directivos a poner en práctica medidas que 
facilitan la detección temprana de esas malas prácticas que, de llegar a producirse, podrían 
desembocar en un supuesto de irregularidad. Asimismo, se estima necesario reforzar por ley 
la estructura, potestades y funciones de la Inspección General de Servicios, que, además de 
investigar las posibles irregularidades, se implicará de manera directa en tratar de evitar que 
se produzcan malas prácticas mediante su detección y corrección temprana.

Asimismo, esta ley cumple el principio de proporcionalidad y contiene la regulación 
necesaria para el objeto de la misma. Igualmente, guarda coherencia con el resto del 
ordenamiento jurídico, nacional y de la Unión Europea; en su elaboración se han tenido en 
cuenta los documentos elaborados por la Comisión Europea a través de la Oficina Europea 
de Lucha contra el Fraude.

En aplicación del principio de transparencia, durante su elaboración se ha facilitado el 
acceso a la norma y a los documentos propios de su proceso de elaboración. Asimismo, se 
ha facilitado que los potenciales destinatarios tengan una participación activa en la 
elaboración de la misma.

Por último, en aplicación del principio de eficiencia, las cargas administrativas que 
conlleva la puesta en marcha de esta ley se consideran necesarias y racionales para poder 
cumplir el objeto de la misma. Igualmente, se han cuantificado y valorado sus repercusiones 
y efectos, supeditándose al cumplimiento de los principios de estabilidad presupuestaria y 
sostenibilidad financiera.

Esta disposición está incluida en el Plan normativo de la administración de la Generalitat 
para 2018.

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
La presente ley tiene por objeto:
1. Establecer la competencia, funciones y principios de actuación de Inspección General 

de Servicios.
2. Crear el sistema preventivo de alertas dirigido a detectar irregularidades y malas 

prácticas administrativas, en el ámbito de la gestión pública de la administración de la 
Generalitat y su sector público instrumental.

3. Establecer las relaciones de colaboración con el resto de órganos e instituciones de 
control, tanto internas como externas.
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Artículo 2.  Ámbito subjetivo de aplicación.
Esta ley será de aplicación en el ámbito de la administración de la Generalitat y su sector 

público instrumental, entendiendo éste en los términos definidos en el artículo 2.3 de la 
Ley 1/2015, de 6 de febrero, de la Generalitat, de hacienda pública, del sector público 
instrumental y de subvenciones.

TÍTULO I
De la inspección general de servicios y de la colaboración con otros órganos y 

entidades

CAPÍTULO I
Competencia, principios de actuación y estructura

Artículo 3.  Competencia de inspección general de los servicios.
1. La competencia de inspección general de los servicios comprende esencialmente:
a) La inspección general de todas las actividades y servicios de los órganos y entidades 

incluidos en el ámbito de aplicación del artículo 2 de esta ley, vigilando y comprobando que 
su funcionamiento, así como la gestión de los programas, recursos personales y materiales, 
se ajustan en todo momento a las normas que les son aplicables.

b) La evaluación, control y análisis de la eficacia y eficiencia en la gestión, en función de 
los objetivos finalmente alcanzados y en relación con los recursos utilizados.

c) La definición y establecimiento de los parámetros e indicadores determinantes de las 
alertas del sistema preventivo.

d) La comprobación de las alertas del sistema con la finalidad de detectar, prevenir, 
analizar y evaluar los riesgos, así como llevar a cabo el seguimiento de las 
recomendaciones.

e) La gestión y tramitación de las quejas por incumplimiento del deber de respuesta a las 
quejas y sugerencias por parte de los órganos de la administración de la Generalitat.

f) Las actuaciones de comprobación, investigación e informe que le atribuyan los 
protocolos de prevención y actuación frente al acoso moral en el trabajo o ante el acoso 
sexual o por razón de sexo en el ámbito laboral en la administración de la Generalitat.

g) Cualquier otra acción de naturaleza análoga que se le atribuya, de manera legal o 
reglamentaria, constitutiva de la competencia de inspección general de los servicios.

2. Con carácter complementario, la competencia de inspección general de los servicios 
puede comprender otras actuaciones en relación con los proyectos y planes de mejora de la 
calidad de los servicios públicos, en los términos y con el grado de participación que se 
establezca en cada caso.

3. El ejercicio de esta competencia será independiente de aquellas otras competencias 
atribuidas, de manera legal y reglamentaria, a diferentes órganos de inspección o control de 
los servicios pertenecientes a diferentes ámbitos departamentales o sectoriales, sin perjuicio 
del control interno sobre la gestión económico-financiera que corresponde a la Intervención 
General de la Generalitat.

Artículo 4.  Principios de actuación.
Las actuaciones desarrolladas por la Inspección General de Servicios se ajustarán a los 

principios generales de actuación previstos en la legislación del régimen jurídico del sector 
público y en sus actuaciones velará, en todo caso, por el cumplimiento y efectividad de los 
siguientes principios:

1. El personal inspector de servicios, y aquel que ocasionalmente pueda colaborar en el 
ejercicio de la función inspectora, actuará con independencia e imparcialidad en el ejercicio 
de su función respecto de las autoridades de las que dependan los servicios y del personal 
objeto de inspección, y con plena autonomía. Asimismo, velará siempre por el interés 
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general desde la más estricta neutralidad en el cumplimiento de las funciones de prevención 
y control de los riesgos de irregularidades y malas prácticas administrativas.

2. El personal de inspección de servicios y el que ocasionalmente pueda colaborar en el 
ejercicio de la función inspectora, guardará secreto y confidencialidad respecto de las 
investigaciones que se lleven a cabo y de los asuntos que conozcan por razón de su puesto, 
así como sobre los datos, en especial los de carácter personal, informes, origen de las 
denuncias o antecedentes a los que tenga acceso durante el desempeño de sus funciones. 
Dicha obligación subsistirá aun después de finalizada la relación con la inspección de 
servicios. Este mismo deber de secreto y confidencialidad será exigible al personal de apoyo 
a la inspección de servicios. Asimismo, se desarrollarán reglamentariamente los 
mecanismos necesarios para proteger la intimidad y privacidad de las personas que 
presenten denuncias o comuniquen hechos con apariencia de irregularidad, tales como la 
disociación de datos, ocultación de la identidad en todas las comunicaciones formales e 
informales, así como en los archivos y bases de datos. Del mismo modo, se regulará 
reglamentariamente la protección de aquellas personas que intervengan en la comprobación 
de los hechos investigados.

3. En las actuaciones que se desarrollen se adoptarán las medidas y cautelas necesarias 
para garantizar todos los derechos de las personas que sean o puedan ser investigadas, y 
particularmente el derecho a la presunción de inocencia, a la inviolabilidad del domicilio, al 
secreto de las comunicaciones, a la protección de datos de carácter personal, así como los 
derechos al honor, a la intimidad y la propia imagen, sin que en ningún caso pueda 
producirse indefensión, ni realizarse actuaciones o exigencias que, en el ámbito 
jurisdiccional, requerirían autorización judicial, salvo que esta exista.

Reglamentariamente se desarrollarán las medidas de protección específicas para 
salvaguardar estos derechos.

4. En las actuaciones de investigación que lleve a cabo la Inspección General de 
Servicios se actuará en todo caso de acuerdo con el principio de proporcionalidad, por lo que 
solo se llevarán a cabo las actuaciones adecuadas a la naturaleza y circunstancias de los 
hechos que se investiguen, y sólo se requerirán aquellos datos que sean estrictamente 
necesarios en atención a la finalidad para la que se soliciten.

5. Las actuaciones se desarrollarán con la mayor diligencia posible para potenciar su 
acción preventiva y garantizar su eficacia en favor del interés general, siguiendo siempre los 
principios de celeridad y economía procedimental.

6. El personal inspector de servicios y aquel que de manera extraordinaria realice 
temporalmente la función inspectora actuarán de acuerdo con los principios de eficiencia, 
eficacia, economía, transparencia y honradez en el cumplimiento de sus funciones y en el 
uso de los recursos públicos a su disposición.

Artículo 5.  Estructura de la Inspección General de Servicios.
1. Para el desarrollo de las competencias y funciones atribuidas, la Inspección General 

de Servicios, contará con la siguiente estructura:
a) El inspector o inspectora general, a quien le corresponderán las facultades de 

dirección de la inspección general de los servicios, de acuerdo con lo dispuesto en esta ley y 
el resto de normas que le sean de aplicación. Dicho inspector o inspectora general tendrá la 
consideración de personal inspector de servicios durante el periodo de desempeño de dicho 
puesto.

b) El personal inspector de servicios, cuyos puestos de trabajo tienen el rango y nivel de 
jefatura de servicio y dependen jerárquicamente del órgano o de la unidad que tenga 
asignadas las competencias de inspección general de los servicios.

c) El personal técnico de inspección y el personal de apoyo necesario para el 
cumplimiento de las competencias atribuidas.

2. Excepcionalmente, cuando el volumen de trabajo lo aconseje o resulte conveniente 
por la especial naturaleza de las áreas o materias objeto de inspección o control, el órgano 
directivo que ostente la competencia de inspección general de los servicios podrá solicitar la 
oportuna colaboración de otros departamentos para que personal de estos pueda participar 
en la inspección, siempre bajo la dirección del personal de inspección de servicios y con la 
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autorización de la subsecretaría u órgano equivalente de la Conselleria o entidad de la que 
dependa el personal. Quienes desarrollen esta colaboración serán designados 
temporalmente personal inspector con carácter extraordinario, mediante cualquiera de los 
sistemas de provisión de puestos de trabajo previstos por la normativa vigente que permita la 
asignación temporal de funciones al personal funcionario.

Reglamentariamente se desarrollarán las condiciones y términos de esta colaboración 
extraordinaria.

3. Todo ello sin perjuicio de la dependencia de los órganos superiores o directivos que en 
cada caso se establezca a este respecto en el reglamento orgánico y funcional de la 
Conselleria que tenga atribuida esta competencia.

Artículo 6.  Provisión y formación del personal de la Inspección General de Servicios.
1. El sistema de provisión de los puestos de inspector o inspectora de servicios se 

ajustará a lo establecido en las normas reguladoras de la función pública.
2. De acuerdo con lo que disponen las normas reguladoras de la función pública, el 

personal inspector de servicios, con el fin de contribuir a mejorar la calidad de los servicios 
públicos a través de su participación en las actividades formativas, deberá asistir a las 
actividades específicamente programadas, con el fin de adquirir los conocimientos, 
habilidades o destrezas adecuados para el cumplimiento de las funciones propias de la 
actuación inspectora y para la implementación y gestión del sistema de alertas. En estas 
actividades podrá participar también el personal inspector designado temporalmente con 
carácter extraordinario. Las actividades formativas deberán ser evaluadas y actualizadas 
periódicamente.

Artículo 7.  Atribuciones del personal de inspección de servicios.
1. El personal inspector de servicios tendrá la condición de autoridad pública en el 

ejercicio de sus funciones y podrá solicitar la colaboración de cualquier otra autoridad que 
necesite, estrictamente y con el único fin de apoyar su actuación inspectora. Como 
autoridad, este personal gozará de la protección y de las facultades previstas en el 
ordenamiento jurídico, respetando en todo caso los derechos de las personas afectadas por 
las actuaciones. El personal inspector de servicios no podrá realizar actuaciones que, en el 
orden jurisdiccional, requieran autorización judicial, salvo que esta exista.

2. En el ejercicio de sus funciones, el personal inspector de servicios tendrá las 
siguientes atribuciones:

a) Podrá mantener reuniones de trabajo e informativas con cargos de nivel directivo y 
personal funcionario y laboral de todos los departamentos de la Generalitat y su sector 
público instrumental.

b) Tendrá acceso a todas las dependencias y centros de trabajo de la administración de 
la Generalitat y su sector público instrumental, para el eficaz desarrollo de las funciones 
encomendadas.

c) Podrá acceder y recabar todos los antecedentes, expedientes y documentación, 
cualquiera que sea su soporte, que consideren útiles para su cometido.

d) Aquellas atribuciones que sean asimilables a las anteriores y que resulten 
imprescindibles para el ejercicio de la actividad inspectora.

3. Las atribuciones recogidas en los apartados a, c y d se ejercerán asimismo respecto a 
los supuestos previstos en el artículo 30.4 de la presente ley.

Artículo 8.  Deberes del personal de inspección de servicios.
1. Con independencia de los deberes que le son exigibles con carácter general por las 

normas reguladoras de la función pública, el personal al servicio de la Inspección General de 
Servicios guardará la máxima corrección en el ejercicio de sus funciones y evitará, en la 
medida de lo posible, perturbar el normal desempeño de las actividades de las personas que 
prestan servicio en la unidad inspeccionada. En todo caso, velará para que se respeten los 
derechos que asisten a denunciantes y denunciados.
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2. Cuando este personal pueda ver comprometido el ejercicio imparcial y objetivo de las 
funciones inherentes a su cargo o responsabilidad en el servicio público por razones 
familiares, afectivas, de afinidad, de interés económico o de cualquier otra índole, se deberá 
abstener de intervenir en el procedimiento correspondiente, de acuerdo con lo que se 
dispone sobre el deber general de abstención de autoridades y personal al servicio de las 
administraciones públicas en la legislación de régimen jurídico del sector público, sin 
perjuicio de la posibilidad de que se formule recusación en los términos legalmente previstos.

Artículo 9.  Informe anual de evaluación.
1. La Inspección General de Servicios dará cuenta anualmente al Consell de la gestión 

realizada en desarrollo de su plan de actuación, mediante la remisión, por parte de la 
persona titular de la Conselleria con competencias en materia de inspección general de 
servicios, del informe anual de evaluación. En dicho informe se incluirá una valoración del 
grado de seguimiento y eficacia de las recomendaciones previamente formuladas en las 
actuaciones llevadas a cabo, así como de los problemas de funcionamiento detectados en 
los órganos y unidades objeto de control.

2. Cuando la gravedad o urgencia de los hechos así lo aconsejen, la Inspección General 
de Servicios podrá presentar en cualquier momento comunicaciones o informes 
extraordinarios al Consell, a través de la persona titular de la Conselleria con competencias 
en materia de inspección general de servicios.

3. El informe descrito en el apartado 1 se remitirá anualmente a la Agencia de 
Prevención y Lucha contra el Fraude y la Corrupción de la Comunitat Valenciana.

4. Una vez se dé cuenta del informe anual de evaluación al Consell, se remitirá a Les 
Corts y se presentará en la comisión parlamentaria que corresponda por razón de la materia. 
El informe se publicará también en el portal de transparencia de la Generalitat.

CAPÍTULO II
De la coordinación y colaboración con otras instituciones y órganos de control

Artículo 10.  Colaboración de otros órganos administrativos.
1. La persona titular del órgano que tenga atribuidas las competencias en materia de 

inspección general de los servicios podrá recabar directamente del órgano correspondiente 
de la administración de la Generalitat o del sector público instrumental el asesoramiento 
jurídico e informes técnicos que considere necesarios, así como los antecedentes y 
documentos precisos para el ejercicio de sus funciones.

2. Las personas titulares de los diferentes órganos y departamentos están obligadas a 
prestar su colaboración y a facilitar los antecedentes y documentos que sean necesarios, en 
cualquier tipo de soporte que les sean requeridos, así como cualquier asistencia que se les 
solicite, incluida la asignación temporal de medios personales prevista en el apartado 2 del 
artículo 5 en los términos previstos en la normativa de función pública. Las medidas de 
colaboración que se soliciten deberán ser compatibles con el funcionamiento ordinario de los 
órganos o departamentos correspondientes y respetar el estatuto y derechos del personal 
empleado público al que pueda afectar.

3. La obstrucción o la falta de colaboración que impida o dificulte el ejercicio de la función 
inspectora se debe poner de manifiesto ante el superior jerárquico del órgano o persona 
responsable al efecto de que se exijan las responsabilidades correspondientes, siempre con 
total respecto a los derechos y garantías que prevé el ordenamiento jurídico.

Artículo 11.  Coordinación y colaboración con instituciones y órganos de control.
1. La Conselleria competente en materia de inspección general de servicios, como 

responsable del sistema de alertas y de la inspección general de todas las actividades, 
centros y servicios, mantendrá las necesarias relaciones de colaboración o coordinación, con 
el resto de departamentos competentes en materia control e inspección, tanto internos como 
externos, de acuerdo con lo previsto en los apartados siguientes.
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2. Con la finalidad de evitar que se produzcan interferencias o invasión de competencias 
que puedan generar disfunciones entre los órganos de control, se podrán establecer los 
protocolos de colaboración necesarios, tanto con los órganos de control internos como 
externos, y se establecerán los canales adecuados para compartir la formación, la 
información y la experiencia adquirida.

Particularmente, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 14.1 y en el marco de los 
ámbitos de actuación respectivos, se deberán establecer mecanismos de colaboración y 
coordinación con la Agencia de Prevención y Lucha contra el Fraude y la Corrupción.

3. Corresponde a la Inspección General de Servicios la coordinación de los órganos y 
unidades administrativas de inspección y control interno sectoriales, existentes en los 
diferentes departamentos, que tengan como objeto supervisar el funcionamiento correcto de 
servicios y unidades dependientes de los departamentos respectivos.

Artículo 12.  La Comisión Interdepartamental para la Prevención de Irregularidades y Malas 
Prácticas.

1. La Comisión Interdepartamental para la Prevención de Irregularidades y Malas 
Prácticas es un órgano colegiado y transversal de la Generalitat dirigido a promover la 
coordinación y colaboración de los diferentes departamentos del Consell en el estudio y 
seguimiento de los riesgos de irregularidades y malas prácticas en la gestión administrativa.

2. Entre las personas que formen parte de la comisión interdepartamental, que deberá 
ser paritaria, estarán como mínimo las personas titulares de las subsecretarías de la 
Presidencia y de las Consellerias de la administración de la Generalitat, la persona titular del 
órgano directivo del que dependa la Inspección General de Servicios, si es distinta de las 
anteriores, así como la persona titular del órgano competente en materia de seguimiento y 
evaluación del sector público instrumental de la Generalitat. Sin perjuicio de la composición 
que se establezca, la comisión podrá requerir la presencia puntual de altos cargos o de 
autoridades o funcionarios que estime convenientes para informar sobre aspectos concretos 
que les sean consultados.

3. Corresponden a la comisión interdepartamental, además de las funciones que se le 
asignen reglamentariamente, las siguientes:

a) Informar el mapa de evaluación de riesgos en la tramitación administrativa de la 
Generalitat previsto en el artículo 22 de esta ley, elaborado por la comisión técnica prevista 
en el apartado cuarto de este artículo, y proponer su aprobación.

b) Determinar, mediante un acuerdo de la comisión que será obligatorio y vinculante, 
aquellos órganos y entidades que deben aprobar un plan individual de autoevaluación de 
riesgos de irregularidades del artículo 23 de esta ley, así como proponer las orientaciones y 
directrices generales para la confección de dichos planes individuales de autoevaluación e 
informarlos con carácter previo a su aprobación. Dicho plan de autoevaluación se aprobará 
por resolución de la Conselleria a la que esté adscrito el órgano, o por acuerdo del órgano de 
gobierno competente en el caso de entes del sector público instrumental de la Generalitat.

4. Para un mejor desarrollo de las funciones asignadas, contará con el apoyo de la 
Comisión Técnica de Coordinación, que estará integrada, entre otros, por personal de la 
Inspección General de Servicios, de las inspecciones sectoriales, de la abogacía de la 
Generalitat, de la Intervención General de la Generalitat y de la unidad administrativa 
responsable en materia de seguimiento y evaluación del sector público instrumental de la 
Generalitat.

5. La composición y régimen de funcionamiento de la comisión interdepartamental se 
desarrollará reglamentariamente.

Artículo 13.  Inhibición a favor de la Intervención General de la Generalitat.
Cuando se inicie una actuación de investigación, por cualquiera de los medios previstos 

en el artículo 30, que afecte a supuestas anomalías o irregularidades de carácter económico-
financiero, y con el fin de evitar posibles duplicidades de acciones de control, la Inspección 
General de Servicios trasladará a la Intervención General de la Generalitat la información 
obtenida relativa a cuestiones que sean competencia de esta, de conformidad con lo 
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establecido en la ley que regula sus funciones y atribuciones, respecto al control interno de 
la gestión económico-financiera.

Artículo 14.  Inhibición a favor de la Agencia de Prevención y Lucha contra el Fraude y la 
Corrupción de la Comunitat Valenciana y de la Oficina de Control de Conflictos de Intereses.

1. Cuando en el curso de una actuación se detecten indicios de posible fraude o 
corrupción, se dará traslado del asunto a la Agencia de Prevención y Lucha contra el Fraude 
de la Comunitat Valenciana, y se pondrá a su disposición toda la información obtenida 
durante el desarrollo de la actuación investigadora. La Inspección General de Servicios 
podrá consultar a la Agencia de Prevención y Lucha contra el Fraude de la Comunitat 
Valenciana la conveniencia de suspender o coordinar las actuaciones. En caso de que se 
trate de asuntos que sean competencia de la agencia, la Inspección General de Servicios se 
inhibirá en favor de esta y le proporcionará el apoyo necesario.

2. En el caso de que en las irregularidades advertidas se detecte la existencia de indicios 
de conflictos de interés, se dará traslado del asunto a la Oficina de Control de Conflictos de 
Intereses poniendo a su disposición toda la información obtenida durante el desarrollo de la 
actuación investigadora.

Artículo 15.  Comunicación a la Sindicatura de Comptes.
1. Cuando en el curso de una actuación se detecten indicios de irregularidades que 

pudiera corresponder conocer al Tribunal de Cuentas, se dará traslado de los mismos a la 
Sindicatura de Comptes, poniendo a su disposición toda la información obtenida durante el 
desarrollo de la actuación investigadora. Cuando la Sindicatura de Comptes aprecie, en su 
caso, que se ponen de manifiesto hechos presuntamente constitutivos de responsabilidad 
contable, los pondrá en conocimiento del Tribunal de Cuentas. La comunicación de los 
antecedentes conllevará la suspensión de actuaciones por parte de la Inspección General de 
Servicios con relación a aquellos aspectos de la investigación que sean, en su caso, 
competencia exclusiva del Tribunal de Cuentas.

2. Cuando se aprecie que las actuaciones realizadas pueden corresponder a ámbitos de 
intervención de la Sindicatura de Comptes contemplados en su plan anual de actuación, así 
como en las peticiones de informes, memorias o dictámenes previstos en la Ley de la 
Generalitat de la Sindicatura de Comptes, se le dará traslado de los resultados de las 
mismas, poniendo a su disposición toda la información obtenida durante el desarrollo de la 
actuación investigadora. En el supuesto de que se trate de actuaciones en curso, el 
departamento competente en materia de inspección de servicios podrá consultar a la 
sindicatura la conveniencia de suspender o coordinar actuaciones.

Artículo 16.  Inhibición en favor de la fiscalía.
Cuando en el curso de una actuación se detecten indicios que puedan ser constitutivos 

de un ilícito penal, la Inspección General de Servicios lo pondrá en conocimiento del 
ministerio fiscal, suspendiendo las diligencias en curso hasta que se obtenga el 
pronunciamiento judicial, lo que se comunicará a quien haya proporcionado la información.
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TÍTULO II
Actuaciones de prevención e investigación de la Inspección General de 

Servicios

CAPÍTULO I
Sistema de alertas

Sección primera. Elementos del sistema de alertas, adscripción e instrumentos 
de gestión del riesgo

Artículo 17.  Descripción del sistema.
1. El sistema de alertas se articulará a través de un conjunto de herramientas cuya 

interacción permite la detección de posibles irregularidades y malas prácticas 
administrativas, con carácter preventivo, a partir del análisis de la información obtenida y de 
la evaluación de factores de riesgo que potencialmente pudieran originarlas. El sistema de 
alertas será verificable o auditable de acuerdo con el procedimiento reglamentariamente 
establecido.

2. Sin perjuicio de que puedan incorporarse nuevas herramientas al sistema, en función 
de la evolución práctica del mismo y del entorno normativo y tecnológico, el sistema estará 
integrado por:

a) Los datos obtenidos a partir de las bases de datos, bien creadas y alimentadas por la 
administración de la Generalitat y los entes de su sector público instrumental, que sirven de 
soporte a su gestión administrativa y que se consideren de utilidad para la detección de las 
situaciones irregulares o malas prácticas; o bien de otros organismos y entidades, en los 
términos previstos en el artículo 19 de esta ley.

b) El sistema lógico e informático de procesamiento de datos, dependiente de la 
Conselleria competente en materia de tecnologías de la información y las comunicaciones.

c) Las evaluaciones, el mapa de evaluación de riesgos para la prevención de posibles 
irregularidades y las autoevaluaciones individuales de riesgos.

d) Los informes de conclusiones y recomendaciones de cada actuación y los informes de 
evaluación del sistema que lo retroalimentan.

3. También se podrán integrar en el sistema datos personales de personas o entidades 
que tengan o hayan tenido una relación directa con la administración de la Generalitat y su 
sector público instrumental referidos a expedientes administrativos relacionados con la 
contratación, con ayudas o subvenciones públicas, así como de las personas o entidades 
que mantengan o hayan mantenido una relación laboral o contractual con la administración 
de la Generalitat y su sector público instrumental.

Para las finalidades previstas en esta ley podrán tratarse los datos que los interesados 
descritos en el párrafo anterior hayan hecho manifiestamente públicos de manera voluntaria, 
particularmente en internet. Para ello, deberán reunirse las siguientes condiciones:

a) Que tales espacios tengan la condición de abiertos y no estén protegidos por el 
derecho a la intimidad o el derecho al secreto de las comunicaciones.

b) Que, en el caso de redes sociales, se trate de páginas indexables por buscadores, 
espacios abiertos a todos los miembros de la red, redes sociales abiertas o redes cuya 
naturaleza profesional, empresarial o similar permitan excluir toda expectativa de privacidad.

c) Que en ningún caso sean objeto de tratamiento los datos de terceras personas 
relacionadas con los investigados.

4. El personal adscrito a la Inspección General de Servicios llevará a cabo las tareas de 
seguimiento y mejora continua del sistema de alertas. Para garantizar un buen 
funcionamiento del mismo se dotará de los recursos personales y materiales necesarios. 
Todo el personal encargado de la explotación del sistema de alertas llevará a cabo el 
tratamiento de la información con estricto respeto a la normativa vigente sobre protección de 
datos de carácter personal.
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Artículo 18.  Bases de datos de la administración de la Generalitat y su sector público 
instrumental.

1. Las bases de datos constituyen un sistema que almacena información, que se 
encuentra agrupada o estructurada, procedente del ejercicio de la actividad administrativa, 
alimentada por los órganos competentes por razón de la materia, que puede ser almacenada 
y recuperada por medios informáticos.

2. La información contenida en las bases de datos que sea necesaria para la detección 
de irregularidades o malas prácticas será incorporada al sistema de alertas y procesada para 
generar nueva información explotable por dicho sistema, respetando en todo caso las 
garantías y derechos fundamentales de las personas titulares de los datos.

3. Corresponde a la administración de la Generalitat, y a los entes incluidos en el ámbito 
de aplicación de esta ley, aportar y mantener actualizada la información de las bases de 
datos que tienen bajo su responsabilidad y que constituyen la base de funcionamiento del 
sistema de alertas.

4. La Conselleria responsable del sistema de alertas podrá proponer cambios en los 
sistemas de información, bases de datos y aplicaciones, con el fin de poder incorporar 
nuevos datos que se consideren de utilidad para la detección de irregularidades.

5. Todo lo expresado en los apartados anteriores se realizará en coordinación con el 
centro directivo que ejerza las competencias en materia de tecnologías de la información y 
las comunicaciones en el ámbito de la Generalitat.

Artículo 19.  Bases de datos externas.
1. El sistema podrá obtener información de las bases de datos de otros organismos y 

entidades, mediante la forma de colaboración que corresponda en cada caso, respecto a la 
actividad mercantil y financiera de contratistas, proveedoras de servicios y beneficiarias de 
subvenciones y ayudas públicas, así como de las personas o entidades que mantengan o 
hayan mantenido una relación laboral o contractual con la administración de la Generalitat y 
su sector público instrumental. Esta información se podrá obtener, de acuerdo con las leyes 
reguladoras, siempre que los datos sean relevantes para la finalidad de esta ley y que quede 
garantizado que han sido obtenidos legítimamente por parte del cesionista de los mismos.

El sistema, bien sea en el acceso a la información o bien en su cesión, respetará en todo 
caso los derechos de protección de datos de las personas interesadas, con las limitaciones 
que en su caso corresponda en función de la necesidad y la proporcionalidad.

2. En aquellos supuestos en que exista un marco de colaboración en virtud del cual se 
prevea la cesión de bases de datos a la administración de la Generalitat o su sector público 
instrumental, para el ejercicio de sus competencias, dichos datos se podrán integrar en el 
sistema de alertas.

Artículo 20.  El sistema lógico e informático de procesamiento de datos.
El sistema lógico e informático de procesamiento de datos para la prevención de 

irregularidades está constituido por:
1. El conjunto de herramientas de software y la infraestructura de servidores y bases de 

datos con que funcionan.
2. El conjunto de datos obtenidos mediante procesos de extracción, transformación y 

carga a partir la información contenida en las bases de datos indicadas en los artículos 18 
y 19 de esta ley.

3. Los mecanismos de análisis de datos que, a través de indicadores de riesgo definidos 
para cada uno de los diferentes ámbitos de gestión administrativa sobre los que actuará el 
sistema, permitan la detección de situaciones irregulares susceptibles de investigación.

4. El estudio, diseño, definición, desarrollo, la explotación y el mantenimiento del sistema 
lógico e informático de procesamiento de datos para la prevención de irregularidades 
corresponde a la Conselleria competente en materia de tecnologías de la información y las 
comunicaciones.
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Artículo 21.  Evaluación de riesgos.
1. La evaluación es una forma de investigación aplicada, planificada, sistemática, y 

dirigida que permite obtener y proporcionar de manera válida y fiable, datos e información 
suficiente y relevante para identificar posibles factores de riesgo de que se produzca una 
irregularidad o una mala práctica.

2. Es un factor de riesgo cualquier hecho o circunstancia presente en el contexto jurídico, 
material, humano u organizativo de la tramitación de un procedimiento administrativo, que 
aumente las probabilidades de aparición de malas prácticas o irregularidades durante la 
tramitación del mismo.

Artículo 22.  Mapa de evaluación de riesgos.
1. Para determinar los distintos niveles de exposición al riesgo de irregularidades en la 

gestión, se aprobará una propuesta de mapa de evaluación de riesgos por la comisión 
interdepartamental prevista en el artículo 12 de esta ley. La aprobación del mapa se hará por 
acuerdo del Consell, a propuesta de la persona titular de la Conselleria con competencias en 
materia de inspección de servicios.

2. Para su elaboración y actualización se tendrán en cuenta, entre otros, los siguientes 
factores:

a) El importe y la tipología de los destinatarios de los fondos públicos aplicados.
b) El nivel de cumplimiento de la normativa sobre transparencia y buen gobierno.
c) Las características básicas de los sistemas de control existentes en relación con los 

órganos y los procedimientos que se trate.
d) Las conclusiones derivadas de la evaluación de las alertas generadas por el sistema.
e) Las constataciones y conclusiones obtenidas, así como las recomendaciones 

efectuadas en las actuaciones ejecutadas por los órganos de control interno y externo de la 
Generalitat.

3. Los datos obrantes en el mapa de evaluación de riesgos de irregularidades servirán 
de base para proponer la designación de aquellos órganos y entidades que resulten 
obligados a confeccionar el plan individual de autoevaluación del riesgo de irregularidades, 
previsto en el artículo siguiente de esta ley.

Artículo 23.  Planes individuales de autoevaluación del riesgo de irregularidades.
1. Los planes individuales de autoevaluación constituyen un instrumento de 

identificación, prevención y tratamiento de posibles riesgos asociados a departamentos o 
entes, en relación con determinados procesos, y elaborados por los gestores responsables 
de los mismos. Para el cumplimiento de su finalidad los planes se componen de los 
siguientes documentos:

a) Una ficha de descripción del proceso, en la que se hará constar de manera 
pormenorizada los datos de la gestión procedimental afectados y la descripción del sistema 
de control existente.

b) Una valoración detallada de las áreas, situaciones y actuaciones concretas que sean 
generadoras de un riesgo potencial en la gestión de los procedimientos que se trate, 
incluyendo las posibles causas de abstención del personal empleado público en aquellos 
asuntos en los que se pueda tener un interés personal o que puedan suponer un conflicto de 
intereses con las obligaciones de su puesto público.

c) Una descripción de las acciones y medidas preventivas a desarrollar para minimizar el 
riesgo existente, en relación con los órganos y procedimientos analizados.

2. Los planes se aprobarán por resolución de la persona titular del órgano directivo 
responsable de su implantación, previo informe favorable de la comisión interdepartamental 
prevista en el artículo 12 de la presente ley.

Artículo 24.  Adscripción del sistema y obligaciones.
1. El sistema de alertas rápidas, estará adscrito a la Conselleria competente en materia 

de inspección general de servicios. Es responsabilidad de dicha Conselleria mantener y 
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aplicar el sistema, asegurar su integridad y la fiabilidad de su funcionamiento. Asimismo, 
tendrá la consideración de responsable del tratamiento de datos de carácter personal.

2. Los departamentos y los entes incluidos en el ámbito de aplicación del artículo 2 están 
obligados a colaborar en la aplicación del sistema, en los términos previstos en la presente 
ley.

Sección segunda. Características técnicas y funcionales del sistema

Artículo 25.  Compatibilidad, desarrollo, explotación y mantenimiento del sistema 
informático.

1. El sistema lógico e informático de procesamiento de datos será compatible con los 
instrumentos de control existentes en su ámbito de actuación y se garantizará su 
interoperabilidad con los sistemas utilizados por el resto de departamentos, organismos o 
instituciones de la Generalitat con la misma finalidad.

2. Será responsabilidad de la Conselleria competente en materia de tecnologías de la 
información y las comunicaciones a través de los servicios existentes para ello, asegurar el 
desarrollo, la explotación y el mantenimiento del sistema informático de alertas, su 
seguridad, interoperabilidad y compatibilidad informática. Todo ello, sin perjuicio de la 
responsabilidad establecida en el artículo 18.3 de esta ley.

Artículo 26.  Garantías de seguridad de la información del sistema.
1. El sistema de alertas será sometido a revisión periódica con el fin de verificar el 

cumplimiento de la política de seguridad, de los procedimientos operativos establecidos y de 
la normativa vigente sobre protección de datos de carácter personal, prestando especial 
atención al cumplimiento de las previsiones sobre las medidas de seguridad que se definan 
para el sistema. El departamento responsable del sistema podrá definir cualquier otro ámbito 
de verificación que se estime necesario realizar a los efectos previstos en este precepto.

2. El sistema de alertas garantizará el control de acceso a la información, mediante 
mecanismos que permitan la identificación, autenticación y autorización de las personas 
usuarias, permitiendo el acceso a la información en función de los derechos asociados al 
perfil del mismo y mantendrá un registro de los accesos realizados, tanto para consulta, 
como para la actualización de información, en su caso, con la finalidad de gestionar la 
trazabilidad de los datos.

Artículo 27.  Clasificación de riesgos y codificación de resultados.
1. Se desarrollará un sistema de indicadores con el objetivo de detectar la presencia de 

posibles irregularidades o malas prácticas, en cada uno de los ámbitos de gestión.
2. Los resultados de las actuaciones de investigación serán objeto de una codificación 

estandarizada, con la finalidad de que el sistema disponga de información estructurada que 
permita su retroalimentación.

3. La descripción de los indicadores y la codificación de los asuntos investigados estará 
sometida a una actualización periódica que garantice el mayor nivel de concreción posible, 
mediante la aplicación de la información y conclusiones derivadas de la propia puesta en 
práctica del sistema.

4. Los departamentos, organismos y entidades incluidas en el ámbito de aplicación de la 
presente ley propondrán, bajo la supervisión de la Inspección General de Servicios, sus 
propios indicadores en función de sus ámbitos de gestión y la identificación de los factores 
de riesgo asociados a sus procedimientos.

Artículo 28.  Código de buenas prácticas y protocolos de actuación.
1. La Conselleria competente en materia de inspección general de servicios elaborará un 

código de buenas prácticas para la prevención y detección de irregularidades y promoverá la 
aprobación de protocolos de actuación y aplicación del sistema de alertas, cuando sea 
necesario para garantizar su eficacia.

2. Este código será de obligado cumplimiento por todo el personal al servicio de la 
administración de la Generalitat y su sector público instrumental, entendido el mismo en los 

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 13  Ley de Inspección General de Servicios y sistema de alertas prevención malas prácticas

– 151 –



términos definidos en la legislación de la Generalitat reguladora del sector público, y se 
aprobará mediante un decreto del Consell.

Artículo 29.  Evaluación periódica del sistema.
1. Para garantizar un funcionamiento adecuado del sistema se realizará un análisis y 

evaluación del mismo con el objeto de corregir errores en las alertas, identificar y prevenir 
nuevos riesgos.

2. Anualmente la Inspección General de Servicios elaborará un informe sobre los 
aspectos referidos en el apartado anterior, que se integrará como un apartado del informe 
anual de evaluación de su plan de actuación, previsto en el artículo 9.

3. Las propuestas de mejora incluidas en el citado informe, que serán aprobadas 
mediante resolución de la persona titular del departamento competente en materia de 
inspección general de servicios, tendrán carácter obligatorio para los departamentos 
afectados.

4. El sistema podrá ser evaluado por organismos externos al mismo, con la finalidad de 
verificar su adecuado funcionamiento. En este sentido, la Agencia de Prevención y Lucha 
contra el Fraude y la Corrupción podrá colaborar con la Inspección General de Servicios en 
la evaluación de la eficacia del sistema en relación con el cumplimiento de sus finalidades, 
sin perjuicio de que se puedan realizar otras auditorías externas relativas a la seguridad de 
la información, la protección de datos personales y otros elementos del funcionamiento del 
sistema de alertas.

CAPÍTULO II
Del procedimiento de investigación

Artículo 30.  Inicio y desarrollo de las actuaciones de investigación.
1. La actuación de investigación a desarrollar por parte de la Inspección General de 

Servicios podrá tener su origen:
a) En los datos obtenidos a través del sistema de alertas.
b) Como consecuencia de la presentación de una denuncia.
c) Por peticiones razonadas de otros órganos de la Generalitat.
d) Por orden superior, cuando se adviertan posibles irregularidades conocidas por 

cualquier medio.
e) Como consecuencia de la información obtenida desde el sistema de quejas y 

sugerencias sobre el funcionamiento de los servicios públicos de la administración de la 
Generalitat.

f) En ejecución de los planes de actuación de la Inspección General de Servicios.
2. El inicio de la actuación de investigación deberá ser comunicado a la persona titular de 

la subsecretaria del departamento afectado, así como a la persona responsable del ente u 
organismo del sector público instrumental, en su caso. No obstante, para garantizar el 
objetivo de la investigación, cuando la actuación se califique por la propia inspección como 
urgente o reservada, podrá no efectuarse esta comunicación previa.

3. Cuando la especialidad de la materia o las características de los hechos a investigar 
así lo aconsejen, previa petición de la Inspección General de Servicios, la persona titular del 
órgano directivo competente, o la persona responsable del ente u organismo del sector 
público instrumental, deberá elaborar un informe detallado de los hechos y de las cuestiones 
que le hayan sido planteadas por la inspección.

4. Las personas físicas o jurídicas que mantengan, o hayan mantenido, cualquier 
relación administrativa directa con la administración de la Generalitat y su sector público 
instrumental, como consecuencia de la cual hayan participado en aquellos procedimientos 
administrativos que sean objeto o estén íntimamente relacionados con la actuación 
investigadora, deberán colaborar con la Inspección General de Servicios, facilitando el 
acceso a toda la documentación e información de que dispongan en relación con los 
procedimientos aludidos.
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5. Del mismo modo, estarán obligadas a colaborar las personas físicas o jurídicas que 
dispongan de información conexa que sea necesaria para confirmar la veracidad, coherencia 
e integridad de los datos obtenidos en la investigación, cuya colaboración resulte 
imprescindible para el esclarecimiento de los hechos, con los límites establecidos en el 
artículo 18 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de 
las administraciones públicas.

6. La obligación de colaborar prevista en los apartados 4 y 5 no tendrá efecto cuando la 
revelación de la información solicitada atentara contra el honor o la intimidad personal o 
familiar o supusiera la comunicación de datos confidenciales de terceros de los cuales 
tengan conocimiento por la prestación de servicios profesionales de diagnóstico, 
asesoramiento o defensa.

7. Desde el momento en el que se inicie una actuación de investigación, esta deberá 
desarrollarse en el plazo de seis meses. En aquellos casos en que la complejidad o las 
circunstancias del asunto lo justifiquen, se podrá ampliar este plazo hasta un máximo de seis 
meses adicionales. Esta ampliación deberá motivarse expresamente y será notificada a 
quien haya facilitado la información y a la persona titular de la subsecretaría del 
departamento afectado o responsable del ente del sector público instrumental, salvo que 
concurra la circunstancia establecida en el apartado 2.

Artículo 31.  Tramitación de las alertas por parte de la Inspección General de Servicios.
1. Cuando del tratamiento de datos efectuado por el sistema informático se genere una 

alerta, la Inspección General de Servicios calificará la alerta inicialmente dentro de una de 
las siguientes categorías:

a) Alertas no significativas, que a su vez se pueden clasificar en:
1.º Falso positivo: cuando se llegue a la conclusión de que se trata de una alerta 

infundada, derivada de un error en los datos.
2.º Alerta sin riesgo: cuando se compruebe que no existe riesgo alguno. En este caso, no 

se realizará ninguna acción subsiguiente sin perjuicio que sea tenida en cuenta a los efectos 
de su reiteración posterior.

b) Alertas significativas, que a su vez se pueden clasificar en:
1.º Alerta para seguimiento: en estos casos se podrá realizar una actuación de 

investigación de carácter simplificado que conllevará, en todo caso, la realización de una 
actuación de control al órgano afectado. En el supuesto de que tras ella se determine la 
existencia de un riesgo sustancial, se procederá en el modo previsto en el subapartado 
siguiente.

2.º Alerta para investigación: se iniciará la actuación de investigación en la forma prevista 
en el artículo 30.

2. La información que genere el sistema lógico e informático de procesamiento de datos 
tendrá carácter reservado y únicamente podrá ser accesible para el personal adscrito a la 
Inspección General de Servicios que esté expresamente autorizado. No obstante, también 
se podrá facilitar a otros órganos de control internos o externos con los que se colabore en 
los términos previstos en esta ley, respecto a la información que sea materia de sus 
respectivas competencias.

Artículo 32.  Protección de las personas alertadoras o denunciantes.
1. Se considerará persona alertadora o denunciante de posibles irregularidades o malas 

prácticas en actuaciones realizadas en el ámbito de la administración de la Generalitat y de 
su sector público instrumental cualquier persona física o jurídica sea o no empleada pública.

2. Cuando se formulen denuncias o alertas, la Inspección General de Servicios deberá 
aplicar el régimen de protección establecido en el artículo 14 de la Ley 11/2016, de 28 de 
noviembre, de la Agencia de Prevención y Lucha contra el Fraude y la Corrupción de la 
Comunitat Valenciana o, en su caso, un régimen más favorable.
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3. A los efectos de facilitar la presentación de denuncias o alertas de irregularidades y 
malas prácticas, se establecerá un canal seguro y accesible que permitirá su formulación y 
que, en todo caso, garantizará la confidencialidad y la protección de quienes lo utilicen.

Artículo 33.  Informes de resultados.
1. Una vez concluidas las actuaciones de investigación se emitirá un informe provisional 

de resultados por parte de la Inspección General de Servicios, que será trasladado al órgano 
directivo del que dependan los servicios o unidades afectados, con el fin de que puedan 
formularse alegaciones al contenido del mismo. A la vista de dichas alegaciones, se 
elaborará el informe definitivo. No obstante, de modo justificado, en función de los 
antecedentes y de las características del asunto o de la actuación investigadora, 
circunstancias que deberán quedar especificadas en el correspondiente expediente, se 
podrá emitir el informe de carácter definitivo omitiendo los trámites previstos anteriormente.

2. Los aspectos relativos al contenido mínimo de los informes, tramitación, clasificación y 
plazos se desarrollarán reglamentariamente.

Artículo 34.  Efectos de los informes definitivos de resultados.
1. Cuando en los informes definitivos de resultado se haya constatado la existencia de 

debilidades de cualquier tipo o de irregularidades de carácter puntual, la Inspección General 
de Servicios efectuará recomendaciones de mejora.

2. La Conselleria o entidad a la que estén adscritos los servicios o actividades objeto de 
la actuación inspectora comunicará a la Inspección General de Servicios las medidas 
adoptadas en relación con las recomendaciones formuladas en el informe final, 
especialmente aquellas que vayan dirigidas a corregir deficiencias o anomalías.

3. El personal inspector de servicios realizará un seguimiento de la efectiva adopción de 
las medidas comunicadas, cuando así se establezca en su plan de actuación. Si tras el 
seguimiento se considerase que tales medidas son insuficientes o resultan inadecuadas a 
los efectos de corregir las deficiencias advertidas, se elaborará un informe específico sobre 
esta circunstancia, con las nuevas recomendaciones que proceda efectuar.

4. Cuando en los informes de resultado se determine la posible existencia de 
responsabilidades de carácter disciplinario, se propondrá al órgano superior jerárquico 
competente la incoación del procedimiento correspondiente. El órgano competente estará 
obligado a comunicar el resultado de dicho procedimiento a la Inspección General de 
Servicios.

5. Cuando se detecte la posible existencia de activos económicos o patrimoniales de la 
Generalitat que hubiesen sido indebidamente obtenidos o utilizados y fuesen susceptibles de 
recuperación, se comunicará al órgano competente, al objeto de que se realicen las 
oportunas acciones de recuperación.

6. Cuando en los informes de resultados se detecte la existencia de irregularidades de 
carácter sistémico o de un número significativo de irregularidades puntuales, la Inspección 
General de Servicios podrá solicitar al órgano objeto de la actuación la presentación de un 
plan de mejora.

7. En el plan de mejora, de carácter obligatorio, se identificarán, como mínimo, los 
objetivos y las medidas a adoptar, su coste estimado, el calendario previsto para su 
ejecución y las personas responsables de su implementación. La Inspección General de 
Servicios podrá emitir valoraciones previas sobre las medidas propuestas en el plan y 
solicitar en cualquier momento información sobre el avance del mismo.

8. Si, no obstante todo lo anterior, tampoco se adoptaren las medidas oportunas, la 
inspección incluirá el asunto en el informe anual al Consell previsto en el artículo 9 de esta 
ley.

Artículo 35.  Comunicación y publicidad de los informes definitivos de resultado.
1. Además de los datos que puedan ser comunicados en base a lo previsto en el 

artículo 31.2, cuando en los informes definitivos de resultados se determine la existencia de 
irregularidades que correspondan al ámbito competencial de otros órganos de la Generalitat, 
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o de otras instituciones, se dará traslado a los mismos, de acuerdo con lo que se establece 
en el capítulo II del título I.

2. En el Portal de Transparencia de la Generalitat se publicará información básica sobre 
los resultados obtenidos en cada actuación inspectora que tenga su origen en los supuestos 
señalados previstos en el artículo 30.1, incluyendo un extracto de las conclusiones y 
recomendaciones efectuadas.

Artículo 36.  Conservación y acceso a la documentación soporte de las actuaciones 
investigadoras.

Todos los datos obtenidos durante el curso de las actuaciones de control realizadas 
serán debidamente archivados y se garantizará la integridad, conservación, seguridad y 
confidencialidad de la información recopilada durante la actuación investigadora.

TÍTULO III
Régimen sancionador

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 37.  Régimen jurídico.
1. El incumplimiento de las obligaciones establecidas en esta ley se sancionará conforme 

a lo previsto en este título, sin perjuicio de otras responsabilidades que pudieran concurrir.
2. La potestad sancionadora respecto de las infracciones tipificadas en esta ley se 

ejercerá de conformidad con lo dispuesto en ella y en la normativa vigente en materia de 
procedimiento administrativo común de las administraciones públicas y régimen jurídico del 
sector público.

3. Las infracciones disciplinarias se regirán por los procedimientos previstos para el 
personal que resulten de aplicación en cada caso.

4. Cuando, como consecuencia de las actuaciones desarrolladas, se constaten 
incumplimientos susceptibles de ser calificados como alguna de las infracciones previstas en 
este capítulo y que pueda derivar en responsabilidad disciplinaria, se propondrá al órgano 
superior jerárquico competente la incoación del procedimiento correspondiente. El órgano 
competente comunicará el resultado de dicho procedimiento a la Inspección General de 
Servicios.

Artículo 38.  Responsabilidad.
Son responsables de las infracciones las personas físicas o jurídicas, cualquiera que sea 

su naturaleza, así como los altos cargos, directivos y el personal al servicio de las entidades 
previstas en el artículo 2, que realicen acciones o que incurran en las omisiones tipificadas 
en esta ley con dolo, culpa o negligencia.

Artículo 39.  Competencia sancionadora.
1. Los órganos competentes para ordenar la incoación del procedimiento sancionador 

son:
a) El Consell, cuando se trate de alguno o alguna de sus miembros o de la persona 

titular de una secretaría autonómica.
b) La persona titular del departamento competente en materia de inspección general de 

servicios, en el caso de otros altos cargos de la administración de la Generalitat y del 
personal que ocupa puestos de carácter directivo en el sector público instrumental siempre 
que no tengan la condición de miembro del Consell o de titular de una secretaría 
autonómica. Asimismo, también será competente cuando se trate de personas físicas o 
jurídicas que incumplan el deber de colaboración según los parámetros que prevé esta ley.
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c) Los órganos competentes determinados en la normativa sectorial correspondiente, en 
el caso de personal de la administración de la Generalitat y de su sector público 
instrumental, no incluido en los apartados anteriores.

2. La competencia para instruir el procedimiento sancionador corresponde a los 
siguientes órganos:

a) El órgano del departamento competente en materia de inspección general de servicios 
que se determine reglamentariamente, cuando la competencia para resolver recaiga en la 
persona titular de este departamento o en el Consell.

b) Los órganos que determina la normativa sectorial correspondiente, en caso de que la 
persona responsable de la infracción sea personal de la administración de la Generalitat y de 
su sector público instrumental no incluido en el apartado anterior de este artículo.

3. Los órganos competentes para resolver los procedimientos sancionadores son:
a) El Consell, cuando el procedimiento sancionador afecte a algún miembro del Consell o 

persona titular de una secretaría autonómica.
b) La persona titular del departamento competente en materia de inspección general de 

servicios, cuando la competencia para incoar el expediente recaiga en la misma.
c) Los órganos que determina la normativa sectorial correspondiente, en caso de que la 

persona responsable de la infracción sea personal de la administración de la Generalitat y de 
su sector público instrumental no incluido en los apartados anteriores de este artículo.

4. En el supuesto de infracciones imputadas a altos cargos adscritos al departamento 
competente en materia de inspección general de servicios, las competencias establecidas en 
los apartados 1.b y 3.b de este artículo serán ejercidas por el titular del departamento 
competente en materia de administraciones públicas. En caso de que coincida la titularidad 
de la competencia en las dos materias, las potestades de incoación, instrucción y resolución 
serán ejercidas por los órganos que determine la persona que ostente la Presidencia de la 
Generalitat en el ejercicio de las funciones de dirección y coordinación del Consell que 
establece la Ley 5/1983, de 30 de diciembre, del Consell.

Artículo 40.  Prescripción de las infracciones y las sanciones.
1. El plazo de prescripción de las infracciones será de cuatro años para las infracciones 

muy graves, tres años para las graves y un año para las leves.
2. El plazo de prescripción de las sanciones será de tres años para las sanciones por la 

comisión de infracciones muy graves, de dos años para las infracciones graves y de un año 
para las leves.

3. Cuando la infracción se cometa por personal de la administración de la Generalitat y 
de su sector público instrumental, el plazo de prescripción será el establecido en la 
normativa reguladora del régimen disciplinario que resulte de aplicación.

CAPÍTULO II
Infracciones y sanciones

Artículo 41.  De las infracciones y su clasificación.
1. A los efectos de esta ley, son infracciones las acciones u omisiones dolosas o 

culposas con cualquier grado de negligencia que estén tipificadas y sancionadas como tales 
en esta ley. Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves.

2. Son infracciones muy graves:
a) Formular denuncias o comunicaciones de irregularidades que resulten ser falsas si la 

persona denunciante fuera consciente de su falsedad.
b) Desvelar información en el curso de la investigación cuando cause graves perjuicios a 

la investigación, a las personas afectadas por esta o a la persona denunciante.
c) La comisión de una infracción grave cuando el autor o autora hubiera sido sancionado 

por dos infracciones graves de la misma naturaleza, en el periodo de dos años previos a la 
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comisión de nuevo de la infracción; en tal supuesto, se requerirá que la resolución 
sancionadora hubiere adquirido firmeza en vía administrativa.

3. Son infracciones graves:
a) Acceso injustificado a la información del sistema cuando se deriven perjuicios para la 

investigación, la administración, la persona denunciante o denunciada, así como para 
terceros.

b) El incumplimiento reiterado e injustificado de las recomendaciones de los informes de 
los órganos de control interno de la Generalitat en los casos en que estas propongan la 
enmienda de infracciones a la legalidad y se deriven perjuicios probados para la 
administración o para terceras personas.

c) La no incorporación o alteración de la información destinada al sistema de alertas 
cuando se aprecie intencionalidad de obstruir el normal funcionamiento del mismo.

d) La comisión de una infracción leve cuando el autor o autora hubiera sido sancionado 
por dos infracciones leves de la misma naturaleza, en el periodo de un año previo a la 
comisión de nuevo de la infracción; en tal supuesto, se requerirá que la resolución 
sancionadora hubiere adquirido firmeza en vía administrativa.

4. Son infracciones leves:
a) Dificultar el acceso a la información necesaria para la investigación, así como la 

negativa o retraso injustificados, siempre que el requerimiento sea exigible según los 
parámetros de esta ley, cuando de ello se deriven perjuicios para tercera persona, para la 
administración o para la investigación.

b) La no comparecencia injustificada a la solicitud que se reciba del órgano competente.
c) El incumplimiento injustificado de las obligaciones de actualización de la información 

en el sistema de alertas, cuando de ello se deriven deficiencias y retrasos sustanciales en su 
funcionamiento que puedan menoscabar su efectividad.

Artículo 42.  Sanciones.
1. A las infracciones imputables al personal al servicio de las entidades previstas en el 

artículo 2, se les aplicarán las sanciones que correspondan con arreglo al régimen 
disciplinario que en cada caso resulte aplicable.

2. Sanciones aplicables a las infracciones imputables a las autoridades y a los directivos 
del sector público instrumental:

2.1 Sanciones por infracciones leves:
a) Apercibimiento.
b) Multa de hasta 300 euros.
c) Apercibimiento y multa de hasta 300 euros.
2.2 Sanciones por infracciones graves:
a) La declaración de incumplimiento y publicación en el Portal de Transparencia de la 

Generalitat, durante un periodo de seis meses.
b) Multa de 301 a 3.000 euros.
c) La declaración de incumplimiento y publicación en el Portal de Transparencia de la 

Generalitat durante un periodo de seis meses y multa de 301 a 3.000 euros.
2.3 Sanciones por infracciones muy graves:
Multa de 3001 hasta 30.000 euros y declaración de incumplimiento y publicación en el 

Portal de Transparencia de la Generalitat por un periodo de un año.
3. Infracciones imputables a las personas físicas o jurídicas, externas a la administración 

de la Generalitat, cuando sea exigible, dentro de los parámetros de esta ley, su obligación de 
colaborar con las actuaciones de investigación:

3.1 Sanciones por infracciones leves:
a) Apercibimiento.
b) Multa hasta 300 euros.
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c) Apercibimiento y multa hasta 300 euros.
3.2 Sanciones por infracciones graves:
a) La declaración del incumplimiento y publicación en el «Diari Oficial de la Generalitat 

Valenciana».
b) Multa de 301 a 3.000 euros.
c) La declaración del incumplimiento y publicación en el «Diari Oficial de la Generalitat 

Valenciana» y multa de 301 hasta 3.000 euros.
3.3 Sanciones por infracciones muy graves:
a) La declaración del incumplimiento y publicidad de la sanción en el «Diari Oficial de la 

Generalitat Valenciana».
b) Multa de 3.001 a 30.000 euros.
c) La declaración del incumplimiento y publicación en el «Diari Oficial de la Generalitat 

Valenciana» y multa de 3.001 a 30.000 euros.
4. Para la graduación de las sanciones el órgano competente se ajustará al principio de 

proporcionalidad, de conformidad con lo previsto en la legislación básica de régimen jurídico 
del sector público. La aplicación de los criterios de graduación de las sanciones deberá ser 
justificada expresamente por el órgano sancionador. No obstante lo anterior, estos aspectos 
podrán ser objeto de desarrollo reglamentario.

Disposición adicional primera.  Sistema de prevención en la gestión de fondos europeos.
Las medidas que sean implementadas por parte de aquellos departamentos de la 

Generalitat que gestionen fondos europeos en aplicación de lo previsto en la 
correspondiente normativa de la Unión Europea, se regirán por sus disposiciones e 
instrucciones específicas, sin perjuicio que se establezcan aquellos mecanismos específicos 
de coordinación que resulten más adecuados para garantizar la transmisión reciproca de 
información entre los distintos sistemas de prevención de irregularidades.

Disposición adicional segunda.  Código de buenas prácticas.
El código de buenas prácticas, previsto en el artículo 28, se aprobará una vez haya 

transcurrido el plazo de seis meses desde la emisión del primer informe de evaluación del 
sistema de alertas previsto en el artículo 29.2, con el fin de incorporar las recomendaciones 
procedentes de las alertas analizadas y de las evaluaciones de riesgos que se puedan 
realizar.

Disposición adicional tercera.  Datos de carácter personal.
1. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 6.1.e del Reglamento (UE) 2016/679 del 

Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las 
personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación 
de estos datos, el tratamiento de datos de carácter personal derivado de la aplicación de la 
presente ley se considera necesario para el cumplimiento de una misión realizada en interés 
público cuyo fin es prevenir irregularidades y malas prácticas.

2. Cuando por necesidades del sistema se incorporen datos de carácter personal que 
estén amparados por la normativa de protección de datos, teniendo en cuenta las 
previsiones contenidas en esta ley en relación a la finalidad del tratamiento, los tipos de 
datos a tratar y sus medidas de seguridad, únicamente se podrán limitar los derechos de 
acceso, rectificación y supresión, en los términos que prevé el Reglamento (UE) 2016/679, 
cuando con su ejercicio se pretenda obstaculizar el cumplimiento de los fines de esta ley. El 
ejercicio de estos derechos se podrá denegar en aquellos casos en que suponga una 
limitación directa a la capacidad de actuación preventiva del sistema, o el afectado esté 
siendo objeto de actuaciones inspectoras.

De conformidad con el citado reglamento, el ejercicio de los derechos de limitación, 
portabilidad y oposición queda excluido por tratarse de un tratamiento realizado en una 
misión de interés público.
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3. No serán tratados por el sistema de alertas datos de categorías especiales, a 
excepción de aquellos que ya formen parte de las bases de datos internas, por estar 
vinculados a procedimientos administrativos que comporten el reconocimiento de derechos o 
la exigencia de obligaciones establecidas por la normativa vigente, tales como el grado de 
discapacidad o de dependencia reconocidos para la percepción de prestaciones, 
subvenciones u otro tipo de derechos asociados.

4. Los datos de carácter personal se conservarán en la aplicación del sistema de alertas 
durante el tiempo imprescindible para el tratamiento de los datos de conformidad con la 
finalidad de esta ley, siempre que se trate de datos relevantes y necesarios y sin que puedan 
ser utilizados para una finalidad distinta. En ningún caso los datos de carácter personal se 
podrán hacer públicos, salvo que previamente se anonimicen para poder servir a los fines 
previstos en la presente ley.

Disposición adicional cuarta.  Comunicación de ilícito penal.
Cuando un órgano de los incluidos en el ámbito de aplicación de esta ley, en el ejercicio 

de sus funciones, ponga en conocimiento del ministerio fiscal o de la autoridad judicial 
hechos de los que resulten indicios racionales de la comisión de algún delito, lo comunicará 
a la Inspección General de Servicios, que dará traslado de dicha información a la abogacía 
de la Generalitat y a la Intervención General de la Generalitat, cuando pueda afectar al 
ejercicio de sus respectivas competencias.

Disposición transitoria única.  Curso específico de formación.
El personal que ocupe puestos de inspector o inspectora de servicios, o sea designado 

temporalmente para esta función, deberá acreditar contar con formación adecuada mediante 
un curso de perfeccionamiento para la inspección de servicios homologable por el Instituto 
Valenciano de Administración Pública (IVAP). En caso de que este personal no haya 
realizado este curso, deberá realizarlo en el plazo de seis meses a contar desde la entrada 
en vigor de esta ley.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
1. Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

dispuesto en esta ley.
2. El Decreto 68/2014, de 9 de mayo, por el que se regula el ejercicio de la competencia 

y las funciones de inspección general de los servicios de la administración de la Generalitat, 
así como sus normas de desarrollo, mantendrán su vigencia en todo aquello que no se 
oponga a lo previsto en esta ley.

Disposición final primera.  Desarrollo reglamentario.
1. Se faculta al Consell para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el 

desarrollo y ejecución de esta ley.
2. En el plazo de seis meses desde la publicación en el «Diari Oficial de la Generalitat 

Valenciana», el Consell aprobará el reglamento general de desarrollo de la misma.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
Esta ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Diari Oficial de la 

Generalitat Valenciana».
No obstante, el capítulo primero del título segundo, relativo al sistema de alertas, entrará 

en vigor cuando así lo determine, mediante una resolución publicada en el «Diari Oficial de la 
Generalitat Valenciana», la persona titular de la Conselleria a la que esté adscrita la 
Inspección General de Servicios. Esta resolución se dictará en el plazo máximo de seis 
meses desde la publicación de la ley. Si transcurrido este período no se ha publicado la 
resolución, el capítulo primero del título segundo entrará en vigor en ese momento.
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§ 14

Ley 25/2018, de 10 de diciembre, reguladora de la actividad de los 
grupos de interés de la Comunitat Valenciana

Comunitat Valenciana
«DOGV» núm. 8443, de 13 de diciembre de 2018

«BOE» núm. 23, de 26 de enero de 2019
Última modificación: 30 de diciembre de 2022

Referencia: BOE-A-2019-967

Sea notorio y manifiesto a todos los ciudadanos y todas las ciudadanas que Les Corts 
han aprobado y yo, de acuerdo con lo establecido por la Constitución y el Estatuto de 
Autonomía, en nombre del rey, promulgo la siguiente Ley:

PREÁMBULO

I
Aunque los primeros vestigios de la actividad de los grupos de interés se remontan al 

último cuarto del siglo XIX, y hubo que esperar hasta muy entrado el siglo XX para encontrar 
las primeras iniciativas de regulación de este tipo de actividades, no ha sido sino en los 
inicios de nuestro siglo xxi cuando las administraciones públicas han empezado a regular la 
actividad de los grupos de interés, impulsadas por la necesidad de conectar diferentes 
administraciones, por el papel creciente de las entidades de la sociedad civil en ámbito 
gubernamental, así como por la pulsión de la ciudadanía para obtener mayores niveles de 
participación y de transparencia de las administraciones públicas. Así, la ciudadanía y la 
sociedad civil se involucran cada vez más en la formulación de las políticas públicas, 
contribuyendo a mejorar la calidad de la actuación de las instituciones, reforzando la 
legitimidad de la toma de decisiones y haciendo más transparentes y participativos los 
procesos de elaboración de los planes y programas que se tienen que llevar a cabo.

La actuación de grupos de interés ante los poderes públicos es legítima, siempre dentro 
de un marco que garantice la correcta información de sus prácticas a la ciudadanía, ya que 
puede aportar a los procesos de elaboración de las políticas públicas y de los proyectos 
normativos una mejor comprensión de la problemática sobre la que se quiere incidir y de los 
aspectos que hay que tener en cuenta a la hora de actuar en un ámbito determinado. Se 
trata, al fin y al cabo, de una forma de ejercicio de los mecanismos de participación en los 
asuntos públicos que permite un intercambio de informaciones y de puntos de vista que 
puede ser provechoso para el interés general siempre que se confirme su veracidad y se 
contraste con los de las otras partes implicadas. No obstante, existe el riesgo de que estos 
mecanismos de participación puedan dar lugar a situaciones en que determinados grupos de 
interés puedan llegar a tener un exceso de capacidad para influir en el sentido de las 
decisiones.
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Es precisamente esta evidencia, junto a los valores de integridad y ética pública que 
deben inspirar la acción de los poderes públicos en un marco democrático, lo que motiva la 
elaboración de esta ley, cuyo objetivo es que esa capacidad de influencia quede sometida a 
exigencias de transparencia y a un código de conducta que incluya las prácticas y actitudes 
que deben seguir los grupos de interés en su actuación. Evitar la opacidad es primordial para 
poder garantizar el interés general y fiscalizar con buen criterio la actuación de los poderes 
públicos. La participación de los grupos de interés, si se lleva a término de manera 
transparente y plural, es una manera de desarrollar una administración colaborativa que 
forma parte de la noción de buen gobierno sobre la que se enmarca esta ley.

Por tanto, con esta ley también se pretende, mediante mecanismos para garantizar la 
transparencia, acabar con la connotación negativa que tiene la actividad de influencia para 
gran parte de la sociedad, asociada a algo oscuro. Se trata de dejar atrás esta imagen y 
concebir los grupos de interés como actores que buscan influir en la toma de decisiones y 
que, legítimamente, defienden ante la administración los intereses de diferentes entidades y 
grupos sociales, como pueden ser, por ejemplo, intereses empresariales, profesionales, 
laborales, académicos, asociativos o sin ánimo de lucro, entre otros.

Por otra parte, la conveniencia de regular los grupos de interés para garantizar la 
transparencia en su actividad y, de esta forma, el control de la actividad administrativa, ha 
sido puesta de manifiesto por instituciones internacionales como la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) o el Consejo de Europa en sus 
documentos e informes. A raíz de estas recomendaciones, son muchos los Estados que han 
regulado en los últimos años la actividad de los grupos de interés, de manera que la 
regulación del grupo de interés ha dejado de ser un elemento propio de modelos de tradición 
anglosajona para extenderse como un elemento importante de la transparencia y el buen 
gobierno en diferentes tipos de sistemas políticos e institucionales.

Con esta ley se incorporan a la normativa de la Generalitat los principios reguladores que 
los organismos internacionales han plasmado en sus recomendaciones, y que están 
llevando a regular la transparencia del grupo de interés en las instituciones europeas y en 
varios estados europeos. No en vano, y a falta de una regulación estatal, los mismos grupos 
de interés vienen reclamando una normativa en la que ampararse a la hora de mantener 
contactos e influencias legítimas con la administración, lo cual puede servir, también, para 
publicitar ante la sociedad las posibles buenas prácticas que se pueden dar en las relaciones 
de los grupos de interés con las administraciones públicas. Ahora bien, es necesario que la 
regulación de los criterios de transparencia e integridad en la actividad de influencia, que 
tiene su origen en los sistemas políticos con una concepción pluralista de los grupos de 
interés, se adapte a las características propias de nuestro modelo constitucional, que por lo 
que respecta a estos grupos es de carácter corporativista. Así, la Constitución y las leyes 
reconocen y garantizan a determinadas organizaciones un papel preeminente en la defensa 
de los intereses de ciertos colectivos y en la elaboración de las políticas públicas que les 
afectan, por lo que esta ley hace un tratamiento específico para determinadas entidades y 
actividades por lo que respecta a las condiciones para la realización de las funciones 
constitucionalmente atribuidas.

II
El Libro verde sobre la iniciativa europea en favor de la transparencia, elaborado por la 

Comisión Europea en mayo de 2006, define la actividad de los grupos de presión como una 
parte legítima del sistema democrático, independientemente de que esta actividad sea 
realizada por particulares, empresas, organizaciones de la sociedad civil así como por otros 
grupos de interés o, incluso, firmas que trabajan en nombre de terceras personas, como 
responsables de relaciones institucionales, laboratorios de ideas (think tanks) o profesionales 
de la abogacía. Una actividad que debe ser pública para que la ciudadanía tenga pleno 
acceso a la información sobre todo lo que incide en el comportamiento de las instituciones y 
de las autoridades. Es este el motivo de la creación, en junio del 2008, del registro de grupos 
de interés de la comisión y del Acuerdo, de 23 de junio de 2011, entre el Parlamento 
Europeo y la Comisión Europea relativo al establecimiento de un registro de transparencia 
para las organizaciones y las personas que trabajan por cuenta propia que participan en la 
elaboración y aplicación de las políticas de la Unión Europea.
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En cualquier caso, los poderes públicos están obligados a facilitar la participación de 
toda la ciudadanía en la vida política, económica, cultural y social, bien directamente o 
mediante representantes, tal como establece la Constitución española en sus artículos 9.2 
y 23. Además, la Constitución también garantiza, en su artículo 103, la objetividad de la 
administración pública en la consecución del interés general y la imparcialidad del personal 
funcionario en el ejercicio de su cargo.

En el mismo sentido, el Estatuto de autonomía de la Comunitat Valenciana reconoce, en 
el artículo 9, que «todos los valencianos tienen derecho a participar, de forma individual, o 
colectiva, en la vida política, económica, cultural y social de la Comunitat Valenciana» y que 
«la Generalitat promoverá la participación de los agentes sociales y del conjunto de la 
sociedad civil en los asuntos públicos». Igualmente, recoge el derecho a una buena 
administración y el acceso a los documentos de las instituciones y administraciones públicas 
valencianas. Se trata de derechos que se han plasmado en la Ley 2/2015, de 2 de abril, de 
transparencia, buen gobierno y participación ciudadana de la Comunitat Valenciana, que 
garantiza la transparencia en la actividad pública, y que inspiran también esta ley.

Reconocidos estos derechos, la actividad de influencia y la propia existencia de los 
grupos de interés no puede ser prohibida, sino que debe ser facilitada e insertada 
pacíficamente en el marco de la convivencia democrática. La regulación de los grupos de 
interés debe promover vías transparentes y honestas de participación y acceso a los 
poderes públicos, y al mismo tiempo dificultar la influencia indebida e ilegítima.

Por su parte, el fomento del diálogo transparente con los grupos de interés de la 
sociedad valenciana y su implicación en el diseño de las políticas públicas está también 
entre los criterios de actuación que el Decreto 56/2016, de 6 de mayo, del Consell, por el que 
se aprueba el Código de buen gobierno de la Generalitat, establece para los cargos públicos 
de la administración de la Generalitat y del sector público instrumental, concretamente en su 
artículo 38.2.

La Generalitat adopta esta ley en el ejercicio de sus competencias y potestad de 
autoorganización, según prevé el artículo 49.1.1 del Estatuto de autonomía de la Comunitat 
Valenciana.

Esta ley se sujeta a los principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad 
jurídica, transparencia y eficiencia que caracterizan la buena regulación en el ejercicio de la 
iniciativa legislativa, todo con el objetivo de favorecer la transparencia, la rendición de 
cuentas, la regeneración democrática y la responsabilidad en la gestión pública.

III
Esta ley se estructura en cinco títulos, treinta y cuatro artículos, dos disposiciones 

adicionales, una disposición derogatoria y dos disposiciones finales.
En el título preliminar se regula el objeto de la ley y su ámbito de aplicación, lo que 

implica no solo hacer explícita la finalidad que la norma pretende satisfacer e identificar la 
realidad sobre la que incide, sino también delimitar lo que debe entenderse como actividad 
de influencia y caracterizar a las personas y organizaciones que debemos considerar grupos 
de interés.

El registro de grupos de interés está regulado en el título segundo. La creación y 
regulación de este registro supone la aplicación, necesaria e ineludible, de los principios de 
transparencia y publicidad a la relación que la administración pública establece con las 
personas y organizaciones que se consideran grupos de interés. Este título se divide en tres 
capítulos, el primero de los cuales hace referencia al régimen de funcionamiento del registro. 
La finalidad del registro, que tiene carácter público y gratuito, es dar conocimiento a la 
ciudadanía de la identidad de esas personas y organizaciones, así como de las actividades 
que estas realizan ante la Generalitat. Ello comporta una serie de obligaciones y derechos 
que configuran el sistema básico de interrelación de la administración pública valenciana con 
los grupos de interés y que aporta seguridad jurídica en un ámbito que, hasta ahora, dispone 
de un grado muy alto de discrecionalidad.

En el capítulo segundo se establece un código de conducta para los grupos de interés y 
las personas que actúan en su nombre, que es una concreción de las exigencias éticas y de 
transparencia a que debe estar sometida la capacidad de influir en las políticas públicas. Se 
trata de un código ético mínimo, de obligado cumplimiento, que puede ser completado con 
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códigos de conducta más exigentes aprobados por los mismos grupos de interés, sus 
organizaciones profesionales y las personas que las representan o actúan en su nombre.

Asimismo, en el capítulo tercero se prevén los mecanismos que se pueden hacer servir 
para controlar la veracidad de los datos aportados al registro de grupos de interés, que 
consistirán en actuaciones de verificación, procedimientos de alerta, tramitación de 
denuncias e investigaciones al efecto. La competencia para poner en marcha estas 
herramientas de control corresponde al órgano responsable del registro, teniendo en cuenta 
la colaboración que pueda prestar la ciudadanía en la detección de posibles omisiones y 
errores.

El título tercero incluye la regulación de lo que la doctrina denomina habitualmente 
pisada o huella normativa, y que hace referencia a la publicidad de los contactos que la 
administración pública y los cargos públicos y personal empleado público de la Generalitat 
mantengan con los grupos de interés durante la elaboración y adopción de los anteproyectos 
de ley y los proyectos de decreto. En este sentido, estos contactos se plasmarán en un 
informe que deberá anexarse a los textos normativos y publicarse en el portal de 
transparencia de la Generalitat. El objetivo es asegurar que la influencia de estos grupos en 
el desarrollo de políticas públicas mediante normas sea transparente y no desproporcionada. 
Estos informes actúan también como elemento de prevención de la corrupción y de rendición 
de cuentas.

La posible participación previa del texto de anteproyectos de ley y de decretos del 
Consell se regula en el título cuarto. Una participación que se incardina en el procedimiento 
de elaboración de estas normas por el poder ejecutivo, como una fase compatible y que no 
sustituye la utilización de las herramientas y trámites de participación ciudadana y el trámite 
de audiencia previstos en la normativa vigente. El resultado del proceso de participación, que 
prepara la norma a adoptar por el Consell, en ningún caso pone fin al procedimiento ni 
vinculará al Consell ni a la administración de la Generalitat, que podrán desligarse del mismo 
siempre que lo consideren inconveniente para el interés general, sea contrario al 
ordenamiento jurídico o que trate sobre materias no susceptibles de transacción.

Esta herramienta de participación persigue mejorar la calidad de las normas, abundar en 
las prácticas que definen el buen gobierno y reducir la litigiosidad, en la medida en que se 
facilita la resolución de conflictos en los estadios anteriores a la aprobación de los preceptos 
legales que deben regir situaciones donde convergen intereses diversos.

El título quinto recoge un régimen sancionador específico en materia de grupos de 
interés, en el que se tipifican los hechos que deben considerarse infracción y las sanciones 
que pueden comportar. De la misma manera, se clarifican los órganos competentes, en cada 
caso, para incoar, instruir y resolver los procedimientos sancionadores correspondientes. 
Respecto a los empleados públicos, el régimen disciplinario será de aplicación al personal 
funcionario público y al personal eventual de la Generalitat, rigiéndose el personal laboral y 
estatutario por su normativa disciplinaria específica.

Por otro lado, se diferencia el régimen sancionador de los cargos públicos del aplicable 
al personal funcionario público y personal eventual, atribuyendo una mayor responsabilidad a 
los primeros, habida cuenta del poder superior que ostentan para la toma de decisiones.

Las dos disposiciones adicionales incluyen los mecanismos de colaboración que se 
podrán adoptar con el resto de instituciones y administraciones públicas para promover la 
transparencia en la actividad de influencia en sus respectivos ámbitos, y el régimen 
específico de las Corts Valencianes, que deberán adaptar su régimen y funcionamiento a los 
principios y obligaciones de esta ley.

Finalmente, las disposiciones finales concretan la habilitación para el desarrollo de la ley 
y su entrada en vigor, que queda diferida a los nueve meses de su publicación en el Diari 
Oficial de la Generalitat Valenciana.

Esta disposición está incluida en el Plan normativo de la administración de la Generalitat 
para 2017.
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TÍTULO I
Disposiciones preliminares

Artículo 1.  Objeto de la ley.
1. El objeto de esta ley es regular la actividad de influencia de los grupos de interés en el 

ámbito de la Generalitat para asegurar la transparencia en la participación de los grupos de 
interés en los procesos de elaboración y aplicación de políticas públicas, proyectos 
normativos e iniciativas parlamentarias, de acuerdo con los principios de legalidad, 
publicidad, transparencia, rendimiento de cuentas y responsabilidad en la gestión pública y la 
representación política.

2. La actividad de influencia es un medio para que sectores de la sociedad trasladen sus 
posicionamientos, preocupaciones y argumentos a la representación política y a las 
personas responsables de la administración pública con la intención de influir legítimamente 
en la elaboración y aplicación de políticas públicas, proyectos normativos e iniciativas 
parlamentarias que lleven a cabo.

3. En esta ley también se regula el proceso especial de participación entre grupos de 
interés previa a la elaboración de normas, para garantizar que, cuando se realicen estos 
procesos, se desarrollen de acuerdo con los principios de transparencia, pluralidad, no 
discriminación y participación efectiva de los grupos de interés.

Artículo 2.  Ámbito subjetivo de aplicación.
Las disposiciones de esta ley se aplican a:
1. Los cargos públicos y el personal empleado público de la administración de la 

Generalitat y de su sector público instrumental, sea cual sea su régimen jurídico.
A los efectos de esta ley, se entenderá por cargo público a las personas a que hace 

referencia el artículo 2 de la Ley 8/2016, de 28 de octubre, de la Generalitat, de 
incompatibilidades y conflictos de intereses de personas con cargos públicos no electos, y, 
por personal empleado público, a todo el personal al servicio de la administración de la 
Generalitat y de los entes de su sector público instrumental. Se entiende por sector público 
instrumental a los entes a que hace referencia el artículo 2.3 de la Ley 1/2015, de 6 de 
febrero, de la Generalitat, de hacienda pública, del sector público instrumental y de 
subvenciones.

2. Las personas físicas y jurídicas y las entidades, redes o plataformas sin personalidad 
jurídica que tengan la consideración de grupo de interés a efectos de esta ley.

3. El título II, relativo al registro de grupos de interés de la Generalitat, también se 
aplicará a la actividad de influencia que los grupos de interés realicen en el ámbito de Les 
Corts ante los diputados y diputadas, en los términos previstos en esta ley y en la regulación 
que establezcan Les Corts en su reglamento.

Artículo 3.  Consideración de grupo de interés.
1. Se consideran grupos de interés, al efecto de esta ley, las personas físicas y las 

organizaciones, plataformas o redes que, tengan o no personalidad jurídica e 
independientemente de su estatuto jurídico, lleven a cabo la actividad a que hace referencia 
el artículo 4.

Están también sujetas a esta ley las personas y las organizaciones que desarrollen la 
actividad de influencia descrita en el artículo 4 en nombre de terceras partes. Se entenderán 
entre estas, cuando realicen la actividad del artículo 4, las consultorías de relaciones 
públicas y los y las representantes de organizaciones no gubernamentales, de 
corporaciones, de empresas, de asociaciones industriales o de profesionales, de colegios 
profesionales, de organizaciones empresariales, de talleres o grupos de ideas, de despachos 
de profesionales del derecho, de organizaciones religiosas o de organizaciones académicas, 
entre otras.

2. No estarán obligados a realizar la inscripción en el registro de grupos de interés al que 
hace referencia el artículo 5, ni al cumplimiento de las obligaciones que se deriven para la 
realización de sus funciones, las siguientes entidades:
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a) Las organizaciones intergubernamentales y las agencias y organizaciones vinculadas 
o dependientes de ellas.

b) Las corporaciones de derecho público cuando realicen funciones públicas, sin 
perjuicio de que puedan tener la consideración de grupos de interés cuando realicen otras 
funciones.

c) Los partidos políticos en el ejercicio de sus funciones constitucionales, sin perjuicio de 
que puedan tener la consideración de grupos de interés las entidades creadas o financiadas 
por estos.

d) Las organizaciones sindicales en el ejercicio de sus funciones constitucionales, sin 
perjuicio de que puedan tener la consideración de grupos de interés las entidades creadas o 
financiadas por estos.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, las entidades incluidas en las 
letras c y d pueden efectuar la inscripción en el registro de grupos de interés de manera 
voluntaria.

4. No se consideran grupos de interés las personas físicas que actúan respecto de 
asuntos que no impliquen intereses económicos individuales que, por su dimensión o 
relevancia, sean significativos.

Artículo 4.  La actividad de influencia.
1. Se considera actividad de influencia, a los efectos de esta ley, toda comunicación 

directa o indirecta, oral o escrita, con los sujetos incluidos en el artículo 2.1 con la finalidad 
de influir en la toma de decisiones públicas o en los procesos de elaboración y aplicación de 
políticas públicas, proyectos normativos o iniciativas parlamentarias, desarrollada en nombre 
de una entidad o grupo organizado de carácter privado o no gubernamental en beneficio de 
sus propios intereses o de terceras partes. Todo ello sin perjuicio del ejercicio del derecho de 
manifestación y de los derechos individuales de reunión y de acceso o petición.

2. No tienen la consideración de actividad de influencia a los efectos de esta ley:
a) Las reuniones y actos de carácter meramente protocolario.
b) Las actividades realizadas por entidades privadas en ejecución de funciones públicas 

o de prestación de servicios públicos, cuando estas funciones estén delegadas en virtud de 
una ley.

c) La intervención en procesos de participación pública previstos en normas legales o 
reglamentarias.

d) La participación en órganos colegiados de consulta y participación de la 
administración de la Generalitat y del sector público instrumental regulados por normas 
legales o reglamentarias.

e) Las comunicaciones y actividades, tanto de asesoramiento como adscritas a obtener 
información sobre la naturaleza o el alcance de derechos u obligaciones de las personas, 
entidades sin ánimo de lucro, empresas o grupos de empresas en la aplicación de una ley o 
para el ejercicio de derechos o iniciativas establecidos por el ordenamiento jurídico.

f) Las comunicaciones y actividades realizadas entre los entes del sector público 
instrumental de la Generalitat y los sujetos incluidos en el artículo 2.2, en el ejercicio de las 
actividades financieras sometidas al ordenamiento jurídico privado.

g) Las actividades relativas a la prestación de asesoramiento jurídico o profesional 
vinculadas directamente a defender los intereses afectados por procedimientos 
administrativos.

h) Las actividades de conciliación o mediación y arbitraje llevadas a cabo en el marco de 
su normativa específica de aplicación.
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TÍTULO II
Registro de grupos de interés

CAPÍTULO I
Funcionamiento del registro de grupos de interés

Artículo 5.  Naturaleza y ámbito.
1. Se crea el Registro de Grupos de Interés de la Generalitat, mediante el cual se 

facilitará la identificación pública y el control de la actividad de influencia que realizan los 
grupos de interés en los ámbitos de la administración de la Generalitat, su sector público 
instrumental y Les Corts.

2. El Registro de Grupos de Interés es un registro electrónico de naturaleza 
administrativa, público, independiente, abierto y gratuito. Los datos que contenga deberán 
estar disponibles y accesibles a través de los portales de transparencia de la administración 
de la Generalitat y de su sector público instrumental y del portal de Les Corts, en los que se 
habilitará un acceso directo convenientemente identificado y visible.

3. El órgano responsable del registro deberá garantizar que la información relativa a los 
grupos de interés se difunda en formatos reutilizables, que se organice la información de 
manera que permita identificar la actividad que se realiza ante cada una de las instituciones 
o administraciones que integran el registro, y que estas puedan difundir la información que 
les afecte de forma específica a través de sus propios portales.

Artículo 6.  Inscripción.
1. Todos los grupos de interés incluidos en el artículo 2.2 deben estar inscritos en el 

registro de grupos de interés. Sin esta inscripción, los sujetos del artículo 2.2 no podrán tener 
reuniones o entrevistas con las personas del artículo 2.1 ni participar de sus agendas de 
trabajo. Los cargos públicos o empleados públicos, antes de tener reuniones o entrevistas, 
les deberán advertir de la obligatoriedad de la inscripción, en caso de que no estén inscritos.

2. La inscripción se realizará a solicitud de los grupos de interés, mediante un formulario 
electrónico que se establecerá al efecto. La inscripción tendrá efectos desde el momento en 
que quede registrada la solicitud, pero tendrá carácter provisional hasta que el órgano 
responsable del registro dicte la resolución correspondiente. Si transcurrido el plazo máximo 
de dos meses no se ha dictado resolución expresa, la solicitud se entenderá estimada por 
silencio administrativo, y la inscripción adquirirá carácter definitivo.

En caso de que la resolución sea desestimatoria deberá ser motivada. Contra esta 
resolución se podrán interponer los recursos previstos en la normativa que regula el 
procedimiento administrativo común de las administraciones públicas. La recepción, remisión 
y notificación de solicitudes, declaraciones, escritos y comunicaciones entre el órgano 
responsable del registro y las personas interesadas se hará efectiva a través de medios 
electrónicos de acuerdo con la legislación vigente en materia de procedimiento 
administrativo.

3. La solicitud de inscripción deberá incluir, por lo menos, información relativa al nombre 
o razón social del grupo de interés, el tipo de organización, los datos de contacto, la 
descripción de la finalidad y los objetivos, sus ámbitos de interés y su financiación. Entre la 
información financiera, que hará referencia al último ejercicio contable cerrado, se incluirá el 
presupuesto o volumen de negocio de la organización, indicando la parte imputable a la 
actividad de influencia y el importe y el origen de los fondos recibidos de las 
administraciones e instituciones públicas.

En el caso de organizaciones, también se incluirá el cargo de la persona que actúe en su 
nombre y, en su caso, se podrá indicar si el grupo de interés incluye otras organizaciones o 
entidades que forman parte de él o si el grupo de interés forma parte, a su vez, de otras 
asociaciones, agrupaciones o federaciones.

Si se realiza la actividad de influencia por cuenta de terceras partes, también se deberá 
indicar la identidad de los sujetos para los cuales realizan la actividad de influencia y las 
cantidades económicas que reciben por este concepto.

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 14  Ley reguladora de la actividad de los grupos de interés de la Comunitat Valenciana

– 166 –



Reglamentariamente se definirá la información básica y específica que los grupos de 
interés deberán aportar en función de las diferentes categorías de organizaciones que se 
establezcan.

4. Junto a la solicitud y la información del apartado anterior, deberán formular una 
declaración responsable por la que se declara que se dispone de la documentación 
acreditativa correspondiente y se suscriben la aceptación del código de conducta común a 
que hace referencia el artículo 12 y las obligaciones que comporta la inscripción.

5. Los grupos de interés, una vez inscritos, podrán actualizar o modificar sus datos y los 
de la organización a la que representan.

La baja registral solo la podrá practicar el órgano responsable del registro, de oficio o a 
instancia de las personas declarantes mediante el formulario electrónico que se habilite al 
efecto. En este caso, el órgano responsable deberá formalizar la baja en el plazo máximo de 
quince días desde la presentación del formulario por parte del grupo de interés.

Artículo 7.  Actividades que han de inscribirse.
En el registro de grupos de interés se harán constar las actividades de influencia 

realizadas por los sujetos indicados en el artículo 2.2, sea cual sea el canal o medio 
utilizado, así como las contribuciones y la participación voluntarias en consultas oficiales 
sobre propuestas normativas, políticas públicas y otros procesos participativos.

Artículo 8.  Contenido.
1. El registro de grupos de interés deberá incluir, como mínimo:
a) Una relación, ordenada por categorías, de las personas y organizaciones incluidas en 

el artículo 2.2, así como la identificación de su sede.
b) La información que deben suministrar las personas y organizaciones del artículo 2.2 

de acuerdo con lo que establece el artículo 6.
c) Un código de conducta común, que incluirá por lo menos los aspectos indicados en el 

artículo 12.
d) Los sistemas de seguimiento y control de los incumplimientos de lo que establece esta 

ley o del código de conducta a que hace referencia la letra c.
2. El registro debe dar publicidad, a través de los portales de transparencia de la 

Generalitat, de las actuaciones de los grupos de interés, especialmente de las reuniones y 
audiencias tenidas con las personas del artículo 2.1 y de las comunicaciones, los informes y 
otras contribuciones relacionadas con las materias tratadas. Con esta finalidad, la 
información y documentación generada se elaborará bajo las premisas de transparencia y 
reutilización, según la normativa de aplicación en la materia.

3. Serán de aplicación a la publicidad de los datos y de la información del registro los 
límites previstos en la normativa vigente en materia de transparencia y, especialmente, los 
previstos en la normativa de protección de datos de carácter personal.

Artículo 9.  Obligaciones derivadas de la inscripción.
La inscripción en el registro de grupos de interés comporta las siguientes obligaciones:
a) Aceptar que la información proporcionada se haga pública.
b) Garantizar que la información proporcionada está completa y es correcta y fidedigna.
c) Cumplir el código de conducta.
d) Aceptar la aplicación del régimen de control y fiscalización de los incumplimientos que 

establece esta ley o del código de conducta.

Artículo 10.  Efectos de la inscripción.
La inscripción en el registro de grupos de interés da derecho a:
a) Presentarse como grupo de interés inscrito en el registro ante las personas incluidas 

en el artículo 2.1.
b) Hacer constar su contribución en las consultas públicas en calidad de grupo de 

interés.
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c) Ser informado sobre actos y consultas públicas respecto de las actividades e 
iniciativas de la administración de la Generalitat.

d) Recibir información sobre la actividad formativa y de divulgación que, organizada por 
la Generalitat, pueda ser de su interés.

e) La utilización pública, a todos los niveles, de su condición de grupo de interés, por 
parte del grupo o persona inscrita.

f) La obtención de una credencial identificativa como grupo de interés inscrito en el 
registro.

Artículo 11.  Adscripción y rendición de cuentas.
1. El Registro de Grupos de Interés será único, y será organizado y gestionado por la 

administración de la Generalitat. El órgano responsable del registro actuará con autonomía 
en el ejercicio de sus funciones.

No obstante, en el caso de la actividad de influencia que se realice en el ámbito de Les 
Corts, únicamente corresponderá a este órgano los actos de inscripción. Les Corts definirán 
su ámbito subjetivo de aplicación y las actividades que se deben inscribir, y establecerán las 
potestades de seguimiento, los sistemas de control y fiscalización y las medidas a aplicar en 
caso de incumplimiento que les puedan corresponder en cada caso. En cualquier caso, el 
funcionamiento del Registro de Grupos de Interés debe respetar el derecho de los diputados 
y diputadas a ejercer su mandato sin restricciones.

2. La persona titular del departamento al que esté adscrito el registro enviará al Consell y 
a Les Corts un informe anual sobre la actividad y el funcionamiento del registro llevados a 
cabo durante el ejercicio y sobre las actuaciones de control y fiscalización de los grupos 
inscritos en este, y habrá de comparecer ante la comisión parlamentaria correspondiente 
para presentarlo y rendir cuentas.

El informe anual se enviará también, a efectos informativos, al Consejo de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, y se publicará en el Portal 
de Transparencia de la Generalitat y en el portal de Les Corts.

3. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, Les Corts establecerán los 
mecanismos de rendición de cuentas ante la misma institución con relación a las 
actuaciones de control y fiscalización de la actividad de los grupos de interés realizadas en 
su ámbito.

CAPÍTULO II
Código de conducta

Artículo 12.  Código común de conducta.
Los grupos de interés y las personas que actúen en su nombre o representación 

quedarán sometidos en su actuación al siguiente código de conducta:
a) Actuar de manera transparente, identificándose con su nombre o con el de la entidad 

para la que presten servicios.
b) Facilitar la información relativa a la identidad de la persona u organización a quien 

representan o para la que trabajan, así como los intereses, objetivos o finalidades de esta 
persona, organización o de su clientela.

c) Proporcionar información actualizada y no falseada en el momento de la inscripción en 
el registro y mantenerla actualizada permanentemente.

d) No incitar por ningún medio a las personas del artículo 2.1 a infringir la ley o las 
normas éticas que les sean de aplicación.

e) No tratar de influir de manera deshonesta en la toma de decisiones o en la obtención 
de información.

f) No ofrecer regalos, favores o servicios en condiciones ventajosas que puedan 
condicionar la neutralidad u objetividad de las personas del artículo 2.1.

g) Informar a las personas del artículo 2.1 con quien se relacionen de que están 
actuando en calidad de su inscripción en el registro de grupos de interés.
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h) Aceptar que la información proporcionada al registro de grupos de interés se haga 
pública.

i) Aceptar que se hagan públicas sus actuaciones como grupo de interés, especialmente 
las reuniones y audiencias celebradas con altos cargos y autoridades y las comunicaciones, 
informes y otras contribuciones en relación con las materias tratadas.

j) Cumplir las medidas adoptadas en caso de incumplimiento de las obligaciones 
establecidas por esta ley o por el código de conducta.

k) Colaborar con el órgano administrativo responsable del registro para llevar a cabo 
todas las actuaciones de control y fiscalización a que se refiere el capítulo tercero, 
proporcionando la documentación que se le requiera y facilitando la realización de cuantas 
acciones de comprobación e inspección sean necesarias.

Artículo 13.  Códigos específicos de conducta.
Los grupos de interés, sus organizaciones profesionales y las personas que los 

representen o actúen en su nombre podrán aprobar códigos de conducta más exigentes que 
el regulado en el apartado anterior. Estos códigos se podrán inscribir en el registro de grupos 
de interés como específicamente aplicables a los grupos de interés y lobbistas a quienes 
afecten y que específicamente los suscriban.

CAPÍTULO III
Sistemas de control y fiscalización

Artículo 14.  Control y fiscalización de la información registral.
1. En el ámbito de la administración de la Generalitat y su sector público instrumental, el 

órgano responsable del registro efectuará el control y fiscalización de la información 
aportada por los grupos de interés inscritos en el registro mediante los siguientes 
mecanismos:

a) Actuaciones de verificación.
b) Procedimientos de alertas.
c) Procedimiento de investigación y tramitación de denuncias.
2. En el ámbito de Les Corts, se establecerán los mecanismos necesarios para 

garantizar el control y la fiscalización de la actividad de los grupos de interés y del 
cumplimiento de las obligaciones de esta ley. No obstante, corresponde al órgano 
responsable del registro requerir la enmienda de solicitudes y pedir su modificación o mejora 
en los términos previstos en el artículo 68 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
procedimiento común de las administraciones públicas.

3. Para facilitar la presentación de alertas y denuncias, se podrán habilitar canales 
telemáticos accesibles desde el Registro de Grupos de Interés.

Artículo 15.  Actuaciones de verificación de los datos registrales.
El órgano responsable del registro efectuará controles sobre la veracidad de los datos 

aportados para la inscripción registral. En caso de que se detecte un error u omisión se 
requerirá a la persona declarante para que, dentro de un plazo de diez días, proceda a 
subsanarlo, indicándole que en caso de no ser atendido el requerimiento se podrá acordar el 
inicio del procedimiento sancionador correspondiente.

En el mismo plazo de diez días, la persona declarante podrá también hacer las 
alegaciones o aportar los documentos que estime oportunos, si considera que no procede 
subsanar los datos.

Artículo 16.  Procedimientos de alerta.
Cualquier persona podrá alertar al órgano responsable del registro en relación con 

alguna información incluida en este que sea errónea o que contenga una omisión relevante. 
Cuando la información registral no coincida con la que se ha puesto de manifiesto en la 
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alerta, el órgano responsable del registro iniciará las actuaciones de verificación previstas en 
el artículo 15.

Artículo 17.  Procedimiento de investigación y tramitación de denuncias.
1. Cualquier persona podrá formular una denuncia ante el órgano responsable del 

registro, en caso de que aprecie incumplimientos de lo que dispone esta ley. Si se considera 
fundamentada, la denuncia podrá dar lugar a las actuaciones de verificación previstas en el 
artículo 15 o bien a iniciar de oficio un procedimiento de investigación al efecto. En el curso 
de este procedimiento, el órgano competente podrá adoptar la suspensión cautelar de la 
inscripción, previa audiencia del grupo de interés.

2. En caso de que, como resultado del procedimiento de investigación, se aprecien 
indicios de la comisión de infracciones contempladas en esta ley, se dará traslado al órgano 
competente para iniciar el procedimiento sancionador previsto en el título V de esta ley.

TÍTULO III
Publicidad de los contactos mantenidos con grupos de interés durante la 

elaboración normativa

Artículo 18.  Informe de participación de grupos de interés en los procesos de elaboración 
de normas.

1. Cuando las actividades de los grupos de interés previstas en el artículo 4 tengan la 
finalidad de influir en la elaboración y adopción de anteproyectos de ley y de proyectos de 
decreto del Consell, la conselleria competente para su tramitación emitirá un informe donde 
conste la identidad de las personas del artículo 2.1 que hayan mantenido contactos, directos 
o indirectos, orales o escritos, con cualquier persona que actúe en nombre o defensa de los 
intereses del grupo de interés con aquella finalidad. También se hará constar detalladamente 
en el informe la identidad de estas personas, la fecha y el objeto del contacto y la 
identificación de los grupos de interés para los cuales actúan, así como la postura y 
pretensiones del grupo de interés.

Este informe se sustanciará sin perjuicio del resto de informes previstos en las normas 
que regulan la participación ciudadana o la audiencia pública en los proyectos normativos.

2. En el ámbito de las iniciativas legislativas de Les Corts, esta institución deberá 
asegurar la publicidad de los contactos mantenidos con los grupos de interés en el marco de 
la elaboración y tramitación de estas.

Artículo 19.  Publicidad del informe.
1. El informe se incorporará al expediente del proyecto normativo, y se anexará al 

anteproyecto de ley que la persona titular de la conselleria competente eleve al Consell para 
su aprobación o al proyecto de decreto cuando este sea remitido para su aprobación al pleno 
del Consell.

2. El informe deberá publicarse a través de los portales de transparencia de la 
Generalitat, de acuerdo con lo que establece la normativa vigente en materia de 
transparencia, dentro del apartado correspondiente al expediente de elaboración de la 
norma.

TÍTULO IV
Participación previa en la elaboración de normas

Artículo 20.  Proceso de participación entre grupos de interés previa a la elaboración de 
normas.

1. Cuando el Consell considere que, por la elaboración y aprobación de un proyecto de 
ley o de un decreto del Consell, hay intereses que pueden resultar afectados, podrá acordar, 
en función de la materia y a la vista de las circunstancias concretas, llevar a cabo un proceso 
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especial de participación entre los grupos que actúan en defensa de aquellos intereses. Este 
proceso tendrá carácter previo al inicio del procedimiento de elaboración de estas normas 
regulado en los artículos 42 y 43 de la Ley 5/1983, de 30 de diciembre, del Consell.

2. El acuerdo de inicio de este proceso de participación entre los grupos de interés 
deberá identificar todos los intereses que puedan resultar afectados por la aprobación de la 
norma, de acuerdo con los principios de objetividad, imparcialidad, pluralidad y no 
discriminación, y podrá identificar grupos de interés afectados para participar del proceso en 
defensa de aquellos intereses.

3. Sin perjuicio de lo previsto en el apartado anterior, el acuerdo se hará público y se 
deberá abrir un trámite para que todos aquellos grupos con posibles intereses afectados por 
la naturaleza de la norma que no hayan sido identificados por la administración puedan 
solicitar su incorporación al especial de participación. La administración podrá aceptar estas 
solicitudes o rechazarlas de manera motivada, y esta información será pública.

4. El acuerdo designará a la persona o las personas, cargos públicos o personal 
empleado público que representarán a la administración en este proceso. Asimismo, en el 
acuerdo de inicio también se incluirá información relativa al objeto del proceso de 
participación y la tipología del proyecto normativo que se pretende elaborar, el calendario 
estimado de la duración del proceso y la agenda provisional de trabajo.

5. Cuando, una vez realizado el proceso de participación entre grupos de interés previa a 
la elaboración de normas, se inicie la tramitación de estas, se deberá incluir el resultado de 
ese proceso dentro del expediente de elaboración de la norma que se publique en el portal 
de transparencia.

Artículo 21.  Principios del proceso de participación.
1. Una vez acordado el inicio de un proceso especial de participación entre grupos de 

interés, la administración de la Generalitat deberá conducir este proceso con diligencia y 
buena fe.

2. La persona o personas responsables de la ordenación de este proceso deberán actuar 
imparcialmente, garantizarán la igualdad de las partes y ayudarán a las personas 
participantes en la negociación a conseguir los compromisos y decisiones que consideren 
adecuados.

3. En el proceso de participación se garantizará la pluralidad de las partes de los 
diferentes intereses y la publicidad del resultado del proceso.

4. Reglamentariamente se definirán las atribuciones de las personas responsables de la 
ordenación del proceso, los requisitos para los acuerdos entre los grupos de interés y las 
normas de desarrollo del proceso de participación.

Artículo 22.  Compatibilidad con la participación ciudadana y la audiencia.
1. La realización de los procesos de participación entre los grupos de interés que se 

regula en este capítulo es compatible y no sustituye la utilización de las herramientas y 
trámites de participación ciudadana previstos en la normativa vigente ni las que realice a 
iniciativa propia cada entidad o institución antes o durante la tramitación de proyectos 
normativos. En particular, será compatible con el trámite de consulta pública previa a la 
elaboración de normas con rango de ley o reglamentos y con los trámites de audiencia e 
información pública.

2. Cuando se haya realizado un proceso especial de participación entre grupos de 
interés previa a un decreto del Consell, con independencia del resultado de este proceso y 
con el fin de garantizar la igualdad participativa, durante la tramitación de este deberá 
efectuarse necesariamente el trámite de audiencia contemplado en el artículo 43 de la 
Ley 5/1983, de 30 de diciembre, de la Generalitat, del Consell.

Artículo 23.  Carácter no vinculante del resultado del proceso de participación.
1. El resultado del proceso de participación regulado en este capítulo no vinculará al 

Consell ni a la administración de la Generalitat. En caso de que el Consell se separe del 
contenido del resultado del proceso de participación, deberá motivar las razones por las que 
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el contenido de este no resulta conveniente para el interés general, es contrario al 
ordenamiento jurídico o versa sobre materias no susceptibles de transacción.

2. La desvinculación del Consell respecto del resultado del proceso de participación no 
dará lugar a ninguna indemnización a las personas participantes en este proceso.

TÍTULO V
Régimen sancionador

Artículo 24.  Principios generales.
1. El incumplimiento de los deberes y las obligaciones establecidas en esta ley por parte 

de las personas indicadas en el artículo 2.1 y de las personas y las organizaciones que 
tienen la condición de grupos de interés de acuerdo con el artículo 2.2, comporta la 
aplicación del régimen sancionador regulado en este título.

2. Son aplicables, en todo lo que no determina este título, los principios y preceptos 
generales sobre el ejercicio de la potestad sancionadora y el procedimiento sancionador 
establecidos por la normativa aplicable en materia de régimen jurídico y procedimiento 
administrativo.

3. El contenido de este capítulo será aplicable al personal funcionario público y al 
personal eventual de la Generalitat. El régimen disciplinario del personal laboral se regirá por 
lo que dispone el convenio colectivo aplicable; y el del personal estatutario, por su normativa 
disciplinaria específica.

4. Cuando se inicie un procedimiento sancionador como consecuencia de una denuncia 
en los términos establecidos en el artículo 17, la incoación se comunicará a la persona 
denunciante.

5. En el ámbito parlamentario, serán Les Corts las que, en virtud de su autonomía, 
definan su régimen sancionador o las medidas a aplicar en caso de incumplimiento.

Artículo 25.  Sujetos responsables.
Son responsables de las infracciones tipificadas en este capítulo:
a) Las personas indicadas en el artículo 2.1 a las cuales es imputable una acción u 

omisión tipificada como infracción, de acuerdo con las funciones y las competencias que 
tengan atribuidas.

b) Los sujetos a los que hace referencia el artículo 2.2.

Artículo 26.  Infracciones de los grupos de interés.
A los efectos de esta ley, las faltas se clasifican en graves y leves.
Así, se consideran infracciones de las personas y organizaciones consideradas grupos 

de interés las siguientes:
1. Infracciones graves:
a) Tratar de influir de manera deshonesta en la toma de decisiones públicas o en la 

obtención de información. Se entenderá como deshonesta la utilización de engaño o el 
ofrecimiento de regalos, favores o servicios en condiciones ventajosas que puedan 
condicionar la neutralidad u objetividad de las personas del artículo 2.1, sin perjuicio de lo 
que establece el Código penal.

b) Incitar a las personas del artículo 2.1 a infringir la ley o las normas éticas que les sean 
de aplicación

c) Inscribirse en el registro de grupos de interés con datos o documentos falsos, u omitir 
deliberadamente datos y documentos que deberían ser aportados al registro.

d) Mantener contactos o reuniones con las personas del artículo 2.1 con la finalidad de 
realizar la actividad de influencia sin estar inscrito en el registro de grupos de interés, con 
una reiteración de dos o más veces en el plazo de un año, teniendo en cuenta lo establecido 
en el artículo 6.1.
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e) Realizar acciones u omisiones con el objeto de impedir o dificultar el adecuado 
desarrollo de las funciones de control y fiscalización previstas en el capítulo tercero del título 
II de esta ley.

f) Omitir deliberadamente la condición de grupo de interés en sus contactos con las 
personas del artículo 2.1 con la finalidad de realizar indirectamente la actividad de influencia 
sin la preceptiva inscripción en el registro de grupos de interés.

g) La comisión de una falta leve cuando ya haya sido sancionado, por resolución firme, 
por otra de la misma naturaleza en el plazo de dos años.

2. Infracciones leves:
a) Incumplir las obligaciones derivadas del código común de conducta regulado en el 

artículo 12.
b) Mantener contactos o reuniones con las personas del artículo 2.1 con la finalidad de 

realizar la actividad de influencia sin estar inscrito en el registro de grupos de interés, 
teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 6.1.

c) No atender el requerimiento previsto en el artículo 15 en el plazo establecido, cuando 
no haya una causa que lo justifique.

d) No actualizar la información aportada al registro cuando corresponda, siempre y 
cuando se esté realizando efectivamente la actividad de influencia.

Artículo 27.  Infracciones de los cargos públicos.
1. Se considera una infracción para los cargos públicos mantener o consentir la inclusión 

en la agenda de trabajo de reuniones o entrevistas con las personas u organizaciones 
consideradas grupos de interés cuando no hayan cumplido el deber de inscripción en el 
registro de grupos de interés.

La infracción se considerará grave o leve en función de la reincidencia o reiteración de 
las reuniones o entrevistas.

a) Se considerará infracción grave cuando la reiteración se produzca tres o más veces 
en el plazo de un año con el mismo sujeto no inscrito en el registro de grupos de interés.

b) Se considerará infracción leve cuando la reiteración se produzca dos veces en el 
plazo de un año con el mismo sujeto no inscrito en el registro de grupos de interés.

2. También se considera una infracción para los cargos públicos el hecho de no dar 
publicidad de las reuniones o entrevistas mantenidas, por ellos mismos o por empleados 
públicos ordenados por ellos, con las personas u organizaciones consideradas grupos de 
interés inscritas en el registro, cuando tengan la obligación de publicarlo según lo previsto en 
esta ley.

La infracción se considerará grave o leve en función de la reincidencia o reiteración de 
las reuniones o entrevistas.

a) Se considerará infracción grave cuando la reiteración se produzca tres o más veces 
en el plazo de un año.

b) Se considerará infracción leve cuando la reiteración se produzca dos veces en el 
plazo de un año.

3. Se considera una infracción grave para los cargos públicos ordenar a los empleados 
públicos mantener reuniones o entrevistas de trabajo con las personas u organizaciones 
consideradas grupos de interés, cuando no hayan cumplido el deber de inscripción en el 
registro de grupos de interés.

Artículo 28.  Infracciones del personal empleado público.
Se considera una infracción leve para el personal empleado público mantener, sin 

conocimiento ni instrucciones previas del cargo público del que dependan, reuniones o 
entrevistas de trabajo, cuyo contenido revista las características descritas en el artículo 4 de 
esta ley, con las personas u organizaciones consideradas grupos de interés cuando no 
hayan cumplido el deber de inscripción en el registro de grupos de interés, teniendo en 
cuenta lo establecido en el artículo 6.1 y sin perjuicio de lo que disponga la normativa 
específica aplicable en materia de función pública.
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Artículo 29.  Sanciones a los grupos de interés.
1. Las sanciones que se pueden aplicar a los sujetos a que hace referencia el 

artículo 2.2 son las siguientes:
a) Por la comisión de infracciones graves:
1.º La declaración de incumplimiento y su publicación en el portal de transparencia de la 

Generalitat, en todo caso.
2.º Una multa de entre 601 y 6.000 euros.
3.º La suspensión de la inscripción en el registro de grupos de interés durante un período 

de uno a dos años.
4.º Las sanciones previstas en los puntos 2 y 3 del apartado a de manera conjunta.
b) Por la comisión de infracciones leves:
1.º La declaración de incumplimiento y su publicación en el portal de transparencia de la 

Generalitat.
2.º Una multa de hasta 600 euros.
3.º La advertencia por el incumplimiento.
4.º Dos de las sanciones previstas en los puntos 1, 2 y 3 del apartado b, de manera 

conjunta.
2. La suspensión de la inscripción en el registro comporta la imposibilidad de realizar la 

actividad de influencia frente a la administración ni beneficiarse de ninguno de los efectos de 
la inscripción durante el plazo que se establezca, así como la publicación de la sanción en el 
registro. La suspensión no implicará la supresión de los datos del registro, que continuarán 
siendo públicas, haciendo constar esta circunstancia.

Artículo 30.  Sanciones a los cargos públicos.
Las sanciones que se pueden aplicar a los cargos públicos de la administración de la 

Generalitat y de su sector público instrumental son las siguientes:
1. Por la comisión de infracciones graves:
a) Una multa de entre 601 y 6.000 euros.
b) La declaración del incumplimiento y su publicación en el portal de transparencia de la 

Generalitat.
c) Las sanciones previstas en las letras a y b de este apartado conjuntamente.
2. Por la comisión de infracciones leves:
a) El apercibimiento por el incumplimiento.
b) Una multa de hasta 600 euros.
c) Las sanciones previstas en las letras a y b de este apartado conjuntamente.

Artículo 31.  Sanciones al personal empleado público.
Las sanciones aplicables al personal empleado público de la administración de la 

Generalitat y de su sector público instrumental por la comisión de infracciones tipificadas por 
esta ley son las establecidas en los regímenes disciplinarios correspondientes de aplicación.

Artículo 32.  Procedimiento sancionador.
El procedimiento para la imposición de las sanciones previstas en el artículo anterior 

será el previsto para el régimen disciplinario funcionarial, estatutario o laboral que en cada 
caso resulte aplicable. En el resto de casos se seguirá lo dispuesto en la normativa 
reguladora del ejercicio de la potestad sancionadora.

Artículo 33.  Competencia sancionadora.
1. Los órganos competentes para ordenar la incoación del procedimiento sancionador 

son:
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a) El Consell, cuando se trate de alguno de sus miembros, de la persona titular de una 
secretaría autonómica o de alguna de las personas físicas o jurídicas a que hace referencia 
el artículo 2.2.

b) La persona titular del departamento competente en materia de transparencia, en el 
caso de otros altos cargos de la administración de la Generalitat o de su sector público 
instrumental diferentes de los anteriores.

c) Los órganos competentes determinados en la normativa sectorial correspondiente, en 
el caso de personal empleado público de la administración de la Generalitat y de su sector 
público instrumental.

2. La competencia para instruir el procedimiento sancionador corresponde a los 
siguientes órganos:

a) El órgano del departamento competente en materia de transparencia que se 
determine reglamentariamente, en caso de que la persona responsable de la infracción sea 
miembro del Consell, titular de una secretaría autonómica, cargo público de la administración 
de la Generalitat y de su sector público instrumental o alguna de las personas físicas o 
jurídicas a que hace referencia el artículo 2.2.

b) Los órganos que determina la normativa sectorial correspondiente, en caso de que la 
persona responsable de la infracción sea personal empleado público.

3. Los órganos competentes para resolver los procedimientos sancionadores son:
a) El Consell, cuando el procedimiento sancionador afecte a algún miembro del Consell o 

persona titular de una secretaría autonómica. En caso de que afecte a los sujetos incluidos 
en el artículo 2.2, será competencia del Consell la resolución de los procedimientos por la 
comisión de infracciones graves.

b) La persona titular del departamento competente en materia de transparencia, en el 
caso del resto de cargos públicos de la administración de la Generalitat y de su sector 
público instrumental. En este caso deberá escuchar, de manera previa a la resolución del 
procedimiento, el criterio de la persona titular del departamento donde preste servicios la 
persona afectada o de quien dependa la entidad pública donde preste servicio esta persona.

La persona titular del departamento competente en materia de transparencia será 
también competente para sancionar a las personas físicas o jurídicas a que hace referencia 
el artículo 2.2 en el caso de los procedimientos por la comisión de infracciones leves.

4. En el caso de altos cargos adscritos al departamento competente en materia de 
transparencia, las competencias establecidas en los apartados 1.b, 2.a y 3.b del presente 
artículo serán ejercidas por el titular del departamento competente en materia de 
administraciones públicas.

5. En el ámbito de Les Corts, el reglamento parlamentario o los órganos de gobierno de 
la institución determinarán los órganos que ejercerán las competencias para aplicar las 
sanciones o las medidas ante los incumplimientos que, en su caso, se establezcan.

Artículo 34.  Prescripción de las infracciones y las sanciones.
1. El plazo de prescripción de las infracciones será de dos años para las graves y de un 

año para las leves.
2. El plazo de prescripción de las sanciones será de dos años para las sanciones por la 

comisión de infracciones graves, y de un año para las sanciones por la comisión de 
infracciones leves.

3. En el caso de infracciones cometidas por funcionarios públicos o personal eventual, el 
plazo de prescripción será el establecido en la normativa reguladora del régimen disciplinario 
que resulte de aplicación.

Disposición adicional primera.  Colaboración con otras instituciones y administraciones 
públicas.

1. La Generalitat colaborará con el resto de instituciones y administraciones públicas de 
la Comunitat Valenciana, particularmente con los entes de la administración local, para 
promover la transparencia de los grupos de interés en sus ámbitos respectivos. En particular, 
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se podrán adoptar los mecanismos de colaboración oportunos y los criterios de 
interoperabilidad necesarios para garantizar la transparencia de la actividad de los grupos de 
interés en el ámbito de cada institución o administración mediante la adhesión de estas al 
registro de grupos de interés de la Generalitat.

2. Sin perjuicio de lo que establece el apartado anterior, en caso de que las instituciones 
o administraciones públicas de la Comunitat Valenciana no incluidas en el ámbito de 
aplicación de esta ley creen, en virtud de su autonomía, sus propios registros de grupos de 
interés, se adoptarán mecanismos de colaboración para que se pueda acceder a estos 
registros mediante el registro de grupos de interés de la Generalitat y se garantice la 
interoperabilidad y el reconocimiento recíproco de las inscripciones.

Disposición adicional segunda.  Régimen específico de las Corts Valencianes.
De acuerdo con el régimen institucional y la independencia de Les Corts, esta institución 

promoverá, en el plazo máximo de nueve meses desde la publicación de esta ley, las 
modificaciones necesarias de su reglamento o de sus normas para adaptar su régimen y 
funcionamiento a los principios y obligaciones que contiene esta ley. En particular:

a) Regular la organización del registro de grupos de interés en su ámbito.
b) Definir el ámbito subjetivo de aplicación.
c) Regular la transparencia de los grupos de interés en el ámbito parlamentario para 

asegurar la publicidad de su actividad de influencia, con la definición de las actividades que 
se deben inscribir, de acuerdo con sus particularidades.

d) Crear códigos de conducta dirigidos a los grupos de interés que realicen su actividad 
en el ámbito parlamentario.

e) Establecer los sistemas de control y fiscalización adecuados para garantizar el 
cumplimiento de las normas de transparencia de los grupos de interés en el ámbito 
parlamentario.

f) Regular la publicidad de los contactos mantenidos con los grupos de interés en el 
marco de la elaboración y tramitación de iniciativas legislativas y de sus aportaciones.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas todas las disposiciones del mismo o de inferior rango que se 

opongan a lo dispuesto en esta ley.

Disposición final primera.  Habilitación normativa.
1. Se faculta al Consell para dictar las disposiciones necesarias para el despliegue y la 

aplicación de esta ley en el ámbito de la administración de la Generalitat y su sector público 
instrumental, así como para establecer los protocolos de actuación que se consideren 
necesarios para su aplicación.

2. El Consell aprobará el desarrollo reglamentario necesario para el funcionamiento del 
registro de grupos de interés en el ámbito de la administración de la Generalitat y su sector 
público instrumental en el plazo máximo de nueve meses desde la publicación de esta ley en 
el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
Esta ley entrará en vigor al cabo de nueve meses de su publicación en el Diari Oficial de 

la Generalitat Valenciana.
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§ 15

Ley 2/2024, de 11 de abril, de creación del Registro de Transparencia 
y Control del Patrimonio y de las Actividades de los Cargos Públicos 

de las Illes Balears

Comunidad Autónoma de las Illes Balears
«BOIB» núm. 51, de 18 de abril de 2024
«BOE» núm. 102, de 26 de abril de 2024
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2024-8369

LA PRESIDENTA DE LAS ILLES BALEARS
Sea notorio a todos los ciudadanos que el Parlamento de las Illes Balears ha aprobado y 

yo, en nombre del Rey y de acuerdo con lo que se establece en el artículo 48.2 del Estatuto 
de Autonomía, tengo a bien promulgar la siguiente Ley:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
En relación a las medidas e iniciativas que han de contribuir a la aplicación de los 

códigos éticos basados en los ejemplos de austeridad y honestidad, y también de 
transparencia y responsabilidad, de las diferentes organizaciones públicas y privadas, así 
como la mejora de la rendición de cuentas, cabe destacar las iniciativas llevadas a cabo en 
el ámbito de la comunidad autónoma de las Illes Balears: la Ley 2/1996, de 19 de noviembre, 
de incompatibilidades de los miembros del Gobierno y altos cargos de la comunidad 
autónoma de las Illes Balears, que crea el Registro de intereses y actividades y el Registro 
de patrimonio; la disposición adicional decimoctava de la Ley 25/2006, de 27 de diciembre, 
de medidas tributarias y administrativas, que regula la transparencia y el control de los 
cargos públicos de las Illes Balears y crea la denominada Oficina de Transparencia y Control 
del Patrimonio de Cargos Públicos de las Illes Balears; y la Ley 4/2011, de 31 de marzo, de 
la buena administración y del buen gobierno, que recoge principios éticos, reglas de 
conducta y obligaciones de gobernanza, y crea la Oficina de Evaluación Pública de las Illes 
Balears, a la que atribuye funciones de control e investigación, así como la gestión de los 
registros de intereses y actividades y de patrimonio.

La Ley 16/2016, de 9 de diciembre, de creación de la Oficina de Prevención y Lucha 
contra la Corrupción en las Illes Balears, tuvo su origen en el intento de establecer 
mecanismos de control y hacerlos aplicables a todo el sector público de las Illes Balears. Su 
propia exposición de motivos reconocía que las iniciativas anteriores «no se han 
desarrollado en todo el alcance previsto, sino que se han mantenido dispersas, en diferentes 
órganos y entes».

Como igualmente se desprende de su exposición de motivos, la Oficina de Prevención y 
Lucha contra la Corrupción en las Illes Balears se creó con la intención de complementar los 
organismos de control existentes en las Illes Balears frente a la lucha contra la corrupción. 
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De este modo, desde sus orígenes la creación de dicha Oficina se entiende sin perjuicio de 
las funciones «encomendadas a otros órganos, a los que complementa actuando en 
diferentes estadios operativos, como la Intervención General e instituciones como el síndico 
de Agravios o la Sindicatura de Cuentas y sus equivalentes insulares y municipales, y con 
exención de las que corresponden, de manera exclusiva, a la autoridad judicial y al ministerio 
fiscal».

La experiencia y los resultados de la Oficina de Prevención y Lucha contra la Corrupción 
en las Illes Balears, a tenor de las actuaciones que constan en las memorias anuales 
evidencian que el hecho de que la Oficina tenga como función la colaboración con otros 
órganos y entidades públicas de las Illes Balears que ejercen competencias de control y de 
supervisión de la actuación del Gobierno, de las administraciones públicas y del resto de 
entes del sector público, más allá de resultar operativa, incurre en una duplicidad respecto 
de algunas de sus funciones.

Si bien es cierto que la calidad de las organizaciones y de los servicios públicos y la 
calidad democrática, en lo referente al ejercicio de la acción de gobierno, son un derecho de 
la ciudadanía y, en este sentido, corresponde a los poderes públicos velar para que este 
derecho sea real y efectivo, también resulta una obligación el logro de una administración 
moderna y eficiente, que simplifique las estructuras administrativas, que elimine duplicidades 
de actuación y que garantice el principio de estabilidad presupuestaria y la sostenibilidad 
financiera de las administraciones públicas.

La creación y la regulación de la citada oficina adoleció de consenso entre las fuerzas 
políticas y fue más allá de la necesaria regulación de los mecanismos de control para aplicar 
las normas que regulan la buena administración, el buen gobierno y las reglas de conducta, 
así como la gestión de los registros de intereses, de actividades y de patrimonio. Finalmente 
el funcionamiento y el control parlamentario de la misma ha demostrado que, más allá de la 
necesidad de regular la gestión de los registros de intereses y actividades y de patrimonio, 
se ha provocado una innecesaria duplicidad con el resto de administraciones y también se 
ha comprobado que finalmente la oficina se ha convertido, en el mejor de los casos, en un 
mero tramitador de expedientes de denuncias en dirección a otros órganos, instituciones o 
administraciones como son, por ejemplo, la Fiscalía y la Sindicatura de Cuentas.

Por todo ello, resulta necesario, en beneficio de la simplificación y de la agilización de la 
acción y del funcionamiento de la Administración Pública realizar políticas de racionalización 
administrativa desde perspectivas normativas, procedimentales y organizativas para lograr 
una administración más ágil y eficiente, sin descuidar la transparencia y control de los cargos 
públicos de las Illes Balears.

Mediante la presente ley se recupera y se crea, como órgano dependiente del 
Parlamento, el Registro de Transparencia y Control del Patrimonio y de las Actividades de 
los Cargos Públicos de las Illes Balears y se eliminan las duplicidades existentes en la 
actualidad respecto de la Oficina de Prevención y Lucha contra la Corrupción en las Illes 
Balears, en beneficio de una administración más eficiente y sostenible que pueda garantizar 
igualmente la transparencia y el control de los cargos públicos de las Illes Balears. En 
consecuencia, la ley deroga la Ley 16/2016, de 9 de diciembre, de creación de la Oficina de 
Prevención y Lucha contra la Corrupción en las Illes Balears.

La presente ley cuenta con diez artículos, seis disposiciones adicionales, tres 
disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y cuatro disposiciones finales.

Está estructurada en tres títulos. El título I fija los objetivos de la ley y su ámbito de 
aplicación. El título II está dedicado a la regulación de la declaración de patrimonio y de 
actividades de los cargos públicos de las Illes Balears, su contenido y su forma. El título III 
prevé la creación y la regulación del Registro de Transparencia y Control del Patrimonio y de 
las Actividades de los Cargos Públicos de las Illes Balears, como órgano o unidad 
administrativa adscrito al Parlamento de las Illes Balears y como sistema de gestión 
documental. Regula también sus características, los sujetos habilitados para su acceso, la 
organización y las funciones, el personal y el presupuesto, la confidencialidad de la 
documentación y publicidad de la información, y establece una distinción clara entre el 
acceso a la documentación y la publicidad de la información, y será cada ente, institución o 
administración que determine, según su normativa específica, qué campos de la declaración 
deben hacerse públicos y de qué forma. Asimismo, se establece un procedimiento 
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confidencial si se detecta algún incremento patrimonial que necesite de una justificación. El 
Registro tendrá una página web a estos efectos, sin perjuicio de las plataformas que pueda 
tener cada ente, institución o administración pública.

La ley prevé la recuperación de gran parte del sistema que se contenía en los artículos 
de la Ley 2/1996, de 19 de noviembre, de incompatibilidades de los miembros del Gobierno y 
de los altos cargos de la comunidad autónoma de las Illes Balears, y de la Ley 4/2011, de 31 
de marzo, de la buena administración y del buen gobierno de las Illes Balears, modificados 
por la Ley 16/2016, de 9 de diciembre, de creación de la Oficina de Prevención y Lucha 
contra la Corrupción en las Illes Balears.

En sus disposiciones adicionales regula cómo quedarán las cuestiones que afectan a la 
desaparición de la Oficina de Prevención y Lucha contra la Corrupción en las Illes Balears: 
su personal, los derechos y obligaciones existentes y la gestión de sus expedientes.

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
1. El objeto de esta ley es regular la declaración de patrimonio y de actividades de los 

cargos públicos de las Illes Balears y crear el Registro de Transparencia y Control del 
Patrimonio y de las Actividades de los Cargos Públicos de las Illes Balears como órgano 
adscrito al Parlamento de las Illes Balears.

2. El Registro de Transparencia y Control del Patrimonio y de las Actividades de los 
Cargos Públicos de las Illes Balears estará integrado por personal funcionario.

3. El Parlamento de las Illes Balears pondrá a disposición del Registro las dependencias 
adecuadas para el ejercicio de su función. En dicho registro se inscribirán las declaraciones 
reguladas en esta ley.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. Esta ley es de aplicación a:
a) El Gobierno de las Illes Balears, la Administración de la comunidad autónoma de las 

Illes Balears y los entes del sector público instrumental, integrado por los organismos 
autónomos, las entidades públicas empresariales, las sociedades mercantiles públicas, las 
fundaciones del sector público y los consorcios que estén bajo la dependencia de la 
Administración de la comunidad autónoma o vinculados a ella.

b) Los consejos insulares y los entes dependientes o vinculados a estos, incluidos los 
consorcios.

c) Los municipios y otros entes de la administración local de las Illes Balears, así como 
sus entes dependientes o vinculados, incluidos mancomunidades y consorcios.

d) El Parlamento de las Illes Balears.
e) La Sindicatura de Cuentas, el Consejo Consultivo, el Consejo Económico y Social, la 

Agencia Tributaria de las Illes Balears y, en general, todos los órganos estatutarios y las 
entidades públicas de las Illes Balears.

f) La Universidad de las Illes Balears.
g) Cualquier ente con participación pública en su personalidad jurídica o que tenga como 

origen fondos públicos en su capital social o accionariado.
2. En consecuencia, están obligados a presentar la Declaración de Patrimonio y de 

Actividades los siguientes cargos públicos:
a) Los miembros del Gobierno de las Illes Balears, el resto de altos cargos y el personal 

eventual de la administración autonómica, sea cual sea su denominación.
b) Las personas titulares de los órganos directivos de los entes que forman el sector 

público instrumental de la comunidad autónoma de las Illes Balears.
c) Los miembros de los órganos de gobierno, los cargos electos, otros altos cargos y el 

personal eventual de los consejos insulares y del resto de entidades locales de las Illes 
Balears, sea cual sea su denominación.

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 15  Registro de Transparencia y Control del Patrimonio y de las Actividades de Cargos Públicos

– 179 –



d) Los diputados y las diputadas del Parlamento de las Illes Balears.
e) Los cargos públicos de cualquiera de los órganos estatutarios y legales cuando estén 

en el ámbito de aplicación de la Ley 2/1996, de 19 de noviembre, de incompatibilidades de 
los miembros del Gobierno y de los altos cargos de la comunidad autónoma de las Illes 
Balears.

f) Las personas titulares de los órganos directivos de la Universidad de las Illes Balears.
g) Las personas titulares de los órganos directivos de cualquier entidad u organismo, de 

derecho público o privado, dependiente o vinculado a cualquiera de estos, en todos los 
aspectos en los que esta ley lo determine expresamente.

TÍTULO II
Declaración de patrimonio y de actividades de los cargos públicos de las Illes 

Balears

Artículo 3.  Declaración de patrimonio y de actividades de los cargos públicos de las Illes 
Balears.

Los cargos públicos incluidos en el ámbito de aplicación de esta ley tienen la obligación 
de formular una declaración que abarque la totalidad de sus bienes, derechos, obligaciones 
y actividades, en los términos establecidos en esta ley, que quedará bajo la responsabilidad 
del Registro de Transparencia y Control del Patrimonio y de las Actividades de los Cargos 
Públicos de las Illes Balears.

Artículo 4.  Contenido.
1. La declaración comprenderá, como mínimo, lo siguiente:
a) La totalidad de los bienes, los derechos y las obligaciones patrimoniales que posean o 

de los que sean titulares en el momento de la toma de posesión del cargo público y en el 
momento del cese.

b) La totalidad de las actividades que ejercen por si o mediante sustitución o 
apoderamiento en el momento de la toma de posesión del cargo público y en el momento del 
cese, y las que hayan ejercido durante los dos años anteriores a la toma de posesión en el 
cargo.

Asimismo, los cargos públicos comprendidos en el ámbito de aplicación de esta ley que 
legalmente puedan compatibilizar su actividad con el desarrollo de actividades privadas, por 
cuenta propia o ajena, formularán, además, una declaración de las actividades 
profesionales, mercantiles o laborales que ejerzan, así como de las que hayan ejercido 
durante los dos años anteriores a su toma de posesión en el cargo, relativas a personas 
físicas o jurídicas que suscriban o hayan suscrito contratos con la administración 
autonómica, insular o local, sean subcontratistas o reciban o hayan recibido ayudas o 
subvenciones provenientes de dichas administraciones.

Sin perjuicio de su inclusión en las declaraciones iniciales después de la toma de 
posesión, la declaración a la que se refiere el párrafo anterior se presentará en el plazo 
improrrogable de un mes siguiente a la fecha de inicio de la actividad compatible.

c) Los valores o activos financieros negociables.
d) Las participaciones societarias.
e) El objeto social de las sociedades de cualquier tipo en las cuales tengan intereses el 

cargo público, su cónyuge, sea cual sea el régimen económico matrimonial, la pareja estable 
o la persona que conviva en análoga relación de afectividad, y los hijos dependientes y las 
personas tuteladas.

f) Las sociedades con participación de aquellas otras que sean objeto de declaración 
según la letra d) anterior con la referencia de sus respectivos objetos sociales.

g) Las relaciones en materia de contratación con cualquier administración pública o 
entidades con participación, de los miembros de la unidad familiar entendida de acuerdo con 
lo establecido en las normas relativas al impuesto sobre la renta de las personas físicas.

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 15  Registro de Transparencia y Control del Patrimonio y de las Actividades de Cargos Públicos

– 180 –



2. La declaración se realizará en el plazo improrrogable de tres meses, que se contará 
desde la fecha de toma de posesión y de cese en cada cargo público.

3. Asimismo, se incorporarán a este registro las declaraciones del impuesto sobre la 
renta de las personas físicas y del impuesto de patrimonio que hayan tenido obligación de 
presentar a la administración tributaria, en su caso, correspondientes a los dos años 
inmediatamente anteriores al de la toma de posesión.

4. Los cargos públicos aportarán, además, anualmente, una copia de la última 
declaración tributaria correspondiente al impuesto sobre la renta de las personas físicas y al 
impuesto sobre el patrimonio que hayan tenido la obligación de presentar a la administración 
tributaria.

Estas declaraciones se depositarán en el Registro como información complementaria.
5. La declaración anual correspondiente al impuesto sobre la renta de las personas 

físicas y, en su caso, al impuesto sobre el patrimonio a que hace referencia el apartado 
anterior, se presentará en el plazo improrrogable de un mes desde la conclusión de los 
plazos legalmente establecidos para la correspondiente presentación.

Artículo 5.  Forma de las declaraciones de patrimonio y de actividades de los cargos 
públicos de las Illes Balears.

El Registro de Transparencia y Control del Patrimonio y de las Actividades de los Cargos 
Públicos de las Illes Balears establecerá o adaptará los modelos de declaración existentes a 
las prescripciones de esta ley.

TÍTULO III
Del Registro de Transparencia y Control del Patrimonio y de las Actividades de 

los Cargos Públicos de las Illes Balears

Artículo 6.  Registro de Transparencia y Control del Patrimonio y de las Actividades de los 
Cargos Públicos.

1. Se crea el Registro de Transparencia y Control del Patrimonio y de las Actividades de 
los Cargos Públicos de las Illes Balears, como órgano administrativo adscrito orgánicamente 
al Parlamento de las Illes Balears, con plena capacidad para actuar en el cumplimiento de 
sus fines y que ejerce las funciones con autonomía funcional.

2. El Registro queda adscrito a la Mesa del Parlamento, que adoptará las medidas 
pertinentes en relación con los recursos materiales y humanos que sean necesarios para su 
buen funcionamiento.

3. La puesta en marcha y el funcionamiento del Registro se financiará con cargo a la 
partida establecida a esta finalidad en el presupuesto del Parlamento de las Illes Balears.

4. El Registro contendrá las declaraciones aportadas por los cargos públicos 
comprendidos en el ámbito de aplicación de esta ley.

5. El Registro garantizará la inalterabilidad y la permanencia de sus datos.

Artículo 7.  Características.
1. El Registro de Transparencia y Control del Patrimonio y de las Actividades de Cargos 

Públicos de las Illes Balears se instalará en un sistema de gestión documental que garantice 
la inalterabilidad y la permanencia de sus datos, así como la alta seguridad en el acceso y el 
uso de estos, todo ello de acuerdo con lo establecido en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de 
diciembre, de protección de datos personales y garantía de los derechos digitales.

2. El Registro, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 10 de esta ley, tendrá carácter 
reservado, y solo podrán tener acceso a la documentación depositada en él, además de la 
persona interesada, los siguientes órganos:

a) El Parlamento de las Illes Balears, respecto a sus cargos públicos, de acuerdo con lo 
que establece su reglamento.
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b) Los órganos judiciales, para la instrucción o la resolución de procesos que requieran 
el conocimiento de los datos que figuren en el Registro, de conformidad con lo dispuesto en 
las leyes procesales.

c) La Sindicatura de Cuentas en sus funciones de prevención de la corrupción.
d) Los órganos administrativos que, de acuerdo con su normativa específica y en el 

curso de la instrucción de un procedimiento, tengan directamente encomendadas las 
funciones de gestión y control del régimen de incompatibilidades y de conflicto de intereses o 
funciones de canal interno, respecto a sus cargos públicos podrán solicitar motivadamente al 
Registro una certificación sobre el contenido, directamente relacionado con la instrucción, de 
las declaraciones.

3. Los órganos mencionados en el apartado anterior adoptarán las medidas necesarias 
para mantener el carácter reservado de toda la información, documentos y actuaciones del 
Registro que no tengan el carácter de públicos, sin perjuicio de la aplicación de las normas 
reguladoras de los procedimientos en cuya tramitación se hubiera solicitado la información.

4. Todos los accesos al sistema de gestión documental del Registro quedarán 
registrados.

Artículo 8.  Organización y funciones.
1. La organización, el régimen jurídico y el funcionamiento del Registro de Transparencia 

y Control del Patrimonio y de las Actividades de los Cargos Públicos de las Illes Balears se 
regularán mediante un reglamento de régimen interior, cuya elaboración y aprobación 
corresponderá al Parlamento de las Illes Balears. La normativa específica y las eventuales 
modificaciones deberán publicarse en el «Butlletí Oficial de les Illes Balears».

2. Son funciones del Registro de Transparencia y Control del Patrimonio y de las 
Actividades de los Cargos Públicos de las Illes Balears:

a) La gestión del Registro a que se refiere esta ley. A estos efectos será el encargado de 
requerir de aquellas personas que sean nombradas o cesadas en un cargo público, el 
cumplimiento de las obligaciones previstas en esta ley, así como el responsable de la 
custodia, la seguridad y la indemnidad de los datos y de los documentos que figuren en 
dicho registro.

b) La comprobación de las variaciones en forma de incremento del patrimonio de los 
cargos públicos o en forma de confluencia de intereses que puedan entrar objetivamente en 
conflicto, en los términos permitidos por esta ley. Asimismo, velará por el cumplimiento del 
régimen de incompatibilidades.

c) La interacción con los distintos entes y administraciones públicas para el trasvase a 
sus páginas web institucionales, portales de transparencia u otros soportes de la información 
del Registro que debe ser pública en los términos establecidos por esta ley.

3. El Registro elevará al Parlamento, al inicio de cada periodo de sesiones, información 
detallada del cumplimiento por los cargos públicos de las obligaciones de declarar. Esta 
información incluirá datos sobre el número de cargos públicos obligados a formular sus 
declaraciones, el número de declaraciones recibidas, las comunicaciones efectuadas con 
ocasión del cese y la identificación de los titulares de los cargos incluidos en el ámbito de 
aplicación de esta ley que no hayan cumplido las obligaciones citadas.

4. La situación patrimonial y de actividades de los declarantes podrá ser examinada por 
el Registro de Transparencia y Control del Patrimonio y de las Actividades de los Cargos 
Públicos de las Illes Balears al finalizar su mandato o cuando deba presentarse una 
declaración complementaria de acuerdo con lo dispuesto en esta ley, para verificar los 
siguientes extremos:

a) El adecuado cumplimiento de las obligaciones reguladas en esta ley.
b) La existencia de indicios de conflictividad objetiva de intereses o de enriquecimiento 

injustificado teniendo en consideración los ingresos percibidos a lo largo de su mandato y la 
evolución de su situación patrimonial.

5. Cuando proceda, según lo previsto en el apartado anterior, el Registro, de oficio y en 
el plazo de seis meses desde su cese, elaborará un informe en el que se examinará la 
situación del declarante.
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Los altos cargos cuya situación sea objeto de examen deberán aportar toda la 
información que les sea requerida, así como comunicar todas aquellas circunstancias que 
sean relevantes para la elaboración del informe.

Con carácter previo a su aprobación, se deberá dar traslado al interesado de la 
propuesta de informe para que, en el plazo de quince días, formule las alegaciones que 
estime convenientes.

Finalizado este plazo, el informe será objeto de aprobación y notificación a los cargos 
cuya situación patrimonial haya sido examinada.

Si, de los datos y hechos constatados de conformidad con el procedimiento mencionado 
en los apartados anteriores, pudieran derivarse indicios de enriquecimiento injustificado o de 
conflicto de intereses, el Registro podrá solicitar la colaboración de la Agencia Estatal de 
administración tributaria o de la Agencia Tributaria de las Illes Balears a los efectos de 
aclarar dicha información.

Si, concluido lo previsto en el párrafo anterior, pudiera derivarse la existencia de 
responsabilidades administrativas o penales, se dará traslado a los órganos competentes 
para que, en su caso, inicien los procedimientos que resulten oportunos.

El desarrollo de las actuaciones previstas en este artículo tiene carácter confidencial.
6. Contra los actos del Registro puede interponerse recurso de alzada ante la Mesa del 

Parlamento.

Artículo 9.  Personal al servicio del Registro.
1. El Registro de Transparencia y Control del Patrimonio y de las Actividades de los 

Cargos Públicos de las Illes Balears dispondrá de los recursos humanos y de los medios 
materiales necesarios y adecuados para el cumplimiento eficaz de las funciones que tiene 
asignadas.

2. Los puestos de trabajo del Registro tienen naturaleza funcionarial. Los procedimientos 
de selección y provisión garantizarán los principios de igualdad, mérito, capacidad, 
publicidad e idoneidad.

Artículo 10.  Confidencialidad de la documentación y publicidad de la información.
1. Los documentos y datos en poder del Registro de Transparencia y Control del 

Patrimonio y de las Actividades de los Cargos Públicos de las Illes Balears, especialmente 
los de carácter personal, y sus trámites y actuaciones tienen la protección de 
confidencialidad establecida por la legislación vigente.

2. Ni el personal del Registro, ni la Mesa ni cualquiera que haya tenido acceso al 
Registro, pueden divulgar la documentación ni los datos ni ponerlos en conocimiento de 
otras personas o instituciones que no sean los que, de acuerdo con las disposiciones 
vigentes, pueden conocerlos por razón de sus funciones, y tampoco pueden utilizar dichos 
datos con finalidades diferentes a las directamente relacionadas con los objetivos de esta 
ley. Todo ello sin perjuicio de lo establecido en los apartados siguientes.

3. El tratamiento de la información solicitada por el Registro en cumplimiento de sus 
funciones garantizará el cumplimiento de la legislación vigente en materia de 
confidencialidad de datos protegidos por secretos comerciales, industriales y empresariales, 
y en los supuestos de licitaciones y otros procedimientos contractuales.

4. La información contenida en la declaración se podrá hacer pública en los términos y 
en la forma mencionados en el siguiente apartado, y establecidos en el resto de normativa 
en vigor. En relación con los bienes patrimoniales, se hará pública únicamente la información 
comprensiva de la situación patrimonial del declarante derivada de la declaración, 
omitiéndose especialmente aquellos datos referentes a su localización, salvaguardando, en 
todo caso, la privacidad y la seguridad de sus titulares.

5. Cada administración, ente o institución pública, de acuerdo con el régimen normativo 
de publicidad aplicable para este tipo de declaraciones a sus cargos públicos, deberá 
comunicar motivadamente al Registro qué campos de información contenidos en la 
declaración de los cargos públicos deben hacerse públicos. A estos efectos, el Registro 
mantendrá una página web institucional.

6. La publicidad se ofrecerá clasificada por administraciones o entidades a las cuales 
pertenezcan los cargos públicos. Cada administración o entidad podrá realizar el 
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correspondiente enlace para dar también publicidad en los mismos términos a través de la 
página web institucional.

Disposición adicional primera.  Liquidación de la Oficina de Prevención y Lucha contra la 
Corrupción en las Illes Balears.

1. En un plazo de seis meses a partir de la entrada en vigor de la presente ley, la 
Consejería de Economía, Hacienda e Innovación debe liquidar los derechos y las 
obligaciones de la Oficina de Prevención y Lucha contra la Corrupción en las Illes Balears.

2. Una vez efectuada la liquidación, la Administración de la comunidad autónoma de las 
Illes Balears quedará subrogada en todos los derechos y las obligaciones de la Oficina de 
Prevención y Lucha contra la Corrupción en las Illes Balears.

3. Los bienes de la Oficina de Prevención y Lucha contra la Corrupción en las Illes 
Balears y los adscritos, en su caso, por la Administración de la comunidad autónoma para el 
cumplimiento de sus fines, se incorporarán al patrimonio de la comunidad autónoma, y la 
afectación y adscripción de los mismos se producirá conforme a la normativa aplicable en 
materia de patrimonio.

Disposición adicional segunda.  Cese del director de la Oficina.
Se dispone el cese del director de la Oficina de Prevención y Lucha contra la Corrupción 

en las Illes Balears, a partir de la entrada en vigor de la presente ley.

Disposición adicional tercera.  Personal de la Oficina de Prevención y Lucha contra la 
Corrupción en las Illes Balears.

1. El personal funcionario de carrera que hubiera accedido a un puesto de trabajo de la 
Oficina de Prevención y Lucha contra la Corrupción en las Illes Balears por el sistema de 
libre designación, que continúe en su administración de origen en la situación de servicios 
especiales, y que vea suprimido su puesto de trabajo como consecuencia de la extinción de 
esta entidad, deberá pedir el reingreso activo en su administración de origen.

2. El personal funcionario de carrera que hubiera accedido a un puesto de trabajo de la 
Oficina de Prevención y Lucha contra la Corrupción en las Illes Balears por el sistema de 
libre designación, que continúe en su administración de origen en situación de servicios en 
otras administraciones, y que vea suprimido su puesto de trabajo como consecuencia de la 
extinción de esta entidad podrá optar, en el plazo de un mes a contar del día siguiente de la 
supresión, entre ser adscrito a un puesto de trabajo de la Administración de la comunidad 
autónoma de las Illes Balears o solicitar el reingreso en el servicio activo en la administración 
de origen.

3. El personal funcionario de carrera que hubiera accedido a un puesto de trabajo de la 
Oficina de Prevención y Lucha contra la Corrupción en las Illes Balears por el sistema de 
concurso de méritos y que vea suprimido su puesto de trabajo como consecuencia de la 
extinción de esta entidad, será adscrito, a partir del día siguiente de la supresión, a un 
puesto de trabajo de la Administración de la comunidad autónoma de las Illes Balears de 
acuerdo con los sistemas de carrera y de provisión vigentes en esa administración, sin 
perjuicio del derecho de solicitar el reingreso en el servicio en la administración de origen.

4. El reingreso a la administración de origen se producirá únicamente cuando haya 
alguna plaza vacante y dotada presupuestariamente en el cuerpo de origen de la persona 
solicitante, de acuerdo con la normativa de función pública aplicable. En caso contrario, el 
personal quedará en situación de expectativa de destino.

Disposición adicional cuarta.  Supresión e integración de registros.
Los elementos del Registro de declaraciones patrimoniales y de actividades adscrito a la 

Oficina de Prevención y Lucha contra la Corrupción en las Illes Balears que se suprime, se 
integran, con las adaptaciones correspondientes, en el Registro de Transparencia y Control 
del Patrimonio y de las Actividades de los Cargos Públicos de las Illes Balears que se crea y 
regula en esta ley.
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Disposición adicional quinta.  Declaración de los altos cargos insulares y municipales.
Las declaraciones correspondientes a los cargos de las administraciones insulares y 

municipales que, conforme a esta ley se tengan que inscribir en el Registro de Transparencia 
y Control del Patrimonio y de las Actividades de los Cargos Públicos de las Illes Balears, se 
podrán confeccionar a partir de los registros de declaraciones patrimoniales y de actividades 
de las respectivas administraciones insulares y municipales. A tal efecto, el secretario o la 
secretaria de la respectiva administración insular o municipal remitirá los correspondientes 
certificados, con la información fehaciente pertinente.

Disposición adicional sexta.  Permanencia de las declaraciones en el Registro.
Transcurrido el plazo de seis años desde el momento del cese del alto cargo, el órgano 

responsable de la custodia de las declaraciones iniciará un expediente de eliminación de los 
documentos de que se trate, de acuerdo con lo previsto en la Ley 6/2022, de 5 de agosto, de 
archivos y gestión documental de las Illes Balears, y demás normativa de aplicación.

Independientemente de lo que establece el párrafo anterior, transcurridos dos años 
desde el cese del cargo público, el Registro descolgará la información de la declaración que 
se haya hecho pública en aplicación del artículo 10.4 de esta ley.

Disposición transitoria primera.  Expedientes de la Oficina de Prevención y Lucha contra 
la Corrupción en las Illes Balears.

1. Los expedientes de investigación de la Oficina de Prevención y Lucha contra la 
Corrupción en las Illes Balears ya finalizados quedarán bajo la custodia del Parlamento de 
las Illes Balears.

2. Los expedientes de investigación que estén pendientes de incoación se remitirán, a 
través de la Inspección General de Calidad, Organización y Servicios de la comunidad 
autónoma de las Illes Balears, a las administraciones competentes por razón del objeto de la 
denuncia, con la finalidad de que se les dé la tramitación que legalmente sea procedente por 
parte de las mismas.

3. Los procedimientos de investigación iniciados se remitirán a la Inspección General de 
Calidad, Organización y Servicios de la comunidad autónoma de las Illes Balears, como 
órgano asignado para la gestión y la tramitación de la información del sistema interno de 
información previsto en la Ley 2/2023, de 20 de febrero, reguladora de la protección de las 
personas que informen sobre infracciones normativas y de lucha contra la corrupción, para 
que, una vez recibidos, las actuaciones realizadas en el expediente hasta aquel momento, 
se pongan a disposición de la administración, la institución o la persona investigada, 
preservando en todo caso la identidad del denunciante y de las personas afectadas por el 
expediente de investigación, por un período de diez días hábiles durante los cuales podrán 
formular alegaciones o aportar los documentos que consideren pertinentes.

Finalizado el trámite anterior, el personal integrante de la Inspección General de Calidad, 
Organización y Servicios encargado del expediente de investigación o el personal adscrito 
designado con carácter extraordinario para estos expedientes, con la valoración previa de 
las actuaciones obrantes en el procedimiento de investigación, elaborará una propuesta de 
informe que elevará al inspector o a la inspectora general.

El informe que emita el inspector o la inspectora general de servicios o, en caso de 
vacante, ausencia o enfermedad, el inspector o la inspectora dependiente jerárquicamente, 
concluirá el expediente de investigación y se notificará al órgano competente por razón del 
objeto de la denuncia a los efectos que legalmente correspondan.

El informe deberá emitirse en el plazo máximo de seis meses a contar desde el acuerdo 
de inicio del procedimiento. Si el procedimiento de investigación excede este plazo, el 
informe se limitará a declarar la caducidad del procedimiento y se remitirá el expediente 
según lo previsto en el apartado segundo de este artículo.

4. Se declara la caducidad de los procedimientos de investigación en curso que a la 
fecha de entrada en vigor de esta ley superen el plazo de seis meses de duración o de un 
máximo de nueve meses para aquellos procedimientos prorrogados, a contar desde el 
acuerdo de iniciación de las actuaciones, y se procederá al archivo de estos expedientes.
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5. Se acuerda el archivo de los procedimientos de investigación interrumpidos por la 
apertura de diligencias judiciales o de investigación por el Ministerio Fiscal.

6. Se acuerda el archivo de los procedimientos sancionadores iniciados en aplicación de 
los artículos 29, 30 y 31 de la Ley 16/2016, de 9 de diciembre, de creación de la Oficina de 
Prevención y Lucha contra la Corrupción en las Illes Balears.

Disposición transitoria segunda.  Obligación de confidencialidad y protección de datos de 
los expedientes de la Inspección General de Calidad, Organización y Servicios de la 
comunidad autónoma de las Illes Balears.

1. En los expedientes referidos en la disposición transitoria primera, la Inspección 
General de Calidad, Organización y Servicios de la comunidad autónoma de las Illes Balears 
mantendrá la confidencialidad de la identidad de la persona denunciante, de la persona o la 
entidad investigada y de la persona o las personas entrevistadas en los expedientes, a fin de 
evitarles perjuicios derivados de las actuaciones de investigación e inspección.

2. Los documentos y datos contenidos en los expedientes, especialmente los de carácter 
personal, tienen la protección de confidencialidad establecida por el Reglamento (UE) 
2016/679, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, y por la Ley 
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de datos personales y garantía de los 
derechos digitales.

3. El tratamiento de la información contenida en los expedientes de investigación 
garantizará el cumplimiento de la legislación vigente en materia de confidencialidad de datos 
protegidos por secretos comerciales, industriales y empresariales, y en los supuestos de 
licitaciones y otros procedimientos contractuales.

Disposición transitoria tercera.  Régimen transitorio.
1. Mientras no se ponga en funcionamiento el Registro de Transparencia y Control del 

Patrimonio y de las Actividades de los Cargos Públicos de las Illes Balears, las declaraciones 
se presentarán en el Parlamento de las Illes Balears y quedarán bajo la custodia de su 
presidente.

2. La presentación telemática se realizará a través del portal existente, con las 
adaptaciones a las normas establecidas por esta ley. A este efecto, se realizarán las 
adaptaciones esenciales básicas en la plataforma informática actual.

3. A solicitud de los ayuntamientos que hayan suscrito convenios y a los únicos efectos 
de la existencia de una plataforma para la presentación de las declaraciones, 
transitoriamente se podrán seguir aplicando las cláusulas referidas a esta cuestión de los 
convenios citados para establecer el uso del portal existente como mecanismo de 
presentación de las declaraciones.

Disposición derogatoria única.  Normas que se derogan.
1. Se deroga la Ley 16/2016, de 9 de diciembre, de creación de la Oficina de Prevención 

y Lucha contra la Corrupción en las Illes Balears.
2. Asimismo, se derogan todas las disposiciones de rango igual o inferior que se 

opongan a lo establecido en la presente ley y, en particular, el Reglamento de 
funcionamiento y régimen interior de la Oficina de Prevención y Lucha contra la Corrupción 
en las Illes Balears.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley 4/2004, de 2 de abril, de la Sindicatura 
de Cuentas de las Illes Balears.

Se añade un nuevo apartado 3 al artículo 4 de la Ley 4/2004, de 2 de abril, de la 
Sindicatura de Cuentas de las Illes Balears, con el siguiente contenido:

«3. En el marco de los procedimientos de fiscalización iniciados y de conformidad 
con las disposiciones legales vigentes, la Sindicatura de Cuentas desempeñará 
asimismo la función de prevención de la corrupción, procediendo a evaluar los 
correspondientes sistemas de prevención del riesgo y formulando las 

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 15  Registro de Transparencia y Control del Patrimonio y de las Actividades de Cargos Públicos

– 186 –



correspondientes propuestas, en su caso, para un adecuado diseño e implantación de 
mecanismos o instrumentos normativos que reduzcan las oportunidades de fraude.»

Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 4/2011, de 31 de marzo, de la buena 
administración y del buen gobierno de las Illes Balears.

Se modifica el primer apartado del artículo 39 de la Ley 4/2011, de 31 de marzo, de la 
buena administración y del buen gobierno de las Illes Balears, que queda con la siguiente 
redacción:

«1. Los miembros del Gobierno y los altos cargos tienen la obligación de formular 
una declaración patrimonial que abarque la totalidad de sus bienes, derechos y 
obligaciones, en los términos que reglamentariamente se establezcan, que quedará 
bajo la responsabilidad del Registro de Transparencia y Control del Patrimonio y de las 
Actividades de los Cargos Públicos de las Illes Balears.»

Disposición final tercera.  Modificación de la Ley 2/1996, de 19 de noviembre, de 
incompatibilidades de los miembros del Gobierno y de los altos cargos de la comunidad 
autónoma de las Illes Balears, y de la Ley 1/2019, de 31 de enero, del Gobierno de las Illes 
Balears.

1. Se modifica el artículo 14 de la Ley 2/1996, de 19 de noviembre, de incompatibilidades 
de los miembros del Gobierno y de los altos cargos de la comunidad autónoma de las Illes 
Balears, que pasa a tener la siguiente redacción:

«Artículo 14.  Órgano de gestión.
1. El Consejo de Gobierno o el órgano que se designe reglamentariamente será el 

encargado de la gestión del régimen de incompatibilidades y del control de intereses 
establecidos en esta ley.

Este órgano será el encargado de examinar y, si procede, de requerir, a quienes 
sean nombrados o cesados en un cargo o puesto de trabajo de los indicados en el 
artículo 2 de esta ley, el cumplimiento de las obligaciones derivadas de esta ley.

2. Reglamentariamente, se desarrollarán el contenido y el alcance de lo dispuesto 
en este artículo.»

2. Se modifica el artículo 15.2.b) de la Ley 2/1996, de 19 de noviembre, de 
incompatibilidades de los miembros del Gobierno y de los altos cargos de la comunidad 
autónoma de las Illes Balears, que pasa a tener la siguiente redacción:

«b) La omisión o la no aportación de los datos y documentos que deban 
presentarse o aclararse de acuerdo con lo que establecen las leyes y que se hayan 
requerido a este efecto.»

3. Se modifica el apartado 1 del artículo 71 de la Ley 1/2019, de 31 de enero, del 
Gobierno de las Illes Balears, que pasa a tener la siguiente redacción:

«1. Los miembros del Gobierno tienen la obligación de formular una declaración 
patrimonial que incluya la totalidad de sus bienes, derechos y obligaciones 
patrimoniales, intereses y actividades, en los términos que establece la Ley de 
creación del Registro de Transparencia y Control del Patrimonio y de las Actividades 
de los Cargos Públicos de las Illes Balears.»

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.
1. La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Butlletí 

Oficial de les Illes Balears».
2. El Registro de Transparencia y Control del Patrimonio y de las Actividades de los 

Cargos Públicos de las Illes Balears deberá ponerse en funcionamiento en el improrrogable 
plazo de seis meses a partir de la entrada en vigor de esta ley.
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§ 16

Ley Foral 7/2018, de 17 de mayo, de creación de la Oficina de 
Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de Navarra

Comunidad Foral de Navarra
«BON» núm. 98, de 23 de mayo de 2018
«BOE» núm. 139, de 8 de junio de 2018

Última modificación: 30 de diciembre de 2022
Referencia: BOE-A-2018-7644

LA PRESIDENTA DE LA COMUNIDAD FORAL DE NAVARRA
Hago saber que el Parlamento de Navarra ha aprobado la siguiente Ley Foral de 

creación de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de 
Navarra.

PREÁMBULO

I
La sociedad tiene que hacer frente a retos que modifican y condicionan sus formas de 

actuación y gestión. Los cambios sociales, empresariales, laborales, políticos, 
administrativos, tecnológicos, etc., nos han situado ante un nuevo paradigma político-
administrativo. Como consecuencia, los instrumentos de control hoy en día existentes no 
resultan suficientes para prever, vigilar y monitorizar la actividad política y administrativa a fin 
de prevenir actos de corrupción o malas prácticas. Atendiendo a lo expuesto se ve necesario 
crear un organismo específico que esté coordinado con los entes de control y fiscalización 
existentes dentro de la propia Administración y los del ámbito parlamentario y de esta forma 
mejorar los resultados de las políticas públicas y alcanzar el máximo grado de transparencia 
y de buen hacer.

Mediante esta ley foral se crea la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la 
Comunidad Foral de Navarra, con el objetivo de prevenir e investigar posibles casos de 
corrupción, fomentar las buenas prácticas y preservar la integridad de las Administraciones y 
del sector público de Navarra.

La Oficina desempeñará en la línea expuesta las funciones que la legislación de 
contratos atribuye a la Oficina de regulación y supervisión de la contratación.

En la presente ley foral, y de conformidad con los instrumentos jurídicos internacionales, 
por corrupción se entiende cualquier abuso de poder para obtener réditos privados para sí 
mismo o para terceros.
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II
Para combatir la corrupción y fortalecer las buenas prácticas es imprescindible que la 

sociedad intervenga en el control de la Administración Pública. Para garantizar la 
participación se deben crear mecanismos reales de participación ciudadana en el control 
eficaz de sus instituciones y establecer sistemas de rendición de cuentas de los 
responsables políticos ante la ciudadanía y sus órganos de representación.

III
La creación de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción se realiza al amparo del 

artículo 49.1 de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de Reintegración y 
Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, y, mediante la misma, la Comunidad Foral de 
Navarra da cumplimiento a la Resolución 58/4, de 31 de octubre de 2003, de la Asamblea 
General de Naciones Unidas, por la que se aprueba la Convención de las Naciones Unidas 
contra la Corrupción, en cuyo artículo 6 establece la necesidad de crear órganos encargados 
de prevenir la corrupción en los distintos Estados parte. Asimismo, con su creación se 
profundiza en los parámetros establecidos por la Unión Europea en la lucha contra el fraude 
y recogidos en el artículo 325 del Tratado de la Unión Europea y del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea.

A su vez, la puesta en marcha de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción 
fortalece el cumplimiento por parte de la Comunidad Foral de Navarra de los compromisos 
derivados de la firma y ratificación por parte del Estado español del Convenio Civil sobre la 
Corrupción (número 174 del Consejo de Europa) y del Convenio Penal sobre la Corrupción 
(número 173 del Consejo de Europa), así como de la Resolución 24 (97) del Consejo de 
Europa sobre los veinte principios rectores de la lucha contra la corrupción.

IV
Esta ley foral se estructura en seis títulos, tres disposiciones adicionales, cuatro 

transitorias, una derogatoria y una disposición final.
El título I se refiere a la creación, naturaleza jurídica y objeto de la Oficina de Buenas 

Prácticas y Anticorrupción. En este título se aborda el régimen jurídico, ámbito de actuación 
de la misma y sus funciones.

La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción debe promover y establecer medidas 
para prevenir, investigar y combatir la corrupción, fomentar y mejorar las buenas prácticas y 
proteger a los denunciantes. Su finalidad primordial es fortalecer la actuación de las 
instituciones públicas de la Comunidad Foral de Navarra para evitar que se produzca un 
menoscabo moral en ellas y un empobrecimiento económico en la Hacienda Pública 
redundando en perjuicio de la ciudadanía y en la merma en la calidad de los servicios 
públicos.

Su ámbito de actuación abarca al conjunto de instituciones que conforman la Comunidad 
Foral. Asimismo, la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción puede actuar sobre 
empresas y entidades privadas y personas físicas en función de su relación con las 
Administraciones, en los términos que la ley foral prevé.

La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción se articula en torno a cuatro grandes 
principios que constituyen sus ejes de actuación. La prevención es el primero de ellos. En su 
desarrollo la Oficina velará por la transparencia en la gestión de lo público y la participación 
de la sociedad civil; supervisará la obligación de rendir cuentas de la gestión de lo público; 
promoverá la inclusión y la observancia de un código de buenas prácticas de los cargos 
electos, cargos de libre designación y empleados del sector público; y vigilará y controlará el 
conflicto de intereses en la gestión de lo público.

En el ejercicio de su función preventiva, la Oficina realizará, en colaboración con las 
Administraciones Públicas, la identificación de los riesgos de corrupción y malas prácticas y 
elaborará propuestas para su erradicación. También realizará el estudio de conductas de 
escasa probidad de empleados y cargos públicos, sus causas y formas de erradicarlas. 
Trabajará para la interiorización y adopción de conductas éticas en la gestión de lo público.

Para ello, la Oficina formulará recomendaciones con el objeto de promover la cultura de 
las buenas prácticas y el aislamiento de la corrupción. Asimismo, realizará asesoramiento 
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institucional especializado y desarrollará actividades de formación de trabajadores del sector 
público, cargos políticos y cargos directivos.

La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción también contribuirá al fomento y 
asimilación en nuestra sociedad de los valores cívicos de respeto y cuidado de lo público y 
de rechazo del fraude y la corrupción en todos los ámbitos de la sociedad.

La investigación es el segundo eje de actuación, cuyo objeto será identificar a los 
responsables de desviaciones en fondos públicos, conflictos de intereses –reales o 
potenciales–, abusos y desviación de poder, uso no autorizado de informaciones de acceso 
reservado, aprovechamiento en beneficio particular o de terceros de bienes y recursos 
públicos, así como de otras conductas irregulares de autoridades, altos cargos y 
trabajadores del sector público, personas físicas o jurídicas, que pudieran ser causa de 
perjuicio moral o económico para las Administraciones Públicas. Una vez finalizada la 
investigación, cuando en el curso de la misma se detecten indicios de irregularidades 
administrativas para las que esté prevista sanción administrativa, la Oficina remitirá las 
investigaciones de forma inmediata a los órganos administrativos competentes para que 
actúen en consecuencia e impidan que se sigan produciendo dichas irregularidades. En el 
supuesto de que en el transcurso de una investigación se descubran indicios delictivos se 
dará traslado inmediato de la misma a los órganos jurisdiccionales. El procedimiento de 
investigación también podrá concluir con la formulación de recomendaciones al organismo 
afectado para corregir o evitar disfunciones que afecten a la integridad de la institución y de 
las personas que la componen.

El control y la evaluación de las medidas de lucha contra el fraude y la corrupción es el 
tercer eje de acción de esta Oficina. Para ello, establecerá canales de coordinación y 
cooperación estable con otras instituciones a los efectos de cumplir sus objetivos. Con su 
ejercicio favorecerá la promoción de los máximos niveles de integridad, honestidad y 
transparencia en el diseño y desarrollo de políticas públicas y en la prestación de servicios 
públicos y en la gestión de los recursos públicos. Asimismo contribuirá a evaluar los 
instrumentos jurídicos y las medidas administrativas de control y lucha contra la corrupción 
establecidas en las Administraciones Públicas.

Se configura como el cuarto eje que inspira esta ley foral la protección de las personas 
que, perteneciendo al ámbito de actuación de esta ley foral, denuncien conductas 
sospechosas o prácticas irregulares que produzcan menoscabo moral o económico a 
nuestras Instituciones. Su finalidad es evitar que se produzcan empeoramientos de las 
condiciones laborales o profesionales por haber defendido los valores cívicos de nuestra 
sociedad. Por lo tanto, la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción deberá contribuir a 
proteger a las personas que denuncien conductas sospechosas de corrupción o prácticas 
irregulares de conformidad con lo dispuesto en esta ley foral.

En el título II, se analiza el procedimiento de investigación, la protección de la persona 
denunciante o informante y el tratamiento de la documentación calificada como reservada.

La tarea de investigación de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción se inicia de 
oficio, previo análisis de los hechos denunciados por particulares, funcionarios o instituciones 
y personas jurídicas, públicas o privadas.

El título III aborda la colaboración de la Oficina con otros organismos y entidades de 
derecho público. La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción se coordinará, para 
mejorar su eficacia en el ejercicio de sus funciones, con otras instituciones, Administraciones 
Públicas y entes públicos en la forma establecida en esta ley foral y con pleno respeto a las 
respectivas competencias.

El título IV se dedica a regular los resultados de la actividad desarrollada por la Oficina, 
que pasarán por la rendición de cuentas a la ciudadanía de la Comunidad Foral de Navarra y 
al Parlamento, con la elaboración de una memoria anual y su remisión a la cámara 
legislativa. No obstante, la dirección de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción 
emitirá un informe anual que dé cuenta de las actividades desarrolladas por la Oficina en 
cumplimiento de sus funciones de prevención e investigación, control y evaluación. Todo ello 
sin perjuicio de informes extraordinarios o especiales que pudieran realizarse. Se garantiza 
en este título la publicidad debida de todos estos informes.

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 16  Ley Foral de creación de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción

– 190 –



El título V se refiere a la dotación de medios personales y materiales de la Oficina. La 
misma será dirigida por una directora o director que ha de ser una persona independiente y 
de probada solvencia elegida por el Parlamento de Navarra.

Por su parte, al personal empleado en la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción se 
le aplicará el Estatuto de Personal de las Administraciones Públicas de Navarra, respetando 
siempre los principios de publicidad, mérito y capacidad para la provisión de los puestos de 
trabajo. Asimismo se contempla el régimen especial de incompatibilidades aplicables al 
personal vinculado a ella.

El título VI aborda el régimen sancionador, define las infracciones, califica su gravedad y 
establece las sanciones correspondientes. La experiencia nos indica que las meras 
recomendaciones y el reproche público es insuficiente. Por este motivo la ley fija sanciones 
atribuyendo esta competencia a la Dirección de la Oficina de Buenas Prácticas y 
Anticorrupción o requiriendo a las autoridades competentes en materia disciplinaria a que las 
ejerzan.

Por último, esta ley foral incluye un conjunto de disposiciones adicionales, transitorias y 
finales, entre las que cabe destacar la adicional segunda, que atribuye funciones de 
regulación y supervisión a la Oficina en materia de contratación en los términos que 
establece la legislación de contratos, y la disposición adicional tercera, que crea una Sección 
dentro de la Oficina para llevar a cabo las funciones que el art. 333 de la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, atribuye a la Oficina Nacional de Evaluación.

La disposición final establece una vacatio legis de tres meses para su entrada en vigor.

TÍTULO I
Disposiciones generales

CAPÍTULO I
Objeto, principios generales, régimen jurídico y ámbito de actuación

Artículo 1.  Objeto y naturaleza jurídica.
1. El objeto de esta ley foral es la creación de la Oficina de Buenas Prácticas y 

Anticorrupción de la Comunidad Foral de Navarra como entidad de derecho público, con 
personalidad jurídica propia, que actuará con objetividad, profesionalidad, sometimiento al 
ordenamiento jurídico y plena independencia orgánica y funcional de las Administraciones 
Públicas en el ejercicio de sus competencias.

2. La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción se crea para la detección, 
prevención, investigación y erradicación de la corrupción y prácticas fraudulentas de las 
Administraciones Públicas de Navarra y de las sociedades y entidades participadas por 
estas en los términos que se regulan en la presente ley foral.

3. Se crea para impulsar y favorecer una cultura de buenas prácticas, de valores cívicos 
y buen gobierno en la ciudadanía, y para rechazar la corrupción en el diseño, ejecución y 
evaluación de políticas públicas o actuaciones administrativas.

Artículo 2.  Principios generales.
La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de Navarra sirve 

con objetividad a los intereses generales de acuerdo con los principios de integridad, 
neutralidad, responsabilidad, imparcialidad, proporcionalidad, confidencialidad, dedicación al 
servicio público y presunción de inocencia.

Igualmente, deberá respetar en su actuación los principios de legalidad, eficacia, 
eficiencia y economía en el cumplimiento de los objetivos y finalidades públicos.

La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción en sus relaciones con los ciudadanos 
actúa de conformidad con los principios de transparencia, de participación y rendición de 
cuentas.

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 16  Ley Foral de creación de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción

– 191 –



Artículo 3.  Régimen jurídico.
La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de Navarra se 

regirá por lo dispuesto en esta ley foral y por las normas de Derecho Administrativo.
Para la imposición de las sanciones establecidas en el título VI se seguirán las 

disposiciones y los principios previstos en esta ley foral y en la normativa vigente del 
procedimiento sancionador administrativo.

Artículo 4.  Ámbito de actuación de la Oficina.
El ámbito de actuación de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la 

Comunidad Foral Navarra es:
1. La Administración de la Comunidad Foral de Navarra y sus organismos, entes, 

entidades, fundaciones, consorcios y empresas públicas, con participación mayoritaria o 
dominio efectivo, independientemente de que se rijan por el derecho público o privado. En el 
caso de que dicha participación sea inferior al 50%, el ámbito de actuación de la Oficina se 
extenderá al control de las actividades de gestión de servicios públicos, de ejecución de 
obras pública, de asistencia o suministro, a cuenta del sector público de Navarra.

2. Las entidades locales de Navarra y sus organismos, entes, entidades, fundaciones y 
empresas públicas, con participación mayoritaria o dominio efectivo, independientemente de 
que se rijan por el derecho público o privado. En el caso de que dicha participación sea 
inferior al 50%, el ámbito de actuación de la Oficina se extenderá únicamente al control de 
las actividades de gestión de servicios públicos, de ejecución de obras pública, de asistencia 
o suministro, a cuenta del sector público de Navarra.

3. La Universidad Pública de Navarra y sus entes, entidades, fundaciones y organismos 
dependientes.

4. Los partidos políticos, las organizaciones sindicales y empresariales y las fundaciones 
y asociaciones vinculadas en los términos a que hace referencia el artículo 4.1.e) de la Ley 
Foral 2/2018, de 13 de abril, de Contratos Públicos.

CAPÍTULO II
Fines y funciones

Artículo 5.  Funciones.
1. Son funciones de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad 

Foral de Navarra:
a) La función de prevención.
b) La función de investigación.
c) La función de evaluación.
d) La función de protección.
e) La función de regulación y supervisión de la contratación pública.

Artículo 6.  Función de prevención.
La función de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de 

Navarra en materia de prevención comprenderá las siguientes actuaciones:
a) Identificar los riesgos de corrupción, detectar las conductas inapropiadas o contrarias 

a la integridad y a la ética pública. Para ello recogerá datos y elaborará estudios que le 
permitan identificar las tipologías de fraude en el sector público, los ámbitos en los que se 
producen y las situaciones que facilitan su aparición.

b) Elaborar un nuevo Código Ético y de Conducta que establezca las normas éticas y de 
conducta que han de observar los miembros del Gobierno de Navarra, altos cargos, personal 
eventual, directivos de las entidades que integran el sector público así como los cargos 
electos debiendo ajustar sus actuaciones a los principios de objetividad, integridad, 
neutralidad, responsabilidad, imparcialidad, confidencialidad, transparencia, ejemplaridad, 
dedicación al servicio público, eficacia, honradez, austeridad, respeto a la igualdad de 
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género y respeto, promoción y protección del entorno cultural, lingüístico y medioambiental. 
El Código será aprobado por el Parlamento de Navarra con rango de ley foral.

c) Promover, impulsar y garantizar la aplicación del Código Ético y de Conducta, así 
como la guía de buenas prácticas, en la Administración Pública, con el objetivo de coadyuvar 
en la mejora de la calidad de la prestación de los servicios públicos.

d) Gestionar el Registro de actividades e intereses, así como verificar la información 
aportada en las declaraciones de actividades e intereses, dirimir los casos de conflicto y 
comprobar la justificación de las variaciones en forma de incremento del patrimonio de los 
cargos públicos. A tal efecto, la Oficina actuará por iniciativa propia, justificada con un 
informe motivado.

Podrá, también, verificar la información declarada y dirimir los casos de conflicto sobre el 
régimen de incompatibilidades de altos cargos y cargos electos públicos de la Administración 
Local de Navarra, siempre y cuando así sea acordado por el órgano competente de la 
Administración Local y tras la formalización del respectivo convenio.

e) Asesorar, elaborar informes, formular propuestas, incluyendo propuestas de 
modificaciones normativas, dirigidas a mejorar las actuaciones del sector público y a 
incorporar criterios que puedan evitar disfunciones o actuaciones discrecionales y mejoren la 
práctica administrativa.

f) Diseñar y programar las acciones formativas y de sensibilización en materia de 
prevención y lucha contra el fraude y la corrupción.

g) Colaborar, a solicitud del órgano o la institución competente, ya sea de carácter 
público o privado, en la formación del personal en todo aquello a lo que hace referencia esta 
ley foral.

h) Aquellas otras actuaciones cuyo contenido y finalidad puedan ser consideradas 
acciones preventivas contra el fraude y la corrupción.

Artículo 7.  Función de investigación.
1. Las actuaciones de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad 

Foral de Navarra en materia de investigación comprenderán, entre otras, las siguientes 
actividades:

a) Investigar sobre conductas irregulares que puedan suscitar conflictos de interés en 
autoridades, altos cargos y personal al servicio de las Administraciones Públicas o 
fundaciones y empresas públicas, con participación mayoritaria o dominio efectivo, 
independientemente de que se rijan por el derecho público o privado, que vayan en 
detrimento del Código Ético o que pudieran ser causa de perjuicio económico o de 
reputación para el sector público de Navarra, ya sea de forma directa o indirecta.

b) Investigar el uso en beneficio privado de informaciones derivadas de las funciones 
propias del personal al servicio del sector público y el aprovechamiento en beneficio 
particular o de terceros de bienes y recursos públicos.

c) Investigar la conculcación de los principios de igualdad, mérito, publicidad y capacidad 
en la provisión de los puestos de trabajo en el sector público, así como en las fundaciones y 
empresas públicas, con participación mayoritaria o dominio efectivo, independientemente de 
que se rijan por el derecho público o privado.

d) Realizar el seguimiento y verificación de las ejecuciones de los encargos a entes 
instrumentales y contratos administrativos licitados y adjudicados por alguno de los sujetos 
previstos en el artículo 4.1, 2 y 3 de la presente ley foral.

2. La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción colaborará con el Parlamento 
siempre que los parlamentarios y grupos parlamentarios lo soliciten de conformidad con lo 
establecido en el Reglamento de la Cámara.

3. Cuando en un proceso de investigación se detecten actos o situaciones que 
competencialmente correspondan a otras instituciones de control y/o fiscalización, se dará 
traslado de las actuaciones realizadas al órgano o institución que competa a los efectos 
oportunos.
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Artículo 8.  Función de evaluación.
1. La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de Navarra 

llevará a cabo las tareas de control, seguimiento y evaluación de la eficacia de las medidas 
de prevención de la corrupción y fomento de las buenas prácticas. En el ejercicio de las 
mismas cooperará con otros órganos de control siempre respetando las competencias y 
funciones propias de cada uno.

2. Las actuaciones deberán contribuir a garantizar la presunción de inocencia así como 
los máximos niveles de integridad, honestidad y transparencia en los procesos de 
contratación pública, de encargos a entes instrumentales, de subvenciones, de toma de 
decisiones, en la correcta prestación de los servicios públicos y en la planificación y gestión 
eficiente de los bienes, competencias y recursos públicos, contribuyendo a la evaluación de 
los instrumentos jurídicos y las medidas administrativas de control y lucha contra la 
corrupción ya establecidas en las Administraciones Públicas.

3. Los informes de evaluación de cada actuación contemplarán:
a) Las modificaciones normativas introducidas a instancia o recomendación de la Oficina.
b) Las modificaciones que hayan sido propuestas por la Oficina en las prácticas 

rutinarias o usos establecidos y hayan sido aceptadas.
c) Las modificaciones propuestas y aceptadas sobre los precedentes administrativos que 

pueden estar afectando a una gestión eficaz, transparente y equitativa.
d) Análisis de resultados.
e) Adopción de buenas prácticas en la empresa privada relacionada con las 

Administraciones Públicas.
f) Otros indicadores de evaluación que se definan en cada actuación.

Artículo 9.  Función de protección.
1. La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de Navarra 

velará para que el personal al servicio de las instituciones recogidas en el artículo 4.1, 2 y 3 
de la presente ley foral puedan desempeñar sus funciones en los términos legalmente 
establecidos.

2. La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de Navarra 
velará para que las personas que denuncien posibles casos de corrupción no sufran un 
empeoramiento de las condiciones de su entorno laboral o sean sujeto de cualquier forma de 
perjuicio o discriminación, sin que ello suponga interferencia en investigaciones o 
procedimientos de índole penal y teniendo presente los límites establecidos en el artículo 10 
de esta ley foral. La dirección de la Oficina promoverá ante las autoridades competentes las 
acciones correctoras o de restablecimiento, de las que dejará constancia en la memoria 
anual.

3. Toda persona denunciante o informante de hechos o conductas cuya comprobación 
corresponda a la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción puede, si lo solicita, obtener 
el compromiso escrito de que su identidad no será revelada a terceras personas. A tal efecto 
los datos de dicha persona denunciante o informante y los detalles que pudieran determinar 
su identificación serán mantenidos en secreto por el personal al servicio de la Oficina.

CAPÍTULO III
Límites y deber de colaboración

Artículo 10.  Límites.
1. En cualquier caso, las funciones de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción se 

ejercerán sin perjuicio de las que correspondan a la Cámara de Comptos de Navarra, al 
Defensor del Pueblo de Navarra u otras instituciones de control y fiscalización.

2. De idéntica manera, la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de Navarra 
ejercerá sus funciones sin perjuicio de las correspondientes a la autoridad judicial o al 
Ministerio Fiscal.
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Artículo 11.  Deber de colaboración.
A fin de poder desarrollar sus funciones, las Administraciones Públicas y entidades a que 

se refiere el artículo 4 de la presente ley foral deberán colaborar con la Oficina de Buenas 
Prácticas y Anticorrupción de Navarra en todo aquello que esta necesite y esté en relación 
con hechos investigados por la misma. En este sentido, y teniendo en cuenta el principio de 
proporcionalidad en las actuaciones, la Oficina podrá acceder a los locales y a la información 
de que dispongan las citadas Administraciones Públicas y/o entidades.

Aquellas personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, que tengan el deber de 
colaborar con la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción y que dificulten el ejercicio de 
sus funciones o que se nieguen a facilitarle los informes, documentos o expedientes que les 
sean requeridos incurrirán en las responsabilidades establecidas por la ley.

La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción colaborará y cooperará con instituciones 
autonómicas, estatales, europeas y/o internacionales que tengan competencias o que 
cumplan funciones análogas en materia de transparencia, fraude y anticorrupción.

TÍTULO II
Del procedimiento de investigación

Artículo 12.  Buzón.
1. Se habilitará por la Oficina un buzón destinado a recibir quejas, denuncias o 

sugerencias de la ciudadanía relacionadas con actuaciones o conductas en las que puedan 
incurrir las autoridades, el personal y altos cargos en los términos del artículo 4.1 de la 
presente ley foral, siempre que se refieran a asuntos sometidos al ámbito de aplicación de la 
misma.

2. La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de Navarra 
estudiará las citadas quejas y denuncias y determinará si incoa de oficio un expediente de 
información a fin de determinar posibles responsabilidades. En caso de rechazarse la 
incoación de un expediente de investigación, se dará respuesta motivada al particular sobre 
los extremos que hayan fundamentado dicha decisión. En cualquier caso, la Oficina en el 
informe anual, de forma motivada, señalará el número de denuncias recibidas y cuáles han 
sido tomadas en consideración y cuáles no.

3. La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción también valorará las sugerencias 
recogiendo en el informe anual y de forma motivada la aceptación o no de las mismas.

4. El informe anual se hará público, siempre cumpliendo con los principios recogidos en 
la normativa sobre protección de datos de carácter personal.

Artículo 13.  Abstención y recusación.
1. Para el personal de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción regirán las causas 

de abstención y recusación que rigen en el procedimiento administrativo común.
2. Tanto la abstención como la recusación se plantearán por escrito, en el que se 

expresará la causa o causas en que se fundan y serán resueltas por la directora o director 
sin posibilidad de que la decisión sea recurrida. En caso de que la recusación o abstención 
sean planteadas por o a la dirección de la Oficina será la directora o director adjunto quien 
resuelva.

CAPÍTULO I
Iniciación del procedimiento

Artículo 14.  Iniciación.
1. Las actuaciones de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad 

Foral de Navarra se iniciarán siempre de oficio por acuerdo de su dirección, tanto a iniciativa 
propia o por denuncia de persona física o jurídica, pública o privada, o de una solicitud 
razonada presentada por otros órganos o instituciones públicas. Estas actuaciones estarán 
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sujetas, entre otros, a los principios de objetividad, seriedad, discreción, confidencialidad, 
celeridad y presunción de inocencia.

2. Las autoridades, cargos directivos y responsables de oficinas públicas, organismos 
públicos y, en general, quienes cumplan funciones públicas o desarrollen su trabajo en 
entidades y organismos públicos han de comunicar, desde el momento en el que tengan 
conocimiento, los hechos susceptibles de ser considerados constitutivos de prácticas 
fraudulentas o irregulares contrarias al interés general, sin perjuicio de las obligaciones de 
notificación propias de la legislación procesal penal. Para ello se establecerán los canales 
adecuados.

Artículo 15.  Actuaciones previas.
1. La iniciación de actuaciones, el archivo de denuncias, comunicaciones o de solicitudes 

razonadas por parte de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad 
Foral de Navarra han de ir precedidas del análisis de veracidad de los hechos o conductas 
que han sido objeto de la denuncia o la comunicación o que han fundamentado la solicitud. 
Para fundamentar dicho análisis de veracidad, la Oficina de Buenas Prácticas y 
Anticorrupción podrá solicitar al denunciante información o documentación adicional, y no se 
podrá amparar en la falta de documentación por no estar a disposición del denunciante y que 
pueda ser conseguida por la propia Oficina para rechazar el inicio de actuaciones.

2. Con carácter previo a la adopción del acuerdo de inicio, así como en las fases de 
comprobación e investigación, la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción podrá 
personarse en cualquier centro de las Administraciones que conforman la Comunidad Foral 
de Navarra, así como del sector público instrumental, para comprobar cuantos datos fuesen 
necesarios, revisar documentación o expedientes y realizar las entrevistas personales que 
considere oportunas.

3. Todas las entidades públicas o privadas del ámbito de aplicación de esta ley foral, 
establecidas en el artículo 4, están obligadas a suministrar a la Oficina de Buenas Prácticas 
y Anticorrupción la información necesaria para el desarrollo de sus funciones. Dicha 
información será una obligación preestablecida o requerida de forma razonada, indicando su 
finalidad, y no pudiendo ser utilizada para otra. Tendrá la condición de información reservada 
y la documentación será devuelta a su origen una vez finalice la necesidad de su uso.

Artículo 16.  Plazos.
El acuerdo de iniciación del procedimiento o el archivo del mismo como resultado de una 

denuncia o comunicación de una persona física o jurídica o de órganos o instituciones 
públicas deberá adoptarse en un plazo que no podrá exceder el término de dos meses 
desde la presentación de la denuncia o comunicación a la Oficina de Buenas Prácticas y 
Anticorrupción de la Comunidad Foral de Navarra.

Artículo 17.  Denuncias y comunicaciones.
Las denuncias o comunicaciones se dirigirán a la Oficina de Buenas Prácticas y 

Anticorrupción de la Comunidad Foral de Navarra y deberán realizarse por escrito. Se 
formularán en cualquier momento, aunque los hechos o circunstancias se hubieran iniciado o 
producido con anterioridad.

Artículo 18.  Supuestos de no tramitación.
1. La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de Navarra 

archivará las denuncias, comunicaciones o solicitudes razonadas presentadas por personas 
físicas o jurídicas, órganos o instituciones públicas, que carezcan de fundamento o, en su 
caso, no sean completadas tras el requerimiento de subsanación de defectos o deficiencias 
que afectaran a la solidez de la denuncia o comunicación.

2. El archivo será comunicado al interesado mediante escrito motivado indicándole, en 
su caso, las vías oportunas para hacer valer sus derechos.

3. En caso de que las denuncias o comunicaciones se presenten en dependencias 
ajenas a la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de Navarra, 
estas las remitirán a la Oficina en un plazo no superior a 7 días. Los plazos citados en el 
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artículo 16 no empezarán a computar hasta la recepción de la denuncia o comunicación por 
la Oficina.

Artículo 19.  Acuerdo de iniciación.
1. El acuerdo de iniciación de este procedimiento corresponde a la dirección de la Oficina 

de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de Navarra y se notificará a los 
interesados.

2. El acuerdo contendrá al menos:
a) El nombramiento de la persona instructora del procedimiento.
b) Los hechos que motivan su incoación.
c) Órgano competente para la resolución del procedimiento.
d) Indicación del derecho a formular alegaciones y a la audiencia en el procedimiento y 

de los plazos para su ejercicio, así como indicación de que, en caso de no efectuar 
alegaciones en el plazo previsto sobre el contenido del acuerdo de iniciación, este podrá ser 
considerado propuesta de resolución cuando contenga un pronunciamiento preciso acerca 
de la responsabilidad imputada.

CAPÍTULO II
Procedimiento de tramitación

Artículo 20.  Tramitación.
1. Acordado el inicio del procedimiento, la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción 

de la Comunidad Foral de Navarra promoverá la oportuna investigación para el 
esclarecimiento de los hechos. La tramitación se llevará a cabo con sujeción a lo establecido 
en la normativa vigente del procedimiento administrativo común y en todo caso deberá 
cumplir con lo establecido en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que establece la tramitación 
electrónica de todos los procedimientos desde su inicio hasta su terminación.

El personal de la Oficina que tenga atribuidas funciones de investigación e inspección 
tendrá la condición de autoridad a efectos probatorios y podrá:

a) Personarse, acreditando la condición de autoridad o agente de la Oficina, en cualquier 
oficina o dependencia de las Administraciones y entidades públicas o centro afecto a un 
servicio público, dentro del ámbito de esta ley foral, para solicitar información, efectuar 
comprobaciones in situ y examinar los documentos, expedientes, libros, registros, 
contabilidad y bases de datos, cualquiera que sea el soporte en que estén grabados, así 
como los equipos utilizados.

b) Efectuar las entrevistas personales que se estimen convenientes, tanto en la 
correspondiente dependencia administrativa como en la sede de la Oficina. Los 
entrevistados tienen derecho a ser asistidos por la persona que ellos mismos designen, 
incluida la asistencia letrada.

c) Acceder, en lo que la legislación vigente permite, a la información de cuentas 
corrientes en entidades bancarias en que se hayan podido efectuar pagos o disposiciones de 
fondos relacionados con procedimientos de adjudicación de contratos públicos u 
otorgamiento de subvenciones públicas, mediante el requerimiento oportuno.

d) Acordar, al efecto de garantizar la indemnidad de los datos que puedan recogerse, la 
realización de fotocopias adveradas de los documentos obtenidos, cualquiera que sea el 
soporte en que estén almacenados.

e) Todas las actuaciones enumeradas en los apartados a) al d) del numeral 1 deberán 
llevarse a cabo con estricto respeto al principio de presunción de inocencia y al derecho 
fundamental de defensa, sin que pueda ocasionarse indefensión.

2. La negativa o dilación injustificada del denunciado o de sus superiores a dar respuesta 
escrita podrán ser valoradas por la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción como 
obstaculizadoras de su actuación de investigación. De ello dejará constancia en su memoria 
anual con independencia de la imposición de la correspondiente sanción.
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Artículo 21.  Caducidad.
La duración de las actuaciones de investigación de la Oficina de Buenas Prácticas y 

Anticorrupción de la Comunidad Foral de Navarra no podrá exceder de seis meses desde 
que se adopte el acuerdo de iniciación, salvo que la complejidad del caso aconseje una 
ampliación del tiempo, que en todo caso habrá de ser acordada expresa y motivadamente y 
no podrá superar el plazo de seis meses más.

Artículo 22.  Reserva de datos.
1. Las actuaciones de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad 

Foral de Navarra han de asegurar en todo caso la reserva máxima para evitar perjuicios a la 
persona o a la entidad investigada y como salvaguarda de la eficacia del procedimiento 
jurisdiccional o administrativo que se pueda iniciar como consecuencia de dichas 
actuaciones.

2. La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción no puede divulgar los datos de 
carácter personal ni ponerlos en conocimiento de otras personas o instituciones que no sean 
las que, de acuerdo con las disposiciones vigentes, puedan conocerlos por razón de sus 
funciones. Tampoco puede utilizar estos datos con finalidades distintas a las de la presente 
ley foral.

El incumplimiento de este deber dará lugar a la apertura de una investigación interna y la 
incoación, en su caso, del correspondiente expediente disciplinario o sancionador, según 
proceda.

3. Los datos de carácter personal serán tratados de acuerdo con la normativa vigente en 
protección de datos de carácter personal.

Artículo 23.  Resolución.
1. Una vez finalizada la tramitación, la persona encargada de la instrucción propondrá 

resolver:
a) La finalización del procedimiento, con archivo de las actuaciones, sin que sea 

necesaria la formulación de una propuesta de resolución.
b) Iniciar un procedimiento sancionador de conformidad con lo dispuesto en esta ley 

foral.
c) Remitir a la Fiscalía todas las actuaciones iniciadas si, a resultas de la investigación 

emprendida por la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de 
Navarra, esta advirtiera conductas o hechos presumiblemente constitutivos de delito.

d) Dar traslado a la jurisdicción del Tribunal de Cuentas por el cauce establecido en la 
Ley Foral 19/1984, de la Cámara de Comptos, en el caso de que de las investigaciones se 
pueda derivar una posible responsabilidad contable, directa o subsidiaria.

e) La propuesta de elaboración o modificación de disposiciones como reglamentos, 
circulares e instrucciones en el ámbito de su competencia.

f) Dirigir recomendaciones motivadas a las administraciones y a las entidades públicas 
en las que se sugiera la modificación, la anulación o la incorporación de criterios con la 
finalidad de evitar las disfunciones o las prácticas administrativas susceptibles de mejora en 
los supuestos y las áreas de riesgo de conductas irregulares detectadas.

2. La directora o director de la Oficina, a la vista de la propuesta de resolución de la 
persona encargada de la instrucción, deberá resolver motivadamente en el plazo máximo de 
diez días desde la recepción de la propuesta de resolución.

CAPÍTULO III
Protección de la persona denunciante y documentos reservados

Artículo 24.  Protección de la persona denunciante.
1. La actuación de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad 

Foral de Navarra prestará especial atención a la protección de las personas que denuncien 
posibles casos de vulneración de los bienes y principios que con esta ley foral se pretenden 
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proteger. En este sentido, la Oficina velará por que estas personas no sufran aislamiento, 
persecución o un empeoramiento de las condiciones de su entorno laboral, ni puedan sufrir 
cualquier forma de perjuicio o discriminación como consecuencia de su comportamiento 
cívico.

2. La persona denunciante ha de estar protegida frente a todo empeoramiento de las 
condiciones de su entorno laboral o profesional, y frente a cualquier perjuicio económico, 
moral o discriminatorio que pudiera sufrir como consecuencia de su comportamiento cívico 
de denuncia de hechos que considera pueden ser constitutivos de fraude o de corrupción. A 
tal efecto la persona podrá permanecer en el anonimato, sin que la Oficina de Buenas 
Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de Navarra pueda revelar sus datos ni a la 
Administración, entidad o funcionario afectado ni a terceros, sin perjuicio de que, cuando los 
hechos investigados puedan ser constitutivos de delito, sea el Juez el que arbitre las 
medidas de protección necesarias al respecto con comunicación por la Oficina de las 
medidas de protección que hubiera podido acordar.

3. Si la Oficina conoce que la persona denunciante ha sido objeto, directa o 
indirectamente, de intimidación o represalia por presentar denuncia, podrá ejercer las 
acciones correctoras y de restablecimiento de la situación que considere oportunas, de las 
cuales dejará constancia en la memoria anual. Atendiendo a las circunstancias de cada 
caso, y siempre a instancia del denunciante, la oficina podrá instar al órgano competente el 
traslado a otro puesto. A tal fin la oficina proporcionará a la persona denunciante el 
asesoramiento necesario.

4. La protección podrá mantenerse, de forma motivada, más allá de la terminación del 
proceso de investigación. En ningún caso esta protección le eximirá de las responsabilidades 
en que haya podido incurrir por hechos diferentes a los que hayan sido objeto de la 
denuncia.

5. No será de aplicación lo establecido anteriormente cuando en la denuncia se formule y 
proporcione información falsa, tergiversada u obtenida de manera ilícita. En estos casos, la 
Oficina podrá, previa audiencia reservada con la persona denunciante, archivar la denuncia 
manteniendo la confidencialidad, y le advertirá de que, si la hace pública, no se le otorgará la 
protección establecida en esta ley foral y de que podrían derivarse responsabilidades 
disciplinarias o penales contra el falso denunciante.

Artículo 25.  Tratamiento de la información.
La información que en el curso de una investigación pueda aportar cualquier persona 

afectada, a través de su testimonio o colaboración personal, tendrá el carácter de reservada.

TÍTULO III
De la colaboración con otros organismos y entidades

Artículo 26.  Cámara de Comptos y Defensor del Pueblo de Navarra.
1. Cuando así sea necesario, la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción, a través 

de la Mesa del Parlamento de Navarra, solicitará la colaboración de la Cámara de Comptos 
o del Defensor del Pueblo de Navarra. Asimismo, la Oficina remitirá copia de todos sus 
informes a la Cámara de Comptos y al Defensor del Pueblo de Navarra.

2. Antes del 31 de enero de cada año, la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción 
comunicara al Defensor del Pueblo de Navarra y a la Cámara de Comptos su plan anual de 
actuación a fin de evitar posibles duplicidades e interferencias.

Artículo 27.  El Parlamento de Navarra.
La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de Navarra 

colaborará con el Parlamento en los términos establecidos en el artículo 7.2 de la presente 
ley foral.

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 16  Ley Foral de creación de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción

– 199 –



Artículo 28.  Otros organismos.
La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de Navarra 

colaborará con otros organismos o entidades públicos o privados en el ámbito de la 
prevención y lucha contra el fraude y la corrupción.

Artículo 29.  Sociedad Civil.
La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de Navarra promoverá periódicamente 

espacios de encuentro e intercambio con la sociedad civil donde se recogerán sus 
aportaciones.

TÍTULO IV
De la actividad

CAPÍTULO I
Rendición de cuentas

Artículo 30.  Memoria anual.
1. La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de Navarra 

anualmente dará cuenta de la actividad realizada, mediante la elaboración de una memoria o 
informe que recoja las acciones de la Oficina en relación con sus funciones de prevención, 
investigación, evaluación y protección, así como de las acciones formativas y de 
asesoramiento especial realizadas.

Esta memoria recogerá, al menos, el número y naturaleza de las denuncias presentadas, 
así como de las que fueron objeto de investigación y el resultado de las mismas, con 
especificación de las sugerencias o recomendaciones formuladas a la Administración y del 
número de procedimientos abiertos a instancia de la Oficina, tanto de carácter administrativo 
como de carácter judicial, contra empleados del sector público y cargos públicos. Asimismo, 
en el informe se recogerán las discrepancias que por escrito hayan señalado los inspectores 
y aquellas propuestas de modificación normativa y evaluaciones realizadas por los 
formadores.

2. En el informe no constarán datos y referencias personales que permitan la pública 
identificación de los interesados en el procedimiento investigador mientras sean 
investigaciones en curso. Los datos de carácter personal serán tratados de acuerdo con la 
normativa vigente en protección de datos de carácter personal.

3. Un resumen del informe anual será expuesto por la dirección de la Oficina de Buenas 
Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de Navarra ante el Parlamento en los 
términos que establezca el Reglamento de la Cámara.

Artículo 31.  Rendición de cuentas a la ciudadanía.
La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de Navarra 

rendirá a la ciudadanía cuentas de su gestión en el ámbito de la prevención, investigación y 
evaluación de políticas y prácticas relativas al fraude y la corrupción existente en las 
administraciones y resto de entidades incluidas en el artículo 4 de esta ley foral. A tal efecto 
se servirá de cuantos medios puedan ser suficientes para que la ciudadanía pueda estar 
informada debidamente. Proporcionará los resultados de su acción a los medios de 
comunicación, y también organizará encuentros con la sociedad civil para participarles 
directamente los resultados de su actividad y las actuaciones llevadas a término, señalando 
las dificultades o reticencias encontradas.
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CAPÍTULO II
Recomendaciones y dictámenes

Artículo 32.  Recomendaciones.
Tendrán la consideración de Recomendaciones aquellas propuestas que realice la 

Oficina, tanto de oficio como a instancias de cualquiera de los sujetos definidos en el artículo 
4, y busquen mejorar aquellas situaciones de riesgo o conductas inapropiadas o contrarias a 
la integridad. Las peticiones realizadas a instancia de parte serán cursadas a través de Mesa 
del Parlamento de Navarra.

TÍTULO V
De los medios personales y materiales

CAPÍTULO I
De la dirección de la oficina

Artículo 33.  Elección, nombramiento, incompatibilidades y cese de la Dirección de la 
Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de Navarra.

1. La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción estará dirigida por una directora o 
director, que ejercerá el cargo con plena independencia y objetividad en el desarrollo de las 
funciones y en el ámbito de las competencias propias de la Oficina, y actuará siempre con 
sometimiento pleno a la legislación vigente.

2. La directora o director no podrá estar afiliado a ningún partido político, sindicato o 
asociación profesional o empresarial.

3. El mandato de la directora o director es de seis años desde la fecha de su elección por 
el Parlamento de Navarra, no pudiendo ser renovado por lo menos hasta pasados seis años 
desde que cese en el puesto.

4. La dirección será elegida por el Parlamento de Navarra entre los ciudadanos y 
ciudadanas mayores de edad que disfruten del pleno uso de sus derechos civiles y políticos 
y que cumplan las condiciones de idoneidad, arraigo, probidad y profesionalidad necesarias 
para ejercer el cargo. Deberán estar en posesión de título universitario de grado superior y 
contar con más de diez años de actividad laboral o profesional relacionada con el puesto a 
desempeñar. Asimismo deberá tener la condición política navarra.

5. Las personas candidatas a ocupar el cargo serán propuestas al Parlamento de 
Navarra por los grupos parlamentarios o por las organizaciones sociales que desarrollen 
actividad en la Comunidad Foral de Navarra.

6. La dirección de la Oficina será elegida por el Pleno del Parlamento de Navarra por 
mayoría absoluta.

7. La dirección de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción será nombrada por la 
Presidencia del Parlamento Foral de Navarra y tomará posesión del cargo en el término de 
un mes desde la fecha de la publicación del nombramiento en el «Boletín Oficial de 
Navarra».

8. El titular de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción tendrá competencias 
exclusivas en todo lo concerniente al gobierno, régimen interior y personal al servicio de la 
Oficina. Las mismas serán ejercidas de acuerdo con lo previsto en el presente título, y con 
carácter supletorio con lo establecido en el Texto Refundido del Estatuto del Personal al 
servicio de las Administraciones Públicas de Navarra.

9. La retribución anual de la dirección de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción 
será la que en los Presupuestos Generales de Navarra se fije para las Direcciones 
Generales de los Departamentos.
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Artículo 34.  Incompatibilidades.
1. La condición de directora o director de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción 

de la Comunidad Foral de Navarra es incompatible con cualquier mandato representativo, 
cualquier cargo político o función administrativa, con el ejercicio de cualquier actividad 
profesional, mercantil o laboral, así como con cualquier cargo directivo o de asesoramiento.

2. El puesto de dirección tendrá dedicación exclusiva a esta función y estará sometido al 
régimen de incompatibilidades de los cargos públicos.

3. La dirección de la Oficina en una situación de incompatibilidad que le afecte ha de 
cesar en la actividad incompatible dentro del mes siguiente al nombramiento y antes de 
tomar posesión. Si no lo hace se entiende que no acepta el nombramiento. En el caso de 
incompatibilidad sobrevenida deberá regularizar su situación en el plazo máximo de un mes.

4. La Mesa de la Cámara, previa audiencia de la Junta de Portavoces, determinará la 
comisión competente que resolverá cualquier estado de duda o controversia sobre las 
situaciones de incompatibilidad que pudieran afectar a la dirección de la Oficina.

Artículo 35.  Cese.
1. La directora o director de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la 

Comunidad Foral de Navarra cesará por alguna de las siguientes causas:
a) Renuncia o fallecimiento.
b) Extinción del mandato por finalización del mismo.
c) Incompatibilidad sobrevenida.
d) Incapacidad civil declarada por decisión judicial firme.
e) Inhabilitación para el ejercicio de los derechos políticos declarada por decisión judicial 

firme.
f) Imputación con adopción de medidas cautelares, apertura de juicio oral o condena por 

sentencia firme por comisión de delito.
g) Negligencia notoria y grave en el cumplimiento de las obligaciones y los deberes del 

cargo.
h) Pérdida de la condición política navarra o del pleno disfrute de los derechos civiles o 

políticos.
2. En el caso de que la causa sea la determinada por la letra g) del apartado 1, el cese 

de la dirección ha de ser propuesto por la comisión parlamentaria correspondiente, a la cual 
el titular de la dirección tiene el derecho de asistir y hacer uso de la palabra, y lo ha de 
acordar el Pleno del Parlamento de Navarra por mayoría de tres quintas partes. En los 
demás casos corresponderá el cese a la Presidencia del Parlamento de Navarra.

3. Una vez producido el cese en la dirección, se inicia el procedimiento para un nuevo 
nombramiento. En el caso en que se produzca el cese por la causa determinada en la letra 
b) del apartado 1, el titular de la dirección ha de continuar ejerciendo en funciones su cargo 
hasta que se haga el nuevo nombramiento. En el resto de los supuestos, mientras no se 
proceda a la nueva designación, la dirección será asumida por la directora o director adjunto.

Artículo 36.  Funciones de la dirección de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción 
de la Comunidad Foral de Navarra.

1. Serán funciones de la dirección:
a) Representar a la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral 

de Navarra.
b) Presentar e informar al Parlamento la memoria anual de las actividades de la Oficina 

así como remitir los informes específicos que elabore la Oficina.
c) Establecer anualmente las prioridades de la política de la Oficina en materia de 

investigación y, antes de su publicación, remitirlas a la Mesa del Parlamento de Navarra, al 
Defensor del Pueblo y a la Cámara de Comptos para su conocimiento y coordinación.

d) Poner en conocimiento del Parlamento cuantas incidencias graves se planteen en el 
desarrollo de las funciones de la Oficina.
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e) Establecer el procedimiento interno de asesoramiento y control, que incluirá un 
seguimiento de la legalidad, relacionado, entre otras cosas, con el respeto de las garantías 
procedimentales y los derechos fundamentales de las personas.

f) Asignar los trabajos a desarrollar entre el personal de la Oficina de Buenas Prácticas y 
Anticorrupción.

g) Gestionar el Registro de actividades e intereses.
h) Ejercer la jefatura superior del personal dirigiendo y coordinando sus actuaciones, así 

como desempeñando las relativas a su nombramiento y contratación.
i) Ejercer las facultades que le corresponden de organización y dirección de todas las 

materias relacionadas con el régimen y gobierno interior, así como autorizar los gastos y 
ordenar los pagos propios de la Oficina.

j) Elaborar el presupuesto anual de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la 
Comunidad Foral de Navarra.

k) Resolver los conflictos de intereses que se puedan dar con y entre los miembros del 
personal cuando en una investigación la independencia y objetividad se puedan ver 
comprometidas.

l) Garantizar que toda la información facilitada al público se proporcione de forma neutral 
e imparcial y que su divulgación respete la confidencialidad de las investigaciones.

m) Resolver sobre las solicitudes de recusación y abstención del personal de la Oficina.
n) Establecer las sanciones por infracción de los preceptos de la presente ley foral.
o) Cualesquiera otras funciones que le sean atribuidas por ley foral, en cumplimiento de 

la legislación de contratos públicos.
2. La dirección puede designar entre el personal no administrativo de la Oficina de 

Buenas Prácticas y Anticorrupción a una persona de capacidad y competencia técnica 
probadas para ocupar el cargo de director o directora adjunta a quien serán de aplicación las 
condiciones de elegibilidad y las incompatibilidades correspondientes a la directora o 
director. A la directora o director adjunto le corresponderá colaborar con la dirección de la 
Oficina en la tarea que esta le encomiende, sustituirla en caso de ausencia o incapacidad 
temporal y asumir las funciones que de acuerdo con la ley le delegue.

CAPÍTULO II
Del personal al servicio de la Oficina

Artículo 37.  Del nombramiento, principios, incompatibilidades y cese.
1. Los puestos de trabajo de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la 

Comunidad Foral de Navarra serán desempeñados por funcionarios y funcionarias de las 
Administraciones Públicas y/o por personal seleccionado al efecto, según la naturaleza de 
las funciones asignadas a cada puesto de trabajo. Este personal está obligado a guardar 
secreto de los datos de carácter personal que conozca en el desarrollo de su función, deber 
que perdura tras su cese en el ejercicio del cargo.

2. El personal al servicio de la Oficina será seleccionado de acuerdo con los principios de 
igualdad, publicidad, mérito y capacidad adecuados a la función encomendada, en los 
términos que establece el Estatuto de Personal de las Administraciones Públicas de Navarra.

3. La relación de puestos de trabajo será aprobada por la dirección de la Oficina.
4. A los efectos de que el personal adscrito a la Oficina cuente con la capacitación 

técnica y la formación continuada debida, se podrán suscribir convenios, acuerdos o 
protocolos docentes con universidades o cualquier otra entidad de educación superior y 
oficinas de naturaleza similar de carácter autonómico, estatal, comunitario o internacional.

Artículo 38.  Inspectores.
1. Los inspectores de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción serán 

seleccionados por concurso-oposición entre personas que estén en posesión de una 
titulación superior.
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2. El inspector tendrá la consideración de autoridad al efecto de la presunción de 
veracidad sobre los hechos constatados por aquel y recogidos en documentos formalizados 
observándose los requisitos legales correspondientes.

3. El inspector estará sujeto a las mismas causas de incompatibilidad que la dirección.

Artículo 39.  Funciones del inspector.
1. El inspector, con arreglo a principios de especialización y división de trabajo, es el 

órgano de investigación e inspección y, en la medida en que corresponda, de prevención.
2. Son funciones del inspector:
a) Realizar la función de investigación a que hace mención el artículo 7 de esta ley foral.
b) Proponer a la dirección de la Oficina, para su estudio y aprobación, los informes de 

investigación y las conclusiones a que llegaran.
c) Elevar a la dirección las propuestas que estimen necesarias para un mejor 

desempeño de su trabajo.
d) Planificar la labor que les hubiese asignado la dirección.
e) Todas aquellas que pudiesen serles encomendadas por la dirección.
3. En el caso de existir discrepancia entre la propuesta de resolución o informe 

elaborado por el inspector y el informe o resolución definitivos, el inspector podrá consignar 
la discrepancia por escrito y añadirla como anexo al informe o resolución.

Artículo 40.  Formador/Asesor.
1. Existirá, como mínimo, un licenciado que será responsable del área de formación y 

evaluación de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción y que será seleccionado por 
concurso-oposición de entre personas que estén en posesión de una titulación superior.

2. El formador/asesor estará sujeto a las mismas causas de incompatibilidad que la 
dirección.

Artículo 41.  Funciones del formador.
1. El formador, con arreglo a principios de especialización y división de trabajo, es el 

responsable de la evaluación, formación y, en la medida en que corresponda, de la 
prevención.

2. Son funciones del formador:
a) Realizar la función de control y evaluación de la eficacia de las medidas de prevención 

y lucha contra las malas prácticas y corrupción.
b) Diseñar las políticas de formación y sensibilización en prevención de actuaciones 

irregulares, en buenas prácticas, así como en la elaboración de indicadores de evaluación, 
tanto para administraciones públicas o entes dependientes como para entidades privadas.

c) Elevar a la dirección las propuestas que estimaren necesarias para un mejor 
desempeño de su trabajo.

d) Planificar la labor que les hubiese asignado la dirección.
e) Todas aquellas que pudiesen serles encomendadas por la dirección de la Oficina de 

Buenas Prácticas y Anticorrupción.

Artículo 42.  Personal de la Oficina.
La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de Navarra dispondrá del personal 

técnico, administrativo, auxiliar y subalterno que fuese necesario para el desarrollo de sus 
funciones. El mismo será seleccionado por oposición o concurso-oposición.
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CAPÍTULO III
Medios materiales y financiación

Artículo 43.  Presupuesto y contabilidad.
1. La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción debe disponer de los recursos 

económicos necesarios y adecuados para el cumplimiento eficaz de las funciones 
asignadas.

2. La dotación económica necesaria para el funcionamiento de la Oficina de Buenas 
Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de Navarra constituirá una partida con 
denominación específica en los Presupuestos Generales de Navarra.

3. La dirección de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción elaborará su proyecto 
de presupuestos.

4. El presupuesto de la Oficina se rige por la normativa reguladora de las entidades del 
sector público de la Comunidad Foral de Navarra.

5. La contabilidad de la Oficina está sujeta a los principios de la contabilidad pública y al 
sistema de autorización, disposición, obligación y pago para asegurar el control 
presupuestario.

6. El régimen del patrimonio y de contratación de la Oficina de Buenas Prácticas y 
Anticorrupción, ejercido a través de sus propios órganos, será el que rija para la 
Administración de la Comunidad Foral.

Artículo 44.  Contrataciones externas.
1. La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de Navarra 

podrá contratar los servicios de especialistas y peritos o expertos en las materias objeto de 
control. Los contratos que deban realizarse se regirán por la legislación de contratos públicos 
de Navarra.

2. Estos servicios especializados estarán sujetos al mismo régimen de integridad, 
neutralidad, responsabilidad, imparcialidad y confidencialidad que el resto del personal 
miembro de la Oficina.

CAPÍTULO IV
Funcionamiento

Artículo 45.  Inspección.
Todo expediente de investigación deberá ser tramitado e instruido por la inspección de 

acuerdo con la normativa establecida en la presente ley foral y, con carácter supletorio, en la 
normativa vigente reguladora del procedimiento administrativo común.

Artículo 46.  Formación y prevención.
1. Las funciones de formación y evaluación serán realizadas por el formador.
2. Las funciones de prevención serán realizadas bien por un inspector, por un formador o 

mediante la colaboración entre ambos técnicos. En caso de que se establezca una 
colaboración entre formador e inspector corresponderá a la dirección de la Oficina de 
Buenas Prácticas y Anticorrupción designar al responsable.

TÍTULO VI
Potestad sancionadora

Artículo 47.  Responsabilidad.
Son responsables de las infracciones, aun a título de simple inobservancia, las 

autoridades, directivos y el personal al servicio de las entidades previstas en el artículo 4 que 
realicen acciones o que incurran en las acciones u omisiones tipificadas en la presente ley 
foral.
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Artículo 48.  Tipicidad.
1. Son infracciones sancionables las acciones u omisiones dolosas o culposas que estén 

tipificadas como tales en esta ley foral
2. Las infracciones se califican como muy graves, graves y leves.

Artículo 49.  Clases de infracciones.
1. Infracciones muy graves:
a) El incumplimiento de las obligaciones de colaboración activa previstas o de suministro 

de información cuando se haya desatendido el requerimiento expreso de la Oficina de 
Buenas Prácticas y Anticorrupción tras un primer retraso y sin ninguna justificación al 
respecto.

b) La falta de colaboración en la protección del denunciante.
c) La filtración de información en el curso de la investigación.
d) Denunciar actividades objeto de investigación por parte de la Oficina que sean 

manifiestamente falsas.
2. Infracciones graves:
a) Retraso injustificado en el envío de la información.
b) Dificultar el acceso a los expedientes o documentación administrativa necesaria para 

la investigación.
c) No asistir injustificadamente a la comparecencia que reciba de la Oficina de Buenas 

Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de Navarra.
d) No comunicar con mala fe los hechos que sean susceptibles de ser considerados 

constitutivos de corrupción o conductas fraudulentas o ilegales contrarias al interés general.
e) El incumplimiento de la obligación de comunicar motivadamente a la Oficina el 

acuerdo de desatender el requerimiento de inicio de expediente disciplinario o en su caso 
sancionador.

3. Infracciones leves:
a) Remisión reiterada de la documentación de forma incompleta o errónea sin causa 

justificada.
b) La falta de diligencia en la custodia de los documentos objeto de investigación.

Artículo 50.  Sanciones.
A las infracciones del artículo anterior les son aplicables las siguientes sanciones:
1. Infracciones leves:
a) Amonestación.
b) Multa coercitiva de hasta 2.000€.
2. Infracciones graves:
a) Declaración del incumplimiento y publicación del mismo en el «Boletín Oficial de 

Navarra».
b) Multa desde 2.001€ a 20.000€.
3. Infracciones muy graves:
a) Declaración del incumplimiento y publicación del mismo en el «Boletín Oficial de 

Navarra».
b) Multa desde 20.001€ a 60.000€.

Artículo 51.  Graduación de las sanciones.
1. Las sanciones que se impongan por la comisión de las infracciones tipificadas se 

graduarán teniendo en cuenta la naturaleza de la infracción y las circunstancias 
concurrentes, atendidos especialmente los criterios siguientes:

a) La reincidencia, cuando no haya sido tenida en cuenta para tipificar la infracción.
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b) La importancia del daño o el perjuicio causado a los intereses públicos.
c) El grado de perjuicio de la infracción en la actividad investigadora de la Oficina.
d) La reparación de daños o perjuicios producidos, si procede, y también la enmienda de 

la infracción por iniciativa propia.
e) Se tendrán en consideración los principios de proporcionalidad, intencionalidad y 

culpabilidad.
2. Se entiende por reincidencia la comisión de una infracción de la misma naturaleza 

cuando así haya sido declarado por resolución firme.
3. La aplicación de la sanción será proporcionada a la gravedad de la conducta infractora 

y asegurará que la comisión de la infracción no resulte más beneficiosa para la persona 
infractora que el cumplimiento de las normas infringidas.

Artículo 52.  Competencia sancionadora y procedimiento.
1. El órgano competente para imponer sanciones como consecuencia de la comisión de 

las infracciones previstas en el presente título es la dirección de la Oficina de Buenas 
Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de Navarra.

2. En el supuesto de que en atención a la normativa vigente la competencia para la 
imposición de sanciones disciplinarias corresponda a otro órgano, la Oficina de Buenas 
Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de Navarra requerirá al citado órgano para 
que tome las acciones necesarias a fin de iniciar el correspondiente procedimiento 
disciplinario.

3. En el plazo de un mes la Administración competente deberá presentar un informe ante 
la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción en el que se señalen las medidas adoptadas 
o a adoptar y en caso contrario los motivos de su no implementación.

4. Para la imposición de las sanciones se seguirán las disposiciones y los principios 
previstos en esta ley foral y en la normativa vigente reguladora del procedimiento 
sancionador administrativo.

5. La duración de las actuaciones sancionadoras de la Oficina no podrá exceder de seis 
meses desde que se adopte el acuerdo de iniciación del procedimiento sancionador, salvo 
que la complejidad del caso aconseje una ampliación del tiempo que, en todo caso, no podrá 
superar otros seis meses.

6. La Oficina, en su informe anual, recogerá las solicitudes de incoación de expedientes 
y las actuaciones llevadas a cabo por la Administración u organización correspondiente.

No puede ser objeto de expediente sancionador que regula esta ley foral en ningún caso 
el hecho sancionado en causa penal o cuando sea de aplicación preferente la legislación 
laboral, fiscal o el régimen aplicable a los funcionarios públicos.

Artículo 53.  Prescripción de las infracciones y sanciones. Ley 40/2015.
1. Las infracciones y sanciones previstas en esta ley foral prescribirán:
a) En el caso de infracciones y sanciones muy graves, a los tres años.
b) En el caso de infracciones y sanciones graves, a los dos años.
c) En el caso de infracciones leves las mismas prescribirán a los seis meses y sanciones 

leves, al año.
2. El plazo de prescripción de las infracciones comenzará a contarse desde el día en que 

la infracción se hubiera cometido. En el caso de infracciones continuadas o permanentes, el 
plazo comenzará a correr desde que finalice la conducta infractora.

Interrumpirá el plazo de prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, de un 
procedimiento penal o administrativo de naturaleza sancionadora, reiniciándose dicho plazo 
si el expediente sancionador estuviera paralizado durante más de un mes por causa no 
imputable al presunto responsable.

3. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el día siguiente 
a aquel en que sea ejecutable la resolución por la que se impone la sanción o haya 
transcurrido el plazo para recurrirla.
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Interrumpirá el plazo de prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del 
procedimiento de ejecución, volviendo a contar el plazo si aquel está paralizado durante más 
de un mes por causa no imputable al infractor.

En el caso de desestimación presunta del recurso de alzada interpuesto contra la 
resolución por la que se impone la sanción, el plazo de prescripción de la sanción 
comenzará a contarse desde el día siguiente a aquel en que finalice el plazo legalmente 
previsto para la resolución de dicho recurso.

Disposición adicional primera.  Legislación supletoria aplicable.
En todo lo no previsto en la presente ley foral en relación con contratos, régimen de 

presupuestos, procedimiento administrativo y régimen interno con carácter supletorio, será 
de aplicación lo dispuesto en la legislación foral o estatal.

Disposición adicional segunda.  Funciones de supervisión y regulación en materia de 
contratación.

1. La Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción desempeñará las funciones que el 
art. 332 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, atribuye a la 
Oficina Independiente de regulación y supervisión de la contratación, y será el órgano de la 
Comunidad Foral de Navarra a tales efectos.

2. Serán sus funciones las atribuidas en los apartados 6, 7, 8 del mencionado artículo 
332 en el ámbito territorial de Navarra.

3. El Parlamento de Navarra en los términos que establezca su Reglamento recibirá de 
la Oficina la más amplia información para hacer posible el control y vigilancia de la 
contratación pública y de las iniciativas de mejora normativa que se adopten en esta materia.

4. La Oficina desempeñará asimismo las funciones de coordinación con los órganos 
competentes del Estado y de las instituciones comunitarias en las funciones de regulación y 
supervisión de la contratación.

Disposición adicional tercera.  Sección de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción.
1. Una sección de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción desempeñará las 

funciones que el art. 333 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, atribuye a la Oficina Nacional 
de Evaluación: el análisis de la sostenibilidad financiera de los contratos de concesión de 
obras y servicios y emitirá los informes preceptivos a que se refiere el apartado 3 del artículo 
333.

2. Reglamentariamente se determinará la composición de la sección y se facilitarán por 
el Gobierno de Navarra los medios necesarios para poder llevar a cabo su función 
económico-financiera.

Disposición transitoria primera.  Regulación de lobbies y lobbistas.
La regulación de la actividad de los lobbies y la creación de su registro y Código de 

conducta se inspirará en la establecida en el Título IV (Grupos de interés) de la Ley Foral de 
Transparencia, acceso al información pública y buen gobierno, que será de aplicación hasta 
tanto se apruebe una regulación de la actividad de lobbies y lobbistas.

Disposición transitoria segunda.  Reglamento de organización y funcionamiento de la 
Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción.

El Gobierno de Navarra aprobará, a propuesta de la dirección de la Oficina de Buenas 
Prácticas y Anticorrupción de la Comunidad Foral de Navarra, el Reglamento de 
Organización y Funcionamiento de este órgano, así como las ulteriores modificaciones del 
mismo.

Este Reglamento se aprobará en el plazo de seis meses desde el nombramiento de la 
directora o director de la Oficina.
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Disposición transitoria tercera.  Medios personales y materiales.
Para la puesta en marcha de la Oficina de Buenas Prácticas y Anticorrupción de la 

Comunidad Foral de Navarra, el Gobierno de Navarra velará para que la oficina cuente con 
los medios personales y materiales necesarios para su funcionamiento, pudiendo facilitar la 
adscripción de personal en comisión de servicio a dichas plazas.

Dicha adscripción podrá producirse con carácter previo a la aprobación del Reglamento 
de Organización y Funcionamiento y de la relación de puestos de trabajo de la Oficina, en 
cuyo caso el personal adscrito permanecerá durante el tiempo de su duración en situación 
de servicio activo y le serán garantizadas las retribuciones personales y las retribuciones 
correspondientes al puesto de trabajo que desempeñara en su Administración de origen.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

dispuesto en esta ley foral.

Disposición final.  Entrada en vigor.
Esta ley foral entrará en vigor a los tres meses de su publicación en el «Boletín Oficial de 

Navarra».
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§ 17

Ley 5/2017, de 1 de junio, de Integridad y Ética Públicas

Comunidad Autónoma de Aragón
«BOA» núm. 114, de 16 de junio de 2017

«BOE» núm. 216, de 8 de septiembre de 2017
Última modificación: 15 de mayo de 2023

Referencia: BOE-A-2017-10292

En nombre del Rey y como Presidente de la Comunidad Autónoma de Aragón, promulgo 
la presente Ley, aprobada por las Cortes de Aragón, y ordeno se publique en el «Boletín 
Oficial de Aragón» y en el «Boletín Oficial del Estado», todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 45 del Estatuto de Autonomía de Aragón.

PREÁMBULO

I
Hoy día podemos afirmar que la democracia está firmemente asentada en el país. No 

hay crisis desde esta perspectiva. Pero la dureza de la crisis económica y la revelación de 
fenómenos de corrupción empresarial, institucional y política en los últimos años ha 
generado un evidente distanciamiento de amplios sectores de la ciudadanía de sus 
instituciones y, en general, la puesta en cuestión del actual modelo socioeconómico, del 
sistema de partidos y de parte de las instituciones. Frente a todo ello, la respuesta, sin 
embargo, no puede ser fragmentaria, limitarse al mero impulso de actuaciones judiciales o 
adoptar sesgos puramente partidistas o coyunturales. Es indispensable una acción sostenida 
de inmersión del conjunto de las instituciones y de la sociedad entera en la cultura de la 
integridad en general y de la ética pública en particular.

La consolidación de la democracia requiere que el conjunto del modelo institucional y 
social asuma como elemento estructural la transparencia, la participación, la integridad y la 
ética pública, contribuyendo de este modo a una mejor gobernanza, a mejores prácticas 
regulatorias, a un mejor servicio a los intereses generales y a las demandas sociales. Y no 
resultan tampoco adecuadas respuestas en negativo, que se limiten a combatir prácticas de 
corrupción, clientelismo o despilfarro, públicas o privadas, del todo rechazables. Solo de la 
construcción de esa nueva cultura de la gestión pública y de relación con lo público basada 
en la integridad, de la acción en positivo para ello, surgirá un combate eficaz de tales 
prácticas, desterrándolas en la mayor medida posible de nuestra sociedad. Y, conviene 
reconocerlo, tales actuaciones son, antes que nada, producto de acciones de personas o 
entidades concretas, a ellas imputables. La previsión del castigo al delito o la infracción 
administrativa desincentiva su comisión, sin duda, pero no la erradica. La existencia de la 
normativa penal o sancionadora, necesaria, lo pone de manifiesto.

En esta línea, regulaciones recientes en muy diferentes ámbitos han supuesto avances 
innegables. Pero, hasta el momento, todas ellas han adoptado perspectivas sectoriales, 
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fragmentarias, que no han impulsado un tratamiento integral en el sentido en que se propone 
adoptarlo esta ley, desde el sistema educativo hasta el estatuto de altos cargos, desde la 
publicidad de la actividad de los lobbies hasta la de las instrucciones de los órganos de 
fiscalización previa, desde la imposición efectiva de los códigos de conducta y de buen 
gobierno hasta la esperada regulación del personal directivo y el estatuto del denunciante. 
Todo ello, además, se articula en el contexto de unos objetivos generales y comunes que, en 
síntesis, pueden resumirse en la promoción, impulso y garantía de la integridad y la ética 
públicas en el sector público de Aragón y en las personas y entidades que se relacionan 
directamente con el mismo. Este es el objeto de la presente ley, cuya intención es construir 
un nuevo discurso de integridad interiorizando un conjunto de valores que nos permita 
garantizar a los ciudadanos el derecho a una Administración capaz de responder a las 
necesidades colectivas de nuestros días fortaleciendo los activos éticos, explicitando valores 
y estándares de conducta.

El Estatuto de Autonomía de Aragón impulsa también esta transformación de la cultura 
institucional al regular las diferentes instituciones de la Comunidad Autónoma de Aragón y la 
Administración pública. Principios como los de buena fe, confianza legítima, transparencia y 
servicio efectivo a los ciudadanos avanzan, sin duda, por este camino. Mediante esta ley se 
trata de profundizar en esos planteamientos, ejerciendo en plenitud, en relación con la 
integridad y la ética públicas en el sector público y en las instituciones y órganos estatutarios 
de Aragón, las competencias exclusivas del artículo 71 del Estatuto de Autonomía sobre, 1.ª, 
creación, organización, régimen y funcionamiento de las instituciones de autogobierno, 3.ª, 
derecho procesal derivado de las particularidades del derecho sustantivo aragonés, 5.ª, 
régimen local, 7.ª, procedimiento administrativo derivado de las especialidades de la 
organización propia, 9.ª, urbanismo, así como la competencia compartida sobre enseñanza 
del artículo 73, las competencias compartidas reconocidas en el artículo 75, 12.ª y 13.ª, 
sobre contratación y régimen estatutario de los funcionarios de la Comunidad Autónoma de 
Aragón respectivamente, y la competencia sobre ejercicio de la actividad de fomento 
autonómico del artículo 79, todas ellas de nuestra norma institucional básica.

II
La presente ley se estructura en siete capítulos, con sesenta y seis artículos, ocho 

disposiciones adicionales, dos disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y diez 
disposiciones finales.

III
En el capítulo primero se regula el objeto de la ley, que se concreta en el establecimiento 

del régimen de promoción, impulso y garantía de la integridad y la ética públicas en el sector 
público de Aragón y en las personas y entidades que se relacionan directamente con el 
mismo, así como en la creación de la Agencia de Integridad y Ética Públicas.

Se establece el ámbito de aplicación al que se van a referir las distintas medidas 
contenidas en el texto legal, definiéndose los entes y organismos integrantes del sector 
público de Aragón y del sector público autonómico. Además, se concretan las autoridades y 
cargos del sector público autonómico destinatarios de la ley y se prevé igualmente que esta 
pueda aplicarse en los supuestos en que así se establezca a autoridades y cargos de las 
instituciones y órganos estatutarios u otras entidades cuya normativa así lo exija.

Este primer capítulo se completa con el establecimiento de los objetivos generales que 
se pretenden alcanzar y con el mandato a la administración educativa para que incluya 
contenidos formativos en estas materias en los currículos, y al Instituto Aragonés de 
Administración Pública para que haga lo propio en sus planes formativos.

IV
La Agencia de Integridad y Ética Públicas se crea como ente público que dependerá 

directamente de las Cortes de Aragón. La Agencia constituye uno de los instrumentos 
fundamentales para la promoción y garantía de la integridad y la ética públicas en Aragón. 
Con una estructura directiva ligera y una autonomía férreamente garantizada, desarrollará 
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funciones de investigación y evaluación de políticas públicas y disposiciones legales, 
colaborando para ello con cuantas instituciones, órganos y autoridades ostentan 
competencias similares. Consecuencia directa de su autonomía es la posibilidad de que 
elabore sus propios reglamentos de organización y funcionamiento, y de actuación, los 
cuales serán aprobados por las Cortes de Aragón.

Su estructura directiva viene conformada por el Director, elegido y nombrado mediante 
un procedimiento parlamentario, por mayoría de tres quintos, quien a su vez propondrá a los 
tres Subdirectores, de investigación, de evaluación y de régimen interior, igualmente elegidos 
y nombrados por las Cortes de Aragón. Director y Subdirectores, entre otros requisitos, 
habrán de cumplir las condiciones de idoneidad, probidad y profesionalidad necesarias para 
ejercer tales cargos y, en todo caso, deberán estar en posesión de título universitario 
superior y contar con experiencia profesional o ser persona de reconocido prestigio en 
relación con los temas relacionados con el objeto de la ley. Se establece un régimen de 
conflictos de intereses e incompatibilidades para los miembros de la Agencia, 
especificándose las causas de cese de los mismos, así como las funciones asignadas a 
cada uno de los órganos que la integren.

La Agencia desarrollará sus funciones bajo la dependencia de las Cortes, conforme a los 
Planes de Actuación que someterá al Pleno y rindiendo cuentas ante el mismo mediante las 
correspondientes Memorias de Actuación. Sus potestades de investigación son amplias y 
resultan potenciadas por el mandato de colaboración y asistencia con otras autoridades. A 
este respecto, se contempla la posibilidad de que desarrolle funciones de asistencia a otros 
órganos y organismos y se prevé el establecimiento de protocolos estables de comunicación 
de datos y colaboración, así como la creación de una Comisión aragonesa de integridad y 
ética públicas como órgano de colaboración con los órganos y organismos con 
competencias en la materia.

V
La regulación de la evaluación externa de políticas públicas y de disposiciones legales se 

regula en el capítulo III de la ley, y se atribuye su competencia a la Agencia de Integridad y 
Ética Públicas, sin perjuicio de la evaluación interna que se realice por la Administración 
autonómica. Si la evaluación de políticas públicas tiene un precedente inmediato en la Ley 
5/2013, de 20 de junio, de Calidad de los Servicios Públicos de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Aragón, su alcance se potencia ahora, asignando a las Cortes de 
Aragón, a través de la Agencia, la evaluación externa de las políticas públicas, tratando así 
de lograr la efectiva realización de las evaluaciones que procedan conforme a sus sucesivos 
planes de actuación.

Mayor interés si cabe tiene, desde la perspectiva del impulso de una cultura de 
integridad y ética públicas, la evaluación de las disposiciones legales. Se trata con ella, en 
línea con lo que ya están haciendo los países más avanzados en esta materia, de prevenir 
prácticas regulatorias que no respondan a los intereses generales o que, aun haciéndolo, 
resulten ineficaces. Para ello, la ley somete a evaluación las disposiciones legales en sus 
trabajos iniciales de redacción del anteproyecto, así como en su ejecución.

VI
Sobre la base de la convicción de que es necesario que la cultura de la integridad y la 

ética públicas no se quede únicamente en el ámbito público en general y administrativo en 
particular, se regula en el capítulo IV de esta ley el régimen jurídico de los lobistas y lobbies 
en Aragón. De este modo, antes que el propio Estado, Aragón es una de las primeras 
comunidades autónomas en dotarse de un instrumento como el Registro de lobistas y 
lobbies, dependiente de la Agencia de Integridad y Ética Públicas, a través del cual se les 
imponen a los mismos, y a las autoridades y cargos con los que se relacionen, concretas 
exigencias de transparencia y el compromiso de cumplir con un código ético mínimo, 
estableciéndose las medidas aplicables para el caso de incumplimiento de tales obligaciones 
y del propio código de conducta.

La capacidad de influir debe someterse a exigencias éticas y de transparencia, como así 
sucede en los más avanzados Estados de la OCDE y de la propia Unión Europea o, siendo 
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pioneros en esta materia, en los Estados Unidos de América desde hace ya setenta años. 
Los códigos de conducta afectarán a los lobistas y los lobbies, al igual que a las autoridades 
y cargos que se relacionen con ellos. Y así ha de ser, en el marco de la nueva cultura de 
integridad que mediante esta ley se promueve, porque lo rechazable no es que exista 
comunicación entre los intereses privados, corporativos, empresariales, sociales o de otro 
orden y los intereses generales, ni que los titulares de los primeros intenten influir sobre los 
decisores públicos, lo rechazable, lo que ha de combatirse es la opacidad de tales prácticas, 
la influencia torticera, determinante a la postre de que las decisiones no se adopten por 
razones de interés general, sino por otras que, en última instancia, no responden al mandato 
de eficaz servicio al interés general que la Administración y sus servidores están 
constitucional y estatutariamente llamados a cumplir.

VII
Se desarrollan en el capítulo V de esta ley las disposiciones sobre buen gobierno, que 

engloban la regulación del código de buen gobierno dirigido a las autoridades y cargos del 
sector público autonómico y los códigos de conducta y estatuto de empleados públicos, 
incluyendo un reclamado estatuto del denunciante.

De todo ello, interesa destacar especialmente la regulación del estatuto del denunciante, 
al que se otorga una protección efectiva, basada en la confidencialidad, para evitar que sufra 
perjuicios en su carrera profesional o en su vida personal como consecuencia de la 
formulación de denuncias fundadas. Asimismo, se conecta esta protección administrativa 
con el estatuto de testigo protegido, que la Agencia de Integridad y Ética Públicas podrá 
instar de la autoridad judicial cuando dé traslado de las actuaciones practicadas, en su caso. 
Se establecen también, para articular un régimen equilibrado, útil y que prevenga posibles 
inicuos, medidas para evitar el uso abusivo de la denuncia con fines espurios.

Se prevé también el régimen de utilización por las autoridades y cargos del sector 
público autonómico de los recursos humanos y materiales precisos para el ejercicio de sus 
funciones. Tal uso estará guiado ante todo por los principios de eficiencia y sostenibilidad y 
estará vinculado estrictamente a las funciones que les correspondan o a razones de 
seguridad. Por otra parte, al tiempo que se garantizan unas retribuciones suficientes para no 
comprometer en modo alguno su integridad, y coherentes con las funciones y 
responsabilidades encomendadas, se tasa el destino posible de los gastos de 
representación y atenciones protocolarias y se limitan los medios de pago a disposición de 
autoridades y altos cargos, prohibiendo formalmente que tales gastos se abonen mediante 
tarjetas de crédito, convirtiendo en norma legal lo que ha sido una regla establecida en la 
práctica a lo largo de la historia de la Administración autonómica.

VIII
Se actualiza y amplía en el capítulo VI de esta ley la regulación de los conflictos de 

intereses e incompatibilidades de autoridades y altos cargos del sector público autonómico, 
superando la disposición normativa precedente y derogando la regulación establecida en la 
Ley del Presidente y del Gobierno de Aragón. Además de la definitiva clarificación del ámbito 
de aplicación, el mantenimiento del régimen de dedicación exclusiva y la previsión 
excepcional de las actividades públicas y privadas compatibles, las limitaciones 
patrimoniales en participaciones societarias son mucho más rigurosas que las aplicables en 
el ámbito de la Administración general del Estado. En lo que respecta a las actividades 
privadas compatibles, en previsión de futuras polémicas acerca de las retribuciones 
compatibles con las correspondientes a autoridades y cargos del sector público autonómico, 
se prevé que no cabrá retribución alguna por el ejercicio de actividades y cargos en partidos 
políticos o por la participación en fundaciones o entidades culturales o benéficas que no 
tengan ánimo de lucro.

Se introduce ex novo en Aragón el régimen de incompatibilidades al cese y, lógicamente, 
en conexión con el mismo, las indemnizaciones al cese, pero solo para supuestos 
absolutamente excepcionales en los que surja una incompatibilidad total para el desarrollo 
de la actividad profesional anterior al nombramiento como autoridad o cargo del sector 
público autonómico. Dicha incompatibilidad debe ser apreciada motivadamente por el órgano 
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competente en materia de conflictos de intereses e incompatibilidades previo informe 
vinculante de la Agencia de Integridad y Ética Públicas. En tal caso, además, se extenderá el 
régimen de incompatibilidades a los potenciales beneficiarios de tal indemnización en tanto 
la perciban.

Se regulan los Registros de actividades y de bienes y derechos patrimoniales de las 
autoridades y cargos del sector público autonómico. Asimismo, en coherencia con lo ya 
establecido en la normativa aragonesa de transparencia, se prevén las condiciones en las 
que se harán públicas las declaraciones de bienes y actividades, con las adaptaciones 
obligadas para garantizar la seguridad y confidencialidad precisas.

Novedosa también resulta la previsión del examen de la situación patrimonial al cese, 
que realizará el órgano competente en materia de conflictos de intereses e 
incompatibilidades en colaboración con la Agencia de Integridad y Ética Públicas.

IX
Se establece en el capítulo VII un régimen sancionador que dé respuesta al 

incumplimiento de los deberes y obligaciones establecidos en la ley, por los obligados a ello. 
La ley clarifica el procedimiento aplicable, los órganos competentes y el plazo de 
prescripción de infracciones y sanciones.

X
La parte final de esta ley incorpora muy relevantes novedades en forma de disposiciones 

adicionales o finales. Mediante ellas, se establece la cláusula de género; la supresión de 
tratamientos protocolarios oficiales personales, manteniendo los de los órganos e 
instituciones; el plazo para la puesta en funcionamiento de la Oficina Virtual de la Agencia de 
Integridad y Ética Públicas a los efectos de su utilización por los denunciantes; la obligación 
de comunicar nombramientos, a los efectos del riguroso control del régimen de conflictos de 
intereses e incompatibilidades, y el órgano competente para ello; el régimen de publicidad de 
las circulares, instrucciones u otras resoluciones de la Intervención General de la 
Administración de la Comunidad Autónoma, y el procedimiento que hay que seguir y los 
órganos competentes en el régimen sancionador en materias de gestión económico-
presupuestaria y disciplinaria y el control parlamentario sobre la responsabilidad civil 
derivada de delito.

Son muchas también las reformas que para impulsar la integridad y la ética públicas se 
plantean mediante disposiciones finales que modifican la Ley 8/2015, de 25 de marzo, de 
Transparencia de la Actividad Pública y Participación Ciudadana de Aragón, la Ley 3/2011, 
de 24 de febrero, de Medidas en Materia de Contratos del Sector Público de Aragón, la Ley 
5/2015, de 25 de marzo, de Subvenciones de Aragón, el Decreto Legislativo 1/2014, de 8 de 
julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Urbanismo de Aragón, y la Ley 
2/2009, de 11 de mayo, del Presidente y del Gobierno de Aragón. Se amplía en esta última 
la regulación de los procesos de traspaso de poderes, con objeto de evitar malas prácticas, 
concretando las facultades del Presidente y del Gobierno en funciones, por un lado, y el 
proceso mismo de traspaso de poderes, la comisión de traspaso y la documentación e 
información precisas para realizarlo, por otro.

En materia de contratos se establecen diversas medidas en relación con la publicidad, la 
composición de las mesas y comités de expertos, competencia del Tribunal Administrativo de 
Contratos Públicos de Aragón, composición de este, conflictos de intereses, participación 
previa de candidatos o licitadores, exigencias de compromisos éticos, protocolos de 
legalidad en la licitación, monitorización de contratos o causas de exclusión, entre otras. 
También muy relevantes son las modificaciones en materia de subvenciones, que clarifican 
el ámbito de aplicación de esta normativa en relación con los organismos públicos, 
ampliándola incluso respecto de lo establecido en la normativa estatal, introducen mayores 
garantías de profesionalización e independencia para su otorgamiento, régimen de 
subvenciones nominativas, exigencias de comisiones técnicas de valoración y regímenes de 
justificación o de reintegro, entre otras. En materia de urbanismo, finalmente, se introducen 
medidas que permiten u obligan, según los casos, a los órganos autonómicos competentes a 
comunicar a la Agencia de Integridad y Ética Públicas determinados expedientes de 
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alteración o aprobación de planeamiento o convenios cuando, a su juicio, puedan resultar 
comprometidas la integridad y la ética públicas.

Por otra parte, se establece el plazo para la aprobación de los Reglamentos de la 
Agencia de Integridad y Ética Públicas, se mandata al Gobierno para remitir al Parlamento 
un Proyecto de ley de función pública que regule el estatuto especial del personal directivo, y 
se autoriza al Gobierno para la aprobación de textos refundidos de la Ley del Presidente, de 
medidas en materia de contratos del sector público y de subvenciones de Aragón.

La presente ley entrará en vigor de forma inmediata, salvo en aquellos aspectos en que 
resulta imprescindible su previo desarrollo o la adopción de medidas organizativas. La 
aplicación del nuevo régimen de conflictos de intereses e incompatibilidades se difiere hasta 
pasado un año desde la entrada en vigor de la presente ley y se anticipa la aplicación del 
régimen sobre publicidad de las declaraciones de actividades y de bienes y derechos 
patrimoniales de dichas autoridades y altos cargos, ya contempladas en la normativa sobre 
transparencia, condicionándolas al nuevo régimen previsto en esta ley.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
Es objeto de la presente ley el establecimiento del régimen de promoción, impulso y 

garantía de la integridad y la ética públicas en el sector público de Aragón y en las personas 
y entidades que se relacionan directamente con el mismo, así como la creación y regulación 
de la Agencia de Integridad y Ética Públicas.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
La presente ley será de aplicación, de conformidad con lo previsto en la misma, al sector 

público de Aragón y al sector público autonómico en los términos definidos en el presente 
capítulo.

Artículo 3.  Sector público de Aragón.
1. A los efectos de la presente Ley, integran el sector público de Aragón:
a) La Administración y los organismos públicos y empresas de la Comunidad Autónoma 

de Aragón.
b) Las entidades locales de Aragón y sus organismos públicos.
c) La Universidad de Zaragoza.
d) Los organismos, consorcios, empresas, fundaciones, asociaciones y demás entidades 

con personalidad jurídica propia en los que las entidades integrantes del sector público 
citados en los apartados anteriores participen, de forma directa o indirecta, mayoritariamente 
en su capital, en su dotación fundacional o en la constitución de sus recursos propios, o 
financien mayoritariamente sus actividades, o tengan capacidad de nombramiento de más 
de la mitad de los miembros de los órganos de dirección, administración o control.

e) Aquellas entidades y organismos públicos no incluidos en los apartados anteriores y 
que tengan a su cargo la gestión o manejo de fondos públicos del sector público de Aragón.

2. El Director y los Subdirectores de la Agencia de Integridad y Ética Públicas estarán 
sujetos a esta ley en los mismos términos que las autoridades y cargos a los que se refiere 
el apartado anterior, así como aquellas otras autoridades y cargos cuya normativa específica 
lo establezca.

3. Estarán igualmente sometidos a lo establecido en el capítulo IV de la presente ley, en 
los términos fijados en la misma y en sus específicas normas reguladoras, las autoridades y 
cargos de las siguientes instituciones y órganos estatutarios:

a) Los diputados de Cortes de Aragón.
b) Los miembros de la Cámara de Cuentas.
c) El Justicia y su lugarteniente.
d) Los miembros del Consejo Consultivo.
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4. La presente ley será de aplicación a las personas y entidades que desarrollen 
profesionalmente la actividad de lobby en nombre propio o de terceros en las materias 
previstas en la misma.

Artículo 4.  Sector público autonómico.
1. Se entiende por «sector público autonómico», a los efectos de esta ley, el integrado 

por la Administración de la Comunidad Autónoma y los organismos públicos y empresas de 
ella dependientes.

2. Quedan sometidos al régimen establecido en esta ley, de conformidad con lo previsto 
en la misma, las siguientes autoridades y cargos del sector público autonómico:

a) Miembros del Gobierno.
b) Viceconsejeros, secretarios generales técnicos y directores generales.
c) Presidentes, directores y directores gerentes de los organismos públicos y entidades 

públicas dependientes o vinculadas a la Administración de la Comunidad autónoma de 
Aragón.

d) Jefe de la Delegación del Gobierno de Aragón en Bruselas.
e) Delegados territoriales del Gobierno en Huesca y Teruel.
f) Presidentes, consejeros delegados, administradores y el personal que ocupe puestos 

como máximos responsables en las sociedades mercantiles autonómicas a las que se refiere 
el artículo 133 del texto refundido de la Ley de Patrimonio de Aragón. Comprenderá, en todo 
caso, al personal que realice en dichas sociedades funciones ejecutivas de nivel superior, 
conforme a lo establecido en la Ley 1/2017, de 8 de febrero, de medidas de racionalización 
del régimen retributivo y de clasificación profesional del personal directivo y del resto del 
personal al servicio de los entes del sector público institucional de la Comunidad Autónoma 
de Aragón.

g) Directores y gerentes de las fundaciones del sector público y consorcios autonómicos.
h) Directores y jefes de gabinete integrados en los gabinetes de los miembros del 

Gobierno.
3. La presente ley será de aplicación a los empleados públicos del sector público 

autonómico y al personal al servicio de las entidades locales sin habilitación de carácter 
nacional en las materias previstas en la misma, sin perjuicio de lo establecido en el Estatuto 
Básico del Empleado Público.

Artículo 5.  Objetivos generales.
Son objetivos generales en materia de integridad y ética públicas en Aragón los 

siguientes:
a) Promover y fortalecer las medidas para garantizar la integridad y la ética públicas 

combatiendo eficazmente cualquier modalidad de corrupción y de clientelismo.
b) Promover, facilitar y apoyar la cooperación y asistencia entre los órganos y 

organismos competentes en las materias reguladas por la presente ley.
c) Crear la Agencia de Integridad y Ética Públicas como autoridad independiente en la 

materia, con el estatuto y las funciones establecidos en esta ley.
d) Impulsar la evaluación de políticas públicas como instrumento para garantizar su 

adecuado diseño y ejecución.
e) Implantar, en conexión con la evaluación de políticas públicas, la evaluación de las 

disposiciones normativas que las regulan, su elaboración, adecuación al objeto, 
fundamentación desde la perspectiva del interés general y ejecución.

f) Monitorizar la tramitación de procedimientos administrativos concretos con objeto de 
verificar el cumplimiento de la normativa aplicable y las exigencias de integridad y ética 
públicas.

g) Regular el régimen de los lobbies con el objetivo prioritario de garantizar la 
transparencia en su actuación en relación con el sector público en Aragón.

h) Establecer, a través del código de buen gobierno, los principios éticos y de conducta 
para las autoridades y cargos del sector público autonómico.
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i) Establecer y fomentar el cumplimiento de los códigos de conducta de los empleados 
públicos.

j) Regular el estatuto del denunciante a los efectos establecidos en esta ley.
k) Regular los elementos esenciales del estatuto de los cargos del sector público 

autonómico sujetos a esta ley para garantizar su integridad y actuación ética y, en particular, 
para evitar sus potenciales conflictos de intereses.

l) Velar por la adecuada capacitación de los miembros de los organismos públicos y altos 
cargos en el desempeño de su función.

m) Establecer un régimen sancionador para el supuesto de incumplimiento de las 
obligaciones contenidas en la presente ley.

Artículo 6.  Educación en integridad y ética públicas.
1. El Departamento competente en materia de educación incluirá en su ordenación 

curricular y en la normativa de educación adecuada contenidos que incidan en el impulso y 
concienciación de los principios informadores de integridad y ética públicas de acuerdo con 
lo previsto en esta ley.

2. La Administración educativa impulsará la realización de acciones de formación 
específicas tendentes a sensibilizar al profesorado respecto a los derechos y obligaciones 
previstos en la presente ley.

3. Las universidades del sistema aragonés integrarán gradualmente en sus enseñanzas 
contenidos relacionados con la integridad y la ética públicas para impulsar su difusión, 
conocimiento y seguimiento efectivos, incorporándolos a las guías docentes de asignaturas 
en titulaciones de grado o máster y a través de actividades académicas complementarias de 
carácter transversal.

Artículo 7.  Formación permanente.
El Instituto Aragonés de Administración Pública incluirá en su planificación anual cursos 

específicos de formación en materia de integridad y ética públicas para todos los empleados 
públicos.

CAPÍTULO II
Agencia de Integridad y Ética Públicas

Artículo 8.  Creación y ámbito de actuación.
Se crea la Agencia de Integridad y Ética Públicas, ente público que dependerá 

directamente de las Cortes de Aragón y asumirá las competencias establecidas en esta ley 
para la garantía, coordinación e impulso de la integridad y la ética públicas.

Artículo 9.  Funciones.
La Agencia tendrá las siguientes funciones:
a) Promover los valores, las condiciones y las buenas prácticas que integran una 

democracia efectiva.
b) Estudiar, promover e impulsar cuantas medidas favorezcan la integridad y la ética 

públicas, la obligación de rendir cuentas y la debida gestión de los asuntos y los caudales 
públicos.

c) Promover el establecimiento de criterios previos, claros y estables de control en todo 
momento de la acción pública en coordinación con los órganos y organismos de control 
interno y externo de la actuación administrativa.

d) Impulsar la implantación de procedimientos de toma de decisión transparentes y 
abiertos al escrutinio público.

e) Colaborar con los órganos competentes en la formación del personal en materia de 
integridad y ética públicas.

f) Asesorar, informar y plantear propuestas a las Cortes y al Gobierno de Aragón en las 
materias de su competencia.

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 17  Ley de Integridad y Ética Públicas

– 217 –



g) Colaborar en las comisiones de investigación de las Cortes de Aragón, que así se lo 
demanden de forma expresa, en la elaboración de dictámenes o realizando informes 
especiales sobre asuntos que estén dentro del ámbito de su competencia.

h) Asesorar, elaborar informes y formular propuestas y recomendaciones a las 
instituciones y colectivos que considere oportunos.

i) Asesorar, elaborar informes y formular propuestas y recomendaciones que sean 
necesarias en relación con la evaluación de políticas públicas como instrumento para 
garantizar su adecuado diseño y ejecución.

j) Implantar y gestionar el registro de lobbies de Aragón.
k) Actuar contra el fraude, la corrupción, el clientelismo y cualquier otra actuación que, en 

perjuicio de los intereses generales, infrinja los códigos de conducta y de buen gobierno.
l) Investigar o inspeccionar posibles casos de uso o destino irregulares de fondos 

públicos, así como conductas opuestas a la probidad que comporten conflicto de intereses o 
el uso en beneficio propio de informaciones derivadas de sus funciones públicas.

m) Cuantas otras atribuciones le sean asignadas por ley.

Artículo 10.  Autonomía.
1. La Agencia tendrá autonomía organizativa plena.
2. La Agencia aprobará el anteproyecto de su presupuesto, que garantizará su 

autonomía a través de la suficiencia de medios para el correcto desempeño de sus funciones 
y se integrará en los presupuestos de la Comunidad Autónoma, conformando un servicio de 
la sección destinada a las Cortes de Aragón.

3. La Comisión Ejecutiva de la Agencia presentará ante la Mesa de las Cortes un 
proyecto de reglamento de organización y funcionamiento, que será debatido y aprobado por 
dicha Mesa, de acuerdo con la Junta de Portavoces y publicado en el «Boletín Oficial de las 
Cortes de Aragón» y en el «Boletín Oficial de Aragón».

Artículo 11.  Organización de la Agencia.
1. Son órganos directivos de la Agencia el Director, los Subdirectores de evaluación, de 

investigación y de régimen interior, y la Comisión Ejecutiva.
2. La Comisión Ejecutiva estará integrada por el Director y los titulares de las 

subdirecciones.

Artículo 12.  Requisitos de sus miembros.
Los miembros de la Agencia deberán cumplir los siguientes requisitos:
a) Tener la condición política de aragonés, conforme a lo establecido en el Estatuto de 

Autonomía.
b) Estar en pleno uso de sus derechos civiles y políticos.
c) Cumplir las condiciones de idoneidad, probidad y profesionalidad necesarias para 

ejercer el cargo y, en todo caso, estar en posesión de título universitario superior y contar 
con experiencia profesional relacionada con el ámbito funcional de la Agencia, o ser persona 
de reconocido prestigio en los temas comprendidos dentro del objeto de la presente ley.

Artículo 13.  Elección, nombramiento y duración del mandato del Director.
1. El Director es elegido por el Pleno de las Cortes, por mayoría de tres quintos y 

conforme a lo que establezca su Reglamento.
2. Los candidatos deberán comparecer previamente ante la Comisión correspondiente 

de las Cortes de Aragón con el fin de que esta pueda informarse de su idoneidad para el 
cargo. La Comisión atenderá a cuestiones relativas a formación, experiencia, trayectoria y 
ética profesional.

3. La Mesa de las Cortes elevará la propuesta al Pleno para su elección.
4. El Director será nombrado por el Presidente de las Cortes de Aragón y su 

nombramiento se publicará en el «Boletín Oficial de las Cortes de Aragón» y en el «Boletín 
Oficial de Aragón».

5. Su mandato será de cinco años, con posibilidad de renovación por un año.
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Artículo 14.  Elección, nombramiento y duración del mandato de los Subdirectores de la 
Agencia.

1. Los Subdirectores serán elegidos por el Pleno de las Cortes de Aragón, por mayoría 
absoluta y conforme a lo que establezca su Reglamento, entre personas que cumplan los 
mismos requisitos exigidos al Director, a propuesta de este.

2. Los candidatos propuestos deberán comparecer previamente y por separado ante la 
Comisión correspondiente de las Cortes de Aragón, con el fin de que estas puedan 
informarse de su idoneidad para el cargo antes de su elección. La comisión atenderá a 
cuestiones relativas a formación, experiencia, trayectoria y ética profesional.

3. La Mesa de las Cortes elevará la propuesta al Pleno para su elección.
4. Si se rechaza a alguno de los candidatos propuestos, se habilitará un plazo de quince 

días para que el Director realice una nueva propuesta.
5. Los Subdirectores son nombrados por el Presidente de las Cortes y su nombramiento 

se publicará en el «Boletín Oficial de las Cortes de Aragón» y en el «Boletín Oficial de 
Aragón».

6. Su mandato será el mismo que el del Director que los propuso.

Artículo 15.  Conflictos de intereses e incompatibilidades de los miembros de la Agencia.
1. A los miembros de la Agencia les será de aplicación el régimen de conflictos de 

intereses e incompatibilidades previsto en esta ley para las autoridades y cargos del sector 
público.

2. En todo caso, la condición de miembro de la Agencia será incompatible con la de 
diputado a las Cortes de Aragón; diputado al Congreso de los Diputados; senador; miembro 
del Tribunal de Cuentas; Justicia de Aragón; Defensor del Pueblo; cualquier otro cargo 
político o función administrativa del Estado, comunidades autónomas y entidades locales o 
sus organismos, consorcios, empresas, fundaciones, asociaciones y demás entidades 
públicas y empresas participadas, cualquiera que sea su forma jurídica; el cumplimiento de 
funciones directivas o ejecutivas en partidos políticos, sindicatos y asociaciones 
empresariales, o en colegios profesionales, y con el ejercicio de su profesión o de cualquier 
otra actividad remunerada.

3. Cuando proceda en función de su estatuto personal previo, pasarán a la situación 
administrativa de servicios especiales.

Artículo 16.  Cese de los miembros de la Agencia.
1. Los miembros de la Agencia cesarán por las siguientes causas:
a) Por renuncia.
b) Por expiración del plazo de su mandato.
c) Por fallecimiento.
d) Por acuerdo del Pleno de las Cortes de Aragón, adoptado con la misma mayoría 

exigida para su elección por alguna de las siguientes causas:
– Imposibilidad física o enfermedad de duración superior a tres meses consecutivos.
– Actuación contraria a los criterios, principios y objetivos a que se refiere el artículo 5 de 

esta ley.
– Incurrir en alguna de las causas de incompatibilidad.
– Incumplimiento de sus deberes.
– Incompetencia manifiesta.
– Ser encausado judicialmente por delitos relacionados con el desempeño de un cargo 

público.
2. En caso de que cualquier miembro de la Comisión Ejecutiva se encuentre investigado 

judicialmente por delitos relacionados con el desempeño de su cargo, será automáticamente 
suspendido de sus funciones hasta que se resuelva su situación procesal o pase a incurrir 
en alguna de las causas de cese del apartado 1.
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Artículo 17.  Funciones del Director.
El Director de la Agencia tendrá las siguientes atribuciones:
a) Representar ante cualquier instancia a la Agencia.
b) Comparecer ante las Cortes de Aragón para la aclaración de los informes remitidos 

cuando así sea requerido.
c) Ejercer la jefatura superior del personal y las funciones relativas a su nombramiento y 

contratación.
d) Asignar las tareas que deban desarrollarse de acuerdo con el plan de actuación que 

elabore la Comisión Ejecutiva.
e) Dirigir los servicios técnicos y administrativos de la Agencia, en particular, autorizar y 

disponer del gasto, así como ordenar los pagos que correspondan a la Agencia y autorizar 
los documentos de formalización de los ingresos.

f) Notificar y certificar todos los informes que se realicen por la Agencia en el ejercicio de 
sus funciones.

g) Convocar y presidir la Comisión Ejecutiva.
h) Autorizar con su firma todas las certificaciones que se expidan.
i) Las demás funciones que le reconozca el reglamento de organización y 

funcionamiento de la Agencia.

Artículo 18.  Funciones de la Comisión Ejecutiva.
Corresponden a la Comisión Ejecutiva las siguientes funciones:
a) Aprobar los informes de la Agencia.
b) Elaborar y proponer para su aprobación por las Cortes de Aragón el proyecto de 

Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Agencia.
c) Elaborar y proponer para su aprobación por el Pleno de las Cortes el Reglamento de 

actuación de la Agencia.
d) Elaborar el plan de actuación sometido a la aprobación de las Cortes de Aragón.
e) Elaborar las memorias anuales de la Agencia para su aprobación por las Cortes de 

Aragón.
f) Aprobar el proyecto de presupuesto de la propia Agencia.
g) Aprobar la relación de puestos de trabajo de la Agencia.
h) Las demás funciones que le asigne el reglamento de organización y funcionamiento 

de la Agencia.

Artículo 19.  Funciones de los Subdirectores.
Los Subdirectores ostentarán funciones articuladas sobre la base de las funciones 

desempeñadas por la Agencia de evaluación, investigación y régimen interior, las cuales 
serán desarrolladas por el reglamento de organización y funcionamiento de la Agencia.

Artículo 20.  Relaciones con las Cortes de Aragón.
1. La Agencia de Integridad y Ética Públicas se relaciona con el Parlamento aragonés 

mediante la Comisión parlamentaria que se establezca, de acuerdo con el Reglamento de la 
Cámara.

2. Corresponde a la Comisión parlamentaria correspondiente ejercer el control de la 
actuación de la Agencia de Integridad y Ética Públicas y valorar los requisitos exigidos a los 
candidatos y miembros de la Agencia antes de ser elegidos por el Pleno de la Cámara, y 
también las otras funciones establecidas por el Reglamento de las Cortes de Aragón.

Artículo 21.  Personal y medios materiales.
1. Para el cumplimiento de sus funciones, la Agencia de Integridad y Ética Públicas 

dispondrá de los medios personales y materiales necesarios de acuerdo con las partidas que 
figuren en el presupuesto de las Cortes de Aragón.

2. El personal de la Agencia podrá ser personal funcionario y laboral de cualquier 
Administración pública, que se regirá, respectivamente, por la normativa legal y jurídica que 
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le sea de aplicación. El Director de la Agencia podrá nombrar, con destino en su gabinete, un 
máximo de dos personas para su asistencia directa, que tendrán la consideración de cargos 
de confianza y de asesoramiento especial de carácter eventual. El nombramiento y cese de 
los miembros del gabinete serán objeto de publicación en el «Boletín Oficial de las Cortes de 
Aragón» y en el «Boletín Oficial de Aragón».

3. La Agencia contará con una relación de puestos de trabajo que deberá ser aprobada 
por la Comisión Ejecutiva, en la que constarán, en todo caso, aquellos puestos que deban 
ser desempeñados en exclusiva por funcionarios públicos, por consistir en el ejercicio de las 
funciones que impliquen la participación directa o indirecta en el ejercicio de potestades 
materialmente públicas.

4. La Agencia, al objeto de asegurar la solvencia y capacitación técnicas y la formación 
continuada de su personal, puede suscribir convenios, acuerdos o protocolos docentes con 
cualesquiera administraciones, las universidades públicas y demás entidades de educación 
superior y oficinas con naturaleza, fines o funciones similares de carácter autonómico, 
estatal, comunitario o internacional.

Artículo 22.  Plan de actuación y memorias de actividad.
1. La Agencia elaborará como mínimo cada dos años un plan de actuación que incluirá 

las áreas prioritarias de acción y se someterá a la aprobación del Pleno de las Cortes de 
Aragón.

2. El plan de actuación incluirá, como mínimo, las siguientes cuestiones:
a) Identificación de los ámbitos y procedimientos en los que detecte un mayor riesgo de 

incumplimiento de las exigencias de integridad y ética públicas.
b) Concretar planes de formación, actuación, control y monitorización en las áreas 

previstas en la letra anterior.
c) Colaborar con el Consejo de Transparencia en la detección del grado de cumplimiento 

de la normativa de transparencia conforme a su normativa específica.
d) Colaborar con el órgano competente en materia de conflicto de intereses e 

incompatibilidades en la determinación del grado de cumplimiento de la normativa en estas 
materias, con especial atención a los aspectos sobre los que se hayan recibido más 
denuncias y quejas, así como sobre los que se haya constatado un mayor grado de 
incumplimiento en ejercicios anteriores.

3. La Agencia someterá a la aprobación del Pleno de las Cortes de Aragón la memoria 
de la actividad desarrollada en el periodo correspondiente.

La memoria anual de la Agencia debe contener información detallada con relación a sus 
actividades. No deben incluirse los datos personales que permitan la identificación de las 
personas afectadas hasta que no recaiga una sanción penal o administrativa firme. En todo 
caso, deben constar el número y el tipo de actuaciones emprendidas, con indicación expresa 
de los expedientes iniciados, los resultados de las investigaciones practicadas y la 
especificación de las recomendaciones y requerimientos cursados a las Administraciones 
públicas, así como sus respuestas.

4. La Agencia, de oficio o a instancia del Pleno de las Cortes o de la Comisión 
parlamentaria correspondiente, podrá realizar actuaciones específicas o elaborar informes o 
memorias sectoriales en su ámbito de actuación.

5. El plan de actuación, las memorias de actividad y el resto de actuaciones e informes 
se elaborarán y tramitarán conforme a lo que establezca el reglamento de organización y 
funcionamiento de la Agencia según lo previsto, en su caso, en el Reglamento de las Cortes.

Artículo 23.  Procedimiento de actuación.
1. La Comisión Ejecutiva propondrá para su aprobación por el Pleno de las Cortes de 

Aragón el Reglamento de actuación de la Agencia, donde se establecerá su procedimiento 
de actuación, que deberá garantizar los derechos de los afectados y la posibilidad de que los 
órganos e instituciones sujetos realicen alegaciones antes de la formulación de 
conclusiones. El Director de la Agencia podrá solicitar al órgano competente la adopción de 
medidas cautelares cuando así lo exija el buen fin de las actuaciones.

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 17  Ley de Integridad y Ética Públicas

– 221 –



2. Las denuncias o comunicaciones que se dirijan a la Agencia se formularán por 
persona física o jurídica en cualquier momento, aunque los hechos o circunstancias se 
hubieran iniciado o producido con anterioridad y siempre que no haya prescrito su sanción 
conforme a la legislación administrativa o penal aplicable.

3. La Agencia deberá informar de sus actuaciones al personal que pudiera resultar 
afectado y, en todo caso, deberá otorgarle audiencia antes de formular conclusiones o 
informes sobre el resultado de las mismas. Excepcionalmente, cuando lo exija el buen fin de 
las actuaciones, podrá diferirse la información al personal afectado, comunicándolo en tal 
caso al responsable del órgano o entidad correspondiente.

4. Las actuaciones de la Agencia deberán reflejar los hechos sobre los que se actúa y 
las personas implicadas siempre que puedan ser identificadas. Sus resoluciones deberán 
estar motivadas de manera suficiente.

5. Como resultado de sus actuaciones, la Agencia podrá emitir recomendaciones e 
informes, así como instar comparecencias ante la comisión parlamentaria competente y 
proponer modificaciones normativas que contribuyan al cumplimiento de sus fines.

Artículo 24.  Potestades de la Agencia.
1. En el ejercicio de sus funciones de investigación e inspección, y con pleno respeto por 

los derechos de los ciudadanos, la Agencia puede acceder a cualquier información que se 
halle en poder de las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, sujetas a su ámbito de 
actuación. En el caso de los particulares, las potestades de inspección se limitarán 
estrictamente a su actividad relacionada con las entidades del sector público en Aragón.

2. El Director, el Subdirector de investigación o, por delegación expresa, el personal 
funcionario de la Agencia que tenga atribuidas funciones de investigación e inspección 
pueden:

a) Personarse, acreditando la condición de autoridad o agente de la Agencia, en 
cualquier oficina o dependencia de las entidades del sector público en Aragón para solicitar 
información, efectuar comprobaciones in situ y examinar los documentos, expedientes, 
libros, registros, contabilidad y bases de datos, cualquiera que sea el soporte en que estén 
grabados, así como los equipos físicos y lógicos utilizados.

b) Efectuar las entrevistas personales que se estimen convenientes, tanto en la 
correspondiente dependencia del sector público en Aragón como en la sede de la Agencia. 
Los entrevistados tienen derecho a ser asistidos por la persona que ellos mismos designen.

c) Acceder, si así lo permite la legislación vigente, a la información de cuentas corrientes 
en entidades bancarias en que se hayan podido efectuar pagos o disposiciones de fondos 
relacionados con procedimientos de adjudicación de contratos del sector público u 
otorgamiento de subvenciones públicas, mediante el requerimiento oportuno.

d) Acordar, al efecto de garantizar la indemnidad de los datos que puedan recogerse, la 
realización de copias o fotocopias adveradas de los documentos obtenidos, cualquiera que 
sea el soporte en que estén almacenados.

3. Los funcionarios al servicio de la Agencia que tengan atribuidas competencias 
inspectoras tendrán la condición de agente de la autoridad. Los documentos que formalicen 
en los que, observándose los requisitos legales correspondientes, se recojan los hechos 
constatados por aquellos harán prueba de estos, salvo que se acredite lo contrario.

Artículo 25.  Confidencialidad.
1. Las actuaciones de la Agencia están sometidas a la máxima reserva con objeto de 

garantizar el buen fin de sus actuaciones y los derechos de las personas y entidades 
afectadas.

2. El personal de la Agencia, para garantizar la confidencialidad de sus actuaciones, está 
sujeto al deber de secreto. El incumplimiento de este deber dará lugar a responsabilidad 
disciplinaria y/o a las que procedan en el ámbito de su competencia.
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Artículo 26.  Protección y cesión de datos.
1. El tratamiento y la cesión de los datos obtenidos por la Agencia como resultado de sus 

actuaciones, especialmente los de carácter personal, están sometidos a las disposiciones 
vigentes sobre protección de datos.

2. La Agencia no cederá los datos que obtenga excepto a órganos o entidades que, de 
acuerdo con la normativa vigente, puedan o deban conocerlos por razón de sus funciones. 
En todo caso, no podrán utilizarse ni cederse con fines diferentes de los establecidos en esta 
ley.

3. La Agencia, la Cámara de Cuentas, el Justicia de Aragón y los restantes órganos e 
instituciones con competencias relacionadas con la integridad y la ética públicas o con 
funciones de control de los cargos y entidades sujetos a esta ley establecerán acuerdos de 
colaboración para la comunicación de datos e información relevante en el ámbito de sus 
respectivas competencias.

4. Los datos e información recabados por la Agencia en ejercicio de sus competencias 
serán remitidos a la autoridad competente para iniciar los procedimientos disciplinarios, 
sancionadores o penales a que pudieran dar lugar.

5. La Agencia de Integridad y Ética Públicas mantendrá una relación de cooperación 
continuada en la cesión de datos con la Agencia Estatal de Administración Tributaria y 
cuantas otras entidades de similar carácter puedan existir a nivel estatal o autonómico, a 
efectos de realizar la oportuna comprobación fiscal de las declaraciones presentadas y el 
posible inicio de expedientes por incoherencias detectadas.

Artículo 27.  Colaboración con otros órganos y organismos.
1. La Agencia ejercerá sus funciones sin perjuicio de las que corresponden conforme a 

su normativa reguladora específica al Justicia de Aragón, la Cámara de Cuentas de Aragón, 
la Intervención General de la Comunidad Autónoma y la Inspección General de Servicios, los 
órganos competentes en materia de transparencia, conflictos de intereses e 
incompatibilidades u otros órganos de control interno o externo, supervisión o protectorado 
de las entidades sometidas a su ámbito de actuación.

2. Como órgano colegiado de consulta, participación y colaboración de la Agencia con 
los órganos y organismos enumerados en el apartado anterior, se crea la Comisión 
Aragonesa de Integridad y Ética Públicas, cuya composición y funciones se establecerán en 
el Reglamento de organización y funcionamiento de la Agencia.

3. La Agencia impulsará el establecimiento y aplicación de protocolos y prácticas 
efectivas de colaboración funcional entre los órganos, organismos y entidades de control del 
sector público en Aragón ya existentes, tales como el Justicia de Aragón, la Cámara de 
Cuentas, la Intervención General de la Comunidad Autónoma, su Inspección de Servicios o 
los órganos equivalentes de las entidades locales aragonesas.

4. La Agencia colaborará con los órganos, organismos y entidades de control del resto 
del sector público que pudieran ostentar competencias en relación con su ámbito de 
actuación en el marco de lo establecido en la normativa estatal.

5. La Agencia colaborará con las autoridades judiciales y el Ministerio Fiscal en el marco 
establecido en la normativa estatal. En particular, corresponderá a la Agencia la función de 
asistencia a las autoridades policiales y judiciales y al Ministerio Fiscal cuando sea requerida 
para ello.

Artículo 28.  Delimitación de funciones.
1. La Agencia no podrá suplantar en su actuación a las autoridades judiciales, al 

Ministerio Fiscal ni a las autoridades bajo su mando.
2. La Agencia no podrá investigar hechos que estén sujetos a investigación de dichas 

autoridades y deberá cesar en su actuación tan pronto sea requerida por las mismas para 
ello o tenga conocimiento por cualquier medio de la iniciación por ellas de procedimiento 
para determinar la relevancia penal de los hechos de que se trate. En tal caso, la Agencia 
aportará de oficio toda la información de la que disponga y, si fuese requerida para ello, 
prestará la asistencia y colaboración precisa.
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CAPÍTULO III
Evaluación de políticas públicas y disposiciones legales

Artículo 29.  Ámbito material.
1. La evaluación externa de las políticas públicas, que realizará la Agencia de Integridad 

y Ética Públicas, podrá abarcar materias completas de la competencia del sector público 
autonómico o limitarse a ámbitos o sectores concretos que integren tales materias.

2. La evaluación de las políticas públicas se realizará conforme a los principios y criterios 
recogidos en la Ley 5/2013, de 20 de junio, de Calidad de los Servicios Públicos de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón, y tendrá por finalidad comprobar el 
grado de aplicación, entre otros, de los criterios que se relacionan en el artículo 3 de dicha 
ley.

Artículo 30.  Evaluación externa de políticas públicas.
1. La evaluación externa de las políticas públicas tratará, como mínimo, los siguientes 

aspectos:
a) Necesidades detectadas y que se pretenden resolver.
b) Segmentación de los interesados o grupos de interés a los que se dirige.
c) Objetivos que se pretenden alcanzar, de acuerdo con el interés general.
d) Resultados alcanzados, en contraste con los esperados.
e) Relación entre los elementos anteriores.
f) Impactos constatados y sectores sobre los que se han producido.
g) Medios administrativos, técnicos y jurídicos y recursos económicos y humanos 

empleados.
h) Costes soportados y relación con los medios empleados.
i) Sostenibilidad y permanencia de los cambios y efectos positivos en el tiempo, 

relacionado con su coste y medios empleados.
j) Procedimientos utilizados y razones de su elección.
k) Grado de colaboración interinstitucional.
l) Grado de participación ciudadana en la elaboración y desarrollo de la política pública.
m) Valoración por los ciudadanos de las actuaciones desarrolladas.
n) Comparabilidad con otras Administraciones públicas.
ñ) Cumplimiento de la legalidad y de los derechos de los ciudadanos.
2. Además de estos criterios, se pueden aplicar otros factores de análisis, como son la 

coherencia, la equidad, la capacidad de respuesta, la oportunidad, la cobertura y la 
rentabilidad, a aplicar con flexibilidad en función de cada caso concreto.

Artículo 31.  Evaluación de disposiciones legales.
Deberán ser objeto de evaluación, en el marco de las disponibilidades materiales, 

personales y presupuestarias de la Agencia, las disposiciones legales autonómicas en la 
fase de elaboración del anteproyecto, atendiendo a su adecuación al objeto y su 
fundamentación desde la perspectiva del interés general, así como ejecución.

Artículo 32.  Momento de la evaluación.
1. La evaluación externa de las políticas públicas se realizará con posterioridad a la 

implementación de la política pública programada o en cualquier momento que se considere 
oportuno.

2. La evaluación de disposiciones legales autonómicas podrá realizarse en cualquier 
momento de su aplicación y podrá comprender los trabajos iniciales de redacción del 
anteproyecto y su ejecución.

3. El diseño e implementación de nuevas políticas públicas, así como la elaboración de 
nuevas disposiciones legales autonómicas, deberán tener en cuenta las evaluaciones 
existentes sobre sus materias, debiendo ofrecer motivación cuando se aparten de su 
contenido.
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Artículo 33.  Publicidad.
La Agencia dará publicidad a sus evaluaciones por los medios técnicos que considere 

más adecuados a fin de conseguir su máxima difusión entre el personal de la Administración 
pública y el conjunto de la ciudadanía.

Artículo 34.  Informe a las Cortes de Aragón.
La Agencia de Integridad y Ética Públicas dará cuenta a las Cortes de Aragón de los 

resultados de las evaluaciones que realice, de acuerdo con lo establecido en el Reglamento 
de organización y funcionamiento.

CAPÍTULO IV
Régimen de los «lobbies»

Artículo 35.  Conceptos.
1. Se considerará actividad de lobby, a los efectos de esta ley cualquier comunicación 

directa o indirecta con cualesquiera de los cargos o autoridades del sector público de 
Aragón, de las Instituciones y órganos estatutarios, así como de sus empleados, con la 
finalidad de influenciar la toma de decisión pública, desarrollada por o en nombre de un 
grupo organizado de carácter privado o no gubernamental, en beneficio de sus propios 
intereses.

2. Se considerarán lobistas, a los efectos de esta Ley, las personas que, como parte de 
su profesión, desarrollen profesionalmente la actividad de lobby en nombre propio o de 
terceros, tales como consultores de relaciones públicas, representantes de organizaciones 
no gubernamentales, corporaciones, empresas, asociaciones industriales o de profesionales, 
colegios profesionales, sindicatos, organizaciones empresariales, talleres o grupos de ideas, 
despachos de abogados, medios de comunicación, organizaciones religiosas u 
organizaciones académicas.

Artículo 36.  Registro.
1. Se crea el Registro de lobistas y lobbies, que tendrá carácter público, accesible y 

gratuito.
2. La Agencia de Integridad y Ética Públicas será la responsable del Registro de lobistas 

y lobbies.

Artículo 37.  Régimen jurídico del Registro.
1. El régimen jurídico del Registro de lobistas y lobbies será establecido por el 

Reglamento de organización y funcionamiento de la Agencia conforme a las siguientes 
reglas mínimas:

a) En el Registro se inscribirán los lobistas y los lobbies que desarrollen su actividad en 
relación con los cargos y autoridades sujetos a esta ley.

b) La estructura y el contenido del Registro deberán distinguir las diferentes categorías 
de sujetos, actividades e información que han de inscribirse, así como el código de conducta 
aplicable en cada caso y los sistemas de seguimiento y control de cumplimiento.

c) El Registro dará publicidad, a través de la página web de Transparencia de la 
Administración, institución u órgano correspondiente, a la agenda de las autoridades y 
cargos sujetos al presente capítulo y a la información resultante de la actividad de los 
lobistas y lobbies y, en particular, a las reuniones y los informes y documentos tratados en 
ellas o de ellas resultantes.

d) La inscripción, que tendrá lugar a instancia de parte mediando declaración 
responsable, será de carácter obligatorio y habilitará para ejercer la actividad de lobby como 
lobista o lobby inscrito en el Registro y producirá aquellos otros efectos que establezca su 
normativa reguladora.

e) El Registro tendrá carácter electrónico.
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2. Los lobistas y los lobbies no podrán disponer de los anteproyectos de disposiciones 
normativas de cualquier naturaleza antes de que estos resulten accesibles al público en 
general.

Artículo 38.  Códigos de conducta.
1. Los lobistas y lobbies quedarán sujetos en su actuación, como mínimo y en los 

términos que establezca la normativa reguladora del Registro, al siguiente Código de 
conducta:

a) Actuar de forma transparente, identificándose con su nombre o con el de la entidad 
para la que prestan servicios.

b) Facilitar la información de forma clara, entendible y accesible relativa a la identidad de 
la persona u organización a quien representan y los objetivos y finalidades representados.

c) No falsear la información y los datos aportados al registro con el fin de obtener la 
acreditación.

d) No poner a los cargos electos o autoridades en situación que pueda generar conflicto 
de intereses.

e) Garantizar una información veraz, completa, relevante y actualizada.
f) No influir, obtener ni tratar de obtener información o decisiones de manera deshonesta.
g) Informar a los cargos y autoridades con los que se relacionen que están actuando 

como lobby inscrito en el registro aragonés o de otro ámbito sin inducirles a incumplir las 
exigencias de integridad y ética públicas.

h) No difundir la información de carácter confidencial que conozcan en el ejercicio de su 
actividad.

i) Aceptar que la información proporcionada se haga pública obligatoriamente.
j) Garantizar que el personal a su servicio no está incurso en incompatibilidades al cese 

de los cargos o autoridades sujetos a esta ley.
k) Cumplir estrictamente la normativa aplicable sobre integridad y ética públicas.
2. Los lobistas, los lobbies y sus organizaciones profesionales podrán aprobar Códigos 

de conducta más exigentes que el Código mínimo general regulado en el apartado anterior. 
Estos Códigos podrán inscribirse en el Registro como específicamente aplicables a los 
lobistas y lobbies a los que afecten y que específicamente los suscriban asumiendo las 
obligaciones que de ellos deriven.

Artículo 39.  Medidas aplicables en caso de incumplimiento.
1. El incumplimiento de las obligaciones establecidas por la presente ley o por el código 

de conducta puede dar lugar a la suspensión temporal de la inscripción en el Registro de 
lobistas y lobbies o, si el incumplimiento es grave, a la cancelación de la inscripción.

2. En tales supuestos, dejarán de producirse, temporal o definitivamente, los efectos 
contemplados en el artículo 37.1.d) de la presente ley.

3. El procedimiento de tramitación será desarrollado por el Reglamento de actuación de 
la Agencia de Integridad y Ética Públicas y deberá garantizar la audiencia del afectado.

CAPÍTULO V
Códigos de buen gobierno y de conducta

Sección 1.ª Código de buen gobierno

Artículo 40.  Principios de buen gobierno.
1. Las autoridades y cargos del sector público autonómico observarán y respetarán el 

Código de buen gobierno, que incluye los principios éticos y de conducta que deben informar 
el ejercicio de sus funciones.

2. Dicho Código podrá ser aplicable, de manera voluntaria y mediante adhesión 
individual, a las siguientes personas:
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a) Diputados de las Cortes de Aragón, Justicia de Aragón, consejeros de la Cámara de 
Cuentas, miembros del Consejo Consultivo y los integrantes de cualquier otro órgano o 
institución análoga que se pueda crear en el futuro.

b) Los miembros de las corporaciones Locales y el personal directivo de su sector 
público.

c) Los miembros de los órganos de dirección de la Universidad de Zaragoza.
3. Son principios éticos:
a) El pleno respeto a la Constitución, al Estatuto de Autonomía de Aragón y al resto del 

ordenamiento jurídico, ajustando su actuación a los valores superiores de libertad, justicia, 
igualdad y pluralismo político.

b) La orientación estratégica y exclusiva a los intereses generales y al bien común de los 
ciudadanos, ejerciendo sus atribuciones con lealtad a la Administración aragonesa y 
respetando los principios de eficacia, eficiencia, diligencia y neutralidad.

c) La imparcialidad en sus actuaciones, sin que puedan condicionarlas ningún tipo de 
interés personal, familiar, corporativo, clientelar o cualquier otro que pueda colisionar con 
este principio.

d) La asunción de la responsabilidad de las decisiones y actuaciones propias y de los 
órganos u organismos que dirigen, sin perjuicio de otras que fueran exigibles legalmente.

e) El desempeño de la actividad pública regida por los principios de transparencia en la 
gestión y accesibilidad a los ciudadanos.

f) La abstención de contraer obligaciones económicas, realizar cualquier tipo de 
operación financiera o negocio jurídico que pudiera suponer un conflicto de intereses con su 
cargo público.

g) La no obtención de ningún privilegio o ventaja injustificada, beneficiándose de su 
condición.

h) La no contribución a la agilización o resolución de trámites o procedimientos 
administrativos que pudiera beneficiarles a ellos mismos o a su entorno familiar y social 
inmediato o cuando suponga un menoscabo de los intereses de terceros.

i) La confidencialidad y el secreto en relación con los datos e informes de los que 
tuvieran conocimiento por razón de su cargo, aun después de cesar, no pudiendo hacer uso 
de esa información para su propio beneficio o el de terceros, o en perjuicio de los intereses 
de los ciudadanos.

4. Son principios de conducta:
a) Dedicarse plenamente y con profesionalidad al servicio público, cumpliendo fielmente 

el régimen de incompatibilidades que les es aplicable.
b) Actuar con la diligencia debida y realizar una gestión eficiente y austera de los 

recursos públicos que tengan asignados, no utilizando los mismos en beneficio propio o de 
su entorno familiar y social, así como cuidar y conservar los recursos y bienes públicos 
asignados a su puesto.

c) Actuar con imparcialidad en el ejercicio de sus funciones, sin que la pertenencia a 
órganos ejecutivos y de dirección en partidos políticos comprometa su actuación ni suponga 
menoscabo o dejación de las funciones que tengan encomendadas.

d) Hacer uso adecuado de los medios que se arbitran para el mejor y eficaz desarrollo de 
su función, administrando los recursos públicos con austeridad y evitando actuaciones que 
puedan menoscabar la dignidad con que ha de ejercerse el cargo público.

e) Hacer un uso adecuado, motivado, justificado y austero de los gastos de 
representación y atenciones protocolarias que tengan asignados por razón de su cargo.

f) Rechazar cualquier regalo, favor o servicio en condiciones ventajosas que suponga 
una ganancia o ahorro que vaya más allá de los usos habituales, sociales y de cortesía o 
préstamos u otras prestaciones económicas que puedan condicionar el desempeño de sus 
funciones. En el caso de obsequios de mayor significación de carácter institucional se 
incorporarán al patrimonio de la Comunidad Autónoma de Aragón, en los términos previstos 
en la legislación vigente.

g) Facilitar el acceso de los ciudadanos a la información requerida, con las limitaciones 
previstas en el ordenamiento jurídico.
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h) Ser accesibles a los ciudadanos, respondiendo a sus peticiones, escritos y 
reclamaciones que formulen.

i) Evitar los contactos con lobistas no registrados y comunicar a la Agencia de Integridad 
y Ética Públicas cualquier violación del régimen de los lobbies de la que tenga conocimiento.

Artículo 41.  Recursos humanos y materiales.
1. Las autoridades y cargos del sector público autonómico gestionarán los recursos 

humanos, económicos y materiales siguiendo los principios de eficiencia y sostenibilidad.
2. Las autoridades y cargos del sector público autonómico percibirán las retribuciones 

fijadas conforme a su normativa reguladora y a la Ley de Presupuestos, que habrán de ser 
suficientes para no comprometer en modo alguno su integridad y coherentes con las 
funciones y responsabilidad encomendadas.

3. La utilización de vehículos oficiales por autoridades y cargos del sector público 
autonómico estará vinculada a las obligaciones de desplazamiento derivadas del desempeño 
de sus funciones y, en su caso, por razones de seguridad. La prestación de otros servicios 
que, en su caso, puedan requerir el uso de vehículos oficiales deberá ser debidamente 
justificada atendiendo a la naturaleza del cargo desempeñado y a las necesidades de 
seguridad, y de acuerdo al principio de eficiencia en el uso de los recursos públicos.

4. El crédito presupuestario de los gastos de representación y atenciones protocolarias 
solo podrá utilizarse para sufragar actos de esta naturaleza en el desempeño de las 
funciones de la autoridad o cargo del sector público autonómico, tanto en el territorio 
nacional como en el extranjero, siempre que dichos gastos redunden en beneficio o utilidad 
de los intereses públicos y no existan para ellos créditos específicos en otros conceptos. No 
podrá abonarse con cargo a estos ningún tipo de retribución, en metálico o en especie, para 
la autoridad o cargo del sector público autonómico.

Asimismo, deberán ser debidamente justificados y acreditar su necesidad para el 
desempeño de las funciones inherentes al ejercicio de la autoridad o cargo del sector público 
autonómico.

5. La Administración no pondrá a disposición de las autoridades o cargos del sector 
público autonómico tarjetas de crédito.

Sección 2.ª Código de conducta y estatuto de empleados públicos

Artículo 42.  Principios de actuación.
1. Los empleados públicos ajustarán su actuación al código de conducta y a los deberes 

previstos en esta ley, en la normativa reguladora que les resulte de aplicación y, 
especialmente, a los principios siguientes:

a) Legalidad.
b) Dedicación al servicio público.
c) Eficacia.
d) Profesionalidad.
e) Integridad y responsabilidad.
f) Transparencia y rendición de cuentas.
g) Ejemplaridad, austeridad y honradez.
h) Servicio efectivo al ciudadano.
i) Fomento y garantía de la igualdad entre hombres y mujeres.
j) Objetividad, neutralidad e imparcialidad.
k) Confidencialidad.
l) Accesibilidad.
m) Promoción del entorno cultural y medioambiental.
2. Los principios y reglas establecidos en la presente sección informarán la interpretación 

y aplicación del régimen disciplinario de los empleados públicos.
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Artículo 43.  Derechos y deberes.
Los empleados públicos tendrán los derechos y deberes establecidos en la normativa de 

empleo público que les resulte de aplicación.

Artículo 44.  Código de conducta.
1. Los empleados públicos de las Administraciones públicas y el personal perteneciente 

al sector público incluidos en el ámbito de aplicación de esta ley, en el ejercicio de sus 
funciones y en el desempeño de sus tareas, deberán, en todo caso, ajustar sus actuaciones 
a los principios éticos y de conducta que conforman el código de conducta de los empleados 
públicos regulado en el Estatuto Básico del Empleado Público y en la legislación de función 
pública de la Comunidad Autónoma de Aragón.

2. El Gobierno de Aragón y los órganos competentes del sector público de Aragón 
podrán desarrollar dicho código básico de conducta, así como aprobar otros códigos de 
conducta específicos que desarrollen lo previsto en este capítulo para colectivos de 
empleados públicos cuando se considere necesario por las peculiaridades del servicio que 
presten o por el carácter directivo del puesto que ocupen.

3. Los Códigos de conducta serán publicados en su integridad en el «Boletín Oficial de 
Aragón».

4. El Plan de formación de cada Administración pública concretará, anualmente, el 
conjunto de acciones formativas y otras iniciativas que atiendan a la divulgación y el 
conocimiento del conjunto de principios e instrumentos previstos en el presente Código.

5. Las Administraciones públicas promoverán las actuaciones necesarias para que el 
sistema de gestión del rendimiento que se establezca incluya, dentro de la valoración de la 
conducta profesional del empleado, criterios que permitan garantizar la observancia de los 
deberes y principios establecidos en este Código.

6. El incumplimiento del código de conducta podrá ser objeto de denuncia ante la 
Agencia de Integridad y Ética Públicas, siéndole aplicable al denunciante el mismo estatuto 
previsto para su protección en la sección siguiente.

Sección 3.ª Estatuto del denunciante

Artículo 45.  Definición de denunciante.
1. Se considera denunciante a los efectos de esta ley a cualquier empleado del sector 

público de Aragón o de las instituciones y órganos estatutarios que pone en conocimiento de 
la Agencia de Integridad y Ética Públicas hechos que pudieran dar lugar a la exigencia de 
responsabilidades por alcance o penales por delitos contra la Administración pública.

2. No será de aplicación el estatuto del denunciante establecido en esta ley cuando, a 
juicio de la Agencia, la denuncia se formule de mala fe, proporcionando información falsa, 
tergiversada u obtenida de manera ilícita. En tales supuestos, la Agencia podrá, previa 
audiencia reservada al denunciante, archivar sin más trámite, pero con motivación suficiente, 
la denuncia, manteniendo la confidencialidad, advirtiéndole de que, de hacerla pública, no se 
aplicará el estatuto del denunciante establecido en esta ley e incluso podrían derivarse 
responsabilidades disciplinarias o penales contra el falso denunciante.

3. El procedimiento para la sustanciación de las denuncias presentadas se desarrollará 
en el Reglamento de actuación de la Agencia previsto en el artículo 23.1 de la presente ley.

Artículo 46.  Medios para garantizar la confidencialidad.
No se admitirán denuncias anónimas. No obstante, la Agencia deberá establecer 

procedimientos y canales confidenciales para la formulación de denuncias que garanticen su 
estricta confidencialidad cuando el denunciante invoque la aplicación del estatuto regulado 
en este artículo. En particular, la Agencia creará una oficina virtual, que pondrá a disposición 
de los denunciantes para la presentación de denuncias y documentación asociada, así como 
para la comunicación con los denunciantes que así lo soliciten, de manera segura y 
confidencial. Dichos procedimientos y canales podrán ser también utilizados por quienes ya 
hubiesen actuado como denunciantes para comunicar represalias u otras actuaciones 
lesivas derivadas de la presentación de la denuncia.

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 17  Ley de Integridad y Ética Públicas

– 229 –



Artículo 47.  Estatuto del denunciante.
1. Sin necesidad de previa declaración o reconocimiento, los denunciantes recibirán de 

inmediato, con los recursos propios de la Agencia, asesoría legal para los hechos 
relacionados con su denuncia y tendrán garantizada la confidencialidad de su identidad.

2. No podrá adoptarse, durante la investigación ni tras ella, medida alguna que 
perjudique al denunciante en su carrera profesional o la cesación de la relación laboral o de 
empleo. La protección podrá mantenerse, mediante resolución de la Agencia, incluso más 
allá de la culminación de los procesos de investigación que esta desarrolle, sin perjuicio de lo 
establecido en el apartado segundo de este artículo. En ningún caso la protección derivada 
de la aplicación del estatuto del denunciante le eximirá de las responsabilidades en que 
hubiese podido incurrir por hechos diferentes de los que constituyan objeto de la denuncia.

3. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, a instancia del denunciante, la 
Agencia podrá instar del órgano competente el traslado del denunciante a otro puesto 
siempre que no implique perjuicio a su estatuto personal y carrera profesional. 
Excepcionalmente, podrá también instar del órgano competente la concesión de permiso por 
tiempo determinado con mantenimiento de su retribución. La normativa de los empleados 
públicos establecerá las previsiones suficientes para evitar que el órgano competente 
deniegue los citados traslados y/o permisos y para que no se produzca una disminución 
relevante en las retribuciones efectivas.

4. El denunciante tendrá derecho a la indemnización por daños y perjuicios derivada de 
la responsabilidad patrimonial de la Administración pública cuando acredite la existencia de 
un daño individualizado y determinado económicamente, consecuencia directa de la 
denuncia, en los términos previstos en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico 
del Sector Público.

5. El estatuto del denunciante regulado en esta ley se entenderá sin perjuicio de lo que 
establezca la normativa estatal. En todo caso, cuando la Agencia denuncie ante la autoridad 
competente hechos que pudieran ser constitutivos de delito que hayan sido denunciados por 
personas que se hayan acogido al estatuto del denunciante conforme a esta ley, deberá 
indicarlo expresamente poniendo de manifiesto, cuando pudiera concurrir a su juicio, la 
existencia de peligro grave para la persona, libertad o bienes del denunciante o testigo, su 
cónyuge o persona a quien se halle ligado por análoga relación de afectividad o sus 
ascendientes, descendientes o hermanos.

CAPÍTULO VI
Régimen de conflictos de intereses e incompatibilidades

Artículo 48.  Conceptos.
1. Las autoridades y cargos del sector público autonómico servirán con objetividad a los 

intereses generales de Aragón, debiendo evitar que sus intereses personales puedan influir 
indebidamente en el ejercicio de sus funciones y responsabilidades.

2. Se entiende por conflicto de intereses la situación en la que se produce una colisión 
entre el interés público y el privado, derivado del interés particular, económico, personal o 
profesional, que pudiera tener la autoridad o cargo del sector público autonómico que 
afectase a la forma en que cumple sus obligaciones y responsabilidades.

3. Se considerarán intereses privados o personales, al menos, los siguientes:
a) Los intereses propios.
b) Los intereses familiares, incluyendo los del cónyuge o persona con quien conviva en 

análoga relación de afectividad y parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o 
segundo grado de afinidad.

c) Los de las personas con quienes tenga una cuestión litigiosa pendiente.
d) Los de las personas con quienes tenga amistad íntima o enemistad manifiesta.
e) Los de las personas jurídicas o entidades privadas a las que las autoridades y cargos 

del sector público autonómico hayan estado vinculados por una relación laboral o profesional 
de cualquier tipo en los dos años anteriores al nombramiento.
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f) Los de las personas jurídicas o entidades privadas a las que los familiares previstos en 
la letra b) estén vinculados por una relación laboral o profesional de cualquier tipo, siempre 
que la misma implique el ejercicio de funciones de dirección, asesoramiento o 
administración.

g) Aquellos otros que pueden colisionar con las funciones públicas encomendadas.

Artículo 49.  Dedicación exclusiva.
Las autoridades y cargos del sector público autonómico ejercerán sus funciones con 

dedicación exclusiva y no podrán compatibilizar su actividad con el desempeño, por sí o 
mediante sustitución o apoderamiento, de cualquier otro puesto, cargo, representación, 
profesión o actividad, sean de carácter público o privado, por cuenta propia o ajena, y, 
asimismo, tampoco podrán percibir cualquier otra remuneración con cargo a los 
presupuestos de las Administraciones públicas o entidades vinculadas a estas o 
dependientes de ellas, ni cualquier otra percepción que directa o indirectamente provenga de 
una actividad privada simultánea, sin perjuicio de las excepciones previstas en esta ley.

Artículo 50.  Compatibilidad con actividades públicas.
1. Los miembros del Gobierno podrán compatibilizar su actividad con la propia del 

mandato como diputado en las Cortes de Aragón, en los términos previstos en la legislación 
electoral.

2. La condición de autoridad o cargo del sector público autonómico es incompatible con 
cualquier mandato representativo popular, salvo el alto cargo con competencia en materia de 
relaciones con las Cortes de Aragón, que podrá ostentar la condición de diputado 
autonómico.

3. La condición de autoridad o cargo del sector público autonómico será compatible con 
las siguientes actividades públicas:

a) El ejercicio de los cargos que con carácter legal o institucional les correspondan o 
para los que fueren designados por su propia condición.

b) La representación de la Administración autonómica en toda clase de órganos 
colegiados y en los consejos de dirección y administración de organismos públicos y 
sociedades mercantiles con capital público.

c) La participación, en representación del Gobierno de Aragón, como miembros de 
instituciones, organismos y empresas públicas del Estado.

d) La colaboración con fundaciones públicas.
e) El desarrollo de misiones temporales de representación ante otros Estados o ante 

organizaciones o conferencias internacionales.
4. Las autoridades y cargos del sector público autonómico solo podrán percibir, por 

actividades compatibles, los gastos de viaje, estancias y traslados que les correspondan de 
acuerdo con la normativa vigente o ser resarcidos por la cuantía exacta de los gastos 
realizados de acuerdo con la justificación documental de los mismos.

5. Las cantidades devengadas por cualquier concepto que no deban ser percibidas 
deberán ser facturadas a la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón e 
ingresadas directamente por la sociedad, empresa o ente pagador a la Tesorería de la 
Comunidad Autónoma.

Artículo 51.  Compatibilidad con actividades privadas.
1. La condición de autoridad y cargo del sector público autonómico será compatible con 

la debida motivación con las siguientes actividades privadas:
a) Las que se deriven de la mera gestión del patrimonio personal y familiar, con las 

limitaciones previstas en el artículo siguiente.
b) El ejercicio de actividades y cargos en partidos políticos, siempre que no perciban 

ningún tipo de retribución por dicha participación.
c) Las de producción y creación literaria, artística, científica o técnica y las publicaciones 

derivadas de las mismas, así como la asistencia ocasional como ponentes a congresos, 
seminarios, jornadas de trabajo, conferencias o cursos de carácter profesional, siempre que 
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no sean consecuencia de una relación de empleo o de prestación de servicios, o supongan 
un menoscabo del estricto cumplimiento de su deberes.

d) La participación en fundaciones o entidades culturales o benéficas que no tengan 
ánimo de lucro, siempre que no perciban ningún tipo de retribución por dicha participación.

2. No se considerarán retribución a estos efectos las indemnizaciones que les pudieran 
corresponder por gastos de viaje, estancias y traslados que deben percibir de acuerdo con la 
normativa vigente o ser resarcidos por la cuantía exacta de los gastos realizados de acuerdo 
con la justificación documental de los mismos.

Artículo 52.  Limitaciones patrimoniales en participaciones societarias.
1. Las autoridades y cargos del sector público autonómico no podrán tener, por sí o junto 

a su cónyuge, sea cual sea el régimen económico matrimonial, o persona que conviva en 
análoga relación de afectividad e hijos económicamente dependientes o personas tuteladas, 
participaciones directas o indirectas superiores a un diez por ciento en empresas mientras 
estas tengan conciertos o contratos de cualquier naturaleza con el sector público estatal, 
autonómico o local, o sean subcontratistas de dichas empresas, o reciban subvenciones 
provenientes de cualquier Administración pública.

2. En el supuesto de sociedades mercantiles cuyo capital social suscrito supere 
los 600.000 euros, dicha prohibición afectará a las participaciones patrimoniales que, sin 
llegar al porcentaje del diez por ciento, supongan una posición en el capital social de la 
empresa que pueda condicionar de forma relevante su actuación.

3. En el supuesto de que la persona que sea nombrada para ocupar un cargo de los 
comprendidos en el ámbito de aplicación de esta ley poseyera una participación superior a 
las que se refieren los apartados anteriores, tendrá que desprenderse de la misma en el 
plazo de dos meses, a contar desde la fecha de la toma de posesión de su cargo. Si la 
participación fuera adquirida por sucesión hereditaria o donación durante el ejercicio del 
cargo, el plazo para desprenderse de la misma será de cuatro meses.

En ambos casos se dará cuenta al registro de bienes y derechos patrimoniales de 
autoridades y cargos del sector público autonómico de la enajenación o cesión, así como de 
la identificación del destinatario.

Artículo 53.  Limitaciones al ejercicio de actividades privadas con posterioridad al cese.
1. Durante los dos años siguientes a la fecha del cese, las autoridades y cargos del 

sector público autonómico no podrán realizar, por sí mismos o a través de sociedades o 
empresas participadas por ellos directa o indirectamente en más del diez por ciento o con las 
que mantengan cualquier relación profesional remunerada, actividades privadas 
relacionadas con procedimientos sobre los que hayan emitido informe preceptivo y 
vinculante o hayan dictado resolución o sobre los que hayan intervenido mediante la 
presentación de propuestas en reuniones del Gobierno en las que se hubiera adoptado 
acuerdo o resolución.

2. Las autoridades y cargos del sector público autonómico que con anterioridad a ocupar 
dichos puestos públicos hubieran ejercido su actividad profesional en empresas privadas a 
las cuales quisieran reincorporarse no incurrirán en la incompatibilidad prevista en el 
apartado anterior cuando la actividad que vayan a desempeñar en ellas se desarrolle en 
puestos de trabajo que no estén directamente relacionados con las competencias del cargo 
ocupado ni puedan adoptar decisiones que afecten a este.

3. Las autoridades y cargos del sector público autonómico deberán efectuar, durante el 
período de dos años a que se refiere el primer apartado de este artículo, ante el órgano 
competente en materia de conflictos de intereses la declaración sobre las actividades que 
vayan a realizar, con carácter previo a su inicio. En el plazo de un mes, el órgano 
competente en materia de conflictos de intereses se pronunciará sobre la compatibilidad de 
la actividad a realizar y se lo comunicará al interesado y a la empresa o sociedad en la que 
fuera a prestar sus servicios. En caso de no pronunciamiento, el sentido del silencio será 
positivo.
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4. Estas limitaciones con posterioridad al cese serán de aplicación a quienes hubieran 
ocupado un puesto de alto cargo y reingresen a la función pública y tengan concedida la 
compatibilidad para prestar servicios retribuidos.

Artículo 54.  Compensación económica tras el cese por aplicación del régimen de 
incompatibilidades.

1. Podrá establecerse una compensación económica mensual, durante un período 
máximo de dos años tras el cese, en relación con aquellos cargos o autoridades que cuando 
tomaron posesión desarrollaban una actividad que, conforme a esta ley, resulte totalmente 
incompatible por razón de las funciones desarrolladas. La incompatibilidad deberá ser 
apreciada motivadamente por el órgano competente en materia de conflictos de intereses e 
incompatibilidades, previo informe vinculante de la Agencia de Integridad y Ética Públicas. La 
percepción de esta compensación económica mensual será incompatible con la percepción 
de cualquier otra retribución, pública o privada.

2. El órgano competente en materia de conflictos de intereses e incompatibilidades 
supervisará que durante el período en que se perciba la compensación, cuando proceda 
conforme al apartado anterior, se mantienen las condiciones que motivaron su 
reconocimiento.

Artículo 55.  Declaración de actividades.
1. Las autoridades y cargos del sector público autonómico están obligados a formular 

una declaración de las actividades económicas, profesionales o mercantiles que hubieren 
desempeñado, por sí o mediante sustitución o apoderamiento, durante los dos años 
anteriores a su toma de posesión. Dicha declaración de actividades deberá efectuarse en el 
plazo improrrogable de los dos meses siguientes a la fecha de toma de posesión.

2. Una vez hubiesen cesado en el desempeño de los cargos, las autoridades y cargos 
del sector público autonómico estarán obligados a formular una declaración de las 
actividades económicas, profesionales o mercantiles que vayan a realizar tras su cese, ante 
el órgano competente en materia de conflictos de intereses, en el plazo improrrogable de los 
dos meses siguientes a la fecha de su cese.

3. Asimismo, las autoridades y cargos del sector público autonómico, una vez que hayan 
cesado, deberán efectuar una nueva declaración de actividades previa al inicio de cualquier 
nueva actividad no declarada ante el órgano competente en materia de conflicto de 
intereses. Esta obligación se mantendrá durante los dos años siguientes a la fecha de su 
cese.

Artículo 56.  Declaración de bienes y derechos patrimoniales.
1. Las autoridades y cargos del sector público autonómico deberán formular una 

declaración patrimonial comprensiva de los bienes, derechos y obligaciones ante el órgano 
competente en materia de conflictos de intereses.

2. La declaración patrimonial irá acompañada de la copia de la última declaración 
tributaria del impuesto sobre la renta de las personas físicas y del impuesto sobre el 
patrimonio, en su caso.

3. La declaración patrimonial se presentará en el plazo improrrogable de dos meses 
siguientes a las fechas de toma de posesión y cese, respectivamente, en el cargo.

Además, anualmente, deberán presentar copia de las declaraciones tributarias referidas 
en el apartado anterior, en el plazo improrrogable de dos meses desde la conclusión de los 
plazos establecidos legalmente para su presentación.

Artículo 57.  Registros de actividades y de bienes y derechos patrimoniales.
1. El Registro de actividades y el Registro de bienes y derechos patrimoniales de 

autoridades y cargos del sector público autonómico, tendrán carácter público y se regirá por 
lo dispuesto en la normativa de protección de datos personales y de transparencia.

2. El contenido de las declaraciones de bienes y derechos patrimoniales de las 
autoridades y cargos del sector público autonómico se publicará en el portal de 
transparencia, en los términos previstos reglamentariamente. En relación con los bienes 

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 17  Ley de Integridad y Ética Públicas

– 233 –



patrimoniales, se publicará una declaración comprensiva de la situación patrimonial de estos 
altos cargos, omitiéndose aquellos datos referentes a su localización y salvaguardando la 
privacidad y seguridad de sus titulares. La información procedente de estas declaraciones se 
organizará de manera que sea fácilmente accesible y permita una consulta rápida, ágil e 
intuitiva, para lo que se utilizarán formatos de datos que permitan la interoperabilidad y la 
reutilización de la información de acuerdo con la normativa de protección de datos.

3. El órgano competente para la gestión de los registros es el órgano competente en 
materia de conflictos de intereses. Será el encargado de la llevanza y gestión de los 
Registros de actividades, y de bienes y derechos patrimoniales, así como responsable de la 
custodia, seguridad e indemnidad de los datos y documentos que en ellos se contengan.

4. Los datos incorporados a ambos Registros se inscribirán en el correspondiente fichero 
de datos de carácter personal, de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, 
de 13 de diciembre, de protección de datos de carácter personal.

5. El personal que preste servicios en los Registros regulados en esta ley tiene el deber 
permanente de mantener en secreto los datos e informaciones que conozcan por razón de 
su cargo, trabajo o función, incluso después de haber cesado en el desempeño de estas 
funciones.

Artículo 58.  Deber de abstención.
1. Las autoridades y cargos del sector público autonómico vienen obligados a abstenerse 

del conocimiento de los asuntos en los que pudieran incurrir en conflicto de intereses y, en 
todo caso, en aquellos asuntos en cuyo despacho hubieran intervenido o que interesen a 
empresas o sociedades en cuya dirección, asesoramiento o administración hubieran tenido 
alguna parte ellos, su cónyuge o persona con quien convivan en análoga relación de 
afectividad, o parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo grado de 
afinidad, y en los dos años anteriores a su toma de posesión como cargo público.

2. En el caso de que, durante el desempeño del cargo público, las autoridades y cargos 
del sector público autonómico estuvieran obligados a abstenerse en los términos previstos 
en esta ley, en la normativa reguladora del régimen jurídico del sector público o en cualquier 
otra ley, la abstención se producirá por escrito para su adecuada expresión y constancia y se 
notificará al superior inmediato del alto cargo o al órgano que lo designó, quien decidirá 
sobre la procedencia de la misma. En todo caso, esta abstención será comunicada por el 
interesado, en el plazo de un mes, al Registro de actividades de las autoridades y cargos del 
sector público autonómico para su constancia.

3. A los efectos de este artículo, el órgano competente en materia de conflicto de 
intereses, de acuerdo con lo manifestado en la respectiva declaración de actividades de las 
autoridades y cargos del sector público autonómico, les informarán sobre los asuntos o 
materias sobre los que deberán abstenerse. En todo caso, las autoridades y cargos del 
sector público autonómico podrán formular cuantas consultas estimen necesarias al órgano 
competente en conflictos de intereses.

Artículo 59.  Examen de la situación patrimonial de las autoridades y cargos del sector 
público autonómico.

1. La situación patrimonial de los miembros del Gobierno y de los altos cargos será 
examinada por el órgano competente en materia de conflicto de intereses al finalizar su 
mandato.

2. Se elaborará un informe en el plazo de los cuatro meses siguientes a su cese, en que 
se examinarán los siguientes extremos:

a) El adecuado cumplimiento de las obligaciones reguladas en esta ley.
b) La existencia de indicios de enriquecimiento injustificado, teniendo en consideración 

los ingresos percibidos a lo largo de su mandato y la evolución de la situación patrimonial.
3. Para la elaboración de este informe, el órgano competente en materia de conflicto de 

intereses podrá requerir a los miembros del Gobierno y a los altos cargos aportar toda la 
documentación que considere necesaria.

4. Una vez elaborado el informe, en fase de propuesta, será remitido al interesado para 
que pueda formular las alegaciones que estime oportunas, en el plazo de quince días.
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5. Transcurrido dicho plazo y habiendo sido respondidas motivadamente las alegaciones 
presentadas, se elevará el informe a definitivo, procediéndose a su notificación a los 
interesados.

6. Si las conclusiones del informe reflejasen indicio de enriquecimiento injustificado, se 
dará cuenta a la Agencia de Integridad y Ética Públicas y se solicitará colaboración de la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria a los efectos de aclarar los hechos. Si, 
concluida esta colaboración, persistiesen los indicios de enriquecimiento injustificado, se 
dará traslado a las autoridades y órganos competentes.

CAPÍTULO VII
Régimen sancionador

Artículo 60.  Principios generales.
1. El incumplimiento de los deberes y obligaciones establecidos en la presente ley por 

parte de las personas responsables conlleva la aplicación del régimen sancionador regulado 
por este capítulo.

2. En todo aquello no determinado por el presente capítulo son de aplicación los 
principios y reglas generales sobre el ejercicio de la potestad sancionadora y el 
procedimiento sancionador establecidos por la legislación básica y por la legislación 
autonómica.

Artículo 61.  Infracciones.
1. A los efectos de esta ley, se consideran infracciones muy graves:
a) La obstaculización o incumplimiento de las actuaciones y resoluciones de la Agencia 

de Integridad y Ética Públicas.
b) El incumplimiento de los principios de conducta establecidos en el artículo 40.4 de la 

presente ley.
c) El ejercicio de actividades incompatibles.
d) La presentación de declaraciones con datos o documentos falsos.
e) La inducción, por parte de personas físicas, a un cargo o empleado público del sector 

público autonómico a la comisión de alguna de las infracciones tipificadas en este capítulo, 
aun cuando no haya obtenido el beneficio particular pretendido.

2. Se consideran infracciones graves:
a) El incumplimiento por los lobistas y lobbies de las obligaciones del Código de 

conducta reguladas en la presente ley o la comisión de tres o más infracciones leves durante 
el desempeño de su actividad.

b) La vulneración de la confidencialidad garantizada por el estatuto del denunciante.
c) La no presentación de la declaración de actividades y de bienes y derechos 

patrimoniales en los correspondientes Registros tras el apercibimiento para ello.
d) La omisión deliberada de datos y documentos que deban ser presentados conforme a 

lo establecido en esta ley.
e) El incumplimiento del deber de abstención cuando determine la nulidad de la 

actuación de que se trate.
f) La comisión de tres o más infracciones leves durante el ejercicio del cargo.
3. Se consideran infracciones leves:
a) La falta de colaboración injustificada ante los requerimientos de la Agencia de 

Integridad y Ética Públicas.
b) El incumplimiento por los lobistas y lobbies de las obligaciones del Código de 

conducta reguladas en la presente ley cuando este, siendo posible su subsanación, se haya 
subsanado tras el requerimiento que se formule al efecto.

c) La no presentación de la declaración de actividades o de bienes y derechos 
patrimoniales en los correspondientes registros, dentro de los plazos establecidos, cuando 
se subsane tras el requerimiento que se formule al efecto.
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Artículo 62.  Sanciones.
1. Las infracciones muy graves y graves serán sancionadas con la declaración del 

incumplimiento de la ley y su publicación en el «Boletín Oficial de Aragón».
2. La sanción por infracción muy grave comprenderá además:
a) El cese en el cargo o en la relación de empleo o servicio que ostentase, salvo que ya 

se hubiese producido.
b) La obligación de restituir, en su caso, las cantidades percibidas indebidamente en la 

forma que se establezca reglamentariamente.
3. Lo dispuesto en este capítulo se entiende sin perjuicio de la exigencia de las demás 

responsabilidades a que hubiera lugar.
4. Si las infracciones pudieran ser constitutivas de delito, la Administración deberá poner 

los hechos en conocimiento del Ministerio fiscal y se abstendrá de seguir el procedimiento 
mientras la autoridad judicial no dicte la resolución que proceda.

5. Las personas que hayan sido sancionadas por la comisión de infracciones muy graves 
no podrán ser nombradas ni miembros del Gobierno ni altos cargos de la Administración 
autonómica durante un período de entre cinco y diez años, contados desde que sea efectiva 
la sanción.

En la graduación de la medida prevista en el párrafo anterior se valorará la existencia de 
perjuicios para el interés público, la repercusión de la conducta en los ciudadanos y, en su 
caso, la percepción indebida de cantidades por el desempeño de actividades públicas 
incompatibles. En este supuesto, el órgano competente para sancionar deberá realizar la 
liquidación de las cantidades percibidas indebidamente.

6. Las infracciones leves se sancionarán con amonestación.

Artículo 63.  Sanciones aplicables a otras personas por incumplimiento de las obligaciones 
establecidas en la presente ley.

1. Las sanciones que pueden aplicarse a las personas físicas o jurídicas que no tienen la 
condición de altos cargos o de personal al servicio de las Administraciones públicas y que 
incurran en las infracciones previstas en el apartado e) del párrafo 1, apartado a) del párrafo 
2 o apartado b) del párrafo 3 del artículo 61 son las siguientes:

a) Por la comisión de infracciones muy graves:
1.º La suspensión para poder contratar con la Administración durante un período de uno 

a tres años.
2.º La inhabilitación para ser beneficiarios de ayudas públicas durante un período de uno 

a tres años.
b) Por la comisión de infracciones graves:
1.º La inhabilitación para ser beneficiarios de ayudas públicas durante un período 

máximo de un año.
2.º La suspensión, durante un período máximo de un año, de la inscripción en el Registro 

de grupos de interés para los lobistas y lobbies o su cancelación definitiva en función de la 
gravedad del incumplimiento.

c) Por la comisión de infracciones leves: amonestación.

Artículo 64.  Procedimiento sancionador.
El procedimiento se sustanciará en expediente contradictorio y sumario conforme se 

determine reglamentariamente. En lo que no se regule de manera específica, se aplicará 
supletoriamente la normativa autonómica que regula el procedimiento para el ejercicio de la 
potestad sancionadora de la Comunidad Autónoma de Aragón.

Artículo 65.  Órganos competentes del procedimiento sancionador.
1. El órgano competente para ordenar la incoación del procedimiento sancionador es el 

consejero del Departamento de Presidencia, salvo que el cargo público afectado sea 
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miembro del Gobierno, en cuyo caso la incoación corresponde al propio Gobierno, a 
propuesta de dicho consejero.

2. La instrucción de los correspondientes expedientes se realizará por el órgano 
competente en materia de conflictos de intereses e incompatibilidades.

3. Corresponde al Consejo de Gobierno la imposición de sanciones por faltas muy 
graves y, en todo caso, cuando se trata de un miembro del Gobierno. La imposición de 
sanciones por faltas graves y leves corresponde al consejero del Departamento de 
Presidencia.

4. La suspensión o cancelación de la inscripción en el Registro de intereses corresponde 
a la Agencia de Integridad y Ética Públicas, de conformidad con lo establecido en el artículo 
39 de la presente ley.

Artículo 66.  Prescripción de infracciones y sanciones.
1. El plazo de prescripción de las infracciones previstas en esta ley será de cinco años 

para las infracciones muy graves, tres años para las graves y un año para las leves.
2. Las sanciones impuestas por la comisión de infracciones muy graves prescribirán a 

los cinco años; las impuestas por infracciones graves, a los tres años, y las que sean 
consecuencia de la comisión de infracciones leves prescribirán en el plazo de un año.

Disposición adicional primera.  Referencias de género.
La utilización de sustantivos de género gramatical determinado en referencia a cualquier 

sujeto, cargo o puesto de trabajo debe entenderse realizada por economía de expresión y 
como referencia genérica tanto para hombres como para mujeres con estricta igualdad a 
todos los efectos.

Disposición adicional segunda.  Supresión de tratamientos protocolarios oficiales.
1. El tratamiento oficial de carácter protocolario de las autoridades y cargos del sector 

público de Aragón y de las instituciones y órganos estatutarios será el de señor/señora 
seguido de la denominación del cargo o empleo correspondiente.

2. El tratamiento oficial de carácter protocolario de las instituciones y órganos del sector 
público de Aragón continuará siendo el vigente a la entrada en vigor de esta Ley.

Disposición adicional tercera.  Oficina Virtual de la Agencia.
La Oficina Virtual a que se refiere el artículo 46 deberá estar operativa en el plazo de seis 

meses desde la entrada en vigor de esta ley y deberá garantizar la confidencialidad, la 
seguridad de las comunicaciones y admitir la posibilidad de aportar documentación en 
diferentes formatos.

Disposición adicional cuarta.  Obligación de comunicar nombramientos.
1. Todas las entidades del sector público autonómico deberán comunicar al órgano 

competente en materia de conflictos de intereses los nombramientos y ceses que efectúen 
correspondientes a puestos de trabajo cuyo titular esté incluido en el ámbito de aplicación de 
la presente ley.

2. Las sociedades participadas por la Corporación Empresarial Pública de Aragón 
realizarán la comunicación a través de esta.

Disposición adicional quinta.  Atribución de competencias sobre conflictos de intereses e 
incompatibilidades.

1. Las competencias en materia de conflictos de intereses e incompatibilidades 
corresponderán a la Secretaría General Técnica de la Presidencia del Gobierno de Aragón.

2. Mediante Decreto podrá modificarse el Departamento u órgano de la Administración 
autonómica competente en materia de conflictos de intereses e incompatibilidades.
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Disposición adicional sexta.  Régimen de publicidad de las instrucciones de la Intervención 
General.

1. La Intervención General de la Administración de la Comunidad Autónoma podrá dirigir 
las actividades de sus órganos jerárquica o funcionalmente dependientes mediante 
instrucciones u órdenes de servicio.

2. Las instrucciones u órdenes de servicio que dicte la Intervención General se 
publicarán por medios telemáticos en todo caso y podrán también publicarse en el «Boletín 
Oficial de Aragón» cuando la Intervención General lo considere conveniente por razón de 
sus destinatarios o de los efectos que puedan producirse. Asimismo, podrán publicarse 
aquellos informes de fiscalización de especial relevancia, a juicio de la Intervención General, 
para la coordinación de las funciones que le corresponden.

3. El incumplimiento de las instrucciones u órdenes de servicio no afecta por sí solo a la 
validez de los actos dictados por los órganos administrativos, sin perjuicio de la 
responsabilidad disciplinaria en que se pueda incurrir y de los efectos generadores de 
precedente administrativo que su seguimiento continuado pueda llegar a producir.

Disposición adicional séptima.  Régimen sancionador en las materias de gestión 
económico-presupuestaria y disciplinaria.

Las previsiones contenidas en los artículos 64 y 65 de esta ley, referidos al 
procedimiento sancionador y a los órganos competentes de éste, serán de aplicación al 
régimen sancionador en las materias de gestión económico-presupuestaria y disciplinaria 
reguladas por la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Buen Gobierno.

Disposición adicional octava.  Control parlamentario sobre responsabilidad civil en los 
procesos penales.

En los procesos penales que se sigan por delitos contra la Administración pública y se 
halle comparecida la Administración autonómica no se podrá alcanzar acuerdo alguno sobre 
la responsabilidad civil derivada del delito en cualesquiera de las fases del proceso sin 
autorización previa de las Cortes de Aragón.

Disposición transitoria primera.  Aplicación de la normativa sobre conflictos de intereses e 
incompatibilidades.

Las autoridades y cargos del sector público de Aragón se regirán por la normativa sobre 
conflictos de intereses e incompatibilidades establecida en esta ley, pasado un año desde su 
entrada en vigor.

No obstante, transcurridos tres meses desde la entrada en vigor de esta ley, se aplicarán 
sus disposiciones sobre publicidad de las declaraciones de actividades y de bienes y 
derechos patrimoniales y las establecidas en la normativa sobre transparencia.

Disposición transitoria segunda.  Aplicación de medidas a denunciantes.
Las medidas favorables a la protección del denunciante reguladas en esta ley serán de 

aplicación a todos los denunciantes relacionados con denuncias vigentes, aunque su 
presentación haya sido anterior.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan, 

contradigan o resulten incompatibles con lo dispuesto en la presente ley, y expresamente los 
artículos 21, 31 a 36 de la Ley 2/2009, de 11 de mayo, del Presidente y del Gobierno de 
Aragón.
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Disposición final primera.  Modificación de la Ley 8/2015, de 25 de marzo, de 
Transparencia de la Actividad Pública y Participación Ciudadana de Aragón.

La Ley 8/2015, de 25 de marzo, de Transparencia de la Actividad Pública y Participación 
Ciudadana de Aragón, se modifica en los siguientes términos:

1. Se introduce una nueva letra en el apartado 1 del artículo 8 con la siguiente redacción:
«f) Los lobistas y lobbies inscritos en el Registro de lobistas y lobbies.»

2. La letra a) del apartado 5 del artículo 13 queda redactada como sigue:
«a) Las agendas de actividad institucional de los miembros del Gobierno y de los 

altos cargos y máximos responsables de todas las entidades comprendidas en el 
artículo 4, que se mantendrán públicas, como mínimo, durante todo su mandato. En 
el caso en que no pueda hacerse pública la agenda con carácter previo, la publicidad 
se hará a posteriori, salvo que existan causas justificadas. En todo caso, deberán 
incluirse en las agendas de actividad institucional de los miembros del Gobierno y de 
los altos cargos, con carácter previo, las reuniones que los mismos mantengan con 
lobistas y lobbies.»

Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 3/2011, de 24 de febrero, de Medidas 
en Materia de Contratos del Sector Público de Aragón.

La Ley 3/2011, de 24 de febrero, de Medidas en Materia de Contratos del Sector Público 
de Aragón, se modifica en los siguientes términos:

1. Se modifica el apartado 1 del artículo 3, que pasa a tener la siguiente redacción:
«Los órganos de contratación y el personal que intervenga en los procedimientos 

de adjudicación de los contratos públicos otorgarán a los licitadores y candidatos un 
tratamiento igualitario y no discriminatorio, actuarán con transparencia, integridad y 
profesionalidad, velarán en su actuación por la eficiencia de los fondos públicos y 
respetarán la jurisprudencia comunitaria y la emanada del resto de tribunales, así 
como las resoluciones del Tribunal Administrativo de Contratos Públicos de Aragón.»

2. Se modifica la titulación del artículo 4, que pasa a denominarse de la siguiente 
manera:

«Artículo 4.  Fomento de la concurrencia y la transparencia.»
3. Se añaden dos nuevos apartados 3 y 4, en el artículo 4, con la siguiente redacción:

«3. La utilización del procedimiento negociado sin publicidad deberá ampararse 
en los supuestos específicos recogidos en la normativa básica, sin que sea posible 
que los órganos de contratación incluidos en el ámbito de aplicación de esta ley 
puedan recurrir a la aplicación de este procedimiento basándose únicamente en el 
importe del contrato.

4. En los supuestos en que resulte aplicable el procedimiento negociado sin 
publicidad, podrá publicarse en el perfil del contratante, simultáneamente al envío de 
las solicitudes de ofertas a las que se refiere el artículo 178.1 del texto refundido de 
la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 
3/2011, de 14 de noviembre, un anuncio, al objeto de facilitar la participación de otros 
posibles licitadores.

Las ofertas que presenten los licitadores que no hayan sido invitados no podrán 
rechazarse exclusivamente por dicha circunstancia.»

4. Se modifica el título del artículo 8, que queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 8.  Composición y funcionamiento de las Mesas de contratación y los 
Comités de expertos.»

Se introduce un inciso final, como último párrafo, en el apartado segundo del artículo 8, 
con la siguiente redacción:
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«Los cargos electos, los titulares de los órganos de contratación y el personal 
eventual no podrán formar parte de las Mesas de contratación ni de los Comités de 
expertos que hayan de valorar criterios de adjudicación cuya valoración dependa de 
un juicio de valor.»

5. Se añade un artículo 12 quater, con la siguiente redacción:

«Artículo 12 quater.  Anuncios de adjudicación.
1. La adjudicación de los contratos se notificará a los candidatos o licitadores y, 

simultáneamente, se publicarán en el perfil de contratante los contratos que superen 
las cuantías previstas para los contratos menores.

2. En el anuncio de adjudicación deberá figurar, al menos, la siguiente 
información:

a) Identificación y datos de contacto de la entidad contratante y del órgano de 
contratación.

b) Descripción del objeto del contrato e identificación de sus códigos CPV.
c) Valor estimado del contrato, presupuesto de licitación e importe de 

adjudicación.
d) Procedimiento de adjudicación utilizado, con expresión de la causa que lo 

habilita en el caso de los procedimientos negociados, y tipo de tramitación del 
expediente.

e) En su caso, fechas de publicación de los anuncios de licitación, e instrumentos 
a través de los que se han publicitado.

f) Identidad de los licitadores que han participado en el procedimiento, ya se trate 
de licitadores que han presentado una oferta, de licitadores invitados a participar (en 
el caso de procedimientos restringidos y con negociación) o de licitadores excluidos, 
con expresión del motivo de su exclusión. En el caso de Uniones Temporales de 
Empresas, además de su denominación se indicará la de los integrantes de las 
mismas y su porcentaje de participación.

g) Número de ofertas presentadas por operadores económicos que sean 
pequeñas y medianas empresas, operadores económicos de otro Estado miembro o 
de un tercer país o las ofertas presentadas por vía electrónica.

h) Motivos por los que se hayan rechazado ofertas consideradas anormalmente 
bajas.

i) Identidad del adjudicatario y motivos por los que se ha elegido su oferta.
j) Declaración del adjudicatario de no estar incurso en causa de prohibición de 

contratar, así como, en su caso, informe favorable de la Junta Consultiva de 
Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de las medidas planteadas 
para eximir de la prohibición de contratar.

k) Cuando se conozca, especificación de la parte del contrato que el adjudicatario 
tenga previsto subcontratar con terceros y, en caso de que existan, y si se conocen 
en ese momento, los nombres de los subcontratistas del contratista principal.

l) Plazo de ejecución y posibles prórrogas.
m) En su caso, la declaración de desierto o los motivos por los que se desista del 

procedimiento o se renuncie a adjudicar un contrato.
n) En su caso, los conflictos de intereses detectados y las medidas tomadas al 

respecto.
ñ) Resolución por la que se acuerda el mantenimiento de los efectos del contrato 

en el supuesto de declaración de nulidad.
3. El Departamento competente para la gestión del perfil de contratante de la 

Comunidad Autónoma de Aragón elaborará el modelo de anuncio que habrá de 
utilizarse para publicar la información señalada en el apartado anterior, que deberá 
permitir un tratamiento automatizado de la información interoperable que pueda 
alimentar de forma directa los perfiles de contratante, el portal de transparencia del 
Gobierno de Aragón y, previos los acuerdos técnicos necesarios, las páginas de 
transparencia del resto de los entes públicos.»
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6. Se añade un artículo 12 quinquies, con la siguiente redacción:

«Artículo 12 quinquies.  Anuncio de la ejecución del contrato.
En los contratos a los que hace referencia el artículo anterior, y concluida su 

ejecución, se añadirá a los datos del perfil del contratante, al menos, la siguiente 
información:

a) El coste total y los plazos finales de ejecución.
b) Los modificados aprobados: su naturaleza, motivación, fecha e importe 

definitivo.
c) Las prórrogas: su plazo, fecha de inicio, motivación y la justificación de su 

aplicación.
d) Las empresas subcontratadas: la fecha de pago a estas por el adjudicatario 

principal y el cumplimiento de sus condiciones laborales y sociales.
e) El informe sobre cumplimiento de las condiciones de ejecución del contrato.
f) Las medidas o los procedimientos iniciados en el supuesto de incumplimientos 

o ejecución defectuosa del contrato.»
7. La letra a) del apartado 2 del artículo 17 queda redactada como sigue:

«a) Conocer y resolver los recursos especiales en materia de contratación a que 
se refiere el artículo 40 del Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector 
Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, así 
como para los contratos de obras de valor estimado superior a 200.000 euros y de 
suministros y servicios superior a 60.000 euros.»

8. Se añade un nuevo apartado 3 en el artículo 17, con la siguiente redacción:
«3. De resultas del ejercicio de sus competencias, el Tribunal Administrativo de 

Contratos Públicos de Aragón pondrá en conocimiento de las instituciones 
competentes en materia de competencia, auditoría y fiscalización o tributaria los 
hechos que pudieran ser constitutivos de infracciones propias de los ámbitos de 
dichas instituciones.»

9. El apartado 1 del artículo 18 queda redactado como sigue:
«1. El Tribunal Administrativo de Contratos Públicos de Aragón estará compuesto 

por un presidente y al menos dos vocales.»
10. El artículo 20 queda redactado como sigue:

«Uno de los vocales del Tribunal ejercerá las funciones de secretario y actuará 
con voz y voto.»

11. Se añade un nuevo apartado 3 en el artículo 21, con la siguiente redacción:
«3. Si el acto recurrido fuera el de adjudicación, hasta la resolución del recurso 

en vía administrativa se produjese el vencimiento del contrato al que debiera suceder 
aquel cuya adjudicación se recurre, en aquellos casos en los que el interés público 
haga necesaria la continuidad de las prestaciones, se podrá prorrogar el contrato 
originario hasta que comience la ejecución del nuevo contrato, por un periodo 
máximo de seis meses y sin modificar las restantes condiciones del contrato.»

12. Se añade un capítulo VI, con la siguiente redacción:

«Capítulo VI. Integridad en la Contratación Pública

Artículo 23.  Conflictos de intereses.
1. Las entidades contratantes estarán obligadas a comprobar la existencia de 

eventuales conflictos de intereses y a tomar las medidas adecuadas para prevenir, 
detectar y poner remedio a los conflictos de intereses.
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2. El concepto de conflicto de intereses comprenderá al menos cualquier 
situación en la que los miembros del personal del poder adjudicador, o de un 
proveedor de servicios de contratación que actúe en nombre del poder adjudicador, 
que participen en el desarrollo del procedimiento de contratación o puedan influir en 
el resultado de dicho procedimiento tengan, directa o indirectamente, un interés 
financiero, económico o personal que pudiera parecer que compromete su 
imparcialidad e independencia en el contexto del procedimiento de contratación.

3. En el expediente de contratación se dejará constancia de la manifestación que 
realicen todas las personas que participan en este de que no concurre en ellas 
ningún conflicto de interés que pueda comprometer su imparcialidad e independencia 
durante el procedimiento, así como de que se comprometen a poner en conocimiento 
del órgano de contratación, de forma inmediata, cualquier potencial conflicto de 
intereses que pueda producirse durante el desarrollo del procedimiento de 
adjudicación o en la fase de ejecución. Los miembros de las Mesas de contratación u 
otros órganos de asistencia harán constar dicha manifestación en las actas de sus 
reuniones. Quienes deban realizar algún informe técnico a solicitud de la Mesa o del 
propio órgano de contratación lo manifestarán al recibir tal solicitud.

4. Cuando una de las personas mencionadas en el apartado segundo tuviese un 
interés que pudiera parecer que compromete su imparcialidad e independencia 
deberá abandonar el procedimiento y será sustituida por otra persona. Dicha 
sustitución será comunicada a los participantes en la licitación. La sustitución de 
personas deberá plantearse no solo si existe un conflicto de intereses real, sino 
siempre que haya motivos para albergar dudas sobre su imparcialidad.

5. Cuando un licitador presente elementos objetivos que pongan en entredicho la 
imparcialidad o independencia de alguna de las personas mencionadas en el 
apartado segundo, la entidad contratante examinará las circunstancias alegadas y 
decidirá sobre la existencia real o potencial de un conflicto de intereses, pudiendo 
incluso requerir a las partes para que, en caso necesario, presenten información y 
elementos de prueba. Caso de apreciar la existencia de un conflicto de intereses, el 
órgano de contratación podrá declarar nula la actuación que hubiese llevado a cabo 
dicha persona. Cuando el conflicto afectase al titular del órgano de contratación, la 
adopción de las medidas anteriores corresponderá a su superior jerárquico o al 
órgano de gobierno de la institución.

6. Las entidades contratantes podrán excluir a un operador económico de la 
participación en un procedimiento de contratación cuando no pueda resolverse por 
medios menos restrictivos un conflicto de intereses.

Artículo 24.  Participación previa de candidatos o licitadores.
1. Cuando un candidato o licitador, o una empresa vinculada a ellos, haya 

asesorado al poder adjudicador o haya participado de algún otro modo en la 
preparación del procedimiento de contratación, incluida la participación en consultas 
al mercado, la entidad contratante tomará las medidas adecuadas para garantizar 
que la participación de ese candidato o licitador no falsee la competencia.

2. En particular, la entidad contratante comunicará a los demás candidatos y 
licitadores las circunstancias de ese asesoramiento o participación, y en particular la 
información intercambiada con ese candidato o licitador en el marco de la 
participación en la preparación del procedimiento de contratación, o como resultado 
de ella.

3. Además, los plazos para la presentación de ofertas se aumentarán al menos 
un veinticinco por ciento respecto de los plazos mínimos ordinarios aplicables al 
procedimiento de que se trate.

4. El candidato o el licitador en cuestión solo será excluido por el órgano de 
contratación del procedimiento cuando no haya otro medio de garantizar el 
cumplimiento del principio de igualdad de trato. No obstante, antes de proceder a 
dicha exclusión, se dará audiencia a los candidatos o licitadores para que puedan, en 
su caso, demostrar que su participación en la preparación del procedimiento de 
contratación no supone falsear la competencia. Contra la admisión del licitador que 
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ha participado en la preparación del contrato podrán interponer recurso especial el 
resto de candidatos o licitadores.

Artículo 25.  Protocolos de legalidad para los licitadores.
Los órganos de contratación podrán obligar a los licitadores a incluir junto con 

sus ofertas, bajo pena de exclusión de la licitación, todos o alguno de los siguientes 
compromisos:

a) Compromiso de suscripción de un protocolo de legalidad con el objetivo de 
prevenir y luchar contra la corrupción, las actividades delictivas y las distorsiones de 
la competencia. Los órganos de contratación determinarán el contenido de las 
cláusulas incluidas en los protocolos de legalidad, respetando los principios de 
igualdad de trato, transparencia y proporcionalidad.

b) Compromiso de sujeción a la monitorización del procedimiento de contratación 
en todas sus fases por la Agencia de Integridad y Ética Públicas.

Artículo 26.  Informe de supervisión.
Cada dos años, la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la 

Comunidad Autónoma elaborará un informe de supervisión de la contratación pública 
que presentará al Gobierno. Dicho informe dará cuenta de las fuentes más 
frecuentes de aplicación incorrecta de la normativa de contratación pública o de 
inseguridad jurídica, así como sobre la prevención, detección y notificación adecuada 
de los casos de fraude, corrupción, conflicto de intereses y otras irregularidades 
graves en la contratación.

Artículo 27.  Responsable del contrato.
1. Los órganos de contratación designarán un responsable del contrato al que 

corresponderá supervisar su ejecución y adoptar las decisiones y dictar las 
instrucciones necesarias con el fin de asegurar la correcta realización de la 
prestación pactada, dentro del ámbito de las facultadas que aquellos le atribuyan. El 
responsable del contrato podrá ser una persona física o jurídica, vinculada al ente, 
organismo o entidad contratante o ajena a él.

2. En los contratos de obras, las facultades del responsable del contrato se 
entenderán sin perjuicio de las que corresponden al director facultativo conforme a lo 
dispuesto en el capítulo I del título II del libro IV.

3. En los contratos menores y en los contratos por procedimiento negociado, la 
designación del responsable del contrato por parte del órgano de contratación tendrá 
carácter voluntario.»

13. Se añade un capítulo VII, con la siguiente redacción:

«Capítulo VII. Causas de exclusión

Artículo 28.  Procedimientos de declaración de prohibición de contratar.
1. Las autoridades y órganos competentes que acuerden una prohibición de 

contratar que afecte específicamente al ámbito del sector público autonómico 
comunicarán las sentencias, sanciones y resoluciones firmes recaídas en los 
procedimientos correspondientes a la Junta Consultiva de Contratación 
Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón, sin perjuicio de que la Junta, 
de tener conocimiento de su existencia y no habiendo recibido el citado testimonio de 
la sentencia o copia de la resolución administrativa, pueda solicitarlos al órgano del 
que emanaron.

2. Cuando concurra alguno de los supuestos de prohibición de contratar previstos 
en la legislación básica de contratos del sector público, el órgano competente deberá 
incoar el oportuno procedimiento para su declaración.
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3. El plazo para resolver y notificar los procedimientos de declaración de 
prohibición de contratar será de ocho meses contados desde la fecha en la que el 
órgano de contratación acuerde la incoación del procedimiento.

4. Los acuerdos adoptados sobre prohibición de contratar se notificarán a los 
interesados. Todas las prohibiciones de contratar que se impongan por los órganos 
de contratación se inscribirán en una sección especial del Registro de Licitadores de 
la Comunidad Autónoma de Aragón, especificando la fecha de imposición y su 
duración, y se publicarán en el «Boletín Oficial de Aragón».

5. La inscripción de la prohibición de contratar en el Registro de Licitadores de la 
Comunidad Autónoma de Aragón caducará pasados tres meses desde que termine 
su duración, debiendo procederse de oficio a su cancelación en dicho registro tras el 
citado plazo.

Artículo 29.  Medidas de cumplimiento voluntario.
1. Todo operador económico que se encuentre en situación de prohibición de 

contratar podrá presentar pruebas de que las medidas adoptadas por él son 
suficientes para demostrar su fiabilidad pese a la existencia de un motivo de 
exclusión pertinente. Si dichas pruebas se consideran suficientes, el operador 
económico de que se trate no quedará excluido del procedimiento de contratación.

2. A tal efecto, el operador económico deberá demostrar que ha pagado o se ha 
comprometido a pagar la indemnización correspondiente por cualquier daño causado 
por la infracción penal o la falta, que ha aclarado los hechos y circunstancias de 
manera exhaustiva colaborando activamente con las autoridades investigadoras y 
que ha adoptado medidas técnicas, organizativas y de personal concretas, 
apropiadas para evitar nuevas infracciones penales o faltas.

3. En el caso de que un operador económico afectado por una prohibición de 
contratar presente a un órgano de contratación un programa de medidas adoptadas 
voluntariamente y solicite su participación en un procedimiento de adjudicación o 
envíe una oferta, el órgano de contratación remitirá a la Junta Consultiva de 
Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón dicha 
documentación acompañada de un informe sobre la procedencia o no de admitirlas y, 
en consecuencia, de admitirlo a la licitación.

4. La Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad 
Autónoma de Aragón emitirá informe y lo notificará en el plazo de quince días desde 
que este fuera solicitado. La Junta Consultiva evaluará las medidas adoptadas por 
los operadores económicos teniendo en cuenta la gravedad y las circunstancias 
particulares de la prohibición de contratar impuesta.

5. En el caso de que el informe de la Junta Consultiva de Contratación 
Administrativa sea favorable, el órgano de contratación decidirá sobre la admisión del 
operador económico. Cuando las medidas de cumplimiento voluntario se consideren 
insuficientes, el operador económico recibirá decisión motivada sobre ello.

6. Los operadores económicos que hayan sido excluidos por sentencia firme de 
la participación en procedimientos de contratación no tendrán derecho a acogerse a 
la posibilidad prevista en el presente artículo durante el período de exclusión 
resultante de dicha sentencia.»

14. Se añade un capítulo VIII, con la siguiente redacción:

«Capítulo VIII. Efectos de la declaración de nulidad

Artículo 30.  Efectos de la declaración de nulidad.
1. La declaración de nulidad de los actos preparatorios del contrato o la 

adjudicación, cuando sea firme, llevará en todo caso consigo la del mismo contrato, 
que entrará en fase de liquidación, debiendo restituirse las partes recíprocamente las 
cosas que hubiesen recibido en virtud del mismo y, si esto no fuese posible, se 
devolverá su valor. La parte que resulte culpable deberá indemnizar a la contraria de 
los daños y perjuicios que haya sufrido.
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2. La nulidad de los actos que no sean preparatorios solo afectará a estos y sus 
consecuencias.

3. Los modificados y la concesión de prórrogas contrarios a la ley no podrán en 
ningún caso suponer un enriquecimiento injusto para el adjudicatario.

4. Si la declaración administrativa de nulidad de un contrato produjese un grave 
trastorno al servicio público, podrá disponerse en el mismo acuerdo la continuación 
de los efectos de aquel y bajo sus mismas cláusulas, hasta que se adopten las 
medidas urgentes para evitar el perjuicio.»

15. La disposición adicional octava queda redactada de la siguiente manera:
«Lo dispuesto en los artículos 4, 5, 6, 9, 10, 11, 12, 12 bis, 12 ter, 12 quater, 

12 quinquies, 13 y 21, en el capítulo VIII y en los artículos 27 y 28 de esta ley será de 
aplicación a las entidades locales aragonesas y a sus organismos públicos y demás 
entidades vinculadas o dependientes que tengan la consideración de poder 
adjudicador, hasta la aprobación de su legislación específica sobre contratación del 
sector público. En las entidades locales municipales podrá integrarse en la Mesa 
personal al servicio de las correspondientes Comarcas o Diputaciones Provinciales.»

Disposición final tercera.  Modificación de la Ley 5/2015, de 25 de marzo, de 
Subvenciones de Aragón.

(Derogada)

Disposición final cuarta.  Modificación del texto refundido de la Ley de Urbanismo de 
Aragón, aprobado por Decreto Legislativo 1/2014, de 8 de julio.

Se introduce una nueva disposición adicional decimoquinta en el texto refundido de la 
Ley de Urbanismo de Aragón, aprobado mediante Decreto Legislativo 1/2014, de 8 de julio, 
quedando renumerada la anterior disposición adicional decimoquinta como disposición 
adicional decimocuarta; y la disposición adicional decimocuarta como disposición adicional 
decimosexta.

La nueva disposición adicional decimoquinta queda redactada como sigue:
«Los órganos competentes para la aprobación definitiva de los planes generales, 

incluidas sus revisiones y modificaciones aisladas, así como de delimitaciones de 
suelo urbano y convenios urbanísticos, darán conocimiento a la Agencia de 
Integridad y Ética Públicas del expediente mediante el que se tramite el instrumento 
de que se trate en cualquier momento, cuando a criterio de los referidos órganos, 
incorpore contenidos que supongan relevantes variaciones en el valor de los suelos 
afectados y, en todo caso, en los siguientes supuestos:

a) Que supongan incrementos de suelo urbano o urbanizable en proporción 
superior al diez por ciento de la superficie del suelo urbano previo a la tramitación, y 
esta supere la extensión de treinta hectáreas.

b) Que el incremento de suelo urbano o urbanizable represente más del cien por 
cien del suelo urbano previo a la tramitación.

c) Que el incremento de suelo urbano o urbanizable tenga una extensión superior 
a cien hectáreas.

d) Que la actuación en trámite afecte a suelo no urbanizable, en cualesquiera de 
sus categorías, en una extensión superior a cien hectáreas, aun sin alterar tal 
clasificación, siempre que se posibiliten usos lucrativos distintos a los autorizables 
antes de la actuación en trámite.»

Disposición final quinta.  Modificación de la Ley 2/2009, de 11 de mayo, del Presidente y 
del Gobierno de Aragón.

1. Se modifica el capítulo IV del título IV, relativo al Gobierno en funciones, que queda 
redactado de la siguiente manera:
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«Capítulo IV. Régimen del Gobierno en funciones y de los traspasos de poderes

Artículo 21.  Gobierno en funciones.
1. Cuando se produzca el cese del Presidente, por cualesquiera de las causas 

previstas en el Estatuto de Autonomía, el Gobierno continuará en funciones hasta la 
toma de posesión del nuevo Gobierno.

2. El Presidente en funciones no podrá ejercer las siguientes facultades:
a) Disolver las Cortes de Aragón.
b) Plantear ante las Cortes de Aragón la cuestión de confianza.
c) Crear, modificar o suprimir las vicepresidencias y departamentos del Gobierno 

de Aragón, así como sus competencias y los organismos públicos adscritos.
d) Nombrar o separar a los Vicepresidentes y a los Consejeros, salvo por causa 

legal determinante de incompatibilidad sobrevenida.
3. El Gobierno en funciones no podrá ejercer las siguientes facultades:
a) Adoptar la iniciativa para la reforma del Estatuto de Autonomía.
b) Aprobar proyectos de ley, incluido el proyecto de ley de presupuestos de la 

Comunidad Autónoma.
c) Solicitar que las Cortes de Aragón se reúnan en sesión extraordinaria.
d) Aprobar o autorizar convenios de colaboración y acuerdos de cooperación con 

el Estado y demás Administraciones públicas, así como convenios con entidades 
públicas o privadas que supongan reconocimiento de obligaciones para la Hacienda 
de la Comunidad Autónoma, salvo que concurran circunstancias de extraordinaria y 
urgente necesidad, dando cuenta de ello a las Cortes de Aragón.

e) Convocar consultas populares.
f) Constituir comisiones delegadas del Gobierno.
g) Modificar la estructura orgánica de los departamentos.
h) Autorizar expedientes de contratación cuyo valor estimado supere los tres 

millones de euros y acuerdos de concesión de subvenciones de importe superior 
a 900.000 euros.

i) Conceder subvenciones de forma directa.
j) Nombrar y separar a altos cargos de la Administración de la Comunidad 

Autónoma, así como personal eventual al servicio de esta, salvo por causa legal 
determinante de incompatibilidad sobrevenida.

k) Designar o proponer a los titulares de los órganos de la administración y 
representantes del Gobierno en las sociedades mercantiles autonómicas y en las 
participadas por la Comunidad Autónoma, así como del resto de entidades del sector 
público autonómico.

l) Designar a representantes de la Comunidad Autónoma de Aragón en las 
delegaciones españolas ante las instituciones y organismos de la Unión Europea que 
traten asuntos de su competencia o que afecten a los intereses de Aragón.

m) Designar a sus representantes en los organismos económicos, las 
instituciones financieras y las empresas públicas del Estado cuyas competencias se 
extiendan al territorio aragonés, de acuerdo con la legislación estatal.

n) Autorizar el convenio o acuerdo bilateral económico-financiero con el Estado al 
que se refiere el artículo 108 del Estatuto de Autonomía.

ñ) Conceder honores y distinciones.
4. Los restantes órganos de la Administración autonómica, así como de los 

organismos públicos dependientes de la misma que resulten, en su caso, 
competentes, ejecutarán sus competencias garantizando en todo caso la continuidad 
en la prestación de los servicios públicos, especialmente en los ámbitos educativo, 
social y sanitario.

5. Las delegaciones legislativas acordadas por las Cortes de Aragón quedarán 
en suspenso durante el tiempo que el Gobierno permanezca en funciones como 
consecuencia de la celebración de elecciones autonómicas.
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Artículo 21 bis.  Traspaso de poderes.
1. Se considerará que existe traspaso de poderes cuando el titular de la 

Presidencia de la Comunidad Autónoma de Aragón sea persona distinta del que la 
ocupaba.

2. En la primera reunión inmediatamente posterior al cese del Presidente, el 
Gobierno en funciones dictará las instrucciones precisas para elaborar la 
documentación relativa al traspaso de poderes, en donde se incluirá toda la 
información que se considere relevante para facilitar el normal desarrollo del proceso 
de formación del nuevo Gobierno, así como el traspaso de poderes.

3. Dicha documentación incluirá, como mínimo, el siguiente contenido:
a) Relación y estado de tramitación de los asuntos pendientes de acuerdo del 

Gobierno.
b) Estado de ejecución del presupuesto del ejercicio en curso.
c) Situación y disponibilidades de la Tesorería.
d) Importe de las obligaciones pendientes de pago del ejercicio en curso.
e) Importe de los compromisos que afecten a los dos ejercicios siguientes.
f) Importe y características de las operaciones de endeudamiento concertadas en 

la anualidad en curso.
g) Información del grado de cumplimiento y resultados de los planes y programas 

a los que se refiere el artículo 14 de la Ley 8/2015, de 25 de marzo, de 
Transparencia de la Actividad Pública y Participación Ciudadana de Aragón, 
incluyendo los indicadores establecidos para el seguimiento y evaluación del plan de 
gobierno.

h) Los contratos y concesiones en ejecución por un importe superior a dos 
millones de euros.

i) Estado de ejecución de los contratos de obra y concesión de obra pública 
sujetos a regulación armonizada de valor estimado superior a diez millones de 
euros.»

4. La documentación de traspaso se remitirá a la comisión a la que se refiere el 
artículo 39 o, en el caso de que no se constituya esta, al Presidente de las Cortes de 
Aragón, que la hará llegar a todos los grupos parlamentarios.

Artículo 21 ter.  Información del Gobierno en funciones.
Tras la celebración de las elecciones autonómicas, el candidato a la Presidencia 

propuesto por el Presidente de las Cortes de Aragón, y a través de éste, podrá 
solicitar al Gobierno en funciones:

a) El orden del día de las reuniones del Gobierno que se vayan a celebrar, que 
deberá ser puesto en conocimiento, al menos, con cuarenta y ocho horas de 
antelación a su celebración.

b) Las actas de las reuniones celebradas, que deberán ser puestas en 
conocimiento, como máximo, en el plazo de veinticuatro horas desde su celebración.

Artículo 21 quater.  Comisión de traspaso.
1. Tras la celebración de las elecciones autonómicas, el candidato a la 

Presidencia propuesto por el Presidente de las Cortes de Aragón, y a través de este, 
podrá solicitar la constitución en las Cortes de una comisión de traspaso con la 
finalidad de examinar la documentación de traspaso y aclarar cuantos extremos sean 
necesarios al objeto de facilitar el normal traspaso de poderes.

2. Integrarán la comisión los miembros del Gobierno en funciones y/o los altos 
cargos de la Administración designados por el Presidente en funciones junto con las 
personas designadas al efecto por el candidato a la Presidencia.»

2. La disposición adicional tercera, relativa al Estatuto de los ex Presidentes de la 
Comunidad Autónoma, pasa a tener la siguiente redacción:

«Tercera. Estatuto de los ex Presidentes de la Comunidad Autónoma.
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1. Los Presidentes de la Comunidad Autónoma, tras cesar en el cargo, ocuparán, 
en los actos oficiales, el lugar protocolario que reglamentariamente se determine.

2. Las medidas que resulten necesarias para garantizar su seguridad personal 
serán las que determine el consejero competente en materia de seguridad e interior.»

Disposición final sexta.  Aprobación de los Reglamentos de la Agencia de Integridad y 
Ética Públicas.

En el plazo de cuatro meses desde la creación de la Agencia de Integridad y Ética 
Públicas se aprobarán su reglamento de organización y funcionamiento y su reglamento de 
actuación, de acuerdo con lo establecido en la presente ley.

Disposición final séptima.  Personal directivo en el sector público autonómico.
1. El Gobierno de Aragón presentará ante las Cortes de Aragón un proyecto de ley de 

función pública de Aragón en el plazo máximo de seis meses desde la entrada en vigor de 
esta ley.

2. Dicho proyecto de ley deberá incluir, en desarrollo del artículo 13 del texto refundido 
de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 
5/2015, de 30 de octubre, el estatuto especial del personal directivo con arreglo a las 
siguientes reglas:

a) Las relaciones de puestos de trabajo calificarán como puestos de carácter directivo, 
como mínimo, aquellos que, ubicados bajo la dependencia directa de altos cargos, tengan 
encomendadas funciones directivas que afecten a diversas unidades administrativas y 
requieran períodos plurianuales de gestión. Los puestos de carácter directivo podrán 
incorporar complementos asociados a la evaluación del desempeño, sin que sus 
retribuciones totales puedan superar las fijadas para los altos cargos de los que dependan.

b) El nombramiento del personal directivo deberá realizarse mediante un procedimiento 
selectivo que garantice la publicidad y libre concurrencia con arreglo a los principios de 
mérito y capacidad. La valoración de los méritos corresponderá a un órgano colegiado, que 
propondrá un mínimo de tres candidatos idóneos para el puesto al titular del departamento u 
organismo público, que deberá seleccionar a uno de ellos.

c) El cese del personal directivo se producirá por causas tasadas legalmente, que 
deberán responder a criterios objetivos, vinculados al desempeño y a la valoración del 
ejercicio profesional del puesto, incluida la idoneidad para la implementación de las políticas 
públicas diseñadas desde el departamento, sin que puedan justificarse únicamente por razón 
de cambios de gobierno o de los altos cargos de los que dependan.

d) Podrán establecerse períodos de desempeño de los puestos directivos temporalmente 
limitados, que en ningún caso podrán ser coincidentes con los de las legislaturas.

Disposición final octava.  Delegación legislativa.
1. Conforme a lo dispuesto en el artículo 43 del Estatuto de Autonomía de Aragón y en el 

artículo correspondiente de la Ley 2/2009, de 11 de mayo, se autoriza al Gobierno de Aragón 
para que, en el plazo máximo de un año desde la entrada en vigor de esta ley, apruebe un 
texto refundido de las siguientes leyes:

a) Ley 2/2009, de 11 de mayo, del Presidente y del Gobierno de Aragón, y las normas 
legales que la modifican.

b) Ley 3/2011, de 24 de febrero, de Medidas en Materia de Contratos del Sector Público 
de Aragón, y las normas legales que la modifican.

c) Ley 5/2015, de 25 de marzo, de Subvenciones de Aragón.
2. La facultad de refundición comprende su sistematización, regularización, 

renumeración, aclaración y armonización en el marco de los principios contenidos en las 
respectivas normas reguladoras.
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Disposición final novena.  Desarrollo de la ley.
Se faculta al Gobierno de Aragón para dictar cuantas disposiciones de carácter 

reglamentario sean precisas para el desarrollo y ejecución de la presente ley.

Disposición final décima.  Entrada en vigor.
1. La presente ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Boletín 

Oficial de Aragón».
2. No obstante, el capítulo IV de la ley entrará en vigor en el plazo de seis meses desde 

la aprobación del reglamento que regule el régimen jurídico del Registro de lobbies previsto 
en el artículo 37 de esta.
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§ 18

Ley 11/2018, de 16 de noviembre, de la Inspección General de 
Servicios

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 272, de 23 de noviembre de 2018

«BOE» núm. 14, de 16 de enero de 2019
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2019-464

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS
Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado, y yo en 

nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley del Principado 
de Asturias de la Inspección General de Servicios.

PREÁMBULO
1. La Inspección General de Servicios del Principado de Asturias constituye un 

instrumento de capital importancia para velar por el buen funcionamiento de la 
Administración autonómica en sus diversas personificaciones y el recto proceder del 
personal a su servicio. Regulada actualmente en el nivel reglamentario, esta ley quiere, con 
la elevación del rango normativo, poner en primer lugar de manifiesto la relevancia que tiene 
y debe tener la Inspección, residenciando en el Parlamento la determinación de su marco 
regulador. Asimismo, es finalidad de esta ley fortalecer y potenciar este instrumento, 
continuando con la tarea de mejora y perfeccionamiento de los mecanismos internos de 
evaluación y control iniciada con la Ley del Principado de Asturias 8/2018, de 14 de 
septiembre, de Transparencia, Buen Gobierno y Grupos de Interés.

2. Desde el punto de vista funcional, la Inspección General de Servicios del Principado 
de Asturias se configura en una doble vertiente de vigilancia y propuesta para la observancia 
de la legalidad y el logro de una mayor eficiencia y, desde el punto de vista orgánico, como 
un servicio, en consonancia, por un lado, con el nivel de Servicio de la Oficina de Buen 
Gobierno y Lucha Contra la Corrupción creada por la citada Ley del Principado de 
Asturias 8/2018, de 14 de septiembre, que viene a ser, salvadas diferencias, que ahora no 
son del caso, una instancia, para los altos cargos, análoga a la que la Inspección General se 
quiere que sea para el resto del personal del sector público autonómico, y a fin, por el otro, 
de asegurar que el Inspector General de Servicios, que estará al frente de la Inspección, sea 
designado, como en virtud de la legislación vigente de la función pública del Principado de 
Asturias es común a todos los jefes de servicio, por concurso, sin el margen, pues, de 
discrecionalidad que cabe en otro tipo de designaciones.

3. Al objeto de reforzar el estatuto de la Inspección General de Servicios, se garantiza su 
plena autonomía e independencia, se reviste de la condición de agente de la autoridad al 
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Inspector General y a los Inspectores, y de presunción de veracidad a sus actas, y se 
establece el deber de colaboración de todos los sujetos sometidos a ella, deber cuyo 
incumplimiento puede dar lugar a la apertura de expediente disciplinario.

4. Aunque órgano de la Administración, y como manifestación nuevamente de la 
significación que se quiere reconocer a la Inspección General de Servicios, dispone la ley 
que tanto el Plan anual de actuaciones como la Memoria anual sean remitidas a la Junta 
General.

CAPÍTULO I
Disposiciones Generales

Artículo 1.  Naturaleza y ámbito de actuación.
1. La Inspección General de Servicios del Principado de Asturias (en lo sucesivo, la 

Inspección General de Servicios), con nivel orgánico de Servicio, velará, en el ámbito de la 
Administración del Principado de Asturias, sus organismos y entes públicos, sociedades 
mercantiles y fundaciones en las que tengan directa o indirectamente participación 
mayoritaria o dominio efectivo, por el cumplimiento de las disposiciones vigentes en materia 
de personal y de organización, funcionamiento, régimen jurídico y procedimiento 
administrativo, así como por la idoneidad de los medios dispuestos para el logro de los 
objetivos asignados y la utilización racional de los recursos empleados.

2. La Inspección General de Servicios, dependiente orgánicamente de la Consejería 
competente por razón de la materia, ejercerá sus funciones con plena autonomía e 
independencia.

Artículo 2.  Competencias.
Corresponde a la Inspección General de Servicios:
a) Realizar las inspecciones previstas en esta ley.
b) Emitir los informes que le sean requeridos en relación con las funciones que le son 

propias.
c) Promover actuaciones que favorezcan la integridad profesional y comportamientos 

éticos del personal y velar por la protección de sus derechos.
d) Tramitar los expedientes en materia de incompatibilidades.
e) Instruir expedientes disciplinarios, sin perjuicio de las potestades de inspección de los 

Consejeros.
f) Formular e informar propuestas de reforma y modernización organizativas y 

funcionales.
g) Participar en el desarrollo de programas de calidad y en su evaluación.
h) Conocer los informes sobre quejas y reclamaciones acerca del funcionamiento de los 

servicios que remita el órgano competente para su recepción y tramitación, para, a su vista, 
programar o realizar las actuaciones inspectoras que procedan.

i) Cualquier otra competencia que le sea atribuida legal o reglamentariamente.

Artículo 3.  Deber de colaboración.
1. Los sujetos incluidos en el ámbito de actuación de la Inspección General de Servicios 

deberán:
a) Remitir de oficio a la Inspección General de Servicios todas las disposiciones, 

circulares, instrucciones y órdenes de servicio que regulen sus respectivas actividades.
b) Poner a disposición de la Inspección General de Servicios, cuando esta se lo requiera, 

cuantos antecedentes, libros, expedientes, actas y demás documentación administrativa 
precise, y cumplimentar los cuestionarios que aquella interese.

c) Comparecer personalmente ante la Inspección General de Servicios a requerimiento 
de esta.

d) Facilitar las visitas que gire la Inspección General de Servicios.
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e) Poner a disposición de la Inspección General de Servicios en el curso de sus 
actuaciones cuantos medios personales y materiales demande.

2. Cuando la colaboración no se prestase en el plazo concedido al efecto, o se produjese 
cualquier clase de obstrucción que impidiese o dificultase el ejercicio de sus funciones, los 
Inspectores levantarán acta de obstrucción, y el Inspector General de Servicios lo pondrá en 
conocimiento del superior de quien dependa el obstructor con propuesta, en su caso, de 
apertura de expediente disciplinario.

Artículo 4.  Relaciones con las inspecciones sectoriales.
A fin de coordinar sus respectivas actuaciones, se remitirán a la Inspección General de 

Servicios, con carácter previo a su aprobación, las propuestas de planes de actuación de las 
Inspecciones sectoriales.

Artículo 5.  Plan anual.
En el último trimestre de cada año, la Inspección General de Servicios, previa consulta 

con los sujetos incluidos en su ámbito de actuación y a la vista igualmente de los informes 
sobre las quejas y reclamaciones que le haga llegar el órgano competente para recibirlas y 
tramitarlas, someterá, a través de la Consejería de la que dependa orgánicamente, un plan 
anual de actuaciones a la aprobación del Consejo del Gobierno, que dará traslado a la Junta 
General para su conocimiento, debiendo publicarse en el «Boletín Oficial del Principado de 
Asturias».

Artículo 6.  Memoria anual.
En el primer trimestre de cada año, la Inspección General de Servicios remitirá a la 

Consejería de la que dependa orgánicamente una memoria de las actuaciones realizadas 
durante el año anterior. El Consejero elevará la memoria al Consejo de Gobierno y a la Junta 
General para su conocimiento.

CAPÍTULO II
Inspecciones

Artículo 7.  Actuaciones.
1. Las actuaciones de la Inspección General de Servicios se iniciarán de oficio, bien en 

cumplimiento del Plan anual de la Inspección General de Servicios, o bien, al margen del 
Plan, por propia iniciativa; por orden del Presidente del Principado de Asturias, del Consejo 
de Gobierno o del titular de la Consejería de la que dependa orgánicamente; a petición 
razonada de los restantes Consejeros o de los Directores, Gerentes o asimilados de los 
demás sujetos referidos en el apartado 1 del artículo 1, o por denuncia, garantizándose en 
este último caso la confidencialidad de los datos del denunciante, sin perjuicio de que, en los 
términos en su caso establecidos por la legislación básica, puedan presentarse denuncias 
anónimas.

2. Los resultados de las actuaciones se plasmarán, previo trámite de audiencia, en su 
caso, en un informe que, junto al análisis y diagnóstico de la situación, contendrá 
recomendaciones para corregir las deficiencias que puedan haberse observado, con 
propuesta, en su caso, de apertura de expediente disciplinario. Si se tratara de altos cargos 
se estará a lo dispuesto en la Ley del Principado de Asturias de Transparencia, Buen 
Gobierno y Grupos de Interés. Si en el curso de las actuaciones se apreciaran indicios de 
delito, se estará a lo dispuesto en el artículo 262 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

3. Del informe se dará traslado al Consejero correspondiente en el caso de que la 
actuación se refiera a la Administración del Principado de Asturias o al Director, Gerente o 
asimilado de los restantes sujetos referidos en el apartado 1 del artículo 1 que en cada caso 
se trate, con el fin de que se puedan formular las consideraciones que se estimen 
pertinentes. A la vista de ellas, la Inspección rectificará o ratificará su informe. De este 
informe definitivo se dará traslado tanto a los órganos citados como, en el caso de que de lo 
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actuado se apreciaran indicios de responsabilidad contable, a la Consejería competente en 
materia de hacienda, quienes comunicarán al Inspector General de Servicios las medidas 
adoptadas. Asimismo, se dará traslado del informe, en su caso, a quien haya ordenado o 
pedido la actuación de la Inspección General de Servicios.

4. El procedimiento, que tendrá carácter reservado, será el establecido 
reglamentariamente, debiendo quedar de toda actuación que realice la Inspección General 
de Servicios constancia documental mediante actas o informes según la naturaleza de cada 
actuación.

5. Las actas de la Inspección General de Servicios tendrán valor probatorio y gozarán de 
presunción de veracidad.

CAPÍTULO III
Organización

Artículo 8.  El Inspector General de Servicios.
1. Al frente de la Inspección General de Servicios estará el Inspector General de 

Servicios, que será el jefe del servicio.
2. El puesto de Inspector General de Servicios se proveerá entre funcionarios de carrera 

de la Administración del Principado de Asturias, del grupo A, subgrupo A1.
3. Corresponden al Inspector General de Servicios las siguientes competencias:
a) Proponer, por conducto del titular de la Consejería de la que la Inspección General de 

Servicios dependa orgánicamente, el Reglamento de organización y funcionamiento de la 
Inspección General de Servicios y sus modificaciones para su aprobación por el Consejo de 
Gobierno.

b) Dirigir, coordinar y supervisar la actuación de los Inspectores de Servicios y del resto 
del personal de la Inspección General de Servicios.

c) Proponer, por conducto del titular de la Consejería de la que la Inspección General de 
Servicios dependa orgánicamente, el Plan anual de actuaciones de la Inspección General de 
Servicios para su aprobación por el Consejo de Gobierno.

d) Acordar el inicio de las actuaciones de la Inspección General de Servicios y asignarlas 
a los Inspectores de Servicios, resolviendo en los casos de abstención y recusación de los 
mismos.

e) Aprobar los informes de la Inspección General de Servicios y remitirlos a quien 
corresponda.

f) Remitir del titular de la Consejería de la que la Inspección General de Servicios 
dependa orgánicamente la Memoria anual de actividades de la Inspección General de 
Servicios para su elevación al Consejo de Gobierno y a la Junta General.

g) Cuantas otras establezcan la presente ley y el Reglamento de organización y 
funcionamiento de la Inspección General de Servicios.

Artículo 9.  Los Inspectores de Servicios.
1. El Inspector General de Servicios estará asistido por los Inspectores de Servicios y el 

resto de personal que le sea adscrito en la relación de puestos de trabajo.
2. Los puestos de Inspector de Servicios se proveerán entre funcionarios de carrera de la 

Administración del Principado de Asturias, del grupo A, subgrupo A1.
3. Los Inspectores llevarán a cabo las actuaciones que le sean asignadas por el 

Inspector General de Servicios bajo su dirección, coordinación y supervisión en los términos 
contemplados en la presente ley y en el Reglamento de organización y funcionamiento de la 
Inspección General de Servicios.

Artículo 10.  Agentes de la autoridad.
En el ejercicio de sus funciones inspectoras, el Inspector General de Servicios y los 

Inspectores de Servicios tendrán la consideración de agentes de la autoridad. A tal efecto, 
serán provistos de documento oficial que acredite su condición.
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Disposición derogatoria.  Derogación normativa.
A la entrada en vigor de esta ley, queda derogado el Decreto 46/1988, de 17 de marzo, 

por el que se regula el funcionamiento de la Inspección General de Servicios de la 
Administración del Principado de Asturias.

Disposición final primera.  Reglamento de organización y funcionamiento.
Dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigor de esta ley, el Consejo de 

Gobierno aprobará el Reglamento de organización y funcionamiento de la Inspección 
General de Servicios.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor el 1 de enero de 2019.
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§ 19

Ley 8/2018, de 14 de septiembre, de Transparencia, Buen Gobierno y 
Grupos de Interés

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 222, de 24 de septiembre de 2018

«BOE» núm. 253, de 19 de octubre de 2018
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2018-14293

EL PRESIDENTE DEL PRINCIPADO DE ASTURIAS
Sea notorio que la Junta General del Principado de Asturias ha aprobado y yo, en 

nombre de Su Majestad el Rey, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 31.2 del Estatuto 
de Autonomía del Principado de Asturias, vengo a promulgar la siguiente Ley del Principado 
de Asturias de Transparencia, Buen Gobierno y Grupos de Interés.

PREÁMBULO
1. Esta Ley tiene por objeto regular tres materias estrechamente relacionadas entre sí, la 

transparencia en la actividad pública, el buen gobierno y los grupos de interés, las dos 
primeras en el marco de lo que con carácter básico establece la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, de Transparencia y Buen Gobierno, y la tercera, carente aún de regulación 
estatal, en línea con otras Comunidades Autónomas.

2. Las tres materias son vectores de una misma y más amplia categoría, la de la 
gobernanza, en lo que esta tiene de apertura, participación y responsabilidad, y en ellas se 
pone de manifiesto un irreversible cambio de paradigma en las relaciones del poder con la 
sociedad, en las que la opacidad y el hermetismo «arcana imperii» han dado paso a la 
visibilidad y la exposición pública. Esta mutación ha venido inducida en gran medida por la 
fuerza expansiva de los principios rectores del Estado social y democrático de Derecho con 
sus exigencias de racionalidad argumentativa y rendición de cuentas, aunque sería 
incompleto el diagnóstico si, además, no se tuviera también en cuenta la apremiante 
necesidad de suturar o cuando menos paliar la innegable crisis de confianza ciudadana en 
las instituciones y sus procedimientos. En ese nuevo paradigma quiere inscribirse esta Ley.

3. El Título I está dedicado a la transparencia de la actividad pública, en la doble 
vertiente de publicidad activa, generada de oficio, y publicidad rogada, a través del derecho 
de acceso a la información pública, que ha implantado la citada la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, de Transparencia y Buen Gobierno, y respecto de la que aporta un valor añadido, 
del que cabe destacar los siguientes aspectos:

a) La ampliación del círculo de entidades privadas perceptoras de ayudas o 
subvenciones que deben cumplir las obligaciones de publicidad activa: si, con arreglo a la 
Ley estatal, para que queden sujetas a las obligaciones de publicidad activa es preciso que 
las ayudas o subvenciones lo sean en una cuantía anual superior a cien mil euros o 
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representen al menos el cuarenta por ciento del total de los ingresos anuales siempre que 
alcancen como mínimo la cantidad de cinco mil euros, con arreglo, en cambio, a la Ley del 
Principado de Asturias bastará con que el importe anual de las ayudas o subvenciones sea 
de dieciocho mil euros o representen al menos el treinta por ciento de los ingresos anuales 
siempre que alcancen como mínimo la cantidad de mil quinientos euros.

b) La adición, a los ya establecidos en la repetida Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
más contenidos preceptivos para la publicidad activa, de entre los que ha de subrayarse el 
relativo a las Cuentas Abiertas, en virtud del cual la Administración del Principado de 
Asturias y su sector público deben publicar información sobre sus cuentas bancarias, y el 
referido a los textos normativos consolidados que, aunque carentes de valor oficial, resultan 
sumamente útiles.

c) La configuración del Portal de Transparencia de la Administración del Principado de 
Asturias no solo como un repositorio de información, sino, además, como una herramienta 
participativa para que los usuarios de los servicios públicos sean consultados de manera 
periódica sobre su grado de satisfacción con los mismos y para que los ciudadanos en 
general puedan presentar quejas y sugerencias sobre su funcionamiento.

d) El establecimiento de un régimen de infracciones y sanciones en materia de 
publicidad activa y de derecho de acceso a la información pública, del que carece en esta 
materia la Ley estatal, con multas que pueden llegar a los diez mil euros. Es de señalar que, 
en el ámbito de la Administración del Principado de Asturias y de su sector público, los altos 
cargos sancionados por infracción muy grave serán destituidos y no podrán ser nombrados 
para ocupar ningún puesto de alto cargo durante un período de entre cinco y diez años.

4. El título II se ocupa del buen gobierno, conjunto de reglas y principios a los que debe 
acomodarse la actuación de los altos cargos del Principado de Asturias, con especial 
atención a los conflictos de intereses y el régimen de incompatibilidades, extremo este último 
acerca del cual la Comunidad Autónoma ya contaba con la Ley del Principado de 
Asturias 4/1995, de 6 de abril, de incompatibilidades, actividades y bienes de los altos 
cargos, a la que la nueva regulación, más completa y exigente, reemplaza. La disciplina de 
buen gobierno que contiene el título II opera en el marco de las disposiciones básicas de la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia y Buen Gobierno, incorpora, 
adaptándolas, previsiones establecidas en la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del 
ejercicio del alto cargo de la Administración General del Estado, incluidas las que tienen que 
ver con las denominadas coloquialmente «puertas giratorias», e introduce medidas de cuño 
propio, de las que cabría destacar:

a) Un código de conducta al que deberán adecuar su comportamiento los altos cargos, 
que, con carácter previo a la toma de posesión, habrán de asumir expresamente el 
compromiso de cumplirlo.

b) El Plan de Prevención de la Corrupción, instrumento de carácter bienal que habrá de 
incluir un mapa de riesgos de la organización, un índice de probabilidad y de prioridades 
estratégicas, y las acciones concretas para su reducción.

c) La creación de una Oficina de Buen Gobierno y Lucha contra la Corrupción. La Oficina 
se sitúa no en el ámbito de la Administración del Principado de Asturias, sobre la que 
actuará y respecto de la que, por ello, debe gozar de total autonomía, sino como órgano del 
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, ente público dotado de plena independencia y 
en el que el Ejecutivo carece de representación. Con el objeto de preservar su no sujeción al 
Consejo de Gobierno y la Administración, el personal de la Oficina queda bajo la dirección 
del Presidente del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, que es quien convoca los 
procedimientos de provisión de los puestos de trabajo de la Oficina, designa las comisiones 
de valoración y efectúa los correspondientes nombramientos. La Oficina se configura con 
nivel orgánico de Servicio, lo que no quiere decir que sea un Servicio de la Administración, 
sino que quien esté al frente de la Oficina tendrá nivel de Jefe de Servicio, no más, pero 
tampoco menos, y que, como sucede con los puestos de Jefe de Servicio, el de Jefe de 
Servicio de la Oficina habrá de ser provisto de manera reglada y no discrecional.

d) Un régimen de infracciones y sanciones más riguroso que el hasta ahora vigente en el 
Principado de Asturias y con contenidos adicionales respecto del establecido con carácter 
básico en la legislación estatal, con multas que pueden llegar a los diez mil euros. Al igual 
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que en materia de transparencia, los altos cargos sancionados por infracción muy grave 
serán destituidos y no podrán ser nombrados para ocupar ningún puesto de alto cargo 
durante un período de entre cinco y diez años.

5. El título III contiene la regulación de los grupos de interés. Se trata de formalizar 
normativamente el desarrollo de las actividades de lobby, de las cuales no ha de tenerse 
necesariamente una visión negativa, la que acaso predomina en la nomenclatura alternativa 
de grupos de presión, que, por ello, no se trae a esta Ley, pues constituyen una notoria 
manifestación del principio participativo que la propia Constitución obliga a promover 
(artículo 9.2), y puede contribuir significativamente a la mayor efectividad de las políticas 
públicas. Lo que en este campo se busca es prevenir y reprimir el mal uso de este tipo de 
actividades, que, desarrolladas sin ningún tipo de control y con secretismo, son ciertamente 
dañinas. De la nueva regulación merecen ser destacados los siguientes extremos:

a) Se crea un registro de grupos de interés de carácter público en el que es preceptivo 
que se inscriban los grupos de interés para poder llevar a cabo su actividad.

b) Se obliga a los grupos de interés a contar con un código de conducta que incluya su 
compromiso de actuar de forma transparente y no deshonesta.

c) Se crea un expediente de huella en la actuación pública que garantice la trazabilidad 
de los cambios introducidos en la elaboración de las normas, planes o programas de 
actuación o diseño de políticas públicas que sean consecuencia de la intervención de grupos 
de interés.

d) Se establece un régimen de infracciones y sanciones con multas para los implicados, 
tanto grupos de interés como altos cargos, que pueden llegar a los cinco mil euros y con 
inhabilitación temporal para aquellos.

6. El título IV tiene por objeto habilitar una vía segura para que los empleados públicos y, 
en general, cualquier persona física o jurídica puedan denunciar situaciones relacionadas 
con la corrupción y con la integridad pública. A tal fin, se crea en el Portal de Transparencia 
de la Administración del Principado de Asturias el Canal de Lucha contra la Corrupción, cuya 
gestión se encomienda a la Oficina de Buen Gobierno y Lucha contra la Corrupción, y se 
incluye un estatuto del denunciante, a fin de que, dejando a salvo la posibilidad de denuncias 
anónimas si así se prevé con carácter básico en la legislación del Estado, sus datos resulten 
convenientemente protegidos y no sufra tampoco directa o indirectamente ninguna retorsión 
o represalia, lo cual cabe esperar que tenga especial incidencia en el ámbito de las 
denuncias internas, que se han revelado como un eficaz aliado en la lucha contra la 
corrupción.

7. El título V regula el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno del Principado de 
Asturias, en el que, como ya se ha dicho, se integra la Oficina de Buen Gobierno y Lucha 
contra la Corrupción. Dotado, como igualmente se ha señalado con anterioridad, de plena 
autonomía funcional y absoluta independencia en el desempeño de sus funciones, el 
Consejo se configura como garante, no exclusivo, pero sí preeminente, de la nueva 
regulación que esta Ley trae al ordenamiento jurídico de la Comunidad Autónoma. Al servicio 
de la plena autonomía e independencia del Consejo, se adoptan ya en la Ley las siguientes 
determinaciones:

a) El Presidente no es designado por el Consejo de Gobierno (este únicamente expide el 
Decreto de nombramiento), sino que, según se adelantó más arriba, es elegido por la Junta 
General del Principado de Asturias y no por mayoría simple, sino por una mayoría muy 
cualificada (dos tercios), y, además, por un período (cinco años) que no coincide con la 
legislatura parlamentaria, y renovable por una sola vez, entre personas de reconocido 
prestigio, atendiendo a criterios de competencia profesional y experiencia.

b) El Consejo de Gobierno y la Administración no tienen representación en el Pleno del 
Consejo, en el que sí están representados la Junta General, el Consejo Consultivo, la 
Sindicatura de Cuentas, la Universidad de Oviedo y también la Federación Asturiana de 
Concejos.

c) Aunque adscrito a efectos meramente orgánicos a la Administración del Principado de 
Asturias, el Consejo cuenta con una sección presupuestaria propia, y su Presidente, 
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conviene insistir en ello, convoca los procesos de provisión de los correspondientes puestos 
de trabajo, designa las comisiones de valoración y efectúa los nombramientos.

8. De la parte final de la Ley, tres disposiciones merecen ser especialmente resaltadas:
a) La disposición adicional primera, que impone a la Sindicatura de Cuentas y al Consejo 

Consultivo la obligación de ajustarse a la nueva regulación, sin perjuicio de su autonomía 
organizativa, que es precisamente la que explica que esos dos órganos, a los que el Estatuto 
de Autonomía atribuye la condición de órganos auxiliares (artículos 35 ter y quáter), no estén 
relacionados en el articulado. No aparece referida la Junta General, que, en uso de la 
autonomía normativa que le reconoce el Estatuto de Autonomía (artículo 28), cuenta con su 
propia regulación en el Reglamento de la Cámara.

b) La disposición adicional cuarta, que ordena a la Administración del Principado 
acometer una revisión de su ordenamiento jurídico, para eliminar disposiciones no 
derogadas expresamente, pero sin vigencia efectiva, actualizar y refundir textos, con un Plan 
de Calidad y Simplificación Normativa. Esta tarea en absoluto es secundaria y está 
íntimamente conectada con los contenidos del articulado, porque, como es bien sabido, una 
buena regulación contribuye a mejorar la calidad democrática.

c) La disposición adicional quinta, que prohíbe incrementar el gasto para poner en 
marcha la nueva regulación, lo que resulta particularmente significativo en el caso del 
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, en cuanto ejemplifica cómo sector público y 
más gasto no tienen por qué ir necesariamente de la mano y cómo una adecuada 
racionalización de los medios disponibles puede evitarlo.

d) La disposición final primera, que modifica la Ley del Principado de Asturias 6/1984, 
de 5 de julio, del Presidente y del Consejo de Gobierno, con el fin de precisar en esa Ley 
que, habida cuenta de lo que dispone el artículo 32.4 del Estatuto de Autonomía, es la sede 
normativa adecuada para hacerlo, que el Presidente del Principado tiene la consideración de 
alto cargo a efectos de transparencia, buen gobierno y grupos de interés, lo que no significa 
que quede enteramente equiparado a los demás altos cargos, ni siquiera a los demás 
miembros del Consejo de Gobierno, particularmente en el ámbito sancionador y sobre todo 
porque, así como la nueva Ley ordena que los altos cargos sancionados por infracción muy 
grave de sus reglas de transparencia o buen gobierno, si no dimiten, sean destituidos, 
incluidos los Consejeros, esa orden legal no se reproduce cuando el sancionado sea el 
Presidente del Principado porque afectaría a la forma de gobierno que predetermina el 
Estatuto de Autonomía, con arreglo a la cual el título habilitante del Presidente es la 
confianza de la Junta General, que solo esta puede retirar a través de los procedimientos 
previstos a tal efecto en el Estatuto de Autonomía, la cuestión de confianza y la moción de 
censura.

9. Esta Ley se dicta al amparo de lo dispuesto en los artículos 10.1.1, 15 y 33, 11.9 y 10, 
y 15.3 del Estatuto de Autonomía del Principado de Asturias.

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.  Objeto.
Esta Ley tiene por objeto regular, en el ámbito del Principado de Asturias, la 

transparencia en la actividad pública a través de la publicidad activa y el derecho de acceso 
a la información pública, el buen gobierno y los grupos de interés.
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TÍTULO I
Transparencia de la actividad pública

CAPÍTULO I
Ámbito de aplicación y disposiciones generales

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. Las disposiciones de este título se aplicarán a:
a) La Administración del Principado de Asturias y sus organismos y entes públicos, así 

como las sociedades mercantiles y fundaciones en las que tengan directa o indirectamente 
participación mayoritaria o dominio efectivo.

b) Las entidades locales comprendidas en el ámbito territorial del Principado de Asturias 
y sus organismos y entes públicos, así como las sociedades mercantiles y fundaciones en 
las que tengan directa o indirectamente participación mayoritaria o dominio efectivo.

c) La Universidad de Oviedo y las sociedades mercantiles y fundaciones en las que 
tenga directa o indirectamente participación mayoritaria o dominio efectivo.

d) Las sociedades mercantiles y fundaciones en las que los sujetos de las letras 
anteriores o algunos de ellos tengan, por acumulación, participación mayoritaria o dominio 
efectivo.

e) Las corporaciones de Derecho público de competencia del Principado de Asturias en 
lo relativo a sus actividades sujetas a Derecho administrativo.

f) Las asociaciones de Administraciones públicas y los órganos de cooperación de las 
mismas en que participe alguno de los sujetos referidos en las letras anteriores, con 
excepción de aquellos en los que participe la Administración del Estado o alguna de las 
entidades de su sector público.

2. Las disposiciones del capítulo II del título I serán también de aplicación a:
a) Los partidos políticos, coaliciones electorales y agrupaciones de electores de ámbito 

autonómico que perciban ayudas o subvenciones con cargo a los Presupuestos Generales 
del Principado de Asturias.

b) Las organizaciones sindicales y empresariales de ámbito autonómico que perciban 
ayudas o subvenciones de alguno de los sujetos del apartado 1 de este artículo.

c) Las asociaciones y fundaciones vinculadas a partidos políticos u organizaciones 
sindicales y empresariales de ámbito autonómico cuando celebren contratos, suscriban 
convenios o perciban ayudas o subvenciones con cargo a presupuestos públicos.

d) Las entidades privadas, cualquiera que sea su forma jurídica, que, teniendo sede, 
domicilio social o desarrollando principalmente su actividad en el Principado de Asturias, 
perciban durante el período de un año ayudas o subvenciones de sujetos del apartado 1 en 
una cuantía igual o superior a 18.000 euros, o cuando al menos el 30 por 100 del total de 
sus ingresos anuales tenga carácter de ayuda o subvención de dichos sujetos, siempre que 
alcance un mínimo de 1.500 euros.

Artículo 3.  Obligación de suministrar información.
1. Las personas físicas y jurídicas distintas de las referidas en el artículo 2 que presten 

servicios públicos o ejerzan potestades administrativas estarán obligadas a suministrar a los 
sujetos del apartado 1 de dicho artículo a los que se encuentren vinculadas, previo 
requerimiento, toda la información necesaria para el cumplimiento por aquellos de las 
obligaciones previstas en este Título. Esta obligación se extenderá a los adjudicatarios de 
contratos sometidos a la legislación de contratos del sector público, en los términos previstos 
en el respectivo contrato.

2. Las normas reguladoras de conciertos y otras formas de participación de entidades 
privadas en los sistemas públicos de educación, deporte, sanidad y servicios sociales 
concretarán las exigencias de publicidad activa y de suministro de información que deban 
cumplir estas entidades, así como los mecanismos de seguimiento, control y reacción frente 

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 19  Ley de Transparencia, Buen Gobierno y Grupos de Interés

– 259 –



al incumplimiento. Asimismo, estas obligaciones se incluirán en las convocatorias, pliegos 
administrativos, resoluciones y cualesquiera documentos de formalización.

Artículo 4.  Plan Estratégico de Transparencia.
1. El Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero competente en materia de 

transparencia, previo informe preceptivo del Pleno del Consejo de Transparencia y Buen 
Gobierno del Principado de Asturias, aprobará un Plan Estratégico de Transparencia en cada 
legislatura referido a los sujetos del artículo 2.1.a).

2. El Plan Estratégico de Transparencia incluirá todas aquellas medidas que contribuyan 
al cumplimiento del presente título. Asimismo, incorporará mecanismos de participación, 
seguimiento, control y evaluación, y de formación de los empleados públicos y de 
sensibilización en materia de transparencia.

3. El Plan Estratégico de Transparencia será objeto de una evaluación anual por el Pleno 
del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno del Principado de Asturias, que se publicará 
dentro del trimestre inmediatamente posterior al cumplimiento de cada anualidad en el Portal 
de Transparencia de la Administración del Principado de Asturias. En la misma constarán, 
como mínimo, los siguientes aspectos:

a) Grado de cumplimiento de las obligaciones de publicidad activa.
b) Medidas adoptadas para la mejora de la publicidad activa.
c) Valoración del ejercicio del derecho de acceso, con referencia diferenciada a: número 

de solicitudes presentadas; número de solicitudes resueltas; plazo medio de resolución; 
número de solicitudes estimadas, distinguiendo las total y las parcialmente estimadas; 
número de solicitudes estimadas con oposición de tercero; número de solicitudes 
desestimadas; número de solicitudes inadmitidas; información más solicitada.

d) Contenidos con mayor número de consultas.
e) Propuestas de mejora.

CAPÍTULO II
Publicidad activa

Artículo 5.  Obligaciones en materia de publicidad activa.
1. La información pública se deberá suministrar por propia iniciativa y se habilitarán los 

medios pertinentes, prioritariamente electrónicos. Será actualizada, veraz, coherente, 
estructurada, concisa, completa, segura, de fácil acceso, multicanal, comparable, 
multiformato, interoperable, reutilizable, entendible y clara con resúmenes, textos 
introductorios, glosarios terminológicos, fichas, cuadros sinópticos y elementos análogos que 
ayuden a la comprensión de la información por el ciudadano medio. Asimismo, incorporará, 
cuando proceda, la perspectiva de género.

2. Se removerán los obstáculos que impidan el acceso a personas discapacitadas o 
colectivos en situaciones de desigualdad, poniendo los medios para garantizar el acceso 
universal y la no discriminación tecnológica.

3. La información se publicará, con carácter general, cada tres meses, salvo que la 
presente Ley o la normativa específica establezcan otros plazos.

Artículo 6.  Información institucional, organizativa y de planificación.
1. Además de la información prevista en el artículo 6 de la Ley 19/2013, de 9 de 

diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, se publicarán 
la ubicación física de las sedes, los horarios de atención al público, los teléfonos de contacto 
y los canales electrónicos de atención y tramitación de que se disponga.

2. Los sujetos del artículo 2.1, a excepción de los de la letra e), publicarán también:
a) La identidad de los responsables de las diferentes unidades organizativas.
b) Las competencias y las delegaciones de competencias.
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c) Las relaciones de puestos de trabajo, los catálogos de puestos o documentos 
equivalentes referidos a todo tipo de personal, con indicación de los centros directivos u 
órganos a los que se encuentran adscritos, y sus retribuciones anuales.

d) Los acuerdos o pactos reguladores de las condiciones de trabajo y convenios 
colectivos vigentes.

e) La oferta pública de empleo u otros instrumentos identificativos de las necesidades de 
personal.

f) Los procesos de selección del personal y provisión de puestos de trabajo. En especial, 
se publicarán las actas de los órganos selectivos y las resoluciones que pongan fin a los 
procesos correspondientes.

g) Las convocatorias de los procedimientos de selección del personal directivo y laboral 
de alta dirección, su remuneración y los ceses y sus causas, los objetivos que se les hayan 
fijado y los resultados obtenidos de acuerdo con el procedimiento por el que deban 
evaluarse.

h) La composición de los órganos de representación del personal, así como el número 
de personas con dispensa total o parcial de asistencia al trabajo con motivo de licencias 
sindicales concedidas, agrupadas por organización sindical, con identificación de su coste y 
del número anual de horas sindicales utilizadas.

i) Las agendas íntegras de los altos cargos, personal directivo y titulares de los órganos 
de apoyo o asistencia. Se entiende por agenda, a estos efectos, la relación de actividades 
que se desarrollan, incluyendo reuniones celebradas, dentro o fuera de espacios oficiales, 
eventos públicos en que se participe y cualesquiera otras que tengan relación con el 
desempeño de la función.

3. Los sujetos del artículo 2.1.a) publicarán, además, respecto de sus altos cargos:
a) Las intervenciones en la Junta General del Principado de Asturias.
b) Las dietas percibidas anualmente y los gastos de representación y protocolarios.
c) Los certificados de haber presentado las declaraciones correspondientes para las 

inscripciones en los Registros previstos en esta Ley.
d) Las declaraciones responsables a que se refiere el artículo 31.
e) Cuando para el nombramiento se exijan requisitos de competencia profesional y 

experiencia, la motivación empleada en cada caso para justificar el mismo.
4. La Administración del Principado de Asturias publicará también:
a) Los extractos de los órdenes del día de sus órganos colegiados.
b) Los acuerdos del Consejo de Gobierno.
c) El Plan de la Inspección General de Servicios o documentos equivalentes.
5. Los organismos y entes públicos del Principado de Asturias publicarán igualmente los 

extractos de los órdenes del día y los acuerdos de sus órganos de gobierno.
6. Las entidades locales publicarán, además, las actas de las sesiones plenarias, 

respetando la normativa de régimen local.

Artículo 7.  Información de relevancia jurídica.
Además de la información prevista en el artículo 7 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, 

de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, los sujetos del 
artículo 2.1.a), b) y c) de la presente Ley publicarán:

a) Las alegaciones formuladas por terceros en trámites de participación, información 
pública o audiencia en expedientes de elaboración de anteproyectos de ley y de proyectos 
de decretos legislativos y de disposiciones de carácter general.

b) Los informes de sus Servicios Jurídicos en el ejercicio de funciones consultivas de 
carácter preceptivo.

c) El catálogo actualizado de los procedimientos administrativos de su competencia, con 
indicación del objeto, trámites, plazos, sentido del silencio administrativo y recursos 
procedentes, así como, en su caso, los formularios que tengan asociados. Se indicarán, 
específicamente, aquellos procedimientos que admitan, total o parcialmente, tramitación 
electrónica, así como aquellos en los que sea posible la participación ciudadana.
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d) Los actos administrativos, las declaraciones responsables y las comunicaciones 
previas que puedan tener incidencia sobre el dominio público o la gestión de los servicios 
públicos, y aquellos otros en que lo aconsejen razones de especial interés público.

e) Los actos que hayan sido objeto de un procedimiento de revisión en vía 
administrativa.

f) Una versión consolidada, sin valor oficial, de las disposiciones de carácter general del 
Principado de Asturias, cualquiera que sea su rango.

Artículo 8.  Información económica, presupuestaria y estadística.
A) Información sobre contratos, convenios y subvenciones.
1. Además de la información sobre contratos, convenios y subvenciones prevista en el 

artículo 8.1.a), b) y c) de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno, los sujetos del artículo 2.1 de la presente Ley 
publicarán:

a) Los órganos de contratación, el teléfono y las direcciones postales y electrónicas, la 
composición, en su caso, de las mesas de contratación, las actas y resoluciones.

b) Los pliegos rectores de la contratación.
c) El porcentaje de baja, si la hubiera, de la oferta adjudicataria.
d) Las fechas de formalización y de inicio de ejecución del contrato.
e) Las subcontrataciones, con indicación de la identidad del subcontratista.
f) Las cesiones y las resoluciones de contrato, y cualesquiera otros actos y resoluciones 

que afecten a la validez o vigencia de los contratos.
g) Los encargos de ejecución a medios propios, con indicación de su objeto, 

presupuesto, duración, obligaciones económicas, incluyendo las tarifas o precios fijados.
h) En las encomiendas de gestión, la justificación legalmente requerida para acudir a 

ellas, así como los medios personales y materiales incluidos en cada encomienda y el 
importe total destinado a gastos de personal.

i) Los contratos-programa.
j) Los Planes Estratégicos de Subvenciones y sus modificaciones.
k) Las bases reguladoras de las subvenciones o el instrumento mediante el que se 

articulen las mismas y el órgano concedente.
2. Los sujetos del artículo 2.2 publicarán la citada información cuando se trate de 

contratos, convenios o subvenciones celebrados o concedidas con o por alguno de los 
sujetos del artículo 2.1.

B) Información presupuestaria y financiera.
1. Además de la información prevista en el artículo 8.1.d) y e) de la Ley 19/2013, de 9 de 

diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, los sujetos del 
artículo 2.1.a) de la presente Ley publicarán:

a) Los estados mensuales de ejecución presupuestaria, con desglose por secciones y a 
nivel de subconcepto.

b) Los datos actualizados y su evolución a lo largo de los cinco ejercicios anteriores de:
Los gastos de personal y su porcentaje sobre el gasto total, especificándose los relativos 

al personal directivo y eventual, además de los correspondientes a las personas que gozan 
de dispensa total o parcial de asistencia al trabajo, expresando en todos los casos su 
porcentaje sobre el gasto de personal y sobre el gasto total.

Gastos e ingresos en concepto de arrendamientos de bienes inmuebles.
Los gastos realizados en campañas de publicidad, promoción y comunicación 

institucional, desglosando los distintos conceptos de la campaña, contratos celebrados e 
importe contratado con cada medio.

2. La Administración del Principado de Asturias publicará, además:
a) El proyecto de Ley de Presupuestos Generales, así como la documentación 

complementaria que se relaciona en la normativa presupuestaria vigente en la Comunidad 
Autónoma.
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b) El estado de ejecución mensual consolidado, informando sobre los entes que 
configuran el perímetro de consolidación del Principado de Asturias, así como los 
subconceptos afectados e importe que forma parte de dicha consolidación.

c) Los Planes anuales de control financiero permanente y de auditorías.
d) Los Planes anuales de disposición de fondos.
e) La información básica sobre la financiación de la Comunidad Autónoma.
f) Información sobre endeudamiento de la Comunidad Autónoma:
El importe de la deuda pública actual de la Comunidad Autónoma y su evolución a lo 

largo de los cinco ejercicios anteriores, recogiendo el endeudamiento público por habitante y 
el endeudamiento relativo.

Las operaciones de préstamo, crédito y emisiones de deuda pública en todas sus 
modalidades realizadas por los sujetos del artículo 2.1.a).

Los avales y garantías prestadas en cualquier clase de crédito por los sujetos del 
artículo 2.1.a).

Las operaciones de arrendamiento financiero formalizadas por los sujetos del 
artículo 2.1.a).

g) Los datos actualizados y su evolución a lo largo de los cinco ejercicios anteriores:
El gasto total efectuado en concepto de ayudas o subvenciones para actividades 

económicas y para familias y personas especialmente vulnerables. En particular, se 
incorporará información relativa al gasto destinado a atención a la dependencia, acción 
social y cooperación, mayores, menores y personas con discapacidad.

La inversión realizada por habitante en la Comunidad Autónoma.
La proporción que representa el déficit/superávit público de la Comunidad Autónoma 

sobre el PIB regional.
Los ingresos fiscales por habitante.
Los gastos en las distintas políticas y su porcentaje sobre el gasto total.
El gasto por habitante en la Comunidad Autónoma.
h) Las tasas y precios públicos.
C) Cuentas abiertas. Los sujetos del artículo 2.1.a) publicarán cada dos meses la 

siguiente información de cada una de sus cuentas bancarias:
Clase de cuenta o de caja.
Denominación.
Titularidad.
Radicación e identificación.
Entidad bancaria, financiera o de crédito y sucursal, en su caso, y número de la cuenta e 

identificación fiscal.
Saldo global.
D) Pago a proveedores. Los sujetos del artículo 2.1, a excepción de los de la letra e), 

publicarán el plazo medio de pago a proveedores.
E) Información patrimonial. Además de la información prevista en el artículo 8.3 de la 

Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen 
gobierno, la Administración del Principado de Asturias publicará:

a) El Inventario General de bienes y derechos de la Comunidad Autónoma.
b) El número de vehículos integrantes de su parque móvil, la indicación del título jurídico 

habilitante para su uso y disfrute, el modelo y el año de matriculación.
c) Las participaciones que tenga en sociedades, fundaciones o en otro tipo de entes.
F) Información estadística y de calidad del servicio público. Además de la información 

prevista en el artículo 8.1.i) de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a 
la información pública y buen gobierno, para valorar el grado de cumplimiento y calidad de 
los servicios públicos, los sujetos del artículo 2.1 de la presente Ley publicarán las cartas de 
servicio elaboradas con la información sobre los servicios públicos, los informes sobre el 
grado de cumplimiento y calidad de los mismos, así como la información disponible que 
permita su valoración. En particular, serán objeto de publicidad los resultados de las 
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auditorías, internas o externas, de evaluación de la calidad, eficiencia y eficacia de los 
servicios públicos.

Artículo 9.  Otras informaciones.
1. Todos los sujetos que presten servicios públicos publicarán los requisitos y 

condiciones de acceso a los mismos, incluyendo el horario y las tasas, tarifas o precios y, en 
su caso, las listas de espera para acceder a ellos. Asimismo, se darán a conocer los 
diferentes canales por los que se ofrecen los servicios de atención a la ciudadanía y para la 
participación ciudadana, el procedimiento para la presentación de quejas y reclamaciones 
sobre el funcionamiento de los servicios, el número de reclamaciones presentadas y el 
número o porcentaje de las aceptadas o resueltas a favor de los interesados.

2. Los sujetos del artículo 2.1 publicarán la información que más consulten los 
ciudadanos y la información pública que sea más frecuentemente objeto del ejercicio del 
derecho de acceso.

3. Por acuerdo de sus órganos de gobierno, los sujetos obligados por la publicidad activa 
prevista en este Capítulo podrán publicar cualesquiera otras informaciones que consideren 
de interés general, insertándola dentro de su portal de transparencia en una sección 
específica denominada «Transparencia complementaria».

Artículo 10.  Control y seguimiento.
El cumplimiento de las obligaciones establecidas en este capítulo será objeto de control 

y seguimiento en el ámbito de sus respectivas competencias por las unidades de 
transparencia, la Consejería competente en materia de transparencia y el Pleno del Consejo 
de Transparencia y Buen Gobierno del Principado de Asturias.

Artículo 11.  El Portal de Transparencia.
1. En el ámbito de la Administración del Principado de Asturias, la información objeto de 

publicidad activa se hará pública en un lugar específico de su página electrónica corporativa 
a través del Portal de Transparencia de la Administración del Principado de Asturias, 
dependiente de la Consejería competente en materia de transparencia, que dirigirá sus 
contenidos y garantizará su acceso y actualización.

2. En el Portal de Transparencia de la Administración del Principado de Asturias se 
habilitarán herramientas de participación y colaboración para que los usuarios de los 
servicios públicos sean consultados de manera periódica sobre su grado de satisfacción con 
dichos servicios y para que los ciudadanos en general puedan, asimismo, presentar quejas y 
sugerencias sobre su funcionamiento, preservándose la confidencialidad de sus datos.

3. Los restantes sujetos del artículo 2 harán pública la información objeto de publicidad 
activa regulada en este Capítulo a través de sus páginas electrónicas corporativas, sin 
perjuicio de las medidas de colaboración interadministrativa o público-privada que, en su 
caso, pudieran instrumentarse y de lo dispuesto en el artículo 5.4 de la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno.

4. El Portal de Transparencia de la Administración del Principado de Asturias incorporará 
un directorio con el enlace a las plataformas de transparencia del resto de sujetos obligados.

CAPÍTULO III
Derecho de acceso a la información pública

Artículo 12.  Derecho de acceso a la información pública.
1. El derecho de acceso a la información pública corresponde a toda persona física o 

jurídica, y se ejercerá mediante solicitud previa, en los términos y de conformidad con lo 
dispuesto en este Capítulo y en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso 
a la información pública y buen gobierno.

2. La Administración del Principado de Asturias, de conformidad con los criterios 
establecidos por la Consejería competente en materia de transparencia, facilitará a los 
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ciudadanos cuanta información sea necesaria para remover los obstáculos que impidan, 
limiten o dificulten el derecho de acceso.

Artículo 13.  Principio de gratuidad.
1. El acceso a la información es gratuito.
2. Únicamente se cobrará una cantidad en concepto de tasa o precio público, conforme a 

la normativa correspondiente, si se expiden copias o se origina un coste debido a la 
transposición a un formato diferente del original en el que se contenga la información. La 
cantidad no podrá exceder del coste real en el que se incurra.

Artículo 14.  Órganos competentes.
1. En la Administración del Principado de Asturias, será competente para resolver las 

solicitudes de acceso el Consejero titular del Departamento en el que obre la información 
pública. La Consejería de que se trate dará traslado a la Consejería competente en materia 
de transparencia de copia de las solicitudes de acceso y de las resoluciones sobre las 
mismas, para su seguimiento, archivo y registro.

2. Los restantes sujetos obligados determinarán los órganos competentes en cada uno 
de ellos y lo comunicarán a la Consejería competente en materia de transparencia, que 
creará, gestionará y publicará en el Portal de Transparencia de la Administración del 
Principado de Asturias un directorio a tales efectos.

Artículo 15.  Plazo de derivación.
Quien, no disponiendo de la información que se le solicita, deba derivarla a quien 

disponga de ella si lo conoce, deberá hacerlo en el plazo de cinco días desde la 
presentación de la solicitud de acceso.

Artículo 16.  Inclusión del servicio de acceso en el catálogo de servicios electrónicos.
Los sujetos obligados deberán incluir en el catálogo de servicios electrónicos, cuando 

cuenten con uno, el servicio de acceso a la información pública para la formalización 
telemática de la solicitud y el seguimiento de la misma en su sede electrónica.

Artículo 17.  Régimen de impugnaciones.
El régimen de impugnaciones será el establecido en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, 

de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, siendo competente para 
conocer de la reclamación del artículo 24 de esa Ley el Presidente del Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno del Principado de Asturias y debiendo comunicarse sus 
resoluciones, además de a quienes el citado artículo 24 señala, a la Consejería competente 
en materia de transparencia.

CAPÍTULO IV
Unidades de transparencia

Artículo 18.  Unidades de transparencia.
1. En el ámbito de la Administración del Principado de Asturias y sus organismos y entes 

públicos, así como las sociedades mercantiles y fundaciones en las que tengan directa o 
indirectamente participación mayoritaria o dominio efectivo, se crearán unidades de 
transparencia, bajo la dependencia de las Secretarías Generales Técnicas de las distintas 
Consejerías u órgano equivalente y coordinadas y asesoradas por la Consejería competente 
en materia de transparencia.

2. Corresponde a las unidades de transparencia:
a) Recabar, elaborar y difundir la información pública que deba ser objeto de publicidad 

activa.
b) Asegurar la disponibilidad en la respectiva página web o sede electrónica de la 

información cuyo acceso se solicita con más frecuencia.
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c) Mantener actualizado un mapa de contenidos en el que queden identificados los 
distintos tipos de información.

d) Recibir y dar tramitación a las solicitudes de acceso a la información.
e) Realizar los trámites internos necesarios para dar acceso a la información solicitada.
f) Apoyar y asesorar a los órganos competentes de la Consejería u órgano que 

corresponda en la tramitación y resolución de las solicitudes de acceso a la información.
g) Realizar el seguimiento y control de la correcta tramitación de las solicitudes de 

acceso a la información.
h) Llevar un registro de las solicitudes de acceso a la información.
i) Orientar y asesorar a las personas que lo soliciten en el ejercicio del derecho de 

acceso y la asistencia a aquellas en la búsqueda de la información.
j) Todas aquellas que sean necesarias para asegurar una correcta aplicación de las 

disposiciones de este título.

CAPÍTULO V
Régimen sancionador

Artículo 19.  Responsables.
Son responsables de las infracciones tipificadas en el presente capítulo las personas 

físicas o jurídicas, cualquiera que sea su naturaleza, que incurran en ellas a título de dolo o 
culpa, y, en el caso de sanciones pecuniarias a personas físicas, subsidiariamente, los 
sujetos de los que dependan.

Artículo 20.  Infracciones en materia de publicidad activa y derecho de acceso.
1. Son infracciones muy graves:
a) El incumplimiento de las obligaciones en materia de publicidad activa cuando se haya 

desatendido tres o más veces, en un período de dos años, el requerimiento expreso del 
Presidente del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno del Principado de Asturias.

b) El incumplimiento, tres o más veces, en un período de dos años, de las resoluciones 
dictadas en las reclamaciones sobre derecho de acceso por el Presidente del Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno del Principado de Asturias.

2. Son infracciones graves:
a) El incumplimiento de las obligaciones en materia de publicidad activa cuando se haya 

desatendido dos veces, en un período de dos años, el requerimiento expreso del Presidente 
del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno del Principado de Asturias.

b) El incumplimiento, dos veces, en un período de dos años, de las resoluciones dictadas 
en las reclamaciones sobre derecho de acceso por el Presidente del Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno del Principado de Asturias.

3. Son infracciones leves:
a) El incumplimiento de las obligaciones en materia de publicidad activa cuando se haya 

desatendido una vez, en un período de dos años, el requerimiento expreso del Presidente 
del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno del Principado de Asturias.

b) El incumplimiento, una vez, en un período de dos años, de las resoluciones dictadas 
en las reclamaciones sobre derecho de acceso por el Presidente del Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno del Principado de Asturias.

Artículo 21.  Infracciones en el cumplimiento de la obligación de suministrar información.
Son infracciones imputables a los sujetos obligados a suministrar información de 

conformidad con el artículo 3:
a) Con el carácter de muy grave, el incumplimiento, tres o más veces, en un período de 

dos años, de la obligación de suministrar la información que les haya sido requerida.
b) Con el carácter de graves:
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1.º El incumplimiento, dos veces, en un período de dos años, de la obligación de 
suministrar la información que les haya sido requerida.

2.º El suministro de la información solo parcialmente o en condiciones distintas de las 
requeridas fuera de los supuestos legalmente permitidos.

c) Con el carácter de leves:
1.º El incumplimiento, una vez, en un período de dos años, de la obligación de 

suministrar la información que les haya sido requerida.
2.º El retraso injustificado en el suministro de la información requerida.

Artículo 22.  Sanciones en materia de publicidad activa y de derecho de acceso.
1. Cuando el responsable sea personal al servicio de alguno de los sujetos del 

artículo 2.1, se impondrán las sanciones que correspondan con arreglo al régimen 
disciplinario que en cada caso resulte aplicable.

2. Cuando el responsable sea alto cargo o máximo responsable de alguno de los sujetos 
del artículo 2.1, se aplicarán las siguientes sanciones:

a) En caso de infracciones muy graves, declaración del incumplimiento y publicación en 
el «Boletín Oficial del Principado de Asturias» y multa de 3001 a 10.000 euros.

b) En caso de infracciones graves, declaración del incumplimiento y publicación en el 
«Boletín Oficial del Principado de Asturias» y/o multa de 501 a 3000 euros.

c) En caso de infracciones leves, amonestación o multa de 100 a 500 euros.
3. En el ámbito del artículo 2.1.a), los altos cargos sancionados por la comisión de una 

infracción muy grave serán destituidos del cargo que ocupen, y no podrán ser nombrados 
para ocupar ningún puesto de alto cargo durante un período de entre cinco y diez años. Si el 
sancionado fuese Consejero, sin perjuicio de la inhabilitación para un nuevo nombramiento, 
se estará al procedimiento establecido en el Código de conducta y a lo dispuesto en la Ley 
del Principado de Asturias 6/1984, de 5 de julio, del Presidente y del Consejo de Gobierno, 
en su artículo 34.1.c).

4. Cuando el responsable sea alguno de los sujetos del artículo 2.2, las sanciones 
aplicables serán las siguientes:

a) Multa de 3001 a 10.000 euros para las infracciones muy graves.
b) Multa de 501 a 3000 euros para las infracciones graves.
c) Amonestación o multa de 100 a 500 euros para las infracciones leves.
d) Como sanción accesoria de las infracciones muy graves y graves podrá imponerse, en 

su caso, el reintegro total o parcial de la subvención concedida o la resolución del contrato, 
concierto o vínculo establecido.

Artículo 23.  Sanciones por incumplimiento de la obligación de suministrar información.
Las sanciones aplicables a las infracciones cometidas por los sujetos obligados a 

suministrar información de conformidad con el artículo 3 serán las siguientes:
a) Multa de 3.001 a 10.000 euros para las infracciones muy graves.
b) Multa de 501 a 3.000 euros para las infracciones graves.
c) Amonestación o multa de 100 a 500 euros para las infracciones leves.
d) Como sanción accesoria de las infracciones muy graves y graves podrá imponerse, en 

su caso, el reintegro total o parcial de la subvención concedida o la resolución del contrato, 
concierto o vínculo establecido.

Artículo 24.  Procedimiento.
El procedimiento será el establecido con carácter general para el ejercicio de la potestad 

sancionadora o disciplinaria que en cada caso proceda.

Artículo 25.  Órganos competentes.
1. El órgano competente para acordar la incoación será:
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a) Cuando el presunto responsable sea el Presidente del Consejo de Gobierno, el 
Presidente del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno.

b) Cuando el presunto responsable sea un Consejero, el Consejo de Gobierno, a 
propuesta del Consejero competente en materia de transparencia o, si este fuera el presunto 
responsable, del Consejero que corresponda según el orden establecido en el Decreto del 
Presidente por el que se determinan las Consejerías.

c) Cuando el presunto responsable sea otro alto cargo o personal al servicio de los 
órganos, organismos o entes del Principado de Asturias, el Consejero competente en 
materia de transparencia.

d) Cuando el presunto responsable sea alguno de los restantes sujetos del artículo 2.1, 
el órgano que corresponda de acuerdo con la normativa que en cada caso le sea de 
aplicación.

e) Cuando el presunto responsable sea alguno de los sujetos del artículo 2.2 o del 
artículo 3, el titular del órgano, organismo o ente al que se encuentre vinculado o, en el caso 
de los contratos y convenios, el titular del sujeto que los suscriba.

2. La instrucción de los expedientes corresponderá a la Oficina de Buen Gobierno y 
Lucha contra la Corrupción en el ámbito de la Administración del Principado de Asturias, o 
sus organismos, entes y sociedades. En el resto de supuestos, se estará a lo dispuesto en la 
normativa que en cada caso sea de aplicación.

3. La competencia para la imposición de sanciones corresponderá a:
a) Cuando el responsable sea el Presidente del Consejo de Gobierno, el Pleno del 

Consejo de Transparencia y Buen Gobierno.
b) Cuando el responsable sea un Consejero, el Consejo de Gobierno.
c) Cuando el responsable sea otro alto cargo o personal al servicio de los órganos, 

organismos o entes del Principado de Asturias, el Consejo de Gobierno si se tratara de 
infracciones muy graves, y, si se tratara de infracciones leves o graves, el Consejero 
competente en materia de transparencia.

d) Cuando el presunto responsable sea alguno de los restantes sujetos del artículo 2.1, 
el órgano que corresponda de acuerdo con la normativa que en cada caso le sea de 
aplicación.

e) Cuando el presunto responsable sea alguno de los sujetos del artículo 2.2 o del 
artículo 3, el titular del órgano, organismo o ente al que se encuentre vinculado o, en el caso 
de los contratos y convenios, quien los suscriba.

Artículo 26.  Anotación y publicidad de las sanciones.
Todas las sanciones en materia de transparencia que se impongan en el ámbito del 

artículo 2.1.a) se harán públicas en el Portal de Transparencia de la Administración del 
Principado de Asturias y, en el caso de que los sancionados sean altos cargos del Principado 
de Asturias, serán, además, anotadas en el Registro de Actividades de altos cargos.

TÍTULO II
Buen gobierno

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 27.  Altos cargos del Principado de Asturias.
Son altos cargos del Principado de Asturias (en esta Ley, altos cargos):
a) El Presidente y demás miembros del Consejo de Gobierno.
b) Los Viceconsejeros, los Secretarios Generales Técnicos, los Directores Generales, los 

Directores de Agencia y asimilados.
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c) El personal eventual que ejerza funciones de carácter no permanente expresamente 
calificadas de confianza y asesoramiento especial en el Gabinete del Presidente del 
Principado, así como los Jefes de Gabinete de los Consejeros o equiparados a ellos.

d) Los Presidentes, Gerentes, Directores y asimilados de los organismos y entes 
públicos dependientes o vinculados a la Administración del Principado de Asturias, así como 
los de las sociedades mercantiles y fundaciones en las que aquella tenga directa o 
indirectamente participación mayoritaria o dominio efectivo cuando sean designados previo 
acuerdo del Consejo de Gobierno o por sus propios órganos de gobierno.

e) Los titulares de cualquier otro puesto de trabajo cuyo nombramiento se efectúe por el 
Consejo de Gobierno o mantengan una relación laboral especial sujeta al régimen aplicable 
al personal de alta dirección o una relación análoga de carácter civil o mercantil.

Artículo 28.  Principios de actuación.
1. La actuación de los altos cargos se regirá por los principios establecidos con carácter 

básico en el artículo 26 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno, y, además, por los siguientes:

a) Profesionalidad, integridad, objetividad, competencia, responsabilidad, buena fe y 
lealtad institucional, observando un comportamiento ético digno de sus funciones.

b) Cumplimiento de la legalidad presupuestaria, velando por que los recursos públicos se 
utilicen con austeridad y racionalización del gasto.

c) Rechazo de cualquier regalo, donación remuneratoria, favor o servicio en condiciones 
ventajosas, para sí o para tercero, que se les pueda ofrecer por razón de su cargo.

d) Corrección de trato, evitando cualquier tipo de discriminación y arbitrariedad en la 
toma de decisiones, garantizando y facilitando a los ciudadanos el conocimiento y el ejercicio 
de sus derechos.

2. Los principios establecidos en este artículo informarán la interpretación y aplicación 
del régimen sancionador regulado en este título.

3. Los altos cargos deben conocer las obligaciones que conlleva el ejercicio de sus 
funciones. La Oficina de Buen Gobierno y Lucha contra la Corrupción comunicará estas al 
alto cargo tras la toma de posesión.

4. La Administración del Principado de Asturias garantizará la existencia de actividades 
formativas para los altos cargos en materia de conflictos de intereses y buen gobierno.

Artículo 29.  Código de conducta.
1. El Consejo de Gobierno aprobará, a propuesta del Pleno del Consejo de 

Transparencia y Buen Gobierno del Principado de Asturias, un Código de conducta que 
desarrollará, complementará y concretará los principios comprendidos en el artículo anterior 
y los procedimientos para su aplicación.

2. Todos los altos cargos deberán adecuar su comportamiento a las estipulaciones del 
Código de conducta.

Artículo 30.  Idoneidad del alto cargo.
1. El nombramiento de los altos cargos se hará entre personas idóneas y de acuerdo con 

lo dispuesto en su legislación específica. Son idóneos quienes reúnen honorabilidad y la 
debida formación y experiencia en la materia, en función del cargo que vayan a desempeñar. 
La idoneidad será apreciada tanto por quien propone como por quien nombra al alto cargo.

2. Se considera que no concurre la honorabilidad en quienes hayan sido:
a) Condenados por sentencia firme a pena privativa de libertad, hasta que se haya 

cumplido la condena.
b) Condenados por sentencia firme por la comisión de delitos de falsedad; contra la 

libertad; contra el patrimonio y orden socioeconómico, la Constitución, las instituciones del 
Estado, la Administración de Justicia, la Administración Pública y la Comunidad 
Internacional; de traición y contra la paz o la independencia del Estado y relativos a la 
defensa nacional; y contra el orden público, en especial, el terrorismo, hasta que los 
antecedentes penales hayan sido cancelados.
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c) Inhabilitados conforme a la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, mientras no haya 
concluido el período de inhabilitación fijado en la sentencia de calificación del concurso.

d) Inhabilitados o suspendidos para empleo o cargo público, durante el tiempo que dure 
la sanción, en los términos previstos en la legislación penal y administrativa.

e) Sancionados por la comisión de una infracción muy grave en materia de 
transparencia, buen gobierno o grupos de interés.

3. La honorabilidad debe concurrir en el alto cargo durante el ejercicio de sus funciones. 
La falta de honorabilidad sobrevenida será causa de cese a estos efectos y, en los 
supuestos en que el alto cargo sólo puede ser cesado por determinadas causas tasadas, 
será considerada como un incumplimiento grave de sus obligaciones del cargo declarado a 
través del correspondiente procedimiento.

4. El currículum vítae de los altos cargos se publicará, tras su nombramiento, en la 
página electrónica corporativa del órgano, organismo o entidad en el que preste sus 
servicios.

5. En la valoración de la formación se tendrán en cuenta los conocimientos académicos 
adquiridos y en la valoración de la experiencia se prestará especial atención a la naturaleza, 
complejidad y nivel de responsabilidad de los puestos desempeñados, que guarden relación 
con el contenido y funciones del puesto para el que se le nombra.

6. Por ley podrán establecerse requisitos adicionales para acceder a determinados 
cargos de la Administración del Principado de Asturias para los que sean precisas 
especiales cualificaciones profesionales, respetando, en todo caso, el principio de igualdad 
consagrado en la Constitución.

7. Todos los nombramientos de altos cargos serán comunicados a la Oficina de Buen 
Gobierno y Lucha contra la Corrupción en el plazo de siete días.

8. Se excluye de lo dispuesto en este artículo al Presidente del Principado de Asturias y 
demás miembros del Consejo de Gobierno, cuyo nombramiento y desempeño se ajustarán a 
las previsiones contenidas en el Estatuto de Autonomía y la Ley del Principado de 
Asturias 6/1984, de 5 de julio, del Presidente y del Consejo de Gobierno.

Artículo 31.  Declaración responsable del alto cargo.
1. El alto cargo deberá suscribir una declaración responsable en la que manifestará, bajo 

su responsabilidad, que cumple con los requisitos de idoneidad para ser nombrado alto 
cargo, especialmente la ausencia de causas que impidan la honorabilidad requerida y la 
veracidad de los datos suministrados, que dispone, cuando sea susceptible de ello, de la 
documentación que así lo acredita, y que se compromete a mantener su cumplimiento 
durante el período de tiempo que ocupe el puesto. Asimismo, la declaración incluirá el 
compromiso de cumplimiento de los principios de buen gobierno y de los estipulados en el 
Código de conducta.

2. La declaración responsable deberá firmarse con carácter previo a su toma de 
posesión.

3. Esta declaración responsable, cumplimentada de acuerdo con el modelo diseñado por 
la Oficina de Buen Gobierno y Lucha contra la Corrupción, será remitida a la mencionada 
Oficina por el alto cargo. Asimismo, el alto cargo remitirá a la Oficina, si ésta se lo solicita, la 
documentación que acredite el cumplimiento de los requisitos de idoneidad conforme a la 
declaración responsable suscrita.

4. Las declaraciones responsables serán objeto de publicación en el Portal de 
Transparencia de la Administración del Principado de Asturias.

5. Se excluye de lo dispuesto en este artículo al Presidente del Principado de Asturias y 
demás miembros del Consejo de Gobierno, cuyo nombramiento y desempeño se ajustarán a 
las previsiones contenidas en el Estatuto de Autonomía y la Ley del Principado de 
Asturias 6/1984, de 5 de julio, del Presidente y del Consejo de Gobierno.

Artículo 32.  Plan de Prevención de la Corrupción.
1. El Pleno del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno del Principado de Asturias 

aprobará bienalmente un Plan de Prevención de la Corrupción para los sujetos del 
artículo 2.1, que incluirá, como contenido mínimo:
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a) El mapa de riesgos de la organización, definiendo un área de riesgo para cada sujeto, 
que, en el caso de la Administración del Principado de Asturias, se desglosará por 
Consejerías.

b) La probabilidad de ocurrencia en las diversas áreas funcionales (alta, media y baja), 
distinguiendo su impacto en objetivos (alto, medio y bajo) y la prioridad en la línea 
estratégica de cada Consejería, entidad y organismo (prioridad 1, 2 y 3).

c) Las acciones de control propuestas para su reducción.
2. Al término del bienio correspondiente, el Plan de Prevención de la Corrupción será 

objeto de una evaluación por parte del Consejo sobre su grado de cumplimiento.

CAPÍTULO II
Régimen de conflictos de intereses y de incompatibilidades

Artículo 33.  Conflicto de intereses.
Se entiende que un alto cargo está incurso en conflicto de intereses cuando la decisión 

que vaya a adoptar, de acuerdo con las limitaciones establecidas para el ejercicio de 
actividades privadas, pueda afectar a sus intereses personales, de naturaleza económica o 
profesional, por suponer un beneficio o un perjuicio a los mismos. Se consideran intereses 
personales:

1.º Los intereses propios.
2.º Los intereses familiares, incluyendo los de su cónyuge o persona con quien conviva 

en análoga relación de afectividad y parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o 
segundo grado de afinidad.

3.º Los de las personas con quienes tenga una cuestión litigiosa pendiente.
4.º Los de las personas con quienes tenga amistad íntima o enemistad manifiesta.
5.º Los de personas jurídicas o entidades privadas a las que el alto cargo haya estado 

vinculado por una relación laboral o profesional de cualquier tipo en los dos años anteriores 
al nombramiento.

6.º Los de personas jurídicas o entidades privadas a las que las personas señaladas en 
los números 2.º a 4.º estén vinculados por una relación laboral o profesional de cualquier 
tipo, siempre que la misma implique el ejercicio de funciones de dirección, asesoramiento o 
administración.

Artículo 34.  Sistema de alerta para la detección temprana de conflictos de intereses.
1. Los altos cargos deben ejercer sus funciones y competencias sin incurrir en conflictos 

de intereses y, si considera que lo están, deben abstenerse de tomar la decisión afectada 
por ellos.

2. Los altos cargos que tengan la condición de autoridad se abstendrán de intervenir en 
el procedimiento administrativo correspondiente cuando, por afectar a sus intereses 
personales, definidos en el artículo 33, concurran las causas previstas en la Ley 40/2015, 
de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, podrán ser recusados en los 
términos previstos en dicha Ley.

La Oficina de Buen Gobierno y Lucha contra la Corrupción, de acuerdo con la 
información suministrada por el alto cargo en su declaración de actividades y, en su caso, la 
que pueda serle requerida, le informará de los asuntos o materias sobre los que, con 
carácter general, deberá abstenerse durante el ejercicio de su cargo.

3. Los órganos, organismos o entidades en los que presten servicios altos cargos que no 
tengan la condición de autoridad deben aplicar procedimientos adecuados para detectar 
posibles conflictos de interés y para que, cuando estén incursos en estos conflictos, se 
abstengan o puedan ser recusados de su toma de decisión. Estos procedimientos y el 
resultado de su aplicación deberán ser comunicados anualmente a la Oficina de Buen 
Gobierno y Lucha contra la Corrupción.

4. La abstención del alto cargo se producirá por escrito y se notificará a su superior 
inmediato o al órgano que lo designó. En todo caso, esta abstención será comunicada por el 
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alto cargo en el plazo de un mes al Registro de Actividades de altos cargos para su 
constancia.

En caso de que la abstención se produjera durante la reunión de un órgano colegiado, su 
constancia en acta equivaldrá a la comunicación al superior inmediato o al órgano que lo 
designó. La comunicación al Registro de Actividades de altos cargos será realizada por el 
secretario del órgano colegiado.

5. El alto cargo podrá formular en cualquier momento a la Oficina de Buen Gobierno y 
Lucha contra la Corrupción cuantas consultas estime necesarias sobre la procedencia de 
abstenerse en asuntos concretos.

Artículo 35.  Dedicación exclusiva al cargo.
1. Los altos cargos ejercerán sus funciones con dedicación exclusiva y no podrán 

compatibilizar su actividad con el desempeño, por sí, o mediante sustitución o 
apoderamiento, de cualquier otro puesto, cargo, representación, profesión o actividad, sean 
de carácter público o privado, por cuenta propia o ajena. Tampoco podrán percibir cualquier 
otra remuneración con cargo a los presupuestos de las Administraciones públicas o 
entidades vinculadas o dependientes de ellas, ni cualquier otra percepción que, directa o 
indirectamente, provenga de una actividad privada simultánea.

2. Lo dispuesto en el apartado anterior se entiende sin perjuicio de las excepciones 
siguientes:

a) El ejercicio de las funciones de un alto cargo será compatible con las siguientes 
actividades públicas:

1.º El desempeño de los cargos que les correspondan con carácter institucional o de los 
que fueran designados por su propia condición.

2.º El desarrollo de misiones temporales de representación de la Comunidad Autónoma 
ante organizaciones o conferencias internacionales.

3.º El desempeño de la presidencia de las sociedades mercantiles en las que la 
Administración del Principado de Asturias tenga directa o indirectamente participación 
mayoritaria o dominio efectivo cuando la naturaleza de los fines de la sociedad guarde 
conexión con las competencias legalmente atribuidas al alto cargo, así como la 
representación de la Administración del Principado de Asturias en los órganos colegiados, 
directivos o consejos de administración de organismos o empresas con capital público o de 
entidades de derecho público.

No se podrá pertenecer a más de dos consejos de administración de dichos sujetos, 
salvo que lo autorice el Consejo de Gobierno. Será precisa también esta autorización para 
permitir a un alto cargo ejercer la presidencia de las sociedades a que se refiere el párrafo 
anterior.

En los supuestos previstos en los párrafos anteriores, los altos cargos no podrán percibir 
remuneración, con excepción de las indemnizaciones por razón del servicio. Las cantidades 
devengadas por cualquier concepto que no deban ser percibidas serán ingresadas 
directamente por el pagador en la Tesorería del Principado de Asturias.

4.º El desempeño de las actividades ordinarias de investigación propias del organismo o 
institución en el que ejercen sus funciones, sin percibir en tales casos remuneración por ello. 
Esta excepción comprende las tareas de producción y creación literaria, artística, científica o 
técnica y las publicaciones derivadas de aquéllas.

b) Los miembros del Gobierno podrán compatibilizar su actividad con la de diputado de 
la Junta General del Principado de Asturias. No obstante, no podrán percibir remuneraciones 
más que en virtud de uno de los dos cargos, sin perjuicio de las indemnizaciones que 
procedan legalmente.

c) El ejercicio de un puesto de alto cargo será sólo compatible con las siguientes 
actividades privadas y siempre que con su ejercicio no se comprometa la imparcialidad o 
independencia del alto cargo en el ejercicio de su función, sin perjuicio de la jerarquía 
administrativa:

1.º Las de mera administración del patrimonio personal o familiar con las limitaciones 
establecidas en este Título.
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2.º Las de producción y creación literaria, artística, científica o técnica y las publicaciones 
derivadas de aquéllas, así como la colaboración y la asistencia ocasional y excepcional 
como ponente a congresos, seminarios, jornadas de trabajo, conferencias o cursos de 
carácter profesional, siempre que no sean consecuencia de una relación de empleo o de 
prestación de servicios o supongan un menoscabo del estricto cumplimiento de sus deberes.

3.º La participación en entidades culturales o benéficas que no tengan ánimo de lucro o 
en fundaciones, siempre que no perciban ningún tipo de retribución, sin perjuicio del derecho 
a ser reembolsados de los gastos debidamente justificados que el desempeño de su función 
les ocasione conforme a lo previsto en el artículo 3.5 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, 
de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al 
mecenazgo.

Artículo 36.  Limitaciones patrimoniales en participaciones societarias.
1. Los altos cargos no podrán tener, por sí o por persona interpuesta, participaciones 

directas o indirectas superiores a un diez por ciento en empresas en tanto tengan conciertos 
o contratos de cualquier naturaleza con el sector público a que se refiere el artículo 2 de la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, del Sector Público, o que reciban subvenciones provenientes 
de cualquier Administración Pública. Lo mismo será de aplicación al caso en que la empresa 
en la que participen sea subcontratista de otra que tenga contratos de cualquier naturaleza 
con aquellos siempre que la subcontratación se haya producido con el adjudicatario del 
contrato con los sujetos del artículo 2.1.a).

A los efectos previstos en este artículo, se considera persona interpuesta la persona 
física o jurídica que actúa por cuenta del alto cargo.

En el caso en que, de forma sobrevenida, se haya producido la causa descrita en los dos 
párrafos anteriores de este apartado 1, el alto cargo deberá notificarlo a la Oficina de Buen 
Gobierno y Lucha contra la Corrupción, que deberá informar sobre las medidas a adoptar 
para garantizar la objetividad en la actuación pública.

2. En el supuesto de las sociedades anónimas cuyo capital social suscrito supere 
los 600.000 euros, dicha prohibición afectará a las participaciones patrimoniales que, sin 
llegar al diez por ciento, supongan una posición en el capital social de la empresa que pueda 
condicionar de forma relevante su actuación.

3. Cuando la persona que sea nombrada para ocupar un alto cargo poseyera una 
participación en los términos a los que se refieren los apartados anteriores, tendrá que 
enajenar o ceder a un tercero independiente, entendiendo como tal a un sujeto en el que no 
concurren las circunstancias contempladas en el apartado 1, las participaciones y los 
derechos inherentes a las mismas durante el tiempo en que ejerza su cargo, en el plazo de 
tres meses, contados desde el día siguiente a su nombramiento. Si la participación se 
adquiriera por sucesión hereditaria u otro título gratuito durante el ejercicio del cargo, la 
enajenación o cesión tendría que producirse en el plazo de tres meses desde su adquisición.

Dicha enajenación o cesión, así como la identificación del tercero independiente, será 
declarada a los Registros de Actividades y de Bienes y Derechos Patrimoniales y deberá 
contar con el informe favorable previo de la Oficina de Buen Gobierno y Lucha contra la 
Corrupción.

Artículo 37.  Limitaciones al ejercicio de actividades privadas con posterioridad al cese.
1. Los ex altos cargos, durante los dos años siguientes a la fecha de su cese, no podrán 

prestar servicios en entidades privadas que hayan resultado afectadas por decisiones en las 
que hayan participado.

La prohibición se extiende tanto a las entidades privadas afectadas como a las que 
pertenezcan al mismo grupo societario.

2. Quienes hayan sido alto cargo por razón de ser miembros o titulares de un órgano u 
organismo regulador o de supervisión, durante los dos años siguientes a su cese, no podrán 
prestar servicios en entidades privadas que hayan estado sujetas a su supervisión o 
regulación.

3. Se entiende que un alto cargo participa en la adopción de una decisión que afecta a 
una entidad:
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a) Cuando el alto cargo, en el ejercicio de sus propias competencias o funciones o su 
superior a propuesta de él o los titulares de sus órganos dependientes, por delegación o 
sustitución, suscriba un informe preceptivo, una resolución administrativa o un acto 
equivalente sometido al Derecho privado en relación con la empresa o entidad de que se 
trate.

b) Cuando hubiera intervenido, mediante su voto o la presentación de la propuesta 
correspondiente, en sesiones de órganos colegiados en las que se hubiera adoptado la 
decisión en relación con la empresa o entidad.

4. Los altos cargos que con anterioridad a ocupar dichos puestos públicos hubieran 
ejercido su actividad profesional en empresas privadas a las cuales quisieran reincorporarse 
no incurrirán en la incompatibilidad prevista en el apartado anterior cuando la actividad que 
vayan a desempeñar en ellas lo sea en puestos de trabajo que no estén directamente 
relacionados con las competencias del cargo público ocupado ni puedan adoptar decisiones 
que afecten a éste.

5. Durante el período de dos años a que se refiere el apartado 1, los ex altos cargos no 
podrán celebrar, por sí mismos o a través de entidades participadas por ellos directa o 
indirectamente en más del diez por ciento, contratos de asistencia técnica, de servicios o 
similares con la Administración pública en la que hubieran prestado servicios, directamente o 
mediante empresas contratistas o subcontratistas, siempre que guarden relación directa con 
las funciones que el alto cargo ejercía. Las entidades en las que presten servicios deberán 
adoptar durante el plazo indicado procedimientos de prevención y detección de situaciones 
de conflicto de intereses.

6. Quienes hubieran ocupado un puesto de alto cargo deberán efectuar, durante el 
período de dos años a que se refiere el apartado 1, ante la Oficina de Buen Gobierno y 
Lucha contra la Corrupción, declaración sobre las actividades que vayan a realizar, con 
carácter previo a su inicio.

7. Cuando la Oficina de Buen Gobierno y Lucha contra la Corrupción estime que la 
actividad privada que quiere desempeñar quien haya ocupado un alto cargo vulnera lo 
previsto en el apartado 1, se lo comunicará al interesado y a la entidad a la que fuera a 
prestar sus servicios, que podrán formular las alegaciones que tengan por convenientes.

En el plazo de un mes desde la presentación a la que se refiere el apartado 6, la Oficina 
de Buen Gobierno y Lucha contra la Corrupción se pronunciará sobre la compatibilidad de la 
actividad a realizar y se lo comunicará al interesado y a la empresa o sociedad en la que 
fuera a prestar sus servicios.

8. Durante los dos años posteriores a la fecha de cese, quienes hubieran ocupado un 
puesto de alto cargo y reingresen a la función pública y tengan concedida la compatibilidad 
para prestar servicios retribuidos de carácter privado les será de aplicación lo previsto en 
este artículo.

Artículo 38.  Declaración de actividades.
1. Los altos cargos formularán al Registro de Actividades de Altos Cargos, en el plazo 

improrrogable de tres meses desde su toma de posesión o cese, según corresponda, una 
declaración de las actividades que, por sí o mediante sustitución o apoderamiento, hubieran 
desempeñado durante los dos años anteriores a su toma de posesión como alto cargo o las 
que vayan a iniciar tras su cese.

Cada vez que el interesado inicie una nueva actividad económica durante el período de 
dos años desde su cese, se declarará al Registro.

2. Para cumplir con lo previsto en el apartado anterior, el alto cargo remitirá al 
mencionado Registro un certificado de las dos últimas declaraciones anuales presentadas 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

3. El alto cargo podrá autorizar a la Oficina de Buen Gobierno y Lucha contra la 
Corrupción, expresamente y por escrito, a que obtenga esta información directamente de la 
Agencia Estatal de la Administración Tributaria.

4. La Oficina de Buen Gobierno y Lucha contra la Corrupción podrá solicitar al Registro 
Mercantil, al Registro de Fundaciones y a las Entidades Gestoras de la Seguridad Social las 
comprobaciones que necesite sobre los datos aportados por el alto cargo.
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Artículo 39.  Declaración de bienes y derechos.
1. Los altos cargos presentarán al Registro de Bienes y Derechos Patrimoniales de altos 

cargos, en el plazo improrrogable de tres meses desde su toma de posesión y cese, 
respectivamente, el certificado de su última declaración anual presentada del Impuesto sobre 
el Patrimonio, si tienen obligación de presentarla.

Quienes no tengan tal obligación, presentarán un formulario cumplimentado equivalente 
que elaborará la Oficina de Buen Gobierno y Lucha contra la Corrupción.

2. Los altos cargos aportarán una copia de su declaración del Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas correspondiente al ejercicio de inicio y al de cese. Asimismo, 
anualmente y mientras dure su nombramiento, aportarán copia de la declaración 
correspondiente.

3. Junto con la copia de su declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas correspondiente al ejercicio de inicio también se presentará certificación de la 
Agencia Estatal de la Administración Tributaria de estar al corriente de las obligaciones 
tributarias o, en su caso, de las obligaciones tributarias pendientes.

4. El alto cargo podrá autorizar a la Oficina de Buen Gobierno y Lucha contra la 
Corrupción, expresamente y por escrito, a que obtenga esta información directamente de la 
Agencia Estatal de la Administración Tributaria.

Artículo 40.  Control y gestión de valores y activos financieros.
1. Para la gestión y administración de las acciones u obligaciones admitidas a 

negociación en mercados regulados o en sistemas multilaterales de negociación, productos 
derivados sobre las anteriores, acciones de sociedades que hayan anunciado su decisión de 
solicitar la admisión a negociación y participaciones en instituciones de inversión colectiva, 
los altos cargos deberán contratar a una empresa autorizada a prestar servicios de inversión. 
Esta obligación no será exigible cuando la cuantía de dichos valores e instrumentos 
financieros no supere la cantidad de 100.000 euros, calculada por el valor a los efectos del 
Impuesto sobre el Patrimonio. Esta contratación se mantendrá mientras dure el desempeño 
del alto cargo.

La entidad con la que contraten efectuará la administración con sujeción exclusivamente 
a las directrices generales de rentabilidad y riesgo establecidas en el contrato, que será 
suscrito de acuerdo con las previsiones del Texto Refundido de la Ley del Mercado de 
Valores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2015, de 23 de octubre, sin que pueda 
recabar ni recibir instrucciones de inversión de los interesados.

2. Lo dispuesto en el apartado anterior no será de aplicación cuando los valores o 
activos financieros de que sea titular el alto cargo sean participaciones en instituciones de 
inversión colectiva en los que no se tenga una posición mayoritaria o cuando, tratándose de 
valores de entidades distintas, el alto cargo no realice ningún acto de disposición por 
iniciativa propia y tan sólo se limite a percibir los dividendos, intereses o retribuciones en 
especie equivalentes, acudir a ofertas de canje, conversión o públicas de adquisición.

3. Los interesados entregarán copias de los contratos suscritos a la Oficina de Buen 
Gobierno y Lucha contra la Corrupción para su anotación en los Registros, así como a la 
Comisión Nacional del Mercado de Valores.

Artículo 41.  Registro de Actividades de altos cargos y Registro de Bienes y Derechos 
Patrimoniales de altos cargos.

1. Se crean, bajo la dependencia de la Oficina de Buen Gobierno y Lucha contra la 
Corrupción, el Registro de Actividades de altos cargos y el Registro de Bienes y Derechos 
Patrimoniales de altos cargos.

2. El Registro de Actividades de altos cargos tendrá carácter público. El Registro de 
Bienes y Derechos Patrimoniales de altos cargos será reservado.

3. Reglamentariamente se desarrollará la estructura y contenido de ambos Registros.

Artículo 42.  Acceso a los Registros.
1. Podrá tener acceso al Registro de Actividades de altos cargos cualquier persona, aun 

sin ostentar un derecho o interés legítimo.
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2. Podrán tener acceso al Registro de Bienes y Derechos Patrimoniales de altos cargos, 
además del propio interesado, los siguientes órganos:

a) La Junta General del Principado de Asturias, de acuerdo con lo que establezca su 
Reglamento, así como las comisiones parlamentarias de investigación que se constituyan.

b) Los órganos judiciales para la instrucción o resolución de procesos que requieran el 
conocimiento de los datos que obran en el Registro, de conformidad con lo dispuesto en las 
leyes procesales.

c) El Ministerio Fiscal cuando realice actuaciones de investigación en el ejercicio de sus 
funciones que requieran el conocimiento de los datos obrantes en el Registro.

3. Los órganos mencionados en el apartado anterior adoptarán las medidas necesarias 
para mantener el carácter reservado de la información contenida en el Registro de Bienes y 
Derechos Patrimoniales, sin perjuicio de la aplicación de las normas reguladoras de los 
procedimientos en cuya tramitación se hubiera solicitado la información.

4. Reglamentariamente, se establecerán los contenidos de las declaraciones de los altos 
cargos, custodiadas por los Registros, que puedan ser objeto de publicidad en el «Boletín 
Oficial del Principado de Asturias» y en el Portal de Transparencia, omitiéndose aquellos 
datos referentes a su localización y salvaguardando la privacidad y seguridad de sus 
titulares.

Artículo 43.  Colaboración con la Oficina de Buen Gobierno y Lucha contra la Corrupción en 
materia de incompatibilidades.

Todas las entidades, órganos y organismos públicos, así como las entidades privadas, 
sin perjuicio de las posibles denuncias que se interpongan, tendrán la obligación de 
colaborar con la Oficina de Buen Gobierno y Lucha contra la Corrupción, al objeto de 
detectar cualquier vulneración del régimen de incompatibilidades y conflictos de intereses.

En particular, la Oficina de Buen Gobierno y Lucha contra la Corrupción podrá formular 
peticiones de información, al menos con carácter trimestral, a los órganos gestores de la 
Seguridad Social para que comprueben cuál es la situación laboral de quienes han sido 
cesados.

Artículo 44.  Información proporcionada por la Oficina de Buen Gobierno y Lucha contra la 
Corrupción.

1. Para asegurar la transparencia del control del régimen de incompatibilidades previsto, 
y sin perjuicio de las competencias que se atribuyen a otros órganos, la Oficina de Buen 
Gobierno y Lucha contra la Corrupción, por conducto del Presidente del Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno, elevará al Consejo de Gobierno cada seis meses, para su 
remisión a la Junta General del Principado de Asturias, un informe sobre el cumplimiento por 
los altos cargos de las obligaciones de declarar, así como de las infracciones que se hayan 
cometido en relación con este Título y de las sanciones que hayan sido impuestas, e 
identificará a sus responsables.

2. El informe regulado en el apartado anterior contendrá información sobre los altos 
cargos obligados a formular sus declaraciones, el número de declaraciones recibidas y a 
quién corresponden, número de comunicaciones efectuadas con ocasión del cese y altos 
cargos que no hayan cumplido con las obligaciones previstas en esta Ley. Esta información 
será objeto de publicación en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias».

Artículo 45.  Examen de la situación patrimonial de los altos cargos al finalizar su mandato.
La situación patrimonial de los altos cargos, al finalizar su mandato, será examinada por 

la Oficina de Buen Gobierno y Lucha contra la Corrupción para verificar los siguientes 
extremos:

a) El adecuado cumplimiento de las obligaciones reguladas en este título.
b) La existencia de indicios de enriquecimiento injustificado teniendo en consideración 

los ingresos percibidos a lo largo de su mandato y la evolución de su situación patrimonial.
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Artículo 46.  Elaboración del informe de comprobación de la situación patrimonial.
1. De acuerdo con lo previsto en el artículo anterior, la Oficina de Buen Gobierno y Lucha 

contra la Corrupción, de oficio y en el plazo de tres meses desde su cese, elaborará un 
informe en el que se examinará la situación patrimonial del ex alto cargo.

2. Quienes hayan desempeñado un puesto de alto cargo, cuya situación patrimonial sea 
objeto de examen, deberán aportar toda la información que les sea requerida, así como 
comunicar todas aquellas circunstancias que sean relevantes para la elaboración del 
informe.

3. Con carácter previo a su aprobación, se deberá dar traslado al interesado de la 
propuesta de informe para que, en el plazo de quince días, formule las alegaciones que 
estime convenientes. Finalizado este plazo, el informe será objeto de aprobación y 
notificación a los altos cargos cuya situación patrimonial haya sido examinada.

4. Si de los datos y hechos constatados, de conformidad al procedimiento mencionado 
en los apartados anteriores, pudieran derivarse indicios de enriquecimiento injustificado, la 
Oficina de Buen Gobierno y Lucha contra la Corrupción podrá solicitar la colaboración de la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria a los efectos de aclarar dicha información.

Si de este procedimiento pudiera derivarse la existencia de responsabilidades 
administrativas o penales, se dará traslado a los órganos competentes para que, en su caso, 
inicien los procedimientos que resulten oportunos.

5. La Oficina de Buen Gobierno y Lucha contra la Corrupción, por conducto del 
Presidente del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, informará semestralmente al 
Consejo de Gobierno de la actividad que desarrolle en aplicación de este artículo.

CAPÍTULO III
Régimen sancionador

Artículo 47.  Infracciones.
Son infracciones en materia de buen gobierno, además de las tipificadas en los 

artículos 28 y 29 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno, las siguientes:

a) Infracciones muy graves:
1.º El incumplimiento de las normas de incompatibilidades a que se refiere este título.
2.º La presentación de declaraciones con datos o documentos falsos.
3.º El incumplimiento de las obligaciones a que se refiere el artículo 40 en relación con la 

gestión de acciones y participaciones societarias.
4.º El falseamiento o el incumplimiento de los requisitos de idoneidad para ser nombrado 

alto cargo.
b) Infracciones graves:
1.º La no declaración de actividades y de bienes y derechos patrimoniales en los 

correspondientes Registros, tras el apercibimiento para ello.
2.º La omisión deliberada de datos y documentos que deban ser presentados conforme a 

lo establecido en esta Ley.
3.º El incumplimiento reiterado del deber de abstención de acuerdo con lo previsto en 

esta Ley.
4.º La comisión de la infracción leve cuando el autor ya hubiera sido sancionado por 

idéntica infracción en los tres años anteriores.
c) Infracción leve: la declaración extemporánea de actividades o de bienes y derechos 

patrimoniales en los correspondientes Registros, tras el requerimiento que se formule al 
efecto.

Artículo 48.  Sanciones.
1. Sin perjuicio de las sanciones previstas en el artículo 30 de la Ley 19/2013, de 9 de 

diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, para las 

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 19  Ley de Transparencia, Buen Gobierno y Grupos de Interés

– 277 –



infracciones tipificadas en sus artículos 28 y 29, se aplicarán a las infracciones tipificadas en 
el artículo anterior de la presente Ley las siguientes sanciones:

a) A las infracciones muy graves, declaración del incumplimiento de la ley y su 
publicación en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias». Se impondrá, además, una 
multa de 3.001 a 10.000 euros.

Los sancionados por la comisión de una infracción muy grave, a excepción del 
Presidente del Consejo de Gobierno, serán destituidos del cargo que ocupen, estándose a 
tal efecto, por lo que se refiere a los Consejeros, a lo dispuesto en el artículo 34.1.c) de la 
Ley del Principado de Asturias 6/1984, de 5 de julio, del Presidente y del Consejo de 
Gobierno, y no podrán ser nombrados para ocupar ningún puesto de alto cargo durante un 
período de entre cinco y diez años.

Si el sancionado fuese el Presidente del Consejo de Gobierno, este únicamente perderá 
su condición de tal por los procedimientos previsto en el Estatuto de Autonomía y en la Ley 
del Principado de Asturias 6/1984, de 5 de julio, del Presidente y del Consejo de Gobierno.

b) A las infracciones graves, declaración del incumplimiento de la ley y su publicación en 
el «Boletín Oficial del Principado de Asturias». Asimismo, podrá imponerse multa de 501 
a 3.000 euros.

c) A la infracción leve del artículo 47.c), amonestación o multa de 100 a 500 euros.
2. Las sanciones a que se refiere este artículo se harán públicas en el Portal de 

Transparencia y serán anotadas en el Registro de Actividades de altos cargos, mediante la 
práctica de la correspondiente nota marginal.

Artículo 49.  Procedimiento.
El procedimiento será el establecido con carácter general para el ejercicio de la potestad 

sancionadora que en cada caso proceda.

Artículo 50.  Órganos competentes.
1. El órgano competente para ordenar la incoación será:
a) Cuando el presunto responsable sea el Presidente del Consejo de Gobierno, el 

Presidente del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno.
b) Cuando el presunto responsable sea un Consejero, el Consejo de Gobierno, a 

propuesta del Consejero competente en materia de buen gobierno o, si este fuera el 
presunto responsable, el Consejero que corresponda según el orden establecido en el 
Decreto del Presidente por el que se determinan las Consejerías.

c) Cuando el presunto responsable sea otro alto cargo, el Consejero competente en 
materia de buen gobierno.

2. La instrucción de los correspondientes expedientes se realizará por la Oficina de Buen 
Gobierno y Lucha contra la Corrupción.

3. La competencia para la imposición de sanciones corresponderá:
a) Cuando el responsable sea el Presidente del Consejo de Gobierno, el Pleno del 

Consejo de Transparencia y Buen Gobierno.
b) Cuando el responsable sea un Consejero, el Consejo de Gobierno.
c) Cuando el responsable sea otro alto cargo, el Consejo de Gobierno si se tratara de 

infracciones muy graves, y, si se tratara de infracciones leves o graves, el Consejero 
competente en materia de buen gobierno.
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TÍTULO III
Grupos de interés

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 51.  Ámbito de aplicación.
1. A los efectos de este título, se consideran grupos de interés las personas físicas o 

jurídicas y las organizaciones, cualquiera que sea su forma o estatuto legal, que se dedican 
profesionalmente, como todo o parte de su actividad, a influir directa o indirectamente en los 
procesos de elaboración de las políticas o disposiciones normativas, en la aplicación de las 
mismas o en la toma de decisiones de la Administración del Principado de Asturias, sus 
organismos y entes públicos y las sociedades mercantiles y fundaciones en las que directa o 
indirectamente tengan participación mayoritaria o dominio efectivo.

2. Quedan excluidas del ámbito de aplicación de este título las actividades relativas a la 
prestación de asesoramiento jurídico vinculadas a defender los intereses afectados por el 
procedimiento administrativo, en actividades de conciliación o mediación, o para el ejercicio 
de derechos o iniciativas establecidos por el ordenamiento jurídico.

Artículo 52.  Registro de grupos de interés.
1. Se crea el Registro de grupos de interés, que tendrá carácter público, será accesible 

desde el Portal de Transparencia de la Administración del Principado de Asturias y se 
adscribirá a la Dirección General competente en materia de participación ciudadana.

2. En el Registro de grupos de interés deberán inscribirse los sujetos del artículo 51.1.
3. Reglamentariamente se regulará la organización y el funcionamiento del Registro de 

grupos de interés, que contendrá una clasificación de los sujetos inscritos, el Código de 
conducta a que se refiere el artículo siguiente y la información objeto de inscripción.

Artículo 53.  Código de conducta.
1. Para inscribirse en el Registro de grupos de interés será requisito necesario que el 

grupo aporte un Código de conducta identificando el nombre y los datos de la persona que lo 
suscriba y de la entidad u organización que representa o para la que trabaja y los intereses, 
objetivos o finalidades que persigue su clientela.

2. El Código de conducta deberá incluir como mínimo:
1.º El compromiso de no obtener ni tratar de obtener la información o influir en la toma de 

decisiones de forma deshonesta.
2.º El compromiso de proporcionar información completa, correcta, actualizada, fidedigna 

y no engañosa, en particular, sobre sus actuaciones, reuniones y audiencias con altos 
cargos, comunicaciones, informes y cualesquiera contribuciones en la materia de que se 
trate, y la aceptación de que se haga pública a través del Registro de grupos de interés en el 
Portal de Transparencia de la Administración del Principado de Asturias.

3.º El compromiso de aceptar y cumplir las medidas adoptadas en caso de 
incumplimiento de las obligaciones establecidas en este Título o por el propio Código de 
conducta.

4.º Un sistema de control y fiscalización de los establecidos en este título y en el propio 
Código de conducta.

Artículo 54.  Expediente de huella en la actuación pública.
1. Todos los cambios introducidos en la elaboración de una norma, plan o programa de 

actuación, o diseño de una política pública, como consecuencia de la intervención de grupos 
de interés, integrarán un expediente de huella en la actuación pública.

2. El citado expediente recogerá todas las versiones del texto a que se refiera, desde el 
primer borrador, e incluirá todas las modificaciones identificando al grupo de interés 
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proponente, el motivo de la inclusión, la referencia a la reunión o reuniones en que fue 
acordado y los informes y documentos relacionados con los cambios introducidos.

3. Los expedientes de huella en la actuación pública serán accesibles desde el Portal de 
Transparencia de la Administración del Principado de Asturias con respeto, en su caso, de 
los límites que el Título I establece para el derecho de acceso a la información pública.

CAPÍTULO II
Régimen sancionador

Artículo 55.  Infracciones.
1. Son infracciones muy graves:
a) El incumplimiento por parte de los grupos de interés de la obligación de inscribirse en 

el Registro de grupos de interés.
b) El consentimiento reiterado por parte de altos cargos a que accedan a ellos grupos de 

interés no inscritos en el Registro de grupos de interés. Se entenderá que existe reiteración 
cuando se hayan consentido tres o más accesos en un período de referencia de dos años.

c) El incumplimiento reiterado por parte de los grupos de interés de los compromisos del 
contenido mínimo del Código de conducta. Se entenderá que existe reiteración cuando el 
incumplimiento se haya producido más de dos veces en un período de referencia de dos 
años.

2. Son infracciones graves:
a) El consentimiento puntual por parte de altos cargos a que accedan a ellos grupos de 

interés no inscritos en el Registro de grupos de interés.
b) El incumplimiento puntual por parte de los grupos de interés de los compromisos del 

contenido mínimo del Código de conducta.
3. Es infracción leve el incumplimiento por parte de los grupos de interés de los 

contenidos adicionales del Código de conducta.

Artículo 56.  Sanciones.
1. Las infracciones muy graves se sancionarán:
a) Si el responsable fuese un grupo de interés: inhabilitación para inscribirse en el 

Registro de grupos de interés por un período de dos años y un día a cuatro años o 
cancelación de la inscripción en el Registro de grupos de interés e inhabilitación para volver 
a inscribirse en el mismo por un período de dos años y un día a cuatro años, con multa en 
ambos casos de 2.001 a 5.000 euros.

b) Si el responsable fuere alto cargo: declaración del incumplimiento de la ley y su 
publicación en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias», con multa, además, de 2.001 
a 5.000 euros.

2. Las infracciones graves se sancionarán:
a) Si el responsable fuese un grupo de interés: inhabilitación para inscribirse en el 

Registro de grupos de interés por un período de seis meses y un día a dos años o 
suspensión, durante un período de seis meses y un día a dos años, de la inscripción en el 
Registro de grupos de interés, pudiendo imponerse, además, una multa de hasta 2.000 
euros.

b) Si el responsable fuere alto cargo: declaración del incumplimiento de la ley y su 
publicación en el «Boletín Oficial del Principado de Asturias», con multa de hasta 2.000 
euros.

3. La infracción leve del artículo 55.3 se sancionará con amonestación al grupo de 
interés o suspensión de hasta seis meses de la inscripción en el Registro de grupos de 
interés.
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Artículo 57.  Órganos competentes.
1. El órgano competente para ordenar la incoación será:
a) Cuando el presunto responsable sea un grupo de interés, el Consejero competente en 

materia de grupos de interés.
b) Cuando el presunto responsable sea el Presidente del Consejo de Gobierno, el 

Presidente del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno.
c) Cuando el presunto responsable sea un Consejero, el Consejo de Gobierno, a 

propuesta del Consejero competente en materia de grupos de interés o, si este fuera el 
presunto responsable, el Consejero que corresponda según el orden establecido en el 
Decreto del Presidente por el que se determinan las Consejerías.

d) Cuando el presunto responsable sea otro alto cargo, el Consejero competente en 
materia de grupos de interés.

2. La instrucción de los correspondientes expedientes se realizará por la Oficina de Buen 
Gobierno y Lucha contra la Corrupción.

3. La competencia para la imposición de sanciones corresponderá:
a) Cuando el responsable sea un grupo de interés, el Consejero competente en materia 

de grupos de interés.
b) Cuando el responsable sea el Presidente del Consejo de Gobierno, el Pleno del 

Consejo de Transparencia y Buen Gobierno.
c) Cuando el responsable sea un Consejero, el Consejo de Gobierno.
d) Cuando el responsable sea otro alto cargo, el Consejo de Gobierno si se tratara de 

infracciones muy graves, y, si se tratara de infracciones graves, el Consejero competente en 
materia de grupos de interés.

Artículo 58.  Procedimiento.
El procedimiento será el establecido con carácter general para el ejercicio de la potestad 

sancionadora que en cada caso proceda.

TÍTULO IV
Denuncias

Artículo 59.  Denunciante.
Cualquier persona física o jurídica podrá denunciar conductas, hechos o situaciones de 

las que pudieran derivarse ilícitos administrativos o penales con la corrupción o 
comportamientos contrarios a la integridad pública en el ámbito de la Administración del 
Principado de Asturias, los organismos y entes públicos dependientes o vinculados a ella, 
así como en las sociedades mercantiles y fundaciones en las que aquella tenga directa o 
indirectamente participación mayoritaria o dominio efectivo cuando sean designados previo 
acuerdo del Consejo de Gobierno o por sus propios órganos de gobierno.

Artículo 60.  Estatuto del denunciante.
1. Sin perjuicio de los derechos establecidos en la legislación básica y de lo que 

reglamentariamente se determine, el denunciante gozará, en todo caso, de los siguientes 
derechos:

a) Confidencialidad. La Administración estará obligada, a solicitud del denunciante, a 
omitir cualquier dato que pueda conducir a su identificación, sin perjuicio de que, en los 
términos en su caso establecidos por la legislación básica, puedan presentarse denuncias 
anónimas.

b) Indemnidad. La Administración no podrá adoptar ninguna medida que suponga directa 
o indirectamente retorsión o represalia sobre el denunciante como consecuencia de la 
presentación de la denuncia, siendo nulos los actos administrativos que vulneren este 
nuestro derecho.
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2. El denunciante, que no tendrá la condición de interesado en las actuaciones 
administrativas que se inicien como consecuencia de la denuncia, podrá solicitar de la 
Administración ser informado del estado de tramitación de su denuncia y resolución de la 
misma.

Artículo 61.  Canal de Lucha contra la Corrupción.
Para la presentación de las denuncias a que se refiere este Título, se habilitará en el 

Portal de Transparencia de la Administración del Principado de Asturias un canal electrónico 
denominado «Canal de Lucha contra la Corrupción», cuya gestión corresponderá a la Oficina 
de Buen Gobierno y Lucha contra la Corrupción.

Artículo 62.  Tramitación de las denuncias.
Recibida la denuncia, la Oficina de Buen Gobierno y Lucha contra la Corrupción dará 

traslado al órgano competente para incoar el correspondiente procedimiento si apreciara 
indicios suficientes, a cuyo efecto podrá practicar actuaciones previas, orientadas a 
determinar con la mayor precisión posible los hechos, la identificación de las personas y las 
circunstancias relevantes que concurran en unos y otros. En caso contrario, acordará 
motivadamente el archivo y se le comunicará al denunciante.

TÍTULO V
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno del Principado De Asturias

Artículo 63.  Consejo de Transparencia y Buen Gobierno del Principado de Asturias.
1. Se crea el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno del Principado de Asturias 

como ente público con personalidad jurídica propia sometido a esta Ley y al Derecho 
administrativo.

2. El Consejo actuará con plena autonomía funcional y absoluta independencia en el 
cumplimiento de sus fines. Contará con una sección presupuestaria propia, sin perjuicio de 
su adscripción a la Consejería competente en materia de transparencia, y dispondrá para el 
desarrollo de sus funciones con el personal funcionario del Principado de Asturias que le sea 
adscrito.

3. Son fines del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno del Principado de Asturias 
promover la transparencia de la actividad pública, velar por el cumplimiento de las 
obligaciones de publicidad activa, salvaguardar el ejercicio del derecho de acceso a la 
información pública y garantizar la observancia de las disposiciones de buen gobierno y 
grupos de interés.

Artículo 64.  Órganos.
Son órganos del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno del Principado de Asturias:
a) El Presidente.
b) El Pleno.
c) La Oficina de Buen Gobierno y Lucha contra la Corrupción.

Artículo 65.  Presidente.
1. El Presidente del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno del Principado de 

Asturias será elegido por el Pleno de la Junta General del Principado de Asturias, por 
mayoría de dos tercios, previa comparecencia del candidato ante la Comisión competente 
por razón de la materia, por un período de cinco años, renovable por una sola vez, entre 
personas de reconocido prestigio, atendiendo a criterios de competencia profesional y 
experiencia. La elección será comunicada al Consejo del Gobierno para su nombramiento 
por Decreto.

2. El Presidente cesará en su cargo por:
a) Expiración de su mandato.
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b) A petición propia.
c) Incumplimiento grave de sus obligaciones declarado por mayoría de dos tercios del 

Pleno de la Junta General del Principado de Asturias.
d) Incompatibilidad sobrevenida apreciada por la Comisión de la Junta General del 

Principado de Asturias competente por razón de la materia.
e) Condena por delito doloso, incapacidad permanente para el ejercicio de sus funciones 

o inhabilitación para cargo público, por resolución judicial firme.
3. El Presidente tiene la condición de alto cargo y percibirá las retribuciones fijadas para 

los Directores Generales de la Administración del Principado de Asturias en la Ley de 
Presupuestos Generales del ejercicio correspondiente.

4. En casos de vacante, ausencia o enfermedad del Presidente, actuará como 
Presidente del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno el miembro del Pleno del Consejo 
de mayor antigüedad o edad, por este orden.

Artículo 66.  Competencias del Presidente.
1. El Presidente ostenta la representación del Consejo de Transparencia y Buen 

Gobierno del Principado de Asturias y ejercerá las siguientes competencias:
a) Adoptar criterios de interpretación uniforme de las obligaciones contenidas en esta 

Ley.
b) Velar por el cumplimiento de las obligaciones de publicidad activa contenidas en el 

capítulo II del título I.
c) Conocer de las reclamaciones que se presenten en aplicación del artículo 17.
d) Efectuar los requerimientos a que se refiere el artículo 20.
e) Responder las consultas que, con carácter facultativo, le planteen los órganos 

encargados de tramitar y resolver las solicitudes de acceso a la información.
f) Acordar la incoación de los procedimientos sancionadores previstos en esta Ley 

cuando el presunto responsable sea el Presidente del Consejo de Gobierno, pudiendo, en 
los restantes supuestos, instarla del órgano competente, que deberá motivar, en su caso, su 
decisión de no incoar.

g) Ejercer la jefatura del personal adscrito al Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, 
convocar los procesos de provisión de los correspondientes puestos de trabajo, designar las 
comisiones de valoración y efectuar los nombramientos.

h) Autorizar las modificaciones presupuestarias de los créditos iniciales.
i) Autorizar contratos, suscribir convenios y autorizar y disponer gastos, reconocer las 

obligaciones y ordenar los pagos.
j) Aquellas otras que le sean atribuidas por norma de rango legal o reglamentario.
2. Las competencias del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno no atribuidas 

expresamente a ninguno de sus órganos serán ejercidas por el Presidente.

Artículo 67.  Pleno.
1. El Pleno del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno estará compuesto por el 

Presidente, que presidirá sus reuniones y tendrá voto de calidad en caso de empates, y por 
los Vocales que se refieren a continuación:

a) El vocal del Consejo Consultivo del Principado de Asturias que este designe.
b) Los representantes de la Junta General del Principado de Asturias que al inicio de 

cada legislatura esta designe entre personas de reconocida competencia y experiencia 
profesional o académica en materia de transparencia y buen gobierno, uno por cada Grupo 
Parlamentario en los términos que resulten del Reglamento de la Cámara.

c) Dos representantes de la Federación Asturiana de Concejos designados por esta 
entre personas de reconocida competencia y experiencia profesional o académica en 
materia de transparencia y buen gobierno.

d) Un representante de la Universidad de Oviedo designado por esta entre personas de 
reconocida competencia y experiencia profesional o académica en materia de transparencia 
y buen gobierno.

e) El Síndico de la Sindicatura de Cuentas que esta designe.
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2. En la composición del Pleno del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno se 
procurará atender al principio de presencia equilibrada de mujeres y hombres.

3. Un funcionario adscrito al Consejo de Transparencia y Buen Gobierno del Principado 
de Asturias, del Grupo A1, con licenciatura o grado en Derecho, desempeñará la secretaría, 
con voz y sin voto.

4. Los Vocales del Pleno del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno propuestos en 
cada caso serán nombrados por acuerdo del Consejo de Gobierno del Principado de 
Asturias.

5. Sin perjuicio de lo previsto en la letra b) del apartado 1 de este artículo para los 
representantes de la Junta General del Principado de Asturias, el mandato de los Vocales 
del Pleno del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno será de cinco años, renovable por 
una sola vez, y cesarán por:

a) Expiración de su mandato o del mandato del órgano que los haya propuesto.
b) A petición propia.
c) Pérdida de la condición en virtud de la cual hayan sido nombrados.
d) Incumplimiento grave de sus obligaciones declarado por mayoría de dos tercios del 

Pleno del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno.
e) Condena por delito doloso, incapacidad permanente para el ejercicio de sus funciones 

o inhabilitación para cargo público, por resolución judicial firme.
6. Los miembros del Pleno del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno no percibirán 

retribución alguna como consecuencia de su participación en la misma, devengando 
únicamente las indemnizaciones por razón de servicio aplicables al personal de la 
Administración del Principado de Asturias.

Artículo 68.  Competencias del Pleno.
El Pleno del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno ejercerá las siguientes 

competencias:
a) Aprobar los Planes de Prevención contra la corrupción.
b) Adoptar recomendaciones para el mejor cumplimiento de las obligaciones 

establecidas en esta Ley.
c) Asesorar en las materias contenidas en esta Ley.
d) Informar preceptivamente los Planes Estratégicos de Transparencia y los proyectos 

normativos que desarrollen esta Ley o que estén relacionados con su objeto.
e) Evaluar el grado de aplicación de esta Ley, de los Planes Estratégicos de 

Transparencia y de los Planes de Prevención de la Corrupción.
f) Elaborar estudios de buenas prácticas en las materias contenidas en esta Ley.
g) Imponer al Presidente del Consejo de Gobierno, por mayoría de dos tercios, las 

sanciones por las infracciones tipificadas en la presente Ley.
h) Aprobar la memoria anual del Consejo.
i) Elevar al Consejo de Gobierno el anteproyecto del presupuesto del Consejo de 

Transparencia y Buen Gobierno del Principado de Asturias.
j) Elevar al Consejo de Gobierno propuestas de plantilla y relación de puestos de trabajo 

del personal a su servicio para su aprobación por el Consejo de Gobierno.
k) Cualesquiera otras que le sean atribuidas en virtud de disposición legal o 

reglamentaria.

Artículo 69.  Oficina de Buen Gobierno y Lucha contra la Corrupción.
1. La Oficina de Buen Gobierno y Lucha contra la Corrupción tendrá nivel orgánico de 

Servicio.
2. La Oficina, además de las que en virtud de disposición legal o reglamentaria se le 

atribuyan, ejercerá las siguientes competencias:
a) Elaborar la propuesta del Plan de Prevención de la Corrupción y velar por su correcta 

ejecución.
b) Llevar los Registros de Actividades y de Bienes y Derechos Patrimoniales de altos 

cargos.
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c) Gestionar el régimen de incompatibilidades y conflictos de interés previsto en esta Ley.
d) Elaborar la propuesta de Código de conducta.
e) Instruir los expedientes sancionadores previstos en esta Ley.
f) Proponer actividades formativas para los altos cargos al Instituto Asturiano de 

Administración Pública «Adolfo Posada».
3. Asimismo, y sin perjuicio de lo previsto en relación con el Plan de Prevención de la 

Corrupción, la Oficina podrá llevar a cabo actuaciones al objeto de:
a) Prevenir y luchar contra el fraude, la corrupción y cualquier otra actividad ilegal que 

vaya en detrimento de los intereses de la Administración del Principado de Asturias y sus 
organismos y entes públicos, así como las sociedades mercantiles y fundaciones en las que 
tengan directa o indirectamente participación mayoritaria o dominio efectivo.

b) Indagar sobre hechos relacionados al desempeño de actividades potencialmente 
constitutivas de incumplimientos que puedan dar lugar a responsabilidades.

4. Para el ejercicio de sus competencias la Oficina contará con la colaboración de la 
Inspección General de Servicios del Principado de Asturias, la Inspección Educativa, así 
como de la Intervención General del Principado de Asturias y resto de órganos de control 
interno.

Artículo 70.  Estatuto.
El Consejo de Gobierno aprobará, mediante decreto, previo informe favorable del Pleno 

del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, el Estatuto del Consejo de Transparencia y 
Buen Gobierno del Principado de Asturias, en el que se establecerán su organización, 
estructura, funcionamiento, así como todos los aspectos que sean necesarios para el 
cumplimiento de sus fines.

Artículo 71.  Recursos económicos.
Para el cumplimiento de sus fines, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno contará 

con los siguientes recursos:
a) Las asignaciones que se establezcan anualmente con cargo a los Presupuestos 

Generales del Principado de Asturias.
b) Los bienes y valores que constituyan su patrimonio, así como los productos y rentas 

del mismo.
c) Cualesquiera otros que legalmente puedan serle atribuidos.

Artículo 72.  Memoria anual.
El Pleno del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno del Principado de Asturias 

aprobará una memoria anual sobre el desarrollo de sus actividades y sobre el grado de 
cumplimiento de las disposiciones establecidas en esta Ley. La memoria contendrá, además, 
las evaluaciones de los Planes Estratégicos de Transparencia y, cuando proceda, de los 
Planes de Prevención de la Corrupción.

Artículo 73.  Relaciones con la Junta General del Principado de Asturias.
1. El Presidente del Consejo elevará a la Junta General la memoria a que se refiere el 

artículo anterior y comparecerá ante la Comisión parlamentaria correspondiente para dar 
cuenta de la misma, así como cuantas veces sea requerida su presencia ante ella.

2. Las relaciones del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno del Principado de 
Asturias con la Junta General del Principado de Asturias se producirán por conducto de la 
Mesa de la Cámara, sin perjuicio del órgano parlamentario que en cada caso sea 
competente.
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Disposición adicional primera.  Transparencia y buen gobierno de los órganos auxiliares 
del Principado de Asturias.

1. La Sindicatura de Cuentas del Principado de Asturias y el Consejo Consultivo del 
Principado de Asturias se ajustarán a lo establecido en esta Ley en materia de transparencia 
y buen gobierno, sin perjuicio de su autonomía organizativa.

2. Las referencias previstas en la Ley del Principado de Asturias 3/2003, de 24 de marzo, 
de la Sindicatura de Cuentas, y en la Ley del Principado de Asturias 1/2004, de 21 de 
octubre, del Consejo Consultivo, al artículo 4 de la Ley del Principado de Asturias 4/1995, 
de 6 de abril, de incompatibilidades, actividades y bienes de los altos cargos, en lo que 
respecta al régimen de incompatibilidades de las personas titulares de los puestos de 
Síndicos, Presidente y vocales del Consejo Consultivo, y las personas titulares de las 
respectivas Secretarías Generales, se entenderán referidas al régimen de incompatibilidades 
y conflictos de intereses del título II de esta Ley.

Disposición adicional segunda.  Dotación de medios.
La Administración del Principado de Asturias proveerá al Consejo de Transparencia y 

Buen Gobierno del Principado de Asturias, en un plazo no superior a seis meses desde la 
entrada en vigor de esta Ley, de los medios materiales y personales necesarios para el 
ejercicio de sus funciones.

Disposición adicional tercera.  Plan de Formación.
El Instituto Asturiano de Administración Pública «Adolfo Posada» pondrá en marcha, en 

el plazo de un año desde la entrada en vigor de esta Ley, un plan de formación específica 
para formar a los empleados públicos en los derechos y obligaciones que la ley regula.

Disposición adicional cuarta.  Simplificación normativa.
1. La Administración del Principado de Asturias acometerá una revisión y simplificación 

de su ordenamiento jurídico. Para ello, habrá de efectuar los correspondientes estudios, 
derogar las normas que hayan quedado obsoletas y determinar, en su caso, la necesidad de 
introducir modificaciones o proponer la elaboración de un texto refundido, de conformidad 
con las previsiones constitucionales, estatutarias y legales sobre competencia y 
procedimiento, según el rango de las normas que resultasen afectadas.

2. El Consejo de Gobierno del Principado de Asturias aprobará, en el plazo de nueve 
meses desde la entrada en vigor de la ley, un Plan de Calidad y Simplificación Normativa 
que será publicado en el Portal de Transparencia de la Administración del Principado de 
Asturias.

Disposición adicional quinta.  No incremento del gasto público.
La adaptación de las estructuras orgánicas y de las relaciones de puestos de trabajo a lo 

dispuesto en esta Ley se hará sin incremento de plantilla, ni de los gastos de personal, en 
cumplimiento de lo previsto en las correspondientes Leyes del Principado de Asturias de 
Presupuestos Generales y de conformidad con los principios de estabilidad presupuestaria y 
sostenibilidad financiera.

Disposición transitoria.  Registros en materia de buen gobierno.
1. Hasta que se produzca su desarrollo reglamentario, los Registros previstos en el 

artículo 41 de esta Ley se regirán, en lo que resulte de aplicación, por el Decreto 86/1995, 
de 25 de mayo, por el que se regulan los Registros de Intereses y Actividades y de Bienes 
de altos cargos del Principado de Asturias.

2. Constituida la Oficina de Buen Gobierno y Lucha contra la Corrupción, el contenido de 
los actuales Registros se trasladará sin dilación a la misma.
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Disposición derogatoria.  Derogación normativa.
1. Se deroga la Ley del Principado de Asturias 4/1995, de 6 de abril, de 

incompatibilidades, actividades y bienes de los altos cargos.
2. Asimismo, quedan derogadas a la entrada en vigor de esta Ley las disposiciones de 

igual o inferior rango emanadas de los órganos de la Comunidad Autónoma que se opongan 
a lo previsto en la misma.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley del Principado de Asturias 6/1984, de 5 
de julio, del Presidente y del Consejo de Gobierno.

Se añade un nuevo artículo 7 a la Ley del Principado de Asturias 6/1984, de 5 de julio, 
del Presidente y del Consejo de Gobierno, del siguiente tenor:

«Artículo 7.  
El Presidente tendrá la consideración de alto cargo a los efectos de la legislación 

vigente en materia de transparencia, buen gobierno y grupos de interés.»

Disposición final segunda.  Modificación de la Ley del Principado de Asturias 3/1985, 
de 26 de diciembre, de Ordenación de la Función Pública.

Se añade un nuevo artículo 55 bis a la Ley del Principado de Asturias 3/1985, de 26 de 
diciembre, de Ordenación de la Función Pública, del siguiente tenor:

«Artículo 55 bis.  
1. Excepcionalmente, los empleados públicos que denuncien actuaciones de 

altos cargos o personal de la Administración del Principado de Asturias o de su 
sector público realizadas en el ejercicio de sus cargos o funciones de las que se 
pudiera derivar un posible delito contra la Administración de los regulados en el título 
XIX del Código Penal podrán ser trasladados, durante la sustanciación de las 
actuaciones derivadas de su denuncia, a otro puesto de trabajo vacante de similares 
características al que vinieran ocupando, cuando lo soliciten y concurran 
circunstancias que así lo justifiquen.

2. El traslado previsto en el apartado anterior será igualmente aplicable cuando la 
denuncia se realice ante el Ministerio Fiscal o ante el Juez desde que la denuncia 
haya sido admitida a trámite y hasta tanto se sustancien las actuaciones 
jurisdiccionales a que dé lugar.»

Disposición final tercera.  Habilitación normativa.
Se habilita al Consejo de Gobierno del Principado de Asturias para dictar las 

disposiciones necesarias para el desarrollo y ejecución de lo establecido en esta Ley.

Disposición final cuarta.  Adaptación de los sistemas de publicidad activa en el sector 
público local.

Las entidades locales comprendidas en el ámbito territorial del Principado de Asturias y 
sus organismos y entes públicos, así como las sociedades mercantiles y fundaciones en las 
que tengan directa o indirectamente participación mayoritaria o dominio efectivo, dispondrán 
de seis meses desde la entrada en vigor de esta Ley, para adaptar sus sistemas de 
publicidad activa a la misma.

Disposición final quinta.  Entrada en vigor.
Esta Ley entrará en vigor a los tres meses de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Principado de Asturias».
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§ 20

Ley 12/2018, de 26 de diciembre, de contratación pública 
socialmente responsable de Extremadura. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Extremadura
«DOE» núm. 251, de 28 de diciembre de 2018

«BOE» núm. 35, de 9 de febrero de 2019
Última modificación: 29 de noviembre de 2022

Referencia: BOE-A-2019-1791

[ . . . ]
CAPÍTULO VII

Evaluación y seguimiento en la contratación pública de la Junta de 
Extremadura y su sector público autonómico y medidas contra la corrupción

Artículo 40.  Evaluación y seguimiento.
1. Sin perjuicio de las facultades atribuidas a los órganos de contratación para la 

preparación y aprobación de los correspondientes expedientes y para el control de la 
correcta ejecución de los contratos, la consejería competente en materia de hacienda, 
evaluará anualmente el cumplimiento de la presente ley en los aspectos relacionados con su 
ámbito competencial.

Idéntica evaluación realizará la consejería con competencias en materia de 
responsabilidad social en lo referente a la contratación socialmente responsable, el Instituto 
de la Mujer de Extremadura en lo relativo a la igualdad de mujeres y hombres y a la 
incorporación de la perspectiva de género en la contratación pública de la Junta de 
Extremadura y la consejería con competencias en medioambiente en lo relativo a su ámbito 
competencial.

2. La evaluación abarcará tanto las previsiones de los pliegos de los contratos como su 
aplicación en el procedimiento de adjudicación y en la propia ejecución del contrato.

Con este fin, cada ejercicio presupuestario las consejerías remitirán a la consejería 
competente en materia de hacienda, antes del día 31 de enero del año siguiente, un informe 
detallado relativo a la aplicación de los criterios sociales en las diferentes fases de los 
procedimientos de contratación, en los términos previstos en esta ley.

3. El Registro de Contratos de la Comunidad Autónoma de Extremadura facilitará 
anualmente, al final del ejercicio presupuestario un informe relativo a la reserva de contratos 
que comprenda el importe adjudicado, el tipo de contratos y el sector de actividad, por cada 
una de los órganos de contratación sujetos a la presente ley. Dicho informe se remitirá a la 
consejería competente en materia de hacienda, con el objeto de hacer el cómputo global y 
trasladar los datos necesarios al órgano competente para realizar la propuesta de cifra 
reservada para el ejercicio siguiente.
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4. Todos los informes que resulten de los diversos procedimientos de evaluación 
referidos en el presente artículo serán publicados anualmente, dentro del primer trimestre del 
año siguiente, en la web de contratación pública de la Junta de Extremadura, así como en el 
Portal de la Transparencia y la Participación Ciudadana de la Junta de Extremadura.

Artículo 41.  Apoyo a los órganos de contratación.
Al objeto de facilitar el cumplimiento de las obligaciones de evaluación y seguimiento, así 

como la de prestar la colaboración necesaria para la efectiva aplicación de esta ley, la 
consejería competente en materia de hacienda promoverá las medidas oportunas en el 
ámbito de sus competencias, a la vista de las necesidades presupuestarias, formativas y de 
recursos humanos que, en su caso, pudieran plantearse.

Artículo 42.  Medidas contra la corrupción en la contratación pública.
Conforme a lo establecido la legislación básica de contratos del Estado, los órganos de 

contratación de la Administración autonómica, las entidades locales y la Universidad de 
Extremadura deberán tomar, al menos, las siguientes medidas adecuadas para luchar contra 
el fraude, el favoritismo y la corrupción, así como para prevenir, detectar y solucionar de 
modo efectivo los conflictos de intereses que puedan surgir en los procedimientos de 
licitación, con el fin de evitar cualquier distorsión de la competencia y garantizar la 
transparencia en el procedimiento y la igualdad de trato a todos las personas candidatas y 
licitadoras:

a) Extremar la transparencia en todas las fases del ciclo de vida de la contratación.
b) Ampliar la información que difunden las Administraciones públicas sobre contratación 

pública.
c) Realizar un seguimiento integral de la contratación (objetivos, indicadores y evaluación 

final).
d) Máxima profesionalización de las mesas de contratación.
e) Incrementar la formación del personal empleado público que participa en procesos de 

licitación pública.
f) Reforzar la figura de la persona responsable del contrato, en su papel de vigilante 

imparcial del interés público, pudiendo interactuar con la ciudadanía para garantizar la buena 
marcha de dicho contrato.

g) Evitar y vigilar prácticas que puedan propiciar especificaciones técnicas o cláusulas 
demasiado concretas que eviten participar a la mayoría de las posibles personas interesadas 
o criterios de selección desproporcionados e injustificados que conlleven el mismo efecto, 
así como el fraccionamiento injustificado de los contratos u otras prácticas similares.

h) Reforzar la fiscalización previa llevada a cabo por la Intervención General de la Junta 
de Extremadura y órganos de control interno equivalentes de las entidades locales y de la 
Universidad de Extremadura.

i) Reforzar y ampliar el control posterior y auditoría de la contratación del sector público.
j) Establecer controles que garanticen que los servicios públicos externalizados no 

pueden ser prestados con medios propios de la Administración.
k) Crear en la correspondiente Administración canales para la información y/o la 

denuncia de casos de corrupción en la contratación pública que garanticen la estricta 
confidencialidad de la persona denunciante, que además recibirá la oportuna respuesta y, en 
su caso, asesoría legal para los hechos relacionados con su denuncia.

l) Las Administraciones colaborarán con cualquier otro organismo o ente público 
relacionado con la contratación pública así como con las autoridades judiciales y el Ministerio 
Fiscal en el marco establecido en la normativa estatal.

m) Exigir responsabilidad civil o, en su caso penal, a las empresas en caso de 
sobrecostes injustificados, calidad de los resultados o cualquier otra cuestión que se 
considere relevante.

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 20  Ley de contratación pública socialmente responsable de Extremadura [parcial]

– 289 –



Artículo 43.  Oficina Extremeña de Supervisión en Materia de Contratación.
(Suprimido).

[ . . . ]
Disposición adicional novena.  Especialidades en la asistencia a las Mesas de 
Contratación y comunicación de las recepciones a la Intervención.

Mediante Resolución de la Intervención General de la Junta de Extremadura, se 
determinarán los supuestos en los cuales formarán parte de las Mesas de Contratación en 
sustitución del Interventor, bien funcionarios habilitados específicamente de la misma, u otras 
personas designadas por el órgano de contratación dentro de su organización que tengan 
atribuidas las funciones relativas a su control económico-presupuestario. De igual manera se 
determinará la cuantía a partir de la cual será preceptiva la comunicación del acto de 
recepción de los contratos a la Intervención para su asistencia potestativa en el ejercicio de 
sus funciones de comprobación de la inversión.

Asimismo, la participación del personal del órgano, organismo o entidad en la redacción 
de la documentación técnica del contrato, no impedirá por sí misma que pueda formar parte 
de la mesa de contratación.

Disposición adicional décima.  Contratos excluidos en el ámbito de la Comunidad 
Autónoma de Extremadura.

Están excluidos del ámbito de la presente Ley los contratos de suministro relativos a 
actividades directas de las entidades del sector público que tuvieran su sede en 
Extremadura, cuya actividad tenga carácter comercial, industrial, financiero o análogo, en el 
seno de los mercados agrícolas afectados por la Política Agraria Comunitaria, si los bienes 
sobre los que versan han sido adquiridos con el propósito de devolverlos, con o sin 
transformación, al tráfico jurídico patrimonial, de acuerdo con sus fines peculiares. En tal 
caso, se regirán por el derecho privado.

[ . . . ]
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§ 21

Ley 7/2005, de 24 de mayo, de la Función Pública de Castilla y León. 
[Inclusión parcial]

Comunidad de Castilla y León
«BOCL» núm. 103, de 31 de mayo de 2005

«BOE» núm. 162, de 8 de julio de 2005
Última modificación: 15 de mayo de 2023

Referencia: BOE-A-2005-11757

[ . . . ]
Disposición adicional decimocuarta.  Inspección General de Servicios.

Mediante Decreto de la Junta de Castilla y León se regulará la organización y 
funcionamiento de la Inspección General de Servicios como órgano especializado de 
inspección sobre todos los servicios de la Administración de la Comunidad de Castilla y 
León, Entes y Organismos de ella dependientes.

La Inspección General de Servicios tiene, entre sus funciones, la específica de vigilancia 
del estricto cumplimiento de la normativa vigente sobre todos los aspectos de la Función 
Pública y las Actas que, en el ejercicio de tal función, se levanten, gozarán de presunción de 
veracidad.

[ . . . ]
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§ 22

Decreto-ley 3/2023, de 11 de mayo, por el que se regula el Sistema 
Interno de Información de la Administración de la Comunidad de 

Castilla y León

Comunidad de Castilla y León
«BOCL» núm. 91, de 15 de mayo de 2023

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOCL-h-2023-90202

La Ley 2/2023, de 20 de febrero, reguladora de la protección de las personas que 
informen sobre infracciones normativas y lucha contra la corrupción, incorporó al Derecho 
español la Directiva (UE) 2019/1937 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de 
octubre de 2019, relativa a la protección de las personas que informen sobre infracciones del 
Derecho de la Unión, con dos objetivos: proteger a los informantes y establecer las normas 
mínimas de los canales de información.

La adecuación a la norma estatal básica de la normativa autonómica y de aquella otra 
que pudiera incidir sobre el ámbito material de aplicación de la Ley 2/2023, de 20 de febrero, 
dada la premura de tiempo, únicamente puede llevarse a cabo a través de la tramitación de 
una norma de urgencia que pueda, con carácter inmediato, crear el Sistema Interno de 
Información de la Administración de la Comunidad de Castilla y León así como las medidas 
de protección y garantías del informante.

Las medidas previstas en este Decreto-ley responden a circunstancias de extraordinaria 
y urgente necesidad que habilitan a la Junta de Castilla y León para dictar disposiciones 
legislativas provisionales, bajo la forma de Decreto-ley, según lo establecido en el artículo 
25.4 del Estatuto de Autonomía de Castilla y León. Se trata de medidas de carácter 
prioritario cuya aprobación e implementación no admite demora, lo que ha determinado su 
inclusión en este Decreto-ley por su naturaleza urgente y excepcional así como por su 
relación necesaria y directa con la creación del Sistema Interno de Información de la 
Comunidad de Castilla y León, en el marco de la reiterada jurisprudencia constitucional 
existente al respecto.

Desde el punto de vista temporal, la Ley 2/2023 de 20 de febrero, publicada en el BOE 
de 21 del mismo mes, entró en vigor, a los veinte días de su publicación en el Boletín Oficial 
y, por lo tanto, el día 13 de marzo de 2023. Considera el artículo 63 de dicha Ley, 
denominado «infracciones», en su apartado 1.g), como falta muy grave el incumplimiento de 
la obligación de disponer de un sistema interno de información en los términos exigidos. Y 
finalmente, la disposición transitoria segunda dice, en su apartado 1, que las 
Administraciones, organismos, empresas y demás entidades obligadas a contar con un 
sistema interno de información deberán implantarlo en el plazo máximo de tres meses a 
partir de la entrada en vigor de la Ley.

Por otro lado, desde el punto de vista del rango de la norma, la similar regulación 
autonómica previa establecida en la Ley 2/2016, de 11 de noviembre, por la que se regulan 
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las actuaciones para dar curso a las informaciones que reciba la Administración autonómica 
sobre hechos relacionados con delitos contra la Administración pública y se establecen las 
garantías de los informantes, que ahora se deroga, abordó parcialmente estas cuestiones 
que van a ser sustituidas a través de la regulación de este nuevo sistema, lo que obliga a 
utilizar una norma de igual rango o, al menos, su misma fuerza, para operar los cambios 
exigidos.

La Ley 2/2016, de 11 de noviembre, por la que se regulan las actuaciones para dar curso 
a las informaciones que reciba la Administración Autonómica sobre hechos relacionados con 
delitos contra la Administración Pública y se establecen las garantías de los informantes, ya 
abordó, con carácter previo a la Directiva 2019/1937, las actuaciones de la Administración de 
la Comunidad de Castilla y León ante las informaciones que le sean facilitadas por su 
personal respecto de las actuaciones que hayan sido realizadas por altos cargos o personal 
de la Administración General e Institucional de la Comunidad de Castilla y León en el 
ejercicio de su cargo o funciones, de las que pudiera derivarse un posible delito contra la 
Administración Pública de los regulados en el Título XIX del Código Penal, así como 
estableció las garantías que se otorgan a los informantes.

La citada ley señala que la Inspección General de Servicios, como órgano especializado 
de inspección sobre todos los servicios de la Administración de la Comunidad de Castilla y 
León, Entes y Organismos de ella dependientes, es el órgano más adecuado para realizar la 
valoración previa e indiciaria, en consonancia con las competencias que le atribuye el 
Decreto 13/2009, de 5 de febrero, por el que se regula la organización y funcionamiento de 
la Inspección General de Servicios de la Administración de la Comunidad de Castilla y León. 
Este Decreto atribuye a la Inspección General de Servicios en su artículo 3.1, apartado b) la 
competencia para vigilar y comprobar que las actuaciones del personal y la prestación de 
servicios públicos de la Administración se adecúan a las leyes, reglamentos y demás 
disposiciones vigentes aplicables en cada caso y a tal fin el artículo 9 prevé la realización de 
actuaciones inspectoras cuando se tenga constancia de una conducta o comportamiento 
presuntamente ilícito en el ámbito administrativo por parte de los empleados públicos.

Siendo todo ello así, la aprobación de una norma con rango de ley de modo ordinario 
impediría, en atención a los trámites y plazos para llevarla a cabo hasta su aprobación 
definitiva y publicación, cumplimentando todas las exigencias del procedimiento legislativo, 
hacerse cargo del cumplimiento de todas las exigencias anteriores en el plazo marcado por 
la Ley estatal para ello.

Además de lo expuesto, debe producirse la conexión de sentido o relación de 
adecuación entre la situación de urgente necesidad definida y las medidas adoptadas para 
hacerle frente.

El Tribunal Constitucional ha hecho uso de un doble criterio para valorar su existencia, el 
contenido, por un lado, y la estructura, por otro, de las disposiciones incluidas en el Decreto-
ley. En tal sentido, las medidas reguladas en el texto normativo para el cumplimento de la 
obligación legal establecida en la norma básica estatal, referidas a la regulación de este 
Sistema Interno de Información que dote a la Comunidad Autónoma del mismo, las medidas 
de protección de los informantes, como el posible traslado provisional del personal que 
efectúe las comunicaciones, así como al régimen de infracciones por el indebido uso del 
canal interno de comunicaciones, son medidas anudadas ineludiblemente a la urgencia y 
necesidad planteada.

Por otro lado, en el ejercicio de las competencias que el Estatuto de Autonomía atribuyó 
a la Comunidad en el artículo 70.1.27°, las Cortes de Castilla y León aprobaron la Ley 
4/1998, de 24 de junio, reguladora del Juego y de las Apuestas de Castilla y León, que 
dispone que las autorizaciones y permisos se otorgarán cuando se cumplan los requisitos 
establecidos en la Ley y reglamentos, salvo que razones excepcionales de interés social o 
económico justifiquen su denegación. Si se limitase el número de autorizaciones a través de 
la correspondiente planificación, se otorgarán aquellas mediante concurso público.

La Consejería de la Presidencia elaboró un anteproyecto de ley de modificación de la 
actual Ley 4/1998, de 24 de junio, reguladora del juego y de las apuestas de la Comunidad 
de Castilla y León.

Los objetivos prioritarios de esta modificación son las políticas de juego responsable y la 
protección de los consumidores, prestando especial atención a los menores de edad y a los 
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colectivos más vulnerables o que presentan conductas compulsivas ante el juego y a las 
apuestas. Sin olvidar la necesidad de otorgar seguridad jurídica a este sector económico 
empresarial conjugando las medidas que se adopten con sus intereses.

En concreto, se adoptan una serie de previsiones, en línea con todas las normativas 
autonómicas que contemplan medidas relativas a distancias entre locales de juego y otras 
que imposibiliten la entrada a menores de edad y a los jugadores que se encuentren en el 
registro de personas que tienen prohibido el acceso a estos establecimientos.

Mediante el Decreto-Ley 3/2021, de 10 de junio, se acordó la suspensión de la vigencia 
de lo dispuesto en los artículos 15 y 16 de la Ley 4/1998, de 24 de junio, respecto a las 
nuevas solicitudes que se presentaran para el otorgamiento de autorizaciones de instalación 
de los salones de juego y de las casas de apuestas con el fin de evitar que la modificación 
de la normativa legal en la materia pudiera verse frustrada, teniendo en cuenta la posible 
producción de acciones especulativas.

El artículo único del citado Decreto-Ley 3/2021, de 10 de junio, previo una duración de la 
suspensión de veinticuatro meses, o hasta la entrada en vigor de la Ley que modifique la Ley 
4/1998, de 24 de junio, si esta se produjera con anterioridad.

Actualmente el Proyecto de Ley de modificación de la Ley 4/1998, de 24 de junio, se 
encuentra en las Cortes de Castilla y León pendiente de su tramitación y posterior 
aprobación, sin que haya sido posible su aprobación en la anterior legislatura al haber sido 
disueltas anticipadamente las Cortes de Castilla y León y convocadas elecciones a Cortes 
de Castilla y León por Decreto 2/2021, de 20 de diciembre, del Presidente de la Junta de 
Castilla y León, por lo que se debe seguir manteniendo la medida de la suspensión.

El plazo de veinticuatro meses inicialmente previsto se encuentra próximo a su 
cumplimiento, por lo que se modifica el apartado 2 del artículo único del Decreto-Ley 3/2021, 
de 10 de junio, de suspensión de la vigencia de lo dispuesto en los artículos 15.1 y 16.1 de la 
Ley 4/1998, de 24 de junio, Reguladora del Juego y de las Apuestas de Castilla y León.

En cuanto a la necesidad de efectuar esta modificación a través de la figura del Decreto-
ley, se mantienen los motivos que justificaron la urgente necesidad del Decreto-ley que 
ahora se modifica, dándolos expresa y literalmente por reproducidos aquí para evitar 
repeticiones innecesarias.

Este Decreto-ley, de forma coherente con su contenido, se estructura en cinco artículos, 
una disposición derogatoria y tres disposiciones finales.

En la redacción de este Decreto-ley se han observado los principios de buena regulación 
previstos en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y los principios de accesibilidad, 
coherencia y responsabilidad previstos en el artículo 42 de la Ley 2/2010, de 11 de marzo, 
de derechos de los ciudadanos en sus relaciones con la Administración de la Comunidad de 
Castilla y León. A estos efectos, se pone de manifiesto el cumplimiento de los principios de 
necesidad y eficacia, dado el interés general en el que se fundamentan las medidas que se 
establecen, siendo el Decreto-ley el instrumento más inmediato para garantizar su 
consecución.

De acuerdo con el principio de proporcionalidad, la regulación que esta norma contiene 
es la imprescindible para atender a las exigencias que el interés general requiere.

La norma se ajusta al principio de seguridad jurídica y al de coherencia, puesto que es 
acorde con el resto del ordenamiento jurídico y con el conjunto de las políticas públicas 
autonómicas.

Asimismo, se garantizan los principios de responsabilidad, determinándose los órganos 
responsables de la ejecución y el control de las medidas incluidas en la norma, de 
accesibilidad, utilizándose una redacción clara y comprensible y una técnica normativa 
correcta, de eficiencia, puesto que se agilizan procedimientos y de transparencia, ya que la 
norma identifica claramente su propósito y lo explica con detalle.

No se han realizado los trámites de participación pública previstos en el artículo 75 de la 
Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y 
León, conforme a lo dispuesto en el artículo 76 bis.1b) y 3.b) de dicha ley, que hace posible 
la excepción cuando en la norma concurran circunstancias extraordinarias que no hayan 
podido preverse con anterioridad y que exijan su aprobación urgente. Tal y como señala el 

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 22  Decreto-ley del Sistema Interno de Información de la Administración de Castilla y León

– 294 –



artículo 5.1 de la Ley 2/2023, de 20 de febrero, se ha realizado consulta previa con la 
representación legal de las personas trabajadoras de la Junta de Castilla y León.

Este Decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en los artículos 70.1.1, 70.1.2, 
70.1.27 y 32.3 del Estatuto de Autonomía de Castilla y León.

En su virtud, la Junta de Castilla y León, a propuesta del Consejero de la Presidencia, y 
previa deliberación del Consejo de Gobierno en su reunión de 11 de mayo de 2023, dispone:

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
1. El presente Decreto-ley tiene por objeto regular el Sistema Interno de Información de 

la Administración de la Comunidad de Castilla y León, dando cumplimiento a lo establecido 
en la Ley 2/2023, de 20 de febrero, reguladora de la protección de las personas que 
informen sobre infracciones normativas y de lucha contra la corrupción.

2. Este Decreto Ley será aplicable a las informaciones que contemplen acciones u 
omisiones que puedan constituir determinadas infracciones del Derecho de la Unión Europea 
o que puedan constituir infracción penal o administrativa grave o muy grave, en los términos 
establecidos en el artículo 2 de la Ley 2/2023, de 20 de febrero.

3. Podrán tener acceso al Sistema Interno de Información previsto en este Decreto-ley 
las personas físicas que, trabajando tanto en el sector privado como en el público, hayan 
obtenido información en un contexto laboral o profesional que afecte a la Administración 
General de la Comunidad de Castilla y León o los Organismos Autónomos adscritos a la 
misma, y comuniquen las acciones u omisiones previstas en el artículo 2 de la Ley 2/2023, 
de 20 de febrero, en los términos establecidos en los artículos 1 y 3.1 y 2 de la citada ley.

Se considerará denunciada la persona física o jurídica afectada por la información, a la 
que se haga referencia en la comunicación y a quien se atribuye la infracción o con la que se 
asocia la infracción, cualquiera que sea la condición del empleado público, alto cargo o 
personal a su servicio, o el vínculo jurídico que mantiene con la Administración General de la 
Comunidad de Castilla y León o los Organismos Autónomos adscritos a la misma, en los 
términos establecidos en el artículo 5.10 de la Directiva (UE) 2019/1937, del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 23 de octubre de 2019.

Artículo 2.  Sistema Interno de Información de la Administración de la Comunidad Autónoma 
de Castilla y León.

1. Se crea el Sistema Interno de Información de la Administración de la Comunidad de 
Castilla y León.

A los efectos de esta Ley se entiende por Administración de la Comunidad de Castilla y 
León la Administración General y los Organismos Autónomos adscritos a la misma.

Asimismo, las entidades pertenecientes al sector público con personalidad jurídica propia 
vinculadas o dependientes de órganos de la Administración de la Comunidad, y que cuenten 
con menos de cincuenta trabajadores, podrán compartir con la Administración de adscripción 
el Sistema interno de información y los recursos destinados a las investigaciones y las 
tramitaciones a través de la firma del correspondiente convenio de colaboración.

2. El responsable de gestión del Sistema Interno de Información de la Administración de 
la Comunidad de Castilla y León, o «Responsable del Sistema», será el titular de la 
Inspección General de Servicios, quien desarrollará sus funciones de forma independiente y 
autónoma respecto de los órganos de la Administración de la Comunidad de Castilla y León, 
no pudiendo recibir instrucciones de ningún tipo en su ejercicio, y actuará con las exigencias 
previstas en el artículo 8 de la Ley 2/2023, de 20 de febrero.

3. Integrado en el Sistema Interno de Información, existirá un canal interno, como cauce 
para la recepción de las comunicaciones de las acciones u omisiones a que se refiere el 
artículo 2.1 de la Ley 2/2023, de 20 de febrero, con los requisitos establecidos en el artículo 
7 del mismo texto legal.

4. El Sistema Interno de Información dispondrá de un procedimiento de gestión de las 
informaciones recibidas, conforme a lo establecido en el artículo 9 de la Ley 2/2023, de 20 
de febrero.

5. El Sistema Interno garantizará la confidencialidad y seguridad de la información y, en 
particular, de la identidad del informante y de cualquier tercero mencionado en la 
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comunicación, y de las actuaciones que se desarrollen en la gestión y tramitación de ésta, 
así como la protección de datos, impidiendo el acceso de personal no autorizado.

Artículo 3.  Medidas de protección y garantías.
1. Las personas a las que se refiere el artículo 3 de la ley 2/2023, de 20 de febrero, que 

comuniquen o revelen las acciones u omisiones previstas en el ámbito material del artículo 
2.1 de la citada Ley en sus relaciones con la Administración de la Comunidad, tendrán 
derecho a las medidas de protección establecidas en la Ley 2/2023, de 20 de febrero, 
reguladora de la protección de las personas que informen sobre infracciones normativas y de 
lucha contra la corrupción, en los términos que en la misma se prevean, así como las 
previstas en esta norma o aquellas que normativamente puedan establecerse, y que les 
resulten de aplicación.

2. Además de las anteriores medidas, los empleados públicos de la Administración 
General de la Comunidad y de sus organismos autónomos gozarán de la garantía de no 
poder ser removidos de su puesto de trabajo cualquiera que sea su forma de provisión, 
salvo, aquellos cambios que se deriven estrictamente de la normativa aplicable.

3. Estas medidas y garantías serán de aplicación desde que la información tenga 
entrada en el sistema interno de información de la Administración de la Comunidad de 
Castilla y León, hasta dos años después de que hayan terminado las actuaciones a las que 
se refiere el artículo 2.4 de este Decreto-ley. En el caso de que las actuaciones se hayan 
remitido al Ministerio Fiscal, las garantías mantendrán su vigencia hasta que haya 
transcurrido dos años desde que se decrete el archivo definitivo o se dicte sentencia firme, 
en su caso. Excepcionalmente, y de forma justificada, se podrá ampliar el periodo de 
protección, previa audiencia de las personas u órganos que pudieran verse afectados. La 
denegación de la extensión del periodo de protección deberá estar motivada.

Artículo 4.  Traslado provisional derivado de la comunicación de infracciones.
1. Excepcionalmente, el empleado público que comunique acciones u omisiones 

previstas en el artículo 2.1 de la Ley 2/2023 de 20 de febrero, a través del canal interno de 
información, podrá ser trasladado, mientras se sustancia el procedimiento de esta 
información, a otro puesto de trabajo vacante de similares características al que venía 
ocupando, cuando lo solicite y concurran circunstancias, debidamente apreciadas por el 
órgano que tramite el expediente, que así lo justifiquen.

2. La duración del traslado se extenderá hasta un año después de que se ponga fin al 
procedimiento de seguimiento de dicha información. En aquellos casos en los que el 
procedimiento concluya con la remisión del informe de las actuaciones al Ministerio Fiscal, el 
traslado de puesto de trabajo podrá prolongarse hasta que transcurra un año desde que se 
produzca el archivo definitivo o se dicte sentencia firme en su caso.

3. El traslado provisional al que se refiere este artículo también será aplicable al 
empleado público que haya denunciado ante el Ministerio Fiscal o autoridad judicial 
cualquiera de las infracciones a las que se refiere el artículo 2.1 de la Ley 2/2023, de 20 de 
febrero.

Artículo 5.  Régimen disciplinario.
1. Constituye infracción grave del empleado público comunicar, a través del canal 

interno, información de las acciones u omisiones a que se refiere el artículo 2.1 de la Ley 
2/2023, de 20 de febrero, a sabiendas de su falsedad, salvo que dicha conducta haya sido 
sancionada de manera firme por la Autoridad Independiente de Protección del Informante.

2. El régimen disciplinario de aplicación a la anterior infracción, respecto a competencias, 
procedimiento y sanción, será el que proceda según la normativa específica que 
corresponda por la diferente tipología de los empleados públicos de la Administración de la 
Comunidad de Castilla y León.

Disposición derogatoria.  Derogación normativa.
1. Queda derogada la Ley 2/2016, de 11 de noviembre, por la que se regulan las 

actuaciones para dar curso a las informaciones que reciba la administración autonómica 

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 22  Decreto-ley del Sistema Interno de Información de la Administración de Castilla y León

– 296 –



sobre hechos relacionados con delitos contra la administración pública y se establecen las 
garantías de los informantes.

2. Específicamente, quedan derogados el artículo 55.bis y el apartado r) del artículo 82 
de la Ley 7/2005, de 24 de mayo de la Función Pública de Castilla y León, y la letra n) del 
apartado 1 del artículo 8, el artículo 44 bis y el número 6 del apartado 2 del artículo 94 de la 
Ley 2/2007, de 7 de marzo, del Estatuto Jurídico del Personal Estatutario del Servicio de 
Salud de Castilla y León.

3. Así mismo, quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se 
opongan a lo establecido en el presente Decreto-ley.

Disposición final primera.  Modificación del Decreto-Ley 3/2021, de 10 de junio, de 
suspensión de la vigencia de lo dispuesto en los artículos 15.1 y 16.1 de la Ley 4/1998, de 
24 de junio, Reguladora del Juego y de las Apuestas de Castilla y León.

Se modifica el apartado 2 del artículo único del Decreto-Ley 3/2021, de 10 de junio, de 
suspensión de la vigencia de lo dispuesto en los artículos 15.1 y 16.1 de la Ley 4/1998, de 
24 de junio, Reguladora del Juego y de las Apuestas de Castilla y León, que queda 
redactado como sigue:

«2. La suspensión tendrá una duración hasta el día 1 de enero de 2025 o hasta la 
entrada en vigor de la ley que modifique la Ley 4/1998, de 24 de junio, si ésta se produjera 
con anterioridad.»

Disposición final segunda.  Habilitación normativa.
Se autoriza a la Junta de Castilla y León para dictar cuantas normas sean necesarias 

para el desarrollo del presente Decreto-ley.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
Este Decreto-ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial de Castilla y León».

Información relacionada

• El Decreto-ley 3/2023, de 11 de mayo, ha sido convalidado por Acuerdo de las Cortes de 
Castilla y León, publicado por Resolución de 31 de mayo de 2023. Ref. BOCL-h-2023-90223
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§ 23

Ley 7/2021, de 3 de diciembre, de la Cámara de Cuentas de Castilla-
La Mancha. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha
«DOCM» núm. 237, de 13 de diciembre de 2021

«BOE» núm. 41, de 17 de febrero de 2022
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2022-2542

TÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Funciones y competencias

[ . . . ]
Artículo 7.  Garantía de la integridad.

La Cámara de Cuentas desempeñará las siguientes actuaciones destinadas a garantizar 
la integridad de la gestión económico-financiera del sector público de Castilla-La Mancha:

a) Colaborar activamente con los organismos y entidades sujetos a su fiscalización en la 
elaboración de códigos de conducta y procedimientos de detección y gestión de riesgos, 
destinados a asegurar que el comportamiento de los gestores públicos se ajusta a los más 
exigentes estándares de integridad en la gestión de los fondos públicos.

b) Verificar la implantación de políticas de integridad por parte de las entidades sujetas a 
control y formular las propuestas o recomendaciones que se consideren convenientes, en 
orden a su puesta en funcionamiento o a la mejora de sus resultados.

c) Fomentar las buenas prácticas administrativas, contables y financieras, que incidan en 
la prevención y detección del fraude.

d) Promover la transparencia y la integridad en la gestión de los recursos públicos, así 
como el establecimiento de mecanismos de autorregulación dentro del sector privado, 
tendentes a evitar prácticas irregulares o fraudulentas, por parte de empresas licitadoras o 
adjudicatarias de contratos, concesionarias de servicios públicos o beneficiarias de 
subvenciones y demás ayudas públicas.

[ . . . ]
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TÍTULO III
Organización

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Régimen de los miembros de la Cámara de Cuentas

Artículo 29.  Causas de inelegibilidad.
No podrán ser designados como miembros de la Cámara de Cuentas, en los términos 

del artículo 22.2, quienes, en los dos años anteriores a la fecha del nombramiento, hubieran 
estado comprendidos en alguno de los siguientes supuestos:

a) Haber desempeñado funciones de dirección, gestión, inspección o control de ingresos 
o gastos, en cualquiera de las entidades pertenecientes al sector público de Castilla-La 
Mancha sujetas a la función fiscalizadora de la Cámara de Cuentas.

b) Haber tenido la condición de miembro del Parlamento Europeo, de las Cortes 
Generales, de las Cortes de Castilla-La Mancha, del Consejo de Gobierno de Castilla-La 
Mancha o de las corporaciones locales de la región, siempre que, en este último caso, 
hubieran ostentando competencias de gestión en el gobierno local.

c) Haber formado parte de los órganos de dirección, a nivel nacional, regional o 
provincial, de los partidos políticos o de las organizaciones representativas de trabajadores o 
empresarios.

Artículo 30.  Incompatibilidades.
1. La condición de miembro de la Cámara de Cuentas será incompatible con cualquier 

otra actividad pública o privada que no sea la administración de su propio patrimonio 
personal o familiar.

2. En particular, dicha condición es incompatible con los siguientes cargos:
a) Miembro del Parlamento Europeo, de las Cortes de Generales, de las Cortes de 

Castilla-Mancha o de cualquier otra asamblea legislativa autonómica.
b) Miembro de las corporaciones locales.
c) Cualquier otro cargo público de carácter representativo.
d) Miembro del Tribunal de Cuentas o de cualquier otro órgano de control externo del 

sector público.
e) Miembro de cualquiera de los organismos asesores o consultivos de la Comunidad 

Autónoma de Castilla-La Mancha.
f) Cualquier otro cargo político o administrativo del Estado, de las Comunidades 

Autónomas, de las corporaciones locales o de los organismos y entidades integrantes del 
sector público.

g) Cargos directivos o ejecutivos en partidos políticos, agrupaciones de electores, 
asociaciones y fundaciones vinculadas a los mismos, centrales sindicales, organizaciones 
empresariales y colegios profesionales.

3. La condición del miembro de la Cámara de Cuentas será compatible con las 
actividades de producción y creación literaria, artística, científica o técnica, con las 
publicaciones derivadas de las mismas, así como con la colaboración o asistencia ocasional 
como ponente a congresos, seminarios, jornadas, conferencias, cursos de carácter 
profesional y eventos similares, siempre que no sean consecuencia de una relación de 
empleo o de prestación de servicios o que puedan suponer menoscabo del estricto 
cumplimiento de las obligaciones del cargo.

[ . . . ]
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Artículo 45.  Obligaciones en materia de transparencia.
1. La Cámara de Cuentas queda sujeta a las obligaciones establecidas por la Ley 

4/2016, de 15 de diciembre, de Transparencia y Buen Gobierno de Castilla-La Mancha, para 
las instituciones vinculadas a las Cortes de Castilla-La Mancha.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, la Cámara de Cuentas deberá 
publicar en la correspondiente sede electrónica:

a) Los programas anuales de fiscalización aprobados y en curso.
b) Los informes de fiscalización derivados de su función fiscalizadora.
c) Las memorias anuales descriptivas de su actividad.
d) Las multas coercitivas impuestas durante los últimos cuatro años, que hubieran 

adquirido firmeza.

[ . . . ]
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§ 24

Ley 4/1989, de 2 de mayo, de la Audiencia de Cuentas de Canarias. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 64, de 8 de mayo de 1989
«BOE» núm. 133, de 5 de junio de 1989

Última modificación: 31 de diciembre de 2021
Referencia: BOE-A-1989-12695

TÍTULO I
Competencias, ámbito de actuación y funciones

[ . . . ]
CAPÍTULO II
Funciones

[ . . . ]
Artículo 5.  

1. Son funciones de la Audiencia de Cuentas de Canarias:
a) Fiscalizar la actividad económico-financiera del sector público de la Comunidad 

Autónoma de Canarias, velando por la legalidad, eficiencia y economía de cuantos actos den 
lugar al reconocimiento de derechos y obligaciones de contenido económico, así como de 
los ingresos y pagos que de ellos se deriven y, en general, de la recaudación, inversión y 
aplicación de los fondos públicos.

Corresponde, en todo caso, a la Audiencia de Cuentas de Canarias la fiscalización de las 
subvenciones, créditos, avales y todas las ayudas, cualquiera que sea su naturaleza, 
concedidas por los órganos del sector público canario a personas físicas o jurídicas.

b) Fiscalizar el grado de cumplimiento de los objetivos propuestos en los diversos 
programas presupuestarios, a fin de evaluar la eficacia, eficiencia y economía que se haya 
alcanzado en estos objetivos, analizando las desviaciones que se hayan podido producir y 
las causas que las originaron.

c) Fiscalizar los créditos extraordinarios, suplementos, incorporaciones, ampliaciones, 
transferencias y demás modificaciones de los créditos presupuestarios iniciales.

d) Fiscalizar los contratos suscritos por la Administración de la comunidad autónoma y 
demás entes del sector público indicados en el artículo 2 de la presente ley.

e) Fiscalizar la situación y las variaciones patrimoniales de los entes integrantes del 
sector público de la comunidad autónoma.
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f) Fiscalizar el cumplimiento de los principios de estabilidad presupuestaria y 
sostenibilidad financiera.

g) Emitir los dictámenes y respuestas a consultas que en materia de contabilidad pública 
y de gestión económico-financiera le sean solicitados por el máximo órgano rector 
competente de los entes públicos mencionados en el artículo 2 de la presente ley.

h) Asesorar al Parlamento de Canarias en la materia propia de sus competencias.
i) Asesorar al sector público canario definido en el artículo 2 de la presente ley, a 

instancia de este o por propia iniciativa, en el establecimiento de medidas tendentes a 
mejorar la competitividad de las administraciones públicas canarias y su gestión recaudatoria 
y de medidas encaminadas a incrementar la transparencia en la gestión.

j) Informar y recomendar buenas prácticas administrativas, contables y financieras como 
medio de prevención de la corrupción en el ámbito del sector público de la comunidad 
autónoma.

2. La Audiencia de Cuentas llevará a cabo, si así lo solicita el Parlamento de Canarias, el 
análisis de las auditorías realizadas por la Intervención General.

3. Si la Audiencia de Cuentas apreciase una manifiesta infracción de ley con grave 
perjuicio para el interés público, dará inmediato conocimiento al Parlamento y al Gobierno de 
Canarias por medio de un informe extraordinario.

[ . . . ]
Disposición adicional quinta.  Suspensión de la retención de pagos a determinadas 
Administraciones públicas como consecuencia de la erupción volcánica en isla de La Palma.

Se suspende la aplicación de la retención del 2% contenida en el punto 3 del artículo 14 
de esta ley, a los ayuntamientos de El Paso, Los Llanos de Aridane y Tazacorte, así como al 
Cabildo Insular de La Palma, durante el año 2022, con respecto a la cuenta general del 
ejercicio 2021, sin que ello afecte a la obligatoriedad legal de colaboración.

[ . . . ]
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§ 25

Ley 6/1985, de 24 de junio, del Consejo de Cuentas. [Inclusión 
parcial]

Comunidad Autónoma de Galicia
«DOG» núm. 130, de 9 de julio de 1985

«BOE» núm. 206, de 28 de agosto de 1985
Última modificación: 20 de marzo de 2023

Referencia: BOE-A-1985-18554

TÍTULO I
Competencias

[ . . . ]
Artículo 5 bis.  Prevención de la corrupción.

El Consejo de Cuentas desempeña las siguientes competencias en materia de 
prevención de la corrupción:

a) Colaborar con las administraciones sujetas al ámbito de actuación del Consejo de 
Cuentas y hacerles propuestas en la elaboración de códigos de conducta y manuales 
internos de gestión de riesgos que permitan garantizar el comportamiento ético de los 
gestores públicos.

b) Solicitar información a las administraciones relativas a sus sistemas de prevención de 
la corrupción, comprobando el adecuado diseño e implantación de las políticas de integridad 
y proponiendo mejoras que garanticen la transparencia y reduzcan las oportunidades de 
fraude.

En este sentido, deberá evaluar de manera sistemática los planes de prevención de 
riesgo de la corrupción que realicen las instituciones y entes del sector público de la 
Comunidad Autónoma, en los cuales habrán de analizar las actividades en las que se 
constate una mayor incidencia de riesgo.

c) Asesorar al Parlamento, la Administración autonómica y las administraciones sujetas 
al ámbito de actuación del Consejo de Cuentas sobre los instrumentos normativos o internos 
de prevención y represión de la corrupción.

d) Fomentar la conciencia y participación ciudadana a favor de la transparencia y el 
comportamiento ético en el sector público e impulsar dentro del sector privado el 
establecimiento de mecanismos de autorregulación a fin de evitar prácticas irregulares, en 
particular en las empresas licitadoras y adjudicatarias de contratos, concesionarias de 
servicios públicos y beneficiarias de subvenciones y ayudas públicas.

[ . . . ]
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TÍTULO III
Garantías, normas y procedimiento para asegurar la rendición de cuentas

[ . . . ]
Artículo 24 ter.  Procedimiento específico en relación con la evolución de los bienes 
patrimoniales de las autoridades.

1. Cuando el órgano responsable del Registro de Bienes Patrimoniales de Altos Cargos 
de la Xunta de Galicia aprecie una evolución inadecuada de la situación patrimonial de un 
alto cargo del sector público autonómico con respecto a sus ingresos acreditados, podrá 
recabar, a través de la consejería competente, en una petición razonada, que el Consejo de 
la Xunta de Galicia se dirija al Consejo de Cuentas para que proceda a fiscalizar la evolución 
de los bienes patrimoniales de dicho alto cargo.

2. Para poder cumplir esta función fiscalizadora y una vez recibida la solicitud del 
Consejo de la Xunta, el Consejo de Cuentas tendrá acceso al Registro de Bienes 
Patrimoniales de Altos Cargos en los términos que reglamentariamente se determinen.

3. El periodo objeto de fiscalización coincidirá con el del mandato del cargo público, de 
modo que no alcanzará, en ningún caso, periodos anteriores a la toma de posesión del cargo 
y finalizará cuando se produzca el cese efectivo de aquel.

4. El alto cargo cuya situación patrimonial sea objeto de examen deberá aportar toda la 
información que le sea requerida, así como comunicar todas aquellas circunstancias que 
fueran relevantes para la elaboración del informe.

5. El Consejo de Cuentas, en todo caso, habrá de remitir a la persona fiscalizada un 
borrador previo de conclusiones para permitirle, en un plazo de quince días, presentar 
alegaciones. Superado este trámite, el Consejo de Cuentas remitirá el resultado de esa 
fiscalización a la Xunta de Galicia y lo incorporará al informe anual que remite al Parlamento 
de Galicia.

6. Si, como resultado de su fiscalización, el Consejo de Cuentas advirtiera indicios de 
responsabilidades administrativas, penales o de otra índole, deberá ponerlo en conocimiento 
de la autoridad u órgano administrativo o jurisdiccional competente en cada caso.

[ . . . ]
Disposición transitoria cuarta.  Sistema transitorio de reconocimiento de la progresión en 
la carrera administrativa.

Mientras no se implante un sistema de carrera profesional en el Consejo de Cuentas de 
Galicia, se establecerá, para el personal funcionario que preste servicios en el Consejo de 
Cuentas, un sistema transitorio de reconocimiento de progresión en la carrera administrativa 
que le permita a dicho personal progresar de manera voluntaria e individualizada, y que 
promueva su actualización y el perfeccionamiento de su cualificación profesional.

El personal funcionario que preste servicios en el Consejo de Cuentas y que esté 
incluido dentro del ámbito de aplicación del número 4 de la disposición transitoria octava de 
la Ley 2/2015, de 29 de abril, podrá optar por acogerse al sistema transitorio previsto en 
dicho número o al recogido en la presente disposición.

El personal funcionario que preste servicios en el Consejo de Cuentas de Galicia y 
quede encuadrado en el sistema transitorio regulado en esta disposición percibirá, de 
acuerdo con lo que se disponga para cada ejercicio presupuestario en la Ley de 
presupuestos de la Comunidad Autónoma, una retribución adicional al complemento de 
destino conforme al grupo o subgrupo profesional de pertenencia en la Administración de 
origen en el que preste servicios en el Consejo de Cuentas de Galicia.

De conformidad con la disposición final primera del Reglamento de régimen interior del 
Consejo de Cuentas de Galicia, publicado por Resolución de 17 de febrero de 2017, el Pleno 
adoptará las normas necesarias para la aplicación del sistema transitorio previsto en esta 
disposición, incluidos, entre otros extremos, el procedimiento y los requisitos para el acceso 
a dicho sistema y para el cobro de la retribución adicional.
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Cuando se implante el sistema de carrera profesional en el Consejo de Cuentas de 
Galicia se tendrá en cuenta el desarrollo profesional alcanzado en aplicación de esta 
disposición.

[ . . . ]
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§ 26

Ley 11/1999, de 29 de abril, de la Cámara de Cuentas de la 
Comunidad de Madrid. [Inclusión parcial]

Comunidad de Madrid
«BOCM» núm. 112, de 13 de mayo de 1999

«BOE» núm. 172, de 20 de julio de 1999
Última modificación: 16 de abril de 2019

Referencia: BOE-A-1999-15799

TÍTULO I
La Cámara de Cuentas. Naturaleza, ámbito de actuación y funciones

CAPÍTULO I
Naturaleza y ámbito de actuación

[ . . . ]
Artículo 4.  Funciones.

1. Corresponde a la Cámara de Cuentas la función fiscalizadora de la actividad 
económica, presupuestaria, financiera y contable del sector público madrileño, velando por el 
cumplimiento de sus objetivos, y su evaluación de acuerdo con los principios de legalidad, 
eficacia, eficiencia y economía.

2. En el marco de los procedimientos de fiscalización iniciados y de conformidad con las 
disposiciones legales vigentes, la Cámara de Cuentas desempeñará asimismo la función de 
prevención de la corrupción, procediendo a evaluar los correspondientes sistemas de 
prevención del riesgo y formulando las correspondientes propuestas, en su caso, para un 
adecuado diseño e implantación de mecanismos o instrumentos normativos que reduzcan 
las oportunidades de fraude.

3. Asimismo, la Cámara de Cuentas ejercerá la función de asesoramiento en materia 
económica y financiera de la Asamblea de Madrid, en todo lo relacionado con las materias 
propias de su competencia.

4. Corresponde también a la Cámara de Cuentas el ejercicio de las competencias que le 
sean delegadas por el Tribunal de Cuentas, en los términos previstos en su Ley orgánica.

[ . . . ]
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§ 27

Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 302, de 18 de diciembre de 2003

Última modificación: 25 de mayo de 2023
Referencia: BOE-A-2003-23186

[ . . . ]
TÍTULO III

La aplicación de los tributos

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Normas comunes sobre actuaciones y procedimientos tributarios

[ . . . ]
Sección 4.ª Entrada en el domicilio de los obligados tributarios

Artículo 113.  Autorización judicial para la entrada en el domicilio de los obligados 
tributarios.

Cuando en las actuaciones y en los procedimientos de aplicación de los tributos sea 
necesario entrar en el domicilio constitucionalmente protegido de un obligado tributario o 
efectuar registros en el mismo, la Administración Tributaria deberá obtener el consentimiento 
de aquél o la oportuna autorización judicial.

La solicitud de autorización judicial para la ejecución del acuerdo de entrada en el 
mencionado domicilio deberá estar debidamente justificada y motivar la finalidad, necesidad 
y proporcionalidad de dicha entrada.

Tanto la solicitud como la concesión de la autorización judicial podrán practicarse, aun 
con carácter previo al inicio formal del correspondiente procedimiento, siempre que el 
acuerdo de entrada contenga la identificación del obligado tributario, los conceptos y 
períodos que van a ser objeto de comprobación y se aporten al órgano judicial.

Sección 5.ª Denuncia pública

Artículo 114.  Denuncia pública.
1. Mediante la denuncia pública se podrán poner en conocimiento de la Administración 

tributaria hechos o situaciones que puedan ser constitutivos de infracciones tributarias o 
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tener trascendencia para la aplicación de los tributos. La denuncia pública es independiente 
del deber de colaborar con la Administración tributaria regulado en los artículos 93 y 94 de 
esta ley.

2. Recibida una denuncia, se remitirá al órgano competente para realizar las actuaciones 
que pudieran proceder. Este órgano podrá acordar el archivo de la denuncia cuando se 
considere infundada o cuando no se concreten o identifiquen suficientemente los hechos o 
las personas denunciadas.

Se podrán iniciar las actuaciones que procedan si existen indicios suficientes de 
veracidad en los hechos imputados y éstos son desconocidos para la Administración 
tributaria. En este caso, la denuncia no formará parte del expediente administrativo.

3. No se considerará al denunciante interesado en las actuaciones administrativas que 
se inicien como consecuencia de la denuncia ni se le informará del resultado de las mismas. 
Tampoco estará legitimado para la interposición de recursos o reclamaciones en relación con 
los resultados de dichas actuaciones.

Sección 6.ª Potestades y funciones de comprobación e investigación

Artículo 115.  Potestades y funciones de comprobación e investigación.
1. La Administración Tributaria podrá comprobar e investigar los hechos, actos, 

elementos, actividades, explotaciones, negocios, valores y demás circunstancias 
determinantes de la obligación tributaria para verificar el correcto cumplimiento de las 
normas aplicables.

Dichas comprobación e investigación se podrán realizar aún en el caso de que las 
mismas afecten a ejercicios o periodos y conceptos tributarios respecto de los que se 
hubiese producido la prescripción regulada en el artículo 66.a) de esta Ley, siempre que tal 
comprobación o investigación resulte precisa en relación con la de alguno de los derechos a 
los que se refiere el artículo 66 de esta Ley que no hubiesen prescrito, salvo en los 
supuestos a los que se refiere el artículo 66 bis.2 de esta Ley, en los que resultará de 
aplicación el límite en el mismo establecido.

En particular, dichas comprobaciones e investigaciones podrán extenderse a hechos, 
actos, actividades, explotaciones y negocios que, acontecidos, realizados, desarrollados o 
formalizados en ejercicios o periodos tributarios respecto de los que se hubiese producido la 
prescripción regulada en el artículo 66.a) citado en el párrafo anterior, hubieran de surtir 
efectos fiscales en ejercicios o periodos en los que dicha prescripción no se hubiese 
producido.

2. En el desarrollo de las funciones de comprobación e investigación a que se refiere 
este artículo, la Administración Tributaria podrá calificar los hechos, actos, actividades, 
explotaciones y negocios realizados por el obligado tributario con independencia de la previa 
calificación que éste último hubiera dado a los mismos y del ejercicio o periodo en el que la 
realizó, resultando de aplicación, en su caso, lo dispuesto en los artículos 13, 15 y 16 de esta 
Ley.

La calificación realizada por la Administración Tributaria en los procedimientos de 
comprobación e investigación en aplicación de lo dispuesto en este apartado extenderá sus 
efectos respecto de la obligación tributaria objeto de aquellos y, en su caso, respecto de 
aquellas otras respecto de las que no se hubiese producido la prescripción regulada en el 
artículo 66.a) de esta Ley.

3. Los actos de concesión o reconocimiento de beneficios fiscales que estén 
condicionados al cumplimiento de ciertas condiciones futuras o a la efectiva concurrencia de 
determinados requisitos no comprobados en el procedimiento en que se dictaron tendrán 
carácter provisional. La Administración tributaria podrá comprobar en un posterior 
procedimiento de aplicación de los tributos la concurrencia de tales condiciones o requisitos 
y, en su caso, regularizar la situación tributaria del obligado sin necesidad de proceder a la 
previa revisión de dichos actos provisionales conforme a lo dispuesto en el título V de esta 
ley.
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Artículo 116.  Plan de control tributario.
La Administración tributaria elaborará anualmente un Plan de control tributario que 

tendrá carácter reservado, aunque ello no impedirá que se hagan públicos los criterios 
generales que lo informen.

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Actuaciones y procedimiento de inspección

Sección 1.ª Disposiciones generales

Subsección 1.ª Funciones y facultades

Artículo 141.  La inspección tributaria.
La inspección tributaria consiste en el ejercicio de las funciones administrativas dirigidas 

a:
a) La investigación de los supuestos de hecho de las obligaciones tributarias para el 

descubrimiento de los que sean ignorados por la Administración.
b) La comprobación de la veracidad y exactitud de las declaraciones presentadas por los 

obligados tributarios.
c) La realización de actuaciones de obtención de información relacionadas con la 

aplicación de los tributos, de acuerdo con lo establecido en los artículos 93 y 94 de esta ley.
d) La comprobación del valor de derechos, rentas, productos, bienes, patrimonios, 

empresas y demás elementos, cuando sea necesaria para la determinación de las 
obligaciones tributarias, siendo de aplicación lo dispuesto en los artículos 134 y 135 de esta 
ley.

e) La comprobación del cumplimiento de los requisitos exigidos para la obtención de 
beneficios o incentivos fiscales y devoluciones tributarias, así como para la aplicación de 
regímenes tributarios especiales.

f) La información a los obligados tributarios con motivo de las actuaciones inspectoras 
sobre sus derechos y obligaciones tributarias y la forma en que deben cumplir estas últimas.

g) La práctica de las liquidaciones tributarias resultantes de sus actuaciones de 
comprobación e investigación.

h) La realización de actuaciones de comprobación limitada, conforme a lo establecido en 
los artículos 136 a 140 de esta ley.

i) El asesoramiento e informe a órganos de la Administración pública.
j) La realización de las intervenciones tributarias de carácter permanente o no 

permanente, que se regirán por lo dispuesto en su normativa específica y, en defecto de 
regulación expresa, por las normas de este capítulo con exclusión del artículo 149.

k) Las demás que se establezcan en otras disposiciones o se le encomienden por las 
autoridades competentes.

Artículo 142.  Facultades de la inspección de los tributos.
1. Las actuaciones inspectoras se realizarán mediante el examen de documentos, libros, 

contabilidad principal y auxiliar, ficheros, facturas, justificantes, correspondencia con 
transcendencia tributaria, bases de datos informatizadas, programas, registros y archivos 
informáticos relativos a actividades económicas, así como mediante la inspección de bienes, 
elementos, explotaciones y cualquier otro antecedente o información que deba de facilitarse 
a la Administración o que sea necesario para la exigencia de las obligaciones tributarias.

2. Cuando las actuaciones inspectoras lo requieran, los funcionarios que desarrollen 
funciones de inspección de los tributos podrán entrar, en las condiciones que 
reglamentariamente se determinen, en las fincas, locales de negocio y demás 
establecimientos o lugares en que se desarrollen actividades o explotaciones sometidas a 
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gravamen, existan bienes sujetos a tributación, se produzcan hechos imponibles o supuestos 
de hecho de las obligaciones tributarias o exista alguna prueba de los mismos.

Para el acceso a los lugares mencionados en el párrafo anterior de los funcionarios de la 
inspección de los tributos, se precisará de un acuerdo de entrada de la autoridad 
administrativa que reglamentariamente se determine, salvo que el obligado tributario o la 
persona bajo cuya custodia se encontraren otorguen su consentimiento para ello.

Cuando para el ejercicio de las actuaciones inspectoras sea necesario entrar en el 
domicilio constitucionalmente protegido del obligado tributario, se aplicará lo dispuesto en el 
artículo 113 de esta Ley. La solicitud de autorización judicial requerirá incorporar el acuerdo 
de entrada a que se refiere el mencionado artículo, suscrito por la autoridad administrativa 
que reglamentariamente se determine.

3. Los obligados tributarios deberán atender a la inspección y le prestarán la debida 
colaboración en el desarrollo de sus funciones.

El obligado tributario que hubiera sido requerido por la inspección deberá personarse, 
por sí o por medio de representante, en el lugar, día y hora señalados para la práctica de las 
actuaciones, y deberá aportar o tener a disposición de la inspección la documentación y 
demás elementos solicitados.

Excepcionalmente, y de forma motivada, la inspección podrá requerir la comparecencia 
personal del obligado tributario cuando la naturaleza de las actuaciones a realizar así lo 
exija.

4. Los funcionarios que desempeñen funciones de inspección serán considerados 
agentes de la autoridad y deberán acreditar su condición, si son requeridos para ello, fuera 
de las oficinas públicas.

Las autoridades públicas prestarán la protección y el auxilio necesario a los funcionarios 
para el ejercicio de las funciones de inspección.

Subsección 2.ª Documentación de las actuaciones de la inspección

Artículo 143.  Documentación de las actuaciones de la inspección.
1. Las actuaciones de la inspección de los tributos se documentarán en comunicaciones, 

diligencias, informes y actas.
2. Las actas son los documentos públicos que extiende la inspección de los tributos con 

el fin de recoger el resultado de las actuaciones inspectoras de comprobación e 
investigación, proponiendo la regularización que estime procedente de la situación tributaria 
del obligado o declarando correcta la misma.

Artículo 144.  Valor probatorio de las actas.
1. Las actas extendidas por la inspección de los tributos tienen naturaleza de 

documentos públicos y hacen prueba de los hechos que motiven su formalización, salvo que 
se acredite lo contrario.

2. Los hechos aceptados por los obligados tributarios en las actas de inspección se 
presumen ciertos y sólo podrán rectificarse mediante prueba de haber incurrido en error de 
hecho.

Sección 2.ª Procedimiento de inspección

Subsección 1.ª Normas generales

Artículo 145.  Objeto del procedimiento de inspección.
1. El procedimiento de inspección tendrá por objeto comprobar e investigar el adecuado 

cumplimiento de las obligaciones tributarias y en el mismo se procederá, en su caso, a la 
regularización de la situación tributaria del obligado mediante la práctica de una o varias 
liquidaciones.

2. La comprobación tendrá por objeto los actos, elementos y valoraciones consignados 
por los obligados tributarios en sus declaraciones.
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3. La investigación tendrá por objeto descubrir la existencia, en su caso, de hechos con 
relevancia tributaria no declarados o declarados incorrectamente por los obligados 
tributarios.

Artículo 146.  Medidas cautelares en el procedimiento de inspección.
1. En el procedimiento de inspección se podrán adoptar medidas cautelares 

debidamente motivadas para impedir que desaparezcan, se destruyan o alteren las pruebas 
determinantes de la existencia o cumplimiento de obligaciones tributarias o que se niegue 
posteriormente su existencia o exhibición.

Las medidas podrán consistir, en su caso, en el precinto, depósito o incautación de las 
mercancías o productos sometidos a gravamen, así como de libros, registros, documentos, 
archivos, locales o equipos electrónicos de tratamiento de datos que puedan contener la 
información de que se trate.

2. Las medidas cautelares serán proporcionadas y limitadas temporalmente a los fines 
anteriores sin que puedan adoptarse aquellas que puedan producir un perjuicio de difícil o 
imposible reparación.

3. Las medidas adoptadas deberán ser ratificadas por el órgano competente para liquidar 
en el plazo de 15 días desde su adopción y se levantarán si desaparecen las circunstancias 
que las motivaron.

Subsección 2.ª Iniciación y desarrollo

Artículo 147.  Iniciación del procedimiento de inspección.
1. El procedimiento de inspección se iniciará:
a) De oficio.
b) A petición del obligado tributario, en los términos establecidos en el artículo 149 de 

esta ley.
2. Los obligados tributarios deben ser informados al inicio de las actuaciones del 

procedimiento de inspección sobre la naturaleza y alcance de las mismas, así como de sus 
derechos y obligaciones en el curso de tales actuaciones.

Artículo 148.  Alcance de las actuaciones del procedimiento de inspección.
1. Las actuaciones del procedimiento de inspección podrán tener carácter general o 

parcial.
2. Las actuaciones inspectoras tendrán carácter parcial cuando no afecten a la totalidad 

de los elementos de la obligación tributaria en el período objeto de la comprobación y en 
todos aquellos supuestos que se señalen reglamentariamente. En otro caso, las actuaciones 
del procedimiento de inspección tendrán carácter general en relación con la obligación 
tributaria y período comprobado.

3. Cuando las actuaciones del procedimiento de inspección hubieran terminado con una 
liquidación provisional, el objeto de las mismas no podrá regularizarse nuevamente en un 
procedimiento de inspección que se inicie con posterioridad salvo que concurra alguna de 
las circunstancias a que se refiere el párrafo a) del apartado 4 del artículo 101 de esta ley y 
exclusivamente en relación con los elementos de la obligación tributaria afectados por dichas 
circunstancias.

Artículo 149.  Solicitud del obligado tributario de una inspección de carácter general.
1. Todo obligado tributario que esté siendo objeto de unas actuaciones de inspección de 

carácter parcial podrá solicitar a la Administración tributaria que las mismas tengan carácter 
general respecto al tributo y, en su caso, períodos afectados, sin que tal solicitud interrumpa 
las actuaciones en curso.

2. El obligado tributario deberá formular la solicitud en el plazo de 15 días desde la 
notificación del inicio de las actuaciones inspectoras de carácter parcial.

3. La Administración tributaria deberá ampliar el alcance de las actuaciones o iniciar la 
inspección de carácter general en el plazo de seis meses desde la solicitud. El 
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incumplimiento de este plazo determinará que las actuaciones inspectoras de carácter 
parcial no interrumpan el plazo de prescripción para comprobar e investigar el mismo tributo 
y período con carácter general.

[ . . . ]
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§ 28

Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, por el que se aprueba el 
Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de 
gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes 
de los procedimientos de aplicación de los tributos. [Inclusión parcial]

Ministerio de Economía y Hacienda
«BOE» núm. 213, de 5 de septiembre de 2007

Última modificación: 31 de enero de 2024
Referencia: BOE-A-2007-15984

[ . . . ]
Artículo 49 ter.  Obligación de información de determinados mecanismos de planificación 
fiscal en el ámbito del Acuerdo Multilateral entre Autoridades competentes sobre intercambio 
automático de información relativa a los Mecanismos de elusión del Estándar común de 
comunicación de información y las Estructuras extraterritoriales opacas.

1. Las personas o entidades que tuvieran la consideración de intermediarios a los 
efectos de esta obligación de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 4 del artículo 45 de 
este reglamento o, en su caso, los obligados tributarios interesados a los que se refiere el 
apartado 5 de dicho artículo estarán obligados a informar a la Administración tributaria de los 
mecanismos transfronterizos a los que se refiere el apartado 3 de este artículo en los que 
intervengan o participen, respectivamente, cuando concurra alguna de las señas distintivas 
determinadas en el artículo 47.5 de este reglamento.

2. El régimen de la obligación de información de los mecanismos de planificación fiscal a 
los que se refiere este artículo será el resultante de los artículos 45 a 47 de este reglamento 
interpretado conforme a las Normas tipo de comunicación obligatoria de información para 
abordar Mecanismos de elusión del Estándar común de comunicación de información y las 
Estructuras extraterritoriales opacas y su comentario de la Organización para la Cooperación 
y el Desarrollo Económico, con las especificidades recogidas en este artículo.

3. Mecanismos transfronterizos objeto de declaración.
a) Deberán ser objeto de declaración ante la Administración tributaria española todos 

aquellos mecanismos que tengan la consideración de transfronterizos y respecto de los 
cuales concurra alguna de las señas distintivas relativas a mecanismos de elusión del 
Estándar común de comunicación de información de cuentas financieras y a las estructuras 
extraterritoriales opacas a las cuales se refieren las Normas tipo citadas en los términos 
desarrollados reglamentariamente.

b) Tendrá la consideración de mecanismo de carácter transfronterizo a los efectos de 
esta obligación de información aquellos mecanismos que afecten a un obligado tributario 
interesado que sea residente fiscal en una jurisdicción respecto de la que haya surtido 
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efectos el Acuerdo Multilateral entre Autoridades competentes sobre intercambio automático 
de información relativa a los Mecanismos de elusión del Estándar común de comunicación 
de información y las Estructuras extraterritoriales opacas cuando dicho mecanismo tenga 
alguna consecuencia sobre el intercambio automático de información de cuentas financieras 
o la identificación de la titularidad real.

4. Obligados a presentar la declaración en concepto de intermediarios.
a) Estarán obligados a presentar la declaración aquellos intermediarios en los que 

concurran alguno de los criterios de conexión a los que se refiere el apartado 5.a) de este 
artículo.

b) No estarán obligados a presentar la declaración en concepto de intermediarios:
1.º Cuando concurra alguna de las circunstancias previstas en la letra b) del apartado 4 

del artículo 45 de este reglamento.
2.º Cuando la información haya sido previamente comunicada en los términos 

legalmente exigidos a la Administración tributaria española competente.
3.º Aquellos intermediarios que hayan prestado sus servicios de intermediación del 

mecanismo desde un establecimiento permanente situado en otra jurisdicción respecto de la 
que haya surtido efectos el Acuerdo multilateral citado, y hayan comunicado la información 
ante la Administración tributaria de dicha jurisdicción.

4.º Aquellos intermediarios en los que concurra el criterio de conexión al que se refiere el 
apartado 5.a).3.º de este artículo, y sean residentes o tengan su sede de dirección efectiva 
en otra jurisdicción respecto de la que haya surtido efectos el Acuerdo multilateral citado, y 
hayan comunicado la información ante la Administración tributaria de dicha jurisdicción.

5. Competencia de la Administración tributaria española.
a) Los intermediarios obligados a declarar en el ámbito del Acuerdo multilateral a que se 

refiere este artículo suministrarán la información requerida a la Administración tributaria 
española competente cuando concurra cualquiera de los siguientes criterios de conexión:

1.º Que el intermediario sea residente fiscal en España.
2.º Que el intermediario facilite los servicios de intermediación respecto del mecanismo 

desde un establecimiento permanente situado en España.
3.º Que el intermediario se hubiera constituido en España o se rija por la legislación 

española.
4.º Que el intermediario tenga en España su sede de dirección efectiva. En particular, 

cuando el intermediario esté registrado en un colegio o asociación profesional española 
relacionada con servicios jurídicos, fiscales o de asesoría.

b) Los obligados tributarios interesados estarán obligados a presentar la declaración a la 
Administración tributaria española competente cuando residan fiscalmente en España 
siempre que no exista intermediario obligado a la presentación de la declaración en una 
jurisdicción respecto de la que haya surtido efectos el Acuerdo multilateral citado.

6. La declaración recogerá, además del contenido al que se refiere el artículo 46.1 de 
este reglamento, toda jurisdicción en la que el mecanismo se ha puesto a disposición para 
su ejecución. Esta información, a efectos de lo establecido en la disposición adicional 
vigésima tercera.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, constituye un 
conjunto de datos, en relación con cada uno de los mecanismos que deban ser objeto de 
declaración.

7. Seña distintiva.
En la obligación de información regulada en este artículo solo se aplicará la seña 

distintiva a la que se refiere el artículo 47.5 de este reglamento interpretado conforme a las 
Normas tipo a que se refiere el apartado 2 de este artículo. A los efectos de apreciar la 
concurrencia de la seña distintiva no será imprescindible que concurra necesariamente 
alguna de las condiciones a que se refiere aquel precepto.

8. De conformidad con lo dispuesto en la regla 2.2 de las Normas tipo a que se refiere el 
apartado 2, la declaración de información de los mecanismos transfronterizos de 
planificación fiscal deberá realizarse en el plazo de treinta días naturales siguientes al 
nacimiento de la obligación definido en el artículo 46.3 de este reglamento.
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La Orden ministerial por la que se apruebe el modelo de declaración correspondiente 
contendrá la información a que se refiere el artículo 46.1 de este reglamento, así como 
cualquier otro dato relevante.

Téngase en cuenta que este artículo, añadido por la disposición final 1.12 del Real Decreto 
117/2024, de 30 de enero, Ref. BOE-A-2024-1771, entra en vigor cuando lo haga la orden 
ministerial aprobada por la persona titular del Ministerio de Hacienda por la que se aprueben los 
correspondientes modelos de declaración, según establece la disposición final 11.d) del citado 
Real Decreto.

[ . . . ]
TÍTULO V

Actuaciones y procedimiento de inspección

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Sección 1.ª Funciones de la inspección de los tributos

Artículo 166.  Atribución de funciones inspectoras a los órganos administrativos.
1. A efectos de lo dispuesto en este reglamento, se entiende por órganos de inspección 

tributaria los de carácter administrativo que ejerzan las funciones previstas en el artículo 141 
de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, así como aquellos otros que 
tengan atribuida dicha condición en las normas de organización específica.

2. En el ámbito de competencias del Estado, el ejercicio de las funciones de inspección 
tributaria corresponderá a:

a) Los órganos con funciones inspectoras de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria en los términos establecidos en la normativa aplicable.

b) Los órganos de la Dirección General del Catastro que tengan atribuida la inspección 
catastral de acuerdo con lo dispuesto en el texto refundido de la Ley del Catastro 
Inmobiliario, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, en la forma que 
se determine mediante Orden del Ministro de Economía y Hacienda, y sin perjuicio de las 
posibles actuaciones conjuntas que puedan realizarse con las entidades locales.

3. Los órganos con funciones inspectoras de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria ejercerán sus funciones respecto de los siguientes tributos:

a) Aquellos cuya aplicación corresponda a la Administración tributaria del Estado, así 
como sobre los recargos establecidos sobre tales tributos a favor de otros entes públicos.

b) Los tributos cedidos de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 46.3 de la Ley 21/2001, 
de 27 de diciembre, por la que se regulan las medidas fiscales y administrativas del nuevo 
sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con 
Estatuto de Autonomía, así como, en su caso, con lo dispuesto en las leyes reguladoras del 
régimen de cesión de tributos del Estado y de fijación del alcance y condiciones de dicha 
cesión a cada comunidad autónoma.

c) El Impuesto sobre Actividades Económicas de acuerdo con lo dispuesto en la 
normativa reguladora de las Haciendas Locales.

Artículo 167.  Colaboración de los órganos de inspección con otros órganos y 
Administraciones.

1. Las actuaciones inspectoras podrán realizarse mediante colaboración entre las 
distintas Administraciones tributarias, de oficio o a solicitud de la otra Administración.

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 28  Reglamento General actuaciones y procedimientos de gestión e inspección tributaria [parcial]

– 315 –

http://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2024-1771#df


Cuando los órganos de inspección de una Administración tributaria conozcan hechos o 
circunstancias con trascendencia tributaria para otras Administraciones tributarias, los 
pondrán en conocimiento de estas y los acompañarán de los elementos probatorios que 
procedan.

Las actuaciones inspectoras que tenga que efectuar una entidad local fuera de su 
territorio serán realizadas por los órganos competentes de su comunidad autónoma cuando 
deban realizarse en el ámbito territorial de esta, y por los órganos de la Administración 
tributaria del Estado o de la comunidad autónoma competente por razón del territorio en otro 
caso, previa solicitud del presidente de la corporación local.

Las actuaciones inspectoras que tenga que efectuar una comunidad autónoma fuera de 
su territorio serán realizadas, a solicitud de esta, por los órganos de inspección de la 
Administración tributaria del Estado o de la comunidad autónoma competente por razón de 
territorio, en función de las competencias correspondientes.

Los resultados de las actuaciones inspectoras a que se refieren los párrafos anteriores 
se documentarán en diligencia, a la que podrá acompañarse un informe si se estima 
conveniente, que se remitirá directamente al órgano competente de la Administración pública 
correspondiente.

2. Los órganos de inspección comunicarán a otros órganos de la misma Administración 
tributaria cuantos datos conozcan con trascendencia para el adecuado desempeño de las 
funciones que tengan encomendadas. A estos efectos, tendrán en cuenta sus respectivas 
competencias funcionales o territoriales.

Los órganos de inspección deberán prestar la colaboración necesaria a otros órganos 
inspectores de la misma Administración tributaria.

Artículo 168.  Inspecciones coordinadas con las comunidades autónomas.
1. Las Administraciones tributarias del Estado y de las comunidades autónomas podrán 

realizar actuaciones y procedimientos de inspección coordinados, cada una en su ámbito de 
competencias y de forma independiente, en relación con aquellos obligados tributarios que 
presenten un interés común o complementario para la aplicación de los tributos cuya 
inspección les corresponda.

Los órganos de las distintas Administraciones tributarias que intervengan en las 
actuaciones y procedimientos inspectores coordinados podrán realizar actuaciones 
concretas de modo simultáneo.

Las Administraciones tributarias implicadas tendrán acceso a toda la información y 
elementos de prueba obtenidos en las diferentes actuaciones y procedimientos de 
inspección coordinados en cuanto resulten relevantes para la resolución del procedimiento 
iniciado, para su ampliación o para el inicio de otros procedimientos de acuerdo con sus 
respectivas competencias.

2. La Administración tributaria que se proponga la realización de estas actuaciones o 
procedimientos dirigirá escrito motivado a la otra Administración con indicación de los 
obligados tributarios, conceptos y periodos que pretende comprobar y señalará los 
conceptos y periodos que solicita que se comprueben por la otra Administración. La 
Administración tributaria destinataria de la propuesta comunicará, en el plazo de un mes 
desde que reciba el escrito, si acepta o no la propuesta.

3. En la comunicación del inicio de las actuaciones al obligado tributario o del inicio del 
procedimiento de inspección que se notifique en último lugar, o en ambas si se inician 
simultáneamente, se informará al obligado tributario de que se trata de actuaciones 
coordinadas.

4. Las actuaciones y procedimientos inspectores coordinados se finalizarán de forma 
independiente por cada Administración tributaria. Las resoluciones o, en su caso, las 
liquidaciones que se practiquen en cada uno de ellos sólo serán recurribles de forma 
independiente.

Artículo 169.  Personal inspector.
1. Las actuaciones inspectoras se realizarán por los funcionarios y demás personal al 

servicio de la Administración tributaria que desempeñen los correspondientes puestos de 
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trabajo integrados en los órganos con funciones de inspección tributaria y, en su caso, por 
aquellos a que se refiere el artículo 61.2.

Corresponde a cada Administración tributaria, de acuerdo con la normativa que le sea 
aplicable, determinar en los distintos órganos con funciones inspectoras los puestos de 
trabajo que tengan a su cargo el desempeño de tales funciones y concretar sus 
características y atribuciones específicas.

2. Las actuaciones preparatorias y las de comprobación o prueba de hechos o 
circunstancias con trascendencia tributaria podrán encomendarse al personal al servicio de 
la Administración tributaria que no tenga la condición de funcionario.

Sección 2.ª Planificación de las actuaciones inspectoras

Artículo 170.  Planes de inspección.
1. La planificación comprenderá las estrategias y objetivos generales de las actuaciones 

inspectoras y se concretará en el conjunto de planes y programas definidos sobre sectores 
económicos, áreas de actividad, operaciones y supuestos de hecho, relaciones jurídico-
tributarias u otros, conforme a los que los órganos de inspección deberán desarrollar su 
actividad.

2. Cada Administración tributaria integrará en el Plan de control tributario a que se refiere 
el artículo 116 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, el plan o los planes 
parciales de inspección, que se basarán en los criterios de riesgo fiscal, oportunidad, 
aleatoriedad u otros que se estimen pertinentes.

3. En el ámbito de la inspección catastral, corresponderá a la Dirección General del 
Catastro la aprobación de los planes de inspección, conforme a lo establecido en el texto 
refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2004, 
de 5 de marzo, en las disposiciones dictadas en su desarrollo y en este reglamento.

4. En el ámbito de las competencias de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, 
el plan o los planes parciales de inspección se elaboraran anualmente basándose en las 
directrices del Plan de control tributario, en el que se tendrán en cuenta las propuestas de los 
órganos inspectores territoriales, y se utilizará el oportuno apoyo informático.

5. El plan o los planes parciales de inspección recogerán los programas de actuación, 
ámbitos prioritarios y directrices que sirvan para seleccionar a los obligados tributarios sobre 
los que deban iniciarse actuaciones inspectoras en el año de que se trate.

6. El plan o los planes parciales de inspección en curso de ejecución podrán ser objeto 
de revisión, de oficio o a propuesta de los órganos territoriales.

7. Los planes de inspección, los medios informáticos de tratamiento de información y los 
demás sistemas de selección de los obligados tributarios que vayan a ser objeto de 
actuaciones inspectoras tendrán carácter reservado, no serán objeto de publicidad o de 
comunicación ni se pondrán de manifiesto a los obligados tributarios ni a órganos ajenos a la 
aplicación de los tributos.

8. La determinación por el órgano competente para liquidar de los obligados tributarios 
que vayan a ser objeto de comprobación en ejecución del correspondiente plan de 
inspección tiene el carácter de acto de mero trámite y no será susceptible de recurso o 
reclamación económico-administrativa.

Para la determinación de los obligados tributarios que vayan a ser objeto de 
comprobación se podrán tener en cuenta las propuestas formuladas por los órganos con 
funciones en la aplicación de los tributos.

9. Respecto de los tributos cedidos por el Estado a las comunidades autónomas, estas 
dispondrán de plena autonomía para elaborar sus propios planes de inspección con 
adecuación a su respectiva estructura orgánica. No obstante, en el caso de que se hayan 
aprobado planes conjuntos de actuaciones inspectoras de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 50.1 de la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, por la que se regulan las medidas 
fiscales y administrativas del nuevo sistema de financiación de las Comunidades Autónomas 
de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía, las correspondientes 
Administraciones tributarias deberán adecuar sus respectivos planes de inspección a los 
criterios generales establecidos en los planes conjuntos por ellas aprobados, en relación con 
aquellas cuestiones o aspectos previstos en los mismos.

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 28  Reglamento General actuaciones y procedimientos de gestión e inspección tributaria [parcial]

– 317 –



Sección 3.ª Facultades de la inspección de los tributos

Artículo 171.  Examen de la documentación de los obligados tributarios.
1. Para realizar las actuaciones inspectoras, se podrán examinar, entre otros, los 

siguientes documentos de los obligados tributarios:
a) Declaraciones, autoliquidaciones, comunicaciones de datos o solicitudes presentadas 

por los obligados tributarios relativas a cualquier tributo.
b) Contabilidad de los obligados tributarios, que comprenderá tanto los registros y 

soportes contables como las hojas previas o accesorias que amparen o justifiquen las 
anotaciones contables.

c) Libros registro establecidos por las normas tributarias.
d) Facturas, justificantes y documentos sustitutivos que deban emitir o conservar los 

obligados tributarios.
e) Documentos, datos, informes, antecedentes y cualquier otro documento con 

trascendencia tributaria.
2. La documentación y los demás elementos a que se refiere este artículo se podrán 

analizar directamente. Se exigirá, en su caso, la visualización en pantalla o la impresión en 
los correspondientes listados de datos archivados en soportes informáticos o de cualquier 
otra naturaleza.

Asimismo, se podrá obtener copia en cualquier soporte de los datos, libros o documentos 
a los que se refiere el apartado anterior, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 34.1.h) de 
la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

3. Los obligados tributarios deberán poner a disposición del personal inspector la 
documentación a la que se refiere el apartado 1.

Cuando el personal inspector solicite al obligado tributario datos, informes o 
antecedentes que no deban hallarse a disposición inmediata de la Administración tributaria, 
se concederá con carácter general un plazo de 10 días hábiles, contados a partir del 
siguiente al de la notificación del requerimiento, para cumplir con el deber de colaboración. 
El plazo concedido para la contestación a las reiteraciones de los requerimientos de 
información que no deba hallarse a disposición inmediata de la Administración tributaria será 
con carácter general de 5 días hábiles.

Cuando los sujetos obligados a relacionarse a través de medios electrónicos con las 
Administraciones Públicas a los que se refiere el artículo 14 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, aporten 
documentación directamente al órgano de inspección actuante en el curso de su 
comparecencia, la documentación podrá ser admitida por dicho órgano con el objeto de 
lograr la eficacia de la actuación administrativa. En caso de admitirse, el obligado tributario 
no estará obligado a remitir tales documentos por medios electrónicos.

Artículo 172.  Entrada y reconocimiento de fincas.
1. Los funcionarios y demás personal al servicio de la Administración tributaria que 

desarrollen actuaciones inspectoras tienen la facultad de entrada y reconocimiento de los 
lugares a que se refiere el artículo 142.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, cuando aquellas así lo requieran.

2. En el ámbito de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, cuando el obligado 
tributario o la persona bajo cuya custodia se encontraran los mencionados lugares se 
opusiera a la entrada de los funcionarios de inspección, se precisará de un acuerdo de 
entrada del delegado o del director de departamento del que dependa el órgano actuante, 
sin perjuicio de la adopción de las medidas cautelares que procedan.

En el ámbito de la Dirección General del Catastro el acuerdo a que se refiere el párrafo 
anterior corresponderá al Director General.

3. Cuando la entrada o reconocimiento afecte al domicilio constitucionalmente protegido 
de un obligado tributario, se precisará el consentimiento del interesado o autorización 
judicial. El acuerdo de entrada incorporado a la solicitud de autorización judicial 
corresponderá a las autoridades a que se refiere el apartado anterior.
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4. En la entrada y reconocimiento judicialmente autorizados, los funcionarios de 
inspección podrán adoptar las medidas cautelares que estimen necesarias.

Una vez finalizada la entrada y reconocimiento, se comunicará al órgano jurisdiccional 
que las autorizaron las circunstancias, incidencias y resultados.

5. A efectos de lo dispuesto en este artículo, y sin perjuicio de lo dispuesto en el 
apartado 3 anterior, se considerará que el obligado tributario o la persona bajo cuya custodia 
se encuentren los lugares a que se refiere el artículo 142.2 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria, prestan su conformidad a la entrada y reconocimiento cuando 
ejecuten los actos normalmente necesarios que dependan de ellos para que las actuaciones 
puedan llevarse a cabo.

Si se produce la revocación del consentimiento del obligado tributario para la 
permanencia en los lugares en los que se estén desarrollando las actuaciones, los 
funcionarios de inspección, antes de la finalización de estas, podrán adoptar las medidas 
cautelares reguladas en el artículo 146 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria.

Artículo 173.  Obligación de atender a los órganos de inspección.
1. Los obligados tributarios deberán atender a los órganos de inspección y les prestarán 

la debida colaboración en el desarrollo de sus funciones.
Tratándose de un grupo que tribute en el régimen de consolidación fiscal, en relación con 

el Impuesto sobre Sociedades, o en el régimen especial del grupo de entidades, en relación 
con el Impuesto sobre el Valor Añadido, deberán atender a los órganos de inspección tanto 
la sociedad representante del grupo como las entidades dependientes.

2. Cuando el personal inspector se persone sin previa comunicación en el lugar donde 
deban practicarse las actuaciones, el obligado tributario o su representante deberán 
atenderles si estuviesen presentes. En su defecto, deberá colaborar en las actuaciones 
cualquiera de las personas encargadas o responsables de tales lugares, sin perjuicio de que 
en el mismo momento y lugar se pueda requerir la continuación de las actuaciones en el 
plazo que se señale y adoptar las medidas cautelares que resulten procedentes.

3. El obligado tributario o su representante deberán hallarse presentes en las 
actuaciones inspectoras cuando a juicio del órgano de inspección sea preciso para la 
adecuada práctica de aquellas.

4. En los puertos, estaciones de ferrocarril y de los demás transportes terrestres, en los 
aeropuertos o en los mercados centrales, mataderos, lonjas y lugares de naturaleza análoga, 
se permitirá libremente la entrada del personal inspector a sus estaciones, muelles, oficinas 
y demás instalaciones para la toma de datos de facturaciones, entradas y salidas u otros 
similares, y se podrá requerir a los empleados para que ratifiquen los datos y antecedentes 
tomados.

5. Asimismo, el personal inspector está facultado para:
a) Recabar información de los trabajadores o empleados sobre cuestiones relativas a las 

actividades en que participen.
b) Realizar mediciones o tomar muestras, así como obtener fotografías, croquis o planos. 

Estas operaciones podrán ser realizadas por el personal inspector en los términos del 
artículo 169.

c) Recabar el dictamen de peritos. A tal fin, en los órganos con funciones de inspección 
podrá prestar sus servicios el personal facultativo.

d) Exigir la exhibición de objetos determinantes de la exacción de un tributo.
e) Verificar los sistemas de control interno de la empresa, cuando pueda facilitar la 

comprobación de la situación tributaria del obligado.
f) Verificar y analizar los sistemas y equipos informáticos mediante los que se lleve a 

cabo, total o parcialmente, la gestión de la actividad económica.

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 28  Reglamento General actuaciones y procedimientos de gestión e inspección tributaria [parcial]

– 319 –



Sección 4.ª Lugar de las actuaciones inspectoras

Artículo 174.  Lugar de las actuaciones inspectoras.
1. Las actuaciones inspectoras podrán desarrollarse en cualquiera de los lugares 

establecidos en el artículo 151.1 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, 
según determinen los órganos de inspección.

2. Las actuaciones relativas al análisis de la documentación a que se refiere el artículo 
142.1 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, deberán practicarse en el 
lugar donde legalmente deban hallarse los libros de contabilidad o documentos, con las 
siguientes excepciones:

a) Cuando exista previa conformidad del obligado tributario, que se hará constar en 
diligencia, podrán examinarse en las oficinas de la Administración tributaria o en cualquier 
otro lugar en el que así se acuerde.

b) Cuando se hubieran obtenido copias en cualquier soporte de los libros y documentos 
a que se refiere el artículo 142.1 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, 
podrán examinarse en las oficinas de la Administración tributaria.

c) Cuando se trate de registros y documentos establecidos por normas de carácter 
tributario o de los justificantes exigidos por estas, se podrá requerir su presentación en las 
oficinas de la Administración tributaria para su examen.

d) Cuando las actuaciones de inspección no tengan relación con el desarrollo de una 
actividad económica, se podrá requerir la presentación en las oficinas de la Administración 
tributaria correspondiente de los documentos y justificantes necesarios para la debida 
comprobación de su situación tributaria, siempre que estén establecidos o sean exigidos por 
normas de carácter tributario o se trate de justificantes necesarios para probar los hechos o 
las circunstancias consignados en las declaraciones tributarias.

3. Los órganos de inspección en cuyo ámbito de competencia territorial se encuentre el 
domicilio fiscal del obligado tributario podrán examinar todos los libros, documentos o 
justificantes que deban ser aportados aunque se refieran a bienes, derechos o actividades 
que radiquen, aparezcan o se desarrollen en un ámbito territorial distinto.

Del mismo modo, los órganos de inspección cuya competencia territorial no corresponda 
al domicilio fiscal del obligado tributario podrán desarrollar en cualquiera de los demás 
lugares a que se refiere el artículo 151 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, las actuaciones que procedan en relación con dicho obligado.

Sección 5.ª Documentación de las actuaciones inspectoras

Artículo 175.  Normas generales.
Las actuaciones inspectoras se documentarán en comunicaciones, diligencias, informes, 

actas y demás documentos en los que se incluyan actos de liquidación y otros acuerdos 
resolutorios, en los términos establecidos en este reglamento.

Artículo 176.  Actas de inspección.
1. En las actas de inspección a que se refiere el artículo 143.2 de la Ley 58/2003, de 17 

de diciembre, General Tributaria, se consignarán, además de las menciones contenidas en el 
artículo 153 de dicha ley, los siguientes extremos:

a) Nombre y apellidos de los funcionarios que las suscriban.
b) La fecha de inicio de las actuaciones, el plazo del procedimiento y las circunstancias 

que afectan a su cómputo de acuerdo con los apartados 3, 4 y 5 del artículo 150 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

c) La presentación o no de alegaciones por el obligado tributario durante el 
procedimiento o en el trámite de audiencia y, en el caso de que las hubiera efectuado, la 
valoración jurídica de las mismas por el funcionario que suscribe el acta. No obstante, 
cuando se suscriba un acta de disconformidad, la valoración de las alegaciones presentadas 
podrá incluirse en el informe a que se refieren los artículos 157.2 de la Ley 58/2003, de 17 
de diciembre, General Tributaria, y 188.2 de este reglamento.
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d) El carácter provisional o definitivo de la liquidación que derive del acta. En el caso de 
liquidación provisional se harán constar las circunstancias que determinan dicho carácter y 
los elementos de la obligación tributaria a que se haya extendido la comprobación.

e) En el caso de actas con acuerdo deberá hacerse constar, además de lo señalado en 
el artículo 155.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, la fecha en que 
el órgano competente ha otorgado la preceptiva autorización y los datos identificativos del 
depósito o de la garantía constituidos por el obligado tributario.

2. Cuando el obligado tributario esté sujeto a obligaciones contables y registrales en 
relación con la obligación tributaria y periodo comprobado, deberá hacerse constar en el acta 
la situación de los libros o registros obligatorios, con expresión, en su caso, de los defectos o 
anomalías que tengan trascendencia para la resolución del procedimiento o para determinar 
la existencia o calificación de infracciones tributarias.

3. En relación con cada obligación tributaria podrá extenderse una única acta respecto 
de todo el ámbito temporal objeto de la comprobación a fin de que la deuda resultante se 
determine mediante la suma algebraica de las liquidaciones referidas a los distintos periodos 
comprobados.

CAPÍTULO II
Procedimiento de inspección

Sección 1.ª Iniciación del procedimiento de inspección

Artículo 177.  Iniciación de oficio del procedimiento de inspección.
1. El procedimiento de inspección podrá iniciarse mediante comunicación notificada al 

obligado tributario para que se persone en el lugar, día y hora que se le señale y tenga a 
disposición de los órganos de inspección o aporte la documentación y demás elementos que 
se estimen necesarios, en los términos del artículo 87.

2. Cuando se estime conveniente para la adecuada práctica de las actuaciones, de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 172 de este reglamento, y sin perjuicio de lo dispuesto 
en el artículo 147.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, el 
procedimiento de inspección podrá iniciarse sin previa comunicación mediante personación 
en la empresa, oficinas, dependencias, instalaciones, centros de trabajo o almacenes del 
obligado tributario o donde exista alguna prueba de la obligación tributaria, aunque sea 
parcial. En este caso, las actuaciones se entenderán con el obligado tributario si estuviese 
presente y, de no estarlo, con los encargados o responsables de tales lugares.

Artículo 178.  Extensión y alcance de las actuaciones del procedimiento de inspección.
1. Las actuaciones del procedimiento inspector se extenderán a una o varias 

obligaciones y periodos impositivos o de liquidación, y podrán tener alcance general o parcial 
en los términos del artículo 148 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

2. Las actuaciones del procedimiento de inspección tendrán carácter general, salvo que 
se indique otra cosa en la comunicación de inicio del procedimiento inspector o en el 
acuerdo al que se refiere el apartado 5 de este artículo que deberá ser comunicado.

3. Las actuaciones del procedimiento inspector tendrán carácter parcial en los siguientes 
supuestos:

a) Cuando las actuaciones inspectoras no afecten a la totalidad de los elementos de la 
obligación tributaria en el periodo objeto de comprobación.

b) Cuando las actuaciones se refieran al cumplimiento de los requisitos exigidos para la 
obtención de beneficios o incentivos fiscales, así como cuando las actuaciones tengan por 
objeto la comprobación del régimen tributario aplicable.

c) Cuando tengan por objeto la comprobación de una solicitud de devolución siempre 
que se limite exclusivamente a constatar que el contenido de la declaración, autoliquidación 
o solicitud presentada se ajusta formalmente a lo anotado en la contabilidad, registros y 
justificantes contables o extracontables del obligado tributario, sin perjuicio de la posterior 
comprobación completa de su situación tributaria.
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4. La extensión y el alcance general o parcial de las actuaciones deberán hacerse 
constar al inicio de estas mediante la correspondiente comunicación. Cuando el 
procedimiento de inspección se extienda a distintas obligaciones tributarias o periodos, 
deberá determinarse el alcance general o parcial de las actuaciones en relación con cada 
obligación y periodo comprobado. En caso de actuaciones de alcance parcial deberán 
comunicarse los elementos que vayan a ser comprobados o los excluidos de ellas.

5. Cuando en el curso del procedimiento se pongan de manifiesto razones que así lo 
aconsejen, el órgano competente podrá acordar de forma motivada:

a) La modificación de la extensión de las actuaciones para incluir obligaciones tributarias 
o periodos no comprendidos en la comunicación de inicio o excluir alguna obligación 
tributaria o periodo de los señalados en dicha comunicación.

b) La ampliación o reducción del alcance de las actuaciones que se estuvieran 
desarrollando respecto de las obligaciones tributarias y periodos inicialmente señalados. 
Asimismo, se podrá acordar la inclusión o exclusión de elementos de la obligación tributaria 
que esté siendo objeto de comprobación en una actuación de alcance parcial.

Artículo 179.  Solicitud del obligado tributario de una inspección de alcance general.
1. La solicitud a que se refiere el artículo 149 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 

General Tributaria, deberá formularse mediante escrito dirigido al órgano competente para 
liquidar o comunicarse expresamente al actuario, quien deberá recoger esta manifestación 
en diligencia y dará traslado de la solicitud al órgano competente para liquidar. Esta solicitud 
incluirá el contenido previsto en el artículo 88.2 de este reglamento.

2. Recibida la solicitud, el órgano competente para liquidar acordará si la inspección de 
carácter general se va a realizar como ampliación del alcance del procedimiento ya iniciado 
o mediante el inicio de otro procedimiento.

3. La inadmisión de la solicitud por no cumplir los requisitos establecidos en el artículo 
149 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, deberá estar motivada y será 
notificada al obligado tributario. Contra el acuerdo de inadmisión no podrá interponerse 
recurso de reposición ni reclamación económico-administrativa, sin perjuicio de que pueda 
reclamarse contra el acto o actos administrativos que pongan fin al procedimiento de 
inspección.

Sección 2.ª Tramitación del procedimiento de inspección

Artículo 180.  Tramitación del procedimiento inspector.
1. En el curso del procedimiento de inspección se realizarán las actuaciones necesarias 

para la obtención de los datos y pruebas que sirvan para fundamentar la regularización de la 
situación tributaria del obligado tributario o para declararla correcta.

2. La dirección de las actuaciones inspectoras corresponde a los órganos de inspección. 
Los funcionarios que tramiten el procedimiento decidirán el lugar, día y hora en que dichas 
actuaciones deban realizarse.

Se podrá requerir la comparecencia del obligado tributario en las oficinas de la 
Administración tributaria o en cualquier otro de los lugares a que se refiere el artículo 151 de 
la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

Cuando exista personación, previa comunicación o sin ella, en el domicilio fiscal, 
oficinas, dependencias, instalaciones o almacenes del obligado tributario, se deberá prestar 
la debida colaboración y proporcionar el lugar y los medios auxiliares necesarios para el 
ejercicio de las funciones inspectoras.

3. Al término de las actuaciones de cada día que se hayan realizado en presencia del 
obligado tributario, el personal inspector que esté desarrollando las actuaciones podrá fijar el 
lugar, día y hora para su reanudación, que podrá tener lugar el día hábil siguiente. No 
obstante, los requerimientos de comparecencia en las oficinas de la Administración tributaria 
no realizados en presencia del obligado tributario deberán habilitar para ello un plazo mínimo 
de 10 días, contados a partir del día siguiente al de la notificación del requerimiento.
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4. Sin perjuicio del ejercicio de las facultades y funciones inspectoras, las actuaciones 
del procedimiento deberán practicarse de forma que se perturbe lo menos posible el 
desarrollo normal de las actividades laborales o económicas del obligado tributario.

Artículo 181.  Medidas cautelares.
1. Los funcionarios que estén desarrollando las actuaciones en el procedimiento de 

inspección podrán adoptar las medidas cautelares que sean necesarias para el 
aseguramiento de los elementos de prueba en los términos previstos en el artículo 146 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

2. El precinto se realizará mediante la ligadura sellada o por cualquier otro medio que 
permita el cierre o atado de libros, registros, equipos electrónicos, sobres, paquetes, 
cajones, puertas de estancias o locales u otros elementos de prueba, a fin de que no se 
abran sin la autorización y control de los órganos de inspección.

El depósito consistirá en poner dichos elementos de prueba bajo la custodia o guarda de 
la persona física o jurídica que se determine por la Administración.

La incautación consistirá en la toma de posesión de elementos de prueba de carácter 
mueble y se deberán adoptar las medidas que fueran precisas para su adecuada 
conservación.

Los documentos u objetos depositados o incautados podrán, en su caso, ser 
previamente precintados.

3. Para la adopción de las medidas cautelares, se podrá recabar el auxilio y colaboración 
que se consideren precisos de las autoridades competentes y sus agentes, que deberán 
prestarlo en los términos del artículo 142.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria.

4. La adopción de las medidas cautelares deberá documentarse mediante diligencia en 
la que junto a la medida adoptada y el inventario de los bienes afectados se harán constar 
sucintamente las circunstancias y la finalidad que determinan su adopción y se informará al 
obligado tributario de su derecho a formular alegaciones en los términos del apartado 
siguiente. Dicha diligencia se extenderá en el mismo momento en el que se adopte la 
medida cautelar, salvo que ello no sea posible por causas no imputables a la Administración, 
en cuyo caso se extenderá en cuanto desaparezcan las causas que lo impiden, y se remitirá 
inmediatamente copia al obligado tributario.

Cuando la medida consista en el depósito se dejará constancia de la identidad del 
depositario, de su aceptación expresa y de que ha quedado advertido sobre el deber de 
conservar a disposición de los órganos de inspección en el mismo estado en que se le 
entregan los elementos depositados y sobre las responsabilidades civiles o penales en las 
que pudiera incurrir en caso de incumplimiento.

5. En el plazo improrrogable de cinco días, contados a partir del día siguiente al de la 
notificación de la medida cautelar, el obligado tributario podrá formular alegaciones ante el 
órgano competente para liquidar, que deberá ratificar, modificar o levantar la medida 
adoptada mediante acuerdo debidamente motivado en el plazo de 15 días desde su 
adopción, que deberá comunicarse al obligado.

El acuerdo a que se refiere el párrafo anterior no podrá ser objeto de recurso o 
reclamación económico-administrativa, sin perjuicio de que se pueda plantear la procedencia 
o improcedencia de la adopción de las medidas cautelares en los recursos y reclamaciones 
que, en su caso puedan interponerse contra la resolución que ponga fin al procedimiento de 
inspección.

6. Cuando las medidas cautelares adoptadas se levanten se documentará esta 
circunstancia en diligencia, que deberá comunicarse al obligado.

La apertura de precintos se efectuará en presencia del obligado tributario, salvo que 
concurra causa debidamente justificada.

Artículo 182.  Horario de las actuaciones del procedimiento inspector.
1. Las actuaciones inspectoras que se desarrollen en las oficinas públicas podrán 

realizarse fuera del horario oficial de apertura al público de dichas oficinas o de la jornada de 
trabajo vigente cuando lo requieran las circunstancias de dichas actuaciones o medie el 
consentimiento del obligado tributario.
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2. Cuando las actuaciones inspectoras se desarrollen en los locales del obligado 
tributario, podrán realizarse fuera de la jornada laboral de oficina o de la actividad en los 
siguientes supuestos:

a) Cuando medie el consentimiento del obligado tributario.
b) Cuando sin el consentimiento del obligado tributario se considere necesario para que 

no desaparezcan, se destruyan o alteren elementos de pruebas o las circunstancias del caso 
requieran que las actuaciones de inspección se efectúen con una especial celeridad que 
exija su desarrollo fuera de la jornada laboral y se obtenga, en ambos supuestos, la previa 
autorización del órgano competente de la Administración tributaria.

En el ámbito de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, la autorización a que se 
refiere el párrafo anterior corresponderá al delegado o al director de departamento del que 
dependa el órgano actuante

En el ámbito de la Dirección General del Catastro la autorización a que se refiere el 
párrafo anterior corresponderá al Director General.

El obligado tributario podrá exigir que se le entregue copia de la autorización.

Artículo 183.  Trámite de audiencia previo a las actas de inspección.
Cuando el órgano de inspección considere que se han obtenido los datos y las pruebas 

necesarios para fundamentar la propuesta de regularización o para considerar correcta la 
situación tributaria del obligado, se notificará el inicio del trámite de audiencia previo a la 
formalización de las actas de conformidad o de disconformidad, que se regirá por lo 
dispuesto en el artículo 96.

En la misma notificación de apertura del trámite de audiencia podrá fijarse el lugar, fecha 
y hora para la formalización de las actas a que se refiere el artículo 185.

Sección 3.ª Duración del procedimiento inspector

Artículo 184.  Duración del procedimiento inspector.
1. El obligado tributario podrá solicitar antes de la apertura del trámite de audiencia uno o 

varios periodos a los que se refiere el apartado 4 del artículo 150 de la Ley 58/2003, de 17 
de diciembre, General Tributaria, de un mínimo de 7 días naturales cada uno. Los periodos 
solicitados no podrán exceder en su conjunto de 60 días naturales para todo el 
procedimiento.

2. Para que la solicitud formulada pueda otorgarse serán necesarios los siguientes 
requisitos:

a) Que se solicite directamente al órgano actuante con anterioridad a los siete días 
naturales previos al inicio del periodo al que se refiera la solicitud.

b) Que se justifique la concurrencia de circunstancias que lo aconsejen.
c) Que se aprecie que la concesión de la solicitud no puede perjudicar el desarrollo de 

las actuaciones.
En caso de no cumplirse los requisitos anteriores, el órgano actuante podrá denegar la 

solicitud.
La solicitud que cumpla los requisitos establecidos en el primer párrafo de este apartado 

se entenderá automáticamente concedida por el periodo solicitado, hasta el límite de los 60 
días como máximo, con su presentación en plazo, salvo que se notifique de forma expresa la 
denegación antes de que se inicie el periodo solicitado. Se entenderá automáticamente 
denegada la solicitud de un periodo inferior a 7 días.

La notificación expresa de la concesión antes de que se inicie el periodo solicitado podrá 
establecer un plazo distinto al solicitado por el obligado tributario.

3. La realización de actuaciones con conocimiento formal del obligado tributario con 
posterioridad a la finalización del plazo máximo de duración del procedimiento tendrá efectos 
interruptivos de la prescripción respecto de la totalidad de las obligaciones tributarias y 
periodos a los que se refiera el procedimiento. Si la superación del plazo máximo se constata 
durante el procedimiento de inspección, esta circunstancia se le comunicará formalmente al 
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obligado tributario indicándole las obligaciones y periodos por los que se continúa el 
procedimiento.

Sección 4.ª Terminación del procedimiento de inspección

Subsección 1.ª Actas de inspección

Artículo 185.  Formalización de las actas.
1. Concluido, en su caso, el trámite de audiencia, se procederá a documentar el 

resultado de las actuaciones de comprobación e investigación en las actas de inspección.
En aquellos supuestos en los que la competencia para dictar el acto de liquidación 

corresponda a una Administración tributaria distinta de la que haya llevado a cabo las 
actuaciones de comprobación e investigación, el órgano competente para liquidar de la 
Administración tributaria que hubiera realizado estas actuaciones deberá autorizar 
previamente y de forma expresa la suscripción del acta. Esta autorización deberá ser 
solicitada una vez finalizado el trámite de audiencia previo a la suscripción del acta.

2. Las actas serán firmadas por el funcionario y por el obligado tributario. Si el obligado 
tributario no supiera o no pudiera firmarlas, si no compareciera en el lugar y fecha señalados 
para su firma o si se negara a suscribirlas, serán firmadas sólo por el funcionario y se hará 
constar la circunstancia de que se trate. Las actas podrán suscribirse mediante firma 
manuscrita o mediante firma electrónica.

En caso de que el acta se suscriba mediante firma manuscrita, de cada acta se 
entregará un ejemplar al obligado tributario, que se entenderá notificada por su firma.

En el caso de que el acta se suscriba mediante firma electrónica, la entrega del ejemplar 
se podrá sustituir por la entrega de datos necesarios para su acceso por medios electrónicos 
adecuados.

Si el obligado tributario no hubiera comparecido, las actas deberán ser notificadas 
conforme lo dispuesto en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, y se 
suspenderá el cómputo del plazo del procedimiento inspector desde el intento de notificación 
del acta al obligado tributario hasta que se consiga efectuar la notificación. Si el obligado 
tributario compareciese y se negase a suscribir las actas se considerará rechazada la 
notificación a efectos de lo previsto en el artículo 111 de dicha ley.

Cuando el interesado no comparezca o se niegue a suscribir las actas, deberán 
formalizarse actas de disconformidad.

3. En los supuestos regulados en los artículos 106 y 107 de este reglamento, la firma de 
un acta con acuerdo o de conformidad exigirá la aceptación de todos los obligados tributarios 
que hayan comparecido en el procedimiento.

4. Las actas de inspección no pueden ser objeto de recurso o reclamación económico-
administrativa, sin perjuicio de los que procedan contra las liquidaciones tributarias 
resultantes de aquellas.

Artículo 186.  Tramitación de las actas con acuerdo.
1. Cuando de los datos y antecedentes obtenidos en las actuaciones de comprobación e 

investigación, el órgano inspector entienda que pueda proceder la conclusión de un acuerdo 
por concurrir alguno de los supuestos señalados en el artículo 155 de la Ley 58/2003, de 17 
de diciembre, General Tributaria, lo pondrá en conocimiento del obligado tributario. Tras esta 
comunicación, el obligado tributario podrá formular una propuesta con el fin de alcanzar un 
acuerdo.

2. Una vez desarrolladas las oportunas actuaciones para fijar los posibles términos del 
acuerdo, el órgano inspector solicitará la correspondiente autorización para la suscripción del 
acta con acuerdo del órgano competente para liquidar.

3. La fecha y el lugar de formalización del acta se comunicarán al obligado tributario 
junto con los datos necesarios y los trámites a realizar para la constitución del depósito o 
garantía a que se refiere el artículo 155.3.b) de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria.
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4. La autorización del órgano competente para liquidar deberá ser expresa y anterior o 
simultánea a la suscripción del acta, y se adjuntará a esta.

5. Antes de proceder a la firma del acta, el obligado tributario deberá acreditar 
fehacientemente la constitución del depósito o garantía en los siguientes términos:

a) En el caso de constitución de depósito, mediante la aportación del justificante de 
constitución del depósito en la Caja General de Depósitos o en sus sucursales. Dicho 
depósito deberá cubrir el importe total de la deuda tributaria y, en su caso, de la sanción.

b) En el caso de formalización de aval o seguro de caución, mediante la aportación del 
certificado de la entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca o de la entidad 
aseguradora. La garantía deberá cubrir el importe total de la deuda tributaria, de la sanción y 
el 20 por ciento de ambas cantidades. Será de duración indefinida y permanecerá vigente 
hasta que se produzca la extinción del importe garantizado.

La garantía deberá constituirse a disposición del órgano competente para liquidar. Si 
posteriormente no se pagase el importe consignado en el acta con acuerdo, el documento en 
que se formalice la garantía deberá ponerse a disposición del órgano competente para su 
recaudación.

Una vez satisfecha la deuda sin haber sido necesaria la ejecución de la garantía, se 
procederá de oficio a su devolución.

6. Si en el momento señalado para la firma del acta no se hubiese aportado por el 
obligado tributario el justificante de la constitución del depósito o garantía se entenderá que 
ha desistido de la formalización del acta con acuerdo.

7. Una vez firmada el acta con acuerdo, el órgano competente para liquidar dispone de 
un plazo de 10 días hábiles, contados a partir del día siguiente al de la fecha del acta, para 
notificar al obligado tributario una liquidación que rectifique los errores materiales. Si dicha 
notificación no se produce en el plazo citado, la liquidación se entenderá dictada y notificada 
el día siguiente conforme a la propuesta contenida en el acta.

En el caso de que se hubiese notificado liquidación rectificando los errores materiales, se 
seguirán los siguientes trámites:

a) Si la liquidación es inferior al importe del depósito, se procederá a aplicar este al pago 
de la deuda y a liberar el resto.

b) Si la liquidación es superior al importe del depósito, se aplicará este al pago de la 
deuda y se entregará documento de ingreso por la diferencia.

c) Si la liquidación es superior al importe de la garantía, se entregará documento de 
ingreso por el importe de la liquidación

8. Cuando el obligado tributario suscriba un acta con acuerdo que no afecte a todos los 
elementos regularizados de la obligación tributaria, se procederá de la siguiente forma:

a) Si se manifestase la conformidad al resto de los elementos regularizados no incluidos 
en el acta con acuerdo, la propuesta de liquidación contenida en el acta de conformidad 
incluirá todos los elementos regularizados de la obligación tributaria. La cuota tributaria 
incluida en la propuesta de liquidación contenida en el acta con acuerdo minorará la 
contenida en el acta de conformidad.

b) Si se manifestase la disconformidad al resto de los elementos regularizados no 
incluidos en el acta con acuerdo, la propuesta de liquidación contenida en el acta de 
disconformidad incluirá todos los elementos regularizados de la obligación tributaria. La 
cuota tributaria incluida en la propuesta de la liquidación contenida en el acta con acuerdo 
minorará la contenida en el acta de disconformidad.

c) Si respecto a los elementos regularizados de la obligación tributaria no incluidos en el 
acta con acuerdo se otorgase la conformidad parcial, se procederá de la siguiente manera:

1.º Si de la propuesta derivada de los hechos a los que el obligado tributario haya 
prestado su conformidad no resultara una cantidad a devolver, se formalizarán 
simultáneamente, además del acta con acuerdo, dos actas relacionadas entre sí en los 
siguientes términos:

Un acta de conformidad que contendrá los elementos regularizados de la obligación 
tributaria a los que el obligado tributario haya prestado su conformidad.
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Un acta de disconformidad que incluirá la totalidad de los elementos regularizados de la 
obligación tributaria. Las cuotas tributarias incluidas en las propuestas de liquidación 
contenidas en el acta de conformidad y en el acta con acuerdo minorarán la contenida en el 
acta de disconformidad.

2.º Si de la propuesta derivada de los hechos a los que el obligado tributario haya 
prestado su conformidad resultara una cantidad a devolver, se formalizará una única acta de 
disconformidad en la que se harán constar los elementos regularizados de la obligación 
tributaria a los que el obligado tributario presta su conformidad a efectos de la aplicación de 
la reducción de la sanción prevista en el artículo 188.1 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria. La cuota tributaria incluida en la propuesta de liquidación 
contenida en el acta con acuerdo minorará la contenida en el acta de disconformidad.

Artículo 187.  Tramitación de las actas de conformidad.
1. Cuando el obligado tributario preste su conformidad a los hechos y a las propuestas 

de regularización y liquidación incorporadas en el acta, se hará constar en ella dicha 
conformidad.

2. Cuando el obligado tributario preste su conformidad parcial a los hechos y a las 
propuestas de regularización y liquidación formuladas se procederá de la siguiente forma:

a) Si de la propuesta derivada de los hechos a los que el obligado tributario presta su 
conformidad no resultara una cantidad a devolver, se formalizarán simultáneamente dos 
actas relacionadas entre sí en los siguientes términos:

1.º Un acta de conformidad que contendrá los elementos regularizados de la obligación 
tributaria a los que el obligado tributario haya prestado su conformidad.

2.º Un acta de disconformidad que incluirá la totalidad de los elementos regularizados de 
la obligación tributaria. La cuota tributaria incluida en la propuesta de liquidación contenida 
en el acta de conformidad minorará la contenida en el acta de disconformidad.

b) Si de la propuesta derivada de los hechos a los que el obligado tributario presta su 
conformidad resultara una cantidad a devolver, se formalizará una única acta de 
disconformidad en la que se harán constar los elementos regularizados de la obligación 
tributaria a los que el obligado tributario presta su conformidad a efectos de la aplicación de 
la reducción de la sanción prevista en el artículo 188.1 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria.

3. Una vez firmada el acta de conformidad, el órgano competente para liquidar dispone 
de un plazo de un mes, contado a partir del día siguiente al de la fecha del acta, para 
notificar al obligado tributario un acuerdo con alguno de los contenidos previstos en el 
artículo 156.3 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, en cuyo caso se 
procederá de la siguiente forma:

a) Si se confirma la propuesta de liquidación contenida en el acta o se rectifican errores 
materiales, se notificará el acuerdo al obligado tributario. El procedimiento finalizará con 
dicha notificación.

b) Si se estima que en la propuesta de liquidación ha existido error en la apreciación de 
los hechos o indebida aplicación de las normas jurídicas, se notificará al obligado tributario 
acuerdo de rectificación conforme a los hechos aceptados por este en el acta y se concederá 
un plazo de 15 días, contados a partir del día siguiente al de la notificación de la apertura de 
dicho plazo, para que formule alegaciones. Transcurrido dicho plazo se dictará la liquidación 
que corresponda, que deberá ser notificada.

c) Si se ordena completar el expediente mediante la realización de actuaciones 
complementarias, se dejará sin efecto el acta formalizada, se notificará esta circunstancia al 
obligado tributario y se realizarán las actuaciones que procedan cuyo resultado se 
documentará en un acta que sustituirá a todos los efectos a la anteriormente formalizada y 
se tramitará según proceda.

De no notificarse alguno de dichos acuerdos en el plazo citado, la liquidación se 
entenderá dictada y notificada el día siguiente conforme a la propuesta contenida en el acta.
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El plazo del mes del que dispone el órgano competente para liquidar en los supuestos de 
las letras b) y c) anteriores se suspenderá cuando concurra la circunstancia a la que se 
refiere el apartado e) del artículo 150.3 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria

4. El obligado tributario no podrá revocar la conformidad manifestada en el acta, sin 
perjuicio de su derecho a recurrir contra la liquidación resultante de esta y a presentar 
alegaciones de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 3.b) de este artículo.

5. Si resultase una deuda a ingresar, se entregará junto con el acta el documento de 
ingreso. Para el inicio de los plazos de pago previstos en el artículo 62.2 de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, General Tributaria, se tendrá en cuenta la fecha en que se entienda 
dictada y notificada la liquidación, salvo que se dicte expresamente liquidación en cuyo caso 
se estará a la fecha de su notificación.

Artículo 188.  Tramitación de las actas de disconformidad.
1. Cuando el obligado tributario se niegue a suscribir el acta, la suscriba pero no preste 

su conformidad a las propuestas de regularización y de liquidación contenidas en el acta o 
no comparezca en la fecha señalada para la firma de las actas, se formalizará un acta de 
disconformidad, en la que se hará constar el derecho del obligado tributario a presentar las 
alegaciones que considere oportunas dentro del plazo de los 15 días, contados a partir del 
día siguiente al de la fecha en que se haya producido la negativa a suscribir, se haya suscrito 
o, si no se ha comparecido, se haya notificado el acta.

2. En el acta de disconformidad se expresarán con el detalle que sea preciso los hechos 
y fundamentos de derecho en que se base la propuesta de regularización. La información 
recogida en el acta que sea necesario completar podrá ser objeto de desarrollo en un 
informe ampliatorio, que se entregará al obligado tributario de forma conjunta con el acta.

También se recogerá en el acta de forma expresa la disconformidad manifestada por el 
obligado tributario o las circunstancias que determinan su tramitación como acta de 
disconformidad, sin perjuicio de que en su momento pueda alegar cuanto convenga a su 
derecho.

3. Una vez recibidas las alegaciones formuladas por el obligado tributario o concluido el 
plazo para su presentación, el órgano competente para liquidar, a la vista del acta, del 
informe que, en su caso, se haya emitido y de las alegaciones eventualmente presentadas, 
dictará el acto administrativo que corresponda, que deberá ser notificado.

Si el órgano competente para liquidar acordase la rectificación de la propuesta contenida 
en el acta por considerar que en ella ha existido error en la apreciación de los hechos o 
indebida aplicación de las normas jurídicas y dicha rectificación afectase a cuestiones no 
alegadas por el obligado tributario, notificará el acuerdo de rectificación para que en el plazo 
de 15 días, contados a partir del día siguiente al de la notificación de la apertura de dicho 
plazo, efectúe alegaciones y manifieste su conformidad o disconformidad con la nueva 
propuesta formulada en el acuerdo de rectificación. Transcurrido dicho plazo se dictará la 
liquidación que corresponda, que deberá ser notificada.

4. El órgano competente para liquidar podrá acordar que se complete el expediente en 
cualquiera de sus extremos. Dicho acuerdo se notificará al obligado tributario y se procederá 
de la siguiente forma:

a) Si como consecuencia de las actuaciones complementarias se considera necesario 
modificar la propuesta de liquidación se dejará sin efecto el acta incoada y se formalizará 
una nueva acta que sustituirá a todos los efectos a la anterior y se tramitará según 
corresponda.

b) Si se mantiene la propuesta de liquidación contenida en el acta de disconformidad, se 
concederá al obligado tributario un plazo de 15 días, contados a partir del día siguiente al de 
la notificación de la apertura de dicho plazo, para la puesta de manifiesto del expediente y la 
formulación de las alegaciones que estime oportunas. Una vez recibidas las alegaciones o 
concluido el plazo para su realización, el órgano competente para liquidar dictará el acto 
administrativo que corresponda que deberá ser notificado.
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Subsección 2.ª Formas de terminación del procedimiento inspector

Artículo 189.  Formas de terminación del procedimiento inspector.
1. El procedimiento inspector terminará mediante liquidación del órgano competente para 

liquidar, por el acto de alteración catastral o por las demás formas previstas en este artículo.
2. Las actuaciones que se refieran a la comprobación del Impuesto sobre Sociedades de 

una entidad en régimen de consolidación fiscal o del Impuesto sobre el Valor Añadido de una 
entidad en régimen especial del grupo de entidades, que no sea la representante del grupo, 
terminarán conforme a lo dispuesto en el artículo 195 de este reglamento y en la normativa 
reglamentaria reguladora del Impuesto sobre el Valor Añadido, respectivamente.

3. Cuando el objeto del procedimiento inspector sea la comprobación e investigación de 
la aplicación de métodos objetivos de tributación y se constate la exclusión de la aplicación 
de dichos métodos por el incumplimiento de los requisitos establecidos en la normativa 
específica, el procedimiento podrá terminar por el inicio de un procedimiento de 
comprobación limitada cuando el órgano que estuviese realizando dicha comprobación 
carezca de competencia para su continuación.

4. Cuando haya prescrito el derecho de la Administración para determinar la deuda 
tributaria, cuando se trate de un supuesto de no sujeción, cuando el obligado tributario no 
esté sujeto a la obligación tributaria o cuando por otras circunstancias no proceda la 
formalización de un acta, el procedimiento terminará mediante acuerdo del órgano 
competente para liquidar a propuesta del órgano que hubiese desarrollado las actuaciones 
del procedimiento de inspección, que deberá emitir informe en el que constarán los hechos 
acreditados en el expediente y las circunstancias que determinen esta forma de terminación 
del procedimiento.

5. Las actuaciones de comprobación de obligaciones formales terminarán mediante 
diligencia o informe, salvo que la normativa tributaria establezca otra cosa.

Artículo 190.  Clases de liquidaciones derivadas de las actas de inspección.
1. Las liquidaciones derivadas de un procedimiento de inspección tendrán carácter 

definitivo o provisional de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 101 de la Ley 58/2003, de 
17 de diciembre, General Tributaria, y en este artículo.

Las liquidaciones derivadas de las actuaciones de comprobación e investigación de 
alcance parcial tendrán siempre el carácter de provisionales.

Las liquidaciones derivadas de las actuaciones de comprobación e investigación de 
alcance general tendrán el carácter de definitivas, salvo en los casos a que se refieren los 
apartados 2, 3 y 4 de este artículo, en los que tendrán el carácter de provisionales.

2. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 101.4.a) de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria, las liquidaciones derivadas de un procedimiento de inspección 
podrán tener carácter provisional cuando alguno de los elementos de la obligación tributaria 
se determine en función de los correspondientes a otras obligaciones que no hubieran sido 
comprobadas, o que hubieran sido regularizadas mediante liquidación provisional o mediante 
liquidación definitiva que no fuera firme. Se entenderá, entre otros supuestos, que se 
producen estas circunstancias:

a) Cuando se dicten liquidaciones respecto del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas, Impuesto sobre la Renta de no Residentes o Impuesto sobre el Patrimonio en tanto 
no se hayan comprobado las autoliquidaciones del mismo año natural por el Impuesto sobre 
el Patrimonio y el impuesto sobre la renta que proceda.

b) Cuando se dicten liquidaciones respecto del Impuesto sobre la Renta de no 
Residentes y no se haya comprobado el impuesto directo del pagador de los 
correspondientes rendimientos.

c) Cuando se compruebe la actividad de un grupo de personas o entidades vinculadas y 
no se haya finalizado la comprobación de todas ellas.

d) Cuando se dicte liquidación que anule o modifique la deuda tributaria inicialmente 
autoliquidada como consecuencia de la regularización de algunos elementos de la obligación 
tributaria porque deba ser imputado a otro obligado tributario o a un tributo o período distinto 
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del regularizado, siempre que la liquidación resultante de esta imputación no haya adquirido 
firmeza.

3. Asimismo, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 101.4.a) de la Ley 58/2003, de 
17 de diciembre, General Tributaria, las liquidaciones derivadas de un procedimiento de 
inspección podrán tener carácter provisional cuando existan elementos de la obligación 
tributaria cuya comprobación con carácter definitivo no hubiera sido posible durante el 
procedimiento por concurrir alguna de las siguientes causas:

a) Cuando exista una reclamación judicial o proceso penal que afecte a los hechos 
comprobados.

b) Cuando no se haya podido finalizar la comprobación e investigación de los elementos 
de la obligación tributaria como consecuencia de no haberse obtenido los datos solicitados a 
terceros o debido a que no se hayan recibido los datos, informes, dictámenes o documentos 
solicitados a otra Administración.

c) Cuando se compruebe la procedencia de una devolución y las actuaciones 
inspectoras se hayan limitado en los términos previstos en el artículo 178.3.c) de este 
reglamento.

d) Cuando se realicen actuaciones de comprobación e investigación por los servicios de 
intervención en materia de impuestos especiales.

4. De acuerdo con lo dispuesto el artículo 101.4.b) de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria, las liquidaciones derivadas de un procedimiento de inspección 
podrán tener carácter provisional, además de en los supuestos previstos en dicho párrafo, en 
los siguientes:

a) Cuando se haya planteado un supuesto de conflicto en la aplicación de la norma 
tributaria y no constituya el objeto único de la regularización, siempre que sea posible la 
práctica de liquidación provisional por los restantes elementos de la obligación tributaria.

b) Cuando concluyan las actuaciones de comprobación e investigación en relación con 
parte de los elementos de la obligación tributaria, siempre que esta pueda ser desagregada. 
El procedimiento de inspección deberá continuar respecto de los demás elementos de la 
obligación tributaria.

c) Cuando en un procedimiento de inspección se realice una comprobación de valores 
de la que se derive una deuda a ingresar y se regularicen otros elementos de la obligación 
tributaria. En este supuesto se dictarán dos liquidaciones provisionales, una como 
consecuencia de la comprobación de valores y otra que incluirá la totalidad de lo 
comprobado. Esta última tendrá carácter provisional respecto de las posibles consecuencias 
que de la comprobación de valores puedan resultar en dicha liquidación.

d) Cuando por un mismo concepto impositivo y periodo se hayan diferenciado elementos 
respecto de los que se aprecia delito contra la Hacienda Pública, junto con otros elementos 
respecto de los que no se aprecia esa situación. En estos casos, ambas liquidaciones 
tendrán carácter provisional.

e) Cuando así se determine en otras disposiciones legales o reglamentarias.
5. Las liquidaciones provisionales minorarán los importes de las que posterior o 

simultáneamente se practiquen respecto de la obligación tributaria y período objeto de 
regularización.

6. Los elementos de la obligación tributaria comprobados e investigados en el curso de 
unas actuaciones que hubieran terminado con una liquidación provisional no podrán 
regularizarse nuevamente en un procedimiento inspector posterior, salvo que concurra 
alguna de las circunstancias a que se refieren los apartados 2 y 3 de este artículo y, 
exclusivamente, en relación con los elementos de la obligación tributaria afectados por 
dichas circunstancias. Cuando concurran las circunstancias del artículo 190.3.b) de este 
reglamento, la regularización se podrá realizar con los nuevos datos que se hayan podido 
obtener y los que se deriven de la investigación de los mismos.

7. Los elementos de la obligación tributaria a los que no se hayan extendido las 
actuaciones de comprobación e investigación podrán regularizarse en un procedimiento de 
comprobación o investigación posterior.
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Artículo 191.  Liquidación de los intereses de demora.
1. La liquidación derivada del procedimiento inspector incorporará los intereses de 

demora hasta el día en que se dicte o se entienda dictada la liquidación, sin perjuicio de lo 
establecido en el apartado 6 del artículo 150 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, y de acuerdo con lo previsto en los apartados siguientes.

2. En el caso de actas con acuerdo los intereses de demora se calcularán hasta el día en 
que deba entenderse dictada la liquidación por el transcurso del plazo legalmente 
establecido.

En el caso de actas de conformidad, los intereses de demora se calcularán hasta el día 
en que deba entenderse dictada la liquidación por transcurso del plazo legalmente 
establecido.

En el caso de actas de disconformidad, los intereses de demora se calcularán hasta la 
conclusión del plazo establecido para formular alegaciones.

3. Las actas y los actos de liquidación practicados deberán especificar las bases de 
cálculo sobre las que se aplican los tipos de interés de demora, los tipos de interés y las 
fechas de comienzo y finalización de los períodos de devengo.

4. Cuando la liquidación resultante del procedimiento inspector sea una cantidad a 
devolver, la liquidación de intereses de demora deberá efectuarse de la siguiente forma:

a) Cuando se trate de una devolución de ingresos indebidos, se liquidarán a favor del 
obligado tributario intereses de demora en los términos del artículo 32.2 de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, General Tributaria. A efectos del cálculo de los intereses, no se 
computarán los días a los que se refiere el apartado 4 del artículo 150 de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, General Tributaria, ni los periodos de extensión a los que se refiere el 
apartado 5 de dicho artículo.

b) Cuando se trate de una devolución derivada de la normativa de un tributo, se 
liquidarán intereses de demora a favor del obligado tributario de acuerdo con lo previsto el 
artículo 31 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, y en el artículo 125 de 
este reglamento.

Artículo 192.  Comprobación de obligaciones formales.
1. Cuando el objeto del procedimiento de inspección sea comprobar e investigar el 

cumplimiento de obligaciones tributarias formales, se dará audiencia al obligado tributario por 
un plazo de 15 días, contados a partir del siguiente al de la notificación de la apertura de 
dicho plazo, una vez concluidas las actuaciones de comprobación e investigación.

2. Finalizado el trámite de audiencia, se procederá a documentar el resultado de las 
actuaciones de comprobación e investigación en diligencia o informe.

Cuando el procedimiento finalice mediante diligencia o informe, esta se incorporará al 
expediente sancionador que, en su caso, se inicie como consecuencia del procedimiento de 
inspección, sin perjuicio de la remisión que deba efectuarse cuando resulte necesario para la 
iniciación de otro procedimiento de aplicación de los tributos.

Sección 5.ª Disposiciones especiales del procedimiento inspector

Artículo 193.  Estimación indirecta de bases o cuotas.
1. El método de estimación indirecta de bases o cuotas será utilizado por la 

Administración de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 53 y 158 de la Ley 58/2003, de 
17 de diciembre, General Tributaria, y en este artículo.

La estimación indirecta podrá aplicarse en relación con la totalidad o parte de los 
elementos integrantes de la obligación tributaria.

2. La apreciación de alguna o algunas de las circunstancias previstas en el artículo 53.1 
de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, no determinará por si sola la 
aplicación del método de estimación indirecta si, de acuerdo con los datos y antecedentes 
obtenidos a lo largo del desarrollo de las actuaciones inspectoras, pudiera determinarse la 
base o la cuota mediante el método de estimación directa u objetiva.

3. A efectos de lo dispuesto en el artículo 53.1 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, se entenderá que existe resistencia, obstrucción, excusa o negativa a la 
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actuación inspectora cuando concurra alguna de las conductas reguladas en el artículo 
203.1 de dicha ley.

4. A efectos de lo dispuesto en el artículo 53.1 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, se entenderá que existe incumplimiento sustancial de las obligaciones 
contables o registrales:

a) Cuando el obligado tributario incumpla la obligación de llevanza de la contabilidad o 
de los libros registro establecidos por la normativa tributaria. Se presumirá su omisión 
cuando no se exhiban a requerimiento de los órganos de inspección.

b) Cuando la contabilidad no recoja fielmente la titularidad de las actividades, bienes o 
derechos.

c) Cuando los libros o registros contengan omisiones, alteraciones o inexactitudes que 
oculten o dificulten gravemente la constatación de las operaciones realizadas.

d) Cuando aplicando las técnicas o criterios generalmente aceptados a la documentación 
facilitada por el obligado tributario no pueda verificarse la declaración o determinarse con 
exactitud las bases o rendimientos objeto de comprobación.

e) Cuando la incongruencia probada entre las operaciones contabilizadas o registradas y 
las que debieran resultar del conjunto de adquisiciones, gastos u otros aspectos de la 
actividad permita presumir, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 108.2 de la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, que la contabilidad o los libros registro son 
incorrectos.

5. Cuando los datos utilizados para la estimación indirecta a que se refiere la letra d) del 
apartado 3 del artículo 158 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, 
procedan de la propia Administración tributaria, se utilizarán aquellos métodos que permitan 
preservar el carácter reservado de los datos tributarios de terceros sin perjudicar el derecho 
de defensa del obligado tributario. En particular, se disociarán los datos de forma que no 
pueda relacionarse entre sí:

a) la identificación de los sujetos contenidos en la muestra.
b) los datos contenidos en sus declaraciones tributarias que sirvan para el cálculo de los 

porcentajes o promedios empleados para la determinación de las bases, los cálculos y 
estimaciones efectuados.

La Administración indicará las características conforme a las cuales se ha seleccionado 
la muestra elegida. Entre otros, podrán tenerse en cuenta el ámbito espacial y temporal de la 
muestra, la actividad que desarrollan o el intervalo al que corresponde su volumen de 
operaciones

6. En el supuesto en el que las actas en que se proponga la regularización de la 
situación tributaria del obligado mediante la aplicación del método de estimación indirecta se 
suscriban en disconformidad, podrá elaborarse un único informe que recoja ambas 
circunstancias.

Artículo 194.  Declaración de conflicto en la aplicación de la norma tributaria.
1. Cuando el órgano de inspección que esté tramitando el procedimiento estime que 

pueden concurrir las circunstancias previstas en el artículo 15 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria, lo notificará al obligado tributario y le concederá un plazo de 
alegaciones de 15 días, contados a partir del día siguiente al de la notificación de la apertura 
de dicho plazo.

2. Una vez recibidas las alegaciones y, en su caso, practicadas las pruebas procedentes, 
el órgano que esté tramitando el procedimiento emitirá un informe sobre la concurrencia o no 
de las circunstancias previstas en el artículo 15 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, que se remitirá junto con el expediente al órgano competente para 
liquidar.

En caso de que el órgano competente para liquidar estimase que concurren dichas 
circunstancias remitirá a la Comisión consultiva a que se refiere el artículo 159 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, el informe y los antecedentes. La 
remisión se notificará al obligado tributario con indicación de la suspensión del cómputo del 
plazo del procedimiento inspector prevista en el apartado 3 del artículo 150 de dicha Ley.
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En caso de que el órgano competente para liquidar estimase motivadamente que no 
concurren dichas circunstancias devolverá la documentación al órgano de inspección que 
esté tramitando el procedimiento, lo que se notificará al obligado tributario.

3. La Comisión consultiva emitirá un informe en el que, de forma motivada, se indicará si 
procede o no la declaración del conflicto en la aplicación de la norma tributaria. Dicho 
informe se comunicará al órgano competente para liquidar que hubiese remitido el 
expediente, que ordenará su notificación al obligado tributario y la continuación del 
procedimiento de inspección.

En el caso de acordarse la ampliación del plazo para emitir el mencionado informe, el 
acuerdo deberá notificarse al obligado tributario y se dará traslado, asimismo, al órgano de 
inspección.

4. En el ámbito de competencias del Estado, la Comisión consultiva estará compuesta 
por dos representantes de la Dirección General de Tributos del Ministerio de Economía y 
Hacienda designados por resolución del Director General de Tributos, uno de los cuales 
actuará como presidente con voto de calidad, salvo que el conflicto en la aplicación de la 
norma tributaria afecte a las normas dictadas por las comunidades autónomas en materia de 
tributos cedidos, en cuyo caso, los representantes del órgano competente para contestar las 
consultas tributarias escritas serán designados por resolución del titular de dicho órgano.

Los representantes de la Administración tributaria actuante serán:
a) Cuando la Administración tributaria actuante sea la Agencia Estatal de Administración 

Tributaria, dos representantes de esta designados por el director del departamento 
competente.

b) Cuando la Administración tributaria actuante sea una comunidad autónoma, dos 
representantes de la Administración tributaria autonómica.

c) Cuando la Administración tributaria actuante sea una entidad local, dos representantes 
de la entidad local.

En los supuestos anteriores, uno de los dos representantes de la Administración 
tributaria actuante podrá ser el órgano de inspección que estuviese tramitando el 
procedimiento o el órgano competente para liquidar que hubiese remitido el expediente.

5. La suspensión del cómputo del plazo de duración del procedimiento se producirá por 
el tiempo que transcurra desde la notificación al interesado a que se refiere el apartado 2 de 
este artículo hasta la recepción del informe por el órgano competente para continuar el 
procedimiento o hasta el transcurso del plazo máximo para su emisión.

Dicha suspensión no impedirá la práctica de las actuaciones inspectoras que durante 
esta situación pudieran desarrollarse en relación con los elementos de la obligación tributaria 
no relacionados con los actos o negocios analizados por la Comisión consultiva, en cuyo 
caso continuará el procedimiento respecto de los mismos de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 150.3 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

6. Trimestralmente se publicarán los informes de la Comisión consultiva en los que se 
haya apreciado la existencia de conflicto en la aplicación de la norma tributaria. En el ámbito 
de competencias del Estado se publicarán en la sede electrónica de la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria, salvo que se trate de tributos cuyo órgano competente para la 
emisión de las consultas tributarias por escrito se integre en otras Administraciones 
tributarias, en cuyo caso deberán publicarse a través del medio que las mismas señalen.

En dichas publicaciones se guardará la debida reserva en relación a los sujetos 
afectados.

Artículo 195.  Entidades que tributen en régimen de consolidación fiscal.
1. La comprobación e investigación de la sociedad representante y del grupo fiscal se 

realizará en un único procedimiento de inspección, que incluirá la comprobación de las 
obligaciones tributarias del grupo fiscal y de la sociedad representante objeto del 
procedimiento.

En relación con los grupos fiscales que tributen en el régimen de consolidación fiscal en 
los que la entidad dominante sea no residente en territorio español, cuando no se haya 
comunicado la entidad que ostente la condición de representante del grupo, la 
Administración tributaria podrá considerar como tal a cualquiera de las entidades integrantes 
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del mismo. En estos grupos fiscales, cuando se comunique el cambio de sociedad 
representante una vez iniciado el procedimiento, éste continuará por el mismo órgano 
actuante, por lo que afecta a las actuaciones relativas al grupo, con la nueva entidad 
representante.

2. En cada entidad dependiente, que no sea representante del grupo, que sea objeto de 
inspección como consecuencia de la comprobación de un grupo fiscal, se desarrollará un 
único procedimiento de inspección. Dicho procedimiento incluirá la comprobación de las 
obligaciones tributarias que se derivan del régimen de tributación individual del Impuesto 
sobre Sociedades y las demás obligaciones tributarias objeto del procedimiento e incluirá 
actuaciones de colaboración respecto de la tributación del grupo por el régimen de 
consolidación fiscal.

3. De acuerdo con lo previsto en el artículo 68.1.a) de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria, el plazo de prescripción del Impuesto sobre Sociedades del 
grupo fiscal se interrumpirá:

a) Por cualquier actuación de comprobación e investigación realizada con la sociedad 
representante del grupo respecto al Impuesto sobre Sociedades.

b) Por cualquier actuación de comprobación e investigación relativa al Impuesto sobre 
Sociedades realizada con cualquiera de las sociedades dependientes, siempre que la 
sociedad representante del grupo tenga conocimiento formal de dichas actuaciones.

4. Las circunstancias a que se refieren los apartados 4 y 5 del artículo 150 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, que se produzcan en el curso de un 
procedimiento seguido con cualquier entidad del grupo afectarán al plazo de duración del 
procedimiento seguido cerca de la sociedad representante y del grupo fiscal, siempre que la 
sociedad representante tenga conocimiento formal de ello. La concurrencia de dichas 
circunstancias no impedirá la continuación de las actuaciones inspectoras relativas al resto 
de entidades integrantes del grupo.

El periodo de extensión del plazo a que se refiere el artículo 150.4 de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, General Tributaria, se calculará para la sociedad representante y el 
grupo teniendo en cuenta los periodos no coincidentes solicitados por cualquiera de las 
sociedades integradas en el grupo fiscal. Las sociedades integradas en el grupo fiscal 
podrán solicitar hasta 60 días naturales para cada uno de sus procedimientos, pero el 
periodo por el que se extenderá el plazo de resolución del procedimiento de la sociedad 
representante y del grupo no excederá en su conjunto de 60 días naturales.

5. La documentación del procedimiento seguido cerca de cada entidad dependiente, que 
no sea representante del grupo, se desglosará, a efectos de la tramitación, de la siguiente 
forma:

a) Un expediente relativo al Impuesto sobre Sociedades, en el que se incluirá la 
diligencia resumen a que se refiere el artículo 98.3.g) de este reglamento. Dicho expediente 
se remitirá al órgano que esté desarrollando las actuaciones de comprobación e 
investigación de la sociedad representante y del grupo fiscal.

b) Otro expediente relativo a las demás obligaciones tributarias objeto del procedimiento.
6. La documentación del procedimiento seguido cerca de la entidad representante del 

grupo se desglosará, a efectos de su tramitación, de la siguiente forma:
a) Un expediente relativo al Impuesto sobre Sociedades del grupo fiscal, que incluirá las 

diligencias resumen a que se refiere el apartado anterior.
b) Otro expediente relativo a las demás obligaciones tributarias objeto del procedimiento.

Artículo 196.  Declaración de responsabilidad en el procedimiento inspector.
1. Cuando en el curso de un procedimiento de inspección, el órgano actuante tenga 

conocimiento de hechos o circunstancias que pudieran determinar la existencia de 
responsables a los que se refiere el artículo 41 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, trasladará el conocimiento de tales hechos al órgano de recaudación que 
podrá acordar el inicio del procedimiento para declarar dicha responsabilidad.

Cuando el alcance de la responsabilidad incluya las sanciones será necesario que se 
haya iniciado previamente el procedimiento sancionador.
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2. El trámite de audiencia al responsable se realizará con posterioridad a la formalización 
del acta al deudor principal y, cuando la responsabilidad alcance a las sanciones, a la 
propuesta de resolución del procedimiento sancionador al sujeto infractor.

Durante el trámite de audiencia se deberá dar, en su caso, la conformidad expresa a la 
que se refiere el artículo 41.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

Salvo el supuesto previsto en el apartado 4 de este artículo, el responsable no tendrá la 
condición de interesado en el procedimiento de inspección o en el sancionador y se tendrán 
por no presentadas las alegaciones que formule en dichos procedimientos.

3. El acuerdo de declaración de responsabilidad habrá de dictarse con posterioridad al 
acuerdo de liquidación al deudor principal o, en su caso, de imposición de sanción al sujeto 
infractor.

4. En aquellos supuestos en los que la ley disponga que no es necesario el acto previo 
de derivación de responsabilidad, las actuaciones inspectoras de comprobación e 
investigación podrán realizarse directamente con el responsable. En estos supuestos, las 
actas se formalizarán y las liquidaciones se practicarán a nombre del responsable.

CAPÍTULO III
Otras actuaciones inspectoras

Artículo 197.  Otras actuaciones inspectoras.
1. Las actuaciones de valoración podrán desarrollarse por los órganos de inspección a 

iniciativa propia o a petición de otros órganos de la misma u otra Administración tributaria. En 
particular, los órganos de inspección podrán practicar estas actuaciones a petición de las 
comunidades autónomas respecto de los tributos cedidos a estas.

2. Cuando así les sea solicitado y sin perjuicio de las competencias propias de otros 
órganos de la Administración, los órganos de inspección informarán y asesorarán en 
materias de carácter económico, financiero, jurídico o técnico relacionadas con el ejercicio 
de sus funciones a los demás órganos de las Administraciones tributarias, a los órganos 
dependientes del Ministerio de Economía y Hacienda, así como a cualquier organismo que lo 
solicite.

3. Los órganos de inspección podrán realizar los estudios individuales, sectoriales o 
territoriales de carácter económico o financiero que puedan ser de interés para la aplicación 
de los tributos, así como los análisis técnicos, químicos, informáticos o de cualquier otra 
naturaleza que se consideren necesarios.

4. Las actuaciones de intervención en materia de los impuestos especiales de 
fabricación se regirán por lo dispuesto en su normativa específica y, en lo no previsto en la 
misma, por las normas de este título con exclusión del artículo 179 de este reglamento.

Cuando como consecuencia de las actuaciones de comprobación o investigación que le 
son propias a los servicios de intervención, se pongan de manifiesto hechos que supongan 
el incumplimiento de las obligaciones establecidas en la normativa de los impuestos 
especiales, las actuaciones de intervención continuarán mediante la notificación al obligado 
tributario del inicio de actuaciones destinadas a la regularización tributaria, que deberán 
concluir en el plazo previsto en el articulo 150 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria o, en su caso, mediante la iniciación del procedimiento sancionador.

5. Los órganos de inspección podrán realizar actuaciones dirigidas a la aprobación de 
propuestas de valoración previa de operaciones, gastos, retribuciones, así como criterios de 
imputación temporal, conforme a la normativa específica que resulte aplicable.

6. Los órganos de inspección podrán desarrollar actuaciones de comprobación limitada, 
para lo que se ajustarán a lo dispuesto en los artículos 136 a 140, ambos inclusive, de la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, y en los artículos 163 a 165, ambos 
inclusive, de este reglamento.

7. En los supuestos en que las actuaciones de control censal sean desarrolladas por los 
órganos de inspección, estos podrán proponer, en su caso, a los órganos competentes, el 
acuerdo de baja cautelar, el inicio del procedimiento de rectificación censal, la rectificación 
de oficio de la situación censal o la revocación del número de identificación fiscal, regulados 
en los artículos 144 a 147, ambos inclusive, de este reglamento.
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8. Para la ejecución de las resoluciones administrativas y judiciales, los órganos de 
inspección podrán desarrollar las actuaciones que sean necesarias pudiendo, en su caso, 
ejercer las facultades previstas en el artículo 142 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, y realizar las actuaciones de obtención de información pertinentes. No 
obstante, cuando de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 66.4 del Reglamento General de 
desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, en materia de revisión 
en vía administrativa, aprobado por Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo, las 
mencionadas resoluciones hayan ordenado la retroacción de actuaciones, éstas se 
desarrollarán de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 150.7 de la citada Ley.

CAPÍTULO IV
Actuaciones en supuestos de delito contra la Hacienda Pública

Artículo 197 bis.  Actuaciones a seguir en caso de existencia de indicios de delito contra la 
Hacienda Pública.

1. Cuando la Administración tributaria aprecie indicios de delito contra la Hacienda 
Pública, pasará el tanto de culpa a la jurisdicción competente o remitirá el expediente al 
Ministerio Fiscal, sin perjuicio de que, si esa apreciación se produjera en el seno de un 
procedimiento inspector, se seguiría la tramitación prevista en el Título VI de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, General Tributaria y en los artículos correspondientes de este 
reglamento.

2. La apreciación de dichos indicios de delito contra la Hacienda Pública, podrá tener 
lugar en cualquier momento, con independencia de que se hubiera dictado liquidación 
administrativa o, incluso, impuesto sanción.

En estos casos, las propuestas de liquidación administrativa y de sanción que se 
hubieran formulado, quedarían sin efecto.

Asimismo, se suspenderá la ejecución de las liquidaciones y sanciones ya impuestas, sin 
perjuicio de lo indicado en el apartado siguiente.

Téngase en cuenta que se anula el apartado 2, en cuanto permite que la Administración 
tributaria pase el tanto de culpa a la jurisdicción competente o al Fiscal cuando aprecie indicios 
de delito en los casos en que se hubiera dictado liquidación administrativa o, incluso, impuesto 
sanción, según establece la Sentencia del TS de 25 de septiembre de 2019. Ref. BOE-
A-2019-16422

3. De no haberse apreciado la existencia de delito por la jurisdicción competente o por el 
Ministerio Fiscal, la Administración tributaria iniciará o continuará, cuando proceda, las 
actuaciones o procedimientos correspondientes, de acuerdo con los hechos que los 
tribunales hubieran considerado probados.

Las liquidaciones y sanciones administrativas que, en su caso, se dicten, así como 
aquellas liquidaciones y sanciones cuya ejecución proceda reanudar por haber quedado 
previamente suspendidas, se sujetarán al régimen de revisión y recursos regulado en el 
Título V de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, pero sin que puedan 
impugnarse los hechos considerados probados en la resolución judicial.

Artículo 197 ter.  Excepciones a la práctica de liquidaciones en caso de existencia de 
indicios de delito contra la Hacienda Pública y tramitación a seguir.

1. Cuando la Administración Tributaria aprecie indicios de delito contra la Hacienda 
Pública en el seno de un procedimiento inspector, se abstendrá de practicar la liquidación 
vinculada a delito en los supuestos previstos en el artículo 251.1 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria. Todo ello, sin perjuicio de las restantes excepciones a la 
práctica de liquidación que pudieran derivarse de otras disposiciones legales.

En cualquier caso, estas excepciones afectarán, exclusivamente, al concepto impositivo 
y periodo en que concurra la circunstancia por la que no procede dictar liquidación.

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 28  Reglamento General actuaciones y procedimientos de gestión e inspección tributaria [parcial]

– 336 –

http://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2019-16422
http://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2019-16422


2. En la tramitación a seguir en estos casos, se tendrá en cuenta lo siguiente:
a) No se concederá trámite de audiencia o alegaciones al obligado tributario.
b) Se trasladará el expediente al órgano competente para interponer la denuncia o 

querella, para su remisión a la jurisdicción competente, o al Ministerio Fiscal, previo informe 
del órgano con funciones de asesoramiento jurídico.

En caso de que el órgano competente para interponer la denuncia o querella no 
apreciara indicios de delito contra la Hacienda Pública, devolverá el expediente para su 
ultimación en vía administrativa, previa formalización, en su caso, del acta que corresponda.

c) Dicha remisión determinará la suspensión del cómputo del plazo del procedimiento 
inspector en los términos indicados en el artículo 150.3 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria. Esta suspensión se comunicará al obligado tributario a efectos 
meramente informativos, salvo que con esta comunicación pudiera perjudicarse de cualquier 
forma la investigación o comprobación de la defraudación, circunstancia que deberá quedar 
motivada en el expediente.

3. La devolución del expediente por el Ministerio Fiscal que no vaya seguida de una 
interposición de querella ante la jurisdicción competente por parte de la Administración 
tributaria, así como la inadmisión de la denuncia o querella, o la resolución judicial firme en la 
que no se aprecie la existencia de delito, determinarán la continuación del procedimiento 
inspector.

Dicho procedimiento deberá finalizar en el periodo que reste hasta la conclusión del 
plazo a que se refiere el artículo 150.1 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria o en el plazo de 6 meses, si éste último fuese superior, a computar desde la 
recepción del expediente, por el órgano competente que deba continuar el procedimiento 
inspector.

Artículo 197 quater.  Reglas generales de la tramitación del procedimiento inspector en 
caso de liquidación vinculada a delito.

1. Cuando la Administración tributaria aprecie indicios de delito contra la Hacienda 
Pública en el seno de un procedimiento inspector y no concurran las circunstancias que 
impiden dictar liquidación de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 251.1 de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, General Tributaria, se dictará una propuesta de liquidación vinculada a 
delito en la que se expresarán, con el detalle que sea preciso, los hechos y fundamentos de 
derecho en que se base la misma, haciendo constar el derecho del obligado tributario a 
efectuar las alegaciones que considere oportunas en el correspondiente trámite de 
audiencia, dentro del plazo de los 15 días naturales, contados a partir del día siguiente al de 
la fecha en que se haya notificado dicha propuesta de liquidación.

2. Esa notificación podrá efectuarse al obligado tributario o al representante autorizado 
por él en el procedimiento de inspección en el que se dicte la propuesta de liquidación 
vinculada a delito.

3. Transcurrido el plazo previsto para el trámite de audiencia y examinadas las 
alegaciones, en su caso, presentadas, el órgano competente para liquidar actuará de la 
siguiente forma:

a) Dictará una liquidación vinculada a delito, con la autorización previa o simultánea del 
órgano de la Administración tributaria competente para interponer la denuncia o querella, 
cuando considere que la conducta del obligado tributario pudiera ser constitutiva de un 
posible delito contra la Hacienda Pública.

Dicha autorización se otorgará previo informe del órgano con funciones de 
asesoramiento jurídico.

En caso de que el órgano competente para interponer la denuncia o querella no 
apreciara indicios de delito contra la Hacienda Pública, devolverá el expediente para su 
ultimación en vía administrativa, previa formalización, en su caso, del acta que corresponda.

b) Rectificará la propuesta de liquidación vinculada a delito, cuando considere que en 
ella ha existido error en la apreciación de los hechos o indebida aplicación de las normas 
jurídicas.

En los casos en que esa rectificación afecte a cuestiones no alegadas por el obligado 
tributario, suponiendo además un agravamiento de la situación para dicho obligado tributario, 

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 28  Reglamento General actuaciones y procedimientos de gestión e inspección tributaria [parcial]

– 337 –



se notificará el acuerdo de rectificación para que, en el plazo de 15 días naturales, contados 
a partir del día siguiente al de la notificación, efectúe alegaciones. Transcurrido dicho plazo, 
se dictará el acuerdo que proceda, que deberá ser notificado siguiéndose, respecto del 
mismo, la tramitación que corresponda.

En cualquier otro caso, se notificará sin más trámite la liquidación vinculada a delito.
c) Devolverá el expediente para su ultimación en vía administrativa, previa formalización, 

en su caso, del acta que corresponda, cuando considere que la conducta del obligado 
tributario no es constitutiva de delito contra la Hacienda Pública.

d) Acordará que se complete el expediente en cualquiera de sus extremos, cuando así lo 
estime conveniente, notificándoselo al obligado tributario. Una vez efectuadas las 
actuaciones complementarias, se procederá de la siguiente forma:

En el supuesto de que no se aprecien indicios de delito, se ultimará el expediente en vía 
administrativa, previa formalización, en su caso, del acta que corresponda.

En el supuesto de que se sigan apreciando indicios de delito contra la Hacienda Pública 
debiendo modificar la propuesta de liquidación vinculada a delito inicialmente formulada, se 
procederá a su rectificación otorgando nuevo trámite de alegaciones al obligado tributario 
por 15 días naturales, siguiendo la tramitación que corresponda.

En el supuesto de que se sigan apreciando indicios de delito contra la Hacienda Pública, 
pero sin necesidad de modificar la propuesta de liquidación vinculada a delito, ésta 
mantendrá su vigencia, procediendo el órgano competente para liquidar a dictar el acuerdo 
que corresponda, una vez otorgado nuevo trámite de alegaciones al obligado tributario 
por 15 días naturales.

4. Una vez dictada la liquidación administrativa, la Administración tributaria pasará el 
tanto de culpa a la jurisdicción competente o remitirá el expediente al Ministerio Fiscal y el 
procedimiento de comprobación finalizará, respecto de los elementos de la obligación 
tributaria regularizados mediante dicha liquidación, con la notificación al obligado tributario 
de la misma, en la que se advertirá de que el período voluntario de ingreso sólo comenzará a 
computarse una vez que sea notificada la admisión a trámite de la denuncia o querella 
correspondiente, en los términos establecidos en el artículo 255 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria.

Artículo 197 quinquies.  Cálculo y tramitación de la liquidación vinculada a delito, en casos 
de concurrencia de cuota vinculada y no vinculada a delito contra la Hacienda Pública.

1. En los casos en los que, por un mismo concepto impositivo y periodo, quepa distinguir 
elementos vinculados a un posible delito contra la Hacienda Pública, junto con otros 
elementos no vinculados a dicho delito, se aplicará la normativa prevista en el artículo 197 
quater de este reglamento, con las especialidades señaladas en este precepto.

Para verificar si los elementos vinculados al delito contra la Hacienda Pública determinan 
una cuota defraudada determinante de dicho ilícito penal, se tendrá en cuenta lo establecido 
en la letra a) del apartado siguiente.

2. En los supuestos a los que se refiere el apartado anterior, se efectuarán dos 
liquidaciones provisionales de forma separada.

A efectos de la cuantificación de ambas liquidaciones, se formalizará una propuesta de 
liquidación vinculada a delito y un acta de inspección, de acuerdo con las siguientes reglas:

a) La propuesta de liquidación vinculada a delito comprenderá los elementos que hayan 
sido objeto de declaración, en su caso, a los que se sumarán todos aquellos elementos en 
los que se aprecien indicios de delito, y se restarán los ajustes a favor del obligado tributario 
a los que éste pudiera tener derecho en ese periodo. Adicionalmente, se minorarán las 
partidas a compensar o deducir susceptibles de aplicación, salvo que el obligado tributario 
ejercite la opción a que se refiere el apartado siguiente de este mismo artículo. Si la 
declaración presentada en plazo hubiera determinado una cuota a ingresar, ésta se 
descontará para el cálculo de esta propuesta de liquidación vinculada a delito.

b) La propuesta de liquidación contenida en el acta comprenderá la totalidad de los 
elementos comprobados, con independencia de que estén o no vinculados con el posible 
delito. En estos casos, la cantidad resultante de la propuesta de liquidación vinculada a 
delito, minorará la cuota de la propuesta de liquidación contenida en el acta.
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3. No obstante, en caso de que el obligado tributario optara por la aplicación proporcional 
de las partidas a compensar o deducir en la base o en la cuota a que se refiere el apartado 
anterior, el importe concreto a minorar por dichas partidas en la liquidación vinculada a delito, 
se determinará aplicando al importe total de las mismas, el coeficiente resultante de una 
fracción en la que figuren:

a) En el numerador, la suma de los incrementos y disminuciones en la base imponible, 
multiplicada por el tipo medio de gravamen, y los incrementos y disminuciones en la cuota, 
todos ellos vinculados con el posible delito contra la Hacienda Pública.

b) En el denominador, la suma de la totalidad de los incrementos y disminuciones en la 
base imponible multiplicada por el tipo medio de gravamen, y la totalidad de los incrementos 
y disminuciones en la cuota, con independencia de que se hallen o no vinculados con el 
posible delito contra la Hacienda Pública.

Se entenderá por tipo medio de gravamen, el resultado de dividir la cuota íntegra entre la 
base liquidable.

El cálculo de ese coeficiente se efectuará prescindiendo del importe de todas las partidas 
a compensar o deducir en la base o en la cuota.

Artículo 197 sexies.  Efectos de la resolución judicial sobre la liquidación vinculada a delito.
1. Cuando la Administración tributaria haya dictado una liquidación vinculada a delito, se 

tendrán en cuenta las distintas resoluciones judiciales, así como, en su caso, las decisiones 
del Ministerio Fiscal, en los términos que se indican en los apartados siguientes.

2. En caso de que en el proceso penal se dictara sentencia condenatoria por delito 
contra la Hacienda Pública, procederá actuar de la siguiente forma:

a) Si la cuota defraudada determinada en el proceso penal fuera idéntica a la liquidada 
en vía administrativa, no será necesario modificar la liquidación realizada, sin perjuicio de la 
liquidación de los intereses de demora y recargos que correspondan.

Entre esos intereses de demora, se exigirán los devengados desde la fecha en que se 
dictó la liquidación vinculada a delito, hasta la fecha de notificación al obligado tributario de la 
admisión a trámite de la denuncia o querella.

b) Si la cuantía defraudada determinada en el proceso penal difiriera, en más o en 
menos, de la fijada en vía administrativa, la liquidación vinculada a delito deberá modificarse 
en ese sentido.

En esos casos, subsistirá el acto inicial, que será rectificado de acuerdo con el contenido 
de la sentencia para ajustarse a la cuantía fijada en el proceso penal como cuota 
defraudada, sin que ello afecte a la validez de las actuaciones recaudatorias realizadas, 
respecto de la cuantía confirmada en dicho proceso.

Adicionalmente, se ajustarán los intereses de demora, procediendo, en todo caso, la 
exigencia de los devengados desde la fecha en que se dictó la liquidación vinculada a delito, 
hasta la fecha de notificación al obligado tributario de la admisión a trámite de la denuncia o 
querella.

Lo indicado anteriormente, se entenderá sin perjuicio de la procedencia de exigir en vía 
administrativa, en su caso, los importes que, de acuerdo con los hechos considerados 
probados en la resolución judicial, pudieran adeudarse a la Hacienda Pública, a pesar de no 
formar parte de la cuota defraudada. A esos efectos, y cuando sea necesario, se llevará a 
cabo la retroacción del procedimiento inspector para la liquidación de esos importes 
adicionales, en los términos indicados en el apartado 4 de este mismo precepto.

Por otra parte, cuando la cuantía defraudada determinada en el proceso penal fuese 
inferior a la fijada en vía administrativa, serán de aplicación las normas generales 
establecidas al efecto en la normativa tributaria en relación con las devoluciones de ingresos 
y el reembolso del coste de las garantías.

El acuerdo adoptado por la Administración tributaria en los dos casos previstos en las 
letras a) y b), se trasladará al Tribunal competente para la ejecución, al obligado al pago y a 
las demás partes personadas en el proceso penal, a efectos de lo previsto en el artículo 999 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.
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3. En caso de que en el proceso penal no se apreciara la existencia de delito por 
inexistencia de la obligación tributaria, la liquidación vinculada a delito previamente dictada 
será anulada, siendo de aplicación las normas generales establecidas al efecto en la 
normativa tributaria, en relación con las devoluciones de ingresos y el reembolso del coste 
de las garantías.

4. Finalmente, en los casos que se recogen a continuación, procederá la retroacción del 
procedimiento inspector al momento anterior a aquél en que se dictó la propuesta de 
liquidación vinculada a delito, formalizando el acta que pudiera corresponder:

a) Devolución del expediente por el Ministerio Fiscal que no vaya seguida de una 
interposición de querella ante la jurisdicción competente por parte de la Administración 
tributaria.

b) Inadmisión de la denuncia o querella.
c) Auto de sobreseimiento.
d) Resolución judicial firme en la que no se aprecie delito, por motivo diferente a la 

inexistencia de la obligación tributaria.
En estos casos, el procedimiento deberá finalizar en el periodo que reste hasta la 

conclusión del plazo a que se refiere el artículo 150.1 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria o en el plazo de 6 meses, si éste último fuese superior, a computar desde 
la recepción del expediente, por el órgano competente que deba continuar el procedimiento 
inspector.

Se exigirán intereses de demora por la nueva liquidación que ponga fin al procedimiento. 
La fecha de inicio del cómputo del interés de demora será la misma que, de acuerdo con lo 
establecido en el apartado 2 del artículo 26 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, hubiera correspondido a la liquidación anulada y el interés se devengará hasta el 
momento en que se haya dictado la nueva liquidación.

El incumplimiento del plazo de duración del procedimiento inspector, producirá, respecto 
de las obligaciones tributarias pendientes de liquidar, los efectos previstos en el 
artículo 150.6 la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

[ . . . ]
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§ 29

Resolución de 27 de octubre de 1998, de la Presidencia de la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria, por la que se crea la 
Oficina Nacional de Investigación del Fraude en el Departamento de 
Inspección Financiera y Tributaria, se crean equipos de estudio del 
fraude en los Departamentos de Recaudación y Gestión Tributaria, se 
ordena la elaboración del Plan General de Control Tributario y se 
modifica la Resolución de 24 de marzo de 1992 de la Agencia Estatal 
de Administración Tributaria, sobre organización y atribución de 
funciones a la inspección de los tributos en el ámbito del 

Departamento de Inspección Financiera y Tributaria

Ministerio de Economía y Hacienda
«BOE» núm. 266, de 6 de noviembre de 1998
Última modificación: 31 de diciembre de 2005

Referencia: BOE-A-1998-25485

La lucha contra el fraude fiscal, cometido fundamental de la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria, ha de adaptar sus métodos y procedimientos a la propia evolución 
de este fenómeno, cuyas fórmulas más graves y sofisticadas aprovechan actualmente los 
resquicios que ofrecen los métodos tradicionales de control, que muestran debilidades en 
relación con el ataque sistemático y en profundidad a las fórmulas más dinámicas en que 
aquél se manifiesta.

En efecto, el perfeccionamiento del actual modelo de control tributario requiere, entre 
otras acciones, prestar una atención más sistemática a las áreas de fraude más 
caracterizadas, como son las integradas en la economía sumergida o los nuevos fraudes del 
IVA asociados al comercio internacional, generar métodos preventivos en la lucha contra el 
fraude, o desarrollar sistemas de análisis de riesgos y de comprobación más eficaces en la 
corrección de las conductas defraudatorias.

La Agencia Estatal de Administración Tributaria, como colofón del Plan Bianual de Lucha 
contra el Fraude y dentro de su Plan de Modernización, se ha planteado como objetivo 
prioritario iniciar la transformación del modelo de control tributario, con la atención puesta en 
la aplicación de los principios de actuación dimanantes de la Ley de Derechos y Garantías 
de los Contribuyentes y de las necesidades de control que va a suscitar la nueva regulación 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

Pieza fundamental en esta transformación es la sistematización y coordinación de las 
actividades investigadoras que, si bien ya se realizan por diversas unidades de la Inspección 
de los Tributos, aún carecen de la suficiente base organizativa. Para ello se crea, en el seno 
del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria de la Agencia, la Oficina Nacional de 
Investigación del Fraude, unidad que, además de aglutinar otras hoy dispersas asociadas a 
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la lucha contra el fraude fiscal, da acogida en la Administración Tributaria española a la 
fórmula, ya existente en otros países, de encomendar a una unidad especializada el 
cometido de la investigación básica del fraude fiscal y la definición de estrategias y métodos 
generales para atacarlo. Paralelamente, se establecen criterios organizativos para la 
potenciación de las actividades investigadoras del fraude en las restantes áreas funcionales 
de la Agencia que tienen encomendadas responsabilidades de control tributario.

Asimismo, se potencian los mecanismos de control mediante la puesta en marcha del 
Plan General de Control Tributario como plan integral aglutinador de control de todas las 
áreas funcionales de la Agencia.

La presente Resolución concluye con los ajustes técnicos precisos en la de 24 de marzo 
de 1992, de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, sobre organización y atribución 
de funciones a la Inspección de los Tributos en el ámbito del Departamento de Inspección 
Financiera y Tributaria. Dichos ajustes son consecuencia de la creación de la Oficina 
Nacional de Investigación del Fraude.

El artículo 103 de la Ley de Presupuestos Generales para 1991 establece en el número 
5 del apartado 11 la potestad del Ministro de Economía y Hacienda de habilitar al Presidente 
de la Agencia Estatal de Administración Tributaria para que, mediante la correspondiente 
Orden, éste dicte resoluciones normativas por las que se estructuren las Unidades de la 
Agencia inferiores a Departamentos, y se realice la concreta atribución de competencias.

Por otra parte, la Orden de 2 de junio de 1994, habilita, en su apartado decimoquinto, al 
Presidente de la Agencia Estatal de Administración Tributaria para dictar resoluciones 
normativas por las que se estructuren y atribuyan competencias a los órganos de las 
Delegaciones Especiales y Delegaciones de la Agencia, así como para estructurar, atribuir 
competencias, crear, refundir o suprimir dichas Delegaciones. Asimismo, se habilita al 
Presidente de la Agencia para que dicte resoluciones normativas por las que se estructuren 
unidades inferiores a Subdirección General, así como para que realice la concreta atribución 
de competencias a las mismas y a las propias Subdirecciones Generales de la Agencia.

En virtud de lo anterior, dispongo:

Primero.  
Se crea la Oficina Nacional de Investigación del Fraude, incorporándose el apartado dos 

bis en la Resolución de 24 de marzo de 1992, de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria, sobre organización y atribución de funciones a la Inspección de los Tributos en el 
ámbito del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria. Dicho apartado tendrá la 
siguiente redacción:

«Dos bis. La Oficina Nacional de Investigación del Fraude.
1. Funciones.
La Oficina Nacional de Investigación del Fraude, dependiente del Director del 

Departamento de Inspección Financiera y Tributaria de la Agencia, tendrá atribuidas 
las siguientes funciones:

a) El estudio del fraude fiscal y la adopción de iniciativas para la formulación de 
estrategias generales para la lucha contra el mismo, así como la propuesta al 
Director del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria de las acciones de 
cualquier naturaleza precisas para el desarrollo de la misma.

b) El estudio y análisis de los procedimientos de lucha contra el fraude utilizados 
por otras Administraciones Tributarias, en particular los relativos a los tributos de 
implantación en el ámbito de la Unión Europea, y su adecuación, en su caso, a los 
problemas específicos del fraude en España, así como la relación con los órganos y 
unidades equivalentes de los países de nuestro entorno económico y comercial.

c) La realización de estudios económicos y sectoriales respecto de ámbitos o 
actividades determinadas para su aplicación por los distintos Departamentos de la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria.

d) El establecimiento de métodos de investigación y comprobación tributaria y la 
elaboración de “Manuales de Inspección”.
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e) La realización directa o la coordinación de actuaciones de obtención de 
información interna e internacional tendentes a la investigación de los 
incumplimientos tributarios, así como al diseño de estrategias de captación de datos 
por el Departamento de Inspección Financiera y Tributaria para la lucha contra el 
fraude.

f) La realización directa o la coordinación de las actuaciones de comprobación e 
investigación que específicamente autorice el Director del Departamento de 
Inspección Financiera y Tributaria de conformidad con lo dispuesto en la presente 
Resolución.

g) El impulso y coordinación de las actuaciones y técnicas de investigación a 
desarrollar por los servicios centrales y territoriales dependientes del Departamento 
de Inspección Financiera y Tributaria.

h) Informar, a solicitud del Director del Departamento de Inspección Financiera y 
Tributaria, acerca de la incidencia que las modificaciones normativas puedan tener 
respecto de las modalidades de realización del fraude, así como sobre sus 
mecanismos de control.

El Director del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria determinará, 
en su caso, los cauces y procedimientos a través de los cuales se desarrollarán 
estas funciones, así como los objetivos específicos a alcanzar en cada una.

2. Ámbito de actuación.
2.1 Actuaciones de comprobación e investigación.–El Director del Departamento 

de Inspección Financiera y Tributaria podrá acordar, mediante resolución, y previa 
propuesta del Jefe de la Oficina Nacional de Investigación del Fraude, que 
determinados obligados tributarios queden adscritos a la Oficina Nacional de 
Investigación del Fraude, a efectos del desarrollo por ésta de actuaciones de 
comprobación e investigación tanto de alcance general como parcial, cesando tal 
adscripción al término de las mismas.

El referido acuerdo, en el que deberá especificarse la naturaleza y alcance de las 
actuaciones a desarrollar, se notificará simultáneamente al obligado tributario, a la 
Delegación Especial o Delegación de la Agencia a la que esté adscrito y al 
Departamento de Recaudación.

2.2 Desarrollo del resto de funciones de la Oficina Nacional de Investigación del 
Fraude.–Para el cumplimiento del resto de sus funciones, la Oficina Nacional de 
Investigación del Fraude podrá desarrollar cuantas actuaciones resulten pertinentes 
con cualesquiera obligados tributarios.

3. Estructura y distribución de competencias.
3.1 Al frente de la Oficina Nacional de Investigación del Fraude se halla el Jefe 

de la misma, quien podrá estar asistido por uno o varios Inspectores Jefes adjuntos 
con la ubicación territorial que el mismo determine. Los Equipos estarán integrados 
por el jefe del Equipo, así como por otros Inspectores y Subinspectores que a los 
mismos se adscriban.

Las actuaciones necesarias para el cumplimiento de sus funciones se 
desarrollarán por los Equipos en que se estructura esta Oficina, los cuales tienen 
atribuidas las funciones enumeradas en esta Resolución, sin perjuicio de la 
colaboración que el Jefe de la Oficina Nacional de Investigación del Fraude pueda 
ordenar, tanto entre los miembros de distintos equipos, como entre los equipos 
mismos en orden a la mejora del cumplimiento de los objetivos de este órgano.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, el Director del Departamento de 
Inspección Financiera y Tributaria podrá acordar que determinadas funciones de la 
Oficina Nacional de Investigación del Fraude se desarrollen por funcionarios, equipos 
o unidades de Inspección adscritos a órganos de la Administración Central o 
Periférica de la Agencia.

3.2 Las funciones y atribuciones de la Oficina Nacional de Investigación del 
Fraude serán ejercidas por los siguientes Equipos:
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a) Equipo de Estudio del Fraude Fiscal, que tendrá a su cargo el desarrollo de las 
siguientes funciones:

El estudio y propuesta de estrategias relativas a la lucha contra el fraude y de 
medidas para el fomento del cumplimiento voluntario de las obligaciones fiscales.

La realización de estudios destinados a obtener indicadores del fraude fiscal en 
España y sus condicionantes.

El estudio de las conductas inducidas por las actuaciones inspectoras o por las 
medidas de prevención del fraude que, en cada caso, se adopten.

La realización de estudios económicos y sectoriales relativos a actividades 
económicas determinadas para su utilización por los Servicios de la Agencia.

El desarrollo de sistemas de análisis de riesgo fiscal en relación con sectores 
económicos o modalidades específicas de fraude.

b) Equipo de Métodos y Procedimientos de Control, que tendrá a su cargo las 
siguientes funciones:

La elaboración y el establecimiento de métodos y procedimientos de 
investigación y comprobación tributaria para su aplicación por los diversos servicios 
dependientes del Departamento.

El establecimiento de contenidos mínimos o de cumplimiento obligado para 
determinadas actuaciones inspectoras.

El establecimiento de los requisitos mínimos de documentación de las 
actuaciones inspectoras.

La elaboración de “Manuales de Inspección”.
El diseño de estrategias en orden a la mejora de procedimientos y criterios de 

selección de contribuyentes.
La prestación de asistencia técnica a los Centros Directivos del Ministerio de 

Economía y Hacienda que lo requieran, así como a los Servicios de Inspección 
dependientes del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria.

c) Equipo Central de Información, que tendrá a su cargo las siguientes funciones:
La captación de datos relevantes para la lucha contra el fraude fiscal, tanto para 

el cumplimiento de sus funciones como en apoyo de los restantes Servicios de 
Inspección.

La canalización del intercambio de información con otras Administraciones 
Públicas nacionales, supranacionales o extranjeras.

El estudio de fuentes alternativas o indiciarias de información para la 
investigación y comprobación del fraude.

La relación con los diversos registros, entidades, empresas y demás obligados 
tributarios, a los efectos de mejorar y depurar los sistemas de captación de datos.

El análisis y estudio de estrategias de captación de información, así como el 
cruce de información en apoyo de las tareas investigadoras y comprobadoras.

El diseño y coordinación de campañas de captación de datos que hayan de ser 
realizadas por los Servicios de Inspección, así como la colaboración en la misma 
materia con otros Departamentos de la Agencia.

El establecimiento de sistemas de medición de la calidad de la información y, en 
general, cuantas acciones contribuyan a la mejora de la calidad de la información 
utilizada por la Agencia y al cumplimiento por los contribuyentes de sus obligaciones 
informativas.

La comprobación del cumplimiento por cualquier persona o entidad de la 
obligación de proporcionar datos o antecedentes derivados de sus relaciones con 
otras personas, cuando venga exigido con carácter general.

d) Los Equipos Centrales de Investigación del Fraude, que tendrán a su cargo las 
siguientes funciones:

El diseño, coordinación y, en su caso, ejecución, de Proyectos de Investigación 
de modalidades determinadas de fraude fiscal, con el fin de detectar sus métodos de 
realización y determinar las medidas a adoptar para su prevención y corrección.
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La formulación de propuestas de medidas y criterios para la elaboración de 
planes de inspección derivados del resultado de las investigaciones realizadas.

Las funciones investigadoras de apoyo del trabajo a desarrollar por los restantes 
Equipos de la Oficina Nacional de Investigación del Fraude que les ordene el Jefe de 
la misma.

La coordinación, cuando así lo considere necesario el Director del Departamento, 
de las actuaciones de selección y comprobación tributaria derivadas del desarrollo de 
un Proyecto de Investigación a realizar por otros Servicios de Inspección.

El desarrollo de las actuaciones de comprobación e investigación que les sean 
específicamente atribuidas por el Jefe de la Oficina Nacional de Investigación del 
Fraude.

3.3 Las funciones atribuidas a la Oficina Nacional de Investigación del Fraude se 
entienden sin perjuicio de las propias de los demás órganos y unidades a que se 
refiere el apartado 1 de la presente Resolución.

3.4 Los Equipos de la Oficina Nacional de Investigación del Fraude, excepción 
hecha de los Equipos Centrales de Investigación del Fraude, no podrán desarrollar 
actuaciones de comprobación e investigación. No obstante, cuando las mismas sean 
precisas, se formularán las oportunas propuestas al Jefe de la Oficina Nacional de 
Investigación del Fraude, quien, si lo considera procedente, elevará tal propuesta al 
Director del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria, que podrá dictar el 
acuerdo de adscripción correspondiente de conformidad con lo dispuesto en el 
apartado dos bis.2.1 de esta Resolución, desarrollándose la actuación por el Equipo 
Central de Investigación que a tal efecto designe el Jefe de la Oficina Nacional de 
Investigación del fraude.

3.5 Las actuaciones de los Equipos de la Oficina Nacional de Investigación del 
Fraude se desarrollarán fundamentalmente a través de los Proyectos de 
Investigación a los que se refiere el apartado 5.

3.6 Cuando el desarrollo de un Proyecto de Investigación requiera la práctica de 
actuaciones inspectoras de comprobación e investigación en relación con 
contribuyentes determinados, el Director del Departamento decidirá que éstas se 
lleven a cabo bien a través de los órganos de Inspección competentes para ello 
ajenos a la Oficina Nacional de Investigación del Fraude, o bien por los Equipos 
integrados en la misma, señalando el Equipo Central de Investigación que habrá de 
llevar a cabo la actuación, especificando la naturaleza y el alcance de las 
actuaciones a realizar.

4. Colaboración con el Departamento de Aduanas e Impuestos Especiales.–
Cuando, por considerarlo conveniente, se determine por el Director de la Agencia 
que tenga lugar la colaboración de Vigilancia Aduanera en las actuaciones 
desarrolladas por la Oficina Nacional de Investigación del Fraude, el Jefe de la 
misma cursará la oportuna petición al Jefe de la Oficina Nacional de Investigación del 
Departamento de Aduanas e Impuestos Especiales para que tal colaboración tenga 
lugar bajo las instrucciones de aquél.

La determinación por el Director de la Agencia de los supuestos de colaboración 
de Vigilancia Aduanera se efectuará mediante acuerdo de éste, en el que designará 
el ámbito de tal colaboración.

5. Proyectos de Investigación.–Los Proyectos de Investigación a través de los 
cuales actuará la Oficina Nacional de Investigación del Fraude se iniciarán:

a) Como consecuencia de orden del propio Jefe de la Oficina Nacional de 
Investigación del Fraude o del Director del Departamento de Inspección Financiera y 
Tributaria.

b) Como consecuencia de la autorización por el Jefe de la Oficina Nacional de 
Investigación del Fraude respecto de aquellos que le sean propuestos por los 
Equipos de dicha Oficina.

En tales Proyectos se contendrán los sectores, mecanismos, operaciones o de 
cualquier otra manera ámbitos cerca de los cuales se propone el desarrollo de 
actuaciones. En tales Proyectos se contendrá una estimación de las líneas de 
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investigación propuestas, los resultados pretendidos y la fecha prevista de 
finalización de las tareas.

La ejecución de los Proyectos se asignará a los Equipos por el Jefe de la Oficina 
Nacional de Investigación del Fraude, pudiendo señalarse en cualquier momento si 
su desarrollo se realizará individual o conjuntamente por varios Equipos, o con 
efectivos de otros servicios de la Inspección, si así lo acuerda el Director del 
Departamento de Inspección Financiera y Tributaria.

Cuando como consecuencia de las actuaciones desarrolladas por los Equipos de 
la Oficina Nacional de Investigación del Fraude se ponga de manifiesto la existencia 
de modalidades determinadas de fraude fiscal, o la existencia de esquemas comunes 
de los mismos, los Equipos Centrales de Investigación del Fraude procederán a 
documentar los resultados obtenidos, especificando las características básicas de los 
mecanismos fraudulentos detectados y los criterios a seguir en orden tanto a la 
selección de contribuyentes como a la realización de las correspondientes 
actuaciones de comprobación e investigación.»

Segundo.  Creación de Equipos de Estudio del Fraude en los Departamentos de 
Recaudación y Gestión Tributaria.

Con la finalidad de analizar la problemática específica del fraude fiscal en lo que se 
refiere a los cometidos de control respectivos, existirán sendos Equipos de Estudio del 
Fraude en los Departamentos de Recaudación y de Gestión Tributaria.

El Equipo de Estudio del Fraude del Departamento de Recaudación Tributaria se 
especializará en el análisis y propuesta de sistemas de prevención y corrección de fraudes 
en la fase recaudatoria, así como de aquellos comportamientos tendentes a evitar el pago 
del impuesto mediante fórmulas tales como el alzamiento de bienes, la sucesión de 
empresas, la interposición de testaferros y otras.

El Equipo de Estudio del Fraude del Departamento de Gestión Tributaria tendrá como 
cometido la propuesta de sistemas de control relativos a las modalidades de fraude que son 
objeto de atención preferente por este Departamento, con atención específica al desarrollo 
de métodos de investigación censal, así como los referidos a la aplicación de los regímenes 
de estimación objetiva.

Tercero.  El Plan de Control Tributario.
La Agencia Estatal de Administración Tributaria contará en lo sucesivo con un único Plan 

General de Control Tributario anual. Dicho Plan se compondrá de:
a) Las directrices generales del Plan, mediante la determinación de las áreas de riesgo 

fiscal de atención prioritaria y criterios básicos de desarrollo. Este apartado será objeto de 
publicación en el "Boletín Oficial del Estado" mediante acuerdo del Director General de la 
Agencia, con lo que se dará cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

b) Los Planes Parciales de Control Tributario de las áreas de Inspección Financiera y 
Tributaria, Aduanas e Impuestos Especiales, Gestión Tributaria y Recaudación.

c) Las normas de integración de planes, incluida la previsión de actuaciones conjuntas, 
coordinadas o sucesivas, obligaciones de información entre áreas, prestación de medios o 
servicios, y cuantas otras sean precisas para dar unidad a la actuación de control de la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria.

El Plan de Control Tributario recogerá la previsión de actuaciones que deban realizar la 
Delegación Central de Grandes Contribuyentes y las Delegaciones Especiales de la Agencia 
Tributaria en el ejercicio de sus funciones de control tributario y aduanero.

Cuarto.  La Comisión de Coordinación del Plan General de Control de la Agencia.
Se crea la Comisión de Coordinación del Plan General de Control de la Agencia que 

tendrá como cometidos:
a) La elaboración de la propuesta de Plan General de Control Tributario y el impulso de 

la elaboración de los Planes Parciales.
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b) El seguimiento de la ejecución del Plan General de Control Tributario, sin perjuicio de 
la competencia de otros órganos en materia de análisis y seguimiento de los planes de 
objetivos de la Agencia Tributaria.

c) La realización de informes sobre la ejecución y efectos del Plan General de Control 
Tributario y la elaboración de un informe anual en esta materia.

d) La coordinación permanente de la ejecución de los diversos planes parciales 
integrados en el Plan General y de la actividad de las diversas unidades de la Agencia con 
funciones de estudio y planificación en materia de fraude fiscal y aduanero.

La Comisión estará presidida por el Director general de la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria e integrará a los Directores de los Departamentos implicados, así 
como el Director del Servicio Jurídico de la Agencia Estatal de Administración Tributaria y el 
Director del Departamento de Organización, Planificación y Relaciones Institucionales. La 
Comisión contará con un Comité Ejecutivo para la realización de los trabajos ordinarios, 
presidido por el Director de Departamento últimamente mencionado e integrada por 
representantes de los restantes Centros, designados al efecto por el Director General de la 
Agencia a propuesta de los Directores respectivos.

Disposición adicional primera.  
Se modifica el apartado uno.1.a) de la Resolución de 24 de marzo de 1992, de la 

Agencia Estatal de Administración Tributaria, sobre organización y atribución de funciones a 
la Inspección de los Tributos en el ámbito del Departamento de Inspección Financiera y 
Tributaria, que pasa a tener la siguiente redacción:

«a) En la esfera central y respecto de todo el territorio nacional:
1.º Por la Oficina Nacional de Inspección, la Oficina Nacional de Investigación del 

Fraude, la Unidad Central de Coordinación en materia de Delitos contra la Hacienda 
Pública y la Unidad de Coordinación de Grupos, que dependerán directamente del 
Director del Departamento.

2.º Por la Unidad de Auditoría Informática, integrada en la Subdirección General 
de Planificación y Control del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria.»

Disposición adicional segunda.  
Se modifica el párrafo tercero del apartado uno.2 de la Resolución de 24 de marzo de 

1992, de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, sobre organización y atribución de 
funciones a la Inspección de los Tributos en el ámbito del Departamento de Inspección 
Financiera y Tributaria, que pasa a tener la siguiente redacción:

«En la Unidad de Auditoría Informática y en la Central de Coordinación en 
materia de Delitos contra la Hacienda Pública, las actuaciones inspectoras que en 
cada caso correspondan se realizarán por Equipos o Unidades formados por los 
Inspectores y Subinspectores que ocupen puestos de trabajo en las mismas.»

Disposición adicional tercera.  
Se modifica el párrafo tercero del apartado Uno.4 de la Resolución de 24 de marzo de 

1992, de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, sobre organización y atribución de 
funciones a la Inspección de los Tributos en el ámbito del Departamento de Inspección 
Financiera y Tributaria, que pasa a tener la siguiente redacción:

«La colaboración de funcionarios de la Oficina Nacional de Inspección, de la 
Oficina Nacional de Investigación del Fraude, o de la Unidad de Auditoría 
Informática, fuera de los casos previstos en esta resolución, en actuaciones propias 
de otros órganos inspectores, se acordará por el Director del Departamento de 
Inspección Financiera y Tributaria. De igual modo, el Director del Departamento 
podrá autorizar que las funciones de los órganos de ámbito central sean ejercidas 
por los funcionarios, equipos o unidades que territorialmente fueran competentes por 
razón de los obligados tributarios con los que las mismas se desarrollen o a que las 
mismas se refieran.»
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Disposición adicional cuarta.  
Se modifica la redacción del párrafo decimosexto del apartado dos.3.1 de la Resolución 

de 24 marzo de 1992, de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, sobre organización 
y atribución de funciones a la Inspección de los Tributos en el ámbito del Departamento de 
Inspección Financiera y Tributaria, que pasa a tener la siguiente redacción:

«El Equipo de Coordinación de Actuaciones Especiales tendrá a su cargo la 
realización de actuaciones inspectoras cerca de grupos económicos, así como la 
comprobación de aquellos contribuyentes que, por estar comprendidos en el 
apartado Dos.2.2 de la presente Resolución, o por determinarse así expresamente 
de conformidad con lo dispuesto en el Reglamento General de la Inspección de los 
Tributos, le sea encomendada.»

Disposición adicional quinta.  
Se modifica el apartado cuatro de la Resolución de 24 de marzo de 1992, de la Agencia 

Estatal de Administración Tributaria, sobre organización y atribución de funciones a la 
Inspección de los Tributos en el ámbito del Departamento de Inspección Financiera y 
Tributaria, que pasa a denominarse La Unidad de Auditoría Informática, suprimiéndose los 
apartados 1 y 2 de la misma y pasando el actual apartado 3 a constituir su apartado único.

Disposición adicional sexta.  
Se da nueva redacción al apartado doce.2 de la Resolución de 24 de marzo de 1992, de 

la Agencia Estatal de Administración Tributaria, sobre organización y atribución de funciones 
a la Inspección de los Tributos en el ámbito del Departamento de Inspección Financiera y 
Tributaria:

«2. A los efectos del Reglamento General de la Inspección de los Tributos, y de 
lo dispuesto en esta Resolución, tendrán la consideración de Inspector-Jefe:

a) El Jefe de la Dependencia de Inspección y los Inspectores Jefes Adjuntos de 
cada Delegación de la Agencia respecto de dicha dependencia y de los Servicios de 
Inspección de las Administraciones de la Agencia existentes en el ámbito territorial 
de la correspondiente Delegación.

b) El Inspector Regional y sus adjuntos, en cuanto a las Unidades Regionales de 
Inspección, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 21 de la Orden del Ministerio 
de Economía y Hacienda de 12 de agosto de 1985.

c) El Jefe de la Oficina Nacional de Inspección y sus Inspectores Jefes Adjuntos, 
por lo que se refiere a los Servicios de Inspección de la misma.

d) El Jefe de la Oficina Nacional de Investigación del Fraude y sus Inspectores 
Jefes Adjuntos, por lo que se refiere a las actuaciones realizadas desde ésta.

e) El Jefe de la Unidad Central de Gestión de Grandes Empresas.
El Delegado Especial de la Agencia designará al sustituto del Inspector Regional 

en los casos de ausencia, vacante o enfermedad. La sustitución, para iguales casos, 
del Jefe de la Oficina Nacional de Inspección, así como del Jefe de la Oficina 
Nacional de Investigación del Fraude, corresponderá a la persona que designe el 
Director del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria. Con respecto a la 
sustitución de los Inspectores-Jefes, se estará a lo dispuesto en el artículo 32 de la 
Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 12 de agosto de 1985.»

Disposición transitoria única.  
Lo dispuesto en esta Resolución no afectará a las actuaciones iniciadas con anterioridad 

a su entrada en vigor por Equipo, Unidad o funcionario competente, que continuarán 
tramitándose por los mismos, sin perjuicio de que la resolución pertinente se dicte de 
conformidad con lo dispuesto en la presente Resolución.
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Disposición final única.  
La presente Resolución entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».
Por el Director general de la Agencia Estatal de Administración Tributaria se adoptarán 

las medidas necesarias para la plena entrada en funcionamiento de la Oficina Nacional de 
Investigación del Fraude.
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§ 30

Ley 23/2015, de 21 de julio, Ordenadora del Sistema de Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 174, de 22 de julio de 2015
Última modificación: 2 de marzo de 2022

Referencia: BOE-A-2015-8168

[ . . . ]
TÍTULO II

Funcionamiento del Sistema

CAPÍTULO I
De las funciones de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social

Artículo 12.  De la función inspectora.
La función inspectora, que será desempeñada por funcionarios del Cuerpo Superior de 

Inspectores de Trabajo y Seguridad Social, en su integridad, y por los funcionarios del 
Cuerpo de Subinspectores Laborales, en los términos establecidos en esta ley, comprende 
los siguientes cometidos:

1. De vigilancia y exigencia del cumplimiento de las normas legales, reglamentarias y del 
contenido de los acuerdos y convenios colectivos, en los siguientes ámbitos:

a) Sistema de relaciones laborales.
1.º Normas en materia de relaciones laborales individuales y colectivas.
2.º Normas sobre protección, derechos y garantías de los representantes de los 

trabajadores.
3.º Normas en materia de tutela y promoción de la igualdad de trato y oportunidades y no 

discriminación en el trabajo.
4.º Normas en materia de desplazamiento de trabajadores en el marco de una prestación 

de servicios transnacional.
b) Prevención de riesgos laborales.
1.º Normas en materia de prevención de riesgos laborales, así como de las normas 

jurídico-técnicas que incidan en las condiciones de trabajo en dicha materia.
2.º Ejercicio de las funciones de investigación de accidentes de trabajo y enfermedades 

profesionales.
c) Sistema de la Seguridad Social.

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

– 350 –



1.º Normas en materia de campo de aplicación, inscripción, afiliación, altas y bajas de 
trabajadores, cotización y recaudación de cuotas del Sistema de la Seguridad Social.

2.º Normas sobre obtención y disfrute de las prestaciones del Sistema de la Seguridad 
Social, incluidas las prestaciones por desempleo y la prestación por cese de actividad, así 
como de los sistemas de mejoras voluntarias de la acción protectora de la Seguridad Social, 
además de cualesquiera modalidades de sistemas complementarios voluntarios establecidos 
por convenio colectivo.

3.º Normas sobre Mutuas Colaboradoras con la Seguridad Social y sobre otras formas 
de colaboración en la gestión de la Seguridad Social, así como la inspección de la gestión y 
funcionamiento de las entidades y empresas que colaboran en la misma o en la gestión de 
otras prestaciones o ayudas de protección social, sin perjuicio del ejercicio de las funciones 
de dirección de la contabilidad y de control de la gestión económico-financiera atribuida a los 
órganos de control competentes en la materia.

4.º El ejercicio de la inspección de la Seguridad Social por el Ministerio de Empleo y 
Seguridad Social, de conformidad con lo establecido en el artículo 5.2.d) del texto refundido 
de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1994, 
de 20 de junio.

5.º La realización de otras funciones de inspección en materia de Seguridad Social, en 
los términos establecidos en su normativa reguladora.

d) Empleo.
1.º Normas en materia de colocación y empleo.
2.º Control de la aplicación de las subvenciones, ayudas de fomento del empleo o 

cualesquiera establecidas en programas de apoyo a la creación de empleo o a la formación 
profesional para el empleo, de acuerdo con la normativa establecida al efecto, sin perjuicio 
del ejercicio del control financiero de las subvenciones por los órganos competentes en la 
materia.

3.º Normas en materia de formación profesional para el empleo, distintas de las 
señaladas en el número anterior, excepto cuando la normativa autonómica disponga otras 
fórmulas de inspección en la materia.

4.º Normas en materia de empresas de trabajo temporal y agencias de colocación.
e) Migraciones.
1.º Normas en materia de movimientos migratorios.
2.º Normas en materia de trabajo de extranjeros.
f) Cooperativas y otras fórmulas de economía social, así como a las condiciones de 

constitución de sociedades laborales, salvo que la respectiva legislación autonómica 
disponga lo contrario en su ámbito de aplicación.

g) Cualesquiera otros ámbitos cuya vigilancia se encomiende legalmente a la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social.

2. De asistencia técnica.
a) Dar información y asistencia técnica a las empresas con ocasión del ejercicio de la 

función inspectora, especialmente a las pequeñas y medianas empresas, con objeto de 
facilitarles un mejor cumplimiento de las disposiciones del orden social.

b) Proporcionar información y asistencia técnica a los trabajadores y a sus 
representantes; comunicarles los resultados y consecuencias de las actuaciones inspectoras 
cuando medie denuncia por parte de los mismos, en los términos del artículo 20.4; e 
indicarles las vías administrativas o judiciales para la satisfacción de sus derechos, cuando 
estos hayan sido afectados por incumplimientos empresariales comprobados en las 
actuaciones inspectoras.

c) Prestar asistencia técnica a entidades y organismos de la Seguridad Social, y a las 
autoridades competentes de la Administración General del Estado y de las Comunidades 
Autónomas, cuando les sea solicitada.

d) Informar, asistir y colaborar con otros órganos de las Administraciones Públicas 
respecto a la aplicación de normas del orden social, o a la vigilancia y control de ayudas y 
subvenciones públicas.
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e) Emitir los informes que le recaben los órganos judiciales competentes, en el ámbito de 
las funciones y competencias inspectoras, cuando así lo establezca una norma legal.

3. De conciliación, mediación y arbitraje.
a) La conciliación y mediación en huelgas y otros conflictos cuando la misma sea 

aceptada por las partes.
b) El arbitraje en huelgas y otros conflictos laborales cuando las partes expresamente lo 

soliciten, así como en los supuestos legalmente establecidos.
La función de arbitraje por parte de la Inspección, sin perjuicio de las funciones técnicas 

de información y asesoramiento, si lo solicita cualquiera de las partes, será incompatible con 
el ejercicio simultáneo de la función inspectora por la misma persona que tenga atribuida 
dicha función sobre las empresas sometidas a su control y vigilancia.

c) Los inspectores de Trabajo y Seguridad Social guardarán la debida reserva sobre la 
información obtenida en el ejercicio directo de las funciones de arbitraje o mediación y no la 
comunicarán a los servicios de inspección para el ejercicio de las funciones de vigilancia y 
control a que se refiere el apartado 1.

Las funciones de conciliación, mediación y arbitraje de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social se desarrollarán sin perjuicio de las facultades atribuidas a otros órganos 
de las Administraciones Públicas y a los órganos instaurados por los sistemas de solución de 
conflictos laborales basados y gestionados por la autonomía colectiva.

Artículo 13.  Facultades de los inspectores de Trabajo y Seguridad Social para el 
desempeño de sus competencias.

En el ejercicio de sus funciones, los inspectores de Trabajo y Seguridad Social tienen el 
carácter de autoridad pública y están autorizados para:

1. Entrar libremente en cualquier momento y sin previo aviso en todo centro de trabajo, 
establecimiento o lugar sujeto a inspección y a permanecer en el mismo. Si el centro 
sometido a inspección coincidiese con el domicilio de una persona física, deberán obtener su 
expreso consentimiento o, en su defecto, la oportuna autorización judicial.

Al efectuar una visita de inspección, deberán identificarse documentalmente y comunicar 
su presencia al empresario o a su representante o persona inspeccionada, a menos que 
consideren que dicha identificación y comunicación puedan perjudicar el éxito de sus 
funciones.

2. Hacerse acompañar en las visitas de inspección por la empresa o su representante, 
las personas trabajadoras, sus representantes y por las personas peritas y técnicas de la 
empresa o de sus entidades asesoras que estimen necesario para el mejor desarrollo de la 
función inspectora, así como por personas peritas o expertas pertenecientes a la 
Administración Pública española, de otros Estados Miembros de la Unión Europea y Estado 
signatarios del Acuerdo del Espacio Económico Europeo, de la Autoridad Laboral Europea u 
otras personas habilitadas oficialmente.

3. Practicar cualquier diligencia de investigación, examen, reconstrucción o prueba que 
consideren necesario para realizar la función prevista en el artículo 12.1 y, en particular, 
para:

a) Requerir información, sólo o ante testigos, al empresario o al personal de la empresa 
sobre cualquier asunto relativo a la aplicación de las disposiciones legales, así como a exigir 
la identificación, o razón de su presencia, de las personas que se encuentren en el centro de 
trabajo inspeccionado.

b) Exigir la comparecencia del empresario o de sus representantes y encargados, de los 
trabajadores, de los perceptores o solicitantes de prestaciones sociales y de cualesquiera 
sujetos incluidos en su ámbito de actuación, en el centro inspeccionado o en las oficinas 
públicas designadas por el inspector actuante.

c) Examinar en el centro o lugar de trabajo todo tipo de documentación con 
trascendencia en la verificación del cumplimiento de la legislación del orden social, tales 
como: libros, registros, incluidos los programas informáticos y archivos en soporte 
magnético, declaraciones oficiales y contabilidad; documentos de inscripción, afiliación, alta, 
baja, justificantes del abono de cuotas o prestaciones de Seguridad Social; documentos 
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justificativos de retribuciones; documentos exigidos en la normativa de prevención de riesgos 
laborales y cualesquiera otros relacionados con las materias sujetas a inspección. El 
inspector está facultado para requerir la presentación de dicha documentación en las oficinas 
públicas correspondientes.

Cuando los libros, registros, documentos o información que el obligado deba conservar 
en relación con el cumplimiento de las obligaciones, propias o de terceros, establecidas en 
las normas del orden social, así como cualquier otro dato, informe, antecedente o justificante 
con trascendencia para la función inspectora, se conserven en soporte electrónico, deberá 
suministrarse en dicho soporte y en formato tratable, legible y compatible con los de uso 
generalizado en el momento en que se realice la actuación inspectora, cuando así fuese 
requerido.

d) Tomar o sacar muestras de sustancias y materiales utilizados o manipulados en el 
establecimiento, realizar mediciones, obtener fotografías, videos, grabación de imágenes, 
levantar croquis y planos, siempre que se notifique al empresario o a su representante y 
obtener copias y extractos de los documentos a que se refiere el apartado 3.c).

4. Adoptar, en cualquier momento del desarrollo de las actuaciones, las medidas 
cautelares que estimen oportunas y sean proporcionadas a su fin, para impedir la 
destrucción, desaparición o alteración de la documentación mencionada en el apartado 
anterior, siempre que no cause perjuicio de difícil o imposible reparación a los sujetos 
responsables o implique violación de derechos.

5. Proceder, en su caso, en cualquiera de las formas a que se refiere el artículo 22.

Artículo 14.  Funciones de los Subinspectores Laborales.
1. Los funcionarios del Cuerpo de Subinspectores Laborales están facultados para 

desarrollar las funciones inspectoras y ejercer las competencias atribuidas en este artículo, 
bajo la dirección y supervisión técnica del Inspector de Trabajo y Seguridad Social 
responsable de la unidad, grupo o equipo al que estén adscritos, sin perjuicio de su 
dependencia de los órganos directivos de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

2. A los Subinspectores Laborales, pertenecientes a la Escala de Empleo y Seguridad 
Social, les corresponderá actuar en las siguientes materias, en los términos que se 
establezcan reglamentariamente:

a) La comprobación del cumplimiento en la contratación de las normas en materia de 
empleo, acceso al empleo, bonificaciones, subvenciones, ayudas y demás incentivos o 
medidas para el fomento del empleo o la formación profesional para el empleo.

b) La comprobación del cumplimiento de las normas que prohíben la admisión al trabajo 
a los menores de dieciséis años.

c) La comprobación del cumplimiento de la normativa sobre modalidades contractuales, 
contratos de duración determinada y temporales.

d) La comprobación del cumplimiento de las normas en materia de campo de aplicación, 
inscripción de empresas, afiliación, altas y bajas de trabajadores, cotización y recaudación 
del Sistema de la Seguridad Social, así como las de colaboración obligatoria de las 
empresas en la gestión de la Seguridad Social, y las de obtención, percepción y disfrute de 
prestaciones de la Seguridad Social, incluidas las de desempleo y las de cese de actividad.

e) La comprobación del cumplimiento de los requisitos exigidos por la normativa sobre 
trabajo de extranjeros en España.

f) La colaboración en la investigación y señalamiento de bienes susceptibles de embargo 
para la efectividad de la vía ejecutiva y la identificación del sujeto deudor, o de los 
responsables solidarios o subsidiarios cuando proceda, en todos aquellos casos que hagan 
referencia o afecten al cumplimiento de las normas del orden social.

g) El asesoramiento a los empresarios y trabajadores en orden al cumplimiento de sus 
obligaciones, con ocasión del ejercicio de su función inspectora.

h) Cuantas otras funciones de similar naturaleza les fueren encomendadas por los 
responsables de la unidad, grupo o equipo a la que estén adscritos para el desarrollo de los 
cometidos de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en el marco de sus 
competencias.
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3. A los Subinspectores Laborales, pertenecientes a la Escala de Seguridad y Salud 
Laboral, les corresponderá actuar en las siguientes materias, en los términos que se 
establezcan reglamentariamente:

a) La comprobación del cumplimiento y control de la aplicación de la normativa de 
prevención de riesgos laborales en los aspectos que afecten directamente a las condiciones 
materiales de trabajo.

b) La vigilancia del cumplimiento de la normativa jurídico-técnica con incidencia en 
materia de prevención de riesgos laborales.

c) Programas de actuación preventiva de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
derivados del análisis de la siniestralidad laboral.

d) La información y asesoramiento a empresarios y trabajadores, con ocasión del 
ejercicio de su función inspectora, sobre la forma más efectiva de cumplimiento de la 
normativa de prevención de riesgos laborales.

e) Cuantas otras funciones de análoga naturaleza les fuesen encomendadas por los 
responsables de la unidad, grupo o equipo a la que estén adscritos para el desarrollo de los 
cometidos de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en el marco de sus 
competencias.

4. En ejecución de las órdenes de servicio recibidas para el desempeño de sus 
funciones, los Subinspectores Laborales, que tendrán la consideración de agentes de la 
autoridad, están facultados para proceder en la forma establecida en los apartados 1 a 4 del 
artículo 13.

5. Como consecuencia de las funciones inspectoras que realicen, los Subinspectores 
Laborales de la Escala de Empleo y Seguridad Social podrán proceder en la forma dispuesta 
en los apartados 1, 2, 5, 6, 7, 8, 16, 17 y 18 del artículo 22. Los Subinspectores Laborales de 
la Escala de Seguridad y Salud Laboral podrán proceder en la forma prevista en los 
apartados 1, 2, 5, 12 y 18 de dicho artículo 22, así como comunicar internamente las 
actuaciones a que se refiere los apartados 7, 9 y 10 del mismo artículo.

Las actas de infracción y, en su caso, de liquidación practicadas por los Subinspectores 
Laborales, serán visadas por el Inspector de Trabajo y Seguridad Social bajo cuya dirección 
técnica actúen, en los términos y supuestos que se determinen reglamentariamente, en 
función de la naturaleza o calificación de la infracción o de la cuantía de la sanción 
propuesta.

Artículo 15.  Garantías en el ejercicio de las funciones inspectoras.
1. Los inspectores de Trabajo y Seguridad Social están facultados para desempeñar 

todas las competencias que la Inspección de Trabajo y Seguridad Social tiene atribuidas 
conforme al artículo 12. En su ejercicio gozarán de plena autonomía técnica y funcional, se 
les garantizará protección frente a todo tipo de violencia, coacción y amenaza, e 
independencia frente a cualquier influencia indebida en los términos del artículo 6 del 
Convenio número 81 y del artículo octavo del Convenio número 129 de la Organización 
Internacional del Trabajo.

2. La especialización funcional que regula esta ley será compatible con los principios de 
unidad de función y de actuación inspectora. En su virtud, cualquiera que sea el origen de su 
actuación, los inspectores de Trabajo y Seguridad Social podrán desplegar cuantas 
actuaciones de investigación y adoptar cuantas medidas consideren oportunas, respecto de 
la totalidad de las materias del orden social a que extienden sus competencias, con 
independencia de la Administración Pública a la que estén adscritos orgánicamente.

En todo caso, cuando el inspector actúe en virtud de un servicio encomendado para la 
realización de una o varias actuaciones específicas, no serán exigibles otras distintas de las 
necesarias para la consecución de aquel. No obstante, si se apreciara de manera directa, en 
el curso de la visita, evidencia manifiesta de un riesgo grave e inminente para la seguridad y 
salud de los trabajadores, podrá adoptar, entre otras medidas, la indicada en el artículo 
22.12.

3. Los Subinspectores Laborales están asimismo facultados para desempeñar todas las 
funciones que les atribuye esta ley, con independencia de la Administración Pública a la que 
estén adscritos orgánicamente.
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En el ejercicio de sus funciones no les serán exigibles otras actuaciones distintas de las 
necesarias para la consecución del servicio que se les haya encomendado en cada caso. No 
obstante, los Subinspectores Laborales pertenecientes a la Escala de Seguridad y Salud 
Laboral que, en el curso de la visita, apreciaran de manera directa evidencia manifiesta de 
un riesgo grave e inminente para la seguridad y salud de los trabajadores, podrán adoptar, 
entre otras medidas, la indicada en el artículo 22.12.

En el ejercicio de sus funciones se les garantizará protección frente a todo tipo de 
violencia, coacción y amenaza, e independencia frente a cualquier influencia indebida.

4. A los efectos establecidos en el artículo octavo.uno de la Ley Orgánica 1/1982, de 5 
de mayo, de protección civil del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la 
propia imagen, no se considerarán en ningún caso intromisiones ilegítimas las actuaciones 
realizadas por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social para el cumplimiento de sus 
fines.

Artículo 16.  Auxilio y colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.
1. Las autoridades, cualquiera que sea su naturaleza, los titulares de los órganos de la 

Administración General del Estado, de las Administraciones de las Comunidades Autónomas 
y de las Entidades Locales; los organismos autónomos y las entidades públicas 
empresariales; las cámaras y corporaciones, colegios y asociaciones profesionales; las 
demás entidades públicas, y quienes, en general, ejerzan funciones públicas, estarán 
obligados a suministrar a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social cuantos datos, 
informes y antecedentes que tengan trascendencia en el ámbito de sus competencias, así 
como a prestarle la colaboración que le sea solicitada para el ejercicio de la función 
inspectora.

2. El Consejo General del Notariado suministrará a la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, de forma telemática, la información contenida en el índice único informatizado 
regulado en el artículo 17 de la Ley del Notariado de 28 de mayo de 1862, que tenga 
trascendencia en el ejercicio de la función inspectora.

3. La Administración Tributaria cederá sus datos y antecedentes a la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social en los términos establecidos en el artículo 95.1.c) de la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. Asimismo, las entidades gestoras y 
colaboradoras y los servicios comunes de la Seguridad Social prestarán su colaboración a la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social, facilitándole, cuando le sean solicitadas, las 
informaciones, antecedentes y datos con relevancia en el ejercicio de la función inspectora, 
incluso los de carácter personal objeto de tratamiento automatizado, sin necesidad de 
consentimiento del afectado. La Administración Tributaria y la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social establecerán programas de mutua correspondencia y de coordinación para 
el cumplimiento de sus fines.

4. Los órganos de la Administración General del Estado y los de las Comunidades 
Autónomas colaborarán con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y le prestarán el 
apoyo y el asesoramiento pericial y técnico necesario.

5. Las mutualidades de previsión social deberán colaborar y suministrar a la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social los datos e informes que resulten necesarios para el 
adecuado desarrollo de la actividad de la Inspección, en lo relativo a su condición de entidad 
alternativa al Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta 
Propia o Autónomos.

6. Las obligaciones de auxilio y colaboración establecidas en los apartados anteriores 
sólo tendrán las limitaciones legalmente establecidas referentes a la intimidad de la persona, 
al secreto de la correspondencia, o de las informaciones suministradas a las 
Administraciones Públicas con finalidad exclusivamente estadística.

7. Las autoridades competentes en materia de transporte terrestre facilitarán a la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social la información de que dispongan con 
trascendencia en el ejercicio de la función inspectora y, en particular, la necesaria para la 
vigilancia, en el ámbito de sus competencias, del cumplimiento de lo previsto en el capítulo V 
de la Ley 45/1999, de 29 de noviembre, sobre desplazamiento de trabajadores en el marco 
de una prestación de servicios transnacional.
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8. Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad competentes estarán obligadas a prestar apoyo, 
auxilio y colaboración a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en el desempeño de sus 
funciones, a través de los mandos designados a tal efecto por la autoridad correspondiente.

9. Mediante convenios u otros instrumentos se establecerán las formas de colaboración 
con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social por parte de otros órganos de la 
Administración General del Estado o de otras Administraciones Públicas para los supuestos 
en que, como consecuencia de su actuación, tengan conocimiento de hechos presuntamente 
constitutivos de trabajo no declarado y empleo irregular.

Los hechos comprobados directamente por los funcionarios que ostenten la condición de 
Autoridad o de agentes de ella, contenidos en comunicaciones que se formulen en ejecución 
de lo establecido en los convenios o instrumentos indicados en el párrafo anterior, tras su 
valoración y calificación por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, podrán ser 
aducidos como prueba en los procedimientos iniciados por esta y serán tenidos por ciertos, 
salvo prueba en contrario de los interesados.

10. Los Juzgados y Tribunales facilitarán a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, 
de oficio o a petición de la misma, los datos de trascendencia para la función inspectora que 
se desprendan de las actuaciones en que conozcan y que no resulten afectados por el 
secreto sumarial.

11. La colaboración de las Autoridades de los Estados Miembros de la Unión Europea 
con competencias equivalentes a las de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social se 
regirá por la normativa de la Unión Europea o por los instrumentos o acuerdos bilaterales o 
multilaterales de los que sea parte el Estado Español.

Los hechos comprobados por dichas autoridades en el ámbito de la cooperación 
administrativa internacional que sean facilitados a las autoridades españolas podrán ser 
aducidos como prueba por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en los 
procedimientos iniciados por esta y serán tenidos por ciertos, salvo prueba en contrario de 
los interesados.

12. La obtención de datos de carácter personal no recabados del interesado por los 
funcionarios de la Inspección en el ejercicio de sus competencias, no requerirá la 
información expresa e inequívoca a los interesados prevista en el artículo 5.4 de la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.

Artículo 17.  Colaboración de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.
1. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social prestará su colaboración y apoyo a las 

Administraciones Públicas y, en especial, a la autoridad laboral, entidades gestoras y 
servicios comunes de la Seguridad Social y a la Administración Tributaria, a las que facilitará 
las informaciones que requieran como necesarias para su función, siempre que se garantice 
el deber de confidencialidad, si procediese.

2. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en el ejercicio de las funciones de 
inspección, procurará la necesaria colaboración con las organizaciones empresariales y 
sindicales y con los representantes de los trabajadores.

Periódicamente, a través de los órganos establecidos en esta ley, la Autoridad Central de 
la Inspección de Trabajo y Seguridad Social facilitará a las organizaciones sindicales y 
empresariales más representativas información sobre extremos de interés general que se 
deduzcan de las actuaciones inspectoras, memorias de actividades y demás antecedentes, 
así como las instrucciones de organización de los servicios, criterios operativos generales y 
criterios técnicos vinculantes, en los términos establecidos en el artículo 20.2.

3. Si apreciase la posible comisión de un delito, la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, por el cauce orgánico que reglamentariamente se determine, remitirá al Ministerio 
Fiscal relación circunstanciada de los hechos que haya conocido y de los sujetos que 
pudieren resultar afectados.

4. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social prestará ayuda y colaboración a las 
autoridades de otros Estados de la Unión Europea con competencias equivalentes, mediante 
la remisión de datos e información relativas al ejercicio de sus funciones inspectoras. 
Asimismo, podrá cooperar con las autoridades de otros Estados, cuando así esté previsto en 
los convenios y tratados en los que España sea parte.
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Artículo 18.  De la colaboración con los funcionarios de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social.

1. Los empresarios, los trabajadores y los representantes de ambos, así como los demás 
sujetos responsables del cumplimiento de las normas del orden social, están obligados 
cuando sean requeridos:

a) A atender debidamente a los inspectores de Trabajo y Seguridad Social y a los 
Subinspectores Laborales.

b) A acreditar su identidad y la de quienes se encuentren en los centros de trabajo.
c) A colaborar con ellos con ocasión de visitas u otras actuaciones inspectoras.
d) A declarar ante el funcionario actuante sobre cuestiones que afecten a las 

comprobaciones inspectoras, así como a facilitarles la información y documentación 
necesarias para el desarrollo de sus funciones. Quienes representen a los sujetos 
inspeccionados deberán acreditar documentalmente tal condición si la actuación se 
produjese fuera del domicilio o centro de trabajo visitado.

2. Toda persona natural o jurídica estará obligada a proporcionar a la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social toda clase de datos, antecedentes o información con 
trascendencia en los cometidos inspectores, siempre que se deduzcan de sus relaciones 
económicas, profesionales, empresariales o financieras con terceros sujetos a la acción 
inspectora, cuando a ello sea requerida en forma. Tal obligación alcanza a las entidades 
colaboradoras de los órganos de recaudación de la Seguridad Social y a las depositarias de 
dinero en efectivo o de fondos en cuanto a la identificación de pagos realizados con cargo a 
las cuentas que pueda tener en dicha entidad la persona que se señale en el 
correspondiente requerimiento, sin que puedan ampararse en el secreto bancario. La 
obligación de los profesionales de facilitar información no alcanza a aquellos datos 
confidenciales a que hubieran accedido por su prestación de servicios de asesoramiento y 
defensa o con ocasión de prestaciones o atenciones sanitarias, salvo conformidad previa y 
expresa de los interesados. El incumplimiento de estos requerimientos se considerará como 
infracción por obstrucción conforme al texto refundido de la Ley sobre Infracciones y 
Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de 
agosto. Reglamentariamente se determinará la forma y requisitos aplicables a los referidos 
requerimientos.

3. La colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social se llevará a efecto, 
preferentemente, por medios electrónicos, conforme a lo dispuesto en la Ley 11/2007, de 22 
de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos.

4. De conformidad con lo previsto en el artículo 6 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, la transmisión a la Inspección de aquellos datos personales que sean necesarios 
para el ejercicio de la función inspectora, en virtud de su deber de colaboración, no estará 
sujeta a la necesidad de consentimiento del interesado.

Los datos que hubieran sido transmitidos únicamente se emplearán para ejercicio de las 
competencias atribuidas por esta ley a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

CAPÍTULO II
De las actuaciones de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social

Artículo 19.  Ámbito de actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.
1. La actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social se extiende a las 

personas físicas y jurídicas, públicas o privadas, a las comunidades de bienes u otras 
entidades sin personalidad jurídica, en cuanto sujetos obligados o responsables que sean 
del cumplimiento de las normas del orden social, y se ejerce en:

a) Las empresas, los centros de trabajo y, en general, los lugares de trabajo en que se 
ejecute la prestación laboral, aun cuando estén directamente regidos o gestionados por las 
Administraciones Públicas o por entidades de Derecho público con personalidad jurídica 
propia vinculadas o dependientes de cualesquiera de ellas, con sujeción, en este último 
caso, a lo previsto en la normativa que regula dicha actuación en las Administraciones 
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Públicas. La actuación de la Inspección de Trabajo se podrá ejercer también en locales, 
viviendas, u otros lugares habilitados, aun cuando no se encuentren en las empresas, 
centros y lugares de trabajo en que se ejecute la prestación laboral, en los que residan, se 
alojen o puedan permanecer los trabajadores por razón de su trabajo durante los períodos 
de descanso, y hayan sido puestos a disposición de los mismos por el empresario, en 
cumplimiento de una obligación prevista en una norma legal, convenio colectivo o contrato 
de trabajo.

b) Los vehículos y los medios de transporte en general, en los que se preste trabajo, 
incluidos los trenes, los aviones y aeronaves civiles, así como las instalaciones y 
explotaciones auxiliares o complementarias en tierra para el servicio de aquéllos.

Los buques de pabellón español de la marina mercante y los buques de pabellón 
español de pesca, que se hallen en puertos del territorio español o en aguas en las que 
España ejerza soberanía, derechos soberanos o jurisdicción, así como las instalaciones y 
explotaciones auxiliares o complementarias para el servicio de estos que se hallen en tierra y 
en territorio español.

c) Los puertos, aeropuertos, vehículos y puntos de salida, escala y destino, en lo relativo 
a los viajes de emigración e inmigración interior, sin perjuicio de lo establecido en la anterior 
letra a) como centros de trabajo.

d) Las entidades y empresas colaboradoras en la gestión de la Seguridad Social.
e) Las entidades públicas o privadas que colaboren con las distintas Administraciones 

Públicas en materia de protección y promoción social.
f) Las sociedades cooperativas en relación a su constitución y funcionamiento y al 

cumplimiento de las normas del orden social en relación a sus socios trabajadores o socios 
de trabajo, y a las sociedades laborales en cuanto a su calificación como tales, sin perjuicio 
de lo que establezca la legislación aplicable a la materia.

2. No obstante lo anterior, los centros de trabajo, establecimientos, locales e 
instalaciones cuya vigilancia esté legalmente atribuida a otros órganos de las 
Administraciones Públicas se regirán por su normativa específica, sin perjuicio de la 
competencia de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en las materias no afectadas 
por la misma según lo que se establezca reglamentariamente.

3. La inspección de las Mutuas Colaboradoras con la Seguridad Social será ejercida por 
la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, con arreglo a lo dispuesto en el texto refundido 
de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, que comunicará al órgano de dirección y tutela el 
resultado de las actuaciones desarrolladas y los informes y propuestas que resulten de las 
mismas.

Artículo 20.  Normas generales, origen de las actuaciones de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social y condición de interesado.

1. Las actuaciones inspectoras tendrán por objeto el desarrollo de las funciones previstas 
en el artículo 12. Dichas actuaciones se regirán por lo dispuesto en esta ley, en el texto 
refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, y en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, de 
Derechos y Libertades de los extranjeros en España y su integración social y en sus normas 
de desarrollo.

2. Se garantiza la efectividad de los principios de igualdad de trato y no discriminación en 
el ejercicio de la actividad inspectora de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
mediante una aplicación homogénea de la normativa del orden social. A tal fin se 
establecerán las oportunas instrucciones de organización de los servicios, criterios 
operativos generales y criterios técnicos vinculantes, que serán objeto de publicación, en su 
caso, conforme a lo previsto en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso 
a la información pública y buen gobierno.

3. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social actuará de oficio siempre, como 
consecuencia de orden superior, de orden de servicio derivada de planes o programas de 
inspección, a petición razonada de otros órganos, en virtud de denuncia o por propia 
iniciativa de los Inspectores de Trabajo y Seguridad Social, conforme a criterios de eficacia y 

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 30  Ley Ordenadora del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social [parcial]

– 358 –



oportunidad, todo ello en los términos que reglamentariamente se determinen. En todo caso, 
la Inspección de Trabajo y Seguridad Social podrá hacer uso de toda la información 
disponible para la programación de actuaciones de inspección.

4. La acción de denuncia del incumplimiento de la legislación de orden social es pública.
El denunciante no podrá alegar la consideración de interesado a ningún efecto en la fase 

de investigación, si bien tendrá derecho a ser informado del estado de tramitación de su 
denuncia, así como de los hechos que se hayan constatado y de las medidas adoptadas al 
respecto únicamente cuando el resultado de la investigación afecte a sus derechos 
individuales o colectivos reconocidos por la normativa correspondiente al ámbito de la 
función inspectora.

Los representantes unitarios o sindicales de los trabajadores tendrán derecho a ser 
informados del estado de tramitación de las denuncias presentadas por los mismos en el 
ámbito de su representación, así como de los hechos que se hayan constatado y de las 
medidas adoptadas al respecto.

En el supuesto de que la denuncia diera lugar al inicio de un procedimiento sancionador, 
el denunciante podrá tener, en su caso, la condición de interesado, en los términos y con los 
requisitos establecidos en el artículo 31 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. En el 
mismo supuesto, se reconoce expresamente la condición de interesados en el procedimiento 
a los representantes de las organizaciones sindicales o representantes de los trabajadores, 
en su condición de titulares de los intereses legítimos que derivan de su representación.

5. No se tramitarán las denuncias anónimas ni las que tengan defectos o insuficiencias 
de identificación que no hayan sido subsanadas en el plazo establecido para ello, sin 
perjuicio de lo señalado en el apartado 3.

Tampoco se dará curso a aquellas cuyo objeto coincida con asuntos de los que esté 
conociendo un órgano jurisdiccional cuyo pronunciamiento pueda condicionar el resultado de 
la actuación inspectora, ni las que manifiestamente carezcan de fundamento.

6. No obstante lo establecido en el apartado anterior, en el supuesto de asuntos 
coincidentes con cuestiones que con carácter previo o incidental esté conociendo un órgano 
jurisdiccional y que pudieran dar lugar a la exigencia de pago de cuotas de la Seguridad 
Social, se iniciará actuación inspectora, en todos los supuestos a que se refiere el apartado 
3. El inicio de actuaciones, con conocimiento formal del empresario, interrumpirá el plazo de 
prescripción previsto en el artículo 21 del texto refundido de la Ley General de Seguridad 
Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio.

Una vez que sea firme la sentencia y sea esta comunicada a la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social, se iniciará la tramitación del expediente liquidatorio y, en su caso, 
sancionador, o bien se archivarán las actuaciones.

Artículo 21.  Modalidades y documentación de la actuación inspectora.
1. La actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social se desarrollará mediante 

visita a los centros o lugares de trabajo, sin necesidad de aviso previo; mediante 
requerimiento de comparecencia ante el funcionario actuante de quien resulte obligado, 
aportando la documentación que se señale en cada caso, de acuerdo con lo establecido en 
el artículo 13.3.c), o para efectuar las aclaraciones pertinentes; o en virtud de expediente 
administrativo, cuando el contenido de su actuación permita iniciar y finalizar aquélla. Las 
actuaciones inspectoras podrán realizarse por uno o varios funcionarios y podrán extenderse 
durante el tiempo necesario.

2. Igualmente la Inspección de Trabajo y Seguridad Social podrá actuar mediante 
comprobación de datos o antecedentes que obren en las Administraciones Públicas. A tal 
efecto, podrá utilizar los datos o antecedentes que le suministren otras Administraciones 
Públicas de la Unión Europea.

3. Cuando iniciada visita de inspección no fuese posible su prosecución y finalización por 
no aportar el sujeto inspeccionado los antecedentes o documentos solicitados, la actuación 
proseguirá en virtud de requerimiento para su aportación en la forma indicada en el apartado 
1.

4. Las actuaciones comprobatorias no se dilatarán por espacio de más de nueve meses 
salvo que la dilación sea imputable al sujeto a inspección o a las personas dependientes del 
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mismo. No obstante, podrá ampliarse, con el alcance y requisitos establecidos 
reglamentariamente, por otro periodo que no excederá de nueve meses, cuando concurra 
alguna de las siguientes circunstancias:

a) Cuando las actividades de inspección revistan especial dificultad y complejidad. Se 
entiende que se produce atendiendo al volumen de operaciones de la persona o de la 
entidad, por la dispersión geográfica de sus actividades, y en aquellos otros supuestos que 
indique una norma reglamentaria.

b) Cuando en el transcurso de las mismas se descubra que el sujeto inspeccionado ha 
obstruido u ocultado al órgano inspector alguna de sus actividades o de las personas que las 
desempeñen.

c) Cuando la actuación inspectora requiera de cooperación administrativa internacional.
Asimismo, no se podrán interrumpir por más de cinco meses, salvo que la interrupción 

sea causada por el sujeto inspeccionado o personas de él dependientes, o cuando se 
constate la imposibilidad de proseguir la actuación inspectora por la pendencia de un 
pronunciamiento judicial que pueda condicionar el resultado de la misma.

Las comprobaciones efectuadas en una actuación inspectora tendrán el carácter de 
antecedente para las sucesivas.

Cualquiera que sea el origen de la actuación inspectora conforme al artículo 20.3, el 
cómputo de los plazos establecidos en este apartado se iniciará a partir de la fecha de la 
primera visita efectuada o, en caso de requerimiento de comparecencia del sujeto 
inspeccionado, desde la fecha efectiva de la comparecencia, siempre que haya aportado la 
totalidad de la documentación requerida con trascendencia en la actuación inspectora. No se 
considerará incluido en ningún caso en el cómputo de los plazos, el tiempo transcurrido 
durante el aplazamiento concedido al sujeto obligado en los supuestos de formularse 
requerimientos de subsanación de incumplimientos previos por parte del órgano inspector.

5. Con ocasión de sus visitas a los lugares de trabajo, los funcionarios de la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social solicitarán la presencia de los representantes de los 
trabajadores cuando legalmente proceda, conforme a la normativa de prevención de riesgos 
laborales, o cuando así lo aconseje la índole de la actuación a realizar de acuerdo con las 
instrucciones que se dicten al respecto.

6. Los funcionarios actuantes extenderán diligencia por escrito de cada actuación que 
realicen con ocasión de las visitas a los centros de trabajo o de las comprobaciones 
efectuadas mediante comparecencia del sujeto inspeccionado en dependencias públicas.

Mediante Orden del titular del Ministerio de Empleo y Seguridad Social se determinarán 
los hechos y actos que deban incorporarse a las diligencias, su formato y su remisión a los 
sujetos inspeccionados, teniendo en cuenta que, en lo posible, se utilizarán medios 
electrónicos y que no se impondrán obligaciones a los interesados para adquirir o diligenciar 
cualquier clase de libros o formularios para la realización de dichas diligencias.

Artículo 22.  Medidas derivadas de la actividad inspectora.
Los inspectores de Trabajo y Seguridad Social, finalizada la actividad comprobatoria 

inspectora, podrán adoptar las siguientes medidas:
1. Advertir y requerir al sujeto responsable, en vez de iniciar un procedimiento 

sancionador, cuando las circunstancias del caso así lo aconsejen, y siempre que no se 
deriven perjuicios directos a los trabajadores o a sus representantes.

2. Requerir al sujeto responsable para que, en el plazo que se le señale, adopte las 
medidas en orden al cumplimiento de la normativa de orden social o subsane las deficiencias 
observadas en materia de prevención de riesgos laborales, incluso con su justificación ante 
el funcionario actuante.

3. Informar o proponer la sustitución de sanciones principales o accesorias, de acuerdo 
con lo establecido en el texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden 
Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, así como en la Ley 
Orgánica 4/2000, de 11 de enero.

4. Requerir a las Administraciones Públicas por incumplimiento de disposiciones relativas 
a la salud o seguridad del personal civil a su servicio.
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5. Iniciar el procedimiento sancionador mediante la extensión de actas de infracción o de 
infracción por obstrucción.

6. Efectuar requerimientos de pago por deudas a la Seguridad Social, así como iniciar 
expedientes liquidatorios por débitos a la Seguridad Social y conceptos de recaudación 
conjunta o bonificaciones indebidas, mediante la práctica de actas de liquidación.

7. Promover procedimientos de oficio para la inscripción de empresas, afiliación y altas y 
bajas de trabajadores, así como para el encuadramiento de empresas y trabajadores en el 
régimen de la Seguridad Social adecuado, sin perjuicio del inicio del expediente liquidatorio a 
que se refiere el apartado anterior, si procediese.

8. Instar del correspondiente organismo la suspensión o cese en la percepción de 
prestaciones sociales, si se constatase su obtención o disfrute en incumplimiento de la 
normativa que las regula.

9. Instar del órgano administrativo competente la declaración del recargo de las 
prestaciones económicas en caso de accidente de trabajo o enfermedad profesional 
causados por falta de medidas de seguridad y salud laboral.

10. Proponer recargos o reducciones en las primas de aseguramiento de accidentes de 
trabajo y enfermedades profesionales, en relación a empresas por su comportamiento en la 
prevención de riesgos y salud laborales, con sujeción a la normativa aplicable.

11. Iniciar el procedimiento para la correcta aplicación o para la devolución de cantidades 
indebidamente aplicadas en los casos de colaboración en la gestión de la Seguridad Social.

12. Ordenar la paralización inmediata de trabajos o tareas por inobservancia de la 
normativa sobre prevención de riesgos laborales, de concurrir riesgo grave e inminente para 
la seguridad o salud de los trabajadores.

13. Comunicar al organismo competente los incumplimientos que compruebe en la 
aplicación y destino de ayudas y subvenciones para el fomento del empleo, formación 
profesional para el empleo y promoción social, e iniciar el correspondiente expediente de 
devolución de ayudas y subvenciones cuando proceda.

14. Proponer a su superior jerárquico la formulación de comunicaciones y demandas de 
oficio ante la Jurisdicción de lo Social en la forma prevista en la Ley 36/2011, de 10 de 
octubre, reguladora de la Jurisdicción Social.

15. En los supuestos en que la actuación inspectora afecte a empresas establecidas en 
otros Estados Miembros de la Unión Europea y los hechos comprobados sean sancionables 
por el Estado miembro de origen de la empresa, estos hechos podrán ponerse en 
conocimiento de la autoridad competente del Estado Miembro de origen para que inicie el 
procedimiento sancionador, sin perjuicio de que pueda adoptar otras medidas que considere 
pertinentes.

16. Informar al órgano competente de los resultados de la investigación para la 
identificación de los distintos sujetos responsables por los incumplimientos de las normas a 
que se refiere el artículo 12.1, incluyendo los supuestos de responsabilidad solidaria o 
subsidiaria, así como para el señalamiento de bienes para la efectividad de la vía ejecutiva.

17. Informar a los Servicios Públicos de Empleo a efectos del reconocimiento de 
acciones de orientación, capacitación y formación profesional para el empleo para los 
trabajadores en situación de trabajo no declarado, empleo irregular u otros incumplimientos 
detectados por la actividad inspectora, de acuerdo con la legislación aplicable.

18. Cuantas otras medidas se deriven de la legislación en vigor.

Artículo 23.  Presunción de certeza de las comprobaciones inspectoras.
Los hechos constatados por los funcionarios de la Inspección de Trabajo y Seguridad 

Social que se formalicen en las actas de infracción y de liquidación, observando los 
requisitos legales pertinentes, tendrán presunción de certeza, sin perjuicio de las pruebas 
que en defensa de los respectivos derechos o intereses pueden aportar los interesados.

El mismo valor probatorio se atribuye a los hechos reseñados en informes emitidos por la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social como consecuencia de comprobaciones 
efectuadas por la misma, sin perjuicio de su contradicción por los interesados en la forma 
que determinen las normas procedimentales aplicables.

No se verá afectada la presunción de certeza a que se refieren los párrafos anteriores 
por la sustitución del funcionario o funcionarios durante el periodo de la actuación inspectora, 
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si bien se deberá comunicar en tiempo y forma a los interesados dicha sustitución antes de 
la finalización de aquella, en los términos que se establezcan reglamentariamente.

Artículo 24.  Información del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social.
1. Conforme al principio de concepción única e integral del Sistema de Inspección de 

Trabajo y Seguridad Social, deberá garantizarse en el tratamiento de la información de dicho 
Sistema la unidad e integración de la información, la interoperabilidad, la interconexión y el 
acceso a la misma a las distintas Administraciones Públicas en función de las materias 
objeto de su competencia, en los términos establecidos en esta ley y su normativa de 
desarrollo.

En consecuencia, el personal del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social, 
podrá acceder a la información necesaria para el ejercicio de las funciones inspectoras, de 
los registros y bases de datos disponibles, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 16 y en 
los términos que se establezcan.

2. El tratamiento de la información del Sistema debe realizarse a partir de una base de 
datos unitaria e integrada, que mantenga la homogeneidad de los datos y consolide, en el 
conjunto del Estado, la información aportada por los servicios de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social, así como la que se derive de sus actuaciones.

3. El tratamiento de los datos de carácter personal incorporados a la base de datos del 
Sistema se encuentra sujeto a lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, 
y su normativa de desarrollo.

No obstante, no será necesario el consentimiento de los interesados para la inclusión de 
sus datos en la base de datos del Sistema ni para el acceso a los mismos o su comunicación 
a terceros por parte de las Administraciones Públicas competentes.

4. Serán de aplicación al sistema de información las medidas de seguridad de nivel alto 
establecidas en la normativa de protección de datos de carácter personal.

[ . . . ]
Disposición adicional segunda.  Estructura del Organismo Estatal Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social.

1. Los Estatutos del Organismo Estatal podrán establecer una Oficina Nacional de Lucha 
Contra el Fraude, integrada en el propio Organismo, como órgano encargado del impulso y 
coordinación de la aplicación de las medidas de lucha contra el trabajo no declarado, el 
empleo irregular y el fraude a la Seguridad Social y cuantas otras se determinen.

Dichos Estatutos regularán las funciones, así como la organización y funcionamiento de 
la Oficina, que contará con el auxilio y colaboración a que se refiere el artículo 16 al objeto 
de lograr la máxima coordinación y eficacia en la actuación inspectora en materia de lucha 
contra el fraude en función de las diversas áreas materiales implicadas. Igualmente la oficina 
contará con agentes de enlace designados por otros Departamentos y Administraciones para 
la coordinación de las actuaciones realizadas en el marco de los convenios de colaboración 
a que se refiere el apartado 8 del citado artículo.

Dentro de sus funciones se le podrá encomendar la tramitación y, en su caso, resolución 
de los procedimientos sancionadores iniciados por la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social en el ámbito de las competencias de la Administración General del Estado, de 
acuerdo con lo que se disponga reglamentariamente.

2. Asimismo, los Estatutos del Organismo podrán contemplar una Dirección Especial de 
Inspección con competencia para actuar en la totalidad del territorio español en los ámbitos a 
los que se refiere el artículo 12.1, que asumirá funciones de coordinación en las actuaciones 
inspectoras sobre empresas, sectores o situaciones que excedan del ámbito territorial de 
una Comunidad Autónoma, así como las que versen sobre los entes, organismos y 
entidades que forman parte del sector público estatal.
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En el ámbito de las competencias de la Administración General del Estado, la Dirección 
Especial desempeñará la dirección y el desarrollo, en su caso, de dichas actuaciones y 
cuantas otras se le atribuyan reglamentariamente.

[ . . . ]
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§ 31

Orden TES/967/2020, de 6 de octubre, por la que se crea la Unidad 
Especial de Coordinación sobre Lucha contra el Fraude en el Trabajo 
Transnacional, en el Organismo Estatal Inspección de Trabajo y 

Seguridad Social

Ministerio de Trabajo y Economía Social
«BOE» núm. 274, de 16 de octubre de 2020

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2020-12359

La movilidad laboral en el ámbito de la Unión Europea define el ámbito de actuaciones 
de la Autoridad Laboral Europea en el Reglamento 1149/2019, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 20 de junio de 2019, por el que se crea la Autoridad Laboral Europea, se 
modifican los Reglamentos (CE) n.º 883/2004, (UE) n.º 492/2011 y (UE) 2016/589 y se 
deroga la Decisión (UE) 2016/344. Dicha movilidad comprende las Directivas y Reglamentos 
sobre libre circulación de personas, coordinación de sistemas de seguridad social, 
desplazamiento de trabajadores dentro de la libertad de prestación de servicios y las normas 
sectoriales sobre el transporte internacional por carretera que se describen en su artículo 
1.2.

En particular, la libre prestación de servicios es uno de los principios fundamentales del 
mercado interior consagrados en el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE). 
Dicha libertad de prestación de servicios incluye el derecho de las empresas a prestar 
servicios en el territorio de otro Estado miembro y a desplazar temporalmente a sus propios 
trabajadores al territorio de otro Estado miembro con ese fin.

El auge de las prestaciones de servicios de carácter trasnacional en el interior de la 
Unión Europea ha llevado a una implicación cada vez mayor de las autoridades laborales de 
la Unión en la regulación y control de dicho fenómeno. Evitar la indeseada existencia de 
situaciones de discriminación entre los trabajadores de un determinado Estado miembro y 
los trabajadores desplazados temporalmente a tal Estado, evitando además situaciones de 
competencia desleal entre las empresas que funcionan en el mercado interior, ha sido una 
constante en la preocupación de las autoridades europeas y españolas competentes en 
dicha materia.

Las prestaciones de servicios de carácter transnacional conllevan la aplicación tanto de 
la normativa de la Unión Europea, como del país donde se prestan los servicios («lex loci 
laboris») –artículo 3 de la Directiva 96/71/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 16 
de diciembre de 1996 sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco de 
una prestación de servicios: condiciones de trabajo, jornada, salarios, descanso, vacaciones, 
alojamiento, prevención de riesgos laborales, entre otras–, así como de la normativa del país 
de origen de la empresa empleadora («lex domicili»), sobre todo en materia de Seguridad 
Social.
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Ello ha supuesto a su vez una implicación cada vez mayor de los diferentes sistemas de 
inspección de trabajo y seguridad social de los países integrantes de la Unión Europea y de 
la Asociación Europea de Libre Comercio (Noruega, Islandia, Liechtenstein y Suiza), lo que 
ha venido exigiendo de forma creciente una mayor coordinación e intercambio de 
información entre los Estados afectados por dichos desplazamientos y una mayor atención a 
esta cuestión por parte de los citados sistemas de inspección de trabajo y seguridad social, 
con la puesta en marcha de medidas y actuaciones concretas de actuación dirigidas a evitar 
la explotación laboral de los trabajadores afectados y el fraude a la Seguridad Social, así 
como garantizar la aplicación de la legislación de prevención de riesgos laborales del país en 
el que se lleva a cabo la prestación transnacional de servicios.

En este contexto adquiere especial relevancia la incorporación de instrumentos de 
coordinación que favorezcan el intercambio de información entre los diferentes sistemas de 
Inspección de Trabajo de la Unión Europea y de la Asociación Europea de Libre Comercio, 
así como la actuación coordinada de todos aquellos esfuerzos y actuaciones dirigidos a la 
protección de los derechos de los trabajadores en la prestación de servicios transnacional, 
objetivo al que sin duda servirá de una manera eficaz la Unidad Especial de Coordinación 
sobre Lucha contra el Fraude en el Trabajo Transnacional que se crea con la presente 
orden.

A este respecto se hace necesario recordar que la Directiva (UE) 2018/957 del 
Parlamento Europeo y del Consejo de 28 de junio de 2018, por la que se modifica la 
Directiva 96/71/CE sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco de una 
prestación de servicios transnacional, establece en sus considerandos que con el fin de 
garantizar la correcta aplicación de la última Directiva citada, conviene reforzar la 
coordinación entre las autoridades y organismos competentes de los Estados miembros y la 
cooperación a escala de la Unión en materia de lucha contra el fraude relacionado con el 
desplazamiento y la movilidad de trabajadores.

Señala igualmente la mencionada Directiva que el carácter transnacional de ciertas 
situaciones de fraude o abusos en relación con el desplazamiento de trabajadores justifica la 
adopción de medidas concretas para reforzar la dimensión transnacional de las 
inspecciones, investigaciones e intercambios de información entre las autoridades u 
organismos competentes de los Estados miembros afectados. A tal fin, en el marco de la 
cooperación administrativa prevista en las Directivas 96/71/CE y 2014/67/UE, en particular 
en el artículo 7, apartado 4, de la Directiva 2014/67/UE, las autoridades u organismos 
competentes deben disponer de los medios necesarios para alertar de la existencia de las 
mencionadas situaciones e intercambiar información con el fin de prevenir y luchar contra el 
fraude y los abusos.

La creación de la Unidad Especial de Coordinación sobre Lucha contra el Fraude en el 
Trabajo Transnacional dentro de la Oficina Nacional de Lucha contra el Fraude del 
Organismo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social favorecerá de forma 
significativa la coordinación de la lucha dirigida a que los empleadores que desplacen 
temporalmente a España sus trabajadores en el marco de una prestación de servicios 
transnacional garanticen a estos, cualquiera que sea la legislación aplicable a los contratos 
de trabajo, determinadas condiciones mínimas de trabajo previstas por la legislación 
española, permitiendo con ello la adecuada aplicación de los principios de «lex loci laboris» y 
«lex domicilii» en los desplazamientos temporales de trabajadores motivados por una 
prestación transnacional de servicios. Y, por otro lado, igualmente favorecerá el respeto de 
dichas condiciones mínimas de trabajo a los trabajadores de empresas españolas que se 
desplacen al exterior en el marco de una prestación de servicios transnacional.

La Unidad Especial de Coordinación sobre Lucha contra el Fraude en el Trabajo 
Transnacional tendrá la consideración de órgano administrativo, de nivel inferior a 
Subdirección General, por lo que su creación se dispone mediante esta orden, conforme a lo 
previsto por el artículo 59.2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público.

Esta norma se adecúa a los principios de buena regulación establecidos en el artículo 
129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas.
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Así, en cuanto a los principios de necesidad y eficacia, la norma está justificada por 
razones de interés general. Con la creación y puesta en funcionamiento de la Unidad 
Especial se optimizará la necesaria labor coordinadora de todos aquellos esfuerzos y 
recursos destinados a garantizar una prestación transnacional de servicios libre de 
discriminación, competencia desleal y fraude.

Respecto al principio de proporcionalidad, la norma se adecúa al mismo, ya que tiene 
como objeto garantizar los derechos de los administrados, sin que se impongan nuevas 
cargas administrativas.

El principio de seguridad jurídica es igualmente respetado, y queda garantizado ya que la 
iniciativa es coherente con el resto del ordenamiento jurídico.

En su virtud, con la autorización previa de la Ministra de Política Territorial y Función 
Pública, dispongo:

Artículo 1.  Objeto e integración Administrativa.
Se crea la Unidad Especial de Coordinación sobre Lucha contra el Fraude en el Trabajo 

Transnacional. Esta Unidad se integra en Organismo Estatal Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social a través de su adscripción a la Oficina Nacional de Lucha contra el Fraude.

La creación de esta Unidad en el seno del Organismo Estatal tiene por finalidad la 
coordinación de todas las acciones que se desarrollan por la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social, relacionadas con la movilidad laboral, la lucha contra el fraude en el 
trabajo transnacional y el trabajo no declarado en el ámbito de la Unión Europea y de la 
Asociación Europea de Libre Comercio, en los casos de movilidad intraeuropea en los que 
España sea el país de origen o el de destino.

Artículo 2.  Cometidos.
La coordinación estará referida a las siguientes acciones o actividades que se 

desarrollan por las distintas Unidades del Organismo Estatal Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social:

a) Dar soporte, organizar y controlar las actividades que correspondan como oficina de 
enlace con la Autoridad Laboral Europea a través del funcionario representante de España 
en la misma dando cuenta del desarrollo de esta actividad ante el Organismo Estatal.

b) Participar en los procedimientos relativos a la legislación aplicable en materia de 
Seguridad Social de acuerdo con los procedimientos de colaboración que se establezcan 
con los organismos competentes.

c) Dar apoyo a las unidades competentes en los procesos de elaboración normativa en 
el ámbito de la Unión Europea relacionados con la normativa sobre movilidad laboral, lucha 
contra el fraude en el trabajo transnacional y trabajo no declarado en el ámbito de la Unión 
Europea.

d) Colaborar con las unidades competentes en los procesos de transposición de la 
normativa europea a la legislación española en materias relacionadas con la normativa sobre 
movilidad laboral, lucha contra el fraude en el trabajo transnacional y el trabajo no declarado 
en el ámbito de la Unión Europea.

e) Prestar apoyo en la elaboración de convenios, cartas de intenciones, acuerdos, etc. 
de carácter bilateral con otras Inspecciones de Trabajo y/o Seguridad Social de Estados 
miembros de la Unión Europea y de la Asociación Europea de Libre Comercio, con 
contenido relacionado con el desplazamiento de trabajadores, la normativa sobre movilidad 
laboral, lucha contra el fraude en el trabajo transnacional y el trabajo no declarado en el 
ámbito de la Unión Europea, en coordinación con la Subdirección General de Relaciones 
Institucionales y Asistencia Técnica.

f) Participar en la actividad y grupos de trabajo en aquellos asuntos relacionados con la 
normativa sobre movilidad laboral en el ámbito de la Unión Europea, así como en los grupos 
de trabajo en materia de intercambio de buenas prácticas y medidas adoptadas a nivel 
nacional en materia de lucha contra el trabajo no declarado y lucha contra el fraude en el 
trabajo transnacional, que se constituyan a nivel nacional, europeo e internacional.

g) Proponer al titular de la Oficina Nacional de Lucha contra el Fraude la programación y 
organización de campañas en materia de Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
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acordadas en el ámbito de las organizaciones de Inspección Europeas o de carácter 
bilateral, con implicaciones en la normativa sobre movilidad laboral en el ámbito de la Unión 
Europea dando cuenta de sus resultados al Organismo Estatal y, en su caso, a la Autoridad 
Laboral Europea.

h) Coordinación con otros organismos del Ministerio de Trabajo y Economía Social y del 
Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, con competencias en materia de 
movilidad laboral, lucha contra el fraude en el trabajo transnacional y trabajo no declarado en 
el ámbito de la Unión Europea, en particular, la Tesorería General de la Seguridad Social, el 
Instituto Nacional de Seguridad Social, el Instituto Social de la Marina y el Servicio Público 
de Empleo Estatal, así como con otros Ministerios con competencia en esta materia, en 
particular con la inspección del transporte del Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda 
Urbana y los órganos competentes del Ministerio del Interior y del Ministerio de Hacienda.

i) Coordinación, organización y participación de las actuaciones inspectoras relacionadas 
con la normativa sobre movilidad laboral, lucha contra el fraude en el trabajo transnacional y 
el trabajo no declarado en el ámbito de la Unión Europea.

j) Intercambio de información y cooperación administrativa con otros Estados de la Unión 
Europea en materia de movilidad laboral, lucha contra el fraude en el trabajo transnacional y 
el trabajo no declarado en el ámbito de la Unión Europea, a través de los Sistemas de 
Información del Mercado Interior y de Coordinación de Sistemas de Seguridad Social, o por 
cualquier otra vía establecida mediante acuerdo o convenios con otros Estados.

k) Coordinación, asesoramiento y, en el caso que se determine, la impartición de los 
cursos de formación que se organicen en el ámbito de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, ya sean internos o al amparo de la colaboración institucional, relacionados con la 
normativa sobre movilidad laboral, lucha contra el fraude en el trabajo transnacional y trabajo 
no declarado en el ámbito de la Unión Europea, bajo la dirección de la Escuela de la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

l) Cualquier otra función que se le atribuya por el órgano del que depende, que esté 
relacionada con la movilidad laboral en el ámbito de la Unión Europea.

Artículo 3.  Ámbito de actuación.
El ámbito de actuación de esta Unidad será nacional, pudiendo intervenir en los asuntos 

que le asigne la Autoridad Central de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, a través 
de los Órganos integrantes de la misma, con independencia del ámbito territorial de los 
mismos.

Artículo 4.  Funciones generales de coordinación.
Corresponde a esta Unidad Especial, al frente de la cual estará el Coordinador de la 

Unidad, quien ostentará la jefatura de la misma, el desarrollo de las actuaciones necesarias 
para la coordinación de todas las unidades administrativas del Organismo Estatal que 
desarrollen las acciones relacionadas con la materia señalada en el párrafo segundo del 
artículo 1, así como el asesoramiento a las mismas.

La Unidad deberá concentrar toda la información sobre actuaciones de movilidad laboral, 
lucha contra el fraude en el trabajo transnacional y trabajo no declarado en el ámbito de la 
Unión que esté en poder de las distintas unidades administrativas antes referidas.

Artículo 5.  Mecanismos de provisión de puestos de trabajo.
A los efectos previstos en la presente orden podrán utilizarse los mecanismos de 

provisión de puestos de trabajo previstos en la normativa reguladora de dicha materia.
En el ámbito internacional y dependiendo de las necesidades de coordinación que en 

materia de cooperación transnacional surjan, se podrán realizar las encomiendas de gestión 
pertinentes de cara a la constitución de equipos conjuntos de inspección con otras 
Autoridades de inspección competentes en el ámbito de la Unión Europea y de la Asociación 
Europea de Libre Comercio.
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Disposición adicional única.  Funciones de otras unidades de inspección.
Los cometidos y funciones encomendadas a esta Unidad Especial se llevarán a cabo sin 

perjuicio de las funciones de vigilancia y control encomendadas en esta materia a la 
Dirección Especial, las Direcciones Territoriales de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social y las Inspecciones Provinciales de Trabajo y Seguridad Social.

Cuando se realicen por las unidades competentes del Sistema de Inspección de Trabajo 
y Seguridad Social actuaciones inspectoras sobre situaciones concretas relativas a las 
materias señaladas en el párrafo segundo del artículo 1, la Unidad Especial podrá coordinar 
el desarrollo de las mismas. Respecto a los servicios de inspección transferidos a las 
comunidades autónomas, se actuará conforme a los procedimientos acordados con las 
mismas.

Sin perjuicio de los cometidos previstos por el artículo 1, los funcionarios integrantes de 
esta Unidad podrán ser habilitados para realizar actuaciones de inspección directa mediante 
su agregación temporal a la unidad correspondiente de la estructura territorial del Organismo 
Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social, conforme a los mecanismos previstos a 
tales efectos.

Disposición final primera.  Ausencia de incremento de gasto.
La creación y funcionamiento de la Unidad Especial, así como la dotación de su relación 

de puestos de trabajo, no supondrá aumento de gasto.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 31  Unidad Especial de Coordinación sobre Lucha contra el Fraude en el Trabajo Transnacional

– 368 –



§ 32

Ley 13/2012, de 26 de diciembre, de lucha contra el empleo irregular 
y el fraude a la Seguridad Social. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 311, de 27 de diciembre de 2012

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2012-15596

[ . . . ]
Disposición adicional única.  Evaluación de las medidas de lucha contra el empleo 
irregular y fraude a la Seguridad Social.

El Gobierno, previa consulta con las organizaciones sindicales y empresariales más 
representativas, y teniendo en cuenta lo previsto en el Plan de lucha contra el empleo 
irregular y el fraude a la Seguridad Social 2012-2013 y cuantas actuaciones permitan el 
control de conductas que infrinjan los derechos de los trabajadores, incluidas las que 
incurran en prácticas delictivas, procederá anualmente a la evaluación de la eficacia y 
eficiencia de todas las medidas, planes e instrumentos puestos en marcha para el control y 
lucha contra el empleo irregular y el fraude a la Seguridad Social, con el fin de tener un 
diagnóstico que permita corregir y orientar las nuevas actuaciones a emprender.

El Gobierno, en el plazo de seis meses desde el 31 de diciembre de 2013, deberá 
presentar los resultados de esta evaluación al Congreso de los Diputados.

[ . . . ]
Disposición final sexta.  Colaboración para la lucha contra el empleo irregular y el fraude a 
la Seguridad Social.

El Gobierno, en el plazo de 6 meses desde la entrada en vigor de esta Ley, creará en el 
seno de la Dirección General de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social del Ministerio 
de Empleo y Seguridad Social, una Unidad Especial de Colaboración y Apoyo a los 
Juzgados y Tribunales y a la Fiscalía General del Estado para la lucha contra el empleo 
irregular y el fraude a la Seguridad Social, que dependerá orgánica y funcionalmente de la 
Autoridad Central de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

Disposición final séptima.  Consulta telemática sobre cumplimiento de obligaciones con la 
Seguridad Social.

El Gobierno establecerá reglamentariamente un procedimiento de consulta telemática en 
el ámbito del Sistema de Remisión Electrónica de Datos, para facilitar a los empresarios 
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principales la información correspondiente al cumplimiento de las obligaciones de Seguridad 
Social de los contratistas y subcontratistas.

[ . . . ]
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§ 33

Orden ESS/78/2014, de 20 de enero, por la que se crea la Unidad 
Especial de Colaboración y Apoyo a los Juzgados y Tribunales y a la 
Fiscalía General del Estado para la lucha contra el empleo irregular y 

el fraude a la Seguridad Social

Ministerio de Empleo y Seguridad Social
«BOE» núm. 26, de 30 de enero de 2014
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2014-914

La Ley 13/2012, de 26 de diciembre, de lucha contra el empleo irregular y el fraude a la 
Seguridad Social establece, en su disposición final sexta, la creación, en el seno de la 
Dirección General de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, de una Unidad Especial 
de Colaboración y Apoyo a los Juzgados y Tribunales y a la Fiscalía General de Estado para 
la lucha contra el empleo irregular y el fraude a la Seguridad Social.

Teniendo en cuenta la actual situación social y laboral en el contexto del mercado de 
trabajo en nuestro país, el Gobierno ha venido impulsando políticas conducentes a la 
persecución de aquellas conductas ilegales que, desde una óptica insolidaria, menoscaban 
tanto los derechos de los trabajadores como los del Sistema de Seguridad Social, creando 
además situaciones de competencia desleal contrarias a la competitividad empresarial. Así, 
debe recordarse la aprobación por el Consejo de Ministros, en fecha 27 de abril de 2012, del 
Plan de Lucha contra el Empleo Irregular y el Fraude a la Seguridad Social. En este mismo 
sentido, la propia Ley 13/2012, de 26 de diciembre, establece los mecanismos necesarios 
para combatir las prácticas ilegales mencionadas, considerando las competencias de la 
Administración Pública en la materia, dentro de la cual, y de acuerdo con el artículo 1 de la 
Ley 42/1997, de 14 de noviembre, Ordenadora de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, se atribuye específicamente al Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
la vigilancia del cumplimiento de las normas constitutivas del orden social, determinando el 
artículo 18 del mismo cuerpo legal la dependencia de tal Sistema de una Autoridad Central, 
actualmente la Dirección General de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, órgano del 
Ministerio de Empleo y Seguridad Social.

La colaboración de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social con otras 
Administraciones públicas está regulada en el artículo 10 de la Ley 42/1997, de 14 de 
noviembre, disponiéndose que por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social se prestará 
la colaboración y el apoyo que resulte necesario para el ejercicio de las competencias 
propias de las Administraciones públicas, a las que facilitará las informaciones que 
requieran, siempre que se garantice el deber de confidencialidad si procediese, y que si con 
ocasión de la actividad inspectora realizada se apreciase la posible comisión de un delito 
público, por el cauce orgánico que reglamentariamente se determine, remitirá al Ministerio 
Fiscal relación circunstanciada de los hechos que haya conocido y de los sujetos que 
pudieren resultar afectados.
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En este contexto, la Inspección de Trabajo y Seguridad Social ha ido intensificando la 
línea de colaboración y prestación de auxilio jurisdiccional con la Administración de Justicia 
ya sea directamente con los Juzgados y Tribunales de los distintos órdenes, con especial 
atención al social y al penal, como con el Ministerio Fiscal, con el que ha establecido un 
sistema estable de colaboración en materia de siniestralidad laboral.

En la situación actual, se hace necesario establecer los oportunos mecanismos de 
coordinación y cooperación entre los distintos organismos y poderes públicos 
comprometidos, en la lucha contra el empleo irregular y el fraude a la Seguridad Social. A tal 
efecto, la Unidad Especial, que ahora se crea, supone un elemento de especial importancia 
al configurarse como una estructura especializada de inspección y coordinación altamente 
cualificada.

La Unidad Especial de Colaboración y Apoyo a los Juzgados y Tribunales y a la Fiscalía 
General de Estado para la lucha contra el empleo irregular y el fraude a la Seguridad Social 
tendrá la consideración de órgano administrativo, de nivel inferior a Subdirección General, 
por lo que su creación se dispone mediante esta orden, conforme a lo previsto por el artículo 
10.2 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la 
Administración General del Estado.

En su virtud, con la aprobación previa del Ministro de Hacienda y Administraciones 
Públicas, dispongo:

Artículo 1.  Objeto e integración administrativa.
Se crea la Unidad Especial de Colaboración y Apoyo a los Juzgados y Tribunales y a la 

Fiscalía General de Estado para la lucha contra el empleo irregular y el fraude a la Seguridad 
Social. Esta Unidad dependerá orgánica y funcionalmente de la Dirección General de la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en calidad de Autoridad Central de la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social, a través de su encuadramiento en la Dirección Especial de 
Inspección adscrita a la Autoridad Central.

Artículo 2.  Cometidos.
Corresponderá a esta Unidad Especial el desarrollo de las funciones que le encomiende 

la Autoridad Central de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, a través de los órganos 
integrantes de ésta, para la colaboración y auxilio en la persecución de los delitos en materia 
de empleo irregular y fraude a la Seguridad Social y, en particular, las tareas de inspección, 
coordinación, asesoramiento y apoyo que resulten necesarias. A tal efecto, y cuando 
proceda, remitirá a los Juzgados, a los Tribunales y al Ministerio Fiscal los informes que sean 
precisos, recabando e integrando, en su caso, la información obrante en el resto de las 
unidades que integran el Sistema de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

Asimismo, la Unidad prestará permanentemente la colaboración y el apoyo que en cada 
momento le demanden, a través de la Autoridad Central de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social, la Fiscalía General del Estado y los Juzgados y Tribunales, para la 
represión de los delitos por fraude a la Seguridad Social y por empleo irregular.

Los funcionarios del Sistema de Inspección que lleven a cabo tareas bajo la dirección de 
esta Unidad Especial tendrán las funciones, facultades y deberes y podrán adoptar las 
medidas establecidas en la Ley 42/1997, de 14 de noviembre, Ordenadora de la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social, y vendrán obligados a observar secreto y a no revelar, aun 
después de haber dejado el servicio, los datos, informes o antecedentes de que puedan 
haber tenido conocimiento en el desempeño de sus funciones respecto de los asuntos que le 
fueren encomendados, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 12.2 de la Ley 42/1997, de 
14 de noviembre.

Artículo 3.  Ámbito de actuación.
El ámbito de actuación de esta Unidad será nacional, pudiendo intervenir en los asuntos 

que le asigne la Autoridad Central de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, a través 
de los órganos integrantes de la misma, con independencia del ámbito territorial de los 
mismos.
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Cuando se realicen por esta Unidad actuaciones de inspección directa sobre situaciones 
concretas, coincidentes con otras que se lleven a cabo sobre los mismos hechos y sujetos 
por otras unidades del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social, la Unidad 
Especial podrá ordenar el desarrollo de las mismas, atribuyéndose, si fuese necesario, su 
práctica en exclusiva.

Artículo 4.  Funciones generales de coordinación.
La jefatura de la Unidad Especial coordinará las actuaciones que se lleven a cabo por las 

Direcciones Territoriales e Inspecciones Provinciales en colaboración y participación con las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. Igualmente, coordinará la forma en la que se 
producirá la transmisión y la difusión de la información derivada de estas actuaciones.

También corresponderá a la jefatura de la Unidad Especial, sin perjuicio de las 
competencias atribuidas a las Direcciones Territoriales, acordar con los responsables de la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social de las comunidades autónomas que hayan 
recibido el traspaso de la función pública inspectora los criterios de coordinación y 
colaboración, de acuerdo con sus competencias y normativa de aplicación, haciendo 
partícipe de los mismos al Consejo Vasco de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, a 
través de su Dirección Operativa, y al Consejo de Gobierno del Consorcio de la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social de Cataluña.

Artículo 5.  Coordinación con el Servicio Jurídico de la Seguridad Social.
Cuando la actuación de la Unidad culmine con la remisión del expediente al Ministerio 

Fiscal o a jueces y tribunales sobre materias en que deba actuar el Servicio Jurídico de la 
Seguridad Social, la Autoridad Central de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, a 
través del Director Especial, lo pondrá en conocimiento de dicho Servicio, acompañando los 
informes y antecedentes que hubieran servido de base a la denuncia a los efectos de 
coordinación oportunos.

Disposición adicional única.  Formación.
La Escuela de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en coordinación con otras 

unidades de formación del Ministerio y de acuerdo con el Plan de Formación anual, 
organizará cursos de formación y perfeccionamiento profesional dirigidos a la detección y 
corrección del fraude en materia de Seguridad Social. Estos cursos estarán dirigidos a 
Inspectores de Trabajo y Seguridad Social, Letrados y Técnicos de la Administración de la 
Seguridad Social y Subinspectores de Empleo y Seguridad Social, incluidos los funcionarios 
de nuevo ingreso. Se contemplará la participación de jueces y fiscales en estos procesos de 
formación y perfeccionamiento.

Disposición final primera.  Ausencia de incremento del gasto público.
La creación y funcionamiento de la Unidad Especial, así como la dotación de su relación 

de puestos de trabajo, no supondrá aumento de gasto.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 33  Unidad Especial de Colaboración y Apoyo a los Juzgados y Tribunales

– 373 –



§ 34

Ley 3/2013, de 4 de junio, de creación de la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 134, de 5 de junio de 2013

Última modificación: 20 de diciembre de 2022
Referencia: BOE-A-2013-5940

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Régimen de actuación y potestades

Artículo 27.  Facultades de inspección.
1. El personal funcionario de carrera de la Comisión Nacional de los Mercados y la 

Competencia, debidamente autorizado por el director correspondiente, tendrá la condición de 
agente de la autoridad y podrá realizar cuantas inspecciones sean necesarias en las 
empresas y asociaciones de empresas para la debida aplicación de esta Ley.

2. El personal habilitado a tal fin tendrá las siguientes facultades de inspección:
a) Acceder a cualquier local, instalación, terreno y medio de transporte de las empresas 

y asociaciones de empresas y al domicilio particular de los empresarios, administradores y 
otros miembros del personal de las empresas. Asimismo podrán controlar los elementos 
afectos a los servicios o actividades que los operadores o quienes realicen las actividades a 
las que se refiere esta Ley, de las redes que instalen o exploten y de cuantos documentos 
están obligados a poseer o conservar.

b) Verificar los libros, registros y otros documentos relativos a la actividad de que se 
trate, cualquiera que sea su soporte material, incluidos los programas informáticos y los 
archivos magnéticos, ópticos o de cualquier otra clase.

c) Hacer u obtener copias o extractos, en cualquier formato, de dichos libros o 
documentos.

d) Retener por un plazo máximo de diez días los libros o documentos mencionados en la 
letra b).

e) Precintar todos los locales, libros o documentos y demás bienes de la empresa 
durante el tiempo y en la medida en que sea necesario para la inspección.

f) Solicitar a cualquier representante o miembro del personal de la empresa o de la 
asociación de empresas explicaciones sobre hechos o documentos relacionados con el 
objeto y la finalidad de la inspección y guardar constancia de sus respuestas.

El ejercicio de las facultades descritas en las letras a) y e) requerirá el previo 
consentimiento expreso del afectado o, en su defecto, la correspondiente autorización 
judicial.
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3. Las empresas y asociaciones de empresas están obligadas a someterse a las 
inspecciones que el órgano competente haya autorizado.

4. Si la empresa o asociación de empresas se opusieran a una inspección o existiese el 
riesgo de tal oposición, el órgano competente de la Comisión deberá solicitar la 
correspondiente autorización judicial, cuando la misma implique restricción de derechos 
fundamentales, al Juzgado de lo Contencioso-Administrativo, que resolverá en el plazo 
máximo de 48 horas. Las autoridades públicas prestarán la protección y el auxilio necesario 
al personal de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia para el ejercicio de 
las funciones de inspección.

5. El personal funcionario de carrera encargado de la inspección levantará acta de sus 
actuaciones. Las actas extendidas tendrán naturaleza de documentos públicos y harán 
prueba, salvo que se acredite lo contrario, de los hechos que motiven su formalización.

6. Los datos e informaciones obtenidos sólo podrán ser utilizados por la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia para las finalidades previstas en esta Ley y en la 
Ley 15/2007, de 3 de julio.

Artículo 28.  Requerimientos de información, deber de secreto y acceso a los registros 
estatales.

1. Toda persona física o jurídica y los órganos y organismos de cualquier Administración 
Pública quedan sujetos al deber de colaboración con la Comisión Nacional de los Mercados 
y la Competencia en el ejercicio de la protección de la libre competencia y están obligados a 
proporcionar, a requerimiento de ésta y en plazo, toda clase de datos e informaciones de que 
dispongan y que puedan resultar necesarias para el desarrollo de las funciones de dicha 
Comisión.

Los requerimientos de información habrán de estar motivados y ser proporcionados al fin 
perseguido. En los requerimientos que dicte al efecto, se expondrá de forma detallada y 
concreta el contenido de la información que se vaya a solicitar, especificando de manera 
justificada la función para cuyo desarrollo es precisa tal información y el uso que pretende 
hacerse de la misma.

2. Los datos e informaciones obtenidos por la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia en el desempeño de sus funciones, con la excepción de los previstos por las 
letras c), d), e) y f) del apartado 1 del artículo 5 de esta Ley, que tengan carácter confidencial 
por tratarse de materias protegidas por el secreto comercial, industrial o estadístico, sólo 
podrán ser cedidos al Ministerio competente, a las Comunidades Autónomas, a la Comisión 
Europea y a las autoridades de otros Estados miembros de la Unión Europea en el ámbito 
de sus competencias, así como a los tribunales en los procesos judiciales correspondientes.

Quien tenga conocimiento de estos datos estará obligado a guardar sigilo respecto de 
los mismos. Sin perjuicio de las responsabilidades penales y civiles que pudieran 
corresponder, la violación del deber de sigilo se considerará falta disciplinaria muy grave.

3. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia tendrá acceso a los registros 
previstos en la legislación estatal reguladora de los sectores incluidos en el ámbito de 
aplicación de esta Ley. Asimismo, la Administración General del Estado tendrá acceso a las 
bases de datos que obren en poder de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia.

A estos efectos, se realizarán los desarrollos informáticos oportunos con el fin de facilitar 
el acceso electrónico a que se refiere el párrafo anterior, de forma que se puedan realizar 
consultas sobre información contenidas en las bases de datos y registros en condiciones que 
mantengan la seguridad, confidencialidad e integridad de la información.

Artículo 29.  Potestad sancionadora.
1. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia tendrá facultades de 

inspección en el ejercicio de sus competencias. Asimismo, podrá imponer sanciones de 
acuerdo con lo previsto en el Capítulo II del Título IV de la Ley 15/2007, de 3 de julio, en el 
Título VI de la Ley 7/2010, de 31 de marzo, General de la Comunicación Audiovisual, en el 
Título X de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico, en el Título VI de la Ley 
34/1998, de 7 de octubre, del sector de hidrocarburos, en el Título VIII de la Ley 9/2014, de 9 
de mayo, General de Telecomunicaciones, en el título VII de la Ley 43/2010, de 30 de 
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diciembre, del servicio postal universal, de los derechos de los usuarios y del mercado postal 
y en el Título VII de la Ley 38/2015, de 29 de septiembre, del sector ferroviario.

2. Para el ejercicio de la potestad sancionadora, se garantizará la debida separación 
funcional entre la fase instructora, que corresponderá al personal de la dirección 
correspondiente en virtud de la materia, y la resolutoria, que corresponderá al Consejo.

3. El procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora se regirá por lo 
establecido en esta Ley en las leyes mencionadas en el apartado 1, así como, en lo no 
previsto en las normas anteriores, por la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y en su 
normativa de desarrollo. En concreto, el procedimiento sancionador en materia de defensa 
de la competencia se regirá por las disposiciones específicas previstas en la Ley 15/2007, de 
3 de julio.

4. La resolución del procedimiento pondrá fin a la vía administrativa y contra ella podrá 
interponerse recurso contencioso-administrativo.

5. La recaudación de las multas corresponderá a las Delegaciones de Economía y 
Hacienda en período voluntario y a la Agencia Estatal de Administración Tributaria en 
período ejecutivo, conforme a lo establecido en el Reglamento General de Recaudación 
aprobado por el Real Decreto 939/2005, de 29 de julio.

Artículo 30.  Circulares, circulares informativas y comunicaciones de la Comisión Nacional 
de los Mercados y la Competencia.

1. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia podrá dictar las 
disposiciones de desarrollo y ejecución de las leyes, reales decretos y órdenes ministeriales 
que se aprueben en relación con los sectores sometidos a su supervisión cuando le habiliten 
expresamente para ello. Estas disposiciones adoptarán la forma de circulares de la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia.

Las circulares tendrán carácter vinculante para los sujetos afectados por su ámbito de 
aplicación, una vez publicadas en el «Boletín Oficial del Estado».

En el procedimiento de elaboración de las circulares se dará audiencia a los titulares de 
derechos e intereses legítimos que resulten afectados por las mismas, directamente o a 
través de las organizaciones y asociaciones reconocidas por la ley que los agrupen o los 
representen y cuyos fines guarden relación directa con el objeto de la circular, y se 
fomentará en general la participación de los ciudadanos.

2. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia podrá efectuar requerimientos de información periódica y 
dirigidos a la generalidad de los sujetos afectados. Estos requerimientos adoptarán la forma 
de circulares informativas.

Las circulares informativas habrán de ser motivadas y proporcionadas al fin perseguido y 
respetarán la garantía de confidencialidad de la información aportada, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 28 de esta Ley.

En ellas se expondrá de forma detallada y concreta el contenido de la información que se 
vaya a solicitar, especificando de manera justificada la función para cuyo desarrollo es 
precisa tal información y el uso que se hará de la misma.

3. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia podrá dictar comunicaciones 
que aclaren los principios que guían su actuación.

[ . . . ]
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§ 35

Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 159, de 4 de julio de 2007

Última modificación: 28 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-2007-12946

[ . . . ]
TÍTULO II

Del esquema institucional para la aplicación de esta Ley

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Mecanismos de colaboración y cooperación

[ . . . ]
Artículo 16.  Cooperación con los órganos jurisdiccionales.

1. La Comisión Nacional de la Competencia por propia iniciativa podrá aportar 
información o presentar observaciones a los órganos jurisdiccionales sobre cuestiones 
relativas a la aplicación de los artículos 81 y 82 del Tratado de la Comunidad Europea o 
relativas a los artículos 1 y 2 de esta Ley, en los términos previstos en la Ley de 
Enjuiciamiento Civil.

2. Los órganos competentes de las Comunidades Autónomas, en el ámbito de sus 
competencias, por propia iniciativa podrán aportar información o presentar observaciones a 
los órganos jurisdiccionales sobre cuestiones relativas a la aplicación de los artículos 1 y 2 
de esta Ley, en los términos previstos en la Ley de Enjuiciamiento Civil.

3. Los autos de admisión a trámite de las demandas y las sentencias que se pronuncien 
en los procedimientos sobre la aplicación de los artículos 81 y 82 del Tratado de la 
Comunidad Europea o de los artículos 1 y 2 de la Ley de Defensa de la Competencia se 
comunicarán a la Comisión Nacional de la Competencia en los términos previstos en la Ley 
de Enjuiciamiento Civil. La Comisión Nacional de la Competencia habilitará los mecanismos 
de información necesarios para comunicar estas sentencias a los órganos autonómicos.

4. La Comisión Nacional de la Competencia remitirá a la Comisión Europea una copia 
del texto de las sentencias que se pronuncien sobre la aplicación de los artículos 81 y 82 del 
Tratado de la Comunidad Europea.

[ . . . ]
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TÍTULO IV
De los procedimientos

CAPÍTULO I
Disposiciones comunes

Sección 1.ª Plazos de los procedimientos

Artículo 36.  Plazo máximo de los procedimientos.
1. El plazo máximo para dictar y notificar la resolución que ponga fin al procedimiento 

sancionador por conductas restrictivas de la competencia será de veinticuatro meses a 
contar desde la fecha del acuerdo de incoación del mismo y su distribución entre las fases 
de instrucción y resolución se fijará reglamentariamente.

2. El plazo máximo para dictar y notificar las resoluciones del Consejo de la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia en el procedimiento de control de 
concentraciones será:

a) De un mes en la primera fase, según lo previsto en el artículo 57, a contar desde la 
recepción en forma de la notificación por la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia.

b) De tres meses en la segunda fase, según lo previsto en el artículo 58, a contar desde 
la fecha en que el Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia 
acuerda la apertura de la segunda fase.

c) De quince días en el caso de operaciones que cumplan las condiciones para utilizar el 
formulario abreviado, siempre y cuando se haya dirigido a la Dirección de Competencia, con 
carácter previo a la notificación, un borrador confidencial de formulario de notificación con el 
fin de aclarar los aspectos formales o sustantivos de la concentración.

3. El plazo máximo para dictar y notificar la resolución de la persona titular del Ministerio 
de Asuntos Económicos y Transformación Digital sobre la intervención del Consejo de 
Ministros según lo dispuesto en el artículo 60 será de quince días, contados desde la 
recepción de la correspondiente resolución dictada en segunda fase por el Consejo de la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia.

4. El plazo máximo para adoptar y notificar un Acuerdo del Consejo de Ministros en el 
procedimiento de control de concentraciones será de un mes, contado desde la resolución 
de la persona titular del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital de elevar 
la operación al Consejo de Ministros.

5. El plazo máximo para que el Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia dicte y notifique la resolución sobre el recurso previsto en el artículo 47 contra 
las resoluciones y actos de la Dirección de Competencia será de tres meses.

6. El plazo máximo para que el Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia dicte y notifique la resolución relativa a la adopción de medidas cautelares 
prevista en el artículo 54 será de tres meses desde la solicitud. La solicitud solo podrá 
entenderse desestimada por silencio negativo transcurrido el plazo máximo de tres meses. 
Cuando la solicitud de medidas cautelares se presente antes de la incoación del expediente, 
el plazo máximo de tres meses comenzará a computarse desde la fecha del acuerdo de 
incoación.

7. El plazo máximo para que el Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia dicte y notifique la resolución sobre la adopción de medidas en el ámbito de los 
expedientes de vigilancia de obligaciones, resoluciones o acuerdos prevista en el artículo 41 
será de tres meses desde la correspondiente propuesta de la Dirección de Competencia.

8. El plazo máximo para que el Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia resuelva sobre la consulta previa prevista en el artículo 55.2 será de un mes 
desde la recepción en forma de la misma.
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Artículo 37.  Supuestos de ampliación de los plazos y suspensión de su cómputo.
1. El transcurso de los plazos máximos previstos legalmente para resolver un 

procedimiento se podrá suspender, mediante resolución motivada, en los siguientes casos:
a) Cuando deba requerirse a cualquier interesado para la subsanación de deficiencias, la 

aportación de documentos y otros elementos de juicio necesarios.
b) Cuando deba solicitarse a terceros o a otros órganos de las Administraciones Públicas 

la aportación de documentos y otros elementos de juicio necesarios.
c) Cuando sea necesaria la cooperación y la coordinación con la Unión Europea o con 

las Autoridades Nacionales de Competencia de otros países.
d) Cuando se interponga el recurso administrativo previsto en el artículo 47 o se 

interponga recurso contencioso-administrativo.
e) Cuando el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia acuerde la práctica de 

pruebas o de actuaciones complementarias de acuerdo con lo previsto en el artículo 51.
f) Cuando se produzca un cambio en la calificación jurídica de la cuestión sometida al 

Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, en los términos establecidos en el 
artículo 51.

g) Cuando se inicien negociaciones con vistas a la conclusión de un acuerdo de 
terminación convencional en los términos establecidos en el artículo 52.

2. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior, se acordará la suspensión del 
plazo máximo para resolver los procedimientos:

a) Cuando la Comisión Europea haya incoado un procedimiento de aplicación de los 
artículos 81 y 82 del Tratado de la Comunidad Europea en relación con los mismos hechos. 
La suspensión se levantará cuando la Comisión Europea adopte la correspondiente decisión.

b) Cuando la Comisión Nacional de la Competencia requiera a los notificantes para la 
subsanación de deficiencias, la aportación de documentos y otros elementos de juicio 
necesarios para la resolución del expediente de control de concentraciones, según lo 
previsto en los apartados 4 y 5 del artículo 55 de la presente Ley.

c) Cuando se informe a la Comisión Europea en el marco de lo previsto en el artículo 
11.4 del Reglamento (CE) n.º 1/2003 del Consejo, de 16 de diciembre de 2002, relativo a la 
aplicación de las normas sobre competencia previstas en los artículos 81 y 82 del Tratado 
con respecto a una propuesta de resolución en aplicación de los artículos 81 y 82 del 
Tratado de la Comunidad Europea.

d) Cuando se solicite el informe de los reguladores sectoriales de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 17.2.c) y d) de esta Ley. Este plazo de suspensión no podrá 
exceder en ningún caso de tres meses.

3. La suspensión de los plazos máximos de resolución no suspenderá necesariamente la 
tramitación del procedimiento.

4. Excepcionalmente, podrá acordarse la ampliación del plazo máximo de resolución 
mediante motivación clara de las circunstancias concurrentes. En el caso de acordarse la 
ampliación del plazo máximo, ésta no podrá ser superior al establecido para la tramitación 
del procedimiento.

5. Contra el acuerdo que resuelva sobre la suspensión o sobre la ampliación de plazos, 
que deberá ser notificado a los interesados, no cabrá recurso alguno en vía administrativa.

Artículo 38.Efectos  del silencio administrativo.
1. El transcurso del plazo máximo de veinticuatro meses establecido en el artículo 36.1 

para resolver el procedimiento sancionador en materia de acuerdos y prácticas prohibidas 
determinará la caducidad del procedimiento.

2. El transcurso del plazo máximo establecido en el artículo 36.2.a) para la resolución en 
primera fase de control de concentraciones determinará la estimación de la correspondiente 
solicitud por silencio administrativo, salvo en los casos previstos en los artículos 9.5, 55.5 y 
57.2.d).

3. El transcurso del plazo máximo establecido en el artículo 36.2.b) para la resolución en 
segunda fase de control de concentraciones determinará la autorización de la concentración 
por silencio administrativo, salvo en los casos previstos en los artículos 9.5, 55.5 y 57.2.d).
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4. El transcurso de los plazos previstos en el artículo 36.3 y 36.4 para la resolución de la 
persona titular del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital sobre la 
intervención del Consejo de Ministros y, en su caso, para la adopción del correspondiente 
acuerdo de este último, determinará, de conformidad con lo previsto en el artículo 60.4, la 
inmediata ejecutividad de la correspondiente resolución del Consejo de la Comisión Nacional 
de los Mercados y la Competencia.

5. El transcurso del plazo previsto en el artículo 36.5 para que el Consejo de la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia resuelva los recursos contra resoluciones y 
actos de la Dirección de Competencia determinará su desestimación por silencio 
administrativo.

6. El transcurso de los plazos previstos en el artículo 36.6 y 36.7 para que el Consejo de 
la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia resuelva en cuanto a adopción de 
medidas cautelares o en el marco de expedientes de vigilancia determinará su 
desestimación por silencio administrativo.

Sección 2.ª Facultades de la Comisión Nacional de la Competencia

Artículo 39.  Deberes de colaboración e información.
1. Toda persona física o jurídica y los órganos y organismos de cualquier Administración 

Pública quedan sujetos al deber de colaboración con la Comisión Nacional de los Mercados 
y la Competencia y están obligados a proporcionar, a requerimiento de esta y en plazo, toda 
clase de datos e informaciones de que dispongan y que puedan resultar necesarias para la 
aplicación de esta ley.

Dicho plazo será de 10 días, salvo que por la naturaleza de lo solicitado o las 
circunstancias del caso se fije de forma motivada un plazo diferente.

Tales requerimientos de información serán proporcionados y no obligarán a los 
destinatarios de los mismos a admitir la comisión de una infracción de la normativa de 
competencia. La obligación de facilitar toda la información necesaria se referirá a información 
que sea accesible para los sujetos obligados, con independencia del soporte en que se 
almacene la información, tales como ordenadores portátiles, teléfonos móviles, otros 
dispositivos móviles o almacenamiento en la nube.

2. La colaboración, a instancia propia o a instancias de la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia, no implicará la condición de interesado en el correspondiente 
procedimiento.

Artículo 39 bis.  Entrevistas.
1. El deber de colaboración con la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia 

incluye la facultad de esta de realizar entrevistas a cualquier representante de una empresa 
o asociación de empresas, a cualquier representante de otras personas jurídicas, y a 
cualquier persona física, cuando puedan estar en posesión de datos e informaciones que 
puedan resultar necesarios para la aplicación de lo previsto en la presente ley.

2. La realización de entrevistas que se realicen previa convocatoria se motivará en el 
acto por el que, en su caso, se convoque al entrevistado.

3. Las entrevistas no podrán obligar a los destinatarios de las mismas a declarar contra 
sí mismos ni a admitir la comisión de una infracción de la normativa de competencia. Los 
entrevistados podrán contar con la presencia de asistencia letrada de su elección para que 
asista durante la celebración de la entrevista.

4. Las entrevistas se realizarán en las dependencias de la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia por su personal y, en su caso, por personal de otras autoridades 
designado por esta. Asimismo, a propuesta de la Dirección de Competencia, las entrevistas 
podrán realizarse en la sede de una empresa o entidad previo consentimiento de la misma o 
a través de sistemas digitales que, mediante la videoconferencia u otro sistema similar, 
permitan la comunicación bidireccional y simultánea de imagen y sonido, la interacción 
visual, auditiva y verbal entre el entrevistado y el personal de la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia.

5. Cuando la naturaleza de la actuación lo requiera, las entrevistas podrán ser grabadas 
y transcritas utilizando los medios materiales propios de la Comisión Nacional de los 
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Mercados y la Competencia, sin que se permita su grabación por el entrevistado. Asimismo, 
el personal encargado de la entrevista podrá levantar acta de la misma en la que quede 
constancia de su contenido. El entrevistado podrá, en su caso, solicitar una copia del acta, 
grabación o transcripción de la entrevista.

Las grabaciones, transcripciones y actas extendidas tendrán naturaleza de documentos 
públicos y harán prueba de los hechos que motiven su formalización sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo 42 en relación con el tratamiento de la información confidencial.

Artículo 40.  Facultades de inspección.
1. El ejercicio de las facultades de inspección de la Comisión Nacional de los Mercados y 

la Competencia en el ámbito de las funciones que tiene atribuidas por esta ley se regirá por 
lo dispuesto en este artículo y en su desarrollo reglamentario. Todo ello sin perjuicio de las 
facultades de inspección reguladas en el artículo 27 de la Ley 3/2013, de 4 de junio, de 
creación de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia para las inspecciones 
de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia en el ámbito de las funciones 
que tiene atribuidas por otras leyes.

2. La Dirección de Competencia podrá realizar todas las inspecciones necesarias, sin 
previo aviso, a las empresas y asociaciones de empresas, al domicilio particular de los 
empresarios, administradores y otros miembros del personal de las empresas que puedan 
estar en posesión de información que sea relevante, para la aplicación de esta ley.

Estas inspecciones podrán realizarse ante la noticia de la posible existencia de una 
infracción en un determinado mercado conforme a lo establecido en esta ley, pudiendo ser 
inspeccionada cualquier entidad o sujeto presente en dicho mercado al objeto de verificar su 
posible participación en dichas conductas.

A estos efectos la persona titular de la Dirección de Competencia dictará una orden de 
inspección que indicará los sujetos investigados, el objeto y la finalidad de la inspección, la 
fecha en que dará comienzo y hará referencia a las sanciones previstas en esta ley, para el 
caso de que las entidades o sujetos obligados no se sometan a las inspecciones u obstruyan 
por cualquier medio la labor de inspección, así como al derecho a recurrir contra la misma.

3. Las actuaciones de inspección llevadas a cabo por la Dirección de Competencia 
podrán desarrollarse:

a) En cualquier despacho, oficina o dependencia de la entidad inspeccionada.
b) En el domicilio particular de los empresarios, administradores y otros miembros del 

personal de las empresas y en cualquier otro despacho, oficina, dependencia o lugar, 
cuando exista una sospecha razonable de que en los mismos puedan existir pruebas o 
documentación relevante para los hechos objeto de inspección.

c) En los propios locales de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia 
cuando los elementos sobre los que hayan de realizarse las actuaciones puedan ser 
examinados en ellos o para analizar y realizar búsquedas y seleccionar copias o extractos de 
documentos recabados en el curso de una inspección domiciliaria.

4. El personal de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia debidamente 
autorizado por la persona titular de la Dirección de Competencia tiene, en el ejercicio de sus 
funciones inspectoras, la consideración de agente de la autoridad y deberá acreditar su 
condición, si es requerido a ello, fuera de las oficinas públicas.

Las autoridades públicas prestarán la protección y el auxilio necesario al personal 
inspector de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia para el ejercicio de las 
funciones de inspección, incluso como medida preventiva, para superar una posible 
oposición por parte de aquellos sometidos a la inspección.

La persona titular de la Dirección de Competencia podrá designar a acompañantes 
autorizados con el objeto de que presten apoyo y asistencia al personal inspector para la 
práctica de la actuación inspectora.

5. El personal encargado de la inspección levantará acta de sus actuaciones. Las actas 
extendidas tendrán naturaleza de documentos públicos y harán prueba de los hechos que 
motiven su formalización.

6. El personal inspector de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia 
autorizado por la persona titular de la Dirección de Competencia, así como el personal 
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designado para prestar apoyo y asistencia para la práctica de la actuación inspectora tendrá 
las siguientes facultades de inspección:

a) Acceder a cualquier local, instalación, terreno y medio de transporte de las entidades y 
sujetos inspeccionados.

b) Precintar los locales, libros o documentación, sistemas informáticos o dispositivos 
electrónicos y demás bienes de la entidad inspeccionada durante el tiempo y en la medida 
en que sea necesario para la inspección.

c) Examinar los libros y cualquier otra documentación a la que tenga acceso la entidad o 
sujeto inspeccionado, con independencia del lugar y soporte en que se almacene. Esta 
facultad incluirá en particular:

i. La inspección de toda la documentación en soporte papel, incluidos los archivos 
físicos, documentos contractuales o la correspondencia comercial.

ii. La inspección de toda la documentación e información en soporte informático o 
electrónico, y todas las formas de correspondencia utilizadas por el sujeto o entidad 
inspeccionada y el personal al servicio de misma, independientemente de si aparecen como 
no leídos o han sido eliminados.

Dicha documentación e información incluirá tanto la que se encuentre almacenada en los 
sistemas informáticos y dispositivos electrónicos de la entidad inspeccionada y del personal 
al servicio de la misma, como la que se encuentre alojada en sistemas, servicios 
informáticos o dispositivos proporcionados por terceros, sistemas y servicios de 
almacenamiento en la nube y toda aquella otra a la que tenga acceso la entidad 
inspeccionada.

d) Hacer u obtener copias o extractos, en cualquier formato, de los libros o documentos 
mencionados en la letra c).

e) Retener por un plazo máximo de diez días los libros o documentos mencionados en la 
letra c) y hacer u obtener copias o extractos, en cualquier formato, de dichos libros o 
documentos en los locales de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia o en 
cualquier otro local que se designe.

f) Solicitar a cualquier representante o miembro del personal de la entidad inspeccionada 
explicaciones sobre hechos o documentos relevantes para la inspección y guardar 
constancia de sus respuestas.

g) Los inspectores podrán requerir la comparecencia física del personal de las entidades 
inspeccionadas o de las personas investigadas, así como de la aportación de cualquier 
documentación que obre en poder de los mismos o de cualquier dispositivo electrónico 
utilizado por dicho personal.

7. Las entidades están obligadas a someterse a las inspecciones que haya ordenado la 
persona titular de la Dirección de Competencia. Dicha obligación comprenderá a matrices, 
filiales o empresas que formen parte del mismo grupo empresarial de las empresas 
inspeccionadas en el sentido del artículo 42 del Código de Comercio en la medida en que 
exista una conexión directa entre estas y los hechos investigados. La negativa de la entidad 
inspeccionada a someterse a la inspección una vez notificada la correspondiente orden de 
inspección dará lugar a la incoación de un expediente sancionador como infracción 
independiente, según lo previsto en el artículo 62, sin perjuicio de que sea considerada una 
circunstancia agravante para fijar el importe de la sanción que pudiera imponérsele en 
aplicación del artículo 64.

Los sujetos y las entidades inspeccionadas y su personal, incluyendo a directivos, 
empleados y personal externo que preste servicios en las mismas, deberán prestar su 
colaboración para la práctica de la inspección, en particular, facilitando al personal inspector, 
en el ejercicio de sus funciones, el acceso a sus locales, instalaciones, terrenos y medios de 
transporte, así como a toda la documentación e información que les sea solicitada, con 
independencia del soporte y el lugar en el que se encuentre, y responder de forma veraz a 
las preguntas en el marco del epígrafe f) del apartado 5 que les sean formuladas por el 
personal inspector. Asimismo, deberán facilitar los medios técnicos y humanos pertinentes 
para facilitar la práctica de la inspección, en particular para garantizar el acceso efectivo a la 
información en soporte electrónico.
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8. El ejercicio de las facultades señaladas en los epígrafes a) y b) del apartado 6, cuando 
el mismo implique restricción del derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio o el 
acceso a dependencias, terrenos o medios de transporte distintos de los propios de las 
empresas o asociaciones de empresas investigadas, requerirá de autorización judicial. En 
este caso la Dirección de Competencia podrá, con carácter previo a la práctica de la 
inspección, solicitar la citada autorización al órgano judicial competente que resolverá en el 
plazo máximo de 48 horas.

Asimismo, podrán ejercerse dichas facultades previo consentimiento expreso de las 
entidades o sujetos inspeccionados, una vez informados sobre el objeto de la inspección 
recogido en la orden de inspección, las facultades de inspección previstas en la presente ley, 
el derecho a oponerse a la práctica de la inspección y las consecuencias de dicha oposición.

9. Los datos e informaciones obtenidos solo podrán ser utilizados por la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia para las finalidades previstas en esta ley.

Artículo 41.  Vigilancia del cumplimiento de las obligaciones, resoluciones y acuerdos.
1. La Comisión Nacional de la Competencia vigilará la ejecución y el cumplimiento de las 

obligaciones previstas en la presente Ley y sus normas de desarrollo así como de las 
resoluciones y acuerdos que se adopten en aplicación de la misma, tanto en materia de 
conductas restrictivas como de medidas cautelares y de control de concentraciones.

La vigilancia se llevará a cabo en los términos que se establezcan reglamentariamente y 
en la propia resolución de la Comisión Nacional de la Competencia o acuerdo de Consejo de 
Ministros que ponga fin al procedimiento.

La Comisión Nacional de la Competencia podrá solicitar la cooperación de los órganos 
autonómicos de defensa de la competencia y de los reguladores sectoriales en la vigilancia y 
cumplimiento de las obligaciones, resoluciones y acuerdos.

2. En caso de incumplimiento de obligaciones, resoluciones o acuerdos de la Comisión 
Nacional de la Competencia, el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia 
resolverá, a propuesta de la Dirección de Investigación, sobre la imposición de multas 
sancionadoras y coercitivas, sobre la adopción de otras medidas de ejecución forzosa 
previstas en el ordenamiento y, en su caso, sobre la desconcentración.

Sección 3.ª Principios generales del procedimiento

Artículo 42.  Tratamiento de la información confidencial.
1. En cualquier momento del procedimiento, se podrá ordenar, de oficio o a instancia de 

parte, que se mantengan secretos los datos o documentos que se consideren confidenciales, 
formando con ellos pieza separada, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 18 y en el 
Reglamento (CE) n.º 1/2003, de 16 de diciembre de 2002.

2. En todo caso, se formará pieza separada especial de carácter confidencial con la 
información remitida por la Comisión Europea en respuesta a la remisión del borrador de 
resolución de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia previsto en el artículo 
11.4 del Reglamento (CE) n.º1/2003, de 16 de diciembre de 2002.

3. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia formará pieza separada 
especial de confidencialidad con las solicitudes de clemencia y las declaraciones que 
puedan presentarse en el ámbito de esta. Las partes incoadas podrán tener acceso a dicha 
documentación para contestar la imputación formulada por la Dirección de Competencia. En 
todo caso, las partes incoadas no podrán obtener copias de las declaraciones de las 
personas físicas o jurídicas en el marco de solicitudes de clemencia ni de cualquier 
declaración adicional posterior que haya sido realizada por los solicitantes de clemencia de 
forma específica para su presentación en el ámbito de dichas solicitudes. Ello es sin perjuicio 
de que las partes incoadas puedan acceder y obtener copia de la documentación 
complementaria que aporte el solicitante de clemencia como prueba de la existencia de la 
infracción y que no constituye propiamente una declaración. Además de para la contestación 
a la imputación formulada por la Dirección de Competencia, las partes incoadas que hayan 
tenido acceso a dicha documentación solo podrán utilizar la información extraída de las 
solicitudes de clemencia cuando sea necesario para el ejercicio de sus derechos de defensa 
ante órganos jurisdiccionales nacionales en asuntos que estén directamente relacionados 
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con el asunto en el que se haya concedido el acceso, y únicamente cuando la revisión 
jurisdiccional se refiera a:

a) La distribución entre los participantes en un cártel de una multa impuesta 
solidariamente por la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia,

b) Una resolución del Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia por la que se haya constatado una infracción de los artículos 1 o 2 de esta ley 
o de los artículos 101 o 102 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.

Artículo 43.  Deber de secreto.
1. Todos los que tomen parte en la tramitación de expedientes previstos en esta Ley o 

que conozcan tales expedientes por razón de profesión, cargo o intervención como parte, 
deberán guardar secreto sobre los hechos de que hayan tenido conocimiento a través de 
ellos y de cuantas informaciones de naturaleza confidencial hayan tenido conocimiento en el 
ejercicio de sus cargos, incluso después de cesar en sus funciones.

2. Sin perjuicio de las responsabilidades penales y civiles que pudieran corresponder, la 
violación del deber de secreto se considerará siempre falta disciplinaria muy grave.

Artículo 44.  Archivo de las actuaciones.
La Comisión Nacional de la Competencia podrá no iniciar un procedimiento o acordar el 

archivo de las actuaciones o expedientes incoados por falta o pérdida de competencia o de 
objeto. En particular, se considerará que concurre alguna de estas circunstancias en los 
siguientes casos:

a) Cuando la Comisión Nacional de la Competencia no sea competente para enjuiciar las 
conductas detectadas o denunciadas en aplicación del Reglamento (CE) n.º 1/2003 del 
Consejo, de 16 de diciembre de 2002, relativo a la aplicación de las normas sobre 
competencia previstas en los artículos 81 y 82 del Tratado de la Comunidad Europea, o se 
den las circunstancias previstas en el mismo para la desestimación de denuncias.

b) Cuando la operación notificada no sea una concentración sujeta al procedimiento de 
control por la Comisión Nacional de la Competencia previsto en la presente Ley.

c) Cuando la concentración notificada sea remitida a la Comisión Europea en aplicación 
del artículo 22 del Reglamento (CE) n.º 139/2004 del Consejo, de 20 de enero de 2004, 
sobre el control de las concentraciones entre empresas.

d) Cuando las partes de una concentración desistan de su solicitud de autorización o la 
Comisión Nacional de la Competencia tenga información fehaciente de que no tienen 
intención de realizarla.

Artículo 45.  Supletoriedad de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Los procedimientos administrativos en materia de defensa de la competencia se regirán 
por lo dispuesto en esta ley y su normativa de desarrollo y, supletoriamente, por la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 70 de esta 
Ley.

Artículo 45 bis.  Adecuación del procedimiento a los derechos fundamentales garantizados 
por la normativa europea.

En los procedimientos regulados en esta ley y en su normativa de desarrollo se 
garantizará en todo momento el cumplimiento de los principios generales del Derecho de la 
Unión y la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea y la legislación nacional 
que sea de aplicación.

Artículo 46.  Prejudicialidad del proceso penal.
La existencia de una cuestión prejudicial penal de la que no pueda prescindirse para 

dictar la resolución o que condicione directamente el contenido de ésta determinará la 
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suspensión del procedimiento mientras aquélla no sea resuelta por los órganos penales a 
quien corresponda.

Sección 4.ª De los recursos

Artículo 47.  Recurso administrativo contra las resoluciones y actos dictados por la Dirección 
de Investigación.

1. Las resoluciones y actos de la Dirección de Investigación que produzcan indefensión o 
perjuicio irreparable a derechos o intereses legítimos serán recurribles ante el Consejo de la 
Comisión Nacional de la Competencia en el plazo de diez días.

2. El Consejo inadmitirá sin más trámite los recursos interpuestos fuera de plazo.
3. Recibido el recurso, el Consejo pondrá de manifiesto el expediente para que las partes 

formulen alegaciones en el plazo de quince días.

Artículo 48.  Recursos contra las resoluciones y actos dictados por el Presidente y por el 
Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia.

1. Contra las resoluciones y actos del Presidente y del Consejo de la Comisión Nacional 
de la Competencia no cabe ningún recurso en vía administrativa y sólo podrá interponerse 
recurso contencioso-administrativo en los términos previstos en la Ley 29/1998, de 13 de 
julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

2. En los supuestos previstos en el apartado 6 del artículo 58 de esta Ley, el plazo para 
interponer el recurso contencioso-administrativo se contará a partir del día siguiente al de la 
notificación de la resolución del Ministro de Economía y Hacienda o del Acuerdo de Consejo 
de Ministros o del transcurso de los plazos establecidos en los apartados 3 ó 4 del artículo 
36 de esta Ley, una vez que la resolución del Consejo de la Comisión Nacional de la 
Competencia sea eficaz, ejecutiva y haya puesto fin a la vía administrativa.

CAPÍTULO II
Del procedimiento sancionador en materia de conductas prohibidas

Sección 1.ª De la instrucción del procedimiento

Artículo 49.  Iniciación del procedimiento.
1. El procedimiento se inicia de oficio por la Dirección de Competencia, ya sea a 

iniciativa propia o del Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia o 
bien por denuncia. Cualquier persona física o jurídica, interesada o no, podrá formular 
denuncia de las conductas prohibidas por esta ley, con el contenido que se determinará 
reglamentariamente. La Dirección de Competencia incoará expediente cuando se observen 
indicios racionales de la existencia de conductas prohibidas y notificarán a los interesados el 
acuerdo de incoación, excepto en el supuesto previsto en el apartado 4 de este artículo.

2. Ante la noticia de la posible existencia de una infracción, la Dirección de Competencia 
podrá realizar una información reservada, incluso con investigación domiciliaria de las 
empresas implicadas, con el fin de determinar con carácter preliminar si concurren las 
circunstancias que justifiquen la incoación del expediente sancionador.

3. El Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, a propuesta 
de la Dirección de Competencia, podrá acordar no incoar los procedimientos derivados de la 
presunta realización de las conductas prohibidas por esta ley o por los artículos 101 o 102 
del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea y el archivo de las actuaciones cuando 
considere que no hay indicios de infracción.

De conformidad con lo previsto en el artículo 10.2 de la Directiva (UE) 2019/1 de 11 de 
diciembre de 2018, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia informará a la 
Comisión Europea del archivo de las actuaciones cuando hubiera informado a esta del inicio 
de una investigación con base en los artículos 101 o 102 del Tratado de Funcionamiento de 
la Unión Europea.
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4. En caso de denuncia, la Dirección de Competencia podrá acordar no iniciar 
actuaciones por considerar que la investigación de los hechos que se contemplan en la 
misma no constituye una prioridad. Con este fin, comunicará al Consejo su intención de no 
iniciar procedimiento. Si en el plazo de 15 días el Consejo no ha motivado su oposición al 
respecto, la Dirección de Competencia procederá a ponerlo en conocimiento del 
denunciante.

Se podrán considerar que no son prioritarias, entre otras, aquellas denuncias que:
a) Aportan escasos elementos de prueba o indicios débiles, siendo reducida la 

probabilidad de que la Dirección de Competencia, dedicando recursos a ello, puedan probar 
la conducta ilícita.

b) Se refieren a conductas ilícitas cuyo alcance potencial es limitado o el daño potencial 
que pueden conllevar para el consumidor o para la competitividad de los mercados de 
factores productivos, bienes o servicios es escaso.

c) Se refieren a conductas cuya prevención o erradicación es factible a través de otros 
instrumentos legales para preservar y promover la competencia, haciendo un uso más 
eficiente de los recursos de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia.

Todo ello sin perjuicio de las prioridades que para la Comisión Nacional de los Mercados 
y la Competencia marque su Consejo de acuerdo con lo previsto en el artículo 20.16 de la 
Ley 3/2013, de 4 de junio, y de las facultades de dirección de la política general del Gobierno 
previstas en el artículo 3.2 de esa misma ley.

Artículo 50.  Instrucción del expediente sancionador.
1. La Dirección de Competencia, una vez incoado el expediente, practicará los actos de 

instrucción necesarios para el esclarecimiento de los hechos y la determinación de 
responsabilidades.

2. La empresa o asociación de empresas que invoque el amparo de lo dispuesto en el 
artículo 1.3 deberá aportar la prueba de que se cumplen las condiciones previstas en dicho 
apartado.

3. Los hechos que puedan ser constitutivos de infracción se recogerán en un pliego de 
concreción de hechos que se notificará a los interesados para que, en un plazo de un mes, 
puedan contestarlo y, en su caso, proponer las pruebas que consideren pertinentes.

4. Practicados los actos de instrucción necesarios, la Dirección de Competencia 
formulará propuesta de resolución que será notificada a los interesados y al Consejo de la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia para que, en el plazo de un mes, 
formulen las alegaciones que tengan por convenientes ante el Consejo. La propuesta de 
resolución fijará de forma motivada los hechos que se consideren probados y su exacta 
calificación jurídica, determinando la infracción que, en su caso, aquellos constituyan, la 
persona o personas responsables, la sanción que se proponga, incluyendo la exención o a la 
reducción de la multa, de acuerdo con lo previsto en los artículos 65 y 66, y la valoración de 
las pruebas practicadas, en especial aquellas que constituyan los fundamentos básicos de la 
decisión.

Sección 2.ª De la resolución del procedimiento sancionador

Artículo 51.  Procedimiento de resolución ante el Consejo de la Comisión Nacional de la 
Competencia.

1. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia podrá ordenar, de oficio o a 
instancia de algún interesado, la práctica de pruebas distintas de las ya practicadas ante la 
Dirección de Investigación en la fase de instrucción así como la realización de actuaciones 
complementarias con el fin de aclarar cuestiones precisas para la formación de su juicio. El 
acuerdo de práctica de pruebas y de realización de actuaciones complementarias se 
notificará a los interesados, concediéndose un plazo de siete días para formular las 
alegaciones que tengan por pertinentes. Dicho acuerdo fijará, siempre que sea posible, el 
plazo para su realización.
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2. La Dirección de Investigación practicará aquellas pruebas y actuaciones 
complementarias que le sean ordenadas por el Consejo de la Comisión Nacional de la 
Competencia.

3. A propuesta de los interesados, el Consejo de la Comisión Nacional de la 
Competencia podrá acordar la celebración de vista.

4. Cuando el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia estime que la cuestión 
sometida a su conocimiento pudiera no haber sido calificada debidamente en la propuesta 
de la Dirección de Investigación, someterá la nueva calificación a los interesados y a ésta 
para que en el plazo de quince días formulen las alegaciones que estimen oportunas.

5. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, conclusas las actuaciones y, 
en su caso, informada la Comisión Europea de acuerdo con lo previsto en el artículo 11.4 del 
Reglamento (CE) n.º 1/2003 del Consejo, de 16 de diciembre de 2002, relativo a la 
aplicación de las normas sobre competencia previstas en los artículos 81 y 82 del Tratado, 
dictará resolución.

Artículo 52.  Terminación convencional.
1. El Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia, a propuesta de la Dirección 

de Investigación, podrá resolver la terminación del procedimiento sancionador en materia de 
acuerdos y prácticas prohibidas cuando los presuntos infractores propongan compromisos 
que resuelvan los efectos sobre la competencia derivados de las conductas objeto del 
expediente y quede garantizado suficientemente el interés público.

2. Los compromisos serán vinculantes y surtirán plenos efectos una vez incorporados a 
la resolución que ponga fin al procedimiento.

3. La terminación del procedimiento en los términos establecidos en este artículo no 
podrá acordarse una vez elevado el informe propuesta previsto en el artículo 50.4.

Artículo 53.  Resoluciones del Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia.

1. Las resoluciones del Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia podrán declarar:

a) La existencia de conductas prohibidas por la presente ley o por los artículos 101 o 102 
del Tratado Funcionamiento de la Unión Europea.

b) La existencia de conductas que, por su escasa importancia, no sean capaces de 
afectar de manera significativa a la competencia.

c) No resultar acreditada la existencia de prácticas prohibidas.
2. Las resoluciones del Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la 

Competencia podrán contener:
a) La orden de cesación de las conductas prohibidas en un plazo determinado.
b) La imposición de condiciones u obligaciones determinadas, ya sean estructurales o de 

comportamiento. En la elección entre condiciones estructurales o de comportamiento de 
eficacia equivalente se optará por la que resulte menos gravosa para la empresa en 
cuestión.

c) La orden de remoción de los efectos de las prácticas prohibidas contrarias al interés 
público.

d) La imposición de multas.
e) El archivo de las actuaciones en los supuestos previstos en la presente ley.
f) Y cualesquiera otras medidas cuya adopción le autorice esta ley.
3. El Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia podrá 

proceder, a propuesta de la Dirección de Competencia, que actuará de oficio o a instancia de 
parte, a la revisión de las condiciones y de las obligaciones impuestas en sus resoluciones 
cuando se acredite una modificación sustancial y permanente de las circunstancias tenidas 
en cuenta al dictarlas.

4. El Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia podrá, de 
oficio o a instancia de parte, aclarar conceptos oscuros o suplir cualquier omisión que 
contengan sus resoluciones.
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Las aclaraciones o adiciones podrán hacerse dentro de los cinco días hábiles siguientes 
a la notificación de la resolución o, en su caso, a la petición de aclaración o adición, que 
deberá presentarse dentro del plazo improrrogable de tres días siguientes al de la 
notificación.

Los errores materiales y los aritméticos podrán ser rectificados en cualquier momento.

Sección 3.ª De las medidas cautelares

Artículo 54.  Adopción de medidas cautelares.
1. Una vez incoado el expediente, el Consejo de la Comisión Nacional de los Mercados y 

la Competencia podrá adoptar, de oficio o a instancia de parte, a propuesta o previo informe 
de la Dirección de Competencia, las medidas cautelares necesarias tendentes a asegurar la 
eficacia de la resolución que en su momento se dicte.

2. Las medidas cautelares estarán motivadas, serán proporcionadas, limitadas 
temporalmente y dirigidas a asegurar la eficacia de la resolución que en su momento se 
dicte, sin que puedan adoptarse aquellas que puedan producir un perjuicio de difícil o 
imposible reparación. En el caso de procedimientos referidos a la aplicación de los artículos 
101 y 102 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia informará a la Red Europea de Competencia de la imposición de 
dichas medidas cautelares.

CAPÍTULO III
Del procedimiento de control de concentraciones económicas

Sección 1.ª De la notificación

Artículo 55.  Notificación de concentración económica.
1. El procedimiento de control de concentraciones económicas se iniciará una vez 

recibida en forma la notificación de la concentración de acuerdo con el formulario de 
notificación establecido reglamentariamente.

2. Con carácter previo a la presentación de la notificación podrá formularse consulta a la 
Comisión Nacional de la Competencia sobre:

a) si una determinada operación es una concentración de las previstas en el artículo 7,
b) si una determinada concentración supera los umbrales mínimos de notificación 

obligatoria previstos en el artículo 8.
3. Ante el conocimiento de la posible existencia de una concentración sujeta a control, la 

Dirección de Investigación podrá realizar actuaciones previas con el fin de determinar con 
carácter preliminar si concurren las circunstancias para su notificación obligatoria de acuerdo 
con el artículo 9.

4. La Comisión Nacional de la Competencia podrá requerir al notificante para que en un 
plazo de 10 días subsane cualquier falta de información o de documentos preceptivos y 
complete el formulario de notificación.

En caso de no producirse la subsanación dentro de plazo, se tendrá al notificante por 
desistido de su petición, pudiendo proceder la Comisión Nacional de la Competencia al 
archivo de las actuaciones.

5. La Comisión Nacional de la Competencia podrá requerir en cualquier momento del 
procedimiento a la parte notificante para que, en un plazo de diez días, aporte documentos u 
otros elementos necesarios para resolver.

En caso de que el notificante no cumplimente el requerimiento o lo haga fuera del plazo 
establecido al efecto, no se beneficiará del silencio positivo previsto en el artículo 38.

6. En cualquier momento del procedimiento, la Comisión Nacional de la Competencia 
podrá solicitar a terceros operadores la información que considere oportuna para la 
adecuada valoración de la concentración. Asimismo, podrá solicitar los informes que 
considere necesarios para resolver a cualquier organismo de la misma o distinta 
Administración.

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 35  Ley de Defensa de la Competencia [parcial]

– 388 –



Artículo 56.  Formulario abreviado de notificación.
1. Se podrá presentar un formulario abreviado de notificación, que será establecido 

reglamentariamente, para su uso, entre otros, en los siguientes supuestos:
a) Cuando no exista solapamiento horizontal o vertical entre las partes de la operación 

porque ninguna de ellas realice actividades económicas en el mismo mercado geográfico y 
de producto de referencia o en mercados relacionados de modo ascendente o descendente 
dentro del proceso de producción y comercialización.

b) Cuando la participación de las partes en los mercados, por su escasa importancia, no 
sea susceptible de afectar significativamente a la competencia, de acuerdo con lo que se 
establezca reglamentariamente.

c) Cuando una parte adquiera el control exclusivo de una o varias empresas o partes de 
empresa sobre la cual tiene ya el control conjunto.

d) Cuando, tratándose de una empresa en participación, ésta no ejerza ni haya previsto 
ejercer actividades dentro del territorio español o cuando dichas actividades sean 
marginales.

2. La Comisión Nacional de la Competencia podrá exigir la presentación del formulario 
ordinario de notificación cuando, aún cumpliéndose las condiciones para utilizar el formulario 
abreviado, determine que es necesario para una investigación adecuada de los posibles 
problemas de competencia. En este caso, el plazo máximo de resolución y notificación del 
procedimiento empezará a computar de nuevo desde la fecha de presentación del formulario 
ordinario.

Sección 2.ª De la instrucción y resolución del procedimiento

Artículo 57.  Instrucción y resolución en la primera fase.
1. Recibida en forma la notificación, la Dirección de Investigación formará expediente y 

elaborará un informe de acuerdo con los criterios de valoración del artículo 10, junto con una 
propuesta de resolución.

2. Sobre la base del informe y de la propuesta de resolución de la Dirección de 
Investigación, el Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia dictará resolución en 
primera fase, en la que podrá:

a) Autorizar la concentración.
b) Subordinar su autorización al cumplimiento de determinados compromisos propuestos 

por los notificantes.
c) Acordar iniciar la segunda fase del procedimiento, cuando considere que la 

concentración puede obstaculizar el mantenimiento de la competencia efectiva en todo o 
parte del mercado nacional.

d) Acordar la remisión de la concentración a la Comisión Europea de acuerdo con el 
artículo 22 del Reglamento (CE) n.º 139/2004 del Consejo, de 20 de enero de 2004, sobre el 
control de las concentraciones entre empresas y el archivo de la correspondiente 
notificación. En este caso, se notificará dicha remisión al notificante, indicándole que la 
competencia para adoptar una decisión sobre el asunto corresponde a la Comisión Europea 
de acuerdo con la normativa comunitaria y que, por tanto, la operación no se puede 
beneficiar del silencio positivo previsto en el artículo 38.

e) Acordar el archivo de las actuaciones en los supuestos previstos en la presente Ley.

Artículo 58.  Instrucción y resolución en la segunda fase.
1. Una vez iniciada la segunda fase del procedimiento, la Dirección de Investigación 

elaborará una nota sucinta sobre la concentración que, una vez resueltos los aspectos 
confidenciales de la misma, será hecha pública y puesta en conocimiento de las personas 
físicas o jurídicas que puedan resultar afectadas y del Consejo de Consumidores y Usuarios, 
para que presenten sus alegaciones en el plazo de 10 días.

En el supuesto de que la concentración incida de forma significativa en el territorio de 
una Comunidad Autónoma, la Dirección de Investigación solicitará informe preceptivo, no 
vinculante, a la Comunidad Autónoma afectada, a la que remitirá junto con la nota sucinta, 
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copia de la notificación presentada, una vez resueltos los aspectos confidenciales de la 
misma, para emitir el informe en el plazo de veinte días.

2. Los posibles obstáculos para la competencia derivados de la concentración se 
recogerán en un pliego de concreción de hechos elaborado por la Dirección de Investigación, 
que será notificado a los interesados para que en un plazo de 10 días formulen alegaciones.

3. A solicitud de los notificantes, se celebrará una vista ante el Consejo de la Comisión 
Nacional de la Competencia.

4. Recibida la propuesta de resolución definitiva de la Dirección de Investigación, el 
Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia adoptará la decisión final mediante una 
resolución en la que podrá:

a) Autorizar la concentración.
b) Subordinar la autorización de la concentración al cumplimiento de determinados 

compromisos propuestos por los notificantes o condiciones.
c) Prohibir la concentración.
d) Acordar el archivo de las actuaciones en los supuestos previstos en la presente Ley.
5. Las resoluciones adoptadas por el Consejo de la Comisión Nacional de la 

Competencia serán comunicadas al Ministro de Economía y Hacienda al mismo tiempo de 
su notificación a los interesados.

6. Las resoluciones en segunda fase en las que el Consejo de la Comisión Nacional de 
la Competencia prohíba una concentración o la subordine al cumplimiento de compromisos o 
condiciones no serán eficaces ni ejecutivas y no pondrán fin a la vía administrativa:

a) Hasta que el Ministro de Economía y Hacienda haya resuelto no elevar la 
concentración al Consejo de Ministros o haya transcurrido el plazo legal para ello establecido 
en el artículo 36 de esta Ley.

b) En el supuesto de que el Ministro de Economía y Hacienda haya decidido elevar la 
concentración al Consejo de Ministros, hasta que el Consejo de Ministros haya adoptado un 
acuerdo sobre la concentración que confirme la resolución del Consejo de la Comisión 
Nacional de la Competencia o haya transcurrido el plazo legal para ello establecido en el 
artículo 36 de esta Ley.

Artículo 59.  Presentación de compromisos.
1. Cuando de una concentración puedan derivarse obstáculos para el mantenimiento de 

la competencia efectiva, las partes notificantes, por propia iniciativa o a instancia de la 
Comisión Nacional de la Competencia, podrán proponer compromisos para resolverlos.

2. Cuando se propongan compromisos, el plazo máximo para resolver y notificar el 
procedimiento se ampliará en 10 días en la primera fase y 15 días en la segunda fase.

3. Los compromisos propuestos por las partes notificantes podrán ser comunicados a los 
interesados o a terceros operadores con el fin de valorar su adecuación para resolver los 
problemas para la competencia derivados de la concentración así como sus efectos sobre 
los mercados.

Artículo 60.  Intervención del Consejo de Ministros.
1. El Ministro de Economía y Hacienda podrá elevar la decisión sobre la concentración al 

Consejo de Ministros por razones de interés general cuando, en segunda fase, el Consejo de 
la Comisión Nacional de la Competencia:

a) Haya resuelto prohibir la concentración.
b) Haya resuelto subordinar su autorización al cumplimiento de determinados 

compromisos propuestos por los notificantes o condiciones.
2. La resolución del Ministro de Economía y Hacienda se comunicará a la Comisión 

Nacional de la Competencia al mismo tiempo de su notificación a los interesados.
3. El Consejo de Ministros podrá:
a) Confirmar la resolución dictada por el Consejo de la Comisión Nacional de la 

Competencia.
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b) Acordar autorizar la concentración, con o sin condiciones. Dicho acuerdo deberá estar 
debidamente motivado en razones de interés general distintas de la defensa de la 
competencia, de acuerdo con lo establecido en el artículo 10. Antes de adoptar el Acuerdo 
correspondiente, se podrá solicitar informe a la Comisión Nacional de la Competencia.

4. Transcurridos los plazos indicados en el artículo 36 sin que el Ministro de Economía y 
Hacienda o el Consejo de Ministros hayan adoptado una decisión, la resolución expresa del 
Consejo de la Comisión Nacional de la Competencia en segunda fase será eficaz, 
inmediatamente ejecutiva y pondrá fin a la vía administrativa, entendiéndose que la misma 
ha acordado:

a) Subordinar la autorización de la concentración a los compromisos o condiciones 
previstos en la citada resolución.

b) Prohibir la concentración, pudiendo el Consejo de la Comisión Nacional de la 
Competencia:

1.º Ordenar que no se proceda a la misma, cuando la concentración no se hubiera 
ejecutado.

2.º Ordenar las medidas apropiadas para el restablecimiento de una competencia 
efectiva, incluida la desconcentración, cuando la concentración ya se hubiera ejecutado.

5. El Acuerdo de Consejo de Ministros será comunicado a la Comisión Nacional de la 
Competencia al mismo tiempo de su notificación a las partes.

[ . . . ]
Disposición adicional duodécima.  Comunicación de posibles infracciones a través del 
canal externo de comunicaciones de la Dirección de Competencia de la Comisión Nacional 
de los Mercados y la Competencia.

1. Cualquier persona física podrá informar a través del canal externo de comunicaciones 
de la Dirección de Competencia de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia 
sobre cualesquiera acciones u omisiones que puedan constituir infracciones de esta ley.

2. La comunicación de infracciones realizada por los informantes no tendrá la 
consideración de denuncia, a los efectos previstos en el artículo 49 de esta ley, ni de 
solicitud de exención ni de reducción del pago de la multa, a los efectos de los artículos 65 y 
66 de esta ley.

3. La comunicación puede llevarse a cabo de forma anónima. En otro caso, se 
preservará la identidad del informante, que sólo podrá ser comunicada a la Autoridad judicial, 
al Ministerio Fiscal o a la autoridad administrativa competente en el marco de una 
investigación penal, disciplinaria o sancionadora.

4. Las personas que comuniquen posibles infracciones de esta ley a través del canal 
externo de comunicaciones de la Dirección de Competencia tendrán derecho a las medidas 
de apoyo y protección previstas en la Ley reguladora de la protección de las personas que 
informen sobre infracciones normativas y de lucha contra la corrupción.

5. Recibida la comunicación a través del canal externo de comunicaciones, la Dirección 
de Competencia procederá a su registro, siéndole asignado un código de identificación. El 
registro de las comunicaciones externas estará contenido en una base de datos segura y de 
acceso restringido exclusivamente al personal de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia convenientemente autorizado por el titular de la Dirección de Competencia, en 
la que se registrarán todas las comunicaciones recibidas, cumplimentando los siguientes 
datos:

a) Fecha de recepción.
b) Código de identificación.
c) Actuaciones desarrolladas.
d) Medidas adoptadas.
e) Fecha de cierre.
6. En un plazo no superior a diez días hábiles desde su recepción, la Dirección de 

Competencia procederá a acusar recibo de la comunicación, a menos que la comunicación 

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 35  Ley de Defensa de la Competencia [parcial]

– 391 –



sea anónima o el informante expresamente hubiera renunciado a recibir comunicaciones 
relativas a la investigación.

7. La Dirección de Competencia comprobará si la comunicación expone hechos o 
conductas que puedan constituir indicios de infracciones de esta ley. En el caso de que los 
hechos expuestos recayeran en el ámbito de competencias propio de otros órganos, dará 
traslado de los mismos a las autoridades y organismos competentes, comunicándoselo al 
informante, salvo que la comunicación fuera anónima o el informante hubiera renunciado a 
recibir comunicaciones de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia. Dicho 
traslado se realizará de forma que se mantengan las garantías señaladas para preservar la 
confidencialidad de la identidad del informante.

8. La Autoridad Independiente de Protección del Informante, A.A.I. prestará a los 
informantes a que se refiere la presente disposición las medidas de apoyo y aplicará el 
régimen sancionador en lo relativo a las medidas de protección, previstas en la Ley 
reguladora de la protección de las personas que informen sobre infracciones normativas y de 
lucha contra la corrupción.

9. Los apartados anteriores serán de aplicación igualmente a los canales de información 
de las autoridades autonómicas de competencia.

[ . . . ]
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§ 36

Resolución de 9 de marzo de 2016, de la Presidencia de la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia, por la que se crea el 
fichero de datos de carácter personal "Registro de grupos de interés"

Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia
«BOE» núm. 61, de 11 de marzo de 2016
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2016-2488

El artículo 20 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos 
de Carácter Personal (LOPD), establece que la creación, modificación o supresión de los 
ficheros automatizados de las Administraciones Públicas sólo podrán hacerse por medio de 
disposición general publicada en el «Boletín Oficial del Estado» o en el Diario Oficial 
correspondiente. Por su parte, el Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre, por el que se 
aprueba el reglamento de desarrollo de la LOPD (RLOPD) dispone que la disposición o 
acuerdo de creación, modificación o supresión deberá revestir la forma de orden ministerial o 
resolución del titular de la entidad, y detalla los extremos que deberán precisarse.

En cumplimiento de la disposición antes citada, la Comisión Nacional de los Mercados y 
la Competencia dictó Resolución, de 3 de noviembre de 2014 (BOE de 12 de diciembre de 
2014), por la que se crean, modifican y suprimen ficheros automatizados de datos de 
carácter personal en este organismo.

Por otra parte, el Real Decreto 1720/2007, de 21 de diciembre, por el que se aprueba el 
Reglamento de desarrollo de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, establece que el 
sistema de tratamiento de los ficheros de datos de carácter personal debe figurar en las 
disposiciones pertinentes que regulan tales ficheros.

La adopción de la presente Resolución obedece a la necesidad de dar de alta un fichero 
automatizado de datos de carácter personal e inscribirlo en la Agencia Española de 
Protección de Datos, creado en virtud de la Resolución del Presidente de la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia de 26 de febrero de 2016, y obedeciendo a las 
siguientes finalidades: reforzar la transparencia de actuación y las obligaciones de buen 
gobierno de la Comisión, en los términos que propugnan la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, 
de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, y la Ley 3/2013, de 4 de 
junio, de creación de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, como 
elementos que refuerzan la legitimidad de la propia Comisión y que infunden confianza a los 
ciudadanos respecto de la Comisión y su actividad.

En el ejercicio de las atribuciones conferidas por el artículo 19.1.c) y p) de la Ley 3/2013, 
de 4 de junio, de creación de la CNMC, y el artículo 15.2.p) del Real Decreto 657/2013, de 
30 de agosto, por el que se aprueba el Estatuto Orgánico de la CNMC, y a fin de dar 
cumplimiento al mandato legal del artículo 20 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, sobre creación de ficheros automatizados que contengan datos de carácter 
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personal gestionados por la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, y 
asegurar a los administrados el ejercicio legítimo de sus derechos,

El Presidente de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia ha dispuesto:

Primero.  
De conformidad con lo previsto en el artículo 20 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 

diciembre, y a los efectos previstos en el mismo, crear el fichero automatizado de la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia que contiene y procesa los datos de 
carácter personal que se relacionan y describen en el anexo l.

Segundo.  
El titular del órgano responsable del citado fichero adoptará las medidas de gestión y 

organización que sean necesarias, asegurando, en todo caso, la confidencialidad, seguridad 
e integridad de los datos, así como las conducentes a hacer efectivas las garantías, 
obligaciones y derechos reconocidos en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, y sus 
normas de desarrollo.

Tercero.  
La presente Resolución entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».

ANEXO I
Creación de ficheros

Fichero: «Registro de grupos de interés de la CNMC»
a) Finalidad del fichero y usos previstos del mismo: Sistema de información que da 

soporte al Registro de grupos de interés de la CNMC.
b) Personas sobre las que se pretende obtener datos o que resultan obligadas a 

suministrarlos: El propio interesado (persona física o jurídica) o su representante legal o 
personas de contacto de grupos de interés.

c) Procedimiento de recogida de datos de carácter personal y procedencia de los 
mismos: Los datos son facilitados voluntariamente por los propios sujetos mediante 
declaraciones y/o formularios en soporte papel o electrónico al efecto.

d) Estructura básica del fichero automatizado y descripción de los tipos de datos de 
carácter personal incluidos en el mismo: La estructura básica de este fichero está constituida 
por varias tablas en la que se recogen los siguientes datos identificativos de los usuarios de 
la aplicación: personales (nombre y apellidos del interesado, su representante legal o 
persona de contacto, empresa, NIF o documento equivalente, domicilio social y/o dirección 
postal completa, teléfono y fax profesionales, firma, firma electrónica y correo electrónico, 
página web); profesionales (puesto o representación); otros (finalidad y objetivos, actividades 
específicas y ámbitos de interés).

e) Sistema de tratamiento: Mixto.
f) Comunicaciones de datos de carácter personal y, en su caso, las transferencias de 

datos que se prevean a países terceros: Además del acceso público a través de consulta en 
internet, con carácter general, no se prevé la comunicación de estos datos en términos 
distintos a los indicados ni la transferencia a países terceros.

g) Órgano responsable de este fichero: Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia. Presidencia de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, calle 
Alcalá, 47, 28014 Madrid. Teléfono: 91 432 96 00.

h) Servicios o unidades ante los que pudiesen ejercitarse los derechos de acceso, 
rectificación, cancelación y oposición: Presidencia de la Comisión Nacional de los Mercados 
y la Competencia, calle Alcalá, 47, 28014 Madrid. Teléfono: 91 432 96 00.

i) Medidas de seguridad con indicación del nivel: Las medidas de seguridad que se 
aplican son las definidas para el nivel básico en el título VIII del RLOPD.
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§ 37

Ley 6/2023, de 17 de marzo, de los Mercados de Valores y de los 
Servicios de Inversión. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 66, de 18 de marzo de 2023

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2023-7053

[ . . . ]
TÍTULO IX

Régimen de supervisión, inspección y sanción

CAPÍTULO I
Disposiciones comunes a los regímenes de supervisión e inspección y 

sancionador

Artículo 232.  Ámbito de la supervisión, inspección y sanción.
1. Quedan sujetas al régimen de supervisión, inspección y sanción establecido en esta 

ley, a cargo de la CNMV:
a) Las siguientes personas y entidades, en lo que se refiere al cumplimiento de esta ley y 

su normativa de desarrollo, así como de las normas de derecho de la Unión Europea que 
contengan preceptos específicamente referidos a las mismas:

1.º Los organismos rectores de centros de negociación, las entidades de contrapartida 
central y los depositarios centrales de valores. Queda excluido el Banco de España.

2.º Las sociedades que tengan la titularidad de la totalidad de las acciones o de una 
participación que atribuya el control, directo o indirecto, de las entidades previstas en el 
número anterior.

3.º Las empresas de servicios de inversión españolas, extendiéndose esta competencia 
a cualquier oficina o centro dentro o fuera del territorio nacional.

4.º Las empresas de asesoramiento financiero nacionales.
5.º Las empresas de servicios de inversión autorizadas en otro Estado miembro de la 

Unión Europea que operen en España, en los términos establecidos en esta ley y en sus 
disposiciones de desarrollo incluyendo sus agentes vinculados y sucursales en territorio 
nacional.

6.º Las empresas de servicios de inversión autorizadas en Estados no miembros de la 
Unión Europea que operen en España.

7.º Los agentes de las entidades que presten servicios de inversión.
8.º La sociedad gestora del fondo de garantía de inversiones.
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9.º Quienes, no estando incluidos en los apartados precedentes, ostenten la condición de 
miembro de algún centro de negociación o de los sistemas de compensación y liquidación de 
sus operaciones.

10.º Los proveedores de servicios de suministro de datos.
11.º Los asesores de voto.
12.º Las entidades responsables de la administración de la inscripción y registro de los 

valores negociables representados mediante sistemas basados en tecnología de registros 
distribuidos conforme a lo dispuesto en esta ley y en su normativa de desarrollo y en la 
normativa europea de aplicación.

b) Las agencias de calificación crediticia establecidas en España y registradas en virtud 
del Título III, Capítulo I, del Reglamento (CE) n.º 1060/2009 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 16 de septiembre de 2009, sobre las agencias de calificación crediticia, las 
personas que participan en las actividades de calificación, las entidades calificadas o 
terceros vinculados, los terceros a los que las agencias de calificación crediticia hayan 
subcontratado algunas de sus funciones o actividades, y las personas relacionadas o 
conectadas de cualquier otra forma con las agencias o con las actividades de calificación 
crediticia.

La CNMV es la autoridad competente en España, a efectos de lo previsto en el 
Reglamento (CE) n.º 1060/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de septiembre 
de 2009, y ejercerá sus competencias de conformidad con lo que se establezca en la 
normativa de la Unión Europea sobre agencias de calificación crediticia.

c) Las siguientes personas y entidades, en cuanto a sus actuaciones relacionadas con el 
mercado de valores:

1.º Los emisores de valores.
2.º Las entidades de crédito y sus agentes, extendiéndose esa competencia a cualquier 

sucursal abierta fuera del territorio nacional, así como las entidades de crédito autorizadas 
en otro Estado miembro de la Unión Europea o en Estados no miembros de la Unión 
Europea que operen en España.

3.º Las Sociedades Gestoras de Instituciones de Inversión Colectiva y las Sociedades 
Gestoras de Entidades de Inversión de tipo Cerrado en cuanto presten servicios de 
inversión.

4.º Las restantes personas físicas o jurídicas, en cuanto puedan verse afectadas por lo 
dispuesto en esta ley y sus disposiciones de desarrollo.

5.º Las agencias de calificación crediticia registradas por otra autoridad competente de la 
Unión Europea en virtud del Título III, Capítulo I, del Reglamento (CE) n.º 1060/2009 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de septiembre de 2009, y las agencias de 
calificación que hayan recibido la certificación por equivalencia en virtud del artículo 5 del 
citado Reglamento. La CNMV ejercerá sus competencias de conformidad con lo que se 
establezca en la normativa de la Unión Europea sobre agencias de calificación crediticia.

d) Las personas residentes o domiciliadas en España que controlen, directa o 
indirectamente, empresas de servicios de inversión en otros Estados miembros de la Unión 
Europea, dentro del marco de la colaboración con las autoridades responsables de la 
supervisión de dichas empresas, así como los titulares de participaciones significativas a los 
efectos del cumplimiento de lo previsto en el Capítulo IV del Título V.

e) Las entidades que formen parte de los grupos consolidables de empresas de servicios 
de inversión contempladas en el artículo 255, a los solos efectos del cumplimiento a nivel 
consolidado de los requerimientos de recursos propios y de las limitaciones que se puedan 
establecer sobre las inversiones, operaciones o posiciones que impliquen riesgos elevados.

f) Las entidades que forman parte de los grupos consolidables de los que sean 
dominantes las entidades a que se refiere la letra a) 1.º y 2.º, a los solos efectos del 
cumplimiento de la obligación de consolidar sus cuentas anuales y de las limitaciones que se 
puedan establecer en relación con su actividad y equilibrio patrimonial.

g) Las sociedades financieras de cartera, las sociedades financieras mixtas de carteras y 
las sociedades mixtas de cartera, de acuerdo con el artículo 4.1.16 y 40, respectivamente, 
del Reglamento (UE) n.º 2019/2033 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de 
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noviembre de 2019, entre cuyas filiales se encuentren empresas de servicios de inversión, 
así como su personal de alta dirección efectivo.

h) Las personas físicas y entidades no financieras mencionadas en el artículo 255, a los 
solos efectos previstos en ese artículo.

i) Cualquier persona o entidad, a los efectos de comprobar si infringe las reservas de 
denominación y actividad previstas en los artículos 127 a 129. En el caso de personas 
jurídicas, las competencias que corresponden a la CNMV según los apartados anteriores 
podrán ejercerse sobre quienes ocupen cargos de administración, dirección o asimilados en 
las mismas.

j) Las personas físicas y jurídicas que realicen operaciones sometidas al Reglamento 
(UE) n.º 236/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de marzo de 2012, sobre 
las ventas en corto y determinados aspectos de las permutas de cobertura por impago.

k) Las personas físicas y jurídicas que realicen operaciones sometidas al Reglamento 
(UE) n.º 648/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de julio de 2012, relativo a 
los derivados extrabursátiles, las entidades de contrapartida central y los registros de 
operaciones.

l) Las entidades de crédito en el desarrollo de su actividad de venta o asesoramiento 
relacionados con depósitos estructurados.

m) Las personas físicas y jurídicas que realicen actuaciones sujetas al Reglamento (UE) 
n.º 1286/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de noviembre de 2014, sobre 
los documentos de datos fundamentales relativos a los productos de inversión minorista 
vinculados y los productos de inversión basados en seguros, en cuanto se refiere a los 
productos de inversión minorista empaquetados incluidos en el ámbito de esta ley.

n) Los administradores y administradoras de índices de referencia y las entidades 
supervisadas de conformidad con lo previsto en el artículo 40 del Reglamento (UE) n.º 
2016/1011 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio de 2016, sobre los índices 
utilizados como referencia en los instrumentos financieros y en los contratos financieros o 
para medir la rentabilidad de los fondos de inversión, y por el que se modifican las Directivas 
2008/48/CE y 2014/17/UE y el Reglamento (UE) n.º 596/2014; así como las restantes 
personas físicas o jurídicas, en tanto puedan verse afectadas por las normas de dicho 
Reglamento y sus disposiciones de desarrollo.

ñ) Las personas físicas y jurídicas sujetas al Reglamento (UE) n.º 2015/2365 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de noviembre de 2015, sobre transparencia de las 
operaciones de financiación de valores y de reutilización y por el que se modifica el 
Reglamento (UE) n.º 648/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de julio de 2012.

o) Las personas físicas y jurídicas sujetas al Reglamento (UE) n.º 596/2014 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de abril de 2014, sobre abuso de mercado.

p) Las personas físicas pertenecientes a las empresas de servicios de inversión, a las 
sociedades de cartera de inversión, a las sociedades financieras mixtas de cartera y a las 
sociedades mixtas de cartera establecidas en España, así como a los terceros, personas 
físicas o jurídicas, a los que estos entes hayan subcontratado funciones o actividades 
operativas.

2. Quedan también sujetas al régimen de supervisión, inspección y sanción establecido 
en esta ley, a cargo de la CNMV, las personas y entidades que, pese a no tener la 
consideración de empresa de servicios de inversión, están autorizadas a prestar 
determinados servicios de inversión de conformidad con el artículo 121 del Real Decreto 
sobre el régimen jurídico de las empresas de servicios de inversión y de las demás 
entidades que prestan servicios de inversión.

3. Corresponderá a la administración concursal de una entidad emisora de valores o de 
una entidad registrada sujeta a procedimiento concursal el cumplimiento de las obligaciones 
de remisión de información frente a la CNMV previstas en esta ley para sus administradores, 
administradoras y personal de alta dirección, cuando éstos hayan sido sustituidos por 
aquella.
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Artículo 233.  Régimen de la información sobre supervisión e inspección.
1. Todas las informaciones, documentos o datos que obren en poder de la CNMV u otras 

autoridades competentes como consecuencia del ejercicio de sus funciones relacionadas 
con la supervisión e inspección, incluida la potestad sancionadora, previstas en esta u otras 
leyes o en normativa europea no podrán ser divulgados ni podrá concederse acceso alguno 
a los mismos a ninguna persona o autoridad, fuera de los supuestos previstos en esta ley.

Sin perjuicio de lo dispuesto en esta ley y de los supuestos contemplados por el derecho 
penal o fiscal, ninguna información, documento o dato de los antes citados podrá ser 
accesible o divulgado a persona o autoridad alguna, salvo de forma genérica o colectiva que 
impida la identificación concreta de las empresas de servicios y actividades de inversión, 
organismos rectores de los mercados, mercados regulados o cualquier otra persona a que 
se refiera esta información.

2. Se exceptúan de la obligación de secreto regulado en este artículo:
a) Cuando el interesado consienta expresamente la difusión, publicación o comunicación 

de los datos.
b) La publicación de datos agregados a fines estadísticos, o las comunicaciones en 

forma sumaria o agregada de manera que las entidades individuales o personas concretas 
no puedan ser identificadas ni siquiera indirectamente.

c) Las informaciones requeridas por las autoridades judiciales competentes o por el 
Ministerio Fiscal en un proceso penal, o en un juicio civil, si bien en este último caso la 
obligación de secreto se mantendrá en todo lo relativo a las exigencias prudenciales de una 
empresa de servicios de inversión.

d) Las informaciones que, en el marco de procedimientos concursales de una empresa 
de servicios de inversión, sean requeridas por las autoridades judiciales, siempre que no 
versen sobre terceros implicados en el reflotamiento de la entidad.

e) Las informaciones que, en el marco de los recursos administrativos o jurisdiccionales 
entablados sobre resoluciones administrativas dictadas en materia de ordenación y disciplina 
de los mercados de valores, sean requeridas por las autoridades administrativas o judiciales 
competentes.

f) Las informaciones que la CNMV tenga que facilitar, para el cumplimiento de sus 
respectivas funciones, a las Comunidades Autónomas con competencias en materia de 
Bolsas de Valores; al Banco de España; a la Dirección General de Seguros y Fondos de 
Pensiones; al Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas; a las sociedades rectoras de 
los mercados regulados con el objeto de garantizar el funcionamiento regular de los mismos; 
a los fondos de garantía de inversores; a los interventores o síndicos de una empresa de 
servicios de inversión o de una entidad de su grupo, designados en los correspondientes 
procedimientos administrativos o judiciales, y a los auditores de cuentas de las empresas de 
servicios de inversión y de sus grupos.

g) Las informaciones que la CNMV tenga que facilitar a las autoridades responsables de 
la lucha contra el blanqueo de capitales en aplicación de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, así como las 
comunicaciones que deban realizarse en virtud de lo dispuesto en los artículos 93 y 94 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, previa autorización indelegable del 
titular del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital. A estos efectos, 
deberán tenerse en cuenta los acuerdos de colaboración formalizados por la CNMV con 
autoridades supervisoras de otros países.

h) Las informaciones requeridas por una Comisión Parlamentaria de Investigación, en los 
términos establecidos por su legislación específica. Los miembros de una Comisión 
Parlamentaria de Investigación que reciban información de carácter reservado vendrán 
obligados a adoptar las medidas pertinentes que garanticen su reserva.

i) Las informaciones que la CNMV decida facilitar a un sistema o cámara de 
compensación y liquidación de un mercado español, cuando considere que son necesarias 
para garantizar el correcto funcionamiento de dichos sistemas ante cualquier incumplimiento, 
o posible incumplimiento, que se produzca en el mercado.

j) Las informaciones que la CNMV tenga que facilitar, para el cumplimiento de sus 
funciones, a la ABE, AEVM, a la Junta Europea de Riesgo Sistémico, a la AESPJ, a los 
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organismos o autoridades de otros países en los que recaiga la función pública de 
supervisión de las entidades de crédito, de las entidades aseguradoras o reaseguradoras, de 
otras instituciones financieras y de los mercados financieros, o la gestión de los sistemas de 
garantía de depósitos o indemnización de los inversores, siempre que exista reciprocidad, y 
que los organismos y autoridades estén sometidos a secreto profesional en condiciones que, 
como mínimo, sean equiparables a las establecidas por la normativa española. En el caso de 
que dicha información contuviera datos de carácter personal, se aplicará el Capítulo V del 
Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, 
relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos 
personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 
95/46/CE.

k) Las informaciones que por razones de supervisión prudencial o sanción de las 
empresas de servicios de inversión y entidades o instituciones financieras y mercados 
sujetos al ámbito de esta ley, la CNMV tenga que dar a conocer al Ministerio de Asuntos 
Económicos y Transformación Digital o a las autoridades de las Comunidades Autónomas 
con competencias en materia de mercados de valores.

l) Las informaciones que la CNMV facilite a las autoridades supervisoras españolas en 
materia energética y a las autoridades supervisoras del Mercado Ibérico de la Energía 
Eléctrica y que sean necesarias para el cumplimiento de sus funciones de supervisión de 
dichos mercados. A estos efectos, deberán tenerse en cuenta los acuerdos de colaboración 
formalizados por la CNMV con otras autoridades. La información comunicada solo podrá ser 
divulgada mediante consentimiento expreso de la CNMV.

m) La información que, en relación con los derechos de emisión, y en virtud de la 
normativa vigente, la CNMV facilite a la Oficina Española de Cambio Climático, a los 
organismos públicos competentes en materia de supervisión de los mercados de contado y 
de subastas, al Registro Nacional de Derechos de Emisión y a otros organismos públicos 
responsables de la supervisión de conformidad con la Ley 1/2005, de 9 de marzo, por la que 
se regula el régimen del comercio de derechos de emisión de gases de efecto invernadero.

n) La información que, en relación con los derivados sobre materias primas agrícolas, la 
CNMV facilite al Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación y a los organismos públicos 
autonómicos competentes en materia de supervisión, gestión y regulación de los mercados 
agrícolas físicos a tenor del Reglamento (UE) n.º 1308/2013 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 17 de diciembre de 2013.

ñ) Las informaciones que la CNMV tenga que facilitar para el cumplimiento de sus 
funciones, y en virtud de esta ley, a otras autoridades competentes de la Unión Europea y a 
la Comisión Europea.

o) Las informaciones que, en virtud de acuerdos de cooperación e intercambio de 
información a los que se refiere el artículo 254 de esta ley, la CNMV facilite a las autoridades 
competentes de Estados no miembros de la Unión Europea, o a otras autoridades, 
organismos, o personas físicas y jurídicas de los mismos.

3. La transmisión de información reservada a los organismos y autoridades de países no 
pertenecientes al Espacio Económico Europeo a que se refiere el apartado 2.j) estará 
condicionada, cuando la información se haya originado en otro Estado miembro, a la 
conformidad expresa de la autoridad que la hubiere transmitido, y solo podrá ser comunicada 
a los destinatarios citados a los efectos para los que dicha autoridad haya dado su acuerdo. 
Igual limitación se aplicará a las informaciones a las cámaras y organismos mencionados en 
el apartado 2.i) y a las informaciones requeridas por el Tribunal de Cuentas y las Comisiones 
de Investigación de las Cortes Generales.

4. La CNMV comunicará a la ABE la identidad de las autoridades u organismos a los 
cuales podrá transmitir datos, documentos o informaciones de conformidad con el apartado 
2.d) y f) en relación con el Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas.
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CAPÍTULO II
Régimen de supervisión e inspección

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 234.  Facultades de supervisión e inspección.
1. La CNMV contará con la experiencia, los recursos, la capacidad operativa, las 

facultades y la independencia necesaria para ejercer las funciones relativas a la supervisión 
prudencial, la investigación y las sanciones que le atribuye la presente ley y su normativa de 
desarrollo.

La CNMV asegurará que su personal, seleccionado de acuerdo con los principios del 
artículo 19, reúne las condiciones de idoneidad necesarias para desempeñar las funciones 
que tiene atribuidas.

2. La CNMV dispondrá de todas las facultades de supervisión e inspección necesarias 
para el ejercicio de sus funciones. Estas facultades las podrá ejercer:

a) Directamente, sin perjuicio de la facultad de recabar la colaboración de terceros en los 
términos establecidos en el artículo 241.

b) En colaboración con otras autoridades, nacionales o extranjeras, en los términos 
previstos en esta ley y sus normas de desarrollo.

c) Mediante solicitud a las autoridades judiciales competentes.
3. En la forma y con las limitaciones establecidas en el ordenamiento jurídico, las 

facultades de supervisión e inspección de la CNMV incluirán al menos las siguientes 
facultades:

a) Tener acceso a cualquier documento bajo cualquier forma o a otros datos que 
considere que pueden ser relevantes para el ejercicio de sus funciones y recibir o procurarse 
copia de los mismos.

b) Requerir o solicitar a cualquier persona, incluso a aquellas que intervengan 
sucesivamente en la transmisión de órdenes o en la ejecución de las operaciones 
consideradas, que facilite información en el plazo que razonablemente fije la CNMV y, si es 
necesario, citar y tomar declaración a una persona para obtener información.

c) Realizar inspecciones o investigaciones presenciales en cualquier oficina o 
dependencia.

Esta facultad se extenderá a cualesquiera otras empresas incluidas en la supervisión del 
cumplimiento de la prueba de capital del grupo, cuando la CNMV sea el supervisor de grupo, 
siempre que se notifique previamente a las otras autoridades competentes afectadas.

d) Requerir los registros telefónicos y de tráfico de datos de que dispongan las personas 
o entidades a las que se refiere el artículo 232.

Cuando no haya podido obtener por otros medios la información necesaria para realizar 
sus labores de supervisión o inspección, la CNMV podrá en los términos previstos en la 
disposición adicional decimoquinta de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de 
Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, recabar de los 
operadores que presten servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público y de 
los prestadores de servicios de la sociedad de la información los datos que obren en su 
poder relativos a la comunicación electrónica o servicio de la sociedad de la información 
proporcionados por dichos prestadores que sean distintos a su contenido y resulten 
imprescindibles para el ejercicio de dichas labores.

A tal efecto, el órgano competente de la CNMV deberá solicitar la correspondiente 
autorización judicial, cuando la misma implique restricción de derechos fundamentales, al 
Juzgado Central de lo Contencioso-Administrativo, que resolverá en el plazo máximo de 
cuarenta y ocho horas.

e) Exigir el embargo y la congelación de activos.
f) Exigir la prohibición temporal para ejercer actividad profesional.
g) Exigir a los auditores de las entidades del artículo 232.1.a). y 1.c) cualquier 

información que hayan obtenido en el ejercicio de su función.
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h) Requerir o solicitar a cualquier persona que facilite información, incluida toda la 
documentación pertinente, acerca del volumen y la finalidad de una posición o exposición 
contraída a través de un derivado sobre materias primas, así como de los activos y pasivos 
del mercado subyacente.

i) Exigir el cese provisional o definitivo de toda práctica o conducta que considere 
contraria a las disposiciones del Reglamento (UE) n.º 596/2014, del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 16 de abril de 2014, del Reglamento (UE) n.º 600/2014 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 15 de mayo de 2014, o a esta ley y sus disposiciones de 
desarrollo y prevenir la repetición de dicha práctica o conducta.

j) Adoptar cualquier tipo de medida para asegurarse que las personas y entidades 
sometidas a su supervisión cumplen con las normas y disposiciones aplicables, o con los 
requerimientos de subsanación o corrección realizados, pudiendo exigir a tales personas y 
entidades, aislada o colectivamente y a tal fin, la aportación de informes de expertos 
independientes, auditores o de sus órganos de control interno o cumplimiento normativo.

k) Acordar la suspensión o limitación del tipo o volumen de las operaciones o actividades 
que las personas físicas o jurídicas puedan hacer en el mercado de valores.

l) Acordar la suspensión o exclusión de la negociación de un instrumento financiero, ya 
sea en un mercado regulado o en otros sistemas de negociación.

m) Solicitar a cualquier persona que adopte medidas para reducir el volumen de una 
posición o exposición.

n) Remitir asuntos para su procesamiento penal.
ñ) Limitar la capacidad de toda persona de suscribir un contrato de derivados sobre 

materias primas, lo que incluye la introducción de límites al tamaño de las posiciones que 
una persona pueda mantener en todo momento de conformidad con el artículo 77.

o) Publicar avisos.
p) Suspender la comercialización o venta de instrumentos financieros o de depósitos 

estructurados cuando se cumplan las condiciones establecidas en los artículos 40, 41 o 42 
del Reglamento (UE) n.º 600/2014/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de 
mayo de 2014.

q) Suspender la comercialización o venta de instrumentos financieros o de depósitos 
estructurados cuando una empresa de servicios de inversión no haya desarrollado o 
aplicado un proceso eficaz de aprobación de productos o haya incumplido de otro modo lo 
dispuesto en esta ley o en sus normas de desarrollo.

r) Exigir que se aparte a una persona física del órgano de administración de la empresa 
de servicios de inversión o del organismo rector del centro de negociación.

s) Autorizar a auditores o expertos a llevar a cabo verificaciones o investigaciones. En el 
caso de los auditores de cuentas deberá respetarse en todo caso el régimen de 
independencia al que estos se encuentren sujetos, de conformidad con lo establecido en la 
Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas.

t) En el ejercicio de las competencias de supervisión de la información periódica a que se 
refiere el artículo 102.2, la CNMV podrá:

1.º Recabar de los auditores de cuentas de los emisores cuyos valores estén admitidos a 
negociación en cualquier mercado regulado domiciliado en la Unión Europa, mediante 
requerimiento escrito, cuantas informaciones o documentos sean necesarios, de 
conformidad con lo establecido en la Ley 22/2015, de 20 de julio. La revelación por los 
auditores de cuentas de las informaciones requeridas por la CNMV con arreglo a lo 
dispuesto en este artículo no constituirá incumplimiento del deber de secreto.

2.º Exigir a los emisores cuyos valores estén admitidos a negociación en cualquier 
mercado regulado domiciliado en la Unión Europea la publicación de informaciones 
adicionales, incluidas informaciones de carácter trimestral; conciliaciones, correcciones o, en 
su caso, reformulaciones de la información periódica.

u) Recabar, por medio de sus empleados, la información sobre el grado de cumplimiento 
de las normas que afectan a los mercados de valores por las entidades supervisadas, sin 
revelar aquellos su condición de personal de la CNMV y, en especial, respecto del modo en 
el que sus productos financieros están siendo comercializados, así como sobre las buenas o 
malas prácticas que dichas entidades pudieran estar llevando a cabo.
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v) Requerir, por escrito o verbalmente, a las personas y entidades enumeradas en el 
artículo 230 que hagan pública de manera inmediata la información que aquella estime 
pertinente sobre sus actividades relacionadas con el mercado de valores o que puedan influir 
en este. De no hacerlo directamente los obligados, lo hará la propia CNMV.

w) Suspender cautelarmente el ejercicio de los derechos de voto asociados a las 
acciones adquiridas hasta que se constate el cumplimiento de las obligaciones de 
información establecidas en el artículo 105, en el momento de la incoación o en el transcurso 
de un expediente sancionador.

x) En relación con los instrumentos derivados sobre materias primas, requerir 
información a los participantes de los mercados de contado relacionados mediante 
formularios normalizados, recibir informes sobre las operaciones y acceder directamente a 
los sistemas de los operadores.

y) Adoptar todas las medidas necesarias para garantizar que el público sea informado 
adecuadamente, mediante, entre otros, la corrección de la información falsa o engañosa 
publicada, y mediante solicitud al emisor o a otra persona que haya publicado o difundido 
información falsa o engañosa para que publique una rectificación.

z) En relación con la comercialización de productos de inversión minorista 
empaquetados, la CNMV podrá adoptar las siguientes medidas:

1.º Prohibir la comercialización de un producto de inversión minorista empaquetado.
2.º Suspender la comercialización de un producto de inversión minorista empaquetado.
3.º Prohibir que se facilite un documento de datos fundamentales que incumpla los 

requisitos de los artículos 6, 7, 8 o 10 del Reglamento (UE) n.º 1286/2014, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 26 de noviembre de 2014, y exigir la publicación de una nueva 
versión del documento.

4.º Cualquier otra atribuida a la autoridad competente designada por el correspondiente 
Estado miembro en el Reglamento (UE) n.º 1286/2014, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 26 de noviembre de 2014.

4. Si las personas sobre las que se ejercen las facultades de supervisión e inspección se 
opusieran a las mismas o existiese el riesgo de tal oposición, el órgano competente de la 
CNMV deberá solicitar la correspondiente autorización judicial, cuando esta implique 
restricción de derechos fundamentales, a los Juzgados Centrales de lo Contencioso-
Administrativo, que resolverán en el plazo máximo de cinco días.

5. La CNMV podrá hacer pública cualquier medida adoptada, como consecuencia del 
incumplimiento de las normas aplicables, a menos que su divulgación pudiera poner en 
grave riesgo los mercados de valores o causar un perjuicio desproporcionado a las personas 
afectadas.

Artículo 235.  Acceso, tratamiento y cesión de datos de carácter personal.
1. El acceso, tratamiento y cesión de los datos personales recabados por la CNMV en el 

ejercicio de sus funciones de inspección y supervisión se encuentra amparado por la 
normativa de protección de datos de carácter personal, con base en las letras c) y e) del 
artículo 6.1 del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de 
abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al 
tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga 
la Directiva 95/46/CE. Los datos únicamente se emplearán para el ejercicio de las 
mencionadas potestades en los términos previstos en esta ley.

2. Los derechos de los interesados regulados en la normativa de protección de datos de 
carácter personal quedarán limitados, de acuerdo con lo dispuesto en dicha normativa, 
durante el tiempo que la CNMV considere necesario para salvaguardar el buen fin de sus 
actuaciones inspectoras y supervisoras.

Artículo 236.  Lugar de las actuaciones de comprobación e investigación.
1. Las actuaciones de comprobación e investigación, incluida la toma de declaración, 

podrán desarrollarse, a elección de los servicios de la CNMV:
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a) En cualquier despacho, oficina o dependencia de la entidad o persona inspeccionada 
o de su representante; o

b) En los propios locales de la CNMV o de otros organismos de la administración.
2. Cuando las actuaciones de comprobación e investigación se desarrollen en los 

lugares señalados en la letra a) del apartado anterior, se observará la jornada laboral de los 
mismos, sin perjuicio de que pueda actuarse de común acuerdo en otras horas y días.

Artículo 237.  Facultades ejercidas sobre personas y entidades supervisadas por otras 
autoridades.

Cuando las medidas contempladas en las letras e), f), i), k) y t) del apartado 3 del artículo 
234 se vayan a ejercer sobre entidades sujetas a la supervisión del Banco de España o de la 
Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones, ya sea con carácter cautelar en un 
procedimiento sancionador, ya sea al margen del ejercicio de la potestad sancionadora, 
deberán ser notificadas con carácter previo al organismo en cuestión.

Asimismo, cuando se trate de las medidas contempladas en el artículo 234.3.e), será 
preceptivo el informe previo del organismo competente.

Artículo 238.  Valor probatorio de las actuaciones del personal de la CNMV.
Los hechos constatados en el ejercicio de sus funciones de supervisión e inspección por 

el personal autorizado de la CNMV tendrán valor probatorio sin perjuicio de las pruebas que 
en defensa de sus respectivos derechos o intereses se puedan señalar o aportar por las 
personas o entidades interesadas.

Artículo 239.  Otras facultades para reforzar la supervisión macroprudencial.
La CNMV podrá introducir límites y condiciones a la actividad de sus entidades 

supervisadas con la finalidad de evitar un endeudamiento excesivo del sector privado que 
pueda afectar a la estabilidad financiera.

Artículo 240.  Revisión y evaluación supervisoras.
Las CNMV revisará, en la medida en que resulte pertinente y necesario y teniendo en 

cuenta el tamaño, perfil de riesgo y modelo de negocio de la empresa, los sistemas, 
estrategias, procedimientos y mecanismos aplicados por las empresas de servicios de 
inversión para cumplir lo dispuesto en la presente ley y en el Reglamento (UE) n.º 2019/2033 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de noviembre de 2019.

La CNMV evaluará según sea conveniente y pertinente, entre otras cuestiones, los 
riesgos y las exposiciones al riesgo, así como el modelo de negocio y sistemas de 
gobernanza, conforme a lo que se determine reglamentariamente.

Artículo 241.  Colaboración de agentes externos en las funciones de supervisión e 
inspección.

1. Para el mejor ejercicio de las funciones de supervisión que tiene legalmente 
atribuidas, la CNMV podrá, en caso de necesidad debidamente motivada, emplear los 
antecedentes que se deriven de la colaboración que al efecto requiera de auditores de 
cuentas, consultores u otros expertos independientes, quienes deberán ajustarse, en todo 
caso, a las normas e instrucciones que dicho organismo determine. En el caso de los 
auditores de cuentas deberá respetarse en todo caso el régimen de independencia al que 
estos se encuentren sujetos, de conformidad con lo establecido en la Ley 22/2015, de 20 de 
julio, de Auditoría de Cuentas.

2. En particular, la CNMV, para valorar el grado de cumplimiento de las normas que 
afectan a los mercados de valores por las entidades supervisadas y, en especial, sobre las 
prácticas de comercialización de instrumentos financieros, podrá solicitar la colaboración de 
expertos mediante la emisión de informes.

Para la elaboración de estos informes, los expertos designados, así como sus 
empleados, podrán actuar de forma anónima, sin revelar su actuación por cuenta de la 
CNMV.
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3. La actuación en régimen de colaboración con la CNMV de conformidad con lo previsto 
en este apartado no supondrá en ningún caso el ejercicio de potestades administrativas.

Artículo 242.  Obligaciones de colaboración con la CNMV.
1. En virtud de lo dispuesto en el artículo 234, las personas físicas y jurídicas 

enumeradas en el artículo 232 quedan obligadas a poner a disposición de la CNMV cuantos 
libros, registros y documentos, sea cual fuere su soporte, esta considere precisos, incluidos 
los programas informáticos y los archivos magnéticos, ópticos o de cualquier otra clase, 
incluidas las conversaciones telefónicas de índole comercial que hayan sido grabadas con el 
consentimiento previo del cliente o inversor.

2. Las personas físicas están obligadas a comparecer ante citaciones de la CNMV para 
la toma de declaración.

3. Los órganos y organismos de cualquier Administración Pública; las cámaras y 
corporaciones, colegios, consejos de colegios y asociaciones profesionales; las demás 
entidades públicas, incluidas las entidades gestoras y servicios comunes de la Seguridad 
Social y quienes, en general, ejerzan funciones públicas, estarán obligados a colaborar y 
suministrar a la CNMV cuantos datos, documentos, registros, informes y antecedentes 
resulten necesarios para el ejercicio por la CNMV de las funciones recogidas en el artículo 
18, sea cual fuere su soporte, a través de los requerimientos concretos y en el plazo 
indicado, y a prestarle el concurso, auxilio y protección para el ejercicio de sus funciones.

4. Los auditores de empresas de servicios de inversión están obligados al deber de 
comunicación a la Comisión Nacional del Mercado de Valores a que se refieren el artículo 34 
y la disposición adicional séptima de la Ley 22/2015, de 20 de julio.

5. En la medida que sea necesario para el eficaz ejercicio por la CNMV de sus funciones 
de supervisión e inspección, las personas o entidades que presten cualquier tipo de servicio 
profesional a las personas comprendidas en el artículo 232 están obligadas a facilitar 
cuantos datos e informaciones les sean requeridos por esta, de conformidad con lo 
dispuesto, en su caso, en la normativa específica que regule su profesión o actividad.

Artículo 243.  Publicación de información relevante.
Con las salvedades previstas en el artículo 233, la CNMV podrá ordenar a los emisores 

de valores y a cualquier entidad relacionada con los mercados de valores que procedan a 
poner en conocimiento inmediato del público hechos o informaciones relevantes que puedan 
afectar a la negociación de los mismos, pudiendo, en su defecto, hacerlo ella misma.

Artículo 244.  Registros públicos en relación con los mercados de valores.
1. La CNMV mantendrá los registros que se determinen reglamentariamente. Estos 

registros tendrán el carácter de registros oficiales y el público podrá acceder libremente a 
ellos.

2. La incorporación a los registros de la CNMV de la información periódica y de los 
folletos informativos sólo implicará el reconocimiento de que aquellos contienen toda la 
información requerida por las normas que fijen su contenido y en ningún caso determinará 
responsabilidad de la CNMV por la falta de veracidad de la información en ellos contenida.

Artículo 245.  Competencias de las Comunidades Autónomas en materia de supervisión.
1. Lo dispuesto en este Título se entenderá sin perjuicio de las competencias de 

supervisión, inspección y sanción que correspondan a las Comunidades Autónomas que las 
tengan atribuidas sobre los organismos rectores de mercados regulados de ámbito 
autonómico y, en relación con las operaciones sobre valores admitidos a negociación 
únicamente en los mismos, sobre las demás personas o entidades relacionadas en los 
apartados 1 y 2 del artículo 232.

2. La CNMV podrá celebrar convenios con las Comunidades Autónomas con 
competencias en materia de mercados de valores al objeto de coordinar sus respectivas 
actuaciones.
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Artículo 246.  Publicidad.
1. La persona titular del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital y, 

con su habilitación expresa, la CNMV, establecerá las condiciones y determinará los casos 
en que la publicidad de las actividades contempladas en esta ley estará sometida a 
autorización o a otra modalidad de control administrativo a cargo de la CNMV.

2. La CNMV ejercerá las acciones procedentes con objeto de conseguir la cesación o 
rectificación de la publicidad que resulte contraria a las disposiciones a que se refiere el 
apartado anterior o que en general deba reputarse ilícita conforme a las normas generales 
en materia publicitaria, sin perjuicio de las sanciones que resulten aplicables de acuerdo con 
el capítulo siguiente.

3. Los buscadores de internet, redes sociales y medios de comunicación recabarán 
información que indique que los anunciantes de instrumentos financieros o servicios de 
inversión al público general que pretenden anunciarse en sus sistemas cuentan con la 
correspondiente autorización para prestar servicios de inversión, antes de publicar sus 
anuncios o de destacar de forma remunerada a dichos anunciantes en los resultados de 
búsquedas, páginas de internet o redes sociales. Adicionalmente, comprobarán que dichos 
anunciantes no se encuentran incluidos en la relación de entidades advertidas por la CNMV 
o por organismos supervisores extranjeros.

La CNMV pondrá a disposición de las entidades mencionadas en el párrafo anterior la 
información necesaria para realizar dichas comprobaciones, en especial la relativa a las 
entidades advertidas de realizar presuntamente la prestación de servicios de inversión sin 
tener autorización para ello.

Artículo 247.  Publicidad de criptoactivos y otros activos.
La CNMV podrá someter a autorización u otras modalidades de control administrativo, 

incluida la introducción de advertencias sobre riesgos y características, la publicidad de 
criptoactivos u otros activos e instrumentos presentados como objeto de inversión, con una 
difusión publicitaria comparable, aunque no se trate de actividades o productos previstos en 
esta ley. La CNMV desarrollará mediante circular, entre otras cuestiones, el ámbito subjetivo 
y objetivo y las modalidades concretas de control a las que quedarán sujetas dichas 
actividades publicitarias.

A estos efectos resultará de aplicación lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 246 de 
esta ley.

Artículo 248.  Obligaciones de información contable.
1. Las cuentas e informes de gestión individuales y consolidados correspondientes a 

cada ejercicio de las entidades citadas en el artículo 232.1.a) deberán ser aprobadas, dentro 
de los cuatro meses siguientes al cierre de aquel, por su correspondiente junta general, 
previa realización de la auditoría de cuentas.

Las obligaciones establecidas en este artículo no resultarán de aplicación a las 
sociedades que tengan la titularidad de la totalidad de las acciones o de una participación 
que atribuya el control, directo o indirecto, de las sociedades mencionadas en el punto 1.º 
del artículo 232.1.a) que no tengan su domicilio social en España y que estén sujetas a 
obligaciones de información contable y supervisión por la autoridad competente de otro 
Estado miembro de la Unión Europea o por la autoridad supervisora de un Estado no 
miembro de la Unión Europea con la que se hayan establecido acuerdos de cooperación.

2. Sin perjuicio de lo establecido en el Libro I, Título III, del Código de Comercio, se 
faculta a la persona titular del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital y, 
con su habilitación expresa, a la CNMV, al Banco de España o al Instituto de Contabilidad y 
Auditoría de Cuentas, para establecer y modificar en relación con las entidades citadas en el 
apartado anterior, las normas contables y los modelos a que se deben ajustar sus estados 
financieros, así como los referidos al cumplimiento de los coeficientes que se establezcan, 
disponiendo la frecuencia y el detalle con que los correspondientes datos deberán ser 
suministrados a la CNMV o hacerse públicos con carácter general por las propias entidades. 
Esta facultad no tendrá más restricciones que la exigencia de que los criterios de publicidad 
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sean homogéneos para todas las entidades de una misma categoría y semejantes para las 
diversas categorías.

La orden ministerial en la que se establezca la habilitación determinará los informes que, 
en su caso, serán preceptivos para el establecimiento y modificación de las señaladas 
normas y modelos, así como para la resolución de consultas sobre esa normativa.

Asimismo, se faculta a la persona titular del Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital, y con su habilitación expresa, a la CNMV, para regular los registros, 
bases de datos internos o estadísticos y documentos que deben llevar las entidades 
enumeradas en el artículo 232.1.a) así como, en relación con sus operaciones de mercado 
de valores, las demás entidades contempladas en el artículo 128.

3. La persona titular del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital y, 
con su habilitación expresa, la CNMV, el Banco de España o el Instituto de Contabilidad y 
Auditoría de Cuentas, tendrán las mismas facultades previstas en el apartado anterior en 
relación con los grupos consolidables de empresas de servicios de inversión y con los 
grupos consolidables cuya entidad matriz sea alguna de las citadas en el artículo 232.1.a).1.º 
y 2.º El ejercicio de estas facultades requerirá los informes preceptivos que, en su caso, se 
determinen en la orden ministerial de habilitación.

Sección 2.ª Relaciones entre la CNMV y otras autoridades nacionales, europeas 
y de terceros Estados

Artículo 249.  Colaboración entre el Banco de España y la CNMV.
1. Respecto a lo establecido en el Reglamento (UE) n.º 596/2014 del Parlamento 

Europeo y del Consejo, de 16 de abril de 2014, la CNMV será competente para su aplicación 
en relación con los instrumentos, contratos, conductas, operaciones, ofertas, órdenes y, en 
general, acciones y omisiones a las que se refiere el artículo 2 de dicho Reglamento y, en 
concreto, de las actuaciones llevadas a cabo:

a) en territorio español respecto de cualesquiera valores negociables y demás 
instrumentos financieros;

b) fuera del territorio español en relación con valores negociables y demás instrumentos 
financieros admitidos a negociación o para los que se haya cursado una solicitud de 
admisión a negociación en un centro de negociación o subastados en una plataforma de 
subasta que operen en territorio español; y

c) fuera del territorio español en relación con los instrumentos financieros no 
comprendidos en las letras a) o b) cuyo precio o valor dependa de los instrumentos 
financieros mencionados en esas letras o tenga un efecto sobre su precio o valor.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en esta ley, el Banco de España ejercerá facultades de 
supervisión e inspección sobre las actividades relacionadas con el mercado de valores 
realizadas por entidades inscritas en los registros a su cargo a que se refiere el artículo 128.

3. En todos los casos de confluencia de competencias de supervisión e inspección entre 
la CNMV y el Banco de España, ambas instituciones coordinarán sus actuaciones bajo el 
principio de que la tutela del funcionamiento de los mercados de valores, incluyendo las 
cuestiones de organización interna señaladas en el artículo 176, corresponde a la CNMV, 
excepto las cuestiones del apartado 3 del artículo 176, que corresponden al Banco de 
España. La tutela de la solvencia, así como las restantes cuestiones de organización interna, 
recae sobre la institución que mantenga el correspondiente registro.

4. La CNMV y el Banco de España deberán suscribir convenios al objeto de coordinar las 
respectivas competencias de supervisión e inspección.

Artículo 250.  Cooperación en materia de sistemas de compensación, liquidación y registro 
de valores.

1. De conformidad con los estándares internacionales y con el derecho de la Unión 
Europea relativo a las entidades de contrapartida central, depositarios centrales de valores y 
demás infraestructuras del mercado financiero, la CNMV y el Banco de España velarán por 
que el funcionamiento de los sistemas de compensación, liquidación y registro de valores 
nacionales preserve la estabilidad del sistema financiero en su conjunto. Con este objetivo, 
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dichas autoridades evaluarán el grado de adaptación de los procedimientos de las 
infraestructuras de mercado españolas a las mejores prácticas y recomendaciones 
internacionales, y elaborarán y publicarán un informe bienal.

2. La CNMV y el Banco de España suscribirán un convenio con el objeto de desarrollar la 
labor prevista en el apartado anterior. Este convenio determinará sus respectivas funciones y 
responsabilidades en la materia, así como el sistema de intercambio de información entre 
ambas autoridades.

3. Lo previsto en esta disposición no alterará las competencias respectivas otorgadas a 
cada una de estas autoridades por su normativa reguladora.

Artículo 251.  Designación de la CNMV como autoridad competente en materias 
específicas.

En todo caso, la CNMV será la autoridad competente para la supervisión del 
cumplimiento y, en su caso, la autoridad de coordinación e intercambio de información, de 
los siguientes actos legislativos de la Unión Europea:

a) Reglamento (UE) n.º 2016/1011 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio 
de 2016. A tal fin podrá ejercer todas y cada una de las facultades que dicho Reglamento 
reconoce a las autoridades competentes, entre otras, las específicamente señaladas en el 
artículo 41.1 por cualquiera de los modos señalados en el artículo 41.2 de dicho 
Reglamento.

Sin perjuicio de lo anterior, el Banco de España ejercerá las funciones de supervisión, 
inspección y sanción en relación con las obligaciones previstas en el artículo 16 de dicho 
Reglamento en lo que se refiere al cumplimiento de tales obligaciones por parte de las 
entidades supervisadas contribuidoras de datos para índices elaborados por el Banco de 
España, así como en los artículos 28.2 y 29.1 de dicho Reglamento en lo que se refiere al 
cumplimiento de tales obligaciones en relación con el uso de índices de referencia en los 
contratos financieros a que se refiere el apartado 18) del artículo 3.1 del citado Reglamento 
por parte de entidades sujetas a la supervisión del Banco de España en materia de 
transparencia y protección de la clientela.

b) Reglamento (UE) n.º 236/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de 
marzo de 2012, sobre las ventas en corto y determinados aspectos de las permutas de 
cobertura por impago.

c) Reglamento (UE) n.º 648/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de julio de 
2012, relativo a los derivados extrabursátiles, las entidades de contrapartida central y los 
registros de operaciones, respecto del cual dispondrá de las facultades contenidas en este 
artículo que sean necesarias para cumplir con las funciones y tareas que le sean asignadas 
en régimen de delegación o de cooperación con otras autoridades competentes.

d) Reglamento (UE) n.º 596/2014, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de abril 
de 2014, sobre el abuso de mercado. A tal fin y sin perjuicio de lo previsto en los apartados 
anteriores, podrá ejercer todas y cada una de las facultades que el citado Reglamento 
reconoce a las autoridades competentes, entre otras, las específicamente señaladas en el 
artículo 23.2 por cualquiera de los modos señalados en el artículo 23.1 de dicho 
Reglamento, así como las otorgadas en los artículos 13 y 19.9 del mismo Reglamento.

e) Reglamento (UE) n.º 2015/2365 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de 
noviembre de 2015, sobre transparencia de las operaciones de financiación de valores y de 
reutilización y por el que se modifica el Reglamento (UE) n.º 648/2012.

f) Reglamento (UE) n.º 1129/2017 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de junio 
de 2017, sobre el folleto que debe publicarse en caso de oferta pública o admisión a 
cotización de valores en un mercado regulado y por el que se deroga la Directiva 
2003/71/CE. A tal fin y sin perjuicio de lo previsto en los apartados anteriores, podrá ejercer 
todas y cada una de las facultades que el citado Reglamento reconoce a las autoridades 
competentes, entre otras, las específicamente señaladas en el artículo 32.1 por cualquiera 
de los modos señalados en el artículo 32.2 de dicho Reglamento.

g) Reglamento (UE) 2021/23 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre 
de 2020, relativo a un marco para la recuperación y la resolución de entidades de 
contrapartida central. La CNMV será la autoridad competente para la resolución de las 
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entidades de contrapartida central y ejercerá las facultades y competencias establecidas en 
este Reglamento, así como la potestad sancionadora en este ámbito.

h) Reglamento (UE) del Parlamento Europeo y del Consejo, relativo a los mercados de 
criptoactivos y por el que se modifica la Directiva (UE) 2019/1937.

Sin perjuicio de lo anterior, el Banco de España ejercerá las funciones de supervisión, 
inspección y sanción en relación con las obligaciones previstas en el citado Reglamento en 
lo que se refiere a los emisores de fichas de dinero electrónico y a las fichas referenciadas a 
activos.

Artículo 252.  Cooperación e intercambio de información con otras autoridades 
supervisoras.

1. La CNMV cooperará y colaborará con el Banco de España y la Dirección general de 
Seguros y Fondos de Pensiones en los términos establecidos reglamentariamente.

2. La CNMV cooperará y colaborará con la AEVM y otras autoridades supervisoras de la 
Unión Europea en los términos establecidos en la normativa de la UE y disposiciones legales 
y reglamentarias que sean de aplicación. En particular, intercambiará información, colaborará 
en actividades de investigación o supervisión y cooperará a la hora de facilitar el cobro de 
sanciones pecuniarias.

La CNMV facilitará sin demora a la AEVM, a la ABE, a la Autoridad Europea de Seguros 
y Planes de Jubilación, y a las autoridades competentes de otros Estados miembros de la 
Unión Europea la información necesaria para el desempeño de las funciones que estas le 
requieran.

En el intercambio de información deberá aplicarse, en relación con la solicitud de 
suministro o intercambio de información, lo establecido en el artículo 15 del Reglamento (CE) 
n.º 1287/2006 de la Comisión, de 10 de agosto de 2006, por el que se aplica la Directiva 
2004/39/CE del Parlamento Europeo y del Consejo en lo relativo a las obligaciones de las 
empresas de inversión de llevar un registro, la información sobre las operaciones, la 
transparencia del mercado, la admisión a negociación de instrumentos financieros, y 
términos definidos a efectos de dicha Directiva.

3. El régimen de intercambio de información contenido en esta ley y en sus normas de 
desarrollo no impedirá que la CNMV transmita la información confidencial necesaria para el 
ejercicio de sus funciones a los siguientes organismos:

a) A la AEVM y a la Junta Europea de Riesgos Sistémicos, observando las limitaciones 
relativas a información específica sobre empresas concretas y a los efectos sobre Estados 
no miembros de la Unión Europea que se prevén en el Reglamento (UE) n.º 1095/2010, de 
24 de noviembre de 2010; y en el Reglamento (UE) n.º 1092/2010 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 24 de noviembre de 2010, respectivamente.

b) A los bancos centrales del resto de Estados miembros, al Sistema Europeo de Bancos 
Centrales y al Banco Central Europeo, en su condición de autoridades monetarias, y, en su 
caso, a las autoridades públicas responsables de la vigilancia de los sistemas de pago y 
liquidación.

c) Al Banco de España y la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones.
d) A la Comisión Europea.
De igual modo, tampoco se impedirá a estos organismos, de conformidad con la 

normativa que les resulte de aplicación, comunicar a la CNMV la información que esta pueda 
necesitar para desempeñar las funciones que le corresponden con arreglo a esta ley.

La CNMV podrá ejercer sus poderes para fines de cooperación, incluso en los casos en 
que el comportamiento investigado no constituya una infracción de la normativa vigente en 
España.

Artículo 253.  Cooperación con las autoridades de resolución.
La CNMV notificará al FROB acerca de:
a) Todo requisito adicional de recursos propios exigido en virtud del artículo 257 apartado 

2, letra a), para una empresa de servicios de inversión que entre en fase ejecutiva de 
resolución de acuerdo con la Ley 11/2015, de 18 de junio, y
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b) cualquier expectativa de ajuste según lo contemplado en el artículo 261 apartado 2, 
con respecto a esa empresa de servicios de inversión.

Artículo 254.  Cooperación e intercambio de información con autoridades de Estados no 
miembros de la Unión Europea.

1. La CNMV podrá celebrar acuerdos de cooperación y colaboración con las autoridades 
competentes de Estados no miembros de la Unión Europea y adherirse a acuerdos 
multilaterales, siempre y cuando la información revelada goce de una garantía de secreto 
profesional al menos equivalente a la exigida en virtud de la normativa nacional y exista 
reciprocidad. Este intercambio de información deberá estar destinado a la realización de las 
tareas encomendadas a las autoridades competentes. La CNMV notificará a la AEVM la 
celebración de los acuerdos de cooperación a que se refiere este apartado.

La CNMV podrá transferir datos personales a Estados no miembros de la Unión Europea 
de conformidad con la normativa de protección de datos de carácter personal.

2. La CNMV podrá celebrar acuerdos de cooperación que prevean el intercambio de 
información con autoridades, organismos y personas físicas y jurídicas de terceros países 
responsables de:

a) La supervisión de entidades de crédito, entidades aseguradoras o reaseguradoras, 
otras organizaciones entidades financieras y mercados financieros, incluida la supervisión de 
entidades financieras que tienen licencia para operar como entidades de contrapartida 
central, cuando se hayan reconocido dichas entidades de contrapartida central en virtud del 
artículo 25 del Reglamento (UE) n.º 648/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 
de julio de 2012.

b) El concurso en el que se haya producido la apertura de la fase de liquidación de las 
empresas de servicios de inversión y otros procedimientos similares.

c) La realización de las auditorías de cuentas obligatorias de las empresas de servicios 
de inversión, entidades de crédito, entidades aseguradoras o reaseguradoras y otras 
entidades financieras, en el ejercicio de sus funciones de supervisión, o la administración de 
regímenes de indemnización, en el ejercicio de sus funciones, de entidades financieras o 
entidades que administran sistemas de indemnización.

d) La supervisión de los órganos que intervienen en el concurso en el que se haya 
producido la apertura de la fase de liquidación de las empresas de servicios de inversión y 
otros procedimientos similares.

e) La supervisión de las personas que operan en los mercados de derechos de emisión, 
a fin de garantizar una visión de conjunto de los mercados financieros y de contado.

f) La supervisión de las personas que operan en los mercados de derivados sobre 
materias primas agrícolas, a fin de garantizar una visión de conjunto de los mercados 
financieros y de contado.

g) La supervisión de las personas encargadas de efectuar las auditorías de cuentas 
obligatorias de las empresas de servicios de inversión, entidades de crédito, entidades 
aseguradoras o reaseguradoras y otras entidades financieras.

Dicho intercambio de información debe estar destinado al desempeño de las tareas de 
dichas autoridades u organismos o personas físicas o jurídicas.

Los acuerdos de cooperación a que se refiere este apartado requerirán el cumplimiento 
de los requisitos señalados en los apartados anteriores.

Cuando la información que vaya a transmitir la CNMV proceda de otro Estado miembro 
de la Unión Europea, esta solo podrá divulgarse con el acuerdo expreso de las autoridades 
competentes que la hayan transmitido y, en su caso, solamente para los fines para los que 
dichas autoridades hayan dado su consentimiento. La misma disposición se aplicará a la 
información facilitada por las autoridades competentes de Estados no miembros de la Unión 
Europea.

[ . . . ]
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§ 38

Ley 12/2003, de 21 de mayo, de prevención y bloqueo de la 
financiación del terrorismo

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 122, de 22 de mayo de 2003
Última modificación: 29 de abril de 2010

Referencia: BOE-A-2003-10289

Esta norma pasa a denominarse "Ley 12/2003, de 21 de mayo, de bloqueo de la financiación del 
terrorismo.", según establece la disposición final 1.1 de la Ley 10/2010, de 28 de abril. Ref. BOE-A-2010-6737

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I
El terrorismo constituye una de las mayores agresiones a la paz, a la seguridad y a la 

estabilidad de las sociedades democráticas. Sucesos como los trágicos atentados del 11 de 
septiembre de 2001 no han hecho sino evidenciar aún más que ningún ciudadano, ninguna 
institución, ni ningún Estado se encuentran al margen de esta amenaza. En consecuencia, 
es obligado dar una respuesta proporcionada y coordinada a esta situación por todos los 
Estados, que han de dotarse de los mecanismos necesarios para luchar contra el terrorismo 
en todas sus formas y manifestaciones y para prevenir la comisión de actuaciones 
terroristas, con todos los instrumentos que proporciona el Estado de Derecho, en un ámbito 
de máxima cooperación internacional.

Por eso, la Comunidad Internacional, reunida bajo los auspicios de Naciones Unidas, ha 
señalado como uno de los principales objetivos el acuerdo internacional y el trabajo común 
para prevenir y reprimir los actos de terrorismo.

Un aspecto básico para la prevención de la comisión de actos terroristas es el cierre de 
los flujos financieros de que se nutren las organizaciones terroristas. Como ha declarado 
repetidamente Naciones Unidas, el número y gravedad de los actos de terrorismo dependen 
en gran medida de la financiación que puedan obtener los terroristas. De este modo, tanto 
las organizaciones internacionales como los Estados parte de éstas tienen el convencimiento 

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

– 410 –

http://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2010-6737#dfprimera


de que, a través de las medidas preventivas, se pueden llegar a reducir las actividades de 
estas organizaciones y sus devastadores efectos. En concreto, la Resolución del Consejo de 
Seguridad de Naciones Unidas 1373 (2001), adoptada por unanimidad en su 4385.a sesión, 
celebrada el 28 de septiembre de 2001, completando lo dispuesto en sus Resoluciones 
números 1267 (1999), 1269 (1999), 1333 (2000) y 1368 (2001), ha ordenado a los Estados a 
que adopten las medidas necesarias para prevenir y reprimir el delito de terrorismo.

Así, el apartado 1.a) de la Resolución 1373 decide que los Estados «prevengan y 
repriman la financiación de los actos de terrorismo». Y especialmente, en su párrafo c), 
ordena que «congelen sin dilación los fondos y demás activos financieros o recursos 
económicos de las personas que cometan, o intenten cometer, actos de terrorismo o 
participen en ellos o faciliten su comisión ; de las entidades de propiedad o bajo el control, 
directos o indirectos, de esas personas, y de las personas y entidades que actúen en 
nombre de esas personas y entidades o bajo sus órdenes, inclusive los fondos obtenidos o 
derivados de los bienes de propiedad o bajo el control, directos o indirectos, de esas 
personas y de las personas y entidades asociadas con ellos».

En el ámbito europeo, el Consejo extraordinario de Jefes de Estado y de Gobierno, 
celebrado el 21 de septiembre de 2001, ha decidido que la lucha contra el terrorismo será 
más que nunca un objetivo prioritario para la Unión Europea y ha diseñado un específico 
Plan de Acción contra el Terrorismo, del que es elemento esencial la lucha contra su 
financiación.

La Unión Europea y los Estados miembros se han comprometido a adoptar las medidas 
necesarias para lograr que nuestros sistemas financieros cooperen para evitar la creación y 
transferencia de fondos que sirvan a la comisión de actuaciones terroristas.

Del mismo modo y en el ámbito nacional, tanto nuestros compromisos internacionales 
como la desgraciada experiencia española, que sufre la lacra del terrorismo desde hace 
décadas, hacen necesario completar nuestro ordenamiento jurídico con medidas eficaces en 
el ámbito de la prevención de esta forma de delincuencia, dentro del respeto a los principios 
que informan nuestro Estado democrático y de derecho. Esta línea continúa las políticas de 
prevención de formas especialmente graves de delincuencia, como el blanqueo de capitales 
o el tráfico de drogas, y conecta estrechamente con otros textos legislativos que, como la 
Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre determinadas medidas de prevención del blanqueo 
de capitales, o la Ley 40/1979, de 10 de diciembre, sobre régimen jurídico de control de 
cambios, han puesto el acento en los mecanismos de prevención y evitación del delito desde 
la perspectiva de su financiación.

II
Para prevenir las actividades de financiación del terrorismo e impedir la utilización con tal 

propósito del sistema financiero en una economía globalizada, el principio en el que se 
inspira esta ley no es otro que la posibilidad de bloqueo de cualquier tipo de flujo o posición 
financiera para evitar la utilización de los fondos en la comisión de acciones terroristas, 
disponiéndose al tiempo de la capacidad para identificar y combatir los canales financieros 
del terrorismo, verificando la verdadera naturaleza de los fondos, su origen, localización, 
disposición y movimientos, o la identidad de los titulares reales de esas transacciones.

Esta posibilidad de bloquear y examinar operaciones susceptibles de estar 
particularmente relacionadas con la financiación del terrorismo se lleva a cabo a través de la 
atribución de potestades específicas dirigidas a bloquear saldos y movimientos financieros 
de personas concretas, otorgadas a un órgano colegiado especializado, la Comisión de 
Vigilancia de Actividades de Finan ciación del Terrorismo, y siempre con la consideración de 
su naturaleza de medida preventiva carente de valor sancionador, dado que no se articula 
para sentar un juicio de culpabilidad, sino para evitar la realización de actos criminales que, 
en su caso, tienen que ser enjuiciados por el juez competente, haciendo así operativa 
cualquier alerta temprana.

Dichas potestades podrán aplicarse a sujetos u operaciones cuando concurran indicios 
razonables de su posible utilización para la financiación de acciones terroristas, bien por la 
inclusión de aquéllos en listados de alcance internacional a los que España está vinculada, 
bien por la concurrencia de una serie de elementos subjetivos y objetivos, que la ley 
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concreta, que permiten razonablemente considerar el propósito de apoyo económico a las 
actividades terroristas.

En consecuencia, la Comisión de Vigilancia que ahora se crea está llamada a desarrollar 
la dirección e impulso de estas actividades de prevención de la utilización del sistema 
financiero para la comisión de delitos, y, concretamente, de acciones terroristas, así como a 
servir de cauce de colaboración en esta materia entre las Administraciones públicas y las 
entidades financieras, y a servir de auxilio a los órganos judiciales, al Ministerio Fiscal y a la 
Policía Judicial.

Todo ello sin perjuicio, lógicamente, de las potestades que la Constitución y el resto del 
ordenamiento jurídico atribuyen al Poder Judicial para revisar la corrección, finalidad y 
proporcionalidad de la actuación administrativa, para perseguir y enjuiciar el delito y para 
garantizar los derechos de los ciudadanos. A lo que se une, además, una nueva garantía, 
consistente en la exigencia de autorización judicial para que las medidas puedan 
prolongarse en el tiempo más allá del mínimo que se considera indispensable para realizar 
complejas operaciones de comprobación.

En fin, las medidas de bloqueo que prevé esta ley han de llevarse a cabo con la 
imprescindible colaboración de las entidades que actúan en el tráfico financiero, a las que se 
les exige determinadas obligaciones. Por otro lado, teniendo en cuenta la importancia que 
tiene la información referente a las transacciones que puedan asociarse a las personas y 
demás entidades sobre las que pueda recaer el bloqueo y para hacer posible la aplicación 
de esta ley, se hace preciso establecer una obligación de colaboración de otras 
Administraciones, organismos e instituciones en el intercambio de dicha información.

Artículo 1.  Bloqueo de transacciones y movimientos de capitales y prohibición de apertura 
de cuentas en entidades financieras.

1. Con el fin de prevenir las actividades de financiación del terrorismo, son susceptibles 
de ser bloqueadas, en los términos previstos en esta ley, las cuentas, saldos y posiciones 
financieras, así como las transacciones y movimientos de capitales, aun ocasionales, y sus 
correspondientes operaciones de cobro, pago o transferencia, en las que el ordenante, 
emisor, titular, beneficiario o destinatario sea una persona o entidad vinculada a grupos u 
organizaciones terroristas, o cuando se hubiera realizado la transacción, movimiento u 
operación con motivo u ocasión de la perpetración de actividades terroristas, o para 
contribuir a los fines perseguidos por los grupos u organizaciones terroristas.

2. A los efectos previstos en esta ley, se entenderá por bloqueo la prohibición de realizar 
cualquier movimiento, transferencia, alteración, utilización o transacción de capitales o 
activos financieros que dé o pueda dar lugar a un cambio de volumen, importe, localización, 
propiedad, posesión, naturaleza o destino de dichos capitales o activos, o de cualquier otro 
cambio que pudiera facilitar su utilización, incluida la gestión de una cartera de valores.

3. Asimismo, se podrá prohibir la apertura de cuentas en entidades financieras o sus 
sucursales que operen en España en las que aparezcan como titulares, autorizados para 
operar o representantes, las personas o entidades mencionadas en el apartado 1.

4. Lo dispuesto en esta ley se entiende sin perjuicio de lo que la Ley de Enjuiciamiento 
Civil establece respecto de los bienes inembargables y de lo establecido en el artículo 2 de 
la Ley 40/1979, de 10 de diciembre, sobre régimen jurídico de control de cambios, y de las 
disposiciones que la desarrollen.

Artículo 2.  Adopción de los acuerdos por la Comisión de Vigilancia de Actividades de 
Financiación del Terrorismo.

1. En ejecución de lo dispuesto en el artículo anterior, corresponde a la Comisión de 
Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo la facultad de acordar el bloqueo de 
los saldos, cuentas y posiciones, incluidos los bienes depositados en cajas de seguridad, 
abiertas por personas o entidades vinculadas a organizaciones terroristas en cualquiera de 
las entidades enumeradas en el artículo 4, así como la prohibición de la apertura de nuevas 
cuentas en las que figure como titular, autorizada para operar o representante, alguna de 
dichas personas o entidades.

2. Igualmente podrá la citada Comisión de Vigilancia acordar el bloqueo del efectivo, 
valores y demás instrumentos provenientes de transacciones u operaciones financieras que 
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el ordenante o el beneficiario, directamente o a través de persona interpuesta, hubiera 
realizado con motivo u ocasión de la perpetración de actividades terroristas o para contribuir 
a los fines u objetivos perseguidos por los grupos u organizaciones terroristas.

3. La Comisión de Vigilancia cuando haya acordado el bloqueo podrá autorizar aquellas 
transacciones y sus correspondientes cobros, pagos o transferencias que tengan por 
finalidad la satisfacción de las deudas de carácter salarial, tributarias, de Seguridad Social o 
cualesquiera de otra naturaleza con las que se evite el perjuicio a terceros de buena fe.

4. Los acuerdos de bloqueo podrán adoptarse sin necesidad de previa audiencia del 
titular o titulares de las cuentas, posiciones o saldos a los que se refieran cuando ello 
comprometa gravemente la efectividad de la medida o el interés público afectado. En todo 
caso, se mantendrá la confidencialidad en sede administrativa y jurisdiccional respecto de la 
identidad de los funcionarios intervinientes en los procedimientos administrativos en los que 
se adopten y ejecuten los respectivos acuerdos.

5. Los acuerdos a los que se refieren los apartados anteriores surtirán efecto por el 
tiempo que se determine expresamente por la Comisión de Vigilancia.

Cuando el acuerdo se fundamente en una disposición o resolución adoptadas por el 
órgano competente de la Unión Europea o de cualquier organización internacional de las que 
España sea parte, la duración de sus efectos será la que se determine en dicha resolución.

En los restantes supuestos la duración no podrá exceder inicialmente de seis meses, 
pudiendo la Comisión de Vigilancia prolongar este plazo en el supuesto de que subsistan las 
causas que motivaron su adopción, previa autorización judicial que deberá dictarse, en todo 
caso, en el plazo máximo de 15 días. La Comisión solicitará la autorización antes del 
vencimiento de dicho plazo, resolviendo el órgano judicial competente para conocer del 
recurso contra estos actos, oídas las personas afec tadas por el bloqueo o prohibición. En 
todo caso, el acuerdo inicial de bloqueo mantendrá su eficacia hasta que recaiga resolución 
judicial autorizando o denegando la prórroga.

6. La Comisión de Vigilancia acordará, en cualquier caso, el cese del bloqueo cuando de 
las actuaciones o investigaciones realizadas no quede acreditado que los bienes afectados 
guardan relación con la financiación de actividades terroristas.

Artículo 3.  Control jurisdiccional.
1. La Comisión de Vigilancia ejercerá sus funciones siempre sin perjuicio de las 

potestades que la Constitución y el resto del ordenamiento jurídico atribuyen al Poder 
Judicial y en especial al orden jurisdiccional penal.

2. La Comisión de Vigilancia auxiliará a los órganos jurisdiccionales penales y al 
Ministerio Fiscal en el ejercicio de las funciones que les son propias.

3. Las resoluciones de la Comisión de Vigilancia, que agotan la vía administrativa, serán 
susceptibles de recurso contencioso-administrativo, cuya tramitación será preferente.

4. Si se estuviera sustanciando un procedimiento penal en que exista identidad de 
personas, hechos y fundamento respecto de las actuaciones contempladas en esta ley, el 
órgano del orden jurisdiccional penal ante quien se esté tramitando dicho procedimiento será 
el competente para resolver sobre la continuidad del bloqueo de dichos saldos, cuentas, 
posiciones, efectivo, valores y demás instrumentos, mediante la adopción de las oportunas 
medidas cautelares.

5. Si existiera un procedimiento penal que pudiera tener vinculación con las medidas de 
bloqueo adoptadas en vía administrativa, los acuerdos de la Comisión de Vigilancia deberán 
ponerse en conocimiento del órgano jurisdiccional penal ante el que se estuviera 
substanciando dicho procedimiento.

6. La Comisión de Vigilancia pondrá inmediatamente en conocimiento del órgano 
jurisdiccional penal competente todo hecho del que tenga noticia en el ejercicio de las 
funciones atribuidas por esta ley que pudiera ser constitutivo de delito, o que, sin ser 
constitutivo de delito como tal, estuviera relacionado con hechos que pudieran tener la 
calificación de delictivos.

Artículo 4.  Personas y entidades obligadas.
Las Administraciones Públicas y los sujetos a que se refiere el artículo 2 de la Ley de 

prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo están obligados a 
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colaborar con la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo y, en 
particular, a llevar a cabo las medidas necesarias para hacer efectivo el bloqueo previsto en 
el artículo 1; en particular, deberán:

a) Impedir cualquier acto u operación que suponga disposición de saldos y posiciones de 
cualquier tipo, dinero, valores y demás instrumentos vinculados a movimientos de capitales u 
operaciones de pago o transferencia bloqueados, a excepción de aquéllos por los que 
afluyan nuevos fondos y recursos a cuentas bloqueadas.

b) Comunicar a la Comisión de Vigilancia cualquier tipo de ingreso que se pueda realizar 
a la cuenta bloqueada, sin perjuicio de realizar la operación.

c) Comunicar a la Comisión de Vigilancia, por iniciativa propia, cualquier solicitud o 
petición que reciban en la que el ordenante, emisor, titular, beneficiario o destinatario sea 
una persona o entidad respecto a la que la Comisión de Vigilancia haya adoptado alguna 
medida.

d) Facilitar a la citada Comisión la información que ésta requiera para el ejercicio de sus 
competencias.

e) No revelar ni al cliente ni a terceros que se ha transmitido información a la Comisión 
de Vigilancia.

Artículo 5.  Exención de responsabilidad.
Las medidas adoptadas de buena fe, a fin de cumplir con lo dispuesto en el artículo 

anterior, por las personas y entidades obligadas o, excepcionalmente, por sus directivos o 
empleados, no implicarán violación de las obligaciones impuestas por vía contractual o por 
las normas sectoriales a las que estuvieran sujetos ni dará lugar a la asunción de ningún tipo 
de responsabilidad.

Artículo 6.  Supervisión y régimen sancionador.
1. La función de supervisión e inspección del Servicio Ejecutivo de la Comisión de 

Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias a que se refiere el artículo 
47 de la Ley de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo se 
extiende al cumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente Ley.

Cuando de los informes de inspección a que se refiere el artículo 47.3 de la Ley de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo resulte el 
incumplimiento de alguna de las obligaciones establecidas en el artículo 4 de esta Ley, el 
Comité Permanente de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias lo pondrá en conocimiento de la Comisión de Vigilancia de Actividades de 
Financiación del Terrorismo.

2. El incumplimiento de los deberes previstos en esta Ley será considerado infracción 
muy grave a los efectos previstos en el Capítulo VIII de la Ley de prevención del blanqueo de 
capitales y de la financiación del terrorismo, y será sancionado conforme a lo que en él se 
dispone.

Las referencias que en dicho Capítulo se contienen a la Secretaría y al Comité 
Permanente de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias deben entenderse realizadas a la Secretaría de la Comisión de Vigilancia y a la 
Comisión de Vigilancia, respectivamente.

La competencia para proponer la imposición de sanciones por la comisión de las 
infracciones previstas en esta Ley corresponde al Ministro del Interior, y la competencia para 
sancionar, al Consejo de Ministros.

Artículo 7.  Personas y entidades vinculadas a grupos u organizaciones terroristas.
1. A los efectos previstos en esta ley, la comisión podrá considerar vinculadas a un grupo 

u organización terrorista a las siguientes personas o entidades:
a) Aquéllas cuya vinculación con un grupo u organización terrorista haya sido reconocida 

en una resolución judicial, en una disposición o resolución adoptadas
por el órgano competente de la Unión Europea o de cualquier organización internacional 

de la que España sea parte.
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b) Las que actúen como administradores de hecho o de derecho o en nombre, interés, 
por cuenta o representación legal o voluntaria de la organización o de cualquier persona o 
entidad integrada o controlada por un grupo terrorista.

c) Aquellas entidades en cuyo órgano de gestión o administración o en cuyo capital o 
dotación participen, con influencia significativa, otras personas o entidades integradas o 
controladas por una organización terrorista.

d) Las que constituyan una unidad de decisión con un grupo u organización terrorista, 
bien porque alguna de ellas ostente o pueda ostentar, directa o indirectamente, el control de 
las demás, bien porque dicho control corresponda a una o varias personas o entidades que 
actúen sistemáticamente o en concierto con el grupo u organización.

e) Las personas y entidades creadas o interpuestas por una organización terrorista con 
la finalidad de ocultar la verdadera identidad de los ordenantes o beneficiarios de una 
transacción económica o de las partes en cualquier negocio o contrato.

f) Las que, no estando incluidas en ninguno de los párrafos anteriores, coadyuven o 
favorezcan económicamente a una organización terrorista.

g) Las personas o entidades respecto de las cuales, a la vista de las personas que las 
rigen o administran, o de cualesquiera otras circunstancias, se considere que constituyen 
materialmente una continuación o sucesión en la actividad de cualquier persona o entidad 
prevista en los párrafos anteriores, todo ello con independencia de la forma o título jurídico 
utilizados para dicha continuación o sucesión.

2. En todo caso, tratándose de sociedades mercantiles, se estará a lo dispuesto en el 
artículo 4 de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores, en cuanto a la 
consideración de las entidades que pertenecen a un mismo grupo empresarial.

Artículo 8.  Obligación de cesión de información.
1. Las Administraciones tributarias, las entidades gestoras y la Tesorería General de la 

Seguridad Social, el Banco de España, la Comisión Nacional del Mercado de Valores, la 
Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones y los demás órganos y organismos 
con competencias supervisoras en materia financiera tendrán la obligación de ceder los 
datos de carácter personal y la información que hubieran obtenido en el ejercicio de sus 
funciones a la Comisión de Vigilancia, a requerimiento de su Presidente, en el ejercicio de 
las competencias que esta ley le atribuye.

2. A los efectos de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos 
de Carácter Personal, los ficheros que cree la Comisión de Vigilancia para el cumplimiento 
de los fines previstos en esta ley tendrán la consideración de ficheros de titularidad pública.

Artículo 9.  Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo.
1. Se crea la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo como 

órgano encargado de acordar el bloqueo de todas las operaciones definidas en el artículo 1 
de esta Ley, así como el ejercicio de todas las competencias que sean necesarias para el 
cumplimiento de lo previsto en ésta.

2. La Comisión de Vigilancia estará adscrita al Ministerio del Interior e integrada por:
a) Presidente: el Secretario de Estado de Seguridad.
b) Vocales:
1.º Un miembro del Ministerio Fiscal, designado por el Fiscal General del Estado.
2.º Un representante de los Ministerios de Justicia, del Interior y de Economía y 

Hacienda, designados por los titulares de los departamentos respectivos.
c) Secretario: quien dirija la unidad orgánica que desempeñe la Secretaría de la 

Comisión de Vigilancia a que refiere el apartado 4.
El Presidente de la Comisión, cuando lo estime conveniente, podrá convocar a expertos 

en las materias de su competencia, para el asesoramiento específico en alguno de los 
asuntos a tratar. El Director del Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del 
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias asistirá a las reuniones de la Comisión de 
Vigilancia con voz pero sin voto.
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3. Los miembros de esta Comisión están sometidos al régimen de responsabilidad 
establecido por el ordenamiento jurídico y, en particular, en lo relativo a las obligaciones 
derivadas del conocimiento de la información recibida y de los datos de carácter personal 
que sean objeto de cesión, que sólo podrán utilizarse para el ejercicio de las competencias 
atribuidas por esta Ley. A los expertos que asesoren a la Comisión les será de aplicación el 
mismo régimen de responsabilidad respecto de todo aquello de lo que conozcan por razón 
de su asistencia a la Comisión.

4. La Comisión de Vigilancia ejercerá sus competencias con el apoyo de la Secretaría de 
la Comisión de Vigilancia, que tiene la consideración de órgano de la Comisión. La 
Secretaría será desempeñada por la unidad orgánica, con rango al menos de subdirección 
general, de las existentes en el Ministerio del Interior, que reglamentariamente se determine.

Corresponderá a la Secretaría, entre otras funciones, instruir los procedimientos 
sancionadores a que hubiere lugar por las infracciones de esta Ley, así como formular a la 
Comisión de Vigilancia la correspondiente propuesta de resolución.

5. El cumplimiento de las obligaciones de información a que se refiere el artículo 4 de 
esta Ley se hará a través de la Secretaría de la Comisión de Vigilancia.

6. La Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias y la 
Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo se prestarán la 
máxima colaboración para el ejercicio de sus respectivas competencias. En los términos que 
se acuerden entre ambas Comisiones y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 45.3 de la 
Ley de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, el Servicio 
Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias 
informará en las reuniones de la Comisión de Vigilancia de su actividad relativa a hechos u 
operaciones que presenten indicios o certeza de relación con la financiación del terrorismo y, 
en especial, de los informes de inteligencia financiera que hubiera elaborado en relación con 
esta materia.

Las competencias de la Comisión de Vigilancia se entienden sin perjuicio de las que la 
Ley de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo atribuye a la 
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

Disposición adicional primera.  Modificación de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre 
determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales.

Se añade un nuevo párrafo g) al apartado 2 del artículo 15 de la Ley 19/1993, con el 
siguiente contenido, pasando el contenido del actual párrafo g) a un nuevo párrafo h):

«g) Prestar la asistencia necesaria a la Comisión de Vigilancia de Actividades de 
Financiación del Terrorismo para el adecuado ejercicio y desarrollo de sus funciones, 
ejecutar sus órdenes y orientaciones y velar por la aplicación de lo dispuesto en la 
ley reguladora de dicha comisión de acuerdo con las instrucciones que reciba de 
ella.»

Disposición adicional segunda.  Modificación de la Ley 230/1963, de 28 de diciembre, 
General Tributaria.

Se añade un nuevo párrafo i) al apartado 1 del artículo 113 de la Ley General Tributaria, 
con el siguiente contenido:

«i) La colaboración con la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación 
del Terrorismo en el ejercicio de sus funciones, de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 8 de la Ley de Prevención y Bloqueo de la Financiación del Terrorismo.»

Disposición adicional tercera.  Modificación del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio.

Se añade un nuevo párrafo i) al apartado 6 del artículo 36 del texto refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social, con el siguiente contenido:

«i) La colaboración con la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación 
del Terrorismo en el ejercicio de sus funciones, de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 8 de la Ley de Prevención y Bloqueo de la Financiación del Terrorismo.»
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Disposicion derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones, de igual o inferior rango, se opongan a lo 

establecido en esta ley.

Disposición final primera.  Desarrollo reglamentario.
Se habilita al Gobierno para que, en el plazo de seis meses a contar desde la entrada en 

vigor de esta ley, apruebe las disposiciones reglamentarias para su ejecución y desarrollo, 
especialmente en materia de funcionamiento y régimen jurídico de adopción de acuerdos por 
parte de la Comisión de Vigilancia.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado».
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§ 39

Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales 
y de la financiación del terrorismo

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 103, de 29 de abril de 2010
Última modificación: 29 de junio de 2023

Referencia: BOE-A-2010-6737

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley.

PREÁMBULO
La política de prevención del blanqueo de capitales surge a finales de la década de 1980 

como reacción a la creciente preocupación que planteaba la criminalidad financiera derivada 
del tráfico de drogas.

Efectivamente, el riesgo de penetración de importantes sectores del sistema financiero 
por parte de las organizaciones criminales, al que no proporcionaban adecuada respuesta 
los instrumentos existentes, dio lugar a una política internacional coordinada, cuya más 
importante manifestación fue la creación en 1989 del Grupo de Acción Financiera (GAFI). 
Las Recomendaciones del GAFI, aprobadas en 1990, pronto se convirtieron en el estándar 
internacional en la materia, constituyéndose en la inspiración directa de la Primera Directiva 
comunitaria (Directiva 91/308/CEE del Consejo, de 10 de junio de 1991).

No obstante, el conocimiento más profundo de las técnicas utilizadas por las redes de 
blanqueo de capitales, así como la natural evolución de una política pública tan reciente, han 
motivado en los últimos años una serie de cambios en los estándares internacionales y, 
como consecuencia de ello, en el derecho comunitario.

En este contexto, la presente Ley transpone la Directiva 2005/60/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 26 de octubre de 2005, relativa a la prevención de la utilización 
del sistema financiero para el blanqueo de capitales y para la financiación del terrorismo, 
desarrollada por la Directiva 2006/70/CE de la Comisión, de 1 de agosto de 2006, por la que 
se establecen disposiciones de aplicación de la Directiva 2005/60/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo en lo relativo a la definición de «personas del medio político» y los 
criterios técnicos aplicables en los procedimientos simplificados de diligencia debida con 
respecto al cliente, así como en lo que atañe a la exención por razones de actividad 
financiera ocasional o muy limitada, además de establecer el régimen sancionador del 
Reglamento (CE) Nº 1781/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de noviembre 
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de 2006, relativo a la información sobre los ordenantes que acompaña a las transferencias 
de fondos.

Sin embargo, debe subrayarse que la Directiva 2005/60/CE o Tercera Directiva, que 
básicamente incorpora al derecho comunitario las Recomendaciones del GAFI tras su 
revisión en 2003, se limita a establecer un marco general que ha de ser, no sólo transpuesto, 
sino completado por los Estados miembros, dando lugar a normas nacionales notablemente 
más extensas y detalladas, lo que supone que la Directiva no establece un marco integral de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo que sea susceptible 
de ser aplicado por los sujetos obligados sin ulteriores especificaciones por parte del 
legislador nacional. Por otra parte, la Tercera Directiva es una norma de mínimos, como 
señala de forma rotunda su artículo 5, que ha de ser reforzada o extendida atendiendo a los 
concretos riesgos existentes en cada Estado miembro, lo que justifica que la presente Ley 
contenga, al igual que la vigente Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre determinadas 
medidas de prevención del blanqueo de capitales, algunas disposiciones más rigurosas que 
la Directiva.

Por otra parte, desde el punto de vista técnico se ha realizado una verdadera 
transposición, adaptando la terminología y sistemática de la Directiva a las prácticas 
legislativas patrias. Así, a título de ejemplo, se ha optado por la locución «personas con 
responsabilidad pública» para aludir a lo que la Directiva denomina «personas del medio 
político», por entender que aquélla es más exacta y expresiva en castellano. Asimismo se ha 
mantenido, en la medida de lo posible, el régimen vigente, en cuanto no fuera contrario a la 
nueva ordenación comunitaria, con el fin de reducir los costes de adaptación de los sujetos 
obligados. Finalmente, se han elevado de rango diversas previsiones contenidas en el 
Reglamento de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, aprobado por Real Decreto 925/1995, 
de 9 de junio, lo que se traduce en una Ley notablemente más extensa que, desde un punto 
de vista crítico, podría tacharse de excesivamente reglamentista. Sin embargo, esta técnica 
se estima preferible por tratarse de deberes específicos, impuestos a los sujetos obligados, 
que encuentran mejor acomodo en normas de rango legal.

Por último, cabe señalar que se procede a la unificación de los regímenes de prevención 
del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, poniendo fin a la dispersión 
actual. Consecuentemente con los estándares internacionales en materia de prevención del 
blanqueo de capitales, que han incorporado plenamente la lucha contra la financiación del 
terrorismo, la Tercera Directiva, a diferencia de los textos de 1991 y 2001, se refiere a «la 
prevención de la utilización del sistema financiero para el blanqueo de capitales y para la 
financiación del terrorismo».

En España, la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre determinadas medidas de 
prevención del blanqueo de capitales, coexiste con la Ley 12/2003, de 21 de mayo, de 
prevención y bloqueo de la financiación del terrorismo. Como indica su denominación, la Ley 
12/2003, de 21 de mayo, no se ha limitado a regular la congelación o bloqueo de fondos 
potencialmente vinculados al terrorismo, como fue la intención inicial, sino que ha 
reproducido las obligaciones de prevención de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, lo que 
resulta claramente disfuncional.

Por ello, sin perjuicio de mantener la Ley 12/2003, de 21 de mayo, en lo relativo al 
bloqueo, se procede a regular de forma unitaria en la presente Ley los aspectos preventivos 
tanto del blanqueo de capitales como de la financiación del terrorismo. El bloqueo, como 
decisión operativa, se mantendrá en el ámbito del Ministerio del Interior, atribuyéndose, por 
el contrario, a la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias, situada orgánicamente en la Secretaría de Estado de Economía y con 
participación de los supervisores financieros, la competencia para la incoación e instrucción 
de los expedientes sancionadores por incumplimiento de las obligaciones de prevención. Ello 
acabará con la actual dualidad normativa, manteniendo, no obstante, la competencia de la 
Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo para acordar el 
bloqueo o congelación de fondos cuando existan motivos que lo justifiquen.
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CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto, definiciones y ámbito de aplicación.
1. La presente Ley tiene por objeto la protección de la integridad del sistema financiero y 

de otros sectores de actividad económica mediante el establecimiento de obligaciones de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.

2. A los efectos de la presente Ley, se considerarán blanqueo de capitales las siguientes 
actividades:

a) La conversión o la transferencia de bienes, a sabiendas de que dichos bienes 
proceden de una actividad delictiva o de la participación en una actividad delictiva, con el 
propósito de ocultar o encubrir el origen ilícito de los bienes o de ayudar a personas que 
estén implicadas a eludir las consecuencias jurídicas de sus actos.

b) La ocultación o el encubrimiento de la naturaleza, el origen, la localización, la 
disposición, el movimiento o la propiedad real de bienes o derechos sobre bienes, a 
sabiendas de que dichos bienes proceden de una actividad delictiva o de la participación en 
una actividad delictiva.

c) La adquisición, posesión o utilización de bienes, a sabiendas, en el momento de la 
recepción de los mismos, de que proceden de una actividad delictiva o de la participación en 
una actividad delictiva.

d) La participación en alguna de las actividades mencionadas en las letras anteriores, la 
asociación para cometer este tipo de actos, las tentativas de perpetrarlas y el hecho de 
ayudar, instigar o aconsejar a alguien para realizarlas o facilitar su ejecución.

Existirá blanqueo de capitales aun cuando las conductas descritas en las letras 
precedentes sean realizadas por la persona o personas que cometieron la actividad delictiva 
que haya generado los bienes.

A los efectos de esta Ley se entenderá por bienes procedentes de una actividad delictiva 
todo tipo de activos cuya adquisición o posesión tenga su origen en un delito, tanto 
materiales como inmateriales, muebles o inmuebles, tangibles o intangibles, así como los 
documentos o instrumentos jurídicos con independencia de su forma, incluidas la electrónica 
o la digital, que acrediten la propiedad de dichos activos o un derecho sobre los mismos, con 
inclusión de la cuota defraudada en el caso de los delitos contra la Hacienda Pública.

Se considerará que hay blanqueo de capitales aun cuando las actividades que hayan 
generado los bienes se hubieran desarrollado en el territorio de otro Estado.

3. A los efectos de la presente Ley, se entenderá por financiación del terrorismo el 
suministro, el depósito, la distribución o la recogida de fondos o bienes, por cualquier medio, 
de forma directa o indirecta, con la intención de utilizarlos o con el conocimiento de que 
serán utilizados, íntegramente o en parte, para la comisión de cualquiera de los delitos de 
terrorismo tipificados en el Código Penal.

Se considerará que existe financiación del terrorismo aun cuando el suministro o la 
recogida de fondos o bienes se hayan desarrollado en el territorio de otro Estado.

4. Se considerarán países terceros equivalentes aquellos Estados, territorios o 
jurisdicciones que, por establecer requisitos equivalentes a los de la legislación española, se 
determinen por la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias, a propuesta de su Secretaría.

La calificación como país tercero equivalente de un Estado, territorio o jurisdicción se 
entenderá en todo caso sin efecto retroactivo.

La Secretaría General del Tesoro y Financiación Internacional mantendrá en su página 
web una lista actualizada de los Estados, territorios o jurisdicciones que gocen de la 
condición de país tercero equivalente.

5. Se entenderá por moneda virtual aquella representación digital de valor no emitida ni 
garantizada por un banco central o autoridad pública, no necesariamente asociada a una 
moneda legalmente establecida y que no posee estatuto jurídico de moneda o dinero, pero 
que es aceptada como medio de cambio y puede ser transferida, almacenada o negociada 
electrónicamente.
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6. Se entenderá por cambio de moneda virtual por moneda fiduciaria la compra y venta 
de monedas virtuales mediante la entrega o recepción de euros o cualquier otra moneda 
extranjera de curso legal o dinero electrónico aceptado como medio de pago en el país en el 
que haya sido emitido.

7. Se entenderá por proveedores de servicios de custodia de monederos electrónicos 
aquellas personas físicas o entidades que prestan servicios de salvaguardia o custodia de 
claves criptográficas privadas en nombre de sus clientes para la tenencia, el 
almacenamiento y la transferencia de monedas virtuales.

Artículo 2.  Sujetos obligados.
1. La presente Ley será de aplicación a los siguientes sujetos obligados:
a) Las entidades de crédito.
b) Las entidades aseguradoras autorizadas para operar en el ramo de vida u otros 

seguros relacionados con inversiones y los corredores de seguros cuando actúen en relación 
con seguros de vida u otros servicios relacionados con inversiones, con las excepciones que 
se establezcan reglamentariamente.

c) Las empresas de servicios de inversión.
d) Las sociedades gestoras de instituciones de inversión colectiva y las sociedades de 

inversión cuya gestión no esté encomendada a una sociedad gestora.
e) Las entidades gestoras de fondos de pensiones.
f) Las sociedades gestoras de entidades de capital-riesgo y las sociedades de capital-

riesgo cuya gestión no esté encomendada a una sociedad gestora.
g) Las sociedades de garantía recíproca.
h) Las entidades de dinero electrónico, las entidades de pago y las personas físicas y 

jurídicas a las que se refieren los artículos 14 y 15 del Real Decreto Ley 19/2018, de 23 de 
noviembre, de servicios de pago y otras medidas urgentes en materia financiera.

i) Las personas que ejerzan profesionalmente actividades de cambio de moneda.
j) Los servicios postales respecto de las actividades de giro o transferencia.
k) Las personas dedicadas profesionalmente a la intermediación en la concesión de 

préstamos o créditos, así como aquellas que, sin haber obtenido la autorización como 
establecimientos financieros de crédito, desarrollen profesionalmente alguna actividad 
prevista en el artículo 6.1 de la Ley 5/2015, de 27 de abril, de fomento de la financiación 
empresarial, o desarrollen actividades de concesión de préstamos previstas en la Ley 
5/2019, de 15 de marzo, reguladora de los contratos de crédito inmobiliario, así como las 
personas dedicadas profesionalmente a la intermediación en la concesión de préstamos o 
créditos.

l) Los promotores inmobiliarios y quienes ejerzan profesionalmente actividades de 
agencia, comisión o intermediación en la compraventa de bienes inmuebles o en 
arrendamientos de bienes inmuebles que impliquen una transacción por una renta total anual 
igual o superior a 120.000 euros o una renta mensual igual o superior a 10.000 euros.

m) Los auditores de cuentas, contables externos, asesores fiscales y cualquier otra 
persona que se comprometa a prestar de manera directa o a través de otras personas 
relacionadas, ayuda material, asistencia o asesoramiento en cuestiones fiscales como 
actividad empresarial o profesional principal.

n) Los notarios y los registradores de la propiedad, mercantiles y de bienes muebles.
ñ) Los abogados, procuradores u otros profesionales independientes cuando participen 

en la concepción, realización o asesoramiento de operaciones por cuenta de clientes 
relativas a la compraventa de bienes inmuebles o entidades comerciales, la gestión de 
fondos, valores u otros activos, la apertura o gestión de cuentas corrientes, cuentas de 
ahorros o cuentas de valores, la organización de las aportaciones necesarias para la 
creación, el funcionamiento o la gestión de empresas o la creación, el funcionamiento o la 
gestión de fideicomisos («trusts»), sociedades o estructuras análogas, o cuando actúen por 
cuenta de clientes en cualquier operación financiera o inmobiliaria.

o) Las personas que con carácter profesional y con arreglo a la normativa específica que 
en cada caso sea aplicable presten los siguientes servicios por cuenta de terceros: constituir 
sociedades u otras personas jurídicas; ejercer funciones de dirección o de secretarios no 
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consejeros de consejo de administración o de asesoría externa de una sociedad, socio de 
una asociación o funciones similares en relación con otras personas jurídicas o disponer que 
otra persona ejerza dichas funciones; facilitar un domicilio social o una dirección comercial, 
postal, administrativa y otros servicios afines a una sociedad, una asociación o cualquier otro 
instrumento o persona jurídicos; ejercer funciones de fiduciario en un fideicomiso (trust) o 
instrumento jurídico similar o disponer que otra persona ejerza dichas funciones; o ejercer 
funciones de accionista por cuenta de otra persona, exceptuando las sociedades que coticen 
en un mercado regulado de la Unión Europea y que estén sujetas a requisitos de información 
acordes con el Derecho de la Unión o a normas internacionales equivalentes que garanticen 
la adecuada transparencia de la información sobre la propiedad, o disponer que otra persona 
ejerza dichas funciones.

p) Los casinos de juego.
q) Las personas que comercien profesionalmente con joyas, piedras o metales 

preciosos.
r) Las personas que comercien profesionalmente con objetos de arte o antigüedades o 

actúen como intermediarios en el comercio de objetos de arte o antigüedades, y las 
personas que almacenen o comercien con objetos de arte o antigüedades o actúen como 
intermediarios en el comercio de objetos de arte o antigüedades cuando lo lleven a cabo en 
puertos francos.

s) Las personas que ejerzan profesionalmente las actividades a que se refiere el artículo 
1 de la Ley 43/2007, de 13 de diciembre, de protección de los consumidores en la 
contratación de bienes con oferta de restitución del precio.

t) Las personas que ejerzan actividades de depósito, custodia o transporte profesional de 
fondos o medios de pago.

u) Las personas responsables de la gestión, explotación y comercialización de loterías u 
otros juegos de azar presenciales o por medios electrónicos, informáticos, telemáticos e 
interactivos. En el caso de loterías, apuestas mutuas deportivo-benéficas, concursos, bingos 
y máquinas recreativas tipo “B” únicamente respecto de las operaciones de pago de 
premios.

v) Las personas físicas que realicen movimientos de medios de pago, en los términos 
establecidos en el artículo 34.

w) Las personas que comercien profesionalmente con bienes, en los términos 
establecidos en el artículo 38.

x) Las fundaciones y asociaciones, en los términos establecidos en el artículo 39.
y) Los gestores de sistemas de pago y de compensación y liquidación de valores y 

productos financieros derivados, así como los gestores de tarjetas de crédito o debito 
emitidas por otras entidades, en los términos establecidos en el artículo 40.

z) Los proveedores de servicios de cambio de moneda virtual por moneda fiduciaria y de 
custodia de monederos electrónicos.

Se entenderán sujetas a la presente Ley las personas o entidades no residentes que, a 
través de sucursales o agentes o mediante prestación de servicios sin establecimiento 
permanente, desarrollen en España actividades de igual naturaleza a las de las personas o 
entidades citadas en los párrafos anteriores.

2. Tienen la consideración de sujetos obligados las personas físicas o jurídicas que 
desarrollen las actividades mencionadas en el apartado precedente. No obstante, cuando las 
personas físicas actúen en calidad de empleados de una persona jurídica, o le presten 
servicios permanentes o esporádicos, las obligaciones impuestas por esta Ley recaerán 
sobre dicha persona jurídica respecto de los servicios prestados.

Los sujetos obligados quedarán, asimismo, sometidos a las obligaciones establecidas en 
la presente Ley respecto de las operaciones realizadas a través de agentes u otras personas 
que actúen como mediadores o intermediarios de aquéllos.

3. Reglamentariamente podrán excluirse aquellas personas que realicen actividades 
financieras con carácter ocasional o de manera muy limitada cuando exista escaso riesgo de 
blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo. Asimismo, podrán excluirse, total o 
parcialmente, aquellos juegos de azar y los sujetos obligados de la letra h) del apartado 1 de 
este artículo, que presenten un bajo riesgo de blanqueo de capitales y de financiación del 
terrorismo.
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4. A los efectos de esta ley, se considerarán entidades financieras los sujetos obligados 
mencionados en las letras a) a i) y en la letra z) del apartado 1 de este artículo.

5. Serán aplicables al administrador nacional del registro de derechos de emisión 
previsto en la Ley 1/2005, de 9 de marzo, por la que se regula el régimen de comercio de 
derechos de emisión de gases de efecto invernadero, con las excepciones que se 
determinen reglamentariamente, las obligaciones de información y de control interno 
contenidas en los capítulos III y IV de la presente Ley.

CAPÍTULO II
De la diligencia debida

Sección 1.ª Medidas normales de diligencia debida

Artículo 3.  Identificación formal.
1. Los sujetos obligados identificarán a cuantas personas físicas o jurídicas pretendan 

establecer relaciones de negocio o intervenir en cualesquiera operaciones.
En ningún caso los sujetos obligados mantendrán relaciones de negocio o realizarán 

operaciones con personas físicas o jurídicas que no hayan sido debidamente identificadas. 
Queda prohibida, en particular, la apertura, contratación o mantenimiento de cuentas, libretas 
de ahorro, cajas de seguridad, activos o instrumentos numerados, cifrados, anónimos o con 
nombres ficticios.

2. Con carácter previo al establecimiento de la relación de negocios o a la ejecución de 
cualesquiera operaciones, los sujetos obligados comprobarán la identidad de los 
intervinientes mediante documentos fehacientes. En el supuesto de no poder comprobar la 
identidad de los intervinientes mediante documentos fehacientes en un primer momento, se 
podrá contemplar lo establecido en el artículo 12, salvo que existan elementos de riesgo en 
la operación.

Reglamentariamente se establecerán los documentos que deban reputarse fehacientes a 
efectos de identificación.

3. En el ámbito del seguro de vida, la comprobación de la identidad del tomador deberá 
realizarse con carácter previo a la celebración del contrato. La comprobación de la identidad 
del beneficiario del seguro de vida deberá realizarse en todo caso con carácter previo al 
pago de la prestación derivada del contrato o al ejercicio de los derechos de rescate, anticipo 
o pignoración conferidos por la póliza.

Artículo 4.  Identificación del titular real.
1. Los sujetos obligados identificarán al titular real y adoptarán medidas adecuadas a fin 

de comprobar su identidad con carácter previo al establecimiento de relaciones de negocio o 
a la ejecución de cualesquiera operaciones.

2. A los efectos de la presente ley, se entenderá por titular real:
a) La persona o personas físicas por cuya cuenta se pretenda establecer una relación de 

negocios o intervenir en cualesquiera operaciones.
b) La persona o personas físicas que en último término posean o controlen, directa o 

indirectamente, un porcentaje superior al 25 por ciento del capital o de los derechos de voto 
de una persona jurídica, o que por otros medios ejerzan el control, directo o indirecto, de una 
persona jurídica. A efectos de la determinación del control serán de aplicación, entre otros, 
los criterios establecidos en el artículo 42 del Código de Comercio.

Serán indicadores de control por otros medios, entre otros, los previstos en el artículo 22 
(1) a (5) de la Directiva 2013/34/UE del Parlamento Europeo y el Consejo, de 26 de junio de 
2013 sobre los estados financieros anuales, los estados financieros consolidados y otros 
informes afines de ciertos tipos de empresas, por la que se modifica la Directiva 2006/43/CE 
del Parlamento Europeo y del Consejo y se derogan las Directivas 78/660/CEE y 
83/349/CEE del Consejo.
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Se exceptúan las sociedades que coticen en un mercado regulado y que estén sujetas a 
requisitos de información acordes con el Derecho de la Unión o a normas internacionales 
equivalentes que garanticen la adecuada transparencia de la información sobre la propiedad.

b bis) Cuando no exista una persona física que posea o controle, directa o 
indirectamente, un porcentaje superior al 25 por ciento del capital o de los derechos de voto 
de la persona jurídica, o que por otros medios ejerza el control, directo o indirecto, de la 
persona jurídica, se considerará que ejerce dicho control el administrador o administradores. 
Cuando el administrador designado fuera una persona jurídica, se entenderá que el control 
es ejercido por la persona física nombrada por el administrador persona jurídica. Los sujetos 
obligados verificarán su identidad y consignarán las medidas tomadas y las dificultades 
encontradas durante el proceso de verificación.

c) En el caso de los fideicomisos, como el trust anglosajón, tendrán la consideración de 
titulares reales todas las personas siguientes:

1.º el fideicomitente o fideicomitentes.
2.º el fiduciario o fiduciarios,
3.º el protector o protectores, si los hubiera
4.º los beneficiarios o, cuando aún estén por designar, la categoría de personas en 

beneficio de la cual se ha creado o actúa la estructura jurídica; y
5.º cualquier otra persona física que ejerza en último término el control del fideicomiso a 

través de la propiedad directa o indirecta o a través de otros medios.
d) En el supuesto de instrumentos jurídicos análogos al trust, como las fiducias o el 

treuhand de la legislación alemana, los sujetos obligados identificarán y adoptarán medidas 
adecuadas a fin de comprobar la identidad de las personas que ocupen posiciones 
equivalentes o similares a las relacionadas en los números 1.º a 5.º del apartado anterior.

3. Los sujetos obligados recabarán información de los clientes para determinar si éstos 
actúan por cuenta propia o de terceros. Cuando existan indicios o certeza de que los clientes 
no actúan por cuenta propia, los sujetos obligados recabarán la información precisa a fin de 
conocer la identidad de las personas por cuenta de las cuales actúan aquéllos.

4. Los sujetos obligados adoptarán medidas adecuadas al efecto de determinar la 
estructura de propiedad y de control de las personas jurídicas, estructuras jurídicas sin 
personalidad, fideicomisos y cualquier otra estructura análoga.

Los sujetos obligados no establecerán o mantendrán relaciones de negocio con 
personas jurídicas, o estructuras jurídicas sin personalidad, cuya estructura de propiedad y 
de control no haya podido determinarse. Si se trata de sociedades cuyas acciones estén 
representadas mediante títulos al portador, se aplicará la prohibición anterior salvo que el 
sujeto obligado determine por otros medios la estructura de propiedad y de control. Esta 
prohibición no será aplicable a la conversión de los títulos al portador en títulos nominativos 
o en anotaciones en cuenta.

Artículo 4 bis.  Información de titularidad real de personas jurídicas.
1. Sin perjuicio de las obligaciones que les fueran exigibles por su normativa reguladora, 

las sociedades mercantiles, fundaciones, asociaciones y cuantas personas jurídicas estén 
sujetas a la obligación de declarar su titularidad real, constituidas conforme a la legislación 
española o con domicilio social o sucursal en España, están obligadas a obtener, conservar 
y actualizar la información del titular o los titulares reales de esa persona jurídica, de 
conformidad con los criterios establecidos en el artículo 4. La información de los titulares 
reales se conservará por un plazo de 10 años a contar desde el cese de su condición de 
titular real en los términos establecidos reglamentariamente.

2. Cuando establezcan relaciones de negocio o realicen operaciones ocasionales, las 
entidades previstas en el apartado 1 tendrán a disposición de los sujetos obligados la 
información a la que se refiere este artículo, a fin de que se pueda dar cumplimiento a las 
obligaciones en materia de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del 
terrorismo.

3. La información actualizada sobre la titularidad real será mantenida por:
a) El administrador único o los administradores mancomunados o solidarios.
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b) El Consejo de Administración, así como, en particular, el secretario del Consejo de 
Administración, sea o no consejero.

c) El patronato y el secretario.
d) El órgano de representación de la asociación y el secretario.
4. Todas las personas físicas que tengan la condición de titulares reales conforme a lo 

dispuesto en el artículo 4, tendrán la obligación de suministrar de forma inmediata, desde el 
momento en que tengan conocimiento de ese hecho, a las personas relacionadas en el 
apartado 3, su condición de titulares reales, con inclusión de los siguientes datos de 
identificación:

a) Nombre y apellidos.
b) Fecha de nacimiento.
c) Tipo y número de documento identificativo (en el caso de nacionales españoles o 

residentes en España se incluirá siempre el documento expedido en España).
d) País de expedición del documento identificativo, en caso de no utilizarse el 

Documento Nacional de Identidad o la tarjeta de residente en España.
e) País de residencia.
f) Nacionalidad.
g) Criterio que cualifica a esa persona como titular real.
h) En caso de titularidades reales por propiedad directa o indirecta de acciones o 

derechos de voto, porcentaje de participación, con inclusión, en el caso de propiedad 
indirecta, de la información sobre las personas jurídicas interpuestas y su participación en 
cada una de ellas.

i) Aquellos otros que, mediante norma reglamentaria, puedan determinarse.

Artículo 4 ter.  Información de titularidad real de fideicomisos como el trust y otros 
instrumentos jurídicos análogos.

1. Las personas físicas o jurídicas residentes o con establecimiento en España que 
actúen como fiduciarios, gestionando o administrando fideicomisos como el trust anglosajón 
y otros tipos de instrumentos jurídicos análogos con actividades en España, están obligadas 
a obtener, conservar y actualizar la información de los titulares reales, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 4.2. c) y d). La información de los titulares reales se conservará por 
un plazo de 10 años a contar desde el cese de su condición de titular real.

2. Cuando establezcan relaciones de negocio o realicen operaciones ocasionales, los 
fiduciarios o personas que ocupen posición equivalente deberán informar de la condición en 
la que actúan a los sujetos obligados, teniendo a su disposición la información a la que se 
refiere este artículo.

3. Las personas físicas que tengan la condición de titulares reales de conformidad con lo 
establecido en el artículo 4.2 c) y d), tendrán la obligación de suministrar de forma inmediata, 
desde el momento en que tengan conocimiento de ese hecho, a los fiduciarios o personas 
que ocupen posición equivalente, su condición de titulares reales, con inclusión de los 
siguientes datos de identificación:

a) Nombre y apellidos.
b) Fecha de nacimiento.
c) Tipo y número de documento identificativo (en el caso de nacionales españoles o 

residentes en España se incluirá siempre el documento expedido en España).
d) País de expedición del documento identificativo, en caso de no utilizarse el 

Documento nacional de Identidad o la tarjeta de residente en España.
e) País de residencia.
f) Nacionalidad.
g) Criterio que cualifica a esa persona como titular real.
h) Aquellos otros que, mediante norma reglamentaria, puedan determinarse.

Artículo 5.  Propósito e índole de la relación de negocios.
Los sujetos obligados obtendrán información sobre el propósito e índole prevista de la 

relación de negocios. En particular, los sujetos obligados recabarán de sus clientes 
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información a fin de conocer la naturaleza de su actividad profesional o empresarial y 
adoptarán medidas dirigidas a comprobar razonablemente la veracidad de dicha información.

Tales medidas consistirán en el establecimiento y aplicación de procedimientos de 
verificación de las actividades declaradas por los clientes. Dichos procedimientos tendrán en 
cuenta el diferente nivel de riesgo y se basarán en la obtención de los clientes de 
documentos que guarden relación con la actividad declarada o en la obtención de 
información sobre ella ajena al propio cliente.

Artículo 6.  Seguimiento continuo de la relación de negocios.
Los sujetos obligados aplicarán medidas de seguimiento continuo a la relación de 

negocios, incluido el escrutinio de las operaciones efectuadas a lo largo de dicha relación a 
fin de garantizar que coincidan con el conocimiento que tenga el sujeto obligado del cliente y 
de su perfil empresarial y de riesgo, incluido el origen de los fondos y garantizar que los 
documentos, datos e información de que se disponga estén actualizados.

Artículo 7.  Aplicación de las medidas de diligencia debida.
1. Los sujetos obligados aplicarán cada una de las medidas de diligencia debida 

previstas en los precedentes artículos, pero podrán determinar el grado de aplicación de las 
medidas establecidas en los artículos 4, 5 y 6 en función del riesgo y dependiendo del tipo 
de cliente, relación de negocios, producto u operación, recogiéndose estos extremos en la 
política expresa de admisión de clientes a que se refiere el artículo 26.

Los sujetos obligados deberán estar en condiciones de demostrar a las autoridades 
competentes que las medidas adoptadas tienen el alcance adecuado en vista del riesgo de 
blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo mediante un previo análisis de riesgo 
que en todo caso deberá constar por escrito.

En todo caso los sujetos obligados aplicarán las medidas de diligencia debida cuando 
concurran indicios de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo, con 
independencia de cualquier excepción, exención o umbral, o cuando existan dudas sobre la 
veracidad o adecuación de los datos obtenidos con anterioridad.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 3.1, los sujetos 
obligados no solo aplicarán las medidas de diligencia debida previstas en este capítulo a 
todos los nuevos clientes sino, asimismo, a los clientes existentes, en función de un análisis 
del riesgo.

En todo caso, los sujetos obligados aplicarán a los clientes existentes las medidas de 
diligencia debida en función del riesgo cuando se proceda a la contratación de nuevos 
productos, cambien las circunstancias del cliente o cuando se produzca una operación 
significativa por su volumen o complejidad y, en todo caso, cuando el sujeto obligado tenga 
obligación en el curso del año natural correspondiente de ponerse en contacto con el cliente 
para revisar la información pertinente relativa al titular o titulares reales.

Lo dispuesto en este apartado se entenderá sin perjuicio de la responsabilidad exigible 
por el incumplimiento de obligaciones vigentes con anterioridad a la entrada en vigor de esta 
ley.

3. Los sujetos obligados no establecerán relaciones de negocio ni ejecutarán 
operaciones cuando no puedan aplicar las medidas de diligencia debida previstas en esta 
Ley. Cuando se aprecie la imposibilidad en el curso de la relación de negocios, los sujetos 
obligados pondrán fin a la misma, procediendo a realizar el examen especial a que se refiere 
el artículo 17.

La negativa a establecer relaciones de negocio o a ejecutar operaciones o la terminación 
de la relación de negocios por imposibilidad de aplicar las medidas de diligencia debida 
previstas en esta Ley no conllevará, salvo que medie enriquecimiento injusto, ningún tipo de 
responsabilidad para los sujetos obligados.

4. Los sujetos obligados aplicarán las medidas de diligencia debida establecidas en este 
Capítulo a los fideicomisos como el trust anglosajón, la fiducia, el treuhand de la legislación 
alemana u otros instrumentos jurídicos análogos o masas patrimoniales que, careciendo de 
personalidad jurídica, puedan actuar en el tráfico económico.
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5. Los casinos de juego identificarán y comprobarán mediante documentos fehacientes 
la identidad de cuantas personas pretendan acceder al establecimiento. La identidad de tales 
personas será registrada, sin perjuicio del cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 25.

Asimismo, los casinos de juego identificarán a cuantas personas pretendan realizar las 
siguientes operaciones:

a) La entrega a los clientes de cheques como consecuencia de operaciones de cambio 
de fichas.

b) Las transferencias de fondos realizadas por los casinos a petición de los clientes.
c) La expedición por los casinos de certificaciones acreditativas de ganancias obtenidas 

por los jugadores.
Cuando efectúen transacciones por un valor igual o superior a 2.000 euros en una 

operación o en varias operaciones entre las que parezca existir algún tipo de relación, ya sea 
en el momento del cobro de ganancias, de compra o venta de fichas de juego, los casinos 
deberán aplicar el resto de las medidas de diligencia debida respecto del cliente en los 
términos de esta Sección.

6. Los operadores de juego a través de medios electrónicos, informáticos, telemáticos e 
interactivos identificarán y comprobarán la identidad de cuantas personas pretendan 
participar en estos juegos o apuestas, en los términos previstos reglamentariamente.

Cuando efectúen transacciones por un valor igual o superior a 2.000 euros en una 
operación o en varias operaciones entre las que parezca existir algún tipo de relación, ya sea 
en el momento del cobro de ganancias y/o de la realización de apuestas, estos operadores 
de juego deberán aplicar el resto de las medidas de diligencia debida respecto del cliente en 
los términos de esta Sección.

Los operadores de juego a través de medios presenciales aplicarán las medidas de 
diligencia debida cuando efectúen transacciones por un valor igual o superior a 2.000 euros 
en una operación o en varias operaciones entre las que parezca existir algún tipo de 
relación.

7. Reglamentariamente podrá autorizarse la no aplicación de todas o algunas de las 
medidas de diligencia debida o de conservación de documentos en relación con aquellas 
operaciones ocasionales que no excedan de un umbral cuantitativo, bien singular, bien 
acumulado por periodos temporales.

8. Las entidades financieras que actúen como adquirentes solo aceptarán pagos 
efectuados con tarjetas prepago anónimas emitidas en países fuera de España cuando esas 
tarjetas cumplan con los umbrales y requisitos establecidos en el artículo 12 de la Directiva 
(UE) 2015/849.

Artículo 8.  Aplicación por terceros de las medidas de diligencia debida.
1. Los sujetos obligados podrán recurrir a terceros sometidos a la presente ley, así como 

a las organizaciones o federaciones de estos sujetos, para la aplicación de las medidas de 
diligencia debida previstas en esta Sección, con excepción del seguimiento continuo de la 
relación de negocios regulada en el artículo 6. Esta limitación no será aplicable en el caso de 
grupos.

No obstante, los sujetos obligados mantendrán la plena responsabilidad respecto de la 
relación de negocios u operación, aun cuando el incumplimiento sea imputable al tercero, sin 
perjuicio, en su caso, de la responsabilidad de éste.

2. Los sujetos obligados podrán recurrir a terceros sometidos a la legislación de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo de otros Estados 
miembros de la Unión Europea o de países terceros equivalentes, así como a las 
organizaciones o federaciones de estas entidades obligadas, aun cuando los documentos o 
datos exigidos en aquéllos sean distintos de los previstos en la presente ley, y siempre que 
su cumplimiento sea objeto de supervisión por las autoridades competentes.

Queda prohibido el recurso a terceros domiciliados en países terceros con deficiencias 
estratégicas identificados mediante Decisión de la Comisión Europea de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 9 de la Directiva (UE) 2015/849 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 20 de mayo de 2015, con excepción de las sucursales y filiales con participación 
mayoritaria de sujetos obligados establecidos en la Unión Europea, siempre que tales 
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sucursales y filiales cumplan plenamente las políticas y procedimientos a nivel de grupo 
establecidos por la matriz.

3. El recurso a terceros para la aplicación de las medidas de diligencia debida exigirá la 
previa conclusión de un acuerdo escrito entre el sujeto obligado y el tercero, en el que se 
formalicen las respectivas obligaciones.

Los terceros pondrán a inmediata disposición del sujeto obligado la información obtenida 
en aplicación de las medidas de diligencia debida. Asimismo, los terceros remitirán al sujeto 
obligado, a instancias de éste, copia de la documentación pertinente con arreglo a esta 
sección.

4. Lo dispuesto en el presente artículo no será de aplicación a las relaciones de 
externalización o agencia cuando, en virtud de un acuerdo contractual, el proveedor de 
servicios de externalización o agente deba ser considerado como parte del sujeto obligado.

Los sujetos obligados, sin perjuicio de mantener la plena responsabilidad respecto del 
cliente, podrán aceptar las medidas de diligencia debida practicadas por sus filiales o 
sucursales domiciliadas en España o en terceros países.

Sección 2.ª Medidas simplificadas de diligencia debida

Artículo 9.  Medidas simplificadas de diligencia debida.
Los sujetos obligados podrán aplicar, en los supuestos y con las condiciones que se 

determinen reglamentariamente, medidas simplificadas de diligencia debida respecto de 
aquellos clientes, productos u operaciones que comporten un riesgo reducido de blanqueo 
de capitales o de financiación del terrorismo.

Artículo 10.  Aplicación de medidas simplificadas de diligencia debida.
La aplicación de medidas simplificadas de diligencia debida será graduada en función del 

riesgo, con arreglo a los siguientes criterios:
a) Con carácter previo a la aplicación de medidas simplificadas de diligencia debida 

respecto de un determinado cliente, producto u operación de los previstos 
reglamentariamente, los sujetos obligados comprobarán que comporta efectivamente un 
riesgo reducido de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo.

b) La aplicación de las medidas simplificadas de diligencia debida será en todo caso 
congruente con el riesgo. Los sujetos obligados no aplicarán o cesarán de aplicar medidas 
simplificadas de diligencia debida tan pronto como aprecien que un cliente, producto u 
operación no comporta riesgos reducidos de blanqueo de capitales o de financiación del 
terrorismo.

c) Los sujetos obligados mantendrán en todo caso un seguimiento continuo suficiente 
para detectar operaciones susceptibles de examen especial de conformidad con lo prevenido 
en el artículo 17.

Sección 3.ª Medidas reforzadas de diligencia debida

Artículo 11.  Medidas reforzadas de diligencia debida.
1. Los sujetos obligados aplicarán, además de las medidas normales de diligencia 

debida, medidas reforzadas en relación con los países que presenten deficiencias 
estratégicas en sus sistemas de lucha contra el blanqueo de capitales y la financiación del 
terrorismo y figuren en la decisión de la Comisión Europea adoptada de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 9 de la Directiva (UE) 2015/849 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 20 de mayo de 2015.

2. Los sujetos obligados aplicarán también medidas reforzadas en los supuestos 
previstos en la presente Sección, y en cualesquiera otros que, por presentar un alto riesgo 
de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo, se determinen 
reglamentariamente.

Los sujetos obligados, aplicarán, en función de un análisis del riesgo, medidas 
reforzadas de diligencia debida en aquellas situaciones que por su propia naturaleza puedan 
presentar un riesgo más elevado de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo. 
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En todo caso, tendrán esta consideración la actividad de banca privada y las operaciones de 
envío de dinero y de cambio de moneda extranjera que superen los umbrales establecidos 
reglamentariamente.

3. Reglamentariamente podrán concretarse las medidas reforzadas de diligencia debida 
exigibles en las áreas de negocio o actividades que presenten un riesgo más elevado de 
blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo.

Artículo 12.  Relaciones de negocio y operaciones no presenciales.
1. Los sujetos obligados podrán establecer relaciones de negocio o ejecutar operaciones 

a través de medios telefónicos, electrónicos o telemáticos con clientes que no se encuentren 
físicamente presentes, siempre que concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) La identidad del cliente quede acreditada mediante la firma electrónica cualificada 
regulada en el Reglamento (UE) n.° 910/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 
de julio de 2014, relativo a la identificación electrónica y los servicios de confianza para las 
transacciones electrónicas en el mercado interior y por la que se deroga la Directiva 
1999/93/CE. En este caso no será necesaria la obtención de la copia del documento, si bien 
será preceptiva la conservación de los datos de identificación que justifiquen la validez del 
procedimiento. En el resto de casos, cuando la firma electrónica utilizada no reuniese los 
requisitos de la firma electrónica cualificada seguirá siendo preceptiva la obtención en un 
mes de una copia del documento de identificación.

b) El primer ingreso proceda de una cuenta a nombre del mismo cliente abierta en una 
entidad domiciliada en España, en la Unión Europea o en países terceros equivalentes.

c) Se verifiquen los requisitos que se determinen reglamentariamente.
En todo caso, en el plazo de un mes desde el establecimiento de la relación de negocio, 

los sujetos obligados deberán obtener de estos clientes una copia de los documentos 
necesarios para practicar la diligencia debida.

Cuando se aprecien discrepancias entre los datos facilitados por el cliente y otra 
información accesible o en poder del sujeto obligado, será preceptivo proceder a la 
identificación presencial.

Los sujetos obligados adoptarán medidas adicionales de diligencia debida cuando en el 
curso de la relación de negocio aprecien riesgos superiores al riesgo promedio.

2. Los sujetos obligados establecerán políticas y procedimientos para afrontar los riesgos 
específicos asociados con las relaciones de negocio y operaciones no presenciales.

Artículo 13.  Corresponsalía bancaria transfronteriza.
1. Se entiende por relación de corresponsalía la prestación de servicios bancarios de un 

banco en calidad de corresponsal a otro banco como cliente, incluidas, entre otras, la 
prestación de cuentas corrientes u otras cuentas de pasivo y servicios conexos, como 
gestión de efectivo, transferencias internacionales de fondos, compensación de cheques, y 
servicios de cambio de divisas.

El concepto de relaciones de corresponsalía incluye cualquier relación entre entidades 
de crédito y/o entidades financieras, con inclusión de las entidades de pago, que presten 
servicios similares a los de un corresponsal a un cliente, incluidas, entre otras, las relaciones 
establecidas para operaciones con valores o transferencias de fondos. En todos estos 
supuestos será de aplicación lo dispuesto en este artículo.

2. Con respecto a las relaciones de corresponsalía transfronteriza con entidades clientes 
de terceros países, las entidades financieras deberán aplicar las siguientes medidas:

a) Reunir sobre la entidad cliente información suficiente para comprender la naturaleza 
de sus actividades y determinar, a partir de información de dominio público, su reputación y 
la calidad de su supervisión.

b) Evaluar los controles contra el blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo 
de que disponga la entidad cliente.

c) Obtener autorización de la dirección antes de establecer nuevas relaciones de 
corresponsalía bancaria. En los procedimientos internos de la entidad se determinará el nivel 
directivo mínimo necesario para la autorización de establecer o mantener relaciones de 
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negocios, que podrá adecuarse en función del riesgo. Solamente podrán tener asignada esta 
función las personas que tengan conocimiento suficiente del nivel de exposición del sujeto 
obligado al riesgo de blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo y que cuenten 
con la jerarquía suficiente para tomar decisiones que afecten a esta exposición.

d) Documentar las responsabilidades respectivas de cada entidad.
e) Realizar un seguimiento reforzado y permanente de las operaciones efectuadas en el 

marco de la relación de negocios, tomando en consideración los riesgos geográficos, del 
cliente, o derivados del tipo de servicio prestado.

Las entidades financieras modularán el grado e intensidad de aplicación de las medidas, 
conforme a un criterio de riesgo.

3. Las entidades de crédito no establecerán o mantendrán relaciones de corresponsalía 
con bancos pantalla. Asimismo, las entidades de crédito adoptarán medidas adecuadas para 
asegurar que no entablan o mantienen relaciones de corresponsalía con un banco del que 
se conoce que permite el uso de sus cuentas por bancos pantalla.

A estos efectos se entenderá por banco pantalla la entidad de crédito, o entidad que 
desarrolle una actividad similar, constituida en un país en el que no tenga una presencia 
física que permita ejercer una verdadera gestión y dirección y que no sea filial de un grupo 
financiero regulado.

4. Las entidades de crédito no establecerán o mantendrán relaciones de corresponsalía 
que, directamente o través de una subcuenta, permitan ejecutar operaciones a los clientes 
de la entidad de crédito representada.

Artículo 14.  Personas con responsabilidad pública.
1. Los sujetos obligados aplicarán las medidas reforzadas de diligencia debida previstas 

en este artículo en las relaciones de negocio u operaciones de personas con responsabilidad 
pública.

2. Se considerarán personas con responsabilidad pública aquellas que desempeñen o 
hayan desempeñado funciones públicas importantes, tales como los jefes de Estado, jefes 
de Gobierno, ministros u otros miembros de Gobierno, secretarios de Estado o 
subsecretarios; los parlamentarios; los magistrados de tribunales supremos, tribunales 
constitucionales u otras altas instancias judiciales cuyas decisiones no admitan normalmente 
recurso, salvo en circunstancias excepcionales, con inclusión de los miembros equivalentes 
del Ministerio Fiscal; los miembros de tribunales de cuentas o de consejos de bancos 
centrales; los embajadores y encargados de negocios; el alto personal militar de las Fuerzas 
Armadas; los miembros de los órganos de administración, de gestión o de supervisión de 
empresas de titularidad pública; los directores, directores adjuntos y miembros del consejo 
de administración, o función equivalente, de una organización internacional; y los cargos de 
alta dirección de partidos políticos con representación parlamentaria.

3. Asimismo, tendrán la consideración de personas con responsabilidad pública:
a) Las personas, distintas de las enumeradas en el apartado anterior, que tengan la 

consideración de alto cargo de conformidad con lo previsto en el artículo 1 de la Ley 3/2015, 
de 30 de marzo, reguladora del ejercicio de altos cargos de la Administración General del 
Estado.

b) Las personas que desempeñen o hayan desempeñado funciones públicas importantes 
en el ámbito autonómico español, como los Presidentes y los Consejeros y demás miembros 
de los Consejos de Gobierno, así como las personas que desempeñen cargos equivalentes 
a los relacionados en la letra a), y los diputados autonómicos y los cargos de alta dirección 
de partidos políticos con representación autonómica.

c) En el ámbito local español, los alcaldes, concejales y las personas que desempeñen 
cargos equivalentes a las relacionadas en la letra a) de los municipios capitales de provincia, 
o de Comunidad Autónoma y de las Entidades Locales de más de 50.000 habitantes, así 
como los cargos de alta dirección de partidos políticos con representación en dichas 
circunscripciones.

d) Los cargos de alta dirección en organizaciones sindicales o empresariales españolas.
e) Las personas que desempeñen funciones públicas importantes en las organizaciones 

internacionales acreditadas en España. Estas organizaciones deberán elaborar y mantener 
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actualizada una lista de esas funciones públicas de conformidad con lo señalado en el 
apartado 2.

La Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias 
elaborará y publicará una lista en la que se detallará qué tipo de funciones y puestos 
determinan la consideración de persona con responsabilidad pública española.

4. Ninguna de las categorías previstas en los apartados anteriores incluirá empleados 
públicos de niveles intermedios o inferiores.

5. En relación con los clientes o titulares reales enumerados en este artículo, los sujetos 
obligados, además de las medidas normales de diligencia debida, deberán en todo caso:

a) Aplicar procedimientos adecuados de gestión del riesgo a fin de determinar si el 
cliente o el titular real es una persona con responsabilidad pública. Dichos procedimientos se 
incluirán en la política expresa de admisión de clientes a que se refiere el artículo 26.

b) Obtener la autorización del inmediato nivel directivo, como mínimo, para establecer o 
mantener relaciones de negocios.

c) Adoptar medidas adecuadas a fin de determinar el origen del patrimonio y de los 
fondos.

d) Realizar un seguimiento reforzado y permanente de la relación de negocios.
En los procedimientos internos de la entidad se determinará el nivel directivo mínimo 

necesario para la autorización de establecer o mantener relaciones de negocios, que podrá 
adecuarse en función del riesgo de la operación y del cliente concreto. Solamente podrán 
tener asignada esta función las personas que tengan conocimiento suficiente del nivel de 
exposición del sujeto obligado al riesgo de blanqueo de capitales y de la financiación del 
terrorismo y que cuenten con la jerarquía suficiente para tomar decisiones que afecten a esta 
exposición.

6. Los sujetos obligados aplicarán las medidas establecidas en el apartado anterior a los 
familiares y allegados de las personas con responsabilidad pública.

A los efectos de este artículo tendrá la consideración de familiar el cónyuge o la persona 
ligada de forma estable por análoga relación de afectividad, así como los padres e hijos, y 
los cónyuges o personas ligadas a los hijos de forma estable por análoga relación de 
afectividad.

Se considerará allegado toda persona física de la que sea notorio que ostente la 
titularidad o el control de un instrumento o persona jurídicos conjuntamente con una persona 
con responsabilidad pública, o que mantenga otro tipo de relaciones empresariales 
estrechas con la misma, o que ostente la titularidad o el control de un instrumento o persona 
jurídicos que notoriamente se haya constituido en beneficio de la misma.

7. Los sujetos obligados aplicarán medidas razonables para determinar si el beneficiario 
de una póliza de seguro de vida y, en su caso, el titular real del beneficiario, es una persona 
con responsabilidad pública con carácter previo al pago de la prestación derivada del 
contrato o al ejercicio de los derechos de rescate, anticipo o pignoración conferidos por la 
póliza. En esos casos, los sujetos obligados, además de las medidas normales de diligencia 
debida, deberán:

a) Informar al inmediato nivel directivo, como mínimo, antes de proceder al pago, 
rescate, anticipo o pignoración.

b) Realizar un escrutinio reforzado de la entera relación de negocios con el tomador de la 
póliza.

c) Realizar el examen especial previsto en el artículo 17 a efectos de determinar si 
procede la comunicación por indicio de conformidad con el artículo 18.

8. Sin perjuicio del cumplimiento de lo establecido en los apartados anteriores, cuando, 
por concurrir las circunstancias previstas en el artículo 17, proceda el examen especial, los 
sujetos obligados adoptarán las medidas adecuadas para apreciar la eventual participación 
en el hecho u operación de quien ostente o haya ostentado la condición de cargo público 
representativo o alto cargo de las Administraciones Públicas, o de sus familiares o allegados.

9. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 11, cuando las personas contempladas en 
los apartados precedentes hayan dejado de desempeñar sus funciones, los sujetos 
obligados continuarán aplicando las medidas previstas en este artículo por un periodo de dos 
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años. Transcurrido ese plazo, el sujeto obligado aplicará medidas de diligencia debida 
adecuadas, en función del riesgo que pudiera seguir presentado el cliente, y hasta tanto se 
determine por el sujeto obligado que ya no representa un riesgo específico derivado de su 
antigua condición de persona con responsabilidad pública.

Artículo 15.  Tratamiento de datos de personas con responsabilidad pública.
1. A fin de dar cumplimiento a las medidas establecidas en el artículo anterior, los sujetos 

obligados podrán proceder a la creación de ficheros donde se contengan los datos 
identificativos de las personas con responsabilidad pública, aun cuando no mantuvieran con 
las mismas una relación de negocios.

A tal efecto los sujetos obligados podrán recabar la información disponible acerca de las 
personas con responsabilidad pública sin contar con el consentimiento del interesado, aun 
cuando dicha información no se encuentre disponible en fuentes accesibles al público.

Los datos contenidos en los ficheros creados por los sujetos obligados únicamente 
podrán ser utilizados para el cumplimiento de las medidas reforzadas de diligencia debida 
previstas en esta Ley.

2. Será igualmente posible la creación por terceros distintos de los sujetos obligados de 
ficheros en los que se incluyan los datos identificativos de quienes tengan la condición de 
personas con responsabilidad pública con la exclusiva finalidad de colaborar con los sujetos 
obligados en el cumplimiento de las medidas reforzadas de diligencia debida.

Quienes procedan a la creación de estos ficheros no podrán emplear los datos para 
ninguna otra finalidad distinta de la señalada en el párrafo anterior.

3. El tratamiento y cesión de los datos a los que se refieren los dos apartados anteriores 
quedarán sujetos a lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que 
respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de esos datos, en 
adelante, “Reglamento (UE) 2016/679, de 27 de abril de 2016’’ y en la Ley Orgánica 3/2018, 
de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, 
en adelante, “Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre”.

No obstante, no será preciso informar a los afectados acerca de la inclusión de sus datos 
en los ficheros a los que se refiere este artículo.

4. Los sujetos obligados y los terceros a que se refiere el apartado 2 deberán establecer 
procedimientos que permitan la actualización continua de los datos contenidos en los 
ficheros relativos a las personas con responsabilidad pública. En todo caso deberán 
aplicarse las medidas técnicas y organizativas apropiadas para garantizar un nivel de 
seguridad adecuado al riesgo.

Artículo 16.  Productos u operaciones propicias al anonimato y nuevos desarrollos 
tecnológicos.

Los sujetos obligados prestarán especial atención a todo riesgo de blanqueo de capitales 
o de financiación del terrorismo que pueda derivarse de productos u operaciones propicias al 
anonimato, o de nuevos desarrollos tecnológicos, y tomarán medidas adecuadas a fin de 
impedir su uso para fines de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo.

En tales casos, los sujetos obligados efectuarán un análisis específico de los posibles 
riesgos en relación con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo, que deberá 
documentarse y estar a disposición de las autoridades competentes.

CAPÍTULO III
De las obligaciones de información

Artículo 17.  Examen especial.
Los sujetos obligados examinarán con especial atención cualquier hecho u operación, 

con independencia de su cuantía, que, por su naturaleza, pueda estar relacionado con el 
blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo, reseñando por escrito los resultados 
del examen. En particular, los sujetos obligados examinarán con especial atención toda 
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operación o pauta de comportamiento compleja, inusual o sin un propósito económico o lícito 
aparente, o que presente indicios de simulación o fraude.

Al establecer las medidas de control interno a que se refiere el artículo 26, los sujetos 
obligados concretarán el modo en que se dará cumplimiento a este deber de examen 
especial, que incluirá la elaboración y difusión entre sus directivos, empleados y agentes de 
una relación de operaciones susceptibles de estar relacionadas con el blanqueo de capitales 
o la financiación del terrorismo, la periódica revisión de tal relación y la utilización de 
aplicaciones informáticas apropiadas, teniendo en cuenta el tipo de operaciones, sector de 
negocio, ámbito geográfico y volumen de la información.

Reglamentariamente, podrán determinarse operaciones que serán en todo caso objeto 
de examen especial por los sujetos obligados.

Artículo 18.  Comunicación por indicio.
1. Los sujetos obligados comunicarán, por iniciativa propia, al Servicio Ejecutivo de la 

Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias (en adelante, 
el Servicio Ejecutivo de la Comisión) cualquier hecho u operación, incluso la mera tentativa, 
respecto al que, tras el examen especial a que se refiere el artículo precedente, exista indicio 
o certeza de que está relacionado con el blanqueo de capitales o la financiación del 
terrorismo.

En particular, se consideran operaciones por indicio y se comunicarán al Servicio 
Ejecutivo de la Comisión los casos que, tras el examen especial, el sujeto obligado conozca, 
sospeche o tenga motivos razonables para sospechar que tengan relación con el blanqueo 
de capitales, o con sus delitos precedentes o con la financiación del terrorismo, incluyendo 
aquellos casos que muestren una falta de correspondencia ostensible con la naturaleza, 
volumen de actividad o antecedentes operativos de los clientes, siempre que en el examen 
especial no se aprecie justificación económica, profesional o de negocio para la realización 
de las operaciones.

2. Las comunicaciones a que se refiere el apartado precedente se efectuarán sin dilación 
de conformidad con los procedimientos correspondientes según el artículo 26 y contendrán, 
en todo caso, la siguiente información:

a) Relación e identificación de las personas físicas o jurídicas que participan en la 
operación y concepto de su participación en ella.

b) Actividad conocida de las personas físicas o jurídicas que participan en la operación y 
correspondencia entre la actividad y la operación.

c) Relación de operaciones vinculadas y fechas a que se refieren con indicación de su 
naturaleza, moneda en que se realizan, cuantía, lugar o lugares de ejecución, finalidad e 
instrumentos de pago o cobro utilizados.

d) Gestiones realizadas por el sujeto obligado comunicante para investigar la operación 
comunicada.

e) Exposición de las circunstancias de toda índole de las que pueda inferirse el indicio o 
certeza de relación con el blanqueo de capitales o con la financiación del terrorismo o que 
pongan de manifiesto la falta de justificación económica, profesional o de negocio para la 
realización de la operación.

f) Cualesquiera otros datos relevantes para la prevención del blanqueo de capitales o la 
financiación del terrorismo que se determinen reglamentariamente.

En todo caso, la comunicación al Servicio Ejecutivo de la Comisión vendrá precedida de 
un proceso estructurado de examen especial de la operación de conformidad con lo 
establecido en el artículo 17. En los casos en que el Servicio Ejecutivo de la Comisión estime 
que el examen especial realizado resulta insuficiente, devolverá la comunicación al sujeto 
obligado a efectos de que por éste se profundice en el examen de la operación, en la que se 
expresarán sucintamente los motivos de la devolución y el contenido a examinar.

En el caso de operaciones meramente intentadas, el sujeto obligado registrará la 
operación como no ejecutada, comunicando al Servicio Ejecutivo de la Comisión la 
información que se haya podido obtener.

3. La comunicación por indicio se efectuará por los sujetos obligados en el soporte y con 
el formato que determine el Servicio Ejecutivo de la Comisión.
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4. Los directivos o empleados de los sujetos obligados podrán comunicar directamente al 
Servicio Ejecutivo de la Comisión las operaciones de que conocieran y respecto de las 
cuales estimen que concurren indicios o certeza de estar relacionadas con el blanqueo de 
capitales o con la financiación del terrorismo, en los casos en que, habiendo sido puestas de 
manifiesto internamente, el sujeto obligado no hubiese informado al directivo o empleado 
comunicante del curso dado a su comunicación.

Artículo 19.  Abstención de ejecución.
1. Los sujetos obligados se abstendrán de ejecutar cualquier operación de las señaladas 

en el artículo precedente.
No obstante, cuando dicha abstención no sea posible o pueda dificultar la investigación, 

los sujetos obligados podrán ejecutar la operación, efectuando inmediatamente una 
comunicación de conformidad con lo establecido en el artículo 18. La comunicación al 
Servicio Ejecutivo de la Comisión expondrá, además de la información a que se refiere el 
artículo 18.2, los motivos que justificaron la ejecución de la operación.

2. A efectos de esta Ley se entenderá por justa causa que motive la negativa a la 
autorización del notario o su deber de abstención la presencia en la operación bien de varios 
indicadores de riesgo de los señalados por el órgano centralizado de prevención o bien de 
indicio manifiesto de simulación o fraude de ley. Para ello, y sin perjuicio de lo dispuesto en 
el artículo 24, el notario recabará del cliente los datos precisos para valorar la concurrencia 
de tales indicadores o circunstancias en la operación.

Respecto de los registradores, la obligación de abstención a que se refiere este artículo 
en ningún caso impedirá la inscripción del acto o negocio jurídico en los registros de la 
propiedad, mercantil o de bienes muebles.

Artículo 20.  Comunicación sistemática.
1. En todo caso los sujetos obligados comunicarán al Servicio Ejecutivo de la Comisión 

con la periodicidad que se determine las operaciones que se establezcan 
reglamentariamente.

Sin perjuicio de ello, cuando las operaciones sujetas a comunicación sistemática 
presenten indicios o certeza de estar relacionadas con el blanqueo de capitales o la 
financiación del terrorismo, se estará a lo dispuesto en los artículos 17, 18 y 19.

Reglamentariamente podrá exceptuarse de la obligación de comunicación sistemática de 
operaciones a determinadas categorías de sujetos obligados.

De no existir operaciones susceptibles de comunicación los sujetos obligados 
comunicarán esta circunstancia al Servicio Ejecutivo de la Comisión con la periodicidad que 
se determine reglamentariamente.

2. La comunicación sistemática de operaciones se efectuará por los sujetos obligados en 
el soporte y con el formato que determine el Servicio Ejecutivo de la Comisión.

Artículo 21.  Colaboración con la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e 
Infracciones Monetarias y con sus órganos de apoyo.

1. Los sujetos obligados facilitarán la documentación e información que la Comisión de 
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o sus órganos de apoyo les 
requieran para el ejercicio de sus competencias.

Los requerimientos precisarán la documentación que haya de ser aportada o los 
extremos que hayan de ser informados e indicarán expresamente el plazo en que deban ser 
atendidos. Transcurrido el plazo para la remisión de la documentación o información 
requerida sin que ésta haya sido aportada o cuando se aporte de forma incompleta por 
omisión de datos que impidan examinar la situación en debida forma, se entenderá 
incumplida la obligación establecida en el presente artículo.

2. Los sujetos obligados establecerán, en el marco de las medidas de control interno a 
que se refiere el artículo 26, sistemas que les permitan responder de forma completa y 
diligente a las solicitudes de información que les curse la Comisión de Prevención del 
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, sus órganos de apoyo u otras autoridades 
legalmente competentes sobre si mantienen o han mantenido a lo largo de los diez años 
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anteriores relaciones de negocios con determinadas personas físicas o jurídicas y sobre la 
naturaleza de dichas relaciones.

Artículo 22.  No sujeción.
Los abogados no estarán sometidos a las obligaciones establecidas en los artículos 7.3, 

18 y 21 con respecto a la información que reciban de uno de sus clientes u obtengan sobre 
él al determinar la posición jurídica en favor de su cliente o desempeñar su misión de 
defender a dicho cliente en procesos judiciales o en relación con ellos, incluido el 
asesoramiento sobre la incoación o la forma de evitar un proceso, independientemente de si 
han recibido u obtenido dicha información antes, durante o después de tales procesos.

Sin perjuicio de lo establecido en la presente Ley, los abogados guardarán el deber de 
secreto profesional de conformidad con la legislación vigente.

Artículo 23.  Exención de responsabilidad.
La comunicación de buena fe de información a las autoridades competentes con arreglo 

a la presente Ley por los sujetos obligados o, excepcionalmente, por sus directivos o 
empleados, no constituirá violación de las restricciones sobre divulgación de información 
impuestas por vía contractual o por cualquier disposición legal, reglamentaria o 
administrativa, y no implicará para los sujetos obligados, sus directivos o empleados ningún 
tipo de responsabilidad.

Artículo 24.  Prohibición de revelación.
1. Los sujetos obligados y sus directivos o empleados no revelarán al cliente ni a 

terceros que se ha comunicado información al Servicio Ejecutivo de la Comisión, o que se 
está examinando o puede examinarse alguna operación por si pudiera estar relacionada con 
el blanqueo de capitales o con la financiación del terrorismo.

Esta prohibición no incluirá la revelación a las autoridades competentes, incluidos los 
órganos centralizados de prevención, o la revelación por motivos policiales en el marco de 
una investigación penal.

2. La prohibición establecida en el apartado precedente no impedirá:
a) La comunicación de información entre sujetos obligados que pertenezcan al mismo 

grupo. A estos efectos, se estará a la definición de grupo establecida en el artículo 42 del 
Código de Comercio. Esta excepción es aplicable a la comunicación de información con 
sujetos obligados domiciliados en terceros países, siempre que se aplique en ellos políticas y 
procedimientos de grupo que cumplan con los requisitos establecidos en esta ley.

b) La comunicación de información entre los sujetos obligados a que se refieren los 
párrafos m) y ñ) del artículo 2.1, cuando ejerzan sus actividades profesionales, ya sea como 
empleados o de otro modo, dentro de la misma entidad jurídica o en una red. Se entenderá 
por red, a estos efectos, la estructura más amplia a la que pertenece la persona y que 
comparte una propiedad, gestión o supervisión de cumplimiento comunes.

c) La comunicación de información, referida a un mismo cliente y a una misma operación 
en la que intervengan dos o más entidades o personas, entre entidades financieras o entre 
los sujetos obligados a que se refieren los párrafos m) y ñ) del artículo 2.1, siempre que 
pertenezcan a la misma categoría profesional y estén sujetos a obligaciones equivalentes en 
lo relativo al secreto profesional y a la protección de datos personales. La información 
intercambiada se utilizará exclusivamente a efectos de la prevención del blanqueo de 
capitales y de la financiación del terrorismo.

Las excepciones establecidas en las letras anteriores también serán aplicables a la 
comunicación de información entre personas o entidades domiciliadas en la Unión Europea o 
en países terceros equivalentes.

Queda prohibida la comunicación de información con personas o entidades domiciliadas 
en países terceros no calificados como equivalentes o respecto de los que la Comisión 
Europea adopte la decisión a que se refiere la Disposición adicional de esta Ley.
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3. Cuando los sujetos obligados a que se refieren las letras m) y ñ) del artículo 2.1 
intenten disuadir a un cliente de una actividad ilegal, ello no constituirá revelación a efectos 
de lo dispuesto en el apartado primero.

Artículo 25.  Conservación de documentos.
1. Los sujetos obligados conservarán durante un período de diez años la documentación 

en que se formalice el cumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente ley, 
procediendo tras el mismo a su eliminación. Transcurridos cinco años desde la terminación 
de la relación de negocios o la ejecución de la operación ocasional, la documentación 
conservada únicamente será accesible por los órganos de control interno del sujeto obligado, 
con inclusión de las unidades técnicas de prevención, y, en su caso, aquellos encargados de 
su defensa legal.

En particular, los sujetos obligados conservarán para su uso en toda investigación o 
análisis, en materia de posibles casos de blanqueo de capitales o de financiación del 
terrorismo, por parte del Servicio Ejecutivo de la Comisión o de cualquier otra autoridad 
legalmente competente:

a) Copia de los documentos exigibles en aplicación de las medidas de diligencia debida, 
durante un periodo de diez años desde la terminación de la relación de negocios o la 
ejecución de la operación.

b) Original o copia con fuerza probatoria de los documentos o registros que acrediten 
adecuadamente las operaciones, los intervinientes en las mismas y las relaciones de 
negocio, durante un periodo de diez años desde la ejecución de la operación o la 
terminación de la relación de negocios.

2. Los sujetos obligados, con las excepciones que se determinen reglamentariamente, 
almacenarán las copias de los documentos de identificación a que se refiere el artículo 3.2 
en soportes ópticos, magnéticos o electrónicos que garanticen su integridad, la correcta 
lectura de los datos, la imposibilidad de manipulación y su adecuada conservación y 
localización.

En todo caso, el sistema de archivo de los sujetos obligados deberá asegurar la 
adecuada gestión y disponibilidad de la documentación, tanto a efectos de control interno, 
como de atención en tiempo y forma a los requerimientos de las autoridades.

3. En el caso de la identificación realizada de conformidad con lo dispuesto en el 
Reglamento (UE) n.º 910/2014, de 23 de julio de 2014, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 23 de julio de 2014, relativo a la identificación electrónica y los servicios de 
confianza para las transacciones electrónicas en el mercado interior, la obligación de 
conservación se extenderá a los datos e información que acrediten la identificación por esos 
medios.

CAPÍTULO IV
Del control interno

Artículo 26.  Políticas y procedimientos.
1. Los sujetos obligados aprobarán por escrito y aplicarán políticas y procedimientos 

adecuados en materia de diligencia debida, información, conservación de documentos, 
control interno, evaluación y gestión de riesgos, garantía del cumplimiento de las 
disposiciones pertinentes y comunicación, con objeto de prevenir e impedir operaciones 
relacionadas con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo.

2. Los sujetos obligados aprobarán por escrito y aplicarán una política expresa de 
admisión de clientes. Dicha política incluirá una descripción de aquellos tipos de clientes que 
podrían presentar un riesgo superior al riesgo promedio. La política de admisión de clientes 
será gradual, adoptándose precauciones reforzadas respecto de aquellos clientes que 
presenten un riesgo superior al promedio.

Cuando exista un órgano centralizado de prevención de las profesiones colegiadas 
sujetas a la presente ley, corresponderá al mismo la aprobación por escrito de la política 
expresa de admisión de clientes.
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3. Las políticas y procedimientos serán de aplicación a las sucursales y filiales del grupo 
situadas en terceros países, sin perjuicio de las adaptaciones necesarias para el 
cumplimiento de las normas específicas del país de acogida, con las especificaciones que se 
determinen reglamentariamente. En el caso de sucursales y filiales del grupo en otros 
Estados miembros de la Unión Europea, los sujetos obligados darán cumplimiento a las 
obligaciones contenidas en el país de acogida. A efectos de la definición de grupo se estará 
a lo dispuesto en el artículo 42 del Código de Comercio.

4. Sin perjuicio de la aplicación de lo dispuesto en esta ley, las entidades españolas que 
operen en un país de la Unión Europea mediante agentes u otras formas de establecimiento 
permanente distintas a una sucursal, deberán cumplir con lo dispuesto en la normativa de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo del país en el que 
operan.

5. Los sujetos obligados deberán aprobar un manual adecuado de prevención del 
blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, que se mantendrá actualizado, con 
información completa sobre las medidas de control interno a que se refieren los apartados 
anteriores. Para el ejercicio de su función de supervisión e inspección, el manual estará a 
disposición del Servicio Ejecutivo de la Comisión y, en caso de convenio, de los órganos 
supervisores de las entidades financieras.

6. El Servicio Ejecutivo de la Comisión y, en caso de convenio, los órganos supervisores 
de las entidades financieras, podrán proponer al Comité Permanente de la Comisión de 
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias la formulación de 
requerimientos instando a los sujetos obligados a adoptar las medidas correctoras oportunas 
respecto de sus manuales y procedimientos internos.

7. Reglamentariamente podrán determinarse los sujetos obligados exceptuados del 
cumplimiento de las obligaciones relacionadas en los apartados 1, 2 y 5 de este artículo.

Artículo 26 bis.  Procedimientos internos de comunicación de potenciales incumplimientos.
1. Los sujetos obligados establecerán procedimientos internos para que sus empleados, 

directivos o agentes puedan comunicar, incluso anónimamente, información relevante sobre 
posibles incumplimientos de esta ley, su normativa de desarrollo o las políticas y 
procedimientos implantados para darles cumplimiento, cometidos en el seno del sujeto 
obligado.

Estos procedimientos podrán integrarse en los sistemas que hubiera podido establecer el 
sujeto obligado para la comunicación de informaciones relativas a la comisión de actos o 
conductas que pudieran resultar contrarios a la restante normativa general o sectorial que les 
fuere aplicable.

2. Será de aplicación a estos sistemas y procedimientos lo dispuesto en la normativa de 
protección de datos de carácter personal para los sistemas de información de denuncias 
internas.

A estos efectos, se considerarán como órganos de control interno y cumplimiento 
exclusivamente los regulados en el artículo 26 ter.

3. Los sujetos obligados adoptarán medidas para garantizar que los empleados, 
directivos o agentes que informen de las infracciones cometidas en la entidad sean 
protegidos frente a represalias, discriminaciones y cualquier otro tipo de trato injusto.

4. La obligación de establecimiento del procedimiento de comunicación descrito en los 
apartados anteriores, no sustituye la necesaria existencia de mecanismos específicos e 
independientes de comunicación interna de operaciones sospechosas de estar vinculadas 
con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo por parte de empleados a las 
que se refiere el artículo 18.

5. Reglamentariamente podrán determinarse los sujetos obligados exceptuados del 
cumplimiento de la obligación prevista en este artículo.

Artículo 26 ter.  Órgano de control interno y representante ante el Servicio Ejecutivo.
1. Los sujetos obligados designarán como representante ante el Servicio Ejecutivo de la 

Comisión a una persona residente en España que ejerza cargo de administración o dirección 
de la sociedad.
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En los grupos que integren varios sujetos obligados, el representante será único y 
deberá ejercer cargo de administración o dirección de la sociedad dominante del grupo.

En el caso de empresarios o profesionales individuales será representante ante el 
Servicio Ejecutivo de la Comisión el titular de la actividad.

2. Con las excepciones que se determinen reglamentariamente, la propuesta de 
nombramiento del representante, acompañada de una descripción detallada de su 
trayectoria profesional, será comunicada al Servicio Ejecutivo de la Comisión que, de forma 
razonada, podrá formular reparos u observaciones.

El representante ante el Servicio Ejecutivo de la Comisión será responsable del 
cumplimiento de las obligaciones de información establecidas en la presente ley, para lo que 
tendrá acceso sin limitación alguna a cualquier información obrante en el sujeto obligado así 
como en cualquiera de las entidades del grupo, en su caso.

3. Los sujetos obligados cuya administración central se encuentre en otro Estado 
miembro de la Unión Europea y que operen en España mediante agentes u otras formas de 
establecimiento permanente distintas de la sucursal deberán nombrar un representante 
residente en España, que tendrá la consideración de punto central de contacto.

Los sujetos obligados que operen en España en régimen de libre prestación de servicios 
deberán asimismo designar un representante ante el Servicio Ejecutivo de la Comisión, sin 
que sea exigible su residencia en España.

4. Los sujetos obligados establecerán un órgano adecuado de control interno 
responsable de la aplicación de las políticas y procedimientos a que se refiere el artículo 26.

El órgano de control interno, que contará, en su caso, con representación de las distintas 
áreas de negocio del sujeto obligado, se reunirá, levantando acta expresa de los acuerdos 
adoptados, con la periodicidad que se determine en el procedimiento de control interno.

5. Para el ejercicio de sus funciones el representante ante el Servicio Ejecutivo de la 
Comisión y el órgano de control interno deberán contar con los recursos materiales, 
humanos y técnicos necesarios.

6. Los órganos de prevención del blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo 
operarán, en todo caso, con separación funcional del departamento o unidad de auditoría 
interna del sujeto obligado.

7. Reglamentariamente se determinarán las categorías de sujetos obligados que puedan 
exceptuarse de la obligación de constitución de un órgano de control interno, siendo las 
funciones de éste ejercidas en tales supuestos por el representante ante el Servicio 
Ejecutivo de la Comisión.

La norma reglamentaria determinará también las categorías de sujetos obligados para 
los que sea exigible la constitución de unidades técnicas para el tratamiento y análisis de la 
información.

Artículo 27.  Órganos centralizados de prevención.
1. Mediante orden del Ministro Economía y Empresa podrá acordarse la constitución de 

órganos centralizados de prevención de las profesiones colegiadas sujetas a la presente 
Ley.

Los órganos centralizados de prevención tendrán por función la intensificación y 
canalización de la colaboración de las profesiones colegiadas con las autoridades judiciales, 
policiales y administrativas responsables de la prevención y represión del blanqueo de 
capitales y de la financiación del terrorismo, sin perjuicio de la responsabilidad directa de los 
profesionales incorporados como sujetos obligados. El representante del órgano centralizado 
de prevención tendrá la condición de representante de los profesionales incorporados a 
efectos de lo dispuesto en el artículo 26 ter.

2. Los órganos centralizados de prevención examinarán, por propia iniciativa o a petición 
de los profesionales incorporados, las operaciones a que se refiere el artículo 17, 
comunicándolas al Servicio Ejecutivo de la Comisión cuando concurran las circunstancias 
establecidas en el artículo 18. Los profesionales incorporados deberán facilitar al órgano 
centralizado de prevención toda la información que éste les requiera para el ejercicio de sus 
funciones. Asimismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 21, los profesionales 
incorporados facilitarán toda la documentación e información que la Comisión de Prevención 
del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o sus órganos de apoyo les requieran, 
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directamente o por intermedio del órgano centralizado de prevención, para el ejercicio de sus 
competencias.

3. Con excepción de los funcionarios a que se refiere el artículo 2.1.n), la incorporación 
de los sujetos obligados a los órganos centralizados de prevención será voluntaria.

Artículo 28.  Examen externo.
1. Las medidas y órganos de control interno a que se refieren los artículos 26, 26 bis y 26 

ter serán objeto de examen anual por un experto externo.
Los resultados del examen serán consignados en un informe escrito que describirá 

detalladamente las medidas de control interno existentes, valorará su eficacia operativa y 
propondrá, en su caso, eventuales rectificaciones o mejoras. No obstante, en los dos años 
sucesivos a la emisión del informe podrá éste ser sustituido por un informe de seguimiento 
emitido por el experto externo, referido exclusivamente a la adecuación de las medidas 
adoptadas por el sujeto obligado para solventar las deficiencias identificadas.

Mediante orden del Ministro de Economía y Empresa podrán aprobarse los modelos a 
que habrán de ajustarse los informes emitidos.

El informe se elevará en el plazo máximo de tres meses desde la fecha de emisión al 
Consejo de Administración o, en su caso, al órgano de administración o al principal órgano 
directivo del sujeto obligado, que adoptará las medidas necesarias para solventar las 
deficiencias identificadas.

2. Los sujetos obligados deberán encomendar la práctica del examen externo a personas 
que reúnan condiciones académicas y de experiencia profesional que las hagan idóneas 
para el desempeño de la función.

Quienes pretendan actuar como expertos externos deberán comunicarlo al Servicio 
Ejecutivo de la Comisión antes de iniciar su actividad e informar a éste semestralmente de la 
relación de sujetos obligados cuyas medidas de control interno hayan examinado.

Los sujetos obligados no podrán encomendar la práctica del examen externo a aquellas 
personas físicas que les hayan prestado o presten cualquier otra clase de servicios 
retribuidos durante los tres años anteriores o posteriores a la emisión del informe.

3. El informe estará en todo caso a disposición de la Comisión de Prevención del 
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o de sus órganos de apoyo durante los 
cinco años siguientes a la fecha de emisión.

4. La obligación establecida en este artículo no será exigible a los empresarios o 
profesionales individuales.

Artículo 29.  Formación de empleados.
Los sujetos obligados adoptarán las medidas oportunas para que sus empleados tengan 

conocimiento de las exigencias derivadas de esta Ley.
Estas medidas incluirán la participación debidamente acreditada de los empleados en 

cursos específicos de formación permanente orientados a detectar las operaciones que 
puedan estar relacionadas con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo e 
instruirles sobre la forma de proceder en tales casos. Las acciones formativas serán objeto 
de un plan anual que, diseñado en función de los riesgos del sector de negocio del sujeto 
obligado, será aprobado por el órgano de control interno.

Artículo 30.  Protección e idoneidad de empleados, directivos y agentes.
1. Los sujetos obligados adoptarán las medidas adecuadas para mantener la 

confidencialidad sobre la identidad de los empleados, directivos o agentes que hayan 
realizado una comunicación de operativa que presente indicios o certeza de estar 
relacionado con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo a los órganos de 
control interno.

El representante a que se refiere el artículo 26 ter será la persona que comparecerá en 
toda clase de procedimientos administrativos o judiciales en relación con los datos recogidos 
en las comunicaciones al Servicio Ejecutivo de la Comisión o cualquier otra información 
complementaria que pueda referirse a aquéllas cuando se estime imprescindible obtener la 
aclaración, complemento o confirmación del propio sujeto obligado.
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2. Los sujetos obligados establecerán por escrito y aplicarán políticas y procedimientos 
adecuados para asegurar altos estándares éticos en la contratación de empleados, 
directivos y agentes.

3. Toda autoridad o funcionario tomará las medidas apropiadas a fin de proteger frente a 
cualquier amenaza o acción hostil a los empleados, directivos o agentes de los sujetos 
obligados que lleven a cabo estas comunicaciones, siendo aplicables las medidas de 
protección establecidas en el artículo 65.1.

Artículo 31.  Sucursales y filiales en terceros países.
1. Los sujetos obligados aplicarán en sus sucursales y filiales con participación 

mayoritaria situadas en terceros países medidas de prevención del blanqueo de capitales y 
de la financiación del terrorismo al menos equivalentes a las establecidas por el derecho 
comunitario.

El Servicio Ejecutivo de la Comisión podrá supervisar la idoneidad de tales medidas.
2. Cuando el derecho del tercer país no permita la aplicación de medidas equivalentes a 

las establecidas por el derecho de la Unión Europea, los sujetos obligados adoptarán 
respecto de sus sucursales y filiales con participación mayoritaria medidas adicionales para 
hacer frente eficazmente al riesgo de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo. 
Las entidades financieras deberán aplicar medidas de conformidad con lo dispuesto en el 
Reglamento Delegado (UE) 2019/758, de la Comisión, de 31 de enero de 2019, por el que 
se completa la Directiva (UE) 2015/849 en lo que respecta a las normas técnicas de 
regulación sobre las medidas mínimas y el tipo de medidas adicionales que han de adoptar 
las entidades de crédito y financieras para atenuar el riesgo de blanqueo de capitales y de 
financiación del terrorismo en determinados terceros países.

Asimismo, los sujetos obligados informarán al Servicio Ejecutivo de la Comisión de esta 
circunstancia en el plazo máximo de siete días después de identificar al tercer país, que 
podrá proponer al Comité Permanente de la Comisión de Prevención del Blanqueo de 
Capitales e Infracciones Monetarias la formulación de requerimientos para la adopción de 
medidas de obligado cumplimiento.

3. En todo caso, el Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de 
Capitales e Infracciones Monetarias informará a la Autoridad Bancaria Europea de aquellos 
casos en que el derecho del tercer país no permita la aplicación de medidas equivalentes y 
en los que se pueda actuar en el marco de un procedimiento acordado para hallar una 
solución.

Artículo 32.  Protección de datos de carácter personal.
1. El tratamiento de datos personales para el cumplimiento de las obligaciones 

establecidas en el capítulo III de esta ley se encuentra amparado por lo dispuesto en el 
artículo 8.1 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 
Personales y garantía de los derechos digitales, y en el artículo 6.1.c) del Reglamento (UE) 
2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, no precisando del 
consentimiento del interesado.

Tampoco será necesario el consentimiento para las comunicaciones de datos previstas 
en el citado capítulo y, en particular, para las previstas en el artículo 24.2, quedando 
igualmente amparadas por el artículo 8.1 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre.

2. En virtud de lo dispuesto en el artículo 24.1, y de conformidad con el artículo 14.5 del 
Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, 
no será de aplicación al tratamiento de datos la obligación de información prevista en el 
artículo 14 del mencionado Reglamento en relación con los tratamientos a los que se refiere 
el apartado anterior.

Asimismo, de conformidad con el artículo 23 del Reglamento (UE) 2016/679 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, no procederá la atención de los 
derechos establecidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento en relación con los citados 
tratamientos. En caso de ejercicio de los citados derechos por el interesado, los sujetos 
obligados se limitarán a ponerle de manifiesto lo dispuesto en este artículo.
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Lo dispuesto en el presente apartado será igualmente aplicable a los tratamientos 
llevados a cabo por el Servicio Ejecutivo de la Comisión para el cumplimiento de las 
funciones que le otorga esta ley.

3. Los órganos centralizados de prevención a los que se refiere el artículo 27 tendrán la 
condición de encargados del tratamiento a los efectos previstos en la normativa de 
protección de datos personales.

Se exceptúan de lo señalado en el párrafo anterior los tratamientos que llevasen a cabo 
los órganos centralizados de prevención de incorporación obligatoria en el ámbito de las 
funciones que se les atribuyan reglamentariamente. La norma reglamentaria especificará los 
supuestos en que estos órganos tengan la condición de responsables del tratamiento.

4. Los sujetos obligados deberán realizar una evaluación de impacto en la protección de 
datos de los tratamientos a los que se refiere este artículo a fin de adoptar medidas técnicas 
y organizativas reforzadas para garantizar la integridad, confidencialidad y disponibilidad de 
los datos personales. Dichas medidas deberán en todo caso garantizar la trazabilidad de los 
accesos y comunicaciones de los datos.

En todo caso, el tratamiento deberá llevarse únicamente a cabo por los órganos a los 
que se refiere el artículo 26 ter de esta ley.

5. Serán de aplicación a los ficheros creados en aplicación de lo dispuesto en el capítulo 
III las medidas de seguridad y control reforzadas.

Artículo 32 bis.  Protección de datos en el cumplimiento de las obligaciones de diligencia 
debida.

1. El tratamiento de datos personales que resulte necesario para el cumplimiento de las 
obligaciones establecidas en el Capítulo II de esta ley se encuentra amparado por lo 
dispuesto en el artículo 8.1 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, y en el artículo 6.1 
c) del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 
2016, no precisando del consentimiento del interesado.

2. Los datos recogidos por los sujetos obligados para el cumplimiento de las obligaciones 
de diligencia debida no podrán ser utilizados para fines distintos de los relacionados con la 
prevención del blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo sin el consentimiento 
del interesado, salvo que el tratamiento de dichos datos sea necesario para la gestión 
ordinaria de la relación de negocios.

3. Con carácter previo al establecimiento de la relación de negocios o la realización de 
una transacción ocasional, los sujetos obligados deberán facilitar a los nuevos clientes la 
información requerida en los artículos 13 y 14 del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 27 de abril de 2016 y en el artículo 11 de la Ley Orgánica 3/2018, 
de 5 de diciembre. Dicha información contendrá, en particular, un aviso general sobre las 
obligaciones legales de los sujetos obligados con respecto al tratamiento de datos 
personales a efectos de prevención del blanqueo de capitales y la financiación del 
terrorismo.

4. Los sujetos obligados deberán realizar una evaluación de impacto en la protección de 
datos de los tratamientos a los que se refiere este artículo a fin de adoptar medidas técnicas 
y organizativas reforzadas para garantizar la integridad, confidencialidad y disponibilidad de 
los datos personales. Dichas medidas deberán en todo caso garantizar la trazabilidad de los 
accesos y comunicaciones de los datos.

Artículo 32 ter.  
1. Los sujetos obligados pertenecientes a una misma categoría de las establecidas en el 

artículo 2 de esta ley podrán crear sistemas comunes de información, almacenamiento y, en 
su caso, acceso a la información y documentación recopilada para el cumplimiento de las 
obligaciones de diligencia debida establecidas en el capítulo II, con excepción de la 
relacionada con el seguimiento continuo de la relación de negocios, regulada en el artículo 6.

Los sujetos adheridos al sistema tendrán la condición de corresponsables del tratamiento 
a los efectos previstos en el artículo 26 del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, y en el artículo 29 de la Ley Orgánica 3/2018, 
de 5 de diciembre.
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El mantenimiento de estos sistemas podrá encomendarse a un tercero, aun cuando no 
tenga la condición de sujeto obligado.

Los sujetos obligados corresponsables deberán comunicar a la Comisión de Prevención 
del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias la intención de constituir estos sistemas 
al menos sesenta días antes de su puesta en funcionamiento. Esta comunicación no exime a 
las entidades financieras del cumplimiento de las obligaciones de notificación a que estén 
sujetas.

2. La comunicación de datos a los sistemas, así como el acceso a los datos incorporados 
a los mismos se encuentran amparados en lo dispuesto en el artículo 6.1.c) del Reglamento 
(UE) 2016/679, de 27 de abril de 2016, y en el artículo 8.1 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 
de diciembre.

Los sujetos obligados solo podrán acceder a la información facilitada por otro sujeto 
obligado en los supuestos en que la persona a la que se refieran los datos sea su cliente o el 
acceso a la información sea necesario para el cumplimiento de las obligaciones de 
identificación previas al establecimiento de la relación de negocios previstas en el artículo 3. 
En este supuesto, solo se accederá a los datos necesarios a tal efecto.

3. Los datos serán facilitados al sistema por los órganos de control interno previstos en el 
artículo 26 ter. Estos órganos canalizarán asimismo las solicitudes de acceso a los datos 
contenidos en el sistema.

En todo caso, los interesados deberán ser informados acerca de la comunicación de los 
datos al sistema, así como del acceso que pretendiese llevarse a cabo con carácter previo a 
que el mismo se produzca.

4. Los datos obtenidos como consecuencia del acceso al sistema únicamente podrán ser 
empleados para el cumplimiento por los sujetos obligados de lo dispuesto en el capítulo II de 
esta ley.

5. Corresponderá al sujeto obligado que hubiera proporcionado los datos al sistema 
responder de su exactitud y actualización, debiendo cumplir en su caso lo establecido en los 
artículos 17.2 y 19 del Reglamento (UE) 2016/679, de 27 de abril de 2016. Conforme al 
artículo 26.3 del Reglamento (UE) 2016/679, los interesados podrán ejercer los derechos 
que les reconoce el citado Reglamento frente a, y en contra de, cada uno de los 
responsables.

Cuando el sujeto obligado compruebe, a la vista de la información que él mismo hubiese 
recabado en cumplimiento de sus deberes de diligencia debida, que los datos a los que 
hubiese accedido son incorrectos o no están actualizados, lo comunicará al sistema a fin de 
que los datos sean objeto de actualización o rectificación en su caso.

Del mismo modo deberá proceder cuando aprecie que un documento incorporado al 
sistema deba ser sustituido por otro más reciente.

6. Sin perjuicio de las restantes medidas que deban adoptarse en cumplimiento de lo 
dispuesto en el capítulo V del Reglamento (UE) 2016/679, de 27 de abril de 2016, y el título 
VI de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, el sistema de información incorporará 
medidas que garanticen la trazabilidad de los accesos al mismo.

7. La Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias 
podrá autorizar el establecimiento de sistemas comunes en que participen varias categorías 
de sujetos obligados, delimitando dichas categorías y la información que podrá ser 
compartida.

Artículo 33.  Intercambio de información entre sujetos obligados y ficheros centralizados de 
prevención del fraude.

1. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 24.2, cuando concurran riesgos 
extraordinarios identificados mediante los análisis de riesgos en materia de blanqueo de 
capitales y financiación del terrorismo llevados a cabo por los sujetos obligados, o a través 
de la actividad de análisis e inteligencia financieros del Servicio Ejecutivo de la Comisión, o 
del análisis de riesgo nacional en materia de blanqueo de capitales y de la financiación del 
terrorismo, la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, 
previo dictamen conforme de la Agencia Española de Protección de Datos, podrá acordar el 
intercambio de información referida a determinado tipo de operaciones distintas de las 
previstas en los artículos 18 y 19 o a clientes sujetos a determinadas circunstancias siempre 
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que el mismo se produzca entre sujetos obligados que se encuentren en una o varias de las 
categorías previstas en el artículo 2.

El Acuerdo determinará en todo caso el tipo de operación o la categoría de cliente 
respecto de la que se autoriza el intercambio de información, así como las categorías de 
sujetos obligados que podrán intercambiar la información.

2. Asimismo, los sujetos obligados podrán intercambiar información relativa a las 
operaciones a las que se refiere el artículo 18 con la única finalidad de prevenir o impedir 
operaciones relacionadas con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo 
cuando de las características u operativa del supuesto concreto se desprenda la posibilidad 
de que, una vez rechazada, pueda intentarse ante otros sujetos obligados el desarrollo de 
una operativa total o parcialmente similar a aquélla.

Quedarán excluidas aquellas operaciones que hayan sido objeto de devolución por el 
Servicio Ejecutivo de la Comisión, conforme al artículo 18.2.

3. El tratamiento de los datos personales al que se refieren los dos apartados anteriores, 
cuando proceda, se encontrará amparado en lo dispuesto en el artículo 8.2 de la Ley 
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, y en el artículo 6.1 e) del Reglamento (UE) 2016/679 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, no siendo preciso contar con 
el consentimiento del interesado.

4. De acuerdo con el artículo 24.1, y de conformidad con el artículo 14.5 del Reglamento 
(UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, no será de 
aplicación al tratamiento de datos la obligación de información prevista en el artículo 14 del 
Reglamento en relación con los tratamientos a los que se refieren los apartados 1 y 2.

Asimismo, de conformidad con el artículo 23 del Reglamento (UE) 2016/679, no 
procederá la atención de los derechos establecidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento 
en relación con los citados tratamientos. En caso de ejercicio de los citados derechos por el 
interesado, los sujetos obligados se limitarán a ponerle de manifiesto lo dispuesto en este 
artículo.

5. Los sujetos obligados o quienes desarrollen los sistemas que sirvan de soporte al 
intercambio de información al que se refieren los apartados 1 y 2 deberán realizar una 
evaluación de impacto en la protección de datos de los citados tratamientos a fin de adoptar 
medidas técnicas y organizativas reforzadas para garantizar la integridad, confidencialidad y 
disponibilidad de los datos personales. Dichas medidas deberán en todo caso garantizar la 
trazabilidad de los accesos y comunicaciones de los datos.

El acceso a los datos quedará limitado a los órganos de control interno previstos en el 
artículo 26 ter, con inclusión de las unidades técnicas que constituyan los sujetos obligados.

6. Los sujetos obligados y las autoridades judiciales, policiales y administrativas 
competentes en materia de prevención o represión del blanqueo de capitales o de la 
financiación del terrorismo podrán consultar la información contenida en los sistemas que 
fueren creados, de acuerdo con lo previsto en la normativa vigente en materia de protección 
de datos personales, siempre que el acceso a dicha información fuere necesario para las 
finalidades descritas en los apartados anteriores.

CAPÍTULO V
De los medios de pago

Artículo 34.  Obligación de declarar.
1. Deberán presentar declaración previa en los términos establecidos en el presente 

Capítulo las personas físicas que, actuando por cuenta propia o de tercero, realicen los 
siguientes movimientos:

a) Salida o entrada en territorio nacional de medios de pago por importe igual o superior 
a 10.000 euros o su contravalor en moneda extranjera.

b) Movimientos por territorio nacional de medios de pago por importe igual o superior a 
100.000 euros o su contravalor en moneda extranjera.

A estos efectos se entenderá por movimiento cualquier cambio de lugar o posición que 
se verifique en el exterior del domicilio del portador de los medios de pago.
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Se exceptúan de la obligación de declaración establecida en el presente artículo las 
personas físicas que actúen por cuenta de empresas que, debidamente autorizadas e 
inscritas por el Ministerio del Interior, ejerzan actividades de transporte profesional de fondos 
o medios de pago, excepto cuando se trate de movimientos de entrada y salida de la Unión 
Europea.

2. Cuando se produzca la entrada o salida del territorio nacional de medios de pago no 
acompañados por persona física que formen parte de un envío sin portador, tales como 
envíos postales, envíos por mensajería, equipaje no acompañado o carga en contenedores, 
por importe igual o superior a 10.000 euros o su contravalor en moneda extranjera, deberá 
presentarse declaración dentro del plazo de 30 días anteriores al movimiento no 
acompañado. La obligación de declaración del movimiento será responsabilidad del 
remitente o su representante legal en el caso de movimientos de salida de medios de pago. 
En los casos de entrada de medios de pago procedentes de un tercer país, será responsable 
de la declaración el destinatario del efectivo, o su representante legal.

3. A los efectos de esta ley se entenderá por medios de pago:
a) El papel moneda y la moneda metálica, nacionales o extranjeros.
b) Los efectos negociables o medios de pago al portador. Son aquellos instrumentos 

que, previa presentación, dan a sus titulares el derecho a reclamar un importe financiero sin 
necesidad de acreditar su identidad o su derecho a ese importe. Se incluyen aquí los 
cheques de viaje, los cheques, pagarés u órdenes de pago, ya sean extendidos al portador, 
firmados pero con omisión del nombre del beneficiario, endosados sin restricción, extendidos 
a la orden de un beneficiario ficticio o en otra forma en virtud de la cual su titularidad se 
transmita a la entrega y los instrumentos incompletos.

c) Las tarjetas prepago, entendiendo por tales aquellas tarjetas no nominativas que 
almacenen o brinden acceso a valores monetarios o fondos que puedan utilizarse para 
efectuar pagos, adquirir bienes o servicios, o para la obtención de dinero en metálico, 
cuando dichas tarjetas no estén vinculadas a una cuenta bancaria.

d) Las materias primas utilizadas como depósitos de valor de gran liquidez, como el oro.
En la interpretación de las definiciones de los medios de pago descritos se estará a lo 

dispuesto en el Reglamento (UE) 2018/1672 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 
de octubre de 2018, relativo a los controles de la entrada o salida de efectivo de la Unión y 
por el que se deroga el Reglamento (CE) n.º 1889/2005.

4. La declaración establecida en el presente artículo se ajustará al modelo aprobado y 
deberá contener datos veraces relativos al portador, propietario, destinatario, remitente, 
importe, naturaleza, procedencia, uso previsto, itinerario y modo de transporte de los medios 
de pago. La obligación de declarar se entenderá incumplida cuando la información 
consignada sea incorrecta o incompleta.

El modelo de declaración, una vez íntegramente cumplimentado, será firmado y 
presentado por la persona que transporte los medios de pago en el caso de los movimientos 
relacionados en el apartado 1. Durante todo el movimiento los medios de pago deberán ir 
acompañados de la oportuna declaración debidamente diligenciada y ser transportados por 
la persona consignada como portador.

En los movimientos de medios de pago descritos en el apartado 2, la declaración será 
presentada por el remitente o el destinatario, según corresponda.

Los modelos de declaración establecida en el presente artículo serán:
a) En el supuesto de entradas y salidas a las que se refieren los apartados 1 y 2 

procedentes o con destino a un país que no forma parte de la Unión Europea, el aprobado 
por la Comisión Europea en el correspondiente Reglamento de Ejecución.

b) En el resto de supuestos, el aprobado por Orden del titular del Ministerio de Asuntos 
Económicos y Transformación Digital.

El lugar y forma de presentación de ambas declaraciones se fijará mediante Orden de la 
persona titular del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital.

5. Cuando los medios de pago sean transportados por menores de edad no 
acompañados, será responsable del cumplimiento de la obligación de declaración la persona 
que ejerza la patria potestad, tutela o curatela. En caso de que el menor viajara 
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acompañado, la cuantía de los medios de pago transportada por el menor se entenderá, a 
los efectos de lo previsto en este artículo, portada por la persona mayor de edad que 
acompañe al menor.

Artículo 35.  Control e intervención de los medios de pago.
1. Con el fin de comprobar el cumplimiento de la obligación de declaración establecida 

en el artículo 34.1, los funcionarios aduaneros y policiales estarán facultados para controlar e 
inspeccionar a las personas físicas, sus equipajes y sus medios de transporte.

A los efectos de comprobar el cumplimiento de la obligación de declarar medios de pago 
no acompañados prevista en el artículo 34.2, y sin perjuicio de la legislación aduanera, los 
funcionarios aduaneros y policiales estarán facultados para controlar e inspeccionar las 
mercancías que puedan contener medios de pago no acompañados, envíos postales, envíos 
por mensajería, equipaje no acompañado, carga en contenedores y cualquier sistema de 
envío y de transporte que pueda contener medios de pago no acompañados.

2. Procederá la intervención provisional de la totalidad de los medios de pago objeto del 
movimiento por parte de los funcionarios aduaneros o policiales actuantes, salvo el mínimo 
de supervivencia que pueda determinarse mediante orden de la persona titular del Ministerio 
de Asuntos Económicos y Transformación Digital, en los casos siguientes:

a) No presentación de la declaración previa a que se refieren los apartados 1 y 2 del 
artículo 34 cuando esta sea preceptiva.

b) No presentación en plazo de la declaración previa a que se refiere el apartado 2 del 
artículo 34 cuando esta sea preceptiva.

c) Presentación de la declaración previa a que se refieren los apartados 1 y 2 del artículo 
34 con información incorrecta o incompleta. A estos efectos, y sin perjuicio de su aplicación 
en otros supuestos, en todo caso se considerará información incorrecta o incompleta la falta 
de veracidad total o parcial de los datos relativos al portador, propietario, remitente, 
destinatario, procedencia o uso previsto de los medios de pago, así como la variación por 
exceso o defecto del importe declarado respecto del real en más de un 10 por ciento o de 
3.000 euros.

d) Cuando los medios de pago no se pongan a disposición de las autoridades para su 
control en los términos previstos en la normativa, cuando el movimiento esté sometido a la 
obligación de declaración.

e) Cuando, no obstante haberse declarado o ser el importe del efectivo inferior al umbral 
que determina la obligación de su declaración, existan, al menos, indicios de que los medios 
de pago están vinculados a una actividad delictiva.

Esta intervención provisional tendrá una duración de treinta días que podrá ser ampliada, 
en su caso, hasta un máximo de noventa días por razones motivadas, sin perjuicio de lo 
previsto en el artículo 61.2 para el caso en que se acuerde la iniciación de un procedimiento 
administrativo sancionador por infracción de lo previsto en los artículos 34 de esta ley.

3. Los medios de pago intervenidos se ingresarán, directamente o por transferencia, en 
las cuentas abiertas a nombre de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e 
Infracciones Monetarias. Los funcionarios policiales o aduaneros actuantes podrán 
identificarse en el momento del ingreso mediante la aportación de su número de 
identificación profesional.

4. Los medios de pago objeto de intervención que como consecuencia del transcurso de 
los plazos establecidos o de las actuaciones administrativas correspondientes deban ser 
objeto de devolución, de manera total o parcial, se pondrán a disposición de la persona a la 
que le fueron intervenidos esos medios de pago en los casos del artículo 34.1 o de las 
personas obligadas o responsables de la declaración de los movimientos de medios de pago 
no acompañados previstos en el artículo 34.2, sin perjuicio de la acreditación de un 
apoderamiento expreso en un tercero de conformidad con lo establecido en la Ley 39/2015, 
de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común.

Cuando la intervención realizada afecte a divisas para las que la Comisión de 
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias no disponga de cuenta en 
el Banco de España, se procederá a su conversión al euro por la entidad bancaria con 
carácter previo a su transferencia a las cuentas abiertas a nombre de la Comisión en el 
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Banco de España, salvo que la divisa intervenida no esté cotizada en mercado oficial o 
concurran otras circunstancias que aconsejen el depósito en efectivo de los fondos, en cuyo 
caso se depositarán en el Banco de España para su custodia. Cuando como consecuencia 
del transcurso de los plazos establecidos o de las actuaciones administrativas 
correspondientes deba procederse a la devolución de todo o parte de la cantidad intervenida 
objeto de conversión a euros, la cuantía de la devolución se determinará tomando como 
referencia la cantidad en euros que fue objeto de conversión inmediatamente tras la 
intervención de la divisa.

5. El acta de intervención, de la que se dará traslado inmediato al Servicio Ejecutivo de la 
Comisión para su investigación y a la Secretaría de la Comisión para la incoación, en su 
caso, del correspondiente procedimiento sancionador, deberá indicar expresamente si los 
medios de pago intervenidos fueron hallados, en su caso, en lugar o situación que mostrase 
una clara intención de ocultarlos. El acta de intervención tendrá valor probatorio, sin perjuicio 
de las pruebas que en defensa de sus derechos o intereses puedan aportar los interesados.

Contra la intervención provisional de los medios de pago a las personas físicas, los 
interesados podrán formular reclamación ante la persona titular de la Secretaría de la 
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias en el plazo de 
15 días hábiles a contar desde la notificación de la intervención, que será resuelta en los 
términos del artículo 61.2.

6. Cuando en el curso de un procedimiento judicial se aprecie incumplimiento de la 
obligación de declaración establecida en el artículo precedente, el juzgado o tribunal lo 
comunicará a la Secretaría de la Comisión, poniendo a su disposición los medios de pago 
intervenidos no sujetos a responsabilidades penales, procediéndose según lo establecido en 
este artículo.

Artículo 36.  Tratamiento de la información.
La información obtenida como resultado de la obligación de declaración deberá remitirse 

al Servicio Ejecutivo de la Comisión mediante la utilización de medios electrónicos, 
informáticos o telemáticos con uso del soporte informático normalizado que determine el 
Servicio Ejecutivo de la Comisión. La información relativa a las incautaciones se centralizará 
en la Secretaría de la Comisión.

La Administración tributaria y las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad tendrán acceso a la 
información a que se refiere el párrafo precedente para el ejercicio de sus competencias.

Artículo 37.  Intercambio de información.
La información obtenida a partir de la declaración establecida en el artículo 34 o de los 

controles a que se refiere el artículo 35 podrá transmitirse a las autoridades competentes de 
otros Estados.

Cuando haya indicios de relación con el producto de un fraude o con cualquier otra 
actividad ilegal que perjudique a los intereses financieros de la Comunidad Europea, dicha 
información se transmitirá también a la Comisión Europea.

CAPÍTULO VI
Otras disposiciones

Artículo 38.  Comercio de bienes.
Sin perjuicio de las limitaciones de pagos en efectivo establecidas en el artículo 7.Uno de 

la Ley 7/2012, de 29 de octubre, de modificación de la normativa tributaria y presupuestaria y 
de adecuación de la normativa financiera para la intensificación de las actuaciones en la 
prevención y lucha contra el fraude, las personas físicas o jurídicas que comercien 
profesionalmente con bienes quedarán sujetas a las obligaciones establecidas en los 
artículos 3, 17, 18, 19, 21, 24 y 25 respecto de las transacciones en que los cobros o pagos 
se efectúen por personas físicas no residentes con los medios de pago a que se refiere el 
artículo 34.2 de esta ley y por importe superior a 10.000 euros, ya se realicen en una o en 
varias operaciones entre las que parezca existir algún tipo de relación.
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En función de un análisis del riesgo podrán extenderse reglamentariamente respecto de 
las referidas transacciones todas o algunas de las restantes obligaciones establecidas en la 
presente ley.

Artículo 39.  Fundaciones y asociaciones.
El Protectorado y el Patronato, en ejercicio de las funciones que les atribuye la Ley 

50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones, y el personal con responsabilidades en la 
gestión de las fundaciones velarán para que éstas no sean utilizadas para el blanqueo de 
capitales o para canalizar fondos o recursos a las personas o entidades vinculadas a grupos 
u organizaciones terroristas.

A estos efectos, todas las fundaciones conservarán durante el plazo establecido en el 
artículo 25 registros con la identificación de todas las personas que aporten o reciban a título 
gratuito fondos o recursos de la fundación, en los términos de los artículos 3 y 4 de esta Ley. 
Estos registros estarán a disposición del Protectorado, de la Comisión de Vigilancia de 
Actividades de Financiación del Terrorismo, de la Comisión de Prevención del Blanqueo de 
Capitales e Infracciones Monetarias o de sus órganos de apoyo, así como de los órganos 
administrativos o judiciales con competencias en el ámbito de la prevención o persecución 
del blanqueo de capitales o del terrorismo.

Lo dispuesto en los párrafos anteriores será asimismo de aplicación a las asociaciones, 
correspondiendo en tales casos al órgano de gobierno o asamblea general, a los miembros 
del órgano de representación que gestione los intereses de la asociación y al organismo 
encargado de verificar su constitución, en el ejercicio de las funciones que tiene atribuidas 
por el artículo 34 de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del Derecho de 
Asociación, cumplir con lo establecido el presente artículo.

Atendiendo a los riesgos a que se encuentre expuesto el sector, podrán extenderse 
reglamentariamente a las fundaciones y asociaciones las restantes obligaciones 
establecidas en la presente Ley.

Artículo 40.  Entidades gestoras colaboradoras.
Los gestores de sistemas de pago y de compensación y liquidación de valores y 

productos financieros derivados, así como los gestores de tarjetas de crédito o débito 
emitidas por otras entidades, colaborarán con la Comisión de Prevención del Blanqueo de 
Capitales e Infracciones Monetarias y con sus órganos de apoyo proporcionando la 
información de que dispongan relativa a las operaciones efectuadas, conforme a lo previsto 
en el artículo 21.1.

Artículo 41.  Envío de dinero.
En las operaciones de envío de dinero a que se refiere el artículo 2 de la Ley 16/2009, de 

13 de noviembre, de servicios de pago, las transferencias correspondientes deberán 
cursarse a través de cuentas abiertas en entidades de crédito, tanto en el país de destino de 
los fondos como en cualquier otro en el que operen los corresponsales en el extranjero o 
sistemas intermedios de compensación. Las entidades que presten servicios de envío de 
dinero sólo contratarán con corresponsales en el extranjero o sistemas intermedios de 
compensación que cuenten con métodos adecuados de liquidación de fondos y de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.

Los fondos así gestionados deberán ser utilizados única y exclusivamente para el pago 
de las transferencias ordenadas, sin que quepa el empleo de los mismos para otros fines. En 
todo caso, el abono a los corresponsales que paguen a los beneficiarios de las 
transferencias se hará necesariamente en cuentas en entidades de crédito abiertas en el 
país en que se efectúe ese pago.

En todo momento, las entidades a que se refiere este artículo deberán asegurar el 
seguimiento de la operación hasta su recepción por el beneficiario final, debiendo esta 
información ser facilitada de conformidad con lo previsto en el artículo 21.
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Artículo 42.  Sanciones y contramedidas financieras internacionales.
1. Las sanciones financieras establecidas por las Resoluciones del Consejo de 

Seguridad de Naciones Unidas relativas a la prevención y supresión del terrorismo y de la 
financiación del terrorismo, y a la prevención, supresión y disrupción de la proliferación de 
armas de destrucción masiva y de su financiación, serán de obligada aplicación para 
cualquier persona física o jurídica en los términos previstos por los reglamentos comunitarios 
o por acuerdo del Consejo de Ministros, adoptado a propuesta del Ministro de Economía y 
Competitividad.

2. Sin perjuicio del efecto directo de los reglamentos comunitarios, el Consejo de 
Ministros, a propuesta del Ministro de Economía y Competitividad, podrá acordar la 
aplicación de contramedidas financieras respecto de países terceros que supongan riesgos 
más elevados de blanqueo de capitales, financiación del terrorismo o financiación de la 
proliferación de armas de destrucción masiva.

El acuerdo de Consejo de Ministros, que podrá adoptarse de forma autónoma o en 
aplicación de decisiones o recomendaciones de organizaciones, instituciones o grupos 
internacionales, podrá imponer, entre otras, las siguientes contramedidas financieras:

a) Prohibir, limitar o condicionar los movimientos de capitales y sus correspondientes 
operaciones de cobro o pago, así como las transferencias, de o hacia el país tercero o de 
nacionales o residentes del mismo.

b) Someter a autorización previa los movimientos de capitales y sus correspondientes 
operaciones de cobro o pago, así como las transferencias, de o hacia el país tercero o de 
nacionales o residentes del mismo.

c) Acordar la congelación o bloqueo de los fondos y recursos económicos cuya 
propiedad, tenencia o control corresponda a personas físicas o jurídicas nacionales o 
residentes del país tercero.

d) Prohibir la puesta a disposición de fondos o recursos económicos cuya propiedad, 
tenencia o control corresponda a personas físicas o jurídicas nacionales o residentes del 
país tercero.

e) Requerir la aplicación de medidas reforzadas de diligencia debida en las relaciones de 
negocio u operaciones de nacionales o residentes del país tercero.

f) Establecer la comunicación sistemática de las operaciones de nacionales o residentes 
del país tercero o que supongan movimientos financieros de o hacia el país tercero.

g) Prohibir, limitar o condicionar el establecimiento o mantenimiento de filiales, 
sucursales u oficinas de representación de las entidades financieras del país tercero.

h) Prohibir, limitar o condicionar a las entidades financieras el establecimiento o 
mantenimiento de filiales, sucursales u oficinas de representación en el país tercero.

i) Prohibir, limitar o condicionar las relaciones de negocio o las operaciones financieras 
con el país tercero o con nacionales o residentes del mismo.

j) Prohibir a los sujetos obligados la aceptación de las medidas de diligencia debida 
practicadas por entidades situadas en el país tercero.

k) Requerir a las entidades financieras la revisión, modificación y, en su caso, 
terminación, de las relaciones de corresponsalía con entidades financieras del país tercero.

l) Someter las filiales o sucursales de entidades financieras del país tercero a supervisión 
reforzada o a examen o auditoría externos.

m) Imponer a los grupos financieros requisitos reforzados de información o auditoría 
externa respecto de cualquier filial o sucursal localizada o que opere en el país tercero.

3. Competerá al Servicio Ejecutivo de la Comisión la supervisión e inspección del 
cumplimiento de lo dispuesto en este artículo.

Artículo 43.  Fichero de Titularidades Financieras.
1. Con la finalidad de prevenir, impedir y detectar el blanqueo de capitales y la 

financiación del terrorismo, así como para fines de prevención, detección, investigación o 
enjuiciamiento de delitos graves, las entidades de crédito, las entidades de dinero electrónico 
y las entidades de pago (en adelante, las entidades declarantes) deberán declarar al Servicio 
Ejecutivo de la Comisión, con la periodicidad que reglamentariamente se determine, la 
apertura o cancelación de cuentas corrientes, cuentas de ahorro, depósitos y de cualquier 
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otro tipo de cuentas de pago, así como los contratos de alquiler de cajas de seguridad y su 
periodo de arrendamiento, con independencia de su denominación comercial.

Las declaraciones no incluirán las cajas de seguridad, cuentas y depósitos de las 
sucursales o filiales de las entidades declarantes españolas en el extranjero.

La declaración contendrá, en todo caso, los datos identificativos de los titulares y de sus 
titulares reales y los datos identificativos de los representantes o autorizados y cualesquiera 
otras personas con poderes de disposición. La información de los productos a declarar 
incluirá en todo caso la numeración que los identifique, el tipo de producto declarado y las 
fechas de apertura y de cancelación. En el caso de las cajas de seguridad se incluirá la 
duración del periodo de arrendamiento. Reglamentariamente se podrán determinar otros 
datos de identificación que deban ser declarados.

2. Los datos declarados serán incluidos en un fichero de titularidad pública, denominado 
Fichero de Titularidades Financieras, del cual será responsable la Secretaría de Estado de 
Economía y Apoyo a la Empresa.

El Servicio Ejecutivo de la Comisión, como encargado del tratamiento, determinará, con 
arreglo a lo establecido en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, y en el Reglamento 
(UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, las 
características técnicas del fichero, pudiendo aprobar las instrucciones pertinentes.

El tratamiento de los datos personales contenidos en el Fichero de Titularidades 
Financieras por el Servicio Ejecutivo de la Comisión se regirá por lo establecido en el artículo 
28.3 del Reglamento (UE) 2016/679, de 27 de abril de 2016. El Servicio Ejecutivo de la 
Comisión podrá utilizar la información obrante en el mismo para el ejercicio de sus 
competencias.

3. Con ocasión de la investigación de delitos relacionados con el blanqueo de capitales o 
la financiación del terrorismo, podrán acceder al Fichero de Titularidades Financieras los 
órganos jurisdiccionales con competencias en la investigación de estos delitos, el Ministerio 
Fiscal y la Fiscalía Europea en el ejercicio de sus competencias, así como:

Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y las Policías Autonómicas con 
competencias estatutariamente asumidas para la investigación de los delitos graves.

Los organismos de recuperación de activos, incluida la Oficina de Recuperación y 
Gestión de Activos, podrán acceder al Fichero cuando les haya sido encomendada la 
localización de activos por los órganos judiciales o fiscalías, así como en la realización de 
sus funciones de intercambio de información con otras oficinas análogas de la Unión 
Europea o instituciones de terceros Estados cuyo fin sea el embargo o decomiso en el marco 
de un procedimiento penal y se trate de delitos relacionados con el blanqueo de capitales o 
la financiación del terrorismo.

La Secretaría de la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo 
podrá acceder al Fichero en el marco de las competencias que tiene atribuidas en materia de 
bloqueo de los saldos, cuentas y posiciones, incluidos los bienes depositados en cajas de 
seguridad abiertas por personas o entidades vinculadas a organizaciones terroristas, en 
virtud de los artículos 1 y 2 de la Ley 12/2003, de 21 de mayo, de prevención y bloqueo de la 
financiación del terrorismo, y del Reglamento de la Comisión de Vigilancia de Actividades de 
Financiación del Terrorismo, aprobado por el Real Decreto 413/2015, de 29 de mayo.

El Centro Nacional de Inteligencia podrá acceder a los datos declarados en el Fichero de 
Titularidades Financieras para el cumplimiento de las funciones que tiene asignadas en su 
normativa reguladora.

La Agencia Estatal de Administración Tributaria podrá acceder al Fichero de 
Titularidades Financieras para el ejercicio de sus competencias en materia de prevención y 
lucha contra el fraude, en los términos previstos en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, y en el artículo 7.3 bis del Reglamento (UE, Euratom) n.º 883/2013 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de septiembre de 2013, relativo a las 
investigaciones efectuadas por la Oficina Europea de Lucha contra el Fraude. Igual acceso 
dispondrán las Haciendas Forales para la mencionada finalidad.

Toda petición de acceso a los datos del Fichero de Titularidades Financieras habrá de 
realizarse a través de los respectivos puntos únicos de acceso que deberán asignarse a 
todas las autoridades anteriormente señaladas y deberá ser adecuadamente motivada por el 
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órgano requirente, que será responsable de la regularidad del requerimiento. En ningún caso 
podrá requerirse el acceso al Fichero para finalidades distintas de las previstas en este 
artículo. Los accesos quedarán registrados y los datos de los registros se conservarán por 
un plazo de 5 años.

4. Sin perjuicio de las competencias que correspondan a la Agencia Española de 
Protección de Datos y al Consejo General del Poder Judicial en relación con los tratamientos 
con fines jurisdiccionales realizados por los órganos judiciales, un miembro del Ministerio 
Fiscal designado por el Fiscal General del Estado, de conformidad con los trámites previstos 
en el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, y que durante el ejercicio de esta actividad no 
se encuentre desarrollando su función en alguno de los órganos del Ministerio Fiscal 
encargados de la persecución de los delitos de blanqueo de capitales o financiación del 
terrorismo, velará por el uso adecuado del fichero, a cuyos efectos podrá requerir, con 
posterioridad a cualquier acceso, justificación completa de los motivos del mismo.

 

CAPÍTULO VII
De la organización institucional

Artículo 44.  Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.
1. El impulso y coordinación de la ejecución de la presente Ley corresponderá a la 

Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, dependiente 
de la Secretaría de Estado de Economía.

2. Serán funciones de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e 
Infracciones Monetarias las siguientes:

a) Dirigir e impulsar las actividades de prevención de la utilización del sistema financiero 
o de otros sectores de actividad económica para el blanqueo de capitales o la financiación 
del terrorismo, así como de prevención de las infracciones administrativas de la normativa 
sobre transacciones económicas con el exterior.

b) Colaborar con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, coordinando las actividades de 
investigación y prevención llevadas a cabo por los restantes órganos de las Administraciones 
Públicas que tengan atribuidas competencias en las materias señaladas en la letra 
precedente.

c) Garantizar el más eficaz auxilio en estas materias a los órganos judiciales, al 
Ministerio Fiscal y a la Policía Judicial.

d) Nombrar y cesar al Director del Servicio Ejecutivo de la Comisión. El nombramiento y 
cese se realizarán a propuesta de la persona titular de la Presidencia de la Comisión de 
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, previa consulta con el 
Banco de España.

e) Aprobar, previa consulta con el Banco de España, el presupuesto del Servicio 
Ejecutivo de la Comisión.

f) Orientar de forma permanente la actuación del Servicio Ejecutivo de la Comisión y 
aprobar su estructura organizativa y directrices de funcionamiento.

g) Aprobar, a propuesta del Servicio Ejecutivo de la Comisión y, en caso de convenio, de 
los órganos de supervisión de las entidades financieras, el Plan Anual de Inspección de los 
sujetos obligados, que tendrá carácter reservado.

h) Formular requerimientos a los sujetos obligados en el ámbito del cumplimiento de las 
obligaciones de la presente Ley.

i) Servir de cauce de colaboración entre la Administración Pública y las organizaciones 
representativas de los sujetos obligados en las materias y ámbitos de actuación regulados 
en esta Ley.

j) Aprobar orientaciones y guías de actuación para los sujetos obligados.
k) Informar los proyectos de disposiciones que regulen aspectos relacionados con la 

presente Ley.
l) Elevar al Ministro de Economía y Hacienda las propuestas de sanción cuya adopción 

corresponda a éste o al Consejo de Ministros.
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m) Acordar con los órganos supervisores de las entidades financieras, mediante la firma 
de los oportunos convenios, la coordinación de sus actuaciones con las del Servicio 
Ejecutivo de la Comisión en materia de supervisión e inspección del cumplimiento de las 
obligaciones impuestas a tales entidades en esta Ley, con objeto de asegurar la eficiencia en 
la realización de sus cometidos. En dichos convenios se podrá prever que, sin perjuicio de 
las competencias de supervisión e inspección del Servicio Ejecutivo, los citados órganos 
supervisores ejerzan funciones de supervisión del cumplimiento de las obligaciones 
establecidas en los Capítulos II, III y IV de esta Ley con respecto a los sujetos obligados y 
asuman la función de efectuar recomendaciones, así como proponer requerimientos a 
formular por el Comité Permanente de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales 
e Infracciones Monetarias.

n) Elaborar, publicar y comunicar a la Comisión Europea las estadísticas anuales sobre 
blanqueo de capitales y financiación del terrorismo en los términos y con los contenidos 
establecidos por las instituciones europeas. A tal efecto, deberán prestarle su colaboración 
todos los órganos con competencias en la materia, en particular, la Comisión Nacional de 
Estadística Judicial facilitará los datos estadísticos sobre procesos judiciales que tengan por 
objeto delitos de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo.

ñ) Adoptar y actualizar el análisis nacional de riesgos de blanqueo de capitales y de 
financiación del terrorismo en los términos que establezcan las autoridades europeas, 
teniendo en consideración la Evaluación Supranacional de Riesgos de la Unión Europea y la 
Estrategia de Seguridad Nacional.

o) Las demás funciones que le atribuyan las disposiciones legales vigentes.
3. La Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias 

estará presidida por el Secretario de Estado de Economía y tendrá la composición que 
reglamentariamente se establezca. Contará, en todo caso, con la adecuada representación 
del Ministerio Fiscal, de los Ministerios e instituciones con competencias en la materia, de los 
órganos supervisores de las entidades financieras, así como de las Comunidades 
Autónomas con competencias para la protección de personas y bienes y para el 
mantenimiento de la seguridad ciudadana.

La Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias podrá 
actuar en Pleno o a través de un Comité Permanente que, con la composición que se 
determine reglamentariamente y presidido por el Director General del Tesoro y Política 
Financiera, ejercerá las funciones previstas en las letras f), g) y h) del apartado precedente, 
o cualesquiera otras que el Pleno le delegue expresamente. La asistencia al Pleno de la 
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias y a su Comité 
Permanente será personal y no delegable.

Reglamentariamente, podrán establecerse otros Comités dependientes de la Comisión 
de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

4. La Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias y la 
Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo se prestarán la 
máxima colaboración para el ejercicio de sus respectivas competencias.

Artículo 45.  Órganos de apoyo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e 
Infracciones Monetarias.

1. La Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias 
llevará a cabo su cometido con el apoyo de la Secretaría de la Comisión y del Servicio 
Ejecutivo de la Comisión.

2. La Secretaría de la Comisión será desempeñada por la unidad orgánica, con rango al 
menos de subdirección general, de las existentes en la Secretaría de Estado de Economía, 
que reglamentariamente se determine. Quien dirija dicha unidad orgánica ostentará, con 
carácter nato, el cargo de Secretario de la Comisión y de sus Comités.

Corresponderá a la Secretaría de la Comisión, entre otras funciones, instruir los 
procedimientos sancionadores a que hubiere lugar por infracción de las obligaciones 
previstas en esta Ley, así como formular al Comité Permanente la correspondiente 
propuesta de resolución. Asimismo, la Secretaría de la Comisión dirigirá a los sujetos 
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obligados los requerimientos del Comité Permanente y dará cuenta al mismo del 
cumplimiento de dichos requerimientos.

3. El Servicio Ejecutivo de la Comisión es un órgano dependiente, orgánica y 
funcionalmente, de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias, la cual, a través de su Comité Permanente, orientará de forma permanente su 
actuación y aprobará sus directrices de funcionamiento.

Las competencias relativas al régimen económico, presupuestario y de contratación del 
Servicio Ejecutivo de la Comisión serán ejercidas por el Banco de España de acuerdo con su 
normativa específica, suscribiéndose, a estos efectos, el oportuno convenio con la Comisión 
de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

Los empleados del Banco de España destinados en el Servicio Ejecutivo de la Comisión 
mantendrán su relación laboral con el Banco de España, dependerán funcionalmente del 
Servicio Ejecutivo, y se regirán por la normativa que regule el régimen de personal del Banco 
de España.

El presupuesto del Servicio Ejecutivo, tras su aprobación por la Comisión de Prevención 
del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, se integrará, con la debida separación, 
en la propuesta de presupuesto de gastos de funcionamiento e inversiones a que se refiere 
el artículo 4.2 de la Ley 13/1994, de 1 de junio, de Autonomía del Banco de España. Los 
gastos que contra el citado presupuesto hayan de realizarse serán atendidos por el Banco 
de España que se resarcirá de ellos en la forma que se señala en el apartado 5 de este 
artículo.

4. El Servicio Ejecutivo de la Comisión, sin perjuicio de las competencias atribuidas a las 
Fuerzas y Cuerpos de la Seguridad y a otros Servicios de la Administración, ejercerá las 
siguientes funciones:

a) Prestar el necesario auxilio a los órganos judiciales, al Ministerio Fiscal, a la Policía 
Judicial y a los órganos administrativos competentes.

b) Elevar a los órganos e instituciones señalados en la letra precedente las actuaciones 
de las que se deriven indicios racionales de delito o, en su caso, infracción administrativa.

c) Recibir las comunicaciones previstas en los artículos 18 y 20.
d) Analizar la información recibida y darle el cauce que en cada caso proceda.
e) Ejecutar las órdenes y seguir las orientaciones dictadas por la Comisión de 

Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o por su Comité 
Permanente, así como elevarle los informes que solicite.

f) Supervisar e inspeccionar el cumplimiento de las obligaciones de los sujetos obligados 
establecidas en esta Ley, de conformidad con lo previsto en el artículo 47.

g) Efectuar recomendaciones a los sujetos obligados orientadas a la mejora de las 
medidas de control interno.

h) Proponer al Comité Permanente la formulación de requerimientos a los sujetos 
obligados.

i) Informar, con las excepciones que se determinen reglamentariamente, en los 
procedimientos de creación de entidades financieras sobre la adecuación de las medidas de 
control interno previstas en el programa de actividades.

j) Informar, con las excepciones que se determinen reglamentariamente, en los 
procedimientos de evaluación cautelar de las adquisiciones y de los incrementos de 
participaciones en el sector financiero.

k) Las demás previstas en esta Ley o que le atribuyan las disposiciones legales vigentes.
5. El Banco de España, por los gastos que realice al amparo del presupuesto aprobado 

por la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, formará 
una cuenta que, debidamente justificada, remitirá a la Dirección General del Tesoro y Política 
Financiera. La citada Dirección la abonará al Banco de España con cargo al concepto no 
presupuestario creado a tal efecto por la Intervención General de la Administración del 
Estado.

El saldo que presente el citado concepto será regularizado con cargo a los beneficios 
que el Banco de España ingresa anualmente en el Tesoro Público.

6. La responsabilidad patrimonial del Estado por la actuación de los órganos de la 
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias será exigible, 
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en su caso, ante el Ministro de Economía y Hacienda en los términos establecidos por la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 46.  Informes de inteligencia financiera.
1. El Servicio Ejecutivo de la Comisión analizará la información recibida de los sujetos 

obligados o de otras fuentes, remitiendo, en tiempo oportuno, si apreciara la existencia de 
indicios o certeza de blanqueo de capitales, delitos subyacentes conexos o de financiación 
del terrorismo, o a petición de las autoridades competentes, el correspondiente informe de 
inteligencia financiera al Ministerio Fiscal o a los órganos judiciales, policiales o 
administrativos competentes. En ejercicio de sus funciones de inteligencia financiera, será 
independiente y autónomo en el plano operativo, con autoridad y capacidad para 
desempeñar sus funciones libremente, pudiendo decidir de forma autónoma analizar, pedir y 
transmitir información específica.

La información y documentación de que disponga el Servicio Ejecutivo de la Comisión y 
los informes de inteligencia financiera tendrán carácter confidencial, debiendo guardar 
reserva sobre los mismos toda autoridad o funcionario que acceda a su contenido. En 
particular, no será en ningún caso objeto de revelación la identidad de los analistas que 
hayan intervenido en la elaboración de los informes de inteligencia financiera ni la de los 
empleados, directivos o agentes que hubieran comunicado la existencia de indicios a los 
órganos de control interno del sujeto obligado.

Los informes de inteligencia financiera no tendrán valor probatorio y no podrán ser 
incorporados directamente a las diligencias judiciales o administrativas.

2. Los órganos destinatarios de los informes de inteligencia financiera informarán 
periódicamente al Servicio Ejecutivo de la Comisión sobre el destino dado a los mismos. La 
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias podrá acordar 
con los órganos destinatarios un procedimiento de valoración de los informes de inteligencia 
financiera.

El Servicio Ejecutivo de la Comisión podrá informar a los sujetos obligados respecto del 
curso dado a las comunicaciones. La información que el Servicio Ejecutivo de la Comisión 
facilite a los sujetos obligados tendrá carácter confidencial, debiendo sus receptores guardar 
la debida reserva.

El Servicio Ejecutivo de la Comisión valorará la calidad de las comunicaciones realizadas 
de conformidad con el artículo 18, notificando periódicamente dicha valoración a los órganos 
de administración o dirección de los sujetos obligados.

Artículo 47.  Supervisión e Inspección.
1. El Servicio Ejecutivo de la Comisión supervisará el cumplimiento de las obligaciones 

establecidas en la presente ley, ajustando su actuación, respecto de las entidades 
financieras, a los convenios suscritos al amparo del artículo 44.

La supervisión se podrá extender a aquellos sujetos que han sido objeto de una 
exención de conformidad con lo previsto en el artículo 2.3 de esta ley, a los efectos de 
determinar que dichas exenciones no han sido utilizadas de manera abusiva.

En todo caso, el Servicio Ejecutivo de la Comisión podrá practicar respecto de 
cualesquiera sujetos obligados bien individualmente, bien respecto de sus grupos, las 
actuaciones inspectoras necesarias para comprobar el cumplimiento de las obligaciones 
relacionadas con las funciones que tiene asignadas. En el supuesto de grupos que incluyan 
filiales y sucursales en el extranjero, el Servicio Ejecutivo de la Comisión podrá supervisar la 
idoneidad de las políticas y procedimientos aplicados por la matriz a sus filiales y sucursales.

2. Las actuaciones inspectoras del Servicio Ejecutivo de la Comisión y, en caso de 
convenio, las de los órganos supervisores de las entidades financieras, serán objeto de un 
plan anual orientativo que aprobará la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e 
Infracciones Monetarias, sin perjuicio de que por el Comité Permanente pueda acordarse 
motivadamente la realización de actuaciones inspectoras adicionales.

El Servicio Ejecutivo de la Comisión y, en caso de convenio, los órganos supervisores de 
las entidades financieras, informarán motivadamente a la Comisión de Prevención del 
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Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias con carácter anual de las actuaciones que, 
incluidas en el Plan del ejercicio anterior, no hayan podido, en su caso, realizarse.

3. La acción supervisora y los planes anuales aprobados se elaborarán con un enfoque 
basado en el riesgo supervisor, que determinará el tipo, intensidad y periodicidad de la 
supervisión.

El perfil de riesgo de las entidades obligadas, incluidos los riesgos de incumplimiento, 
será revisado periódicamente, y en todo caso cuando se produzcan acontecimientos o 
novedades importantes en la gestión y el funcionamiento.

El proceso supervisor podrá incluir la revisión de los análisis de riesgo realizados por los 
sujetos obligados y la adecuación de las políticas internas, controles y procedimientos a los 
resultados de este análisis.

4. Los sujetos obligados, sus empleados, directivos y agentes, prestarán la máxima 
colaboración al personal del Servicio Ejecutivo de la Comisión, facilitando sin restricción 
alguna cuanta información o documentación se les requiera, incluidos libros, asientos 
contables, registros, programas informáticos, archivos en soporte magnético, 
comunicaciones internas, actas, declaraciones oficiales, y cualesquiera otros relacionados 
con las materias sujetas a inspección.

5. El Servicio Ejecutivo de la Comisión, o los órganos supervisores a que se refiere el 
artículo 44, remitirán el correspondiente informe de inspección a la Secretaría de la 
Comisión, que propondrá lo que resulte procedente al Comité Permanente. Asimismo, el 
Servicio Ejecutivo de la Comisión, o los órganos supervisores a que se refiere el artículo 44, 
podrán proponer al Comité Permanente, la adopción de requerimientos instando al sujeto 
obligado a adoptar las medidas correctoras que se estimen necesarias.

6. Los informes de inspección del Servicio Ejecutivo de la Comisión o de los órganos 
supervisores tendrán valor probatorio, sin perjuicio de las pruebas que en defensa de sus 
derechos o intereses puedan aportar los interesados.

7. El Servicio Ejecutivo de la Comisión notificará al sujeto obligado las conclusiones de la 
inspección en el plazo máximo de un año contado desde la cumplimentación íntegra por 
parte del sujeto obligado del primer requerimiento de información. El plazo podrá ser 
ampliado en seis meses adicionales por acuerdo motivado del Director del Servicio Ejecutivo 
cuando la inspección revista particular complejidad o su prolongación resulte imputable al 
sujeto obligado.

Artículo 48.  Régimen de colaboración.
1. Toda autoridad o funcionario que descubra hechos que puedan constituir indicio o 

prueba de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo, ya sea durante las 
inspecciones efectuadas a las entidades objeto de supervisión, o de cualquier otro modo, 
deberá informar de ello al Servicio Ejecutivo de la Comisión. Sin perjuicio de la posible 
responsabilidad penal, el incumplimiento de esta obligación por los funcionarios públicos que 
no sean sujetos obligados conforme al artículo 2 se sancionará disciplinariamente con 
arreglo a la legislación específica que les sea de aplicación. La obligación señalada en este 
apartado se extenderá igualmente a la información que la Comisión de Prevención del 
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o sus órganos de apoyo requieran en el 
ejercicio de sus competencias.

2. El Banco de España, la Comisión Nacional del Mercado de Valores, la Dirección 
General de Seguros y Fondos de Pensiones, la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, el Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas, los colegios profesionales y 
los órganos estatales o autonómicos competentes, según corresponda, informarán 
razonadamente a la Secretaría de la Comisión cuando en el ejercicio de su labor inspectora 
o supervisora aprecien posibles infracciones de las obligaciones establecidas en esta ley.

3. Los órganos judiciales, de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal, remitirán testimonio 
a la Secretaría de la Comisión cuando en el curso del proceso aprecien indicios de 
incumplimiento de la presente ley que no sean constitutivos de delito.

4. Cuando ejerza sus funciones en relación con entidades financieras sometidas a 
legislación especial, el Servicio Ejecutivo de la Comisión podrá recabar del Banco de 
España, la Comisión Nacional del Mercado de Valores y la Dirección General de Seguros y 
Fondos de Pensiones, según corresponda, toda la información y colaboración precisas para 
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llevarlas a cabo. Igualmente, el Banco de España, la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores y la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones podrán recabar 
información de que disponga el Servicio Ejecutivo de la Comisión en sus funciones de 
autoridad supervisora.

5. Sin perjuicio de lo dispuesto en apartado 4, el Servicio Ejecutivo de la Comisión tendrá 
acceso directo a la información estadística sobre movimientos de capitales y transacciones 
económicas con el exterior comunicada al Banco de España con arreglo a lo dispuesto en la 
legislación aplicable a tales operaciones. Asimismo, las entidades gestoras y la Tesorería 
General de la Seguridad Social deberán ceder los datos de carácter personal y la 
información que hubieran obtenido en el ejercicio de sus funciones a la Comisión de 
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, a requerimiento de su 
Servicio Ejecutivo, en el ejercicio de las competencias que esta ley le atribuye.

Artículo 48 bis.  Cooperación internacional.
1. La Secretaría de la Comisión, el Servicio Ejecutivo de la Comisión o, en caso de 

convenio, el Banco de España, la Comisión Nacional del Mercado de Valores y la Dirección 
General de Seguros y Fondos de Pensiones, cooperarán por propia iniciativa o previa 
solicitud, en tiempo oportuno y gratuitamente, con otras autoridades competentes de la 
Unión Europea siempre que sea necesario para llevar a cabo las funciones establecidas en 
esta ley, haciendo uso, a tal fin, de todas las facultades que la misma les atribuye y sin 
imponer condiciones indebidamente restrictivas. En el marco de esta cooperación se 
facilitará a la Autoridad Bancaria Europea la información necesaria para permitirle llevar a 
cabo sus obligaciones en materia de prevención del blanqueo de capitales y de la 
financiación del terrorismo. Este intercambio de información estará sometido al deber de 
secreto profesional previsto en el artículo 49.1 de la ley.

2. En el caso de autoridades competentes de terceros países no miembros de la Unión 
Europea, la cooperación e intercambio de información se condicionará a lo dispuesto en los 
Convenios y Tratados Internacionales o, en su caso, al principio general de reciprocidad, así 
como al sometimiento de dichas autoridades extranjeras a las mismas obligaciones de 
secreto profesional que rigen para las españolas.

3. El intercambio de información del Servicio Ejecutivo de la Comisión con Unidades de 
Inteligencia Financiera de Estados de la Unión Europea se realizará de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 51 a 57 de la Directiva 2015/849, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 20 de mayo de 2015 relativa a la prevención de la utilización del sistema 
financiero para la prevención del blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo.

4. El intercambio de información del Servicio Ejecutivo de la Comisión con Unidades de 
Inteligencia Financiera de terceros países no miembros de la Unión Europea se realizará de 
acuerdo con los principios del Grupo Egmont o en los términos del correspondiente 
memorando de entendimiento. Los memorandos de entendimiento con Unidades de 
Inteligencia Financiera serán suscritos por el Director del Servicio Ejecutivo, previa 
autorización de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias, debiendo contar con el previo informe favorable de la Agencia Española de 
Protección de Datos.

5. La Secretaría de la Comisión, el Servicio Ejecutivo de la Comisión o los órganos 
supervisores a que se refiere el artículo 44 podrán utilizar la información recibida únicamente 
para los fines para los que las autoridades cedentes hayan dado su consentimiento. Esta 
información no será transmitida a otros organismos o personas físicas y jurídicas sin el 
consentimiento expreso de las autoridades competentes que la hayan divulgado.

6. A requerimiento de la Unidad de Inteligencia Financiera de otro Estado miembro de la 
Unión Europea, el Servicio Ejecutivo de la Comisión estará facultado para suspender una 
transacción en curso, cuando concurran indicios de blanqueo de capitales o financiación del 
terrorismo a fin de que por parte de la Unidad de Inteligencia Financiera requirente se 
proceda a analizar la transacción, confirmar la sospecha y comunicar los resultados del 
análisis a las autoridades competentes. En los casos de suspensión por indicios de 
financiación de terrorismo, informará a la Secretaría de la Comisión de Vigilancia de 
Actividades de Financiación del Terrorismo cuando exista la previa autorización de la Unidad 
de Inteligencia Financiera requirente.
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La suspensión se acordará bajo la responsabilidad de la Unidad de Inteligencia 
Financiera requirente y será efectiva por un periodo máximo de un mes. Transcurrido dicho 
plazo, cesará la suspensión salvo que fuera ratificada o prorrogada judicialmente a solicitud 
del Ministerio Fiscal.

Artículo 49.  Deber de secreto.
1. Todas las personas que desempeñen o hayan desempeñado una actividad para la 

Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o para 
cualquiera de sus órganos y hayan tenido conocimiento de sus actuaciones o de datos de 
carácter reservado están obligadas a mantener el debido secreto. El incumplimiento de esta 
obligación determinará las responsabilidades previstas por las leyes. Estas personas no 
podrán publicar, comunicar o exhibir datos o documentos reservados, ni siquiera después de 
haber cesado en el servicio, salvo permiso expreso otorgado por la Comisión de Prevención 
del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

2. Los datos, documentos e informaciones que obren en poder de la Comisión de 
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o de cualquiera de sus 
órganos en virtud de cuantas funciones les encomiendan las leyes tendrán carácter 
reservado y no podrán ser divulgados salvo en los siguientes supuestos:

a) La difusión, publicación o comunicación de los datos cuando el implicado lo consienta 
expresamente.

b) La publicación de datos agregados a fines estadísticos, o las comunicaciones en 
forma sumaria o agregada, de manera que las personas o sujetos implicados no puedan ser 
identificados ni siquiera indirectamente.

c) La aportación de información a requerimiento de las comisiones parlamentarias de 
investigación.

d) La aportación de información a requerimiento del Ministerio Fiscal y de las autoridades 
judiciales o administrativas que, en virtud de lo establecido en normas con rango de ley, 
estén facultadas a tales efectos. En tales casos, la autoridad requirente invocará 
expresamente el precepto legal que habilite la petición de información, siendo responsable 
de la regularidad del requerimiento.

e) La solicitud de informes o los requerimientos de información por la Comisión de 
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o por sus órganos de 
apoyo, sin perjuicio del deber de reserva de la persona o entidad a la que se solicite el 
informe o se requiera la información.

Sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, el 
intercambio de información entre el Servicio Ejecutivo de la Comisión y la Administración 
tributaria se realizará preferentemente en la forma que se determine mediante convenio 
suscrito entre la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias y la Agencia Estatal de Administración Tributaria.

La Secretaria de la Comisión podrá facilitar a la Administración tributaria y a las Fuerzas 
y Cuerpos de Seguridad la información con relevancia tributaria o policial.

3. Las autoridades, personas o entidades públicas que reciban información de carácter 
reservado procedente de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e 
Infracciones Monetarias o de sus órganos de apoyo quedarán, asimismo, sujetas al deber de 
secreto regulado en el presente artículo, debiendo adoptar las medidas pertinentes que 
garanticen la reserva, y no podrán utilizarla sino en el marco del cumplimiento de las 
funciones que tengan legalmente atribuidas.

CAPÍTULO VIII
Del régimen sancionador

Artículo 50.  Clases de infracciones.
Las infracciones administrativas previstas en esta Ley se clasificarán en muy graves, 

graves y leves.
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Artículo 51.  Infracciones muy graves.
1. Constituirán infracciones muy graves las siguientes:
a) El incumplimiento del deber de comunicación previsto en el artículo 18, cuando algún 

directivo o empleado del sujeto obligado hubiera puesto de manifiesto internamente la 
existencia de indicios o la certeza de que un hecho u operación estaba relacionado con el 
blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo.

b) El incumplimiento de la obligación de colaboración establecida en el artículo 21 
cuando medie requerimiento escrito de la Comisión de Prevención del Blanqueo de 
Capitales e Infracciones Monetarias.

c) El incumplimiento de la prohibición de revelación establecida en el artículo 24 o del 
deber de reserva previsto en los artículos 46.2 y 49.2.e).

d) La resistencia u obstrucción a la labor inspectora, siempre que medie requerimiento 
del personal actuante expreso y por escrito al respecto.

e) El incumplimiento de la obligación de adoptar las medidas correctoras comunicadas 
por requerimiento del Comité Permanente a las que se alude en los artículos 26.5, 31.2, 44.2 
y 47.5 cuando concurra una voluntad deliberadamente rebelde al cumplimiento.

f) La comisión de una infracción grave cuando durante los cinco años anteriores hubiera 
sido impuesta al sujeto obligado sanción firme en vía administrativa por el mismo tipo de 
infracción.

g) El incumplimiento de las medidas de suspensión acordadas por el Servicio Ejecutivo 
de la Comisión de conformidad con el artículo 48 bis.6.

2. En los términos previstos por los Reglamentos comunitarios que establezcan medidas 
restrictivas específicas de conformidad con los artículos 60, 301 o 308 del Tratado 
Constitutivo de la Comunidad Europea, constituirán infracciones muy graves de la presente 
Ley las siguientes:

a) El incumplimiento doloso de la obligación de congelar o bloquear los fondos, activos 
financieros o recursos económicos de personas físicas o jurídicas, entidades o grupos 
designados.

b) El incumplimiento doloso de la prohibición de poner fondos, activos financieros o 
recursos económicos a disposición de personas físicas o jurídicas, entidades o grupos 
designados.

Artículo 52.  Infracciones graves.
1. Constituirán infracciones graves las siguientes:
a) El incumplimiento de obligaciones de identificación formal, en los términos del artículo 

3.
b) El incumplimiento de las obligaciones de identificación e información del titular real, en 

los términos de los artículos 4, 4 bis y 4 ter.
c) El incumplimiento de la obligación de obtener información sobre el propósito e índole 

de la relación de negocios, en los términos del artículo 5.
d) El incumplimiento de la obligación de aplicar medidas de seguimiento continuo a la 

relación de negocios, en los términos del artículo 6.
e) El incumplimiento de la obligación de aplicar medidas de diligencia debida a los 

clientes existentes, en los términos del artículo 7.2 y de la Disposición transitoria séptima.
f) El incumplimiento de la obligación de aplicar medidas reforzadas de diligencia debida, 

en los términos de los artículos 11 a 16.
g) El incumplimiento de la obligación de examen especial, en los términos del artículo 17.
h) El incumplimiento de la obligación de comunicación por indicio, en los términos del 

artículo 18, cuando no deba calificarse como infracción muy grave.
i) El incumplimiento de la obligación de abstención de ejecución, en los términos del 

artículo 19.
j) El incumplimiento de la obligación de comunicación sistemática, en los términos del 

artículo 20.
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k) El incumplimiento de la obligación de colaboración establecida en el artículo 21 
cuando medie requerimiento escrito de uno de los órganos de apoyo de la Comisión de 
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

l) El incumplimiento de la obligación de conservación de documentos, en los términos del 
artículo 25.

m) El incumplimiento de la obligación de aprobar por escrito y aplicar políticas y 
procedimientos adecuados de control interno en los términos de los artículos 26 y 26 bis, 
incluida la aprobación por escrito y aplicación de una política expresa de admisión de 
clientes.

n) El incumplimiento de la obligación de comunicar al Servicio Ejecutivo de la Comisión 
la propuesta de nombramiento del representante del sujeto obligado, o la negativa a atender 
los reparos u observaciones formulados, en los términos del artículo 26 ter.

ñ) El incumplimiento de la obligación de establecer órganos adecuados de control 
interno, con inclusión, en su caso, de las unidades técnicas, que operen en los términos 
previstos en el artículo 26 ter.

o) El incumplimiento de la obligación de dotar al representante ante el Servicio Ejecutivo 
de la Comisión y al órgano de control interno de los recursos materiales, humanos y técnicos 
necesarios para el ejercicio de sus funciones.

p) El incumplimiento de la obligación de aprobar y mantener a disposición del Servicio 
Ejecutivo de la Comisión un manual adecuado y actualizado de prevención del blanqueo de 
capitales y de la financiación del terrorismo, en los términos del artículo 26.5.

q) El incumplimiento de la obligación de examen externo, en los términos del artículo 28.
r) El incumplimiento de la obligación de formación de empleados, en los términos del 

artículo 29.
s) El incumplimiento de la obligación de adoptar por parte del sujeto obligado las 

medidas adecuadas para mantener la confidencialidad sobre la identidad de los empleados, 
directivos o agentes que hayan realizado una comunicación a los órganos de control interno, 
en los términos del artículo 30.1.

t) El incumplimiento de la obligación de aplicar respecto de las sucursales y filiales con 
participación mayoritaria situadas en terceros países las medidas previstas en el artículo 31.

u) El incumplimiento de la obligación de aplicar sanciones o contramedidas financieras 
internacionales, en los términos del artículo 42.

v) El incumplimiento de la obligación establecida en el artículo 43 de declarar la apertura, 
modificación o cancelación de cuentas corrientes, cuentas de ahorro, depósitos, cuentas de 
pago y contratos de alquiler de cajas de seguridad, así como de declarar y mantener 
actualizados los datos de los intervinientes.

w) El incumplimiento de la obligación de adoptar las medidas correctoras comunicadas 
por requerimiento del Comité Permanente a las que se alude en los artículos 26.5, 31.2, 44.2 
y 47.5 cuando no concurra una voluntad deliberadamente rebelde al cumplimiento.

x) El establecimiento o mantenimiento de relaciones de negocio o la ejecución de 
operaciones prohibidas.

y) La resistencia u obstrucción a la labor inspectora cuando no haya mediado 
requerimiento del personal actuante expreso y por escrito al respecto.

2. Salvo que concurran indicios o certeza de blanqueo de capitales o de financiación del 
terrorismo, las infracciones tipificadas en las letras a), b), c), d), e), f) y l) del apartado 
anterior podrán ser calificadas como leves cuando el incumplimiento del sujeto obligado 
deba considerarse como meramente ocasional o aislado a la vista del porcentaje de 
incidencias de la muestra de cumplimiento.

3. Constituirán infracciones graves de la presente Ley:
a) El incumplimiento de la obligación de declaración de movimientos de medios de pago, 

en los términos del artículo 34.
b) El incumplimiento por fundaciones o asociaciones de las obligaciones establecidas en 

el artículo 39.
c) El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 41, salvo que deba 

calificarse como muy grave de conformidad con el artículo 51.1.b).
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4. En los términos previstos por los Reglamentos comunitarios que establezcan medidas 
restrictivas específicas de conformidad con los artículos 60, 301 o 308 del Tratado 
Constitutivo de la Comunidad Europea, constituirán infracciones graves de la presente Ley:

a) El incumplimiento de la obligación de congelar o bloquear los fondos, activos 
financieros o recursos económicos de personas físicas o jurídicas, entidades o grupos 
designados, cuando no deba calificarse como infracción muy grave.

b) El incumplimiento de la prohibición de poner fondos, activos financieros o recursos 
económicos a disposición de personas físicas o jurídicas, entidades o grupos designados, 
cuando no deba calificarse como infracción muy grave.

c) El incumplimiento de las obligaciones de comunicación e información a las 
autoridades competentes establecidas específicamente en los Reglamentos comunitarios.

5. Constituirán infracciones graves de la presente ley el incumplimiento de las 
obligaciones establecidas en los artículos 4 a 14 y 16 del Reglamento (UE) 2015/847 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de mayo de 2015, relativo a la información que 
acompaña a las transferencias de fondos y por el que se deroga el Reglamento (CE) n.º 
1781/2006.

Artículo 53.  Infracciones leves.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 52.2, constituirán infracciones leves aquellos 

incumplimientos de obligaciones establecidas específicamente en la presente Ley que no 
constituyan infracción muy grave o grave conforme a lo previsto en los dos artículos 
precedentes.

Artículo 54.  Responsabilidad de administradores y directivos.
Además de la responsabilidad que corresponda al sujeto obligado aun a título de simple 

inobservancia, quienes ejerzan en el mismo cargos de administración o dirección, sean 
unipersonales o colegiados, serán responsables de las infracciones cuando éstas sean 
imputables a su conducta dolosa o negligente.

Artículo 55.  Exigibilidad de la responsabilidad administrativa.
La responsabilidad administrativa por infracción de la presente Ley será exigible aun 

cuando con posterioridad al incumplimiento el sujeto obligado hubiera cesado en su actividad 
o hubiera sido revocada su autorización administrativa para operar.

En el caso de sociedades disueltas, los antiguos socios responderán solidariamente de 
las sanciones administrativas pecuniarias impuestas hasta el límite de lo que hubieran 
recibido como cuota de liquidación, sin perjuicio de la responsabilidad de los directivos, 
administradores o liquidadores.

Artículo 56.  Sanciones por infracciones muy graves.
1. Por la comisión de infracciones muy graves se podrán imponer las siguientes 

sanciones:
a) Multa cuyo importe mínimo será de 150.000 euros y cuyo importe máximo ascenderá 

hasta la mayor de las siguientes cifras: el 10 por ciento del volumen de negocios anual total 
del sujeto obligado, el duplo del contenido económico de la operación, el quíntuplo del 
importe de los beneficios derivados de la infracción, cuando dichos beneficios puedan 
determinarse o 10.000.000 euros.

b) Amonestación pública.
c) Tratándose de entidades sujetas a autorización administrativa para operar, la 

suspensión temporal o revocación de ésta.
La sanción prevista en la letra a), que ha de ser obligatoria en todo caso, se impondrá 

simultáneamente con alguna de las previstas en las letras b) o c).
2. Si el sujeto obligado sancionado es una empresa matriz o una filial de una empresa 

matriz que tenga que establecer cuentas financieras consolidadas de conformidad con el 
artículo 22 de la Directiva 2013/34/UE, el volumen de negocios total a considerar para el 
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cálculo de la sanción máxima a imponer, será el volumen de negocios anual total o el tipo de 
ingreso correspondiente, conforme a las Directivas sobre contabilidad pertinentes, según la 
cuenta consolidada más reciente disponible, aprobada por el órgano de gestión de la 
empresa matriz.

3. Además de la sanción que corresponda imponer al sujeto obligado por la comisión de 
infracciones muy graves, se podrán imponer una o varias de las siguientes sanciones a 
quienes, ejerciendo en el mismo cargos de administración o dirección, fueran responsables 
de la infracción:

a) Multa a cada uno de ellos por importe de entre 60.000 y 10.000.000 euros.
b) Separación del cargo, con inhabilitación para ejercer cargos de administración o 

dirección en cualquier entidad de las sujetas a esta ley por un plazo máximo de diez años.
c) Amonestación pública.
La sanción prevista en la letra a), que ha de ser obligatoria en todo caso, podrá aplicarse 

simultáneamente con alguna de las previstas en las letras b) o c).
4. En todos los casos, las sanciones impuestas irán acompañadas de un requerimiento 

al infractor para que ponga fin a su conducta y se abstenga de repetirla.
5. Acordada la imposición de una sanción de amonestación pública, cuando se 

determine que aquélla pueda perjudicar una investigación en marcha o poner en peligro la 
estabilidad de los mercados financieros, la autoridad competente para resolver podrá:

a) retrasar la publicación hasta el momento en que cesen los motivos que justificaron la 
suspensión;

b) acordar la no publicación de la sanción de forma definitiva, cuando la estabilidad de 
los mercados financieros no pueda garantizarse.

Artículo 57.  Sanciones por infracciones graves.
1. Por la comisión de infracciones graves se podrán imponer las siguientes sanciones:
a) Multa cuyo importe mínimo será de 60.000 euros y cuyo importe máximo podrá 

ascender hasta la mayor de las siguientes cifras: el 10 por ciento del volumen de negocios 
anual total del sujeto obligado, el tanto del contenido económico de la operación, más un 50 
por ciento, el triple del importe de los beneficios derivados de la infracción, cuando dichos 
beneficios puedan determinarse, o 5.000.000 euros. A los efectos del cálculo del volumen de 
negocios anual, será de aplicación lo dispuesto en el artículo 56.2.

b) Amonestación pública.
c) Amonestación privada.
d) Tratándose de entidades sujetas a autorización administrativa para operar, la 

suspensión temporal de ésta.
La sanción prevista en la letra a), que ha de ser obligatoria en todo caso, se impondrá 

simultáneamente con una de las previstas en las letras b) a d).
2. Además de la sanción que corresponda imponer al sujeto obligado por la comisión de 

infracciones graves, se podrán imponer las siguientes sanciones a quienes, ejerciendo en el 
mismo cargos de administración o dirección, o la función de experto externo, fueran 
responsables de la infracción:

a) Multa a cada uno de ellos por un importe mínimo de 3.000 euros y máximo de hasta 
5.000.000 euros.

b) Amonestación pública.
c) Amonestación privada.
d) Separación del cargo, con inhabilitación para ejercer cargos de administración o 

dirección en cualquier entidad de las sujetas a esta ley por un plazo máximo de cinco años.
La sanción prevista en la letra a), que ha de ser obligatoria en todo caso, se impondrá 

simultáneamente con alguna de las previstas en las letras b) a d).
3. En el caso de incumplimiento de la obligación de declaración establecida en el artículo 

34 se impondrán las siguientes sanciones:
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a) Multa, cuyo importe mínimo será de 600 euros y cuyo importe máximo podrá ascender 
hasta el 50 por ciento del valor de los medios de pago empleados.

b) Amonestación pública.
c) Amonestación privada.
La sanción prevista en la letra a), que ha de ser obligatoria en todo caso, se impondrá 

simultáneamente con una de las previstas en las letras b) o c).
4. En todos los casos, las sanciones impuestas irán acompañadas de un requerimiento 

al infractor para que ponga fin a su conducta y se abstenga de repetirla.
5. Acordada la imposición de una sanción de amonestación pública, cuando se 

determine que aquélla pueda perjudicar una investigación en marcha o poner en peligro la 
estabilidad de los mercados financieros, la autoridad competente para resolver podrá:

a) retrasar la publicación hasta el momento en que cesen los motivos que justificaron la 
suspensión;

b) acordar la no publicación de la sanción de forma definitiva, cuando la estabilidad de 
los mercados financieros no pueda garantizarse.

Artículo 58.  Sanciones por infracciones leves.
Por la comisión de infracciones leves se podrán imponer las siguientes sanciones:
a) Amonestación privada.
b) Multa por importe de hasta 60.000 euros.
Estas sanciones podrán ir acompañadas de un requerimiento al infractor para que ponga 

fin a su conducta y se abstenga de repetirla.

Artículo 59.  Graduación de las sanciones.
1. Las sanciones se graduarán atendiendo a las siguientes circunstancias:
a) La cuantía de las operaciones afectadas por el incumplimiento.
b) Los beneficios obtenidos como consecuencia de las omisiones o actos constitutivos 

de la infracción.
c) La circunstancia de haber procedido o no a la subsanación de la infracción por propia 

iniciativa.
d) Las sanciones firmes en vía administrativa por infracciones de distinto tipo impuestas 

al sujeto obligado en los últimos cinco años con arreglo a esta ley.
e) El grado de responsabilidad o intencionalidad en los hechos que concurra en el sujeto 

obligado.
f) La gravedad y duración de la infracción.
g) Las pérdidas para terceros causadas por el incumplimiento.
h) La capacidad económica del inculpado, cuando la sanción sea de multa.
i) El nivel de cooperación del inculpado con las autoridades competentes.
En todo caso, se graduará la sanción de modo que la comisión de las infracciones no 

resulte más beneficiosa para el infractor que el cumplimiento de las normas infringidas.
2. Para determinar la sanción aplicable de entre las previstas en los artículos 56.3, 57.2 y 

58, se tomarán en consideración las siguientes circunstancias:
a) El grado de responsabilidad o intencionalidad en los hechos que concurra en el 

interesado.
b) La conducta anterior del interesado, en la entidad inculpada o en otra, en relación con 

las exigencias previstas en esta ley.
c) El carácter de la representación que el interesado ostente.
d) La capacidad económica del interesado, cuando la sanción sea multa.
e) Los beneficios obtenidos como consecuencias de las omisiones o actos constitutivos 

de la infracción.
f) Las pérdidas para terceros causadas por el incumplimiento.
g) El nivel de cooperación del inculpado con las autoridades competentes.

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 39  Ley de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo

– 461 –



3. Para determinar la sanción aplicable por incumplimiento de la obligación de 
declaración establecida en el artículo 34, se considerarán como agravantes las siguientes 
circunstancias:

a) La notoria cuantía del movimiento, considerándose en todo caso como tal aquélla que 
duplique el umbral de declaración.

b) La falta de acreditación del origen lícito de los medios de pago.
c) La incoherencia entre la actividad desarrollada por el interesado y la cuantía del 

movimiento.
d) La circunstancia de ser hallados los medios de pago en lugar o situación que muestre 

una clara intención de ocultarlos.
e) Las sanciones firmes en vía administrativa por incumplimiento de la obligación de 

declaración impuestas al interesado en los últimos cinco años.
f) El grado de intencionalidad en los hechos que concurra en el interesado.

Artículo 60.  Prescripción de las infracciones y de las sanciones.
1. Las infracciones muy graves y graves prescribirán a los cinco años, y las leves a los 

dos años, contados desde la fecha en que la infracción hubiera sido cometida. En las 
infracciones derivadas de una actividad continuada, la fecha inicial del cómputo será la de la 
finalización de la actividad o la del último acto con el que la infracción se consume. En el 
caso de incumplimiento de las obligaciones de diligencia debida el plazo de prescripción se 
contará desde la fecha de terminación de la relación de negocios, y en el de conservación de 
documentos desde la expiración del plazo al que se refiere el artículo 25.

La prescripción se interrumpirá por cualquier acción de la Comisión de Prevención del 
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o de sus órganos de apoyo, realizada con 
conocimiento formal de los sujetos obligados, conducente a la inspección, 
supervisión o control de todas o parte de las obligaciones recogidas en esta Ley. También se 
interrumpirá por la iniciación, con conocimiento de los interesados, del procedimiento 
sancionador o de un proceso penal por los mismos hechos, o por otros cuya separación de 
los sancionables con arreglo a esta Ley sea racionalmente imposible.

2. Las sanciones que se impongan conforme a esta Ley prescribirán a los tres años en 
caso de infracciones muy graves, a los dos años en caso de infracciones graves, y al año en 
caso de infracciones leves, contados desde la fecha de notificación de la resolución 
sancionadora.

La prescripción se interrumpirá cuando se acuerde administrativa o judicialmente la 
suspensión de la ejecución de la resolución sancionadora.

Artículo 61.  Procedimiento sancionador y medidas cautelares.
1. La incoación y, en su caso, el sobreseimiento de los procedimientos sancionadores a 

que hubiere lugar por la comisión de las infracciones previstas en esta Ley corresponderá al 
Comité Permanente, a propuesta de la Secretaría de la Comisión.

La competencia para incoar o acordar el sobreseimiento de los procedimientos 
sancionadores por incumplimiento de la obligación de declaración establecida en el artículo 
34 corresponderá a la Secretaría de la Comisión.

2. La instrucción de los procedimientos sancionadores a que hubiera lugar por la 
comisión de infracciones previstas en esta ley corresponderá a la Secretaría de la Comisión.

El órgano competente para la incoación del procedimiento sancionador podrá acordar, al 
tiempo de iniciarse el procedimiento o durante su tramitación, la constitución de garantía 
suficiente para hacer frente a las responsabilidades a que hubiera lugar. En el caso de los 
procedimientos por incumplimiento de la obligación de declaración establecida en el artículo 
34, de conformidad con el artículo 35.2 se entenderá constituida en garantía, pudiendo 
acordarse por el secretario de la Comisión durante la instrucción del procedimiento 
sancionador la ampliación o reducción de la referida garantía.

En el caso de que hubiera sido interpuesta por el interesado reclamación contra la 
intervención provisional de medios de pago en los términos previstos en el artículo 35.5, la 
persona titular de la Secretaría de la Comisión resolverá dicha reclamación, en su caso, en 
el acuerdo de iniciación del procedimiento sancionador, pudiendo el interesado formular las 
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alegaciones que considere oportunas, que serán resueltas en la resolución por la que se 
acuerde la terminación del procedimiento administrativo sancionador.

El procedimiento sancionador aplicable al incumplimiento de las obligaciones previstas 
en esta ley será el previsto, con carácter general, para el ejercicio de la potestad 
sancionadora por las Administraciones Públicas.

3. Será competente para imponer las sanciones por infracciones muy graves el Consejo 
de Ministros, a propuesta del Ministro de Economía y Hacienda. Será competente para 
imponer las sanciones por infracciones graves el Ministro de Economía y Hacienda, a 
propuesta de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias. Será competente para imponer las sanciones por infracciones leves el Director 
General del Tesoro y Política Financiera, a propuesta del instructor.

Cuando el inculpado sea una entidad financiera o precise de autorización administrativa 
para operar, será preceptivo para la imposición de sanciones por infracciones graves o muy 
graves solicitar de la institución u órgano administrativo responsable de su supervisión 
informe sobre la posible incidencia de la sanción o sanciones propuestas sobre la estabilidad 
de la entidad objeto del procedimiento.

La competencia para resolver los procedimientos sancionadores por incumplimiento de 
la obligación de declaración establecida en el artículo 34 corresponderá, a propuesta del 
instructor y previo informe del Servicio Ejecutivo de la Comisión, al Director General del 
Tesoro y Política Financiera, cuyas resoluciones pondrán fin a la vía administrativa.

4. En los procedimientos sancionadores instruidos por la Secretaría de la Comisión el 
plazo máximo para resolver el procedimiento y notificar la resolución será de un año a contar 
desde la fecha de notificación del acuerdo de incoación, sin perjuicio de la posibilidad de 
suspensión por el instructor del cómputo del plazo en los supuestos señalados en el artículo 
42.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, del Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y de la ampliación en seis meses 
adicionales de dicho plazo máximo que podrá acordarse motivadamente por el Secretario de 
la Comisión, a propuesta del instructor, al amparo de lo previsto en el artículo 49 de la misma 
Ley.

El transcurso de los plazos establecidos en el apartado precedente determinará la 
caducidad del procedimiento administrativo sancionador, debiendo procederse a dictar nuevo 
acuerdo de incoación en tanto no haya prescrito la infracción de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 60.

5. La ejecución de las resoluciones sancionadoras firmes en vía administrativa 
corresponderá a la Secretaría de la Comisión.

La sanción de amonestación pública, una vez sea firme en vía administrativa, será 
ejecutada en la forma que se establezca en la resolución, siendo en todo caso publicada en 
el “Boletín Oficial del Estado” y en la página web de la Comisión, donde permanecerá 
disponible durante el plazo de cinco años. En el supuesto en que la sanción publicada haya 
sido recurrida en vía jurisdiccional, se publicará, sin demora, información sobre el estado de 
tramitación del recurso y el resultado del mismo.

6. En aquellos supuestos en que la resolución del expediente sancionador no acuerde la 
imposición de una sanción de amonestación pública, la Secretaría de la Comisión publicará 
en la página web de la Comisión las sanciones firmes en vía administrativa impuestas por la 
comisión de infracciones tipificadas en los artículos 51 y 52, con excepción de las tipificadas 
en el apartado 3.a), indicando el tipo y naturaleza de la infracción cometida y la sanción o 
sanciones impuestas por cada una de las infracciones cometidas, pero sin identificar a la 
entidad, persona o personas responsables de la infracción. Esta información permanecerá 
disponible en la web de la Comisión por un plazo de cinco años.

7. La Secretaría de la Comisión informará a la Autoridad Bancaria Europea de todas las 
sanciones impuestas a las entidades de crédito y financieras, incluido cualquier recurso que 
se haya podido interponer contra las mismas y su resultado.

Artículo 62.  Concurrencia de sanciones y vinculación con el orden penal.
1. Las infracciones y sanciones establecidas en la presente Ley se entenderán sin 

perjuicio de las previstas en otras leyes y de las acciones y omisiones tipificadas como delito 
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y de las penas previstas en el Código Penal y leyes penales especiales, salvo lo establecido 
en los apartados siguientes.

2. No podrán sancionarse con arreglo a esta Ley las conductas que lo hubieran sido 
penal o administrativamente cuando se aprecie identidad de sujeto, hecho y fundamento 
jurídico.

3. En cualquier momento del procedimiento administrativo sancionador en que se estime 
que los hechos pudieran ser constitutivos de ilícito penal, la Secretaría de la Comisión dará 
traslado de los mismos al Ministerio Fiscal, solicitándole testimonio sobre las actuaciones 
practicadas al efecto y acordará la suspensión de aquél hasta que se reciba la comunicación 
a que se refiere el primer párrafo del apartado siguiente o hasta que recaiga resolución 
judicial.

4. Si el Ministerio Fiscal no encontrara méritos para proceder penalmente contra todos o 
alguno de los sujetos obligados, lo comunicará a la Secretaría de la Comisión para que 
pueda continuar el procedimiento administrativo sancionador.

Si, por el contrario, el Ministerio Fiscal interpusiera denuncia o querella, comunicará 
dicha circunstancia a la Secretaría de la Comisión, así como, cuando se produzca, el 
resultado de tales actuaciones.

5. La resolución que se dicte en el procedimiento administrativo sancionador deberá 
respetar, en todo caso, los hechos declarados probados en la sentencia.

Artículo 63.  Comunicación de infracciones.
1. Los empleados, directivos y agentes de los sujetos obligados que conozcan hechos o 

situaciones que puedan ser constitutivos de infracciones contempladas en esta ley, los 
podrán poner en conocimiento del Servicio Ejecutivo de la Comisión.

2. Las comunicaciones serán remitidas al Servicio Ejecutivo de la Comisión por escrito e 
incorporarán todos los documentos e informaciones sobre los hechos denunciados que 
permitan justificar la denuncia. Mediante orden del Ministro de Economía y Empresa se 
aprobará el modelo de comunicación y se establecerán las características y requisitos del 
canal de recepción de comunicaciones, a fin de asegurar su confidencialidad y seguridad.

3. Los programas de formación de las entidades deberán incluir la información sobre la 
existencia de estos mecanismos.

Artículo 64.  Tratamiento de las comunicaciones.
1. El Servicio Ejecutivo de la Comisión determinará si existe o no sospecha fundada de 

infracción en las comunicaciones recibidas de conformidad con el artículo 63. De no existir 
sospecha fundada o cuando no se concreten suficientemente los hechos o personas 
responsables de la infracción, requerirá a la persona comunicante para que aclare el 
contenido de la comunicación realizada, o lo complemente con nueva información, 
concediendo un plazo para ello no inferior a 15 días. Transcurrido el plazo fijado para la 
aclaración o aportación de nueva información, sin que pueda determinarse sospecha 
fundada, se procederá al archivo de la comunicación.

2. Las comunicaciones recibidas no tendrán valor probatorio y no podrán ser 
incorporadas directamente al procedimiento administrativo. Si existen indicios suficientes de 
veracidad en los hechos imputados y éstos son desconocidos para la Administración, el 
Servicio Ejecutivo de la Comisión, o los supervisores de las entidades financieras, en caso 
de convenio de los previstos en el artículo 44. 2 m) de la ley, podrán:

a) Utilizar la información obtenida para la definición del nuevo plan de inspección.
b) Realizar actuaciones adicionales de inspección, que podrán llevarse a cabo de 

manera independiente o incardinarse en las acciones de supervisión planificadas en el 
contexto del desarrollo del plan anual de inspección aprobado.

3. Los resultados de las actuaciones de inspección llevadas a cabo por el Servicio 
Ejecutivo de la Comisión serán remitidas a la Secretaría de la Comisión, que las elevará a la 
consideración del Comité Permanente. Cuando las actuaciones de comprobación pongan de 
manifiesto la posible existencia de un ilícito penal, la información será remitida al Ministerio 
Fiscal para su investigación.
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Artículo 65.  Protección de las personas.
1. Las comunicaciones realizadas al amparo del artículo 63:
a) no constituirán violación o incumplimiento de las restricciones sobre divulgación de 

información impuestas por vía contractual o por cualquier disposición legal, reglamentaria o 
administrativa que pudieran afectar a la persona comunicante, a las personas estrechamente 
vinculadas con ésta, a las sociedades que administre o de las que sea titular real;

b) no constituirán infracción de ningún tipo en el ámbito de la normativa laboral por parte 
de la persona comunicante, ni de ella podrá derivar trato injusto o discriminatorio por parte 
del empleador;

c) no generarán ningún derecho de compensación o indemnización a favor de la 
empresa a la que presta servicios la persona comunicante o de un tercero.

2. El Servicio Ejecutivo de la Comisión informará de los diferentes mecanismos legales 
que la normativa en vigor habilita para la garantía de estos derechos.

3. Las comunicaciones tendrán carácter confidencial, no pudiendo desvelar el Servicio 
Ejecutivo de la Comisión los datos identificativos de las personas que las hubieran realizado. 
En el caso de que, como consecuencia de la comunicación realizada, se inicie un expediente 
sancionador contra una persona física o jurídica, no se incluirán en ningún caso los datos de 
la persona que llevó a cabo la comunicación.

4. La comunicación realizada al amparo de lo previsto en el artículo 63 no conferirá por sí 
sola la condición de interesado en el procedimiento administrativo que pudiera iniciarse 
contra el infractor.

5. Las personas expuestas a amenazas, acciones hostiles o medidas laborales adversas 
por comunicar por vía interna o al Servicio Ejecutivo de la Comisión comunicaciones sobre 
actividades relacionadas con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo podrán 
presentar una reclamación ante la Autoridad Independiente de Protección del Informante, 
A.A.I. en los términos previstos en la Ley reguladora de la protección de las personas que 
informen sobre infracciones normativas y de lucha contra la corrupción.

En los casos en los que el sujeto obligado no haya adoptado las medidas adecuadas 
para mantener la confidencialidad sobre la identidad de los empleados, directivos o agentes 
que hayan realizado una comunicación a los órganos de control interno, en los términos del 
artículo 30.1, será de aplicación el artículo 52.1.s).

Disposición adicional primera.  Registro de prestadores de servicios a sociedades y 
fideicomisos.

1. Las personas físicas o jurídicas que de forma empresarial o profesional presten todos 
o alguno de los servicios descritos en el artículo 2.1.o) de esta ley, deberán, previamente al 
inicio de sus actividades, inscribirse de forma obligatoria en el Registro Mercantil competente 
por razón de su domicilio.

2. Si se trata de personas físicas empresarios, o de personas jurídicas, sea cual sea su 
clase y salvo que exista una norma específicamente aplicable, se inscribirán conforme a lo 
establecido en el Reglamento del Registro Mercantil. Si se trata de personas físicas 
profesionales, la inscripción se practicará exclusivamente de forma telemática con base en 
un formulario preestablecido aprobado por orden del Ministro de Justicia.

3. En el caso de personas jurídicas, si no lo establece su norma reguladora, cualquier 
cambio de administradores, así como cualquier modificación del contrato social, serán 
igualmente objeto de inscripción en el Registro Mercantil.

4. Las personas físicas o jurídicas que a la fecha de entrada en vigor de esta disposición 
adicional estuvieran realizando alguna o algunas de las actividades comprendidas en el 
artículo 2.1.o) de la ley, y no constaren inscritas, deberán, en el plazo de un año, inscribirse 
de conformidad con el apartado 2 de esta disposición adicional. Igualmente, las personas 
físicas o jurídicas que ya constaren inscritas en el Registro Mercantil, deberán, en el mismo 
plazo, presentar en el registro una manifestación de estar sometidas, como sujetos 
obligados, a las normas establecidas en esta ley. Las personas jurídicas además deberán 
presentar una manifestación de quienes sean sus titulares reales en el sentido determinado 
por el artículo 4.2 b) y c) de esta ley. Estas manifestaciones se harán constar por nota 
marginal y deberán ser actualizadas en caso de cambio en esa titularidad real.
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5. Las personas físicas y jurídicas prestadoras de servicios a sociedades, si no lo 
dispusieren sus normas reguladoras, estarán sujetas a la obligación de depositar sus 
cuentas anuales en el Registro Mercantil en la forma y con los efectos establecidos en los 
artículos 279 a 284 del texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio. También le serán aplicables los artículos 365 y 
siguientes del Reglamento del Registro Mercantil aprobado por Real Decreto 1784/1996, de 
19 de julio. Se excluyen de esta obligación de depósito de cuentas anuales a los prestadores 
de servicios a sociedades que sean personas físicas profesionales.

6. La falta de inscripción de las personas físicas o jurídicas que se dediquen a las 
actividades a que se refiere el artículo 2.1.o) de esta ley, o la falta de manifestación de 
sometimiento a la misma o de la titularidad real en el caso de personas jurídicas, tendrá la 
consideración de infracción leve a que se refiere el artículo 53. El procedimiento sancionador 
será el establecido en el artículo 61.

7. Las personas físicas o jurídicas a las que les sea aplicable esta disposición adicional, 
con la salvedad de las personas físicas profesionales, deberán cada ejercicio, junto con el 
depósito de sus cuentas anuales en el Registro Mercantil competente, acompañar un 
documento para su depósito del que resulten los siguientes datos:

a) Los tipos de servicios prestados de entre los comprendidos en el artículo 2.1.o) de 
esta ley.

b) Ámbito territorial donde opera, indicando municipio o municipios y provincias.
c) Prestación de este tipo de servicios a no residentes en el ejercicio de que se trate.
d) Volumen facturado por los servicios especificados en el apartado a) en el ejercicio y 

en el precedente, si la actividad de prestadores de servicio a sociedades no fuera única y 
exclusiva. Si no pudiera cuantificarse se indicará así expresamente.

e) Número de operaciones realizadas de las comprendidas en el mencionado artículo 
2.1.o), distinguiendo la clase o naturaleza de la misma. Si no se hubiera realizado operación 
alguna se indicará así expresamente.

f) En su caso titular real si existiere modificación del mismo respecto del que ya conste 
en el Registro, en el sentido indicado en el apartado 4.

8. Las personas físicas profesionales estarán obligadas a depositar el documento 
señalado en el apartado anterior en el Registro Mercantil en donde constaren inscritas con 
excepción de la mención señalada en el apartado f). El depósito que se efectuará dentro de 
los tres primeros meses de cada año, y se hará de forma exclusivamente telemática de 
acuerdo con el formulario preestablecido por orden del Ministerio de Justicia. En la Orden 
aprobatoria del modelo se establecerán las medidas que se estimen necesarias para 
garantizar la seguridad de la indicada comunicación. La falta de depósito de este documento 
tendrá la consideración de infracción leve a los efectos de lo establecido en el artículo 53 de 
esta ley y podrá ser sancionada en la forma establecida en su artículo 58.

9. Se autoriza al Ministerio de Justicia para que por medio de la Dirección General de los 
Registros y del Notariado dicte las órdenes, instrucciones o resoluciones que sean 
necesarias para el desarrollo de lo dispuesto en esta disposición adicional.

Disposición adicional segunda.  Registro de proveedores de servicios de cambio de 
moneda virtual por moneda fiduciaria y de custodia de monederos electrónicos.

1. Las personas físicas o jurídicas que, cualquiera que sea su nacionalidad, ofrezcan o 
provean en España servicios de los descritos en los apartados 6 y 7 del artículo 1 de la ley, 
deberán estar inscritas en el registro constituido al efecto en el Banco de España.

2. Se inscribirán asimismo en el registro:
a) las personas físicas que presten estos servicios, cuando la base, la dirección o la 

gestión de estas actividades radique en España, con independencia de la ubicación de los 
destinatarios del servicio.

b) Las personas jurídicas establecidas en España que presten estos servicios, con 
independencia de la ubicación de los destinatarios.

3. La inscripción en el registro estará condicionada a la existencia de procedimientos y 
órganos adecuados de prevención previstos en esta ley y al cumplimiento de los requisitos 
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de honorabilidad comercial y profesional en los términos del artículo 30 del Real Decreto 
84/2015, de 13 de febrero, por el que se desarrolla la Ley 10/2014, de 26 de junio, de 
ordenación, supervisión y solvencia de entidades de crédito. El incumplimiento de los 
requisitos de honorabilidad determinará la pérdida de la inscripción en el registro.

4. El Banco de España será competente para supervisar el cumplimiento de la obligación 
de registro y de las condiciones de honorabilidad exigidas para el acceso y mantenimiento 
de la inscripción.

5. La prestación de los servicios descritos en el apartado 1 sin contar con el preceptivo 
registro tendrá la consideración de infracción muy grave, pudiendo ser considerada como 
grave si la actividad se hubiera desarrollado de forma meramente ocasional o aislada, y será 
sancionado por el Banco de España de conformidad con lo dispuesto en las normas en 
materia de sanciones, de procedimiento y las relativas al régimen de publicidad que forman 
parte del título IV de la Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordenación, supervisión y solvencia 
de entidades de crédito.

Disposición adicional tercera.  Registro de Titularidades Reales.
1. Mediante real decreto se creará en el Ministerio de Justicia el Registro de Titularidades 

Reales, registro central y único en todo el territorio nacional, que contendrá la información a 
la que se refieren los artículos 4, 4 bis y 4 ter, relativa a todas las personas jurídicas 
españolas y las entidades o estructuras sin personalidad jurídica que tengan la sede de su 
dirección efectiva o su principal actividad en España, o que estén administradas o 
gestionadas por personas físicas o jurídicas residentes o establecidas en España. Las 
personas físicas cuyos datos personales se conserven en el registro en calidad de 
titularidades reales deben ser informadas al respecto de conformidad con la normativa 
vigente en materia de protección de datos personales.

2. En el registro se incluirán también los datos de las entidades o estructuras sin 
personalidad jurídica que, no estando gestionadas o administradas desde España u otro 
Estado de la Unión Europea, y no estando registradas por otro Estado de la Unión Europea, 
pretendan establecer relaciones de negocio, realizar operaciones ocasionales o adquirir 
bienes inmuebles en España.

3. La información se conservará y actualizará durante la vida de las personas jurídicas o 
entidades o estructuras sin personalidad jurídica, y se mantendrá por un periodo de 10 años 
tras su extinción. En los casos previstos en el apartado 2, la información se conservará y 
actualizará durante el tiempo en que se prolongue la relación de negocios o la propiedad de 
los inmuebles, y se mantendrá por un periodo de 10 años tras la finalización de la relación de 
negocios, la venta del inmueble o la terminación de la operación ocasional.

4. El Registro de Titularidades Reales será gestionado por el Ministerio de Justicia, que 
además de los datos recabados de manera directa, centralizará la información de titularidad 
real disponible en los Registros de Fundaciones, Asociaciones, Mercantil y otros registros 
que puedan recoger la información de las entidades inscritas, así como la obtenida por el 
Consejo General del Notariado.

5. Las fundaciones, asociaciones, y en general, todas las personas jurídicas, los 
fideicomisos tipo trust y entidades o estructuras sin personalidad jurídica que no declaren su 
titularidad real a través del Registro Mercantil, o los Registros de Fundaciones, Asociaciones 
u otros donde estuvieran inscritas, por no estar regulada dicha vía de declaración, deberán 
declarar al Registro de Titularidades Reales la información relacionada en los artículos 4 bis 
y 4 ter y actualizar los datos cuando se produzcan cambios en la titularidad real. En todo 
caso, se realizará una declaración anual y en el supuesto de que no se hayan producido 
cambios en la titularidad real se realizará una declaración confirmando este extremo.

6. Reglamentariamente se regulará el tratamiento que se dará a la información 
suministrada por varias de las indicadas fuentes, cuando sea discrepante, de acuerdo con el 
principio de preferencia del dato que sea más relevante, por su fecha o por la fiabilidad de la 
forma en que el mismo ha sido obtenido, siempre teniendo presente la naturaleza electrónica 
del Registro y su finalidad.

7. El incumplimiento de la obligación de identificación e información al Registro Central 
de Titularidades Reales, así como de aquellas otras obligaciones previstas en el Real 
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Decreto de creación de dicho Registro para las personas jurídicas, fideicomisos tipo trust y 
entidades o estructuras sin personalidad jurídica dará lugar a una infracción administrativa.

Corresponderá al Ministerio de Justicia la determinación de la gravedad de cada una de 
las infracciones, la determinación de las posibles sanciones a imponer en relación con cada 
infracción, el establecimiento del procedimiento sancionador y la competencia para el 
ejercicio de la potestad sancionadora derivada del incumplimiento de lo previsto en el párrafo 
anterior.

Téngase en cuenta que esta disposición, añadida por el art. 3.28 del Real Decreto-ley 
7/2021, de 27 de abril, Ref. BOE-A-2021-6872 y modificada por el art. 148.1 del Real Decreto-
ley 5/2023, de 28 de junio, Ref. BOE-A-2023-15135, entrará en vigor cuando se apruebe su 
desarrollo reglamentario, según establece la disposición final 8.e) y la disposición final 9 de los 
citados reales decretos-leyes.

Disposición adicional cuarta.  Acceso al Registro de Titularidades Reales.
1. Corresponderá al Ministerio de Justicia garantizar y controlar el acceso a la 

información contenida en el Registro de Titularidades Reales en las condiciones establecidas 
en la ley y las que reglamentariamente se determinen. Esta información será accesible, de 
forma gratuita y sin restricción, a las autoridades con competencias en la prevención y 
represión de los delitos de financiación del terrorismo, blanqueo de capitales y sus delitos 
precedentes: la Fiscalía, los órganos del Poder Judicial, los Cuerpos y Fuerzas de 
Seguridad, el Centro Nacional de Inteligencia, la Comisión de Prevención del Blanqueo de 
Capitales e Infracciones Monetarias y sus órganos de apoyo, los órganos supervisores en 
caso de convenio, la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos, la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria, el Protectorado de Fundaciones y aquellas autoridades que 
reglamentariamente se determinen. Todas estas autoridades, así como los notarios y 
registradores, podrán acceder no solo al dato vigente sobre la titularidad real de la persona o 
entidad, sino también a los datos históricos que hayan quedado registrados.

2. Los sujetos obligados de la Ley 10/2010, de 28 de abril, tendrán acceso a la 
información vigente contenida en el Registro y recabarán prueba del registro o un extracto de 
este para el cumplimiento de sus obligaciones en materia de identificación del titular real.

Los sujetos obligados no se basarán únicamente en la información contenida en el 
registro, debiendo realizar comprobaciones adicionales, salvo en los casos de relaciones de 
negocios o clientes sometidos a medidas simplificadas de diligencia debida y siempre que la 
información obtenida sea razonablemente satisfactoria y no ofrezca motivos de sospecha.

3. Las personas u organizaciones no incluidas en los apartados anteriores que puedan 
demostrar un interés legítimo en su conocimiento podrán acceder exclusivamente a los datos 
consistentes en el nombre y apellidos, mes y año de nacimiento, país de residencia y de 
nacionalidad de los titulares reales vigentes de una persona jurídica o entidad o estructura 
sin personalidad jurídica, así como a la naturaleza de esa titularidad real, en particular, al 
dato de si la misma se debe al control de la propiedad o al del órgano de gestión de la 
misma.

4. El acceso a la información disponible en el Registro requerirá la previa identificación 
del solicitante, la acreditación de la condición en la que se solicita el acceso y la 
demostración de un interés legítimo por las personas u organizaciones en su conocimiento, 
en los términos que se establezcan reglamentariamente. Asimismo, será obligatorio el previo 
pago de una tasa que cubra el coste del Registro y, en su caso, el de las fuentes de los 
datos incluidos en el mismo, por el sistema que se establezca reglamentariamente. No será 
exigible el pago de tasas en los accesos realizados por autoridades públicas, notarios y 
registradores.

En tanto no se apruebe el importe de la tasa del registro, los sujetos obligados y las 
personas u organizaciones con interés legítimo podrán acceder gratuitamente al mismo.

Reglamentariamente se podrán establecer presunciones de interés legítimo en el acceso 
a la información por parte de personas u organizaciones.
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5. Cuando el acceso a la información pueda exponer al titular real a un riesgo 
desproporcionado, o a un riesgo de fraude, secuestro, extorsión, acoso, violencia o 
intimidación, u otros de análoga gravedad, o si el titular real es un menor de edad o persona 
con la capacidad limitada o sujeta a especiales medidas de protección, el Registro de 
Titularidades Reales podrá denegar el acceso a la información. No se podrá denegar el 
acceso por estas causas a las autoridades y sujetos relacionadas en el apartado 1, ni a los 
sujetos obligados que soliciten el acceso para el cumplimiento de sus obligaciones de 
identificación del titular real.

La persona titular de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública será la 
encargada del Registro. Las Resoluciones de la persona encargada del Registro de 
Titularidades Reales por las que se deniegue el acceso podrán ser recurridas en alzada ante 
en alzada ante el órgano superior jerárquico del que dependa, cuyas resoluciones pondrán 
fin a la vía administrativa.

6. El Ministerio de Justicia garantizará la interconexión con la plataforma central europea 
conforme a las especificaciones y procedimientos técnicos que se determinen de acuerdo 
con el apartado 9 del artículo 31 de la Directiva (UE) 2015/849 en su redacción dada por la 
Directiva (UE) 2018/843.

Téngase en cuenta que esta disposición, añadida por el art. 3.29 del Real Decreto-ley 
7/2021, de 27 de abril, Ref. BOE-A-2021-6872, y modificada por el art. 148.2 del Real Decreto-
ley 5/2023, de 28 de junio, Ref. BOE-A-2023-15135, entrará en vigor cuando se apruebe su 
desarrollo reglamentario, según establece la disposición final 8.e) y la disposición final 9 de los 
citados reales decretos-leyes.

Disposición adicional quinta.  Forma y plazo para la declaración en el Fichero de 
Titularidades Financieras.

En el plazo máximo de doce meses desde la entrada en vigor de esta ley, el Servicio 
Ejecutivo de la Comisión establecerá la forma y plazo para realizar la declaración inicial de 
las cuentas de pago y cajas de seguridad a que se refiere el artículo 43 de la Ley 10/2010, 
de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, 
que se encuentren activas a la fecha que se indique.

Disposición adicional sexta.  Plazo para la creación del Registro de Titularidades Reales.
En el plazo de seis meses, el Gobierno, a propuesta del Ministro de Justicia, aprobará el 

reglamento por el que se creará en el Ministerio de Justicia el Registro de Titularidades 
Reales, registro central y único en todo el territorio nacional, de conformidad con la 
disposición adicional tercera de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo 
de capitales y de la financiación del terrorismo.

Disposición transitoria primera.  Normas de desarrollo de la Ley 19/1993, de 28 de 
diciembre.

Hasta la entrada en vigor de las disposiciones reglamentarias de la presente Ley, 
mantendrán su vigencia el Reglamento de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre 
determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales, aprobado por Real Decreto 
925/1995, de 9 de junio, y sus normas de desarrollo, en cuanto no resulten incompatibles 
con aquélla.

Disposición transitoria segunda.  Régimen sancionador.
Serán de aplicación las disposiciones sancionadoras de la Ley 19/1993, de 28 de 

diciembre, sobre determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales, a los 
hechos cometidos con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley.
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Disposición transitoria tercera.  Competencia para incoar procedimientos sancionadores.
Hasta la entrada en vigor de las disposiciones reglamentarias de la presente Ley, la 

competencia para incoar los procedimientos sancionadores continuará siendo ejercida por la 
Secretaría de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias.

Disposición transitoria cuarta.  Servicios de pago.
Los establecimientos de cambio de moneda autorizados para la gestión de 

transferencias con el exterior se entenderán comprendidos entre los sujetos obligados a los 
que hace referencia el artículo 2 en tanto que no se hayan transformado en entidad de 
crédito o en entidad de pago de acuerdo con el apartado 1 de la Disposición transitoria 
segunda de la Ley 16/2009, de 13 de noviembre, de servicios de pago.

Disposición transitoria quinta.  Adscripción del Servicio Ejecutivo de la Comisión.
Hasta la entrada en vigor del convenio a que se refiere el artículo 45.3, se mantendrá la 

adscripción del Servicio Ejecutivo al Banco de España, establecida en el artículo 24.1 del 
Reglamento de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, aprobado por Real Decreto 925/1995, 
de 9 de junio.

Disposición transitoria sexta.  Régimen de la instrumentación de compromisos por 
pensiones de entidades cuyas acciones sean al portador.

A los efectos de lo dispuesto en el artículo 4.4, los contratos de seguro colectivo y planes 
de pensiones formalizados antes de la entrada en vigor de esta Ley que instrumenten 
compromisos por pensiones de las empresas en cumplimiento de lo dispuesto en la 
Disposición adicional primera del Texto Refundido de la Ley de regulación de los planes y 
fondos de pensiones, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre, 
conservarán su vigencia para la instrumentación de dichos compromisos.

Disposición transitoria séptima.  Aplicación de las medidas de diligencia debida a los 
clientes existentes.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 7.2, los sujetos obligados aplicarán a todos 
sus clientes existentes las medidas de diligencia debida establecidas en el Capítulo II en un 
plazo máximo de cinco años, contados a partir de la entrada en vigor de la presente Ley.

Disposición transitoria octava.  Convenios con los órganos supervisores de las entidades 
financieras.

En tanto no se suscriban los convenios a que se refiere el artículo 44.2.m), mantendrán 
su vigencia los convenios de colaboración actualmente existentes entre los órganos 
supervisores de las entidades financieras y el Servicio Ejecutivo de la Comisión de 
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

Disposición derogatoria.  
Sin perjuicio de lo dispuesto en la Disposición transitoria segunda, a la entrada en vigor 

de la presente Ley, quedará derogada la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre 
determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley 12/2003, de 21 de mayo, de prevención y 
bloqueo de la financiación del terrorismo.

1. Se da nueva denominación a la Ley 12/2003, de 21 de mayo, de prevención y bloqueo 
de la financiación del terrorismo, que pasa a denominarse «Ley 12/2003, de 21 de mayo, de 
bloqueo de la financiación del terrorismo».

2. Se da nueva redacción al artículo 4 de la Ley 12/2003, con el siguiente tenor literal:
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«Artículo 4.  Personas y entidades obligadas.
Las Administraciones Públicas y los sujetos a que se refiere el artículo 2 de la 

Ley de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo están 
obligados a colaborar con la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación 
del Terrorismo y, en particular, a llevar a cabo las medidas necesarias para hacer 
efectivo el bloqueo previsto en el artículo 1; en particular, deberán:

a) Impedir cualquier acto u operación que suponga disposición de saldos y 
posiciones de cualquier tipo, dinero, valores y demás instrumentos vinculados a 
movimientos de capitales u operaciones de pago o transferencia bloqueados, a 
excepción de aquéllos por los que afluyan nuevos fondos y recursos a cuentas 
bloqueadas.

b) Comunicar a la Comisión de Vigilancia cualquier tipo de ingreso que se pueda 
realizar a la cuenta bloqueada, sin perjuicio de realizar la operación.

c) Comunicar a la Comisión de Vigilancia, por iniciativa propia, cualquier solicitud 
o petición que reciban en la que el ordenante, emisor, titular, beneficiario o 
destinatario sea una persona o entidad respecto a la que la Comisión de Vigilancia 
haya adoptado alguna medida.

d) Facilitar a la citada Comisión la información que ésta requiera para el ejercicio 
de sus competencias.

e) No revelar ni al cliente ni a terceros que se ha transmitido información a la 
Comisión de Vigilancia.»

3. Se da nueva redacción al artículo 6 de la Ley 12/2003, con el siguiente tenor literal:

«Artículo 6.  Supervisión y régimen sancionador.
1. La función de supervisión e inspección del Servicio Ejecutivo de la Comisión 

de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias a que se refiere 
el artículo 47 de la Ley de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación 
del terrorismo se extiende al cumplimiento de las obligaciones establecidas en la 
presente Ley.

Cuando de los informes de inspección a que se refiere el artículo 47.3 de la Ley 
de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo resulte el 
incumplimiento de alguna de las obligaciones establecidas en el artículo 4 de esta 
Ley, el Comité Permanente de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales 
e Infracciones Monetarias lo pondrá en conocimiento de la Comisión de Vigilancia de 
Actividades de Financiación del Terrorismo.

2. El incumplimiento de los deberes previstos en esta Ley será considerado 
infracción muy grave a los efectos previstos en el Capítulo VIII de la Ley de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, y será 
sancionado conforme a lo que en él se dispone.

Las referencias que en dicho Capítulo se contienen a la Secretaría y al Comité 
Permanente de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias deben entenderse realizadas a la Secretaría de la Comisión de Vigilancia 
y a la Comisión de Vigilancia, respectivamente.

La competencia para proponer la imposición de sanciones por la comisión de las 
infracciones previstas en esta Ley corresponde al Ministro del Interior, y la 
competencia para sancionar, al Consejo de Ministros.»

4. Se da nueva redacción al artículo 9 de la Ley 12/2003, con el siguiente tenor literal:

«Artículo 9.  Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo.
1. Se crea la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del 

Terrorismo como órgano encargado de acordar el bloqueo de todas las operaciones 
definidas en el artículo 1 de esta Ley, así como el ejercicio de todas las competencias 
que sean necesarias para el cumplimiento de lo previsto en ésta.

2. La Comisión de Vigilancia estará adscrita al Ministerio del Interior e integrada 
por:
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a) Presidente: el Secretario de Estado de Seguridad.
b) Vocales:
1.º Un miembro del Ministerio Fiscal, designado por el Fiscal General del Estado.
2.º Un representante de los Ministerios de Justicia, del Interior y de Economía y 

Hacienda, designados por los titulares de los departamentos respectivos.
c) Secretario: quien dirija la unidad orgánica que desempeñe la Secretaría de la 

Comisión de Vigilancia a que refiere el apartado 4.
El Presidente de la Comisión, cuando lo estime conveniente, podrá convocar a 

expertos en las materias de su competencia, para el asesoramiento específico en 
alguno de los asuntos a tratar. El Director del Servicio Ejecutivo de la Comisión de 
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias asistirá a las 
reuniones de la Comisión de Vigilancia con voz pero sin voto.

3. Los miembros de esta Comisión están sometidos al régimen de 
responsabilidad establecido por el ordenamiento jurídico y, en particular, en lo relativo 
a las obligaciones derivadas del conocimiento de la información recibida y de los 
datos de carácter personal que sean objeto de cesión, que sólo podrán utilizarse 
para el ejercicio de las competencias atribuidas por esta Ley. A los expertos que 
asesoren a la Comisión les será de aplicación el mismo régimen de responsabilidad 
respecto de todo aquello de lo que conozcan por razón de su asistencia a la 
Comisión.

4. La Comisión de Vigilancia ejercerá sus competencias con el apoyo de la 
Secretaría de la Comisión de Vigilancia, que tiene la consideración de órgano de la 
Comisión. La Secretaría será desempeñada por la unidad orgánica, con rango al 
menos de subdirección general, de las existentes en el Ministerio del Interior, que 
reglamentariamente se determine.

Corresponderá a la Secretaría, entre otras funciones, instruir los procedimientos 
sancionadores a que hubiere lugar por las infracciones de esta Ley, así como 
formular a la Comisión de Vigilancia la correspondiente propuesta de resolución.

5. El cumplimiento de las obligaciones de información a que se refiere el artículo 
4 de esta Ley se hará a través de la Secretaría de la Comisión de Vigilancia.

6. La Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias y la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo 
se prestarán la máxima colaboración para el ejercicio de sus respectivas 
competencias. En los términos que se acuerden entre ambas Comisiones y sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 45.3 de la Ley de prevención del blanqueo de 
capitales y de la financiación del terrorismo, el Servicio Ejecutivo de la Comisión de 
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias informará en las 
reuniones de la Comisión de Vigilancia de su actividad relativa a hechos u 
operaciones que presenten indicios o certeza de relación con la financiación del 
terrorismo y, en especial, de los informes de inteligencia financiera que hubiera 
elaborado en relación con esta materia.

Las competencias de la Comisión de Vigilancia se entienden sin perjuicio de las 
que la Ley de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo 
atribuye a la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias.»

Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 19/2003, de 4 de julio, sobre régimen 
jurídico de los movimientos de capitales y de las transacciones económicas con el exterior y 
sobre determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales.

1. Se da nueva denominación a la Ley 19/2003, de 4 de julio, sobre régimen jurídico de 
los movimientos de capitales y de las transacciones económicas con el exterior y sobre 
determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales, que pasa a denominarse 
«Ley 19/2003, de 4 de julio, sobre régimen jurídico de los movimientos de capitales y de las 
transacciones económicas con el exterior».

2. Se da nueva redacción al apartado 2 del artículo 12 de la Ley 19/2003, con el 
siguiente tenor literal:
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«2. La competencia para la incoación e instrucción de los procedimientos 
sancionadores resultantes de la aplicación del régimen previsto en la Ley y para la 
imposición de las sanciones correspondientes se regirá por las reglas siguientes:

a) La competencia para la incoación e instrucción de los procedimientos 
sancionadores corresponderá a la Secretaría de la Comisión de Prevención del 
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

b) La imposición de sanciones por infracciones muy graves corresponderá al 
Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro de Economía y Hacienda.

c) La imposición de sanciones por infracciones graves corresponderá al Ministro 
de Economía y Hacienda, a propuesta del Secretario de Estado de Economía.

d) La imposición de sanciones por infracciones leves corresponderá al Director 
General del Tesoro y Política Financiera, a propuesta del instructor.»

Disposición final tercera.  Modificación de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de 
Instituciones de Inversión Colectiva.

Se da nueva redacción al párrafo j) del artículo 43.1 de la Ley 35/2003, de 4 de 
noviembre, de Instituciones de Inversión Colectiva, con el siguiente tenor literal:

«j) Que cuente con procedimientos y mecanismos de control interno adecuados 
que garanticen la gestión correcta y prudente de la sociedad, incluyendo 
procedimientos de gestión de riesgos, así como mecanismos de control y de 
seguridad en el ámbito informático y órganos y procedimientos para la prevención del 
blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, un régimen de operaciones 
vinculadas y un reglamento interno de conducta. La sociedad gestora deberá estar 
estructurada y organizada de modo que se reduzca al mínimo el riesgo de que los 
intereses de las IIC o de los clientes se vean perjudicados por conflictos de intereses 
entre la sociedad y sus clientes, entre clientes, entre uno de sus clientes y una IIC o 
entre dos IIC.»

Disposición final cuarta.  Título competencial.
Esta Ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1. 6.ª 11.ª y 13.ª de la 

Constitución que atribuyen al Estado las competencias en materia de legislación mercantil, 
de bases de la ordenación de crédito y de bases y coordinación de la planificación general 
de la actividad económica, respectivamente.

Disposición final quinta.  Desarrollo reglamentario.
Se habilita al Gobierno para que, en el plazo de un año a contar desde la entrada en 

vigor de esta Ley, apruebe las disposiciones reglamentarias para su ejecución y desarrollo.

Disposición final sexta.  Incorporación de derecho comunitario.
Esta Ley incorpora al derecho español la Directiva 2005/60/CE del Parlamento Europeo 

y del Consejo, de 26 de octubre de 2005, relativa a la prevención de la utilización del sistema 
financiero para el blanqueo de capitales y para la financiación del terrorismo, desarrollada 
por la Directiva 2006/70/CE de la Comisión, de 1 de agosto de 2006, por la que se 
establecen disposiciones de aplicación de la Directiva 2005/60/CE del Parlamento Europeo y 
del Consejo en lo relativo a la definición de «personas del medio político» y los criterios 
técnicos aplicables en los procedimientos simplificados de diligencia debida con respecto al 
cliente así como en lo que atañe a la exención por razones de actividad financiera ocasional 
o muy limitada.

Disposición final séptima.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».
Se exceptúa de lo anterior la obligación de almacenar las copias de los documentos de 

identificación en soportes ópticos, magnéticos o electrónicos, establecida en el artículo 25.2 
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y las obligaciones establecidas en el artículo 41, que entrarán en vigor a los dos años y un 
año, respectivamente, de la publicación de la presente Ley en el «Boletín Oficial del Estado».
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§ 40

Real Decreto 304/2014, de 5 de mayo, por el que se aprueba el 
Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del 

blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo

Ministerio de Economía y Competitividad
«BOE» núm. 110, de 6 de mayo de 2014
Última modificación: 24 de abril de 2024

Referencia: BOE-A-2014-4742

El real decreto desarrolla la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de 
capitales y de la financiación del terrorismo de acuerdo con la habilitación al efecto conferida 
por dicha Ley en su disposición final quinta.

El blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo se presentan como fenómenos 
universales y globalizados, que aprovechan las ventajas que ofrece la economía 
internacional y la paulatina eliminación de barreras a los intercambios a nivel mundial. 
Siendo así, la respuesta que la comunidad internacional ha de ofrecer a este fenómeno, 
debe ser coordinada y global.

La política de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo se 
ha venido desarrollando en España en consonancia con la evolución de los estándares 
internacionales en esta materia. Unos estándares en cuya configuración España ha 
colaborado activamente, a través de su participación como miembro del Grupo de Acción 
Financiera Internacional (GAFI), desde su fundación en 1989. Precisamente, el intenso 
compromiso con la elaboración de las nuevas Recomendaciones de GAFI y su posterior 
aprobación en febrero de 2012 ha llevado a la adopción de diferentes iniciativas en el ámbito 
normativo tendentes a incorporar a nuestro Ordenamiento las novedades contenidas en las 
mismas.

En este sentido, es importante resaltar la modificación operada en la Ley 10/2010, de 28 
de abril, mediante la aprobación de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, 
acceso a la información pública y buen gobierno, que incorpora, como novedades 
destacadas, la modificación del régimen aplicable a las personas con responsabilidad 
pública, la reforma del sistema de diligencia simplificada, la ampliación de las potestades del 
Consejo de Ministros a la hora de adoptar sanciones y contramedidas financieras 
internacionales y el establecimiento de la obligación de estructurar los procedimientos de 
control interno a nivel de grupo.

Con la aprobación del real decreto, se procede, por un lado, a culminar el nuevo enfoque 
orientado al riesgo de la normativa preventiva en España, incorporando asimismo las 
principales novedades de la normativa internacional surgidas a partir de la aprobación de las 
nuevas Recomendaciones de GAFI.

En este sentido, si bien el enfoque orientado al riesgo estaba ya incorporado en la 
Ley 10/2010, de 28 de abril, este real decreto procede al desarrollo y concreción de dicho 
concepto.

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

– 475 –



Teniendo en cuenta los medios limitados de que disponen los sujetos obligados, se 
impone adoptar aquellas medidas que permitan incrementar la eficacia y eficiencia en el uso 
de esos recursos, haciendo más hincapié en aquellas situaciones, productos y clientes que 
presentan un nivel de riesgo superior.

De esta forma, los sujetos obligados habrán de analizar los riesgos principales a los que 
se enfrentan y que variarán en función del tipo de negocio, de productos y de clientes con los 
que establecen relaciones de negocio. A partir de ese análisis, se ha de proceder a diseñar 
las políticas y procedimientos internos, de manera tal que estos se adapten al perfil de riesgo 
de la entidad, moderándose la intensidad de las medidas de diligencia debida aplicadas, 
según las características concretas del cliente y la operación.

Un enfoque orientado al riesgo que, no solamente, incrementará la eficiencia de las 
medidas a aplicar, sino que se presenta, igualmente, como un elemento de flexibilidad de la 
norma, dirigida a un colectivo muy heterogéneo de sujetos. De esta manera, se establecen 
unos requerimientos básicos y comunes para todos los sujetos obligados, permitiendo 
asimismo un margen de adaptación de la aplicación de la norma a la realidad específica de 
la actividad que cada sujeto desarrolla.

Junto a ello, se procede a un redimensionamiento de las obligaciones de tipo 
procedimental exigidas a ciertos tipos de sujetos obligados. El objetivo es limitar las 
obligaciones procedimentales para los sujetos de tamaño más reducido, incrementando la 
exigencia en función de la dimensión y volumen de negocio del sujeto obligado. Un 
planteamiento que se justifica tanto desde el punto de vista económico como de gestión del 
riesgo, que en el caso de entidades de gran tamaño, requiere de un tratamiento centralizado, 
especializado y automatizado.

Es asimismo especialmente relevante el desarrollo del artículo 43 de la Ley 10/2010, de 
28 de abril, por el que se prevé la creación de un Fichero de Titularidades Financieras, cuyo 
contenido, funcionamiento y posibilidades de acceso este real decreto concreta.

Por último, se lleva a cabo una revisión del esquema institucional dedicado a la 
prevención del blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo, con un reforzamiento 
de la Comisión mediante, la ampliación de las instituciones en ella participantes y la creación 
de un nuevo órgano dependiente de aquella, el Comité de Inteligencia Financiera.

Durante la tramitación de este reglamento se ha solicitado informe a los vocales 
miembros de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias, conforme a lo dispuesto en el artículo 44.2.k) de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

Asimismo, ha sido sometido a audiencia pública en la que han participado numerosos 
organismos y entidades afectados. Por último, se ha solicitado informe a los departamentos 
ministeriales afectados, al Consejo General del Poder Judicial, al Consejo Fiscal y a la 
Agencia Española de Protección de Datos.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Economía y Competitividad, con la aprobación 
previa del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de 
Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 30 de abril de 
2014,

DISPONGO:

Artículo único.  Aprobación del Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.

Se aprueba el Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo 
de capitales y de la financiación del terrorismo, cuyo texto se incluye a continuación.

Disposición adicional primera.  Informes del Servicio Ejecutivo de la Comisión en los 
procedimientos de creación de entidades financieras y en los procedimientos de evaluación 
cautelar de las adquisiciones y de los incrementos de participaciones.

No será preceptivo informe del Servicio Ejecutivo de la Comisión en los procedimientos 
de creación de entidades financieras y en los procedimientos de evaluación cautelar de las 
adquisiciones y de los incrementos de participaciones:
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a) Cuando la persona o entidad objeto del procedimiento no tenga la condición de sujeto 
obligado conforme a lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

b) En las variaciones posteriores en la cadena de sociedades intermedias a través de la 
cual un titular instrumente una participación significativa previamente autorizada.

Disposición adicional segunda.  No incremento del gasto público.
Las medidas incluidas en este real decreto se atenderán con las dotaciones 

presupuestarias ordinarias y no podrán suponer incremento del gasto público.

Disposición adicional tercera.  Acceso a la información por la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria.

La Agencia Estatal de Administración Tributaria, para el cumplimiento de las funciones 
que tiene legalmente atribuidas, podrá requerir y obtener la información que los sujetos 
obligados posean o gestionen como consecuencia de las obligaciones de diligencia debida 
derivadas de la Ley 10/2010, de 28 de abril, en los términos previstos en el artículo 93 de la 
Ley General Tributaria.

Disposición transitoria primera.  Entrada en funcionamiento del Fichero de Titularidades 
Financieras.

La entrada en funcionamiento del Fichero de Titularidades Financieras, regulado en la 
sección 3.ª del capítulo V del reglamento, se producirá en la fecha que se determine por 
Orden del Ministro de Economía y Competitividad y se pondrá en conocimiento de las 
entidades de crédito con una anticipación mínima de seis meses. La entrada en 
funcionamiento del fichero deberá producirse dentro del plazo máximo de dos años desde la 
entrada en vigor del reglamento.

Las entidades de crédito declararán, con carácter previo, al Servicio Ejecutivo de la 
Comisión, en la forma establecida por éste, la totalidad de las cuentas corrientes, cuentas de 
ahorros, cuentas de valores y depósitos a plazo vigentes en el momento de entrada en 
funcionamiento del Fichero de Titularidades Financieras.

Disposición transitoria segunda.  Comunicación sistemática.
Hasta que se proceda a la designación por Orden del Ministro de Economía y 

Competitividad, los sujetos obligados aplicarán en el cumplimiento de lo dispuesto en el 
artículo 27.1.c) de este reglamento el listado de países y territorios contenido en el artículo 1 
del Real Decreto 1080/1991, de 5 de julio, por el que se determinan los países o territorios a 
que se refieren los artículos 2, apartado 3, número 4, de la Ley 17/1991, de 27 de mayo, de 
medidas fiscales urgentes, y 62 de la Ley 31/1990, de 27 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para 1991, teniendo en cuenta lo establecido en la disposición 
adicional primera y en la disposición transitoria segunda de la Ley 36/2006, de 29 de 
noviembre, de medidas para la prevención del fraude fiscal, complementado por Orden 
ECO/2652/2002, de 24 de octubre, por la que se desarrollan las obligaciones de 
comunicación de operaciones en relación con determinados países al Servicio Ejecutivo de 
la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

La comunicación sistemática establecida en el artículo 27.1 e) y f) será exigible a partir 
de la fecha que se determine por el Servicio Ejecutivo de la Comisión, quien determinará 
asimismo la forma y contenido de dichas comunicaciones.

Disposición transitoria tercera.  Obligaciones de diligencia debida en operaciones 
ocasionales.

Hasta la entrada en vigor del umbral de identificación en operaciones ocasionales 
contemplado en el artículo 4.1 de este Reglamento, se seguirán aplicando los umbrales 
establecidos en el Real Decreto 925/1995, de 9 de junio, por el que se aprueba el 
Reglamento de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre determinadas medidas de 
prevención del blanqueo de capitales.
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Disposición transitoria cuarta.  Titularidad real.
En relación con los clientes existentes a la fecha de entrada en vigor del reglamento, la 

inclusión por los sujetos obligados en sus archivos de clientes de los administradores como 
titulares reales de las personas jurídicas en los supuestos contemplados en el artículo 8.b) 
de este reglamento se realizará en el plazo máximo de dos años a contar desde la entrada 
en vigor de este reglamento.

Disposición transitoria quinta.  Medidas de diligencia simplificada.
La aplicación de las medidas simplificadas de diligencia debida del artículo 17 en 

relación con los clientes y productos vivos que, a la fecha de entrada en vigor de este 
reglamento, se beneficiaban del régimen de diligencia simplificada, se realizará conforme al 
criterio de riesgo establecido en el reglamento y en el plazo máximo de tres años a contar 
desde la entrada en vigor del mismo.

No obstante dicho plazo, en los productos a los que se refiere el artículo 16 a) a d), la 
comprobación de la identidad se realizará, en todo caso, antes del pago de la prestación.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
A la entrada en vigor de este real decreto quedará derogado el Real Decreto 925/1995, 

de 9 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, 
sobre determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales.

En cuanto no se opongan a lo dispuesto en el reglamento, continuarán vigentes la Orden 
EHA/2963/2005, de 20 de septiembre, reguladora del Órgano Centralizado de Prevención en 
materia de blanqueo de capitales en el Consejo General del Notariado; la Orden 
EHA/1439/2006, de 3 de mayo, reguladora de la declaración de movimientos de medios de 
pago en el ámbito de la prevención del blanqueo de capitales; la Orden EHA/2619/2006, 
de 28 de julio, por la que se desarrollan determinadas obligaciones de prevención del 
blanqueo de capitales de los sujetos obligados que realicen actividad de cambio de moneda 
o gestión de transferencias con el exterior; la Orden EHA/2444/2007, de 31 de julio, por la 
que se desarrolla el Reglamento de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre determinadas 
medidas de prevención del blanqueo de capitales, aprobado por Real Decreto 925/1995, de 
9 de junio, en relación con el informe de experto externo sobre los procedimientos y órganos 
de control interno y comunicación establecidos para prevenir el blanqueo de capitales; y la 
Orden EHA/114/2008, 29 de enero, reguladora del cumplimiento de determinadas 
obligaciones de los notarios en el ámbito de la prevención del blanqueo de capitales.

Disposición final primera.  Título competencial.
Este real decreto se dicta al amparo del artículo 149.1.11ª y 13ª de la Constitución, que 

atribuyen al Estado, respectivamente, las competencias para dictar las bases de la 
ordenación del crédito y las bases y coordinación de la planificación general de actividad 
económica.

Disposición final segunda.  Habilitación para el desarrollo y aplicación del reglamento.
Se habilita al Ministro de Economía y Competitividad para dictar las disposiciones de 

desarrollo y aplicación a que se refieren los artículos 3.2, 27.1 g), 45.1 y disposición 
transitoria primera, y cuantas otras disposiciones y actos de aplicación sean necesarios para 
el desarrollo de lo establecido en este reglamento.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».
Se exceptúa de lo anterior el umbral de identificación en operaciones ocasionales del 

artículo 4.1, que entrará en vigor a los seis meses de la publicación de este real decreto en 
el «Boletín Oficial del Estado».
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REGLAMENTO DE LA LEY 10/2010, DE 28 DE ABRIL, DE PREVENCIÓN DEL 
BLANQUEO DE CAPITALES Y DE LA FINANCIACIÓN DEL TERRORISMO

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Ámbito de aplicación.
Este reglamento regula, en desarrollo de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención 

del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, las obligaciones de los sujetos 
obligados por dicha ley, relacionados en el artículo 2 de la misma, la organización 
institucional en materia de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del 
terrorismo, las sanciones y contramedidas financieras internacionales y establece la 
estructura y funcionamiento del Fichero de Titularidades Financieras.

Artículo 2.  Fraccionamiento de operaciones y contravalor en moneda extranjera.
1. Los umbrales cuantitativos establecidos en este reglamento serán aplicables con 

independencia de que se alcancen en una única operación o en varias operaciones ligadas 
entre sí.

2. Las referencias del reglamento a cuantías en euros comprenderán su contravalor en 
moneda extranjera.

Artículo 3.  Actividades excluidas.
1. No estará sujeta a la Ley 10/2010, de 28 de abril, conforme a lo previsto en el artículo 

2.3 de la misma, la actividad de cambio de moneda extranjera realizada con carácter 
accesorio a la actividad principal del titular, cuando concurran todas las circunstancias 
siguientes:

a) Que la actividad de cambio de moneda extranjera se verifique, exclusivamente, como 
servicio proporcionado a los clientes de la actividad principal.

b) Que la cantidad cambiada por cliente no exceda de 1.000 euros en cada trimestre 
natural.

c) Que la actividad de cambio de moneda extranjera sea limitada en términos absolutos, 
sin que pueda exceder la cifra de 100.000 euros anuales.

d) Que la actividad de cambio de moneda extranjera sea accesoria a la actividad 
principal, considerándose como tal aquella que no exceda del 5 por ciento de la facturación 
anual del negocio.

2. Quedarán asimismo excluidos los actos notariales y registrales que carezcan de 
contenido económico o patrimonial o no sean relevantes a efectos de prevención del 
blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo. A tal efecto, mediante Orden del 
Ministro de Economía y Competitividad, previo informe del Ministerio de Justicia, se 
establecerá la relación de tales actos.

CAPÍTULO II
De la diligencia debida

Sección 1.ª Medidas normales de diligencia debida

Artículo 4.  Identificación formal.
1. Los sujetos obligados identificarán y comprobarán, mediante documentos fehacientes, 

la identidad de cuantas personas físicas o jurídicas pretendan establecer relaciones de 
negocio o intervenir en cualesquiera operaciones ocasionales cuyo importe sea igual o 
superior a 1.000 euros, con excepción del pago de premios de loterías y otros juegos de 
azar, donde procederá la identificación y comprobación de la identidad en relación con 
aquellos premios cuyo importe sea igual o superior a 2.500 euros, sin perjuicio de lo 
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dispuesto en la Ley 13/2011, de 27 de mayo, de regulación del juego, y en su normativa de 
desarrollo.

En las operaciones de envío de dinero y gestión de transferencias deberá procederse a 
la identificación y comprobación de la identidad en todo caso.

No será preceptiva la comprobación de la identidad en la ejecución de operaciones 
cuando no concurran dudas respecto de la identidad del interviniente, quede acreditada su 
participación en la operación mediante su firma manuscrita o electrónica y dicha 
comprobación se hubiera practicado previamente en el establecimiento de la relación de 
negocios.

2. La comprobación de la identidad se verificará con carácter previo al establecimiento 
de la relación de negocios o de la ejecución de operaciones ocasionales, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo 12 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

Artículo 5.  Identificación formal en el ámbito del seguro.
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 4.2, los sujetos obligados identificarán y 

comprobarán, mediante documentos fehacientes, la identidad del tomador del seguro, con 
carácter previo a la celebración del contrato.

2. Los sujetos obligados registrarán la identidad del beneficiario o beneficiarios del 
seguro tan pronto como sean designados por el tomador del seguro. En el caso de 
beneficiarios designados de forma genérica, por testamento o por otros medios, los sujetos 
obligados obtendrán la información necesaria para establecer la identidad del beneficiario en 
el momento del pago.

En todo caso, la comprobación mediante documentos fehacientes de la identidad del 
beneficiario o beneficiarios del seguro de vida deberá realizarse con carácter previo al pago 
de la prestación derivada del contrato o al ejercicio por el tomador de los derechos de 
rescate, anticipo o pignoración conferidos por la póliza.

La información obtenida deberá ser registrada y conservada, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 28.

3. En los casos en que no resulte posible la aplicación de lo previsto en el apartado 
anterior, los sujetos obligados procederán a realizar el examen especial a que se refiere el 
artículo 17 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

Artículo 6.  Documentos fehacientes a efectos de identificación formal.
1. Se considerarán documentos fehacientes, a efectos de identificación formal, los 

siguientes:
a) Para las personas físicas de nacionalidad española, el Documento Nacional de 

Identidad.
Para las personas físicas de nacionalidad extranjera, la Tarjeta de Residencia, la Tarjeta 

de Identidad de Extranjero, el Pasaporte o, en el caso de ciudadanos de la Unión Europea o 
del Espacio Económico Europeo, el documento, carta o tarjeta oficial de identidad personal 
expedido por las autoridades de origen. Será asimismo documento válido para la 
identificación de extranjeros el documento de identidad expedido por el Ministerio de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación para el personal de las representaciones diplomáticas y 
consulares de terceros países en España.

Excepcionalmente, los sujetos obligados podrán aceptar otros documentos de identidad 
personal expedidos por una autoridad gubernamental siempre que gocen de las adecuadas 
garantías de autenticidad e incorporen fotografía del titular.

b) Para las personas jurídicas, los documentos públicos que acrediten su existencia y 
contengan su denominación social, forma jurídica, domicilio, la identidad de sus 
administradores, estatutos y número de identificación fiscal.

En el caso de personas jurídicas de nacionalidad española, será admisible, a efectos de 
identificación formal, certificación del Registro Mercantil provincial, aportada por el cliente u 
obtenida mediante consulta telemática.

2. En los casos de representación legal o voluntaria, la identidad del representante y de 
la persona o entidad representada, será comprobada documentalmente. A estos efectos, 
deberá obtenerse copia del documento fehaciente a que se refiere el apartado precedente 
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correspondiente tanto al representante como a la persona o entidad representada, así como 
el documento público acreditativo de los poderes conferidos. Será admisible la comprobación 
mediante certificación del Registro Mercantil provincial, aportada por el cliente, u obtenida 
mediante consulta telemática.

3. Los sujetos obligados identificarán y comprobarán mediante documentos fehacientes 
la identidad de todos los partícipes de las entidades sin personalidad jurídica. No obstante, 
en el supuesto de entidades sin personalidad jurídica que no ejerzan actividades económicas 
bastará, con carácter general, con la identificación y comprobación mediante documentos 
fehacientes de la identidad de la persona que actúe por cuenta de la entidad.

En el supuesto de fondos de inversión, la obligación de identificación y comprobación de 
la identidad de los partícipes se realizará conforme a lo dispuesto en el artículo 40.3 de la 
Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de Instituciones de Inversión Colectiva.

En los fideicomisos anglosajones («trusts») u otros instrumentos jurídicos análogos que, 
no obstante carecer de personalidad jurídica, puedan actuar en el tráfico económico, los 
sujetos obligados requerirán el documento constitutivo, sin perjuicio de proceder a la 
identificación y comprobación de la identidad de la persona que actúe por cuenta de los 
beneficiarios o de acuerdo con los términos del fideicomiso, o instrumento jurídico. A estos 
efectos, los fiduciarios comunicarán su condición a los sujetos obligados cuando, como tales, 
pretendan establecer relaciones de negocio o intervenir en cualesquiera operaciones. En 
aquellos supuestos en que un fiduciario no declare su condición de tal y se determine esta 
circunstancia por el sujeto obligado, se pondrá fin a la relación de negocios, procediendo a 
realizar el examen especial a que se refiere el artículo 17 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

4. Los documentos de identificación deberán encontrarse en vigor en el momento de 
establecer relaciones de negocio o ejecutar operaciones ocasionales. En el supuesto de 
personas jurídicas, la vigencia de los datos consignados en la documentación aportada 
deberá acreditarse mediante una declaración responsable del cliente.

Artículo 7.  Obligaciones de identificación de las entidades gestoras de instituciones de 
inversión colectiva.

Las entidades gestoras de instituciones de inversión colectiva considerarán clientes a las 
entidades comercializadoras de instituciones de inversión colectiva siempre que éstas 
tengan la consideración de sujeto obligado conforme a la Ley 10/2010, de 28 de abril, en 
relación con las cuentas globales a las que se refiere el artículo 40.3 de la Ley 35/2003, de 4 
de noviembre, de Instituciones de Inversión Colectiva.

Artículo 8.  Titular real.
Tendrán la consideración de titulares reales:
a) La persona o personas físicas por cuya cuenta se pretenda establecer una relación de 

negocios o intervenir en cualesquiera operaciones.
b) La persona o personas físicas que en último término posean o controlen, directa o 

indirectamente, un porcentaje superior al 25 por ciento del capital o de los derechos de voto 
de una persona jurídica, o que a través de acuerdos o disposiciones estatutarias o por otros 
medios ejerzan el control, directo o indirecto, de la gestión de una persona jurídica.

El sujeto obligado deberá documentar las acciones que ha realizado a fin de determinar 
la persona física que, en último término, posea o controle, directa o indirectamente, un 
porcentaje superior al 25 por ciento del capital o de los derechos de voto de la persona 
jurídica, o que por otros medios ejerza el control, directo o indirecto, de la persona jurídica y, 
en su caso, los resultados infructuosos de las mismas.

Cuando no exista una persona física que posea o controle, directa o indirectamente, un 
porcentaje superior al 25 por ciento del capital o de los derechos de voto de la persona 
jurídica, o que por otros medios ejerza el control, directo o indirecto, de la persona jurídica, 
se considerará que ejerce dicho control el administrador o administradores. Cuando el 
administrador designado fuera una persona jurídica, se entenderá que el control es ejercido 
por la persona física nombrada por el administrador persona jurídica.

Las presunciones a las que se refiere el párrafo anterior se aplicarán salvo prueba en 
contrario.
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c) La persona o personas físicas que sean titulares o ejerzan el control del 25 por ciento 
o más de los bienes de un instrumento o persona jurídicos que administre o distribuya 
fondos, o, cuando los beneficiarios estén aún por designar, la categoría de personas en 
beneficio de la cual se ha creado o actúa principalmente la persona o instrumento jurídicos. 
Cuando no exista una persona física que posea o controle directa o indirectamente el 25 por 
ciento o más de los bienes mencionados en el apartado anterior, tendrán consideración de 
titular real la persona o personas físicas en última instancia responsables de la dirección y 
gestión del instrumento o persona jurídicos, incluso a través de una cadena de control o 
propiedad.

Tendrán la consideración de titulares reales las personas naturales que posean o 
controlen un 25 por ciento o más de los derechos de voto del Patronato, en el caso de una 
fundación, o del órgano de representación, en el de una asociación, teniendo en cuenta los 
acuerdos o previsiones estatutarias que puedan afectar a la determinación de la titularidad 
real.

Cuando no exista una persona o personas físicas que cumplan los criterios establecidos 
en el párrafo anterior, tendrán la consideración de titulares reales los miembros del Patronato 
y, en el caso de asociaciones, los miembros del órgano de representación o Junta Directiva.

Artículo 9.  Identificación del titular real.
1. Los sujetos obligados identificarán al titular real y adoptarán medidas adecuadas en 

función del riesgo a fin de comprobar su identidad con carácter previo al establecimiento de 
relaciones de negocio, la ejecución de transferencias electrónicas por importe superior a 
1.000 euros o a la ejecución de otras operaciones ocasionales por importe superior a 15.000 
euros.

La identificación y comprobación de la identidad del titular real podrá realizarse, con 
carácter general, mediante una declaración responsable del cliente o de la persona que 
tenga atribuida la representación de la persona jurídica, A estos efectos, los administradores 
de las sociedades u otras personas jurídicas deberán obtener y mantener información 
adecuada, precisa y actualizada sobre la titularidad real de las mismas.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, será preceptiva la obtención por el sujeto 
obligado de documentación adicional o de información de fuentes fiables independientes 
cuando el cliente, el titular real, la relación de negocios o la operación presenten riesgos 
superiores al promedio.

2. Procederá en todo caso la acreditación de la titularidad real mediante la obtención de 
información documental o de fuentes fiables independientes en los siguientes supuestos:

a) Cuando existan indicios de que la identidad del titular real declarada por el cliente no 
es exacta o veraz.

b) Cuando concurran circunstancias que determinen el examen especial de conformidad 
con el artículo 17 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, o la comunicación por indicio de 
conformidad con el artículo 18 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

3. Los sujetos obligados adoptarán medidas adecuadas para determinar la estructura de 
propiedad o de control de las personas e instrumentos jurídicos y no establecerán o 
mantendrán relaciones de negocio con personas o instrumentos jurídicos cuya estructura de 
propiedad o de control no haya podido determinarse.

A estos efectos, los sujetos obligados requerirán de sus clientes la información y 
documentación necesarias para determinar la estructura de propiedad o control. En caso de 
resistencia o negativa del cliente a proporcionar la información o documentación requerida, 
los sujetos obligados se abstendrán de establecer o mantener la relación de negocios o de 
ejecutar la operación.

4. No será preceptiva la identificación de los accionistas o titulares reales de empresas 
cotizadas o de sus filiales participadas mayoritariamente cuando aquéllas estén sometidas a 
obligaciones de información que aseguren la adecuada transparencia de su titularidad real.

5. En relación con los fideicomisos anglosajones («trusts»), los sujetos obligados 
identificarán y adoptarán medidas adecuadas a fin de comprobar la identidad del 
fideicomitente, de los fideicomisarios, del protector, de los beneficiarios o clases de 
beneficiarios y de cualquier otra persona física que ejerza el control efectivo final sobre el 

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 40  Reglamento Ley de prevención del blanqueo de capitales y financiación del terrorismo

– 482 –



fideicomiso, incluso a través de una cadena de control o propiedad. En el caso de 
beneficiarios designados por características o clases, deberá obtenerse la información 
necesaria para establecer la identidad del beneficiario en el momento del pago o cuando el 
beneficiario pretenda ejercer los derechos conferidos.

En el supuesto de instrumentos jurídicos análogos al fideicomiso anglosajón, los sujetos 
obligados identificarán y adoptarán medidas adecuadas a fin de comprobar la identidad de 
las personas que ocupen posiciones equivalentes o similares a las indicadas en el párrafo 
anterior.

6. Para el cumplimiento de la obligación de identificación y comprobación de la identidad 
de la persona titular real establecida en este artículo, los sujetos obligados deberán acceder 
a la información que consta al respecto en el Registro Central de Titularidades Reales, sin 
perjuicio de que a estos exclusivos efectos puedan realizar consultas adicionales a la base 
de datos de titularidad real del Consejo General del Notariado o a otros registros que puedan 
recoger la información de titularidad real de las personas jurídicas o entidades inscritas.

Artículo 10.  Propósito e índole de la relación de negocios.
1. Los sujetos obligados recabarán de sus clientes información a fin de conocer la 

naturaleza de su actividad profesional o empresarial. La actividad declarada por el cliente 
será registrada por el sujeto obligado con carácter previo al inicio de la relación de negocios.

2. Los sujetos obligados comprobarán las actividades declaradas por los clientes en los 
siguientes supuestos:

a) Cuando el cliente o la relación de negocios presenten riesgos superiores al promedio, 
por disposición normativa o porque así se desprenda del análisis de riesgo del sujeto 
obligado.

b) Cuando del seguimiento de la relación de negocios resulte que las operaciones 
activas o pasivas del cliente no se corresponden con su actividad declarada o con sus 
antecedentes operativos.

3. Las acciones de comprobación de la actividad profesional o empresarial declarada se 
graduarán en función del riesgo y se realizarán mediante documentación aportada por el 
cliente, o mediante la obtención de información de fuentes fiables independientes. Asimismo, 
los sujetos obligados podrán comprobar la actividad profesional o empresarial de los clientes 
mediante visitas presenciales a las oficinas, almacenes o locales declarados por el cliente 
como lugares donde ejerce su actividad mercantil, dejando constancia por escrito del 
resultado de dicha visita.

4. Se comprobará en todo caso la actividad declarada cuando concurran circunstancias 
que determinen el examen especial de conformidad con el artículo 17 de la Ley 10/2010, de 
28 de abril, o la comunicación por indicio de conformidad con el artículo 18 de la Ley 
10/2010, de 28 de abril.

Artículo 11.  Seguimiento continuo de la relación de negocios.
1. Los sujetos obligados realizarán un escrutinio de las operaciones efectuadas a lo largo 

de la relación de negocio a fin de garantizar que coincidan con la actividad profesional o 
empresarial del cliente y con sus antecedentes operativos. Los sujetos obligados 
incrementarán el seguimiento cuando aprecien riesgos superiores al promedio por 
disposición normativa o porque así se desprenda del análisis de riesgo del sujeto obligado.

El escrutinio tendrá carácter integral, debiendo incorporar todos los productos del cliente 
con el sujeto obligado y, en su caso, con otras sociedades del grupo.

2. Los sujetos obligados realizarán periódicamente procesos de revisión con objeto de 
asegurar que los documentos, datos e informaciones obtenidos como consecuencia de la 
aplicación de las medidas de debida diligencia se mantengan actualizados y se encuentren 
vigentes.

El manual a que se refiere el artículo 33 determinará, en función del riesgo, la 
periodicidad de los procesos de revisión documental que para los clientes de riesgo superior 
al promedio será, como mínimo, anual.
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Artículo 12.  Diligencia debida y prohibición de revelación.
Con independencia de cualquier excepción, exención o umbral, si durante el 

establecimiento o en el curso de una relación de negocios o de la ejecución de operaciones 
surgieran indicios o certeza de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo, los 
sujetos obligados procederán a identificar y verificar la identidad del cliente y del titular real 
con carácter previo al cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 17 y 18 de la Ley 
10/2010, de 28 de abril.

No obstante, en estos casos, los sujetos obligados deberán tener en cuenta el riesgo de 
revelación, pudiendo omitir la práctica de las medidas de diligencia debida previstas en el 
párrafo precedente cuando consideren razonablemente que revelarían al cliente o potencial 
cliente el examen o comunicación de la operación.

Artículo 13.  Aplicación por terceros de las medidas de diligencia debida.
1. Para la aplicación de las medidas de diligencia debida, los sujetos obligados podrán 

recurrir a terceros sometidos a obligaciones de prevención del blanqueo de capitales y de la 
financiación del terrorismo, en los términos establecidos en el artículo 8 de la Ley 10/2010, 
de 28 de abril.

2. Las respectivas obligaciones de las partes se incluirán en un acuerdo escrito de 
formalización de la aplicación por terceros de las medidas de diligencia debida. Conforme al 
citado acuerdo, el sujeto obligado exigirá en todo caso al tercero:

a) Que le remita inmediatamente la información sobre el cliente.
b) Que le remita inmediatamente, cuando así lo solicite el sujeto obligado, copia de los 

documentos que acrediten la información suministrada sobre dicho cliente.
Los acuerdos de formalización podrán abarcar la totalidad de las medidas de diligencia 

debida, con excepción del seguimiento continuo de la relación de negocios, afectando a 
todos los datos que el tercero mantenga sobre el cliente, mediante la adopción de acuerdos 
generales; o solamente uno o varios elementos concretos de las medidas de diligencia 
debida, mediante la adopción de acuerdos particulares.

3. En todo caso, el sujeto obligado deberá comprobar que el tercero se encuentra 
sometido a las obligaciones en materia de prevención de blanqueo de capitales y de 
financiación del terrorismo y es objeto de supervisión en estas materias, adoptando 
asimismo medidas razonables a fin de determinar que cuenta con procedimientos 
adecuados para el cumplimiento de las medidas de diligencia debida y conservación de 
documentos.

4. Los sujetos obligados podrán aceptar medidas de diligencia debida practicadas por 
sus filiales o sucursales domiciliadas en terceros países siempre que el grupo establezca y 
aplique medidas comunes de diligencia debida y de registro de operaciones, y tenga 
aprobados unos controles internos en materia de blanqueo de capitales y de financiación del 
terrorismo cuya supervisión esté atribuida a un órgano de control interno con facultades a 
nivel de grupo.

Artículo 14.  Acuerdos relativos al acceso a la información de identificación de las personas 
con responsabilidad pública.

Para la determinación de la condición de persona con responsabilidad pública, familiar o 
allegado de aquél, los sujetos obligados podrán acceder a los ficheros creados al amparo de 
lo establecido en el artículo 15.1 de la Ley 10 /2010, de 28 de abril por otros sujetos 
obligados, por los órganos centralizados de prevención a los que se refiere el artículo 44 de 
este reglamento o por terceros. En estos supuestos, los acuerdos que formalicen dicho 
acceso incluirán las respectivas obligaciones de las partes a fin de cumplir con las 
limitaciones y requisitos establecidos por la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 
Protección de Datos de Carácter Personal y su normativa de desarrollo, en particular en lo 
referido a la seguridad en la transmisión de los datos y a los procedimientos a adoptar para 
garantizar la actualización continua de los datos contenidos en los ficheros.
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Sección 2.ª Medidas simplificadas de diligencia debida

Artículo 15.  Clientes susceptibles de aplicación de medidas simplificadas de diligencia 
debida.

Los sujetos obligados podrán aplicar, en función del riesgo, medidas simplificadas de 
diligencia debida respecto de los siguientes clientes:

a) Las entidades de derecho público de los Estados miembros de la Unión Europea o de 
países terceros equivalentes.

b) Las sociedades u otras personas jurídicas controladas o participadas 
mayoritariamente por entidades de derecho público de los Estados miembros de la Unión 
Europea o de países terceros equivalentes.

c) Las entidades financieras, exceptuadas las entidades de pago, domiciliadas en la 
Unión Europea o en países terceros equivalentes que sean objeto de supervisión para 
garantizar el cumplimiento de las obligaciones de prevención del blanqueo de capitales y de 
la financiación del terrorismo.

d) Las sucursales o filiales de entidades financieras, exceptuadas las entidades de pago, 
domiciliadas en la Unión Europea o en países terceros equivalentes, cuando estén 
sometidas por la matriz a procedimientos de prevención del blanqueo de capitales y de la 
financiación del terrorismo.

e) Las sociedades cotizadas cuyos valores se admitan a negociación en un mercado 
regulado de la Unión Europea o de países terceros equivalentes así como sus sucursales y 
filiales participadas mayoritariamente.

Artículo 16.  Productos u operaciones susceptibles de aplicación de medidas simplificadas 
de diligencia debida.

Los sujetos obligados podrán aplicar, en función del riesgo, medidas simplificadas de 
diligencia debida respecto de los siguientes productos u operaciones:

a) Las pólizas de seguro de vida cuya prima anual no exceda de 1.000 euros o cuya 
prima única no exceda de 2.500 euros.

b) Los instrumentos de previsión social complementaria enumerados en el artículo 51 de 
la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y 
de modificación parcial de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de No 
Residentes y sobre el Patrimonio, cuando la liquidez se encuentre limitada a los supuestos 
contemplados en la normativa de planes y fondos de pensiones y no puedan servir de 
garantía para un préstamo.

c) Los seguros colectivos que instrumenten compromisos por pensiones a que se refiere 
la disposición adicional primera del texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y 
Fondos de Pensiones, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre, 
cuando cumplan los siguientes requisitos:

1.º Que instrumenten compromisos por pensiones que tengan su origen en un convenio 
colectivo o en un expediente de regulación de empleo, entendido como la extinción de las 
relaciones laborales en virtud de un despido colectivo del artículo 51 del texto refundido de la 
Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 
de marzo, o de resolución judicial adoptada en el seno de un procedimiento concursal.

2.º Que no admitan el pago de primas por parte del trabajador asegurado que, sumadas 
a las abonadas por el empresario tomador del seguro, supongan un importe superior a los 
límites establecidos por el artículo 52.1.b) de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, para los 
instrumentos de previsión social complementaria enumerados en su artículo 51.

3.º Que no puedan servir de garantía para un préstamo y no contemplen otros supuestos 
de rescate distintos a los excepcionales de liquidez recogidos en la normativa de planes de 
pensiones o a los recogidos en el artículo 29 del Real Decreto 1588/1999, de 15 de octubre, 
por el que se aprueba el Reglamento sobre la instrumentación de los compromisos por 
pensiones de las empresas con los trabajadores y beneficiarios.

d) Las pólizas del ramo de vida que garanticen exclusivamente el riesgo de fallecimiento, 
incluidas las que contemplen además garantías complementarias de indemnización 
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pecuniaria por invalidez permanente o parcial, total o absoluta o incapacidad temporal, 
enfermedad grave y dependencia.

e) El dinero electrónico cuando no pueda recargarse y el importe almacenado no exceda 
de 250 euros o cuando, en caso de que pueda recargarse, el importe total disponible en un 
año natural esté limitado a 2.500 euros, salvo cuando el titular del dinero electrónico solicite 
el reembolso de una cantidad igual o superior a 1.000 euros en el curso de ese mismo año 
natural. Se excluye el dinero electrónico emitido contra entrega de los medios de pago a que 
se refiere el artículo 34.2.a) de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

f) Los giros postales de las Administraciones Públicas o de sus organismos dependientes 
y los giros postales oficiales para pagos del Servicio Postal con origen y destino en el propio 
Servicio de Correos.

g) Los cobros o pagos derivados de comisiones generadas por reservas en el sector 
turístico que no superen los 1.000 euros.

h) Los contratos de crédito al consumo por importe inferior a 2.500 euros siempre que el 
reembolso se realice exclusivamente mediante cargo en una cuenta corriente abierta a 
nombre del deudor en una entidad de crédito domiciliada en la Unión Europea o en países 
terceros equivalentes.

i) Los préstamos sindicados en los que el banco agente sea una entidad de crédito 
domiciliada en la Unión Europea o en países terceros equivalentes, respecto de las 
entidades participantes que no tengan la condición de banco agente.

j) Los contratos de tarjeta de crédito cuyo límite no supere los 5.000 euros, cuando el 
reembolso del importe dispuesto únicamente pueda realizase desde una cuenta abierta a 
nombre del cliente en una entidad de crédito domiciliada en la Unión Europea o país tercero 
equivalente.

Artículo 17.  Medidas simplificadas de diligencia debida.
1. En los supuestos previstos en los artículos precedentes, los sujetos obligados podrán 

aplicar, en función del riesgo y, en sustitución de las medidas normales de diligencia debida, 
una o varias de las siguientes medidas:

a) Comprobar la identidad del cliente o del titular real únicamente cuando se supere un 
umbral cuantitativo con posterioridad al establecimiento de la relación de negocios.

b) Reducir la periodicidad del proceso de revisión documental.
c) Reducir el seguimiento de la relación de negocios y el escrutinio de las operaciones 

que no superen un umbral cuantitativo.
d) No recabar información sobre la actividad profesional o empresarial del cliente, 

infiriendo el propósito y naturaleza por el tipo de operaciones o relación de negocios 
establecida.

2. Las medidas simplificadas de diligencia debida deberán ser congruentes con el riesgo. 
No podrán aplicarse medidas simplificadas de diligencia debida o, en su caso, cesará la 
aplicación de las mismas cuando concurran o surjan indicios o certeza de blanqueo de 
capitales o de financiación del terrorismo o riesgos superiores al promedio.

Artículo 18.  Compraventa minorista.
1. En las operaciones de compraventa minorista los sujetos obligados a que se refieren 

los párrafos q) y r) del artículo 2.1 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, procederán a la 
identificación formal del cliente en la forma establecida en los artículos 4 y 6 de este 
reglamento y conservarán la documentación en los términos establecidos en los artículos 28 
y 29. Alternativamente, los datos identificativos de los clientes y de las operaciones se harán 
constar en un libro-registro, en soporte físico o electrónico, que estará a disposición de la 
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias (en adelante 
la Comisión), de sus órganos de apoyo o de cualquier otra autoridad pública legalmente 
habilitada. A estos efectos, se reputará válido el libro-registro a que se refiere el artículo 91 
del Real Decreto 197/1988, de 22 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 
17/1985, de 1 de julio, de objetos fabricados con metales preciosos.

La aplicación de lo establecido en este apartado por los sujetos obligados a que se 
refieren los párrafos q) y r) del artículo 2.1 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, permitirá 
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entender cumplidas las obligaciones de diligencia debida respecto de las operaciones de 
compraventa minorista.

2. A los efectos de este artículo, se considerará compraventa minorista la realizada con 
clientes que no intervengan en su condición de profesionales, en establecimientos abiertos al 
público.

Sección 3.ª Medidas reforzadas de diligencia debida

Artículo 19.  Supuestos de aplicación de medidas reforzadas de diligencia debida.
1. Los sujetos obligados aplicarán, además de las medidas normales de diligencia 

debida, medidas reforzadas de diligencia debida en las áreas de negocio, actividades, 
productos, servicios, canales de distribución o comercialización, relaciones de negocio y 
operaciones que presenten un riesgo más elevado de blanqueo de capitales o de 
financiación del terrorismo.

2. En todo caso, los sujetos obligados aplicarán medidas reforzadas de diligencia debida 
en los siguientes supuestos:

a) Servicios de banca privada.
b) Operaciones de envío de dinero cuyo importe, bien singular, bien acumulado por 

trimestre natural supere los 3.000 euros.
c) Operaciones de cambio de moneda extranjera cuyo importe, bien singular, bien 

acumulado por trimestre natural supere los 6.000 euros.
d) Relaciones de negocios y operaciones con sociedades con acciones al portador, que 

estén permitidas conforme a lo dispuesto en el artículo 4.4 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.
e) Relaciones de negocio y operaciones con clientes de países, territorios o 

jurisdicciones de riesgo, o que supongan transferencia de fondos de o hacia tales países, 
territorios o jurisdicciones, incluyendo en todo caso, aquellos países para los que el Grupo 
de Acción Financiera (GAFI) exija la aplicación de medidas de diligencia reforzada.

f) Transmisión de acciones o participaciones de sociedades preconstituidas. A estos 
efectos, se entenderá por sociedades preconstituidas aquellas constituidas sin actividad 
económica real para su posterior transmisión a terceros.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en este artículo, los sujetos obligados determinarán en los 
procedimientos de control interno a que se refiere el artículo 31, otras situaciones que, 
conforme a su análisis de riesgo, requieran la aplicación de medidas reforzadas de diligencia 
debida.

Para la determinación de esos supuestos de riesgo superior, los sujetos obligados 
tendrán en consideración, entre otros, los siguientes factores:

a) Características del cliente:
1.º Clientes no residentes en España.
2.º Sociedades cuya estructura accionarial y de control no sea transparente o resulte 

inusual o excesivamente compleja.
3.º Sociedades de mera tenencia de activos.
b) Características de la operación, relación de negocios o canal de distribución:
1.º Relaciones de negocio y operaciones en circunstancias inusuales.
2.º Relaciones de negocio y operaciones con clientes que empleen habitualmente 

medios de pago al portador.
3.º Relaciones de negocio y operaciones ejecutadas a través de intermediarios.

Artículo 20.  Medidas reforzadas de diligencia debida.
1. En los supuestos de riesgo superior al promedio previstos en el artículo precedente o 

que se hubieran determinado por el sujeto obligado conforme a su análisis de riesgo, los 
sujetos obligados comprobarán en todo caso las actividades declaradas por sus clientes y la 
identidad del titular real, en los términos previstos en los artículos 9.1 y 10.2.

Adicionalmente se aplicarán, en función del riesgo, una o varias de las siguientes 
medidas:
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a) Actualizar los datos obtenidos en el proceso de aceptación del cliente.
b) Obtener documentación o información adicional sobre el propósito e índole de la 

relación de negocios.
c) Obtener documentación o información adicional sobre el origen de los fondos.
d) Obtener documentación o información adicional sobre el origen del patrimonio del 

cliente.
e) Obtener documentación o información sobre el propósito de las operaciones.
f) Obtener autorización directiva para establecer o mantener la relación de negocios o 

ejecutar la operación.
g) Realizar un seguimiento reforzado de la relación de negocio, incrementando el 

número y frecuencia de los controles aplicados y seleccionando patrones de operaciones 
para examen.

h) Examinar y documentar la congruencia de la relación de negocios o de las 
operaciones con la documentación e información disponible sobre el cliente.

i) Examinar y documentar la lógica económica de las operaciones.
j) Exigir que los pagos o ingresos se realicen en una cuenta a nombre del cliente, abierta 

en una entidad de crédito domiciliada en la Unión Europea o en países terceros 
equivalentes.

k) Limitar la naturaleza o cuantía de las operaciones o los medios de pago empleados.
En las relaciones de negocios o transacciones que impliquen a terceros países de alto 

riesgo identificados con arreglo a lo dispuesto en el artículo 9.2 de la Directiva (UE) 2015/849 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de mayo de 2015, los sujetos obligados 
deberán obtener información adicional del cliente, el titular real y el propósito é índole de la 
relación de negocios, así como información sobre la procedencia de los fondos, la fuente de 
ingresos del cliente y titular real y sobre los motivos de las transacciones. Estas relaciones 
de negocios requerirán la aprobación de los órganos de dirección y una vigilancia reforzada 
en cuanto al número y frecuencia de los controles aplicados y la selección de patrones 
transaccionales.

Además, en aquellos casos de terceros países de alto riesgo que expresamente se 
determinen por la normativa de la Unión Europea, los sujetos obligados deberán aplicar, 
cuando proceda, una o varias de las medidas previstas en las letras e), f) e i) del artículo 
42.2 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

2. Los sujetos obligados incluirán al beneficiario de la póliza de seguro de vida como un 
factor de riesgo relevante a efectos de determinar la procedencia de aplicar medidas 
reforzadas de diligencia debida. En los casos en que el beneficiario presente un riesgo 
superior al promedio, las medidas reforzadas de diligencia debida incluirán medidas 
adecuadas para identificar y comprobar la identidad del titular real del beneficiario con 
carácter previo al pago de la prestación derivada del contrato o al ejercicio por el tomador de 
los derechos de rescate, anticipo o pignoración conferidos por la póliza.

Artículo 21.  Requisitos en las relaciones de negocio y operaciones no presenciales.
1. Los sujetos obligados podrán establecer relaciones de negocio o ejecutar operaciones 

a través de medios telefónicos, electrónicos o telemáticos con clientes que no se encuentren 
físicamente presentes, siempre que concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) La identidad del cliente quede acreditada de conformidad con lo dispuesto en la 
normativa aplicable sobre firma electrónica.

b) La identidad del cliente quede acreditada mediante copia del documento de identidad, 
de los establecidos en el artículo 6, que corresponda, siempre que dicha copia esté expedida 
por un fedatario público.

c) El primer ingreso proceda de una cuenta a nombre del mismo cliente abierta en una 
entidad domiciliada en España, en la Unión Europea o en países terceros equivalentes.

d) La identidad del cliente quede acreditada mediante el empleo de otros procedimientos 
seguros de identificación de clientes en operaciones no presenciales, siempre que tales 
procedimientos hayan sido previamente autorizados por el Servicio Ejecutivo de la Comisión 
de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias (en adelante, Servicio 
Ejecutivo de la Comisión).

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 40  Reglamento Ley de prevención del blanqueo de capitales y financiación del terrorismo

– 488 –



En todo caso, en el plazo de un mes desde el establecimiento de la relación de negocios 
no presencial, los sujetos obligados deberán obtener de estos clientes una copia de los 
documentos necesarios para practicar la diligencia debida.

2. Los criterios para la acreditación de la identidad del cliente en relación con los sujetos 
obligados sometidos a la Ley 13/2011, de 27 de mayo, de regulación del juego, y en su 
normativa de desarrollo, se determinarán en el proceso de concesión de licencias generales 
por la Dirección General de Ordenación del Juego, previo informe favorable del Servicio 
Ejecutivo de la Comisión.

Artículo 22.  Países, territorios o jurisdicciones de riesgo.
1. Los sujetos obligados considerarán como países, territorios o jurisdicciones de riesgo 

los siguientes:
a) Países, territorios o jurisdicciones que no cuenten con sistemas adecuados de 

prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.
b) Países, territorios o jurisdicciones sujetos a sanciones, embargos o medidas análogas 

aprobadas por la Unión Europea, las Naciones Unidas u otras organizaciones 
internacionales.

c) Países, territorios o jurisdicciones que presenten niveles significativos de corrupción u 
otras actividades criminales.

d) Países, territorios o jurisdicciones en los que se facilite financiación u apoyo a 
actividades terroristas.

e) Países, territorios o jurisdicciones que presenten un sector financiero extraterritorial 
significativo (centros «off-shore»).

f) Países, territorios o jurisdicciones que tengan la consideración de paraísos fiscales.
2. En la determinación de los países, territorios o jurisdicciones de riesgo los sujetos 

obligados recurrirán a fuentes creíbles, tales como los Informes de Evaluación Mutua del 
Grupo de Acción Financiera (GAFI) o sus equivalentes regionales o los Informes de otros 
organismos internacionales.

La Comisión publicará orientaciones para asistir a los sujetos obligados en la 
determinación del riesgo geográfico.

CAPÍTULO III
De las obligaciones de información

Sección 1.ª Obligaciones de comunicación

Artículo 23.  Alertas.
Los procedimientos de control interno a que se refiere el artículo 31 determinarán, en 

función del riesgo, alertas adecuadas por tipología, intervinientes y cuantía de las 
operaciones. Las alertas generadas serán revisadas a efectos de determinar si procede el 
examen especial de la operación, de conformidad con lo establecido en el artículo 25.

En el caso de sujetos obligados cuyo número anual de operaciones exceda de 10.000, 
será preceptiva la implantación de modelos automatizados de generación y priorización de 
alertas.

Las alertas establecidas en los procedimientos de control interno serán objeto de revisión 
periódica con objeto de garantizar su permanente adecuación a las características y nivel de 
riesgo de la operativa del sujeto obligado.

Artículo 24.  Operaciones susceptibles de estar relacionadas con el blanqueo de capitales o 
la financiación del terrorismo.

1. Lo dispuesto en el artículo precedente se entenderá sin perjuicio de la detección de 
operaciones de riesgo por parte de los directivos, empleados y agentes, a cuyos efectos los 
sujetos obligados, como parte de los procedimientos de control interno a que se refiere el 
artículo 31:
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a) Difundirán internamente una relación de operaciones susceptibles de estar 
relacionadas con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo.

b) Establecerán un cauce de comunicación con los órganos de control interno, con 
instrucciones precisas a los directivos, empleados y agentes sobre cómo proceder en caso 
de detectar cualquier hecho u operación que pudiera estar relacionado con el blanqueo de 
capitales o la financiación del terrorismo.

c) Aprobarán un formulario orientativo del contenido mínimo que deberá incluir la 
comunicación interna de operaciones.

d) Garantizarán la confidencialidad de las comunicaciones de operaciones de riesgo 
realizadas por los empleados, directivos o agentes.

e) Proporcionarán formación adecuada, de conformidad con lo prevenido en el artículo 
39.

2. En la relación de operaciones susceptibles de estar relacionadas con el blanqueo de 
capitales o la financiación del terrorismo, se incluirán, en todo caso, entre otros, los 
siguientes supuestos:

a) Cuando la naturaleza o el volumen de las operaciones activas o pasivas de los 
clientes no se corresponda con su actividad o antecedentes operativos.

b) Cuando una misma cuenta, sin causa que lo justifique, venga siendo abonada 
mediante ingresos en efectivo por un número elevado de personas o reciba múltiples 
ingresos en efectivo de la misma persona.

c) Pluralidad de transferencias realizadas por varios ordenantes a un mismo beneficiario 
en el exterior o por un único ordenante en el exterior a varios beneficiarios en España, sin 
que se aprecie relación de negocio entre los intervinientes.

d) Movimientos con origen o destino en territorios o países de riesgo.
e) Transferencias en las que no se contenga la identidad del ordenante o el número de la 

cuenta origen de la transferencia.
f) Operativa con agentes que, por su naturaleza, volumen, cuantía, zona geográfica u 

otras características de las operaciones, difieran significativamente de las usuales u 
ordinarias del sector o de las propias del sujeto obligado.

g) Los tipos de operaciones que establezca la Comisión. Estas operaciones serán objeto 
de publicación o comunicación a los sujetos obligados, directamente o por medio de sus 
asociaciones profesionales.

Se incluirán asimismo las operaciones que, con las características anteriormente 
señaladas, se hubieran intentado y no ejecutado.

Artículo 25.  Examen especial.
1. El proceso de examen especial se realizará de modo estructurado, documentándose 

las fases de análisis, las gestiones realizadas y las fuentes de información consultadas. En 
todo caso, el proceso de examen especial tendrá naturaleza integral, debiendo analizar toda 
la operativa relacionada, todos los intervinientes en la operación y toda la información 
relevante obrante en el sujeto obligado y, en su caso, en el grupo empresarial.

2. Concluido el análisis técnico, el representante ante el Servicio Ejecutivo de la 
Comisión adoptará, motivadamente y sin demora, la decisión sobre si procede o no la 
comunicación al Servicio Ejecutivo de la Comisión, en función de la concurrencia en la 
operativa de indicios o certeza de relación con el blanqueo de capitales o la financiación del 
terrorismo.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, el procedimiento de control interno del 
sujeto obligado podrá prever que la decisión sea sometida, previamente, a la consideración 
del órgano de control interno. En estos casos, el órgano de control interno adoptará la 
decisión por mayoría, debiendo constar expresamente en el acta, el sentido y motivación del 
voto de cada uno de los miembros.

Las decisiones sobre comunicación deberán responder, en todo caso, a criterios 
homogéneos, haciéndose constar la motivación en el expediente de examen especial.

En aquellos supuestos en que la detección de la operación derive de la comunicación 
interna de un empleado, agente o directivo de la entidad, la decisión final adoptada sobre si 
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procede o no la comunicación por indicio de la operación, será puesta en conocimiento del 
comunicante.

3. Los sujetos obligados mantendrán un registro en el que, por orden cronológico, se 
recogerán para cada expediente de examen especial realizado, entre otros datos, sus fechas 
de apertura y cierre, el motivo que generó su realización, una descripción de la operativa 
analizada, la conclusión alcanzada tras el examen y las razones en que se basa. Asimismo 
se hará constar la decisión sobre su comunicación o no al Servicio Ejecutivo de la Comisión 
y su fecha, así como la fecha en que, en su caso, se realizó la comunicación.

4. Los sujetos obligados conservarán los expedientes de examen especial durante el 
plazo de diez años.

Artículo 26.  Comunicación por indicio.
1. Concluido el examen especial establecido en el artículo precedente, y habiéndose 

determinado la concurrencia en la operativa de indicios o certeza de relación con el blanqueo 
de capitales o la financiación del terrorismo, se efectuará sin dilación la comunicación por 
indicio, en el soporte y formato establecido por el Servicio Ejecutivo de la Comisión.

2. Sin perjuicio de efectuar la comunicación por indicio al Servicio Ejecutivo de la 
Comisión, el sujeto obligado adoptará inmediatamente medidas adicionales de gestión y 
mitigación del riesgo, que deberán tomar en consideración el riesgo de revelación.

3. En virtud de lo dispuesto en el artículo 18.2 f) de la Ley 10/2010, de 28 de abril, en las 
comunicaciones por indicio se incluirá información sobre la decisión adoptada o que 
previsiblemente se adoptará por el sujeto obligado respecto a la continuación o interrupción 
de la relación de negocios con el cliente o clientes que participen en la operación, así como 
la justificación de esta decisión. En caso de que la no interrupción de la relación de negocios 
venga determinada por la necesidad de no interferir en una entrega vigilada acordada 
conforme a lo dispuesto en el artículo 263 bis de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, se hará 
constar este hecho de forma expresa.

4. Cuando los sujetos obligados eximidos de la obligación de nombramiento de 
representante ante el Servicio Ejecutivo de la Comisión realicen una comunicación por 
indicio, incluirán preceptivamente en dicha comunicación los datos identificativos del sujeto 
obligado, así como los datos identificativos y de contacto de la persona que lo represente.

Artículo 27.  Comunicación sistemática.
1. En todo caso, los sujetos obligados comunicarán mensualmente al Servicio Ejecutivo 

de la Comisión:
a) Las operaciones que lleven aparejado movimiento físico de moneda metálica, papel 

moneda, cheques de viaje, cheques u otros documentos al portador librados por entidades 
de crédito, con excepción de las que sean objeto de abono o cargo en la cuenta de un 
cliente, por importe superior a 30.000 euros o su contravalor en moneda extranjera.

b) Los sujetos obligados que realicen envíos de dinero en los términos establecidos en el 
artículo 2 de la Ley 16/2009, de 13 de noviembre, de servicios de pago, comunicarán al 
Servicio Ejecutivo de la Comisión las operaciones que lleven aparejado movimiento físico de 
moneda metálica, papel moneda, cheques de viaje, cheques u otros documentos al portador, 
por importe superior a 1.500 euros o su contravalor en moneda extranjera.

c) Las operaciones realizadas por o con personas físicas o jurídicas que sean residentes, 
o actúen por cuenta de estas, en territorios o países que al efecto se designen por Orden del 
Ministro de Economía y Competitividad, así como las operaciones que impliquen 
transferencias de fondos a o desde dichos territorios o países, cualquiera que sea la 
residencia de las personas intervinientes, siempre que el importe de las referidas 
operaciones sea superior a 30.000 euros o su contravalor en moneda extranjera.

d) Las operaciones que supongan movimientos de medios de pago sujetos a declaración 
obligatoria de conformidad con el artículo 34 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

e) La información agregada sobre la actividad de envíos de dinero, definida en el artículo 
2 de la Ley 16/2009, de 13 de noviembre, de servicios de pago, desglosada por países de 
origen o destino y por agente o centro de actividad.

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 40  Reglamento Ley de prevención del blanqueo de capitales y financiación del terrorismo

– 491 –



f) La información agregada sobre la actividad de transferencias con o al exterior de las 
entidades de crédito, desglosada por países de origen o destino.

g) Las operaciones que se determinen mediante Orden del Ministro de Economía y 
Competitividad.

Los sujetos obligados no incluirán en la comunicación sistemática mensual las 
operaciones correspondientes a su actividad propia de inversión o captación de recursos 
financieros en mercados internacionales o actividad de igual naturaleza de aquellos clientes 
que tengan la condición de entidad financiera autorizada para operar en la Unión Europea o 
terceros países equivalentes.

En caso de no existir operaciones susceptibles de comunicación sistemática, los sujetos 
obligados comunicarán semestralmente esta circunstancia al Servicio Ejecutivo de la 
Comisión.

2. El Servicio Ejecutivo de la Comisión establecerá los criterios para determinar cuándo, 
a efectos de la obligación de comunicación sistemática, varias operaciones deberán 
agregarse por considerarse fraccionamientos de una misma operación.

3. Quedan exceptuados de la obligación de comunicación sistemática los corredores de 
seguros a los que se refiere el artículo 2.1 b) de la Ley 10/2010, de 28 de abril, las empresas 
de asesoramiento financiero y los sujetos obligados mencionados en los párrafos k) a y), 
ambos inclusive, del artículo 2.1 de la misma ley.

Sección 2.ª Conservación de documentos

Artículo 28.  Conservación de documentos de diligencia debida.
1. Los sujetos obligados conservarán toda la documentación obtenida o generada en 

aplicación de las medidas de diligencia debida, con inclusión, en particular, de las copias de 
los documentos fehacientes de identificación, las declaraciones del cliente, la documentación 
e información aportada por el cliente u obtenida de fuentes fiables independientes, la 
documentación contractual y los resultados de cualquier análisis efectuado, durante un 
periodo de diez años desde la terminación de la relación de negocio o la ejecución de la 
operación ocasional.

2. Los sujetos obligados almacenarán las copias de los documentos fehacientes de 
identificación formal en soportes ópticos, magnéticos o electrónicos.

Asimismo, podrán almacenarse en soportes ópticos, magnéticos o electrónicos las 
copias de los documentos acreditativos de la realización de operaciones de ingreso, retirada 
o traspaso de fondos desde una cuenta en una entidad de crédito y los que acrediten la 
orden o recepción de transferencias de fondos realizadas en entidades de pago u 
operaciones de cambio de moneda.

Se exceptúan los sujetos obligados que, con inclusión de los agentes, ocupen a menos 
de 10 personas y cuyo volumen de negocios anual o cuyo balance general anual no supere 
los 2 millones de euros, que podrán optar por mantener copias físicas de los documentos de 
identificación. Esta excepción no será aplicable a los sujetos obligados integrados en un 
grupo empresarial que exceda dichas cifras.

Artículo 29.  Otras obligaciones de conservación documental.
1. Los sujetos obligados conservarán los documentos y mantendrán registros adecuados 

de todas las relaciones de negocio y operaciones, nacionales e internacionales, durante un 
periodo de diez años desde la terminación de la relación de negocio o la ejecución de la 
operación ocasional. Los registros deberán permitir la reconstrucción de operaciones 
individuales para que puedan surtir, si fuera necesario, efecto probatorio.

2. Los sujetos obligados conservarán durante un periodo de diez años los documentos 
en que se formalice el cumplimiento de sus obligaciones de comunicación y de control 
interno.

Artículo 30.  Requerimientos de las autoridades.
La documentación e información obtenida o generada por los sujetos obligados podrá 

ser requerida por la Comisión, por sus órganos de apoyo o por cualquier otra autoridad 
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pública o agente de la Policía Judicial de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado 
legalmente habilitado.

CAPÍTULO IV
De las medidas de control interno

Sección 1.ª Disposiciones comunes

Artículo 31.  Procedimientos de control interno.
1. Los sujetos obligados aprobarán por escrito y aplicarán políticas y procedimientos 

adecuados de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.
Los corredores de seguros y los sujetos obligados comprendidos en los apartados i) a u), 

ambos inclusive, del artículo 2.1 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, que, con inclusión de los 
agentes, ocupen a menos de 10 personas y cuyo volumen de negocios anual o cuyo balance 
general anual no supere los 2 millones de euros, quedan exceptuados de las obligaciones 
referidas en este artículo y en los artículos 32, 33, 35, 38 y 39. Estas excepciones no serán 
aplicables a los sujetos obligados integrados en un grupo empresarial que supere dichas 
cifras.

2. Las políticas y procedimientos de prevención del blanqueo de capitales y de la 
financiación del terrorismo serán aprobados por el órgano de administración del sujeto 
obligado que, en los supuestos del artículo 2.1 n) de la Ley 10/2010, de 28 de abril, serán las 
organizaciones colegiales. En el supuesto de sujetos obligados cuyo volumen de negocios 
anual supere 50 millones de euros o cuyo balance general anual supere 43 millones de 
euros, los procedimientos a través de los cuales se implementen las políticas de prevención 
del blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo podrán ser aprobados por el órgano 
de control interno al que se refiere el artículo 35.2.

3. Los umbrales fijados para la determinación de las medidas de control interno 
aplicables conforme a esta sección y las exigencias en materia de conservación de 
documentos a que hace referencia el artículo 28 serán interpretados de conformidad con los 
criterios establecidos en la Recomendación 2003/361 de la Comisión, de 6 de mayo de 
2003, sobre la definición de microempresas, pequeñas y medianas empresas.

Artículo 32.  Análisis de riesgo.
1. Los procedimientos de control interno se fundamentarán en un previo análisis de 

riesgo que será documentado por el sujeto obligado.
El análisis identificará y evaluará los riesgos del sujeto obligado por tipos de clientes, 

países o áreas geográficas, productos, servicios, operaciones y canales de distribución, 
tomando en consideración variables tales como el propósito de la relación de negocios, el 
nivel de activos del cliente, el volumen de las operaciones y la regularidad o duración de la 
relación de negocios.

2. El análisis de riesgo será revisado periódicamente y, en todo caso, cuando se verifique 
un cambio significativo que pudiera influir en el perfil de riesgo del sujeto obligado. Asimismo, 
será preceptiva la realización y documentación de un análisis de riesgo específico con 
carácter previo al lanzamiento de un nuevo producto, la prestación de un nuevo servicio, el 
empleo de un nuevo canal de distribución o el uso de una nueva tecnología por parte del 
sujeto obligado, debiendo aplicarse medidas adecuadas para gestionar y mitigar los riesgos 
identificados en el análisis.

Artículo 33.  Manual de prevención.
1. Los procedimientos de control interno que establezcan los sujetos obligados serán 

documentados en un manual de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación 
del terrorismo que comprenderá, como mínimo, los siguientes aspectos:

a) La política de admisión de clientes del sujeto obligado, con una descripción precisa de 
los clientes que potencialmente puedan suponer un riesgo superior al promedio por 
disposición normativa o porque así se desprenda del análisis de riesgo, y de las medidas a 
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adoptar para mitigarlo, incluida, en su caso, la negativa a establecer relaciones de negocio o 
a ejecutar operaciones o la terminación de la relación de negocios.

b) Un procedimiento estructurado de diligencia debida que incluirá la periódica 
actualización de la documentación e información exigibles. La actualización será, en todo 
caso, preceptiva cuando se verifique un cambio relevante en la actividad del cliente que 
pudiera influir en su perfil de riesgo.

c) Un procedimiento estructurado de aplicación de las medidas de diligencia debida a los 
clientes existentes en función del riesgo que tendrá en cuenta, en su caso, las medidas 
aplicadas previamente y la adecuación de los datos obtenidos.

d) Una relación de hechos u operaciones que, por su naturaleza, puedan estar 
relacionados con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo, estableciendo su 
periódica revisión y difusión entre los directivos, empleados y agentes del sujeto obligado.

e) Una descripción detallada de los flujos internos de información, con instrucciones 
precisas a los directivos, empleados y agentes del sujeto obligado sobre cómo proceder en 
relación con los hechos u operaciones que, por su naturaleza, puedan estar relacionados 
con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo.

f) Un procedimiento para la detección de hechos u operaciones sujetos a examen 
especial, con descripción de las herramientas o aplicaciones informáticas implantadas y de 
las alertas establecidas.

g) Un procedimiento estructurado de examen especial que concretará de forma precisa 
las fases del proceso de análisis y las fuentes de información a emplear, formalizando por 
escrito el resultado del examen y las decisiones adoptadas.

h) Una descripción detallada del funcionamiento de los órganos de control interno, que 
incluirá su composición, competencias y periodicidad de sus reuniones.

i) Las medidas para asegurar el conocimiento de los procedimientos de control interno 
por parte de los directivos, empleados y agentes del sujeto obligado, incluida su periódica 
difusión y la realización de acciones formativas de conformidad con un plan anual.

j) Las medidas a adoptar para verificar el cumplimiento de los procedimientos de control 
interno por parte de los directivos, empleados y agentes del sujeto obligado.

k) Los requisitos y criterios de contratación de agentes, que deberán obedecer a lo 
dispuesto en el artículo 37.2.

l) Las medidas a adoptar para asegurarse de que los corresponsales del sujeto obligado 
aplican procedimientos adecuados de prevención del blanqueo de capitales y de la 
financiación del terrorismo.

m) Un procedimiento de verificación periódica de la adecuación y eficacia de las medidas 
de control interno. En los sujetos obligados que dispongan de departamento de auditoría 
interna corresponderá a éste dicha función de verificación.

n) La periódica actualización de las medidas de control interno, a la luz de los desarrollos 
observados en el sector y del análisis del perfil de negocio y operativa del sujeto obligado.

ñ) Un procedimiento de conservación de documentos que garantice su adecuada gestión 
e inmediata disponibilidad.

2. Los sujetos obligados, deberán proceder a la verificación y actualización periódicas del 
manual en los términos de los párrafos m) y n) del apartado precedente. El Servicio Ejecutivo 
de la Comisión podrá supervisar o inspeccionar la efectiva aplicación de las medidas de 
control interno previstas en el manual, de conformidad con lo prevenido en el artículo 47 de 
la Ley 10/2010, de 28 de abril.

Artículo 34.  Adecuación de los procedimientos de control interno.
Los procedimientos de control interno deberán permitir al sujeto obligado:
a) Centralizar, gestionar, controlar y almacenar de modo eficaz la documentación e 

información de los clientes y de las operaciones que se realicen.
b) Verificar la efectiva aplicación de los controles previstos y reforzarlos en caso 

necesario.
c) Adoptar y aplicar medidas reforzadas para gestionar y mitigar los riesgos más 

elevados.
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d) Agregar las operaciones realizadas a fin de detectar potenciales fraccionamientos y 
operaciones conectadas.

e) Determinar, con carácter previo, si procede el conocimiento y verificación de la 
actividad profesional o empresarial del cliente.

f) Detectar cambios en el comportamiento operativo de los clientes o inconsistencias con 
su perfil de riesgo.

g) Impedir la ejecución de operaciones cuando no consten completos los datos 
obligatorios del cliente o de la operación.

h) Impedir la ejecución de operaciones por parte de personas o entidades sujetas a 
prohibición de operar.

i) Seleccionar para su análisis operaciones en función de alertas predeterminadas y 
adecuadas a su actividad.

j) Mantener una comunicación directa del órgano de control interno con la red comercial.
k) Atender de forma rápida, segura y eficaz los requerimientos de documentación e 

información de la Comisión, de sus órganos de apoyo o de cualquier otra autoridad pública 
legalmente habilitada.

l) Cumplimentar la comunicación sistemática de operaciones al Servicio Ejecutivo de la 
Comisión o, en su caso, la comunicación semestral negativa.

Artículo 35.  Órganos de control interno.
1. Los sujetos obligados designarán un representante ante el Servicio Ejecutivo de la 

Comisión, que será responsable del cumplimiento de las obligaciones de información 
establecidas en la Ley 10/2010, de 28 de abril. El representante podrá designar, asimismo, 
hasta dos personas autorizadas que actuarán bajo la dirección y responsabilidad del 
representante ante el Servicio Ejecutivo de la Comisión.

La propuesta de nombramiento del representante y, en su caso, de los autorizados, 
acompañada de una descripción detallada de su trayectoria profesional, será comunicada al 
Servicio Ejecutivo de la Comisión que, de forma razonada, podrá formular reparos u 
observaciones. Asimismo, se comunicará al Servicio Ejecutivo de la Comisión el cese o 
sustitución del representante o personas autorizadas cuando tenga carácter disciplinario.

2. Los sujetos obligados establecerán un órgano de control interno responsable de la 
aplicación de los procedimientos de prevención del blanqueo de capitales y de la 
financiación del terrorismo.

La constitución de un órgano de control interno no será preceptiva en los sujetos 
obligados comprendidos en el apartado i) y siguientes del artículo 2.1 de la Ley 10/2010, de 
28 de abril, y en los corredores de seguros cuando, con inclusión de los agentes, ocupen a 
menos de 50 personas y cuyo volumen de negocios anual o cuyo balance general anual no 
supere los 10 millones de euros, desempeñando en tales casos sus funciones el 
representante ante el Servicio Ejecutivo de la Comisión. Esta excepción no será aplicable a 
los sujetos obligados integrados en un grupo empresarial que supere dichas cifras.

3. Los sujetos obligados, cuyo volumen de negocios anual exceda de 50 millones de 
euros o cuyo balance general anual exceda de 43 millones de euros, contarán con una 
unidad técnica para el tratamiento y análisis de la información.

La unidad técnica deberá contar con personal especializado, en dedicación exclusiva y 
con formación adecuada en materia de análisis.

Artículo 36.  Medidas de control interno a nivel de grupo.
1. Los sujetos obligados que conformen un grupo empresarial que integre filiales o 

sucursales mayoritariamente participadas domiciliadas en terceros países, aprobarán 
políticas de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo 
aplicables a todo el grupo, orientadas al cumplimiento de lo establecido en el artículo 31.1 de 
la Ley 10/2010, de 28 de abril.

En estas políticas se incluirán, en todo caso, los procedimientos para la transmisión de 
información entre los miembros del grupo, estableciendo las cautelas adecuadas en relación 
con el uso de la información transmitida. Cuando el intercambio de información se haga con 
países que no ofrezcan un nivel de protección adecuado de conformidad con lo dispuesto en 
la normativa de protección de datos, será precisa la autorización de la transferencia 
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internacional de datos por parte de la Agencia Española de Protección de Datos, en los 
términos establecidos en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, y su normativa de 
desarrollo.

2. Los procedimientos de control interno, se establecerán a nivel de grupo, siendo 
aplicables a todas las sucursales y filiales domiciliadas en España con participación 
mayoritaria del sujeto obligado.

Los procedimientos de control interno a nivel de grupo deberán tener en cuenta los 
diferentes sectores de actividad, modelos de negocio y perfiles de riesgo y preverán los 
intercambios de información necesarios para una gestión integrada del riesgo. En particular, 
los órganos de control interno del grupo deberán tener acceso, sin restricción alguna, a 
cualquier información obrante en las filiales o sucursales que sea precisa para el desempeño 
de sus funciones de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.

3. A efectos del reglamento, resulta de aplicación la definición de grupo recogida en el 
artículo 42 del Código de Comercio.

Para la aplicación al grupo empresarial de los umbrales previstos en las excepciones de 
los artículos 31 y siguientes, se tendrán en consideración únicamente aquellas filiales o 
sucursales del grupo que tengan la consideración de sujetos obligados conforme al artículo 
2.1 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

Artículo 37.  Medidas de control interno de aplicación a los agentes.
1. Los sujetos obligados, sin perjuicio de su responsabilidad directa, se asegurarán del 

efectivo cumplimiento por parte de sus agentes de las obligaciones de prevención del 
blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.

A estos efectos, los sujetos obligados incluirán a los agentes en el ámbito de aplicación 
de sus procedimientos de control interno. Dichos procedimientos preverán, en particular, 
mecanismos específicos de seguimiento y control de las actividades de los agentes que se 
adaptarán al nivel de riesgo existente en función de las características concretas de la 
relación de agencia.

En aquellos supuestos en los que el sujeto obligado determine que un agente ha 
incumplido grave o sistemáticamente los procedimientos de control interno, deberá poner fin 
al contrato de agencia, procediendo a examinar la operativa del agente de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

2. Los procedimientos de control interno establecerán mecanismos específicos que 
garanticen la aplicación de altos estándares éticos en la contratación de agentes.

La operativa de los nuevos agentes será objeto de seguimiento reforzado por parte del 
sujeto obligado.

3. Los sujetos obligados mantendrán a disposición de la Comisión, de sus órganos de 
apoyo o de cualquier otra autoridad pública legalmente habilitada una relación completa y 
actualizada de sus agentes, que incluirá todos los datos necesarios para su adecuada 
identificación y localización.

4. Lo dispuesto en el presente artículo será igualmente aplicable a las personas o 
entidades no residentes que desarrollen en España, a través de agentes, actividades sujetas 
a obligaciones de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.

Artículo 38.  Examen externo.
1. Los informes de experto externo describirán y valorarán las medidas de control interno 

de los sujetos obligados a una fecha de referencia, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 28 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

Los informes deberán emitirse, en todo caso, dentro de los dos meses siguientes a la 
fecha de referencia.

2. Los órganos de administración del sujeto obligado adoptarán sin dilación las medidas 
necesarias para solventar las deficiencias identificadas en los informes de experto externo.

En el caso de deficiencias que no sean susceptibles de resolución inmediata, los 
órganos de administración del sujeto obligado adoptarán, expresamente, un plan de 
remedio, que establecerá un calendario preciso para la implantación de las medidas 
correctoras. Dicho calendario no podrá exceder, con carácter general, de un año natural.
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3. El examen externo incluirá todas las sucursales y filiales con participación mayoritaria 
del sujeto obligado. En relación con las sucursales y filiales situadas en países terceros, el 
experto verificará específicamente el efectivo cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 31 
de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

4. En el caso de los órganos centralizados de prevención a los que se refiere el artículo 
27 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, el experto externo describirá y valorará su 
funcionamiento y la adecuación de sus medios humanos, materiales y técnicos.

Asimismo, el experto externo comprobará, mediante muestreo estadístico, la efectiva 
implantación de las medidas de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del 
terrorismo por parte de los profesionales incorporados al órgano centralizado de prevención.

Artículo 39.  Formación.
1. Los sujetos obligados aprobarán un plan anual de formación en materia de prevención 

del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.
2. El plan de formación se fundamentará en los riesgos identificados, de conformidad con 

el artículo 32, y preverá acciones formativas específicas para los directivos, empleados y 
agentes del sujeto obligado. Tales acciones formativas, que deberán ser apropiadamente 
acreditadas, serán congruentes con el grado de responsabilidad de los receptores y el nivel 
de riesgo de las actividades que desarrollen.

3. Anualmente, los sujetos obligados documentarán el grado de cumplimiento del plan de 
formación.

El examen externo a que se refiere el artículo 38 valorará la adecuación de las acciones 
formativas realizadas por el sujeto obligado.

4. Los sujetos obligados para los que no resulte preceptiva la aprobación de un plan 
anual de formación, deberán acreditar que el representante ante el Servicio Ejecutivo de la 
Comisión ha recibido formación externa adecuada para el ejercicio de sus funciones.

Artículo 40.  Altos estándares éticos en la contratación de empleados, directivos y agentes.
1. Los procedimientos de los sujetos obligados deberán garantizar altos estándares 

éticos en la contratación de directivos, empleados o agentes conforme a lo dispuesto en el 
artículo 30.2 de la Ley 10/2010 de 28 de abril. A estos efectos, se aplicarán a estos 
colectivos los criterios de idoneidad fijados por la normativa sectorial que les resulte de 
aplicación.

2. En defecto de normativa específica, para la determinación de la concurrencia de altos 
estándares éticos en directivos, empleados o agentes del sujeto obligado, se tomará en 
consideración su trayectoria profesional, valorándose la observancia y respeto a las leyes 
mercantiles u otras que regulen la actividad económica y la vida de los negocios, así como a 
las buenas prácticas del sector de actividad de que se trate.

3. No se considerará que concurren altos estándares éticos cuando el empleado, 
directivo o agente:

a) Cuente con antecedentes penales no cancelados ni susceptibles de cancelación por 
delitos dolosos contra el patrimonio, y contra el orden socioeconómico, contra la Hacienda 
Pública y Seguridad Social, delitos contra la Administración Pública y falsedades.

b) Haya sido sancionado mediante resolución administrativa firme con la suspensión o 
separación del cargo por infracción de la Ley 10/2010, de 28 de abril. Esta circunstancia se 
apreciará durante el tiempo que se prolongue la sanción.

Sección 2.ª Disposiciones especiales

Artículo 41.  Medidas de control interno de aplicación por el administrador nacional del 
Registro de derechos de emisión previsto en la Ley 1/2005, de 9 de marzo, por la que se 
regula el régimen de comercio de derechos de emisión de gases de efecto invernadero.

1. El administrador nacional del Registro de derechos de emisión previsto en la 
Ley 1/2005, de 9 de marzo, por la que se regula el régimen de comercio de derechos de 
emisión de gases de efecto invernadero designará un representante ante el Servicio 
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Ejecutivo de la Comisión, que será responsable del cumplimiento de las obligaciones de 
comunicación establecidas en la Ley 10/2010, de 28 de abril.

El representante ante el Servicio Ejecutivo de la Comisión deberá recibir formación 
externa adecuada para el ejercicio de sus funciones.

2. El administrador nacional del Registro de derechos de emisión previsto en la 
Ley 1/2005, de 9 de marzo, por la que se regula el régimen de comercio de derechos de 
emisión de gases de efecto invernadero aprobará un manual de procedimientos donde se 
incluirá:

a) La política de admisión de clientes, desarrollada de conformidad con las restricciones 
fijadas en el Reglamento (UE) n.º 389/2013, de la Comisión, de 2 de mayo de 2013, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, por el que se establece el Registro de la Unión de 
conformidad con la Directiva 2003/87/CE del Parlamento Europeo y del Consejo y las 
Decisiones n.º 280/2004/CE y n.º 406/2009/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, por el 
que se derogan los Reglamentos (UE) n.º 920/2010 y n.º 1193/2011, de la Comisión.

b) Una relación de hechos u operaciones que, por su naturaleza, puedan estar 
relacionados con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo, estableciendo su 
periódica revisión.

c) Un procedimiento para la detección de hechos u operaciones sujetos a examen 
especial, con descripción de las herramientas o aplicaciones informáticas implantadas y de 
las alertas establecidas.

d) Un procedimiento estructurado de examen especial que concretará de forma precisa 
las fases del proceso de análisis y las fuentes de información a emplear, formalizando por 
escrito el resultado del examen y las decisiones adoptadas.

Artículo 42.  Fundaciones y asociaciones.
1. Las fundaciones y asociaciones identificarán y comprobarán la identidad de todas las 

personas que reciban a título gratuito fondos o recursos. Cuando la naturaleza del proyecto o 
actividad haga inviable la identificación individualizada o cuando la actividad realizada 
conlleve un escaso riesgo de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo, se 
procederá a la identificación del colectivo de beneficiarios y de las contrapartes o 
colaboradores en dicho proyecto o actividad.

2. Las fundaciones y asociaciones identificarán y comprobarán la identidad de todas las 
personas que aporten a título gratuito fondos o recursos por importe igual o superior a 100 
euros.

3. Sin perjuicio de lo prevenido en el artículo 39 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, y de 
las obligaciones que les resulten aplicables de acuerdo con su normativa específica, las 
fundaciones y asociaciones aplicarán las siguientes medidas:

a) Implementar procedimientos para garantizar la idoneidad de los miembros de los 
órganos de gobierno y de otros puestos de responsabilidad de la entidad.

b) Aplicar procedimientos para asegurar el conocimiento de sus contrapartes, incluyendo 
su adecuada trayectoria profesional y la honorabilidad de las personas responsables de su 
gestión.

c) Aplicar sistemas adecuados, en función del riesgo, de control de la efectiva ejecución 
de sus actividades y de la aplicación de los fondos conforme a lo previsto.

d) Conservar durante un plazo de diez años los documentos o registros que acrediten la 
aplicación de los fondos en los diferentes proyectos.

e) Informar al Servicio Ejecutivo de la Comisión de los hechos que puedan constituir 
indicio o prueba de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo.

f) Colaborar con la Comisión y con sus órganos de apoyo de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 21 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

4. Las Administraciones Públicas o sus organismos dependientes que otorguen 
subvenciones a asociaciones y fundaciones, así como los Protectorados y los organismos 
encargados de la verificación de la constitución de asociaciones mencionados en el artículo 
39 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, comunicarán al Servicio Ejecutivo de la Comisión 
aquellas situaciones que detecten en el ejercicio de sus competencias y que puedan estar 
relacionadas con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo. Dichos 
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organismos informarán razonadamente a la Secretaría de la Comisión cuando detecten 
incumplimientos de las obligaciones establecidas en el artículo 39 de la Ley 10/2010, de 28 
de abril, o de lo dispuesto en este artículo.

Artículo 43.  Medidas de control interno de aplicación al pago de premios en loterías u otros 
juegos de azar.

1. Los sujetos obligados que gestionen, exploten o comercialicen loterías u otros juegos 
de azar establecerán procedimientos adecuados de control interno en relación con las 
operaciones de pago de premios, que en todo caso preverán:

a) Un manual de procedimientos donde se incluirá como mínimo:
1.º La identificación de los ganadores de premios por importe igual o superior a 2.500 

euros, sin perjuicio de lo que, a efectos de identificación de jugadores dispone Ley 13/2011, 
de 27 de mayo, de regulación del juego, y en su normativa de desarrollo y normativas 
equivalentes de las Comunidades Autónomas.

2.º Una relación de operaciones de riesgo, prestando particular atención al cobro 
repetitivo de premios.

3.º Un procedimiento para la detección de hechos u operaciones sujetos a examen 
especial, con descripción de las herramientas o aplicaciones informáticas implantadas y de 
las alertas establecidas.

4.º Un procedimiento estructurado de examen especial que concretará de forma precisa 
las fases del proceso de análisis y las fuentes de información a emplear, formalizando por 
escrito el resultado del examen y las decisiones adoptadas.

b) El nombramiento de un representante ante el Servicio Ejecutivo de la Comisión.
c) Un plan anual de acciones formativas de los empleados.
2. Las medidas de control interno establecidas serán objeto de examen externo en los 

términos del artículo 38.

Artículo 44.  Órganos centralizados de prevención de incorporación obligatoria.
1. Los sujetos obligados a que se refiere el artículo 2.1.n) de la Ley 10/2010 se 

incorporarán a los órganos centralizados de prevención establecidos por sus organizaciones 
colegiales de ámbito nacional.

2. Los órganos centralizados de prevención a que se refiere este artículo ejercerán las 
siguientes funciones:

a) Examinar, por cuenta de los funcionarios incorporados, las operaciones que presenten 
las circunstancias previstas en el artículo 17 de la Ley 10/2010, de 28 de abril. El examen 
podrá realizarse por petición del funcionario incorporado o como consecuencia del análisis 
de índices o bases de datos por el órgano centralizado de prevención. En todo caso, los 
funcionarios colegiados deberán poner en conocimiento del órgano centralizado de 
prevención, tan pronto como tengan conocimiento del mismo, cualquier hecho u operación, 
con independencia de su cuantía, que, por su naturaleza, pueda estar relacionado con el 
blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo.

b) Comunicar, en nombre y por cuenta de los funcionarios incorporados, las operaciones 
a que se refiere el artículo 18 de la Ley 10/2010, de 28 de abril. La comunicación se 
efectuará directamente por el representante del órgano centralizado ante el Servicio 
Ejecutivo de la Comisión, informando al funcionario interviniente. Excepcionalmente, el 
órgano centralizado de prevención podrá abstenerse de informar al funcionario interviniente 
cuando así sea solicitado por el Servicio Ejecutivo de la Comisión o cuando estime que ello 
pudiera poner en riesgo la investigación.

c) Obtener información sobre la titularidad real derivada de los actos en que intervengan 
funcionarios incorporados.

d) Aprobar los procedimientos para la efectiva aplicación de las prohibiciones de operar, 
medidas de bloqueo u otras restricciones o sanciones financieras establecidas por normas 
de derecho comunitario o nacional.
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e) Atender los requerimientos de documentación e información de la Comisión, de sus 
órganos de apoyo, o de cualquier otra autoridad pública o agentes de la Policía Judicial de 
los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado legalmente habilitados.

f) Efectuar análisis de riesgo de la actividad desarrollada por los funcionarios colegiados, 
en función de los tipos de intervinientes, áreas geográficas y operaciones y actualizarlos 
periódicamente.

g) Informar a los funcionarios incorporados sobre tipologías y operaciones de riesgo.
h) Aprobar las medidas de control interno a aplicar por los funcionarios incorporados, que 

habrán de ser ratificadas por el máximo órgano decisor de su respectiva organización 
colegial de ámbito nacional.

i) Supervisar el cumplimiento de los procedimientos de control interno, por parte de los 
funcionarios colegiados. A estos efectos, el máximo órgano decisor de su respectiva 
organización colegial de ámbito nacional aprobará las directrices, frecuencia y contenido de 
las inspecciones o acciones específicas de comprobación que el órgano centralizado llevará 
a cabo de forma coordinada con el resto de las acciones de supervisión y control ordinarias 
desarrolladas conforme a sus normas reguladoras. En todo caso, los resultados específicos 
de la supervisión serán trasladados al Servicio Ejecutivo de la Comisión.

j) Desarrollar acciones formativas de los funcionarios incorporados y de su personal. 
Estas acciones serán objeto de un Plan anual, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 39.

k) Aprobar medidas de corrección de la información grabada por los funcionarios 
colegiados en las bases de datos desde las que se traslada la información a los órganos de 
apoyo de la Comisión por parte del órgano centralizado de prevención, que serán ratificadas 
por la organización colegial de ámbito nacional.

3. Los órganos centralizados podrán requerir de los funcionarios incorporados cualquier 
información o documentación necesaria para el desarrollo de sus funciones.

En el ejercicio de sus funciones de examen y comunicación, los órganos centralizados 
de prevención actuarán con plena autonomía técnica, no pudiendo recabar o recibir 
instrucciones, generales o específicas, de los órganos de la organización colegial a la que se 
encuentren adscritos.

4. Las organizaciones colegiales velarán para que los órganos centralizados de 
prevención cuenten con los medios humanos, materiales y técnicos necesarios para el 
adecuado desempeño de sus funciones.

El Servicio Ejecutivo de la Comisión, sin perjuicio de sus potestades directas de 
supervisión e inspección de los funcionarios colegiados, podrá comprobar la adecuación de 
las medidas de control interno de los órganos centralizados de prevención, así como la 
idoneidad de los medios atribuidos a los mismos.

5. Contra las decisiones de los órganos centralizados de prevención relativas a los 
procedimientos de control interno, los funcionarios colegiados podrán acudir en vía de 
petición ante el Presidente de la Comisión, cuyas resoluciones pondrán fin a la vía 
administrativa.

6. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 32.4 de la Ley 10/2010, los órganos 
centralizados de prevención a los que se refiere este artículo tendrán la condición de 
responsables de los tratamientos que lleven a cabo por propia iniciativa o a requerimiento de 
la Comisión o de sus órganos de apoyo, o de cualquier otra autoridad pública legalmente 
habilitada, con la finalidad de prevención del blanqueo de capitales y la financiación del 
terrorismo.

Igualmente serán responsables de los tratamientos efectuados en el marco de sus 
funciones de análisis de riesgo y de supervisión establecidos en la normativa de prevención 
del blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo, así como de los que se deriven 
directamente del acceso y tratamiento de la información de los datos contenidos en los 
ficheros de los que los propios órganos fueran responsables, tanto en el marco de las 
obligaciones de diligencia debida como en las de examen especial e información 
establecidas en la normativa de prevención del blanqueo de capitales.
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En los supuestos a los que se refiere el apartado anterior, no será de aplicación a la 
actividad de los órganos centralizados de prevención lo dispuesto en el artículo 12 de la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre.

CAPÍTULO V
Otras disposiciones

Sección 1.ª Medios de pago

Artículo 45.  Intervención de los medios de pago.
1. La omisión de la declaración, cuando ésta sea preceptiva de acuerdo con el artículo 

34 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, o la falta de veracidad de los datos declarados, siempre 
que pueda estimarse como especialmente relevante, determinará la intervención por los 
funcionarios aduaneros o policiales actuantes de la totalidad de los medios de pago hallados, 
salvo el mínimo de supervivencia que pueda determinarse mediante Orden del Ministro de 
Economía y Competitividad.

Igualmente procederá la intervención cuando concurran dudas racionales sobre la 
veracidad de los datos consignados en la declaración.

Los medios de pago intervenidos se ingresarán en la misma moneda o divisa intervenida 
en las cuentas abiertas en el Banco de España a nombre de la Comisión.

El acta de intervención, de la que se dará traslado inmediato al Servicio Ejecutivo de la 
Comisión para su investigación y a la Secretaría de la Comisión para la incoación, en su 
caso, del correspondiente procedimiento sancionador, deberá indicar expresamente si los 
medios de pago intervenidos fueron hallados en lugar o situación que mostrase intención de 
ocultarlos. El acta de intervención tendrá valor probatorio, sin perjuicio de las pruebas que en 
defensa de sus derechos o intereses puedan aportar los interesados.

2. Asimismo, procederá la intervención cuando, no obstante haberse declarado el 
movimiento o no excederse el umbral de declaración, existan indicios o certeza de que los 
medios de pago están relacionados con el blanqueo de capitales o la financiación del 
terrorismo, ingresándose los medios de pago intervenidos en las Cuentas de Depósito y 
Consignaciones Judiciales correspondientes.

Del acta de intervención se dará traslado inmediato al Servicio Ejecutivo de la Comisión 
y a los órganos judiciales competentes para su investigación.

Cuando en el curso de un procedimiento judicial se aprecie incumplimiento de la 
obligación de declaración establecida en el artículo 34 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, el 
juzgado o tribunal lo comunicará a la Secretaría de la Comisión, poniendo a su disposición 
los medios de pago intervenidos no sujetos a responsabilidades penales, procediéndose 
según lo previsto en el apartado precedente.

3. En los casos en que no resulte procedente la intervención de los medios de pago, los 
funcionarios aduaneros o policiales actuantes realizarán diligencias informativas cuando 
estimen que la información pudiera tener relevancia tributaria o policial. Dichas diligencias 
serán asimismo remitidas al Servicio Ejecutivo de la Comisión.

Artículo 46.  Envío postal.
No serán válidas las declaraciones de medios de pago efectuadas cuando correspondan 

a envíos prohibidos en la normativa postal.
Sin perjuicio de las prohibiciones establecidas, procederá la intervención de los medios 

de pago hallados en envíos postales en los supuestos y términos establecidos en el artículo 
45.

Sección 2.ª Sanciones y contramedidas financieras internacionales

Artículo 47.  Autorización de transferencias de fondos.
1. Sin perjuicio de lo que en cada caso establezca el acuerdo del Consejo de Ministros 

de adopción de contramedidas financieras aprobadas en ejercicio de la potestad atribuida 
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por el artículo 42.1 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, o el reglamento de la Unión Europea de 
aplicación, en los supuestos de flujos financieros sometidos a autorización, la solicitud se 
realizará por la entidad financiera que emita o reciba la transferencia de fondos a autorizar. 
En la solicitud de autorización se incluirá, en todo caso, la información relativa al ordenante, 
el beneficiario, las entidades financieras que participan en la transacción y el concepto de la 
misma.

2. La competencia para autorizar las transferencias de fondos sometidas a 
contramedidas corresponderá a la Dirección General del Tesoro y Política Financiera a 
través de la Subdirección General de Inspección y Control de Movimientos de Capitales.

3. Se denegará la autorización cuando existan medidas de congelación de fondos 
acordadas contra alguna de las personas o entidades intervinientes en la transferencia o 
cuando el objeto de la misma contravenga las prohibiciones establecidas en el acuerdo del 
Consejo de Ministros o Reglamento de la Unión Europea de aplicación.

4. Contra las resoluciones de la Subdirección General de Inspección y Control de 
Movimientos de Capitales podrá interponerse recurso de alzada ante el Director General del 
Tesoro y Política Financiera, cuyas resoluciones pondrán fin a la vía administrativa.

5. El procedimiento de autorización deberá resolverse y notificarse en el plazo de seis 
meses desde la solicitud, y se tramitará de conformidad con lo dispuesto en la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 48.  Congelación o bloqueo de fondos o recursos económicos.
1. Se congelarán o bloquearán todos los fondos y recursos económicos cuya propiedad, 

control o tenencia corresponda a personas, entidades u organismos respecto de los cuales 
un reglamento de la Unión Europea o un acuerdo del Consejo de Ministros establezca esta 
medida restrictiva.

2. La Dirección General del Tesoro y Política Financiera será la autoridad competente en 
España en relación con la ejecución de las medidas de congelación o bloqueo de fondos y 
recursos económicos en los términos previstos en este reglamento.

3. Una vez en vigor el reglamento de la Unión Europea o sea eficaz el acuerdo de 
Consejo de Ministros por el que se establezca la medida de congelación o bloqueo de 
fondos o recursos económicos contra una persona, organismo o entidad, dicha medida de 
congelación se llevará a cabo de forma inmediata por cualquier persona física o jurídica. La 
congelación o bloqueo realizado será inmediatamente comunicado, por escrito, a la 
Dirección General del Tesoro y Política Financiera, incluyendo en la comunicación todos los 
datos relativos al titular, la cuantía y naturaleza de los fondos o recursos económicos que se 
hubieran congelado o bloqueado y demás circunstancias concurrentes.

Artículo 49.  Liberación de fondos o recursos económicos congelados o bloqueados.
1. La Dirección General del Tesoro y Política Financiera, a través de la Subdirección 

General de Inspección y Control de Movimientos de Capitales, podrá autorizar la liberación 
de determinados fondos o recursos económicos, congelados o bloqueados, cuando se 
verifiquen las condiciones establecidas en el reglamento de la Unión Europea o en el 
acuerdo del Consejo de Ministros que resulte de aplicación.

2. La solicitud de descongelación o desbloqueo de fondos o recursos económicos se 
realizará, a instancias del titular de los fondos o recursos económicos congelados o 
bloqueados, por la entidad depositaria de aquéllos, quien la remitirá por escrito a la autoridad 
competente.

3. En el escrito de solicitud se hará constar la normativa que se considera aplicable y se 
expondrán las circunstancias que justifican la solicitud. Asimismo, la solicitud se acompañará 
de copia auténtica de cuantos documentos resulten relevantes para su resolución.

4. El procedimiento de liberación de fondos o recursos económicos congelados o 
bloqueados se tramitará de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 30/1992 de 26 de noviembre, 
debiendo notificarse la resolución en el plazo máximo de seis meses desde la solicitud.

5. Contra las resoluciones de la Subdirección General de Inspección y Control de 
Movimientos de Capitales podrá interponerse recurso de alzada ante el Director General del 
Tesoro y Política Financiera, cuyas resoluciones pondrán fin a la vía administrativa.
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Sección 3.ª Fichero de titularidades financieras

Artículo 50.  Naturaleza y finalidad del Fichero de Titularidades Financieras.
1. El Fichero de Titularidades Financieras es un fichero de carácter administrativo creado 

con la finalidad de prevenir e impedir el blanqueo de capitales y la financiación del 
terrorismo.

2. La Secretaría de Estado de Economía y Apoyo a la Empresa será responsable del 
Fichero de Titularidades Financieras, actuando el Servicio Ejecutivo de la Comisión como 
encargado del tratamiento por cuenta de aquélla.

Artículo 51.  Declaración por las entidades de crédito.
1. Las entidades de crédito, a través de su representante ante el Servicio Ejecutivo de la 

Comisión, declararán a dicho Servicio la apertura o cancelación de cualesquiera cuentas 
corrientes, cuentas de ahorro, cuentas de valores o depósitos a plazo, con independencia de 
su denominación comercial. Las declaraciones no incluirán las cuentas y depósitos de las 
sucursales o filiales de las entidades de crédito españolas en el extranjero.

La declaración contendrá, en todo caso, los datos identificativos de los titulares, titulares 
reales, en su caso, representantes o autorizados, así como de cualesquiera otras personas 
con poderes de disposición, la fecha de apertura o cancelación, y el tipo de cuenta o 
depósito. Se considerarán datos identificativos el nombre y apellidos o denominación social y 
el tipo y número de documento identificativo. Mediante instrucción del Secretario de Estado 
de Economía y Apoyo a la Empresa, previo informe de la Agencia Española de Protección 
de Datos, se podrán determinar otros datos de identificación que deban ser asimismo 
declarados a fin de la adecuada identificación de intervinientes, cuentas y depósitos.

2. La declaración se realizará mensualmente, bajo el soporte y formato que determine el 
Servicio Ejecutivo de la Comisión, e incluirá la información correspondiente a las aperturas, 
cancelaciones y modificaciones de cuentas y depósitos y las variaciones en los datos de 
intervinientes, registrados en el mes natural inmediatamente anterior. El envío de la 
declaración deberá realizarse dentro de los siete primeros días hábiles del mes natural 
siguiente.

3. Las entidades de crédito declarantes serán responsables de la calidad, integridad y 
veracidad de los datos declarados, aplicando en origen los procedimientos de validación 
necesarios.

En caso de advertir omisiones o errores, el Servicio Ejecutivo de la Comisión, sin 
perjuicio de la responsabilidad exigible, requerirá a las entidades de crédito declarantes para 
que procedan en el plazo máximo de diez días hábiles a la remisión de los datos preceptivos 
omitidos o a la depuración de los datos erróneos declarados. Asimismo, las entidades 
declarantes que detecten errores en la información enviada deberán rectificar los datos 
erróneos por el procedimiento que determine el Servicio Ejecutivo de la Comisión.

4. La declaración se entenderá sin perjuicio del cumplimiento por parte de las entidades 
de crédito de las restantes obligaciones de prevención del blanqueo de capitales y de la 
financiación del terrorismo y, en particular, de la comunicación por indicio prevista en el 
artículo 18 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

Artículo 52.  Consultas y accesos al Fichero de Titularidades Financieras.
1. El Servicio Ejecutivo de la Comisión, como encargado del tratamiento, establecerá los 

procedimientos técnicos de consulta del Fichero de Titularidades Financieras. Los accesos y 
consultas realizadas y los resultados obtenidos se efectuarán por medios telemáticos.

Las solicitudes de datos del Fichero de Titularidades Financieras se efectuarán 
necesariamente a través de los puntos únicos de acceso designados a tal efecto en el 
Consejo General del Poder Judicial, en el Ministerio Fiscal, en las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado, en el Centro Nacional de Inteligencia y en la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria.

Cada organismo, a través de su punto único de acceso, comprobará la identidad de la 
autoridad o funcionario solicitante, verificará su habilitación legal para realizar la petición de 
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acceso y velará por la pertinencia de las solicitudes, que deberán estar adecuadamente 
motivadas y quedarán bajo la responsabilidad de la autoridad o funcionario solicitante.

En cada punto único de acceso se mantendrá un registro pormenorizado de las 
peticiones realizadas, en el que figurará en todo caso la autoridad o funcionario solicitante y 
la justificación de la petición, en su caso, la identidad de la Autoridad Judicial o Fiscal que ha 
acordado o autorizado la obtención de datos, así como el procedimiento en que ha recaído la 
correspondiente resolución.

Las solicitudes de datos del Fichero de Titularidades Financieras deberán identificar a la 
persona, personas o número de cuenta respecto de las que requiere información, no 
resultando admisibles búsquedas abiertas, genéricas o por aproximación. Mediante 
instrucción del Secretario de Estado de Economía y Apoyo a la Empresa, previo informe de 
la Agencia Española de Protección de Datos, se determinarán los requisitos mínimos de 
información que deberán cumplir las solicitudes.

2. Sin perjuicio de las informaciones que, a petición de las autoridades habilitadas a 
través de sus puntos únicos de acceso, emita respecto de los datos obrantes en el Fichero 
de Titularidades Financieras, el Servicio Ejecutivo de la Comisión podrá asimismo consultar 
los datos del Fichero de Titularidades Financieras en el ejercicio de sus funciones. Los datos 
del Fichero de Titularidades Financieras incorporados en informes de inteligencia estarán 
asimismo sometidos a las previsiones del artículo 46 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

3. El Servicio Ejecutivo de la Comisión llevará un registro de las consultas y accesos 
realizados en el ejercicio de sus funciones y por los puntos únicos de acceso.

Artículo 53.  Protección de datos.
1. El Fichero de Titularidades Financieras quedará sometido a las disposiciones de la 

Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, y su normativa de desarrollo.
Serán aplicables al Fichero de Titularidades Financieras las medidas de seguridad de 

nivel alto establecidas en la normativa de protección de datos de carácter personal.
Serán aplicables al Fichero de Titularidades Financieras las disposiciones contenidas en 

el artículo 32.2 y 3 de la Ley 10/2010, de 28 de abril. No obstante, las entidades de crédito 
deberán informar a los titulares, representantes y autorizados de la cesión de los datos al 
Fichero.

2. Los datos sobre cuentas y depósitos declarados al Fichero de Titularidades 
Financieras se eliminarán transcurridos diez años desde la cancelación de la cuenta 
corriente, cuenta de ahorro, cuenta de valores o depósito a plazo. Los datos relativos a 
intervinientes se eliminarán transcurridos diez años desde la cancelación de la cuenta o 
depósito, o desde que se comunique su baja como titulares, apoderados o representantes.

3. La Agencia Española de Protección de Datos ejercerá respecto del Fichero de 
Titularidades Financieras todas las competencias que le atribuye la normativa en materia de 
protección de datos de carácter personal y, en particular, la potestad de inspección prevista 
en el artículo 40 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre.

Artículo 54.  Contenido de la función del Ministerio Fiscal.
1. El Fiscal General del Estado designará, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 

43.4 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, al miembro del Ministerio Fiscal encargado de velar 
por el uso adecuado del Fichero de Titularidades Financieras. La designación será 
comunicada al Consejo Fiscal.

2. Las funciones del Ministerio Fiscal consistirán en autorizar la relación de puntos únicos 
de acceso a quienes el Servicio Ejecutivo de la Comisión habilitará su conexión al sistema y 
verificar que las consultas o accesos al Fichero de Titularidades Financieras han sido 
realizados por las autoridades o funcionarios autorizados y para los fines establecidos en 
artículo 43 de la Ley 10/2010 de 28 de abril. Esta verificación se realizará en la forma 
prevista en los artículos siguientes.
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Artículo 55.  Verificación de la regularidad de las consultas y accesos por el Ministerio 
Fiscal.

1. El Servicio Ejecutivo de la Comisión mantendrá permanentemente a disposición del 
Fiscal designado el registro de consultas y accesos previsto en el artículo 52.3. Sin perjuicio 
de ello, cuando por cualquier motivo el Servicio Ejecutivo de la Comisión tuviera 
conocimiento de que se ha producido una consulta o acceso irregular al Fichero de 
Titularidades Financieras o se solicite un acceso fuera del cauce previsto en los apartados 
anteriores, dará traslado al Fiscal o, en su caso, al punto único correspondiente.

2. El Fiscal podrá realizar la auditoría de accesos al Fichero de Titularidades Financieras 
cuando lo considere necesario para el control del adecuado uso del mismo, a cuyos efectos 
tendrá acceso inmediato al registro pormenorizado de accesos que debe mantenerse en 
cada punto de acceso según se establece en el artículo 52.1. Asimismo, los puntos de 
acceso deberán facilitar al Fiscal cuanta información y documentación les solicite, por sí o a 
través del Servicio Ejecutivo de la Comisión, para llevar a cabo la auditoría de accesos. En 
todo caso, el Servicio Ejecutivo de la Comisión remitirá semestralmente al Fiscal el listado de 
accesos realizados.

3. Las funciones y controles establecidas en este artículo se entenderán sin menoscabo 
de que la información se encuentre igualmente a disposición de la autoridad competente en 
materia de protección de datos para el ejercicio de las competencias que le atribuye la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre u otra normativa específica de aplicación en materia 
de protección de datos.

Artículo 56.  Iniciación de actuaciones previas.
1. Si, a la vista de la información remitida por el Servicio Ejecutivo de la Comisión, el 

Fiscal considera que hay indicios de consulta o acceso irregular al Fichero de Titularidades 
Financieras, iniciará actuaciones previas que no podrán exceder el plazo de un año.

2. El Fiscal también podrá iniciar actuaciones previas cuando por cualquier otro medio 
tenga conocimiento de que ha podido producirse una consulta o acceso irregular al Fichero 
de Titularidades Financieras.

3. Las actuaciones previas tendrán por objeto determinar, con la mayor precisión posible, 
los hechos que pudieran justificar la incoación de un procedimiento disciplinario por consulta 
o acceso irregular al fichero, así como identificar la persona que pudiera resultar responsable 
y fijar las circunstancias relevantes que pudieran concurrir en el caso.

4. En la tramitación de las actuaciones previas, el Fiscal podrá requerir el auxilio que 
precise del Servicio Ejecutivo de la Comisión, así como requerir justificación completa de los 
motivos de cualquier consulta o acceso a cualquiera de las autoridades o funcionarios que 
hayan obtenido datos del Fichero de Titularidades Financieras. A estos mismos efectos, 
podrá dirigirse a cualquier organismo en cuyo poder obre información relativa a la consulta o 
acceso investigado para que proporcione la misma.

Artículo 57.  Resultado de las actuaciones previas.
1. Si de las actuaciones previas resultara que la consulta o acceso investigado ha sido 

irregular, el Fiscal remitirá copia de lo actuado al órgano al que corresponda el inicio del 
correspondiente procedimiento disciplinario, salvo que los hechos sean constitutivos de 
delito, en cuyo caso remitirá lo actuado al Ministerio Fiscal u órgano judicial competente. En 
el caso de que se apreciase la existencia de una vulneración de Ley Orgánica 15/1999, de 
13 de diciembre, los hechos serán puestos inmediatamente en conocimiento de la Agencia 
Española de Protección de Datos o la autoridad de protección de datos que resulte 
competente.

2. El órgano competente para exigir responsabilidad disciplinaria al sujeto responsable 
de la consulta o acceso irregular deberá incoar el procedimiento disciplinario 
correspondiente, notificando la resolución que ponga fin al procedimiento al Fiscal, que 
podrá interponer contra la misma recurso contencioso.

3. Si de las actuaciones previas resultara que la consulta o acceso fue regular, el Fiscal 
archivará las mismas.
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Sección 4.ª Sanciones

Artículo 58.  Ejecución de sanciones.
1. La ejecución de las resoluciones sancionadoras firmes corresponderá a la Secretaría 

de la Comisión.
2. La recaudación de las sanciones pecuniarias, corresponderá a las Delegaciones de 

Economía y Hacienda en período voluntario y a la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria en el período ejecutivo.

3. La sanción de amonestación pública, una vez sea firme en vía administrativa, será 
ejecutada en la forma que se establezca en la resolución. En todo caso, será publicada en el 
«Boletín Oficial del Estado» y en la página web de la Comisión, del Servicio Ejecutivo de la 
Comisión y de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera.

Artículo 59.  Ejecución de sanciones por incumplimiento de la obligación de declarar 
prevista en el artículo 34 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

En el caso de los procedimientos por incumplimiento de la obligación de declaración 
establecida en el artículo 34 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, la multa se hará efectiva en 
las cantidades que, en su caso, hubieran sido constituidas en garantía, de conformidad con 
el artículo 61.2 de la Ley 10/2010, de 28 de abril. Cuando la cuantía de la sanción no pueda 
ser totalmente satisfecha por la garantía constituida al efecto, se procederá conforme al 
artículo 58.2 de este reglamento.

Sección 5.ª Protección de datos

Artículo 60.  Utilización de datos y nivel de seguridad en los tratamientos de carácter 
personal.

1. Los datos recogidos por los sujetos obligados para el cumplimiento de las obligaciones 
de diligencia debida establecidas en la Ley 10/2010 de 28 de abril y este reglamento no 
podrán ser utilizados para fines distintos de los relacionados con la prevención del blanqueo 
de capitales y la financiación del terrorismo sin el consentimiento del interesado, salvo que el 
tratamiento de dichos datos sea necesario para la gestión ordinaria de la relación de 
negocios.

2. Los sujetos obligados aplicarán medidas de seguridad de nivel alto a los tratamientos 
llevados a cabo para el cumplimiento de las obligaciones de comunicación a las que se 
refiere el capítulo III de este Reglamento.

3. Será exigible a los tratamientos efectuados en el cumplimiento del deber de diligencia 
debida el nivel de seguridad que corresponda conforme a lo previsto en la normativa vigente 
de protección de datos de carácter personal.

Artículo 61.  Ficheros comunes para el cumplimiento de las obligaciones en materia de 
prevención.

1. Conforme a lo dispuesto en el artículo 33.1 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, cuando 
concurran riesgos extraordinarios identificados mediante los análisis a que se refiere el 
artículo 65.1.e), la Comisión, previo dictamen conforme de la Agencia Española de 
Protección de Datos, podrá autorizar el intercambio de información sobre determinadas 
categorías de operaciones o clientes.

2. Conforme a lo dispuesto en el artículo 33.2 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, cuando 
las operaciones que hayan sido objeto de comunicación por indicio al Servicio Ejecutivo de la 
Comisión y posterior rechazo por el sujeto obligado, por sus características, pudieran ser 
intentadas en forma idéntica o similar ante otro sujeto obligado, la Comisión, previo dictamen 
conforme de la de la Agencia Española de Protección de Datos, podrá autorizar a los sujetos 
obligados el establecimiento, bien directamente o por medio de las asociaciones a la que 
pertenecieran, de ficheros comunes para el intercambio de esta información.

Dichos sistemas deberán cumplir, al menos, los siguientes requisitos:
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a) Sólo podrá incorporarse al fichero información relacionada con operaciones que 
hubieran sido previamente objeto de comunicación por indicio al Servicio Ejecutivo de la 
Comisión, sin que se haya producido su devolución por éste último, cuando, una vez 
rechazadas por el sujeto obligado comunicante, dichas operaciones fueran susceptibles de 
intentarse ante otros sujetos obligados.

b) El tratamiento de los datos contenidos en el fichero únicamente podrá llevarse a cabo 
con la finalidad de prevenir o impedir operaciones relacionadas con el blanqueo de capitales 
o la financiación del terrorismo. En particular, los datos contenidos en el fichero no podrán 
incorporarse a otros sistemas de detección y prevención del fraude que no se encuentren 
relacionados con las materias indicadas.

c) El acceso a los datos contenidos en los ficheros quedará exclusivamente limitado a 
aquéllos sujetos obligados ante los que pudiera reiterarse la operativa a la que se refiera la 
información.

d) Únicamente podrá tener acceso al fichero quienes integren los órganos de control 
interno a los que se refiere el artículo 35 de este reglamento.

En todo caso serán de aplicación a estos ficheros las exenciones y obligaciones a las 
que se refiere el artículo 33.5 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

CAPÍTULO VI
De la organización institucional

Artículo 62.  Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.
1. La Comisión es el órgano competente para la determinación de las políticas 

nacionales de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, y 
ejercerá las funciones que le atribuye el artículo 44.2 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

Dichas políticas, que serán periódicamente actualizadas, serán congruentes con los 
riesgos identificados de blanqueo de capitales y de financiación del terrorismo.

2. La Comisión actuará en Pleno y a través del Comité Permanente y del Comité de 
Inteligencia Financiera.

El Pleno de la Comisión y sus Comités se entenderán válidamente constituidos, en 
primera convocatoria con la presencia del Presidente, el Secretario y de la mitad al menos, 
de sus miembros; y, en segunda convocatoria, con la presencia de un tercio de sus 
miembros, incluidos Presidente y Secretario.

3. La Comisión y sus Comités se reunirán con carácter general dos veces al año, sin 
perjuicio de la posible convocatoria de reuniones adicionales cuando sean procedentes.

Excepcionalmente, por razones de urgencia, la Comisión podrá adoptar sus decisiones 
por procedimiento escrito. El Secretario, por orden del Presidente, dirigirá un escrito a los 
vocales para que, en un plazo no inferior a siete días, manifiesten su conformidad o 
disconformidad con la propuesta de acuerdo sometida a consideración.

4. Sin perjuicio de las peculiaridades previstas en este reglamento, la Comisión se regirá 
por lo dispuesto en la capítulo II, título II de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

Artículo 63.  Pleno de la Comisión.
1. El Pleno de la Comisión estará integrado por los siguientes vocales:
a) El Secretario de Estado de Economía y Apoyo a la Empresa, que ejercerá la 

Presidencia.
b) El Director General del Tesoro y Política Financiera.
c) El Fiscal de Sala Jefe de la Fiscalía Antidroga.
d) El Fiscal de Sala Jefe de la Fiscalía contra la Corrupción y la Criminalidad Organizada.
e) El Fiscal de Sala Jefe de la Audiencia Nacional.
f) Un vocal del Consejo General del Poder Judicial designado por su Presidente.
g) El Secretario General del Banco de España.
h) El Director General de Supervisión del Banco de España.
i) El Director General del Servicio Jurídico de la Comisión Nacional del Mercado de 

Valores.
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j) El Director General de Seguros y Fondos de Pensiones.
k) El Director General de Comercio e Inversiones.
l) El Director General de Registros y del Notariado.
m) El Director General de Política Exterior y Asuntos Multilaterales, Globales y de 

Seguridad.
n) El Director de la Agencia Española de Protección de Datos.
ñ) El Director de Gabinete del Secretario de Estado de Seguridad.
o) El Comisario General de Policía Judicial.
p) El General Jefe de Policía Judicial de la Guardia Civil.
q) El Director de Inteligencia del Centro Nacional de Inteligencia.
r) El Director de la Policía Autónoma Vasca – Ertzaintza.
s) El Director General de la Policía de la Generalidad de Cataluña.
t) El Director de la Policía Foral de Navarra.
u) El Director del Departamento de Aduanas e Impuestos Especiales de la Agencia 

Estatal de Administración Tributaria.
v) El Director del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria de la Agencia 

Estatal de Administración Tributaria.
w) El Director del Servicio Ejecutivo de la Comisión.
x) El Subdirector General de Inspección y Control de Movimientos de Capitales 

dependiente de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera.
2. La condición de vocal de la Comisión es personal y no delegable. No obstante, en 

caso de imposibilidad, podrá asistir al Pleno de la Comisión, con voz pero sin voto, un 
representante con rango, al menos, de Subdirector General de la institución a la que 
pertenezca el vocal.

Artículo 64.  Comité Permanente de la Comisión.
1. El Comité Permanente de la Comisión ejercerá las siguientes funciones:
a) Orientar la actuación del Servicio Ejecutivo de la Comisión y aprobar su estructura 

organizativa y directrices de funcionamiento.
b) Aprobar, a propuesta del Servicio Ejecutivo de la Comisión y, en caso de convenio, de 

los órganos de supervisión de las entidades financieras, el Plan Anual de Inspección de los 
sujetos obligados, que tendrá carácter reservado.

c) Formular requerimientos a los sujetos obligados relativos al cumplimiento de las 
obligaciones establecidas por la Ley 10/2010, de 28 de abril.

d) Incoar y, en su caso, sobreseer los procedimientos sancionadores a que hubiere lugar 
por la comisión de infracciones previstas en la Ley 10/2010, de 28 de abril, a propuesta de la 
Secretaría de la Comisión. Se exceptúan los procedimientos sancionadores por 
incumplimiento de la obligación de declaración de movimientos de medios de pago cuya 
incoación y, en su caso, sobreseimiento, corresponderá a la Secretaría de la Comisión.

e) Elevar al Pleno de la Comisión, a propuesta de la Secretaría de la Comisión, 
propuesta de resolución de los procedimientos sancionadores por infracciones graves y muy 
graves previstas en la Ley 10/2010, de 28 de abril, con excepción de los relativos al 
incumplimiento de la obligación de declaración de movimientos de medios de pago. Cuando 
la propuesta a elevar al Pleno de la Comisión altere la calificación jurídica determinada en 
fase de instrucción, se dará audiencia al interesado para que realice las alegaciones que a 
su derecho convengan. El Pleno de la Comisión, vista la propuesta de resolución elevada 
por el Comité Permanente, propondrá lo que resulte procedente al Ministro de Economía y 
Competitividad.

2. El Comité Permanente de la Comisión estará integrado por los siguientes vocales:
a) El Director General del Tesoro y Política Financiera, que ejercerá la Presidencia.
b) Un representante del Banco de España.
c) Un representante de la Comisión Nacional del Mercado de Valores.
d) Un representante de la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones.
e) Un representante de la Secretaría de Estado de Seguridad.
f) Un representante de la Dirección General de la Policía.
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g) Un representante de la Dirección General de la Guardia Civil.
h) Un representante del Departamento de Aduanas e Impuestos Especiales de la 

Agencia Estatal de Administración Tributaria.
i) Un representante del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria de la 

Agencia Estatal de Administración Tributaria.
j) Un representante de la Fiscalía Antidroga.
k) El Director del Servicio Ejecutivo de la Comisión.
l) El Subdirector General de Inspección y Control de Movimientos de Capitales 

dependiente de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera.
La condición de miembro del Comité Permanente no requiere de la previa condición de 

miembro del Pleno de la Comisión. Los representantes designados por las diferentes 
instituciones o sus suplentes, deberán tener rango, al menos, de Subdirector General o 
equivalente.

Artículo 65.  Comité de Inteligencia Financiera.
1. Se crea el Comité de Inteligencia Financiera que, con carácter general, impulsará la 

actividad de análisis e inteligencia financieros del Servicio Ejecutivo de la Comisión y será 
responsable del análisis de riesgo nacional en materia de blanqueo de capitales y de la 
financiación del terrorismo. En particular, el Comité de Inteligencia Financiera ejercerá las 
siguientes funciones:

a) Aprobar, a propuesta del Servicio Ejecutivo de la Comisión, los criterios generales de 
difusión de los informes de inteligencia financiera.

b) Facilitar la retroalimentación al Servicio Ejecutivo de la Comisión de las instituciones 
receptoras sobre los informes de inteligencia financiera.

c) Establecer, a propuesta del Servicio Ejecutivo de la Comisión, un procedimiento de 
valoración por las instituciones receptoras de los informes de inteligencia financiera.

d) Aprobar, a propuesta del Servicio Ejecutivo de la Comisión, orientaciones y directrices 
generales en materia de análisis e inteligencia financieros.

e) Coordinar las acciones de análisis de riesgos en materia de blanqueo de capitales y 
financiación del terrorismo, velando para que dichos análisis se mantengan actualizados y 
relevantes y los recursos sean utilizados de forma eficiente para mitigar los riesgos 
identificados. Con este fin, el Comité de Inteligencia Financiera podrá realizar 
recomendaciones al Servicio Ejecutivo de la Comisión sobre el Plan Anual de Inspección de 
los sujetos obligados.

f) Establecer los mecanismos adecuados para proporcionar información sobre los 
riesgos identificados a las autoridades competentes y a los sujetos obligados, directamente o 
por medio de sus asociaciones profesionales. Esta información será incorporada por los 
sujetos obligados a los análisis de riesgo a que se refiere el artículo 32.

g) Proponer a la Comisión la adopción de medidas de mitigación de los riesgos 
identificados.

h) Realizar estudios de tipologías en materia de blanqueo de capitales y financiación del 
terrorismo, apoyándose en el análisis estratégico que realice el Servicio Ejecutivo de la 
Comisión.

i) Aprobar, a propuesta del Servicio Ejecutivo de la Comisión, orientaciones y directrices 
a los sujetos obligados en materia de comunicación de operaciones por indicio.

j) Orientar e instruir la actuación del Grupo de Trabajo de Control de Efectivo o de otros 
grupos cuya creación pueda ser decidida por el Comité de Inteligencia Financiera.

2. El Comité de Inteligencia Financiera estará integrado por los siguientes vocales:
a) El Director General del Tesoro y Política Financiera, que ejercerá la Presidencia.
b) Un representante de la Fiscalía Antidroga.
c) Un representante de la Fiscalía contra la Corrupción y la Criminalidad Organizada.
d) Un representante de la Fiscalía de la Audiencia Nacional.
e) Un representante del Banco de España.
f) Un representante de la Dirección General de la Policía.
g) Un representante de la Dirección General de la Guardia Civil.
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h) Un representante del Departamento de Aduanas e Impuestos Especiales de la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria.

i) Un representante del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria de la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria.

j) Un representante del Centro Nacional de Inteligencia.
k) Un representante del Centro de Inteligencia contra el Crimen Organizado.
l) El Director del Servicio Ejecutivo de la Comisión.
m) El Subdirector General de Inspección y Control de Movimientos de Capitales 

dependiente de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera.
La condición de miembro del Comité de Inteligencia Financiera no requiere de la previa 

condición de miembro del Pleno de la Comisión. Los representantes designados por las 
diferentes instituciones o sus suplentes deberán tener rango, al menos, de Subdirector 
General o equivalente.

3. El Director del Servicio Ejecutivo de la Comisión informará en las reuniones del Comité 
de Inteligencia Financiera de las tendencias en materia de comunicación de operativa 
sospechosa, la evolución del número y calidad de las comunicaciones y de la detección de 
cualesquiera patrones de riesgo de blanqueo de capitales y financiación del terrorismo 
identificados en el ejercicio de su actividad.

4. A las reuniones del Comité de Inteligencia Financiera podrán asistir otros expertos, 
con voz pero sin voto, cuando el Presidente lo juzgue preciso a la vista de los asuntos 
incluidos en el correspondiente orden del día.

Artículo 66.  Secretaría de la Comisión.
1. La Secretaría de la Comisión será desempeñada por la Subdirección General de 

Inspección y Control de Movimientos de Capitales de la Dirección General del Tesoro y 
Política Financiera, ostentando su titular, con carácter nato, la condición de Secretario y 
Vocal de la Comisión y de sus Comités.

2. La Secretaría de la Comisión ejercerá las siguientes funciones:
a) Acordar la realización de actuaciones previas a la incoación de procedimientos 

sancionadores por la comisión de infracciones previstas en la Ley 10/2010, de 28 de abril.
b) Proponer al Comité Permanente la incoación y el sobreseimiento de los 

procedimientos sancionadores a que hubiere lugar por la comisión de infracciones previstas 
en la Ley 10/2010, de 28 de abril, con excepción de los procedimientos sancionadores por 
incumplimiento de la obligación de declaración de movimientos de medios de pago.

c) Incoar y sobreseer los procedimientos sancionadores por incumplimiento de la 
obligación de declaración de movimientos de medios de pago establecida en el artículo 34 
de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

d) Instruir los procedimientos sancionadores por infracciones previstas en la 
Ley 10/2010, de 28 de abril.

e) Elevar al Comité Permanente de la Comisión la propuesta de resolución de los 
procedimientos sancionadores a que hubiere lugar por la comisión de infracciones graves y 
muy graves previstas en la Ley 10/2010, de 28 de abril, con excepción de los procedimientos 
sancionadores por incumplimiento de la obligación de declaración de movimientos de medios 
de pago.

f) Elevar al Director General del Tesoro y Política Financiera la propuesta de resolución 
de los procedimientos sancionadores a que hubiere lugar por la comisión de infracciones 
leves previstas en la Ley 10/2010, de 28 de abril, y por incumplimiento de la obligación de 
declaración de movimientos de medios de pago establecida en el artículo 34 de la Ley 
10/2010, de 28 de abril.

g) Coordinar la participación española en los foros internacionales contra el blanqueo de 
capitales y la financiación del terrorismo.

h) Elaborar los proyectos de normas en materia de prevención del blanqueo de capitales 
y de la financiación del terrorismo.

3. La Secretaría de la Comisión ejercerá, asimismo, las competencias atribuidas en 
materia de transacciones económicas con el exterior y sanciones financieras internacionales, 
pudiendo acordar las actuaciones inspectoras que resulten procedentes.
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Artículo 67.  Servicio Ejecutivo de la Comisión.
1. El Servicio Ejecutivo de la Comisión es la Unidad de Inteligencia Financiera española, 

siendo único en todo el territorio nacional.
El Servicio Ejecutivo de la Comisión es, asimismo, autoridad supervisora en materia de 

prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo y ejecución de las 
sanciones y contramedidas financieras a las que se refiere el artículo 42 de la Ley 10/2010, 
de 28 de abril. Sin perjuicio de ello, los órganos supervisores de las entidades financieras 
podrán celebrar con la Comisión, los convenios en materia de supervisión a los que se 
refiere el artículo 44.2.m) de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

2. En el ejercicio de su función supervisora y tras la realización del informe de inspección 
al que se refiere el artículo 47.3 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, el Servicio Ejecutivo de la 
Comisión o los órganos supervisores a los que se refiere el artículo 44 de la misma remitirán 
al sujeto obligado un escrito de conclusiones de la inspección, incluyendo recomendaciones 
relativas a la adecuación de las medidas de control interno establecidas por el sujeto 
obligado para dar cumplimiento a las obligaciones contenidas en la Ley 10/2010, de 28 de 
abril, y su normativa de desarrollo. A la vista de las recomendaciones realizadas, los sujetos 
obligados elaborarán un plan de acción a los efectos de incorporar su contenido, señalando 
los plazos de implementación y aplicación de cada una de las medidas.

3. Sin perjuicio, en su caso, de la incoación de procedimiento administrativo sancionador, 
el Servicio Ejecutivo de la Comisión o los órganos supervisores a los que se refiere el 
artículo 44 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, podrán proponer al Comité Permanente la 
adopción de requerimientos por los que se exigirá la adopción de determinadas medidas 
imprescindibles para el correcto cumplimiento de las obligaciones contenidas en la Ley 
10/2010, de 28 de abril, o en sus normas de desarrollo. El requerimiento estará sometido a 
un plazo para su adecuado atendimiento, transcurrido el cual, y en caso de no haberse 
adoptado las medidas exigidas, el órgano competente incoará expediente sancionador de 
acuerdo con lo establecido en los artículos 51.1.e) y 52.1.w) de la Ley 10/2010, de 28 de 
abril.

4. El Servicio Ejecutivo de la Comisión remitirá, utilizando canales protegidos, seguros y 
exclusivos el correspondiente informe de inteligencia financiera a los órganos de 
investigación competentes cuando aprecie la existencia de indicios o certeza de blanqueo de 
capitales o de financiación del terrorismo. Asimismo, el Servicio Ejecutivo de la Comisión 
podrá trasladar a la Agencia Estatal de Administración Tributaria aquellos informes en los 
que se aprecie la existencia de información con trascendencia tributaria y atenderá las 
peticiones de información de las autoridades legalmente habilitadas.

En el ejercicio de sus funciones de análisis e inteligencia financieros, el Servicio 
Ejecutivo de la Comisión, sin perjuicio de aplicar las directrices y orientaciones de carácter 
general de la Comisión y de sus Comités, actuará con autonomía e independencia 
operativas. En particular, el Servicio Ejecutivo de la Comisión no podrá recabar o recibir 
instrucciones de ningún órgano respecto del análisis y diseminación de casos concretos, que 
se realizará con criterios estrictamente técnicos.

5. Sin perjuicio de su actividad de análisis operativo, el Servicio Ejecutivo de la Comisión 
realizará funciones de análisis estratégico con objeto de identificar patrones, tendencias y 
tipologías, de los que informará al Comité de Inteligencia Financiera, que determinará 
posibles amenazas y vulnerabilidades en un análisis de riesgo que informará las políticas en 
materia de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo a que se 
refiere el artículo 62.1.

6. La información recibida, procesada, mantenida o difundida por el Servicio Ejecutivo de 
la Comisión deberá ser adecuadamente protegida. En particular, se establecerán políticas 
que garanticen la seguridad y confidencialidad de dicha información, incluyendo 
procedimientos adecuados de manejo, archivo, difusión, protección y acceso.

7. El Director del Servicio Ejecutivo de la Comisión ejercerá la dirección de todo el 
personal que preste sus servicios en dicho Servicio, independientemente del sistema de 
adscripción o dependencia orgánica.

Una vez nombrado de conformidad con lo dispuesto en el artículo 44.2.d) de la 
Ley 10/2010, de 28 de abril, el Director percibirá sus retribuciones, que serán fijadas por la 
Comisión, con cargo al presupuesto del Servicio Ejecutivo de la Comisión a que se refiere el 
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artículo 45.3, párrafo cuarto de la Ley 10/2010, de 28 de abril. En aquellos casos en que el 
Director del Servicio Ejecutivo de la Comisión sea un empleado del Banco de España, se 
aplicará el régimen previsto en el artículo 45.3, párrafo tercero de la Ley 10/2010, de 28 de 
abril.

Asimismo, percibirá sus retribuciones con cargo al presupuesto del Servicio Ejecutivo de 
la Comisión, quedando vinculado al mismo por una relación de derecho laboral, el personal 
que se contrate por el Servicio Ejecutivo de la Comisión. Los procedimientos de contratación, 
que exigirán la previa autorización de la Comisión, tendrán carácter competitivo y se basarán 
en los principios de mérito y capacidad.

El Banco de España, a propuesta de la Comisión, podrá destinar al Servicio Ejecutivo de 
la Comisión a los empleados que se estimen necesarios para el ejercicio de las funciones 
encomendadas al mismo. Los empleados del Banco de España destinados en el Servicio 
Ejecutivo de la Comisión mantendrán su relación laboral con el Banco de España, rigiéndose 
por su normativa específica.

Artículo 68.  Unidades policiales adscritas al Servicio Ejecutivo de la Comisión.
1. Quedarán adscritas al Servicio Ejecutivo de la Comisión las siguientes unidades 

policiales:
a) La Brigada Central de Inteligencia Financiera del Cuerpo Nacional de Policía.
b) La Unidad de Investigación de la Guardia Civil.
2. Las unidades policiales adscritas, bajo la dependencia funcional de la Dirección del 

Servicio Ejecutivo de la Comisión, colaborarán en el desarrollo de las funciones de análisis e 
inteligencia financieros atribuidas al Servicio Ejecutivo de la Comisión por el artículo 46 de la 
Ley 10/2010, de 28 de abril.

En el ejercicio de las funciones de Policía Judicial, las unidades policiales adscritas se 
regirán por lo establecido en el artículo 31.1 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

3. El Ministerio del Interior, a propuesta de la Comisión, destinará a las unidades 
policiales adscritas al Servicio Ejecutivo de la Comisión a los funcionarios del Cuerpo 
Nacional de Policía y de la Guardia Civil que se estimen necesarios para el ejercicio de las 
funciones encomendadas a dichas unidades.

Artículo 69.  Unidad de la Agencia Estatal de Administración Tributaria.
1. La Agencia Estatal de Administración Tributaria, en el marco de sus normas de 

estructura orgánica, adscribirá al Servicio Ejecutivo de la Comisión una Unidad que, bajo la 
dirección funcional de la Dirección del Servicio Ejecutivo, colaborará en el desarrollo de las 
funciones de análisis e inteligencia financieros atribuidas a dicho Servicio, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 46 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

2. La Agencia Estatal de Administración Tributaria, a propuesta de la Comisión, destinará 
a dicha Unidad a los funcionarios que se estimen necesarios para el ejercicio de las 
funciones encomendadas a la misma.
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§ 41

Orden ECC/2402/2015, de 11 de noviembre, por la que se crea el 
Órgano Centralizado de Prevención del blanqueo de capitales y de la 
financiación del terrorismo del Colegio de Registradores de la 

Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles

Ministerio de Economía y Competitividad
«BOE» núm. 274, de 16 de noviembre de 2015

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2015-12350

El colectivo de registradores de la propiedad, mercantiles y de bienes muebles ha visto 
cómo, en los últimos años, su posición, en relación con las funciones de prevención del 
blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo, se ha modificado profundamente.

Conforme a la legislación vigente hasta el mes de abril de 2010, los registradores de la 
propiedad, mercantiles y de bienes inmuebles estaban únicamente obligados a cumplir con 
el deber de colaboración impuesto a toda autoridad y funcionario, consistente en informar al 
Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias (Servicio Ejecutivo de la Comisión) de los hechos de que tuvieran conocimiento 
en el ejercicio de su función, que pudieran constituir indicio o certeza de blanqueo de 
capitales.

Esta situación cambia radicalmente con la promulgación de la Ley 10/2010, de 28 de 
abril, que incluye en su artículo 2.1.n) a los registradores de la propiedad, mercantiles y de 
bienes muebles como una nueva categoría de sujetos obligados.

Esta condición determina la atribución de una serie de obligaciones preventivas que 
cada uno de los registradores de la propiedad, mercantiles y de bienes muebles está 
obligado a cumplir a título individual. No obstante, la propia Ley 10/2010, de 28 de abril, en 
su artículo 27, dispone que mediante Orden del Ministro de Economía y Hacienda, 
actualmente, Ministro de Economía y Competitividad, puede acordarse la constitución de 
órganos centralizados de prevención de las profesiones colegiadas sujetas a dicha ley. 
Posteriormente, el artículo 44 del Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 de abril, aprobado 
por Real Decreto 304/2014, de 5 de mayo, determinó cuáles iban a ser las competencias 
que corresponden a los órganos centralizados de prevención.

La creación de órganos centralizados de prevención tiene por objeto intensificar y 
potenciar la colaboración de las profesiones colegiadas con las autoridades judiciales, 
policiales y administrativas, permitiendo un mayor nivel de especialización en estas tareas 
dentro del colectivo de sujetos obligados.

De esta manera se consigue un objetivo doble. Por un lado, se facilita el cumplimiento 
por parte de los sujetos individuales de la normativa preventiva, al contar con un órgano 
especializado encargado de las funciones de tipo administrativo o procedimental y que, 
asimismo, canaliza las comunicaciones de operativa sospechosa que los registradores 
remiten. Por otro lado, la creación de este tipo de órganos centrales es también un 
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mecanismo que beneficia la homogeneidad de las medidas aplicadas por el colectivo a la 
hora de dar cumplimiento a las previsiones establecidas en la Ley 10/2010, de 28 de abril, y 
el Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y 
de la financiación del terrorismo, aprobado por Real Decreto 304/2014, de 5 de mayo, 
evitando potenciales interpretaciones divergentes sobre el alcance y significado de las 
obligaciones.

Además, esta misma especialización determina una mejora de la calidad de las 
informaciones recibidas por las autoridades y una agilización en la remisión de informaciones 
solicitadas.

La orden se dicta al amparo de la habilitación normativa contenida en el artículo 27.1 de 
la Ley 10/2010, de 28 de abril, conforme al cual, el Ministro de Economía y Competitividad, 
previo cumplimiento de los trámites legales oportunos, podrá acordar la constitución de 
órganos centralizados de prevención de las profesiones colegiadas sujetas a las 
obligaciones establecidas en dicha ley.

La orden ha sido sometida al informe preceptivo de los vocales de la Comisión de 
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 44.2 k) de la Ley 10/2010, de 28 de abril, así como al informe 
previo de la Agencia Española de Protección de Datos, de conformidad con el artículo 37.1 
h) de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter 
Personal y con el artículo 5 b) del Estatuto de la Agencia Española de Protección de Datos, 
aprobado por Real Decreto 428/1993, de 26 de marzo.

En su virtud, de acuerdo con el Consejo de Estado, dispongo:

Artículo 1.  Ámbito de aplicación.
Esta orden será de aplicación a todos los registradores de la propiedad, mercantiles y de 

bienes muebles de España (los registradores), quienes deberán seguir los procedimientos y 
exigencias en ella establecidos para cumplir con las obligaciones contenidas en la Ley 
10/2010, de 28 de abril de prevención del blanqueo de capitales y la financiación del 
terrorismo, y el Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de 
capitales y de la financiación del terrorismo, aprobado por Real Decreto 304/2014, de 5 de 
mayo.

Artículo 2.  Órgano Centralizado de Prevención del blanqueo de capitales y de la 
financiación del terrorismo del Colegio de Registradores de la propiedad, mercantiles y de 
bienes muebles.

El Colegio de Registradores de la propiedad, mercantiles y de bienes muebles (Colegio 
de Registradores) constituirá un órgano centralizado de prevención con la función de 
promover y canalizar la colaboración de los registradores con las autoridades judiciales, 
policiales y administrativas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley 
10/2010, de 28 de abril.

Artículo 3.  Incorporación al Órgano Centralizado de Prevención del Colegio de los 
Registradores de la propiedad, mercantiles y de bienes muebles.

La aprobación de esta orden supondrá la incorporación automática al órgano 
centralizado de prevención de todos los registradores.

Artículo 4.  Director del Órgano Centralizado de Prevención del Colegio de los 
Registradores de la propiedad, mercantiles y de bienes muebles.

1. La Junta de Gobierno del Colegio de Registradores designará un director del órgano 
centralizado de prevención. La dirección del órgano centralizado de prevención deberá ser 
desempeñada por persona que reúna las condiciones de experiencia técnica y profesional 
en materia de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo que la 
hagan idónea para el desempeño del cargo. A estos efectos, deberá contar con formación 
específica y experiencia de, al menos, cinco años, en tareas de prevención del blanqueo de 
capitales y de la financiación del terrorismo. Asimismo, serán de aplicación las disposiciones 
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que, en materia de altos estándares éticos establece el artículo 40 del Reglamento de la Ley 
10/2010, de 28 de abril.

2. El Director del órgano centralizado de prevención, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 27 de la Ley 10/2010 de 28 de abril, ostentará con carácter nato la condición de 
representante ante el Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de 
Capitales e Infracciones Monetarias (Servicio Ejecutivo de la Comisión). A estos efectos, la 
propuesta de nombramiento de representante, acompañada de una descripción detallada de 
su trayectoria profesional, será comunicada al Servicio Ejecutivo de la Comisión que, de 
forma razonada, podrá formular reparos u observaciones.

Artículo 5.  Examen especial de operaciones.
1. El órgano centralizado de prevención examinará con especial atención aquellas 

operativas en las que concurran las circunstancias establecidas en el artículo 17 de la Ley 
10/2010, de 28 de abril, remitidas para su análisis por los registradores o bien detectadas de 
manera directa por el Órgano Centralizado de Prevención, mediante el tratamiento de la 
información contenida en las bases de datos registrales.

A los efectos de la adecuada realización de la función de análisis, los registradores 
deberán facilitar al órgano centralizado de prevención cualquier información que éste les 
requiera para el ejercicio de su función de examen.

2. El órgano centralizado de prevención mantendrá, durante un plazo de diez años, un 
registro pormenorizado de todas las operaciones que hayan sido objeto de examen especial, 
documentando las fases del análisis, las gestiones realizadas y las fuentes de información 
internas y externas consultadas, incluyendo, asimismo, la información relativa a la decisión 
sobre la procedencia o no de la comunicación de la operación y sus causas.

Artículo 6.  Comunicación de operaciones.
1. Si, tras el examen a que se refiere el artículo anterior, existieran indicios o certeza de 

que el hecho u operación está vinculado con el blanqueo de capitales o la financiación del 
terrorismo, el director del órgano centralizado de prevención comunicará por escrito la 
operación al Servicio Ejecutivo de la Comisión, en nombre y por cuenta, en su caso, del 
registrador que la hubiera remitido para su análisis.

2. Las comunicaciones realizadas al Servicio Ejecutivo de la Comisión contendrán, en 
todo caso, la información establecida en el artículo 18.2 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, 
indicando, asimismo, los datos de identificación del registrador o registradores intervinientes.

3. La comunicación de operaciones al Servicio Ejecutivo de la Comisión se realizará de 
modo telemático, sin perjuicio de la utilización de otros soportes cuando sea preciso. El 
sistema de comunicación empleado deberá asegurar la plena confidencialidad e integridad 
de la información transmitida.

Artículo 7.  Análisis de riesgo.
1. El órgano centralizado de prevención realizará el análisis de los riesgos que, en 

materia de blanqueo de capitales y financiación del terrorismo, enfrenta la actividad 
desarrollada por los funcionarios colegiados.

Este análisis de riesgo deberá constar por escrito, comprendiendo la identificación y 
evaluación de los riesgos existentes en función de las características de los intervinientes, 
las áreas geográficas afectadas y los tipos de actos u operaciones concernidos.

2. El análisis de riesgo, que deberá ser revisado periódicamente para garantizar su 
vigencia, será la base a partir de la cual se diseñen los procedimientos de control interno 
aplicables por los funcionarios colegiados y el órgano centralizado de prevención.

Artículo 8.  Manual de procedimientos.
1. El órgano centralizado de prevención elaborará y mantendrá actualizado el Manual de 

procedimientos en materia de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del 
terrorismo dirigido a garantizar el cumplimiento por los registradores de sus obligaciones en 
esta materia y cuyo contenido mínimo se ajustará a lo establecido en el artículo 33 del 
Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 de abril.
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2. El manual de procedimientos deberá ser aprobado por la Junta de Gobierno del 
Colegio de Registradores, que velará, a través del órgano centralizado de prevención, para 
que éstos apliquen en su actividad profesional el referido manual.

3. El manual de procedimientos actualizado deberá estar siempre accesible para su uso 
y consulta por parte de todos los funcionarios incorporados y el personal dependiente de 
aquéllos.

Artículo 9.  Formación.
El órgano centralizado de prevención organizará, conforme al plan anual aprobado, 

acciones formativas, presenciales o telemáticas, dirigidas a los registradores y a su personal, 
y enfocadas al conocimiento de las obligaciones legales vigentes, así como de los 
procedimientos internos puestos en marcha para cumplir con aquéllas.

Estos procesos de formación deberán contar con un sistema de evaluación del 
aprovechamiento por parte de los destinatarios.

Artículo 10.  Supervisión.
Sin perjuicio de las competencias del Servicio Ejecutivo de la Comisión, en materia de 

supervisión del cumplimiento de las obligaciones de la Ley 10/2010, de 28 de abril, y su 
normativa de desarrollo, el órgano centralizado de prevención llevará a cabo acciones de 
inspección respecto de los funcionarios incorporados, en los términos establecidos en el 
artículo 44.2.i) del Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

A estos efectos, la Junta de Gobierno del Colegio de Registradores aprobará anualmente 
el plan de supervisión, que deberá estructurarse conforme a criterios de riesgo.

El plan aprobado se remitirá al Servicio Ejecutivo de la Comisión.

Artículo 11.  Deber de confidencialidad.
Los registradores y los miembros del órgano centralizado de prevención no revelarán, ni 

al solicitante de la inscripción ni a terceros, el suministro de información al Servicio Ejecutivo 
de la Comisión, a petición de éste, ni la realización de una comunicación de operativa 
sospechosa o el hecho de estar realizando el proceso de examen especial.

A estos efectos, los procedimientos internos deberán establecer mecanismos de 
comunicación ágiles, entre los registradores y el órgano centralizado de prevención y de éste 
con el Servicio Ejecutivo de la Comisión, que permitan el intercambio de información con la 
adecuada confidencialidad.

Artículo 12.  Ejecución de medidas restrictivas y sanciones financieras internacionales.
1. Las prohibiciones de disponer que afecten a bienes muebles e inmuebles, adoptadas 

al amparo de reglamentos de la Unión Europea de aplicación directa en los países de la 
Unión Europea o acordadas por el Consejo de Ministros, en aplicación del artículo 42 de la 
Ley 10/2010, de 28 de abril, se harán constar en los correspondientes registros, por nota al 
margen de la inscripción de dominio, expresando el origen y contenido de la prohibición.

La vigencia de la nota marginal será la señalada para la prohibición de disponer en la 
disposición o acuerdo en virtud de la cual se ha practicado y, en defecto de plazo, su 
duración será indeterminada, cancelándose cuando el nombre del titular registral 
desaparezca de la lista dictada al amparo del reglamento de la Unión Europea o cuando lo 
disponga el Consejo de Ministros que la ordenó.

2. El órgano centralizado de prevención comprobará periódicamente los listados de 
personas físicas y jurídicas, contenidos en los reglamentos de la Unión Europea a los que se 
refiere el apartado 1, cotejándolos con las bases de datos registrales.

Si resultara que alguno de los nombres examinados aparece como titular de bienes 
inscritos, lo comunicará al Registro competente para que, en su caso, lo haga constar 
conforme a lo señalado en el apartado 1, o para su cancelación, si se ha producido la baja 
del nombre en la lista.

Igual comunicación se realizará respecto a los Acuerdos del Consejo de Ministros, tanto 
para la práctica como para la cancelación de la nota marginal, sin perjuicio de su publicación 
en el «Boletín Oficial del Estado».
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3. El Registro informará al órgano centralizado de prevención de los asientos practicados 
o de su imposibilidad, a efectos de su comunicación a la Subdirección General de Inspección 
y Control de Movimientos de Capitales e Infracciones Monetarias.

Artículo 13.  Responsable y encargado del tratamiento de los ficheros de datos.
El órgano centralizado de prevención ostentará, respecto de los ficheros de datos 

creados para el cumplimiento de lo dispuesto en la Ley 10/2010, de 28 de abril, y en su 
normativa de desarrollo, la condición de encargado del tratamiento, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 32.4 de la mencionada ley, y a los efectos previstos en la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.

A estos mismos efectos, tendrá la condición de responsable del tratamiento, en los 
términos que resultan del artículo 44.6 del Reglamento de desarrollo de la Ley 10/2010, de 
28 de abril.

Disposición final primera.  Habilitación.
Se habilita a la Secretaría General del Tesoro y Política Financiera para dictar 

Instrucciones para la aplicación de lo previsto en esta orden.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente orden entrará en vigor a los cuatro meses de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».
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§ 42

Orden EHA/2963/2005, de 20 de septiembre, reguladora del Órgano 
Centralizado de Prevención en materia de blanqueo de capitales en 

el Consejo General del Notariado

Ministerio de Economía y Hacienda
«BOE» núm. 229, de 24 de septiembre de 2005

Última modificación: 6 de mayo de 2014
Referencia: BOE-A-2005-15844

Esta norma continúa vigente en cuanto no se oponga a lo dispuesto en el Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 
de abril, aprobado por Real Decreto 304/2014, de 5 de mayo, según establece su disposición derogatoria 
única. Ref. BOE-A-2014-4742.

Las últimas modificaciones normativas habidas en materia de prevención del blanqueo 
de capitales han modificado el carácter de los notarios. Si hasta fecha reciente los mismos 
se calificaban por dicha normativa como meros sujetos colaboradores, desde la entrada en 
vigor de la Ley 19/2003, de 4 de julio, sobre régimen jurídico de los movimientos de capitales 
y de las transacciones económicas con el exterior y sobre determinadas medidas de 
prevención del blanqueo de capitales, se considera a los notarios sujetos obligados, si bien 
que de un modo concreto (artículos 2.2 de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre 
determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales y 16 de su Reglamento, 
aprobado por Real Decreto 925/1995, de 9 de junio, en adelante el Reglamento).

Por otra parte, el notario no deja de ser un funcionario público que en el ejercicio de su 
función ha de velar por la legalidad del acto o negocio jurídico que autoriza y documenta. 
Este carácter funcionarial del notario, unido a la inserción en su organización corporativa, 
dota a la profesión notarial de acusadas particularidades que la individualizan del resto de 
los sujetos obligados.

En este contexto, razones de eficiencia hacen extremadamente conveniente el 
establecimiento de un órgano centralizado en esta materia. En efecto, debe recordarse que 
en la actualidad existen algo más de 2.900 notarios distribuidos territorialmente, 
circunstancia que aconseja coordinar la actuación de todos estos funcionarios en tan 
concreto y especial ámbito. La gestión centralizada de la prevención del blanqueo de 
capitales, prevista con carácter general en la normativa reguladora (artículo 11.1 del 
Reglamento), permitirá una superación de la actual situación de «atomización», 
incrementando la eficacia del sistema, en beneficio tanto de la profesión notarial como de la 
lucha contra las formas graves de criminalidad.

Esa actuación coordinada sólo puede lograrse mediante la creación en el seno del 
Consejo General del Notariado de un Órgano Centralizado de Prevención en materia de 
blanqueo de capitales. Ciertamente, el Consejo General del Notariado no es una entidad 
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extraña al notario, sino que es la misma estructura administrativa en la que se inserta el 
notario (artículo 336 del Reglamento Notarial). Por ello, el Tribunal Constitucional utiliza la 
expresión de que la organización corporativa notarial es «parte integrante de la organización 
notarial» y, por tanto, a efectos del cumplimiento de las funciones notariales son una «parte» 
más de la denominada Administración del Notariado (Sentencia del Tribunal Constitucional 
87/1989, de 11 de mayo).

Por otro lado, la ausencia de ajenidad entre el notario y su organización corporativa nos 
sitúa, desde la perspectiva de la legislación de protección de datos, en una situación 
especialísima, pues los Colegios Notariales y el Consejo General del Notariado, podrán 
prestar asistencia técnica a los notarios, como funcionarios, cuando éstos ejerzan una 
función pública. Por ello, la propia Directiva 91/308/CEE del Consejo, relativa a la prevención 
de la utilización del sistema financiero para el blanqueo de capitales, en la redacción dada 
por la Directiva 2001/97/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de diciembre de 
2001, establece en su artículo 6.3 que en el caso de los notarios los Estados miembros 
podrán designar al organismo autorregulador de la profesión como la autoridad a la que se 
ha de informar de cualquier hecho que pudiera ser indicio de blanqueo de capitales y, a tal 
efecto, establecerán las formas apropiadas de cooperación entre dicho organismo y las 
autoridades responsables de la lucha contra el blanqueo de capitales. Asimismo, cabe añadir 
que para el concreto supuesto de los notarios, no sólo es de aplicación el artículo 9.1 a) de la 
Ley 2/1974, de 13 de febrero, sobre Colegios Profesionales cuando regula las competencias 
de los Consejos de Colegios, atribuyendo como función esencial a los Colegios 
Profesionales la de ejercer cuantas funciones le sean encomendadas por la Administración y 
colaborar con ésta mediante la realización de actividades que sean propias de sus fines, sino 
el vigente artículo 344 del Reglamento Notarial que regula las funciones del Consejo General 
del Notariado. Así, tal precepto atribuye a éste las siguientes funciones: apartado A), punto 6 
–organizar servicios comunes de interés para los Notarios– y apartado C), punto 5, ejercicio 
de cuantas funciones le sean encomendadas por la Administración «en todo lo que se refiera 
a la función notarial».

En definitiva, las particularidades de la profesión notarial, unidas a la conveniencia de 
reforzar el sistema, justifican la aprobación por el Ministro de Economía y Hacienda de las 
orientaciones contenidas en la presente Orden, de conformidad con lo establecido en el 
inciso final del párrafo segundo del artículo 11.1 del Reglamento en relación con la 
habilitación contenida en la Disposición final primera del Real Decreto 925/1995, de 9 de 
junio.

En su virtud, dispongo:

Artículo 1.  Órgano Centralizado de Prevención en el Consejo General del Notariado.
El Consejo General del Notariado establecerá un Órgano Centralizado de Prevención (en 

adelante, OCP) para el reforzamiento, intensificación y canalización en la colaboración del 
notariado con las autoridades judiciales, policiales y administrativas responsables de la lucha 
contra el blanqueo de capitales.

Artículo 2.  Incorporación al OCP.
Los notarios deberán comunicar por escrito mediante el modelo previsto en el Anexo de 

esta Orden al Consejo General del Notariado su incorporación al OCP. El OCP ostentará 
respecto de los notarios la condición de encargado del tratamiento, a los efectos previstos en 
la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.

Artículo 3.  Examen especial de operaciones.
La Unidad de Análisis y Comunicación del OCP examinará con especial atención 

cualquier operación contenida en el índice informatizado a que se refiere el artículo 7 del 
Real Decreto 1643/2000, de 22 de septiembre, sobre medidas urgentes para la efectividad 
de la integración en un solo Cuerpo de Notarios y Corredores de Comercio Colegiados, en la 
que intervenga o participe el Notario relativa a la compraventa de bienes inmuebles o 
entidades comerciales o al resto de operaciones recogidas en el artículo 2.2.d) del Real 
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Decreto 925/1995, de 9 de junio, que puedan estar particularmente vinculadas al blanqueo 
de capitales.

Asimismo, podrá examinar aquellas operaciones que, encontrándose en el supuesto 
previsto en el párrafo anterior y con carácter previo a su autorización o intervención, le sean 
remitidas para su análisis por los notarios.

Los notarios deberán facilitar a la Unidad de Análisis y Comunicación del OCP cualquier 
información que ésta les requiera para el ejercicio de su función de examen. Asimismo, los 
notarios deberán velar por la integridad y veracidad del contenido de los índices 
informatizados, a los efectos del debido cumplimiento de lo previsto en el párrafo 
precedente.

Artículo 4.  Comunicación de operaciones.
Si tras el examen a que se refiere el artículo anterior, existieran indicios o certeza de 

blanqueo de capitales, la Unidad de Análisis y Comunicación del OCP comunicará la 
operación al Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e 
Infracciones Monetarias en nombre y por cuenta del Notario interviniente o autorizante o que 
hubiera sometido la operación a examen del OCP con carácter previo a su autorización o 
intervención.

La Unidad de Análisis y Comunicación del OCP estará obligada a facilitar al Servicio 
Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias 
cualquier información que éste le requiera en el ejercicio de sus competencias. El 
responsable de la Unidad de Análisis y Comunicación del OCP ostentará la condición de 
representante de los notarios ante el Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del 
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

Artículo 5.  Requerimientos de autoridades.
La Unidad de Análisis y Comunicación del OCP atenderá con la máxima diligencia los 

requerimientos de información o colaboración que le sean formulados por las autoridades 
judiciales, policiales o administrativas responsables de la lucha contra el blanqueo de 
capitales, pudiendo a estos efectos solicitar de los notarios los datos necesarios.

Artículo 6.  Procedimientos de control.
La Unidad de Procedimientos, Cumplimiento y Formación del OCP elaborará y 

mantendrá actualizado un Manual de Procedimientos de Prevención del Blanqueo de 
Capitales para los notarios.

La Unidad de Procedimientos, Cumplimiento y Formación del OCP velará para que los 
notarios apliquen en su actividad profesional el referido Manual.

Artículo 7.  Formación de empleados.
La Unidad de Procedimientos, Cumplimiento y Formación del OCP organizará acciones 

formativas, presenciales o a distancia, dirigidas a los notarios y a su personal, emitiendo los 
correspondientes diplomas.

Artículo 8.  Director del OCP.
La Dirección del OCP deberá ser desempeñada por persona que reúna las condiciones 

de experiencia técnica y profesional que la hagan idónea para el desempeño del cargo.
La Unidad de Análisis y Comunicación y la Unidad de Procedimientos, Cumplimiento y 

Formación realizarán sus funciones con arreglo a las orientaciones y directrices del Director 
del OCP.

Artículo 9.  Comunicación de operaciones al Servicio Ejecutivo de la Comisión de 
Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

Las comunicaciones realizadas al Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del 
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias en el marco de la prevención del blanqueo 
de capitales contendrán en todo caso los requisitos y la totalidad de la información señalada 
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en el apartado 4 del artículo 7 del Reglamento, con indicación nominativa del notario o 
notarios intervinientes o autorizantes.

Disposición final primera.  Habilitación.
Se habilita al Director General del Tesoro y Política Financiera y al Director General de 

los Registros y del Notariado para dictar Instrucciones conjuntas para la aplicación de lo 
previsto en esta Orden.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente Orden entrará en vigor a los tres meses de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».

ANEXO
Comunicación del notario al Consejo General del Notariado

Don/Doña ..........................................................................., con NIF ............................., en 
calidad de titular de la Notaría sita en la 
calle ............................................................................................................................................
.........de .............................., provincia de ............................................., comunica al Consejo 
General del Notariado su decisión de incorporarse al Órgano Centralizado de Prevención 
que se crea por la ........... de .......... de ........... integrado en tal Consejo, atribuyendo a éste 
la condición de encargado del tratamiento de conformidad con lo expresamente previsto en 
el artículo 12 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos de 
carácter personal, para realizar las actuaciones precisas en el ámbito de prevención de 
blanqueo de capitales a que se refiere dicha Orden.

En el ejercicio de la función atribuida, el Consejo General del Notariado únicamente 
tratará los datos conforme a las instrucciones de 
D/Dña. ........................................................................................, responsable del tratamiento, 
en los términos previstos en la citada Orden ......................................... de ........... de ............. 
no aplicándolos a ningún fin distinto y procederá únicamente a su comunicación, siempre en 
nombre y por cuenta de D/Dña. ...................................................................................., en los 
supuestos legalmente previstos, a los órganos competentes en materia de prevención de 
blanqueo de capitales de conformidad con la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre 
determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales y Real Decreto 925/1995, de 
9 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, 
sobre determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales.

Igualmente, el Consejo General del Notariado implantará las medidas técnicas y 
organizativas de nivel medio necesarias que garanticen la seguridad e integridad de los 
datos de carácter personal incluidos en las bases de datos, centros de tratamiento, locales, 
equipos, sistemas, programas y las personas que intervengan en el tratamiento de los datos 
de carácter personal y que eviten su alteración, pérdida, tratamiento o acceso no autorizado, 
habida cuenta del estado de la tecnología, la naturaleza de los datos almacenados y los 
riesgos a que están expuestos, ya provengan de la acción humana, del medio físico o 
natural. Las medidas de seguridad mencionadas son las determinadas en el Real Decreto 
994/1999, de 11 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de medidas de seguridad de 
los ficheros automatizados que contengan datos de carácter personal.

En .............................................................., a ...... de ................. de 2005.
Fdo.: ..........................................
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§ 43

Real Decreto-ley 9/2022, de 26 de abril, por el que se adoptan 
medidas hipotecarias y de gestión de pagos en el exterior en el 
marco de la aplicación de las medidas restrictivas aprobadas por la 

Unión Europea en respuesta a la invasión de Ucrania

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 100, de 27 de abril de 2022
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2022-6763

I
El Real Decreto-ley 6/2022, de 29 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes en 

el marco del Plan Nacional de respuesta a las consecuencias económicas y sociales de la 
guerra en Ucrania, dispuso una serie de medidas como consecuencia de la invasión de 
Ucrania por parte de Rusia, que está generando importantes consecuencias en todos los 
órdenes.

La respuesta europea a la agresión injustificada a Ucrania está guiada por tres 
principios: unidad, determinación y solidaridad.

Entre otras medidas, el 4 de marzo de 2022, el Consejo de la Unión Europea, en su 
formación de Justicia y Asuntos de Interior (JAI), aprobó la Decisión de Ejecución (UE) 
2022/382 del Consejo, de 4 de marzo de 2022, por la que se constata la existencia de una 
afluencia masiva de personas desplazadas procedentes de Ucrania en el sentido del artículo 
5 de la Directiva 2001/55/CE del Consejo, de 20 de julio de 2001, relativa a las normas 
mínimas para la concesión de protección temporal en caso de afluencia masiva de personas 
desplazadas y a medidas de fomento de un esfuerzo equitativo entre los Estados miembros 
para acoger a dichas personas y asumir las consecuencias de su acogida. y con el efecto de 
que se inicie la protección temporal.

España participa también en esta reacción, habiendo declarado su compromiso decidido 
e inquebrantable de apoyar al pueblo ucraniano y de velar por su bienestar y atender sus 
necesidades, ampliando la protección temporal otorgada en virtud de la Decisión de 
Ejecución (UE) 2022/382, por Acuerdo del Consejo de Ministros de 8 de marzo de 2022.

Estos mismos principios van a guiar la respuesta de política económica, siendo 
fundamental la acción coordinada para garantizar la eficacia y protección del mercado 
interior, así como un marco justo de competencia entre las empresas en toda la Unión 
Europea. Debe darse una respuesta contundente para afrontar las consecuencias 
económicas y sociales de la guerra con medidas eficaces en el corto plazo y medidas que 
aceleren la acción a medio y largo plazo en materia de sanciones.

La aplicación de las normas recogidas en el Reglamento (UE) 269/2014 del Consejo, de 
17 de marzo de 2014, relativo a la adopción de medidas restrictivas de acciones que 
menoscaban o amenazan la integridad territorial, la soberanía y la independencia de Ucrania 
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está encontrando ciertos obstáculos en aquellos casos en los que los bienes afectados por 
las correspondientes prohibiciones de disponer se encuentran inscritos a favor de terceras 
personas que actúan como testaferros de los verdaderos dueños. Son generalmente 
familiares o personas de confianza de los titulares reales o sociedades interpuestas.

Uno de los principios esenciales del sistema registral español es el de tracto sucesivo, 
que es una traducción en el ámbito hipotecario del principio de seguridad jurídica y de 
proscripción de la indefensión, máxime estando los asientos del Registro bajo la 
salvaguardia de los tribunales y produciendo todos sus efectos mientras no se declare su 
inexactitud en los términos establecidos en la ley.

En virtud de este principio, para practicar cualquier asiento nuevo o para rectificar el 
vigente, es indispensable que se cuente, bien con el consentimiento de su titular, bien con 
una resolución judicial dictada en un procedimiento en el que este haya sido parte.

Sin embargo, esta regla general puede en ocasiones ser aprovechada para la 
satisfacción de fines espurios, por lo que ya la legislación hipotecaria previó reglas 
especiales para permitir la publicidad registral de medidas cautelares. Así, el último párrafo 
del artículo 20 de la Ley Hipotecaria, aprobada por Decreto de 8 de febrero de 1946, se 
establece: «No podrá tomarse anotación de demanda, embargo o prohibición de disponer, ni 
cualquier otra prevista en la ley, si el titular registral es persona distinta de aquella contra la 
cual se ha dirigido el procedimiento. En los procedimientos criminales y en los de decomiso 
podrá tomarse anotación de embargo preventivo o de prohibición de disponer de los bienes, 
como medida cautelar, cuando a juicio del juez o tribunal existan indicios racionales de que 
el verdadero titular de los mismos es el encausado, haciéndolo constar así en el 
mandamiento».

El objeto de este real decreto-ley es establecer una nueva regla especial que vaya más 
allá de los casos previstos actualmente en el artículo 20 de la Ley Hipotecaria, con objeto de 
que, en el marco de las sanciones financieras internacionales impuestas por la Unión 
Europea con motivo de la guerra en Ucrania, sea posible también hacer constar en los 
registros, mediante nota marginal, la prohibición de disponer de las fincas, bienes o derechos 
cuando existan indicios racionales de que la persona titular de los mismos es una de las que 
se encuentran en la lista de personas sancionadas. Se trata de una medida excepcional que 
sirve para facilitar la efectividad de las sanciones y que obedece a la urgente y extraordinaria 
necesidad de adoptar medidas disuasorias que contribuyan a poner freno cuanto antes al 
actual conflicto bélico en Ucrania.

Por su parte, la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria regula en su 
disposición adicional quinta el correcto funcionamiento de la gestión de servicios y pagos en 
el exterior con el fin de limitar al mínimo indispensable el movimiento de divisas y pagos 
transaccionales, destinándose los fondos disponibles al pago de las obligaciones contraídas.

La situación de crisis generada por el conflicto de Ucrania y las sanciones aplicables en 
materia de movimientos de fondos a Rusia, exigen de una actuación inmediata que 
favorezca la eficaz gestión de los recursos públicos en materia de gastos de personal y otras 
obligaciones contraídas por los servicios de la Administración General del Estado en el 
exterior.

Los fondos que los Consulados pueden poner a disposición de otros servicios de la 
Administración están por lo general denominados en moneda local. Sin embargo, la mayoría 
de obligaciones se adeudan en euros. En la situación actual existen dificultades y trabas 
legales para la conversión de rublos a divisas, siendo previsible que estas dificultades sean 
mayores para representaciones de países de la Unión Europea y que continúen 
incrementándose.

Para resolver eventuales dificultades de acceso a euros en estas oficinas en el exterior, 
en el futuro, se incorpora asimismo la operación para la adquisición de divisas de terceros 
(sean bancos, empresas o particulares).

II
Este real decreto-ley se estructura en dos artículos, una disposición derogatoria y tres 

disposiciones finales para supuestos excepcionales de imposición de sanciones por la Unión 
Europea en el contexto de la crisis de Ucrania.
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Así, el artículo 1 prevé un sistema excepcional que permita dar publicidad registral y 
habilitar que los registradores de la propiedad, mercantiles y de bienes muebles puedan, al 
calificar los títulos inscribibles, hacer efectivas las prohibiciones de disponer previstas en el 
citado Reglamento (UE) 269/2014, del Consejo, de 17 de marzo, sobre bienes que se 
encuentren inscritos a nombre de esas personas físicas o jurídicas interpuestas.

Por su parte, el artículo 2 permitirá utilizar el procedimiento previsto en la disposición 
adicional quinta de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, para realizar los pagos atrasados, 
así como los futuros, de nóminas del personal y otras obligaciones de las representaciones 
españolas en el exterior, que debido a la situación actual no están recibiendo los oportunos 
libramientos de fondos desde España.

Al tratarse de un procedimiento excepcional para el pago de las obligaciones de los 
servicios del exterior, que no pueden recibir fondos desde España por la limitación de los 
movimientos de fondos entre bancos, se precisa regular dicho procedimiento de la forma 
más urgente a fin de conseguir que dichos servicios del exterior puedan hacer frente a sus 
gastos inmediatos de funcionamiento.

Este procedimiento favorece el cumplimiento del régimen de sanciones ya que permite 
pagar nóminas y otros gastos corrientes con fondos propios y realizar las operaciones 
imprescindibles para garantizar el funcionamiento de aquellas oficinas del servicio exterior 
que precisan de divisas en sus operaciones.

La parte final de este real decreto-ley contempla una disposición derogatoria de todas 
aquellas normas de igual o inferior rango que se opongan a lo previsto en él y tres 
disposiciones finales que recogen el título competencial, la habilitación para su desarrollo 
reglamentario y su entrada en vigor, respectivamente.

III
Este real decreto-ley se ajusta a los principios de buena regulación, de conformidad con 

lo dispuesto en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, al responder a los principios de 
necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia.

A los principios de eficacia y proporcionalidad, dado que la norma regula los aspectos 
imprescindibles para el logro de los objetivos detallados en esta norma.

Al principio de transparencia, ya que identifica claramente su propósito y se ofrece una 
explicación completa de su contenido en las diferentes fases de su tramitación, teniendo en 
cuenta lo establecido en el artículo 26.11 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del 
Gobierno.

A los principios de coherencia y seguridad jurídica, habida cuenta de que resulta 
coherente con el resto del ordenamiento jurídico nacional y con el ordenamiento europeo. En 
concreto, atiende de manera especial al principio de seguridad jurídica en el tráfico (principio 
registral) y del uso de los recursos públicos (principios presupuestarios de anualidad y buena 
gestión financiera).

Al principio de eficiencia, dado que su aplicación no impone cargas administrativas 
innecesarias o accesorias.

IV
El artículo 86 de la Constitución Española permite al Gobierno dictar reales decretos-

leyes «en caso de urgente y extraordinaria necesidad», siempre que no afecten al 
ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades 
de los ciudadanos regulados en el título I de la Constitución, al régimen de las Comunidades 
Autónomas ni al Derecho electoral general.

Resulta oportuno en las circunstancias extraordinarias que se están viviendo ante la 
invasión rusa de Ucrania y las que puedan producirse en el futuro, prever un sistema 
excepcional que permita dar publicidad registral y habilitar que los registradores de la 
propiedad, mercantiles y de bienes muebles puedan al calificar los títulos inscribibles hacer 
efectivas las prohibiciones de disponer previstas en el citado Reglamento (UE) 269/2014 
sobre bienes que se encuentren inscritos a nombre de esas personas físicas o jurídicas 
interpuestas.
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Tal como reiteradamente ha mantenido nuestro Tribunal Constitucional (SSTC 6/1983, de 
4 de febrero, F. 5; 11/2002, de 17 de enero, F. 4, 137/2003, de 3 de julio, F. 3, y 189/2005, de 
7 de julio, F. 3; 68/2007, F. 10, y 137/2011, F. 7), el real decreto-ley constituye un instrumento 
constitucionalmente lícito siempre que el fin que justifica la legislación de urgencia sea 
subvenir a una situación concreta dentro de los objetivos gubernamentales que, por razones 
difíciles de prever, requiera una acción normativa inmediata en un plazo más breve que el 
requerido por la vía normal o por el procedimiento de urgencia para la tramitación 
parlamentaria de las leyes, máxime cuando la determinación de dicho procedimiento no 
depende del Gobierno.

En particular, respecto de la medida contenida en el artículo 1 se dan las especiales 
condiciones por las que se reste eficacia a la posible anotación registral de las prohibiciones 
de disponer que requiere el consentimiento del titular del bien afectado o una resolución 
judicial dictada en un procedimiento en el que este haya sido parte, y los bienes se 
encuentran inscritos a favor de terceras personas que actúan como testaferros de los 
verdaderos dueños (generalmente, familiares o personas de confianza de los titulares reales, 
o sociedades interpuestas).

Respecto de la medida contenida en el artículo 2, las dificultades de pago que pueden 
experimentar las representaciones españolas en el exterior que debido a la situación actual 
no están recibiendo los oportunos libramientos de fondos desde España, de forma que a 
través de la medida que se propone es posible pagar con fondos propios, minimizando el 
uso del sistema financiero ruso. Al tratarse de un procedimiento excepcional para el pago de 
las obligaciones de los servicios del exterior, que no pueden recibir fondos desde España por 
la limitación de los movimientos de fondos entre bancos, se precisa regular dicho 
procedimiento de la forma más urgente a fin de conseguir que dichos servicios del exterior 
puedan hacer frente a sus gastos inmediatos de funcionamiento.

En su virtud, haciendo uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la 
Constitución Española, a propuesta de la Ministra de Justicia y del Ministro de Asuntos 
Exteriores, Unión Europea y Cooperación, y previa deliberación del Consejo de Ministros en 
su reunión del día 26 de abril de 2022,

DISPONGO:

Artículo 1.  Especialidades en la práctica de la nota marginal prevista en la normativa por la 
que se crea el Órgano Centralizado de Prevención del blanqueo de capitales y de la 
financiación del terrorismo del Colegio de Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de 
Bienes Muebles.

Para practicar la nota marginal prevista en la normativa por la que se crea el Órgano 
Centralizado de Prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo del 
Colegio de Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles, en caso de que 
la finca, el bien o el derecho esté inscrito a favor de persona distinta de aquella que aparece 
en las listas elaboradas al amparo del Reglamento (UE) número 269/2014 del Consejo, de 
17 de marzo de 2014, relativo a la adopción de medidas restrictivas respecto de acciones 
que menoscaban o amenazan la integridad territorial, la soberanía y la independencia de 
Ucrania, y sus posibles modificaciones, deberá constar informe previo en el que se exprese 
que existen indicios racionales de que el verdadero titular de dichas fincas, bienes o 
derechos es el que aparece en las citadas listas.

Dicho informe será elaborado por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, en 
aplicación de la normativa de la Unión Europea a que se refiere el párrafo anterior, y 
comunicado al Órgano Centralizado de Prevención del blanqueo de capitales y de la 
financiación del terrorismo del Colegio de Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de 
Bienes Muebles que lo notificará al registrador competente para practicar la nota al margen 
de la inscripción de la prohibición de disponer. Cualquier órgano o autoridad que tuviera 
conocimiento de la existencia de los indicios mencionados, estará obligada a ponerlo en 
conocimiento del citado Órgano Centralizado, a los efectos previstos en este artículo.
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Para practicar la nota marginal no será necesario acreditar que se ha notificado con 
carácter previo a los titulares registrales. La notificación se realizará el mismo día, una vez 
practicada, para que puedan realizar las impugnaciones que estimen oportunas.

La vigencia de la nota marginal será la señalada para la correspondiente medida en la 
resolución o acuerdo en virtud de la cual se haya practicado y, en defecto de plazo, su 
duración será indeterminada, cancelándose, en todo caso, cuando el nombre del verdadero 
titular desaparezca de las listas dictadas al amparo de la legislación europea por la que se 
aprueban e imponen sanciones financieras internacionales.

Artículo 2.  Procedimiento excepcional en la gestión de los fondos disponibles en los 
servicios del exterior.

1. En relación con el procedimiento previsto en la disposición adicional quinta de la Ley 
47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, durante el periodo en el que se 
presente una situación excepcional que imposibilite el movimiento de fondos desde España 
a otro país en el que existan servicios del exterior, se podrán traspasar, como movimientos 
de tesorería no presupuestarios, los excedentes de fondos derivados de un determinado 
servicio del exterior de un Departamento ministerial a los servicios del exterior de otros 
Departamentos Ministeriales u organismos públicos estatales que tengan una situación 
deficitaria de fondos, a fin de que estos puedan efectuar el pago de las obligaciones que, 
dentro de las consignaciones presupuestarias que se le hayan asignado, deban satisfacer.

2. Cuando se presente la situación indicada en el apartado anterior, y el servicio del 
exterior que precise recibir los fondos pertenezca a un Departamento ministerial, por parte 
de este Ministerio se deberá realizar, con carácter previo al traspaso de los fondos entre los 
servicios del exterior, la oportuna reserva de saldos pendientes de compensar en el 
Ministerio al que pertenece el servicio del exterior que deberá entregar los fondos, así como 
la compensación posterior en los documentos contables OK o ADOK para libramientos a su 
servicio del exterior correspondientes a dichas reserva de saldos, de acuerdo con el 
procedimiento establecido en el artículo 5 del Real Decreto 938/2005, de 29 de julio, por el 
que se dictan normas sobre el seguimiento y aplicación contable de los fondos disponibles 
en los servicios del exterior.

Una vez realizada la compensación de saldos indicada en el párrafo anterior, el 
Ministerio al que pertenece el servicio del exterior cedente de los fondos comunicará a dicho 
servicio que debe proceder al traspaso de los fondos correspondientes al otro servicio del 
exterior.

Los servicios del exterior afectados por el traspaso de los fondos a que se refieren los 
párrafos anteriores deberán reflejar estos traspasos y el resto de sus operaciones en la 
cuenta de gestión correspondiente al trimestre en el que se hayan producido, de acuerdo 
con lo establecido en el Real Decreto 938/2005, de 29 de julio.

3. Cuando se presente la situación indicada en el apartado 1 anterior, y el servicio del 
exterior que precise recibir los fondos pertenezca a un organismo público estatal, con 
carácter previo al traspaso de los fondos entre los servicios del exterior, dicho Organismo 
deberá realizar el ingreso en la cuenta del Tesoro Público en el Banco de España del importe 
correspondiente a dicho traspaso de fondos. Con base en dicho ingreso efectuado en el 
Tesoro, el Ministerio al que corresponda el servicio del exterior cedente de los fondos 
efectuará la reserva de saldos pendientes de compensar y la expedición de un documento 
contable PMP en el que se incluirán los oportunos descuentos por los ingresos a compensar.

Una vez realizada la compensación de saldos indicada en el párrafo anterior, el 
Ministerio al que pertenece el servicio del exterior cedente de los fondos comunicará a dicho 
servicio que debe proceder al traspaso de los fondos correspondientes al otro servicio del 
exterior.

Los servicios del exterior afectados por el traspaso de los fondos a que se refieren los 
párrafos anteriores deberán reflejar estos traspasos y el resto de sus operaciones en la 
cuenta de gestión correspondiente al trimestre en el que se hayan producido, de acuerdo 
con lo establecido en el Real Decreto 938/2005, de 29 de julio.

4. Cuando se presente la situación indicada en el apartado 1, el servicio en el exterior 
que precise recibir los fondos podrá adquirir divisas a terceros, ya se trate de bancos, 
empresas o particulares, contra entrega de su valor equivalente en otra divisa al tipo de 
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cambio oficial señalado para el día en que se acuerde la transacción por el Banco Central 
Europeo, el banco central emisor de una de las divisas objeto de transacción o, cuando 
estos no estén disponibles, por uno de los principales servicios de información sobre el 
mercado de divisas.

El servicio en el exterior que precise recibir los fondos utilizará las cuentas o fondos en 
efectivo de su caja pagadora para estas operaciones.

5. Mediante resolución de la Intervención General de la Administración del Estado se 
establecerá el procedimiento contable a seguir en las operaciones derivadas del 
procedimiento excepcional regulado en esta disposición adicional.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas todas las disposiciones de igual o inferior rango que se opongan a lo 

previsto en este real decreto-ley.

Disposición final primera.  Títulos competenciales.
Los artículos 1 y 2 de este real decreto-ley se dictan respectivamente al amparo de las 

competencias que corresponden al Estado en materia de ordenación de los registros e 
instrumentos públicos y de hacienda general, conforme al artículo 149.1. 8.ª y 14.ª de la 
Constitución Española.

Disposición final segunda.  Habilitación para el desarrollo reglamentario.
Se habilita al Gobierno y a las personas titulares de los departamentos ministeriales, en 

el ámbito de sus respectivas competencias, para aprobar cuantas disposiciones sean 
necesarias para el desarrollo y ejecución de lo establecido en este real decreto-ley.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
Este real decreto-ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».

Información relacionada

• El Real Decreto-ley 9/2022, de 26 de abril, ha sido convalidado por Acuerdo del Congreso de 
los Diputados, publicado por Resolución de 12 de mayo de 2022. Ref. BOE-A-2022-8181
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§ 44

Real Decreto 342/2023, de 9 de mayo, por el que se aprueban las 
normas de organización y funcionamiento de la Oficina Independiente 

de Regulación y Supervisión de la Contratación

Ministerio de Hacienda y Función Pública
«BOE» núm. 111, de 10 de mayo de 2023

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2023-11073

La Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se 
trasponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del 
Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, anuncia en su preámbulo la 
configuración de «un ambicioso esquema de tres órganos colegiados a nivel estatal con el 
doble objetivo de dar cumplimiento a las obligaciones de gobernanza que establecen las 
Directivas Comunitarias y de combatir las irregularidades en la aplicación de la legislación 
sobre contratación pública». Concretamente, el artículo 83 de la Directiva 2014/24/UE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014 sobre contratación pública y 
por la que se deroga la Directiva 2004/18/CE dispone que «Con objeto de garantizar una 
aplicación correcta y eficaz, los Estados miembros velarán por que al menos las funciones 
establecidas en el presente artículo sean ejercidas por una o varias autoridades, organismos 
o estructuras. Comunicarán a la Comisión todas las autoridades, organismos o estructuras 
competentes para ejercer dichas funciones».

En el momento de aprobación de la citada Ley 9/2017, de 8 de noviembre, el panorama 
legislativo estaba marcado inequívocamente por la denominada «Estrategia Europa 2020» 
en la que la contratación pública ya desempeñaba un papel clave.

En la actualidad, es la denominada «Agenda 2030» de Naciones Unidas para el 
desarrollo sostenible la que marca las líneas del horizonte normativo tanto a nivel europeo 
como nacional, de tal forma que, en noviembre de 2016, la Comisión Europea en su 
«Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y 
Social Europeo y al Comité de las Regiones sobre las Próximas etapas para un futuro 
europeo sostenible. Acción Europea para la sostenibilidad» (COM/2016/0739 final) expuso 
su enfoque estratégico para la aplicación de la citada Agenda 2030, en concreto por lo que 
respecta al Objetivo de Desarrollo Sostenible 12.7 dirigido a «promover prácticas de 
contratación pública que sean sostenibles, de conformidad con las políticas y prioridades 
nacionales».

Por otra parte, el severo impacto económico y social provocado en el conjunto de países 
de la Unión Europea por las sucesivas crisis acontecidas en los últimos años, tales como el 
COVID-19, o el conflicto en Ucrania, ha motivado la necesidad de responder de manera 
urgente a sus graves consecuencias. Prueba de ello es la aprobación del marco financiero 
plurianual para 2021-2027 y la puesta en marcha de un instrumento europeo para la 
recuperación («Next Generation EU»), al objeto de amortiguar el impacto de la crisis 
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económica, e impulsar la pronta recuperación económica, sentando además las bases del 
crecimiento de las próximas décadas. Este nivel de inversión deberá instrumentalizarse, en 
gran medida, a través de la contratación pública en el marco establecido por las 
disposiciones europeas y nacionales, lo cual requerirá un esfuerzo adicional para garantizar 
la correcta y eficaz aplicación normativa, compatible con el dinamismo necesario para la 
implementación de los fondos previstos.

Sobre estas bases y al objeto de cumplir la exigencia de adaptación de nuestro derecho 
nacional a la normativa europea, el artículo 332 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, creó la 
Oficina Independiente de Regulación y Supervisión de la Contratación, como «órgano 
colegiado de los previstos en el artículo 19 de Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, con la finalidad de velar por la correcta aplicación de la 
legislación y, en particular, promover la concurrencia y combatir las ilegalidades, en relación 
con la contratación pública». Y ello, en consonancia y con los objetivos previstos en el 
artículo 1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, según el cual: «La presente Ley tiene por 
objeto regular la contratación del sector público, a fin de garantizar que la misma se ajusta a 
los principios de libertad de acceso a las licitaciones, publicidad y transparencia de los 
procedimientos, y no discriminación e igualdad de trato entre los licitadores; y de asegurar, 
en conexión con el objetivo de estabilidad presupuestaria y control del gasto, y el principio de 
integridad, una eficiente utilización de los fondos destinados a la realización de obras, la 
adquisición de bienes y la contratación de servicios mediante la exigencia de la definición 
previa de las necesidades a satisfacer, la salvaguarda de la libre competencia y la selección 
de la oferta económicamente más ventajosa».

En concreto, el artículo 332 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, atribuye a la Oficina 
funciones de regulación y de coordinación de la supervisión de la contratación de los 
poderes adjudicadores del conjunto del sector público con la finalidad tanto de velar por la 
correcta aplicación de la legislación en esta materia, en especial de los principios de 
publicidad y concurrencia y de las prerrogativas de la Administración, como de detectar 
incumplimientos específicos o problemas sistémicos. Asimismo, la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, señala que la Oficina verificará el cumplimiento de las obligaciones y buenas 
prácticas de transparencia, en particular las relativas a los conflictos de interés, detectando 
las irregularidades que se produzcan en materia de contratación.

En el ejercicio de las mismas, la Oficina aprobará la Estrategia Nacional de Contratación, 
a propuesta del Comité de cooperación en materia de contratación pública, y elaborará un 
Informe anual de supervisión y otro trienal que se remitirá a la Junta Consultiva de 
Contratación Pública del Estado. Así mismo, podrá tanto aprobar instrucciones fijando 
pautas de interpretación y de aplicación de la legislación de la contratación pública como 
elaborar recomendaciones generales o particulares a los órganos de contratación y realizar 
estudios, encuestas e investigaciones.

Conforme a la previsión establecida en el artículo 332 de la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, la Oficina Independiente de Regulación y Supervisión de la Contratación actuará 
en el desarrollo de su actividad y el cumplimiento de sus fines con plena independencia 
orgánica y funcional, sin perjuicio de lo cual, la misma se adscribirá a efectos puramente 
organizativos y presupuestarios al Ministerio de Hacienda y Función Pública, estando 
integrada por una presidencia y cuatro vocalías. La citada adscripción organizativa se reflejó 
en el Real Decreto 1113/2018, de 7 de septiembre, por el que se desarrolla la estructura 
orgánica básica del Ministerio de Hacienda, en cuyo artículo 12, apartado 15, se previó que 
cada una de las cuatro vocalías estuvieran al frente de una División, a cada una de las que 
se asignaba competencias específicas relativas a evaluación de los contratos de concesión, 
de regulación y ordenación de la contratación, de supervisión de la contratación y relaciones 
institucionales, y de asuntos generales.

Posteriormente, el citado Real Decreto fue derogado por el Real Decreto 689/2020, de 
21 de julio, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Hacienda 
y se modifica el Real Decreto 139/2020, de 28 de enero, por el que se establece la 
estructura orgánica básica de los departamentos ministeriales, el cual mantiene, en su 
artículo 12.16, la existencia de una presidencia y cuatro vocalías integradas en la Oficina 
Independiente de Regulación y Supervisión de la Contratación. Así mismo, la Disposición 
transitoria cuarta del Real Decreto 689/2020, de 21 de julio, indica «Hasta que la Oficina 
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Independiente de Regulación y Supervisión de la Contratación a la que se refiere el artículo 
12.16 de este real decreto no se encuentre dotada de normas organización y funcionamiento 
continuarán manteniendo su vigencia las divisiones previstas en el artículo 12 del Real 
Decreto 1113/2018, de 7 de septiembre, por el que se desarrolla la estructura orgánica 
básica del Ministerio de Hacienda». Esta referencia, se mantiene sin cambios en la 
Disposición transitoria quinta del actual Real Decreto 682/2021, de 3 de agosto por el que se 
desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Hacienda y Función Pública y se 
modifica el Real Decreto 139/2020, de 28 de enero, por el que se establece la estructura 
orgánica básica de los departamentos ministeriales.

Con el fin de dotar de un marco estable de regulación a esta Oficina, superando la 
regulación que, con carácter transitorio, está actualmente en vigor, se propone el presente 
real decreto por el que se aprueban las normas de organización y funcionamiento de la 
Oficina Independiente, constando de 31 artículos, una disposición adicional relativa a la 
supresión de órganos por motivo del cambio de denominación de las Divisiones, una 
disposición derogatoria y una disposición final sobre entrada en vigor.

Este real decreto responde a los principios de buena regulación de necesidad, eficacia, 
proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia, y eficiencia, de conformidad con el 
artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas.

A estos efectos, se pone de manifiesto el cumplimiento de los principios de necesidad y 
eficacia, dado el interés general en el que se fundamenta el contenido de la disposición. La 
norma es acorde con el principio de proporcionalidad, al contener la regulación 
imprescindible para la consecución de los objetivos previamente mencionados. Igualmente, 
se ajusta al principio de seguridad jurídica, siendo coherente con el resto del ordenamiento 
jurídico. En cuanto al principio de transparencia, la norma ha sido sometida a los trámites de 
publicidad que le son aplicables. Por último, en relación con el principio de eficiencia, se ha 
procurado que la norma no genere cargas administrativas para los ciudadanos.

Esta norma de organización y funcionamiento de la Oficina Independiente de Regulación 
y Supervisión de la Contratación se estructura en tres capítulos. El capítulo I regula 
disposiciones generales relativas a su objeto, naturaleza y régimen jurídico, sus fines, 
funciones y facultades, así como ámbito de actuación. Así mismo, prevé la planificación y 
programación de sus actuaciones y la elaboración de un informe anual de actuaciones. Todo 
ello se inspira en el necesario cumplimiento del principio de transparencia, al que se refiere 
este primer capítulo. Junto a ello se regula el deber de colaboración con la Oficina en la 
remisión de información y el correlativo deber de colaboración institucional de la Oficina 
Independiente de Regulación y Supervisión de la Contratación.

El capítulo II regula la organización de la Oficina Independiente de Regulación y 
Supervisión de la Contratación, dividiéndose en ocho secciones correspondientes a la 
composición y estructura orgánica de la Oficina; a las incompatibilidades y al deber de 
confidencialidad de sus miembros; a la presidencia y vocalías de la Oficina; a las cuatro 
Divisiones de las que serán responsables cada una de las personas titulares de las vocalías: 
la de Regulación de la Contratación Pública, la de Supervisión de la Contratación Pública, la 
de Análisis Económico y Evaluación de los Contratos de Concesión, y la de Promoción de la 
Integridad en la Contratación Pública y Coordinación Institucional; y finalmente una última 
sección dedicada al Pleno de la Oficina.

El capítulo III recoge la aprobación, a propuesta del Comité de Cooperación en materia 
de contratación pública, y otras actuaciones relativas a la Estrategia Nacional de 
Contratación Pública, que define un marco de coordinación y cooperación en áreas de 
acción común con las Comunidades Autónomas y con las Entidades Locales en materia de 
contratación pública. La Estrategia es objeto de aprobación por parte de la Oficina 
Independiente de Regulación y Supervisión de la Contratación, siendo su contenido acorde 
tanto con lo establecido en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, como con lo dispuesto en el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia y 
en la Decisión del Consejo de la Unión Europea relativa a la aprobación de la evaluación del 
plan de recuperación y resiliencia de España.

En la elaboración de este real decreto han sido recabados todos aquellos informes que 
se han considerado precisos de los órganos y organismos del Ministerio de Hacienda y 
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Función Pública. Asimismo, cuenta con el informe preceptivo de la Junta Consultiva de 
Contratación Pública del Estado.

En su virtud, a propuesta de la Ministra de Hacienda y Función Pública, previa 
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 9 de mayo de 2023,

DISPONGO:

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto, naturaleza y régimen jurídico.
1. El presente real decreto tiene por objeto aprobar las normas de organización y 

funcionamiento de la Oficina Independiente de Regulación y Supervisión de la Contratación 
dando cumplimiento al apartado 4 del artículo 332 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre y al 
mandato contenido en la disposición transitoria quinta del Real Decreto 682/2021, de 3 de 
agosto, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Hacienda y 
Función Pública y se modifica el Real Decreto 139/2020, de 28 de enero, por el que se 
establece la estructura orgánica básica de los departamentos ministeriales.

2. La Oficina Independiente de Regulación y Supervisión de la Contratación es un 
órgano colegiado adscrito al Ministerio de Hacienda y Función Pública, a través de la 
Subsecretaría, a efectos puramente organizativos y presupuestarios.

3. En virtud de lo dispuesto en el apartado primero del artículo 332 de la Ley 9/2017, de 
8 de noviembre, la Oficina es un órgano colegiado cuyo régimen jurídico se ajusta a las 
disposiciones de la Ley 40/2015, de 1 de octubre.

4. En el ejercicio de sus funciones y para el cumplimiento de los fines que le han sido 
asignados, la Oficina actuará con plena independencia orgánica y funcional.

5. Ni la persona titular de la Presidencia, ni las titulares de las vocalías, ni el personal de 
la Oficina podrán solicitar o aceptar instrucciones de ninguna entidad pública o privada.

6. La Oficina se regirá por lo establecido en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, así como 
por las disposiciones que la desarrollen y por la presente norma.

Artículo 2.  Objetivos.
La Oficina tiene como finalidad velar por la correcta y eficaz aplicación de la legislación y, 

en particular, promover la concurrencia y combatir las ilegalidades en relación con la 
contratación pública.

Artículo 3.  Funciones y facultades de la Oficina.
1. Corresponde a la Oficina el ejercicio de las siguientes funciones:
a) Coordinar la supervisión en materia de contratación de los poderes adjudicadores del 

conjunto del sector público.
b) Velar por la correcta aplicación de la legislación de la contratación pública a los 

efectos de detectar incumplimientos específicos o problemas sistémicos.
c) Velar por el estricto cumplimiento de la legislación de contratos del sector público y, de 

modo especial, por el respeto a los principios de publicidad y concurrencia y de las 
prerrogativas de la Administración en la contratación.

d) Promover la concurrencia en la contratación pública y el seguimiento de las buenas 
prácticas.

e) Verificar que se apliquen con la máxima amplitud las obligaciones y buenas prácticas 
de transparencia, en particular las relativas a los conflictos de interés, y detectar las 
irregularidades que se produzcan en materia de contratación.

f) Elaborar un Informe de supervisión de la contratación pública, sobre incumplimientos y 
supuestos de aplicación incorrecta de la legislación de contratación, para su remisión a la 
Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado, que lo integrará en el informe nacional 
a remitir a la Comisión Europea cada tres años.
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g) Elaborar un Informe anual de supervisión de la contratación pública al que se refiere el 
apartado 9 del artículo 332 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público.

h) Aprobar, a propuesta del Comité de Cooperación en materia de contratación pública, 
la Estrategia Nacional de Contratación que se diseñará y ejecutará en coordinación con las 
Comunidades Autónomas y Entidades Locales, así como las correspondientes 
modificaciones de la citada Estrategia.

i) Prestar apoyo y asistencia a la Oficina Nacional de Evaluación para el adecuado 
desarrollo de sus funciones.

j) Las demás funciones que le sean atribuidas por las disposiciones vigentes.
2. En desarrollo de las funciones descritas, la Oficina podrá:
a) Aprobar instrucciones fijando las pautas de interpretación y de aplicación de la 

legislación de la contratación pública, así como elaborar recomendaciones generales o 
particulares a los órganos de contratación, si de la supervisión desplegada se dedujese la 
conveniencia de solventar algún problema, obstáculo o circunstancia relevante a los efectos 
de dar satisfacción a los fines justificadores de la creación de la Oficina, todo ello sin 
perjuicio de las competencias de la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado y de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 328.3.c) de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre.

b) Detectar las irregularidades, fraude y conflictos de intereses que se produzcan en 
materia de contratación, desarrollando estrategias para prevenir estas prácticas.

c) Remitir a la Comisión Mixta Congreso-Senado para las Relaciones con el Tribunal de 
Cuentas toda la información que permita el control y vigilancia de la contratación pública.

d) Participar en las iniciativas de mejora normativa en materia de contratación pública a 
través del Ministerio de Hacienda y Función Pública.

e) Remitir informes, a la vista del resultado de las encuestas e investigaciones y a través 
del Ministerio de Hacienda y Función Pública, a las Cortes Generales o, en su caso, a la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia.

f) Coordinar, en los casos en que sea necesario, en el ejercicio de sus funciones y en 
atención a los resultados de sus competencias en materia de supervisión, las medidas 
oportunas para fomentar la eficiencia y cumplimiento de la normativa en materia de 
contratación pública entre los entes, organismos y entidades comprendidas en el sector 
público estatal, autonómico y local.

g) Colaborar con los órganos encargados de la formación de los empleados públicos que 
desarrollan funciones de contratación en áreas especializadas.

h) Proponer, previo informe de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos 
Económicos, la ampliación del ámbito de los contratos susceptibles de comprobación e 
imposición de penalidades en materia de cumplimiento de pagos que los contratistas 
adjudicatarios de los contratos públicos han de hacer a todos los subcontratistas o 
suministradores que participen en los mismos.

i) Proponer, a iniciativa de la Oficina Nacional de Evaluación, la aprobación mediante 
Orden, previo informe de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, de 
la ampliación del ámbito de aplicación de los contratos de concesión sobre los que debe ser 
evacuado informe preceptivo al que se refiere el artículo 333 de la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre.

j) Investigar, elaborar estudios e informes en materias relativas a la contratación pública y 
su incidencia sobre el sistema económico, así como el análisis y explotación de las 
estadísticas en la materia, en ejercicio de las funciones atribuidas en el apartado 6 del 
artículo 332 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre.

k) Proponer la modificación normativa y la adopción de cuantas medidas y actuaciones, 
incluidas las relativas a recursos materiales y personales, sean oportunas para el adecuado 
funcionamiento de la Oficina y el cumplimiento de sus fines.

Artículo 4.  Ámbito de actuación.
La Oficina ejercerá sus funciones con respecto a todos los sujetos integrantes del sector 

público previstos en el artículo 3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, y en todo el territorio 
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nacional, sin perjuicio de la coordinación con las Oficinas de Supervisión de ámbito 
autonómico.

Artículo 5.  Planificación y programación.
1. Cada seis años, la Oficina elaborará un plan estratégico en el que fijará la planificación 

plurianual de sus prioridades, delimitando los objetivos estratégicos para ese periodo.
2. Del cumplimiento de los objetivos recogidos en el plan estratégico se hará el 

correspondiente seguimiento, incorporándose el mismo al informe anual de actuaciones. 
Asimismo, el plan estratégico será objeto de evaluación a los tres años de su aprobación, 
incorporándose al mismo las modificaciones necesarias a la vista de los resultados de dicha 
evaluación.

3. En el primer trimestre del año la Oficina elaborará un programa anual de actuaciones 
en el que se recogerán, además de aquellos informes que resulten preceptivos, la 
programación de otras actividades que pretenda desarrollar en el ejercicio correspondiente.

4. Sin perjuicio de lo anterior, tanto el plan estratégico como la programación anual 
inicialmente aprobada podrá ser modificada justificadamente y, en cualquier caso, no 
obstaculizará la emisión de los informes y estudios que resulten necesarios, aunque no 
estuvieran previstos originalmente.

5. Tanto el plan estratégico como la programación anual y sus posibles modificaciones 
deberán ser aprobados por el Pleno de la Oficina.

Artículo 6.  Informe anual de actuaciones.
1. En el primer trimestre del año, la Oficina elaborará un Informe anual sobre las 

actuaciones desarrolladas por la misma en el ejercicio inmediato anterior en el que incluirá el 
seguimiento del plan estratégico de la Oficina.

2. La persona titular de la Presidencia de la Oficina remitirá a las Cortes Generales y al 
Tribunal de Cuentas el informe anual de actuaciones y comparecerá en las Cortes Generales 
para su presentación.

3. El Informe Anual de Actuaciones se publicará en la página web de la Oficina dentro 
del mes siguiente a su remisión a las Cortes Generales y al Tribunal de Cuentas.

Artículo 7.  Transparencia.
1. La Oficina publicará en su página web tanto el plan estratégico y el resto de informes, 

estudios, memorias, instrucciones y cualesquiera otros documentos que se elaboren por la 
misma.

2. La Oficina articulará mecanismos de participación como vía de colaboración de los 
ciudadanos, especialmente licitadores, así como órganos de contratación y cualesquiera 
otras personas físicas o jurídicas, en el desempeño de las funciones de la Oficina.

Artículo 8.  Deber de colaboración en la remisión de información.
1. Para el adecuado desarrollo de sus funciones, la Oficina podrá solicitar datos, 

documentos, antecedentes o cualquier tipo de información, así como realizar encuestas a los 
órganos y servicios de contratación, que tendrán la obligación de facilitarlos, salvo que 
tengan carácter secreto o reservado.

2. Bajo el principio de cooperación y colaboración entre las Administraciones Públicas 
establecido en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, los 
responsables de bases de datos, así como los órganos de supervisión, control y 
asesoramiento deberán facilitar la información que se solicite por la Oficina, en función de lo 
establecido en la normativa general de Régimen Jurídico del Sector Público.

3. La remisión de la documentación e información a la Oficina se realizará en castellano 
y mediante medios electrónicos. Si la citada documentación estuviera redactada en alguna 
de las lenguas cooficiales deberán presentarse acompañadas de la traducción al castellano.
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Artículo 9.  Colaboración institucional.
1. En el ámbito de sus competencias, la Oficina colaborará con las comunidades y 

ciudades autónomas, entidades locales, así como aquellos órganos que ejerzan funciones 
en materia de contratación pública.

2. La Oficina colaborará con las instituciones y organismos de la Unión Europea, así 
como con las autoridades de supervisión de la contratación independientes de otros estados 
miembros, en coordinación con el Ministerio de Hacienda y Función Pública y la Junta 
Consultiva de Contratación Pública del Estado.

CAPÍTULO II
Organización de la Oficina Independiente de Regulación y Supervisión de la 

Contratación

Sección 1.ª Composición y estructura orgánica de la Oficina Independiente de 
Regulación y Supervisión de la Contratación

Artículo 10.  Composición.
1. La Oficina estará integrada por la persona titular de la Presidencia y cuatro vocalías, 

cuyas personas titulares ostentan la Dirección de las mismas.
2. Así mismo, la Oficina estará compuesta por el personal adscrito a la misma a través 

de la Relación de Puestos de Trabajo.

Artículo 11.  Estructura orgánica.
1. La Oficina Independiente de Regulación y Supervisión de la Contratación se estructura 

de la siguiente forma:
a) La Presidencia de la Oficina Independiente de Regulación y Supervisión de la 

Contratación.
b) La División de Regulación de la Contratación Pública.
c) La División de Supervisión de la Contratación Pública.
d) La División de Análisis Económico y Evaluación de los Contratos de Concesión.
e) La División de Promoción de la Integridad en la Contratación Pública y Coordinación 

Institucional.
La dirección de las Divisiones es ejercida por la persona titular de la vocalía 

correspondiente.
2. La Relación de Puestos de Trabajo reflejará la estructura del personal adscrito a la 

Presidencia y a cada una de las Divisiones. Uno de los puestos de la citada Relación de 
Puestos de Trabajo, dependiente de la División de Promoción de la Integridad en la 
Contratación Pública y Coordinación Institucional, tendrá la denominación de Secretario o 
Secretaria General y tendrá encomendadas las siguientes funciones, en coordinación con las 
unidades competentes en el ámbito de la Subsecretaría:

a) La gestión de los recursos humanos y materiales, así como la gestión del 
presupuesto, en particular, la tramitación de propuestas de expedientes de contratación de la 
Oficina.

b) La planificación, diseño y operación de los sistemas y tecnologías de la información y 
comunicaciones de la Oficina.

c) La gestión de la página web y de la información que, en relación con la Oficina figure 
en la sede electrónica asociada del Ministerio de Hacienda y Función Pública.

d) La gestión, mantenimiento y explotación de las bases de datos y sistemas de 
información desarrollados como consecuencia de las funciones de la Oficina.

e) Las competencias en materia de protección de datos de la Oficina y su buzón de 
sugerencias y comunicaciones, así como de cualesquiera procedimientos que se pongan en 
marcha.

f) La propuesta de informe en los expedientes que, en materia de acceso a la 
información pública, se refieran al ámbito competencial de la Oficina, de acuerdo con lo 
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previsto en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno.

g) Cualesquiera otras funciones, inherentes al puesto, necesarias para el eficaz 
cumplimiento de los fines de la Oficina y que no hayan sido expresamente asignadas a las 
personas titulares de la Presidencia o de las cuatro vocalías.

Sección 2.ª Incompatibilidades y deber de confidencialidad

Artículo 12.  Incompatibilidades.
1. Las personas titulares de la Presidencia y de las vocalías de la Oficina estarán sujetos 

a la regulación prevista en los artículos 13, 14 y 15 de la Ley 3/2015, de 30 de marzo, 
reguladora del ejercicio del alto cargo en la Administración General del Estado.

2. Asimismo, las personas indicadas en el párrafo anterior, y el resto de personal al 
servicio de la Oficina estarán sujetos a la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de 
Incompatibilidades del Personal al Servicio de las Administraciones Públicas.

Artículo 13.  Deber de confidencialidad.
1. La información que pueda conocer el personal de la Oficina en el ejercicio de sus 

funciones deberá ser tratada respetando los límites y conforme a las normas que rigen el 
acceso y difusión de la misma.

2. La Oficina elaborará una política específica para garantizar la confidencialidad de los 
datos que no tengan carácter de información pública, dentro de la que se integrará el Código 
Ético del personal al servicio de la Oficina, publicado en su página web.

Sección 3.ª Presidencia y vocalías de la Oficina Independiente de Regulación y 
Supervisión de la Contratación

Artículo 14.  Nombramiento y cese.
1. La persona titular de la Presidencia será designada por el Consejo de Ministros, a 

propuesta de la persona titular del Ministerio de Hacienda y Función Pública, de conformidad 
con lo establecido en el apartado tercero del artículo 332 de la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, por un periodo improrrogable de seis años.

2. Las personas titulares de las vocalías de la Oficina serán designadas por el Consejo 
de Ministros, según lo dispuesto en el referido apartado tercero del artículo 332 de la Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, por un periodo improrrogable de seis años. A estos efectos, la 
Presidencia de la Oficina propondrá a los correspondientes candidatos o candidatas a través 
de la Subsecretaría del Ministerio de Hacienda y Función Pública a efectos de su 
consideración y elevación al Consejo de Ministros por la persona titular del Departamento.

3. Las personas titulares de la Presidencia y de las vocalías, durante el tiempo en que se 
hallen prestando servicio en la OIReScon, pasarán a la situación administrativa de Servicios 
Especiales de acuerdo con el apartado 2, segundo párrafo, del artículo 332 de la Ley 9/2017, 
de 8 de noviembre.

4. Las personas titulares de la Presidencia y de las vocalías tendrán la condición de 
independientes e inamovibles durante el periodo de su mandato y sólo podrán ser 
removidas, de acuerdo con el artículo 332 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, por las 
siguientes causas:

a) Por expiración de su mandato.
b) Por renuncia aceptada por el Gobierno.
c) Por pérdida de la nacionalidad española.
d) Por incumplimiento grave de sus obligaciones.
e) Por condena, mediante sentencia firme a pena privativa de libertad o de inhabilitación 

absoluta o especial para empleo o cargo público por razón de delito.
f) Por incapacidad sobrevenida para el ejercicio de su función.
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5. En el caso previsto en la letra a) del apartado anterior, el cese se producirá el día que 
finalice su mandato, sin perjuicio de quedar en funciones hasta que se produzca el 
nombramiento de su sucesor.

6. En el caso previsto en la letra b) del apartado cuarto de este artículo, la renuncia se 
tramitará por la persona titular del Ministerio de Hacienda y Función Pública, quien la elevará 
al Consejo de Ministros para su aceptación.

7. En los casos previstos en las letras c), d), e) y f) del apartado cuarto de este artículo, 
la separación será acordada por el Consejo de Ministros, previa instrucción del expediente 
por el Ministerio de Hacienda y Función Pública, con audiencia de la Presidencia de la 
Oficina o de la vocalía afectada por el expediente de separación y en el que serán oídos los 
restantes miembros del Pleno de la Oficina.

Artículo 15.  La Presidencia.
1. La persona titular de la Presidencia de la Oficina Independiente de Regulación y 

Supervisión de la Contratación, además de impulsar la acción de la misma para el 
cumplimiento de sus objetivos, ejerce las funciones de dirección, de gestión y de 
representación de dicho órgano.

2. En el desarrollo de sus funciones es competente para:
a) Ostentar la representación de la Oficina en sus relaciones con las Administraciones 

Públicas y organismos públicos vinculados o dependientes, con las personas físicas y 
jurídicas y con los órganos e instituciones nacionales o internacionales.

b) Presidir la Oficina Nacional de Evaluación y desarrollar en la misma las funciones que 
le atribuya la normativa.

c) Comparecer, cuando sea requerida, ante las Cortes Generales tanto para presentar el 
informe anual de actuaciones al que se refiere el artículo 6 de la presente norma, como para 
informar sobre los asuntos que forman parte del ámbito funcional de la Oficina.

d) Participar, como vocal nato, en las reuniones de la Junta Consultiva de Contratación 
Pública del Estado, con voz, pero sin voto.

e) Participar en el Pleno del Comité de Cooperación en materia de contratación pública, 
como vocal nato, con voz, pero sin voto.

f) Remitir a la Comisión Europea, a través de la Junta Consultiva de Contratación Pública 
del Estado, el Informe anual de supervisión aprobado por el Pleno.

g) Remitir a la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado el informe de 
supervisión que se integrará en el Informe trienal que se remitirá a la Comisión Europea.

h) Remitir con carácter inmediato a la fiscalía u órganos judiciales, o a las entidades u 
órganos administrativos competentes, incluidos el Tribunal de Cuentas y la Comisión 
Nacional de los Mercados y de la Competencia, los expedientes en los que la Oficina tenga 
conocimiento de hechos constitutivos de delito o infracción a nivel estatal, autonómico o 
local.

i) A la vista del resultado de las encuestas e investigaciones, remitir informes, a través 
del Ministerio de Hacienda y Función Pública, a las Cortes Generales o a la Comisión 
Nacional de los Mercados y de la Competencia.

j) Acordar la convocatoria y presidir las reuniones del Pleno de la Oficina.
k) Proponer al Pleno de la Oficina, para su aprobación, el proyecto de plan estratégico, 

del plan anual de actuaciones y del Informe anual de actuaciones de la Oficina.
l) Recabar de las distintas Administraciones Públicas la información necesaria para el 

cumplimiento de sus funciones.
m) Elevar a la Subsecretaría del Ministerio de Hacienda y Función Pública las 

propuestas relativas a la dotación presupuestaria, expedientes de contratación, relaciones de 
puestos de trabajo y suscripción de convenios con entidades públicas y privadas de la 
Oficina, tras su aprobación por el Pleno.

n) Ejercer la dirección del personal y la gestión de los medios de la Oficina.
ñ) Proponer a la Subsecretaría del Ministerio de Hacienda y Función Pública, los 

candidatos o candidatas a las vocalías de la Oficina, a efectos de su consideración y 
elevación al Consejo de Ministros por la persona titular del Departamento.
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o) Cualesquiera otras funciones, inherentes a su condición, necesarias para el eficaz 
cumplimiento de los fines de la Oficina.

Artículo 16.  Régimen de suplencia.
En casos de vacante, ausencia o enfermedad o si se ha declarado la abstención o 

recusación y, en general, cuando concurra alguna causa justificada, la persona titular de la 
Presidencia será sustituida por la titular de la vocalía de más antigüedad en la Oficina. En 
caso de concurrir más de una vocalía con la misma antigüedad en la Oficina, la suplencia 
será asumida por la aquella con mayor antigüedad en la Administración.

Artículo 17.  Las vocalías.
1. Cada una de las personas titulares de las cuatro vocalías que componen la Oficina 

ocuparán el cargo de Director o Directora de División.
2. Las Divisiones actuarán de forma coordinada y colaborarán para el ejercicio de sus 

funciones.
3. Así mismo, las vocalías participarán, con voz y sin voto, en las sesiones del Pleno del 

Comité de Cooperación de la contratación pública y formarán parte de las Secciones del 
mismo que determine la persona titular de la Presidencia de la Oficina.

Sección 4.ª División de Regulación de la Contratación Pública

Artículo 18.  Competencias de la División de Regulación de la Contratación Pública.
La División de Regulación de la Contratación Pública desarrollará las siguientes 

competencias:
a) Proponer modificaciones y desarrollos de la normativa de rango legal o reglamentario 

que regule las materias de competencia de la Oficina a través del Ministerio de Hacienda y 
Función Pública.

b) Elevar al Pleno la aprobación de la Estrategia Nacional de Contratación que se 
impulse por el Comité de Cooperación en materia de contratación pública.

c) En ejecución de las previsiones establecidas en los apartados 6 y 7 del artículo 332 de 
la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, elaborar instrucciones fijando pautas de interpretación y 
de aplicación de la legislación de la contratación pública, sin perjuicio de las competencias 
de la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado y de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 328.3.c) de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre.

d) Elaborar recomendaciones generales o particulares a los órganos de contratación, en 
ejecución de las previsiones establecidas en los apartados 6 y 7 del artículo 332 de la Ley 
9/2017, de 8 de noviembre.

e) Tramitar y realizar el seguimiento de las sugerencias y comunicaciones realizadas en 
materia de contratación y, en su caso, las propuestas de adopción de instrucción y 
recomendaciones generales o particulares.

f) Realizar estudios y guías que sirvan de orientación a los órganos de contratación y 
resto de operadores relacionados con el ámbito de la contratación pública con el fin de 
corregir posibles incumplimientos o malas praxis.

g) Promover las buenas prácticas y colaborar con los órganos encargados de la 
formación de los empleados públicos que desarrollan funciones de contratación en las áreas 
de especialización jurídica, económica y técnica que requiere la adecuada cumplimentación 
de las funciones asociadas a los procedimientos de contratación pública avanzados.

h) Colaborar con los órganos encargados de la formación de los empleados públicos que 
desarrollan funciones de contratación pública en las áreas de especialización jurídica y 
técnica de su ámbito funcional.

Artículo 19.  Instrucciones.
1. Las instrucciones de la Oficina se emitirán en los casos de detección de problemas, 

obstáculos o dificultades en la aplicación de la normativa de contratación pública derivados 
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de las actividades de supervisión anuales o bien de actividades de supervisión de carácter 
especial.

2. Tras su aprobación por el Pleno de la Oficina y su publicación, serán obligatorias para 
todos los órganos de contratación del Sector Público del Estado.

3. La publicación de las instrucciones se realizará de acuerdo con la normativa vigente y, 
en todo caso, en la página web de la Oficina.

Artículo 20.  Recomendaciones.
1. Las recomendaciones se emitirán por la Oficina, igualmente a la vista de la actividad 

supervisora, dictando pautas aclaratorias y proponiendo medidas para asegurar la correcta 
aplicación de la normativa en materia de contratación pública.

2. Las mismas podrán ser de carácter general o particular en función, tanto del ámbito 
material al que se refieren, como del ámbito subjetivo al que se dirigen. Serán objeto de 
publicación en la página web de la Oficina, así como aquellos ámbitos donde se garantice su 
difusión y conocimiento.

Artículo 21.  Estudios y guías.
1. Los estudios en materia de contratación pública tendrán como finalidad analizar 

incumplimientos específicos y problemas sistémicos en materia de contratación y se 
elaborarán, a iniciativa de la División de Regulación de la Contratación Pública, de la de 
Supervisión de la Contratación Pública o a propuesta del Pleno.

2. Las guías en el ámbito de las materias sobre las que tiene atribuidas funciones la 
Oficina servirán de orientación a los órganos de contratación y, en especial, se dirigirán a 
promover tanto las buenas prácticas como la profesionalización en la contratación pública.

Sección 5.ª División de Supervisión de la Contratación Pública

Artículo 22.  Competencias de la División de Supervisión de la Contratación Pública.
1. La División de Supervisión de la Contratación Pública desarrollará las siguientes 

competencias:
a) Coordinar la supervisión en materia de contratación de los poderes adjudicadores del 

conjunto del sector público.
b) Verificar que se apliquen con la máxima amplitud las obligaciones y buenas prácticas 

de transparencia, en particular las relativas a conflictos de interés, y detectar irregularidades 
que se produzcan en materia de contratación.

c) Elaborar y elevar al Pleno un Informe de supervisión que se remitirá, tras su 
aprobación por el Pleno de la Oficina, a la Junta Consultiva de Contratación Pública del 
Estado, para su posterior integración en el informe nacional a remitir a la Comisión Europea 
cada tres años.

d) Elaborar y elevar al Pleno el Informe anual de supervisión de la contratación pública 
del conjunto del sector público del Estado.

e) Definir la metodología, los criterios objetivos y aspectos específicos a valorar en los 
respectivos informes.

f) Remitir a la División de Regulación de la Contratación Pública las conclusiones que 
pudieran ser objeto de instrucciones o recomendaciones generales o particulares.

g) Remitir a la División de Promoción de la Integridad en la Contratación Pública y 
Coordinación Institucional la información oportuna referida a supuestos detectados de 
irregularidades, fraude o corrupción, a efectos del cumplimiento de sus funciones de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 28 del presente real decreto.

h) Elevar al Pleno aquellos supuestos, derivados de las actuaciones de supervisión, en 
que tenga conocimiento de hechos constitutivos de delito o infracción a nivel estatal, 
autonómico y local para su traslado inmediato, a través de la Presidencia, a la fiscalía u 
órganos judiciales competentes o a las entidades u órganos administrativos competentes, 
incluidas, las Oficinas y Agencias en materia de prevención y lucha contra la corrupción del 
sector público, al Tribunal de Cuentas o a la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia o sus órganos autonómicos equivalentes.
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2. En el ejercicio de las competencias descritas en materia de supervisión de la 
contratación pública, la División podrá realizar encuestas e investigaciones, para lo que 
tendrá acceso a los órganos y servicios de contratación, que deberán facilitar los datos, 
documentos o antecedentes o cualquier información en el ámbito de competencias de la 
Oficina, que aquella les reclame, salvo que tengan carácter secreto o reservado.

Artículo 23.  Informe trienal de supervisión de la contratación pública.
1. El Informe trienal de supervisión contendrá las conclusiones sobre las siguientes 

cuestiones:
a) Una relación de los principales incumplimientos detectados por los órganos 

instituciones y poderes con competencia supervisora o jurisdicciones en materia de 
contratación pública.

b) Información sobre las fuentes más frecuentes de aplicación incorrecta de la legislación 
de contratación pública o de inseguridad jurídica.

c) Información sobre la prevención, detección y notificación adecuada de los casos de 
fraude, corrupción, conflicto de intereses y otras irregularidades graves en la contratación, 
así como sobre los problemas de colusión detectados.

2. El informe contendrá información sobre la licitación y ejecución de los contratos 
sujetos a regulación armonizada.

3. El informe, tras su aprobación por el Pleno, será remitido a la Junta Consultiva de 
Contratación Pública del Estado y se integrará en el Informe nacional a remitir a la Comisión 
Europea cada tres años.

Artículo 24.  Informe anual de supervisión de la contratación pública.
1. El Informe anual de supervisión de la contratación pública recogerá las conclusiones 

derivadas de toda la actividad de supervisión realizada por las administraciones 
competentes.

Asimismo, incluirá las cuestiones establecidas en el apartado 1 del artículo 23 de esta 
norma, y, además, una relación expresiva de los principales incumplimientos constatados y 
de los órganos responsables de los mismos.

2. La supervisión se ejercerá sobre la preparación, licitación, ejecución y finalización de 
los contratos del sector público cuyo régimen se establece en la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, así como sobre las técnicas de racionalización de la contratación y los encargos 
regulados en la citada norma.

3. Para su elaboración la Oficina recabará información de las distintas entidades 
dependientes de la Administración General del Estado y de las distintas comunidades y 
ciudades autónomas, así como de las entidades locales.

4. La Oficina facilitará a las entidades de las que se haya solicitado información, la 
propuesta de informe a los efectos de que éstas puedan, en el plazo previsto al efecto por la 
Oficina, realizar precisiones o verificar la existencia de errores materiales o inexactitudes, 
que se deriven del contenido del informe o de otras fuentes para la elaboración del mismo, y 
que no podrán referirse a valoraciones, opiniones o recomendaciones.

5. Este informe, tras su aprobación por el Pleno, será remitido a la Comisión Europea, a 
través de la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado y será publicado en la 
Plataforma de Contratación del Sector Público y en la página web de la Oficina.

Artículo 25.  Informes especiales de supervisión.
1. La División de Supervisión de la Contratación Pública, a propuesta del Pleno, podrá 

elaborar informes especiales de supervisión.
2. Dichos informes, tras su aprobación por el Pleno podrán ser objeto de remisión, a 

través del Ministerio de Hacienda y Función Pública, a las Cortes Generales o a la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia.

3. Dichos informes serán objeto de publicación, al menos, en la página web de la Oficina.
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Sección 6.ª División de Análisis Económico y Evaluación de los Contratos de 
Concesión

Artículo 26.  Competencias de la División de Análisis Económico y Evaluación de los 
Contratos de Concesión.

1. La División de Análisis Económico y Evaluación de los Contratos de Concesión 
desarrollará las siguientes competencias:

a) Investigar, realizar análisis e informes en materias relativas a la contratación pública y 
su incidencia sobre el sistema económico.

b) Elaborar estudios sobre la información cualitativa y estadística en materia de 
contratación pública.

c) Describir y caracterizar los procedimientos de la contratación pública en España y su 
evolución en el tiempo, a través de la elaboración de los indicadores económicos y 
estadísticos que resulten adecuados.

d) Realizar estudios e informes sobre las variables y elementos económicos de los 
procedimientos de contratación pública, incluyendo las relativas a la estructura de costes y 
precios definidos por la oferta y la demanda de las prestaciones que son su objeto, con el fin 
de promover la eficiencia económica en la contratación pública.

e) Remitir a la División de Regulación de la Contratación Pública las conclusiones sobre 
materias económicas que pudieran ser objeto de propuesta de modificación o desarrollo de 
la normativa de la contratación, o de la elaboración de instrucciones, recomendaciones o 
guías de orientación a los órganos de contratación.

f) Remitir a la División de Supervisión de la Contratación Pública las conclusiones sobre 
las materias previstas en las letras b), c) y d) de este artículo que pudieran ser objeto de 
actuaciones de supervisión de la contratación pública.

g) Colaborar y apoyar a la Presidencia y al resto de Divisiones de la Oficina, realizando 
los análisis y estudios de carácter económico adicionales que directa o indirectamente 
puedan afectar a la contratación pública.

2. La División de Análisis Económico y Evaluación de los Contratos de Concesión será 
también responsable de las competencias que se señalan en el artículo siguiente en el 
ámbito de la Oficina Nacional de Evaluación.

Artículo 27.  Competencias en el ámbito de la Oficina Nacional de Evaluación.
1. La persona titular de la División de Análisis Económico y Evaluación de los Contratos 

de Concesión formará parte de la Oficina Nacional de Evaluación y desarrollará en la misma 
las competencias que le atribuyan las normas.

2. La División de Análisis Económico y Evaluación de los Contratos de Concesión en 
relación con la Oficina Nacional de Evaluación desarrollará las siguientes competencias:

a) Tramitar las solicitudes de los informes preceptivos formuladas a la Oficina Nacional 
de Evaluación, impulsando y coordinando la elaboración de dichos informes y su 
sometimiento a debate y aprobación por parte de su Pleno.

b) Elaborar la propuesta de Orden de ampliación del ámbito de aplicación de los 
contratos de concesión sobre los que debe ser evacuado el informe preceptivo al que se 
refiere el artículo 333 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre.

c) Proponer la metodología que garantice el análisis adecuado de la sostenibilidad 
financiera de los contratos de concesión y las reglas que deben informar los acuerdos de 
restablecimiento del equilibrio económico de estos contratos, así como el alcance y 
contenido de los informes preceptivos que debe evacuar la Oficina Nacional de Evaluación.

d) Proponer al Pleno la realización de actuaciones de seguimiento precisas para 
supervisar que la metodología de evaluación de la sostenibilidad financiera de los contratos 
previstos por el artículo 333 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, y las reglas que deben 
informar los acuerdos de restablecimiento del equilibrio económico de estos contratos, se 
realizan con criterios homogéneos por parte de la Oficina Nacional de Evaluación y de las 
Oficinas que se creen en el ámbito autonómico con las mismas funciones.
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Sección 7.ª División de Promoción de la Integridad en la Contratación Pública y 
Coordinación Institucional

Artículo 28.  Competencias de la División de Promoción de la Integridad en la Contratación 
Pública y Coordinación Institucional.

La División de Promoción de la Integridad en la Contratación Pública y Coordinación 
Institucional desarrollará las siguientes competencias:

a) Promover e impulsar planes de integridad, así como medidas de prevención, control y 
asesoramiento relativos a las irregularidades, fraude, corrupción y conflictos de intereses que 
se produzcan en materia de contratación pública, derivadas de la actividad de supervisión de 
la Oficina.

b) Analizar los hechos e informaciones, comunicados a través de los canales 
establecidos por la Oficina, que puedan poner en riesgo la integridad de la contratación 
pública cuando sean susceptibles de ser constitutivos de delito o infracción, proponiendo, en 
su caso, al Pleno de la Oficina las actuaciones que resulten oportunas.

A los efectos de esta norma, se entenderá por riesgos a la integridad en la contratación 
pública las prácticas irregulares, fraudulentas o corruptas en dicho ámbito.

c) Recibir propuestas de actuaciones de la División de Supervisión de la Contratación 
Pública si, derivada de sus investigaciones, se detectasen prácticas reiteradas o supuestos 
problemas sistémicos en materia de contratación y, en su caso, formular propuestas a la 
División de Regulación de la Contratación Pública a los efectos oportunos.

d) Elevar al Pleno aquellos supuestos en que tenga conocimiento de hechos 
constitutivos de delito o infracción a nivel estatal, autonómico y local para su traslado 
inmediato, a través de la Presidencia, a la fiscalía u órganos judiciales competentes o a las 
entidades u órganos administrativos competentes, incluidas, las Oficinas y Agencias en 
materia de prevención y lucha contra la corrupción del sector público, al Tribunal de Cuentas 
o a la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia o sus órganos autonómicos 
equivalentes.

e) Colaborar con los órganos competentes en la formación de personal en materia de 
aplicación de buenas prácticas en la prevención y lucha contra las irregularidades, fraude, 
corrupción y conflictos de intereses que se produzcan en el ámbito de la contratación 
pública.

f) Impulsar y coordinar la elaboración del plan estratégico de la Oficina, del Programa 
anual de actuaciones y del Código Ético del personal al servicio de la Oficina, así como de 
su publicidad, revisión y seguimiento.

g) Impulsar y coordinar la elaboración del informe anual de actuaciones de la Oficina.
h) Coordinar las actuaciones del Secretario o Secretaria General y trasladar las mismas 

al Pleno para la adopción, en su seno, de las decisiones correspondientes.
i) Ejercer las funciones de Secretaría del Pleno.
j) Asistir a la persona titular de la Presidencia en sus funciones de representación 

institucional de la Oficina, así como coordinar las relaciones institucionales de la Oficina.

Artículo 29.  Ejercicio de competencias.
1. La División de Promoción de la Integridad en la Contratación Pública y Coordinación 

Institucional desarrollará sus competencias en coordinación con las Oficinas Antifraude de 
ámbito autonómico y colaborará con los órganos y organismos que tengan atribuidas 
funciones semejantes a las referidas en las letras a) y b) del artículo anterior.

2. Así mismo, la División de Promoción de la Integridad en la Contratación Pública y 
Coordinación Institucional desarrollará sus competencias sin perjuicio de las que 
correspondan a la Intervención General de la Administración del Estado, a la Inspección 
General de Servicios de la Administración General del Estado y a los restantes órganos de 
control de la Administración General del Estado y con pleno respeto a las competencias del 
Tribunal de Cuentas y de la Oficina de Conflicto de Intereses.

3. La División de Promoción de la Integridad en la Contratación Pública y Coordinación 
Institucional coordinará las relaciones institucionales con otros órganos u organismos de la 
Administración General del Estado, Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla, 
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entidades locales, organismos internacionales y cualquier otra institución pública, española o 
extranjera, con funciones supervisoras y regulatorias en materia contratación pública, 
siguiendo las instrucciones de la persona titular de la Presidencia y las decisiones adoptadas 
en el Pleno, en coordinación con el Ministerio de Hacienda y Función Pública.

Sección 8.ª Pleno

Artículo 30.  Composición y funcionamiento.
1. Formarán parte del Pleno de la Oficina la persona titular de la Presidencia de la 

Oficina y las personas titulares de las vocalías.
El Pleno será presidido por la persona titular de la Presidencia de la Oficina, con el 

mismo régimen de suplencia que el establecido en el artículo 16 de estas normas.
Actuará como Secretaría del Pleno la persona titular de la División de Promoción de la 

Integridad en la Contratación Pública y Coordinación Institucional quien, en caso de vacante, 
ausencia o enfermedad será sustituido por la vocalía que designe la Presidencia.

2. La persona titular de la Presidencia convocará el Pleno como regla general y con 
carácter ordinario al menos una vez al mes, pudiendo acordar además cuantas reuniones 
extraordinarias fueran necesarias si existiera, a su juicio, motivo fundado o a petición de la 
mayoría de sus miembros.

3. Los miembros serán convocados por escrito, a través de medios electrónicos, para 
cada reunión, haciéndose constar la fecha, hora y lugar de la reunión, orden del día y la 
información sobre los temas a tratar, todo ello con una antelación mínima de cuarenta y ocho 
horas.

4. El Pleno quedará válidamente constituido, de forma presencial o telemática, con la 
asistencia de, al menos, tres de sus miembros, incluidos la persona titular de la Presidencia 
y la vocalía que ejerce las funciones de secretaría del órgano colegiado, o aquellos que los 
suplan.

5. La Presidencia podrá convocar a los funcionarios o funcionarias que presten servicios 
en la Oficina para que informen sobre las materias de sus respectivas competencias.

6. Los acuerdos se adoptarán por la mayoría de los miembros de la Oficina, contando la 
Presidencia con el voto dirimente en caso de empate.

7. El funcionamiento del Pleno se regirá por lo dispuesto en estas normas de 
organización y funcionamiento y, en su defecto, por las disposiciones de la Ley 40/2015, de 1 
de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

8. De cada sesión que celebre el Pleno se levantará acta por la persona titular de la 
Secretaría, que especificará necesariamente los asistentes, el orden del día de la reunión, 
las circunstancias del lugar y tiempo en que se ha celebrado, los puntos principales de las 
deliberaciones, así como el contenido de los acuerdos adoptados.

CAPÍTULO III
Estrategia Nacional de Contratación Pública

Artículo 31.  La Estrategia Nacional de Contratación Pública.
1. La Oficina es el órgano competente para la aprobación, a propuesta del Comité de 

Cooperación en materia de contratación, de la Estrategia Nacional de Contratación Pública, 
para lo cual verificará que su contenido incluye mecanismos de mejora del control de la 
legalidad, propuestas de metodologías para garantizar la evaluación con criterios 
homogéneos de la sostenibilidad de los contratos de concesión, medidas para combatir la 
corrupción e ilegalidades, medidas de mejora de la eficiencia en la contratación pública, 
propuestas de impulso de la contratación electrónica, propuestas encaminadas al apoyo a 
las PYMEs y de mejora de la profesionalización.

2. La Oficina remitirá al Comité de Cooperación en materia de contratación las 
propuestas que reciba, en su caso, por parte de la Comisión Nacional de Mercados y de la 
Competencia en materia de contratación que afecten a la competencia, a efectos de su 
eventual inclusión en la Estrategia Nacional de Contratación Pública.
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3. Así mismo, podrán ser objeto de remisión al Comité de Cooperación en materia de 
contratación las propuestas trasladadas a la Oficina por las Agencias y Oficinas Antifraude 
de ámbito autonómico.

4. Una vez publicada en la Plataforma de Contratación del Sector Público, el Acuerdo de 
aprobación de la Estrategia Nacional de Contratación Pública se publicará en la página web 
de la Oficina.

Disposición adicional única.  Supresión de órganos.
Quedan suprimidas las Divisiones de Evaluación de los Contratos de Concesión, de 

Regulación y Ordenación de la Contratación, de Supervisión de la Contratación y Relaciones 
Institucionales y de Asuntos Generales.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas normas de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto 

en este real decreto y, en particular, el artículo 12.15 del Real Decreto 1113/2018, de 7 de 
septiembre, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Hacienda.

Disposición final única.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
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§ 45

Real Decreto 609/2023, de 11 de julio, por el que se crea el Registro 
Central de Titularidades Reales y se aprueba su Reglamento

Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria Democrática
«BOE» núm. 165, de 12 de julio de 2023
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2023-16159

Este real decreto tiene por objeto el necesario desarrollo de lo previsto en las 
disposiciones adicionales tercera y cuarta de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención 
del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, en la redacción dada a la 
misma por el Real Decreto-ley 7/2021, de 27 de abril, de transposición de directivas de la 
Unión Europea en las materias de competencia, prevención del blanqueo de capitales, 
entidades de crédito, telecomunicaciones, medidas tributarias, prevención y reparación de 
daños medioambientales, desplazamiento de trabajadores en la prestación de servicios 
transnacionales y defensa de los consumidores.

Este real decreto trae causa originaria de los artículos 30 y 31 de la Directiva (UE) 
2015/849 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de mayo de 2015, relativa a la 
prevención de la utilización del sistema financiero para el blanqueo de capitales o la 
financiación del terrorismo, y por la que se modifica el Reglamento (UE) n.º 648/2012 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, y se derogan la Directiva 2005/60/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo y la Directiva 2006/70/CE de la Comisión (IV Directiva), en la 
redacción dada a dichos preceptos por la Directiva (UE) 2018/843 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 30 de mayo de 2018, por la que se modifica la Directiva (UE) 2015/849 
relativa a la prevención de la utilización del sistema financiero para el blanqueo de capitales 
o la financiación del terrorismo, y por la que se modifican las Directivas 2009/138/CE y 
2013/36/UE (V Directiva). Y mediante el citado Real Decreto-ley 7/2021, de 27 de abril, 
fueron objeto de transposición al ordenamiento jurídico interno, entre otras, la Directiva (UE) 
2018/843 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2018.

Según la disposición adicional tercera de la Ley 10/2010, de 28 de abril, «mediante real 
decreto se creará en el Ministerio de Justicia el Registro de Titularidades Reales, registro 
central y único en todo el territorio nacional, que contendrá la información a la que se refieren 
los artículos 4, 4 bis y 4 ter (de la Ley 10/2010, de 28 de abril), relativa a todas las personas 
jurídicas españolas y las entidades o estructuras sin personalidad jurídica que tengan la 
sede de su dirección efectiva o su principal actividad en España, o que estén administradas 
o gestionadas por personas físicas o jurídicas residentes o establecidas en España […] En el 
registro se incluirán también los datos de las entidades o estructuras sin personalidad 
jurídica que, no estando gestionadas o administradas desde España u otro Estado de la 
Unión Europea, y no estando registradas por otro Estado de la Unión Europea, pretendan 
establecer relaciones de negocio, realizar operaciones ocasionales o adquirir bienes 
inmuebles en España».
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Asimismo, mediante esta norma se desarrolla la disposición adicional cuarta de la citada 
Ley 10/2010, de 28 de abril, que regula el acceso al registro.

Todo ello, en virtud de las facultades de desarrollo reglamentario reconocidas al 
Gobierno en la disposición final quinta de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

Dado que conforme a la disposición final octava del Real Decreto-ley 7/2021, de 27 de 
abril, las citadas disposiciones adicionales tercera y cuarta no entrarán en vigor hasta que se 
apruebe este desarrollo reglamentario, resulta necesario aprobar este real decreto para 
completar la trasposición de la Directiva (UE) 2018/843 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 30 de mayo de 2018.

Con este real decreto se pretende así regular la obtención de información sobre la 
titularidad real, directa o indirecta, de las entidades jurídicas creando el Registro Central de 
Titularidades Reales, un registro que centralizará la información de titularidad real disponible 
actualmente en diversas fuentes, además de aquella que se le proporcione directamente, y 
que permitirá ayudar a combatir de manera eficaz y eficiente el blanqueo de capitales y la 
financiación de terrorismo mediante el acceso a la información sobre la titularidad real por 
autoridades, sujetos obligados y particulares, en este último caso siempre que puedan 
demostrar un interés legítimo, y, con este mismo fin, articular la interconexión de la 
información sobre titularidades reales a nivel europeo. A este respecto cabe destacar que 
con fecha 22 de noviembre de 2022 el Tribunal de Justicia de la Unión Europea (Gran Sala) 
ha dictado sentencia en que se declara que el artículo 1, punto 15, letra c), de la Directiva 
(UE) 2018/843 es inválido en la medida en que modificó el artículo 30, apartado 5, párrafo 
primero, letra c), de la Directiva (UE) 2015/849, en el sentido de que este último establece, 
en su así versión modificada, que los Estados miembros deberán garantizar que la 
información sobre la titularidad real de las sociedades y otras entidades jurídicas constituidas 
en su territorio esté en todos los casos a disposición de cualquier miembro del público en 
general; en consecuencia, la redacción original de la Directiva (UE) 2015/849 en este 
aspecto es la actualmente vigente, lo que ha sido tenido en cuenta en la redacción de este 
real decreto; por tanto, actualmente el acceso a la información relativa a la titularidad real de 
las entidades por personas u organizaciones distintas a autoridades y sujetos obligados está 
previsto para aquellas que puedan demostrar un interés legítimo en su conocimiento. A este 
respecto, la propia sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea señala que tanto la 
prensa como las organizaciones de la sociedad civil que presentan relación con la 
prevención y la lucha contra el blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo tienen 
interés legítimo en acceder a la información sobre la titularidad real. Cabe destacar que, 
mediante Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio, por el que se adoptan y prorrogan 
determinadas medidas de respuesta a las consecuencias económicas y sociales de la 
Guerra de Ucrania, de apoyo a la reconstrucción de la isla de La Palma y a otras situaciones 
de vulnerabilidad; de transposición de Directivas de la Unión Europea en materia de 
modificaciones estructurales de sociedades mercantiles y conciliación de la vida familiar y la 
vida profesional de los progenitores y los cuidadores; y de ejecución y cumplimiento del 
Derecho de la Unión Europea, se ha modificado la disposición adicional cuarta de la Ley 
10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del 
terrorismo, que regulan el acceso y uso del Registro de Titularidades Reales, con el objetivo 
de adecuar nuestro ordenamiento jurídico a la citada sentencia.

Teniendo en cuenta la naturaleza electrónica del Registro Central de Titularidades 
Reales, y que la inclusión en el mismo de una persona física deriva de ostentar la titularidad 
real de personas jurídicas o fideicomisos como el trust y otros instrumentos jurídicos 
análogos, por lo que cuenta necesariamente con la capacidad económica y técnica precisa 
para relacionarse con las Administraciones por medios electrónicos, y que la persona física 
que pueda tener interés en acceder a la información del Registro contará con la capacidad 
económica precisa para relacionarse con las Administraciones por medios electrónicos, 
mediante el presente real decreto se establece la obligación de toda persona física de 
relacionarse electrónicamente con el Registro en virtud del artículo 14.3 de la Ley 39/2015, 
de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

Este real decreto es coherente con los principios de buena regulación establecidos en el 
artículo 129 de la citada Ley 39/2015, de 1 de octubre. De lo expuesto en los párrafos 
anteriores se pone de manifiesto el cumplimiento de los principios de necesidad, eficacia y 
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eficiencia, puesto que se persigue un interés general al crear el Registro Central de 
Titularidades Reales y aprobar su reglamento de funcionamiento, destinados 
fundamentalmente a la prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del 
terrorismo. Asimismo, cumple con el principio de proporcionalidad, al recoger la regulación 
imprescindible para atender las necesidades que se busca cubrir. Igualmente, la norma se 
ajusta al principio de seguridad jurídica, pues resulta plenamente coherente con el resto del 
ordenamiento jurídico y aporta certidumbre, objetividad y transparencia. En cuanto al 
principio de transparencia, se ha realizado en relación con esta norma tanto el trámite de 
consulta pública, como el trámite de audiencia e información públicas.

En la tramitación de este real decreto se ha solicitado informe a la Agencia Española de 
Protección de Datos, al Ministerio del Interior, al Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital, a la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e 
Infracciones Monetarias, al Colegio de Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de 
Bienes Muebles de España, al Consejo General del Notariado, al Consejo General del Poder 
Judicial, y a las comunidades autónomas en lo relativo a las fundaciones y asociaciones de 
ámbito autonómico.

En su virtud, a propuesta de las Ministras de Justicia y de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital, con la aprobación previa de la Ministra de Hacienda y Función 
Pública, de acuerdo con el Consejo de Estado, y previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día 11 de julio de 2023,

DISPONGO:

Artículo único.  Creación del Registro Central de Titularidades Reales y aprobación de su 
reglamento.

Se crea el Registro Central de Titularidades Reales, registro central único en todo el 
territorio nacional, y se aprueba su reglamento de funcionamiento, cuyo texto se incluye a 
continuación.

Disposición adicional primera.  Incorporación de datos históricos.
El Ministerio de Justicia incorporará al Registro Central de Titularidades Reales los datos 

de carácter histórico existentes sobre las personas jurídicas o entidades o estructuras sin 
personalidad jurídica como los fideicomisos tipo trust y entidades o estructuras sin 
personalidad jurídica análogas a los trust a medida que se obtenga la información de las 
otras bases de datos que se centralizan en este Registro conforme a su reglamento, en los 
términos previstos en la disposición adicional tercera de este real decreto.

Disposición adicional segunda.  Incumplimiento de la obligación de identificación e 
información al Registro Central de Titularidades Reales.

El incumplimiento de la obligación de identificación e información al Registro Central de 
Titularidades Reales, sea por falta de identificación en la hoja de titularidad real o por falta de 
constancia de la hoja de titularidad real por omisión en el depósito de las cuentas anuales 
cuando se trate de entidades legalmente obligadas a ello, determinará el cierre registral 
previsto en el artículo 378 del Reglamento del Registro Mercantil.

Disposición adicional tercera.  Traspaso de datos entre el Registro Central de 
Titularidades Reales y los distintos registros de personas jurídicas.

1. Los distintos registros con competencia en materia de recogida de datos de titulares 
reales o bases de datos, de manera coordinada con el Registro Central de Titularidades 
Reales, deberán adoptar las actuaciones tecnológicas necesarias para, en un plazo máximo 
de nueve meses a contar de su entrada en vigor, haber realizado un primer envío total o 
tener a disposición del Registro Central la totalidad de los datos sobre titulares reales 
incluidos en sus bases de datos, que serán los previstos en los artículos 4, 4 bis y 4 ter de la 
Ley 10/2010, de 28 de abril, y en el artículo 4 del reglamento. A partir del primer envío, 
deberán realizarse actualizaciones de manera diaria, de las altas y variaciones que se hayan 
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producido, desde ese primer envío o posteriores actualizaciones, en las bases de datos de 
titulares reales de su competencia.

Para facilitar el cumplimiento de esta disposición, se habilita al Colegio de Registradores 
de la Propiedad y Mercantiles de España, al Registro de Fundaciones de competencia 
estatal, y al Consejo General del Notariado, así como al resto de Registros mencionados en 
el artículo 1.3 del Reglamento del Registro Central de Titularidades Reales, para proceder a 
realizar conexiones y trasvase de datos con el Registro Central de Titularidades Reales 
desde la publicación de este real decreto en el «Boletín Oficial del Estado».

2. Estas actuaciones de traspaso de datos se realizan en cumplimiento de la obligación 
legal prevista en la disposición adicional tercera, apartado 4 de la Ley 10/2010, de 28 de 
abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, por lo que 
para la misma no será necesario acuerdo específico al respecto, ni consentimiento de la 
persona interesada.

3. En caso de que los datos de titularidad real que suministren los distintos registros con 
competencia en materia de recogida de datos de titulares reales o bases de datos no sean 
todos los previstos en el Reglamento los mismos deberán ser completados por los sujetos 
que tienen la obligación de comunicar los datos o sus órganos de gestión si son personas 
jurídicas. A estos efectos deberán hacer una primera declaración complementaria por 
medios electrónicos al Registro Central de Titularidades Reales en el plazo de dos meses 
desde la entrada en vigor de este real decreto.

4. Tratándose de sociedades mercantiles la hoja para la declaración de identificación de 
la titularidad real que se haga con ocasión del depósito de cuentas se ajustará a los campos 
necesarios para el suministro de datos a que se refiere el Reglamento. Igualmente, cuando 
se produzcan cambios en la titularidad real, deberá presentarse en el Registro Mercantil 
correspondiente por los administradores nueva declaración de identificación de la titularidad 
real en el plazo máximo de diez días a contar desde el siguiente a que tenga conocimiento 
del cambio, con objeto de garantizar que la información que envía el Registro Mercantil al 
Registro Central de Titularidades Reales sea adecuada, precisa y actualizada.

Disposición transitoria única.  Forma de proceder hasta el primer volcado de datos.
1. En tanto no se complete en el Registro Central de Titularidades Reales el primer envío 

total de datos o puesta a disposición de la información de los distintos registros con 
competencia en la inscripción de personas jurídicas o bases de datos, las autoridades 
citadas en el Reglamento, así como los sujetos obligados y las personas u organizaciones 
distintas a las anteriores, en este último caso siempre que puedan demostrar un interés 
legítimo, podrán obtener información de los titulares reales acudiendo a dichos registros y 
bases de datos conforme a su normativa específica. Aquella circunstancia será publicitada 
mediante la oportuna resolución de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, 
que se publicará anualmente en el «Boletín Oficial del Estado».

2. En tanto no se apruebe el importe de la tasa del registro, los sujetos obligados y las 
personas u organizaciones con interés legítimo podrán acceder gratuitamente al mismo.

3. Los fideicomisos tipo trust y entidades o estructuras sin personalidad jurídica análogas 
a los trust deberán realizar, en el plazo de dos meses desde la entrada en vigor de este real 
decreto, una primera declaración por medios electrónicos al Registro Central de Titularidades 
Reales de la información relacionada en el artículo 4 ter de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, así como la 
establecida en el reglamento.

4. De cara a la puesta en marcha del Registro Central de Titularidades Reales, mediante 
resolución de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública se podrá aprobar un 
nuevo modelo de hoja para la declaración de titularidad real, que se deberá presentar en el 
Registro Mercantil adicionalmente al que se presente en el momento del depósito de 
cuentas.
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Disposición final primera.  Modificación del Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 de abril, 
de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, aprobado por 
Real Decreto 304/2014, de 5 mayo.

El artículo 9.6 del Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del 
blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, aprobado por Real Decreto 
304/2014, de 5 de mayo, queda redactado como sigue:

«6. Para el cumplimiento de la obligación de identificación y comprobación de la 
identidad de la persona titular real establecida en este artículo, los sujetos obligados 
deberán acceder a la información que consta al respecto en el Registro Central de 
Titularidades Reales, sin perjuicio de que a estos exclusivos efectos puedan realizar 
consultas adicionales a la base de datos de titularidad real del Consejo General del 
Notariado o a otros registros que puedan recoger la información de titularidad real de 
las personas jurídicas o entidades inscritas.»

Disposición final segunda.  Título competencial.
Este real decreto se dicta en virtud de las competencias que atribuye al Estado el artículo 

149.1.6.ª y 8.ª de la Constitución Española, en materia de legislación mercantil y de 
ordenación de los registros e instrumentos públicos.

De las competencias enunciadas se exceptúa la disposición final primera, por la que se 
modifica el artículo 9.6 del Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del 
blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, aprobado por Real Decreto 
304/2014, de 5 de mayo, al que se aplicarán los títulos competenciales que en el mismo se 
expresan.

Disposición final tercera.  Incorporación del derecho de la Unión Europea.
Este real decreto completa la incorporación al derecho español de la Directiva (UE) 

2018/843 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2018, por la que se 
modifica la Directiva (UE) 2015/849 relativa a la prevención de la utilización del sistema 
financiero para el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo, y por la que se 
modifican las Directivas 2009/138/CE y 2013/36/UE, y recoge en la normativa nacional lo 
declarado en la sentencia dictada por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, en asuntos 
acumulados C 37/20 y C 601/20, en relación con la Directiva (UE) 2018/843 del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 30 de mayo de 2018 por la que se modifica la Directiva (UE) 
2015/849 relativa a la prevención de la utilización del sistema financiero para el blanqueo de 
capitales o la financiación del terrorismo, y por la que se modifican las Directivas 
2009/138/CE y 2013/36/UE.

Disposición final cuarta.  Habilitación a la persona titular del Ministerio de Justicia.
Se habilita a la persona titular del Ministerio de Justicia para dictar cuantas normas sean 

necesarias para la ejecución de lo dispuesto en este real decreto.

Disposición final quinta.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día 19 de septiembre de 2023. Se exceptúa 

la habilitación contenida en la disposición adicional tercera, apartados 1 y 2, que entrará en 
vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado», y el acceso a la 
información relativa a la titularidad real prevista en el artículo 5.3 del reglamento que entrará 
en vigor el 19 de octubre de 2023, salvo lo relativo a la previsión de acreditación por los 
medios de comunicación u organizaciones de la sociedad civil que presentan relación con la 
prevención y la lucha contra el blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo de su 
condición de tales a efectos de la presunción de interés legítimo en el acceso a la 
información y la posterior designación de personas físicas que podrán acceder al Registro 
Central de Titulares Reales en su nombre y representación, que también entrará en vigor el 
19 de septiembre de 2023.
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REGLAMENTO DEL REGISTRO CENTRAL DE TITULARIDADES REALES

Artículo 1.  Objeto y finalidad.
1. El Registro Central de Titularidades Reales es el registro electrónico, central y único 

en todo el territorio nacional, que tiene por objeto recoger y dar publicidad a la información 
sobre titularidad real a la que se refieren los artículos 4, 4 bis y 4 ter de la Ley 10/2010, de 28 
de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, relativa 
a todas las personas jurídicas españolas y las entidades o estructuras sin personalidad 
jurídica contempladas en la misma Ley 10/2010, de 28 de abril, que tengan la sede de su 
dirección efectiva o su principal actividad en España, o que estén administradas o 
gestionadas por personas físicas o jurídicas residentes o establecidas en España, en los 
términos desarrollados en este reglamento. Igualmente serán objeto del Registro los demás 
datos previstos en el presente reglamento. Todo ello con la finalidad de proteger la integridad 
del sistema financiero y de otros sectores de la actividad económica mediante la prevención 
del blanqueo de capitales y financiación del terrorismo.

2. En este registro se incluirán también en una sección especial los datos de las 
entidades o estructuras sin personalidad jurídica como los fideicomisos tipo trust y entidades 
o estructuras sin personalidad jurídica análogas a los trust que, no estando gestionadas o 
administradas desde España u otro Estado de la Unión Europea, y no estando registradas 
por otro Estado de la Unión Europea, pretendan establecer relaciones de negocio, realizar 
operaciones ocasionales o adquirir bienes inmuebles en España, que deberán declarar por 
medios electrónicos al Registro Central de Titularidades Reales antes de comenzar las 
citadas actividades.

3. Dicho registro además de los datos que se le declaren de manera directa, o que le 
sean suministrados conforme a este reglamento, centralizará la información de titularidad 
real disponible en los Registros de Fundaciones, Asociaciones, Cooperativas, Sociedades 
Agrarias de Transformación, y otros registros que puedan recoger la información de las 
personas jurídicas o entidades inscritas, así como la obtenida por la Base de Datos de 
Titulares Reales a cargo del Consejo General del Notariado y de los Registros Mercantiles 
gestionados por el Colegio de Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes 
Muebles de España, todas ellas fuentes fiables e independientes.

4. Las fundaciones, asociaciones, y en general, todas las personas jurídicas, los 
fideicomisos tipo trust y entidades o estructuras sin personalidad jurídica análogas a los trust 
que no hayan declarado su titularidad real a través del Registro Mercantil, o los Registros de 
Fundaciones, Asociaciones, de Cooperativas u otros donde estuvieran inscritas, por no estar 
regulada dicha vía de declaración, deberán declarar por medios electrónicos al Registro 
Central de Titularidades Reales la información relacionada en los artículos 4 bis y 4 ter de la 
Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del 
terrorismo, así como la establecida en este reglamento, en el plazo máximo de un mes 
desde su constitución, y en el caso de los fideicomisos tipo trust y entidades o estructuras sin 
personalidad jurídica análogas a los trust en el plazo máximo de un mes desde que tengan la 
obligación de identificar a los titulares reales, y posteriormente actualizar los datos en el 
plazo máximo de diez días cuando se produzcan cambios en la titularidad real.

En todo caso, se realizará una declaración anual por medios electrónicos en el mes de 
enero, y en el supuesto de que no se hayan producido cambios en la titularidad real se 
realizará una declaración confirmando este extremo.

5. La obligación de comunicación de la titularidad real no se extenderá a los fondos, pero 
sí a su sociedad gestora.

Artículo 2.  Organización y funcionamiento del Registro.
1. El Registro Central de Titularidades Reales será gestionado por el Ministerio de 

Justicia, teniendo su sede en la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.
2. La Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública será el órgano encargado de 

su gestión y responsable del mismo.
3. El funcionamiento del Registro será electrónico, todos los días del año durante las 

veinticuatro horas. Todas las relaciones con el Registro Central de Titularidades Reales se 
realizarán por medios electrónicos. No obstante, las cuestiones que requieran intervención 
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humana, tales como la calificación del interés legítimo, o resolución de consultas o recursos 
se ajustarán al horario de oficina del Ministerio de Justicia y a la normativa en materia de 
procedimiento administrativo común, con las especialidades previstas en este reglamento y 
en la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la 
financiación del terrorismo.

4. Las resoluciones de la persona encargada del Registro Central de Titularidades 
Reales por las que se deniegue el acceso o se decida sobre una solicitud de restricción de 
acceso, podrán ser recurridas en alzada ante el órgano superior jerárquico del que dependa, 
cuyas resoluciones pondrán fin a la vía administrativa.

Artículo 3.  Tratamiento de la información almacenada.
1. En relación con los datos declarados de manera directa al Registro Central de 

Titularidades Reales, las personas físicas cuyos datos personales se conserven en el 
registro en calidad de titularidades reales deberán ser informadas de ello por medios 
telemáticos, de conformidad con la normativa vigente en materia de protección de datos 
personales. A estos efectos deberá indicarse una dirección de correo electrónico de la 
persona afectada para el envío de avisos de puesta a disposición de notificaciones por 
medios electrónicos al respecto. Para el tratamiento de estos datos por el Registro no será 
necesario el consentimiento de la persona interesada.

2. La información incorporada al Registro Central de Titularidades Reales se conservará 
y actualizará durante la vida de las personas jurídicas o entidades o estructuras sin 
personalidad jurídica, y se mantendrá por un periodo de diez años tras su extinción.

En los casos previstos en el artículo 1.2 de este reglamento, la información se 
conservará y actualizará durante el tiempo en que se prolongue la relación de negocios o la 
propiedad de los inmuebles, y se mantendrá por un periodo de diez años tras la finalización 
de la relación de negocios, la venta del inmueble o la terminación de la operación ocasional, 
que deberá ser comunicada al registro.

Además, la información de los titulares reales se conservará por un plazo de diez años a 
contar desde el cese de su condición de titular real o, en caso de no constar en el Registro 
Central esa fecha, desde que en el mismo conste que ha dejado de ser titular real, sin que el 
citado plazo pueda exceder del previsto en los párrafos anteriores de este apartado y del que 
trae causa la titularidad real.

La información se almacenará informáticamente y se cancelará de oficio transcurrido el 
citado plazo.

Una vez cancelados, los datos se mantendrán debidamente bloqueados excepto para la 
puesta a disposición de los datos a los jueces y tribunales, al Ministerio Fiscal o a las 
Administraciones Públicas competentes, en particular a las autoridades de protección de 
datos, para la exigencia de posibles responsabilidades derivadas del tratamiento y solo por 
el plazo de prescripción de las mismas durante un plazo de tres años.

3. La información conservada en el Registro Central de Titularidades Reales deberá ser 
adecuada, precisa y actualizada. La información registral será suficiente para identificar a las 
personas físicas que son los titulares reales, y los medios y mecanismos a través de los 
cuales ejercen la propiedad efectiva o el control. Si la información suministrada al Registro 
Central de Titularidades Reales por alguna de las fuentes indicadas en el artículo 1 de este 
reglamento estuviera en contradicción o fuera discrepante con la suministrada por cualquiera 
de las otras, se tendrá en cuenta el principio de dato más relevante, por su fecha o por la 
fiabilidad de la forma en que el mismo ha sido obtenido, siempre teniendo presente la 
naturaleza electrónica del Registro y su finalidad, de manera que tendrá preferencia a 
efectos de información a suministrar por el Registro Central de Titularidades Reales el dato 
más reciente, sin perjuicio de que puedan establecerse las actuaciones procedentes en caso 
de discrepancia entre la información suministrada por las distintas fuentes mediante 
resolución de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública del Ministerio de 
Justicia.

Se considerarán datos fiables los obtenidos a través de escritura pública de transmisión 
de acciones o participaciones sociales, los de las actas notariales de titularidad real y los 
procedentes de los depósitos de cuentas y nuevas declaraciones de identificación de la 
titularidad real en caso de cambios en la titularidad real una vez depositadas las cuentas en 
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el Registro Mercantil, así como los procedentes de los Registros de Fundaciones, de 
Asociaciones, Cooperativas y de Sociedades Agrarias de Transformación a que se refiere el 
artículo 1.3 de este reglamento.

En relación con los datos de la persona jurídica o entidad o estructura sin personalidad 
jurídica respecto de la que se comunica la titularidad real se podrá completar la información 
mínima necesaria con los datos procedentes de otra fuente, en caso de ausencia de alguno 
de los datos en la fuente en que conste el dato más relevante.

Con la finalidad de verificar que los datos son adecuados, precisos y actualizados, los 
registros o bases de datos que suministren información al Registro Central de Titularidades 
Reales implementarán paulatinamente análisis de la información basado en el riesgo para 
aquellos datos que deban facilitar al registro.

4. En caso de existir discrepancia entre los datos suministrados por los registros y bases 
a que se refiere el artículo 1.3 de este reglamento, el Registro Central de Titularidades 
Reales informará al registro del que procedan los datos de la existencia de contradicciones o 
discrepancias, sin perjuicio de la obligación de la persona interesada de mantener los datos 
actualizados. El registro de procedencia de los datos deberá comunicar la existencia de la 
contradicción o discrepancia a la persona jurídica sujeta a la obligación de declarar su 
titularidad real y requerirla para que, en el plazo de diez días desde el requerimiento, 
ratifique ante el mismo los datos sobre titularidad real que constan en ese registro o bien, en 
caso de ser distintos, efectúe una nueva declaración de identificación de la titularidad real. 
En caso de que se efectúe una nueva declaración de identificación de la titularidad real, el 
registro de procedencia procederá a actualizar la información que consta en el mismo; en 
caso de que la persona jurídica no contestara al requerimiento en el plazo indicado, el 
registro de procedencia lo comunicará al Registro Central de Titularidades Reales para que 
se incluya una anotación específica al respecto en el Registro Central y resolverá esta 
ausencia de información facilitando el dato acreditado como fehaciente. Si la resolución de la 
discrepancia arrojara un dato distinto al comunicado originalmente, se procederá a poner el 
nuevo dato en conocimiento del interesado. Los registros de procedencia implicados 
deberán prestar la debida asistencia al Registro Central de Titularidades Reales.

Una vez se informe al registro de procedencia de los datos de la existencia de 
contradicciones o discrepancias, el Registro Central tomará las medidas adecuadas para 
que se incluya entretanto una anotación específica en el Registro Central, dato que será solo 
accesible por autoridades, así como notarias y notarios y registradoras y registradores y sus 
órganos centralizados de prevención.

5. Los sujetos obligados y, en la medida en que esta obligación no interfiera 
innecesariamente en sus funciones, las autoridades competentes que soliciten información 
sobre titulares reales de los registros obligados a suministrar información conforme a este 
reglamento, informarán al Registro Central de cualquier discrepancia que observen entre la 
información sobre titularidad real que figure en este Registro Central y la información sobre 
titularidad real de que aquéllos dispongan por otros medios, salvo que esta última 
información proceda de los Registros Mercantiles gestionados por el Colegio de 
Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles de España o de la Base de 
Datos de Titulares Reales a cargo del Consejo General del Notariado. La misma obligación 
de información sobre discrepancias incumbirá a las personas encargadas de los distintos 
registros que deben suministrar información al Registro Central, una vez que tengan 
conocimiento de la misma. Estas discrepancias se tramitarán por el mismo procedimiento 
previsto en el apartado anterior.

En caso de que se informe de discrepancias, el Registro Central tomará las medidas 
adecuadas para que se resuelvan en tiempo oportuno y para que se incluya entretanto una 
anotación específica en el Registro Central, dato que será solo accesible por autoridades, 
así como notarias y notarios y registradoras y registradores y sus órganos centralizados de 
prevención.

6. El Registro Central de Titulares Reales establecerá mecanismos que le permitan 
obtener información estadística sobre las consultas realizadas, las discrepancias existentes y 
la resolución de las mismas.
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Artículo 4.  Datos que deben ser facilitados al Registro Central de Titularidades reales.
1. Los datos de los titulares reales que se facilitarán por medios electrónicos 

separadamente por los órganos de gestión de la persona jurídica al Registro Central de 
Titularidades Reales o a los distintos registros competentes para su inscripción, si en este 
caso tienen regulado un procedimiento de declaración, así como a la base de datos del 
Consejo General del Notariado, a través de los documentos públicos notariales, serán los 
siguientes:

a) Nombre.
b) Apellidos.
c) Fecha de nacimiento.
d) Tipo y número de documento identificativo (en el caso de nacionales españoles o 

residentes en España se incluirá siempre el documento expedido en España).
e) País de expedición del documento identificativo, en caso de no utilizarse el 

Documento Nacional de Identidad o la tarjeta de residente en España.
f) País de residencia.
g) Nacionalidad.
h) Criterio que cualifica a esa persona como titular real.
i) En caso de titularidades reales por propiedad directa o indirecta de acciones o 

derechos de voto, porcentaje de participación, con inclusión, en el caso de propiedad 
indirecta, de la información sobre las personas jurídicas interpuestas y su participación en 
cada una de ellas.

j) Una dirección de correo electrónico válida, a efectos del envío de avisos de puesta a 
disposición de posibles notificaciones por medios electrónicos.

Cuando no exista titular real en sentido propio, se considerará como tal al administrador 
o administradores y si el administrador fuera una persona jurídica, será titular real la persona 
física nombrada por el administrador persona jurídica.

2. Si se trata de fideicomisos como el trust y otros instrumentos jurídicos análogos, los 
datos que por medios electrónicos deberán proporcionarse separadamente en relación con 
los titulares reales serán los siguientes:

a) Nombre.
b) Apellidos.
c) Fecha de nacimiento.
d) Tipo y número de documento identificativo (en el caso de nacionales españoles o 

residentes en España se incluirá siempre el documento expedido en España).
e) País de expedición del documento identificativo, en caso de no utilizarse el 

Documento Nacional de Identidad o la tarjeta de residente en España.
f) País de residencia.
g) Nacionalidad.
h) Criterio que cualifica a esa persona como titular real.
i) Una dirección de correo electrónica válida, a efectos del envío de avisos de puesta a 

disposición de posibles notificaciones por medios electrónicos.
En particular, respecto de los fideicomisos deberá informarse, por considerarse todos 

ellos titulares reales, de la identidad de los fideicomitentes, fiduciarios, protectores, 
beneficiarios y de cualquier otra persona física que ejerza en último término el control del 
fideicomiso, a través de la propiedad directa o indirecta o a través de otros medios; y 
respecto de otros instrumentos jurídicos análogos al trust, como las fiducias o el treuhand de 
la legislación alemana, la identidad de las personas que ocupen posiciones equivalentes o 
similares a las indicadas para los fideicomisos.

La obligación de comunicación en los fideicomisos corresponde al fiduciario y gestor del 
fideicomiso y, en su defecto, al fideicomitente; y finalmente a los beneficiarios.

Para garantizar que se pueda comprobar, si se estima necesario por el Registro Central 
de Titularidades Reales, que la información conservada en el mismo en relación con 
fideicomisos como el trust y otros instrumentos jurídicos análogos es adecuada, precisa y 
actualizada, junto con los datos se deberá suministrar documentación justificativa de los 
mismos.
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3. En relación con la persona jurídica o entidad o estructura sin personalidad jurídica 
respecto de la que se comunica la titularidad real se deberán facilitar aquellos datos 
identificativos que se consideren necesarios por el registro de inscripción, en particular: la 
razón social o, en el caso de entidad o estructura sin personalidad jurídica, su nombre; EUID 
(identificador único europeo), Número de Identificación Fiscal, o, en su ausencia, número de 
registro de la entidad; forma jurídica de la entidad; nacionalidad; y domicilio social.

4. La información a suministrar al Registro Central de Titularidades Reales, fuera de la 
que proceda de los distintos registros de personas jurídicas o bases de datos, se efectuará 
por medio de formularios normalizados aprobados por resolución de la persona encargada 
del Registro y de forma telemática.

Artículo 5.  Personas legitimadas para acceder a la información del Registro Central de 
Titularidades Reales.

1. Corresponde al Ministerio de Justicia garantizar y controlar el acceso a la información 
contenida en el Registro Central de Titularidades Reales en las condiciones establecidas en 
la ley y las previstas en este reglamento, en particular, estableciendo medidas de protección 
contra las búsquedas automatizadas y la copia de registros.

Esta información será accesible, de forma gratuita y sin restricción, a las autoridades con 
competencias de prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de los delitos de 
financiación del terrorismo, blanqueo de capitales y sus delitos precedentes, tanto nacionales 
como de otros Estados Miembros de la Unión Europea. A los efectos exclusivos del acceso 
al Registro, tendrán consideración de autoridades en la materia: el Ministerio Fiscal, la 
Fiscalía Europea, los órganos del Poder Judicial en el ámbito penal, los Cuerpos y Fuerzas 
de Seguridad, el Centro Nacional de Inteligencia, el Centro de Inteligencia contra el 
Terrorismo y el Crimen Organizado, la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e 
Infracciones Monetarias y sus órganos de apoyo, la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores, otros órganos supervisores en caso de convenio, la Oficina de Recuperación y 
Gestión de Activos, la Agencia Estatal de Administración Tributaria, el Protectorado de 
Fundaciones, la Intervención General de la Administración del Estado, la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social y el Tribunal de Cuentas.

Todas estas autoridades, así como las notarias y los notarios y las registradoras y los 
registradores y sus órganos centralizados de prevención, en el ejercicio de sus funciones, 
previa acreditación, podrán acceder no solo al dato vigente sobre la titularidad real de la 
persona o entidad, sino también a los datos históricos de los que exista información en el 
Registro Central, así como a la naturaleza y alcance del interés real ostentado y de esa 
titularidad real, en particular, al dato de si la misma se debe al control de la propiedad o al del 
órgano de gestión de la misma y el porcentaje de participación, con inclusión, en el caso de 
propiedad indirecta, de la información sobre las personas jurídicas interpuestas y su 
participación en cada una de ellas.

A través del procedimiento habilitado al efecto también podrán solicitar al Registro 
Central de Titularidades Reales ampliación de información sobre personas determinadas y 
cruce de información, incluso con expresión del Documento Nacional de Identidad del titular 
real.

2. Los sujetos obligados de la Ley 10/2010, de 28 de abril, tendrán acceso a la 
información vigente contenida en el Registro Central y recabarán certificación electrónica del 
Registro o un extracto de este para el cumplimiento de sus obligaciones en materia de 
identificación del titular real. Podrán obtener información sobre la naturaleza y alcance del 
interés real ostentado y de esta titularidad real, en particular, al dato de si la misma se debe 
al control de la propiedad o al del órgano de gestión de la misma y el porcentaje de 
participación, con inclusión, en el caso de propiedad indirecta, de la información sobre las 
personas jurídicas interpuestas y su participación en cada una de ellas.

La certificación podrá ser facilitada de forma literal o en extracto.
Se presumirá acreditado el interés legítimo de los sujetos obligados a que se refiere el 

artículo 2 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, para acceder a la información y recabar 
certificación al efecto del Registro Central, siempre que expresen la causa de la consulta, ya 
sea para un supuesto específico o con carácter general, y ésta sea acorde con la finalidad 
del Registro.
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3. Además de los anteriores, aquella persona u organización que pueda demostrar un 
interés legítimo en su conocimiento podrá acceder a la información relativa a la titularidad 
real de las entidades, si bien podrá acceder exclusivamente a los datos consistentes en el 
nombre y apellidos, mes y año de nacimiento, país de residencia y de nacionalidad de los 
titulares reales vigentes de una persona jurídica, o entidad o estructura sin personalidad 
jurídica como los fideicomisos tipo trust y entidades o estructuras sin personalidad jurídica 
análogas a los trust, así como a la naturaleza de esa titularidad real, en particular, al dato de 
si la misma se debe al control de la propiedad o al del órgano de gestión de la misma.

Se presumirá acreditado el interés legítimo en el conocimiento de la información relativa 
a la titularidad real cuando se trate de medios de comunicación o de organizaciones de la 
sociedad civil que presentan relación con la prevención y la lucha contra el blanqueo de 
capitales y la financiación del terrorismo. Para ello, estos medios u organizaciones 
presentarán ante el Registro Central de Titularidades Reales una solicitud inicial en que 
deberán acreditar su condición de tales; una vez comprobada esta circunstancia por la 
persona encargada del Registro, designarán hasta tres personas físicas que podrán acceder 
al Registro Central de Titulares Reales en su nombre y representación. Podrán realizar los 
cambios de designación que consideren necesarios, siempre dentro del límite de tres 
personas físicas designadas.

Igualmente, se presumirá acreditado el interés legítimo cuando se trate de la propia 
persona jurídica, fideicomiso tipo trust o entidad análoga a los trust en relación con la que se 
efectúa la consulta, o de una de las personas físicas que figure como titular real de la propia 
entidad en el Registro Central de Titulares Reales.

4. Las autoridades, sujetos obligados y personas u organizaciones distintas de los 
anteriores, podrán acudir a los efectos del cumplimiento de sus obligaciones o como labor de 
control o de investigación, de forma indistinta, al Registro Central de Titulares Reales, en 
cuyo caso si se trata de personas u organizaciones distintas a autoridades y sujetos 
obligados deberán demostrar un interés legítimo en su conocimiento, o a los distintos 
registros donde conste la titularidad real o bases de datos, que procederán conforme a su 
legislación específica, si bien estos deberán advertir que sólo el Registro Central estará en 
conexión con las demás bases de datos y registros que suministran información y con la 
plataforma central europea. Para el cumplimiento de la obligación de identificación y 
comprobación de la identidad de la persona titular real los sujetos obligados deberán 
acceder a la información vigente que consta al respecto en el Registro Central de 
Titularidades Reales y recabarán certificación electrónica del Registro o un extracto de este 
al respecto.

5. Si a juicio de la persona encargada del Registro Central fuera necesario actualizar 
algún dato, podrá requerir al registro o base de datos de que proceda ésta, para que 
notifique la variación producida o comunique que no ha existido ninguna. A estos efectos, los 
registros y bases de datos obligados a suministrar información al Registro Central deberán 
facilitar un correo o cauce electrónico que sirva para canalizar las comunicaciones 
recíprocas.

6. El acceso a la información disponible en el Registro Central requerirá la previa 
identificación del solicitante, la acreditación de la condición en la que se solicita el acceso y, 
la demostración de un interés legítimo por las personas u organizaciones, distintas de 
autoridades y sujetos obligados, en su conocimiento, que justifique el acceso al contenido.

Asimismo, será obligatorio el previo pago de la tasa que cubra los costes administrativos 
de la puesta a disposición de la información, incluidos los costes de creación, mantenimiento 
y desarrollo del Registro Central y, en su caso, el de las fuentes de los datos incluidos en el 
mismo, en los términos fijados en su ley de creación, y sin que dicha tasa pueda ser superior 
a los citados costes.

No será exigible el pago de tasas en los accesos realizados por autoridades públicas, 
notarias y notarios y registradoras y registradores y sus órganos centralizados de 
prevención, en el ejercicio de sus funciones de prevención y lucha contra el blanqueo de 
capitales y la financiación del terrorismo y actuaciones precedentes.

Mediante Orden del Ministerio de Justicia se determinará, en su caso, la concreta 
distribución de la tasa entre el Registro Central de Titularidades Reales y el registro o base 
de datos de la que procedan los datos de los que se suministra información.
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7. Cuando el acceso a la información pueda exponer a la persona titular real a un riesgo 
desproporcionado, o a un riesgo de fraude, secuestro, extorsión, acoso, violencia o 
intimidación, u otros de análoga gravedad, o si la persona titular real es menor de edad o 
persona con la capacidad limitada o sujeta a especiales medidas de protección, la persona 
encargada del Registro Central podrá denegar motivadamente, atendiendo a las 
circunstancias del caso concreto, el acceso a la información. Esta denegación de acceso 
acordada en resolución por la persona encargada del Registro Central de Titularidades 
Reales, podrá ser recurrida en alzada ante el órgano superior jerárquico del que dependa, 
conforme al artículo 2.4 de este reglamento.

La persona interesada titular real deberá solicitar previamente la restricción de acceso a 
su información a la persona encargada del Registro Central, restricción que, en su caso, se 
concederá tras una evaluación detallada de la naturaleza excepcional de las circunstancias. 
El plazo máximo para resolver estas solicitudes será de seis meses y el sentido del silencio 
será desestimatorio.

La decisión relativa a la restricción de acceso acordada en resolución por la persona 
encargada del Registro Central de Titularidades Reales, podrá ser recurrida en alzada ante 
el órgano superior jerárquico del que dependa, conforme al artículo 2.4 de este reglamento.

No se podrá denegar el acceso por estas causas a las autoridades y sujetos 
relacionados en los apartados 1 y 8 de este artículo, ni a los sujetos obligados que soliciten 
el acceso para el cumplimiento de sus obligaciones de identificación de la persona titular 
real.

8. Igualmente, la información contenida en el Registro Central de Titularidades Reales 
será accesible, de forma gratuita y sin restricción, únicamente para el desarrollo de sus 
misiones específicas, a las autoridades y organismos nacionales que gestionen, verifiquen, 
paguen o auditen Fondos Europeos, y cuyas funciones vengan determinadas en un 
Reglamento comunitario en el que venga establecida que la información sobre los titulares 
reales del beneficiario de los fondos puede cumplirse utilizando los datos almacenados en 
los registros a que se refiere el artículo 30 de la Directiva (UE) 2015/849, en el caso de 
España, el Registro Central de Titularidades Reales.

También, la información contenida en el Registro Central de Titularidades Reales será 
accesible, de forma gratuita y sin restricción, adicionalmente a lo establecido en el primer 
apartado de este artículo, a la Agencia Estatal de Administración Tributaria, para el análisis 
sistemático del riesgo de conflicto de interés en los procedimientos que ejecuten fondos 
europeos en los términos establecidos en la normativa correspondiente, así como a aquellas 
autoridades y organismos nacionales que controlen y auditen fondos europeos, todo ello al 
amparo del artículo 22.2 d) del Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 12 de febrero de 2021, por el que se establece el Mecanismo de Recuperación 
y Resiliencia, y la disposición adicional centésima décima segunda de la Ley 31/2022, de 23 
de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2023.

De la misma manera y con los mismos fines, serán accesibles por la Comisión Europea, 
la Oficina Europea de Lucha contra el Fraude y el Tribunal de Cuentas Europeo.

No será exigible el pago de tasas en estos accesos a la información realizados por 
autoridades y organismos nacionales o comunitarios.

9. Las certificaciones electrónicas del Registro Central de Titularidades Reales incluirán 
un código seguro de verificación o sistema análogo que permita cotejar su contenido durante 
diez años desde la fecha de su expedición.

Artículo 6.  Forma de acceso a la información contenida en el Registro.
1. El acceso a la información contenida en el Registro Central de Titularidades Reales, 

será siempre por medios electrónicos previa autenticación mediante su identificación. Podrá 
facilitarse también el acceso a colectivos de autoridades a los que se refiere el artículo 5 y 
sujetos obligados, previa acreditación de las personas que van a realizar la solicitud en 
representación de aquéllas.

Las solicitudes de información se ajustarán a un modelo informático que tendrá los 
campos necesarios para identificar al solicitante. Además de los datos básicos de 
identificación de la persona física solicitante (nombre, apellidos, Número de Identificación 
Fiscal o Número de Identidad de Extranjero), y en su caso, de los datos de la persona 
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jurídica representada (Número de Identificación Fiscal y razón social), deberán incorporarse 
los datos de profesión, dirección de correo electrónico y teléfono.

La identificación de los solicitantes se realizará mediante los sistemas de identificación 
establecidos en el artículo 9 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, acordes al nivel de seguridad del 
sistema.

2. En caso de solicitudes realizadas por personas u organizaciones, distintas de 
autoridades y sujetos obligados, atendido a que debe valorarse la existencia de un interés 
legítimo en su conocimiento, la solicitud deberá estar firmada electrónicamente en nombre 
propio o representando a la persona jurídica interesada.

La firma electrónica de los solicitantes se realizará mediante los sistemas de firma 
establecidos en el artículo 10 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, acordes al nivel de seguridad del 
sistema.

3. Cuando el consultante lo sea en virtud de su cargo, responderá de que la consulta se 
efectúa amparada en el cumplimiento estricto de las funciones que les atribuye la legislación 
vigente.

4. Si la información de la titularidad real tuviera relación con la titularidad de fideicomisos 
tipo trust que operen sobre bienes inmuebles, el solicitante deberá manifestar un interés 
legítimo que será apreciado por la persona encargada del registro.

No necesitarán acreditar interés legítimo para el acceso a esta información las 
autoridades a que se refiere el artículo 5 en sus apartados primero y octavo y los sujetos 
obligados a que se refiere el artículo 2 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del 
blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, dado que se realiza en el ejercicio 
de sus funciones de prevención y lucha contra el blanqueo de capitales o en relación con 
Fondos Europeos en el caso de autoridades o para cumplir sus obligaciones de diligencia 
debida los sujetos obligados.

5. Lo anterior se entiende sin perjuicio de la publicidad que pueda obtenerse por las 
autoridades, los sujetos obligados y las personas u organizaciones distintas de los 
anteriores, de los distintos registros o bases de datos con competencia en materia de 
titulares reales, que procederán conforme a su legislación específica.

6. El acceso a la información contenida en el Registro Central de Titularidades Reales 
por parte de las autoridades a que se refiere el artículo 5 en sus apartados primero y octavo, 
podrá efectuarse por medio de certificados electrónicos de empleado público, con número de 
identificación profesional, o, en caso de acceso a la información de manera masiva, 
automatizada y desatendida por parte de dichas autoridades, certificados electrónicos 
cualificados de representante de persona jurídica o certificados electrónicos cualificados de 
sello, en la medida que lo permitan tecnológicamente los sistemas que gestionan esos 
accesos.

7. Para las autoridades a que se refiere el artículo 5.1 de este reglamento se podrá 
proporcionar adicionalmente un acceso telemático máquina-máquina que permita realizar 
consultas múltiples de manera simultánea.

Artículo 7.  Interconexión con la plataforma central europea.
El Ministerio de Justicia garantizará la interconexión con la plataforma central europea 

conforme a las especificaciones y procedimientos técnicos que se determinen de acuerdo 
con el apartado 10 del artículo 30 y el apartado 9 del artículo 31 de la Directiva (UE) 
2015/849 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de mayo de 2015, relativa a la 
prevención de la utilización del sistema financiero para el blanqueo de capitales o la 
financiación del terrorismo, y por la que se modifica el Reglamento (UE) n.º 648/2012 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, y se derogan la Directiva 2005/60/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo y la Directiva 2006/70/CE de la Comisión, en la redacción dada a 
dichos preceptos por la Directiva (UE) 2018/843 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
30 de mayo de 2018, por la que se modifica la Directiva (UE) 2015/849 relativa a la 
prevención de la utilización del sistema financiero para el blanqueo de capitales o la 
financiación del terrorismo, y por la que se modifican las Directivas 2009/138/CE y 
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2013/36/UE, de manera que la información del Registro Central de Titularidades Reales 
pueda ser obtenida también a través de esta vía.

Artículo 8.  Protección de datos personales.
A los efectos de lo establecido por la normativa de protección de datos de carácter 

personal:
a) La finalidad y uso de los datos incorporados al Registro Central de Titularidades 

Reales son los previstos en la Ley 10/2010, de 28 de abril, así como para el desarrollo de 
sus misiones específicas por las autoridades y organismos nacionales o comunitarios que 
gestionen, verifiquen, paguen o auditen Fondos Europeos, y cuyas funciones vengan 
determinadas en un Reglamento comunitario en el que venga establecida que la información 
sobre los titulares reales del beneficiario de los fondos puede cumplirse utilizando los datos 
almacenados en los registros a que se refiere el artículo 30 de la Directiva (UE) 2015/849, 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de mayo de 2015, relativa a la prevención de 
la utilización del sistema financiero para el blanqueo de capitales o la financiación del 
terrorismo, y por la que se modifica el Reglamento (UE) n.º 648/2012 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, y se derogan la Directiva 2005/60/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo y la Directiva 2006/70/CE de la Comisión, en la redacción dada a dicho precepto por 
la Directiva (UE) 2018/843 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2018, 
por la que se modifica la Directiva (UE) 2015/849 relativa a la prevención de la utilización del 
sistema financiero para el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo, y por la que 
se modifican las Directivas 2009/138/CE y 2013/36/UE, y para el desarrollo de sus misiones 
específicas por la Agencia Estatal de Administración Tributaria, para el análisis sistemático 
del riesgo de conflicto de interés en los procedimientos que ejecuten fondos europeos en los 
términos establecidos en la normativa correspondiente, así como por aquellas autoridades y 
organismos nacionales que controlen y auditen fondos europeos, todo ello al amparo del 
artículo 22.2.d) del Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 
de febrero de 2021, por el que se establece el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, y 
la disposición adicional centésima décima segunda de la Ley 31/2022, de 23 de diciembre, 
de Presupuestos Generales del Estado para el año 2023, de manera que, conforme al 
artículo 6.1.c) y e) del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al 
tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga 
la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de datos), el tratamiento será el 
necesario para el cumplimiento de una obligación legal recogida en la Ley 10/2010, de 28 de 
abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, exigible al 
responsable del tratamiento y para el cumplimiento de la misión realizada en interés público 
y para el ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable del tratamiento, sin que 
puedan emplearse para un fin distinto, no precisando del consentimiento del interesado.

b) Los datos personales se obtendrán de las personas jurídicas españolas y de las 
entidades o estructuras sin personalidad jurídica a que se refiere la Ley 10/2010, de 28 de 
abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, así como 
de los propios titulares reales cuando proceda.

c) Los datos personales objeto de inscripción y de tratamiento serán los relativos al 
nombre y apellidos o apellido, Documento Nacional de Identidad o, en su caso, Código de 
Identificación de extranjeros, nacionalidad, país de residencia, fecha de nacimiento, y el 
tanto por ciento de la participación ostentada sea esta directa o indirecta, así como los 
demás datos establecidos en la Ley 10/2010, de 28 de abril, y sus disposiciones 
reglamentarias, incluido este reglamento.

d) La estructura del Registro Central y los datos personales incluidos en él se ajustarán 
en todo caso a lo que dispone la disposición adicional tercera de la Ley 10/2010, de 28 de 
abril, de prevención del blanqueo de capitales y de financiación del terrorismo, así como a lo 
previsto en este reglamento.

e) Los datos indicados serán públicos, en los términos establecidos en este reglamento.
Se prohíbe la cesión a terceros de los datos obtenidos del Registro Central por parte de 

quienes hayan accedido a ella como autoridades públicas y por tanto de forma gratuita, salvo 
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que la cesión se realice en desarrollo de las funciones que motivaron dicho acceso. La 
cesión de datos por parte de las demás personas que accedan al Registro Central se 
realizará siempre con indicación de la fuente y su comercialización solo podrá realizarse si 
tiene como finalidad la prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del 
terrorismo.

f) El responsable del tratamiento de datos del Registro Central de Titularidades Reales 
es el Ministerio de Justicia, a través de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública.

g) En relación con los datos declarados de manera directa al Registro Central de 
Titularidades Reales, los titulares de los mismos podrán ejercer los derechos de acceso, 
rectificación, cancelación, oposición, limitación del tratamiento, portabilidad y no ser sujeto a 
decisiones automatizadas y, en su caso, de supresión ante la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública.

Respecto a los datos que consten en el Registro Central de Titularidades Reales 
procedentes de otros Registros o bases de datos, los citados derechos deberán ejercerse 
ante el Registro o base de datos de la que proceden.

h) Las medidas de seguridad a implantar en el Registro Central de Titularidades Reales 
serán, de las incluidas en el anexo II del Esquema Nacional de Seguridad del Real Decreto 
311/2022, de 3 de mayo, aquellas que se determine por el responsable del tratamiento en 
función de la categorización del sistema, del análisis de riesgos y, en su caso, de la 
evaluación de impacto en protección de datos personales.

i) En todo caso, para la gestión del Registro Central de Titularidades Reales deberán 
tenerse en cuenta, en la medida que les sean aplicables, las previsiones en materia de 
protección de datos de carácter personal de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención 
del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, en particular, sus artículos 32, 
32 bis, 32 ter y 33, así como las demás previsiones normativas aplicables en materia de 
protección de datos.

Artículo 9.  Tratamiento de la información.
El tratamiento de la información almacenada por el Registro Central de Titularidades 

Reales, así como su intercambio, deberá hacerse de conformidad con el Esquema Nacional 
de Seguridad y el Esquema Nacional de Interoperabilidad.
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§ 46

Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 236, de 2 de octubre de 2015
Última modificación: 19 de octubre de 2022

Referencia: BOE-A-2015-10565

[ . . . ]
TÍTULO IV

De las disposiciones sobre el procedimiento administrativo común

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Iniciación del procedimiento

[ . . . ]
Sección 2.ª Iniciación del procedimiento de oficio por la administración

Artículo 58.  Iniciación de oficio.
Los procedimientos se iniciarán de oficio por acuerdo del órgano competente, bien por 

propia iniciativa o como consecuencia de orden superior, a petición razonada de otros 
órganos o por denuncia.

[ . . . ]
Artículo 62.  Inicio del procedimiento por denuncia.

1. Se entiende por denuncia, el acto por el que cualquier persona, en cumplimiento o no 
de una obligación legal, pone en conocimiento de un órgano administrativo la existencia de 
un determinado hecho que pudiera justificar la iniciación de oficio de un procedimiento 
administrativo.

2. Las denuncias deberán expresar la identidad de la persona o personas que las 
presentan y el relato de los hechos que se ponen en conocimiento de la Administración. 
Cuando dichos hechos pudieran constituir una infracción administrativa, recogerán la fecha 
de su comisión y, cuando sea posible, la identificación de los presuntos responsables.

3. Cuando la denuncia invocara un perjuicio en el patrimonio de las Administraciones 
Públicas la no iniciación del procedimiento deberá ser motivada y se notificará a los 
denunciantes la decisión de si se ha iniciado o no el procedimiento.
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4. Cuando el denunciante haya participado en la comisión de una infracción de esta 
naturaleza y existan otros infractores, el órgano competente para resolver el procedimiento 
deberá eximir al denunciante del pago de la multa que le correspondería u otro tipo de 
sanción de carácter no pecuniario, cuando sea el primero en aportar elementos de prueba 
que permitan iniciar el procedimiento o comprobar la infracción, siempre y cuando en el 
momento de aportarse aquellos no se disponga de elementos suficientes para ordenar la 
misma y se repare el perjuicio causado.

Asimismo, el órgano competente para resolver deberá reducir el importe del pago de la 
multa que le correspondería o, en su caso, la sanción de carácter no pecuniario, cuando no 
cumpliéndose alguna de las condiciones anteriores, el denunciante facilite elementos de 
prueba que aporten un valor añadido significativo respecto de aquellos de los que se 
disponga.

En ambos casos será necesario que el denunciante cese en la participación de la 
infracción y no haya destruido elementos de prueba relacionados con el objeto de la 
denuncia.

5. La presentación de una denuncia no confiere, por sí sola, la condición de interesado 
en el procedimiento.

[ . . . ]
Disposición adicional octava.  Resoluciones de Secretaría General de Administración 
Digital del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital que establezcan las 
condiciones de uso de sistemas de identificación y/o firma no criptográfica.

Cuando se trate de sistemas establecidos por medio de Resolución de la Secretaría 
General de Administración Digital del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación 
Digital para su ámbito competencial con objeto de determinar las circunstancias en las que 
un sistema de firma electrónica no basado en certificados electrónicos será considerado 
como válido en las relaciones de los interesados con los órganos administrativos de la 
Administración General del Estado, sus organismos públicos y entidades de Derecho Público 
vinculados o dependientes, no será preciso el transcurso del plazo de dos meses para la 
eficacia jurídica del sistema a que se refiere el artículo 10.2.c) de la presente ley, adquiriendo 
eficacia jurídica al día siguiente de la publicación de la Resolución, salvo que esta disponga 
otra cosa.

[ . . . ]
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§ 47

Real Decreto 799/2005, de 1 de julio, por el que se regulan las 
inspecciones generales de servicios de los departamentos 

ministeriales. [Inclusión parcial]

Ministerio de Administraciones Públicas
«BOE» núm. 168, de 15 de julio de 2005
Última modificación: 5 de abril de 2023

Referencia: BOE-A-2005-12178

CAPÍTULO I
Naturaleza y funciones

[ . . . ]
Artículo 2.  Funciones de las inspecciones generales.

En el desarrollo de su actividad, corresponde a las inspecciones generales de servicios 
de los diferentes ministerios el ejercicio de las siguientes funciones, sin perjuicio de las 
competencias especificas de otros órganos de su correspondiente ámbito departamental:

a) Inspeccionar y supervisar la actuación y el funcionamiento de las unidades, órganos y 
organismos vinculados o dependientes del departamento, para garantizar el cumplimiento de 
la normativa vigente.

b) Analizar, cuando así les sea encomendado, la estructura de las unidades 
administrativas del departamento y formular, en su caso, propuestas de reforma y 
modernización, así como informar sobre las actuaciones que el departamento proyecte 
realizar en materia de planificación y reorganización de servicios. Asimismo, cuando así les 
sea encomendado, evaluar el desempeño de los empleados públicos para optimizar la 
utilización de los recursos humanos y proponer, en su caso, medidas de reasignación de 
efectivos.

c) Colaborar, en su caso, con la correspondiente Secretaría General Técnica u otros 
órganos competentes del departamento, en la simplificación, agilización y transparencia de 
los procedimientos de actuación administrativa.

d) Realizar auditorías internas en las unidades y servicios y verificar el desarrollo y 
cumplimiento de planes y programas de actuación, así como el ajuste de los resultados a los 
objetivos propuestos.

e) Colaborar en la evaluación del rendimiento de las unidades y servicios públicos, 
analizar riesgos y debilidades y proponer medidas de actuación.

f) Participar en el desarrollo de programas de calidad y en su evaluación.
g) Verificar y efectuar el seguimiento de las reclamaciones y denuncias de los 

ciudadanos, así como de las actuaciones y contestaciones de la Administración, en los 
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términos establecidos en el Real Decreto 208/1996, de 9 de febrero, por el que se regulan 
los servicios de información administrativa y atención al ciudadano.

h) Examinar actuaciones presuntamente irregulares de los empleados públicos en el 
desempeño de sus funciones y proponer, en su caso, a los órganos competentes la adopción 
de las medidas oportunas.

i) Informar las solicitudes de compatibilidad de los empleados públicos de acuerdo con lo 
que establezcan las normas internas de su departamento.

j) Promover actuaciones que favorezcan la integridad profesional y comportamientos 
éticos de los empleados públicos y de las organizaciones.

k) Cualquiera otra función que, dentro de la naturaleza de las competencias propias de 
las inspecciones generales de servicios, les sea atribuida por el ordenamiento jurídico 
vigente o les pueda ser asignada por el ministro o el subsecretario del departamento 
correspondiente.

[ . . . ]

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 47  Inspecciones generales de servicios de los departamentos ministeriales [parcial]

– 562 –



§ 48

Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones. 
[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 276, de 18 de noviembre de 2003

Última modificación: 29 de junio de 2023
Referencia: BOE-A-2003-20977

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Disposiciones comunes a las subvenciones públicas

[ . . . ]
Artículo 13.  Requisitos para obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora.

1. Podrán obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora las personas o 
entidades que se encuentren en la situación que fundamenta la concesión de la subvención 
o en las que concurran las circunstancias previstas en las bases reguladoras y en la 
convocatoria.

2. No podrán obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora de las 
subvenciones reguladas en esta ley las personas o entidades en quienes concurra alguna de 
las circunstancias siguientes, salvo que por la naturaleza de la subvención se exceptúe por 
su normativa reguladora:

a) Haber sido condenadas mediante sentencia firme a la pena de pérdida de la 
posibilidad de obtener subvenciones o ayudas públicas o por delitos de prevaricación, 
cohecho, malversación de caudales públicos, tráfico de influencias, fraudes y exacciones 
ilegales o delitos urbanísticos.

b) Haber solicitado la declaración de concurso voluntario, haber sido declarados 
insolventes en cualquier procedimiento, hallarse declarados en concurso, salvo que en éste 
haya adquirido la eficacia un convenio, estar sujetos a intervención judicial o haber sido 
inhabilitados conforme a la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, sin que haya concluido el 
período de inhabilitación fijado en la sentencia de calificación del concurso.

c) Haber dado lugar, por causa de la que hubiesen sido declarados culpables, a la 
resolución firme de cualquier contrato celebrado con la Administración.

d) Estar incursa la persona física, los administradores de las sociedades mercantiles o 
aquellos que ostenten la representación legal de otras personas jurídicas, en alguno de los 
supuestos de la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la 
Administración General del Estado, de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de 
incompatibilidades del Personal al Servicio de las Administraciones Públicas, o tratarse de 
cualquiera de los cargos electivos regulados en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del 
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Régimen Electoral General, en los términos establecidos en la misma o en la normativa 
autonómica que regule estas materias.

e) No hallarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias o frente a la 
Seguridad Social impuestas por las disposiciones vigentes, en la forma que se determine 
reglamentariamente.

f) Tener la residencia fiscal en un país o territorio calificado reglamentariamente como 
paraíso fiscal.

g) No hallarse al corriente de pago de obligaciones por reintegro de subvenciones en los 
términos que reglamentariamente se determinen.

h) Haber sido sancionado mediante resolución firme con la pérdida de la posibilidad de 
obtener subvenciones conforme a ésta u otras leyes que así lo establezcan.

i) No podrán acceder a la condición de beneficiarios las agrupaciones previstas en el 
artículo 11.3, párrafo segundo cuando concurra alguna de las prohibiciones anteriores en 
cualquiera de sus miembros.

j) Las prohibiciones de obtener subvenciones afectarán también a aquellas empresas de 
las que, por razón de las personas que las rigen o de otras circunstancias, pueda presumirse 
que son continuación o que derivan, por transformación, fusión o sucesión, de otras 
empresas en las que hubiesen concurrido aquéllas.

3. En ningún caso podrán obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora de 
las subvenciones reguladas en esta ley las asociaciones incursas en las causas de 
prohibición previstas en los apartados 5 y 6 del artículo 4 de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 
de marzo, reguladora del Derecho de Asociación.

Tampoco podrán obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora las 
asociaciones respecto de las que se hubiera suspendido el procedimiento administrativo de 
inscripción por encontrarse indicios racionales de ilicitud penal, en aplicación de lo dispuesto 
en el artículo 30.4 de la Ley Orgánica 1/2002, en tanto no recaiga resolución judicial firme en 
cuya virtud pueda practicarse la inscripción en el correspondiente registro.

3 bis. Para subvenciones de importe superior a 30.000 euros, las personas físicas y 
jurídicas, distintas de las entidades de derecho público, con ánimo de lucro sujetas a la Ley 
3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad 
en las operaciones comerciales, deberán acreditar cumplir, en los términos dispuestos en 
este apartado, los plazos de pago que se establecen en la citada Ley para obtener la 
condición de beneficiario o entidad colaboradora. Cualquier financiación que permita el cobro 
anticipado de la empresa proveedora se considerará válida a efectos del cumplimiento de 
este apartado, siempre y cuando su coste corra a cargo del cliente y se haga sin posibilidad 
de recurso al proveedor en caso de impago.

Salvo que las bases reguladoras prevean otro plazo o momento de acreditación, ésta se 
efectuará en el plazo de 10 días hábiles desde la notificación de la propuesta de resolución 
provisional a los interesados para los que se propone la concesión de la subvención.

En el caso de que se prescinda del trámite de audiencia por no figurar en el 
procedimiento ni ser tenidos en cuenta otros hechos ni otras alegaciones y pruebas que las 
aducidas por los interesados, la acreditación se efectuará en el plazo de 10 días desde la 
notificación del requerimiento dirigido al efecto por el órgano instructor previo a la propuesta 
de resolución definitiva.

No obstante, si la certificación de auditor o el informe de procedimientos acordados no 
pudiere obtenerse antes de la terminación del plazo establecido para su presentación, se 
aportará justificante de haber solicitado dicho medio de acreditación y una vez obtenido se 
presentará inmediatamente y, en todo caso, antes de la resolución de concesión.

La acreditación del nivel de cumplimiento establecido se realizará por los siguientes 
medios de prueba:

a) Las personas físicas y jurídicas que, de acuerdo con la normativa contable pueden 
presentar cuenta de pérdidas y ganancias abreviada, mediante certificación suscrita por la 
persona física o, en el caso de personas jurídicas, por el órgano de administración o 
equivalente, con poder de representación suficiente, en la que afirmen alcanzar el nivel de 
cumplimiento de los plazos de pago previstos en la citada Ley 3/2004, de 29 de diciembre. 
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Podrán también acreditar dicha circunstancia por alguno de los medios de prueba previstos 
en la letra b) siguiente y con sujeción a su regulación

b) Las personas jurídicas que, de acuerdo con la normativa contable no pueden 
presentar cuenta de pérdidas y ganancias abreviada, mediante:

1.º Certificación emitida por auditor inscrito en el Registro Oficial de Auditores de 
Cuentas que contenga una trascripción desglosada de la información en materia de pagos 
descrita en la memoria de las últimas cuentas anuales auditadas, cuando de ellas se 
desprenda que se alcanza el nivel de cumplimiento de los plazos de pago establecidos en la 
Ley 3/2004, de 29 de diciembre, determinado en este apartado, en base a la información 
requerida por la disposición adicional tercera de la Ley 15/2010, de 5 de julio, de 
modificación de la Ley 3/2004, de 29 de diciembre.

Esta certificación será válida hasta que resulten auditadas las cuentas anuales del 
ejercicio siguiente.

2.º En el caso de que no sea posible emitir el certificado al que se refiere el número 
anterior, «Informe de Procedimientos Acordados», elaborado por un auditor inscrito en el 
Registro Oficial de Auditores de Cuentas, que, en base a la revisión de una muestra 
representativa de las facturas pendientes de pago a proveedores de la sociedad a una fecha 
de referencia, concluya sin la detección de excepciones al cumplimiento de los plazos de 
pago de la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, o en el caso de que se detectasen, éstas no 
impidan alcanzar el nivel de cumplimiento requerido en el último párrafo de este apartado.

A los efectos de esta Ley, se entenderá cumplido el requisito exigido en este apartado 
cuando el nivel de cumplimiento de los plazos de pago previstos en la Ley 3/2004, de 29 de 
diciembre, sea igual o superior al porcentaje previsto en la disposición final sexta, letra d), 
apartado segundo, de la Ley 18/2022, de 28 de septiembre, de creación y crecimiento de 
empresas.

4. Las prohibiciones contenidas en los párrafos b), d), e), f), g), h), i) y j) del apartado 2 y 
en los apartados 3 y 3 bis de este artículo se apreciarán de forma automática y subsistirán 
mientras concurran las circunstancias que, en cada caso, las determinen.

5. Las prohibiciones contenidas en los párrafos a) y h) del apartado 2 de este artículo se 
apreciarán de forma automática. El alcance de la prohibición será el que determine la 
sentencia o resolución firme. En su defecto, el alcance se fijará de acuerdo con el 
procedimiento determinado reglamentariamente, sin que pueda exceder de cinco años en 
caso de que la prohibición no derive de sentencia firme.

6. La apreciación y alcance de la prohibición contenida en el párrafo c) del apartado 2 de 
este artículo se determinará de acuerdo con lo establecido en el artículo 21, en relación con 
el artículo 20.c) del texto refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2002, de 16 de junio.

7. La justificación por parte de las personas o entidades de no estar incursos en las 
prohibiciones para obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora, señaladas en 
los apartados 2 y 3 de este artículo, podrá realizarse mediante testimonio judicial, 
certificados telemáticos o transmisiones de datos, de acuerdo con lo establecido en la 
normativa reglamentaria que regule la utilización de técnicas electrónicas, informáticas y 
telemáticas por la Administración General del Estado o de las comunidades autónomas, o 
certificación administrativa, según los casos, y cuando dicho documento no pueda ser 
expedido por la autoridad competente, podrá ser sustituido por una declaración responsable 
otorgada ante una autoridad administrativa o notario público.

[ . . . ]
Artículo 20.  Base de Datos Nacional de Subvenciones (BDNS).

1. La Base de Datos Nacional de Subvenciones tiene por finalidades promover la 
transparencia, servir como instrumento para la planificación de las políticas públicas, mejorar 
la gestión y colaborar en la lucha contra el fraude de subvenciones y ayudas públicas.

2. La Base de Datos recogerá información de las subvenciones; reglamentariamente 
podrá establecerse la inclusión de otras ayudas cuando su registro contribuya a los fines de 
la Base de Datos, al cumplimiento de las exigencias de la Unión Europea o a la coordinación 
de las políticas de cooperación internacional y demás políticas públicas de fomento.
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El contenido de la Base de Datos incluirá, al menos, referencia a las bases reguladoras 
de la subvención, convocatoria, programa y crédito presupuestario al que se imputan, objeto 
o finalidad de la subvención, identificación de los beneficiarios, importe de las subvenciones 
otorgadas y efectivamente percibidas, resoluciones de reintegros y sanciones impuestas.

Igualmente contendrá la identificación de las personas o entidades incursas en las 
prohibiciones contempladas en las letras a) y h) del apartado 2 del artículo 13. La inscripción 
permanecerá registrada en la BDNS hasta que transcurran 10 años desde la fecha de 
finalización del plazo de prohibición.

3. La Intervención General de la Administración del Estado es el órgano responsable de 
la administración y custodia de la BDNS y adoptará las medidas necesarias para garantizar 
la confidencialidad y seguridad de la información.

4. Estarán obligados a suministrar información las administraciones, organismos y 
entidades contemplados en el artículo 3; los consorcios, mancomunidades u otras 
personificaciones públicas creadas por varias Administraciones Públicas regulados en el 
artículo 5; las entidades que según ésta u otras leyes deban suministrar información a la 
base de datos y los organismos que reglamentariamente se determinen en relación a la 
gestión de fondos de la Unión Europea y otras ayudas públicas.

Serán responsables de suministrar la información de forma exacta, completa, en plazo y 
respetando el modo de envío establecido:

a) En el sector público estatal, los titulares de los órganos, organismos y demás 
entidades que concedan las subvenciones y ayudas contempladas en la Base de Datos.

b) En las Comunidades Autónomas, la Intervención General de la Comunidad Autónoma 
u órgano que designe la propia Comunidad Autónoma.

c) En las Entidades Locales, la Intervención u órgano que designe la propia Entidad 
Local.

La prohibición de obtener subvenciones prevista en las letras a) y h) del apartado 2 del 
artículo 13, será comunicada a la BDNS por el Tribunal que haya dictado la sentencia o por 
la autoridad que haya impuesto la sanción administrativa; la comunicación deberá concretar 
las fechas de inicio y finalización de la prohibición recaída; para los casos en que no sea así, 
se instrumentará reglamentariamente el sistema para su determinación y registro en la Base 
de Datos.

La cesión de datos de carácter personal que, en virtud de los párrafos precedentes, debe 
efectuarse a la Intervención General de la Administración del Estado no requerirá el 
consentimiento del afectado. En este ámbito no será de aplicación lo dispuesto en el 
apartado 1 del artículo 21 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de 
Datos de Carácter Personal.

5. La información incluida en la Base de Datos Nacional de Subvenciones tendrá 
carácter reservado, sin que pueda ser cedida o comunicada a terceros, salvo que la cesión 
tenga por objeto:

a) La colaboración con las Administraciones Públicas y los órganos de la Unión Europea 
para la planificación de las políticas públicas, la mejora de la gestión, la protección de los 
intereses financieros de la Unión Europea y de la Hacienda Pública y, en particular, la lucha 
contra el fraude de subvenciones y ayudas públicas.

b) La investigación o persecución de delitos públicos por los órganos jurisdiccionales o el 
Ministerio Público.

c) La colaboración con las Administraciones tributaria y de la Seguridad Social en el 
ámbito de sus competencias.

d) La colaboración con las comisiones parlamentarias de investigación en el marco 
legalmente establecido.

e) La colaboración con el Tribunal de Cuentas u órganos de fiscalización externa de las 
Comunidades Autónomas en el ejercicio de sus funciones.

f) La colaboración con la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del 
Terrorismo en el ejercicio de sus funciones de acuerdo con lo previsto en el artículo 8 de la 
Ley 12/2003, de 21 de mayo, de Bloqueo de la Financiación del Terrorismo.

g) La colaboración con el Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo 
de Capitales e Infracciones Monetarias en el cumplimiento de las funciones que le atribuye el 
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artículo 45.4 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y la 
financiación del terrorismo.

h) La colaboración con el Defensor del Pueblo e instituciones análogas de las 
Comunidades Autónomas en el ejercicio de sus funciones.

i) La colaboración con la Comisión Nacional de Defensa de los Mercados y la 
Competencia para el análisis de las ayudas públicas desde la perspectiva de la competencia.

En estos casos, la cesión de datos será realizada preferentemente mediante la 
utilización de medios electrónicos, debiendo garantizar la identificación de los destinatarios y 
la adecuada motivación de su acceso.

Se podrá denegar al interesado el derecho de acceso, rectificación y cancelación cuando 
el mismo obstaculice las actuaciones administrativas tendentes a asegurar el cumplimiento 
de las obligaciones en materia de subvenciones y, en todo caso, cuando el afectado esté 
siendo objeto de actuaciones de comprobación o control.

6. Dentro de las posibilidades de cesión previstas en cada caso, se instrumentará la 
interrelación de la Base de Datos Nacional de Subvenciones con otras bases de datos, para 
la mejora en la lucha contra el fraude fiscal, de Seguridad Social o de subvenciones y 
Ayudas de Estado u otras ayudas. En cualquier caso, deberá asegurarse el acceso, 
integridad, disponibilidad, autenticidad, confidencialidad, trazabilidad y conservación de los 
datos cedidos.

7. Las autoridades y el personal al servicio de las Administraciones Públicas que tengan 
conocimiento de los datos contenidos en la base de datos estarán obligados al más estricto y 
completo secreto profesional respecto a los mismos. Con independencia de las 
responsabilidades penales o civiles que pudieren corresponder, la infracción de este 
particular deber de secreto se considerará siempre falta disciplinaria muy grave.

8. En aplicación de los principios recogidos en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, la BDNS operará como 
Sistema Nacional de Publicidad de Subvenciones y Ayudas Públicas. A tales efectos, y para 
garantizar el derecho de los ciudadanos a conocer todas las subvenciones y ayudas públicas 
convocadas en cada momento y para contribuir a los principios de publicidad y 
transparencia, la Intervención General de la Administración del Estado publicará en su 
página web los siguientes contenidos:

a) las convocatorias de subvenciones y ayudas públicas; a tales efectos, en todas las 
convocatorias sujetas a esta ley, las administraciones concedentes comunicarán a la Base 
de Datos Nacional de Subvenciones el texto de la convocatoria y la información requerida 
por la Base de Datos. En el sector público estatal y local y en aquellas comunidades 
autónomas que no opten por prescindir de este procedimiento, la BDNS dará traslado al 
diario oficial correspondiente del extracto de la convocatoria, para su publicación, que tendrá 
carácter gratuito. La convocatoria de una subvención sin seguir el procedimiento indicado 
será causa de anulabilidad de la convocatoria.

Cuando una convocatoria contemple la concesión de subvenciones o ayudas públicas 
con diferentes regímenes jurídicos, se publicarán separadamente en el Sistema Nacional de 
Publicidad de Subvenciones y Ayudas Públicas tantas convocatorias como regímenes 
jurídicos se hayan previsto.

b) las subvenciones y demás ayudas públicas concedidas; para su publicación, las 
administraciones concedentes deberán remitir a la Base de Datos Nacional de Subvenciones 
las subvenciones y demás ayudas públicas concedidas con indicación según cada caso, de 
la convocatoria, el programa y crédito presupuestario al que se imputen, beneficiario, 
cantidad concedida y objetivo o finalidad de la subvención con expresión de los distintos 
programas o proyectos subvencionados, así como las devoluciones o reintegros exigidos. 
Igualmente deberá informarse, cuando corresponda, sobre el compromiso asumido por los 
miembros contemplados en el apartado 2 y en el segundo párrafo del apartado 3 del artículo 
11. No serán publicadas las subvenciones concedidas cuando la publicación de los datos del 
beneficiario en razón del objeto de la subvención pueda ser contraria al respeto y 
salvaguarda del honor, a la intimidad personal o familiar de las personas físicas en virtud de 
lo establecido en la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de protección civil del derecho al 
honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen, y haya sido previsto en su 
normativa reguladora. El tratamiento de los datos de carácter personal se adecuará a lo 
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establecido en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 
Personales y garantía de los derechos digitales.

c) La información que publiquen las entidades sin ánimo de lucro utilizando la BDNS 
como medio electrónico previsto en el segundo párrafo del artículo 5.4 de la Ley 19/2013, de 
9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, en los 
términos que reglamentariamente se establezcan.

Los responsables de suministrar la información conforme al apartado 4 de este artículo 
deberán comunicar a la BDNS la información necesaria para dar cumplimiento a lo previsto 
en este apartado.

9. La Base de Datos Nacional de Subvenciones podrá suministrar información pública 
sobre las sanciones firmes impuestas por infracciones muy graves. En concreto, se publicará 
el nombre y apellidos o la denominación o razón social del sujeto infractor, la infracción 
cometida, la sanción que se hubiese impuesto y la subvención a la que se refiere, siempre 
que así se recoja expresamente en la sanción impuesta y durante el tiempo que así se 
establezca.

10. La Intervención General de la Administración del Estado dictará las Instrucciones 
oportunas para concretar los datos y documentos integrantes de la Base de Datos Nacional 
de Subvenciones, los plazos y procedimientos de remisión de la información, incluidos los 
electrónicos, así como la información que sea objeto de publicación para conocimiento 
general y el plazo de su publicación, que se fijarán de modo que se promueva el ejercicio de 
sus derechos por parte de los interesados.

[ . . . ]
TÍTULO III

Del control financiero de subvenciones

Artículo 44.  Objeto y competencia para el ejercicio del control financiero de subvenciones.
1. El control financiero de subvenciones se ejercerá respecto de beneficiarios y, en su 

caso, entidades colaboradoras por razón de las subvenciones de la Administración General 
del Estado y organismos y entidades vinculados o dependientes de aquélla, otorgadas con 
cargo a los Presupuestos Generales del Estado o a los fondos de la Unión Europea.

2. El control financiero de subvenciones tendrá como objeto verificar:
a) La adecuada y correcta obtención de la subvención por parte del beneficiario.
b) El cumplimiento por parte de beneficiarios y entidades colaboradoras de sus 

obligaciones en la gestión y aplicación de la subvención.
c) La adecuada y correcta justificación de la subvención por parte de beneficiarios y 

entidades colaboradoras.
d) La realidad y la regularidad de las operaciones que, de acuerdo con la justificación 

presentada por beneficiarios y entidades colaboradoras, han sido financiadas con la 
subvención.

e) La adecuada y correcta financiación de las actividades subvencionadas, en los 
términos establecidos en el apartado 3 del artículo 19 de este ley.

f) La existencia de hechos, circunstancias o situaciones no declaradas a la 
Administración por beneficiarios y entidades colaboradoras y que pudieran afectar a la 
financiación de las actividades subvencionadas, a la adecuada y correcta obtención, 
utilización, disfrute o justificación de la subvención, así como a la realidad y regularidad de 
las operaciones con ella financiadas.

3. La competencia para el ejercicio del control financiero de subvenciones corresponderá 
a la Intervención General de la Administración del Estado, sin perjuicio de las funciones que 
la Constitución y las leyes atribuyan al Tribunal de Cuentas y de lo dispuesto en el artículo 6 
de esta ley.

4. El control financiero de subvenciones podrá consistir en:
a) El examen de registros contables, cuentas o estados financieros y la documentación 

que los soporte, de beneficiarios y entidades colaboradoras.
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b) El examen de operaciones individualizadas y concretas relacionadas o que pudieran 
afectar a las subvenciones concedidas.

c) La comprobación de aspectos parciales y concretos de una serie de actos 
relacionados o que pudieran afectar a las subvenciones concedidas.

d) La comprobación material de las inversiones financiadas.
e) Las actuaciones concretas de control que deban realizarse conforme con lo que en 

cada caso establezca la normativa reguladora de la subvención y, en su caso, la resolución 
de concesión.

f) Cualesquiera otras comprobaciones que resulten necesarias en atención a las 
características especiales de las actividades subvencionadas.

5. El control financiero podrá extenderse a las personas físicas o jurídicas a las que se 
encuentren asociados los beneficiarios, así como a cualquier otra persona susceptible de 
presentar un interés en la consecución de los objetivos, en la realización de las actividades, 
en la ejecución de los proyectos o en la adopción de los comportamientos.

Artículo 45.  Control de ayudas y subvenciones financiadas total o parcialmente con cargo a 
fondos europeos.

1. En las ayudas y subvenciones financiadas total o parcialmente con cargo a fondos 
europeos, la Intervención General de la Administración del Estado será el órgano 
competente para establecer, de acuerdo con la normativa europea y nacional vigente, la 
necesaria coordinación de controles, manteniendo a estos solos efectos las necesarias 
relaciones con los órganos correspondientes de la Comisión Europea, de los entes 
territoriales y de la Administración General del Estado.

2. En las ayudas financiadas por el Fondo Europeo Agrícola de Garantía Agraria a que 
se refiere el capítulo III del título IV del Reglamento (UE) 2021/2116 del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 2 de diciembre de 2021, sobre la financiación, la gestión y el seguimiento 
de la política agrícola común y por el que se deroga el Reglamento (UE) n.º 1306/2013, 
relativo al control de las operaciones, la Intervención General de la Administración del 
Estado realizará las funciones de coordinación de los controles efectuados en aplicación del 
mencionado capítulo.

Los mencionados controles previstos en el Reglamento (UE) 2021/2116 se realizarán, de 
acuerdo con sus respectivas competencias, por los siguientes órganos y entidades de 
ámbito nacional y autonómico:

a) La Agencia Estatal de Administración Tributaria.
b) La Intervención General de la Administración del Estado.
c) Los órganos de control interno de las Administraciones de las comunidades 

autónomas.
Asimismo, la Intervención General de la Administración del Estado:
a) Elaborará los planes anuales de control en coordinación con los órganos de control de 

ámbito nacional y autonómico y los remitirá a la Comisión Europea.
b) Será el órgano encargado de la relación con los servicios correspondientes de la 

Comisión Europea, centralizará la información relativa a su cumplimiento y elaborará y 
remitirá a la Comisión Europea el informe anual sobre su aplicación, según lo previsto en el 
artículo 80 del mencionado Reglamento.

c) Efectuará los controles previstos en el plan anual cuando razones de orden territorial o 
de otra índole así lo aconsejen.

3. En las ayudas financiadas por las intervenciones del Fondo Europeo Agrícola de 
Garantía distintas de las mencionadas en el apartado anterior y por las intervenciones del 
Fondo Europeo de Desarrollo Rural, la Intervención General de la Administración del Estado 
será el organismo de certificación público en el ámbito nacional responsable de la 
coordinación de los organismos de certificación de ámbito autonómico a que se refiere el 
artículo 12.1 del Reglamento (UE) 2021/2116, y realizará las funciones y cometidos que se le 
asignen por la correspondiente normativa nacional a estos efectos.

4. Los órganos de control de las Administraciones públicas, en aplicación de la normativa 
europea, podrán llevar a cabo, además, controles y verificaciones de los procedimientos de 
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gestión de los distintos órganos gestores que intervengan en la concesión y gestión y pago 
de las ayudas cofinanciadas con fondos europeos que permitan garantizar la correcta 
gestión financiera de los fondos europeos.

5. La Intervención General de la Administración del Estado y los órganos de control del 
resto de las Administraciones públicas deberán acreditar ante el órgano competente los 
gastos en que hubieran incurrido como consecuencia de la realización de controles de 
fondos europeos, a efectos de su financiación de acuerdo con lo establecido en la normativa 
europea reguladora de gastos subvencionables con cargo a dichos fondos.

Artículo 46.  Obligación de colaboración.
1. Los beneficiarios, las entidades colaboradoras y los terceros relacionados con el 

objeto de la subvención o su justificación estarán obligados a prestar colaboración y facilitar 
cuanta documentación sea requerida en el ejercicio de las funciones de control que 
corresponden, dentro del ámbito de la Administración concedente, a la Intervención General 
de la Administración del Estado, de las comunidades autónomas o de las corporaciones 
locales, así como a los órganos que, de acuerdo con la normativa comunitaria, tengan 
atribuidas funciones de control financiero, a cuyo fin tendrán las siguientes facultades:

a) El libre acceso a la documentación objeto de comprobación, incluidos los programas y 
archivos en soportes informáticos.

b) El libre acceso a los locales de negocio y demás establecimientos o lugares en que se 
desarrolle la actividad subvencionada o se permita verificar la realidad y regularidad de las 
operaciones financiadas con cargo a la subvención.

c) La obtención de copia o la retención de las facturas, documentos equivalentes o 
sustitutivos y de cualquier otro documento relativo a las operaciones en las que se deduzcan 
indicios de la incorrecta obtención, disfrute o destino de la subvención.

d) El libre acceso a información de las cuentas bancarias en las entidades financieras 
donde se pueda haber efectuado el cobro de las subvenciones o con cargo a las cuales se 
puedan haber realizado las disposiciones de los fondos.

2. La negativa al cumplimiento de esta obligación se considerará resistencia, excusa, 
obstrucción o negativa a los efectos previstos en el artículo 37 de esta ley, sin perjuicio de 
las sanciones que, en su caso, pudieran corresponder.

Artículo 47.  Facultades del personal controlador.
1. Los funcionarios de la Intervención General de la Administración del Estado, en el 

ejercicio de las funciones de control financiero de subvenciones, serán considerados agentes 
de la autoridad.

Tendrán esta misma consideración los funcionarios de los órganos que tengan atribuidas 
funciones de control financiero, de acuerdo con la normativa comunitaria.

2. Las autoridades, cualquiera que sea su naturaleza, así como los jefes o directores de 
oficinas públicas, organismos autónomos y otros entes de derecho público y quienes, en 
general, ejerzan funciones públicas o desarrollen su trabajo en dichas entidades deberán 
prestar la debida colaboración y apoyo a los funcionarios encargados de la realización del 
control financiero de subvenciones.

3. Los juzgados y tribunales deberán facilitar a la Administración, de oficio o a 
requerimiento de ésta, cuantos datos con trascendencia en la aplicación de subvenciones se 
desprendan de las actuaciones judiciales de las que conozcan, respetando, en su caso, el 
secreto de las diligencias sumariales.

4. El Servicio Jurídico del Estado deberá prestar la asistencia jurídica que, en su caso, 
corresponda a los funcionarios que, como consecuencia de su participación en actuaciones 
de control financiero de subvenciones, sean objeto de citaciones por órgano jurisdiccional.

5. La cesión de datos de carácter personal que se deba efectuar a la Intervención 
General de la Administración del Estado para el ejercicio de sus funciones de control 
financiero conforme a lo dispuesto en el artículo anterior, en los apartados anteriores de este 
artículo o en otra norma de rango legal, no requerirá el consentimiento del afectado. En este 
ámbito no será de aplicación lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 21 de la Ley Orgánica 
15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.
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Artículo 48.  Deberes del personal controlador.
1. El personal controlador que realice el control financiero de subvenciones deberá 

guardar la confidencialidad y el secreto respecto de los asuntos que conozcan por razón de 
su trabajo.

Los datos, informes o antecedentes obtenidos en el ejercicio de dicho control sólo 
podrán utilizarse para los fines asignados al mismo, servir de fundamento para la exigencia 
de reintegro y, en su caso, para poner en conocimiento de los órganos competentes los 
hechos que puedan ser constitutivos de infracción administrativa, responsabilidad contable o 
penal.

2. Cuando en la práctica de un control financiero el funcionario actuante aprecie que los 
hechos acreditados en el expediente pudieran ser susceptibles de constituir una infracción 
administrativa o de responsabilidades contables o penales, lo deberá poner en conocimiento 
de la Intervención General de la Administración del Estado a efectos de que, si procede, 
remita lo actuado al órgano competente para la iniciación de los oportunos procedimientos.

Artículo 49.  Del procedimiento de control financiero.
1. El ejercicio del control financiero de subvenciones se adecuará al plan anual de 

auditorías y sus modificaciones que apruebe anualmente la Intervención General de la 
Administración del Estado. Reglamentariamente se determinarán los supuestos en que, 
como consecuencia de la realización de un control, se pueda extender el ámbito más allá de 
lo previsto inicialmente en el plan.

No obstante, no será necesario incluir en el plan de auditorías y actuaciones de control 
financiero de la Intervención General de la Administración del Estado, las comprobaciones 
precisas que soliciten otros Estados miembros en aplicación de reglamentos comunitarios 
sobre beneficiarios perceptores de fondos comunitarios.

2. La iniciación de las actuaciones de control financiero sobre beneficiarios y, en su caso, 
entidades colaboradoras se efectuará mediante su notificación a éstos, en la que se indicará 
la naturaleza y alcance de las actuaciones a desarrollar, la fecha de personación del equipo 
de control que va a realizarlas, la documentación que en un principio debe ponerse a 
disposición del mismo y demás elementos que se consideren necesarios. Los beneficiarios y, 
en su caso, entidades colaboradoras deberán ser informados, al inicio de las actuaciones, de 
sus derechos y obligaciones en el curso de las mismas. Estas actuaciones serán 
comunicadas, igualmente, a los órganos gestores de las subvenciones.

Si durante el control las entidades colaboradoras o los beneficiarios cambian de domicilio 
deberán comunicarlo a la Intervención General de la Administración del Estado; las 
actuaciones de control realizadas en el domicilio anterior serán válidas en tanto no se 
comunique el cambio.

3. Cuando en el desarrollo del control financiero se determine la existencia de 
circunstancias que pudieran dar origen a la devolución de las cantidades percibidas por 
causas distintas a las previstas en el artículo 37, se pondrán los hechos en conocimiento del 
órgano concedente de la subvención, que deberá informar sobre las medidas adoptadas, 
pudiendo acordarse la suspensión del procedimiento de control financiero.

La suspensión del procedimiento deberá notificarse al beneficiario o entidad 
colaboradora.

4. La finalización de la suspensión, que en todo caso deberá notificarse al beneficiario o 
entidad colaboradora, se producirá cuando:

a) Una vez adoptadas por el órgano concedente las medidas que, a su juicio, resulten 
oportunas, las mismas serán comunicadas al órgano de control.

b) Si, transcurridos tres meses desde el acuerdo de suspensión, no se hubiera 
comunicado la adopción de medidas por parte del órgano gestor.

5. Cuando en el ejercicio de las funciones de control financiero se deduzcan indicios de 
la incorrecta obtención, destino o justificación de la subvención percibida, la Intervención 
General de la Administración del Estado podrá acordar la adopción de las medidas 
cautelares que se estimen precisas al objeto de impedir la desaparición, destrucción o 
alteración de las facturas, documentos equivalentes o sustitutivos y de cualquier otro 
documento relativo a las operaciones en que tales indicios se manifiesten.
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Las medidas habrán de ser proporcionadas al fin que se persiga. En ningún caso se 
adoptarán aquéllas que puedan producir un perjuicio de difícil o imposible reparación.

6. Las actuaciones de control financiero sobre beneficiarios y, en su caso, entidades 
colaboradoras finalizarán con la emisión de los correspondientes informes comprensivos de 
los hechos puestos de manifiesto y de las conclusiones que de ellos se deriven.

Cuando el órgano concedente, en aplicación de lo dispuesto en el apartado 4 anterior, 
comunicara el inicio de actuaciones que pudieran afectar a la validez del acto de concesión, 
la finalización del procedimiento de control financiero de subvenciones se producirá 
mediante resolución de la Intervención General de la Administración del Estado en la que se 
declarará la improcedencia de continuar las actuaciones de control, sin perjuicio de que, una 
vez recaída en resolución declarando la validez total o parcial del acto de concesión, 
pudieran volver a iniciarse las actuaciones.

7. Las actuaciones de control financiero sobre beneficiarios y, en su caso, entidades 
colaboradoras, deberán concluir en el plazo máximo de 12 meses a contar desde la fecha de 
notificación a aquéllos del inicio de las mismas. Dicho plazo podrá ampliarse hasta en 12 
meses más, cuando en las actuaciones concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) Que se trate de actuaciones que revistan especial complejidad.
b) Cuando en el transcurso de las actuaciones se descubra que el beneficiario o entidad 

colaboradora han ocultado información o documentación esencial para un adecuado 
desarrollo del control.

8. A los efectos del plazo previsto en el apartado anterior, no se computarán las 
dilaciones imputables al beneficiario o entidad colaboradora, en su caso, ni los períodos de 
interrupción justificada que se especifiquen reglamentariamente.

9. Con el fin de impulsar adecuadamente las actuaciones de control financiero de 
subvenciones, los órganos de control podrán exigir la comparecencia del beneficiario, de la 
entidad colaboradora o de cuantos estén sometidos al deber de colaboración, en su domicilio 
o en las oficinas públicas que se designen al efecto.

Artículo 50.  Documentación de las actuaciones de control financiero.
1. Las actuaciones de control financiero se documentarán en diligencias, para reflejar 

hechos relevantes que se pongan de manifiesto en el ejercicio del mismo, y en informes, que 
tendrán el contenido y estructura y cumplirán los requisitos que se determinen 
reglamentariamente.

2. Los informes se notificarán a los beneficiarios o entidades colaboradoras que hayan 
sido objeto de control. Una copia del informe se remitirá al órgano gestor que concedió la 
subvención señalando en su caso la necesidad de iniciar expedientes de reintegro y 
sancionador.

3. Tanto las diligencias como los informes tendrán naturaleza de documentos públicos y 
harán prueba de los hechos que motiven su formalización, salvo que se acredite lo contrario.

Artículo 51.  Efectos de los informes de control financiero.
1. Cuando en el informe emitido por la Intervención General de la Administración del 

Estado se recoja la procedencia de reintegrar la totalidad o parte de la subvención, el órgano 
gestor deberá acordar, con base en el referido informe y en el plazo de dos meses, el inicio 
del expediente de reintegro, notificándolo así al beneficiario o entidad colaboradora, que 
dispondrá de 15 días para alegar cuanto considere conveniente en su defensa.

2. El órgano gestor deberá comunicar a la Intervención General de la Administración del 
Estado en el plazo de dos meses a partir de la recepción del informe de control financiero la 
incoación del expediente de reintegro o la discrepancia con su incoación, que deberá ser 
motivada. En este último caso, la Intervención General de la Administración del Estado podrá 
emitir informe de actuación dirigido al titular del departamento del que dependa o esté 
adscrito el órgano gestor de la subvención, del que dará traslado asimismo al órgano gestor.

El titular del departamento, una vez recibido dicho informe, manifestará a la Intervención 
General de la Administración del Estado, en el plazo máximo de dos meses, su conformidad 
o disconformidad con el contenido del mismo. La conformidad con el informe de actuación 
vinculará al órgano gestor para la incoación del expediente de reintegro.
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En caso de disconformidad, la Intervención General de la Administración del Estado 
podrá elevar, a través del Ministro de Hacienda, el referido informe a la consideración de:

a) El Consejo de Ministros, cuando la disconformidad se refiera a un importe superior a 
12 millones de euros.

b) La Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, en el resto de los 
casos.

La decisión adoptada por cualquiera de estos órganos resolverá la discrepancia.
3. Una vez iniciado el expediente de reintegro y a la vista de las alegaciones presentadas 

o, en cualquier caso, transcurrido el plazo otorgado para ello, el órgano gestor deberá 
trasladarlas, junto con su parecer, a la Intervención General de la Administración del Estado, 
que emitirá informe en el plazo de un mes.

La resolución del procedimiento de reintegro no podrá separarse del criterio recogido en 
el informe de la Intervención General de la Administración del Estado. Cuando el órgano 
gestor no acepte este criterio, con carácter previo a la propuesta de resolución, planteará 
discrepancia que será resuelta de acuerdo con el procedimiento previsto en la Ley General 
Presupuestaria en materia de gastos, y en el tercer párrafo del apartado anterior.

4. Una vez recaída resolución, y simultáneamente a su notificación, el órgano gestor 
dará traslado de la misma a la Intervención General de la Administración del Estado.

5. La formulación de la resolución del procedimiento de reintegro con omisión del trámite 
previsto en el apartado 3 dará lugar a la anulabilidad de dicha resolución, que podrá ser 
convalidada mediante acuerdo del Consejo de Ministros, que será también competente para 
su revisión de oficio.

A los referidos efectos, la Intervención General de la Administración del Estado elevará 
al Consejo de Ministros, a través del Ministro de Hacienda, informe relativo a las 
resoluciones de reintegro incursas en la citada causa de anulabilidad de que tuviera 
conocimiento.

[ . . . ]
Disposición adicional segunda.  Colaboración de la Intervención General de la 
Administración del Estado con otras Administraciones públicas, en las actuaciones de control 
financiero de subvenciones.

1. La Intervención General de la Administración del Estado, en coordinación con los 
órganos de control de ámbito nacional y autonómico, elaborará el Plan anual de control del 
Fondo Europeo Agrícola de Garantía Agraria al que se refiere el artículo 45.2 de esta ley en 
el que se incluirán los controles a realizar por la propia Intervención General, por la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria y por los órganos de control interno de las comunidades 
autónomas.

La Intervención General de la Administración del Estado coordinará con los órganos de 
control interno de las Administraciones de las comunidades autónomas la elaboración del 
Plan de control de fondos estructurales que anualmente deban acometer dentro de su 
ámbito de competencia.

2. Las corporaciones locales podrán solicitar de la Intervención General de la 
Administración del Estado la realización de los controles financieros sobre beneficiarios de 
subvenciones concedidas por estos entes, sujetándose el procedimiento de control, reintegro 
y el régimen de infracciones y sanciones a lo previsto en esta ley.

Disposición adicional tercera.  Control financiero de subvenciones de la Intervención 
General de la Seguridad Social.

El control financiero sobre las subvenciones concedidas por las entidades gestoras y 
servicios comunes de la Seguridad Social será ejercido por la Intervención General de la 
Seguridad Social en los términos previstos en esta ley.
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Disposición adicional cuarta.  Contratación de la colaboración para la realización de 
controles financieros de subvenciones con auditores privados.

1. La Intervención General de la Administración del Estado podrá recabar la colaboración 
de empresas privadas de auditoría para la realización de controles financieros de 
subvenciones en los términos previstos en la Ley General Presupuestaria.

2. En cualquier caso, corresponderá a la Intervención General de la Administración del 
Estado la realización de aquellas actuaciones que supongan el ejercicio de potestades 
administrativas.

3. La misma colaboración podrán recabar las corporaciones locales para el control 
financiero de las subvenciones que concedan, quedando también reservadas a sus propios 
órganos de control las actuaciones que supongan el ejercicio de las potestades 
administrativas.

[ . . . ]
Disposición adicional vigésima tercera.  Colaboración de la Intervención General de la 
Administración del Estado con la Agencia Estatal de Administración Tributaria para la lucha 
contra el fraude fiscal.

Con la finalidad de colaborar con la Agencia Estatal de Administración Tributaria en la 
lucha contra el fraude fiscal se autoriza la cesión de datos de naturaleza tributaria o 
subvencional por parte de la Intervención General de la Administración del Estado. Los datos 
cedidos tienen carácter reservado y sólo podrán ser utilizados para la efectiva aplicación de 
los tributos o recursos cuya gestión tenga encomendada y para la imposición de las 
sanciones que procedan. La información deberá ser suministrada preferentemente mediante 
la utilización de medios informáticos o telemáticos y estará protegida por los mismos 
requerimientos de acceso y cesión que los exigidos en cada uno de los sistemas de origen.

Disposición adicional vigésima cuarta.  Colaboración del Ministerio de Justicia con la 
Intervención General de la Administración del Estado.

El Ministerio de Justicia proporcionará a la Base de Datos Nacional de Subvenciones, 
estableciendo las medidas de seguridad oportunas, la información referida a las penas y 
medidas de prohibición de acceso a subvenciones contenida en el Registro Central de 
Penados y en el Registro Central de Medidas Cautelares, Requisitorias y Sentencias No 
Firmes, sin que para ello sea preciso requerir la autorización de los interesados. A partir de 
su puesta en marcha, la obligación impuesta a los Tribunales en el artículo 20.4 será 
instrumentada a través de esta medida.

[ . . . ]
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§ 49

Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por 
la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas 
del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 

26 de febrero de 2014. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 272, de 9 de noviembre de 2017
Última modificación: 20 de diciembre de 2023

Referencia: BOE-A-2017-12902

[ . . . ]
TÍTULO II

Partes en el contrato

CAPÍTULO I
Órgano de contratación

[ . . . ]
Artículo 64.  Lucha contra la corrupción y prevención de los conflictos de intereses.

1. Los órganos de contratación deberán tomar las medidas adecuadas para luchar contra 
el fraude, el favoritismo y la corrupción, y prevenir, detectar y solucionar de modo efectivo los 
conflictos de intereses que puedan surgir en los procedimientos de licitación con el fin de 
evitar cualquier distorsión de la competencia y garantizar la transparencia en el 
procedimiento y la igualdad de trato a todos los candidatos y licitadores.

2. A estos efectos el concepto de conflicto de intereses abarcará, al menos, cualquier 
situación en la que el personal al servicio del órgano de contratación, que además participe 
en el desarrollo del procedimiento de licitación o pueda influir en el resultado del mismo, 
tenga directa o indirectamente un interés financiero, económico o personal que pudiera 
parecer que compromete su imparcialidad e independencia en el contexto del procedimiento 
de licitación.

Aquellas personas o entidades que tengan conocimiento de un posible conflicto de 
interés deberán ponerlo inmediatamente en conocimiento del órgano de contratación.

CAPÍTULO II
Capacidad y solvencia del empresario

[ . . . ]
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Subsección 2.ª Prohibiciones de contratar

Artículo 71.  Prohibiciones de contratar.
1. No podrán contratar con las entidades previstas en el artículo 3 de la presente Ley con 

los efectos establecidos en el artículo 73, las personas en quienes concurra alguna de las 
siguientes circunstancias:

a) Haber sido condenadas mediante sentencia firme por delitos de terrorismo, 
constitución o integración de una organización o grupo criminal, asociación ilícita, 
financiación ilegal de los partidos políticos, trata de seres humanos, corrupción en los 
negocios, tráfico de influencias, cohecho, fraudes, delitos contra la Hacienda Pública y la 
Seguridad Social, delitos contra los derechos de los trabajadores, prevaricación, 
malversación, negociaciones prohibidas a los funcionarios, blanqueo de capitales, delitos 
relativos a la ordenación del territorio y el urbanismo, la protección del patrimonio histórico y 
el medio ambiente, o a la pena de inhabilitación especial para el ejercicio de profesión, oficio, 
industria o comercio.

La prohibición de contratar alcanzará a las personas jurídicas que sean declaradas 
penalmente responsables, y a aquellas cuyos administradores o representantes, lo sean de 
hecho o de derecho, vigente su cargo o representación y hasta su cese, se encontraran en la 
situación mencionada en este apartado.

b) Haber sido sancionadas con carácter firme por infracción grave en materia profesional 
que ponga en entredicho su integridad, de disciplina de mercado, de falseamiento de la 
competencia, de integración laboral y de igualdad de oportunidades y no discriminación de 
las personas con discapacidad, o de extranjería, de conformidad con lo establecido en la 
normativa vigente; o por infracción muy grave en materia medioambiental de conformidad 
con lo establecido en la normativa vigente, o por infracción muy grave en materia laboral o 
social, de acuerdo con lo dispuesto en el texto refundido de la Ley sobre Infracciones y 
Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de 
agosto, así como por la infracción grave prevista en el artículo 22.2 del citado texto; o por las 
infracciones muy graves previstas en la Ley 2/2023, de 20 de febrero, reguladora de la 
protección de las personas que informen sobre infracciones normativas y de lucha contra la 
corrupción; o por infracción grave o muy grave en materia de igualdad de trato y no 
discriminación por razón de orientación e identidad sexual, expresión de género o 
características sexuales, cuando se acuerde la prohibición en los términos previstos en la 
Ley 4/2023, de 28 de febrero, para la igualdad real y efectiva de las personas trans y para la 
garantía de los derechos de las personas LGTBI.

c) Haber solicitado la declaración de concurso voluntario, haber sido declaradas 
insolventes en cualquier procedimiento, hallarse declaradas en concurso, salvo que en este 
haya adquirido eficacia un convenio o se haya iniciado un expediente de acuerdo 
extrajudicial de pagos, estar sujetos a intervención judicial o haber sido inhabilitados 
conforme a la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, sin que haya concluido el período de 
inhabilitación fijado en la sentencia de calificación del concurso.

d) No hallarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias o de 
Seguridad Social impuestas por las disposiciones vigentes, en los términos que 
reglamentariamente se determinen; o en el caso de empresas de 50 o más trabajadores, no 
cumplir el requisito de que al menos el 2 por ciento de sus empleados sean trabajadores con 
discapacidad, de conformidad con el artículo 42 del Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 
de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General de derechos de las 
personas con discapacidad y de su inclusión social, en las condiciones que 
reglamentariamente se determinen; o en el caso de empresas de 50 o más trabajadores, no 
cumplir con la obligación de contar con un plan de igualdad conforme a lo dispuesto en el 
artículo 45 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad de mujeres y 
hombres.

En relación con el cumplimiento de sus obligaciones tributarias o con la Seguridad 
Social, se considerará que las empresas se encuentran al corriente en el mismo cuando las 
deudas estén aplazadas, fraccionadas o se hubiera acordado su suspensión con ocasión de 
la impugnación de tales deudas.

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 49  Ley de Contratos del Sector Público [parcial]

– 576 –



La acreditación del cumplimiento de la cuota de reserva de puestos de trabajo del 2 por 
ciento para personas con discapacidad y de la obligación de contar con un plan de igualdad 
a que se refiere el primer párrafo de esta letra se hará mediante la presentación de la 
declaración responsable a que se refiere el artículo 140.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, el Consejo de Ministros, mediante Real 
Decreto, podrá establecer una forma alternativa de acreditación que, en todo caso, será bien 
mediante certificación del órgano administrativo correspondiente, con vigencia mínima de 
seis meses, o bien mediante certificación del correspondiente Registro de Licitadores, en los 
casos en que dicha circunstancia figure inscrita en el mismo.

e) Haber incurrido en falsedad al efectuar la declaración responsable a que se refiere el 
artículo 140 o al facilitar cualesquiera otros datos relativos a su capacidad y solvencia, o 
haber incumplido, por causa que le sea imputable, la obligación de comunicar la información 
prevista en el artículo 82.4 y en el artículo 343.1.

f) Estar afectado por una prohibición de contratar impuesta en virtud de sanción 
administrativa firme, con arreglo a lo previsto en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones, o en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

La presente causa de prohibición de contratar dejará de aplicarse cuando el órgano de 
contratación, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 72.1, compruebe que la empresa ha 
cumplido sus obligaciones de pago o celebrado un acuerdo vinculante con vistas al pago de 
las cantidades adeudadas, incluidos en su caso los intereses acumulados o las multas 
impuestas.

g) Estar incursa la persona física o los administradores de la persona jurídica en alguno 
de los supuestos de la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de 
la Administración General del Estado o las respectivas normas de las Comunidades 
Autónomas, de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del Personal al 
Servicio de las Administraciones Públicas o tratarse de cualquiera de los cargos electivos 
regulados en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, en los 
términos establecidos en la misma.

La prohibición alcanzará a las personas jurídicas en cuyo capital participen, en los 
términos y cuantías establecidas en la legislación citada, el personal y los altos cargos a que 
se refiere el párrafo anterior, así como los cargos electos al servicio de las mismas.

La prohibición se extiende igualmente, en ambos casos, a los cónyuges, personas 
vinculadas con análoga relación de convivencia afectiva, ascendientes y descendientes, así 
como a parientes en segundo grado por consanguineidad o afinidad de las personas a que 
se refieren los párrafos anteriores, cuando se produzca conflicto de intereses con el titular 
del órgano de contratación o los titulares de los órganos en que se hubiere delegado la 
facultad para contratar o los que ejerzan la sustitución del primero.

h) Haber contratado a personas respecto de las que se haya publicado en el «Boletín 
Oficial del Estado» el incumplimiento a que se refiere el artículo 15.1 de la Ley 3/2015, de 30 
de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la Administración General del Estado o 
en las respectivas normas de las Comunidades Autónomas, por haber pasado a prestar 
servicios en empresas o sociedades privadas directamente relacionadas con las 
competencias del cargo desempeñado durante los dos años siguientes a la fecha de cese en 
el mismo. La prohibición de contratar se mantendrá durante el tiempo que permanezca 
dentro de la organización de la empresa la persona contratada con el límite máximo de dos 
años a contar desde el cese como alto cargo.

2. Además de las previstas en el apartado anterior, son circunstancias que impedirán a 
los empresarios contratar con las entidades comprendidas en el artículo 3 de la presente 
Ley, en las condiciones establecidas en el artículo 73 las siguientes:

a) Haber retirado indebidamente su proposición o candidatura en un procedimiento de 
adjudicación, o haber imposibilitado la adjudicación del contrato a su favor por no 
cumplimentar lo establecido en el apartado 2 del artículo 150 dentro del plazo señalado 
mediando dolo, culpa o negligencia.

b) Haber dejado de formalizar el contrato, que ha sido adjudicado a su favor, en los 
plazos previstos en el artículo 153 por causa imputable al adjudicatario.
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c) Haber incumplido las cláusulas que son esenciales en el contrato, incluyendo las 
condiciones especiales de ejecución establecidas de acuerdo con lo señalado en el artículo 
202, cuando dicho incumplimiento hubiese sido definido en los pliegos o en el contrato como 
infracción grave, concurriendo dolo, culpa o negligencia en el empresario, y siempre que 
haya dado lugar a la imposición de penalidades o a la indemnización de daños y perjuicios.

d) Haber dado lugar, por causa de la que hubiesen sido declarados culpables, a la 
resolución firme de cualquier contrato celebrado con una entidad de las comprendidas en el 
artículo 3 de la presente Ley. La prohibición alcanzará a las empresas cuyo contrato hubiere 
quedado resuelto por incumplimiento culpable del contratista de las obligaciones que los 
pliegos hubieren calificados como esenciales de acuerdo con lo previsto en el artículo 
211.1.f).

3. Las prohibiciones de contratar afectarán también a aquellas empresas de las que, por 
razón de las personas que las rigen o de otras circunstancias, pueda presumirse que son 
continuación o que derivan, por transformación, fusión o sucesión, de otras empresas en las 
que hubiesen concurrido aquellas.

Artículo 72.  Apreciación de la prohibición de contratar. Competencia y procedimiento.
1. Las prohibiciones de contratar relativas a las circunstancias contenidas en las letras 

c), d), f), g) y h) del apartado 1 del artículo anterior, se apreciarán directamente por los 
órganos de contratación, subsistiendo mientras concurran las circunstancias que en cada 
caso las determinan.

2. La prohibición de contratar por las causas previstas en las letras a) y b) del apartado 1 
del artículo anterior se apreciará directamente por los órganos de contratación, cuando la 
sentencia o la resolución administrativa se hubiera pronunciado expresamente sobre su 
alcance y duración, subsistiendo durante el plazo señalado en las mismas.

En el caso de que la sentencia o la resolución administrativa no contengan 
pronunciamiento sobre el alcance o duración de la prohibición de contratar; en los casos de 
la letra e) del apartado primero del artículo anterior; y en los supuestos contemplados en el 
apartado segundo, también del artículo anterior, el alcance y duración de la prohibición 
deberá determinarse mediante procedimiento instruido al efecto, de conformidad con lo 
dispuesto en este artículo.

3. La competencia para fijar la duración y alcance de la prohibición de contratar en el 
caso de las letras a) y b) del apartado 1 del artículo anterior, en los casos en que no figure en 
la correspondiente sentencia o resolución, y la competencia para la declaración de la 
prohibición de contratar en el caso de la letra e) del apartado primero del artículo anterior 
respecto de la obligación de comunicar la información prevista en el artículo 82.4 y en el 
artículo 343, corresponderá al Ministro de Hacienda y Función Pública previa propuesta de la 
Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado, o a los órganos que resulten 
competentes en el ámbito de las Comunidades Autónomas en el caso de la letra e) citada.

A efectos de poder dar cumplimiento a lo establecido en el párrafo anterior, el órgano 
judicial o administrativo del que emane la sentencia o resolución administrativa deberá 
remitir de oficio testimonio de aquella o copia de esta a la Junta Consultiva de Contratación 
Pública del Estado, sin perjuicio de que por parte de este órgano, de tener conocimiento de 
su existencia y no habiendo recibido el citado testimonio de la sentencia o copia de la 
resolución administrativa, pueda solicitarlos al órgano del que emanaron.

En los supuestos previstos en la letra e) del apartado 1 del artículo anterior referido a 
casos en que se hubiera incurrido en falsedad al efectuar la declaración responsable a que 
se refiere el artículo 140, o al facilitar cualesquiera otros datos relativos a su capacidad y 
solvencia, y en los supuestos previstos en el apartado segundo del artículo 71, la declaración 
de la prohibición de contratar corresponderá al órgano de contratación.

4. La competencia para la declaración de la prohibición de contratar en los casos en que 
la entidad contratante no tenga el carácter de Administración Pública corresponderá al titular 
del departamento, presidente o director del organismo al que esté adscrita o del que 
dependa la entidad contratante o al que corresponda su tutela o control. Si la entidad 
contratante estuviera vinculada a más de una Administración, será competente el órgano 
correspondiente de la que ostente el control o participación mayoritaria.
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Téngase en cuenta que se declara que el apartado 4 no es conforme con el orden 
constitucional de competencias, en los términos del fundamento jurídico 6 G) c), por la 
Sentencia del TC 68/2021, de 18 de marzo. Ref. BOE-A-2021-6614

5. Cuando conforme a lo señalado en este artículo, sea necesaria una declaración previa 
sobre la concurrencia de la prohibición, el alcance y duración de esta se determinarán 
siguiendo el procedimiento que en las normas de desarrollo de esta Ley se establezca.

No procederá, sin embargo, declarar la prohibición de contratar cuando, en sede del 
trámite de audiencia del procedimiento correspondiente, la persona incursa en la causa de 
prohibición acredite el pago o compromiso de pago de las multas e indemnizaciones fijadas 
por sentencia o resolución administrativa de las que derive la causa de prohibición de 
contratar, siempre y cuando las citadas personas hayan sido declaradas responsables del 
pago de la misma en la citada sentencia o resolución, y la adopción de medidas técnicas, 
organizativas y de personal apropiadas para evitar la comisión de futuras infracciones 
administrativas, entre las que quedará incluido el acogerse al programa de clemencia en 
materia de falseamiento de la competencia. Este párrafo no resultará de aplicación cuando 
resulte aplicable la causa de prohibición de contratar a que se refiere el artículo 71.1, letra a).

La prohibición de contratar, así declarada, podrá ser revisada en cualquier momento de 
su vigencia, cuando la persona que haya sido declarada en situación de prohibición de 
contratar acredite el cumplimiento de los extremos a que se refiere el párrafo anterior. El 
órgano competente para conocer de la citada revisión será el mismo que dictó la resolución 
de declaración de prohibición de contratar.

6. En los casos en que por sentencia penal firme así se prevea, la duración de la 
prohibición de contratar será la prevista en la misma. En los casos en los que esta no haya 
establecido plazo, esa duración no podrá exceder de cinco años desde la fecha de la 
condena por sentencia firme.

En el resto de los supuestos, el plazo de duración no podrá exceder de tres años, para 
cuyo cómputo se estará a lo establecido en el apartado tercero del artículo 73.

7. En el caso de la letra a) del apartado 1 del artículo anterior, el procedimiento, de ser 
necesario, no podrá iniciarse una vez transcurrido el plazo previsto para la prescripción de la 
correspondiente pena, y en el caso de la letra b) del apartado 2 del mismo artículo, si 
hubiesen transcurrido más de tres meses desde que se produjo la adjudicación.

En los restantes supuestos previstos en dicho artículo, el procedimiento para la 
declaración de la prohibición de contratar no podrá iniciarse si hubiesen transcurrido más de 
tres años contados a partir de las siguientes fechas:

a) Desde la firmeza de la resolución sancionadora, en el caso de la causa prevista en la 
letra b) del apartado 1 del artículo anterior;

b) Desde la fecha en que se hubieran facilitado los datos falsos o desde aquella en que 
hubiera debido comunicarse la correspondiente información, en los casos previstos en la 
letra e) del apartado 1 del artículo anterior;

c) Desde la fecha en que fuese firme la resolución del contrato, en el caso previsto en la 
letra d) del apartado 2 del artículo anterior;

d) En los casos previstos en la letra a) del apartado 2 del artículo anterior, desde la fecha 
en que se hubiese procedido a la adjudicación del contrato, si la causa es la retirada 
indebida de proposiciones o candidaturas; o desde la fecha en que hubiese debido 
procederse a la adjudicación, si la prohibición se fundamenta en el incumplimiento de lo 
establecido en el apartado segundo del artículo 150;

e) Desde que la entidad contratante tuvo conocimiento del incumplimiento de las 
condiciones especiales de ejecución del contrato en los casos previstos en la letra c) del 
apartado segundo del artículo 71.

Artículo 73.  Efectos de la declaración de la prohibición de contratar.
1. En los supuestos en que se den las circunstancias establecidas en el apartado 

segundo del artículo 71 y en la letra e) del apartado primero del mismo artículo en lo 
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referente a haber incurrido en falsedad al efectuar la declaración responsable del 
artículo 140 o al facilitar otros datos relativos a su capacidad y solvencia, la prohibición de 
contratar afectará al ámbito del órgano de contratación competente para su declaración.

Dicha prohibición se podrá extender al correspondiente sector público en el que se 
integre el órgano de contratación. En el caso del sector público estatal, la extensión de 
efectos corresponderá al Ministro de Hacienda y Función Pública, previa propuesta de la 
Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado.

En los supuestos en que, de conformidad con lo establecido en el primer párrafo del 
apartado tercero del artículo anterior respecto a la letra e) del apartado primero del 
artículo 71, la competencia para la declaración de la prohibición de contratar corresponda a 
los órganos que resulten competentes en el ámbito de las Comunidades Autónomas, la 
citada prohibición de contratar afectará a todos los órganos de contratación del 
correspondiente sector público.

Excepcionalmente, y siempre que previamente se hayan extendido al correspondiente 
sector público territorial, los efectos de las prohibiciones de contratar a las que se refieren los 
párrafos anteriores se podrán extender al conjunto del sector público. Dicha extensión de 
efectos a todo el sector público se realizará por el Ministro de Hacienda y Función Pública, 
previa propuesta de la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado, y a solicitud de 
la Comunidad Autónoma o Entidad Local correspondiente en los casos en que la prohibición 
de contratar provenga de tales ámbitos.

En los casos en que la competencia para declarar la prohibición de contratar 
corresponda al Ministro de Hacienda y Función Pública, la misma producirá efectos en todo 
el sector público.

2. Todas las prohibiciones de contratar, salvo aquellas en que se den alguna de las 
circunstancias previstas en las letras c), d), g) y h) del apartado primero del artículo 71, una 
vez adoptada la resolución correspondiente, se comunicará sin dilación para su inscripción al 
Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público o el equivalente 
en el ámbito de las Comunidades Autónomas, en función del ámbito de la prohibición de 
contratar y del órgano que la haya declarado.

Los órganos de contratación del ámbito de las Comunidades Autónomas, de las 
Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla o de las entidades locales situadas en su territorio 
notificarán la prohibición de contratar a los Registros de Licitadores de las Comunidades 
Autónomas correspondientes, o si no existieran, al Registro Oficial de Licitadores y 
Empresas Clasificadas del Sector Público.

La inscripción de la prohibición de contratar en el Registro de Licitadores 
correspondiente caducará pasados 3 meses desde que termine su duración, debiendo 
procederse de oficio a su cancelación en dicho Registro tras el citado plazo.

3. Las prohibiciones de contratar contempladas en las letras a) y b) del apartado primero 
del artículo 71 producirán efectos desde la fecha en que devinieron firmes la sentencia o la 
resolución administrativa en los casos en que aquella o esta se hubieran pronunciado sobre 
el alcance y la duración de la prohibición.

En el resto de supuestos, los efectos se producirán desde la fecha de inscripción en el 
registro correspondiente.

No obstante lo anterior, en los supuestos previstos en las letras a) y b) del apartado 
primero del artículo 71 en los casos en que los efectos de la prohibición de contratar se 
produzcan desde la inscripción en el correspondiente registro, podrán adoptarse, en su caso, 
por parte del órgano competente para resolver el procedimiento de determinación del 
alcance y duración de la prohibición, de oficio, o a instancia de parte, las medidas 
provisionales que estime oportunas para asegurar la eficacia de la resolución que pudiera 
adoptarse.

4. Las prohibiciones de contratar cuya causa fuera la prevista en la letra f) del apartado 
primero del artículo 71, producirán efectos respecto de las Administraciones Públicas que se 
establezcan en la resolución sancionadora que las impuso, desde la fecha en que esta 
devino firme.

[ . . . ]
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Subsección 2.ª Prohibiciones de contratar

Artículo 85.  Prueba de la no concurrencia de una prohibición de contratar.
Sin perjuicio de lo establecido en el segundo párrafo del apartado 3 del artículo 140, la 

prueba, por parte de los empresarios, de no estar incursos en prohibiciones para contratar 
podrá realizarse mediante testimonio judicial o certificación administrativa, según los casos.

Cuando dicho documento no pueda ser expedido por la autoridad competente, podrá ser 
sustituido por una declaración responsable otorgada ante una autoridad administrativa, 
notario público u organismo profesional cualificado.

[ . . . ]
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§ 50

Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 
Personales y garantía de los derechos digitales. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 294, de 6 de diciembre de 2018

Última modificación: 9 de mayo de 2023
Referencia: BOE-A-2018-16673

TÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto de la ley.
La presente ley orgánica tiene por objeto:
a) Adaptar el ordenamiento jurídico español al Reglamento (UE) 2016/679 del 

Parlamento Europeo y el Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las 
personas físicas en lo que respecta al tratamiento de sus datos personales y a la libre 
circulación de estos datos, y completar sus disposiciones.

El derecho fundamental de las personas físicas a la protección de datos personales, 
amparado por el artículo 18.4 de la Constitución, se ejercerá con arreglo a lo establecido en 
el Reglamento (UE) 2016/679 y en esta ley orgánica.

b) Garantizar los derechos digitales de la ciudadanía conforme al mandato establecido 
en el artículo 18.4 de la Constitución.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación de los Títulos I a IX y de los artículos 89 a 94.
1. Lo dispuesto en los Títulos I a IX y en los artículos 89 a 94 de la presente ley orgánica 

se aplica a cualquier tratamiento total o parcialmente automatizado de datos personales, así 
como al tratamiento no automatizado de datos personales contenidos o destinados a ser 
incluidos en un fichero.

2. Esta ley orgánica no será de aplicación:
a) A los tratamientos excluidos del ámbito de aplicación del Reglamento general de 

protección de datos por su artículo 2.2, sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados 3 y 4 de 
este artículo.

b) A los tratamientos de datos de personas fallecidas, sin perjuicio de lo establecido en el 
artículo 3.

c) A los tratamientos sometidos a la normativa sobre protección de materias clasificadas.
3. Los tratamientos a los que no sea directamente aplicable el Reglamento (UE) 

2016/679 por afectar a actividades no comprendidas en el ámbito de aplicación del Derecho 
de la Unión Europea, se regirán por lo dispuesto en su legislación específica si la hubiere y 
supletoriamente por lo establecido en el citado reglamento y en la presente ley orgánica. Se 
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encuentran en esta situación, entre otros, los tratamientos realizados al amparo de la 
legislación orgánica del régimen electoral general, los tratamientos realizados en el ámbito 
de instituciones penitenciarias y los tratamientos derivados del Registro Civil, los Registros 
de la Propiedad y Mercantiles.

4. El tratamiento de datos llevado a cabo con ocasión de la tramitación por los órganos 
judiciales de los procesos de los que sean competentes, así como el realizado dentro de la 
gestión de la Oficina Judicial, se regirán por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 y 
la presente ley orgánica, sin perjuicio de las disposiciones de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 
julio, del Poder Judicial, que le sean aplicables.

5. El tratamiento de datos llevado a cabo con ocasión de la tramitación por el Ministerio 
Fiscal de los procesos de los que sea competente, así como el realizado con esos fines 
dentro de la gestión de la Oficina Fiscal, se regirán por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 
2016/679 y la presente Ley Orgánica, sin perjuicio de las disposiciones de la Ley 50/1981, de 
30 de diciembre, reguladora del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, la Ley Orgánica 
6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial y de las normas procesales que le sean aplicables.

Artículo 3.  Datos de las personas fallecidas.
1. Las personas vinculadas al fallecido por razones familiares o de hecho así como sus 

herederos podrán dirigirse al responsable o encargado del tratamiento al objeto de solicitar el 
acceso a los datos personales de aquella y, en su caso, su rectificación o supresión.

Como excepción, las personas a las que se refiere el párrafo anterior no podrán acceder 
a los datos del causante, ni solicitar su rectificación o supresión, cuando la persona fallecida 
lo hubiese prohibido expresamente o así lo establezca una ley. Dicha prohibición no afectará 
al derecho de los herederos a acceder a los datos de carácter patrimonial del causante.

2. Las personas o instituciones a las que el fallecido hubiese designado expresamente 
para ello podrán también solicitar, con arreglo a las instrucciones recibidas, el acceso a los 
datos personales de este y, en su caso su rectificación o supresión.

Mediante real decreto se establecerán los requisitos y condiciones para acreditar la 
validez y vigencia de estos mandatos e instrucciones y, en su caso, el registro de los 
mismos.

3. En caso de fallecimiento de menores, estas facultades podrán ejercerse también por 
sus representantes legales o, en el marco de sus competencias, por el Ministerio Fiscal, que 
podrá actuar de oficio o a instancia de cualquier persona física o jurídica interesada.

En caso de fallecimiento de personas con discapacidad, estas facultades también podrán 
ejercerse, además de por quienes señala el párrafo anterior, por quienes hubiesen sido 
designados para el ejercicio de funciones de apoyo, si tales facultades se entendieran 
comprendidas en las medidas de apoyo prestadas por el designado.

TÍTULO II
Principios de protección de datos

Artículo 4.  Exactitud de los datos.
1. Conforme al artículo 5.1.d) del Reglamento (UE) 2016/679 los datos serán exactos y, 

si fuere necesario, actualizados.
2. A los efectos previstos en el artículo 5.1.d) del Reglamento (UE) 2016/679, no será 

imputable al responsable del tratamiento, siempre que este haya adoptado todas las 
medidas razonables para que se supriman o rectifiquen sin dilación, la inexactitud de los 
datos personales, con respecto a los fines para los que se tratan, cuando los datos 
inexactos:

a) Hubiesen sido obtenidos por el responsable directamente del afectado.
b) Hubiesen sido obtenidos por el responsable de un mediador o intermediario en caso 

de que las normas aplicables al sector de actividad al que pertenezca el responsable del 
tratamiento establecieran la posibilidad de intervención de un intermediario o mediador que 
recoja en nombre propio los datos de los afectados para su transmisión al responsable. El 
mediador o intermediario asumirá las responsabilidades que pudieran derivarse en el 

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 50  Ley Orgánica de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales [parcial]

– 583 –



supuesto de comunicación al responsable de datos que no se correspondan con los 
facilitados por el afectado.

c) Fuesen sometidos a tratamiento por el responsable por haberlos recibido de otro 
responsable en virtud del ejercicio por el afectado del derecho a la portabilidad conforme al 
artículo 20 del Reglamento (UE) 2016/679 y lo previsto en esta ley orgánica.

d) Fuesen obtenidos de un registro público por el responsable.

Artículo 5.  Deber de confidencialidad.
1. Los responsables y encargados del tratamiento de datos así como todas las personas 

que intervengan en cualquier fase de este estarán sujetas al deber de confidencialidad al 
que se refiere el artículo 5.1.f) del Reglamento (UE) 2016/679.

2. La obligación general señalada en el apartado anterior será complementaria de los 
deberes de secreto profesional de conformidad con su normativa aplicable.

3. Las obligaciones establecidas en los apartados anteriores se mantendrán aun cuando 
hubiese finalizado la relación del obligado con el responsable o encargado del tratamiento.

Artículo 6.  Tratamiento basado en el consentimiento del afectado.
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 4.11 del Reglamento (UE) 2016/679, se 

entiende por consentimiento del afectado toda manifestación de voluntad libre, específica, 
informada e inequívoca por la que este acepta, ya sea mediante una declaración o una clara 
acción afirmativa, el tratamiento de datos personales que le conciernen.

2. Cuando se pretenda fundar el tratamiento de los datos en el consentimiento del 
afectado para una pluralidad de finalidades será preciso que conste de manera específica e 
inequívoca que dicho consentimiento se otorga para todas ellas.

3. No podrá supeditarse la ejecución del contrato a que el afectado consienta el 
tratamiento de los datos personales para finalidades que no guarden relación con el 
mantenimiento, desarrollo o control de la relación contractual.

Artículo 7.  Consentimiento de los menores de edad.
1. El tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente podrá 

fundarse en su consentimiento cuando sea mayor de catorce años.
Se exceptúan los supuestos en que la ley exija la asistencia de los titulares de la patria 

potestad o tutela para la celebración del acto o negocio jurídico en cuyo contexto se recaba 
el consentimiento para el tratamiento.

2. El tratamiento de los datos de los menores de catorce años, fundado en el 
consentimiento, solo será lícito si consta el del titular de la patria potestad o tutela, con el 
alcance que determinen los titulares de la patria potestad o tutela.

Artículo 8.  Tratamiento de datos por obligación legal, interés público o ejercicio de poderes 
públicos.

1. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el 
cumplimiento de una obligación legal exigible al responsable, en los términos previstos en el 
artículo 6.1.c) del Reglamento (UE) 2016/679, cuando así lo prevea una norma de Derecho 
de la Unión Europea o una norma con rango de ley, que podrá determinar las condiciones 
generales del tratamiento y los tipos de datos objeto del mismo así como las cesiones que 
procedan como consecuencia del cumplimiento de la obligación legal. Dicha norma podrá 
igualmente imponer condiciones especiales al tratamiento, tales como la adopción de 
medidas adicionales de seguridad u otras establecidas en el capítulo IV del Reglamento (UE) 
2016/679.

2. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el 
cumplimiento de una misión realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públicos 
conferidos al responsable, en los términos previstos en el artículo 6.1 e) del Reglamento 
(UE) 2016/679, cuando derive de una competencia atribuida por una norma con rango de 
ley.
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Artículo 9.  Categorías especiales de datos.
1. A los efectos del artículo 9.2.a) del Reglamento (UE) 2016/679, a fin de evitar 

situaciones discriminatorias, el solo consentimiento del afectado no bastará para levantar la 
prohibición del tratamiento de datos cuya finalidad principal sea identificar su ideología, 
afiliación sindical, religión, orientación sexual, creencias u origen racial o étnico.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no impedirá el tratamiento de dichos datos al amparo 
de los restantes supuestos contemplados en el artículo 9.2 del Reglamento (UE) 2016/679, 
cuando así proceda.

2. Los tratamientos de datos contemplados en las letras g), h) e i) del artículo 9.2 del 
Reglamento (UE) 2016/679 fundados en el Derecho español deberán estar amparados en 
una norma con rango de ley, que podrá establecer requisitos adicionales relativos a su 
seguridad y confidencialidad.

En particular, dicha norma podrá amparar el tratamiento de datos en el ámbito de la 
salud cuando así lo exija la gestión de los sistemas y servicios de asistencia sanitaria y 
social, pública y privada, o la ejecución de un contrato de seguro del que el afectado sea 
parte.

Artículo 10.  Tratamiento de datos de naturaleza penal.
1. El tratamiento de datos personales relativos a condenas e infracciones penales, así 

como a procedimientos y medidas cautelares y de seguridad conexas, para fines distintos de 
los de prevención, investigación, detección o enjuiciamiento de infracciones penales o de 
ejecución de sanciones penales, solo podrá llevarse a cabo cuando se encuentre amparado 
en una norma de Derecho de la Unión, en esta ley orgánica o en otras normas de rango 
legal.

2. El registro completo de los datos referidos a condenas e infracciones penales, así 
como a procedimientos y medidas cautelares y de seguridad conexas a que se refiere el 
artículo 10 del Reglamento (UE) 2016/679, podrá realizarse conforme con lo establecido en 
la regulación del Sistema de registros administrativos de apoyo a la Administración de 
Justicia.

3. Fuera de los supuestos señalados en los apartados anteriores, los tratamientos de 
datos referidos a condenas e infracciones penales, así como a procedimientos y medidas 
cautelares y de seguridad conexas solo serán posibles cuando sean llevados a cabo por 
abogados y procuradores y tengan por objeto recoger la información facilitada por sus 
clientes para el ejercicio de sus funciones.

TÍTULO III
Derechos de las personas

CAPÍTULO I
Transparencia e información

Artículo 11.  Transparencia e información al afectado.
1. Cuando los datos personales sean obtenidos del afectado el responsable del 

tratamiento podrá dar cumplimiento al deber de información establecido en el artículo 13 del 
Reglamento (UE) 2016/679 facilitando al afectado la información básica a la que se refiere el 
apartado siguiente e indicándole una dirección electrónica u otro medio que permita acceder 
de forma sencilla e inmediata a la restante información.

2. La información básica a la que se refiere el apartado anterior deberá contener, al 
menos:

a) La identidad del responsable del tratamiento y de su representante, en su caso.
b) La finalidad del tratamiento.
c) La posibilidad de ejercer los derechos establecidos en los artículos 15 a 22 del 

Reglamento (UE) 2016/679.

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 50  Ley Orgánica de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales [parcial]

– 585 –



Si los datos obtenidos del afectado fueran a ser tratados para la elaboración de perfiles, 
la información básica comprenderá asimismo esta circunstancia. En este caso, el afectado 
deberá ser informado de su derecho a oponerse a la adopción de decisiones individuales 
automatizadas que produzcan efectos jurídicos sobre él o le afecten significativamente de 
modo similar, cuando concurra este derecho de acuerdo con lo previsto en el artículo 22 del 
Reglamento (UE) 2016/679.

3. Cuando los datos personales no hubieran sido obtenidos del afectado, el responsable 
podrá dar cumplimiento al deber de información establecido en el artículo 14 del Reglamento 
(UE) 2016/679 facilitando a aquel la información básica señalada en el apartado anterior, 
indicándole una dirección electrónica u otro medio que permita acceder de forma sencilla e 
inmediata a la restante información.

En estos supuestos, la información básica incluirá también:
a) Las categorías de datos objeto de tratamiento.
b) Las fuentes de las que procedieran los datos.

CAPÍTULO II
Ejercicio de los derechos

Artículo 12.  Disposiciones generales sobre ejercicio de los derechos.
1. Los derechos reconocidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679, 

podrán ejercerse directamente o por medio de representante legal o voluntario.
2. El responsable del tratamiento estará obligado a informar al afectado sobre los medios 

a su disposición para ejercer los derechos que le corresponden. Los medios deberán ser 
fácilmente accesibles para el afectado. El ejercicio del derecho no podrá ser denegado por el 
solo motivo de optar el afectado por otro medio.

3. El encargado podrá tramitar, por cuenta del responsable, las solicitudes de ejercicio 
formuladas por los afectados de sus derechos si así se estableciere en el contrato o acto 
jurídico que les vincule.

4. La prueba del cumplimiento del deber de responder a la solicitud de ejercicio de sus 
derechos formulado por el afectado recaerá sobre el responsable.

5. Cuando las leyes aplicables a determinados tratamientos establezcan un régimen 
especial que afecte al ejercicio de los derechos previstos en el Capítulo III del Reglamento 
(UE) 2016/679, se estará a lo dispuesto en aquellas.

6. En cualquier caso, los titulares de la patria potestad podrán ejercitar en nombre y 
representación de los menores de catorce años los derechos de acceso, rectificación, 
cancelación, oposición o cualesquiera otros que pudieran corresponderles en el contexto de 
la presente ley orgánica.

7. Serán gratuitas las actuaciones llevadas a cabo por el responsable del tratamiento 
para atender las solicitudes de ejercicio de estos derechos, sin perjuicio de lo dispuesto en 
los artículos 12.5 y 15.3 del Reglamento (UE) 2016/679 y en los apartados 3 y 4 del artículo 
13 de esta ley orgánica.

Artículo 13.  Derecho de acceso.
1. El derecho de acceso del afectado se ejercitará de acuerdo con lo establecido en el 

artículo 15 del Reglamento (UE) 2016/679.
Cuando el responsable trate una gran cantidad de datos relativos al afectado y este 

ejercite su derecho de acceso sin especificar si se refiere a todos o a una parte de los datos, 
el responsable podrá solicitarle, antes de facilitar la información, que el afectado especifique 
los datos o actividades de tratamiento a los que se refiere la solicitud.

2. El derecho de acceso se entenderá otorgado si el responsable del tratamiento 
facilitara al afectado un sistema de acceso remoto, directo y seguro a los datos personales 
que garantice, de modo permanente, el acceso a su totalidad. A tales efectos, la 
comunicación por el responsable al afectado del modo en que este podrá acceder a dicho 
sistema bastará para tener por atendida la solicitud de ejercicio del derecho.
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No obstante, el interesado podrá solicitar del responsable la información referida a los 
extremos previstos en el artículo 15.1 del Reglamento (UE) 2016/679 que no se incluyese en 
el sistema de acceso remoto.

3. A los efectos establecidos en el artículo 12.5 del Reglamento (UE) 2016/679 se podrá 
considerar repetitivo el ejercicio del derecho de acceso en más de una ocasión durante el 
plazo de seis meses, a menos que exista causa legítima para ello.

4. Cuando el afectado elija un medio distinto al que se le ofrece que suponga un coste 
desproporcionado, la solicitud será considerada excesiva, por lo que dicho afectado asumirá 
el exceso de costes que su elección comporte. En este caso, solo será exigible al 
responsable del tratamiento la satisfacción del derecho de acceso sin dilaciones indebidas.

Artículo 14.  Derecho de rectificación.
Al ejercer el derecho de rectificación reconocido en el artículo 16 del Reglamento (UE) 

2016/679, el afectado deberá indicar en su solicitud a qué datos se refiere y la corrección 
que haya de realizarse. Deberá acompañar, cuando sea preciso, la documentación 
justificativa de la inexactitud o carácter incompleto de los datos objeto de tratamiento.

Artículo 15.  Derecho de supresión.
1. El derecho de supresión se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 17 

del Reglamento (UE) 2016/679.
2. Cuando la supresión derive del ejercicio del derecho de oposición con arreglo al 

artículo 21.2 del Reglamento (UE) 2016/679, el responsable podrá conservar los datos 
identificativos del afectado necesarios con el fin de impedir tratamientos futuros para fines de 
mercadotecnia directa.

Artículo 16.  Derecho a la limitación del tratamiento.
1. El derecho a la limitación del tratamiento se ejercerá de acuerdo con lo establecido en 

el artículo 18 del Reglamento (UE) 2016/679.
2. El hecho de que el tratamiento de los datos personales esté limitado debe constar 

claramente en los sistemas de información del responsable.

Artículo 17.  Derecho a la portabilidad.
El derecho a la portabilidad se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 20 

del Reglamento (UE) 2016/679.

Artículo 18.  Derecho de oposición.
El derecho de oposición, así como los derechos relacionados con las decisiones 

individuales automatizadas, incluida la realización de perfiles, se ejercerán de acuerdo con lo 
establecido, respectivamente, en los artículos 21 y 22 del Reglamento (UE) 2016/679.

TÍTULO IV
Disposiciones aplicables a tratamientos concretos

Artículo 19.  Tratamiento de datos de contacto, de empresarios individuales y de 
profesionales liberales.

1. Salvo prueba en contrario, se presumirá amparado en lo dispuesto en el artículo 6.1.f) 
del Reglamento (UE) 2016/679 el tratamiento de los datos de contacto y en su caso los 
relativos a la función o puesto desempeñado de las personas físicas que presten servicios 
en una persona jurídica siempre que se cumplan los siguientes requisitos:

a) Que el tratamiento se refiera únicamente a los datos necesarios para su localización 
profesional.

b) Que la finalidad del tratamiento sea únicamente mantener relaciones de cualquier 
índole con la persona jurídica en la que el afectado preste sus servicios.
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2. La misma presunción operará para el tratamiento de los datos relativos a los 
empresarios individuales y a los profesionales liberales, cuando se refieran a ellos 
únicamente en dicha condición y no se traten para entablar una relación con los mismos 
como personas físicas.

3. Los responsables o encargados del tratamiento a los que se refiere el artículo 77.1 de 
esta ley orgánica podrán también tratar los datos mencionados en los dos apartados 
anteriores cuando ello se derive de una obligación legal o sea necesario para el ejercicio de 
sus competencias.

Artículo 20.  Sistemas de información crediticia.
1. Salvo prueba en contrario, se presumirá lícito el tratamiento de datos personales 

relativos al incumplimiento de obligaciones dinerarias, financieras o de crédito por sistemas 
comunes de información crediticia cuando se cumplan los siguientes requisitos:

a) Que los datos hayan sido facilitados por el acreedor o por quien actúe por su cuenta o 
interés.

b) Que los datos se refieran a deudas ciertas, vencidas y exigibles, cuya existencia o 
cuantía no hubiese sido objeto de reclamación administrativa o judicial por el deudor o 
mediante un procedimiento alternativo de resolución de disputas vinculante entre las partes.

c) Que el acreedor haya informado al afectado en el contrato o en el momento de 
requerir el pago acerca de la posibilidad de inclusión en dichos sistemas, con indicación de 
aquéllos en los que participe.

La entidad que mantenga el sistema de información crediticia con datos relativos al 
incumplimiento de obligaciones dinerarias, financieras o de crédito deberá notificar al 
afectado la inclusión de tales datos y le informará sobre la posibilidad de ejercitar los 
derechos establecidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679 dentro de los 
treinta días siguientes a la notificación de la deuda al sistema, permaneciendo bloqueados 
los datos durante ese plazo.

d) Que los datos únicamente se mantengan en el sistema mientras persista el 
incumplimiento, con el límite máximo de cinco años desde la fecha de vencimiento de la 
obligación dineraria, financiera o de crédito.

e) Que los datos referidos a un deudor determinado solamente puedan ser consultados 
cuando quien consulte el sistema mantuviese una relación contractual con el afectado que 
implique el abono de una cuantía pecuniaria o este le hubiera solicitado la celebración de un 
contrato que suponga financiación, pago aplazado o facturación periódica, como sucede, 
entre otros supuestos, en los previstos en la legislación de contratos de crédito al consumo y 
de contratos de crédito inmobiliario.

Cuando se hubiera ejercitado ante el sistema el derecho a la limitación del tratamiento de 
los datos impugnando su exactitud conforme a lo previsto en el artículo 18.1.a) del 
Reglamento (UE) 2016/679, el sistema informará a quienes pudieran consultarlo con arreglo 
al párrafo anterior acerca de la mera existencia de dicha circunstancia, sin facilitar los datos 
concretos respecto de los que se hubiera ejercitado el derecho, en tanto se resuelve sobre la 
solicitud del afectado.

f) Que, en el caso de que se denegase la solicitud de celebración del contrato, o éste no 
llegara a celebrarse, como consecuencia de la consulta efectuada, quien haya consultado el 
sistema informe al afectado del resultado de dicha consulta.

2. Las entidades que mantengan el sistema y las acreedoras, respecto del tratamiento de 
los datos referidos a sus deudores, tendrán la condición de corresponsables del tratamiento 
de los datos, siendo de aplicación lo establecido por el artículo 26 del Reglamento (UE) 
2016/679.

Corresponderá al acreedor garantizar que concurren los requisitos exigidos para la 
inclusión en el sistema de la deuda, respondiendo de su inexistencia o inexactitud.

3. La presunción a la que se refiere el apartado 1 de este artículo no ampara los 
supuestos en que la información crediticia fuese asociada por la entidad que mantuviera el 
sistema a informaciones adicionales a las contempladas en dicho apartado, relacionadas con 
el deudor y obtenidas de otras fuentes, a fin de llevar a cabo un perfilado del mismo, en 
particular mediante la aplicación de técnicas de calificación crediticia.
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Artículo 21.  Tratamientos relacionados con la realización de determinadas operaciones 
mercantiles.

1. Salvo prueba en contrario, se presumirán lícitos los tratamientos de datos, incluida su 
comunicación con carácter previo, que pudieran derivarse del desarrollo de cualquier 
operación de modificación estructural de sociedades o la aportación o transmisión de 
negocio o de rama de actividad empresarial, siempre que los tratamientos fueran necesarios 
para el buen fin de la operación y garanticen, cuando proceda, la continuidad en la 
prestación de los servicios.

2. En el caso de que la operación no llegara a concluirse, la entidad cesionaria deberá 
proceder con carácter inmediato a la supresión de los datos, sin que sea de aplicación la 
obligación de bloqueo prevista en esta ley orgánica.

Artículo 22.  Tratamientos con fines de videovigilancia.
1. Las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, podrán llevar a cabo el 

tratamiento de imágenes a través de sistemas de cámaras o videocámaras con la finalidad 
de preservar la seguridad de las personas y bienes, así como de sus instalaciones.

2. Solo podrán captarse imágenes de la vía pública en la medida en que resulte 
imprescindible para la finalidad mencionada en el apartado anterior.

No obstante, será posible la captación de la vía pública en una extensión superior 
cuando fuese necesario para garantizar la seguridad de bienes o instalaciones estratégicos o 
de infraestructuras vinculadas al transporte, sin que en ningún caso pueda suponer la 
captación de imágenes del interior de un domicilio privado.

3. Los datos serán suprimidos en el plazo máximo de un mes desde su captación, salvo 
cuando hubieran de ser conservados para acreditar la comisión de actos que atenten contra 
la integridad de personas, bienes o instalaciones. En tal caso, las imágenes deberán ser 
puestas a disposición de la autoridad competente en un plazo máximo de setenta y dos 
horas desde que se tuviera conocimiento de la existencia de la grabación.

No será de aplicación a estos tratamientos la obligación de bloqueo prevista en el 
artículo 32 de esta ley orgánica.

4. El deber de información previsto en el artículo 12 del Reglamento (UE) 2016/679 se 
entenderá cumplido mediante la colocación de un dispositivo informativo en lugar 
suficientemente visible identificando, al menos, la existencia del tratamiento, la identidad del 
responsable y la posibilidad de ejercitar los derechos previstos en los artículos 15 a 22 del 
Reglamento (UE) 2016/679. También podrá incluirse en el dispositivo informativo un código 
de conexión o dirección de internet a esta información.

En todo caso, el responsable del tratamiento deberá mantener a disposición de los 
afectados la información a la que se refiere el citado reglamento.

5. Al amparo del artículo 2.2.c) del Reglamento (UE) 2016/679, se considera excluido de 
su ámbito de aplicación el tratamiento por una persona física de imágenes que solamente 
capten el interior de su propio domicilio.

Esta exclusión no abarca el tratamiento realizado por una entidad de seguridad privada 
que hubiera sido contratada para la vigilancia de un domicilio y tuviese acceso a las 
imágenes.

6. El tratamiento de los datos personales procedentes de las imágenes y sonidos 
obtenidos mediante la utilización de cámaras y videocámaras por las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad y por los órganos competentes para la vigilancia y control en los centros 
penitenciarios y para el control, regulación, vigilancia y disciplina del tráfico, se regirá por la 
legislación de transposición de la Directiva (UE) 2016/680, cuando el tratamiento tenga fines 
de prevención, investigación, detección o enjuiciamiento de infracciones penales o de 
ejecución de sanciones penales, incluidas la protección y la prevención frente a las 
amenazas contra la seguridad pública. Fuera de estos supuestos, dicho tratamiento se regirá 
por su legislación específica y supletoriamente por el Reglamento (UE) 2016/679 y la 
presente ley orgánica.

7. Lo regulado en el presente artículo se entiende sin perjuicio de lo previsto en la Ley 
5/2014, de 4 de abril, de Seguridad Privada y sus disposiciones de desarrollo.
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8. El tratamiento por el empleador de datos obtenidos a través de sistemas de cámaras o 
videocámaras se somete a lo dispuesto en el artículo 89 de esta ley orgánica.

Artículo 23.  Sistemas de exclusión publicitaria.
1. Será lícito el tratamiento de datos personales que tenga por objeto evitar el envío de 

comunicaciones comerciales a quienes hubiesen manifestado su negativa u oposición a 
recibirlas.

A tal efecto, podrán crearse sistemas de información, generales o sectoriales, en los que 
solo se incluirán los datos imprescindibles para identificar a los afectados. Estos sistemas 
también podrán incluir servicios de preferencia, mediante los cuales los afectados limiten la 
recepción de comunicaciones comerciales a las procedentes de determinadas empresas.

2. Las entidades responsables de los sistemas de exclusión publicitaria comunicarán a la 
autoridad de control competente su creación, su carácter general o sectorial, así como el 
modo en que los afectados pueden incorporarse a los mismos y, en su caso, hacer valer sus 
preferencias.

La autoridad de control competente hará pública en su sede electrónica una relación de 
los sistemas de esta naturaleza que le fueran comunicados, incorporando la información 
mencionada en el párrafo anterior. A tal efecto, la autoridad de control competente a la que 
se haya comunicado la creación del sistema lo pondrá en conocimiento de las restantes 
autoridades de control para su publicación por todas ellas.

3. Cuando un afectado manifieste a un responsable su deseo de que sus datos no sean 
tratados para la remisión de comunicaciones comerciales, este deberá informarle de los 
sistemas de exclusión publicitaria existentes, pudiendo remitirse a la información publicada 
por la autoridad de control competente.

4. Quienes pretendan realizar comunicaciones de mercadotecnia directa, deberán 
previamente consultar los sistemas de exclusión publicitaria que pudieran afectar a su 
actuación, excluyendo del tratamiento los datos de los afectados que hubieran manifestado 
su oposición o negativa al mismo. A estos efectos, para considerar cumplida la obligación 
anterior será suficiente la consulta de los sistemas de exclusión incluidos en la relación 
publicada por la autoridad de control competente.

No será necesario realizar la consulta a la que se refiere el párrafo anterior cuando el 
afectado hubiera prestado, conforme a lo dispuesto en esta ley orgánica, su consentimiento 
para recibir la comunicación a quien pretenda realizarla.

Artículo 24.  Tratamiento de datos para la protección de las personas que informen sobre 
infracciones normativas.

Serán lícitos los tratamientos de datos personales necesarios para garantizar la 
protección de las personas que informen sobre infracciones normativas.

Dichos tratamientos se regirán por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, en esta ley orgánica y en la Ley 
reguladora de la protección de las personas que informen sobre infracciones normativas y de 
lucha contra la corrupción.

Artículo 25.  Tratamiento de datos en el ámbito de la función estadística pública.
1. El tratamiento de datos personales llevado a cabo por los organismos que tengan 

atribuidas las competencias relacionadas con el ejercicio de la función estadística pública se 
someterá a lo dispuesto en su legislación específica, así como en el Reglamento (UE) 
2016/679 y en la presente ley orgánica.

2. La comunicación de los datos a los órganos competentes en materia estadística solo 
se entenderá amparada en el artículo 6.1 e) del Reglamento (UE) 2016/679 en los casos en 
que la estadística para la que se requiera la información venga exigida por una norma de 
Derecho de la Unión Europea o se encuentre incluida en los instrumentos de programación 
estadística legalmente previstos.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 11.2 de la Ley 12/1989, de 9 de mayo, de 
la Función Estadística Pública, serán de aportación estrictamente voluntaria y, en 
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consecuencia, solo podrán recogerse previo consentimiento expreso de los afectados los 
datos a los que se refieren los artículos 9 y 10 del Reglamento (UE) 2016/679.

3. Los organismos competentes para el ejercicio de la función estadística pública podrán 
denegar las solicitudes de ejercicio por los afectados de los derechos establecidos en los 
artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679 cuando los datos se encuentren amparados 
por las garantías del secreto estadístico previstas en la legislación estatal o autonómica.

Artículo 26.  Tratamiento de datos con fines de archivo en interés público por parte de las 
Administraciones Públicas.

Será lícito el tratamiento por las Administraciones Públicas de datos con fines de archivo 
en interés público, que se someterá a lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 y en la 
presente ley orgánica con las especialidades que se derivan de lo previsto en la Ley 
16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, en el Real Decreto 1708/2011, de 
18 de noviembre, por el que se establece el Sistema Español de Archivos y se regula el 
Sistema de Archivos de la Administración General del Estado y de sus Organismos Públicos 
y su régimen de acceso, así como la legislación autonómica que resulte de aplicación.

Artículo 27.  Tratamiento de datos relativos a infracciones y sanciones administrativas.
1. A los efectos del artículo 86 del Reglamento (UE) 2016/679, el tratamiento de datos 

relativos a infracciones y sanciones administrativas, incluido el mantenimiento de registros 
relacionados con las mismas, exigirá:

a) Que los responsables de dichos tratamientos sean los órganos competentes para la 
instrucción del procedimiento sancionador, para la declaración de las infracciones o la 
imposición de las sanciones.

b) Que el tratamiento se limite a los datos estrictamente necesarios para la finalidad 
perseguida por aquel.

2. Cuando no se cumpla alguna de las condiciones previstas en el apartado anterior, los 
tratamientos de datos referidos a infracciones y sanciones administrativas habrán de contar 
con el consentimiento del interesado o estar autorizados por una norma con rango de ley, en 
la que se regularán, en su caso, garantías adicionales para los derechos y libertades de los 
afectados.

3. Fuera de los supuestos señalados en los apartados anteriores, los tratamientos de 
datos referidos a infracciones y sanciones administrativas solo serán posibles cuando sean 
llevados a cabo por abogados y procuradores y tengan por objeto recoger la información 
facilitada por sus clientes para el ejercicio de sus funciones.

TÍTULO V
Responsable y encargado del tratamiento

CAPÍTULO I
Disposiciones generales. Medidas de responsabilidad activa

Artículo 28.  Obligaciones generales del responsable y encargado del tratamiento.
1. Los responsables y encargados, teniendo en cuenta los elementos enumerados en los 

artículos 24 y 25 del Reglamento (UE) 2016/679, determinarán las medidas técnicas y 
organizativas apropiadas que deben aplicar a fin de garantizar y acreditar que el tratamiento 
es conforme con el citado reglamento, con la presente ley orgánica, sus normas de 
desarrollo y la legislación sectorial aplicable. En particular valorarán si procede la realización 
de la evaluación de impacto en la protección de datos y la consulta previa a que se refiere la 
Sección 3 del Capítulo IV del citado reglamento.

2. Para la adopción de las medidas a que se refiere el apartado anterior los responsables 
y encargados del tratamiento tendrán en cuenta, en particular, los mayores riesgos que 
podrían producirse en los siguientes supuestos:
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a) Cuando el tratamiento pudiera generar situaciones de discriminación, usurpación de 
identidad o fraude, pérdidas financieras, daño para la reputación, pérdida de confidencialidad 
de datos sujetos al secreto profesional, reversión no autorizada de la seudonimización o 
cualquier otro perjuicio económico, moral o social significativo para los afectados.

b) Cuando el tratamiento pudiese privar a los afectados de sus derechos y libertades o 
pudiera impedirles el ejercicio del control sobre sus datos personales.

c) Cuando se produjese el tratamiento no meramente incidental o accesorio de las 
categorías especiales de datos a las que se refieren los artículos 9 y 10 del Reglamento (UE) 
2016/679 y 9 y 10 de esta ley orgánica o de los datos relacionados con la comisión de 
infracciones administrativas.

d) Cuando el tratamiento implicase una evaluación de aspectos personales de los 
afectados con el fin de crear o utilizar perfiles personales de los mismos, en particular 
mediante el análisis o la predicción de aspectos referidos a su rendimiento en el trabajo, su 
situación económica, su salud, sus preferencias o intereses personales, su fiabilidad o 
comportamiento, su solvencia financiera, su localización o sus movimientos.

e) Cuando se lleve a cabo el tratamiento de datos de grupos de afectados en situación 
de especial vulnerabilidad y, en particular, de menores de edad y personas con 
discapacidad.

f) Cuando se produzca un tratamiento masivo que implique a un gran número de 
afectados o conlleve la recogida de una gran cantidad de datos personales.

g) Cuando los datos personales fuesen a ser objeto de transferencia, con carácter 
habitual, a terceros Estados u organizaciones internacionales respecto de los que no se 
hubiese declarado un nivel adecuado de protección.

h) Cualesquiera otros que a juicio del responsable o del encargado pudieran tener 
relevancia y en particular aquellos previstos en códigos de conducta y estándares definidos 
por esquemas de certificación.

Artículo 29.  Supuestos de corresponsabilidad en el tratamiento.
La determinación de las responsabilidades a las que se refiere el artículo 26.1 del 

Reglamento (UE) 2016/679 se realizará atendiendo a las actividades que efectivamente 
desarrolle cada uno de los corresponsables del tratamiento.

Artículo 30.  Representantes de los responsables o encargados del tratamiento no 
establecidos en la Unión Europea.

1. En los supuestos en que el Reglamento (UE) 2016/679 sea aplicable a un responsable 
o encargado del tratamiento no establecido en la Unión Europea en virtud de lo dispuesto en 
su artículo 3.2 y el tratamiento se refiera a afectados que se hallen en España, la Agencia 
Española de Protección de Datos o, en su caso, las autoridades autonómicas de protección 
de datos podrán imponer al representante, solidariamente con el responsable o encargado 
del tratamiento, las medidas establecidas en el Reglamento (UE) 2016/679.

Dicha exigencia se entenderá sin perjuicio de la responsabilidad que pudiera en su caso 
corresponder al responsable o al encargado del tratamiento y del ejercicio por el 
representante de la acción de repetición frente a quien proceda.

2. Asimismo, en caso de exigencia de responsabilidad en los términos previstos en el 
artículo 82 del Reglamento (UE) 2016/679, los responsables, encargados y representantes 
responderán solidariamente de los daños y perjuicios causados.

Artículo 31.  Registro de las actividades de tratamiento.
1. Los responsables y encargados del tratamiento o, en su caso, sus representantes 

deberán mantener el registro de actividades de tratamiento al que se refiere el artículo 30 del 
Reglamento (UE) 2016/679, salvo que sea de aplicación la excepción prevista en su 
apartado 5.

El registro, que podrá organizarse en torno a conjuntos estructurados de datos, deberá 
especificar, según sus finalidades, las actividades de tratamiento llevadas a cabo y las 
demás circunstancias establecidas en el citado reglamento.
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Cuando el responsable o el encargado del tratamiento hubieran designado un delegado 
de protección de datos deberán comunicarle cualquier adición, modificación o exclusión en el 
contenido del registro.

2. Los sujetos enumerados en el artículo 77.1 de esta ley orgánica harán público un 
inventario de sus actividades de tratamiento accesible por medios electrónicos en el que 
constará la información establecida en el artículo 30 del Reglamento (UE) 2016/679 y su 
base legal.

Artículo 32.  Bloqueo de los datos.
1. El responsable del tratamiento estará obligado a bloquear los datos cuando proceda a 

su rectificación o supresión.
2. El bloqueo de los datos consiste en la identificación y reserva de los mismos, 

adoptando medidas técnicas y organizativas, para impedir su tratamiento, incluyendo su 
visualización, excepto para la puesta a disposición de los datos a los jueces y tribunales, el 
Ministerio Fiscal o las Administraciones Públicas competentes, en particular de las 
autoridades de protección de datos, para la exigencia de posibles responsabilidades 
derivadas del tratamiento y solo por el plazo de prescripción de las mismas.

Transcurrido ese plazo deberá procederse a la destrucción de los datos.
3. Los datos bloqueados no podrán ser tratados para ninguna finalidad distinta de la 

señalada en el apartado anterior.
4. Cuando para el cumplimiento de esta obligación, la configuración del sistema de 

información no permita el bloqueo o se requiera una adaptación que implique un esfuerzo 
desproporcionado, se procederá a un copiado seguro de la información de modo que conste 
evidencia digital, o de otra naturaleza, que permita acreditar la autenticidad de la misma, la 
fecha del bloqueo y la no manipulación de los datos durante el mismo.

5. La Agencia Española de Protección de Datos y las autoridades autonómicas de 
protección de datos, dentro del ámbito de sus respectivas competencias, podrán fijar 
excepciones a la obligación de bloqueo establecida en este artículo, en los supuestos en 
que, atendida la naturaleza de los datos o el hecho de que se refieran a un número 
particularmente elevado de afectados, su mera conservación, incluso bloqueados, pudiera 
generar un riesgo elevado para los derechos de los afectados, así como en aquellos casos 
en los que la conservación de los datos bloqueados pudiera implicar un coste 
desproporcionado para el responsable del tratamiento.

CAPÍTULO II
Encargado del tratamiento

Artículo 33.  Encargado del tratamiento.
1. El acceso por parte de un encargado de tratamiento a los datos personales que 

resulten necesarios para la prestación de un servicio al responsable no se considerará 
comunicación de datos siempre que se cumpla lo establecido en el Reglamento (UE) 
2016/679, en la presente ley orgánica y en sus normas de desarrollo.

2. Tendrá la consideración de responsable del tratamiento y no la de encargado quien en 
su propio nombre y sin que conste que actúa por cuenta de otro, establezca relaciones con 
los afectados aun cuando exista un contrato o acto jurídico con el contenido fijado en el 
artículo 28.3 del Reglamento (UE) 2016/679. Esta previsión no será aplicable a los encargos 
de tratamiento efectuados en el marco de la legislación de contratación del sector público.

Tendrá asimismo la consideración de responsable del tratamiento quien figurando como 
encargado utilizase los datos para sus propias finalidades.

3. El responsable del tratamiento determinará si, cuando finalice la prestación de los 
servicios del encargado, los datos personales deben ser destruidos, devueltos al 
responsable o entregados, en su caso, a un nuevo encargado.

No procederá la destrucción de los datos cuando exista una previsión legal que obligue a 
su conservación, en cuyo caso deberán ser devueltos al responsable, que garantizará su 
conservación mientras tal obligación persista.
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4. El encargado del tratamiento podrá conservar, debidamente bloqueados, los datos en 
tanto pudieran derivarse responsabilidades de su relación con el responsable del 
tratamiento.

5. En el ámbito del sector público podrán atribuirse las competencias propias de un 
encargado del tratamiento a un determinado órgano de la Administración General del 
Estado, la Administración de las comunidades autónomas, las Entidades que integran la 
Administración Local o a los Organismos vinculados o dependientes de las mismas mediante 
la adopción de una norma reguladora de dichas competencias, que deberá incorporar el 
contenido exigido por el artículo 28.3 del Reglamento (UE) 2016/679.

CAPÍTULO III
Delegado de protección de datos

Artículo 34.  Designación de un delegado de protección de datos.
1. Los responsables y encargados del tratamiento deberán designar un delegado de 

protección de datos en los supuestos previstos en el artículo 37.1 del Reglamento (UE) 
2016/679 y, en todo caso, cuando se trate de las siguientes entidades:

a) Los colegios profesionales y sus consejos generales.
b) Los centros docentes que ofrezcan enseñanzas en cualquiera de los niveles 

establecidos en la legislación reguladora del derecho a la educación, así como las 
Universidades públicas y privadas.

c) Las entidades que exploten redes y presten servicios de comunicaciones electrónicas 
conforme a lo dispuesto en su legislación específica, cuando traten habitual y 
sistemáticamente datos personales a gran escala.

d) Los prestadores de servicios de la sociedad de la información cuando elaboren a gran 
escala perfiles de los usuarios del servicio.

e) Las entidades incluidas en el artículo 1 de la Ley 10/2014, de 26 de junio, de 
ordenación, supervisión y solvencia de entidades de crédito.

f) Los establecimientos financieros de crédito.
g) Las entidades aseguradoras y reaseguradoras.
h) Las empresas de servicios de inversión, reguladas por la legislación del Mercado de 

Valores.
i) Los distribuidores y comercializadores de energía eléctrica y los distribuidores y 

comercializadores de gas natural.
j) Las entidades responsables de ficheros comunes para la evaluación de la solvencia 

patrimonial y crédito o de los ficheros comunes para la gestión y prevención del fraude, 
incluyendo a los responsables de los ficheros regulados por la legislación de prevención del 
blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.

k) Las entidades que desarrollen actividades de publicidad y prospección comercial, 
incluyendo las de investigación comercial y de mercados, cuando lleven a cabo tratamientos 
basados en las preferencias de los afectados o realicen actividades que impliquen la 
elaboración de perfiles de los mismos.

l) Los centros sanitarios legalmente obligados al mantenimiento de las historias clínicas 
de los pacientes.

Se exceptúan los profesionales de la salud que, aun estando legalmente obligados al 
mantenimiento de las historias clínicas de los pacientes, ejerzan su actividad a título 
individual.

m) Las entidades que tengan como uno de sus objetos la emisión de informes 
comerciales que puedan referirse a personas físicas.

n) Los operadores que desarrollen la actividad de juego a través de canales electrónicos, 
informáticos, telemáticos e interactivos, conforme a la normativa de regulación del juego.

ñ) Las empresas de seguridad privada.
o) Las federaciones deportivas cuando traten datos de menores de edad.
2. Los responsables o encargados del tratamiento no incluidos en el párrafo anterior 

podrán designar de manera voluntaria un delegado de protección de datos, que quedará 

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 50  Ley Orgánica de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales [parcial]

– 594 –



sometido al régimen establecido en el Reglamento (UE) 2016/679 y en la presente ley 
orgánica.

3. Los responsables y encargados del tratamiento comunicarán en el plazo de diez días 
a la Agencia Española de Protección de Datos o, en su caso, a las autoridades autonómicas 
de protección de datos, las designaciones, nombramientos y ceses de los delegados de 
protección de datos tanto en los supuestos en que se encuentren obligadas a su designación 
como en el caso en que sea voluntaria.

4. La Agencia Española de Protección de Datos y las autoridades autonómicas de 
protección de datos mantendrán, en el ámbito de sus respectivas competencias, una lista 
actualizada de delegados de protección de datos que será accesible por medios 
electrónicos.

5. En el cumplimiento de las obligaciones de este artículo los responsables y encargados 
del tratamiento podrán establecer la dedicación completa o a tiempo parcial del delegado, 
entre otros criterios, en función del volumen de los tratamientos, la categoría especial de los 
datos tratados o de los riesgos para los derechos o libertades de los interesados.

Artículo 35.  Cualificación del delegado de protección de datos.
El cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 37.5 del Reglamento (UE) 

2016/679 para la designación del delegado de protección de datos, sea persona física o 
jurídica, podrá demostrarse, entre otros medios, a través de mecanismos voluntarios de 
certificación que tendrán particularmente en cuenta la obtención de una titulación 
universitaria que acredite conocimientos especializados en el derecho y la práctica en 
materia de protección de datos.

Artículo 36.  Posición del delegado de protección de datos.
1. El delegado de protección de datos actuará como interlocutor del responsable o 

encargado del tratamiento ante la Agencia Española de Protección de Datos y las 
autoridades autonómicas de protección de datos. El delegado podrá inspeccionar los 
procedimientos relacionados con el objeto de la presente ley orgánica y emitir 
recomendaciones en el ámbito de sus competencias.

2. Cuando se trate de una persona física integrada en la organización del responsable o 
encargado del tratamiento, el delegado de protección de datos no podrá ser removido ni 
sancionado por el responsable o el encargado por desempeñar sus funciones salvo que 
incurriera en dolo o negligencia grave en su ejercicio. Se garantizará la independencia del 
delegado de protección de datos dentro de la organización, debiendo evitarse cualquier 
conflicto de intereses.

3. En el ejercicio de sus funciones el delegado de protección de datos tendrá acceso a 
los datos personales y procesos de tratamiento, no pudiendo oponer a este acceso el 
responsable o el encargado del tratamiento la existencia de cualquier deber de 
confidencialidad o secreto, incluyendo el previsto en el artículo 5 de esta ley orgánica.

4. Cuando el delegado de protección de datos aprecie la existencia de una vulneración 
relevante en materia de protección de datos lo documentará y lo comunicará inmediatamente 
a los órganos de administración y dirección del responsable o el encargado del tratamiento.

Artículo 37.  Intervención del delegado de protección de datos en caso de reclamación ante 
las autoridades de protección de datos.

1. Cuando el responsable o el encargado del tratamiento hubieran designado un 
delegado de protección de datos el afectado podrá, con carácter previo a la presentación de 
una reclamación contra aquéllos ante la Agencia Española de Protección de Datos o, en su 
caso, ante las autoridades autonómicas de protección de datos, dirigirse al delegado de 
protección de datos de la entidad contra la que se reclame.

En este caso, el delegado de protección de datos comunicará al afectado la decisión que 
se hubiera adoptado en el plazo máximo de dos meses a contar desde la recepción de la 
reclamación.

2. Cuando el afectado presente una reclamación ante la Agencia Española de Protección 
de Datos o, en su caso, ante las autoridades autonómicas de protección de datos, aquellas 
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podrán remitir la reclamación al delegado de protección de datos a fin de que este responda 
en el plazo de un mes.

Si transcurrido dicho plazo el delegado de protección de datos no hubiera comunicado a 
la autoridad de protección de datos competente la respuesta dada a la reclamación, dicha 
autoridad continuará el procedimiento con arreglo a lo establecido en el Título VIII de esta ley 
orgánica y en sus normas de desarrollo.

3. El procedimiento ante la Agencia Española de Protección de Datos será el establecido 
en el Título VIII de esta ley orgánica y en sus normas de desarrollo. Asimismo, las 
comunidades autónomas regularán el procedimiento correspondiente ante sus autoridades 
autonómicas de protección de datos.

CAPÍTULO IV
Códigos de conducta y certificación

Artículo 38.  Códigos de conducta.
1. Los códigos de conducta regulados por la sección 5.ª del Capítulo IV del Reglamento 

(UE) 2016/679 serán vinculantes para quienes se adhieran a los mismos.
Dichos códigos podrán dotarse de mecanismos de resolución extrajudicial de conflictos.
2. Dichos códigos podrán promoverse, además de por las asociaciones y organismos a 

los que se refiere el artículo 40.2 del Reglamento (UE) 2016/679, por empresas o grupos de 
empresas así como por los responsables o encargados a los que se refiere el artículo 77.1 
de esta ley orgánica.

Asimismo, podrán ser promovidos por los organismos o entidades que asuman las 
funciones de supervisión y resolución extrajudicial de conflictos a los que se refiere el 
artículo 41 del Reglamento (UE) 2016/679.

Los responsables o encargados del tratamiento que se adhieran al código de conducta 
se obligan a someter al organismo o entidad de supervisión las reclamaciones que les fueran 
formuladas por los afectados en relación con los tratamientos de datos incluidos en su 
ámbito de aplicación en caso de considerar que no procede atender a lo solicitado en la 
reclamación, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 37 de esta ley orgánica. Además, sin 
menoscabo de las competencias atribuidas por el Reglamento (UE) 2016/679 a las 
autoridades de protección de datos, podrán voluntariamente y antes de llevar a cabo el 
tratamiento, someter al citado organismo o entidad de supervisión la verificación de la 
conformidad del mismo con las materias sujetas al código de conducta.

En caso de que el organismo o entidad de supervisión rechace o desestime la 
reclamación, o si el responsable o encargado del tratamiento no somete la reclamación a su 
decisión, el afectado podrá formularla ante la Agencia Española de Protección de Datos o, 
en su caso, las autoridades autonómicas de protección de datos.

La autoridad de protección de datos competente verificará que los organismos o 
entidades que promuevan los códigos de conducta han dotado a estos códigos de 
organismos de supervisión que reúnan los requisitos establecidos en el artículo 41.2 del 
Reglamento (UE) 2016/679.

3. Los códigos de conducta serán aprobados por la Agencia Española de Protección de 
Datos o, en su caso, por la autoridad autonómica de protección de datos competente.

4. La Agencia Española de Protección de Datos o, en su caso, las autoridades 
autonómicas de protección de datos someterán los proyectos de código al mecanismo de 
coherencia mencionado en el artículo 63 de Reglamento (UE) 2016/679 en los supuestos en 
que ello proceda según su artículo 40.7. El procedimiento quedará suspendido en tanto el 
Comité Europeo de Protección de Datos no emita el dictamen al que se refieren los artículos 
64.1.b) y 65.1.c) del citado reglamento.

Cuando sea una autoridad autonómica de protección de datos la que someta el proyecto 
de código al mecanismo de coherencia, se estará a lo dispuesto en el artículo 60 de esta ley 
orgánica.

5. La Agencia Española de Protección de Datos y las autoridades autonómicas de 
protección de datos mantendrán registros de los códigos de conducta aprobados por las 
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mismas, que estarán interconectados entre sí y coordinados con el registro gestionado por el 
Comité Europeo de Protección de Datos conforme al artículo 40.11 del citado reglamento.

El registro será accesible a través de medios electrónicos.
6. Mediante real decreto se establecerán el contenido del registro y las especialidades 

del procedimiento de aprobación de los códigos de conducta.

Artículo 39.  Acreditación de instituciones de certificación.
Sin perjuicio de las funciones y poderes de acreditación de la autoridad de control 

competente en virtud de los artículos 57 y 58 del Reglamento (UE) 2016/679, la acreditación 
de las instituciones de certificación a las que se refiere el artículo 43.1 del citado reglamento 
podrá ser llevada a cabo por la Entidad Nacional de Acreditación (ENAC), que comunicará a 
la Agencia Española de Protección de Datos y a las autoridades de protección de datos de 
las comunidades autónomas las concesiones, denegaciones o revocaciones de las 
acreditaciones, así como su motivación.

[ . . . ]
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§ 51

Ley 7/2012, de 29 de octubre, de modificación de la normativa 
tributaria y presupuestaria y de adecuación de la normativa financiera 
para la intensificación de las actuaciones en la prevención y lucha 

contra el fraude. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 261, de 30 de octubre de 2012
Última modificación: 10 de marzo de 2022

Referencia: BOE-A-2012-13416

[ . . . ]
Artículo 7.  Limitaciones a los pagos en efectivo.

Uno. Ámbito de aplicación.
1. 1. No podrán pagarse en efectivo las operaciones, en las que alguna de las partes 

intervinientes actúe en calidad de empresario o profesional, con un importe igual o superior a 
1.000 euros o su contravalor en moneda extranjera.

No obstante, el citado importe será de 10.000 euros o su contravalor en moneda 
extranjera cuando el pagador sea una persona física que justifique que no tiene su domicilio 
fiscal en España y no actúe en calidad de empresario o profesional.

2. A efectos del cálculo de las cuantías señaladas en el apartado anterior, se sumarán 
los importes de todas las operaciones o pagos en que se haya podido fraccionar la entrega 
de bienes o la prestación de servicios.

3. Se entenderá por efectivo los medios de pago definidos en el artículo 34.2 de la Ley 
10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del 
terrorismo.

4. A efectos de lo dispuesto en esta Ley, y respecto de las operaciones que no puedan 
pagarse en efectivo, los intervinientes en las operaciones deberán conservar los justificantes 
del pago, durante el plazo de cinco años desde la fecha del mismo, para acreditar que se 
efectuó a través de alguno de los medios de pago distintos al efectivo. Asimismo, están 
obligados a aportar estos justificantes a requerimiento de la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria.

5. Esta limitación no resultará aplicable a los pagos e ingresos realizados en entidades 
de crédito ni, cuando estén sujetos a la supervisión del Banco de España y a la normativa de 
blanqueo de capitales, a las operaciones de cambio de moneda en efectivo realizadas por 
los establecimientos de cambio de moneda a los que se refiere el Real Decreto 2660/1998, 
de 14 de diciembre, sobre el cambio de moneda extranjera en establecimientos abiertos al 
público distintos de las entidades de crédito y a las operaciones a que se refiere éste artículo 
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realizadas a través de las entidades de pago reguladas en la Ley 16/2009, de 13 de 
noviembre, de servicios de pago.

Dos. Infracciones y sanciones.
1. Constituye infracción administrativa el incumplimiento de las limitaciones a los pagos 

en efectivo establecidos en el apartado uno anterior.
2. Serán sujetos infractores tanto las personas o entidades que paguen como las que 

reciban total o parcialmente cantidades en efectivo incumpliendo la limitación establecida en 
el apartado uno anterior. Tanto el pagador como el receptor responderán de forma solidaria 
de la infracción que se cometa y de la sanción que se imponga. La Agencia Estatal de 
Administración Tributaria podrá dirigirse indistintamente contra cualquiera de ellos o contra 
ambos.

3. La infracción prevista en este artículo será grave.
4. La base de la sanción será la cuantía pagada en efectivo en las operaciones de 

importe igual o superior a 1.000 euros o 10.000 euros, o su contravalor en moneda 
extranjera, según se trate de cada uno de los supuestos a que se refiere el número 1 del 
apartado Uno, respectivamente.

5. La sanción consistirá en multa pecuniaria proporcional del 25 por ciento de la base de 
la sanción prevista en el número anterior salvo que concurra un supuesto de reducción de la 
sanción al que se refiere el número 5 del apartado Tres de este artículo.

6. La acción tipificada en el número 1 de este apartado no dará lugar a responsabilidad 
por infracción respecto de la parte que intervenga en la operación cuando denuncie ante la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria, dentro de los tres meses siguientes a la fecha 
del pago efectuado en incumplimiento de la limitación, la operación realizada, su importe y la 
identidad de la otra parte interviniente. La denuncia que pudiera presentar con posterioridad 
la otra parte interviniente se entenderá por no formulada.

La presentación simultánea de denuncia por ambos intervinientes no exonerará de 
responsabilidad a ninguno de ellos.

7. La sanción derivada de la comisión de la infracción prevista en este apartado será 
compatible con las sanciones que, en su caso, resultaran procedentes por la comisión de 
infracciones tributarias o por incumplimiento de la obligación de declaración de medios de 
pago establecida en la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales 
y de la financiación del terrorismo.

8. La infracción prevista en este apartado prescribirá a los cinco años, que comenzarán a 
contarse desde el día en que la infracción se hubiera cometido.

9. La sanción derivada de la comisión de la infracción prevista en este apartado 
prescribirá a los cinco años, que comenzarán a contarse desde el día siguiente a aquel en 
que adquiera firmeza la resolución por la que se impone la sanción.

Tres. Procedimiento sancionador.
1. El procedimiento sancionador se regirá, con las especialidades previstas en este 

artículo, por lo dispuesto en el Título IV de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, el Capítulo III del 
Título Preliminar de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, 
así como las disposiciones reglamentarias que desarrollen las anteriores leyes.

No obstante lo anterior, el régimen de las notificaciones en dichos procedimientos será el 
previsto en la sección 3.ª del Capítulo II del Título III de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria.

2. La competencia para la tramitación y resolución del referido procedimiento 
sancionador corresponderá en todo el territorio español a la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria, atribuyéndose al órgano que se determine en desarrollo de sus 
facultades de organización, mediante disposición que deberá ser objeto de publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».

3. Para la tramitación de los procedimientos sancionadores, el órgano competente podrá 
requerir a los sujetos obligados los datos, antecedentes y documentos relacionados con el 
cumplimiento de las limitaciones establecidas en el apartado uno de este artículo. Asimismo, 
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dichos requerimientos podrán efectuarse con carácter previo al inicio, en su caso, del 
procedimiento sancionador.

4. Los datos, pruebas o circunstancias que obren o hayan sido obtenidos en alguna 
actuación o procedimiento de aplicación de los tributos y vayan a ser tenidos en cuenta en el 
procedimiento sancionador deberán incorporarse formalmente al mismo antes de la 
propuesta de resolución.

5. En la tramitación del referido procedimiento sancionador regirán las siguientes 
especialidades:

a) El titular del órgano competente para resolver designará al instructor, que procederá al 
inicio del procedimiento sancionador y a formular la propuesta de resolución.

b) Cuando al tiempo de iniciarse el procedimiento sancionador se encontrasen en poder 
del órgano competente los elementos que permitan formular una propuesta de resolución, 
ésta se incorporará al acuerdo de iniciación.

c) Se prescindirá del trámite de audiencia previo a la propuesta de resolución a que se 
refiere el artículo 82 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas.

d) Una vez notificada la propuesta de resolución, el pago voluntario por el presunto 
responsable en cualquier momento anterior a la notificación de la resolución implicará la 
terminación del procedimiento con las siguientes consecuencias:

1.º La reducción del 50 por ciento del importe de la sanción, sin que resulten aplicables 
las reducciones previstas en el artículo 85 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

2.º La renuncia a formular alegaciones. En el caso de que fuesen formuladas, se tendrán 
por no presentadas.

3.º La terminación del procedimiento, sin necesidad de dictar resolución expresa, el día 
en que se realice el pago.

4.º El agotamiento de la vía administrativa, siendo recurrible únicamente ante el orden 
jurisdiccional contencioso-administrativo.

La interposición de recurso contencioso-administrativo supondrá la pérdida de la 
reducción aplicada, que se exigirá sin más trámite que la notificación al interesado.

5.º El plazo para interponer el recurso contencioso-administrativo se iniciará el día 
siguiente a aquél en que tenga lugar el pago.

e) El plazo máximo en el que deberá notificarse la resolución expresa será de seis 
meses contado desde la fecha del acuerdo de iniciación.

f) El procedimiento podrá iniciarse a pesar de que concurra la circunstancia a que se 
refiere el artículo 63.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas.

Cuatro. Recaudación de las sanciones.
La gestión recaudatoria de las sanciones impuestas de acuerdo con lo establecido en 

este artículo corresponderá a la Agencia Estatal de Administración Tributaria, tanto en 
periodo voluntario como ejecutivo.

Cinco. Obligaciones de información.
Cualquier autoridad o funcionario que en el ejercicio de sus competencias tenga 

conocimiento de algún incumplimiento de la limitación establecida en el apartado uno, lo 
deberá poner inmediatamente en conocimiento de los órganos de la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria.

[ . . . ]
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§ 52

Ley 1/2019, de 20 de febrero, de Secretos Empresariales

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 45, de 21 de febrero de 2019

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2019-2364

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley:

PREÁMBULO

I
La innovación es un importante estímulo para el desarrollo de nuevos conocimientos y 

propicia la emergencia de modelos empresariales basados en la utilización de conocimientos 
adquiridos colectivamente. Las organizaciones valoran sus secretos empresariales tanto 
como los derechos de propiedad industrial e intelectual y utilizan la confidencialidad como 
una herramienta de gestión de la competitividad empresarial, de transferencia de 
conocimiento público-privada y de la innovación en investigación, con el objetivo de proteger 
información que abarca no solo conocimientos técnicos o científicos, sino también datos 
empresariales relativos a clientes y proveedores, planes comerciales y estudios o estrategias 
de mercado.

Sin embargo, las entidades innovadoras están cada vez más expuestas a prácticas 
desleales que persiguen la apropiación indebida de secretos empresariales, como el robo, la 
copia no autorizada, el espionaje económico o el incumplimiento de los requisitos de 
confidencialidad. La globalización, una creciente externalización, cadenas de suministro más 
largas y un mayor uso de las tecnologías de la información y la comunicación, contribuyen a 
aumentar el riesgo de tales prácticas.

La obtención, utilización o revelación ilícitas de un secreto empresarial comprometen la 
capacidad de su titular legítimo para aprovechar las ventajas que le corresponden como 
precursor por su labor de innovación. La falta de instrumentos jurídicos eficaces y 
comparables para la protección de los secretos empresariales menoscaba los incentivos 
para emprender actividades asociadas a la innovación e impiden que los secretos 
empresariales puedan liberar su potencial como estímulos del crecimiento económico y del 
empleo. En consecuencia, la innovación y la creatividad se ven desincentivadas y disminuye 
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la inversión, con las consiguientes repercusiones en el buen funcionamiento del mercado y la 
consiguiente merma de su potencial como factor de crecimiento.

Es necesario garantizar que la competitividad, que se sustenta en el saber hacer y en 
información empresarial no divulgada, esté protegida de manera adecuada, y mejorar las 
condiciones y el marco para el desarrollo y la explotación de la innovación y la transferencia 
de conocimientos en el mercado.

Una seguridad jurídica reforzada contribuiría a aumentar el valor de las innovaciones que 
las organizaciones tratan de proteger como secretos empresariales, ya que se reduciría el 
riesgo de apropiación indebida. Esto redundaría en efectos positivos en el funcionamiento 
del mercado, ya que las empresas, especialmente las pequeñas y medianas empresas, los 
centros públicos de investigación y los investigadores podrían hacer un mejor uso de sus 
ideas innovadoras, cooperando, lo que contribuiría a aumentar la inversión del sector privado 
en investigación e innovación.

II
Los esfuerzos emprendidos a nivel internacional en el marco de la Organización Mundial 

del Comercio para poner remedio a este problema tuvieron reflejo en el Acuerdo sobre los 
Aspectos de los Derechos de Propiedad intelectual relacionados con el Comercio (Anexo 1C 
del Convenio por el que se crea la Organización Mundial del Comercio, Ronda Uruguay de 
1994, comúnmente denominados «ADPIC»). Este acuerdo contiene, entre otras, unas 
disposiciones relativas a la protección de los secretos empresariales contra su obtención, 
utilización o revelación ilícitas por terceros, que constituyen normas internacionales 
comunes. Todos los Estados miembros de la Unión Europea, así como la propia Unión, 
están vinculados por dicho acuerdo, que fue aprobado mediante la Decisión 94/800/CE del 
Consejo, de 22 de diciembre de 1994, relativa a la celebración en nombre de la Comunidad 
Europea, por lo que respecta a los temas de su competencia, de los acuerdos resultantes de 
las negociaciones multilaterales de la Ronda Uruguay (1986-1994).

En este contexto, dentro de la Unión Europea las divergencias nacionales existentes en 
materia de protección de secretos empresariales han llevado a la aprobación de la Directiva 
(UE) 2016/943 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio de 2016, relativa a la 
protección de los conocimientos técnicos y la información empresarial no divulgados 
(secretos comerciales) contra su obtención, utilización y revelación ilícitas, a fin de armonizar 
la legislación de los Estados miembros con el objetivo de establecer un nivel suficiente y 
comparable de reparación en todo el mercado interior en caso de apropiación indebida de 
secretos empresariales.

El objetivo de la iniciativa europea es, por un lado, garantizar que la competitividad de las 
empresas y organismos de investigación europeos que se basa en el saber hacer y en 
información empresarial no divulgada (secretos empresariales) esté protegida de manera 
adecuada y, por otro, mejorar las condiciones y el marco para el desarrollo y la explotación 
de la innovación y la transferencia de conocimientos en el mercado interior.

La directiva contiene normas en materia de protección frente a la obtención, utilización y 
revelación ilícitas de secretos empresariales que no podrán invocarse para restringir la 
libertad de establecimiento, la libre circulación de los trabajadores o la movilidad de éstos y 
que tampoco afectan a la posibilidad de que los empresarios y los trabajadores celebren 
pactos de limitación de la competencia entre ellos.

Se define el objeto de esta norma como aquella información que sea secreta en el 
sentido de no ser, en su conjunto o en la configuración y reunión precisas de sus 
componentes, generalmente conocida por las personas pertenecientes a los círculos en que 
normalmente se utilice el tipo de información en cuestión, ni fácilmente accesible para estas; 
tenga un valor comercial por su carácter secreto, y haya sido objeto de medidas razonables, 
en las circunstancias del caso, para mantenerla secreta, tomadas por la persona que 
legítimamente ejerza su control. Por consiguiente, esta definición de secreto empresarial no 
abarca la información de escasa importancia, como tampoco la experiencia y las 
competencias adquiridas por los trabajadores durante el normal transcurso de su carrera 
profesional ni la información que es de conocimiento general o fácilmente accesible en los 
círculos en que normalmente se utilice el tipo de información en cuestión.
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Se establecen asimismo las circunstancias en las que está justificada su protección 
jurídica, así como los comportamientos y prácticas que son constitutivos de obtención, 
utilización o revelación ilícita del mismo.

Las vías de acción civil frente a la obtención, utilización o revelación ilícitas de secretos 
empresariales no deben comprometer ni menoscabar los derechos y libertades 
fundamentales ni el interés público y han de ser aplicadas de forma proporcionada, evitando 
la creación de obstáculos al comercio legítimo en el mercado interior y previendo medidas de 
salvaguarda contra los abusos.

En este nuevo marco jurídico, la presente ley, que, con arreglo al artículo 25 de la 
Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, está incluida en el Plan Anual Normativo de 
2018, aborda el mandato de transposición de la citada directiva y, con el fin de incorporarla a 
nuestro ordenamiento jurídico, busca mejorar la eficacia de la protección jurídica de los 
secretos empresariales contra la apropiación indebida en todo el mercado interior 
completando la regulación de la Ley 3/1991, de 10 de enero, de Competencia Desleal, y en 
concreto su artículo 13, desde una perspectiva sustantiva y, especialmente, procesal.

Los criterios seguidos en la transposición se han basado en los principios de la buena 
regulación, comprendiendo el principio de necesidad y eficacia al cumplir la obligación de 
transposición con fidelidad al texto de la directiva y con la mínima reforma de la actual 
normativa, de manera que se evite la dispersión en aras de la simplificación; así como en los 
principios de proporcionalidad, al contener la regulación imprescindible para atender la 
necesidad a cubrir, y de seguridad jurídica, ya que se realiza con el ánimo de mantener un 
marco normativo estable, predecible, integrado y claro.

III
La ley se estructura en veinticinco artículos distribuidos en cinco capítulos, una 

disposición transitoria y seis disposiciones finales.
El Capítulo I se inicia con la descripción del objeto de la ley, esto es, la protección de los 

secretos empresariales, estableciendo su definición conforme a los dictados de la Directiva 
(UE) 2016/943 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio de 2016. Esta definición 
constituye una de las novedades más sobresalientes de la presente ley, que configura dicha 
noción abarcando cualquier información que sea secreta, tenga valor empresarial y haya 
sido objeto de medidas razonables por parte de su titular para mantenerla en secreto.

Se ha considerado igualmente conveniente en todo caso preservar la terminología 
tradicionalmente empleada en nuestro sistema jurídico en los casos en los que los nuevos 
términos se refieren a conceptos sobradamente arraigados, estudiados y tratados en la 
legislación, la jurisprudencia y la doctrina. En este sentido, por ejemplo, se ha preferido 
mantener las expresiones de «secretos empresariales» para designar el objeto de protección 
y de «titular» para designar a quien legítimamente posee el secreto empresarial y se 
beneficia de su protección jurídica. Las disposiciones de esta ley atribuyen al titular del 
secreto empresarial un derecho subjetivo de naturaleza patrimonial, susceptible de ser 
objeto de transmisión, en particular, de cesión o transmisión a título definitivo y de licencia o 
autorización de explotación con el alcance objetivo, material, territorial y temporal que en 
cada caso se pacte.

El Capítulo II define, por un lado, las circunstancias en las que la obtención, utilización y 
revelación de secretos empresariales son consideradas lícitas en consideración a intereses 
dignos de una mayor tutela y por tanto, frente a las que no procederán las medidas de 
protección previstas en esta ley; y, por otro, las conductas constitutivas de violación de 
secretos empresariales. En este sentido, la protección de los secretos empresariales se 
extiende también de forma novedosa a las llamadas «mercancías infractoras» incluyéndose 
los actos de explotación de estas mercancías entre los que constituyen violación de secreto 
empresarial.

El Capítulo III, sin tener origen directo en el articulado de la directiva, complementa y 
perfecciona su contenido, al abordar, mediante reglas dispositivas, la vertiente patrimonial 
del secreto empresarial. Se trata, en definitiva, de previsiones que, en defecto de acuerdo 
entre las partes, ordenan someramente cómo se desenvuelve la potencial cotitularidad del 
secreto empresarial y su transmisibilidad, en particular si se acomete mediante licencia 
contractual.
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Por su parte, en el Capítulo IV se consigna un catálogo abierto de acciones de defensa 
que contiene la designación y configuración sustantiva de los más importantes remedios 
reconocidos al titular del secreto empresarial para hacer frente a su violación, con especial 
atención a la regulación de la indemnización de daños y perjuicios, que se extiende tanto a 
su contenido económico como a la facilitación de su cálculo y liquidación en línea con lo ya 
dispuesto en materia de infracción de patentes y por extensión de otros derechos de 
propiedad industrial. Por último, la regulación material de las acciones de defensa concluye 
con una regla propia de prescripción.

Finalmente, el Capítulo V viene a regular aquellos aspectos procesales que permiten 
ofrecer a los titulares de secretos empresariales herramientas efectivas para la tutela judicial 
de su posición jurídica, a través de un sistema de acciones robusto y de un proceso 
plenamente eficaz y sencillo, respetuoso con las garantías de justicia y equidad pero 
desprovisto de formalidades innecesarias y concebido para tramitarse en un plazo 
razonable, cuya eficacia se asegura en todo caso a través de un catálogo adecuado de 
medidas cautelares. Las acciones de defensa de los secretos empresariales habrán de 
aplicarse de forma proporcionada y evitando tanto la creación de obstáculos al libre comercio 
como su ejercicio de forma abusiva o de mala fe. A este respecto, se agravan las medidas 
que los jueces y tribunales pueden adoptar con carácter general por incumplimiento de las 
reglas de la buena fe procesal, para impedir que, bajo la cobertura de la supuesta defensa 
de un secreto empresarial, se utilicen las acciones previstas en esta ley con la finalidad de 
ejercer una indebida presión sobre quien ha obtenido algún tipo de información cuya 
divulgación pudiera estar cubierta por alguna de las excepciones que contempla la directiva 
y aquí se transponen.

Por lo demás, las novedades procesales más significativas se proyectan sobre tres 
aspectos. En primer lugar, se incorporan una serie de reglas al objeto de preservar el 
tratamiento confidencial de la información que se aporte o se genere en el proceso y que 
pueda constituir secreto empresarial. En segundo lugar, se ofrece un marco normativo para 
el desarrollo de diligencias de comprobación de hechos, de acceso a fuentes de prueba en 
poder de la contraparte o de terceros y, en su caso, de aseguramiento de pruebas. En tercer 
lugar, se incorporan reglas singulares en materia de tutela cautelar, así como especialidades 
en relación con la caución sustitutoria, el alzamiento de las medidas en caso de que durante 
la pendencia del litigio se produzca una desaparición sobrevenida del secreto empresarial y 
para la tutela de la posición jurídica de los terceros que se puedan ver o se hayan visto 
afectados desfavorablemente por las medidas cautelares.

En la parte final destaca la modificación del artículo 13 de la Ley 3/1991, de 10 de enero, 
de Competencia Desleal, para, manteniendo la atribución del carácter de competencia 
desleal a la violación de secretos empresariales, precisar que ésta se regirá por lo dispuesto 
en la presente norma, que actuará como ley especial frente a la previsiones de aquella 
disposición, susceptible, como ley general y en cuanto no se oponga a la especial, de ser 
utilizada para la integración de lagunas. De esta forma se perfila el encaje de la nueva ley 
dentro del marco de protección que nuestro ordenamiento jurídico proporciona frente a la 
violación de los secretos empresariales, sin perjuicio de las consecuencias que, para los 
casos más graves, resulta de la aplicación de los tipos delictivos contemplados en los 
artículos 278 y 279 del Código Penal.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
1. El objeto de la presente ley es la protección de los secretos empresariales.
A efectos de esta ley, se considera secreto empresarial cualquier información o 

conocimiento, incluido el tecnológico, científico, industrial, comercial, organizativo o 
financiero, que reúna las siguientes condiciones:

a) Ser secreto, en el sentido de que, en su conjunto o en la configuración y reunión 
precisas de sus componentes, no es generalmente conocido por las personas 
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pertenecientes a los círculos en que normalmente se utilice el tipo de información o 
conocimiento en cuestión, ni fácilmente accesible para ellas;

b) tener un valor empresarial, ya sea real o potencial, precisamente por ser secreto, y
c) haber sido objeto de medidas razonables por parte de su titular para mantenerlo en 

secreto.
2. La protección se dispensa al titular de un secreto empresarial, que es cualquier 

persona física o jurídica que legítimamente ejerza el control sobre el mismo, y se extiende 
frente a cualquier modalidad de obtención, utilización o revelación de la información 
constitutiva de aquél que resulte ilícita o tenga un origen ilícito con arreglo a lo previsto en 
esta ley.

3. La protección de los secretos empresariales no afectará a la autonomía de los 
interlocutores sociales o a su derecho a la negociación colectiva. Tampoco podrá restringir la 
movilidad de los trabajadores; en particular, no podrá servir de base para justificar 
limitaciones del uso por parte de estos de experiencia y competencias adquiridas 
honestamente durante el normal transcurso de su carrera profesional o de información que 
no reúna todos los requisitos del secreto empresarial, ni para imponer en los contratos de 
trabajo restricciones no previstas legalmente.

Asimismo, lo dispuesto en esta ley se entenderá sin perjuicio de lo previsto en el 
Título IV de la Ley 24/2015, de 24 de julio, de Patentes.

CAPÍTULO II
Obtención, utilización y revelación de secretos empresariales

Artículo 2.  Obtención, utilización y revelación lícitas de secretos empresariales.
1. La obtención de la información constitutiva del secreto empresarial se considera lícita 

cuando se realice por alguno de los medios siguientes:
a) El descubrimiento o la creación independientes;
b) La observación, estudio, desmontaje o ensayo de un producto u objeto que se haya 

puesto a disposición del público o esté lícitamente en posesión de quien realiza estas 
actuaciones, sin estar sujeto a ninguna obligación que válidamente le impida obtener de este 
modo la información constitutiva del secreto empresarial;

c) El ejercicio del derecho de los trabajadores y los representantes de los trabajadores a 
ser informados y consultados, de conformidad con el Derecho europeo o español y las 
prácticas vigentes;

d) Cualquier otra actuación que, según las circunstancias del caso, resulte conforme con 
las prácticas comerciales leales, incluidas la transferencia o cesión y la licencia contractual 
del secreto empresarial, de acuerdo con el Capítulo III.

2. La obtención, utilización o revelación de un secreto empresarial se consideran lícitas 
en los casos y términos en los que el Derecho europeo o español lo exija o permita.

3. En todo caso, no procederán las acciones y medidas previstas en esta ley cuando se 
dirijan contra actos de obtención, utilización o revelación de un secreto empresarial que 
hayan tenido lugar en cualquiera las circunstancias siguientes:

a) En ejercicio del derecho a la libertad de expresión e información recogido en la Carta 
de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, incluido el respeto a la libertad y al 
pluralismo de los medios de comunicación;

b) Con la finalidad de descubrir, en defensa del interés general, alguna falta, irregularidad 
o actividad ilegal que guarden relación directa con dicho secreto empresarial;

c) Cuando los trabajadores lo hayan puesto en conocimiento de sus representantes, en 
el marco del ejercicio legítimo por parte de estos de las funciones que tienen legalmente 
atribuidas por el Derecho europeo o español, siempre que tal revelación fuera necesaria 
para ese ejercicio;

d) Con el fin de proteger un interés legítimo reconocido por el Derecho europeo o 
español. En particular, no podrá invocarse la protección dispensada por esta ley para 
obstaculizar la aplicación de la normativa que exija a los titulares de secretos empresariales 
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divulgar información o comunicarla a las autoridades administrativas o judiciales en el 
ejercicio de las funciones de éstas, ni para impedir la aplicación de la normativa que prevea 
la revelación por las autoridades públicas europeas o españolas, en virtud de las 
obligaciones o prerrogativas que les hayan sido conferidas por el Derecho europeo o 
español, de la información presentada por las empresas que obre en poder de dichas 
autoridades.

Artículo 3.  Violación de secretos empresariales.
1. La obtención de secretos empresariales sin consentimiento de su titular se considera 

ilícita cuando se lleve a cabo mediante:
a) El acceso, apropiación o copia no autorizadas de documentos, objetos, materiales, 

sustancias, ficheros electrónicos u otros soportes, que contengan el secreto empresarial o a 
partir de los cuales se pueda deducir; y

b) Cualquier otra actuación que, en las circunstancias del caso, se considere contraria a 
las prácticas comerciales leales.

2. La utilización o revelación de un secreto empresarial se consideran ilícitas cuando, sin 
el consentimiento de su titular, las realice quien haya obtenido el secreto empresarial de 
forma ilícita, quien haya incumplido un acuerdo de confidencialidad o cualquier otra 
obligación de no revelar el secreto empresarial, o quien haya incumplido una obligación 
contractual o de cualquier otra índole que limite la utilización del secreto empresarial.

3. La obtención, utilización o revelación de un secreto empresarial se consideran 
asimismo ilícitas cuando la persona que las realice, en el momento de hacerlo, sepa o, en 
las circunstancias del caso, debiera haber sabido que obtenía el secreto empresarial directa 
o indirectamente de quien lo utilizaba o revelaba de forma ilícita según lo dispuesto en el 
apartado anterior.

4. La producción, oferta o comercialización de mercancías infractoras o su importación, 
exportación o almacenamiento con tales fines constituyen utilizaciones ilícitas de un secreto 
empresarial cuando la persona que las realice sepa o, en las circunstancias del caso, 
debiera haber sabido que el secreto empresarial que incorporan se había utilizado de forma 
ilícita en el sentido de lo dispuesto en el apartado 2.

A efectos de la presente ley, se consideran mercancías infractoras aquellos productos y 
servicios cuyo diseño, características, funcionamiento, proceso de producción, o 
comercialización se benefician de manera significativa de secretos empresariales obtenidos, 
utilizados o revelados de forma ilícita.

CAPÍTULO III
El secreto empresarial como objeto del derecho de propiedad

Artículo 4.  Transmisibilidad del secreto empresarial.
El secreto empresarial es transmisible.
En la transmisión habrán de observarse, cuando resulten aplicables por la naturaleza del 

secreto empresarial, los reglamentos de la Unión Europea relativos a la aplicación del 
apartado 3 del artículo 101 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea a 
determinadas categorías de acuerdos de transferencia de tecnología.

Artículo 5.  Cotitularidad.
1. El secreto empresarial podrá pertenecer pro indiviso a varias personas. La comunidad 

resultante se regirá por lo acordado entre las partes, en su defecto por lo dispuesto en los 
apartados siguientes y, en último término, por las normas de derecho común sobre la 
comunidad de bienes.

2. Cada uno de los partícipes por sí solo podrá:
a) Explotar el secreto empresarial previa notificación a los demás cotitulares.
b) Realizar los actos necesarios para la conservación del secreto empresarial como tal.
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c) Ejercitar las acciones civiles y criminales en defensa del secreto empresarial, pero 
deberá notificarlo a los demás comuneros, a fin de que éstos puedan sumarse a las mismas, 
contribuyendo en tal supuesto al pago de los gastos habidos. En todo caso, si la acción 
resultase útil a la comunidad, todos los partícipes deberán contribuir al pago de dichos 
gastos.

3. La cesión del secreto empresarial o la concesión de licencia a un tercero para 
explotarlo deberá ser otorgada conjuntamente por todos los partícipes, a no ser que el 
órgano jurisdiccional por razones de equidad, dadas las circunstancias del caso, faculte a 
alguno de ellos para realizar la cesión o concesión mencionadas.

Artículo 6.  Licencias de secretos empresariales.
1. El secreto empresarial puede ser objeto de licencia con el alcance objetivo, material, 

territorial y temporal que en cada caso se pacte. Salvo pacto en contrario, el titular de una 
licencia contractual tendrá derecho a realizar todos los actos que integran la utilización del 
secreto empresarial.

2. La licencia puede ser exclusiva o no exclusiva. Se presumirá que la licencia es no 
exclusiva y que el licenciante puede otorgar otras licencias o utilizar por sí mismo el secreto 
empresarial. La licencia exclusiva impide el otorgamiento de otras licencias y el licenciante 
sólo podrá utilizar el secreto empresarial si en el contrato se hubiera reservado 
expresamente ese derecho.

3. El titular de una licencia contractual no podrá cederla a terceros, ni conceder 
sublicencias, a no ser que se hubiere convenido lo contrario.

4. El licenciatario o sublicenciatario estará obligado a adoptar las medidas necesarias 
para evitar la violación del secreto empresarial.

Artículo 7.  Transmisión o licencia sin titularidad o facultades.
Quien transmita a título oneroso un secreto empresarial u otorgue una licencia sobre el 

mismo responderá, salvo pacto en contrario, frente al adquirente de los daños que le cause, 
si posteriormente se declarara que carecía de la titularidad o de las facultades necesarias 
para la realización del negocio de que se trate. Responderá siempre cuando hubiera actuado 
de mala fe.

CAPÍTULO IV
Acciones de defensa de los secretos empresariales

Artículo 8.  Defensa de los secretos empresariales.
Contra los infractores de un secreto empresarial podrán ejercitarse las acciones que 

correspondan, cualquiera que sea su clase y naturaleza, y exigir la adopción de las medidas 
necesarias para su protección.

A los efectos de esta norma se considerará infractor a toda persona física o jurídica que 
realice cualquier acto de violación de los enunciados en el artículo 3.

Asimismo, con las particularidades previstas en el artículo 9.7, dichas acciones podrán 
dirigirse frente a los terceros adquirentes de buena fe, entendiéndose por tales, a los efectos 
de la presente ley, quienes en el momento de la utilización o de la revelación no sabían o, en 
las circunstancias del caso, no hubieran debido saber que habían obtenido el secreto 
empresarial directa o indirectamente de un infractor.

Artículo 9.  Acciones civiles.
1. Contra los actos de violación de secretos empresariales podrán, en especial, 

solicitarse:
a) La declaración de la violación del secreto empresarial.
b) La cesación o, en su caso, la prohibición de los actos de violación del secreto 

empresarial.
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c) La prohibición de fabricar, ofrecer, comercializar o utilizar mercancías infractoras o de 
su importación, exportación o almacenamiento con dichos fines.

d) La aprehensión de las mercancías infractoras, incluida la recuperación de las que se 
encuentren en el mercado, y de los medios destinados únicamente a su producción, siempre 
que tal recuperación no menoscabe la protección del secreto comercial en cuestión, con una 
de las siguientes finalidades: su modificación para eliminar las características que 
determinen que las mercancías sean infractoras, o que los medios estén destinados 
únicamente a su producción, su destrucción o su entrega a entidades benéficas.

e) La remoción, que comprende la entrega al demandante de la totalidad o parte de los 
documentos, objetos, materiales, sustancias, ficheros electrónicos y cualesquiera otros 
soportes que contengan el secreto empresarial, y en su caso su destrucción total o parcial.

f) La atribución en propiedad de las mercancías infractoras al demandante, en cuyo caso 
el valor de las mercancías entregadas podrá imputarse al importe de la indemnización de 
daños y perjuicios debida, sin perjuicio de la subsistencia de la responsabilidad del infractor 
en lo que se refiere a la cuantía indemnizatoria que exceda del referido valor. Si el valor de 
las mercancías excede del importe de la indemnización, el demandante deberá compensarlo 
a la otra parte.

g) La indemnización de los daños y perjuicios, si ha intervenido dolo o culpa del infractor, 
que será adecuada respecto de la lesión realmente sufrida como consecuencia de la 
violación del secreto empresarial.

h) La publicación o difusión completa o parcial de la sentencia, que deberá preservar en 
todo caso la confidencialidad del secreto empresarial en los términos del artículo 15 de esta 
ley.

2. Las medidas adoptadas en virtud de las letras d), e) y h) del apartado anterior se 
ejecutarán a expensas del infractor, salvo que por excepción haya motivos para que deba 
ser de otro modo, y no restringen el derecho a la indemnización de daños y perjuicios que 
pueda ostentar el demandante.

3. Para determinar las medidas que se acuerden por virtud de las acciones del apartado 
1, se tendrá en cuenta su proporcionalidad y las circunstancias del caso, y entre ellas el valor 
y otras características del secreto empresarial en cuestión, las medidas adoptadas para su 
protección, el comportamiento del infractor, las consecuencias de la violación del secreto 
empresarial, la probabilidad de que el infractor persista en la violación, los intereses 
legítimos de las partes, las consecuencias que podría tener para las partes que se estimen o 
no las acciones ejercitadas, los intereses legítimos de terceros, el interés público y la 
salvaguarda de los derechos fundamentales.

A los efectos de la publicación o difusión de la sentencia, los jueces y tribunales también 
tendrán en cuenta si la información relativa al infractor permitiría identificar a una persona 
física y, de ser así, si se justifica la publicación de dicha información, atendiendo, en 
particular, al posible perjuicio que esa medida pudiera ocasionar a la intimidad y reputación 
del infractor condenado.

4. Cuando la sentencia limite la duración de la cesación y prohibición que ordene, dicha 
duración deberá ser suficiente para eliminar cualquier ventaja competitiva o económica que 
el infractor hubiera podido extraer de la violación del secreto empresarial.

5. Las medidas de cesación y prohibición dejarán de tener efecto, a instancia de parte, 
cuando la información en cuestión deje de constituir un secreto empresarial por causas que 
no puedan atribuirse directa o indirectamente al infractor condenado.

6. En los supuestos de las letras a) a f) del apartado 1, la sentencia fijará, si así hubiera 
sido solicitado por el actor, la cuantía líquida de una indemnización coercitiva a favor del 
demandante, adecuada a las circunstancias, por día transcurrido hasta que se produzca el 
cumplimiento de la sentencia. Su importe se acumulará al que corresponda percibir al 
demandante con carácter general. Al solicitar la ejecución se podrá pedir que se entienda 
ampliada a los sucesivos incumplimientos, en los términos previstos en el artículo 578 de la 
Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

7. A petición de la parte demandada, cuando sea un tercer adquirente de buena fe, las 
medidas objeto de las acciones del apartado 1 podrán sustituirse por el pago a favor de la 
parte demandante de una indemnización pecuniaria, siempre que ésta resulte 
razonablemente satisfactoria y la ejecución de aquellas medidas hubiera de causar a la parte 

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 52  Ley de Secretos Empresariales

– 608 –



demandada un perjuicio desproporcionado. La indemnización pecuniaria que sustituya a la 
cesación o prohibición no excederá del importe que habría habido que pagar al titular del 
secreto empresarial por la concesión de una licencia que habría permitido utilizarlo durante 
el período en el que su utilización hubiera podido prohibirse.

Artículo 10.  Cálculo de los daños y perjuicios.
1. Al fijarse la indemnización de daños y perjuicios se tendrán en cuenta todos los 

factores pertinentes, como son los perjuicios económicos, incluido el lucro cesante, que haya 
sufrido el titular del secreto empresarial, el enriquecimiento injusto obtenido por el infractor y, 
cuando proceda, otros elementos que no sean de orden económico, como el perjuicio moral 
causado al titular del secreto empresarial por su obtención, utilización o revelación ilícitas. 
También podrán incluirse, en su caso, los gastos de investigación en los que se haya 
incurrido para obtener pruebas razonables de la comisión de la infracción objeto del 
procedimiento judicial.

Con carácter alternativo, se podrá fijar, según los casos, una cantidad a tanto alzado en 
concepto de indemnización de daños y perjuicios, atendiendo, al menos y entre otros 
aspectos, al importe que la parte demandada habría tenido que pagar al titular del secreto 
empresarial por la concesión de una licencia que le hubiera permitido utilizarlo durante el 
período en el que su utilización podría haberse prohibido.

2. En relación con el cálculo y liquidación de los daños y perjuicios, será de aplicación lo 
dispuesto en el artículo 73 de la Ley de Patentes. Asimismo, las diligencias para este fin se 
llevarán a cabo a partir de las bases fijadas en la sentencia conforme al procedimiento 
previsto en el Capítulo IV del Título V del Libro III de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

Artículo 11.  Prescripción.
Las acciones de defensa de los secretos empresariales prescriben por el transcurso de 

tres años desde el momento en que el legitimado tuvo conocimiento de la persona que 
realizó la violación del secreto empresarial. Su prescripción se interrumpirá por las causas 
previstas con carácter general en el Código Civil.

CAPÍTULO V
Jurisdicción y normas procesales

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 12.  Jurisdicción y procedimiento.
Los litigios civiles que puedan surgir al amparo de la presente ley se conocerán por los 

jueces y tribunales del orden jurisdiccional civil y se resolverán en el juicio que corresponda 
conforme a la Ley de Enjuiciamiento Civil.

Artículo 13.  Legitimación para el ejercicio de las acciones.
1. Estarán legitimados para el ejercicio de las acciones de defensa previstas en esta ley 

el titular del secreto empresarial y quienes acrediten haber obtenido una licencia exclusiva o 
no exclusiva para su explotación que les autorice expresamente dicho ejercicio.

2. El titular de una licencia exclusiva o no exclusiva para la explotación de un secreto 
empresarial que no esté legitimado para el ejercicio de las acciones de defensa según lo 
dispuesto en el apartado anterior, podrá requerir fehacientemente al titular del mismo para 
que entable la acción judicial correspondiente. Si el titular se negara o no ejercitara la 
oportuna acción dentro de un plazo de tres meses, podrá el licenciatario entablarla en su 
propio nombre, acompañando el requerimiento efectuado. Con anterioridad al transcurso del 
plazo mencionado, el licenciatario podrá pedir al juez la adopción de medidas cautelares 
urgentes cuando justifique la necesidad de las mismas para evitar un daño importante, con 
presentación del referido requerimiento.

3. El licenciatario que ejercite una acción en virtud de lo dispuesto en alguno de los 
apartados anteriores deberá notificárselo fehacientemente al titular del secreto empresarial, 

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 52  Ley de Secretos Empresariales

– 609 –



el cual podrá personarse e intervenir en el procedimiento, ya sea como parte en el mismo o 
como coadyuvante.

Artículo 14.  Competencia.
Será territorialmente competente para conocer de las acciones previstas en esta ley el 

Juzgado de lo Mercantil correspondiente al domicilio del demandado o, a elección del 
demandante, el Juzgado de lo Mercantil de la provincia donde se hubiera realizado la 
infracción o se hubieran producido sus efectos.

Artículo 15.  Tratamiento de la información que pueda constituir secreto empresarial.
1. Las partes, sus abogados o procuradores, el personal de la Administración de Justicia, 

los testigos, los peritos y cualesquiera otras personas que intervengan en un procedimiento 
relativo a la violación de un secreto empresarial, o que tengan acceso a documentos 
obrantes en dicho procedimiento por razón de su cargo o de la función que desempeñan, no 
podrán utilizar ni revelar aquella información que pueda constituir secreto empresarial y que 
los jueces o tribunales, de oficio o a petición debidamente motivada de cualquiera de las 
partes, hayan declarado confidencial y del que hayan tenido conocimiento a raíz de dicha 
intervención o de dicho acceso.

Esta prohibición estará en vigor incluso tras la conclusión del procedimiento, salvo que 
por sentencia firme se concluya que la información en cuestión no constituye secreto 
empresarial o, con el tiempo, pase a ser de conocimiento general o fácilmente accesible en 
los círculos en que normalmente se utilice.

2. Los jueces y tribunales podrán asimismo, de oficio o previa solicitud motivada de una 
de las partes, adoptar las medidas concretas necesarias para preservar la confidencialidad 
de la información que pueda constituir secreto empresarial y haya sido aportada a un 
procedimiento relativo a la violación de secretos empresariales o a un procedimiento de otra 
clase en el que sea necesaria su consideración para resolver sobre el fondo.

Las medidas a las que se refiere el párrafo anterior podrán incluir, entre otras que sean 
adecuadas y proporcionadas, las siguientes:

a) Restringir a un número limitado de personas el acceso a cualquier documento, objeto, 
material, sustancia, fichero electrónico u otro soporte que contenga información que pueda 
constituir en todo o en parte secreto empresarial;

b) Restringir a un número limitado de personas el acceso a las vistas, cuando en ellas 
pueda revelarse información que pueda constituir en todo o en parte secreto empresarial, así 
como el acceso a las grabaciones o transcripciones de estas vistas;

c) Poner a disposición de toda persona que no esté incluida entre el limitado número de 
personas al que se hace referencia en las letras a) y b) una versión no confidencial de la 
resolución judicial que se dicte, de la que se hayan eliminado o en la que se hayan ocultado 
los pasajes que contengan información que pueda constituir secreto empresarial.

La determinación del número de personas al que se hace referencia en las letras a) y b) 
de este apartado habrá de respetar el derecho de las partes a la tutela judicial efectiva y a un 
juez imparcial, e incluirá, al menos, una persona física de cada una de las partes y sus 
respectivos abogados y procuradores.

En todo caso, la adopción, contenido y circunstancias de las medidas para preservar la 
confidencialidad de la información previstas en este apartado tendrá en cuenta los intereses 
legítimos de las partes y de los terceros así como el perjuicio que pudiera ocasionárseles, y 
habrá de respetar el derecho de las partes a la tutela judicial efectiva y a un juez imparcial.

3. Todo tratamiento de datos de carácter personal que deba efectuarse en virtud de los 
apartados precedentes se llevará a cabo de conformidad con la normativa de la Unión 
Europea y española en materia de protección de datos de carácter personal.

Artículo 16.  Incumplimiento de la buena fe procesal.
Los intervinientes en procesos de acciones por violación de secretos empresariales 

deberán ajustarse a las reglas de la buena fe procesal en los términos previstos en el 
artículo 247 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Como especialidad frente a lo estipulado en el 
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apartado 3 de dicho artículo, la multa que podrá imponerse a la parte demandante que haya 
ejercido la acción de forma abusiva o de mala fe, podrá alcanzar, sin otro límite, la tercera 
parte de la cuantía del litigio, tomándose en consideración a los efectos de su fijación, entre 
otros criterios, la gravedad del perjuicio ocasionado, la naturaleza e importancia de la 
conducta abusiva o de mala fe, la intencionalidad y el número de afectados. Además, los 
jueces y tribunales podrán ordenar la difusión de la resolución en que se constate ese 
carácter abusivo y manifiestamente infundado de la demanda interpuesta.

Sección 2.ª Diligencias para la preparación del ejercicio de acciones de defensa 
de los secretos empresariales

Artículo 17.  Diligencias de comprobación de hechos.
Quien vaya a ejercitar una acción civil de defensa de secretos empresariales podrá 

solicitar del Juzgado de lo Mercantil que haya de entender de ella la práctica de diligencias 
de comprobación de aquellos hechos cuyo conocimiento resulte indispensable para preparar 
la correspondiente demanda. Estas diligencias de comprobación se regirán por lo previsto en 
el Capítulo II del Título XII de la Ley de Patentes.

Artículo 18.  Acceso a fuentes de prueba.
Quien ejercite o vaya a ejercitar una acción civil de defensa de secretos empresariales 

podrá solicitar del Juzgado de lo Mercantil que haya de entender de ella la adopción de 
medidas de acceso a fuentes de prueba por los cauces previstos en los artículos 283 bis a) a 
283 bis h) y 283 bis k), de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

Artículo 19.  Medidas de aseguramiento de la prueba.
Quien ejercite o vaya a ejercitar una acción civil de defensa de secretos empresariales 

podrá solicitar del Juzgado de lo Mercantil que haya de entender de ella, de conformidad con 
el artículo 297 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, la adopción de las medidas de 
aseguramiento de la prueba que se consideren oportunas, en particular las mencionadas en 
el párrafo segundo del apartado 2 del citado artículo.

Sección 3.ª Medidas cautelares

Artículo 20.  Petición y régimen de las medidas cautelares.
Quien ejercite o vaya a ejercitar una acción civil de defensa de secretos empresariales 

podrá solicitar del órgano judicial que haya de entender de ella la adopción de medidas 
cautelares tendentes a asegurar la eficacia de dicha acción, que se regirán por lo previsto en 
esta ley y, en lo demás, por lo dispuesto en el Capítulo III del Título XII de la Ley de Patentes 
y en el Título VI del Libro III de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

Artículo 21.  Posibles medidas cautelares.
Podrán adoptarse como medidas cautelares contra el presunto infractor las que 

aseguren debidamente la completa efectividad del eventual fallo que en su día recaiga y, en 
especial, las siguientes:

a) El cese o, en su caso, prohibición de utilizar o revelar el secreto empresarial;
b) El cese o, en su caso, prohibición de producir, ofrecer, comercializar o utilizar 

mercancías infractoras o de importar, exportar o almacenar mercancías infractoras con tales 
fines;

c) La retención y depósito de mercancías infractoras;
d) El embargo preventivo de bienes, para el aseguramiento de la eventual indemnización 

de daños y perjuicios.

Artículo 22.  Presupuestos.
Al verificar la concurrencia de los presupuestos generales de las medidas cautelares, el 

tribunal habrá de examinar especialmente las circunstancias específicas del caso y su 
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proporcionalidad teniendo en cuenta el valor y otras características del secreto empresarial, 
las medidas adoptadas para protegerlo, el comportamiento de la parte contraria en su 
obtención, utilización o revelación, las consecuencias de su utilización o revelación ilícitas, 
los intereses legítimos de las partes y las consecuencias para estas de la adopción o de la 
falta de adopción de las medidas, los intereses legítimos de terceros, el interés público y la 
necesidad de salvaguardar los derechos fundamentales.

Artículo 23.  Solicitud de caución sustitutoria por el demandado.
El demandado podrá solicitar la sustitución de la efectividad de las medidas cautelares 

acordadas por la prestación por su parte de una caución suficiente, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 129 de la Ley de Patentes y en los artículos 746 y 747 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil.

Como excepción, en ningún caso se admitirá que el demandado sustituya por caución 
las medidas cautelares dirigidas a evitar la revelación de secretos empresariales.

Artículo 24.  Alzamiento de las medidas cautelares en caso de desaparición sobrevenida del 
secreto empresarial.

A instancia de la parte demandada se alzarán las medidas cautelares previstas en las 
letras a), b) y c) del artículo 21 si la información en relación con la cual se interpuso la 
demanda ha dejado de reunir los requisitos para ser considerada secreto empresarial, por 
motivos que no puedan imputarse a aquella.

Artículo 25.  Caución exigible al demandante.
1. El solicitante de la medida cautelar deberá prestar caución suficiente para responder, 

de manera rápida y efectiva, de los daños y perjuicios que la adopción de la medida cautelar 
pudiera causar al patrimonio del demandado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
728.3 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

2. A los efectos de determinar la caución, el tribunal habrá de valorar los potenciales 
perjuicios que las medidas cautelares puedan ocasionar a los terceros que resulten 
afectados desfavorablemente por aquellas. A los efectos de lo dispuesto en el apartado 
siguiente, no podrá cancelarse la caución en tanto no haya transcurrido un año desde el 
alzamiento de las medidas cautelares.

3. Los terceros que hayan resultado afectados desfavorablemente por las medidas 
cautelares adoptadas en virtud de lo dispuesto en esta sección y que hayan sido alzadas 
debido a un acto u omisión del demandante, o por haberse constatado posteriormente que la 
obtención, utilización o revelación del secreto empresarial no fueron ilícitas o no existía 
riesgo de tal ilicitud, podrán reclamar la indemnización de los daños y perjuicios conforme a 
lo establecido en el Capítulo IV del Título V del Libro III de la Ley de Enjuiciamiento Civil, aun 
no habiendo sido parte en el proceso declarativo. En tal caso, podrán solicitar que la caución 
a que se refiere el apartado anterior se mantenga, total o parcialmente, en tanto no se dicte 
resolución, siempre que la solicitud de indemnización se interponga dentro del plazo 
establecido en el apartado anterior.

Disposición transitoria única.  Régimen transitorio.
1. La presente ley será de aplicación para la protección de cualesquiera secretos 

empresariales, con independencia de la fecha en que se hubiere adquirido legítimamente la 
titularidad sobre ellos.

2. Las acciones de defensa de los secretos empresariales que se hubieran iniciado antes 
de la entrada en vigor de esta ley se seguirán por el mismo procedimiento con arreglo al cual 
se hubieran incoado.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley 17/1985, de 1 de julio, sobre objetos 
fabricados con materiales preciosos.

El artículo trece de la Ley 17/1985, de 1 de julio, sobre objetos fabricados con metales 
preciosos, queda redactado como sigue:
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«Artículo trece.  
1. Para la comercialización en el territorio español de objetos fabricados con 

metales preciosos importados procedentes de Estados que no sean Miembro de la 
Unión Europea, se exigen los siguientes requisitos:

a) Que cumplan los requisitos que para la comercialización en el mercado interior 
se establecen en el Capítulo II de esta Ley.

b) Que con independencia de los contrastes con que estos objetos hayan sido 
marcados en el Estado de origen, y aunque incorporen contrastes de garantía 
aplicados por entidades de un Estado Miembro de la Unión Europea con legislación 
equivalente, deben ser marcados en destino con el punzón de contraste de garantía, 
efectuado por un laboratorio de contraste reconocido en España.

En ningún caso se reconocen los contrastes efectuados por laboratorios off- 
shore incluso aunque estos laboratorios hayan sido habilitados por Estados Miembro 
de la Unión Europea con legislación equivalente a la española.

2. Los objetos fabricados con metales preciosos procedentes de otro Estado 
Miembro de la Unión Europea, con legislación equivalente a la española, podrán ser 
comercializados en el territorio español sin necesidad de cumplir los requisitos 
previstos en el apartado 1 del presente artículo, siempre que posean el contraste de 
identificación de origen y el contraste de garantía del Estado Miembro de 
procedencia, y que estos contrastes cumplan los siguientes requisitos:

a) El contraste de identificación de origen deberá haber sido registrado por el 
órgano correspondiente del Estado Miembro de procedencia.

b) El contraste de garantía que ofrecerá una información equivalente a la exigida 
por la presente Ley a tales contrastes.

Asimismo, deberá haber sido realizado por un organismo independiente o, en su 
caso, por un laboratorio sometido al control de la Administración pública o de un 
organismo independiente de un Estado Miembro.

3. En el caso de que los objetos fabricados con metales preciosos sean 
procedentes de otro Estado Miembro de la Unión Europea, con legislación no 
equivalente a la española, les serán de aplicación lo previsto en el apartado 1 del 
presente artículo, salvo que concurriera la circunstancia prevista en el apartado 4.

En el caso en el que el Estado Miembro tuviera un sistema de contraste 
voluntario a priori, y si el objeto ha pasado el control del laboratorio u organismo 
independiente habilitado en el citado Estado a tal efecto y dispone de contraste de 
garantía, no tiene que ser contrastado de nuevo por un laboratorio español oficial o 
autorizado.

En ningún caso se reconocen los contrastes de objetos fabricados con metales 
preciosos efectuados por los laboratorios habilitados en un Estado Miembro con 
legislación no equivalente por otros Estados Miembro de la Unión Europea con 
legislación equivalente a la española (laboratorios off-shore).

4. No serán de aplicación las previsiones de los apartados 1, 2 y 3 del presente 
artículo si existiesen acuerdos con otro u otros Estados sobre condiciones de 
reconocimiento mutuo de contrastes de objetos fabricados con metales preciosos.»

Disposición final segunda.  Modificación de la Ley 3/1991, de 10 de enero, de 
Competencia Desleal.

El artículo 13 de la Ley 3/1991, de 10 de enero, de Competencia Desleal queda 
redactado como sigue:

«Artículo 13.  Violación de secretos.
Se considera desleal la violación de secretos empresariales, que se regirá por lo 

dispuesto en la legislación de secretos empresariales.»
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Disposición final tercera.  Habilitación para aprobar un texto refundido de la Ley 22/2003, 
de 9 de julio, Concursal.

Al objeto de consolidar en un texto único las modificaciones incorporadas desde su 
entrada en vigor a la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, se autoriza al Gobierno para 
elaborar y aprobar, a propuesta de los Ministros de Justicia y de Economía y Empresa, en un 
plazo de ocho meses a contar desde la entrada en vigor de la presente ley, un texto 
refundido de la citada norma. Esta autorización incluye la facultad de regularizar, aclarar y 
armonizar los textos legales que deban ser refundidos.

Disposición final cuarta.  Título competencial.
Esta ley se dicta al amparo de la competencia estatal prevista por el artículo 149.1.9.ª de 

la Constitución en materia de legislación sobre propiedad industrial, salvo los artículos 1.3 y 
2.3.c), que se dictan al amparo del artículo 149.1.7.ª de la Constitución, que reconoce la 
competencia estatal sobre la legislación laboral, y el Capítulo V que se ampara en el artículo 
149.1.6.ª de la Constitución que atribuye al Estado la competencia sobre legislación 
procesal.

Disposición final quinta.  Incorporación de Derecho de la Unión Europea.
Mediante esta ley se incorpora al Derecho español la Directiva (UE) 2016/943 del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio de 2016, relativa a la protección de los 
conocimientos técnicos y la información empresarial no divulgados (secretos comerciales) 
contra su obtención, utilización y revelación ilícitas.

Disposición final sexta.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado».
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§ 53

Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-administrativa. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 167, de 14 de julio de 1998

Última modificación: 20 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-1998-16718

Téngase en cuenta que, a partir del 1 de octubre de 2015, todas las referencias a Secretarios judiciales 
deberán entenderse hechas a Letrados de la Administración de Justicia, según establece la disposición 
adicional primera de la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio. Ref. BOE-A-2015-8167

TÍTULO I
Del orden jurisdiccional contencioso-administrativo

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Órganos y competencias

[ . . . ]
Artículo 8.  

1. Los Juzgados de lo Contencioso-administrativo conocerán, en única o primera 
instancia según lo dispuesto en esta ley, de los recursos que se deduzcan frente a los actos 
de las entidades locales o de las entidades y corporaciones dependientes o vinculadas a las 
mismas, excluidas las impugnaciones de cualquier clase de instrumentos de planeamiento 
urbanístico.

2. Conocerán, asimismo, en única o primera instancia de los recursos que se deduzcan 
frente a los actos administrativos de la Administración de las comunidades autónomas, salvo 
cuando procedan del respectivo Consejo de Gobierno, cuando tengan por objeto:

a) Cuestiones de personal, salvo que se refieran al nacimiento o extinción de la relación 
de servicio de funcionarios públicos de carrera.

b) Las sanciones administrativas que consistan en multas no superiores a 60.000 euros y 
en ceses de actividades o privación de ejercicio de derechos que no excedan de seis meses.

c) Las reclamaciones por responsabilidad patrimonial cuya cuantía no exceda de 30.050 
euros.
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3. Conocerán en única o primera instancia de los recursos que se deduzcan frente a 
disposiciones y actos de la Administración periférica del Estado y de las comunidades 
autónomas, contra los actos de los organismos, entes, entidades o corporaciones de 
derecho público, cuya competencia no se extienda a todo el territorio nacional y contra las 
resoluciones de los órganos superiores cuando confirmen íntegramente los dictados por 
aquéllos en vía de recurso, fiscalización o tutela.

Se exceptúan los actos de cuantía superior a 60.000 euros dictados por la 
Administración periférica del Estado y los organismos públicos estatales cuya competencia 
no se extienda a todo el territorio nacional, o cuando se dicten en ejercicio de sus 
competencias sobre dominio público, obras públicas del Estado, expropiación forzosa y 
propiedades especiales.

4. Conocerán, igualmente, de todas las resoluciones que se dicten en materia de 
extranjería por la Administración periférica del Estado o por los órganos competentes de las 
Comunidades Autónomas.

5. Corresponde conocer a los Juzgados de las impugnaciones contra actos de las Juntas 
Electorales de Zona y de las formuladas en materia de proclamación de candidaturas y 
candidatos efectuada por cualquiera de las Juntas Electorales, en los términos previstos en 
la legislación electoral.

6. Conocerán también los Juzgados de lo Contencioso-administrativo de las 
autorizaciones para la entrada en domicilios y restantes lugares cuyo acceso requiera el 
consentimiento de su titular, siempre que ello proceda para la ejecución forzosa de actos de 
la administración pública, salvo que se trate de la ejecución de medidas de protección de 
menores acordadas por la Entidad Pública competente en la materia.

Asimismo, corresponderá a los Juzgados de lo Contencioso-administrativo la 
autorización o ratificación judicial de las medidas adoptadas con arreglo a la legislación 
sanitaria que las autoridades sanitarias consideren urgentes y necesarias para la salud 
pública e impliquen limitación o restricción de derechos fundamentales cuando dichas 
medidas estén plasmadas en actos administrativos singulares que afecten únicamente a uno 
o varios particulares concretos e identificados de manera individualizada.

Además, los Juzgados de lo Contencioso-administrativo conocerán de las autorizaciones 
para la entrada e inspección de domicilios, locales, terrenos y medios de transporte que haya 
sido acordada por la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, cuando, 
requiriendo dicho acceso e inspección el consentimiento de su titular, este se oponga a ello o 
exista riesgo de tal oposición.

Los Juzgados de lo Contencioso-administrativo conocerán también de las autorizaciones 
para la entrada en domicilios y otros lugares constitucionalmente protegidos, que haya sido 
acordada por la Administración Tributaria en el marco de una actuación o procedimiento de 
aplicación de los tributos aún con carácter previo a su inicio formal cuando, requiriendo dicho 
acceso el consentimiento de su titular, este se oponga a ello o exista riesgo de tal oposición.

[ . . . ]
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§ 54

Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 157, de 2 de julio de 1985

Última modificación: 23 de diciembre de 2022
Referencia: BOE-A-1985-12666

[ . . . ]
TÍTULO IV

De la composición y atribuciones de los órganos jurisdiccionales

[ . . . ]
CAPÍTULO V

De los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción, de lo Mercantil, de lo 
Penal, de Violencia sobre la Mujer, de lo Contencioso-Administrativo, de lo 

Social, de Vigilancia Penitenciaria y de Menores

[ . . . ]
Artículo 91.  

1. Los Juzgados de lo Contencioso-administrativo conocerán, en primera o única 
instancia, de los recursos contencioso-administrativos contra actos que expresamente les 
atribuya la Ley.

2. Corresponde también a los Juzgados de lo Contencioso-administrativo autorizar, 
mediante auto, la entrada en los domicilios y en los restantes edificios o lugares cuyo acceso 
requiera el consentimiento de su titular, cuando ello proceda para la ejecución forzosa de 
actos de la Administración, salvo que se trate de la ejecución de medidas de protección de 
menores acordadas por la Entidad Pública competente en la materia.

[ . . . ]
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§ 55

Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 63, de 14 de marzo de 1986
Última modificación: 29 de julio de 2015

Referencia: BOE-A-1986-6859

[ . . . ]
TÍTULO II

De las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado

[ . . . ]
CAPÍTULO II

De las funciones

Artículo once.  
1. Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado tienen como misión proteger el libre 

ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana mediante el 
desempeño de las siguientes funciones:

a) Velar por el cumplimiento de las Leyes y disposiciones generales, ejecutando las 
órdenes que reciban de las Autoridades, en el ámbito de sus respectivas competencias.

b) Auxiliar y proteger a las personas y asegurar la conservación y custodia de los bienes 
que se encuentren en situación de peligro por cualquier causa.

c) Vigilar y proteger los edificios e instalaciones públicos que lo requieran.
d) Velar por la protección y seguridad de altas personalidades.
e) Mantener y restablecer, en su caso, el orden y la seguridad ciudadana.
f) Prevenir la comisión de actos delictivos.
g) Investigar los delitos para descubrir y detener a los presuntos culpables, asegurar los 

instrumentos, efectos y pruebas del delito, poniéndolos a disposición del Juez o Tribunal 
competente y elaborar los informes técnicos y periciales procedentes.

h) Captar, recibir y analizar cuantos datos tengan interés para el orden y la seguridad 
pública, y estudiar, planificar y ejecutar los métodos y técnicas de prevención de la 
delincuencia.

i) Colaborar con los servicios de protección civil en los casos de grave riesgo, catástrofe, 
o calamidad pública, en los términos que se establezcan en la legislación de protección civil.

2. Las funciones señaladas en el párrafo anterior serán ejercidas con arreglo a la 
siguiente distribución territorial de competencias:

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

– 618 –



a) Corresponde al Cuerpo Nacional de Policía ejercitar dichas funciones en las capitales 
de provincia y en los términos municipales y núcleos urbanos que el Gobierno determine.

b) La Guardia Civil las ejercerá en el resto del territorio nacional y su mar territorial.
3. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, los miembros del Cuerpo Nacional de 

Policía podrán ejercer las funciones de investigación y las de coordinación de los datos a 
que se refieren los apartados g) y h) del número 1 de este artículo, en todo el territorio 
nacional.

La Guardia Civil, para el desempeño de sus competencias propias, podrá asimismo 
realizar las investigaciones procedentes en todo el territorio nacional, cuando ello fuere 
preciso.

En todo caso de actuación fuera de su ámbito territorial, los miembros de cada Cuerpo 
deberán dar cuenta al otro de las mismas.

4. Sin perjuicio de la distribución de competencias del apartado 2 de este artículo, ambos 
Cuerpos deberán actuar fuera de su ámbito competencial por mandato judicial o del 
Ministerio Fiscal o, en casos excepcionales, cuando lo requiera la debida eficacia en su 
actuación; en ambos supuestos deberán comunicarlo de inmediato al Gobernador civil y a 
los mandos con competencia territorial o material; el Gobernador civil podrá ordenar la 
continuación de las actuaciones o, por el contrario, el pase de las mismas al Cuerpo 
competente, salvo cuando estuvieren actuando por mandato judicial o del Ministerio Fiscal.

5. En caso de conflicto de competencias, ya sea positivo o negativo, se hará cargo del 
servicio el Cuerpo que haya realizado las primeras actuaciones, hasta que se resuelva lo 
procedente por el Gobernador civil o las instancias superiores del Ministerio del Interior, sin 
perjuicio de lo dispuesto para la Policía Judicial.

6. Al objeto de conseguir la óptima utilización de los medios disponibles y la racional 
distribución de efectivos, el Ministerio del Interior podrá ordenar que cualesquiera de los 
Cuerpos asuma, en zonas o núcleos determinados, todas o algunas de las funciones 
exclusivas asignadas al otro Cuerpo.

[ . . . ]
CAPÍTULO V

De la organización de Unidades de Policía Judicial

[ . . . ]
Artículo treinta y uno.  

1. En el cumplimiento de sus funciones, los funcionarios adscritos a Unidades de Policía 
Judicial dependen orgánicamente del Ministerio del Interior y funcionalmente de los Jueces, 
Tribunales o Ministerio Fiscal que estén conociendo del asunto objeto de su investigación.

2. Los Jueces o Presidentes de los respectivos órganos del orden jurisdiccional penal, 
así como los Fiscales Jefes podrán solicitar la intervención en una investigación de 
funcionarios o medios adscritos a Unidades orgánicas de Policía Judicial por conducto del 
Presidente del Tribunal Supremo o de los Presidentes de los Tribunales Superiores de 
Justicia o del Fiscal general del Estado, respectivamente.

[ . . . ]
TÍTULO III

De las Policías de las Comunidades Autónomas

[ . . . ]
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CAPÍTULO II
De las competencias de las Comunidades Autónomas

Artículo treinta y ocho.  
Las Comunidades Autónomas, a que se refiere el número 1 del artículo anterior, podrán 

ejercer, a través de sus Cuerpos de Policía, las siguientes funciones:
1. Con carácter de propias:
a) Velar por el cumplimiento de las disposiciones y órdenes singulares dictadas por los 

órganos de la Comunidad Autónoma.
b) La vigilancia y protección de personas, órganos, edificios, establecimientos y 

dependencias de la Comunidad Autónoma y de sus entes instrumentales, garantizando el 
normal funcionamiento de las instalaciones y la seguridad de los usuarios de sus servicios.

c) La inspección de las actividades sometidas a la ordenación o disciplina de la 
Comunidad Autónoma, denunciando toda actividad ilícita.

d) El uso de la coacción en orden a la ejecución forzosa de los actos o disposiciones de 
la propia Comunidad Autónoma.

2. En colaboración con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado:
a) Velar por el cumplimiento de las Leyes y demás disposiciones del Estado y garantizar 

el funcionamiento de los servicios públicos esenciales.
b) Participar en las funciones de Policía Judicial, en la forma establecida en el artículo 

29.2 de esta Ley.
c) Vigilar los espacios públicos, proteger las manifestaciones y mantener el orden en 

grandes concentraciones humanas.
El ejercicio de esta función corresponderá, con carácter prioritario, a los Cuerpos de 

Policía de las Comunidades Autónomas, sin perjuicio de la intervención de las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad del Estado cuando, bien a requerimiento de las Autoridades de la 
Comunidad Autónoma, o bien por decisión propia, lo estimen necesario las Autoridades 
estatales competentes.

3. De prestación simultánea e indiferenciada con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 
del Estado:

a) La cooperación a la resolución amistosa de los conflictos privados cuando sean 
requeridos para ello.

b) La prestación de auxilio en los casos de accidente, catástrofe o calamidad pública, 
participando en la forma prevista en las Leyes, en la ejecución de los planes de protección 
civil.

c) Velar por el cumplimiento de las disposiciones que tiendan a la conservación de la 
naturaleza y medio ambiente, recursos hidráulicos, así como la riqueza cinegética, piscícola, 
forestal y de cualquier otra índole relacionada con la naturaleza.

[ . . . ]
TÍTULO V

De las Policías Locales

[ . . . ]
Artículo cincuenta y tres.  

1. Los Cuerpos de Policía Local deberán ejercer las siguientes funciones:
a) Proteger a las Autoridades de las Corporaciones Locales, y vigilancia o custodia de 

sus edificios e instalaciones.
b) Ordenar, señalizar y dirigir el tráfico en el casco urbano, de acuerdo con lo establecido 

en las normas de circulación.
c) Instruir atestados por accidentes de circulación dentro del casco urbano.
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d) Policía Administrativa, en lo relativo a las Ordenanzas, Bandos y demás disposiciones 
municipales dentro del ámbito de su competencia.

e) Participar en las funciones de Policía Judicial, en la forma establecida en el artículo 
29.2 de esta Ley.

f) La prestación de auxilio, en los casos de accidente, catástrofe o calamidad pública, 
participando, en la forma prevista en las Leyes, en la ejecución de los planes de Protección 
Civil.

g) Efectuar diligencias de prevención y cuantas actuaciones tiendan a evitar la comisión 
de actos delictivos en el marco de colaboración establecido en las Juntas de Seguridad.

h) Vigilar los espacios públicos y colaborar con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del 
Estado y con la Policía de las Comunidades Autónomas en la protección de las 
manifestaciones y el mantenimiento del orden en grandes concentraciones humanas, 
cuando sean requeridos para ello.

i) Cooperar en la resolución de los conflictos privados cuando sean requeridos para ello.
2. Las actuaciones que practiquen los Cuerpos de Policía Local en el ejercicio de las 

funciones previstas en los apartados c) y g) precedentes deberán ser comunicadas a las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado competentes.

3. En los municipios de gran población y en las Ciudades con Estatuto de Autonomía 
podrá asignarse, por el Pleno de la Corporación o por sus respectivas Asambleas, al 
ejercicio exclusivo de las funciones previstas en el párrafo b) del apartado 1 a parte de los 
funcionarios pertenecientes a las mismas, que tendrán la consideración de agentes de la 
autoridad, subordinados a los miembros de los respectivos Cuerpos de Policía Local, sin 
integrarse en las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y de manera que ello no comporte un 
incremento en el número de efectivos ni en los costes de personal.

Los funcionarios integrantes de los Cuerpos referidos en el párrafo anterior se regirán 
por las normas contenidas en la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma 
de la Función Pública, y las demás normas que se dicten en desarrollo y aplicación de la 
misma.

[ . . . ]
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§ 56

Ley Foral 23/2018, de 19 de noviembre, de las Policías de Navarra. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Foral de Navarra
«BON» núm. 224, de 20 de noviembre de 2018
«BOE» núm. 292, de 4 de diciembre de 2018
Última modificación: 30 de diciembre de 2022

Referencia: BOE-A-2018-16533

[ . . . ]
TÍTULO II

De la Policía Foral de Navarra

[ . . . ]
Artículo 16.  Funciones.

La Policía Foral de Navarra ejercerá las siguientes funciones:
a) Garantizar la seguridad ciudadana y el pacífico ejercicio de los derechos y libertades 

públicas y la protección de las personas y los bienes.
b) Velar por el cumplimiento de las leyes y demás disposiciones generales aplicables en 

las materias de la competencia de la Comunidad Foral de Navarra, así como de los actos 
emanados de los órganos institucionales de la Comunidad Foral de Navarra, mediante las 
actividades de inspección, denuncia y ejecución forzosa.

c) Velar por la protección y seguridad de las autoridades de la Comunidad Foral de 
Navarra.

d) Velar por la protección y seguridad de las personas, edificios e instalaciones 
dependientes de las instituciones de la Comunidad Foral de Navarra y de sus organismos 
autónomos.

e) Garantizar el normal funcionamiento de los servicios públicos esenciales cuya 
competencia corresponda a la Comunidad Foral de Navarra.

f) La ordenación del tráfico dentro del territorio de la Comunidad Foral de Navarra, 
conforme a los convenios de delimitación de competencias en la materia concluidos con el 
Estado y vigentes en cada momento, salvo que correspondan legalmente a las Policías 
Locales.

g) La actuación e inspección en materia de transportes, de conformidad con lo dispuesto 
en la legislación vigente.

h) Mantener y, en su caso, restablecer el orden y la seguridad ciudadana mediante las 
intervenciones que sean precisas y, en particular, vigilar los espacios públicos, proteger y 
ordenar las manifestaciones y mantener el orden en grandes concentraciones.
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i) La protección y el auxilio de personas y bienes, especialmente en los casos de 
accidente y de emergencia, según las disposiciones y, en su caso, los planes de protección 
civil.

j) Instruir atestados por accidentes de circulación, en el ámbito funcional de la letra f) de 
este apartado.

k) La prevención de actos delictivos y la realización de las diligencias necesarias para 
evitar su comisión.

l) Policía judicial.
m) La cooperación y colaboración con las Entidades Locales de Navarra, siempre que 

estas lo soliciten, en la forma que determinen las disposiciones aplicables.
n) La cooperación y colaboración con otras Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en los 

casos previstos en las leyes.
ñ) La colaboración con todas las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en la recogida, 

tratamiento y suministro recíprocos de información de interés policial.
o) La inspección de las empresas de seguridad privada que actúen en el territorio de la 

Comunidad Foral de Navarra, así como el control de sus servicios y actuaciones y de los 
medios y personal a su cargo, en los términos establecidos en la legislación vigente.

p) La cooperación para la resolución amistosa de los conflictos privados cuando sean 
requeridos para ello.

q) Cualesquiera otras que le atribuyan las leyes y, en concreto, las que estas 
encomienden a los Cuerpos de Seguridad de las comunidades autónomas.

[ . . . ]
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§ 57

Decreto Legislativo 1/2020, de 22 de julio, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley de Policía del País Vasco. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del País Vasco
«BOPV» núm. 153, de 6 de agosto de 2020
«BOE» núm. 220, de 15 de agosto de 2020
Última modificación: 22 de marzo de 2021

Referencia: BOE-A-2020-9740

Artículo único.  Aprobación del texto refundido de la Ley de Policía del País Vasco.
Se aprueba el texto refundido de la Ley de Policía del País Vasco, cuyo texto se inserta a 

continuación.

Disposición adicional.  Referencias normativas.
Las referencias normativas efectuadas en otras disposiciones a la Ley 4/1992, de 17 de 

julio, de Policía del País Vasco, se entenderán efectuadas a los preceptos correspondientes 
del texto refundido que se aprueba.

Disposición derogatoria.  Derogación normativa.
Queda derogado el texto articulado de la Ley 4/1992, de 17 de julio, de Policía del País 

Vasco, así como las leyes que lo han modificado.

Disposición final.  Entrada en vigor.
El presente Decreto Legislativo y el texto refundido que aprueba entrarán en vigor el día 

siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del País Vasco».

ANEXO AL DECRETO LEGISLATIVO 1/2020, DE 22 DE JULIO TEXTO 
REFUNDIDO DE LA LEY DE POLICÍA DEL PAÍS VASCO

[ . . . ]
TÍTULO I

Administración de la seguridad

[ . . . ]
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CAPÍTULO III
Mecanismos de control y transparencia

Artículo 13.  Mecanismos de control.
1. La Policía del País Vasco responde frente a la ciudadanía de la corrección y eficacia 

de sus actuaciones mediante los mecanismos previstos en la presente ley, además de los 
mecanismos de control jurisdiccional y de control parlamentario existentes para el conjunto 
de la actividad administrativa.

2. Las administraciones públicas a las que pertenezcan los Cuerpos de la Policía del 
País Vasco implementarán procedimientos efectivos e imparciales de tratamiento de quejas 
e investigación de los casos relevantes de supuestas malas prácticas, que favorezcan la 
responsabilidad y que se basen en la comunicación y la comprensión entre la ciudadanía y la 
policía.

Sección 1.ª Sistema de tratamiento de quejas

Artículo 14.  Presentación de quejas.
1. La ciudadanía podrá presentar quejas sobre el funcionamiento de los servicios 

policiales en la Oficina de iniciativas ciudadanas para la mejora del sistema de seguridad 
pública-Ekinbide, regulada en el artículo 16 de la Ley 15/2012, de 28 de junio, de Ordenación 
del Sistema de Seguridad Pública de Euskadi, sin perjuicio de la posibilidad de acudir a los 
mecanismos de queja que existan en las administraciones locales para sus servicios.

2. Las quejas recibidas en Ekinbide relativas a servicios de las policías locales del País 
Vasco serán remitidas a las autoridades locales para su tramitación.

Artículo 15.  Métodos alternativos de resolución.
1. Podrán arbitrarse métodos alternativos de resolución de conflictos, tales como la 

mediación, cuando estos puedan proporcionar una satisfacción de forma más eficaz y 
siempre que las partes estén de acuerdo con ellos.

2. Tales métodos alternativos informales no procederán en casos de quejas relativas a 
conductas que puedan ser merecedoras de reproche penal o disciplinario.

Artículo 16.  Seguimiento y publicidad.
1. Ekinbide realizará un seguimiento del conjunto de quejas presentadas para analizar la 

existencia de elementos recurrentes e investigar sus causas.
2. Se dará publicidad a los informes resolutivos de las quejas por Ekinbide respetando la 

confidencialidad de los datos personales o de otros que pudieran estar sujetos legalmente a 
confidencialidad o reserva.

3. Los resultados del sistema de tratamiento de quejas se incorporarán a la memoria 
anual que Ekinbide presente al Parlamento Vasco de conformidad con lo dispuesto en la Ley 
15/2012, de 28 de junio, de Ordenación del Sistema de Seguridad Pública de Euskadi.

4. Ekinbide creará un formato reglado para recoger agradecimientos y felicitaciones de 
las personas atendidas por agentes de la Policía vasca, con la misma repercusión recogida 
en los puntos anteriores. Asimismo, dichas felicitaciones y agradecimientos se tendrán en 
cuenta, si procediera, en la concesión de medallas o condecoraciones.

Sección 2.ª Comisión de Control y Transparencia de la Policía del País Vasco

Artículo 17.  Creación y funciones.
1. Se crea la Comisión de Control y Transparencia de la Policía del País Vasco como 

órgano colegiado con autonomía funcional respecto de la institución policial y del 
departamento del Gobierno Vasco competente en materia de seguridad, con el fin de 
reforzar la legitimidad y confianza de la ciudadanía en la neutralidad y objetividad de los 
controles sobre la actividad policial.

2. Son funciones de la Comisión de Control y Transparencia de la Policía del País Vasco:
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a) Estudiar, a solicitud de las instituciones referidas en el artículo 19.1, cualquier 
conducta o práctica en el seno de la Ertzaintza o Policía local respectivamente, sobre la que 
se hayan recibido quejas sobre vulneración de derechos u otras en las que exista seria 
preocupación sobre el impacto en la confianza de la ciudadanía.

b) Estudiar de oficio con carácter preceptivo aquellos incidentes en los que en el 
contexto de una intervención u operativo policial o durante la custodia policial se hubiera 
producido el fallecimiento o lesiones graves de una persona. La Ertzaintza o el Cuerpo de 
Policía local tendrán la obligación de comunicar tal circunstancia de inmediato a la comisión.

c) A la vista de los estudios realizados en el ejercicio de las funciones precedentes, 
recomendar buenas prácticas; identificar patrones de conducta o prácticas recurrentes que 
no resulten acordes con el código deontológico policial o vulneradoras de derechos, así 
como proponer medidas correctoras o preventivas.

3. Cuando la actuación policial a examen derive de la ejecución de órdenes o mandatos 
judiciales la Comisión se abstendrá de entrar en el análisis de éstos, sin perjuicio de 
examinar su ejecución en la medida en que exista un margen de decisión policial al respecto.

Artículo 18.  Composición.
1. La Comisión de Control y Transparencia de la Policía del País Vasco estará 

compuesta por la persona que ostente su presidencia y otras cinco personas nombradas por 
el Consejo de Gobierno a propuesta del Consejo de Seguridad Pública de Euskadi, 
atendiendo al principio de presencia paritaria de mujeres y hombres entre personas de 
reconocido prestigio, solvencia y experiencia en áreas tales como la seguridad pública, el 
derecho, la sociología, la medicina, la psicología y la ética.

Una tercera parte será nombrada entre personas que pertenezcan o hayan pertenecido a 
escalas y categorías de la Policía del País Vasco con una antigüedad mínima de quince 
años en el Cuerpo, y otra tercera parte entre personal que cuenten con reconocido prestigio 
académico en las áreas citadas.

La persona integrante de la comisión que asuma la presidencia será elegida por la propia 
comisión en pleno.

2. El nombramiento se efectuará por cinco años contados desde su publicación. Dicho 
nombramiento solo podrá ser renovado en dos ocasiones por periodos de la misma 
duración.

3. Solo cesarán en el cargo en caso de fallecimiento; expiración del mandato; renuncia 
formalizada por escrito; incumplimiento grave de los deberes de abstención y sigilo 
apreciada por la mayoría de la comisión; incapacitación declarada en sentencia firme o 
condena por delito doloso en virtud de sentencia firme.

4. Las personas integrantes de la comisión no percibirán retribución alguna por sus 
trabajos, sin perjuicio de las indemnizaciones por razón del servicio procedentes.

5. En los presupuestos generales de la Comunidad Autónoma se contendrán una partida 
específica suficiente para que la comisión pueda realizar sus trabajos.

Artículo 19.  Investigaciones.
1. La intervención de la comisión se realizará a solicitud del titular del departamento del 

Gobierno Vasco competente en materia de seguridad, de la autoridad municipal 
correspondiente o del Ararteko, solo procediendo de oficio en los casos previstos 
expresamente en esta ley.

2. Las actuaciones de la comisión se realizarán por sus propios miembros, pudiendo 
recabar, en su caso, para concretas investigaciones el apoyo de funcionarios o funcionarias 
en comisión de servicios. Dichas personas en tales casos no deberán recibir órdenes de los 
mandos del destino de origen.

3. Los o las responsables policiales deberán facilitar a la comisión el acceso a las 
instalaciones policiales, así como a los datos, documentos, bases de datos, grabaciones de 
vídeo y audio de la comisaria y la consecución de todo tipo de archivos policiales. Todos los 
trabajadores y trabajadoras de la Policía están obligados a colaborar en la investigación 
acudiendo a las citaciones y proporcionando los datos e información que resulten precisos. 
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En este sentido, toda estructura o edificio de la Policía tendrá acceso ilimitado, en cualquier 
momento y sin notificación previa.

4. Si los hechos analizados por la comisión están relacionados con una investigación 
penal o disciplinaria en curso, se podrá realizar cualquier investigación que no esté 
relacionada o no la perjudique. Si los hechos analizados por la comisión son de una 
investigación penal en curso, lo pondrá en conocimiento de la autoridad judicial competente 
con el fin de no interferir en la investigación penal, ni en la reserva de sus actuaciones.

En tal caso el personal investigado en las diligencias penales no tendrá la obligación de 
colaborar con la comisión y, si esta precisara del acceso a documentación administrativa 
relacionada con el caso o la realización de inspecciones in situ, la comisión deberá obtener 
la aprobación previa de la autoridad judicial actuante.

5. Si en cualquier momento la comisión aprecia la existencia de un posible ilícito penal o 
administrativo lo pondrá en conocimiento de las autoridades competentes.

Artículo 20.  Informes.
Finalizado su estudio, la comisión emitirá un informe resumiendo las circunstancias del 

caso; las actuaciones realizadas; la evaluación de la corrección de la actuación policial 
conforme a las normas, estándares, procedimientos y protocolos de actuación vigentes; el 
análisis de los problemas subyacentes, y formulará una recomendación, que puede incluir, 
en su caso, la propuesta de medidas correctoras, preventivas o de mejora para hacer frente 
a las carencias o para evitar que se repitan los problemas detectados.

Artículo 21.  Transparencia de la Comisión.
1. Se dará publicidad y difusión a la existencia de la Comisión de Control y 

Transparencia de la Policía del País Vasco sus funciones y funcionamiento y del trabajo 
realizado.

2. La comisión elaborará una memoria bienal de sus actividades que será remitida al 
Parlamento Vasco.

CAPÍTULO IV
Código deontológico

[ . . . ]
Artículo 25.  Transparencia y relaciones con la ciudadanía.

1. En sus relaciones con la ciudadanía el personal de la Policía del País Vasco:
a) Observará un trato correcto y esmerado, actuando con empatía, y auxiliándoles en 

aquellas situaciones que requieran una actuación inmediata para evitar riesgo o desamparo.
b) Actuará conforme al principio de imparcialidad, interviniendo de forma equitativa y 

respetando por igual a todas las personas o grupos, sus tradiciones, creencias o estilos de 
vida en tanto sean compatibles con las leyes y no supongan una alteración de la seguridad 
ciudadana.

c) Evitará toda discriminación por razón de raza, etnia, religión, creencias, sexo, 
orientación sexual, edad, ideología, discapacidad o cualquier otra de similar naturaleza.

d) Acreditará su condición profesional siempre que sea necesario y cuando lo demanden 
las personas con las que se relacionen en sus actuaciones. Se identificarán ante los 
ciudadanos o ciudadanas previamente al inicio de cualquier actuación policial, asegurándose 
de que estos han percibido su condición. A tal fin, cuando durante el servicio se haga uso de 
uniformidad reglamentaria, se portará en lugar visible de la esta el identificador personal 
correspondiente al o a la agente. De los identificadores personales utilizados existirá un 
registro que permita conocer la identidad de su portador o portadora.

e) Ofrecerá a las personas a las que afecten sus intervenciones información suficiente y 
comprensible sobre las estas, prestando singular atención a las víctimas de delitos y a otras 
personas que pertenezcan a colectivos especialmente vulnerables.

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 57  Texto refundido de la Ley de Policía del País Vasco [parcial]

– 627 –



2. La Policía del País Vasco en sus relaciones con la ciudadanía tendrá en cuenta los 
derechos lingüísticos reconocidos en Ley 10/1982, de 24 de noviembre, Ley básica de 
normalización del uso del Euskera. Las administraciones de las que dependan los Cuerpos 
de la Policía del País Vasco procurarán la adecuada capacitación del personal a su servicio 
para prestar servicio en una sociedad bilingüe, adoptando las medidas necesarias para ello y 
promoviendo el uso del euskera en dichos cuerpos, sin perjuicio de atender al ciudadano o 
ciudadana en la lengua que él o ella elija.

3. Igualmente las administraciones de las que dependan los Cuerpos de la Policía del 
País Vasco procurarán la sensibilización y capacitación del personal en la gestión de la 
diversidad de la ciudadanía y la lucha contra los ilícitos motivados por el odio y la 
discriminación contra personas diferentes por el hecho de serlo.

[ . . . ]
CAPÍTULO I

Disposiciones comunes

[ . . . ]
Sección 4.ª Promoción de la igualdad

Artículo 43.  Acceso, provisión y promoción.
Las administraciones de las que dependen los respectivos Cuerpos de Policía del País 

Vasco garantizarán la aplicación de las previsiones contenidas en la Ley 4/2005, de 18 de 
febrero, para la Igualdad de Mujeres y Hombres, en los procesos selectivos de acceso, 
provisión y promoción en dichos cuerpos, promoviendo la presencia equilibrada de mujeres y 
hombres en el servicio público de seguridad.

[ . . . ]
CAPÍTULO II

El Cuerpo de la Policía Autónoma Vasca o Ertzaintza

[ . . . ]
Sección 3.ª Policía judicial

Artículo 50.  Organización.
1. Compete a todos los funcionarios y funcionarias de la Ertzaintza el auxilio en la 

averiguación de los delitos y en el descubrimiento y aseguramiento de delincuentes, como 
Policía judicial, en el ámbito de sus competencias definidas en el artículo 17 del Estatuto de 
Autonomía y los acuerdos de delimitación de funciones suscritos por la Junta de Seguridad, 
sin menoscabo de las funciones de dirección de las autoridades judiciales y el Ministerio 
Fiscal.

2. En la estructura de la Ertzaintza se establecerán unidades de investigación criminal y 
Policía judicial que dependerán funcionalmente de las autoridades judiciales y del Ministerio 
Fiscal en el desempeño de todas las actuaciones que aquellas les encomienden 
contempladas en la Ley Orgánica del Poder Judicial. Quienes ostenten la responsabilidad de 
tales unidades policiales serán responsables de canalizar los requerimientos provenientes de 
las autoridades judiciales y del Ministerio Fiscal, a los efectos de que el personal o medios 
de las referidas unidades intervengan en una investigación.

3. El departamento del Gobierno Vasco competente en seguridad, teniendo en cuenta el 
ritmo de actividades y las disponibilidades de plantilla, podrá adscribir con carácter 
permanente y estable servicios, secciones o grupos de las unidades de investigación 
criminal y Policía judicial a determinados juzgados o tribunales.
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Artículo 51.  Formación.
1. La formación específica de los funcionarios y funcionarias adscritos a las unidades y 

servicios de investigación criminal y Policía judicial se realizará a través de la Academia 
Vasca de Policía y Emergencias, incluyendo en su caso períodos de prácticas, en los que 
podrán participar miembros de la Judicatura y del Ministerio Fiscal.

2. Los puestos de las unidades de investigación criminal y Policía judicial requerirán 
poseer la oportuna especialidad.

Artículo 52.  Régimen del personal adscrito a la Policía judicial.
1. Los funcionarios y funcionarias adscritos a las unidades de investigación criminal y 

Policía judicial desempeñarán esa función con carácter exclusivo, sin perjuicio de que 
puedan desarrollar también las misiones de prevención de la delincuencia y demás que se 
les encomienden, cuando las circunstancias lo requieran, de entre las correspondientes a la 
Ertzaintza.

2. Los funcionarios o funcionarias a quienes esté encomendada, por el órgano judicial o 
la fiscalía competente, una concreta investigación, en el ejercicio de las funciones a que se 
refiere el artículo 50, no podrán ser removidos o apartados de la investigación concreta que 
se les hubiera encomendado, sino en los términos previstos en la Ley Orgánica del Poder 
Judicial.

3. Los órganos judiciales de la jurisdicción penal y el Ministerio Fiscal tendrán, respecto 
de las unidades de investigación criminal y Policía judicial que les sean adscritos con 
carácter permanente, las mismas facultades que les reconoce el artículo 35 de la Ley 
Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

4. Cuando se inicie un expediente disciplinario a funcionarios y funcionarias de las 
unidades de investigación criminal y Policía judicial y los hechos objeto del expediente 
guarden relación directa con la investigación que tuvieran encomendada, se recabará 
informe del órgano judicial o fiscal del que dependan, sin perjuicio de aquellos otros que 
consideren oportuno emitir.

5. Salvo lo dispuesto en esta sección, el régimen de los funcionarios y funcionarias 
integrados en las unidades de investigación criminal y Policía judicial será el previsto con 
carácter general para la Ertzaintza en la presente ley.

Artículo 53.  Participación en foros.
Se fomentará por el departamento del Gobierno Vasco competente en seguridad la 

participación de la Ertzaintza en las comisiones y foros regionales, estatales e 
internacionales relevantes relativos a la coordinación de actividades de investigación criminal 
y Policía judicial.

CAPÍTULO III
Los cuerpos y servicios en el ámbito local

[ . . . ]
Artículo 55.  Funciones de la Policía local.

1. Los Cuerpos de Policía local ejercen las siguientes funciones:
a) Proteger a las autoridades de los municipios y vigilancia o custodia de sus edificios e 

instalaciones.
b) Ordenar, señalizar y dirigir el tráfico en el casco urbano, de acuerdo con lo establecido 

en las normas de circulación.
c) Instruir atestados por accidentes de circulación dentro del casco urbano.
d) Policía Administrativa en lo relativo a ordenanzas, bandos y demás disposiciones y 

actos municipales dentro de su ámbito de competencia, así como velar por el cumplimiento 
de la normativa vigente en materia de medio ambiente y protección del entorno en el ámbito 
de las competencias locales en dichas materias.
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e) Participar en las funciones de Policía Judicial colaborando con las Unidades de Policía 
Judicial.

f) Prestar auxilio en los casos de accidente, catástrofe o calamidad pública, participando, 
en la forma prevista en las leyes, en la ejecución de los planes de protección civil.

g) Efectuar diligencias de prevención y cuantas actuaciones tiendan a evitar la comisión 
de actos delictivos.

h) Vigilar los espacios públicos y colaborar en la protección de las manifestaciones y el 
mantenimiento del orden en grandes concentraciones humanas, cuando sean requeridos 
para ello.

i) Cooperar en la resolución de los conflictos privados cuando sean requeridos para ello.
2. De las actuaciones practicadas en virtud de lo previsto en los párrafos c) y g) del 

apartado anterior, se dará cuenta a la Fuerza o Cuerpo de Seguridad con competencia 
general en la materia.

3. Los Cuerpos de Policía local actuarán en el ámbito territorial correspondiente a la 
entidad local de la que dependan, pudiendo hacerlo fuera de ese ámbito territorial en 
situaciones de emergencia o necesidad en que, requeridos para ello por la autoridad 
competente, estén autorizados por el respectivo alcalde o alcaldesa.

4. Cuando ejerzan funciones de protección de autoridades de las corporaciones locales, 
podrán actuar fuera del término municipal respectivo, con autorización del departamento del 
Gobierno Vasco competente en materia de seguridad. Dicha autorización se podrá otorgar 
con carácter genérico y permanente.

[ . . . ]
Artículo 58.  Jefatura del Cuerpo.

La determinación de la categoría correspondiente a los puestos de trabajo de jefatura de 
la Policía local, cuando esta sea unipersonal, corresponderá a la categoría que se encuentre 
jerárquicamente más arriba en la estructura aprobada para el Cuerpo de Policía local, 
atendiendo a los criterios establecidos en el artículo anterior.

Artículo 59.  Necesidades eventuales.
1. Cuando un ayuntamiento tenga necesidad de cubrir puestos de trabajo de forma 

urgente y temporal en las diferentes categorías de los Cuerpos de Policía local podrá actuar 
según los mecanismos de cooperación intermunicipal previstos legalmente o nombrar 
funcionarios o funcionarias interinos conforme a lo establecido en la legislación de función 
pública general siempre que se garantice una formación básica del personal interino para el 
desempeño de su labor. En este último caso de tratarse de vacantes de plantilla solo 
procederá el nombramiento si previamente se hubieran incluido estas vacantes en la oferta 
pública de empleo y se hubiera iniciado el proceso para su cobertura en propiedad o se 
hubiera solicitado a la Academia Vasca de Policía y Emergencias la encomienda de gestión 
de su selección.

2. Las entidades locales podrán solicitar del departamento competente en seguridad la 
asistencia de la Ertzaintza en aquellas funciones de naturaleza estrictamente policial que 
correspondan a los Cuerpos de Policía local, así como en la ordenación y dirección de tráfico 
en las travesías urbanas, en los casos en que no dispongan de Cuerpo de Policía o, 
disponiendo de él, sus efectivos no alcancen a dar cobertura a la totalidad de los servicios de 
su competencia. En este último supuesto, la colaboración no podrá tener carácter 
permanente.

3. La Academia Vasca de Policía y Emergencias podrá formar bolsas de trabajo para el 
nombramiento de funcionarios o funcionarias interinos como auxiliares de Policía local o 
funcionarios de Policía local por quienes hayan superado cursos básicos específicos 
organizados por ella. Las condiciones de acceso a los cursos se determinarán por la 
Academia Vasca de Policía y Emergencias.
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Sección 2.ª Otras figuras

[ . . . ]
Artículo 61.  Auxiliares de policía.

1. Los ayuntamientos que cuenten con Cuerpo de Policía local podrán, cuando existan 
necesidades eventuales que así lo requieran, nombrar funcionarios o funcionarias interinas 
con funciones de auxiliar de policía para complementar a la Policía local en el desempeño de 
las funciones comprendidas en los párrafos d) e i) del artículo 55.1 de esta ley, así como la 
de colaborar con la Policía local en la ordenación del tráfico en casco urbano en municipios 
que no cuenten con agentes de movilidad.

2. Para el desempeño de sus funciones, los y las auxiliares de Policía local deberán 
vestir el uniforme correspondiente al Cuerpo de Policía local, sin placa-emblema, ni distintivo 
alguno en las hombreras, y haciendo constar su condición de auxiliar de policía visiblemente, 
tanto en la uniformidad como en el documento de acreditación profesional.

Artículo 62.  Agentes de movilidad.
1. En los municipios de gran población podrá asignarse, por el Pleno de la Corporación, 

a parte del personal funcionario perteneciente a ella para el ejercicio exclusivo de las 
funciones de ordenación, señalización y regulación del tráfico en el casco urbano de acuerdo 
con lo establecido en las normas de tráfico y seguridad vial, con la denominación de agentes 
de movilidad, de manera que ello no comporte un incremento en el número de efectivos ni en 
los costes de personal.

2. En el ejercicio de sus funciones tendrán la consideración de agentes de la autoridad, 
subordinados al personal de los respectivos Cuerpos de Policía local, sin integrarse en los 
ellos; no podrán portar armas de fuego y su uniformidad habrá de diferenciarse claramente 
de la que sea propia de los Cuerpos de Policía local.

3. Para el acceso a tales plazas se requerirá la titulación correspondiente al grupo de 
clasificación C-2 o equivalente, y deberán superar previamente un curso teórico-práctico en 
la Academia Vasca de Policía y Emergencias o en centros formativos municipales delegados 
por aquella, rigiéndose en todo lo demás por la normativa común prevista para el personal 
funcionario local.

TÍTULO III
Selección e ingreso

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Ingreso en cada escala y categoría

[ . . . ]
Artículo 77.  Acceso por turno libre.

1. Para la admisión a las pruebas selectivas de ingreso por turno libre como funcionarios 
o funcionarias pertenecientes a los Cuerpos de la Policía del País Vasco, se requerirá el 
cumplimiento de los requisitos previstos en la legislación reguladora del empleo público 
vasco, con las siguientes singularidades:

a) Tener 18 años de edad. Para el ingreso en la categoría de agente no haber cumplido 
la edad de 38 años, límite que se podrá compensar con servicios prestados en Cuerpos de 
la Policía del País Vasco.

b) No haber sido condenada la persona por delito doloso, ni separada del servicio de una 
Administración pública, ni hallarse inhabilitada ni suspendida para el ejercicio de funciones 
públicas, sin perjuicio de la aplicación del beneficio de la rehabilitación, de acuerdo con las 
normas penales y administrativas.
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c) Poseer la titulación exigible a la categoría a la que se va a ingresar.
d) No estar incursa en el cuadro de exclusiones médicas que se determinen 

reglamentariamente.
e) Tener la estatura mínima que se determine reglamentariamente, que será distinta para 

los hombres y las mujeres.
f) Prestar el compromiso mediante declaración de la persona solicitante de portar armas 

y en su caso utilizarlas.
g) Estar en posesión del permiso de conducir vehículos de la clase que se determine en 

cada convocatoria.
h) Otros requisitos específicos que guarden relación objetiva con las funciones y tareas a 

desempeñar previstos en la convocatoria.
2. Los requisitos mencionados habrán de poseerse a la fecha de finalización del plazo de 

presentación de solicitudes, excepto el contenido en la letra g), que deberá poseerse en la 
fecha en que se determine en cada convocatoria.

[ . . . ]
Artículo 80.  Acceso a la Escala de Facultativos y Técnicos.

1. El acceso a la Escala de Facultativos y Técnicos de la Ertzaintza se efectuará 
mediante los sistemas de oposición, concurso o concurso-oposición como promoción interna 
del personal funcionario de la Ertzaintza. No obstante, de no proveerse las vacantes por 
promoción interna, se podrá proceder a su convocatoria en turno libre.

2. Para el acceso a la Escala de Facultativos y Técnicos de la Ertzaintza desde alguna 
de las otras escalas de la Ertzaintza, deberá hallarse en alguna de las situaciones 
administrativas que permiten el acceso a la promoción interna, haber completado dos años 
de servicios efectivos en la escala de procedencia y no haber sido sancionado por la 
comisión de falta grave o muy grave, salvo que se hubiera obtenido la cancelación de la 
sanción impuesta.

3. El personal que acceda a la Escala de Facultativos y Técnicos de la Ertzaintza podrá 
participar en las convocatorias de provisión de puestos y de promoción interna relativas a la 
categoría que tuviera antes de acceder a la Escala de Facultativos y Técnicos.

TÍTULO IV
Régimen estatutario del personal funcionario de Policía del País Vasco

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Provisión de puestos de trabajo

[ . . . ]
Artículo 98.  Cobertura de puestos con especialidad.

1. La cobertura de puestos de trabajo con requisito de especialidad se llevará a cabo 
mediante los procedimientos de provisión de puestos previstos entre quienes dispongan de 
la correspondiente especialidad.

Cuando las convocatorias de cursos de especialidad se realicen conjuntamente entre la 
Academia Vasca de Policía y Emergencias y la Administración competente, la participación 
en aquellas supondrá la asignación de quienes superasen dicha formación a las vacantes 
existentes con tal especialidad hasta su provisión definitiva.

2. Quienes hayan superado el curso de especialización correspondiente estarán 
obligados a presentarse al primer procedimiento de provisión de puestos que se produzca 
desde tal superación y a solicitar con carácter preferente todas aquellas vacantes que 
requieran dicha especialización. De no hacerlo así, podrán ser adscritos con carácter forzoso 
a cualquiera de tales vacantes.
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3. Los puestos con requisito de especialidad podrán estar sujetos a un período especial 
de permanencia mínima y máxima en su desempeño determinado en la relación de puestos 
de trabajo.

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Carrera profesional

Artículo 107.  Sistemas de desarrollo profesional.
1. El departamento del Gobierno Vasco competente en materia de seguridad y los 

municipios podrán establecer, para el personal de sus Cuerpos de Policía, sistemas de 
desarrollo profesional en el desempeño de su trabajo, como consecuencia de la valoración 
de su actuación y conducta profesional.

2. El sistema que se establezca será de aplicación al personal funcionario que se 
encuentre en las situaciones administrativas de servicio activo o de segunda actividad.

3. Los sistemas de desarrollo profesional se compondrán, en todo caso, en dos fases:
a) La fase de encuadramiento de nivel.
b) La fase de evaluación anual del desempeño, cuya superación es requisito para la 

percepción de las retribuciones correspondientes al nivel reconocido.
4. Los sistemas de desarrollo profesional que se establezcan deberán articularse en 

cuatro niveles por cada escala profesional en función de los años de antigüedad necesarios 
para poder solicitar el nivel correspondiente.

Nivel Años de antigüedad.
Nivel I. 5 años o más.
Nivel II. 11 años o más (+6).
Nivel III. 17 años o más (+6).
Nivel IV. 25 años o más (+8).

5. El proceso de encuadramiento de nivel requerirá la superación de la evaluación que 
se lleve a cabo por los órganos técnicos creados al efecto, de conformidad con la normativa 
que regule el desarrollo profesional en cada una de las administraciones públicas, que 
tendrán en cuenta, al menos, los siguientes factores de evaluación:

a) Desempeño profesional.
b) Capacitación y cualificación profesional.
c) Implicación y compromiso con la organización.

Artículo 108.  Reconocimiento de nivel de desarrollo profesional.
1. La solicitud de encuadramiento de nivel de desarrollo profesional será voluntaria.
2. En caso de que dicho encuadramiento sea denegado, por no superar la evaluación, 

deberá transcurrir un periodo de dos años para poder efectuar una nueva solicitud.
3. Las convocatorias para solicitar el encuadramiento de nivel serán únicas y anuales, 

pudiendo presentar solicitud quienes dispongan de los años requeridos de antigüedad al 
inicio del año en que se cumpliera el número de años de servicio previsto en cada caso.

Artículo 109.  Perdida del nivel de desarrollo profesional.
1. Los niveles adquiridos se perderán debido a alguna de las siguientes causas:
a) Haber sido objeto de sanción por falta grave o muy grave por un periodo igual o 

superior a seis meses.
b) Negarse a realizar la evaluación del personal a su cargo.
c) Pérdida de la condición de funcionario o funcionaria del Cuerpo policial 

correspondiente.
d) Pasar a la situación de excedencia voluntaria por interés particular.
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2. El funcionario o funcionaria que pierda el nivel adquirido por las causas antedichas 
podrá volver a solicitar el reconocimiento del nivel adquirido en la siguiente convocatoria 
anual, en los siguientes supuestos:

a) Tras haber cumplido la sanción en el supuesto de la letra a) del apartado anterior.
b) Transcurrido un año desde el momento de su negativa a la evaluación del personal a 

su cargo en el caso de la letra b) del apartado anterior.
c) La rehabilitación de la condición de funcionario o funcionaria.
d) La reincorporación a la situación de servicio activo o de segunda actividad para el 

supuesto de la letra d) del apartado anterior.

Artículo 110.  Evaluación anual del desempeño y efectos económicos.
1. El reconocimiento del nivel de desarrollo profesional, conllevará la percepción de un 

complemento de desarrollo profesional que se percibirá anualmente como complemento de 
carrera profesional ligado a la superación de la evaluación del desempeño profesional 
conforme a los baremos que se establezcan reglamentariamente, entre los que deberán 
tenerse en cuenta: la conducta profesional, el logro de resultados y el nivel de cumplimiento 
horario y de asistencia al trabajo.

2. En todo caso, los efectos económicos de cada nivel reconocido lo serán a partir del 1 
de enero del año siguiente a la fecha en que se inicie el procedimiento de encuadramiento.

3. El ascenso de un funcionario o funcionaria a una categoría superior no afecta al nivel 
de desarrollo profesional que tenga reconocido en tanto no sea encuadrado en otro nivel 
superior.

4. En ningún caso se podrá percibir de forma simultánea el complemento de desarrollo 
por más de una categoría profesional.

5. El reconocimiento del desarrollo profesional solo se referirá a la categoría de 
pertenencia, aun cuando se hayan desempeñado funciones en categorías superiores.

[ . . . ]
CAPÍTULO VI
Retribuciones

[ . . . ]
Artículo 117.  Indemnizaciones por razón del servicio.

1. Los funcionarios y funcionarias de los Cuerpos de la Policía del País Vasco percibirán 
las indemnizaciones correspondientes por razón del servicio.

2. Cuando en el desempeño de su servicio hubiera sido objeto de daños y perjuicios por 
los que se hubiera condenado judicialmente a una tercera persona y está hubiera sido 
declarada insolvente, la Administración en la que preste servicio el funcionario o funcionaria 
policial le resarcirá en tal importe indemnizatorio, subrogándose en los derechos que asisten 
a la persona perjudicada por tal concepto.

3. Los funcionarios y funcionarias de la Policía del País Vasco que se encuentren en 
situaciones distintas del servicio activo, así como quienes hayan perdido la condición 
funcionarial por jubilación, que deban acudir a juicio como testigos o peritos por razón de 
hechos o investigaciones relacionadas con el tiempo en que estuvieron en servicio activo, 
tendrán derecho a las indemnizaciones por razón del servicio previstas para el funcionariado 
en activo. A los efectos de facilitar su asistencia a juicio deberán comunicar a la 
Administración su domicilio actual.

[ . . . ]
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CAPÍTULO VIII
Salud y protección

[ . . . ]
Artículo 130.  Participación en la prevención de riesgos.

1. El régimen de representación y participación del personal de la Policía del País Vasco 
en relación con la prevención de riesgos laborales atenderá a los principios y criterios 
contenidos en la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales.

2. La representación y participación del personal se canalizará a través de los delegados 
y delegadas de prevención, designados por las organizaciones sindicales con arreglo a la 
representatividad obtenida en las elecciones correspondientes. Podrán ser delegados y 
delegadas de prevención aquellos funcionarios o funcionarias que, aunque no ostenten la 
condición de representantes del personal o de personal delegado sindical fueran designados 
por las organizaciones sindicales.

3. Las funciones de los delegados y delegadas de prevención son las siguientes:
a) Colaborar en la mejora de la acción preventiva.
b) Promover y fomentar la cooperación del personal en la ejecución de la normativa 

sobre prevención de riesgos laborales.
c) Ejercer una labor de vigilancia y control sobre el cumplimiento de la normativa de 

prevención de riesgos laborales.
4. En el ejercicio de sus funciones los delegados y delegadas de prevención están 

facultados para:
a) Acompañar al personal técnico en las evaluaciones de carácter preventivo del medio 

ambiente de trabajo, así como, en los términos previstos en el artículo 40 de la Ley 31/1995, 
de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, a los inspectores e inspectoras de 
trabajo y Seguridad Social en las visitas y verificaciones que realicen en los centros de 
trabajo para comprobar el cumplimiento de la normativa sobre prevención de riesgos 
laborales pudiendo formular ante ellos las observaciones que estimen oportunas.

b) Tener acceso, con las limitaciones previstas en el apartado 4 del artículo 22 de la Ley 
31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, a la información y 
documentación relativa a las condiciones de trabajo que sean necesarias para el ejercicio de 
sus funciones y, en particular, a la prevista en los artículos 18 y 23 de la ley mencionada. 
Cuando la información esté sujeta a las limitaciones reseñadas, solo podrá ser suministrada 
de manera que se garantice el respeto de la confidencialidad.

c) Ser informados por la Administración sobre los daños producidos en la salud del 
personal una vez que aquel hubiese tenido conocimiento de ellos, pudiendo presentarse, 
aun fuera de su jornada laboral, en el lugar de los hechos para conocer las circunstancias de 
los daños.

d) Recibir de la Administración las informaciones obtenidas por esta procedentes de las 
personas u órganos encargados de las actividades de protección y prevención en la 
empresa, así como de los organismos competentes para la seguridad y la salud del 
personal, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 40 de la Ley 31/1995, de 8 de 
noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales en materia de colaboración con la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social.

e) Realizar visitas a los lugares de trabajo para ejercer una labor de vigilancia y control 
del estado de las condiciones de trabajo, pudiendo, a tal fin, acceder a cualquier zona de 
dichos lugares de trabajo y comunicarse durante la jornada con el personal, de manera que 
no se altere el normal desarrollo del servicio.

f) Recabar de la Administración la adopción de medidas de carácter preventivo y para la 
mejora de los niveles de protección de la seguridad y la salud del personal, pudiendo a tal fin 
efectuar propuestas a la Administración.

g) En general, al desarrollo del resto de las competencias reconocidas en el artículo 36 
de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, teniendo en 
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cuenta, en su caso, las limitaciones derivadas en relación con las actividades que deben 
quedar excluidas según prevé el artículo 3.2 del mismo texto legal.

5. Las administraciones deberán proporcionar a los delegados y delegadas de 
prevención los medios y la formación en materia preventiva que resulten necesarios para el 
ejercicio de sus funciones. El tiempo dedicado a la formación será considerado como tiempo 
de trabajo a todos los efectos.

6. Se constituirán órganos colegiados de participación con representación paritaria de la 
Administración y de la representación del personal en materia de prevención de riesgos 
laborales.

[ . . . ]
Artículo 133.  Protección social.

1. El personal de la Policía del País Vasco está sujeto al régimen de protección social 
correspondiente al personal funcionario de la institución en la que se integren con las 
especificidades que contengan la normativa de seguridad social al respecto.

2. Los funcionarios y funcionarias de la Ertzaintza estarán sujetos y protegidos por el 
régimen general de la Seguridad Social con las especificidades que en él se contemplen 
para ella.

3. Las administraciones públicas a las que pertenezcan los Cuerpos de la Policía del 
País Vasco arbitrarán mecanismos de protección social complementaria para los casos de 
incapacidad temporal motivada por lesiones o patologías derivadas de enfermedad o 
accidente profesional con ocasión del servicio, siempre y cuando no hubiese mediado dolo o 
negligencia o impericia graves por la persona afectada. E igualmente concertarán seguros 
de accidentes para los casos de fallecimiento, incapacidad permanente total, absoluta o gran 
invalidez o lesiones permanentes, devenidos como consecuencia de las lesiones sufridas en 
el ejercicio de sus funciones.

[ . . . ]
CAPÍTULO X

Régimen disciplinario

[ . . . ]
Artículo 145.  Ejecutividad.

1. Las sanciones disciplinarias serán ejecutivas cuando no quepan contra ellas ningún 
recurso ordinario en vía administrativa, pudiendo adoptarse en la misma las disposiciones 
cautelares precisas para garantizar su eficacia en tanto no sea ejecutiva y que podrán 
consistir en el mantenimiento de las medidas provisionales que en su caso se hubieran 
adoptado.

2. Cuando la resolución sea ejecutiva se podrá suspender cautelarmente si la persona 
interesada manifiesta a la Administración su intención de interponer recurso contencioso-
administrativo contra la resolución firme en vía administrativa.

Dicha suspensión cautelar finalizará cuando haya transcurrido el plazo legalmente 
previsto sin que la persona interesada haya interpuesto recurso contencioso-administrativo, 
o cuando habiendo interpuesto recurso contencioso-administrativo no se haya solicitado en 
el mismo trámite la suspensión cautelar de la resolución impugnada o el órgano judicial se 
pronuncie sobre la suspensión cautelar solicitada, en los términos previstos en ella.

Artículo 146.  Cumplimiento de la sanción.
1. Las sanciones disciplinarias se ejecutarán según los términos de la resolución en que 

se impongan y su naturaleza, su cumplimiento se hará en la forma que menos perjudique a 
la persona sancionada, y comenzarán a cumplirse el mismo día en que adquiera ejecutividad 
la sanción, salvo que por causas justificadas se aplace el cumplimiento en la propia 
resolución conforme a lo dispuesto en este artículo.
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2. De no ser posible el cumplimiento de la sanción en el momento en que se dicte la 
resolución por hallarse el funcionario o funcionaria en situación administrativa que lo impida 
o haber sido jubilado forzosamente, la sanción solo se hará efectiva en caso de que su 
cambio de situación lo permita, salvo que haya transcurrido el plazo de prescripción.

3. Cuando concurran varias sanciones de suspensión de funciones, su cumplimiento se 
llevará a cabo siguiendo el orden cronológico de imposición, comenzando dentro de éste por 
las de mayor gravedad, hasta el límite de seis años. Si la suma de ellas excede de dicho 
límite, no se cumplirá el tiempo que lo sobrepase.

4. La ejecución económica de la sanción de suspensión de funciones se hará efectiva 
inmediatamente con cargo a la persona sancionada.

5. El funcionario o funcionaria sancionado con suspensión de funciones igual o inferior a 
15 días por falta leve o grave podrá optar como medida alternativa de cumplimiento de la 
sanción, y previa aceptación por la Administración, por el trabajo fuera de la jornada laboral 
estipulada sin remuneración o compensación alguna por un periodo igual al de la sanción 
impuesta, respetando en todo caso las garantías de descanso entre jornadas.

6. La persona titular del departamento del Gobierno Vasco competente en materia de 
seguridad y el órgano municipal competente podrán acordar, de oficio o a instancia de la 
persona interesada, cuando mediara causa justa para ello, la suspensión de la ejecución de 
la sanción, por tiempo inferior al de la prescripción, o su inejecución total o parcial. El plazo 
de suspensión de la sanción será computable a efectos de cancelación

[ . . . ]
Disposición adicional quinta.  Personal jubilado de la Policía del País Vasco.

Los funcionarios y funcionarias de la Policía del País Vasco que hayan perdido dicha 
condición por jubilación mantendrán la condición de miembro jubilado del Cuerpo, con la 
categoría que ostentaran en el momento de la jubilación, podrán vestir el uniforme en actos 
institucionales y sociales solemnes, disponer de la correspondiente carné profesional y 
conservar la placa emblema convenientemente modificados conforme a lo que 
reglamentariamente se determine.

Disposición adicional sexta.  Formación de la Policía local como Policía judicial y de 
investigación criminal.

La Academia Vasca de Policía y Emergencias organizará actividades formativas 
específicas en investigación criminal y Policía judicial para que los Cuerpos de la Policía 
local desarrollen tales funciones en el marco de lo dispuesto en los apartados 3 y 4 del 
artículo 44 de la Ley 15/2012, de 28 de junio, de Ordenación del Sistema de Seguridad 
Pública de Euskadi.

Reglamentariamente se regulará la posibilidad de adscribir en comisión de servicios a 
funcionarios o funcionarias de los Cuerpos de Policía local a unidades de investigación 
criminal y Policía judicial de la Ertzaintza.

Disposición adicional séptima.  Permuta en la Policía local.
1. Las alcaldías, previo informe de las respectivas jefaturas de Policía local, pueden 

autorizar la permuta de destinos entre el personal de los Cuerpos de Policía local en servicio 
activo que sirvan en diferentes municipios, siempre que cumplan los siguientes requisitos:

a) Que ambas sean personal funcionario de carrera de la Policía local.
b) Que pertenezcan a la misma escala y categoría.
c) Que ninguna de las personas solicitantes ocupe puestos de jefatura o libre 

designación.
d) Que tengan cinco años ininterrumpidos de servicio activo y que el número de años de 

servicio no difiera entre sí en más de diez años.
e) Que falten como mínimo diez años para cumplir la edad de jubilación legalmente 

prevista.
f) Que no se produzca la jubilación voluntaria y anticipada o la excedencia voluntaria de 

alguna de las personas permutantes en los dos años siguientes a la fecha de la permuta. En 
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este caso, cualquiera de las dos corporaciones afectadas puede anular la permuta mediante 
el procedimiento que reglamentariamente se establezca.

g) Que ninguna de las personas solicitantes tenga incoado un expediente disciplinario o 
cumpla una sanción.

2. No se podrá solicitar una nueva permuta por parte de ninguna de las personas 
permutantes hasta que no hayan transcurrido cinco años desde la anterior.

3. En las autorizaciones realizadas en este proceso de provisión de puestos de trabajo 
se valorará la conciliación de la vida personal, familiar y laboral de los funcionarios o 
funcionarias.

[ . . . ]
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§ 58

Ley 10/1994, de 11 de julio, de la Policía de la Generalidad-«Mossos 
d'Esquadra». [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 1923, de 20 de junio de 1994
«BOE» núm. 192, de 12 de agosto de 1994
Última modificación: 17 de marzo de 2023

Referencia: BOE-A-1994-18777

TÍTULO I
Disposiciones generales, principios de actuación y funciones

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Principios de actuación y funciones

[ . . . ]
Sección segunda. Funciones

Artículo 12.  
1. El Cuerpo de «Mossos d’Esquadra», como policía ordinaria e integral, ejerce las 

funciones que el ordenamiento jurídico atribuye a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, y, en 
concreto:

Primero: Funciones de policía de seguridad ciudadana:
a) Proteger a las personas y bienes.
b) Mantener el orden público.
c) Vigilar y proteger a personas, órganos, edificios, establecimientos y dependencias de 

la Generalidad, garantizar el normal funcionamiento de las instalaciones y la seguridad de 
los usuarios de los servicios.

d) Vigilar los espacios públicos.
e) Proteger las manifestaciones y mantener el orden en grandes concentraciones 

humanas.
f) Prestar auxilio en los casos de accidente, catástrofe o calamidad pública, y participar 

en la ejecución de los planes de protección civil en la forma que se determine en las leyes.
g) Prestar auxilio en las actuaciones en materia de salvamento, si se le requiere.
h) Cumplir, dentro de las competencias de la Generalidad, las funciones de protección de 

la seguridad ciudadana atribuidas a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en la Ley Orgánica 
1/1992.
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i) Prevenir actos delictivos.
j) Las demás funciones que le atribuye la legislación vigente.
Segundo: Funciones de policía administrativa:
a) Velar por el cumplimiento de las leyes aprobadas por el Parlamento de Cataluña y de 

las disposiciones y órdenes singulares dictadas por los demás órganos de la Generalidad.
b) Inspeccionar las actividades sometidas a la ordenación o disciplina de la Generalidad, 

y denunciar toda actividad ilícita.
c) Emplear la coacción en orden a la ejecución forzosa de los actos o disposiciones de 

los órganos de la Generalidad.
d) Velar por el cumplimiento de las leyes y las demás disposiciones del Estado aplicables 

en Cataluña y garantizar el funcionamiento de los servicios públicos esenciales.
e) Velar por el cumplimiento de la normativa sobre el medio ambiente, los recursos 

hidráulicos y la riqueza cinegética, piscícola, forestal y de cualquier otro tipo relacionada con 
la conservación de la naturaleza.

f) Velar por el cumplimiento de la normativa sobre el patrimonio cultural catalán, por lo 
que se refiere a la salvaguardia y protección del mismo y para evitar su expolio o 
destrucción.

g) Colaborar con las policías locales y con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del 
Estado en la recogida, tratamiento y comunicación recíproca de información de interés 
policial.

h) Vigilar, inspeccionar y controlar las empresas de seguridad privada, sus servicios y 
actuaciones y los medios y personal a su cargo, en los términos establecidos en la 
legislación vigente.

i) Las demás funciones que le atribuye la legislación vigente.
Tercero: Las funciones de policía judicial que le corresponden de acuerdo con el artículo 

13.5 del Estatuto de autonomía y que se establecen en el artículo 126 de la Constitución, los 
artículos 443 y 445 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y el resto de la legislación procesal 
vigente, sin perjuicio de aquellas que corresponden a las policías locales. Estas funciones se 
cumplen a través de los servicios ordinarios del Cuerpo o a través de sus unidades 
orgánicas de policía judicial, a iniciativa propia o a requerimiento de las autoridades 
judiciales o del Ministerio Fiscal.

Cuarto: Funciones de intervención en la resolución amistosa de conflictos privados, si se 
le requiere.

Quinto: Funciones de cooperación y colaboración con las entidades locales, de acuerdo 
con la Ley 16/1991, de 10 de julio, de las Policías Locales:

a) Prestar apoyo técnico y operativo a las policías locales cuando éstas no puedan 
asumir plenamente un servicio, por razón del volumen o de la especialización.

b) Ejercer, además de las funciones especificadas en el presente artículo, las propias de 
las policías locales en los municipios que no disponen de ella.

c) En los supuestos establecidos en las letras a) y b), la Generalidad y las corporaciones 
locales suscribirán los correspondientes convenios de cooperación, en los que se definirán, 
en cualquier caso, los objetivos, los recursos, la financiación, la organización y las 
obligaciones y facultades respectivas.

Sexto: Las demás funciones que se le transfieran o deleguen por el procedimiento 
establecido en el artículo 150.2 de la Constitución.

Séptimo: Las demás funciones que se le encomienden.
2. Las funciones establecidas en el apartado 1 se cumplen bajo los principios de 

cooperación, coordinación y mutua colaboracíón con el resto de fuerzas y cuerpos de 
seguridad. De estos principios se deriva la conveniencia para las instituciones implicadas de 
suministrarse mutuamente información policial.

[ . . . ]
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§ 59

Ley 8/2007, de 13 de junio, de Policía de Galicia. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Galicia
«DOG» núm. 120, de 22 de junio de 2007
«BOE» núm. 171, de 18 de julio de 2007
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2007-13827

TÍTULO I
Disposiciones generales, principios de actuación y funciones

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Funciones de la Policía de Galicia

Artículo 15.  Funciones.
1. El Cuerpo de Policía de Galicia, con arreglo al artículo 5 de la presente ley, ejercerá 

las siguientes competencias y funciones:
a) En el ámbito de seguridad ciudadana:
1.º La vigilancia y protección de personas, órganos, edificios, establecimientos y 

dependencias de la Comunidad Autónoma de Galicia, garantizando el normal 
funcionamiento de las instalaciones y la seguridad de los usuarios de sus servicios.

2.º Prestar auxilio en los casos de accidente, catástrofe o calamidad pública y participar 
en la ejecución de los planes de protección civil en la forma en que se determina en las 
leyes.

3.º Prestar auxilio en las actuaciones en materia de salvamento, si es requerido para ello.
4.º Las demás funciones legalmente atribuidas, especialmente:
Proteger a las personas y los bienes.
Mantener el orden público, de acuerdo con el ordenamiento jurídico.
Vigilar los espacios públicos.
Proteger y colaborar en las manifestaciones y mantener el orden público en las grandes 

concentraciones humanas cuando fuese requerido para ello.
Prevenir la comisión de actos delictivos e intervenir cuando fueran cometidos.
Intervenir en la resolución amistosa de conflictos privados si fuese requerido.
Cumplir las funciones de protección de seguridad ciudadana atribuidas a las fuerzas y 

cuerpos de seguridad por la Ley orgánica 1/1992.
b) En el ámbito de policía administrativa:

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

– 641 –



1.º Velar por el cumplimento de las leyes y disposiciones del Estado aplicables en Galicia 
y garantizar el funcionamiento de los servicios públicos esenciales.

2.º Velar por el cumplimiento de las leyes de Galicia y de las normas, disposiciones y 
actos emanados de las demás instituciones y órganos de la Comunidad Autónoma, mediante 
las actividades de investigación, inspección y denuncia, y la ejecución forzosa de sus 
resoluciones.

3.º La inspección de las actividades sometidas a la ordenación o disciplina de la 
Comunidad Autónoma de Galicia, denunciando toda actividad ilícita.

En la ejecución de este tipo de funciones se prestará especial atención a:
Velar por el cumplimiento de la normativa vigente sobre medio ambiente, recursos 

marinos, caza, ganadería, salud pública, incendios forestales, pesca fluvial, ordenación 
urbanística, protección de caminos, costas y asuntos marítimos, transporte y contaminación 
acústica.

Velar por el cumplimiento de la normativa sobre el patrimonio histórico y cultural gallego 
para evitar su expolio o destrucción y para garantizar su salvaguardia y protección.

En el marco de las funciones que le atribuya la normativa específica, vigilar y controlar el 
cumplimiento de la legislación vigente en materia de juego y de espectáculos.

4.º Vigilancia y control del tráfico en las vías interurbanas del territorio de la Comunidad 
Autónoma de Galicia.

5.º Vigilar, inspeccionar y controlar las empresas de seguridad privada, sus servicios y 
actuaciones y los medios y personal a su cargo, en los términos establecidos en la 
legislación vigente.

6.º Informar, asistir y orientar a los ciudadanos.
7.º Colaborar con las instituciones públicas de protección y tutela de menores en la 

consecución de sus objetivos, de conformidad con la legislación civil, penal y penitenciaria 
del Estado.

8.º Colaborar con las instituciones públicas y privadas de protección y tutela de la 
inmigración y con aquellas otras que tengan como objetivo prevenir y evitar cualquier forma 
de marginación.

9.º Colaborar con las instituciones públicas de protección y asistencia a las víctimas de 
violencia de género.

10.º Las demás funciones que le atribuya la legislación vigente.
c) En el ámbito de policía judicial, aquellas funciones que le correspondan de acuerdo 

con lo establecido en el artículo 126 de la Constitución, en la Ley orgánica del poder judicial 
y en la restante normativa vigente.

2. Las funciones enumeradas en el apartado anterior se cumplirán bajo los principios de 
cooperación, coordinación y mutua colaboración con el resto de fuerzas y cuerpos de 
seguridad.

3. Además, la Policía de Galicia podrá asumir todas aquellas otras funciones que sean 
delegadas o transferidas a la Comunidad Autónoma por la vía del artículo 150.2 de la 
Constitución, así como aquellas otras que le sean encomendadas.

[ . . . ]

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 59  Ley de Policía de Galicia [parcial]

– 642 –



§ 60

Ley 2/2008, de 28 de mayo, del Cuerpo General de la Policía 
Canaria. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 109, de 3 de junio de 2008
«BOE» núm. 175, de 21 de julio de 2008

Última modificación: 31 de diciembre de 2018
Referencia: BOE-A-2008-12494

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Cuerpo General de la Policía Canaria

[ . . . ]
Sección 3.ª Funciones

Artículo 19.  Funciones.
1. El Cuerpo General de la Policía Canaria ejercerá las siguientes funciones con carácter 

de propias:
a) Velar por el cumplimiento de las disposiciones y órdenes singulares dictadas por los 

órganos de la Comunidad Autónoma de Canarias.
b) La vigilancia y protección de personas, órganos, edificios, establecimientos y 

dependencias de la Comunidad Autónoma de Canarias y de sus entes instrumentales, 
garantizando el normal funcionamiento de las instalaciones y la seguridad de los usuarios de 
sus servicios.

c) La inspección de las actividades sometidas a la ordenación o disciplina de la 
Comunidad Autónoma de Canarias, denunciando toda actividad ilícita.

d) El uso de la coacción en orden a la ejecución forzosa de los actos o disposiciones de 
la Comunidad Autónoma de Canarias.

e) Las que de acuerdo con su naturaleza puedan corresponderle en virtud de las 
competencias que se atribuyen a la Comunidad Autónoma de Canarias conforme a la Ley 
Orgánica sobre Protección de la Seguridad Ciudadana.

En la ejecución de este tipo de funciones se prestará especial atención a:
I. Proteger el medio ambiente y los recursos naturales.
II. Velar por el cumplimiento de la legislación de ordenación del turismo de Canarias.
III. Ejercer la inspección del transporte terrestre en las vías públicas interurbanas y la del 

transporte marítimo interinsular.
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IV. Velar por el cumplimiento de la normativa sobre el patrimonio cultural canario evitando 
su expolio o destrucción.

V. Informar, asistir y orientar a los ciudadanos.
VI. Colaborar con las instituciones públicas de protección y tutela de menores en la 

consecución de sus objetivos, de conformidad con la legislación civil, penal y penitenciaria 
del Estado.

VII. Colaborar con las instituciones públicas y privadas de protección y tutela de los 
inmigrantes y cualesquiera otras formas de marginación.

VIII. Colaborar con los servicios de salvamento marítimo.
2. El Cuerpo General de la Policía Canaria ejercerá también las siguientes funciones en 

colaboración con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado:
a) Velar por el cumplimiento de las leyes y demás disposiciones del Estado y garantizar 

el funcionamiento de los servicios públicos esenciales.
b) Participar en las funciones de Policía Judicial, en la forma establecida en la Ley 

Orgánica de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.
c) Vigilar los espacios públicos, proteger las manifestaciones y mantener el orden en 

grandes concentraciones humanas. El ejercicio de esta función corresponderá, con carácter 
prioritario, al Cuerpo General de la Policía Canaria, sin perjuicio de la intervención de las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado cuando, bien a requerimiento de las autoridades 
de la Comunidad Autónoma, o bien por decisión propia, lo estimen necesario las autoridades 
estatales competentes.

3. El Cuerpo General de la Policía Canaria tendrá, además, las siguientes funciones de 
prestación simultánea e indiferenciada con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado:

a) La cooperación a la resolución amistosa de los conflictos privados cuando sean 
requeridos para ello.

b) La prestación de auxilio en los casos de accidente, catástrofe o calamidad pública, 
participando, en la forma prevista en las leyes, en la ejecución de los planes de Protección 
Civil.

c) Velar por el cumplimiento de las disposiciones que tiendan a la conservación de la 
naturaleza y medio ambiente, recursos hidráulicos, así como la riqueza cinegética, piscícola, 
forestal y de cualquier otra índole relacionada con la naturaleza.

4. El Cuerpo General de la Policía Canaria ejercerá las demás funciones que le atribuya 
la legislación vigente y las que puedan transferirse por el Estado, de acuerdo con lo 
establecido en la Constitución.

[ . . . ]
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§ 61

Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, de protección de datos 
personales tratados para fines de prevención, detección, 
investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución 

de sanciones penales. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 126, de 27 de mayo de 2021
Última modificación: 29 de julio de 2022

Referencia: BOE-A-2021-8806

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente ley 

orgánica:

PREÁMBULO

I
La Unión Europea es un espacio en el que los estándares y las garantías de protección 

de los derechos de las personas físicas a la protección de los datos personales se 
encuentran en la vanguardia internacional y constituyen un referente mundial. El rápido 
desarrollo tecnológico, especialmente de Internet, así como la creciente globalización de la 
economía mundial y europea han hecho imprescindible abordar la reforma del marco jurídico 
de la protección de datos, al objeto de consolidar e incluso mejorar este elevado nivel de 
protección a través de la creación de un marco legislativo nuevo, adaptado a la realidad 
cambiante, al tiempo que sólido, coherente e integral. En definitiva, un entorno normativo 
para un mundo globalizado y digital.

En este sentido, la Comunicación de la Comisión Europea «Un enfoque global de la 
protección de los datos personales en la Unión Europea», de 4 de noviembre de 2010, 
precedida de un intenso periodo de consultas durante más de dos años con los Estados 
miembros, el público en general, así como con los distintos sectores afectados, sentó las 
bases de lo que sería esta nueva perspectiva normativa.

El marco normativo resultante consta, principalmente, de dos instrumentos: el 
Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, 
relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos 
personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 
95/46/CE (Reglamento General de Protección de Datos), que sustituye a una norma vigente 
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desde hacía más de veinte años, y la Directiva (UE) 2016/680 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 27 de abril de 2016, relativa a la protección de las personas físicas en lo que 
respecta al tratamiento de datos personales por parte de las autoridades competentes para 
fines de prevención, investigación, detección o enjuiciamiento de infracciones penales o de 
ejecución de sanciones penales, y a la libre circulación de dichos datos y por la que se 
deroga la Decisión Marco 2008/977/JAI del Consejo.

En nuestro ordenamiento jurídico, la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de 
Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, adaptó el Reglamento 
General de Protección de Datos, en lo que respecta al tratamiento de los datos personales y 
a la libre circulación de estos datos.

II
La Directiva (UE) 2016/680 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 

2016, objeto de transposición por esta Ley Orgánica, deroga la Decisión Marco 2008/977/JAI 
del Consejo, de 27 de noviembre de 2008, relativa a la protección de datos personales 
tratados en el marco de la cooperación policial y judicial en materia penal, que había sido 
superada por varias razones.

En primer lugar, se trataba de una norma previa al Tratado de Lisboa que requería de su 
oportuna adaptación a los nuevos Tratados, en particular, al artículo 16 del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea, que exige que el Consejo y el Parlamento Europeo, a 
través del procedimiento legislativo ordinario, regulen la protección de los datos personales.

En segundo término, la decisión marco se aprobó conforme a la estructura de pilares de 
la Unión Europea, previa al Tratado de Lisboa, por lo que contaba con un ámbito de 
aplicación limitado exclusivamente al tratamiento de datos personales de carácter 
transfronterizo entre los Estados miembros, sin alcanzar, por tanto, a los tratamientos de 
carácter estrictamente nacional.

Asimismo, otorgaba una amplísima capacidad de maniobra a los Estados miembros, sin 
asegurar un nivel mínimo de armonización deseable en determinados ámbitos, como el 
reconocimiento en todos los Estados del derecho de acceso de los interesados a sus propios 
datos, el principio del tratamiento de los datos para fines determinados o las condiciones 
para las transferencias internacionales.

En definitiva, la fragmentación y complejidad de la regulación en este campo perjudicaba 
la necesaria confianza entre los actores de la cooperación policial y judicial penal en Europa, 
quienes mostraban recelos a compartir información, entre otros motivos, por la ausencia de 
una mínima armonización en cuanto a la protección de los datos de carácter personal; unos 
datos que resultan esenciales en el terreno de la cooperación operativa.

III
La Directiva (UE) 2016/680 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 

2016, subsana estas deficiencias, ampliando su ámbito de aplicación al tratamiento nacional 
de los datos personales en el espacio de la cooperación policial y judicial penal. Toda vez 
que cubre otras carencias de la normativa europea anterior, dado que incluye la regulación 
de los datos genéticos –que reclamaba el Tribunal Europeo de Derechos Humanos-, así 
como la distinción entre los datos personales según su grado de exactitud y fiabilidad, o la 
diferenciación entre distintas categorías de interesados.

Resulta pertinente poner de relieve que la citada directiva que transpone esta Ley 
Orgánica se aprobó como respuesta a las crecientes amenazas para la seguridad en el 
contexto nacional e internacional, que tienen, en numerosos casos, un componente 
transfronterizo. Por esta razón, la cooperación internacional y la transmisión de información 
de carácter personal entre los servicios policiales y judiciales de los países implicados se 
convierten en un objetivo ineludible. En efecto, los atentados terroristas de Nueva York en 
2001 supusieron un punto de inflexión en la necesidad de reforzar la cooperación judicial y 
policial en la lucha contra el terrorismo, como volvería a ponerse de manifiesto con ocasión 
de los atentados de Bruselas y Niza en 2016.

La cooperación encaminada a compartir a tiempo la información operativa precisa se 
erige en un requisito de eficacia en la prevención y lucha contra este tipo de amenazas. Todo 
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ello, teniendo en cuenta el estado de la técnica, que permite, en la actualidad, tratamientos 
de datos a gran escala en el ámbito de la seguridad.

Este intercambio de información debe realizarse, en todo caso, de manera que se 
garanticen los principios democráticos y la seguridad de las personas a lo largo de las fases 
del tratamiento.

En consecuencia, esta Ley Orgánica asume la finalidad de lograr un elevado nivel de 
protección de los derechos de la ciudadanía, en general, y de sus datos personales, en 
particular, que resulte homologable al del resto de los Estados miembros de la Unión 
Europea, incorporando y concretando las reglas que establece la directiva.

En este sentido, la Constitución española fue precursora del reconocimiento y la defensa 
del derecho fundamental a la protección de datos personales. Así, el artículo 18.4 de nuestra 
norma fundamental dispone que la ley limitará el uso de la informática para garantizar el 
honor y la intimidad personal y familiar de la ciudadanía y el pleno ejercicio de sus derechos. 
El Tribunal Constitucional, en reiterada jurisprudencia, entiende la protección de datos como 
un derecho fundamental que garantiza a toda persona la capacidad de controlar el uso y 
destino de sus datos, con el propósito de evitar el tráfico ilícito o lesivo de los mismos o una 
utilización para fines distintos de los que justificaron su obtención.

Por todo ello, la transposición de esta directiva por los Estados miembros supone el 
establecimiento de un marco jurídico consistente, que proporciona la seguridad jurídica 
necesaria para facilitar la cooperación policial y judicial penal y, por tanto, una mayor eficacia 
en el desempeño de sus funciones por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y de nuestro 
sistema judicial penal en su conjunto, incluido el penitenciario.

IV
Esta Ley Orgánica consta de sesenta y cinco artículos estructurados en ocho capítulos, 

cinco disposiciones adicionales, una disposición transitoria, una disposición derogatoria y 
doce disposiciones finales.

El capítulo I, relativo a las disposiciones generales, define el objeto de la Ley Orgánica, 
entendiéndose como la regulación del tratamiento de los datos personales para fines de 
prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución 
de sanciones penales, incluida la protección y de prevención frente a las amenazas contra la 
seguridad pública, cuando dicho tratamiento se lleve a cabo por los órganos que, a efectos 
de esta Ley Orgánica, tengan la consideración de autoridades competentes.

La finalidad principal es que los datos sean tratados por estas autoridades competentes 
de manera que se cumplan los fines prevenidos a la par que establecer los mayores 
estándares de protección de los derechos fundamentales y las libertades de los ciudadanos, 
de forma que se cumpla lo dispuesto en el artículo 8, apartado 1, de la Carta de los 
Derechos Fundamentales de la Unión Europea, así como en el artículo 16, apartado 1, del 
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea y el artículo 18.4 de la Constitución.

Asimismo, en correspondencia con lo que dispone el artículo 22.6 de la Ley Orgánica 
3/2018, de 5 de diciembre, cuando el tratamiento de los datos personales se realice para 
alguno de los fines establecidos en esta Ley Orgánica y proceda de las imágenes y sonidos 
obtenidos mediante la utilización de cámaras y videocámaras por las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad, o bien se lleve a cabo por los órganos competentes para la vigilancia y control en 
los centros penitenciarios o para el control, regulación, vigilancia y disciplina del tráfico, 
dichos tratamientos se regularán por las disposiciones de esta Ley Orgánica 
complementándose, en lo que no resulte contrario a su contenido, con la normativa vigente 
que regula estos ámbitos. De este modo, se establece un nuevo sistema que gira en torno a 
las obligaciones de los responsables del tratamiento y a las distintas misiones que se les 
asignan.

Aunque se deben excluir con carácter general, se incluyen igualmente algunas 
previsiones específicas para el tratamiento de los datos de personas fallecidas a similitud de 
lo que se dispone en la precitada Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre.

Las autoridades competentes, a efectos de esta Ley Orgánica, se definen como 
autoridades públicas con competencias legalmente encomendadas para la consecución de 
los fines específicos incluidos en el ámbito de aplicación. En concreto, se determina que 
serán autoridades competentes: las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad; las autoridades 
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judiciales del orden jurisdiccional penal y el Ministerio Fiscal; las Administraciones 
Penitenciarias; la Dirección Adjunta de Vigilancia Aduanera; el Servicio Ejecutivo de la 
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias; y la Comisión 
de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo. Todo ello, sin perjuicio de que 
los tratamientos que se lleven a cabo por los órganos jurisdiccionales se rijan por lo 
dispuesto en esta Ley Orgánica, en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, 
y en las leyes procesales penales.

Se excluyen expresamente del ámbito de aplicación ciertos tratamientos, como los 
realizados por las autoridades competentes para fines distintos de los cubiertos por la Ley 
Orgánica; los llevados a cabo por los órganos de la Administración General del Estado en el 
marco de las actividades comprendidas en el ámbito del capítulo II del título V del Tratado de 
la Unión Europea, en relación a la Política Exterior y de Seguridad Común; los derivados de 
una actividad no comprendida en el ámbito de aplicación del Derecho de la Unión Europea; y 
los sometidos a la normativa sobre materias clasificadas. Entre estos últimos se mencionan 
expresamente como incluidos los tratamientos relativos a la Defensa Nacional.

El capítulo II se refiere a los principios de protección de datos cuya garantía corresponde 
al responsable del tratamiento. Estos principios se regulan en términos similares a lo 
establecido en el Reglamento General de Protección de Datos, con algunas especialidades 
propias del ámbito de esta Ley Orgánica.

Se incluye un deber de colaboración con las autoridades competentes, según el cual, 
salvo que legalmente sea exigible una autorización judicial, las Administraciones Públicas o 
cualquier persona física o jurídica deberá proporcionar a las autoridades judiciales, al 
Ministerio Fiscal o a la Policía Judicial la información necesaria para la investigación o 
enjuiciamiento de infracciones penales o la ejecución de las penas y la información 
necesaria para la protección y prevención frente a un peligro real y grave para la seguridad 
pública. Todo ello, con la obligación de no informar al interesado de dichos tratamientos 
ulteriores. Esta última precisión resulta fundamental para evitar que la puesta de la 
información a disposición del interesado pueda poner en peligro los fines que, de acuerdo 
con la directiva y esta Ley Orgánica, justifican el tratamiento de los datos.

Se regulan, también, los plazos de conservación y de revisión de los datos de carácter 
personal tratados, siendo relevante el establecimiento de un plazo máximo de conservación 
de los datos con carácter general y la implantación de un sistema que permite al responsable 
revisar, en el plazo que el mismo establezca dentro del margen legal, la necesidad de 
conservar, limitar o suprimir el conjunto de los datos personales contenidos en cada una de 
sus actividades de tratamiento. El responsable deberá, en sus tratamientos, distinguir los 
datos que correspondan a las diversas categorías de interesados, tales como los 
sospechosos, los condenados o los sancionados, las víctimas o los terceros involucrados, 
así como diferenciar, en la medida de lo posible, si los datos que trata son datos basados en 
hechos o en apreciaciones.

Se exigen igualmente ciertas condiciones que determinan la licitud de todo tratamiento 
de datos de carácter personal, esto es, que sean tratados por las autoridades competentes; 
que resulten necesarios para los fines de esta Ley Orgánica y que, en caso necesario y en 
cada ámbito particular, se especifiquen las especialidades por una norma con rango de ley 
que incluya unos contenidos mínimos.

En el supuesto de transmisión de datos sujetos a condiciones específicas de tratamiento, 
dichas condiciones deberán ser respetadas por el destinatario de los mismos, en especial, la 
prohibición de transmitirlos o de utilizarlos para fines distintos para los que fueron 
transmitidos.

De igual modo, se exige que el tratamiento de categorías especiales de datos, como son 
los que revelen el origen étnico o racial, las opiniones políticas, las convicciones religiosas o 
filosóficas, la afiliación sindical o los genéticos o biométricos, sólo pueda tener lugar cuando 
sea estrictamente necesario y se cumplan ciertas condiciones.

Los datos biométricos (como las huellas dactilares o la imagen facial) sólo se consideran 
incluidos en esta categoría especial cuando su tratamiento está dirigido a identificar de 
manera unívoca a una persona física. Esta necesidad de identificación en las actuaciones 
amparadas legalmente se lleva a cabo, con frecuencia, por las distintas autoridades 
competentes. El propósito es singularizar los autores o partícipes de infracciones penales, 
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así como poder reconocer si son las personas que se supone o se busca, y de esta forma, 
atribuir o exonerar, sin género de dudas, la participación en determinados hechos, gracias a 
posibles indicios o vestigios biométricos.

Habida cuenta de la vertiginosa evolución tecnológica y los medios electrónicos de los 
que se dispone, se incluye la habilitación legal que facilite una respuesta rápida y adecuada 
en el uso de estos datos, con el objetivo final de garantizar y proteger los derechos de los 
interesados y de la ciudadanía en general.

Se prohíbe, igualmente, la adopción de decisiones individuales automatizadas, incluida 
la elaboración de perfiles en este ámbito, salvo que esté autorizado por una norma con 
rango de ley del ordenamiento jurídico español o europeo.

El capítulo III, se divide en dos secciones y aborda los derechos de las personas. Regula 
una serie de condiciones generales del ejercicio de los derechos, tales como la obligación 
exigible al responsable de facilitar la información correspondiente a los derechos del 
interesado de forma concisa, con un lenguaje claro y sencillo y de manera gratuita. Se 
establece la información que debe ponerse a disposición del interesado, siendo algunos 
datos obligatorios, en todo caso, y otros en casos concretos.

Se reconocen los derechos de acceso, rectificación, supresión y limitación del 
tratamiento. En virtud de tales derechos se faculta al interesado a conocer si se están 
tratando o no sus datos y, en caso afirmativo, acceder a cierta información sobre el 
tratamiento; a obtener la rectificación de sus datos si estos resultaran inexactos; a 
suprimirlos cuando fueran contrarios a lo dispuesto en los artículos 6, 11 o 13, o cuando así 
lo requiera una obligación legal exigible al responsable; y a limitar el tratamiento, cuando el 
interesado ponga en duda la exactitud de los datos o estos datos deban conservarse 
únicamente a efectos probatorios.

Estos derechos podrán ser ejercidos por el interesado directamente o, en determinados 
casos, a través de la autoridad de protección de datos.

Dispone esta Ley Orgánica que estos derechos pueden ser restringidos por ciertas 
causas tasadas, como cuando sea necesario para evitar que se obstaculice una 
investigación o se ponga en peligro la seguridad pública o la seguridad nacional.

Se establece, en su sección segunda, un régimen especial de derechos de los 
interesados en el marco de investigaciones y procesos penales.

El capítulo IV recoge las obligaciones y responsabilidades de los responsables y 
encargados de protección de datos, las medidas de seguridad y la figura del delegado de 
protección de datos, a lo largo de tres secciones. El responsable del tratamiento, teniendo en 
cuenta la naturaleza, el ámbito, el contexto y los fines del tratamiento, así como los niveles 
de riesgo para los derechos y libertades de las personas físicas, aplicará las medidas 
técnicas y organizativas apropiadas.

El encargado del tratamiento llevará a cabo sus funciones por cuenta del responsable, 
debiendo ofrecer garantías para aplicar medidas técnicas y organizativas apropiadas.

Todo responsable y encargado del tratamiento deberá conservar un registro de 
actividades de tratamiento, con datos identificativos, tales como los datos de contacto del 
responsable, los fines o las categorías de interesados, y un registro de operaciones, pieza 
angular de este sistema e instrumento básico para acreditar el cumplimiento de varios de los 
principios de tratamiento, que comprenderá la recogida, la alteración, las consultas y las 
transferencias de los datos personales entre otras operaciones. Asimismo, están obligados a 
cooperar con la autoridad de protección de datos, en el marco de la legislación vigente.

Se establecen ciertas obligaciones que responden a un nuevo modelo de 
responsabilidad activa que exige una valoración previa del riesgo que pudiera generar el 
tratamiento de los datos de carácter personal para los interesados, para, a partir de dicha 
valoración, adoptar las medidas que procedan.

Se presta una atención detallada a la seguridad del tratamiento, regulándose alguna de 
las medidas de seguridad que se aplicarán, si bien solo se dispone como obligatoria la 
puesta en marcha del citado registro de operaciones como medida técnica y organizativa, 
siendo las demás las que el responsable determine como las más adecuadas para lograr el 
control que se le solicita en virtud del tipo de tratamiento que se esté llevando a cabo y del 
nivel de riesgo que se estime, tras el correspondiente análisis. Se impone, asimismo, el 
deber de notificación a la autoridad de protección de datos de cualquier violación de la 
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seguridad que, con carácter general, deberá ser notificada al interesado, salvo en supuestos 
expresamente previstos en la ley.

El delegado de protección de datos se configura como el órgano o figura de 
asesoramiento y supervisión de los responsables de protección de datos, que podrá ser 
único para varias autoridades competentes y cuya designación será obligatoria salvo en 
relación con los tratamientos de datos con fines jurisdiccionales. En el caso de que se 
dispongan tratamientos que queden bajo distintos ámbitos de aplicación, con el fin de evitar 
disfunciones en las organizaciones de las autoridades competentes, se establece que la 
figura del delegado de protección de datos será única para todos ellos.

El capítulo V regula las transferencias de datos personales realizadas por las 
autoridades competentes españolas a un Estado que no sea miembro de la Unión Europea o 
a una organización internacional, incluidas las transferencias ulteriores a otro Estado que no 
pertenezca a la Unión Europea u otra organización internacional y se establecen las 
condiciones que deberán cumplirse para que estas sean lícitas.

Así, con el fin de garantizar que no se menoscabe el nivel de protección de las personas 
físicas previsto en esta Ley Orgánica, la transferencia respetará ciertas condiciones previstas 
en la misma. De este modo, sólo deben realizarse cuando sean necesarias para los fines de 
esta Ley Orgánica y cuando el responsable del tratamiento en el tercer país u organización 
internacional sea autoridad competente en relación a dichos fines.

Asimismo, cuando el dato se transfiere a un tercer país o a una organización 
internacional, la autoridad competente del Estado miembro en el que se obtuvo el dato, debe 
autorizar previamente esta transferencia y las ulteriores que puedan tener lugar a otro tercer 
país o a una organización internacional. En cuanto al tercer país u organización internacional 
destinatario de la trasferencia, deberá ser objeto de evaluación por la Comisión Europea a la 
vista de su nivel de protección de datos o, en caso de ausencia de decisión, debe 
entenderse por el responsable del tratamiento que ofrece garantías adecuadas. Sólo por las 
causas excepcionales previstas en esta Ley Orgánica se podrán autorizar transferencias 
fuera de estos supuestos. Este capítulo finaliza con la regulación de la transferencia 
internacional de datos personales a destinatarios que, no siendo autoridades competentes, 
están establecidos en terceros países.

El capítulo VI, relativo a las autoridades de protección de datos, dispone que dichas 
autoridades sean la Agencia Española de Protección de Datos y las Agencias Autonómicas 
de Protección de Datos, en sus respectivos ámbitos competenciales. Asimismo, la Ley 
Orgánica recoge sus potestades, funciones y la asistencia entre autoridades de protección 
de datos de los Estados miembros. Se remite en lo restante a la normativa que les resulte de 
aplicación.

El capítulo VII prevé que los procedimientos de reclamación que se planteen ante las 
autoridades de protección de datos se rijan por lo establecido en la Ley Orgánica 3/2018, de 
5 de diciembre, o, en su caso, por la normativa reguladora de la autoridad de protección de 
datos correspondiente. Se refiere a aquellos supuestos en que los responsables o 
encargados del tratamiento, o de la autoridad de protección de datos, en su caso, incumplan 
esta Ley Orgánica y generen un daño o lesión en los bienes o derechos del interesado.

Este capítulo, además, aborda la responsabilidad de los responsables o encargados del 
tratamiento o de la autoridad de protección de datos, en su caso, cuando incumplan esta Ley 
Orgánica y se genere un daño o lesión en los bienes o derechos de un interesado. De igual 
modo, se detalla la forma de ejercer el derecho a la tutela judicial efectiva ante la jurisdicción 
contencioso-administrativa contra las decisiones de una autoridad de protección de datos 
que puedan entenderse que conciernen a los interesados.

Finalmente, el capítulo VIII regula el régimen sancionador específico aplicable ante 
incumplimientos de las obligaciones previstas en esta Ley Orgánica. Se definen los sujetos 
sobre los que recaerá la responsabilidad por las infracciones cometidas. Se determinan las 
reglas del concurso de normas para resolver los casos en los que un hecho pueda ser 
calificado con arreglo a dos o más de ellas, al tiempo que se tipifican las infracciones, que, 
en función de su gravedad, podrán ser leves, graves o muy graves. Por último, se establecen 
las sanciones que se pueden imponer, y se fijan los plazos de prescripción tanto de las 
infracciones como de las sanciones y de caducidad.
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Las disposiciones adicionales se refieren a regímenes específicos, al intercambio de 
datos dentro de la Unión Europea, a los acuerdos internacionales en el ámbito de la 
cooperación judicial en materia penal y de la cooperación policial, y a los tratamientos que se 
efectúen en relación con los ficheros y al Registro de Población de las Administraciones 
Públicas.

Las disposiciones finales introducen las modificaciones necesarias en la Ley Orgánica 
1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria, para adecuarla a las previsiones de 
esta Ley Orgánica en relación con los tratamientos para ejecución de la pena; en la Ley 
50/1981, de 30 de diciembre; en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio; en la Ley Orgánica 
3/2018, de 5 de diciembre; en la Ley Orgánica 1/2020, de 16 de septiembre, sobre la 
utilización de los datos del registro de nombres de pasajeros para la prevención, detección, 
investigación y enjuiciamiento de delitos de terrorismo y delitos graves en correspondencia 
con determinadas obligaciones de los operadores; en la Ley 19/2007, de 11 de julio, contra 
la violencia, el racismo, la xenofobia y la intolerancia en el deporte; en la Ley 5/2014, de 4 de 
abril, de Seguridad Privada para adecuar, en ambos casos, los plazos de caducidad de los 
expedientes sancionadores; y en el texto refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación de 
Vehículos a Motor y Seguridad Vial, aprobado por el Real Decreto Legislativo 6/2015, de 30 
de octubre, para dar soporte legal específico a las matriculaciones por razones de Seguridad 
Nacional.

En la elaboración de esta Ley Orgánica se han observado los principios de necesidad, 
eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia, exigidos por el 
artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas.

En primer lugar, se trata de una norma necesaria, dado que la transposición de la 
Directiva (UE) 2016/680 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, 
exige una ley de carácter orgánico, al afectar la norma comunitaria a un derecho 
fundamental reconocido en el artículo 18 de la Constitución y por imperativo del artículo 81 
de la misma. En este sentido, el artículo 18.4 de la Constitución dispone que la ley limitará el 
uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de la 
ciudadanía y el pleno ejercicio de sus derechos.

Esta Ley Orgánica, además, incorpora a nuestro ordenamiento interno los instrumentos 
que permitirán una eficaz protección de los datos de las personas físicas frente a su 
tratamiento por parte de las autoridades competentes con fines de prevención, detección, 
investigación o enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, 
incluidas la protección y la prevención frente a las amenazas contra la seguridad pública.

Por lo que respecta al principio de seguridad jurídica, en razón de la materia objeto de 
regulación, la transposición de la directiva se realiza mediante una Ley Orgánica, cuya 
tramitación e integración en el ordenamiento jurídico goza de las garantías que amparan las 
normas de esta naturaleza.

En cuanto al principio de proporcionalidad, esta Ley Orgánica contempla un importante 
número de garantías orientadas a que el tratamiento de datos personales sea proporcional, 
oportuno, mínimo y suficiente para el cumplimiento de los fines que se persiguen. En 
particular, su tratamiento se sujeta a los principios que rigen el tratamiento de datos 
personales, por lo que se exige que no sean tratados para otros fines distintos de los 
establecidos en la norma, salvo que dicho tratamiento esté autorizado por el Derecho de la 
Unión Europea o por nuestro Derecho interno. Cuando los datos personales sean tratados 
para otros fines que no sean los de la prevención, detección, investigación o enjuiciamiento 
de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, incluidas la protección y la 
prevención frente a las amenazas contra la seguridad pública, se aplicará el Reglamento 
General de Protección de Datos, a menos que el tratamiento se efectúe como parte de una 
actividad que quede fuera del ámbito de aplicación del Derecho de la Unión Europea.

Se cumple, también, el principio de transparencia, puesto que esta norma ha sido 
sometida a los correspondientes trámites de participación pública, esto es, el de consulta 
pública previa y el de audiencia e información pública.

En la tramitación de esta Ley Orgánica, además de los diversos Ministerios concernidos 
por razón de la materia, han emitido informe la Agencia Española de Protección de Datos; la 
Agencia Vasca de Protección de Datos; la Autoridad Catalana de Protección de Datos; el 
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Consejo Fiscal; el Consejo General del Poder Judicial; los Departamentos de Seguridad 
Pública del Gobierno Vasco y de Interior de la Generalidad de Cataluña; y finalmente el 
Consejo de Estado. Se trata, por tanto, de un texto en el cual se han incorporado las 
consideraciones de órganos tan relevantes como los expuestos.

Por último, esta Ley Orgánica se dicta al amparo de las reglas 1.ª, 6.ª, 18.ª y 29.ª del 
artículo 149.1 de la Constitución, que atribuyen al Estado las competencias exclusivas, 
respectivamente, para la regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad 
de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes 
constitucionales; sobre legislación penal, penitenciaria y procesal; respecto a las bases del 
régimen jurídico de las Administraciones Públicas, el procedimiento administrativo común y 
en relación al sistema de responsabilidad de todas las Administraciones públicas; y en 
materia de seguridad pública.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
Esta Ley Orgánica tiene por objeto establecer las normas relativas a la protección de las 

personas físicas en lo que respecta al tratamiento de los datos de carácter personal por 
parte de las autoridades competentes, con fines de prevención, detección, investigación y 
enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, incluidas la 
protección y prevención frente a las amenazas contra la seguridad pública.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación.
1. Será de aplicación al tratamiento total o parcialmente automatizado de datos 

personales, así como al tratamiento no automatizado de datos personales contenidos o 
destinados a ser incluidos en un fichero, realizado por las autoridades competentes, con 
fines de prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de 
ejecución de sanciones penales, incluidas la protección y prevención frente a las amenazas 
contra la seguridad pública.

2. El tratamiento de los datos personales llevado a cabo con ocasión de la tramitación 
por los órganos judiciales y fiscalías de las actuaciones o procesos de los que sean 
competentes, así como el realizado dentro de la gestión de la Oficina judicial y fiscal, en el 
ámbito del artículo 1, se regirá por lo dispuesto en la presente Ley Orgánica, sin perjuicio de 
las disposiciones de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, las leyes 
procesales que le sean aplicables y, en su caso, por la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, por 
la que se regula el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal. Las autoridades de protección de 
datos a las que se refiere el capítulo VI no serán competentes para controlar estas 
operaciones de tratamiento.

3. Quedan fuera del ámbito de aplicación de esta Ley Orgánica los siguientes 
tratamientos de datos personales:

a) Los realizados por las autoridades competentes para fines distintos de los previstos en 
el artículo 1, incluidos los fines de archivo por razones de interés público, investigación 
científica e histórica o estadísticos. Estos tratamientos se someterán plenamente a lo 
establecido en el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 
de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al 
tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga 
la Directiva 95/46/CE (Reglamento General de Protección de Datos), así como en la Ley 
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de datos personales y garantía de los 
derechos digitales.

b) Los llevados a cabo por los órganos de la Administración General del Estado en el 
marco de las actividades comprendidas en el ámbito de aplicación del capítulo II del título V 
del Tratado de la Unión Europea.

c) Los tratamientos que afecten a actividades no comprendidas en el ámbito de 
aplicación del Derecho de la Unión Europea.
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d) Los sometidos a la normativa sobre materias clasificadas, entre los que se encuentran 
los tratamientos relativos a la Defensa Nacional.

e) Los tratamientos realizados en las acciones civiles y procedimientos administrativos o 
de cualquier índole vinculados con los procesos penales que no tengan como objetivo 
directo ninguno de los fines del artículo 1.

4. Esta Ley Orgánica no se aplicará a los tratamientos de datos de personas fallecidas, 
sin perjuicio de lo establecido en el artículo siguiente.

Artículo 3.  Datos de personas fallecidas.
1. Las personas vinculadas al fallecido por razones familiares o de hecho, así como sus 

herederos, podrán dirigirse al responsable o encargado del tratamiento al objeto de solicitar 
el acceso, rectificación o supresión de los datos de aquel. Estos derechos se regularán de 
acuerdo con lo dispuesto en esta Ley Orgánica.

2. En caso de fallecimiento de menores, estas facultades podrán ejercerse también por 
sus representantes legales o, en el marco de sus competencias, por el Ministerio Fiscal, que 
podrá actuar de oficio o a instancia de cualquier persona interesada.

3. En caso de fallecimiento de personas con discapacidad, estas facultades también 
podrán ejercerse, además de por quienes señala el apartado anterior, por quienes hubiesen 
sido designados para el ejercicio de funciones de apoyo, si tales facultades se entendieran 
comprendidas en las medidas de apoyo prestadas por el designado.

Artículo 4.  Autoridades competentes.
1. Será autoridad competente, a los efectos de esta Ley Orgánica, toda autoridad pública 

que tenga competencias encomendadas legalmente para el tratamiento de datos personales 
con alguno de los fines previstos en el artículo 1.

En particular, tendrán esa consideración, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
las siguientes autoridades:

a) Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.
b) Las Administraciones Penitenciarias.
c) La Dirección Adjunta de Vigilancia Aduanera de la Agencia Estatal de Administración 

Tributaria.
d) El Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e 

Infracciones Monetarias.
e) La Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo.
2. También tendrán consideración de autoridades competentes las Autoridades judiciales 

del orden jurisdiccional penal y el Ministerio Fiscal.

Artículo 5.  Definiciones.
A efectos de esta Ley Orgánica se entenderá por:
a) «datos personales»: toda información sobre una persona física identificada o 

identificable («el interesado»); se considerará persona física identificable a toda persona 
cuya identidad pueda determinarse, directa o indirectamente, en particular mediante un 
identificador, como por ejemplo un nombre, un número de identificación, unos datos de 
localización, un identificador en línea o uno o varios elementos propios de la identidad física, 
fisiológica, genética, psíquica, económica, cultural o social de dicha persona;

b) «tratamiento»: cualquier operación o conjunto de operaciones realizadas sobre datos 
personales o conjuntos de datos personales, ya sea por procedimientos automatizados o no, 
como la recogida, registro, organización, estructuración, conservación, adaptación o 
modificación, extracción, consulta, utilización, comunicación por transmisión, difusión o 
cualquier otra forma de habilitación de acceso, cotejo o interconexión, limitación, supresión o 
destrucción;

c) «limitación del tratamiento»: el marcado de los datos personales conservados con el 
fin de limitar su tratamiento en el futuro;
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d) «elaboración de perfiles»: toda forma de tratamiento automatizado de datos 
personales consistente en utilizar datos personales para evaluar determinados aspectos 
personales de una persona física, en particular para analizar o predecir aspectos relativos al 
rendimiento profesional, situación económica, salud, preferencias personales, intereses, 
fiabilidad, comportamiento, ubicación o movimientos de dicha persona física;

e) «seudonimización»: el tratamiento de datos personales de manera tal que ya no 
puedan atribuirse a un interesado sin utilizar información adicional, siempre que dicha 
información adicional se mantenga por separado y esté sujeta a medidas técnicas y 
organizativas destinadas a garantizar que los datos personales no se atribuyan a una 
persona física identificada o identificable;

f) «fichero»: todo conjunto estructurado de datos personales, accesibles con arreglo a 
criterios determinados, ya sea centralizado, descentralizado o dispersado de forma funcional 
o geográfica;

g) «responsable del tratamiento» o «responsable»: la autoridad competente que sola o 
conjuntamente con otras, determine los fines y medios del tratamiento de datos personales; 
en caso de que los fines y medios del tratamiento estén determinados por el Derecho de la 
Unión Europea o por la legislación española, dichas normas podrán designar al responsable 
del tratamiento, o bien los criterios para su nombramiento.

h) «encargado del tratamiento» o «encargado»: la persona física o jurídica, autoridad 
pública, servicio u otro organismo que trate datos personales por cuenta del responsable del 
tratamiento;

i) «destinatario»: la persona física o jurídica, autoridad pública, servicio o cualquier otro 
organismo al que se comuniquen datos personales, se trate o no de un tercero. No obstante, 
no se considerará destinatarios las autoridades públicas que puedan recibir datos personales 
en el marco de una investigación concreta de conformidad con la legislación española o de 
la Unión Europea; el tratamiento de tales datos por las citadas autoridades públicas será 
conforme con las normas en materia de protección de datos aplicables a los fines del 
tratamiento;

j) «violación de la seguridad de los datos personales»: toda violación de la seguridad que 
ocasione la destrucción, pérdida o alteración accidental o ilícita, o la comunicación o acceso 
no autorizados a datos personales transmitidos, conservados o tratados de otra forma;

k) «datos genéticos»: datos personales relativos a las características genéticas 
heredadas o adquiridas de una persona física que proporcionen una información única sobre 
la fisiología o la salud de esa persona, obtenidos en particular del análisis de una muestra 
biológica de la persona física de que se trate;

l) «datos biométricos»: datos personales obtenidos a partir de un tratamiento técnico 
específico, relativos a las características físicas, fisiológicas o de conducta de una persona 
física que permitan o confirmen la identificación única de dicha persona, como imágenes 
faciales o datos dactiloscópicos;

m) «datos relativos a la salud»: datos personales relativos a la salud física o mental de 
una persona física, incluida la prestación de servicios de atención sanitaria, que revelen 
información sobre su estado de salud;

n) «organización internacional»: una organización internacional y sus entes subordinados 
de Derecho internacional público o cualquier otro organismo creado mediante un acuerdo 
entre dos o más países o en virtud de tal acuerdo.

CAPÍTULO II
Principios, licitud del tratamiento y videovigilancia

Sección 1.ª Principios y licitud del tratamiento

Artículo 6.  Principios relativos al tratamiento de datos personales.
1. Los datos personales serán:
a) Tratados de manera lícita y leal.
b) Recogidos con fines determinados, explícitos y legítimos, y no serán tratados de forma 

incompatible con esos fines.
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c) Adecuados, pertinentes y no excesivos en relación con los fines para los que son 
tratados.

d) Exactos y, si fuera necesario, actualizados. Se adoptarán todas las medidas 
razonables para que se supriman o rectifiquen, sin dilación indebida, los datos personales 
que sean inexactos con respecto a los fines para los que son tratados.

e) Conservados de forma que permitan identificar al interesado durante un período no 
superior al necesario para los fines para los que son tratados.

f) Tratados de manera que se garantice una seguridad adecuada, incluida la protección 
contra el tratamiento no autorizado o ilícito y contra su pérdida, destrucción o daño 
accidental. Para ello, se utilizarán las medidas técnicas u organizativas adecuadas.

2. Los datos personales recogidos por las autoridades competentes no serán tratados 
para otros fines distintos de los establecidos en el artículo 1, salvo que dicho tratamiento 
esté autorizado por el Derecho de la Unión Europea o por la legislación española. Cuando 
los datos personales sean tratados para otros fines, se aplicará el Reglamento General de 
Protección de Datos y la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, a menos que el 
tratamiento se efectúe como parte de una actividad que quede fuera del ámbito de aplicación 
del Derecho de la Unión Europea.

3. Los datos personales podrán ser tratados por el mismo responsable o por otro, para 
fines establecidos en el artículo 1 distintos de aquel para el que hayan sido recogidos, en la 
medida en que concurran cumulativamente las dos circunstancias siguientes:

a) Que el responsable del tratamiento sea competente para tratar los datos para ese otro 
fin, de acuerdo con el Derecho de la Unión Europea o la legislación española.

b) Que el tratamiento sea necesario y proporcionado para la consecución de ese otro fin, 
de acuerdo con el Derecho de la Unión Europea o la legislación española.

4. El tratamiento por el mismo responsable o por otro podrá incluir el archivo por razones 
de interés público, y el uso científico, estadístico o histórico para los fines establecidos en el 
artículo 1, con sujeción a las garantías adecuadas para los derechos y libertades de los 
interesados.

5. El responsable del tratamiento deberá garantizar y estar en condiciones de demostrar 
el cumplimiento de lo establecido en este artículo.

Artículo 7.  Deber de colaboración.
1. Las Administraciones públicas, así como cualquier persona física o jurídica, 

proporcionarán a las autoridades judiciales, al Ministerio Fiscal o a la Policía Judicial los 
datos, informes, antecedentes y justificantes que les soliciten y que sean necesarios para la 
investigación y enjuiciamiento de infracciones penales o para la ejecución de las penas. La 
petición de la Policía Judicial se deberá ajustar exclusivamente al ejercicio de las funciones 
que le encomienda el artículo 549.1 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio y deberá 
efectuarse siempre de forma motivada, concreta y específica, dando cuenta en todo caso a 
la autoridad judicial y fiscal.

La comunicación de datos, informes, antecedentes y justificantes por la Administración 
Tributaria, la Administración de la Seguridad Social y la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, se efectuará de acuerdo con su legislación respectiva.

2. En los restantes casos, las Administraciones públicas, así como cualquier persona 
física o jurídica, proporcionarán los datos, informes, antecedentes y justificantes a las 
autoridades competentes que los soliciten, siempre que estos sean necesarios para el 
desarrollo específico de sus misiones para la prevención, detección e investigación de 
infracciones penales y para la prevención y protección frente a un peligro real y grave para la 
seguridad pública. La petición de la autoridad competente deberá ser concreta y específica y 
contener la motivación que acredite su relación con los indicados supuestos.

3. No será de aplicación lo dispuesto en los apartados anteriores cuando legalmente sea 
exigible la autorización judicial para recabar los datos necesarios para el cumplimiento de los 
fines del artículo 1.

4. En los supuestos contemplados en los apartados anteriores, el interesado no será 
informado de la transmisión de sus datos a las autoridades competentes, ni de haber 
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facilitado el acceso a los mismos por dichas autoridades de cualquier otra forma, a fin de 
garantizar la actividad investigadora.

Con el mismo propósito, los sujetos a los que el ordenamiento jurídico imponga un deber 
específico de colaboración con las autoridades competentes para el cumplimiento de los 
fines establecidos en el artículo 1, no informarán al interesado de la transmisión de sus datos 
a dichas autoridades, ni de haber facilitado el acceso a los mismos por dichas autoridades 
de cualquier otra forma, en cumplimiento de sus obligaciones específicas.

Artículo 8.  Plazos de conservación y revisión.
1. El responsable del tratamiento determinará que la conservación de los datos 

personales tenga lugar sólo durante el tiempo necesario para cumplir con los fines previstos 
en el artículo 1.

2. El responsable del tratamiento deberá revisar la necesidad de conservar, limitar o 
suprimir el conjunto de los datos personales contenidos en cada una de las actividades de 
tratamiento bajo su responsabilidad, como máximo cada tres años, atendiendo 
especialmente en cada revisión a la edad del afectado, el carácter de los datos y a la 
conclusión de una investigación o procedimiento penal. Si es posible, se hará mediante el 
tratamiento automatizado apropiado.

3. Con carácter general, el plazo máximo para la supresión de los datos será de veinte 
años, salvo que concurran factores como la existencia de investigaciones abiertas o delitos 
que no hayan prescrito, la no conclusión de la ejecución de la pena, reincidencia, necesidad 
de protección de las víctimas u otras circunstancias motivadas que hagan necesario el 
tratamiento de los datos para el cumplimiento de los fines del artículo 1.

Artículo 9.  Distinción entre categorías de interesados.
El responsable del tratamiento, en la medida de lo posible, establecerá entre los datos 

personales de las distintas categorías de interesados, distinciones tales como:
a) Personas respecto de las cuales existan motivos fundados para presumir que hayan 

cometido, puedan cometer o colaborar en la comisión de una infracción penal.
b) Personas condenadas o sancionadas por una infracción penal.
c) Víctimas o afectados por una infracción penal o que puedan serlo.
d) Terceros involucrados en una infracción penal como son: personas que puedan ser 

citadas a testificar en investigaciones relacionadas con infracciones o procesos penales 
ulteriores, personas que puedan facilitar información sobre dichas infracciones, o personas 
de contacto o asociados de una de las personas mencionadas en las letras a) y b).

Lo anterior no debe impedir la aplicación del derecho a la presunción de inocencia tal 
como lo garantiza el artículo 24 de la Constitución.

Artículo 10.  Verificación de la calidad de los datos personales.
1. El responsable del tratamiento, en la medida de lo posible, establecerá una distinción 

entre los datos personales basados en hechos y los basados en apreciaciones personales.
2. Las autoridades competentes adoptarán todas las medidas razonables para garantizar 

que los datos personales que sean inexactos, incompletos o no estén actualizados, no se 
transmitan ni se pongan a disposición de terceros. En toda transmisión de datos se 
trasladará al mismo tiempo la valoración de su calidad, exactitud y actualización.

En la medida de lo posible, en todas las transmisiones de datos personales se añadirá la 
información necesaria para que la autoridad competente receptora pueda valorar hasta qué 
punto son exactos, completos y fiables, y en qué medida están actualizados. Igualmente, la 
autoridad competente transmisora, en la medida en que sea factible, controlará la calidad de 
los datos personales antes de transmitirlos o ponerlos a disposición de terceros.

3. Si se observara que los datos personales transmitidos son incorrectos o que se han 
transmitido ilegalmente, estas circunstancias se pondrán en conocimiento del destinatario sin 
dilación indebida. En tal caso, los datos deberán rectificarse o suprimirse, o el tratamiento 
deberá limitarse de conformidad con lo previsto en el artículo 23.

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 61  Ley Orgánica de protección de datos para enjuiciamiento de infracciones penales [parcial]

– 656 –



Artículo 11.  Licitud del tratamiento.
1. El tratamiento sólo será lícito en la medida en que sea necesario para los fines 

señalados en el artículo 1 y se realice por una autoridad competente en ejercicio de sus 
funciones.

2. Cualquier ley que regule tratamientos de datos personales para los fines incluidos 
dentro del ámbito de aplicación de esta Ley Orgánica deberá indicar, al menos, los objetivos 
del tratamiento, los datos personales que vayan a ser objeto del mismo y las finalidades del 
tratamiento.

Artículo 12.  Condiciones específicas de tratamiento.
1. Cuando el Derecho de la Unión Europea o la legislación española prevea condiciones 

específicas aplicables al tratamiento, la autoridad competente transmitente deberá informar 
al destinatario al que se transmitan los datos, de dichas condiciones y de la obligación de 
respetarlas.

2. Las condiciones específicas de tratamiento podrán ser, entre otras, la prohibición de 
transmisión de datos o de su utilización para fines distintos para los que fueron transmitidos 
o, en caso de limitación del derecho a la información, la prohibición de dar información al 
interesado sin la autorización previa de la autoridad transmisora.

3. La autoridad competente transmitente no aplicará a los destinatarios de otros Estados 
miembros de la Unión Europea o de organismos, agencias y órganos establecidos en virtud 
de los capítulos 4 y 5 del título V de la tercera parte del Tratado de Funcionamiento de la 
Unión Europea, condiciones distintas de las aplicables a las transmisiones de datos similares 
dentro de España.

Artículo 13.  Tratamiento de categorías especiales de datos personales.
1. El tratamiento de datos personales que revelen el origen étnico o racial, las opiniones 

políticas, las convicciones religiosas o filosóficas o la afiliación sindical, así como el 
tratamiento de datos genéticos, datos biométricos dirigidos a identificar de manera unívoca a 
una persona física, los datos relativos a la salud o a la vida sexual o a la orientación sexual 
de una persona física, sólo se permitirá cuando sea estrictamente necesario, con sujeción a 
las garantías adecuadas para los derechos y libertades del interesado y cuando se cumplan 
alguna de las siguientes circunstancias:

a) Se encuentre previsto por una norma con rango de ley o por el Derecho de la Unión 
Europea.

b) Resulte necesario para proteger los intereses vitales, así como los derechos y 
libertades fundamentales del interesado o de otra persona física.

c) Dicho tratamiento se refiera a datos que el interesado haya hecho manifiestamente 
públicos.

2. Las autoridades competentes, en el marco de sus respectivas funciones y 
competencias, podrán tratar datos biométricos dirigidos a identificar de manera unívoca a 
una persona física con los fines de prevención, investigación, detección de infracciones 
penales, incluidas la protección y la prevención frente a las amenazas contra la seguridad 
pública.

3. Los datos de los menores de edad y de las personas con capacidad modificada 
judicialmente o que estén incursas en procesos de dicha naturaleza, se tratarán 
garantizando el interés superior de los mismos y con el nivel de seguridad adecuado.

Artículo 14.  Mecanismo de decisión individual automatizado.
1. Están prohibidas las decisiones basadas únicamente en un tratamiento automatizado, 

incluida la elaboración de perfiles, que produzcan efectos jurídicos negativos para el 
interesado o que le afecten significativamente, salvo que se autorice expresamente por una 
norma con rango de ley o por el Derecho de la Unión Europea. La norma habilitante del 
tratamiento deberá establecer las medidas adecuadas para salvaguardar los derechos y 
libertades del interesado, incluyendo el derecho a obtener la intervención humana en el 
proceso de revisión de la decisión adoptada.
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2. Las decisiones a las que se refiere el apartado anterior no se basarán en las 
categorías especiales de datos personales contempladas en el artículo 13, salvo que se 
hayan tomado las medidas adecuadas para salvaguardar los derechos y libertades y los 
intereses legítimos del interesado.

3. Queda prohibida la elaboración de perfiles que dé lugar a una discriminación de las 
personas físicas sobre la base de categorías especiales de datos personales establecidas en 
el artículo 13.

Sección 2.ª Tratamiento de datos personales en el ámbito de la videovigilancia 
por Fuerzas y Cuerpos de Seguridad

Artículo 15.  Sistemas de grabación de imágenes y sonido por las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad.

1. La captación, reproducción y tratamiento de datos personales por las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad en los términos previstos en esta Ley Orgánica, así como las 
actividades preparatorias, no se considerarán intromisiones ilegítimas en el derecho al honor, 
a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen, a los efectos de lo establecido en el 
artículo 2.2 de la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de protección civil del derecho al 
honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen.

2. En la instalación de sistemas de grabación de imágenes y sonidos se tendrán en 
cuenta, conforme al principio de proporcionalidad, los siguientes criterios: asegurar la 
protección de los edificios e instalaciones propias; asegurar la protección de edificios e 
instalaciones públicas y de sus accesos que estén bajo custodia; salvaguardar y proteger las 
instalaciones útiles para la seguridad nacional y prevenir, detectar o investigar la comisión de 
infracciones penales y la protección y prevención frente a las amenazas contra la seguridad 
pública.

Artículo 16.  Instalación de sistemas fijos.
1. En las vías o lugares públicos donde se instalen videocámaras fijas, el responsable 

del tratamiento deberá realizar una valoración del citado principio de proporcionalidad en su 
doble versión de idoneidad e intervención mínima. Asimismo, deberá llevar a cabo un 
análisis de los riesgos o una evaluación de impacto de protección de datos relativo al 
tratamiento que se pretenda realizar, en función del nivel de perjuicio que se pueda derivar 
para la ciudadanía y de la finalidad perseguida.

Se entenderá por videocámara fija aquella anclada a un soporte fijo o fachada, aunque el 
sistema de grabación se pueda mover en cualquier dirección.

2. Esta disposición se aplicará asimismo cuando las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 
utilicen instalaciones fijas de videocámaras de las que no sean titulares y exista, por su 
parte, un control y dirección efectiva del proceso completo de tratamiento.

3. Estas instalaciones fijas de videocámaras no estarán sujetas al control preventivo de 
las entidades locales previsto en su legislación reguladora básica, ni al ejercicio de las 
competencias de las diferentes Administraciones públicas, sin perjuicio de que deban 
respetar los principios de la legislación vigente en cada ámbito material de la actuación 
administrativa.

4. Los propietarios y, en su caso, los titulares de derechos reales sobre los bienes 
afectados por estas instalaciones, o quienes los posean por cualquier título, están obligados 
a facilitar y permitir su instalación y mantenimiento, sin perjuicio de las indemnizaciones que 
procedan.

5. Los ciudadanos serán informados de manera clara y permanente de la existencia de 
estas videocámaras fijas, sin especificar su emplazamiento, así como de la autoridad 
responsable del tratamiento ante la que poder ejercer sus derechos.

Artículo 17.  Dispositivos móviles.
1. Podrán utilizarse dispositivos de toma de imágenes y sonido de carácter móvil para el 

mejor cumplimiento de los fines previstos en esta Ley Orgánica, conforme a las 
competencias específicas de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. La toma de imagen y 

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 61  Ley Orgánica de protección de datos para enjuiciamiento de infracciones penales [parcial]

– 658 –



sonido, que ha de ser conjunta, queda supeditada, en todo caso, a la concurrencia de un 
peligro o evento concreto. El uso de los dispositivos móviles deberá estar autorizado por la 
persona titular de la Delegación o Subdelegación del Gobierno, quien atenderá a la 
naturaleza de los eventuales hechos susceptibles de filmación, adecuando la utilización de 
dichos dispositivos a los principios de tratamiento y al de proporcionalidad.

En el caso de los Cuerpos de Policía propios de las Comunidades Autónomas que 
tengan y ejerzan competencias asumidas para la protección de las personas y bienes y para 
el mantenimiento del orden público, serán sus órganos correspondientes los que autorizarán 
este tipo de actuaciones para sus fuerzas policiales, así como para las dependientes de las 
Corporaciones locales radicadas en su territorio.

2. En estos supuestos de dispositivos móviles, las autorizaciones no se podrán conceder 
en ningún caso con carácter indefinido o permanente, siendo otorgadas por el plazo 
adecuado a la naturaleza y las circunstancias derivadas del peligro o evento concreto, por un 
periodo máximo de un mes prorrogable por otro.

3. En casos de urgencia o necesidad inaplazable será el responsable operativo de las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad competentes el que podrá determinar su uso, siendo 
comunicada tal actuación con la mayor brevedad posible, y siempre en el plazo de 24 horas, 
al Delegado o Subdelegado del Gobierno o autoridad competente de las comunidades 
autónomas.

Artículo 18.  Tratamiento y conservación de las imágenes.
1. Realizada la filmación de acuerdo con los requisitos establecidos en esta Ley 

Orgánica, si la grabación captara la comisión de hechos que pudieran ser constitutivos de 
infracciones penales, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad pondrán la cinta o soporte original 
de las imágenes y sonidos en su integridad, a disposición judicial a la mayor brevedad 
posible y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y dos horas desde su grabación. De 
no poder redactarse el atestado en tal plazo, se relatarán verbalmente los hechos a la 
autoridad judicial, o al Ministerio Fiscal, junto con la entrega de la grabación.

2. Si se captaran hechos que pudieran ser constitutivos de infracciones administrativas 
relacionadas con la seguridad pública, se remitirán al órgano competente, de inmediato, para 
el inicio del oportuno procedimiento sancionador.

3. Las grabaciones serán destruidas en el plazo máximo de tres meses desde su 
captación, salvo que estén relacionadas con infracciones penales o administrativas graves o 
muy graves en materia de seguridad pública, sujetas a una investigación policial en curso o 
con un procedimiento judicial o administrativo abierto.

Artículo 19.  Régimen disciplinario.
1. Sin perjuicio de las responsabilidades penales en las que pudieran incurrir, las 

infracciones a lo dispuesto en esta Ley Orgánica por los miembros de las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad, serán sancionadas con arreglo al régimen disciplinario correspondiente a los 
infractores y, en su defecto, con sujeción al régimen general de sanciones en materia de 
protección de datos de carácter personal establecido en esta Ley Orgánica.

2. Se considerarán faltas muy graves en el régimen disciplinario de las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad del Estado, las siguientes infracciones:

a) Alterar o manipular los registros de imágenes y sonidos, siempre que no constituya 
delito.

b) Permitir el acceso de personas no autorizadas a las imágenes y sonidos grabados o 
utilizar estos para fines distintos de los previstos legalmente.

c) Reproducir las imágenes y sonidos para fines distintos de los previstos en esta Ley 
Orgánica.

d) Utilizar los medios técnicos regulados en esta Ley Orgánica para fines distintos de los 
previstos en la misma.
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CAPÍTULO III
Derechos de las personas

Sección 1.ª Régimen general

Artículo 20.  Condiciones generales de ejercicio de los derechos de los interesados.
1. El responsable del tratamiento deberá facilitar al interesado, de forma concisa, 

inteligible, de fácil acceso y con lenguaje claro y sencillo para todas las personas, incluidas 
aquellas con discapacidad, toda la información contemplada en el artículo 21, así como la 
derivada de los artículos 14, 22 a 26 y 39.

Además, el responsable del tratamiento deberá adoptar las medidas necesarias para 
garantizar al interesado el ejercicio de sus derechos a los que se refieren los artículos 14 y 
22 a 26.

2. El interesado, con capacidad de obrar, podrá actuar en su propio nombre y 
representación o por medio de representantes, de acuerdo con lo previsto en la normativa 
sobre el procedimiento administrativo común de las Administraciones Públicas.

3. La información será facilitada por cualquier medio adecuado, incluidos los medios 
electrónicos, procurando utilizar el mismo medio empleado en la solicitud.

4. El responsable del tratamiento informará por escrito al interesado, sin dilación 
indebida, sobre el curso dado a su solicitud. La solicitud se entenderá desestimada si 
transcurrido un mes desde su presentación no ha sido resuelta expresamente y notificada al 
interesado.

5. La información a la que se refiere el apartado 1 se facilitará gratuitamente. Cuando las 
solicitudes de un interesado sean manifiestamente infundadas o excesivas, en particular 
debido a su carácter repetitivo, el responsable del tratamiento podrá inadmitirlas a trámite, 
mediante resolución motivada.

El responsable del tratamiento deberá demostrar el carácter manifiestamente infundado 
o excesivo de la solicitud.

En todo caso se considerará que la solicitud es repetitiva cuando se realicen tres 
solicitudes sobre el mismo supuesto durante el plazo de seis meses, salvo que exista causa 
legítima para ello.

6. Cuando el responsable del tratamiento tenga dudas razonables acerca de la identidad 
de la persona física que formula la solicitud a la que se refieren los artículos 22 y 23, le 
requerirá para que facilite la información complementaria que resulte necesaria para 
confirmar su identidad en el plazo de diez días. Transcurrido dicho plazo sin que se aporte la 
información, se le tendrá por desistido de su petición mediante resolución motivada. El plazo 
al que se refiere el apartado 4 comenzará a computarse desde la fecha en la que se facilite 
dicha información complementaria.

Artículo 21.  Información que debe ponerse a disposición del interesado.
1. El responsable del tratamiento de los datos pondrá a disposición del interesado, al 

menos, la siguiente información:
a) La identificación del responsable del tratamiento y sus datos de contacto.
b) Los datos de contacto del delegado de protección de datos, en su caso.
c) Los fines del tratamiento a los que se destinen los datos personales.
d) El derecho a presentar una reclamación ante la autoridad de protección de datos 

competente y los datos de contacto de la misma.
e) El derecho a solicitar del responsable del tratamiento el acceso a los datos personales 

relativos al interesado y su rectificación, supresión o la limitación de su tratamiento.
2. Además de la información a la que se refiere el apartado 1, atendiendo a las 

circunstancias del caso concreto, el responsable del tratamiento proporcionará al interesado 
la siguiente información adicional para permitir el ejercicio de sus derechos:

a) La base jurídica del tratamiento.
b) El plazo durante el cual se conservarán los datos personales o, cuando esto no sea 

posible, los criterios utilizados para determinar ese plazo.
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c) Las categorías de destinatarios de los datos personales, cuando corresponda, en 
particular, los establecidos en Estados que no sean miembros de la Unión Europea u 
organizaciones internacionales.

d) Cualquier otra información necesaria, en especial, cuando los datos personales se 
hayan recogido sin conocimiento del interesado.

Artículo 22.  Derecho de acceso del interesado a sus datos personales.
1. El interesado tendrá derecho a obtener del responsable del tratamiento confirmación 

de si se están tratando o no datos personales que le conciernen. En caso de que se confirme 
el tratamiento, el interesado tendrá derecho a acceder a dichos datos personales, así como a 
la siguiente información:

a) Los fines y la base jurídica del tratamiento.
b) Las categorías de datos personales de que se trate.
c) Los destinatarios o las categorías de destinatarios a quienes hayan sido comunicados 

los datos personales, en particular, los destinatarios establecidos en Estados que no sean 
miembros de la Unión Europea u organizaciones internacionales.

d) El plazo de conservación de los datos personales, cuando sea posible, o, en caso 
contrario, los criterios utilizados para determinar dicho plazo.

e) La existencia del derecho a solicitar del responsable del tratamiento la rectificación o 
supresión de los datos personales relativos al interesado o la limitación de su tratamiento.

f) El derecho a presentar una reclamación ante la autoridad de protección de datos 
competente y los datos de contacto de la misma.

g) La comunicación de los datos personales objeto de tratamiento, así como cualquier 
información disponible sobre su origen, sin revelar la identidad de ninguna persona física, en 
especial en el caso de fuentes confidenciales.

2. Cuando el responsable trate una gran cantidad de información relativa al interesado y 
éste ejercite su derecho de acceso sin especificar si se refiere a todos o a una parte de los 
datos, el responsable podrá requerir al interesado que concrete la solicitud en el plazo de 
diez días.

3. Se entenderá concedido el derecho de acceso si el responsable del tratamiento facilita 
al interesado un sistema remoto, directo y seguro que garantice, de modo permanente, el 
acceso a la totalidad de sus datos personales. La notificación informando al interesado del 
procedimiento puesto en marcha a través de este sistema, permitirá denegar su solicitud de 
acceso efectuada por otras vías.

Si el acceso remoto no facilita la totalidad de la información contenida en el apartado 1, 
el interesado tendrá derecho a solicitarla.

4. Cuando el interesado elija un medio distinto al que se le ofrece que suponga un coste 
desproporcionado, la solicitud será considerada excesiva, por lo que dicho interesado 
asumirá el exceso de coste que su elección comporte. En este caso, sólo será exigible al 
responsable del tratamiento que la satisfacción del derecho de acceso a través del medio 
propuesto se produzca sin dilaciones indebidas. Si el interesado no asumiera el exceso de 
coste, se le facilitará el acceso por el medio inicialmente propuesto por el responsable del 
tratamiento.

Artículo 23.  Derechos de rectificación, supresión de datos personales y limitación de su 
tratamiento.

1. El interesado tendrá derecho a obtener del responsable del tratamiento, sin dilación 
indebida, la rectificación de los datos personales que le conciernen, cuando tales datos 
resulten inexactos.

Teniendo en cuenta los fines del tratamiento, el interesado tendrá derecho a que se 
completen los datos personales cuando estos resulten incompletos.

El interesado deberá indicar en su solicitud a qué datos se refiere y la corrección que 
haya de realizarse. Deberá acompañar, cuando sea preciso, la documentación justificativa 
del carácter incompleto o inexacto de los datos objeto de tratamiento.

2. El responsable del tratamiento, a iniciativa propia o como consecuencia del ejercicio 
del derecho de supresión del interesado, suprimirá los datos personales sin dilación indebida 
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y, en todo caso, en el plazo máximo de un mes a contar desde que tenga conocimiento, 
cuando el tratamiento infrinja los artículos 6, 11 o 13, o cuando los datos personales deban 
ser suprimidos en virtud de una obligación legal a la que esté sujeto.

3. En lugar de proceder a la supresión, el responsable del tratamiento limitará el 
tratamiento de los datos personales cuando se dé alguna de las siguientes circunstancias:

a) El interesado ponga en duda la exactitud de los datos personales y no pueda 
determinarse su exactitud o inexactitud.

b) Los datos personales hayan de conservarse a efectos probatorios.
Cuando el tratamiento esté limitado en virtud de la letra a), el responsable del tratamiento 

informará al interesado antes de levantar la limitación del tratamiento.
4. En caso de que el responsable del tratamiento rectifique unos datos personales 

inexactos que provengan de otra autoridad competente, se deberá comunicar a esta la 
rectificación.

5. Cuando los datos personales hayan sido rectificados o suprimidos o el tratamiento 
haya sido limitado, el responsable del tratamiento lo notificará a los destinatarios, que 
deberán rectificar o suprimir los datos personales que estén bajo su responsabilidad o limitar 
su tratamiento.

Artículo 24.  Restricciones a los derechos de información, acceso, rectificación, supresión 
de datos personales y a la limitación de su tratamiento.

1. El responsable del tratamiento podrá aplazar, limitar u omitir la información a la que se 
refiere el artículo 21.2, así como denegar, total o parcialmente, las solicitudes de ejercicio de 
los derechos contemplados en los artículos 22 y 23, siempre que, teniendo en cuenta los 
derechos fundamentales y los intereses legítimos de la persona afectada, resulte necesario y 
proporcional para la consecución de los siguientes fines:

a) Impedir que se obstaculicen indagaciones, investigaciones o procedimientos 
judiciales.

b) Evitar que se cause perjuicio a la prevención, detección, investigación y enjuiciamiento 
de infracciones penales o a la ejecución de sanciones penales.

c) Proteger la seguridad pública.
d) Proteger la Seguridad Nacional.
e) Proteger los derechos y libertades de otras personas.
2. En caso de restricción de los derechos contemplados en los artículos 22 y 23, el 

responsable del tratamiento informará por escrito al interesado sin dilación indebida, y en 
todo caso, en el plazo de un mes a contar desde que tenga conocimiento, de dicha 
restricción, de las razones de la misma, así como de las posibilidades de presentar una 
reclamación ante la autoridad de protección de datos, sin perjuicio de las restantes acciones 
judiciales que pueda ejercer en virtud de lo dispuesto en esta Ley Orgánica.

Las razones de la restricción podrán ser omitidas o ser sustituidas por una redacción 
neutra cuando la revelación de los motivos de la restricción pueda poner en riesgo los fines a 
los que se refiere el apartado anterior.

3. El responsable del tratamiento documentará los fundamentos de hecho o de derecho 
en los que se sustente la decisión denegatoria del ejercicio del derecho de acceso. Dicha 
información estará a disposición de las autoridades de protección de datos.

Artículo 25.  Ejercicio de los derechos del interesado a través de la autoridad de protección 
de datos.

1. En los casos en que se produzca un aplazamiento, limitación u omisión de la 
información a que se refiere el artículo 21 o una restricción del ejercicio de los derechos 
contemplados en los artículos 22 y 23, en los términos previstos en el artículo 24, el 
interesado podrá ejercer sus derechos a través de la autoridad de protección de datos 
competente. El responsable del tratamiento informará al interesado de esta posibilidad.

2. Cuando, en virtud de lo establecido en el apartado anterior, se ejerciten los derechos a 
través de la autoridad de protección de datos, esta deberá informar al interesado, al menos, 
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de la realización de todas las comprobaciones necesarias o la revisión correspondiente y de 
su derecho a interponer recurso contencioso-administrativo.

Sección 2.ª Régimen especial

Artículo 26.  Derechos de los interesados como consecuencia de investigaciones y 
procesos penales.

1. El ejercicio de los derechos de información, acceso, rectificación, supresión y 
limitación del tratamiento a los que se hace referencia en los artículos anteriores se llevará a 
cabo de conformidad con las normas procesales penales cuando los datos personales 
figuren en una resolución judicial, o en un registro, diligencias o expedientes tramitados en el 
curso de investigaciones y procesos penales.

2. Cuando los datos sean objeto de un tratamiento con fines jurisdiccionales del que sea 
responsable un órgano del orden jurisdiccional penal, o el Ministerio Fiscal, el ejercicio de los 
derechos de información, acceso, rectificación, supresión y limitación del tratamiento se 
realizará de conformidad con lo previsto en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, en las 
normas procesales y en su caso, el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal.

3. En defecto de regulación del ejercicio de estos derechos en dichas normas, se 
aplicará lo dispuesto en esta Ley Orgánica.

CAPÍTULO IV
Responsable y encargado de tratamiento

Sección 1.ª Obligaciones generales

Artículo 27.  Obligaciones del responsable del tratamiento.
1. El responsable del tratamiento, tomando en consideración la naturaleza, el ámbito, el 

contexto y los fines del tratamiento, así como los niveles de riesgo para los derechos y 
libertades de las personas físicas, aplicará las medidas técnicas y organizativas apropiadas 
para garantizar que el tratamiento se lleve a cabo de acuerdo con esta Ley Orgánica y con lo 
previsto en la legislación sectorial y en sus normas de desarrollo. Tales medidas se revisarán 
y actualizarán cuando resulte necesario.

2. Entre las medidas mencionadas en el apartado anterior se incluirá la aplicación de las 
oportunas políticas de protección de datos, cuando sean proporcionadas en relación con las 
actividades de tratamiento.

Artículo 28.  Protección de datos desde el diseño y por defecto.
1. En el momento de determinar los medios para el tratamiento, así como en el momento 

del tratamiento propiamente dicho, deberán aplicarse las medidas técnicas y organizativas 
que resulten apropiadas conforme al estado de la técnica y el coste de la aplicación, la 
naturaleza, el ámbito, el contexto, los fines del tratamiento y los riesgos para los derechos y 
libertades de las personas físicas. El objetivo será salvaguardar los principios de protección 
de datos de forma efectiva, al tiempo que integrar las garantías necesarias en el tratamiento. 
Entre estas medidas técnicas, se podrá adoptar la seudonimización de los datos personales 
a los efectos de contribuir a la aplicación de los principios establecidos en esta Ley Orgánica, 
en particular, el de minimización de datos personales.

2. Además, las medidas técnicas y organizativas deberán garantizar que, por defecto, 
sólo sean objeto de tratamiento los datos personales que resulten necesarios para cada uno 
de los fines específicos del tratamiento. Dicha obligación se aplicará a la cantidad de datos 
personales recogidos, a la extensión de su tratamiento, a su período de conservación y a su 
accesibilidad.

Tales medidas garantizarán que, por defecto, los datos personales no sean accesibles a 
un número indeterminado de personas sin intervención humana.
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Artículo 29.  Supuestos de corresponsabilidad en el tratamiento.
1. Cuando dos o más responsables del tratamiento determinen conjuntamente los 

objetivos y los medios de tratamiento serán considerados corresponsables del tratamiento.
2. Salvo que las responsabilidades hayan sido previstas por el Derecho de la Unión 

Europea o por la legislación española, los corresponsables del tratamiento establecerán, de 
modo transparente y de mutuo acuerdo, a través del instrumento oportuno, sus respectivas 
responsabilidades en el cumplimiento de esta Ley Orgánica, en particular, en lo referido al 
ejercicio de los derechos del interesado y a sus respectivas obligaciones en el suministro de 
la información contemplada en el artículo 21.

El citado acuerdo designará el punto de contacto para los interesados, a menos que 
venga ya determinado legalmente.

La concreción de las responsabilidades se realizará atendiendo a las actividades que 
efectivamente desarrolle cada uno de los corresponsables del tratamiento.

Artículo 30.  Encargado del tratamiento.
1. Cuando una operación de tratamiento vaya a ser llevada a cabo por cuenta de un 

responsable del tratamiento, este recurrirá únicamente a encargados que ofrezcan garantías 
suficientes para aplicar medidas técnicas y organizativas apropiadas, de manera que el 
tratamiento sea conforme con los requisitos de esta Ley Orgánica y garantice la protección 
de los derechos del interesado.

El encargado podrá ser una persona física o jurídica, de naturaleza privada o pública.
2. El encargado del tratamiento no recurrirá a otro encargado sin la autorización previa 

por escrito del responsable del tratamiento. El encargado informará siempre al responsable 
de cualquier cambio previsto referido a la adición o sustitución de otros encargados, 
pudiendo el responsable oponerse a dichos cambios.

3. El tratamiento por medio de un encargado se regirá por un contrato, convenio u otro 
instrumento jurídico que corresponda, por escrito, incluyendo la posibilidad del formato 
electrónico, concluido con arreglo al Derecho de la Unión Europea o a la legislación 
española. Dicho instrumento jurídico vinculará al encargado con el responsable y fijará el 
objeto y la duración del tratamiento, su naturaleza y finalidad, el tipo de datos personales y 
categorías de interesados, así como las obligaciones y derechos del responsable.

El instrumento jurídico estipulará, en particular, que el encargado del tratamiento deberá:
a) Actuar únicamente siguiendo las instrucciones del responsable del tratamiento.
b) Garantizar, a través del instrumento o sistema oportuno, que las personas autorizadas 

para tratar datos personales se hayan comprometido a respetar la confidencialidad o estén 
sujetas a una obligación profesional de secreto o confidencialidad.

c) Asistir al responsable del tratamiento por cualquier medio adecuado para garantizar el 
cumplimiento de las disposiciones sobre los derechos del interesado.

d) Suprimir o devolver, a elección del responsable del tratamiento, todos los datos 
personales al responsable del tratamiento, una vez finalice la prestación de los servicios de 
tratamiento, así como suprimir las copias existentes, a menos que el Derecho de la Unión 
Europea o la legislación española requieran la conservación de los datos personales.

e) Poner a disposición del responsable del tratamiento toda la información necesaria 
para demostrar el cumplimiento de estas obligaciones.

f) Respetar las condiciones indicadas en este apartado y en el apartado 2 para contratar 
a otro encargado del tratamiento.

4. Si un encargado del tratamiento determinase los fines y medios de dicho tratamiento, 
infringiendo esta Ley Orgánica, será considerado responsable con respecto a ese 
tratamiento.

5. El encargado del tratamiento se regirá, en lo no previsto por esta Ley Orgánica, por lo 
establecido en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre.

Artículo 31.  Tratamiento bajo la autoridad del responsable o del encargado del tratamiento.
El encargado del tratamiento, así como cualquier persona que actúe bajo la autoridad del 

responsable o del encargado del tratamiento y tenga acceso a datos personales, sólo podrá 

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 61  Ley Orgánica de protección de datos para enjuiciamiento de infracciones penales [parcial]

– 664 –



someterlos a tratamiento siguiendo instrucciones del responsable del tratamiento, a menos 
que esté obligado a hacerlo por el Derecho de la Unión Europea o por la legislación 
española.

Artículo 32.  Registros de las actividades de tratamiento.
1. Cada responsable debe conservar un registro de todas las actividades de tratamiento 

de datos personales efectuadas bajo su responsabilidad. Dicho registro deberá contener la 
información siguiente:

a) La identificación del responsable del tratamiento y sus datos de contacto, así como, en 
su caso, del corresponsable y del delegado de protección de datos.

b) Los fines del tratamiento.
c) Las categorías de destinatarios a quienes se hayan comunicado o vayan a 

comunicarse los datos personales, incluidos los destinatarios en Estados que no sean 
miembros de la Unión Europea u organizaciones internacionales.

d) La descripción de las categorías de interesados y de las categorías de datos 
personales.

e) El recurso a la elaboración de perfiles, en su caso.
f) Las categorías de transferencias de datos personales a un Estado que no sea 

miembro de la Unión Europea o a una organización internacional, en su caso.
g) La indicación de la base jurídica del tratamiento, así como, en su caso, las 

transferencias internacionales de las que van a ser objeto los datos personales.
h) Los plazos previstos para la supresión de las diferentes categorías de datos 

personales, cuando sea posible.
i) La descripción general de las medidas técnicas y organizativas de seguridad a las que 

se refiere el artículo 37.1, cuando sea posible.
2. Cada encargado del tratamiento llevará un registro de todas las actividades de 

tratamiento de datos personales efectuadas en nombre de un responsable. Este registro 
contendrá la información siguiente:

a) El nombre y los datos de contacto del encargado o encargados del tratamiento, de 
cada responsable del tratamiento en cuyo nombre actúe el encargado y, en su caso, del 
delegado de protección de datos.

b) Las categorías de tratamientos efectuados en nombre de cada responsable.
c) Las transferencias de datos personales a un Estado que no sea miembro de la Unión 

Europea o a una organización internacional, en su caso, incluida la identificación de dicho 
Estado o de dicha organización internacional cuando el responsable del tratamiento así lo 
ordene explícitamente.

d) La descripción general de las medidas técnicas y organizativas de seguridad a las que 
se refiere el artículo 37.1, cuando sea posible.

3. Los registros referidos en este artículo se establecerán y llevarán por escrito, incluida 
la posibilidad del formato electrónico.

Estos registros estarán a disposición de la autoridad de protección de datos competente, 
a solicitud de esta, de conformidad con lo dispuesto legalmente.

4. Los responsables de los tratamientos harán público el registro de sus actividades de 
tratamiento, accesible por medios electrónicos, en el que constará la información a la que se 
refiere el apartado 1.

Artículo 33.  Registro de operaciones.
1. Los responsables y encargados del tratamiento deberán mantener registros de, al 

menos, las siguientes operaciones de tratamiento en sistemas de tratamiento automatizados: 
recogida, alteración, consulta, comunicación, incluidas las transferencias, y combinación o 
supresión. Los registros de consulta y comunicación harán posible determinar la justificación, 
la fecha y la hora de tales operaciones y, en la medida de lo posible, el nombre de la persona 
que consultó o comunicó los datos personales, así como la identidad de los destinatarios de 
dichos datos personales.
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2. Estos registros se utilizarán únicamente a efectos de verificar la legalidad del 
tratamiento, controlar el cumplimiento de las medidas y de las políticas de protección de 
datos y garantizar la integridad y la seguridad de los datos personales en el ámbito de los 
procesos penales.

Dichos registros estarán a disposición de la autoridad de protección de datos competente 
a solicitud de esta, de conformidad con lo dispuesto legalmente.

Artículo 34.  Cooperación con las autoridades de protección de datos.
El responsable y el encargado del tratamiento cooperarán con la autoridad de protección 

de datos competente, en el marco de la legislación vigente, cuando esta lo solicite en el 
desempeño de sus funciones.

Artículo 35.  Evaluación de impacto relativa a la protección de datos.
1. Cuando sea probable que un tipo de tratamiento, en particular si utiliza nuevas 

tecnologías, suponga por su naturaleza, alcance, contexto o fines, un alto riesgo para los 
derechos y libertades de las personas físicas, el responsable del tratamiento realizará, con 
carácter previo, una evaluación del impacto de las operaciones de tratamiento previstas en la 
protección de datos personales.

2. La evaluación incluirá, como mínimo, una descripción general de las operaciones de 
tratamiento previstas, una evaluación de riesgos para los derechos y libertades de los 
interesados, las medidas contempladas para hacer frente a estos peligros, así como las 
medidas de seguridad y mecanismos destinados a garantizar la protección de los datos 
personales y a demostrar su conformidad con esta Ley Orgánica. Esta evaluación tendrá en 
cuenta los derechos e intereses legítimos de los interesados y de las demás personas 
afectadas.

3. Las autoridades de protección de datos podrán establecer una lista de tratamientos 
que estén sujetos a la realización de una evaluación de impacto con arreglo a lo dispuesto 
en el apartado anterior y, del mismo modo, podrán establecer una lista de tratamientos que 
no estén sujetos a esta obligación. Ambas listas tendrán un carácter meramente orientativo.

Artículo 36.  Consulta previa a la autoridad de protección de datos.
1. El responsable o el encargado del tratamiento consultará a la autoridad de protección 

de datos, antes de proceder al tratamiento de datos personales que vayan a formar parte de 
un nuevo fichero, en cualquiera de las siguientes circunstancias:

a) Cuando la evaluación del impacto en la protección de los datos indique que el 
tratamiento entrañaría un alto nivel de riesgo, a falta de medidas adoptadas por el 
responsable para mitigar el riesgo o los posibles daños.

b) Cuando el tipo de tratamiento pueda generar un alto nivel de riesgo para los derechos 
y libertades de los interesados, en particular, cuando se usen tecnologías, mecanismos o 
procedimientos nuevos.

2. La autoridad de protección de datos correspondiente podrá establecer una lista de 
carácter orientativo, de las operaciones de tratamiento sujetas a consulta previa, con arreglo 
a lo dispuesto en el apartado anterior.

3. El responsable del tratamiento facilitará a la autoridad de protección de datos 
competente, la evaluación de impacto contemplada en el artículo 35 y, previa solicitud, 
cualquier información adicional que permita a dicha autoridad de protección de datos evaluar 
la conformidad del tratamiento y, más concretamente, el nivel de riesgo para la protección de 
los datos personales del interesado y las garantías correspondientes.

4. Cuando la autoridad de protección de datos considere que el tratamiento previsto en el 
apartado 1 pudiera infringir lo dispuesto en esta Ley Orgánica deberá, en un plazo de seis 
semanas desde la solicitud de la consulta, asesorar por escrito al responsable del 
tratamiento y, en su caso, al encargado del tratamiento, en especial, cuando el responsable 
del tratamiento no haya identificado o mitigado suficientemente el peligro o el nivel de riesgo. 
Asimismo, la autoridad de protección de datos podrá ejercer cualquiera de sus potestades de 
investigación, corrección o consulta.
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Este plazo podrá prorrogarse un mes, en función de la complejidad del tratamiento 
previsto. La autoridad de protección de datos informará al responsable y, en su caso, al 
encargado acerca de la prórroga, en el plazo de un mes a partir de la recepción de la 
solicitud de consulta, junto con los motivos de la dilación.

En caso de no contestar a la consulta en el plazo previsto, no operará la presunción del 
carácter favorable del mismo.

Sección 2.ª Seguridad de los datos personales

Artículo 37.  Seguridad del tratamiento.
1. El responsable y el encargado del tratamiento, teniendo en cuenta el estado de la 

técnica y los costes de aplicación, y la naturaleza, el alcance, el contexto y los fines del 
tratamiento, así como los niveles de riesgo para los derechos y libertades de las personas 
físicas, aplicarán medidas técnicas y organizativas apropiadas para garantizar un nivel de 
seguridad adecuado, especialmente en lo relativo al tratamiento de las categorías de datos 
personales a las que se refiere el artículo 13. En particular, deberán aplicar a los 
tratamientos de datos personales las medidas incluidas en el Esquema Nacional de 
Seguridad.

2. Por lo que respecta al tratamiento automatizado, el responsable o encargado del 
tratamiento, a raíz de una evaluación de los riesgos, pondrá en práctica medidas de control 
con el siguiente propósito:

a) En el control de acceso a los equipamientos, denegar el acceso a personas no 
autorizadas a los equipamientos utilizados para el tratamiento.

b) En el control de los soportes de datos, impedir que estos puedan ser leídos, copiados, 
modificados o cancelados por personas no autorizadas.

c) En el control del almacenamiento, impedir que se introduzcan sin autorización datos 
personales, o que estos puedan inspeccionarse, modificarse o suprimirse sin autorización.

d) En el control de los usuarios, impedir que los sistemas de tratamiento automatizado 
puedan ser utilizados por personas no autorizadas por medio de instalaciones de transmisión 
de datos.

e) En el control del acceso a los datos, garantizar que las personas autorizadas a utilizar 
un sistema de tratamiento automatizado, sólo puedan tener acceso a los datos personales 
para los que han sido autorizados.

f) En el control de la transmisión, garantizar que sea posible verificar y establecer a qué 
organismos se han transmitido o pueden transmitirse, o a cuya disposición pueden ponerse 
los datos personales mediante equipamientos de comunicación de datos.

g) En el control de la introducción, garantizar que pueda verificarse y constatarse, a 
posteriori, qué datos personales se han introducido en los sistemas de tratamiento 
automatizado, en qué momento y quién los ha introducido.

h) En el control del transporte, impedir que durante las transferencias de datos 
personales o durante el transporte de soportes de datos, los datos personales puedan ser 
leídos, copiados, modificados o suprimidos sin autorización.

i) En el control de restablecimiento, garantizar que los sistemas instalados puedan 
restablecerse en caso de interrupción.

j) En el control de fiabilidad e integridad, garantizar que las funciones del sistema no 
presenten defectos, que los errores de funcionamiento sean señalados y que los datos 
personales almacenados no se degraden por fallos de funcionamiento del sistema.

Artículo 38.  Notificación a la autoridad de protección de datos de una violación de la 
seguridad de los datos personales.

1. Cualquier violación de la seguridad de los datos personales será notificada por el 
responsable del tratamiento a la autoridad de protección de datos competente, a menos que 
sea improbable que la violación de la seguridad de los datos personales constituya un 
peligro para los derechos y las libertades de las personas físicas.
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La notificación deberá realizarse en el plazo de las setenta y dos horas siguientes al 
momento en que se haya tenido constancia de ella. En caso contrario, deberá ir 
acompañada de los motivos de la dilación.

2. El encargado del tratamiento notificará, sin dilación indebida, al responsable del 
tratamiento, las violaciones de la seguridad de los datos personales de las que tenga 
conocimiento.

3. La notificación contemplada en el apartado 1 deberá, al menos:
a) Referir la naturaleza de la violación de la seguridad de los datos personales, 

incluyendo, cuando sea posible, las categorías y el número aproximado de personas 
afectadas, así como las categorías y el número aproximado de registros de datos personales 
afectados por la violación de la seguridad.

b) Comunicar el nombre y los datos de contacto del delegado de protección de datos o 
de otro punto de contacto en el que pueda obtenerse más información.

c) Detallar las posibles consecuencias de la violación de la seguridad de los datos 
personales.

d) Describir las medidas adoptadas o propuestas por el responsable del tratamiento para 
poner remedio a la violación de la seguridad de los datos personales, incluyendo, si procede, 
las medidas adoptadas para mitigar sus posibles efectos negativos.

4. Si no fuera posible facilitar la información simultáneamente, se podrá facilitar de forma 
progresiva, a medida que se disponga de ella.

5. El responsable del tratamiento documentará cualquier violación de la seguridad de los 
datos personales, incluidos los hechos relativos a dicha violación, sus efectos y las medidas 
correctivas adoptadas.

Dicha documentación estará a disposición de la autoridad de protección de datos 
competente al objeto de verificar el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo.

6. Cuando la violación de la seguridad de los datos personales afecte a datos que hayan 
sido transmitidos por el responsable del tratamiento o al responsable del tratamiento de otro 
Estado miembro de la Unión Europea, la información recogida en el apartado 3 se 
comunicará al responsable del tratamiento de dicho Estado.

7. Todas las actividades relacionadas en este artículo se realizarán sin dilaciones 
indebidas.

Artículo 39.  Comunicación de una violación de la seguridad de los datos personales al 
interesado.

1. Cuando existan indicios de que una violación de la seguridad de los datos personales 
supondría un alto riesgo para los derechos y libertades de las personas físicas, el 
responsable del tratamiento comunicará al interesado, sin dilación indebida, la violación de la 
seguridad de los datos personales.

2. La comunicación al interesado describirá con lenguaje claro, sencillo y accesible 
conforme a sus circunstancias y capacidades, la naturaleza de la violación de la seguridad 
de los datos personales y contendrá, al menos, la información y las medidas a las que se 
refiere el artículo 38.3. b), c) y d).

3. No se efectuará la comunicación al interesado que prevé el apartado 1 cuando se 
cumpla alguna de las condiciones siguientes:

a) Que el responsable del tratamiento haya adoptado medidas apropiadas de protección 
técnica y organizativa y dichas medidas se hayan aplicado a los datos personales afectados 
por la violación de la seguridad antes de la misma, en particular, aquellas que hagan 
ininteligibles los datos personales para cualquier persona que no esté autorizada a acceder a 
ellos, como en el caso del cifrado.

b) Que el responsable del tratamiento haya tomado medidas ulteriores para garantizar 
que no se materialice el alto nivel de riesgo para los derechos y libertades del interesado a 
que hace referencia el apartado 1.

c) Que suponga un esfuerzo desproporcionado, en cuyo caso, se optará por su 
publicación en el boletín oficial correspondiente, en la sede electrónica del responsable del 
tratamiento o en otro canal oficial que permita una comunicación efectiva con el interesado.
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4. En el supuesto de que el responsable del tratamiento no haya comunicado al 
interesado la violación de la seguridad de los datos personales, la autoridad de protección de 
datos competente, una vez valorada la existencia de un alto nivel de riesgo, podrá exigirle 
que proceda a dicha comunicación, o bien que determine la concurrencia de alguna de las 
condiciones previstas en el apartado 3.

5. La comunicación al interesado referida en el apartado 1 podrá aplazarse, limitarse u 
omitirse con sujeción a las condiciones y por los motivos previstos en el artículo 24.

Sección 3.ª Delegado de protección de datos

Artículo 40.  Designación del delegado de protección de datos.
1. Los responsables del tratamiento designarán, en todo caso, un delegado de 

protección de datos. No estarán obligados a designarlo los órganos jurisdiccionales o el 
Ministerio Fiscal cuando el tratamiento de datos personales se realice en el ejercicio de sus 
funciones jurisdiccionales.

2. El delegado de protección de datos será designado atendiendo a sus cualidades 
profesionales. En concreto, se tendrán en cuenta sus conocimientos especializados en 
legislación, su experiencia en materia de protección de datos y su capacidad para 
desempeñar las funciones a las que se refiere el artículo 42. En el caso de haber designado 
un delegado de protección de datos al amparo del Reglamento General de Protección de 
Datos, este será el que asumirá las funciones de delegado de protección de datos previstas 
en esta Ley Orgánica.

3. Podrá designarse a un único delegado de protección de datos para varias autoridades 
competentes, teniendo en cuenta la estructura organizativa y el tamaño de estas.

4. Los responsables del tratamiento publicarán los datos de contacto del delegado de 
protección de datos y comunicarán a la autoridad de protección de datos competente su 
designación y cese, en el plazo de diez días desde que se haya producido.

Artículo 41.  Posición del delegado de protección de datos.
1. El responsable del tratamiento velará porque el delegado de protección de datos 

participe adecuada y oportunamente en todas las cuestiones relativas a la protección de 
datos personales, al tiempo que cuidará de que mantenga sus conocimientos 
especializados, cuente con los recursos necesarios para el desempeño de sus funciones y 
acceda a los datos personales y a las operaciones de tratamiento.

2. El delegado de protección de datos no podrá ser removido ni sancionado por el 
responsable o el encargado por desempeñar sus funciones, salvo que incurriera en dolo o 
negligencia grave en su ejercicio. Se garantizará la independencia del delegado de 
protección de datos dentro de la organización, debiendo evitar cualquier conflicto de 
intereses.

3. En el ejercicio de sus funciones el delegado de protección de datos tendrá acceso a 
los datos personales y procesos de tratamiento. La existencia de cualquier deber de 
confidencialidad o secreto no permitirá que el responsable o el encargado del tratamiento se 
oponga a dicho acceso.

4. Cuando el delegado de protección de datos aprecie la existencia de una vulneración 
relevante en materia de protección de datos lo documentará y lo comunicará inmediatamente 
a los órganos de dirección del responsable o del encargado del tratamiento.

Artículo 42.  Funciones del delegado de protección de datos.
El responsable del tratamiento encomendará al delegado de protección de datos, al 

menos, las siguientes funciones:
a) Informar y asesorar al responsable del tratamiento y a los empleados que se ocupen 

del mismo, acerca de las obligaciones que les incumben en virtud de esta Ley Orgánica y de 
otras disposiciones de protección de datos aplicables.

b) Supervisar el cumplimiento de lo dispuesto en esta Ley Orgánica y en otras 
disposiciones de protección de datos aplicables, así como de lo establecido en las políticas 
del responsable del tratamiento en materia de protección de datos personales, incluidas la 
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asignación de responsabilidades, la concienciación y formación del personal que participe en 
las operaciones de tratamiento y las auditorías correspondientes.

c) Ofrecer el asesoramiento que se le solicite acerca de la evaluación de impacto relativa 
a la protección de datos y supervisar su realización.

d) Cooperar con la autoridad de protección de datos en los términos de la legislación 
vigente.

e) Actuar como punto de contacto de la autoridad de protección de datos para las 
cuestiones relacionadas con el tratamiento, incluida la consulta previa referida en el artículo 
36, y realizar consultas, en su caso, sobre cualquier otro asunto.

CAPÍTULO V
Transferencias de datos personales a terceros países que no sean miembros 

de la Unión Europea o a organizaciones internacionales

Artículo 43.  Principios generales de las transferencias de datos personales.
1. Al objeto de garantizar el nivel de protección de las personas físicas previsto en esta 

Ley Orgánica, cualquier transferencia de datos personales realizada por las autoridades 
competentes españolas a un Estado que no sea miembro de la Unión Europea o a una 
organización internacional, incluidas las transferencias ulteriores a otro Estado que no 
pertenezca a la Unión Europea o a otra organización internacional, deberá cumplir las 
siguientes condiciones:

a) Que la transferencia sea necesaria para los fines establecidos en el artículo 1.
b) Que los datos personales sean transferidos a un responsable del tratamiento 

competente para los fines mencionados en el artículo 1.
c) Que, en caso de que los datos personales hayan sido transferidos a la autoridad 

competente española procedentes de otro Estado miembro de la Unión Europea, dicho 
Estado miembro autorice previamente la transferencia ulterior de conformidad con su 
Derecho nacional.

d) Que la Comisión Europea haya adoptado una decisión de adecuación de acuerdo con 
el artículo 44 o, a falta de dicha decisión, cuando se hayan aportado o existan garantías 
apropiadas de conformidad con el artículo 45 o, a falta de ambas, cuando resulten de 
aplicación las excepciones para situaciones específicas de acuerdo con el artículo 46.

e) Cuando se trate de una transferencia ulterior a un Estado que no sea miembro de la 
Unión Europea u organización internacional, de datos transferidos inicialmente por una 
autoridad competente española, esta autorizará la transferencia ulterior, una vez 
considerados todos los factores pertinentes, entre estos, la gravedad de la infracción penal, 
la finalidad para la que se transfirieron inicialmente los datos personales y el nivel de 
protección existente en ese Estado u organización internacional a los que se transfieran 
ulteriormente los datos personales.

2. Las transferencias de datos personales por las autoridades españolas sin autorización 
previa de otro Estado miembro, conforme al párrafo 1c), sólo se permitirán si la transferencia 
de datos personales resulta necesaria para prevenir una amenaza inmediata y grave para la 
seguridad pública, tanto de un Estado miembro de la Unión Europea como no perteneciente 
a la misma, o para los intereses fundamentales de un Estado miembro de la Unión Europea, 
y cuando la autorización previa no pueda conseguirse a su debido tiempo.

Las autoridades españolas informarán sin dilación a la autoridad responsable de 
conceder la autorización previa, y en todo caso en el plazo máximo de diez días a contar 
desde que se haya producido la transferencia.

3. Se impulsará el establecimiento de mecanismos de cooperación internacional y de 
asistencia mutua y se fomentará el intercambio de normativa y de buenas prácticas con los 
Estados que no sean miembros de la Unión Europea y con las organizaciones 
internacionales, de manera que se facilite la aplicación efectiva de la legislación sobre la 
protección de datos personales, inclusive en el ámbito de la resolución de conflictos 
jurisdiccionales, procurando la participación de todas las partes interesadas.
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Artículo 44.  Transferencias basadas en una decisión de adecuación.
1. Cuando la Comisión Europea, mediante una decisión de adecuación, haya decidido 

que un Estado que no sea miembro de la Unión Europea, un territorio o uno o varios 
sectores específicos de dicho Estado, o la organización internacional de que se trate, 
garantizan un nivel de protección adecuado, podrán realizarse transferencias de datos 
personales a ese Estado u organización internacional. Dichas transferencias no requerirán 
ninguna autorización específica.

2. Toda decisión de adecuación de la Comisión Europea que determine que un Estado 
que no sea miembro de la Unión Europea, un territorio o uno o varios sectores específicos 
de dicho Estado, o una organización internacional ha dejado de garantizar un nivel de 
protección adecuado, se entenderá sin perjuicio de las transferencias de datos personales a 
dicho Estado, territorio o sector del mismo o a la organización internacional de que se trate, 
en virtud de los artículos 45 y 46.

Artículo 45.  Transferencias mediante garantías apropiadas.
1. En ausencia de una decisión de adecuación de la Comisión Europea conforme al 

artículo 44 podrán realizarse transferencias de datos personales a un Estado que no sea 
miembro de la Unión Europea o a una organización internacional cuando concurra alguna de 
las siguientes circunstancias:

a) Se hayan aportado garantías apropiadas respecto a la protección de datos personales 
en un instrumento jurídicamente vinculante.

b) Se hayan evaluado, por parte del responsable del tratamiento, todas las 
circunstancias que concurren en la transferencia de datos personales y se haya concluido 
que existen garantías apropiadas respecto a la protección de datos personales.

2. El responsable del tratamiento informará a la autoridad de protección de datos 
competente acerca de las categorías de transferencias a tenor del párrafo 1.b).

3. Cuando las transferencias se basen en lo dispuesto en el párrafo 1.b) deberán 
documentarse. La documentación se pondrá a disposición de la autoridad de protección de 
datos competente, previa solicitud, con inclusión de la siguiente información: fecha, hora de 
la transferencia, información sobre la autoridad competente destinataria, justificación de la 
transferencia y datos personales transferidos.

Artículo 46.  Excepciones para situaciones específicas.
1. En ausencia de una decisión de adecuación de la Comisión Europea o de garantías 

apropiadas de acuerdo con los artículos 44 y 45, podrán realizarse transferencias de datos 
personales a un Estado que no sea miembro de la Unión Europea o a una organización 
internacional cuando la transferencia sea necesaria por concurrir alguna de las siguientes 
circunstancias:

a) Para proteger los intereses vitales o los derechos y libertades fundamentales del 
interesado o de otra persona.

b) Para salvaguardar intereses legítimos del interesado reconocidos por la legislación 
española.

c) Para prevenir una amenaza grave e inmediata para la seguridad pública de un Estado, 
tanto miembro de la Unión Europea como no perteneciente a la misma.

d) En casos individuales, a efectos del artículo 1.
e) Para el ejercicio, en un caso individual, de acciones legales o para la defensa frente a 

ellas en relación con los fines incluidos en el artículo 1.
2. Los datos personales no se transferirán, si la autoridad competente de la transferencia 

determina que los derechos y libertades fundamentales del interesado prevalecen sobre el 
interés público en la transferencia, establecido en las letras d) y e) del apartado anterior.

3. Las transferencias basadas en lo dispuesto en este artículo deberán documentarse. 
Esta documentación quedará a disposición de la autoridad de protección de datos 
competente, con inclusión de la fecha y la hora de la transferencia, la información sobre la 
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autoridad competente destinataria, la justificación de la transferencia y los datos personales 
transferidos.

Artículo 47.  Transferencias directas de datos personales a destinatarios, que no sean 
autoridades competentes, establecidos en Estados no pertenecientes a la Unión Europea.

1. Excepcionalmente, en casos particulares y específicos y sin perjuicio de la existencia 
de un acuerdo internacional entre España y un Estado que no sea miembro de la Unión 
Europea en el ámbito de la cooperación judicial penal o de la cooperación policial, las 
autoridades competentes españolas podrán transferir datos personales directamente a 
destinatarios que no tengan la condición de autoridad competente, establecidos en Estados 
que no sean miembros de la Unión Europea, siempre que se cumplan las disposiciones de 
esta Ley Orgánica y se satisfagan todas las condiciones siguientes:

a) Que la transferencia sea estrictamente necesaria para la realización de una función de 
la autoridad competente que lleva a cabo la transferencia conforme al Derecho de la Unión 
Europea o a la legislación española, con cualquiera de los fines del artículo 1.

b) Que la autoridad competente que realiza la transferencia determine que ninguno de 
los derechos y libertades fundamentales del interesado son superiores al interés público que 
precise de la transferencia de que se trate.

c) Que la autoridad competente que realiza la transferencia considere que la 
transferencia a una autoridad competente del Estado en el que está establecido el 
destinatario, con cualquiera de los fines del artículo 1, resultaría ineficaz o inadecuada, en 
particular porque la transferencia no pueda efectuarse dentro de plazo.

d) Que se informe sin dilación indebida a la autoridad competente para los fines que 
contempla el artículo 1 de dicho Estado, salvo que esto resulte ineficaz o inadecuado.

e) Que la autoridad competente que realiza la transferencia informe al destinatario de la 
finalidad o finalidades específicas para las que puede tratar los datos personales, siempre y 
cuando dicho tratamiento sea necesario.

2. La autoridad competente que realiza la transferencia informará a la autoridad de 
protección de datos competente acerca de las transferencias efectuadas a tenor de este 
artículo.

3. Las transferencias basadas en lo dispuesto en este artículo deberán documentarse.

CAPÍTULO VI
Autoridades de Protección de Datos Independientes

Artículo 48.  Autoridades de protección de datos.
A los efectos de esta Ley Orgánica son autoridades de protección de datos 

independientes:
a) La Agencia Española de Protección de Datos.
b) Las autoridades autonómicas de protección de datos, exclusivamente en relación a 

aquellos tratamientos de los que sean responsables en su ámbito de competencia, y 
conforme a lo dispuesto en el artículo 57.1 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, y 
en la normativa autonómica aplicable.

Dichas autoridades se regirán por esta Ley Orgánica respecto de los tratamientos 
sometidos a la misma, de acuerdo con los principios de cooperación institucional, 
coordinación de criterios e información mutua, y por lo establecido en el Título VII de la Ley 
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, y en sus normas de creación, así como por lo que 
establezcan sus normas de desarrollo.

La Agencia Española de Protección de Datos actuará como representante de las 
autoridades de protección de datos en el Comité Europeo de Protección de Datos.
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Artículo 49.  Funciones.
1. Las autoridades de protección de datos ejercerán, respecto de los tratamientos 

sometidos a esta Ley Orgánica, las siguientes funciones:
a) Supervisar y hacer cumplir las disposiciones adoptadas con arreglo a esta Ley 

Orgánica.
b) Promover la sensibilización y la comprensión de la ciudadanía acerca de los riesgos, 

normas, garantías y derechos relativos al tratamiento.
c) Asesorar a las Cortes Generales, al Gobierno de la Nación y a los organismos 

dependientes o vinculados a la Administración General del Estado, así como, de acuerdo 
con su ámbito competencial, a las Asambleas Legislativas de las comunidades autónomas, 
los Consejos de Gobierno y los organismos dependientes o vinculados a la Administración 
de las comunidades autónomas, acerca de las medidas legislativas y administrativas 
relativas a la protección de los derechos y libertades de las personas físicas con respecto al 
tratamiento.

d) Promover la sensibilización de los responsables y encargados del tratamiento en 
relación con las obligaciones que les incumben.

e) Facilitar la información solicitada por los interesados sobre el ejercicio de sus 
derechos en virtud de esta Ley Orgánica y, en su caso, cooperar a tal fin con las autoridades 
de protección de datos de otros Estados miembros de la Unión Europea.

f) Tramitar y responder las reclamaciones presentadas por un interesado o por una 
entidad, organización o asociación de conformidad con el artículo 55, e investigar, en la 
medida oportuna, el motivo de la reclamación e informar al reclamante sobre el curso y el 
resultado de la investigación en un plazo razonable.

g) Controlar, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 25, la licitud del tratamiento e 
informar al interesado en un plazo razonable sobre el resultado del control o sobre los 
motivos por los que no se ha llevado a cabo.

h) Cooperar, en particular compartiendo información, con otras autoridades de protección 
de datos y prestarse asistencia mutua.

i) Llevar a cabo investigaciones sobre la aplicación de esta Ley Orgánica, en particular 
basándose en la información recibida de otra autoridad de protección de datos u otra 
autoridad pública.

j) Realizar un seguimiento de acontecimientos que sean de interés, en la medida en que 
tengan incidencia en la protección de datos personales, de manera concreta sobre el 
desarrollo de las tecnologías de la información y la comunicación.

k) Prestar asesoramiento sobre las operaciones de tratamiento contempladas en el 
artículo 36.

l) Contribuir a las actividades del Comité Europeo de Protección de Datos.
m) Informar todas las disposiciones legales o reglamentarias que afecten a tratamientos 

sometidos a esta Ley Orgánica.
2. Las autoridades de protección de datos adoptarán medidas tendentes a facilitar la 

formulación de las reclamaciones incluidas en el párrafo 1f), tales como proporcionar 
formularios que puedan cumplimentarse electrónicamente, sin excluir otros medios.

3. El desempeño de las funciones de las autoridades de control no implicará coste 
alguno para el interesado ni para el delegado de protección de datos.

4. Cuando las solicitudes sean manifiestamente infundadas o excesivas, especialmente 
debido a su carácter repetitivo, la autoridad de protección de datos podrá negarse a actuar 
respecto de la solicitud. La carga de la demostración del carácter manifiestamente infundado 
o excesivo de la solicitud recaerá en la autoridad de protección de datos.

Artículo 50.  Potestades.
Las autoridades de protección de datos tendrán atribuidas, en el ámbito de esta Ley 

Orgánica, las siguientes potestades:
a) De investigación, incluyendo el acceso a todos los datos que estén siendo tratados 

por el responsable o el encargado del tratamiento, en los términos previstos por la legislación 
vigente.
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b) De advertencia y control de lo exigido en esta Ley Orgánica, incluida la sanción de las 
infracciones cometidas, la elaboración de recomendaciones, órdenes de rectificación, 
supresión o limitación del tratamiento de datos personales o de limitación temporal o 
definitiva del tratamiento, incluida su prohibición, así como la orden a los responsables del 
tratamiento de comunicar las vulneraciones de seguridad de los datos a los interesados.

c) De asesoramiento, que comprende la consulta previa prevista en el artículo 36 y la 
emisión, por propia iniciativa o previa solicitud, de dictámenes destinados a las Cortes 
Generales o al Gobierno, a otras instituciones u organismos, así como al público en general, 
acerca de todo asunto relacionado con la protección de datos personales sujeto a esta Ley 
Orgánica.

Artículo 51.  Asistencia entre autoridades de protección de datos de los Estados miembros 
de la Unión Europea.

1. Las autoridades de protección de datos españolas facilitarán la asistencia y 
cooperación necesaria a las autoridades de protección de datos de otros Estados miembros 
de la Unión Europea, debiendo responder a las solicitudes de estas sin dilación indebida, y 
en cualquier caso, en el plazo máximo de un mes desde su recepción. La asistencia mutua 
abarcará, en particular, las solicitudes de información y las medidas de control, así como las 
solicitudes para llevar a cabo consultas, inspecciones e investigaciones.

2. Las autoridades de protección de datos españolas podrán solicitar, en el ejercicio de 
sus funciones, la asistencia y cooperación de las autoridades de protección de datos de 
otros Estados miembros de la Unión Europea.

Las solicitudes deberán contener toda la información necesaria para su contestación, 
incluidos los motivos y la finalidad de la solicitud. La información intercambiada se utilizará 
únicamente para el fin para el que haya sido solicitada.

3. Las contestaciones de las autoridades de protección de datos españolas deberán 
indicar los resultados obtenidos o las medidas adoptadas con base en la solicitud recibida. 
Estas respuestas serán remitidas en formato electrónico, en la medida de lo posible.

4. La solicitud de asistencia procedente de una autoridad de protección de datos de un 
Estado miembro de la Unión Europea únicamente podrá negarse a ser atendida, de manera 
motivada, cuando la autoridad de protección de datos española no sea competente respecto 
al objeto o a las medidas solicitadas, o bien cuando el hecho de atender la solicitud vulnere 
la legislación española o el Derecho de la Unión Europea. Se informará, en su caso, de la 
restricción de los derechos del interesado adoptada en aplicación del artículo 24.

5. Las medidas adoptadas con ocasión de una solicitud de asistencia mutua serán 
gratuitas, sin perjuicio de que en circunstancias excepcionales puedan pactarse 
indemnizaciones por gastos específicos derivados de la prestación de la asistencia.

CAPÍTULO VII
Reclamaciones

Artículo 52.  Régimen aplicable a los procedimientos tramitados ante las autoridades de 
protección de datos.

1. En el caso de que los interesados aprecien que el tratamiento de los datos personales 
haya infringido las disposiciones de esta Ley Orgánica o no haya sido atendida su solicitud 
de ejercicio de los derechos reconocidos en los artículos 21, 22 y 23 tendrán derecho a 
presentar una reclamación ante la autoridad de protección de datos.

2. Dichas reclamaciones serán tramitadas por la autoridad de protección de datos 
competente con sujeción al procedimiento establecido en el título VIII de la Ley Orgánica 
3/2018, de 5 de diciembre, y, en su caso, a la legislación de las Comunidades Autónomas 
que resulte de aplicación. Tendrán carácter subsidiario las normas generales sobre los 
procedimientos administrativos y el régimen jurídico del sector público.

3. En el caso de que la actuación provenga de un órgano judicial o del Ministerio Fiscal 
cuando se realice el tratamiento con fines jurisdiccionales la responsabilidad se regirá por lo 
dispuesto en el Título V del Libro III de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 
Judicial.
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4. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 55, todo interesado tendrá derecho a 
interponer recurso contencioso-administrativo, de acuerdo con su normativa reguladora, en 
caso de que la autoridad de protección de datos competente no dicte resolución expresa y 
se la notifique en el plazo de tres meses.

Artículo 53.  Derecho a indemnización por entes del sector público.
1. Los interesados tendrán derecho a ser indemnizados por el responsable del 

tratamiento, o por el encargado del tratamiento cuando formen parte del sector público, en el 
caso de que sufran daño o lesión en sus bienes o derechos como consecuencia del 
incumplimiento de lo dispuesto en esta Ley Orgánica.

2. Cuando quien incumpla lo dispuesto en esta Ley Orgánica tenga la consideración de 
Administración pública, la responsabilidad se exigirá de acuerdo con la legislación 
reguladora del régimen de responsabilidad patrimonial previsto en la normativa sobre el 
procedimiento administrativo común de las Administraciones públicas y sobre el régimen 
jurídico del sector público.

3. En el caso de que la actuación provenga de un órgano judicial o del Ministerio Fiscal 
cuando se realice el tratamiento con fines jurisdiccionales la responsabilidad se regirá por lo 
dispuesto en el Título V del Libro III de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 
Judicial.

Artículo 54.  Derecho a indemnización por encargados del tratamiento del sector privado.
1. Los interesados que sufran daño o lesión en sus bienes o derechos por parte del 

encargado del tratamiento que no forme parte del sector público, como consecuencia del 
incumplimiento de lo dispuesto en esta Ley Orgánica, tendrán derecho a ser indemnizados.

2. El encargado del tratamiento estará obligado a indemnizar todos los daños y perjuicios 
que cause a los interesados o a terceros como resultado de las operaciones de tratamientos 
de datos previstas en el contrato u otro instrumento o acto jurídico suscrito con el 
responsable del tratamiento conforme al artículo 30, de conformidad con el régimen de 
responsabilidad del contratista por los daños causados a terceros regulado en la normativa 
sobre contratos del sector público.

3. Cuando tales daños y perjuicios hayan sido ocasionados como consecuencia 
inmediata y directa de una orden de la autoridad competente responsable del tratamiento, 
será esta la responsable.

4. Los interesados o los terceros perjudicados podrán requerir al responsable del 
tratamiento, dentro del año siguiente a la producción del hecho, para que informe, una vez 
oído el encargado del tratamiento, acerca de a cuál de las partes contratantes o de las que 
hayan suscrito el acto jurídico conforme al artículo 30, corresponde la responsabilidad de los 
daños. El ejercicio de esta facultad interrumpe el plazo de prescripción de la acción.

5. Con independencia de lo previsto en los apartados anteriores, el encargado del 
tratamiento que no forme parte del sector público responderá de los daños y perjuicios que 
durante las operaciones de tratamiento de datos cause. Deberá hacerlo tanto respecto del 
responsable del tratamiento, como respecto del interesado o de terceros por incumplimientos 
de esta Ley Orgánica, de infracciones de preceptos legales o reglamentarios, o por el 
incumplimiento de las previsiones contenidas en el contrato o en otro acto jurídico suscrito. 
El encargado del tratamiento que no forme parte del sector público deberá haber incurrido en 
actuaciones que le sean imputables, sin perjuicio de la aplicación del régimen sancionador, 
en su caso.

Artículo 55.  Tutela judicial efectiva.
1. Sin perjuicio de cualquier otro recurso administrativo o reclamación, toda persona 

física o jurídica tendrá derecho a recurrir ante la jurisdicción contencioso-administrativa, de 
acuerdo con su legislación reguladora, contra los actos y resoluciones dictadas por la 
autoridad de protección de datos competente.

2. El interesado podrá conferir su representación a una entidad, organización o 
asociación sin ánimo de lucro que haya sido correctamente constituida, cuyos objetivos 
estatutarios sean de interés público y que actúe en el ámbito de la protección de los 
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derechos y libertades de los interesados en materia de protección de sus datos personales, 
para que ejerza los derechos contemplados en el apartado anterior.

CAPÍTULO VIII
Régimen sancionador

Artículo 56.  Sujetos responsables.
1. La responsabilidad por las infracciones cometidas recaerá directamente en los sujetos 

obligados que, por acción u omisión, realizaran la conducta en que consista la infracción.
2. Están sujetos al régimen sancionador:
a) Los responsables de los tratamientos.
b) Los encargados de los tratamientos.
c) Los representantes de los encargados no establecidos en el territorio de la Unión 

Europea.
d) El resto de las personas físicas o jurídicas obligadas por el contenido del deber de 

colaboración establecido en el artículo 7.
3. No será de aplicación el régimen sancionador establecido en este capítulo al delegado 

de protección de datos.

Artículo 57.  Concurso de normas.
1. Los hechos susceptibles de ser calificados con arreglo a dos o más preceptos de esta 

u otra Ley, siempre que no constituyan infracciones al Reglamento General de Protección de 
Datos, ni a la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, se sancionarán observando las 
siguientes reglas:

a) El precepto especial se aplicará con preferencia al general.
b) El precepto más amplio o complejo absorberá el que sancione las infracciones 

subsumidas en aquel.
c) En defecto de los criterios anteriores, se aplicará el precepto que sancione los hechos 

con la sanción mayor.
2. En el caso de que un solo hecho constituya dos o más infracciones, o cuando una de 

ellas sea medio necesario para cometer la otra, la conducta será sancionada por aquella 
infracción que conlleve una mayor sanción.

Artículo 58.  Infracciones muy graves.
Son infracciones muy graves:
a) El tratamiento de datos personales que vulnere los principios y garantías establecidos 

en el artículo 6 o sin que concurra alguna de las condiciones de licitud del tratamiento 
establecidas en el artículo 11, siempre que se causen perjuicios de carácter muy grave a los 
interesados.

b) El acceso, cesión, alteración y divulgación de los datos al margen de los supuestos 
autorizados por el responsable o encargado de los datos, siempre que no constituya ilícito 
penal.

c) La transferencia temporal o definitiva de datos de carácter personal con destino a 
Estados que no sean miembros de la Unión Europea o a destinatarios que no sean 
autoridades competentes, establecidos en dichos Estados incumpliendo las condiciones 
previstas en los artículos 43 y 47.

d) La utilización de los datos para una finalidad que no sea compatible con el objetivo 
para el que fueron recogidos o cuando no se cumplan las condiciones establecidas en el 
artículo 6, siempre que no se cuente con una base legal para ello.

e) El tratamiento de datos personales de las categorías especiales sin que concurra 
alguna de las circunstancias previstas en el artículo 13 o sin garantizar las medidas de 
seguridad adecuadas, que cause perjuicios graves a los interesados.
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f) La omisión del deber de informar al interesado acerca del tratamiento de sus datos de 
carácter personal conforme a lo dispuesto en esta Ley Orgánica.

g) La vulneración del deber de confidencialidad del encargado del tratamiento, 
establecido en el artículo 30.

h) La adopción de decisiones individuales automatizadas sin las garantías señaladas en 
el artículo 14, siempre que se causen perjuicios de carácter muy grave para los interesados.

i) El impedimento, la obstaculización o la falta de atención reiterada del ejercicio de los 
derechos del interesado de acceso, rectificación, supresión de sus datos o limitación del 
tratamiento, siempre que se causen perjuicios de carácter muy grave para los interesados.

j) La negativa a proporcionar a las autoridades competentes la información necesaria 
para la prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones penales, para la 
ejecución de sanciones penales o para la protección y prevención frente a las amenazas 
contra la seguridad pública de acuerdo con lo previsto en el artículo 7, así como a informar al 
interesado cuando se comuniquen sus datos en virtud del deber de colaboración establecido 
en dicho artículo.

k) La resistencia u obstrucción del ejercicio de la función inspectora de las autoridades 
de protección de datos competentes.

l) La falta de notificación a las autoridades de protección de datos competentes acerca 
de una violación de la seguridad de los datos personales, cuando sea exigible, así como la 
ausencia de comunicación al interesado de una violación de la seguridad cuando sea 
procedente de acuerdo con el artículo 39, siempre que se deriven perjuicios de carácter muy 
grave para el interesado.

m) El incumplimiento de las resoluciones dictadas por las autoridades de protección de 
datos competentes, en el ejercicio de las potestades que le confiere el artículo 50.

n) No facilitar el acceso del personal de las autoridades de protección de datos 
competentes a los datos personales, información, locales, equipos y medios de tratamiento, 
cuando sean requeridos por las mismas, en el ejercicio de sus poderes de investigación.

ñ) El incumplimiento de los plazos de conservación y revisión establecidos en virtud del 
artículo 8.

Artículo 59.  Infracciones graves.
Son infracciones graves:
a) El tratamiento de los datos de carácter personal cuando se incumplan los principios 

del artículo 6 o las condiciones de licitud del tratamiento del artículo 11, siempre que no 
constituya una infracción muy grave.

b) El tratamiento de datos personales de las categorías especiales sin que concurra 
alguna de las circunstancias previstas en el artículo 13 o sin garantizar las medidas de 
seguridad adecuadas, siempre que no constituya una infracción muy grave.

c) La adopción de decisiones individuales automatizadas sin las garantías señaladas en 
el artículo 14, siempre que no constituya una infracción muy grave.

d) La falta de designación de un delegado de protección de datos en los términos 
previstos en el artículo 40 o no posibilitar la efectiva participación del mismo en todas las 
cuestiones relativas a la protección de datos personales, no respaldarlo o interferir en el 
desempeño de sus funciones.

e) El incumplimiento de la puesta a disposición al interesado de la información prevista 
en el artículo 21 o del deber de comunicación al mismo, o a la autoridad de protección de 
datos competente, de una violación de la seguridad de los datos, que entrañe un grave 
perjuicio para los derechos y libertades del interesado.

f) La ausencia de adopción de aquellas medidas técnicas y organizativas que resulten 
apropiadas para aplicar de forma efectiva los principios de protección de datos, incluidas las 
medidas oportunas desde el diseño y por defecto, así como para integrar las garantías 
necesarias en el tratamiento.

g) El impedimento, la falta de atención o la obstaculización de los derechos del 
interesado de acceso, rectificación, supresión de sus datos o limitación del tratamiento, 
siempre que no constituya infracción muy grave.
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h) El incumplimiento de la obligación de llevanza de los registros de actividades de 
tratamiento o del registro de operaciones de tratamiento, si se causan perjuicios de carácter 
grave a los interesados.

i) El incumplimiento de las estipulaciones recogidas en el contrato u acto jurídico que 
vincula al responsable y al encargado del tratamiento, salvo en los supuestos en que fuese 
necesario para evitar la infracción de la legislación en materia de protección de datos y se 
hubiese advertido de ello al responsable o al encargado del tratamiento, así como el 
incumplimiento de las obligaciones impuestas en el artículo 30.

j) La falta de colaboración diligente con las autoridades competentes en el cumplimiento 
de las obligaciones establecidas en el artículo 7, cuando no constituya una infracción muy 
grave.

k) La falta de cooperación, la actuación negligente o el impedimento de la función 
inspectora de las autoridades de protección de datos competentes, cuando no constituya 
infracción muy grave.

l) El incumplimiento de la evaluación de impacto en la protección de los datos de carácter 
personal, si se derivan perjuicios o riesgos de carácter grave para los interesados.

m) El tratamiento de datos personales sin haber consultado previamente a la autoridad 
de protección de datos competente, en los casos en que dicha consulta resulte preceptiva 
conforme al artículo 36.

Artículo 60.  Infracciones leves.
Son infracciones leves:
a) La afectación leve de los derechos de los interesados como consecuencia de la 

ausencia de la debida diligencia o del carácter inadecuado o insuficiente de las medidas 
técnicas y organizativas que se hubiesen implantado.

b) El incumplimiento del principio de transparencia de la información o del derecho de 
información del interesado establecido en el artículo 21 cuando no se facilite toda la 
información exigida en esta Ley Orgánica.

c) La inobservancia de la obligación de informar al interesado y a los destinatarios a los 
que se hayan comunicado o de los que procedan los datos personales rectificados, 
suprimidos o respecto de los que se haya limitado el tratamiento, conforme a lo establecido 
en el artículo 23.

d) El incumplimiento de la llevanza de registros de actividades de tratamiento o del 
registro de operaciones o que los mismos no incorporen toda la información exigida 
legalmente, siempre que no constituya infracción grave.

e) El incumplimiento de la obligación de suprimir los datos referidos a una persona 
fallecida cuando fuera exigible legalmente.

f) La falta de formalización por los corresponsables del tratamiento del acuerdo que 
determine las obligaciones, funciones y responsabilidades respectivas, a propósito del 
tratamiento de datos personales y de sus relaciones con los interesados, así como la 
inexactitud o la falta de concreción en la determinación de las mismas.

g) El incumplimiento de la obligación del encargado del tratamiento de informar al 
responsable del tratamiento acerca de una posible infracción de las disposiciones de esta 
Ley Orgánica, como consecuencia de una instrucción recibida de este.

h) La notificación incompleta o defectuosa a la autoridad de protección de datos 
competente de la información relacionada con una violación de seguridad de los datos 
personales, el incumplimiento de la obligación de documentarla o del deber de comunicar al 
interesado su existencia, cuando no constituya una infracción grave.

i) La aportación de información inexacta o incompleta a la autoridad de protección de 
datos competente, en los supuestos en los que el responsable del tratamiento deba elevarle 
una consulta previa.

j) La falta de publicación de los datos de contacto del delegado de protección de datos, o 
la ausencia de comunicación de su designación y cese a la autoridad de protección de datos 
competente, de conformidad con el artículo 40, cuando su nombramiento sea exigible de 
acuerdo con esta Ley Orgánica.
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Artículo 61.  Régimen jurídico.
1. El ejercicio de la potestad sancionadora que corresponde a las autoridades de 

protección de datos competentes, se regirá por lo dispuesto en el presente capítulo, por los 
títulos VII y IX de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 
Personales y garantía de los derechos digitales y, en cuanto no la contradiga, con carácter 
supletorio, por la normativa sobre el procedimiento administrativo común de las 
Administraciones Públicas y el régimen jurídico del sector público.

2. En el supuesto de las infracciones recogidas en los artículos 58. j) y 59. j), el ejercicio 
de la potestad sancionadora corresponderá respectivamente, a las personas titulares de la 
Secretaría de Estado de Seguridad y de las Delegaciones del Gobierno. Estos 
procedimientos se regirán por la normativa sobre procedimiento administrativo común de las 
Administraciones Públicas y el régimen jurídico del sector público, sin perjuicio de las 
especialidades que se recogen en este capítulo.

Artículo 62.  Sanciones.
Por la comisión de las infracciones tipificadas en esta Ley Orgánica se impondrán las 

siguientes sanciones:
1. En caso de que el sujeto responsable sea algunos de los enumerados en el artículo 

77.1 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, se impondrán las sanciones y se 
adoptarán las medidas establecidas en dicho artículo.

2. En caso de que el sujeto infractor sea distinto de los señalados en el artículo 77.1 de 
la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, podrá ser sancionado, con multa de la siguiente 
cuantía:

a) Las infracciones muy graves, con multa de 360.001 a 1.000.000 euros.
b) Las infracciones graves, con multa de 60.001 a 360.000 euros.
c) Las leves, con multa de 6.000 a 60.000 euros.
A efectos de la determinación de la cuantía de la sanción, se tendrán en cuenta los 

criterios establecidos en el artículo 83.2 del Reglamento General de Protección de Datos y 
en el artículo 76.2 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre.

Artículo 63.  Prescripción de las infracciones y sanciones.
1. Las infracciones administrativas tipificadas en esta Ley Orgánica prescribirán a los 

seis meses, a los dos o a los tres años de haberse cometido, según sean leves, graves o 
muy graves, respectivamente.

Los plazos señalados en esta Ley Orgánica se computarán desde el día en que se haya 
cometido la infracción. No obstante, en los casos de infracciones continuadas o 
permanentes, los plazos se computarán desde que finalizó la conducta infractora.

Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del 
procedimiento sancionador, reiniciándose el plazo de prescripción si el expediente 
sancionador estuviere paralizado durante más de seis meses por causas no imputables al 
presunto infractor.

Se interrumpirá igualmente la prescripción como consecuencia de la apertura de un 
procedimiento judicial penal, hasta que la autoridad judicial comunique al órgano 
administrativo su finalización.

2. Las sanciones impuestas por infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las 
impuestas por infracciones graves, a los dos años, y las impuestas por infracciones leves al 
año, computados desde el día siguiente a aquel en que adquiera firmeza en vía 
administrativa la resolución por la que se impone la sanción.

La prescripción se interrumpirá por la iniciación, con conocimiento del interesado, del 
procedimiento de ejecución, volviendo a transcurrir el plazo si el mismo está paralizado 
durante más de seis meses por causa no imputable al infractor.
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Artículo 64.  Caducidad del procedimiento.
1. El procedimiento caducará transcurridos seis meses desde su incoación sin que se 

haya notificado la resolución, debiendo, no obstante, tenerse en cuenta en el cómputo las 
posibles paralizaciones por causas imputables al interesado o la suspensión que debiera 
acordarse por la existencia de un procedimiento judicial penal, cuando concurra identidad de 
sujeto, hecho y fundamento, hasta la finalización de este.

2. La resolución que declare la caducidad se notificará al interesado y pondrá fin al 
procedimiento, sin perjuicio de que la administración pueda acordar la incoación de un nuevo 
procedimiento en tanto no haya prescrito la infracción. Los procedimientos caducados no 
interrumpirán el plazo de prescripción.

Artículo 65.  Carácter subsidiario del procedimiento administrativo sancionador respecto del 
penal.

1. No podrán sancionarse los hechos que hayan sido sancionados penal o 
administrativamente cuando se aprecie identidad de sujeto, de hecho y de fundamento.

2. En los supuestos en que las conductas pudieran ser constitutivas de delito, el órgano 
administrativo pasará el tanto de culpa a la autoridad judicial o al Ministerio Fiscal y se 
abstendrá de seguir el procedimiento sancionador mientras la autoridad judicial no dicte 
sentencia firme o resolución que de otro modo ponga fin al procedimiento penal, o el 
Ministerio Fiscal no acuerde la improcedencia de iniciar o proseguir las actuaciones en vía 
penal, quedando hasta entonces interrumpido el plazo de prescripción.

La autoridad judicial y el Ministerio Fiscal comunicarán al órgano administrativo la 
resolución o acuerdo que hubieran adoptado.

3. De no haberse estimado la existencia de ilícito penal, o en el caso de haberse dictado 
resolución de otro tipo que ponga fin al procedimiento penal, podrá iniciarse o proseguir el 
procedimiento sancionador. En todo caso, el órgano administrativo quedará vinculado por los 
hechos declarados probados en vía judicial.

4. Las medidas cautelares adoptadas antes de la intervención judicial podrán 
mantenerse mientras la autoridad judicial no resuelva otra cosa.

Disposición adicional primera.  Regímenes específicos.
1. El tratamiento de los datos personales procedentes de las imágenes y sonidos 

obtenidos mediante la utilización de cámaras y videocámaras por las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad, por los órganos competentes para la vigilancia y control en los centros 
penitenciarios y para el control, regulación, vigilancia y disciplina del tráfico, para los fines 
previstos en al artículo 1, se regirá por esta Ley Orgánica, sin perjuicio de los requisitos 
establecidos en regímenes legales especiales que regulan otros ámbitos concretos como el 
procesal penal, la regulación del tráfico o la protección de instalaciones propias.

2. Fuera de estos supuestos, dichos tratamientos se regirán por su legislación específica 
y supletoriamente por el Reglamento (UE) 2016/679 y por la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de 
diciembre.

Disposición adicional segunda.  Intercambio de datos dentro de la Unión Europea.
El intercambio de datos personales por parte de las autoridades competentes españolas 

en el interior de la Unión Europea, cuando el Derecho de la Unión Europea o la legislación 
española exijan dicho intercambio, no estará limitado ni prohibido por motivos relacionados 
con la protección de las personas físicas respecto al tratamiento de sus datos personales.

Disposición adicional tercera.  Acuerdos internacionales en el ámbito de la cooperación 
judicial en materia penal y de la cooperación policial.

Los acuerdos internacionales en el ámbito de la cooperación judicial en materia penal y 
de la cooperación policial que impliquen la transferencia de datos personales a Estados que 
no sean miembros de la Unión Europea u organizaciones internacionales y que hubieran 
sido celebrados por España antes del 6 de mayo de 2016, cumpliendo lo dispuesto en el 
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Derecho de la Unión Europea aplicable antes de dicha fecha, seguirán en vigor hasta que 
sean objeto de modificación, enmienda o terminación.

Disposición adicional cuarta.  Ficheros y Registro de Población de las Administraciones 
Públicas.

1. Las autoridades competentes podrán solicitar al Instituto Nacional de Estadística y a 
los órganos estadísticos de ámbito autonómico, sin consentimiento del interesado, una copia 
actualizada del fichero formado con los datos del documento de identidad, nombre, apellidos, 
domicilio, sexo y fecha de nacimiento que constan en el padrón municipal de habitantes y en 
el censo electoral correspondiente a los territorios donde ejerzan sus competencias. Esta 
solicitud deberá estar motivada en base a cualquiera de los fines de prevención, detección, 
investigación y enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, 
incluidas la protección y la prevención frente a las amenazas contra la seguridad pública.

2. Los datos obtenidos tendrán como único propósito el cumplimiento de los fines de 
prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución 
de sanciones penales, así como de protección y de prevención frente a las amenazas contra 
la seguridad pública y la comunicación de estas autoridades con los interesados residentes 
en los respectivos territorios, respecto a las relaciones jurídico-administrativas derivadas de 
las competencias respectivas.

Disposición adicional quinta.  Referencias normativas.
Las referencias contenidas en normas vigentes en relación a las disposiciones que se 

derogan expresamente, deberán entenderse efectuadas a los artículos de esta Ley Orgánica 
que regulan la misma materia que aquellas.

Disposición transitoria única.  Duración del mandato inicial de la persona titular de la 
Dirección de Supervisión y Control de Protección de datos del Consejo General del Poder 
Judicial.

La duración del mandato del primer nombramiento de la persona titular de la Dirección 
de Supervisión y Control de Protección de datos del Consejo General del Poder Judicial será 
de tres años no renovable.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas todas las normas de igual o inferior rango en lo que contradigan o se 

opongan a lo dispuesto en esta Ley Orgánica.

[ . . . ]
Disposición final novena.  Naturaleza de la ley.

Esta ley tiene el carácter de Ley Orgánica. No obstante, tienen carácter ordinario:
a) El capítulo VI.
b) El capítulo VII.
c) El capítulo VIII.
d) Las disposiciones finales segunda, sexta, séptima y octava.

Disposición final décima.  Título competencial.
Esta Ley Orgánica se dicta al amparo de las reglas 1.ª, 6.ª, 18.ª y 29.ª del artículo 149.1 

de la Constitución, que atribuyen al Estado las competencias exclusivas, respectivamente, 
para la regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los 
españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes 
constitucionales; respecto a las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas, 
el procedimiento administrativo común y en relación al sistema de responsabilidad de todas 
las Administraciones públicas; sobre legislación penal, penitenciaria, procesal; y en materia 
de seguridad pública.
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Disposición final undécima.  Incorporación del Derecho de la Unión Europea.
Mediante esta Ley Orgánica se incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 

(UE) 2016/680 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativa a la 
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales por 
parte de las autoridades competentes para fines de prevención, detección, investigación y 
enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, y a la libre 
circulación de dichos datos y por la que se deroga la Decisión Marco 2008/977/JAI del 
Consejo.

Disposición final duodécima.  Entrada en vigor.
Esta Ley Orgánica entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».
No obstante, las previsiones contenidas en el capítulo IV producirán efectos a los seis 

meses de la entrada en vigor de la Ley Orgánica.
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§ 62

Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 236, de 2 de octubre de 2015

Última modificación: 20 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-2015-10566

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales, principios de actuación y funcionamiento del sector 

público

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

De la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas

Sección 1.ª Responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas

Artículo 32.  Principios de la responsabilidad.
1. Los particulares tendrán derecho a ser indemnizados por las Administraciones 

Públicas correspondientes, de toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y 
derechos, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de 
los servicios públicos salvo en los casos de fuerza mayor o de daños que el particular tenga 
el deber jurídico de soportar de acuerdo con la Ley.

La anulación en vía administrativa o por el orden jurisdiccional contencioso administrativo 
de los actos o disposiciones administrativas no presupone, por sí misma, derecho a la 
indemnización.

2. En todo caso, el daño alegado habrá de ser efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado con relación a una persona o grupo de personas.

3. Asimismo, los particulares tendrán derecho a ser indemnizados por las 
Administraciones Públicas de toda lesión que sufran en sus bienes y derechos como 
consecuencia de la aplicación de actos legislativos de naturaleza no expropiatoria de 
derechos que no tengan el deber jurídico de soportar cuando así se establezca en los 
propios actos legislativos y en los términos que en ellos se especifiquen.

La responsabilidad del Estado legislador podrá surgir también en los siguientes 
supuestos, siempre que concurran los requisitos previstos en los apartados anteriores:

a) Cuando los daños deriven de la aplicación de una norma con rango de ley declarada 
inconstitucional, siempre que concurran los requisitos del apartado 4.
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b) Cuando los daños deriven de la aplicación de una norma contraria al Derecho de la 
Unión Europea, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 5.

4. Si la lesión es consecuencia de la aplicación de una norma con rango de ley declarada 
inconstitucional, procederá su indemnización cuando el particular haya obtenido, en 
cualquier instancia, sentencia firme desestimatoria de un recurso contra la actuación 
administrativa que ocasionó el daño, siempre que se hubiera alegado la inconstitucionalidad 
posteriormente declarada.

5. Si la lesión es consecuencia de la aplicación de una norma declarada contraria al 
Derecho de la Unión Europea, procederá su indemnización cuando el particular haya 
obtenido, en cualquier instancia, sentencia firme desestimatoria de un recurso contra la 
actuación administrativa que ocasionó el daño, siempre que se hubiera alegado la infracción 
del Derecho de la Unión Europea posteriormente declarada. Asimismo, deberán cumplirse 
todos los requisitos siguientes:

a) La norma ha de tener por objeto conferir derechos a los particulares.
b) El incumplimiento ha de estar suficientemente caracterizado.
c) Ha de existir una relación de causalidad directa entre el incumplimiento de la 

obligación impuesta a la Administración responsable por el Derecho de la Unión Europea y el 
daño sufrido por los particulares.

6. La sentencia que declare la inconstitucionalidad de la norma con rango de ley o 
declare el carácter de norma contraria al Derecho de la Unión Europea producirá efectos 
desde la fecha de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado» o en el «Diario Oficial de 
la Unión Europea», según el caso, salvo que en ella se establezca otra cosa.

7. La responsabilidad patrimonial del Estado por el funcionamiento de la Administración 
de Justicia se regirá por la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.

8. El Consejo de Ministros fijará el importe de las indemnizaciones que proceda abonar 
cuando el Tribunal Constitucional haya declarado, a instancia de parte interesada, la 
existencia de un funcionamiento anormal en la tramitación de los recursos de amparo o de 
las cuestiones de inconstitucionalidad.

El procedimiento para fijar el importe de las indemnizaciones se tramitará por el 
Ministerio de Justicia, con audiencia al Consejo de Estado.

9. Se seguirá el procedimiento previsto en la Ley de Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas para determinar la responsabilidad de las 
Administraciones Públicas por los daños y perjuicios causados a terceros durante la 
ejecución de contratos cuando sean consecuencia de una orden inmediata y directa de la 
Administración o de los vicios del proyecto elaborado por ella misma sin perjuicio de las 
especialidades que, en su caso establezca el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de 
noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector 
Público.

Artículo 33.  Responsabilidad concurrente de las Administraciones Públicas.
1. Cuando de la gestión dimanante de fórmulas conjuntas de actuación entre varias 

Administraciones públicas se derive responsabilidad en los términos previstos en la presente 
Ley, las Administraciones intervinientes responderán frente al particular, en todo caso, de 
forma solidaria. El instrumento jurídico regulador de la actuación conjunta podrá determinar 
la distribución de la responsabilidad entre las diferentes Administraciones públicas.

2. En otros supuestos de concurrencia de varias Administraciones en la producción del 
daño, la responsabilidad se fijará para cada Administración atendiendo a los criterios de 
competencia, interés público tutelado e intensidad de la intervención. La responsabilidad 
será solidaria cuando no sea posible dicha determinación.

3. En los casos previstos en el apartado primero, la Administración competente para 
incoar, instruir y resolver los procedimientos en los que exista una responsabilidad 
concurrente de varias Administraciones Públicas, será la fijada en los Estatutos o reglas de 
la organización colegiada. En su defecto, la competencia vendrá atribuida a la 
Administración Pública con mayor participación en la financiación del servicio.

4. Cuando se trate de procedimientos en materia de responsabilidad patrimonial, la 
Administración Pública competente a la que se refiere el apartado anterior, deberá consultar 
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a las restantes Administraciones implicadas para que, en el plazo de quince días, éstas 
puedan exponer cuanto consideren procedente.

Artículo 34.  Indemnización.
1. Sólo serán indemnizables las lesiones producidas al particular provenientes de daños 

que éste no tenga el deber jurídico de soportar de acuerdo con la Ley. No serán 
indemnizables los daños que se deriven de hechos o circunstancias que no se hubiesen 
podido prever o evitar según el estado de los conocimientos de la ciencia o de la técnica 
existentes en el momento de producción de aquéllos, todo ello sin perjuicio de las 
prestaciones asistenciales o económicas que las leyes puedan establecer para estos casos.

En los casos de responsabilidad patrimonial a los que se refiere los apartados 4 y 5 del 
artículo 32, serán indemnizables los daños producidos en el plazo de los cinco años 
anteriores a la fecha de la publicación de la sentencia que declare la inconstitucionalidad de 
la norma con rango de ley o el carácter de norma contraria al Derecho de la Unión Europea, 
salvo que la sentencia disponga otra cosa.

2. La indemnización se calculará con arreglo a los criterios de valoración establecidos en 
la legislación fiscal, de expropiación forzosa y demás normas aplicables, ponderándose, en 
su caso, las valoraciones predominantes en el mercado. En los casos de muerte o lesiones 
corporales se podrá tomar como referencia la valoración incluida en los baremos de la 
normativa vigente en materia de Seguros obligatorios y de la Seguridad Social.

3. La cuantía de la indemnización se calculará con referencia al día en que la lesión 
efectivamente se produjo, sin perjuicio de su actualización a la fecha en que se ponga fin al 
procedimiento de responsabilidad con arreglo al Índice de Garantía de la Competitividad, 
fijado por el Instituto Nacional de Estadística, y de los intereses que procedan por demora en 
el pago de la indemnización fijada, los cuales se exigirán con arreglo a lo establecido en la 
Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, o, en su caso, a las normas 
presupuestarias de las Comunidades Autónomas.

4. La indemnización procedente podrá sustituirse por una compensación en especie o 
ser abonada mediante pagos periódicos, cuando resulte más adecuado para lograr la 
reparación debida y convenga al interés público, siempre que exista acuerdo con el 
interesado.

Artículo 35.  Responsabilidad de Derecho Privado.
Cuando las Administraciones Públicas actúen, directamente o a través de una entidad de 

derecho privado, en relaciones de esta naturaleza, su responsabilidad se exigirá de 
conformidad con lo previsto en los artículos 32 y siguientes, incluso cuando concurra con 
sujetos de derecho privado o la responsabilidad se exija directamente a la entidad de 
derecho privado a través de la cual actúe la Administración o a la entidad que cubra su 
responsabilidad.

Sección 2.ª Responsabilidad de las autoridades y personal al servicio de las 
Administraciones Públicas

Artículo 36.  Exigencia de la responsabilidad patrimonial de las autoridades y personal al 
servicio de las Administraciones Públicas.

1. Para hacer efectiva la responsabilidad patrimonial a que se refiere esta Ley, los 
particulares exigirán directamente a la Administración Pública correspondiente las 
indemnizaciones por los daños y perjuicios causados por las autoridades y personal a su 
servicio.

2. La Administración correspondiente, cuando hubiere indemnizado a los lesionados, 
exigirá de oficio en vía administrativa de sus autoridades y demás personal a su servicio la 
responsabilidad en que hubieran incurrido por dolo, o culpa o negligencia graves, previa 
instrucción del correspondiente procedimiento.

Para la exigencia de dicha responsabilidad y, en su caso, para su cuantificación, se 
ponderarán, entre otros, los siguientes criterios: el resultado dañoso producido, el grado de 
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culpabilidad, la responsabilidad profesional del personal al servicio de las Administraciones 
públicas y su relación con la producción del resultado dañoso.

3. Asimismo, la Administración instruirá igual procedimiento a las autoridades y demás 
personal a su servicio por los daños y perjuicios causados en sus bienes o derechos cuando 
hubiera concurrido dolo, o culpa o negligencia graves.

4. El procedimiento para la exigencia de la responsabilidad al que se refieren los 
apartados 2 y 3, se sustanciará conforme a lo dispuesto en la Ley de Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas y se iniciará por acuerdo del órgano 
competente que se notificará a los interesados y que constará, al menos, de los siguientes 
trámites:

a) Alegaciones durante un plazo de quince días.
b) Práctica de las pruebas admitidas y cualesquiera otras que el órgano competente 

estime oportunas durante un plazo de quince días.
c) Audiencia durante un plazo de diez días.
d) Formulación de la propuesta de resolución en un plazo de cinco días a contar desde la 

finalización del trámite de audiencia.
e) Resolución por el órgano competente en el plazo de cinco días.
5. La resolución declaratoria de responsabilidad pondrá fin a la vía administrativa.
6. Lo dispuesto en los apartados anteriores, se entenderá sin perjuicio de pasar, si 

procede, el tanto de culpa a los Tribunales competentes.

Artículo 37.  Responsabilidad penal.
1. La responsabilidad penal del personal al servicio de las Administraciones Públicas, así 

como la responsabilidad civil derivada del delito se exigirá de acuerdo con lo previsto en la 
legislación correspondiente.

2. La exigencia de responsabilidad penal del personal al servicio de las Administraciones 
Públicas no suspenderá los procedimientos de reconocimiento de responsabilidad 
patrimonial que se instruyan, salvo que la determinación de los hechos en el orden 
jurisdiccional penal sea necesaria para la fijación de la responsabilidad patrimonial.

[ . . . ]
TÍTULO II

Organización y funcionamiento del sector público institucional

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Las autoridades administrativas independientes de ámbito estatal

[ . . . ]
Artículo 115.  Régimen de responsabilidad aplicable a los miembros de los consejos de 
administración de las sociedades mercantiles estatales designados por la Administración 
General del Estado.

1. La responsabilidad que le corresponda al empleado público como miembro del 
consejo de administración será directamente asumida por la Administración General del 
Estado que lo designó.

2. La Administración General del Estado podrá exigir de oficio al empleado público que 
designó como miembro del consejo de administración la responsabilidad en que hubiera 
incurrido por los daños y perjuicios causados en sus bienes o derechos cuando hubiera 
concurrido dolo, o culpa o negligencia graves, conforme a lo previsto en las leyes 
administrativas en materia de responsabilidad patrimonial.

[ . . . ]

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 62  Ley de Régimen Jurídico del Sector Público [parcial]

– 686 –



§ 63

Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 295, de 10 de diciembre de 2013

Última modificación: 9 de julio de 2022
Referencia: BOE-A-2013-12887

[ . . . ]
TÍTULO II

Buen gobierno

Artículo 25.  Ámbito de aplicación.
1. En el ámbito de la Administración General del Estado las disposiciones de este título 

se aplicarán a los miembros del Gobierno, a los Secretarios de Estado y al resto de los altos 
cargos de la Administración General del Estado y de las entidades del sector público estatal, 
de Derecho público o privado, vinculadas o dependientes de aquella.

A estos efectos, se considerarán altos cargos los que tengan tal consideración en 
aplicación de la normativa en materia de conflictos de intereses.

2. Este título será de aplicación a los altos cargos o asimilados que, de acuerdo con la 
normativa autonómica o local que sea de aplicación, tengan tal consideración, incluidos los 
miembros de las Juntas de Gobierno de las Entidades Locales.

3. La aplicación a los sujetos mencionados en los apartados anteriores de las 
disposiciones contenidas en este título no afectará, en ningún caso, a la condición de cargo 
electo que pudieran ostentar.

Artículo 26.  Principios de buen gobierno.
1. Las personas comprendidas en el ámbito de aplicación de este título observarán en el 

ejercicio de sus funciones lo dispuesto en la Constitución Española y en el resto del 
ordenamiento jurídico y promoverán el respeto a los derechos fundamentales y a las 
libertades públicas.

2. Asimismo, adecuarán su actividad a los siguientes:
a) Principios generales:
1.º Actuarán con transparencia en la gestión de los asuntos públicos, de acuerdo con los 

principios de eficacia, economía y eficiencia y con el objetivo de satisfacer el interés general.
2.º Ejercerán sus funciones con dedicación al servicio público, absteniéndose de 

cualquier conducta que sea contraria a estos principios.
3.º Respetarán el principio de imparcialidad, de modo que mantengan un criterio 

independiente y ajeno a todo interés particular.
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4.º Asegurarán un trato igual y sin discriminaciones de ningún tipo en el ejercicio de sus 
funciones.

5.º Actuarán con la diligencia debida en el cumplimiento de sus obligaciones y 
fomentarán la calidad en la prestación de servicios públicos.

6.º Mantendrán una conducta digna y tratarán a los ciudadanos con esmerada 
corrección.

7.º Asumirán la responsabilidad de las decisiones y actuaciones propias y de los 
organismos que dirigen, sin perjuicio de otras que fueran exigibles legalmente.

b) Principios de actuación:
1.º Desempeñarán su actividad con plena dedicación y con pleno respeto a la normativa 

reguladora de las incompatibilidades y los conflictos de intereses.
2.º Guardarán la debida reserva respecto a los hechos o informaciones conocidos con 

motivo u ocasión del ejercicio de sus competencias.
3.º Pondrán en conocimiento de los órganos competentes cualquier actuación irregular 

de la cual tengan conocimiento.
4.º Ejercerán los poderes que les atribuye la normativa vigente con la finalidad exclusiva 

para la que fueron otorgados y evitarán toda acción que pueda poner en riesgo el interés 
público o el patrimonio de las Administraciones.

5.º No se implicarán en situaciones, actividades o intereses incompatibles con sus 
funciones y se abstendrán de intervenir en los asuntos en que concurra alguna causa que 
pueda afectar a su objetividad.

6.º No aceptarán para sí regalos que superen los usos habituales, sociales o de cortesía, 
ni favores o servicios en condiciones ventajosas que puedan condicionar el desarrollo de sus 
funciones. En el caso de obsequios de una mayor relevancia institucional se procederá a su 
incorporación al patrimonio de la Administración Pública correspondiente.

7.º Desempeñarán sus funciones con transparencia.
8.º Gestionarán, protegerán y conservarán adecuadamente los recursos públicos, que no 

podrán ser utilizados para actividades que no sean las permitidas por la normativa que sea 
de aplicación.

9.º No se valdrán de su posición en la Administración para obtener ventajas personales o 
materiales.

3. Los principios establecidos en este artículo informarán la interpretación y aplicación 
del régimen sancionador regulado en este título.

Artículo 27.  Infracciones y sanciones en materia de conflicto de intereses.
El incumplimiento de las normas de incompatibilidades o de las que regulan las 

declaraciones que han de realizar las personas comprendidas en el ámbito de este título 
será sancionado de conformidad con lo dispuesto en la normativa en materia de conflictos de 
intereses de la Administración General del Estado y para el resto de Administraciones de 
acuerdo con su propia normativa que resulte de aplicación.

Artículo 28.  Infracciones en materia de gestión económico-presupuestaria.
Constituyen infracciones muy graves las siguientes conductas cuando sean culpables:
a) La incursión en alcance en la administración de los fondos públicos cuando la 

conducta no sea subsumible en ninguno de los tipos que se contemplan en las letras 
siguientes.

b) La administración de los recursos y demás derechos de la Hacienda Pública sin 
sujeción a las disposiciones que regulan su liquidación, recaudación o ingreso en el Tesoro.

c) Los compromisos de gastos, reconocimiento de obligaciones y ordenación de pagos 
sin crédito suficiente para realizarlos o con infracción de lo dispuesto en la Ley 47/2003, 
de 26 de noviembre, General Presupuestaria, o en la de Presupuestos u otra normativa 
presupuestaria que sea aplicable.

d) La omisión del trámite de intervención previa de los gastos, obligaciones o pagos, 
cuando ésta resulte preceptiva o del procedimiento de resolución de discrepancias frente a 
los reparos suspensivos de la intervención, regulado en la normativa presupuestaria.
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e) La ausencia de justificación de la inversión de los fondos a los que se refieren los 
artículos 78 y 79 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, o, en su 
caso, la normativa presupuestaria equivalente de las administraciones distintas de la General 
del Estado.

f) El incumplimiento de la obligación de destinar íntegramente los ingresos obtenidos por 
encima de los previstos en el presupuesto a la reducción del nivel de deuda pública de 
conformidad con lo previsto en el artículo 12.5 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de 
Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera y el incumplimiento de la obligación 
del destino del superávit presupuestario a la reducción del nivel de endeudamiento neto en 
los términos previstos en el artículo 32 y la disposición adicional sexta de la citada Ley.

g) La realización de operaciones de crédito y emisiones de deudas que no cuenten con 
la preceptiva autorización o, habiéndola obtenido, no se cumpla con lo en ella previsto o se 
superen los límites previstos en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, la Ley 
Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas, y 
en el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

h) La no adopción en plazo de las medidas necesarias para evitar el riesgo de 
incumplimiento, cuando se haya formulado la advertencia prevista en el artículo 19 de la Ley 
Orgánica 2/2012, de 27 de abril.

i) La suscripción de un Convenio de colaboración o concesión de una subvención a una 
Administración Pública que no cuente con el informe favorable del Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas previsto en el artículo 20.3 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de 
abril.

j) La no presentación o la falta de puesta en marcha en plazo del plan económico-
financiero o del plan de reequilibrio de conformidad con el artículo 23 de la Ley 
Orgánica 2/2012, de 27 de abril.

k) El incumplimiento de las obligaciones de publicación o de suministro de información 
previstas en la normativa presupuestaria y económico-financiera, siempre que en este último 
caso se hubiera formulado requerimiento.

l) La falta de justificación de la desviación, o cuando así se le haya requerido la falta de 
inclusión de nuevas medidas en el plan económico-financiero o en el plan de reequilibrio de 
acuerdo con el artículo 24.3 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril.

m) La no adopción de las medidas previstas en los planes económico-financieros y de 
reequilibrio, según corresponda, previstos en los artículos 21 y 22 de la Ley 
Orgánica 2/2012, de 27 de abril.

n) La no adopción en el plazo previsto del acuerdo de no disponibilidad al que se refieren 
los artículos 20.5.a) y 25 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, así como la no 
constitución del depósito previsto en el citado artículo 25 de la misma Ley, cuando así se 
haya solicitado.

ñ) La no adopción de un acuerdo de no disponibilidad, la no constitución del depósito 
que se hubiere solicitado o la falta de ejecución de las medidas propuestas por la Comisión 
de Expertos cuando se hubiere formulado el requerimiento del Gobierno previsto en el 
artículo 26.1 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril.

o) El incumplimiento de las instrucciones dadas por el Gobierno para ejecutar las 
medidas previstas en el artículo 26.1 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril.

p) El incumplimiento de la obligación de rendir cuentas regulada en el artículo 137 de la 
Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria u otra normativa presupuestaria 
que sea aplicable.

Artículo 29.  Infracciones disciplinarias.
1. Son infracciones muy graves:
a) El incumplimiento del deber de respeto a la Constitución y a los respectivos Estatutos 

de Autonomía de las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla, en el ejercicio 
de sus funciones.

b) Toda actuación que suponga discriminación por razón de origen racial o étnico, 
religión o convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual, lengua, opinión, lugar de 
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nacimiento o vecindad, sexo o cualquier otra condición o circunstancia personal o social, así 
como el acoso por razón de origen racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, 
edad u orientación sexual y el acoso moral, sexual y por razón de sexo.

c) La adopción de acuerdos manifiestamente ilegales que causen perjuicio grave a la 
Administración o a los ciudadanos.

d) La publicación o utilización indebida de la documentación o información a que tengan 
o hayan tenido acceso por razón de su cargo o función.

e) La negligencia en la custodia de secretos oficiales, declarados así por Ley o 
clasificados como tales, que sea causa de su publicación o que provoque su difusión o 
conocimiento indebido.

f) El notorio incumplimiento de las funciones esenciales inherentes al puesto de trabajo o 
funciones encomendadas.

g) La violación de la imparcialidad, utilizando las facultades atribuidas para influir en 
procesos electorales de cualquier naturaleza y ámbito.

h) La prevalencia de la condición de alto cargo para obtener un beneficio indebido para 
sí o para otro.

i) La obstaculización al ejercicio de las libertades públicas y derechos sindicales.
j) La realización de actos encaminados a coartar el libre ejercicio del derecho de huelga.
k) El acoso laboral.
l) La comisión de una infracción grave cuando el autor hubiera sido sancionado por dos 

infracciones graves a lo largo del año anterior contra las que no quepa recurso en la vía 
administrativa.

2. Son infracciones graves:
a) El abuso de autoridad en el ejercicio del cargo.
b) La intervención en un procedimiento administrativo cuando se dé alguna de las 

causas de abstención legalmente señaladas.
c) La emisión de informes y la adopción de acuerdos manifiestamente ilegales cuando 

causen perjuicio a la Administración o a los ciudadanos y no constituyan infracción muy 
grave.

d) No guardar el debido sigilo respecto a los asuntos que se conozcan por razón del 
cargo, cuando causen perjuicio a la Administración o se utilice en provecho propio.

e) El incumplimiento de los plazos u otras disposiciones de procedimiento en materia de 
incompatibilidades, cuando no suponga el mantenimiento de una situación de 
incompatibilidad.

f) La comisión de una infracción leve cuando el autor hubiera sido sancionado por dos 
infracciones leves a lo largo del año anterior contra las que no quepa recurso en la vía 
administrativa.

3. Son infracciones leves:
a) La incorrección con los superiores, compañeros o subordinados.
b) El descuido o negligencia en el ejercicio de sus funciones y el incumplimiento de los 

principios de actuación del artículo 26.2.b) cuando ello no constituya infracción grave o muy 
grave o la conducta no se encuentre tipificada en otra norma.

Artículo 30.  Sanciones.
1. Las infracciones leves serán sancionadas con una amonestación.
2. Por la comisión de una infracción grave se impondrán al infractor algunas de las 

siguientes sanciones:
a) La declaración del incumplimiento y su publicación en el «Boletín Oficial del Estado» o 

diario oficial que corresponda.
b) La no percepción, en el caso de que la llevara aparejada, de la correspondiente 

indemnización para el caso de cese en el cargo.
3. En el caso de las infracciones muy graves, se impondrán en todo caso las sanciones 

previstas en el apartado anterior.
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4. Los sancionados por la comisión de una infracción muy grave serán destituidos del 
cargo que ocupen salvo que ya hubiesen cesado y no podrán ser nombrados para ocupar 
ningún puesto de alto cargo o asimilado durante un periodo de entre cinco y diez años con 
arreglo a los criterios previstos en el apartado siguiente.

5. La comisión de infracciones muy graves, graves o leves se sancionará de acuerdo con 
los criterios recogidos en el artículo 131.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, y los siguientes:

a) La naturaleza y entidad de la infracción.
b) La gravedad del peligro ocasionado o del perjuicio causado.
c) Las ganancias obtenidas, en su caso, como consecuencia de los actos u omisiones 

constitutivos de la infracción.
d) Las consecuencias desfavorables de los hechos para la Hacienda Pública respectiva.
e) La circunstancia de haber procedido a la subsanación de la infracción por propia 

iniciativa.
f) La reparación de los daños o perjuicios causados.
En la graduación de las sanciones se valorará la existencia de perjuicios para el interés 

público, la repercusión de la conducta en los ciudadanos, y, en su caso, la percepción 
indebida de cantidades por el desempeño de actividades públicas incompatibles.

6. Cuando las infracciones pudieran ser constitutivas de delito, la Administración pondrá 
los hechos en conocimiento del Fiscal General del Estado y se abstendrá de seguir el 
procedimiento mientras la autoridad judicial no dicte una resolución que ponga fin al proceso 
penal.

7. Cuando los hechos estén tipificados como infracción en una norma administrativa 
especial, se dará cuenta de los mismos a la Administración competente para la instrucción 
del correspondiente procedimiento sancionador, suspendiéndose las actuaciones hasta la 
terminación de aquel. No se considerará normativa especial la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria, respecto de las infracciones previstas en el artículo 28, 
pudiéndose tramitar el procedimiento de responsabilidad patrimonial simultáneamente al 
procedimiento sancionador.

8. En todo caso la comisión de las infracciones previstas en el artículo 28 conllevará las 
siguientes consecuencias:

a) La obligación de restituir, en su caso, las cantidades percibidas o satisfechas 
indebidamente.

b) La obligación de indemnizar a la Hacienda Pública en los términos del artículo 176 de 
la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

Artículo 31.  Órgano competente y procedimiento.
1. El procedimiento sancionador se iniciará de oficio, por acuerdo del órgano 

competente, bien por propia iniciativa o como consecuencia de orden superior, petición 
razonada de otros órganos o denuncia de los ciudadanos.

La responsabilidad será exigida en procedimiento administrativo instruido al efecto, sin 
perjuicio de dar conocimiento de los hechos al Tribunal de Cuentas por si procediese, en su 
caso, la incoación del oportuno procedimiento de responsabilidad contable.

2. El órgano competente para ordenar la incoación será:
a) Cuando el alto cargo tenga la condición de miembro del Gobierno o de Secretario de 

Estado, el Consejo de Ministros a propuesta del Ministro de Hacienda y Administraciones 
Públicas.

b) Cuando los presuntos responsables sean personas al servicio de la Administración 
General del Estado distintas de los anteriores, el Ministro de Hacienda y Administraciones 
Públicas.

c) Cuando los presuntos responsables sean personas al servicio de la Administración 
autonómica o local, la orden de incoación del procedimiento se dará por los órganos que 
tengan atribuidas estas funciones en aplicación del régimen disciplinario propio de las 
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Comunidades Autónomas o Entidades Locales en las que presten servicios los cargos contra 
los que se dirige el procedimiento.

3. En los supuestos previstos en las letras a) y b) del apartado anterior, la instrucción de 
los correspondientes procedimientos corresponderá a la Oficina de Conflictos de Intereses. 
En el supuesto contemplado en el apartado c) la instrucción corresponderá al órgano 
competente en aplicación del régimen disciplinario propio de la Comunidad Autónoma o 
Entidad Local correspondiente.

4. La competencia para la imposición de sanciones corresponderá:
a) Al Consejo de Ministros cuando el alto cargo tenga la condición de miembro del 

Gobierno o Secretario de Estado.
b) Al Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas cuando el responsable sea un 

alto cargo de la Administración General del Estado.
c) Cuando el procedimiento se dirija contra altos cargos de las Comunidades Autónomas 

o Entidades Locales, los órganos que tengan atribuidas estas funciones en aplicación del 
régimen disciplinario propio de Administraciones en las que presten servicios los cargos 
contra los que se dirige el procedimiento o, en su caso, el Consejo de Gobierno de la 
Comunidad Autónoma o el Pleno de la Junta de Gobierno de la Entidad Local de que se 
trate.

5. Las resoluciones que se dicten en aplicación del procedimiento sancionador regulado 
en este título serán recurribles ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo.

Artículo 32.  Prescripción.
1. El plazo de prescripción de las infracciones previstas en este título será de cinco años 

para las infracciones muy graves, tres años para las graves y un año para las leves.
2. Las sanciones impuestas por la comisión de infracciones muy graves prescribirán a 

los cinco años, las impuestas por infracciones graves a los tres años y las que sean 
consecuencia de la comisión de infracciones leves prescribirán en el plazo de un año.

3. Para el cómputo de los plazos de prescripción regulados en los dos apartados 
anteriores, así como para las causas de su interrupción, se estará a lo dispuesto en el 
artículo 132 de la Ley 30/1992, de 30 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

[ . . . ]
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§ 64

Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 284, de 27 de noviembre de 2003
Última modificación: 24 de diciembre de 2022

Referencia: BOE-A-2003-21614

[ . . . ]
TÍTULO III

De las relaciones financieras con otras administraciones

CAPÍTULO I
Operaciones financieras con la Unión Europea

[ . . . ]
Artículo 84.  Reintegro de ayudas y responsabilidad financiera derivados de la gestión de 
los fondos procedentes de la Unión Europea.

El reintegro de ayudas y la responsabilidad financiera derivados de la gestión de los 
fondos procedentes de la Unión Europea se someterá a lo previsto en la Ley General de 
Subvenciones y en la normativa comunitaria.

En el ámbito de la Política Agraria Común y en el caso de que la Comunidad Europea no 
asuma un importe que previamente ha sido anticipado por las diferentes Administraciones 
públicas, el importe no reembolsado por la Comunidad afectará a las diferentes 
Administraciones públicas en relación con sus respectivas actuaciones.

[ . . . ]
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§ 65

Real Decreto 515/2013, de 5 de julio, por el que se regulan los 
criterios y el procedimiento para determinar y repercutir las 
responsabilidades por incumplimiento del Derecho de la Unión 

Europea

Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas
«BOE» núm. 161, de 6 de julio de 2013

Última modificación: 29 de diciembre de 2022
Referencia: BOE-A-2013-7385

La adhesión de España a las Comunidades Europeas en 1986 produjo un cambio 
fundamental en el ordenamiento jurídico español, toda vez que las normas del Derecho 
comunitario pasan a integrarse en nuestro sistema de fuentes del Derecho. Desde ese 
momento, España, como Estado miembro, queda obligada a aplicar el Derecho de la Unión 
Europea, de acuerdo con los principios de primacía y efecto directo del derecho europeo y el 
de colaboración leal, entre otros.

Como Estado territorialmente descentralizado, estos principios vinculan al conjunto de 
las Administraciones Públicas. No obstante, es el Reino de España, tal y como establecen 
los Tratados europeos, el responsable ante dichas instituciones por el incumplimiento del 
Derecho de la Unión Europea.

En todo caso, de acuerdo con el orden constitucional de distribución de competencias, 
cada Administración es responsable de cumplir internamente con las obligaciones europeas, 
tal y como ha reiterado ampliamente la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, lo que 
conlleva que la Administración General del Estado pueda repercutir a la Administración que 
corresponda la responsabilidad derivada del incumplimiento del Derecho de la Unión 
Europea.

En efecto, la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y 
Sostenibilidad Financiera, dictada en desarrollo del artículo 135 de la Constitución española, 
ha desarrollado el principio de responsabilidad tanto en su artículo 8 como en su disposición 
adicional segunda, que específicamente se refiere a la responsabilidad por incumplimiento 
de normas de Derecho de la Unión Europea.

En este sentido, el citado artículo 8, a imagen de lo previsto en el Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea, establece que las Administraciones Públicas que 
provoquen o contribuyan a producir el incumplimiento de los compromisos asumidos por 
España de acuerdo con la normativa europea, asumirán, en la parte que les sea imputable, 
las responsabilidades que se devenguen. Asimismo la disposición adicional segunda 
dispone que cuando las Administraciones Públicas y cualesquiera otras entidades 
integrantes del sector público incumplieran obligaciones derivadas de normas del Derecho 
de la Unión Europea, dando lugar a que el Reino de España sea sancionado, asumirán en la 
parte que les sea imputable las responsabilidades que se devenguen. De este modo, el 
citado principio permite repercutir a la Administración incumplidora las responsabilidades 
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derivadas de cualquier acción u omisión contraria al ordenamiento europeo que haya 
realizado en el ejercicio de sus competencias.

En ejercicio de la habilitación contenida en el apartado tres de la mencionada disposición 
adicional segunda, se dicta este real decreto que desarrolla un procedimiento general de 
determinación y repercusión de las responsabilidades derivadas de los incumplimientos del 
Derecho de la Unión Europea. La existencia del citado procedimiento general, supone una 
gran novedad en el ordenamiento jurídico español, ya que hasta la fecha sólo existían 
regulaciones dispersas y de carácter sectorial en determinadas materias, como son la 
gestión de fondos procedentes de la Unión Europea, los compromisos adquiridos en materia 
de estabilidad presupuestaria, en materia de aguas o los servicios del mercado interior.

A este respecto, es importante señalar que el procedimiento aquí regulado no tiene 
naturaleza sancionadora, sino que se limita a derivar responsabilidades y para ello se 
establecen los criterios y procedimiento a seguir para determinar y repercutir las 
mencionadas responsabilidades. Para su redacción se han tenido en cuenta las 
recomendaciones efectuadas por el Consejo de Estado en su Informe de 15 de diciembre de 
2010 acerca de los mecanismos existentes en el ordenamiento español para garantizar el 
cumplimiento del Derecho de la Unión Europea y, en su caso, repercutir la responsabilidad a 
los sujetos incumplidores.

El real decreto se estructura en cuatro capítulos y consta de dieciocho artículos, siete 
disposiciones adicionales, una disposición transitoria única, una disposición derogatoria 
única, y cuatro disposiciones finales.

El capítulo I determina el objeto, el ámbito de aplicación subjetivo y objetivo del real 
decreto, los criterios para la determinación de las responsabilidades derivadas del 
incumplimiento y el procedimiento a seguir en el caso que se produzca una responsabilidad 
concurrente de alguno de los sujetos de aplicación. Cabe destacar que se ha considerado un 
ámbito de aplicación objetivo amplio. No obstante, este procedimiento no será de aplicación 
en el caso de la liberación automática de compromisos y los procedimientos de suspensión 
de los pagos regulados en la normativa de la Unión Europea, aunque sí lo será a las 
correcciones financieras que se deriven de los mismos.

El capítulo II regula los órganos competentes para iniciar, instruir y resolver el 
procedimiento, su forma de inicio, que será siempre de oficio, el contenido mínimo que debe 
tener el acuerdo de iniciación y las posibles medidas provisionales a adoptar. A este 
respecto, cabe señalar que el artículo 9 al definir el contenido mínimo que debe contener el 
acuerdo de iniciación, regula los conceptos que conformarán el importe total de la deuda y 
en el que se encuentran comprendidos tanto los posibles intereses de demora que se 
generen como el interés compensatorio de los costes financieros, siendo ambos conceptos 
acumulativos entre sí.

El capítulo III desarrolla las actuaciones y alegaciones que pueden realizar los 
interesados en el procedimiento, los informes preceptivos que deben acompañar al 
expediente y la existencia del trámite de audiencia.

Finalmente, el capítulo IV regula las formas de terminación del procedimiento, que 
podrán ser bien mediante acuerdo de Consejo de Ministros o bien a través del pago 
voluntario anticipado de la deuda. Asimismo, se dispone el plazo general de dos meses para 
efectuar el pago total de la deuda y se desarrollan los posibles mecanismos de exacción a 
los que puede recurrir el Estado en el caso en que no se lleve a cabo un pago voluntario de 
la deuda. Por último, se establece en cuatro años el plazo de prescripción de la deuda.

Entre las disposiciones adicionales destaca la regulación del procedimiento a seguir 
cuando la responsabilidad por incumplimiento sea atribuible a las entidades del sector 
público estatal, así como el establecimiento de especialidades para la determinación de la 
responsabilidad en el ámbito del fondo social europeo y los fondos europeos agrícolas.

Por lo que se refiere a la disposición transitoria única, el real decreto establece que, sin 
perjuicio de lo dispuesto en materia de fondos, este procedimiento será de aplicación para la 
determinación y repercusión de las responsabilidades derivadas de los pronunciamientos de 
las instituciones europeas anteriores a su entrada en vigor, con independencia de si el 
Estado ha abonado ya la sanción impuesta por la Unión Europea.

La disposición derogatoria única deroga expresamente los artículos 12, 13 y 14, así 
como la disposición adicional segunda del Real Decreto 327/2003, de 14 de marzo, por el 
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que se regula el régimen de los organismos pagadores y de coordinación con el FEOGA-
Garantía y el apartado 8.2 de la Estrategia Española de Empleo 2012-2014 aprobada por el 
Real Decreto 1542/2011, de 31 de octubre en lo referente a las correcciones financieras 
derivadas de la gestión por las comunidades autónomas de acciones y medidas de políticas 
activas.

Por último, entre las disposiciones finales, se establece el carácter supletorio de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común y se habilita al Ministro de Hacienda y 
Administraciones Públicas, en el ámbito de sus competencias, para dictar las disposiciones y 
adoptar las medidas necesarias para el desarrollo del presente real decreto.

Para la tramitación de este real decreto se ha consultado a las Entidades Locales, a 
través de la Comisión Nacional de Administración Local, y a las Comunidades Autónomas.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, de 
acuerdo con el Consejo de Estado, previa deliberación del Consejo de Ministros en su 
reunión del día 5 de julio de 2013,

DISPONGO:

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
El presente real decreto tiene por objeto desarrollar lo previsto en la disposición adicional 

segunda de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y 
Sostenibilidad Financiera.

A estos efectos, se regulan el procedimiento y los criterios para la determinación y 
repercusión de las responsabilidades por incumplimiento del Derecho de la Unión Europea, 
determinando su ámbito subjetivo y objetivo de aplicación, así como los mecanismos para 
hacer efectiva la repercusión.

Artículo 2.  Ámbito subjetivo de aplicación.
Este real decreto resulta de aplicación a todos los sujetos previstos en el artículo 2 de la 

Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad 
Financiera.

Artículo 3.  Ámbito objetivo de aplicación.
1. Las Administraciones o entidades a las que hace referencia el artículo 2 que, en el 

ejercicio de sus competencias o funciones, incumplieran por acción u omisión el Derecho de 
la Unión Europea, dando lugar a que el Reino de España sea sancionado con carácter 
ejecutivo por las instituciones europeas, asumirán, en la parte que les sea imputable, las 
responsabilidades que se deriven de tal incumplimiento.

Cuando sea una entidad, a las que hace referencia el artículo 2, la que por acción u 
omisión dé lugar, directa o indirectamente, a que el Reino de España sea sancionado, en los 
términos previstos en el apartado anterior, la Administración pública de la que la entidad 
dependa o esté vinculada asumirá subsidiariamente la responsabilidad que se derive de tal 
incumplimiento.

2. A efectos de lo establecido en el apartado anterior, tendrá la consideración de sanción 
para el Reino de España la imposición, mediante sentencia, acto o decisión ejecutiva de las 
instituciones europeas, de una multa a tanto alzado o una multa coercitiva, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 260 del Tratado sobre el Funcionamiento de la Unión Europea, 
las correcciones financieras adoptadas mediante decisión de la Comisión Europea, la 
minoración de las cuantías de las transferencias o fondos que a España le puedan 
corresponder del presupuesto de la Unión Europea o cualquier otro acto adoptado por una 
institución, órgano u organismo de la Unión Europea que implique responsabilidades 
financieras para el Estado o la merma de cualquier cantidad que le hubiera sido reconocida.
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3. Se entenderá que existe un incumplimiento cuando se realicen actuaciones u 
omisiones contrarias al Derecho de la Unión Europea y en particular, entre otros, en los 
siguientes supuestos:

a) Transposición tardía de directivas europeas al ordenamiento jurídico.
b) Transposición incorrecta de directivas europeas al ordenamiento jurídico.
c) Adecuación tardía o incorrecta de la normativa autonómica a la legislación básica 

estatal dictada en cumplimiento del Derecho de la Unión Europea.
d) Mantenimiento en vigor o aprobación de normas contrarias al Derecho de la Unión 

Europea.
e) Falta de ejecución o ejecución incorrecta de sentencias, actos o decisiones dictados 

por las instituciones europeas.

Artículo 4.  Determinación de la responsabilidad por incumplimiento del Derecho de la Unión 
Europea.

1. Se repercutirán las responsabilidades derivadas de sanciones ejecutivas por 
incumplimiento del Derecho de la Unión Europea a aquellas Administraciones Públicas o 
entidades previstas en el artículo 2, que sean competentes de conformidad con el 
ordenamiento jurídico español y que realicen una acción u omisión que dé lugar a un 
incumplimiento en los términos establecidos en el artículo 3. Para el caso de los fondos 
europeos agrícolas, el criterio de competencia se determinará de conformidad con lo previsto 
en la disposición adicional quinta.

2. Sin perjuicio de que puedan tenerse en cuenta otros hechos y fundamentos jurídicos, 
serán vinculantes para el Consejo de Ministros los contenidos en las sentencias, actos o 
decisiones ejecutivas que las instituciones europeas hayan dictado al efecto, con respecto al 
acuerdo que ponga fin al procedimiento para la determinación, imputación y repercusión de 
las responsabilidades por incumplimiento del Derecho de la Unión Europea.

Artículo 5.  Responsabilidad concurrente.
1. Cuando se produzca una actuación u omisión conjunta de alguno o algunos de los 

sujetos establecidos en el artículo 2 y de la misma se derive un incumplimiento del Derecho 
de la Unión Europea en los términos previstos en el artículo 3, los sujetos intervinientes en 
dicha acción u omisión responderán de manera mancomunada, debiendo cuantificarse el 
grado de responsabilidad que corresponde a cada una de ellos y expresándose mediante 
porcentaje.

Para la determinación de la correspondiente responsabilidad se atenderá a las 
sentencias, actos o decisiones ejecutivas de las instituciones europeas que declaren el 
incumplimiento, y se ponderará en cada caso, entre otros, los criterios de competencia, 
intensidad de la intervención, participación en la financiación asignada y la reiteración.

En aquellos casos en que no sea posible la aplicación de estos criterios, la distribución 
se realizará por partes iguales entre cada uno de los sujetos incumplidores.

2. En los supuestos de gestión de fondos procedentes de la Unión Europea, cuando se 
aplique una corrección financiera a tanto alzado o por extrapolación que afecte a la totalidad 
o parte de un programa operativo, la determinación de la responsabilidad se realizará en 
función de la financiación asignada a cada uno de los sujetos establecidos en el artículo 2, 
en el programa operativo o parte del mismo afectado, salvo lo previsto para el fondo social 
europeo en la disposición adicional cuarta.

3. En los casos de los fondos europeos agrícolas, la Administración General del Estado y 
los organismos pagadores que de acuerdo con sus respectivas competencias realicen 
actuaciones de gestión y control de las ayudas financiadas por estos fondos, instrumentadas 
o no en programas operativos, asumirán las responsabilidades que se deriven de sus 
actuaciones de acuerdo con el criterio de competencia de conformidad con lo previsto en la 
disposición adicional quinta.

4. En aquellos supuestos en los que exista un convenio, un contrato o un acuerdo 
específico que regule la actuación conjunta y fije la distribución de responsabilidades ante un 
posible incumplimiento del Derecho de la Unión Europea para cada uno de los sujetos 
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intervinientes, éste será tenido en cuenta como criterio para la determinación de las 
correspondientes responsabilidades.

Artículo 6.  Reconocimiento de la responsabilidad antes del procedimiento y fraccionamiento 
del pago.

1. No procederá la adopción del acuerdo de iniciación por el órgano competente, cuando 
el sujeto que se considere responsable pague previamente al Estado, el importe total 
derivado de la mencionada sanción en los términos previstos en el artículo 16.

En este caso no se repercutirá el interés compensatorio de los costes financieros al que 
alude el artículo 9.1.

2. Los organismos pagadores podrán solicitar, antes del inicio del procedimiento de 
responsabilidad financiera, el fraccionamiento del pago de la deuda originada de 
deducciones o correcciones financieras de los actos adoptados sobre la base de los artículo 
53, 54 y 55 del Reglamento (UE) 2021/2116 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 2 de 
diciembre de 2021, en un máximo de tres plazos cuando el importe total de la deducción o 
corrección financiera represente más del 3 % del importe de las intervenciones o medidas de 
la PAC financiadas con fondos FEAGA y Feader en el ejercicio financiero anterior al de la 
solicitud.

3. Esta solicitud de fraccionamiento del pago de la deuda será presentado por el 
organismo pagador y por escrito al FEGA, O.A., a más tardar en el plazo de siete días 
después de que tenga constancia de la notificación de importes por el FEGA, O.A., de la 
responsabilidad financiera derivada de la decisión o acto de la Unión Europea comunicada 
por la Representación Permanente de España ante la Unión Europea o desde la fecha de 
descuento en el reembolso al Tesoro Público por la Unión Europea, en su caso.

El FEGA, O.A., resolverá motivadamente esta solicitud de fraccionamiento del pago de la 
deuda en el plazo de diez días desde la presentación de esta.

4. Las deudas así fraccionadas deberán garantizarse en los términos previstos en el 
artículo 82 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, y en su normativa de 
desarrollo, salvo cuando resulte de aplicación la exención prevista en el artículo 12 de la Ley 
52/1997, de 27 de noviembre, de Asistencia Jurídica al Estado e Instituciones Públicas.

La garantía deberá formalizarse en el plazo de dos meses contados a partir del día 
siguiente al de la notificación del acuerdo de concesión del fraccionamiento, cuya eficacia 
quedará condicionada a dicha formalización.

Transcurrido el plazo de dos meses sin haberse formalizado las garantías, se entenderá 
que el organismo pagador desiste de su solicitud de fraccionamiento.

La garantía no será exigible cuando se satisfaga el sesenta por ciento del importe 
adeudado en el plazo máximo de dos meses a contar desde la notificación del acuerdo de 
concesión del fraccionamiento.

CAPÍTULO II
Iniciación del procedimiento y medidas de carácter provisional

Artículo 7.  Órganos competentes.
1. La Secretaría General de Coordinación Autonómica y Local del Ministerio de Hacienda 

y Administraciones Públicas es el órgano encargado de iniciar e instruir el procedimiento, 
correspondiendo al Consejo de Ministros, mediante acuerdo, la resolución del procedimiento.

2. En los casos de fondos procedentes de la Unión Europea, la competencia para iniciar 
e instruir el procedimiento corresponderá a los órganos de la Administración General del 
Estado y a las entidades dependientes o vinculadas a la misma que sean competentes para 
la coordinación de cada uno de los fondos o instrumentos europeos, o en su defecto, para 
proponer o coordinar los pagos de las ayudas de cada fondo o instrumento. La resolución del 
procedimiento corresponderá al Consejo de Ministros, mediante acuerdo.
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Artículo 8.  Forma de iniciación.
1. El procedimiento se iniciará de oficio mediante acuerdo del órgano competente, de 

conformidad con el artículo anterior, y deberá notificarse a los interesados. Para adoptar el 
mencionado acuerdo, el órgano competente dispondrá del plazo de dos meses, a contar 
desde que reciba la notificación de la Secretaría de Estado para la Unión Europea u otro 
órgano competente de que es ejecutiva la sentencia, acto o decisión de las instituciones 
europeas por la que se impone una sanción al Reino de España. Dicha notificación, deberá 
ser remitida por la Secretaría de Estado para la Unión Europea o el órgano competente en el 
plazo de 10 días naturales desde que se tenga constancia de la sentencia, acto o decisión.

Asimismo, el acuerdo de inicio será comunicado a los órganos competentes en materia 
de hacienda pública de la posible Administración responsable y la posible Administración 
responsable subsidiaria.

2. Cabrá la acumulación de procedimientos en los términos previstos en la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 9.  Contenido del Acuerdo de iniciación.
1. El acuerdo de iniciación incluirá el contenido de una propuesta de resolución que al 

menos concretará los siguientes elementos:
a) Determinación del posible sujeto incumplidor y, en su caso, la Administración Pública 

responsable subsidiaria.
b) Determinación de los hechos sucintamente expuestos que motivaron la incoación del 

procedimiento, en donde, entre otros aspectos, se indicará la sentencia, acto o decisión firme 
de las instituciones europeas que ha dado lugar a una sanción al Reino de España.

c) Criterios de imputación y, en su caso, de distribución de la responsabilidad tenidos en 
cuenta.

d) Importe total de la deuda, que incluirá el de las multas a tanto alzado y, en su caso, el 
de las multas coercitivas que ya se hayan devengado. Igualmente se hará constar 
expresamente, cuando así proceda, que el importe de la responsabilidad será comprensivo 
de las multas coercitivas que pudieran devengarse con posterioridad y traigan causa del 
mismo incumplimiento y, en su caso, el interés de demora que se pueda generar por no 
haberse producido el pago voluntario en el plazo previsto en el artículo 16.

Asimismo, formará parte del importe total de la deuda, el interés compensatorio de los 
costes financieros que se hayan generado, que será el interés previsto en la Ley 47/2003, de 
26 de noviembre, General Presupuestaria. El mencionado interés compensatorio se 
devengará a partir de la fecha en que el Estado haya hecho efectiva la cancelación de la 
deuda, hasta que se haya procedido al pago voluntario o venza el plazo de pago previsto en 
el artículo 16.

e) Mecanismos para hacer efectiva la deuda en caso de que no se haya producido el 
pago voluntario.

f) Indicación de la declaración de extinción de la deuda una vez que se haga efectiva la 
repercusión y el pago.

2. El acuerdo de iniciación del procedimiento informará sobre: la posibilidad de pago 
voluntario anticipado de la deuda en cualquier momento del procedimiento, el derecho a 
formular alegaciones y a la audiencia en el procedimiento, así como los plazos para su 
ejercicio y las medidas de carácter provisional que se hayan acordado por el órgano 
competente.

Artículo 10.  Medidas provisionales.
El Consejo de Ministros podrá adoptar en cualquier momento, mediante acuerdo 

motivado, las medidas de carácter provisional que resulten necesarias para asegurar la 
eficacia de la resolución que pudiera recaer.

Estas medidas respetarán las competencias que tengan atribuidas los posibles sujetos 
responsables.
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CAPÍTULO III
Instrucción del procedimiento

Artículo 11.  Actuaciones y alegaciones.
1. Los interesados dispondrán de un plazo no inferior a diez días ni superior a quince, a 

contar a partir del día siguiente al de la notificación del acuerdo de iniciación del 
procedimiento, para formular alegaciones, aportar cuantos documentos o informaciones 
estimen convenientes y, en su caso, proponer prueba, concretando los medios de que 
pretendan valerse. En la notificación de la iniciación del procedimiento se indicará a los 
interesados dicho plazo.

2. El órgano instructor, mediante resolución motivada, podrá rechazar las pruebas 
propuestas por la Administración o entidad interesada cuando sean manifiestamente 
improcedentes o innecesarias.

Artículo 12.  Informes.
1. El órgano instructor realizará de oficio cuantos actos de instrucción resulten 

necesarios para la determinación, conocimiento y comprobación de datos en virtud de los 
cuales deba pronunciarse la resolución, y solicitará los informes que se juzguen necesarios 
para resolver. En todo caso, se incorporará al expediente el informe de la Abogacía del 
Estado en el Ministerio competente por razón de la materia y, en los casos de la imposición 
de una multa a tanto alzado o una multa coercitiva, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 260 del Tratado sobre el Funcionamiento de la Unión Europea, también se incluirá el 
informe de la Secretaría de Estado para la Unión Europea del Ministerio de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación.

2. En los supuestos en los que pudiera existir un incumplimiento atribuible, en todo o en 
parte, a la Administración General del Estado o a sus entidades, se solicitará informe 
preceptivo al departamento ministerial o entidad presuntamente responsable.

3. Los informes serán emitidos en el plazo de diez días, salvo que el órgano instructor, 
atendiendo a las características del informe solicitado o del propio procedimiento, solicite su 
emisión en un plazo menor o mayor, sin que en este último caso pueda exceder de un mes.

Artículo 13.  Audiencia y propuesta de resolución.
1. Instruido el procedimiento, e inmediatamente antes de dictar la propuesta de 

resolución que ponga fin al procedimiento, se pondrá de manifiesto a los interesados 
quienes, en un plazo no inferior a diez días ni superior a quince, podrán realizar las 
alegaciones y presentar los documentos y justificaciones que estimen pertinentes.

2. Concluido el trámite de audiencia, el órgano instructor formulará una propuesta de 
resolución que ponga fin al procedimiento que se elevará al Consejo de Ministros.

En todo caso, la propuesta de resolución que ponga fin al procedimiento incluirá la 
cuantía actualizada del interés compensatorio de los costes financieros que se haya 
devengado hasta la fecha.

CAPÍTULO IV
Finalización del procedimiento

Artículo 14.  Terminación.
1. La finalización del procedimiento tendrá lugar, en el plazo de seis meses contados 

desde el acuerdo de iniciación, por acuerdo del Consejo de Ministros que tendrá en cuenta 
los hechos y fundamentos contenidos en las sentencias, actos o decisiones ejecutivos de las 
instituciones europeas de las que se derive el incumplimiento de la normativa europea y 
recogerá los criterios de imputación tenidos en cuenta para declarar la responsabilidad.

2. El Acuerdo del Consejo de Ministros que ponga fin al procedimiento se notificará a los 
interesados y se publicará en el «Boletín Oficial del Estado».
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3. Efectuado el pago se producirá la extinción total o parcial de la deuda, según 
corresponda.

Artículo 15.  Reconocimiento de la responsabilidad.
1. En cualquier momento anterior a la propuesta de resolución que ponga fin al 

procedimiento, las Administraciones o entidades interesadas podrán manifestar su 
conformidad y proceder al pago voluntario anticipado de la deuda, dando así lugar a la 
terminación del procedimiento.

A estos efectos, se admitirá como medio de pago voluntario anticipado de la deuda tanto 
el abono de su importe al Estado como la solicitud del sujeto responsable para que se 
proceda a su compensación, deducción o retención.

2. En los casos en los que se produzca el pago voluntario anticipado de la deuda, tras la 
notificación del acuerdo de iniciación, no se repercutirá el interés compensatorio de los 
costes financieros al que alude el artículo 9.1.

3. El acuerdo que, en su caso, alcancen las partes se notificará a las mismas, y tendrá 
por sí mismo la consideración de acto finalizador del procedimiento, si bien requerirá que el 
Consejo de Ministros manifieste su aprobación expresa mediante acuerdo y que éste se 
publique en el «Boletín Oficial del Estado».

Artículo 16.  Pago de la deuda.
1. Los organismos pagadores a los que se les haya concedido el fraccionamiento 

pagarán el primer plazo según el artículo 6, a más tardar el mes siguiente al acuerdo de 
iniciación del artículo 8.1.

En caso de que el organismo pagador no abone en tiempo y forma este primer plazo, el 
fraccionamiento se entenderá desistido.

Una vez pagado el primer plazo en tiempo y forma, el organismo pagador abonará los 
siguientes plazos a más tardar en los seis meses y doce meses a contar desde la recepción 
de la notificación del Acuerdo del Consejo de Ministros que ponga fin al procedimiento de 
determinación y repercusión de las responsabilidades por incumplimiento del Derecho de la 
Unión Europea.

En caso de no producirse el ingreso en tiempo y forma, y pasados quince días, el 
organismo responsable procederá de oficio a compensar dicho importe en la primera petición 
de anticipos de fondos o en la transferencia de reembolsos, en su caso.

La presentación de ulteriores solicitudes de fraccionamiento sobre la misma deuda no 
suspenderá su ejecución, implicará su inadmisión y se tendrán por no presentadas a todos 
los efectos.

2. En el caso de que la Comisión Europea adopte una decisión de ejecución por la que 
se fije una fecha diferente para las deducciones o se autorice su reembolso en tramos según 
establece el artículo 37 del Reglamento de Ejecución (UE) 2022/128 de la Comisión, de 21 
de diciembre de 2021, será de aplicación para los organismos pagadores que así lo soliciten 
al FEGA, O.A., en los mismos términos que establezca la Comisión Europea por lo que no 
podrán solicitar el fraccionamiento de pagos de la deuda por plazos establecido en el artículo 
6.

3. Cuando no haya fraccionamiento del pago establecido en el artículo 6, en los dos 
meses siguientes a la recepción de la notificación del Acuerdo del Consejo de ministros que 
ponga fin al procedimiento, las Administraciones y entidades declaradas responsables del 
incumplimiento en el Acuerdo deberán efectuar el pago del importe total de la deuda en los 
términos indicados.

A estos efectos, se admitirá como medio de pago voluntario de la deuda tanto el abono 
de su importe al Estado como la solicitud del sujeto responsable para que se proceda a su 
compensación, deducción o retención.

4. En los supuestos en los que con posterioridad a la fecha de aprobación del acuerdo 
de Consejo de Ministros, se devenguen nuevas multas coercitivas que traigan causa del 
mismo incumplimiento, el órgano instructor dirigirá comunicación a las Administraciones y 
entidades interesadas requiriéndoles que efectúen el pago en los dos meses siguientes y 
haciendo constar que de no realizarlo en el plazo indicado se hará uso de los mecanismos 
de exacción previstos en este real decreto.
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Artículo 17.  Mecanismos de repercusión de las responsabilidades.
1. En aquellos supuestos en los que no se produzca el pago voluntario de la deuda en 

los términos y plazos señalados en el artículo anterior, el órgano competente del Ministerio 
de Hacienda y Administraciones Públicas, hará uso de los mecanismos de exacción sin 
necesidad de requerimiento ulterior. Tales mecanismos implicarán la compensación, 
deducción o retención de la deuda con las cantidades que deba satisfacer el Estado a la 
Administración o entidad responsable por cualquier concepto presupuestario y no 
presupuestario.

Esta repercusión incluirá los intereses de demora devengados desde los dos meses 
posteriores a la fecha de notificación del acuerdo de Consejo de Ministros y calculados de 
acuerdo con lo previsto en el Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, por el que se aprueba el 
Reglamento General de Recaudación.

2. El Estado podrá compensar, deducir o retener de los importes satisfechos en 
cumplimiento de los regímenes de financiación que les resulten aplicables a las 
Comunidades Autónomas, Comunidad foral, Entidades Locales, incluidas las Diputaciones 
forales, y Ciudades con Estatuto de Autonomía, las cantidades necesarias para hacer 
efectivo el pago de la deuda.

Para ello, el Estado efectuará la compensación, deducción o retención con cargo a los 
importes satisfechos directamente por el Estado al declarado responsable, y 
subsidiariamente con cargo a los importes en los cuales otra Administración Pública actúa 
como intermediario siendo el destinatario final el declarado responsable. En este último caso, 
será preciso dar audiencia previa por un plazo de diez días a la Administración Pública que 
actúa como intermediaria.

3. Con carácter general, la compensación, deducción o retención se llevará a cabo, en 
primer lugar, con cargo a los recursos o flujos satisfechos por el Estado en aplicación de los 
regímenes de financiación que les resulten aplicables a las Comunidades Autónomas, 
Comunidad foral, Entidades Locales, incluidas las Diputaciones forales y Ciudades con 
Estatuto de Autonomía.

Con carácter subsidiario, la compensación, deducción o retención se llevará a cabo con 
cargo a las transferencias, subvenciones y otras asignaciones de carácter finalista 
contempladas en la Ley de Presupuestos Generales del Estado o en mecanismos 
extrapresupuestarios. Asimismo, la compensación, deducción o retención podrá efectuarse 
con cargo a los fondos e instrumentos financieros de la Unión Europea siempre y cuando 
sea posible de acuerdo con la normativa que regula cada uno de los Fondos Europeos.

4. En el caso de responsabilidad de una entidad dependiente o vinculada a una 
Administración Pública, el Estado efectuará la compensación, deducción o retención con 
cargo a los importes satisfechos directamente por el Estado al declarado responsable.

Subsidiariamente, podrá efectuarse la compensación, deducción o retención con cargo 
a:

a) Los importes en los cuales otra Administración Pública actúa como intermediario 
siendo el destinatario final la Administración o entidad responsable.

b) Los importes que el Estado satisfaga a la Administración Pública que haya sido 
declarada responsable subsidiaria y de la que la entidad responsable dependa o esté 
vinculada.

En los casos previstos en las letras a) y b) anteriores será preciso dar audiencia previa 
por un plazo de diez días a la Administración Pública que actúa como intermediaria o a la 
declarada responsable subsidiaria.

La administración autonómica o local de la que depende o a la que esté vinculada la 
entidad incumplidora, será la competente para decidir la forma en la que repercutirá, a su 
vez, a la citada entidad su responsabilidad.

5. Cuando de conformidad con el artículo 16 no se produzca el pago voluntario, en los 
supuestos relativos a la gestión de fondos procedentes de la Unión Europea, la 
compensación, deducción o retención se realizará en primer lugar con cargo a los 
libramientos que se realicen por cuenta de los citados fondos e instrumentos financieros de 
la Unión Europea, de acuerdo con la respectiva naturaleza de cada uno de ellos y su 
normativa reguladora.
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En defecto de lo anterior, la exacción de la deuda se llevará a cabo con las cantidades 
que deba satisfacer el Estado a la Administración o entidad responsable por cualquier 
concepto, presupuestario o no presupuestario, en los términos establecidos en los apartados 
anteriores.

Artículo 18.  Plazo de prescripción.
De acuerdo con lo previsto en el artículo 15.1.a) de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 

General Presupuestaria, transcurridos cuatro años desde que el Estado haya satisfecho la 
sanción impuesta por las instituciones europeas, se entenderá que el derecho del Estado a 
determinar y repercutir las correspondientes responsabilidades por este incumplimiento ha 
prescrito.

Disposición adicional primera.  Normativa aplicable a los procedimientos de déficit 
excesivo.

En el caso en que el Reino de España resulte incurso en un Procedimiento de Déficit 
Excesivo de la Unión Europea, para lo no dispuesto en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de 
abril, se aplicará lo previsto en este real decreto.

Disposición adicional segunda.  Responsabilidad por incumplimiento del Derecho de la 
Unión Europea atribuible a las entidades del sector público estatal.

1. Cuando se determine, tras seguir el procedimiento regulado en este real decreto, que 
la responsabilidad por incumplimiento es imputable, en todo o en parte, a una entidad del 
sector público estatal, no será de aplicación lo previsto en el artículo 17 de este real decreto 
relativo a los mecanismos de repercusión de las responsabilidades.

2. En dichos casos, el Consejo de Ministros acordará la extinción de la deuda a través de 
la deducción de sus importes en futuros libramientos o mediante su compensación con 
deudas de la Administración General del Estado siempre que sean vencidas, líquidas y 
exigibles.

Asimismo, el departamento ministerial interesado, podrá solicitar al Ministerio de 
Hacienda y Administraciones Públicas que la citada deducción se prorratee hasta un máximo 
de dos ejercicios presupuestarios.

Disposición adicional tercera.  Informe anual al Consejo de Ministros.
El Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas elevará anualmente al Consejo de 

Ministros un informe, que será público, sobre las comunicaciones recibidas de actos, 
sentencias, o decisiones de las instituciones europeas por las que se sancione al Reino de 
España por incumplimiento del Derecho de la Unión Europea, los procedimientos iniciados, 
los resueltos y el estado de ejecución de las resoluciones dictadas al amparo del presente 
real decreto.

A estos efectos, el Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación informará al 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas sobre las comunicaciones recibidas 
relativas a los actos, sentencias, o decisiones de las instituciones europeas por las que se 
sancione al Reino de España por incumplimiento del Derecho de la Unión Europea.

Disposición adicional cuarta.  Especialidades para la determinación de la responsabilidad 
por incumplimientos de obligaciones derivadas del derecho de la Unión Europea en el ámbito 
del Fondo Social Europeo.

En los casos de responsabilidad concurrente previstos en el artículo 5 que se refieran a 
incumplimientos en el ámbito del fondo social europeo cuando, siendo Organismo Intermedio 
un ente de la Administración General del Estado, la gestión de las operaciones objeto de 
cofinanciación corresponda a las Comunidades Autónomas, la responsabilidad financiera 
entre los distintos entes implicados se atribuirá de la siguiente forma:

a) Será atribuible la responsabilidad financiera al Organismo Intermedio, cuando no 
hubiera informado adecuadamente a las Comunidades Autónomas de criterios establecidos 
por la Unión Europea en la gestión del Fondo Social Europeo de los que hubiera tenido 
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conocimiento por cualquier causa, o bien cuando la corrección se impusiera por la no 
realización de actuaciones que el citado Organismo Intermedio hubiera debido realizar de 
acuerdo al sistema de gestión y control del respectivo Programa Operativo aprobado.

b) Será atribuible la responsabilidad financiera a la respectiva Comunidad Autónoma 
cuando la corrección financiera se derive de defectos en su gestión de las operaciones que 
han sido objeto de cofinanciación, cuando se deba a deficiencias en los controles realizados 
por los organismos de la Comunidad Autónoma con competencias para ello, y cuando la 
corrección se imponga por la falta de realización de actuaciones que la citada Comunidad 
Autónoma hubiera debido realizar de acuerdo al sistema de gestión y control del respectivo 
Programa Operativo aprobado por la Unión Europea.

Disposición adicional quinta.  Especialidades para la determinación de la responsabilidad 
por incumplimiento del derecho de la Unión Europea en el ámbito de los fondos europeos 
agrícolas.

En los casos de responsabilidad concurrente previstos en el artículo 5 que se refieran a 
incumplimientos en el ámbito de los fondos europeos agrícolas se aplicará el criterio de 
competencia de acuerdo con las siguientes reglas:

1. Los organismos pagadores, de acuerdo con lo previsto en el artículo 2 del Real 
Decreto 92/2018, de 2 de marzo, por el que se regula el régimen de los organismos 
pagadores y de coordinación con los fondos europeos agrícolas, FEAGA y FEADER, 
asumirán el pago de las correcciones financieras, en los siguientes casos y materias:

a) Por causas derivadas de la gestión, resolución, pago, control y régimen sancionador 
de ayudas en las que tenga atribuidas competencias.

b) Por las actuaciones derivadas de la gestión por la comunidad autónoma de las ayudas 
cuyas competencias de resolución y pago correspondan a la Administración General del 
Estado y la corrección no resulte de las actuaciones de dicha Administración.

c) Por causas derivadas del incumplimiento de la obligación de informar en plazo y forma 
prevista en el artículo 5 del Real Decreto 92/2018, de 2 de marzo.

2. Será atribuible a la Administración General del Estado la responsabilidad de las 
correcciones financieras impuestas por la Unión Europea en los siguientes casos y materias:

a) Aquellos supuestos en que las actuaciones del organismo pagador que dieron lugar a 
la corrección financiera sean resultado directo de la mera aplicación de la normativa básica 
estatal.

b) El incumplimiento por el Fondo Español de Garantía Agraria de las obligaciones 
establecidas en el artículo 3.1. del Real Decreto 92/2018, de 2 de marzo.

c) El incumplimiento de la obligación de establecer las medidas de coordinación de los 
controles de las ayudas, en el ámbito del Sistema Integrado de Gestión y Control, así como 
la demora en comunicar a los organismos pagadores las informaciones o instrucciones 
comunitarias cuando dé lugar a pagos indebidos o fuera de plazo.

d) El incumplimiento de los plazos previstos en los convenios de prefinanciación para 
remisión de los fondos a los organismos pagadores cuando se originen por este motivo 
pagos fuera de plazo.

e) El incumplimiento injustificado de las obligaciones de cofinanciación cuando éstos 
originen pagos fuera de plazo.

f) El incumplimiento o demora de la obligación de dictar los actos o resoluciones de 
carácter jurídico necesarios para la realización por la comunidad autónoma de las 
actuaciones de gestión de operaciones de intervención y regulación de los mercados que le 
hayan sido encomendadas.

g) El incumplimiento de la obligación de remitir a la Unión Europea la información 
reglamentariamente establecida cuando dicho incumplimiento no sea imputable a una 
comunidad autónoma.
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Disposición adicional sexta.  Procedimiento a seguir cuando la sentencia, acto o decisión 
europea ha devenido firme dando lugar a un cambio de criterio.

Cuando la sentencia, acto o decisión que las instituciones europeas hayan dictado 
devengan firmes y hayan dado lugar a un cambio de criterio que afecte a los hechos que 
dieron lugar a la determinación de la responsabilidad, en todo o en parte, respecto de la que 
era ejecutiva, el sujeto declarado responsable, de acuerdo con lo previsto en este real 
decreto, podrá instar la iniciación de un nuevo procedimiento en el plazo de un mes desde 
que el sujeto responsable reciba la notificación en la que se le comunique el carácter firme 
de la sentencia, acto o disposición.

Asimismo, el citado procedimiento podrá iniciarse de oficio por el órgano competente al 
que se refiere el artículo 7.

Disposición adicional séptima.  Cooperación interadministrativa.
Cuando en los términos previstos en el artículo 3 se imponga una sanción al Reino de 

España para cuyo cumplimiento sean necesarias acciones que competan a Administraciones 
Públicas distintas de la Administración General del Estado, corresponderá al Ministerio de 
Hacienda y Administraciones Públicas, con la asistencia, en su caso, de la Abogacía General 
del Estado, coordinar la cooperación y relaciones con las Administraciones implicadas.

Disposición transitoria única.  Responsabilidades derivadas de sentencias, actos o 
decisiones anteriores a este real decreto.

1. El procedimiento previsto en este real decreto resultará de aplicación a la 
determinación y repercusión de las responsabilidades derivadas de sentencias, actos o 
decisiones dictados por las instituciones europeas con anterioridad a la entrada en vigor del 
mismo con independencia de que haya sido satisfecha la sanción o no. En estos supuestos, 
los plazos previstos en este Real Decreto comenzarán a computarse a partir de su entrada 
en vigor.

2. No obstante, los procedimientos de determinación y repercusión de responsabilidad 
en materia de fondos de la Unión Europea iniciados con anterioridad a la entrada en vigor 
del presente real decreto se regirán por la normativa vigente en el momento de su iniciación.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones incluidas en normas de igual o inferior rango 

se opongan a lo dispuesto en este real decreto.
En particular, quedan derogados los artículos 12, 13, 14 y la disposición adicional 

segunda del Real Decreto 327/2003, de 14 de marzo, por el que se regula el régimen de los 
organismos pagadores y de coordinación con el FEOGA-Garantía y el apartado 8.2 de la 
Estrategia Española de Empleo 2012-2014 aprobada por el Real Decreto 1542/2011, de 31 
de octubre en lo referente a las correcciones financieras derivadas de la gestión por las 
Comunidades Autónomas de acciones y medidas de políticas activas, quedando vigente en 
lo que exceda el ámbito objetivo de aplicación del presente real decreto.

Disposición final primera.  Título competencial.
Este real decreto se aprueba al amparo de lo dispuesto en los apartados 13, 14 y 18 del 

artículo 149.1 de la Constitución Española, que atribuyen al Estado, respectivamente, la 
competencia en materia de bases y coordinación de la planificación general de la actividad 
económica, Hacienda general y Deuda del Estado y sistema de responsabilidad de todas las 
Administraciones públicas.

Disposición final segunda.  Aplicación supletoria de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común.

En lo no previsto en materia de procedimiento en este real decreto, se estará a lo 
dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
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Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y en su normativa de 
desarrollo.

Disposición final tercera.  Habilitación normativa.
Se habilita al Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, en el ámbito de sus 

competencias, para dictar las disposiciones y adoptar las medidas necesarias para el 
desarrollo y ejecución de lo establecido en este real decreto.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
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§ 66

Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones. 
[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 276, de 18 de noviembre de 2003

Última modificación: 29 de junio de 2023
Referencia: BOE-A-2003-20977

[ . . . ]
TÍTULO II

Del reintegro de subvenciones

CAPÍTULO I
Del reintegro

Artículo 36.  Invalidez de la resolución de concesión.
1. Son causas de nulidad de la resolución de concesión:
a) Las indicadas en el artículo 62.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 

Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
b) La carencia o insuficiencia de crédito, de conformidad con lo establecido en el artículo 

60 de la Ley General Presupuestaria y las demás normas de igual carácter de las 
Administraciones públicas sujetas a esta ley.

2. Son causas de anulabilidad de la resolución de concesión las demás infracciones del 
ordenamiento jurídico, y, en especial, de las reglas contenidas en esta ley, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 63 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

3. Cuando el acto de concesión incurriera en alguno de los supuestos mencionados en 
los apartados anteriores, el órgano concedente procederá a su revisión de oficio o, en su 
caso, a la declaración de lesividad y ulterior impugnación, de conformidad con lo establecido 
en los artículos 102 y 103 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

4. La declaración judicial o administrativa de nulidad o anulación llevará consigo la 
obligación de devolver las cantidades percibidas.

5. No procederá la revisión de oficio del acto de concesión cuando concurra alguna de 
las causas de reintegro contempladas en el artículo siguiente.
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Artículo 37.  Causas de reintegro.
1. También procederá el reintegro de las cantidades percibidas y la exigencia del interés 

de demora correspondiente desde el momento del pago de la subvención hasta la fecha en 
que se acuerde la procedencia del reintegro, o la fecha en que el deudor ingrese el reintegro 
si es anterior a ésta, en los siguientes casos:

a) Obtención de la subvención falseando las condiciones requeridas para ello u 
ocultando aquéllas que lo hubieran impedido.

b) Incumplimiento total o parcial del objetivo, de la actividad, del proyecto o la no 
adopción del comportamiento que fundamentan la concesión de la subvención.

c) Incumplimiento de la obligación de justificación o la justificación insuficiente, en los 
términos establecidos en el artículo 30 de esta ley, y en su caso, en las normas reguladoras 
de la subvención.

d) Incumplimiento de la obligación de adoptar las medidas de difusión contenidas en el 
apartado 4 del artículo 18 de esta ley.

e) Resistencia, excusa, obstrucción o negativa a las actuaciones de comprobación y 
control financiero previstas en los artículos 14 y 15 de esta ley, así como el incumplimiento 
de las obligaciones contables, registrales o de conservación de documentos cuando de ello 
se derive la imposibilidad de verificar el empleo dado a los fondos percibidos, el 
cumplimiento del objetivo, la realidad y regularidad de las actividades subvencionadas, o la 
concurrencia de subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para la misma finalidad, 
procedentes de cualesquiera Administraciones o entes públicos o privados, nacionales, de la 
Unión Europea o de organismos internacionales.

f) Incumplimiento de las obligaciones impuestas por la Administración a las entidades 
colaboradoras y beneficiarios, así como de los compromisos por éstos asumidos, con motivo 
de la concesión de la subvención, siempre que afecten o se refieran al modo en que se han 
de conseguir los objetivos, realizar la actividad, ejecutar el proyecto o adoptar el 
comportamiento que fundamenta la concesión de la subvención.

g) Incumplimiento de las obligaciones impuestas por la Administración a las entidades 
colaboradoras y beneficiarios, así como de los compromisos por éstos asumidos, con motivo 
de la concesión de la subvención, distintos de los anteriores, cuando de ello se derive la 
imposibilidad de verificar el empleo dado a los fondos percibidos, el cumplimiento del 
objetivo, la realidad y regularidad de las actividades subvencionadas, o la concurrencia de 
subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para la misma finalidad, procedentes de 
cualesquiera Administraciones o entes públicos o privados, nacionales, de la Unión Europea 
o de organismos internacionales.

h) La adopción, en virtud de lo establecido en los artículos 87 a 89 del Tratado de la 
Unión Europea, de una decisión de la cual se derive una necesidad de reintegro.

i) En los demás supuestos previstos en la normativa reguladora de la subvención.
2. Cuando el cumplimiento por el beneficiario o, en su caso, entidad colaboradora se 

aproxime de modo significativo al cumplimiento total y se acredite por éstos una actuación 
inequívocamente tendente a la satisfacción de sus compromisos, la cantidad a reintegrar 
vendrá determinada por la aplicación de los criterios enunciados en el párrafo n) del 
apartado 3 del artículo 17 de esta ley o, en su caso, las establecidas en la normativa 
autonómica reguladora de la subvención.

3. Igualmente, en el supuesto contemplado en el apartado 3 del artículo 19 de esta ley 
procederá el reintegro del exceso obtenido sobre el coste de la actividad subvencionada, así 
como la exigencia del interés de demora correspondiente.

Artículo 38.  Naturaleza de los créditos a reintegrar y de los procedimientos para su 
exigencia.

1. Las cantidades a reintegrar tendrán la consideración de ingresos de derecho público, 
resultando de aplicación para su cobranza lo previsto en la Ley General Presupuestaria.

2. El interés de demora aplicable en materia de subvenciones será el interés legal del 
dinero incrementado en un 25 por ciento, salvo que la Ley de Presupuestos Generales del 
Estado establezca otro diferente.

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 66  Ley General de Subvenciones [parcial]

– 708 –



3. El destino de los reintegros de los fondos de la Unión Europea tendrá el tratamiento 
que en su caso determine la normativa comunitaria.

4. Los procedimientos para la exigencia del reintegro de las subvenciones, tendrán 
siempre carácter administrativo.

Artículo 39.  Prescripción.
1. Prescribirá a los cuatro años el derecho de la Administración a reconocer o liquidar el 

reintegro.
2. Este plazo se computará, en cada caso:
a) Desde el momento en que venció el plazo para presentar la justificación por parte del 

beneficiario o entidad colaboradora.
b) Desde el momento de la concesión, en el supuesto previsto en el apartado 7 del 

artículo 30.
c) En el supuesto de que se hubieran establecido condiciones u obligaciones que 

debieran ser cumplidas o mantenidas por parte del beneficiario o entidad colaboradora 
durante un período determinado de tiempo, desde el momento en que venció dicho plazo.

3. El cómputo del plazo de prescripción se interrumpirá:
a) Por cualquier acción de la Administración, realizada con conocimiento formal del 

beneficiario o de la entidad colaboradora, conducente a determinar la existencia de alguna 
de las causas de reintegro.

b) Por la interposición de recursos de cualquier clase, por la remisión del tanto de culpa a 
la jurisdicción penal o por la presentación de denuncia ante el Ministerio Fiscal, así como por 
las actuaciones realizadas con conocimiento formal del beneficiario o de la entidad 
colaboradora en el curso de dichos recursos.

c) Por cualquier actuación fehaciente del beneficiario o de la entidad colaboradora 
conducente a la liquidación de la subvención o del reintegro.

Artículo 40.  Obligados al reintegro.
1. Los beneficiarios y entidades colaboradoras, en los casos contemplados en el artículo 

37 de esta ley, deberán reintegrar la totalidad o parte de las cantidades percibidas más los 
correspondientes intereses de demora, sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo b) del 
apartado 5 del artículo 31 de esta ley en el ámbito estatal.

Esta obligación será independiente de las sanciones que, en su caso, resulten exigibles.
2. Los miembros de las personas y entidades contempladas en el apartado 2 y en el 

segundo párrafo del apartado 3 del artículo 11 de esta ley responderán solidariamente de la 
obligación de reintegro del beneficiario en relación a las actividades subvencionadas que se 
hubieran comprometido a efectuar.

Responderán solidariamente de la obligación de reintegro los representantes legales del 
beneficiario cuando éste careciera de capacidad de obrar.

Responderán solidariamente los miembros, partícipes o cotitulares de las entidades a 
que se refiere el apartado 3 del artículo 11 en proporción a sus respectivas participaciones, 
cuando se trate de comunidades de bienes o cualquier otro tipo de unidad económica o 
patrimonio separado.

3. Responderán subsidiariamente de la obligación de reintegro los administradores de 
las sociedades mercantiles, o aquellos que ostenten la representación legal de otras 
personas jurídicas, que no realizasen los actos necesarios que fueran de su incumbencia 
para el cumplimiento de las obligaciones infringidas, adoptasen acuerdos que hicieran 
posibles los incumplimientos o consintieran el de quienes de ellos dependan.

Asimismo, los que ostenten la representación legal de las personas jurídicas, de acuerdo 
con las disposiciones legales o estatutarias que les resulten de aplicación, que hayan cesado 
en sus actividades responderán subsidiariamente en todo caso de las obligaciones de 
reintegro de éstas.

4. En el caso de sociedades o entidades disueltas y liquidadas, sus obligaciones de 
reintegro pendientes se transmitirán a los socios o partícipes en el capital que responderán 
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de ellas solidariamente y hasta el límite del valor de la cuota de liquidación que se les 
hubiera adjudicado.

5. En caso de fallecimiento del obligado al reintegro, la obligación de satisfacer las 
cantidades pendientes de restitución se transmitirá a sus causahabientes, sin perjuicio de lo 
que establezca el derecho civil común, foral o especial aplicable a la sucesión para 
determinados supuestos, en particular para el caso de aceptación de la herencia a beneficio 
de inventario.

CAPÍTULO II
Del procedimiento de reintegro

Artículo 41.  Competencia para la resolución del procedimiento de reintegro.
1. El órgano concedente será el competente para exigir del beneficiario o entidad 

colaboradora el reintegro de subvenciones mediante la resolución del procedimiento 
regulado en este capítulo, cuando aprecie la existencia de alguno de los supuestos de 
reintegro de cantidades percibidas establecidos en el artículo 37 de esta ley.

2. Si el reintegro es acordado por los órganos de la Unión Europea, el órgano a quien 
corresponda la gestión del recurso ejecutará dichos acuerdos.

3. Cuando la subvención haya sido concedida por la Comisión Europea u otra institución 
comunitaria y la obligación de restituir surgiera como consecuencia de la actuación 
fiscalizadora, distinta del control financiero de subvenciones regulado en el título III de esta 
ley, correspondiente a las instituciones españolas habilitadas legalmente para la realización 
de estas actuaciones, el acuerdo de reintegro será dictado por el órgano gestor nacional de 
la subvención. El mencionado acuerdo se dictará de oficio o a propuesta de otras 
instituciones y órganos de la Administración habilitados legalmente para fiscalizar fondos 
públicos.

Artículo 42.  Procedimiento de reintegro.
1. El procedimiento de reintegro de subvenciones se regirá por las disposiciones 

generales sobre procedimientos administrativos contenidas en el título VI de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, sin perjuicio de las especialidades que se establecen 
en esta ley y en sus disposiciones de desarrollo.

2. El procedimiento de reintegro de subvenciones se iniciará de oficio por acuerdo del 
órgano competente, bien por propia iniciativa, bien como consecuencia de orden superior, a 
petición razonada de otros órganos o por denuncia. También se iniciará a consecuencia del 
informe de control financiero emitido por la Intervención General de la Administración del 
Estado.

3. En la tramitación del procedimiento se garantizará, en todo caso, el derecho del 
interesado a la audiencia.

4. El plazo máximo para resolver y notificar la resolución del procedimiento de reintegro 
será de 12 meses desde la fecha del acuerdo de iniciación. Dicho plazo podrá suspenderse 
y ampliarse de acuerdo con lo previsto en los apartados 5 y 6 del artículo 42 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.

Si transcurre el plazo para resolver sin que se haya notificado resolución expresa, se 
producirá la caducidad del procedimiento, sin perjuicio de continuar las actuaciones hasta su 
terminación y sin que se considere interrumpida la prescripción por las actuaciones 
realizadas hasta la finalización del citado plazo.

5. La resolución del procedimiento de reintegro pondrá fin a la vía administrativa.
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Artículo 43.  Coordinación de actuaciones.
El pronunciamiento del órgano gestor respecto a la aplicación de los fondos por los 

perceptores de subvenciones se entenderá sin perjuicio de las actuaciones de control 
financiero que competen a la Intervención General de la Administración del Estado.

[ . . . ]
TÍTULO IV

Infracciones y sanciones administrativas en materia de subvenciones

CAPÍTULO I
De las infracciones administrativas

Artículo 52.  Concepto de infracción.
Constituyen infracciones administrativas en materia de subvenciones las acciones y 

omisiones tipificadas en esta ley y serán sancionables incluso a título de simple negligencia.

Artículo 53.  Responsables.
Serán responsables de las infracciones administrativas en materia de subvenciones las 

personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, así como los entes sin personalidad a los 
que se refiere el apartado 3 del artículo 11 de esta ley, que por acción u omisión incurran en 
los supuestos tipificados como infracciones en esta ley y, en particular, las siguientes:

a) Los beneficiarios de subvenciones, así como los miembros de las personas o 
entidades contempladas en el apartado 2 y segundo párrafo del apartado 3 del artículo 11 de 
esta ley, en relación con las actividades subvencionadas que se hubieran comprometido a 
realizar.

b) Las entidades colaboradoras.
c) El representante legal de los beneficiarios de subvenciones que carezcan de 

capacidad de obrar.
d) Las personas o entidades relacionadas con el objeto de la subvención o su 

justificación, obligadas a prestar colaboración y facilitar cuanta documentación sea requerida 
en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 46 de esta ley.

Artículo 54.  Supuestos de exención de responsabilidad.
Las acciones u omisiones tipificadas en esta ley no darán lugar a responsabilidad por 

infracción administrativa en materia de subvenciones en los siguientes supuestos:
a) Cuando se realicen por quienes carezcan de capacidad de obrar.
b) Cuando concurra fuerza mayor.
c) Cuando deriven de una decisión colectiva, para quienes hubieran salvado su voto o no 

hubieran asistido a la reunión en que se tomó aquélla.

Artículo 55.  Concurrencia de actuaciones con el orden jurisdiccional penal.
1. En los supuestos en que la conducta pudiera ser constitutiva de delito, la 

Administración pasará el tanto de culpa a la jurisdicción competente y se abstendrá de seguir 
el procedimiento sancionador mientras la autoridad judicial no dicte sentencia firme, tenga 
lugar el sobreseimiento o el archivo de las actuaciones o se produzca la devolución del 
expediente por el Ministerio Fiscal.

2. La pena impuesta por la autoridad judicial excluirá la imposición de sanción 
administrativa.

3. De no haberse estimado la existencia de delito, la Administración iniciará o continuará 
el expediente sancionador con base en los hechos que los tribunales hayan considerado 
probados.
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Artículo 56.  Infracciones leves.
Constituyen infracciones leves los incumplimientos de las obligaciones recogidas en esta 

ley y en las bases reguladoras de subvenciones cuando no constituyan infracciones graves o 
muy graves y no operen como elemento de graduación de la sanción. En particular, 
constituyen infracciones leves las siguientes conductas:

a) La presentación fuera de plazo de las cuentas justificativas de la aplicación dada a los 
fondos percibidos.

b) La presentación de cuentas justificativas inexactas o incompletas.
c) El incumplimiento de las obligaciones formales que, no estando previstas de forma 

expresa en el resto de párrafos de este artículo, sean asumidas como consecuencia de la 
concesión de la subvención, en los términos establecidos reglamentariamente.

d) El incumplimiento de obligaciones de índole contable o registral, en particular:
1.º La inexactitud u omisión de una o varias operaciones en la contabilidad y registros 

legalmente exigidos.
2.º El incumplimiento de la obligación de llevar o conservar la contabilidad, los registros 

legalmente establecidos, los programas y archivos informáticos que les sirvan de soporte y 
los sistemas de codificación utilizados.

3.º La llevanza de contabilidades diversas que, referidas a una misma actividad y 
ejercicio económico, no permitan conocer la verdadera situación de la entidad.

4.º La utilización de cuentas con significado distinto del que les corresponde, según su 
naturaleza, que dificulte la comprobación de la realidad de las actividades subvencionadas.

e) El incumplimiento de las obligaciones de conservación de justificantes o documentos 
equivalentes.

f) El incumplimiento por parte de las entidades colaboradoras de las obligaciones 
establecidas en el artículo 15 de esta ley que no se prevean de forma expresa en el resto de 
apartados de este artículo.

g) La resistencia, obstrucción, excusa o negativa a las actuaciones de control financiero.
Se entiende que existen estas circunstancias cuando el responsable de las infracciones 

administrativas en materia de subvenciones, debidamente notificado al efecto, haya 
realizado actuaciones tendentes a dilatar, entorpecer o impedir las actuaciones de los 
funcionarios de la Intervención General de la Administración del Estado o de las 
comunidades autónomas en el ejercicio de las funciones de control financiero.

Entre otras, constituyen resistencia, obstrucción, excusa o negativa las siguientes 
conductas:

1.ª No aportar o no facilitar el examen de documentos, informes, antecedentes, libros, 
registros, ficheros, justificantes, asientos de contabilidad, programas y archivos informáticos, 
sistemas operativos y de control y cualquier otro dato objeto de comprobación.

2.ª No atender algún requerimiento.
3.ª La incomparecencia, salvo causa justificada, en el lugar y tiempo señalado.
4.ª Negar o impedir indebidamente la entrada o permanencia en locales de negocio y 

demás establecimientos o lugares en que existan indicios probatorios para la correcta 
justificación de los fondos recibidos por el beneficiario o la entidad colaboradora o de la 
realidad y regularidad de la actividad subvencionada.

5.ª Las coacciones al personal controlador que realice el control financiero.
h) El incumplimiento de la obligación de colaboración por parte de las personas o 

entidades a que se refiere el artículo 46 de esta ley, cuando de ello se derive la imposibilidad 
de contrastar la información facilitada por el beneficiario o la entidad colaboradora.

i) Las demás conductas tipificadas como infracciones leves en la normativa de la Unión 
Europea en materia de subvenciones.

Artículo 57.  Infracciones graves.
Constituyen infracciones graves las siguientes conductas:
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a) El incumplimiento de la obligación de comunicar al órgano concedente o a la entidad 
colaboradora la obtención de subvenciones, ayudas públicas, ingresos o recursos para la 
misma finalidad, a que se refiere el párrafo d) del apartado 1 del artículo 14 de esta ley.

b) El incumplimiento de las condiciones establecidas alterando sustancialmente los fines 
para los que la subvención fue concedida.

c) La falta de justificación del empleo dado a los fondos recibidos una vez transcurrido el 
plazo establecido para su presentación.

d) La obtención de la condición de entidad colaboradora falseando los requisitos 
requeridos en las bases reguladoras de la subvención u ocultando los que la hubiesen 
impedido.

e) El incumplimiento por parte de la entidad colaboradora de la obligación de verificar, en 
su caso, el cumplimiento y efectividad de las condiciones o requisitos determinantes para el 
otorgamiento de las subvenciones, cuando de ello se derive la obligación de reintegro.

f) La falta de suministro de información por parte de las administraciones, organismos y 
demás entidades obligados a suministrar información a la Base de Datos Nacional de 
Subvenciones.

g) Las demás conductas tipificadas como infracciones graves en la normativa de la 
Unión Europea en materia de subvenciones.

Artículo 58.  Infracciones muy graves.
Constituyen infracciones muy graves las siguientes conductas:
a) La obtención de una subvención falseando las condiciones requeridas para su 

concesión u ocultando las que la hubiesen impedido o limitado.
b) La no aplicación, en todo o en parte, de las cantidades recibidas a los fines para los 

que la subvención fue concedida.
c) La resistencia, excusa, obstrucción o negativa a las actuaciones de control previstas, 

respectivamente, en el párrafo c) del apartado 1 del artículo 14 y en el párrafo d) del 
apartado 1 del artículo 15 de esta ley, cuando de ello se derive la imposibilidad de verificar el 
empleo dado a los fondos percibidos, o el cumplimiento de la finalidad y de la realidad y 
regularidad de las actividades subvencionadas, o la concurrencia de subvenciones, ayudas, 
ingresos o recursos para la misma finalidad, procedentes de cualesquiera Administraciones 
o entes públicos o privados, nacionales, de la Unión Europea o de organismos 
internacionales.

d) La falta de entrega, por parte de las entidades colaboradoras, cuando así se 
establezca, a los beneficiarios de los fondos recibidos de acuerdo con los criterios previstos 
en las bases reguladoras de la subvención.

e) Las demás conductas tipificadas como infracciones muy graves en la normativa de la 
Unión Europea en materia de subvenciones.

CAPÍTULO II
De las sanciones

Artículo 59.  Clases de sanciones.
1. Las infracciones en materia de subvenciones se sancionarán mediante la imposición 

de sanciones pecuniarias y, cuando proceda, de sanciones no pecuniarias.
2. Las sanciones pecuniarias podrán consistir en multa fija o proporcional. La sanción 

pecuniaria proporcional se aplicará sobre la cantidad indebidamente obtenida, aplicada o no 
justificada.

La multa fija estará comprendida entre 75 y 6.000 euros y la multa proporcional puede ir 
del tanto al triple de la cantidad indebidamente obtenida, aplicada o no justificada o, en el 
caso de entidades colaboradoras, de los fondos indebidamente aplicados o justificados.

La multa pecuniaria será independiente de la obligación de reintegro contemplada en el 
artículo 40 de esta ley y para su cobro resultará igualmente de aplicación el régimen jurídico 
previsto para los ingresos de derecho público en la Ley General Presupuestaria o en las 
normas presupuestarias de las restantes Administraciones públicas.
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3. Las sanciones no pecuniarias, que se podrán imponer en caso de infracciones graves 
o muy graves, podrán consistir en:

a) Pérdida durante un plazo de hasta cinco años de la posibilidad de obtener 
subvenciones, ayudas públicas y avales de las Administraciones públicas u otros entes 
públicos.

b) Pérdida durante un plazo de hasta cinco años de la posibilidad de actuar como 
entidad colaboradora en relación con las subvenciones reguladas en esta ley.

c) Prohibición durante un plazo de hasta cinco años para contratar con las 
Administraciones públicas.

Artículo 60.  Graduación de las sanciones.
1. Las sanciones por las infracciones a que se refiere este capítulo se graduarán 

atendiendo en cada caso concreto a:
a) La comisión repetida de infracciones en materia de subvenciones.
Se entenderá producida esta circunstancia cuando el sujeto infractor haya sido 

sancionado por una infracción de la misma naturaleza, ya sea grave o muy grave, en virtud 
de resolución firme en vía administrativa dentro de los cuatro años anteriores a la comisión 
de la infracción.

Cuando concurra esta circunstancia en la comisión de una infracción grave o muy grave, 
el porcentaje de la sanción mínima se incrementará entre 10 y 75 puntos.

b) La resistencia, negativa u obstrucción a las actuaciones de control recogidas en el 
párrafo c) del apartado 1 del artículo 14 y en el párrafo d) del apartado 1 del artículo 15 de 
esta ley. Cuando concurra esta circunstancia en la comisión de una infracción grave o muy 
grave, el porcentaje de la sanción mínima se incrementará entre 10 y 75 puntos.

c) La utilización de medios fraudulentos en la comisión de infracciones en materia de 
subvenciones.

A estos efectos, se considerarán principalmente medios fraudulentos los siguientes:
1.º Las anomalías sustanciales en la contabilidad y en los registros legalmente 

establecidos.
2.º El empleo de facturas, justificantes u otros documentos falsos o falseados.
3.º La utilización de personas o entidades interpuestas que dificulten la comprobación de 

la realidad de la actividad subvencionada.
Cuando concurra esta circunstancia en la comisión de una infracción grave o muy grave, 

el porcentaje de la sanción mínima se incrementará entre 20 y 100 puntos.
d) La ocultación a la Administración, mediante la falta de presentación de la 

documentación justificativa o la presentación de documentación incompleta o inexacta, de 
los datos necesarios para la verificación de la aplicación dada a la subvención recibida. 
Cuando concurra esta circunstancia en la comisión de una infracción grave o muy grave, el 
porcentaje de la sanción se incrementará entre 10 y 50 puntos.

e) El retraso en el cumplimiento de las obligaciones formales.
2. Los criterios de graduación son aplicables simultáneamente. El criterio establecido en 

el párrafo e) se empleará exclusivamente para la graduación de las sanciones por 
infracciones leves.

3. Los criterios de graduación recogidos en los apartados anteriores no podrán utilizarse 
para agravar la infracción cuando estén contenidos en la descripción de la conducta 
infractora o formen parte del propio ilícito administrativo.

4. El importe de las sanciones leves impuestas a un mismo infractor por cada subvención 
no excederá en su conjunto del importe de la subvención inicialmente concedida.

5. El importe de las sanciones graves y muy graves impuestas a un mismo infractor por 
cada subvención no excederá en su conjunto del triple del importe de la cantidad 
indebidamente obtenida, aplicada o no justificada o, en el caso de entidades colaboradoras, 
de los fondos indebidamente aplicados o justificados.
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Artículo 61.  Sanciones por infracciones leves.
1. Cada infracción leve será sancionada con multa de 75 a 900 euros, salvo lo dispuesto 

en el apartado siguiente.
2. Serán sancionadas en cada caso con multa de 150 a 6.000 euros las siguientes 

infracciones:
a) La inexactitud u omisión de una o varias operaciones en la contabilidad y registros 

legalmente exigidos.
b) El incumplimiento de la obligación de la llevanza de contabilidad o de los registros 

legalmente establecidos.
c) La llevanza de contabilidades diversas que, referidas a una misma actividad, no 

permita conocer la verdadera situación de la entidad.
d) La utilización de cuentas con significado distinto del que les corresponde, según su 

naturaleza, que dificulte la comprobación de la realidad de las actividades subvencionadas.
e) La falta de aportación de pruebas y documentos requeridos por los órganos de control 

o la negativa a su exhibición.
f) El incumplimiento por parte de las entidades colaboradoras de las obligaciones 

establecidas en el artículo 15 de esta ley.
g) El incumplimiento por parte de las personas o entidades sujetas a la obligación de 

colaboración y de facilitar la documentación a que se refiere el artículo 46 de esta ley, 
cuando de ello se derive la imposibilidad de contrastar la información facilitada por el 
beneficiario o la entidad colaboradora.

Artículo 62.  Sanciones por infracciones graves.
1. Las infracciones graves serán sancionadas con multa pecuniaria proporcional del 

tanto al doble de la cantidad indebidamente obtenida, aplicada o no justificada o, en el caso 
de entidades colaboradoras, de los fondos indebidamente aplicados o justificados.

2. Cuando el importe del perjuicio económico correspondiente a la infracción grave 
represente más del 50 por ciento de la subvención concedida o de las cantidades recibidas 
por las entidades colaboradoras, y excediera de 30.000 euros, concurriendo alguna de las 
circunstancias previstas en los párrafos b) y c) del apartado 1 del artículo 60 de esta ley, los 
infractores podrán ser sancionados, además, con:

a) Pérdida, durante un plazo de hasta tres años, de la posibilidad de obtener 
subvenciones, ayudas públicas y avales de la Administración u otros entes públicos.

b) Prohibición, durante un plazo de hasta tres años, para celebrar contratos con la 
Administración u otros entes públicos.

c) Pérdida, durante un plazo de hasta tres años, de la posibilidad de actuar como entidad 
colaboradora en relación con las subvenciones reguladas en esta ley.

3. Cuando las administraciones, organismos o entidades contemplados en el apartado 
20.3(*) no cumplan con la obligación de suministro de información, se impondrá una multa, 
previo apercibimiento, de 3000 euros, que podrá reiterarse mensualmente hasta que se 
cumpla con la obligación.

En caso de que el incumplimiento se produzca en un órgano de la Administración 
General del Estado, será de aplicación el régimen sancionador para infracciones graves 
previsto en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno, correspondiendo la instrucción del procedimiento sancionador al 
órgano competente del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.

(*) La referencia debe entenderse hecha al apartado 4 del art. 20.

Téngase en cuenta que se declara que no es inconstitucional el apartado 3, interpretado en 
los términos del fundamento jurídico 12.b), en el sentido de que las multas coercitivas a que se 
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refiere no pueden imponerse a las Comunidades Autónomas, por Sentencia del TC 33/2018, de 
12 de abril. Ref. BOE-A-2018-6825

Artículo 63.  Sanciones por infracciones muy graves.
1. Las infracciones muy graves serán sancionadas con multa pecuniaria proporcional del 

doble al triple de la cantidad indebidamente obtenida, aplicada o no justificada o, en el caso 
de entidades colaboradoras, de los fondos indebidamente aplicados o justificados.

No obstante, no se sancionarán las infracciones recogidas en los párrafos b) y d) del 
artículo 58 cuando los infractores hubieran reintegrado las cantidades y los correspondientes 
intereses de demora sin previo requerimiento.

2. Cuando el importe del perjuicio económico correspondiente a la infracción muy grave 
exceda de 30.000 euros, concurriendo alguna de las circunstancias previstas en los párrafos 
b) y c) del apartado 1 del artículo 60 de esta ley, los infractores podrán ser sancionados, 
además, con:

a) Pérdida, durante un plazo de hasta cinco años, de la posibilidad de obtener 
subvenciones, ayudas públicas y avales de la Administración u otros entes públicos.

b) Prohibición, durante un plazo de hasta cinco años, para celebrar contratos con la 
Administración u otros entes públicos.

c) Pérdida, durante un plazo de hasta cinco años, de la posibilidad de actuar como 
entidad colaboradora en relación con las subvenciones reguladas en esta ley.

3. El órgano competente para imponer estas sanciones podrá acordar su publicidad en la 
Base de Datos Nacional de Subvenciones.

Artículo 64.  Desarrollo reglamentario del régimen de infracciones y sanciones.
Las disposiciones reglamentarias de desarrollo podrán introducir especificaciones o 

graduaciones al cuadro de las infracciones o sanciones establecidas legalmente que, sin 
constituir nuevas infracciones o sanciones, ni alterar la naturaleza o límites de las que la ley 
contempla, contribuyan a la más correcta identificación de las conductas o a la más precisa 
determinación de las sanciones correspondientes.

Artículo 65.  Prescripción de infracciones y sanciones.
1. Las infracciones prescribirán en el plazo de cuatro años a contar desde el día en que 

la infracción se hubiera cometido.
2. Las sanciones prescribirán en el plazo de cuatro años a contar desde el día siguiente 

a aquel en que hubiera adquirido firmeza la resolución por la que se impuso la sanción.
3. El plazo de prescripción se interrumpirá conforme a lo establecido en el artículo 132 

de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de la Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

4. La prescripción se aplicará de oficio, sin perjuicio de que pueda ser solicitada su 
declaración por el interesado.

Artículo 66.  Competencia para la imposición de sanciones.
1. Las sanciones en materia de subvenciones serán acordadas e impuestas por los 

ministros o los secretarios de Estado de los departamentos ministeriales concedentes. En el 
caso de subvenciones concedidas por las demás entidades concedentes, las sanciones 
serán acordadas e impuestas por los titulares de los ministerios a los que estuvieran 
adscritas.

No obstante, cuando la sanción consista en la pérdida de la posibilidad de obtener 
subvenciones, ayudas públicas y avales de Estado, en la prohibición para celebrar contratos 
con el Estado u otros entes públicos o en la pérdida de la posibilidad de actuar como entidad 
colaboradora en relación con las subvenciones reguladas en esta ley, la competencia 
corresponderá al Ministro de Hacienda.
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2. El ministro designará al instructor del procedimiento sancionador cuando dicha función 
no esté previamente atribuida a ningún órgano administrativo.

3. La competencia para imponer sanciones en las corporaciones locales corresponde a 
los órganos de gobierno que tengan atribuidas tales funciones en la legislación de régimen 
local.

4. El expediente sancionador por incumplimiento de la obligación de suministro de 
información a la Base de Datos Nacional de Subvenciones contemplado en el apartado 3 del 
artículo 62 será iniciado por acuerdo del Interventor General de la Administración del Estado 
y la resolución será competencia del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas. No 
obstante, cuando el responsable de la infracción sea un órgano de la Administración General 
del Estado, los órganos competentes serán los establecidos en el artículo 31 de la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen 
gobierno, correspondiendo la instrucción al órgano competente del Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas.

Téngase en cuenta que se declara que no es inconstitucional el apartado 4, interpretado en 
los términos del fundamento jurídico 12.b), en el sentido de que las multas coercitivas a que se 
refiere no pueden imponerse a las Comunidades Autónomas, por Sentencia del TC 33/2018, de 
12 de abril. Ref. BOE-A-2018-6825

Artículo 67.  Procedimiento sancionador.
1. La imposición de las sanciones en materia de subvenciones se efectuará mediante 

expediente administrativo en el que, en todo caso, se dará audiencia al interesado antes de 
dictarse el acuerdo correspondiente y que será tramitado conforme a lo dispuesto en el 
capítulo II del título IX de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

2. El procedimiento se iniciará de oficio, como consecuencia, de la actuación de 
comprobación desarrollada por el órgano concedente o por la entidad colaboradora, así 
como de las actuaciones de control financiero previstas en esta ley.

3. Los acuerdos de imposición de sanciones pondrán fin a la vía administrativa.

Artículo 68.  Extinción de la responsabilidad derivada de la comisión de infracciones.
La responsabilidad derivada de las infracciones se extingue por el pago o cumplimiento 

de la sanción o por prescripción o por fallecimiento.

Artículo 69.  Responsabilidades.
1. Responderán solidariamente de la sanción pecuniaria los miembros, partícipes o 

cotitulares de las entidades a que se refiere el apartado 3 del artículo 11 en proporción a sus 
respectivas participaciones, cuando se trate de comunidades de bienes o cualquier otro tipo 
de unidad económica o patrimonio separado.

2. Responderán subsidiariamente de la sanción pecuniaria los administradores de las 
sociedades mercantiles, o aquellos que ostenten la representación legal de otras personas 
jurídicas, de acuerdo con las disposiciones legales o estatutarias que les resulten de 
aplicación, que no realicen los actos necesarios que sean de su incumbencia para el 
cumplimiento de las obligaciones infringidas, adopten acuerdos que hagan posibles los 
incumplimientos o consientan el de quienes de ellos dependan.

3. En el caso de sociedades o entidades disueltas y liquidadas en las que la ley limita la 
responsabilidad patrimonial de los socios, partícipes o cotitulares, las sanciones pendientes 
se transmitirán a éstos, que quedarán obligados solidariamente hasta el límite del valor de la 
cuota de liquidación que se les hubiera adjudicado o se les hubiera debido adjudicar.

4. En el caso de sociedades o entidades disueltas y liquidadas en las que la ley no limita 
la responsabilidad patrimonial de los socios, partícipes o cotitulares, las sanciones 
pendientes se transmitirán a éstos, que quedarán obligados solidariamente a su 
cumplimiento.
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Disposición adicional primera.  Información y coordinación con el Tribunal de Cuentas.
Anualmente, la Intervención General de la Administración del Estado remitirá al Tribunal 

de Cuentas informe sobre el seguimiento de los expedientes de reintegro y sancionadores 
derivados del ejercicio del control financiero.

El régimen de responsabilidad contable en materia de subvenciones se regulará de 
acuerdo con la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas, y la Ley 
7/1988, de 5 de abril, de funcionamiento del Tribunal de Cuentas.

[ . . . ]
Disposición adicional undécima.  Procedimiento de reintegro de subvenciones concedidas 
por el Instituto Nacional de Empleo.

No obstante lo establecido en el apartado 5 del artículo 42 de esta ley, las resoluciones 
de los procedimientos de reintegro dictadas por el Instituto Nacional de Empleo no pondrán 
fin a la vía administrativa, y podrá interponerse contra las mismas recurso de alzada en los 
términos recogidos en el título VII de la Ley 20/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en la 
redacción dada por la Ley 4/1999, de 13 de enero.

[ . . . ]
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§ 67

Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 302, de 18 de diciembre de 2003

Última modificación: 25 de mayo de 2023
Referencia: BOE-A-2003-23186

[ . . . ]
TÍTULO VI

Actuaciones y procedimientos de aplicación de los tributos en supuestos de 
delito contra la Hacienda pública

Artículo 250.  Práctica de liquidaciones en caso de existencia de indicios de delitos contra la 
Hacienda Pública.

1. Cuando la Administración Tributaria aprecie indicios de delito contra la Hacienda 
Pública, se continuará la tramitación del procedimiento con arreglo a las normas generales 
que resulten de aplicación, sin perjuicio de que se pase el tanto de culpa a la jurisdicción 
competente o se remita el expediente al Ministerio Fiscal, y con sujeción a las reglas que se 
establecen en el presente Título.

Salvo en los casos a que se refiere el artículo siguiente, procederá dictar liquidación de 
los elementos de la obligación tributaria objeto de comprobación, separando en liquidaciones 
diferentes aquellos que se encuentren vinculados con el posible delito contra la Hacienda 
Pública y aquellos que no se encuentren vinculados con el posible delito contra la Hacienda 
Pública.

2. La liquidación que en su caso se dicte, referida a aquellos elementos de la obligación 
tributaria que se encuentren vinculados con el posible delito contra la Hacienda Pública se 
ajustará a lo establecido en este Título.

En los supuestos a los que se refiere este apartado, la Administración se abstendrá de 
iniciar o, en su caso, continuar, el procedimiento sancionador correspondiente a estos 
mismos hechos. En caso de haberse iniciado un procedimiento sancionador, de no haber 
concluido éste con anterioridad, dicha conclusión se entenderá producida, en todo caso, en 
el momento en que se pase el tanto de culpa a la jurisdicción competente o se remita el 
expediente al Ministerio Fiscal, sin perjuicio de la posibilidad de iniciar un nuevo 
procedimiento sancionador en los casos a que se refiere el último párrafo de este apartado.

La sentencia condenatoria de la autoridad judicial impedirá la imposición de sanción 
administrativa por los mismos hechos.

De no haberse apreciado la existencia de delito, la Administración Tributaria iniciará, 
cuando proceda, el procedimiento sancionador administrativo de acuerdo con los hechos 
que los tribunales hubieran considerado probados.
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3. La liquidación que se dicte en relación con conceptos tributarios que no se encuentren 
vinculados con el posible delito contra la Hacienda Pública se ajustará en su tramitación al 
procedimiento ordinario que corresponda según lo dispuesto en el Capítulo IV del Título III 
de esta Ley y se sujetará al régimen de revisión establecido en su Título V.

Artículo 251.  Excepciones a la práctica de liquidaciones en caso de existencia de indicios 
de delito contra la Hacienda Pública.

1. Cuando la Administración Tributaria aprecie indicios de delito contra la Hacienda 
Pública, pasará el tanto de culpa a la jurisdicción competente o remitirá el expediente al 
Ministerio Fiscal, absteniéndose de practicar la liquidación a que se refiere el artículo 250.2 
de esta Ley, en los siguientes supuestos:

a) Cuando la tramitación de la liquidación administrativa pueda ocasionar la prescripción 
del delito con arreglo a los plazos previstos en el artículo 131 del Código Penal.

b) Cuando de resultas de la investigación o comprobación, no pudiese determinarse con 
exactitud el importe de la liquidación o no hubiera sido posible atribuirla a un obligado 
tributario concreto.

c) Cuando la liquidación administrativa pudiese perjudicar de cualquier forma la 
investigación o comprobación de la defraudación.

En los casos anteriormente señalados, junto al escrito de denuncia o de querella 
presentado por la Administración Tributaria, se trasladará también el acuerdo motivado en el 
que se justifique la concurrencia de alguna de las circunstancias determinantes de la 
decisión administrativa de no proceder a dictar liquidación.

En estos casos no se concederá trámite de audiencia o alegaciones al obligado 
tributario.

2. En los supuestos señalados en el apartado anterior, la Administración se abstendrá de 
iniciar o, en su caso, continuar el procedimiento administrativo, que quedará suspendido 
mientras la autoridad judicial no dicte sentencia firme, tenga lugar el sobreseimiento o el 
archivo de las actuaciones o se produzca la devolución del expediente por el Ministerio 
Fiscal.

No obstante, en caso de que se hubiera iniciado un procedimiento sancionador, éste se 
entenderá concluido, en todo caso, en el momento en que se pase el tanto de culpa a la 
jurisdicción competente o se remita el expediente al Ministerio Fiscal. Todo ello, sin perjuicio 
de la posibilidad de iniciar un nuevo procedimiento sancionador si finalmente no se apreciara 
delito y de acuerdo con los hechos que, en su caso, los tribunales hubieran considerado 
probados.

El pase del tanto de culpa o la remisión del expediente interrumpirá los plazos de 
prescripción del derecho a determinar la deuda tributaria y a imponer la sanción, de acuerdo 
con lo previsto en los artículos 68.1 y 189.3 de esta Ley.

La sentencia condenatoria de la autoridad judicial impedirá la imposición de sanción 
administrativa por los mismos hechos.

Las actuaciones del procedimiento de comprobación e investigación realizadas durante 
el periodo de suspensión respecto de los hechos denunciados se tendrán por inexistentes.

3. En los supuestos anteriores, de no haberse apreciado la existencia de delito, la 
Administración Tributaria iniciará o continuará sus actuaciones de acuerdo con los hechos 
que los órganos jurisdiccionales hubieran considerado probados en el periodo que reste 
hasta la conclusión del plazo a que se refiere el artículo 150.1 de esta Ley o en el plazo de 6 
meses si éste último fuese superior, a computar desde la recepción de la resolución judicial o 
del expediente devuelto por el Ministerio Fiscal por el órgano competente que deba continuar 
el procedimiento.

El cómputo de los plazos de prescripción se iniciará de nuevo desde la entrada de la 
resolución judicial en el registro de la Administración Tributaria competente.

Artículo 252.  Regularización voluntaria.
La Administración Tributaria no pasará el tanto de culpa a la jurisdicción competente ni 

remitirá el expediente al Ministerio Fiscal salvo que conste que el obligado tributario no ha 
regularizado su situación tributaria mediante el completo reconocimiento y pago de la deuda 
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tributaria antes de que se le hubiera notificado el inicio de actuaciones de comprobación o 
investigación tendentes a la determinación de la deuda tributaria objeto de la regularización 
o, en el caso de que tales actuaciones no se hubieran producido, antes de que el Ministerio 
Fiscal, el Abogado del Estado o el representante procesal de la Administración autonómica, 
foral o local de que se trate, interponga querella o denuncia contra aquél dirigida, o antes de 
que el Ministerio Fiscal o el Juez de Instrucción realicen actuaciones que le permitan tener 
conocimiento formal de la iniciación de diligencias.

La deuda tributaria se entiende integrada por los elementos a los que se refiere el 
artículo 58 de esta Ley, debiendo proceder el obligado tributario a la autoliquidación e 
ingreso simultáneo tanto de la cuota como de los intereses de demora y de los recargos 
legalmente devengados a la fecha del ingreso. No obstante, cuando los tributos 
regularizados voluntariamente no se exijan por el procedimiento de autoliquidación, el 
obligado tributario deberá presentar la declaración correspondiente, procediendo al ingreso 
de la totalidad de la deuda tributaria liquidada por la Administración en el plazo para el pago 
establecido en la normativa tributaria.

Lo dispuesto en este artículo resultará también de aplicación cuando la regularización se 
hubiese producido una vez prescrito el derecho de la Administración para determinar la 
deuda tributaria.

Para determinar la existencia del completo reconocimiento y pago a que se refiere el 
primer párrafo de éste artículo, la Administración Tributaria podrá desarrollar las actuaciones 
de comprobación o investigación que resulten procedentes, aún en el caso de que las 
mismas afecten a periodos y conceptos tributarios respecto de los que se hubiese producido 
la prescripción regulada en el artículo 66.a) de esta Ley.

Artículo 253.  Tramitación del procedimiento de inspección en caso de que proceda 
practicar liquidación.

1. Cuando la Administración Tributaria aprecie indicios de delito contra la Hacienda 
Pública y no concurran las circunstancias que impiden dictar liquidación de acuerdo con el 
artículo 251.1 de esta Ley, procederá formalizar una propuesta de liquidación vinculada a 
delito, en la que se expresarán los hechos y fundamentos de derecho en los que se basa la 
misma.

Dicha propuesta se notificará al obligado tributario concediéndole el trámite de audiencia 
para que alegue lo que convenga a su derecho en el plazo de 15 días naturales, contados a 
partir del siguiente al de notificación de la propuesta.

En ningún caso los defectos procedimentales en que se hubiese podido incurrir durante 
la tramitación administrativa, producirán los efectos de extinguir total o parcialmente la 
obligación tributaria vinculada a delito ni los previstos en las letras a) y b) del artículo 150.6 
de esta Ley en relación con las actuaciones desarrolladas por la Administración Tributaria 
tendentes a la liquidación de la deuda tributaria, sin perjuicio de los que de aquellos 
pudiesen derivarse en caso de devolución del expediente por el Ministerio Fiscal o en caso 
de resolución judicial firme que obligue a practicar el ajuste previsto por el artículo 257.2 c) 
de esta Ley por no apreciar la existencia de delito contra la Hacienda Pública.

Transcurrido el plazo previsto para el trámite de audiencia y examinadas las alegaciones 
presentadas en su caso, el órgano competente dictará una liquidación administrativa, con la 
autorización previa o simultánea del órgano de la Administración Tributaria competente para 
interponer la denuncia o querella, cuando considere que la regularización procedente pone 
de manifiesto la existencia de un posible delito contra la Hacienda Pública.

Una vez dictada la liquidación administrativa, la Administración Tributaria pasará el tanto 
de culpa a la jurisdicción competente o remitirá el expediente al Ministerio Fiscal y el 
procedimiento de comprobación finalizará, respecto de los elementos de la obligación 
tributaria regularizados mediante dicha liquidación, con la notificación al obligado tributario 
de la misma, en la que se advertirá de que el período voluntario de ingreso sólo comenzará a 
computarse una vez que sea notificada la admisión a trámite de la denuncia o querella 
correspondiente, en los términos establecidos en el artículo 255 de esta Ley.

El pase del tanto de culpa o la remisión del expediente interrumpirá los plazos de 
prescripción del derecho a determinar la deuda tributaria y a imponer la sanción, de acuerdo 
con lo previsto en los artículos 68.1 y 189.3 de esta Ley.
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2. La inadmisión de la denuncia o querella determinará la retroacción de las actuaciones 
inspectoras al momento anterior a aquel en que se dictó la propuesta de liquidación 
vinculada a delito, procediendo en ese caso la formalización del acta que corresponda, que 
se tramitará de acuerdo con lo establecido en esta Ley y su normativa de desarrollo.

La terminación de las actuaciones inspectoras seguirá lo dispuesto en la Subsección 3.ª 
de la Sección 2.ª del Capítulo IV del Título III.

El procedimiento deberá finalizar en el periodo que reste desde el momento al que se 
retrotraigan las actuaciones hasta la conclusión del plazo al que se refiere el apartado 1 del 
artículo 150 de esta Ley o en seis meses, si éste último fuera superior. El citado plazo se 
computará desde la recepción de la resolución judicial o del expediente devuelto por el 
Ministerio Fiscal por el órgano competente que deba continuar el procedimiento.

Se exigirán intereses de demora por la nueva liquidación que ponga fin al procedimiento. 
La fecha de inicio del cómputo del interés de demora será la misma que, de acuerdo con lo 
establecido en el apartado 2 del artículo 26, hubiera correspondido a la liquidación anulada y 
el interés se devengará hasta el momento en que se haya dictado la nueva liquidación.

En estos casos se iniciará el cómputo de los plazos de prescripción del derecho a 
determinar la deuda y a imponer la sanción de acuerdo con lo indicado en el artículo 68.7 de 
esta Ley.

3. En los casos en los que, por un mismo concepto impositivo y periodo, quepa distinguir 
elementos en los que se aprecia una conducta dolosa que pueda ser determinante de un 
delito contra la Hacienda Pública, junto con otros elementos y cuantías a regularizar respecto 
de los que no se aprecia esa conducta dolosa, se efectuarán dos liquidaciones de forma 
separada.

A efectos de la cuantificación de ambas liquidaciones, se formalizará una propuesta de 
liquidación vinculada al delito y un acta de inspección, de acuerdo con las siguientes reglas:

a) La propuesta de liquidación vinculada a delito comprenderá los elementos que hayan 
sido objeto de declaración, en su caso, a los que se sumarán todos aquellos elementos en 
los que se aprecie dolo, y se restarán los ajustes a favor del obligado tributario a los que éste 
pudiera tener derecho, así como las partidas a compensar o deducir en la base o en la cuota 
que le correspondan adicionalmente. Si la declaración presentada hubiera determinado una 
cuota a ingresar, ésta se descontará para el cálculo de esta propuesta de liquidación.

b) La propuesta de liquidación contenida en el acta comprenderá la totalidad de los 
elementos comprobados, con independencia de que estén o no vinculados con el posible 
delito, y se deducirá la cantidad resultante de la propuesta de liquidación a que se refiere el 
párrafo anterior.

No obstante, el obligado tributario podrá optar por la aplicación de un sistema de cálculo 
de ambas cuotas basado en la aplicación proporcional de las partidas a compensar o deducir 
en la base o en la cuota, en los términos que se determinen reglamentariamente. Esta 
opción deberá comunicarse a la Administración en el plazo de alegaciones posterior a la 
notificación de la propuesta de liquidación vinculada al delito.

Artículo 254.  Impugnación de las liquidaciones.
1. Frente a la liquidación administrativa dictada como consecuencia de lo dispuesto en el 

artículo 250.2 de esta Ley, no procederá recurso o reclamación en vía administrativa, sin 
perjuicio del ajuste que proceda con arreglo a lo que se determine en el proceso penal, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 305 del Código Penal y en el 257 de esta Ley, 
correspondiendo al Juez penal determinar en sentencia la cuota defraudada vinculada a los 
delitos contra la Hacienda Pública que hubiese sido liquidada al amparo de lo previsto en el 
apartado 5 del artículo 305 del Código Penal y en el Título VI de esta Ley.

En ningún caso los defectos procedimentales en que se hubiese podido incurrir durante 
la tramitación administrativa, producirán los efectos de extinguir total o parcialmente la 
obligación tributaria vinculada a delito ni los previstos en las letras a) y b) del artículo 150.6 
de esta Ley en relación con las actuaciones desarrolladas por la Administración Tributaria 
tendentes a la liquidación de la deuda tributaria.
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2. Frente a la liquidación que resulte de la regularización de los elementos y cuantías 
que no se encuentren vinculados con el posible delito, cabrá interponer los recursos y 
reclamaciones previstos en el Título V de esta Ley.

Artículo 255.  Recaudación de la deuda liquidada en caso de existencia de indicios de delito 
contra la Hacienda Pública.

En los supuestos a que se refiere el artículo 250.2 de esta Ley, la existencia del 
procedimiento penal por delito contra la Hacienda Pública no paralizará las actuaciones 
administrativas dirigidas al cobro de la deuda tributaria liquidada, salvo que el Juez hubiere 
acordado la suspensión de las actuaciones de ejecución.

Las actuaciones administrativas dirigidas al cobro a las que se refiere el párrafo anterior 
se regirán por las normas generales establecidas en el Capítulo V del Título III de esta Ley, 
salvo las especialidades establecidas en el presente Título.

Una vez que conste admitida la denuncia o querella por delito contra la Hacienda 
Pública, la Administración Tributaria procederá a notificar al obligado tributario el inicio del 
período voluntario de pago requiriéndole para que realice el ingreso de la deuda tributaria 
liquidada en los plazos a que se refiere el artículo 62.2 de esta Ley.

Artículo 256.  Causas de oposición frente a las actuaciones de recaudación.
Frente a los actos del procedimiento de recaudación desarrollados para el cobro de la 

deuda tributaria liquidada conforme a lo dispuesto en el artículo 250.2 de esta Ley, solo 
serán oponibles los motivos previstos en los artículos 167.3, 170.3 y 172.1 segundo párrafo 
de esta Ley y su revisión se realizará conforme a lo dispuesto en el Título V de esta Ley.

Artículo 257.  Efectos de la resolución judicial sobre la liquidación tributaria.
1. La liquidación dictada por la Administración Tributaria en los supuestos a los que se 

refiere el artículo 250.2 de esta Ley, se ajustará a lo que se determine finalmente en el 
proceso penal en relación con la existencia y la cuantía de la defraudación.

2. El ajuste se realizará de la siguiente forma:
a) Si en el proceso penal se dictara sentencia condenatoria por delito contra la Hacienda 

Pública y en dicho proceso se determinara una cuota defraudada idéntica a la liquidada en 
vía administrativa, no será necesario modificar la liquidación realizada, sin perjuicio de la 
liquidación de los intereses de demora y recargos que correspondan.

Si la cuantía defraudada que se determinara en el proceso penal difiriera, en más o en 
menos, de la fijada en vía administrativa, la liquidación dictada al amparo del artículo 250.2 
de esta Ley deberá modificarse. En este caso, subsistirá el acto inicial, que será rectificado 
de acuerdo con el contenido de la sentencia para ajustarse a la cuantía fijada en el proceso 
penal como cuota defraudada.

Dicha modificación, practicada por la Administración Tributaria al amparo de lo dispuesto 
en el párrafo anterior, no afectará a la validez de las actuaciones recaudatorias realizadas, 
respecto de la cuantía confirmada en el proceso penal.

El acuerdo de modificación se trasladará al Tribunal competente para la ejecución, al 
obligado al pago y a las demás partes personadas en el procedimiento penal.

Si la cuantía defraudada que se determinara en el proceso penal fuese inferior a la fijada 
en vía administrativa, serán de aplicación las normas generales establecidas al efecto en la 
normativa tributaria en relación con las devoluciones de ingresos y el reembolso del coste de 
las garantías.

b) Si en el proceso penal no se apreciara finalmente la existencia de delito por 
inexistencia de la obligación tributaria, la liquidación administrativa será anulada siendo de 
aplicación las normas generales establecidas al efecto en la normativa tributaria en relación 
con las devoluciones de ingresos y el reembolso del coste de las garantías.

c) Si en el proceso penal se dictara resolución firme, no apreciándose delito por motivo 
diferente a la inexistencia de la obligación tributaria, procederá la retroacción de las 
actuaciones inspectoras al momento anterior en el que se dictó la propuesta de liquidación 
vinculada a delito prevista en el artículo 253.1 de esta Ley, teniendo en cuenta los hechos 
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que el órgano judicial hubiese considerado probados, procediendo la formalización del acta, 
que se tramitará de acuerdo con lo establecido en esta Ley y su normativa de desarrollo.

La terminación de las actuaciones inspectoras seguirá lo dispuesto en la Subsección 3.ª 
de la Sección 2.ª del Capítulo IV del Título III de esta Ley.

El procedimiento deberá finalizar en el periodo que reste desde el momento al que se 
retrotraigan las actuaciones hasta la conclusión del plazo al que se refiere el apartado 1 del 
artículo 150 de esta Ley o en seis meses, si éste último fuera superior. El citado plazo se 
computará desde la recepción del expediente por el órgano competente para la reanudación 
de las actuaciones.

Se exigirán intereses de demora por la nueva liquidación que ponga fin al procedimiento. 
La fecha de inicio del cómputo del interés de demora será la misma que, de acuerdo con lo 
establecido en el apartado 2 del artículo 26, hubiera correspondido a la liquidación anulada y 
el interés se devengará hasta el momento en que se haya dictado la nueva liquidación.

Esta liquidación se sujetará al régimen de revisión y recursos propios de toda liquidación 
tributaria regulado en el Título V de esta Ley, pero no podrán impugnarse los hechos 
considerados probados en la sentencia judicial.

En estos casos se iniciará el cómputo del plazo de prescripción del derecho a determinar 
la deuda y a imponer la sanción de acuerdo con lo indicado en el artículo 68.7 de esta Ley.

Artículo 258.  Responsables.
1. Serán responsables solidarios de la deuda tributaria liquidada conforme a lo 

preceptuado en el artículo 250.2 de esta Ley quienes hubieran sido causantes o hubiesen 
colaborado activamente en la realización de los actos que den lugar a dicha liquidación y se 
encuentren imputados en el proceso penal iniciado por el delito denunciado o hubieran sido 
condenados como consecuencia del citado proceso.

Los datos, pruebas o circunstancias que obren o hayan sido obtenidos en el 
procedimiento de liquidación y que vayan a ser tenidos en cuenta en el procedimiento para 
exigir la responsabilidad establecida en este artículo, deberán incorporarse formalmente al 
mismo antes de la propuesta de resolución.

2. En relación con las liquidaciones a que se refiere el artículo 250.2 de esta Ley, 
también resultarán de aplicación los supuestos de responsabilidad regulados en el 
artículo 42.2 de esta Ley.

3. En el recurso o reclamación contra el acuerdo que declare la responsabilidad prevista 
en el apartado 1 anterior sólo podrá impugnarse el alcance global de la citada 
responsabilidad.

4. Si en el proceso penal se acordara el sobreseimiento o absolución respecto de 
cualquiera de los responsables a que se refiere el apartado 1, la declaración de su 
responsabilidad será anulada, siendo de aplicación las normas generales establecidas en la 
normativa tributaria en relación con las devoluciones y reembolso del coste de garantías.

5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 68.8 de esta Ley, en los supuestos de 
responsabilidad a que se refiere el apartado 1, interrumpido el plazo de prescripción para un 
obligado tributario, dicho efecto se extiende a todos los demás obligados, incluidos los 
responsables.

6. La competencia para dictar los acuerdos de declaración de responsabilidad en los 
supuestos regulados en los apartados 1 y 2 corresponderá al órgano de recaudación.

7. El plazo del procedimiento de declaración de responsabilidad se entenderá 
suspendido durante el periodo de tiempo que transcurra desde la presentación de la 
denuncia o querella ante el Ministerio Fiscal o el órgano judicial hasta la imputación formal 
de los encausados.

A las medidas cautelares adoptadas durante la tramitación del procedimiento de 
declaración de responsabilidad previsto en este artículo les será de aplicación lo previsto en 
el artículo 81.6.e) de esta Ley.
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Artículo 259.  Especialidades en la liquidación de la deuda aduanera en supuestos de delito 
contra la Hacienda Pública.

1. La aplicación de lo establecido en el presente título VI respecto de los tributos que 
integran la deuda aduanera prevista en la normativa de la Unión Europea, se efectuará con 
las especialidades que se describen en los siguientes apartados de este artículo.

2. La Administración Tributaria únicamente se abstendrá de practicar la liquidación a que 
se refiere el artículo 250.2 de esta Ley en los casos contemplados en los párrafos b) y c) del 
artículo 251.1 de esta Ley.

3. Cuando se pase el tanto de culpa a la jurisdicción competente o se remita el 
expediente al Ministerio Fiscal, el plazo para la liquidación y notificación de la deuda 
aduanera al deudor se regirá por las siguientes normas:

a) Cuando con arreglo a lo previsto en el apartado 2 de este artículo sea posible la 
liquidación de la deuda aduanera, se procederá a la práctica y notificación de la misma en 
los plazos de 5 o diez años previstos para la prescripción del delito contra la Hacienda de la 
Unión Europea, computados desde el nacimiento de la deuda.

b) Cuando con arreglo a lo previsto en el apartado 2 de este artículo no sea posible la 
liquidación de la deuda aduanera o bien la liquidación practicada deba ajustarse a la cuantía 
fijada en el proceso penal, el plazo para practicar la liquidación y notificar la deuda al deudor 
será de tres años y se computará desde el momento en que la autoridad judicial incoe la 
causa sin secreto para las partes personadas o, en su caso, desde el momento en que 
alcance firmeza la resolución judicial que ponga fin al procedimiento penal.

4. Lo dispuesto en los artículos 251 y 253 de esta Ley en relación con la interrupción de 
plazos o procedimientos, no resultará de aplicación en los supuestos del apartado 3.b) de 
este artículo.

5. En la tramitación del procedimiento de inspección cuando proceda dictar la liquidación 
a que se refiere el artículo 250.2 de esta Ley, la aplicación del artículo 253 se efectuará 
conforme a las siguientes reglas:

a) Cuando la tramitación de la liquidación administrativa pueda ocasionar la prescripción 
del delito con arreglo a los plazos previstos en el artículo 131 del Código Penal, la remisión 
del tanto de culpa a la jurisdicción competente o del expediente al Ministerio Fiscal podrá 
realizarse con carácter previo a la práctica de la liquidación administrativa.

b) En los casos en los que la Administración Tributaria se haya abstenido de practicar 
liquidación con arreglo a lo dispuesto en la letra c) del apartado 1 del artículo 251 de esta 
Ley, la tramitación del procedimiento administrativo se reanudará en el momento en que la 
autoridad judicial incoe la causa sin secreto para las partes personadas.

c) El período voluntario para el ingreso de la liquidación que se practique comenzará a 
computarse a partir de su notificación y se realizará en los plazos previstos en la normativa 
de la Unión Europea. El obligado tributario podrá solicitar la suspensión de la ejecución de la 
liquidación hasta la admisión de la denuncia o querella, prestando garantía o solicitando 
dispensa total o parcial de la misma cuando justifique la imposibilidad de aportarla y que la 
ejecución pudiera causar perjuicios de difícil o imposible reparación.

d) En los supuestos del artículo 253.2 de esta Ley, la inadmisión de la denuncia o 
querella no implicará la anulación de la liquidación administrativa. La Administración 
Tributaria concederá trámite de audiencia, en el que el interesado podrá solicitar la 
consideración de aquellas cuestiones afectadas por las limitaciones previstas en el 
apartado 1 del artículo 253 de esta Ley. A la vista de las alegaciones, la Administración 
Tributaria dictará resolución manteniendo inalterada la liquidación de la deuda aduanera que 
se haya practicado o rectificándola si procede, manteniéndose los actos de recaudación 
previamente realizados, sin perjuicio en su caso, de adaptar las cuantías de las trabas y 
embargos realizados. La revisión de dicha resolución se regirá por lo dispuesto en el Título V 
de esta Ley.

6. En los supuestos a los que se refiere el artículo 257.2.c) de esta Ley, se aplicará lo 
dispuesto en el apartado 5.d) de este artículo.
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TÍTULO VII
Recuperación de ayudas de Estado que afecten al ámbito tributario

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 260.  Disposiciones generales.
1. Corresponde a la Administración Tributaria la realización de las actuaciones 

necesarias para la ejecución de las decisiones de recuperación de ayudas de Estado que 
afecten al ámbito tributario.

2. Se considera aplicación de los tributos el ejercicio de las actividades administrativas 
necesarias para la ejecución de las decisiones de recuperación de ayudas de Estado que 
afecten al ámbito tributario, así como las actuaciones de los obligados en el ejercicio de sus 
derechos o en cumplimiento de sus obligaciones tributarias derivados de dichas decisiones.

3. Además de en los supuestos a que se refieren los apartados anteriores de este 
artículo, lo dispuesto en este Título resultará de aplicación en cualquier supuesto en que, en 
cumplimiento del Derecho de la Unión Europea, resulte procedente exigir el reintegro de 
cantidades percibidas en concepto de ayudas de Estado que afecten al ámbito tributario.

4. No podrán disfrutar de beneficios fiscales que constituyan ayudas estatales según el 
ordenamiento comunitario quienes hubieran percibido ayudas de Estado declaradas ilegales 
e incompatibles con el mercado interior, con una orden de recuperación pendiente tras una 
decisión previa de la Comisión, hasta que tales ayudas no se hayan reembolsado.

Artículo 261.  Procedimientos de ejecución de decisiones de recuperación de ayudas de 
Estado.

1. Son procedimientos de ejecución de decisiones de recuperación de ayudas de Estado 
los siguientes:

a) Procedimiento de recuperación en supuestos de regularización de los elementos de la 
obligación tributaria afectados por la decisión.

b) Procedimiento de recuperación en otros supuestos.
2. La ejecución de las decisiones de recuperación de ayudas de Estado también se 

podrá llevar a cabo mediante el procedimiento de inspección regulado en la sección 2.ª del 
capítulo IV del título III cuando el alcance de dicho procedimiento exceda de lo dispuesto en 
el artículo 265.1 de esta Ley.

En estos casos, procederá dictar liquidación de los elementos de la obligación tributaria 
objeto de comprobación, separando en liquidaciones diferentes aquellos a los que se refiera 
la decisión y aquellos que no estén vinculados a la misma.

Artículo 262.  Prescripción.
1. Prescribirá a los diez años el derecho de la Administración para determinar y exigir el 

pago de la deuda tributaria que, en su caso, resulte de la ejecución de la decisión de 
recuperación.

2. El plazo de prescripción empezará a contarse desde el día siguiente a aquel en que la 
aplicación de la ayuda de Estado en cumplimiento de la obligación tributaria objeto de 
regularización hubiese surtido efectos jurídicos conforme a la normativa tributaria.

3. El plazo de prescripción se interrumpe:
a) Por cualquier actuación de la Comisión o de la Administración Tributaria a petición de 

la Comisión que esté relacionada con la ayuda de Estado.
b) Por cualquier acción de la Administración Tributaria, realizada con conocimiento 

formal del obligado tributario, conducente al reconocimiento, regularización, comprobación, 
inspección, aseguramiento y liquidación de la deuda tributaria derivada de aquellos 
elementos afectados por la decisión de recuperación, o a la exigencia de su pago.
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c) Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario conducente a la liquidación o 
pago de la deuda tributaria o por la interposición de los recursos procedentes.

4. El plazo de prescripción se suspenderá durante el tiempo en que la decisión de 
recuperación sea objeto de un procedimiento ante el Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea.

Artículo 263.  Efectos de la ejecución de la decisión de recuperación.
1. Cuando existiese una resolución o liquidación previa practicada por la Administración 

Tributaria en relación con la obligación tributaria afectada por la decisión de recuperación de 
la ayuda de Estado, la ejecución de dicha decisión determinará la modificación de la 
resolución o liquidación, aunque sea firme.

2. Los intereses de demora se regirán por lo dispuesto en la normativa de la Unión 
Europea.

Artículo 264.  Recursos contra el acto de ejecución.
La resolución o liquidación derivada de la ejecución de la decisión de recuperación será 

susceptible de recurso de reposición y, en su caso, de reclamación económico-
administrativa, en los términos previstos en esta Ley.

Si la resolución o liquidación se somete a revisión de acuerdo con el apartado anterior, 
sólo será admisible la suspensión de la ejecución de los actos administrativos mediante la 
aportación de garantía consistente en depósito de dinero en la Caja General de Depósitos.

CAPÍTULO II
Procedimiento de recuperación en supuestos de regularización de los 
elementos de la obligación tributaria afectados por la decisión de recuperación

Artículo 265.  Recuperación en supuestos de regularización de los elementos de la 
obligación tributaria afectados por la decisión de recuperación.

1. En el procedimiento de recuperación en supuestos de regularización de los elementos 
de la obligación tributaria afectados por la decisión, la Administración Tributaria se limitará a 
la comprobación de aquellos elementos de la obligación a los que se refiere dicha decisión.

2. En este procedimiento, la Administración Tributaria podrá realizar únicamente las 
siguientes actuaciones:

a) Examen de los datos consignados por los obligados tributarios en sus declaraciones y 
de los justificantes presentados o que se requieran al efecto.

b) Examen de los datos y antecedentes en poder de la Administración Tributaria.
c) Examen de los registros y demás documentos exigidos por la normativa tributaria y de 

cualquier otro libro, registro o documento de carácter oficial, incluida la contabilidad 
mercantil, así como el examen de las facturas o documentos que sirvan de justificante de las 
operaciones incluidas en dichos libros, registros o documentos.

d) Requerimientos de información a terceros.
3. Las actuaciones del procedimiento podrán realizarse fuera de las oficinas de la 

Administración Tributaria, a cuyo efecto serán de aplicación las reglas contenidas en los 
artículos 142.2 y 151 de esta Ley.

4. El examen de los documentos y las actuaciones referidas en los apartados anteriores 
se entenderán efectuados a los solos efectos de determinar la procedencia de la 
recuperación de la ayuda de Estado, sin que impida ni limite la ulterior comprobación de los 
mismos hechos o documentos.

Artículo 266.  Inicio.
1. El procedimiento de recuperación en supuestos de regularización de los elementos de 

la obligación tributaria afectados por la decisión se iniciará de oficio por acuerdo del órgano 
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competente, que se determinará en las normas de organización específica de la 
Administración Tributaria.

2. El inicio de las actuaciones del procedimiento deberá notificarse a los obligados 
tributarios mediante comunicación que deberá expresar la naturaleza y alcance de las 
mismas e informará sobre sus derechos y obligaciones en el curso de tales actuaciones.

Cuando los datos en poder de la Administración Tributaria sean suficientes para formular 
la propuesta de liquidación, el procedimiento podrá iniciarse mediante la notificación de dicha 
propuesta.

Artículo 267.  Tramitación.
1. Las actuaciones del procedimiento de recuperación en supuestos de regularización de 

los elementos de la obligación tributaria afectados por la decisión se documentarán en las 
comunicaciones y diligencias a las que se refiere el apartado 7 del artículo 99 de esta Ley.

2. Los obligados tributarios deberán atender a la Administración Tributaria y le prestarán 
la debida colaboración en el desarrollo de sus funciones.

El obligado tributario que hubiera sido requerido deberá personarse en el lugar, día y 
hora señalados para la práctica de las actuaciones, y deberá aportar o tener a disposición de 
la Administración la documentación y demás elementos solicitados.

3. Con carácter previo a la práctica de la liquidación provisional, la Administración 
Tributaria deberá comunicar al obligado tributario la propuesta de liquidación para que, en un 
plazo de 10 días, alegue lo que convenga a su derecho.

Artículo 268.  Terminación.
1. El procedimiento de recuperación en supuestos de regularización de los elementos de 

la obligación tributaria afectados por la decisión terminará de alguna de las siguientes 
formas:

a) Por resolución expresa de la Administración Tributaria, que deberá incluir, al menos, el 
siguiente contenido:

1.º Elementos de la obligación tributaria afectados por la decisión de recuperación y 
ámbito temporal objeto de las actuaciones.

2.º Relación de hechos y fundamentos de derecho que motiven la resolución.
3.º Liquidación provisional o, en su caso, manifestación expresa de que no procede 

regularizar la situación tributaria como consecuencia de la decisión de recuperación.
b) Por el inicio de un procedimiento inspector que incluya el objeto del procedimiento de 

recuperación.
2. El incumplimiento del plazo de duración del procedimiento regulado en el artículo 104 

de esta Ley no determinará la caducidad del procedimiento, que continuará hasta su 
terminación. En este caso, no se considerará interrumpida la prescripción como 
consecuencia de las actuaciones administrativas desarrolladas durante dicho plazo.

En estos supuestos, se entenderá interrumpida la prescripción por la realización de 
actuaciones con conocimiento formal del interesado con posterioridad a la finalización del 
plazo al que se refiere el párrafo anterior.

3. Cuando una resolución judicial aprecie defectos formales y ordene la retroacción de 
las actuaciones administrativas, éstas deberán finalizar en el periodo que reste desde el 
momento al que se retrotraigan las actuaciones hasta la conclusión del plazo al que se 
refiere el artículo 104 de esta Ley o en el plazo de tres meses, si este último fuera superior. 
El citado plazo se computará desde la recepción del expediente por el órgano competente 
para la reanudación del procedimiento de recuperación de ayudas de Estado.

CAPÍTULO III
Procedimiento de recuperación en otros supuestos
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Artículo 269.  Procedimiento de recuperación en otros supuestos.
1. Cuando la ejecución de la decisión de recuperación no implique la regularización de 

una obligación tributaria, el procedimiento a seguir será el regulado en este capítulo.
2. Para la ejecución de la decisión de recuperación el órgano competente tendrá las 

facultades que se reconocen a la Administración Tributaria en el artículo 162 de esta Ley, 
con los requisitos allí establecidos.

Artículo 270.  Inicio.
El procedimiento de recuperación se iniciará de oficio.
El inicio de las actuaciones del procedimiento deberá notificarse a los obligados 

tributarios mediante comunicación que deberá expresar la naturaleza de las mismas e 
informará de sus derechos y obligaciones en el curso de aquellas.

La comunicación de inicio contendrá la propuesta de resolución, concediéndose un plazo 
de 10 días al obligado tributario para que alegue lo que convenga a su derecho.

Artículo 271.  Terminación.
1. El procedimiento de recuperación terminará por resolución expresa de la 

Administración Tributaria, que deberá notificarse en el plazo de cuatro meses desde la fecha 
de notificación al obligado tributario del inicio del procedimiento, salvo que la decisión de 
recuperación establezca un plazo distinto, siendo de aplicación lo dispuesto en el 
artículo 268.2 de esta Ley.

2. La resolución que ponga fin al procedimiento deberá incluir, al menos, el siguiente 
contenido:

a) Acuerdo de modificación, en el sentido de la decisión de recuperación, de la 
resolución previamente dictada por la Administración o, en su caso, manifestación expresa 
de que no procede modificación alguna como consecuencia de la decisión de recuperación.

b) Relación de hechos y fundamentos de derecho que motiven la resolución.
c) Liquidación en el supuesto de que la ejecución de la decisión de recuperación 

determine la exigencia de deuda tributaria, en particular, procedente del devengo de 
intereses de demora conforme a lo establecido en el artículo 263.2 de esta Ley.

3. Cuando una resolución judicial aprecie defectos formales y ordene la retroacción de 
las actuaciones administrativas, estas deberán finalizar en el periodo que reste desde el 
momento al que se retrotraigan las actuaciones hasta la conclusión del plazo al que se 
refiere el apartado 1, o en el plazo de dos meses, si este último fuera superior. El citado 
plazo se computará desde la recepción del expediente por el órgano competente para la 
reanudación del procedimiento de recuperación de ayudas de Estado.

[ . . . ]
Disposición adicional décima.  Exacción de la responsabilidad civil y multa por delito 
contra la Hacienda Pública.

1. En los procedimientos por delito contra la Hacienda Pública, la responsabilidad civil, 
que comprenderá el importe de la deuda tributaria que la Administración Tributaria no haya 
liquidado por prescripción u otra causa legal en los términos previstos en esta Ley, incluidos 
sus intereses de demora, junto a la pena de multa, se exigirá por el procedimiento 
administrativo de apremio.

2. Una vez que sea firme la sentencia, el juez o tribunal al que competa la ejecución 
remitirá testimonio a los órganos de la Administración Tributaria, ordenando que se proceda 
a su exacción. En la misma forma se procederá cuando el juez o tribunal hubieran acordado 
la ejecución provisional de una sentencia recurrida.

3. Cuando se hubiera acordado el fraccionamiento de pago de la responsabilidad civil o 
de la multa conforme al artículo 125 del Código Penal, el juez o tribunal lo comunicará a la 
Administración Tributaria. En este caso, el procedimiento de apremio se iniciará si se 
incumplieran los términos del fraccionamiento.
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4. La Administración Tributaria informará al juez o tribunal sentenciador, a los efectos del 
artículo 117.3 de la Constitución Española, de la tramitación y, en su caso, de los incidentes 
relativos a la ejecución encomendada.

[ . . . ]
Disposición adicional decimonovena.  Competencias de investigación patrimonial en los 
procesos por delito contra la Hacienda Pública.

En los procesos por delito contra la Hacienda Pública, y sin perjuicio de las facultades 
que corresponden a las unidades de la Policía Judicial, los órganos de recaudación de la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria mantendrán la competencia para investigar, 
bajo la supervisión de la autoridad judicial, el patrimonio que pueda resultar afecto al pago de 
las cuantías pecuniarias asociadas al delito.

A tales efectos, podrán ejercer las facultades previstas en los artículos 93, 94 y 162 de 
esta Ley, realizar informes sobre la situación patrimonial de las personas relacionadas con el 
delito y adoptar las medidas cautelares previstas en el apartado 8 del artículo 81 de la 
misma.

De tales actuaciones, sus incidencias y resultados se dará cuenta inmediata al juez 
penal, que resolverá sobre la confirmación, modificación o levantamiento de las medidas 
adoptadas.

Las actuaciones desarrolladas se someterán a lo previsto en la presente Ley y su 
normativa de desarrollo, sin perjuicio de la posibilidad de que el juez decida la realización de 
otras actuaciones al amparo de lo previsto en el artículo 989 de la Ley de enjuiciamiento 
criminal.

[ . . . ]
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§ 68

Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio, por el que se aprueba el 
Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de 
gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes 
de los procedimientos de aplicación de los tributos. [Inclusión parcial]

Ministerio de Economía y Hacienda
«BOE» núm. 213, de 5 de septiembre de 2007

Última modificación: 31 de enero de 2024
Referencia: BOE-A-2007-15984

[ . . . ]
Artículo 49 ter.  Obligación de información de determinados mecanismos de planificación 
fiscal en el ámbito del Acuerdo Multilateral entre Autoridades competentes sobre intercambio 
automático de información relativa a los Mecanismos de elusión del Estándar común de 
comunicación de información y las Estructuras extraterritoriales opacas.

1. Las personas o entidades que tuvieran la consideración de intermediarios a los 
efectos de esta obligación de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 4 del artículo 45 de 
este reglamento o, en su caso, los obligados tributarios interesados a los que se refiere el 
apartado 5 de dicho artículo estarán obligados a informar a la Administración tributaria de los 
mecanismos transfronterizos a los que se refiere el apartado 3 de este artículo en los que 
intervengan o participen, respectivamente, cuando concurra alguna de las señas distintivas 
determinadas en el artículo 47.5 de este reglamento.

2. El régimen de la obligación de información de los mecanismos de planificación fiscal a 
los que se refiere este artículo será el resultante de los artículos 45 a 47 de este reglamento 
interpretado conforme a las Normas tipo de comunicación obligatoria de información para 
abordar Mecanismos de elusión del Estándar común de comunicación de información y las 
Estructuras extraterritoriales opacas y su comentario de la Organización para la Cooperación 
y el Desarrollo Económico, con las especificidades recogidas en este artículo.

3. Mecanismos transfronterizos objeto de declaración.
a) Deberán ser objeto de declaración ante la Administración tributaria española todos 

aquellos mecanismos que tengan la consideración de transfronterizos y respecto de los 
cuales concurra alguna de las señas distintivas relativas a mecanismos de elusión del 
Estándar común de comunicación de información de cuentas financieras y a las estructuras 
extraterritoriales opacas a las cuales se refieren las Normas tipo citadas en los términos 
desarrollados reglamentariamente.

b) Tendrá la consideración de mecanismo de carácter transfronterizo a los efectos de 
esta obligación de información aquellos mecanismos que afecten a un obligado tributario 
interesado que sea residente fiscal en una jurisdicción respecto de la que haya surtido 
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efectos el Acuerdo Multilateral entre Autoridades competentes sobre intercambio automático 
de información relativa a los Mecanismos de elusión del Estándar común de comunicación 
de información y las Estructuras extraterritoriales opacas cuando dicho mecanismo tenga 
alguna consecuencia sobre el intercambio automático de información de cuentas financieras 
o la identificación de la titularidad real.

4. Obligados a presentar la declaración en concepto de intermediarios.
a) Estarán obligados a presentar la declaración aquellos intermediarios en los que 

concurran alguno de los criterios de conexión a los que se refiere el apartado 5.a) de este 
artículo.

b) No estarán obligados a presentar la declaración en concepto de intermediarios:
1.º Cuando concurra alguna de las circunstancias previstas en la letra b) del apartado 4 

del artículo 45 de este reglamento.
2.º Cuando la información haya sido previamente comunicada en los términos 

legalmente exigidos a la Administración tributaria española competente.
3.º Aquellos intermediarios que hayan prestado sus servicios de intermediación del 

mecanismo desde un establecimiento permanente situado en otra jurisdicción respecto de la 
que haya surtido efectos el Acuerdo multilateral citado, y hayan comunicado la información 
ante la Administración tributaria de dicha jurisdicción.

4.º Aquellos intermediarios en los que concurra el criterio de conexión al que se refiere el 
apartado 5.a).3.º de este artículo, y sean residentes o tengan su sede de dirección efectiva 
en otra jurisdicción respecto de la que haya surtido efectos el Acuerdo multilateral citado, y 
hayan comunicado la información ante la Administración tributaria de dicha jurisdicción.

5. Competencia de la Administración tributaria española.
a) Los intermediarios obligados a declarar en el ámbito del Acuerdo multilateral a que se 

refiere este artículo suministrarán la información requerida a la Administración tributaria 
española competente cuando concurra cualquiera de los siguientes criterios de conexión:

1.º Que el intermediario sea residente fiscal en España.
2.º Que el intermediario facilite los servicios de intermediación respecto del mecanismo 

desde un establecimiento permanente situado en España.
3.º Que el intermediario se hubiera constituido en España o se rija por la legislación 

española.
4.º Que el intermediario tenga en España su sede de dirección efectiva. En particular, 

cuando el intermediario esté registrado en un colegio o asociación profesional española 
relacionada con servicios jurídicos, fiscales o de asesoría.

b) Los obligados tributarios interesados estarán obligados a presentar la declaración a la 
Administración tributaria española competente cuando residan fiscalmente en España 
siempre que no exista intermediario obligado a la presentación de la declaración en una 
jurisdicción respecto de la que haya surtido efectos el Acuerdo multilateral citado.

6. La declaración recogerá, además del contenido al que se refiere el artículo 46.1 de 
este reglamento, toda jurisdicción en la que el mecanismo se ha puesto a disposición para 
su ejecución. Esta información, a efectos de lo establecido en la disposición adicional 
vigésima tercera.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, constituye un 
conjunto de datos, en relación con cada uno de los mecanismos que deban ser objeto de 
declaración.

7. Seña distintiva.
En la obligación de información regulada en este artículo solo se aplicará la seña 

distintiva a la que se refiere el artículo 47.5 de este reglamento interpretado conforme a las 
Normas tipo a que se refiere el apartado 2 de este artículo. A los efectos de apreciar la 
concurrencia de la seña distintiva no será imprescindible que concurra necesariamente 
alguna de las condiciones a que se refiere aquel precepto.

8. De conformidad con lo dispuesto en la regla 2.2 de las Normas tipo a que se refiere el 
apartado 2, la declaración de información de los mecanismos transfronterizos de 
planificación fiscal deberá realizarse en el plazo de treinta días naturales siguientes al 
nacimiento de la obligación definido en el artículo 46.3 de este reglamento.
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La Orden ministerial por la que se apruebe el modelo de declaración correspondiente 
contendrá la información a que se refiere el artículo 46.1 de este reglamento, así como 
cualquier otro dato relevante.

Téngase en cuenta que este artículo, añadido por la disposición final 1.12 del Real Decreto 
117/2024, de 30 de enero, Ref. BOE-A-2024-1771, entra en vigor cuando lo haga la orden 
ministerial aprobada por la persona titular del Ministerio de Hacienda por la que se aprueben los 
correspondientes modelos de declaración, según establece la disposición final 11.d) del citado 
Real Decreto.

[ . . . ]
TÍTULO VII

Procedimiento de recuperación de ayudas de Estado en supuestos de 
regularización de los elementos de la obligación tributaria afectados por la 

decisión de recuperación

Artículo 208.  Procedimiento de recuperación en supuestos de regularización de los 
elementos de la obligación tributaria afectados por la decisión de recuperación.

1. En el caso de que un obligado tributario deba ser objeto de actuaciones en relación 
con diferentes decisiones de recuperación, podrá iniciarse un único procedimiento para la 
ejecución de todas ellas o, si ya se estuviera tramitando un procedimiento de recuperación, 
incorporar al mismo la ejecución de otras decisiones de recuperación que afecten a la misma 
obligación tributaria.

2. Se podrá prescindir del trámite de alegaciones cuando la resolución contenga 
manifestación expresa de que no procede regularizar la situación tributaria como 
consecuencia de la comprobación realizada.

3. Una vez recibidas las alegaciones formuladas por el obligado tributario o concluido el 
plazo para su presentación, el órgano competente para liquidar, a la vista de la propuesta de 
liquidación y de las alegaciones en su caso presentadas, dictará el acto administrativo que 
corresponda que deberá ser notificado.

Si el órgano competente para liquidar acordase la rectificación de la propuesta por 
considerar que en ella ha existido error en la apreciación de los hechos o indebida aplicación 
de las normas jurídicas y dicha rectificación afectase a cuestiones no alegadas por el 
obligado tributario, notificará el acuerdo de rectificación para que en el plazo de 10 días, 
contados a partir del día siguiente al de la notificación de la apertura de dicho plazo, efectúe 
alegaciones. Transcurrido dicho plazo se dictará la liquidación que corresponda, que deberá 
ser notificada.

4. El órgano competente para liquidar podrá acordar que se complete el expediente en 
cualquiera de sus extremos. Dicho acuerdo se notificará al obligado tributario y se procederá 
de la siguiente forma:

a) Si como consecuencia de las actuaciones complementarias se considera necesario 
modificar la propuesta de liquidación se dejará sin efecto la propuesta formulada y se 
formalizará una nueva que sustituirá a todos los efectos a la anterior.

b) Si se mantiene la propuesta de liquidación, se concederá al obligado tributario un 
plazo de 10 días, contados a partir del día siguiente al de la notificación de la apertura de 
dicho plazo, para la puesta de manifiesto del expediente y la formulación de las alegaciones 
que estime oportunas. Una vez recibidas las alegaciones o concluido el plazo para su 
realización, el órgano competente para liquidar dictará el acto administrativo que 
corresponda que deberá ser notificado.

5. En caso de tramitación simultánea de un procedimiento de recuperación en supuestos 
de regularización de los elementos de la obligación tributaria afectados por la decisión de 
recuperación y de un procedimiento inspector las liquidaciones que, en su caso, se dicten 
como consecuencia de los mismos tendrán el carácter que corresponda con arreglo a lo 
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dispuesto en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, y el presente 
reglamento.

6. En relación con cada obligación tributaria objeto del procedimiento podrá dictarse una 
única resolución respecto de todo el ámbito temporal objeto de la decisión de recuperación a 
fin de que la deuda resultante se determine mediante la suma algebraica de las liquidaciones 
referidas a los distintos periodos impositivos o de liquidación comprobados.

7. En las actuaciones realizadas respecto a entidades que tributen en régimen de 
consolidación fiscal relativas al procedimiento de recuperación de ayudas de Estado en 
supuestos de regularización de los elementos de la obligación tributaria afectados por la 
decisión de recuperación, resultará, asimismo, aplicable lo dispuesto en el artículo 195 de 
este reglamento, salvo su apartado 4.

[ . . . ]
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§ 69

Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por 
la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas 
del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 

26 de febrero de 2014. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 272, de 9 de noviembre de 2017
Última modificación: 20 de diciembre de 2023

Referencia: BOE-A-2017-12902

[ . . . ]
TÍTULO IV

Garantías exigibles en la contratación del sector público

CAPÍTULO I
Garantías exigibles en los contratos celebrados con las Administraciones 

Públicas

[ . . . ]
Artículo 110.  Responsabilidades a que están afectas las garantías.

La garantía definitiva únicamente responderá de los siguientes conceptos:
a) De la obligación de formalizar el contrato en plazo, de conformidad con lo dispuesto 

en el artículo 153.
b) De las penalidades impuestas al contratista conforme al artículo 192 de la presente 

Ley.
c) De la correcta ejecución de las prestaciones contempladas en el contrato incluidas las 

mejoras que ofertadas por el contratista hayan sido aceptadas por el órgano de contratación, 
de los gastos originados a la Administración por la demora del contratista en el cumplimiento 
de sus obligaciones, y de los daños y perjuicios ocasionados a la misma con motivo de la 
ejecución del contrato o por su incumplimiento, cuando no proceda su resolución.

d) De la incautación que puede decretarse en los casos de resolución del contrato, de 
acuerdo con lo que en él o en esta Ley esté establecido.

e) Además, en los contratos de obras, de servicios y de suministros, la garantía definitiva 
responderá de la inexistencia de vicios o defectos de los bienes construidos o suministrados 
o de los servicios prestados durante el plazo de garantía que se haya previsto en el contrato.

[ . . . ]
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TÍTULO I
Disposiciones generales

CAPÍTULO I
De las actuaciones relativas a la contratación de las Administraciones Públicas

[ . . . ]
Subsección 1.ª Normas generales

[ . . . ]
Artículo 132.  Principios de igualdad, transparencia y libre competencia.

1. Los órganos de contratación darán a los licitadores y candidatos un tratamiento 
igualitario y no discriminatorio y ajustarán su actuación a los principios de transparencia y 
proporcionalidad.

En ningún caso podrá limitarse la participación por la forma jurídica o el ánimo de lucro 
en la contratación, salvo en los contratos reservados para entidades recogidas en la 
disposición adicional cuarta.

2. La contratación no será concebida con la intención de eludir los requisitos de 
publicidad o los relativos al procedimiento de adjudicación que corresponda, ni de restringir 
artificialmente la competencia, bien favoreciendo o perjudicando indebidamente a 
determinados empresarios.

3. Los órganos de contratación velarán en todo el procedimiento de adjudicación por la 
salvaguarda de la libre competencia. Así, tanto ellos como la Junta Consultiva de 
Contratación Pública del Estado o, en su caso, los órganos consultivos o equivalentes en 
materia de contratación pública de las Comunidades Autónomas, y los órganos competentes 
para resolver el recurso especial a que se refiere el artículo 44 de esta Ley, notificarán a la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia o, en su caso, a las autoridades 
autonómicas de competencia, cualesquiera hechos de los que tengan conocimiento en el 
ejercicio de sus funciones que puedan constituir infracción a la legislación de defensa de la 
competencia. En particular, comunicarán cualquier indicio de acuerdo, decisión o 
recomendación colectiva, o práctica concertada o conscientemente paralela entre los 
licitadores, que tenga por objeto, produzca o pueda producir el efecto de impedir, restringir o 
falsear la competencia en el proceso de contratación.

[ . . . ]
Sección 3.ª De los efectos, cumplimiento y extinción de los contratos 

administrativos

Subsección 1.ª Efectos de los contratos

[ . . . ]
Artículo 194.  Daños y perjuicios e imposición de penalidades.

1. En los supuestos de incumplimiento parcial o cumplimiento defectuoso o de demora 
en la ejecución en que no esté prevista penalidad o en que estándolo la misma no cubriera 
los daños causados a la Administración, esta exigirá al contratista la indemnización por 
daños y perjuicios.

2. Las penalidades previstas en los dos artículos anteriores se impondrán por acuerdo 
del órgano de contratación, adoptado a propuesta del responsable del contrato si se hubiese 
designado, que será inmediatamente ejecutivo, y se harán efectivas mediante deducción de 
las cantidades que, en concepto de pago total o parcial, deban abonarse al contratista o 
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sobre la garantía que, en su caso, se hubiese constituido, cuando no puedan deducirse de 
los mencionados pagos.

[ . . . ]
TÍTULO II

De los distintos tipos de contratos de las Administraciones Públicas

CAPÍTULO I
Del contrato de obras

[ . . . ]
Sección 2.ª Ejecución del contrato de obras

[ . . . ]
Artículo 238.  Ejecución de las obras y responsabilidad del contratista.

1. Las obras se ejecutarán con estricta sujeción a las estipulaciones contenidas en el 
pliego de cláusulas administrativas particulares y al proyecto que sirve de base al contrato y 
conforme a las instrucciones que en interpretación técnica de este diere al contratista la 
Dirección facultativa de las obras.

2. Cuando las instrucciones fueren de carácter verbal, deberán ser ratificadas por escrito 
en el más breve plazo posible, para que sean vinculantes para las partes.

3. Durante el desarrollo de las obras y hasta que se cumpla el plazo de garantía el 
contratista es responsable de todos los defectos que en la construcción puedan advertirse.

[ . . . ]
Sección 4.ª Cumplimiento del contrato de obras

[ . . . ]
Artículo 244.  Responsabilidad por vicios ocultos.

1. Si la obra se arruina o sufre deterioros graves incompatibles con su función con 
posterioridad a la expiración del plazo de garantía por vicios ocultos de la construcción, 
debido a incumplimiento del contrato por parte del contratista, responderá este de los daños 
y perjuicios que se produzcan o se manifiesten durante un plazo de quince años a contar 
desde la recepción.

Asimismo, el contratista responderá durante dicho plazo de los daños materiales 
causados en la obra por vicios o defectos que afecten a la cimentación, los soportes, las 
vigas, los forjados, los muros de carga u otros elementos estructurales, y que comprometan 
directamente la resistencia mecánica y la estabilidad de la construcción, contados desde la 
fecha de recepción de la obra sin reservas o desde la subsanación de estas.

2. Las acciones para exigir la responsabilidad prevista en el apartado anterior por daños 
materiales dimanantes de los vicios o defectos, prescribirán en el plazo de dos años a contar 
desde que se produzcan o se manifiesten dichos daños, sin perjuicio de las acciones que 
puedan subsistir para exigir responsabilidades por incumplimiento contractual.

3. Transcurrido el plazo de quince años establecido en el primer apartado de este 
artículo, sin que se haya manifestado ningún daño o perjuicio, quedará totalmente extinguida 
cualquier responsabilidad del contratista.

[ . . . ]
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CAPÍTULO II
Del contrato de concesión de obras

[ . . . ]
Sección 3.ª Construcción de las obras objeto de concesión

[ . . . ]
Artículo 253.  Responsabilidad en la ejecución de las obras por terceros.

Corresponde al concesionario el control de la ejecución de las obras que contrate con 
terceros debiendo ajustarse el control al plan que el concesionario elabore y resulte 
aprobado por el órgano de contratación. Este podrá en cualquier momento recabar 
información sobre la marcha de las obras y girar a las mismas las visitas de inspección que 
estime oportunas.

[ . . . ]
Sección 4.ª Derechos y obligaciones del concesionario y prerrogativas de la 

Administración concedente

[ . . . ]
Subsección 2.ª Prerrogativas y derechos de la Administración

[ . . . ]
Artículo 264.  Penalidades por incumplimiento del concesionario.

1. Los pliegos de cláusulas administrativas particulares establecerán un catálogo de 
incumplimientos de las obligaciones del concesionario, distinguiendo entre los de carácter 
leve y grave. Deberán considerarse penalizables el incumplimiento total o parcial por el 
concesionario de las prohibiciones establecidas en esta Ley, la omisión de actuaciones que 
fueran obligatorias conforme a ella y, en particular, el incumplimiento de los plazos para la 
ejecución de las obras, la negligencia en el cumplimiento de sus deberes de uso, policía y 
conservación de la obra pública, la interrupción injustificada total o parcial de su utilización, y 
el cobro al usuario de cantidades superiores a las legalmente autorizadas.

2. El órgano de contratación podrá imponer penalidades de carácter económico, que se 
establecerán en los pliegos de forma proporcional al tipo de incumplimiento y a la 
importancia económica de la explotación. El límite máximo de las penalidades a imponer no 
podrá exceder del 10 por cien del presupuesto total de la obra durante su fase de 
construcción. Si la concesión estuviera en fase de explotación, el límite máximo de las 
penalidades anuales no podrá exceder del 20 por cien de los ingresos obtenidos por la 
explotación de la obra pública durante el año anterior.

Los límites establecidos para las penalizaciones serán los fijados en el párrafo anterior 
siempre que el daño causado no supere la cuantía máxima fijada en los mismos. Si la 
cuantía del daño causado es superior a la penalización máxima establecida en este artículo, 
se ampliará el límite hasta el valor del daño causado.

3. Los incumplimientos graves darán lugar, además, a la resolución de la concesión en 
los casos previstos en el correspondiente pliego.

4. Además de los supuestos previstos en esta Ley, en los pliegos se establecerán los 
incumplimientos graves que pueden dar lugar al secuestro temporal de la concesión, con 
independencia de las penalidades que en cada caso procedan por razón del incumplimiento.

5. Durante la fase de ejecución de la obra el régimen de penalidades a imponer al 
concesionario será el establecido en el artículo 192 de la presente Ley.

6. Con independencia del régimen de penalidades previsto en el pliego, la Administración 
podrá también imponer al concesionario multas coercitivas cuando persista en el 
incumplimiento de sus obligaciones, siempre que hubiera sido requerido previamente y no 
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las hubiera cumplido en el plazo fijado. A falta de determinación por la legislación específica, 
el importe diario de la multa será de 3.000 euros.

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Del contrato de suministro

[ . . . ]
Sección 3.ª Cumplimiento del contrato de suministro

[ . . . ]
Artículo 305.  Vicios o defectos durante el plazo de garantía.

1. Si durante el plazo de garantía se acreditase la existencia de vicios o defectos en los 
bienes suministrados tendrá derecho la Administración a reclamar del contratista la 
reposición de los que resulten inadecuados o la reparación de los mismos si fuese suficiente.

2. Durante este plazo de garantía tendrá derecho el contratista a conocer y ser oído 
sobre la aplicación de los bienes suministrados.

3. Si el órgano de contratación estimase, durante el plazo de garantía, que los bienes 
suministrados no son aptos para el fin pretendido, como consecuencia de los vicios o 
defectos observados en ellos e imputables al contratista y exista la presunción de que la 
reposición o reparación de dichos bienes no serán bastantes para lograr aquel fin, podrá, 
antes de expirar dicho plazo, rechazar los bienes dejándolos de cuenta del contratista y 
quedando exento de la obligación de pago o teniendo derecho, en su caso, a la recuperación 
del precio satisfecho.

4. Terminado el plazo de garantía sin que la Administración haya formalizado alguno de 
los reparos o la denuncia a que se refieren los apartados 1 y 3 de este artículo, el contratista 
quedará exento de responsabilidad por razón de los bienes suministrados.

[ . . . ]
LIBRO TERCERO

De los contratos de otros entes del sector público

TÍTULO I
Contratos de los poderes adjudicadores que no tengan la condición de 

Administraciones Públicas

[ . . . ]
Artículo 320.  De la responsabilidad del contratista por defectos o errores del proyecto.

En los contratos de servicios consistentes en la elaboración íntegra de un proyecto de 
obra, se exigirá la responsabilidad del contratista por defectos o errores del proyecto, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 314.

TÍTULO II
Contratos de las entidades del sector público que no tengan el carácter de 

poderes adjudicadores

[ . . . ]
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Artículo 322.  Efectos, modificación y extinción de los contratos. Responsabilidad del 
contratista por defectos o errores del proyecto.

1. Los efectos, modificación y extinción de los contratos de las entidades del Sector 
Público que no ostenten la condición de poder adjudicador se regularán por las normas de 
derecho privado que les resulten de aplicación.

2. En los contratos de servicios consistentes en la elaboración íntegra de un proyecto de 
obra, se exigirá la responsabilidad del contratista por defectos o errores del proyecto, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 314.

[ . . . ]
Disposición adicional vigésima octava.  Responsabilidad de las autoridades y del 
personal al servicio de las Administraciones Públicas.

1. La responsabilidad patrimonial de las autoridades y del personal al servicio de las 
Administraciones Públicas derivada de sus actuaciones en materia de contratación pública, 
tanto por daños causados a particulares como a la propia Administración, se exigirá con 
arreglo a lo dispuesto en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, del Régimen Jurídico del Sector 
Público, así como en la normativa reglamentaria de desarrollo de la misma.

2. La infracción o aplicación indebida de los preceptos contenidos en la presente Ley por 
parte del personal al servicio de las Administraciones Públicas dará lugar a responsabilidad 
disciplinaria, que se exigirá conforme a la normativa específica en la materia.

[ . . . ]
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§ 70

Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas. 
[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 121, de 21 de mayo de 1982
Última modificación: 31 de marzo de 2015

Referencia: BOE-A-1982-11584

TÍTULO I
Fiscalización económico-financiera y jurisdicción contable

[ . . . ]
CAPÍTULO III

El enjuiciamiento contable

Artículo quince.  
Uno. El enjuiciamiento contable, como jurisdicción propia del Tribunal de Cuentas, se 

ejerce respecto de las cuentas que deban rendir quienes recauden, intervengan, 
administren, custodien, manejen o utilicen bienes, caudales o efectos públicos.

Dos. La jurisdicción contable se extiende a los alcances de caudales o efectos públicos, 
así como a las obligaciones accesorias constituidas en garantía de su gestión.

Artículo dieciséis.  
No corresponderá a la jurisdicción contable el enjuiciamiento de:
a) Los asuntos atribuidos a la competencia del Tribunal Constitucional.
b) Las cuestiones sometidas a la jurisdicción contencioso-administrativa.
c) Los hechos constitutivos de delito o falta.
d) Las cuestiones de índole civil, laboral o de otra naturaleza encomendadas al 

conocimiento de los órganos del Poder Judicial.

Artículo diecisiete.  
Uno. La jurisdicción contable es necesaria e improrrogable, exclusiva y plena.
Dos. Se extenderá, a los solos efectos del ejercicio de su función, al conocimiento y 

decisión en las cuestiones prejudiciales e incidentales, salvo las de carácter penal, que 
constituyan elemento previo necesario para la declaración de responsabilidad contable y 
estén con ella relacionadas directamente.

Tres. La decisión que se pronuncie no producirá efectos fuera del ámbito de la 
jurisdicción contable.
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Artículo dieciocho.  
Uno. La jurisdicción contable es compatible respecto de unos mismos hechos con el 

ejercicio de la potestad disciplinaria y con la actuación de la jurisdicción penal.
Dos. Cuando los hechos fueren constitutivos de delito, la responsabilidad civil será 

determinada por la jurisdicción contable en el ámbito de su competencia.

TÍTULO II
Composición y organización del Tribunal de Cuentas

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

La Sección de Enjuiciamiento

Artículo veinticuatro.  
Uno. La Sección de Enjuiciamiento se organizará en Salas integradas por un Presidente 

y dos Consejeros de Cuentas, y asistidas por uno o más Secretarios.
Dos. Las Salas conocerán de las apelaciones contra las resoluciones en primera 

instancia dictadas por los Consejeros de Cuentas en los juicios de cuentas, los 
procedimientos de reintegro por alcance y los expedientes de cancelación de fianzas; y, en 
instancia o por vía de recurso, de los asuntos que determine la Ley de Funcionamiento del 
Tribunal.

Artículo veinticinco.  
Compete a los Consejeros de Cuentas, en la forma que determine la Ley de 

Funcionamiento del Tribunal, la resolución en primera o única instancia de los siguientes 
asuntos:

a) Los juicios de las cuentas.
b) Los procedimientos de reintegro por alcance.
c) Los expedientes de cancelación de fianzas.

Artículo veintiséis.  
Uno. La instrucción de los procedimientos de reintegro por alcance se efectuará por los 

Delegados Instructores.
Dos. Los Delegados Instructores serán nombrados entre funcionarios públicos que 

presten servicio en la provincia en que hayan ocurrido los actos que puedan constituir 
alcance o entre los funcionarios del propio Tribunal.

Tres. En las Comunidades Autónomas cuyos Estatutos hayan establecido órganos 
propios de fiscalización, el Tribunal podrá delegar en éstos la instrucción de los 
procedimientos jurisdiccionales para el enjuiciamiento de la responsabilidad contable en que 
incurran quienes tengan a su cargo el manejo de caudales o efectos públicos.

Cuatro. El cargo de Delegado Instructor es de obligada aceptación por el funcionario 
designado.

[ . . . ]

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 70  Ley Orgánica del Tribunal de Cuentas [parcial]

– 742 –



§ 71

Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de 
Cuentas. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 84, de 7 de abril de 1988

Última modificación: 17 de septiembre de 2014
Referencia: BOE-A-1988-8678

[ . . . ]
TÍTULO II

De las atribuciones y funcionamiento de los órganos del Tribunal de Cuentas

[ . . . ]
CAPÍTULO V

De la Sección de Enjuiciamiento

Artículo 11.  
1. La Sección de Enjuiciamiento estará integrada por su Presidente y los Consejeros de 

Cuentas a quienes, como órganos de primera instancia o adscritos a la Sala o Salas del 
Tribunal, corresponde conocer de los procedimientos jurisdiccionales.

2. Cada Sala estará compuesta por el Presidente, que será el de la Sección, y dos 
Consejeros. Contará, además, con uno o más Secretarios designados en la forma 
establecida en el artículo 6, f), y con el personal de Secretaría que demanden las 
necesidades del servicio.

3. En la Sección de Enjuiciamiento existirá una unidad administrativa, dotada del 
personal técnico, administrativo y auxiliar necesario, encargada de la tramitación y, en su 
caso, vigilancia de las actuaciones instructoras previas a la exigencia de responsabilidades 
contables en los procedimientos de reintegro por alcance.

Artículo 12.  
Además de las funciones jurisdiccionales, corresponde a la Sección de Enjuiciamiento:
a) Preparar la Memoria de las actuaciones jurisdiccionales del Tribunal durante el 

ejercicio económico correspondiente y formular la oportuna propuesta al Pleno.
b) Someter al Pleno las modificaciones que deban introducirse en la estructura de la 

Sección, así como la creación de nuevas Salas cuando el número de los asuntos lo 
aconseje.
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c) Sentar los criterios con arreglo a los cuales deba efectuarse el reparto de asuntos 
entre las Salas y entre los Consejeros de la Sección de Enjuiciamiento.

[ . . . ]
CAPÍTULO VII
De la Fiscalía

Artículo 16.  
1. La Fiscalía del Tribunal de Cuentas ejercerá sus funciones conforme a los principios 

de unidad de actuación y dependencia jerárquica, con sujeción, en todo caso, a los de 
legalidad e imparcialidad, y en la forma determinada por su legislación orgánica con las 
particularidades establecidas en la presente Ley.

2. En especial, son funciones de la Fiscalía del Tribunal de Cuentas:
a) Consignar su dictamen escrito en las Cuentas Generales y en las Memorias, Mociones 

y Notas del Tribunal, en orden a las responsabilidades contables que de ellas puedan 
resultar.

b) Ser oído en los procedimientos de fiscalización del Tribunal antes de su aprobación 
definitiva y solicitar la práctica de las diligencias que estime convenientes en orden a la 
depuración de las responsabilidades contables que de aquéllos puedan resultar.

c) Tomar conocimiento de todos los procedimientos fiscalizadores y jurisdiccionales que 
se sigan en el Tribunal a efectos de esclarecer las posibles responsabilidades contables que 
de ellos puedan derivarse.

d) Ejercitar la acción de responsabilidad contable y deducir las pretensiones de esta 
naturaleza en los juicios de cuentas y procedimientos de reintegro por alcance.

[ . . . ]
TÍTULO IV

De la función fiscalizadora del Tribunal y de sus procedimientos

[ . . . ]
CAPÍTULO XI

De las actuaciones previas a la exigencia de responsabilidades contables

Artículo 45.  
1. Una vez concluido el examen y comprobación de cualquier cuenta, grupos de cuentas, 

o los correspondientes procedimientos de fiscalización, si aparecieren hechos que pudieran 
ser no constitutivos de alcance de caudales o efectos públicos, en los términos definidos en 
la presente Ley, pero que pudieran dar lugar a otro tipo de responsabilidades contables, el 
Consejero de Cuentas, de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal o Letrado del Estado y con 
citación y, en su caso, intervención del presunto responsable o de sus causahabientes, 
acordara la formación de pieza separada con la finalidad de concretar los hechos, los 
posibles responsables, tanto directos como subsidiarios, y el importe total de los perjuicios 
ocasionados a los caudales o efectos públicos, cuando así resultare de lo actuado en el 
procedimiento fiscalizador de que se trate.

2. La pieza separada a que se refiere el párrafo anterior contendrá los antecedentes del 
procedimiento fiscalizador que se consideren adecuados a la finalidad señalada y cuantos 
soliciten el Ministerio Fiscal, el Letrado del Estado o el presunto responsable si hubiere 
comparecido. Una vez ultimada se remitirá la pieza a la Sección de Enjuiciamiento a efectos 
de la iniciación del oportuno juicio de cuentas.
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Artículo 46.  
1. Los hechos supuestamente constitutivos de alcance de caudales o efectos públicos, 

tanto si su conocimiento procede del examen y comprobación de cuentas, o de cualquier 
otro procedimiento fiscalizador, como si es consecuencia de una gestión de aquéllos que 
hubiera tenido lugar al margen del proceso normal de rendición de cuentas al Tribunal, se 
pasarán a la Sección de Enjuiciamiento a efectos de que proponga a la Comisión de 
Gobierno, si procediere, el nombramiento de Delegado instructor en los términos prevenidos 
en la Ley Orgánica 2/1982 y en la presente.

2. Recibidos los antecedentes en la Sección de Enjuiciamiento y turnado el asunto entre 
los Consejeros adscritos a la misma, cuando los hechos, manifiestamente, no revistan 
caracteres de alcance o cuando no fuere éste individualizado con referencia a cuentas 
determinadas o a concretos actos de administración, custodia o manejo de caudales o 
efectos públicos, podrá el Consejero de Cuentas a que hubiere correspondido, previa 
audiencia del Ministerio Fiscal, Letrado del Estado y, en su caso, si estuviere comparecido 
en forma, de quien hubiere deducido la pretensión de responsabilidad contable, por término 
común de cinco días, decretar el archivo de las actuaciones, dándose contra esta resolución 
recurso ante la Sala del Tribunal que resultare competente dentro del plazo de cinco días, sin 
que quepa ulterior recurso y sin perjuicio de lo que procediere en punto al recurso de 
casación en el procedimiento jurisdiccional correspondiente.

Artículo 47.  
1. Hecho el nombramiento de Delegado Instructor en los términos establecidos en la Ley 

Orgánica 2/1982, procederá éste a la práctica de las siguientes actuaciones:
a) Nombramiento de Secretario que autorice y lleve a efecto cuantos proveídos y 

diligencias se pronuncien o se practiquen en el procedimiento.
b) Reclamación de las diligencias preventivas del alcance que se hayan instruido por el 

Jefe del Centro o Dependencia donde haya ocurrido la falta, o por el alcanzado en su caso.
c) Practica de las diligencias oportunas en averiguación del hecho y de los presuntos 

responsables o sus causahabientes, a no ser que se considerasen suficientes las 
practicadas con anterioridad.

d) Pase del tanto de culpa a los Tribunales ordinarios, si hubiese indicios de 
responsabilidad criminal, salvo que conste haberse hecho en las diligencias preventivas.

e) Liquidación provisional del alcance, previa citación de los presuntos responsables, 
Ministerio Fiscal, Letrado del Estado o, en su caso, legal representación de la entidad 
perjudicada, con mención expresa de la clase de valores, efectos o caudales públicos que 
pudieran haber sufrido menoscabo.

f) Requerimiento de los presuntos responsables para que depositen o afiancen, en 
cualquiera de las formas legalmente admitidas, el importe provisional del alcance, más el 
cálculo, también provisional, de los intereses que pudieran resultar procedentes, bajo 
apercibimiento de embargo.

g) Embargo de los bienes de los presuntos responsables a no ser que tuviesen 
afianzada, o afianzaren, en forma legal, sus posibles responsabilidades en los términos 
establecidos en el Reglamento General de Recaudación.

2. Si existiese dificultad para la determinación de las posibles responsabilidades 
subsidiarias, se hará constar así en el acta de liquidación provisional y se proseguirán las 
actuaciones con los presuntos responsables directos, dejando para un momento posterior el 
aseguramiento de aquéllas.

3. La diligencia de embargo, en los casos en que resultare procedente, se practicará en 
la forma prevenida en el Reglamento General de Recaudación para la vía de apremio, 
entendiéndose sustituida la providencia de apremio por el requerimiento a que se refiere el 
apartado f) del párrafo primero de este artículo.

4. Las diligencias prevenidas en los apartados anteriores se practicarán en el plazo de 
dos meses, prorrogables por otro mes con justa causa, en la unidad a que se refiere el 
artículo 11.3 de la presente Ley o bajo la vigilancia de la misma.

5. Cuando el cargo de Delegado instructor recaiga en funcionario que tenga su 
residencia fuera de la provincia en que hubieran acaecido los hechos, podrá dicho Delegado 
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nombrar un Comisionado para la práctica de las diligencias concretas que le delegue 
expresamente. El nombramiento de Comisionado se hará en funcionario público del lugar en 
que ocurrieran los hechos. Los Delegados cuidarán, bajo su responsabilidad, que los 
Comisionados observen estrictamente lo que determine esta Ley respecto a las actuaciones 
en que intervengan.

Artículo 48.  
1. Contra las resoluciones dictadas en la pieza separada a que hace referencia el 

artículo 45 o en las actuaciones prevenidas en los artículos 46 y 47, todos de la presente 
Ley, en que no se accediera a completar las diligencias con los extremos que los 
comparecidos señalaren o en que se causare indefensión, se dará recurso ante la Sala del 
Tribunal que corresponda, a interponer dentro del plazo de cinco días.

2. Contra las resoluciones de la Sala resolviendo los recursos prevenidos en el párrafo 
anterior, no se dará recurso alguno, sin perjuicio de lo que se acordare, al respecto, en el 
procedimiento jurisdiccional y de lo que, en su día, procediere en punto al recurso de 
casación.

TÍTULO V
De la jurisdicción contable y de sus procedimientos

CAPÍTULO I
De la naturaleza, extensión y límites de la jurisdicción contable

Artículo 49.  
1. La jurisdicción contable conocerá de las pretensiones de responsabilidad que, 

desprendiéndose de las cuentas que deben rendir todos cuantos tengan a su cargo el 
manejo de caudales o efectos públicos, se deduzcan contra los mismos cuando, con dolo, 
culpa o negligencia graves, originaren menoscabo en dichos caudales o efectos a 
consecuencia de acciones u omisiones contrarias a las Leyes reguladoras del régimen 
presupuestario y de contabilidad que resulte aplicable a las entidades del sector público o, 
en su caso, a las personas o Entidades perceptoras de subvenciones, créditos, avales u 
otras ayudas procedentes de dicho sector. Sólo conocerá de las responsabilidades 
subsidiarias, cuando la responsabilidad directa, previamente declarada y no hecha efectiva, 
sea contable.

2. No corresponderá a la jurisdicción contable el enjuiciamiento de los asuntos o 
cuestiones atribuidos a la competencia del Tribunal Constitucional o de los distintos órdenes 
de la jurisdicción ordinaria, en los términos prevenidos en el artículo 16 de la Ley Orgánica 
2/1982 y sin perjuicio de la competencia por razón de prejudicialidad a que se refiere el 
artículo 17.2 de la misma.

En consecuencia, los órganos de la jurisdicción contable podrán apreciar, incluso de 
oficio, su falta de jurisdicción o competencia en la forma establecida en la Ley reguladora del 
proceso contencioso-administrativo.

3. Cuando los hechos fueren constitutivos de delito, con arreglo a lo establecido en el 
artículo 18.2 de la Ley Orgánica 2/1982, el Juez o Tribunal que entendiere de la causa se 
abstendrá de conocer de la responsabilidad contable nacida de ellos, dando traslado al 
Tribunal de Cuentas de los antecedentes necesarios al efecto de que por éste se concrete el 
importe de los daños y perjuicios causados en los caudales o efectos públicos.

Artículo 50.  
Los conflictos que se susciten entre los órganos de la jurisdicción contable y la 

Administración o las restantes jurisdicciones serán resueltos de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley Orgánica de Conflictos Jurisdiccionales.
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Artículo 51.  
Los órganos de la jurisdicción contable podrán recabar el auxilio de los Jueces y 

Tribunales de todo orden para el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales, que deberá 
serles prestado en la forma regulada en la Ley Orgánica del Poder Judicial y en las Leyes 
Procesales para la cooperación jurisdiccional.

CAPÍTULO II
De los órganos de la jurisdicción contable y de sus atribuciones

Artículo 52.  
1. La jurisdicción contable se ejercerá por los siguientes Organos:
a) Los Consejeros de Cuentas.
b) Las Salas del Tribunal de Cuentas.
2. La Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo conocerá de los 

recursos de casación y revisión que se interpongan contra las sentencias pronunciadas por 
las Salas del Tribunal de Cuentas, en los casos y por los motivos determinados en esta Ley.

Artículo 53.  
1. Compete a los Consejeros de Cuentas, como órganos de la jurisdicción contable, el 

conocimiento y fallo, en única instancia, de los expedientes de cancelación de fianzas en que 
no se hubieran deducido pretensiones de responsabilidad contable y, en primera instancia, 
de los juicios de cuentas, de los procedimientos de reintegro por alcance y de los restantes 
procedimientos de cancelación de fianzas.

2. También conocerán de los incidentes de recusación promovidos contra los Secretarios 
y resto de los funcionarios que intervengan en los procedimientos jurisdiccionales de su 
competencia por las causas y trámites establecidos en las Leyes Orgánica del Poder Judicial 
y de Enjuiciamiento Civil.

Artículo 54.  
1. Las Salas del Tribunal de Cuentas conocerán:
a) En única instancia, de los recursos que se formulen contra resoluciones dictadas por 

las Administraciones Públicas en materia de responsabilidades contables en aquellos casos 
expresamente previstos por las leyes.

b) En segunda instancia, de las apelaciones deducidas contra las resoluciones dictadas 
en primera instancia por los Consejeros de Cuentas en los juicios de cuentas, en los 
procedimientos de reintegro por alcance y en los expedientes de cancelación de fianzas.

2. También conocerán las Salas del Tribunal:
a) De los recursos de queja por inadmisión de la apelación acordada por los Consejeros 

de Cuentas en asuntos propios de su competencia jurisdiccional.
b) De los recursos de súplica contra resoluciones de la propia Sala.
c) De los incidentes de recusación promovidos contra los Consejeros de Cuentas, 

Secretarios y restantes funcionarios que intervengan en los procedimientos jurisdiccionales 
de su competencia, por las causas y trámites establecidos en las Leyes Orgánica del Poder 
Judicial y de Enjuiciamiento Civil, sin perjuicio de lo que dispone el artículo 3, 1), de la 
presente.

d) De los recursos formulados en las actuaciones previas a la exigencia de 
responsabilidades contables en vía jurisdiccional.
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CAPÍTULO III
De las partes, legitimación, representación y defensa ante el Tribunal de 

Cuentas

Artículo 55.  
1. Con arreglo a lo dispuesto en el artículo 47 de la Ley Orgánica 2/1982, la legitimación 

activa corresponderá, en todo caso, a la Administración o Entidad Pública perjudicada, que 
podrá ejercer toda clase de pretensiones de responsabilidad contable ante el Tribunal de 
Cuentas sin necesidad, en su caso, de declarar previamente lesivos los actos que impugne, 
y al Ministerio Fiscal, que podrá ejercitar las pretensiones de aquella naturaleza que resulten 
procedentes. Las restantes Entidades del sector público a que se refiere el artículo 4.º de la 
Ley Orgánica citada, estarán legitimadas para el ejercicio de las pretensiones de 
responsabilidad contable que les competan, con sujeción a las reglas por que cada una de 
ellas se rija.

2. Se considerarán legitimados pasivamente los presuntos responsables directos o 
subsidiarios, sus causahabientes y cuantas personas se consideren perjudicadas por el 
proceso.

3. En los expedientes de cancelación de fianzas estarán legitimados activamente los 
gestores de fondos públicos a quienes se hubiere exigido, los fiadores y sus respectivos 
herederos; y pasivamente la Entidad del sector público a cuyo favor se hubiere constituido la 
garantía.

Artículo 56.  
1. El ejercicio de la acción pública a que se refiere el artículo 47.3 de la Ley 2/1982, 

exigirá la personación en forma con arreglo a lo establecido en el artículo siguiente y se 
efectuará mediante escrito presentado dentro del plazo de nueve días a que se refiere el 
artículo 68.1 de la presente Ley. Si la comparecencia se efectuara en momento posterior, se 
estará a lo dispuesto en el apartado 5.º del mismo precepto.

2. Si no existiera iniciado procedimiento jurisdiccional en exigencia de responsabilidad 
contable, el ejercicio de la acción se efectuará mediante escrito compareciendo en forma en 
el que se individualizarán los supuestos de responsabilidad por que se actúe con referencia 
a las cuentas, actos, omisiones o resoluciones susceptibles de determinarla y a los 
preceptos legales que, en cada caso, se consideren infringidos. El Consejero de Cuentas de 
la Sección de Enjuiciamiento a quien por turno hubiera correspondido, previamente a la 
incoación del correspondiente procedimiento jurisdiccional, acordará, en su caso, recabar del 
Departamento que hubiere efectuado el examen y comprobación de las cuentas, o que 
hubiere tramitado el oportuno procedimiento fiscalizador, la formación de la pieza separada a 
que se refiere el artículo 45 de esta Ley, o de la Sección de Enjuiciamiento la práctica de las 
diligencias prevenidas en los artículos 46 y 47 de la misma.

3. En el caso de que de las actuaciones fiscalizadoras no se desprendiesen indicios de 
responsabilidad, o los que resultaren no merecieren la calificación de contable, o de que en 
el escrito en que se ejercite la acción no se individualizasen los supuestos de 
responsabilidad contable con referencia específica a cuentas determinadas, o a concretos 
actos de intervención, administración, custodia o manejo de bienes, caudales o efectos 
públicos, el Consejero de Cuentas, previa audiencia, por término común de cinco días, del 
Ministerio Fiscal, Letrado del Estado y ejercitante de la acción, rechazará, mediante auto 
motivado, el escrito formulado e impondrá las costas en los términos previstos para el 
proceso civil al mencionado ejercitante, sin perjuicio del testimonio de particulares que quepa 
deducir para el pase del tanto de culpa a la jurisdicción penal y de la responsabilidad civil 
que, en su caso, resultare procedente.

4. El auto de inadmisión del escrito en que se ejercite la acción pública de 
responsabilidad contable será susceptible de recurso de apelación.

Artículo 57.  
1. Las partes deberán conferir su representación a un Procurador o valerse tan sólo de 

Abogado con poder al efecto, notarial o «apud acta».
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2. Cuando actuaren representadas por un Procurador, deberán ser asistidas por 
Abogado, sin lo cual no se dará curso a ningún escrito, salvo lo previsto en el artículo 10, 
número 4, de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

3. Podrán, no obstante, comparecer por sí mismos los funcionarios y el personal al 
servicio de las entidades del sector público legitimados para actuar ante el Tribunal de 
Cuentas, e igualmente, para defender derechos o intereses propios, las personas que 
tengan título de Licenciado en Derecho, aunque no ejerzan la profesión de Procurador o 
Abogado.

4. En el procedimiento de cancelación de fianzas no será precisa la intervención de 
Abogado ni Procurador, pudiendo los interesados, sean o no funcionarios, comparecer por sí 
mismos; pero si no lo hicieran les será de aplicación lo dispuesto en los apartados 
anteriores.

5. Estarán inhabilitados para actuar ante el Tribunal de Cuentas, como Abogado o 
Procurador; quienes los dos años inmediatamente anteriores hubieren sido Consejeros, 
funcionarios o personal del mismo.

Artículo 58.  
1. Cuando el Letrado del Estado, ostentando la representación de éste, estimase que el 

sostenimiento de su pretensión carece de base legal, lo hará presente al Ministro del que 
dependa la Administración o Entidad perjudicada para que acuerde lo que estimare 
procedente, en cuyo caso podrá solicitar la suspensión del procedimiento por plazo de treinta 
días.

2. Cuando el Letrado del Estado asuma la representación y defensa de la Administración 
Autonómica, de las Administraciones Locales o de la Administración Institucional, no podrá 
desistir del procedimiento ni renunciar al ejercicio de la pretensión de responsabilidad 
contable, pero sí abstenerse de intervenir, expresando las razones en que funde su 
abstención. En este caso, se notificará la abstención a la Entidad, Corporación o Institución 
perjudicada para que, en el plazo de veinte días, pueda designar representante en juicio o 
comunicar al Tribunal, por escrito, los fundamentos que apoyen la pretensión de 
responsabilidad contable.

3. El desistimiento o renuncia de la Administración o Entidad del sector público 
perjudicada no supondrá el sobreseimiento de las actuaciones, que podrán continuar con las 
demás partes, o sólo con el Ministerio Fiscal, hasta la resolución definitiva.

CAPÍTULO IV
De las pretensiones de las partes y de su acumulación ante la jurisdicción 

contable

Artículo 59.  
1. Las partes legitimadas activamente podrán pretender ante la jurisdicción contable el 

reintegro de los daños y el abono de los perjuicios originados a los caudales o efectos 
públicos y, en ambos casos, con los intereses legales desde el día en que se entienda 
producido el alcance o irrogados los perjuicios.

Los daños determinantes de la responsabilidad deberán ser efectivos, evaluables 
económicamente e individualizados en relación a determinados caudales o efectos.

2. En los expedientes de cancelación de fianzas, la pretensión se limitará a la devolución 
de la cantidad depositada o a que se deje sin efecto la garantía constituida.

Artículo 60.  
1. La jurisdicción contable juzgará dentro del límite de las pretensiones formuladas por 

las partes y de las alegaciones de las mismas.
2. No obstante, si el órgano de dicha jurisdicción, al dictar resolución, estimare que la 

cuestión sometida a su conocimiento pudiera no haber sido apreciada debidamente por las 
partes por existir en apariencia otros motivos susceptibles de fundamentar la pretensión de 
responsabilidad contable o su oposición, lo someterá a aquéllas mediante providencia en 
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que, advirtiendo que no se prejuzga el fallo definitivo, los expondrá y concederá a los 
interesados un plazo común no superior a diez días para que formulen las alegaciones que 
estimen oportunas, con suspensión, en su caso, del plazo para pronunciar la mencionada 
resolución.

Artículo 61.  
1. Serán acumulables en un mismo proceso las pretensiones que no sean incompatibles 

entre sí y se deduzcan en relación con el mismo supuesto de responsabilidad contable.
2. Lo serán igualmente las que se refieran a varios supuestos cuando entre ellos exista 

cualquier conexión directa que justifique la unidad de tramitación y decisión.
3. La acumulación se llevará a efecto, en cualquier momento anterior a la sentencia, 

previa audiencia de los comparecidos por plazo no superior a diez días.
4. Acordada la acumulación, se suspenderá el curso de los autos en la medida que fuere 

necesario para que, respecto de todos los supuestos de responsabilidad contable de que se 
trate, se cumplan los trámites y garantías establecidos por esta Ley.

5. Cuando los procesos se siguieren ante diferentes órganos de la jurisdicción contable, 
se solicitará la acumulación a aquel que estuviere conociendo del proceso más antiguo.

6. Contra las resoluciones denegando o accediendo a la acumulación no se dará recurso 
alguno, sin perjuicio de que, en el primer caso, las partes puedan hacer valer sus 
pretensiones por separado.

CAPÍTULO V
De la cuantía de los procedimientos

Artículo 62.  
1. Para la determinación de la cuantía del procedimiento se atenderá al valor de la 

pretensión de responsabilidad contable que se ejercite o al importe de la fianza que se 
pretendiere cancelar.

2. En los supuestos de acumulación, la cuantía vendrá determinada por la suma del valor 
de las pretensiones objeto de aquélla, sin que, no obstante, esta circunstancia comunique a 
las de cuantía inferior la posibilidad de recurso que, en su caso, proceda contra las de 
cuantía superior.

3. El órgano de la jurisdicción contable que conociere del asunto hará la determinación 
de la cuantía en resolución motivada una vez tenga los datos a que se refieren los párrafos 
anteriores, previa audiencia de las partes comparecidas por plazo no superior a cinco días y 
sin que por ello se interrumpa el curso de los autos.

4. Contra la resolución que determine la cuantía no se dará recurso alguno, pero la parte 
disconforme podrá, en su día, fundar el de queja en su indebida fijación cuando, por razón 
del valor asignado, fuere rechazado cualquier recurso procedente con arreglo a lo 
establecido en esta Ley.

CAPÍTULO VI
Disposiciones comunes a los procedimientos de la jurisdicción contable

Artículo 63.  
1. La presentación de escritos y documentos con destino a los procedimientos 

jurisdiccionales de la competencia del Tribunal de Cuentas se efectuará en su Registro 
General.

También podrán presentarse en el Juzgado de Guardia o en el de Primera Instancia e 
Instrucción del lugar de residencia del interesado o de su representante procesal. El Juzgado 
que recibiere los documentos, después de extender en ellos la correspondiente diligencia de 
presentación, los remitirá sin dilación al Tribunal de Cuentas.
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2. El tiempo hábil para las actuaciones judiciales del Tribunal de Cuentas será el 
regulado por la Ley Orgánica del Poder Judicial para los diferentes órganos de la 
Administración de Justicia.

Artículo 64.  
1. Todas las cuestiones incidentales que se susciten en los procedimientos 

jurisdiccionales del Tribunal de Cuentas, se sustanciarán en pieza separada sin suspender el 
curso de los autos.

2. Ello no obstante, los órganos de la jurisdicción contable podrán apreciar, de oficio o a 
instancia de parte, en resolución motivada y previa audiencia de las comparecidas por plazo 
no superior a diez días, la nulidad de actuaciones, en cuyo caso se retrotraerá el 
procedimiento al momento en que se cometió la falta.

3. La nulidad de un acto no implicará la de los que fueren independientes del mismo.
4. Contra la resolución que decretare o no diere lugar a la nulidad de actuaciones se 

dará recurso de reposición o de súplica, y la que desestimare este medio de impugnación 
sólo podrá ser objeto de recurso de apelación en un efecto cuando se dictare en un 
procedimiento del que conozca un Consejero de Cuentas en primera instancia, todo ello sin 
perjuicio de que la nulidad denegada o concedida pueda aducirse como motivo de casación 
sin reuniere los requisitos establecidos en esta Ley para la procedencia de este recurso.

Artículo 65.  
1. Los órganos de la jurisdicción contable apreciarán de oficio la falta, en los actos de las 

partes, de alguno o algunos de los requisitos dispuestos por la presente Ley y concederán 
un plazo de diez días a la que se hallare en tal supuesto para subsanarla, con suspensión, 
en su caso, del plazo para dictar sentencia o la resolución que proceda.

2. También las partes, respecto de las que se alegare que alguno de sus actos adolece 
de los defectos a que se refiere el párrafo anterior, podrán subsanarlos en cualquier 
momento anterior a la sentencia.

Artículo 66.  
Los traslados de escritos y actuaciones a las partes, salvo disposición expresa de la Ley, 

se efectuarán por plazo común a todas ellas y mediante entrega de las copias o 
reproducciones fotográficas, xerigrafiadas o de naturaleza similar que fueren precisas.

Artículo 67.  
1. Para el aseguramiento de las responsabilidades contables que pudieran decretarse en 

los procedimientos jurisdiccionales del Tribunal, podrá solicitarse, por el Ministerio Fiscal, 
Letrado del Estado o legal representante de la Entidad del sector público perjudicada, 
embargo preventivo de los bienes de los iniciados en responsabilidad contable en los casos 
y en la forma establecidos en la Ley de Enjuiciamiento Civil, sin que pueda exigírseles fianza 
de clase alguna para decretarlo.

2. A los oportunos efectos, las diligencias en que se hubiere concretado 
provisionalmente el importe de las responsabilidades contables, a que hacen referencia los 
artículos 45 y 47 de esta Ley, tendrán la consideración de documento suficiente para que 
pueda despacharse el embargo.

3. Si el embargo preventivo se hubiere solicitado y obtenido con anterioridad a la 
presentación de la demanda, su ratificación habrá de efectuarse cuando se evacúe este 
trámite en el correspondiente procedimiento jurisdiccional o, en su caso, en el de 
alegaciones del Ministerio Fiscal.
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CAPÍTULO VII
Del procedimiento en el juicio de las cuentas

Artículo 68.  
1. Recibida la pieza separada a que se refiere el artículo 45 de esta Ley o el expediente 

administrativo declarativo de responsabilidades contables en la Sección de Enjuiciamiento y 
turnado el procedimiento entre los Consejeros adscritos a la misma, el Consejero de 
Cuentas a quien hubiere correspondido, o la Sala del Tribunal, en su caso, acordará, en el 
siguiente día hábil y con la finalidad de que los legalmente habilitados para el mantenimiento 
u oposición a la pretensión de responsabilidad contable puedan comparecer en los autos 
personándose en forma dentro del plazo de nueve días, el anuncio mediante edictos de los 
hechos supuestamente motivadores de responsabilidad contable. No obstante, si de la pieza 
o expediente resultara, de modo manifiesto e inequívoco la inexistencia de caso alguno de 
responsabilidad contable, la falta de jurisdicción, la propia incompetencia del órgano 
jurisdiccional o la falta de procedimiento de fiscalización del que haya de depender la 
responsabilidad contable, en cuyo caso se declarará no haber lugar a la incoación del juicio 
en los términos prevenidos para la inadmisión del recurso en el proceso contencioso-
administrativo ordinario.

2. Los edictos se publicarán en el tablón de anuncios del Tribunal, en el «Boletín Oficial 
del Estado» y en el «Boletín Oficial» de la provincia donde los hechos hubieren tenido lugar. 
Si éstos se refieren a la actividad económico-financiera de las Comunidades Autónomas o 
Corporaciones Locales, la publicación se efectuará también en el «Boletín Oficial de la 
Comunidad» correspondiente. Los órganos gestores de los mencionados periódicos oficiales 
no podrán exigir, para hacer la publicación, derecho o exacción alguna, aunque podrán 
acompañar la liquidación que proceda para que se incluya en la tasación de costas y se 
satisfaga si hubiere condena expresa en las mismas.

3. En la misma providencia en que se acuerde la publicación de edictos se acordará 
igualmente el emplazamiento del Ministerio Fiscal, Letrado del Estado, representante legal 
de la entidad del sector público perjudicada en el supuesto de que su representación no se 
halle a cargo del Servicio Jurídico del Estado y presuntos responsables, a fin de que, 
asimismo, comparezcan en autos, personándose en forma dentro del plazo de nueve días.

4. Si hubiere grave dificultad para la determinación de los responsables subsidiarios, se 
hará constar así motivadamente y continuarán las actuaciones con los directos.

5. La falta de comparencia de los mencionados en los párrafos precedentes no impedirá 
su comparecencia posterior, pero en tal caso no habrá lugar a retrotraer ni interrumpir el 
procedimiento.

Artículo 69.  
1. Hecha la publicación anteriormente prevenida y transcurrido el término de los 

emplazamientos, se dará traslado de la pieza y demás actuaciones, o, en su caso, del 
expediente administrativo, al Letrado del Estado, al representante procesal de la Entidad del 
sector público perjudicada, caso de que no estuviera representada por aquél, y a los demás 
comparecidos como parte actora para que, dentro del plazo común de veinte días, deduzcan 
la oportuna demanda.

2. Si ninguna demanda fuere presentada en el plazo concedido para ello, se conferirá 
traslado de la pieza y actuaciones al Ministerio Fiscal, por el mismo plazo, para que la 
formule si procediere.

3. En el caso de que tampoco fuere aquélla deducida por el Ministerio Fiscal, el órgano 
de la Jurisdicción contable que entendiere del litigio ordenará de oficio el archivo de los 
autos.

Artículo 70.  
1. Presentada la demanda, se dará traslado de ella a las partes legitimadas como 

demandadas que hubieren comparecido, para que, dentro del plazo común de veinte días, la 
contesten.
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2. Formulada la contestación, se dará traslado de lo actuado al Ministerio Fiscal, al 
objeto de que alegue, dentro del plazo de veinte días, cuanto considere procedente en punto 
al mantenimiento o no de la pretensión de responsabilidad contable, pudiendo proponer la 
práctica de las pruebas que considere oportunas.

3. Si las partes o el Ministerio Fiscal estimaren que la pieza separada está incompleta, 
podrán solicitar, dentro de los diez primeros días del plazo concedido para formular la 
demanda, contestación o alegaciones, que se reclamen los antecedentes necesarios para 
completarla o que se practiquen las actuaciones omitidas en la fase previa a la exigencia 
jurisdiccional de las responsabilidades contables.

4. La solicitud a que se refiere el párrafo anterior, que suspenderá el curso del plazo 
correspondiente, deberá ser resuelta dentro del plazo de tres días. Si el órgano de la 
jurisdicción contable que conociere del asunto la estimare improcedente, ordenará que él o 
los solicitantes evacúen el trámite suspendido dentro del plazo que reste del inicialmente 
concedido. Si, por el contrario, resolviere favorablemente la solicitud, acordará el 
complemento de las actuaciones, o la práctica de las diligencias precisas, a cuyo fin 
concederá un plazo no superior a treinta días.

Artículo 71.  
Contestada la demanda o, en su caso, transcurrido el plazo concedido para hacerlo y 

evacuado el trámite de alegaciones por el Ministerio Fiscal, continuará el procedimiento por 
los trámites del contencioso-administrativo ordinario, con las especialidades siguientes:

1.ª Las alegaciones previas podrán versar sobre la falta de jurisdicción o la 
incompetencia del órgano jurisdiccional, la falta o defecto de representación o de 
legitimación de las partes actoras, la falta de cumplimiento de los requisitos de forma de la 
demanda y la existencia de cosa juzgada, sin perjuicio de que tales motivos puedan ser 
alegados en la contestación.

2.ª Transcurrida la fase de alegaciones y, en su caso, la probatoria, el órgano de la 
jurisdicción contable podrá decretar el sobreseimiento del juicio, de oficio o a instancia de 
cualquiera de las partes, si se dieren las condiciones para su procedencia en los términos 
establecidos en esta Ley.

3.ª La sentencia decidirá todas las cuestiones controvertidas en el proceso y estimará o 
desestimará, en todo o en parte, la pretensión de responsabilidad contable que se hubiere 
ejercitado, sin que puedan hacerse en ella pronunciamientos de nulidad procedimental que 
dejaren imprejuzgado el fondo del asunto.

4.ª La sentencia condenatoria contendrá, en su parte dispositiva, las siguientes 
especificaciones:

a) El importe en que se cifren los daños y perjuicios causados en los bienes, caudales o 
efectos públicos. En el supuesto de que dicho importe no constare cifrado en autos, la 
sentencia podrá declarar la existencia de los daños y perjuicios y diferir para el período de 
ejecución la determinación concreta de su cuantía.

b) Quiénes son los responsables, designándolos por sus nombres y apellidos y cargos 
que desempeñen, y expresando si lo son en concepto de directos o subsidiarios.

c) El carácter solidario de la responsabilidad directa y la cuota de que deba, en su caso, 
responder cada responsable subsidiario.

d) La condena al pago de la suma en que se cifre la responsabilidad contable, con 
sujeción a lo prevenido en la especificación primera.

e) La condena al pago de los intereses, calculados con arreglo a los tipos legalmente 
establecidos y vigentes el día en que se consideren producidos los daños y perjuicios. De 
tratarse de responsabilidades subsidiarías, la obligación de abono de intereses se contará 
desde la fecha en que los responsables correspondientes fueren requeridos para el pago.

f) La contracción de la cantidad en que se cifre la responsabilidad contable en la cuenta 
que, en su caso, proceda.

g) El pronunciamiento sobre el pago de las costas del juicio en los términos prevenidos 
para el proceso civil.
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CAPÍTULO VIII
Del procedimiento de reintegro por alcance

Artículo 72.  
1. A efectos de esta Ley se entenderá por alcance el saldo deudor injustificado de una 

cuenta o, en términos generales, la ausencia de numerario o de justificación en las cuentas 
que deban rendir las personas que tengan a su cargo el manejo de caudales o efectos 
públicos, ostenten o no la condición de cuentadantes ante el Tribunal de Cuentas.

2. A los mismos efectos, se considerará malversación de caudales o efectos públicos su 
sustracción, o el consentimiento para que ésta se verifique, o su aplicación a usos propios o 
ajenos por parte de quien los tenga a su cargo.

Artículo 73.  
1. Recibidas las actuaciones a que se refiere el artículo 47 de esta Ley en la Sección de 

Enjuiciamiento y turnado el procedimiento entre los Consejeros adscritos a la misma, el 
Consejero de Cuentas a quien hubiese correspondido procederá en la forma establecida en 
el artículo 68 para el juicio de las cuentas.

2. Hecha la publicación de edictos, y transcurrido el término de los emplazamientos, se 
seguirá el procedimiento por los trámites del juicio declarativo que corresponda a la cuantía 
del alcance según la Ley de Enjuiciamiento Civil.

3. Si ninguna demanda fuere presentada en el plazo concedido para ello, se conferirá 
traslado de las actuaciones al Ministerio Fiscal, por el mismo plazo, para que la formalice si 
procediere.

4. En el caso de que tampoco fuere aquélla deducida por el Ministerio Fiscal, el órgano 
de la jurisdicción contable que entendiere del litigio ordenaré, de oficio, el archivo de los 
autos.

Artículo 74.  
En el procedimiento jurisdiccional de reintegro por alcance, sin perjuicio de los trámites 

prevenidos para el juicio declarativo correspondiente, se observaran las siguientes 
prevenciones:

1.ª Los hechos se concretarán, exclusivamente, a supuestos de malversación o alcance 
en los términos en que los define la presente Ley.

2.ª Transcurridos las alegaciones y establecidos, en su caso, las pruebas, el órgano de 
enjuiciamiento contable que conozca de los autos podrá decretar el sobreseimiento si se 
dieren las condiciones para su procedencia que se establecen en esta Ley.

3.ª A la sentencia le serán aplicables las disposiciones contenidas en las 
especificaciones 3.ª y 4.ª del artículo 71 de la presente Ley.

CAPÍTULO IX
De los expedientes de cancelación de fianzas

Artículo 75.  
1. Se iniciara el procedimiento mediante instancia en que el solicitante expresará, con la 

debida separación, el destino y el período de tiempo de la gestión a que la fianza se 
encuentra afecta, la clase de ésta, los documentos en que se encuentra constituida y la Caja 
donde se hallen depositados los valores o el lugar en que radiquen las fincas hipotecadas.

2. Se acompañará a la solicitud una relación de la clase y número de cuentas que rindió 
o debió rendir el interesado y, si obrase en su poder, certificación de que las mismas fueron 
archivadas de conformidad, haciendo mención, en otro caso, de los reparos que se le 
hubieren hecho y de si le fue exigida alguna responsabilidad contable y el resultado del 
procedimiento.

3. En todo caso, la cancelación de la fianza exigirá la terminación de la gestión a que 
estuviera afecta.
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Artículo 76.  
1. Presentada la solicitud con los documentos prevenidos, y turnada la ponencia 

correspondiente entre los Consejeros de la Sección de Enjuiciamiento, se recabará de la 
Secretaria del Tribunal, de los Departamentos correspondientes de éste o de los Centros o 
Entidades competentes por razón de la gestión afianzada, la información necesaria para 
concretar si el solicitante rindió las cuentas que aparezcan en la relación por él aportada y si 
las mismas son todas las que debió rendir, con expresión del resultado de su examen y 
comprobación, así como si la fianza cuya cancelación se solicita se encuentra afecta a algún 
procedimiento de responsabilidad contable.

2. Complementada la información, el Consejero de Cuentas, oyendo al Ministerio Fiscal y 
al Letrado del Estado, o, en su caso, al Letrado del Ente del sector público a cuyo favor se 
hubiera constituido la garantía, y pidiendo cuantos datos y antecedentes considere 
pertinentes, dictará auto acordando o denegando la cancelación solicitada.

3. La oposición del Ministerio Fiscal, Letrado del Estado o cualquiera de los activamente 
legitimados para el ejercicio de pretensiones de responsabilidad contable, transformará en 
contencioso el expediente, que se sustanciará conforme a las normas del juicio de cuentas o 
procedimiento de reintegro por alcance, según proceda.

Artículo 77.  
Cuando no puedan obtenerse todas las informaciones y antecedentes a que se refieren 

los artículos anteriores, o los recogidos no fueren completos o suficientes, podrá accederse a 
la cancelación de la fianza siempre que el Jefe del Centro o dependencia correspondiente 
certifique, bajo su responsabilidad, los siguientes extremos:

a) Que el interesado ha rendido todas las cuentas a que estaba obligado, que las 
mismas fueron debidamente justificadas y comprobadas y que de ellas no resulta ningún tipo 
de responsabilidad contra el mismo.

b) Que, independientemente de las cuentas, no resultan contra el interesado cargos por 
hechos determinantes de responsabilidad contable, directa o subsidiaria.

CAPÍTULO X
De los modos de terminación de los procedimientos jurisdiccionales

Artículo 78.  
1. Los procedimientos jurisdiccionales ante el Tribunal de Cuentas podrán terminar:
a) Por sentencia.
b) Por auto de sobreseimiento.
c) Por allanamiento.
d) Por desistimiento.
e) Por caducidad.
2. El allanamiento, desistimiento y caducidad se regirán por lo dispuesto en la Ley 

reguladora del proceso contencioso-administrativo.

Artículo 79.  
1. Procederá el sobreseimiento:
a) Cuando, transcurrida la fase de alegaciones y, en su caso, la probatoria en los 

procedimientos de juicio de las cuentas o de reintegro por alcance, no resultaren 
debidamente acreditados los hechos que hubieren dado motivo a su incoacion.

b) Cuando, ultimadas dichas fases, resultaren hechos constitutivos de alcance o 
cualquier otro supuesto de responsabilidad contable, pero no existieren motivos suficientes 
para imputarlos a persona alguna.

c) Cuando resultare de las actuaciones instructoras haber tenido lugar los hechos 
constitutivos del supuesto de responsabilidad contable de que se trate y hubiese sido 
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ingresado el importe del alcance o indemnizados los daños y perjuicios ocasionados a los 
caudales y efectos públicos.

2. Antes de decretar el sobreseimiento, el órgano de la jurisdicción contable que 
entendiere del asunto oirá por plazo común de diez días al Ministerio Fiscal y a las restantes 
partes personadas.

3. Contra el auto que acuerde el sobreseimiento se dará recurso de apelación.

CAPÍTULO XI
De los recursos contra providencias, autos y sentencias

Artículo 80.  
1. Contra las providencias y autos de los órganos de la jurisdicción contable se darán los 

recursos prevenidos en la Ley reguladora del proceso contencioso-administrativo.
2. Contra las sentencias pronunciadas por los Consejeros de Cuentas en primera 

instancia cabrá recurso de apelación.
3. El recurso de apelación contra las resoluciones a que se refieren los párrafos 

anteriores se sustanciará y decidirá en la forma prevenida para el recurso de la misma 
naturaleza en la Ley reguladora del proceso contencioso-administrativo.

Artículo 81.  
1. El conocimiento del recurso de casación en materia de responsabilidad contable 

corresponde exclusivamente a la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal 
Supremo.

2. Son susceptibles de recurso de casación:
1.º Las sentencias definitivas pronunciadas por las Salas del Tribunal en apelación o en 

única instancia cuando la cuantía del procedimiento exceda de 3.000.000 de pesetas.
Esta cuantía se entenderá, en su caso, elevada o disminuida, sin necesidad de precepto 

legal que así lo exprese, en la medida en que lo sea para el recurso de casación en el 
proceso civil.

2.º Los autos dictados por las Salas del Tribunal de Cuentas, en asuntos de que 
conozcan en única instancia, por virtud de los cuales no se dé lugar a la incoación del 
procedimiento jurisdiccional correspondiente.

3.º Los autos dictados por las mismas Salas en apelación, confirmatorios de los 
pronunciados en primera instancia por los Consejeros de Cuentas, no dando lugar a la 
incoación del procedimiento jurisdiccional que corresponda.

3. El recurso de casación podrá interponerse por el Ministerio Fiscal, o por quienes, 
siendo actores o figurando como demandados en el procedimiento jurisdiccional de que 
traigan causa puedan resultar perjudicados por la sentencia o resolución recurrida, siempre 
que no hubieren consentido otra previamente recaída sobre igual objeto y en el mismo 
proceso.

Artículo 82.  
1. El recurso de casación habrá de fundarse en alguno o algunos de los motivos 

siguientes:
1.º Abuso, exceso o defecto en el ejercicio de la jurisdicción contable.
2.º Incompetencia o inadecuación del procedimiento.
3.º Quebrantamiento de las normas esenciales del proceso o de los principios de 

audiencia y defensa, siempre que, en este último caso, se haya producido efectiva 
indefensión.

4.º Error evidente en la apreciación de la prueba basado en documentos que obren en el 
procedimiento, que demuestren la equivocación del órgano del Tribunal sin resultar 
contradichos por otros elementos de prueba.
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5.º Infracción de las normas de la Constitución y del resto del ordenamiento jurídico o de 
la jurisprudencia que fueren aplicables para resolver las pretensiones de las partes.

2. La infracción de las normas relativas a los actos y garantías procesales que producen 
indefensión requiere que se haya pedido la subsanación de la falta o transgresión en la 
instancia en que se hubiere cometido y que, de haberlo sido en la primera instancia, se 
reproduzcan en la segunda, con la salvedad, en cuanto a las faltas cometidas en segunda 
instancia, de que fuere ya imposible la reclamación.

Artículo 83.  
Habrá lugar al recurso de revisión contra las sentencias firmes en los casos siguientes:
1.º Si después de pronunciada la sentencia apareciesen documentos nuevos que 

resultaran decisivos para adoptar los pronunciamientos de la sentencia.
2.º Cuando se descubra que en las cuentas que hayan sido objeto de la sentencia 

definitiva existieron errores trascendentales, omisiones de cargos importantes o cualquier 
otra anomalía de gran entidad.

3.º Si la sentencia hubiere recaído en virtud de documentos declarados falsos o cuya 
falsedad se reconociese o declarase después.

4.º Si la sentencia firme se hubiera ganado injustamente en virtud de prevaricación, 
cohecho, violencia u otra maquinación fraudulenta.

5.º Cuando la sentencia se funde en lo resuelto respecto a una cuestión prejudicial que 
posteriormente fuere contradicha por sentencia firme del orden jurisdiccional 
correspondiente.

6.º Si los órganos de la jurisdicción contable hubieren dictado resoluciones contrarias 
entre sí, o con sentencias del Tribunal Supremo en materia de responsabilidad contable, 
respecto a los mismos litigantes u otros diferentes en idéntica situación, donde, en mérito a 
hechos, fundamentos y pretensiones sustancialmente iguales, se llegue a pronunciamientos 
distintos.

Artículo 84.  
1. Los recursos de casación y revisión se prepararán, interpondrán, sustanciarán y 

decidirán de conformidad con lo dispuesto en la Ley reguladora del proceso contencioso-
administrativo, sin que sea necesaria garantía de depósito alguno.

2. La interposición de los recursos de casación y de revisión no impedirá la ejecución de 
la sentencia impugnada, salvo que el recurrente prestase fianza o aval suficientes para 
garantizar el cumplimiento de la misma.

CAPÍTULO XII
De la ejecución de las sentencias

Artículo 85.  
1. Una vez firme la sentencia recaída en los procedimientos jurisdiccionales a que se 

refiere el presente título se procederá a su ejecución, de oficio o a instancia de parte, por el 
mismo órgano jurisdiccional que la hubiera dictado en primera instancia, en la forma 
establecida para el proceso civil.

2. Cuando no se haya podido obtener el total reintegro de las responsabilidades 
decretadas se practicarán cuantas diligencias se juzguen pertinentes en punto a la 
averiguación y descubrimiento de bienes de cualquier clase sobre los que puedan hacerse 
efectivas.

3. Si no dieren resultado las indicadas diligencias, se declarará la insolvencia de los 
responsables directos y se procederá contra los subsidiarios.

4. Las declaraciones de insolvencia de los responsables, tanto directos como 
subsidiarios, se entenderán hechas siempre con la cláusula de sin perjuicio, a fin de poder 
hacer efectivas las responsabilidades contables cuando vinieren a mejor fortuna.
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Artículo 86.  
1. Todas las diligencias de ejecución se tramitarán en pieza separada, abierta una por 

cada responsable así declarado en la sentencia.
2. Cuando la sentencia no hubiere determinado el importe de los daños y perjuicios en 

que se cifren las responsabilidades contables, se procederá a su liquidación por el órgano 
del Tribunal que conociere de la ejecución en la forma establecida en la Ley de 
Enjuiciamiento Civil.

Artículo 87.  
Sin perjuicio de las diligencias a que se refieren los artículos anteriores, firme que sea la 

sentencia, se procederá a la tasación de las costas por los trámites establecidos para el 
proceso civil.

[ . . . ]
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§ 72

Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria. [Inclusión 
parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 284, de 27 de noviembre de 2003
Última modificación: 24 de diciembre de 2022

Referencia: BOE-A-2003-21614

[ . . . ]
TÍTULO VII

De las responsabilidades

Artículo 176.  Principio general.
Las autoridades y demás personal al servicio de las entidades contempladas en el 

artículo 2 de esta ley que por dolo o culpa graves adopten resoluciones o realicen actos con 
infracción de las disposiciones de esta ley, estarán obligados a indemnizar a la Hacienda 
Pública estatal o, en su caso, a la respectiva entidad los daños y perjuicios que sean 
consecuencia de aquellos, con independencia de la responsabilidad penal o disciplinaria que 
les pueda corresponder.

Artículo 177.  Hechos que pueden generar responsabilidad patrimonial.
1. Constituyen infracciones a los efectos del artículo anterior:
a) Haber incurrido en alcance o malversación en la administración de los fondos 

públicos.
b) Administrar los recursos y demás derechos de la Hacienda Pública estatal sin 

sujetarse a las disposiciones que regulan su liquidación, recaudación o ingreso en el Tesoro.
c) Comprometer gastos, liquidar obligaciones y ordenar pagos sin crédito suficiente para 

realizarlos o con infracción de lo dispuesto en esta ley o en la de Presupuestos que sea 
aplicable.

d) Dar lugar a pagos reintegrables, de conformidad con lo establecido en el artículo 77 
de esta ley.

e) No justificar la inversión de los fondos a los que se refieren los artículos 78 y 79 de 
esta ley y la Ley General de Subvenciones.

f) Cualquier otro acto o resolución con infracción de esta ley, cuando concurran los 
supuestos establecidos en el artículo 176 de esta ley.

2. Las infracciones tipificadas en el número anterior darán lugar, en su caso, a la 
obligación de indemnizar establecida en el artículo anterior.
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Artículo 178.  Tipos de responsabilidad.
1. Cuando el acto o la resolución se dictase mediando dolo, la responsabilidad alcanzará 

a todos los daños y perjuicios que conocidamente deriven de la resolución adoptada con 
infracción de esta ley.

2. En el caso de culpa grave, las autoridades y demás personal de los entes del sector 
público estatal sólo responderán de los daños y perjuicios que sean consecuencia necesaria 
del acto o resolución ilegal.

A estos efectos, la Administración tendrá que proceder previamente contra los 
particulares para el reintegro de las cantidades indebidamente percibidas.

3. La responsabilidad de quienes hayan participado en la resolución o en el acto será 
mancomunada, excepto en los casos de dolo, que será solidaria.

Artículo 179.  Responsabilidad de los interventores y ordenadores de los pagos.
En las condiciones fijadas en los artículos anteriores, están sujetos a la obligación de 

indemnizar a la Hacienda Pública estatal o, en su caso, a la respectiva entidad, además de 
los que adopten la resolución o realicen el acto determinante de aquélla, los interventores en 
el ejercicio de la función interventora, respecto a los extremos a los que se extiende la 
misma, y los ordenadores de pago que no hayan salvado su actuación en el respectivo 
expediente, mediante observación escrita acerca de la improcedencia o ilegalidad del acto o 
resolución.

Artículo 180.  Órgano competente y Procedimiento.
1. En el supuesto del párrafo a) del apartado 1 del artículo 177 de esta ley, la 

responsabilidad será exigida por el Tribunal de Cuentas mediante el oportuno procedimiento 
de reintegro por alcance de conformidad con lo establecido en su legislación específica.

2. En los supuestos que describen los párrafos b) a f) del apartado 1 del artículo 177 de 
esta ley, y sin perjuicio de dar conocimiento de los hechos al Tribunal de Cuentas a los 
efectos prevenidos en el artículo 41, apartado 1, de la Ley Orgánica 2/1982, la 
responsabilidad será exigida en expediente administrativo instruido al interesado.

El acuerdo de incoación, el nombramiento de instructor y la resolución del expediente 
corresponderán al Gobierno cuando se trate de personas que, de conformidad con el 
ordenamiento vigente, tengan la condición de autoridad, y en los demás casos al Ministro de 
Hacienda.

Las competencias atribuidas al Ministro de Hacienda, corresponderán al de Trabajo y 
Asuntos Sociales, en las responsabilidades relativas a las entidades que integran el sistema 
de la Seguridad Social.

La resolución que, previo informe del servicio jurídico del Estado, o, en su caso, de la 
Seguridad Social, ponga fin al expediente tramitado con audiencia de los interesados, se 
pronunciará sobre los daños y perjuicios causados a los bienes y derechos de la Hacienda 
Pública estatal o, en su caso, de la entidad, imponiendo a los responsables la obligación de 
indemnizar en la cuantía y en el plazo que se determine.

Dicha resolución será recurrible ante la Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas en el 
plazo de dos meses contados desde el día siguiente al de su notificación.

Artículo 181.  Régimen jurídico del importe de los perjuicios irrogados.
1. Los perjuicios declarados en los expedientes de responsabilidad, tendrán la 

consideración de derechos de la Hacienda Pública estatal o del ente respectivo.
Dichos derechos gozarán del régimen a que se refiere el artículo 10, apartado 1, de esta 

ley y se procederá a su cobro, en su caso, por la vía de apremio.
2. La Hacienda Pública estatal o, en su caso, la entidad correspondiente tienen derecho 

al interés previsto en el artículo 17 de esta ley, sobre el importe de los alcances, 
malversaciones, daños y perjuicios a sus bienes y derechos, desde el día que se irroguen los 
perjuicios.

Cuando por insolvencia del deudor directo se derive la acción a los responsables 
subsidiarios, el interés se calculará a contar del día en que se les requiera el pago.
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Artículo 182.  Diligencias previas.
Tan pronto como se tenga noticia de que se ha producido un hecho constitutivo de las 

infracciones a que se refiere el artículo 177.1 o hayan transcurrido los plazos señalados en 
los correspondientes artículos de esta ley sin haber sido justificadas las órdenes de pago o 
los fondos a que el mismo se refiere, los jefes de los presuntos responsables y los 
ordenadores de pagos, respectivamente, instruirán las diligencias previas y adoptarán, con 
igual carácter, las medidas necesarias para asegurar los derechos de la Hacienda Pública 
estatal o los de la respectiva entidad, dando inmediato conocimiento al Tribunal de Cuentas 
o al Ministro de Hacienda, en cada caso, para que procedan según sus competencias y 
conforme a los procedimientos establecidos.

[ . . . ]
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§ 73

Real Decreto 700/1988, de 1 de julio, sobre expedientes 
administrativos de responsabilidad contable derivados de las 
infracciones previstas en el título VII de la Ley General 

Presupuestaria

Ministerio de Economía y Hacienda
«BOE» núm. 162, de 7 de julio de 1988

Última modificación: 6 de diciembre de 2019
Referencia: BOE-A-1988-16873

El título VII de la Ley 11/1977, General Presupuestaria, de 4 de enero, regula las 
responsabilidades que frente a la Hacienda Pública contraigan las autoridades y funcionarios 
de cualquier orden que por dolo, culpa o negligencia graves adopten decisiones con 
infracción de las disposiciones de la misma.

Por otra parte, el artículo 80 de dicha Ley extiende también la posibilidad de exigir 
responsabilidad contable a las Entidades Públicas o privadas, Empresas o personas en 
general que perciban subvenciones con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, que 
están obligados a justificar la aplicación de los fondos recibidos.

Las responsabilidades exigibles han de ser delimitadas en el correspondiente expediente 
administrativo de responsabilidad contable, cuando se trate de infracciones tipificadas en los 
apartados b) al g) del artículo 141.1, de la Ley, sin perjuicio de la facultad del Tribunal de 
Cuentas de avocar el conocimiento del asunto, a tenor de lo previsto en el artículo 41 de la 
Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, y en el apartado e) del artículo 3.° de la Ley 7/1988, de 
5 de abril, de funcionamiento del Tribunal de Cuentas.

La tramitación de los expedientes administrativos de responsabilidad contable se realiza 
con sujeción a las normas generales establecidas en el mencionado título VII de la Ley 
General Presupuestaria y en la Ley de Procedimiento Administrativo, de 17 de julio de 1958. 
No obstante, la generalidad de sus preceptos, unido a la importancia de este tipo de 
expedientes y la necesidad de regular con mayor precisión el procedimiento a seguir, de 
manera que oriente las actuaciones de los Instructores y garantice el conocimiento y defensa 
de los posibles inculpados, aconseja desarrollar mediante la correspondiente norma, los 
preceptos anteriormente indicados.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Economía y Hacienda, con aprobación del 
Ministerio para las Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa 
deliberación del Consejo de Ministros, en su reunión del día 1 de julio de 1988,

DISPONGO:
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Artículo 1.  Expedientes administrativos de responsabilidad contable.
1. Los expedientes de responsabilidad contable que se incoen en vía administrativa 

como consecuencia de infracciones contempladas en el título VII de la Ley General 
Presupuestaria, se tramitarán con arreglo a lo que se dispone en el presente Real Decreto.

La responsabilidad contable será independiente de la responsabilidad penal o 
disciplinaria que pueda corresponder por los mismos hechos y se exigirá en expediente 
separado.

2. Será procedente la incoación de expediente administrativo de responsabilidad 
contable cuando se pongan de manifiesto infracciones de las relacionadas en los apartados 
b) al g) del número 1 del artículo 141 de la Ley General Presupuestaria, sin perjuicio de la 
facultad del Tribunal de Cuentas para recabar en cualquier momento el conocimiento del 
asunto.

3. Corresponde al Tribunal de Cuentas conocer de las infracciones a que se refiere el 
apartado a) de dicho número y artículo de la Ley indicada.

4. Cuando se pongan de manifiesto infracciones del apartado a) del artículo 141.1 de la 
Ley General Presupuestaria, en conexión o no con otra u otras incluidas en cualquiera de los 
apartados b) a g) de dicho precepto, se dará traslado al Tribunal de Cuentas, poniéndose fin 
a las actuaciones de la Administración, sin perjuicio de lo que decida dicho Tribunal.

Artículo 2.  Origen de los expedientes.
1. Los expedientes administrativos de responsabilidad contable podrán ser originados 

por:
a) Las comunicaciones que dirijan al Ministro de Economía y Hacienda los Jefes de los 

presuntos responsables y los ordenadores de pagos según lo establecido en el artículo 146 
de la Ley General Presupuestaria.

b) Los informes de auditoría y demás actuaciones que competen a la Intervención 
General de la Administración del Estado.

c) Las inspecciones de servicios que se realicen.
d) Denuncia, investigación administrativa u otra causa que ponga de manifiesto la 

posible existencia de dichas infracciones.
2. Las comunicaciones, informes o documentos que, a tales efectos, se remitan al 

Ministerio de Economía y Hacienda, como consecuencia de las actuaciones a que se refiere 
el punto anterior, deberán contener los datos, antecedentes y precisiones necesarias para 
que se pueda efectuar la calificación de las posibles infracciones y la identificación del 
presunto o presuntos responsables.

3. Si las comunicaciones, informes y documentación recibida por el Ministerio de 
Economía y Hacienda carecieran de tales precisiones, o no incluyeran los datos y 
antecedentes necesarios a los fines indicados, dicho Departamento recabará la ampliación 
de datos que sea pertinente. En su caso, el Ministro de Economía y Hacienda podrá acordar 
la instrucción de una información reservada, con anterioridad al acuerdo de incoación de 
expediente por el Órgano competente.

4. Si de los mismos se desprende que corresponden a las infracciones que se indican en 
los números 3 y 4 del artículo precedente se dará traslado al Tribunal de Cuentas a los 
efectos que en los mismos se señala.

La información reservada podrá ser encomendada a los funcionarios u Órgano que 
intervinieron en las actuaciones preliminares.

Artículo 3.  Competencia y plazo de tramitación y notificación de la resolución.
1. Son órganos competentes para incoar expedientes administrativos de responsabilidad 

contable:
a) El Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro de Economía y Hacienda, cuando se 

trate de responsabilidades a exigir a personas que tengan la condición de Autoridad.
b) El Ministro de Economía y Hacienda, cuando las personas presuntamente 

responsables no tuvieran la condición de Autoridad.
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2. A efectos del número precedente se considera Autoridad a los altos cargos de la 
Administración del Estado, que se determinen en el artículo 1.° de la Ley 25/1983, de 26 de 
diciembre.

Si en un mismo expediente apareciesen inculpadas personas con y sin la condición de 
Autoridad, la decisión sobre la incoación del expediente corresponderá al Consejo de 
Ministros, a propuesta del Ministro de Economía y Hacienda.

3. El plazo máximo de tramitación y notificación de la resolución de los expedientes 
administrativos será de seis meses.

Artículo 4.  Designaciones.
1. El Órgano competente para la incoación de los expedientes de responsabilidad 

contable, lo será también para la designación del Instructor, así como, en su caso, de los 
adjuntos al Instructor, que actuarán a las órdenes del mismo.

El Instructor podrá, cuando las circunstancias del expediente lo requieran, nombrar un 
Secretario del expediente y Secretario o Secretarios adjuntos para los Instructores de ese 
carácter.

El Instructor y los Adjuntos al Instructor tendrán competencia para recabar los 
documentos, antecedentes e informes que sean necesarios y para practicar cuantas pruebas 
y actuaciones conduzcan al esclarecimiento de los hechos y a determinar la responsabilidad 
susceptible de sanción.

2. La incoación del expediente y el nombramiento del Instructor y, en su caso, del 
Secretario serán notificados al posible responsable y al órgano que lo hubiera promovido.

Se dará traslado de la incoación del expediente y de los hechos que lo motivaron al 
Tribunal de Cuentas, a efecto de lo dispuesto en el artículo 41.1 de la Ley Orgánica 2/1982, 
de 12 de mayo.

3. Serán de aplicación al Instructor y Secretario y Adjuntos a los mismos las normas 
relativas a la abstención y recusación establecidas en los artículos 20 y 21 de la Ley de 
Procedimiento Administrativo.

El derecho de recusación podrá ejercitarse desde el momento en que el interesado tenga 
conocimiento de quiénes son el Instructor, Secretario y Adjuntos y deberá plantearse ante la 
Autoridad que acordó el nombramiento del recusado.

4. Con objeto de cumplimentar los nombramientos del Instructor y Adjunto al mismo a 
que se refiere el primer apartado de este artículo, el Ministro de Economía y Hacienda 
elevará la correspondiente propuesta, o los designará directamente, entre los funcionarios 
destinados en el Departamento que considere idóneos para el ejercicio de dichas funciones.

Asimismo, si la naturaleza o especialidad del mismo lo requiere, recabará de cualquier 
Departamento, Organismo o Ente público, la propuesta de las personas que sean 
aconsejables.

Artículo 5.  Colaboración.
Todos los Organismos y Dependencias de la Administración del Estado están obligados 

a proporcionar al Instructor y a los Adjuntos, en su caso, los antecedentes e informes 
necesarios, así como cuantos medios resulten precisos, facilitándoles el acceso a las 
oficinas, centros, dependencias y establecimientos de todo orden, prestándoles la 
colaboración necesaria para el cumplimiento de su misión.

El incumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior, la negativa a cooperar y la 
interferencia o perturbación de las actuaciones podrán dar Iugar a la exigencia de 
responsbilidad. A tal efecto, el Instructor lo comunicará al Ministerio de Economía y Hacienda 
y al superior jerárquico de quien incumpla lo anteriormente señalado, sin perjuicio de 
continuar la tramitación del expediente.

Artículo 6.  Medidas provisionales.
1. Iniciado el procedimiento, la Autoridad que acordó la incoación podrá adoptar las 

medidas provisionales que estime oportunas para asegurar la eficacia de la resolución que 
pudiera recaer. No se podrán dictar medidas provisionales que puedan causar perjuicios 
irreparables o impliquen violación de derechos amparados por las Leyes.
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2. El Ministro de Economía y Hacienda comunicará, cuando proceda, la incoación del 
expediente de responsabilidad contable a las Autoridades que se indican en el artículo 146 
de la Ley General Presupuestaria a fin de que adopten las medidas necesarias para 
asegurar los derechos de la Hacienda Pública. Las medidas adoptadas, así como su 
posterior evolución y cumplimiento, serán puestas en conocimiento de dicho Departamento.

3. En cualquier momento del procedimiento en que el Instructor aprecie que la presunta 
infracción puede ser constitutiva de delito, lo pondrá en conocimiento de la Autoridad que 
hubiese ordenado la incoación del expediente para su oportuna comunicación al Ministerio 
Fiscal.

4. Igualmente, si se apreciase que los hechos pueden ser constitutivos de faltas 
disciplinarias cometidas por los funcionarios y personal al servicio de la Administración en el 
ejercicio de sus cargos, tal circunstancia se pondrá en conocimiento del Subsecretario del 
Departamento respectivo a los efectos procedentes.

5. Si como consecuencia de lo dispuesto en el apartado anterior se incoara expediente 
disciplinario contra el funcionario sujeto a expediente de responsabilidad contable, la 
Autoridad que hubiese acordado dicha incoación lo comunicará al Ministro de Economía y 
Hacienda. Igualmente le serán comunicados los acuerdos de suspensión provisional del 
funcionario que pudieran adoptarse conforme a lo dispuesto en los artículos 47, 48 y 49 de la 
Ley de Funcionarios Civiles del Estado.

6. La suspensión provisional de la tramitación del expediente de responsabilidad 
contable sólo podrá ser decidida mediante acuerdo motivado por el Órgano que ordenó su 
incoación.

7. Cuando en el curso de un expediente administrativo de responsabilidad contable el 
Instructor tenga conocimiento de que en el mismo está actuando o es competencia del 
Tribunal de Cuentas, deberá comunicarlo, a través del Ministerio de Economía y Hacienda, al 
Órgano que ordenó la incoación del expediente, el cual, a su vez, lo pondrá en conocimiento 
de dicho Tribunal a los efectos procedentes. El Instructor suspenderá la tramitación del 
expediente hasta que se produzca la decisión del Tribunal de Cuentas.

Artículo 7.  Iniciación.
El instructor ordenará la práctica de cuantas diligencias y actuaciones sean adecuadas 

para la concreción, esclarecimiento y comprobación de los hechos y en especial la 
determinación de las responsabilidades susceptibles de sanción.

El Instructor procederá a recibir declaración del posible o posibles inculpados, 
evacuando cuantas diligencias se deduzcan del informe, comunicación, escrito o denuncia 
que motivó la incoación del expediente, de lo que aquél hubiera alegado en su declaración y 
de sus propias actuaciones.

Artículo 8.  Pliego de cargos.
A la vista de las actuaciones practicadas, el Instructor formulará el correspondiente 

pliego de cargos, comprendiendo en el mismo los hechos imputados, con indicación, en su 
caso, de la infracción presuntamente cometida y con la exposición y cuantificación concreta 
de los daños y perjuicios causados a los bienes y derechos de la Hacienda Pública de los 
que se derive obligación de indemnizar.

El pliego de cargos se notificará al inculpado concediéndole un plazo de quince días para 
que pueda contestar con las alegaciones que considere convenientes a su defensa y con la 
aportación de cuantos documentos considere de interés.

En este trámite deberá solicitar, si lo estima conveniente, la práctica de las pruebas que 
para su defensa crea necesarias.

Artículo 9.  Práctica de pruebas.
1. Contestado el pliego, o transcurrido el plazo sin hacerlo, el Instructor podrá acordar la 

práctica de las pruebas solicitadas que juzgue oportunas, así como la de aquellas otras que 
considere pertinentes. Para la práctica de las pruebas se dispondrá del plazo de un mes, que 
podrá ser ampliado por el Instructor en los términos del artículo 57 de la Ley de 
Procedimiento Administrativo.
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El Instructor podrá denegar la admisión y práctica de las pruebas para averiguar 
cuestiones que considere innecesarias debiendo motivar la denegación, sin que contra esta 
resolución quepa recurso del inculpado.

Para la práctica de las pruebas propuestas, así como para las de oficio, cuando sean 
procedentes, se notificará al inculpado el lugar, fecha y hora en que deberán realizarse, 
debiendo incorporarse al expediente la constancia de la recepción de la notificación.

2. La intervención del Instructor en todas y cada una de las pruebas practicadas no 
podrá ser suplida por la del Secretario, sin perjuicio de que el Instructor pueda interesar la 
práctica de otras diligencias de cualquier órgano de la Administración.

3. Cumplimentadas las diligencias previstas anteriormente, se dará vista del expediente 
al inculpado con carácter inmediato para que, en el plazo de diez días, alegue lo que estime 
pertinente a su defensa y aporte cuantos documentos considere de interés.

Artículo 10.  Propuesta de resolución.
1. El Instructor formulará, dentro de los diez días siguientes, la propuesta de resolución 

en la que fijará con precisión los hechos, motivando, en su caso, la denegación de las 
pruebas propuestas por el inculpado, hará la calificación jurídica de los mismos para 
determinar las infracciones que se estimen cometidas, señalando, en su caso, la 
responsabilidad del inculpado, la valoración de los daños y perjuicios causados a los bienes 
y derechos de la Hacienda Pública y la propuesta de imposición a los responsables de la 
obligación de indemnizar en la cuantía y plazo que proceda.

2. La propuesta de resolución se notificará por el Instructor al interesado para que, en el 
plazo de diez días, pueda alegar cuanto considere conveniente en su defensa.

3. Oído el interesado o transcurrido el citado plazo sin alegación alguna, el expediente 
completo se remitirá inmediatamente a la Unidad de Responsabilidades Administrativas de la 
Inspección General del Departamento.

4. Recibido el expediente en la Inspección General del Ministerio de Economía y 
Hacienda, se podrá ordenar al Instructor la práctica de diligencias adicionales que se 
consideren necesarias para la resolución.

Una vez efectuadas tales diligencias, se dará vista de lo actuado al interesado a fin de 
que, en el plazo de diez días, alegue cuanto estime conveniente. Oído el interesado o 
transcurrido el plazo sin alegación alguna, el expediente se remitirá de nuevo a la Unidad 
indicada.

Artículo 11.  Resolución del expediente.
Recibido el expediente completo, una vez cumplidos todos los trámites del artículo 

anterior, la Unidad de Responsabilidades Administrativas lo remitirá a la Dirección General 
del Servicio Jurídico del Estado o al Servicio Jurídico del Estado del Departamento, según 
que el expediente deba ser resuelto por el Gobierno o por el Ministro de Economía y 
Hacienda, para que se emita informe con arreglo a derecho.

Emitido el informe, el expediente se devolverá a la citada Unidad.
Visto el dictamen emitido, la Inspección General redactará la propuesta de resolución 

que pone fin al expediente y la someterá al Subsecretario del Ministerio para su elevación al 
Ministro de Economía y Hacienda o al Consejo de Ministros, según lo dispuesto en el artículo 
144.2 de la Ley General Presupuestaria.

Artículo 12.  Recurso.
Contra la resolución de los expedientes de responsabilidad contable se podrá recurrir 

ante el Tribunal de Cuentas, dentro del plazo de dos meses a partir de la notificación de la 
resolución.

Artículo 13.  Naturaleza de la indemnización.
1. Las cantidades que la resolución del expediente determine como indemnización a la 

Hacienda Pública tendrán la consideración de derechos económicos de la misma, gozarán 
del régimen a que se refiere el artículo 32, párrafo uno, de la Ley General Presupuestaria y 
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su cobro se realizará, en su caso, por la vía de apremio. A estos efectos se dará traslado de 
la resolución a la Delegación de Hacienda correspondiente.

2. La Hacienda Pública tendrá derecho al interés de demora previsto en el artículo 36 de 
la Ley General Presupuestaria sobre el importe de los daños y perjuicios declarados a sus 
bienes y derechos, desde el día en que se irroguen los perjuicios.

Cuando por insolvencia del deudor directo se derive la acción a los responsables 
subsidiarios, el interés se calculará a contar del día en que se les requiera el pago.

Disposición final.  
El presente Real Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
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§ 74

Ley 4/1989, de 2 de mayo, de la Audiencia de Cuentas de Canarias. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Canarias
«BOC» núm. 64, de 8 de mayo de 1989
«BOE» núm. 133, de 5 de junio de 1989

Última modificación: 31 de diciembre de 2021
Referencia: BOE-A-1989-12695

[ . . . ]
TÍTULO II

Procedimiento de las actuaciones

[ . . . ]
CAPÍTULO II
Ordenación

[ . . . ]
Artículo 14.  

1. Toda persona, natural o jurídica, pública o privada, estará obligada a proporcionar, 
previo requerimiento, toda clase de datos, informes o antecedentes deducidos de sus 
relaciones económicas, profesionales o financieras con otras personas que sean necesarios 
para el ejercicio de las funciones de control previstas en la presente ley.

2. Cuando la colaboración requerida no se haya prestado o la información o la 
documentación no sea facilitada o se produzca cualquier clase de obstrucción que impida o 
dificulte el ejercicio de su función fiscalizadora o se hayan incumplido los plazos fijados, la 
Audiencia de Cuentas, además de ponerlo en conocimiento del Parlamento, podrá adoptar 
las siguientes medidas:

a) Requerir conminatoriamente por escrito en el que se concederá un nuevo plazo 
perentorio. Dicho escrito, será comunicado simultáneamente a los superiores de los 
obligados a colaborar.

b) Proponer, a quien corresponda en cada caso, la exigencia de las responsabilidades en 
que se hubiera incurrido.

c) Comunicar el incumplimiento, si no fuese respetado el plazo perentorio concedido, a 
los órganos de gobierno de la comunidad autónoma o, en su caso, a la corporación local o 
entidad correspondiente.
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3. Cuando las administraciones y otras entidades del sector público a los que se refiere 
el artículo 2 de la presente ley no colaboren con las funciones de fiscalización externa de la 
Audiencia de Cuentas, podrán ser requeridas del deber legal de hacerlo. Producido el 
requerimiento, si no se atiende en el plazo de quince días, la Audiencia de Cuentas lo 
pondrá en conocimiento de las Tesorería de la Comunidad Autónoma, que procederá a 
retener el 2% de los pagos que puedan corresponder a la Administración o entidad 
incumplidora. Cumplida la obligación legal de colaborar se levantará la retención de pagos.

4. Reglamentariamente se regulará el procedimiento descrito en el apartado anterior.

[ . . . ]
CAPÍTULO III
Instrucción

[ . . . ]
Artículo 17.  

1. Si en el ejercicio de su función fiscalizadora la Audiencia de Cuentas advirtiera la 
existencia de indicios de responsabilidad contable, trasladará sin dilación el asunto al 
Tribunal de Cuentas, a los efectos de su posible enjuiciamiento.

No obstante, la instrucción de los procedimientos jurisdiccionales correspondientes podra 
efectuarla la Audiencia de Cuentas por delegación, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 26.3 de la Ley Orgánica del Tribunal de Cuentas.

2. Si en la actuación de sus competencias la Audiencia de Cuentas tuviera conocimiento 
de hechos que pudieran ser constitutivos de delito los denunciará inmediatamente al 
Ministerio Fiscal y al Tribunal que resulte competente.

[ . . . ]
Disposición adicional quinta.  Suspensión de la retención de pagos a determinadas 
Administraciones públicas como consecuencia de la erupción volcánica en isla de La Palma.

Se suspende la aplicación de la retención del 2% contenida en el punto 3 del artículo 14 
de esta ley, a los ayuntamientos de El Paso, Los Llanos de Aridane y Tazacorte, así como al 
Cabildo Insular de La Palma, durante el año 2022, con respecto a la cuenta general del 
ejercicio 2021, sin que ello afecte a la obligatoriedad legal de colaboración.

[ . . . ]
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§ 75

Ley 6/1985, de 24 de junio, del Consejo de Cuentas. [Inclusión 
parcial]

Comunidad Autónoma de Galicia
«DOG» núm. 130, de 9 de julio de 1985

«BOE» núm. 206, de 28 de agosto de 1985
Última modificación: 20 de marzo de 2023

Referencia: BOE-A-1985-18554

TÍTULO I
Competencias

[ . . . ]
Artículo 5.  Enjuiciamiento.

1. Si en el ejercicio de su función fiscalizadora el Consejo de Cuentas advirtiera la 
existencia de indicios de responsabilidad contable, dará traslado de las correspondientes 
actuaciones al Tribunal de Cuentas para que este efectúe el enjuiciamiento de las mismas.

2. Asimismo, en materia de enjuiciamiento contable, realizará todas las funciones que le 
delegue el Tribunal de Cuentas, de acuerdo con lo que prevé la Ley Orgánica 2/1982, de 12 
de mayo.

[ . . . ]
TÍTULO II

Organización y funcionamiento

[ . . . ]
CAPÍTULO II

FUNCIONAMIENTO

[ . . . ]
Sección 3.ª Documentación y Memoria anual

Artículo 19.  Documentación de las actuaciones.
1. El resultado de la fiscalización se hará constar por medio de informes, mociones o 

notas dirigidas a la autoridad, organismo o entidad a las que afecten y de memorias 
ordinarias o extraordinarias, que se elevarán al Parlamento de Galicia, con remisión de 
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copias a la Xunta de Galicia y a las indicadas autoridades, organismos y entidades 
afectadas, haciéndose públicos a través de los medios digitales del Consejo y del 
Parlamento. El Diario Oficial de Galicia publicará el correspondiente anuncio de la 
publicación, en el cual constará el enlace que permita acceder al texto completo de los 
informes.

2. El Consejo de Cuentas hará constar cuantas infracciones, abusos o prácticas 
irregulares haya observado, con indicación de la responsabilidad en que, a su juicio, se haya 
incurrido y de las medidas para exigirla.

3. El Consejo de Cuentas podrá emitir en cualquier momento, a petición del Parlamento 
o por iniciativa propia, informes o Memorias relativas a las funciones señaladas en esta Ley.

[ . . . ]
TÍTULO III

Garantías, normas y procedimiento para asegurar la rendición de cuentas

[ . . . ]
Artículo 28.  Multas coercitivas.

1. En caso de incumplimiento de los requerimientos efectuados, el Consejo de Cuentas 
de Galicia podrá imponer multas hasta la cuantía de un mes de sus haberes al personal al 
servicio de las entidades a las que se refiere el apartado 1 del artículo 2, y para los 
particulares hasta la cantidad de 600 €, por la primera vez, y de hasta dos meses o 6.000 €, 
respectivamente, en caso de reincidencia.

2. Si el requerido al pago fuera personal al servicio de las entidades a las que se refiere 
el apartado 1 del artículo 2 y no lo hiciera efectivo, se ordenará al habilitado o pagador que, 
bajo su responsabilidad, haga efectivo el importe de la misma deduciendo de la primera 
mensualidad que le corresponda percibir o de las sucesivas, si excediese, en la cantidad que 
legalmente pueda ser descontada.

3. Cuando el apremiado sea un particular, el Consejo, para efectividad de la multa, 
procederá a su cobro en voluntaria, y, de no efectuarse el pago, en vía ejecutiva, aplicando 
las normas de la Comunidad Autónoma que regulen la recaudación de sus tributos y, en su 
defecto, las normas estatales. A estos efectos, la correspondiente certificación de 
descubierto será expedida por el Secretario general del Consejo de Cuentas.

4. De toda imposición de multa a altos cargos o personal de las Administraciones 
Autonómicas, Local o Corporativa se dará cuenta a la autoridad de que dependen, 
exponiendo las causas que hayan determinado dicho medio de apremio, para que, sin 
perjuicio de la exención de la multa por el Consejo de Cuentas, adopte aquellas otras 
medidas que estime convenientes.

[ . . . ]
Disposición transitoria cuarta.  Sistema transitorio de reconocimiento de la progresión en 
la carrera administrativa.

Mientras no se implante un sistema de carrera profesional en el Consejo de Cuentas de 
Galicia, se establecerá, para el personal funcionario que preste servicios en el Consejo de 
Cuentas, un sistema transitorio de reconocimiento de progresión en la carrera administrativa 
que le permita a dicho personal progresar de manera voluntaria e individualizada, y que 
promueva su actualización y el perfeccionamiento de su cualificación profesional.

El personal funcionario que preste servicios en el Consejo de Cuentas y que esté 
incluido dentro del ámbito de aplicación del número 4 de la disposición transitoria octava de 
la Ley 2/2015, de 29 de abril, podrá optar por acogerse al sistema transitorio previsto en 
dicho número o al recogido en la presente disposición.

El personal funcionario que preste servicios en el Consejo de Cuentas de Galicia y 
quede encuadrado en el sistema transitorio regulado en esta disposición percibirá, de 
acuerdo con lo que se disponga para cada ejercicio presupuestario en la Ley de 
presupuestos de la Comunidad Autónoma, una retribución adicional al complemento de 
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destino conforme al grupo o subgrupo profesional de pertenencia en la Administración de 
origen en el que preste servicios en el Consejo de Cuentas de Galicia.

De conformidad con la disposición final primera del Reglamento de régimen interior del 
Consejo de Cuentas de Galicia, publicado por Resolución de 17 de febrero de 2017, el Pleno 
adoptará las normas necesarias para la aplicación del sistema transitorio previsto en esta 
disposición, incluidos, entre otros extremos, el procedimiento y los requisitos para el acceso 
a dicho sistema y para el cobro de la retribución adicional.

Cuando se implante el sistema de carrera profesional en el Consejo de Cuentas de 
Galicia se tendrá en cuenta el desarrollo profesional alcanzado en aplicación de esta 
disposición.

[ . . . ]
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§ 76

Ley 18/2010, de 7 de junio, de la Sindicatura de Cuentas. [Inclusión 
parcial]

Comunidad Autónoma de Cataluña
«DOGC» núm. 5648, de 11 de junio de 2010

«BOE» núm. 165, de 8 de julio de 2010
Última modificación: 17 de marzo de 2023

Referencia: BOE-A-2010-10828

[ . . . ]
TÍTULO III

De los procedimientos

[ . . . ]
CAPÍTULO V

Otros procedimientos

Artículo 45.  Colaboración con la Sindicatura.
1. El deber de colaboración lo tiene cualquier persona, física o jurídica, respecto de los 

bienes, fondos, efectos o caudales públicos que tiene en depósito, custodia o administración, 
o en cuya gestión ha participado o participa por cualquier causa, así como las personas 
físicas o jurídicas perceptoras de caudales públicos.

2. El síndico o síndica mayor, a instancias del síndico o síndica correspondiente, debe 
dirigir la petición de colaboración en los procedimientos a los titulares de los distintos 
departamentos cuando se trate del sector público de la Generalidad, o a los presidentes de 
las correspondientes corporaciones locales y, en cualquier otro supuesto, a la persona titular 
del máximo órgano de gobierno o administración de las otras entidades requeridas o a la 
correspondiente persona física, en su caso.

3. Los datos, estados, documentos o antecedentes solicitados deben referirse a los que 
constan o deben constar en los estados contables o en las justificaciones correspondientes.

4. El órgano que recibe una petición de colaboración de la Sindicatura de Cuentas está 
obligado a justificar su recepción y a atenderla en el plazo señalado, salvo que haya 
imposibilidad de hacerlo. En este último caso, debe razonarlo debidamente cuando justifica 
la recepción de la petición y debe indicar el plazo que necesita para poder atenderla.

[ . . . ]
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Artículo 47.  Relaciones con el Tribunal de Cuentas.
1. Las relaciones de cooperación entre la Sindicatura de Cuentas y el Tribunal de 

Cuentas se regulan mediante un convenio. Este convenio debe establecer los mecanismos 
mediante los que la Sindicatura de Cuentas participa en los procedimientos jurisdiccionales 
sobre responsabilidad contable, sin perjuicio de otras funciones que pueda delegar 
posteriormente el Tribunal de Cuentas.

2. Cuando la Sindicatura de Cuentas ejerce la función de fiscalización debe aplicar los 
procedimientos establecidos por la normativa específica de la Sindicatura, salvo las 
sanciones por falta de colaboración que puedan imponerse a los entes fiscalizados.

3. La Sindicatura de Cuentas, cuando participa en los procedimientos jurisdiccionales, 
debe ajustarse a la normativa que rige para el Tribunal de Cuentas, sin perjuicio de las 
especificidades organizativas internas de la Sindicatura, reguladas mediante un acuerdo del 
Pleno, en los términos establecidos por el reglamento de régimen interior.

[ . . . ]
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§ 77

Ley 1/1988, de 5 de febrero, del "Tribunal Vasco de Cuentas 
Públicas" / "Herri-Kontuen Euskal Epaitegia". [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma del País Vasco
«BOPV» núm. 44, de 3 de marzo de 1988
«BOE» núm. 62, de 13 de marzo de 2012

Última modificación: 30 de diciembre de 2022
Referencia: BOE-A-2012-3545

TÍTULO I
Disposiciones generales

[ . . . ]
CAPÍTULO SEGUNDO
Funciones y actuación

Artículo 3.  Funciones.
1. Con la extensión a que se refiere el artículo 2, el Tribunal Vasco de Cuentas Públicas 

ejercerá las siguientes funciones:
a) la función fiscalizadora.
b) en materia de enjuiciamiento de la responsabilidad contable actuará de conformidad a 

lo previsto en la legislación vigente.
A tales efectos, el Tribunal Vasco de Cuentas Públicas podrá instruir procedimientos 

jurisdiccionales encaminados al enjuiciamiento de responsabilidades contables en que 
puedan incurrir quienes tengan a su cargo el manejo de caudales o efectos públicos por 
delegación del Tribunal de Cuentas.

Será pública la acción para la exigencia de la responsabilidad contable ante el Tribunal 
Vasco de Cuentas Públicas quien dará cuenta de su ejercicio al Tribunal de Cuentas 
mediante el traslado de la correspondiente denuncia y solicitará para sí la correspondiente 
delegación para el cumplimiento de su función jurisdiccional, de conformidad con el inciso 
anterior.

A partir de la iniciación del procedimiento de enjuiciamiento de responsabilidades 
contables, el Tribunal Vasco de Cuentas Públicas podrá adoptar cuantas medidas 
precautorias considere oportunas para salvaguardar y proteger los bienes, caudales y 
efectos públicos, o para garantizar el cumplimiento, por el presunto responsable, de la 
resolución que, en su caso, le declare incurso en responsabilidad.
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2. Asimismo, tendrá como función propia el asesoramiento al Parlamento Vasco en 
materia económico-financiera. Dicha función se ejercerá por el Tribunal Vasco de Cuentas 
Públicas a requerimiento del Pleno del Parlamento Vasco.

El Tribunal Vasco de Cuentas Públicas, a través de su Presidente podrá recabar cuantos 
datos, informes y documentos considere necesarios para el cumplimiento de su función de 
asesoramiento.

[ . . . ]
TÍTULO II

Régimen de funcionamiento

CAPÍTULO PRIMERO
Disposiciones generales

[ . . . ]
Artículo 6.  Obstrucción.

1. La no remisión de la información solicitada, la incomparecencia o el incumplimiento de 
los plazos prefijados podrá dar lugar a la adopción por el Tribunal de las siguientes medidas:

a) Requerimiento conminatorio, por escrito, a los obligados a colaboración con concesión 
de nuevo plazo perentorio y comunicación simultánea del incumplimiento a los superiores 
que deberán dar explicación razonada del mismo.

b) Comunicación del incumplimiento al órgano superior al que pertenezca el requerido, si 
no fuera respetado el plazo perentorio concedido.

2. Con independencia de las medidas anteriores adoptadas por el Tribunal, la 
obstrucción tendrá el carácter de infracción, pudiendo ser sancionada en los términos que se 
establezcan en las normas complementarias aprobadas por el Parlamento Vasco con 
naturaleza de ley.

En todo caso cualquier conducta obstruccionista será puesta en conocimiento del 
Parlamento Vasco.

3. La falta de colaboración y el impedimento o entorpecimiento de las actividades de 
comprobación e inspección, se encuentran comprendidos, en todo caso, en la referida 
categoría de obstrucción.

[ . . . ]
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§ 78

Ley 3/2003, de 24 de marzo, de la Sindicatura de Cuentas. [Inclusión 
parcial]

Comunidad Autónoma del Principado de Asturias
«BOPA» núm. 78, de 3 de abril de 2003

«BOE» núm. 112, de 10 de mayo de 2003
Última modificación: 8 de abril de 2015

Referencia: BOE-A-2003-9510

TÍTULO I
Naturaleza, ámbito de actuación y funciones

[ . . . ]
Artículo 5.  Colaboración y coordinación.

1. Para el más eficaz cumplimiento de sus funciones de fiscalización, la Sindicatura de 
Cuentas queda expresamente facultada para:

a) Exigir de cuantos estén sujetos a su actuación fiscalizadora que rindan las cuentas y 
que proporcionen los antecedentes, datos, informes y documentos, cualquiera que sea su 
soporte, que considere necesarios para el debido conocimiento y comprobación del acto 
fiscalizable.

b) Inspeccionar y verificar toda la documentación, sea cual fuera su soporte, de las 
oficinas públicas, libros, metálico y valores, dependencias, depósitos, almacenes y, en 
general, cuantos documentos, establecimientos y bienes considere necesarios.

c) Comisionar a expertos al objeto de inspeccionar, revisar y comprobar la 
documentación, libros, metálico, valores, bienes y existencias de los sujetos integrantes del 
sector público autonómico cuya gestión pueda ser objeto de control por la Sindicatura de 
Cuentas, de conformidad con lo previsto en el artículo 2 de esta Ley.

2. La solicitud de colaboración se cursará por el Síndico Mayor a quien ostente la 
representación del ente público controlable, aunque, si se estimara oportuno, podrá 
plantearse también a la autoridad o funcionario correspondiente. En el caso de 
subvenciones, la Sindicatura se dirigirá directamente a la persona o empresa beneficiaria.

3. Para el mejor cumplimiento de sus funciones asesoras, la Sindicatura de Cuentas 
podrá exigir de cualquier órgano del sector público cuantos antecedentes, datos o informes 
considere necesarios por conducto del Síndico Mayor.

4. Cuando la Sindicatura de Cuentas solicite colaboración, los requeridos vendrán 
obligados a prestarla en el plazo que, de acuerdo con los Estatutos de Organización y 
Funcionamiento de la Sindicatura de Cuentas, fije el correspondiente requerimiento. Cuando 
la colaboración no se prestase en el plazo concedido al efecto, o se produjese cualquier 
clase de obstrucción que impidiese o dificultase el ejercicio de sus funciones, la Sindicatura 
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de Cuentas, sin perjuicio de las responsabilidades penales y de otro tipo a que hubiera lugar, 
podrá imponer multas coercitivas reiterables por lapsos de tiempo que sean suficientes para 
cumplir lo ordenado.

Las cuantías de las multas serán de un mínimo de 150 euros y de un máximo de 3.000 
euros, atendiendo a la importancia de la perturbación sufrida, a la intencionalidad, a los 
medios materiales y personales disponibles y al resto de criterios de graduación que a tal 
efecto puedan determinar los Estatutos de Organización y Funcionamiento de la Sindicatura 
de Cuentas. Dichas cuantías serán actualizadas para cada ejercicio en las correspondientes 
Leyes de Presupuestos Generales del Principado de Asturias.».

La Sindicatura de Cuentas deberá dirigir previo apercibimiento en el que indicará el plazo 
para cumplir y la cuantía de la multa que, en caso de incumplimiento, proceda.

El importe de las multas coercitivas tendrá a todos los efectos la naturaleza de ingreso 
de derecho público.

5. La Sindicatura de Cuentas coordinará su actividad con la del Tribunal de Cuentas a fin 
de garantizar la mayor eficacia y economía de la gestión y evitar la duplicidad en las 
actuaciones fiscalizadoras. Si en el ejercicio de su actividad fiscalizadora la Sindicatura de 
Cuentas advirtiera la existencia de indicios de responsabilidad contable, lo pondrá de 
inmediato en conocimiento del Tribunal de Cuentas a los efectos del posible enjuiciamiento.

[ . . . ]
TÍTULO V

Relaciones institucionales

[ . . . ]
Artículo 40.  Relaciones con el Tribunal de Cuentas.

Las relaciones de la Sindicatura de Cuentas del Principado de Asturias con el Tribunal de 
Cuentas se canalizarán a través del Síndico Mayor y se desarrollarán de acuerdo con lo 
previsto en la Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas.

[ . . . ]
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§ 79

Ley Foral 19/1984, de 20 de diciembre, de la Cámara de Comptos de 
Navarra. [Inclusión parcial]

Comunidad Foral de Navarra
«BON» núm. 158, de 26 de diciembre de 1984

«BOE» núm. 24, de 28 de enero de 1985
Última modificación: 4 de marzo de 1991

Referencia: BOE-A-1985-1960

[ . . . ]
TÍTULO PRIMERO

La Cámara de Comptos de Navarra: Ámbito de su competencia y funciones

[ . . . ]
CAPÍTULO III

De la función fiscalizadora

[ . . . ]
Artículo 10.  

1. En el ejercicio de las funciones de control y fiscalización, la Cámara de Comptos 
estará facultada para:

a) Exigir de cuantos Organismos y Entidades integren el sector público navarro los datos, 
informes, documentos o antecedentes necesarios para el desarrollo de sus funciones.

b) Inspeccionar y comprobar toda la documentación de las oficinas públicas, libros, 
metálico y valores, las dependencias, depósitos y almacenes, y en general cualesquiera 
otros establecimientos, en cuanto estimase necesario para el desarrollo de sus funciones.

2. La Cámara de Comptos podrá fijar plazos para la presentación de la información a que 
se refiere el párrafo anterior.

3. El incumplimiento de los plazos fijados por la Cámara o la negativa a remitir la 
información solicitada, podrá dar lugar a la adopción por aquélla de las siguientes medidas:

a) Requerimiento conminatorio por escrito de los obligados a colaboración.
b) Notificación a sus superiores.
c) Comunicación a la Diputación Foral o Gobierno de Navarra.
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4. La Cámara de Comptos pondrá en conocimiento del Parlamento de Navarra la falta de 
colaboración de los obligados a prestársela.

[ . . . ]
TÍTULO II

Organización y funcionamiento de la Cámara

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Funcionamiento de la Cámara

[ . . . ]
Artículo 23.  

En los casos en que la Cámara de Comptos ejerza las funciones jurisdiccionales para la 
exigencia de la responsabilidad contable, a tenor de lo establecido en el número 2 del 
artículo 3 de esta Ley Foral, la Cámara se constituirá en Tribunal con arreglo a las normas 
siguientes:

a) El Tribunal de la Cámara quedará integrado por el Presidente y dos Auditores o 
Letrados que estarán auxiliados por el Secretario general.

b) La designación de los Auditores o Letrados que deban constituirse en Tribunal 
corresponderá al Presidente y habrá de realizarse de entre los que no hayan intervenido en 
la fase de instrucción.

c) La Cámara de Comptos, constituida en Tribunal, aplicará supletoriamente, en cuanto 
no esté prescrito en el acuerdo de delegación adoptado por el Tribunal de Cuentas del 
Reino, la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa las de Enjuiciamiento 
Civil y Criminal, por este mismo orden de prelación.

[ . . . ]

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 79  Ley Foral de la Cámara de Comptos de Navarra [parcial]

– 780 –



§ 80

Ley 11/2009, de 30 de diciembre, de la Cámara de Cuentas de 
Aragón. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Aragón
«BOA» núm. 253, de 31 de diciembre de 2009

«BOE» núm. 36, de 10 de febrero de 2010
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2010-2162

[ . . . ]
TÍTULO II

Función fiscalizadora

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Procedimiento

[ . . . ]
Artículo 9.  Colaboración.

1. La Cámara de Cuentas, en el ejercicio de su función fiscalizadora, podrá requerir a 
todos los entes sometidos a su control cuantos documentos, antecedentes e informes estime 
convenientes.

2. En el caso del otorgamiento de ayudas, la Cámara de Cuentas podrá realizar en la 
contabilidad de los beneficiarios las comprobaciones que fueran necesarias.

3. Cuando la colaboración no se preste o se produzca cualquier clase de obstrucción que 
impida o dificulte el ejercicio de sus funciones, la Cámara de Cuentas pondrá tal 
circunstancia en conocimiento de las Cortes de Aragón, proponiendo, en su caso, a quien 
corresponda la exigencia de responsabilidades en que se hubiera incurrido.

[ . . . ]
Artículo 13.  lnformes definitivos.

1. El resultado de cada actuación fiscalizadora de la Cámara de Cuentas se expondrá 
por medio de un informe, que será elevado a las Cortes de Aragón, remitido al Tribunal de 
Cuentas del Estado y publicado en el Boletín Oficial de las Cortes de Aragón.

2. Cuando los informes se refieran a la gestión económico-financiera de las entidades 
locales, se dará traslado, además, a las propias entidades locales.
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3. La Cámara de Cuentas remitirá al Gobierno de Aragón los informes relativos a la 
gestión de cualesquiera de las entidades que integran el sector público autonómico y los 
correspondientes a las entidades locales aragonesas y su sector público, a los exclusivos 
efectos del ejercicio de la tutela financiera, en los términos previstos en el artículo 114.1 del 
Estatuto de Autonomía de Aragón.

4. Si, en el ejercicio de su función fiscalizadora, la Cámara de Cuentas advirtiera la 
existencia de indicios de responsabilidad contable o de responsabilidad penal, lo trasladará 
sin dilación al Tribunal de Cuentas del Estado y a la Fiscalía del Tribunal Superior de Justicia 
de Aragón, respectivamente, a los efectos de su posible enjuiciamiento.

[ . . . ]
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§ 81

Ley 2/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo de Cuentas de 
Castilla y León. [Inclusión parcial]

Comunidad de Castilla y León
«BOCL» núm. 76, de 22 de abril de 2002
«BOE» núm. 116, de 15 de mayo de 2002

Última modificación: 3 de julio de 2013
Referencia: BOE-A-2002-9332

TÍTULO I
Naturaleza y ámbito de actuación del Consejo de Cuentas

Artículo 1.  Naturaleza.
1. El Consejo de Cuentas de Castilla y León es la institución dependiente de las Cortes 

de Castilla y León que realiza las funciones de fiscalización externa de la gestión económica, 
financiera y contable del sector público de la Comunidad Autónoma y demás entes públicos 
de Castilla y León.

2. Las funciones y competencias del Consejo se entienden sin perjuicio de las 
legalmente atribuidas al Tribunal de Cuentas, correspondiéndole también el ejercicio de las 
que le sean delegadas por éste, en los términos previstos en su Ley Orgánica.

3. En el ejercicio de sus funciones, el Consejo de Cuentas actúa con plena 
independencia de los entes sujetos a su fiscalización, y con sometimiento a la presente Ley y 
al resto del ordenamiento jurídico.

[ . . . ]
TÍTULO II

La función fiscalizadora

[ . . . ]
Artículo 13.  Procedimientos de fiscalización y requerimientos de colaboración.

1. Los procedimientos de fiscalización se ajustarán a las prescripciones de esta ley y 
disposiciones de desarrollo, que en todo caso regularán el trámite de audiencia de los 
interesados en sus actuaciones. En lo no previsto en aquellas normas, serán de aplicación 
las disposiciones de la legislación reguladora del procedimiento administrativo común.

2. El Consejo de Cuentas puede exigir la colaboración de los órganos, entidades y 
personas físicas o jurídicas sujetos a su fiscalización, quienes deberán proporcionarle los 
datos, documentos, antecedentes o informes que solicite relacionados con el ejercicio de su 
función fiscalizadora, pudiendo utilizar para ello los oportunos soportes informáticos. El 
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reglamento que desarrolle la presente Ley establecerá las consecuencias de los 
incumplimientos de este deber de colaboración.

3. Toda persona natural o jurídica, pública o privada, estará obligada a proporcionar, 
previo requerimiento del órgano competente del Consejo de Cuentas, cualquier clase de 
datos necesarios con trascendencia para la actividad de fiscalización de los entes sometidos 
a control.

4. En caso de que, efectuado tal requerimiento, se siguieran incumpliendo las 
obligaciones señaladas en el apartado segundo, el Pleno del Consejo podrá imponer, previa 
tramitación del oportuno procedimiento y audiencia al interesado y de la entidad en cuyo 
nombre y representación actúe, en su caso, multas coercitivas. Las cuantías de las multas 
serán establecidas en las correspondientes leyes de acompañamiento de los Presupuestos 
de la Comunidad Autónoma y tendrán a todos los efectos la naturaleza de ingresos de 
derecho público.

5. Lo anterior se entiende sin perjuicio de las responsabilidades penales y de otro tipo a 
que hubiera lugar.

[ . . . ]
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§ 82

Ley 11/1999, de 29 de abril, de la Cámara de Cuentas de la 
Comunidad de Madrid. [Inclusión parcial]

Comunidad de Madrid
«BOCM» núm. 112, de 13 de mayo de 1999

«BOE» núm. 172, de 20 de julio de 1999
Última modificación: 16 de abril de 2019

Referencia: BOE-A-1999-15799

[ . . . ]
TÍTULO II

La función fiscalizadora

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Procedimientos de fiscalización

[ . . . ]
Artículo 11.  Deber de colaboración.

1. La Cámara de Cuentas, en el ejercicio de sus competencias, podrá requerir cuantos 
documentos, antecedentes o informes estime convenientes, en el plazo que se fije al efecto, 
a todas las entidades a que se refiere el artículo 2 de esta Ley, que tienen el deber de 
colaboración.

Idéntico deber de colaboración tendrán las personas físicas o jurídicas perceptoras de 
las subvenciones, créditos, ayudas, avales y exenciones a las que se refiere el artículo 5. d), 
que estarán obligadas igualmente a suministrar los documentos, antecedentes o informes a 
que se refiere el artículo anterior, en el plazo que se fije al efecto.

2. El requerimiento de colaboración se dirigirá por el presidente de la Cámara de 
Cuentas al Consejero de Hacienda o al titular del órgano que ostente la representación de 
las Corporaciones Locales y Universidades. No obstante, la Cámara de Cuentas podrá 
dirigirse también, si lo estima oportuno, a la autoridad o funcionario correspondiente.

En el caso de subvenciones la Cámara se dirigirá directamente a la persona o empresa 
beneficiaria.

3. Cuando la colaboración requerida no se haya prestado o se produzca cualquier clase 
de obstrucción que impida o dificulte el ejercicio de su función fiscalizadora, o se hayan 
incumplido los plazos fijados, la Cámara de Cuentas podrá adoptar las siguientes medidas:

a) Requerir conminatoriamente por escrito concediendo un nuevo plazo perentorio.
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b) En el caso de que, efectuado el requerimiento y transcurrido el nuevo plazo, se 
siguieran incumpliendo, de manera injustificada, las obligaciones señaladas en este artículo, 
la Cámara de Cuentas podrá imponer, en su caso, multas coercitivas en los términos 
establecidos en la presente Ley. Asimismo, la Cámara de Cuentas podrá proponer a quien 
corresponda en cada caso la exigencia de las posibles responsabilidades en que se hubiera 
podido incurrir.

c) Comunicar el incumplimiento, si no fuese respetado el plazo perentorio concedido, al 
Consejo de Gobierno, a los Consejeros o Autoridades de todo orden o, en su caso, a la 
Corporación Local o Universidad correspondiente. La Cámara de Cuentas comunicará en 
todo caso a la Asamblea de Madrid la falta de colaboración de los obligados a prestarla.

[ . . . ]
TÍTULO VI

Relaciones institucionales

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Relaciones con las entidades y organismos fiscalizados

[ . . . ]
Artículo 48.  Procedimiento e importe de las multas coercitivas.

1. En caso de incumplimiento de los requerimientos efectuados, de acuerdo a lo 
establecido en el apartado b) del artículo 11 de la presente ley, el Consejo, a propuesta del 
Consejero correspondiente, previa tramitación del oportuno procedimiento y audiencia al 
interesado y de la entidad en cuyo nombre y representación actúe, podrá imponer multas 
hasta la cuantía de 600 euros, por la primera vez o de 1.200 euros en caso de reincidencia, y 
hasta el momento del cumplimiento de la obligación.

2. Si el requerido al pago fuera personal al servicio de las entidades a las que se refiere 
el artículo 2 de la presente ley, y no lo hiciera efectivo, se ordenará al habilitado o pagador 
que, bajo su responsabilidad, haga efectivo el importe de la misma deduciendo de la primera 
mensualidad que le corresponda percibir o de las sucesivas, si excediese, en la cantidad que 
legalmente pueda ser descontada.

3. Se autoriza al Consejo de Gobierno para la actualización del baremo de multas 
coercitivas que se incluye en el apartado anterior, de conformidad con las variaciones 
estadísticas relevantes, dando cuenta seguidamente de la actualización que se opere a la 
Comisión de Presupuestos de la Asamblea de Madrid.

Artículo 49.  Transparencia.
1. La Legislación vigente en materia de transparencia será de aplicación a los actos y 

disposiciones de la Cámara de Cuentas en materia de personal, administración y gestión 
patrimonial sujetos al derecho público.

2. En relación con las funciones de fiscalización y asesoramiento, la Cámara de Cuentas 
deberá publicar en la correspondiente sede electrónica o página web los siguientes 
documentos:

a) La relación de organismos, entes y otras personas jurídicas sujetos a fiscalización en 
cada ejercicio, por su pertenencia al sector público madrileño establecido en el artículo 2 de 
la presente Ley.

b) Las actas comprensivas de los acuerdos adoptados por el Consejo.
c) Los planes y programas de fiscalización aprobados por el Consejo.
d) Los informes de fiscalización y asesoramiento aprobados por el Consejo.
e) Las multas coercitivas impuestas y que hayan adquirido firmeza.

[ . . . ]
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Disposición adicional séptima.  Términos genéricos.
Las menciones genéricas en masculino que aparecen en el articulado de la presente Ley 

se entenderán referidas también a su correspondiente femenino.

Disposición adicional octava.  Sistema informático.
La Cámara de Cuentas debe llevar a cabo las actuaciones necesarias para hacer 

pública, en su sede electrónica corporativa, la relación de las corporaciones locales que han 
incumplido, en los términos del artículo 11, la obligación de suministro de información 
requerida, así como las multas coercitivas impuestas. La información debe referirse, en 
cualquier caso, al año anterior y al año en curso.

[ . . . ]
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§ 83

Ley 6/1985, de 11 de mayo, de Sindicatura de Cuentas. [Inclusión 
parcial]

Comunidad Valenciana
«DOGV» núm. 253, de 20 de mayo de 1985
«BOE» núm. 202, de 23 de agosto de 1985

Última modificación: 14 de noviembre de 2017
Referencia: BOE-A-1985-18239

TÍTULO I
Competencias, ámbito de aplicación y funciones

CAPÍTULO I
Competencias y ámbito de aplicación

[ . . . ]
Artículo 4.  Relaciones de la sindicatura con terceros.

Uno. La Sindicatura de Comptes puede solicitar a cualquier persona física o jurídica que 
haya recibido fondos públicos del sector público recogidos en esta ley la información referida 
exclusivamente al destino de estos caudales públicos, a efectos de comprobar y emitir 
opinión sobre el cumplimiento de los criterios de concesión.

Dos. La Sindicatura de Comptes, para cumplir las tareas que tiene encomendadas y en 
el ámbito que le es propio, puede solicitar colaboración, asistencia e intercambio de 
información de la Agencia de Prevención y Lucha contra el Fraude y la Corrupción de la 
Comunitat Valenciana. Los términos de esta colaboración deben establecerse mediante 
planes y programas conjuntos, convenios y protocolos de colaboración funcional, en el 
marco de la normativa aplicable.

Tres. El órgano que recibe una petición de colaboración de la Sindicatura de Comptes 
está obligado a justificar su recepción y a atenderla en el plazo señalado, salvo que haya 
imposibilidad de hacerlo. En este último caso, debe razonarlo debidamente cuando justifica 
la recepción de la petición y debe indicar el plazo que necesita para poder atenderla.
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CAPÍTULO II
Funciones

Artículo 5.  Relaciones con el Tribunal de Cuentas del Estado.
Uno. Sin perjuicio de sus propias competencias, las actuaciones resultantes del ejercicio 

de las funciones fiscalizadoras de la Sindicatura de Comptes deberán ser remitidas por esta 
al Tribunal de Cuentas.

Dos. Cuando tales actuaciones estén referidas a las entidades locales o a cualquiera de 
las instituciones de ellas dependientes, referidas en el apartado uno, letra d, del artículo 2 de 
esta ley, la Sindicatura de Comptes le remitirá copia de lo actuado, correspondiendo a los 
órganos competentes de aquéllas la adopción de las medidas pertinentes, de acuerdo con el 
contenido de los informes o memorias remitidos.

Tres. Por delegación del Tribunal de Cuentas podrán ser instruidos, por la Sindicatura de 
Comptes, los procedimientos jurisdiccionales pertinentes para el enjuiciamiento de la 
responsabilidad contable en que pueden incurrir quienes tengan a su cargo la recaudación, 
la administración o el manejo o custodia de caudales o efectos públicos. En caso de 
delegación, actuará como delegado instructor un letrado de la Sindicatura de Comptes, que 
será designado por el Consejo.

[ . . . ]
Artículo 12.  Colaboración de la sindicatura con los órganos y entidades controladas.

Uno. En el ejercicio de su función fiscalizadora la Sindicatura de Comptes propondrá las 
medidas que considere deben de adoptarse para la mejor gestión económico-administrativa 
del sector público valenciano, así como aquellas más idóneas para lograr un más eficaz 
control del mismo.

Dos. La Sindicatura de Comptes comunicará, a los organismos controlados y al 
representante legal del órgano, entidad o empresa requerida, el resultado del mismo, 
estando estos obligados dentro de los plazos concedidos a responder, poniendo en 
conocimiento de la Sindicatura de Comptes las medidas adoptadas.

Tres. La Sindicatura de Comptes informará a Les Corts del grado de cumplimiento de 
sus obligaciones de control y de las recomendaciones efectuadas a los organismos y entes 
controlados, de acuerdo con el programa anual de actuación.

[ . . . ]
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§ 84

Ley 1/1988, de 17 de marzo, de la Cámara de Cuentas de Andalucía. 
[Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Andalucía
«BOJA» núm. 24, de 22 de marzo de 1988

«BOE» núm. 83, de 6 de abril de 1988
Última modificación: 31 de diciembre de 2020

Referencia: BOE-A-1988-8592

[ . . . ]
TÍTULO I

Procedimientos de las actuaciones

[ . . . ]
CAPÍTULO II
Ordenación

[ . . . ]
Artículo 10.  

Cuando la información o documentación solicitada no sea atendida o se hayan 
incumplido los plazos fijados, la Cámara de Cuentas, además de poner en conocimiento del 
Parlamento de Andalucía la falta de colaboración de los obligados a prestarla, podrá adoptar 
las siguientes medidas:

a) Requerir conminatoriamente, por escrito, con concesión de un nuevo plazo perentorio 
y comunicación simultánea a los superiores de los obligados a colaborar, proponiendo, si se 
considera oportuno, la exigencia de responsabilidades.

b) Proponer a quien corresponda en cada caso, la exigencia de las responsabilidades en 
que se hubiera incurrido.

c) Comunicar el incumplimiento, si no fuese respetado el plazo perentorio concedido, a 
los órganos de gobierno de la Comunidad Autónoma o, en su caso, a la Corporación Local 
correspondiente.

CAPÍTULO III
Instrucción

[ . . . ]
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Artículo 12.  
1. El resultado de la actividad fiscalizadora de la Cámara de Cuentas se expondrá por 

medio de informes anuales o especiales, que serán elevados al Parlamento de Andalucía, 
remitidos al Tribunal de Cuentas y publicados en el «Boletín Oficial de la Junta de 
Andalucía».

2. Cuando los informes se refieran a la gestión económica y financiera de las 
Corporaciones Locales, se dará traslado, además de al Parlamento de Andalucía y al 
Tribunal de Cuentas, a las propias Corporaciones, a fin de que sus respectivos Plenos los 
conozcan y, en su caso, adopten las medidas que procedan.

3. Si en el ejercicio de su función fiscalizadora la Cámara de Cuentas advirtiera la 
existencia de indicios de responsabilidad contable, lo trasladará sin dilación al Tribunal de 
Cuentas, a los efectos de su posible enjuiciamiento.

La instrucción de los procedimientos jurisdiccionales correspondientes podrá ser 
efectuada por la Cámara de Cuentas de acuerdo con lo prevenido en la legislación 
específica del Tribunal de Cuentas.

[ . . . ]
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§ 85

Ley 4/2004, de 2 de abril, de la Sindicatura de Cuentas de las Illes 
Balears. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de las Illes Balears
«BOIB» núm. 50, de 10 de abril de 2004
«BOE» núm. 108, de 4 de mayo de 2004
Última modificación: 18 de abril de 2024

Referencia: BOE-A-2004-8189

TÍTULO I
Naturaleza, ámbito de actuación y funciones

[ . . . ]
Artículo 5.  Colaboración.

1. La Sindicatura de Cuentas, para el más eficaz cumplimiento de sus funciones, está 
facultada para:

a) Exigir de cuantos están sujetos a su acción fiscalizadora que proporcionen los 
antecedentes, datos, informes y documentos, cualquiera que sea su soporte, que considere 
necesarios para el debido conocimiento y comprobación del acto fiscalizable. La Sindicatura 
podrá establecer, con carácter general, el formato en que ha de ser facilitada dicha 
información.

b) Inspeccionar y verificar, con personal propio o ajeno, toda la documentación de las 
oficinas públicas, libros, metálico y valores, dependencias, depósitos, almacenes y, en 
general, cuantos documentos, establecimientos y bienes considere necesarios.

2. Cuando la Sindicatura solicite colaboración, los requeridos vendrán obligados a 
prestarla. En el caso de que dicha colaboración no se preste o se produzca cualquier clase 
de obstrucción que impida o dificulte el ejercicio de sus funciones, siempre que se trate de 
actuación reiterada e intencional, la Sindicatura pondrá tal circunstancia en conocimiento del 
Parlamento de las Illes Balears, a los efectos oportunos, y, además, comunicará tal 
incumplimiento a los órganos de gobierno de la entidad de que se trate, para la exigencia de 
las responsabilidades que procedan.

3. La Sindicatura de Cuentas será informada de las auditorías que hayan llevado a cabo 
los sujetos integrantes del sector público de las Illes Balears ; de estos informes se remitirá 
una copia a aquélla.

Artículo 6.  Coordinación.
La Sindicatura de Cuentas coordinará su actividad con la del Tribunal de Cuentas a fin 

de garantizar la mayor eficacia y economía de la gestión y evitar la duplicidad en las 
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actuaciones fiscalizadoras. Si en el ejercicio de su actividad fiscalizadora la Sindicatura de 
Cuentas advirtiera la existencia de indicios de responsabilidad contable, lo pondrá en 
conocimiento del Tribunal de Cuentas, a los efectos de su enjuiciamiento.

[ . . . ]
TÍTULO V

Relaciones institucionales

[ . . . ]
Artículo 40.  Relaciones con el Tribunal de Cuentas.

La Sindicatura de Cuentas canalizará a través del síndico mayor las relaciones con el 
Tribunal de Cuentas de conformidad con lo previsto en la normativa reguladora del mismo.

[ . . . ]
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§ 86

Ley 7/2021, de 3 de diciembre, de la Cámara de Cuentas de Castilla-
La Mancha. [Inclusión parcial]

Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha
«DOCM» núm. 237, de 13 de diciembre de 2021

«BOE» núm. 41, de 17 de febrero de 2022
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2022-2542

[ . . . ]
TÍTULO II

Función fiscalizadora

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Procedimiento

[ . . . ]
Artículo 17.  Deber de colaboración.

Todas las entidades y personas incluidas en el ámbito subjetivo de actuación de la 
Cámara de Cuentas, definido en el artículo 2, deberán colaborar con esta última en el 
ejercicio de sus funciones, estando obligadas a suministrarle cuantos datos, estados, 
documentos, antecedentes o informes les sean solicitados al efecto. Dicho deber de 
colaboración queda sujeto a las facultades atribuidas a la Cámara de Cuentas en el artículo 
10.

Artículo 18.  Responsabilidad por la omisión en el deber de colaboración.
1. La falta de remisión de la información solicitada o el incumplimiento reiterado de los 

plazos establecidos al efecto por la Cámara de Cuentas, podrá dar lugar a la adopción, por 
esta última, de las siguientes medidas:

a) La comunicación de dicha circunstancia al Consejo de Gobierno o, en su caso, al 
órgano de gobierno de la entidad interesada, con requerimiento conminatorio, por escrito, a 
los obligados a suministrar la información o colaboración solicitada.

b) La concesión de un nuevo plazo perentorio, con indicación de la cuantía de la multa 
coercitiva que, en caso de incumplimiento, se estimase procedente, en función de la 
trascendencia de la documentación o información interesada en orden al ejercicio de la 
función fiscalizadora.
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De no ser atendido el requerimiento formulado o justificada la falta de remisión de la 
documentación o información solicitada en el plazo perentorio concedido al efecto, la 
Cámara de Cuentas podrá imponer multas coercitivas al personal o autoridades que resulten 
responsables de la falta de atención de dicha obligación en las entidades del sector público 
relacionadas en el artículo 2, así como a las personas físicas o jurídicas, sujetas al deber de 
colaboración, a las que les haya sido requerida la referida documentación o información.

Las cuantías de las multas coercitivas serán como mínimo de 300 euros y como máximo 
de 6.000 euros, se podrán reiterar en los lapsos de tiempo y por el procedimiento que se 
determine en el reglamento de organización y funcionamiento de la Cámara de Cuentas y 
para su determinación, además de la trascendencia de la información requerida en orden al 
ejercicio de la función fiscalizadora, deberán tenerse en cuenta la intencionalidad o 
reincidencia en la omisión del deber de colaboración, así como los medios disponibles para 
las personas responsables en orden a satisfacer el requerimiento. La cuantía de las multas 
coercitivas podrá ser actualizada a través de las leyes generales de presupuestos de la 
Comunidad Autónoma.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, la Cámara de Cuentas pondrá en 
conocimiento de las Cortes de Castilla-La Mancha cualquier clase de obstrucción o limitación 
que impida o dificulte el ejercicio de su función fiscalizadora.

[ . . . ]
TÍTULO V

Relaciones institucionales y obligaciones en materia de transparencia

CAPÍTULO I
Relaciones institucionales

[ . . . ]
Artículo 43.  Relaciones con el Tribunal de Cuentas.

1. La Cámara de Cuentas promoverá la coordinación de su actividad con la del Tribunal 
de Cuentas, a fin de garantizar la mayor eficacia y economía de la gestión y evitar la 
duplicidad en las actuaciones fiscalizadoras.

2. La Cámara de Cuentas impulsará los instrumentos necesarios para asegurar la 
cooperación con el Tribunal de Cuentas, a fin de colaborar conjuntamente en la realización 
de actuaciones de control y en la mejora de los procedimientos y técnicas de fiscalización.

3. Las relaciones de la Cámara de Cuentas con el Tribunal de Cuentas se canalizarán a 
través de la Presidencia de aquella.

[ . . . ]
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§ 87

Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. 
[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 281, de 24 de noviembre de 1995

Última modificación: 28 de abril de 2023
Referencia: BOE-A-1995-25444

[ . . . ]
LIBRO I

Disposiciones generales sobre los delitos, las personas responsables, las 
penas, medidas de seguridad y demás consecuencias de la infracción penal.

TÍTULO I
De la infracción penal

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

Disposiciones generales

Artículo 24.  
1. A los efectos penales se reputará autoridad al que por sí solo o como miembro de 

alguna corporación, tribunal u órgano colegiado tenga mando o ejerza jurisdicción propia. En 
todo caso, tendrán la consideración de autoridad los miembros del Congreso de los 
Diputados, del Senado, de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas y del 
Parlamento Europeo. Tendrán también la consideración de autoridad los funcionarios del 
Ministerio Fiscal y los Fiscales de la Fiscalía Europea.

2. Se considerará funcionario público todo el que por disposición inmediata de la Ley o 
por elección o por nombramiento de autoridad competente participe en el ejercicio de 
funciones públicas.

[ . . . ]
TÍTULO III

De las penas

[ . . . ]
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CAPÍTULO III
De las formas sustitutivas de la ejecución de las penas privativas de libertad y 

de la libertad condicional.

[ . . . ]
Sección 3.ª De la libertad condicional

Artículo 90.  
1. El juez de vigilancia penitenciaria acordará la suspensión de la ejecución del resto de 

la pena de prisión y concederá la libertad condicional al penado que cumpla los siguientes 
requisitos:

a) Que se encuentre clasificado en tercer grado.
b) Que haya extinguido las tres cuartas partes de la pena impuesta.
c) Que haya observado buena conducta.
Para resolver sobre la suspensión de la ejecución del resto de la pena y concesión de la 

libertad condicional, el juez de vigilancia penitenciaria valorará la personalidad del penado, 
sus antecedentes, las circunstancias del delito cometido, la relevancia de los bienes jurídicos 
que podrían verse afectados por una reiteración en el delito, su conducta durante el 
cumplimiento de la pena, sus circunstancias familiares y sociales y los efectos que quepa 
esperar de la propia suspensión de la ejecución y del cumplimiento de las medidas que 
fueren impuestas.

No se concederá la suspensión si el penado no hubiese satisfecho la responsabilidad 
civil derivada del delito en los supuestos y conforme a los criterios establecidos por los 
apartados 5 y 6 del artículo 72 de la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General 
Penitenciaria.

2. También podrá acordar la suspensión de la ejecución del resto de la pena y conceder 
la libertad condicional a los penados que cumplan los siguientes requisitos:

a) Que hayan extinguido dos terceras parte de su condena.
b) Que durante el cumplimiento de su pena hayan desarrollado actividades laborales, 

culturales u ocupacionales, bien de forma continuada, bien con un aprovechamiento del que 
se haya derivado una modificación relevante y favorable de aquéllas de sus circunstancias 
personales relacionadas con su actividad delictiva previa.

c) Que acredite el cumplimiento de los requisitos a que se refiere el apartado anterior, 
salvo el de haber extinguido tres cuartas partes de su condena.

A propuesta de Instituciones Penitenciarias y previo informe del Ministerio Fiscal y de las 
demás partes, cumplidas las circunstancias de las letras a) y c) del apartado anterior, el juez 
de vigilancia penitenciaria podrá adelantar, una vez extinguida la mitad de la condena, la 
concesión de la libertad condicional en relación con el plazo previsto en el apartado anterior, 
hasta un máximo de noventa días por cada año transcurrido de cumplimiento efectivo de 
condena. Esta medida requerirá que el penado haya desarrollado continuadamente las 
actividades indicadas en la letra b) de este apartado y que acredite, además, la participación 
efectiva y favorable en programas de reparación a las víctimas o programas de tratamiento o 
desintoxicación, en su caso.

3. Excepcionalmente, el juez de vigilancia penitenciaria podrá acordar la suspensión de 
la ejecución del resto de la pena y conceder la libertad condicional a los penados en que 
concurran los siguientes requisitos:

a) Que se encuentren cumpliendo su primera condena de prisión y que ésta no supere 
los tres años de duración.

b) Que hayan extinguido la mitad de su condena.
c) Que acredite el cumplimiento de los requisitos a que se refiere al apartado 1, salvo el 

de haber extinguido tres cuartas partes de su condena, así como el regulado en la letra b) 
del apartado anterior.
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Este régimen no será aplicable a los penados que lo hayan sido por la comisión de un 
delito contra la libertad e indemnidad sexuales.

4. El juez de vigilancia penitenciaria podrá denegar la suspensión de la ejecución del 
resto de la pena cuando el penado hubiera dado información inexacta o insuficiente sobre el 
paradero de bienes u objetos cuyo decomiso hubiera sido acordado; no dé cumplimiento 
conforme a su capacidad al compromiso de pago de las responsabilidades civiles a que 
hubiera sido condenado; o facilite información inexacta o insuficiente sobre su patrimonio, 
incumpliendo la obligación impuesta en el artículo 589 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

También podrá denegar la suspensión de la ejecución del resto de la pena impuesta para 
alguno de los delitos previstos en el Título XIX del Libro II de este Código, cuando el penado 
hubiere eludido el cumplimiento de las responsabilidades pecuniarias o la reparación del 
daño económico causado a la Administración a que hubiere sido condenado.

5. En los casos de suspensión de la ejecución del resto de la pena y concesión de la 
libertad condicional, resultarán aplicables las normas contenidas en los artículos 83, 86 y 87.

El juez de vigilancia penitenciaria, a la vista de la posible modificación de las 
circunstancias valoradas, podrá modificar la decisión que anteriormente hubiera adoptado 
conforme al artículo 83, y acordar la imposición de nuevas prohibiciones, deberes o 
prestaciones, la modificación de las que ya hubieran sido acordadas o el alzamiento de las 
mismas.

Asimismo, el juez de vigilancia penitenciaria revocará la suspensión de la ejecución del 
resto de la pena y la libertad condicional concedida cuando se ponga de manifiesto un 
cambio de las circunstancias que hubieran dado lugar a la suspensión que no permita 
mantener ya el pronóstico de falta de peligrosidad en que se fundaba la decisión adoptada.

El plazo de suspensión de la ejecución del resto de la pena será de dos a cinco años. En 
todo caso, el plazo de suspensión de la ejecución y de libertad condicional no podrá ser 
inferior a la duración de la parte de pena pendiente de cumplimiento. El plazo de suspensión 
y libertad condicional se computará desde la fecha de puesta en libertad del penado.

6. La revocación de la suspensión de la ejecución del resto de la pena y libertad 
condicional dará lugar a la ejecución de la parte de la pena pendiente de cumplimiento. El 
tiempo transcurrido en libertad condicional no será computado como tiempo de cumplimiento 
de la condena.

7. El juez de vigilancia penitenciaria resolverá de oficio sobre la suspensión de la 
ejecución del resto de la pena y concesión de la libertad condicional a petición del penado. 
En el caso de que la petición no fuera estimada, el juez o tribunal podrá fijar un plazo de seis 
meses, que motivadamente podrá ser prolongado a un año, hasta que la pretensión pueda 
ser nuevamente planteada.

8. En el caso de personas condenadas por delitos cometidos en el seno de 
organizaciones criminales o por alguno de los delitos regulados en el Capítulo VII del Título 
XXII del Libro II de este Código, la suspensión de la ejecución del resto de la pena impuesta 
y concesión de la libertad condicional requiere que el penado muestre signos inequívocos de 
haber abandonado los fines y los medios de la actividad terrorista y haya colaborado 
activamente con las autoridades, bien para impedir la producción de otros delitos por parte 
de la organización o grupo terrorista, bien para atenuar los efectos de su delito, bien para la 
identificación, captura y procesamiento de responsables de delitos terroristas, para obtener 
pruebas o para impedir la actuación o el desarrollo de las organizaciones o asociaciones a 
las que haya pertenecido o con las que haya colaborado, lo que podrá acreditarse mediante 
una declaración expresa de repudio de sus actividades delictivas y de abandono de la 
violencia y una petición expresa de perdón a las víctimas de su delito, así como por los 
informes técnicos que acrediten que el preso está realmente desvinculado de la organización 
terrorista y del entorno y actividades de asociaciones y colectivos ilegales que la rodean y su 
colaboración con las autoridades.

Los apartados 2 y 3 no serán aplicables a las personas condenadas por la comisión de 
alguno de los delitos regulados en el Capítulo VII del Título XXII del Libro II de este Código o 
por delitos cometidos en el seno de organizaciones criminales.

[ . . . ]
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TÍTULO VI
De las consecuencias accesorias

Artículo 127.  
1. Toda pena que se imponga por un delito doloso llevará consigo la pérdida de los 

efectos que de él provengan y de los bienes, medios o instrumentos con que se haya 
preparado o ejecutado, así como de las ganancias provenientes del delito, cualesquiera que 
sean las transformaciones que hubieren podido experimentar.

2. En los casos en que la ley prevea la imposición de una pena privativa de libertad 
superior a un año por la comisión de un delito imprudente, el juez o tribunal podrá acordar la 
pérdida de los efectos que provengan del mismo y de los bienes, medios o instrumentos con 
que se haya preparado o ejecutado, así como de las ganancias provenientes del delito, 
cualesquiera que sean las transformaciones que hubieran podido experimentar.

3. Si por cualquier circunstancia no fuera posible el decomiso de los bienes señalados en 
los apartados anteriores de este artículo, se acordará el decomiso de otros bienes por una 
cantidad que corresponda al valor económico de los mismos, y al de las ganancias que se 
hubieran obtenido de ellos. De igual modo se procederá cuando se acuerde el decomiso de 
bienes, efectos o ganancias determinados, pero su valor sea inferior al que tenían en el 
momento de su adquisición.

Artículo 127 bis.  
1. El juez o tribunal ordenará también el decomiso de los bienes, efectos y ganancias 

pertenecientes a una persona condenada por alguno de los siguientes delitos cuando 
resuelva, a partir de indicios objetivos fundados, que los bienes o efectos provienen de una 
actividad delictiva, y no se acredite su origen lícito:

a) Delitos de trata de seres humanos.
a bis) Delitos de tráfico de órganos.
b) Delitos relativos a la prostitución y a la explotación sexual y corrupción de menores y 

delitos de abusos y agresiones sexuales a menores de dieciséis años.
c) Delitos informáticos de los apartados 2 y 3 del artículo 197 y artículo 264.
d) Delitos contra el patrimonio y contra el orden socioeconómico en los supuestos de 

continuidad delictiva y reincidencia.
e) Delitos relativos a las insolvencias punibles.
f) Delitos contra la propiedad intelectual o industrial.
g) Delitos de corrupción en los negocios.
h) Delitos de receptación del apartado 2 del artículo 298.
i) Delitos de blanqueo de capitales.
j) Delitos contra la Hacienda pública y la Seguridad Social.
k) Delitos contra los derechos de los trabajadores de los artículos 311 a 313.
l) Delitos contra los derechos de los ciudadanos extranjeros.
m) Delitos contra la salud pública de los artículos 368 a 373.
n) Delitos de falsificación de moneda.
o) Delitos de cohecho.
p) Delitos de malversación.
q) Delitos de terrorismo.
r) Delitos cometidos en el seno de una organización o grupo criminal.
2. A los efectos de lo previsto en el apartado 1 de este artículo, se valorarán, 

especialmente, entre otros, los siguientes indicios:
1.º La desproporción entre el valor de los bienes y efectos de que se trate y los ingresos 

de origen lícito de la persona condenada.
2.º La ocultación de la titularidad o de cualquier poder de disposición sobre los bienes o 

efectos mediante la utilización de personas físicas o jurídicas o entes sin personalidad 
jurídica interpuestos, o paraísos fiscales o territorios de nula tributación que oculten o 
dificulten la determinación de la verdadera titularidad de los bienes.
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3.º La transferencia de los bienes o efectos mediante operaciones que dificulten o 
impidan su localización o destino y que carezcan de una justificación legal o económica 
válida.

3. En estos supuestos será también aplicable lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 
anterior.

4. Si posteriormente el condenado lo fuera por hechos delictivos similares cometidos con 
anterioridad, el juez o tribunal valorará el alcance del decomiso anterior acordado al resolver 
sobre el decomiso en el nuevo procedimiento.

5. El decomiso a que se refiere este artículo no será acordado cuando las actividades 
delictivas de las que provengan los bienes o efectos hubieran prescrito o hubieran sido ya 
objeto de un proceso penal resuelto por sentencia absolutoria o resolución de 
sobreseimiento con efectos de cosa juzgada.

Artículo 127 ter.  
1. El juez o tribunal podrá acordar el decomiso previsto en los artículos anteriores 

aunque no medie sentencia de condena, cuando la situación patrimonial ilícita quede 
acreditada en un proceso contradictorio y se trate de alguno de los siguientes supuestos:

a) Que el sujeto haya fallecido o sufra una enfermedad crónica que impida su 
enjuiciamiento y exista el riesgo de que puedan prescribir los hechos,

b) se encuentre en rebeldía y ello impida que los hechos puedan ser enjuiciados dentro 
de un plazo razonable, o

c) no se le imponga pena por estar exento de responsabilidad criminal o por haberse 
ésta extinguido.

2. El decomiso al que se refiere este artículo solamente podrá dirigirse contra quien haya 
sido formalmente acusado o contra el imputado con relación al que existan indicios 
racionales de criminalidad cuando las situaciones a que se refiere el apartado anterior 
hubieran impedido la continuación del procedimiento penal.

Artículo 127 quater.  
1. Los jueces y tribunales podrán acordar también el decomiso de los bienes, efectos y 

ganancias a que se refieren los artículos anteriores que hayan sido transferidos a terceras 
personas, o de un valor equivalente a los mismos, en los siguientes casos:

a) En el caso de los efectos y ganancias, cuando los hubieran adquirido con 
conocimiento de que proceden de una actividad ilícita o cuando una persona diligente habría 
tenido motivos para sospechar, en las circunstancias del caso, de su origen ilícito.

b) En el caso de otros bienes, cuando los hubieran adquirido con conocimiento de que 
de este modo se dificultaba su decomiso o cuando una persona diligente habría tenido 
motivos para sospechar, en las circunstancias del caso, que de ese modo se dificultaba su 
decomiso.

2. Se presumirá, salvo prueba en contrario, que el tercero ha conocido o ha tenido 
motivos para sospechar que se trataba de bienes procedentes de una actividad ilícita o que 
eran transferidos para evitar su decomiso, cuando los bienes o efectos le hubieran sido 
transferidos a título gratuito o por un precio inferior al real de mercado.

Artículo 127 quinquies.  
1. Los jueces y tribunales podrán acordar también el decomiso de bienes, efectos y 

ganancias provenientes de la actividad delictiva previa del condenado, cuando se cumplan, 
cumulativamente, los siguientes requisitos:

a) Que el sujeto sea o haya sido condenado por alguno de los delitos a que se refiere el 
artículo 127 bis.1 del Código Penal.

b) Que el delito se haya cometido en el contexto de una actividad delictiva previa 
continuada.
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c) Que existan indicios fundados de que una parte relevante del patrimonio del penado 
procede de una actividad delictiva previa.

Son indicios relevantes:
1.º La desproporción entre el valor de los bienes y efectos de que se trate y los ingresos 

de origen lícito de la persona condenada.
2.º La ocultación de la titularidad o de cualquier poder de disposición sobre los bienes o 

efectos mediante la utilización de personas físicas o jurídicas o entes sin personalidad 
jurídica interpuestos, o paraísos fiscales o territorios de nula tributación que oculten o 
dificulten la determinación de la verdadera titularidad de los bienes.

3.º La transferencia de los bienes o efectos mediante operaciones que dificulten o 
impidan su localización o destino y que carezcan de una justificación legal o económica 
válida.

Lo dispuesto en el párrafo anterior solamente será de aplicación cuando consten indicios 
fundados de que el sujeto ha obtenido, a partir de su actividad delictiva, un beneficio superior 
a 6.000 euros.

2. A los efectos del apartado anterior, se entenderá que el delito se ha cometido en el 
contexto de una actividad delictiva continuada siempre que:

a) El sujeto sea condenado o haya sido condenado en el mismo procedimiento por tres o 
más delitos de los que se haya derivado la obtención de un beneficio económico directo o 
indirecto, o por un delito continuado que incluya, al menos, tres infracciones penales de las 
que haya derivado un beneficio económico directo o indirecto.

b) O en el período de seis años anterior al momento en que se inició el procedimiento en 
el que ha sido condenado por alguno de los delitos a que se refiere el artículo 127 bis del 
Código Penal, hubiera sido condenado por dos o más delitos de los que hubiera derivado la 
obtención de un beneficio económico, o por un delito continuado que incluya, al menos, dos 
infracciones penales de las que ha derivado la obtención de un beneficio económico.

Artículo 127 sexies.  
A los efectos de lo previsto en el artículo anterior serán de aplicación las siguientes 

presunciones:
1.º Se presumirá que todos los bienes adquiridos por el condenado dentro del período de 

tiempo que se inicia seis años antes de la fecha de apertura del procedimiento penal, 
proceden de su actividad delictiva.

A estos efectos, se entiende que los bienes han sido adquiridos en la fecha más 
temprana en la que conste que el sujeto ha dispuesto de ellos.

2.º Se presumirá que todos los gastos realizados por el penado durante el período de 
tiempo a que se refiere el párrafo primero del número anterior, se pagaron con fondos 
procedentes de su actividad delictiva.

3.º Se presumirá que todos los bienes a que se refiere el número 1 fueron adquiridos 
libres de cargas.

El juez o tribunal podrá acordar que las anteriores presunciones no sean aplicadas con 
relación a determinados bienes, efectos o ganancias, cuando, en las circunstancias 
concretas del caso, se revelen incorrectas o desproporcionadas.

Artículo 127 septies.  
Si la ejecución del decomiso no hubiera podido llevarse a cabo, en todo o en parte, a 

causa de la naturaleza o situación de los bienes, efectos o ganancias de que se trate, o por 
cualquier otra circunstancia, el juez o tribunal podrá, mediante auto, acordar el decomiso de 
otros bienes, incluso de origen lícito, que pertenezcan a los criminalmente responsables del 
hecho por un valor equivalente al de la parte no ejecutada del decomiso inicialmente 
acordado.

De igual modo se procederá, cuando se acuerde el decomiso de bienes, efectos o 
ganancias determinados, pero su valor sea inferior al que tenían en el momento de su 
adquisición.
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Artículo 127 octies.  
1. A fin de garantizar la efectividad del decomiso, los bienes, medios, instrumentos y 

ganancias podrán ser aprehendidos o embargados y puestos en depósito por la autoridad 
judicial desde el momento de las primeras diligencias.

2. Corresponderá al juez o tribunal resolver, conforme a lo dispuesto en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, sobre la realización anticipada o utilización provisional de los bienes 
y efectos intervenidos.

3. Los bienes, instrumentos y ganancias decomisados por resolución firme, salvo que 
deban ser destinados al pago de indemnizaciones a las víctimas, serán adjudicados al 
Estado, que les dará el destino que se disponga legal o reglamentariamente.

Artículo 128.  
Cuando los referidos efectos e instrumentos sean de lícito comercio y su valor no guarde 

proporción con la naturaleza o gravedad de la infracción penal, o se hayan satisfecho 
completamente las responsabilidades civiles, podrá el Juez o Tribunal no decretar el 
decomiso, o decretarlo parcialmente.

Artículo 129.  
1. En caso de delitos cometidos en el seno, con la colaboración, a través o por medio de 

empresas, organizaciones, grupos o cualquier otra clase de entidades o agrupaciones de 
personas que, por carecer de personalidad jurídica, no estén comprendidas en el artículo 31 
bis, el juez o tribunal podrá imponer motivadamente a dichas empresas, organizaciones, 
grupos, entidades o agrupaciones una o varias consecuencias accesorias a la pena que 
corresponda al autor del delito, con el contenido previsto en las letras c) a g) del apartado 7 
del artículo 33. Podrá también acordar la prohibición definitiva de llevar a cabo cualquier 
actividad, aunque sea lícita.

2. Las consecuencias accesorias a las que se refiere en el apartado anterior sólo podrán 
aplicarse a las empresas, organizaciones, grupos o entidades o agrupaciones en él 
mencionados cuando este Código lo prevea expresamente, o cuando se trate de alguno de 
los delitos por los que el mismo permite exigir responsabilidad penal a las personas jurídicas.

3. La clausura temporal de los locales o establecimientos, la suspensión de las 
actividades sociales y la intervención judicial podrán ser acordadas también por el Juez 
Instructor como medida cautelar durante la instrucción de la causa a los efectos establecidos 
en este artículo y con los límites señalados en el artículo 33.7.

Artículo 129 bis.  
Si se trata de condenados por la comisión de un delito grave contra la vida, la integridad 

de las personas, la libertad, la libertad o indemnidad sexual, de terrorismo, o cualquier otro 
delito grave que conlleve un riesgo grave para la vida, la salud o la integridad física de las 
personas, cuando de las circunstancias del hecho, antecedentes, valoración de su 
personalidad, o de otra información disponible pueda valorarse que existe un peligro 
relevante de reiteración delictiva, el juez o tribunal podrá acordar la toma de muestras 
biológicas de su persona y la realización de análisis para la obtención de identificadores de 
ADN e inscripción de los mismos en la base de datos policial. Únicamente podrán llevarse a 
cabo los análisis necesarios para obtener los identificadores que proporcionen, 
exclusivamente, información genética reveladora de la identidad de la persona y de su sexo.

Si el afectado se opusiera a la recogida de las muestras, podrá imponerse su ejecución 
forzosa mediante el recurso a las medidas coactivas mínimas indispensables para su 
ejecución, que deberán ser en todo caso proporcionadas a las circunstancias del caso y 
respetuosas con su dignidad.
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TÍTULO VII
De la extinción de la responsabilidad criminal y sus efectos

CAPÍTULO I
De las causas que extinguen la responsabilidad criminal

[ . . . ]
Artículo 131.  

1. Los delitos prescriben:
A los veinte años, cuando la pena máxima señalada al delito sea prisión de quince o más 

años.
A los quince, cuando la pena máxima señalada por la ley sea inhabilitación por más de 

diez años, o prisión por más de diez y menos de quince años.
A los diez, cuando la pena máxima señalada por la ley sea prisión o inhabilitación por 

más de cinco años y que no exceda de diez.
A los cinco, los demás delitos, excepto los delitos leves y los delitos de injurias y 

calumnias, que prescriben al año.
2. Cuando la pena señalada por la ley fuere compuesta, se estará, para la aplicación de 

las reglas comprendidas en este artículo, a la que exija mayor tiempo para la prescripción.
3. Los delitos de lesa humanidad y de genocidio y los delitos contra las personas y 

bienes protegidos en caso de conflicto armado, salvo los castigados en el artículo 614, no 
prescribirán en ningún caso.

Tampoco prescribirán los delitos de terrorismo, si hubieren causado la muerte de una 
persona.

4. En los supuestos de concurso de infracciones o de infracciones conexas, el plazo de 
prescripción será el que corresponda al delito más grave.

[ . . . ]
Artículo 142 bis.  

En los casos previstos en el número 1 del artículo anterior, el Juez o Tribunal podrá 
imponer motivadamente la pena superior en un grado, en la extensión que estime 
conveniente, si el hecho revistiere notoria gravedad, en atención a la singular entidad y 
relevancia del riesgo creado y del deber normativo de cuidado infringido, y hubiere 
provocado la muerte de dos o más personas o la muerte de una y lesiones constitutivas de 
delito del artículo 152.1.2.º o 3.º en las demás, y en dos grados si el número de fallecidos 
fuere muy elevado.

[ . . . ]
Artículo 152 bis.  

En los casos previstos en el número 1 del artículo anterior, el Juez o Tribunal podrá 
imponer motivadamente la pena superior en un grado, en la extensión que estime 
conveniente, si el hecho revistiere notoria gravedad, en atención a la singular entidad y 
relevancia del riesgo creado y del deber normativo de cuidado infringido, y hubiere 
provocado lesiones constitutivas de delito del artículo 152.1.2.º o 3.º a una pluralidad de 
personas, y en dos grados si el número de lesionados fuere muy elevado.

[ . . . ]
Artículo 172 quater.  

1. El que para obstaculizar el ejercicio del derecho a la interrupción voluntaria del 
embarazo acosare a una mujer mediante actos molestos, ofensivos, intimidatorios o 
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coactivos que menoscaben su libertad, será castigado con la pena de prisión de tres meses 
a un año o de trabajos en beneficio de la comunidad de treinta y uno a ochenta días.

2. Las mismas penas se impondrán a quien, en la forma descrita en el apartado anterior, 
acosare a los trabajadores del ámbito sanitario en su ejercicio profesional o función pública y 
al personal facultativo o directivo de los centros habilitados para interrumpir el embarazo con 
el objetivo de obstaculizar el ejercicio de su profesión o cargo.

3. Atendidas la gravedad, las circunstancias personales del autor y las concurrentes en 
la realización del hecho, el tribunal podrá imponer, además, la prohibición de acudir a 
determinados lugares por tiempo de seis meses a tres años.

4. Las penas previstas en este artículo se impondrán sin perjuicio de las que pudieran 
corresponder a los delitos en que se hubieran concretado los actos de acoso.

5. En la persecución de los hechos descritos en este artículo no será necesaria la 
denuncia de la persona agraviada ni de su representación legal.

[ . . . ]
TÍTULO X

Delitos contra la intimidad, el derecho a la propia imagen y la inviolabilidad del 
domicilio

CAPÍTULO I
Del descubrimiento y revelación de secretos

Artículo 197.  
1. El que, para descubrir los secretos o vulnerar la intimidad de otro, sin su 

consentimiento, se apodere de sus papeles, cartas, mensajes de correo electrónico o 
cualesquiera otros documentos o efectos personales, intercepte sus telecomunicaciones o 
utilice artificios técnicos de escucha, transmisión, grabación o reproducción del sonido o de 
la imagen, o de cualquier otra señal de comunicación, será castigado con las penas de 
prisión de uno a cuatro años y multa de doce a veinticuatro meses.

2. Las mismas penas se impondrán al que, sin estar autorizado, se apodere, utilice o 
modifique, en perjuicio de tercero, datos reservados de carácter personal o familiar de otro 
que se hallen registrados en ficheros o soportes informáticos, electrónicos o telemáticos, o 
en cualquier otro tipo de archivo o registro público o privado. Iguales penas se impondrán a 
quien, sin estar autorizado, acceda por cualquier medio a los mismos y a quien los altere o 
utilice en perjuicio del titular de los datos o de un tercero.

3. Se impondrá la pena de prisión de dos a cinco años si se difunden, revelan o ceden a 
terceros los datos o hechos descubiertos o las imágenes captadas a que se refieren los 
números anteriores.

Será castigado con las penas de prisión de uno a tres años y multa de doce a 
veinticuatro meses, el que, con conocimiento de su origen ilícito y sin haber tomado parte en 
su descubrimiento, realizare la conducta descrita en el párrafo anterior.

4. Los hechos descritos en los apartados 1 y 2 de este artículo serán castigados con una 
pena de prisión de tres a cinco años cuando:

a) Se cometan por las personas encargadas o responsables de los ficheros, soportes 
informáticos, electrónicos o telemáticos, archivos o registros; o

b) se lleven a cabo mediante la utilización no autorizada de datos personales de la 
víctima.

Si los datos reservados se hubieran difundido, cedido o revelado a terceros, se 
impondrán las penas en su mitad superior.

5. Igualmente, cuando los hechos descritos en los apartados anteriores afecten a datos 
de carácter personal que revelen la ideología, religión, creencias, salud, origen racial o vida 
sexual, o la víctima fuere un menor de edad o una persona con discapacidad necesitada de 
especial protección, se impondrán las penas previstas en su mitad superior.
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6. Si los hechos se realizan con fines lucrativos, se impondrán las penas 
respectivamente previstas en los apartados 1 al 4 de este artículo en su mitad superior. Si 
además afectan a datos de los mencionados en el apartado anterior, la pena a imponer será 
la de prisión de cuatro a siete años.

7. Será castigado con una pena de prisión de tres meses a un año o multa de seis a 
doce meses el que, sin autorización de la persona afectada, difunda, revele o ceda a 
terceros imágenes o grabaciones audiovisuales de aquélla que hubiera obtenido con su 
anuencia en un domicilio o en cualquier otro lugar fuera del alcance de la mirada de terceros, 
cuando la divulgación menoscabe gravemente la intimidad personal de esa persona.

Se impondrá la pena de multa de uno a tres meses a quien habiendo recibido las 
imágenes o grabaciones audiovisuales a las que se refiere el párrafo anterior las difunda, 
revele o ceda a terceros sin el consentimiento de la persona afectada.

En los supuestos de los párrafos anteriores, la pena se impondrá en su mitad superior 
cuando los hechos hubieran sido cometidos por el cónyuge o por persona que esté o haya 
estado unida a él por análoga relación de afectividad, aun sin convivencia, la víctima fuera 
menor de edad o una persona con discapacidad necesitada de especial protección, o los 
hechos se hubieran cometido con una finalidad lucrativa.

Artículo 197 bis.  
1. El que por cualquier medio o procedimiento, vulnerando las medidas de seguridad 

establecidas para impedirlo, y sin estar debidamente autorizado, acceda o facilite a otro el 
acceso al conjunto o una parte de un sistema de información o se mantenga en él en contra 
de la voluntad de quien tenga el legítimo derecho a excluirlo, será castigado con pena de 
prisión de seis meses a dos años.

2. El que mediante la utilización de artificios o instrumentos técnicos, y sin estar 
debidamente autorizado, intercepte transmisiones no públicas de datos informáticos que se 
produzcan desde, hacia o dentro de un sistema de información, incluidas las emisiones 
electromagnéticas de los mismos, será castigado con una pena de prisión de tres meses a 
dos años o multa de tres a doce meses.

Artículo 197 ter.  
Será castigado con una pena de prisión de seis meses a dos años o multa de tres a 

dieciocho meses el que, sin estar debidamente autorizado, produzca, adquiera para su uso, 
importe o, de cualquier modo, facilite a terceros, con la intención de facilitar la comisión de 
alguno de los delitos a que se refieren los apartados 1 y 2 del artículo 197 o el artículo 197 
bis:

a) un programa informático, concebido o adaptado principalmente para cometer dichos 
delitos; o

b) una contraseña de ordenador, un código de acceso o datos similares que permitan 
acceder a la totalidad o a una parte de un sistema de información.

Artículo 197 quater.  
Si los hechos descritos en este Capítulo se hubieran cometido en el seno de una 

organización o grupo criminal, se aplicarán respectivamente las penas superiores en grado.

Artículo 197 quinquies.  
Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea 

responsable de los delitos comprendidos en los artículos 197, 197 bis y 197 ter, se le 
impondrá la pena de multa de seis meses a dos años. Atendidas las reglas establecidas en 
el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las penas recogidas en 
las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.

Artículo 198.  
La autoridad o funcionario público que, fuera de los casos permitidos por la Ley, sin 

mediar causa legal por delito, y prevaliéndose de su cargo, realizare cualquiera de las 
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conductas descritas en el artículo anterior, será castigado con las penas respectivamente 
previstas en el mismo, en su mitad superior y, además, con la de inhabilitación absoluta por 
tiempo de seis a doce años.

Artículo 199.  
1. El que revelare secretos ajenos, de los que tenga conocimiento por razón de su oficio 

o sus relaciones laborales, será castigado con la pena de prisión de uno a tres años y multa 
de seis a doce meses.

2. El profesional que, con incumplimiento de su obligación de sigilo o reserva, divulgue 
los secretos de otra persona, será castigado con la pena de prisión de uno a cuatro años, 
multa de doce a veinticuatro meses e inhabilitación especial para dicha profesión por tiempo 
de dos a seis años.

Artículo 200.  
Lo dispuesto en este capítulo será aplicable al que descubriere, revelare o cediere datos 

reservados de personas jurídicas, sin el consentimiento de sus representantes, salvo lo 
dispuesto en otros preceptos de este Código.

Artículo 201.  
1. Para proceder por los delitos previstos en este Capítulo será necesaria denuncia de la 

persona agraviada o de su representante legal.
2. No será precisa la denuncia exigida en el apartado anterior para proceder por los 

hechos descritos en el artículo 198 de este Código, ni cuando la comisión del delito afecte a 
los intereses generales, a una pluralidad de personas o si la víctima es una persona menor 
de edad o una persona con discapacidad necesitada de especial protección.

3. El perdón del ofendido o de su representante legal, en su caso, extingue la acción 
penal sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 130.1.5.º, párrafo segundo.

CAPÍTULO II
Del allanamiento de morada, domicilio de personas jurídicas y 

establecimientos abiertos al público

Artículo 202.  
1. El particular que, sin habitar en ella, entrare en morada ajena o se mantuviere en la 

misma contra la voluntad de su morador, será castigado con la pena de prisión de seis 
meses a dos años.

2. Si el hecho se ejecutare con violencia o intimidación la pena será de prisión de uno a 
cuatro años y multa de seis a doce meses.

Artículo 203.  
1. Será castigado con las penas de prisión de seis meses a un año y multa de seis a diez 

meses el que entrare contra la voluntad de su titular en el domicilio de una persona jurídica 
pública o privada, despacho profesional u oficina, o en establecimiento mercantil o local 
abierto al público fuera de las horas de apertura.

2. Será castigado con la pena de multa de uno a tres meses el que se mantuviere contra 
la voluntad de su titular, fuera de las horas de apertura, en el domicilio de una persona 
jurídica pública o privada, despacho profesional u oficina, o en establecimiento mercantil o 
local abierto al público.

3. Será castigado con la pena de prisión de seis meses a tres años, el que con violencia 
o intimidación entrare o se mantuviere contra la voluntad de su titular en el domicilio de una 
persona jurídica pública o privada, despacho profesional u oficina, o en establecimiento 
mercantil o local abierto al público.

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 87  Ley Orgánica del Código Penal [parcial]

– 806 –



Artículo 204.  
La autoridad o funcionario público que, fuera de los casos permitidos por la Ley y sin 

mediar causa legal por delito, cometiere cualquiera de los hechos descritos en los dos 
artículos anteriores, será castigado con la pena prevista respectivamente en los mismos, en 
su mitad superior, e inhabilitación absoluta de seis a doce años.

[ . . . ]
TÍTULO XIII

Delitos contra el patrimonio y contra el orden socioeconómico

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

De las defraudaciones

Sección 1.ª De las estafas

Artículo 248.  
Cometen estafa los que, con ánimo de lucro, utilizaren engaño bastante para producir 

error en otro, induciéndolo a realizar un acto de disposición en perjuicio propio o ajeno.
Los reos de estafa serán castigados con la pena de prisión de seis meses a tres años. 

Para la fijación de la pena se tendrá en cuenta el importe de lo defraudado, el quebranto 
económico causado al perjudicado, las relaciones entre este y el defraudador, los medios 
empleados por este y cuantas otras circunstancias sirvan para valorar la gravedad de la 
infracción.

Si la cuantía de lo defraudado no excediere de 400 euros, se impondrá la pena de multa 
de uno a tres meses.

Artículo 249.  
1. También se consideran reos de estafa y serán castigados con la pena de prisión de 

seis meses a tres años:
a) Los que, con ánimo de lucro, obstaculizando o interfiriendo indebidamente en el 

funcionamiento de un sistema de información o introduciendo, alterando, borrando, 
transmitiendo o suprimiendo indebidamente datos informáticos o valiéndose de cualquier 
otra manipulación informática o artificio semejante, consigan una transferencia no consentida 
de cualquier activo patrimonial en perjuicio de otro.

b) Los que, utilizando de forma fraudulenta tarjetas de crédito o débito, cheques de viaje 
o cualquier otro instrumento de pago material o inmaterial distinto del efectivo o los datos 
obrantes en cualquiera de ellos, realicen operaciones de cualquier clase en perjuicio de su 
titular o de un tercero.

2. Con la misma pena prevista en el apartado anterior serán castigados:
a) Los que fabricaren, importaren, obtuvieren, poseyeren, transportaren, comerciaren o 

de otro modo facilitaren a terceros dispositivos, instrumentos o datos o programas 
informáticos, o cualquier otro medio diseñado o adaptado específicamente para la comisión 
de las estafas previstas en este artículo.

b) Los que, para su utilización fraudulenta, sustraigan, se apropiaren o adquieran de 
forma ilícita tarjetas de crédito o débito, cheques de viaje o cualquier otro instrumento de 
pago material o inmaterial distinto del efectivo.

3. Se impondrá la pena en su mitad inferior a los que, para su utilización fraudulenta y 
sabiendo que fueron obtenidos ilícitamente, posean, adquieran, transfieran, distribuyan o 
pongan a disposición de terceros tarjetas de crédito o débito, cheques de viaje o 
cualesquiera otros instrumentos de pago materiales o inmateriales distintos del efectivo.
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Artículo 250.  
1. El delito de estafa será castigado con las penas de prisión de uno a seis años y multa 

de seis a doce meses, cuando:
1.º Recaiga sobre cosas de primera necesidad, viviendas u otros bienes de reconocida 

utilidad social.
2.º Se perpetre abusando de firma de otro, o sustrayendo, ocultando o inutilizando, en 

todo o en parte, algún proceso, expediente, protocolo o documento público u oficial de 
cualquier clase.

3.º Recaiga sobre bienes que integren el patrimonio artístico, histórico, cultural o 
científico.

4.º Revista especial gravedad, atendiendo a la entidad del perjuicio y a la situación 
económica en que deje a la víctima o a su familia.

5.º El valor de la defraudación supere los 50.000 euros, o afecte a un elevado número de 
personas.

6.º Se cometa con abuso de las relaciones personales existentes entre víctima y 
defraudador, o aproveche éste su credibilidad empresarial o profesional.

7.º Se cometa estafa procesal. Incurren en la misma los que, en un procedimiento judicial 
de cualquier clase, manipularen las pruebas en que pretendieran fundar sus alegaciones o 
emplearen otro fraude procesal análogo, provocando error en el juez o tribunal y llevándole a 
dictar una resolución que perjudique los intereses económicos de la otra parte o de un 
tercero.

8.º Al delinquir el culpable hubiera sido condenado ejecutoriamente al menos por tres 
delitos comprendidos en este Capítulo. No se tendrán en cuenta antecedentes cancelados o 
que debieran serlo.

2. Si concurrieran las circunstancias incluidas en los numerales 4.º, 5.º, 6.º o 7.º con la 
del numeral 1.º del apartado anterior, se impondrán las penas de prisión de cuatro a ocho 
años y multa de doce a veinticuatro meses. La misma pena se impondrá cuando el valor de 
la defraudación supere los 250.000 euros.

Artículo 251.  
Será castigado con la pena de prisión de uno a cuatro años:
1.º Quien, atribuyéndose falsamente sobre una cosa mueble o inmueble facultad de 

disposición de la que carece, bien por no haberla tenido nunca, bien por haberla ya 
ejercitado, la enajenare, gravare o arrendare a otro, en perjuicio de éste o de tercero.

2.º El que dispusiere de una cosa mueble o inmueble ocultando la existencia de 
cualquier carga sobre la misma, o el que, habiéndola enajenado como libre, la gravare o 
enajenare nuevamente antes de la definitiva transmisión al adquirente, en perjuicio de éste, 
o de un tercero.

3.º El que otorgare en perjuicio de otro un contrato simulado.

Artículo 251 bis.  
Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea 

responsable de los delitos comprendidos en esta Sección, se le impondrán las siguientes 
penas:

a) Multa del triple al quíntuple de la cantidad defraudada, si el delito cometido por la 
persona física tiene prevista una pena de prisión de más de cinco años.

b) Multa del doble al cuádruple de la cantidad defraudada, en el resto de los casos.
Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán 

asimismo imponer las penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.

Sección 2.ª De la administración desleal
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Artículo 252.  
1. Serán castigados con las penas del artículo 248 o, en su caso, con las del artículo 

250, los que teniendo facultades para administrar un patrimonio ajeno, emanadas de la ley, 
encomendadas por la autoridad o asumidas mediante un negocio jurídico, las infrinjan 
excediéndose en el ejercicio de las mismas y, de esa manera, causen un perjuicio al 
patrimonio administrado.

2. Si la cuantía del perjuicio patrimonial no excediere de 400 euros, se impondrá una 
pena de multa de uno a tres meses.

Sección 2.ª bis De la apropiación indebida

Artículo 253.  
1. Serán castigados con las penas del artículo 248 o, en su caso, del artículo 250, salvo 

que ya estuvieran castigados con una pena más grave en otro precepto de este Código, los 
que, en perjuicio de otro, se apropiaren para sí o para un tercero, de dinero, efectos, valores 
o cualquier otra cosa mueble, que hubieran recibido en depósito, comisión, o custodia, o que 
les hubieran sido confiados en virtud de cualquier otro título que produzca la obligación de 
entregarlos o devolverlos, o negaren haberlos recibido.

2. Si la cuantía de lo apropiado no excediere de 400 euros, se impondrá una pena de 
multa de uno a tres meses.

Artículo 254.  
1. Quien, fuera de los supuestos del artículo anterior, se apropiare de una cosa mueble 

ajena, será castigado con una pena de multa de tres a seis meses. Si se tratara de cosas de 
valor artístico, histórico, cultural o científico, la pena será de prisión de seis meses a dos 
años.

2. Si la cuantía de lo apropiado no excediere de 400 euros, se impondrá una pena de 
multa de uno a dos meses.

Sección 3.ª De las defraudaciones de fluido eléctrico y análogas

Artículo 255.  
1. Será castigado con la pena de multa de tres a doce meses el que cometiere 

defraudación utilizando energía eléctrica, gas, agua, telecomunicaciones u otro elemento, 
energía o fluido ajenos, por alguno de los medios siguientes:

1.º Valiéndose de mecanismos instalados para realizar la defraudación.
2.º Alterando maliciosamente las indicaciones o aparatos contadores.
3.º Empleando cualesquiera otros medios clandestinos.
2. Si la cuantía de lo defraudado no excediere de 400 euros, se impondrá una pena de 

multa de uno a tres meses.

Artículo 256.  
1. El que hiciere uso de cualquier equipo terminal de telecomunicación, sin 

consentimiento de su titular, y causando a éste un perjuicio económico, será castigado con la 
pena de multa de tres a doce meses.

2. Si la cuantía del perjuicio causado no excediere de 400 euros, se impondrá una pena 
de multa de uno a tres meses.

[ . . . ]
CAPÍTULO VII BIS

De las insolvencias punibles
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Artículo 259.  
1. Será castigado con una pena de prisión de uno a cuatro años y multa de ocho a 

veinticuatro meses quien, encontrándose en una situación de insolvencia actual o inminente, 
realice alguna de las siguientes conductas:

1.ª Oculte, cause daños o destruya los bienes o elementos patrimoniales que estén 
incluidos, o que habrían estado incluidos, en la masa del concurso en el momento de su 
apertura.

2.ª Realice actos de disposición mediante la entrega o transferencia de dinero u otros 
activos patrimoniales, o mediante la asunción de deudas, que no guarden proporción con la 
situación patrimonial del deudor, ni con sus ingresos, y que carezcan de justificación 
económica o empresarial.

3.ª Realice operaciones de venta o prestaciones de servicio por precio inferior a su coste 
de adquisición o producción, y que en las circunstancias del caso carezcan de justificación 
económica.

4.ª Simule créditos de terceros o proceda al reconocimiento de créditos ficticios.
5.ª Participe en negocios especulativos, cuando ello carezca de justificación económica y 

resulte, en las circunstancias del caso y a la vista de la actividad económica desarrollada, 
contrario al deber de diligencia en la gestión de asuntos económicos.

6.ª Incumpla el deber legal de llevar contabilidad, lleve doble contabilidad, o cometa en 
su llevanza irregularidades que sean relevantes para la comprensión de su situación 
patrimonial o financiera. También será punible la destrucción o alteración de los libros 
contables, cuando de este modo se dificulte o impida de forma relevante la comprensión de 
su situación patrimonial o financiera.

7.ª Oculte, destruya o altere la documentación que el empresario está obligado a 
conservar antes del transcurso del plazo al que se extiende este deber legal, cuando de este 
modo se dificulte o imposibilite el examen o valoración de la situación económica real del 
deudor.

8.ª Formule las cuentas anuales o los libros contables de un modo contrario a la 
normativa reguladora de la contabilidad mercantil, de forma que se dificulte o imposibilite el 
examen o valoración de la situación económica real del deudor, o incumpla el deber de 
formular el balance o el inventario dentro de plazo.

9.ª Realice cualquier otra conducta activa u omisiva que constituya una infracción grave 
del deber de diligencia en la gestión de asuntos económicos y a la que sea imputable una 
disminución del patrimonio del deudor o por medio de la cual se oculte la situación 
económica real del deudor o su actividad empresarial.

2. La misma pena se impondrá a quien, mediante alguna de las conductas a que se 
refiere el apartado anterior, cause su situación de insolvencia.

3. Cuando los hechos se hubieran cometido por imprudencia, se impondrá una pena de 
prisión de seis meses a dos años o multa de doce a veinticuatro meses.

4. Este delito solamente será perseguible cuando el deudor haya dejado de cumplir 
regularmente sus obligaciones exigibles o haya sido declarado su concurso.

5. Este delito y los delitos singulares relacionados con él, cometidos por el deudor o 
persona que haya actuado en su nombre, podrán perseguirse sin esperar a la conclusión del 
concurso y sin perjuicio de la continuación de este. El importe de la responsabilidad civil 
derivada de dichos delitos deberá incorporarse, en su caso, a la masa.

6. En ningún caso, la calificación de la insolvencia en el proceso concursal vinculará a la 
jurisdicción penal.

Artículo 259 bis.  
Los hechos a que se refiere el artículo anterior serán castigados con una pena de prisión 

de dos a seis años y multa de ocho a veinticuatro meses, cuando concurra alguna de las 
siguientes circunstancias:

1.ª Cuando se produzca o pueda producirse perjuicio patrimonial en una generalidad de 
personas o pueda ponerlas en una grave situación económica.
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2.ª Cuando se causare a alguno de los acreedores un perjuicio económico superior a 
600.000 euros.

3.ª Cuando al menos la mitad del importe de los créditos concursales tenga como 
titulares a la Hacienda Pública, sea esta estatal, autonómica, local o foral y a la Seguridad 
Social.

Artículo 260.  
1. Será castigado con la pena de seis meses a tres años de prisión o multa de ocho a 

veinticuatro meses, el deudor que, encontrándose en una situación de insolvencia actual o 
inminente, favorezca a alguno de los acreedores realizando un acto de disposición 
patrimonial o generador de obligaciones destinado a pagar un crédito no exigible o a 
facilitarle una garantía a la que no tenía derecho, cuando se trate de una operación que 
carezca de justificación económica o empresarial.

2. Será castigado con la pena de uno a cuatro años de prisión y multa de doce a 
veinticuatro meses el deudor que, una vez admitida a trámite la solicitud de concurso, sin 
estar autorizado para ello ni judicialmente ni por los administradores concursales, y fuera de 
los casos permitidos por la ley, realice cualquier acto de disposición patrimonial o generador 
de obligaciones, destinado a pagar a uno o varios acreedores, privilegiados o no, con 
posposición del resto.

Artículo 261.  
El que en procedimiento concursal presentare, a sabiendas, datos falsos relativos al 

estado contable, con el fin de lograr indebidamente la declaración de aquel, será castigado 
con la pena de prisión de uno a dos años y multa de seis a 12 meses.

Artículo 261 bis.  
Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea 

responsable de los delitos comprendidos en este Capítulo, se le impondrán las siguientes 
penas:

a) Multa de dos a cinco años, si el delito cometido por la persona física tiene prevista una 
pena de prisión de más de cinco años.

b) Multa de uno a tres años, si el delito cometido por la persona física tiene prevista una 
pena de prisión de más de dos años no incluida en el inciso anterior.

c) Multa de seis meses a dos años, en el resto de los casos.
Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán 

asimismo imponer las penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.

CAPÍTULO VIII
De la alteración de precios en concursos y subastas públicas

Artículo 262.  
1. Los que solicitaren dádivas o promesas para no tomar parte en un concurso o subasta 

pública ; los que intentaren alejar de ella a los postores por medio de amenazas, dádivas, 
promesas o cualquier otro artificio ; los que se concertaren entre sí con el fin de alterar el 
precio del remate, o los que fraudulentamente quebraren o abandonaren la subasta 
habiendo obtenido la adjudicación, serán castigados con la pena de prisión de uno a tres 
años y multa de 12 a 24 meses, así como inhabilitación especial para licitar en subastas 
judiciales entre tres y cinco años. Si se tratare de un concurso o subasta convocados por las 
Administraciones o entes públicos, se impondrá además al agente y a la persona o empresa 
por él representada la pena de inhabilitación especial que comprenderá, en todo caso, el 
derecho a contratar con las Administraciones públicas por un período de tres a cinco años.

2. El juez o tribunal podrá imponer alguna o algunas de las consecuencias previstas en 
el artículo 129 si el culpable perteneciere a alguna sociedad, organización o asociación, 
incluso de carácter transitorio, que se dedicare a la realización de tales actividades.
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3. Quedarán exentos de responsabilidad criminal los directores, administradores de 
hecho o de Derecho, gerentes y otros miembros del personal actuales y anteriores de 
cualquier sociedad, constituida o en formación, que en esa condición hayan cometido alguno 
de los hechos previstos en este artículo, cuando pongan fin a su participación en los mismos 
y cooperen con las autoridades competentes de manera plena, continua y diligente, 
aportando informaciones y elementos de prueba de los que estas carecieran, que sean útiles 
para la investigación, detección y sanción de las demás personas implicadas, siempre que 
se cumplan las siguientes condiciones:

a) Cooperen activamente en este sentido con la autoridad de la competencia que lleva el 
caso,

b) estas sociedades o personas físicas hayan presentado una solicitud de exención del 
pago de la multa de conformidad con lo establecido en la Ley de Defensa de la 
Competencia,

c) dicha solicitud se haya presentado en un momento anterior a aquel en que los 
directores, administradores de hecho o de Derecho, gerentes y otros miembros del personal 
actuales o anteriores de la sociedad, constituida o en formación, hayan sido informados de 
que están siendo investigados en relación con estos hechos,

d) se trate de una colaboración activa también con la autoridad judicial o el Ministerio 
Fiscal, proporcionando indicios útiles y concretos para asegurar la prueba del delito e 
identificar a otros autores.

[ . . . ]
CAPÍTULO XI

De los delitos relativos a la propiedad intelectual e industrial, al mercado y a 
los consumidores

[ . . . ]
Sección 3.ª De los delitos relativos al mercado y a los consumidores

[ . . . ]
Artículo 284.  

1. Se impondrá la pena de prisión de seis meses a seis años, multa de dos a cinco años, 
o del tanto al triplo del beneficio obtenido o favorecido, o de los perjuicios evitados, si la 
cantidad resultante fuese más elevada, e inhabilitación especial para intervenir en el 
mercado financiero como actor, agente o mediador o informador por tiempo de dos a cinco 
años, a los que:

1.º Empleando violencia, amenaza, engaño o cualquier otro artificio, alterasen los precios 
que hubieren de resultar de la libre concurrencia de productos, mercancías, instrumentos 
financieros, contratos de contado sobre materias primas relacionadas con ellos, índices de 
referencia, servicios o cualesquiera otras cosas muebles o inmuebles que sean objeto de 
contratación, sin perjuicio de la pena que pudiere corresponderles por otros delitos 
cometidos.

2.º Por sí, de manera directa o indirecta o a través de un medio de comunicación, por 
medio de internet o mediante el uso de tecnologías de la información y la comunicación, o 
por cualquier otro medio, difundieren noticias o rumores o transmitieren señales falsas o 
engañosas sobre personas o empresas, ofreciendo a sabiendas datos económicos total o 
parcialmente falsos con el fin de alterar o preservar el precio de cotización de un instrumento 
financiero o un contrato de contado sobre materias primas relacionado o de manipular el 
cálculo de un índice de referencia, cuando obtuvieran, para sí o para tercero, un beneficio, 
siempre que concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) que dicho beneficio fuera superior a doscientos cincuenta mil euros o se causara un 
perjuicio de idéntica cantidad;

b) que el importe de los fondos empleados fuera superior a dos millones de euros;
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c) que se causara un grave impacto en la integridad del mercado.
3.º Realizaren transacciones, transmitieren señales falsas o engañosas, o dieren 

órdenes de operación susceptibles de proporcionar indicios falsos o engañosos sobre la 
oferta, la demanda o el precio de un instrumento financiero, un contrato de contado sobre 
materias primas relacionado o índices de referencia, o se aseguraren, utilizando la misma 
información, por sí o en concierto con otros, una posición dominante en el mercado de 
dichos instrumentos o contratos con la finalidad de fijar sus precios en niveles anormales o 
artificiales, siempre que concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) que como consecuencia de su conducta obtuvieran, para sí o para tercero, un 
beneficio superior a doscientos cincuenta mil euros o causara un perjuicio de idéntica 
cantidad;

b) que el importe de los fondos empleados fuera superior a dos millones de euros;
c) que se causara un grave impacto en la integridad del mercado.
2. Se impondrá la pena en su mitad superior si concurriera alguna de las siguientes 

circunstancias:
1.ª Que el sujeto se dedique de forma habitual a las anteriores prácticas abusivas.
2.ª Que el beneficio obtenido, la pérdida evitada o el perjuicio causado sea de notoria 

importancia.
3. Si el responsable del hecho fuera trabajador o empleado de una empresa de servicios 

de inversión, entidad de crédito, autoridad supervisora o reguladora, o entidad rectora de 
mercados regulados o centros de negociación, las penas se impondrán en su mitad superior.

Artículo 285.  
1. Quien de forma directa o indirecta o por persona interpuesta realizare actos de 

adquisición, transmisión o cesión de un instrumento financiero, o de cancelación o 
modificación de una orden relativa a un instrumento financiero, utilizando información 
privilegiada a la que hubiera tenido acceso reservado en los términos del apartado 4, o 
recomendare a un tercero el uso de dicha información privilegiada para alguno de esos 
actos, será castigado con la pena de prisión de seis meses a seis años, multa de dos a cinco 
años, o del tanto al triplo del beneficio obtenido o favorecido o de los perjuicios evitados si la 
cantidad resultante fuese más elevada, e inhabilitación especial para el ejercicio de la 
profesión o actividad de dos a cinco años, siempre que concurra alguna de las siguientes 
circunstancias:

a) que, como consecuencia de su conducta obtuviera, para sí o para tercero, un 
beneficio superior a quinientos mil euros o causara un perjuicio de idéntica cantidad;

b) que el valor de los instrumentos financieros empleados fuera superior a dos millones 
de euros;

c) que se causara un grave impacto en la integridad del mercado.
2. Se impondrá la pena en su mitad superior si concurriera alguna de las siguientes 

circunstancias:
1.ª Que el sujeto se dedique de forma habitual a las anteriores prácticas de operaciones 

con información privilegiada.
2.ª Que el beneficio obtenido, la pérdida evitada o el perjuicio causado sea de notoria 

importancia.
3. Las penas previstas en este artículo se impondrán, en sus respectivos casos, en su 

mitad superior si el responsable del hecho fuera trabajador o empleado de una empresa de 
servicios de inversión, entidad de crédito, autoridad supervisora o reguladora, o entidades 
rectoras de mercados regulados o centros de negociación.

4. A los efectos de este artículo, se entiende que tiene acceso reservado a la información 
privilegiada quien sea miembro de los órganos de administración, gestión o supervisión del 
emisor o del participante del mercado de derechos de emisión, quien participe en el capital 
del emisor o del participante del mercado de derechos de emisión, quien la conozca con 
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ocasión del ejercicio de su actividad profesional o empresarial, o en el desempeño de sus 
funciones, y quien la obtenga a través de una actividad delictiva.

5. Las mismas penas previstas en este artículo se impondrán cuando el responsable del 
hecho, sin tener acceso reservado a la información privilegiada, la obtenga de cualquier 
modo distinto de los previstos en el apartado anterior y la utilice conociendo que se trata de 
información privilegiada.

Artículo 285 bis.  
Fuera de los casos previstos en el artículo anterior, quien poseyera información 

privilegiada y la revelare fuera del normal ejercicio de su trabajo, profesión o funciones, 
poniendo en peligro la integridad del mercado o la confianza de los inversores, será 
sancionado con pena de prisión de seis meses a cuatro años, multa de doce a veinticuatro 
meses e inhabilitación especial para el ejercicio de la profesión o actividad de uno a tres 
años.

A los efectos de lo dispuesto en este artículo, se incluirá la revelación de información 
privilegiada en una prospección de mercado cuando se haya realizado sin observar los 
requisitos previstos en la normativa europea en materia de mercados e instrumentos 
financieros.

Artículo 285 ter.  
Las previsiones de los tres artículos precedentes se extenderán a los instrumentos 

financieros, contratos, conductas, operaciones y órdenes previstos en la normativa europea 
y española en materia de mercado e instrumentos financieros.

Artículo 285 quater.  
La provocación, la conspiración y la proposición para cometer los delitos previstos en los 

artículos 284 a 285 bis se castigará, respectivamente, con la pena inferior en uno o dos 
grados.

Artículo 286.  
1. Será castigado con las penas de prisión de seis meses a dos años y multa de seis a 

24 meses el que, sin consentimiento del prestador de servicios y con fines comerciales, 
facilite el acceso inteligible a un servicio de radiodifusión sonora o televisiva, a servicios 
interactivos prestados a distancia por vía electrónica, o suministre el acceso condicional a los 
mismos, considerado como servicio independiente, mediante:

1.º La fabricación, importación, distribución, puesta a disposición por vía electrónica, 
venta, alquiler, o posesión de cualquier equipo o programa informático, no autorizado en otro 
Estado miembro de la Unión Europea, diseñado o adaptado para hacer posible dicho 
acceso.

2.º La instalación, mantenimiento o sustitución de los equipos o programas informáticos 
mencionados en el párrafo 1.º

2. Con idéntica pena será castigado quien, con ánimo de lucro, altere o duplique el 
número identificativo de equipos de telecomunicaciones, o comercialice equipos que hayan 
sufrido alteración fraudulenta.

3. A quien, sin ánimo de lucro, facilite a terceros el acceso descrito en el apartado 1, o 
por medio de una comunicación pública, comercial o no, suministre información a una 
pluralidad de personas sobre el modo de conseguir el acceso no autorizado a un servicio o el 
uso de un dispositivo o programa, de los expresados en ese mismo apartado 1, incitando a 
lograrlos, se le impondrá la pena de multa en él prevista.

4. A quien utilice los equipos o programas que permitan el acceso no autorizado a 
servicios de acceso condicional o equipos de telecomunicación, se le impondrá la pena 
prevista en el artículo 255 de este Código con independencia de la cuantía de la 
defraudación.

Sección 4.ª Delitos de corrupción en los negocios
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Artículo 286 bis.  
1. El directivo, administrador, empleado o colaborador de una empresa mercantil o de 

una sociedad que, por sí o por persona interpuesta, reciba, solicite o acepte un beneficio o 
ventaja no justificados de cualquier naturaleza, u ofrecimiento o promesa de obtenerlo, para 
sí o para un tercero, como contraprestación para favorecer indebidamente a otro en la 
adquisición o venta de mercancías, o en la contratación de servicios o en las relaciones 
comerciales, será castigado con la pena de prisión de seis meses a cuatro años, 
inhabilitación especial para el ejercicio de industria o comercio por tiempo de uno a seis años 
y multa del tanto al triplo del valor del beneficio o ventaja.

2. Con las mismas penas será castigado quien, por sí o por persona interpuesta, 
prometa, ofrezca o conceda a directivos, administradores, empleados o colaboradores de 
una empresa mercantil o de una sociedad, un beneficio o ventaja no justificados, de 
cualquier naturaleza, para ellos o para terceros, como contraprestación para que le 
favorezca indebidamente a él o a un tercero frente a otros en la adquisición o venta de 
mercancías, contratación de servicios o en las relaciones comerciales.

3. Los jueces y tribunales, en atención a la cuantía del beneficio o al valor de la ventaja, 
y a la trascendencia de las funciones del culpable, podrán imponer la pena inferior en grado 
y reducir la de multa a su prudente arbitrio.

4. Lo dispuesto en este artículo será aplicable, en sus respectivos casos, a los directivos, 
administradores, empleados o colaboradores de una entidad deportiva, cualquiera que sea la 
forma jurídica de ésta, así como a los deportistas, árbitros o jueces, respecto de aquellas 
conductas que tengan por finalidad predeterminar o alterar de manera deliberada y 
fraudulenta el resultado de una prueba, encuentro o competición deportiva de especial 
relevancia económica o deportiva.

A estos efectos, se considerará competición deportiva de especial relevancia económica, 
aquélla en la que la mayor parte de los participantes en la misma perciban cualquier tipo de 
retribución, compensación o ingreso económico por su participación en la actividad; y 
competición deportiva de especial relevancia deportiva, la que sea calificada en el calendario 
deportivo anual aprobado por la federación deportiva correspondiente como competición 
oficial de la máxima categoría de la modalidad, especialidad, o disciplina de que se trate.

5. A los efectos de este artículo resulta aplicable lo dispuesto en el artículo 297.

Artículo 286 ter.  
1. Los que mediante el ofrecimiento, promesa o concesión de cualquier beneficio o 

ventaja indebidos, pecuniarios o de otra clase, corrompieren o intentaren corromper, por sí o 
por persona interpuesta, a una autoridad o funcionario público en beneficio de estos o de un 
tercero, o atendieran sus solicitudes al respecto, con el fin de que actúen o se abstengan de 
actuar en relación con el ejercicio de funciones públicas para conseguir o conservar un 
contrato, negocio o cualquier otra ventaja competitiva en la realización de actividades 
económicas internacionales, serán castigados, salvo que ya lo estuvieran con una pena más 
grave en otro precepto de este Código, con las penas de prisión de prisión de tres a seis 
años, multa de doce a veinticuatro meses, salvo que el beneficio obtenido fuese superior a la 
cantidad resultante, en cuyo caso la multa será del tanto al triplo del montante de dicho 
beneficio.

Además de las penas señaladas, se impondrá en todo caso al responsable la pena de 
prohibición de contratar con el sector público, así como la pérdida de la posibilidad de 
obtener subvenciones o ayudas públicas y del derecho a gozar de beneficios o incentivos 
fiscales y de la Seguridad Social, y la prohibición de intervenir en transacciones comerciales 
de trascendencia pública por un periodo de siete a doce años.

2. A los efectos de este artículo se entenderá por funcionario público los determinados 
por los artículos 24 y 427.

Artículo 286 quater.  
Si los hechos a que se refieren los artículos de esta Sección resultaran de especial 

gravedad, se impondrá la pena en su mitad superior, pudiéndose llegar hasta la superior en 
grado.
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Los hechos se considerarán, en todo caso, de especial gravedad cuando:
a) el beneficio o ventaja tenga un valor especialmente elevado,
b) la acción del autor no sea meramente ocasional,
c) se trate de hechos cometidos en el seno de una organización o grupo criminal, o
d) el objeto del negocio versara sobre bienes o servicios humanitarios o cualesquiera 

otros de primera necesidad.
En el caso del apartado 4 del artículo 286 bis, los hechos se considerarán también de 

especial gravedad cuando:
a) tengan como finalidad influir en el desarrollo de juegos de azar o apuestas; o
b) sean cometidos en una competición deportiva oficial de ámbito estatal calificada como 

profesional o en una competición deportiva internacional.

Sección 5.ª Disposiciones comunes a las secciones anteriores
 

Artículo 287.  
1. Para proceder por los delitos previstos en la Sección 3ª de este Capítulo, excepto los 

previstos en los artículos 284 y 285, será necesaria denuncia de la persona agraviada o de 
sus representantes legales. Cuando aquella sea menor de edad, persona con discapacidad 
necesitada de especial protección o una persona desvalida, también podrá denunciar el 
Ministerio Fiscal.

2. No será precisa la denuncia exigida en el apartado anterior cuando la comisión del 
delito afecte a los intereses generales o a una pluralidad de personas.

Artículo 288.  
En los supuestos previstos en los artículos anteriores se dispondrá la publicación de la 

sentencia en los periódicos oficiales y, si lo solicitara el perjudicado, el juez o tribunal podrá 
ordenar su reproducción total o parcial en cualquier otro medio informativo, a costa del 
condenado.

Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea 
responsable de los delitos recogidos en este Capítulo, se le impondrán las siguientes penas:

1.º En el caso de los delitos previstos en los artículos 270, 271, 273, 274, 275, 276, 283 y 
286:

a) Multa del doble al cuádruple del beneficio obtenido, o que se hubiera podido obtener, 
si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión de más de dos 
años.

b) Multa del doble al triple del beneficio obtenido, favorecido o que se hubiera podido 
obtener, en el resto de los casos.

2.º En el caso de los delitos previstos en los artículos 277, 278, 279, 280, 281, 282, 282 
bis, 284, 285, 285 bis, 285 quater y 286 bis al 286 quater:

a) Multa de dos a cinco años, o del triple al quíntuple del beneficio obtenido o que se 
hubiere podido obtener si la cantidad resultante fuese más elevada, cuando el delito 
cometido por la persona física tiene prevista una pena de más de dos años de privación de 
libertad.

b) Multa de seis meses a dos años, o del tanto al duplo del beneficio obtenido o que se 
hubiere podido obtener si la cantidad resultante fuese más elevada, en el resto de los casos.

3.º Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán 
asimismo imponer las penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.

Artículo 288 bis.  
En los supuestos previstos en los artículos 281 y 284 de este Código, quedarán exentos 

de responsabilidad criminal los directores, administradores de hecho o de Derecho, gerentes 
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y otros miembros del personal actuales y anteriores de cualquier sociedad, constituida o en 
formación, que en esa condición hayan cometido alguno de los hechos previstos en ellos, 
cuando pongan fin a su participación en los mismos y cooperen con las autoridades 
competentes de manera plena, continua y diligente, aportando informaciones y elementos de 
prueba de los que estas carecieran, que sean útiles para la investigación, detección y 
sanción de las demás personas implicadas, siempre que se cumplan las siguientes 
condiciones:

a) Cooperen activamente en este sentido con la autoridad de la competencia que lleva el 
caso,

b) estas sociedades o personas físicas hayan presentado una solicitud de exención del 
pago de la multa de conformidad con lo establecido en la Ley de Defensa de la 
Competencia,

c) dicha solicitud se haya presentado en un momento anterior a aquel en que los 
directores, administradores de hecho o de Derecho, gerentes y otros miembros del personal 
actuales y anteriores de cualquier sociedad, constituida o en formación, que en esa 
condición hayan sido informados de que están siendo investigados en relación con estos 
hechos,

d) se trate de una colaboración activa también con la autoridad judicial o el Ministerio 
Fiscal proporcionando indicios útiles y concretos para asegurar la prueba del delito e 
identificar a otros autores.

CAPÍTULO XII
De la sustracción de cosa propia a su utilidad social o cultural

Artículo 289.  
El que por cualquier medio destruyera, inutilizara o dañara una cosa propia de utilidad 

social o cultural, o de cualquier modo la sustrajera al cumplimiento de los deberes legales 
impuestos en interés de la comunidad, será castigado con la pena de prisión de tres a cinco 
meses o multa de seis a 10 meses.

CAPÍTULO XIII
De los delitos societarios

Artículo 290.  
Los administradores, de hecho o de derecho, de una sociedad constituida o en 

formación, que falsearen las cuentas anuales u otros documentos que deban reflejar la 
situación jurídica o económica de la entidad, de forma idónea para causar un perjuicio 
económico a la misma, a alguno de sus socios, o a un tercero, serán castigados con la pena 
de prisión de uno a tres años y multa de seis a doce meses.

Si se llegare a causar el perjuicio económico se impondrán las penas en su mitad 
superior.

Artículo 291.  
Los que, prevaliéndose de su situación mayoritaria en la Junta de accionistas o el órgano 

de administración de cualquier sociedad constituida o en formación, impusieren acuerdos 
abusivos, con ánimo de lucro propio o ajeno, en perjuicio de los demás socios, y sin que 
reporten beneficios a la misma, serán castigados con la pena de prisión de seis meses a tres 
años o multa del tanto al triplo del beneficio obtenido.

Artículo 292.  
La misma pena del artículo anterior se impondrá a los que impusieren o se aprovecharen 

para sí o para un tercero, en perjuicio de la sociedad o de alguno de sus socios, de un 
acuerdo lesivo adoptado por una mayoría ficticia, obtenida por abuso de firma en blanco, por 
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atribución indebida del derecho de voto a quienes legalmente carezcan del mismo, por 
negación ilícita del ejercicio de este derecho a quienes lo tengan reconocido por la Ley, o por 
cualquier otro medio o procedimiento semejante, y sin perjuicio de castigar el hecho como 
corresponde si constituyese otro delito.

Artículo 293.  
Los administradores de hecho o de derecho de cualquier sociedad constituida o en 

formación, que sin causa legal negaren o impidieren a un socio el ejercicio de los derechos 
de información, participación en la gestión o control de la actividad social, o suscripción 
preferente de acciones reconocidos por las Leyes, serán castigados con la pena de multa de 
seis a doce meses.

Artículo 294.  
Los que, como administradores de hecho o de derecho de cualquier sociedad constituida 

o en formación, sometida o que actúe en mercados sujetos a supervisión administrativa, 
negaren o impidieren la actuación de las personas, órganos o entidades inspectoras o 
supervisoras, serán castigados con la pena de prisión de seis meses a tres años o multa de 
doce a veinticuatro meses.

Además de las penas previstas en el párrafo anterior, la autoridad judicial podrá decretar 
algunas de las medidas previstas en el artículo 129 de este Código.

Artículo 295.  
(Suprimido)

Artículo 296.  
1. Los hechos descritos en el presente capítulo, sólo serán perseguibles mediante 

denuncia de la persona agraviada o de su representante legal. Cuando aquélla sea menor 
de edad, persona con discapacidad necesitada de especial protección o una persona 
desvalida, también podrá denunciar el Ministerio Fiscal.

2. No será precisa la denuncia exigida en el apartado anterior cuando la comisión del 
delito afecte a los intereses generales o a una pluralidad de personas.

Artículo 297.  
A los efectos de este capítulo se entiende por sociedad toda cooperativa, Caja de 

Ahorros, mutua, entidad financiera o de crédito, fundación, sociedad mercantil o cualquier 
otra entidad de análoga naturaleza que para el cumplimiento de sus fines participe de modo 
permanente en el mercado.

CAPÍTULO XIV
De la receptación y el blanqueo de capitales

Artículo 298.  
1. El que, con ánimo de lucro y con conocimiento de la comisión de un delito contra el 

patrimonio o el orden socioeconómico, en el que no haya intervenido ni como autor ni como 
cómplice, ayude a los responsables a aprovecharse de los efectos del mismo, o reciba, 
adquiera u oculte tales efectos, será castigado con la pena de prisión de seis meses a dos 
años.

Se impondrá una pena de uno a tres años de prisión en los siguientes supuestos:
a) Cuando se trate de cosas de valor artístico, histórico, cultural o científico.
b) Cuando se trate de cosas de primera necesidad, conducciones, cableado, equipos o 

componentes de infraestructuras de suministro eléctrico o de servicios de 
telecomunicaciones, o de otras cosas destinadas a la prestación de servicios de interés 
general, productos agrarios o ganaderos o de los instrumentos o medios que se utilizan para 
su obtención.
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c) Cuando los hechos revistan especial gravedad, atendiendo al valor de los efectos 
receptados o a los perjuicios que previsiblemente hubiera causado su sustracción.

2. Estas penas se impondrán en su mitad superior a quien reciba, adquiera u oculte los 
efectos del delito para traficar con ellos. Si el tráfico se realizase utilizando un 
establecimiento o local comercial o industrial, se impondrá, además, la pena de multa de 
doce a veinticuatro meses. En estos casos los jueces o tribunales, atendiendo a la gravedad 
del hecho y a las circunstancias personales del delincuente, podrán imponer también a éste 
la pena de inhabilitación especial para el ejercicio de su profesión o industria, por tiempo de 
dos a cinco años y acordar la medida de clausura temporal o definitiva del establecimiento o 
local. Si la clausura fuese temporal, su duración no podrá exceder de cinco años.

3. En ningún caso podrá imponerse pena privativa de libertad que exceda de la señalada 
al delito encubierto. Si éste estuviese castigado con pena de otra naturaleza, la pena 
privativa de libertad será sustituida por la de multa de 12 a 24 meses, salvo que el delito 
encubierto tenga asignada pena igual o inferior a ésta; en tal caso, se impondrá al culpable 
la pena de aquel delito en su mitad inferior.

Artículo 299.  
(Suprimido)

Artículo 300.  
Las disposiciones de este capítulo se aplicarán aun cuando el autor o el cómplice del 

hecho de que provengan los efectos aprovechados fuera irresponsable o estuviera 
personalmente exento de pena.

Artículo 301.  
1. El que adquiera, posea, utilice, convierta, o transmita bienes, sabiendo que éstos 

tienen su origen en una actividad delictiva, cometida por él o por cualquiera tercera persona, 
o realice cualquier otro acto para ocultar o encubrir su origen ilícito, o para ayudar a la 
persona que haya participado en la infracción o infracciones a eludir las consecuencias 
legales de sus actos, será castigado con la pena de prisión de seis meses a seis años y 
multa del tanto al triplo del valor de los bienes. En estos casos, los jueces o tribunales, 
atendiendo a la gravedad del hecho y a las circunstancias personales del delincuente, 
podrán imponer también a éste la pena de inhabilitación especial para el ejercicio de su 
profesión o industria por tiempo de uno a tres años, y acordar la medida de clausura 
temporal o definitiva del establecimiento o local. Si la clausura fuese temporal, su duración 
no podrá exceder de cinco años.

La pena se impondrá en su mitad superior cuando los bienes tengan su origen en alguno 
de los delitos relacionados con el tráfico de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias 
psicotrópicas descritos en los artículos 368 a 372 de este Código. En estos supuestos se 
aplicarán las disposiciones contenidas en el artículo 374 de este Código.

También se impondrá la pena en su mitad superior cuando los bienes tengan su origen 
en alguno de los delitos comprendidos en el título VII bis, el capítulo V del título VIII, la 
sección 4.ª del capítulo XI del título XIII, el título XV bis, el capítulo I del título XVI o los 
capítulos V, VI, VII, VIII, IX y X del título XIX.

2. Con las mismas penas se sancionará, según los casos, la ocultación o encubrimiento 
de la verdadera naturaleza, origen, ubicación, destino, movimiento o derechos sobre los 
bienes o propiedad de los mismos, a sabiendas de que proceden de alguno de los delitos 
expresados en el apartado anterior o de un acto de participación en ellos.

3. Si los hechos se realizasen por imprudencia grave, la pena será de prisión de seis 
meses a dos años y multa del tanto al triplo.

4. El culpable será igualmente castigado aunque el delito del que provinieren los bienes, 
o los actos penados en los apartados anteriores hubiesen sido cometidos, total o 
parcialmente, en el extranjero.

5. Si el culpable hubiera obtenido ganancias, serán decomisadas conforme a las reglas 
del artículo 127 de este Código.
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Artículo 302.  
1. En los supuestos previstos en el artículo anterior se impondrán las penas privativas de 

libertad en su mitad superior a las personas que pertenezca a una organización dedicada a 
los fines señalados en los mismos, y la pena superior en grado a los jefes, administradores o 
encargados de las referidas organizaciones.

También se impondrá la pena en su mitad superior a quienes, siendo sujetos obligados 
conforme a la normativa de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del 
terrorismo, cometan cualquiera de las conductas descritas en el artículo 301 en el ejercicio 
de su actividad profesional.

2. En tales casos, cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis sea 
responsable una persona jurídica, se le impondrán las siguientes penas:

a) Multa de dos a cinco años, si el delito cometido por la persona física tiene prevista una 
pena de prisión de más de cinco años.

b) Multa de seis meses a dos años, en el resto de los casos.
Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán 

asimismo imponer las penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.

Artículo 303.  
Si los hechos previstos en los artículos anteriores fueran realizados por empresario, 

intermediario en el sector financiero, facultativo, funcionario público, trabajador social, 
docente o educador, en el ejercicio de su cargo, profesión u oficio, se le impondrá, además 
de la pena correspondiente, la de inhabilitación especial para empleo o cargo público, 
profesión u oficio, industria o comercio, de tres a diez años. Se impondrá la pena de 
inhabilitación absoluta de diez a veinte años cuando los referidos hechos fueren realizados 
por autoridad o agente de la misma.

A tal efecto, se entiende que son facultativos los médicos, psicólogos, las personas en 
posesión de títulos sanitarios, los veterinarios, los farmacéuticos y sus dependientes.

Artículo 304.  
La provocación, la conspiración y la proposición para cometer los delitos previstos en los 

artículos 301 a 303 se castigará, respectivamente, con la pena inferior en uno o dos grados.

TÍTULO XIII BIS
De los delitos de financiación ilegal de los partidos políticos.

Artículo 304 bis.  
1. Será castigado con una pena de multa del triplo al quíntuplo de su valor, el que reciba 

donaciones o aportaciones destinadas a un partido político, federación, coalición o 
agrupación de electores con infracción de lo dispuesto en el artículo 5.Uno de la Ley 
Orgánica 8/2007, de 4 de julio, sobre financiación de los partidos políticos.

2. Los hechos anteriores serán castigados con una pena de prisión de seis meses a 
cuatro años y multa del triplo al quíntuplo de su valor o del exceso cuando:

a) Se trate de donaciones recogidas en el artículo 5.Uno, letras a) o c) de la Ley 
Orgánica 8/2007, de 4 de julio, sobre financiación de los partidos políticos, de importe 
superior a 500.000 euros, o que superen en esta cifra el límite fijado en la letra b) del aquel 
precepto, cuando sea ésta el infringido.

b) Se trate de donaciones recogidas en el artículo 7.Dos de la Ley Orgánica 8/2007, de 4 
de julio, sobre financiación de los partidos políticos, que superen el importe de 100.000 
euros.

3. Si los hechos a que se refiere el apartado anterior resultaran de especial gravedad, se 
impondrá la pena en su mitad superior, pudiéndose llegar hasta la superior en grado.
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4. Las mismas penas se impondrán, en sus respectivos casos, a quien entregare 
donaciones o aportaciones destinadas a un partido político, federación, coalición o 
agrupación de electores, por sí o por persona interpuesta, en alguno de los supuestos de los 
números anteriores.

5. Las mismas penas se impondrán cuando, de acuerdo con lo establecido en el artículo 
31 bis de este Código, una persona jurídica sea responsable de los hechos. Atendidas las 
reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las 
penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.

Artículo 304 ter.  
1. Será castigado con la pena de prisión de uno a cinco años, el que participe en 

estructuras u organizaciones, cualquiera que sea su naturaleza, cuya finalidad sea la 
financiación de partidos políticos, federaciones, coaliciones o agrupaciones de electores, al 
margen de lo establecido en la ley.

2. Se impondrá la pena en su mitad superior a las personas que dirijan dichas 
estructuras u organizaciones.

3. Si los hechos a que se refieren los apartados anteriores resultaran de especial 
gravedad, se impondrá la pena en su mitad superior, pudiéndose llegar hasta la superior en 
grado.

TÍTULO XIV
De los delitos contra la Hacienda Pública y contra la Seguridad Social

Artículo 305.  
1. El que, por acción u omisión, defraude a la Hacienda Pública estatal, autonómica, foral 

o local, eludiendo el pago de tributos, cantidades retenidas o que se hubieran debido retener 
o ingresos a cuenta, obteniendo indebidamente devoluciones o disfrutando beneficios 
fiscales de la misma forma, siempre que la cuantía de la cuota defraudada, el importe no 
ingresado de las retenciones o ingresos a cuenta o de las devoluciones o beneficios fiscales 
indebidamente obtenidos o disfrutados exceda de ciento veinte mil euros será castigado con 
la pena de prisión de uno a cinco años y multa del tanto al séxtuplo de la citada cuantía, 
salvo que hubiere regularizado su situación tributaria en los términos del apartado 4 del 
presente artículo.

La mera presentación de declaraciones o autoliquidaciones no excluye la defraudación, 
cuando ésta se acredite por otros hechos.

Además de las penas señaladas, se impondrá al responsable la pérdida de la posibilidad 
de obtener subvenciones o ayudas públicas y del derecho a gozar de los beneficios o 
incentivos fiscales o de la Seguridad Social durante el período de tres a seis años.

2. A los efectos de determinar la cuantía mencionada en el apartado anterior:
a) Si se trata de tributos, retenciones, ingresos a cuenta o devoluciones, periódicos o de 

declaración periódica, se estará a lo defraudado en cada período impositivo o de 
declaración, y si éstos son inferiores a doce meses, el importe de lo defraudado se referirá al 
año natural. No obstante lo anterior, en los casos en los que la defraudación se lleve a cabo 
en el seno de una organización o grupo criminal, o por personas o entidades que actúen bajo 
la apariencia de una actividad económica real sin desarrollarla de forma efectiva, el delito 
será perseguible desde el mismo momento en que se alcance la cantidad fijada en el 
apartado 1.

b) En los demás supuestos, la cuantía se entenderá referida a cada uno de los distintos 
conceptos por los que un hecho imponible sea susceptible de liquidación.

3. Las mismas penas se impondrán a quien cometa las conductas descritas en el 
apartado 1 y a quien eluda el pago de cualquier cantidad que deba ingresar o disfrute de 
manera indebida de un beneficio obtenido legalmente, cuando los hechos se cometan contra 
la Hacienda de la Unión Europea, siempre que la cuantía defraudada excediera de cien mil 
euros en el plazo de un año natural. No obstante lo anterior, en los casos en los que la 
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defraudación se lleve a cabo en el seno de una organización o grupo criminal, o por 
personas o entidades que actúen bajo la apariencia de una actividad económica real sin 
desarrollarla de forma efectiva, el delito será perseguible desde el mismo momento en que 
se alcance la cantidad fijada en este apartado.

Si la cuantía defraudada no superase los cien mil euros pero excediere de diez mil, se 
impondrá una pena de prisión de tres meses a un año o multa del tanto al triplo de la citada 
cuantía y la pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones o ayudas públicas y del 
derecho a gozar de los beneficios o incentivos fiscales o de la Seguridad Social durante el 
período de seis meses a dos años.

4. Se considerará regularizada la situación tributaria cuando se haya procedido por el 
obligado tributario al completo reconocimiento y pago de la deuda tributaria, antes de que 
por la Administración Tributaria se le haya notificado el inicio de actuaciones de 
comprobación o investigación tendentes a la determinación de las deudas tributarias objeto 
de la regularización o, en el caso de que tales actuaciones no se hubieran producido, antes 
de que el Ministerio Fiscal, el Abogado del Estado o el representante procesal de la 
Administración autonómica, foral o local de que se trate, interponga querella o denuncia 
contra aquél dirigida, o antes de que el Ministerio Fiscal o el Juez de Instrucción realicen 
actuaciones que le permitan tener conocimiento formal de la iniciación de diligencias.

Asimismo, los efectos de la regularización prevista en el párrafo anterior resultarán 
aplicables cuando se satisfagan deudas tributarias una vez prescrito el derecho de la 
Administración a su determinación en vía administrativa.

La regularización por el obligado tributario de su situación tributaria impedirá que se le 
persiga por las posibles irregularidades contables u otras falsedades instrumentales que, 
exclusivamente en relación a la deuda tributaria objeto de regularización, el mismo pudiera 
haber cometido con carácter previo a la regularización de su situación tributaria.

5. Cuando la Administración Tributaria apreciare indicios de haberse cometido un delito 
contra la Hacienda Pública, podrá liquidar de forma separada, por una parte los conceptos y 
cuantías que no se encuentren vinculados con el posible delito contra la Hacienda Pública, y 
por otra, los que se encuentren vinculados con el posible delito contra la Hacienda Pública.

La liquidación indicada en primer lugar en el párrafo anterior seguirá la tramitación 
ordinaria y se sujetará al régimen de recursos propios de toda liquidación tributaria. Y la 
liquidación que en su caso derive de aquellos conceptos y cuantías que se encuentren 
vinculados con el posible delito contra la Hacienda Pública seguirá la tramitación que al 
efecto establezca la normativa tributaria, sin perjuicio de que finalmente se ajuste a lo que se 
decida en el proceso penal.

La existencia del procedimiento penal por delito contra la Hacienda Pública no paralizará 
la acción de cobro de la deuda tributaria. Por parte de la Administración Tributaria podrán 
iniciarse las actuaciones dirigidas al cobro, salvo que el Juez, de oficio o a instancia de parte, 
hubiere acordado la suspensión de las actuaciones de ejecución, previa prestación de 
garantía. Si no se pudiese prestar garantía en todo o en parte, excepcionalmente el Juez 
podrá acordar la suspensión con dispensa total o parcial de garantías si apreciare que la 
ejecución pudiese ocasionar daños irreparables o de muy difícil reparación.

6. Los Jueces y Tribunales podrán imponer al obligado tributario o al autor del delito la 
pena inferior en uno o dos grados, siempre que, antes de que transcurran dos meses desde 
la citación judicial como imputado satisfaga la deuda tributaria y reconozca judicialmente los 
hechos. Lo anterior será igualmente aplicable respecto de otros partícipes en el delito 
distintos del obligado tributario o del autor del delito, cuando colaboren activamente para la 
obtención de pruebas decisivas para la identificación o captura de otros responsables, para 
el completo esclarecimiento de los hechos delictivos o para la averiguación del patrimonio 
del obligado tributario o de otros responsables del delito.

7. En los procedimientos por el delito contemplado en este artículo, para la ejecución de 
la pena de multa y la responsabilidad civil, que comprenderá el importe de la deuda tributaria 
que la Administración Tributaria no haya liquidado por prescripción u otra causa legal en los 
términos previstos en la Ley 58/2003, General Tributaria, de 17 de diciembre, incluidos sus 
intereses de demora, los Jueces y Tribunales recabarán el auxilio de los servicios de la 
Administración Tributaria que las exigirá por el procedimiento administrativo de apremio en 
los términos establecidos en la citada Ley.
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Artículo 305 bis.  
1. El delito contra la Hacienda Pública será castigado con la pena de prisión de dos a 

seis años y multa del doble al séxtuplo de la cuota defraudada cuando la defraudación se 
cometiere concurriendo alguna de las circunstancias siguientes:

a) Que la cuantía de la cuota defraudada exceda de seiscientos mil euros.
b) Que la defraudación se haya cometido en el seno de una organización o de un grupo 

criminal.
c) Que la utilización de personas físicas o jurídicas o entes sin personalidad jurídica 

interpuestos, negocios o instrumentos fiduciarios o paraísos fiscales o territorios de nula 
tributación oculte o dificulte la determinación de la identidad del obligado tributario o del 
responsable del delito, la determinación de la cuantía defraudada o del patrimonio del 
obligado tributario o del responsable del delito.

2. A los supuestos descritos en el presente artículo les serán de aplicación todas las 
restantes previsiones contenidas en el artículo 305.

En estos casos, además de las penas señaladas, se impondrá al responsable la pérdida 
de la posibilidad de obtener subvenciones o ayudas públicas y del derecho a gozar de los 
beneficios o incentivos fiscales o de la Seguridad Social durante el período de cuatro a ocho 
años.

Artículo 306.  
El que por acción u omisión defraude a los presupuestos generales de la Unión Europea 

u otros administrados por esta, en cuantía superior a cincuenta mil euros, eludiendo, fuera 
de los casos contemplados en el apartado 3 del artículo 305, el pago de cantidades que se 
deban ingresar o, dando, fuera de los casos contemplados en el artículo 308, a los fondos 
obtenidos una aplicación distinta de aquella a que estuvieren destinados u obteniendo 
indebidamente fondos falseando las condiciones requeridas para su concesión u ocultando 
las que la hubieran impedido, será castigado con la pena de prisión de uno a cinco años y 
multa del tanto al séxtuplo de la citada cuantía y la pérdida de la posibilidad de obtener 
subvenciones o ayudas públicas y del derecho a gozar de los beneficios o incentivos fiscales 
o de la Seguridad Social durante el período de tres a seis años.

Si la cuantía defraudada o aplicada indebidamente no superase los cincuenta mil euros, 
pero excediere de cuatro mil, se impondrá una pena de prisión de tres meses a un año o 
multa del tanto al triplo de la citada cuantía y la pérdida de la posibilidad de obtener 
subvenciones o ayudas públicas y del derecho a gozar de los beneficios o incentivos fiscales 
o de la Seguridad Social durante el período de seis meses a dos años.

Artículo 307.  
1. El que, por acción u omisión, defraude a la Seguridad Social eludiendo el pago de las 

cuotas de ésta y conceptos de recaudación conjunta, obteniendo indebidamente 
devoluciones de las mismas o disfrutando de deducciones por cualquier concepto asimismo 
de forma indebida, siempre que la cuantía de las cuotas defraudadas o de las devoluciones 
o deducciones indebidas exceda de cincuenta mil euros será castigado con la pena de 
prisión de uno a cinco años y multa del tanto al séxtuplo de la citada cuantía salvo que 
hubiere regularizado su situación ante la Seguridad Social en los términos del apartado 3 del 
presente artículo.

La mera presentación de los documentos de cotización no excluye la defraudación, 
cuando ésta se acredite por otros hechos.

Además de las penas señaladas, se impondrá al responsable la pérdida de la posibilidad 
de obtener subvenciones o ayudas públicas y del derecho a gozar de los beneficios o 
incentivos fiscales o de la Seguridad Social durante el período de tres a seis años.

2. A los efectos de determinar la cuantía mencionada en el apartado anterior se estará al 
importe total defraudado durante cuatro años naturales.

3. Se considerará regularizada la situación ante la Seguridad Social cuando se haya 
procedido por el obligado frente a la Seguridad Social al completo reconocimiento y pago de 
la deuda antes de que se le haya notificado la iniciación de actuaciones inspectoras dirigidas 
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a la determinación de dichas deudas o, en caso de que tales actuaciones no se hubieran 
producido, antes de que el Ministerio Fiscal o el Letrado de la Seguridad Social interponga 
querella o denuncia contra aquél dirigida o antes de que el Ministerio Fiscal o el Juez de 
Instrucción realicen actuaciones que le permitan tener conocimiento formal de la iniciación 
de diligencias.

Asimismo, los efectos de la regularización prevista en el párrafo anterior, resultarán 
aplicables cuando se satisfagan deudas ante la Seguridad Social una vez prescrito el 
derecho de la Administración a su determinación en vía administrativa.

La regularización de la situación ante la Seguridad Social impedirá que a dicho sujeto se 
le persiga por las posibles irregularidades contables u otras falsedades instrumentales que, 
exclusivamente en relación a la deuda objeto de regularización, el mismo pudiera haber 
cometido con carácter previo a la regularización de su situación.

4. La existencia de un procedimiento penal por delito contra la Seguridad Social no 
paralizará el procedimiento administrativo para la liquidación y cobro de la deuda contraída 
con la Seguridad Social, salvo que el Juez lo acuerde previa prestación de garantía. En el 
caso de que no se pudiese prestar garantía en todo o en parte, el Juez, con carácter 
excepcional, podrá acordar la suspensión con dispensa total o parcial de las garantías, en el 
caso de que apreciara que la ejecución pudiera ocasionar daños irreparables o de muy difícil 
reparación. La liquidación administrativa se ajustará finalmente a lo que se decida en el 
proceso penal.

5. Los Jueces y Tribunales podrán imponer al obligado frente a la Seguridad Social o al 
autor del delito la pena inferior en uno o dos grados, siempre que, antes de que transcurran 
dos meses desde la citación judicial como imputado, satisfaga la deuda con la Seguridad 
Social y reconozca judicialmente los hechos. Lo anterior será igualmente aplicable respecto 
de otros partícipes en el delito distintos del deudor a la Seguridad Social o del autor del 
delito, cuando colaboren activamente para la obtención de pruebas decisivas para la 
identificación o captura de otros responsables, para el completo esclarecimiento de los 
hechos delictivos o para la averiguación del patrimonio del obligado frente a la Seguridad 
Social o de otros responsables del delito.

6. En los procedimientos por el delito contemplado en este artículo, para la ejecución de 
la pena de multa y la responsabilidad civil, que comprenderá el importe de la deuda frente a 
la Seguridad Social que la Administración no haya liquidado por prescripción u otra causa 
legal, incluidos sus intereses de demora, los Jueces y Tribunales recabarán el auxilio de los 
servicios de la Administración de la Seguridad Social que las exigirá por el procedimiento 
administrativo de apremio.

Artículo 307 bis.  
1. El delito contra la Seguridad Social será castigado con la pena de prisión de dos a seis 

años y multa del doble al séxtuplo de la cuantía cuando en la comisión del delito concurriera 
alguna de las siguientes circunstancias:

a) Que la cuantía de las cuotas defraudadas o de las devoluciones o deducciones 
indebidas exceda de ciento veinte mil euros.

b) Que la defraudación se haya cometido en el seno de una organización o de un grupo 
criminal.

c) Que la utilización de personas físicas o jurídicas o entes sin personalidad jurídica 
interpuestos, negocios o instrumentos fiduciarios o paraísos fiscales o territorios de nula 
tributación oculte o dificulte la determinación de la identidad del obligado frente a la 
Seguridad Social o del responsable del delito, la determinación de la cuantía defraudada o 
del patrimonio del obligado frente a la Seguridad Social o del responsable del delito.

2. A los supuestos descritos en el presente artículo le serán de aplicación todas las 
restantes previsiones contenidas en el artículo 307.

3. En estos casos, además de las penas señaladas, se impondrá al responsable la 
pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones o ayudas públicas y del derecho a gozar 
de los beneficios o incentivos fiscales o de la Seguridad Social durante el período de cuatro 
a ocho años.
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Artículo 307 ter.  
1. Quien obtenga, para sí o para otro, el disfrute de prestaciones del Sistema de la 

Seguridad Social, la prolongación indebida del mismo, o facilite a otros su obtención, por 
medio del error provocado mediante la simulación o tergiversación de hechos, o la ocultación 
consciente de hechos de los que tenía el deber de informar, causando con ello un perjuicio a 
la Administración Pública, será castigado con la pena de seis meses a tres años de prisión.

Cuando los hechos, a la vista del importe defraudado, de los medios empleados y de las 
circunstancias personales del autor, no revistan especial gravedad, serán castigados con 
una pena de multa del tanto al séxtuplo.

Además de las penas señaladas, se impondrá al responsable la pérdida de la posibilidad 
de obtener subvenciones y del derecho a gozar de los beneficios o incentivos fiscales o de la 
Seguridad Social durante el período de tres a seis años.

2. Cuando el valor de las prestaciones fuera superior a cincuenta mil euros o hubiera 
concurrido cualquiera de las circunstancias a que se refieren las letras b) o c) del apartado 1 
del artículo 307 bis, se impondrá una pena de prisión de dos a seis años y multa del tanto al 
séxtuplo.

En estos casos, además de las penas señaladas, se impondrá al responsable la pérdida 
de la posibilidad de obtener subvenciones y del derecho a gozar de los beneficios o 
incentivos fiscales o de la Seguridad Social durante el período de cuatro a ocho años.

3. Quedará exento de responsabilidad criminal en relación con las conductas descritas 
en los apartados anteriores el que reintegre una cantidad equivalente al valor de la 
prestación recibida incrementada en un interés anual equivalente al interés legal del dinero 
aumentado en dos puntos porcentuales, desde el momento en que las percibió, antes de que 
se le haya notificado la iniciación de actuaciones de inspección y control en relación con las 
mismas o, en el caso de que tales actuaciones no se hubieran producido, antes de que el 
Ministerio Fiscal, el Abogado del Estado, el Letrado de la Seguridad Social, o el 
representante de la Administración autonómica o local de que se trate, interponga querella o 
denuncia contra aquél dirigida o antes de que el Ministerio Fiscal o el Juez de Instrucción 
realicen actuaciones que le permitan tener conocimiento formal de la iniciación de 
diligencias.

La exención de responsabilidad penal contemplada en el párrafo anterior alcanzará 
igualmente a dicho sujeto por las posibles falsedades instrumentales que, exclusivamente en 
relación a las prestaciones defraudadas objeto de reintegro, el mismo pudiera haber 
cometido con carácter previo a la regularización de su situación.

4. La existencia de un procedimiento penal por alguno de los delitos de los apartados 1 y 
2 de este artículo, no impedirá que la Administración competente exija el reintegro por vía 
administrativa de las prestaciones indebidamente obtenidas. El importe que deba ser 
reintegrado se entenderá fijado provisionalmente por la Administración, y se ajustará 
después a lo que finalmente se resuelva en el proceso penal.

El procedimiento penal tampoco paralizará la acción de cobro de la Administración 
competente, que podrá iniciar las actuaciones dirigidas al cobro salvo que el Juez, de oficio o 
a instancia de parte, hubiere acordado la suspensión de las actuaciones de ejecución previa 
prestación de garantía. Si no se pudiere prestar garantía en todo o en parte, 
excepcionalmente el Juez podrá acordar la suspensión con dispensa total o parcial de 
garantías si apreciare que la ejecución pudiese ocasionar daños irreparables o de muy difícil 
reparación.

5. En los procedimientos por el delito contemplado en este artículo, para la ejecución de 
la pena de multa y de la responsabilidad civil, los Jueces y Tribunales recabarán el auxilio de 
los servicios de la Administración de la Seguridad Social que las exigirá por el procedimiento 
administrativo de apremio.

6. Resultará aplicable a los supuestos regulados en este artículo lo dispuesto en el 
apartado 5 del artículo 307 del Código Penal.

Artículo 308.  
1. El que obtenga subvenciones o ayudas de las Administraciones Públicas, incluida la 

Unión Europea, en una cantidad o por un valor superior a cien mil euros falseando las 
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condiciones requeridas para su concesión u ocultando las que la hubiesen impedido será 
castigado con la pena de prisión de uno a cinco años y multa del tanto al séxtuplo de su 
importe, salvo que lleve a cabo el reintegro a que se refiere el apartado 6.

2. Las mismas penas se impondrán al que, en el desarrollo de una actividad sufragada 
total o parcialmente con fondos de las Administraciones públicas, incluida la Unión Europea, 
los aplique en una cantidad superior a cien mil euros a fines distintos de aquéllos para los 
que la subvención o ayuda fue concedida, salvo que lleve a cabo el reintegro a que se refiere 
el apartado 6.

3. Además de las penas señaladas, se impondrá al responsable la pérdida de la 
posibilidad de obtener subvenciones o ayudas públicas y del derecho a gozar de beneficios o 
incentivos fiscales o de la Seguridad Social durante un período de tres a seis años.

4. Si la cuantía obtenida, defraudada o aplicada indebidamente no superase los cien mil 
euros pero excediere de diez mil, se impondrá una pena de prisión de tres meses a un año o 
multa del tanto al triplo de la citada cuantía y la pérdida de la posibilidad de obtener 
subvenciones o ayudas públicas y del derecho a gozar de los beneficios o incentivos fiscales 
o de la Seguridad Social durante el período de seis meses a dos años, salvo que lleve a 
cabo el reintegro a que se refiere el apartado 6.

5. A los efectos de determinar la cuantía a que se refiere este artículo, se atenderá al 
total de lo obtenido, defraudado o indebidamente aplicado, con independencia de si procede 
de una o de varias Administraciones Públicas conjuntamente.

6. Se entenderá realizado el reintegro al que se refieren los apartados 1, 2 y 4 cuando 
por el perceptor de la subvención o ayuda se proceda a devolver las subvenciones o ayudas 
indebidamente percibidas o aplicadas, incrementadas en el interés de demora aplicable en 
materia de subvenciones desde el momento en que las percibió, y se lleve a cabo antes de 
que se haya notificado la iniciación de actuaciones de comprobación o control en relación 
con dichas subvenciones o ayudas o, en el caso de que tales actuaciones no se hubieran 
producido, antes de que el Ministerio Fiscal, el Abogado del Estado o el representante de la 
Administración autonómica o local de que se trate, interponga querella o denuncia contra 
aquél dirigida o antes de que el Ministerio Fiscal o el juez de instrucción realicen actuaciones 
que le permitan tener conocimiento formal de la iniciación de diligencias. El reintegro 
impedirá que a dicho sujeto se le persiga por las posibles falsedades instrumentales que, 
exclusivamente en relación a la deuda objeto de regularización, el mismo pudiera haber 
cometido con carácter previo a la regularización de su situación.

7. La existencia de un procedimiento penal por alguno de los delitos de los apartados 1, 
2 y 4 de este artículo, no impedirá que la Administración competente exija el reintegro por vía 
administrativa de las subvenciones o ayudas indebidamente aplicadas. El importe que deba 
ser reintegrado se entenderá fijado provisionalmente por la Administración, y se ajustará 
después a lo que finalmente se resuelva en el proceso penal.

El procedimiento penal tampoco paralizará la acción de cobro de la Administración, que 
podrá iniciar las actuaciones dirigidas al cobro salvo que el juez, de oficio o a instancia de 
parte, hubiere acordado la suspensión de las actuaciones de ejecución previa prestación de 
garantía. Si no se pudiere prestar garantía en todo o en parte, excepcionalmente el juez 
podrá acordar la suspensión con dispensa total o parcial de garantías si apreciare que la 
ejecución pudiese ocasionar daños irreparables o de muy difícil reparación.

8. Los jueces y tribunales podrán imponer al responsable de este delito la pena inferior 
en uno o dos grados, siempre que, antes de que transcurran dos meses desde la citación 
judicial como investigado, lleve a cabo el reintegro a que se refiere el apartado 6 y reconozca 
judicialmente los hechos. Lo anterior será igualmente aplicable respecto de otros partícipes 
en el delito distintos del obligado al reintegro o del autor del delito, cuando colaboren 
activamente para la obtención de pruebas decisivas para la identificación o captura de otros 
responsables, para el completo esclarecimiento de los hechos delictivos o para la 
averiguación del patrimonio del obligado o del responsable del delito.

Artículo 308 bis.  
1. La suspensión de la ejecución de las penas impuestas por alguno de los delitos 

regulados en este Título se regirá por las disposiciones contenidas en el Capítulo III del 
Título III del Libro I de este Código, completadas por las siguientes reglas:
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1.ª La suspensión de la ejecución de la pena de prisión impuesta requerirá, además del 
cumplimiento de los requisitos regulados en el artículo 80, que el penado haya abonado la 
deuda tributaria o con la Seguridad Social, o que haya procedido al reintegro de las 
subvenciones o ayudas indebidamente recibidas o utilizadas.

Este requisito se entenderá cumplido cuando el penado asuma el compromiso de 
satisfacer la deuda tributaria, la deuda frente a la Seguridad Social o de proceder al reintegro 
de las subvenciones o ayudas indebidamente recibidas o utilizadas y las responsabilidades 
civiles de acuerdo a su capacidad económica y de facilitar el decomiso acordado, y sea 
razonable esperar que el mismo será cumplido. La suspensión no se concederá cuando 
conste que el penado ha facilitado información inexacta o insuficiente sobre su patrimonio.

La resolución por la que el juez o tribunal concedan la suspensión de la ejecución de la 
pena será comunicada a la representación procesal de la Hacienda Pública estatal, 
autonómica, local o foral, de la Seguridad Social o de la Administración que hubiera 
concedido la subvención o ayuda.

2.ª El juez o tribunal revocarán la suspensión y ordenarán la ejecución de la pena, 
además de en los supuestos del artículo 86, cuando el penado no dé cumplimiento al 
compromiso de pago de la deuda tributaria o con la Seguridad Social, al de reintegro de las 
subvenciones y ayudas indebidamente recibidas o utilizadas, o al de pago de las 
responsabilidades civiles, siempre que tuviera capacidad económica para ello, o facilite 
información inexacta o insuficiente sobre su patrimonio. En estos casos, el juez de vigilancia 
penitenciaria podrá denegar la concesión de la libertad condicional.

2. En el supuesto del artículo 125, el juez o tribunal oirán previamente a la 
representación procesal de la Hacienda Pública estatal, autonómica, local o foral, de la 
Seguridad Social o de la Administración que hubiera concedido la subvención o ayuda, al 
objeto de que aporte informe patrimonial de los responsables del delito en el que se 
analizará la capacidad económica y patrimonial real de los responsables y se podrá incluir 
una propuesta de fraccionamiento acorde con dicha capacidad y con la normativa tributaria, 
de la Seguridad Social o de subvenciones.

Artículo 309.  
(Derogado)

Artículo 310.  
Será castigado con la pena de prisión de cinco a siete meses el que estando obligado 

por ley tributaria a llevar contabilidad mercantil, libros o registros fiscales:
a) Incumpla absolutamente dicha obligación en régimen de estimación directa de bases 

tributarias.
b) Lleve contabilidades distintas que, referidas a una misma actividad y ejercicio 

económico, oculten o simulen la verdadera situación de la empresa.
c) No hubiere anotado en los libros obligatorios negocios, actos, operaciones o, en 

general, transacciones económicas, o los hubiese anotado con cifras distintas a las 
verdaderas.

d) Hubiere practicado en los libros obligatorios anotaciones contables ficticias.
La consideración como delito de los supuestos de hecho, a que se refieren los párrafos 

c) y d) anteriores, requerirá que se hayan omitido las declaraciones tributarias o que las 
presentadas fueren reflejo de su falsa contabilidad y que la cuantía, en más o menos, de los 
cargos o abonos omitidos o falseados exceda, sin compensación aritmética entre ellos, de 
240.000 euros por cada ejercicio económico.

Artículo 310 bis.  
Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea 

responsable de los delitos recogidos en este Título, se le impondrán las siguientes penas:
a) Multa del tanto al doble de la cantidad defraudada o indebidamente obtenida, si el 

delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión de más de dos años.
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b) Multa del doble al cuádruple de la cantidad defraudada o indebidamente obtenida, si el 
delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión de más de cinco 
años.

c) Multa de seis meses a un año, en los supuestos recogidos en el artículo 310.
Además de las señaladas, se impondrá a la persona jurídica responsable la pérdida de la 

posibilidad de obtener subvenciones o ayudas públicas y del derecho a gozar de los 
beneficios o incentivos fiscales o de la Seguridad Social durante el período de tres a seis 
años. Podrá imponerse la prohibición para contratar con las Administraciones Públicas.

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los Jueces y Tribunales podrán 
asimismo imponer las penas recogidas en las letras b), c), d), e) y g) del apartado 7 del 
artículo 33.

[ . . . ]
TÍTULO XVI

De los delitos relativos a la ordenación del territorio y el urbanismo, la 
protección del patrimonio histórico y el medio ambiente

[ . . . ]
Artículo 320.  

1. La autoridad o funcionario público que, a sabiendas de su injusticia, haya informado 
favorablemente instrumentos de planeamiento, proyectos de urbanización, parcelación, 
reparcelación, construcción o edificación o la concesión de licencias contrarias a las normas 
de ordenación territorial o urbanística vigentes, o que con motivo de inspecciones haya 
silenciado la infracción de dichas normas o que haya omitido la realización de inspecciones 
de carácter obligatorio será castigado con la pena establecida en el artículo 404 de este 
Código y, además, con la de prisión de un año y seis meses a cuatro años y la de multa de 
doce a veinticuatro meses.

2. Con las mismas penas se castigará a la autoridad o funcionario público que por sí 
mismo o como miembro de un organismo colegiado haya resuelto o votado a favor de la 
aprobación de los instrumentos de planeamiento, los proyectos de urbanización, parcelación, 
reparcelación, construcción o edificación o la concesión de las licencias a que se refiere el 
apartado anterior, a sabiendas de su injusticia.

CAPÍTULO II
De los delitos sobre el patrimonio histórico

[ . . . ]
Artículo 322.  

1. La autoridad o funcionario público que, a sabiendas de su injusticia, haya informado 
favorablemente proyectos de derribo o alteración de edificios singularmente protegidos será 
castigado además de con la pena establecida en el artículo 404 de este Código con la de 
prisión de seis meses a dos años o la de multa de doce a veinticuatro meses.

2. Con las mismas penas se castigará a la autoridad o funcionario público que por sí 
mismo o como miembro de un organismo colegiado haya resuelto o votado a favor de su 
concesión a sabiendas de su injusticia.

[ . . . ]
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TÍTULO XIX
Delitos contra la Administración pública

CAPÍTULO I
De la prevaricación de los funcionarios públicos y otros comportamientos 

injustos

Artículo 404.  
A la autoridad o funcionario público que, a sabiendas de su injusticia, dictare una 

resolución arbitraria en un asunto administrativo se le castigará con la pena de inhabilitación 
especial para empleo o cargo público y para el ejercicio del derecho de sufragio pasivo por 
tiempo de nueve a quince años.

Artículo 405.  
A la autoridad o funcionario público que, en el ejercicio de su competencia y a sabiendas 

de su ilegalidad, propusiere, nombrare o diere posesión para el ejercicio de un determinado 
cargo público a cualquier persona sin que concurran los requisitos legalmente establecidos 
para ello, se le castigará con las penas de multa de tres a ocho meses y suspensión de 
empleo o cargo público por tiempo de uno a tres años.

Artículo 406.  
La misma pena de multa se impondrá a la persona que acepte la propuesta, 

nombramiento o toma de posesión mencionada en el artículo anterior, sabiendo que carece 
de los requisitos legalmente exigibles.

CAPÍTULO II
Del abandono de destino y de la omisión del deber de perseguir delitos

Artículo 407.  
1. A la autoridad o funcionario público que abandonare su destino con el propósito de no 

impedir o no perseguir cualquiera de los delitos comprendidos en los Títulos XXI, XXII, XXIII 
y XXIV se le castigará con la pena de prisión de uno a cuatro años e inhabilitación absoluta 
para empleo o cargo público por tiempo de seis a diez años. Si hubiera realizado el 
abandono para no impedir o no perseguir cualquier otro delito, se le impondrá la pena de 
inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de uno a tres años.

2. Las mismas penas se impondrán, respectivamente, cuando el abandono tenga por 
objeto no ejecutar las penas correspondientes a estos delitos impuestas por la autoridad 
judicial competente.

Artículo 408.  
La autoridad o funcionario que, faltando a la obligación de su cargo, dejare 

intencionadamente de promover la persecución de los delitos de que tenga noticia o de sus 
responsables, incurrirá en la pena de inhabilitación especial para empleo o cargo público por 
tiempo de seis meses a dos años.

Artículo 409.  
A las autoridades o funcionarios públicos que promovieren, dirigieren u organizaren el 

abandono colectivo y manifiestamente ilegal de un servicio público, se les castigará con la 
pena de multa de ocho a doce meses y suspensión de empleo o cargo público por tiempo de 
seis meses a dos años.

Las autoridades o funcionarios públicos que meramente tomaren parte en el abandono 
colectivo o manifiestamente ilegal de un servicio público esencial y con grave perjuicio de 
éste o de la comunidad, serán castigados con la pena de multa de ocho a doce meses.
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CAPÍTULO III
De la desobediencia y denegación de auxilio

Artículo 410.  
1. Las autoridades o funcionarios públicos que se negaren abiertamente a dar el debido 

cumplimiento a resoluciones judiciales, decisiones u órdenes de la autoridad superior, 
dictadas dentro del ámbito de su respectiva competencia y revestidas de las formalidades 
legales, incurrirán en la pena de multa de tres a doce meses e inhabilitación especial para 
empleo o cargo público por tiempo de seis meses a dos años.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, no incurrirán en responsabilidad 
criminal las autoridades o funcionarios por no dar cumplimiento a un mandato que constituya 
una infracción manifiesta, clara y terminante de un precepto de Ley o de cualquier otra 
disposición general.

Artículo 411.  
La autoridad o funcionario público que, habiendo suspendido, por cualquier motivo que 

no sea el expresado en el apartado segundo del artículo anterior, la ejecución de las órdenes 
de sus superiores, las desobedeciere después de que aquéllos hubieren desaprobado la 
suspensión, incurrirá en las penas de multa de doce a veinticuatro meses, e inhabilitación 
especial para empleo o cargo público por tiempo de uno a tres años.

Artículo 412.  
1. El funcionario público que, requerido por autoridad competente, no prestare el auxilio 

debido para la Administración de Justicia u otro servicio público, incurrirá en las penas de 
multa de tres a doce meses, y suspensión de empleo o cargo público por tiempo de seis 
meses a dos años.

2. Si el requerido fuera autoridad, jefe o responsable de una fuerza pública o un agente 
de la autoridad, se impondrán las penas de multa de doce a dieciocho meses y suspensión 
de empleo o cargo público por tiempo de dos a tres años.

3. La autoridad o funcionario público que, requerido por un particular a prestar algún 
auxilio a que venga obligado por razón de su cargo para evitar un delito contra la vida de las 
personas, se abstuviera de prestarlo, será castigado con la pena de multa de dieciocho a 
veinticuatro meses e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de tres a 
seis años.

Si se tratase de un delito contra la integridad, libertad sexual, salud o libertad de las 
personas, será castigado con la pena de multa de doce a dieciocho meses y suspensión de 
empleo o cargo público de uno a tres años.

En el caso de que tal requerimiento lo fuera para evitar cualquier otro delito u otro mal, 
se castigará con la pena de multa de tres a doce meses y suspensión de empleo o cargo 
público por tiempo de seis meses a dos años.

CAPÍTULO IV
De la infidelidad en la custodia de documentos y de la violación de secretos

Artículo 413.  
La autoridad o funcionario público que, a sabiendas, sustrajere, destruyere, inutilizare u 

ocultare, total o parcialmente, documentos cuya custodia le esté encomendada por razón de 
su cargo, incurrirá en las penas de prisión de uno a cuatro años, multa de siete a veinticuatro 
meses, e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de tres a seis años.

Artículo 414.  
1. A la autoridad o funcionario público que, por razón de su cargo, tenga encomendada 

la custodia de documentos respecto de los que la autoridad competente haya restringido el 
acceso, y que a sabiendas destruya o inutilice los medios puestos para impedir ese acceso o 
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consienta su destrucción o inutilización, incurrirá en la pena de prisión de seis meses a un 
año o multa de seis a veinticuatro meses y, en cualquier caso, inhabilitación especial para 
empleo o cargo público por tiempo de uno a tres años.

2. El particular que destruyere o inutilizare los medios a que se refiere el apartado 
anterior, será castigado con la pena de multa de seis a dieciocho meses.

Artículo 415.  
La autoridad o funcionario público no comprendido en el artículo anterior que, a 

sabiendas y sin la debida autorización, accediere o permitiere acceder a documentos 
secretos cuya custodia le esté confiada por razón de su cargo, incurrirá en la pena de multa 
de seis a doce meses, e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de 
uno a tres años.

Artículo 416.  
Serán castigados con las penas de prisión o multa inmediatamente inferiores a las 

respectivamente señaladas en los tres artículos anteriores los particulares encargados 
accidentalmente del despacho o custodia de documentos, por comisión del Gobierno o de 
las autoridades o funcionarios públicos a quienes hayan sido confiados por razón de su 
cargo, que incurran en las conductas descritas en los mismos.

Artículo 417.  
1. La autoridad o funcionario público que revelare secretos o informaciones de los que 

tenga conocimiento por razón de su oficio o cargo y que no deban ser divulgados, incurrirá 
en la pena de multa de doce a dieciocho meses e inhabilitación especial para empleo o 
cargo público por tiempo de uno a tres años.

Si de la revelación a que se refiere el párrafo anterior resultara grave daño para la causa 
pública o para tercero, la pena será de prisión de uno a tres años, e inhabilitación especial 
para empleo o cargo público por tiempo de tres a cinco años.

2. Si se tratara de secretos de un particular, las penas serán las de prisión de dos a 
cuatro años, multa de doce a dieciocho meses, y suspensión de empleo o cargo público por 
tiempo de uno a tres años.

Artículo 418.  
El particular que aprovechare para sí o para un tercero el secreto o la información 

privilegiada que obtuviere de un funcionario público o autoridad, será castigado con multa del 
tanto al triplo del beneficio obtenido o facilitado y la pérdida de la posibilidad de obtener 
subvenciones o ayudas públicas y del derecho a gozar de los beneficios o incentivos fiscales 
o de la Seguridad Social durante el período de uno a tres años. Si resultara grave daño para 
la causa pública o para tercero, la pena será de prisión de uno a seis años y la pérdida de la 
posibilidad de obtener subvenciones o ayudas públicas y del derecho a gozar de los 
beneficios o incentivos fiscales o de la Seguridad Social durante el periodo de seis a diez 
años.

CAPÍTULO V
Del cohecho

Artículo 419.  
La autoridad o funcionario público que, en provecho propio o de un tercero, recibiere o 

solicitare, por sí o por persona interpuesta, dádiva, favor o retribución de cualquier clase o 
aceptare ofrecimiento o promesa para realizar en el ejercicio de su cargo un acto contrario a 
los deberes inherentes al mismo o para no realizar o retrasar injustificadamente el que 
debiera practicar, incurrirá en la pena de prisión de tres a seis años, multa de doce a 
veinticuatro meses, e inhabilitación especial para empleo o cargo público y para el ejercicio 
del derecho de sufragio pasivo por tiempo de nueve a doce años, sin perjuicio de la pena 
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correspondiente al acto realizado, omitido o retrasado en razón de la retribución o promesa, 
si fuera constitutivo de delito.

Artículo 420.  
La autoridad o funcionario público que, en provecho propio o de un tercero, recibiere o 

solicitare, por sí o por persona interpuesta, dádiva, favor o retribución de cualquier clase o 
aceptare ofrecimiento o promesa para realizar un acto propio de su cargo, incurrirá en la 
pena de prisión de dos a cuatro años, multa de doce a veinticuatro meses e inhabilitación 
especial para empleo o cargo público y para el ejercicio del derecho de sufragio pasivo por 
tiempo de cinco a nueve años.

Artículo 421.  
Las penas señaladas en los artículos precedentes se impondrán también cuando la 

dádiva, favor o retribución se recibiere o solicitare por la autoridad o funcionario público, en 
sus respectivos casos, como recompensa por la conducta descrita en dichos artículos.

Artículo 422.  
La autoridad o funcionario público que, en provecho propio o de un tercero, admitiera, 

por sí o por persona interpuesta, dádiva o regalo que le fueren ofrecidos en consideración a 
su cargo o función, incurrirá en la pena de prisión de seis meses a un año y suspensión de 
empleo y cargo público de uno a tres años.

Artículo 423.  
Lo dispuesto en los artículos precedentes será igualmente aplicable a los jurados y 

árbitros, nacionales o internacionales, así como a mediadores, peritos, administradores o 
interventores designados judicialmente, administradores concursales o a cualesquiera 
personas que participen en el ejercicio de la función pública.

Artículo 424.  
1. El particular que ofreciere o entregare dádiva o retribución de cualquier otra clase a 

una autoridad, funcionario público o persona que participe en el ejercicio de la función 
pública para que realice un acto contrario a los deberes inherentes a su cargo o un acto 
propio de su cargo, para que no realice o retrase el que debiera practicar, o en consideración 
a su cargo o función, será castigado en sus respectivos casos, con las mismas penas de 
prisión y multa que la autoridad, funcionario o persona corrompida.

2. Cuando un particular entregare la dádiva o retribución atendiendo la solicitud de la 
autoridad, funcionario público o persona que participe en el ejercicio de la función pública, se 
le impondrán las mismas penas de prisión y multa que a ellos les correspondan.

3. Si la actuación conseguida o pretendida de la autoridad o funcionario tuviere relación 
con un procedimiento de contratación, de subvenciones o de subastas convocados por las 
Administraciones o entes públicos, se impondrá al particular y, en su caso, a la sociedad, 
asociación u organización a que representare la pena de inhabilitación para obtener 
subvenciones y ayudas públicas, para contratar con entes, organismos o entidades que 
formen parte del sector público y para gozar de beneficios o incentivos fiscales y de la 
Seguridad Social por un tiempo de cinco a diez años.

Artículo 425.  
Cuando el soborno mediare en causa criminal a favor del reo por parte de su cónyuge u 

otra persona a la que se halle ligado de forma estable por análoga relación de afectividad, o 
de algún ascendiente, descendiente o hermano por naturaleza, por adopción o afines en los 
mismos grados, se impondrá al sobornador la pena de prisión de seis meses a un año.
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Artículo 426.  
Quedará exento de pena por el delito de cohecho el particular que, habiendo accedido 

ocasionalmente a la solicitud de dádiva u otra retribución realizada por autoridad o 
funcionario público, denunciare el hecho a la autoridad que tenga el deber de proceder a su 
averiguación antes de la apertura del procedimiento, siempre que no haya transcurrido más 
de dos meses desde la fecha de los hechos.

Artículo 427.  
Lo dispuesto en los artículos precedentes será también aplicable cuando las conductas 

descritas sean realizadas por o afecten a:
a) Cualquier persona que ostente un cargo o empleo legislativo, administrativo o judicial 

de un país de la Unión Europea o de cualquier otro país extranjero, tanto por nombramiento 
como por elección.

b) Cualquier persona que ejerza una función pública para un país de la Unión Europea o 
cualquier otro país extranjero, incluido un organismo público o una empresa pública, para la 
Unión Europea o para otra organización internacional pública.

c) Cualquier funcionario o agente de la Unión Europea o de una organización 
internacional pública.

d) Cualquier persona a la que se haya asignado y que esté ejerciendo una función de 
servicio público que consista en la gestión, en los Estados miembros o en terceros países, 
de intereses financieros de la Unión Europea o en tomar decisiones sobre esos intereses.

Artículo 427 bis.  
Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea 

responsable de los delitos recogidos en este Capítulo, se le impondrán las siguientes penas:
a) Multa de dos a cinco años, o del triple al quíntuple del beneficio obtenido cuando la 

cantidad resultante fuese más elevada, si el delito cometido por la persona física tiene 
prevista una pena de prisión de más de cinco años.

b) Multa de uno a tres años, o del doble al cuádruple del beneficio obtenido cuando la 
cantidad resultante fuese más elevada, si el delito cometido por la persona física tiene 
prevista una pena de más de dos años de privación de libertad no incluida en el anterior 
inciso.

c) Multa de seis meses a dos años, o del doble al triple del beneficio obtenido si la 
cantidad resultante fuese más elevada, en el resto de los casos.

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán 
asimismo imponer las penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.

CAPÍTULO VI
Del tráfico de influencias

Artículo 428.  
El funcionario público o autoridad que influyere en otro funcionario público o autoridad 

prevaliéndose del ejercicio de las facultades de su cargo o de cualquier otra situación 
derivada de su relación personal o jerárquica con éste o con otro funcionario o autoridad 
para conseguir una resolución que le pueda generar directa o indirectamente un beneficio 
económico para sí o para un tercero, incurrirá en las penas de prisión de seis meses a dos 
años, multa del tanto al duplo del beneficio perseguido u obtenido e inhabilitación especial 
para empleo o cargo público y para el ejercicio del derecho de sufragio pasivo por tiempo de 
cinco a nueve años. Si obtuviere el beneficio perseguido, estas penas se impondrán en su 
mitad superior.
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Artículo 429.  
El particular que influyere en un funcionario público o autoridad prevaliéndose de 

cualquier situación derivada de su relación personal con éste o con otro funcionario público o 
autoridad para conseguir una resolución que le pueda generar directa o indirectamente un 
beneficio económico para sí o para un tercero, será castigado con las penas de prisión de 
seis meses a dos años, multa del tanto al duplo del beneficio perseguido u obtenido, y 
prohibición de contratar con el sector público, así como la pérdida de la posibilidad de 
obtener subvenciones o ayudas públicas y del derecho a gozar de beneficios o incentivos 
fiscales y de la Seguridad Social por tiempo de seis a diez años. Si obtuviere el beneficio 
perseguido, estas penas se impondrán en su mitad superior.

Artículo 430.  
Los que, ofreciéndose a realizar las conductas descritas en los dos artículos anteriores, 

solicitaren de terceros dádivas, presentes o cualquier otra remuneración, o aceptaren 
ofrecimiento o promesa, serán castigados con la pena de prisión de seis meses a un año. Si 
el delito fuere cometido por autoridad o funcionario público se le impondrá, además, la pena 
de inhabilitación especial para cargo o empleo público y para el ejercicio del derecho de 
sufragio pasivo por tiempo de uno a cuatro años.

Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea 
responsable de los delitos recogidos en este Capítulo, se le impondrá la pena de multa de 
seis meses a dos años.

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán 
asimismo imponer las penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.

Artículo 431.  
A los efectos de este capítulo se entenderán funcionarios públicos los determinados por 

los artículos 24 y 427.

CAPÍTULO VII
De la malversación

Artículo 432.  
1. La autoridad o funcionario público que, con ánimo de lucro, se apropiare o consintiere 

que un tercero, con igual ánimo, se apropie del patrimonio público que tenga a su cargo por 
razón de sus funciones o con ocasión de las mismas, será castigado con una pena de 
prisión de dos a seis años, inhabilitación especial para cargo o empleo público y para el 
ejercicio del derecho de sufragio pasivo por tiempo de seis a diez años.

2. Se impondrán las penas de prisión de cuatro a ocho años e inhabilitación absoluta por 
tiempo de diez a veinte años si en los hechos que se refieren en el apartado anterior hubiere 
concurrido alguna de las circunstancias siguientes:

a) se hubiera causado un daño o entorpecimiento graves al servicio público,
b) el valor del perjuicio causado o del patrimonio público apropiado excediere de 50.000 

euros,
c) las cosas malversadas fueran de valor artístico, histórico, cultural o científico; o si se 

tratare de efectos destinados a aliviar alguna calamidad pública.
Si el valor del perjuicio causado o del patrimonio público apropiado excediere de 250.000 

euros, se impondrá la pena de prisión en su mitad superior, pudiéndose llegar hasta la 
superior en grado.

3. Los hechos a que se refiere el presente artículo serán castigados con una pena de 
prisión de uno a dos años y multa de tres meses y un día a doce meses, y en todo caso 
inhabilitación especial para cargo o empleo público y derecho de sufragio pasivo por tiempo 
de uno a cinco años, cuando el perjuicio causado o el valor del patrimonio público sea 
inferior a 4.000 euros.
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Artículo 432 bis.  
La autoridad o funcionario público que, sin ánimo de apropiárselo, destinare a usos 

privados el patrimonio público puesto a su cargo por razón de sus funciones o con ocasión 
de las mismas, incurrirá en la pena de prisión de seis meses a tres años, y suspensión de 
empleo o cargo público de uno a cuatro años.

Si el culpable no reintegrara los mismos elementos del patrimonio público distraídos 
dentro de los diez días siguientes al de la incoación del proceso, se le impondrán las penas 
del artículo anterior.

Artículo 433.  
La autoridad o funcionario público que, sin estar comprendido en los artículos anteriores, 

diere al patrimonio público que administrare una aplicación pública diferente de aquélla a la 
que estuviere destinado, incurrirá en las penas de prisión de uno a cuatro años e 
inhabilitación especial de empleo o cargo público de dos a seis años, si resultare daño o 
entorpecimiento graves del servicio al que estuviere consignado, y de inhabilitación de 
empleo o cargo público de uno a tres años y multa de tres a doce meses, si no resultare.

Artículo 433 bis.  
1. La autoridad o funcionario público que, de forma idónea para causar un perjuicio 

económico a la entidad pública de la que dependa, y fuera de los supuestos previstos en el 
artículo 390, falseare su contabilidad, los documentos que deban reflejar su situación 
económica o la información contenida en los mismos, será castigado con la pena de 
inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de uno a diez años y multa de 
doce a veinticuatro meses.

2. Con las mismas penas se castigará a la autoridad o funcionario público, que de forma 
idónea para causar un perjuicio económico a la entidad pública de la que dependa, facilite a 
terceros información mendaz relativa a la situación económica de la misma o alguno de los 
documentos o informaciones a que se refiere el apartado anterior.

3. Si se llegare a causar el perjuicio económico a la entidad, se impondrán las penas de 
prisión de uno a cuatro años, inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo 
de tres a diez años y multa de doce a veinticuatro meses.

Artículo 433 ter.  
A los efectos del presente Código, se entenderá por patrimonio público todo el conjunto 

de bienes y derechos, de contenido económico-patrimonial, pertenecientes a las 
Administraciones públicas.

Artículo 434.  
Si el culpable de cualquiera de los hechos tipificados en este capítulo hubiere reparado 

de modo efectivo e íntegro el perjuicio causado al patrimonio público antes del inicio del 
juicio oral, o hubiera colaborado activa y eficazmente con las autoridades o sus agentes para 
obtener pruebas decisivas para la identificación o captura de otros responsables o para el 
completo esclarecimiento de los hechos delictivos, los jueces y tribunales impondrán al 
responsable de este delito la pena inferior en uno o dos grados.

Artículo 435.  
Las disposiciones de este capítulo son extensivas:
1.º A los que se hallen encargados por cualquier concepto de fondos, rentas o efectos de 

las Administraciones públicas.
2.º A los particulares legalmente designados como depositarios de caudales o efectos 

públicos.
3.º A los administradores o depositarios de dinero o bienes embargados, secuestrados o 

depositados por autoridad pública, aunque pertenezcan a particulares.
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4.º A los administradores concursales, con relación a la masa concursal o los intereses 
económicos de los acreedores. En particular, se considerarán afectados los intereses de los 
acreedores cuando de manera dolosa se alterara el orden de pagos de los créditos 
establecido en la ley

5.º A las personas jurídicas que de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis sean 
responsables de los delitos recogidos en este Capítulo. En estos casos se impondrán las 
siguientes penas:

a) Multa de dos a cinco años, o del triple al quíntuple del valor del perjuicio causado o de 
los bienes o efectos apropiados cuando la cantidad resultante fuese más elevada, si el delito 
cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión de más de cinco años.

b) Multa de uno a tres años, o del doble al cuádruple del valor del perjuicio causado o de 
los bienes o efectos apropiados cuando la cantidad resultante fuese más elevada, si el delito 
cometido por la persona física tiene prevista una pena de más de dos años de privación de 
libertad no incluida en el anterior inciso.

c) Multa de seis meses a dos años, o del doble al triple del valor del perjuicio causado o 
de los bienes o efectos apropiados si la cantidad resultante fuese más elevada, en el resto 
de los casos.

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán 
asimismo imponer las penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.

Artículo 435 bis.  
A los efectos de este capítulo se entenderá por funcionario público los determinados por 

los artículos 24 y 427.

CAPÍTULO VIII
De los fraudes y exacciones ilegales

Artículo 436.  
La autoridad o funcionario público que, interviniendo por razón de su cargo en 

cualesquiera de los actos de las modalidades de contratación pública o en liquidaciones de 
efectos o haberes públicos, se concertara con los interesados o usase de cualquier otro 
artificio para defraudar a cualquier ente público, incurrirá en las penas de prisión de dos a 
seis años e inhabilitación especial para empleo o cargo público y para el ejercicio del 
derecho de sufragio pasivo por tiempo de seis a diez años. Al particular que se haya 
concertado con la autoridad o funcionario público se le impondrá la misma pena de prisión 
que a éstos, así como la de inhabilitación para obtener subvenciones y ayudas públicas, 
para contratar con entes, organismos o entidades que formen parte del sector público y para 
gozar de beneficios o incentivos fiscales y de la Seguridad Social por un tiempo de dos a 
siete años.

Artículo 437.  
La autoridad o funcionario público que exigiere, directa o indirectamente, derechos, 

tarifas por aranceles o minutas que no sean debidos o en cuantía mayor a la legalmente 
señalada, será castigado, sin perjuicio de los reintegros a que viniere obligado, con las 
penas de multa de seis a veinticuatro meses y de suspensión de empleo o cargo público por 
tiempo de seis meses a cuatro años.

Artículo 438.  
La autoridad o funcionario público que, abusando de su cargo, cometiere algún delito de 

estafa o de fraude de prestaciones del Sistema de Seguridad Social del artículo 307 ter, 
incurrirá en las penas respectivamente señaladas a éstos, en su mitad superior, pudiéndose 
llegar hasta la superior en grado, e inhabilitación especial para empleo o cargo público y 
para el ejercicio del derecho de sufragio pasivo por tiempo de tres a nueve años, salvo que 
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los hechos estén castigados con una pena más grave en algún otro precepto de este 
Código.

Artículo 438 bis.  
La autoridad que, durante el desempeño de su función o cargo y hasta cinco años 

después de haber cesado en ellos, hubiera obtenido un incremento patrimonial o una 
cancelación de obligaciones o deudas por un valor superior a 250.000 euros respecto a sus 
ingresos acreditados, y se negara abiertamente a dar el debido cumplimiento a los 
requerimientos de los órganos competentes destinados a comprobar su justificación, será 
castigada con las penas de prisión de seis meses a tres años, multa del tanto al triplo del 
beneficio obtenido, e inhabilitación especial para empleo o cargo público y para el ejercicio 
del derecho de sufragio pasivo por tiempo de dos a siete años.

CAPÍTULO IX
De las negociaciones y actividades prohibidas a los funcionarios públicos y de 

los abusos en el ejercicio de su función

Artículo 439.  
La autoridad o funcionario público que, debiendo intervenir por razón de su cargo en 

cualquier clase de contrato, asunto, operación o actividad, se aproveche de tal circunstancia 
para forzar o facilitarse cualquier forma de participación, directa o por persona interpuesta, 
en tales negocios o actuaciones, incurrirá en la pena de prisión de seis meses a dos años, 
multa de doce a veinticuatro meses e inhabilitación especial para empleo o cargo público y 
para el ejercicio del derecho de sufragio pasivo por tiempo de dos a siete años.

Artículo 440.  
Los peritos, árbitros y contadores partidores que se condujeren del modo previsto en el 

artículo anterior, respecto de los bienes o cosas en cuya tasación, partición o adjudicación 
hubieran intervenido, y los tutores, curadores o albaceas respecto de los pertenecientes a 
sus pupilos o testamentarías, y los administradores concursales respecto de los bienes y 
derechos integrados en la masa del concurso, serán castigados con la pena de multa de 
doce a veinticuatro meses e inhabilitación especial para empleo o cargo público, profesión u 
oficio, guarda, tutela o curatela, según los casos, por tiempo de tres a seis años, salvo que 
esta conducta esté sancionada con mayor pena en otro precepto de este Código.

Artículo 441.  
La autoridad o funcionario público que, fuera de los casos admitidos en las leyes o 

reglamentos, realizare, por sí o por persona interpuesta, una actividad profesional o de 
asesoramiento permanente o accidental, bajo la dependencia o al servicio de entidades 
privadas o de particulares, en asunto en que deba intervenir o haya intervenido por razón de 
su cargo, o en los que se tramiten, informen o resuelvan en la oficina o centro directivo en 
que estuviere destinado o del que dependa, incurrirá en las penas de multa de seis a doce 
meses y suspensión de empleo o cargo público por tiempo de dos a cinco años.

Artículo 442.  
La autoridad o funcionario público que haga uso de un secreto del que tenga 

conocimiento por razón de su oficio o cargo, o de una información privilegiada, con ánimo de 
obtener un beneficio económico para sí o para un tercero, incurrirá en las penas de multa del 
tanto al triplo del beneficio perseguido, obtenido o facilitado e inhabilitación especial para 
empleo o cargo público y para el ejercicio del derecho de sufragio pasivo por tiempo de dos 
a cuatro años. Si obtuviere el beneficio perseguido se impondrán las penas de prisión de uno 
a tres años, multa del tanto al séxtuplo del beneficio perseguido, obtenido o facilitado e 
inhabilitación especial para empleo o cargo público y para el ejercicio del derecho de 
sufragio pasivo por tiempo de cuatro a seis años.
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Si resultara grave daño para la causa pública o para tercero, la pena será de prisión de 
uno a seis años, e inhabilitación especial para empleo o cargo público y para el ejercicio del 
derecho de sufragio pasivo por tiempo de nueve a doce años. A los efectos de este artículo 
se entiende por información privilegiada toda información de carácter concreto que se tenga 
exclusivamente por razón del oficio o cargo público y que no haya sido notificada, publicada 
o divulgada.

Artículo 443.  
1. Será castigado con la pena de prisión de uno a dos años e inhabilitación absoluta por 

tiempo de seis a 12 años, la autoridad o funcionario público que solicitare sexualmente a una 
persona que, para sí misma o para su cónyuge u otra persona con la que se halle ligado de 
forma estable por análoga relación de afectividad, ascendiente, descendiente, hermano, por 
naturaleza, por adopción, o afín en los mismos grados, tenga pretensiones pendientes de la 
resolución de aquel o acerca de las cuales deba evacuar informe o elevar consulta a su 
superior.

2. El funcionario de Instituciones Penitenciarias, de centros de protección o reforma de 
menores, centro de internamiento de personas extranjeras, o cualquier otro centro de 
detención, o custodia, incluso de estancia temporal, que solicitara sexualmente a una 
persona sujeta a su guarda, será castigado con la pena de prisión de uno a cuatro años e 
inhabilitación absoluta por tiempo de seis a doce años.

3. En las mismas penas incurrirán cuando la persona solicitada fuera ascendiente, 
descendiente, hermano, por naturaleza, por adopción, o afines en los mismos grados de 
persona que tuviere bajo su guarda. Incurrirá, asimismo, en estas penas cuando la persona 
solicitada sea cónyuge de persona que tenga bajo su guarda o se halle ligada a ésta de 
forma estable por análoga relación de afectividad.

Artículo 444.  
Las penas previstas en el artículo anterior se impondrán sin perjuicio de las que 

correspondan por los delitos contra la libertad sexual efectivamente cometidos.

CAPÍTULO X
Disposición común a los Capítulos anteriores

Artículo 445.  
La provocación, la conspiración y la proposición para cometer los delitos previstos en 

este Título se castigará, respectivamente, con la pena inferior en uno o dos grados.

[ . . . ]
TÍTULO XXII

Delitos contra el orden público

[ . . . ]
CAPÍTULO VI

De las organizaciones y grupos criminales
 

Artículo 570 bis.  
1. Quienes promovieren, constituyeren, organizaren, coordinaren o dirigieren una 

organización criminal serán castigados con la pena de prisión de cuatro a ocho años si 
aquélla tuviere por finalidad u objeto la comisión de delitos graves, y con la pena de prisión 
de tres a seis años en los demás casos; y quienes participaren activamente en la 
organización, formaren parte de ella o cooperaren económicamente o de cualquier otro 
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modo con la misma serán castigados con las penas de prisión de dos a cinco años si tuviere 
como fin la comisión de delitos graves, y con la pena de prisión de uno a tres años en los 
demás casos.

A los efectos de este Código se entiende por organización criminal la agrupación 
formada por más de dos personas con carácter estable o por tiempo indefinido, que de 
manera concertada y coordinada se repartan diversas tareas o funciones con el fin de 
cometer delitos.

2. Las penas previstas en el número anterior se impondrán en su mitad superior cuando 
la organización:

a) esté formada por un elevado número de personas.
b) disponga de armas o instrumentos peligrosos.
c) disponga de medios tecnológicos avanzados de comunicación o transporte que por 

sus características resulten especialmente aptos para facilitar la ejecución de los delitos o la 
impunidad de los culpables.

Si concurrieran dos o más de dichas circunstancias se impondrán las penas superiores 
en grado.

3. Se impondrán en su mitad superior las penas respectivamente previstas en este 
artículo si los delitos fueren contra la vida o la integridad de las personas, la libertad, la 
libertad e indemnidad sexuales o la trata de seres humanos.

Artículo 570 ter.  
1. Quienes constituyeren, financiaren o integraren un grupo criminal serán castigados:
a) Si la finalidad del grupo es cometer delitos de los mencionados en el apartado 3 del 

artículo anterior, con la pena de dos a cuatro años de prisión si se trata de uno o más delitos 
graves y con la de uno a tres años de prisión si se trata de delitos menos graves.

b) Con la pena de seis meses a dos años de prisión si la finalidad del grupo es cometer 
cualquier otro delito grave.

c) Con la pena de tres meses a un año de prisión cuando se trate de cometer uno o 
varios delitos menos graves no incluidos en el apartado a) o de la perpetración reiterada de 
delitos leves.

A los efectos de este Código se entiende por grupo criminal la unión de más de dos 
personas que, sin reunir alguna o algunas de las características de la organización criminal 
definida en el artículo anterior, tenga por finalidad o por objeto la perpetración concertada de 
delitos.

2. Las penas previstas en el número anterior se impondrán en su mitad superior cuando 
el grupo:

a) esté formado por un elevado número de personas.
b) disponga de armas o instrumentos peligrosos.
c) disponga de medios tecnológicos avanzados de comunicación o transporte que por 

sus características resulten especialmente aptos para facilitar la ejecución de los delitos o la 
impunidad de los culpables.

Si concurrieran dos o más de dichas circunstancias se impondrán las penas superiores 
en grado.

Artículo 570 quáter.  
1. Los jueces o tribunales, en los supuestos previstos en este Capítulo y el siguiente, 

acordarán la disolución de la organización o grupo y, en su caso, cualquier otra de las 
consecuencias de los artículos 33.7 y 129 de este Código.

2. Asimismo se impondrá a los responsables de las conductas descritas en los dos 
artículos anteriores, además de las penas en ellos previstas, la de inhabilitación especial 
para todas aquellas actividades económicas o negocios jurídicos relacionados con la 
actividad de la organización o grupo criminal o con su actuación en el seno de los mismos, 
por un tiempo superior entre seis y veinte años al de la duración de la pena de privación de 
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libertad impuesta en su caso, atendiendo proporcionalmente a la gravedad del delito, al 
número de los cometidos y a las circunstancias que concurran en el delincuente.

En todo caso, cuando las conductas previstas en dichos artículos estuvieren 
comprendidas en otro precepto de este Código, será de aplicación lo dispuesto en la regla 
4.ª del artículo 8.

3. Las disposiciones de este Capítulo serán aplicables a toda organización o grupo 
criminal que lleve a cabo cualquier acto penalmente relevante en España, aunque se hayan 
constituido, estén asentados o desarrollen su actividad en el extranjero.

4. Los jueces o tribunales, razonándolo en la sentencia, podrán imponer al responsable 
de cualquiera de los delitos previstos en este Capítulo la pena inferior en uno o dos grados, 
siempre que el sujeto haya abandonado de forma voluntaria sus actividades delictivas y haya 
colaborado activamente con las autoridades o sus agentes, bien para obtener pruebas 
decisivas para la identificación o captura de otros responsables o para impedir la actuación o 
el desarrollo de las organizaciones o grupos a que haya pertenecido, bien para evitar la 
perpetración de un delito que se tratara de cometer en el seno o a través de dichas 
organizaciones o grupos.

[ . . . ]
Artículo 580 bis.  

Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea 
responsable de los delitos recogidos en este Capítulo, se le impondrán las siguientes penas:

a) Multa de dos a cinco años, o del doble al cuádruple del perjuicio causado cuando la 
cantidad resultante fuese más elevada, si el delito cometido por la persona física tiene 
prevista una pena de más de dos años de privación de libertad.

b) Multa de seis meses a dos años, o del doble al triple del perjuicio causado si la 
cantidad resultante fuese más elevada, en el resto de los casos.

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán 
asimismo imponer las penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33.

[ . . . ]
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§ 88

Ley Orgánica 12/1995, de 12 de diciembre, de Represión del 
Contrabando

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 297, de 13 de diciembre de 1995
Última modificación: 23 de diciembre de 2022

Referencia: BOE-A-1995-26836

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

Ley Orgánica:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

1. Necesidad de la norma
En los últimos años la aduana española ha pasado por un período de cambio sin 

precedentes. La configuración de la Unión Europea como un mercado interior establecida en 
el Acta Unica Europea ha traído consigo la libertad de circulación de mercancías sin que 
queden sometidas éstas a controles como consecuencia del cruce de las fronteras interiores. 
Esta nueva situación hace necesaria una modificación de la normativa referente a la 
circulación intracomunitaria de mercancías, que respondía a un modelo basado, 
precisamente, en la imposición y el control fronterizos, lo que aconseja, a su vez, a proceder 
a una adecuación de la legislación conducente a reprimir la introducción ilícita de mercancías 
en el territorio aduanero.

Con la consagración del mercado único, la aduana española ha dejado de actuar como 
frontera fiscal para el tráfico con otros Estados miembros de la Unión Europea. El desafío 
fundamental del mercado único en este campo consiste en compatibilizar las facilidades 
dadas al libre movimiento de mercancías con la necesidad de mantener la efectividad del 
esfuerzo en la represión del contrabando.

Al mismo tiempo parece oportuno proceder a una revisión de la Ley Orgánica 7/1982, de 
13 de julio, que modifica la legislación vigente en materia de contrabando y regula los delitos 
e infracciones administrativas en la materia, tras trece años de vigencia para, entre otras 
finalidades, actualizar el valor límite que en la misma se fijó de 1.000.000 de pesetas para la 
distinción entre delito e infracción administrativa de contrabando, incluir las operaciones 
ilícitas con algunas mercancías no recogidas anteriormente, como las especies de flora y 
fauna amenazadas de extinción y los precursores de drogas, y, por fin, colmar algunas 
lagunas que la experiencia ha puesto de manifiesto, así como tomar en consideración la 

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

– 841 –



nueva situación producida tras la incorporación de la Comunidad Autónoma Canaria al 
territorio aduanero comunitario, no obstante no formar parte del sistema común del Impuesto 
sobre el Valor Añadido.

2. Ámbito de la reforma
Como novedad respecto a la Ley precedente se incluyen en la nueva ciertas definiciones 

con el fin de delimitar su ámbito de aplicación habida cuenta la puesta en marcha del 
mercado único comunitario.

Se incrementa la cuantía del valor de las mercancías para la tipificación del delito hasta 
3.000.000 de pesetas, no sólo para actualizar la equivalencia real del valor de la peseta, sino 
también para aliviar la carga que pesa sobre el orden jurisdiccional penal.

El impacto social, económico y recaudatorio del comercio ilegítimo de labores del tabaco 
obliga a intensificar la reacción jurídica frente a este ilícito. A tal fin, se considerarán géneros 
estancados, a efectos de la nueva Ley, las labores del tabaco, aunque se trate de 
mercancías comunitarias.

Como se ha indicado ya, la entrada en vigor del mercado interior comunitario el 1 de 
enero de 1993 supuso la supresión de los controles fronterizos entre los Estados miembros, 
lo que ha dado lugar a un abuso de las facilidades ofrecidas al comercio regular al amparo 
de los regímenes de tránsito y ocasionado desviaciones ilícitas de mercancías. Ello ha 
aconsejado que se penalicen los ilícitos que suponen el incumplimiento de la normativa 
reguladora del tránsito aduanero, recogida en el Reglamento (CEE) número 2913/1992, del 
Consejo, de fecha 12 de octubre, por el que se aprueba el Código Aduanero Comunitario, y 
en sus normas de aplicación, así como en el Convenio TIR.

La nueva Ley consagra la existencia de contrabando en los casos de salida del territorio 
nacional de bienes que integren el Patrimonio Histórico Español, incluso si su destino es otro 
Estado miembro de la Unión. Esta inclusión se hace posible en virtud de lo prevenido en la 
Directiva 93/7/CEE, relativa a la restitución de bienes culturales, que deja libertad a cada 
Estado miembro para ejercer las acciones civiles y penales oportunas. Por otra parte, la 
nueva Ley tipifica como contrabando las operaciones realizadas con especímenes de la 
fauna y flora silvestres al tratarse de un comercio prohibido en ciertos casos, y en aplicación 
del Convenio de Washington de 3 de marzo de 1973 y del correspondiente Reglamento 
comunitario.

Entre los supuestos constitutivos de delito de contrabando se ha incluido la exportación 
de material de defensa o material de doble uso, en el sentido que desarrolla el artículo 1. 
Ambos conceptos estaban ya considerados como contrabando en virtud de lo dispuesto en 
la Ley Orgánica 3/1992, de 30 de abril.

En cuanto a las penas, la nueva Ley mantiene la pena de prisión menor para el delito de 
contrabando y eleva la cuantía de la multa para el mismo, dada la alarma social que entraña 
la comisión repetida de estos ilícitos.

Como productos económicos generados por el contrabando susceptibles de comiso se 
incluyen las ganancias obtenidas del delito, lo que se corresponde con el artículo 344 bis, e) 
del Código Penal, en su redacción dada por la Ley Orgánica 8/1992, de 23 de diciembre.

El Título II de la Ley define y regula las infracciones administrativas de contrabando. Al 
propio tiempo eleva las cuantías hasta las que se consideren como infracciones 
administrativas y a partir de las cuales las conductas tipificadas constituyen delito de 
contrabando.

Como novedad respecto al texto de la Ley 7/1982, de 13 de julio, se incrementa el 
importe de las multas por infracciones administrativas de contrabando y se precisa el 
momento en que comienza el plazo de prescripción tanto para las propias infracciones como 
para las sanciones que de ellas se deriven.

La nueva Ley faculta a los órganos de la Administración aduanera para autorizar la 
salida de mercancías de los recintos aduaneros, como entrega vigilada, a fin de facilitar las 
investigaciones encaminadas al descubrimiento del contrabando, y autoriza a los organismos 
y servicios encargados de la persecución del contrabando para establecer contactos e 
intercambiar información con otros servicios homólogos.

Por último, dado su contenido, parte de la Ley tiene el carácter de Ley ordinaria.
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TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1.  Definiciones.
A los efectos de la presente Ley se entenderá por:
1. “Mercancía”: todo bien corporal susceptible de ser objeto de comercio.
A estos efectos, la moneda metálica, los billetes de banco y los cheques bancarios al 

portador denominados en moneda nacional o en cualquier otra moneda, y cualquier medio 
físico, incluidos los electrónicos, concebido para ser utilizado como medio de pago se 
considerarán como mercancías cuando se oculten bien entre otras mercancías presentadas 
ante la aduana o bien en los medios de transporte en los que se encuentren.

2. “Mercancías comunitarias”: las mercancías definidas como tales en el apartado 18 del 
artículo 4 del Reglamento (CE) n.º 450/2008, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 
de abril de 2008, por el que se establece el Código Aduanero Comunitario (Código Aduanero 
Modernizado).

3. “Mercancías no comunitarias”: las mercancías definidas como tales en el apartado 19 
del artículo 4 del Reglamento (CE) n.º 450/2008, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
23 de abril de 2008, por el que se establece el Código Aduanero Comunitario (Código 
Aduanero Modernizado).

4. “Recinto aduanero”: todo lugar habilitado por los órganos competentes del Ministerio 
de Economía y Hacienda para:

a) La presentación en aduana de las mercancías no comunitarias que hayan sido 
introducidas en el territorio español.

b) La presentación en aduana de las mercancías comunitarias que hayan sido 
introducidas en el territorio de las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla.

c) El sometimiento a vigilancia aduanera de las mercancías comunitarias declaradas 
para el régimen de exportación, de perfeccionamiento pasivo, de tránsito o de depósito 
aduanero, desde el momento de la admisión de la correspondiente declaración en aduanas, 
de conformidad con lo dispuesto en el Reglamento (CE) n.º 450/2008, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 23 de abril de 2008, por el que se establece el Código Aduanero 
Comunitario (Código Aduanero Modernizado), o de cualquier otra operación prevista en la 
normativa aduanera comunitaria.

5. “Autoridad aduanera”: el Departamento de Aduanas e Impuestos Especiales y los 
servicios de las Delegaciones Especiales y Delegaciones de la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria encargados del control aduanero de conformidad con las normas 
de organización de la Agencia.

6. “Importación”: la entrada de mercancías no comunitarias en el territorio español 
comprendido en el territorio aduanero de la Unión Europea, así como en el ámbito territorial 
de Ceuta y Melilla. Se asimila a la importación la entrada de mercancías desde las áreas 
exentas.

7. “Introducción”: la entrada en el territorio español de mercancías comunitarias 
procedentes de otros Estados miembros de la Unión Europea.

8. “Exportación”: la salida de mercancías del territorio español. No se considerará 
exportación la salida de mercancías comunitarias del territorio español comprendido en el 
territorio aduanero de la Unión Europea con destino final al resto de dicho territorio 
aduanero.

Con respecto a productos y tecnologías de doble uso, el concepto de “exportación” será 
el definido al efecto en el Reglamento (CE) n.º 428/2009, del Consejo, de 5 de mayo de 
2009, por el que se establece un régimen comunitario de control de las exportaciones, la 
transferencia, el corretaje y el tránsito de productos de doble uso.

9. “Expedición”: la salida de mercancías del territorio español con destino final a otros 
Estados miembros de la Unión Europea.

10. “Áreas exentas”: las zonas y depósitos francos y los depósitos aduaneros definidos 
en los artículos 148 y 153 del Reglamento (CE) n.º 450/2008, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 23 de abril de 2008, por el que se establece el Código Aduanero Comunitario 
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(Código Aduanero Modernizado), así como, en general, cualquier almacén, zona o ubicación 
en la que se depositen o almacenen mercancías no comunitarias en situación de depósito 
temporal a la espera de ser declaradas para un régimen aduanero.

11. “Géneros o efectos estancados”: los artículos, productos o sustancias cuya 
producción, adquisición, distribución o cualquiera otra actividad concerniente a los mismos 
sea atribuida por ley al Estado con carácter de monopolio, así como las labores del tabaco y 
todos aquellos a los que por ley se otorgue dicha condición.

12. “Géneros prohibidos”: todos aquellos cuya importación, exportación, circulación, 
tenencia, comercio o producción estén prohibidos expresamente por tratado o convenio 
suscrito por España, por disposición con rango de ley o por reglamento de la Unión Europea. 
El carácter de prohibido se limitará para cada género a la realización de la actividad o 
actividades que de modo expreso se determinen en la norma que establezca la prohibición y 
por el tiempo que la misma señale.

13. “Material de defensa”: los productos y tecnologías sometidos a autorización de 
conformidad con lo establecido en la Ley 53/2007, de 28 de diciembre, sobre el control del 
comercio exterior de material de defensa y de doble uso, y en las sucesivas disposiciones 
legales o reglamentos de la Unión Europea.

14. “Productos y tecnologías de doble uso”: los productos y tecnologías sometidos a 
autorización de conformidad con lo establecido en el Reglamento (CE) n.º 428/2009, del 
Consejo, de 5 de mayo de 2009, por el que se establece un régimen comunitario de control 
de las exportaciones, la transferencia, el corretaje y el tránsito de productos de doble uso, y 
en la Ley 53/2007, de 28 de diciembre, sobre el control del comercio exterior de material de 
defensa y de doble uso, y en las sucesivas disposiciones legales o reglamentos de la Unión 
Europea.

15. “Precursores de drogas”: las sustancias y productos susceptibles de ser utilizados en 
el cultivo, la producción o la fabricación de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias 
psicotrópicas enumeradas en los cuadros I y II de la Convención de Naciones Unidas, hecha 
en Viena el 20 de diciembre de 1988, sobre el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias 
psicotrópicas y cualesquiera otros productos adicionados al mismo Convenio, o en 
cualesquiera tratados o convenios internacionales sobre el mismo objeto suscritos por 
España.

16. “Sustancias químicas tóxicas y sus precursores”: las sustancias enumeradas en las 
listas 1, 2 y 3 de la Convención sobre la prohibición del Desarrollo, la Producción, el 
Almacenamiento y el Empleo de Armas Químicas y sobre su Destrucción, hecha en París el 
13 de enero de 1993, definidas al efecto en su artículo II.

17. “Agentes biológicos o toxinas”: los incluidos en el artículo 1 de la Convención sobre 
la Prohibición del Desarrollo, la Producción y el Almacenamiento de Armas Bacteriológicas 
(Biológicas) y Toxínicas y sobre su Destrucción, de 10 de abril de 1972.

18. “Productos que pueden utilizarse para aplicar la pena de muerte o infligir tortura u 
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes”: los incluidos en los anexos II y III 
del Reglamento (CE) n.º 1236/2005, del Consejo, de 27 de junio de 2005, sobre el comercio 
de determinados productos que pueden utilizarse para aplicar la pena de muerte o infligir 
tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, y los sucesivos 
reglamentos que lo actualicen.

19. “Mercancías sujetas a medidas de política comercial”: cualquier mercancía distinta de 
las mencionadas anteriormente para la que, con ocasión de la importación o exportación, se 
exija el cumplimiento de cualquier requisito de naturaleza no tributaria, como, por ejemplo, 
autorizaciones, licencias, permisos, homologaciones u obligaciones de etiquetado o 
circulación, establecidos por normativa nacional o comunitaria.

20. “Deuda aduanera”: la obligación definida como tal en el apartado 13 del artículo 4 del 
Reglamento (CE) n.º 450/2008, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de abril de 
2008, por el que se establece el Código Aduanero Comunitario (Código Aduanero 
Modernizado).
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TÍTULO I
Delito de contrabando

Artículo 2.  Tipificación del delito.
1. Cometen delito de contrabando, siempre que el valor de los bienes, mercancías, 

géneros o efectos sea igual o superior a 150.000 euros, los que realicen alguno de los 
siguientes hechos:

a) Importen o exporten mercancías de lícito comercio sin presentarlas para su despacho 
en las oficinas de aduanas o en los lugares habilitados por la Administración aduanera.

La ocultación o sustracción de cualquier clase de mercancías a la acción de la 
Administración aduanera dentro de los recintos o lugares habilitados equivaldrá a la no 
presentación.

b) Realicen operaciones de comercio, tenencia o circulación de mercancías no 
comunitarias de lícito comercio sin cumplir los requisitos legalmente establecidos para 
acreditar su lícita importación.

c) Destinen al consumo las mercancías en tránsito con incumplimiento de la normativa 
reguladora de este régimen aduanero, establecida en los artículos 62, 63, 103, 136, 140, 
143, 144, 145, 146 y 147 del Reglamento (CE) n.º 450/2008, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 23 de abril de 2008, por el que se establece el Código Aduanero Comunitario 
(Código Aduanero Modernizado), y sus disposiciones de aplicación, así como en el Convenio 
TIR de 14 de noviembre de 1975.

d) Importen o exporten, mercancías sujetas a medida de política comercial sin cumplir las 
disposiciones vigentes aplicables; o cuando la operación estuviera sujeta a una previa 
autorización administrativa y ésta fuese obtenida bien mediante su solicitud con datos o 
documentos falsos en relación con la naturaleza o el destino último de tales productos, o 
bien de cualquier otro modo ilícito.

e) Obtengan, o pretendan obtener, mediante alegación de causa falsa o de cualquier otro 
modo ilícito, el levante definido de conformidad con lo establecido en el artículo 123 del 
Reglamento (CE) n.º 450/2008, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de abril de 
2008, por el que se establece el Código Aduanero Comunitario (Código Aduanero 
Modernizado), y sus disposiciones de aplicación o la autorización para los actos a que se 
refieren los apartados anteriores.

f) Conduzcan en buque de porte menor que el permitido por los reglamentos, salvo 
autorización para ello, mercancías no comunitarias en cualquier puerto o lugar de las costas 
no habilitado a efectos aduaneros, o en cualquier punto de las aguas interiores o del mar 
territorial español o zona contigua.

g) Alijen o transborden de un buque clandestinamente cualquier clase de mercancías, 
géneros o efectos dentro de las aguas interiores o del mar territorial español o zona 
contigua, o en las circunstancias previstas por el artículo 111 de la Convención de Naciones 
Unidas sobre el Derecho del Mar, hecha en Montego Bay, Jamaica, el 10 de diciembre de 
1982.

2. Cometen delito de contrabando, siempre que el valor de los bienes, mercancías, 
géneros o efectos sea igual o superior a 50.000 euros, los que realicen alguno de los 
siguientes hechos:

a) Exporten o expidan bienes que integren el Patrimonio Histórico Español sin la 
autorización de la Administración competente cuando ésta sea necesaria, o habiéndola 
obtenido bien mediante su solicitud con datos o documentos falsos en relación con la 
naturaleza o el destino último de tales productos o bien de cualquier otro modo ilícito.

b) Realicen operaciones de importación, exportación, comercio, tenencia, circulación de:
Géneros estancados o prohibidos, incluyendo su producción o rehabilitación, sin cumplir 

los requisitos establecidos en las leyes.
Especímenes de fauna y flora silvestres y sus partes y productos, de especies recogidas 

en el Convenio de Washington, de 3 de marzo de 1973, o en el Reglamento (CE) n.º 
338/1997 del Consejo, de 9 de diciembre de 1996, sin cumplir los requisitos legalmente 
establecidos.
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c) Importen, exporten, introduzcan, expidan o realicen cualquier otra operación sujeta al 
control previsto en la normativa correspondiente referido a las mercancías sometidas al 
mismo por alguna de las disposiciones siguientes:

1.º La normativa reguladora del comercio exterior de material de defensa, de otro 
material o de productos y tecnologías de doble uso sin la autorización a la que hace 
referencia el capítulo II de la Ley 53/2007, o habiéndola obtenido bien mediante su solicitud 
con datos o documentos falsos en relación con la naturaleza o el destino último de tales 
productos o bien de cualquier otro modo ilícito.

2.º El Reglamento (CE) n.º 1236/2005 del Consejo, de 27 de junio de 2005, sobre el 
comercio de determinados productos que pueden utilizarse para aplicar la pena de muerte o 
infligir tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes con productos 
incluidos en el anexo III del citado Reglamento, sin la autorización a la que hace referencia el 
capítulo II de la Ley 53/2007, o habiéndola obtenido bien mediante su solicitud con datos o 
documentos falsos en relación con la naturaleza o el destino último de tales productos o bien 
de cualquier otro modo ilícito.

3.º La normativa reguladora del comercio exterior de precursores de drogas sin las 
autorizaciones a las que se refiere el Reglamento (CE) n.º 111/2005 del Consejo, de 22 de 
diciembre de 2004, por el que se establecen normas para la vigilancia del comercio de 
precursores de drogas entre la Comunidad y terceros países, o habiéndolas obtenido bien 
mediante su solicitud con datos o documentos falsos en relación con la naturaleza o el 
destino de tales productos o bien de cualquier otro modo ilícito.

d) Obtengan, o pretendan obtener, mediante alegación de causa falsa o de cualquier otro 
modo ilícito, el levante definido de conformidad con lo establecido en el artículo 123 del 
Reglamento (CE) n.º 450/2008, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de abril de 
2008, por el que se establece el Código Aduanero Comunitario (Código Aduanero 
Modernizado), y sus disposiciones de aplicación.

3. Cometen, asimismo, delito de contrabando quienes realicen alguno de los hechos 
descritos en los apartados 1 y 2 de este artículo, si concurre alguna de las circunstancias 
siguientes:

a) Cuando el objeto del contrabando sean drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias 
psicotrópicas, armas, explosivos, agentes biológicos o toxinas, sustancias químicas tóxicas y 
sus precursores, o cualesquiera otros bienes cuya tenencia constituya delito, o cuando el 
contrabando se realice a través de una organización, con independencia del valor de los 
bienes, mercancías o géneros.

b) Cuando se trate de labores de tabaco cuyo valor sea igual o superior a 15.000 euros.
4. También comete delito de contrabando quien, en ejecución de un plan preconcebido o 

aprovechando idéntica ocasión, realizare una pluralidad de acciones u omisiones previstas 
en los apartados 1 y 2 de este artículo en las que el valor de los bienes, mercancías, 
géneros o efectos aisladamente considerados no alcance los límites cuantitativos de 
150.000, 50.000 ó 15.000 euros establecidos en los apartados anteriores de este artículo, 
pero cuyo valor acumulado sea igual o superior a dichos importes.

5. Las anteriores conductas serán igualmente punibles cuando se cometan por 
imprudencia grave.

6. Las personas jurídicas serán penalmente responsables en relación con los delitos 
tipificados en los apartados anteriores cuando en la acción u omisión en ellos descritas 
concurran las circunstancias previstas en el artículo 31 bis de la Ley Orgánica 10/1995, de 
23 de diciembre, del Código Penal y en las condiciones en él establecidas.

7. Asimismo, cuando el delito se cometa en el seno, en colaboración, a través o por 
medio de empresas, organizaciones, grupos, entidades o agrupaciones carentes de 
personalidad jurídica, le será de aplicación lo previsto en el artículo 129 de la Ley Orgánica 
10/1995, de 23 de diciembre, del Código Penal.
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Artículo 3.  Penalidad.
1. Los que cometieren el delito de contrabando serán castigados con las penas de 

prisión de uno a cinco años y multa del tanto al séxtuplo del valor de los bienes, mercancías, 
géneros o efectos.

En los casos previstos en las letras a), b) y e), salvo en esta última para los productos de 
la letra d), del artículo 2.1 las penas se impondrán en su mitad inferior. En los demás casos 
previstos en el artículo 2 las penas se impondrán en su mitad superior.

En los casos de comisión imprudente se aplicará la pena inferior en un grado.
2. Se impondrá la pena superior en un grado cuando el delito se cometa por medio o en 

beneficio de personas, entidades u organizaciones de cuya naturaleza o actividad pudiera 
derivarse una facilidad especial para la comisión del mismo.

3. Cuando proceda la exigencia de responsabilidad penal de una persona jurídica de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 2.6, y tras aplicar los criterios establecidos en los 
apartados 1 y 2 de este artículo, se impondrá la pena siguiente:

a) En todos los casos, multa proporcional del duplo al cuádruplo del valor de los bienes, 
mercancías, géneros o efectos objeto del contrabando, y prohibición de obtener 
subvenciones y ayudas públicas para contratar con las Administraciones públicas y para 
gozar de beneficios e incentivos fiscales o de la Seguridad Social por un plazo de entre uno 
y tres años.

b) Adicionalmente, en los supuestos previstos en el artículo 2.2, suspensión por un plazo 
de entre seis meses y dos años de las actividades de importación, exportación o comercio 
de la categoría de bienes, mercancías, géneros o efectos objeto del contrabando; en los 
supuestos previstos en el artículo 2.3, clausura de los locales o establecimientos en los que 
se realice el comercio de los mismos.

4. La conspiración y la proposición para cometer un delito de contrabando de material de 
defensa, o de material o productos y tecnologías de doble uso serán castigadas con la pena 
inferior en uno o dos grados a lo que corresponde a este delito.

Artículo 4.  Responsabilidad civil.
En los procedimientos por delito de contrabando la responsabilidad civil comprenderá la 

totalidad de la deuda tributaria no ingresada que la Administración Tributaria no haya podido 
liquidar por prescripción o por alguna de las causas previstas en el artículo 251.1 de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, incluidos sus intereses de demora.

Cuando pudiera practicarse la liquidación de la deuda tributaria se observarán las reglas 
contenidas en la disposición adicional cuarta de esta Ley.

Respecto de la deuda aduanera se estará, asimismo, a lo previsto en la citada 
Disposición adicional cuarta.

Artículo 4 bis.  Ejecución de la pena de multa y de la responsabilidad civil.
Para la ejecución de la pena de multa y de la responsabilidad civil, los jueces y tribunales 

recabarán el auxilio de los servicios de la Administración Tributaria, que las exigirá por el 
procedimiento administrativo de apremio en los términos establecidos en la Ley General 
Tributaria.

Artículo 5.  Comiso.
1. Toda pena que se impusiere por un delito de contrabando llevará consigo el comiso de 

los siguientes bienes, efectos e instrumentos:
a) Las mercancías que constituyan el objeto del delito.
b) Los materiales, instrumentos o maquinaria empleados en la fabricación, elaboración, 

transformación o comercio de los géneros estancados o prohibidos.
c) Los medios de transporte con los que se lleve a efecto la comisión del delito, salvo 

que pertenezcan a un tercero que no haya tenido participación en aquél y el Juez o el 
Tribunal competente estime que dicha pena accesoria resulta desproporcionada en atención 
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al valor del medio de transporte objeto del comiso y al importe de las mercancías objeto del 
contrabando.

d) Las ganancias obtenidas del delito, cualesquiera que sean las transformaciones que 
hubieran podido experimentar.

e) Cuantos bienes y efectos, de la naturaleza que fueren, hayan servido de instrumento 
para la comisión del delito.

2. Si, por cualquier circunstancia, no fuera posible el comiso de los bienes, efectos o 
instrumentos señalados en el apartado anterior, se acordará el comiso por un valor 
equivalente de otros bienes que pertenezcan a los criminalmente responsables del delito.

3. No se procederá al comiso de los bienes, efectos e instrumentos del contrabando 
cuando éstos sean de lícito comercio y sean propiedad o hayan sido adquiridos por un 
tercero de buena fe.

4. El Juez o Tribunal deberá ampliar el comiso a los efectos, bienes, instrumentos y 
ganancias procedentes de actividades delictivas cometidas en el marco de una organización 
o grupo criminal. A estos efectos, se entenderá que proviene de la actividad delictiva el 
patrimonio de todas y cada una de las personas condenadas por delitos cometidos en el 
seno de la organización o grupo criminal cuyo valor sea desproporcionado con respecto a los 
ingresos obtenidos legalmente por cada una de dichas personas.

5. El Juez o Tribunal podrá acordar el comiso previsto en los apartados anteriores de 
este artículo aún cuando no se imponga pena a alguna persona por estar exenta de 
responsabilidad criminal o por haberse ésta extinguido, en este último caso, siempre que 
quede demostrada la situación patrimonial ilícita.

6. Los bienes, efectos e instrumentos definitivamente decomisados por sentencia se 
adjudicarán al Estado. Los bienes de lícito comercio serán enajenados por la Agencia Estatal 
de Administración Tributaria, con excepción de los bienes de lícito comercio decomisados 
por delito de contrabando de drogas tóxicas, estupefacientes y sustancias psicotrópicas, o 
de precursores de las mismas, tipificados en el artículo 2.3 a) de esta Ley Orgánica, en cuyo 
caso, la enajenación o la determinación de cualquier otro destino de los mismos 
corresponderá a la Mesa de Coordinación de Adjudicaciones, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 6.2 a) y c) de la Ley 17/2003, de 29 de mayo, por la que se regula el Fondo de 
bienes decomisados por tráfico ilícito de drogas y otros delitos relacionados, y en su 
normativa reglamentaria de desarrollo.

Artículo 6.  Intervención de bienes no monopolizados.
1. El Juez o Tribunal acordarán la intervención de los bienes, efectos e instrumentos a 

que se refiere el artículo anterior, a resultas de lo que se decida en la resolución que ponga 
término al proceso.

2. La autoridad judicial, en atención a las circunstancias del hecho y a las de sus 
presuntos responsables, podrá designar a éstos como depositarios de los bienes, efectos e 
instrumentos intervenidos, con prestación, en su caso, de la garantía que se establezca.

3. La autoridad judicial podrá acordar, asimismo, que, mientras se sustancia el proceso, 
los bienes, efectos e instrumentos intervenidos se utilicen provisionalmente por las fuerzas o 
servicios encargados de la persecución del contrabando.

Artículo 7.  Enajenación anticipada.
1. Los bienes, efectos e instrumentos intervenidos podrán ser enajenados, si éste fuere 

su destino final procedente, sin esperar al pronunciamiento o firmeza del fallo en los 
siguientes casos:

a) Cuando su propietario haga expreso abandono de ellos.
b) Cuando la autoridad judicial estime que su conservación pueda resultar peligrosa para 

la salud o seguridad pública o dar lugar a disminución importante de su valor. Se entenderán 
comprendidos en este apartado las mercancías, géneros o efectos que sin sufrir deterioro 
material se deprecian por el transcurso del tiempo.
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2. La enajenación a la que se refiere este artículo será ordenada por la autoridad judicial. 
A tal efecto se procederá a la valoración de las mercancías, géneros o efectos, cuando ésta 
no estuviere practicada, en la forma prevista en esta Ley.

3. El importe de la enajenación, deducidos los gastos ocasionados, quedará en depósito 
a resultas del correspondiente proceso penal.

Artículo 8.  Adscripción de los bienes, efectos e instrumentos intervenidos.
El uso de los bienes, efectos e instrumentos intervenidos que no sean enajenables 

quedarán adscritos a las fuerzas o servicios encargados de la persecución del contrabando 
de acuerdo con lo que prevea la legislación específica aplicable a esta materia.

Artículo 9.  Mercancías de monopolio.
1. Cuando las mercancías aprehendidas sean de las comprendidas en los monopolios 

públicos, la autoridad judicial a cuya disposición se hayan colocado procederá en la forma 
que indiquen las disposiciones reguladoras de dichos monopolios.

2. La autoridad judicial podrá autorizar la realización de actos de disposición por parte de 
las compañías gestoras de los monopolios respecto a las mercancías o géneros que hayan 
sido aprehendidos a reserva de la pertinente indemnización, si hubiese lugar a ella, según el 
contenido de la sentencia firme.

Artículo 10.  Valoración de los bienes.
La fijación del valor de los bienes, mercancías, géneros o efectos objeto de contrabando 

se hará conforme a las siguientes reglas:
1. Si se trata de géneros estancados, por el precio máximo de venta al público. De no 

estar señalado dicho precio, se adoptará la valoración establecida para la clase más similar. 
Si no fuera posible la asimilación, el juez fijará la valoración previa tasación pericial.

2. Para la valoración de los bienes, géneros y efectos comprendidos en las letras a) y b) 
del artículo 2.2 así como para la de los delitos de ilícito comercio, el juez recabará de las 
Administraciones competentes el asesoramiento y los informes que estime necesarios.

3. Cuando los bienes, géneros o efectos sean objeto de importación o exportación y no 
se encuentren comprendidos en los apartados 1 y 2 anteriores, su valor será el precio medio 
declarado a las autoridades aduaneras de los productos semejantes clasificados en la 
subpartida a nivel de ocho dígitos y, en su defecto, a nivel de seis o cuatro dígitos de la 
nomenclatura prevista en el Reglamento (CEE) n.º 2658/1987 del Consejo, de 23 de julio de 
1987, relativo a la nomenclatura arancelaria y estadística y al arancel aduanero común, y en 
función de su tipo de operación.

4. En el resto de los casos, su precio oficial o, en su defecto, el precio medio de mercado 
español de bienes semejantes o el valor de venta, siempre que fuese superior al de compra 
o al coste de producción incrementados, en su caso, con el índice general de precios al 
consumo desde la fecha de compra o producción, y siempre que entre ese momento y la 
realización del delito hubiese transcurrido más de un año natural. El índice aplicable será el 
correspondiente a cada uno de los años naturales. Se aplicará el valor de compra o el coste 
de producción con el incremento indicado cuando razonablemente no pueda determinarse el 
valor de venta.

5. El valor se determinará en relación con la fecha de realización del ilícito o, de no 
conocerse ésta, en relación con el descubrimiento del ilícito o aprehensión de los bienes, 
géneros o efectos. A efectos de la determinación del precio medio, se tomará el mes natural 
anterior a la fecha fijada en el párrafo anterior.
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TÍTULO II
Infracciones administrativas de contrabando

Artículo 11.  Tipificación de las infracciones.
1. Incurrirán en infracción administrativa de contrabando las personas físicas o jurídicas y 

las entidades mencionadas en el artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, que lleven a cabo las acciones u omisiones previstas en los apartados 1 y 
2 del artículo 2 de la presente Ley, de forma dolosa o con cualquier grado de negligencia, 
cualquiera que sea el valor de los bienes, mercancías, géneros o efectos, cuando dichas 
conductas no constituyan delito.

En el supuesto previsto en el artículo 2.1.c) de esta Ley, se presumirá que las 
mercancías en tránsito se han destinado al consumo cuando no se presenten las 
mercancías intactas en la oficina de aduanas de destino o no se hayan respetado las 
medidas de identificación y control tomadas por las autoridades aduaneras, salvo prueba en 
contrario.

2. Las infracciones administrativas de contrabando previstas en el apartado anterior de 
este artículo se clasifican en leves, graves y muy graves, según el valor de los bienes, 
mercancías, géneros o efectos objeto de las mismas, conforme a las cuantías siguientes:

a) Leves: inferior a 37.500 euros; o, si se trata de supuestos previstos en el artículo 2.2 
de la presente Ley, inferior a 6.000 euros, salvo cuando se trate de labores de tabaco que 
será inferior a 1.000 euros.

b) Graves: entre los importes, ambos incluidos, de 37.500 euros a 112.500 euros; o, si se 
trata de supuestos previstos en el artículo 2.2 de la presente Ley, de 6.000 euros a 18.000 
euros, salvo cuando se trate de labores de tabaco que será de 1.000 euros a 6.000 euros

c) Muy graves: superior a 112.500 euros; o, si se trata de supuestos previstos en el 
artículo 2.2 de la presente Ley, superior a 18.000 euros, salvo que se trate de labores de 
tabaco que será superior a 6.000 euros.

3. También incurrirán en infracción administrativa de contrabando las personas que 
procedan a:

a) La rotura del precinto de las máquinas expendedoras de tabaco cuando estas 
hubiesen sido objeto de una medida de las previstas en el artículo 14 de la presente Ley.

b) La rotura de precintos en el caso de cierre de establecimientos o la realización de 
actividades en el establecimiento durante el tiempo acordado de cierre o el quebrantamiento 
de la suspensión del ejercicio de la actividad objeto del contrabando.

4. Tendrán la consideración de infracción administrativa de contrabando la resistencia, 
negativa u obstrucción prevista en el artículo 12bis.1.b) cuando no se apliquen como criterio 
de graduación de la sanción de contrabando.

A estos efectos, constituye resistencia, obstrucción, excusa o negativa las siguientes 
conductas de la persona investigada, del presunto infractor o de la persona sancionada:

a) No facilitar el examen de la documentación justificativa de los bienes, mercancías, 
géneros o efectos y las actividades objeto de la investigación de contrabando o de la 
documentación necesaria para la tramitación del expediente sancionador de contrabando.

b) No atender algún requerimiento debidamente notificado.
c) La incomparecencia, salvo causa justificada, en el lugar y tiempo que se hubiera 

señalado.
d) Negar o impedir indebidamente la entrada o permanencia en fincas o locales a las 

autoridades, funcionarios o fuerzas o el reconocimiento de medios de transporte, locales, 
máquinas, instalaciones y explotaciones relacionados con la investigación del contrabando, 
la tramitación del expediente o la ejecución de la sanción de cierre de establecimiento o 
suspensión del ejercicio de la actividad.

e) Las coacciones a las autoridades, funcionarios y fuerzas en el ejercicio de las 
funciones previstas en esta Ley.

f) Cualquier otra actuación del presunto infractor o de la persona objeto de la 
investigación de contrabando tendente a dilatar, entorpecer o impedir las actuaciones.
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5. Las infracciones previstas en los apartados 3 y 4 serán:
a) Infracciones muy graves, las conductas previstas en el apartado 3 de este artículo.
b) Infracciones graves, las conductas previstas en las letras d) y e) del apartado 4 de 

este artículo.
c) Infracciones leves, el resto de las conductas previstas en el apartado 4 de este 

artículo.

Artículo 12.  Sanciones.
1. Los responsables de las infracciones administrativas de contrabando serán 

sancionados con multa pecuniaria proporcional al valor de los bienes, mercancías, géneros o 
efectos objeto de las mismas, sin perjuicio de lo establecido en los demás apartados del 
presente artículo.

Los porcentajes aplicables a cada clase de infracción estarán comprendidos entre los 
límites que se indican a continuación:

a) Leves: el 100 y el 150 %.
b) Graves: el 150 y el 250 %.
c) Muy graves: el 250 y el 350 %.
El importe mínimo de la multa será, en todo caso, de 500 euros.
2. Los responsables de las infracciones administrativas de contrabando relativas a los 

bienes incluidos en el artículo 2.2 de esta Ley serán sancionados del siguiente modo:
a) Con multa pecuniaria proporcional al valor de las mercancías.
Los porcentajes aplicables a cada clase de infracción estarán comprendidos entre los 

límites que se indican a continuación:
1.º) Leves: el 200 y el 225 %, salvo que se tratase de labores de tabaco que los límites 

será el 200 y el 300 %.
2.º) Graves: el 225 y el 275 %, salvo que se tratase de labores de tabaco que los límites 

será el 300 y el 450 %.
3.º) Muy graves: el 275 y el 350 %, salvo que se tratase de labores de tabaco que los 

límites será el 450 y el 600 %.
El importe mínimo de la multa será de 1.000 euros, salvo en labores de tabaco que será 

de 2.000 euros.
b) Con el cierre del establecimiento o la suspensión del ejercicio de la actividad.
Cuando se trate de labores de tabaco se impondrá la sanción de cierre de los 

establecimientos de los que los infractores sean titulares. El cierre podrá ser temporal o, 
cuando se trate de infracciones muy graves y exista reiteración, definitivo. A estos efectos se 
considerará que existe reiteración cuando en el plazo de los cinco años anteriores a la 
comisión de una infracción calificada como muy grave, el sujeto infractor hubiese sido 
condenado por delito de contrabando o sancionado por infracción administrativa muy grave 
en materia de contrabando en, al menos, dos ocasiones, en virtud de sentencias o 
resoluciones administrativas firmes.

Cuando no se trate de labores de tabaco, la sanción podrá consistir en el cierre temporal 
del establecimiento o, si la actividades objeto del contrabando son las de importación o 
exportación, en la suspensión temporal del ejercicio de la actividad con los géneros objeto de 
contrabando. El cierre, en su caso, afectará al establecimiento en el que se desarrolla la 
actividad de almacenamiento, comercialización o fabricación de los géneros objeto de 
contrabando. Cuando exista separación entre lugares destinados al almacenamiento, la 
venta o fabricación de los bienes objeto de contrabando y los que corresponden al resto de 
bienes, el cierre se limitará a los espacios afectados.

Para cada clase de infracción, el cierre temporal o la suspensión del ejercicio de las 
actividades objeto de contrabando tendrá una duración comprendida entre los siguientes 
límites inferior y superior, respectivamente:

1.º) Leves: cuando se trate de labores de tabaco entre siete días y seis meses.
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2.º) Graves: cuando se trate de labores de tabaco entre seis meses y un día, y doce 
meses; en el resto de los supuestos previstos en el artículo 2.2 de esta Ley, entre cuatro días 
y seis meses.

3.º) Muy graves: cuando se trate de labores de tabaco entre doce meses y un día y 
veinticuatro meses; en el resto de los supuestos previstos en el artículo 2.2 de esta Ley, 
entre seis meses y un día y doce meses.

3. En el supuesto de la infracción prevista en el artículo 11.3 de esta Ley, los 
responsables de la infracción serán sancionados:

a) Con el doble del importe de la sanción pecuniaria acordada en el expediente 
sancionador en el que se decretaba el cierre del establecimiento o la suspensión del ejercicio 
de la actividad.

b) Con sanción adicional:
1.º) Con cierre de establecimiento, cuando se trate de rotura de precinto sin prueba de 

que en éste se desarrolle actividad económica, por un periodo adicional igual al acordado en 
la sanción quebrantada. Cuando se pruebe el desarrollo de actividad económica en el 
establecimiento, el periodo adicional será igual al doble del acordado en la sanción 
quebrantada.

2.º) En el supuesto de quebrantar la sanción de suspensión del ejercicio de la actividad 
objeto del contrabando, con una sanción de igual al doble del periodo temporal de la sanción 
quebrantada.

4. En el supuesto de la infracción de resistencia prevista en el artículo 11.4 de esta Ley, 
los responsables de la infracción serán sancionados con multa pecuniaria de:

a) Leves: 1.000 euros.
b) Graves: 3.000 euros, salvo en el supuesto previsto en el artículo 11.4.e) de esta Ley, 

que la sanción será de 5.000 euros, cuando no tenga la consideración de delito.
5. Cada sanción de cierre o suspensión del ejercicio de la actividad se cumplirá de forma 

ininterrumpida.

Artículo 12 bis.  Graduación de las sanciones.
1. Las sanciones por infracciones administrativas de contrabando se graduarán 

atendiendo en cada caso concreto a los siguientes criterios:
a) La reiteración. Se apreciará reiteración cuando el sujeto infractor haya sido 

sancionado por cualquier infracción administrativa de contrabando en resolución 
administrativa firme o condenado por delito de contrabando por sentencia judicial firme, en 
ambos casos, dentro de los cinco años anteriores a la fecha de la comisión de la infracción.

b) La resistencia, negativa u obstrucción a la acción investigadora de los órganos 
competentes para el descubrimiento y persecución de las infracciones administrativas de 
contrabando o de los órganos competentes para la iniciación del procedimiento sancionador 
por estas infracciones.

c) La utilización de medios fraudulentos en la comisión de la infracción o la comisión de 
ésta por medio de persona interpuesta.

Se considerarán principalmente medios fraudulentos a estos efectos los siguientes:
1.º La existencia de anomalías sustanciales en la contabilidad.
2.º El empleo de facturas, justificantes y otros documentos falsos o falseados.
3.º La utilización de medios, modos o formas que indiquen una planificación del 

contrabando.
4.º La declaración incorrecta de la clasificación arancelaria o, en el caso de operaciones 

de importación, de cualquier elemento determinante de la deuda aduanera en la declaración 
en aduanas que eluda el control informático de la misma.

d) La comisión de la infracción por medio o en beneficio de personas, entidades u 
organizaciones de cuya naturaleza o actividad pudiera derivarse una facilidad especial para 
la comisión de la infracción.
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e) La utilización para la comisión de la infracción de los mecanismos establecidos en la 
normativa aduanera para la simplificación de formalidades y procedimientos de despacho 
aduanero.

f) La naturaleza de los bienes, mercancías, géneros o efectos objeto del contrabando.
2. Los criterios de graduación son aplicables simultáneamente.
El criterio establecido en la letra f) del apartado anterior operará como circunstancia 

atenuante en la graduación de la sanción, aplicable cuando los bienes, mercancías, géneros 
o efectos objeto del contrabando sean de lícito comercio y no se trate de géneros prohibidos, 
material de defensa, otro material o de productos y tecnologías de doble uso a los que se 
refiere el capítulo II de la Ley 53/2007; ni se trate de productos que pueden utilizarse para 
aplicar la pena de muerte o infligir tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes; ni de agentes o toxinas biológicos o de sustancias químicas tóxicas; ni de 
bienes integrantes del Patrimonio Histórico Español; ni de especímenes de fauna y flora 
silvestres y sus partes y productos de especies recogidas en el Convenio de Washington, de 
3 de marzo de 1973, y en el Reglamento Comunitario correspondiente; ni de labores de 
tabaco o de mercancías sujetas a medidas de política comercial.

3. Reglamentariamente se determinará la aplicación de cada uno de los criterios de 
graduación.

Artículo 13.  Competencia, procedimiento y recursos.
1. Serán competentes para conocer de las infracciones de contrabando los órganos de la 

Administración aduanera de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, en la forma en 
que se disponga reglamentariamente.

2. Las resoluciones de los órganos administrativos aludidos en el punto anterior que 
resuelvan o pongan fin al expediente administrativo de contrabando podrán ser objeto de 
impugnación ante la vía económico-administrativa y, posteriormente, ante la jurisdicción 
contencioso-administrativa.

Artículo 14.  Medidas complementarias.
1. Se aplicará a las infracciones administrativas de contrabando lo dispuesto en el 

artículo 5, artículo 6, números 1 y 2, y en los artículos 7, 8, 9 y 10 de la presente Ley.
2. Antes de iniciado el procedimiento sancionador por infracción administrativa de 

contrabando, las autoridades, los funcionarios y las fuerzas que, en el ejercicio de sus 
competencias, tengan conocimiento de conductas o hechos que puedan constituir infracción 
administrativa de contrabando, procederán a la aprehensión cautelar de los bienes, efectos e 
instrumentos que, de acuerdo con el artículo 5 de esta Ley, puedan resultar decomisados.

3. El control, inspección e intervención de medios de pago portados por personas físicas, 
o en sus equipajes o medios de transporte, se regirá por la legislación de prevención del 
blanqueo de capitales.

El acta de intervención, de la que se dará traslado inmediato al Servicio Ejecutivo de la 
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, para la 
investigación de los hechos consignados, y a la Secretaría de la Comisión de Prevención del 
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, para la incoación, en su caso, del 
correspondiente procedimiento sancionador, deberá indicar expresamente si los medios de 
pago intervenidos fueron hallados en lugar o situación que mostrase una clara intención de 
ocultarlos.

Artículo 14 bis.  Principio de no concurrencia de sanciones.
1. Si los órganos de la administración aduanera de la Agencia Estatal de Administración 

Tributaria, en el curso de un procedimiento administrativo, estimasen que una conducta 
pudiera ser constitutiva de delito de contrabando, pasarán el tanto de culpa a la jurisdicción 
competente o remitirán el expediente al Ministerio Fiscal, y se abstendrán de seguir el 
procedimiento administrativo sancionador, que quedará suspendido mientras la autoridad 
judicial no dicte sentencia firme, tenga lugar el sobreseimiento o el archivo de las 
actuaciones, o se produzca la devolución del expediente por el Ministerio Fiscal.
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La sentencia condenatoria impedirá la imposición de sanción por infracción 
administrativa de contrabando.

De no haberse apreciado en la sentencia la existencia de delito, la administración 
aduanera continuará sus actuaciones sancionadoras de acuerdo con los hechos que los 
tribunales hubieran considerado probados y se reanudará el cómputo del plazo de 
prescripción en el punto en el que estaba cuando se suspendió. Las actuaciones 
administrativas sancionadoras realizadas durante el periodo de suspensión se tendrán por 
inexistentes.

2. Las sanciones derivadas de la comisión de infracciones administrativas de 
contrabando son compatibles con la exigencia de la deuda tributaria y aduanera y del interés 
de demora.

Artículo 15.  Prescripción.
1. Las infracciones administrativas de contrabando prescriben a los cuatro años a contar 

desde el día de su comisión.
2. Las sanciones impuestas por infracciones administrativas de contrabando prescriben a 

los cuatro años a contar desde el día siguiente a aquel en que adquiera firmeza la resolución 
por la que se impone la sanción.

Artículo 16.  Competencias en materia de reconocimiento y registro de los servicios de 
aduanas.

1. En el ejercicio de sus funciones de control y vigilancia, los servicios de aduanas 
podrán efectuar el reconocimiento y registro de cualquier vehículo o medio de transporte, 
caravana, paquete o bulto.

2. Los funcionarios adscritos a la aduana de la que depende un recinto aduanero, en el 
ejercicio de sus funciones, tendrán acceso libre, directo e inmediato a todas las instalaciones 
del recinto donde pueda tener lugar la vigilancia y control aduanero o fiscal, previa 
identificación en su caso.

Disposición adicional primera.  Organización funcional.
1. Las autoridades, los funcionarios y fuerzas a quienes está encomendada la 

persecución y el descubrimiento del contrabando continuarán desempeñando sus cometidos, 
con los derechos y facultades que, para la investigación, persecución y represión de estas 
conductas, han venido ostentando desde su creación.

El Servicio de Vigilancia Aduanera, en la investigación, persecución y represión de los 
delitos de contrabando, actuará en coordinación con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del 
Estado y tendrá, a todos los efectos legales, carácter colaborador de los mismos.

2. Los órganos de la Administración aduanera de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria, a requerimiento de los organismos y servicios encargados de la persecución del 
contrabando, podrán autorizar, sin interferencias obstativas, la salida de mercancías de los 
recintos o lugares habilitados por la Administración aduanera, a fin de facilitar las 
investigaciones encaminadas al descubrimiento del contrabando.

3. Con idéntico fin los organismos y servicios encargados de la persecución del 
contrabando podrán establecer contactos e intercambiar información con otros servicios 
homólogos nacionales o internacionales.

Disposición adicional segunda.  Presupuestos de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria.

1. La Agencia Estatal de Administración Tributaria podrá consignar en sus presupuestos 
partidas específicamente destinadas a operaciones confidenciales relacionadas con la 
persecución de los delitos que tenga encomendada.

2. La fiscalización y control de estas partidas se llevará a cabo mediante el 
procedimiento que establezca la Intervención General de la Administración del Estado, en el 
que se regulará en todo caso la confidencialidad antes indicada.

Del resultado de la fiscalización y control referidos se dará traslado al Tribunal de 
Cuentas.
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Disposición adicional tercera.  Información que deben suministrar las compañías de 
transporte.

1. Con el fin de combatir el trafico ilegal de mercancías y capitales así como para 
garantizar la seguridad de la cadena logística, las personas físicas o entidades que realicen 
operaciones de transporte estarán obligadas, en el momento de finalización del embarque y 
antes de la salida del medio de transporte, a remitir a las autoridades aduaneras españolas 
la información relativa a los pasajeros que vayan a ser embarcados en países o territorios 
que no formen parte del Territorio Aduanero Comunitario para ser trasladados, sea por vía 
aérea, marítima o terrestre, al territorio español, con independencia de que el transporte sea 
en tránsito o como destino final.

Cuando se trate de embarcaciones de recreo, incluidas las de la lista 6ª del Registro de 
Matrícula previsto en el artículo 4 del Real Decreto 1027/1989, de 28 de julio, sobre 
abanderamiento, matriculación de buques y registro marítimo, la información sobre los 
pasajeros y todas las personas que se encuentren a bordo de las mismas en el momento de 
arribar, incluidos los tripulantes, a que se refiere esta Disposición deberá ser proporcionada, 
en todo caso, por los capitanes o comodoros de las citadas embarcaciones. En caso de 
incumplimiento de esta obligación y sin perjuicio de la exigencia de la responsabilidad que de 
ello pudiera derivarse, esta información será exigible a los directores o responsables de los 
puertos, marinas o clubes náuticos a los que dichas embarcaciones arriben.

2. La información será comprensiva del nombre y apellidos de cada pasajero, de su 
fecha de nacimiento, nacionalidad, número de pasaporte o del documento de viaje que 
acredite su identidad y tipo del mismo, forma de pago, importe del billete, fecha de compra, 
puntos o escalas intermedias y medio de contratación.

3. La información obtenida deberá ser eliminada de los archivos y registros por las 
autoridades aduaneras en un plazo no superior a noventa días, salvo que con anterioridad 
se hubiese iniciado algún procedimiento de investigación judicial o administrativa sobre 
determinados viajeros.

4. El incumplimiento de esta obligación de suministro de información será sancionado de 
conformidad con lo previsto en el título IV de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, y, en particular, en su artículo 198.

Disposición adicional cuarta.  Liquidación de la deuda aduanera y tributaria en relación 
con los delitos de contrabando y medidas cautelares y competencias de investigación 
patrimonial en tales delitos.

1. La liquidación de la deuda tributaria, cuando pueda practicarse por no concurrir causa 
que lo impida de conformidad con lo establecido en el artículo 4 de esta Ley, se sujetará a 
las reglas del procedimiento administrativo que se inicie o se hubiera iniciado para su 
práctica y podrá procederse a su ejecución por el procedimiento administrativo de apremio. 
La liquidación y los actos de gestión recaudatoria podrán impugnarse en vía administrativa y 
contencioso-administrativa conforme a las reglas generales.

La liquidación tendrá la consideración de provisional y la Administración procederá a su 
anulación cuando los hechos declarados en la resolución que ponga fin al procedimiento 
penal determinen la inexistencia del hecho imponible.

Cuando los hechos indicados en el párrafo anterior determinen la modificación de la 
liquidación practicada, subsistirá el acto inicial, que será rectificado de acuerdo con los 
mismos, sin que se vea afectada la validez de las actuaciones recaudatorias realizadas 
respecto de la cuantía no afectada por aquéllos.

2. El pase del tanto de culpa a la jurisdicción competente o la remisión del expediente al 
Ministerio Fiscal no impedirá que se practique la liquidación de la deuda aduanera y que se 
lleve a efecto su recaudación por el procedimiento de apremio, con sujeción a las siguientes 
reglas:

a) La liquidación podrá practicarse y notificarse dentro del plazo de prescripción del delito 
de contrabando cuando la Administración proceda o haya procedido a denunciar los hechos 
y tenga a su disposición todos los elementos necesarios para la práctica de dicha 
liquidación.
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b) Cuando la Administración no dispusiera de todos los elementos necesarios para 
practicar la liquidación, o esta pudiese perjudicar de cualquier forma la investigación o 
comprobación de la defraudación, el plazo será de tres años contados desde que se hubiere 
notificado la resolución judicial firme que ponga fin al procedimiento penal, o desde el 
momento en que la autoridad judicial incoe la causa sin secreto para las partes.

c) Las liquidaciones y los actos de gestión recaudatoria se sujetarán a las normas del 
procedimiento administrativo aplicable y serán recurribles en vía administrativa y 
contencioso-administrativa conforme a lo previsto en dichas normas.

d) Las liquidaciones que se practiquen antes de que se hubiera dictado resolución firme 
en el procedimiento penal tendrán el carácter de provisionales y serán anuladas por la 
Administración cuando los hechos declarados probados sean determinantes de la 
inexistencia del hecho imponible.

Cuando los hechos indicados en el párrafo anterior determinen la modificación de la 
liquidación practicada, subsistirá el acto inicial, que será rectificado de acuerdo con los 
mismos, sin que se vea afectada la validez de las actuaciones recaudatorias realizadas 
respecto de la cuantía no afectada por aquéllos.

3. Se aplicarán al delito de contrabando las previsiones contenidas en el artículo 81.8 y 
en la disposición adicional decimonovena de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria.

Disposición transitoria única.  Retroactividad.
1. Los preceptos contenidos en la presente Ley tendrán efectos retroactivos, en cuanto 

favorezcan a los responsables de los actos constitutivos de contrabando a que la misma se 
refiere, en los términos establecidos en el Código Penal.

2. Igual eficacia retroactiva tendrán las disposiciones sancionadoras previstas en esta 
Ley, conforme a lo dispuesto en el artículo 128.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común.

Disposición derogatoria única.  
1. Quedan derogados la Ley Orgánica 7/1982, de 13 de julio, que modifica la legislación 

vigente en materia de contrabando y regula los delitos e infracciones administrativas en la 
materia; el artículo primero de la Ley Orgánica 3/1992, de 30 de abril, que establece 
supuestos de contrabando en materia de exportación de material de defensa o de doble uso, 
y cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en esta Ley.

2. En tanto que por el Gobierno no se aprueben las disposiciones reglamentarias de 
desarrollo de la presente Ley, el Real Decreto 971/1983, de 16 de febrero, que desarrolla el 
Título II de la Ley Orgánica 7/1982, de 13 de julio, continuará en vigor en todo aquello que no 
se oponga a la presente Ley.

Disposición final primera.  Normativa supletoria.
1. En lo no previsto en el Título I de la presente Ley se aplicará supletoriamente el 

Código Penal.
2. En lo no previsto en el Título II de la presente Ley se aplicarán supletoriamente las 

disposiciones reguladoras del régimen tributario general y, en concreto, la Ley General 
Tributaria, así como subsidiariamente la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Disposición final segunda.  Carácter de la Ley.
El artículo 4 del Título I, los preceptos contenidos en el Título II, así como los apartados 2 

y 3 de la disposición adicional primera, la disposición adicional cuarta, el apartado 2 de la 
disposición transitoria única y el apartado 2 de la disposición final primera de la presente Ley 
tienen el carácter de ley ordinaria.
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Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».
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§ 89

Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General. 
[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 147, de 20 de junio de 1985
Última modificación: 2 de febrero de 2024

Referencia: BOE-A-1985-11672

[ . . . ]
CAPÍTULO VIII

Delitos e infracciones electorales

Sección I. Disposiciones generales

Artículo ciento treinta y cinco.  
1. A los efectos de este capítulo son funcionarios públicos los que tengan esta 

consideración según el Código Penal, quienes desempeñen alguna función pública 
relacionada con las elecciones, y en particular los Presidentes y Vocales de las Juntas 
Electorales, los Presidentes, Vocales e Interventores de las Mesas Electorales y los 
correspondientes suplentes.

2. A los mismos efectos tienen la consideración de documentos oficiales, el censo y sus 
copias autorizadas, las actas, listas, certificaciones, talones o credenciales de nombramiento 
de quienes hayan de intervenir en el proceso electoral y cuantos emanen de personas a 
quienes la presente Ley encargue su expedición.

Artículo ciento treinta y seis.  
Los hechos susceptibles de ser calificados con arreglo a esta Ley y al Código Penal lo 

serán siempre por aquel precepto que aplique mayor sanción al delito o falta cometidos.

Artículo ciento treinta y siete.  
Por todos los delitos a que se refiere este capítulo se impondrá, además de la pena 

señalada en los artículos siguientes, la de inhabilitación especial para el derecho del sufragio 
pasivo.

Téngase en cuenta que la Sentencia del TC 126/2021, de 3 de junio, declara que este 
artículo no es inconstitucional interpretado en los términos de su fundamento jurídico 7 b). Ref. 
BOE-A-2021-11308
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Artículo ciento treinta y ocho.  
En lo que no se encuentre expresamente regulado en este Capítulo se aplicará el Código 

Penal.
También serán de aplicación, en todo caso, las disposiciones del Capítulo I, título 1.º, del 

Código Penal a los delitos penados en esta Ley.

Sección II. Delitos electorales

 

Artículo ciento treinta y nueve.  
Serán castigados con las penas de seis meses a dos años y de multa de seis a 

veinticuatro meses los funcionarios públicos que:
1. Incumplan las normas legalmente establecidas para la formación, conservación y 

exhibición al público del censo electoral.
2. Incumplan las normas legalmente establecidas para la constitución de las Juntas y 

Mesas Electorales, así como para las votaciones, acuerdos y escrutinios que éstas deban 
realizar.

3. No extiendan las actas, certificaciones, notificaciones y demás documentos electorales 
en la forma y momentos previstos por la Ley.

4. Susciten, sin motivo racional, dudas sobre la identidad de una persona o la entidad de 
sus derechos.

5. Suspendan, sin causa justificada, cualquier acto electoral.
6. Nieguen, dificulten o retrasen indebidamente la admisión, curso o resolución de las 

protestas o reclamaciones de las personas que legalmente estén legitimadas para hacerlas, 
o no dejen de ellas la debida constancia documental.

7. Causen, en el ejercicio de sus competencias, manifiesto perjuicio a un candidato.
8. Incumplan los trámites establecidos para el voto por correspondencia.

Artículo ciento cuarenta.  Delitos por abuso de oficio o falsedad.
1. Serán castigados con las penas de prisión de tres a siete años y multa de dieciocho a 

veinticuatro meses los funcionarios que abusando de su oficio o cargo realicen alguna de las 
siguientes falsedades:

a) Alterar sin autorización las fechas, horas o lugares en que deba celebrarse cualquier 
acto electoral incluso de carácter preparatorio, o anunciar su celebración de forma que 
pueda inducir a error a los electores.

b) Omitir o anotar de manera que induzca a error sobre su autenticidad los nombres de 
los votantes en cualquier acto electoral.

c) Cambiar, ocultar o alterar, de cualquier manera, el sobre o papeleta electoral que el 
elector entregue al ejercitar su derecho.

d) Realizar con inexactitud el recuento de electores en actos referentes a la formación o 
rectificación del Censo, o en las operaciones de votación y escrutinio.

e) Efectuar proclamación indebida de personas.
f) Faltar a la verdad en manifestaciones verbales que hayan de realizarse en algún acto 

electoral, por mandato de esta Ley.
g) Consentir, pudiendo evitarlo, que alguien vote dos o más veces o lo haga sin 

capacidad legal, o no formular la correspondiente protesta.
h) Imprimir, confeccionar o utilizar papeletas o sobres electorales con infracción de las 

normas establecidas.
i) Incumplir las obligaciones relativas a certificaciones en materia de subvenciones por 

gastos electorales previstas en esta ley.
j) Cometer cualquier otra falsedad en materia electoral, análoga a las anteriores, por 

alguno de los modos señalados en el artículo 302 del Código Penal.
2. Si las falsedades a las que se refiere este artículo se cometieran por imprudencia 

grave, serán sancionadas con la pena de multa de doce a veinticuatro meses.
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Artículo ciento cuarenta y uno.  Delito por infracción de los trámites para el voto por 
correo.

1. El particular que vulnere los trámites establecidos para el voto por correo será 
castigado con las penas de prisión de tres meses a un año o la de multa de seis a 
veinticuatro meses.

2. El particular que participe en alguna de las falsedades señaladas en el artículo anterior 
será castigado con la pena de prisión de seis meses a tres años.

Artículo ciento cuarenta y dos.  Delito por emisión de varios votos o emisión sin 
capacidad.

Quienes voten dos o más veces en la misma elección o quienes voten sin capacidad 
para hacerlo serán castigados con las penas de prisión de seis meses a dos años, multa de 
seis meses a dos años e inhabilitación especial para empleo o cargo público de uno a tres 
años.

Artículo ciento cuarenta y tres.  Delitos por abandono o incumplimiento en las Mesas 
electorales.

El Presidente y los Vocales de las Mesas Electorales así como sus respectivos suplentes 
que dejen de concurrir o desempeñar sus funciones, las abandonen sin causa legítima o 
incumplan sin causa justificada las obligaciones de excusa o aviso previo que les impone 
esta Ley, incurrirán en la pena de prisión de tres meses a un año o multa de seis a 
veinticuatro meses.

Artículo ciento cuarenta y cuatro.  Delitos en materia de propaganda electoral.
1. Serán castigados con la pena de prisión de tres meses a un año o la de multa de seis 

a veinticuatro meses quienes lleven a cabo alguno de los actos siguientes:
a) Realizar actos de propaganda una vez finalizado el plazo de la campaña electoral.
b) Infringir las normas legales en materia de carteles electorales y espacios reservados 

de los mismos, así como las normas relativas a las reuniones y otros actos públicos de 
propaganda electoral.

2. Serán castigados con las penas de prisión de seis meses a dos años y la de multa de 
seis meses a una año los miembros en activo de las Fuerzas Armadas y Seguridad del 
Estado, de las Policías de las Comunidades Autónomas y Locales, los Jueces, Magistrados 
y Fiscales y los miembros de las Juntas Electorales que difundan propaganda electoral o 
lleven a cabo otras actividades de campaña electoral.

Artículo ciento cuarenta y cinco.  Delitos en materia de encuestas electorales.
Quienes infrinjan la normativa vigente en materia de encuestas electorales serán 

castigados con la pena de prisión de tres meses a un año, multa de doce a veinticuatro 
meses e inhabilitación especial para profesión, oficio, industria o comercio por tiempo de uno 
a tres años.

Artículo ciento cuarenta y seis.  
1. Serán castigados con la pena de prisión de seis meses a tres años o multa de doce a 

veinticuatro meses:
a) Quienes por medio de recompensa, dádivas, remuneraciones o promesas de las 

mismas, soliciten directa o indirectamente el voto de algún elector, o le induzcan a la 
abstención.

b) Quienes con violencia o intimidación presionen sobre los electores para que no usen 
de su derecho, lo ejerciten contra su voluntad o descubran el secreto de voto.

c) Quienes impidan o dificulten injustificadamente la entrada, salida o permanencia de 
los electores, candidatos, apoderados, interventores y notarios en los lugares en los que se 
realicen actos del procedimiento electoral.
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2. Los funcionarios públicos que usen de sus competencias para algunos de los fines 
señalados en este artículo incurrirán en las penas señaladas en el número anterior y, 
además, en la inhabilitación especial para empleo o cargo público de uno a tres años.

Artículo ciento cuarenta y siete.  Delito de alteración del orden del acto electoral.
Los que perturben gravemente el orden en cualquier acto electoral o penetren en los 

locales donde éstos se celebren portando armas u otros instrumentos susceptibles de ser 
usados como tales, serán castigados con la pena de prisión de tres a doce meses o la multa 
de seis a veinticuatro meses.

Artículo ciento cuarenta y ocho.  
Cuando los delitos de calumnia e injuria se cometan en período de campaña electoral y 

con motivo u ocasión de ella, las penas privativas de libertad previstas al efecto en el Código 
Penal se impondrán en su grado máximo.

Artículo ciento cuarenta y nueve.  
1. Los administradores generales y de las candidaturas de los partidos, federaciones, 

coaliciones o agrupaciones de electores que falseen las cuentas, reflejando u omitiendo 
indebidamente en las mismas aportaciones o gastos o usando de cualquier artificio que 
suponga aumento o disminución de las partidas contables, serán castigados con la pena de 
prisión de uno a cuatro años y multa de doce a veinticuatro meses.

2. Los Tribunales atendiendo a la gravedad del hecho y sus circunstancias podrán 
imponer la pena en un grado inferior a la señalada en el párrafo anterior.

 

Artículo ciento cincuenta.  Delito de apropiación indebida de fondos electorales.
1. Los administradores generales y de las candidaturas, así como las personas 

autorizadas a disponer de las cuentas electorales, que se apropien o distraigan fondos para 
fines distintos de los contemplados en esta Ley serán sancionados con las penas de prisión 
de uno a cuatro años y multa de seis a doce meses, si los fondos apropiados o distraídos no 
superan los 50.000 euros, y de prisión de dos a seis años y multa de doce a veinticuatro 
meses, en caso contrario.

2. Los Tribunales teniendo en cuenta la gravedad del hecho y sus circunstancias, las 
condiciones del culpable y la finalidad perseguida por éste, podrán imponer la pena de 
prisión de seis meses a un año y la de multa de tres a seis meses.

Sección III. Procedimiento judicial

Artículo ciento cincuenta y uno.  
1. El procedimiento para la sanción de estos delitos se tramitará con arreglo a la Ley de 

Enjuiciamiento Criminal. Las actuaciones que se produzcan por aplicación de estas normas 
tendrán carácter preferente y se tramitarán con la máxima urgencia posible.

2. La acción penal que nace en estos delitos es pública y podrá ejercitarse sin necesidad 
de depósito o fianza alguna.

Artículo ciento cincuenta y dos.  
El Tribunal o Juez a quien corresponda la ejecución de las sentencias firmes dictadas en 

causas por delitos a los que se refiere este Título dispondrá la publicación de aquéllas en el 
«Boletín Oficial» de la provincia y remitirá testimonio de las mismas a la Junta Electoral 
Central.
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Sección IV. Infracciones electorales

Artículo ciento cincuenta y tres.  
1. Toda infracción de las normas obligatorias establecidas en la presente Ley que no 

constituya delito será sancionada por la Junta Electoral competente. La multa será de 300 a 
3.000 euros si se trata de autoridades o funcionarios y de 100 a 1.000 si se realiza por 
particulares.

2. Las infracciones de lo dispuesto en esta Ley sobre régimen de encuestas electorales 
serán sancionadas con multa de 3.000 a 30.000 de euros.

3. A las infracciones electorales consistentes en la superación por los partidos políticos 
de los límites de gastos electorales les será de aplicación lo previsto en la Ley Orgánica 
8/2007, de 4 de julio, sobre financiación de los partidos políticos.

[ . . . ]
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§ 90

Ley 50/1981, de 30 de diciembre, por la que se regula el Estatuto 
Orgánico del Ministerio Fiscal. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 11, de 13 de enero de 1982

Última modificación: 20 de octubre de 2022
Referencia: BOE-A-1982-837

[ . . . ]
TITULO II

De los órganos del Ministerio Fiscal y de los Principios que lo informan

CAPITULO I
De la organización, competencias y planta

[ . . . ]
Artículo diecinueve.  

Uno. La Fiscalía de la Audiencia Nacional es competente para conocer de los asuntos 
que correspondan a dicho órgano judicial, con excepción de los que resulten atribuidos a 
otra Fiscalía Especial de acuerdo con las disposiciones de este Estatuto.

Dos. Son Fiscalías Especiales la Fiscalía Antidroga y la Fiscalía contra la Corrupción y la 
Criminalidad Organizada.

Tres. La Fiscalía Antidroga ejercerá las siguientes funciones:
a) Intervenir directamente en todos los procedimientos relativos al tráfico de drogas, 

estupefacientes y sustancias psicotrópicas, o blanqueo de capitales relacionado con dicho 
tráfico, que sean competencia de la Audiencia Nacional y de los Juzgados Centrales de 
Instrucción conforme a los artículos 65 y 88 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

b) Investigar, en los términos del artículo Cinco de este Estatuto, los hechos que 
presenten indicios de ser constitutivos de alguno de los delitos mencionados en el apartado 
anterior.

c) Coordinar las actuaciones de las distintas Fiscalías en orden a la prevención y 
represión del tráfico ilegal de drogas y el blanqueo de capitales relacionado con dicho tráfico. 
Las Fiscalías de los Tribunales Militares colaborarán con la Fiscalía Antidroga en relación 
con los hechos cometidos en centros, establecimientos y unidades militares.

d) Colaborar con la autoridad judicial en el control del tratamiento de los 
drogodependientes a quienes se haya aplicado la remisión condicional, recibiendo los datos 
precisos de los centros acreditados que participen en dicho tratamiento.
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Cuatro. La Fiscalía contra la Corrupción y la Criminalidad Organizada practicará las 
diligencias a que se refiere el artículo Cinco de esta Ley e intervendrá directamente en 
procesos penales, en ambos casos siempre que se trate de supuestos de especial 
trascendencia, apreciada por el Fiscal General del Estado, en relación con:

a) Delitos contra la Hacienda Pública, contra la seguridad social y de contrabando.
b) Delitos de prevaricación.
c) Delitos de abuso o uso indebido de información privilegiada.
d) Malversación de caudales públicos.
e) Fraudes y exacciones ilegales.
f) Delitos de tráfico de influencias.
g) Delitos de cohecho.
h) Negociación prohibida a los funcionarios.
i) Defraudaciones.
j) Insolvencias punibles.
k) Alteración de precios en concursos y subastas públicos.
l) Delitos relativos a la propiedad intelectual e industrial, al mercado y a los 

consumidores.
m) Delitos societarios.
n) Blanqueo de capitales y conductas afines a la receptación, salvo cuando por su 

relación con delitos de tráfico de drogas o de terrorismo corresponda conocer de dichas 
conducta a las otras Fiscalías Especiales.

ñ) Delitos de corrupción en transacciones comerciales internacionales.
o) Delitos de corrupción en el sector privado.
p) Delitos conexos con los anteriores.
q) La investigación de todo tipo de negocios jurídicos, transacciones o movimientos de 

bienes, valores o capitales, flujos económicos o activos patrimoniales, que indiciariamente 
aparezcan relacionados con la actividad de grupos delictivos organizados o con el 
aprovechamiento económico de actividades delictivas, así como de los delitos conexos o 
determinantes de tales actividades; salvo cuando por su relación con delitos de tráfico de 
drogas o de terrorismo corresponda conocer de dichas conductas a la Fiscalía Antidroga o a 
la de la Audiencia Nacional.

Cinco. Cuando el número de procedimientos así lo aconseje, el Fiscal General del 
Estado podrá designar en cualquier Fiscalía uno o varios Fiscales Delegados de las 
Fiscalías Especiales, que se integrarán en éstas. Dicha designación se hará, oído el Consejo 
Fiscal, previo informe de los Fiscales Jefes de la Fiscalía Especial y la Fiscalía territorial 
correspondiente, entre los Fiscales de la plantilla de ésta última que lo soliciten, acreditando 
su especialización en la materia en los términos que reglamentariamente se establezcan. 
Cuando en la Fiscalía territorial exista una Sección especializada, constituida con arreglo a lo 
dispuesto en el artículo anterior, cuyo ámbito de actuación coincida total o parcialmente con 
la materia para la que es competente la Fiscalía Especial, el Fiscal Delegado se integrará en 
dicha Sección.

El Fiscal Jefe de la Fiscalía Especial tendrá, con respecto a los Fiscales así designados 
y sólo en el ámbito específico de su competencia, las mismas facultades y deberes que 
corresponden a los Fiscales Jefes de los demás órganos del Ministerio Fiscal. Sin perjuicio 
de las Instrucciones que con carácter general pueda impartir el Fiscal General del Estado, el 
Decreto de nombramiento concretará las funciones y el ámbito de actuación de los Fiscales 
Delegados, especificando su grado de dedicación a los asuntos competencia de la Fiscalía 
Especial. En todo caso los Fiscales Delegados deberán informar de los asuntos de los que 
conozcan en su calidad de tales al Fiscal Jefe del órgano en que desempeñen sus 
funciones.

Seis. Para su adecuado funcionamiento, se podrán adscribir a las Fiscalías Especiales 
unidades de Policía Judicial y cuantos profesionales y expertos sean necesarios para 
auxiliarlas de manera permanente u ocasional.

[ . . . ]
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§ 91

Ley 23/2014, de 20 de noviembre, de reconocimiento mutuo de 
resoluciones penales en la Unión Europea. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 282, de 21 de noviembre de 2014

Última modificación: 2 de julio de 2021
Referencia: BOE-A-2014-12029

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley:

PREÁMBULO

I
Más de una década después de que el Tratado de Ámsterdam previera la creación de un 

espacio de libertad, seguridad y justicia en la Unión Europea, los Estados miembros, y entre 
ellos España, siguen reforzando sus mecanismos de cooperación judicial a través de la 
aplicación de sus dos principios básicos: la armonización de legislaciones y el 
reconocimiento mutuo de resoluciones judiciales.

El principio de reconocimiento mutuo, basado en la confianza mutua entre los Estados 
miembros y consagrado en el Consejo Europeo de Tampere como la «piedra angular» de la 
cooperación judicial civil y penal en la Unión Europea, ha supuesto una auténtica revolución 
en las relaciones de cooperación entre los Estados miembros, al permitir que aquella 
resolución emitida por una autoridad judicial de un Estado miembro sea reconocida y 
ejecutada en otro Estado miembro, salvo cuando concurra alguno de los motivos que 
permita denegar su reconocimiento. Finalmente, el Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea ha supuesto la consagración como principio jurídico del reconocimiento mutuo, en 
el que, según su artículo 82, se basa la cooperación judicial en materia penal.

Este nuevo modelo de cooperación judicial conlleva un cambio radical en las relaciones 
entre los Estados miembros de la Unión Europea, al sustituir las antiguas comunicaciones 
entre las autoridades centrales o gubernativas por la comunicación directa entre las 
autoridades judiciales, suprimir el principio de doble incriminación en relación con un listado 
predeterminado de delitos y regular como excepcional el rechazo al reconocimiento y 
ejecución de una resolución, a partir de un listado tasado de motivos de denegación. 
Además, se ha logrado simplificar y agilizar los procedimientos de transmisión de las 
resoluciones judiciales, mediante el empleo de un formulario o certificado que deben 
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completar las autoridades judiciales competentes para la transmisión de una resolución a 
otro Estado miembro.

En el ámbito penal, según lo dispuesto en el Programa de medidas destinado a poner en 
práctica el principio de reconocimiento mutuo de las resoluciones en materia penal, dicho 
principio ha de ser de aplicación en cada una de las fases del proceso penal, tanto antes, 
como durante e incluso después de dictarse la sentencia condenatoria.

II
La primera vez que en el ámbito del Derecho penal se plasmó este principio en un 

instrumento jurídico de la Unión Europea, fue en la Decisión Marco 2002/584/JAI, relativa a 
la orden europea y a los procedimientos de entrega entre Estados miembros, por un proceso 
de entrega dotado de mayor rapidez y seguridad jurídica. Esta norma fue inmediatamente 
incorporada al Derecho español a través de la Ley 3/2003, de 14 de marzo, sobre la orden 
europea de detención y entrega y la Ley Orgánica 2/2003, de 14 de marzo, complementaria 
de la anterior.

La segunda decisión marco adoptada en este ámbito, fue la Decisión Marco 
2003/577/JAI, de 22 de julio de 2003, relativa a la ejecución en la Unión Europea de las 
resoluciones de embargo preventivo de bienes y aseguramiento de pruebas, que permite 
que la autoridad judicial del Estado de origen adopte una resolución acordando la realización 
de un embargo provisional en otro Estado miembro, de aquellos bienes que bien vayan a ser 
objeto de un ulterior comiso, o bien vayan a ser utilizados como prueba en juicio. Su 
incorporación al Derecho español se efectuó a través de la Ley 18/2006, de 5 de junio, para 
la eficacia en la Unión Europea de las resoluciones de embargo y aseguramiento de pruebas 
en procedimientos penales y la Ley Orgánica 5/2006, de 5 de junio, complementaria de la 
anterior, por la que se modifica la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.

En tercer lugar, la Decisión Marco 2005/214/JAI, de 24 de febrero de 2005, relativa a la 
aplicación del principio de reconocimiento mutuo de sanciones pecuniarias, permitió al 
Estado requirente acudir a la autoridad judicial del Estado en que la persona obligada al 
pago de una sanción pecuniaria derivada de la comisión de una infracción penal (o 
administrativa en determinados casos) tuviera elementos patrimoniales, obtuviera ingresos o 
tuviera su residencia habitual, para ejecutar dicha sanción. La transposición de esta norma a 
nuestro Derecho se realizó mediante la Ley 1/2008, de 4 de diciembre, para la ejecución en 
la Unión Europea de resoluciones que impongan sanciones pecuniarias y la Ley Orgánica 
2/2008, de 4 de diciembre, de modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del 
Poder Judicial, complementaria de la anterior.

Un año después, la Decisión Marco 2006/783/JAI, de 6 de octubre de 2006, relativa a la 
aplicación del principio de reconocimiento mutuo de resoluciones de decomiso, permitiría 
que una resolución dictada en un Estado acordando el decomiso de una serie de bienes, 
fuera reconocida y ejecutada por un Tribunal del Estado en el que se encontrasen los bienes 
afectados. Ésta ha sido hasta hoy la última decisión marco sobre reconocimiento mutuo de 
resoluciones penales transpuesta en nuestro país, a través de la Ley 4/2010, de 10 de 
marzo, para la ejecución en la Unión Europea de resoluciones judiciales de decomiso y la 
Ley Orgánica 3/2010, de 10 de marzo, de modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de 
julio, del Poder Judicial y complementaria de la anterior.

En el año 2008 fueron varias las decisiones marco sobre reconocimiento mutuo de 
resoluciones judiciales adoptadas en materia penal. En primer lugar se aprobó la Decisión 
Marco 2008/909/JAI, de 27 de noviembre de 2008, relativa a la aplicación del principio de 
reconocimiento mutuo de sentencias en materia penal por las que se imponen penas u otras 
medidas privativas de libertad a efectos de su ejecución en la Unión Europea. Ésta permite 
que una resolución condenatoria por la que se impone a una persona física una pena o 
medida privativa de libertad sea ejecutada en otro Estado miembro cuando ello contribuya a 
facilitar la reinserción del condenado. Junto a ella, se adoptó también la Decisión Marco 
2008/947/JAI, de 27 de noviembre de 2008, relativa a la aplicación del principio de 
reconocimiento mutuo de sentencias y resoluciones de libertad vigilada con miras a la 
vigilancia de las medidas de libertad vigilada y las penas sustitutivas, que permite transmitir a 
otro Estado miembro distinto del de la condena la responsabilidad de vigilar el cumplimiento 
por el condenado de las medidas de libertad vigilada o de las penas sustitutivas previamente 
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impuestas en el primero. Por último, en el 2008 vería la luz la Decisión Marco 2008/978/JAI, 
de 18 de diciembre de 2008, relativa al exhorto europeo de obtención de pruebas para 
recabar objetos, documentos y datos destinados a procedimientos en materia penal, que 
consiste en una resolución judicial emitida por la autoridad competente de un Estado 
miembro con objeto de recabar objetos, documentos y datos de otro Estado miembro para 
su uso en un proceso penal.

En 2009 se aprobó en este ámbito la primera Decisión Marco modificativa de otras 
anteriores, la Decisión Marco 2009/299/JAI, de 26 de febrero de 2009, por la que se 
modifican las Decisiones Marco 2002/584/JAI, 2005/214/JAI, 2006/783/JAI, 2008/909/JAI y 
2008/947/JAI, destinada a reforzar los derechos procesales de las personas y a propiciar la 
aplicación del principio de reconocimiento mutuo de las resoluciones dictadas a raíz de 
juicios celebrados sin comparecencia del imputado. Entre estas normas se encuentra 
también la Decisión Marco 2009/829/JAI, de 23 de octubre de 2009, relativa a la aplicación, 
entre Estados miembros de la Unión Europea, del principio de reconocimiento mutuo a las 
resoluciones sobre medidas de vigilancia como sustitución de la prisión provisional, que 
permite supervisar a las autoridades judiciales de un Estado miembro aquellas resoluciones 
adoptadas en un proceso penal celebrado en otro Estado miembro por las que se imponga a 
una persona física una o más medidas de vigilancia de la libertad provisional.

Finalmente, como consecuencia de los cambios que introdujo el Tratado de Lisboa en la 
estructura de la Unión Europea y en sus instrumentos normativos, el 13 de diciembre de 
2011 se aprobó la primera directiva en este ámbito. Se trata de la Directiva 2011/99/UE, de 
13 de diciembre de 2011, sobre la orden europea de protección, que también se incorpora a 
esta Ley, y que tiene por objeto extender la protección que a través de las medidas 
pertinentes haya impuesto la autoridad competente de un Estado miembro para proteger a 
una persona contra posibles actos delictivos de otra, al territorio del Estado miembro al que 
se desplace esa persona para residir o permanecer durante un determinado período de 
tiempo.

Ante esta prolífica tarea normativa de las instituciones de la Unión Europea, los Estados 
miembros tienen la obligación de afrontar una intensa labor legislativa para incorporar a sus 
ordenamientos las disposiciones aprobadas hasta el momento. En España, además, si la 
técnica normativa empleada hasta ahora en la transposición de las cuatro primeras 
decisiones marco no variase, ello implicaría una enorme producción normativa, no sólo por 
las múltiples leyes que habrían de adoptarse, sino también por las consiguientes leyes 
orgánicas complementarias que someterían a constantes modificaciones a la Ley Orgánica 
del Poder Judicial.

Por ello, se ha decidido modificar la técnica normativa empleada hasta ahora en la 
incorporación de estas normas europeas, persiguiendo tanto garantizar una mejor 
transposición, como reducir la dispersión normativa y la complejidad de un ordenamiento 
que, a la postre, tiene que permitir a los distintos operadores jurídicos su tarea de aplicar el 
Derecho en un ámbito ya de por sí complejo y nuevo.

De este modo, la presente Ley da por amortizada la técnica de la incorporación individual 
de cada decisión marco o directiva europea en una ley ordinaria y su correspondiente ley 
orgánica complementaria, y se presenta como un texto conjunto en el que se reúnen todas 
las decisiones marco y la directiva aprobadas hasta hoy en materia de reconocimiento mutuo 
de resoluciones penales. Incluye tanto las ya transpuestas a nuestro Derecho como las que 
están pendientes, evitando la señalada dispersión normativa y facilitando su conocimiento y 
manejo por los profesionales del Derecho. Además, se articula a través de un esquema en el 
que tiene fácil cabida la incorporación de las futuras directivas que puedan ir adoptándose en 
esta materia.

Esta Ley va acompañada además de una Ley Orgánica por la que se modifica la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, que evita las continuas reformas a las que ésta tendría que 
verse sometida si la tarea de transposición se realizase de manera individualizada.

III
La Ley parte de un breve título preliminar, para estructurarse a continuación en una serie 

de títulos. El primero de estos títulos contiene el régimen tanto de la transmisión como del 
reconocimiento de las resoluciones penales en la Unión Europea, incluyendo normas de 
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aplicación a los distintos instrumentos, pero también de ámbito más reducido en relación con 
sólo uno o varios de estos instrumentos. De esta forma, en cada caso concreto, los 
aplicadores están llamados a seguir tanto estas normas generales que aseguran la 
coherencia del conjunto, como las disposiciones específicas de cada uno de esos 
instrumentos.

Los títulos siguientes regulan cada uno de los instrumentos de reconocimiento mutuo, 
siguiendo un esquema idéntico en el que se distinguen unas normas comunes, otras 
destinadas a indicar a la autoridad judicial competente en cada caso cómo transmitir a otros 
Estados de la Unión Europea una resolución de reconocimiento mutuo y, por fin, otras que 
establecen las reglas de ejecución en España de las resoluciones que transmitan las 
autoridades competentes de los demás Estados miembros. La parte final de la Ley contiene 
tres disposiciones adicionales, tres disposiciones transitorias, una disposición derogatoria, 
cuatro disposiciones finales y trece anexos. Estos últimos incorporan los formularios o los 
certificados que habrán de emplear las autoridades judiciales españolas para la transmisión 
de las resoluciones judiciales o para realizar aquellas notificaciones exigidas por la Ley.

IV
El Título preliminar contiene las disposiciones básicas que conforman el régimen jurídico 

del reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea. La Ley enumera 
cuáles son esas resoluciones judiciales que luego regula, establece el respeto a los 
derechos y libertades fundamentales como criterio principal de actuación, la aplicación 
supletoria de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en esta materia, así como qué ha de 
entenderse por Estado de emisión y de ejecución. No se olvida la Ley de la necesidad de 
conocer la dinámica de estas formas de cooperación judicial mediante su reflejo en datos 
estadísticos.

V
El Título I contiene las normas generales de la transmisión y del reconocimiento y 

ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo en la Unión Europea. Se hace aquí 
un esfuerzo de identificación de los elementos comunes que se encuentran en las diferentes 
normas de reconocimiento mutuo de resoluciones judiciales en materia penal. Estas 
disposiciones han venido a generalizar reglas que las decisiones marco de la Unión Europea 
habían recogido con formulaciones dispares y cuya incorporación acrítica habría generado 
diferencias carentes de justificación, complicando al mismo tiempo la aplicación de esta Ley.

De esta forma, en este Título se reconocen las características básicas del nuevo sistema 
de cooperación judicial basado en el reconocimiento mutuo. Sus artículos contienen las 
reglas comunes que rigen tanto la transmisión de las órdenes europeas y resoluciones 
judiciales a otros Estados miembros, como su ejecución en España, los motivos generales 
de denegación del reconocimiento y la ejecución, y las normas sobre recursos, gastos e 
indemnizaciones y reembolsos, entre otras.

La competencia tanto para la transmisión como para la ejecución de los distintos 
instrumentos de reconocimiento mutuo se distribuye entre los Jueces y Tribunales y el 
Ministerio Fiscal. La ley generaliza la audiencia previa al Fiscal cuando sea un Juez o 
Tribunal el que esté conociendo de alguno de los referidos instrumentos.

Especial relevancia tiene el listado de categorías delictivas a las que no será de 
aplicación el principio de doble tipificación, en el que se expresa el compromiso básico de los 
países de la Unión Europea de renunciar a la exigencia del control de la doble incriminación 
para una serie de infracciones. De este modo, aquellas resoluciones judiciales dictadas en 
otros Estados miembros y transmitidas a España para su reconocimiento y ejecución, no 
estarán sujetos al control de la doble tipificación por el Juez o Tribunal español, en la medida 
en que se refieran a alguno de los delitos enumerados y siempre que se cumplan las 
condiciones exigidas para cada tipo de resolución judicial. Como consecuencia de la 
actuación del principio de reconocimiento mutuo la decisión de la autoridad competente de 
reconocer y ejecutar la orden europea acordada por la autoridad judicial extranjera es casi 
automática sin necesidad de verificar su conformidad con su ordenamiento jurídico interno, y 
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se limitan los supuestos de denegación de la ejecución de la decisión trasmitida a causas 
tasadas y estrictamente previstas en esta Ley.

Estas normas generales ponen de manifiesto la peculiaridad del reconocimiento mutuo 
derivada de la relación directa entre autoridades judiciales de los diferentes Estados. Una 
característica cuya puesta en práctica requiere la comunicación inmediata de las distintas 
decisiones que se adopten en cada caso y las consultas previas en muchos supuestos en 
tanto que permitirán a las autoridades competentes valorar la conveniencia o no de recurrir a 
estos instrumentos.

La importancia de estos preceptos de aplicación al conjunto de instrumentos de 
reconocimiento mutuo se pone de manifiesto por su contenido, que comprende cuestiones 
como las notificaciones, traducciones, régimen de recursos, supuestos comunes de 
suspensión o de denegación de la ejecución de una resolución transmitida en nuestro país, 
entre otros.

VI
El Título II es el primero que se dedica ya a un instrumento en concreto, que es la orden 

europea de detención y entrega, cuyas normas no sólo siguen lo que hasta ahora ha 
regulado la Ley 3/2003, de 14 de marzo, sobre la orden europea de detención y entrega, 
sino que también se ha llevado a cabo su puesta al día, en atención a la experiencia ya 
acumulada en esta materia. Ello ha supuesto el reforzamiento de las garantías jurídicas, en 
especial con la introducción del criterio de la proporcionalidad, algunas mejoras de técnica 
normativa y otras modificaciones que persiguen mejorar la aplicación práctica de la norma. 
Se perfecciona así este procedimiento que permite a cualquier autoridad judicial española 
solicitar la entrega de una persona a otro Estado miembro para el seguimiento de 
actuaciones penales o para el cumplimiento de una condena impuesta, así como proceder a 
la entrega cuando haya recibido una orden europea de detención y entrega procedente de la 
autoridad judicial de otro Estado miembro.

VII
El Título III tiene por objeto las resoluciones para el cumplimiento de penas o medidas 

privativas de libertad. A través de estos preceptos se incorpora una decisión marco no 
transpuesta hasta ahora, que permite que una resolución condenatoria dictada en un Estado 
miembro sea ejecutada en otro Estado miembro, con el fin de facilitar así la reinserción 
social del condenado. Las autoridades judiciales españolas, por tanto, podrán transmitir 
sentencias condenatorias a otros Estados, cuando en ellas se impongan penas o medidas 
privativas de libertad y se cumplan las condiciones señaladas por la ley, debiendo ejecutar 
asimismo aquéllas que del mismo modo les hayan sido transmitidas.

VIII
Por su parte, el Título IV contiene las normas de la llamada resolución de libertad 

vigilada, que establecen el régimen de la transmisión y ejecución de resoluciones adoptadas 
en el marco de medidas consecutivas a la condena. Este título contiene tanto el 
procedimiento por el que las autoridades judiciales españolas pueden transmitir una 
resolución por la que se imponga una medida de libertad vigilada o una pena sustitutiva, 
como el procedimiento de ejecución de dichas resoluciones en España cuando hayan sido 
dictadas en otros Estados miembros. El reconocimiento mutuo de estas resoluciones tiene 
por objeto incrementar las posibilidades de reinserción social del condenado al permitirle 
mantener sus lazos familiares, lingüísticos y culturales, así como mejorar el control del 
cumplimiento de las medidas de libertad vigilada y de las penas sustitutivas con objeto de 
evitar la reincidencia, teniendo en cuenta el principio de la protección de las víctimas.

IX
El Título V es el dedicado a la resolución sobre medidas de vigilancia de la libertad 

provisional, que permite que un Estado distinto al que impuso la medida de vigilancia pueda 
supervisar su cumplimiento cuando así le sea solicitado y siempre que se cumplan los 
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requisitos legalmente establecidos. De este modo, se consigue una mejor ordenación de la 
actuación de los Estados en este ámbito penal y se evita que un residente en un Estado 
miembro se vea sacado de su entorno como consecuencia de la comisión de una infracción 
penal durante el tiempo que transcurra hasta la celebración del juicio. Con ello también se 
logra una mayor seguridad pública al permitir que persona sometida a actuaciones penales 
en un Estado miembro distinto al de su residencia sea vigilada por las autoridades de este 
último en espera de la celebración del juicio, evitando acudir a institutos más represivos 
como la prisión provisional o más inseguros como la libertad provisional no vigilada.

X
El Título VI regula la transmisión y ejecución en otro Estado miembro de una orden 

europea de protección. Esta orden es una resolución penal que puede adoptar la autoridad 
competente de cualquier Estado miembro en relación con una medida de protección 
previamente adoptada en ese Estado, por la que se faculta a la autoridad competente de 
otro Estado miembro para adoptar las medidas oportunas a favor de las víctimas o posibles 
víctimas de delitos que se encuentren en peligro, cuando se hayan desplazado a su 
territorio. Esta regulación permite que las medidas de protección adoptadas a favor de una 
víctima, la acompañen en cualquier lugar de la Unión Europea al que se desplace, ocasional 
o permanentemente. El causante de este peligro también tendrá que enfrentarse con las 
consecuencias del incumplimiento de esta orden europea.

Las medidas que se prevén se caracterizarían por su flexibilidad para adaptarse a las 
necesidades de protección de la víctima en cada momento, lo que supone que también la 
autoridad competente pueda acordar su prórroga, revisión, modificación o revocación. De 
esta forma, se garantiza que las medidas de protección dictadas en cualquier Estado 
miembro a favor de una persona que se vea amenazada, sean efectivas en todo el territorio 
de la Unión.

XI
El Título VII establece el régimen de reconocimiento de la resolución de embargo 

preventivo de bienes o de aseguramiento de pruebas, en el que se incluyen, con algunas 
modificaciones, las disposiciones de la Ley 18/2006, de 5 de junio, para la eficacia en la 
Unión Europea de las resoluciones de embargo y de aseguramiento de pruebas en los 
procesos penales. Mediante este mecanismo se transmitirán por las autoridades judiciales 
españolas las medidas de embargo preventivo de bienes o de aseguramiento de pruebas 
acordadas en procedimientos penales a otros Estados miembros en los que puedan 
encontrarse los objetos, datos o documentos objeto de la medida. Igualmente se determina 
la forma en la que las autoridades judiciales españolas van a reconocer y cumplir tales 
resoluciones cuando provengan de una autoridad judicial de otro Estado miembro. Es 
importante destacar cómo el concepto de medida de aseguramiento aplicada a este 
instrumento comprende las medidas que afectan a aquellos bienes del procesado que sean 
suficientes para cubrir su responsabilidad pecuniaria. Las exigencias del reconocimiento 
mutuo llevan a comprender en este instrumento una amplia gama de diligencias 
aseguratorias del cuerpo del delito, tales como su recogida, bloqueo, conservación, 
intervención, incautación o puesta en depósito judicial. Todo ello con las debidas garantías 
que protegen los derechos que asisten a las partes y a los terceros interesados de buena fe.

XII
El Título VIII se destina a prever el régimen de la resolución de decomiso e incorpora, 

con algunas adaptaciones, el contenido presente en la Ley 4/2010, de 10 de marzo, para la 
ejecución en la Unión Europea de resoluciones judiciales de decomiso. De este modo, regula 
el procedimiento a través del cual se van a transmitir, por parte de las autoridades judiciales 
españolas, aquellas sentencias firmes por las que se imponga un decomiso, a otros Estados 
miembros de la Unión Europea, y establece el modo en el que las autoridades judiciales 
españolas van a reconocer y a ejecutar tales resoluciones cuando le sean transmitidas por 
otro Estado miembro. Ya es sabida la incidencia que las normas de la Unión Europea han 
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tenido en esta materia a la hora de precisar el concepto de decomiso, que alcanza a bienes 
que provienen de actividades delictivas desarrolladas por la persona condenada durante un 
período anterior a la condena, o cuando se tenga constancia de que el valor de la propiedad 
es desproporcionado con respecto a los ingresos legales de la persona condenada y una 
autoridad judicial nacional, basándose en hechos concretos, esté plenamente convencida de 
su procedencia delictiva. En cambio, quedan fuera de esta ley los supuestos de restitución 
de bienes a sus legítimos propietarios.

La Ley también incorpora las novedades mediante las cuales se tratan de remediar los 
problemas derivados de las dudas de localización de los bienes objeto de decomiso, y ante 
los cuales se permite que una autoridad judicial transmita su resolución simultáneamente a 
varios Estados miembros de la Unión Europea. Una previsión que, a su vez, obliga a que 
haya una mayor comunicación entre las autoridades judiciales para evitar excesos de 
ejecución.

XIII
El Título IX tiene por objeto regular la resolución por la que se exige el pago de una 

sanción pecuniaria, incorporando con leves modificaciones el contenido de la Ley 1/2008, de 
4 de diciembre, para la ejecución en la Unión Europea de resoluciones que impongan 
sanciones pecuniarias. Estas normas determinan el procedimiento a través del cual se van a 
transmitir, por parte de las autoridades judiciales españolas, aquellas resoluciones firmes por 
las que se exija el pago de una sanción pecuniaria a una persona física o jurídica como 
consecuencia de la comisión de una infracción penal, a otros Estados miembros de la Unión 
Europea en los que esa persona posea propiedades, obtenga ingresos o tenga su residencia 
habitual. Igualmente, se regula el procedimiento mediante el cual las autoridades judiciales 
españolas van a reconocer y a ejecutar tales resoluciones cuando les sean transmitidas por 
otro Estado miembro y el condenado tenga esas propiedades, ingresos o residencia en 
nuestro país.

Se ha de aclarar que el concepto de sanción pecuniaria de este instrumento no se refiere 
solamente a aquella cantidad de dinero exigida en concepto de multa impuesta como 
consecuencia de la comisión de una infracción, sino también a la impuesta en la misma 
resolución en concepto de costas judiciales, como compensación en beneficio de las 
víctimas o destinada a un fondo público u organización de apoyo a las víctimas. Además, las 
sanciones impuestas pueden derivar de la comisión de una infracción de carácter penal o 
administrativa, en los términos que se regulan.

XIV
El último título, el X, regula el exhorto europeo de obtención de pruebas que incorpora 

una nueva decisión marco al regular las normas sobre la transmisión y ejecución de aquella 
resolución que las autoridades españolas pueden enviar o recibir de otro Estado miembro 
con objeto de recabar objetos, documentos y datos para su uso en un proceso penal. El 
exhorto europeo de obtención de pruebas podrá referirse también a procedimientos incoados 
por las autoridades competentes de otros Estados miembros de la Unión Europea por la 
comisión de hechos tipificados como infracciones administrativas en su ordenamiento, 
cuando la decisión pueda dar lugar a un proceso ante un órgano jurisdiccional en el orden 
penal. No así en el caso de las infracciones administrativas cometidas en España, pues en 
nuestro derecho las autoridades administrativas competentes no se encuentran en la 
situación prevista en la norma europea, ya que sus resoluciones son recurribles en vía 
contencioso-administrativa y no en vía penal; lo que ha impedido su inclusión dentro de este 
mecanismo de cooperación. Destacar que la intervención siempre del Juez o Fiscal español 
en la ejecución de esta resolución cuando sea transmitida por otro Estado permite prescindir 
del requisito de la validación por parte de esa autoridad de emisión, pues el Juez o el Fiscal 
ya valoran la proporcionalidad de la medida solicitada y si comporta limitación de derechos 
fundamentales.
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XV
Se ha de hacer una mención a los anexos que cierran la Ley y en los que se contienen 

los modelos de los formularios y los certificados a través de los cuales se efectúan las 
comunicaciones entre autoridades judiciales en la Unión Europea. Se trata de formularios y 
certificados idénticos en todos los países, por lo que son perfectamente comprensibles a 
partir del modelo traducido a cada lengua, dotando a esa relación de mayor agilidad y 
seguridad jurídica.

XVI
En definitiva, la presente Ley se configura como un instrumento integrador que, además 

de dar cumplimiento a las obligaciones normativas europeas, responde al compromiso de 
mejora de la cooperación judicial penal en la Unión Europea y la lucha contra la criminalidad, 
garantizando la seguridad y los derechos de los ciudadanos como fin irrenunciable del 
Estado.

TÍTULO PRELIMINAR
Régimen general del reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la 

Unión Europea

Artículo 1.  Reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea.
En aplicación del principio de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en el 

espacio de libertad, seguridad y justicia de la Unión Europea, las autoridades judiciales 
españolas que dicten una orden o resolución incluida dentro de la regulación de esta Ley, 
podrán transmitirla a otro Estado miembro para su reconocimiento y ejecución.

En aplicación del principio de reconocimiento mutuo de resoluciones penales, las 
autoridades judiciales españolas competentes reconocerán y ejecutarán en España dentro 
del plazo previsto, las órdenes europeas y resoluciones penales previstas en esta Ley 
cuando hayan sido transmitidas correctamente por la autoridad competente de otro Estado 
miembro y no concurra ningún motivo tasado de denegación del reconocimiento o la 
ejecución.

Artículo 2.  Instrumentos de reconocimiento mutuo.
1. Se entiende por instrumento de reconocimiento mutuo aquella orden europea o 

resolución emitida por la autoridad competente de un Estado miembro de la Unión Europea 
que se transmite a otro Estado miembro para su reconocimiento y ejecución en el mismo.

2. Los instrumentos de reconocimiento mutuo regulados en esta Ley son los siguientes:
a) La orden europea de detención y entrega.
b) La resolución por la que se impone una pena o medida privativa de libertad.
c) La resolución de libertad vigilada.
d) La resolución sobre medidas de vigilancia de la libertad provisional.
e) La orden europea de protección.
f) La resolución de embargo preventivo de bienes o de aseguramiento de pruebas.
g) La resolución de decomiso.
h) La resolución por la que se imponen sanciones pecuniarias.
i) La orden europea de investigación.

Artículo 3.  Respeto a los derechos y libertades fundamentales.
La presente Ley se aplicará respetando los derechos y libertades fundamentales y los 

principios recogidos en la Constitución Española, en el artículo 6 del Tratado de la Unión 
Europea y la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, y en el Convenio 
Europeo de Derechos y Libertades Fundamentales del Consejo de Europa de 4 de 
noviembre de 1950.
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Artículo 4.  Régimen jurídico.
1. El reconocimiento y la ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo que se 

enumeran en el artículo 2, se regirán por lo dispuesto en esta Ley, en las normas de la Unión 
Europea y en los convenios internacionales vigentes en los que España sea parte. En 
defecto de disposiciones específicas, será de aplicación el régimen jurídico previsto por la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal.

2. Las disposiciones del Título I se aplicarán sin perjuicio de las normas específicas 
correspondientes a cada instrumento de reconocimiento mutuo previstas en los restantes 
títulos de esta Ley.

3. La interpretación de las normas contenidas en esta Ley se realizará de conformidad 
con las normas de la Unión Europea reguladoras de cada uno de los instrumentos de 
reconocimiento mutuo.

Artículo 5.  Estado de emisión y Estado de ejecución.
Se entiende por:
a) Estado de emisión: el Estado miembro de la Unión Europea en el que la autoridad 

competente ha dictado una orden o resolución de las reguladas en esta Ley al objeto de que 
sea reconocida y ejecutada en otro Estado miembro.

b) Estado de ejecución: el Estado miembro de la Unión Europea al que se ha transmitido 
una orden o resolución dictada por la autoridad judicial competente de otro Estado miembro, 
para su reconocimiento y ejecución.

Artículo 6.  Deber de información al Ministerio de Justicia. Autoridad Central.
1. Los Jueces o Tribunales que transmitan o ejecuten los instrumentos de 

reconocimiento mutuo previstos en esta Ley lo reflejarán en los boletines estadísticos 
trimestrales y lo remitirán al Ministerio de Justicia.

2. La Fiscalía General del Estado remitirá semestralmente al Ministerio de Justicia un 
listado de los instrumentos de reconocimiento mutuo emitidos o ejecutados por 
representantes del Ministerio Público.

3. El Ministerio de Justicia será la Autoridad Central a la que corresponde la función de 
auxilio a las autoridades judiciales.

TÍTULO I
Régimen general de la transmisión, el reconocimiento y la ejecución de los 

instrumentos de reconocimiento mutuo en la Unión Europea

CAPÍTULO I
Transmisión por las autoridades judiciales españolas de instrumentos de 

reconocimiento mutuo

Artículo 7.  Emisión y documentación de órdenes y resoluciones para su ejecución al 
amparo del principio de reconocimiento mutuo.

1. Cuando la eficacia de una resolución penal española requiera la práctica de 
actuaciones procesales en otro Estado miembro de la Unión Europea, tratándose de algún 
instrumento de reconocimiento mutuo regulado en esta Ley, la autoridad judicial española 
competente la documentará en el formulario o certificado obligatorio, que transmitirá a la 
autoridad competente del otro Estado miembro para que proceda a su ejecución.

El testimonio de la resolución penal en la que se basa el certificado se remitirá 
obligatoriamente junto con éste, salvo que se trate de una orden europea de detención y 
entrega, una orden europea de protección o una orden europea de investigación, que se 
documentarán exclusivamente a través del formulario correspondiente.

El original de la resolución o del certificado será remitido únicamente cuando así lo 
solicite la autoridad de ejecución.
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2. El certificado o el formulario irán firmados por la autoridad judicial competente para 
dictar la resolución que se documenta.

3. El certificado o el formulario se traducirán a la lengua oficial o a una de las lenguas 
oficiales del Estado miembro al que se dirija o, en su caso, a una lengua oficial de las 
instituciones comunitarias que hubiera aceptado dicho Estado, salvo que disposiciones 
convencionales permitan, en relación con ese Estado, su remisión en español.

La resolución penal sólo será objeto de traducción cuando así se requiera por la 
autoridad judicial de ejecución. El coste de la traducción será asumido por el Estado de 
ejecución que la reclama, con la excepción de la resolución por la que se impone una pena o 
medida privativa de libertad regulada en el Título III.

Artículo 8.  Transmisión de órdenes y resoluciones para su ejecución al amparo del principio 
de reconocimiento mutuo.

1. La transmisión de los instrumentos de reconocimiento mutuo, así como cualquier otra 
notificación practicada con arreglo a esta Ley, se hará directamente a la autoridad judicial 
competente del Estado de ejecución, a través de cualquier medio que deje constancia escrita 
en condiciones que permitan acreditar su autenticidad.

Cualquier dificultad que surja en relación con la transmisión o la autenticidad de algún 
documento necesario para la ejecución de un instrumento de reconocimiento mutuo se 
solventará mediante comunicación directa entre las autoridades judiciales implicadas o, 
cuando proceda en relación con una orden europea de detención y entrega o una orden 
europea de investigación, con la participación de las autoridades centrales de los Estados 
miembros.

2. Cuando no se conozca la autoridad judicial de ejecución competente, se solicitará la 
información correspondiente por todos los medios necesarios, incluidos los puntos de 
contacto españoles de la Red Judicial Europea (RJE) y demás redes de cooperación 
existentes.

3. Los instrumentos de reconocimiento mutuo regulados en esta Ley podrán transmitirse 
a la autoridad judicial competente, recabándose la colaboración del Miembro Nacional de 
España en Eurojust cuando proceda, de conformidad con las normas reguladoras del mismo.

Artículo 9.  Información obligatoria a Eurojust en relación con los instrumentos de 
reconocimiento mutuo.

La obligación de transmisión de información y la petición de asistencia a Eurojust 
derivada del uso de instrumentos de reconocimiento mutuo se regirán por lo establecido en 
la Ley 16/2015, de 7 de julio, por la que se regula el estatuto del miembro nacional de 
España en Eurojust, los conflictos de jurisdicción, las redes judiciales de cooperación 
internacional y el personal dependiente del Ministerio de Justicia en el exterior, así como su 
normativa de desarrollo.

Artículo 10.  Descripción del delito y de la pena.
La autoridad judicial que emita el formulario o el certificado en el que se documenta la 

resolución judicial cuya ejecución se transmite a otro Estado miembro de la Unión Europea, 
especificará si el delito objeto de la resolución judicial se incardina en alguna de las 
categorías que eximen del control de doble tipificación de la conducta en el Estado de 
ejecución, de acuerdo con el artículo 20, y si la pena prevista para el delito es, en abstracto, 
al menos de tres años de privación de libertad.

Artículo 11.  Pérdida sobrevenida del carácter ejecutorio de la resolución cuya ejecución ha 
sido transmitida.

La autoridad judicial española de emisión informará inmediatamente a la autoridad 
encargada de la ejecución, de la adopción de cualquier resolución o medida que tenga por 
objeto dejar sin efecto el carácter ejecutorio de la orden o resolución cuya ejecución ha sido 
transmitida previamente, solicitando la devolución del formulario o del certificado.
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Artículo 12.  Tránsito por otro Estado miembro del reclamado por la autoridad judicial 
española.

Cuando a la autoridad judicial española de emisión de una orden europea de detención y 
entrega, de una resolución por la que se imponen penas o medidas privativas de libertad, o 
de una orden europea de investigación, le conste que resulta necesario el tránsito del 
reclamado por un Estado miembro distinto del Estado de ejecución, instará al Ministerio de 
Justicia para que solicite la autorización, remitiendo copia de la resolución judicial y del 
certificado emitido, traducido éste a una de las lenguas que acepte el Estado de tránsito.

El Ministerio de Justicia pedirá información al Estado de tránsito sobre si puede 
garantizar que el condenado no será perseguido, detenido ni sometido a ninguna otra 
restricción de su libertad individual en su territorio, por hechos o condenas anteriores. En su 
caso, el Ministerio de Justicia, a petición de la autoridad judicial de emisión, podrá retirar la 
solicitud.

Artículo 13.  Recursos contra las resoluciones de transmisión de instrumentos de 
reconocimiento mutuo.

1. Contra las resoluciones por las que se acuerde la transmisión de un instrumento de 
reconocimiento mutuo podrán interponerse los recursos previstos en el ordenamiento jurídico 
español, que se tramitarán y resolverán exclusivamente por la autoridad judicial española 
competente conforme a la legislación española.

2. En caso de estimación de un recurso, la autoridad judicial española lo comunicará 
inmediatamente a la autoridad que esté conociendo de la ejecución.

3. En caso de concesión de indulto que afecte a la resolución recurrida, la autoridad 
judicial española lo comunicará inmediatamente a la autoridad que esté conociendo de la 
ejecución.

La concesión del indulto no podrá alcanzar, en ningún caso, al concepto de costas o 
gastos administrativos generados en el proceso ni tampoco a la compensación otorgada en 
beneficio de la víctima.

4. No cabrá recurso alguno contra la decisión de transmisión de un instrumento de 
reconocimiento mutuo acordada por el Ministerio Fiscal en sus diligencias de investigación, 
sin perjuicio de su valoración posteriormente en el correspondiente procedimiento penal, de 
conformidad con lo previsto en la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

Artículo 14.  Gastos.
El Estado español financiará los gastos ocasionados por la ejecución de una orden o 

resolución de reconocimiento mutuo transmitida a otro Estado miembro, salvo los 
ocasionados en el territorio del Estado de ejecución.

Si en la ejecución de una resolución judicial de decomiso o de una orden europea de 
investigación emitida por la autoridad competente española, se recibiera comunicación del 
Estado de ejecución proponiendo un reparto de los gastos ocasionados, en el plazo de cinco 
días desde la recepción de esta comunicación se dirigirá oficio al Ministerio de Justicia 
español a los efectos de que acepte o rechace total o parcialmente la propuesta del Estado 
de ejecución y llegue a un acuerdo sobre el reparto de los costes.

En caso de que no se llegara a un acuerdo, la autoridad española de emisión decidirá si 
retira total o parcialmente la orden europea de investigación, o la mantiene, sufragando en 
este último caso los costes que se consideren excepcionalmente elevados.

Sin perjuicio de lo anterior, se seguirán las siguientes reglas en los supuestos que se 
indican a continuación:

a) Si la emisión de una orden europea de investigación por la autoridad española implica 
el traslado temporal de detenidos a España o al Estado de ejecución, con el fin de llevar a 
cabo una medida de investigación, el Estado español financiará los gastos derivados del 
traslado y su retorno.

b) Si la emisión de una orden europea de investigación por la autoridad española implica 
la intervención de telecomunicaciones, el Estado español financiará los gastos derivados de 
la transcripción, la descodificación y el desencriptado de las comunicaciones intervenidas.
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Artículo 15.  Indemnizaciones y reembolsos.
Salvo que esta Ley disponga otra cosa, el Estado español únicamente reembolsará al 

Estado de ejecución las cantidades abonadas por éste en concepto de indemnización de 
daños y perjuicios causados a terceros como consecuencia de la ejecución de la orden o 
resolución remitida, siempre y cuando no se debieran exclusivamente a la actividad de dicho 
Estado.

CAPÍTULO II
Reconocimiento y ejecución por las autoridades judiciales españolas de 

instrumentos de reconocimiento mutuo

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 16.  Reconocimiento y ejecución inmediata.
1. Las autoridades judiciales españolas competentes reconocerán y ejecutarán sin más 

trámites que los establecidos en esta Ley, en el plazo estipulado en ella para cada caso, la 
orden o resolución cuya ejecución ha sido transmitida por una autoridad judicial de otro 
Estado miembro.

2. La resolución que declare que la autoridad judicial que ha recibido la orden o 
resolución carece de competencia para ejecutarla deberá acordar también su remisión 
inmediata a la autoridad judicial que entienda competente, notificando dicha resolución al 
Ministerio Fiscal y a la autoridad judicial del Estado de emisión.

3. La resolución que declare la denegación del reconocimiento o de la ejecución de la 
orden o resolución judicial transmitida para su ejecución en España deberá acordar también 
su devolución inmediata y directa a la autoridad judicial de emisión cuando el auto sea firme.

Artículo 17.  Traducción del certificado.
1. Cuando el formulario o el certificado no venga traducido al español, se devolverá 

inmediatamente a la autoridad judicial del Estado emisor que lo hubiera firmado para que 
lleve a cabo la traducción correspondiente, salvo que un convenio en vigor con dicho Estado 
o una declaración depositada ante la Secretaría General del Consejo de la Unión Europea 
permitan el envío en esa otra lengua.

2. No será obligatorio que la resolución judicial en que se basa el certificado se reciba 
traducida al español, sin perjuicio de que la autoridad judicial solicite su traducción cuando lo 
considere imprescindible para su ejecución.

Artículo 18.  Práctica de las comunicaciones.
1. Las autoridades judiciales españolas admitirán el envío que se efectúe mediante 

correo certificado o medios informáticos o telemáticos si los documentos están firmados 
electrónicamente y permiten verificar su autenticidad. Se admitirán también las 
comunicaciones efectuadas por fax y, a continuación, se requerirá el envío de la 
documentación original a la autoridad judicial emisora, siendo la recepción de la misma la 
que determinará el inicio del cómputo de los plazos previstos en esta Ley.

2. Las comunicaciones a la autoridad de emisión que deban hacerse en virtud de lo 
establecido en esta Ley por parte de la autoridad judicial española serán directas y se 
podrán cursar en español mediante correo certificado, medios electrónicos fehacientes o fax, 
sin perjuicio de remitir a la autoridad extranjera el oportuno testimonio si ésta lo requiriese.

Artículo 19.  Subsanación del certificado.
1. En los casos de insuficiencia del formulario o del certificado, cuando éste falte o no se 

corresponda manifiestamente con la resolución judicial cuya ejecución es transmitida, la 
autoridad judicial lo comunicará a la autoridad de emisión fijando un plazo para que el 
certificado se presente de nuevo, se complete o se modifique.
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2. Cuando se trate de una resolución de embargo de bienes o de aseguramiento de 
pruebas, la autoridad judicial podrá adoptar, tras oír al Ministerio Fiscal por el plazo de tres 
días, y en este mismo plazo, alguna de las siguientes decisiones:

a) Fijar un plazo para que el certificado se presente de nuevo o se complete o modifique.
b) Aceptar un documento equivalente de la autoridad competente del Estado de emisión 

que complete la información necesaria.
c) Dispensar a la autoridad judicial de emisión de presentarlo si considera suficiente la 

información suministrada.
3. En los casos en que, siendo obligatoria su transmisión, falte la resolución judicial cuya 

ejecución ha sido solicitada, la autoridad judicial acordará un plazo para su remisión por la 
autoridad judicial de emisión.

Artículo 20.  Ausencia de control de la doble tipificación y sus excepciones.
1. Cuando una orden o resolución dictada en otro Estado miembro sea transmitida a 

España para su reconocimiento y ejecución, estos instrumentos no estarán sujetos al control 
de la doble tipificación por el Juez o Tribunal español, en la medida en que se refiera a 
alguno de los delitos enumerados a continuación y se cumplan las condiciones exigidas por 
la Ley para cada tipo de instrumento de reconocimiento mutuo.

Los delitos son los siguientes:
Pertenencia a una organización delictiva.
Terrorismo.
Trata de seres humanos.
Explotación sexual de menores y pornografía infantil.
Tráfico ilícito de drogas y sustancias psicotrópicas.
Tráfico ilícito de armas, municiones y explosivos.
Corrupción.
Fraude, incluido el que afecte a los intereses financieros de las Comunidades Europeas.
Blanqueo de los productos del delito.
Falsificación de moneda.
Delitos informáticos.
Delitos contra el medio ambiente, incluido el tráfico ilícito de especies animales 

protegidas y de especies y variedades vegetales protegidas.
Ayuda a la entrada y residencia en situación ilegal.
Homicidio voluntario y agresión con lesiones graves.
Tráfico ilícito de órganos y tejidos humanos.
Secuestro, detención ilegal y toma de rehenes.
Racismo y xenofobia.
Robos organizados o a mano armada.
Tráfico ilícito de bienes culturales, incluidas las antigüedades y las obras de arte.
Estafa.
Chantaje y extorsión de fondos.
Violación de derechos de propiedad intelectual o industrial y falsificación de mercancías.
Falsificación de documentos administrativos y tráfico de documentos falsos.
Falsificación de medios de pago.
Tráfico ilícito de sustancias hormonales y otros factores de crecimiento.
Tráfico ilícito de materias nucleares o radiactivas.
Tráfico de vehículos robados.
Violación.
Incendio provocado.
Delitos incluidos en la jurisdicción de la Corte Penal Internacional.
Secuestro de aeronaves y buques.
Sabotaje.
2. Para el reconocimiento mutuo de las resoluciones judiciales que impongan sanciones 

pecuniarias, además de las señaladas en el apartado anterior, no estarán sometidas al 
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principio de doble tipificación aquellas resoluciones judiciales que castiguen hechos 
enjuiciados como alguno de los siguientes delitos o infracciones:

Conducta contraria a la legislación de tráfico, incluidas las infracciones a la legislación de 
conducción y de descanso y a las normas reguladoras de transporte de mercancías 
peligrosas.

Contrabando de mercancías.
Infracciones de los derechos de propiedad intelectual e industrial.
Amenazas y actos de violencia contra las personas, incluida la violencia durante los 

acontecimientos deportivos.
Vandalismo.
Robo.
Infracciones establecidas por el Estado de emisión en virtud de normas comunitarias.
3. El reconocimiento mutuo y ejecución de las órdenes europeas de protección se 

efectuará siempre con control de la doble tipificación.
4. Cuando la orden o resolución judicial que se reciba castigue un hecho tipificado como 

un delito distinto de los previstos en este artículo, su reconocimiento y ejecución podrán 
supeditarse al cumplimiento del requisito de la doble tipificación, siempre que se cumplan las 
condiciones exigidas por la Ley para cada instrumento de reconocimiento mutuo.

No obstante lo anterior, cuando la orden o resolución se haya impuesto por una 
infracción penal en materia tributaria, aduanera o de control de cambios, no podrá denegarse 
la ejecución de la resolución si el fundamento fuere que la legislación española no establece 
el mismo tributo o no contiene la misma regulación en materia tributaria, aduanera y de 
control de cambios que la legislación del Estado de emisión.

Artículo 21.  Normas aplicables a la ejecución.
1. La ejecución de la orden o resolución que haya sido transmitida por otro Estado 

miembro se regirá por el Derecho español y se llevará a cabo del mismo modo que si 
hubiera sido dictada por una autoridad judicial española.

No obstante lo anterior, la autoridad judicial española competente observará las 
formalidades y procedimientos expresamente indicados por la autoridad judicial del Estado 
de emisión siempre que esas formalidades y procedimientos no sean contrarios a los 
principios fundamentales del ordenamiento jurídico español.

2. La ejecución de la orden o resolución se ajustará a los términos de la misma, no 
pudiendo hacerse extensiva a personas, bienes o documentos no comprendidos en ella, sin 
perjuicio de lo dispuesto para la orden europea de investigación, con la participación de las 
autoridades centrales de los Estados miembros.

Artículo 22.  Notificación del reconocimiento y la ejecución. Audiencia.
1. Cuando el afectado tenga su domicilio o residencia en España y salvo que el 

procedimiento extranjero se hubiera declarado secreto o su notificación frustrara la finalidad 
perseguida, se le notificarán las órdenes o resoluciones judiciales extranjeras cuya ejecución 
se haya solicitado.

La práctica de esta notificación supondrá el reconocimiento del derecho a intervenir en el 
proceso, si lo tuviere por conveniente, personándose con abogado y procurador.

2. La autoridad judicial española informará a la autoridad judicial competente del Estado 
de emisión y al Ministerio Fiscal, sin dilación, de la resolución de reconocimiento o 
denegación de la orden o resolución transmitida o de cualquier incidencia que pueda afectar 
a su ejecución, en especial en los casos de imposibilidad de la misma sin que se puedan 
ejecutar medidas alternativas no previstas en el Derecho español.

3. El ejercicio del derecho de audiencia del imputado a lo largo del procedimiento podrá 
llevarse a cabo a través de la aplicación de los instrumentos de Derecho internacional o de la 
Unión Europea que prevean la posibilidad de realizar audiencias mediante teléfono o 
videoconferencia.
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Artículo 23.  Suspensión de la ejecución de la resolución.
1. La ejecución será suspendida por alguna de las causas previstas legalmente y cuando 

la autoridad judicial de emisión comunique a la autoridad española de ejecución la pérdida 
sobrevenida del carácter ejecutorio de la orden o resolución judicial transmitida.

2. La autoridad judicial española comunicará inmediatamente a la autoridad judicial del 
Estado de emisión la suspensión de la ejecución de la orden o resolución judicial recibida, 
los motivos de la suspensión y, si es posible, la duración de la misma.

3. Tan pronto como desaparezcan los motivos de suspensión, la autoridad judicial 
española tomará de inmediato las medidas oportunas para ejecutar la orden o resolución 
judicial, e informará de ello a la autoridad judicial competente del Estado de emisión.

4. Si la causa de suspensión hiciera previsible que la misma no fuera alzada, se 
devolverá el formulario o certificado con todo lo actuado a la autoridad judicial de emisión.

Artículo 24.  Recursos.
1. Contra las resoluciones dictadas por la autoridad judicial española resolviendo acerca 

de los instrumentos europeos de reconocimiento mutuo se podrán interponer los recursos 
que procedan en cada caso conforme a las reglas generales previstas en la ley procesal 
vigente.

2. La autoridad judicial competente comunicará a la autoridad judicial del Estado de 
emisión tanto la interposición de algún recurso y sus motivos como la decisión que recaiga 
sobre el mismo.

3. Los motivos de fondo por los que se haya adoptado la orden o resolución sólo podrán 
ser impugnados mediante un recurso interpuesto en el Estado miembro de la autoridad 
judicial de emisión.

4. Contra las resoluciones del Ministerio Fiscal en ejecución de los instrumentos de 
reconocimiento mutuo no cabrá recurso, sin perjuicio de las posibles impugnaciones sobre el 
fondo ante la autoridad de emisión y de su valoración posterior en el procedimiento penal 
que se siga en el Estado de emisión.

Artículo 25.  Gastos.
1. Los gastos ocasionados en territorio español por la ejecución de un instrumento de 

reconocimiento mutuo serán a cargo del Estado español. Los demás gastos y, en concreto, 
los gastos de traslado de personas condenadas y los ocasionados exclusivamente en el 
territorio del Estado emisor, correrán a cargo de este último.

2. En ejecución de la resolución judicial de decomiso, si España hubiera incurrido en 
gastos excepcionales, la autoridad judicial podrá poner de manifiesto esta circunstancia, 
dirigiendo comunicación al Ministerio de Justicia español a fin de que éste, si así lo considera 
conveniente, realice propuesta al Estado de emisión sobre un posible reparto de los gastos 
ocasionados y llegue al acuerdo que proceda.

3. En ejecución de la orden europea de investigación, si la autoridad competente 
española estima que los costes de ejecución serían excepcionalmente elevados, pondrá de 
manifiesto esta circunstancia, dirigiendo comunicación al Ministerio de Justicia español a fin 
de que éste, si así lo considera conveniente, realice propuesta al Estado de emisión sobre 
un posible reparto de los gastos ocasionados, o bien la modificación de la orden europea de 
investigación en su caso, con el objeto de que no cubra dichos gastos el Estado español sino 
el Estado de emisión.

Sin perjuicio de lo anterior, se seguirán las siguientes reglas en los supuestos que se 
indica a continuación:

a) Si la emisión de una orden europea de investigación por la autoridad competente de 
otro Estado miembro implica el traslado temporal de detenidos a España, o bien al Estado de 
emisión, con el fin de llevar a cabo una medida de investigación, el Estado de emisión 
financiará los gastos derivados del traslado y su retorno.

b) Si la emisión de una orden europea de investigación por la autoridad competente de 
otro Estado miembro implica la intervención de telecomunicaciones, el Estado de emisión 
financiará los gastos derivados de la transcripción, la descodificación y el desencriptado de 
las comunicaciones intervenidas.
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Artículo 26.  Indemnizaciones y reembolsos.
El Ministerio de Justicia reclamará al Estado de emisión el reembolso de las cantidades 

que, de acuerdo con la legislación española, haya tenido que abonar en concepto de 
indemnización de daños y perjuicios causados a terceros, siempre y cuando éstos no sean 
responsabilidad exclusivamente de España por el funcionamiento anormal de la 
Administración de Justicia o por error judicial.

Artículo 27.  Tránsito de personas por territorio español en ejecución de una orden europea 
o resolución judicial transmitida por otro Estado miembro.

1. El Ministerio de Justicia será competente para autorizar el tránsito por territorio 
español de una persona que esté siendo trasladada al Estado de emisión desde el Estado 
de ejecución de una orden europea de detención y entrega, de una resolución por la que se 
impone una pena o medida privativa de libertad o de una orden europea de investigación, 
siempre que aquél le remita la solicitud de tránsito acompañada de una copia del certificado 
emitido para la ejecución de la resolución.

El Ministerio de Justicia podrá solicitar al Estado de emisión que le remita una copia del 
formulario o del certificado traducida al español.

2. El Ministerio de Justicia informará al Estado de emisión si no puede garantizar que el 
condenado no será perseguido, detenido ni sometido a ninguna otra restricción de su libertad 
individual en España, por hechos o condenas anteriores a su salida del Estado de ejecución.

3. El Ministerio de Justicia comunicará su decisión a la autoridad competente del Estado 
de emisión en el plazo máximo de una semana desde la recepción de la solicitud, salvo en el 
caso en que hubiera pedido la traducción del formulario o certificado, en cuyo caso podrá 
aplazar la decisión hasta que reciba la traducción.

En ningún caso podrá prolongarse la detención de la persona más allá del tiempo 
estrictamente necesario para la ejecución del tránsito.

4. No se requerirá solicitud de tránsito en los supuestos de tránsito aéreo sin escalas, 
salvo en caso de aterrizaje forzoso, en cuyo caso el Ministerio de Justicia dará su 
autorización en el plazo de 72 horas.

Artículo 28.  Tránsito del reclamado por un tercer Estado miembro en una ejecución 
acordada por la autoridad española.

Cuando fuere necesario el tránsito del reclamado en virtud de una orden europea de 
detención y entrega o de una resolución por la que se impone una pena o medida privativa 
de libertad por un tercer Estado miembro, la autoridad judicial de ejecución española lo 
pondrá en conocimiento de la autoridad judicial de emisión extranjera, para que sea dicha 
autoridad la que recabe la pertinente autorización a las autoridades del Estado de tránsito.

Sección 2.ª Denegación del reconocimiento o de la ejecución de un 
instrumento de reconocimiento mutuo

Artículo 29.  Denegación del reconocimiento o ejecución de un instrumento de 
reconocimiento mutuo.

Únicamente podrá denegarse, de manera motivada, el reconocimiento o la ejecución de 
un instrumento de reconocimiento mutuo que haya sido transmitido correctamente por la 
autoridad competente de otro Estado miembro de la Unión Europea cuando concurra alguno 
de los motivos tasados previstos en esta Ley.

Artículo 30.  Petición de información complementaria.
En los casos en que pueda concurrir una causa de denegación del reconocimiento o la 

ejecución que así lo justifique o un defecto subsanable en la emisión o transmisión, la 
autoridad judicial competente podrá solicitar información complementaria a la autoridad del 
Estado de emisión, fijando un plazo en el que dicha información debe ser remitida.
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Artículo 31.  Petición de levantamiento de inmunidades.
1. Cuando, en relación con el objeto del instrumento de reconocimiento mutuo, exista 

inmunidad de jurisdicción o de ejecución en España, la autoridad judicial española de 
ejecución solicitará sin demora el levantamiento de dicho privilegio si hacerlo fuera 
competencia de una autoridad española. Si el levantamiento compete a otro Estado o a una 
organización internacional, corresponderá hacer la solicitud a la autoridad judicial que haya 
emitido la orden o resolución cuya ejecución se pretende, a cuyo efecto la autoridad judicial 
española de ejecución comunicará a la de emisión dicha circunstancia.

2. En tanto se resuelve sobre la solicitud de retirada de la inmunidad a la que se refiere 
el apartado anterior, la autoridad judicial española de ejecución adoptará, en su caso, las 
medidas cautelares que considere necesarias para garantizar la efectiva ejecución de la 
orden o resolución una vez levantada la inmunidad.

3. Cuando haya sido informada la autoridad judicial española de ejecución de la retirada 
de la inmunidad, comenzarán a computarse los plazos previstos en esta Ley para la 
ejecución de que se trate.

Artículo 32.  Motivos generales para la denegación del reconocimiento o la ejecución de las 
medidas solicitadas.

1. Las autoridades judiciales españolas no reconocerán ni ejecutarán las órdenes o 
resoluciones transmitidas en los supuestos regulados para cada instrumento de 
reconocimiento mutuo y, con carácter general, en los siguientes casos:

a) Cuando se haya dictado en España o en otro Estado distinto al de emisión una 
resolución firme, condenatoria o absolutoria, contra la misma persona y respecto de los 
mismos hechos, y su ejecución vulnerase el principio non bis in ídem en los términos 
previstos en las leyes y en los convenios y tratados internacionales en que España sea parte 
y aun cuando el condenado hubiera sido posteriormente indultado.

b) Cuando la orden o resolución se refiera a hechos para cuyo enjuiciamiento sean 
competentes las autoridades españolas y, de haberse dictado la condena por un órgano 
jurisdiccional español, el delito o la sanción impuesta hubiese prescrito de conformidad con 
el Derecho español.

c) Cuando el formulario o el certificado que ha de acompañar a la solicitud de adopción 
de las medidas esté incompleto o sea manifiestamente incorrecto o no responda a la 
medida, o cuando falte el certificado, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 19.

d) Cuando exista una inmunidad que impida la ejecución de la resolución.
2. La autoridad judicial española también podrá denegar el reconocimiento y la ejecución 

de una resolución cuando ésta se haya impuesto por una infracción distinta de las reguladas 
en el apartado 1 del artículo 20 que no se encuentre tipificada en el Derecho español, o en el 
apartado 2 del mismo artículo cuando tampoco esté tipificada en España y se trate de una 
resolución por la que se imponen sanciones pecuniarias.

3. La autoridad judicial española podrá denegar el reconocimiento y la ejecución de una 
orden o resolución cuando se refiera a hechos que el Derecho español considere cometidos 
en su totalidad o en una parte importante o fundamental en territorio español. En este 
supuesto se deberá deducir testimonio y remitirse al órgano judicial competente para el 
conocimiento del asunto.

4. Las decisiones de denegación del reconocimiento o la ejecución de las medidas 
deberán adoptarse sin dilación y de forma motivada y se notificarán inmediatamente a las 
autoridades judiciales de emisión y al Ministerio Fiscal.

5. Los motivos de no reconocimiento o no ejecución enumerados en la letra c) del 
apartado 1 y en el apartado 3 de este artículo no serán de aplicación en relación con las 
medidas de embargo preventivo de bienes o de aseguramiento de pruebas.

Artículo 33.  Resoluciones dictadas en ausencia del imputado.
1. La autoridad judicial española denegará también la ejecución de la orden o resolución 

que le hubiere sido transmitida cuando el imputado no haya comparecido en el juicio del que 
derive la resolución, a menos que en la misma conste, de acuerdo con los demás requisitos 
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previstos en la legislación procesal del Estado de emisión, alguna de las circunstancias 
siguientes:

a) Que, con la suficiente antelación, el imputado fue citado en persona e informado de la 
fecha y el lugar previstos para el juicio del que se deriva esa resolución, o recibió dicha 
información oficial por otros medios que dejen constancia de su efectivo conocimiento y que, 
además, fue informado de que podría dictarse una resolución en caso de incomparecencia.

b) Que, teniendo conocimiento de la fecha y el lugar previstos para el juicio, el imputado 
designó abogado para su defensa en el juicio y fue efectivamente defendido por éste en el 
juicio celebrado.

c) Que, tras serle notificada la resolución y ser informado expresamente de su derecho a 
un nuevo juicio o a interponer un recurso con la posibilidad de que en ese nuevo proceso, en 
el que tendría derecho a comparecer, se dictase una resolución contraria a la inicial, el 
imputado declaró expresamente que no impugnaba la resolución, o no solicitó la apertura de 
un nuevo juicio ni interpuso recurso dentro del plazo previsto para ello.

2. Este precepto no será de aplicación a las resoluciones que soliciten la realización de 
un embargo preventivo de bienes o un aseguramiento de pruebas, a la orden europea de 
investigación ni a las resoluciones por las que se imponen medidas alternativas a la prisión 
provisional.

TÍTULO II
Orden europea de detención y entrega

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 34.  Orden europea de detención y entrega.
La orden europea de detención y entrega es una resolución judicial dictada en un Estado 

miembro de la Unión Europea con vistas a la detención y la entrega por otro Estado miembro 
de una persona a la que se reclama para el ejercicio de acciones penales o para la ejecución 
de una pena o una medida de seguridad privativas de libertad o medida de internamiento en 
centro de menores.

Artículo 35.  Autoridades competentes en España para emitir y ejecutar una orden europea 
de detención y entrega.

1. Son autoridades judiciales competentes para emitir una orden europea de detención y 
entrega el Juez o Tribunal que conozca de la causa en la que proceda tal tipo de órdenes.

2. La autoridad judicial competente para ejecutar una orden europea de detención será el 
Juez Central de Instrucción de la Audiencia Nacional. Cuando la orden se refiera a un menor 
la competencia corresponderá al Juez Central de Menores.

Artículo 36.  Contenido de la orden europea de detención y entrega.
La orden europea de detención y entrega se documentará en el formulario que figura en 

el anexo I, con mención expresa a la siguiente información:
a) La identidad y nacionalidad de la persona reclamada.
b) El nombre, la dirección, el número de teléfono y de fax y la dirección de correo 

electrónico de la autoridad judicial de emisión.
c) La indicación de la existencia de una sentencia firme, de una orden de detención o de 

cualquier otra resolución judicial ejecutiva que tenga la misma fuerza prevista en este Título.
d) La naturaleza y tipificación legal del delito.
e) Una descripción de las circunstancias en que se cometió el delito, incluidos el 

momento, el lugar y el grado de participación en el mismo de la persona reclamada.

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 91  Ley de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea [parcial]

– 882 –



f) La pena dictada, si hay una sentencia firme, o bien, la escala de penas que establece 
la legislación para ese delito.

g) Si es posible, otras consecuencias del delito.

CAPÍTULO II
Emisión y transmisión de una orden europea de detención y entrega

Artículo 37.  Objeto de la orden europea de detención y entrega.
La autoridad judicial española podrá dictar una orden europea de detención y entrega en 

los siguientes supuestos:
a) Con el fin de proceder al ejercicio de acciones penales, por aquellos hechos para los 

que la ley penal española señale una pena o una medida de seguridad privativa de libertad 
cuya duración máxima sea, al menos, de doce meses, o de una medida de internamiento en 
régimen cerrado de un menor por el mismo plazo.

b) Con el fin de proceder al cumplimiento de una condena a una pena o una medida de 
seguridad no inferior a cuatro meses de privación de libertad, o de una medida de 
internamiento en régimen cerrado de un menor por el mismo plazo.

Artículo 38.  Toma de declaración previa a la emisión de una orden europea de detención y 
entrega.

Con carácter previo a la emisión de una orden europea de detención y entrega, el juez 
competente podrá solicitar autorización al Estado en el que se encuentre la persona 
reclamada con el fin de tomarle declaración a través de una solicitud de auxilio judicial.

Artículo 39.  Requisitos para la emisión en España de una orden europea de detención y 
entrega.

1. La autoridad judicial española podrá dictar una orden europea de detención y entrega 
para el ejercicio de acciones penales cuando, concurriendo los requisitos para ello previstos 
en esta Ley, concurran además los previstos en la Ley de Enjuiciamiento Criminal para 
acordar el ingreso en prisión preventiva del reclamado o los de la Ley Orgánica 5/2000, de 
12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, para acordar el 
internamiento cautelar de un menor.

2. Asimismo, la autoridad judicial española sólo podrá dictar una orden europea de 
detención y entrega para el cumplimiento de pena por el reclamado cuando, concurriendo los 
requisitos para ello previstos en esta Ley, no sea posible la sustitución ni la suspensión de la 
pena privativa de libertad a que haya sido condenado.

3. Con carácter previo a la emisión, el Juez acordará mediante providencia el traslado al 
Ministerio Fiscal y, en su caso, a la acusación particular para informe, que deberá evacuarse 
en el plazo de dos días, salvo que razones de urgencia exijan hacerlo en un plazo más 
breve. Sólo si el Ministerio Fiscal o, en su caso, la acusación particular interesara la emisión 
de la orden europea de detención y entrega para el ejercicio de acciones penales, podrá 
acordarlo el Juez, por auto motivado.

4. Cuando la persona reclamada ejerza en el Estado de ejecución su derecho a designar 
abogado en España para asistir al abogado en el Estado de ejecución, se garantizará el 
ejercicio de este derecho y, en su caso, del derecho a la asistencia jurídica gratuita, en los 
términos que legalmente proceda conforme al Derecho español. La petición deberá 
tramitarse por la autoridad judicial española con carácter inmediato y la designación de 
profesionales por el Colegio de Abogados tendrá carácter preferente y urgente.

Artículo 40.  Transmisión de una orden europea de detención y entrega.
1. Cuando se conozca el paradero de la persona reclamada, la autoridad judicial 

española podrá comunicar directamente a la autoridad judicial competente de ejecución la 
orden europea de detención y entrega.
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2. En caso de no ser conocido dicho paradero, la autoridad judicial de emisión española 
podrá decidir introducir una descripción de la persona reclamada en el Sistema de 
Información Schengen.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 1 la autoridad judicial española podrá 
decidir, en cualquier circunstancia, introducir una descripción de la persona reclamada en el 
Sistema de Información Schengen.

4. Las citadas descripciones se efectuarán de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
95 del Convenio de Aplicación del Acuerdo de Schengen de 14 de junio de 1985, relativo a la 
supresión gradual de los controles en las fronteras comunes, de 19 de junio de 1990. Una 
descripción en el Sistema de Información Schengen, acompañada de la información que 
figura en el artículo 36, equivaldrá a todos los efectos a una orden europea de detención y 
entrega.

5. Si no es posible recurrir al Sistema de Información Schengen, la autoridad judicial 
española podrá recurrir a los servicios de Interpol para la comunicación de la orden europea 
de detención y entrega.

6. La autoridad judicial española remitirá una copia de las órdenes europeas de 
detención y entrega enviadas al Ministerio de Justicia.

7. El Ministerio del Interior comunicará al Ministerio de Justicia las detenciones y las 
entregas practicadas en ejecución de las órdenes europeas de detención y entrega.

Artículo 41.  Remisión de información complementaria.
Con posterioridad a la transmisión de la orden europea de detención y entrega, la 

autoridad judicial española de emisión podrá remitir a la autoridad judicial de ejecución 
cuanta información complementaria sea de utilidad para proceder a su ejecución, ya sea de 
oficio, a instancia del Ministerio Fiscal o, en su caso, de la acusación particular, así como a 
instancia de la propia autoridad de ejecución que así lo interese.

Artículo 42.  Solicitud de entrega de objetos.
Cuando la autoridad judicial española emita una orden europea de detención y entrega 

podrá solicitar, cuando sea necesario, a las autoridades de ejecución que, de conformidad 
con su derecho interno, entreguen los objetos que constituyan medios de prueba o efectos 
del delito y que se adopten las medidas de aseguramiento pertinentes.

La descripción de los objetos solicitados se hará constar en el Sistema de Información 
Schengen.

Artículo 43.  Solicitud de entregas temporales y de toma de declaración en el Estado de 
ejecución.

1. La entrega temporal del reclamado sólo podrá solicitarse para el ejercicio de acciones 
penales contra él, sin que sea posible para que el reclamado cumpla en España una pena ya 
impuesta.

2. Se podrá solicitar la entrega temporal, incluso antes de que la autoridad de ejecución 
se haya pronunciado sobre la entrega definitiva, para llevar a cabo la práctica de diligencias 
penales o la celebración de la vista oral.

3. Con la misma finalidad, podrá solicitarse la entrega temporal si la autoridad de 
ejecución, tras haber acordado la entrega de la persona reclamada, decidiera suspender la 
misma por estar pendiente en el Estado de ejecución la celebración de juicio o el 
cumplimiento de una pena impuesta por un hecho distinto del que motivare la orden europea 
de detención y entrega.

Artículo 44.  Respuesta en los casos de entrega condicionada.
Si la autoridad de ejecución condicionara la entrega de su nacional o residente a que el 

mismo sea devuelto al Estado de ejecución para el cumplimiento de la pena o medida de 
seguridad privativa de libertad o de la medida de internamiento de un menor que pudieran 
pronunciarse contra él en España, cuando la autoridad judicial española de emisión fuese 
requerida para comprometerse en tal sentido, el Juez o Tribunal oirá a las partes personadas 
por tres días y tras ello dictará auto aceptando o no la condición.
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El auto que comprometiese a transmitir al otro Estado la ejecución de la pena o medida 
privativa de libertad será vinculante para todas las autoridades judiciales que, en su caso, 
resulten competentes en las fases ulteriores del procedimiento penal español.

Artículo 45.  Procedimiento cuando el reclamado es puesto a disposición de la autoridad 
judicial española de emisión.

1. Si la orden europea de detención y entrega se hubiera emitido para el ejercicio de 
acciones penales, cuando el reclamado sea puesto a disposición de la autoridad judicial 
española que emitió la orden, se convocará una comparecencia por ésta en los plazos y 
forma previstos en la Ley de Enjuiciamiento Criminal o, cuando proceda, en la Ley Orgánica 
reguladora de la responsabilidad penal de los menores, a fin de resolver sobre la situación 
personal del detenido. La autoridad judicial española deducirá del período máximo de prisión 
preventiva cualquier período de privación de libertad que haya sufrido el reclamado derivado 
de la ejecución de una orden europea de detención y entrega.

2. Si la orden europea de detención y entrega se hubiera emitido para el cumplimiento de 
una pena privativa de libertad por el penado, cuando el reclamado sea puesto a disposición 
de la autoridad judicial española que emitió la orden, ésta decretará su ingreso en prisión 
como penado a resultas de la causa que motivó la emisión de la orden europea. La autoridad 
judicial española deducirá del período total de privación de libertad que haya de cumplirse en 
España como consecuencia de una condena a una pena o medida de seguridad privativa de 
libertad, cualquier período de privación de libertad derivado de la ejecución de una orden 
europea de detención y entrega.

Artículo 46.  Comunicación de incidencias al Ministerio de Justicia.
La autoridad judicial española comunicará al Ministerio de Justicia los incumplimientos 

de plazos en la entrega del detenido que fueran imputables al Estado de ejecución, así como 
las denegaciones o dificultades reiteradas al reconocimiento y ejecución de las órdenes 
europeas de detención y entrega emitidas por España.

El Ministerio de Justicia comunicará a Eurojust los supuestos de incumplimiento reiterado 
señalados en el párrafo anterior en las ejecuciones de órdenes europeas de detención y 
entrega emitidas por España.

CAPÍTULO III
Ejecución de una orden europea de detención y entrega

Artículo 47.  Hechos que dan lugar a la entrega.
1. Cuando la orden europea de detención y entrega hubiera sido emitida por un delito 

que pertenezca a una de las categorías de delitos enumeradas en el apartado 1 del artículo 
20 y dicho delito estuviera castigado en el Estado de emisión con una pena o una medida de 
seguridad privativa de libertad o con una medida de internamiento en régimen cerrado de un 
menor cuya duración máxima sea, al menos, de tres años, se acordará la entrega de la 
persona reclamada sin control de la doble tipificación de los hechos.

2. En los restantes supuestos no contemplados en el apartado anterior, siempre que 
estén castigados en el Estado de emisión con una pena o medida de seguridad privativa de 
libertad o con una medida de internamiento en régimen cerrado de un menor cuya duración 
máxima sea, al menos, de doce meses o, cuando la reclamación tuviere por objeto el 
cumplimiento de condena a una pena o medida de seguridad no inferior a cuatro meses de 
privación de libertad, la entrega podrá supeditarse al requisito de que los hechos que 
justifiquen la emisión de la orden europea de detención y entrega sean constitutivos de un 
delito conforme a la legislación española, con independencia de los elementos constitutivos 
o la calificación del mismo.
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Artículo 48.  Denegación de la ejecución de una orden europea de detención y entrega.
1. La autoridad judicial de ejecución española denegará la ejecución de la orden europea 

de detención y entrega, además de en los supuestos previstos en los artículos 32 y 33, en 
los casos siguientes:

a) Cuando la persona reclamada haya sido indultada en España de la pena impuesta por 
los mismos hechos en que se funda la orden europea de detención y entrega y éste fuera 
perseguible por la jurisdicción española.

b) Cuando se haya acordado el sobreseimiento libre en España por los mismos hechos.
c) Cuando sobre la persona que fuere objeto de la orden europea de detención y entrega 

haya recaído en otro Estado miembro de la Unión Europea una resolución definitiva por los 
mismos hechos que impida definitivamente el posterior ejercicio de diligencias penales.

d) Cuando la persona objeto de la orden europea de detención y entrega haya sido 
juzgada definitivamente por los mismos hechos en un tercer Estado no miembro de la Unión 
Europea, siempre que, en caso de condena, la sanción haya sido ejecutada o esté en esos 
momentos en curso de ejecución o ya no pueda ejecutarse en virtud del Derecho del Estado 
de condena.

e) Cuando la persona que sea objeto de la orden europea de detención y entrega aún no 
pueda ser, por razón de su edad, considerada responsable penalmente de los hechos en 
que se base dicha orden, con arreglo al Derecho español.

2. La autoridad judicial de ejecución española podrá denegar la ejecución de la orden 
europea de detención y entrega en los casos siguientes:

a) Cuando la persona que fuere objeto de la orden europea de detención y entrega esté 
sometida a un procedimiento penal en España por el mismo hecho que haya motivado la 
orden europea de detención y entrega.

b) Cuando la orden europea de detención y entrega se haya dictado a efectos de 
ejecución de una pena o medida de seguridad privativa de libertad, siendo la persona 
reclamada de nacionalidad española o con residencia en España, salvo que consienta en 
cumplir la misma en el Estado de emisión. En otro caso, deberá cumplir la pena en España.

c) Cuando la orden europea de detención y entrega se refiera a hechos que se hayan 
cometido fuera del Estado emisor y el Derecho español no permita la persecución de dichas 
infracciones cuando se hayan cometido fuera de su territorio.

Artículo 49.  Denegación de la ejecución de una orden europea de detención y entrega por 
haberse dictado en ausencia del imputado.

1. Además de los casos previstos en el artículo 33, la autoridad judicial española podrá 
denegar también la ejecución de la orden europea de detención y entrega cuando el 
imputado no haya comparecido en el juicio del que derive la resolución, a menos que en la 
orden europea de detención y entrega conste, de acuerdo con los demás requisitos previstos 
en la legislación procesal del Estado de emisión, que no se notificó personalmente al 
imputado la resolución pero se le notificará sin demora tras la entrega, momento en el que 
será informado de su derecho a un nuevo juicio o a interponer un recurso, con indicación de 
los plazos previstos para ello, con la posibilidad de que de ese nuevo proceso en el que 
tendría derecho a comparecer, derivase una resolución contraria a la inicial.

2. En caso de que una orden europea de detención y entrega se emita con el fin de 
ejecutar una pena privativa de libertad o una orden de detención con arreglo a las 
condiciones del apartado anterior y el interesado no haya recibido con anterioridad 
información oficial sobre la existencia de una acción penal contra él, dicha persona, al ser 
informada del contenido de la orden europea de detención y entrega, podrá solicitar a 
efectos meramente informativos recibir una copia de la sentencia con carácter previo a su 
entrega.

La autoridad de emisión, a través de la autoridad judicial española, proporcionará al 
interesado la copia de la sentencia con carácter inmediato, sin que la solicitud de la copia 
pueda en ningún caso demorar el procedimiento de entrega ni la decisión de ejecutar la 
orden europea de detención y entrega.
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3. En caso de que una persona sea entregada en las condiciones previstas en el 
apartado 1 de este artículo y haya solicitado un nuevo proceso o interpuesto un recurso, se 
revisará su detención, ya sea periódicamente o a solicitud del interesado, de acuerdo con la 
legislación del Estado de emisión, a los efectos de determinar su posible suspensión o 
interrupción, hasta que las actuaciones hayan finalizado.

Artículo 50.  Detención y puesta a disposición de la autoridad judicial.
1. La detención de una persona afectada por una orden europea de detención y entrega 

se practicará en la forma y con los requisitos y garantías previstos por la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal y la legislación en materia de responsabilidad penal de menores.

2. En el plazo máximo de setenta y dos horas tras su detención, la persona detenida 
será puesta a disposición del Juez Central de Instrucción de la Audiencia Nacional. En el 
caso de menores de edad, a partir de los catorce años, el plazo se reducirá a veinticuatro 
horas, en el que el menor detenido será puesto a disposición del Juzgado Central de 
Menores de la Audiencia Nacional, conforme a la legislación en materia de responsabilidad 
penal de menores.

La puesta a disposición judicial será comunicada a la autoridad judicial de emisión.
3. Puesta la persona detenida a disposición judicial, se le informará de la existencia de la 

orden europea de detención y entrega, de su contenido, de su derecho a designar a un 
abogado en el Estado emisor de la orden europea cuya función consistirá en prestar 
asistencia al abogado en España facilitándole información y asesoramiento, de la posibilidad 
de consentir en el trámite de audiencia ante el juez y con carácter irrevocable su entrega al 
Estado emisor, así como del resto de los derechos que le asisten. En el caso de que solicite 
designar a un abogado en el Estado emisor, se pondrá en conocimiento de su autoridad 
competente con carácter inmediato.

4. La persona detenida será informada por escrito de manera clara y suficiente, y en un 
lenguaje sencillo y comprensible, de su derecho a la renuncia al abogado en el Estado de 
emisión, sobre el contenido de dicho derecho y sus consecuencias, así como de la 
posibilidad de su revocación posterior. Dicha renuncia debe ser voluntaria e inequívoca, por 
escrito, y haciendo constar las circunstancias de la misma.

La renuncia al abogado en el Estado de emisión podrá revocarse posteriormente en 
cualquier momento del proceso penal y surtirá efectos desde el momento en que se efectúe.

Artículo 51.  Audiencia del detenido y decisión sobre la entrega.
1. La audiencia de la persona detenida se celebrará en el plazo máximo de setenta y dos 

horas desde la puesta a disposición, con asistencia del Ministerio Fiscal, del abogado de la 
persona detenida y, en su caso, de intérprete, debiendo realizarse conforme a lo previsto 
para la declaración del detenido por la Ley de Enjuiciamiento Criminal. Asimismo, se 
garantizará el derecho de defensa y, cuando legalmente proceda, la asistencia jurídica 
gratuita.

2. En primer lugar, se oirá a la persona detenida sobre la prestación de su 
consentimiento irrevocable a la entrega.

Si la persona detenida fuera español o residente en España, se le oirá también sobre si 
solicita ser devuelta a España para cumplir la pena o medida de seguridad privativa de 
libertad que pudiera pronunciar en su contra el Estado de emisión.

3. Si la persona detenida consintiera en su entrega, se extenderá acta comprensiva de 
este extremo, que será suscrita por la persona detenida, su abogado y, en su caso, el 
intérprete, así como el Fiscal y el Juez. En la misma acta se hará constar la renuncia a 
acogerse al principio de especialidad, si se hubiere producido.

En todo caso, el Juez Central de Instrucción comprobará si el consentimiento a la 
entrega por parte de la persona detenida ha sido prestado libremente y con pleno 
conocimiento de sus consecuencias, en especial de su carácter irrevocable. De la misma 
forma procederá respecto de la renuncia a acogerse al principio de especialidad.

4. Si la persona afectada hubiera consentido ser entregada al Estado de emisión y el 
Juez Central de Instrucción no advirtiera causas de denegación o condicionamiento de la 
entrega, acordará mediante auto su entrega al Estado de emisión. Contra este auto no cabrá 
recurso alguno.
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5. Si no hubiere consentido, el Juez Central de Instrucción convocará a las partes para la 
celebración de vista, que deberá celebrarse en un plazo máximo de tres días y a la que 
asistirá el Ministerio Fiscal, la persona reclamada asistida de abogado y, si fuera necesario, 
de intérprete. En dicha vista podrán practicarse los medios de prueba admitidos relativos a la 
concurrencia de causas de denegación o condicionamiento de la entrega. El Juez Central de 
Instrucción oirá a las partes sobre tales extremos y admitirá o denegará la prueba propuesta 
para acreditar las causas alegadas.

6. Si la prueba no pudiera practicarse en el curso de la audiencia, el Juez fijará plazo 
para su práctica, teniendo en cuenta la necesidad de respetar los plazos máximos previstos 
en esta Ley.

7. Si la persona reclamada hubiese quedado en libertad provisional y no hubiera 
comparecido a la vista a pesar de estar debidamente citada en su comparecencia ante el 
Juez Central de Instrucción, se celebrará la misma en su ausencia y se resolverá lo que en 
derecho proceda.

8. El Juez Central de Instrucción resolverá mediante auto que deberá dictarse en el plazo 
máximo de diez días tras la vista. Contra este auto podrá interponerse recurso de apelación 
directo ante la Sala de lo penal de la Audiencia Nacional, en los términos previstos en la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, el cual tendrá carácter preferente.

Artículo 52.  Decisión sobre el traslado temporal o toma de declaración de la persona 
reclamada.

1. Cuando la orden europea de detención y entrega emitida tenga por finalidad el 
ejercicio de acciones penales, si la autoridad judicial de emisión lo solicita, el Juez Central de 
Instrucción acordará, oído el Ministerio Fiscal por plazo de tres días, que se tome 
declaración a la persona reclamada o que se la traslade temporalmente al Estado de 
emisión.

2. La toma de declaración de la persona reclamada se llevará a cabo por la autoridad 
judicial de emisión que se traslade a España, con la asistencia en su caso de la persona que 
designe de conformidad con el Derecho del Estado de emisión, debiendo designarse 
intérprete a fin de que se traduzcan al español los aspectos esenciales de la diligencia. 
Deberá practicarse en presencia de la autoridad judicial española, que velará porque la 
misma se practique según lo previsto por la ley española y en las condiciones pactadas entre 
ambas autoridades judiciales, que podrán incluir el respeto a los requisitos y formalidades 
exigidos por la legislación del Estado de emisión siempre y cuando no sean contrarios a los 
principios fundamentales de nuestro ordenamiento jurídico. En todo caso, se respetará el 
derecho a la asistencia letrada del detenido, su derecho a no declarar contra sí mismo y a no 
confesarse culpable, así como a ser asistido de un intérprete.

En esta diligencia se contará también con presencia del Secretario judicial, que dejará 
constancia del cumplimiento de las condiciones previstas en este artículo y las pactadas 
entre las autoridades judiciales que conocen del procedimiento.

3. En caso de haberse acordado el traslado temporal de la persona detenida, se llevará a 
cabo en las condiciones y con la duración que se acuerde con la autoridad judicial de 
emisión. En todo caso, la persona reclamada deberá volver a España para asistir a las vistas 
que le conciernan en el marco del procedimiento de entrega.

Artículo 53.  Situación personal de la persona reclamada.
1. En el curso de la audiencia o de la vista a que se refiere el artículo 51, el Juez Central 

de Instrucción, oído en todo caso el Ministerio Fiscal, decretará la prisión provisional o la 
libertad provisional, adoptando medidas cautelares que resulten necesarias y 
proporcionadas para asegurar la plena disponibilidad del reclamado, de conformidad con las 
previsiones de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

2. El Juez resolverá atendiendo a las circunstancias del caso y la finalidad de asegurar la 
ejecución de la orden europea de detención y entrega.

3. En cualquier momento del procedimiento y en atención a las circunstancias del caso, 
el Juez, oído el Ministerio Fiscal, podrá acordar que cese la situación de prisión provisional, 
pero en tal caso deberá adoptar alguna o algunas de las medidas cautelares referidas en el 
apartado 1 de este artículo.
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4. Contra las resoluciones judiciales a que se refiere este artículo cabrá recurso de 
apelación ante la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional, en las mismas condiciones 
establecidas en el apartado 8 del artículo 51. Procederá la celebración de vista cuando lo 
solicite alguna de las partes.

Artículo 54.  Plazos para la ejecución de una orden europea de detención y entrega.
1. La orden europea de detención y entrega se tramitará y ejecutará con carácter de 

urgencia.
2. Si la persona reclamada consiente la entrega, la resolución judicial deberá adoptarse 

en los diez días siguientes a la celebración de la audiencia.
3. Si no media consentimiento, el plazo máximo para adoptar una resolución firme será 

de sesenta días desde que se produjera la detención.
4. Cuando por razones justificadas no se pueda adoptar la decisión en los plazos 

señalados, éstos podrán prorrogarse por otros treinta días. Se comunicará a la autoridad 
judicial de emisión tal circunstancia y sus motivos y se mantendrán entretanto las 
condiciones necesarias para la entrega.

Artículo 55.  Decisión de entrega condicionada.
1. Cuando la infracción en que se basa la orden europea de detención y entrega esté 

castigada con una pena o una medida de seguridad privativa de libertad a perpetuidad, la 
ejecución de la orden europea de detención y entrega por la autoridad judicial española 
estará sujeta a la condición de que el Estado miembro de emisión tenga dispuesto en su 
ordenamiento una revisión de la pena impuesta o la aplicación de medidas de clemencia a 
las cuales la persona se acoja con vistas a la no ejecución de la pena o medida.

2. Asimismo, cuando la persona que fuere objeto de la orden europea de detención y 
entrega a efectos de entablar una acción penal fuera de nacionalidad española o residente 
en España, su entrega se podrá supeditar, después de ser oída al respecto, a la condición 
de que sea devuelta a España para cumplir la pena o medida de seguridad privativas de 
libertad que pudiere pronunciar en su contra el Estado de emisión. El cumplimiento de esta 
condición se articulará a través de lo dispuesto para la resolución de cumplimiento de penas 
o medidas privativas de libertad.

Artículo 56.  Decisión de entrega suspendida.
Cuando la persona reclamada tenga algún proceso penal pendiente ante la jurisdicción 

española por un hecho distinto del que motive la orden europea de detención y entrega, la 
autoridad judicial española, aunque haya resuelto dar cumplimiento a la orden, podrá 
suspender la entrega hasta la celebración de juicio o hasta el cumplimiento de la pena 
impuesta.

En este caso la autoridad judicial española acordará, si así lo solicitara la autoridad 
judicial de emisión, la entrega temporal de la persona reclamada en las condiciones que 
formalice por escrito con dicha autoridad judicial y que tendrán carácter vinculante para 
todas las autoridades del Estado miembro emisor.

Artículo 57.  Decisión en caso de concurrencia de solicitudes.
1. En el caso de que dos o más Estados miembros hubieran emitido una orden europea 

de detención y entrega en relación con la misma persona, la decisión sobre la prioridad de 
ejecución será adoptada por el Juez Central de Instrucción, previa audiencia del Ministerio 
Fiscal, teniendo en cuenta todas las circunstancias y, en particular, el lugar y la gravedad 
relativa de los delitos, las respectivas fechas de las órdenes, así como el hecho de que la 
orden se haya dictado a efectos de la persecución penal o a efectos de ejecución de una 
pena o una medida de seguridad privativas de libertad.

2. En caso de concurrencia entre una orden europea de detención y entrega y una 
solicitud de extradición presentada por un tercer Estado, la autoridad judicial española 
suspenderá el procedimiento y remitirá toda la documentación al Ministerio de Justicia. La 
propuesta de decisión sobre si debe darse preferencia a la orden europea de detención y 
entrega o a la solicitud de extradición se elevará por el Ministro de Justicia al Consejo de 
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Ministros, una vez consideradas todas las circunstancias y, en particular, las contempladas 
en el apartado 1 y las mencionadas en el convenio o acuerdo aplicable. Este trámite se 
regirá por lo dispuesto en la Ley 4/1985, de 21 de marzo, de Extradición Pasiva.

3. En caso de que se decida otorgar preferencia a la solicitud de extradición, se notificará 
a la autoridad judicial española, que lo pondrá en conocimiento de la autoridad judicial de 
emisión.

En caso de que se decida otorgar preferencia a la orden europea de detención y entrega, 
se notificará a la autoridad judicial española al objeto de que se continúe con el 
procedimiento en el trámite en el que se suspendió.

4. Lo dispuesto en este artículo se entiende sin perjuicio de las obligaciones derivadas 
del Estatuto de la Corte Penal Internacional.

Artículo 58.  Entrega de la persona reclamada.
1. La entrega de la persona reclamada se hará efectiva por agente de la autoridad 

española, previa notificación a la autoridad designada al efecto por la autoridad judicial de 
emisión del lugar y fechas fijados, siempre dentro de los diez días siguientes a la decisión 
judicial de entrega.

2. Si por causas ajenas al control de alguno de los Estados de emisión o de ejecución no 
pudiera verificarse en este plazo, las autoridades judiciales implicadas se pondrán en 
contacto inmediatamente para fijar una nueva fecha, dentro de un nuevo plazo de diez días 
desde la fecha inicialmente fijada.

3. Excepcionalmente, la autoridad judicial podrá suspender provisionalmente la entrega 
por motivos humanitarios graves, pero ésta deberá realizarse en cuanto dichos motivos 
dejen de existir. La entrega se verificará en los diez días siguientes a la nueva fecha que se 
acuerde cuando dichos motivos dejen de existir.

4. En caso de que hubiere de ser suspendida o aplazada la entrega de la persona 
reclamada por tener algún proceso penal pendiente en España y estuviese privado de 
libertad, deberá garantizarse que la autoridad judicial española que conoce del 
procedimiento de la orden europea de detención y entrega recibe la información sobre la 
futura puesta en libertad del reclamado para que adopte inmediatamente la decisión que 
corresponda sobre su situación personal a efectos de su entrega a la autoridad de ejecución.

Si la persona reclamada estuviera cumpliendo condena, el centro penitenciario deberá 
poner en conocimiento de la autoridad judicial española que conozca del procedimiento de la 
orden europea de detención y entrega la fecha efectiva de cumplimiento con, al menos, 
quince días de antelación, para que éste pueda adoptar la decisión que corresponda sobre 
su situación personal.

En el caso de que la persona reclamada se encuentre en prisión provisional en una 
causa abierta en España, el Tribunal que conozca de ese procedimiento deberá poner 
inmediatamente al reclamado a disposición de la autoridad judicial española que conozca del 
procedimiento de orden europea de detención y entrega, comunicando con antelación 
suficiente su decisión de acordar la libertad en su procedimiento, para que se adopte en el 
plazo de setenta y dos horas la decisión sobre su situación personal para garantizar la 
ejecución de la entrega.

5. Transcurridos los plazos máximos para la entrega sin que la persona reclamada haya 
sido recibida por el Estado de emisión, se procederá a la puesta en libertad de la persona 
reclamada o la aplicación de las medidas que procedan con arreglo a la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal si tuviere alguna causa pendiente en España, sin que ello sea 
fundamento para la denegación de la ejecución de una posterior orden europea de detención 
y entrega basada en los mismos hechos.

6. En todo caso, en el momento de la entrega el Secretario judicial pondrá en 
conocimiento de la autoridad judicial de emisión el período de privación de libertad que haya 
sufrido la persona a que se refiera la orden europea de detención y entrega, a fin de que sea 
deducido de la pena o medida de seguridad que se imponga, así como si el detenido 
renunció o no al principio de especialidad.
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Artículo 59.  Entrega de objetos.
1. A petición de la autoridad judicial emisora o por propia iniciativa, el Juez Central de 

Instrucción intervendrá y entregará, de conformidad con el Derecho interno, los objetos que 
constituyan medio de prueba o efectos del delito, sin perjuicio de los derechos que el Estado 
español o terceros puedan haber adquirido sobre los mismos. En este caso, una vez 
concluido el juicio, se procederá a su restitución.

2. Los objetos mencionados en el apartado anterior deberán entregarse aun cuando la 
orden europea de detención y entrega no pueda ejecutarse debido al fallecimiento o la 
evasión de la persona reclamada.

3. En el caso de que los bienes estén sujetos a embargo o decomiso en España, la 
autoridad judicial española podrá denegar su entrega o efectuarla con carácter meramente 
temporal, si ello es preciso para el proceso penal pendiente.

CAPÍTULO IV
Otras disposiciones

Artículo 60.  Aplicación del principio de especialidad a la ejecución de una orden europea de 
detención y entrega.

1. El consentimiento o autorización para el enjuiciamiento, condena o detención con 
vistas a la ejecución de una pena o de una medida de seguridad privativa de libertad, por 
toda infracción cometida antes de la entrega de una persona y que sea distinta de la que 
motivó dicha entrega al Estado español, se presumirá que existe siempre que el Estado de la 
autoridad judicial de ejecución haya notificado a la Secretaría General del Consejo de la 
Unión Europea su disposición favorable al respecto, salvo que en un caso particular la 
autoridad judicial de ejecución declare lo contrario en su resolución de entrega.

2. Si no se hubiese notificado la declaración a que se refiere el apartado anterior, la 
persona entregada a España no podrá ser procesada, condenada o privada de libertad por 
una infracción cometida antes de su entrega distinta de la que hubiere motivado ésta, salvo 
que el Estado de ejecución lo autorizase. A tal efecto, la autoridad judicial de emisión 
española presentará a la autoridad judicial de ejecución una solicitud de autorización, 
acompañada de la información mencionada en el artículo 36.

3. En el supuesto de que España sea el Estado de ejecución, en tanto no se practique la 
notificación a la Secretaría General del Consejo a que se refiere el apartado 1, para el 
enjuiciamiento, condena o detención con vistas a la ejecución de una condena o medida de 
seguridad privativa de libertad por toda infracción cometida antes de la entrega de una 
persona y que sea distinta de la que motivó dicha entrega, el Estado de emisión deberá 
solicitar la autorización a la que se refiere el apartado anterior.

Para resolver sobre la autorización se oirá al Ministerio Fiscal por el plazo de cinco días. 
Hecho lo cual, deberá ser designado abogado para la defensa de los intereses del 
reclamado, si no lo tuviera, y se le dará traslado para que pueda formular alegaciones en 
plazo de cinco días. El Juez Central de instrucción resolverá por auto motivado en el plazo 
de diez días, sin que la tramitación de la solicitud recibida pueda exceder del plazo de treinta 
días desde su recepción. Se concederá la autorización si se dieran las condiciones para 
ejecutar una orden europea de detención y entrega y no concurriera ninguna de las causas 
previstas para denegar la ejecución de ésta.

4. Los apartados anteriores no serán de aplicación cuando concurra alguna de las 
siguientes circunstancias:

a) Cuando la persona hubiere renunciado expresamente ante la autoridad judicial de 
ejecución al principio de especialidad antes de la entrega.

b) Cuando la persona hubiere renunciado expresamente, después de la entrega, a 
acogerse al principio de especialidad en relación con determinadas infracciones anteriores a 
su entrega. La renuncia se efectuará ante la autoridad judicial competente del Estado 
miembro emisor, y se levantará acta de la misma con arreglo al derecho interno de éste. La 
renuncia se efectuará en condiciones que pongan de manifiesto que la persona lo ha hecho 
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voluntariamente y con plena conciencia de las consecuencias que ello acarrea. Con este fin, 
la persona tendrá derecho a la asistencia de un abogado.

c) Cuando, habiendo tenido la oportunidad de salir del territorio del Estado miembro al 
que haya sido entregada, la persona no lo haya hecho en un plazo de cuarenta y cinco días 
desde su puesta en libertad definitiva, o haya vuelto a dicho territorio después de haber 
salido del mismo.

d) Cuando la infracción no sea sancionable con una pena o medida de seguridad 
privativas de libertad.

e) Cuando el proceso penal no concluye con la aplicación de una medida restrictiva de la 
libertad individual de la persona.

f) Cuando la persona esté sujeta a una pena o medida no privativa de libertad, incluidas 
las sanciones pecuniarias, o a una medida equivalente, aun cuando dicha pena o medida 
pudieren restringir su libertad individual.

Artículo 61.  Entrega ulterior a una extradición.
1. En caso de que la persona reclamada haya sido extraditada a España desde un tercer 

Estado, y de que la misma estuviere protegida por disposiciones del acuerdo en virtud del 
cual hubiere sido extraditada relativas al principio de especialidad, la autoridad judicial 
española de ejecución solicitará la autorización del Estado que la haya extraditado para que 
pueda ser entregada al Estado de emisión. Los plazos contemplados en el artículo 54 
empezarán a contar en la fecha en que dichas reglas relativas al principio de especialidad 
dejen de aplicarse.

2. En tanto se tramita la autorización, la autoridad judicial española de ejecución 
garantizará que siguen dándose las condiciones materiales necesarias para una entrega 
efectiva.

Artículo 62.  Extradición ulterior.
1. Cuando una persona haya sido entregada a España en virtud de una orden europea 

de detención y entrega, si es solicitada posteriormente su extradición por un Estado que no 
sea miembro de la Unión Europea, no podrá otorgarse dicha extradición sin el 
consentimiento de la autoridad judicial de ejecución que acordó la entrega, a cuyo efecto el 
Juez Central de Instrucción cursará la pertinente solicitud.

2. Si las autoridades judiciales españolas hubieran acordado la entrega de una persona 
a otro Estado miembro de la Unión Europea, en virtud de una orden europea de detención y 
entrega, y les fuera solicitado su consentimiento por las autoridades judiciales de emisión 
con el fin de proceder a su extradición a un tercer Estado no miembro de la Unión Europea, 
dicho consentimiento se prestará de conformidad con los convenios bilaterales o 
multilaterales en los que España sea parte, teniendo la petición de autorización la 
consideración de demanda de extradición a estos efectos.

TÍTULO III
Resolución por la que se impone una pena o medida privativa de libertad

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 63.  Resolución por la que se impone una pena o medida privativa de libertad.
1. Las sentencias cuyo régimen de reconocimiento y ejecución se regula en este Título 

son aquellas resoluciones judiciales firmes emitidas por la autoridad competente de un 
Estado miembro tras la celebración de un proceso penal, por las que se condena a una 
persona física a una pena o medida privativa de libertad como consecuencia de la comisión 
de una infracción penal, incluidas las medidas de internamiento impuestas de conformidad 
con la Ley Orgánica reguladora de la responsabilidad penal de los menores.
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2. Lo dispuesto en este Título se aplica únicamente a las penas o medidas pendientes, 
total o parcialmente, de ejecución. Cuando hayan sido totalmente cumplidas, su 
consideración en un nuevo proceso penal se regirá por la Ley Orgánica 7/2014, de 12 de 
noviembre, sobre intercambio de información de antecedentes penales y consideración de 
resoluciones judiciales penales en la Unión Europea.

Artículo 64.  Autoridades judiciales competentes en España para transmitir y ejecutar una 
resolución por la que se impone una pena o medida privativa de libertad.

1. Son autoridades competentes para la transmisión de una resolución por la que se 
impone una pena o medida privativa de libertad los Jueces de Vigilancia Penitenciaria, así 
como los Jueces de Menores cuando se trate de una medida impuesta de conformidad con 
la Ley Orgánica reguladora de la responsabilidad penal de los menores. En los supuestos en 
los que no se haya dado inicio al cumplimiento de la condena, será autoridad competente el 
tribunal que hubiera dictado la sentencia en primera instancia.

2. La autoridad competente para reconocer y acordar la ejecución de una resolución por 
la que se impone una pena o medida privativa de libertad será el Juez Central de lo Penal. 
Para llevar a cabo la ejecución de la misma, será competente el Juez Central de Vigilancia 
Penitenciaria. Cuando la resolución se refiera a una medida de internamiento en régimen 
cerrado de un menor la competencia corresponderá al Juez Central de Menores.

3. La autoridad judicial remitirá al Ministerio de Justicia, en el plazo de tres días desde su 
emisión o desde su reconocimiento y ejecución, una copia de los certificados transmitidos o 
reconocidos en España.

CAPÍTULO II
Transmisión de una resolución por la que se impone una pena o medida 

privativa de libertad

Artículo 65.  Solicitudes de transmisión de la resolución por la que se impone una pena o 
medida privativa de libertad.

1. Se podrá transmitir una resolución por la que se impone una pena o medida privativa 
de libertad tanto de oficio por la autoridad judicial española competente como a solicitud del 
Estado de ejecución o de la persona condenada.

La solicitud de la persona condenada para que se inicie un procedimiento para la 
transmisión de la resolución se podrá efectuar ante la autoridad competente española o ante 
la del Estado de ejecución.

Las solicitudes de la autoridad competente del Estado de ejecución y de la persona 
condenada no obligarán a la autoridad judicial española competente a la transmisión de la 
resolución.

2. Antes del inicio de la ejecución de la condena, en caso de que la persona condenada 
no estuviera cumpliendo ninguna otra, el Juez o Tribunal sentenciador, una vez que la 
sentencia sea firme, podrá transmitir la resolución a la autoridad competente del Estado de 
ejecución directamente o a través del Juez de Vigilancia Penitenciaria.

Artículo 66.  Requisitos para transmitir una resolución por la que se impone una pena o 
medida privativa de libertad.

1. La autoridad judicial española competente podrá transmitir una resolución por la que 
se impone una pena o medida privativa de libertad a la autoridad competente de otro Estado 
miembro de la Unión Europea para que proceda a su ejecución, siempre que concurran los 
siguientes requisitos:

a) Que el condenado se encuentre en España o en el Estado de ejecución.
b) Que la autoridad judicial española considere que la ejecución de la condena por el 

Estado de ejecución contribuirá a alcanzar el objetivo de facilitar la reinserción social del 
condenado, después de haber consultado al Estado de ejecución, cuando corresponda.

c) Que medie el consentimiento del condenado, salvo que el mismo no sea necesario, en 
los términos previstos en el artículo siguiente.
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2. El hecho de que, además de la condena a la pena o medida de seguridad privativa de 
libertad, se haya impuesto una sanción pecuniaria o decomiso que todavía no haya sido 
abonada o ejecutado no impedirá la transmisión de la resolución por la que se imponen 
penas o medidas privativas de libertad. Los pronunciamientos condenatorios de carácter 
patrimonial podrán amparar la transmisión de resoluciones judiciales de decomiso o de 
sanciones pecuniarias por parte del Juez o Tribunal sentenciador.

3. Antes de transmitir la resolución, la autoridad judicial competente se asegurará de que 
no existe ninguna sentencia condenatoria pendiente de devenir firme en relación al 
condenado.

Artículo 67.  Consentimiento del condenado.
1. La transmisión de la resolución por la que se impone una pena o medida privativa de 

libertad por la autoridad judicial española competente a otro Estado miembro para su 
reconocimiento y ejecución, exigirá recabar previamente el consentimiento del condenado 
ante la autoridad judicial competente, que a tal efecto deberá estar asistido de abogado y en 
su caso, de intérprete y habrá tenido que ser informado en términos claros y comprensibles 
de la finalidad de la audiencia y del consentimiento.

2. Sin embargo, no será necesario su consentimiento cuando el Estado de ejecución 
sea:

a) El Estado de nacionalidad del condenado en que posea vínculos atendiendo a su 
residencia habitual y a sus lazos familiares, laborales o profesionales.

b) El Estado miembro al que el condenado vaya a ser expulsado una vez puesto en 
libertad sobre la base de una orden de expulsión o traslado contenida en la sentencia o en 
una resolución judicial o administrativa derivada de la sentencia.

c) El Estado miembro al que el condenado se haya fugado o haya regresado ante el 
proceso penal abierto contra él en España o por haber sido condenado en España.

3. En todo caso, la autoridad judicial competente dará la oportunidad al condenado que 
se encuentre en España de formular verbalmente o por escrito su opinión. Ésta se tendrá en 
cuenta al decidir sobre la transmisión de la resolución y se remitirá a la autoridad del Estado 
de ejecución junto con el resto de la documentación.

Cuando la persona condenada, a causa de su edad o estado físico o psíquico, no pueda 
dar su opinión, la misma se recabará a través de su representante legal.

Artículo 68.  Consultas sobre la transmisión de la resolución por la que se impone una pena 
o medida privativa de libertad entre el Estado de emisión y el de ejecución.

1. Antes de la transmisión de la resolución por la que se impone una pena o medida 
privativa de libertad, la autoridad judicial competente podrá consultar a la autoridad 
competente del Estado de ejecución, por todos los medios apropiados, sobre aquellos 
aspectos que permitan concluir que la transmisión de la resolución contribuirá a facilitar la 
reinserción del condenado.

2. Esta consulta será obligatoria en los casos en que la resolución se transmita a un 
Estado de ejecución distinto de aquél en que el condenado vive y del que es nacional o de 
aquél al que vaya a ser expulsado una vez puesto en libertad.

3. Cuando el Estado de ejecución haya respondido a la consulta formulada, la autoridad 
judicial competente decidirá si transmite o no la resolución o si la retira, en caso de que ésta 
hubiera sido ya transmitida.

Artículo 69.  Documentación de la resolución por la que se impone una pena o medida 
privativa de libertad.

Una vez decidida por la autoridad judicial competente la ejecución de la sentencia 
condenatoria en otro Estado miembro de la Unión Europea, transmitirá a la autoridad 
competente dicha sentencia junto con el certificado que figura en el anexo II, debidamente 
cumplimentado.
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Artículo 70.  Notificación de la transmisión de la resolución por la que se impone una pena o 
medida privativa de libertad.

El auto por el que la autoridad judicial competente acuerde la transmisión de la 
resolución por la que se impone una pena o medida privativa de libertad se notificará 
personalmente al condenado, asistido de intérprete si fuera necesario y de acuerdo con el 
certificado del anexo III.

Cuando, al dictarse el auto, el condenado se encuentre en el Estado de ejecución se 
transmitirá el certificado del anexo III a la autoridad judicial competente de aquél para que 
lleve a cabo esa notificación.

Artículo 71.  Transmisión de la resolución por la que se impone una pena o medida privativa 
de libertad.

1. La resolución por la que se impone una pena o medida privativa de libertad se 
transmitirá a un único Estado de ejecución.

2. Se podrá transmitir a uno de los siguientes Estados miembros:
a) El Estado del que el condenado es nacional y en el que tenga su residencia habitual.
b) El Estado del que el condenado es nacional y al que, de acuerdo con la sentencia o 

una resolución administrativa, será expulsado una vez puesto en libertad.
c) Cualquier otro Estado miembro cuya autoridad competente consienta que se le 

transmita la resolución.
d) Cualquier otro Estado miembro, sin necesidad de recabar su consentimiento, cuando 

así lo haya declarado ante la Secretaría General del Consejo de la Unión Europea, siempre 
que exista reciprocidad y concurra al menos uno de los siguientes requisitos:

1.º Que el condenado resida de forma legal y continuada en ese Estado desde hace al 
menos cinco años y mantenga en él su derecho de residencia permanente.

2.º Que sea nacional de ese Estado de ejecución pero no tenga su residencia habitual en 
el mismo.

3. La transmisión de la resolución se comunicará al Juez o Tribunal que dictó la 
sentencia condenatoria.

Artículo 72.  Solicitud del Juez de Vigilancia Penitenciaria de medidas cautelares sobre el 
condenado para su adopción por la autoridad de ejecución.

Si el condenado se encuentra en el Estado de ejecución, el Juez de Vigilancia 
Penitenciaria, a instancia del Ministerio Fiscal, podrá pedir a la autoridad competente del 
Estado de ejecución que adopte una medida restrictiva de la libertad personal del condenado 
o cualquier otra medida destinada a garantizar su permanencia en dicho territorio. Esta 
solicitud podrá hacerse incluso antes de que la autoridad de ejecución reciba la resolución 
por la que se impone una pena o medida privativa de libertad o antes de que decida si 
procede a su ejecución.

De adoptarse por la autoridad de ejecución una medida privativa de libertad del 
condenado, el tiempo que transcurra privado de libertad se abonará en la correspondiente 
liquidación de condena.

Artículo 73.  Traslado del condenado al Estado de ejecución.
1. Cuando la autoridad de ejecución comunique que acepta la ejecución de la resolución 

por la que se impone una pena o medida privativa de libertad, se procederá al traslado del 
condenado al Estado de ejecución si éste se encontrara en España.

2. El plazo para hacer efectivo este traslado no podrá superar los treinta días desde la 
adopción por el Estado de ejecución de la resolución firme sobre el reconocimiento y la 
ejecución de la resolución por la que se impone una pena o medida privativa de libertad.

En caso de que, por circunstancias imprevistas, no sea posible el traslado en plazo, la 
autoridad judicial competente informará de inmediato a la autoridad de ejecución, acordando 
una nueva fecha para el traslado, que se realizará en un plazo máximo de diez días desde la 
nueva fecha acordada.
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Artículo 74.  Retirada de la resolución por la que se impone una pena o medida privativa de 
libertad por el Juez de Vigilancia Penitenciaria emisor.

1. Antes del comienzo de la ejecución de la condena, el Juez de Vigilancia Penitenciaria, 
tras oír al Ministerio Fiscal y a las partes personadas por cinco días, podrá acordar la retirada 
del certificado mediante auto motivado que deberá dictarse en el plazo de cinco días y en el 
que se solicitará al Estado de ejecución que no adopte medida alguna de ejecución.

La retirada del certificado podrá llevarse a cabo en los siguientes casos:
a) Si no ha habido consulta previa alguna y recibiera de la autoridad de ejecución un 

dictamen o parecer relativo a que el cumplimiento de la condena en el Estado de ejecución 
no contribuirá al objetivo de facilitar la reinserción social ni la reintegración con éxito del 
condenado en la sociedad.

b) Si no se alcanza un acuerdo con la autoridad de ejecución en relación con la 
ejecución parcial de la condena.

c) Si, tras solicitar información a la autoridad de ejecución sobre las disposiciones 
aplicables en materia de libertad anticipada o condicional, no se alcanza un acuerdo sobre 
su aplicación.

2. Cuando se solicite por el Estado de ejecución, el Juez de Vigilancia Penitenciaria 
podrá comunicar a la autoridad de ejecución las disposiciones aplicables en Derecho 
español en relación con la libertad anticipada o condicional del condenado, así como 
solicitarle información sobre las disposiciones aplicables en esta materia en virtud de la 
legislación del Estado de ejecución. El Juez de Vigilancia Penitenciaria, recibida esta 
información y tras oír a las partes personadas por cinco días, dictará auto motivado en el 
plazo de otros cinco. El auto contendrá las disposiciones a aplicar por la autoridad de 
ejecución o acordará retirar el certificado.

Artículo 75.  Consecuencias en el proceso español de la ejecución en otro Estado miembro 
de la resolución por la que se impone una pena o medida privativa de libertad.

Una vez iniciada la ejecución de la resolución por la que se impone una pena o medida 
privativa de libertad, el Juez de Vigilancia Penitenciaria dejará de ser competente para 
adoptar resoluciones sobre la pena o medida privativa de libertad impuesta al condenado, 
incluidos los motivos de la libertad anticipada o condicional, sin perjuicio de lo previsto en el 
apartado 2 del artículo anterior.

Esta circunstancia, así como la posterior retirada del certificado o la reversión de la 
ejecución a España, se comunicará a los órganos sentenciadores que hubieran pronunciado 
la condena privativa de libertad cuya ejecución ha sido transmitida, retirada o revertida.

Artículo 76.  Reversión de la ejecución de la condena a España.
Podrá reanudarse la ejecución de la condena en España cuando la autoridad 

competente del Estado de ejecución informe al Juez de Vigilancia Penitenciaria de la no 
ejecución de la condena como consecuencia de la fuga del condenado.

CAPÍTULO III
Ejecución de una resolución por la que se impone una pena o medida privativa 

de libertad

Artículo 77.  Requisitos para el reconocimiento y la ejecución en España de una resolución 
por la que se impone una pena o medida privativa de libertad.

1. El Juez Central de lo Penal reconocerá las resoluciones por las que se imponen penas 
o medidas privativas de libertad transmitidas por otros Estados miembros de la Unión 
Europea cuando de esta forma se facilite la reinserción social del condenado y se dé alguna 
de las siguientes circunstancias:

a) Que el condenado sea español y resida en nuestro país.
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b) Que el condenado sea español y vaya a ser expulsado a España con motivo de esa 
condena.

c) Aun cuando no se den estas condiciones, si el Juez Central de lo Penal ha consentido 
la ejecución de la sentencia en España salvo que, en virtud de las declaraciones efectuadas 
por el Estado español, este consentimiento no sea necesario.

2. La ejecución en España de una resolución por la que se impone una pena o medida 
privativa de libertad transmitida por el Estado de emisión no estará sujeta a control de la 
doble tipificación cuando se refieran a hechos tipificados como algunos de los delitos que se 
enumeran en el apartado 1 del artículo 20, siempre que estén castigados en el Estado de 
emisión con penas o medidas privativas de libertad cuya duración máxima sea de al menos 
tres años.

Artículo 78.  Consultas sobre la transmisión de una resolución por la que se impone una 
pena o medida privativa de libertad.

1. El Juez Central de lo Penal contestará las solicitudes de información dirigidas por la 
autoridad de emisión relativas a la transmisión a nuestro país de una resolución por la que 
se impone una pena o medida privativa de libertad en un plazo máximo de veinte días desde 
su recepción.

2. Cuando la consulta tenga por objeto conocer las posibilidades de reinserción social del 
condenado en España, el Juez Central de lo Penal oirá a éste si estuviera en España, 
recabará la información que entienda necesaria sobre el arraigo del condenado en nuestro 
país, oirá al respecto al Ministerio Fiscal, y remitirá su respuesta a la autoridad que ha 
realizado la consulta.

3. En los casos en que no haya habido consulta y una vez se hayan transmitido la 
sentencia y el certificado, el Juez Central de lo Penal podrá remitir un dictamen sobre la 
eventual ejecución de la condena en España y su contribución a la reinserción social del 
condenado.

Artículo 79.  Solicitud de transmisión de una resolución por la que se impone una pena o 
medida privativa de libertad.

El Juez Central de lo Penal, de oficio o a solicitud del condenado, podrá solicitar a la 
autoridad competente del Estado de emisión, previa audiencia al Ministerio Fiscal o a 
iniciativa de éste, la transmisión de una resolución por la que se impone una pena o medida 
privativa de libertad para su ejecución en España.

Artículo 80.  Acuerdo para la ejecución parcial de la condena.
1. El Juez Central de lo Penal consultará a la autoridad competente del Estado de 

emisión sobre el posible reconocimiento y ejecución parcial de la resolución condenatoria, 
antes de decidir que deniega el reconocimiento y la ejecución de la resolución de manera 
total.

2. De acuerdo con lo previsto en el apartado anterior y en atención a las circunstancias 
del caso concreto, el Juez Central de lo Penal podrá llegar a un acuerdo con la autoridad 
competente del Estado de emisión para reconocer y ejecutar parcialmente la resolución 
condenatoria. A falta de acuerdo, el certificado será devuelto.

El acuerdo sobre el reconocimiento y la ejecución parciales de la resolución no podrá 
suponer, en ningún caso, el aumento de la duración de la condena.

Artículo 81.  Procedimiento para el reconocimiento de la resolución por la que se impone 
una pena o medida privativa de libertad a efectos de su cumplimiento en España.

1. Dentro de los cinco días siguientes a la recepción del certificado, se dará traslado al 
Ministerio Fiscal para que en el plazo de diez días se pronuncie sobre la procedencia del 
reconocimiento y la ejecución de la resolución.

2. El Juez Central de lo Penal comprobará si concurre alguna causa de denegación del 
reconocimiento o de la ejecución, y también si el consentimiento del condenado ha sido 
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prestado, salvo que el mismo no sea necesario en virtud de la legislación del Estado de 
emisión. En todo caso, no será necesario el consentimiento del condenado cuando:

a) Sea español y resida en España.
b) Vaya a ser expulsado a España una vez puesto en libertad en el Estado de emisión 

sobre la base de una orden de expulsión o traslado contenida en la sentencia o en una 
resolución judicial o administrativa derivada de la sentencia.

c) Se haya fugado o haya regresado a España por la condena dictada o por el proceso 
penal seguido en el Estado de emisión.

3. El Juez Central de lo Penal resolverá mediante auto en el plazo de otros diez días el 
reconocimiento de la resolución condenatoria o su denegación.

En todo caso, en el plazo de noventa días el auto motivado que reconozca o deniegue la 
ejecución deberá ser firme y se remitirá, en su caso, al Juez Central de Vigilancia 
Penitenciaria para que se ejecute la pena o medida privativa de libertad.

4. En el auto se determinará el período total de privación de libertad que haya de 
cumplirse en España, deduciendo exclusivamente del mismo el que ya se haya cumplido en 
el Estado de emisión o el que proceda en virtud del tiempo que haya permanecido el 
condenado en prisión preventiva o cualquier otra medida restrictiva de su libertad que, 
adoptada por la autoridad del Estado de emisión, fuese computable.

Artículo 82.  Retirada del certificado de la resolución por la que se impone una pena o 
medida privativa de libertad.

Si la autoridad competente del Estado de emisión notificara la retirada del certificado 
antes del comienzo de la ejecución de la condena, el Juez Central de lo Penal archivará el 
procedimiento y le remitirá lo actuado.

En la devolución del certificado se hará constar el tiempo que, en su caso, el condenado 
hubiera permanecido privado de libertad en España en cumplimiento de alguna medida 
cautelar.

Artículo 83.  Adaptación de condena.
1. En el caso de que la duración de la condena impuesta en la resolución sea 

incompatible con la legislación española vigente en el momento en el que se solicita el 
reconocimiento de la resolución por superar el límite de la pena máxima prevista para ese 
delito, el Juez Central de lo Penal podrá adaptar la condena. La adaptación consistirá en 
limitar la duración de la condena al máximo de lo previsto en la referida legislación para los 
delitos por los que el afectado fuera condenado.

2. En el caso de que la condena, por su naturaleza, sea incompatible con la legislación 
española, el Juez Central de lo Penal podrá adaptar la condena a la pena o medida 
contemplada en nuestra legislación para los delitos por los que el afectado fuera condenado. 
La pena adaptada debe corresponder a la pena impuesta en la resolución judicial extranjera 
y, en consecuencia, no podrá transformarse en pena de otra naturaleza como la pena de 
multa.

3. En ninguno de estos supuestos podrá la adaptación agravar la condena impuesta en 
el Estado de emisión.

Artículo 84.  Aplazamiento del reconocimiento de la resolución por la que se impone una 
pena o medida privativa de libertad.

1. El Juez Central de lo Penal aplazará el reconocimiento de la resolución condenatoria 
cuando el certificado que le haya remitido la autoridad competente del Estado de emisión 
esté incompleto o no corresponda manifiestamente a la resolución que debe ejecutarse.

2. El nuevo plazo concedido para que la autoridad de emisión pueda completar o corregir 
el certificado no podrá superar los sesenta días.
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Artículo 85.  Denegación del reconocimiento y la ejecución de la resolución por la que se 
impone una pena o medida privativa de libertad.

1. El Juez Central de lo Penal denegará el reconocimiento y la ejecución de la resolución 
por la que se impone una pena o medida privativa de libertad, además de en los supuestos 
previstos en los artículos 32 y 33, en los siguientes casos:

a) Cuando en virtud de su edad, la persona condenada no habría podido ser declarada 
penalmente responsable por los hechos motivadores de la resolución condenatoria, de 
acuerdo con la legislación penal española.

b) Cuando la autoridad judicial española competente constate que, en el momento de 
recibir la resolución condenatoria, la parte de la condena que queda por cumplir es inferior a 
seis meses.

c) Cuando, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 81, la resolución transmitida imponga 
una medida privativa de libertad que no resulte ejecutable de acuerdo con el Derecho 
español.

d) Cuando, antes de decidir sobre el reconocimiento y la ejecución de la resolución 
condenatoria, el Juez Central de lo Penal presente una solicitud para que la persona de que 
se trate sea procesada, condenada o privada de libertad en España por una infracción 
cometida con anterioridad a su traslado y distinta de la que lo hubiera motivado, y la 
autoridad competente del Estado de emisión no diera su consentimiento.

e) Cuando no se cumplan los requisitos exigidos para la transmisión de una resolución 
por la que se impone una pena o medida privativa de libertad.

2. En caso de que concurra alguno de los motivos de denegación del reconocimiento y la 
ejecución previstos en las letras a) y c) del apartado 1 o en el apartado 3 del artículo 32, en 
el apartado 1 del artículo 33 o en las letras c) y e) del apartado anterior, antes de denegar el 
reconocimiento y la ejecución de la resolución, el Juez Central de lo Penal consultará a la 
autoridad competente del Estado de emisión para que aclare la situación y, en su caso, 
subsane el defecto en que se hubiera incurrido.

Artículo 86.  Legislación aplicable en la ejecución de la resolución por la que se impone una 
pena o medida privativa de libertad.

1. El Juez Central de Vigilancia Penitenciaria deberá ejecutar la resolución condenatoria 
de acuerdo con lo dispuesto en el ordenamiento jurídico español, con deducción del período 
de privación de libertad ya cumplido, en su caso, en el Estado de emisión en relación con la 
misma resolución condenatoria, del período total que haya de cumplirse en España.

No obstante, los efectos de la resolución transmitida sobre las condenas dictadas por los 
Tribunales españoles, o sobre las resoluciones que, conforme a lo dispuesto en el párrafo 
tercero del artículo 988 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, fijen los límites de cumplimiento 
de condena, se determinarán con arreglo a lo dispuesto en el artículo 14 y la disposición 
adicional única de la Ley Orgánica 7/2014, de 12 de noviembre, sobre intercambio de 
información de antecedentes penales y consideración de resoluciones judiciales penales en 
la Unión Europea.

2. El Juez Central de Vigilancia Penitenciaria será la única autoridad competente para 
determinar el procedimiento de ejecución y las medidas conexas a adoptar, incluida la 
eventual concesión de la libertad condicional. Si la autoridad de emisión informara de la 
fecha en virtud de la cual el condenado tendría derecho a disfrutar de la libertad condicional, 
con arreglo a su ordenamiento jurídico, el Juez Central de Vigilancia Penitenciaria podrá 
tenerla en cuenta.

Artículo 87.  Medidas cautelares restrictivas de la libertad del condenado cuando se 
encuentre en España.

1. Si el condenado se encuentra en España, a instancias de la autoridad de emisión o 
del Ministerio Fiscal, el Juez Central de lo Penal podrá adoptar medidas cautelares 
restrictivas de la libertad del condenado que garanticen su permanencia en España hasta el 
reconocimiento y ejecución de la condena.
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2. Recibida esta solicitud, el Juez Central de lo Penal podrá ordenar la detención del 
condenado y, una vez puesto a su disposición, celebrará comparecencia en la forma prevista 
en la Ley de Enjuiciamiento Criminal. También podrá ordenar otra medida cautelar restrictiva 
de la libertad del condenado, siempre de conformidad con las normas previstas en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal.

3. Estas medidas podrán solicitarse por la autoridad de emisión antes de transmitir la 
resolución por la que se impone una pena o medida privativa de libertad.

4. El tiempo de detención y el de prisión provisional se computarán en la liquidación de la 
condena a ejecutar en España en virtud del reconocimiento y ejecución de la resolución para 
cuya garantía se adoptó la medida.

Artículo 88.  Traslado del condenado a España para el cumplimiento de la privación de 
libertad.

Si la persona condenada se encuentra en el Estado de emisión será trasladada a 
España en el momento acordado entre la autoridad de emisión y el Juez Central de lo Penal, 
siempre dentro de los treinta días siguientes a la firmeza del auto de reconocimiento y 
ejecución de la resolución.

Si debido a circunstancias imprevistas no pudiera efectuarse el traslado del condenado 
en el momento acordado se fijará una nueva fecha, inmediata a la desaparición de esas 
circunstancias, desde la que debe verificarse el traslado en el plazo de diez días.

Artículo 89.  Suspensión de la ejecución de una resolución por la que se impone una pena o 
medida privativa de libertad.

El Juez Central de lo Penal suspenderá la ejecución de la resolución tan pronto como la 
autoridad competente del Estado de emisión le informe de la adopción de cualquier 
resolución o medida que tenga por efecto anular o dejar sin efecto la resolución.

Artículo 90.  Devolución a la autoridad de emisión de la resolución por la que se impone una 
pena o medida privativa de libertad.

Si durante la ejecución de la resolución por la que se impone una pena o medida 
privativa de libertad se fugara el condenado, el Juez Central de Vigilancia Penitenciaria lo 
pondrá en conocimiento, sin dilación, del Juez Central de lo Penal para que comunique esta 
incidencia a la autoridad de emisión y deduzca testimonio para la investigación de las 
responsabilidades penales en que hubiera podido incurrir el condenado.

Cuando proceda la devolución del certificado se hará constar el tiempo que el 
condenado ha permanecido privado de libertad en España en ejecución de esta resolución.

Artículo 91.  Ejecución de condenas a raíz de una orden europea de detención y entrega.
Cuando se deniegue o se condicione una orden europea de detención y entrega con 

fundamento en la nacionalidad española del condenado, el Juez Central de lo Penal aplicará 
las disposiciones de este Capítulo a efectos de cumplimiento de la condena impuesta en el 
otro Estado miembro, impidiendo la impunidad del condenado.

CAPÍTULO IV
Otras disposiciones

Artículo 92.  Aplicación del principio de especialidad a la ejecución de una resolución por la 
que se impone una pena o medida privativa de libertad.

1. La persona trasladada a España en el marco de un proceso de reconocimiento y 
ejecución de una resolución por la que se impone una pena o medida privativa de libertad no 
podrá ser procesada, condenada, ni privada de libertad en España como consecuencia de la 
comisión de una infracción anterior y distinta de la que hubiera motivado el traslado.

2. El apartado anterior no será aplicable cuando concurra alguna de las siguientes 
circunstancias:
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a) Cuando la persona condenada haya tenido la oportunidad de salir de España y no lo 
haya hecho en el plazo de cuarenta y cinco días desde su puesta en libertad definitiva, o 
bien lo ha hecho pero ha vuelto después de haber salido.

b) Cuando la infracción no sea sancionable con una pena privativa de libertad o un auto 
de internamiento.

c) Cuando el proceso penal no concluya con la aplicación de una medida que restrinja la 
libertad individual.

d) Cuando la persona condenada pueda estar sometida a una sanción o medida no 
privativa de libertad, aun cuando puedan restringir su libertad individual.

e) Cuando el condenado haya dado su consentimiento al traslado.
f) Cuando la persona condenada hubiera renunciado después del traslado, de manera 

expresa y voluntaria, a acogerse al principio de especialidad en relación con determinadas 
infracciones anteriores a su traslado.

La renuncia deberá realizarla el condenado, asistido de un abogado, ante el Juez Central 
de lo Penal, que levantará acta de la misma.

g) Cuando el Estado de emisión dé su consentimiento, de acuerdo con lo previsto en el 
apartado siguiente.

3. El Juez Central de lo Penal, como autoridad de ejecución, remitirá la correspondiente 
solicitud de consentimiento a la autoridad competente del Estado de emisión, acompañada 
de una orden europea de detención y entrega.

4. En el supuesto de que España sea el Estado emisor, las autoridades judiciales 
competentes consentirán la no aplicación del principio de especialidad cuando el Estado de 
ejecución le presente una solicitud de consentimiento acompañada de una orden europea de 
detención y entrega y exista la obligación de entrega de acuerdo con lo previsto en esta Ley.

En este caso, la autoridad judicial española competente dará su consentimiento en un 
plazo no superior a treinta días desde la recepción de la solicitud.

TÍTULO IV
Resolución de libertad vigilada

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 93.  Resolución de libertad vigilada.
1. Las sentencias cuyo régimen de reconocimiento y ejecución se regula por este Título 

son aquellas resoluciones firmes dictadas por la autoridad competente de un Estado 
miembro por las que se imponga una pena o medida privativa de libertad o alguna de las 
medidas previstas en el artículo 94 a una persona física, cuando en relación con su 
cumplimiento se acuerde:

a) La libertad condicional sobre la base de dicha sentencia o mediante una resolución 
ulterior de libertad vigilada.

b) La suspensión de la condena, bien en parte o bien en su totalidad, imponiendo una o 
más medidas de libertad vigilada que pueden incluirse en la propia sentencia o determinarse 
en una resolución de libertad vigilada aparte.

c) La sustitución de la pena por otra que imponga una privación de un derecho, una 
obligación o una prohibición que no constituya ni una pena o medida privativa de libertad, ni 
una sanción pecuniaria.

d) De acuerdo con el Derecho del Estado de emisión, una condena condicional mediante 
la cual se impone una o más medidas de libertad vigilada, pudiendo, en su caso, diferir de 
forma condicional la pena privativa de libertad impuesta.

2. Se rigen también por las disposiciones de este Título el reconocimiento y ejecución de 
la resolución de libertad vigilada cuando se hubiera adoptado por la autoridad competente 
para la ejecución de la pena o medida privativa de libertad en el Estado de emisión.
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3. Las disposiciones de este Título no se aplicarán a los supuestos de reconocimiento y 
ejecución de resoluciones que impongan penas privativas de libertad, sanciones pecuniarias 
o decomiso previstos en esta Ley.

Artículo 94.  Ámbito de aplicación de la resolución de libertad vigilada.
Son susceptibles de transmisión y ejecución en otro Estado miembro de la Unión 

Europea o de recepción por las autoridades judiciales españolas competentes las siguientes 
medidas de libertad vigilada:

a) La obligación de la persona condenada de comunicar a una autoridad específica todo 
cambio de domicilio o lugar de trabajo.

b) La prohibición de entrar en determinadas localidades, lugares o zonas definidas del 
Estado de emisión o de ejecución.

c) La imposición de limitaciones respecto a la salida del territorio del Estado de 
ejecución.

d) Los requerimientos relativos a la conducta, la residencia, la educación y la formación o 
las actividades de ocio, o que establezcan límites o determinen modalidades del ejercicio de 
una actividad profesional.

e) La obligación de presentarse en determinadas fechas ante una autoridad específica.
f) La obligación de evitar todo contacto con determinadas personas.
g) La obligación de evitar todo contacto con determinados objetos que la persona 

condenada ha utilizado o podría utilizar para cometer infracciones penales.
h) La obligación de reparar económicamente los daños causados por la infracción o de 

presentar pruebas del cumplimiento de esta obligación.
i) La obligación de realizar trabajos en beneficio de la comunidad.
j) La obligación de cooperar con un agente de vigilancia o con un representante de un 

servicio social que tenga responsabilidades con respecto a la persona condenada.
k) La obligación de someterse a un tratamiento terapéutico o de deshabituación.

Artículo 95.  Autoridades judiciales competentes en España para transmitir y ejecutar una 
resolución de libertad vigilada.

1. Son autoridades de emisión de una resolución de libertad vigilada los Jueces o 
Tribunales que conozcan de la ejecución de la sentencia o resolución de libertad vigilada.

2. Es autoridad competente para reconocer y acordar la ejecución de una resolución de 
libertad vigilada transmitida por la autoridad competente de otro Estado miembro de la Unión 
Europea, el Juez Central de lo Penal. Cuando la resolución de libertad vigilada transmitida se 
refiera a un menor será competente el Juez Central de Menores.

CAPÍTULO II
Transmisión de una resolución de libertad vigilada

Artículo 96.  Requisitos para emitir una resolución de libertad vigilada.
1. Son requisitos para que la autoridad judicial española competente emita a otro Estado 

miembro una resolución de libertad vigilada:
a) Que se haya dictado una resolución judicial firme de libertad vigilada en los términos 

prescritos en esta ley.
b) Que el condenado no tenga su residencia legal y habitual en España.
c) Que haya regresado al Estado donde reside legal y habitualmente o que, aun estando 

en nuestro país, haya manifestado su voluntad de regresar a éste o a otro Estado miembro 
que lo autorice.

2. El hecho de que, además de la libertad vigilada, se haya impuesto una sanción 
pecuniaria o una resolución de decomiso que todavía no haya sido abonada o ejecutada, no 
impedirá la emisión de la resolución de libertad vigilada. Los pronunciamientos 
condenatorios de carácter patrimonial podrán amparar la emisión de resoluciones de 
decomiso o de sanciones pecuniarias por parte del Juez o Tribunal sentenciador.
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Artículo 97.  Documentación de la orden europea de libertad vigilada.
La resolución de libertad vigilada irá acompañada del certificado que figura en el anexo 

IV, con mención expresa a las medidas cuya ejecución se transmite, ya sean éstas de las 
previstas con carácter general o de las específicas que el Estado de ejecución haya 
aceptado en la declaración efectuada ante la Secretaría General del Consejo de la Unión 
Europea.

Junto al certificado se enviará la sentencia y, en su caso, la resolución judicial firmes.

Artículo 98.  Transmisión de una resolución de libertad vigilada.
1. La autoridad judicial española competente transmitirá la resolución de libertad vigilada 

a la autoridad competente del Estado miembro en el que la persona condenada tenga su 
residencia legal y habitual y al que haya regresado o desee regresar.

También podrá transmitirse a un Estado miembro distinto a aquél en el que la persona 
condenada tenga su residencia legal y habitual, a solicitud de la misma y siempre que la 
autoridad competente del Estado de la residencia del condenado haya dado su 
consentimiento a la transmisión.

2. Con carácter previo a la transmisión de la resolución de libertad vigilada, la autoridad 
judicial preguntará a la persona condenada si desea regresar o permanecer en su Estado de 
residencia, concediéndole a tal efecto un plazo de treinta días.

En caso de que la persona condenada manifieste su deseo de cumplir la medida en otro 
Estado distinto, la autoridad judicial solicitará de la autoridad competente del mismo el 
consentimiento para la transmisión de la resolución.

3. La autoridad judicial española competente transmitirá la sentencia y, en su caso, la 
resolución de libertad vigilada a un único Estado de ejecución cada vez.

4. La autoridad judicial española transmitirá también a la autoridad competente del 
Estado de ejecución las medidas que, en su caso, se hubieren impuesto al condenado para 
el cumplimiento de la responsabilidad civil derivada del delito y demás responsabilidades 
pecuniarias, cuya satisfacción se debe acreditar por el mismo.

Artículo 99.  Consecuencias de la resolución de libertad vigilada.
1. Una vez que la autoridad competente del Estado de ejecución comunique el 

reconocimiento de la resolución de libertad vigilada que se le hubiera transmitido, la 
autoridad judicial española dejará de tener competencia tanto para la vigilancia de las 
medidas de libertad vigilada, como para adoptar resoluciones ulteriores en relación con la 
misma, salvo cuando el Estado de ejecución haya hecho declaración en contrario.

2. El Juez o Tribunal emisor, una vez transmitida la resolución de libertad vigilada, de 
oficio o a instancia del Ministerio Fiscal o de alguna de las partes personadas, podrá solicitar 
a la autoridad de ejecución que le comunique la duración máxima de la pena privativa de 
libertad prevista por el Derecho nacional del Estado de ejecución en casos de 
incumplimiento de las medidas cuya ejecución ha sido transmitida con la resolución de 
libertad vigilada.

Artículo 100.  Devolución de la resolución de libertad vigilada.
1. El Juez o Tribunal emisor podrá retirar el certificado, solicitando al Estado de ejecución 

que no adopte medida alguna, siempre que no haya comenzado todavía la ejecución de la 
resolución de libertad vigilada y dentro del plazo máximo de diez días:

a) Desde la recepción de la información solicitada en relación con la duración máxima de 
la pena privativa de libertad prevista en el ordenamiento jurídico del Estado de ejecución 
para la infracción que dio lugar a la resolución y que podría imponerse en caso de 
incumplimiento de la medida de libertad vigilada.

b) O desde la recepción de la información sobre la decisión motivada del Estado de 
ejecución de adaptar las medidas de libertad vigilada impuestas a las que se apliquen para 
infracciones equivalentes según su ordenamiento jurídico.
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El Juez o Tribunal, después de la recepción de la información del Estado de ejecución, 
oirá al Ministerio Fiscal en el plazo de cinco días y dictará auto, que deberá ser motivado, 
dentro de los cinco días siguientes.

2. El Juez o Tribunal emisor podrá solicitar la devolución de la resolución de libertad 
vigilada cuya ejecución ha sido iniciada en otro Estado miembro, cuando en España se estén 
llevando a cabo nuevos procesos penales contra el interesado.

3. Cuando la autoridad del Estado de ejecución devuelva la competencia para la 
vigilancia de las medidas de libertad vigilada y para la adopción de las decisiones ulteriores, 
la misma se ejercerá de nuevo por el Juez o Tribunal competente, que tendrá en cuenta el 
período y grado de cumplimiento en el Estado de ejecución, así como aquellas decisiones 
ulteriores que ya se hubieran adoptado.

CAPÍTULO III
Ejecución de una resolución de libertad vigilada

Artículo 101.  Requisitos para la transmisión a España de la resolución de libertad vigilada.
1. El reconocimiento en España de una resolución de libertad vigilada dictada por otro 

Estado miembro de la Unión Europea no estará sujeto a control de la doble tipificación 
cuando se refiera a hechos tipificados como algunos de los delitos que se enumeran en el 
apartado 1 del artículo 20, siempre que estén castigados en el Estado de emisión con penas 
o medidas privativas de libertad cuya duración máxima sea de al menos tres años.

2. Sólo se podrán reconocer las resoluciones de libertad vigilada:
a) Cuando el condenado tenga su residencia legal y habitual en España y conste 

fehacientemente que haya regresado a nuestro país o que ha manifestado su voluntad de 
hacerlo ante la autoridad de emisión.

b) Cuando, a pesar de no tener el condenado su residencia legal y habitual en España, 
sí la tengan, desde hace al menos cinco años, sus ascendientes, descendientes o 
hermanos, o su cónyuge o persona unida a él por relación de naturaleza análoga, siempre 
que el condenado hubiera conseguido un contrato de trabajo o haya solicitado el 
cumplimiento en España de la resolución de libertad vigilada.

Artículo 102.  Solicitud para que España preste su consentimiento a la transmisión de la 
resolución de libertad vigilada.

Cuando el condenado no tenga residencia legal y habitual en España, el Juez Central de 
lo Penal que reciba la solicitud de la autoridad de emisión para que preste su consentimiento 
a que la resolución de libertad vigilada le sea transmitida, sólo podrá otorgarlo si se dan las 
condiciones previstas en la letra b) del apartado 2 del artículo anterior.

Artículo 103.  Procedimiento para el reconocimiento de la resolución de libertad vigilada.
1. El Juez Central de lo Penal, en el plazo de cinco días desde la recepción del 

certificado, oirá al Ministerio Fiscal sobre si procede el reconocimiento y ejecución de la 
resolución de libertad vigilada, debiendo evacuarse ese trámite en el plazo de diez días. A 
continuación, el Juez Central de lo Penal resolverá en el plazo de otros diez días.

2. El Juez Central de lo Penal comprobará si concurre alguna causa de denegación del 
reconocimiento o de la ejecución, y también si concurren los requisitos en relación con la 
residencia en España del condenado, su regreso o voluntad de regresar a España.

3. En todo caso, en el plazo de sesenta días desde la recepción en España de la 
resolución de libertad vigilada, el Juez debe dictar auto motivado reconociendo o denegando 
su ejecución. En circunstancias excepcionales en las que tal plazo no pueda respetarse, 
deberá informarse de los motivos a la autoridad de emisión, así como de la fecha en que se 
estima que se adoptará dicha decisión.
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Artículo 104.  Adaptación de la resolución de libertad vigilada.
1. En el caso de que la medida recogida en la resolución de libertad vigilada, por su 

duración, sea incompatible con el ordenamiento jurídico español por superar el límite 
máximo previsto en nuestra legislación, el Juez Central de lo Penal adaptará la condena. La 
adaptación consistirá en limitar la duración de la medida de libertad vigilada al máximo de lo 
previsto en nuestra legislación para infracciones equivalentes que se correspondan con las 
dictadas en el Estado de emisión.

2. En el caso de que la medida de libertad vigilada, por su naturaleza, sea incompatible 
con el ordenamiento jurídico español, el Juez Central de lo Penal adaptará la medida a la 
contemplada en nuestra legislación para casos similares. La medida adaptada debe 
corresponderse tanto como sea posible con la medida impuesta en la sentencia o resolución 
del Estado miembro de emisión.

3. En ninguno de estos dos casos la adaptación podrá agravar o alargar la medida 
impuesta en el Estado de emisión.

Artículo 105.  Denegación del reconocimiento y ejecución de una resolución de libertad 
vigilada.

1. El Juez Central de lo Penal denegará el reconocimiento y la ejecución de las 
resoluciones de libertad vigilada, además de en los supuestos de los artículos 32 y 33, en los 
siguientes casos:

a) Cuando en virtud de su edad, la persona condenada no habría podido ser declarada 
penalmente responsable de los hechos en que se basa la sentencia, de acuerdo con la 
legislación penal española.

b) Cuando la duración de la medida de libertad vigilada o de la pena sustitutiva sea 
inferior a seis meses.

c) Cuando la sentencia o, en su caso, la resolución de libertad vigilada incluye medidas 
médicas o terapéuticas que, de acuerdo con el Derecho español, el Juez Central de lo Penal 
no puede vigilar.

d) Cuando no se cumplan las condiciones exigidas para la transmisión de una resolución 
de libertad vigilada.

2. En caso de que concurra alguno de los motivos de denegación del reconocimiento y la 
ejecución previstos en las letras a) y c) del apartado 1 o en el apartado 3 del artículo 32, en 
el apartado 1 del artículo 33 o en las letras b), c) y d) del apartado anterior, antes de denegar 
el reconocimiento y la ejecución de la sentencia o de la resolución de libertad vigilada, el 
Juez Central de lo Penal habrá de consultar a la autoridad del Estado de emisión para que 
aclare la situación y, en su caso, subsane el defecto en que se hubiera incurrido.

3. Cuando el Juez Central de lo Penal hubiera decidido alegar alguno de los motivos de 
denegación contemplados en los apartados 2 y 3 del artículo 32, podrá ponerse de acuerdo 
con la autoridad competente del Estado de emisión para realizar la vigilancia de las medidas 
de libertad vigilada o de las penas sustitutivas, sin asumir la responsabilidad de adoptar 
ninguna decisión ulterior.

En este caso, el Juez informará a la autoridad competente del Estado de emisión, a 
través del certificado que figura en el anexo V, en caso de incumplimiento de la medida de 
libertad vigilada o de la pena sustitutiva por la persona condenada.

Artículo 106.  Adopción por el Juez Central de lo Penal de resoluciones ulteriores en 
relación con la libertad vigilada.

1. El Juez Central de lo Penal será competente para la adopción de las resoluciones 
ulteriores en relación con la libertad vigilada ante el incumplimiento de la medida de libertad 
vigilada o de la comisión de una nueva infracción penal del condenado, salvo que la 
adopción corresponda a la autoridad de emisión por tratarse de alguno de estos supuestos:

a) Cuando la sentencia no imponga una pena o medida privativa de libertad que deba 
aplicarse en caso de incumplimiento de las obligaciones o prohibiciones en que consista la 
medida de libertad vigilada.

b) En los casos de condenas condicionales.
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c) En los casos en que la sentencia se refiera a hechos que no constituyan infracción 
legal en nuestro ordenamiento jurídico.

Cuando se diera alguno de estos supuestos se comunicará, sin demora, al Estado de 
emisión requiriéndole para que adopte la decisión oportuna, manteniéndose mientras tanto 
las medidas de vigilancia del condenado.

2. Entre las decisiones ulteriores que la autoridad judicial española adoptará, de acuerdo 
con el ordenamiento jurídico español, se encuentran:

a) La modificación de las obligaciones o prohibiciones contenidas en la medida de 
libertad vigilada, así como de su duración.

b) La revocación de la suspensión de la ejecución de la sentencia o resolución de la 
puesta en libertad condicional.

c) La imposición de una pena privativa de libertad o de medidas de privación de libertad 
cuando ya se hubiera concretado por la autoridad de emisión.

3. Las penas o medidas privativas de libertad que procediera ejecutar de conformidad 
con estas resoluciones ulteriores se llevarán a cabo de conformidad con la legislación 
española.

4. El Juez Central de lo Penal informará a la autoridad competente del Estado de emisión 
de la adopción de cualquiera de las decisiones señaladas en este artículo, así como de su 
ejecución y de aquellas que se refieran a la extinción de las medidas de libertad vigilada o de 
las penas sustitutivas.

5. El Juez Central de lo Penal también informará, previa solicitud de la autoridad de 
emisión, de la duración máxima de la pena privativa de libertad prevista en el Código Penal 
para la infracción que dio lugar a la condena y que podría imponerse a la persona 
condenada en caso de quebrantamiento de condena.

Si, una vez recibida la resolución de libertad vigilada, la autoridad de emisión solicitara 
información sobre la duración máxima de la pena privativa de libertad prevista en nuestro 
Derecho para la infracción que dio lugar a la resolución y que podría imponerse en caso de 
incumplimiento del condenado de las medidas de libertad vigilada, el Juez Central de lo 
Penal le informará al respecto.

Artículo 107.  Retirada de la resolución de libertad vigilada por la autoridad de emisión.
Si la autoridad de emisión retirara la resolución de libertad vigilada, el Juez Central de lo 

Penal devolverá la orden y remitirá todo lo actuado a la autoridad de emisión.

Artículo 108.  Devolución de la resolución de libertad vigilada a la autoridad de emisión.
El Juez Central de lo Penal devolverá a la autoridad competente del Estado de emisión 

la competencia respecto de la vigilancia de las medidas de libertad vigilada y las penas 
sustitutivas y de cualquier decisión ulterior relacionada con la sentencia:

a) En caso de fuga de la persona condenada.
b) En caso de que la persona condenada deje de tener su residencia habitual en 

España.
c) A petición del Estado de emisión, cuando existan nuevos procesos penales abiertos 

contra el interesado en dicho Estado.
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TÍTULO V
Resoluciones sobre medidas alternativas a la prisión provisional

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 109.  Resolución sobre medidas alternativas a la prisión provisional.
1. Las resoluciones cuyo régimen de reconocimiento y ejecución se regula por este 

Título son aquellas adoptadas en un proceso penal por la autoridad competente de un 
Estado miembro por las que se imponen a una persona física una o más medidas de 
vigilancia en sustitución de la prisión provisional.

2. Con la transmisión de la resolución sobre medidas alternativas a la prisión provisional 
debe garantizarse la debida acción de la justicia y, de modo especial, la comparecencia en 
juicio de la persona de que se trate.

Asimismo, debe mejorar la protección de las víctimas, la seguridad ciudadana y 
promover la adopción de resoluciones de libertad provisional en relación con imputados que 
no sean residentes en el Estado miembro donde se sigue el proceso penal en su contra.

Artículo 110.  Ámbito de aplicación de la resolución sobre medidas alternativas a la prisión 
provisional.

1. Son susceptibles de transmisión y ejecución en otro Estado miembro de la Unión 
Europea o de recepción por las autoridades judiciales españolas competentes las siguientes 
medidas de vigilancia:

a) La obligación de la persona de comunicar a la autoridad competente del Estado de 
ejecución cualquier cambio de domicilio, en particular para poder recibir citaciones a 
comparecer en las diligencias de prueba o vistas en el transcurso de las actuaciones 
penales.

b) La prohibición de entrar en determinadas localidades, lugares o zonas definidas del 
Estado de emisión o del Estado de ejecución.

c) La obligación de permanecer en un lugar determinado durante el período de tiempo 
señalado.

d) La obligación de respetar las limitaciones impuestas en relación con la salida del 
territorio del Estado de ejecución.

e) La obligación de presentarse en determinadas fechas ante una autoridad específica.
f) La prohibición de aproximarse a determinadas personas relacionadas con los delitos 

presuntamente cometidos.
g) La inhabilitación para ejercer determinadas profesiones o actividades ligadas con el 

delito presuntamente cometido.
h) La obligación de no conducir vehículos de motor.
i) La obligación de depositar una fianza o prestar otra garantía, ya sea en determinados 

plazos o en un pago único.
j) La obligación de someterse a un tratamiento de desintoxicación o deshabituación de 

adicciones.
k) La prohibición de tenencia y porte de armas o de otros objetos específicos 

relacionados con el delito enjuiciado.
2. No obstante lo dispuesto en apartado anterior, las medidas previstas en las letras g) a 

k) del mismo sólo podrán transmitirse a aquellos Estados miembros de la Unión Europea que 
asuman su supervisión mediante notificación a la Secretaría General del Consejo de la 
Unión Europea.

3. La resolución sobre medidas alternativas a la prisión provisional dictada por una 
autoridad extranjera podrá incluir estas medidas u otras previstas en su ordenamiento 
jurídico cuyo reconocimiento hayan sido objeto de notificación por España.
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Artículo 111.  Autoridades competentes en España para emitir y ejecutar una resolución 
sobre medidas alternativas a la prisión provisional.

1. Son autoridades de emisión de una resolución sobre medidas alternativas a la prisión 
provisional los Jueces o Tribunales que hayan dictado la resolución de libertad provisional 
del imputado en el procedimiento penal.

2. Son autoridades competentes para reconocer y ejecutar una resolución sobre medidas 
alternativas a la prisión provisional los Jueces de Instrucción o los Jueces de Violencia sobre 
la Mujer del lugar donde el imputado tenga establecida su residencia, respecto a los delitos 
que sean de su competencia.

CAPÍTULO II
Transmisión de una resolución sobre medidas alternativas a la prisión 

provisional

Artículo 112.  Requisitos para transmitir una resolución sobre medidas alternativas a la 
prisión provisional.

1. El Juez o Tribunal competente transmitirá la resolución sobre medidas alternativas a la 
prisión provisional a la autoridad competente del Estado miembro en el que concurra alguna 
de las siguientes circunstancias:

a) Que el imputado tenga su residencia legal y habitual en el Estado de ejecución y 
consienta en regresar a dicho Estado.

b) Que el imputado solicite trasladarse a un Estado distinto del de su residencia y la 
autoridad competente de este Estado así lo consienta.

2. La resolución sobre medidas alternativas a la prisión provisional se transmitirá a un 
único Estado de ejecución cada vez.

Artículo 113.  Consultas e intercambio de información entre autoridades competentes sobre 
la resolución sobre medidas alternativas a la prisión provisional.

El Juez español mantendrá la necesaria comunicación con la autoridad competente del 
otro Estado miembro de la Unión Europea, mediante las consultas que procedan, tanto antes 
de transmitir la resolución y el certificado, como durante su ejecución para facilitar la 
adecuada supervisión de las medidas de vigilancia. Asimismo, se consultarán en relación 
con la peligrosidad del imputado y en caso de incumplimiento grave de alguna de las 
medidas de vigilancia impuestas en la resolución.

Estas consultas permitirán a la autoridad competente del Estado de ejecución verificar la 
identidad y el lugar de residencia del interesado y conocer toda aquella información 
contenida en el registro de antecedentes penales.

Artículo 114.  Procedimiento para la transmisión de la resolución sobre medidas alternativas 
a la prisión provisional.

1. La emisión de una resolución sobre medidas alternativas a la prisión provisional debe 
acordarse de conformidad con el procedimiento recogido en este artículo bien de oficio o a 
solicitud del Ministerio Fiscal o del imputado, sin que estas solicitudes tengan carácter 
vinculante.

2. Antes de la emisión de la resolución sobre medidas alternativas a la prisión 
provisional, el Juez o Tribunal verificará si ya se habían acordado, en relación con ese 
mismo imputado y en causas diferentes, otras resoluciones sobre medidas alternativas a la 
prisión provisional.

Cuando concurran varias causas en las que se hubieran impuesto medidas alternativas a 
la prisión provisional del imputado, deberá seguirse el trámite previsto en este artículo en 
cada autoridad judicial que conozca de cada una de ellas. También deberá seguirse en la 
autoridad judicial que tuviera decretada la busca y captura del imputado a fin de acordar su 
ingreso en prisión preventiva.
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Si alguno de los Jueces o Tribunales decidiera no emitir la resolución sobre medidas 
alternativas a la prisión provisional y mantener las medidas de vigilancia acordadas para que 
se ejecuten en España o mantener la medida interesada de prisión preventiva, lo comunicará 
a la mayor brevedad posible al resto de autoridades judiciales que estén tramitando la 
emisión de una resolución sobre medidas alternativas a la prisión provisional, a fin de que 
suspendan la tramitación o dejen sin efecto la resolución ya emitida, todo ello sin perjuicio de 
su reanudación o transmisión en un momento ulterior.

3. Con carácter previo a la transmisión de la resolución, la autoridad judicial preguntará 
al imputado si desea regresar o permanecer en su Estado de residencia, concediéndole a tal 
efecto un plazo máximo de treinta días.

En caso de que el imputado manifieste su deseo de cumplir la medida en otro Estado 
distinto, la autoridad judicial solicitará de la autoridad competente del mismo el 
consentimiento para la transmisión de la resolución.

Si se siguiera el trámite en varios órganos judiciales, por ser varios los que han 
decretado su libertad provisional, el consentimiento del imputado prestado en una causa se 
entenderá extensivo a todas las demás.

4. En el caso de que la tramitación se lleve a cabo con ocasión de la detención y puesta 
a disposición del detenido, el traslado al Ministerio Fiscal y a las partes personadas se hará 
de manera simultánea a la celebración de comparecencia en la forma prevista en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, donde se recabará el consentimiento del imputado para regresar al 
Estado de ejecución. El Juez o Tribunal deberá resolver sobre la emisión en el plazo previsto 
para la regularización de la situación personal del detenido.

La prestación del consentimiento del imputado podrá hacerse de manera simultánea a 
cualquier otra audiencia o vista que se celebre durante el procedimiento.

Artículo 115.  Documentación de la resolución sobre medidas alternativas a la prisión 
provisional.

1. La resolución sobre medidas alternativas a la prisión provisional que se transmita a 
otro Estado miembro irá acompañada del certificado cuyo modelo figura en el anexo VI.

2. Si la autoridad de ejecución lo solicita, se le transmitirá el original del certificado y el 
original o copia certificada de la resolución.

Artículo 116.  Plazo de supervisión de las medidas alternativas a la prisión provisional en el 
Estado de ejecución y su ampliación.

1. La resolución sobre medidas alternativas a la prisión provisional especificará el plazo 
por el que deben supervisarse las medidas, cuya duración máxima vendrá determinada por 
la prescripción del delito que motiva la resolución de libertad provisional de conformidad con 
la legislación española, y si es posible su renovación.

2. Si al tiempo de caducar el plazo de supervisión de las medidas de vigilancia éstas 
siguen siendo necesarias, el Juez o Tribunal español de emisión oirá de nuevo al Ministerio 
Fiscal, al imputado y a las partes personadas por cinco días, resolviendo a continuación por 
auto motivado, dictado en el plazo de otros cinco días, si procede solicitar a la autoridad de 
ejecución que amplíe la supervisión de la libertad provisional en vista de las circunstancias 
específicas del caso. En la solicitud deberá recogerse expresamente el plazo máximo de 
ampliación que se considere necesario.

3. Si la autoridad de ejecución exige confirmación periódica de la necesidad de 
supervisión de las medidas, el Juez o Tribunal emisor procederá a informarle al respecto en 
el plazo de cinco días desde la recepción de la solicitud de confirmación.

Artículo 117.  Retirada de la resolución sobre medidas alternativas a la prisión provisional.
1. Mientras no haya comenzado la ejecución de la resolución sobre medidas alternativas 

a la prisión provisional en el Estado de ejecución, el Juez o Tribunal emisor podrá retirar el 
certificado de conformidad con lo previsto en este artículo.

2. La decisión se tomará una vez conocida la información facilitada por la autoridad de 
ejecución sobre el plazo máximo previsto en su Derecho para la supervisión de las medidas, 
la necesidad de adaptar éstas o sobre la imposibilidad de entregar al imputado a través de la 
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orden europea de detención y entrega si incumpliera la medida de vigilancia impuesta en la 
resolución de libertad provisional.

3. Recibida esta información en el Juez o Tribunal emisor, se oirá al Ministerio Fiscal en 
el plazo de tres días. A continuación, el Juez o Tribunal dictará auto en el plazo de otros tres 
días, que podrá acordar la retirada del certificado, solicitando al Estado de ejecución que no 
adopte o supervise medida alguna.

4. En todo caso, el auto debe notificarse a la autoridad de ejecución en el plazo máximo 
de diez días desde la recepción en España de la información sobre el plazo máximo de 
supervisión, la adaptación de las medidas o la imposibilidad de acudir al mecanismo de la 
orden europea de detención en caso de incumplimiento.

Artículo 118.  Competencias de supervisión de la autoridad judicial española emisora de la 
resolución sobre medidas alternativas a la prisión provisional.

Mientras la autoridad competente del Estado de ejecución no haya notificado el 
reconocimiento de la resolución sobre medidas alternativas a la prisión provisional que le 
hubiera sido transmitida, la autoridad judicial española de emisión seguirá siendo 
competente para la supervisión de las medidas de vigilancia impuestas. Una vez recibida 
esa notificación, el Juez o Tribunal dejará de tener competencia para la supervisión de las 
medidas de vigilancia impuestas.

Artículo 119.  Recuperación de la competencia para la supervisión de las medidas de 
vigilancia.

1. La competencia para la supervisión de las medidas de vigilancia revertirá al Juez o 
Tribunal competente en los casos en que:

a) Retire el certificado y así lo notifique a la autoridad competente del Estado de 
ejecución.

b) El imputado traslade su residencia legal y habitual a un Estado distinto al Estado de 
ejecución.

c) El Juez o Tribunal haya modificado las medidas de vigilancia y la autoridad 
competente del Estado de ejecución se haya negado a supervisar dichas medidas.

d) Haya transcurrido el plazo máximo señalado por el Estado de ejecución para la 
supervisión de las medidas de vigilancia.

e) La autoridad competente del Estado de ejecución decida dejar de supervisar las 
medidas de vigilancia y así lo comunique al Juez o Tribunal competente.

2. En todo caso, el Juez o Tribunal estará en contacto permanente con la autoridad 
competente del Estado de ejecución a fin de evitar cualquier posible interrupción en la 
supervisión de las medidas de vigilancia.

Artículo 120.  Competencias de la autoridad judicial española emisora para la adopción de 
decisiones ulteriores en relación con la resolución sobre medidas alternativas a la prisión 
provisional.

1. El Juez o Tribunal emisor español será el competente para adoptar decisiones 
ulteriores en relación con la resolución sobre medidas alternativas a la prisión provisional, de 
oficio o como consecuencia de la notificación de la autoridad de ejecución que advierta de 
cualquier incumplimiento por el imputado de una medida de vigilancia u otra información que 
pueda dar lugar a la adopción de una decisión ulterior a la libertad provisional.

En particular, el Juez o Tribunal será competente para decidir sobre:
a) La renovación, revisión o revocación de la resolución sobre medidas alternativas a la 

prisión provisional.
b) La modificación de las medidas de vigilancia acordadas.
c) La emisión de una orden europea de detención y entrega o de cualquier otra 

resolución judicial ejecutiva que surta los mismos efectos.
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2. Asimismo, la autoridad judicial española de emisión notificará inmediatamente a la 
autoridad de ejecución la adopción de estas decisiones ulteriores, así como del hecho de 
que se haya interpuesto un recurso frente a las medidas de vigilancia acordadas.

CAPÍTULO III
Ejecución de una resolución sobre medidas alternativas a la prisión provisional

Artículo 121.  Ejecución en España de la resolución sobre medidas alternativas a la prisión 
provisional.

1. El reconocimiento de las resoluciones sobre medidas alternativas a la prisión 
provisional no estará sujeto a control de la doble tipificación cuando se refiera a hechos 
tipificados como algunos de los delitos que se enumeran en el apartado 1 del artículo 20, 
siempre que estén castigados en el Estado de emisión con penas o medidas privativas de 
libertad cuya duración máxima sea de al menos tres años.

2. Únicamente se podrá reconocer la resolución sobre medidas alternativas a la prisión 
provisional remitida a España cuando, cumpliéndose las finalidades exigidas para su 
emisión, se dé alguna de las siguientes circunstancias:

a) El imputado tenga su residencia legal y habitual en España, siempre que consienta en 
regresar, después de haberle informado de las medidas de que se trata.

b) Las autoridades competentes españolas consientan el traslado de la resolución sobre 
medidas alternativas a la prisión provisional para su ejecución en España cuando el 
imputado así lo hubiera solicitado en el Estado de emisión.

Artículo 122.  Procedimiento para la toma de decisión sobre el reconocimiento de la 
resolución sobre medidas alternativas a la prisión provisional.

1. El Juez de Instrucción o de Violencia sobre la Mujer competente decidirá y comunicará 
a la mayor brevedad posible a la autoridad del Estado de emisión si reconoce la resolución y 
si asume la responsabilidad de la supervisión de las medidas de vigilancia.

El plazo máximo para emitir esta decisión será de veinte días hábiles desde la recepción 
de la resolución, salvo que excepcionalmente el Juez de Instrucción o de Violencia sobre la 
Mujer competente informe a la autoridad del Estado de emisión de la imposibilidad de 
respetar ese plazo máximo, comunicándole los motivos de la demora y el nuevo plazo que 
estime necesario.

2. Cuando se interponga un recurso contra la resolución por la que se imponen medidas 
de vigilancia, el plazo para el reconocimiento de la resolución se ampliará otros veinte días 
hábiles.

3. Una vez reconocida la resolución del Estado de emisión, el Juez de Instrucción o de 
Violencia sobre la Mujer procederá a la supervisión de las medidas de vigilancia desde el 
momento en que el imputado se encuentre en España.

Artículo 123.  Adaptación de la resolución sobre medidas alternativas a la prisión 
provisional.

Cuando las medidas de vigilancia impuestas sean incompatibles con el ordenamiento 
jurídico español, el Juez de Instrucción o de Violencia sobre la Mujer las adaptará, previa 
audiencia al Ministerio Fiscal, a las que se apliquen en virtud de lo previsto en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal u otras normas procesales en materia penal que resulten aplicables 
para infracciones equivalentes, que se corresponderán en la medida de lo posible con las 
dictadas en el Estado de emisión.

En ningún caso la medida de vigilancia adaptada podrá ser más severa que la 
inicialmente impuesta.
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Artículo 124.  Denegación del reconocimiento y la ejecución de la resolución sobre medidas 
alternativas a la prisión provisional.

1. El Juez de Instrucción o de Violencia sobre la Mujer denegará el reconocimiento y la 
ejecución de las resoluciones que imponen medidas alternativas a la prisión provisional, 
además de en los supuestos de los apartados 1 y 2 del artículo 32, en los siguientes casos:

a) Cuando en virtud de su edad, el imputado no pueda ser considerado penalmente 
responsable de los hechos en que se basa la resolución, de acuerdo con la legislación penal 
española.

b) Cuando no se cumplan las condiciones para la transmisión de una resolución sobre 
medidas alternativas a la prisión provisional.

c) Cuando, en el supuesto de que el imputado incumpliera las medidas de vigilancia, el 
Juez de Instrucción o de Violencia sobre la Mujer se viera obligado a negarse a entregarlo de 
acuerdo con lo dispuesto en esta Ley sobre la orden europea de detención y entrega.

2. En caso de que concurra alguno de los motivos de denegación del reconocimiento y la 
ejecución previstos en las letras a) y d) del apartado 1 del artículo 32, o en la letra b) del 
apartado anterior, antes de denegar el reconocimiento y la ejecución de la resolución, el Juez 
de Instrucción solicitará a la autoridad del Estado de emisión que aclare la situación y, en su 
caso, subsane el defecto en que se hubiera incurrido.

3. Cuando el Juez de Instrucción o de Violencia sobre la Mujer considere de aplicación el 
motivo de denegación contemplado en la letra c) apartado 1 de este artículo, pero esté 
dispuesto a reconocer la resolución y a supervisar las medidas de vigilancia, informará de 
ello a la autoridad competente del Estado de emisión, solicitándole que retire el certificado o 
que acepte dicho reconocimiento, con la advertencia de que el imputado podría no ser 
entregado en virtud de una orden europea de detención y entrega.

Artículo 125.  Competencias para la adopción de decisiones ulteriores relacionadas con la 
resolución sobre medidas alternativas a la prisión provisional.

1. En caso de que la autoridad competente del Estado de emisión decida renovar, revisar 
o retirar la resolución o emitir una orden europea de detención y entrega, el Juez de 
Instrucción o de Violencia sobre la Mujer competente reconocerá dichas medidas ulteriores 
con el fin de hacerlas efectivas en España. En caso de emisión de una orden europea de 
detención y entrega, el Juez competente comunicará las medidas que estuviera ejecutando 
al Juez Central de Instrucción de la Audiencia Nacional.

2. Si la autoridad competente del Estado de emisión modifica las medidas de vigilancia, 
el Juez de Instrucción o de Violencia sobre la Mujer podrá:

a) Adaptar las medidas modificadas cuando sean incompatibles con el ordenamiento 
jurídico español.

b) Negarse a supervisar las medidas de vigilancia modificadas si éstas no se encuentran 
entre las medidas que España se ha comprometido a supervisar.

Artículo 126.  Ampliación de la supervisión de las medidas de vigilancia.
Cuando la autoridad competente del Estado de emisión solicite la ampliación del plazo 

máximo de supervisión de las medidas de vigilancia previamente fijado, el Juez de 
Instrucción o de Violencia sobre la Mujer decidirá atendiendo a las circunstancias del caso y 
a lo dispuesto en el ordenamiento jurídico español, indicando, en su caso, el nuevo plazo 
máximo de supervisión.

Artículo 127.  Obligaciones del Juez de Instrucción o de Violencia sobre la Mujer durante la 
supervisión de las medidas de vigilancia.

1. El Juez de Instrucción o de Violencia sobre la Mujer notificará a la autoridad 
competente del Estado de emisión, mediante el certificado que figura en el anexo VII, 
cualquier incumplimiento de una medida de vigilancia y cualquier otra información que 
pudiera dar lugar a la adopción de una decisión ulterior.
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2. En caso de que la autoridad del Estado de emisión retire el certificado, el Juez de 
Instrucción o de Violencia sobre la Mujer pondrá fin a la supervisión de las medidas de 
vigilancia en cuanto reciba la correspondiente notificación.

3. El Juez de Instrucción o de Violencia sobre la Mujer competente informará sin dilación 
a la autoridad competente del Estado de emisión de cualquier cambio de residencia del 
imputado o de la imposibilidad de ejecutar las medidas por no encontrarlo en España.

Asimismo, informará del período máximo durante el cual podrán supervisarse las 
medidas de vigilancia de acuerdo con lo previsto en el ordenamiento jurídico español y de 
cualquier decisión de adaptar las medidas de vigilancia impuestas.

4. Durante la supervisión de las medidas de vigilancia, el Juez de Instrucción o de 
Violencia sobre la Mujer podrá solicitar de la autoridad competente del Estado de emisión 
información sobre la necesidad de su continuidad en atención a las circunstancias del caso.

Artículo 128.  Entrega de la persona sometida a medidas de vigilancia.
En caso de que la autoridad competente del Estado de emisión haya emitido una orden 

europea de detención y entrega, el imputado será entregado de acuerdo con lo previsto en el 
Título II.

Artículo 129.  Notificaciones sin respuesta.
1. Cuando el Juez de Instrucción o de Violencia sobre la Mujer competente haya 

transmitido varias notificaciones sobre la misma persona a la autoridad competente del 
Estado de emisión que requieran de la adopción de una decisión ulterior, y ésta no la 
hubiese adoptado, requerirá a dicha autoridad para que adopte tal decisión, en un plazo 
máximo de sesenta días.

Si la autoridad del Estado de emisión no adopta ninguna decisión en el plazo señalado, 
el Juez de Instrucción o de Violencia sobre la Mujer podrá decidir dejar de supervisar las 
medidas de vigilancia, devolviendo la competencia para ello.

TÍTULO VI
Orden europea de protección

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 130.  Orden europea de protección.
1. La orden europea de protección es una resolución en materia penal dictada por una 

autoridad judicial o equivalente de un Estado miembro en relación con una medida de 
protección que faculta a la autoridad competente de otro Estado miembro para adoptar las 
medidas oportunas a favor de las víctimas o posibles víctimas de delitos que puedan poner 
en peligro su vida, su integridad física o psicológica, su dignidad, su libertad individual o su 
integridad sexual, cuando se encuentren en su territorio.

2. La orden de protección puede emitirse tanto en relación con medidas impuestas 
cautelarmente en un proceso penal como respecto de las penas privativas de derechos, 
siempre que consistan en:

a) La prohibición de entrar o aproximarse a determinadas localidades, lugares o zonas 
definidas en las que la persona protegida reside o que frecuenta.

b) La prohibición o reglamentación de cualquier tipo de contacto con la persona 
protegida, incluidos los contactos telefónicos, por correo electrónico o postal, por fax o por 
cualquier otro medio.

c) O la prohibición o reglamentación del acercamiento a la persona protegida a una 
distancia menor de la indicada en la medida.
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Artículo 131.  Autoridades competentes en España para emitir y recibir una orden europea 
de protección.

1. Son autoridades competentes para emitir y transmitir una orden europea de 
protección, los Jueces o Tribunales que conozcan del procedimiento penal en el que se ha 
emitido la resolución adoptando la medida de protección.

2. Son autoridades competentes para reconocer y ejecutar la orden europea de 
protección, los Jueces de Instrucción o los Jueces de Violencia sobre la Mujer del lugar 
donde la víctima resida o tenga intención de hacerlo, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo siguiente.

No obstante, cuando se hubieran emitido resoluciones de libertad vigilada o de medidas 
alternativas a la prisión provisional será competente para reconocer y ejecutar la orden 
europea de protección, el mismo Juez o Tribunal que ya hubiera reconocido y ejecutado 
aquellas resoluciones.

Artículo 132.  Relación de la orden europea de protección con otras resoluciones de 
reconocimiento mutuo.

Cuando previamente se haya transmitido a otro Estado miembro o se transmita con 
posterioridad una resolución sobre medidas alternativas a la prisión provisional o de libertad 
vigilada previstas en esta Ley, las medidas de protección de la víctima o posible víctima se 
adoptarán de acuerdo con las normas que regulan esas resoluciones y por la autoridad 
competente para adoptar estas resoluciones, sin perjuicio de que pueda transmitirse a otro 
Estado miembro distinto una orden europea de protección.

CAPÍTULO II
Emisión y Transmisión de una orden europea de protección

Artículo 133.  Requisitos para emitir y transmitir una orden europea de protección.
El Juez o Tribunal español competente podrá adoptar una orden europea de protección, 

teniendo en cuenta, entre otros criterios, la duración del período o períodos en que la 
persona protegida tiene intención de permanecer en el Estado de ejecución, así como la 
importancia de la necesidad de protección, cuando concurran los siguientes requisitos:

a) Que se haya dictado una resolución judicial penal adoptando la medida de protección, 
tanto si se trata de medidas cautelares impuestas como de penas privativas de derechos 
que, por su contenido análogo, persigan idéntica finalidad de protección de la víctima.

b) Que la víctima resida, permanezca o tenga intención de hacerlo en otro Estado 
miembro de la Unión Europea.

c) Que la víctima solicite la adopción de la orden de protección, por sí misma o a través 
de su tutor o representante legal.

Artículo 134.  Procedimiento para la emisión de la orden europea de protección.
1. La autoridad judicial española que adopte alguna de las medidas de protección 

previstas en este Capítulo informará a la persona protegida o a su representante legal de la 
posibilidad de solicitar que se dicte una orden europea de protección en caso de que decida 
trasladarse a otro Estado miembro, así como de las condiciones básicas para presentar 
dicha solicitud. La autoridad aconsejará a la persona protegida que presente su solicitud 
antes de salir del territorio del Estado de emisión.

2. La víctima podrá formular su solicitud en el Estado de ejecución.
3. Antes de emitir la orden europea de protección, se dará audiencia a la persona 

causante del peligro, sin comunicarle en ningún caso la dirección ni otros datos de contacto 
de la persona protegida, a menos que ello sea necesario para la ejecución de la medida 
adoptada.

Si el imputado o condenado no hubiera sido oído en el proceso previamente en relación 
con la adopción de la resolución que decretaba medidas de protección, se convocará a éste, 
asistido de letrado, al Ministerio Fiscal y a las demás partes personadas, a una 
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comparecencia, que deberá celebrarse en el plazo de 72 horas desde la recepción de la 
solicitud. El Juez o Tribunal resolverá por auto motivado.

Artículo 135.  Documentación de la orden europea de protección.
La orden europea de protección se documentará en el certificado previsto en el anexo 

VIII y expresará si se ha transmitido a otro Estado, distinto del de ejecución, una resolución 
sobre medidas alternativas a la prisión provisional o de libertad vigilada, con indicación de la 
autoridad de ese Estado al que los respectivos certificados fueron enviados.

Artículo 136.  Transmisión de una orden europea de protección a varios Estados de 
ejecución.

La orden europea de protección podrá transmitirse, de manera simultánea, a varios 
Estados de ejecución si la víctima manifiesta su intención de permanecer en varios de ellos.

Artículo 137.  Competencias del Juez o Tribunal español tras la transmisión de la orden 
europea de protección.

1. La autoridad judicial española que haya emitido la orden europea de protección tendrá 
competencia exclusiva para adoptar, de acuerdo con lo dispuesto en el ordenamiento jurídico 
español, las resoluciones relativas a:

a) La prórroga, revisión, modificación, revocación y anulación de la medida de protección 
y de la orden europea de protección.

b) La imposición de una medida privativa de libertad como consecuencia de la 
revocación de la medida de protección, siempre que la medida de protección se haya 
adoptado con motivo de una resolución de adopción de medidas de libertad provisional o de 
libertad vigilada, de acuerdo con esta Ley.

2. La autoridad judicial española informará sin demora a la autoridad competente del 
Estado de ejecución de cualquier resolución de modificación de la orden europea de 
protección. Asimismo, responderá a la solicitud de información que ésta pueda realizar en 
cuanto a la necesidad de mantener la protección otorgada por la orden europea de 
protección en las circunstancias del caso concreto de que se trate.

3. Cuando la medida de protección se incluya en una sentencia o resolución de libertad 
vigilada y ésta se modifique, la autoridad de emisión procederá sin dilación a prorrogar, 
revisar, modificar, revocar o anular en consecuencia la orden europea de protección, 
informando a la autoridad competente para su ejecución.

CAPÍTULO III
Ejecución de una orden europea de protección

Artículo 138.  Ejecución de una orden europea de protección.
1. El Juez o Tribunal competente que reciba una orden europea de protección para su 

ejecución, tras dar audiencia al Ministerio Fiscal por plazo de tres días, la reconocerá sin 
dilación y adoptará una resolución en la que imponga cualquiera de las medidas previstas en 
el Derecho español para un caso análogo a fin de garantizar la protección de la persona 
protegida.

Una orden europea de protección se reconocerá con la misma prioridad que corresponda 
a estas medidas en el Derecho español, teniendo en cuenta las circunstancias particulares 
del caso, incluida su urgencia, la fecha prevista de llegada de la persona protegida al 
territorio del Estado de ejecución y, en la medida de lo posible, la gravedad del riesgo que 
corre la persona protegida.

2. La medida de protección que adopte el Juez o Tribunal como autoridad competente de 
ejecución, así como la que se adopte posteriormente en caso de incumplimiento, se 
ajustarán en la mayor medida posible a la medida de protección ordenada por el Estado de 
emisión.
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3. El Juez o Tribunal informará a la persona causante del peligro, a la autoridad 
competente del Estado de emisión y a la persona protegida de las medidas que haya 
adoptado y de las consecuencias jurídicas de la infracción de tales medidas, con arreglo a lo 
dispuesto en el Derecho español y en este Capítulo. No se darán a conocer a la persona 
causante del peligro la dirección ni otros datos de contacto de la persona protegida, a menos 
que ello sea necesario para la ejecución de la medida adoptada.

4. En el auto que acuerde el reconocimiento se darán las instrucciones oportunas a las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado para que velen por el cumplimiento de las 
medidas recogidas en la orden de protección, así como para su inscripción en los registros 
que correspondan.

5. En caso de que el Juez o Tribunal de ejecución estime que la información transmitida 
con la orden europea de protección es incompleta, lo comunicará sin dilación a la autoridad 
competente del Estado de emisión, fijando un plazo razonable para que la autoridad de 
emisión aporte la información que falta.

6. Cuando la víctima solicite la adopción de las medidas de ejecución ante el Juez o 
Tribunal competente para su reconocimiento y ejecución en España, éstos transmitirán sin 
dilación dicha solicitud a la autoridad competente del Estado de emisión.

Artículo 139.  Incumplimiento de una medida de protección.
1. En caso de incumplimiento de alguna de las medidas de protección adoptadas, la 

autoridad judicial española será competente para:
a) Imponer sanciones penales y adoptar cualquier otra medida como consecuencia del 

incumplimiento de esa medida, cuando tal incumplimiento constituya una infracción penal 
con arreglo al Derecho español.

b) Adoptar cualesquiera otras resoluciones relacionadas con el incumplimiento.
c) Adoptar las medidas provisionales urgentes para poner fin al incumplimiento, a la 

espera, en su caso, de una ulterior resolución del Estado de emisión.
2. La autoridad judicial española notificará a la autoridad competente del Estado de 

emisión cualquier incumplimiento de las medidas adoptadas en virtud de la orden europea 
de protección. La notificación se efectuará a través del certificado que figura como anexo IX.

Artículo 140.  Denegación del reconocimiento y la ejecución de la orden europea de 
protección.

1. La autoridad judicial española denegará el reconocimiento de una orden europea de 
protección cuando concurra, además de alguno de los motivos previstos en el artículo 32, 
alguna de las siguientes circunstancias:

a) Que la resolución no se refiera a alguna de las medidas previstas en este Título.
b) Que la medida de protección se refiera a un hecho que no constituye infracción penal 

en España.
c) Que la protección derive de la ejecución de una pena o medida que, conforme al 

Derecho español, haya sido objeto de indulto y corresponda a un hecho o conducta sobre el 
que tenga competencia.

d) Que, conforme al Derecho español, la persona causante del peligro no pueda 
considerarse penalmente responsable del hecho o conducta que haya dado lugar a la 
adopción de la medida de protección, por razón de su edad.

2. La autoridad judicial española que deniegue el reconocimiento de una orden europea 
de protección notificará su decisión y los motivos de la misma, además de a la autoridad 
competente del Estado de emisión, a la persona protegida, informando a ésta, en su caso, 
de la posibilidad de solicitar la adopción de una medida de protección de conformidad con su 
Derecho nacional y de las vías de recurso existentes.

Artículo 141.  Modificación de la orden europea de protección.
Cuando la autoridad competente del Estado de emisión modifique la orden europea de 

protección, la autoridad judicial española, previa audiencia al Ministerio Fiscal, modificará las 
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medidas adoptadas, salvo los casos en que aquella modificación no se ajuste a los tipos de 
prohibiciones o restricciones previstos en este Capítulo o en caso de que la información 
transmitida con la orden europea de protección sea incompleta y no se haya completado 
dentro del plazo fijado.

Artículo 142.  Finalización de las medidas adoptadas en virtud de una orden europea de 
protección.

1. La autoridad judicial española, previa audiencia al Ministerio Fiscal, podrá poner fin a 
las medidas adoptadas en ejecución de una orden europea de protección:

a) En caso de que la autoridad competente del Estado de emisión haya revocado o 
anulado la orden europea de protección, tan pronto como haya recibido la correspondiente 
notificación.

b) Cuando existan indicios claros de que la persona protegida no reside ni permanece en 
España o ha abandonado definitivamente el territorio español.

c) Cuando haya expirado, con arreglo al ordenamiento jurídico español, el plazo máximo 
de vigencia de las medidas adoptadas.

d) En el caso de que no se modifique la medida de protección por las causas previstas 
en el artículo anterior.

e) Cuando, tras el reconocimiento de la orden europea de protección, se haya 
transmitido al Estado de ejecución una resolución sobre medidas alternativas a la prisión 
provisional o de libertad vigilada.

2. La autoridad judicial española informará inmediatamente de tal resolución, además de 
a la autoridad competente del Estado de emisión, a la persona protegida cuando sea posible.

3. Antes de poner fin a las medidas de protección, la autoridad judicial española podrá 
solicitar a la autoridad competente del Estado de emisión que informe sobre la necesidad de 
mantener la protección otorgada por la orden europea de protección en las circunstancias 
del caso concreto de que se trate, concediéndole a tal efecto el plazo máximo de un mes.

TÍTULO VII
Resolución de embargo preventivo de bienes y de aseguramiento de pruebas

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 143.  Resolución de embargo preventivo de bienes y de aseguramiento de pruebas.
1. Las resoluciones cuyo régimen de reconocimiento y ejecución se regula por este 

Título son aquellas que se dirigen a impedir provisionalmente la destrucción, transformación, 
desplazamiento, transferencia o enajenación de bienes que pudieran ser sometidos a 
decomiso o utilizarse como medios de prueba.

2. Las resoluciones de embargo podrán adoptarse en relación con cualquier tipo de bien, 
sea material o inmaterial, mueble o inmueble, así como con los documentos acreditativos de 
un título o derecho sobre ese bien, de los que la autoridad judicial del Estado de emisión 
considere que constituyen el producto de una infracción o los instrumentos u objetos de 
dicha infracción.

3. Las resoluciones de aseguramiento de pruebas podrán adoptarse en relación con los 
objetos, documentos o datos que posteriormente puedan utilizarse como medio de prueba 
en un procedimiento penal.

4. La resolución de aseguramiento de pruebas regulada en este Título únicamente podrá 
ser emitida o reconocida y ejecutada en España cuando se dirija o provenga, 
respectivamente, de Estados miembros de la Unión Europea que no estuvieran vinculados 
por la orden europea de investigación regulada en el Título X.
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Artículo 144.  Autoridades judiciales competentes en España para emitir y ejecutar una 
resolución de embargo preventivo de bienes y de aseguramiento de pruebas.

1. Son autoridades de emisión de una resolución de embargo preventivo de bienes y de 
aseguramiento de pruebas los Jueces o Tribunales que conozcan del proceso en el que se 
deba adoptar la medida, así como los Fiscales que dirijan las diligencias de investigación en 
las que se deba adoptar una medida de aseguramiento de pruebas que no sea limitativa de 
derechos fundamentales.

2. Son autoridades competentes en España para ejecutar una resolución de embargo 
preventivo de bienes y de aseguramiento de pruebas los Jueces de Instrucción del lugar 
donde se encuentren los bienes o documentos objeto de aseguramiento o las pruebas que 
deban ser aseguradas, así como los Fiscales para la ejecución de aquellas medidas de 
aseguramiento de pruebas que pueden realizar dentro de sus competencias sin adoptar 
medidas limitativas de derechos fundamentales.

El cambio sobrevenido de la ubicación del objeto de la resolución de embargo preventivo 
de bienes y de aseguramiento de pruebas no implicará una pérdida sobrevenida de 
competencia del Juez de Instrucción o del Fiscal que hubiera acordado el reconocimiento y 
la ejecución de la resolución transmitida a España.

Si el certificado se hubiese emitido en relación con varios bienes ubicados en 
circunscripciones distintas, el Juez de Instrucción que primero lo reciba y en cuya 
circunscripción se encuentre al menos uno de dichos bienes será competente para conocer 
del embargo o aseguramiento de todos los demás.

Si en una misma orden se instara el embargo o aseguramiento preventivo de un bien 
cuyo embargo o aseguramiento sea competencia del Juez de Instrucción y de otro que 
podría serlo del Ministerio Fiscal, el primero conocerá íntegramente de esta resolución, sin 
que pueda desglosarse en dos resoluciones distintas.

CAPÍTULO II
Emisión y transmisión de una resolución de embargo preventivo de bienes y de 

aseguramiento de pruebas

Artículo 145.  Transmisión de una resolución de embargo preventivo de bienes y de 
aseguramiento de pruebas.

1. Cuando una autoridad judicial española considere necesaria una medida de embargo 
preventivo de bienes o de aseguramiento de pruebas que se encuentren en el territorio de 
otro Estado miembro de la Unión Europea, enviará su resolución a la autoridad judicial 
competente para que proceda a su ejecución.

2. Son requisitos para la emisión de una resolución de embargo preventivo de bienes y 
de aseguramiento de pruebas:

a) Que la misma se haya dictado en un proceso penal por el Juez o Tribunal con la 
finalidad de proceder al posterior decomiso de los bienes o para que surtan efectos como 
elemento probatorio, o que el Ministerio Fiscal haya adoptado una medida de aseguramiento 
de pruebas no limitativa de derechos fundamentales en unas diligencias de investigación.

b) Que conste indiciariamente en el proceso penal o en las diligencias de investigación 
que los efectos cuyo embargo preventivo o aseguramiento se persigue se encuentran en 
otro Estado miembro.

3. En la resolución se expresará con claridad si la cooperación judicial que se requiere 
consiste en la transferencia a la autoridad judicial española de los elementos de prueba o de 
los bienes objeto de embargo, o si va acompañada de una solicitud de decomiso, o bien si 
requiere su permanencia en ese Estado a la espera de la adopción de alguna de las 
medidas anteriores.
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Artículo 146.  Procedimiento para la emisión de la resolución de embargo preventivo de 
bienes y de aseguramiento de pruebas.

1. Con carácter previo a la emisión de una resolución de embargo preventivo de bienes y 
de aseguramiento de pruebas, podrá recabarse de la autoridad competente del Estado de 
ejecución información suficiente sobre si efectivamente el bien objeto de aseguramiento se 
encuentra en dicho Estado. Esta misma información podrá solicitarse a través de los 
registros informáticos u organismos que se considere puedan facilitarlos.

2. La resolución de embargo preventivo de bienes y de aseguramiento de pruebas podrá 
acordarse de oficio o a instancia de parte.

3. Si durante el proceso penal las partes instaran la emisión de la resolución, se les 
solicitará que aporten justificación documental u otro tipo de indicio fehaciente que evidencie 
que el bien existe y que se encuentra en el territorio del Estado de ejecución.

Artículo 147.  Documentación de la resolución de embargo preventivo de bienes y de 
aseguramiento de pruebas.

1. La resolución de embargo preventivo de bienes y de aseguramiento de pruebas se 
documentará en el certificado previsto en el anexo X y se remitirá conjuntamente con la 
resolución judicial que acuerda la medida cautelar.

2. Cuando sea necesario para garantizar la validez de los medios de prueba, se hará 
constar que la ejecución de las medidas acordadas deberá realizarse observando las 
formalidades y los procedimientos previstos en el Derecho español que expresamente se 
indiquen en el certificado.

Artículo 148.  Transmisión a varios Estados de ejecución de una resolución de embargo 
preventivo de bienes y de aseguramiento de pruebas.

La resolución de embargo preventivo de bienes y de aseguramiento de pruebas se podrá 
transmitir simultáneamente a más de un Estado de ejecución cuando la autoridad judicial 
española competente tenga motivos fundados para creer que los distintos bienes objeto de 
la resolución se encuentran en distintos Estados de ejecución.

Artículo 149.  Competencias de la autoridad de emisión española tras la transmisión de una 
resolución de embargo preventivo de bienes y de aseguramiento de pruebas.

1. Transmitida la resolución de embargo preventivo de bienes y de aseguramiento de 
pruebas, si la autoridad de ejecución hubiera limitado la duración del aseguramiento y 
recabase alegaciones sobre el levantamiento de la medida por el transcurso del tiempo, el 
Juez o Tribunal oirá al Ministerio Fiscal y demás partes personadas por el plazo de cinco 
días. A continuación, el Juez o Tribunal dirigirá comunicación a la autoridad de ejecución 
explicitando los motivos para el mantenimiento de la medida o si ha dejado de ser necesaria.

Esta misma comunicación la realizará el Ministerio Fiscal que, en el seno de unas 
diligencias de investigación, recibiera el traslado para alegaciones solicitadas por la 
autoridad de ejecución.

2. Si la autoridad de ejecución interesara alegaciones por parte de la autoridad emisora 
española durante la tramitación de un recurso interpuesto frente a la resolución que se 
hubiera dictado en el Estado de ejecución, el Juez o Tribunal, oídas las partes personadas y 
el Ministerio Fiscal, emitirá las mismas en el plazo de diez días desde que el traslado le 
hubiera sido efectuado.

Estas alegaciones se remitirán por el Ministerio Fiscal cuando hubiera efectuado la 
transmisión de la resolución en el seno de unas diligencias de investigación.

3. Cuando en la resolución de embargo preventivo de bienes o de aseguramiento de 
pruebas transmitida se haya hecho constar que la cooperación judicial requerida es la 
permanencia de los mismos en el Estado de ejecución a la espera de que se decrete el 
decomiso de los bienes o la transferencia de los elementos de prueba a España, la autoridad 
española de emisión podrá remitir al Estado de ejecución la solicitud de decomiso o 
transferencia.
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CAPÍTULO III
Ejecución de una resolución de embargo preventivo de bienes y de 

aseguramiento de pruebas

Artículo 150.  Ausencia de control de doble tipificación.
Cuando la resolución de embargo preventivo de bienes y de aseguramiento de pruebas 

hubiera sido emitida por un delito que pertenezca a una de las categorías de delitos 
enumeradas en el apartado 1 del artículo 20 y dicho delito estuviera castigado en el Estado 
de emisión con una pena privativa de libertad cuya duración máxima sea, al menos, de tres 
años, la autoridad judicial española competente acordará la realización de la medida sin 
control de la doble tipificación de los hechos.

Artículo 151.  Procedimiento para el reconocimiento de la resolución de embargo preventivo 
de bienes y de aseguramiento de pruebas.

1. La decisión de ejecución de la resolución deberá ser adoptada inmediatamente y 
comunicada sin dilación a la autoridad judicial de emisión y al Ministerio Fiscal, por cualquier 
medio que deje constancia escrita. Las autoridades judiciales españolas resolverán lo 
procedente y lo comunicarán dentro de las 24 horas siguientes a la recepción de la 
resolución.

2. La autoridad competente que recibiera la resolución de embargo preventivo de bienes 
y de aseguramiento de pruebas adoptará, en el plazo de cinco días desde la recepción, las 
medidas necesarias para la averiguación de la localización del bien objeto de embargo 
preventivo.

Asimismo, podrá dirigir comunicación a la autoridad judicial emisora para que amplíe 
cualquier circunstancia relevante para la ejecución de la medida del aseguramiento.

Artículo 152.  Medidas de cumplimiento de la resolución de embargo preventivo de bienes y 
de aseguramiento de pruebas.

1. La resolución que acuerde el reconocimiento y ejecución del embargo preventivo de 
bienes o del aseguramiento de pruebas, determinará qué concreta medida cautelar debe 
adoptarse para llevar a cabo su ejecución. La medida podrá consistir en el depósito del bien, 
su embargo preventivo, el bloqueo de cuentas bancarias, depósitos, valores u otros títulos 
valores o activos financieros, así como la prohibición de disponer del bien o cualquier otra 
medida cautelar que pueda acordarse en el proceso penal, debiendo realizarse siempre de 
conformidad con las previsiones del ordenamiento jurídico español.

2. La autoridad competente informará a la autoridad de emisión con carácter inmediato 
del contenido concreto de las medidas adoptadas para llevar a cabo el aseguramiento.

3. Tres meses antes de que la medida adoptada alcance la duración determinada en el 
auto, se dará traslado a la autoridad competente del Estado de emisión para que alegue 
sobre la procedencia de mantener o levantar aquélla.

4. Tanto si el objeto del aseguramiento es un elemento probatorio como si es un 
producto, instrumento o efecto del delito, el Juez de Instrucción o el Fiscal competente 
respetará las formalidades y procedimientos indicados por la autoridad de emisión, siempre 
que los mismos no sean contrarios a los principios fundamentales de nuestro ordenamiento 
jurídico.

Artículo 153.  Duración de la medida de embargo preventivo de bienes o de aseguramiento 
de pruebas.

1. La medida se mantendrá hasta que se resuelva definitivamente la solicitud de 
transferencia o decomiso cursada por la autoridad judicial de emisión, sin perjuicio de las 
medidas coercitivas complementarias que se pudieran adoptar.

2. Sin embargo, previa consulta a la autoridad de emisión, la autoridad española 
competente, de conformidad con las normas procesales nacionales, podrá imponer 
condiciones, adecuadas a las circunstancias del caso, para limitar la duración o modificar la 
medida de que se trate, incluyendo la destrucción y la realización anticipada de los efectos 
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judiciales. Si, de conformidad con esas condiciones, se propusiera dejar sin efecto o 
modificar la medida, lo comunicará inmediatamente a la autoridad de emisión, para que 
exponga lo que estime oportuno.

3. Cuando la autoridad de emisión comunique que la medida que solicitó ha sido dejada 
sin efecto, ésta se alzará sin dilación.

Artículo 154.  Denegación del reconocimiento y la ejecución de una resolución de embargo 
preventivo de bienes o de aseguramiento de pruebas.

La autoridad competente española denegará el reconocimiento de una resolución de 
embargo preventivo de bienes o de aseguramiento de pruebas cuando concurra alguno de 
los motivos previstos en el artículo 32.

Artículo 155.  Imposibilidad de ejecución de una resolución de embargo preventivo de 
bienes y de aseguramiento de pruebas.

Se comunicará inmediatamente a la autoridad de emisión la imposibilidad de ejecutar en 
la práctica la medida, debido a que los bienes o las pruebas hayan desaparecido, hayan sido 
destruidos, no se hayan encontrado en el lugar indicado en el certificado o no se haya 
indicado con la suficiente precisión dónde se encuentra el bien o el elemento de prueba, 
incluso tras consultar a aquélla.

Artículo 156.  Suspensión de la ejecución de una medida de embargo de bienes o de 
aseguramiento de pruebas.

1. Se podrá suspender la ejecución de una resolución de embargo preventivo de bienes 
o de aseguramiento de pruebas transmitida por la autoridad judicial de otro Estado miembro 
de la Unión Europea en los casos siguientes:

a) Cuando la ejecución pueda impedir el buen desarrollo de una investigación penal en 
curso en España, durante el tiempo necesario.

b) Cuando sobre los bienes o pruebas de que se trate se haya dictado una medida 
anterior en un procedimiento judicial o administrativo, hasta que se deje sin efecto ésta, 
siempre que dicha medida tenga prioridad sobre posteriores resoluciones de intervención de 
efectos e instrumentos dictadas en causas penales con arreglo al derecho nacional.

2. La autoridad española competente comunicará a la autoridad de emisión cualesquiera 
otras medidas restrictivas que hayan recaído sobre el bien de que se trate.

TÍTULO VIII
Resoluciones de decomiso

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 157.  Resoluciones de decomiso.
1. Las resoluciones cuyo régimen de reconocimiento y ejecución se regula por este 

Título son aquellas por las que un órgano jurisdiccional impone una sanción o medida firme a 
raíz de un procedimiento relacionado con una o varias infracciones penales, que tiene como 
resultado la privación definitiva de bienes.

2. La resolución de decomiso puede afectar a cualquier tipo de bienes, ya sean 
materiales o inmateriales, muebles o inmuebles, así como a los documentos con fuerza 
jurídica u otros documentos acreditativos de un título o derecho sobre esos bienes respecto 
de los cuales el órgano jurisdiccional del Estado de emisión haya decidido:

a) Que constituyen el producto de una infracción penal o equivalen total o parcialmente 
al valor de dicho producto.

b) Que constituyen los instrumentos de dicha infracción.
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c) Que pueden ser decomisados con motivo de la aplicación en el Estado de emisión de 
cualquiera de los supuestos de potestad de decomiso ampliada que se especifican en el 
artículo 3, apartados 1 y 2, de la Decisión Marco 2005/212/JAI, del Consejo, de 24 de febrero 
de 2005, relativa al decomiso de los productos, instrumentos y bienes relacionados con el 
delito.

d) O que pueden ser decomisados a tenor de cualesquiera otras disposiciones 
relacionadas con una potestad de decomiso ampliada de conformidad con el Derecho del 
Estado de emisión.

Artículo 158.  Autoridades judiciales competentes en España para transmitir y ejecutar una 
resolución de decomiso.

1. Son autoridades de emisión de una resolución de decomiso los Jueces o Tribunales 
penales que conozcan de la ejecución de la sentencia donde se imponga como 
consecuencia accesoria el decomiso de un bien.

2. Es autoridad competente para reconocer y ejecutar la resolución de decomiso el Juez 
de lo Penal del lugar donde se encuentre cualquiera de los bienes objeto de decomiso.

El cambio sobrevenido de la ubicación del bien no implicará una pérdida de la 
competencia del Juez de lo Penal que hubiera acordado el reconocimiento y la ejecución de 
la resolución de decomiso transmitida a España.

Si el certificado se hubiese emitido en relación con varios bienes ubicados en 
circunscripciones distintas, el Juez de lo Penal que primero lo reciba y en cuya 
circunscripción se encuentre al menos uno de dichos bienes será competente para conocer 
del decomiso de todos los demás.

Si la autoridad emisora no conociera el lugar de ubicación del bien a decomisar y sí 
indicara en el certificado el lugar de residencia o domicilio social de la persona frente a la 
que se dictó la resolución, será competente el Juez de lo Penal de dicha localidad, aun 
cuando se constatase con posterioridad que el bien está ubicado en otra circunscripción o 
que la persona ha trasladado su domicilio.

Si un mismo certificado se hubiese emitido en relación con varias personas, con 
residencia en varios lugares distintos del territorio español, el Juez de lo Penal que primero 
lo reciba y en cuya circunscripción se encuentre al menos uno de dichos domicilios será 
competente para conocer del decomiso decretado frente al resto de las personas reseñadas 
en el certificado.

CAPÍTULO II
Transmisión de una resolución de decomiso

Artículo 159.  Transmisión de una resolución de decomiso.
1. La resolución de decomiso se transmitirá a la autoridad competente del Estado 

miembro de la Unión Europea en el que tenga motivos fundados de que se encuentran los 
bienes objeto de decomiso.

2. En caso de que en relación con esos bienes se hubiera dictado y ejecutado con 
anterioridad una resolución de embargo de bienes o de aseguramiento de pruebas en 
procedimientos penales, el Juez de lo Penal recabará los antecedentes al Juez de 
Instrucción a los efectos de continuar su tramitación.

3. Cuando se trate de una resolución de decomiso relativa a una cantidad de dinero, se 
transmitirá a la autoridad competente del Estado miembro de la Unión Europea en el que 
tenga motivos fundados para creer que la persona natural o jurídica contra la que se ha 
dictado la resolución tiene bienes o ingresos.

4. Si la autoridad judicial penal española no tiene motivos fundados que le permitan 
determinar el Estado al que pueda trasladar la resolución de decomiso, la transmitirá a la 
autoridad competente del Estado miembro donde la persona natural o jurídica contra la que 
se ha dictado la resolución resida habitualmente o tenga su domicilio social, 
respectivamente.
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Artículo 160.  Documentación de la resolución de decomiso.
La resolución de decomiso se documentará en el certificado previsto en el anexo XI y se 

remitirá conjuntamente con la resolución judicial que acuerde la privación definitiva del bien.
En el certificado se señalará específicamente que no cabe imponer penas privativas de 

libertad o de otros derechos como alternativa a la resolución de decomiso.
Asimismo, en caso de que en relación con los bienes objeto de decomiso se hubiera 

ejecutado con anterioridad una resolución de embargo preventivo de bienes o de 
aseguramiento de pruebas se hará constar así expresamente.

Artículo 161.  Procedimiento para la transmisión de la resolución de decomiso.
1. Con carácter previo a la emisión podrá recabarse de la autoridad competente del 

Estado de ejecución o de los organismos que puedan facilitar la información sobre los bienes 
o ingresos a los que afecta la medida, así como la residencia habitual o domicilio social de la 
persona a la que afecta el decomiso.

2. La resolución de decomiso podrá emitirse de oficio o a instancia de parte. En este 
último caso, se solicitará a la parte que aporte justificación documental u otro tipo de indicio 
fehaciente que evidencie la existencia del bien concreto y que se encuentra en el territorio 
del Estado de ejecución, de la existencia de ingresos en dicho Estado o de que la persona 
frente a la que se dirige la resolución tiene en el mismo su residencia habitual o sede social.

3. Durante esta tramitación podrán emitirse resoluciones de embargo preventivo de 
bienes o de aseguramiento de pruebas u otro tipo de peticiones de asistencia judicial 
convencional que garanticen la ejecución del decomiso una vez sea emitido.

Artículo 162.  Transmisión de una resolución de decomiso a más de un Estado miembro.
1. Una resolución de decomiso referente a bienes concretos se podrá transmitir 

simultáneamente a más de un Estado de ejecución cuando se dé alguno de los siguientes 
supuestos:

a) Que la autoridad judicial española competente tenga motivos fundados para creer que 
los distintos bienes objeto de la resolución de decomiso se encuentran en distintos Estados 
de ejecución.

b) Que el decomiso de un bien concreto incluido en la resolución de decomiso requiera la 
intervención en más de un Estado de ejecución.

c) Que la autoridad judicial española competente tenga motivos fundados para creer que 
un bien concreto incluido en la resolución de decomiso está localizado en uno de los dos o 
más Estados de ejecución determinados.

2. Una resolución de decomiso referente a una cantidad de dinero podrá transmitirse 
simultáneamente a más de un Estado de ejecución cuando la autoridad judicial española 
competente considere que hay motivos específicos para hacerlo. Entre otros supuestos, se 
considera que concurren tales motivos:

a) Cuando no se hubiere decretado con carácter preventivo su embargo, con arreglo a 
esta Ley.

b) Cuando el valor de los bienes que pueden ser decomisados en el Estado de emisión y 
en cualquier Estado de ejecución probablemente no sea suficiente para ejecutar la cantidad 
total objeto de la resolución de decomiso.

3. Siempre que no se haya cumplido en su totalidad la resolución de decomiso, se 
efectuará su remisión de forma sucesiva a los Estados en los que se presuma que se 
encuentran bienes del condenado.

Artículo 163.  Consecuencias de la transmisión de una resolución de decomiso.
1. La transmisión de una resolución de decomiso no impedirá que la autoridad judicial 

penal española pueda proceder a su ejecución.
2. En caso de transmisión a uno o más Estados de ejecución de una resolución de 

decomiso referente a una cantidad de dinero, la autoridad judicial española garantizará que 
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el valor total derivado de la ejecución de la resolución no exceda del importe máximo 
especificado en la misma.

3. La autoridad judicial penal española informará de inmediato a la autoridad competente 
de todo Estado de ejecución afectado, por cualquier medio que pueda dejar constancia 
escrita, en los siguientes casos:

a) Cuando considere que hay riesgo de que la ejecución supere el importe máximo 
especificado. Informará, asimismo, cuando considere que el riesgo mencionado ha dejado 
de existir.

b) Cuando la totalidad o parte de la resolución de decomiso haya sido ejecutada en 
España o en otro Estado de ejecución. En este caso, se especificará en la comunicación el 
importe de la sentencia de decomiso que aún no haya sido ejecutado.

c) Si, con posterioridad a la transmisión de una resolución de decomiso, una autoridad 
española ha recibido una cantidad de dinero pagada voluntariamente por el condenado en 
cumplimiento de la resolución de decomiso. En este caso, se indicará si queda parte de la 
resolución por ejecutar y su importe.

Artículo 164.  Transformación del decomiso.
1. Cuando una resolución de decomiso afecte a un bien en concreto y por cualquier 

circunstancia no fuera posible el decomiso del mismo, la autoridad judicial española solicitará 
a la autoridad competente del Estado de ejecución que el decomiso adopte la forma de 
obligación de pago de una cantidad de dinero equivalente al valor del bien de que se trate.

2. Para dicha transformación, una vez se reciba noticia de la imposibilidad de llevar a 
cabo el decomiso del bien concreto de que se trate, se acordará en el plazo de cinco días 
que se practique la tasación judicial del bien. De su resultado se dará traslado por cinco días 
al Ministerio Fiscal y a todas las partes personadas, a fin de que impugnen la tasación o 
manifiesten lo que a su derecho convenga. El incidente finalizará con el auto dictado por el 
Juez o Tribunal determinando la cuantía de la obligación de pago que, una vez firme, se 
comunicará a la autoridad de ejecución.

Artículo 165.  Acuerdo entre autoridades sobre la disposición de los bienes decomisados.
1. El Juez o Tribunal competente que hubiera emitido la resolución de decomiso podrá 

alcanzar un acuerdo en relación con la disposición de los bienes decomisados cuando así lo 
solicitase la autoridad de ejecución. En este caso, la ejecución del decomiso quedará a 
expensas de lo que al respecto se acuerde.

2. La autoridad judicial española que reciba una comunicación de la autoridad del Estado 
de ejecución sobre gastos especiales que ha conllevado la ejecución de la resolución de 
decomiso, lo comunicará al Ministerio de Justicia a efectos de un posible acuerdo sobre el 
reparto de costes con el Estado de ejecución.

La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos podrá llegar a un acuerdo con el 
Estado de ejecución sobre el reparto de costes cuando hubiera intervenido en la gestión de 
los bienes decomisados.

CAPÍTULO III
Ejecución de una resolución de decomiso

Artículo 166.  Reconocimiento de una resolución de decomiso.
1. El Juez de lo Penal competente reconocerá y ejecutará una resolución de decomiso 

cuando se encuentre en España el bien sobre el que recaiga o el domicilio o, en su caso, el 
domicilio social de la persona afectada.

2. Cuando la resolución de decomiso hubiera sido emitida por un delito que pertenezca a 
una de las categorías de delitos enumeradas en el apartado 1 del artículo 20 y dicho delito 
estuviera castigado en el Estado de emisión con una pena privativa de libertad cuya duración 
máxima sea, al menos, de tres años, el Juez de lo Penal acordará la realización de la 
medida sin control de la doble tipificación de los hechos.
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3. También se ejecutará la resolución de decomiso que se haya impuesto en el Estado 
de emisión a una persona jurídica por una infracción para la que no se prevea su 
responsabilidad de acuerdo con el Derecho español.

Artículo 167.  Procedimiento sobre el reconocimiento de la resolución de decomiso.
1. El Juez de lo Penal que recibiera la resolución de decomiso procederá a la 

averiguación de la localización del bien objeto de decomiso.
Asimismo, el Juez de lo Penal podrá dirigir comunicación a la autoridad judicial emisora 

para que amplíe cualquier circunstancia relevante para la ejecución del decomiso.
2. El Juez de lo Penal, previo informe del Ministerio Fiscal y demás partes personadas 

emitido en el plazo de cinco días, acordará mediante auto el despacho de ejecución de la 
resolución de decomiso debidamente transmitida, en un plazo máximo de diez días desde su 
recepción. La adopción de la resolución de decomiso de que se trate sucederá, en su caso, 
a las medidas que sobre los mismos bienes se hubieran acordado en aplicación de un 
embargo preventivo.

Artículo 168.  Ejecución de una resolución de decomiso.
1. En caso de que una solicitud de decomiso afecte a un bien concreto y por cualquier 

circunstancia no fuera posible el decomiso del mismo, el Juez de lo Penal competente 
acordará que el decomiso adopte la forma de la obligación de pago de una cantidad de 
dinero correspondiente al valor del bien de que se trate.

2. En caso de que una resolución de decomiso se refiera a una cantidad de dinero, el 
Juez de lo Penal competente, en caso de que no pueda obtener el pago, ejecutará la 
resolución de decomiso sobre cualquier bien disponible a tal efecto.

3. En caso de que una resolución de decomiso se refiera a una cantidad de dinero, el 
Juez de lo Penal competente convertirá, cuando sea necesario, el importe que deba 
decomisarse a la moneda del Estado de ejecución, aplicando el tipo de cambio vigente en el 
momento de dictarse la resolución de decomiso.

4. En todos los supuestos previstos en este artículo se oirá al Ministerio Fiscal y demás 
partes personadas por el plazo de cinco días.

Artículo 169.  Ejecución de resoluciones de decomiso múltiples.
1. Cuando el Juez de lo Penal competente estuviera tramitando dos o más resoluciones 

de decomiso referentes a una cantidad de dinero dictadas contra la misma persona natural o 
jurídica que no disponga de medios suficientes en España para que se ejecuten todas ellas, 
o cuando se refieran a un mismo bien, decidirá cuál o cuáles de aquellas resoluciones se 
ejecutarán, tras considerar debidamente todas esas circunstancias. Para adoptar esta 
decisión se tendrá en cuenta principalmente y por este orden la existencia de un embargo 
preventivo, la gravedad relativa y el lugar de la infracción, las fechas de las resoluciones 
respectivas y las fechas de su transmisión. El Juez de lo Penal competente comunicará sin 
dilación su decisión a las autoridades competentes del Estado o Estados de emisión.

2. En caso de que el condenado pudiera facilitar la prueba del decomiso, total o parcial, 
efectuado en otro Estado, el Juez de lo Penal competente consultará a la autoridad 
competente del Estado de emisión. En caso de decomiso de productos de un delito, toda 
porción del valor de los bienes afectados que se recupere en virtud de la resolución de 
decomiso en otro Estado se deducirá en su totalidad del valor de los bienes que se han de 
decomisar en España.

Artículo 170.  Denegación del reconocimiento y ejecución de una resolución de decomiso.
1. El Juez de lo Penal competente denegará el reconocimiento y la ejecución de las 

resoluciones de decomiso, además de en los supuestos de los artículos 32 y 33, en los 
siguientes casos:

a) Cuando los derechos de las partes interesadas, incluidos los terceros de buena fe con 
arreglo a la legislación española, impidan la ejecución de la resolución de decomiso.
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b) Cuando el Juez considere incompatible con los derechos y libertades fundamentales 
reconocidos en la Constitución la resolución adoptada en aplicación de las disposiciones 
sobre la potestad de decomiso ampliada a que se refiere la letra d) del apartado 2 del 
artículo 157.

c) Cuando la resolución se refiera a hechos que se hayan cometido fuera del Estado 
emisor y el Derecho español no permita la persecución de dichas infracciones cuando se 
hayan cometido fuera de su territorio.

2. En caso de que concurra alguno de los motivos de denegación del reconocimiento y la 
ejecución previstos en las letras a), c) y d) del apartado 1 del artículo 32, en el apartado 1 del 
artículo 33 o en las letras b) y c) del apartado anterior, antes de denegar parcial o totalmente 
el reconocimiento y la ejecución de la resolución, el Juez de lo Penal consultará a la 
autoridad competente del Estado de emisión para que aclare la situación y, en su caso, 
subsane el defecto en que se hubiera incurrido. Esta previsión también será de aplicación en 
el caso de la letra a) del apartado anterior cuando no se hubiera informado de la 
interposición de un recurso en España.

Artículo 171.  Suspensión de la ejecución de una resolución de decomiso.
1. El Juez de lo Penal competente podrá suspender la ejecución de una resolución de 

decomiso transmitida en los siguientes supuestos:
a) Cuando, en el caso de una resolución de decomiso referente a una cantidad de 

dinero, considere que hay riesgo de que el valor total derivado de su ejecución pueda 
exceder del importe especificado en la resolución como consecuencia de su ejecución 
simultánea en más de un Estado miembro.

b) Cuando la ejecución de la resolución de decomiso pueda impedir el buen desarrollo 
de una investigación o actuación penal en curso, durante el tiempo que estime razonable.

c) Cuando considere necesario traducir, sin repercutir su coste al Estado de emisión, la 
resolución de decomiso o partes de ella, por el tiempo necesario para obtener su traducción.

d) Cuando el bien ya fuera objeto de un procedimiento de decomiso en España.
2. El Juez de lo Penal competente adoptará, durante el período de suspensión, las 

medidas necesarias para asegurar la ejecución de la resolución de decomiso.
3. En caso de suspensión de conformidad con la letra a) del apartado 1 de este artículo, 

el Juez de lo Penal competente informará de ello sin dilación a la autoridad competente del 
Estado de emisión por cualquier medio que pueda dejar constancia escrita.

4. En los casos contemplados en letras b), c) y d) del apartado 1 de este artículo, el Juez 
de lo Penal comunicará sin dilación la suspensión de la ejecución de la resolución de 
decomiso, sus motivos y, si es posible, su duración prevista, a la autoridad competente del 
Estado de emisión por cualquier medio que pueda dejar constancia escrita.

5. Tan pronto como hayan dejado de existir los motivos de suspensión, el Juez de lo 
Penal competente tomará de inmediato las medidas oportunas para ejecutar la resolución de 
decomiso e informará de ello a la autoridad competente del Estado de emisión por cualquier 
medio que pueda dejar constancia escrita.

Artículo 172.  Disposición de los bienes decomisados.
1. El Juez de lo Penal competente, en defecto de acuerdo con la autoridad de emisión, 

dispondrá del dinero obtenido de la ejecución de la resolución de decomiso de acuerdo con 
las siguientes reglas:

a) Si el importe obtenido de la ejecución de la resolución de decomiso es inferior a 
10.000 euros o al equivalente a dicho importe, el mismo se ingresará en la cuenta de 
depósitos y consignaciones judiciales.

b) En todos los demás casos, se transferirá al Estado de emisión el 50 por 100 del 
importe que se haya obtenido de la ejecución de la resolución de decomiso. El 50 por 100 
restante se ingresará en la cuenta de depósitos y consignaciones judiciales.

Las cantidades que, en aplicación de lo dispuesto anteriormente, correspondan a 
España serán transferidas al Tesoro Público con aplicación, en su caso, de lo que se 
establezca en normas especiales y, particularmente, en lo previsto por el Código Penal, la 
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Ley de Enjuiciamiento Criminal y la Ley 17/2003, de 29 de mayo, por la que se regula el 
Fondo de bienes decomisados por tráfico ilícito de drogas y otros delitos relacionados, y en 
su normativa de desarrollo.

2. El Juez de lo Penal competente decidirá que los bienes que no sean dinero u otros 
instrumentos de pago al portador obtenidos de la ejecución de la resolución de decomiso 
sean enajenados y aplicados de la forma prevista en el apartado anterior.

También podrán ser transferidos al Estado de emisión, siendo necesario su 
consentimiento en el supuesto de que la resolución de decomiso se refiera a una suma de 
dinero en efectivo.

La enajenación de los bienes se realizará de acuerdo con la legislación española, 
observándose, cuando proceda, lo previsto por la Ley Orgánica 12/1995, de 12 de diciembre, 
de represión del contrabando y su normativa de desarrollo.

3. Cuando de la ejecución de la resolución de decomiso resulten afectados bienes 
integrantes del patrimonio histórico español, el Juez de lo Penal en ningún caso procederá a 
su enajenación o restitución al Estado de emisión. En tal supuesto, lo comunicará a las 
autoridades españolas competentes y serán de aplicación las disposiciones de la Ley 
16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español y su normativa de desarrollo.

TÍTULO IX
Resoluciones por las que se imponen sanciones pecuniarias

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 173.  Sanción pecuniaria.
1. Se entenderá por sanción pecuniaria la cantidad de dinero exigida por una resolución 

firme en concepto de multa impuesta como consecuencia de la comisión por una persona 
física o jurídica de una infracción penal o administrativa, siempre que, en relación con estas 
últimas, las sanciones administrativas fueran recurribles ante un órgano jurisdiccional penal.

2. A los efectos de esta Ley, también se incluirán en las sanciones pecuniarias las 
cantidades que figuren en las correspondientes resoluciones y se refieran a los siguientes 
conceptos:

a) Aquella cantidad de dinero impuesta en concepto de costas judiciales o gastos 
administrativos originados en el procedimiento.

b) Una compensación en beneficio de las víctimas, siempre que la víctima no pueda ser 
parte civil en el procedimiento y el órgano jurisdiccional actúe en el ejercicio de su 
competencia penal.

c) Una cantidad destinada a un fondo público o a una organización de apoyo a las 
víctimas.

3. La sanción pecuniaria a los efectos de esta Ley no podrá comprender órdenes de 
confiscación de instrumentos o productos del delito, para las cuales se aplicarán las normas 
previstas en el Capítulo III del presente Título.

La sanción pecuniaria tampoco podrá comprender resoluciones de restitución, ni 
reparación del daño ni la indemnización de perjuicios materiales y morales, determinadas en 
un procedimiento penal, sin perjuicio de lo previsto en la letra b) del apartado anterior.

Cuando una sentencia dictada en España incluyera una condena de reparación del daño 
o la indemnización de perjuicios materiales y morales a favor de las víctimas o perjudicados, 
la autoridad judicial penal española instará su ejecución a través de los mecanismos 
previstos en las normas de cooperación judicial civil en la Unión Europea.
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Artículo 174.  Autoridades judiciales competentes en España para transmitir y ejecutar una 
resolución por la que se exija el pago de una sanción pecuniaria.

1. Es autoridad competente para transmitir una resolución por la que se exija el pago de 
una sanción pecuniaria impuesta a una persona física o jurídica que posea propiedades u 
obtenga ingresos en otro Estado miembro de la Unión Europea, el órgano jurisdiccional 
penal competente para su ejecución en España.

2. Es autoridad competente para reconocer y ejecutar la resolución por la que se exija el 
pago de una sanción pecuniaria:

a) Con carácter principal, el Juez de lo Penal del lugar de residencia del condenado o 
donde tenga su sede social si se tratara de una persona jurídica.

b) Subsidiariamente, el Juez de lo Penal del lugar donde se encuentre cualquiera de los 
bienes inmuebles propiedad de la persona física o jurídica condenada al pago de multa.

c) Finalmente, el Juez de lo Penal del lugar donde se encuentre cualquiera de las 
fuentes de ingresos del condenado en España.

El cambio de cualquiera de estas circunstancias por traslado de residencia del 
condenado o de su sede social, venta del bien inmueble o cambio en sus fuentes de 
ingresos, no implicará una pérdida sobrevenida de competencia del Juez de lo Penal que 
hubiera acordado el reconocimiento y la ejecución de la resolución por la que se exija el 
pago de una sanción pecuniaria transmitida a España.

En el caso de que un mismo certificado se refiera a varias personas y una de ellas 
cumpla alguno de los requisitos establecidos en este apartado, el Juez de lo Penal 
competente podrá asumir la ejecución en relación con todos los condenados, sin que 
proceda dividir una única resolución por la que se exija el pago de una sanción pecuniaria en 
varias.

Artículo 175.  Destino de las cantidades cobradas.
1. Las cantidades percibidas en concepto de ejecución de una resolución en España se 

ingresarán en la cuenta de depósitos y consignaciones judiciales, salvo que se hubiese 
acordado otra cosa con el Estado de emisión respecto de las cantidades que constituyan 
una compensación en beneficio de las víctimas a que se refiere la letra b) del apartado 2 del 
artículo 173.

En este caso, si el Estado de emisión solicitase estas cantidades, por el Juez de lo Penal 
se recabará dictamen del Ministerio Fiscal, concediéndole un plazo de diez días, y resolverá 
lo que proceda sobre el destino de las cantidades compensatorias a víctimas y perjudicados. 
El Secretario judicial transferirá las cantidades de conformidad con los términos literales del 
mismo.

2. Fuera del caso de la compensación en beneficio de las víctimas, no se admitirá ningún 
otro acuerdo que pudiera variar la regla expresada en el apartado anterior.

CAPÍTULO II
Transmisión de una resolución por la que se exija el pago de una sanción 

pecuniaria

Artículo 176.  Transmisión de una resolución por la que se exija el pago de una sanción 
pecuniaria.

1. La resolución por la que se exija el pago de una sanción pecuniaria se transmitirá a la 
autoridad competente del Estado miembro de la Unión Europea en el que la persona física o 
jurídica condenada posea propiedades, obtenga ingresos o tenga su residencia habitual o su 
sede social, para que proceda a su ejecución.

2. La autoridad judicial penal española transmitirá la resolución a un único Estado de 
ejecución cada vez.
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Artículo 177.  Documentación de la resolución por la que se exija el pago de una sanción 
pecuniaria.

1. La resolución por la que se exija el pago de una sanción pecuniaria se documentará 
en el certificado previsto en el anexo XII, y se remitirá conjuntamente con la sentencia o 
resolución firme que impone la condena de multa.

2. En el certificado se fijará, en su caso, la cantidad líquida cuyo pago procede en virtud 
del sistema días-multa previsto en el Código Penal.

3. En el certificado se contendrá la previsión de que la pena de multa se convierta en 
pena privativa de libertad o en trabajos en beneficio de la comunidad en caso de impago, 
conforme a lo dispuesto en el Código Penal, debiendo especificarse su duración.

Artículo 178.  Procedimiento para la transmisión de la resolución por la que se exija el pago 
de una sanción pecuniaria.

1. El Juez o Tribunal oirá al Ministerio Fiscal en un plazo de cinco días y resolverá por 
auto motivado dictado en los cinco días siguientes.

2. Con carácter previo a la emisión, podrá recabarse de la autoridad competente del 
Estado de ejecución o de los organismos que puedan facilitarla información suficiente sobre 
si efectivamente el condenado dispone de bienes o ingresos en dicho Estado, o sobre si en 
el mismo tiene su residencia.

Artículo 179.  Consecuencias de la transmisión de una resolución por la que se exija el pago 
de una sanción pecuniaria.

1. Una vez transmitida la resolución, la autoridad judicial penal española no podrá 
proceder a su ejecución, salvo en los casos en que se produzca su devolución.

Tal suspensión alcanzará sólo a los pronunciamientos relativos a la imposición de una 
pena de multa y a las costas.

2. Si, después de transmitir una resolución, la sanción pecuniaria hubiera sido pagada 
voluntariamente por el condenado o se hubiese ejecutado como resultado de actuaciones 
judiciales anteriores, la autoridad judicial penal española aplicará el pago recibido en la 
forma legalmente prevista e informará inmediatamente de ello a la autoridad competente del 
Estado de ejecución, con indicación de la reducción que haya experimentado la cuantía y los 
conceptos incluidos en la sanción pecuniaria sometida a ejecución.

CAPÍTULO III
Ejecución de una resolución por la que se exija el pago de una sanción 

pecuniaria

Artículo 180.  Reconocimiento y ejecución en España de una resolución por la que se exija 
el pago de una sanción pecuniaria.

1. El Juez de lo Penal competente estará obligado a reconocer y ejecutar una resolución 
por la que se exija el pago de una sanción pecuniaria que le haya sido remitida por la 
autoridad competente de otro Estado miembro, sin sujeción a control de doble tipificación 
cuando se refiera a alguno de los delitos enumerados en los apartados 1 y 2 del artículo 20.

2. También se ejecutará la sanción pecuniaria que se haya impuesto en el Estado de 
emisión a una persona jurídica por una infracción penal para la que no se prevea su 
responsabilidad de acuerdo con el Derecho español.

Artículo 181.  Procedimiento para el reconocimiento y ejecución de una resolución por la 
que se exija el pago de una sanción pecuniaria.

1. El Juez de lo Penal que recibiera la resolución procederá a la averiguación de los 
siguientes extremos:

a) Si el condenado tiene su residencia o sede social en España.
b) Sólo si no consta domicilio o sede social en España del condenado, si el mismo tiene 

a su nombre inscrito algún bien en el Registro de la Propiedad.
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c) Si no se dieran ninguna de las dos circunstancias anteriores, si al condenado le consta 
alguna fuente de ingresos en España.

2. El Juez de lo Penal, previo informe del Ministerio Fiscal emitido en el plazo de cinco 
días, acordará el despacho de ejecución de la resolución de sanciones pecuniarias 
debidamente transmitida mediante auto, en un plazo máximo de cinco días desde su 
recepción.

3. Cuando la cuantía de la sanción estuviese reseñada en el certificado en una divisa 
extranjera, el Secretario judicial convertirá el importe a euros, aplicando el tipo de cambio 
vigente en el momento que se impuso la sanción.

Artículo 182.  Denegación del reconocimiento y ejecución de una resolución por la que se 
exija el pago de una sanción pecuniaria.

1. El Juez de lo Penal competente denegará el reconocimiento y la ejecución de las 
resoluciones que exijan el pago de una sanción pecuniaria, además de en los supuestos de 
los artículos 32 y 33, en los siguientes casos:

a) Cuando la resolución castigue a una persona física que, debido a su edad, no habría 
podido ser considerada responsable penal de acuerdo con lo previsto en la legislación 
española.

b) Cuando, según el certificado, en caso de procedimiento escrito, no ha sido informado 
de su derecho a impugnar la resolución y de los plazos para la interposición de dicho 
recurso.

c) Cuando, según el certificado, el imputado no ha sido informado, personalmente o a 
través de un representante, de su derecho a impugnar la resolución y de los plazos para la 
interposición de dicho recurso.

d) Cuando la sanción pecuniaria sea inferior a setenta euros o, tratándose de otra divisa, 
a un importe equivalente.

e) Cuando, del certificado y resolución comunicada para su ejecución, se evidencie que 
se ha producido una vulneración de los derechos fundamentales y los principios jurídicos 
fundamentales consagrados en el artículo 6 del Tratado de la Unión Europea y reflejados en 
la Carta de los derechos fundamentales de la Unión Europea.

f) Cuando la resolución se refiera a hechos que se hayan cometido fuera del Estado 
emisor y el Derecho español no permita la persecución de dichas infracciones cuando se 
hayan cometido fuera de su territorio.

2. En caso de que concurra alguno de los motivos de denegación del reconocimiento y la 
ejecución previstos en la letra d) del apartado 1 o en el apartado 3 del artículo 32, en el 
apartado 1 del artículo 33, o en las letras b) y c) del apartado anterior, antes de denegar 
parcial o totalmente el reconocimiento y la ejecución de la resolución, el Juez de lo Penal 
consultará a la autoridad competente del Estado de emisión para que aclare la situación y, 
en su caso, subsane el defecto en que se hubiera incurrido.

Artículo 183.  Revisión de la cuantía de la sanción.
1. En el supuesto de que la persona sancionada presente una prueba de pago total o 

parcial en cualquier Estado, el Juez de lo Penal deberá consultar con la autoridad 
competente del Estado de emisión y deducir la parte de la sanción que haya sido 
efectivamente cobrada en otro Estado de la cantidad sometida a ejecución en España.

2. Cuando se demuestre que la resolución se refiere a hechos que no fueron cometidos 
dentro del territorio del Estado de emisión y sobre los que las autoridades judiciales penales 
españolas tengan competencia, el Juez de lo Penal podrá decidir la reducción del importe de 
la multa ejecutada a la cuantía máxima prevista para hechos del mismo tipo conforme a lo 
previsto en el ordenamiento jurídico español.

3. En estos casos, el Juez de lo Penal competente informará del carácter parcial de la 
ejecución de la resolución a la autoridad competente del Estado de emisión por cualquier 
medio que deje constancia escrita.
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4. En aquellos casos en que la sanción se hubiera impuesto en un Estado con distinta 
divisa, el Juez de lo Penal convertirá a euros la cuantía de la sanción, aplicando el tipo de 
cambio vigente en el momento en que se impuso la misma.

Artículo 184.  Sanciones alternativas en caso de impago de la sanción pecuniaria.
1. Cuando sea imposible ejecutar total o parcialmente una resolución, el Juez de lo Penal 

competente podrá aplicar sanciones alternativas, incluida la privación de libertad, conforme a 
lo previsto en el ordenamiento jurídico español, en los casos en que el Estado de emisión 
hubiera aceptado aplicar dichas sanciones alternativas en el certificado presentado y, en 
todo caso, sin exceder del nivel máximo de la sanción previsto en el mismo.

En ningún caso se aplicará como sanción alternativa la privación de libertad cuando la 
sanción pecuniaria cuya ejecución se solicite se hubiera impuesto por la comisión de una 
infracción administrativa, aun cuando hubiera sido recurrida ante un órgano jurisdiccional 
penal del Estado de emisión.

2. El Juez de lo Penal competente informará inmediatamente de la aplicación de una 
sanción alternativa conforme a lo dispuesto en el apartado anterior.

Artículo 185.  Suspensión de la ejecución de una resolución por la que se exija el pago de 
una sanción pecuniaria.

El Juez de lo Penal estará obligado a suspender la ejecución de la resolución tan pronto 
como la autoridad competente del Estado de emisión le informe de la adopción de cualquier 
resolución o medida que tenga por efecto suspender o dejar sin efecto la resolución por 
cualquier otro motivo, incluida la concesión de la amnistía o el indulto.

En cualquiera de estos casos, el Juez de lo Penal devolverá la resolución a la autoridad 
competente del Estado de emisión.

TÍTULO X
Orden europea de investigación en materia penal

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 186.  Orden europea de investigación.
1. La orden europea de investigación es una resolución penal emitida o validada por la 

autoridad competente de un Estado miembro de la Unión Europea, dictada con vistas a la 
realización de una o varias medidas de investigación en otro Estado miembro, cuyo objetivo 
es la obtención de pruebas para su uso en un proceso penal. También se podrá emitir una 
orden europea de investigación con vistas a la remisión de pruebas o de diligencias de 
investigación que ya obren en poder de las autoridades competentes del Estado miembro de 
ejecución.

Se considerarán válidos en España los actos de investigación realizados por el Estado 
de ejecución, siempre que no contradigan los principios fundamentales del ordenamiento 
jurídico español ni resulten contrarios a las garantías procesales reconocidas en éste.

2. La orden europea de investigación podrá referirse a procedimientos incoados por las 
autoridades competentes de otros Estados miembros de la Unión Europea, tanto 
administrativas como judiciales, por la comisión de hechos tipificados como infracciones 
administrativas en su ordenamiento, cuando la decisión pueda dar lugar a un proceso ante 
un órgano jurisdiccional, en particular en el orden penal.

3. La orden europea de investigación podrá comprender todas las medidas de 
investigación, con excepción de la creación de un equipo conjunto de investigación y la 
obtención de pruebas en dicho equipo.

No obstante lo anterior, cuando un equipo conjunto de investigación necesite que las 
diligencias de investigación se practiquen en el territorio de un Estado miembro que no haya 
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participado en el equipo, podrá emitirse una orden europea de investigación a las 
autoridades competentes de dicho Estado.

4. Queda fuera del ámbito de la orden europea de investigación el régimen de 
transmisión de los antecedentes penales, que se regirá por su normativa específica.

5. A efectos de la emisión y de la ejecución de órdenes europeas de investigación para 
obtener información sobre cuentas bancarias y otro tipo de cuentas financieras o sobre 
operaciones bancarias y otro tipo de operaciones financieras:

a) Se considerará como entidad financiera aquélla que se ajuste a la definición 
establecida por la legislación de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del 
terrorismo.

b) Se considerará como dato de la cuenta o el depósito al menos el nombre y el domicilio 
del titular, los pormenores de los poderes de representación y de las facultades de 
disposición relativas a esa cuenta, los datos relativos a la titularidad real y cualesquiera otros 
detalles o documentos que haya suministrado el titular en el momento de la apertura o con 
posterioridad a ella.

Artículo 187.  Autoridades competentes en España para emitir y ejecutar una orden europea 
de investigación.

1. Son autoridades de emisión de una orden europea de investigación los jueces o 
tribunales que conozcan del proceso penal en el que se debe adoptar la medida de 
investigación o que hayan admitido la prueba si el procedimiento se encuentra en fase de 
enjuiciamiento.

Son también autoridades de emisión los Fiscales en los procedimientos que dirijan, 
siempre que la medida que contenga la orden europea de investigación no sea limitativa de 
derechos fundamentales.

A estos efectos, las autoridades competentes señaladas podrán emitir órdenes europeas 
de investigación para la ejecución de medidas que podrían ordenar o ejecutar conforme a las 
disposiciones de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de 
enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores.

2. El Ministerio Fiscal es la autoridad competente en España para recibir las órdenes 
europeas de investigación emitidas por las autoridades competentes de otros Estados 
miembros.

Una vez registrada y tras haber acusado recibo a la autoridad de emisión, el Ministerio 
Fiscal conocerá del reconocimiento y ejecución de la orden europea de investigación o la 
remitirá al juez competente, de conformidad con las siguientes reglas:

a) Cuando la orden europea de investigación no contenga medida alguna limitativa de 
derechos fundamentales, el Ministerio Fiscal será competente para reconocer y ejecutar la 
orden europea de investigación.

b) Cuando la orden europea de investigación contenga alguna medida limitativa de 
derechos fundamentales, y que no pueda ser sustituida por otra que no restrinja dichos 
derechos, ésta será remitida por el Ministerio Fiscal al juez o tribunal para su reconocimiento 
y ejecución. También será remitida por el Ministerio Fiscal al juez o tribunal para su 
reconocimiento y ejecución la orden europea de investigación en la que se indique 
expresamente por la autoridad de emisión que la medida de investigación debe ser 
ejecutada por un órgano judicial.

En estos supuestos se acompañará de informe preceptivo del Ministerio Fiscal en el que 
se pronuncie sobre la concurrencia o no de causa de denegación de la ejecución de la 
orden, y si se entiende ajustada a Derecho la adopción de cada una de las medidas de 
investigación que la orden contenga.

3. A los efectos de la letra b) del apartado anterior, serán competentes:
a) Los Jueces de Instrucción o de Menores del lugar donde deban practicarse las 

medidas de investigación o, subsidiariamente, donde exista alguna otra conexión territorial 
con el delito, con el investigado o con la víctima. Si no hubiera ningún elemento de conexión 
territorial para poder concretar la competencia, serán competentes los Jueces Centrales de 
Instrucción.
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b) Los Jueces Centrales de Instrucción, si la orden europea de investigación se emitió 
por delito de terrorismo u otro de los delitos cuyo enjuiciamiento competa a la Audiencia 
Nacional, o si se trata de la notificación prevista en el artículo 222.

c) Los Jueces Centrales de lo Penal o Central de Menores, en el caso de traslado al 
Estado de emisión de personas privadas de libertad en España, de conformidad con lo 
previsto en el artículo 214.

El Ministerio Fiscal podrá practicar las diligencias oportunas a fin de determinar el juez o 
tribunal competente a quien remitir la orden europea de investigación para su ejecución.

El cambio sobrevenido del lugar donde deba practicarse la medida de investigación no 
implicará una pérdida sobrevenida de competencia del juez o tribunal que hubiera acordado 
el reconocimiento y ejecución de la orden europea de investigación.

Si dicha orden europea de investigación se hubiese emitido en relación con varias 
diligencias de investigación que tuvieran que practicarse en lugares distintos, será 
competente para el reconocimiento y ejecución de la orden el juez o tribunal al que el 
Ministerio Fiscal remita dicha orden, de entre los competentes de acuerdo con las reglas 
previstas en este apartado y, en lo no previsto en ellas, conforme a las normas de 
preferencia de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

El juez o tribunal a quien corresponda la ejecución notificará al Ministerio Fiscal el 
reconocimiento y ejecución de las medidas de investigación y su remisión a la autoridad de 
emisión.

CAPÍTULO II
Emisión y transmisión de una orden europea de investigación

Sección 1.ª Régimen general de emisión y transmisión de órdenes europeas de 
investigación

Artículo 188.  Contenido de la orden europea de investigación.
1. La orden europea de investigación se documentará en el formulario que figura en el 

anexo XIII, con mención expresa a la siguiente información:
a) Los datos de la autoridad de emisión.
b) El objeto y motivos de la orden europea de investigación.
c) La información necesaria sobre la persona o personas afectadas.
d) La descripción de la conducta delictiva que es objeto de la investigación o proceso y 

las disposiciones aplicables del Derecho penal español.
e) La descripción de la medida o medidas de investigación que se solicitan y de las 

pruebas a obtener.
f) Las formalidades, procedimientos y garantías cuya observancia solicita que sean 

respetadas por el Estado de ejecución.
2. La autoridad española competente podrá expedir una orden europea de investigación 

complementaria a otra ya cursada cuando sea necesario para obtener nuevas pruebas para 
el mismo proceso penal.

La orden europea de investigación complementaria se documentará en la forma 
señalada en el apartado 1 e indicará su relación con la orden anterior en la sección D del 
mismo formulario del anexo XIII.

Cuando la autoridad española competente colabore en la ejecución de la orden europea 
de investigación en el Estado de ejecución, podrá transmitir una orden complementaria 
directamente a la autoridad de ejecución mientras se encuentre en dicho Estado.

Artículo 189.  Requisitos para la emisión de una orden europea de investigación.
1. La autoridad de emisión podrá emitir, de oficio o a instancia de parte, una orden 

europea de investigación cuando concurran los siguientes requisitos:

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 91  Ley de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea [parcial]

– 933 –



a) Que la emisión de una orden europea de investigación sea necesaria y proporcionada 
a los fines del procedimiento para el que se solicita, teniendo en cuenta los derechos del 
investigado o encausado.

b) Que la medida o medidas de investigación solicitadas cuyo reconocimiento y 
ejecución se pretende se hayan acordado en el proceso penal español en el que se emite la 
orden europea de investigación y pudieran haberse ordenado en las mismas condiciones 
para un caso interno similar.

2. La autoridad española competente podrá indicar en la orden que se requiere un plazo 
más corto que el previsto con carácter general para la ejecución de la medida, o que la 
medida de investigación tiene que llevarse a cabo en una fecha concreta. Esta petición se 
fundamentará de manera expresa en los plazos procesales, la gravedad del delito u otras 
circunstancias particularmente urgentes.

Artículo 190.  Solicitud de información a la autoridad de ejecución.
1. La autoridad española competente podrá solicitar a la autoridad de ejecución que le 

informe sin dilación, cuando proceda, de los siguientes supuestos:
a) Si considera que en la ejecución de la orden europea de investigación puede ser 

oportuno llevar a cabo otras medidas de investigación no previstas en la orden, a fin de que 
la autoridad de emisión pueda adoptar nuevas medidas en el caso de que se trate.

b) Si no puede cumplir con las formalidades, procedimientos y garantías expresamente 
indicados.

2. La autoridad española competente podrá consultar a la autoridad competente del 
Estado de ejecución a fin de facilitar la ejecución de la orden europea de investigación.

Artículo 191.  Solicitud de participación de la autoridad española competente.
La autoridad española competente, justificando las razones por las que lo considera 

conveniente, podrá solicitar la participación en la ejecución de la orden europea de 
investigación de una o varias autoridades o funcionarios españoles, en la misma forma en 
que hubieran podido estar presentes en su ejecución en territorio nacional. La autoridad o 
funcionario español que participe en la ejecución de la orden europea de investigación podrá 
recibir directamente las pruebas obtenidas por la autoridad del Estado de ejecución, siempre 
que así se hubiera solicitado en dicha orden y ello sea posible con arreglo al Derecho del 
Estado de ejecución.

Artículo 192.  Comunicación con la autoridad de ejecución.
La autoridad española competente comunicará a la autoridad de ejecución en el plazo de 

diez días si decide retirar, modificar o completar la orden europea de investigación en los 
siguientes supuestos:

a) Cuando la autoridad de ejecución comunique que el resultado perseguido por la orden 
europea de investigación puede conseguirse mediante una medida de investigación menos 
restrictiva que la solicitada por la autoridad de emisión.

b) Cuando la autoridad de ejecución comunique que la medida de investigación 
solicitada no existe en su Derecho o no está prevista para un caso interno similar, pero existe 
otra medida distinta que puede ser idónea para los fines de la orden solicitada.

Artículo 193.  Utilización en España de los datos personales obtenidos en la ejecución de la 
orden europea de investigación en otro Estado miembro.

1. Los datos personales obtenidos de la ejecución de una orden europea de 
investigación sólo podrán ser empleados en los procesos en los que se hubiera acordado 
esa resolución, en aquellos otros relacionados de manera directa con aquél o 
excepcionalmente para prevenir una amenaza inmediata y grave para la seguridad pública.

Para utilizar con otros fines los datos personales obtenidos, la autoridad española 
competente deberá recabar el consentimiento de la autoridad del Estado de ejecución o del 
titular de los datos.
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2. Cuando en un caso concreto así lo requiera la autoridad competente del Estado de 
ejecución, la autoridad española competente le informará del uso que haga de los datos 
personales que se hubieran remitido a través de una orden europea de investigación, con 
excepción de aquéllos obtenidos durante su ejecución en España.

Artículo 194.  Confidencialidad en la emisión de una orden europea de investigación.
La autoridad competente española, con arreglo al ordenamiento jurídico español y, a 

menos que la autoridad de ejecución haya indicado otra cosa, no desvelará prueba o 
información alguna facilitada por la autoridad de ejecución para ser utilizada en el 
procedimiento español, excepto en la medida en que su revelación sea necesaria para las 
investigaciones o procedimientos descritos en la orden europea de investigación.

Sección 2.ª Emisión de órdenes europeas de investigación con medidas 
específicas de investigación

Artículo 195.  Emisión de una orden europea de investigación para el traslado temporal a 
España de personas privadas de libertad en el Estado de ejecución.

1. La autoridad española competente emitirá una orden europea de investigación para el 
traslado temporal a España de una persona privada de libertad en el Estado de ejecución 
cuando la investigación requiera su presencia en España; y siempre que no tenga por 
finalidad su enjuiciamiento, en cuyo caso deberá optar por la emisión de una orden europea 
de detención y entrega.

2. La autoridad española competente acordará con las autoridades competentes del otro 
Estado las disposiciones prácticas relativas al traslado temporal del privado de libertad, así 
como los detalles de sus condiciones de privación de libertad, con inclusión de las fechas de 
salida y de regreso, con arreglo a las previsiones de los artículos 12 y 27, garantizándose 
que se tiene en cuenta la condición física y mental de la persona de que se trate, así como el 
nivel de seguridad requerido en España.

3. La persona trasladada permanecerá privada de libertad en España en relación con los 
hechos o condenas por los que lo haya estado en el Estado de ejecución, a menos que éste 
pida su puesta en libertad.

4. La persona trasladada no será perseguida o detenida o sometida a cualquier otra 
restricción de su libertad personal en España por actos o condenas anteriores a su salida del 
territorio del Estado de ejecución y que no estuvieran especificados en la orden europea de 
investigación. No obstante, esta inmunidad quedará sin efecto cuando la persona trasladada, 
habiendo tenido la oportunidad de regresar, haya permanecido en territorio español durante 
los quince días siguientes desde la fecha en que su presencia ya no fuera exigida por la 
autoridad española competente o haya regresado en caso de haberlo abandonado.

Artículo 196.  Emisión de una orden europea de investigación para el traslado temporal al 
Estado de ejecución de personas privadas de libertad en España.

La autoridad española competente podrá emitir una orden europea de investigación para 
el traslado temporal de un detenido en España con el fin de llevar a cabo una medida de 
investigación que requiera su presencia en el territorio del Estado de ejecución, siempre que 
la persona privada de libertad dé su consentimiento. A tal fin serán de aplicación las 
previsiones del artículo 214.

Artículo 197.  Emisión de una orden europea de investigación para una comparecencia por 
videoconferencia u otros medios de transmisión audiovisual.

1. Cuando la autoridad competente española que esté conociendo de un proceso penal 
en España considere necesario oír al investigado o encausado o a un testigo o perito que se 
encuentre en el territorio de otro Estado miembro, emitirá una orden europea de 
investigación para que dicha declaración se realice por videoconferencia u otros medios de 
transmisión audiovisual.
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A tal fin se determinarán de acuerdo con la autoridad de ejecución competente las 
disposiciones prácticas con arreglo a las cuales se llevará a cabo la comparecencia.

Si en un caso concreto la autoridad de ejecución no dispusiera de los medios técnicos 
necesarios para celebrar la comparecencia por videoconferencia u otros medios de 
transmisión audiovisual, la autoridad competente española que la hubiera solicitado podrá 
ponerlos a su disposición previo acuerdo.

Artículo 198.  Emisión de una orden europea de investigación para obtener información 
sobre cuentas bancarias y otro tipo de cuentas financieras.

1. Cuando la autoridad española competente necesite determinar si la persona física o 
jurídica objeto de proceso penal en curso es titular o posee el control de una o más cuentas 
o depósitos en un banco u otra entidad financiera que se localice en el territorio de otro 
Estado miembro y, en caso afirmativo, obtener los datos de las cuentas y depósitos 
identificadas que obren todavía en su poder, podrá emitir una orden europea de 
investigación. La información requerida incluirá, siempre que se solicite en la orden europea 
de investigación, las cuentas respecto de las cuales la persona que sea objeto de los 
procesos penales de que se trate tenga poderes de representación.

2. En la orden europea de investigación se indicarán las razones por las que considera 
que la información solicitada es necesaria para el proceso penal del que se trate y las 
razones por las que supone que la cuenta se encuentra en algún banco u otra entidad 
financiera del Estado de ejecución y, siempre que cuente con dicha información, de qué 
banco o entidad financiera se trata. También incluirá en la orden europea de investigación 
cualquier información de la que disponga que pueda facilitar su ejecución.

Artículo 199.  Emisión de una orden europea de investigación para obtener información 
sobre operaciones bancarias y otro tipo de operaciones financieras.

La autoridad española competente podrá emitir una orden europea de investigación para 
obtener los datos que obren todavía en poder del banco u otra entidad financiera 
correspondientes a:

a) Cuentas bancarias específicas.
b) Operaciones bancarias que se hayan efectuado o vayan a efectuarse dentro de un 

plazo concreto por medio de una o más cuentas indicadas en la orden, con inclusión de los 
datos de toda cuenta remitente o receptora.

c) Operaciones financieras efectuadas por entidades financieras no bancarias.
En la orden se indicarán las razones por las que estima que la información solicitada es 

pertinente para el proceso penal de que se trate.

Artículo 200.  Emisión de una orden europea de investigación para obtener pruebas en 
tiempo real, de manera continua y durante un determinado periodo de tiempo.

Cuando la autoridad competente que esté conociendo de un proceso penal en España 
considere necesario emitir una orden europea de investigación a efectos de la ejecución de 
una medida de investigación que requiera la obtención de pruebas en tiempo real, de 
manera continua y durante un determinado periodo de tiempo, indicará las razones por las 
que estima que la información solicitada es pertinente para el proceso penal en curso.

Artículo 201.  Emisión de una orden europea de investigación para realizar investigaciones 
encubiertas.

Cuando la autoridad competente considere necesario que las autoridades competentes 
de otro Estado miembro colaboren en la investigación encubierta de una o varias actividades 
delictivas, a través de agentes que actúen infiltrados o con una identidad falsa, emitirá una 
orden europea de investigación solicitando dicha colaboración e indicará las razones por las 
que considera pertinente realizar una investigación encubierta.
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Artículo 202.  Emisión de una orden europea de investigación para intervención de 
telecomunicaciones.

1. La autoridad española competente emitirá una orden europea de investigación 
cuando, una vez acordado por auto dictado conforme a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
proceda la intervención de las comunicaciones en otro Estado miembro y se requiera su 
asistencia técnica. La medida solicitada podrá abarcar igualmente la obtención de datos de 
tráfico y localización correspondiente a tales comunicaciones.

2. Cuando la asistencia técnica requerida pueda ser prestada por más de un Estado 
miembro, se enviará la orden europea de investigación solo a uno de ellos. A tal efecto, se 
dará siempre prioridad al Estado miembro en el que se encuentre o vaya a encontrarse el 
investigado o encausado.

3. La autoridad española competente podrá acordar con la autoridad de ejecución que la 
intervención se ejecute conforme a una de las dos siguientes modalidades:

a) Transmitiendo directamente la telecomunicación al Estado de emisión,
b) Interviniendo y registrando en el Estado de ejecución la telecomunicación para 

proceder una vez registrada al traslado del resultado al Estado de emisión.
La autoridad española competente podrá someter a consulta y ser consultada por la 

autoridad de ejecución respecto de la elección de la forma en que se va a ejecutar la orden 
europea de investigación.

4. La orden europea de investigación emitida para la intervención de telecomunicaciones 
deberá especificar:

a) Las razones por las que la intervención es necesaria para los fines del proceso penal.
b) La información necesaria para la identificación de la persona afectada por la 

intervención.
c) La duración de la intervención.
d) Los datos técnicos necesarios, en particular el identificador de la persona, para 

garantizar que pueda ejecutarse la solicitud.
5. En la orden europea de investigación se podrá pedir una transcripción, descodificación 

o desencriptado del registro. Esta petición podrá hacerse, asimismo, durante la práctica de la 
intervención. En ambos casos, la transcripción, descodificación o desencriptado deberán ser 
acordados con la autoridad de ejecución.

Artículo 203.  Emisión de una orden europea de investigación para adoptar medidas de 
aseguramiento de prueba o de diligencias de investigación en relación con los medios de 
prueba.

La autoridad española competente podrá emitir una orden europea de investigación con 
la finalidad de impedir de forma cautelar la destrucción, transformación, desplazamiento, 
transferencia o enajenación de un objeto que pudiera emplearse como medio de prueba.

En la orden europea de investigación se indicará si el medio de prueba habrá de 
transferirse a España o conservarse en el Estado de ejecución.

Cuando en la orden europea de investigación se solicite que el medio de prueba se 
conserve en el Estado de ejecución, se indicará la fecha en que habrá de levantarse la 
medida cautelar instada o la fecha estimada en la que se formulará la solicitud para que la 
prueba sea trasladada a España.

Se notificará inmediatamente a la autoridad de ejecución el levantamiento de las 
medidas provisionales que se hubieran instado.

Artículo 204.  Notificación al Estado miembro en el que se encuentre la persona que sea 
objeto de los procedimientos penales y cuya asistencia técnica no sea necesaria.

1. La autoridad española competente que haya acordado la intervención de 
telecomunicaciones de una persona que se encuentra en el territorio de otro Estado miembro 
sin su asistencia técnica, notificará a la autoridad competente de ese Estado dicha 
intervención. Esta notificación se llevará a cabo:
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a) antes de la intervención, cuando se tenga conocimiento de que esa persona se 
encuentra o se encontrará en el territorio del otro Estado miembro;

b) durante la intervención o después de ésta, inmediatamente después de tener 
conocimiento de que esa persona se encuentra, o se ha encontrado durante la intervención, 
en el territorio del otro Estado miembro.

Esta notificación se efectuará por medio del formulario contenido en el anexo XV.
2. La autoridad española competente que haya acordado esta intervención no la llevará 

a cabo o pondrá fin a la misma si la autoridad competente del Estado notificado así lo 
indicara. Asimismo, la autoridad española competente sólo podrá utilizar el material 
intervenido en las condiciones que el Estado notificado especifique.

En el caso de que la autoridad competente del Estado notificado informara de que el 
material obtenido no puede ser utilizado, la autoridad española competente ordenará su 
destrucción.

CAPÍTULO III
Reconocimiento y ejecución de una orden europea de investigación

Sección 1.ª Régimen general de reconocimiento y ejecución de órdenes 
europeas de investigación

Artículo 205.  Requisitos para el reconocimiento y ejecución en España de una orden de 
investigación europea.

1. La autoridad competente española que reciba una orden europea de investigación 
dictará auto o decreto de reconocimiento y ejecución de la misma, salvo que concurra alguno 
de los motivos de denegación o suspensión a que se refieren los artículos 207 y 209.

2. La autoridad competente española que reciba una orden europea de investigación que 
no hubiera sido emitida por la autoridad de emisión competente, o validada en su caso por el 
juez, tribunal o fiscal competente del Estado de emisión, procederá a su devolución.

Artículo 206.  Ejecución de las medidas de investigación solicitadas en la orden europea de 
investigación.

1. La autoridad competente española llevará a cabo la ejecución de la medida de 
investigación solicitada si dicha medida de investigación existiera en Derecho español y 
estuviera prevista para un caso interno similar.

En particular, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente, la autoridad 
competente ordenará la ejecución en todo caso si la medida de investigación solicitada fuera 
alguna de las siguientes:

a) La obtención de información o de pruebas que obren ya en poder de la autoridad 
competente española siempre que, de conformidad con el Derecho nacional, esa 
información o esas pruebas hubieran podido obtenerse en el contexto de un procedimiento 
penal o a los fines de la orden europea de investigación;

b) la obtención de información contenida en bases de datos que obren en poder de las 
autoridades policiales o judiciales y que sean directamente accesibles en el marco de un 
procedimiento penal;

c) la declaración de un testigo, un perito, una víctima, un investigado o encausado o un 
tercero en territorio español;

d) cualquier medida de investigación no restrictiva de los derechos fundamentales y 
garantías procesales prevista en el Derecho español;

e) la identificación de personas que sean titulares de un número de teléfono o una 
dirección IP determinados.

2. Cuando el resultado perseguido por la orden europea de investigación pudiera 
conseguirse mediante una medida de investigación menos restrictiva de los derechos 
fundamentales que la solicitada en la orden europea de investigación, la autoridad 
competente española ordenará la ejecución de esta última.
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3. Cuando la medida de investigación solicitada no existiera en Derecho español o no 
estuviera prevista para un caso interno similar, la autoridad competente española ordenará la 
ejecución de una medida de investigación distinta a la solicitada, si dicha medida fuera 
idónea para los fines de la orden solicitada.

4. En los supuestos previstos en los apartados 2 y 3, antes de adoptar la resolución, la 
autoridad competente informará a la autoridad de emisión. Si la autoridad de emisión no 
comunicara su decisión de retirar o completar la orden europea de investigación en el plazo 
de diez días, la autoridad de ejecución ordenará la ejecución de la medida de investigación 
alternativa.

5. Cuando la medida de investigación indicada en la orden europea de investigación no 
exista en el Derecho nacional o, existiendo, no hubiera podido ser adoptada en un caso 
interno similar y, además, no exista ninguna otra medida de investigación que pudiera 
obtener el mismo resultado que la medida de investigación solicitada, la autoridad española 
competente notificará a la autoridad del Estado de emisión que no ha sido posible 
proporcionar la asistencia requerida.

Artículo 207.  Denegación del reconocimiento y ejecución de la orden europea de 
investigación.

1. La autoridad competente española denegará el reconocimiento y ejecución de la 
orden europea de investigación, además de en los supuestos del apartado 1 del artículo 32, 
en los siguientes casos:

a) Cuando exista un privilegio procesal que haga imposible ejecutar la orden europea de 
investigación o normas sobre determinación y limitación de la responsabilidad penal en 
relación con la libertad de prensa y la libertad de expresión en otros medios de comunicación 
que imposibiliten a la autoridad competente española su ejecución.

b) Cuando la ejecución pudiera lesionar intereses esenciales de seguridad nacional, 
comprometer a la fuente de información o implicar la utilización de información clasificada 
relacionada con determinadas actividades de inteligencia.

c) Cuando la resolución se refiera a hechos que se hayan cometido fuera del Estado 
emisor y total o parcialmente en territorio español, y la conducta en relación con la cual se 
emite la orden europea de investigación no sea constitutiva de delito en España.

d) Cuando existan motivos fundados para creer que la ejecución de la medida de 
investigación indicada en la orden europea de investigación es incompatible con las 
obligaciones del Estado español de conformidad con el artículo 6 del Tratado de la Unión 
Europea y de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea.

e) Cuando la conducta que dio origen a la emisión de la orden europea de investigación 
no sea constitutiva de delito con arreglo al Derecho español y no esté recogida en las 
categorías de delitos a que se refiere el apartado 1 del artículo 20, siempre que la pena o 
medida de seguridad privativas de libertad previstas en el Estado de emisión para el delito a 
que se refiere la orden europea de investigación fuera de un máximo de al menos tres años.

Para comprobar si dicha conducta está o no incluida dentro de los delitos enumerados 
en el apartado 1 del artículo 20 y que alcanza el umbral de pena antes mencionado, se 
estará a lo indicado por la autoridad del Estado de emisión en el formulario de emisión 
remitido.

f) Cuando el uso de la medida de investigación indicada en la orden europea de 
investigación esté limitado, con arreglo al Derecho español, a una lista o categoría de delitos, 
o a delitos castigados con penas de a partir de un determinado umbral que no alcance el 
delito a que se refiere la orden europea de investigación.

g) Cuando la orden europea de investigación se refiera a procedimientos incoados por 
las autoridades competentes de otros Estados miembros de la Unión Europea por la 
comisión de hechos tipificados como infracciones administrativas en su ordenamiento 
cuando la decisión pueda dar lugar a un proceso ante un órgano jurisdiccional en el orden 
penal, y la medida no estuviese autorizada, con arreglo al Derecho del Estado de ejecución, 
para un caso interno similar.

2. Las letras e) y f) del apartado anterior no serán de aplicación, en ningún caso, a las 
medidas de investigación a que se refiere el apartado 1 del artículo 206.
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3. En caso de que concurra alguno de los motivos de denegación del reconocimiento y la 
ejecución previstos en las letras a) o d) del apartado 1 del artículo 32 o en las letras a), b), c) 
o d) del apartado 1 de este artículo, antes de denegar parcial o totalmente el reconocimiento 
y la ejecución de la orden europea de investigación, la autoridad española competente 
solicitará a la autoridad de emisión la información complementaria necesaria y, en su caso, la 
subsanación del defecto en que se hubiera incurrido.

Artículo 208.  Procedimiento para el reconocimiento y la ejecución de la orden europea de 
investigación.

1. La autoridad competente española que reciba la orden europea de investigación, si no 
aprecia la concurrencia de causa alguna de denegación o suspensión, dictará sin dilación 
auto o decreto, respectivamente, reconociendo la concurrencia de los requisitos exigidos 
legalmente y ordenando su ejecución. El auto o decreto contendrá las instrucciones 
necesarias para la práctica de las medidas de investigación solicitadas.

La decisión de reconocer y ejecutar la orden europea de investigación o, en su caso, 
denegar su ejecución deberá ser tomada cuanto antes y, a más tardar, en el plazo de treinta 
días desde su recepción por la autoridad competente.

2. Cuando en un caso concreto, la autoridad competente española aprecie que no podrá 
cumplirse el plazo previsto para dictar el auto o decreto, respectivamente, de reconocimiento 
y ejecución de la orden, informará sin demora a la autoridad de emisión explicando las 
razones y comunicando el plazo estimado necesario para adoptar la resolución. En este 
caso, el plazo establecido para dictar la resolución de reconocimiento y ejecución podrá 
prorrogarse hasta un máximo de treinta días.

3. Cuando el Estado de emisión participe en la ejecución de la orden europea de 
investigación y si la autoridad de emisión emite una orden complementaria a la anterior, la 
autoridad competente española podrá recibir directamente la orden complementaria que la 
autoridad de emisión dicte mientras está en España.

4. La autoridad competente española llevará a cabo la ejecución de la medida de 
investigación sin demora y, a más tardar, en el plazo de noventa días después de que se 
adopte la resolución de reconocimiento y ejecución, a menos que, con arreglo a lo dispuesto 
en el artículo 209, exista algún motivo para la suspensión del procedimiento de 
reconocimiento y ejecución o que la prueba mencionada en la medida de investigación 
incluida en la orden europea de investigación ya se encuentre en posesión del Estado 
español.

5. Cuando la autoridad de emisión haya indicado en la orden que, debido a los plazos 
procesales, la gravedad del delito u otras circunstancias particularmente urgentes, se 
requiere un plazo más corto para la ejecución de la medida, o si la medida de investigación 
tiene que llevarse a cabo en una fecha concreta, la autoridad competente española estará a 
lo dispuesto en la orden en relación con dichos plazos. En caso de que no fuera posible, lo 
comunicará a la autoridad de emisión sin demora.

6. Asimismo, cuando en un caso concreto no pueda llevarse a cabo la ejecución de la 
medida de investigación dentro del plazo previsto a tal efecto, la autoridad competente 
española informará sin demora a la autoridad competente del Estado de emisión explicando 
las razones de la demora y consultará a la autoridad de emisión sobre el plazo o la fecha 
adecuados para llevar a cabo la ejecución de la medida de investigación.

Artículo 209.  Suspensión del reconocimiento y ejecución de una orden europea de 
investigación.

1. La autoridad competente española suspenderá el reconocimiento y la ejecución de 
una orden europea de investigación cuando concurra alguno de los siguientes supuestos:

a) Que su ejecución pudiera perjudicar una investigación penal o actuaciones judiciales 
penales en curso, hasta el momento que se considere necesario.

b) Que los objetos, documentos o datos de que se trate están siendo utilizados en otros 
procedimientos, hasta que ya no se requieran con este fin.

2. Una vez dejen de existir las causas que provocaron la suspensión, la autoridad 
competente española adoptará las medidas necesarias para la ejecución de la orden 
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europea de investigación, informando sin dilación a la autoridad competente del Estado de 
emisión.

Artículo 210.  Participación de las autoridades del Estado de emisión en la práctica de 
diligencias en territorio español.

1. En el caso de que la autoridad de emisión solicite que una o varias autoridades de su 
Estado participen en la ejecución de la orden europea de investigación, la autoridad 
competente española accederá a ello siempre que dichas autoridades estén facultadas para 
participar en la ejecución de las medidas de investigación requeridas en la orden en un caso 
interno similar de su Estado y que esa participación no sea contraria a los principios jurídicos 
fundamentales ni perjudique los intereses esenciales de la seguridad nacional.

Dichas autoridades tendrán la consideración de funcionario público español a efectos 
penales mientras se encuentren en España participando en la ejecución de la orden europea 
de investigación. En el caso del agente encubierto se acordarán con el Estado de emisión, 
ateniéndose a los respectivos Derechos internos y procedimientos nacionales, la duración de 
la investigación encubierta, las condiciones concretas y el régimen jurídico de los agentes de 
que se trate.

2. Las autoridades del Estado de emisión que participaran en la ejecución de la orden 
europea de investigación se someterán al Derecho español y solo podrán ejercer 
competencia coercitiva en territorio español si el ejercicio de dicha competencia es conforme 
con el Derecho español y únicamente en la medida que ambas autoridades lo hubiesen 
acordado.

3. La autoridad competente española podrá consultar en cualquier momento a la 
autoridad competente del Estado de emisión a fin de facilitar la ejecución de la orden 
europea de investigación.

Artículo 211.  Traslado de las pruebas obtenidas.
1. Las pruebas obtenidas se trasladarán de manera inmediata a la autoridad del Estado 

de emisión y se indicará si deben ser devueltas a las autoridades competentes españolas 
tan pronto dejen de ser necesarias en el Estado de emisión.

En el caso de que el Estado de emisión participara en la ejecución de la orden, siempre 
que así se haya solicitado en la misma y si es posible con arreglo al Derecho español, las 
pruebas obtenidas se trasladarán inmediatamente a las autoridades competentes del Estado 
de emisión.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, podrá acordarse la suspensión del 
traslado de las pruebas obtenidas en los casos en que se haya interpuesto un recurso contra 
el reconocimiento y ejecución de la orden, salvo si en la orden se indican razones suficientes 
que justifiquen que es indispensable el traslado inmediato para el adecuado desarrollo de la 
investigación o para preservar derechos individuales. Sin embargo, se suspenderá el 
traslado de pruebas si éste pudiera causar un daño grave o irreversible a la persona 
interesada.

3. Cuando las pruebas obtenidas sean relevantes para otros procesos penales, la 
autoridad competente española, previa petición expresa y tras mantener consultas con la 
autoridad de emisión, podrá trasladar temporalmente las pruebas con la condición de que se 
devuelvan a las autoridades competentes españolas tan pronto como el Estado de emisión 
deje de necesitarlas o bien en cualquier otro momento u ocasión que se acordara entre las 
autoridades competentes.

Artículo 212.  Información específica sobre el curso de la ejecución de la orden europea de 
investigación.

1. El Ministerio Fiscal, tras recibir la orden europea de investigación, acusará recibo en el 
plazo máximo de una semana desde la recepción, mediante la cumplimentación del anexo 
XIV.

2. No obstante lo dispuesto en los apartados 4 y 5 del artículo 206, la autoridad 
competente española encargada de la ejecución informará sin dilación a la autoridad de 
emisión en los casos siguientes:
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a) Si es imposible adoptar una resolución de reconocimiento y ejecución debido a que el 
formulario del anexo XIII está incompleto o es manifiestamente incorrecto, o no estuviese 
traducido al castellano o a alguna de las lenguas admitidas por España.

b) Si considera que en la ejecución de la orden europea de investigación puede ser 
oportuno llevar a cabo otras medidas de investigación no previstas en la orden, a fin de que 
la autoridad de emisión pueda adoptar nuevas medidas en el caso de que se trate.

c) Si no puede cumplir con las formalidades, procedimientos y garantías expresamente 
indicados.

d) De cualquier resolución adoptada de conformidad con lo dispuesto en los artículos 
206, 207 y 209.

Artículo 213.  Confidencialidad en la ejecución de una orden europea de investigación.
Cuando ejecute una orden europea de investigación, la autoridad competente española 

tiene la obligación de guardar confidencialidad de los hechos y el fondo de la misma, excepto 
en el grado en que sea necesario para ejecutar la medida de investigación, y cualquier 
publicidad será siempre objeto de previa consulta con la autoridad del Estado de emisión.

Sección 2.ª Reconocimiento y ejecución de órdenes europeas de investigación 
con medidas específicas de investigación

Artículo 214.  Ejecución de una orden europea de investigación para el traslado temporal al 
Estado de emisión de personas privadas de libertad en España.

1. La autoridad española competente denegará el reconocimiento y ejecución de una 
orden europea de investigación para el traslado temporal de personas privadas de libertad 
en España, además de en los supuestos previstos en el apartado 1 del artículo 32 y en el 
artículo 208, en caso de que:

a) La persona privada de libertad no dé su consentimiento. Cuando debido a su edad o 
estado físico o psíquico, no pueda dar su opinión, la misma se recabará a través de su 
representante legal.

b) El traslado pueda causar la prolongación de la privación de libertad de la persona.
2. La autoridad española competente acordará con las autoridades competentes del otro 

Estado las disposiciones prácticas relativas al traslado temporal del privado de libertad, así 
como los detalles de sus condiciones de privación de libertad, con inclusión de las fechas de 
salida y de regreso, con arreglo a las previsiones de los artículos 12 y 27, garantizándose 
que se tienen en cuenta la condición física y mental de la persona de que se trate, así como 
el nivel de seguridad requerido en el Estado de emisión.

3. La autoridad española competente deducirá, de oficio o a instancia de parte o del 
Ministerio Fiscal, del período máximo de prisión al que esté sometido o se vaya a someter al 
reclamado por una orden europea de investigación cualquier período de privación de libertad 
en el territorio del Estado de emisión.

Artículo 215.  Ejecución de una orden europea de investigación para el traslado temporal a 
España de personas privadas de libertad en el Estado de emisión.

La autoridad española competente denegará el reconocimiento y ejecución de una orden 
europea de investigación para el traslado temporal a España de personas privadas de 
libertad en el Estado de emisión, además de en los supuestos previstos en el apartado 1 del 
artículo 32 y en el artículo 207, en caso de que la persona privada de libertad no dé su 
consentimiento. Cuando, debido a su edad o estado físico o psíquico, no pueda dar su 
opinión, la misma se recabará a través de su representante legal.

En todo lo demás, la ejecución de la orden europea de investigación para el traslado 
temporal a España de personas privadas de libertad en el Estado de emisión se sujetará a lo 
dispuesto en el artículo 214.
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Artículo 216.  Ejecución de una orden europea de investigación para una comparecencia 
por videoconferencia u otros medios de transmisión audiovisual.

1. La autoridad española competente denegará el reconocimiento y ejecución de la 
orden europea de investigación para una comparecencia por videoconferencia u otros 
medios de transmisión audiovisual, además de en los supuestos previstos en el apartado 1 
del artículo 32 y en el artículo 207, en caso de que la ejecución de dicha medida de 
investigación en un caso concreto sea contraria a los principios jurídicos fundamentales del 
Derecho español.

También podrá denegar el reconocimiento y ejecución si el investigado o el acusado no 
da su consentimiento para la práctica de la medida.

2. Cuando la autoridad competente española reciba una orden europea de investigación 
en la que se solicite una comparecencia por videoconferencia u otros medios de transmisión 
audiovisual, la llevará a cabo en la forma que hubiera acordado con la autoridad de emisión. 
En todo caso, la autoridad competente española se encargará de:

a) Notificar la medida al testigo o perito correspondiente, indicando el momento y el lugar 
de la comparecencia.

b) Citar a las personas investigadas o encausadas para que asistan a la comparecencia 
conforme a las normas específicas que establezca el Derecho español, e informarles de sus 
derechos con arreglo al Derecho del Estado de emisión, con tiempo suficiente para que 
puedan acogerse efectivamente a las garantías procesales.

c) Asegurarse de la identidad de la persona que deba prestar declaración.
3. La autoridad española competente se pondrá de acuerdo con la autoridad de emisión 

sobre la práctica de la ejecución de la medida que, en todo caso, se regirá por las siguientes 
normas:

a) Durante la declaración estará presente la autoridad española competente, asistida por 
un intérprete cuando sea necesario, para identificar a la persona que deba prestar 
declaración y velar por el respeto del ordenamiento jurídico español.

b) La autoridad española competente acordará, en su caso, con la autoridad de emisión, 
la adopción de medidas de protección de la persona que deba declarar.

c) La declaración tendrá lugar ante la autoridad competente del Estado de emisión o bajo 
su dirección.

d) Si así lo solicita la autoridad de emisión o la persona compareciente, la autoridad 
española facilitará un intérprete para que le asista.

e) Con carácter previo a la declaración, se informará a los testigos o peritos de los 
derechos procesales que les asisten al amparo tanto del Derecho del Estado de emisión 
como del español, incluido el derecho a no declarar cuando así se disponga.

4. Finalizada la declaración, la autoridad española en cuyo territorio se haya ejecutado la 
medida levantará acta de la misma, en la que constarán la fecha y el lugar, la identidad de la 
persona oída, la identidad del resto de personas que hayan participado, el juramento 
formulado y las condiciones técnicas en las que se haya llevado a cabo la declaración. El 
acta se transmitirá a la autoridad competente del Estado de emisión.

5. En el caso de que la persona que deba ser oída en España en ejecución de una orden 
europea de investigación no preste testimonio estando sometida a la obligación de testificar 
o no preste testimonio veraz, se le aplicará el ordenamiento jurídico español del mismo modo 
que si la comparecencia se hubiera celebrado dentro de un proceso nacional.

Artículo 217.  Ejecución de una orden europea de investigación para obtener información 
sobre cuentas bancarias y otro tipo de cuentas financieras.

Cuando la autoridad española competente reciba una orden europea de investigación en 
la que se requiera información sobre cuentas bancarias u otro tipo de cuentas financieras la 
proporcionará de conformidad con el Derecho español, a menos que la entidad financiera no 
dispusiera de la misma. La información a proporcionar a la autoridad de emisión incluirá, 
cuando así lo solicite la orden europea de investigación, las cuentas respecto de las cuales 
la persona que sea objeto de los procesos penales de que se trate tenga poderes de 
representación.
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La autoridad competente española, además de por los motivos de denegación del 
reconocimiento y de la ejecución previstos en el apartado 1 del artículo 32 y en el artículo 
207, denegará la ejecución de la orden europea de investigación en los casos en que no se 
autorizaría la medida de investigación en un caso interno similar.

La autoridad española competente adoptará las medidas necesarias para garantizar que 
los bancos o entidades financieras no revelen al cliente bancario interesado ni a otros 
terceros el hecho de que se ha transmitido información al Estado de emisión en virtud de 
este artículo y el siguiente, o de que se está llevando a cabo una investigación, pudiendo 
utilizar a esos efectos la información obrante en el Fichero de Titularidades Financieras, 
siempre que se trate de investigaciones de delitos de blanqueo de capitales o financiación 
del terrorismo.

Artículo 218.  Ejecución de una orden europea de investigación para obtener información 
sobre operaciones bancarias y otro tipo de operaciones financieras.

La autoridad española competente para el reconocimiento y ejecución de una orden 
europea de investigación proporcionará la información sobre operaciones bancarias y otro 
tipo de operaciones financieras de conformidad con el Derecho español, a menos que la 
entidad financiera no dispusiera de la misma.

En el caso de la letra c) del artículo 199, además de por los motivos de denegación del 
reconocimiento y de la ejecución contemplados en esta Ley, la autoridad española 
competente denegará la ejecución de la orden europea de investigación en los casos en que 
no se autorizaría la medida de investigación en un caso interno similar.

Artículo 219.  Ejecución de una orden europea de investigación para obtener pruebas en 
tiempo real, de manera continua y durante un determinado periodo de tiempo.

1. Cuando la autoridad competente reciba una orden europea de investigación con el fin 
de realizar una medida de investigación que requiera la obtención de pruebas en tiempo real, 
de manera continua y durante un determinado periodo de tiempo, denegará su ejecución, 
además de en los supuestos recogidos en el apartado 1 del artículo 32 y en el artículo 207, 
en los casos en que no se autorizaría la medida de investigación en un caso interno similar.

2. La autoridad competente que reciba una orden europea de investigación con el fin de 
realizar una medida de las previstas en este artículo, será la competente para actuar, dirigir y 
controlar las operaciones relacionadas con su ejecución, si bien las disposiciones prácticas 
las acordará con la autoridad competente del Estado de emisión.

Artículo 220.  Ejecución de una orden europea de investigación para realizar 
investigaciones encubiertas.

1. Cuando la autoridad competente reciba una orden europea de investigación con el fin 
de recabar su colaboración en la realización de una investigación encubierta en España, 
denegará su ejecución, además de en los supuestos recogidos en el apartado 1 del artículo 
32 y en el artículo 207, cuando:

a) La realización de investigaciones encubiertas no se autorizaría en casos internos 
similares.

b) No se hubiera llegado a un acuerdo con la autoridad de emisión respecto a las 
condiciones para llevar a cabo la investigación correspondiente.

2. La autoridad que acuerde la ejecución de una orden europea de investigación con el 
fin de realizar una medida de las previstas en este artículo, la ejecutará de acuerdo con el 
ordenamiento jurídico español asumiendo la dirección y el control de las operaciones 
relacionadas con la medida, si bien la duración de la misma, las condiciones concretas y el 
régimen jurídico de los agentes intervinientes serán acordadas con la autoridad competente 
del Estado de emisión.

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 91  Ley de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea [parcial]

– 944 –



Artículo 221.  Ejecución de una orden europea de investigación para intervención de 
telecomunicaciones.

1. La autoridad judicial competente española denegará la ejecución de la orden europea 
de investigación, además de por los motivos previstos en el apartado 1 del artículo 32 y en el 
artículo 207, en los casos en que no se autorizaría la medida de investigación en un caso 
interno similar.

2. Cuando la autoridad judicial competente española reciba una orden europea de 
investigación para la intervención de telecomunicaciones podrá ejecutarla mediante alguna 
de las siguientes formas:

a) La transmisión inmediata de las telecomunicaciones a la autoridad de emisión.
b) La intervención, registro y ulterior transmisión del resultado de la intervención de las 

telecomunicaciones a la autoridad de emisión.
La elección de la forma en que se va a ejecutar la orden europea de investigación se 

acordará con la autoridad de emisión.

Artículo 222.  Notificación a España de la intervención de telecomunicaciones con 
interceptación de la dirección de comunicaciones de una persona investigada o encausada 
que se encuentre en España y cuya asistencia técnica no sea necesaria.

Cuando se notifique a España la intervención de telecomunicaciones con interceptación 
de la dirección de comunicaciones de una persona investigada o encausada que se 
encuentre en España, en el caso de que dicha intervención no fuera objeto de autorización 
en un caso interno similar, la autoridad española competente comunicará al Estado que se 
encuentre ejecutando la intervención, sin dilación y a más tardar en un plazo de noventa y 
seis horas desde la recepción de la notificación:

a) Que no podrá efectuarse la intervención o que se pondrá fin a la misma.
b) Y, en su caso, que no podrá utilizarse el posible material ya intervenido mientras la 

persona objeto de la intervención se encontraba en España, o que solo podrá utilizarse en 
las condiciones que se especifiquen. Deberá informarse a la autoridad competente del 
Estado que realiza la intervención de los motivos de tales condiciones.

Artículo 223.  Ejecución de una orden europea de investigación para adoptar medidas de 
aseguramiento de prueba o de diligencias de investigación en relación con los medios de 
prueba.

La autoridad española competente para el reconocimiento y ejecución de una orden 
europea de investigación en la que se solicite una medida cautelar de aseguramiento de 
pruebas comunicará su decisión a la autoridad de emisión dentro de las veinticuatro horas 
siguientes a la recepción de la orden.

En ejecución de la orden europea de investigación, los medios de prueba se trasladarán 
al Estado de emisión en la forma prevista en el artículo 211.

Previa consulta a la autoridad de emisión, la autoridad española competente, de 
conformidad con el Derecho español, podrá imponer condiciones, adecuadas a las 
circunstancias del caso, para limitar la duración del plazo de aplicación de la medida cautelar 
requerida. Si se propusiera dejar sin efecto la medida cautelar, se informará de ello a la 
autoridad de emisión y se le ofrecerá la posibilidad de formular alegaciones.

La autoridad española competente podrá recabar la asistencia de la Oficina de 
Recuperación y Gestión de activos en la ejecución de una orden europea de investigación 
cuando la misma se refiera a elementos probatorios susceptibles de ulterior decomiso.

Disposición adicional primera.  Remisión y ejecución de órdenes europeas de detención y 
entrega provenientes o dirigidas a Gibraltar.

Las órdenes europeas de detención y entrega provenientes o dirigidas a la colonia 
británica de Gibraltar se regirán por lo dispuesto en el «Régimen acordado sobre autoridades 
de Gibraltar en el contexto de los instrumentos de la Unión Europea y de la Comunidad 
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Europea y Tratados Conexos», contenido en el documento del Consejo 7998/00 JAI 45 MI 
73, de 19 de abril de 2000.

Disposición adicional segunda.  Transmisión de medidas de embargo preventivo de 
bienes y de aseguramiento de pruebas y de sanciones pecuniarias con el Reino Unido y la 
República de Irlanda.

La transmisión de las resoluciones de embargo preventivo y de aseguramiento de 
pruebas y de sanciones pecuniarias con el Reino Unido y la República de Irlanda se 
efectuará con arreglo a lo dispuesto en esta Ley, a menos que estos Estados manifiesten 
mediante declaración depositada ante la Secretaría General del Consejo de la Unión 
Europea y notificada a la Comisión que optan por la transmisión de sus resoluciones y del 
certificado correspondiente por conducto de una autoridad central o de las autoridades 
especificadas en la declaración.

Disposición adicional tercera.  Información sobre las declaraciones efectuadas ante la 
Secretaría General del Consejo de la Unión Europea.

El Ministerio de Justicia, el Consejo General del Poder Judicial y la Fiscalía General del 
Estado se coordinarán para que a través de sus sitios web se puedan conocer las 
declaraciones que España y los demás Estados miembros hayan efectuado ante la 
Secretaría General del Consejo de la Unión Europea, renunciando a exigir su consentimiento 
para determinadas actuaciones relativas al reconocimiento y ejecución de los instrumentos 
de reconocimiento mutuo.

Disposición adicional cuarta.  Ejecución de resoluciones de decomiso dictadas por 
autoridades de terceros Estados no miembros de la Unión Europea.

Cuando, en ejecución de una resolución de decomiso dictada por la autoridad 
competente de un Estado no miembro de la Unión Europea, se acuerde por los jueces o 
tribunales españoles el decomiso de bienes, valores o efectos que se hallen en España, el 
reparto de los mismos se llevará a cabo del siguiente modo:

1.º Si el valor de los bienes, valores y efectos decomisados, descontados los gastos 
realizados para su localización, administración y conservación, fuera inferior a 10.000 euros, 
se adjudicarán íntegramente al Estado español, y se les dará el destino que se determine 
legal o reglamentariamente.

2.º En el resto de los casos, descontados los gastos realizados para su localización, 
administración y conservación, corresponderá al Estado de emisión el 50 por 100 del valor 
de los bienes, valores y efectos decomisados cuando la resolución de decomiso haya sido 
dictada por la autoridad competente de un Estado que haya garantizado reciprocidad a 
España.

El resto de los bienes, valores y efectos decomisados serán adjudicados al Estado 
español, que les dará el destino que se determine legal o reglamentariamente.

3.º Lo dispuesto en el apartado anterior será únicamente aplicable en defecto de acuerdo 
entre el Reino de España y el Estado requirente.

4.º Se dispondrá de los bienes, valores o efectos decomisados del siguiente modo:
a) Si se trata de dinero, se transferirá al Estado requirente la cantidad que corresponda.
b) Si se trata de bienes, valores o efectos de otra naturaleza, se transferirán al Estado 

requirente, en la parte que corresponda, salvo que la resolución de decomiso se hubiera 
referido a una cantidad de dinero y el Estado requirente no se muestre conforme; se 
procederá a su venta conforme al procedimiento que se determine reglamentariamente, y se 
transferirá el efectivo obtenido, una vez descontados los gastos de ejecución, al Estado 
requirente, en la parte que corresponda. Cuando ninguno de los dos procedimientos 
anteriores pueda ser aplicado, se procederá conforme a cualquier otro procedimiento 
autorizado legal o reglamentariamente.

5.º Cuando de la ejecución de la resolución de decomiso resulten afectados bienes 
integrantes del patrimonio histórico español, en ningún caso se procederá a su enajenación 
o restitución al Estado de emisión. En tal supuesto, el decomiso será inmediatamente 
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comunicado a las autoridades españolas competentes y serán de aplicación las 
disposiciones de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español y su 
normativa de desarrollo.

Disposición adicional quinta.  Protección de datos de carácter personal.
Los datos de carácter personal obtenidos como consecuencia de la emisión o ejecución 

de un instrumento de reconocimiento mutuo estarán protegidos de conformidad con lo 
dispuesto en la normativa europea y española de protección de datos de carácter personal.

Disposición adicional sexta.  Declaración de testigos o peritos por conferencia telefónica.
En el caso de que la declaración de testigos o peritos por conferencia telefónica sea 

introducida en la legislación procesal penal española, regirán las siguientes reglas para la 
emisión y ejecución de una orden europea de investigación que contemple dicha medida:

a) Cuando la autoridad española competente que esté conociendo de un proceso penal 
en España considere necesario oír, como testigo o perito, a una persona que se encuentre 
en el territorio de otro Estado miembro, emitirá una orden europea de investigación para que 
la declaración del testigo o perito se realice por conferencia telefónica, siempre que no 
considere más conveniente que la persona comparezca personalmente en su territorio y no 
hubiera sido posible utilizar otro medio más adecuado.

b) Salvo acuerdo en sentido contrario, el procedimiento para declaración de testigos o 
peritos por conferencia telefónica, tanto para la emisión como para la ejecución de una orden 
europea de investigación que incluya dicha declaración, se regirá por lo dispuesto en los 
apartados 2, 3, 4 y 5 del artículo 216.

A los efectos de esta disposición adicional, se entenderá por autoridad española 
competente la definida en el artículo 187.

Disposición adicional séptima.  Referencias a Fiscales europeos delegados.
1. Las referencias de esta Ley a las autoridades judiciales y al Ministerio Fiscal se 

entenderán realizadas a los Fiscales europeos delegados respecto de aquellas funciones 
que les atribuyen el Reglamento (UE) 2017/1939 del Consejo, de 12 de octubre de 2017, por 
el que se establece una cooperación reforzada para la creación de la Fiscalía Europea, y la 
Ley Orgánica de aplicación de dicho Reglamento.

2. A los efectos del apartado 1 del artículo 35, los Fiscales europeos delegados serán 
autoridad competente en el ámbito de los procedimientos en los que ostenten las 
competencias atribuidas por el citado Reglamento.

Disposición transitoria primera.  Régimen transitorio.
1. Esta Ley será aplicable a las resoluciones que se transmitan por las autoridades 

competentes españolas o que se reciban por esas autoridades con posterioridad a su 
entrada en vigor, con independencia de que hubieran sido dictadas con anterioridad o de que 
se refieran a hechos anteriores a la misma.

2. Las resoluciones cuya solicitud de reconocimiento y ejecución hubiera sido transmitida 
por las autoridades judiciales españolas o que se hubieran recibido por esas autoridades en 
el momento de la entrada en vigor de esta Ley, seguirán tramitándose hasta su conclusión 
conforme a las normas vigentes en aquel momento.

3. A los solos efectos de lo dispuesto en el artículo 83.1 de la presente Ley, cuando se 
trate de solicitudes de reconocimiento y ejecución que hubieran podido ser presentadas a 
partir del 5 de diciembre de 2011 y antes de la entrada en vigor de la presente Ley, será 
aplicable la legislación vigente al tiempo de la solicitud de ser más favorable para el 
condenado.
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Disposición transitoria segunda.  Remisión y ejecución de resoluciones condenatorias en 
Polonia.

Lo dispuesto en la letra a) del apartado 2 del artículo 67 no será aplicable a Polonia, 
tanto si éste es Estado de emisión como si es Estado de ejecución, en aquellos casos en 
que la resolución condenatoria haya sido dictada antes de un período de cinco años a partir 
del 5 de diciembre de 2011, salvo que renuncie a recurrir a esta excepción mediante 
notificación a la Secretaría General del Consejo de la Unión Europea.

Disposición transitoria tercera.  Equivalencia de la descripción del Sistema de Información 
Schengen.

Con carácter provisional, hasta el momento en que el Sistema de Información Schengen 
tenga capacidad para transmitir toda la información que figura en el artículo 36, la 
descripción equivaldrá a una orden europea de detención y entrega hasta que la autoridad 
judicial de ejecución reciba el original en buena y debida forma.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas la Ley 3/2003, de 14 de marzo, sobre la orden europea de detención 

y entrega; la Ley 18/2006, de 5 de junio, para la eficacia en la Unión Europea de las 
resoluciones de embargo y aseguramiento de pruebas en procedimientos penales; la Ley 
1/2008, de 4 de diciembre, para la ejecución en la Unión Europea de resoluciones que 
impongan sanciones pecuniarias y la Ley 4/2010, de 10 de marzo, para la ejecución en la 
Unión Europea de resoluciones judiciales de decomiso.

Disposición final primera.  Actualización de anexos.
Se autoriza al Consejo de Ministros, a iniciativa del Ministro de Justicia, a actualizar los 

modelos de certificados recogidos en los anexos de esta Ley cuando hayan sido modificados 
por normas de la Unión Europea.

Disposición final segunda.  Título competencial.
Esta Ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.6.ª de la Constitución, 

que atribuye al Estado la competencia en materia de legislación procesal.

Disposición final tercera.  Incorporación de derecho de la Unión Europea.
Mediante esta ley se incorporan al Derecho español:
a) La Decisión Marco 2002/584/JAI, de 13 de junio de 2002, relativa a la orden de 

detención europea y a los procedimientos de entrega entre Estados.
b) La Decisión Marco 2003/577/JAI, de 22 de julio de 2003, relativa a la ejecución en la 

Unión Europea de las resoluciones de embargo preventivo de bienes y aseguramiento de 
pruebas.

c) La Decisión Marco 2005/214/JAI, de 24 de febrero de 2005, relativa a la aplicación del 
principio de reconocimiento mutuo de sanciones pecuniarias.

d) La Decisión Marco 2006/783/JAI, de 6 de octubre de 2006, relativa a la aplicación del 
principio de reconocimiento mutuo de resoluciones de decomiso.

e) La Decisión Marco 2008/909/JAI, de 27 de noviembre de 2008, relativa a la aplicación 
del principio de reconocimiento mutuo de sentencias en materia penal por las que se 
imponen penas u otras medidas privativas de libertad a efectos de su ejecución en la Unión 
Europea.

f) La Decisión Marco 2008/947/JAI, de 27 de noviembre de 2008, relativa a la aplicación 
del principio de reconocimiento mutuo de sentencias y resoluciones de libertad vigilada con 
miras a la vigilancia de las medidas de libertad vigilada y las penas sustitutivas.

g) La Decisión Marco 2008/978/JAI, de 18 de diciembre de 2008, relativa al exhorto 
europeo de obtención de pruebas para recabar objetos, documentos y datos destinados a 
procedimientos en materia penal.
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h) La Decisión Marco 2009/299/JAI, de 26 de febrero de 2009, por la que se modifican 
las Decisiones Marco 2002/584/JAI, 2005/214/JAI, 2006/783/JAI, 2008/909/JAI y 
2008/947/JAI, destinada a reforzar los derechos procesales de las personas y a propiciar la 
aplicación del principio de reconocimiento mutuo de las resoluciones dictadas a raíz de 
juicios celebrados sin comparecencia del imputado.

i) La Decisión Marco 2009/829/JAI, de 23 de octubre de 2009, relativa a la aplicación, 
entre Estados miembros de la Unión Europea, del principio de reconocimiento mutuo a las 
resoluciones sobre medidas de vigilancia como sustitución de la prisión provisional.

j) Y la Directiva 2011/99/UE, de 13 de diciembre de 2011, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, sobre la orden europea de protección.

k) La Directiva 2014/41/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 3 de abril de 2014, 
relativa a la orden europea de investigación en materia penal.

Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado».

[ . . . ]
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§ 92

Ley 11/2003, de 21 de mayo, reguladora de los equipos conjuntos de 
investigación penal en el ámbito de la Unión Europea

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 122, de 22 de mayo de 2003

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2003-10288

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Con el Tratado de Amsterdam nació la idea de crear, en el ámbito de la Unión Europea, 

un espacio de libertad, seguridad y justicia, y desde la celebración del Consejo Europeo de 
Tampere, en octubre de 1999, se otorgó un especial impulso a la consecución de este 
objetivo.

A partir de los acontecimientos ocurridos en septiembre de 2001, tales premisas han 
adquirido una mayor relevancia, razón por la cual los Estados miembros han centrado sus 
esfuerzos en adoptar las medidas necesarias para potenciar la cooperación en las 
investigaciones criminales, en la lucha contra la delincuencia organizada, contra el tráfico de 
drogas y la trata de seres humanos y, en especial, en la lucha contra el terrorismo.

Uno de los instrumentos para conseguir este objetivo es la creación de equipos 
conjuntos de investigación, que aparece recogida tanto en el propio Tratado de la Unión 
Europea como en el Convenio relativo a la asistencia judicial en materia penal de 29 de 
mayo de 2000.

Teniendo en cuenta que este convenio aún no ha sido ratificado por los Estados 
miembros, y para acelerar la puesta en marcha de los citados equipos, se elaboró, en el 
seno del Consejo de Ministros de Asuntos de Justicia e Interior, un proyecto de Decisión 
Marco, impulsado por España, Francia, Reino Unido y Bélgica, relativo íntegramente a los 
equipos conjuntos de investigación.

Se trata, pues, de crear, en el ámbito de la Unión Europea, un instrumento específico y 
vinculante que permita a los Estados llevar a cabo actuaciones coordinadas y concertadas a 
través de investigaciones conjuntas que se desarrollen en el territorio de dos o más Estados.

Ésta es la finalidad perseguida por esta ley, incorporar a nuestro ordenamiento jurídico 
los mecanismos necesarios para crear equipos conjuntos de investigación penal en el ámbito 
de la Unión Europea. Y aunque todavía no haya sido aprobada la citada Decisión Marco, se 
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considera de gran interés presentar el instrumento normativo nacional que permita acelerar 
la creación y puesta en marcha de estos equipos.

La finalidad de los equipos conjuntos, como no podía ser de otra manera, es la 
realización de investigaciones en el territorio de uno o de varios Estados miembros, a través 
de un grupo ad hoc formado por representantes de todos los Estados que acuerden la 
constitución del equipo.

Es evidente que estas investigaciones conjuntas permitirán alcanzar mayores cotas de 
eficacia y eficiencia en la lucha contra la delincuencia organizada con carácter general ; 
pero, también es razonable que en el contexto mundial actual se ponga un especial énfasis 
en la lucha contra el terrorismo y se otorgue prioridad a los acuerdos de constitución de 
equipos conjuntos de investigación que persigan estos fines.

En cuanto al contenido de la ley, está estructurada en tres capítulos. El capítulo I regula 
el objeto de la ley y las definiciones de los términos contenidos en la misma, según lo 
dispuesto en la normativa comunitaria.

A continuación, el capítulo II está dedicado específicamente a los equipos conjuntos de 
investigación que vayan a actuar en España, bien sea porque la autoridad competente 
española haya solicitado directamente su creación, bien porque haya participado en dicha 
creación junto a otros Estados.

Se regulan las normas generales de actuación de estos equipos, esto es, el contenido 
mínimo del acuerdo de constitución, su composición (con especial referencia a la posible 
incorporación al mismo de personas que no sean representantes de aquéllos, como 
funcionarios de organismos creados de conformidad con el Tratado de la Unión Europea), el 
tratamiento de la información obtenida por el equipo durante la investigación, la ejecución de 
medidas de investigación y el régimen especial de responsabilidad patrimonial de los 
miembros de otros Estados, asimilándolo al de los españoles, cuando realicen las tareas 
propias del equipo.

Finalmente, el capítulo III contiene una referencia a la actuación de equipos en los que 
España participe, cuando actúen fuera del territorio, en cuyo caso se regirán por la 
legislación del Estado donde desarrollen sus funciones.

Por último, las disposiciones adicionales y las finales hacen referencia al régimen jurídico 
aplicable a la actuación de estos equipos, a la participación de unidades especializadas de la 
Unión Europea, así como a la habilitación al Gobierno para su desarrollo reglamentario y a la 
entrada en vigor.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto.
Esta ley tiene por objeto regular la constitución de equipos conjuntos de investigación 

entre dos o más Estados miembros de la Unión Europea, cuando su creación se solicite por 
alguno de ellos y participe la autoridad competente española o sus actividades se 
desarrollen en territorio español.

Artículo 2.  Definiciones.
A los efectos previstos en esta ley se entiende por:
a) «Equipo conjunto de investigación», el constituido por acuerdo de las autoridades 

competentes de dos o más Estados miembros de la Unión Europea para llevar a cabo 
investigaciones penales en el territorio de alguno o de todos ellos, que requieran una 
actuación coordinada, con un fin determinado y por un período limitado.

b) «Miembros destinados», los miembros del equipo conjunto de investigación 
procedentes de Estados distintos a aquél en el que actúa el equipo ; cuando los citados 
miembros tengan la condición de funcionarios según sus respectivas legislaciones 
nacionales, se les denominará «funcionarios destinados».

c) «Medidas de investigación», cualquier tipo de actuación que se realice en el seno de 
la investigación prevista en el acuerdo de constitución.
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Artículo 3.  Autoridad competente española.
Las referencias a la autoridad competente española se entenderán hechas a:
La Audiencia Nacional, cuando la investigación recaiga sobre los delitos cuyo 

enjuiciamiento corresponda a dicho órgano jurisdiccional y participen en el equipo miembros 
de las carreras judicial o fiscal.

El Ministerio de Justicia, cuando la investigación recaiga sobre los delitos para cuyo 
enjuiciamiento no resulte competente la Audiencia Nacional y participen en el equipo 
miembros de las carreras judicial o fiscal.

El Ministerio del Interior, a través de la Secretaría de Estado de Seguridad, en todos los 
supuestos en que no participen en el equipo conjunto de investigación miembros de las 
carreras judicial o fiscal.

CAPÍTULO II
Constitución de un equipo conjunto de investigación que vaya a actuar en 

España

Artículo 4.  Adopción del acuerdo de constitución.
1. Corresponderá a la autoridad competente española valorar y adoptar, en su caso, los 

acuerdos de constitución de equipos conjuntos de investigación que vayan a actuar en 
España.

2. La autoridad competente española otorgará preferencia en todos los casos a las 
investigaciones relacionadas con delitos de terrorismo.

Artículo 5.  Contenido del acuerdo.
El acuerdo de constitución de un equipo conjunto de investigación que vaya a actuar en 

el territorio español deberá contener, como mínimo, las especificaciones siguientes:
a) Voluntad explícita, manifestada por la autoridad competente de cada Estado miembro 

solicitante, de constitución del equipo conjunto de investigación.
b) Motivación suficiente de su necesidad y tiempo máximo de vigencia del equipo para 

los fines que se determinen.
c) Objeto determinado y fines de la investigación.
d) Propuesta de composición del equipo, teniendo en cuenta que el jefe de éste será 

designado por la autoridad competente española.
e) Referencia explícita a la legislación aplicable a la actuación del equipo constituido.
f) Especificación, en su caso, de las medidas organizativas que sean necesarias para 

que el equipo pueda actuar.
g) Competencias del jefe del equipo.
h) Régimen jurídico sobre la utilización, por los miembros del equipo, de las 

informaciones obtenidas en el curso de la investigación.
i) Autorización o condiciones que han de concurrir para que personas no constituyentes 

del equipo puedan participar en sus actividades, en los términos del artículo 10. En este 
caso, deberá hacerse una referencia explícita a los derechos conferidos a éstos.

Artículo 6.  Medidas organizativas.
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 5.d), la autoridad competente española 

designará al jefe del equipo conjunto de investigación que vaya a actuar en España. Cuando 
el equipo vaya a desarrollar actividades fuera del territorio español, se estará a lo que 
disponga la normativa del Estado correspondiente.

2. Asimismo, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 5.f), la autoridad competente 
española deberá adoptar las disposiciones organizativas necesarias para que el equipo 
pueda actuar.
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Artículo 7.  Ejecución de medidas de investigación.
1. El jefe del equipo podrá encomendar a los miembros destinados la participación o la 

ejecución por sí mismos de determinadas medidas de investigación.
2. Cuando sea necesaria la adopción de medidas de investigación en el territorio de uno 

de los Estados que hayan constituido el equipo conjunto de investigación, los miembros 
destinados por ese Estado podrán pedir a sus autoridades que adopten tales medidas en las 
mismas condiciones que si fueran solicitadas en el marco de una investigación nacional.

3. Si se considera necesaria la adopción de medidas o la petición de ayuda a un Estado 
miembro que no haya participado en la creación del equipo o de un tercer Estado, la 
autoridad competente española se encargará de formular dicha petición.

Artículo 8.  Fines de la información obtenida.
La información que puedan obtener los miembros del equipo conjunto de investigación 

como consecuencia de ésta podrá utilizarse para los siguientes fines:
a) Para los que se haya creado el equipo.
b) Para descubrir, investigar y enjuiciar otras infracciones penales, previa autorización 

del Estado en el que hayan obtenido la información. Dicha autorización únicamente podrá 
denegarse cuando la utilización de la información ponga en peligro otras investigaciones 
penales en aquel Estado.

c) Para evitar una amenaza inmediata y grave para la seguridad pública, sin perjuicio de 
lo dispuesto en el párrafo b) de este artículo.

d) Para otros fines, siempre y cuando así lo hayan convenido los Estados que crearon el 
equipo.

Artículo 9.  Ampliación del ámbito de actuación.
1. En el caso de que varíen las circunstancias que motivaron la investigación para la que 

se creó el equipo, aquélla podrá extenderse a hechos que guarden conexión directa con el 
objeto del acuerdo, o ampliarse el período por el cual fue inicialmente acordada, con el 
consentimiento de todos los Estados que constituyeron el equipo, sin necesidad de otro 
acuerdo expreso.

2. No obstante lo anterior, cuando los Estados afectados pongan en conocimiento de la 
autoridad competente española las citadas circunstancias, ésta podrá comunicarles la 
necesidad de formalizar otro acuerdo que proporcione cobertura a las nuevas 
investigaciones.

Artículo 10.  Modificaciones en la composición del equipo.
1. Las autoridades competentes de los Estados que hayan creado el equipo conjunto de 

investigación, podrán acordar la incorporación a éste de personas que no sean 
representantes de aquéllos, en especial de funcionarios de organismos creados de 
conformidad con el Tratado de la Unión Europea, a los que se refiere la disposición adicional 
segunda de esta ley.

2. Cuando se incorporen las personas señaladas en el apartado anterior, no gozarán de 
los derechos concedidos a los miembros del equipo o destinados en él, salvo que el acuerdo 
de constitución establezca lo contrario.

Artículo 11.  Responsabilidad patrimonial de los miembros destinados.
1. En el ejercicio de las actividades propias de la investigación, los miembros destinados 

estarán sujetos al mismo régimen de responsabilidad patrimonial que las autoridades y sus 
agentes y los funcionarios públicos españoles.

2. La autoridad competente española indemnizará a los particulares por cualquier lesión 
que sufrieran en sus bienes o derechos como consecuencia del funcionamiento o de las 
actividades del equipo conjunto de investigación, salvo en los supuestos de fuerza mayor.

3. Cuando el daño sea imputable a un miembro destinado al equipo, la autoridad 
competente española podrá exigir el importe del resarcimiento al Estado miembro al cual 
represente.
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CAPÍTULO III
Constitución de un equipo conjunto de investigación que vaya a actuar fuera 

de España

Artículo 12.  Acuerdo de constitución.
1. La autoridad competente española será la encargada de solicitar la creación de un 

equipo conjunto de investigación o decidir sobre la participación española en equipos que 
vayan a crearse a instancias de otros Estados.

2. A estos efectos, la autoridad competente española podrá solicitar informe a los 
organismos afectados por la materia objeto de la investigación.

3. Cuando se trate de la creación de un equipo a instancias de la autoridad competente 
española, la solicitud de acuerdo deberá contener lo dispuesto en el artículo 5 de esta ley, 
así como cuantas prescripciones exija la normativa del Estado en el que vaya a actuar el 
equipo.

Disposición adicional primera.  Normativa aplicable.
1. La actuación del equipo conjunto de investigación en el territorio español se regirá por 

lo establecido en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial ; en la Ley 
Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad ; en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal ; en la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, por la que se regula el 
Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal ; en el Real Decreto 769/1987, de 19 de junio, de 
regulación de la Policía Judicial, y demás disposiciones aplicables.

2. Cuando se trate de un equipo conjunto de investigación cuya creación haya solicitado 
o en la que haya participado la autoridad competente española, su actuación fuera del 
territorio español se regirá por lo establecido en la normativa aplicable en el Estado en el que 
vaya a actuar.

Disposición adicional segunda.  Participación de unidades especializadas de la Unión 
Europea.

Se aplicarán las previsiones de esta ley a los equipos conjuntos de investigación que 
pudieran crearse, en su caso, en el ámbito de la Unidad «EUROJUST», de la Oficina 
Europea de Policía «EUROPOL» y de la Oficina Europea de Lucha Antifraude «OLAF».

Disposición adicional tercera.  Información a las comunidades autónomas.
A las comunidades autónomas con competencias para la protección de personas y 

bienes y para el mantenimiento del orden público, se les podrá facilitar, en el ámbito de las 
juntas de seguridad, información derivada de la actuación de equipos conjuntos de 
investigación cuando pueda resultar de interés para el ejercicio de sus competencias.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan a lo dispuesto en esta ley.

Disposición final primera.  Habilitación normativa.
Se habilita al Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el 

desarrollo de esta ley.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado».
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§ 93

Ley Orgánica 3/2003, de 21 de mayo, complementaria de la Ley 
reguladora de los equipos conjuntos de investigación penal en el 
ámbito de la Unión Europea, por la que se establece el régimen de 
responsabilidad penal de los miembros destinados en dichos equipos 

cuando actúen en España

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 122, de 22 de mayo de 2003

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2003-10286

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

Ley Orgánica.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Al abordar la regulación legal de los equipos conjuntos de investigación, se ha detectado 

la necesidad, que tiene su origen en la Decisión Marco sobre dichos equipos, de establecer 
el régimen de responsabilidad penal de los miembros destinados en aquéllos cuando 
desarrollen su actividad en nuestro país.

Dicho régimen abarca tanto las infracciones penales que puedan cometerse contra los 
miembros destinados en los equipos conjuntos de investigación, como los delitos que 
pudieran cometerse por ellos mismos.

En ambos casos se trata de regular materias que, de acuerdo con nuestro texto 
constitucional, constituyen legislación penal y han de abordarse en una norma con rango de 
ley orgánica.

Artículo único.  Responsabilidad penal de los miembros destinados en equipos conjuntos 
de investigación que actúen en territorio español.

1. En el ejercicio de las actividades propias de la investigación desarrolladas por el 
equipo, los miembros destinados estarán sujetos al mismo régimen de responsabilidad penal 
que las autoridades y sus agentes y los funcionarios públicos españoles.

2. Igualmente, les serán aplicables, en los mismos términos, las disposiciones recogidas 
al efecto en la legislación penal respecto a las infracciones penales cometidas contras las 
autoridades y sus agentes y los funcionarios públicos españoles.
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Disposición final única.  Entrada en vigor.
La presente ley orgánica entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
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§ 94

Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 101, de 28 de abril de 2015

Última modificación: 7 de septiembre de 2022
Referencia: BOE-A-2015-4606

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley:

PREÁMBULO

I
La finalidad de elaborar una ley constitutiva del estatuto jurídico de la víctima del delito 

es ofrecer desde los poderes públicos una respuesta lo más amplia posible, no sólo jurídica 
sino también social, a las víctimas, no sólo reparadora del daño en el marco de un proceso 
penal, sino también minimizadora de otros efectos traumáticos en lo moral que su condición 
puede generar, todo ello con independencia de su situación procesal.

Por ello, el presente Estatuto, en línea con la normativa europea en la materia y con las 
demandas que plantea nuestra sociedad, pretende, partiendo del reconocimiento de la 
dignidad de las víctimas, la defensa de sus bienes materiales y morales y, con ello, los del 
conjunto de la sociedad.

Con este Estatuto, España aglutinará en un solo texto legislativo el catálogo de derechos 
de la víctima, de un lado transponiendo las Directivas de la Unión Europea en la materia y, 
de otro, recogiendo la particular demanda de la sociedad española.

II
Los antecedentes y fundamentos remotos del presente Estatuto de la víctima del delito 

se encuentran en la Decisión Marco 2001/220/JAI del Consejo, de 15 de marzo de 2001, 
relativa al estatuto de la víctima en el proceso penal, que reconoce un conjunto de derechos 
de las víctimas en el ámbito del proceso penal, incluido el derecho de protección e 
indemnización, y que fue el primer proyecto profundo del legislador europeo para lograr un 
reconocimiento homogéneo de la víctima en el ámbito de la Unión Europea, germen de la 
normativa especial posterior.

El grado de cumplimiento de dicha Decisión Marco fue objeto del Informe de la Comisión 
Europea de abril de 2009, que puso de relieve que ningún Estado miembro había aprobado 
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un texto legal único que recogiera, sistemáticamente, los derechos de la víctima y destacó la 
necesidad de un desarrollo general y efectivo de algunos aspectos del mencionado Estatuto.

Respecto de España, este Informe destaca la existencia de un marco normativo garante 
de los derechos de la víctima, aunque gran parte de esos derechos son exclusivamente 
procesales o se centran en algunos tipos muy concretos de víctimas de acuerdo con su 
normativa particular, esto es, la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de ayudas y asistencia a 
las víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual (desarrollada por el Real Decreto 
738/1997, de 23 de mayo), la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica 
del Menor, la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral 
contra la Violencia de Género, así como la Ley 29/2011, de 22 de septiembre, de 
Reconocimiento y Protección Integral a las Víctimas del Terrorismo.

La Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité 
Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones de 18 de mayo de 2011, 
denominada «Refuerzo de los derechos de las víctimas en la Unión Europea», reitera el 
examen de los aspectos de la protección existente hasta la fecha que conviene reforzar y la 
necesidad de un marco europeo de protección, como el diseñado con la Directiva 
2011/99/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de diciembre de 2011, sobre la 
orden europea de protección.

En este contexto, se ha producido la aprobación de la Directiva 2012/29/UE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2012, por la que se establecen 
normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección de las víctimas de delitos, y 
por la que se sustituye la Decisión Marco 2001/220/JAI del Consejo. Procede, por tanto, 
transponer al derecho interno, no sólo las cuestiones que traslucía el informe de la Comisión 
de 2009 respecto al grado de transposición de la Decisión Marco 2001/220/JAI, sino también 
las cuestiones pendientes de transponer con arreglo a las Directivas especiales y los nuevos 
derechos y exigencias que recoge la nueva Directiva de 2012.

Así pues, el presente texto legislativo no sólo responde a la exigencia de mínimos que 
fija el legislador europeo con el texto finalmente aprobado en la citada Directiva 2012/29/UE, 
sino que trata de ser más ambicioso, trasladando al mismo las demandas y necesidades de 
la sociedad española, en aras a completar el diseño del Estado de Derecho, centrado casi 
siempre en las garantías procesales y los derechos del imputado, acusado, procesado o 
condenado.

Efectivamente, con ese foco de atención se ha podido advertir, y así lo traslada nuestra 
sociedad con sus demandas, una cierta postración de los derechos y especiales 
necesidades de las víctimas del delito que, en atención al valor superior de justicia que 
informa nuestro orden constitucional, es necesario abordar, siendo oportuno hacerlo 
precisamente con motivo de dicha transposición.

El horizonte temporal marcado por dicha Directiva para proceder a su incorporación al 
derecho interno se extiende hasta el 16 de noviembre de 2015, pero como quiera que esta 
norma europea, de carácter general, está precedida de otras especiales que requieren una 
transposición en fechas más cercanas, se ha optado por abordar esta tarea en el presente 
texto y añadir al catálogo general de derechos de las víctimas otras normas de aplicación 
particular para algunas categorías de éstas.

Asimismo, se considera oportuno, dado que uno de los efectos de la presente Ley es la 
de ofrecer un concepto unitario de víctima de delito, más allá de su consideración procesal, 
incluir en el concepto de víctima indirecta algunos supuestos que no vienen impuestos por la 
norma europea, pero sí por otras normas internacionales, como la Convención de Naciones 
Unidas para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas.

III
El presente Estatuto de la Víctima del Delito tiene la vocación de ser el catálogo general 

de los derechos, procesales y extraprocesales, de todas las víctimas de delitos, no obstante 
las remisiones a normativa especial en materia de víctimas con especiales necesidades o 
con especial vulnerabilidad. Es por ello una obligación que, cuando se trate de menores, el 
interés superior del menor actúe a modo de guía para cualquier medida y decisión que se 
tome en relación a un menor víctima de un delito durante el proceso penal. En este sentido, 
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la adopción de las medidas de protección del Título III, y especialmente la no adopción de 
las mismas, deben estar fundamentadas en el interés superior del menor.

Se parte de un concepto amplio de víctima, por cualquier delito y cualquiera que sea la 
naturaleza del perjuicio físico, moral o material que se le haya irrogado. Comprende a la 
víctima directa, pero también a víctimas indirectas, como familiares o asimilados.

Por otro lado, la protección y el apoyo a la víctima no es sólo procesal, ni depende de su 
posición en un proceso, sino que cobra una dimensión extraprocesal. Se funda en un 
concepto amplio de reconocimiento, protección y apoyo, en aras a la salvaguarda integral de 
la víctima. Para ello, es fundamental ofrecer a la víctima las máximas facilidades para el 
ejercicio y tutela de sus derechos, con la minoración de trámites innecesarios que supongan 
la segunda victimización, otorgarle una información y orientación eficaz de los derechos y 
servicios que le corresponden, la derivación por la autoridad competente, un trato humano y 
la posibilidad de hacerse acompañar por la persona que designe en todos sus trámites, no 
obstante la representación procesal que proceda, entre otras medidas.

Las actuaciones han de estar siempre orientadas a la persona, lo que exige una 
evaluación y un trato individualizado de toda víctima, sin perjuicio del trato especializado que 
exigen ciertos tipos de víctimas.

Como ya se ha indicado, el reconocimiento, protección y apoyo a la víctima no se limita a 
los aspectos materiales y a la reparación económica, sino que también se extiende a su 
dimensión moral.

Por otra parte, el reconocimiento, protección y apoyo a la víctima se otorga atendiendo, a 
su vez, a las especialidades de las víctimas que no residen habitualmente en nuestro país.

La efectividad de estos derechos hace necesaria la máxima colaboración institucional e 
implica no sólo a las distintas Administraciones Públicas, al Poder Judicial y a colectivos de 
profesionales y víctimas, sino también a las personas concretas que, desde su puesto de 
trabajo, tienen contacto y se relacionan con las víctimas y, en último término, al conjunto de 
la sociedad. Por ello, es tan necesario dotar a las instituciones de protocolos de actuación y 
de procedimientos de coordinación y colaboración, como también el fomento de oficinas 
especializadas, de la formación técnica, inicial y continuada del personal, y de la 
sensibilización que el trato a la víctima comporta, sin olvidar la participación de asociaciones 
y colectivos.

No obstante la vocación unificadora del Estatuto y las remisiones a la normativa especial 
de ciertos colectivos de víctimas, que verían ampliada su asistencia y protección con el 
catálogo general de derechos de la víctima, ante la ausencia de una regulación específica 
para ciertos colectivos de víctimas con especial vulnerabilidad, se pretende otorgarles una 
protección especial en este texto mediante la transposición de otras dos Directivas recientes: 
la Directiva 2011/92/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de diciembre de 2011, 
relativa a la lucha contra los abusos sexuales y la explotación sexual de los menores y la 
pornografía infantil, así como la Directiva 2011/36/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 5 abril de 2011, relativa a la prevención y lucha contra la trata de seres humanos y a la 
protección de las víctimas y por la que se sustituye la Decisión Marco 2002/629/JAI del 
Consejo.

IV
En cuanto al contenido y estructura de la Ley, se inicia mediante un Título preliminar, 

dedicado a las disposiciones generales, que viene a establecer un concepto de víctima 
omnicomprensivo, por cuanto se extiende a toda persona que sufra un perjuicio físico, moral 
o económico como consecuencia de un delito.

También se reconoce la condición de víctima indirecta al cónyuge o persona vinculada a 
la víctima por una análoga relación de afectividad, sus hijos y progenitores, parientes 
directos y personas a cargo de la víctima directa por muerte o desaparición ocasionada por 
el delito, así como a los titulares de la patria potestad o tutela en relación a la desaparición 
forzada de las personas a su cargo, cuando ello determine un peligro relevante de 
victimización secundaria.

Los derechos que recoge la Ley serán de aplicación a todas las víctimas de delitos 
ocurridos en España o que puedan ser perseguidos en España, con independencia de la 
nacionalidad de la víctima o de si disfrutan o no de residencia legal.
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Así, el Título preliminar recoge un catálogo general de derechos comunes a todas las 
víctimas, que se va desarrollando posteriormente a lo largo del articulado y que se refiere 
tanto a los servicios de apoyo como a los de justicia reparadora que se establezcan 
legalmente, y a las actuaciones a lo largo del proceso penal en todas sus fases –incluidas 
las primeras diligencias y la ejecución–, con independencia del resultado del proceso penal. 
En ese catálogo general, se recogen, entre otros, el derecho a la información, a la protección 
y al apoyo en todo caso, el derecho a participar activamente en el proceso penal, el derecho 
al reconocimiento como tal víctima y el derecho a un trato respetuoso, profesional, 
individualizado y no discriminatorio.

V
El Título I reconoce una serie de derechos extraprocesales, también comunes a todas 

las víctimas, con independencia de que sean parte en un proceso penal o hayan decidido o 
no ejercer algún tipo de acción, e incluso con anterioridad a la iniciación del proceso penal.

Resulta novedoso que toda víctima, en aras a facilitar que se encuentre arropada desde 
el punto de vista personal, pueda hacerse acompañar por la persona que designe, sin 
perjuicio de la intervención de abogado cuando proceda, en sus diligencias y trato con las 
autoridades.

En este Título se regula el derecho a obtener información de toda autoridad o funcionario 
al que se acuda, con lenguaje sencillo y accesible, desde el primer contacto. Esa 
información, que deberá ser detallada y sucesivamente actualizada, debe orientar e informar 
sobre los derechos que asisten a la víctima en cuestiones tales como: medidas de apoyo 
disponibles; modo de ejercicio de su derecho a denunciar; modo y condiciones de 
protección, del asesoramiento jurídico y de la defensa jurídica; indemnizaciones, 
interpretación y traducción; medidas de efectividad de sus intereses si residen en distinto 
país de la Unión Europea; procedimiento de denuncia por inactividad de la autoridad 
competente; datos de contacto para comunicaciones; servicios disponibles de justicia 
reparadora; y el modo de reembolso de gastos judiciales.

Se regula específicamente el derecho de la víctima como denunciante y, en particular, su 
derecho a obtener una copia de la denuncia, debidamente certificada, asistencia lingüística 
gratuita a la víctima que desee interponer denuncia y traducción gratuita de la copia de la 
denuncia presentada.

Asimismo, con independencia de personarse en el proceso penal, se reconoce el 
derecho de la víctima a recibir información sobre ciertos hitos de la causa penal.

Se desarrolla, de acuerdo con la normativa europea, el derecho a la traducción e 
interpretación, tanto en las entrevistas, incluidas las policiales, como en la participación 
activa en vistas, e incluye el derecho a la traducción escrita y gratuita de la información 
esencial, en particular la decisión de poner término a la causa y la designación de lugar y 
hora del juicio.

Se regula el acceso a los servicios de apoyo, que comprende la acogida inicial, 
orientación e información y medidas concretas de protección, sin perjuicio de apoyos 
específicos para cada víctima, según aconseje su evaluación individual y para ciertas 
categorías de víctimas de especial vulnerabilidad.

Igualmente se busca visibilizar como víctimas a los menores que se encuentran en un 
entorno de violencia de género o violencia doméstica, para garantizarles el acceso a los 
servicios de asistencia y apoyo, así como la adopción de medidas de protección, con el 
objetivo de facilitar su recuperación integral.

VI
El Título II sistematiza los derechos de la víctima en cuanto a su participación en el 

proceso penal, como algo independiente de las medidas de protección de la víctima en el 
proceso, que son objeto del Título III.

Se reconoce a la víctima el derecho a participar en el proceso, de acuerdo con lo 
dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, y se refuerza la efectividad material del 
mismo a través de diversas medidas: por un lado, la notificación de las resoluciones de 
sobreseimiento y archivo y el reconocimiento del derecho a impugnarlas dentro de un plazo 
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de tiempo suficiente a partir de la comunicación, con independencia de que se haya 
constituido anteriormente o no como parte en el proceso; por otro lado, el reconocimiento del 
derecho a obtener el pago de las costas que se le hubieran causado, con preferencia al 
derecho del Estado a ser indemnizado por los gastos hechos en la causa, cuando el delito 
hubiera sido finalmente perseguido únicamente a su instancia o el sobreseimiento de la 
misma hubiera sido revocado por la estimación del recurso interpuesto por ella.

El Estado, como es propio de cualquier modelo liberal, conserva el monopolio absoluto 
sobre la ejecución de las penas, lo que no es incompatible con que se faciliten a la víctima 
ciertos cauces de participación que le permitan impugnar ante los Tribunales determinadas 
resoluciones que afecten al régimen de cumplimiento de condena de delitos de carácter 
especialmente grave, facilitar información que pueda ser relevante para que los Jueces y 
Tribunales resuelvan sobre la ejecución de la pena, responsabilidades civiles o comiso ya 
acordados, y solicitar la adopción de medidas de control con relación a liberados 
condicionales que hubieran sido condenados por hechos de los que pueda derivarse 
razonablemente una situación de peligro para la víctima.

La regulación de la intervención de la víctima en la fase de ejecución de la pena, cuando 
se trata del cumplimiento de condenas por delitos especialmente graves, garantiza la 
confianza y colaboración de las víctimas con la justicia penal, así como la observancia del 
principio de legalidad, dado que la decisión corresponde siempre a la autoridad judicial, por 
lo que no se ve afectada la reinserción del penado.

Asimismo, se facilita a la víctima el ejercicio de sus derechos, permitiendo la 
presentación de solicitudes de justicia gratuita ante la autoridad o funcionario encargado de 
informarle de sus derechos, evitándose de este modo el peregrinaje por diversas oficinas; y 
se regula el procedimiento aplicable en los casos de presentación en España de denuncia 
por hechos delictivos cometidos en otros países de la Unión Europea, así como la 
comunicación a la víctima de su remisión, en su caso, a las autoridades competentes.

El Estatuto reconoce también el derecho de la víctima a obtener la devolución inmediata 
de los efectos de su propiedad, salvo en los supuestos excepcionales en los que el efecto en 
cuestión, temporalmente o de forma definitiva, tuviera que permanecer bajo la custodia de 
las autoridades para garantizar el correcto desarrollo del proceso.

Finalmente, se incluye una referencia a la posible actuación de los servicios de justicia 
restaurativa. En este punto, el Estatuto supera las referencias tradicionales a la mediación 
entre víctima e infractor y subraya la desigualdad moral que existe entre ambos. Por ello, la 
actuación de estos servicios se concibe orientada a la reparación material y moral de la 
víctima, y tiene como presupuesto el consentimiento libre e informado de la víctima y el 
previo reconocimiento de los hechos esenciales por parte del autor. En todo caso, la posible 
actuación de los servicios de justicia restaurativa quedará excluida cuando ello pueda 
conllevar algún riesgo para la seguridad de la víctima o pueda ser causa de cualquier otro 
perjuicio.

VII
En el Título III se abordan cuestiones relativas a la protección y reconocimiento de las 

víctimas, así como las medidas de protección específicas para cierto tipo de víctimas.
Las medidas de protección buscan la efectividad frente a represalias, intimidación, 

victimización secundaria, daños psíquicos o agresiones a la dignidad durante los 
interrogatorios y declaraciones como testigo, e incluyen desde las medidas de protección 
física hasta otras, como el uso de salas separadas en los Tribunales, para evitar contacto de 
la víctima con el infractor y cualesquiera otras, bajo discrecionalidad judicial, que exijan las 
circunstancias.

Para evitar la victimización secundaria en particular, se trata de obtener la declaración de 
la víctima sin demora tras la denuncia, reducir el número de declaraciones y reconocimientos 
médicos al mínimo necesario, y garantizar a la víctima su derecho a hacerse acompañar, no 
ya solo del representante procesal, sino de otra persona de su elección, salvo resolución 
motivada.

La adopción de medidas y el acceso a ciertos servicios vienen precedidos de una 
evaluación individualizada de la víctima, para determinar sus necesidades de protección 
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específica y de eventuales medidas especiales. Dichas medidas han de actualizarse con 
arreglo al transcurso del proceso y a las circunstancias sobrevenidas.

Las medidas de protección específica se adoptan atendiendo al carácter de la persona, 
al delito y sus circunstancias, a la entidad del daño y su gravedad o a la vulnerabilidad de la 
víctima. Así, junto a las remisiones a la vigente normativa especial en la materia, se incluyen 
aquellas medidas concretas de protección para colectivos que carecen de legislación 
especial y, particularmente, las de menores de edad víctimas de abuso, explotación o 
pornografía infantil, víctimas de trata de seres humanos, personas con discapacidad y otros 
colectivos, como los delitos con pluralidad de afectados y los de efecto catastrófico.

VIII
El Título IV, finalmente, recoge una serie de disposiciones comunes, como son las 

relativas a la organización y funcionamiento de las Oficinas de Asistencia a las Víctimas de 
delito, el fomento de la formación de operadores jurídicos y del personal al servicio de la 
Administración de Justicia en el trato a las víctimas, la sensibilización y concienciación 
mediante campañas de información, la investigación y educación en materia de apoyo, 
protección y solidaridad con las víctimas, la cooperación con la sociedad civil y en el ámbito 
internacional, así como el fomento de la autorregulación por los medios de comunicación del 
tratamiento de informaciones que afecten a la dignidad de las víctimas.

En este Título cabe destacar, asimismo, que se introducen distintas previsiones para 
reforzar la coordinación entre los distintos servicios que realizan funciones en materia de 
asistencia a las víctimas, así como la colaboración con redes públicas y privadas, en la línea 
de alcanzar una mayor eficacia en los servicios que se prestan a los ciudadanos, siguiendo 
así las directrices de la Comisión para la Reforma de las Administraciones Públicas (CORA).

Se regula por último la obligación de reembolso en el caso de las víctimas fraudulentas, 
condenadas por simulación de delito o denuncia falsa, que hayan ocasionado gastos a la 
Administración por su reconocimiento, información, protección y apoyo, así como por los 
servicios prestados, sin perjuicio de las demás responsabilidades, civiles o penales, que en 
su caso procedan.

IX
La Ley incorpora dos disposiciones adicionales. La disposición adicional primera, que 

prevé la creación y ulterior desarrollo reglamentario de un mecanismo de evaluación 
periódica global del sistema de apoyo y protección a las víctimas, con participación de los 
agentes y colectivos implicados, que sirva de base a futuras iniciativas y a la mejora 
paulatina del mismo; y la disposición adicional segunda relativa a los medios.

En cuanto a las disposiciones finales, destaca la disposición final primera, que modifica 
la vigente Ley de Enjuiciamiento Criminal. Estos ajustes en la norma procesal penal resultan 
necesarios para complementar la regulación sustantiva de derechos que se recoge en la 
presente Ley, que transpone la Directiva 2012/29/UE.

El resto de disposiciones finales se refieren a la introducción de una reforma muy puntual 
en el Código Penal, al título competencial, al desarrollo reglamentario, a la adaptación de los 
Estatutos Generales de la Abogacía y Procuraduría y a la entrada en vigor.

TÍTULO PRELIMINAR
Disposiciones generales

Artículo 1.  Ámbito.
Las disposiciones de esta Ley serán aplicables, sin perjuicio de lo dispuesto en el 

artículo 17, a las víctimas de delitos cometidos en España o que puedan ser perseguidos en 
España, con independencia de su nacionalidad, de si son mayores o menores de edad o de 
si disfrutan o no de residencia legal.
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Artículo 2.  Ámbito subjetivo. Concepto general de víctima.
Las disposiciones de esta Ley serán aplicables:
a) Como víctima directa, a toda persona física que haya sufrido un daño o perjuicio sobre 

su propia persona o patrimonio, en especial lesiones físicas o psíquicas, daños emocionales 
o perjuicios económicos directamente causados por la comisión de un delito.

b) Como víctima indirecta, en los casos de muerte o desaparición de una persona que 
haya sido causada directamente por un delito, salvo que se tratare de los responsables de 
los hechos:

1.º A su cónyuge no separado legalmente o de hecho y a los hijos de la víctima o del 
cónyuge no separado legalmente o de hecho que en el momento de la muerte o 
desaparición de la víctima convivieran con ellos; a la persona que hasta el momento de la 
muerte o desaparición hubiera estado unida a ella por una análoga relación de afectividad y 
a los hijos de ésta que en el momento de la muerte o desaparición de la víctima convivieran 
con ella; a sus progenitores y parientes en línea recta o colateral dentro del tercer grado que 
se encontraren bajo su guarda y a las personas sujetas a su tutela o curatela o que se 
encontraren bajo su acogimiento familiar.

2.º En caso de no existir los anteriores, a los demás parientes en línea recta y a sus 
hermanos, con preferencia, entre ellos, del que ostentara la representación legal de la 
víctima.

Las disposiciones de esta Ley no serán aplicables a terceros que hubieran sufrido 
perjuicios derivados del delito.

Artículo 3.  Derechos de las víctimas.
1. Toda víctima tiene derecho a la protección, información, apoyo, asistencia, atención y 

reparación, así como a la participación activa en el proceso penal y a recibir un trato 
respetuoso, profesional, individualizado y no discriminatorio desde su primer contacto con las 
autoridades o funcionarios, durante la actuación de los servicios de asistencia y apoyo a las 
víctimas y, en su caso, de justicia restaurativa, a lo largo de todo el proceso penal y por un 
período de tiempo adecuado después de su conclusión, con independencia de que se 
conozca o no la identidad del infractor y del resultado del proceso.

En todo caso estará vedada la mediación y la conciliación en supuestos de violencia 
sexual y de violencia de género.

2. El ejercicio de estos derechos se regirá por lo dispuesto en la presente Ley y en las 
disposiciones reglamentarias que la desarrollen, así como por lo dispuesto en la legislación 
especial y en las normas procesales que resulten de aplicación.

TÍTULO I
Derechos básicos

Artículo 4.  Derecho a entender y ser entendida.
Toda víctima tiene el derecho a entender y ser entendida en cualquier actuación que 

deba llevarse a cabo desde la interposición de una denuncia y durante el proceso penal, 
incluida la información previa a la interposición de una denuncia.

A tal fin:
a) Todas las comunicaciones con las víctimas, orales o escritas, se harán en un lenguaje 

claro, sencillo y accesible, de un modo que tenga en cuenta sus características personales y, 
especialmente, las necesidades de las personas con discapacidad sensorial, intelectual o 
mental o su minoría de edad. Si la víctima fuera menor o tuviera la capacidad judicialmente 
modificada, las comunicaciones se harán a su representante o a la persona que le asista.

b) Se facilitará a la víctima, desde su primer contacto con las autoridades o con las 
Oficinas de Asistencia a las Víctimas, la asistencia o apoyos necesarios para que pueda 
hacerse entender ante ellas, lo que incluirá la interpretación en las lenguas de signos 
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reconocidas legalmente y los medios de apoyo a la comunicación oral de personas sordas, 
con discapacidad auditiva y sordociegas.

c) La víctima podrá estar acompañada de una persona de su elección desde el primer 
contacto con las autoridades y funcionarios.

Artículo 5.  Derecho a la información desde el primer contacto con las autoridades 
competentes.

1. Toda víctima tiene derecho, desde el primer contacto con las autoridades y 
funcionarios, incluyendo el momento previo a la presentación de la denuncia, a recibir, de 
manera inmediata, información adaptada a sus circunstancias y condiciones personales y a 
la naturaleza del delito cometido y de los daños y perjuicios sufridos, sobre los siguientes 
extremos:

a) Medidas de asistencia y apoyo disponibles, sean médicas, psicológicas o materiales, y 
procedimiento para obtenerlas. Dentro de estas últimas se incluirá, cuando resulte oportuno, 
información sobre las posibilidades de obtener un alojamiento alternativo.

b) Derecho a denunciar y, en su caso, el procedimiento para interponer la denuncia y 
derecho a facilitar elementos de prueba a las autoridades encargadas de la investigación.

c) Procedimiento para obtener asesoramiento y defensa jurídica y, en su caso, 
condiciones en las que pueda obtenerse gratuitamente.

d) Posibilidad de solicitar medidas de protección y, en su caso, procedimiento para 
hacerlo.

e) Indemnizaciones a las que pueda tener derecho y, en su caso, procedimiento para 
reclamarlas.

f) Servicios de interpretación y traducción disponibles.
g) Ayudas y servicios auxiliares para la comunicación disponibles.
h) Procedimiento por medio del cual la víctima pueda ejercer sus derechos en el caso de 

que resida fuera de España.
i) Recursos que puede interponer contra las resoluciones que considere contrarias a sus 

derechos.
j) Datos de contacto de la autoridad encargada de la tramitación del procedimiento y 

cauces para comunicarse con ella.
k) Servicios de justicia restaurativa disponibles, en los casos en que sea legalmente 

posible.
l) Supuestos en los que pueda obtener el reembolso de los gastos judiciales y, en su 

caso, procedimiento para reclamarlo.
m) a ser notificada de las resoluciones a las que se refiere el artículo 7. A estos efectos, 

la víctima podrá designar una dirección de correo electrónico o, en su defecto, una dirección 
postal o domicilio, al que serán remitidas las comunicaciones y notificaciones por la 
autoridad.

2. Esta información será actualizada en cada fase del procedimiento, para garantizar a la 
víctima la posibilidad de ejercer sus derechos.

Artículo 6.  Derechos de la víctima como denunciante.
Toda víctima tiene, en el momento de presentar su denuncia, los siguientes derechos:
a) A obtener una copia de la denuncia, debidamente certificada.
b) A la asistencia lingüística gratuita y a la traducción escrita de la copia de la denuncia 

presentada, cuando no entienda o no hable ninguna de las lenguas que tengan carácter 
oficial en el lugar en el que se presenta la denuncia.

Artículo 7.  Derecho a recibir información sobre la causa penal.
1. Toda víctima será informada de manera inmediata de la fecha, hora y lugar del juicio, 

así como del contenido de la acusación dirigida contra el infractor, y se le notificarán las 
siguientes resoluciones:

a) La resolución por la que se acuerde no iniciar el procedimiento penal.
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b) La sentencia que ponga fin al procedimiento.
c) Las resoluciones que acuerden la prisión o la posterior puesta en libertad del infractor, 

así como la posible fuga del mismo.
d) Las resoluciones que acuerden la adopción de medidas cautelares personales o que 

modifiquen las ya acordadas, cuando hubieran tenido por objeto garantizar la seguridad de la 
víctima.

e) Las resoluciones o decisiones de cualquier autoridad judicial o penitenciaria que 
afecten a sujetos condenados por delitos cometidos con violencia o intimidación y que 
supongan un riesgo para la seguridad de la víctima. En estos casos y a estos efectos, la 
Administración penitenciaria comunicará inmediatamente a la autoridad judicial la resolución 
adoptada para su notificación a la víctima afectada.

f) Las resoluciones a que se refiere el artículo 13.
Estas comunicaciones incluirán, al menos, la parte dispositiva de la resolución y un breve 

resumen del fundamento de la misma, y serán remitidas a su dirección de correo electrónico. 
Excepcionalmente, si la víctima no dispusiera de una dirección de correo electrónico, se 
remitirán por correo ordinario a la dirección que hubiera facilitado. En el caso de ciudadanos 
residentes fuera de la Unión Europea, si no se dispusiera de una dirección de correo 
electrónico o postal en la que realizar la comunicación, se remitirá a la oficina diplomática o 
consular española en el país de residencia para que la publique.

Si la víctima se hubiera personado formalmente en el procedimiento, las resoluciones 
serán notificadas a su procurador y serán comunicadas a la víctima en la dirección de correo 
electrónico que haya facilitado, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado siguiente.

2. Las víctimas podrán manifestar en cualquier momento su deseo de no ser informadas 
de las resoluciones a las que se refiere este artículo, quedando sin efecto la solicitud 
realizada.

3. Cuando se trate de víctimas de delitos de violencia de género, les serán notificadas 
las resoluciones a las que se refieren las letras c) y d) del apartado 1, sin necesidad de que 
la víctima lo solicite, salvo en aquellos casos en los que manifieste su deseo de no recibir 
dichas notificaciones.

4. Asimismo, se le facilitará, cuando lo solicite, información relativa a la situación en que 
se encuentra el procedimiento, salvo que ello pudiera perjudicar el correcto desarrollo de la 
causa.

Artículo 8.  Período de reflexión en garantía de los derechos de la víctima.
1. Los Abogados y Procuradores no podrán dirigirse a las víctimas directas o indirectas 

de catástrofes, calamidades públicas u otros sucesos que hubieran producido un número 
elevado de víctimas que cumplan los requisitos que se determinen reglamentariamente y 
que puedan constituir delito, para ofrecerles sus servicios profesionales hasta transcurridos 
45 días desde el hecho.

Esta prohibición quedará sin efecto en el caso de que la prestación de estos servicios 
profesionales haya sido solicitada expresamente por la víctima.

2. El incumplimiento de esta prohibición dará lugar a responsabilidad disciplinaria por 
infracción muy grave, sin perjuicio de las demás responsabilidades que procedan.

Artículo 9.  Derecho a la traducción e interpretación.
1. Toda víctima que no hable o no entienda el castellano o la lengua oficial que se utilice 

en la actuación de que se trate tendrá derecho:
a) A ser asistida gratuitamente por un intérprete que hable una lengua que comprenda 

cuando se le reciba declaración en la fase de investigación por el Juez, el Fiscal o 
funcionarios de policía, o cuando intervenga como testigo en el juicio o en cualquier otra 
vista oral.

Este derecho será también aplicable a las personas con limitaciones auditivas o de 
expresión oral.

b) A la traducción gratuita de las resoluciones a las que se refieren el apartado 1 del 
artículo 7 y el artículo 12. La traducción incluirá un breve resumen del fundamento de la 
resolución adoptada, cuando la víctima así lo haya solicitado.
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c) A la traducción gratuita de aquella información que resulte esencial para el ejercicio de 
los derechos a que se refiere el Título II. Las víctimas podrán presentar una solicitud 
motivada para que se considere esencial un documento.

d) A ser informada, en una lengua que comprenda, de la fecha, hora y lugar de 
celebración del juicio.

2. La asistencia de intérprete se podrá prestar por medio de videoconferencia o cualquier 
medio de telecomunicación, salvo que el Juez o Tribunal, de oficio o a instancia de parte, 
acuerde la presencia física del intérprete para salvaguardar los derechos de la víctima.

3. Excepcionalmente, la traducción escrita de documentos podrá ser sustituida por un 
resumen oral de su contenido en una lengua que comprenda, cuando de este modo también 
se garantice suficientemente la equidad del proceso.

4. Cuando se trate de actuaciones policiales, la decisión de no facilitar interpretación o 
traducción a la víctima podrá ser recurrida ante el Juez de instrucción. Este recurso se 
entenderá interpuesto cuando la persona afectada por la decisión hubiera expresado su 
disconformidad en el momento de la denegación.

5. La decisión judicial de no facilitar interpretación o traducción a la víctima podrá ser 
recurrida en apelación.

Artículo 10.  Derecho de acceso a los servicios de asistencia y apoyo.
Toda víctima tiene derecho a acceder, de forma gratuita y confidencial, en los términos 

que reglamentariamente se determine, a los servicios de asistencia y apoyo facilitados por 
las Administraciones públicas, así como a los que presten las Oficinas de Asistencia a las 
Víctimas. Este derecho podrá extenderse a los familiares de la víctima, en los términos que 
asimismo se establezcan reglamentariamente, cuando se trate de delitos que hayan causado 
perjuicios de especial gravedad.

Las autoridades o funcionarios que entren en contacto con las víctimas deberán 
derivarlas a las Oficinas de Asistencia a las Víctimas cuando resulte necesario en atención a 
la gravedad del delito o en aquellos casos en los que la víctima lo solicite.

Los hijos menores y los menores sujetos a tutela, guarda y custodia de las víctimas de 
violencia de género, de violencia sexual, o de personas víctimas de violencia doméstica 
tendrán derecho a las medidas de asistencia y protección previstas en los Títulos I y III de 
esta ley.

TÍTULO II
Participación de la víctima en el proceso penal

Artículo 11.  Participación activa en el proceso penal.
Toda víctima tiene derecho:
a) A ejercer la acción penal y la acción civil conforme a lo dispuesto en la Ley de 

Enjuiciamiento Criminal, sin perjuicio de las excepciones que puedan existir.
b) A comparecer ante las autoridades encargadas de la investigación para aportarles las 

fuentes de prueba y la información que estime relevante para el esclarecimiento de los 
hechos.

Artículo 12.  Comunicación y revisión del sobreseimiento de la investigación a instancia de 
la víctima.

1. La resolución de sobreseimiento será comunicada, de conformidad con lo dispuesto 
en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, a las víctimas directas del delito que hubieran 
denunciado los hechos, así como al resto de víctimas directas de cuya identidad y domicilio 
se tuviera conocimiento.

En los casos de muerte o desaparición de una persona que haya sido causada 
directamente por un delito, se comunicará, conforme a lo dispuesto en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, a las personas a que se refiere el apartado b) del artículo 2. En 
estos supuestos, el Juez o Tribunal podrá acordar, motivadamente, prescindir de la 
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comunicación a todos los familiares cuando ya se haya dirigido con éxito a varios de ellos o 
cuando hayan resultado infructuosas cuantas gestiones se hubieren practicado para su 
localización.

2. La víctima podrá recurrir la resolución de sobreseimiento conforme a lo dispuesto en la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, sin que sea necesario para ello que se haya personado 
anteriormente en el proceso.

Artículo 13.  Participación de la víctima en la ejecución.
1. Las víctimas que hubieran solicitado, conforme a la letra m) del artículo 5.1, que les 

sean notificadas las resoluciones siguientes, podrán recurrirlas de acuerdo con lo 
establecido en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, aunque no se hubieran mostrado parte en 
la causa:

a) El auto por el que el Juez de Vigilancia Penitenciaria autoriza, conforme a lo previsto 
en el párrafo tercero del artículo 36.2 del Código Penal, la posible clasificación del penado en 
tercer grado antes de que se extinga la mitad de la condena, cuando la víctima lo fuera de 
alguno de los siguientes delitos:

1.º Delitos de homicidio.
2.º Delitos de aborto del artículo 144 del Código Penal.
3.º Delitos de lesiones.
4.º Delitos contra la libertad.
5.º Delitos de tortura y contra la integridad moral.
6.º Delitos contra la libertad e indemnidad sexual.
7.º Delitos de robo cometidos con violencia o intimidación.
8.º Delitos de terrorismo.
9.º Delitos de trata de seres humanos.
b) El auto por el que el Juez de Vigilancia Penitenciaria acuerde, conforme a lo previsto 

en el artículo 78.3 del Código Penal, que los beneficios penitenciarios, los permisos de 
salida, la clasificación en tercer grado y el cómputo de tiempo para la libertad condicional se 
refieran al límite de cumplimiento de condena, y no a la suma de las penas impuestas, 
cuando la víctima lo fuera de alguno de los delitos a que se refiere la letra a) de este 
apartado o de un delito cometido en el seno de un grupo u organización criminal.

c) El auto por el que se conceda al penado la libertad condicional, cuando se trate de 
alguno de los delitos a que se refiere el párrafo segundo del artículo 36.2 del Código Penal o 
de alguno de los delitos a que se refiere la letra a) de este apartado, siempre que se hubiera 
impuesto una pena de más de cinco años de prisión.

La víctima deberá anunciar al Secretario judicial competente su voluntad de recurrir 
dentro del plazo máximo de cinco días contados a partir del momento en que se hubiera 
notificado conforme a lo dispuesto en los párrafos segundo y tercero del artículo 7.1, e 
interponer el recurso dentro del plazo de quince días desde dicha notificación.

Para el anuncio de la presentación del recurso no será necesaria la asistencia de 
abogado.

2. Las víctimas estarán también legitimadas para:
a) Interesar que se impongan al liberado condicional las medidas o reglas de conducta 

previstas por la ley que consideren necesarias para garantizar su seguridad, cuando aquél 
hubiera sido condenado por hechos de los que pueda derivarse razonablemente una 
situación de peligro para la víctima;

b) Facilitar al Juez o Tribunal cualquier información que resulte relevante para resolver 
sobre la ejecución de la pena impuesta, las responsabilidades civiles derivadas del delito o el 
comiso que hubiera sido acordado.

3. Antes de que el Juez de Vigilancia Penitenciaria tenga que dictar alguna de las 
resoluciones indicadas en el apartado 1 de este artículo, dará traslado a la víctima para que 
en el plazo de cinco días formule sus alegaciones, siempre que ésta hubiese efectuado la 
solicitud a que se refiere la letra m) del apartado 1 del artículo 5 de esta Ley.
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Artículo 14.  Reembolso de gastos.
La víctima que haya participado en el proceso tendrá derecho a obtener el reembolso de 

los gastos necesarios para el ejercicio de sus derechos y las costas procesales que se le 
hubieren causado con preferencia respecto del pago de los gastos que se hubieran causado 
al Estado, cuando se imponga en la sentencia de condena su pago y se hubiera condenado 
al acusado, a instancia de la víctima, por delitos por los que el Ministerio Fiscal no hubiera 
formulado acusación o tras haberse revocado la resolución de archivo por recurso 
interpuesto por la víctima.

Artículo 15.  Servicios de justicia restaurativa.
1. Las víctimas podrán acceder a servicios de justicia restaurativa, en los términos que 

reglamentariamente se determinen, con la finalidad de obtener una adecuada reparación 
material y moral de los perjuicios derivados del delito, cuando se cumplan los siguientes 
requisitos:

a) el infractor haya reconocido los hechos esenciales de los que deriva su 
responsabilidad;

b) la víctima haya prestado su consentimiento, después de haber recibido información 
exhaustiva e imparcial sobre su contenido, sus posibles resultados y los procedimientos 
existentes para hacer efectivo su cumplimiento;

c) el infractor haya prestado su consentimiento;
d) el procedimiento de mediación no entrañe un riesgo para la seguridad de la víctima, ni 

exista el peligro de que su desarrollo pueda causar nuevos perjuicios materiales o morales 
para la víctima; y

e) no esté prohibida por la ley para el delito cometido.
2. Los debates desarrollados dentro del procedimiento de mediación serán 

confidenciales y no podrán ser difundidos sin el consentimiento de ambas partes. Los 
mediadores y otros profesionales que participen en el procedimiento de mediación, estarán 
sujetos a secreto profesional con relación a los hechos y manifestaciones de que hubieran 
tenido conocimiento en el ejercicio de su función.

3. La víctima y el infractor podrán revocar su consentimiento para participar en el 
procedimiento de mediación en cualquier momento.

Artículo 16.  Justicia gratuita.
Las víctimas podrán presentar sus solicitudes de reconocimiento del derecho a la 

asistencia jurídica gratuita ante el funcionario o autoridad que les facilite la información a la 
que se refiere la letra c) del artículo 5.1, que la trasladará, junto con la documentación 
aportada, al Colegio de Abogados correspondiente.

La solicitud también podrá ser presentada ante las Oficinas de Asistencia a las Víctimas 
de la Administración de Justicia, que la remitirán al Colegio de Abogados que corresponda.

Artículo 17.  Víctimas de delitos cometidos en otros Estados miembros de la Unión Europea.
Las víctimas residentes en España podrán presentar ante las autoridades españolas 

denuncias correspondientes a hechos delictivos que hubieran sido cometidos en el territorio 
de otros países de la Unión Europea.

En el caso de que las autoridades españolas resuelvan no dar curso a la investigación 
por falta de jurisdicción, remitirán inmediatamente la denuncia presentada a las autoridades 
competentes del Estado en cuyo territorio se hubieran cometido los hechos y se lo 
comunicarán al denunciante por el procedimiento que hubiera designado conforme a lo 
previsto en la letra m) del artículo 5.1 de la presente Ley.

Artículo 18.  Devolución de bienes.
Las víctimas tendrán derecho a obtener, de conformidad con lo dispuesto en la Ley de 

Enjuiciamiento Criminal, la devolución sin demora de los bienes restituibles de su propiedad 
que hubieran sido incautados en el proceso.
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La devolución podrá ser denegada cuando la conservación de los efectos por la 
autoridad resulte imprescindible para el correcto desarrollo del proceso penal y no sea 
suficiente con la imposición al propietario de una obligación de conservación de los efectos a 
disposición del Juez o Tribunal.

Asimismo, la devolución de dichos efectos podrá denegarse, conforme a lo previsto en la 
legislación que sea de aplicación, cuando su conservación sea necesaria en un 
procedimiento de investigación técnica de un accidente.

TÍTULO III
Protección de las víctimas

Artículo 19.  Derecho de las víctimas a la protección.
Las autoridades y funcionarios encargados de la investigación, persecución y 

enjuiciamiento de los delitos adoptarán las medidas necesarias, de acuerdo con lo 
establecido en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, para garantizar la vida de la víctima y de 
sus familiares, su integridad física y psíquica, libertad, seguridad, libertad e indemnidad 
sexuales, así como para proteger adecuadamente su intimidad y su dignidad, 
particularmente cuando se les reciba declaración o deban testificar en juicio, y para evitar el 
riesgo de su victimización secundaria o reiterada.

En el caso de las víctimas menores de edad, la Fiscalía velará especialmente por el 
cumplimiento de este derecho de protección, adoptando las medidas adecuadas a su interés 
superior cuando resulte necesario para impedir o reducir los perjuicios que para ellos puedan 
derivar del desarrollo del proceso.

Artículo 20.  Derecho a que se evite el contacto entre víctima e infractor.
Las dependencias en las que se desarrollen los actos del procedimiento penal, incluida 

la fase de investigación, estarán dispuestas de modo que se evite el contacto directo entre 
las víctimas y sus familiares, de una parte, y el sospechoso de la infracción o acusado, de 
otra, con arreglo a la Ley de Enjuiciamiento Criminal y sin perjuicio de lo dispuesto en los 
artículos siguientes.

Artículo 21.  Protección de la víctima durante la investigación penal.
Las autoridades y funcionarios encargados de la investigación penal velarán por que, en 

la medida que ello no perjudique la eficacia del proceso:
a) Se reciba declaración a las víctimas, cuando resulte necesario, sin dilaciones 

injustificadas.
b) Se reciba declaración a las víctimas el menor número de veces posible, y únicamente 

cuando resulte estrictamente necesario para los fines de la investigación penal.
c) Las víctimas puedan estar acompañadas, además de por su representante procesal y 

en su caso el representante legal, por una persona de su elección, durante la práctica de 
aquellas diligencias en las que deban intervenir, salvo que motivadamente se resuelva lo 
contrario por el funcionario o autoridad encargado de la práctica de la diligencia para 
garantizar el correcto desarrollo de la misma.

d) Los reconocimientos médicos de las víctimas solamente se lleven a cabo cuando 
resulten imprescindibles para los fines del proceso penal, y se reduzca al mínimo el número 
de los mismos.

Artículo 22.  Derecho a la protección de la intimidad.
Los Jueces, Tribunales, Fiscales y las demás autoridades y funcionarios encargados de 

la investigación penal, así como todos aquellos que de cualquier modo intervengan o 
participen en el proceso, adoptarán, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley, las medidas 
necesarias para proteger la intimidad de todas las víctimas y de sus familiares y, en 
particular, para impedir la difusión de cualquier información que pueda facilitar la 
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identificación de las víctimas menores de edad o de víctimas con discapacidad necesitadas 
de especial protección.

Artículo 23.  Evaluación individual de las víctimas a fin de determinar sus necesidades 
especiales de protección.

1. La determinación de qué medidas de protección, reguladas en los artículos siguientes, 
deben ser adoptadas para evitar a la víctima perjuicios relevantes que, de otro modo, 
pudieran derivar del proceso, se realizará tras una valoración de sus circunstancias 
particulares.

2. Esta valoración tendrá especialmente en consideración:
a) Las características y circunstancias personales de la víctima y en particular:
1.º Si se trata de una persona con discapacidad o si existe una relación de dependencia 

entre la víctima y el supuesto autor del delito.
2.º Si se trata de víctimas menores de edad o de víctimas necesitadas de especial 

protección o en las que concurran factores de especial vulnerabilidad.
b) La naturaleza del delito y la gravedad de los perjuicios causados a la víctima, así 

como el riesgo de reiteración del delito. A estos efectos, se valorarán especialmente las 
necesidades de protección de las víctimas de los siguientes delitos:

1.º Delitos de terrorismo.
2.º Delitos cometidos por una organización criminal.
3.º Delitos cometidos sobre el cónyuge o sobre persona que esté o haya estado ligada al 

autor por una análoga relación de afectividad, aun sin convivencia, o sobre los 
descendientes, ascendientes o hermanos por naturaleza, adopción o afinidad, propios o del 
cónyuge o conviviente.

4.º Delitos contra la libertad o indemnidad sexual.
5.º Delitos de trata de seres humanos.
6.º Delitos de desaparición forzada.
7.º Delitos cometidos por motivos racistas, antisemitas u otros referentes a la ideología, 

religión o creencias, situación familiar, la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza o 
nación, su origen nacional, su sexo, orientación o identidad sexual, enfermedad o 
discapacidad.

c) Las circunstancias del delito, en particular si se trata de delitos violentos.
3. A lo largo del proceso penal, la adopción de medidas de protección para víctimas 

menores de edad tendrá en cuenta su situación personal, necesidades inmediatas, edad, 
género, discapacidad y nivel de madurez, y respetará plenamente su integridad física, 
mental y moral.

4. En el caso de víctimas de algún delito contra la libertad sexual se aplicarán en todo 
caso las medidas expresadas en los párrafos a), b), c) y d) del artículo 25.1.

Artículo 24.  Competencia y procedimiento de evaluación.
1. La valoración de las necesidades de la víctima y la determinación de las medidas de 

protección corresponden:
a) Durante la fase de investigación del delito, al Juez de Instrucción o al de Violencia 

sobre la Mujer, sin perjuicio de la evaluación y resolución provisionales que deberán realizar 
y adoptar el Fiscal, en sus diligencias de investigación o en los procedimientos sometidos a 
la Ley Orgánica de Responsabilidad Penal de los Menores, o los funcionarios de policía que 
actúen en la fase inicial de las investigaciones.

b) Durante la fase de enjuiciamiento, al Juez o Tribunal a los que correspondiera el 
conocimiento de la causa.

La resolución que se adopte deberá ser motivada y reflejará cuáles son las 
circunstancias que han sido valoradas para su adopción.

Se determinará reglamentariamente la tramitación, la constancia documental y la gestión 
de la valoración y sus modificaciones.
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2. La valoración de las necesidades de protección de la víctima incluirá siempre la de 
aquéllas que hayan sido manifestadas por ella con esa finalidad, así como la voluntad que 
hubiera expresado.

La víctima podrá renunciar a las medidas de protección que hubieran sido acordadas de 
conformidad con los artículos 25 y 26.

3. En el caso de las víctimas que sean menores de edad o personas con discapacidad 
necesitadas de especial protección, su evaluación tomará en consideración sus opiniones e 
intereses.

4. Los servicios de asistencia a la víctima solamente podrán facilitar a terceros la 
información que hubieran recibido de la víctima con el consentimiento previo e informado de 
la misma. Fuera de esos casos, la información solamente podrá ser trasladada, en su caso, 
y con carácter reservado, a la autoridad que adopta la medida de protección.

5. Cualquier modificación relevante de las circunstancias en que se hubiera basado la 
evaluación individual de las necesidades de protección de la víctima, determinará una 
actualización de la misma y, en su caso, la modificación de las medidas de protección que 
hubieran sido acordadas.

Artículo 25.  Medidas de protección.
1. Durante la fase de investigación podrán ser adoptadas las siguientes medidas para la 

protección de las víctimas:
a) Que se les reciba declaración en dependencias especialmente concebidas o 

adaptadas a tal fin.
b) Que se les reciba declaración por profesionales que hayan recibido una formación 

especial para reducir o limitar perjuicios a la víctima, así como en perspectiva de género, o 
con su ayuda.

c) Que todas las tomas de declaración a una misma víctima le sean realizadas por la 
misma persona, salvo que ello pueda perjudicar de forma relevante el desarrollo del proceso 
o deba tomarse la declaración directamente por un Juez o un Fiscal.

d) Que la toma de declaración, cuando se trate de alguna de las víctimas a las que se 
refieren los números 3.º y 4.º de la letra b) del apartado 2 del artículo 23 y las víctimas de 
trata con fines de explotación sexual, se lleve a cabo por una persona que, además de 
cumplir los requisitos previstos en la letra b) de este apartado, sea del mismo sexo que la 
víctima, cuando esta así lo solicite, salvo que ello pueda perjudicar de forma relevante el 
desarrollo del proceso o deba tomarse la declaración directamente por un juez o fiscal.

2. Durante la fase de enjuiciamiento podrán ser adoptadas, conforme a lo dispuesto en la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, las siguientes medidas para la protección de las víctimas:

a) Medidas que eviten el contacto visual entre la víctima y el supuesto autor de los 
hechos, incluso durante la práctica de la prueba, para lo cual podrá hacerse uso de 
tecnologías de la comunicación.

b) Medidas para garantizar que la víctima pueda ser oída sin estar presente en la sala de 
vistas, mediante la utilización de tecnologías de la comunicación adecuadas.

c) Medidas para evitar que se formulen preguntas relativas a la vida privada de la víctima 
que no tengan relevancia con el hecho delictivo enjuiciado, salvo que el Juez o Tribunal 
consideren excepcionalmente que deben ser contestadas para valorar adecuadamente los 
hechos o la credibilidad de la declaración de la víctima.

d) Celebración de la vista oral sin presencia de público. En estos casos, el Juez o el 
Presidente del Tribunal podrán autorizar, sin embargo, la presencia de personas que 
acrediten un especial interés en la causa.

Las medidas a las que se refieren las letras a) y c) también podrán ser adoptadas 
durante la fase de investigación.

3. Asimismo, también podrá acordarse, para la protección de las víctimas, la adopción de 
alguna o algunas de las medidas de protección a que se refiere el artículo 2 de la Ley 
Orgánica 19/1994, de 23 de diciembre, de protección a testigos y peritos en causas 
criminales.
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Artículo 26.  Medidas de protección para menores, personas con discapacidad necesitadas 
de especial protección y víctimas de violencias sexuales.

1. En el caso de las víctimas menores de edad, víctimas con discapacidad necesitadas 
de especial protección y víctimas de violencias sexuales, además de las medidas previstas 
en el artículo anterior se adoptarán, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, las medidas que resulten necesarias para evitar o limitar, en la medida de lo 
posible, que el desarrollo de la investigación o la celebración del juicio se conviertan en una 
nueva fuente de perjuicios para la víctima del delito. En particular, serán aplicables las 
siguientes:

a) Las declaraciones recibidas durante la fase de investigación serán grabadas por 
medios audiovisuales y podrán ser reproducidas en el juicio en los casos y condiciones 
determinadas por la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

b) La declaración podrá recibirse por medio de personas expertas.
2. El Fiscal recabará del Juez o Tribunal la designación de un defensor judicial de la 

víctima, para que la represente en la investigación y en el proceso penal, en los siguientes 
casos:

a) Cuando valore que los representantes legales de la víctima menor de edad o con 
capacidad judicialmente modificada tienen con ella un conflicto de intereses, derivado o no 
del hecho investigado, que no permite confiar en una gestión adecuada de sus intereses en 
la investigación o en el proceso penal.

b) Cuando el conflicto de intereses a que se refiere la letra a) de este apartado exista con 
uno de los progenitores y el otro no se encuentre en condiciones de ejercer adecuadamente 
sus funciones de representación y asistencia de la víctima menor o con capacidad 
judicialmente modificada.

c) Cuando la víctima menor de edad o con capacidad judicialmente modificada no esté 
acompañada o se encuentre separada de quienes ejerzan la patria potestad o cargos 
tutelares.

3. Cuando existan dudas sobre la edad de la víctima y no pueda ser determinada con 
certeza, se presumirá que se trata de una persona menor de edad, a los efectos de lo 
dispuesto en esta Ley.

TÍTULO IV
Disposiciones comunes

CAPÍTULO I
Oficinas de Asistencia a las Víctimas

Artículo 27.  Organización de las Oficinas de Asistencia a las Víctimas.
1. El Gobierno y las Comunidades Autónomas que hayan asumido competencias en 

materia de Justicia organizarán, en el ámbito que les es propio, Oficinas de Asistencia a las 
Víctimas.

2. El Ministerio de Justicia o las Comunidades Autónomas podrán celebrar convenios de 
colaboración con entidades públicas y privadas, sin ánimo de lucro, para prestar los servicios 
de asistencia y apoyo a que se refiere este Título.

Artículo 28.  Funciones de las Oficinas de Asistencia a las Víctimas.
1. Las Oficinas de Asistencia a las Víctimas prestarán una asistencia que incluirá como 

mínimo:
a) Información general sobre sus derechos y, en particular, sobre la posibilidad de 

acceder a un sistema público de indemnización.
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b) Información sobre los servicios especializados disponibles que puedan prestar 
asistencia a la víctima, a la vista de sus circunstancias personales y la naturaleza del delito 
de que pueda haber sido objeto.

c) Apoyo emocional a la víctima.
d) Asesoramiento sobre los derechos económicos relacionados con el proceso, en 

particular, el procedimiento para reclamar la indemnización de los daños y perjuicios sufridos 
y el derecho a acceder a la justicia gratuita.

e) Asesoramiento sobre el riesgo y la forma de prevenir la victimización secundaria o 
reiterada, o la intimidación o represalias.

f) Coordinación de los diferentes órganos, instituciones y entidades competentes para la 
prestación de servicios de apoyo a la víctima.

g) Coordinación con Jueces, Tribunales y Ministerio Fiscal para la prestación de los 
servicios de apoyo a las víctimas.

2. Las Oficinas de Asistencia a las Víctimas realizarán una valoración de sus 
circunstancias particulares, especialmente en lo relativo a las circunstancias a las que se 
refiere el apartado 2 del artículo 23, con la finalidad de determinar qué medidas de asistencia 
y apoyo deben ser prestadas a la víctima, entre las que se podrán incluir:

a) La prestación de apoyo o asistencia psicológica.
b) El acompañamiento a juicio.
c) La información sobre los recursos psicosociales y asistenciales disponibles y, si la 

víctima lo solicita, derivación a los mismos.
d) Las medidas especiales de apoyo que puedan resultar necesarias cuando se trate de 

una víctima con necesidades especiales de protección.
e) La derivación a servicios de apoyo especializados.
3. El acceso a los servicios de apoyo a las víctimas no se condicionará a la presentación 

previa de una denuncia.
4. Los familiares de la víctima podrán acceder a los servicios de apoyo a las víctimas 

conforme a lo que se disponga reglamentariamente, cuando se trate de delitos que hayan 
causado perjuicios de especial gravedad.

5. Las víctimas con discapacidad o con necesidades especiales de protección, así como 
en su caso sus familias, recibirán, directamente o mediante su derivación hacia servicios 
especializados, la asistencia y apoyo que resulten necesarios.

Artículo 29.  Funciones de apoyo a actuaciones de justicia restaurativa y de solución 
extraprocesal.

Las Oficinas de Asistencia a las Víctimas prestarán, en los términos que 
reglamentariamente se determine, apoyo a los servicios de justicia restaurativa y demás 
procedimientos de solución extraprocesal que legalmente se establezcan.

CAPÍTULO II
Formación

Artículo 30.  Formación en los principios de protección de las víctimas.
1. El Ministerio de Justicia, el Consejo General del Poder Judicial, la Fiscalía General del 

Estado y las Comunidades Autónomas, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
asegurarán una formación general y específica, relativa a la protección de las víctimas en el 
proceso penal, en los cursos de formación de Jueces y Magistrados, Fiscales, Secretarios 
judiciales, Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, médicos forenses, personal al servicio de la 
Administración de Justicia, personal de las Oficinas de Asistencia a las Víctimas y, en su 
caso, funcionarios de la Administración General del Estado o de las Comunidades 
Autónomas que desempeñen funciones en esta materia.

En estos cursos de formación se prestará particular atención a las víctimas necesitadas 
de especial protección, a aquellas en las que concurran factores de especial vulnerabilidad y 
a las víctimas menores o con discapacidad.
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2. Los Colegios de Abogados y de Procuradores impulsarán la formación y 
sensibilización de sus colegiados en los principios de protección de las víctimas contenidos 
en esta Ley.

Artículo 31.  Protocolos de actuación.
El Gobierno y las Comunidades Autónomas en el marco de sus competencias, con el fin 

de hacer más efectiva la protección de las víctimas y de sus derechos reconocidos por esta 
Ley, aprobarán los Protocolos que resulten necesarios para la protección de las víctimas.

Asimismo, los Colegios profesionales que integren a aquellos que, en su actividad 
profesional, se relacionan y prestan servicios a las víctimas de delitos, promoverán 
igualmente la elaboración de Protocolos de actuación que orienten su actividad hacia la 
protección de las víctimas.

CAPÍTULO III
Cooperación y buenas prácticas

Artículo 32.  Cooperación con profesionales y evaluación de la atención a las víctimas.
Los poderes públicos fomentarán la cooperación con los colectivos profesionales 

especializados en el trato, atención y protección a las víctimas.
Se fomentará la participación de estos colectivos en los sistemas de evaluación del 

funcionamiento de las normas, medidas y demás instrumentos que se adopten para la 
protección y asistencia a las víctimas.

Artículo 33.  Cooperación internacional.
Los poderes públicos promoverán la cooperación con otros Estados y especialmente con 

los Estados miembros de la Unión Europea en materia de derechos de las víctimas de delito, 
en particular mediante el intercambio de experiencias, fomento de información, remisión de 
información para facilitar la asistencia a las víctimas concretas por las autoridades de su 
lugar de residencia, concienciación, investigación y educación, cooperación con la sociedad 
civil, asistencia a redes sobre derecho de las víctimas y otras actividades relacionadas.

Artículo 34.  Sensibilización.
Los poderes públicos fomentarán campañas de sensibilización social en favor de las 

víctimas, así como la autorregulación de los medios de comunicación social de titularidad 
pública y privada en orden a preservar la intimidad, la imagen, la dignidad y los demás 
derechos de las víctimas. Estos derechos deberán ser respetados por los medios de 
comunicación social.

CAPÍTULO IV
Obligación de reembolso

Artículo 35.  Obligación de reembolso.
1. La persona que se hubiera beneficiado de subvenciones o ayudas percibidas por su 

condición de víctima y que hubiera sido objeto de alguna de las medidas de protección 
reguladas en esta Ley, vendrá obligada a reembolsar las cantidades recibidas en dicho 
concepto y al abono de los gastos causados a la Administración por sus actuaciones de 
reconocimiento, información, protección y apoyo, así como por los servicios prestados con 
un incremento del interés legal del dinero aumentado en un cincuenta por ciento, si fuera 
condenada por denuncia falsa o simulación de delito.

2. El procedimiento de liquidación de la anterior obligación de reembolso y la 
determinación de las cuantías que puedan corresponder a cada concepto se determinarán 
reglamentariamente.

3. Esta disposición se aplicará sin perjuicio de lo previsto en la Ley de Asistencia Jurídica 
Gratuita.
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Disposición adicional primera.  Evaluación periódica del sistema de atención a las 
víctimas del delito en España.

El funcionamiento de las instituciones, mecanismos y garantías de asistencia a las 
víctimas del delito será objeto de una evaluación anual, que se llevará a cabo por el 
Ministerio de Justicia conforme al procedimiento que se determine reglamentariamente.

Estas evaluaciones, cuyos resultados serán publicados en la página web, orientarán la 
mejora del sistema de protección y la adopción de nuevas medidas para garantizar su 
eficacia.

El Gobierno remitirá a las Cortes Generales un informe anual con la evaluación y las 
propuestas de mejora del sistema de protección de las víctimas y de las medidas que 
garanticen su eficacia.

Disposición adicional segunda.  Medios.
Las medidas incluidas en esta Ley no podrán suponer incremento de dotaciones de 

personal, ni de retribuciones ni de otros gastos de personal.

Disposición transitoria única.  Aplicación temporal.
Las disposiciones contenidas en esta Ley serán aplicables a las víctimas de delitos a 

partir de la fecha de su entrada en vigor, sin que ello suponga una retroacción de los trámites 
que ya se hubieran cumplido.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas todas las normas de rango igual o inferior en cuanto contradigan lo 

dispuesto en la presente Ley.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal a efectos de 
la transposición de algunas de las disposiciones contenidas en la Directiva 2012/29/UE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2012, por la que se establecen 
normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección de las víctimas de delitos.

La Ley de Enjuiciamiento Criminal queda modificada como sigue:
Uno. Se modifica el artículo 109, que queda redactado como sigue:

«Artículo 109.  
En el acto de recibirse declaración por el Juez al ofendido que tuviese la 

capacidad legal necesaria, el Secretario judicial le instruirá del derecho que le asiste 
para mostrarse parte en el proceso y renunciar o no a la restitución de la cosa, 
reparación del daño e indemnización del perjuicio causado por el hecho punible. 
Asimismo le informará de los derechos recogidos en la legislación vigente, pudiendo 
delegar esta función en personal especializado en la asistencia a víctimas.

Si fuera menor o tuviera la capacidad judicialmente modificada, se practicará 
igual diligencia con su representante legal o la persona que le asista.

Fuera de los casos previstos en los dos párrafos anteriores, no se hará a los 
interesados en las acciones civiles o penales notificación alguna que prolongue o 
detenga el curso de la causa, lo cual no obsta para que el Secretario judicial procure 
instruir de aquel derecho al ofendido ausente.

En cualquier caso, en los procesos que se sigan por delitos comprendidos en el 
artículo 57 del Código Penal, el Secretario judicial asegurará la comunicación a la 
víctima de los actos procesales que puedan afectar a su seguridad.»

Dos. Se introduce un nuevo artículo 109 bis, con la siguiente redacción:

«Artículo 109 bis.  
1. Las víctimas del delito que no hubieran renunciado a su derecho podrán 

ejercer la acción penal en cualquier momento antes del trámite de calificación del 
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delito, si bien ello no permitirá retrotraer ni reiterar las actuaciones ya practicadas 
antes de su personación.

En el caso de muerte o desaparición de la víctima a consecuencia del delito, la 
acción penal podrá ser ejercida por su cónyuge no separado legalmente o de hecho 
y por los hijos de ésta o del cónyuge no separado legalmente o de hecho que en el 
momento de la muerte o desaparición de la víctima convivieran con ellos; por la 
persona que hasta el momento de la muerte o desaparición hubiera estado unida a 
ella por una análoga relación de afectividad y por los hijos de ésta que en el 
momento de la muerte o desaparición de la víctima convivieran con ella; por sus 
progenitores y parientes en línea recta o colateral dentro del tercer grado que se 
encontraren bajo su guarda, personas sujetas a su tutela o curatela o que se 
encontraren bajo su acogimiento familiar.

En caso de no existir los anteriores, podrá ser ejercida por los demás parientes 
en línea recta y por sus hermanos, con preferencia, entre ellos, del que ostentara la 
representación legal de la víctima.

2. El ejercicio de la acción penal por alguna de las personas legitimadas 
conforme a este artículo no impide su ejercicio posterior por cualquier otro de los 
legitimados. Cuando exista una pluralidad de víctimas, todas ellas podrán personarse 
independientemente con su propia representación. Sin embargo, en estos casos, 
cuando pueda verse afectado el buen orden del proceso o el derecho a un proceso 
sin dilaciones indebidas, el Juez o Tribunal, en resolución motivada y tras oír a todas 
las partes, podrá imponer que se agrupen en una o varias representaciones y que 
sean dirigidos por la misma o varias defensas, en razón de sus respectivos intereses.

3. La acción penal también podrá ser ejercitada por las asociaciones de víctimas 
y por las personas jurídicas a las que la ley reconoce legitimación para defender los 
derechos de las víctimas, siempre que ello fuera autorizado por la víctima del delito.

Cuando el delito o falta cometida tenga por finalidad impedir u obstaculizar a los 
miembros de las corporaciones locales el ejercicio de sus funciones públicas, podrá 
también personarse en la causa la Administración local en cuyo territorio se hubiere 
cometido el hecho punible.»

Tres. Se modifica el artículo 110, que queda redactado como sigue:

«Artículo 110.  
Los perjudicados por un delito o falta que no hubieren renunciado a su derecho 

podrán mostrarse parte en la causa si lo hicieran antes del trámite de calificación del 
delito y ejercitar las acciones civiles que procedan, según les conviniere, sin que por 
ello se retroceda en el curso de las actuaciones.

Aun cuando los perjudicados no se muestren parte en la causa, no por esto se 
entiende que renuncian al derecho de restitución, reparación o indemnización que a 
su favor puede acordarse en sentencia firme, siendo necesario que la renuncia de 
este derecho se haga en su caso de una manera clara y terminante.»

Cuatro. Se modifica el artículo 261, que queda redactado como sigue:

«Artículo 261.  
Tampoco estarán obligados a denunciar:
1.º El cónyuge del delincuente no separado legalmente o de hecho o la persona 

que conviva con él en análoga relación de afectividad.
2.º Los ascendientes y descendientes del delincuente y sus parientes colaterales 

hasta el segundo grado inclusive.»
Cinco. Se modifica el artículo 281, que queda redactado como sigue:

«Artículo 281.  
Quedan exentos de cumplir lo dispuesto en el artículo anterior:
1.º El ofendido y sus herederos o representantes legales.
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2.º En los delitos de asesinato o de homicidio, el cónyuge del difunto o persona 
vinculada a él por una análoga relación de afectividad, los ascendientes y 
descendientes y sus parientes colaterales hasta el segundo grado inclusive, los 
herederos de la víctima y los padres, madres e hijos del delincuente.

3.º Las asociaciones de víctimas y las personas jurídicas a las que la ley 
reconoce legitimación para defender los derechos de las víctimas siempre que el 
ejercicio de la acción penal hubiera sido expresamente autorizado por la propia 
víctima.

La exención de fianza no es aplicable a los extranjeros si no les correspondiere 
en virtud de tratados internacionales o por el principio de reciprocidad.»

Seis. Se modifica el párrafo primero del artículo 282, que queda redactado como sigue:
«La Policía Judicial tiene por objeto y será obligación de todos los que la 

componen, averiguar los delitos públicos que se cometieren en su territorio o 
demarcación; practicar, según sus atribuciones, las diligencias necesarias para 
comprobarlos y descubrir a los delincuentes, y recoger todos los efectos, 
instrumentos o pruebas del delito de cuya desaparición hubiere peligro, poniéndolos 
a disposición de la autoridad judicial. Cuando las víctimas entren en contacto con la 
Policía Judicial, cumplirá con los deberes de información que prevé la legislación 
vigente. Asimismo, llevarán a cabo una valoración de las circunstancias particulares 
de las víctimas para determinar provisionalmente qué medidas de protección deben 
ser adoptadas para garantizarles una protección adecuada, sin perjuicio de la 
decisión final que corresponderá adoptar al Juez o Tribunal.»

Siete. Se modifica el artículo 284, que queda redactado como sigue:

«Artículo 284.  
Inmediatamente que los funcionarios de Policía Judicial tuvieren conocimiento de 

un delito público o fueren requeridos para prevenir la instrucción de diligencias por 
razón de algún delito privado, lo participarán a la autoridad judicial o al representante 
del Ministerio Fiscal, si pudieren hacerlo sin cesar en la práctica de las diligencias de 
prevención. En otro caso, lo harán así que las hubieren terminado.

Si hubieran recogido armas, instrumentos o efectos de cualquier clase que 
pudieran tener relación con el delito y se hallen en el lugar en que éste se cometió o 
en sus inmediaciones, o en poder del reo o en otra parte conocida, extenderán 
diligencia expresiva del lugar, tiempo y ocasión en que se encontraren, que incluirá 
una descripción minuciosa para que se pueda formar idea cabal de los mismos y de 
las circunstancias de su hallazgo, que podrá ser sustituida por un reportaje gráfico. 
La diligencia será firmada por la persona en cuyo poder fueren hallados.

La incautación de efectos que pudieran pertenecer a una víctima del delito será 
comunicada a la misma.

La persona afectada por la incautación podrá recurrir en cualquier momento la 
medida ante el Juez de Instrucción de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 
tercero del artículo 334.»

Ocho. Se modifica el artículo 301, que queda redactado como sigue:

«Artículo 301.  
Las diligencias del sumario serán reservadas y no tendrán carácter público hasta 

que se abra el juicio oral, con las excepciones determinadas en la presente Ley.
El abogado o procurador de cualquiera de las partes que revelare indebidamente 

el contenido del sumario, será corregido con multa de 500 a 10.000 euros.
En la misma multa incurrirá cualquier otra persona que no siendo funcionario 

público cometa la misma falta.
El funcionario público, en el caso de los párrafos anteriores, incurrirá en la 

responsabilidad que el Código Penal señale en su lugar respectivo.»
Nueve. Se introduce un nuevo artículo 301 bis, con la siguiente redacción:
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«Artículo 301 bis.  
El Juez podrá acordar, de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal o de la víctima, 

la adopción de cualquiera de las medidas a que se refiere el apartado 2 del artículo 
681 cuando resulte necesario para proteger la intimidad de la víctima o el respeto 
debido a la misma o a su familia.»

Diez. Se introducen dos nuevos párrafos tercero y cuarto al artículo 334, con la siguiente 
redacción:

«La persona afectada por la incautación podrá recurrir en cualquier momento la 
medida ante el Juez de Instrucción. Este recurso no requerirá de la intervención de 
abogado cuando sea presentado por terceras personas diferentes del imputado. El 
recurso se entenderá interpuesto cuando la persona afectada por la medida o un 
familiar suyo mayor de edad hubieran expresado su disconformidad en el momento 
de la misma.

Los efectos que pertenecieran a la víctima del delito serán restituidos 
inmediatamente a la misma, salvo que excepcionalmente debieran ser conservados 
como medio de prueba o para la práctica de otras diligencias, y sin perjuicio de su 
restitución tan pronto resulte posible. Los efectos serán también restituidos 
inmediatamente cuando deban ser conservados como medio de prueba o para la 
práctica de otras diligencias, pero su conservación pueda garantizarse imponiendo al 
propietario el deber de mantenerlos a disposición del Juez o Tribunal. La víctima 
podrá, en todo caso, recurrir esta decisión conforme a lo dispuesto en el párrafo 
anterior.»

Once. Se modifica el artículo 433, que queda redactado como sigue:

«Artículo 433.  
Al presentarse a declarar, los testigos entregarán al secretario la copia de la 

cédula de citación.
Los testigos mayores de edad penal prestarán juramento o promesa de decir 

todo lo que supieren respecto a lo que les fuere preguntado, estando el Juez 
obligado a informarles, en un lenguaje claro y comprensible, de la obligación que 
tienen de ser veraces y de la posibilidad de incurrir en un delito de falso testimonio en 
causa criminal.

Los testigos que, de acuerdo con lo dispuesto en el Estatuto de la Víctima del 
Delito, tengan la condición de víctimas del delito, podrán hacerse acompañar por su 
representante legal y por una persona de su elección durante la práctica de estas 
diligencias, salvo que en este último caso, motivadamente, se resuelva lo contrario 
por el Juez de Instrucción para garantizar el correcto desarrollo de la misma.

En el caso de los testigos menores de edad o personas con la capacidad 
judicialmente modificada, el Juez de Instrucción podrá acordar, cuando a la vista de 
la falta de madurez de la víctima resulte necesario para evitar causarles graves 
perjuicios, que se les tome declaración mediante la intervención de expertos y con 
intervención del Ministerio Fiscal. Con esta finalidad, podrá acordarse también que 
las preguntas se trasladen a la víctima directamente por los expertos o, incluso, 
excluir o limitar la presencia de las partes en el lugar de la exploración de la víctima. 
En estos casos, el Juez dispondrá lo necesario para facilitar a las partes la 
posibilidad de trasladar preguntas o de pedir aclaraciones a la víctima, siempre que 
ello resulte posible.

El Juez ordenará la grabación de la declaración por medios audiovisuales.»
Doce. Se modifica el artículo 448, que queda redactado como sigue:

«Artículo 448.  
Si el testigo manifestare, al hacerle la prevención referida en el artículo 446, la 

imposibilidad de concurrir por haber de ausentarse del territorio nacional, y también 
en el caso en que hubiere motivo racionalmente bastante para temer su muerte o 
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incapacidad física o intelectual antes de la apertura del juicio oral, el Juez instructor 
mandará practicar inmediatamente la declaración, asegurando en todo caso la 
posibilidad de contradicción de las partes. Para ello, el Secretario judicial hará saber 
al reo que nombre abogado en el término de veinticuatro horas, si aún no lo tuviere, o 
de lo contrario, que se le nombrará de oficio, para que le aconseje en el acto de 
recibir la declaración del testigo. Transcurrido dicho término, el Juez recibirá 
juramento y volverá a examinar a éste, a presencia del procesado y de su abogado 
defensor y a presencia, asimismo, del Fiscal y del querellante, si quisieren asistir al 
acto, permitiendo a éstos hacerle cuantas repreguntas tengan por conveniente, 
excepto las que el Juez desestime como manifiestamente impertinentes.

Por el Secretario judicial se consignarán las contestaciones a estas preguntas, y 
esta diligencia será firmada por todos los asistentes.

La declaración de los testigos menores de edad y de las personas con capacidad 
judicialmente modificada podrá llevarse a cabo evitando la confrontación visual de los 
mismos con el inculpado, utilizando para ello cualquier medio técnico que haga 
posible la práctica de esta prueba.»

Trece. Se modifica el apartado 7 del artículo 544 ter, que queda redactado como sigue:
«7. Las medidas de naturaleza civil deberán ser solicitadas por la víctima o su 

representante legal, o bien por el Ministerio Fiscal cuando existan hijos menores o 
personas con la capacidad judicialmente modificada, determinando su régimen de 
cumplimiento y, si procediera, las medidas complementarias a ellas que fueran 
precisas, siempre que no hubieran sido previamente acordadas por un órgano del 
orden jurisdiccional civil, y sin perjuicio de las medidas previstas en el artículo 158 del 
Código Civil. Cuando existan menores o personas con capacidad judicialmente 
modificada que convivan con la víctima y dependan de ella, el Juez deberá 
pronunciarse en todo caso, incluso de oficio, sobre la pertinencia de la adopción de 
las referidas medidas.

Estas medidas podrán consistir en la atribución del uso y disfrute de la vivienda 
familiar, determinar el régimen de guarda y custodia, visitas, comunicación y estancia 
con los menores o personas con la capacidad judicialmente modificada, el régimen 
de prestación de alimentos, así como cualquier disposición que se considere 
oportuna a fin de apartarles de un peligro o de evitarles perjuicios.

Las medidas de carácter civil contenidas en la orden de protección tendrán una 
vigencia temporal de 30 días. Si dentro de este plazo fuese incoado a instancia de la 
víctima o de su representante legal un proceso de familia ante la jurisdicción civil, las 
medidas adoptadas permanecerán en vigor durante los treinta días siguientes a la 
presentación de la demanda. En este término las medidas deberán ser ratificadas, 
modificadas o dejadas sin efecto por el Juez de primera instancia que resulte 
competente.»

Catorce. Se introduce un nuevo artículo 544 quinquies con la siguiente redacción:

«Artículo 544 quinquies.  
1. En los casos en los que se investigue un delito de los mencionados en el 

artículo 57 del Código Penal, el Juez o Tribunal, cuando resulte necesario al fin de 
protección de la víctima menor de edad o con la capacidad judicialmente modificada, 
en su caso, adoptará motivadamente alguna de las siguientes medidas:

a) Suspender la patria potestad de alguno de los progenitores. En este caso 
podrá fijar un régimen de visitas o comunicación en interés del menor o persona con 
capacidad judicialmente modificada y, en su caso, las condiciones y garantías con 
que debe desarrollarse.

b) Suspender la tutela, curatela, guarda o acogimiento.
c) Establecer un régimen de supervisión del ejercicio de la patria potestad, tutela 

o de cualquier otra función tutelar o de protección o apoyo sobre el menor o persona 
con la capacidad judicialmente modificada, sin perjuicio de las competencias propias 
del Ministerio Fiscal y de las entidades públicas competentes.
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d) Suspender o modificar el régimen de visitas o comunicación con el no 
conviviente o con otro familiar que se encontrara en vigor, cuando resulte necesario 
para garantizar la protección del menor o de la persona con capacidad judicialmente 
modificada.

2. Cuando en el desarrollo del proceso se ponga de manifiesto la existencia de 
una situación de riesgo o posible desamparo de un menor y, en todo caso, cuando 
fueran adoptadas algunas de las medidas de las letras a) o b) del apartado anterior, 
el Secretario judicial lo comunicará inmediatamente a la entidad pública competente 
que tenga legalmente encomendada la protección de los menores, así como al 
Ministerio Fiscal, a fin de que puedan adoptar las medidas de protección que resulten 
necesarias. A los mismos efectos se les notificará su alzamiento o cualquier otra 
modificación, así como la resolución a la que se refiere el apartado 3.

3. Una vez concluido el procedimiento, el Juez o Tribunal, valorando 
exclusivamente el interés de la persona afectada, ratificará o alzará las medidas de 
protección que hubieran sido adoptadas. El Ministerio Fiscal y las partes afectadas 
por la medida podrán solicitar al Juez su modificación o alzamiento conforme al 
procedimiento previsto en el artículo 770 Ley de Enjuiciamiento Civil.»

Quince. Se modifica el artículo 636, que queda redactado como sigue:

«Artículo 636.  
Contra los autos de sobreseimiento sólo procederá, en su caso, el recurso de 

casación.
El auto de sobreseimiento se comunicará a las víctimas del delito, en la dirección 

de correo electrónico y, en su defecto, por correo ordinario a la dirección postal o 
domicilio que hubieran designado en la solicitud prevista en el artículo 5.1.m) de la 
Ley del Estatuto de la Víctima del delito.

En los casos de muerte o desaparición ocasionada por un delito, el auto de 
sobreseimiento será comunicado de igual forma a las personas a las que se refiere el 
párrafo segundo del apartado 1 del artículo 109 bis, de cuya identidad y dirección de 
correo electrónico o postal se tuviera conocimiento. En estos supuestos el Juez o 
Tribunal, podrá acordar, motivadamente, prescindir de la comunicación a todos los 
familiares cuando ya se haya dirigido con éxito a varios de ellos o cuando hayan 
resultado infructuosas cuantas gestiones se hubieren practicado para su localización.

Excepcionalmente, en el caso de ciudadanos residentes fuera de la Unión 
Europea, si no se dispusiera de una dirección de correo electrónico o postal en la 
que realizar la comunicación, se remitirá a la oficina diplomática o consular española 
en el país de residencia para que la publique.

Transcurridos cinco días desde la comunicación, se entenderá que ha sido 
efectuada válidamente y desplegará todos sus efectos, iniciándose el cómputo del 
plazo de interposición del recurso. Se exceptuarán de este régimen aquellos 
supuestos en los que la víctima acredite justa causa de la imposibilidad de acceso al 
contenido de la comunicación.

Las víctimas podrán recurrir el auto de sobreseimiento dentro del plazo de veinte 
días aunque no se hubieran mostrado como parte en la causa.»

Dieciséis. Se modifica el artículo 680, que queda redactado como sigue:

«Artículo 680.  
Los debates del juicio oral serán públicos, bajo pena de nulidad, sin perjuicio de 

lo dispuesto en el artículo siguiente.»
Diecisiete. Se modifica el artículo 681, que queda redactado como sigue:

«Artículo 681.  
1. El Juez o Tribunal podrá acordar, de oficio o a instancia de cualquiera de las 

partes, previa audiencia a las mismas, que todos o alguno de los actos o las 
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sesiones del juicio se celebren a puerta cerrada, cuando así lo exijan razones de 
seguridad u orden público, o la adecuada protección de los derechos fundamentales 
de los intervinientes, en particular, el derecho a la intimidad de la víctima, el respeto 
debido a la misma o a su familia, o resulte necesario para evitar a las víctimas 
perjuicios relevantes que, de otro modo, podrían derivar del desarrollo ordinario del 
proceso. Sin embargo, el Juez o el Presidente del Tribunal podrán autorizar la 
presencia de personas que acrediten un especial interés en la causa. La anterior 
restricción, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 707, no será aplicable al 
Ministerio Fiscal, a las personas lesionadas por el delito, a los procesados, al 
acusador privado, al actor civil y a los respectivos defensores.

2. Asimismo, podrá acordar la adopción de las siguientes medidas para la 
protección de la intimidad de la víctima y de sus familiares:

a) Prohibir la divulgación o publicación de información relativa a la identidad de la 
víctima, de datos que puedan facilitar su identificación de forma directa o indirecta, o 
de aquellas circunstancias personales que hubieran sido valoradas para resolver 
sobre sus necesidades de protección.

b) Prohibir la obtención, divulgación o publicación de imágenes de la víctima o de 
sus familiares.

3. Queda prohibida, en todo caso, la divulgación o publicación de información 
relativa a la identidad de víctimas menores de edad o víctimas con discapacidad 
necesitadas de especial protección, de datos que puedan facilitar su identificación de 
forma directa o indirecta, o de aquellas circunstancias personales que hubieran sido 
valoradas para resolver sobre sus necesidades de protección, así como la obtención, 
divulgación o publicación de imágenes suyas o de sus familiares.»

Dieciocho. Se modifica el artículo 682, que queda redactado como sigue:

«Artículo 682.  
El Juez o Tribunal, previa audiencia de las partes, podrá restringir la presencia de 

los medios de comunicación audiovisuales en las sesiones del juicio y prohibir que se 
graben todas o alguna de las audiencias cuando resulte imprescindible para 
preservar el orden de las sesiones y los derechos fundamentales de las partes y de 
los demás intervinientes, especialmente el derecho a la intimidad de las víctimas, el 
respeto debido a la misma o a su familia, o la necesidad de evitar a las víctimas 
perjuicios relevantes que, de otro modo, podrían derivar del desarrollo ordinario del 
proceso. A estos efectos, podrá:

a) Prohibir que se grabe el sonido o la imagen en la práctica de determinadas 
pruebas, o determinar qué diligencias o actuaciones pueden ser grabadas y 
difundidas.

b) Prohibir que se tomen y difundan imágenes de alguna o algunas de las 
personas que en él intervengan.

c) Prohibir que se facilite la identidad de las víctimas, de los testigos o peritos o 
de cualquier otra persona que intervenga en el juicio.»

Diecinueve. Se modifica el artículo 707, que queda redactado como sigue:

«Artículo 707.  
Todos los testigos están obligados a declarar lo que supieren sobre lo que les 

fuere preguntado, con excepción de las personas expresadas en los artículos 416, 
417 y 418, en sus respectivos casos.

La declaración de los testigos menores de edad o con discapacidad necesitados 
de especial protección, se llevará a cabo, cuando resulte necesario para impedir o 
reducir los perjuicios que para ellos puedan derivar del desarrollo del proceso o de la 
práctica de la diligencia, evitando la confrontación visual de los mismos con el 
inculpado. Con este fin podrá ser utilizado cualquier medio técnico que haga posible 
la práctica de esta prueba, incluyéndose la posibilidad de que los testigos puedan ser 
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oídos sin estar presentes en la sala mediante la utilización de tecnologías de la 
comunicación.

Estas medidas serán igualmente aplicables a las declaraciones de las víctimas 
cuando de su evaluación inicial o posterior derive la necesidad de estas medidas de 
protección.»

Veinte. Se modifica el artículo 709, que queda redactado como sigue:

«Artículo 709.  
El Presidente no permitirá que el testigo conteste a preguntas o repreguntas 

capciosas, sugestivas o impertinentes.
El Presidente podrá adoptar medidas para evitar que se formulen a la víctima 

preguntas innecesarias relativas a la vida privada que no tengan relevancia para el 
hecho delictivo enjuiciado, salvo que el Juez o Tribunal consideren excepcionalmente 
que deben ser contestadas para valorar adecuadamente los hechos o la credibilidad 
de la declaración de la víctima. Si esas preguntas fueran formuladas, el Presidente 
no permitirá que sean contestadas.

Contra la resolución que sobre este extremo adopte podrá interponerse en su día 
el recurso de casación, si se hiciere en el acto la correspondiente protesta.

En este caso, constará en el acta la pregunta o repregunta a que el Presidente 
haya prohibido contestar.»

Veintiuno. Se modifica el artículo 730, que queda redactado como sigue:

«Artículo 730.  
Podrán también leerse o reproducirse a instancia de cualquiera de las partes las 

diligencias practicadas en el sumario, que, por causas independientes de la voluntad 
de aquéllas, no puedan ser reproducidas en el juicio oral, y las declaraciones 
recibidas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 448 durante la fase de 
investigación a las víctimas menores de edad y a las víctimas con discapacidad 
necesitadas de especial protección.»

Veintidós. Se modifica el apartado 2 del artículo 773, que queda redactado como sigue:
«2. Cuando el Ministerio Fiscal tenga noticia de un hecho aparentemente 

delictivo, bien directamente o por serle presentada una denuncia o atestado, 
informará a la víctima de los derechos recogidos en la legislación vigente; efectuará 
la evaluación y resolución provisionales de las necesidades de la víctima de 
conformidad con lo dispuesto en la legislación vigente y practicará él mismo u 
ordenará a la Policía Judicial que practique las diligencias que estime pertinentes 
para la comprobación del hecho o de la responsabilidad de los partícipes en el 
mismo. El Fiscal decretará el archivo de las actuaciones cuando el hecho no revista 
los caracteres de delito, comunicándolo con expresión de esta circunstancia a quien 
hubiere alegado ser perjudicado u ofendido, a fin de que pueda reiterar su denuncia 
ante el Juez de Instrucción. En otro caso instará del Juez de Instrucción la incoación 
del procedimiento que corresponda con remisión de lo actuado, poniendo a su 
disposición al detenido, si lo hubiere, y los efectos del delito.

El Ministerio Fiscal podrá hacer comparecer ante sí a cualquier persona en los 
términos establecidos en la ley para la citación judicial, a fin de recibirle declaración, 
en la cual se observarán las mismas garantías señaladas en esta Ley para la 
prestada ante el Juez o Tribunal.

Cesará el Fiscal en sus diligencias tan pronto como tenga conocimiento de la 
existencia de un procedimiento judicial sobre los mismos hechos.»

Veintitrés. Se modifica la regla 1.ª del apartado 1 del artículo 779, que queda redactada 
como sigue:

«1.ª Si estimare que el hecho no es constitutivo de infracción penal o que no 
aparece suficientemente justificada su perpetración, acordará el sobreseimiento que 
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corresponda. Si, aun estimando que el hecho puede ser constitutivo de delito, no 
hubiere autor conocido, acordará el sobreseimiento provisional y ordenará el archivo.

El auto de sobreseimiento será comunicado a las víctimas del delito, en la 
dirección de correo electrónico y, en su defecto, dirección postal o domicilio que 
hubieran designado en la solicitud prevista en el artículo 5.1.m) de la Ley del Estatuto 
de la Víctima del delito.

En los casos de muerte o desaparición ocasionada por un delito, el auto de 
sobreseimiento será comunicado de igual forma, a las personas a las que se refiere 
el párrafo segundo del apartado 1 del artículo 109 bis, de cuya identidad y dirección 
de correo electrónico o postal se tuviera conocimiento. En estos supuestos el Juez o 
Tribunal, podrá acordar, motivadamente, prescindir de la comunicación a todos los 
familiares cuando ya se haya dirigido con éxito a varios de ellos o cuando hayan 
resultado infructuosas cuantas gestiones se hubieren practicado para su localización.

Excepcionalmente, en el caso de ciudadanos residentes fuera de la Unión 
Europea, si no se dispusiera de una dirección de correo electrónico o postal en la 
que realizar la comunicación, se remitirá a la oficina diplomática o consular española 
en el país de residencia para que la publique.

Transcurridos cinco días desde la comunicación, se entenderá que ha sido 
efectuada válidamente y desplegará todos sus efectos. Se exceptuarán de este 
régimen aquellos supuestos en los que la víctima acredite justa causa de la 
imposibilidad de acceso al contenido de la comunicación.

Las víctimas podrán recurrir el auto de sobreseimiento dentro del plazo de veinte 
días aunque no se hubieran mostrado como parte en la causa.»

Veinticuatro. Se modifica el apartado 3 del artículo 785, que queda redactado como 
sigue:

«3. Cuando la víctima lo haya solicitado, aunque no sea parte en el proceso ni 
deba intervenir, el Secretario judicial deberá informarle, por escrito y sin retrasos 
innecesarios, de la fecha, hora y lugar del juicio, así como del contenido de la 
acusación dirigida contra el infractor.»

Veinticinco. Se modifica el apartado 2 del artículo 791, que queda redactado como sigue:
«2. El Secretario judicial señalará la vista dentro de los quince días siguientes y a 

ella serán citadas todas las partes. Cuando la víctima lo haya solicitado, será 
informada por el Secretario judicial, aunque no se haya mostrado parte ni sea 
necesaria su intervención.

La vista se celebrará empezando, en su caso, por la práctica de la prueba y por 
la reproducción de las grabaciones si hay lugar a ella. A continuación, las partes 
resumirán oralmente el resultado de la misma y el fundamento de sus pretensiones.»

Disposición final segunda.  Modificación de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, 
del Código Penal.

Se modifica el apartado 2 del artículo 126 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de 
noviembre, del Código Penal, que queda redactado como sigue:

«2. Cuando el delito hubiere sido de los que sólo pueden perseguirse a instancia 
de parte, se satisfarán las costas del acusador privado con preferencia a la 
indemnización del Estado. Tendrá la misma preferencia el pago de las costas 
procesales causadas a la víctima en los supuestos a que se refiere el artículo 14 de 
la Ley del Estatuto de la Víctima del Delito.»

Disposición final tercera.  Título competencial.
Esta Ley se dicta al amparo de la competencia exclusiva en materia de legislación penal 

y procesal atribuida al Estado por el artículo 149.1.6.ª de la Constitución Española. Se 
exceptúa de lo anterior el Título IV, que se dicta al amparo de la competencia exclusiva en 
materia de Administración de Justicia atribuida al Estado por el artículo 149.1.5.ª de la 
Constitución Española, así como lo dispuesto en el Título I, que se dicta al amparo de la 
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competencia exclusiva en materia de regulación de las condiciones básicas que garanticen 
la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de 
los deberes constitucionales, atribuida al Estado por el artículo 149.1.1.ª de la Constitución 
Española.

Disposición final cuarta.  Habilitación al Gobierno para el desarrollo reglamentario.
Se habilita al Gobierno para que apruebe las disposiciones reglamentarias precisas para 

el desarrollo de lo dispuesto en la presente Ley.

Disposición final quinta.  Adaptación de los Estatutos Generales de la Abogacía y de la 
Procuraduría.

Los Colegios y Consejos Generales de Abogados y Procuradores adoptarán las medidas 
necesarias para adaptar sus respectivos Estatutos a lo establecido en el apartado 2 del 
artículo 8 de la presente Ley, en un plazo máximo de un año desde su entrada en vigor.

Disposición final sexta.  Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor a los seis meses de su publicación en el «Boletín Oficial 

del Estado».
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§ 95

Ley Orgánica 9/2022, de 28 de julio, por la que se establecen normas 
que faciliten el uso de información financiera y de otro tipo para la 
prevención, detección, investigación o enjuiciamiento de infracciones 
penales, de modificación de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de 
septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas y otras 
disposiciones conexas y de modificación de la Ley Orgánica 10/1995, 

de 23 de noviembre, del Código Penal. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 181, de 29 de julio de 2022
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2022-12644

FELIPE VI

REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente ley 

orgánica:

PREÁMBULO

I
La lucha contra cualquier forma grave de delincuencia, en particular, contra el fraude 

financiero, el blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo, constituye una prioridad 
para la Unión Europea. En consecuencia, facilitar el intercambio y el acceso a los datos 
financieros resulta imprescindible al objeto de prevenir, detectar, investigar o enjuiciar, no 
sólo la comisión de estas acciones delictivas, sino también, respecto de otros delitos de 
especial gravedad.

No en vano, el modelo actual de acceso y de intercambio de información financiera es 
lento en comparación con el ágil ritmo con que los fondos pueden transferirse 
internacionalmente, dado que obtener información financiera requiere demasiado tiempo y 
ralentiza las investigaciones y las actuaciones judiciales.

Sin embargo, conviene recordar que el hecho de facilitar el acceso a la información 
financiera se compadece con la protección del derecho a la intimidad de los ciudadanos, 
reconocido y protegido en el artículo 18.4 de la Constitución al prever que «la ley limitará el 
uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los 
ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos». La protección de los datos personales se 
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reconoce, igualmente, en el artículo 8 del Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales hecho en Roma el 4 de noviembre de 
1950 y en el artículo 16.1 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.

Por su parte, el Tribunal Constitucional en la sentencia 292/2000, de 30 de noviembre, 
declara la existencia del derecho fundamental a la protección de datos, ya abordado en la 
sentencia 254/1993, de 20 de julio, pero en este caso, la novedad estriba en reconocer el 
derecho fundamental a la protección de datos de carácter personal como una categoría 
autónoma y distinta del clásico derecho a la intimidad, desde una amplia perspectiva de la 
noción de vida privada.

Este pronunciamiento coincidió en el tiempo con varias resoluciones del Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos que entienden la protección de datos como un derecho 
fundamental autónomo, permitiendo a su titular disponer y controlar sus propios datos 
personales. Este derecho significa, en la práctica, que los ciudadanos tienen la facultad de 
consentir la recogida, la obtención y el acceso a los datos personales, su posterior 
almacenamiento y tratamiento, así como su uso por un tercero, ya sea el Estado o un 
particular.

II
La correcta comprensión del sentido último de esta ley requiere conocer el contexto 

normativo europeo, que ha evolucionado hacia un marco más sólido y coherente al objeto de 
reforzar la seguridad, mejorar el enjuiciamiento de los delitos financieros, luchar contra el 
blanqueo de capitales y prevenir los delitos fiscales en los Estados miembros.

Cabe mencionar, como el antecedente más lejano, la Directiva 91/308/CEE del Consejo, 
de 10 de junio de 1991, relativa a la prevención de la utilización del sistema financiero para 
el blanqueo de capitales. Posteriormente, se adoptó la Decisión 2000/642/JAI, de 17 de 
octubre de 2000, relativa a las disposiciones de cooperación entre las unidades de 
información financiera de los Estados miembros para el intercambio de información.

La segunda Directiva 2001/97/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de 
diciembre de 2001, por la que se modificó la Directiva 91/308/CEE del Consejo, de 10 de 
junio de 1991, amplió el concepto de delito, incluyendo una noción más extensa de blanqueo 
que comprende la posesión y transferencia de bienes a sabiendas de que proceden de 
cualquier actividad delictiva. La tercera Directiva 2005/60/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 26 de octubre de 2005, relativa a la prevención de la utilización del sistema 
financiero para el blanqueo de capitales y para la financiación del terrorismo, se completó 
con la Decisión 2007/845/JAI del Consejo, de 6 de diciembre de 2007, sobre la cooperación 
entre los organismos de recuperación de activos de los Estados miembros en el ámbito del 
seguimiento y la identificación de productos del delito o de otros bienes relacionados con el 
delito.

Más próxima en el tiempo, se aprobó la Directiva (UE) 2015/849 del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 20 de mayo de 2015, relativa a la prevención de la utilización del sistema 
financiero para el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo, y por la que se 
modifica el Reglamento (UE) 648/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, y se derogan 
la Directiva 2005/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo y la Directiva 2006/70/CE de 
la Comisión (IV Directiva antiblanqueo).

Esa Directiva se incorporó al ordenamiento jurídico español mediante el Real Decreto-ley 
11/2018, de 31 de agosto, de transposición de directivas en materia de protección de los 
compromisos por pensiones con los trabajadores, prevención del blanqueo de capitales y 
requisitos de entrada y residencia de nacionales de países terceros y por el que se modifica 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas; y que modificó la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del 
blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.

A continuación, se adoptó la Directiva (UE) 2018/843 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 30 de mayo de 2018, por la que se modifica la Directiva (UE) 2015/849 relativa 
a la prevención de la utilización del sistema financiero para el blanqueo de capitales o la 
financiación del terrorismo, y por la que se modifican las Directivas 2009/138/CE y 
2013/36/UE (V Directiva antiblanqueo).
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Esa Directiva impulsó la coordinación y colaboración, a todos los niveles, de las 
Unidades de Inteligencia Financiera (UIF) de los Estados miembros, tanto entre ellas como 
entre las UIF y las entidades obligadas. A este respecto, cabe recordar que las mencionadas 
UIF se encargan de recoger y analizar la información que reciben con el objetivo de 
establecer vínculos entre las transacciones sospechosas y la actividad delictiva subyacente, 
a fin de prevenir y luchar contra el blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo.

La regulación trae causa de los atentados terroristas en París y Bruselas, que 
amenazaron la paz y la seguridad de la Unión Europea, al tiempo que obligaron a fortalecer 
la lucha contra la financiación del terrorismo. La Directiva se transpuso en nuestro 
ordenamiento jurídico mediante el Real Decreto-ley 7/2021, de 27 de abril, de transposición 
de directivas de la Unión Europea en las materias de competencia, prevención del blanqueo 
de capitales, entidades de crédito, telecomunicaciones, medidas tributarias, prevención y 
reparación de daños medioambientales, desplazamiento de trabajadores en la prestación de 
servicios transnacionales y defensa de los consumidores.

III
Por último, se aprobó la Directiva (UE) 2019/1153 del Parlamento Europeo y del Consejo, 

de 20 de junio de 2019, por la que se establecen normas destinadas a facilitar el uso de 
información financiera y de otro tipo para la prevención, detección, investigación o 
enjuiciamiento de infracciones penales y por la que se deroga la Decisión 2000/642/JAI del 
Consejo, objeto de transposición por esta ley. La Directiva forma parte de la Agenda Europea 
de Seguridad adoptada en 2015 que reclamaba la adopción de medidas adicionales con el 
propósito de desarticular la delincuencia grave y organizada, toda vez que se inscribe en el 
correspondiente Plan de acción para reforzar la lucha contra la financiación del terrorismo.

La Directiva se articula como un instrumento jurídico independiente y específico que 
permite un acceso directo e inmediato a los registros centralizados de cuentas bancarias y 
de pagos. En España, ese registro se denomina Fichero de Titularidades Financieras, al que 
pueden acceder las autoridades competentes a efectos de prevención, detección, 
investigación o enjuiciamiento de infracciones penales, así como también, los organismos de 
recuperación de activos.

Este Fichero contiene los datos identificativos (nombre y apellidos o denominación social 
y el tipo y número de documento identificativo) de los titulares o, en su caso, de 
representantes o autorizados, así como de cualquier otra persona con poderes de 
disposición; además, incluirá el tipo de cuenta o depósito y la fecha de apertura y 
cancelación. No obstante, se advierte que el Fichero de Titularidades Financieras no 
contiene ninguna información acerca de saldos y movimientos, sino exclusivamente la 
identificación del producto financiero, de la entidad de crédito en la que está y de los titulares 
y autorizados de la cuenta.

El acceso a esa información de manera directa e inmediata y en el marco de una 
cooperación leal y rápida, se entiende como indispensable para alcanzar el éxito de una 
investigación penal acerca de un delito considerado como grave. En efecto, la dificultad de 
acceder a determinada información financiera constituye un obstáculo para la investigación 
de delitos graves, y también entorpece la desarticulación de tramas terroristas o la 
localización e inmovilización de los ingresos procedentes de actividades delictivas. Interesa 
poner de relieve que numerosas investigaciones llegan a un punto muerto, precisamente, 
ante la imposibilidad de acceder de forma oportuna, exacta y completa a los datos 
financieros relevantes.

Con carácter previo a la aprobación de la Directiva, la mayor parte de las autoridades 
competentes en la Unión Europea carecían de acceso directo a la información almacenada 
en los registros centralizados de cuentas bancarias o en sistemas de recuperación de datos, 
respecto de la identidad de los titulares de cuentas bancarias. En la práctica, esta dificultad 
en el acceso provocaba retrasos significativos, susceptibles de afectar a las investigaciones 
penales.

Con el propósito de abordar esta situación, la Directiva (UE) 2019/1153 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, prevé el acceso directo de las autoridades 
competentes a los registros nacionales centralizados de cuentas bancarias o a los sistemas 
de recuperación de datos. En paralelo, se autorizará el acceso indirecto a la Agencia de la 
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Unión Europea para la Cooperación Policial (Europol) a través de las unidades nacionales de 
los Estados miembros. Si bien Europol no lleva a cabo investigaciones penales, sí que apoya 
las acciones de los Estados miembros.

A tenor de todo lo expuesto, resulta crucial reforzar la seguridad, mejorar el 
enjuiciamiento de los delitos financieros, luchar contra el blanqueo de capitales y la 
financiación del terrorismo, así como prevenir los delitos fiscales. Para alcanzar este fin urge 
mejorar el acceso a la información por parte, no sólo de las UIF, sino también de las 
autoridades públicas responsables de la prevención, detección, investigación o 
enjuiciamiento de delitos graves, así como potenciar su capacidad para llevar a cabo 
investigaciones financieras y mejorar la cooperación. La realidad reveló que las UIF de los 
Estados miembros contaban con diferentes grados de acceso a las bases de datos, lo que 
se traducía en un insuficiente intercambio de información entre los servicios policiales y 
judiciales y las propias UIF. En definitiva, se trata de reforzar la cooperación policial y judicial 
penal.

En España, las funciones propias de la UIF son asumidas por el Servicio Ejecutivo de la 
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias (en adelante, 
Servicio Ejecutivo de la Comisión), responsable de analizar la información financiera y remitir 
un informe de inteligencia financiera a las autoridades designadas, si apreciara la existencia 
de indicios o certezas de blanqueo de capitales, delitos subyacentes conexos o financiación 
del terrorismo.

Dado el carácter sensible de los datos financieros, debe establecerse, de manera 
específica, el tipo y alcance de la información susceptible de intercambio para lograr un 
equilibrio entre la eficiencia y la protección de los datos personales. Para ello, se estará a lo 
dispuesto en la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, de protección de datos personales 
tratados para fines de prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones 
penales y de ejecución de sanciones penales; en el Reglamento (UE) 2016/679 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las 
personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación 
de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento General de 
Protección de Datos); en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 
Personales y garantía de los derechos digitales; y en la Ley 10/2010, de 28 de abril, de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.

De este modo, la ley complementa el régimen de acceso a la información financiera y del 
intercambio de información en la lucha contra el blanqueo de capitales y la financiación del 
terrorismo; con la novedad de que ya no estará circunscrito solamente a esta esfera de 
actuación, sino que se ve ampliado al ámbito de la prevención, detección, investigación y 
enjuiciamiento de infracciones penales graves.

Esta nueva perspectiva obedece a que la Directiva (UE) 2019/1153 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, no desplaza ni sustituye la acción de las 
Directivas antiblanqueo, sino que se sitúa en paralelo a las mismas, a fin de mejorar el 
acceso y el intercambio de información financiera; en rigor, las Directivas antiblanqueo se 
basan en la regulación del Mercado Interior, mientras que la Directiva objeto de transposición 
se centra en reforzar la cooperación policial y judicial penal.

IV
La Ley se estructura a lo largo de cuatro capítulos, en 14 artículos, tres disposiciones 

adicionales y once finales.
El capítulo I regula las disposiciones y obligaciones generales destinadas a facilitar el 

acceso a la información financiera contenida en el Fichero de Titularidades Financieras bajo 
el amparo de la protección de las libertades públicas y los derechos fundamentales.

Asimismo, se facilita el acceso a la información de las autoridades competentes por parte 
del Servicio Ejecutivo de la Comisión, en su condición de UIF para la prevención y la lucha 
contra el blanqueo de capitales, los delitos subyacentes conexos y la financiación del 
terrorismo.

Del mismo modo, este capítulo recoge las definiciones a los efectos de esta ley, 
cobrando especial relevancia el concepto de «delitos graves» en base al anexo I del 
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Reglamento (UE) 2016/794 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de mayo de 2016, 
relativo a la Agencia de la Unión Europea para la Cooperación Policial (Europol).

Por último, se precisa que las autoridades competentes para acceder y consultar el 
Fichero de Titularidades Financieras, sin perjuicio de las incluidas en el artículo 43.3 de la 
Ley 10/2010, de 28 de abril, son: los Jueces y Tribunales del orden jurisdiccional penal; el 
Ministerio Fiscal; la Fiscalía Europea; las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado; las 
Policías Autonómicas con competencias estatutariamente asumidas para la investigación de 
delitos graves; la Oficina de Gestión y Recuperación de Activos del Ministerio de Justicia; las 
oficinas de recuperación de activos designadas por España de conformidad con la Decisión 
2007/845/JAI, de 6 de diciembre de 2007; y la Dirección Adjunta de Vigilancia Aduanera de 
la Agencia Estatal de Administración Tributaria. Estas autoridades lo serán en el ejercicio de 
sus competencias en materia de prevención, detección, investigación o enjuiciamiento de 
infracciones penales graves, puesto que son éstas las finalidades del uso de la información 
financiera que establece la Directiva objeto de transposición.

Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 46.1 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, también podrán 
solicitar y recibir información financiera o análisis financieros del Servicio Ejecutivo de la 
Comisión: el Ministerio Fiscal; la Fiscalía Europea; las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del 
Estado, y las Policías Autonómicas con competencias estatutariamente asumidas para la 
investigación de delitos graves; además de los Jueces y Tribunales del orden jurisdiccional 
penal; la Dirección Adjunta de Vigilancia Aduanera de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria; así como la Oficina de Gestión y Recuperación de Activos del Ministerio de 
Justicia y las oficinas de recuperación de activos designadas por España.

En el capítulo II se establecen las medidas que permiten a las autoridades competentes 
acceder a la información contenida en el Fichero de Titularidades Financieras y su 
intercambio. El acceso o la consulta de esa información conlleva la existencia de un registro 
pormenorizado de los accesos (fecha, hora, número de referencia del expediente nacional, 
entre otros).

En cuanto al capítulo III, relativo al intercambio de información, se abordan las solicitudes 
de información de las autoridades competentes a la UIF, lo que significa que el Servicio 
Ejecutivo de la Comisión responderá a aquellas solicitudes de información financiera que 
obren en su poder. No obstante, no estará obligado a responder cuando concurran 
circunstancias que perjudiquen las investigaciones o los análisis en curso.

Paralelamente, el Servicio Ejecutivo de la Comisión, junto con las autoridades 
competentes, responderá a las solicitudes de naturaleza policial a la mayor brevedad 
posible, y antes de las 72 horas en caso de información financiera. Cuando las solicitudes 
requieran o se refieran a análisis financieros, se responderán a la mayor brevedad posible.

Concluye este capítulo regulando el intercambio de información financiera y análisis del 
Servicio Ejecutivo de la Comisión con las autoridades competentes de otros Estados 
miembros de la Unión Europea y con Europol. Esta regulación responde a la necesidad de 
un intercambio más eficaz de información y de una coordinación más estrecha entre las 
autoridades nacionales a escala transfronteriza.

El capítulo IV establece una serie de disposiciones complementarias relativas al 
tratamiento de datos personales derivadas de la aplicación de la Ley 10/2010, de 28 de abril, 
de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, de la Ley 
Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, de protección de datos personales tratados para fines de 
prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución 
de sanciones penales, así como del Reglamento General de Protección de Datos y de la Ley 
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los 
derechos digitales, que adapta el Reglamento en lo que respecta al tratamiento de datos 
personales y a la libre circulación de éstos.

En cuanto a las disposiciones adicionales, la primera establece el régimen del Centro 
Nacional de Inteligencia; la segunda pone de relieve la ausencia de incremento de gasto 
público; y la tercera concreta ciertos aspectos del acceso al Registro Común de Datos de 
Identidad de la Unión Europea en aplicación de los Reglamentos europeos de 
interoperabilidad en el ámbito de la cooperación policial y judicial, el asilo y la migración.
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Por su parte, las once finales incorporan la reforma de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, en cuanto al acceso 
al Fichero de Titularidades Financieras; la modificación de la Ley 8/2011, de 28 de abril, por 
la que se establecen medidas para la protección de las infraestructuras críticas, respecto a la 
colaboración de los operadores críticos; la modificación de la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de 
mayo, de protección de datos personales tratados para fines de prevención, detección, 
investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución de sanciones penales, 
en cuanto a su régimen sancionador.

Finalmente, se introducen tres nuevas Disposiciones finales por las que se modifican la 
Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas 
(LOFCA), la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación 
de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía 
(LSFA) y la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal.

La modificación de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las 
Comunidades Autónomas, y de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el 
sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con 
Estatuto de Autonomía y se modifican determinadas normas tributarias, tiene por objeto 
articular la cesión a las Comunidades Autónomas del nuevo impuesto sobre el depósito de 
residuos en vertederos, la incineración y la coincineración de residuos.

Este impuesto ha sido creado mediante la Ley 7/2022, de 8 de abril, de residuos y suelos 
contaminados para una economía circular, cuyas disposiciones transitorias séptima y octava 
prevén un régimen transitorio de cesión del rendimiento, así como de competencias 
normativas y de gestión en relación con este impuesto. Así, se prevé que las Comunidades 
Autónomas puedan percibir transitoriamente el importe del impuesto correspondiente a los 
hechos imponibles que se produzcan en su territorio, así como asumir por delegación del 
Estado las competencias de gestión sobre el mismo, transitoriedad que se mantendrá en 
tanto no se produzcan los acuerdos en los marcos institucionales de cooperación en materia 
de financiación autonómica establecidos en nuestro ordenamiento y las modificaciones 
normativas necesarias para su configuración y aplicación plena como tributo cedido.

Las modificaciones normativas a que hacen referencia las disposiciones citadas, y que 
resultan necesarias para la configuración y aplicación plena de este impuesto como tributo 
cedido, implican también la modificación de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de 
Financiación de las Comunidades Autónomas.

Concretamente, en esta ley Orgánica se procede a incluir el impuesto sobre el depósito 
de residuos en vertederos, la incineración y la coincineración de residuos en la lista de 
figuras tributarias que pueden ser objeto de cesión a las Comunidades Autónomas, así como 
a habilitar la atribución a éstas de competencias normativas sobre los tipos impositivos y la 
gestión de este impuesto. En la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, se especifican las 
condiciones de la cesión y el punto de conexión, así como el alcance de las competencias 
normativas y de aplicación del impuesto que se atribuyen a las Comunidades Autónomas. La 
efectividad de lo establecido en ambas leyes queda, no obstante, supeditada a la adopción 
de los acuerdos necesarios en los marcos institucionales de cooperación en materia de 
financiación autonómica establecidos en nuestro ordenamiento.

En cuanto a la modificación del Código Penal, se modifica el artículo 234, apartado 2. Se 
acomete la reforma de los delitos de hurto para dar una respuesta adecuada a los casos de 
multirreincidencia. La reforma resulta necesaria porque, si bien la regulación actual prevé 
expresamente la posibilidad de aplicar una modalidad agravada del delito de hurto cuando el 
autor es multirreincidente, el Tribunal Supremo considera que esta posibilidad debe 
reservarse para los casos en que los delitos de hurto cometidos con anterioridad superan los 
400 euros, pues de lo contrario se produciría un desproporcionado salto punitivo entre la 
pena prevista en el artículo 234.2 del Código Penal para los delitos de hurto inferiores a 400 
euros, que es una pena de multa de 1 a 3 meses, y la pena prevista en el artículo 235.1.7.ª 
del Código Penal para los casos de multirreincidencia, que es una pena de prisión de 1 a 3 
años. Esta regulación, conforme a la interpretación efectuada por el Tribunal Supremo, está 
suponiendo que los delitos leves de hurto que se cometen de manera multirreincidente no 
cuenten con una suficiente respuesta penal, a pesar de que son delitos que están siendo 
objeto de una creciente preocupación por afectar directamente no solo al turismo, al 
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comercio y a la economía en general, sino también a la propia seguridad de los ciudadanos. 
Por ese motivo, se considera necesaria una reforma del artículo 234.2 del Código Penal que 
permita sancionar más gravemente los casos de hurtos leves no superiores a 400 euros 
cuando se producen de forma multirreincidente. A estos efectos, para evitar el salto 
desproporcionado de pena criticado por el Tribunal Supremo, se opta por aumentar la pena 
de estos delitos de hurto leve, pero sin llegar a la pena de prisión del tipo agravado del 
artículo 235.1 del Código Penal. Se prevé así que en los casos de hurtos leves o inferiores a 
400 euros se aumente la pena siempre que el autor sea multirreincidente y la cuantía total de 
lo sustraído, incluyendo los delitos de hurto cometidos con anterioridad, exceda los 400 
euros. En tal caso, sin embargo, se deberá imponer no ya la pena del tipo agravado del 
artículo 235.1 del Código Penal, sino la pena del tipo básico del artículo 234.1 del Código 
Penal, que es una pena de prisión de 6 a 18 meses. De esta forma, se consigue dar a los 
casos de multirreincidencia una respuesta penal más disuasoria y ajustada a la gravedad de 
la conducta, sin incurrir en un incremento desproporcionado de la pena.

Asimismo, las demás disposiciones finales recogen la naturaleza de ley orgánica; el título 
competencial; la habilitación para el desarrollo reglamentario; la incorporación al Derecho 
interno de la Directiva (UE) 2019/1153 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio 
de 2019; y la entrada en vigor de la ley.

Entre las cuestiones más relevantes de esta ley destaca la supresión de la previa 
autorización judicial o del Ministerio Fiscal para acceder al Fichero de Titularidades 
Financieras, tal y como se recogía en el artículo 43.3 de le Ley 10/2010, de 28 de abril, de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, con el fin de 
garantizar un acceso directo e inmediato, en los términos expresamente previstos por la 
Directiva. Ese mismo artículo creó el citado Fichero, operativo desde el 6 de mayo de 2016, 
entendido como un registro centralizado de cuentas bancarias en el que se encuentran 
millones de cuentas y depósitos.

En realidad, el Fichero de Titularidades Financieras contiene los datos identificativos de 
los titulares de las cuentas. No incluye información acerca de saldos ni movimientos 
(ingresos o transferencias), sino que únicamente permite acceder a la identificación del 
producto financiero, de la entidad de crédito y de los titulares y autorizados de la cuenta o 
producto. En el supuesto de requerir un acceso más allá de estos datos, las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad solicitarán previa autorización judicial o del Ministerio Fiscal.

En definitiva, el acceso al Fichero proporciona una foto estática, sin información alguna 
que revele la capacidad económica de las personas afectadas; si bien se trata de 
información sensible, de ahí que tanto la Directiva como esta ley aludan a la necesidad de un 
acceso proporcionado y dentro del concepto de «intimidad económica» que maneja nuestra 
jurisprudencia. De este modo, el ordenamiento jurídico español se inscribe en la misma 
realidad jurídica que el resto de los Estados miembros de la Unión Europea.

V
En la elaboración de esta ley se han observado los principios de buena regulación 

exigidos en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

En primer lugar, se trata de una norma necesaria, dado que la transposición de la 
Directiva (UE) 2019/1153 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, 
exige una ley de carácter orgánico, al afectar la norma comunitaria a un derecho 
fundamental reconocido en el artículo 18 de la Constitución, y por imperativo del artículo 81 
de la misma.

En este sentido, el artículo 18 de la Constitución dispone que se garantiza la intimidad 
personal y familiar y la propia imagen, así como el secreto de las comunicaciones, además 
de advertir de que sólo una ley podrá limitar el uso de la informática para preservar el honor 
y la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos.

El principio de necesidad está estrechamente vinculado al de seguridad jurídica, en 
cuanto a la materia objeto de regulación, puesto que la transposición de la citada Directiva 
se lleva a cabo mediante una ley orgánica. Por lo que la tramitación e integración en el 
ordenamiento jurídico goza de las garantías que amparan las normas de esta naturaleza.
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Respecto al principio de proporcionalidad, esta ley contempla las garantías necesarias 
para que el acceso a la información financiera sea proporcional, oportuno, mínimo y 
suficiente, a fin de cumplir con los objetivos que se persiguen, es decir, la prevención, 
detección, investigación o enjuiciamiento de infracciones penales graves. El acceso a la 
información financiera está sujeto a los principios que rigen todo tratamiento de datos 
personales, de resultas, se exige que no sean tratados para fines distintos de los 
establecidos en la norma.

Se cumple, también, con el principio de transparencia, puesto que esta ley ha sido 
sometida a los correspondientes trámites de participación pública, esto es, el de consulta 
pública previa y el de audiencia e información pública.

En la tramitación, además de los diversos Ministerios concernidos por razón de la 
materia, han emitido informe la Agencia Española de Protección de Datos, el Consejo Fiscal 
y el Consejo General del Poder Judicial. Asimismo ha sido objeto de dictamen por parte del 
Consejo de Estado.

Por último, la ley se dicta al amparo de la regla 29.ª del artículo 149.1 de la Constitución, 
que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de seguridad pública; regla 14.ª 
del artículo 149.1 de la Constitución que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre 
Hacienda General y Deuda del Estado; y 6.ª del artículo 149.1 de la Constitución, que 
atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre legislación penal.

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y ámbito de aplicación.
1. Esta ley tiene por objeto establecer medidas destinadas a facilitar:
a) El acceso a la información financiera y a la información del Fichero de Titularidades 

Financieras, así como su uso por las autoridades competentes para la prevención, 
detección, investigación o enjuiciamiento de infracciones penales graves.

b) El acceso a la información de las autoridades competentes por parte del Servicio 
Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias 
(en adelante, el Servicio Ejecutivo de la Comisión), en su condición de Unidad de Inteligencia 
Financiera (UIF), para la prevención y la lucha contra el blanqueo de capitales, los delitos 
subyacentes conexos y la financiación del terrorismo.

2. Las obligaciones y disposiciones incluidas en esta ley se entenderán sin perjuicio de:
a) El Reglamento (UE) 2016/794 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de mayo 

de 2016, relativo a la Agencia de la Unión Europea para la Cooperación Policial (Europol).
b) La Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la 

financiación del terrorismo.
c) Las obligaciones que resulten de los instrumentos de la Unión Europea en el ámbito 

de la asistencia judicial o del reconocimiento mutuo de resoluciones en materia penal y, en 
todo caso, de la Ley 23/2014, de 20 de noviembre, de reconocimiento mutuo de resoluciones 
penales en la Unión Europea, y de la Ley 31/2010, de 27 de julio, sobre simplificación del 
intercambio de información e inteligencia entre los servicios de seguridad de los Estados 
miembros de la Unión Europea.

d) Los canales para el intercambio de información entre las autoridades competentes o 
de la facultad de las autoridades competentes, en virtud del Derecho de la Unión Europea o 
de nuestro ordenamiento jurídico, para obtener información que obre en poder de los sujetos 
obligados.

Artículo 2.  Definiciones.
1. A efectos de esta ley se entenderá por:
a) «Organismos de recuperación de activos»: las oficinas nacionales establecidas o 

designadas por España de conformidad con la Decisión 2007/845/JAI, de 6 de diciembre de 
2007, sobre cooperación entre los organismos de recuperación de activos de los Estados 
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miembros en el ámbito del seguimiento y la identificación de productos del delito o de otros 
bienes relacionados con el delito.

b) «Información financiera»: todo tipo de información o datos, como los relativos a 
activos financieros, movimientos de fondos y relaciones comerciales financieras que obren 
en poder del Servicio Ejecutivo de la Comisión, en su condición de UIF, con la finalidad de 
prevenir, detectar y combatir eficazmente el blanqueo de capitales, sus delitos subyacentes 
conexos y la financiación del terrorismo.

c) «Análisis financiero»: los resultados del análisis operativo y estratégico que haya 
llevado a cabo el Servicio Ejecutivo de la Comisión, en su condición de UIF.

d) «Datos del Fichero de Titularidades Financieras»: la información acerca de productos 
declarables, como son las cuentas bancarias y de pago, así como las cajas de seguridad, 
que transmiten las entidades declarantes respecto a datos identificativos de los titulares y de 
sus titulares reales y datos identificativos de los representantes o autorizados y de cualquier 
otra persona con poderes de disposición. La información de los productos a declarar incluye 
la numeración que los identifique, el tipo de producto declarado y las fechas de apertura y de 
cancelación.

En el caso de las cajas de seguridad, se incluirá la duración del periodo de 
arrendamiento. También, se incluyen aquellos otros datos de identificación que se declaren 
al Fichero en virtud del Reglamento de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del 
blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.

e) «Información de naturaleza policial»: todo tipo de información o datos que obren en 
poder de las autoridades competentes en el contexto de la prevención, detección, 
investigación o enjuiciamiento de infracciones penales, incluyendo todo tipo de información o 
datos que obren en poder de autoridades públicas o entes privados en el marco de la 
prevención, detección, investigación o enjuiciamiento de infracciones penales y que esté a 
disposición de las autoridades competentes sin necesidad de adoptar medidas coercitivas.

Dicha información puede consistir, entre otros, en registros de antecedentes penales, 
información sobre investigaciones, información sobre la inmovilización e incautación de 
activos u otras medidas de investigación o de carácter provisional, así como en información 
sobre condenas y decomisos, cuyo tratamiento está sujeto a los principios de necesidad y 
proporcionalidad.

f) «Delitos graves»: las formas de delincuencia enumeradas en el anexo I del 
Reglamento (UE) 2016/794 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de mayo de 2016.

g) «Delitos subyacentes conexos»: los delitos que den lugar a fondos, bienes o activos 
de origen ilícito conforme a lo establecido en el artículo 1.2 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, 
de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.

2. A los efectos de esta ley serán de aplicación el resto de las definiciones incluidas en el 
artículo 2 de la Directiva (UE) 2019/1153 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de 
junio de 2019, por la que se establecen normas destinadas a facilitar el uso de información 
financiera y de otro tipo para la prevención, detección, investigación o enjuiciamiento de 
infracciones penales y por la que se deroga la Decisión 2000/642/JAI del Consejo.

Artículo 3.  Autoridades competentes.
1. A los efectos de esta ley, y sin perjuicio de los órganos autorizados en virtud del 

artículo 43.3 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de 
la financiación del terrorismo, son autoridades competentes para acceder y consultar el 
Fichero de Titularidades Financieras, en el ejercicio de sus respectivas competencias para la 
prevención, detección, investigación o enjuiciamiento de infracciones penales graves, las 
siguientes:

a) Los Jueces y Tribunales del orden jurisdiccional penal.
b) El Ministerio Fiscal.
c) La Fiscalía Europea en el ámbito de sus competencias.
d) Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.
e) Las Policías Autonómicas con competencias estatutariamente asumidas para la 

investigación de delitos graves.
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f) La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos del Ministerio de Justicia y las 
oficinas de recuperación de activos designadas por España de conformidad con la Decisión 
2007/845/JAI, de 6 de diciembre de 2007.

g) La Dirección Adjunta de Vigilancia Aduanera de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria.

2. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 46.1 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, tienen la condición 
de autoridades competentes para solicitar y recibir información financiera o análisis 
financieros del Servicio Ejecutivo de la Comisión, en el ejercicio de sus respectivas 
competencias para la prevención, detección, investigación o enjuiciamiento de infracciones 
penales graves, las siguientes:

a) Los Jueces y Tribunales del orden jurisdiccional penal.
b) El Ministerio Fiscal.
c) La Fiscalía Europea en el ámbito de sus competencias.
d) Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.
e) Las Policías Autonómicas con competencias estatutariamente asumidas para la 

investigación de delitos graves.
f) La Dirección Adjunta de Vigilancia Aduanera de la Agencia Estatal de Administración 

Tributaria.
g) La Oficina de Gestión y Recuperación de Activos del Ministerio de Justicia y las 

oficinas de recuperación de activos designadas por España de conformidad con la Decisión 
200/845/JAI, de 6 de diciembre de 2007.

3. El uso de la información financiera o de los análisis financieros deberá atenerse al 
régimen de utilización de inteligencia financiera establecido en el artículo 46 de la Ley 
10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del 
terrorismo.

CAPÍTULO II
Acceso al Fichero de Titularidades Financieras por parte de las autoridades 

competentes

Artículo 4.  Acceso y consulta al Fichero de Titularidades Financieras.
1. Las autoridades competentes incluidas en el apartado 1 del artículo 3 accederán y 

consultarán, de manera directa e inmediata, la información contenida en el Fichero de 
Titularidades Financieras, cuando sea necesario para el ejercicio de sus competencias y 
funciones de prevención, detección, investigación o enjuiciamiento de un delito grave o para 
apoyar una investigación penal en relación con un delito grave, incluida la identificación, 
localización e inmovilización de los activos relacionados con dicha investigación.

2. Las solicitudes de acceso y el tratamiento de la información y los datos personales 
podrán atenderse por las autoridades competentes en respuesta a las solicitudes remitidas 
mediante sistemas de cooperación internacional.

3. No será accesible, ni objeto de consulta por las autoridades competentes en virtud de 
la presente ley, la información suplementaria que pudiera contenerse en el Fichero de 
Titularidades Financieras en virtud del artículo 32.bis, apartado 4 de la Directiva (UE) 
2015/849 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de mayo de 2015, relativa a la 
prevención de la utilización del sistema financiero para el blanqueo de capitales o la 
financiación del terrorismo, y por la que se modifica el Reglamento (UE) n.º 648/2012 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, y se derogan la Directiva 2005/60/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo y la Directiva 2006/70/CE de la Comisión.

Artículo 5.  Condiciones para el acceso y la consulta.
1. El acceso y la consulta al Fichero de Titularidades Financieras sólo podrán ser 

realizados, caso por caso, por personal específicamente designado y autorizado para 
realizar estas tareas a través de los puntos únicos de acceso establecidos por las 
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autoridades competentes, en los términos que se determinan en la Ley 10/2010, de 28 de 
abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, y en su 
Reglamento.

2. Este personal, en todo caso, estará debidamente cualificado, tendrá un elevado nivel 
de integridad y observará unas estrictas normas profesionales de confidencialidad y 
protección de datos personales.

3. Se adoptarán aquellas medidas técnicas y organizativas necesarias a fin de garantizar 
la seguridad de los sistemas y los datos a efectos del acceso y consulta de esta información, 
a fin de hacer frente a los posibles riesgos y amenazas de ciberseguridad atendiendo, en 
particular, a las normas y recomendaciones que le sean de aplicación, tanto en el ámbito 
europeo como nacional.

Artículo 6.  Seguimiento del acceso y la consulta.
1. El Servicio Ejecutivo de la Comisión llevará un registro de cada una de las 

operaciones de acceso y consulta al Fichero de Titularidades Financieras realizadas por las 
autoridades competentes comprendidas en el apartado 1 del artículo 3 que incluirá, al 
menos, los siguientes datos:

a) El número de referencia del expediente nacional.
b) La fecha y hora de la búsqueda o consulta.
c) El tipo de datos utilizados para iniciar la búsqueda o consulta.
d) El identificador único de los resultados.
e) La autoridad competente designada que haya consultado el registro.
f) El identificador de usuario único de la persona que haya realizado la búsqueda o 

consulta, así como, en su caso, el de la persona que la haya ordenado y, en la medida de lo 
posible, el identificador de usuario único del destinatario de los resultados de dicha 
búsqueda o consulta, si no fuera el mismo.

2. El registro de las operaciones de acceso y consulta del Fichero de Titularidades 
Financieras debe ser examinado regularmente por el delegado de protección de datos del 
Servicio Ejecutivo de la Comisión y estará a disposición de la Agencia Española de 
Protección de Datos, a solicitud de ésta, para el ejercicio de sus potestades legalmente 
reconocidas.

3. Los registros únicamente podrán utilizarse para la supervisión de la protección de 
datos, lo que incluye la comprobación de la admisibilidad de una solicitud y de la legalidad 
del tratamiento de los datos, así como para garantizar la seguridad de los datos. Dichos 
registros estarán protegidos por medidas adecuadas contra el acceso no autorizado y serán 
suprimidos una vez transcurridos cinco años desde su creación, salvo que resulten 
necesarios a efectos de procedimientos de supervisión que estén en curso o que sean 
necesarios para cumplir con cualquier otra obligación legal del responsable del tratamiento.

4. El personal que gestione el Fichero de Titularidades Financieras participará en 
programas de formación especializados y tendrá la cualificación y el conocimiento pertinente 
del Derecho de la Unión Europea y de la normativa nacional aplicable, incluido en el ámbito 
de la protección de datos.

CAPÍTULO III
Intercambio de información y análisis financieros

Artículo 7.  Solicitudes de información dirigidas al Servicio Ejecutivo de la Comisión por 
parte de las autoridades competentes.

1. El Servicio Ejecutivo de la Comisión cooperará con las autoridades competentes 
designadas en el apartado 2 del artículo 3 y responderá a las solicitudes de información 
financiera que obren en su poder y de análisis financieros ya realizados. En el caso de 
información financiera, el plazo de respuesta a las solicitudes será de 72 horas desde su 
recepción. Cuando las solicitudes requieran o se refieran a análisis financieros, se 
responderán a la mayor brevedad posible.
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Las solicitudes de información estarán debidamente motivadas en función de la 
necesidad y de las circunstancias del caso y tendrán como finalidad la prevención, 
detección, investigación o enjuiciamiento de delitos graves.

2. El Servicio Ejecutivo de la Comisión no atenderá estas solicitudes cuando concurran 
motivos objetivos por los que el traslado de la información solicitada podría resultar 
perjudicial para las investigaciones o los análisis en curso. Tampoco atenderá estas 
solicitudes en circunstancias excepcionales, cuando la transmisión de la información pudiera 
ser manifiestamente desproporcionada respecto de los intereses legítimos de una persona 
física o jurídica, o resulte irrelevante respecto al propósito para el que se haya solicitado.

3. La utilización de la información financiera o del análisis financiero con fines distintos 
de los originalmente aprobados estará sujeta a la autorización previa del Servicio Ejecutivo 
de la Comisión, que atenderá las solicitudes efectuadas con arreglo al apartado 1, salvo que 
concurra alguna de las circunstancias del apartado 2, lo que deberá ser debidamente 
motivado.

4. La decisión de proceder a la transmisión de la información corresponderá al Servicio 
Ejecutivo de la Comisión, que motivará de manera adecuada toda negativa a atender una 
solicitud de información.

5. Las autoridades competentes designadas en el apartado 2 del artículo 3 podrán tratar 
la información financiera y los análisis financieros recibidos del Servicio Ejecutivo de la 
Comisión para fines específicos dirigidos a la prevención, detección, investigación y 
enjuiciamiento de los delitos graves, distintos de los fines para los que los datos personales 
incluidos en la información o los análisis hayan sido recogidos, de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 6.3 de la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, de protección de datos 
personales tratados para fines de prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de 
infracciones penales y de ejecución de sanciones penales.

Artículo 8.  Solicitudes de información dirigidas a las autoridades competentes por parte del 
Servicio Ejecutivo de la Comisión.

1. Las autoridades competentes colaborarán con el Servicio Ejecutivo de la Comisión y 
responderán a las solicitudes de información de naturaleza policial a la mayor brevedad 
posible.

2. Estas solicitudes estarán debidamente motivadas en función de las circunstancias del 
caso y dirigidas, en el ámbito de sus competencias, a la prevención, detección y lucha contra 
el blanqueo de capitales, los delitos subyacentes conexos y la financiación del terrorismo.

Artículo 9.  Intercambio de información financiera relativa al terrorismo entre el Servicio 
Ejecutivo de la Comisión y las Unidades de Inteligencia Financiera de otros Estados 
miembros de la Unión Europea.

1. Con carácter excepcional y urgente, el Servicio Ejecutivo de la Comisión podrá 
intercambiar con las UIF de otros Estados miembros de la Unión Europea, la información 
financiera o los análisis financieros que puedan ser pertinentes para el tratamiento o el 
análisis de información relacionada con el terrorismo o con la delincuencia organizada 
vinculada al mismo. Este intercambio de información se llevará a cabo a la mayor brevedad 
posible.

2. La transmisión de esta información deberá realizarse a través de comunicaciones 
electrónicas seguras y específicas que garanticen un elevado nivel de seguridad de los 
datos.

Artículo 10.  Intercambio de información financiera y análisis financieros con autoridades 
competentes de Estados miembros de la Unión Europea.

1. Las autoridades competentes españolas incluidas en el apartado 2 del artículo 3 
podrán intercambiar la información financiera o los análisis financieros obtenidos del Servicio 
Ejecutivo de la Comisión con una autoridad competente designada para recibir dicha 
información de otro Estado miembro de la Unión Europea, previa solicitud debidamente 
motivada en función de las circunstancias del caso y dirigida a la prevención, detección y la 
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lucha contra el blanqueo de capitales, los delitos subyacentes conexos y la financiación del 
terrorismo, de acuerdo con los mecanismos vigentes de cooperación policial y judicial.

2. Las autoridades competentes españolas incluidas en el apartado 2 del artículo 3 
podrán solicitar a las autoridades competentes de otros Estados miembros de la Unión 
Europea, la información y los análisis a los que se refiere el apartado anterior, procedentes 
de sus respectivas UIF, con las condiciones previstas en dicho apartado.

3. Las autoridades competentes españolas únicamente podrán utilizar la información o 
los análisis financieros intercambiados a los fines para los que se solicitaron, salvo que 
obtengan la autorización previa de la UIF que los haya facilitado al objeto de su utilización 
para otros propósitos. Igualmente, toda transmisión de la información financiera o de los 
análisis financieros obtenidos por las autoridades competentes españolas del Servicio 
Ejecutivo de la Comisión, así como todo uso de dicha información con fines distintos de los 
originariamente aprobados, deberá contar con el consentimiento previo de dicho Servicio 
Ejecutivo.

4. La transmisión de esta información deberá llevarse a cabo a través de 
comunicaciones electrónicas seguras y específicas que garanticen un elevado nivel de 
seguridad de los datos.

Artículo 11.  Intercambio de información con Europol.
1. Las autoridades competentes incluidas en el apartado 1 del artículo 3 responderán a 

las solicitudes de información sobre el Fichero de Titularidades Financieras formuladas por 
Europol a través de la Unidad Nacional de Europol. Las solicitudes de Europol deberán estar 
debidamente motivadas en función de las circunstancias del caso, encontrarse incluidas en 
el ámbito de su competencia y dirigirse al desempeño de sus funciones conforme a lo 
establecido en el artículo 7, apartados 6 y 7 del Reglamento (UE) 2016/794 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 11 de mayo de 2016.

2. El Servicio Ejecutivo de la Comisión responderá a las solicitudes que formule Europol 
respecto a información financiera y análisis financieros a través de la Unidad Nacional de 
Europol. Las solicitudes de Europol deberán estar debidamente motivadas en función de las 
circunstancias del caso, encontrarse incluidas en el ámbito de su competencia y dirigirse al 
desempeño de sus funciones conforme a lo establecido en el artículo 7, apartados 6 y 7 del 
Reglamento (UE) 2016/794 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de mayo de 2016.

El Servicio Ejecutivo de la Comisión no atenderá estas solicitudes cuando concurran 
motivos objetivos por los que la comunicación de la información solicitada podría resultar 
perjudicial para las investigaciones o los análisis en curso. Tampoco atenderá estas 
solicitudes, en circunstancias excepcionales, cuando la transmisión de la información pudiera 
ser manifiestamente desproporcionada respecto de los intereses legítimos de una persona 
física o jurídica, o resulte irrelevante respecto al propósito para el que se haya solicitado.

En los demás supuestos, se responderán las solicitudes a la mayor brevedad posible y 
con la misma diligencia que si procedieran de otra UIF de un Estado miembro de la Unión 
Europea.

3. Los intercambios de información con Europol, de acuerdo con los apartados 1 y 2, se 
efectuarán electrónicamente a través de los siguientes sistemas o de aquellos que los 
sustituyan:

a) SIENA, o
b) La Red de Unidades de Información Financiera (FIU.net), en su caso.

CAPÍTULO IV
Protección de datos de carácter personal

Artículo 12.  Protección de datos de carácter personal.
1. El tratamiento de datos de carácter personal, en aplicación de esta ley, estará a lo 

dispuesto en el artículo 32 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de 
capitales y de la financiación del terrorismo, en la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, de 
protección de datos personales tratados para fines de prevención, detección, investigación y 
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enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución de sanciones penales y, en lo que 
resulte de aplicación, en el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que 
respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el 
que se deroga la Directiva 95/46/CE, así como en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de 
diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales.

2. En el ámbito de aplicación de esta ley se podrán tratar categorías especiales de datos 
personales cuando sea necesario para cumplir con los fines del artículo 1. En las solicitudes 
de información se motivará esta necesidad y solo se accederá a la misma en los supuestos 
en los que tal circunstancia pueda acreditarse.

3. El tratamiento de categorías especiales de datos personales efectuado por las 
autoridades competentes y por el Servicio Ejecutivo de la Comisión en el marco del 
intercambio de información y análisis financiero, así como el realizado en virtud del 
intercambio de información y de análisis financieros con la participación de la Unidad 
Nacional de Europol, únicamente podrá ser llevado a cabo por las personas que estén 
sometidas a un deber específico de confidencialidad y reserva, que hayan recibido una 
formación específica y sean individualmente autorizadas para ello. Este tratamiento se 
realizará de conformidad con las normas aplicables en materia de protección de datos, de 
acuerdo con las orientaciones del delegado de protección de datos designado por la 
autoridad competente, y será igualmente aplicable a los datos de los menores de edad o a 
los antecedentes penales.

4. No obstante, cuando ese tratamiento de categorías especiales de datos personales se 
realice por órganos judiciales y fiscalías en actuaciones o procedimientos de su 
competencia, así como el realizado dentro de la gestión de la Oficina judicial y fiscal, en lo 
que respecta al tratamiento de los datos de carácter personal por parte de las autoridades 
competentes, con fines de prevención, detección, investigación y enjuiciamiento de 
infracciones penales, se regirá por lo dispuesto en la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, 
de protección de datos personales tratados para fines de prevención, detección, 
investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución de sanciones penales, 
sin perjuicio de las disposiciones de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, 
las leyes procesales que le sean aplicables y, en su caso, por la Ley 50/1981, de 30 de 
diciembre, por la que se regula el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal.

Artículo 13.  Registro de solicitudes de información.
1. Las autoridades competentes y el Servicio Ejecutivo de la Comisión deberán llevar un 

registro de solicitudes de información realizadas al amparo de esta ley, donde figurará, como 
mínimo, la información siguiente:

a) El nombre y los datos de contacto de la organización y del miembro del personal que 
hayan solicitado la información y, en la medida de lo posible, el nombre y los datos de 
contacto del destinatario de los resultados de la búsqueda o la consulta.

b) La referencia al asunto para el que se solicita la información.
c) El objeto de las solicitudes.
d) Cualquier medida de ejecución de las solicitudes.
2. Los registros se conservarán durante un período de 5 años desde que hayan sido 

realizados y se utilizarán solamente a efectos de comprobar la legalidad del tratamiento, 
controlar el cumplimiento de las medidas y de las políticas de protección de datos, así como 
de garantizar la integridad y la seguridad de los datos personales.

Dichos registros estarán a disposición de la autoridad de protección de datos competente 
a solicitud de ésta, de conformidad con las potestades establecidas en su normativa 
específica.

Artículo 14.  Elaboración de estadísticas.
El Servicio Ejecutivo de la Comisión y las autoridades competentes, a fin de evaluar la 

eficacia de los sistemas de lucha contra los delitos graves de los Estados miembros, 
elaborarán la información estadística oportuna y completa relativa al cumplimiento de esta 
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ley, que se facilitará a la Comisión Europea con una periodicidad anual y que incluirá al 
menos:

a) El número de consultas efectuadas por las autoridades competentes al Fichero de 
Titularidades Financieras de conformidad con el artículo 4 de esta ley.

b) El número de solicitudes cursadas por cada autoridad competente incluida en esta ley; 
el seguimiento dado a dichas solicitudes; el número de asuntos investigados; el número de 
personas enjuiciadas; y el número de personas condenadas por delitos graves, cuando se 
disponga de esta información.

c) La información sobre el tiempo de respuesta del Servicio Ejecutivo de la Comisión y 
de las autoridades competentes a las solicitudes que reciban, desde su recepción.

d) La información sobre el coste de los recursos humanos o tecnológicos dedicados a las 
solicitudes tanto nacionales como internacionales cursadas en aplicación de esta ley, en 
caso de que fuera posible.

Disposición adicional primera.  Centro Nacional de Inteligencia.
El Centro Nacional de Inteligencia podrá acceder y consultar el Fichero de Titularidades 

Financieras, así como solicitar y recibir información financiera o análisis financieros del 
Servicio Ejecutivo de la Comisión, para el ejercicio de las funciones que le encomienda la 
Ley 11/2002, de 6 de mayo, reguladora del Centro Nacional de Inteligencia.

Disposición adicional segunda.  No incremento de gasto público.
Las medidas contempladas en esta ley serán atendidas con las disponibilidades 

presupuestarias ordinarias y no podrán suponer incremento de dotaciones ni de 
retribuciones ni de otros gastos de personal al servicio del sector público.

Disposición adicional tercera.  Acceso al Registro Común de Datos de Identidad de la 
Unión Europea.

En aplicación del artículo 20 del Reglamento (UE) 2019/818 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 20 de mayo, relativo al establecimiento de un marco para la interoperabilidad 
entre los sistemas de información de la UE en el ámbito de la cooperación policial y judicial, 
el asilo y la migración y por el que se modifican los Reglamentos (UE) 2018/1726, (UE) 
2018/1862 y (UE) 2019/816; así como del artículo 20 del Reglamento (UE) 2019/817 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de mayo de 2019, relativo al establecimiento de 
un marco para la interoperabilidad de los sistemas de información de la UE en el ámbito de 
las fronteras y los visados y por el que se modifican los Reglamentos (CE) n.° 767/2008, 
(UE) 2016/399, (UE) 2017/2226, (UE) 2018/1240, (UE) 2018/1726 y (UE) 2018/1861 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, y las Decisiones 2004/512/CE y 2008/633/JAI del 
Consejo, se establece lo siguiente:

1. Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad designados, podrán acceder al Registro Común 
de Datos de Identidad (RCDI), a efectos de identificación de las personas, en los casos 
previstos en el artículo 20.1 y para los fines previstos en el artículo 2.1.b) y c) de dichos 
Reglamentos. Podrá, igualmente consultarse el RCDI en caso de catástrofe natural, 
accidente o ataque terrorista, solo con el fin de identificar a personas desconocidas o restos 
humanos sin identificar.

En el marco de la aplicación del artículo 20.1 de los citados Reglamentos, no se realizará 
esta consulta en caso de personas menores de doce años, salvo en interés superior del 
menor.

2. Para ello, de acuerdo con lo establecido en el artículo 20.2 de ambos Reglamentos, 
los cuerpos policiales designados podrán, únicamente a efectos de identificación, consultar 
el RCDI con los datos biométricos de la persona, tomados durante el control de identidad, 
siempre que el procedimiento se haya iniciado en presencia de esta. Se prohíbe cualquier 
tipo de práctica discriminatoria, incluida entre los nacionales de terceros países que no sean 
miembros de la Unión Europea.
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Cuando no puedan ser utilizados los datos biométricos o cuando la consulta con dichos 
datos resulte infructuosa, se podrá consultar el RCDI con los datos de identidad de la 
persona en combinación con los datos del documento de viaje, o con los datos que facilite.

3. El procedimiento y los criterios para efectuar dichos accesos se establecerán por 
Orden del Ministerio del Interior.

[ . . . ]
Disposición final sexta.  

El apartado 2 del artículo 234 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del 
Código Penal quedará redactado como sigue:

«Artículo 234.  
2. Se impondrá una pena de multa de uno a tres meses si la cuantía de lo 

sustraído no excediese de 400 euros, salvo si concurriese alguna de las 
circunstancias del artículo 235. No obstante, en el caso de que el culpable hubiera 
sido condenado ejecutoriamente al menos por tres delitos comprendidos en este 
Título, aunque sean de carácter leve, siempre que sean de la misma naturaleza y que 
el montante acumulado de las infracciones sea superior a 400 €, se impondrá la pena 
del apartado 1 de este artículo.

No se tendrán en cuenta antecedentes cancelados o que debieran serlo.»

Disposición final séptima.  Naturaleza de la ley.
Esta ley tiene naturaleza de ley orgánica. No obstante, tienen carácter ordinario:
a) El capítulo I.
b) El artículo 14.
c) La disposición adicional primera y segunda.
d) Las disposiciones finales primera, segunda, quinta, séptima, octava, novena y décima.

Disposición final octava.  Título competencial.
Esta ley se dicta al amparo de la regla 29.ª del artículo 149.1 de la Constitución, que 

atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de seguridad pública.
Las Disposiciones finales cuarta y quinta se dictan al amparo de lo dispuesto en el 

artículo 149.1.14.ª de la Constitución que atribuye al Estado la competencia sobre Hacienda 
general y Deuda del Estado.

La Disposición final sexta se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.6.ª de la 
Constitución que atribuye al Estado la competencia sobre legislación penal.

Disposición final novena.  Desarrollo reglamentario.
Se habilita al Gobierno para dictar las disposiciones necesarias al objeto de desarrollar y 

aplicar lo previsto en esta ley.

Disposición final décima.  Incorporación de Derecho de la Unión Europea.
Mediante esta ley se incorpora al Derecho español la Directiva (UE) 2019/1153 del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, por la que se establecen normas 
destinadas a facilitar el uso de información financiera y de otro tipo para la prevención, 
detección, investigación o enjuiciamiento de infracciones penales y por la que se deroga la 
Decisión 2000/642/JAI del Consejo.

Disposición final undécima.  Entrada en vigor.
Esta ley entrará en vigor al mes de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
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§ 96

Ley 29/2022, de 21 de diciembre, por la que se adapta el 
ordenamiento nacional al Reglamento (UE) 2018/1727 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de noviembre de 2018, 
sobre Eurojust, y se regulan los conflictos de jurisdicción, las redes 
de cooperación jurídica internacional y el personal dependiente del 

Ministerio de Justicia en el exterior. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 306, de 22 de diciembre de 2022
Última modificación: 28 de diciembre de 2023

Referencia: BOE-A-2022-21740

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Medidas para facilitar la aplicación en España del Reglamento (UE) 2018/1727

[ . . . ]
Artículo 12.  Acceso e intercambio de información con el miembro nacional.

El miembro nacional de España, su adjunto o el asistente, para el eficaz ejercicio de sus 
competencias, podrán:

a) Acceder al Registro Central de Penados y demás registros públicos en las mismas 
condiciones que se prevén para los jueces y tribunales y para los miembros del Ministerio 
Fiscal.

b) Acceder al Punto Neutro Judicial.
c) Recabar de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, del Servicio de Vigilancia 

Aduanera de la Agencia Estatal de Administración Tributaria y de cualesquiera cuerpos 
policiales con competencia en materia de policía judicial, la información necesaria para el 
cumplimiento de sus funciones, en las mismas condiciones que se prevén para los jueces y 
tribunales y para los miembros del Ministerio Fiscal.

d) Recibir información por parte de la Oficina Europea de Lucha contra el Fraude 
(OLAF), como autoridad española competente, en los supuestos previstos en la normativa 
comunitaria.

e) Acceder al Sistema de Información de Schengen en los términos establecidos en el 
Convenio de 19 de junio de 1990, de aplicación del Acuerdo de Schengen de 14 de junio de 
1985, o en las disposiciones por las que se modifica, así como a otros sistemas de 
información de la Unión Europea de conformidad con sus disposiciones específicas.

f) Acceder a la información centralizada recogida por la Red Judicial Europea.
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Sección 3.ª De los corresponsales nacionales y del sistema de coordinación 
nacional de Eurojust

[ . . . ]
Artículo 16.  Sistema de coordinación nacional de Eurojust.

El sistema de coordinación nacional de Eurojust estará integrado por:
a) El coordinador nacional de Eurojust.
b) El corresponsal nacional para asuntos de terrorismo.
c) En su caso, los demás corresponsales nacionales de Eurojust.
d) El coordinador nacional de la Red Judicial Europea, así como dos puntos de contacto 

de dicha Red pertenecientes a las dos instituciones que no desempeñen las funciones de 
coordinador nacional conforme a lo dispuesto en el artículo 29.

e) Un punto de contacto que designará cada una de las redes de equipos conjuntos de 
investigación y de las redes establecidas de conformidad con la Decisión 2002/494/JAI del 
Consejo, de 13 de junio de 2002, relativa a la creación de una red europea de puntos de 
contacto en relación con las personas responsables de genocidio, crímenes contra la 
humanidad y crímenes de guerra, la Decisión 2007/845/JAI del Consejo, de 6 de diciembre 
de 2007, sobre cooperación entre los organismos de recuperación de activos de los Estados 
miembros en el ámbito del seguimiento y la identificación de productos del delito o de otros 
bienes relacionados con el delito, y la Decisión 2008/852/JAI del Consejo, de 24 de octubre 
de 2008, relativa a una red de puntos de contacto en contra de la corrupción.

[ . . . ]
Sección 4.ª De las relaciones entre Eurojust y las Autoridades Españolas

[ . . . ]
Artículo 22.  Transmisión de información a Eurojust.

1. Las autoridades competentes deberán comunicar al miembro nacional de España en 
Eurojust la existencia de toda investigación, procedimiento o condena susceptible de afectar 
materias competencia de Eurojust y necesaria para el cumplimiento de sus funciones en el 
plazo máximo de un mes desde que se tenga conocimiento de su concurrencia. Dicha 
comunicación podrá demorarse por el tiempo indispensable para no comprometer el 
resultado de las investigaciones.

2. Dicha información se transmitirá mediante comunicación simultánea al miembro 
nacional de España en Eurojust y al coordinador del sistema nacional de coordinación de 
Eurojust, sin perjuicio de la excepción prevista en el apartado 7 del artículo 21 del 
Reglamento (UE) 2018/1727.

3. La declaración del secreto de las actuaciones no será óbice para el cumplimiento de 
esta obligación, y la misma se ajustará a la normativa aplicable en materia de protección de 
datos. No obstante, la autoridad transmisora podrá imponer condiciones a la utilización de la 
información en procedimientos nacionales en otro Estado miembro.

4. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados anteriores, las autoridades judiciales 
competentes en materia de terrorismo transmitirán a Eurojust, a través del corresponsal 
nacional para asuntos de terrorismo, la información relevante para el Registro Antiterrorista, 
de conformidad con lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2018/1727; la Decisión del Consejo 
2005/671/JAI, de 20 de septiembre de 2005, relativa al intercambio de información y a la 
cooperación sobre delitos de terrorismo, y las demás normas que regulen el mismo.

[ . . . ]
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§ 97

Real Decreto de 14 de septiembre de 1882 por el que se aprueba la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal. [Inclusión parcial]

Ministerio de Gracia y Justicia
«Gaceta de Madrid» núm. 260, de 17 de septiembre de 1882

Última modificación: 20 de diciembre de 2023
Referencia: BOE-A-1882-6036

Artículo 1º.  
Se aprueba el adjunto proyecto de Código de Enjuiciamiento Criminal redactado con 

arreglo a la autorización concedida al Gobierno por la Ley sancionada en 11 de febrero de 
1881 y publicada en virtud del Real Decreto de 22 de junio de 1882.

Artículo 2º.  
El nuevo Código de Enjuiciamiento Criminal comenzará a regir en el tiempo y de la 

manera que establecen las reglas siguientes:
1.ª Se aplicará y regirá en su totalidad desde el día siguiente al en que se constituyan los 

Tribunales de que habla la Ley sancionada en 15 de junio de 1882 y promulgada por virtud 
del Real Decreto de 22 de junio del propio año.

2.ª Se aplicará y regirá desde el 15 de octubre próximo en la parte referente a la 
formación de los sumarios, comprendida desde el título IV del libro II hasta el art. 622 del 
título XI del mismo libro.

3.ª Las causas por delitos cometidos con anterioridad al 15 de octubre próximo 
continuarán sustanciándose con arreglo a las disposiciones del procedimiento vigente en la 
actualidad.

4.ª Si las causas a que se refiere la regla anterior no hubieren llegado al período de 
calificación, podrán sustanciarse con arreglo a las disposiciones del nuevo Código si todos 
los procesados en cada una de ellas optan por el nuevo procedimiento.

Para ello, el Juez que estuviere conociendo del sumario en 15 de octubre próximo hará 
comparecer a su presencia a todos los procesados, acompañados de sus defensores. Si aún 
no los tuvieren, se les nombrará de oficio para la comparecencia. Ésta se hará constar en la 
causa por medio de acta.

5.ª Cuando las causas por delitos cometidos con posterioridad al 15 de octubre próximo, 
y las que se refiere la regla anterior, alcancen el estado de conclusión del sumario antes de 
que se hayan constituido las nuevas Audiencias de lo criminal, se suspenderán en tal estado 
en los Juzgados que de ellas entiendan, debiendo remitirlas a dichas Audiencias en el 
mismo día en que éstas se constituyan.

6.ª Las Salas de lo Criminal de las actuales Audiencias conocerán, en tanto que se 
constituyan las nuevas, de los recursos que se entablen en los sumarios instruidos o 
continuados con sujeción a los preceptos de la nueva Ley.
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Los Jueces de primera instancia se considerarán desde luego como Jueces instructores 
en las causas que se ajusten al nuevo procedimiento.

Artículo 3º.  
Un Real Decreto fijará, con la debida anticipación, el día en que han de constituirse los 

nuevos Tribunales.

Artículo 4º.  
Desde que cesen en sus cargos los actuales Promotores, desempeñarán las funciones 

del Ministerio público durante la primera instancia, en las causas que se sigan sustanciando 
con arreglo al procedimiento vigente en la actualidad, los Fiscales municipales que sean 
Letrados y, a falta de éstos, los que designen los Fiscales de las Audiencias Territoriales.

Artículo 5º.  
Las Salas de Gobierno del Tribunal Supremo y de las Audiencias y, en su día, los nuevos 

Tribunales consultarán directamente con el Ministerio de Gracia y Justicia, para su 
resolución, las dudas que puedan originarse en la inteligencia y aplicación de este Real 
Decreto.

[ . . . ]
LIBRO II

Del sumario

TÍTULO I
De la denuncia

Artículo 259.  
El que presenciare la perpetración de cualquier delito público está obligado a ponerlo 

inmediatamente en conocimiento del Juez de instrucción, de paz, comarcal o municipal o 
funcionario fiscal más próximo al sitio en que se hallare, bajo la multa de 25 a 250 pesetas.

Artículo 260.  
La obligación establecida en el artículo anterior no comprende a los impúberes ni a los 

que no gozaren del pleno uso de su razón.

Artículo 261.  
Tampoco estarán obligados a denunciar:
1.º Quien sea cónyuge del delincuente no separado legalmente o de hecho o la persona 

que conviva con él en análoga relación de afectividad.
2.º Quienes sean ascendientes y descendientes del delincuente y sus parientes 

colaterales hasta el segundo grado inclusive.
Esta disposición no será aplicable cuando se trate de un delito contra la vida, de un delito 

de homicidio, de un delito de lesiones de los artículos 149 y 150 del Código Penal, de un 
delito de maltrato habitual previsto en el artículo 173.2 del Código Penal, de un delito contra 
la libertad o contra la libertad e indemnidad sexual o de un delito de trata de seres humanos 
y la víctima del delito sea una persona menor de edad o una persona con discapacidad 
necesitada de especial protección.

Artículo 262.  
Los que por razón de sus cargos, profesiones u oficios tuvieren noticia de algún delito 

público, estarán obligados a denunciarlo inmediatamente al Ministerio fiscal, al Tribunal 
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competente, al Juez de instrucción y, en su defecto, al municipal o al funcionario de policía 
más próximo al sitio si se tratare de un delito flagrante.

Los que no cumpliesen esta obligación incurrirán en la multa señalada en el artículo 259, 
que se impondrá disciplinariamente.

Si la omisión en dar parte fuere de un Profesor en Medicina, Cirugía o Farmacia y 
tuviese relación con el ejercicio de sus actividades profesionales, la multa no podrá ser 
inferior a 125 pesetas ni superior a 250.

Si el que hubiese incurrido en la omisión fuere empleado público, se pondrá además en 
conocimiento de su superior inmediato para los efectos a que hubiere lugar en el orden 
administrativo.

Lo dispuesto en este artículo se entiende cuando la omisión no produjere 
responsabilidad con arreglo a las Leyes.

Artículo 263.  
La obligación impuesta en el párrafo primero del art. anterior no comprenderá a los 

Abogados ni a los Procuradores respecto de las instrucciones o explicaciones que recibieren 
de sus clientes. Tampoco comprenderá a los eclesiásticos y ministros de cultos disidentes 
respecto de las noticias que se les hubieren revelado en el ejercicio de las funciones de su 
ministerio.

Artículo 263 bis.  
1. El Juez de Instrucción competente y el Ministerio Fiscal, así como los Jefes de las 

Unidades Orgánicas de Policía Judicial, centrales o de ámbito provincial, y sus mandos 
superiores podrán autorizar la circulación o entrega vigilada de drogas tóxicas, 
estupefacientes o sustancias psicotrópicas, así como de otras sustancias prohibidas. Esta 
medida deberá acordarse por resolución fundada, en la que se determine explícitamente, en 
cuanto sea posible, el objeto de autorización o entrega vigilada, así como el tipo y cantidad 
de la sustancia de que se trate. Para adoptar estas medidas se tendrá en cuenta su 
necesidad a los fines de investigación en relación con la importancia del delito y con las 
posibilidades de vigilancia. El Juez que dicte la resolución dará traslado de copia de la 
misma al Juzgado Decano de su jurisdicción, el cual tendrá custodiado un registro de dichas 
resoluciones.

También podrá ser autorizada la circulación o entrega vigilada de los equipos, materiales 
y sustancias a los que se refiere el artículo 371 del Código Penal, de los bienes y ganancias 
a que se hace referencia en el artículo 301 de dicho Código en todos los supuestos previstos 
en el mismo, así como de los bienes, materiales, objetos y especies animales y vegetales a 
los que se refieren los artículos 332, 334, 386, 399 bis, 566, 568 y 569, también del Código 
Penal.

2. Se entenderá por circulación o entrega vigilada la técnica consistente en permitir que 
remesas ilícitas o sospechosas de drogas tóxicas, sustancias psicotrópicas u otras 
sustancias prohibidas, los equipos, materiales y sustancias a que se refiere el apartado 
anterior, las sustancias por las que se haya sustituido las anteriormente mencionadas, así 
como los bienes y ganancias procedentes de las actividades delictivas tipificadas en los 
artículos 301 a 304 y 368 a 373 del Código Penal, circulen por territorio español o salgan o 
entren en él sin interferencia obstativa de la autoridad o sus agentes y bajo su vigilancia, con 
el fin de descubrir o identificar a las personas involucradas en la comisión de algún delito 
relativo a dichas drogas, sustancias, equipos, materiales, bienes y ganancias, así como 
también prestar auxilio a autoridades extranjeras en esos mismos fines.

3. El recurso a la entrega vigilada se hará caso por caso y, en el plano internacional, se 
adecuará a lo dispuesto en los tratados internacionales.

Los Jefes de las Unidades Orgánicas de la Policía Judicial centrales o de ámbito 
provincial o sus mandos superiores darán cuenta inmediata al Ministerio Fiscal sobre las 
autorizaciones que hubiesen otorgado de conformidad con el apartado 1 de este artículo y, si 
existiese procedimiento judicial abierto, al Juez de Instrucción competente.

4. La interceptación y apertura de envíos postales sospechosos de contener 
estupefacientes y, en su caso, la posterior sustitución de la droga que hubiese en su interior 
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se llevarán a cabo respetando en todo momento las garantías judiciales establecidas en el 
ordenamiento jurídico, con excepción de lo previsto en el artículo 584 de la presente Ley.

Artículo 264.  
El que por cualquier medio diferente de los mencionados tuviere conocimiento de la 

perpetración de algún delito de los que deben perseguirse de oficio, deberá denunciarlo al 
Ministerio Fiscal, al Tribunal competente o al Juez de instrucción o municipal, o funcionario 
de policía, sin que se entienda obligado por esto a probar los hechos denunciados ni a 
formalizar querella.

El denunciador no contraerá en ningún caso otra responsabilidad que la correspondiente 
a los delitos que hubiese cometido por medio de la denuncia, o con su ocasión.

Artículo 265.  
1. Las denuncias podrán hacerse por escrito o de palabra, personalmente o por medio 

de mandatario con poder especial.
2. La denuncia contendrá la identificación de la persona denunciante y la narración 

circunstanciada del hecho. En caso de persona jurídica o ente sin personalidad jurídica, 
deberá identificarse también la persona física que formula la denuncia en su nombre, 
indicando su relación con la persona jurídica o el ente sin personalidad denunciante.

Igualmente, si fueran conocidas, contendrá la identificación de las personas que lo hayan 
cometido y de quienes lo hayan presenciado o tengan información sobre él. También indicará 
la existencia de cualquier fuente de conocimiento de la que el denunciante tenga noticia, que 
pueda servir para esclarecer el hecho denunciado.

Artículo 266.  
La denuncia que se haga por escrito deberá estar firmada por el denunciante de forma 

autógrafa o manuscrita, si es presencial, y si no pudiere hacerlo, por otra persona a su 
ruego; o si se interpone por vía telemática, con firma electrónica conforme a lo establecido 
en artículo 10 de la Ley 39/015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas y en el Reglamento (UE) n.º 910/2014 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 23 de julio de 2014, relativo a la identificación electrónica y los 
servicios de confianza para las transacciones electrónicas en el mercado interior y por la que 
se deroga la Directiva 1999/93/CE. En el caso de las personas jurídicas, se firmará con 
certificado electrónico cualificado con atributo de representante, o los medios previstos en la 
regulación de firma digital que permitan identificar la persona jurídica, así como la persona 
física que formula la denuncia.

Artículo 267.  
Cuando la denuncia sea verbal, se extenderá un acta por la autoridad o funcionario que 

la recibiere, en la que, en forma de declaración, se expresarán cuantas noticias tenga el 
denunciante relativas al hecho denunciado y a sus circunstancias, firmándola ambos a 
continuación. Si el denunciante no pudiere firmar, lo hará otra persona a su ruego.

Artículo 268.  
El Juez, Tribunal, autoridad o funcionario que recibieren una denuncia verbal o escrita 

harán constar por la cédula personal o por otros medios que reputen suficientes, la identidad 
de la persona del denunciador.

Si éste lo exigiere, le darán un resguardo de haber formalizado la denuncia.

Artículo 269.  
Formalizada que sea la denuncia, se procederá o mandará proceder inmediatamente por 

el Juez o funcionario a quien se hiciese a la comprobación del hecho denunciado, salvo que 
éste no revistiere carácter de delito, o que la denuncia fuere manifiestamente falsa. En 
cualquiera de estos dos casos, el Tribunal o funcionario se abstendrán de todo 
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procedimiento, sin perjuicio de la responsabilidad en que incurran si desestimasen aquélla 
indebidamente.

[ . . . ]
TÍTULO V

De la comprobación del delito y averiguación del delincuente

[ . . . ]
CAPÍTULO II BIS

De la destrucción y la realización anticipada de los efectos judiciales
 

[ . . . ]
Artículo 367 quáter.  

1. Podrán realizarse los efectos judiciales de lícito comercio, sin esperar al 
pronunciamiento o firmeza del fallo, y siempre que no se trate de piezas de convicción o que 
deban quedar a expensas del procedimiento, en cualquiera de los casos siguientes:

a) Cuando sean perecederos.
b) Cuando su propietario haga expreso abandono de ellos.
c) Cuando los gastos de conservación y depósito sean superiores al valor del objeto en 

sí.
d) Cuando su conservación pueda resultar peligrosa para la salud o seguridad pública, o 

pueda dar lugar a una disminución importante de su valor, o pueda afectar gravemente a su 
uso y funcionamiento habituales.

e) Cuando se trate de efectos que, sin sufrir deterioro material, se deprecien 
sustancialmente por el transcurso del tiempo.

f) Cuando, debidamente requerido el propietario sobre el destino del efecto judicial, no 
haga manifestación alguna.

2. Cuando concurra alguno de los supuestos previstos en el apartado anterior, el juez, de 
oficio o a instancia del Ministerio Fiscal, de las partes o de la Oficina de Recuperación y 
Gestión de Activos, y previa audiencia del interesado, acordará la realización de los efectos 
judiciales, salvo que concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) Esté pendiente de resolución el recurso interpuesto por el interesado contra el 
embargo o decomiso de los bienes o efectos.

b) La medida pueda resultar desproporcionada, a la vista de los efectos que pudiera 
suponer para el interesado y, especialmente, de la mayor o menor relevancia de los indicios 
en que se hubiera fundado la resolución cautelar de decomiso.

3. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, cuando el bien de que se trate 
esté embargado en ejecución de un acuerdo adoptado por una autoridad judicial extranjera 
en aplicación de la Ley de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión 
Europea, su realización no podrá llevarse a cabo sin obtener previamente la autorización de 
la autoridad judicial extranjera.

Artículo 367 quinquies.  
1. La realización de los efectos judiciales podrá consistir en:
a) La entrega a entidades sin ánimo de lucro o a las Administraciones públicas.
b) La realización por medio de persona o entidad especializada.
c) La subasta pública.
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2. Podrá entregarse el efecto judicial a entidades sin ánimo de lucro o a las 
Administraciones públicas cuando sea de ínfimo valor o se prevea que la realización por 
medio de persona o entidad especializada o por medio de subasta pública será 
antieconómica.

3. La realización de los efectos judiciales se llevará a cabo conforme al procedimiento 
que se determine reglamentariamente. No obstante lo anterior, previamente a acordarla se 
concederá audiencia al Ministerio Fiscal y a los interesados.

El producto de la realización de los efectos, bienes, instrumentos y ganancias se aplicará 
a los gastos que se hubieran causado en la conservación de los bienes y en el 
procedimiento de realización de los mismos, y la parte sobrante se ingresará en la cuenta de 
consignaciones del juzgado o tribunal, quedando afecta al pago de las responsabilidades 
civiles y costas que se declaren, en su caso, en el procedimiento. También podrá asignarse 
total o parcialmente de manera definitiva, en los términos y por el procedimiento que 
reglamentariamente se establezcan, a la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos y a 
los órganos del Ministerio Fiscal encargados de la represión de las actividades de las 
organizaciones criminales. Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto para el Fondo de bienes 
decomisados por tráfico ilícito de drogas y otros delitos relacionados.

En el caso de realización de un bien embargado o decomisado por orden de una 
autoridad judicial extranjera se aplicará lo dispuesto en la Ley de reconocimiento mutuo de 
resoluciones penales en la Unión Europea.

Artículo 367 sexies.  
1. Podrá autorizarse la utilización provisional de los bienes o efectos decomisados 

cautelarmente en los siguientes casos:
a) Cuando concurran las circunstancias expresadas en las letras b) a f) del apartado 1 

del artículo 367 quater, y la utilización de los efectos permita a la Administración un 
aprovechamiento de su valor mayor que con la realización anticipada, o no se considere 
procedente la realización anticipada de los mismos.

b) Cuando se trate de efectos especialmente idóneos para la prestación de un servicio 
público.

2. Cuando concurra alguno de los supuestos previstos en el apartado anterior, el juez, de 
oficio o a instancia del Ministerio Fiscal o de la Oficina de Recuperación y Gestión de activos, 
y previa audiencia del interesado, autorizará la utilización provisional de los efectos 
judiciales, salvo que concurra alguna de las circunstancias expresadas en el párrafo 
segundo del apartado 2 del artículo 367 quater.

3. Corresponderá a la Oficina de Recuperación y Gestión de activos resolver, conforme a 
lo previsto legal y reglamentariamente, sobre la adjudicación del uso de los efectos 
decomisados cautelarmente y sobre las medidas de conservación que deban ser adoptadas. 
La oficina informará al juez o tribunal, y al Fiscal, de lo que hubiera acordado.

Artículo 367 septies.  
El juez o tribunal, de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal o de la propia Oficina de 

Recuperación y Gestión de activos, podrá encomendar la localización, la conservación y la 
administración de los efectos, bienes, instrumentos y ganancias procedentes de actividades 
delictivas cometidas en el marco de una organización criminal a la Oficina de Recuperación y 
Gestión de Activos.

La organización y funcionamiento de dicha Oficina se regularán reglamentariamente.

[ . . . ]
TÍTULO III TER

De la intervención de terceros afectados por el decomiso y del procedimiento 
de decomiso autónomo

[ . . . ]
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CAPÍTULO II
Procedimiento de decomiso autónomo

[ . . . ]
Artículo 803 ter q.  Investigación del Ministerio Fiscal.

1. El Ministerio Fiscal podrá llevar a cabo, por sí mismo, a través de la Oficina de 
Recuperación y Gestión de Activos o por medio de otras autoridades o de los funcionarios de 
la Policía Judicial, las diligencias de investigación que resulten necesarias para localizar los 
bienes o derechos titularidad de la persona con relación a la cual se hubiera acordado el 
decomiso.

Las autoridades y funcionarios de quienes el Ministerio Fiscal recabase su colaboración 
vendrán obligadas a prestarla bajo apercibimiento de incurrir en un delito de desobediencia, 
salvo que las normas que regulen su actividad dispongan otra cosa o fijen límites o 
restricciones que deban ser atendidos, en cuyo caso trasladarán al fiscal los motivos de su 
decisión.

2. Cuando el fiscal considere necesario llevar a cabo alguna diligencia de investigación 
que deba ser autorizada judicialmente, presentará la solicitud al juez o tribunal que hubiera 
conocido el procedimiento de decomiso.

3. Asimismo, el Ministerio Fiscal podrá dirigirse a las entidades financieras, organismos y 
registros públicos y personas físicas o jurídicas para que faciliten, en el marco de su 
normativa específica, la relación de bienes o derechos del ejecutado de los que tengan 
constancia.

[ . . . ]
Disposición adicional sexta.  Oficina de Recuperación y Gestión de Activos.

1. La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos es el órgano administrativo al que 
corresponden las funciones de localización, recuperación, conservación, administración y 
realización de efectos procedentes de actividades delictivas en los términos previstos en la 
legislación penal y procesal.

Cuando sea necesario para el desempeño de sus funciones y realización de sus fines, la 
Oficina de Recuperación y Gestión de Activos podrá recabar la colaboración de cualesquiera 
entidades públicas y privadas, que estarán obligadas a prestarla de conformidad con su 
normativa específica.

2. Los recursos que se encomienden a la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos 
con anterioridad a que se dicte resolución judicial firme de decomiso se podrán gestionar a 
través de la cuenta de depósitos y consignaciones judiciales cuando se trate del dinero 
resultante del embargo o la realización anticipada de los efectos. Para los restantes bienes, 
en atención a las circunstancias, la Oficina podrá gestionarlos de cualquiera de las formas 
previstas en la legislación aplicable a las Administraciones Públicas. Los intereses del dinero 
y los rendimientos y frutos de los bienes se destinarán a satisfacer los costes de gestión, 
incluyendo los que correspondan a la Oficina; la cantidad restante se conservará a resultas 
de lo que se disponga mediante resolución judicial firme de decomiso.

Cuando recaiga resolución judicial firme de decomiso, los recursos obtenidos serán 
objeto de realización y la cantidad obtenida se aplicará en la forma prevista en el artículo 367 
quinquies de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. La cantidad restante, así como el producto 
obtenido por la gestión de los bienes durante el proceso, se transferirá al Tesoro como 
ingreso de derecho público, del que una vez deducidos los gastos de funcionamiento y 
gestión de la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos, dotados en el Presupuesto del 
Ministerio de Justicia, se afecta hasta un 50 por ciento a la satisfacción de los fines 
señalados en el apartado siguiente. Estos ingresos generarán crédito en el presupuesto del 
Ministerio de Justicia, de acuerdo con lo establecido en la Ley General Presupuestaria.

Los costes de gestión y los gastos previstos en los párrafos anteriores podrán estimarse 
de la forma en que se determine reglamentariamente.

3. Son fines propios de los recursos obtenidos por la Oficina de Recuperación y Gestión 
de Activos como consecuencia de las resoluciones judiciales de decomiso los siguientes:
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a) el apoyo a programas de atención a víctimas del delito, incluido el impulso y dotación 
de las Oficinas de Asistencia a las Víctimas,

b) el apoyo a los programas sociales orientados a la prevención del delito y el 
tratamiento del delincuente,

c) la intensificación y mejora de las actuaciones de prevención, investigación, 
persecución y represión de delitos,

d) la cooperación internacional en la lucha contra las formas graves de criminalidad,
e) y los que puedan determinarse reglamentariamente.
4. En la Ley de Presupuestos Generales del Estado de cada año se determinará el 

porcentaje objeto de afectación a los fines señalados en esta disposición. Los criterios para 
la distribución de los recursos afectados serán fijados anualmente mediante acuerdo del 
Consejo de Ministros.

[ . . . ]
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§ 98

Real Decreto 948/2015, de 23 de octubre, por el que se regula la 
Oficina de Recuperación y Gestión de Activos

Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas
«BOE» núm. 255, de 24 de octubre de 2015
Última modificación: 13 de marzo de 2018

Referencia: BOE-A-2015-11427

I
La Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio, por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, 

de 23 de noviembre, del Código Penal, en su disposición final primera, añadió el artículo 367 
septies a la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en el que ya se contempló la creación de una 
Oficina de Recuperación de Activos. Transcurridos cinco años, esa previsión no ha sido aún 
desarrollada reglamentariamente. El Centro de Inteligencia contra el Terrorismo y el Crimen 
Organizado, dependiente de la Secretaría de Estado de Seguridad del Ministerio del Interior, 
con el apoyo operativo de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, ha venido 
desempeñando funciones de localización de activos procedentes de delitos. No obstante, al 
no existir órganos especializados en su gestión, una vez decomisados, esos activos quedan 
a disposición de los órganos jurisdiccionales, que, por lo general, ordenan su realización al 
final del procedimiento, mediante los mecanismos tradicionales de venta por persona 
especializada o subasta pública. Este mecanismo se ha revelado ineficaz en los 
procedimientos de mayor complejidad, en la medida en que las necesidades de la gestión de 
bienes exceden por lo general de las posibilidades materiales de los órganos judiciales. 
Estas circunstancias conducen a reafirmar la necesidad de poner en funcionamiento la 
mencionada Oficina.

A tal fin, la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, por la que se modifica la Ley Orgánica 
10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, mantiene aquella previsión del artículo 367 
septies de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, aunque dándole la nueva denominación de 
Oficina de Recuperación y Gestión de Activos, en la medida en que a su inicial función de 
localización y recuperación de bienes, añade la de administración y gestión de los mismos. 
Este precepto prevé que el juez o tribunal, de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal o de la 
propia Oficina de Recuperación y Gestión de Activos, pueda encomendarle la localización, 
conservación y administración de los efectos, bienes, instrumentos y ganancias procedentes 
de actividades delictivas cometidas en el marco de una organización criminal. Asimismo, la 
disposición final quinta de la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, habilita al Gobierno para 
aprobar las disposiciones reglamentarias precisas para regular la estructura, organización, 
funcionamiento y actividad de dicha Oficina de Recuperación y Gestión de Activos. La misma 
ley orgánica ha introducido también importantes modificaciones en la regulación del 
decomiso sin sentencia en circunstancias excepcionales, el decomiso ampliado y el 
decomiso de terceros, que si bien ya estaban previstos en los textos normativos anteriores, 
habían carecido de aplicación práctica.
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La Ley 41/2015, de 5 de octubre, de modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal 
para la agilización de la justicia penal y el fortalecimiento de las garantías procesales, 
completa esta regulación mediante la previsión de la intervención en el proceso penal de 
terceros afectados por el decomiso y con la incorporación de un nuevo procedimiento de 
decomiso autónomo. Este último podrá iniciarse a instancia del Ministerio Fiscal cuando 
exista un hecho punible y su autor haya fallecido o no pueda ser enjuiciado por hallarse en 
rebeldía o en situación de incapacidad para comparecer en juicio. También podrá emplearse 
cuando el fiscal se reserve la acción de decomiso, para el caso de haber recaído sentencia 
condenatoria firme por el delito del que proviene el patrimonio objeto del procedimiento.

La reforma llevada a cabo en materia de decomiso en las mencionadas leyes incorpora 
al Derecho español la Directiva 2014/42/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 3 de 
abril de 2014, sobre el embargo y el decomiso de los instrumentos y del producto del delito 
en la Unión Europea. El artículo 10 de esta norma insta a los Estados miembros a adoptar 
las medidas necesarias, por ejemplo mediante la creación de oficinas nacionales centrales, 
«con objeto de garantizar la administración adecuada de los bienes embargados 
preventivamente con miras a su posible decomiso». Con todo ello se pretende optimizar la 
prevención y la lucha contra la delincuencia organizada transfronteriza, incluida la de 
carácter organizado, neutralizando el producto del delito, pues se entiende que la principal 
motivación de esta forma de delincuencia es la obtención de beneficios financieros.

II
Las disposiciones citadas tienen como objeto facilitar instrumentos legales que sean más 

eficaces en la recuperación de activos procedentes del delito y en la gestión económica de 
los mismos. El objetivo, pues, es darle a la investigación patrimonial y al decomiso el 
protagonismo que merecen en la lucha contra la vertiente económica de la delincuencia 
grave desarrollada por organizaciones y entramados criminales, logrando así su 
estrangulamiento financiero. Para ello es necesario que las autoridades judiciales 
competentes dispongan de un sistema eficaz para localizar y administrar los activos de 
origen delictivo, con el respaldo de la estructura institucional y los recursos financieros y 
humanos necesarios, que les facilite la labor de embargar y decomisar bienes en el marco 
del procedimiento penal. Se prevé así la constitución de la Oficina de Recuperación y 
Gestión de Activos como auxiliar de la Administración de Justicia, la cual tiene, por tanto, 
una relevante función de asesoramiento de los órganos encargados de la investigación para 
asegurar que los embargos y decomisos acordados sean efectivos y eficaces.

El creciente número de hechos delictivos relacionados con la delincuencia económica, 
frecuentemente organizada y transfronteriza, con especial preocupación por los delitos de 
corrupción, tanto en el sector público como en el privado, impone la necesidad de que el 
Estado dirija sus esfuerzos no sólo al castigo de sus responsables, una vez declarada su 
culpabilidad, sino también a lograr la recuperación de los activos procedentes del delito, 
porque tan importante como el cumplimiento certero de la pena es la recuperación de esos 
activos. Su posterior afectación al abono de las indemnizaciones de las víctimas, a la 
realización de proyectos sociales y al impulso de la lucha contra la criminalidad organizada 
constituye una relevante medida de regeneración democrática y justicia social.

La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos funcionará, pues, como una 
herramienta al servicio de los juzgados y tribunales en el marco de los procesos penales a 
que nos venimos refiriendo, y lo hará también como auxiliar de las fiscalías en el ejercicio de 
sus funciones relacionadas con las investigaciones patrimoniales que, cuando menos, 
abarcan las diligencias de investigación, la ejecución de comisiones rogatorias 
internacionales y la investigación patrimonial en el procedimiento de decomiso autónomo en 
los términos previstos en la Ley de Enjuiciamiento Criminal y en la Ley 50/1981, de 30 de 
diciembre, por la que se regula el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal.

La nueva regulación del decomiso y la puesta en marcha de la Oficina de Recuperación 
y Gestión de Activos facilitarán una mayor eficacia en la lucha contra la delincuencia 
económica, normalmente una criminalidad de delincuentes poderosos, que aparece 
especialmente organizada y que tanto daño ocasiona al Estado democrático de derecho. Se 
hará así realidad el principio de que el delito que genera ilícitas ganancias nunca pueda 
compensar a su autor.

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 98  Oficina de Recuperación y Gestión de Activos

– 1012 –



III
En la regulación prevista en este real decreto se han tenido en cuenta las guías de 

buenas prácticas internacionales y el análisis de los diferentes modelos vigentes en países 
de nuestro entorno cultural y geográfico, como es el caso de Reino Unido, Holanda, Bélgica 
y Francia. Este último país ofrece una experiencia altamente positiva en gestión de activos, a 
través de la Agence de gestion et de recouvrement des avoirs saisis et confisqués 
(AGRASC), que ha supuesto un giro radical en la forma de entender el decomiso en los 
tribunales franceses, orientándola a la gestión más eficiente de los bienes. De esta manera, 
con los patrimonios de las personas condenadas por delitos graves se logra la satisfacción 
de las responsabilidades civiles, se autofinancia la propia oficina y se apoya con más 
recursos la lucha contra la criminalidad organizada. Los modelos de agencia en el entorno 
europeo constituyen una oficina especializada con personal multidisciplinar, procedente del 
ámbito de la Administración, de la Justicia, de aduanas, del ámbito tributario y de la Policía 
Judicial, y una función preferente de asesoramiento y auxilio a la Justicia en los procesos 
penales a los que los embargos y decomisos van asociados.

La creación de una Oficina homóloga a la de los países de nuestro entorno contribuirá 
sin duda al fomento de la cooperación internacional en materia de embargo y decomiso, lo 
que a su vez redundará en un mayor beneficio para el Estado, toda vez que la Ley 23/2014, 
de 20 de noviembre, de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea, 
establece una regla de reparto al 50 por ciento del producto obtenido entre el país requirente 
y el requerido, regla que se ha extendido fuera de las fronteras europeas, sobre la base del 
principio de reciprocidad, en la reciente reforma del Código Penal.

Por último, la experiencia acumulada por la Delegación del Gobierno para el Plan 
Nacional sobre Drogas en aplicación de la Ley 17/2003, de 29 de mayo, por la que se regula 
el Fondo de Bienes Decomisados por tráfico ilícito de drogas y otros delitos relacionados, si 
bien referida a la realización de bienes decomisados mediante sentencia judicial firme, 
constituye un antecedente que ha sido tomado en consideración, tanto para la mejora de la 
eficacia en la gestión, como para evitar duplicidades y favorecer la coordinación necesaria 
entre ambas instituciones. El presente real decreto no resulta de aplicación a los bienes, 
frutos e intereses de los mismos que por aplicación de la mencionada Ley 17/2003, de 29 de 
mayo, son titularidad del Fondo de bienes decomisados por delito de narcotráfico y otros 
delitos relacionados. Ello no obstante la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos podrá 
firmar un convenio de colaboración con la Delegación del Gobierno para el Plan Nacional 
sobre Drogas, a fin de canalizar posibles fórmulas de cooperación en las funciones de 
asesoramiento, gestión y realización de aquellos.

IV
El presente real decreto se estructura en cinco capítulos. El capítulo I recoge las 

disposiciones generales, con referencia al objeto y naturaleza, fines y funciones. El capítulo 
II está dedicado a la estructura del órgano, y en él se detallan su rango y dependencia 
orgánica y se regulan el Director General, las subdirecciones generales, el personal de la 
oficina y la Comisión de Adjudicación de bienes producto del delito. Esta última tiene 
encomendada la relevante labor de realizar el reparto de los recursos económicos obtenidos 
por la Oficina con base en los criterios que adopte el Consejo de Ministros anualmente. El 
capítulo III regula las reglas básicas del procedimiento que seguirá cada expediente desde 
su incoación hasta su finalización. Se incluye también una previsión específica de 
funcionamiento en el ámbito internacional, con una habilitación expresa a la Oficina de 
Recuperación y Gestión de Activos para el intercambio de información necesaria para llevar 
a buen término sus funciones, sin perjuicio de las competencias que en el mismo sentido 
sigan ostentado otros organismos, como el Centro de Inteligencia contra el Terrorismo y el 
Crimen Organizado o el Ministerio Público, en el ámbito de sus funciones. El capítulo IV se 
refiere al régimen económico de la Oficina y distribución del producto obtenido. En él se 
regula un modelo de gestión económica asociado a la cuenta de consignaciones y depósitos 
judiciales. Se prevén también, en desarrollo de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, los 
beneficiarios de los recursos de la Oficina. Finalmente, el capítulo V se dedica a los 
mecanismos de dación de cuentas, que garantizan la plena transparencia en la gestión de 
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los bienes administrados. El presente real decreto contiene también dos disposiciones 
adicionales, dos disposiciones transitorias y siete disposiciones finales.

La entrada en vigor del real decreto tendrá lugar el día siguiente a su publicación, si bien 
la puesta en funcionamiento de la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos se 
determinará mediante Orden del Ministro de Justicia, una vez entre en vigor la Ley 41/2015, 
de 5 de octubre, de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, y se realizará de manera 
progresiva, de acuerdo con el plan de acción que apruebe el Director General de la Oficina.

Este real decreto ha sido informado por el Ministerio de Hacienda y Administraciones 
Públicas, el Ministerio del Interior y el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, 
así como por el Consejo General del Poder Judicial y la Fiscalía General del Estado. Se ha 
dado trámite de audiencia a las comunidades autónomas con competencias transferidas en 
materia de Administración de Justicia.

En su virtud, a iniciativa del Ministro de Justicia, a propuesta del Ministro de Hacienda y 
Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del 
Consejo de Ministros en su reunión del día 23 de octubre de 2015,

DISPONGO:

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Objeto y naturaleza.
Este real decreto tiene por objeto regular el régimen de funcionamiento de la Oficina de 

Recuperación y Gestión de Activos, que se configura como un órgano de la Administración 
General del Estado y auxiliar de la Administración de Justicia, al que corresponden las 
competencias de localización, recuperación, conservación, administración y realización de 
los efectos, bienes, instrumentos y ganancias procedentes de actividades delictivas 
cometidas en el marco de una organización criminal y de cualesquiera otras que se le 
atribuyan, en los términos previstos en la legislación penal y procesal.

La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos actuará cuando se lo encomiende el 
juez o tribunal competente, de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal o de la propia Oficina. 
Asimismo en fase de ejecución de sentencia su actuación podrá ser a instancia del Letrado 
de la Administración de Justicia.

La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos procederá, igualmente, a la localización 
de activos a instancia del Ministerio Fiscal en el ejercicio de sus competencias en el ámbito 
de las diligencias de investigación, de la cooperación jurídica internacional, del 
procedimiento de decomiso autónomo o en cualesquiera otras actuaciones en los términos 
previstos en las leyes penales o procesales.

Artículo 2.  Fines.
La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos aplicará el producto de la gestión y 

realización de los efectos, bienes, instrumentos y ganancias del delito a los fines previstos en 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal con los siguientes objetivos prioritarios:

a) El apoyo a programas de atención a víctimas del delito, tanto de las Administraciones 
Públicas, como de organizaciones no gubernamentales o entidades privadas sin ánimo de 
lucro, con especial atención a las víctimas de terrorismo, a las de violencia de género, trata 
de seres humanos, delitos violentos y contra la libertad sexual, así como a las víctimas con 
discapacidad necesitadas de especial protección y a las víctimas menores de edad.

b) El impulso y dotación de medios de las Oficinas de Asistencia a las Víctimas.
c) El apoyo a programas sociales orientados a la prevención del delito y el tratamiento 

del delincuente.
d) La intensificación y mejora de las actuaciones de prevención, investigación, 

persecución y represión de los delitos, incluyendo:
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1.º Los gastos necesarios para la obtención de pruebas en la investigación, 
comprendiendo el coste de las pericias del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias 
Forenses y de los Institutos de Medicina Legal y Ciencias Forenses.

2.º La adquisición de medios materiales para los órganos competentes en la represión, 
investigación y realización de las pruebas periciales.

3.º La formación y capacitación especializada de los órganos encargados de la 
prevención y represión de la criminalidad organizada.

4.º El reembolso de los gastos en que lícitamente hayan podido incurrir los particulares o 
los servicios de las Administraciones Públicas que hubiesen colaborado con los órganos 
competentes en la investigación.

e) La cooperación internacional en la lucha contra las formas graves de criminalidad.
f) La satisfacción de los propios gastos de funcionamiento y gestión de la oficina, 

incluyendo los que se hubieran causado en el ejercicio de las funciones contempladas en el 
artículo siguiente.

Artículo 3.  Funciones.
1. Son funciones de la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos la localización y 

recuperación de efectos, bienes, instrumentos y ganancias procedentes de actividades 
delictivas, su conservación, administración y realización.

No corresponderá a la Oficina, la localización o gestión de bienes cuyo único fin sea el 
pago de una pena de multa.

2. También corresponde a la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos resolver, 
conforme a lo previsto legal y reglamentariamente, sobre la adjudicación del uso de los 
efectos embargados cautelarmente y sobre las medidas de conservación que deban ser 
adoptadas.

3. Constituye igualmente una función esencial de la Oficina de Recuperación y Gestión 
de Activos el asesoramiento técnico a los juzgados, tribunales y fiscalías, que lo soliciten en 
materia de ejecución de embargos y decomisos, a los efectos de evitar actuaciones 
antieconómicas y garantizar, dentro del respeto a la ley y con el cumplimiento de todas las 
garantías procesales, el máximo beneficio económico.

CAPÍTULO II
Estructura

Artículo 4.  Rango y dependencia orgánica.
La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos depende del Ministerio de Justicia y se 

encuentra adscrita a la Secretaría de Estado de Justicia, con rango de Dirección General.

Artículo 5.  Director General.
1. El Director General de la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos será 

nombrado entre funcionarios de carrera del Estado, de las comunidades autónomas o de las 
entidades locales, pertenecientes a Cuerpos o Escalas clasificados en el Subgrupo A1, o 
bien entre miembros de las Carreras Judicial o Fiscal o del Cuerpo de Letrados de la 
Administración de Justicia.

2. El Director General de la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos será 
nombrado y separado por real decreto del Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro de 
Justicia.

3. Corresponde al Director General de la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos 
las siguientes funciones:

a) Planificar la actuación de la Oficina y aprobar un plan de acción, con el ámbito 
temporal que se determine en el mismo.

b) Dirigir la actividad de la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos.
c) Representar a la Oficina y, en concreto, en sus relaciones institucionales tanto 

nacionales como internacionales, y con los juzgados, tribunales y fiscalías que hagan uso de 
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sus servicios, así como con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad encargadas de la lucha 
contra la delincuencia organizada.

d) Dentro del objeto del presente real decreto, ejercer aquéllas que le sean atribuidas por 
delegación del órgano de contratación correspondiente, de conformidad con la normativa de 
contratación del sector público.

e) Concluir acuerdos con terceras instituciones a los efectos de llevar a cabo las 
funciones y los fines que le son propios, cuando le sean delegadas estas competencias.

f) Coordinar los trabajos preparatorios de la Comisión de Adjudicación de bienes 
producto del delito.

g) Favorecer la coordinación de la Oficina con el Poder Judicial, la Fiscalía General del 
Estado, con la policía judicial y los Ministerios afectados, así como con otras instituciones 
públicas o privadas, en el ejercicio de sus funciones.

h) Coordinar la labor de la oficina con otros departamentos, organismos e instituciones 
públicas, en el ámbito de sus competencias, cuando sea necesario.

i) Elevar al Ministro de Justicia la memoria anual de su actividad.
j) Elaborar estadísticas de la actividad de la Oficina de Recuperación y Gestión de 

Activos.
k) Resolver sobre la adjudicación de bienes, como resultado de su realización, y sobre la 

adjudicación del uso provisional de bienes intervenidos o embargados judicialmente.
l) Las demás funciones que se refieran al objeto de la Oficina y puedan atribuirle otras 

normas.
4. Pondrán fin a la vía administrativa las resoluciones dictadas por el Director General de 

la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos a las que se refiere el punto k) del apartado 
anterior, en materia de adjudicación de bienes, como resultado de su realización.

Artículo 6.  Subdirecciones Generales.
1. La Oficina se estructurará internamente en dos Subdirecciones Generales en relación 

con las funciones que tiene atribuidas:
a) La Subdirección General de localización y recuperación de bienes, que ostenta las 

funciones de identificación y búsqueda de los efectos, bienes, instrumentos y ganancias 
provenientes del delito radicados dentro o fuera del territorio nacional, así como su puesta a 
disposición judicial.

En el ejercicio de estas funciones, y dentro del marco de la encomienda judicial o del 
Ministerio Fiscal, se coordinará con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y podrá recabar la 
colaboración de otras entidades públicas o privadas.

Asimismo le corresponde el intercambio de información patrimonial con oficinas análogas 
en el ámbito internacional.

b) La Subdirección General de conservación, administración y realización de bienes, que 
ostenta las funciones siguientes:

1.º El mantenimiento y gestión de los efectos, bienes, instrumentos y ganancias 
provenientes del delito, cuando hayan sido intervenidos o embargados judicialmente, 
cualquiera que sea la naturaleza de los mismos, así como de los beneficios, frutos y rentas 
de tales bienes. Podrá comprender también la destrucción de los bienes cuando sea 
acordada por la autoridad competente, en los términos previstos legalmente.

La Oficina podrá gestionar los bienes de cualquiera de las formas previstas en la 
legislación aplicable a las Administraciones Públicas, sin perjuicio de la sujeción a otra 
normativa que resultara aplicable.

2.º La elaboración de informes sobre el estado y circunstancias de los bienes 
gestionados, que remitirá a la autoridad competente, de oficio o cuando ésta lo solicite, a los 
efectos de evitar las actuaciones antieconómicas y garantizar, dentro del respeto a la ley y 
con el cumplimiento de todas las garantías procesales, el máximo beneficio económico.

3.º La realización de los bienes, que comprenderá la actividad tendente a la venta de los 
bienes, efectos, ganancias e instrumentos cuya gestión se le haya encomendado 
judicialmente a la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos, tras el decomiso de los 
mismos. Asimismo, por encomienda del órgano judicial, le corresponderá la realización de 
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los bienes decomisados adjudicados al Estado, salvo que se hayan inscrito a nombre del 
Estado en el correspondiente Registro de la Propiedad o Registro de Bienes Muebles.

Esta función comprenderá también la venta anticipada de bienes intervenidos o 
embargados, cuando ésta haya sido autorizada judicialmente en el ámbito de actuación de la 
Oficina.

4.º La adjudicación del uso de los bienes o efectos incautados o embargados, siempre 
que el órgano judicial haya autorizado su utilización provisional.

5.º La función derivada del soporte necesario para el desarrollo de la actividad propia de 
la Comisión de Adjudicación de bienes producto del delito.

6.º La gestión de la Cuenta de Depósitos y Consignaciones de la Oficina de 
Recuperación y Gestión de Activos.

2. La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos podrá firmar un convenio de 
colaboración con el órgano competente del Ministerio del Interior a los efectos de regular la 
interrelación de su personal con la Oficina, que podrá incluir una cláusula de adscripción del 
personal que eventualmente pudiera formar parte de ésta en régimen de atribución temporal 
de funciones.

Artículo 7.  Personal de la Oficina.
La Oficina contará con el personal que determine la correspondiente relación de puestos 

de trabajo.
A la Oficina podrán asignarse, además, jueces, fiscales o letrados de la administración 

de justicia de conformidad con la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación y Planta 
Judicial.

Artículo 8.  Comisión de Adjudicación de bienes producto del delito.
1. Se crea la Comisión de Adjudicación de bienes producto del delito como órgano 

colegiado adscrito orgánicamente al Ministerio de Justicia a través de la Secretaría de 
Estado de Justicia, al que corresponden las funciones de distribución de los recursos 
económicos obtenidos por la Oficina, en los términos del artículo 15.

2. La Comisión de Adjudicación de bienes producto del delito estará presidida por el 
Secretario de Estado de Justicia, ostentando la Vicepresidencia el Director General de la 
Oficina de Recuperación y Gestión de Activos, y estará integrada por seis vocales, que serán 
designados respectivamente por el Ministro de Justicia, el Ministro del Interior, el Ministro de 
Hacienda y Administraciones Públicas y el Ministro de Sanidad, Servicios Sociales e 
Igualdad, al menos con rango de subdirector general o asimilado, y por el Consejo General 
del Poder Judicial y la Fiscalía General del Estado, con base en el convenio de colaboración 
celebrado al efecto.

Actuará como secretario, con voz pero sin voto, un funcionario de la Oficina de 
Recuperación y Gestión de Activos.

En la Comisión de Adjudicación de bienes producto del delito intervendrá, con voz pero 
sin voto, un representante de la Abogacía del Estado del Ministerio de Justicia.

3. El funcionamiento de esta comisión se ajustará a lo dispuesto en materia de órganos 
colegiados por la legislación en materia de régimen jurídico del Sector Público.

CAPÍTULO III
Procedimiento

Artículo 9.  Iniciación.
El procedimiento se iniciará con la recepción del testimonio de la resolución del órgano 

judicial o del decreto del fiscal que solicite la intervención a la Oficina de Recuperación y 
Gestión de Activos.

En el supuesto de que la propia Oficina de Recuperación y Gestión de Activos inste al 
órgano judicial o a la fiscalía, en su caso, la remisión de un procedimiento, se incoará un 
procedimiento con dicha solicitud. En caso de estimación de la propuesta de la Oficina, el 
procedimiento continuará por los trámites previstos en este capítulo. En caso de 
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desestimación, se archivará el procedimiento con la recepción de la resolución del órgano 
judicial o del decreto del fiscal en que así se haga constar.

Artículo 10.  Inventario de bienes y registro.
Todos los bienes que sean objeto de un expediente de la Oficina de Recuperación y 

Gestión de Activos serán incluidos en un inventario de bienes embargados y decomisados, 
en el que se hará constar su naturaleza y valor, y donde se anotarán cualesquiera 
actuaciones relacionadas con ellos. Esta información estará a disposición de la autoridad 
judicial y fiscal, así como, en su caso, de la policía judicial.

Artículo 11.  Tramitación del expediente.
1. Tan pronto reciba el testimonio de la resolución del órgano judicial o del decreto del 

fiscal que inste su intervención, la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos podrá llevar 
a cabo, en los términos allí señalados, las actuaciones de investigación patrimonial que 
procedan en cada caso para la localización y recuperación de bienes del investigado o 
encausado.

2. Cuando la habilitación judicial así lo estipule, se encargará de la conservación y 
administración de dichos bienes.

Para ello, la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos podrá celebrar los contratos o 
encomiendas necesarios.

3. La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos, en el marco de su gestión, podrá 
proceder, previa autorización del juez o tribunal competente, a la realización anticipada o 
utilización provisional de los bienes y efectos intervenidos.

En estos casos, previa autorización del juez o tribunal competente, resolverá sobre la 
adjudicación del uso de los efectos embargados y sobre las medidas de conservación que 
deban ser adoptadas, de acuerdo con lo previsto a tal efecto en la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, informando de lo acordado al juez o tribunal y a la fiscalía.

Artículo 12.  Cooperación internacional.
1. En el caso de que los bienes objeto de localización o recuperación se hallaran fuera 

del territorio nacional se tendrán en cuenta el Derecho de la Unión Europea y los tratados 
internacionales suscritos y ratificados por España en la materia.

2. Se estará a lo dispuesto en la Ley 23/2014, de 20 de noviembre, de reconocimiento 
mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea, o a los convenios aplicables, en su 
caso, cuando el auto del juez competente o el decreto del fiscal hagan constar que las 
actuaciones que se solicitan a la oficina tienen su origen en una solicitud de una autoridad 
judicial extranjera.

3. La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos podrá intercambiar información con 
los organismos de la Unión Europea y de terceros Estados que tengan entre sus 
competencias la recuperación de activos, cuando resulte conveniente, en el ejercicio de sus 
funciones.

CAPÍTULO IV
Régimen económico de la Oficina y distribución del producto obtenido

Artículo 13.  Régimen económico.
1. Los recursos que se encomienden a la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos 

con anterioridad a que se dicte resolución judicial firme de decomiso se podrán gestionar a 
través de la cuenta de depósitos y consignaciones judiciales de la Oficina cuando se trate del 
dinero resultante del embargo o la realización anticipada de los efectos.

Para los restantes bienes, en atención a las circunstancias y con sujeción a los principios 
de eficiencia y transparencia, la Oficina podrá gestionarlos de cualquiera de las formas 
previstas en la legislación aplicable a las Administraciones Públicas, sin perjuicio de la 
sujeción a otra normativa que resultara aplicable.
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Los intereses del dinero y los rendimientos y frutos de los bienes se destinarán a 
satisfacer los costes de gestión, incluyendo los que correspondan a la Oficina; la cantidad 
restante se conservará a resultas de lo que se disponga mediante resolución judicial firme de 
decomiso.

2. Cuando recaiga resolución judicial firme de decomiso, los recursos obtenidos serán 
objeto de realización y la cantidad obtenida se aplicará en la forma prevista en el artículo 367 
quinquies de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. La cantidad restante, así como el producto 
obtenido por la gestión de los bienes durante el proceso, se transferirá al Tesoro como 
ingreso de derecho público, del que una vez deducidos los gastos de funcionamiento y 
gestión de la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos, dotados en el Presupuesto del 
Ministerio de Justicia, se afecta hasta un 50 por ciento a la satisfacción de los fines 
señalados en el artículo 2. Estos ingresos generarán crédito en el presupuesto del Ministerio 
de Justicia, de acuerdo con lo establecido en la Ley General Presupuestaria.

Artículo 14.  Costes de gestión y gastos.
1. La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos únicamente asumirá los costes y 

gastos correspondientes a los bienes que gestione, y desde el momento en que le sean 
encomendados.

Podrá excepcionalmente asumir costes y gastos precedentes cuando ello resulte 
conveniente para la adecuada gestión del bien y así lo acuerde el Director General.

2. Los gastos ordinarios de la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos por el 
desarrollo de su actividad serán el cinco por ciento del valor de los recursos obtenidos. Este 
porcentaje se podrá modificar mediante orden conjunta del Ministro de Justicia y del Ministro 
de Hacienda y Administraciones Públicas.

Artículo 15.  Distribución de los recursos.
La distribución de los recursos entre los beneficiarios tendrá lugar mediante acuerdo de 

la Comisión de Adjudicación de bienes producto del delito, en el marco de los criterios que 
serán definidos anualmente mediante Acuerdo del Consejo de Ministros.

Artículo 16.  Beneficiarios.
1. Podrán ser beneficiarios de los recursos de la Oficina a los que se refiere este capítulo 

los organismos, instituciones, administraciones públicas y personas jurídicas siguientes:
a) La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos, que recibirá de manera prioritaria 

los recursos necesarios para su adecuado mantenimiento.
b) Cualquier órgano, organismo o entidad pública dependiente de la Administración 

General del Estado, para el desarrollo de programas o acciones relacionados con los fines 
previstos en esta norma, incluidas las Oficinas de Asistencia a las Víctimas.

c) Las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales, en los siguientes supuestos:
1.º Para el desarrollo y ejecución de los planes y programas de atención a las víctimas 

de delitos, incluido el impulso de las Oficinas de Asistencia a las Víctimas.
2.º Para dotar de medios materiales a los Institutos de Medicina Legal y afrontar los 

gastos derivados de las pericias realizadas en dichos Institutos.
3.º Para la dotación de medios a las respectivas policías con competencia en la 

prevención, investigación, persecución y represión de los delitos.
4.º Para las organizaciones no gubernamentales o entidades privadas sin ánimo de lucro 

para el desarrollo de programas comprendidos en los fines previstos en esta norma, cuyo 
ámbito no supere el de la respectiva comunidad autónoma.

d) Las organizaciones no gubernamentales o entidades privadas sin ánimo de lucro, de 
ámbito estatal o de dos o más comunidades autónomas, cuya labor se desarrolle total o 
parcialmente en materia de asistencia a víctimas del delito, de acuerdo con los programas de 
distribución y las subvenciones determinadas por la Oficina de Recuperación y Gestión de 
Activos.

e) Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.
f) La Agencia Estatal de Administración Tributaria.
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g) La Fiscalía General del Estado.
h) El Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses y los Institutos de Medicina 

Legal y Ciencias Forenses.
i) Los organismos internacionales, entidades supranacionales y Gobiernos de Estados 

extranjeros, para el desarrollo de programas destinados a satisfacer los fines previstos en 
esta norma, de acuerdo con los instrumentos internacionales suscritos por el Gobierno, y con 
el informe favorable del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación.

2. Para facilitar la distribución de los recursos obtenidos por la Oficina de Recuperación y 
Gestión de Activos, las comunidades autónomas y resto de beneficiarios señalados en este 
artículo podrán presentar ante la Comisión de Adjudicación de bienes producto del delito 
propuestas de actuación que se enmarquen dentro de los fines previstos en el artículo 2 y en 
los términos que se establezcan en desarrollo de este real decreto.

CAPÍTULO V
Mecanismos de dación de cuentas

Artículo 17.  Comparecencia en el Congreso de los Diputados.
El Director General de la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos comparecerá 

anualmente ante el Congreso de los Diputados para dar cuenta de la gestión de la Oficina y 
de los resultados de su actividad.

Artículo 18.  Memoria anual y estadística.
1. La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos elaborará una memoria anual de su 

actividad que será elevada por el Ministro de Justicia al Consejo de Ministros.
2. Las actuaciones realizadas se contabilizarán en un sistema estadístico accesible al 

público en general que dote de transparencia la gestión de la Oficina.

CAPÍTULO VI
La gestión de activos por la Oficina

Artículo 19.  Ámbito de la gestión de activos.
1. La Oficina llevará a cabo la gestión de bienes procedentes de actividades delictivas 

que hayan sido intervenidos, embargados o decomisados judicialmente en el ámbito de las 
actividades delictivas cometidas en el marco de una organización criminal, así como de las 
actividades delictivas propias del ámbito del decomiso ampliado, que le encomiende el 
órgano judicial.

2. La gestión de activos por la Oficina se realizará conforme a lo previsto en el capítulo II 
bis del Título V del Libro II de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, así como en el presente real 
decreto.

3. Cuando la Oficina actúe por encomienda del órgano judicial, producida a instancia de 
la propia Oficina, lo hará basándose en motivos de oportunidad en el marco de cualquier 
actividad delictiva y en los términos previstos en las leyes penales y procesales, e 
independientemente de la fecha del embargo o decomiso.

4. La función de gestión que realice la Oficina no incluirá ni el depósito de los bienes que 
le sean encomendados, ni la gestión de sociedades en tanto no se dicte orden del Ministerio 
de Justicia que disponga la realización de estas actuaciones.

5. En el supuesto de bienes decomisados adjudicados por resolución judicial firme al 
Estado, la Oficina procederá a su realización siempre que así se haya encomendado por el 
órgano judicial y no se hayan inscrito en los correspondientes registros públicos.

6. La Oficina en ningún caso podrá ser titular de bienes o derechos ni podrán ser 
inscritos a su nombre en registros públicos.
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Artículo 20.  Apertura del expediente.
1. Una vez examinada la resolución del órgano judicial, la Oficina comunicará al órgano 

judicial la apertura del correspondiente expediente. Cuando del contenido de la resolución 
del órgano judicial se desprenda que queda fuera del ámbito de gestión de la Oficina en los 
términos descritos en el artículo 19.2 de este real decreto, se informará al órgano judicial que 
realizó la encomienda y se procederá al archivo del expediente.

2. En el supuesto de que la propia Oficina hubiera instado al órgano judicial la gestión de 
los bienes, el procedimiento se incoará con dicha solicitud. En caso de estimación de la 
solicitud, el procedimiento continuará por los trámites previstos en el presente real decreto. 
En caso de desestimación, se archivará el procedimiento con la recepción de la resolución 
del órgano judicial en que así se haga constar.

Asimismo procederá el archivo del procedimiento si transcurridos seis meses desde la 
solicitud no se recibe respuesta por parte del órgano judicial, de lo que se dará traslado al 
órgano judicial y al Ministerio Fiscal.

Procederá la reapertura del expediente archivado en caso de que el órgano judicial 
estime la solicitud efectuada por la Oficina, una vez transcurrido el plazo de seis meses.

Artículo 21.  Información sobre los activos.
1. La Oficina recabará cuanta información precise para la gestión de los bienes.
2. Si la Oficina encontrase dificultades insuperables para la identificación del bien 

encomendado, lo pondrá en conocimiento del órgano judicial.
3. Cuando un bien no se encuentre depositado en el lugar indicado por el órgano judicial, 

se constate que está destruido o se tenga conocimiento de cualquier otro aspecto relevante 
relacionado con el mismo se pondrá en conocimiento del órgano judicial a los efectos que 
procedan.

Artículo 22.  Tasación de los bienes.
1. Cuando no conste tasación, y resulte precisa para la intervención de la Oficina, esta 

tasará los bienes intervenidos, embargados o decomisados cuya gestión se le encomiende.
En todo caso, en el proceso de valoración de los bienes se evitará la tasación de los 

bienes carentes de valor o cuyo valor sea ínfimo, los objetos inservibles o los objetos sin 
utilidad por sí mismos por formar parte de otro bien, de lo que se informará motivadamente al 
órgano judicial.

2. Para la tasación de los bienes, la Oficina promoverá la celebración de los convenios 
de colaboración, contratos y encomiendas de gestión que resulten precisos.

Artículo 23.  Análisis económico.
Cuando la encomienda judicial no contemple el destino de los bienes, la Oficina 

elaborará un análisis económico en el que se tendrán en cuenta los criterios necesarios a 
efectos de evitar las actuaciones antieconómicas y garantizar el máximo beneficio 
económico. El análisis económico tendrá en cuenta, entre otros, los siguientes criterios:

a) Estado del bien: intervenido, embargado o decomisado.
b) Naturaleza del bien.
c) Valor de tasación.
d) Gastos derivados del depósito, conservación y mantenimiento del bien.
e) Carácter perecedero.
f) Depreciación por el desuso o el mero transcurso del tiempo.
g) Situación posesoria.
h) En su caso, cargas que lo graven.

Artículo 24.  Propuesta de actuación.
1. Una vez realizado el análisis económico, la Oficina formulará por escrito una 

propuesta de actuación que dirigirá al órgano judicial, y en la que, en su caso, se incluirá la 
información a que hacen referencia los distintos apartados de este artículo. La propuesta 
podrá consistir, entre otras, en alguna o varias de las siguientes actuaciones:
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a) En caso de dinero intervenido, embargado o decomisado, su ingreso en la Cuenta de 
Depósitos y Consignaciones de la Oficina.

b) En su caso, medidas a adoptar para la conservación y administración de los bienes.
c) La autorización de la utilización provisional de los bienes intervenidos o embargados.
d) La realización de los bienes, incluida la realización anticipada de los bienes 

intervenidos o embargados.
e) La destrucción de los bienes.
2. A efectos de proponer la realización de los bienes, si se trata de bienes inmuebles o 

bienes muebles con un régimen de publicidad registral similar, la Oficina obtendrá 
información del Registro competente relativa a titularidad y cargas. A efectos de valoración 
del bien, se llevarán a cabo las actuaciones oportunas para comprobar si las cargas inscritas 
subsisten o han sido modificadas por pagos posteriores a su inscripción u otras causas.

La existencia de cargas o prohibiciones de disponer voluntarias no impedirá la 
realización del bien, pero el adjudicatario se subrogará en tales cargas y limitaciones. 
Cuando se trate de cargas o prohibiciones de disponer de origen administrativo o judicial, se 
pondrán en conocimiento del órgano judicial para que valore su naturaleza e incidencia en el 
procedimiento de realización del bien.

3. La Oficina comunicará al órgano judicial la cuenta-expediente de la Cuenta de la 
Oficina correspondiente al procedimiento, en la que se efectuarán los ingresos y, en su caso, 
pagos de conformidad con lo dispuesto en el artículo 44.2.

4. La Oficina comunicará al órgano judicial la existencia de bienes que estén sometidos a 
un régimen jurídico que excluya el bien del tráfico o que someta a limitaciones su propiedad, 
posesión o comercio. De la misma forma se procederá cuando el bien esté sometido a un 
régimen de derechos de tanteo y retracto a los efectos de que se practiquen las 
notificaciones a los favorecidos por estos derechos.

5. La Oficina pondrá en conocimiento del órgano judicial, si se producen, alguna de las 
siguientes circunstancias:

a) Cuando el valor de las cargas o gravámenes iguale o exceda del determinado para el 
bien.

b) Cuando, según la tasación de los bienes, sea previsible que con su realización no se 
obtendrá una cantidad de dinero que supere los gastos originados por ésta.

c) Cualquier otra circunstancia sobre la que la Oficina considere que el órgano judicial 
deba pronunciarse.

Artículo 25.  Actuaciones previas a la realización de los bienes o efectos.
Con carácter previo al inicio del procedimiento de realización, la Oficina pondrá en 

conocimiento del órgano judicial la forma de realización y las condiciones para su desarrollo, 
así como que dicho procedimiento se iniciará en los términos comunicados salvo que en el 
plazo de diez días el órgano judicial disponga otra cosa. Este plazo podrá reducirse por 
razones de urgencia, en caso de bienes perecederos o de bienes que por su naturaleza, 
ubicación u otras circunstancias concurrentes exijan celeridad en el proceso de realización.

Asimismo, le comunicará la tasación del bien, su valor a efectos del procedimiento de 
realización y el precio mínimo de adjudicación, salvo que la naturaleza del bien no posibilite 
su tasación.

Artículo 26.  Formas de realización.
La realización de los bienes o efectos podrá consistir en la entrega a entidades sin ánimo 

de lucro o a las Administraciones Públicas, la realización por medio de persona o entidad 
especializada, o la subasta pública.

Artículo 27.  Entrega a entidades sin ánimo de lucro o a las Administraciones Públicas.
1. La Oficina propondrá al órgano judicial la entrega del bien a entidades sin ánimo de 

lucro o a las Administraciones Públicas cuando sea de ínfimo valor o se prevea que la 
realización por cualquiera de las otras formas previstas será antieconómica, de conformidad 
con lo dispuesto en la legislación procesal.
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2. La entrega del bien o bienes a una entidad sin ánimo de lucro o a una Administración 
Pública concreta se llevará a cabo previa autorización judicial, salvo que por el órgano 
judicial se acuerde su elección por la Oficina.

3. Cuando se trate de bienes o efectos en los que proceda su afectación o adscripción a 
un órgano u organismo público, la Oficina cursará la correspondiente propuesta a la 
Dirección General del Patrimonio del Estado o, en su caso, al órgano competente para su 
tramitación.

Artículo 28.  La realización por medio de persona o entidad especializada.
1. La Oficina podrá concertar, contratar o encomendar la realización de los bienes a una 

persona o entidad especializada, cuando resulte conveniente en atención a la naturaleza o 
especiales circunstancias de los bienes.

Para ello, la Oficina podrá promover la celebración de los contratos, convenios de 
colaboración o encomiendas de gestión que resulten necesarios. En caso de que por 
resolución del órgano judicial se determine la entidad especializada que debe llevar a cabo la 
realización, la Oficina deberá actuar de acuerdo con lo dispuesto en dicha resolución.

2. No obstante, cuando la Oficina haga uso de una persona o entidad especializada para 
la realización de bienes perecederos o cuyos gastos de depósito sean tan 
desproporcionados que requieran una actuación urgente, podrá seleccionarla directamente 
debiendo solicitarse, siempre que sea posible, al menos tres propuestas. La selección será 
motivada y se comunicará al órgano judicial en los términos previstos en el artículo 25.

No será necesario solicitar tres propuestas cuando la actuación de la persona o entidad 
especializada sea a título gratuito.

3. El procedimiento de realización se acomodará a las formas o métodos de gestión 
específicos de cada persona o entidad especializada con la que se hubiese concertado la 
ejecución de la realización, salvo que por resolución del órgano judicial se disponga otra 
cosa.

En todo caso, la Oficina fijará el precio mínimo de adjudicación para cada bien o lote de 
bienes en los términos previstos en el artículo siguiente.

4. Una vez finalizado el procedimiento, se atenderá a lo dispuesto en los artículos 33 y 
34 en relación con la adjudicación de los bienes o efectos.

Artículo 29.  La subasta pública.
1. La subasta pública tendrá por objeto la venta de uno o varios bienes o lotes de bienes, 

según lo que resulte más conveniente, y podrá ser electrónica o presencial.
2. El valor de cada bien o lote de bienes a efectos de la subasta se corresponderá con el 

valor que resulte de deducir de su tasación, el importe de todas las cargas y derechos 
anteriores y cuya preferencia resulte de la certificación registral de dominio y cargas.

No obstante, el valor de los bienes a efectos de la subasta se podrá reducir 
motivadamente hasta un quince por ciento en cada nueva subasta que se convoque 
después de la primera convocatoria.

3. Los bienes muebles no podrán ser enajenados por precio inferior al cincuenta por 
ciento de su valor a efectos de la subasta. Cuando los bienes a realizar sean inmuebles, este 
porcentaje será del setenta por ciento.

En todo caso, cuando las circunstancias y naturaleza del bien lo requieran, dichos 
porcentajes podrán reducirse motivadamente previa autorización del órgano judicial.

Artículo 30.  Convocatoria de la subasta.
1. La Subdirección General de conservación, administración y realización de bienes 

acordará la convocatoria de la subasta que se regirá, además de por lo dispuesto en el 
presente real decreto, por el pliego de condiciones generales y el pliego de condiciones 
particulares.

2. La convocatoria se anunciará en el «Boletín Oficial del Estado» y en la web del 
Ministerio de Justicia, sin perjuicio de las actuaciones adicionales de publicidad que se 
estimen adecuadas en cada caso.
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3. El anuncio de la subasta contendrá la fecha de la convocatoria y el número de 
identificación del procedimiento. Si se tratara de una subasta electrónica, incluirá la dirección 
electrónica que corresponda a la subasta en el Portal de Subastas, en la que estará toda la 
documentación a disposición de los licitadores. En las subastas presenciales se incluirá la 
información básica relativa a la fecha y lugar de celebración, así como la dirección de 
internet en la que estará accesible toda la documentación relativa al procedimiento.

4. El pliego de condiciones generales se aprobará por la persona titular de la Oficina 
previo informe de la Abogacía del Estado.

5. Podrá aprobarse un pliego tipo de condiciones generales para cada una de las 
modalidades de procedimiento de subasta.

6. El pliego de condiciones particulares aprobado por la persona titular de la 
Subdirección General de conservación, administración y realización de bienes, contendrá, al 
menos, los siguientes extremos:

a) Número del expediente de la Oficina al que correspondan los bienes o lotes de bienes 
a subastar.

b) En su caso, distribución de los bienes a subastar en lotes.
c) Descripción e información disponibles de los bienes o lotes que se van a subastar, con 

indicación de sus datos catastrales y registrales, del valor de tasación y de las cargas y 
gravámenes que, en su caso, hayan de quedar subsistentes y afecten a los bienes.

d) Locales o recintos donde están depositados los bienes y, en su caso, posibilidad de 
ser examinados por quienes estén interesados en su adquisición.

e) Valor de cada bien o lote de bienes a efectos de la subasta, tipo de salida y tramos de 
puja.

f) En su caso, se pondrá de manifiesto si la normativa prevé algún derecho de 
adquisición preferente respecto de los bienes o derechos subastados.

g) Coste del depósito una vez transcurrido el plazo para la recogida de los bienes.
h) Cualquier otra circunstancia que se considere de interés para los posibles licitadores.

Artículo 31.  Requisitos para licitar.
1. Para participar en la subasta los licitadores deberán cumplir los siguientes requisitos:
a) Identificarse de forma suficiente.
b) Haber consignado el cinco por ciento del valor de los bienes inmuebles y el veinte por 

ciento del valor de los bienes muebles a efectos de la subasta. Excepcionalmente este 
porcentaje podrá modificarse motivadamente.

2. No podrá participar en la subasta el personal que preste servicios en la Oficina, los 
tasadores y cualquier otra persona que haya participado en el proceso de aprehensión, 
embargo o decomiso de los bienes o en la subasta.

3. Por el mero hecho de participar en la subasta se entenderá que los postores aceptan 
las condiciones generales y particulares de la misma. Asimismo, se entenderá que aceptan 
como suficiente la titulación que conste en el procedimiento o que no exista titulación y que 
aceptan, si los hubiere, subrogarse en las cargas o gravámenes anteriores y cuya 
preferencia resulte de la certificación registral de dominio y cargas, en caso de que el remate 
se adjudique a su favor.

4. El adjudicatario no podrá ceder el remate a terceros. No obstante, los postores podrán 
pujar en su nombre o en representación de un tercero, circunstancia de la que deberá 
quedar constancia con carácter previo a la realización de la puja, sin perjuicio de la 
acreditación que se efectuará en caso de resultar mejor postor.

Artículo 32.  Desarrollo de la subasta.
1. Se podrá retirar cualquier bien de los incluidos en la subasta, dando cuenta de esta 

circunstancia a través de la web del Ministerio de Justicia y, en el supuesto de subasta 
electrónica, del Portal de Subastas. La retirada de los bienes conllevará la devolución del 
depósito efectuado sin que ello implique ningún derecho de compensación para los postores.

2. La Subdirección General de conservación, administración y realización de bienes 
aprobará mediante resolución el remate en favor del mejor postor, y la notificará de 

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 98  Oficina de Recuperación y Gestión de Activos

– 1024 –



conformidad con lo dispuesto en los artículos 40 y siguientes de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

Cuando el mejor postor haya actuado en representación de un tercero, con carácter 
previo a la aprobación del remate deberá acreditar la representación. Cuando no esté 
inscrita en el Registro Electrónico de Apoderamientos de la Administración General del 
Estado, se acreditará mediante copia del poder o documento que la acredite.

3. El mejor postor dispondrá de un plazo de diez días hábiles en el supuesto de bienes 
muebles o de cuarenta días hábiles para los bienes inmuebles, a contar desde el día 
siguiente al de la notificación de la resolución de aprobación del remate, para consignar en la 
Cuenta de Depósitos y Consignaciones de la Oficina la diferencia entre lo depositado y el 
precio total del remate, y comunicarlo a la Oficina.

4. En el supuesto de que se hayan subastado bienes o derechos respecto de los cuales, 
según la legislación aplicable, existan interesados que tengan derechos de adquisición 
preferente, acordado el remate, éste se comunicará a dichos interesados. No procederá 
dictar la resolución de adjudicación hasta que finalice el plazo en el que, según la legislación 
aplicable, los interesados puedan ejercer su derecho o hasta que por otras causas se 
extinga ese derecho.

5. A partir del día siguiente al de celebración de la subasta, se liberarán o devolverán las 
cantidades consignadas por los postores excepto lo que corresponda al mejor postor, que se 
reservará en depósito como garantía del cumplimiento de su obligación y como parte del 
precio de la venta. Asimismo, se mantendrán los depósitos realizados por los postores que 
hubieran pujado con reserva de postura para que, si el mejor postor no entregare en plazo el 
importe correspondiente, pueda aprobarse la adjudicación en favor de los que con reserva 
de postura le sigan, por el orden de sus respectivas posturas y, si fueran iguales, por el 
orden cronológico en el que hubieran sido realizadas.

Si ninguno de los rematantes a que se refiere el párrafo anterior consignare el precio en 
el plazo señalado o si desistieran de su oferta, decaerán automáticamente en su derecho y 
perderán el depósito que hubieran efectuado, sin menoscabo del resarcimiento de los daños 
y perjuicios que hubiera podido ocasionar en lo que exceda de la caución efectuada y 
siempre que lo acredite la Administración Pública.

6. Los depósitos no devueltos se ingresarán en la Cuenta de Depósitos y 
Consignaciones de la Oficina y tendrán la consideración de producto obtenido por la gestión 
de la Oficina en los términos previstos en el artículo 45.

Artículo 33.  Resolución de la subasta.
1. Aprobado el remate y una vez consignada en la Cuenta de Depósitos y 

Consignaciones de la Oficina la diferencia entre lo ya depositado y el precio total del remate, 
se dictará resolución de adjudicación por la persona titular de la Oficina en la que se 
expresará, en su caso, que se ha consignado el precio y, cuando proceda, el plazo para la 
entrega o retirada del bien. Esta resolución pondrá fin a la vía administrativa.

2. Serán por cuenta del adjudicatario los gastos, incluidos los fiscales y registrales, que 
origine la transmisión de la propiedad de los bienes adjudicados así como cualquier 
obligación que recaiga en quien ostente la propiedad de conformidad con la normativa 
específica que le resulte de aplicación.

Asimismo, serán por cuenta del adjudicatario los gastos que genere el depósito de los 
bienes desde que finalice el plazo para su recogida. A los efectos oportunos, la Oficina lo 
pondrá en conocimiento del órgano judicial y del depositario la fecha en que finaliza dicho 
plazo.

Artículo 34.  Certificación de la adjudicación.
Cuando resulte procedente y se trate de bienes inmuebles o bienes muebles con un 

régimen de publicidad registral similar, la persona titular de la Oficina emitirá certificación de 
la adjudicación en la que se hará constar la resolución del órgano judicial por la que se le 
haya encomendado la realización del bien, la firmeza en vía administrativa de la 
adjudicación, la identificación del adjudicatario, la descripción de los bienes enajenados, las 
cargas y gravámenes a que estuvieran afectos y las demás circunstancias necesarias para 
la inscripción con arreglo a la legislación vigente.
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Esta certificación será título suficiente para la inscripción o inmatriculación de la 
adquisición a favor del adjudicatario de conformidad con lo dispuesto en la legislación 
hipotecaria.

En su caso, se librará el oportuno mandamiento para la cancelación de la anotación 
registral del embargo o decomiso que haya dado lugar a la realización, así como para la 
cancelación de las cargas posteriores a dicha anotación, que será suficiente para 
practicarlas sin necesidad de mandamiento judicial salvo que una norma de rango legal exija 
otros trámites.

Artículo 35.  Subasta electrónica.
1. La subasta electrónica se celebrará en el Portal dependiente de la Agencia Estatal 

Boletín Oficial del Estado y se desarrollará conforme a las reglas previstas en los artículos 
648 y 649 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, para la celebración 
electrónica de subastas judiciales.

2. En las subastas electrónicas las notificaciones al mejor postor o, en su caso, 
adjudicatario, se realizarán por correo electrónico en la dirección que conste en la 
Certificación de mejor postura de la Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado o, en su caso, 
en la que expresamente se facilite al efecto.

Artículo 36.  Subasta presencial.
La subasta presencial se realizará con sujeción a las siguientes reglas:
1.ª La convocatoria de subasta se anunciará en el «Boletín Oficial del Estado», con al 

menos un mes de antelación a la fecha de su realización.
2.ª En caso de que así se contemple en la convocatoria, podrán admitirse pujas en sobre 

cerrado o enviadas por vía telemática, dentro de los plazos que se establezcan en la 
convocatoria, que se incluirán en dos sobres:

– En un primer sobre se incluirán los documentos acreditativos de que el licitador cumple 
con los requisitos establecidos para poder concurrir.

– En un segundo sobre aparte, se incluirá la oferta económica.
3.ª En la fecha señalada, se constituirá la mesa de adjudicación integrada por la persona 

titular de la Subdirección General de conservación, administración y realización de bienes, 
que la presidirá, y con la participación, como vocales, de un Abogado del Estado en el 
Ministerio de Justicia, un representante de la Intervención Delegada en el Ministerio de 
Justicia, y un funcionario de la citada Subdirección General, designado por la persona titular 
de la Oficina, que actuará además como Secretario. La mesa se regirá por lo dispuesto en 
esta disposición y las normas administrativas de funcionamiento de los órganos colegiados.

4.ª Antes de abrir la sesión, en el caso de admitirse pujas en sobre cerrado o 
presentadas por medios telemáticos, se procederá a la apertura del primer sobre, con el fin 
de determinar qué licitadores pueden concurrir a la subasta.

5.ª Los licitadores podrán participar personalmente o por medio de representante. Los 
licitadores que hubieran presentado su puja en sobre cerrado o por medios electrónicos 
podrán presentar pujas superiores a las inicialmente ofertadas.

Una vez acreditada la identidad de los licitadores, se abrirá el plazo para la formulación 
de las pujas, y se irán admitiendo las que vayan mejorando el tipo de salida, rematándose la 
subasta a favor del licitador que efectúe la más alta de ellas para cada uno de los bienes o 
lotes ofertados.

6.ª En su caso, el presidente de la mesa advertirá a los licitadores de la existencia de 
pujas en sobre cerrado o presentadas por medios telemáticos, y una vez finalicen las pujas 
formuladas de viva voz, se procederá a la apertura de los sobres o a la lectura de las que se 
hubieran presentado telemáticamente:

– El secretario expondrá ante la mesa y en voz alta las pujas que se hubiesen efectuado 
siempre que igualen o superen la máxima alcanzada de viva voz por cualquier licitador.

– Si alguna de las ofertas formuladas por esta vía igualara o superara a la más alta 
ofrecida a mano alzada, se abrirá nueva puja entre los presentes. Se declarará mejor 
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rematante al licitador que haya hecho la puja más elevada. Y en caso de empate, al que la 
hubiera realizado por escrito.

7.ª Del resultado de la subasta celebrada el Secretario de la mesa levantará acta en la 
que se hará constar el desarrollo, incidencias y resultados de la subasta, que será suscrita 
además por el mejor postor o su representante, si estuviera presente.

8.ª Si no hubiera pujas para un bien o bienes en la primera convocatoria, se podrá 
celebrar una segunda licitación en el marco de la misma subasta. La segunda licitación se 
desarrollará con las mismas formalidades que la primera y con los mismos importes mínimos 
de adjudicación, salvo que en las condiciones de la subasta se hubieran fijado otros 
distintos.

Artículo 37.  Subasta simplificada.
1. No obstante lo dispuesto en los artículos anteriores, la Oficina podrá recurrir a la 

subasta simplificada, en cualquiera de los supuestos siguientes:
a) Con carácter general, cuando la subasta quede desierta.
b) Cuando por las características inherentes a un bien concreto, y demás circunstancias 

sobre su situación, se pueda presumir motivadamente que la subasta quedaría desierta.
c) Cuando se trate de productos perecederos o existan otras razones de urgencia y no 

proceda la realización mediante entidad especializada.
La subasta simplificada podrá realizarse siguiendo alguna de las modalidades siguientes: 

presentación de oferta en sobre cerrado o en vía telemática.
2. El procedimiento se desarrollará de conformidad con las siguientes reglas:
1.ª La convocatoria se anunciará en la página web del Ministerio de Justicia. 

Adicionalmente, la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos podrá adoptar las medidas 
de difusión que estime oportunas.

2.ª El plazo para la presentación de ofertas será de 10 días hábiles, sin perjuicio de que 
pueda reducirse motivadamente en casos de urgencia.

3.ª En la convocatoria se establecerá la fecha límite para la admisión de ofertas y, en su 
caso, plazo de entrada efectiva en el Registro del Ministerio de Justicia, así como de la 
documentación identificativa del licitador, sin perjuicio de que la restante documentación 
necesaria para la adjudicación del bien se solicite posteriormente sólo al licitador con mejor 
oferta. Además, se podrá exigir a los interesados un depósito en la cuantía que se estime 
oportuna.

Asimismo se fijará el lugar, día y hora para la apertura de los sobres que contengan las 
ofertas, constituyéndose al efecto una mesa de adjudicación integrada por la persona titular 
de la Subdirección General de conservación, administración y realización de bienes, que la 
presidirá, y con la participación, como vocales, de dos funcionarios de la citada Subdirección 
General, designado por la persona titular de la Oficina, uno de los cuales actuará además 
como Secretario. La mesa se regirá por lo dispuesto en esta disposición y las normas 
administrativas de funcionamiento de los órganos colegiados.

4.ª La adjudicación de los bienes se realizará en favor de la propuesta que contenga la 
oferta económica más elevada, sin perjuicio de la posibilidad de que en cada caso concreto 
se pueda establecer un precio mínimo.

5.ª En caso de empate entre dos o más propuestas, la enajenación se efectuará en favor 
de la que se hubiese presentado en fecha anterior, y en caso de igualdad la que tuviera 
entrada con anterioridad en el Registro.

6.ª Una vez consignado el precio en la Cuenta de Depósitos y Consignaciones de la 
Oficina, se adjudicará por resolución de la persona titular de la Dirección General de la 
Oficina de Recuperación y Gestión de Activos. Esta resolución pondrá fin a la vía 
administrativa.

Artículo 38.  Bienes no adjudicados.
1. Cuando no se logre adjudicar un bien embargado cuya realización se hubiera 

encomendado a la Oficina por ninguno de los procedimientos previstos en los artículos 
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precedentes y no proceda ni su utilización por la Administración ni su destrucción, se pondrá 
en conocimiento del órgano judicial competente a efectos de que acuerde lo que estime 
procedente.

2. Cuando se trate de un bien decomisado cuyo destino sea la adjudicación al Estado y 
que por cualquier causa no puedan ser objeto de realización, la Oficina lo pondrá en 
conocimiento del órgano judicial competente, para que por aquél se adopte la decisión 
pertinente sobre su destino. A dicha comunicación deberá acompañarse el informe de la 
Dirección General del Patrimonio del Estado que se recabará previamente por la Oficina.

Se procederá del mismo modo cuando se trate de establecimientos mercantiles 
radicados en inmuebles de propiedad de terceros, que no hayan podido ser objeto de 
enajenación.

Artículo 39.  Utilización provisional de los bienes.
1. La persona titular de la Oficina resolverá sobre la adjudicación del uso de los efectos 

embargados o intervenidos cautelarmente, siempre que el órgano judicial haya autorizado su 
utilización provisional.

Asimismo, la Oficina podrá proponer al juez la utilización provisional de los efectos 
embargados o intervenidos cautelarmente, en los términos previstos en el artículo 367 sexies 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

2. Una vez autorizada por el juez, corresponderá a la Oficina resolver sobre la 
adjudicación del uso de los efectos embargados o intervenidos cautelarmente y sobre las 
medidas de conservación que deban ser adoptadas.

La Oficina informará al juez o tribunal, y a la Fiscalía, de lo que hubiera acordado.
3. En caso de bienes decomisados, cuya gestión hubiera sido encomendada a la Oficina 

y sobre los que se hubiera autorizado el uso provisional, las Administraciones Públicas, que 
viniesen utilizando provisionalmente el bien, solicitarán a la Oficina su adscripción definitiva 
en el plazo de treinta días contados a partir del siguiente a la fecha en que la Oficina les 
comunique la sentencia firme dictada. La falta de la citada solicitud en el plazo reseñado 
facultará a la Oficina para proceder a su realización.

Formulada solicitud expresa la Oficina la remitirá a la Dirección General del Patrimonio 
del Estado a los efectos de que tramite, en caso de que lo considere pertinente, la 
asignación de los bienes con carácter definitivo a la Administración en los términos que se 
establezcan en el acuerdo de cesión. Esta comunicación pondrá fin a la gestión de la Oficina 
respecto a este bien.

Artículo 40.  Destrucción de bienes.
1. La gestión de los bienes por la Oficina podrá contemplar la destrucción de bienes de 

lícito comercio cuando sea acordada judicialmente.
Cuando se trate de bienes de escaso valor por su obsolescencia, deterioro o su carácter 

perecedero la Oficina podrá acordar su destrucción, inutilización o abandono, previa 
autorización judicial.

Igualmente, cuando se trate de efectos que por razones medioambientales deban 
eliminarse o ser sometidos a tratamiento, la correspondiente actuación podrá ser acordado 
por la Oficina previa autorización del órgano judicial competente.

2. La destrucción se realizará de conformidad con la normativa aplicable dependiendo 
del tipo de bien de que se trate.

3. La destrucción onerosa de bienes se llevará a cabo por medio de persona o entidad 
especializada de conformidad con lo previsto en el artículo 28.1.

No obstante, cuando la destrucción de los bienes no implique un coste para la Oficina, 
esta seleccionará directamente a la entidad especializada que llevará a cabo la gestión, 
debiendo solicitarse, siempre que sea posible, al menos tres propuestas. De todo ello 
quedará constancia en el expediente.
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Artículo 41.  Asesoramiento en materia de ejecución de embargos y decomisos.
1. La Oficina recabará la asistencia y asesoramiento de otras Administraciones y 

organismos públicos en materia de ejecución de embargos y decomisos acordados por la 
autoridad judicial.

2. Salvo que el órgano judicial encomiende a la oficina la gestión de los bienes, la 
intervención de la Oficina finalizará con el envío de la propuesta de actuación al órgano 
judicial competente.

Artículo 42.  Cuenta de Depósitos y Consignaciones de la Oficina.
1. La Oficina dispone de una Cuenta de depósitos y consignaciones que tiene un 

carácter instrumental respecto de las cuentas de depósitos y consignaciones judiciales cuya 
finalidad es asegurar la trazabilidad y correspondencia de los distintos expedientes incoados 
en la Oficina con los expedientes judiciales.

2. La Cuenta de la Oficina es única y en ella se recogerán los movimientos y saldos de 
las distintas cuentas de expediente de la Oficina integradas dentro de aquélla.

Artículo 43.  Gastos de gestión.
1. Se considerarán gastos de gestión todos los que se hayan ocasionado con motivo de 

la gestión de un bien concreto por la Oficina.
2. En todo caso, se excluyen de los gastos de gestión los costes derivados del depósito 

acordado judicialmente que, una vez finalizado el procedimiento, o bien, formarán parte de la 
tasación de costas del proceso, o bien, serán abonados por la Administración competente en 
cada caso.

Artículo 44.  Realización de los pagos.
1. Con carácter ordinario, los pagos derivados de los contratos, encomiendas de gestión 

o, en su caso, convenios de colaboración que resulten precisos para la conservación, 
administración y realización de bienes por la Oficina se efectuarán de conformidad con lo 
dispuesto en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

2. No obstante, podrán realizarse con cargo a la correspondiente cuenta-expediente de 
la Cuenta de Depósitos y Consignaciones de la Oficina, o en su defecto, con cargo a los 
intereses de la Cuenta de la Oficina, los pagos autorizados judicialmente relativos a la 
gestión de los bienes en el marco de un expediente concreto.

3. Asimismo, de conformidad con lo dispuesto en la Disposición adicional sexta de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, los costes de gestión podrán satisfacerse con los intereses de la 
Cuenta de la Oficina.

Artículo 45.  Liquidación del procedimiento.
1. Cuando el órgano judicial acuerde la transferencia de las cantidades obtenidas a la 

cuenta del órgano judicial con carácter previo a la finalización del proceso, se detraerá el 
importe correspondiente a los gastos que se hubieran causado en la conservación y en el 
procedimiento de realización de los mismos.

2. Cuando recaiga resolución judicial firme que ponga fin al procedimiento y no se 
acuerde el decomiso de los bienes, la Oficina ingresará el importe de la cuenta-expediente 
en la Cuenta de depósitos y consignaciones del órgano judicial, sin descontar, en su caso, 
los gastos que se hubieran causado en la conservación y en el procedimiento de realización 
de los mismos.

3. Cuando recaiga resolución judicial firme que ponga fin al procedimiento y se acuerde 
el decomiso de los bienes, la Oficina procederá a su realización si no la hubiera llevado a 
cabo previamente y solicitará al órgano judicial que informe, en su caso, de la cuantía que 
proceda transferirle.

Una vez deducidos los gastos ocasionados por la realización de los bienes, la Oficina 
transferirá a la cuenta del órgano judicial la cuantía requerida.
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Artículo 46.  Cancelación de la cuenta expediente.
Cuando un expediente de la Oficina finalice, y se constate que la correspondiente 

cuenta-expediente ha quedado sin saldo, se procederá a su cancelación.
La persona responsable de la Cuenta será la única autorizada para cancelar una cuenta 

expediente de la Cuenta de la Oficina.

Disposición adicional primera.  Relación con el Plan Nacional sobre Drogas.
Quedan excluidos del ámbito objetivo de aplicación de esta norma, los bienes y los frutos 

o intereses que éstos produzcan, que hayan sido previamente decomisados por sentencia 
judicial firme y que deban integrarse en el fondo regulado por la Ley 17/2003, de 29 de 
mayo, por la que se regula el Fondo de Bienes Decomisados por tráfico ilícito de drogas y 
otros delitos relacionados, los cuales quedarán sometidos al régimen específico establecido 
en dicha ley y en su normativa de desarrollo.

No obstante, la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos podrá firmar un convenio 
de colaboración con la Delegación del Gobierno para el Plan Nacional sobre Drogas a fin de 
articular las relaciones entre ambos, que podrá incluir fórmulas de cooperación en las 
funciones de asesoramiento, gestión y realización de efectos procedentes de actividades 
delictivas a los que se refiere el apartado anterior; asimismo, podrá hacer referencia al 
intercambio de información y a la coordinación de acciones, cuando resulte apropiado.

Disposición adicional segunda.  Bienes decomisados por delito de contrabando.
Quedan excluidos del ámbito de aplicación del presente real decreto los bienes 

decomisados por delito de contrabando, que se regularán por lo dispuesto en la Ley 
Orgánica 12/1995, de 12 de diciembre, de represión del contrabando.

Disposición adicional tercera.  Colaboración en el ámbito de la localización de bienes.
1. El Centro de Inteligencia contra el Terrorismo y Crimen Organizado del Ministerio del 

Interior, a través de los canales policiales internacionales establecidos, realizará el 
intercambio de información policial internacional relacionada con la localización de bienes.

2. La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos realizará el intercambio de 
información pasivo proveniente de otras oficinas, instituciones u organismos judiciales o 
multidisciplinares cuyo único fin sea el embargo o decomiso en el marco de un 
procedimiento penal. Asimismo en cumplimiento de las encomiendas judiciales y del 
Ministerio Fiscal recibidas podrá dirigirse para el intercambio de información activo a 
cualquier oficina o institución que tenga competencias en la materia independientemente de 
su naturaleza.

3. La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos y el Centro de Inteligencia contra el 
Terrorismo y Crimen Organizado del Ministerio del Interior, intercambiarán las informaciones 
que fueran necesarias a fin de evitar duplicidades o pérdidas de eficiencia, prestándose 
mutua colaboración en la materia, en el marco de la normativa de protección de datos de 
carácter personal.

Disposición transitoria primera.  Entrada en funcionamiento.
La entrada en funcionamiento operativo de la Oficina de Recuperación y Gestión de 

Activos se determinará mediante Orden del Ministro de Justicia y se realizará tras la entrada 
en vigor de la Ley 41/2015, de 5 de octubre, de modificación de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal para la agilización de la justicia penal y el fortalecimiento de las garantías 
procesales, y de manera progresiva, de acuerdo con el plan de acción que previamente 
apruebe el Director General de la Oficina.

Disposición transitoria segunda.  Régimen transitorio.
El presente real decreto será aplicable únicamente a bienes cuya localización, embargo 

o decomiso se acuerde a partir de su entrada en vigor y que se pongan a disposición de la 
Oficina de Recuperación y Gestión de Activos tras la entrada en funcionamiento de la 
misma, de conformidad con lo previsto en la citada Orden Ministerial.
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No obstante la Oficina podrá, a iniciativa propia y previa autorización del juez o tribunal 
competente, asumir la gestión y realización de bienes embargados y decomisados con 
anterioridad a la entrada en vigor del presente real decreto cuando así resulte conveniente 
en atención a la naturaleza o especiales circunstancias de los bienes.

Disposición final primera.  Modificación del Real Decreto 467/2006, de 21 de abril, por el 
que se regulan los depósitos y consignaciones judiciales en metálico, de efectos o valores.

El Real Decreto 467/2006, de 21 de abril, por el que se regulan los depósitos y 
consignaciones judiciales en metálico, de efectos o valores, queda modificado como sigue:

Uno. Se modifica el apartado 4 del artículo 2, que queda redactado con el siguiente 
tenor:

«Los intereses que se liquiden por la entidad de crédito correspondiente a las 
Cuentas de Depósitos y Consignaciones se abonarán al Tesoro Público en la cuantía 
y forma que se especifique en el pliego de bases del expediente del procedimiento 
de contratación que se hubiese seguido para la selección de la entidad de crédito 
establecida en el párrafo primero del presente artículo, que respetará en todo caso 
los medios de pago determinados en el artículo 110 de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria, y de conformidad con el artículo 70 de la Ley 
53/2002, de 30 de noviembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y de Orden 
Social, o las normas que le sustituyan en su caso.

Quedan exceptuados los intereses que generen las cantidades provenientes de 
la cuenta especial de la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos, que se 
ingresarán en dicha cuenta, a los efectos de lo previsto en la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal.»

Dos. Se modifica el apartado número 4 del artículo 3, que queda redactado con el 
siguiente tenor:

«Asimismo, podrán disponer de los fondos de las Cuentas de Depósitos y 
Consignaciones:

a) los miembros de la Carrera Fiscal, en los supuestos establecidos en las 
Disposiciones adicionales primera y segunda de este real decreto,

b) el Subdirector general de conservación, administración y realización de bienes 
de la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos, en los términos previstos en la 
disposición adicional quinta, y

c) los secretarios relatores en la jurisdicción militar.
Todos ellos deberán cumplir con las normas establecidas en el apartado 

anterior.»
Tres. Se modifica el apartado 2 del artículo 13, que queda redactado con el siguiente 

tenor:
«Las cantidades que se encuentren ingresadas en las Cuentas de Depósitos y 

Consignaciones y que hayan sido objeto de decomiso en aplicación del artículo 374 
de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, y del artículo 5 
de la Ley Orgánica 12/1995, de 12 de diciembre, de Represión del Contrabando, una 
vez haya ganado firmeza la sentencia en la que se decrete su decomiso y 
adjudicación definitiva al Estado, serán transferidas por el secretario judicial a la 
cuenta especial de ingresos al Tesoro Público, «Decomisos por Delitos de 
Narcotráfico u otros delitos relacionados», que será única para todo el territorio 
nacional, sin perjuicio de los acuerdos para la transferencia de dichas cantidades que 
pudieran acordarse en virtud del convenio de colaboración a que se refiere la 
disposición adicional primera del Real Decreto por el que se regula la Oficina de 
Recuperación y Gestión de Activos.»

Cuatro. Se añade una disposición adicional quinta:
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«Disposición adicional quinta.  Cuenta de Depósitos y Consignaciones de la 
Oficina de Recuperación y Gestión de Activos.

1. Para la gestión y realización de los efectos judiciales encomendados por las 
autoridades judiciales competentes a la Oficina de Recuperación y Gestión de 
Activos, existirá una Cuenta de Depósitos y Consignaciones de carácter especial a 
disposición de ésta. La persona autorizada para la disposición de sus fondos será el 
subdirector general de conservación, administración y realización de bienes o la 
persona en quien éste delegue.

2. Esta cuenta llevará el nombre de Oficina de Recuperación y Gestión de 
Activos, adicionado con la denominación «Cuenta de Depósitos y Consignaciones» y 
su régimen será el previsto en este real decreto para las Cuentas de Depósitos y 
Consignaciones de órganos judiciales, con las siguientes especialidades:

a) La cuenta tendrá un carácter instrumental respecto a las cuentas de depósitos 
y consignaciones judiciales con la finalidad de asegurar la trazabilidad y 
correspondencia de los distintos expedientes incoados en la Oficina de Recuperación 
y Gestión de Activos con los expedientes judiciales.

b) Una vez satisfechos los gastos causados a la Oficina en la conservación de 
los bienes y en el procedimiento de realización de los mismos, la parte del producto 
sobrante de la realización de los efectos, bienes, instrumentos y ganancias que el 
juzgado requiera se ingresará en la cuenta de consignaciones del juzgado o tribunal, 
quedando afecta al pago de las responsabilidades civiles y costas que se declaren, 
en su caso, en el procedimiento. La cantidad restante se asignará de manera 
definitiva a la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos, para su aplicación a los 
fines reglamentariamente previstos.»

Disposición final segunda.  Modificación del Real Decreto 1887/2011, de 30 de diciembre, 
por el que se establece la estructura orgánica básica de los departamentos ministeriales.

Uno. Se modifica la letra A) del apartado 1 del artículo 2:
«A) La Secretaría de Estado de Justicia. De ella dependen los siguientes órganos 

directivos:
a) La Secretaría General de la Administración de Justicia, de la que depende la 

Dirección General de Relaciones con la Administración de Justicia.
b) La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos.
c) La Dirección General de Cooperación Jurídica Internacional y Relaciones con 

las Confesiones.»

Disposición final tercera.  Modificación del Real Decreto 453/2012, de 5 de marzo, por el 
que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Justicia y se modifica el 
Real Decreto 1887/2011, de 30 de diciembre, por el que se establece la estructura orgánica 
básica de los departamentos ministeriales.

Uno. El artículo 2 queda redactado como sigue:

«Artículo 2.  Secretaría de Estado de Justicia.
1. La Secretaría de Estado de Justicia es el órgano superior del departamento al 

que corresponde, bajo la superior autoridad del Ministro, la coordinación y 
colaboración con la administración de las comunidades autónomas al servicio de la 
justicia, la ordenación, planificación, apoyo y cooperación con la Administración de 
Justicia y con la Fiscalía en su modernización, la cooperación jurídica internacional y 
las relaciones con los organismos internacionales y de la Unión Europea en el ámbito 
de las competencias del Ministerio de Justicia y la dirección, impulso y gestión de las 
atribuciones ministeriales relativas a los asuntos religiosos y libertad de conciencia, y 
las relacionadas con la localización y recuperación de efectos, bienes, instrumentos y 
ganancias procedentes de actividades delictivas, su conservación, administración y 
realización.
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Sin perjuicio de las atribuciones del Ministro, corresponde al titular de la 
Secretaría de Estado la participación en las relaciones del ministerio con los órganos 
de gobierno del Consejo General del Poder Judicial, los del Ministerio Fiscal, los 
competentes en materia de justicia de las comunidades autónomas y los Consejos 
Generales de los Colegios de Abogados y de Procuradores de los Tribunales, así 
como las relaciones del ministerio con el Defensor del Pueblo.

2. De la Secretaría de Estado de Justicia dependen los siguientes órganos 
directivos:

a) La Secretaría General de la Administración de Justicia, de la que depende la 
Dirección General de Relaciones con la Administración de Justicia

b) La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos.
c) La Dirección General de Cooperación Jurídica Internacional y Relaciones con 

las Confesiones.
Están adscritos al Ministerio de Justicia, a través de la Secretaría de Estado de 

Justicia, el Centro de Estudios Jurídicos y la Mutualidad General Judicial, con la 
naturaleza jurídica, estructura y funciones que se prevén en su normativa específica.

3. Como órgano de apoyo y asistencia inmediata al Secretario de Estado, existe 
un Gabinete, con nivel orgánico de subdirección general, con la estructura que 
establece el artículo 14.3 del Real Decreto 1887/2011, por el que se aprueba la 
estructura orgánica básica de los departamentos ministeriales.»

Dos. Se introduce un nuevo artículo 5 bis con la siguiente redacción:

«Artículo 5 bis.  Oficina de Recuperación y Gestión de Activos.
1. Corresponden a la Oficina de Recuperación y Gestión de activos, con rango de 

Dirección General, las siguientes funciones:
a) La identificación y búsqueda de los efectos, bienes, instrumentos y ganancias 

provenientes del delito, radicados dentro o fuera del territorio nacional, así como su 
puesta a disposición judicial.

b) El mantenimiento y gestión de los efectos, bienes, instrumentos y ganancias 
provenientes del delito, cualquiera que sea la naturaleza de los mismos, así como de 
los beneficios, frutos y rentas de tales bienes. Podrá comprender también la 
destrucción de los bienes cuando sea acordada por la autoridad competente, en los 
términos previstos legalmente.

c) La elaboración de informes sobre el estado y circunstancias de los bienes 
gestionados, que remitirá a la autoridad competente, de oficio o cuando ésta lo 
solicite, a los efectos de evitar las actuaciones antieconómicas y garantizar, dentro 
del respeto a la ley y con el cumplimiento de todas las garantías procesales, el 
máximo beneficio económico.

d) La realización de los bienes, que comprenderá la actividad tendente a la venta 
de los bienes, efectos, ganancias e instrumentos entregados a la Oficina de 
Recuperación y Gestión de Activos, si fuese acordada judicialmente, tras el decomiso 
de los mismos.

e) La función derivada del soporte necesario para el desarrollo de la actividad 
propia de la Comisión de Adjudicación de bienes producto del delito.

f) La tramitación administrativa precisa para hacer llegar a la cuenta de depósitos 
y consignaciones el dinero resultante del embargo o la realización anticipada de los 
efectos a los que se refiere la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

g) Las demás funciones que se refieran al objeto de la Oficina y puedan atribuirle 
otras normas.

2. De la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos dependen los siguientes 
órganos:

a) La Subdirección General de localización y recuperación de bienes, a la que 
corresponde el ejercicio de las funciones señaladas en la letra a) del apartado 
anterior.
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b) La Subdirección General de conservación, administración y realización de 
bienes, a la que corresponde el ejercicio de las funciones señaladas en las letras b), 
c), d), e), f) y g) del apartado anterior.

3. Corresponde a la persona titular de la Oficina de Recuperación y Gestión de 
Activos planificar la actuación de la Oficina y elaborar un plan anual de acción, dirigir 
las relaciones institucionales de la Oficina tanto nacionales como internacionales, y 
su relación con los juzgados, tribunales y fiscalías, concluir acuerdos con terceras 
instituciones a los efectos de llevar a cabo las funciones y los fines que le son 
propios, convocar a la Comisión de Adjudicación de bienes producto del delito, dictar 
instrucciones para favorecer la coordinación de la Oficina con el Poder Judicial, la 
Fiscalía General del Estado y los Ministerios afectados, así como con terceras 
instituciones públicas o privadas, coordinar la labor de la oficina con otros 
departamentos, organismos e instituciones públicas, en el ámbito de sus 
competencias, cuando sea necesario, así como elevar al Ministro de Justicia la 
memoria anual y las cuentas anuales para su aprobación.»

Disposición final cuarta.  Título competencial.
El presente real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.5.ª y 6.ª 

de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de 
Administración de Justicia y legislación penal y procesal.

El capítulo IV y la disposición final primera también se dictan en aplicación del artículo 
149.1.14.ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado competencia exclusiva en 
materia de Hacienda pública.

Disposición final quinta.  Habilitaciones de desarrollo.
Se habilita al Ministro de Justicia para que adopte las normas que sean necesarias para 

el desarrollo y ejecución de este real decreto.

Disposición final sexta.  Modificaciones presupuestarias y de la relación de puestos de 
trabajo.

El Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas llevará a cabo las modificaciones 
presupuestarias precisas para el cumplimiento de lo previsto en este real decreto y aprobará 
la relación de puestos de trabajo de la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos, a 
propuesta del Ministerio de Justicia.

Disposición final séptima.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».
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§ 99

Real Decreto 204/2024, de 27 de febrero, por el que se desarrolla la 
estructura orgánica básica del Ministerio de la Presidencia, Justicia y 
Relaciones con las Cortes, y se modifica el Real Decreto 1012/2022, 
de 5 de diciembre, por el que se establece la estructura orgánica de 
la Abogacía General del Estado, se regula la inspección de los 
servicios en su ámbito y se dictan normas sobre su personal. 

[Inclusión parcial]

Ministerio para la Transformación Digital y de la Función Pública
«BOE» núm. 52, de 28 de febrero de 2024

Última modificación: 24 de abril de 2024
Referencia: BOE-A-2024-3790

[ . . . ]
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§ 100

Orden JUS/188/2016, de 18 de febrero, por la que se determina el 
ámbito de actuación y la entrada en funcionamiento operativo de la 
Oficina de Recuperación y Gestión de Activos y la apertura de su 

cuenta de depósitos y consignaciones

Ministerio de Justicia
«BOE» núm. 44, de 20 de febrero de 2016

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2016-1735

El Real Decreto 948/2015, de 23 de octubre, por el que se regula la Oficina de 
Recuperación y Gestión de Activos, establece en la disposición transitoria primera que la 
entrada en funcionamiento operativo de la Oficina se determinará mediante Orden del 
Ministro de Justicia y se realizará de manera progresiva, de acuerdo con el plan de acción 
aprobado por la Dirección General de la citada Oficina.

Este plan, aprobado el 10 de febrero de 2016, configura la actividad de la Oficina en 
varias fases. La primera de ellas, con carácter inmediato, contempla las actuaciones a 
impulsar de oficio por la Oficina, independientemente de la fecha en la que el bien haya sido 
decomisado o embargado y de la actividad delictiva de la que traiga causa.

Posteriormente y de forma escalonada, el funcionamiento operativo de la Oficina se 
extiende a las actuaciones a instancia de Juzgados y Tribunales o la Fiscalía, respecto de la 
localización y gestión de bienes embargados o decomisados desde el 24 de octubre de 
2015, fecha de entrada en vigor del Real Decreto 948/2015, de 23 de octubre, siempre que 
el embargo o decomiso se produzca en el marco de una actividad delictiva de las 
contempladas en el artículo 127 bis del Código Penal.

Asimismo el plan de acción delimita la función de gestión de bienes por la Oficina. Por 
una parte, dado que la competencia relativa a la gestión de los depósitos judiciales 
actualmente se encuentra distribuida entre el Ministerio de Justicia y las Comunidades 
Autónomas con competencias en la materia, se establece que el funcionamiento operativo 
de la Oficina no alterará el régimen de los depósitos judiciales, sin perjuicio de que en el 
futuro pudiera asumir funciones en relación con los mismos. Por otra parte, no se contempla, 
en el ámbito de gestión de los bienes encomendados a la Oficina, la administración de 
sociedades en tanto no se acuerde expresamente mediante resolución de la Secretaría de 
Estado de Justicia.

Por último, la orden tiene también por objeto fijar la apertura de la Cuenta de Depósitos y 
Consignaciones de la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos en virtud de la 
Disposición final primera del Real Decreto 948/2015, de 23 de octubre.

La presente orden se dicta, con la finalidad de dar cumplimiento al mandato establecido 
en la Disposición transitoria primera y la Disposición final primera del Real Decreto 948/2015, 
de 23 de octubre, por el que se regula la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos.

En su virtud, dispongo:
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Artículo 1.  Objeto.
El objeto de esta orden ministerial es establecer el ámbito de actuación y funcionamiento 

operativo de la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos, así como la apertura de la 
Cuenta de Depósitos y Consignaciones de esta Oficina.

Artículo 2.  Ámbito de actuación.
1. La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos actuará cuando se lo encomiende el 

Juez o Tribunal competente, de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal o de la propia 
Oficina. La Oficina de Recuperación y Gestión de Activos procederá, igualmente, a la 
localización de activos a instancia del Ministerio Fiscal en el ejercicio de sus competencias 
en el ámbito de las diligencias de investigación, de la cooperación jurídica internacional, del 
procedimiento de decomiso autónomo o en cualesquiera otras actuaciones cuando así esté 
previsto en la legislación vigente.

2. Cuando la Oficina actúe a instancia del Juez o Tribunal o del Ministerio Fiscal, lo hará 
en el ámbito de las actividades delictivas cometidas en el marco de una organización 
criminal, así como del resto de las actividades delictivas propias del ámbito del decomiso 
ampliado, en los términos previstos en las leyes penales y procesales y respecto a bienes 
cuya localización, embargo o decomiso se haya acordado a partir del 24 de octubre de 2015.

3. Cuando la Oficina actúe a iniciativa propia, en el marco de cualquier actividad 
delictiva, lo hará cuando resulte conveniente en atención a la naturaleza o especiales 
circunstancias de los bienes, previa autorización judicial, de conformidad con lo previsto en 
las leyes penales y procesales e independientemente de la fecha del embargo o decomiso.

Artículo 3.  Funcionamiento operativo.
1. A la entrada en vigor de la presente orden comenzará el funcionamiento operativo de 

la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos, exclusivamente, a instancia de la propia 
Oficina, en los términos del apartado 3 del artículo anterior.

2. La entrada en funcionamiento a instancia de los órganos judiciales o de la Fiscalía 
para los bienes cuya localización, embargo o decomiso se haya acordado a partir del 24 de 
octubre de 2015, en los términos del apartado 2 del artículo anterior, se realizará conforme al 
siguiente calendario:

a) 1 de marzo de 2016 en el ámbito de la provincia de Cuenca.
b) 1 de junio de 2016 en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha.
c) 1 de octubre de 2016 en el ámbito de las Comunidades Autónomas cuyas 

competencias en justicia siguen asumidas por el Ministerio de Justicia, así como en el ámbito 
de los órganos de jurisdicción estatal.

d) 1 de enero de 2017 para el resto del territorio del Estado.
3. La fecha de entrada en funcionamiento en materia de cooperación internacional será 

el 1 de junio de 2016.

Artículo 4.  Apertura de la Cuenta de Depósitos y Consignaciones.
De conformidad con lo dispuesto en la disposición final primera del Real Decreto 

948/2015, de 23 de octubre, por el que se regula la Oficina de Recuperación y Gestión de 
Activos, se ordena la apertura de la Cuenta de Depósitos y Consignaciones bajo el nombre 
de «Oficina de Recuperación y Gestión de Activos».

Artículo 5.  Delimitación de la función de gestión.
La función de gestión que realice la Oficina de Recuperación y Gestión de Activos no 

incluirá ni el depósito de los bienes que le sean encomendados, ni la gestión de sociedades 
en tanto no se dicte resolución de la Secretaría de Estado de Justicia que disponga la 
realización de estas actuaciones.
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Disposición final primera.  Actuaciones y aplicación.
Se habilita a la Secretaría de Estado de Justicia, en el ámbito de sus competencias, para 

dictar cuantas instrucciones y resoluciones sean necesarias para el desarrollo y aplicación 
de lo dispuesto en esta orden ministerial.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado»
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§ 101

Real Decreto 207/2024, de 27 de febrero, por el que se desarrolla la 
estructura orgánica básica del Ministerio del Interior. [Inclusión 

parcial]

Ministerio para la Transformación Digital y de la Función Pública
«BOE» núm. 52, de 28 de febrero de 2024

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2024-3793

[ . . . ]
Artículo 2.  Secretaría de Estado de Seguridad.

1. Corresponde a la persona titular de la Secretaría de Estado de Seguridad el ejercicio 
de las funciones a las que se refiere el artículo 62 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, y en 
particular, la dirección, coordinación y supervisión de los órganos directivos dependientes de 
la Secretaría de Estado, bajo la inmediata autoridad de la persona titular del Ministerio, para 
el ejercicio de las siguientes funciones:

a) La promoción de las condiciones para el ejercicio de los derechos fundamentales, en 
los términos establecidos en la Constitución Española y en las leyes que los desarrollan, 
especialmente en relación con la libertad y seguridad personales, la inviolabilidad del 
domicilio y de las comunicaciones y la libertad de residencia y circulación.

b) El ejercicio del mando de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, y la 
coordinación y supervisión de los servicios y misiones que les corresponden.

c) Las competencias que le encomienda la legislación sobre seguridad privada.
d) La dirección y coordinación de la cooperación policial internacional, especialmente con 

EUROPOL, INTERPOL, SIRENE, los Sistemas de Información de Schengen y los Centros 
de Cooperación Policial y Aduanera.

e) La representación del Departamento en los supuestos en que así se lo encomiende la 
persona titular del Ministerio.

f) La dirección, impulso y coordinación de las actuaciones del Departamento en materia 
de crimen organizado, terrorismo, trata de seres humanos, tráfico de drogas, blanqueo de 
capitales relacionado con dicho tráfico y delitos conexos.

g) La planificación y coordinación de las políticas de infraestructuras y material en el 
ámbito de la seguridad.

h) La aprobación de los planes y programas de infraestructuras y material en el ámbito 
de la seguridad.

i) La dirección y coordinación de las relaciones del Departamento con el Comité Europeo 
para la prevención de la tortura y de las penas y tratos inhumanos o degradantes.
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j) La gestión de las competencias del Departamento en relación con la protección y 
garantía del ejercicio de los derechos fundamentales de reunión y de manifestación.

k) La coordinación del ejercicio de las competencias de las Delegaciones y 
Subdelegaciones del Gobierno en materia de seguridad ciudadana.

l) La dirección y coordinación de las actuaciones relacionadas con los precursores de 
drogas, los precursores de explosivos y el tratamiento de los datos del Sistema de Registro 
de Pasajeros (PNR).

m) La dirección del Sistema Nacional de Protección de Infraestructuras Críticas.
n) La dirección y coordinación de las políticas de ciberseguridad en el ámbito de las 

competencias del Ministerio.
ñ) A través de la Dirección General de Relaciones Internacionales y Extranjería, la 

coordinación respecto a las operaciones con efectos transnacionales que puedan dirigir 
cualquiera de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.

o) La dirección y el impulso de la gestión integrada de las fronteras, el mando de la 
participación española de la Guardia Europea de Fronteras y Costas y las relaciones con la 
Agencia Europea de la Guardia de Fronteras y Costas

2. Como órgano de asistencia inmediata a la persona titular de la Secretaría de Estado 
existe un Gabinete, con nivel orgánico de subdirección general, con la estructura que se 
establece en el artículo 23.3 del Real Decreto 1009/2023, de 5 de diciembre.

La persona titular de la dirección del Gabinete ejercerá las funciones de Relatoría 
Nacional contra la Trata de Seres Humanos conforme a la normativa internacional y europea 
vigente. Asimismo, coordinará, siguiendo las instrucciones de la persona titular de la 
Secretaría de Estado, las Subdirecciones Generales de Planificación y Gestión de 
Infraestructuras y Medios para la Seguridad y de Sistemas de Información y Comunicaciones 
para la Seguridad.

3. Depende de la persona titular de la Secretaría de Estado el Centro de Inteligencia 
contra el Terrorismo y el Crimen Organizado (CITCO), con nivel orgánico de subdirección 
general, al que corresponde la recepción, integración y análisis de la información estratégica 
disponible en la lucha contra todo tipo de delincuencia organizada o grave, terrorismo y 
radicalismo violento, el diseño de estrategias específicas contra estas amenazas y su 
financiación, así como, en su caso, el establecimiento de criterios de actuación y 
coordinación operativa de los órganos u organismos actuantes en los supuestos de 
concurrencia en las investigaciones o actuaciones relacionadas con los precursores de 
drogas y explosivos, y en particular sobre las siguientes funciones:

1.º Recibir, integrar y analizar informaciones y análisis operativos que sean relevantes o 
necesarios para elaborar la correspondiente inteligencia criminal estratégica y de 
prospectiva, tanto en su proyección nacional como internacional, integrando y canalizando, 
de manera coordinada, a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y, en su caso, a 
otros organismos que se determine, toda la información operativa que reciba o capte. En 
este sentido, se constituye en punto nacional de contacto para el intercambio de inteligencia 
e información estratégica con los organismos supranacionales que se determinen en la lucha 
contra el terrorismo y los extremismos violentos. De esta forma, se constituye en punto 
nacional de contacto para el intercambio de inteligencia e información estratégica con los 
organismos supranacionales que se determinen en la lucha contra el terrorismo y los 
extremismos violentos.

2.º Dictar, determinar y establecer, en los supuestos de intervención conjunta o 
concurrente, los criterios de coordinación y de actuación de las unidades operativas de las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, y la de éstas con otros órganos u organismos 
intervinientes, en función de sus competencias propias o de apoyo a la intervención.

3.º Elaborar informes anuales, así como una evaluación periódica de la amenaza.
4.º Elaborar, en coordinación con la Dirección General de Coordinación y Estudios, las 

informaciones estadísticas no clasificadas relacionadas con estas materias, en especial la 
estadística oficial sobre drogas, crimen organizado, trata y explotación de seres humanos.

5.º Proponer, en el ámbito de sus competencias, las estrategias nacionales y 
actualizarlas de forma permanente, coordinando y verificando su desarrollo y ejecución.
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6.º Establecer, en el ámbito de sus competencias, las relaciones correspondientes con 
otros centros o unidades similares de la Unión Europea, de sus Estados miembros o de 
terceros países.

7.º Establecer los criterios de coordinación y de actuación de las unidades operativas de 
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad competentes, de acuerdo con las funciones de la 
Secretaría de Estado relacionadas con los precursores de drogas y los precursores de 
explosivos.

8.º Planificar y ejecutar la destrucción de los alijos de drogas tóxicas, estupefacientes y 
sustancias psicotrópicas incursos en las actuaciones que la Policía Nacional y la Guardia 
Civil realizan contra el tráfico de drogas, se encuentren custodiados en sus propias 
dependencias o en otras afectas a otros departamentos ministeriales, sin perjuicio de las 
competencias correspondientes a dichos departamentos

Del CITCO dependerán la Unidad Nacional de Retirada de Contenidos Ilícitos en Internet 
(UNECI), la Oficina Nacional de Información sobre Pasajeros (ONIP), que actúa como 
Unidad de Información sobre Pasajeros (PIU) nacional prevista en la normativa europea, y la 
Unidad de Policía Judicial para delitos de terrorismo (TEPOL). Asimismo, desarrollará las 
funciones de punto focal de la Relatoría Nacional contra la Trata de Seres Humanos para su 
apoyo y asistencia técnica, las de Punto Nacional de Contacto del Ministerio del Interior para 
el intercambio de inteligencia e información en materia de Localización y Recuperación de 
Activos (ORA), y las de Punto de Contacto Nacional para precursores de explosivos relativas 
a la Ley 25/2022, de 1 de diciembre, sobre precursores de explosivos.

4. Bajo la dirección y supervisión de la persona titular del Ministerio, y para el refuerzo de 
las actuaciones de coordinación estratégica y ejecutiva de los órganos y funciones 
dependientes de la Secretaría de Estado, corresponde al titular de ésta la presidencia del 
Comité Ejecutivo de Coordinación, que estará integrado por las personas titulares de la 
Subsecretaría, de las Direcciones Generales de la Policía y de la Guardia Civil, de la 
Secretaría General de Instituciones Penitenciarias, del Gabinete del Ministro, de la Dirección 
General de Relaciones Internacionales y Extranjería, de la Dirección General de 
Coordinación y Estudios, que ejercerá las funciones de secretaría y de las Direcciones 
Adjuntas Operativas de la Policía y de la Guardia Civil.

5. Asimismo dependen de la persona titular de la Secretaría de Estado los siguientes 
órganos con nivel orgánico de subdirección general:

a) La Subdirección General de Planificación y Gestión de Infraestructuras y Medios para 
la Seguridad, a la que corresponde, sin perjuicio de las competencias legalmente atribuidas 
al organismo autónomo Gerencia de Infraestructuras y Equipamiento de la Seguridad del 
Estado, el desarrollo de las siguientes funciones:

1.º Planificar las inversiones en infraestructuras de seguridad, teniendo en cuenta las 
propuestas de las Direcciones Generales de la Policía y de la Guardia Civil.

2.º Proponer proyectos y obras; elaborar y coordinar estudios y propuestas para la mejor 
utilización, estandarización y homologación de infraestructuras y material en el ámbito de la 
seguridad, y proponer al titular de la Secretaría de Estado planes y programas de 
infraestructuras y material, coordinarlos, supervisar su ejecución, evaluarlos y analizar sus 
costes.

3.º Proponer a la persona titular de la Secretaría de Estado la adquisición de 
infraestructuras y medios materiales para la seguridad, así como revisar y coordinar otros 
proyectos promovidos por unidades u órganos dependientes de aquél cuando se financien 
total o parcialmente con créditos de la Secretaría de Estado.

4.º Controlar y coordinar la ejecución de los programas y proyectos derivados de 
compromisos contraídos por España con otros países u organismos internacionales en las 
materias propias de su competencia.

5.º Gestionar y ejecutar los programas y proyectos derivados de la financiación 
procedente de Fondos Europeos en el ámbito de la Secretaría de Estado, en particular 
cuando se trate de programas en régimen de gestión compartida con la Comisión Europea, 
cuando así se lo encomiende su titular.
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6.º Gestionar el patrimonio inmobiliario de la seguridad, mantener el inventario de sus 
bienes y derechos, así como el arrendamiento o adquisición por otros títulos de bienes 
inmuebles dedicados a los fines de la seguridad.

7.º Mantener las relaciones con la Dirección General del Patrimonio del Estado en 
materia de infraestructuras y material de seguridad, de conformidad con lo establecido en la 
normativa correspondiente.

8.º Dirigir, coordinar o gestionar aquellos planes, programas, recursos financieros o 
materiales en el ámbito de la seguridad que expresamente le encomiende la Secretaría de 
Estado.

b) La Subdirección General de Sistemas de Información y Comunicaciones para la 
Seguridad, a la que corresponde el desarrollo de las siguientes funciones:

1.º Planificar, coordinar y, en su caso, gestionar las inversiones en sistemas de 
información y comunicaciones, teniendo en cuenta las propuestas de las Direcciones 
Generales de la Policía y de la Guardia Civil.

2.º Estandarizar y homogeneizar sistemas de información y comunicaciones, codificación 
y estructuras de datos en el ámbito de la seguridad.

3.º Proponer a la persona titular de la Secretaría de Estado los planes y programas que 
afecten a los sistemas de información y comunicaciones en el ámbito de la seguridad, así 
como coordinarlos, supervisar su ejecución, evaluarlos y analizar sus costes.

4.º Promover proyectos para la implantación, adquisición y mantenimiento de sistemas 
de información y comunicaciones para la seguridad, incluyendo expresamente aquellos de 
utilización conjunta o compartida por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, así 
como los dirigidos a garantizar la seguridad ciudadana a través del uso de las tecnologías de 
la información y las comunicaciones; coordinar y supervisar la determinación de sus 
requisitos técnicos, pliegos de condiciones, programación económica y ejecución, así como 
cualesquiera otras acciones necesarias para llevar a término los proyectos promovidos en 
esta materia por unidades u órganos dependientes de la Secretaría de Estado, cuando se 
financien total o parcialmente con créditos del servicio presupuestario de ésta.

5.º Controlar y coordinar la ejecución de los programas y proyectos derivados de 
compromisos contraídos por España con otros países u organismos internacionales en las 
materias propias de su competencia.

6.º Gestionar y ejecutar los programas y proyectos de sistemas de información y 
comunicaciones derivados de la financiación procedente de Fondos Europeos o de otros 
organismos internacionales que expresamente se le encomienden, incluyendo los 
provenientes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.

7.º Coordinar, desarrollar e implantar bases de datos, sistemas de información y 
sistemas de comunicaciones de utilización conjunta o compartida por las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad del Estado, incluyendo aquellos relacionados con la Agencia Europea para la 
Gestión Operativa de Sistemas Informáticos de gran magnitud en el Espacio de Libertad, 
Seguridad y Justicia (eu-LISA), los correspondientes al Sistema Schengen y al Sistema de 
Radiocomunicaciones Digitales de Emergencia del Estado (SIRDEE).

8.º Acordar, coordinar, ejecutar y llevar a cabo cualquier otra acción necesaria relativa a 
la participación en proyectos europeos de investigación, desarrollo e innovación I+D+i en 
materia de seguridad de acuerdo con las instrucciones de la persona titular de la Secretaría 
de Estado.

9.º Dirigir el Centro Tecnológico de Seguridad (CETSE) como órgano de implementación 
de las funciones específicas de esta Subdirección y de las políticas de I+D+i del órgano 
directivo.

10.º Bajo la dependencia funcional de la persona titular de la Subsecretaría, ejercer las 
funciones a las que se refieren los párrafos o) y p) del artículo 9.3.

6. De conformidad con su Estatuto, aprobado por el Real Decreto 904/2021, de 19 de 
octubre, el organismo autónomo Gerencia de Infraestructuras y Equipamiento de la 
Seguridad del Estado está adscrito a la Secretaría de Estado de Seguridad.

[ . . . ]
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§ 102

Real Decreto 735/2020, de 4 de agosto, por el que se desarrolla la 
estructura orgánica básica del Ministerio de Sanidad, y se modifica el 
Real Decreto 139/2020, de 28 de enero, por el que se establece la 
estructura orgánica básica de los departamentos ministeriales. 

[Inclusión parcial]

Ministerio de Política Territorial y Función Pública
«BOE» núm. 211, de 5 de agosto de 2020
Última modificación: 6 de octubre de 2021

Referencia: BOE-A-2020-9139

[ . . . ]
Artículo 6.  Dirección General de Ordenación Profesional.

1. La Dirección General de Ordenación Profesional es el órgano encargado de efectuar 
propuestas de ordenación de las profesiones sanitarias, ordenación y gestión de la 
formación especializada en ciencias de la salud y las relaciones profesionales. Dará apoyo 
tanto al pleno como a los grupos de trabajo de la Comisión de Recursos Humanos del 
Sistema Nacional de Salud, con la finalidad de facilitar la cooperación entre el Ministerio de 
Sanidad y las comunidades autónomas.

2. Le corresponde ejercer la alta inspección del Sistema Nacional de Salud que la Ley 
16/2003, de 28 de mayo, asigna al Estado y asumir la coordinación de las relaciones de los 
órganos del Departamento con las comunidades autónomas, las corporaciones locales y 
otras entidades y organizaciones sanitarias, así como ejercer el seguimiento de los actos y 
disposiciones de las comunidades autónomas en materia de sanidad en coordinación con la 
Secretaría General Técnica.

3. A la Dirección General de Ordenación Profesional le corresponde el desarrollo de las 
siguientes funciones:

a) Ordenar la formación y regulación de las profesiones sanitarias.
b) Gestionar la formación especializada en ciencias de la salud y el Registro Nacional de 

Especialistas en Formación.
c) Expedir el título de especialista en Ciencias de la Salud.
d) Ordenar y coordinar el funcionamiento de los órganos asesores del Ministerio de 

Sanidad en materia de formación sanitaria especializada.
e) Gestionar el Registro Estatal de Profesionales Sanitarios.
f) Ordenar y gestionar el reconocimiento de efectos profesionales a títulos extranjeros 

que habiliten para el ejercicio de las profesiones sanitarias sobre los que no tengan 
competencias los Ministerios de Educación y Formación Profesional y de Universidades.
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g) Efectuar propuestas de normativa básica sobre recursos humanos del Sistema 
Nacional de Salud.

h) Ordenar el sistema de acreditación de la formación continuada de los profesionales y 
coordinar las actividades de la Comisión de Formación Continuada del Sistema Nacional de 
Salud.

i) Ejercer las funciones de Secretaría de la Comisión de Recursos Humanos del Sistema 
Nacional de Salud.

j) Ejercer las funciones de alta inspección del Sistema Nacional de Salud.
k) Tramitar los acuerdos y convenios suscritos en el ámbito competencial de la 

Secretaría de Estado de Sanidad con otras administraciones y entidades públicas o 
privadas, realizando el seguimiento de los mismos, sin perjuicio de lo establecido en el 
artículo 8.2.k).

l) Gestionar el Registro Nacional de Instrucciones Previas.
4. De la Dirección General de Ordenación Profesional dependen las siguientes 

Subdirecciones Generales:
a) La Subdirección General de Formación y Ordenación Profesional, que ejercerá las 

funciones detalladas en los párrafos a) a f) del apartado anterior.
b) La Subdirección General de Cohesión y Alta Inspección del Sistema Nacional de 

Salud, que ejercerá las funciones detalladas en los párrafos g) a l) del apartado anterior.

[ . . . ]
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§ 103

Real Decreto 1009/2023, de 5 de diciembre, por el que se establece 
la estructura orgánica básica de los departamentos ministeriales. 

[Inclusión parcial]

Ministerio de Hacienda y Función Pública
«BOE» núm. 291, de 6 de diciembre de 2023

Última modificación: 24 de abril de 2024
Referencia: BOE-A-2023-24842

Téngase en cuenta que las previsiones de este Real Decreto se han visto afectadas por lo dispuesto en el Real 
Decreto 829/2023, de 20 de noviembre, por el que se reestructuran los Departamentos ministeriales, 
modificado por el Real Decreto 1230/2023, de 29 de diciembre, Ref. BOE-A-2023-23537 y por el Real Decreto 
3/2024, de 9 de enero, por el que se reestructuran las Subsecretarías de los Departamentos ministeriales, Ref. 
BOE-A-2024-526. Las referencias a los órganos que por éstos se suprimen, se entenderán realizadas a los 
que, por estas mismas normas, se crean y los sustituyen o asumen sus competencias.

[ . . . ]
Artículo 2.  Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes.

El Ministerio de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes se estructura en los 
siguientes órganos superiores y directivos:

A) La Secretaría de Estado de Justicia, de la que dependen los siguientes órganos 
directivos:

1.º La Secretaría General para la Innovación y Calidad del Servicio Público de Justicia, 
de la que dependen los siguientes órganos directivos:

a) La Dirección General para el Servicio Público de Justicia.
b) La Dirección General de Transformación Digital de la Administración de Justicia.
c) La Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública.
2.º La Dirección General de Cooperación Jurídica Internacional.
B) La Secretaría de Estado de Relaciones con las Cortes y Asuntos Constitucionales, de 

la que dependen los siguientes órganos directivos:
1.º La Dirección General de Relaciones con las Cortes.
2.º La Dirección General de Asuntos Constitucionales y Coordinación Jurídica.
C) La Subsecretaría de la Presidencia, Justicia y Relaciones con las Cortes, de la que 

dependen:
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1.º La Secretaría General Técnica-Secretariado del Gobierno, con rango de Dirección 
General.

2.º La Dirección General de Servicios.
3.º La Dirección General de Libertad Religiosa.
D) La Abogacía General del Estado, con rango de Subsecretaría, de la que dependen los 

siguientes órganos directivos:
1.º La Dirección General de lo Consultivo.
2.º La Dirección General de lo Contencioso.

[ . . . ]
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§ 104

Real Decreto 129/2017, de 24 de febrero, por el que se aprueba el 
Reglamento de control de precursores de drogas. [Inclusión parcial]

Ministerio de la Presidencia y para las Administraciones Territoriales
«BOE» núm. 57, de 8 de marzo de 2017
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2017-2461

[ . . . ]
Artículo 2.  Autoridades competentes.

Las competencias atribuidas en la Ley 4/2009, de 15 de junio, al Ministerio del Interior 
serán desarrolladas por el Centro de Inteligencia contra el Terrorismo y el Crimen 
Organizado integrado en la Secretaría de Estado de Seguridad y las atribuidas al Ministerio 
de Hacienda y Función Pública, serán desarrolladas por el Departamento de Aduanas e 
Impuestos Especiales de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, sin perjuicio de las 
atribuciones específicas que se realizan en los artículos siguientes.

[ . . . ]
Disposición adicional tercera.  Administración electrónica.

1. Las solicitudes, comunicaciones, informaciones o notificaciones que se regulan en el 
presente reglamento se harán:

a) En el ámbito de las competencias del Ministerio del Interior, conforme a los modelos a 
los que se podrá acceder a través de la sede electrónica de este, cuya dirección es la 
siguiente: https://sede.mir.gob.es todo ello sin perjuicio de que sean facilitados también por el 
Centro de Inteligencia contra el Terrorismo y el Crimen Organizado integrado en la 
Secretaría de Estado de Seguridad.

b) En el ámbito de las competencias del Ministerio de Hacienda y Función Pública, 
conforme a los modelos a los que se podrá acceder a través de la sede electrónica de la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria cuya dirección es la siguiente http://
www.agenciatributaria.gob.es todo ello sin perjuicio de que sean facilitados en las sedes del 
Departamento de Aduanas e Impuestos Especiales de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria o de las Dependencias Regionales de Aduanas e Impuestos Especiales existente 
en cada Delegación Especial de ésta.

2. Las solicitudes, comunicaciones o cualquier otro escrito conforme a lo previsto en este 
reglamento se podrán presentar:
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a) En el ámbito de las competencias del Ministerio del Interior en el registro electrónico 
de dicho Departamento, en los términos previstos en la Orden INT/2595/2010, de 29 de 
septiembre, por la que se crea el Registro Electrónico en el Ministerio del Interior.

b) En el ámbito de las competencias del Ministerio de Hacienda y Función Pública, en el 
registro electrónico de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, en los términos 
previstos en la Resolución de 28 de diciembre de 2009, de la Presidencia de la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria, por la que se crea la sede electrónica y se regulan los 
registros electrónicos de la Agencia Estatal de Administración Tributaria.

[ . . . ]

CÓDIGO DE LUCHA CONTRA EL FRAUDE Y LA CORRUPCIÓN

§ 104  Reglamento de control de precursores de drogas [parcial]

– 1048 –



§ 105

Real Decreto 413/2015, de 29 de mayo, por el que se aprueba el 
Reglamento de la Comisión de Vigilancia de Actividades de 

Financiación del Terrorismo

Ministerio del Interior
«BOE» núm. 129, de 30 de mayo de 2015

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2015-5952

La Ley 12/2003, de 21 mayo, de bloqueo de la financiación del terrorismo, en su 
disposición final primera, habilita al Gobierno para aprobar las disposiciones reglamentarias 
necesarias para su ejecución y desarrollo, especialmente en materia de funcionamiento y 
régimen jurídico de adopción de acuerdos por parte de la Comisión de Vigilancia de 
Actividades de Financiación del Terrorismo.

Este real decreto viene a dar cumplimiento a tal habilitación y sirve de instrumento para 
cumplir los compromisos adquiridos por nuestro país en el ámbito internacional en esta 
materia, relativa al intercambio de información y a la cooperación sobre delitos de terrorismo.

La Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de capitales y de la 
financiación del terrorismo, solucionó la disfuncionalidad existente entre la Ley 19/1993, de 
28 de diciembre, sobre determinadas medidas de prevención de blanqueo, y la Ley 12/2003, 
de 21 mayo, por cuanto esta última reproducía obligaciones de la primera. Además, supuso 
la unificación de los regímenes de prevención del blanqueo de capitales y de financiación del 
terrorismo.

A partir de entonces el bloqueo de carácter administrativo queda configurado como una 
medida de prevención de la financiación del terrorismo, resultando tipificadas las infracciones 
derivadas del incumplimiento por parte de los sujetos obligados que no adopten las medidas 
necesarias para hacer efectivo ese bloqueo. La Comisión de Vigilancia de Actividades de 
Financiación del Terrorismo es el órgano con potestad para acordar cualquier bloqueo, 
atribuyendo al Consejo de Ministros la potestad para imponer las sanciones 
correspondientes, a propuesta del Ministro del Interior; reservándose el resto de 
competencias en materia de prevención del blanqueo de capitales y financiación del 
terrorismo al Ministerio de Economía y Competitividad.

La entrada en vigor de dicha ley supuso de otro lado la modificación de la Ley 12/2003, 
de 21 de mayo. Dicha modificación se contempla en su disposición final primera, afectando 
principalmente a la propia denominación de la citada norma legal, suprimiéndose el término 
«prevención»; así como a las obligaciones de personas y entidades, a la supervisión y al 
régimen sancionador. Recoge igualmente esta disposición final la constitución, competencias 
y funcionamiento de la aludida Comisión, la cual es precisamente objeto de desarrollo en 
este Reglamento; así como su relación de colaboración con la Comisión de Prevención de 
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias y la participación del Servicio Ejecutivo de 
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la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias en las 
reuniones de la Comisión.

De otra parte, deben tenerse presentes los compromisos adquiridos por España en el 
ámbito internacional como son las resoluciones del Consejo de Seguridad de Naciones 
Unidas relativas a «Al Qaeda», individuos y entidades asociadas y al Reglamento de la 
Comunidad Europea para la aplicación de las medidas adoptadas por el Comité de 
Sanciones de Naciones Unidas, que reproduce las listas de las sucesivas Resoluciones a 
efectos de congelación de fondos.

Asimismo, la Posición Común 931/2001/PESC del Consejo Europeo, de 27 de diciembre 
de 2001, y el Reglamento n.º 2580/2001, como norma propia de la Unión Europea para 
hacer efectiva la congelación de fondos de la lista europea de terroristas.

Con este reglamento se da un paso más en la regulación y funcionamiento de la 
Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo como instrumento 
encaminado a desarrollar la dirección e impulso de las actividades de prevención de la 
utilización del sistema financiero para la comisión de las acciones terroristas.

Este real decreto consta de una parte expositiva, un artículo único por el que se aprueba 
el Reglamento de la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo, 
una disposición adicional y dos disposiciones finales, la primera habilita al Ministro del 
Interior a dictar las disposiciones necesarias para el desarrollo del reglamento aprobado y la 
segunda se refiere a la entrada en vigor del real decreto.

Respecto al reglamento, consta de tres capítulos, el capítulo I referido a las 
disposiciones generales, el capítulo II a la composición y funcionamiento de la Comisión de 
Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo, y el capítulo III relativo a los 
acuerdos de dicha Comisión, con un total de 15 artículos.

Este real decreto ha sido sometido a informe de la Agencia Española de Protección de 
Datos.

En su virtud, a propuesta del Ministro del Interior, con la aprobación previa del Ministro 
de Hacienda y Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado, y previa 
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 29 de mayo de 2015,

DISPONGO:

Artículo único.  Aprobación del Reglamento de la Comisión de Vigilancia de Actividades de 
Financiación del Terrorismo.

Se aprueba el Reglamento de la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación 
del Terrorismo, que se inserta a continuación.

Disposición adicional única.  Funcionamiento.
El funcionamiento de la Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del 

Terrorismo será atendido con los medios personales, técnicos y presupuestarios asignados 
al órgano superior al cual se encuentra adscrito.

Disposición final primera.  Habilitación normativa.
El Ministro del Interior dictará cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo 

de lo establecido en el Reglamento que se aprueba por el presente real decreto.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
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REGLAMENTO DE LA COMISIÓN DE VIGILANCIA DE ACTIVIDADES DE 
FINANCIACIÓN DEL TERRORISMO

CAPITULO I
Disposiciones Generales

Artículo 1.  Objeto.
Este Reglamento regula la naturaleza, composición, funciones y funcionamiento de la 

Comisión de Vigilancia de Actividades de Financiación del Terrorismo (en adelante, la 
Comisión), en desarrollo de la Ley 12/2003, de 21 de mayo, de bloqueo de la financiación del 
terrorismo.

CAPÍTULO II
Composición y funcionamiento de la Comisión

Artículo 2.  Naturaleza y composición.
1. La Comisión es un órgano colegiado adscrito al Ministerio del Interior. Estará presidida 

por el Secretario de Estado de Seguridad e integrada por los vocales que a continuación se 
detallan, así como por el Director del Centro de Inteligencia contra el Terrorismo y el Crimen 
Organizado, en su condición de secretario, que actuará con voz pero sin voto y que será el 
encargado de dirigir la Unidad orgánica que desempeñe la Secretaría de la Comisión.

2. Serán vocales de la Comisión:
Un miembro del Ministerio Fiscal, designado por el Fiscal General del Estado.
Un representante de los Ministerios de Justicia, del Interior, de Hacienda y 

Administraciones Públicas, y de Economía y Competitividad, designados por los titulares de 
los departamentos respectivos.

3. El Director del Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de 
Capitales e Infracciones Monetarias asistirá a las reuniones de la Comisión con voz pero sin 
voto.

4. A las reuniones de la Comisión podrán asistir expertos independientes, con voz pero 
sin voto, cuando el Presidente lo juzgue preciso a los fines de asesoramiento específico en 
los asuntos a tratar.

5. Los miembros de la Comisión serán nombrados por un período de dos años. Si en el 
transcurso de este tiempo hubiera algún cambio, tanto en lo concerniente a los ministerios 
representados como a las estructuras administrativas en las que se integran los vocales, se 
mantendrá la composición de la Comisión hasta agotar el período correspondiente.

En todo caso, si se produjera el cese de algún vocal por cualquier circunstancia no 
variará el período de dos años para el que fue designado el vocal al que sustituya.

Artículo 3.  Secretaría de la Comisión.
1. La Secretaría de la Comisión, prevista en el artículo 9 de la Ley 12/2003, de 21 de 

mayo, será ejercida por el Centro de Inteligencia contra el Terrorismo y el Crimen 
Organizado (CITCO), dependiente de la Secretaría de Estado de Seguridad.

2. Corresponderá a la Secretaría:
a) Instruir los procedimientos sancionadores a que hubiere lugar por las infracciones a la 

Ley 12/2003, de 21 de mayo, incluyendo la formulación de propuesta de resolución para la 
Comisión.

b) Recibir de las Administraciones Públicas y personas obligadas la información 
relacionada con el bloqueo de la financiación de actividades del terrorismo a que se refiere el 
artículo 4 de la Ley 12/2003, de 21 de mayo.

c) Recibir y tramitar, conforme a las normas de este Reglamento, las solicitudes de 
autorización de liberación o puesta a disposición de fondos o recursos económicos 
bloqueados en ejecución de un acuerdo de la Comisión.
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d) Recibir y tramitar las peticiones de supresión de personas y entidades de las listas de 
terroristas elaboradas por la Unión Europea y Naciones Unidas.

e) Elaborar informes que permitan a la Comisión decidir sobre las solicitudes de 
verificación de identidad a que se refiere el artículo 12.

f) Cualesquiera otras tareas que le encomiende la Comisión.

Artículo 4.  Régimen supletorio.
En relación con el régimen de sustituciones y suplencias, convocatoria, y quórum 

necesario en las reuniones, la Comisión sujetará su actividad a lo dispuesto en el capítulo II 
del título II de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de las 
Administraciones Públicas y del procedimiento administrativo común.

Respecto al plazo máximo para resolver y notificar a los interesados y a los efectos del 
silencio administrativo, se estará, igualmente, a lo dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre.

Artículo 5.  Funciones.
Son funciones de la Comisión:
a) Acordar el bloqueo en los términos del artículo 2 de la Ley 12/2003, de 21 de mayo.
b) Recibir los informes de inteligencia financiera que le sean remitidos por el Servicio 

Ejecutivo de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones 
Monetarias, en el marco de las competencias que le atribuye la Ley 12/2003, de 21 de mayo.

c) Cursar al Ministro del Interior las propuestas de resolución, junto con los expedientes, 
en los procedimientos sancionadores instruidos por la Secretaría de la Comisión.

d) Autorizar la liberación o puesta a disposición de fondos o recursos económicos 
bloqueados en los términos establecidos en el artículo 13 de este reglamento.

e) Auxiliar a los órganos jurisdiccionales penales y al Ministerio Fiscal en el ejercicio de 
las funciones que les son propias.

Artículo 6.  Deber de confidencialidad.
1. Todas las personas que desempeñen una actividad para la Comisión y tengan 

conocimiento de actuaciones o de datos de carácter reservado estarán obligadas a mantener 
el debido secreto. Este deber implicará la prohibición de comunicar, publicar, o difundir datos 
o documentos reservados, incluso después de haber cesado en el servicio, salvo 
autorización expresa otorgada por la Comisión. El incumplimiento de este deber dará lugar a 
las responsabilidades previstas por las leyes.

2. Los datos, documentos e informaciones que obren en poder de la Comisión tienen 
carácter reservado y no podrán ser divulgados, salvo en los siguientes supuestos, y siempre 
que no ponga en peligro una investigación policial, judicial o del Ministerio Fiscal, o la 
ejecución de una medida de bloqueo de fondos y recursos económicos acordados por la 
Comisión:

a) La difusión, publicación o comunicación de datos cuando el interesado lo consienta 
expresamente.

b) La publicación de datos agregados para fines estadísticos, o las comunicaciones en 
forma sumaria o agregada, de manera que las personas o sujetos interesados no puedan ser 
identificados ni siquiera indirectamente.

c) Las comunicaciones de información practicadas a requerimiento de una Comisión 
Parlamentaria de investigación del Congreso de los Diputados, del Senado o de ambas 
Cámaras.

d) La aportación de información a requerimiento del Ministerio Fiscal o de una autoridad 
judicial

e) La aportación de informaciones o requerimientos de autoridad administrativa u órgano 
o unidad administrativa que, en virtud de lo establecido en normas con rango de ley, estén 
facultadas a tales efectos. En este caso, la autoridad requirente invocará expresamente el 
precepto legal que habilite la petición de información, y será responsable de la regularidad 
del requerimiento.
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f) La solicitud de informes o los requerimientos de información practicados por la 
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o por sus 
órganos de apoyo.

g) La comunicación a la Agencia Estatal de Administración Tributaria, para el 
cumplimiento de las funciones que tiene legalmente atribuidas, de los acuerdos adoptados 
por la Comisión referentes al bloqueo de saldos, cuentas y posiciones, así como los de cese 
de las medidas de bloqueo y las autorizaciones de liberación o puesta a disposición de 
fondos o recursos económicos bloqueados.

3. Las autoridades, personas o entidades públicas que reciban información de carácter 
reservado procedente de la Comisión o de cualquiera de sus órganos quedarán, asimismo, 
sujetas al deber de secreto regulado en el presente artículo, debiendo adoptar las medidas 
pertinentes que garanticen su reserva. Únicamente podrán utilizarla en el marco del 
cumplimiento de las funciones que tengan atribuidas por razón de su cargo.

CAPÍTULO III
Acuerdos de la Comisión

Artículo 7.  Régimen de adopción de acuerdos.
1. Los acuerdos se adoptarán por unanimidad de los miembros asistentes en el caso de 

las funciones recogidas en los párrafos a) y d) del artículo 5, y por mayoría, también de los 
miembros asistentes, en los restantes supuestos.

2. No podrá ser objeto de acuerdo ningún asunto que no figure incluido en el orden del 
día, salvo que estén presentes todos sus miembros y sea declarada la urgencia del asunto 
por unanimidad.

3. El procedimiento de votación permitirá conocer el sentido del voto o la abstención de 
los miembros de la Comisión, salvo que de manera motivada solicite lo contrario alguno de 
ellos y dicha solicitud sea aprobada por unanimidad.

Artículo 8.  Acta de las reuniones.
De cada sesión que celebre la Comisión se levantará acta por el Secretario, que 

especificará necesariamente los asistentes, el orden del día de la reunión, las circunstancias 
del lugar y tiempo en que se ha celebrado, los puntos principales de las deliberaciones, así 
como el contenido de los acuerdos adoptados y, si hubiese votaciones, su forma de 
celebración y resultado.

Artículo 9.  Notificación de los acuerdos.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 4, para garantizar la efectividad del acuerdo de 

bloqueo la Comisión podrá realizar, con la colaboración del Servicio Ejecutivo de la Comisión 
de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, notificaciones de la 
medida acordada a los sujetos del artículo 2.1 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de 
prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.

Artículo 10.  Bloqueo de saldos, cuentas y posiciones.
1. De conformidad con la Ley 12/2003, de 21 de mayo, corresponde a la Comisión la 

facultad de acordar el bloqueo de los saldos, cuentas y posiciones, incluidos los bienes 
depositados en cajas de seguridad, abiertas por personas o entidades vinculadas a 
organizaciones terroristas en cualquiera de las entidades enumeradas en el artículo 2 de la 
Ley 10/2010, de 28 de abril, así como la prohibición de la apertura de nuevas cuentas en las 
que figure como titular, autorizada para operar o representante, alguna de dichas personas o 
entidades.

Igualmente la Comisión podrá acordar el bloqueo de efectivo, valores y demás 
instrumentos provenientes de transacciones u operaciones financieras que el ordenante o el 
beneficiario, directamente o a través de persona interpuesta, hubiera realizado con motivo u 
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ocasión de la perpetración de actividades terroristas o para contribuir a los fines u objetivos 
perseguidos por los grupos u organizaciones terroristas.

2. Para la adopción de estos acuerdos la Comisión podrá actuar de oficio o en virtud de 
informaciones que pudieran ser remitidas por otros organismos nacionales, de la Unión 
Europea o extranjeros. La Comisión fijará la forma en la que las propuestas deberán ser 
presentadas y los criterios que determinarán su valoración.

3. En relación con la duración de los efectos de los acuerdos de bloqueo será de 
aplicación lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley 12/2003, de 21 de mayo. El cese del 
bloqueo será acordado cuando no quede acreditada la relación con financiación de 
actividades terroristas o cuando desaparezcan las causas que lo motivaron.

4. Acordado por la Comisión el cese de la medida de bloqueo o cuando el órgano judicial 
competente resuelva la nulidad del acuerdo o deniegue su prórroga, dicha circunstancia 
habrá de ser comunicada inmediatamente, con la colaboración del Servicio Ejecutivo de la 
Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, a los sujetos 
previstos en el artículo 2 de la Ley 10/2010, de 28 de abril.

5. Cuando la Comisión considere que se cumplen los requisitos previstos en la normativa 
de las Naciones Unidas o de la Unión Europea podrá proponer la inclusión de la persona 
física o jurídica en las listas de terroristas aprobadas por el Consejo de Seguridad de 
Naciones Unidas o por la Unión Europea. La propuesta de la Comisión será remitida al 
Ministerio del Interior que, si la estima procedente, la cursará al Ministerio de Asuntos 
Exteriores y de Cooperación.

Artículo 11.  Ejecución de las medidas de bloqueo.
1. Los sujetos obligados previstos en el artículo 2 la Ley 10/2010, de 28 de abril, deberán 

ejecutar, en el marco de sus respectivos ámbitos de actuación, el acuerdo de bloqueo de los 
fondos o recursos económicos adoptado y notificado por la Comisión, comunicando sin 
dilación y por escrito su cumplimentación, para su traslado a la Secretaría General del 
Tesoro y Política Financiera.

2. La ejecución de la medida de bloqueo no impedirá que las entidades financieras o de 
crédito reciban fondos transferidos a las cuentas bloqueadas y los abonen en ellas, siempre 
y cuando todo nuevo aporte resulte igualmente bloqueado. Las entidades financieras o de 
crédito informarán de dichas operaciones sin dilación a la Comisión y la Secretaría General 
del Tesoro y Política Financiera.

3. La medida de bloqueo no se aplicará al abono en cuentas bloqueadas de intereses u 
otros beneficios correspondientes a esas cuentas, o de pagos debidos en razón de 
contratos, acuerdos u obligaciones, siempre que tales intereses, beneficios y pagos sean, 
asimismo bloqueados, de manera inmediata.

No obstante, existirá obligación de retener e ingresar en la Administración Tributaria 
correspondiente, los importes que, de acuerdo con la normativa fiscal, fueran exigibles en 
relación con tales pagos.

Artículo 12.  Solicitudes de verificación de identidad.
1. Las personas físicas o jurídicas que ejecuten la medida de bloqueo de fondos o 

recursos económicos acordada por la Comisión podrán solicitar a ésta la realización de las 
gestiones necesarias a fin de verificar si la identidad de la persona sobre la que se ha 
ejecutado la medida de bloqueo se corresponde con la de la persona a la que se refiere el 
acuerdo, sin perjuicio de la ejecución de la medida hasta que se produzca la verificación.

2. A estos efectos, el Secretario de la Comisión recabará cuantos datos e informes sean 
necesarios para verificar la identidad de los sujetos, elevando informe a la Comisión que, en 
vista de su contenido, decidirá sobre la procedencia o no del mantenimiento de la medida de 
bloqueo.
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Artículo 13.  Autorizaciones de liberación o puesta a disposición de fondos o recursos 
económicos bloqueados.

1. No obstante lo dispuesto en el artículo 10, la Comisión podrá acordar la liberación o 
puesta a disposición de fondos o recursos económicos que hayan sido sometidos a bloqueo, 
por acuerdo de la propia Comisión, en los casos señalados en este artículo.

2. Se podrá acordar la liberación o puesta a disposición de fondos o recursos 
económicos que hayan sido objeto de embargo judicial o administrativo, establecido antes de 
la fecha en que la persona, entidad o grupo haya sido objeto de cualquier tipo de medida por 
parte de la Comisión, y siempre que concurran las siguientes circunstancias:

a) Cuando los fondos o recursos económicos vayan a ser empleados exclusivamente 
para satisfacer las cantidades garantizadas por tales embargos.

b) Cuando el embargo no beneficie a la persona, entidad u organismo que haya sido 
sometida a la medida de bloqueo de fondos o recursos económicos por acuerdo de la 
Comisión, por Resolución del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas o por un 
Reglamento de la Unión Europea;

3. La Comisión podrá autorizar, igualmente, la liberación o puesta a disposición de 
determinados fondos o recursos económicos bloqueados para el pago derivado de un 
contrato celebrado por la persona, entidad u organismo que haya sido sometida a la medida 
de bloqueo de fondos o recursos económicos, o de una obligación que corresponda a una 
persona, entidad u organismo que haya sido objeto de cualquier tipo de medida por parte de 
la Comisión, siempre que concurran las siguientes circunstancias:

a) Cuando la fecha del contrato o de nacimiento de la obligación de que se trate sea 
anterior a aquella en la que dicha persona, entidad u organismo haya sido objeto de alguna 
de las citadas medidas

b) Cuando los fondos o los recursos económicos sean utilizados para efectuar un pago 
por una persona, entidad u organismo objeto de las mencionadas medidas a un tercero de 
buena fe.

c) Cuando el pago no contribuya a una actividad prohibida y, en particular, cuando no 
coadyuve al desarrollo de actividades o grupos terroristas.

4. La Comisión podrá autorizar la liberación o puesta a disposición de determinados 
fondos o recursos económicos bloqueados, en el caso de que se determine, mediante 
acuerdo adoptado al efecto sobre dichos fondos o recursos económicos, cualquiera de las 
siguientes circunstancias:

a) Que sean necesarios para sufragar necesidades básicas de la persona y de los 
familiares a su cargo, tales como el pago de alimentos, alquileres o hipotecas, 
medicamentos y tratamientos médicos, deudas y sanciones tributarias y primas de seguros.

b) Que sean destinados exclusivamente al pago de honorarios profesionales razonables 
o al reembolso de gastos relacionados con asistencia letrada.

c) Que sean destinados exclusivamente al pago de tasas o gastos ocasionados por 
servicios ordinarios de custodia o mantenimiento de fondos o recursos económicos 
inmovilizados.

d) Que tengan por finalidad la satisfacción de las deudas de carácter salarial, tributarias, 
de seguridad social o cualesquiera de otra naturaleza con las que se evite el perjuicio a 
terceros de buena fe.

e) Que tenga la condición de inembargables de conformidad con la legislación vigente.
5. No obstante, respecto a lo dispuesto en los apartados 2, 3 y 4 de este artículo, si la 

obligación para cuyo pago se van a liberar fondos no está contemplada en el artículo 5 del 
Reglamento CE 2580/2001 del Consejo de 27 de diciembre de 2001, sobre medidas 
restrictivas específicas dirigidas a determinadas personas y entidades con el fin de luchar 
contra el terrorismo, será necesaria la previa consulta con los Estados miembros de la Unión 
Europea en cuyo territorio hayan sido congelados los fondos o recursos económicos.

6. La competencia para resolver sobre las peticiones de autorización de liberación o 
puesta a disposición de fondos o recursos económicos bloqueados corresponderá a la 
Comisión. Sus resoluciones agotarán la vía administrativa, sin perjuicio de que se pueda 
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interponer el recurso potestativo de reposición ante el mismo órgano que ha dictado la 
resolución, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre.

Artículo 14.  Peticiones de supresión de un nombre de las listas de terroristas elaboradas 
por la Unión Europea o las Naciones Unidas.

Toda persona física o jurídica de nacionalidad española o residente en España incluida 
en una lista de personas vinculadas con la financiación del terrorismo aprobada por el 
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas o por el Consejo de la Unión Europea, y que 
considere que, o bien no existe fundamento jurídico para la adopción de dicha decisión, o 
bien las circunstancias que motivaron la adopción han cesado, podrá dirigirse a la Comisión, 
la cual valorará si dicha petición está justificada. En caso afirmativo o de carencia de datos 
para pronunciarse, lo remitirá al órgano competente. En caso negativo, la Comisión deberá 
contestar motivadamente al interesado, quien podrá interponer el correspondiente recurso 
contra esa decisión.
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§ 106

Orden INT/372/2018, de 28 de marzo, por la que se crea y se regula 
el funcionamiento de la Comisión Ministerial de Administración Digital 

del Ministerio del Interior. [Inclusión parcial]

Ministerio del Interior
«BOE» núm. 88, de 11 de abril de 2018

Última modificación: 30 de marzo de 2019
Referencia: BOE-A-2018-4912

[ . . . ]
Artículo 2.  Composición.

1. El Pleno de la Comisión Ministerial de Administración Digital tendrá la siguiente 
composición:

a) Presidencia: La persona titular de la Subsecretaría del Interior.
b) Vicepresidencia: La persona titular de la Secretaría General Técnica.
c) Vocalías:
1.º La persona titular del Gabinete del Ministro.
2.º La persona titular de la Dirección General de la Policía.
3.º La persona titular de la Dirección General de la Guardia Civil.
4.º La persona titular de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias.
5.º La persona titular de la Dirección General de Relaciones Internacionales y 

Extranjería.
6.º La persona titular de la Dirección General de Política Interior.
7.º La persona titular de la Dirección General de Tráfico.
8.º La persona titular de la Dirección General de Protección Civil y Emergencias.
9.º La persona titular de la Dirección General de Apoyo a Víctimas del Terrorismo.
10.º Dos representantes de la Secretaría de Estado de Seguridad, nombrados por la 

persona titular de la misma entre las personas titulares de los órganos de coordinación y las 
Subdirecciones Generales dependientes de la misma.

11.º La persona titular de la Gerencia de la entidad de Derecho público Trabajo 
Penitenciario y Formación para el Empleo.

12.º La persona titular de la Gerencia de Infraestructuras y Equipamiento de la 
Seguridad del Estado.

Los Vocales podrán designar un suplente que deberá tener categoría mínima de 
Subdirector General o asimilado.

d) La persona titular de la Subdirección General de Calidad de los Servicios e 
Innovación ejercerá las funciones de Secretaría del Pleno, con voz pero sin voto. Actuará 
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como suplente, la persona que ostente el cargo de Subdirector/a Adjunto/a en dicha 
Subdirección General.

2. La Comisión Permanente tendrá la siguiente composición:
a) Presidencia: La persona titular de la Secretaría General Técnica.
b) Vicepresidencia: La persona titular de la Subdirección General de Calidad de los 

Servicios e Innovación.
c) Vocalías:
1.º Un representante del Gabinete del Ministro.
2.º Dos representantes de la Dirección General de la Policía.
3.º Dos representantes de la Dirección General de la Guardia Civil.
4.º Dos representantes de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias.
5.º Un representante de la Dirección General de Relaciones Internacionales y 

Extranjería.
6.º Dos representante de la Secretaría General Técnica.
7.º Un representante de la Dirección General de Política Interior.
8.º Dos representantes de la Dirección General de Tráfico.
9.º Dos representantes de la Dirección General de Protección Civil y Emergencias.
10.º Un representante de la Dirección General de Apoyo a Víctimas del Terrorismo.
11.º La persona titular del Centro de Inteligencia Contra el Terrorismo y el Crimen 

Organizado.
12.º La persona titular de la Subdirección General de Sistemas de Información y 

Comunicaciones para la Seguridad.
13.º La persona titular de la Gerencia de la Entidad de Derecho Público Trabajo 

Penitenciario y Formación para el Empleo.
14.º La persona titular de la Gerencia de Infraestructuras y Equipamiento de la 

Seguridad del Estado.
15.º El Inspector coordinador de la Subdirección General de Calidad de los Servicios e 

Innovación.
16.º Un representante del Gabinete Técnico de la Subsecretaría del Interior.
d) Secretario: Un funcionario de carrera de la Subdirección General de Calidad de los 

Servicios e Innovación, designado por la persona titular de la Subdirección General que 
asistirá a las reuniones con voz pero sin voto.

Los miembros de la Comisión Permanente y sus suplentes serán designados por los 
órganos superiores y directivos del Ministerio, incluyendo a los responsables de las 
actividades más relevantes del Departamento en atención a las funciones atribuidas a la 
Comisión, asegurando el necesario equilibrio entre las áreas funcionales y los responsables 
TIC, entre funcionarios de carrera del subgrupo A1 y de nivel 29 o 30. En las Unidades 
administrativas cuya relación de puestos de trabajo no prevea dichos niveles, el suplente 
será designado por el titular de la Unidad administrativa afectada.

3. El representante de cada uno de los centros directivos representará y coordinará al 
resto de Unidades dentro del ámbito de su centro directivo, pudiendo asistir a las reuniones 
acompañados de expertos en las materias que hayan de tratarse y que actuarán como 
asesores con voz, pero sin voto.

[ . . . ]
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§ 107

Orden JUS/1362/2016, de 3 de agosto, por la que se crea la 
Comisión Ministerial de Administración Digital del Ministerio de 

Justicia y se regula su composición y funciones. [Inclusión parcial]

Ministerio de Justicia
«BOE» núm. 192, de 10 de agosto de 2016
Última modificación: 31 de enero de 2023

Referencia: BOE-A-2016-7688

[ . . . ]
Artículo 2.  Composición y funcionamiento.

1. La Comisión Ministerial de Administración Digital del Ministerio de Justicia actúa en 
Pleno y en Comisión Permanente.

2. El Pleno de la Comisión Ministerial de Administración Digital del Ministerio de Justicia 
tendrá la siguiente composición:

a) Presidencia: La persona titular de la Subsecretaría de Justicia.
b) Vicepresidencia: La persona titular de la Dirección General de Transformación Digital 

de la Administración de Justicia.
c) Vocalías:
1.º Un representante del Gabinete de la Ministra.
2.º Un representante de cada uno de los siguientes órganos: Gabinete de la Secretaría 

de Estado, Gabinete Técnico de la Secretaria General para la Innovación y Calidad del 
Servicio Público de Justicia y Gabinete Técnico de la Subsecretaría.

3.º Un representante de la Abogacía General del Estado - Dirección del Servicio Jurídico 
del Estado.

4.º Un representante de la Secretaría General Técnica.
5.º Un representante de cada una de las Direcciones Generales del Departamento.
6.º Un representante de cada uno de los organismos públicos dependientes del 

Ministerio.
7.º La persona titular de la Subdirección General de Información Administrativa e 

Inspección General de Servicios.
8.º La persona titular de la Oficina Presupuestaria.
9.º La persona titular de la Subdirección General de Contratación y Gestión Económica.
10.º La persona titular de la Subdirección General de Calidad de los Servicios Digitales, 

Ciberseguridad y Operaciones.
11.º La persona titular de la Subdirección General de Impulso e Innovación de los 

Servicios Digitales de Justicia.
12.º La persona titular de la División de Servicios Digitales Departamentales.
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d) Persona titular de la Secretaría: Un funcionario de carrera de la División de Servicios 
Digitales Departamentales con puesto de trabajo de nivel de complemento de destino 26 o 
superior, que asistirá a las reuniones con voz, pero sin voto, el cual será designado por la 
persona titular de la Subsecretaría de Justicia, a propuesta de la persona titular de la 
División de Servicios Digitales Departamentales.

Las personas que ocupen las Vocalías anteriormente indicadas en representación de 
órganos, unidades u organismos, serán designadas por la persona titular de la Subsecretaría 
de Justicia, a propuesta del titular del órgano, unidad u organismo respectivo, entre 
funcionarios que ocupen un puesto de trabajo de nivel orgánico de complemento de destino 
30.

En caso de vacante, ausencia, enfermedad, así como en los casos en que haya sido 
declarada su abstención o recusación, la persona titular de la Subsecretaría de Justicia, a 
propuesta del titular del órgano, unidad u organismo autónomo respectivo, habrá de designar 
como suplente a un funcionario con puesto de trabajo de nivel de complemento de destino 
28 o superior dependiente jerárquicamente del vocal a sustituir.

El Presidente de la Comisión podrá autorizar la asistencia a las reuniones de expertos en 
las materias que se vayan a tratar, que tendrán el carácter de asesores, con voz, pero sin 
voto.

3. La Comisión se reunirá en Pleno, al menos, dos veces al año, mediante convocatoria 
de su Presidente, bien a iniciativa propia, a iniciativa de cualquiera de los Vicepresidentes o 
cuando lo soliciten, al menos, la mitad de sus miembros.

4. La Comisión Permanente tendrá la siguiente composición:
a) Presidencia: La persona titular de la Dirección General de Transformación Digital de la 

Administración de Justicia.
b) Vicepresidencia: La persona titular de la Dirección del Gabinete Técnico de la 

Subsecretaría.
c) Vocalías:
1.º La personal titular de la División de Servicios Digitales Departamentales.
2.º La persona titular de la Subdirección General de Calidad de los Servicios Digitales, 

Ciberseguridad y Operaciones.
3.º La persona titular de la Subdirección General de Impulso e Innovación de los 

Servicios Digitales de Justicia.
4.º Las personas representantes de las Vocalías de los centros directivos que integren el 

Pleno de la Comisión a los que se refieran los temas a tratar.
d) Persona titular de la Secretaria: Un funcionario de carrera de la División de Servicios 

Digitales Departamentales con puesto de trabajo de nivel de complemento de destino 26 o 
superior, que asistirá a las reuniones con voz, pero sin voto, el cual será designado por la 
persona titular de la Subsecretaría de Justicia, a propuesta de la persona titular de la 
División de Servicios Digitales Departamentales.

El representante de cada centro directivo representará y coordinará a los representantes 
del resto de unidades dentro del ámbito de su centro directivo.

Los Vocales podrán asistir a las reuniones de la Comisión Permanente acompañados de 
funcionarios expertos en las materias que hayan de tratarse y que actuarán como asesores 
con voz, pero sin voto.

En caso de vacante, ausencia, enfermedad, así como en los casos en que haya sido 
declarada su abstención o recusación, la persona titular de la Subsecretaría de Justicia, a 
propuesta del titular del órgano, unidad u organismo autónomo respectivo, habrá de designar 
como suplente a un funcionario con puesto de trabajo de nivel de complemento de destino 
28 o superior dependiente jerárquicamente del vocal a sustituir.

5. La Comisión Permanente se reunirá con periodicidad trimestral, si bien la Presidencia 
de la misma podrá convocarla con carácter mensual cuando resulte necesario, y 
específicamente para informar los asuntos indicados en el artículo 3.2.c) de esta orden.

[ . . . ]
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Información relacionada

• Téngase en cuenta que las referencias que se hacen en la presente Orden, a órganos 
suprimidos o modificados por el Real Decreto 453/2020, de 10 de marzo Ref. BOE-
A-2020-3513, se entenderán realizadas a los órganos que se crean, sustituyen o asumen sus 
competencias por esta misma norma, según establece la disposición adicional única de la 
Orden JUS/1179/2020, de 4 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-15868
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§ 108

Resolución de 8 de enero de 1996, de la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria, por la que se crea la Unidad de Apoyo a la 
Fiscalía Especial para la Represión de los Delitos Económicos 

Relacionados con la Corrupción

Ministerio de Economía y Hacienda
«BOE» núm. 11, de 12 de enero de 1996
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-1996-757

El pasado 27 de diciembre los Ministerios de Justicia e Interior, Economía y Hacienda, y 
la Agencia Estatal de Administración Tributaria suscribieron un Convenio de Colaboración en 
materia de apoyo el Ministerio Fiscal en la lucha contra los delitos económicos relacionados 
con la corrupción para dar satisfacción a lo previsto en materia de apoyo en la Ley 10/1995, 
de 24 de abril, de Modificación del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal.

En la parte dispositiva del precitado acuerdo, la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria asume la obligación de crear en su seno una Unidad de Apoyo a la Fiscalía 
Especial para la Prevención de los Delitos Económicos Relacionados con la Corrupción, 
dentro de un marco jurídico-organizativo allí definido y ahora concretado en la presente 
Resolución, que viene a dar cumplimiento a lo previsto en el mismo.

En efecto, la Agencia Estatal de Administración Tributaria es un ente de derecho público, 
de los previstos en el artículo 6.5 de la Ley General Presupuestaria, que tiene encomendada 
la aplicación efectiva del Sistema Tributario Estatal y del Aduanero, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 103 de la Ley 31/1990, de 27 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para 1991.

Sin embargo, la estricta aplicación de este sistema no agota las funciones que ha de 
desarrollar la Agencia, pues pesa sobre ella, como sobre cualquier otra Administración 
Pública, un deber de colaboración con los órganos y poderes constitucionales para el 
cumplimiento de las funciones de éstos.

Destaca en este campo el deber de colaboración con la Administración de Justicia, ya 
sea con los Juzgados y Tribunales, ya sea con el Ministerio Fiscal, deber que ha adquirido 
en los últimos tiempos una especial relevancia, ante la proliferación de nuevos tipos de 
delincuencia económica, para cuya investigación y esclarecimiento se hacen precisos 
conocimientos técnicos propios de los funcionarios al servicio de la Hacienda Pública.

Como una especial manifestación de este deber de colaboración de la Agencia Tributaria 
para con el Ministerio Fiscal se ha considerado conveniente, e incluso necesario para 
conseguir los mejores resultados, la creación de un órgano de aquélla especialmente 
encargado de auxiliar a la Fiscalía Especial para la Represión de los Delitos Económicos 
Relacionados con la Corrupción, creado por la Ley 10/1995, de 24 de abril, sin perjuicio de 
las facultades de éste y de los demás órganos del Ministerio Fiscal para recabar el auxilio de 
otros órganos de la Agencia cuando así lo estimen procedente.
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En virtud de todo lo expuesto, de acuerdo con lo previsto en el Convenio de 27 de 
diciembre de 1995 y haciendo uso de la habilitación contenida en el apartado decimoquinto 
de la Orden de 2 de junio de 1994, por la que se desarrolla la estructura de la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria, dispongo:

Primero.  
Se crea la Unidad de Apoyo a la Fiscalía Especial para la Represión de los Delitos 

Económicos Relacionados con la Corrupción, que dependerá orgánica y funcionalmente del 
Director general de la Agencia Estatal de Administración Tributaria. La composición y 
estructura interna de la Unidad será la que determine su relación de puestos de trabajo.

Segundo.  
Corresponderá a la Unidad de Apoyo a la Fiscalía Especial para la Represión de los 

Delitos Económicos Relacionados con la Corrupción la emisión de los informes, la 
realización de las auditorías y la práctica de las actuaciones que le fuesen requeridas por el 
Fiscal Jefe de la indicada Fiscalía o por el Fiscal general del Estado.

Tercero.  
La Unidad de Apoyo a la Fiscalía Especial para la Represión de los Delitos Económicos 

Relacionados con la Corrupción se comunica directamente con el Jefe de dicha Fiscalía en 
todo lo referente al desarrollo de sus funciones, sin necesidad de remisiones a órganos 
intermedios, sin perjuicio de la adecuada formalización y constancia de los correspondientes 
requerimientos y de las competencias propias del Director general de la Agencia.

Cuarto.  
La presente Resolución entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».
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§ 109

Orden PCI/759/2019, de 9 de julio, por la que se crea y regula la 
Comisión Nacional para combatir la manipulación de las 

competiciones deportivas y el fraude en las apuestas

Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes e Igualdad
«BOE» núm. 168, de 15 de julio de 2019
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2019-10387

La Ley 13/2011, de 27 de mayo, de regulación del juego, tiene como objeto la regulación 
de la actividad de juego, en sus distintas modalidades, que se desarrolla con ámbito estatal 
con, entre otras finalidades, garantizar la protección del orden público y luchar contra el 
fraude.

En el contexto de estos fines, la corrupción vinculada a la manipulación de las 
competiciones deportivas y al fraude en las apuestas relacionadas con las mismas, es decir, 
tanto las apuestas deportivas en sentido estricto como las apuestas hípicas, constituye una 
de las mayores amenazas que se ciernen sobre el deporte, pues atenta contra sus valores 
esenciales y aleja de su entorno a aficionados y seguidores.

Este diagnóstico es compartido a nivel internacional. La Comunicación de la Comisión 
Europea de 23 de octubre de 2012, titulada «Hacia un marco europeo global para los juegos 
de azar en línea», o la Resolución del Parlamento Europeo, de 14 de marzo de 2013, sobre 
el amaño de partidos y la corrupción en el deporte, ya ponían de manifiesto, en el marco de 
la Unión Europea, la gravedad de este problema. A estas iniciativas se ha de sumar el 
Convenio del Consejo de Europa sobre la manipulación de las competiciones deportivas, 
aún no ratificado por España, que tiene por finalidad adoptar una respuesta global desde 
diversos ámbitos que haga frente a esta amenaza.

Dentro de este contexto, se considera necesario establecer, a nivel nacional, un cauce 
formalizado de diálogo y cooperación entre autoridades públicas, organizaciones deportivas, 
organizadores de competiciones deportivas y representantes del sector del juego con 
experiencia en la materia al objeto de prevenir y erradicar la corrupción y la manipulación de 
las competiciones y las apuestas.

A estos efectos, se crea mediante la presente orden, como órgano colegiado al amparo 
de lo previsto en el artículo 22.2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, y adscrito al Ministerio de Hacienda, la Comisión Nacional para combatir la 
manipulación de las competiciones deportivas y el fraude en las apuestas.

En su virtud, a propuesta de la Ministra de Hacienda, del Ministro del Interior y del 
Ministro de Cultura y Deporte, con la aprobación previa de la Ministra de Política Territorial y 
Función Pública, dispongo:
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Artículo 1.  Objeto.
1. Esta orden tiene por objeto la creación y regulación de la Comisión nacional para 

combatir la manipulación de las competiciones deportivas y el fraude en las apuestas (en 
adelante, la Comisión) al amparo de lo previsto en el artículo 22.2 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

2. En el marco de la presente orden el término apuestas se entenderá referido 
exclusivamente a las apuestas deportivas e hípicas de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 3 de la Ley 13/2011, de 27 de mayo, de regulación del juego.

3. La Comisión se adscribe al Ministerio de Hacienda.

Artículo 2.  Finalidad.
La Comisión tiene como finalidad prevenir y combatir la manipulación de las 

competiciones deportivas y el fraude en las apuestas mediante una actuación coordinada 
entre todos sus miembros.

Artículo 3.  Composición y funcionamiento.
1. Son miembros de la Comisión los siguientes:
a) La persona titular de la Dirección General de Ordenación del Juego.
b) La persona titular de la Dirección General de Deportes.
c) La persona titular de la Dirección Adjunta Operativa, de la Dirección General de la 

Policía.
d) La persona titular de la Subdirección General de Inspección del Juego de la Dirección 

General de Ordenación del Juego.
e) La persona titular de la Subdirección General de Regulación del Juego de la Dirección 

General de Ordenación del Juego.
f) Dos representantes del Consejo Superior de Deportes designados por la persona 

titular de la Presidencia del Consejo Superior de Deportes.
g) Un representante de la Dirección General de la Policía, designado por la persona 

titular de la Dirección General de la Policía.
h) Un representante de la Dirección General de la Guardia Civil, designado por la 

persona titular de la Dirección General de la Guardia Civil.
i) Dos vocales designados por la persona titular de la Presidencia del Consejo Superior 

de Deportes en representación de las Federaciones deportivas españolas.
j) Dos vocales designados por la persona titular de la Presidencia del Consejo Superior 

de Deportes entre personas de reconocido prestigio, a propuesta de ligas profesionales, 
entidades organizadoras de competiciones deportivas y asociaciones de deportistas 
profesionales.

k) Cuatro vocales relacionados con el sector de juego en España, con experiencia en el 
estudio, la gestión o el control de las apuestas, designados por la persona titular de la 
Dirección General de Ordenación del Juego.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos siguientes para la Presidencia y la 
Secretaría, en casos de vacante, ausencia o enfermedad, los suplentes de los miembros de 
la Comisión comprendidos en los párrafos a) a e) del apartado 1 serán sustituidos por la 
persona que éstos designen expresamente, mientras que los restantes miembros de la 
Comisión serán sustituidos por la persona que determine el órgano competente para su 
designación.

3. Los miembros de la Comisión cesan en el puesto por disposición de la persona titular 
del órgano que los nombró. Las vacantes que se produzcan serán cubiertas por el mismo 
procedimiento previsto para la designación.

4. La Comisión funciona a través del Pleno y del Comité Permanente.

Artículo 4.  Presidencia.
1. La Presidencia, que se renovará anualmente, se ejercerá de forma rotatoria por la 

persona titular de la Dirección General de Ordenación del Juego y la persona titular de la 
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Dirección General de Deportes, iniciando el turno de rotaciones la persona titular de la 
Dirección General de Ordenación del Juego.

2. A la Presidencia le corresponden las siguientes funciones:
a) Ostentar la representación de la Comisión.
b) Convocar las reuniones del Pleno y del Comité permanente, fijando el orden del día.
c) Presidir, dirigir y moderar sus reuniones.
d) Visar las actas y certificaciones de los acuerdos que, en su caso, puedan adoptarse.
e) Ejercer cuantas otras funciones sean inherentes a su condición de Presidente.
3. En caso de vacante, ausencia o enfermedad, u otra causa justificada, el Presidente 

será sustituido por la persona designada por él expresamente.

Artículo 5.  Secretaría.
1. La Secretaría de la Comisión corresponderá a la persona titular de la Subdirección 

General de Regulación del Juego que ejercerá las siguientes funciones:
a) Asistir con voz y voto a las reuniones.
b) Efectuar la convocatoria de las sesiones del Pleno o del Comité Permanente por 

orden del Presidente.
c) Recibir los actos de comunicación de los miembros con la Comisión, sean 

notificaciones, peticiones de datos, rectificaciones o cualquiera clase de escritos de los que 
deba tener conocimiento.

d) Preparar el despacho de los asuntos, redactar y autorizar las actas de las sesiones.
e) Expedir las certificaciones que, en su caso, le sean requeridas.
f) Cuantas otras funciones sean inherentes a la condición de Secretario.
2. En caso de vacante, ausencia o enfermedad y, en general, cuando concurra alguna 

causa justificada, el Secretario será sustituido por el funcionario que éste designe.

Artículo 6.  Pleno.
1. El Pleno estará formado por todos los miembros de la Comisión, entre los que se 

encuentran las personas titulares de la Presidencia y la Secretaría.
2. El funcionamiento del Pleno se ajustará, en todo caso, a las siguientes reglas:
a) El pleno se reunirá, como mínimo, dos veces al año.
b) Las convocatorias de las reuniones se efectuarán por la Presidencia con antelación 

suficiente, y en todo caso, con siete días hábiles y se acompañarán de un orden del día.
c) Para la válida constitución del Pleno se requerirá la presencia de las personas titulares 

de la Presidencia y de la Secretaría o en su caso de quienes les suplan y la de la mitad, al 
menos, de sus miembros.

d) Los acuerdos se adoptarán por consenso de los presentes y, en su defecto, por la 
mayoría de los asistentes.

e) De las reuniones se levantará un acta que será aprobada en la siguiente sesión.
3. Podrán asistir a las sesiones del Pleno, con voz, pero sin voto, todas aquellas 

personas que sean convocadas por su Presidente, en calidad de expertos en relación con 
las materias incluidas en el orden del día para las que su dictamen o asesoramiento sea 
relevante.

4. Las funciones del Pleno son las siguientes:
a) Poner en común la problemática existente en los diferentes sectores involucrados.
b) Fomentar la formación, la sensibilización y la educación en materia de prevención de 

la manipulación de las competiciones deportivas y el fraude en las apuestas.
c) Aprobar diagnósticos comunes entre sus miembros a propuesta del Comité 

Permanente.
d) Aprobar recomendaciones o planes de actuación a propuesta del Comité Permanente.
e) Aprobar una memoria anual sobre la actividad desarrollada por la Comisión, a 

propuesta del Comité Permanente.
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f) Colaborar con organizaciones, nacionales o internacionales, con competencias 
relacionadas con la prevención y lucha contra la manipulación de las competiciones 
deportivas y el fraude en las apuestas.

g) Ser informado por la Dirección General de Ordenación del Juego sobre el desarrollo 
del Sistema de Alertas sobre apuestas gestionado por aquélla.

h) Ser informado por el Centro Nacional Policial de Integridad en el Deporte Juegos y 
Apuestas de los hechos que procedentes de los diferentes sujetos activos, a nivel nacional e 
internacional, sea de interés conocer.

i) Aprobar la creación de Grupos de Trabajo.
j) Ser informado de los proyectos y avances en materia de cooperación transfronteriza 

relacionados con la lucha contra el fraude en las apuestas.
k) Cualquier otra función que se le atribuya por alguna disposición legal o reglamentaria.
5. El ejercicio de las funciones previstas en el apartado anterior se realizará con pleno 

respeto a la legislación en materia de protección de datos de carácter personal.

Artículo 7.  Comité Permanente.
1. El Comité Permanente estará formado por los siguientes miembros de la Comisión:
a) La persona titular de la Presidencia.
b) La persona titular de la Secretaría.
c) La persona titular de la Subdirección General de Inspección del Juego de la Dirección 

General de Ordenación del Juego.
d) Un representante del Consejo Superior de Deportes nombrado por la persona titular 

de la Presidencia de entre quienes formen parte del Pleno.
e) Un representante del Cuerpo Nacional de Policía nombrado por la persona titular de la 

Dirección Adjunta Operativa de la Dirección General de la Policía, de entre quienes formen 
parte del Pleno.

Podrán asistir a las sesiones del Comité, con voz, pero sin voto, cualesquiera de los 
miembros de la Comisión cuando así se considere oportuno por los miembros del Comité 
Permanente.

2. En caso de ausencia o enfermedad y, en general, cuando concurra alguna causa 
justificada los miembros del Comité Permanente designarán a sus respectivos suplentes.

3. Le corresponden al Comité Permanente las siguientes funciones:
a) Realizar análisis periódicos sobre el amaño de competiciones deportivas y el fraude 

en las apuestas.
b) Sin perjuicio de las funciones expresamente recogidas en el artículo 6.4, elevar al 

Pleno cuantas otras propuestas se estimen convenientes para detectar, prevenir o combatir 
el fraude en las apuestas y la manipulación de las competiciones deportivas.

c) Velar por el cumplimiento de los acuerdos o recomendaciones adoptados por el Pleno.
d) Cuantos otros cometidos le sean delegados o asignados por el Pleno o por la 

Presidencia.
4. Las convocatorias de las reuniones, que contendrá el correspondiente orden del día, 

se efectuarán por la Presidencia a petición de cualquiera de sus miembros, con un mínimo 
de siete días de antelación.

5. El Comité se reunirá, como mínimo, dos veces al año.

Artículo 8.  Reglas generales de funcionamiento.
La Comisión se ajustará, en lo no regulado en la presente Orden, a lo dispuesto en los 

artículos 15 a 18 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público.

Disposición adicional única.  No incremento de gasto público.
El funcionamiento de la Comisión Nacional no supone incremento de gasto público y 

será atendido con los medios personales y técnicos disponibles en la Dirección General de 
Ordenación del Juego.
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Disposición final única.  Entrada en vigor.
La presente orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».
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